Digitized  by  the  Internet  Archive 
in  2016  with  funding  from 
Universidad  Francisco  Marroquín 


https://archive.org/details/gacetadelostribuOOguat 


8 I B L I o T E C A 


Lüdwíg  von  Mises 


II  f M 


GUATEMALA 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 

PUBLICACION  DEL  PODER  JUDICIAL  DE  LA  REPUBLICA  DE  GUATEMALA 

DIRECTOR:  BACHILLER  HECTOR  FAJARDO  CADENA 

l-IV  í»  . . ^ IT  ^ tooc  i NUMEROS 

TOMO  XXXI  Guatemala,  Enero,  Febrero  y Marzo  de  1933  i.  2 y i 


SUMARIO 


SECCION  JUDICIAL 

JURISPRUDENCIA  DE  LA  CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

pAgina 

CIVIL. — JUICIO  ORDINARIO  sobre  nulidad  de  un  contrato  de  donación  y otorgamiento  de  una  es- 
critura, seguido  por  Miguel  Véliz  Carrera  contra  Francisco  Vélez  Falencia  y doña  Lui- 
sa Carrera  de  Vélez.  DOCTRINA:  Los  contratos  que  constaren  en  Instrumentos  públi- 
cos se  consideran  probados  de  una  manera  auténtica;  es  decir,  es  una  prueba  Incon- 
contestable  de  los  hechos  que  han  pasado  en  presencia  del  notarlo  y producen  ple- 
na prueba  en  cuanto  a los  hechos  o manifestaciones  de  los  contratantes  u otorgan- 
tes del  acto 5 

ACLARACION  Y AMPLIACION 9 

CIVIL — JUICIO  ORDINARIO  seguido  por  Ramiro  Rodas  R.,  contra  Emilio  Nasher  y César  Dlerking. 

DOCTRINA:  El  que  alega  un  hecho  o un  acto  que  pueda  producir  consecuencias  Ju- 
rídicas contrarias  al  estado  normal  de  las  cosas  o de  una  situación  de  hecho  o de 


derecho  ya  adquirida,  debe  presentar  la  prueba  de  este  hecho  o de  este  acto ^10 

ACLARACION  Y AMPLIACION 12 


CIVIL.— JUICIO  ORDINARIO  seguido  por  el  Licenciado  David  Plvaral,  con  Eduardo  de  la  Vega  Or- 
dóñez  y compañeros.  IX)CTRINA:  lo. — En  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  Art.  606 
del  Código  de  enjuiciamiento  civil  y mercantil,  es  procedente  el  recurso  de  casación 
contra  lo  sautos  mediante  los  cuales  se  pone  término  a la  acción,  al  otorgarse  el  ca- 
rácter .de  dilatoria  a una  excepciónlndebldamente  calificada  como  de  falta  de  per- 
sonería. 2o. — falta  de  personería  no  puede  alegarse  contra  quien  se  apersona  en 
Juicio  en  nombre  propio,  ni  respecto  de  los  demandados  por  actos  que  ejecutaron  en 


relación  con  sus  propios  intereses  y derechos 13 

VOTO  RAZONADO  de  los  Magistrados  OJeda  Salazar  y Hurtado  Peña 15 

CIVIL.— JUICIO  ORDINARIO  seguido  por  Perfecto  Vásquez  con  el  Banco  de  Occidente.  DOCTRINA: 

La  Justificación  de  dominio  sobre  un  Inmueble,  es  el  título  de  propiedad  debldamen- 
mente  inscrito 16 

CIVIL — JUICIO:  Liquidación  de  la  sociedad  Pascual  Roslto  y Cayetano  Di  Leone.  DOCTRINA:  El 
recurso  extraordinario  de  casación  sólo  procede  contra  las  sentencias  o autos  defini- 
tivos de  Primera  o Segunda  Instancia,  no  consentidos  expresamente  por  las  partes, 
que  terminen  los  Juicios  de  mayor  cuantía  y únicamente  se  dará  en  los  casos  que 
señala  la  ley 21 


CIVIL. — JUICIO  ORDINARIO  seguido  por  Ricardo  Ro  dríguez  Nishtal  con  Manuel  Godoy  Benavides. 

DOCTRINA:  En  las  discusiones  Judiciales  sobre  filiación,  sólo  es  admisible  la  prue- 
ba testifical,  cuando  se  apoye  en  un  principio  de  prueba  escrita;  o bien,  cuando  los 


presuntos  padres  hayan  formado  un  hogar 21 

CIVIL, — JUICIO  ORDINARIO  seguido  por  el  Licenciado  y Coronel,  ciudadano  Jorge  Guzmán  Por- 
tillo y Rebeca  Otilia  Flores  Camacho  y Armando  Suárez  Sagastume.  DOCTRINA:  El 
que  afirma  está  obligado  a probar 25 


CIVIL, — JUICIO  EJECUTIVO  seguido  por  el  Licenciado  Manuel  Coronado  Aguilar  como  apodera- 
do de  Benjamín  Bloom,  con  Adela  Zúñiga.  DOCTRINA:  Los  Bancos  y Casas  Banca- 
rias  Extranjeras  que  deseen  operar  en  el  país,  deberán  cumplir  previamente  con  lo 


dispuesto  por  el  Articulo  139  del  Dto,  Leg.  No.  1406  28 

VOTO  RAZONADO  de  los  Magistrados  Menéndez  B.  y Aguilar 31 


pAgina 


CIVIU— >IUIC10  ORDINARIO  «eguldo  por  Vicente  M.  Alvarez  con  Catarlno  Flores.  DOCTRINA:  Para 
que  el  declarado  confeso  pueda  rendir  prueba  en  contrario,  es  indispensable  que  la 
parte  que  haga  uso  de  la  diligencia  de  posiciones  la  presente  como  prueba  dentro  del 
término  probatorio.  Los  escrituras  públicas  producen  fé  y hacen  plena  prueba  míen* 
tras  no  se  declare  su  nulidad  o falsedad 31 

CIVIL. — JUICIO  ORDINARIO  seguido  por  el  Licenciado  Jorge  O.  Umaña.  como  apoderado  de  los 
herederos  de  Santiago  Conlledo  Flores  con  la  Compaúía  del  Ferrocarril  Verapaz  y 
Agencia  del  Norte  Limitada.  DOCTRINA:  Es  indebida  la  aplicación  del  Art.  271  del 
Código  de  Enjuiciamiento  C.  y M.  a la  prueba  que  se  decrete  en  Segunda  Instancia  33 

CIVIL. — JUICIO  ORDINARIO  seguido  por  Florentín  Arévalo.  con  Adolfo  Melgar  Molina  y compañero. 

DOCTRINA:  Las  anotaciones  de  embargo  recaído  sobre  derechos  reales  inscritos  del 
deudor,  solamente  les  dará  la  preferencia  a los  que  tengan  contra  el  mismo  deu- 
dor un  crédito  contraído  con  posterioridad  a la  anotación  del  embargo 34 

CRIMINAL. — PROCESO:  Instruido  contra  Jorge  Aboud  Bullos  y Abel  Barrientes  Campos,  por  los  de- 
litos de  hurto  y encubrimiento  en  el  mismo  delito  respectivamente.  DOCTRINA:  La 
prueba  Judicial  es  propiamente  un  método  de  Investigación  o determinación  de  hechos  36 

ACLARACION  Y AMPLIACION t 40 

CRIMINAL. — PROCESO:  Contra  Oscar  Gohlltz  Sandoval,  por  homicidio  cometido  por  Imprudencia  te- 
meraria. DOCTRINA:  El  que  con  ocasión  de  una  acción  licita,  poniendo  en  ella  la  de- 
bida diligencia,  produce  un  mal  por  mero  accidente,  no  Incurre  en  responsabilidad 


criminal  ...  41 

VOTO  RAZONADO  de  los  Magistrados  Argueta  S.  y Serrano  Muñoz 43 


CRIMINAL  PROCESO:  Contra  Landellno  Pérez  Portillo,  por  himlcldlo,  lesiones  y atentado  a los  Agen- 
tes de  la  autoridad.  DOCTRINA:  £1  transcurso  de  los  diez  años  fijados  al  delito  de 
homicidio,  es  lo  que  debe  servir  de  base  a la  computación  del  tiempo  necesario  a 


la  prescripción  de  la  acción  para  perseguirlo 44 

VOTO  RAZONADO  del  Magistrado  Serrano  Muñoz 43 


CRIMINAL, — PROCESO:  Contra  Waldemar  Pelén,  por  allanamiento  de  morada.  DOCTRINA:  Si  se  ale- 
ga exención  de  responsabilidad  pot  haber  obrado  el  ofensor  privado  totalmente  de 
razón,  debe  probarse  este  extremo  y cié  que  ocurrió  por  causas  independientes  de  su 
voluntad 48 

CRIMINAL. — ^PROCESO:  Contra  Doroteo  Samayoa  González  y Juan  Francisco  Soto  Chin,  por  homicidio. 

DOCTRINA:  Cuando  el  recurrente  no  señala  los  incisos  del  articulo  que  denuncia  co- 
mo infringido,  la  Corte  Suprema  de  Justicia  no  puede  entrar  al  examen  de  dicha 
disposición  legal.  Si  el  recurso  se  funda  en  quebrantamiento  de  forma,  deberá  concre- 
tarse alguno  de  los  casos  que  la  ley  determina 49 

CRIMINAL. — PROCESO:  Instruido  por  el  delito  de  hurto,  contra  la  menor  Lucila  Sánchez  Pérez.  DOC- 
TRINA: Siendo  la  procesada  Lucia  Sánchez,  nieta  d la  acusadora  Rosarlo  Slcay,  es- 
tá exenta  de  responsabilidad  crlmin  al  y sujeta  únicamente  a la  civil,  de  conformi- 


dad con  lo  expuesto  en  el  Art.  433,  Código  Penal 52 

CRIMINAL. — PROCESO:  Instruido  contra  Valeriano  Méndez  y Pantaleón  Monroy,  por  el  delito  de  ex- 
humación Ilegal.  DOCTRINA:  Las  exhumaciones  que  se  practiquen,  no  para  escarne- 
cer o ultrajar  la  memoria  de  los  muertos,  siempre  que  se  lleven  a cabo  con  Infrac- 
ción de  los  reglamentos  y demás  disposiciones  sanitarias,  constituirán  uno  de  los  de- 
litos contra  la  salud  pública 54 

CRIMINAL. — PROCESO:  Contra  Julián  Muñoz,  por  lesiones.  DOCTRINA:  La  sentencia  fundada  en 
presunciones  procede  casarla  cuando  los  hechos  en  que  aquéllas  se  funden  no  se  en- 
cuentren plenamente  probados 56 

QUEJA:  Contra  el  Juez  Propietario  de  Suchitejéquez 57 

QUEJA:  Contra  el  Juez  Propietario  de  Jutiapa 58 


CRIMINAL. — PROCESO:  Contra  Gonzalo  D.  Dardón  y Domingo  Córdova.  por  varios  delitos.  DOCTRI- 
NA: Solamente  procede  el  recurso  extraordinario  de  casación,  cuando  en  los  autos  que 
resuelvan  artículos  de  previo  pronunciamiento,  hayan  sido  admitidas  las  excepciones 
de  cosa  Juzgada,  prescripción  del  delito  o de  la  pena,  o aplicación  de  amnistía  o In- 


dulto general  ...  58 

CRIMINAL. — ^PROCESO:  Contra  León  Llnd  Pettersou  Hausen.  por  detención  Ilegal.  DOCTRINA:  Lo 
que  caracteriza  el  delito  de  detención  Ilegal,  es  la  calidad  de  particular  que  tenga 
la  persona  que  encerrare  o detuviere  a otra,  privándola  de  su  libertad 60 

VOTO  RAZONADO  de  los  señores  Magistrados  Alberto  Argueta  S.  y José  Serrano  Muñoz 61 


CRIMINAL. — PROCESO:  Contra  Delfina  Juárez  viuda  de  Prado,  por  estafa.  DOCTRINA:  Solamente  los 
autos  de  sobreseimiento  definitivo  admiten  el  recurso  extraordinario  de  casación;  mas, 
no  aquellos  en  que  se  declare  sin  lugar  la  cesación  del  procedimiento 62 

CRIMINAL. — ^PROCESO:  Contra  Teódulo  Contreras  Orellana  y compañeros  por  homicidio.  DOCTRINA: 

Cuando  la  confesión  Judicial  es  calificada  y hay  pruebas  evidenciantes  de  las  cir- 
cunstancias que  la  modifican,  y no  contrarias  a ellas,  debe  admitirse  en  la  parte  que 
favorece  al  confesante 64 

VOTO  RAZONADO  de  los  señores  Magistrados  Alberto  Argueta  S.  y José  Serrano  Muñoz 68 

CRIMINAL. — 'PROCESO:  Contra  Tranquilino  Segura  Rosales,  por  homicidio.  DOCTRINA:  Cuando  el 
delincuente  no  tuvo  la  intención  de  causar  un  mal  de  tanta  gravedad  como  el  que 
produce,  su  responsabilidad  debe  ser  atenuada 69 

CRIMINAL. — ^PROCESO:  Contra  Julián  Gallegos  Blanco,  por  homicidio.  DOCTRINA:  Cuando  el  delin- 
cuente se  presenta  voluntariamente  a la  autoridad  Judicial  a confesar  su  delito  antes 
de  ser  perseguido  por  ello,  la  circunstancia  de  atenuación  que  se  deriva  de  tal  cau- 
sa. lleva  implícita  la  señalada  en  el  inciso  10  del  Articulo  21  C.  P.  En  consecuen- 
cia, sólo  una  atenuación  le  favorece 71 

CRIMINAL. — PROCESO:  Contra  Teófilo  Hilton  por  homicidio.  DOCTRINA:  Los  extremos  de  la  legí- 
tima defensa  plenamente  demostrados  eximen  de  responsabilidad  criminal  al  autor 
de  un  homicidio 74 

CRIMINAL. — PROCESO:  Instruido  por  los  delitos  de  doble  homicidio,  lesiones  y atentado,  contra  Fer- 
mín Labín  Samayoa  y Alberto  Ordóñez  Cróker.  DOCTRINA:  La  absolución  de  la  Ins- 
tancia, sólo  es  procedente  cuando  concurran  los  tres  requisitos  que  señala  de  una 
manera  concreta  y precisa  el  Artículo  730  P.  P 75 

CRIMINAL. — PROCESO:  Instruido  por  el  delito  de  deserción,  contra  el  soldado  Manuel  Gregorio  Por- 
tillo. DOCTRINA:  La  prescripción  no  es  otra  cosa,  que  la  cesación  del  derecho  so- 
cial de  acusar  o de  penar,  después  de  cierto  tiempo 86 

CRIMINAL. — PROCESO:  Instruido  contra  Sixto  González  por  el  delito  de  falsificación  de  moneda  y 
contra  Jesús  Ochoa,  por  expendio  de  la  misma  especie  de  moneda.  DOCTRINA:  A 
los  expendedores  se  les  castiga  con  la  misma  pena  que  a los  falsificadores,  cuando 
toman  parte  directa  en  la  ejecución  del  hecho  y siempre  que  haya  connivencia;  es- 
to es,  inteligencia,  acuerdo  y confabulación  con  los  falsificadores 87 

CRIMINAL. — PROCESO:  Contra  Pedro  Rodas  Lucero  por  contrabando  DOCTRINA:  Las  disposiciones 
especiales  de  una  ley  prevalecen  sobre  las  disposiciones  generales.  El  tráfico  de  ar- 
mas y cartuchos  nacionales  constituye  delito  de  contrabando  de  especies  estancadas, 
regido  por  leyes  especiales 89 

CRIMINAL. — PROCESO:  Contra  Juan  Tuquer  Vásquez  por  robo.  DOCTRINA:  Cuando  el  encubrimien- 
to se  refiere  al  delito  consumado,  la  pena  que  deberá  infligirse  al  encubridor  es  la 
tercera  parte  de  la  que  corresponde  Imponer  al  autor  del  hecho  punible S2 

CRIMINAL. — ^PROCESO : Contra  Arnulfo  Pinto  Rom  ero,  por  homicidio.  DOCTRINA : Las  circunstan- 
cias que  eximen  de  responsabilidad  criminal,  así  como  las  que  la  atenúan,  no  pro- 
cede apreciarlas  si  el  reo  niega  la  perpetración  del  hecho  punible 94 

CRIMINAL. — ^PROCESO:  Instruido  contra  el  Mayor  Herculano  Hernández  Ponclano,  por  los  delitos  de 
abusos  contra  particulares,  lesiones  y disparos  de  arma  de  fuego.  DOCTRINA:  Para 
que  el  delito  de  disparo  de  arma  de  fuego  exista,  es  necesario  que  se  dirija  volun- 
taria y conscientemente  contra  persona  determinada  y cuando  falta  este  esencial  e 
Indispensable  requisito,  el  disparo  no  puede  legalmente  calificarse  de  delito 97 

CRIMINAL. — ^PROCESO:  Contra  Adela  García  por  Infanticidio.  DOCTRINA:  TOda  Infracción  de  la 

ley  penal  se  presume  voluntaria,  mientras  no  conste  lo  contrarío 97 

CRIMINAL. — ^PROCESO:  Contra  Juan  Bautista  Carrillo  Cruz,  por  estafa.  DOCTRINA:  Cuando  la  de- 
fraudación exceda  de  den  quetzales  y no  pase  de  quinientos,  será  castigada  con  la 
pena  de  dos  años  de  prisión  correccional 101 

CRIMINAL. — PROCESO:  Contra  Carlos  Méndez  Díaz,  por  atentado  a los  agentes  de  autoridad.  DOC- 
TRINA: El  Decreto  Legislativo  No.  1443  .suprimió  la  sexta  circunstancia  de  atenuación 
determinada  en  el  Artículo  21  del  Código  Penal 105 

CRIMINAL. — PROCESO:  Contra  Claudio  García,  por  varios  delitos.  DOCTRINA:  lias  declaraciones  de 
dos  o más  testigos  idóneos,  que  reúnan  las  condiciones  requeridas  por  la  ley  para 
su  validez  en  Juicio,  constituyen  plena  prueba,  desde  luego  que  la  única  consecuen- 
cuencla  que  puede  deducirse  es  la  culpabilidad  del  acusado 107 

CRIMINAL. — PROCESO:  Contra  José  Patricio  Marro quín,  por  lesiones.  DOCTRINA:  Para  la  aplicación 
del  inciso  3o.  del  Artículo  304  C.  P.  es  bastante  que  el  ofendido  haya  permanecido 
enfermo  por  más  de  noventa  días,  a consecuencia  de  la  lesión  que  le  fuera  inferida  111 


CRIMINAL. ^PROCESO:  Contra  Soledad  Qarcia.  por  amenazas.  DOCTRINA:  Los  que  de  palabra  y en 
el  calor  de  la  ira  amenazaren  a otro  con  causarle  un  mal  que  constituya  delito,  se* 
rán  responsables  de  falta  y castigados  con  cinco  días  de  prisión 113 

CRIMINAL — ^PROCESO:  Instruido  contra  Juan  López  Xltlmul.  por  el  delito  de  hurto  de  semovientes. 

DOCTRINA:  El  hurto  consiste  en  el  apoderamiento  con  ánimo  de  lucro  y sin  violen- 
cia o intimidación  en  las  personas  y fuerza  en  las  cosas,  de  los  muebles  ajenos,  sin 
la  voluntad  de  su  dueño 114 

CRIMINAL.— COMPETENCIA:  Promovida  entre  el  Juez  de  la.  Instancia  de  Totonlcapán  y el  Juez  Pri- 
mero de  Primera  Instancia  de  Quezaltenango.  DOCTRINA:  Los  Jueces  de  Primera 
Instancia  en  su  respectivo  departamento  son  los  únicos  a quienes  compete  el  oono- 
clmlento  de  las  causas  criminales  que  se  instruyan  por  delitos  cometidos  dentro  del  te- 
rritorio de  su  Jurisdicción 116 

CRIMINAL. — PROCESO:  Instruido  contra  Joaquín  Barrios  Argueta.  por  el  delito  de  falsificación  de 
documentos  oficiales.  DOCTRINA:  La  falsedad  puede  realizarse  de  tres  modos:  por  me- 
dio de  palabras,  por  escrito,  por  actos  o hechos 116 

CRIMINAL. — PROCESO:  Contra  Teófilo  Avendoño  Echeverría,  por  estafa.  DOCTRINA:  SI  la  preexis- 
tencia del  hecho  punible  y la  culpabilidad  del  enjuiciado  no  se  encuentran  estable- 
cidas de  una  manera  plena,  es  Improcedente  Infligirle  pena 113 

CRIMINAL. — PROCESO:  Contra  Rubén  Posadas  Flores,  por  disparo  de  arma  de  fuego.  DOCTRINA: 

Establecida  la  preexistencia  del  hecho  punible  y la  culpabilidad  del  enjuiciado,  de- 
be de  Infligirse  a éste,  la  sanción  que  en  su  caso  determine  la  ley 122 

CRIMINAL. — PROCESO:  Contra  Perfecto  Aldana,  por  rapto  violento.  DOCTRINA:  La  apreciación  de  la 
prueba  Indirecta  incumbe  a los  Tribunales  de  Instancia,  cuando  los  hechos  de  los 
cuales  se  deduzcan  las  presunciones  humanas,  estén  debidamente  probados  123 

CRIMINAL. — PROCESO:  Contra  Guillermo  Cacao  Hernández,  por  robo.  DOCTRINA:  El  delito  de  robo 
está  caracterizado  por  el  apoderamiento  de  las  cosas  muebles  ajenas,  con  violencia 
en  las  personas,  o fuerza  en  las  cosas 125 

CRIMINAL. — PROCESO:  Instruido  contra  Ezequlel  Sandoval  Chavarría,  por  el  delito  de  ataque  o re- 
sistencia a patrulla.  DOCTRINA:  Patrulla,  es  toda  tropa  compuesta  de  corto  número 
de  hombres,  que  forma  parte  de  un  puesto  avanzado  y tiene  por  objeto:  explorar, 
observar,  registrar,  reconocer  y vigilar  en  continuo  movimiento  los  alrededores  de 
un  lugar 127 

CRIMINAL. — PROCESO:  Instruido  contra  Soledad  García,  por  el  delito  de  agresión  y contra  Raúl 
Sánchez  por  el  delito  de  lesiones.  DOCTRINA:  Agresión  significa  acometimiento  o 
ataque  violento  contra  alguna  persona  para  matarle,  herirle  o hacerle  cualquier  daño..  129 

CRIMINAL.— DILIGE2ÍCIAS  iniciadas  con  motivo  de  la  muerte  de  Enrique  Juan  Hermán  Boeschen. 

DOCTRINA:  Cuando  el  hecho  no  sea  constitutivo  de  delito  procede  el  sobreseimien- 
to de  la  causa.  La  autopsia  del  cadáver  debe  verificarse  en  todos  los  casos  en  que 
haya  sospecha  de  criminalidad  131 

CRIMINAL. — PROCESO:  Contra  Natalio  Reyes  Lanuza,  por  atentado.  DOCTRINA:  Para  apreciar  el 
mérito  de  la  declaración  de  un  testigo,  el  Tribunal  considerará  las  circunstancias  que 
enumera  el  Arto.  686  de  P.  P.  132 

CRIMINAL — PROCESO:  Contra  Angel  María  Briones.  por  homicidio.  DOCTRINA:  Para  admitir  la  ca- 
sación por  quebrantamiento  de  forma  es  Indispensable  que  se  haya  pedido  la  sub- 
sanación  en  la  instancia  en  que  se  cometió 134 

SECCION  DE  ESTADISTICA  ...  136 

FUNCIONARIOS  DET,  PODER  JUDICIAL 148 

JURISDICCION  DE  LOS  TRIBUNALES 150 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


5 


SECCION  JUDICIAL 

lUnUDENCIA  DE  lA  COIHE  SUPREMA  DE  lUSlIA 


CIVIL 

JUICIO:  Ordinario  sobre  nulidad  de  un 
contrato  de  donación  y otorgamiento  de 
una  escritura,  seguido  por  Miguel  Veliz 
Carrera  contra  Francisco  Vélez  Falen- 
cia y doña  Luisa  Carrera  de  Vélez. 

DOCTRINA:  Los  contratos  que  constaren 
en  instrumentos  públicos  se  consideran 
probados  de  una  manera  auténtica;  es 
decir,  es  una  prueba  incontestable  de 
los  hechos  que  han  pasado  en  presencia 
del  notario  y producen  plena  prueba  en 
cuanto  a los  hechos  o manifestaciones 
de  los  contratantes  u otorgantes  del 
acto. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cinco  de  diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Tercera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  cinco  de  abril  del 
año  en  curso,  en  el  juicio  ordinario  sobre 
nulidad  de  un  contrato  de  donación  y 
otorgamiento  de  una  escritura,  seguido 
por  Miguel  Véliz  Carrera,  quien  compare- 
ció en  el  juicio  representado  por  su  man- 
datario judicial  y abogado  director.  Licen- 
ciado don  Vitalino  Martínez  D.,  contra 
Francisco  Vélez  Falencia  y doña  Luisa 
Carrera  de  Vélez  representados  por  su  apo- 
derado don  Juan  Quan  Valenzuela  y di- 
rigidos por  los  abogados  Manuel  Garda 
Alvarado,  Ernesto  Pardo  y Jerónimo  Lima, 
en  la  que  se  confirma  la  que  dictó  el  Juez 
3o.  de  la.  Instancia  en  todos  los  puntos 
resolutivos  que  contiene,  excepto  el  ter- 
cero que  se  revoca,  declarando  per  últi- 
mo, que  las  costas  son  a cargo  ce  los  de- 
mandados. Las  partes  contendientes  son 
vecinas  de  San  José  del  Golfo  de  este  De- 
partamento, y los  apoderados  y abogados 
directores  vecinos  de  esta  Capital. 

— I — 

Con  fecha  veinticinco  de  febrero  de  mil 
novecientos  treinta  y une  se  presentó  ante 
el  Juez  Tercero  de  Primera  Instancia,  Mi- 
guel Véliz  Carrera  por  medio  de  su  apo- 


derado Licenciado  don  Vitalino  Martínez, 
demandado  en  via  ordinaria  de  don  Fran- 
cisco Vélez  Falencia  y doña  Luisa  Carrera 
de  Vélez,  la  nulidad  y rescisión  de  un  con- 
trato por  el  cual  el  priii'ero  donó  a la  úl- 
tima, la  finca  rústica  número  ciento  trein- 
ta y siete  (137),  folio  ochenta  y ocho  (88), 
del  libro  tercero  (3o.)  de  El  Progreso,  la 
cuya  finca  el  donante  había  vendido  con 
anterioridad  a doña  Juana  Reynoso  viu- 
da de  Flores,  quien  a su  vez  ,se  la  vendió 
al  demandante.  La  nulidad  y rescisión  del 
contrato  la  fundó  el  actor  en  que  se  hizo 
en  fraude  suyo  y además  en  estado  de 
insolvencia  del  donante,  ya  que  había  en 
el  momento  de  la  celebración  del  contra- 
to, una  ejecución  en  su  contra,  iniciada 
por  el  Abogado  don  Manuel  García  Alva- 
rado. Esta  escritura  no  se  registró  en  el 
Registro  de  Inmuebles  porque  el  vendedor 
lio  tenía  sus  derechos  registrados  en  esa 
fecha  y por  esta  mism?.  razón  tampoco 
ge  registró  la  que  otorgó  la  señora  Rey- 
noso de  Flores  a Véliz  Canora.  Como  ya 
se  dijo,  Vélez  Falencia  con  miras  fraudu- 
lentas, teniendo  ya  registrada  la  propie- 
dad a su  nembre,  hizo  donación  del  in- 
mueble a favor  de  su  esposa  Luisa  Carre- 
ra de  Vélez,  por  escritura  que  autorizó  el 
Notario  Ernesto  Pardo,  .el  veintiséis  de 
Agosto  de  mil  novecientos  treinta;  el  de- 
mandante pidió  la  nu'idíid  y la  rescisión 
del  contrato  de  donación  y que  se  conde- 
nara a Vélez  Falencia  a que  otorgara  a 
favor  de  Véliz  Carrera,  escritura  de  ven- 
ta registradle  de  los  derechos  que  poseía 
en  la  finca  denominada  “Pontezuelas”. 
Posteriormente,  debido  a qúe  se  declaró 
procedente  una  excepción  dilatoria  de  de- 
fecto legal  en  la  forma  de  interponer  la 
demanda,  la  modificó  en  el  sentido  de  de- 
mandar únicamente  la  nulidad  de  la  do- 
nación y el  otorgamiento  de  título  regis- 
tradle. 

— II  -- 

En  rebeldía  de  los  reos  se  tuvo  por  con- 
testada negativamente  la  demanda,  abrién- 
dose el  juicio  a prueba,  durante  cuyo  tér- 
mino se  tuvieron,  por  la  parte  actora,  las 
siguientes:  a)  testimonio  de  la  escritura 
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pública  otorgada  por  Francisco  Vélez.  do- 
ña María  Vélez  de  Véllz,  doña  Refugio 
Vélez  de  Ruiz  y doña  Gregoria  Vélez  de 
Garrido  a favor  de  doña  Juana  Reynoso 
viuda  de  Fiores,  por  la  cual  los  primeros 
venden  a la  última  sus  derechos  heredi- 
tarios en  la  finca  número  ciento  treinta  y 
siete.  (137)  foiio  ochenta  y ocho  (88), 
del  libro  tercero  (3o.)  de  Guatemala,  an- 
tes de  El  Progreso;  b)  testimonio  de  la 
escritura  pública  por  ia  que  la  señora  Rey- 
noso viuda  de  Flores  vendió  a don  Miguel 
Véliz  Carrera  la  posesión  de  la  finca  ‘ Pon- 
tezuelas".  Estas  dos  escrituras  fueron  au- 
torizadas por  el  Notario  Carlos  Paeheco 
Marroquln  con  feehas  diez  y siete  de  abril 
de  mil  novecientos  veintiuno  y veintisie- 
te de  abril  de  mil  novecientos  veintidós; 
c)  testimonio  de  la  escritura  oública  de 
donaeión  otorgada  por  don  Franeisco  Vé- 
lez a favor  de  su  esposa  doña  Luisa  Carre- 
ra de  Vélez,  autorizada  por  el  Notario  Er- 
nesto Pardo  el  veintiséis  de  agosto  de  mil 
novecientos  treinta;  d)  posiciones  articu- 
ladas por  el  actor  a doña  Luisa  Carrera 
de  Vélez  en  las  cuales  se  le  declaró  con- 
fesa, y e)  el  juicio  ejecutivo  hipotecario 
seguido  por  el  Licenciado  Miguel  Garda 
Alvarado  contra  el  donante,  en  el  cual 
consta  que  éste  dló  en  garantía  la  finca 
de  que  se  ha  hecho  mención.  Vencido  el 
término  de  prueba  se  unieron  las  rendi- 
das a los  autos  y el  dia  de  la  vista  los  in- 
teresados presentaron  sus  respectivos  ale- 
gatos. En  esta  ocasión  el  actor  alegó  que 
la  donación  era  nula  por  haberse  hecho 
con  dolo  y con  fraude  de  acreedores  y 
que  don  Francisco  Vélez  tenía  obligación 
de  otorgarle  escritura  registrable.  Los  de- 
mandados alegaron,  negando  las  causales 
de  nulidad  y refutaron  la  admisión  como 
prueba  de  las  escrituras  de  compra-venta 
presentadas  por  la  parte  actora,  por  no 
estar  dichas  escrituras  registradas  dicien- 
do que  por  esta  razón  los  contratos  que 
edas  nrobaron  no  podían  perjudicar  los 
derechos  de  doña  Luisa  Carrera  de  Vélez, 
que  era  tercero. 

— III  — 

Con  fecha  dos  de  agosto  de  mil  nove- 
cientos treinta  y dos  el  Juez  Tercero  de 
de  Primera  Instancia  dió  fin  al  juicio  or- 
dinario ya  mencionado,  declarando:  lo. — 
Que  es  nula  la  donación  hecha  por  Fran- 
cisco Vélez  Falencia  a su  esposa  doña  Lui- 
sa Carrera  de  Vélez  por  escritura  de  fe- 
cha veintiséis  de  Agosto  de  mil  novecien- 
tos treinta,  otorgada  ante  los  oficios  del 


Notarlo  Ernesto  Pardo;  2o. — Manda  en 
consecuencia  a cancelar  la  octava  inscrip- 
ción de  dominio  de  la  finca  rústica  núme- 
ro ciento  treinta  y siete  (137)  folio  ochen- 
ta y ocho  (88),  del  libro  tercero  (3o.)  de 
El  Progreso,  hecho  a favor  de  la  deman- 
dada señora  de  Vélez;  3o. — Manda  que  se 
testimonie  lo  conducente  para  la  inicia- 
ción del  juicio  criminal  que  corresponde 
contra  los  demandados,  a quienes  además 
condena  al  pago  de  las  costas  del  presen- 
te juicio;  4o. — Absuelve  al  demandado 
Francisco  Vélez  Falencia  en  lo  que  se  re- 
fiere a otorgar  escritura  registrable  de  la 
venta  de  los  derechos  que  tenia  en  la  fin- 
ca de  mérito. 

La  Sala  Tercera  aceptó  como  plenamen- 
te probados  los  hechos  siguientes:  a)  que 
Francisco  Vélez  Falencia  vendió  a Juana 
Reynoso  viuda  de  Flores  los  derechos  de 
propiedad  que  tenía  sobre  la  finca  núme- 
ro ciento  treinta  y siete  (137),  folio  ochen- 
ta y ocho  (88),  del  libro  tres  (3)  de  El 
Progreso,  con  fecha  diez  y siete  de  Abril 
de  mil  novecientos  veintiuno;  ta)  que  pos- 
teriormente, valiéndose  de  la  circunstan- 
cia de  que  dicha  enajenación  no  se  había 
inscrito  en  el  Registro,  hizo  donación  de 
esos  msimos  derechos  a favor  de  su  es- 
posa Luisa  Carrera  de  Vélez;  c)  que  esta 
última  se  puso  de  acuerdo  con  su  cónyuge 
para  apropiarse  del  terreno  “Pontezuelas” 
en  detrimento  de  los  intereses  de  Miguel 
Véliz;  d)  que  la  señora  Reynoso  viuda  de 
Flores  vendió  a Miguel  Véliz  Carrera  los 
derechos  de  propiedad  que  adquirió  de 
Francisco  Vélez  Falencia.  Que  tales  he- 
chos se  demuestran  con  los  testimonios  de 
las  respectivas  escrituras  públicas  y con 
la  confesión  ficta  crestada  por  la  señora 
Luisa  Carrera  de  Vélez. 

— IV  — 

El  Juez  3o.  de  la.  Instancia  de  este  De- 
partamento, del  análisis  de  las  pruebas 
aducidas  por  la  parte  actora  y de  las  dis- 
posiciones jurídicas  relacionadas  con  el 
caso,  llegó  a la  conclusión  de  que,  en  los 
contratos  de  compra-venta  de  bienes  raí- 
ces si  bien  deben  de  constar  éstos  en 
escritura  pública,  la  que  tiene  que  inscri- 
birse en  el  Registro  de  la  Propiedad,  en 
virtud  de  la  naturaleza  consensual  de  los 
mismos,  el  requisito  formal  del  registro 
no  afecta  en  modo  alguno  su  eficacia  le- 
gal en  lo  que  se  refiere  a las  partes  con- 
tratantes, y no  pierde  su  valor  probatorio 
la  escritura  pública  en  que  se  hizo  cons- 
tar; que  no  se  trata  de  oponer  a un  ter- 
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cero  el  titulo  inscrito,  sino  de  hacer  va- 
ler derechos  entre  comprador  y vendedor, 
por  lo  que  no  tenia  aplicación  el  Articu- 
lo 145  del  Decreto  1656,  siendo  permitido 
a los  Tribunales  aceptar  en  tales  casos  las 
escrituras  aún  cuando  no  hubieren  sido 
registradas,  mayormente  cuando  al  cele- 
brarse el  contrato  el  Notario  no  advirtió 
a los  interesados  la  obligación  de  presen- 
tarlo al  Registro,  como  pasó  en  el  caso  de 
examen,  siendo  aplicable  la  doctrina  con- 
tenida en  los  Artículos  147  y 167  Decreto 
1656;  877  Regla  5a.  P.  C.;  y 24  Decreto 
921;  que  el  demandante  Miguel  Véliz  Ca- 
rrera con  los  testimonios  de  las  escritures 
públicas  otorgadas  ante  el  Notario  Carlos 
Pacheco  Marroquin,  con  fecha  diez  y sie- 
te de  abril  de  mil  novecientos  veintiuno, 
veintisiete  de  junio  de  mil  noveciento.s 
veintidós,  asi  como  también  con  la  de  fe- 
cha veintiuno  de  agosto  de  mil  novecien- 
tos treinta  y uno  que  pasó  ante  el  Nota- 
rio Vitalino  Martínez,  comprobó  que  Fran- 
cisco Vélez  Palencia  vendió  a doña  Juana 
Reynoso  de  Flores  los  derechos  que  tenia 
en  el  inmueble,  y que  la  mencionada  se- 
ñora vendió  a su  vez  dichos  derechos  al 
demandante;  que  no  obstante  que  el  No- 
tario Ernesto  Pardo  no  dió  fé  de  tener 
a la  vista  el  titulo  de  propiedad  de  Fran- 
cisco Vélez,  siempre  demuestra  dicha  es- 
critura que  este  señor  donó  a su  esposa 
la  finca  cuestionada,  es  decir,  la  misma 
que  habla  enajenado  con  anterioridad  y 
por  consiguiente  debia  de  considerarse 
nula  la  donación  hecha  por  Vélez  Palencia 
de  una  cosa  que  no  le  pertenecía;  y por 
último,  que  si  bien  era  cierto  que  la  se- 
ñora Carrera  de  Vélez  tenia  el  carácter 
de  tercero  y que  los  artículos  167  y 173 
del  Decreto  1656  establecen  que  únicamen- 
te perjudicará  a tercero  lo  que  aparezca 
inscrito  en  el  Registro,  asi  como  que  los 
actos  o contratos  que  se  ejecuten  por  per- 
sona que  en  el  Registro  aparezca  con  de- 
recho a ello,  no  se  invalidarán  en  cuanto 
a tercero  aunque  después  se  anule  o re- 
suelva el  derecho  del  otorgante,  no  era 
menos  cierto  que  en  el  presente  caso  ade- 
más de  la  grave  presunción  humana  de 
que  la  señora  tenia  conocimiento  de  la  ena- 
jenación efectuada  por  su  esposo  con  aji- 
terioridad  a la  donación,  esta  presunción 
estaba  corrobarada  por  la  confesión  ficta 
prestada  por  dicha  señora;  estando  tam- 
bién la  terminante  disposición  del  articu- 
lo 176  inciso  3o.  del  Decreto  1656,  según  la 
cual,  las  acciones  rescisorias  o de  nulidad 
perjudican  a tercero  aunque  éste  haya  ins- 
crito su  derecho,  cuando  este  derecho  ha- 


ya sido  adquirido  a titulo  gratuito.  La 
Sala  sentenciadora  dice  entre  otras  cosas 
en  su  parte  considerativa,  que  las  estipu- 
laciones contractuales  si  tienen  valor  ju- 
rídico entre  los  que  las  celebran,  aunque 
no  se  haya  cumplido  con  el  requisito  le- 
gal de  la  inscripción  en  el  Registro,  esti- 
mando por  consiguiente  que  al  donar  Fran- 
cisco Vélez  Palencia  una  propiedad  que  ya 
había  enajenado  anteriormente,  su  acti- 
tud dolosa  lo  hizo  incurrir  en  una  infrac- 
ción de  orden  penal,  determinando  por 
consiguiente  la  nulidad  del  acto  en  lo 
que  a su  derecho  personal  se  refiere,  sin 
que  obste  la  constancia  de  haberse  inscri- 
to en  el  Registro  la  donación,  fundándose 
en  el  articulo  2365  incisos  6o.  y 7o.  del  Có- 
digo Civil  antiguo.  _ ; 

— V — 

Contra  la  ejecutoría  ae  la  Sala  Tercera, 
Francisco  Vélez  Palencia  y Luisa  Carrera 
de  Vélez  auxiliados  por  el  Abogado  Ma- 
nuel García  Alvarado,  introdujeron  recur- 
so de  casación  por  violación  de  ley.  denun- 
ciando como  infringidos  los  siguientes  ar- 
tículos: 603,  6U9,  634,  649,  673,  709,  710, 
711,  713,  714,  1850,  1854  inciso  3o.  Pros. 
Civiles;  233,  235  y 245  Decreto  272;  158  De- 
creto 273;  513,  698,  708,  709,  1419,  1425  y 
2365  inciso  4o.  Código  Civil  antiguo  De- 
creto número  175,  143  incisos  lo.  y 2o.,  145, 
167,  169,  138  y 173  Decreto  1656;  387,  1084, 
1093  incosos  lo.  y 2o.,  1096,  1114  y 1121 
Decreto  1932;  95  Decreto  1747,  54  inciso 
lo.  y 85  de  la  Constitución  de  la  Repú- 
blica; 3o.,  24  inciso  lo.,  22  inciso  lo.  y 
28  Decreto  821 ; 232  inciso  6o.  y 227  De- 
creto 1928;  IV,  V,  XII,  XIV  y IX  Pre- 
ceptos Fundamentales  de  la  Ley  Orgánica 
y Reglamentaria  del  Poder  Judicial. 

Pedidos  los  antecedentes  y señalado  día 
para  la  vista,  es  el  caso  de  resolver  lo  que 
corresponde  en  derecho. 

CONSIDERANDO- 

Que  la  admisión  de  las  escrituras  pú- 
blicas en  que  constan  los  contratos  de  com- 
pra-venta del  inmueble  en  litigio  sin  la 
previa  inscripción  en  el  Registro  de  In- 
muebles, es  procedente  en  este  caso,  pues 
si  bien  el  Artículo  2068  del  Código  Civil 
antiguo  que  corresponde  al  145  del  Decre- 
to 1656,  contiene  una  prohibición  al  res- 
pecto, tal  disposición  no  es  absoluta  y ad- 
mite excepciones  como  es  la  del  caso  de 
comprobar  con  dichos  instrumentos,  el 
derecho  de  inscribir  a su  nombre  que  asis- 
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te  a una  persona,  que  es  lo  que  el  deman- 
dante trata  de  obtener  en  el  presente  jui- 
cio, ya  que  dec' arada  la  nulidad  de  la  do- 
nación. podrá  inscribir  a su  nombre  el  in- 
mueble que  fué  materia  de  los  contratos. 
Kntre  los  medios  probatorios  que  estable- 
ce ei  articulo  618  de  Procedimientos  Ci- 
viles están  los  instrumentos  públicos,  o 
lo  que  es  lo  mismo,  los  actos  auténticos, 
cuya  especie  principal  está  constituida  por 
los  actos  notariales;  se  explica  que  sean 
éstos  uno  de  los  medios  probatorios,  por- 
que en  virtud  de  su  misma  autenticidad, 
hacen  plena  fé,  no  sólo  entre  las  partes 
sino  contra  terceros;  de  modo,  pues,  que 
los  contrates  que  constaren  en  instrumen- 
tos públicos  se  consideran  probados  de 
una  manera  auténtica;  es  una  prueba  in- 
contestable de  los  hechos  que  han  pasado 
en  presencia  del  Notario  y producen  plena 
prueba  en  cuanto  los  hechos  o manifesta- 
ciones de  los  contratantes  u otorgantes 
del  acto.  Más  todavía,  la  prueba  de  los 
contratos,  como  la  de  ios  actos  jurídicos 
en  general,  no  depende  de  la  libre  volun- 
tad de  las  partes,  en  el  sentido  de  que 
ellas  pueden  suministrarla  por  todos  los 
medios  que  estin  a su  alcance,  sino  que 
están,  en  principio,  sometidos  por  la  ley 
a un  régimen  de  pruebas  determinadas 
por  ella  y es  lo  que  forma  la  prueba  pre- 
constituida  exigida  en  los  contratos. 

Con  las  escrituras  de  que  se  ha  hecho 
mérito,  con  la  donación  del  mismo  inmue- 
ble hecha  por  Francisco  Vélez  Falencia  a 
su  señora  Luisa  Carrera  de  Vélez  y con  las 
posiciones  articuladas  a esta  última,  en  las 
que  consta  su  confesión  ficta,  se  compro- 
bó que  Velez  Falencia  después  de  vender 
a doña  Juana  Reynoso  viuda  de  Flores, 
quien  a su  vez  vendió  a Miguel  Véliz  Ca- 
rrera la  finca  rústica  número  ciento  trein- 
ta y siete  (137),  folio  ochenta  y ocho  (8b), 
del  Libro  Tercero  (3o.)  de  El  Progreso— 
hoy  de  Guatemala — la  donó  a doña  Luisa 
Carrera  de  Vélez,  quien  estaba  de  acuer- 
do con  él  para  defraudar  al  verdadero  due- 
ño del  inmueble,  pues  tomando  en  cuenta 
que  la  cosa  donada  quedaba  siempre  en 
poder  de  uno  de  los  cónyuges,  los  frutos 
que  produjera  ésta,  serian  aprovechados 
tanto  por  el  donante  como  por  la  donata- 
rio. For  lo  tanto  la  causa  que  motivó  el 
contrato  de  donación,  es  una  causa  fal- 
sa, y este  vicio  de  que  adolece  la  conven- 
ción, hace  que  el  acto  sea  nulo,  como  lo 
declaró  el  Juez  y la  Sala,  pues  está  de- 
mostrado que  la  donación  no  tuvo  por  cau- 
sa el  sentimiento  de  beneficencia  hacia  su 


mujer  y el  deseo  de  subvenir  a sus  necesi- 
dades, si  le  sobrevivía,  sino  que  el  annnus 
donandi  fue  fraudulento,  pues  con  dicha 
donación  se  trató  de  perjudicar  a los  ver- 
daderos dueños  del  inmueble  y por  consi- 
guiente envuelve  un  acto  prohibido  por 
la  ley  y no  tiene  ningún  valor,  es  decir,  es 
nulo.  Artos.  618,  652,  668,  673,  712  y 836 
F.  C.;  1398,  1406,  1422,  1424,  1425,  2361, 
2369  y 2365  Cód.  Civil  antiguo;  250  inciso 
11  Ley  Constitutiva.  En  consecuencia,  la 
Sala  sentenciadora  lejos  de  infringir  las 
disposiciones  legales  contenidas  en  los 
Artos.  603,  609,  673,  709,  711  y 713  Frs.  Ci- 
viles, las  aplicó  con  acierto,  así  como  tam- 
poco violó  los  Artos.  639,  649,  1850,  1854 
de  la  misma  ley. 

Tanto  el  Juez  como  la  Sala  acudieron 
para  declarar  la  nulidad  de  la  convención 
ilícita,  a los  preceptos  del  Código  Civil  y 
de  Frocedimientos  Civiles,  textos  que  son 
verdaderos  reguladores  de  los  derechos,  no 
habiéndose  infringido  por  lo  tanto  en  la 
resolución  de  Segunda  Instancia  ios  Ar- 
ticulo 714  F.  C.,  233,  235  y 245  del  Decreto 
272  que  prescriben  la  forma  de  los  con- 
tratos sobre  traslación  de  un  inmueble,  y 
cuando  existe  dolo  en  los  mismos.  Los 
Artículos  513,  698,  708.  709,  1419,  1425,  1365 
inciso  4o.  del  Decreto  175  y 387  Dto.  1932, 
fueron  bien  aplicados  por  la  Sala  senten- 
ciadora, pues  no  teniendo  ya  Francisco 
Vélez  Falencia  ningún  dominio  sobre  la 
finca  número  ciento  treinta  y siete  (137), 
folio  ochenta  y ocho  (88),  Libro  Tercero 
(3o.),  no  podía  donarla,  siendo  por  lo  tan- 
to nula.  El  Articulo  158  del  Decreto  273, 
que  se  refiere  a la  confesión  individual, 
no  pudo  ser  violado  por  el  Tribunal  sen- 
tenciador, pues  la  prueba  con  que  se  de- 
mostró la  venta  y la  donación  de  lo  aje- 
no, es  instrumental. 

Los  Artículos  143  incisos  lo.  y 2o.,  145, 
167,  169,  138  y 173  del  Decreto  1656,  así 
como  también  los  Artos.  1084,  1093  incisos 
lo.  y 2o.,  1096,  1114  y 1121  del  Dto.  1932 
tampoco  se  infringieron,  como  lo  demues- 
tran las  razones  consignadas  en  la  parte 
expositiva  de  este  fallo.  El  Articulo  9b  del 
Dto.  1747,  no  pudo  ser  infringido  por  la 
Sala  sentenciadora,  por  referirse  a las  ex- 
cepciones que  se  admitirán  en  Segunda 
Instancia  y al  examen  de  un  testigo  que 
se  haya  omitido  hacerlo  en  Frimera  Ins- 
tancia sobre  algún  punto  de  los  compren- 
didos en  el  interrogatorio.  El  Arto.  54  de 
la  Constitución  de  la  República  en  su  in- 
ciso lo.,  se  refiere  a las  atribuciones  del 
Poder  Jjegislativo  y limitaciones  a que  es- 
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tá  sujeto,  para  decretar,  interpretar,  re- 
formar y derogar  las  leyes  y por  consi- 
guiente no  pudo  ser  violado,  toda  vez  que 
no  tiene  aplicación.  El  85,  también  de  la 
Constitución,  se  refiere  al  Poder  Judicial 
y contiene  seis  partes,  completamente  dis- 
tintas, de  tal  manera  que  no  habiéndose 
señalado  en  especial  ninguna  de  ellas,  no 
se  puede  entrar  al  examen,  para  el  efecto 
de  determinar  si  fueron  violadas.  El  Arto. 
3o.  del  Decreto  921,  el  22,  24  inciso  lo.  y 
28  del  mismo  Decreto,  que  se  refieren  a 
que  la  ley  dispone  para  el  futuro,  que  los 
Jueces  no  pueden  dejar  de  aplicar  las  le- 
yes ni  juzgar  por  lo  dispuesto  en  ellas,  que 
cuando  el  sentido  de  la  ley  es  claro  no  se 
desatenderá  su  tenor  literal  y que  lo  fa- 
vorable u odioso  de  una  ley  no  se  tomará 
en  cuenta  para  ampliar  o restringir  su  in- 
terpretación, tampoco  se  infringieron,  asi 
como  también  los  preceptos  fundamentales 
del  Decreto  1928  a que  se  refieren  los  nú- 
meros; IV,  V,  IX,  XII  y XIV,  que  fueron 
bien  aplicados.  El  Arto.  232  inciso  6o.  del 
Dto.  1928,  determina  las  reglas  que  deben 
observarse  en  la  redacción  de  la  senten- 
cia y como  fueron  llenados  plenamente 
por  la  Sala  sentenciadora,  no  se  infringió, 
toda  vez  que  se  estimó  el  valor  de  las  prue- 
bas y se  fijaron  los  principios  en  que  des- 
cansaban éstas,  que  es  lo  que  requiere  el 
inciso  6o.  del  Articulo  citado.  Tampoco  se 
violó  el  Arto.  227  del  mismo  Decreto,  que 
se  refiere  a que  las  sentencias  contendrán 
decisiones  expresas,  positivas  y precisas. 

ü 

EOR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  dispuesto  en  los  Artos.  1867, 
1868  P.  C.;  505,  506,  513  y 521  Dto.  2009; 
233  Dto.  1928,  DESESTIMA  el  recurso  de 
casación  Interpuesto,  condenartdo  a los 
que  lo  interpusieron  al  pago  de  las  costas 
del  mismo  y a una  multa  de  cincuenta 
quetzales,  y en  caso  de  insolvencia,  sufri- 
rán la  pena  de  cincuenta  dias  de  prisión, 
conmutables  en  su  totalidad  a razón  de 
un  quetzal  diario. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serreno  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


ACLARACION  Y AMPLIACION 


Coi  te  Suprema  de  Justicia,  Guatemala 
veintiocho  de  enero  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  para  resolver  la  aclaración  y am- 
pliación pedidas  por  Luisa  Carrera  de 
Vélez  auxiliada  por  el  Abogado  Manuel 
García  Alvarado,  de  la  sentencia  que  este 
Tribunal  dictó  el  cinco  de  diciembre  del 
año  pasado  en  el  juicio  ordinario  sobre 
nulidad  de  un  contrato  de  donación  y otor 
gamiento  de  una  escritura,  seguido  po^ 
Miguel  Véliz  Carrera  contra  Francisco 
Vélez  Falencia  y rinña  Luisa  Carrera  de 
Vélez. 

— I — 

El  escrito  de  aclaración  y ampliación 
lleva  lecha  siete  de  diciembre  del  año  pa- 
sado, siedo  sus  fundamentos  los  siguien- 
tes; lo.,  que  esta  Corte  tomó  como  per- 
fecta la  confesión  ficta  de  la  señora  de 
Veiez  para  estimar  que  se  había  violado 
el  Artículo  603  Prs.  Civiles,  vigente  cuan- 
do se  interpuso  el  recurso;  y que  nada  se 
dijo  sobre  el  punto,  alegado  por  ella,  so- 
bre que  esa  diligencia  de  posesiones  está 
en  violación  flagrante  del  Articulo  634  Prs. 
Civiles  vigente  cuando  se  verificó  por  au- 
to del  Juez,  aquella  confesión;  2o.,  que  el 
mérito  probatorio  de  la  confesión  en  el  su- 
puesto de  que  fuera  legal,  es  inadmisi- 
ble y debe  servirse  de  todo  o de  ninguna 
de  sus  partes.  Arto.  158  Dto.  273,  Ley  vi- 
gente cuando  se  interpuso  el  recurso  y 
cuando  se  adujo  esa  confesión  como  prue- 
ba; 3o.,  que  ella  rindió  en  Segunda  Instan- 
cia prueba  auténtica,  que  contiene  tres 
fallos  incluyendo  el  de  casación,  dictadas 
en  juicio  plenario  de  propiedad,  en  el  que 
se  juzgó  que  Miguel  Véliz  no  tenía  ningún 
derecho  y si  lo  tenia  pleno  y total  su  es- 
poso en  la  finca  que  le  donó;  4o.,  que  la 
demanda  inicial,  bien  estudiada,  no  seña- 
la el  dolo  como  causa  de  la  nulidad  de  la 
donación;  y 5o.,  que  la  aclaración  se  diri- 
ge entre  otras  cosas,  a que  se  resuelva  en 
el  sentido  si  el  pago  de  la  multa  es  soli- 
dario. Funda  su  petición  en  los  Artos.  515, 
521  y 523  del  Dto.  Legislativo  2009”. 

— II  — 

Miguel  Véliz  Carrera,  auxiliado  por  el 
abogado  Licenciado  Rigoberto  Valdés  Cal- 
derón, contestó  el  traslado  que  se  le  con- 
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firió  de  la  aclaración  y ampliación,  mani- 
festando que  estaba  a la  vista  lo  absurdo 
de  las  pretensiones  de  la  señora  de  Vélez, 
puesto  que  la  sentencia  dictada  se  ciñó  a 
la  ley  y a la  justicia,  sin  estar  concebida  en 
términos  ambiguos,  obscuros  ni  contradic- 
torios, ni  se  omitió  resolver  en  ella  nin- 
gún punto  sometido  en  el  pleito,  o pres- 
crito por  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Ju- 
dicial; que  la  sanción  impuesta  debe  en- 
tenderse desde  luego,  que  ha  de  sufrirla 
cada  uno  de  los  demandados  en  su  tota- 
lidad, puesto  que  su  temebilidad  y mala 
fé  son  algo  que  causan  verdadero  escán- 
dalo y que  han  quedado  evidenciados  en 
el  juicio,  siendo  además  esa  sanción  in- 
significante ante  tan  netos  hechos.  Se  fun- 
dó en  los  Artículos  455  y 456  deli  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil. 


CONSIDERANDO: 

Que  la  sentencia  proferida  por  esta 
Corte  no  es  ambigua,  obscura  ni  contra- 
dictoria, de  tal  manera  que  no  cabe  acla- 
ración alguna  o rectificación  en  su  tenor, 
tampoco  se  omitió  resolver  ningún  punto 
sometido  en  el  juicio,  o prescrito  en  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  por  con- 
siguiente también  es  improcedente  la  am- 
pliación. En  cuanto  al  último  punto  de 
la  aclaración  y que  pide  la  recurrente  que 
se  resuelva  en  el  sentido  de  que  si  el  pago 
de  la  multa  es  solidario,  también  no  pro- 
cede, toda  vez  de  que  en  el  Por  Tanto  de 
la  sentencia  se  dijo  que  se  condenaba  a los 
que  interpusieron  el  recurso  de  casación 
a las  costas  del  mismo  y a una  multa  de 
cincuenta  quetzales  y quienes  interpusie- 
ron el  recurso  de  casación  fueron  Fran- 
cisco Vélez  Palencia  y Luisa  Carrera  de 
Vélez.  Artos.  454,  455,  456,  457  y 458  Dto. 
2Ó09. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas,  declara  sin  lugar 
la  aclaración  y ampliación  propuestas. 

Notifiquese  y como  corresponde,  devuél- 
vanse los  antecedentes. 

Reina  Andrade.  — Salazar.  — Castella- 
nos R.  — Argueta  S.  — Serrano  Muñoz. 
Ante  mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  Ordinario  seguido  por  Ramiro 
Rodas  R.,  contra  Emilio  Nasher  y César 
Dierking. 

DOCTRINA:  El  que  alega  un  hecho  o un 
acto  que  pueda  producir  consecuencias 
juridicas  contrarias  al  estado  normal  de 
las  cosas  o da  una  situación  de  hecho  o 
de  derecho  ya  adquirida,  dehe  presentar 
la  prueba  de  este  hecho  o de  este  acto. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
trece  de  diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro. 

Se  tiene  a la  vista  el  fallo  de  la  Sala 
Primera  de  Apelaciones,  fecha  treinta  y 
uno  de  octubre  del  presente  año,  en  virtud 
del  recurso  de  casación  interpuesto  por 
el  apoderado  de  César  Dierking,  Licencia- 
do don  Conrado  Tercero,  y en  el  que  se 
confirma  la  sentencia  del  Juez  Primero  de 
Primera  Instancia  de  este  departamento, 
en  que  se  declara:  que  el  mandante  y Emi- 
lio Naeher  deben  de  entregar  dentro  de 
tercero  dia  al  señor  Ramiro  Rodas  R.,  los 
muebles  que  se  detallan  en  la  demanda. 

— I — 

De  los  autos  aparece:  que  Naeher  ven- 
dió a Rodas  unos  muebles  por  la  cantidad 
de  trescientos  cincuenta  quetzales,  mue- 
bles que  se  encontraban  en  poder  de  Dier- 
king y por  no  habérsele  verificado  la  en- 
trega de  ellos,  Ramiro  Rodas  el  siete  de 
agosto  del  año  pasado  demandó  ante  el 
Juez  lo.  de  la.  Instancia  a Emilio  Naeher 
y a César  Dierking,  a fin  de  que  le  entre- 
garan los  muebles  que  le  vendió  el  prime- 
ro, pidiendo  que  previos  los  trámites  de 
ley,  se  resolviera  su  solicitud  como  punto 
de  derecho.  El  once  de  agosto  del  mismo 
año,  Emilio  Naeher  se  presentó  contestan- 
do la  demanda  afirmativamente,  diciendo 
entre  otras  cosas,  que  si  no  entregaba  los 
muebles  vendidos,  era  porque  el  señor  don 
César  Dierking  se  negaba  a entregárselos 
a él,  por  lo  que  pedía  que  se  ordenara  al 
señor  Dierking  la  entrega  de  los  muebles 
que  indebidamente  tenia  en  su  poder.  Don 
César  Dierking  el  doce  de  agosto  del  mis- 
mo año  se  presentó  ante  el  Juez  lo.  mani- 
festando, que  no  había  celebrado  ningún 
negocio  con  don  Emilio  Naeher,  ni  menos 
con  don  Ramiro  Rodas,  careciendo  por  con- 
siguiente de  verdad  lo  afirmado  por  estas 
personas  de  que  posee  muebles  de  la  pro- 
piedad del  primero,  por  lo  que  presumía 
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que  al  iniciarse  la  demanda,  es  sólo  con  el 
objeto  de  perjudicarle;  que  lo  único  que 
existia  era  la  mala  fé  del  señor  Naeher  de 
acuerdo  con  Rodas  para  no  pagarle  lo  que 
legí  ¡mámente  le  adeudaba,  interponiendo 
poi  último  ia  falta  de  personería  en  él,  ex- 
cepción que  se  declaró  sin  lugar.  El  vein- 
tidós de  septiembre  del  año  ya  citado,  se 
tuvo  por  contestada  en  sentido  negativo  en 
rebeldía  del  señor  Dierking. 

— II  — 

Durante  el  término  probatorio,  se  rindie- 
ron las  siguientes:  declaraciones  de  los 
testigos  Eddy  Gunderlach,  quien  dijo  en- 
tre otras  cosas  que  cuando  le  compraron 
la  pensión  a Dierking,  éste  le  dijo  que  al- 
gunos muebles  eran  del  señor  Naeher,  y 
que  al  ser  trasladados  los  muebles  del  se- 
ñor Dierking  al  vender  la  pensión,  los  mis- 
mos mozos  utilizados  por  él  para  sacar  sus 
cosas,  sacaron  los  muebles  que  dijeron  que 
eran  de  Naeher;  Enrique  Gunderlach,  dijo 
que  don  César  Dierking  le  manifestó  que 
los  muebles  que  allí  estaban  eran  de  pro- 
piedad de  Emilio  Naeher,  pero  que  como 
este  último  le  debía,  iba  a sacarlos  porque 
no  podía  entregárselos;  Wally  Feddeck, 
expuso  que  los  muebles  oue  se  detallaban 
en  la  pregunta  que  se  le  hacia,  estaban 
en  la  pensión  Gunderiach  y que  eran  de 
propiedad  de  Emilio  Naeher:  en  iguales 
términos  declaró  Ricardo  Núñez.  Se  acom- 
pañaron también  las  posiciones  en  las 
cuales  fué  declarado  confeso  don  César 
Dierking.  con  excepción  de  la  tercera  pre- 
gunta. por  contener  más  de  un  hecho,  re- 
firiéndose las  demás  a que  recibió  como 
pensionista  a Emilio  Naeher;  que  cuan- 
do vendió  la  pensión  dejó  los  muebles  a 
don  Enrique  Gurderlach,  con  la  orden  de 
darlos  al  señor  Naeher;  que  recogió  los 
referidos  muebles  de  don  Enrique  y los 
tiene  en  su  poder,  por  deberle  Naeher  una 
cantidad  por  pensión  y alimentos  y que 
ante  el  Juez  del  Trabajo  dijo  que  no  en- 
tregaba los  muebles  pertenecientes  a Nae- 
her, mientras  éste  no  le  pagara,  y que  co- 
mo no  han  entrado  en  ningún  arreglo  con 
Naeher,  no  se  los  devuelve. 

— III  — 

La  Sala  sentenciadora,  fundó  su  fallo 
condenatorio  en  la  siguiente  considera- 
ción: “Que  con  la  escritura  pública  auto- 
rizada en  esta  ciudad,  el  primero  de  agos- 
to de  mil  novecientos  treinta  y tres,  se 
ha  probado  plenamente  que  don  Emilio 
Naeher,  vendió  al  Bachiller  don  Ramiro 


Rodas  R,,  los  muebles  a que  se  refiere  di- 
cha escritura,  teniendo  el  propietario  de 
dichos  muebles  el  derecho  de  reinvindicar- 
los  de  cualquier  poseedor  o detentador. 
Artos.  387  y 396  Código  Civil;  246  Decre- 
to 272;  281  y 282  Código  de  Enjuiciamien- 
to Civil  y Mercantil.  Que  con  lo  declara- 
do por  Eddy  Gunderlarch  Enrique  Gun- 
derlach, Wally  Feddeck  y Ricardo  Muñoz 
y con  la  propia  confesión  que  consta  en 
las  posiciones,  de  don  César  Dierking  se 
ha  estabiecido  que  este  señor  retiene  mue- 
bles de  la  pertenencia  de  don  Emilio  Nae- 
her, y que  actualmente  son  del  Bachiller 
Rodas;  y no  habiendo  establecido  el  señor 
Dierking,  el  titulo  legal  en  que  funda  la 
tenencia  de  dichos  muebles,  es  indiscuti- 
ble que  debe  entregarlos  a su  legitimo  pro- 
pietario: pues  aún  aceptándose  que  ei  se- 
ñor Naeher  le  debiera  por  pensiones  y ali- 
mentos ai  señor  Dierking  cierta  cantidad 
de  dinero,  éste  no  podría  vioientamente 
hacerse  pago  con  los  muebles  del  deudor 
contra  la  voluntad  de  aquél  sin  incurrir 
en  responsabilidad  penal.  Artos.  340,  366, 
367,  386  y 431  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y Mercantil  y 372  Código  Penai”. 

— IV  — 

Contra  este  último  pronunciamiento,  el 
Licenciado  Conrado  Tercero,  como  apode- 
rado de  don  César  Dierking,  introdujo  el 
recurso  de  casación,  citando  como  infrin- 
gidos los  Artos,  siguientes:  1485  del  Dto. 
175;  364,  365,  367,  407,  427,  428  inciso  lo., 
429,  430  incisos  lo.,  2o.,  3o.  y 4o.  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil;  XXVIII 
Preceptos  Fundamentales,  y 223  Dto.  1928. 
Siendo  el  día  de  hoy,  el  señalado  para  la 
vista,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  basta  para  combatir  la  aprecia- 
ción del  Tribunal  sentenciador  la  cita  de 
artículos,  sino  que  precisa  aducir  docu- 
mentos o actos  auténticos  eficaces  para 
evidenciar  la  equivocación  atribuida  al 
juzgador  y como  en  el  pleito,  origen  de 
este  recurso,  la  Sala  sentenciadora  al  con- 
firmar la  sentencia  del  Juez  lo.  de  la. 
Instancia,  lo  hizo  en  virtud  del  resultado 
de  los  elementos  de  prueba  sometidos  a 
su  examen  y que  aportó  la  parte  actora, 
asi  como  también  por  la  falta  de  justifi- 
cación del  demandado  sobre  la  propiedad 
de  los  muebles  cuya  entrega  se  le  nedia. 

El  que  alega  un  hecho  o un  acto  que 
pueda  producir  consecuencias  jurídicas 
contrarias  al  estado  normal  de  las  cosas 
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o de  una  situación  de  hecho  o de  derecho 
ya  adquirida,  debe  presentar  la  prueba  de 
este  hecho  o de  este  acto;  don  César  Dier- 
king  ninguna  prueba  rindió  ante  el  Tri- 
bunal de  Primera  y Segunda  Instancia  pa- 
ra demostrar  la  verdad  del  hecho  alegado 
en  la  contestación  a la  demanda,  y en 
cambio,  el  actor  presentó  una  escritura  de 
compra-venta  de  los  muebles  que  trataba 
de  reinvindicar,  las  posiciones  en  las  cua- 
les se  le  declaró  confeso  al  mismo  señor 
Dierking,  y además  el  dicho  de  varios  tes- 
tigos. En  consecuencia  no  habiéndose  de- 
mostrado el  error  de  hecho  o de  derecho 
cometido  por  el  Tribunal  sentenciador,  la 
impugnación  que  hace  el  recurrente  al  am- 
paro de  los  Artos.  364,  365.  367.  407,  427, 
428  inciso  lo,,  429  v 430  en  sus  cuatro  in- 
cisos del  Código  de  Eniuiciamiento  Civil 
y Mercantil,  que  se  refieren  a la  confe- 
sión, a la  manera  como  deben  dar  su  de- 
claración los  testigos  cuando  no  sepan  el 
idioma  castellano,  al  valor  de  esta  nrueba 
y a la  declaración  de  dos  testigos  idóneos, 
es  improcedente  y por  la  misma  razón  no 
fueron  violadas  dichas  disposiciones  lega- 
les, así  como  también  la  que  nreceotúa 
oue  el  declarado  confeso  puede  rendir 
prueba  en  contrario,  pues  precisamente  si 
el  señor  Dierking  hubiera  rendido  algu- 
na. si  era  el  caso  de  hacer  su  análisis  .i'u- 
ridico.  El  Artículo  1485  del  Decreto  175, 
no  nudo  ser  violado  por  la  Sala  senten- 
ciadora, toda  vez  de  que  se  refiere  a oue, 
en  la  compra-venta,  la  cosa  debe  ser  cier- 
ta V conocida  del  comnrador.  El  Artículo 
223  del  Decreto  1928,  tampoco  se  infringió, 
pues  se  refiere  al  tiempo  en  oue  deben 
dictarse  los  autos  y las  sentencias:  y por 
consiguiente  no  daría  ni  lugar  al  recurso 
de  casación  por  Quebrantamiento  de  for- 
ma. pues  la  infracción  de  tal  nrecento  só- 
lo se  castiga  con  multa.  El  Articulo  XXVIII 
de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
mucho  menos  pudo  ser  infringido  por  la 
Sala  sentenciadora,  toda  vez  de  que  el 
señor  Dierking,  sí  fué  citado,  oído  y ven- 
cido en  juicio. 

POR  TANTO; 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  preceptuado  en  los  Artos.  505, 
506,  511,  512,  513  y 521  Decreto  2009, 
DESESTIMA  por  improcedente  el  recurso 
de  casación  interpuesto,  y condena  al  re- 
currente al  pago  de  las  costas  del  mismo 
y a una  multa  de  veinticinco  quetzales, 
y en  caso  de  insolvencia,  sufrirá  la  pena 
de  veinticinco  días  de  prisión  simple,  con- 
mutables a razón  de  un  quetzal  diario. 


Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


ACLARACION  Y AMPUACION 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiocho  de  enero  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  para  resolver  la  aclaración  y am- 
pliación pedidas  por  el  Licenciado  Con- 
rado Tercero  como  apoderado  de  César 
Dierking,  de  la  sentencia  que  esta  Corte 
profirió  el  trece  de  diciembre  del  año  pa- 
sado, en  el  juicio  ordinario  seguido  por 
Ramiro  Rodas  contra  César  Dierking  y 
Emilio  Naeher. 


El  escrito  de  aclaración  y ampliación 
tiene  fecha  catorce  de  diciembre  del  año 
pasado,  siendo  su  fundamento  lo  siguien- 
te; “que  en  el  primer  considerando  de  la 
sentencia  que  dictó  este  Tribunal  asienta 
la  falta  de  justificación  del  demandado 
sobre  la  propiedad  de  los  muebles  cuya 
entrega  se  le  pedia  y que  francamente  no 
sabe  a qué  se  refiere  este  razonamiento, 
cuando  en  autos  consta  superabundante - 
mente  con  Jas  manifestaciones  expresas  de 
su  poderdante,  que  él  nunca  ha  tenido 
los  muebles  pretendidos,  ni  menos  desear 
ejercitar  derechos  de  dominio  sobre  ellos; 
que  al  ana'izar  el  Arto.  1485  del  Dto.  175, 
se  indica  que  en  la  compra-venta  la  cosa 
debe  ser  cierta  y conocida  del  comprador 
y que  en  el  presente  caso  la  cosa  era  com- 
pletamente incierta  y desconocida  del  com- 
prador, cuando  en  el  propio  instrumento 
público  haya  afirmación  del  vendedor  de 
que  aquellos  muebles  negociados  están  en 
poder  de  don  César  Dierking;  que  debe 
ampliarse  la  sentencia  en  el  sentido  de 
si  al  exijir  la  ley  que  contra  la  acción 
ficta  se  admite  prueba  en  contrario,  en 
qué  situación  quedan  las  posiciones  y so- 
bre todo  las  preguntas  tercera  y séptima, 
con  el  rechazo  del  Juez  al  descalificar  la 
pregunta  tercera  que  es  el  nervio  del  do- 
cumento probatorio  y a la  cual  forzosa- 
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a su  poderdante  señor  Dierking  conjunta- 
mente con  el  interesado  Emilio  Naeher. 
a entregar  muebles  hipotéticos,  ¿en  qué 
proporción  se  tendrá  que  hacer  esta  de- 
volución?”. 

— II  — 

Ramiro  Rodas,  auxiliado  por  el  Licen- 
ciado Francisco  M.  Rodas,  al  contestar  el 
traslado  que  se  le  confirió  de  la  aclaración 
y ampliación,  dijo:  “que  lo  alegado  por 
el  Licenciado  Tercero  sale  sobrando  en  un 
incidente  de  aclaración  y ampliación,  má- 
xime si  se  tiene  en  cuenta  que  al  final  de 
su  escrito  no  indica  el  proponente  qué  es 
lo  que  se  debe  ampliar  y aclarar,  por  lo 
que  la  Corte  debió  haberlo  rechazado  de 
plano,  pero  ya  que  se  le  daba  audiencia 
manifestaba,  que  dicho  incidente  no  te- 
nia más  objeto  que  retardar  el  cumpli- 
miento de  la  sentencia,  la  cual  está  su- 
ficientemente clara,  no  tiene  puntos  obs- 
curos, ambiguos  ni  contradictorios,  de 
manera  que  no  procede  el  recurso  de  acla- 
ración. ni  mucho  menos  el  de  ampliación, 
y en  ese  sentido  debía  resolverse”. 


CONSIDERANDO: 

Que  la  sentencia  dictada  por  esta  Corte 
no  está  concebida  en  términos  obscuros, 
ambiguos  ni  contradictorios,  ni  se  omitió 
resolver  en  ella  algún  punto  sometido  en 
el  juicio,  o prescrito  en  la  Ley  Constitu- 
tiva del  Poder  Judicial.  En  la  misma  sen- 
tencia se  exponen  las  razones  de  por  qué 
no  se  entra  a conocer  del  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  el  Licenciado  Con- 
rado Tercero  como  apoderado  de  don  Cé- 
sar Dierking,  de  tal  manera  que  los  recur- 
sos interpuestos  son  improcedentes.  Artos. 
454,  455,  456,  457  y 458  Dto.  2009. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas,  declara  sin  lugar 
la  aclaración  y ampliación  pedidas. 

Notifiquese  y como  corresponde,  devuél- 
vanse los  antecedentes. 

Reina  Andrade.  — Salazar.  — ■ Castella- 
nos R.  — Argueta  S.  — ■ Serrano  Muñoz. 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  Ordinario  seguido  por  el  Licen- 
ciado David  Pivaral,  con  Eduardo  de  la 
Vega  Ordóñcz  y compañeros. 

DOCTRINA:  lo. — En  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  el  Art.  SOS  del  Código  de 
enjuiciamiento  civil  y mercantil,  es  pro- 
cedente el  recurso  de  casación  contra 
los  autos  mediante  los  cuales  se  pone 
término  a la  acción,  al  otorgarse  el  ca- 
rácter de  dilatoria  a una  excepción  in- 
debidamente calificada  como  de  falta  de 
personería.  2o. — La  falta  de  personería 
no  puede  alegarse  contra  quien  se  aper- 
sona en  juicio  en  nombre  propio,  ni  res- 
pecto de  los  demandados  por  actos  que 
eiecutaron  en  relación  con  sus  propios 
intereses  y derechos. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintitrés  de  enero  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Visto  en  virtud  de  recurso  de  casación 
el  auto  proferido  el  quince  de  octubre  re- 
tropróximo por  la  Sala  Primera  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones  en  el  cual,  al  revocar 
parcialmente  el  que  pronunció  el  diecisie- 
te de  agosto  el  Juez  primero  de  primera 
instancia  de  este  Departamento  en  el  jui- 
cio ordinario  seguido  por  el  Licenciada 
don  David  Pivaral  contra  los  señores 
Eduardo  de  la  Vega  Ordóñez,  Hortencia 
Franco  de  la  Vega  de  Fernández,  Ricardo, 
Olimpia  y Carmen  Franco  de  la  Vega,  Cris- 
tina del  Cid  de  la  Vega  de  Samperio,  Al- 
fonso, César.  Carlos,  Armando  y Ofelia  del 
Cid  de  la  Vega,  declaró  que  el  actor  sola- 
mente tiene  personería  para  demandar  a 
don  Eduardo  de  la  Vega  Ordóñez. 

Resultando:  que  el  Lie.  Pivaral  expuso  en 
su  demanda:  que  en  escritura  autorizada 
por  el  Notario  don  Alejandro  Ch.  Suazo 
el  doce  de  noviembre  de  mii  novecientos 
treintidós,  Eduardo  de  la  Vega  Ordóñez 
le  cedió  la  mitad  de  los  derechos  heredi- 
tarios que  se  obtuvieran  en  un  juicio  de 
preterición  que  el  propio  demandante  si- 
guió contra  los  herederos  de  don  Cesáreo 
de  la  Vega  Jáuregui  en  representación  de 
aquél,  con  quien  pactó  asimismo  que  le 
quedaba  prohibido  bajo  pena  de  nulidad 
y de  responsabilidad  criminal,  celebrar 
arreglos  privados  con  los  demandados  sin 
su  intervención;  que  ello  no  obstante,  des- 
pués de  ganado  el  asunto  en  colaboración 
con  otros  abogados  y de  cumplidas  todas 
y cada  una  de  las  obligaciones  que  asu- 
mió a favor  de  de  la  Vega  Ordóñez,  éste 
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entró  en  componendas  subrepticias  con 
sus  hermanos  y coherederos  y sin  reserva 
alguna  les  cedió,  ante  los  oficios  del  No- 
tario Alejandro  Arenales,  el  veintitrés  de 
mayo  del  año  recién  transcurrido,  sus  de- 
rechos hereditarios  y los  que  con  anterio- 
ridad había  cedido  «al  actor,  quien,  en 
consecuencia,  demandó:  lo. — La  nulidad 
del  contrato  de  venta  y cesión  autorizado 
por  el  Notario  Arenales  en  la  fecha  indi- 
cada: 2o. — El  derecho  de  propiedad  sobre 
la  mitad  de  la  undécima  oarte  que  heredó 
Eduardo  de  la  Vega  Ordóñez  en  los  bie- 
nes, derechos  y acciones  que  deió  al  fa- 
llecer su  padre  don  Cesáreo  de  la  Vega  v 
Jáuregui;  3o. — Las  costas  del  juicio  más 
los  intereses  legales  del  dinero  y frutos 
que  corresponden  al  derecho  que  repre- 
senta desde  que  se  entabló  el  juicio  de 
preterición:  4o. — La  nulidad  de  la  inscrip- 
ción hecha  a favor  de  Eduardo  de  la  Vega 
Ordóñez  sobre  todos  los  bienes  compren- 
didos en  la  demanda  de  preterición:  .5o. — La 
nulidad  y cancelación  de  la  propia  ano- 
tación y 6o. — La  nulidad  y cancelación  de 
inscrinción  de  la  escritura  autorizada  ñor 
el  Notario  Alejandro  Arenaie.s  el  veinti- 
trés de  mayo  del  año  retropróximo. 

Resultando:  que  el  Lie.  Emilio  Barrios  Pe- 
dresa. ejerciendo  la  representación  de  los 
susodichos  hermanos  v coherederos  de 
Eduardo  de  la  Vega  Ordóñez  intemuso  las 
excenciones  dilatorias  de  fa'ta  de  perso- 
nería ranto  en  el  actor  como  en  sus  repre- 
sentados, oue  fundó  substancialmente  en 
el  hecho  de  oue  éstos  no  tuvieron  inter- 
vención alo-una  en  la  celebración  de’  con- 
trato llevado  a cabo  entre  el  demandante 
y de  la  Vega  Ordóñez.  d°  c'"'a  p-^ístencia 
afirmó  oue  no  habían  tenido  noticia  al 
otorgar  el  contenido  en  la  escritura  au- 
torizada por  el  Notario  Arenales. 

Re.sultando:  oue  las  partes  produjeron 
en  autos:  a)  sendos  testimonios  de  las  es- 
crituras públicas  autorizadas  el  doce  de 
noviembre  de  mi’  novecientos  treintidós  y 
el  veintitrés  de  ma-'m  dei  año  próximo  pa- 
sado ñor  los  Notarios  Alejandro  Ch.  Sua/so 
V Aieianfiro  Arenales,  respectivamente: 
bí  cortifieqeión  de  íin  auto  proferido  el 
primero  de  iupin  •-'pi  añn  rpomr)  transcu- 
r-ido  ñor  el  Juez  tercero  de  Primera  Ins- 
priPíQ  He  este  'nenqrtamento  en  el  cual  de- 
spetimó  una  excepción  de  falta  de  perso- 
r°ria  en  el  actor  propuesta  por  el  Licen- 
ciado Guillermo  Fernández,  en  represen- 
tación de  los  herederos  de  don  Cesáreo  de 
la  Vega  y Jáuregui,  en  un  sumario  de  po- 
sesión seguido  contra  ellos  por  el  Licen- 


ciado David  Pivaral  por  sí  y como  apode- 
rado de  Eduardo  de  la  Vega  Ordóñez;  c) 
el  registro  del  Notario  Guillermo  Fernán- 
dez a efecto  de  que  se  dejara  razón  del 
monto  a que  ascedieron  el  activo,  el  pa- 
sivo y el  capital  líquido  arrojados  por  el 
inventario  de  los  bienes  correspondientes 
a la  sucesión  de  don  Cesáreo  de  la  Vega  y 
Jáuregui,  que  aparece  protocolizado  en  tal 
registro,  asi  como  de  las  personas  que  in- 
tervinieron en  su  aprobación  y dé  láS  fe- 
chas correspondientes  al  auto  en  que  fué 
aprobado  tal  inventario  y del  acta  en  que 
consta  su  protocolización:  d)  copias  cer- 
tificadas de  las  sentencias  proferidas  por 
la  Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes y la  Corte  Suprema  de  Justicia,  el  siete 
de  diciembre  de  mil  novecientos  treintl- 
trés  y el  diecisés  de  marzo  del  año  próxi- 
mo pasado  respectivamente,  en  el  juicio 
sobre  preterición  seguido  por  Eduardo  de 
la  Vega  Ordóñez  contra  los  herederos  tes- 
tamentarios de  don  Cesáreo  de  la  Vega  y 
Jáuregui;  e)  una  certificación  expedida 
por  el  secretario  del  Juzgado  primero  de 
Primera  Instancia  de  este  Departamento 
en  la  que  consta  que  los  susodichos  here- 
deros testamentarios  fueron  notificados 
judicialmente  de  la  cesión  de  derechos  he- 
reditarias otorgada  por  Eduardo  de  la  Ve- 
ga Ordóñez  a favor  del  Licenciado  David 
Pivaral,  a las  once  horas  y cincuenta  mi- 
nutos del  veinticuatro  de  mayo  del  año 
recién  transcurrido,  en  virtud  de  haberlo 
solicitado  expresamente  dicho  facultativo 
al  entablar  una  demanda  sobre  la  pose- 
sión de  los  bienes  hereditarios  en  referen- 
cia, y f)  un  pliego  de  posiciones  absueltas 
a solicitud  del  propio  Licenciado  Pivaral 
por  Eduardo  de  la  Vega  Ordóñez  durante 
las  cuales  respondió  afirmativamente  a las 
preguntas  que  le  fueron  dirigidas  con  el 
fin  de  establecer  que  obtuvo  una  copia 
simple  del  contrato  contenido  en  la  escri- 
tura autorizad  el  doce  de  noviembre  de 
mil  novecientos  treintidós  por  el  Notario 
A'ejandro  Ch.  Suazo,  con  el  propósito  de 
dar  a conocer  dicho  contrato  a los  repre- 
sentantes de  los  herederos  testamentarios 
de  don  Cesáreo  de  la  Vega  y Jáuregui. 

Resultando:  que  el  Licenciado  David  Pi- 
varal interpuso  recurso  de  casación  contra 
el  auto  de  que  al  principio  se  hizo  mérito 
citando  como  violados  los  artículos  380. 
381,  389,  396,  397  y 398  del  Decreto  Legis- 
lativo No.  1932;  y que  la  contraria,  ade- 
más de  haber  argumentado  lo  que  le  pa- 
reció conveniente  en  pro  de  lo  resuelto 
por  la  Sala  Primera,  impugnó  la  admisión 
del  recurso  alegando  que  el  auto  de  que 
se  trata  no  está  comprendido  en  el  artícu- 
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lo  506  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
Mercantil  por  que,  según  estima,  no  puso 
fin  al  juicio. 

Considerando:  que  el  auto  recurrido  pu- 
so fin  al  juicio  por  cuanto  sin  la  interven- 
ción de  las  personas  representadas  por  el 
Licenciado  Barrios  Pedrosa  careceria  en 
absoluto  de  eficacia  la  declaración  en 
sentencia  de  todas  o de  cualesquiera  de 
las  cuestiones  comprendidas  en  la  deman- 
da, las  cuales,  como  aparece  de  la  rela- 
ción que  antecede,  afectan  de  modo  bien 
claro  y directo  los  intereses  y derechos 
de  tales  personas.  Artos.  230,  237  del  De- 
creto Legislativo  No.  1928  y 90  del  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil. 

Considerando:  que  el  recurrente  actúa 
como  titular  de  la  parte  de  los  derechos 
hereditarios  que  obtuvo  en  virtud  de  la 
cesión  que  le  hizo  Eduardo  de  la  Vega  Or- 
dóñez;  que  de  los  términos  en  que  apa- 
rece p'anteada  la  demanda  y del  fin  que 
con  ella  se  persigue,  resulta  la  necesidad 
ineludible  de  la  intervención  en  el  juicio 
tanto  del  propio  recurrente  como  de  las 
personas  representadas  por  el  Licenciado 
Emilio  Barrios  Pedrosa,  y que  al  no  haber- 
lo estimado  así  la  Sala  sentenciadora  vio- 
ló las  disposiciones  contenidas  en  los  ar- 
tículos 380,  389  y 396  del  Código  Civil  con- 
tenido en  el  Decreto  Legislativo  No.  1932. 

Este  Tribunal,  por  tanto,  fundado  asi- 
mismo en  lo  dispuesto  por  los  artículos 
38,  505,  506  Inc.  lo.  y 518  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil,  declara 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  de  que 
se  hizo  mérito,  REVOCA  el  auto  recurrido 
y resolviendo  sobre  lo  principal,  DESES- 
TIMA, por  improcelente,  las  excepciones 
de  falta  de  personería  interpuestas  por  el 
Licenciado  don  Emilio  Barios  Pedrosa  en 
concepto  de  apoderado  de  Hortensia  Fran- 
co de  la  Vega  de  Fernández,  Ricardo, 
Olimpia  y Carmen  Franco  de  la  Vega,  Cris- 
tina del  Cid  de  la  Vega  Samperio,  Alfon- 
so, César,  Carlos,  Armando  y Ofelia  del  Cid 
de  la  Vega. 

Notifiquese,  cúmplace  con  lo  dispuesto 
en  el  artículo  27  del  Código  de  E.  C.  y M. 
y con  certificación  de  lo  resuelto  devuél- 
vanse los  autos. 

Federico  O.  Salazar.  — Rafael  Nuila.  — 
Francisco  Menéndez  B.  — Oct.  Aguilar.  — 
J.  L.  Hurtado  P.  — Ante  mi,  Juan  Fer- 
nández C.,  Secretario. 

Al  margen  se  lee:  Los  Señores  Magistra- 
dos Salazar  y Hurtado  Peña,  votaron  en 
contra  y razonarán  su  voto.  Rubricado. 


Corte  Suprema  de  Justicia: 

— I — 

En  la  demanda  ordinaria  que  el  Licen- 
ciado don  David  Pivaral  presento  contra 
don  Eduardo  de  la  Vega  Ordóñez  y cohe- 
rederos, el  Licencitdo  don  Emilio  Barrios 
Pedrosa,  como  apoderado  judicial  de  los 
señores  Ricardo,  Carlos,  Carmen,  Arman- 
do, Ofelia,  Alfonso  y César  de  la  Vega,  do- 
ña Hortensia  de  la  Vega  Fernández,  doña 
Cristina  de  la  Vega  Samperio  y señorita 
Olimpia  de  la  Vega,  interpuso  las  excep- 
ciones dilatorias  de  falta  de  personería  en 
el  actor  y de  falta  de  personería  en  sus 
representados. 

— ir  — 

El  Tribunal  resolvió  las  excepciones  di- 
latorias propuestas,  en  auto  del  diez  y sie- 
te de  agosto  del  año  próximo  pasado,  de- 
clarándolas sin  lugar,  pero  la  Sala  la 
de  la  Corte  de  Apelaciones  revocó  la  reso- 
lución y declaró  que  el  señor  Pivaral  tiene 
personería  para  demandar  únicamente  a 
don  Eduardo  de  la  Vega  Ordóñez. 

— III  — 

El  articulo  239  del  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y Mercantil  incluye  entre  las 
excepciones  dilatorias  la  de  personería. 

Las  excepciones  dilatorias  no  penen  fin 
al  juicio  sino  solamente  impiden  el  curso 
de  la  acción,  el  Art.  506  del  mismo  Código 
establece  que  el  recurso  de  casación  sólo 
procede  contra  las  sentencias  o autos  de- 
finitivos de  Primera  o Segunda  Instancia 
no  consentidas  expresamente  por  las  par- 
tes, que  terminen  los  juicios  de  mayor 
cuantía,  etc. 

Como  la  excepción  resuelta  no  termina 
el  juicio,  la  casación  resulta  improcedente. 

Por  tales  razones  hemos  disentido  del 
parecer  de  la  mayoría  en  el  asunto  de  que 
hacemos  referencia. 

Guatemala,  23  de  enero  de  1935. 

Federico  O.  Salazar. — J.  L.  Hurtado  P. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintitrés  de  enero  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vistos:  el  Licenciado  don  David  Piva- 
ral interpuso  recurso  de  casación  contra 
el  auto  en  que  la  Sala  primera  de  la  Cor- 
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te  de  Apelaciones,  con  fecha  del  auince 
de  octubre  retropróximo,  revocó  el  profe- 
rido por  el  Juez  primero  de  Primera  Ins- 
tancia de  este  departamento,  el  dos  de 
julio  anterior,  mandando  anotar  la  deman- 
da entablada  en  la  propia  fecha  por  el  re- 
currente contra  los  señores  Eduardo  de  la 
Vega  Ordóñez,  Hortensia  Franco  de  la  Ve- 
ga de  Fernández,  Ricardo,  Olimpia  y Car- 
men Franco  de  la  Vega,  Cristina  del  Cid 
de  la  Vega  de  Samperio,  Alfonso.  César, 
Carlos,  Armando  y Ofelia  del  Cid  de  la 
Vega,  sobre  los  inmuebles  y derechos  hi- 
potecarios especificados  en  la  propia  de- 
manda: Y 

Considerando  que  el  auto  referido  no 
puso  término  en  modo  alguno  al  juicio, 
circunstancia  por  la  cual  carece  de  una  de 
las  condiciones  substanciales  para  poder 
ser  objeto  del  recurso  de  casación.  Ar- 
ticulo 506  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y Mercantil. 

Este  Tribunal,  por  tanto,  fundado  asi- 
mismo en  lo  disouesto  ñor  el  Arto.  513  del 
pronio  Código,  RECHAZA  de  plano  el  re- 
curso de  que  se  hizo  mérito. 

Notifiquese,  cúmplase  con  lo  prescrito 
en  el  Arto.  27  del  Código  de  E.  C.  y M y 
con  certificación  de  lo  resuelto  devuélvan- 
se los  autos. 

Salazar.  — Nuila.  — Menéiidez  B.  — 
Anuilar.  — Hurtado  P.  — Ante  mi,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  Ordinaria  sepuido  ñor  Perfecta 
Vásquez  con  el  Banco  de  Occidente. 

DOCTRINA:  La  justificación  d^l  dominio 
sobre  un  inmueble,  es  el  titulo  de  pro- 
piedad debidamente  inscrito. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
treinta  y uno  de  enero  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Para  resolverlo,  se  tiene  a la  vista  el 
recunso  extraordinario  de  casación  intro- 
ducido por  doña  Perfecta  Vá.sauez  auxilia- 
da por  el  Abogado  Rafael  Antonio  Cues- 
tas, contra  la  sentencia  ejecutoria  profe- 
rida por  la  Sala  Primera  de  la  Corte  de 
/r-piaciones  el  treinta  y uno  de  octubre 
de’  año  anterior  en  e'  juicio  ordinario  oue 
dicha  señora  sostuvo  con  el  Banco  de  Oc- 
cidente. 


La  recurrente  asevera  que,  la  Sala  sen- 
tenciadora violó  los  Artículos  513,  514,  in- 
cisos lo.  y 2o.,  519  incisos  lo.  y 5o.,  520,  525, 
527,  1395  fracción  2a.,  1396,  1404,  1419, 
1420,  1425,  1426,  1428,  1434,  1829,  1830,  1832 
fracción  2a.,  1838,  2101,  2249  ines.  2o.  y 3o., 
2250,  2257,  del  Antiguo  Código  Civil,  235,  236, 
237,  238,  239  del  Dto.  272,  157,  160,  167  del 
Decreto  273,  387,  388,  431,  479,  480,  490,  495, 
496,  493  inciso  5o.  del  Decreto  Legislativo 
número  1932,  560  inc.  6o.  633,  649,  668  in- 
cisos lo.  y 3o.,  709,  712,  779,  P.  C.,  264,  277, 
282,  374,  404.  281  C.  de  E.  C.  y M.  y 250 
inciso  13  L.  C.  del  P.  J. 

En  los  autos  que  sirven  de  anteceden- 
tes al  recurso  que  se  examina,  aparece  de 
manifiesto,  lo  que  sigue: 

1. — ^E1  tres  de  julio  del  año  de  mil  nove- 
cientos treinta  y tres  compareció  doña 
Perfecta  Vásquez  ante  el  Juez  Primero  De- 
partamental, representada  por  el  Aboga- 
do Rafael  Antonio  Cuestas,  demandando 
del  Banco  de  Occidente  la  devolución  de 
los  frutos  que,  durante  dos  cosechas  per- 
cibió dicha  Institución  Bancaria.  de  las 
fincas  “La  Cuchilla”  y “La  Fragancia”,  c 
BU  precio  estimado  en  dinero,  asi  como  la 
entreea  de  una  novi'la  zarda  o su  valor. 
También  demandaba  el  pago  de  los  daños 
y neri  Hielos  consiguientes,  de  las  costas 
del  juicio  y los  intereses  del  precio  de  la£ 
cosechas. 

La  demanda  tenia  por  origen:  que  en 
virtud  de  la  ejecución  seguida  por  el  Ban- 
co demandado  contra  don  Enrique  Hidal- 
go, para  hacer  efectivo  el  pago  de  la  can- 
tidad de  CATORCE  MIL  PESOS  ORO 
AMERICANO  que  dicho  señor  recibió  a 
mutuo  y garantizó  con  primera  y especial 
hipoteca  de  la  finca  “Mocayá”,  intervino 
la  mencionada  finca;  mas,  indebidamen- 
te, se  incluyeron  en  la  ejecución  los  lotes 
de  terreno  , denominados  “La  Fragancia”, 
“La  Cuchilla”  y “La  Barranca”,  los  cuales 
están  contiguos  a “Mocayá”.  Por  tal  cir- 
cunstancia, se  vió  en  la  necesidad  de  en- 
tablar una  tercería  excluyente  de  dominio 
en  la  ejecución  aludida;  tercería  en  la 
que  se  estableció  de  manera  inequivoca 
que,  en  realidad  los  lotes  de  terreno  in- 
fot-vpnidos  junto  con  la  finca  de'  señor  Hi- 
dalgo, no  pertenecían  a este  señor  ni  for- 
maban parte  de  su  propiedad,  por  ser  la 
única  dueña  de  ellos  la  tercerista.  Agrega 
esta  señora,  que  el  Banco  de  Occidente 
reconoció  tal  cosa,  por  medio  de  un  escri- 
to oue  presentó  a la  Sala  Segunda  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  del  cual  presenta- 
ba una  copia  certificada  reconocimiento 
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que  también  hizo  el  Banco,  en  otro  memo- 
rial presentado  con  posterioridad  al  Juz- 
gado Segundo  Departamental,  comprome- 
tiéndose a la  vez  y,  en  forma  auténtica, 
a devolverle  sus  propiedades.  Y,  que,  co- 
mo sólo  los  terrenos  le  devolvió  y no  los 
frutos  ni  el  semoviente  indicado  al  prin- 
cipio, era  que  entablaba  su  demanda  con 
el  fin  relacionado. 

2. — En  rebeldía  del  Banco  de  Occidente 
se  formalizó  el  juicio,  el  cual  se  abrió  a 
pruebas  oportunamente. 

Durante  la  dilación  indicada,  la  parte 
actora  rindió  las  justificaciones  que  si- 
guen: 

a)  Dos  certificaciones  una  del  Juzgado 
2o.  Departamental  y otra  de  la  Sala  Se- 
gunda de  la  Corte  de  Apelaciones.  La 
primera  contiene  el  memorial  presentado 
el  veintiuno  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y tres,  por  el  Licenciado  Joaquín 
Flores  Barrios  como  apoderado  del  Banco 
de  Occidente  y,  por  don  Enrique  Hidalgo, 
en  el  juicio  ejecutivo  que  seguían  dichas 
personas  sobre  el  cobro  de  una  cantidad 
de  dinero.  En  dicho  memorial,  los  fir- 
mantes reconocían  que  las  propiedades  re- 
clamadas por  doña  Perfecta  Vásquez  por 
medio  de  una  tercería  excluyante  de  do- 
minio, en  realidad  eran  de  esta  señora; 
imponiendo  como  condición  que  doña 
Perfecta  Vásquez  desistiera  del  recurso  de 
apelación  interpuesto  contra  la  sentencia 
de  primera  Instancia  recaída  en  la  terce- 
ría, para  que  pudiera  levantarse  el  embar- 
go trabado  en  los  lotes  de  referencia.  En 
vista  de  lo  pedido,  fué  levantado  el  gra- 
vámen  aludido,  de  orden  judicial.  En  la 
misma  certificación  está  incluida  el  acta, 
por  medio  de  la  cual,  el  veintitrés  de  abril 
de  mil  novecientos  treinta  y tres,  el  juez 
de  Paz  de  Santa  Bárbara  puso  en  pose- 
sión a doña  Perfecta  Vásquez  de  los  lotes 
denominados,  “La  Fragancia’,  “La  Cuchi- 
lla” y “La  Barranca”,  que  hablan  sido  em- 
bargados junto  con  la  finca  “Mocayá”, 
del  señor  Hidalgo. 

En  la  certificación  de  la  Sala  Segunda 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  se  incluye, 
el  escrito  presentado  por  el  apoderado  del 
Banco  de  Occidente,  Licenciado  Joaquín 
Flores  Barrios,  y la  señora  Vásquez,  desis- 
tiendo esta  última  de  la  apelación  aludi- 
da en  el  punto  anterior.  Consta  en  dicho 
memorial,  que  el  Licenciado  Flores  Barrios 
reconoce  ser  cierto  que  los  tres  lotes  de 
terreno  cuestionados,  pertenecen  a la  seño- 
ra Vásquez.  Los  dos  memoriales  certifica- 
dos— de  que  se  ha  hecho  mérito — tienen 
las  firmas  legalizadas,  como  corresponde. 


• b)  Un  informe  de  la  casa  “Grace  y Com- 
pañía”, para  establecer  el  precio  en  que 
compró  a don  Francisco  Pereira — inter- 
ventor de  los  bienes  embargados  al  señor 
Hidalgo — el  quintal  de  café  en  los  meses 
de  octubre  y noviembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y tres. 

c)  Prueba  pericial,  para  establecer:  la 
cantidad  de  quintales  de  café  en  oro,  que 
pueden  producir  diecisiete  manzanas  de 
cafetal,  en  plena  producción  en  la  zona  de 
Santa  Bárbara  del  Departamento  de  So- 
lolá,  en  dos  cosechas;  cuántas  cepas  de  ba- 
nano puede  tener  cada  mata,  en  la  zona 
indicada  cuántos  racimos  puede  producir 
cada  mata  en  dos  años;  cuántas  matas 
pueden  plantarse  en  una  cuerda  de  terre- 
no de  cuarenta  varas  por  lado;  el  precio 
en  que  puede  venderse  cada  racimo;  y 
los  gastos  que  estos  cultivos  ocasionan.  En 
dicha  prue’oa  actuaron  como  expertos: 
don  Rafael  Escamilla — por  el  proponente 
— y,  don  Enrique  Luna  Ospina,  por  la  par- 
te contraria.  Como  no  hubiera  acuerdo  en 
lo  dictaminado  por  los  peritos,  fué  oido 
ei  tercero  dirimente — don  Salvador  Barru- 
tia— quien  emitió  su  parecer  diciendo: 
que  la  producción  de  café  en  los  terrenos 
cuestionados,  en  dos  años,  podia  calcularse 
en  trescientos  setenta  y cuatro  quintales; 
que  una  mata  de  banano  podia  contener 
seis  cepas  en  condiciones  de  producción; 
que  bien  atendida,  cada  mata  de  banano 
podia  producir  en  dos  años,  doce  racimos; 
que  en  una  cuerda  de  terreno  de  cuaren- 
ta varas  por  lado,  podían  plantarse  vein- 
te matas  de  banano,  o sean  ciento  trein- 
ta y cinco  matas  por  manzana;  que  por 
término  medio,  el  precio  de  cada  racirqo 
de  banano  es  de  cuarenta  o veinticinco 
centavos;  y concluye  dando  su  parecer 
acerca  de  los  gastos  de  producción  de  los 
frutos  aludidos. 

d)  Una  inspección  ocular  practicada  en 
los  tres  lotes  de  terreno  cuestionados,  por 
el  juez  menor  de  Santa  Bárbara,  para  es- 
tablecer las  clase  de  cultivos  que  tienen;  y 

e)  Declaraciones  de  los  testigos  José  y 
Pablo  González,  Rodrigo  Pitzir,  Mariano 
Quiixal,  y Enrique  Hidalgo,  pera  estable- 
cer varios  extremos  de  la  demanda. 

3. — Durante  la  misma  dilación  probato- 
ria, la  parte  demandada  adujo  los  medios 
justificativos  que  siguen: 

a)  Un  informe  del  Juez  de  Paz  de  Santa 
Bárbara,  en  el  que  se  hace  constar:  que 
los  señores  Enrique  Hidalgo  y Perfecta 
Vásquez  vivieron  en  concubinato  en  la 
finca  “Mocayá”;  en  el  pueblo  era  sabido 
que,  la  señora  Vásquez  — a quien  se  le 
considera  como  la  concubina  de  Hidalgo — 
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nunca  ha  tenido  finca  alguna;  y que,  la 
denominada  “Mocayá”  pertenecía  al  cita- 
do señor. 

b)  Declaraciones  de  los  testigos  Juan 
Jerez  y Benjamín  Perelló,  para  establecer 
los  mismos  extremos  contenidos  en  el  in- 
forme anterior. 

c)  Testimonio  de  los  señores  Alejandro 
Delgado  y Miguel  Abascal,  para  demostrar 
que  el  Banco  de  Occidente  no  cosechó  ni 
vendió  banano  procedente  de  los  terrenos 
cuestionados  ni  de  la  finca  “Mocayá”  du- 
rante los  años  de  mil  novecientos  treinta 
y uno  a mil  novecientos  treinta  y tres;  y 

d)  Una  prueba  pericial  para  poner  de 
manifiesto:  el  tiempo  en  que  la  finca  “Mo- 
cayá”  de  don  Enrique  Hidalgo,  estuvo  in- 
tervenida por  el  Banco  de  Occidente,  en 
virtud  de  la  ejecución  que  seguía  contra 
dicho  señor;  si  el  Banco — durante  tal  in- 
tervención — obtuvo  ganancias  o sufrió 
pérdidas;  que  en  vista  de  la  contabilidad 
digan  cuáles  fueron  los  productos  reco- 
lectados y vendidos  con  procedencia  de 
“Mocayá”;  y se  establezca — siempre  por  la 
misma  contabilidad — si  el  Banco  cosecho 
y vendió  banano  procedente  de  los  lo- 
tes que  componían  la  finca  “Mocayá”.  En 
dicha  prueba  intervinieron  como  expertos, 
doña  Maria  Albertina  Dubois  de  Henkel, 
por  parte  del  Banco  demandado;  y don 
Manuel  Antonio  Castillo  por  la  deman- 
dante. Mas,  como  sólo  la  señora  de  Hen- 
kel dictaminó,  no  se  produjo  la  prueba 
que  se  proponía  rendir  el  Banco  deman- 
dado, 

4.— Fuera  de  la  dilación  probatoria  y jun- 
to con  su  alegato  de  buena  prueba,  la  par- 
te actora — siempre  con  el  propósito  de  po- 
ner de  manifiesto  su  acción — presentó  los 
documentos  que  siguen: 

a)  Una  certificación  extendida  por  el 
Juzgado  2o.  Departamental,  la  cual  con- 
tiene el  exhorto  librado  el  veintidós  de 
agosto  de  mil  novecientos  treinta  y uno  al 
Juez  de  Primera  Instancia  de  Sololá,  pa- 
ra que  se  le  diera  la  posesión  de  la  finca 
“Mocayá”  al  interventor  nombrado  en  la 
ejecución  seguida  por  el  Banco  de  Occi- 
dente contra  don  Enrique  Hidalgo;  y el 
acta  de  fecha  veintisiete  de  agosto  de  ese 
mismo  año,  levantada  por  el  Juez  menor 
de  Santa  Bárbara  al  cumplimentar  el  ex- 
horto aludido. 

b)  Copia  certificada  extendida  por  el 
Juzgado  2o.  Departamental,  del  escrito 
por  el  que  doña  Perfecta  Vásquez  inter- 
puso tercería  excluyante  de  dominio,  en 
la  ejecución  de  que  se  ha  hecho  mérito. 


Dicho  memorial  fué  presentado  el  dieci- 
•séis  de  septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y uno. 

c)  Testimonio  de  la  escritura  pública  de 
compra-venta,  otorgado  por  Enrique  Hi- 
dalgo a favor  de  don  Adolfo  González  Mi- 
yares,  el  veintinueve  de  agosto  de  mil  no- 
vecientos veintidós.  Por  dicho  instrumen- 
to— que  pasó  en  la  ciudad  de  Mazatenun- 
go  ante  los  oficios  del  Notario  Pablo  Ra- 
bassó  Ferrar — el  señor  Hidalgo  vendió  xjor 
la  suma  de  doscientos  pesos  oro  america- 
no todos  los  derechos  que  tenia  en  dos  te- 
rrenos ubicados  en  jurisdicción  municipal 
de  Santa  Bárbara  del  Departamento  de 
Sololá. 

d)  Otro  testimonio  de  la  escritura  pú- 
blica que  autorizó  en  esta  ciudad  con  fe- 
cha diez  de  septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y uno  el  Notario  Luis  Felipe  Ro- 
sales G.,  por  medio  de  la  cual  don  Adolfo 
González  Miyares  vendió  a doña  Perfecta 
Vásquez  M.,  por  la  suma  de  TRESCIENTOS 
CINCUENTA  QUETZALES,  todos  los  de- 
rechos que  adquirió  de  don  Enrique  Hi- 
dalgo, según  la  escritura  relacionada  en  el 
punto  anterior;  y 

e)  Testimonio  de  la  escritura  pública  de 
veinticinco  de  marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y tres,  por  la  que  don  Enrique  Hi- 
dalgo vendió  al  Banco  de  Occidente  la  fin- 
ca “Mocayá”  y anexo,  ante  los  oficios  del 
Notario  Joaquín  Flores  Barrios. 

5. — También  el  Banco  demandado,  con 
el  fin  de  destruir  las  aseveraciones  de  la 
parte  actora  y,  fuera  del  término  de  prue- 
bas, presentó  los  documentos  que  siguen: 

a)  Una  certificación  del  Director  del  Se- 
gundo Registro  de  la  Propiedad  Inmueble, 
en  la  que  se  hace  constar  que  doña  Perfec- 
ta Vásquez  no  tenía  inscrita  a su  nombre 
ninguna  propiedad  ubicada  en  el  Depar- 
tamento de  Sololá. 

b)  Certificación  del  Juzgado  2o.  Depar- 
tamental, del  poder  con  que  gestionó  el 
Abogado  Joaquín  Flores  Barrios  en  la  eje- 
cución que  el  Banco  de  Occidente  siguió 
contra  don  Enrique  Hidalgo. 

c)  Otra  certificación  del  mismo  Juzga- 
do que  contiene  la  sentencia  de  Primera 
Instancia  dictada  en  el  juicio  de  tercería 
entablado  por  la  señora  Vásquez,  asi  co- 
mo la  ejecutoria  de  la  Sala  Segunda  de 
Apelaciones;  y 

d)  Certificación  de  la  demanda  ejecu- 
tiva entablada  por  el  Banco  de  Occidente 
contra  don  Enrique  Hidalgo  y del  acta  le- 
vantada por  el  Juez  Municipal  de  Santa 
Bárbara,  al  ser  intervenida  la  finca  ‘Mo- 
cayá”. 
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6.  — El  nueve  de  marzo  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cuatro,  el  Juez  Primero  De- 
partamental dictó  sentencia  declarando: 
que  el  Banco  de  Occidente  debe  restituir 
a doña  Perfecta  Vásquez,  dentro  de  ter- 
cero dia,  trescientos  sesenta  y tres  quin- 
tales de  café  pergamino,  correspondientes 
a dos  cosechas  de  las  fincas  "La  Cuchilla” 
y “La  Fragancia”,  o su  precio  que  es  de 
MIL  OCHOCIENTOS  SESENTA  Y UN 
QUETZALES  Y DOCE  CENTAVOS,  dedu- 
cidos los  gastos  de  producción:  que  el 
propio  Banco — también  dentro  de  tercero 
día — debe  restituir  a doña  Perfecta  Vás- 
quez doce  mil  racimos  de  banano,  o su 
precio  que  es  de  DOS  MIL  CUATROCIEN- 
TOS QUETZALES;  y que  se  absuelve  al 
Banco  de  Occidente  de  los  demás  ounto'? 
comprendidos  en  la  demanda.  Y por  úl- 
timo que  no  hay  especial  condenación  en 
las  costas. 

7.  — Al  tramitarse  la  Segunda  Instancia 
del  juicio,  por  apelación  interpuesta  por 
el  Banco  de  Occidente,  esta  Institución 
presentó  como  prueba  de  su  parte:  dos 
certificaciones  de  la  Dirección  General  de 
Rentas,  para  establecer  que  doña  Per- 
fecta Vásquez  no  tiene  bienes  declarados 
en  el  Departamento  de  Sololá:  y que  los 
lotes  de  terreno  cuestionados,  están  decla- 
rados a nombre  de  don  Enrique  Hidalgo. 

Después  de  que  las  partes  Interesadas 
alegaron  extensamente  sostenienao  sus  té- 
sis  respectivas,  la  Sala  Primera  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  con  fecha  treinta  y uno 
de  octubre  de  mil  novecientos  treinta  y 
cuatro  dictó  la  sentencia  recurrida. 

En  dicho  fallo,  después  de  considerar 
que  la  propiedad  es  el  derecho  de  gozar  y 
disponer  de  un  bien  sin  más  limitaciones 
que  las  que  fijan  las  leyes  y,  que  doña  Per- 
fecta Vásquez  no  probó  ser  propietaria  de 
los  terrenos  cuestionados,  por  no  estar  re- 
gistrados los  títulos  que  presentó  al  juicio, 
y que  uno  de  los  efectos  de  la  posesión  es 
hacer  suyos  los  frutos  siempre  que  sea  le- 
gitima, es  decir  con  justo  titulo  pacifica, 
pública  y continua,  declara:  que  se  re- 
voca la  sentencia  apelada  y en  consecuen- 
cia que  se  absuelve  al  Banco  de  Occidente 
de  la  demanda  interpuesta  por  doña  Per- 
fecta Vásquez:  y que  no  hay  especial  con- 
denación en  las  costas. 

Contra  la  resolución  indicada,  fué  in- 
troducido el  recurso  extraodinario  de  ca- 
sación que  se  dejó  relacionado  al  princi- 
pio. 


Y,  como  la  vista  se  efectuó  en  la  au- 
diencia señalada  para  el  efecto,  alegando 
ampliamente  los  litigantes,  es  el  caso  de 
resolver  lo  que  proceda  en  derecho.  Por 
tal  motivo,  EL  TRIBUNAL  DE  CASACION, 

CONSIDERA: 

8. — Que  desde  el  momento  en  que  doña 
Perfecta  Vásquez  afirma  en  la  demanda 
que  sirve  de  base  al  juicio  que  se  exami- 
na, que  los  lotes  de  terreno  denominados 
"La  Cuchilla”,  “La  Fragancia”  y “La  Ba- 
rranca” — que  fueron  incluidos  en  la  eje- 
cución entablada  por  el  Banco  de  Occiden- 
te contra  don  Enrique  Hidalgo,  por  con- 
siderarlos como  anexos  de  la  finca  “Mo- 
cayá”  que  fué  de  este  señor — son  de  su  ex- 
clusiva propiedad,  contrajo  la  obligación 
jurídica  de  poner  en  evidencia  tal  extre- 
mo; >0  que  no  hizo  durante  el  curso  de  la 
acción  ventilada. 

En  efecto;  el  único  medio  legal  para  jus- 
tificar el  dominio  sobre  un  inmueble,  es 
el  título  debidamente  inscrito,  del  cual  ca- 
rece la  demandante.  Es  verdad  que  la  Se- 
ñora Vásquez  presentó  para  ese  fin,  un 
testimonio  de  la  escritura  púb'ica  autori- 
zada en  esta  ciudad  el  veintinueve  de 
agosto  de  mil  novecientos  treinta  y uno 
por  el  Notario  Luis  Felipe  Rosales  G.;  es- 
critura por  la  que  dicha  señora  le  compró 
a don  Adolfo  González  Miyares  por  la  su- 
ma de  trescientos  cincuenta  quetzales  ios 
derechos  que  adquirió  en  dos  lotes  de  te- 
rreno, de  don  Enrique  Hidalgo,  el  vein- 
tinueve de  agosto  de  mil  novecientos  vein- 
tidós, según  contrato  que  autorizó  en  la 
ciudad  de  Mazatenango  el  Notario  Pablo 
Rabassó  Ferrer.  Mas  es  el  caso  que  nin- 
guna de  las  dos  escrituras  aludidas  fué 
inscrita  en  el  Registro  de  la  Propiedad  In- 
mueble, razón  por  la  que  en  el  caso  sub- 
júdice,  no  producen  prueba  de  ninguna 
clase,  ya  que  conteniendo  dichos  instru- 
mentos la  translación  del  dominio  de  bie- 
nes raíces,  no  pueden  ser  admitidos  en 
ningún  tribunal  ni  oficina  como,  lo  esta- 
tuye con  toda  claridad  el  Artículo  1098 
del  Código  Civil. 

A mayor  abundamiento,  aparecen  en.  las 
actuaciones,  los  atestados — extendidos  en 
debida  forma — por  el  Segundo  Registro  de 
la  Propiedad  Inmueble  y la  Dirección  Ger 
neral  de  Rentas,  acreditantes  de  que  doña.. 
Perfecta  Vásquez  nunca  tuvo  inscritas  a 
su  nombre  las  fincas  aludidas,  ni  mucho  ■; 
menos  declarados  en  la  oficina  respectiva 
para  los  efectos  de  los  impuestos  fiscales, 
ninguna  clase  de  bienes;  lejos  de  eso,  las 
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certificaciones  de  la  matricula,  más  bien 
demuestran  que  los  terrenos  cuestionados 
estaban  declarados  a favor  de  don  Enrique 
Hidalgo,  con  quien  vivía  maridablemente 
en  la  finca  • Mocayá”,  extremo  este  último, 
que  también  se  halla  justificado  en  los 
autos. 

Luego,  de  lo  que  se  deja  expuesto  se  ve 
con  toda  claridad,  que  doña  Perfecta  Vas- 
quez  no  ha  demostrado — como  debía-  -su 
propiedad  en  los  tres  lotes  de  terreno 
cuestionados  puesto  que  según  el  Articulo 
1093  del  Código  Civil,  las  manifestaciones 
que  hiciera  el  apoderado  del  Banco  de  Oc- 
cidente en  el  juicio  de  tercería  exciuven- 
te  de  dominio  interpuesto  por  doña  Per- 
fecta Vásquez  en  la  ejecución  seguida  por 
e)  citado  Banco  contra  el  señor  Hidalgo 
— cuyas  certificaciones  presentó  al  juicio 
la  demandante  como  prueba  de  su  parte 
— no  pueden  suplir  la  formalidad  reque- 
rida por  la  Ley  citada  en  este  párrafo,  pa- 
ra acreditar  el  dominio  sobre  bienes  raí- 
ces; además  de  que,  según  el  testimonio 
del  poder  que  obra  en  los  autos,  el  man- 
datario del  Banco  de  Occidente  no  estaba 
facultado  especialmente  para  prestar  con- 
fesión a nombre  de  su  mandante. 

Por  otra  parte,  la  certificación  del  Juz- 
gado 2o.  Departamental  que  contiene  la 
demanda  ejecutiva  entablada  por  el  Ban- 
co de  Occidente  contra  don  Enrique  Hidal- 
go y el  acta  de  intervención,  es  justifica- 
tiva de  que  la  finca  '“Mocayá”  que  el  eje- 
cutado diera  en  garantía  hipotecaria  al 
Banco  ejecutante,  consta  de  ocho  lotes 
inscritos  en  el  Segundo  Registro  de  la 
Propiedad  Inmueble  con  los  números 
cuatro  mil  trescientos  noventa  y cuatro, 
tres  mil  seiscientos  treinta,  tres  mil  seis- 
cientos treinta  y uno,  tres  mil  seiscientos 
treinta  y dos,  tres  mil  seiscientos  setenta 
y dos,  tres  mil  doscientos  ochenta  y nue- 
ve, dos  mil  cuatrocientos  siete,  y cuatro 
mil  trescientos  cincuenta  y nueve,  folios 
doce,  ochenta  y seis,  ochenta  y siete, 
ochenta  y ocho,  ciento  veintiocho,  doscien- 
tos veintinueve,  doscientos  diez  y ochenta 
y cinco,  de  los  Tomos  veintiséis,  veintitrés, 
veintitrés,  veintitrés,  veintitrés,  veintiuno, 
diecisiete  y veintiséis  de  Sololá,  respectiva- 
mente y que  llevan  los  nombres  de  “Mo- 
cayá” propiamente  dicho.  “La  Miralla”, 
"El  Potrerito”,  “La  Reforma”,  “La  Cape- 
llanía”, “La  Fragancia”,  “La  Cuchilla”, 
“Armenia”  y “La  Baranca”;  terrenos  que 
el  Administrador  del  señor  Hidalgo,  don 
Oscar  Winderberg  entregó  en  el  momento 
de  trabarse  el  embargo  al  ejecutado. 


Todo  lo  que  se  ha  dejado  relacionado, 
pone  de  manifiesto  que  no  habiendo  pues- 
to doña  Perfecta  Vásquez  en  evidencia  que 
es  legítima  propietaria  de  los  lotes  de  te- 
rreno denominados  “La  Fragancia’,  “La 
Cuchilla”  y “La  Barranca”,  carece  de  de- 
recho para  demandar  del  Banco  de  Oc- 
cidente la  devolución  de  frutos  de  dichos 
terrenos  o su  precio,  como  lo  hace  en 
la  demanda  de  tres  de  julio  de  mil  nove- 
cientos treinta  y tres;  y por  consiguiente 
es  innecesario  entrar  al  análisis  jurídico 
de  la  prueba  con  que  la  señora  Vásquez 
pretendió  establecer  los  indicados  frutos 
o el  precio  de  ellos;  ya  que  en  esas  con- 
diciones no  puede  gozar  ni  disponer  de  las 
fincas  en  cuestión. 

En  ese  concepto  al  resolver  la  Sala  Pri- 
mera de  la  Corte  de  Apelaciones  en  la 
forma  en  que  lo  hizo,  no  violó  los  Artícu- 
los 513,  514  incisos  lo.  y 2o.,  519,  incisos 
lo.  y 5o.,  52ü,  525,  527,  2101  del  Antiguo 
Código  Civil  238,  239  del  Decreto  272  y 
167  del  Decreto  273,  387,  388,  431,  479,  480, 
490,  495,  496  y 493  inciso  5o.  del  Decreto 
Legislativo  número  1932,  560,  inciso  6o., 
633,  668  incisos  lo.  y 3o.,  709,  712,  779  P. 
C.,  281,  264,  277,  282,  374,  404  C.  de  E.  C. 
y M.  y 250  inciso  13  de  la  L.  C.  del  P.  J.; 
leyes  que  el  recurrente  señala  como  in- 
fringidas por  la  Sala  sentenciadora 

9.  — Como  una  consecuencia  de  todo  lo 
que  se  ha  dejado  considerado,  el  Banco 
de  Occidente  no  ha  contraído  legalmente 
ninguna  obligación  con  respecto  a doña 
Perfecta  Vásquez,  ya  que  como  se  ha  di- 
cho, esta  señora  no  demostró  su  propie- 
dad de  los  lotes  de  terreno  que  pretende 
le  pertenecen.  En  esa  virtud  la  Sala  Pri- 
mera de  Apelacions  en  manera  alguna  pu- 
do cometer  violación  de  los  Articuuos  1395 
fracción  2a.,  1396,  1404,  1419,  1420,  1425, 
1426,  1428,  1434  Código  Civil  antiguo,  235, 
236  y 237  del  Decreto  272. 

10. — La  falta  de  facultades  especiales 
en  el  apoderado  del  Banco  de  Occidente, 
hace  que  las  manifestaciones  o confesio- 
nes prestadas  por  este  señor  reconocien- 
do los  pretendidos  derechos  de  doña  Per- 
fecta Vásquez  en  los  terrenos  cuestiona- 
dos, no  pueden  ser  reputados  cemo  una 
confesión  que  perjudique  a la  citada  Ins- 
titución Bancaria,  por  cuanto  que  no  fué 
prestada  con  las  formalidades  requeridas 
por  la  ley  para  su  validez  en  juicio.  En 
ese  caso,  es  indudable  que  la  Cámara  de 
Justicia,  sentenciadora,  no  violó  los  Ar- 
tículos 160,  157,  Dto.  273  y 649  P.  C , como 
afirma  la  recurrente;  y,  como  una  conse- 
cuencia de  ello,  los  números  2250,  2257, 
1829,  1830,  1832  fracción  2a.,  1838  y 2249 
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incisos  2o.  y 3o.  del  Código  Civil  antiguo; 
puesto  que  como  ya  se  dijo,  se  ba.só  para 
resolver  en  la  forma  en  que  lo  hizo,  en 
la  falta  de  títulos  de  dominio  inscritos  a 
favor  de  la  demandante,  que  era  lo  in- 
dispensable en  el  caso  sub-júdice  para 
que  se  pundiera  tener  como  establecida  la 
acción  intentada  por  esta  señora. 

11. — Por  todo  lo  que  se  daja  considera- 
do, con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo 
que  disponen  los  Artículos  513,  514  y 521 
L.  de  E.  C.  y M.,  EL  TRIBUNAL  DE  CA- 
SACION, 

RESUELVE; 

DESESTIMAR  el  recurso  de  que  se  ha 
hecho  mérito;  y,  condenar  a la  parte  re- 
currente al  pago  de  las  costas  ocasiona- 
das y a una  multa  de  cien  quetzaie-i.  En 
caso  de  insolvencia  deberá  purgar  sesenta 
dias  de  prisión  simple. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — An- 
te mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario, 


CIVIL 

JUICIO:  Liquidación  de  la  sociedad  Pas- 
cual Rosito  y Cayetano  Di  Leone. 

DOCTRINA:  El  recurso  extraordinario  de 
casación  sólo  procede  contra  las  senten- 
cias o autos  definitivos  de  Primera  o Se- 
gunda Instancia,  no  consentidos  expre- 
samente por  las  partes,  que  terminen  los 
juicios  de  mayor  cuantía  y únicamente 
se  dará  en  los  casos  que  señala  la  ley. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cuatro  de  febrero  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Visto  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  anteceden- 
tes, el  auto  que  con  fecha  cuatro  de  di- 
ciembre del  año  retropróximo,  pronunció 
la  Sala  2a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  en 
que  confirma  el  dictado  por  el  Juez  2o. 
de  la.  Instancia  del  Departamento  de 
Guatemala,  en  virtud  del  cual  dicho  fun- 
cionario deniega  aprobar  con  el  carácter 
de  por  ahora,  el  proyecto  de  liquidación 
de  la  sociedad  formada  por  los  señores  don 
Pascual  Rosito  y don  Cayetano  Di  Leone, 
presentado  por  el  liquidador  don  Marcial 
Mendoza  el  día  doce  de  Septiembre  del 


año  recién  pa.tado.  y previene  a las  par- 
tes que  sujeten  a juicio  arbitral  las  cues- 
tiones planteadas  por  el  liquidador  en  su 
proyecto. 

CONSIDERANDO: 

El  recurso  extraordinario  de  casación 
únicamente  se  concede  contra  las  senten- 
cias o autos  definitivos  de  Primera  o Se- 
gunda Instancia  que  no  hayan  sido  con- 
sentidos por  las  partes  de  una  manera  ex- 
presa, que  terminen  los  juicios  de  mayor 
cuantía  y siempre  que  se  trate  de  alguno 
de  los  seis  casos  que  señala  la  ley.  La 
resolución  que  dió  origen  al  presente  re- 
curso no  es  definitiva,  pues  lo  resuelto 
por  el  Juez  que  ha  conocido  del  asunto  no 
le  da  fin  a la  cuestión  propuesta  de  un 
modo  concluyente  sino  con  el  carácter  de 
por  ahora.  Y en  ese  concepto  no  debe 
entrarse  al  examen  de  cada  uno  de  los  ar- 
tículos que  el  recurrente  cita  como  infrin- 
gidos. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  estatuido  por  el  articulo 
506  del  Decreto  Legislativo  2009  declara 
improcedente  el  recurso  interpuesto  por 
don  Cayetano  Di  Leone  D’atri,  el  diez  de 
diciembre  del  año  próximo  pasado,  con 
auxilio  del  Licenciado  don  Juan  Córdova 
Cerna. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  antece- 
dentes en  la  forma  que  corresponde  al  Tri- 
bunal de  su  origen. 

Reina  Andrade.  — Salazar.  — Castella- 
nos R.  — Argueta  S.  — Serrano  Muíioz. 
Ante  mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  Ordinario  seguido  por  Ricardo 
Rodriguez  Nishtal  con  Manuel  Godoy 
Benavides. 

DOCTRINA:  En  las  discusiones  judiciales 
sobre  filiación,  sólo  es  admisible  Iq  prue- 
ba testifical,  cuando  se  apoye  en  un 
principio  de  prueba  escrita;  o bien, 
cuando  los  presuntos  padres  hayan  for- 
mado un  hogar. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cuatro  de  febrero  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Para  resolverlo,  se  tiene  a la  vista  el 
recurso  extraordinario  de  casación  intro- 
ducido por  don  Manuel  Godoy  Benavides 
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contra  la  sentencia  ejecutoria  proferida 
por  la  Sala  2a.  de  la  Corte  de  Apelaciones 
el  veintiséis  de  noviembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y cuatro  en  el  juicio  ordi- 
nario que  contra  dicho  señor  siguió  don 
Ricardo  Rodriguez  Nishtal  en  concepto 
de  tutor  natural  de  Elvira  Rodriguez 
Nishtal. 

En  el  recurso  — que  fué  auxiliado  por 
el  Abogado  Juan  Córdova  Cerna — se  ase- 
vera, que  la  Sala  sentenciadora  violó  los 
Artículos  166,  167,  178,  182  del  Decreto 
Legislativo  No.  1932,  268  en  sus  cinco  in- 
cisos, 250  Decreto  Gubernativo  921,  375, 
378  Dto.  Leg.  2009,  386,  388  Dto.  Leg.  2009, 
166  Dto.  Leg.  1932,  427,  428,  230,  431,  432 
Dto  Leg.  2009,  434,  436,  437,  438,  439  Dto. 
Leg.  2009,  17  C.  de  la  R.,  II,  III,  V,  XIV 
L.  C.  del  P.  J.,  836,  838,  844,  846,  849  P.  C. 
y 178  Dto.  273. 

En  los  antecedentes  que  sirven  de  base 
al  recurso  que  se  examina,  consta  lo  que 
sigue : 

1. — El  diecisiete  de  febrero  de  mil  nove- 
cieintos  treinta  y cuatro  fué  recibida  en  el 
Juzgado  2o.  departamental,  la  demanda 
entablada  por  el  señor  Rodriguez  Nish- 
tal— en  su  concepto  ya  dicho — contra  el 
señor  Godoy  Benavides. 

En  dicha  demanda  se  afirma;  que  la 
menor  Ernestina  Rodriguez  Nishtal  inició 
relaciones  amorosas  con  don  Manuel  Go- 
doy Benavides  en  los  finales  del  año  de 
mil  novecientos  treinta  y tres,  y,  a instan- 
cias de  dicho  señor,  se  pasaron  a vivir  a 
una  casa  de  su  propiedad  desde  el  prime- 
ro de  febrero  de  ese  mismo  año,  en  don- 
de el  señor  Godoy  Benavides  de  manera 
bastante  económica  ha  sostenido  los  gas- 
tos de  la  señorita  Rodriguez  Nishtal.  Que 
desde  la  fecha  en  que  se  pasaron  a la  ca- 
sa de  Godoy  Benavides,  siempre  llegó  di- 
cho señor  a dormir  con  su  hija,  de  cuyo 
hecho  nació  una  niña  que  procreó  con  Er- 
nestina, nacimiento  que  tuvo  lugar  el 
quince  de  noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres. 

Se  sigue  afirmando  en  la  demanda;  que 
desde  este  último  acontecimiento,  el  señor 
Godoy  Benavides  empezó  a demostrar  su 
disgusto,  aseverando  que  la  recién  naci- 
da no  era  hija  suya,  porque  él  era  im- 
potente para  enjendrar,  lo  que  pretendía 
demostrar  con  una  tarjeta  extendida  por 
el  doctor  Mariano  López  Herrarte.  Y,  que, 
como  tales  aseveraciones  eran  lesivas  pa- 
ra el  honor  de  Elvira,  trató  extrajudicial- 
mente  de  que  Godoy  Benavides  reconocie- 
ra como  hija  a la  niña  Zoila  Manola;  mas. 
como  todos  los  medios  que  empleó  para 
ese  fin  fueron  inútiles,  ocurría  a deman- 


darlo, para  que  en  sentencia  firme  se  de- 
clare que  dicha  niña  es  hija  del  citado 
Godoy  Benavides. 

Con  la  demanda  fueron  presentadas  las 
partidas  de  nacimiento,  tanto  de  la  me- 
nor Zoila  Manola,  como  la  de  Ernestina 
Rodriguez  Nishtal;  así  como  el  expediente 
seguido  en  la  Jefatura  Política  Departa- 
mental y continuado  en  la  Secretaria  de 
Gobernación  y Justicia. 

El  debate  judicial  quedó  formalizado, 
con  la  contestación  negativa  que  diera  a 
la  demanda  instaurada  en  su  contra,  don 
Manuel  Godoy  Benavides. 

2. — Abierto  a pruebas  el  juicio,  la  parte 
actora  rindió  las  siguientes; 

a)  Declaraciones  de  los  testigos;  Elvi- 
ra Bosch,  Arturo  Molina,  Rafael  Escobar, 
David  Vidal,  Pedro  Alvarez,  Raymundo 
Pérez,  Sara  de  Samayoa,  Vicente  Sama- 
yoa,  Miguel  Villegas,  Mario  Contreias  del 
Aguila,  José  Flores  y Juan  Borrayo. 

Con  los  dichos  de  estas  personas,  que 
fueron  examinadas  por  grupos — ya  que  así 
se  propusieron — trataba  la  parte  actora 
de  establecer;  las  relaciones  amorosas  ha- 
bidas entre  Ernestina  Rodríguez  Nishtal 
y Manuel  Godoy  Benavides;  que  este  se- 
ñor visitaba  muy  a menudo  a la  primera 
y,  en  algunas  ocasiones  dormía  en  la  ca- 
sa; que  paseaban  juntos  indistintamente 
durante  el  día  o la  noche,  visitando  luga- 
res de  recreo  y haciendo  paseos  en  auto- 
móvil, en  uno  de  cuyos  vehículos  según 
declaraciones  del  chófer,  Godoy  Benavi- 
des acariciaba  a la  Rodriguez  Nishtal;  que 
habitaban  una  casa  de  Godoy  Benavides 
ubicada  en  la  Quinta  Calle  Poniente  de 
esta  ciudad,  la  que  el  mismo  demandado 
le  puso  a las  órdenes  a los  declarantes 
Vicente  Samayoa  y señora,  por  ser  ami- 
gos de  la  Rodriguez  Nishtal  y convecinos 
antes  de  trasladarse  a esta  última  resi- 
dencia. Los  dichos  de  Contreras  del  Agui- 
la, José  Flores  y Juan  Borrajo,  eran  ten- 
dientes a establecer  la  buena  conducta  y 
honradez  de  la  Rodriguez  Nishtal.  ya  que 
según  había  manifestado  Godoy  Benavi- 
des, esta  última  tuvo  relaciones  intimas 
con  Contreras  del  Aguila. 

Todos  estos  testigos  fueron  repregunta- 
dos por  la  parte  coiit.taria. 

b)  Dos  recibos  de  la  Empresa  Guatemal- 
teca de  Electricidad  Incorporada,  para  de- 
mostrar que,  Godoy  Benavides  era  el  que 
pagaba  las  cuotas  de  alumbrado  de  la  ca- 
sa habitada  por  Rodríguez  Nishtal  y su 
familia. 

c)  Un  informe  emitido  por  la  inisma 
Empresa  Guatemalteca  de  Electricidad  In- 
corporada, demostrativa  de  que  la  insta- 
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lación  de  la  casa  número  cincuenta  y! 
nueve  de  la  Quinta  Calle  Poniente  de  esta 
ciudad  que  en  un  principio  estuvo  regis- 
trada en  los  lioi'os  de  la  Empresa  como 
propiedad  de  doña  Amalia  viada  de  Pujol, 
íué  traspasada  a don  Manuel  Godoy  Be- 
navides  ei  cinco  de  juño  de  mil  novecien- 
tos veintisiete. 

d)  Posiciones  articuladas  por  don  Ri- 
cardo Rodríguez  Nishtal  a don  Manuel 
Godoy  Benavides,  con  las  que  trataba  de 
establecer  que  el  absoivente  le  alquiló  al 
articulante  y a su  familia  parte  de  la  casa 
número  une  de  la  Doce  Avenida  Norte, 
en  donde  vivió  con  su  repetida  familia  des- 
de el  mes  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinta,  hasta  el  de  marzo  de  mil  nove- 
cientos treinta  y uno,  residencia  en  don- 
de los  visitaba  Godoy  Benavides;  que  des- 
de el  treinta  de  enero  de  mil  novecientos 
treinta  y tres  permitió  que  viviera  la  fa- 
milia Rodríguez  Nishtal  en  la  casa  nume- 
ro cincuenta  y nueve  de  la  Quinta  Calle 
l’cniente,  sin  cobrarles  renta  alguna,  por- 
que alli  mismo  vivia  con  Ernestina  Ro- 
dríguez Nishtal,  con  quien  tuvo  contacto 
carnal  por  piimera  vez  el  citado  treinta 
de  enero.  También  ti  ataba  de  establecer 
que  desde  esa  fecha  siempre  llegó  a dormir 
durante  las  noches  Gocley  Benavides  a 
la  casa  que  habitaban  juntos  con  su  hija 
Ernestina,  resultando  ésta  en  cinta  al  ca- 
bo de  unos  meses  de  hacer  vida  común; 
que  a la  mencionada  Ernestina  le  daba 
dos  Quetzales  para  su  alimentación  a la 
semana,  suma  que  se  aumentó  en  tres  al 
nacimiento  de  la  niña,  a quien  prome- 
tió reconocer  el  veintinueve  de  noviem- 
bre; pero  después  se  resistió  a ello  ale- 
gando que  no  era  hija  suya. 

e)  Otras  posiciones  absueltas  por  el  se- 
ñor Godoy  Benavides,  con  las  que  el  se- 
ñor Rodríguez  Nishtal  trataba  de  esta- 
blecer: que  el  absolvente  le  regaló  a Er- 
nestina varios  muebles  y algunas  alhajas; 
que  en  la  citada  casa  dejó  una  camisa  y 
un  sombrero  de  su  propiedad;  y que  si 
se  había  fotografiado  junto  con  la  Rodrí- 
guez Nishtal;  y 

f)  Un  juicio  pericial,  en  el  que  inter- 
vinieron como  expertos  los  Doctores  Mi- 
guel Muñoz  Ochoa  y Carlos  Vassauax, 
quienes  encontraron  algunas  semejanzas 
entre  la  menor  Zoila  Manola  Nishtal  y 
Manuel  Godoy  Benavides;  pero  sin  poder 
afirmar  categóricamente  que  la  indicada 
menor  fuera  hija  del  demandado. 

Don  Manuel  Godoy  Benavides  trató  de 
establecer  durante  el  curso  del  juicio:  que 
nunca  estuvo  domiciliado  en  las  casas  que 
habitaron  Ernestina  Rodríguez  Nishtal  y 


su  familia,  puesto  que  tenía  residencia  fi- 
ja últimamente  en  la  casa  número  cua- 
renta y cuatro  de  la  Novena  Avenida  Nor- 
te; habiéndola  tenido  antes  en  la  marca- 
da con  el  número  ciento  once  de  la  Se- 
gunda Avenida  Sur;  casas  en  las  que  ha- 
bitaba con  su  familia. 

Para  justificar  esos  extremos  rindió  los 
medios  justificativos  que  siguen: 

a)  Un  informe  de  la  Administración  Ge- 
neral de  Correos,  emitido  el  veintiocho  de 
marzo  de  mil  novecientos  treinta  y cuatro. 

b)  El  informe  que  el  treinta  de  marzo 
de  ese  mismo  año  rindió  la  Dirección  Ge- 
neral de  Telégrafos. 

c)  Informe  dél  Banco  Central  de  Gua- 
temala, dado  con  fecha  dos  de  abril  del 
mismo  año. 

d)  El  que  rindió  The  Anglo  South  /Vme- 
rican  Bank  Ltd.  el  tres  de  abril  de  igual 
año;  y 

e)  Las  declaraciones  de  los  testigos,  Ba- 
chilleres Manuel  Lisandro  Berganza,  Víc- 
tor Sagastume,  Gonzalo  Raúl  Castro,  Ra- 
món Sanchinell  y Graciela  Castro  de 
Hope. 

3.  — Con  los  datos  obrantes  en  los  autos, 
el  Juez  2o.  Departamental  dictó  la  sen- 
tencia el  doce  de  septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y cuatro;  en  la  cual  decla- 
ra: que  Zoila  Manola  Nishtal,  es  hija  ile- 
gitima reconocida  de  don  Manuel  Godoy 
Benavides,  procreada  con  ia  señorita  Er- 
nestina Nishtal  Rodríguez;  y que  al  estar 
filme  el  fallo  debe  inscribirse  en  el  Re- 
gistro Civil. 

4.  — Don  Manuel  Godoy  Benavides,  al 
expresar  los  agravios  que  le  causó  el  fa- 
llo de  Primera  Instancia,  alegó  en  forma 
bastante  extensa  ante  la  Sala  2a.  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  sosteniendo  la  tesis 
de  que  en  esta  clase  de  juicios  la  prueba 
testimonial  sólo  debe  admitirse  cuandt* 
haya  principio  de  prueba  escrita,  o bien, 
cuando  los  presuntos  padres  han  fundado 
un  hogar.  En  consecuencia  que  la  senten- 
cia de  primer  grado  es  ilegal  y no  puede 
sostenerse. 

Para  fundar  sus  afirmaciones  presentó 
dos  documentos,  uno  suscrito  por  la  coma- 
drona Elvira  Bosch,  tendiente  a demos- 
trar que  la  señorita  Nishtal  tuvo  su  últi- 
mo flujo  mensual  en  relación  al  parto,  en 
el  mes  de  febrero  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres;  y que  la  citada  comadrona  tenia 
titulo  profesional. 

5.  — La  Sala  2a.  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, después  de  considerar  que  existia 
suficiente  prueba  derivada  de  las  declara- 
ciones que  rindieron  las  personas  pro- 
puestas como  testigos  y de  la  confesión 
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prestada  por  Godoy  Benavides,  confirmó 
en  todas  sus  partes  la  sentencia  de  pri- 
mera Instancia,  fallo  que  fué  proferido  el 
veintiséis  de  noviembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cuatro  y,  el  cual  originó  el 
recurso  extraordinario  de  casación  que  se 
examina. 

6.  — La  vista  se  efectuó— con  todas  las 
formalidades  de  ley — en  la  fecha  señalada 
para  ese  efecto.  Las  partes  alegaron  lo 
que  creyeron  conveniente  a sus  derechos; 
haciéndolo  el  demandado  con  bastante 
extensión,  no  sólo  para  sostener  la  tésis 
sustentada  en  la  Cámara  de  Justicia  sen- 
tenciadora, sino  para  reforzar  sus  argu- 
mentaciones. 

y,  como  es  el  caso  de  resolver  lo  que 
proceda  en  derecho,  el  TRIBUNAL  DE  CA- 
SACION, 

CONSIDERA: 

— I — 

7.  — Que  según  la  doctrina  contenida  en 
el  Articulo  166  del  Código  Civil,  la  filia- 
ción se  establece — en  primer  término — con 
las  constancias  del  Registro  Civil  exten- 
didas en  debida  forma. 

Puede  admitirse  también  cualquier 
medio  justificativo  legal,  a falta  de  las  in- 
dicadas constancias  del  Registro  Civil,  o 
cuando  éstas  fueren  defectuosas,  incom- 
pletas o falsas;  casos  en  que  la  filiación 
puede  justificarse  asimismo,  por  la  pose- 
sión notoria  de  estado. 

Mas,  la  misma  Ley,  al  tratarse  de  la 
prueba  testimonial,  limita  su  admisión 
sólo  a dos  situaciones — se  entiende  que  en 
los  casos  de  no  existencia  de  los  medios 
justificativos  del  Registro  Civil  de  que  se 
ha  venido  haciendo  referencia  — las  cua- 
les son:  que  haya  principio  de  prueba  es- 
crita: o que  los  presuntos  padres  hayan 
fundado  un  hogar. 

En  esa  virtud,  como  la  parte  demandan- 
te carece  de  las  constancias  del  Registro 
Civil  — en  lo  absoluto  — se  colocó  en  la 
situación  de  establecer  la  filiación  deman- 
dada, por  cualesquiera  de  los  medios  le- 
gales de  prueba,  o bien  por  la  posesión 
notoria  de  estado;  pero,  con  la  condición 
de  apoyar  el  medio  justificativo  de  testi- 
gos en  un  principio  de  prueba  escrita;  o 
bien,  estableciendo  que  don  Manuel  Godoy 
Benavides  y la  señorita  Zoila  Ernestina 
Nishtal  Rodríguez  fundaron  un  hogar. 

Ahora  bien:  en  el  caso  sub-júdice  no 
existe  el  principio  de  prueba  escrita  a que 
se  refiere  la  Ley  de  que  se  trata;  ni  tam- 
poco se  ha  justificado  que  las  partes  del 


presente  juicio  hayan  fundado  el  hogar  a 
que  alude  la  misma  Ley;  lo  que  hace  inad- 
misible el  medio  justificativo  de  testigos. 

No  se  justificó  con  los  declarantes  que 
fueron  examinados  en  el  juicio,  que  se 
haya  fundado  el  hogar  requerido  por  la 
Ley. 

En  efecto:  los  dichos  de  las  personas 
examinadas  como  testigos,  tan  sólo  pusie- 
ron de  manifiesto:  que  durante  los  meses 
de  diciembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
dos  y enero  del  treinta  y tres,  la  señorita 
Zoiia  Ernestina  Nishtal  Rodríguez  vivió 
junto  con  su  familia  en  la  casa  número 
cuatro  de  la  Avenida  Simón  Bolívar  y, 
en  los  finales  del  citado  mes  de  enero 
trasladaron  su  domicilio  a la  casa  núme- 
ro cincuenta  y nueve  de  la  Quinta  Calle 
Poniente,  la  cual  pertenece  a don  Manuel 
Godoy  Benavides:  que  este  señor  visitó 
en  los  dos  domicilios  indicados  a la  seño- 
rita Nishtal  Rodríguez;  que  juntos  pa- 
searon indistintamente  en  horas  del  dia 
o de  la  noche : que  posteriormente  se  le  vió 
en  estado  interesante  en  las  calles  en  com- 
pañía del  repetido  Godoy  Benavides:  y que 
frecuentaron  lugares  de  recreo,  como  ci- 
nes, y establecimientos  de  licor. 

Puede  verse,  pues,  que  la  prueba  testi- 
fical aludida,  no  evidencia  en  manera 
alguna  que  la  señorita  Nishtal  Rodríguez 
y el  señor  Godoy  Benavides  hayan  vivioo 
maridablemente,  constituyendo  el  hogar  a 
que  alude  la  Ley  a que  se  ha  venido  ha- 
ciendo referencia. 

Y,  si  como  ya  se  dijo,  no  existe  la  base 
requerida  por  la  Ley  para  admitir  la  prue- 
ba testifical,  ni  tampoco  el  otro  extremo 
necesario  para  la  admisión  de  la  misma, 
es  indudable  que  ésta,  de  ninguna  ma- 
nera puede  servir  de  basamento  al  medio 
justificativo  de  indicios  en  que  funda  su 
resolución  la  Sala  sentenciadora;  la  que 
al  resolver  en  la  forma  en  que  lo  hizo,  es 
indudable  que  violó  los  Artículos  166  y 
167  del  Código  Civil  que  citó  como  infrin- 
gidos el  recurrente.  En  ese  caso  debe  ser 
admitido  el  recurso,  para  casar  y anular 
la  ejecutoria  recurrida  y resolver  en  lo 
principal  lo  que  procede  en  derecho. 

— II  — 

8. — Lo  que  se  deja  expuesto  en  el  pun- 
to anterior,  pone  de  manifiesto  que,  en  el 
caso  sub-júdice  no  puede  admitirse  la 
prueba  testifical  propuesta  por  la  parte  de- 
mandante y,  por  ende,  la  de  presunciones 
humanas  que  pudieran  derivarse  del  indi- 
cado medio  justificativo,  carece  del  basa- 
mento requerido  por  la  Ley, 
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9.  — La  confesión  judicial  prestada  con 
todas  las  formalidades  de  Ley  por  el  señor 
Godoy  Benavides,  es  calificada  individua, 
y por  lo  tanto  debe  aceptarse  en  todo  su 
valor.  En  ella  asevera  que  tuvo  varios  ac- 
cesos carnales  con  la  señorita  Rodríguez 
Nishtal,  quien  lo  permitió  en  ocasiones  de 
que  el  demandado  iba  a cobrar  la  renta 
de  la  casa  que  ocupaban. 

Es  cierto  que  también  confesó  que  le 
hizo  varios  obsequios  de  muebles  y de  al- 
hajas a la  repetida  señorita,  con  quien 
asimismo  paseaba  por  las  calles;  y que 
pagaba  las  cuotas  de  alumbrado  eléctrico, 
no  sólo  de  esa  casa,  sino  de  las  otras  de 
su  propiedad;  lo  que  además  reforzó  acom- 
pañando al  juicio  varios  recibos  de  la  Em- 
presa Guatemalteca  de  Electricidad  Incor- 
porada. 

Mas.  de  tales  hechos  no  puede  decirse 
que  haya  quedado  evidenciado,  en  la  for- 
ma plena  que  requiere  la  Ley,  la  paterni- 
dad que  se  le  atribuye. 

10.  — La  prueba  pericial  de  que  se  hizo 
referencia  con  anterioridad,  tan  poco  es 
bastante  para  justificar  la  acción  inten- 
tada por  la  parte  demandante,  desde  lue- 
,go  que  los  expertos  no  dan  un  juicio  de- 
finitivo acerca  del  punto  que  se  les  some- 
tió a su  conocimiento. 

Y,  el  hecho  de  que  haya  pagado  a la  se- 
ñorita Bosch  los  honorarios  que  devenid 
al  asistir  como  comadrona  a la  señorita 
Ni.shtal  Rodríguez,  tampoco  puede  esti- 
marse como  una  prueba  en  su  contra; 
primero  porque  sólo  la  declaración  de  un 
testigo  produce  semi-p’ena  prueba;  y se- 
gundo. porque  aún  admitiendo  esta  afir- 
mación, la  indicada  declarante  asevera 
que  el  citado  señor  Godoy  Benavides.  al 
Pagarle,  le  indicó  oue  no  era  él  el  padre, 
lo  que  corrobora  la  confesión  de  este  se- 
ñor a ese  respecto. 

Luego,  de  todo  lo  considerado  en  este 
punto  se  infiere  que  no  existe  la  prueba 
plena  requerida  por  la  Lev  ni  tampoco  se 
ha  puesto  de  manifiesto  la  posesión  noto- 
ria de  estado  a que  se  refiere  el  Articu'o 
167  del  Código  Civil.  Artículos  259.  260, 
264.  269.  363.  364.  3^5,  384,  385  C.  de  E.  C. 
y M.  166  y 167  C.  C. 

— III  — 

11- — Por  todo  lo  que  se  deja  considera- 
do, con  apoyo  en  las  leves  citadas  y en 
los  Artículos  227,  228,  229,  232  L.  C.  del 
P.  J.,  514  y 518  C.  de  E.  C.  y M.,  EL  TRI- 
BUNAL DE  CASACION, 


RESUELVE: 

Casar  y anular  la  ejecutoria  recurrida 
y,  decidir  sobre  lo  principal,  la  absolución 
del  demandado,  sin  especial  condenación 
en  las  costas. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos  al 
Tribunal  de  su  origen. 

José  María  Reina  Andrade.  — Federico 
O.  Salazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Al- 
berto Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz. 
Ante  mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  Ordinario  seguido  por  el  Licen- 
ciado y Coronel,  ciudadano  Jorge  Guz- 
mán  Portillo  y doña  Rebeca  Otilia  Flo- 
res Camdcho  tj  don  Armando  ^uáre-.i 
Sagastume.  i, 

DOCTRINA:  El  que  afirma  está  obligado 
a probar. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinticinco  de  Febrero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  anteceden- 
tes, la  sentencia  dictada  por  la  Sala  la. 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  el  diez  de  di- 
ciembre del  año  retropróximo,  en  la  que 
revoca  el  fallo  pronunciado  por  el  Juez 
lo.  de  la.  Instancia  del  Departamento  de 
Guatemala,  en  virtud  del  cual  dicho  fun- 
cionario absolvía  a la  señora  Rebeca  Oti- 
lia Flores  Camacho  y al  señor  Armando 
Suárez  Saeastume,  sin  especial  condena- 
ción en  costas,  de  la  demanda  que  les  pro- 
rnovió  el  Licenciado  v Coronel  ciudadano 
Jorge  Guzmán  Portillo.  El  Tribunal  de 
2a.  Instancia,  además,  declara:  primero. 
Oue  la  paja  de  agua  número  5564,  folio 
341,  Libro  7 de  Traspasos  que  se  encuen- 
tra actualmente  inscrita  a nombre  del  se- 
ñor Suárez  Sagastume  bajo  el  número  6237, 
folio  181,  Libro  8o.  de  Traspasos,  que  es 
parte  integrante  del  inmueble  que  le  fué 
dado  en  garantía  y después  vendido  en 
raeo  al  Licenciado  y Coronel  don  Jorge 
Guzmán  Portillo,  según  consta  en  la  es- 
critura pública  que  en  la  ciudad  de  Gua- 
temala, a veintinueve  de  julio  de  mil  no- 
vocipntos  frointa  V trp.s.  autorizó  el  Nota- 
rio don  Antonio  F.  Aguirre,  es  propiedad 
del  Licenciado  Guzmán  Portillo:  segundo 
que  es  nulo  el  traspaso  de  la  citada  paja 
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de  agua  hecho  por  la  señora  Rebeca  Oti- 
lia Flores  Camacho  al  señor  Armando  Suá- 
rez  Sagastume,  según  consta  en  la  escri- 
tura pública  autorizada  por  el  Notario  don 
César  Izaguirre,  ei  veintiocho  de  juiio  de 
mii  novecientos  treinta  y tres. 

Ei  Licenciado  don  Jorge  Guzmán  Porti- 
llo, con  fecha  diez  y nueve  de  Septiembre 
de  mil  novecientos  treinta  y tres,  se  pre- 
sentó por  escrito  ante  el  Juez  lo.  de  la. 
Instancia  dei  Departamento  de  Guatema- 
la, manifestando,  entre  otras  cosas,  lo  que 
sigue:  que  según  constaba  en  ia  escritura 
autorizada  en  la  capital  de  la  república,  a 
seis  de  Mayo  de  mil  novecientos  treinta, 
por  el  Notario  don  Julio  E.  López,  dió  a 
mutuo  a la  señora  Rebeca  Flores  Cama- 
cho, la  cantidad  de  dos  mil  quetzales;  y 
para  garantizar  esta  obligación  la  deudo- 
ra constituyó  a su  favor  primera  y especial 
hipoteca  sobre  la  finca  urbana  número 
251,  folio  107,  Libro  43  de  Guatemala. 
Cuando  la  finca  le  fué  hipotecada  gozaba 
de  la  mejora  y uso  de  una  paja  de  agua 
de  Mixco  y Pínula,  registrada  a nombre 
de  la  señora  Flores  Camacho  bajo  la  par- 
tida número  5564,  folio  341.  del  Libro  7o. 
de  Traspasos.  La  deudora  recientemente 
le  vendió  la  finca  hipotecada  y fué  can- 
celada la  garantía  hipotecaria  por  confu- 
sión. La  señora  Flores  Camacho  dos  dias 
antes  de  venderle  la  mencionada  finca, 
enagenó  a favor  de  don  Armando  Suárez 
Sagastume,  la  paja  de  agua  que  se  deja 
ya  relacionada,  la  que  se  inscribió  en  el 
Registro  Municipal  bajo  el  número  6237, 
folio  181,  Libro  8o.  de  Traspasos.  Que  tan- 
to la  paja  de  agua,  como  el  inmueble  hi- 
potecado lo  hubo  la  deudora  por  heren- 
cia de  doña  Leonarda  Camacho,  habiendo 
estado  datada  el  agua  siempre,  en  la  refe- 
rida casa,  por  consiguiente  es  lógico  de- 
ducir que  dicha  paja  quedó  desde  luego 
comprendida  en  el  gravamen  constituido 
a su  favor,  y el  que  al  confundirse  con  la 
propiedad  que  después  adquirió  de  la  fin- 
ca, legalmente  pasó  a ser  propiedad  suya 
la  paja  de  agua  relacionada.  Que  cuando 
fué  a ver  el  inmueb’e,  la  propia  deudora 
le  hizo  ver  la  ventaja  de  que  la  casa  tu- 
viera agua,  y que  sin  duda  por  una  omi- 
sión del  Notario  no  se  expresó  en  la  refe- 
rida escritura  de  gravamen  hipotecario, 
pero  no  por  ello  debía  quedar  excluida, 
pues  salta  a la  vista  que  constituye  una 
mejora  del  bien  hipotecado.  Y finalmen- 
te, el  Licenciado  Guzmán  Portillo  endere- 
zando su  acción  contra  la  señora  Rebeca 
Otilia  Flores  Camacho  y el  señor  Arman- 
do Suárez  Sagastume  demandó  la  propie- 
dad de  la  tantas  veces  mencionada  paja 


de  agua,  y la  nulidad  de  la  escritura  de 
venta  de  la  paja  de  agua,  otorgada  por 
doña  Rebeca  Otilia  Flores  Camacho  a fa- 
vor de  don  Armando  Suárez  Sagastume. 

La  señora  Flores  Camacho  contestó  la 
demanda  en  sentido  negativo  manifestan- 
do lo  que  sigue:  que  la  escritura  de  mutuo 
fué  cancelada  mediante  el  pago  que  hizo 
de  la  obligación  subscrita  ante  el  Notario 
señor  López,  y un  negocio  completamente 
distinto  al  referido,  fué  el  contrato  de 
compra-venta  celebrado  entre  ella  y el  Li- 
cenciado Guzmán  Portillo;  en  dicha  ven- 
ta, como  lo  demostraría  en  su  oportuni- 
dad, no  se  incluyó  la  paja  de  agua,  por 
que  el  negocio  llevado  a cabo  con  dicho 
señor,  se  limitó  únicamente  a la  casa.  Y 
que  no  habiendo  vendido  al  Licenciado 
don  Jorge  Guzmán  Portillo  la  paja  de  agua 
que  estaba  inscrita  a su  nombre  bajo  el 
número  5564,  folio  341,  del  Libro  7o.  de 
Traspasos  pedia  que  el  juicio  fuera  recibi- 
do a prueba,  y en  su  oportunidad  se  le 
absolviese  de  la  demanda  condenando  en 
las  costas  a la  parte  actora. 

Don  Armando  Suárez  Sagastume  negó 
también  la  demanda  basado  en  las  razo- 
nes que  a continuación  se  expresan:  que 
cuando  adquirió  la  paja  de  agua  de  Mixco 
y Pínula,  en  el  Registro  respectivo  no  exis- 
tía limitación  alguna  al  derecho  de  la 
señora  Flores  Camacho  para  vender  la 
mencionada  paja  de  agua,  y en  esa  vir- 
tud se  había  hecho  dueño  de  esta  de  bue- 
na fé,  y como  tercer  poseedor  no  podía 
ser  inquietado  en  sus  derechos,  pues  había 
cumplido  con  pagar  el  precio  de  la  cosa 
vendida.  Y que  al  dictarse  sentencia,  la 
parte  actora  fuera  condenada  en  costas 
por  los  daños  que  se  le  hubiesen  irrogado 
con  motivo  de  la  demanda. 

El  actor  presentó  los  testimonios  de  las 
escrituras  públicas  que  siguen:  de  la  es- 
critura de  mutuo  con  hipoteca  autorizada 
por  el  Notario  Don  Julio  Ernesto  López, 
a seis  de  mayo  de  mil  novecientos  trein- 
ta; el  de  prórroga  del  contrato  mencio- 
nado, autorizada  por  el  mismo  Notario  el 
seis  de  febrero  de  mil  novecientos  treinta 
y dos;  y el  de  la  escritura  que  autorizó  el 
Notario  don  César  Izaguirre  el  veintiocho 
de  julio  de  mil  novecientos  treinta  y tres, 
donde  consta  la  venta  de  la  paja  de  agua, 
de  que  se  hizo  ya  relación.  Además  el  Li- 
cenciado Guzmán  Portillo  presentó;  una 
certificación  que  fué  expedida  por  el  Di- 
rector del  Primer  Registro  de  la  Propie- 
dad Inmueble  de  las  inscripciones  de  do- 
minio de  la  finca  número  251,  folio  107, 
del  Libro  43  de  Guatemala;  y certifica- 
ción que  expidió  el  Secretario  del  Ayun- 
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tamlento  de  Guatemala  donde  constan: 
la  dataclón  de  una  paja  de  agua  de  Mix- 
co  y Pínula,  inscrita  a favor  de  doña  Leo- 
narda  Camacho,  bajo  la  partida  número 
3739,  folio  390,  Libro  5o.  de  Traspasos,  pa- 
ra surtir  la  casa  número  16  de  la  Avenida 
de  San  Gaspar;  y los  traspasos  de  esta 
paja  de  agua,  primero  a nombre  de  doña 
Rebeca  Otilia  Flores  Camacho,  el  veintio- 
cho de  Junio  de  mil  novecientos  treinta,  y 
después,  el  cinco  de  Agosto  de  mil  nove- 
cientos treinta  y tres,  a favor  de  don  Ar- 
mando Suárez  Sagastume. 

La  señora  Flores  Camacho  y el  señor 
Suárez  Sagastume  presentaron,  respecti- 
vamente, los  testimonios  de  las  escritu- 
ras públicas,  de  la  carta  de  pago  autori- 
zada por  el  Notario  don  Antonio  F.  Agui- 
rre  el  treinta  y uno  de  julio  de  mil  nove- 
cientos treinta  y tres;  y de  compra-venta 
de  la  paja  de  agua  de  que  se  ha  hecho  ya 
referencia. 

El  Tribunal  de  2a.  Instancia,  al  pronun- 
ciar su  fallo,  consideró:  a)  que  la  paja  de 
agua  de  que  se  trata  debe  de  reputarse 
como  parte  del  inmueble  por  estar  desti- 
nada a su  servicio;  y b)  que  la  señora  Re- 
beca Otilia  Flores  Camacho  no  debió  ven- 
der el  agua  a don  Armando  Suárez  Sa- 
gastume por  la  razón  que  ya  se  dijo,  má- 
xime que  tenia  prohibición  de  enajenar 
la  cosa  según  se  estipuló  en  la  escritura 
de  mutuo  con  hipoteca  y de  que  ésta  es 
indivlsble  y como  tal  subsiste  íntegramen- 
te sobre  todos  y cada  uno  de  los  bienes 
hipotecados  y sobre  cada  una  de  sus  par- 
tes. 

Contra  el  pronunciamiento  de  2a.  Ins- 
tancia introdujo  la  señora  Rebeca  Otilia 
Flores  Camacho  con  auxilio  del  Abogado 
don  Julio  Ernesto  López,  el  presente  re- 
curso, denunciando  como  violados  los  ar- 
tículos 1425,  1426,  2300,  1414  del  Código 
Civil;  inciso  primero  del  articulo  2298  del 
mismo  Cuerpo  de  Leyes;  603,  607,  673,  709, 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles;  el 
inciso  3o.  del  articulo  618  y las  fracciones 
la.  y 2a.  del  articulo  668  del  propio  Código 
de  Procedimientos  Civiles,  o sea  el  Decre- 
to Gubernativo  número  175:  250  inciso  13 
del  Decreto  Legis'ativo  número  1928;  687 
del  Decreto  Legislativo  número  1932;  259, 
261,  281,  y 282  del  Decreto  Legislativo 
No.  2009. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  Licenciado  don  Jorge  Guzmán 
Portillo  en  el  final  de  su  demanda  expre- 
só lo  que  sigue:  “demandó  la  propiedad 
de  la  mencionada  paja  de  agua,  y la  con- 
siguiente nulidad  de  la  escritura  de  tras- 


paso y contrato  de  la  paja  de  agua  veri- 
ficado por  la  señora  Rebeca  Otilia  Flores 
Camacho,  en  esta  ciudad  a favor  de  don 
Armando  Suárez  Sagastume  con  fecha 
veintiocho  de  julio  del  año  en  curso  (1933) 
ante  los  oficios  del  Notario  don  César 
Izaguirre,  lo  que  asi  pido  se  declare  opor- 
tunamente. Enderezo  esta  demanda  con- 
tra dicha  señora  Flores  Camacho  y el  se- 
ñor Suárez  Sagastume  a quienes  deberá 
prevenírseles  que  no  se  ausenten  de  esta 
ciudad  sin  dejar  apoderado  suficiente- 
mente instruido  y expensado.  Protesto  las 
consiguientes  costas  del  juicio,  así  como 
pido  a usted  para  garantizar  mi  acción 
que  se  mande  a anotar  esta  demanda  en 
el  Registro  Municipal,  librándose  el  res- 
pectivo despacho”.  Dados  los  términos 
en  que  se  encuentra  concebida  la  parte 
petitoria  de  la  demanda  íiue  acaba  de 
ser  relacionada,  es  indubitable  que  el  ac- 
tor debió  haber  probado,  en  la  forma  le- 
gal, los  dos  puntos  demandados.  El  Licen- 
do  Guzmán  no  cumplió  con  este  precep- 
to. el  cual  está  consignado  en  el  artículo 
259  del  Decreto  Legislativo  número  2009. 
Por  escritura  pública  de  fecha  treinta  y 
uno  de  julio  de  mil  novecientos  treinta  y 
tres,  autorizado  en  la  ciudad  de  Guate- 
mala, por  el  Notario  doni  Antonio  F. 
Aguirre,  el  Licenciado  Guzmán  Portillo  dió 
por  cancelado  en  su  totalidad  el  crédito 
de  dos  mil  quetzales  juntamente  con  sus 
intereses  a que  se  refieren  las  escrituras 
públicas  de  mutuo  con  hipoteca  anterior- 
mente relacionadas.  Cancelación  que  se 
hizo,  en  virtud  de  haber  traspasado  la  se- 
ñora Flores  Camacho  a su  acreedor  la  fin- 
ca número  251,  folio  107,  del  libro  43  de 
Guatemala  sobre  la  cual  pesaba  la  hipo- 
teca constituida  por  la  deudora.  No  ha- 
biéndo  incluido  en  la  hipoteca  de  refe- 
rencia, la  paja  de  agua  que  existia  en  la 
rasa  número  16  de  la  Avenida  de  San 
Gaspar:  y extinguida  la  obligación  que 
contrajo  la  parte  demandada,  es  evidente 
oue  la  señora  Flores  Camacho  pudo  muy 
bien  enajenarla.  Que  por  otra  parte,  exis- 
te un  Registro  especial  en  el  que  se  ins- 
criben las  pajas  de  agua,  y cualquier  per- 
sona, puede,  en  un  momento  dado,  ente- 
rarse de  las  modificaciones  que  se  hagan 
en  las  partidas  respectivas,  a consecuen- 
cia de  que  los  dueños,  en  alguna  forma, 
havan  dispuesto  de  dicho  líquido.  Y al 
estimar  el  Tribunal  sentenciador  probada 
la  acción  del  Licenciado  Guzmán  Portillo 
infringió  los  artículos  1425  y 1426  del  Có- 
digo Civil,  en  relación  con  el  que  se  deja 
ya  citado  del  Decreto  Legislativo  número 
2009. 
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CONSIDERANDO: 

Que  tampoco  procede  declarar  ia  nulidad 
del  contrato  contenido  en  la  escritura  pú- 
blica que  autorizó  el  Notario  don  César 
Izaguirre  a veintiocho  de  julio  de  mil  no- 
vecientos treinta  y tres,  por  que  el  de- 
mandante no  estableció,  como  debió  ha- 
cerlo, que  el  mencionado  contrato  tuviera 
alguno  de  los  vicios  que  según  la  ley,  po- 
drían producir  su  insubsistencia, 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  prescrito  por  las  leyes  ya 
citadas,  y haciendo  aplicación  de  lo  es- 
tatuido en  los  artículos  1406,  1414.  1418, 
1420,  1423  del  Código  Civil:  282,  506,  518 
y 524  del  Decreto  Legislativo  No.  2009, 
CASA  Y ANULA  e'  fallo  recurrido  y resol- 
viendo sobre  lo  princinal  declara:  lo.  Oue 
absuelve  de  la  demanda  a la  señora  Re- 
beca Otilia  Flores  Camacho  y a don  Ar- 
mando Suárez  Sagastume:  y 2o.  Oue  las 
costas  son  a cargo  de  ambas  nartes. 

Notifiquese  y devuélvan.'.®  los  autos,  en 
la  forma  que  corresponde,  al  Tribunal  de 
su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  Ejecutivo  seguido  por  el  Licen- 
ciado Manuel  Coronado  Aguilar  como 
apoderado  de  don  Benjamin  Bloom, 
contra  la  señorita  Adela  Zúñiga. 

DOCTRINA:  Los  Bancos  y Casas  Banca- 
rias  extranjeras  que  deseen  operar  en 
el  país,  deberán  cumplir  previamente 
con  lo  dispuesto  por  el  Articulo  139  del 
Dto.  Leg.  No.  1406. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiocho  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  de  casación,  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Tercera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  trece  de  febre- 
ro del  año  pasado,  en  el  juicio  ejecutivo 
seguido  por  el  Licenciado  Manuel  Coro- 
nado Aguilar  en  concepto  de  apoderado 
de  don  Benjamín  Bloom,  contra  la  seño- 


rita Adela  Zúñiga:  en  la  cual  se  confirma 
la  que  dictó  el  Juez  Tercero  de  Primera 
Instancia  de  este  departamento.  Don  Ben- 
jamin Bloom  tiene  su  domicilio  en  la  Re- 
pública de  El  Salvador  y el  Licenciado  Co- 
ronado Aguilar  y la  señorita  Zúñiga  en 
esta  capital,  teniendo  los  dos  últimos,  ca- 
pacidad legal  para  litigar. 

— I — 

El  Licenciado  Manuel  Coronado  Aguilar, 
el  .veinticinco  de  agosto  del  año  pasado,  se 
presentó  ante  el  Juez  3o.  de  la.  Instan- 
cia, exponiendo  los  hechos  siguientes:  a), 
que  por  escritura  pública  autorizada  en 
esta  capital  por  el  Notario  don  José  Lara 
el  catorce  de  septiembre  de  mil  novecien- 
tos veintiocho,  la  señorita  Adela  Zúñiga 
se  constituyó  deudora  del  Banco  Occiden- 
tal de  San  Salvador  por  la  suma  de  cin- 
cuenta mil  pesos  oro  americano,  obliga- 
ción que  garantizó  con  primera  y espe- 
cial hipoteca  sobre  la  finca  urbana  nú- 
mero trescientos  (300),  folio  trescientos 
diez  vuelto  (310  v)  del  libro  diez  y ocho 
antiguo  (18a):  b),  que  por  escritura  de 
fecha  catorce  de  marzo  de  mil  novecien- 
tos treinta  y dos,  autorizada  por  el  Nota- 
rio Francisco  Villagrán,  el  Banco  Occiden- 
tal de  San  Salvador  hizo  cesión  ilimitada 
del  crédito  en  cuestión  al  señor  don  Ben- 
jamin Bloom,  mandante  del  comparecien- 
te; c).  que  el  juicio  ejecutivo  promovido 
por  el  acreedor  a fin  de  hacer  efectivos 
sus  derechos  fué  anulado  por  habérsele 
dado  una  tramitación  especial  que  los  tri- 
bunales estimaron  no  le  correspondía.  Apo- 
yado en  los  hechos  que  se  han  relatado  e 
invocando  la  fuerza  ejecutiva  de  los  tí- 
tulos que  corren  agregados  al  juicio  de 
mérito,  demandaba  a la  señorita  Zúñiga 
en  la  via  ejecutiva,  el  pago  de  la  canti- 
dad de  cincuenta  mil  pesos  oro  america- 
no por  capital  y la  de  nueve  mil  ciento 
sesenta  y dos  de  la  misma  moneda  por 
intereses  vencidos,  como  estaba  obligada 
por  la  clásula  III  de  la  escritura  de  obli- 
gación, del  treinta  y uno  de  diciembre  de 
mil  novecientos  treinta  y uno;  y también 
en  la  circunstancia  de  haber  sufrido  el 
inmueble  hipotecado,  tal  demérito,  se.gún 
lo  prevee  la  misma  escritura  de  obliga- 
ción en  su  clásula  VIII  incisos  A y E.  El 
Juez  3o.  de  la.  Instancia,  en  vista  de  los 
documentos  a que  se  referia  el  deman- 
dante, libró  mandamiento  ejecutivo  el 
veintiséis  de  agosto  del  año  pasado,  tra- 
bándose embargo  en  la  misma  fecha  sobre 
el  inmueble  mencionado  en  la  demanda 
por  no  haber  pagado  la  señorita  Zúñiga 
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en  el  acto  de  ser  requerida,  y se  nombró 
depositario  al  señor  don  Constantino  Co- 
julún. 

— II— 

Al  citarse  de  remate  a la  deudora,  in- 
terpuso las  siguientes  excepciones:  a), 
“falta  de  acción  para  demandar  en  el 
Banco  Occidental  de  El  Salvador  y como 
consecuencia,  en  su  cesionario";  b),  “fal- 
ta de  acción  en  el  Banco  Occidental  de  El 
Salvador  para  ceder  su  crédito  ejercitan- 
do ese  acto  de  naturaleza  jurídica  y por 
consiguiente  en  el  cesionario  para  cobrarlo 
judicialmente”:  c),  “falta  de  personería 
en  el  Banco  Occidental  de  El  Salvador  pa- 
ra comparecer  y contratar  como  tal  Ban- 
co, persona  jurídica  y por  iguales  razones 
y como  consecuencia  de  ello,  falta  de  per- 
sonería también  en  el  cesionario,  don  Ben- 
jamín Bloom”;  d),  “nulidad  del  titulo  eje- 
cutivo con  que  actúa  el  Banco  Occidental 
de  El  Salvador  y como  consecuencia,  nu- 
lidad también  del  titulo  del  cesionario, 
don  Benjamín  Bloom”;  e),  “cosa  juzga- 
da, toda  vez  que  los  Tribunales  en  sen- 
tencias definitivas,  han  declarado  que  el 
citado  Banco  Occidental  de  El  Salvador 
carece  de  personería  para  actuar  como  tal 
en  la  República  de  Guatemala,  por  no  ha- 
berse ajustado  a la  ley  guatemalteca  que 
deliberadamente  burló”.  Funda  su  opo- 
sición la  señorita  Zúñiga  en  las  circuns- 
tancias legales  siguientes:  a),  que  el  Ban- 
co a cuyo  favor  se  contrajo  el  crédito,  no 
cumplió  con  inscribirse  como  persona  ju- 
rídica en  esta  República,  razón  por  la  cual 
no  puede  ejercitar  actos  de  naturaleza  ju- 
rídica de  acuei’do  con  lo  dispuesto  por  el 
Articulo  453  del  Decreto  921;  b),  que  la 
escritura  constitutiva  del  crédito  carece  de 
validez  legal  al  tenor  del  Articulo  673  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles;  c),  que 
la  escritura  de  mérito  resulta  por  su  ma- 
teria y forma  sin  necesidad  de  prueba, 
contrario  a lo  dispuesto  por  la  ley  para 
su  validez,  y en  consecuencia  no  produce 
ningún  efecto,  de  acuerdo  con  el  Articulo 
710  Prs.  Civiles.  Que  no  se  podia  pedir 
mayor  claridad  a nuestra  ley  con  respec- 
to a la  inscripción  de  las  Compañías  o 
asociaciones  en  el  registro  y tan  era  asi, 
que  el  propio  Banco  Occidental  de  El  Sal- 
vador, asi  lo  reconoció  al  extender  su 
poder  a favor  del  “Pacific  Bank,  and  Trust 
Co.”,  como  constaba  de  la  escritura  pú- 
blica otorgada  en  San  Salvador  por  el  No- 
tario Enrique  Borja  el  diez  de  agosto  de 
mil  novecientos  veintiocho,  cuyo  testimo- 
nio acompañaba. 


Obran  agregados  al  juicio  una  certifi- 
cación expedida  por  el  Departamento  Mo- 
netario y Bancario  en  la  cual  consta  que 
el  Banco  Occidental  de  El  Salvador,  no 
goza  de  concesión  o patente  del  gobierno 
de  Guatemala  para  efectuar  operaciones 
bancarias  en  el  país,  y otra  en  la  que  el 
depositario  del  Registro  Civil  hace  cons- 
tar, que  el  nombrado  establecimiento  ban- 
cario no  está  inscrito  como  persona  ju- 
ridica  en  los  libros  de  ese  Archivo.  Tam- 
bién se  tuvo  como  prueba  por  parte  de  la 
demandada  una  certificación  de  una  sen- 
tencia dictada  por  la  Sala  Primera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  ocho  de  marzo 
del  año  pasado. 

— III  — 

Con  estos  antecedentes,  el  Juez  3o.  de 
la.  Instancia  con  fecha  diez  y nueve  de 
septiembre  del  año  pasado,  profirió  sen- 
tencia, declarando:  lo.,  que  son  improce- 
dentes y se  declaran  sin  lugar  la  oposi- 
ción y todas  y cada  una  de  las  excepcio- 
nes propuestas  por  la  demandada;  2o.,  que 
ha  lugar  a hacer  trance  y remate  del  in- 
mueb.e  embargado  y pago  con  su  produc- 
to al  acreedor,  por  capital,  intereses  y 
costas. 

— IV  — 

En  Segunda  Instancia,  tanto  el  Licen- 
ciado Manuei  Coronado  Aguilar,  como  Ade- 
la Zúñiga,  alegaron  extensamente,  el  pri- 
mero sobre  la  razón  y derecho  que  asis- 
tía a su  mandante  Benjamín  Bloom  y 
la  segunda,  acompañó  además  una  cer- 
tificación del  Registro  de  la  Propiedad 
Inmueble  para  demostrar  que  el  Banco  Oc- 
cidental de  El  Salvador,  ha  celebrado  cin- 
co operaciones  bancarias  en  la  República 
de  Guatemala,  e hizo  hincapié  en  lo  dis- 
puesto por  el  Artíclulo  139  del  Dto.  1406, 
o sea  la  Ley  de  Instituciones  de  Crédito, 
que  dice:  Los  Bancos  o Casas  Bancarias 
extranjeras,  que  a la  fecha  de  la  expedi- 
ción de  esta  ley  hayan  obtenido  patente, 
seguirán  funcionando  en  el  país,  si  así  lo 
desearen,  conforme  a esta  propia  ley,  en 
lo  que  no  se  oponga  a la  patente.  En  lo 
futuro  los  Bancos  y Casas  Bancarias  ex- 
tranjeras que  deseen  operar  en  el  país  (no 
dice  operar  habitualmente) , deberán  soli- 
citar una  patente  del  ejecutivo. 

— V — 

Adela  Zúñiga,  con  auxilio  del  Licencia- 
do J.  A.  Mandujano,  al  serle  notificada  la 
ejecutoria  de  la  Sala  Tercera,  introdujo  el 
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presente  recurso  de  casación,  por  estimar 
infringido  sustancialmente  el  procedi- 
miento en  el  juicio  ejecutivo  que  se  le  si- 
guió, fundando  dicho  recurso  en  el  inciso 
2o.  del  Articulo  1869  de  Procedimientos 
Civiles,  argumentando  que  el  Banco  Occi- 
dental de  El  Salvador  no  ha  podido  com- 
parecer en  litigio  alguno;  lo.,  porque  no 
ha  comprobado  que  esté  legalmente  cons- 
tituido según  las  leyes  de  El  Salvador  (Ar- 
ticulo 58  Dto.  921) ; y 2o.,  porque  el  Ar- 
ticulo 453  del  Decreto  Gubernativo  921,  re- 
formado por  el  126  del  Decreto  Legislativo 
1730,  manda  que  las  compañías  anónimas 
no  podrán  ejercitar  actos  de  naturaleza 
jurídica,  mientras  no  estén  inscritas  en 
el  Registro  de  personas  jurídicas.  Pedi- 
dos los  antecedentes,  hecho  el  depósito  se- 
ñalado, integrado  el  Tribunal  como  co- 
rresponde y siendo  el  dia  de  hoy  el  de  la 
vista,  es  el  caso  de  resolver. 


CONSIDERANDO: 

El  Articulo  58  del  Decreto  921,  se 
encontraba  vigente  a la  fecha  en  que  se 
celebró  el  contrato  de  mutuo  entre  el  Ban- 
co Occidental  de  El  Salvador  y la  seño- 
rita Adela  Zúñiga  y por  tal  razón  debe 
tenerse  como  incorporado  en  él,  estable- 
ce en  su  primera  parte  que:  “Las  com- 
pañias  o asociaciones  LEGALMENTE  ES- 
TABLECIDAS EN  EL  EXTRANJERO,  ten- 
drán libre  acceso  a los  Tribunales  y au- 
toridades de  la  República”;  de  donde  se 
c csprende  que  aquellas  que  no  lo  están 
no  podrán  litigar  ante  ellos.  Luego  para 
que  una  compañía  constituida  en  el  ex- 
tranjero tenga  derecho  de  ejercitar  sus 
acciones  en  los  Tribunales  guatemaltecos, 
debe  previamente  comprobar  que  está 
constituida  de  conformidad  con  las  leyes 
de  su  pais  y si  no  lo  hace,  la  excepción 
de  falta  de  personalidad  legal  para  de- 
mandar es  procedente  ya  que  “acción”  es 
no  solamente  el  derecho  de  exigir  alguna 
cosa,  sino  que  también  el  modo  legal  es- 
tablecido para  pedirlo.  (Dicionario  de  Le- 
gislación). Con  esta  tésis  concuerda  el 
precepto  contenido  en  el  Articulo  23  de  la 
Constitución  que  ordena  que  “Los  habi- 
tantes de  la  República  tienen  asi  mismo 
LIBRE  ACCESO  ante  los  Tribunales  del 
pais  para  ejercitar  sus  acciones  EN  LA 
FORMA  QUE  PRESCRIBEN  LAS  LEYES” 
y que  el  imperio  de  éstas  se  extiende  a 
todos  los  habitantes  de  la.^  República,  in- 
cluso los  extranjeros,  salvo  las  disposicio- 
nes del  Derecho  Internacional  aceptadas 
por  Guatemala.  (Articulo  VIII  de  los  Prin- 


cipios Fundamentales  del  Poder  Judicial) 
que  es  una  repetición  del  articulo  90  de  la 
Constitución  Politica  de  Guatemala.  En 
cuanto  a la  segunda  parte  del  menciona- 
do articulo  conviene  tener  presente  que 
no  es  verdad  que  tal  obligación  incumba 
a las  sociedades  que  hacen  negocios  ha- 
bitualmente, porque  las  obligaciones  que 
deben  llenar  éstas  son  las  que  taxativa- 
mente marca  el  artículo  61  del  citado  De- 
creto 921  y no  la  de  comprobar  que  están 
legalmente  constituidas  en  su  país.  Pero 
aún  cuando  así  no  fuera,  existe  la  cons- 
tancia de  que  el  Banco  Occidental  hizo 
varias  operaciones  de  mutuo  iguales  a la 
que  motiva  esta  demanda  y en  el  poder 
que  le  confirió  a The  Pacific  Bank  and 
Trust  Co.  consta  de  manera  indudable, 
que  facultó  a su  apoderado  para  dar  di- 
nero a interés  en  esta  República,  sin  li- 
mitación a uno  o más  negocios  y que,  ade- 
más, debe  tomarse  en  cuenta  que  le  Ban- 
co Occidental  de  El  Salvador  tiene  pre- 
cisamente esa  función  en  su  país;  la  de 
dar  dinero  a interés.  Por  otra  parte,  el 
artículo  139  del  Decreto  Legislativo  1406, 
que  es  la  ley  especial  para  el  caso,  pres- 
cribe que:  “Los  Bancos  y Casas  Sanearías 
extranjeras  que  en  la  fecha  de  la  expe- 
dición de  esta  ley  hayan  obtenido  patente, 
seguirán  funcionando  en  el  país,  si  asi  lo 
desearen  conforme  a esta  propia  ley,  en 
lo  que  no  se  oponga  a la  patente.  EN  LO 
FUTURO  LOS  BANCOS  Y CASAS  BANCA- 
RIAS  ETXRANJERAS  QUE  DESEEN  OPE- 
RAR (no  dice  habitualmente)  EN  EL  PAIS, 
DEBERAN  SOLICITAR  UNA  PATENTE 
DEL  EJECUTIVO”  y como  esta  ley  estaba 
en  vigencia  a la  fecha  en  que  fué  cele- 
brado el  contrato  de  mutuo  entre  el  Ban- 
co Occidental  de  El  Salvador  y la  señorita 
Zúñiga,  es  evidente  que  lo  rige  por  cuan- 
to, además,  no  ha  sido  derogada. 

En  consecuencia,  el  juicio  se  ha  seguido 
con  un  litigante,  que  hasta  hoy,  tiene  in- 
completa su  personalidad  legal  para  com- 
parecer ante  los  Tribunales  a deducir  ac- 
ciones. Y al  estimar  lo  contrario,  la  Sala 
sentenciadora  ha  quebrantado  el  procedi- 
miento de  acuerdo  con  lo  estatuido  por  el 
inciso  segundo  del  articulo  1869  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Civiles,  el  cual  in- 
voca la  parte  recurrente  para  fundar  su 
recurso  extraordinario. 


POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  hacien- 
do aplicación  de  lo  prescrito  por  los  ar- 
tículos 1890  y 1891  del  Código  de  Procedí- 
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mientos  Civiles:  27  y 524  del  D.  L.  No. 
2009,  CASA  Y ANULA  la  sentencia  recu- 
rrida, y declara:  lo.,  la  insubsistencia  de 
lo  actuado  en  ambas  instancias;  2o.,  que 
tan  pronto  como  el  ejecutante  cumpla  con 
llenar  los  requisitos  que  se  dejan  ya  re- 
lacionados, podrá  ejercitar  todas  las  ac- 
ciones a que  le  dan  derecho  los  contra- 
tos que  encierran  cada  uno  de  los  testi- 
monios de  las  escrituras  públicas  de  fe- 
chas catorce  de  septiembre  de  mil  nove- 
cientos veintiocho  y catorce  de  marzo  de 
mil  novecientos  treinta  y dos.  las  cuales 
fueron  autorizadas,  respectivamente,  por 
los  Notarios  don  José  Lara  y don  Francis- 
co Vinagran;  3o.,  que  las  costas  y la  re- 
posición de  autos  son  a cargo  del  Tribunal 
sentenciador  y 4o.,  que  el  depósito  cons- 
tituido para  poder  interponer  la  casación 
debe  ser  devuelto  al  recurrente. 

Notifiquese,  en  la  forma  que  correspon- 
de, remítanse  los  antecedentes  al  Tribu- 
nal de  su  procedencia  y repóngase  el  pa- 
pel empleado  en  el  presente  fallo. 

Alberto  Argueta  S.  — José  Serrano  Mu- 
ñoz. • — Francisco  Menéndez  B.  — Oct. 
Aguilar.  — J.  L.  Hurtado  P.  — Alf.  Valle  C., 
Secretario.  Los  señores  Magistrados  Me- 
néndez y Aguilar,  salvaron  y razonarán  su 
voto.  Rubricado. 


Corte  Suprema  de  Justicia: 

Tuvimos  la  pena  de  apartarnos  de  la 
opinión  sustentada  por  la  mayoría  en  la 
sentencia  que  recayó  el  dia  de  ayer  en  el 
juicio  ejecutiyo  seguido  por  don  Benja- 
mín Bloom,  en  concepto  de  cesionario  del 
Banco  Occidental  de  El  Salvador,  contra 
la  señorita  Adela  Zúñiga,  porque  opina- 
mos que  los  requisitos  exigidos  por  las  le- 
yes que  se  invocaron  como  fundamento 
substancial  de  dicho  fallo,  son  obligato- 
rios únicamente  para  las  instituciones  ex- 
tranjeras de  crédito  que  pretenden  llevar 
a cabo  operaciones  pasivas  en  la  Repúbli- 
ca, caso  en  el  cual  no  se  encuentra  el 
Banco  susodicho. 

Guatemala,  28  de  febrero  de  1935. 

Francisco  Menéndez  B.,  — ■ Oct.  Aguilar. 


CIVIL 

JUICIO:  Ordinario  seguido  por  Vicente  M. 
Alvarez  con  Catarina  Flores. 

DOCTRINA:  Para  que  el  declarado  confeso 
pueda  rendir  prueba  en  contrario,  es 
indispensable  que  la  parte  que  haga  uso 
de  la  diligencia  de  posiciones  la  presen- 
te como  prueba  dentro  del  término  pro- 
batorio. 

Las  escrituras  públicas  producen  fe  y 
hacen  plena  prueba  mientras  no  se  de- 
clare su  nulidad  o falsedad. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cuatro  de  marzo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  fecha  diez 
y ocho  de  diciembre  del  año  próximo  pa- 
sado, proferida  por  la  Sala  la.  de  la  Corte 
de  Apelaciones  en  el  juicio  ordinario  se- 
guido por  don  Vicente  M.  Alvarez  contra 
don  Catarino  Flores. 

RESULTA: 

— I — 

El  señor  Alvarez  se  presentó  ante  el 
Juez  lo.  de  la.  Instancia,  en  escrito  que 
aparece  auxiliado  por  el  abogado  don  Er- 
nesto Andrade,  demandando  de  don  Ca- 
tarino Flores  el  otorgamiento  de  la  escri- 
tura de  propiedad  de  la  mitad  de  la  fin- 
ca número  dos  mil  seiscientos  diez,  folio 
cincuenta  y seis,  libro  noventa  y uno  de 
Guatemala,  que  aseguró  haber  comprado 
por  treinta  mil  pesos  billetes,  mitad  del 
precio  en  que  fué  vendido  el  terreno  por 
don  Gregorio  Valdés  a él  y a su  deman- 
dado, aunque  la  escritura  de  traspaso  se 
hizo  solamente  a favor  del  último. 

— II  — ' 

La  demanda  se  tuvo  por  contestada  ne- 
gativamente y se  abrió  a prueba  el  juicio 
sin  que  el  demandado  compareciera.  El 
último  día  de  dicho  término  la  parte  ac- 
tora  presentó  como  prueba  las  diligencias 
de  posiciones  en  que  declaró  confeso  a 
Flores  el  propio  Juez  y el  diez  y siete  de 
mayo  próximo  anterior  se  dictó  sentencia 
absolviendo  al  demandado  por  falta  de 
prueba. 

— III  — 

Alvarez  apeló  y pasó  el  juicio  a la  Sala 
la.  en  donde  la  parte  actora  presentó  otras 
posiciones  que  había  articulado  al  mismo 
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Flores,  sobre  el  mismo  asunto,  en  el  Juz- 
gado 4o.  de  Paz  de  esta  ciudad  y en  las 
cuales  también  fué  declarado  confeso. 

El  demandado  se  presentó  en  esa  ins- 
tancia acompañando  el  testimonio  de  la 
escritura  pública  en  que  consta  la  venta 
otorgada  por  el  señor  Gregorio  Valdés  Ro- 
sales a su  favor,  en  esta  capital,  el  vein- 
tiuno de  septiembre  de  mil  novecientos 
veintinueve  ante  el  notario  don  José  Ma- 
ría Cumes,  del  terreno  cuestionado.  El 
demandante  a su  vez  presentó  un  docu- 
mento legalizado  por  el  notario  Andrade, 
a veintiocho  de  agosto  de  mU  novecientos 
treinta  y tres,  en  que  se  hace  constar  que 
Teresa  A.  de  Flores,  a cuyo  ruego  firma 
J.  Fajardo  T.,  recibió  de  Vicente  Alvarez 
la  suma  de  treinta  mil  pesos  billetes  pa- 
ra abonarle  al  vendedor  la  suma  que  le 
correspondía  a aquél  por  la  compra  del 
terreno  verificada  entre  Flores,  su  esposa, 
y el  propio  Alvarez;  y declara  que  le  cons- 
ta que  el  lote  que  habita  el  último  es  de 
su  propiedad. 

— rv  — 

La  Sala  dictó  sentencia  el  diez  y ocho 
de  diciembre  próximo  pasado;  considera 
que  con  las  posiciones  acompañadas  como 
prueba  y en  las  cuales  fué  declarado  con- 
feso el  señor  Flores  quedó  plenamente  de- 
mostrado que  entre  él  y Alvarez  compra- 
ron la  finca  en  cuestión  y por  consiguien- 
te debe  otorgar  el  primero  la  escritura  de 
la  mitad  de  la  referida  finca;  razones  por 
ias  cuales  lo  condena  al  otorgamiento  de 
.a  escritura  dentro  de  tercero  día  revocan- 
do así  la  sentencia  de  primera  instancia. 

— V — 

Catarino  Flores,  con  auxilio  del  aboga- 
do don  Rogerio  B.  Cifuentes,  introdujo 
el  presente  recurso  de  casación  denuncian- 
do la  violación  de  las  siguientes  disposi- 
ciones legales:  250  inciso  13  Dto.  1928,  242, 
642  Procedimientos  Civiles,  68,  158  Dto.  273, 
222,  223,  225,  341,  342,  343,  344,  345,  359 
Dto.  2009  V.  L.  C. 

CONSIDERANDO: 

— I — 

Toda  la  prueba  que  la  Sala  estimó  como 
bastante  para  condenar  al  demandado  con- 
siste en  las  dos  diligencias  de  posiciones 
en  que  fué  declarado  confeso  el  señor  Flo- 
res; pero  la  Corte  observa  que  el  Tribu- 
nal de  sentencia  ha  incurrido  en  error  de 


derecho  al  otorgar  eficacia  probatoria  a 
la  confesión  ficta  mencionada,  porque  ado- 
lece de  vicios  intrínsecos  que  la  hacen 
inaceptable;  en  efecto,  la  citación  no  fué 
personal,  contra  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 342  del  Código  de  Enjuiciamiento;  las 
posiciones  no  se  ajustan  a las  prescrip- 
ciones del  artículo  344  del  mismo  Código, 
notándose  no  sólo  falta  de  precisión  en  las 
preguntas  sino  su  improcedencia,  pues  no 
se  concretan  a hechos,  objeto  del  juicio, 
contra  lo  que  ordena  el  articulo  345  de  la 
ley  citada:  además,  en  el  caso  sub-júdice, 
el  Juez  absolvió  al  demandado  por  falta 
de  prueba  puesto  que  en  la  confesión  ficta 
no  encontró  identificado  el  terreno,  que 
se  disputaba,  por  lo  que  el  actor  se  apre- 
suró en  segunda  instancia  a articular  po- 
siciones, pidiéndolas  nuevamente  ante  el 
Juez  4o.  de  Paz,  empleando  el  mismo  pro- 
cedimiento, sin  citación  personal,  hasta 
obtener  la  declaratoria  de  confeso,  con- 
tra lo  prevenido  en  el  articulo  359  del 
Código  de  Enjuiciamiento  que  prohíbe  pe- 
dir posiciones  a la  misma  parte  más  de 
una  vez  sobre  los  mismos  hechos;  por  úl- 
timo, concluidas  las  diligencias  con  las  de- 
claratorias de  confeso  que  hicieron  res- 
pectivamente los  jueces  lo.  de  la.  Ins- 
tancia y 4o.  de  Paz,  fueron  presentadas' 
cuando  la  parte  demandada  ya  no  tenía 
oportunidad  por  haber  expirado  el  tér- 
mino de  prueba,  para  rendir  prueba  en 
contrario,  violándose  asi  lo  dispuesto  en 
el  articulo  367  del  mismo  Código. 


— n — 

Aparte  de  los  defectos  que  en  sí  misma 
tiene  la  prueba  anteriormente  examinada, 
existe  otra  razón  jurídica  que  es  decisiva 
para  absolver  al  demandado,  el  derecho 
de  propiedad  de  Alvarez  se  deriva  del  con- 
trato de  compra-venta  celebrado  entre  él 
y el  señor  Gregorio  Valdés  Rosales,  el  cual 
consta  como  lo  manda  la  ley,  en  la  escri- 
tura pública  debidamente  registrada  que 
obra  en  autos;  y mientras  dicho  instru- 
mento no  se  declare  nulo  o falso,  produ- 
ce fe  y hace  plena  prueba,  como  termi- 
nantemente lo  declara  el  artículo  282  del 
C.  de  E.;  y aunque  es  cierto  que  la  con- 
fesión judicial  puede  pedirse  para  que  el 
vendedor  otorgue  la  escritura  de  traspa- 
so, debe  observarse  que  en  este  caso  la  es- 
critura ya  está  otorgada  por  el  vendedor 
a favor  del  comprador  y lo  que  se  pre- 
tende es  la  modificación  del  mismo  con- 
trato, lo  que  no  puede  hacerse  por  las  ra- 
zones expresadas. 
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— m — 

Por  todo  lo  expuesto  es  evidente  que 
existe  manifiesta  violación  de  los  artícu- 
los 242,  642  de  Procedimientos  Civiles,  222, 
223,  342,  344,  345  y 359  del  Código  de  En- 
juiciamiento Civil  y Mercantil,  por  lo  que 
procede  casar  el  fallo  recurrido  para  dic- 
tar el  que  corresponde  en  derecho. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y de  lo  dispuesto 
en  los  artículos  506  inciso  3o.  y 518  Ley 
de  Enjuiciamiento,  CASA  Y ANULA  el 
fallo  recurrido  y resolviendo  declara  ab- 
suelto de  la  demanda  sin  especial  con- 
denación en  costas,  al  demandado  don 
Catarino  Flores. 

Notifiqueae  y como  corresponde,  de- 
vuélvanse los  autos  al  tribunal  de  su  ori- 
gen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  Ordinario  seguido  por  el  Licen- 
ciado Jorge  O.  Umaña,  como  apoderado 
de  los  herederos  de  Santiago  Conlledo 
Flores  con  la  Compañía  del  Ferrocarril 
Verapaz  y Agencia  del  Norte  Limitada. 

DOCTRINA:  Es  indebida  la  aplicación  del 
Art.  271  del  Código  de  Enjuiciamiento 
C.  y M.  a la  prueba  que  se  decrete  en 
Segunda  Instancia. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y nueve  de  marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Visto  en  apelación  el  auto  de  la  Sala  3a. 
de  Apelaciones,  fecha  veinte  de  diciembre 
del  año  próximo  pasado,  que  declara  la 
nulidad  de  las  resoluciones  del  mismo  Tri- 
bunal que  admitían  la  apertura  a prueba 
en  segunda  instancia  en  el  juicio  ordina- 
rio que  el  Licenciado  Jorge  O.  Umaña,  co- 
mo apoderado  de  los  herederos  de  don  San- 
tiago Con'iedo  Flores,  ha  seguido  contra 
la  Compañía  del  Ferrocarril  Verapaz  y 
Agencias  del  Norte  Limitada. 


RESULTA: 

En  apelación  de  la  sentencia  dictada  en 
el  juicio  referido  por  el  Juez  3o.  de  la.  Ins- 
tancia pasó  el  asunto  a la  Sala,  en  don- 
de el  actor  solicitó  la  apertura  a prueba 
del  juicio  porque  faltaba  examinar  a al- 
gunos testigos.  Esta  solicitud  fue  resuelta 
en  auto  de  doce  de  noviembre  otorgán- 
dose un  término  de  diez  dias  para  recibir 
las  declaraciones  de  los  testigos  propues- 
tos en  tiempo. 

El  abogado  Umaña  no  -conforme  con 
este  término  pidió  revisión  del  auto  para 
que  reponiéndose  lo  resuelto  se  admitie- 
ra el  término  de  treinta  dias.  La  Sala  re- 
solvió en  auto  de  veintiséis  de  noviembre 
declarando  procedente  el  recurso  y refor- 
mando el  auto  anterior  en  el  sentido  de 
conceder  quince  dias  para  la  prueba  y 
cinco  más  por  la  distancia. 

El  señor  Walter  Dauch,  apoderado  del 
Ferrocarril  Verapaz  y Agencia  del  Norte 
Limitada,  con  la  dirección  del  abogado 
don  Javier  Bolaños  S.,  pidió  la  nulidad  de 
las  resoluciones  dictadas,  por  ser  contra 
lo  dispuesto  en  los  artículos  262  y 472  Dto. 
Leg.  2009.  La  Sala  dictó  resolución  el  vein- 
te de  diciembre,  por  mayoría  de  votos, 
declarando  la  nulidad  de  las  resoluciones 
mencionadas  y la  improcedencia  de  las 
pruebas  ofrecidas,  resolución  contra  la 
cual  se  alzó  el  Licenciado  Umaña,  otor- 
gándosele la  apelación  y pasando  los  au- 
tos a esta  Corte. 

CONSIDERANDO: 

Que  sólo  en  el  caso  a que  se  refiere  el 
artículo  473  del  Código  de  Enjuiciamiento 
procede  praticar  la  prueba  testifical  para 
cuyo  efecto  la  Sala  debe  señalar  un  tér- 
mino prudencial,  pero  no  abrir  a prueba 
el  juicio  como  en  primera  instancia,  pues 
ésto  es  contrario  manifestamente  a la  ley; 
por  otra  parte,  las  pruebas  ofrecidas  ya 
fueron  practicadas  y aunque  los  testigos 
declararon  fuera  de  término,  no  obstante 
la  prórroga,  el  nuevo  examen  podría  de- 
clarar,ce  únicamente  en  el  supuesto  del 
articulo  473  del  Código  de  Enjuiciamiento. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas,  confirma  el  auto 
que  motivó  la  alzada. 

Notifiquese  y como  corresponde  devuél- 
vanse los  antecedentes  al  Tribunal  de  su 
su  origen. 

Reina  Andrade.  — Salazar.  — Castella- 
nos R.  — Argueta  S.  — Serrano  Muñoz. 
Ante  mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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CIVIL 

JUICIO:  Ordinario  seguido  por  Florentin 
Arénalo,  con  Adolfo  Melgar  Molina  y 
compañero. 

DOCTRINA:  Las  anotaciones  de  emUargo 
recaído  sobre  derechos  reales  inscritos 
del  deudor,  solamente  les  dará  la  pre- 
ferencia a los  que  tengan  contra  el  mis- 
mo deudor  un  crédito  contraído  con 
posterioridad  a la  anotación  del  em- 
bargo. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiocho  de  marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Para  resolverlo,  se  tiene  a la  vista  el  re- 
curso extraordinario  de  casación  introdu- 
cido por  don  Adolfo  Melgar  Molina  con 
auxilio  del  Abogado  Luis  Felipe  Rosales 
G.,  contra  la  sentencia  ejecutoria  profe- 
rida por  la  Sala  Tercera  de  la  Corte  de 
Apelaciones  el  trece  de  diciembre  de  mil 
novecientos  treinta  y cuatro,  en  el  juicio 
ordinario  que  don  Florentin  Arévalo  si- 
gue con  el  recurrente  y con  don  Manuel 
Molina  Melgar. 

En  el  recurso,  se  afirma  que  la  Sala  sen- 
tenciadora violó  los  Artículos  1425,  1426. 
1427,  1456,  1457,  1558  del  Código  Civil  de 
1877,  1114,  1115,  1116,  1155  y 1158  del  De- 
creto Legislativo  No.  1932. 

En  los  autos  que  sirven  de  anteceden- 
tes al  recurso  que  se  examina,  consta  lo 
que  sigue: 

1. — En  el  libelo  de  demanda  que  presen  - 
tó don  Florentin  Arévalo  al  Juez  Tercero 
Departamental,  con  fecha  dieciséis  de  no- 
viembre de  mil  novecientos  treinta  y tres, 
relata:  que  don  Manuel  Molina  Melgar  le 
prometió  vender  la  finca  denominada  “La 
Beata”  ubicada  en  la  jurisdicción  muni- 
cipal de  Taxisco  del  Departamento  de 
Santa  Rosa.  En  el  contrato  que  con  ese 
fin  celebraron,  se  acordó,  que,  si  alguno 
de  los  pactantes  no  quería  üevar  a cabo 
la  compra-venta  del  inmueble  relaciona- 
do, le  tendría  que  pagar  al  otro,  en  con- 
cepto de  multa,  la  cantidad  de  cincuenta 
mil  pesos  de  los  antiguos  bancos;  y,  como 
a él  no  le  conviniera  rematar  el  negocio 
aludido,  se  presentó  ante  el  Juez  Depar- 
tamental de  Santa  Rosa,  manifestando  su 
propósito  y,  su  anuencia  a pagar  la  mul- 
ta convenida,  la  cual  tenia  que  descon- 
tarse de  la  mitad  del  precio  que  ya  había 
recibido  el  señor  Molina  Melgar.  En  la 
sentencia  proferida  por  el  Tribunal  de  Ca- 
sación, se  resolvió,  que,  por  el  hecho  de 


estar  pagada  la  multa  estipulada,  el  con- 
trato de  promesa  de  venta  quedaba  sin 
ningún  efecto,  y que  el  señor  Molina 
Melgar  estaba  en  la  obligación  de  devol- 
verle, dentro  de  tercero  día,  la  suma  de 
DOSCIENTOS  DIEZ  MIL  PESOS  BILLETES 
que  tenia  recibidos  dicho  señor  como  anti- 
cipo del  precio  estipulado.  Pocos  días  antes 
de  que  el  Tribunal  de  Casación  fallara  el 
juicio  aludido,  don  Manuel  Molina  Mel- 
gar reconoció  deberle  a su  hermano,  don 
Adolfo  Melgar  Molina,  la  cantidad  de 
DOSCIENTOS  CINCUENTA  MIL  PESOS 
BILLETES,  en  un  documento  simple,  que 
don  Manuel  reconoció  judicialmente:  do- 
cumento qué  sirvió  de  base  a don  Adol- 
fo, para  ejecutar  a los  pocos  dias  a su  her- 
mano don  Manuel,  siendo  asi  como  se  em- 
bargó la  finca  ya  relacionada,  no  obstan- 
te que,  desde  que  se  firmó  la  escritura  de 
promesa  de  venta,  don  Florentin  Arévalo 
íué  puesto  en  posesión  de  ella,  por  dis- 
posición expresa  del  otro  contratante; 
embargo  que  se  anotó  en  el  Registro  de  la 
Propiedad  Inmueble.  Por  la  causal  indi- 
cada, dice  el  demandante,  entabla  terce- 
ría de  preferencia  en  el  pago,  en  el  jui- 
cio ejecutivo  sostenido  entre  ios  herma- 
nos indicados,  y,  tercería  coadyuvante, 
para  coadyuvar  con  el  ejecutante;  acción 
que  iniciaba  para  que,  en  sentencia  firme 
fuera  declarado:  que  tenia  derecho  a ser 
pagado  con  el  precio  de  la  finca  “La  Bea- 
ta”, con  preferencia  a don  Adolfo  Melgar 
Molina,  de  la  suma  de  DOSCIENTOS  DIEZ 
MIL  PESOS  BILLETES,  e intereses,  que  don 
Manuel  Molina  Melgar  le  adeudaba  por 
razón  del  contrato  de  promesa  de  venta 
de  la  misma  finca,  contrato  que  no  se  lle- 
vó a efecto:  que  en  caso  de  que  el  remate 
no  fuera  hecho  a su  favor,  se  declarara 
que  tenía  derecho  a conservar  la  posesión 
de  la  finca  cuestionada,  mientras  estuvie- 
ra vigente — como  lo  estaba — la  escritura 
de  promesa  de  venta,  es  decir,  hasta  que 
le  fueran  devueltos  los  DOSCIENTOS  DIEZ 
MIL  PESOS  y sus  intereses,  que  le  debía 
el  señor  Molina  Melgar;  y,  que  en  la  fecha 
señalada  para  el  efecto,  se  efectuara  el 
remate  del  fundo  embargado. 

2.  — El  juicio  quedó  formado,  por  haber 
contestado  la  demanda  el  ejecutante,  se- 
ñor Melgar  Molina,  negativamente:  y,  por 
haberse  tenido  por  contestada  en  la  mis- 
ma forma  por  el  ejecutado,  señor  Molina 
Melgar,  mediante  rebeldía  que  le  fué  acu- 
sada. 

3.  — Por  tratarse  de  un  punto  de  mero 
derecho  y,  toda  vez  que  con  la  demanda 
filé  presentada  una  certificación  que  con- 
tiene las  sentencias  de  primera  y según- 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


35 


da  Instancia  dictadas  en  el  juicio  soste- 
nido entre  el  señor  Arévalo  y don  Manuel 
Molina  Melgar,  asi  como  el  fallo  de  ca- 
sación, y,  además  fué  presentada  al  jui- 
cio otra  certificación  del  mandamiento  de 
embargo  librado  en  la  ejecución  entablad.^ 
por  don  Adolfo  Melgar  Molina  contra  don 
Manuel  Molina  Melgar,  el  Juez  Tercero 
Departamental  dictó,  con  fecha  seis  de 
agosto  de  mil  novecientos  treinta  y cua- 
tro, la  sentencia  en  que,  sin  especial  con- 
denación en  las  costas,  absuelve  de  la  de- 
manda intentada  por  don  ílorentin  Aré- 
valo, a los  señores  Adolfo  Melgar  Molina 
y Manuel  Molina  Melgar. 

4. — Al  tramitarse  la  segunda  Instancia, 
don  Florentin  Arévalo,  representado  por 
el  Abogado  Abel  Paredes,  alegó  extensa- 
mente, a base  de  la  escritura  de  promesa 
de  venta  y de  los  fallos  aludidos  antes,  de 
los  cuales  presentó  otra  copia  al  Tribunal 
de  segundo  grado,  asi  como  el  testimonio 
de  la  escritura  pública  aludida  antes.  En 
la  indicada  expresión  de  agravios,  sos- 
tuvo la  tésis  de  que,  don  Florentin  debo 
ser  preferido  en  el  pago,  porque  su  ac- 
ción para  cobrar  la  cantidad  de  DOSCIEN- 
TOS DIEZ  MIL  PESOS  e intereses,  tiene 
un  origen  anterior  al  documento  simple 
en  que  don  Manuel  Molina  Melgar  reco- 
noció deberle  a don  Adolfo  Melgar  Moli- 
na la  suma  de  DOSCIENTOS  CINCUENTA 
MIL  PESOS  BILLETES.  Y,  que,  en  conse- 
cuencia, la  anotación  del  embargo  que 
obtuvo  el  ejecutante,  no  podia,  en  manera 
alguna,  perjudicar  sus  derechos,  nacidos 
de  una  escritura  pública  y del  fallo  de  ca- 
sación, siendo  asi  que  el  que  ejercitaba 
don  Adolfo  Melgar  Molina  se  desprendia 
de  un  documento  simple,  reconocido  ante 
un  Juez  incompetente  para  ello.  Del  indi- 
cado documento  simple,  asi  como  de  la 
demanda  ordinaria  que  entabló  don  Flo- 
rentin Arévalo  contra  don  Manuel  Molina 
Melgar  el  quince  de  julio  de  mil  novecien- 
tos treinta  y dos  en  el  Juzgado  Departa- 
mental de  Santa  Rosa,  el  demandante 
también  presentó  copias  certificadas,  en 
refuerzo  de  sus  argumentaciones. 

Tramitada  la  segunda  Instancia  del 
juicio,  como  es  debido,  la  Sala  Tercera  de 
la  Corte  de  Apelaciones  profirió  el  fallo 
ejecutorio  que  dió  origen  al  recurso  de 
que  se  ha  hecho  mérito  al  principio 

En  dicha  sentencia,  declara:  primero 
confirmar  la  de  primer  grado  en  cuanto 
absuelve  a los  señores  Manuel  Molina  Mel- 
gar y Adolfo  Melgar  "Molina,  en  lo  relativo 
a la  tercería  coadvuvante  y,  al  amparo  do 
posesión:  y segundo,  revocarla,  en  la  par- 
te que  absuelve  a dichos  señores  de  la 


tercería  excluyente  de  preferencia  en  el 
pago.  Al  resolver  sobre  este  punto,  de- 
clara: que  don  Florentin  Arévalo  tiene 
preferencia  en  el  pago  de  la  cantidad  que 
se  le  adeuda,  en  relación  con  el  otro  eje- 
cutante: y,  que  no  hay  especial  condena- 
ción en  las  costas. 

Por  estar  tramitado  como  corresponde 
el  recurso  que  se  examina,  y,  habiendo 
alegado  los  contendientes  los  mismos  pun- 
tos discutidos  en  los  Tribunales  de  Ins- 
tancia, es  el  caso  de  resolver  lo  proce- 
dente en  derecho. 

En  esa  virtud,  el  TRIBUNAL  DE  CASA- 
CION, 

CONSIDERA; 

1.-— Que  de  entera  conformidad  con  lo 
que  dispone  el  Artículo  1155  del  Decreto 
Legislativo  No.  1932,  en  relación  con  el  in- 
ciso 2o.  del  Artículo  1147  del  mismo  cuerpo 
legal,  la  anotación  del  embargo  trabado 
sobre  la  finca  “La  Beata”  en  virtud  de  la 
ejecución  entablada  por  don  Adolfo  Mel- 
gar Molina,  no  le  puede  dar  preferencia  a 
este  señor,  porque  el  crédito  de  don  Flo- 
rentin Arévalo  es  anterior  al  que  originó 
la  acción  ejecutiva  ya  mencionada. 

En  efecto:  la  pretensión  del  señor  Aré- 
valo, tiene  como  base;  la  escritura  pública 
autorizada  por  el  Notario  Francisco  Fon- 
seca  el  dieciocho  de  mayo  de  mil  nove- 
cientos treinta:  y la  sentencia  del  Tribu- 
nal de  Casación  proferida  en  el  juicio  que 
sostuvieron  los  señores  Arévalo  y Molina 
Melgar,  en  la  cual  se  condena  a este  .se- 
ñor a pagar  el  crédito  de  DOSCIENTOS 
DIEZ  MIL  PESOS  BILLETES  e intereses 
desde  la  presentación  de  la  demanda,  cue 
tiene  fecha  del  quince  de  julio  de  mil  no- 
vecientos treinta  y dos. 

El  documento  simple,  reconocido  judi- 
cialmente, que  sirve  de  base  a la  ejecución 
iniciada  por  Adolfo  Melgar  Molina,  fué 
fechado  en  Taxisco,  del  Departamento  de 
Santa  Rosa,  a los  treinta  días  del  mes  de 
agosto  de  mil  novecientos  treinta  y dos. 
Todo  i o relacionado,  lo  demuestran  los  do- 
cumentos presentados  por  el  demandan- 
te. 

Establecido,  pues,  que  el  crédito  del  se- 
ñor Arévalo  tiene  antelación,  por  su  ori- 
gen, al  que  ejecuta  don  Adolfo  Melgar 
Molina,  es  indudable  que  el  primero  debe 
ser  preferido  al  segundo  en  el  pago,  des- 
de luego  que  el  Artículo  1155  del  Decreto 
legislativo,  es  claro  al  estatuir  que,  las 
anotaciones  de  embargo  recaído  sobre  de- 
rechos reales  inscritos  del  deudor,  y he- 
chos de  acuerdo  con  el  inciso  2o.  del  Ar- 
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tlculo  1147  del  mismo  Código,  solamente 
les  dará  la  preferencia  a los  que  tengan 
contra  el  mismo  deudor  un  crédito  con- 
traído con  posterioridad  a la  anotación 
del  embargo;  doctrina  que  constituye  una 
limitación  a la  consignada  en  el  .Articulo 
1114  del  Decreto  Legislativo  número  1932 
ya  aludido:  ya  que  no  requiere  que  los  cré- 
ditos o crédito  anterior  al  que  obtuvo  la 
anotación,  está  igualmente  anotado  para 
darle  la  preferencia. 

Por  la  razón  indicada  y,  como  una  con- 
secuencia de  ella,  los  Artículos  111b  y 1116 
del  indicado  Decreto,  no  pueden  perjudi- 
car el  derecho  que  reclama  don  Florentin 
Arévalo  por  medio  de  la  tercería  de  pre- 
ferencia que  Inició  en  la  ejecución  de  los 
hermanos  Melgar  Molina  y Molina  Mel- 
gar para  ser  pagado  de  la  cantidad  que 
le  adeuda  don  Manuel  Molina  Melgar  en 
virtud  de  la  escritura  publica  y de  la  sen- 
tencia del  Tribunal  de  Casación  de  que  se 
han  venido  haciendo  referencia 

Luego,  lo  que  se  deja  relacionado,  pone 
de  manifiesto,  que  la  Sala  Tercera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  al  resolver  en  la 
forma  en  que  lo  hizo,  en  manera  alguna 
violó  los  Artículos  1155,  1116,  1115  y 1114 
del  Decreto  Legislativo  No.  1932,  como 
afirma  el  recurrente. 

2.  — El  Tribunal  sentenciador,  en  vez  de 
negar  o no  reconocer  los  efectos  jurídicos 
que  produce  el  contrato  de  promesa  de 
venta  que  celebraron  los  señores  Arévalo 
y Molina  Melgar  ante  los  oficios  del  No- 
tario Francisco  Fonseca,  los  toma  en  con- 
sideración: ya  que  de  él,  precisamente,  se 
deriva  el  derecho  que  ejercita  don  Floren - 
tín  Arévalo,  el  cual  fué  complementado 
con  la  sentencia  del  Tribunal  de  Casa- 
ción y de  la  demanda  a que  le  puso  fin 
dicho  fallo.  En  ese  caso,  es  indudable  aue 
no  hubo  violación  de  los  Artículos  1425  y 
1426  del  Código  Civil,  que  señala  como  ta- 
les don  Adolfo  Melgar  Molina  en  el  re- 
curso que  se  examina. 

3.  — La  controversia  que  se  tiene  a la 
vista,  no  tiene  por  objeto  la  rescisión  de 
contrato  alguno,  ni  tampoco  se  discute  la 
existencia  o no  de  condiciones  resoluto- 
rias: ya  qu  toda  la  contienda  judicial  ver- 
só sobre  el  derecho  que  tiene  don  Floren- 
tin Arévalo  para  que  su  crédito  sea  prefe- 
rido en  el  pago,  al  cobrado  por  don  Adolfo 
Melgar  Molina.  En  consecuencia,  los  Ar- 
tículos 1427,  1456,  1457  y 1558  del  Código 
Civil,  son  ajenos  a la  cuestión  debatida  y, 
por  ende,  la  Sala  sentenciadora  no  pudo 
haberlos  infringido,  como  se  asevera  en  el 
recurso. 


4.  — Como  en  el  Decreto  Legislativo  No. 
1932  no  existe  el  Artículo  11158  que  el  re- 
currente asegura  que  fué  violado  por  la 
Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 
al  dictar  la  sentencia  que  dió  origen  al  re- 
curso que  se  tiene  a la  vista,  porque  dicho 
Decreto  solamente  está  constituido  por 
1197  Artículos,  es  claro  que,  en  manera 
alguna  fué  infringido. 

5.  — Por  todo  lo  que  se  deja  considerado, 
con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo  que 
disponen  los  Articuuos  514,  y 521  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil,  el 
TRIBUNAL  DE  CASACION, 

RESUELVE: 

DESESTIMAR  el  recurso  de  que  se  ha 
hecho  mérito,  condenando  al  recurrente 
al  pago  de  las  costas  de  la  incidencia,  y, 
al  de  una  multa  de  sesenta  quetzales,  o 
a dos  meses  de  prisión  simple  en  caso  de 
insolvencia. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — Ríe.  Ortiz  Sánchez.  An- 
te mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Instruido  contra  Jorge  Aboud 
Bullas  y Abel  Barrientos  Campos,  por 
los  delitos  de  hurto  y encubrimiento  en 
el  mismo  delito,  respectivamente. 

DOCTRINA:  La  prueba  judicial  es  propia- 
mente un  método  de  investigación  o 
determinación  de  hechos. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintinueve  de  octubre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cuatro. 

Por  recurso  de  casación,  se  tiene  a la 
vista  con  sus  respectivos  antecedentes,  la 
sentencia  fecha  veinticuatro  de  julio  úl- 
timo, dictada  por  la  Sala  3a.  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  en  el  proceso  que  por 
hurto  se  siguió  contra  Jorge  Aboud  Bullos 
y Abel  Barrientos  Campos,  en  que  decla- 
ra que  el  primero  es  autor  de  dicho  de’i- 
to,  imponiéndole  dos  años  de  prisión  co- 
rrecional,  y el  segundo,  encubridor  del 
mismo,  y le  impone  ocho  meses  de  arres- 
to mayor,  haciendo  las  demás  declaracio- 
nes procedentes  en  derecho. 
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— I — 

El  veintiséis  de  agosto  del  año  pasado, 
Anis  A.  Blanco,  se  presentó  ante  el  Juz- 
gado 4o.  de  Paz,  manifestando,  que  des- 
de hacia  varios  meses  se  habia  dado  cuen- 
ta que  en  su  fábrica  de  calzado  “El  Faro”, 
se  cometían  hurtos  de  aquel  articulo;  sos- 
pechas que  confirmó,  al  saber  que  Abel 
Barrientes,  propietario  del  Almacén  “El 
Puerto  del  Pacífico”,  vendía  calzado  pro- 
cedente de  su  fábrica,  sindicando  como 
posibles  autores  del  hurto,  a Julio  Abu- 
garade,  Jorge  M.  Aboud  y Teófilo  Elias 
Kreyker,  además  de  Barrientes. 

Al  praticarse  un  cateo  en  el  Almacén 
de  este  último,  dió  qn  resultado  negativo, 
pero  el  empleado  Antonio  García,  dijo  que 
momentos  antes  y por  orden  de  Barrien- 
tes, había  llevado  varios  sacos  con  zapa- 
tos, a casa  de  Gertrudis  de  Morales:  por 
lo  que  se  constituyó  el  Juez  pesquisador 
en  dicha  casa,  y al  interrogar  a la  señora 
de  Morales  negó  el  hecho,  pero  después 
dijo  que  en  el  tapanco  del  zaguán  se  en- 
contraba escondido  el  calzado,  y efecti- 
vamente se  incautaron  doscientos  doce 
pares  en  nueve  sacos. 

Antonio  García  manifestó  que  con  fre- 
cuencia llegaban  al  Almacén  de  Barrien- 
tes a vender  zapatos,  Julio  Abugarade  y 
Jorge  Aboud,  llevándolos  el  primero  en 
taxi,  que  sólo  los  tiraba  y decía  que  los 
recogieran  porque  habia  mucha  gente  y 
después  pasaba  a cobrar;  que  el  segundo 
sabía  que  los  llevaba  a casa  de  habitación 
de  Barrientes;  y que  Francisco  Barrien- 
tos„  hermano  de  Abel,  fué  quien  le  ordenó 
llevara  los  nueve  sacos  de  calzado  a la 
casa  donde  fueron  incautados.  Juan  Ale- 
jos García,  también  empleado  de  Barrien- 
tes, corroboró  lo  dicho  por  el  anterior  tes- 
tieo  y agregó  que  Teófilo  Kreyker  tam- 
bién llegaba  a vender  calzado  de  la  fá- 
brica de  Blanco. 

Los  sindicados  como  culpables  mani- 
festaron al  ser  indagados:  Jorge  áboud, 
haber  hurtado  once  pares  de  calzado  a 
Blanco,  los  que  vendió  a Abel  Barrientes 
sin  que  éste  supiera  su  procedencia  ilegí- 
tima: Francisco  Barrientes  negó  tener  res- 
ponsabilidad. pues  trabajaba  con  entera 
independencia  de  su  hermano  Abel,  y que 
si  ordenó  el  traslado  del  calzado  fué  por- 
que su  hermano  se  lo  indicó;  Abel  Ba- 
rrientes, dijo,  ser  cierto  que  les  compra- 
ba calzado  a Abugarade,  Aboud  v Krey- 
ker, ienorando  su  procedencia  ilegítima, 
pues  el  primero  le  aseguró  que  el  calzado 
era  de  una  sucursal  de  Blanco  que  aquel 


tenia  en  Antigua  Guatemala;  sobre  ésto 
dijo  Blanco  que  efectivamente  con  Abu- 
garade tenía  una  sucursal  de  “El  Faro” 
en  Antigua,  pero  había  ya  liquidado;  agre- 
gó, Barrientes  que  la  ocultación  del  cal- 
zado la  hizo  por  evitar  un  bochorno  y por 
haberle  llegado  a decir  Aboud,  que  llega- 
rían a practicar  un  cateo,  dándose  cuen- 
ta entonces  que  el  calzado  habia  sido  ro- 
bado; Kreyker,  negó  toda  participación  en 
el  hecho,  diciendo  que  nunca  habia  ven- 
dido calzado  a Barrientos. 

— II  — 

Posteriormente  se  practicaron  las  dili- 
gencias siguientes:  inspección  ocuiar  en 
el  Almacén  de  Barrientos  en  compañía  de 
los  expertos  Eduardo  y Alfonso  de  León, 
encontrándose  cuarenta  y seis  pares  más 
de  calzado  de  la  fábrica  de  Blanco;  va- 
lúo del  calzado,  cuerpo  del  delito,  en  la 
suma  de  TRESCIENTOS  SETENTA  Y NUE- 
VE QUETZALES  Y TREINTA  Y CINCO 
CENTAVOS;  declaraciones  de  Juan  Alejo 
García,  Antonio  García  y Susana  Alvarez, 
quienes  manifestaron  que  Abel  Barrientos 
compró  el  calzado  que  le  llegaban  a ven- 
der Abugarade  y Aboud,  de  buena  fé;  y 
declaraciones  de  Julio  Mancilla  y José 
García,  quienes  dijeron  que  en  una  opor- 
tunidad vieron  que  Abel  Barrientos  y Abu- 
garade sacaban  de  la  7a.  C.  O.  No.  26,  un 
costal  lleno  de  zapatos,  estos  testigos  al 
ser  identificados,  resultaron  no  residir  en 
las  direcciones  que  dieron  al  declarar. 

Fn  el  plenario,  Abel  Barrí  «^ntos,  ■pre- 
sentó diez  facturas  para  demostrar  el  de- 
recho de  prnnieriori  ■lobre  el  calzado  que 
le  fué  decnmicper,.  treinta  y cinco  fac- 
turas presentadas  por  María  Teresa  de 
Abugarade,  de  calzado  comprado  a “El 
Faro”  y vendido  a Barrientos  por  Julio 
Abugarade:  declaraciones  de  Juan  Gar- 
cía, Jorge  Aboud  Bullos.  Susana  Alva- 
rez, José  Angel  Palacios,  Rafael  Orantes, 
Lie.  Fernando  E.  Castañeda,  Dr.  Francis- 
co Escobar,  Ramiro  Guerra,  Salvador  Mén- 
dez y Julia  Colindres;  informe  de  la  Po- 
licía relativo  a que  no  es  permitido  el 
estacionamiento  de  vehículos  en  la  6a.  A. 
S.,  frente  al  Pasaje  Rubio  (donde  está 
situado  el  Almacén  de  Abel  Barrientos) , 

— III  — 

Con  estos  antecedentes,  el  Juez  5o.  de- 
partamental dictó  sentencia,  declarando 
que  Jorge  Aboud  era  autor  del  delito  de 
hurto,  por  el  cual  le  impuso  la  pena  de 
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seis  meses  de  arresto  mayor  disminuida 
en  una  tercera  parte  en  virtd  de  su  con- 
fesión; absolvió  a Abel  Barrientes  del  car- 
go que  por  encubridor  en  el  mismo  delito 
se  le  formuló;  y dejó  abierto  el  procedi- 
miento contra  Julio  Abugarade. 

La  Sala  3a.  de  Apelaciones,  para  mejor 
fallar,  mandó  a practicar  las  diligencias 
siguientes;  a)  declaración  de  Marta  Mar- 
garita Palomo,  quien  reconoció  las  factu- 
ras de  folios  87,  97  y 98  de  la  causa;  b) 
declaración  de  Anis  Blanco,  quien  recono- 
ció como  legitimas  las  facturas  de  folios 
87  y 88  y las  de  116  a 159  que  amparaban 
el  calzado  que  envió  a la  Sucursal  de  An- 
tigua a Julio  Abugarade  y a su  mujer  Ma- 
ría Teresa  de  Abugarade;  c)  declaracio- 
nes de  Cayetano  Bonini,  Alejandro  Men- 
eos, Ismael  Castillo,  Pedro  Mata  y Rafael 
Valle,  quienes  manifestaron  que  los  za- 
patos que  se  les  pusieron  a la  vista,  cuer- 
po del  delito,  eran  fabricados  en  el  esta- 
blecimiento de  Anis  Blanco;  d)  informe 
pericial  de  los  zapateros  Juan  Antonio 
García  y Miguel  García  Granados,  quie- 
nes dijeron  que  era  imposible  determi- 
nar, si  el  calzado  que  se  les  puso  a la  vis- 
ta, era  el  mismo  que  amparaba  las  factu- 
ras que  obran  en  la  causa. 

— IV  — 

Abel  Barrientes,  con  auxiiio  del  Licen- 
ciado Conrado  Tercero,  el  veintisiete  ae 
julio  de  mil  novecientos  treinta  y cuatro, 
presentó  escrito  a esta  Corte,  interpo- 
niendo recurso  de  casación,  contra  el  fa- 
bo proferido  por  la  Sala  Tercera,  por  in- 
fracción de  ley  y quebrantamiento  de  for- 
ma, citando  por  el  primer  motivo  los  Artos, 
siguientes:  lo.,  11,  incisos  9o.  y 10o.  del 
Articulo  20.  31  en  su  primera  parte  y en 
su  inciso  2o..  60,  211.  218.  235  y 390  en  su 
inciso  lo.  del  Código  Penal;  138,  139  en 
sus  incisos  10o.  y 13.  91,  140,  223.  233  del 
Decreto  1928;  72,  73.  233,  239,  259,  260, 
281,  373,  447,  448,  516,  518,  534.  560,  565, 
568,  570,  587,  589,  594,  595,  597  601  y 604 
P.  P.;  480  y 493  en  sus  incisos  lo.  y 8o. 
del  Decreto  1932;  2o.  y 9o.  Decreto  1728; 
28  y 36  de  la  Constitución  de  la  República. 
Por  el  segundo  o sea  por  el  quebranta- 
miento de  forma,  se  denunciaron  los  in- 
cisos 2o.,  3o.  y 6o.  del  Arto.  677  P.  P. 

El  treinta  de  julio  el  mismo  reo,  con  au- 
xilio del  Licenciado  Conrado  Tercero  pre- 
sentó ante  el  Juez  5o.  de  la.  Instancia  re- 
curso de  casación,  denunciando  como  in- 
fringidos los  mismos  artículos  ya  cita- 
dos en  el  primer  recurso,  agregando  úni- 


camente el  articulo  735  inciso  4o.  Número 
4 del  Código  de  P.  P.  El  veintiocho  de  ju- 
lio ante  está  Corte  se  presentó  ampliando 
el  primer  recurso  en  el  sentido  de  que 
también  se  tuvieran  como  infringidos  los 
artículos  35  del  Código  Penal  y 735  inciso 
4o.  Número  4 del  Código  de  Prs.  Penales. 

Jorge  Aboud  Bullos,  con  auxilio  del  Li- 
cenciado José  Barillas  Fajardo,  al  serle  no- 
tificada la  ejecutoria  de  la  Sala  Tercera, 
introdujo  contra  este  último  pronuncia- 
miento, recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  lev,  denunciando  como  infringidos 
los  Artículos  392  incisos  3o.  y 5o.,  21  inci- 
so 10o.  del  Cód.  Penal  y 614  P.  P. 

Pedidos  los  antecedentes  y señalado  dia 
para  la  vista,  es  el  caso  de  resolver  lo  que 
corresponde  ne  derecho. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  articulo  682  de  Procedimientos 
Penales  establece  como  requisitos  indispen- 
sables para  admitir  la  discusión  de  los 
recursos  de  casación,  además  de  que  el 
escrito  en  el  que  se  introduce  el  recurso 
sea  autorizado  con  firma  de  abogado,  los 
siguientes:  a)  la  fecha  de  la  notificación 
de  la  sentencia;  b)  la  de  la  presentación 
del  recurso  y c)  el  artículo  o artículos  de 
’a  ley  que  se  consideren  violados.  El  ar- 
ticulo 681  del  mismo  Código  prescribe 
también  que  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  o por  quebrantamiento 
de  forma,  se  interpondrá  ante  la  Corte 
Suprema  de  Justicia  dentro  del  término 
de  diez  dias.  a contar  desde  el  siguiente 
al  de  la  última  notificación  que  de  la  sen- 
tencia haga  el  Juez  ejecutor  al  reo,  y al 
acusador  en  su  caso.  El  reo  Abel  Ba- 
rrientes Campos,  se  presentó  a esta  Corte 
el  veintiocho  de  julio  del  presente  año  a 
las  diez  horas,  interponiendo  recurso  de 
casación  contra  la  sentencia  proferida  por 
la  Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 
en  el  proceso  que  por  encubrimiento  en  el 
delito  de  hurto  se  seguía  en  su  contra  y 
aue  le  fué  notificada  el  veintiséis  de  ju- 
lio del  mismo  año  a las  Quince  horas  por 
el  Secretario  de  la  Sala  Tercera.  En  el 
proceso  oue  se  tiene  a la  vista,  consta  que 
dicha  Sala,  dictó  sentencia  el  veinticua- 
tro de  julio  del  año  en  curso,  pero  no  apa- 
rece en  la  pieza  de  segunda  instancia  que 
se  hava  notificado  a Ba’'nentos,  pues  sólo 
se  notificó  al  Fiscal  el  veintisiete  del  mis- 
mo mes  y año  ya  citados,  a las  quince  ho- 
ras y al  Procurador  el  mismo  día  a las 
diez  y seis  horas.  También  consta,  ou» 
Barrientos  se  presentó  ante  el  Juez  5o. 
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de  la.  Instancia  el  treinta  de  Julio  del  año 
que  corre,  interponiendo  recurso  de  casa- 
ción y en  el  que  asegura  que  fué  notifi- 
cado ese  día  a las  quince  horas  por  el  Se- 
cretario. Este,  antes  de  dar  cuenta  infor- 
mó, que  no  era  cierto  que  se  ie  hubiera 
hecho  notificación  alguna  al  señor  Ba- 
rrientes. Aparece  que  el  Juez  al  recibir 
la  ejecutoria  de  ia  Saia  Tercera,  puso  con 
fecha  dos  de  Agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro  el  auto  consiguiente,  es 
decir,  mandando  ejecutar  el  fallo  y ha- 
ciéndolo saber  a las  partes,  habiéndose 
notificado  entonces  al  reo  Barrientes  la 
sentencia  de  segunda  instancia.  Por  estas 
razones,  a la  Corte  Suprema  de  Justicia 
no  le  es  dable  entrar  al  examen  de  los 
Artículos  citados  como  violados  por  el  re- 
currente, pues  habiéndose  interpuesto  por 
el  reo  los  dos  recursos  que  se  detallan  en 
Ja  historia  de  este  fallo,  antes  de  ser  noti- 
ficado de  la  ejecutoria  de  ia  Saia  Terce- 
ra, tiene  prohibición  expresa  para  hacer- 
lo en  conformidad  con  el  Articulo  681  P.  P. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  culpabilidad  de  Jorge  Aboud  Bu- 
hos como  autor  dei  delito  de  hurto,  se  es- 
tableció plenamente  en  la  causa  instrui- 
da en  su  contra,  con  lo  manifestado  por  los 
testigos:  Juan  Alejos  García,  Antonio  Gar- 
cía y Francisco  Barrientes,  corrobarada 
además  su  responsabilidad  con  la  confesión 
que  dió  sin  que  pueda  aceptarse  la  califi- 
cación que  hizo  a su  confesión  acerca  de 
que  únicamente  se  hurtó  once  pares  de 
zapatos,  debiendo  por  consiguiente  tomar- 
se dicha  confesión  en  la  parte  que  le  per- 
judica, pero  no  en  la  que  lo  favorece,  por 
existir  circunstancias  que  demuestran  lo 
contrario  de  la  limitación  que  se  hizo  al 
aceptar  la  culpabilidad  en  el  hecho  de- 
nunciado. 

Condiciones  fundamentales  de  la  con- 
fesión judicial:  a)  la  confesión  deberá  ser 
verosímil,  esto  es,  que  aparezca  una  con- 
formidad completa  entre  el  hecho  delic- 
tuoso perpetrado  y la  naturaleza  del  in- 
dividuo que  de  él  se  crea  responsable  co- 
mo autor.  (Conformidad  que  desde  luego 
deberá  constatarse  en  la  causa  por  medio 
de  los  datos  suministrados  por  la  pesqui- 
sa en  cuanto  a la  realización  del  hecho 
punible  y las  condiciones  personales  del 
procesado;  b)  deberá  asimismo  ser  creí- 
ble, condición  que  se  traduce  en  la  posi- 
bilidad de  que  el  individuo  que  la  haya 
prestado,  pueda  haberse  dado  cuenta  exac- 
ta de  los  hechos,  de  manera  evidente  por 
medio  de  sus  sentidos,  que  su  declaración 


sea  producto  o consecuencia  de  su  estado 
consiente  y reflexivo;  c)  la  confesión  asi- 
mismo deberá  ser  precisa,  esto  es,  estar 
en  concordancia  con  todos  los  detalles  de 
realización  del  hecho  pesquisado  de  ma- 
nera clara  y terminante  a efecto  de  que 
el  juzgador  sin  recurrir  a otros  medios  de 
prueba  pueda  llegar  a obtener  una  ver- 
dadera convicción;  d)  uniformidad  para 
que  pueda  tomarse  en  consideración,  pues 
si  hay  diversidad  el  Juez  no  podrá  dar  a 
una  todo  el  valor  probatorio  y dejar  a la 
otra,  talvez  a la  que  ha  destruido  el  con- 
tenido de  la  primera,  sin  ningún  valor  ni 
efecto  legal,  y por  último;  e)  que  todos  los 
elementos  de  una  declaración  en  que  se 
confiesa  un  delito,  estén  en  concordan- 
cia con  los  demás  pasajes  del  proceso,  pues 
de  lo  contrario,  quedaría  en  tela  de  duda 
la  sinceridad  de  la  confesión  y en  conse- 
cuencia todo  su  valor  jurídico;  no  obs- 
tante, cuando  las  contradicciones  existen- 
tes entre  las  probanzas  de  otro  orden  y la 
confesión  son  de  tal  naturaleza  que  no 
afectan  el  fondo  de  la  última,  principal- 
mente cuando  versa  sobre  puntos  en  que  el 
acusado  puede  haber  incurrido  en  false- 
dad por  un  error,  cuando  las  contradiccio- 
nes de  la  confesión  se  refieren  a puntos 
ei  relación  con  hechos  de  terceras  per- 
sonas. o en  fin,  cuando  sin  mayor  esfuer- 
zo se  nota  que  el  tergiversar  la  verdad  en 
esos  puntos  incidentales  sólo  se  ha  procu- 
rado encontrar  una  forma  de  hacer  me- 
nos dura  la  pena  que  sobre  el  culnable  ten- 
dría que  recaer,  entonces  no  había  ningún 
inconveniente  en  apreciar  tal  confesión  en 
toda  su  extensión,  pues  con  todo,  queda- 
ría de  manifiesto  la  intencionalidad  del 
acusado  y en  nada  se  menoscabarla  la 
fé  de  dicha  confp.síón. 

¿Cuándo  se  debe  aceptar  la  confesión 
como  calificada  dicen  los  tratadistas?  Ellos 
mismos  se  contestan:  cuando  muy  a pe- 
sar de  admitir  el  hecho  o hechos  sobre 
que  versa,  va  unida  a circunstancias  que 
en  una  u otra  forma  cambia  completa- 
mente el  fondo  de  la  cuestión,  llevando 
implícita  una  intención  distinta  de  aqué- 
lla que  pone  de  manifiesto  la  responsa- 
bilidad del  acusado.  Examinada  dentro 
de  estas  condiciones  la  confesión  del  reo 
Jorge  Aboud  Bullos,  se  impone  la  no  acep- 
tación de  ella  como  calificada  y por  con- 
siguiente la  Sala  sentenciadora  no  infrin- 
gió el  Arto.  614  Prs.  Penales. 

Como  en  la  causa  existe  prueba  en 
contra  del  enjuiciado  Aboud  Bullos.  no 
es  el  caso  de  tomar  su  confesión  expon- 
tánea  como  circunstancia  atenuante  y por 
consiguiente  el  Tribunal  sentenciador  no 
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infringió  al  resolver  como  lo  hizo,  el  Ar- 
ticulo 21  fracción  10a.  del  Código  Penal. 
Como  el  experto  Humberto  Grasiozo  dió 
al  calzado  hurtado  cuerpo  del  delito,  el 
valor  de  trescientos  setenta  y nueve  quet- 
zales y treinta  y cinco  centavos  de  quet- 
zal, la  Sala  sentenciadora  al  imponerle  la 
pena  de  dos  años  de  prisión  correccional, 
no  infringió  el  Arto.  392  inciso  3o.  del  Có- 
digo Penal,  sino  que  por  el  contrario,  lo 
aplicó  rectamente  a la  infracción  cometi- 
da. Tampoco  violó  el  inciso  5o.  del  mismo 
articulo,  por  no  ser  aplicable  al  caso. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  establecido  en  los  Artos.  676,  686, 
690  y 735  P.  P.;  22  Decreto  1728  y 233  De- 
creto 1928,  resuelve:  lo. — Desestimar  el 
recurso  interpuesto  por  el  reo  Jorge  Aboud 
Bullos  y le  impone  la  pena  adicional  de 
quince  días  de  prisión  simple,  conmutables 
a razón  de  diez  centavos  de  quetzal  por 
día;  2o. — No  entra  al  análisis  de  los  Ar- 
tículos citados  por  el  reo  Abel  Barrientes, 
por  haber  interpuesta  sus  dos  recursos  an- 
tes de  ser  notificado  de  la  sentencia,  en 
la  cual  se  le  condenó. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrqde.  — Federico  O.  So- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Mnñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintidós  de  noviembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cuatro. 

Visto  para  resolver  el  recurso  de  aclara- 
ción pedido  por  el  reo  Abel  Barrientes,  a 
quien  se  le  declaró  en  2a.  Instancia,  encu- 
bridor en  el  delito  de  hurto.  Barrientes 
alega  y pide  que  se  aclare  la  sentencia  pro- 
ferida por  esta  Corte  el  veintinueve  de  oc- 
tubre del  presente  año,  en  el  sentido  de 
que  por  qué  se  desechó  el  recurso  de  ca- 
sación cuando  ya  estaba  aceptado  y cita' 
para  fundamentar  su  petición  los  artícu- 
los 173,  647,  648  y 684  P.  P.:  105  Dto.  2009. 
Hace  ver  también  que  hubo  dia  para  la 
vista  V por  consiguiente  hubo  recurso  de 
casación  en  tiempo  y que  al  desechar  el 
que  interpuso  ante  esta  Corte  y el  pre- 
sentado ante  el  Juez  5o.  de  la.  Instancia, 
ha  habido  denegación  de  justicia,  pues  ta- 
les recursos  están  ajustados  con  entero 
“servilismo”  a los  mandatos  legales. 


El  Fiscal  de  la  Sala  Tercera,  a quien  de 
conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  Ar- 
ticulo 650  Prs.  Penales  se  le  oyó,  al  eva- 
cuar su  traslado  manifestó:  que  la  reso- 
lución de  la  Corte  Suprema  de  Justicia 
estaba  concebida  en  términos  claros,  ca- 
tegoróricos  y explícitos,  no  siendo  por  lo 
tanto  la  sentencia  obscura,  ambigua  ni 
contradictoria,  opinando  por  último,  que 
por  no  haber  nada  que  aclarar,  asi  se  re- 
solviera. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  Artículo  173  de  Prs.  Penales,  pre- 
ceptúa que  serán  nulas  las  notificaciones, 
citaciones  o emplazamientos  que  no  se 
practiquen  con  arreglo  a lo  dispuesto  en 
este  capítulo;  pero  cuando  la  persona  no- 
tificada, citada  o emplazada  se  hubiera 
dado  por  enterada  en  el  juicio,  surtirá 
desde  entonces  la  diligencia  todos  sus  efec- 
tos, como  si  se  hubiere  hecho  con  arreglo 
a la  ley;  los  artículos  647  y 648  del  mismo 
cuerpo  de  leyes,  prescriben,  que  notifi- 
cada una  sentencia  o un  auto  pueden 
cualquiera  de  las  partes,  pedir  por  una  sola 
vez,  dentro  de  veinticuatro  horas,  aclara- 
ción y ampliación,  que  la  aclaración  se 
pedirá  si  la  sentencia  o auto  están  con- 
cebidos en  términos  obscuros,  ambiguos 
o contradictorios,  a fin  de  que  se  aclare 
o rectifique  su  tenor;  y el  684  de  la  misma 
ley  citada  manda  que  la  Corte  sin  oír  a 
las  partes  mandará  pedir  la  causa  y an- 
tecedentes al  Tribunal  de  donde  proce- 
dan; y una  vez  recibidos  señalará  día 
para  la  vista  si  se  hubiere  interpuesto 
dent-'-f'  dpi  término  legal,  v por  último  el 
Art'>”lo  105  del  Decreto  2009  Hioe:  no  obs- 
tante lo  prevenido  en  los  Artículos  que 
preceden,  si  el  interesado  se  hubiere  ma- 
nifestado en  juicio  sabedor  de  la  provi- 
dencia, la  notificación  surtirá  desde  en- 
tonces, sus  efectos,  como  si  estuviera  le- 
galmente hecha;  mas  no  por  eso  quedará 
relevado  el  notificador  de  la  responsabili- 
dad expresada  en  los  Artículos  anteriores. 
Como  se  observa  en  virtud  de  la  trans- 
cripción hecha,  el  artículo  173  de  Prs.  Pe- 
na’es  sólo  se  refiere  a la  nulidad  de  las 
notificaciones,  pero  nunca  el  tiempo  en 
ore  debe  interponerse  el  recurso  de  ca- 
sación; los  Artos.  647  y 648  se  refieren  a 
la  aclaración  y el  684  prescribe  categóri- 
camente que  se  señalará  dia  para  la  vis- 
ta si  se  hubiere  interpuesto  dentro  del 
término  legal  el  recurso  de  casación.  A 
este  respecto  debe  tenerse  presente  que 
el  señalamiento  de  dia  para  la  vista,  fué 
en  virtud  de  existir  recurso  de  casación 
interpuesto  en  forma  por  Jorge  Aboud 
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Bullos.  El  articulo  105  del  Decreto  2009, 
no  se  analiza,  porque  las  leyes  civiles  y 
de  Procedimientos  Civiles  no  pueden  ser- 
vir de  fundamento  en  materia  penal  a un 
recurso  d,e  casación,  asi  como  tampoco 
para  una  aclaración. 

El  recurso  de  casación  no  fué  aceptado 
por  no  ajustarse  el  escrito  en  que  se  in- 
terpuso, a lo  prevenido  en  los  Artículos  681 
y 682  Prs.  Penales,  artículos  que  señalan 
las  condiciones  necesarias  e indispensa- 
bles para  que  sean  admisibles  los  recursos 
de  casación;  dentro  de  la  disposición  de 
dichos  artículos  no  cabe  la  cuestión  ju- 
rídica planteada  por  el  recurrente  y por 
consiguiente  el  Tribunal  de  Casación  al 
no  examinar  las  propias  y exclusivas  as- 
piraciones del  recurrente,  lo  hizo  en  vir- 
tud del  texto  legal  transcrito  en  la  sen- 
tencia de  mérito,  pues  los  recursos  han  de 
interponerse  dentro  del  término  señalado 
por  la  ley  y no  antes  ni  después.  Por  lo 
tanto  siendo  claras  y terminantes  las  dis- 
posiciones de  los  artículos  681  y 682  Prs. 
Penales,  lo  solicitado  por  el  recurrente  es 
de  notoria  improcedencia,  por  faltar  los 
requisitos  que  la  ley  prescribe  para  su  ad- 
misibilidad, no  estando  autorizado  para 
sustituirlos,  el  Tribunal  de  Casación. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  dispuesto  en  los  Artículos  643 
y 650  de  Procedimientos  Penales,  declara 
sin  lugar  la  articulación  propuesta. 

Notifiquese  y como  está  ordenado,  de- 
vuélvanse los  antecedentes. 

Reina  Andrade.  — Solazar.  — Castella- 
nos R.  — Argueta  S.  — Serrano  Muñoz. 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Oscar  Gohlitz  Sando- 
val,  por  homicidio  cometido  por  impru- 
dencia temeraria. 

DOCTRINA:  El  que  con  ocasión  de  una 
acción  licita,  poniendo  en  ella  la  debida 
diligencia,  produce  un  mal  por  mero  ac- 
cidente, no  incurre  en  responsabilidad 
criminal. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y seis  de  enero  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Visto  el  presente  recurso  de  casación 
introducido  por  Oscar  Gohlitz  Sandoval, 
procesado  por  homicidio  cometido  por  im- 


prudencia temeraria,  contra  la  sentencia 
de  la  Sala  4a.  de  Apelaciones  de  once  de 
octubre  próximo  pasado,  que  lo  condena 
a la  pena  de  tres  años  de  prisión  correc- 
cional. 

— I — 

El  diez  y ocho  de  marzo  del  año  en  cur- 
so, por  la  noche,  se  encontraban  en  ca- 
cería en  el  lugar  denominado  “Las  Balo- 
nas”,  jurisdicción  de  Champerico,  depar- 
tamento de  Retalhuleu,  Oscar  Gohlitz 
Sandoval,  Eugenio  Henry,  Rafael  Jurado  y 
Agustín  y Natividad  de  Paz,  habiéndose 
internado  en  un  lugar  tupido  de  zarzales 
del  que  se  vieron  obligados  a regresar; 
pero  el  primero  sin  darse  cuenta  de  que 
su  compañero  Henry  se  habla  quedado 
atrás,  creyendo  divisar  la  luz  del  ojo  de 
un  venado  hizo  un  disparo,  pero  habién- 
dose oido  un  grito,  corrió,  llamó  a su  ami- 
go Henry,  que  en  esos  momentos  vió  que 
no  lo  rodeaba  y pudo  enterarse  de  que 
éste  habla  sido  victima  y que  yacia  mo- 
ribundo. Convencidos  de  la  inutilidad  de 
todo  esfuerzo,  Gohlitz  dispuso  dar  parte 
en  el  acto  a la  autoridad. 

— H — 

La  Sala  4a.  de  Apelaciones  conoció  en 
consulta  de  la  sentencia  del  Juez  de  la. 
Instancia  de  Retalhuleu,  ■ fecha  veintiséis 
de  septiembre  del  corriente  año,  la  cual 
declaraba  exento  de  responsabilidad  crinii 
nal  al  enjuiciado,  y la  revoca,  declarando 
a Gohlitz  autor  del  delito  de  homicidio 
cometido  por  imprudencia  temeraria  y con 
infracción  de  reglamentos,  por  lo  que  le 
impone  la  pena  de  tres  años  de  prisión 
correccional,  conmutables  en  dos  terceras 
partes  a razón  de  cincuenta  centavos  dia- 
rios, con  las  demás  declaraciones  legales, 
sirviendo  de  base  a esta  resolución  las 
consideraciones  siguientes: 

lo. — Quedó  establecida  la  base  del  pro- 
cedimiento criminal,  por  no  constituirla 
sólo  la  preexistencia  de  acciones  u omi- 
siones voluntarias,  sino  también  las  cau- 
sadas u omitidas  por  impericia  o negli- 
gencia, cuando  a mediar  malicia,  son  cons- 
titutivas del  delito  o falta; 

2o. — Con  los  documentos  que  obran 
en  autos  quedó  comprobado  que  Gohlitz 
fué  el  autor  de  la  muerte  de  Henry  y que 
sino  medió  dolo  de  su  parte,  también  no 
hizo  uso  de  su  inteligencia  para  precaver 
todos  los  efectos  posibles  de  su  acción; 

3o. — Que  la  imprudencia  consiste  en  no 
hacer  uso  de  la  inteligencia  para  preca- 
ver todos  los  actos  posibles  de  la  acción 
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contrarios  a la  ley,  y siendo  a los  tribu- 
nales a quienes  corresponde  calificarla  de 
temeraria  o simple,  lo  procedente  es  con- 
ceptuarla dentio  del  primer  grado,  dada 
la  naturaleza  del  acto,  la  imprevisión  dei 
mismo  y las  circunstancias  del  responsa- 
ble, máxime  que  en  la  descripción  de  la 
autopsia  se  constata  con  toda  claridad 
que  al  rededor  de  la  herida  quedaron  in- 
crustaciones de  pólvora,  lo  que  induce  a 
asegurar  que  el  disparo  fué  hecho  a una 
distancia  no  mayor  de  un  metro  cincuen- 
ta centímetros,  porque  de  haber  sido  ma- 
yor, el  orificio  de  entrada  hubiera  apa- 
recido redondo  y bien  destacado,  como  lo 
consignan  varos  tratados  de  medicina 
forense;  que  la  presencia  de  tatuaje  des- 
virtúa el  mérito  probatorio  del  dictamen 
de  los  expertos  en  que  aseguran  que  el 
disparo  fué  hecho  a una  distancia  de 
treinta  y cinco  a cuarenta  metros;  y que 
aunque  el  informe  de  la  autopsia  se  pre- 
tendió desvirtuar  con  otro  informe  pre- 
sentado a solicitud  de  la  defensa  durante 
el  plenario,  esta  rectificación  no  es  posi- 
ble aceptarla,  lo.,  porque  el  primeramente 
emitido  fué  descrito  conforme  al  libro  de 
autopsias  y con  base  en  inspección  perso- 
nal practicada  en  el  cadáver;  2o.,  porque 
tratándose  de  una  ampliación,  resultaba 
innecesaria,  ya  que  habiéndose  hecho  cons- 
tar que  las  incrustaciones  eran  de  pólvora, 
sobraba  preguntar  acerca  de  la  materia 
que  las  formaban;  3o.,  porque  afirmándo- 
se que  tales  incrustaciones  eran  de  arena 
carbonizada  esto  resulta  inadmisible,  pues 
las  arenas  no  se  hubieran  introducido  en 
el  cuerpo;  4o.,  porque  tampoco  es  creíble 
que  las  arenas  se  hubieran  incrustado  pre- 
cisamente al  rededor  de  la  herida;  5o., 
porque  en  el  primer  informe  se  hace  una 
exposición  categórica  y en  el  segundo  es 
vaga  y sus  conclusiones  carecen  de  pre- 
cisión; y 6o.,  porque  el  segundo  informe 
no  amplia  sino  rectifica  y en  consecuen- 
cia debe  estarse  a lo  afirmado  en  el  pro- 
tocolo gráfico; 

4o. — Que  dada  la  naturaleza  del  acto  im- 
prudente y demás  circunstancias  con  que 
se  llevó  a cabo  por  no  preveer  las  conse- 
cuencias dañosas  del  mismo,  no  puede 
menos  que  calificarse  de  temeraria,  penado 
con  tres  años  de  prisión  correccional. 

5o. — Que  también  el  acusado  carecía  de 
licencia  para  portar  escopeta,  lo  que  sig- 
nifica infracción  de  reglamento  y por  lo 
tanto  mayor  responsabilidad  de  su  parte; 

6o. — Que  por  esta  última  razón  y por 
haber  sido  temeraria  la  imprudencia,  la 


pena  invariable  que  le  corresponde  al  pro- 
cesado es  la  de  tres  años  de  prisión  co- 
reccional. 

— III  — 

El  reo,  con  auxilio  del  abogado  don  An- 
tonio Cruz,  introdujo  el  presente  recurso 
de  casación  por  violación  de  ley  expresa, 
citándose  como  infringidas  las  disposi- 
ciones siguientes:  15  y 20  inciso  8o.  Código 
Penal,  3,  384,  568,  573,  586,  587,  589,  593, 
595,  596,  597,  601,  607,  608,  731,  732,  123 
inciso  6o.  124  de  Procedimientos  Penales, 
97  inciso  c.  Decreto  Legislativo  1928,  21 
inciso  9o.,  65  y 77  del  Código  Penal. 

El  dia  de  la  vista,  el  abogado  presentó 
su  alegato  y acompañó  unos  documentos 
otorgados  por  los  familiares  del  difunto 
señor  Henry  en  que  una  vez  más  mani- 
fiestan su  pena  por  la  declaratoria  de  cul- 
pabilidad hecha  por  la  Sala,  teniendo  ellos 
la  convicción  de  su  irresponsabilidad. 

CONSIDERANDO; 

La  prueba  producida  en  la  causa  es 
completamente  favorable  al  procesado;  las 
declaraciones  de  los  testigos  presenciales 
no  acusan  falta  de  diligencia  en  él  para 
verificar  la  acción  licita  que  dió  por  re- 
sultado la  muerte  de  su  compañero  de  ca- 
cería; y para  estimar  su  culpabilidad  la 
Sala  hace  apreciaciones  basadas  única- 
mente en  el  dictamen  médico-forense,  sin 
embargo,  de  que  de  ninguna  manera  pue- 
de estimarse  que  tal  dictamen  es  conclu- 
yente y bastante  para  declararla;  muy  al 
contrario,  la  existencia  del  tatuaje  al  re- 
dedor de  la  herida,  no  la  sostiene  el  ciru- 
jano y explica  que  la  mancha  fué  produ- 
cida por  la  carbonización  de  las  arenas, 
lo  cual  es  admisible  porque  está  congruen- 
te con  el  informe  de  la  autopsia  en  que 
se  hizo  constar  la  presencia  de  arenas  en 
todo  el  cuerpo  de  la  victima;  además,  en 
contra  de  lo  aceptado  por  la  Sala  está  la 
inspección  ocular  practicada  al  levantar 
el  cadáver  el  Juez  instructor,  quien  en- 
contró el  cartucho  disparado  a veintisiete 
varas  de  distancia  del  occiso;  la  pólvora 
usada  por  Gohlitz  que  era  blanca;  y,  por 
último,  la  consideración  de  que  si  el  dis- 
paro se  hubiera  hecho  a la  distancia  de  un 
metro  cincuenta  centímetros  que  calcula 
el  Tribunal  sentenciador,  indudablemente 
el  número  de  lesiones  hubiera  sido  mayor 
y no  solamente  una.  Siendo  en  consecuen- 
cia, favorable  al  procesado  la  prueba  pro- 
ducida, es  inaceptable  su  condenatoria 
sin  estar  comprobados  los  hechos  en  los 
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cuales  el  Tribunal  de  sentencia  se  funda 
para  calificar  de  temeraria  la  impruden- 
cia que  atribuye  al  prevenido;  y habién- 
dose establecido,  en  cambio,  la  licitud  de 
la  acción  verificada  por  éste,  de  la  cual 
resultó  el  homicidio  por  mero  accidente, 
es  indudable  que  la  Sala  violó  el  articulo 
15  del  Código  Penal,  citado  en  el  recurso 
y es  el  caso  de  anular  el  fallo  para  dictar 
el  que  corresponde  en  derecho. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  la  ley  citada  y de  lo  dispuesto  en 
los  artículos  568,  608  y 687  de  Procedimien- 
tos Penales,  CASA  Y ANULA  la  sentencia 
recurrida  y resolviendo  en  lo  principal 
declara  que  el  homicidio  de  Eugenio  Hen- 
ry,  cometido  por  Oscar  Gohlitz  Sandoval, 
no  da  lugar  a responsabilidad  criminal 
por  haber  ocurrido  por  mero  accidente. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
laear.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 

Al  margen  se  lee;  El  señor  Magistrado 
Serrano  Muñoz,  salvó  y razonará  su  voto 
Rubricado. 

El  señor  Magistrado  Argueta,  salvó  y 
razonará  su  voto.  Rubricado. 


Honorable  Corte  Suprema  de  Justicia; 

El  dia  diez  y seis  de  los  corrientes,  se 
dictó  sentencia  en  la  causa  instruida  por 
el  delito  de  homicidio  cometido  por  im- 
prudencia temeraria,  contra  Oscar  Gohlitz 
Sandoval;  en  la  cual  se  casa  y anula  la 
que  profiriera  la  Sala  Cuarta  de  la  Corte 
de  Apelaciones  el  once  de  octubre  del  año 
próximo  pasado,  en  la  que  se  condenaba 
a Gohlitz  a sufrir  la  pena  de  tres  años  de 
prisión  correccional. 

Por  los  motivos  que  adelante  se  expre- 
sarán tuvimos  la  pena  de  disentir  del  pa- 
recer de  la  mayoría  de  los  señores  Ma- 
gistrados que  integran  la  respetable  Cor- 
te Suprema  de  Justicia,  al  resolverse  que 
Gohlitz  Sandoval  cometió  por  mero  ac- 
cidente el  hecho  punible  que  se  le  imputa. 

En  la  parte  expositiva  de  la  sentencia 
de  casación  se  transcriben  las  razones  le- 
gales que  tuvo  la  Sala  sentenciadora,  por 
lo  que  omitimos  repetirlas,  no  obstante 


estar  en  un  todo  de  acuerdo  con  ellas, 
porque  de  los  autos  no  se  pueden  sacar 
otras. 

El  disparo  que  dió  muerte  a Eugenio 
Henry,  fué  hecho  a corta  distancia,  esta 
afirmación  la  hacemos  en  virtud  de  la 
descripción  hecha  en  el  protocolo  gráfico 
por  el  médico  forense  cuando  practicó  la 
autopsia  al  cadáver  en  la  que  sel  hizo  cons- 
tar: que  presentaba  una  herida  al  pare- 
cer producida  por  arma  de  fuego,  con 
agujero  de  entrada  en  el  lado  izquierdo, 
a la  altura  del  cuarto  espacio  intercostal 
y a un  centímetro  del  borde  del  esternón, 
de  un  centímetro  de  diámetro,  con  incrus- 
taciones de  pólvora  alrededor.  El  depósi- 
to o incrustaciones  de  granos  de  pólvora 
no  quemados  forman  pequeñas  manchas 
de  color  negruzco  o amarillo  verdoso,  cu- 
yas variaciones  constituyen  lo  que  se  lla- 
ma en  Medicina  legal,  “tatuaje”,  el  que 
científicamente,  sólo  aparece  cuando  los 
disparos  que  le  dieron  origen,  han  sido 
hechos  a una  distancia  no  mayor  de  un 
metro  circuenta  centímetros,  más  allá  de 
esta  distancia,  ya  no  hay  tatuaje. 

La  rectificación  del  informe  médico  se 
llevó  a cabo  en  el  plenario  sin  exhumar 
previamente  el  cadáver;  y por  medio  de 
dicha  diligencia  se  ha  intentado  desvir- 
tuar lo  que  se  consignó  en  el  primer  in- 
forme en  el  momento  de  verificarse  la  au- 
topsia, rectificación  que  no  tiene  va'or 
alguno  asi  como  tampoco  lo  tiene  el  dicho 
de  los  testigos  y la  inspección  ocular,  por 
que  están  en  contra  de  la  prueba  obje- 
tiva y material. 

Manifiesta  el  inculpado  que  con  su  com- 
pañero se  internaron  solos,  seguidos  de 
Rafael  Jurado,  como  una  legua,  que  no 
siendo  posible  seguir  adelante  por  lo  tu- 
pido de  los  zarzales,  le  dijo  a Henry  que 
se  regresara;  que  entonces  dieron  una 
vuelta  y con  la  lámpara  que  llevaba  en 
la  frente  dió  luz  al  compañero  Rafael  Ju- 
rado para  volverse,  regresaron  para  bus- 
car a los  demás  compañeros  habiendo  su- 
bido al  lugar  donde  ellos  se  encontraban 
y no  sabe  por  qué  circunstancia  el  amigo 
Henry  se  detuvo  en  donde  no  había  paso 
y no  lo  siguió;  que  al  estar  junto  a los 
compañeros  Agmstín  y Natividad  de  Paz  y 
Jurado  que  iban  adelante,  enfocó  su  lám- 
para el  que  habla  hacia  el  zarzal,  habien- 
do divisado  con  ella,  la  luz  del  ojo  de  un 
venado,  que  no  pudo  precisar  debido  a 
las  tramazones  de  los  árboles  y a la  obscu- 
ridad de  la  noche,  más  que  una  luz,  del 
tamaño  del  ojo  de  un  venado,  habiendo 
disparado  su  escopeta  hacia  ese  lugar. 
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cuando  oyó  un  grito,  bajó  a donde  partía 
dicha  voz  con  ios  demás  compañeros,  en- 
contrando a Henry  tendido  boca  arriba. 

Por  parte  de  Gohlitz  hubo  falta  de  cau- 
tela y de  cuidado  así  como  también  aban- 
dono de  la  vigilancia  y de  la  precaución 
que  debió  poner  al  realizar  su  acto,  ya 
que  le  era  muy  fácil  hacerlo  por  haberse 
quedado  su  amigo  Henry  a muy  corta  dis- 
tancia, siendo  además  inverosímil,  que  la 
luz  producida  por  una  lámpara  de  cacé- 
ela llevada  en  la  frente  de  un  individuo 
pueda  confundirse  con  el  ojo  de  un  ve- 
nado. 

Protestamos  a la  Honorable  Corte  nues- 
tra consideración  muy  distinguida. 

Guatemala,  16  de  enero  de  1935. 
Alberto  Argueta  S.,  José  Serrano  Muñoz. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Landelino  Pérez  Por- 
tillo, por  homicidio,  lesiones  y atentado 
a los  agentes  de  la  autoridad. 

DOCTRINA:  El  transcurso  de  los  diez  años 
fijados  al  delito  de  homicidio,  es  lo  que 
debe  servir  de  base  a la  computación 
del  tiempo  necesario  a la  prescripción 
de  la  acción  para  perseguirlo. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinticuatro  de  enero  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Para  resolverlos,  se  tienen  a la  vista  los  • 
dos  recursos  extraordinarios  de  casación 
introducidos  por  el  señor  Fiscal  de  la  Sala 
5a.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  contra  la 
sentencia  proferida  por  dicho  Tribunal  el 
trece  de  noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro  en  el  proceso  instruido  a 
Landelino  Pérez  Portillo  por  los  delitos  de 
doble  homicidio,  lesiones  y atentado  a los 
agentes  de  la  autoridad;  y contra  ei  auto 
de  sobreseimiento  definitivo  que  la  indi- 
cada Cámara  de  Justicia  dictó  en  el  mismo 
proceso  el  veintiséis  de  noviembre  de  igual 
año. 

Con  respecto  a la  sentencia  ejecutoria, 
el  señor  Fiscal  recurrente  asevera,  que  la 
Sala  sentenciadora  violó  los  Artículos  295, 
297  fracción  segunda,  110,  2,  12  C.  P.,  212 
inciso  8o.  P.  P.  y XII  y XV  de  los  Precep- 
tos Fundamentales  de  la  Ley  Constitutiva 
del  Poder  Judicial;  y con  relación  al  auto 
de  sobreseimiento,  los  Artículos  295,  296, 
297  fracción  segunda,  110,  112  C.  P.,  571, 
511,  512  inciso  8o.  y 513  P.  P. 


En  los  autos  que  sirven  de  anteceden- 
tes a los  recursos  que  se  examinan,  ■ apa- 
rece de  manifiesto  lo  que  sigue: 

A las  veintitrés  horas  del  día  veinticua- 
tro de  diciembre  de  mil  novecientos  vein- 
titrés, en  ocasión  de  que  entraba  a la  igle- 
sia de  la  aldea  Santo  Domingo,  municipio 
de  San  Pedro  Pinuia  del  Departamento  de 
Jalapa,  una  procesión,  los  individuos,  Lan- 
delino Pérez  Portillo,  Rómulo  Godoy  y Ni- 
colás Hernández  promovieron  un  desorden 
público,  atacando  a balazos  salvajemente 
a las  personas  que  acompañaban  a la  in- 
dicada procesión.  Tales  sujetos  estaban 
apostados  en  el  atrio  de  la  Iglesia,  lugar 
desde  donde  dispararon  sus  armas  sobre 
la  concurrencia. 

El  hecho  cometido  por  los  sindicados, 
ocasionó  la  muerte  instantánea  a Onofre 
Benito  y Valentín  Larios,  a consecuencia 
de  los  disparos  que  sufrieron,  como  lo  de- 
muestran los  informes  médico  legales 
obrantes  en  los  autos. 

También  resultaron  lesionados  por  pro- 
yectiles de  revólveres  disparados  por  los 
sujetos  en  cuestión,  los  señores  José  An- 
tonio Aguirre,  quien  sufrió  una  lesión  en 
la  cabeza;  Santos  Esteban,  otra  en  el  bra- 
zo izquierdo;  Santos  Ramírez,  en  el  lado 
izquierdo  de  la  cara;  y Prudencio  Tobar, 
Comisionado  Militar  de  Santo  Domingo 
una  lesión  en  la  rodilla  izquierda;  lo  que 
también  comprueban  los  informes  médi- 
co legales  del  caso;  en  los  que  además,  se 
hace  constar  que  las  heridas  causadas  a 
los  ofendidos  curaron  en  menos  de  quince 
días  con  asistencia  facultativa,  sin  de- 
jarles impedimento  ni  deformidad  alguna. 

Con  los  dichos  de  estas  personas  y de 
varias  otras  que  depusieron  en  el  juicio 
criminal,  se  establece  que  los  disparos  he- 
chos fueron  más  de  veinte;  sin  que  nin- 
guno de  los  concurrentes  a la  procesión 
religiosa,  hiciera  uso  de  armas. 

El  ataque  de  que  se  ha  venido  haciendo 
mérito,  lo  puso  en  conocimiento  del  Juez 
de  Paz  de  San  Pedro  Pínula  el  Alcalde 
Auxiliar  de  la  aldea  Santo  Domingo,  Mó- 
nico  Méndez.  Por  tal  motivo  el  Juez  in- 
dicado inició  el  proceso  que  se  tiene  a la 
vista. 

El  Alcalde  Auxiliar  Méndez,  quien  en 
unión  del  Regidor  Remigio  Méndez  se  ha- 
llaba en  el  corredor  del  Juzgado  de  Santo 
Domingo,  se  percató  de  que,  entre  el  gru- 
po de  gente  que  acompañaba  a la  proce- 
sión que  en  ese  momento  estaba  en  el 
atrio  de  la  Iglesia,  se  vieron  brillar  unos 
fogonazos  al  mismo  tiempo  que  se  escu- 
chaban detonaciones  de  arma  de  fuego; 
lo  que  motivó  que  el  público  corriera  en 
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distintas  direcciones,  dando  voces  en  de- 
manda de  auxilio,  Presto  acudieron  ai 
lugar  del  suceso  y pudieron  darse  cuenta 
de  que  la  escolta  tenia  capturado  a Rómu- 
le  Godoy,  a quién  querían  quitarle  un  re- 
volver de  la  mano.  Al  verlo  Godoy  y oír 
la  orden  que  daba,  le  hizo  un  disparo,  el 
que  por  haberse  agachado  él,  le  causó  la 
muerte  instantánea  a Valentín  Larios, 
que  se  hallaba  tras  él  declarante.  Sigue 
refiriendo  el  Alcalde  Méndez  que,  en  éáé 
instante  se  acercó  Anastasio  Godoy.  padre 
del  hechor,  y valiéndose  de  la  fuerza  le 
quitó  a la  escolta  a su  réptldo  hijo  y. 
ambos  atravesaron  corriendo  la  plaza  has- 
ta su  casa  de  habitación,  siendo  seguidos 
por  el  auxilio.  En  momentos  en  que  Ró- 
mulo  Godoy  iba  a penetrar  en  su  casa,  él 
Comisionado  Militar.  Prudencio  Tobar  le 
pudo  dar  alcance  sujetándolo  por  el  saco; 
pero,  Godoy  se  volvió  rápidamente  y,  con 
el  revólver  que  llevaba  en  la  mano  le  hizo 
cuatro  disparos  a Tobar,  causándole  la  le- 
sión que  sufrió  en  la  rodilla  izquierda. 

El  auxilio  sólo  pudo  lograr  en  ese  mo- 
mento la  captura  de  Anastasio  Godoy. 

Al  regresar  la  autoridad  al  atrio  de  la 
iglesia,  reconoció  los  cadáveres  de  Benito 
y de  Larios.  También  fueron  reconocidos 
los  heridos  José  Antonio  Agulrre  y Pru- 
dencio Tobar,  quienes  lo  fueron  al  preten- 
der capturar  a Godoy;  así  como  a Santos 
Esteban  y Santos  Ramírez,  que  fueron  le- 
sionados por  balas  perdidas. 

El  Comisionado  Prudencio  Tobar,  está 
conforme  con  lo  expuesto  por  el  auxiliar 
Méndez,  con  la  única  diferencia  de  que 
no  vió  a Landelino  Pérez  Portillo  y a Ni- 
colás Hernández;  sabiendo  tan  so’o  por 
el  rumor  público,  que  dichos  sujetos  dis- 
pararon sobre  las  personas  que  iban  en  la 
procesión. 

El  ofendido  José  Antonio  Agulrre,  ase- 
gura que  por  el  rumor  público  sabe  que 
íué  Rómulo  Godoy  su  heridor,  asi  como 
que  del  ataque  resultaron  muertos  Benito 
y Larios.  También  Tomás  Recinos  aseve- 
ra que,  por  la  misma  forma,  sabe  que  Lan- 
tíeilno  Pérez  y Rómulo  Godoy  fueron  los 
autores  de  las  muertes  y lesiones  que  oca- 
sionaron con  los  disparos  que  hicieron  en 
el  atrio  de  la  iglesia;  declaración  con  la 
que  está  conforme  el  testigo  Juan  Ma- 
nuel Portillo. 

Anselmo  Méndez  asevera  que  por  el  di- 
cho de  un  grupo  de  mujeres,  supo  que  los 
autores  del  hecho  pesquisado  eran  Rómii- 
lo  Godoy.  Landelino  Pérez  Portillo  y Ni- 
colás Hernández,  quienes  desde  el  atrio 
de  la  iglesia  atacaron  con  revólveres  al 


público.  Por  lo  demás  confirma  todo  lo 
expuesto  por  el  Alcalde  Auxiliar  Méndez; 
con  lo  que  también  está  de  acuerdo  Feli- 
ciano Menéndez. 

Francisco  Hernández  da  fe  de  que  vió 
a Landelino  Pérez  Portillo,  Rómulo  Godoy 
y Nicolás  Hernández,  haciendo  los  dispa- 
ros que  produjeron  la  alarma  entre  el  pú- 
blico concurrente  a la  procesión,  causando 
con  ello  las  muertes  de  los  occisos  y las 
lesiones  que  sufrieron  las  otras  personas 
que  aparecieron  ofendidas.  También  da 
fé  de  que  fué  Rómulo  quien  atacó  a ba- 
lazos al  Comisionado  Militar  Prudencio 
Tobar,  infiriéndole  una  lesión  en  la  ro- 
dilla Izquierda  en  el  instante  que  trata- 
ban de  capturar' o;  con  todo  lo  que  está 
de  acuerdo  asimismo  Gregorio  Méndez. 

Anastasio  Godoy  en  su  declaración  in- 
dagatoria, se  concretó  a negar  haber  to- 
mado alguna  participación  en  el  hecho 
pesquisado.  Y,  como  lograra  poner  en 
evidencia  su  inculpabilidad,  fué  absuelto 
del  cargo  que  se  le  imputó,  por  sentencia 
firme. 

Lograda  la  captura  de  Landelino  Pé- 
rez Portillo  el  quince  de  enero  del  año  an- 
terior, negó  el  hecho  que  se  le  imputa, 
afirmando  que  hacia  poco  más  o menos 
quince  años  que  residía  en  La  Democra- 
cia, del  Departamento  de  Escuintla,;  ex- 
tremo que  trató  de  justificar  con  las  de- 
claraciones de  varios  testigos,  menores  en 
número  a los  que  afirman  haberlo  visto 
en  Santo  Domingo  junto  con  Rómulo  Go- 
doy y Nicolás  Hernández  el  veinticuatro 
de  diciembre  de  mil  novecientos  veinti- 
trés. 

Las  personas  que  resultaron  lesionadas 
por  el  atentado  de  que  se  ha  venido  ha- 
ciendo referencia,  aseveran  que  los  tres 
sindicados  estaban  juntos  en  el  atrio  de 
la  iglesia  de  Santo  Domingo  del  munici- 
pio de  San  Pedro  Pínula,  en  la  noche  de 
autos. 

Con  esos  datos  el  Juez  Departamental 
de  Jalapa,  profirió  su  fallo  final  el  vein- 
tiséis de  septiembre  del  año  anterior,  en 
el  que  declara:  que  Landelino  Pérez  Por- 
tillo es  coautor  del  dob'e  delito  de  homi- 
cidio cometido  en  las  personas  de  Valen- 
tín Larios  y Onofre  Benito,  por  cuyas  in- 
fracciones legales  y,  tomando  en  conside- 
ración oue  no  se  sabe  a punto  fijo  quién 
de  los  tres  agresores  causó  las  muertes  de 
referencia,  y que  concurre  la  agravante 
de  haberse  perpetrado  los  hechos  en  cua- 
drilla, le  impone  por  cada  homicidio  cin- 
co años  de  prisión  coreccional  aumenta- 
dos en  una  tercera  parte,  lo  que  hace 
un  total  de  trece  años  y cuatro  meses  de 
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prisión  correctiva  que,  con  el  carácter  de 
inconmutables  y con  abono  del  tiempo 
padecido  deberá  purgar  en  la  Penitencia- 
ria Central.  Hace  las  otras  declaracio- 
nes con  relación  a las  penas  accesorias. 
Declara  asimismo  que  Pérez  Portillo  es  au- 
tor de  los  delitos  de  atentado  a los  agen- 
tes de  la  autoridad,  lesiones  y faltas  en 
las  personas  de  Santos  Esteban,  José  Agui- 
rre  y Santos  Ramírez  pero,  por  haber  pres- 
crito la  acción  en  cuanto  a estos  hechos, 
declara  extinguida  la  pena  aplicable.  Y 
finalmente  de.ia  abierto  el  procedimiento 
contra  Rómulo  Godoy  y Nicolás  Hernán- 
dez para  proseguirlo  al  lograrse  la  cap- 
tura de  estos  sujetos. 

La  Sala  5a.  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
en  la  sentencia  recurrida — que  lleva  fe- 
cha del  trece  de  noviembre  del  año  ante- 
rior— considera,  que  la  acción  criminal 
está  prescrita,  por  haber  transcurrido  el 
tiempo  requerido  por  la  Ley  para  ese  efec- 
to; pues  por  corespondele  a Pérez  Porti- 
llo la  pena  de  cinco  años  de  prisión  co- 
rreccional por  el  delito  de  homicidio  co- 
metido en  la  persona  de  Onofre  Benito, 
que  llevó  a cabo  junto  con  Nicolás  Her- 
nández y,  haber  quedado  en  suspenso  el 
procedimiento  desde  el  tres  de  mayo  de 
mil  novecientos  veinticinco,  con  lo  que 
desde  luego  se  consumó  el  tiempo  nece- 
sario para  la  prescripción,  procede  de- 
clararlo así.  Igual  consideración  hace  con 
respecto  a los  delitos  de  atentado  a los 
afrentes  de  la  autoridad,  lesiones  v faltas 
contra  las  pensonas.  En  esa  virtud  de- 
clara nulo  e insubsistente  el  fallo  de  pri- 
mera Instancia  así  como  todo  lo  actuado 
desde  oue  el  proceso  se  elevó  a n’enario; 
y,  manda,  oue  de  conformidad  con  lo  dis- 
puesto en  el  inciso  8o.  del  Articulo  512  P.  P.. 
se  dicte  el  sobreseimiento  oue  correspon- 
de. El  fallo  aludido  fué  dictado  por  ma- 
voría  de  votos,  núes  salvó  el  suyo  el  se- 
ñor Magistrado  Cadena. 

Como  una  consecuencia  de  la  resolu- 
ción anterior,  el  Juez  de  príroer  eradn. 
ccn  fpcha,  dieciséis  de  nn^nerntire  de  mil 
novecientos  treinta  y cuatro  sobresevó  el 
proceso  en  lo  que  se  refiere  a Landelino 
Pérez  Portillo,  a quien  manda  a poner  en 
libertad.  i ' 

El  veintiséis  del  mismo  noviembre  la 
Rala  5a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  apro- 
bó— siempre  por  mayoría  de  votos — el  au- 
to de  sobreseimieinto  de  que  se  ha  he- 
cho mérito. 

Tanto  de  esta  última  resolución  como 
de  la  sentencia  recurrió  el  señor  Fiscal, 
como  ya  se  dijo  al  principio. 


Y.  por  haberse  efectuado  la  vista  en  la 
audiencia  señalada  para  el  efecto,  es  el 
caso  de  resolver  lo  que  proceda  en  dere- 
cho; razón  por  la  que  el  TRIBUNAL  DE 
CASACION, 

CONSIDERA; 

Que  según  el  Artículo  295  del  Código 
Penal,  el  delito  de  homicidio  tiene  seña- 
lada la  pena  de  diez  años  de  prisión  co- 
rreccional, En  ese  caso  la  acción  para 
perseguirlo  se  extingue  por  el  transcurso 
de  ese  periodo  de  tiempo  más  el  de  tres 
años,  de  acuerdo  con  la  doctrina  conte- 
nida en  el  Articulo  110  del  mismo  Cuerpo 
legal. 

En  ese  concepto  la  Sala  5a.  de  la  Corte 
de  Apelaciones  ha  cometido  un  error  de 
derecho  al  resolver  en  la  forma  en  que  lo 
hizo,  y por  ende,  violó  las  leyes  que  se 
dejan  citadas. 

En  efecto;  las  modificaciones  que  los 
Artículos  296  y 297  del  Código  Penal  ha- 
cen a la  pena  fijada  por  el  Artículo  295 
del  mismo  Cuerpo  Legal,  para  nada  alte- 
ran la  doctrina  contenida  en  esta  últi- 
ma Ley  que,  como  ya  se  dijo,  fija  al  de- 
lito de  homicidio  diez  años  de  prisión 
correctiva;  puesto  que,  las  disposiciones 
legales  citadas  en  primer  término  com- 
nrenden  los  casos  de  riñas  confusas  y tu- 
multuarias, en  las  oue  no  se  precise  quién 
es  el  autor  del  homicidio;  y el  de  que  va- 
rias per.sonas  hieran  a otra  y no  se  sena 
mié  ipsión  hava  causado  la  muerte  v quién 
fué  el  autor  de  ella;  situaciones  en  las  que 
deben  s^r  castiaadns  los  delincuentes  con 
cinco  años  de  nrisión  correctiva  cada  uno 
de  ellos.  Como  se  ''e.  eetas  son  modali- 
dades del  de'ito  de  homicidio,  para  evitar 
nne  .se  cometan  injusticias  al  casriear  a 
los  delincuentes;  pero,  en  manera  alguna 
ouiere  d°cir  esto  que  el  homicidio  no  ten- 
ga señala  la  pena  de  que  se  ha  hecho  re- 
ferencia, para  los  efectos  de  la  prescrip- 
ción; mies  de  no  ser  así,  desde  luego  .se- 
ria un  beneficio  nara  los  re=nonsables 
de  hechos  delictivos  — como  del  que  se 
trata  — evadir  la  acción  de  la  justicia, 
permaneciendo  oculto  y fuera  de  su  al- 
cance. por  un  tiempo  menor  del  reque- 
rido por  el  Articulo  110  C.  P.  para  con- 
sumar la  prescripción.  Ley,  que  en  el  caso 
sub-júdice,  alude  a la  pena  asignada  al 
delito  y no  a sus  modalidades. 

En  consecuencia  de  lo  dicho,  para  que 
se  deciare  prescrita  la  acción  en  favor  de 
Landelino  Pérez  Portillo,  es  necesario,  que 
del  tres  de  mayo  de  mil  novecientos  vein- 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


47 


ticinco  — fecha  de  la  última  diligencia 
practicada  en  el  juicio  al  quince  de  ene- 
ro de  mil  noveciento  treinta  y cuatro  — 
en  que  fué  capturado  Pérez  Portillo  hu- 
bieran transcurrido  los  trece  años  a que 
se  refiere  el  Articulo  110  C.  P.;  lo  que  no 
ocurre  en  el  caso  que  se  examina,  ya  que 
sólo  han  pasado  diez  años  y ocho  meses 
entre  esas  fechas. 

Lo  que  se  deja  relacionado,  pone  de  ma- 
nifiesto que  procede  la  casación  del  fallo 
recurrido,  asi  como  la  del  auto  de  sobre- 
seimiento, que  es  un  derivado  de  él,  para 
resolver  en  lo  principal  lo  que  proceda 
en  justicia. 

— II  — 

En  el  juicio  criminal  que  se  tiene  a la 
vista,  existe  la  declaración  de  un  testigo 
presencial  — Francisco  Hernández  — que 
vió  que  Landelino  Pérez  Portillo,  Rómulo 
Godoy  y Nicolás  Hernández  disparaban 
con  revólveres  desde  el  atrio  de  la  Igle- 
sia sobre  las  personas  que  iban  en  la  pro- 
cesión; lo  que  constituye  una  semi-plsna 
prueba. 

Además  se  encuentra  establecido  con 
los  dichos  de  varias  personas — más  de  dos 
— y por  el  rumor  público:  que  los  tres  sin- 
dicados estuvieron  en  el  lugar  del  suceso 
en  la  fecha  en  que  se  cometió  el  delito: 
que  dispararon  sobre  la  concurrencia,  con 
revólveres:  y que  a consecuencia  de  ta- 
les disparos  fueron  muertos  Valentin  La- 
rios  y Onofre  Benito  y heridas  otras  cua- 
tro personas  Y,  fuera  de  todo  ésto  está 
constatado  en  el  juicio  criminal  que  los 
tres  malhechores  desaparecieron  del  po- 
blado a raiz  de  la  comisión  de  los  delitos 
que  se  investigan,  ocultándose  de  la  au- 
toridad, hasta  que  fué  lograda  la  captura 
de  uno  de  ellos. 

Todo  lo  que  se  deja  relacionado  consti- 
tuye una  prueba  completa  de  la  culpabi- 
lidad de  Pérez  Portillo,  Godoy  y Hernán- 
dez. 

Ahora  bien,  como  no  se  estableció  en 
los  autos  quién  de  tales  personas  infirió  las 
heridas  que  produjeron  la  muerte  de  los 
occisos — ya  que  el  solo  dicho  del  Alcalde 
Auxiliar  Méndez  no  es  bastante  para  re- 
putar a Godoy  directamente  como  autor 
de  la  muerte  de  Valentin  Larios — es  in- 
dispensable hacer  aplicación  de  la  doctri- 
na contenida  en  el  Articulo  297,  para  con- 
denar al  repetido  Pérez  Portillo  con  diez 
años  de  prisión  correctiva,  o sean  cinco 
por  cada  una  de  las  muertes  causadas;  pe- 
na que  debe  aumentarse  en  una  tercera 
parte,  por  concurrir  la  circunstancia  agra- 


vante de  haber  delinquido  formando  cua- 
drilla. Artos.  29.5,  568,  571,  575,  587,  589, 
595,  596,  597,  601  P.  P.  y 22  inciso  lo.  y 
297  C.  P. 

— III  — 

Con  relación  a los  delitos  de  lesiones, 
atentado  a los  agentes  de  la  autoridad  y 
a las  faltas  cometidas  contra  las  personas, 
de  que  se  han  hecho  mérito,  no  procede 
hacer  declaración  alguna,  desde  luego  que 
la  acción  para  perseguir  tales  hechos  es- 
tá prescrita,  por  haber  transcurrido  más 
del  tiempo  requerido  por  el  Articulo  110 
C.  P.  desde  la  fecha  en  que  quedó  en  sus- 
penso el  proceso  y la  en  que  fué  capturado 
Pérez  Portillo. 

— IV  — 

Por  todo  lo  que  se  deja  relacionado,  con 
apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo  que  dis- 
ponen los  Artículos  27,  33,  43,  44,  65,  77 
C.  P.,  232,  233  L.  C.  del  P.  J.,  686  y 690  P. 
P.,  el  TRIBUNAL  DE  CASACION, 

RESUELVE: 

lo. — Casar  y anular  las  resoluciones  re- 
curridas y decidir  en  lo  principal:  que 
Landelino  Pérez  Portillo  es  responsable 
como  autor  de  los  homicidios  cometidos  en 
las  personas  de  Valentin  Larios  y Onofre 
Benito:  que  por  cada  una  de  las  infrac- 
ciones aludidas  debe  sufrir  la  pena  de  cin- 
co años  de  prisión  correctiva,  lo  que  hace 
un  total  de  diez  años  aumentados  en  una 
tercera  parte  por  la  agravante  mencio- 
nada, que,  con  abono  del  tiempo  padecido 
y con  el  carácter  de  inconmutables,  de- 
berá purgar  en  la  Penitenciaria  Central: 
que  se  le  suspende  en  el  ejercicio  de  sus 
derechos  politices  durante  el  tiempo  de  la 
condena:  y que  se  le  obliga  al  pago  de  las 
responsabilidades  civiles  provenientes  de 
los  delitos  y,  a la  reposición  del  papel  em- 
pleado en  el  proceso. 

2o. — Que  está  extinguida  la  acción  en  lo 
que  respecta  a los  delitos  de  lesiones  y 
atentado  a los  agentes  de  la  autoridad, 
asi  como  a las  faltas  aludidas,  por  haber- 
se consumado  la  perscripción;  y 

3o. — Que  el  procedimiento  queda  abier- 
to contra  Rómulo  Godoy  y Nicolás  Her- 
nández, debiéndose  reiterar  las  órdenes  de 
captura  consiguientes. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 

Razonó  su  voto  el  Lie.  Serrano  Muñoz. 
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Honorable  Corte  Suprema  de  Justicia: 

Por  las  razones  que  expuse  en  el  voto 
formulado  el  nueve  de  Agosto  del  año  re- 
tropróximo, he  tenido  la  pena  de  disentir 
del  parecer  de  la  mayoría  de  los  respeta- 
bles señores  Magistrados  que  integran  el 
Tribunal  de  casación,  al  resolver  el  re- 
curso interpuesto  contra  la  sentencia  pro- 
nunciada el  día  trece  de  Noviembre  de  mil 
novecientos  treinta  y cuatro,  por  la  Sala 
Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones  con 
motivo  del  proceso  instruido  a Landelino 
Pérez  Portillo  por  los  delitos  de  doble  ho- 
micidio, lesiones  y atentado  a los  agentes 
de  la  autoridad. 

Guatemala,  24  de  enero  de  1935.  '■ 

H.  C.  S.  de  J. 

(f)  José  Serrano  Muñoz. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Waldemar  Pelén,  por 
allanamiento  de  morada. 

DOCTRINA:  Si  se  alega  exención  de  res- 
ponsabilidad por  haber  obrado  el  ofen- 
sor privado  totalmente  de  razón,  debe 
probarse  este  extremo  y de  que  ocurrió 
por  causas  independientes  de  su  volun- 
tad. 


norte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinticinco  de  enero  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  la  Sa- 
la la.  de  ’a  Corte  de  Apelaciones,  fecha 
trece  de  noviembre  de!  año  próximo  pa- 
.''’dn,  que  confitma  la  del  ,Tuez  de  la.  Ins- 
tancia de  Sacatepéquez  de  once  de  octubre 
anterior,  en  el  proceso  que  se  siguió  con- 
tra Waldemar  Pelén  por  el  delito  de  alla- 
namiento de  morada. 

— I — 

El  veinticinco  de  junio  último,  a las  tres 
horas.  Waldemar  Pelén  fué  capturado  en  el 
interior  de  la  panadería  del  señor  Roberto 
E.strada  Matheu,  ubicada  en  la  cabecera 
de  la  Antigua  Guatemala,  hecho  que  com- 
probaron los  testigos  Florencio  Marroquín, 
Nicolás  Rogel  y José  Antonio  Cáceres.  Lle- 
gó a establecerse  que  María  Hurtarte  Ra- 
mírez, sirvienta  de  la  casa,  cultivaba  re- 
laciones amorosas  con  Pelén  y,  esa  noche, 
éste  penetró  al  interior  por  el  tejado  pero 


el  ruido  que  produjo  en  la  lámina  y el  la- 
drido de  los  perros  hicieron  que  fuera  vis- 
to por  los  mencionados  trabajadores,  quie- 
nes dieron  parte  a la  policía  y al  llegar 
un  agente  lo  encontró  escondido  en  el 
jardín,  entre  unas  matas  de  flores,  des- 
calzo y con  los  zapatos  entre  las  bolsas 
del  sobretodo.  En  su  indagatoria  dijo  que 
de  nada  se  acordaba  por  haber  estado  muy 
ebrio,  sin  embargo  de  que  declaró  que  el 
paniflcador  Florencio  Marroquín  le  abrió 
la  puerta  para  que  entrara  y que  lo  en- 
contraron durmiendo  en  estado  de  com- 
pleta impotencia,  hecho  que  no  tuvo  com- 
probación alguna. 

El  abogado  defensor,  licenciado  Angel 
Cuevas  del  Cid,  alegó  que  el  prevenido  se 
encontraba  en  completo  estado  de  ebrie- 
dad y que  según  el  dictamen  pericial  ren- 
dido, Pelén  pierde  completamente  la  ra- 
zón cuando  se  embriaga,  motivo  por  el  cual 
cree  que  debe  quedar  exento  de  responsa- 
bilidad criminal:  pero  si  esto  no  fuera 
aceptable,  debe  de  todos  modos  eximírse- 
le de  responsabilidad,  por  encontrarse 
probado  que  su  defendido  tenia  relaciones 
amorosas  con  la  sirvienta  de  la  casa  y que 
fué  el  sentimiento  amoroso  lo  que  le  im- 
pulsó a penetrar  a la  casa  buscando  a la 
• novia,  violencia  moral  que  conceptúa  irre- 
sistible e insuperable. 

La  sentencia  de  primera  instancia  de- 
clara a Pelén  autor  del  delito  de  allana- 
miento de  morada  y le  impone  la  pena  de 
ocho  meses  de  arresto  mayor  conmutables 
en  su  totaUdad  a quince  centavos  dia- 
rios, fallo  que  confirmó  la  Sala  y contra 
el  c”al  se  recurrió  alegando  violación  del 
inciso  lo.  Articulo  20  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  inciso  lo.  del  articulo  20  del  Có- 
digo Penal  exime  de  responsabilidad  cri- 
minal al  loco  o demente  y al  que  por  cual- 
quier causa  independiente  de  su  volun- 
tad, se  halle  privado  totalmente  de  razón; 
pero  no  sólo  está  probado  en  autos  que  en 
el  momento  del  delito  el  reo  no  estaba 
privado  de  razón  sino  que  aún  cuando 
lo  hubiera  estado  por  causa  de  la  ebrie- 
dad, dicha  circunstancia  no  seria  bastan- 
te para  eximirlo  de  responsabilidad  mien- 
tras no  se  comprobara  el  otro  extremo  ne- 
cesario que  es  encontrarse  privado  de  ra- 
zón independientemente  de  su  voluntad; 
de  modo  oue  la  apreciación  que  hicieron 
del  caso  los  tribunales  sentenciadores  se 
encuentra  ajustada  a la  ley. 
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POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  los  articulos  686  y 690  de  Procedi- 
mientos Penales  DESESTIMA  el  recurso  de 
casación  interpuesto  y condena  al  reo  re- 
currente a la  pena  adicional  de  quince 
dias  de  prisión  simple  conmutables  a diez 
centavos  diarios. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Doroteo  Samayoa  Gon- 
zález y Juan  Francisco  Soto  Chin,  por 
homicidio. 

DOCTRINA:  Cuando  el  recurrente  no  se- 
ñala los  incisos  del  artículo  que  denun- 
cia como  infringido,  la  Corte  Suprema 
de  Justicia  no  puede  entrar  al  examen 
de  dicha  disposición  legal. 

Si  el  recurso  se  funda  en  quebranta- 
miento de  forma,  deberá  concretarse  al- 
guno de  los  casos  que  la  ley  determina. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinticinco  de  enero  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordianrio  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  que  adelante  se  relatará  pro- 
nunciada en  el  proceso  que  se  ha  segui- 
do contra  José  Doroteo  Samayoa  Gonzá- 
lez y Juan  Francisco  Soto  Chin  por  el  ho- 
micidio perpetrado  en  la  persona  de  Emi- 
lio Ramirez. 

El  veintiuno  de  enero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cuatro,  a las  diez  y ocho  ho- 
ras y treinta  minutos,  el  Coronel  don  J. 
Rufino  Alvarado  dió  parte  al  Juez  de  Paz 
de  Mixco  de  que  Maximiliano  Pérez,  Co- 
misionado Militar  de  Panzalic,  habia  pues- 
to a su  disposición  a Doroteo  Samavoa,  a 
quien  capturó  enfrente  de  la  fonda  que 
pertenece  a Maximiliano  Vargas,  lugar 
donde  se  habia  suscitado  un  escándalo,  a 
consecuencia  dei  cual  resultó  herido  Emi- 
lio Ramirez. 


José  Velásquez  refiere  haber  visto  re- 
ñir a Doroteo  Samayoa  y Francisco  Soto, 
armado  el  primero  de  un  puñal  grande,  y 
acercándose  a los  contendores  le  recogió 
a Samayoa  el  arma  ya  mencionada. 

Tomás  López  manifestó  que  al  aproxi- 
marse al  lugar  donde  se  encontraba  el  Co- 
misionado Militar  José  Velásquez  vió  que 
éste  habia  capturado  a Doroteo  Samayoa. 

Maximiliano  Vargas,  dueño  de  una  fon- 
da situada  en  el  cantón  Panzalic  declaró: 
que  por  la  tarde  del  veintiuno  de  enero 
(1934)  hablan  llegado  a su  establecimien- 
to Doroteo  Samayoa,  Félix  Ramirez,  Fer- 
nando Rivera,  Benedicto  Samayoa,  Emi- 
lio Ramirez  y Juan  Francisco  Soto.  Des- 
pués de  transcurrida  media  hora,  poco 
más  o menos,  se  retiraron  Doroteo  y Be- 
nedicto Samayoa,  Soto  y Emilio  Ramirez, 
el  primero  montó  una  bestia  tordilla  y lle- 
vándose a la  grupa  a Emilio  Ramirez,  to- 
mó el  camino  que  conduce  a la  Brigada. 
Benedicto  Samayoa  montó  otra  bestia.  Y 
Soto  se  fué  a pie.  Momentos  después  oyó 
unos  gritos  y una  voz  que  decia:  “me  pe- 
garon, me  pegaron”,  y al  salir  a cercio- 
rarse de  lo  sucedido,  vió  caer  enfrente  a 
su  fonda  a Emilio  Ramírez,  y que  como 
a quince  varas  de  distancia  del  lugar  don- 
de él  estaba,  luchaban  Doroteo  Samayoa 
y Juan  Francisco  Soto,  quien  tenía  un  pu- 
ñal en  la  mano. 

Fabiana  Puluc,  esposa  de  Juan  Fran- 
cisco Soto,  vió  que  Benedicto  y Dorotec 
Samayoa  golpeaban  a su  marido,  y ella  se 
interpuso  para  evitar  que  continuaran  pe- 
gándole a Juan  Francisco,  y entonces  Do- 
roteo montó  un  caballo  tordillo  llevándo- 
se a la  grupa  a otro  individuo,  ambos  ji- 
netes rodaron  por  tierra  al  caer  el  caba- 
llo que  montaban,  y,  antes  habia  huido 
Benedicto  Samayoa. 

Cristóbal  Aquino  manifestó  que  al  pa- 
sar enfrente  a la  fonda  de  Maximiliano 
Vargas  vió  que  dos  mujeres  sujetaban  a 
un  hombre  quien  tenía  en  la  mano  de- 
recha un  puñal,  mientras  otro  individuo 
alto,  que  usa  bigote  y tenía  polainas  pro- 
curaba desarmar  al  mencionado  sujeto; 
y a pocos  pasos  de  distancia,  yacía  en  el 
suelo  un  hombre,  que  no  pudo  distinguir 
si  estaba  muerto  o ebrio. 

Arcadia  Mejia  de  Liquez  declaró  que  a 
Juan  Francisco  Soto  lo  tenían  agarrado 
Fabiana  Puluc  y Rosa  N. 

Interrogado  José  Doroteo  Samayoa  Gon- 
zález, Comisionado  Militar  de  la  aldea  “El 
Naranjito”,  manifestó  haberse  embriaga- 
do en  la  fonda  de  Carlos  Gordillo  y al  pe- 
netrar a la  cantina  de  Maxiriiliano  Vargas 


50 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


encontró  a su  hermano  Benedicto  Sama- 
yoa,  Emilio  Ramirez  y Félix  del  mismo 
apellido,  quien  dormia  en  esos  momentos 
en  la  cocina  de  la  casa  de  Vargas.  Que 
acompañado  de  Benedicto  se  dirigían  a 
su  casa  y no  sabe  por  qué  motivo  Juan 
Francisco  Soto,  que  también  les  acom- 
pañaba, comenzó  a pelear,  y entonces  Emi- 
lio Ramírez  salió  a su  defensa,  y Soto  des- 
envainando un  cuchillo  le  dijo  a Ramírez 
“si  te  metes,  te  puyo”;  pero  unos  agentes 
de  la  autoridad,  en  esos  momentos  aga- 
rraron al  dicente  y le  condujeron  a la  Co- 
mandancia Local,  y ya  no  vió  si  Juan 
Francisco  le  había  pegado  a Emilio,  y que 
Soto  quiso  quitarle  el  semoviente  que  ca- 
balgaba, como  lo  había  hecho  ya  en  otra 
ocasión,  y ese  fué  el  motivo  que  originó 
su  desagrado. 

Benedicto  Samayoa  expuso;  que  estuvo 
en  la  fonda  de  Maximiliano  Vargas  en 
compañía  de  su  hermano  Doroteo  Sama- 
yoa, Emilio  Ramírez,  Juan  Francisco  So- 
to, Fernando  Rivera,  Emilio  Chin  y Félix 
Ramirez,  quien  se  encontraba  durmiendo 
en  la  cocina;  y que  cuando  se  dirigían  a 
su  casa  vió  que  Soto  y Doroteo  reñían  dán- 
dose de  bofetadas  y al  aproximarse  Emi- 
lia Ramirez  a defender  a Samayoa,  Juan 
Francisco  sacó  un  cuchillo  y atacó  a Ra- 
mirez, y como  en  aquellos  momentos  sa- 
lieron las  personas  que  estaban  en  la  fon- 
da ya  no  se  dió  cuenta  de  lo  que  sucedió 
después;  y que  es  indudable  que  Emilio 
Chin,  quien  se  encontraba  más  cerca  de 
los  que  reñían,  se  pudo  enterar  mejor  del 
suceso. 

Interrogado  Juan  Francisco  Soto  Chin, 
quien  forma  parte  del  auxilio  militar  del 
cantón  “Panzalic”,  aseguró  que  el  día  y a 
la  hora  de  autos  se  encontraba  en  su  ca- 
sa de  habitación  en  compañía  de  su  es- 
posa, como  podía  probarlo  con  el  testimo- 
nio de  sus  vecinos  Basilio  Fuentes  y An- 
tonio Soto.  Negó  haber  estado  en  la  fon- 
da de  Vargas  juntamente  con  Doroteo  y 
Benedicto  Samayoa,  Emilio  y Félix  Ra- 
mirez y Emilio  Chin.  Afirma  que  no  riñó 
con  Samayoa,  y que  cuando  éste  fué  cap- 
turado con  auxilio  del  dicente,  dicho  su- 
jeto se  opuso  luchando  con  él  (Soto  Chin) 
habiéndole  dado  un  golpe  en  la  cabeza. 

Cristóbal  Aquino  reconoció  en  rueda  de 
presos  a Doroteo  Samayoa. 

Emilio  Chin  y Fabián  González  decla- 
raron haber  visto  reñir  a Samayoa  y a So- 
to, y que  éste  le  dió  una  puñalada  a Emi- 
lio Ramírez. 


Obran  en  la  causa;  una  copia  certifica- 
da de  la  partida  de  defunción  de  Emi- 
lio Ramirez;  el  informe  emitido  por  el  Ci- 
rujano que  practicó  la  autopsia  al  cadá- 
ver de  Ramirez,  en  donde  aparece  que 
éste  recibió  una  herida  penetrante  del  tó- 
rax producida  con  arma  punzo-cortante 
y que  le  causó  la  muerte  casi  instantánea- 
mente por  haber  lesionado  el  corazón;  dos 
planos  del  lugar  donde  acaeció  el  hecho; 
el  informe  emitido  por  el  Alcalde  2o.  Mu- 
nicipal de  MLxco  acerca  de  los  buenos  an- 
tecedentes de  los  enjuiciados;  y el  infor- 
me que  el  Juez  de  Paz  de  la  población  ya 
mencionada  emitió,  en  el  sentido  de  que 
no  fué  posible  establecer  a quien  perte- 
nece el  arma  con  que  fué  muerto  Emilio 
Ramírez. 

El  Juez  4o.  de  la.  Instancia  del  Depar- 
tamento de  Guatemala  dió  fin  al  proceso 
declarando;  que  Juan  Francisco  Soto  Chin 
y José  Doroteo  Samayoa  González  son  au- 
tores del  delito  de  homicidio  y por  este  he- 
cho delictuoso  les  impone  la  pena  de  diez 
años  de  prisión  correccional  inconmuta- 
ble, que  deberán  purgar  en  la  Penitencia- 
ria del  Centro  con  abono  de  la  prisión 
sufrida;  por  su  notoria  pobreza  les  exonera 
de  la  reposición  del  papel  empleado  en  la 
causa  al  del  sello  respectivo;  los  conde- 
na al  pago  de  las  responsabilidades  civi- 
les provenientes  del  delito,  y de  los  gas- 
tos ocasionados  por  la  autopsia  del  cadá- 
vez  de  Ramirez;  y los  suspende  en  el  ejer- 
cicio de  sus  derechos  políticos  durante  el 
tiempo  de  la  condena. 

El  tres  de  noviembre  del  año  retropró- 
ximo, la  Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones confirmó  la  sentencia  de  que  se 
hizo  mérito  en  lo  que  respecta  a la  con- 
dena de  Juan  Francisco  Chin  Soto  y la  re- 
voca en  cuanto  a Doroteo  Samayoa  Gon- 
zález, a quien  absuelve  del  cargo  que  co- 
mo co-autor  de  Soto  Chin,  en  el  indicado 
delito,  se  le  formuló. 

Juan  Francisco  Soto  Chin,  con  auxilio 
del  Abogado  don  Antonio  González  Sierra 
introdujo  contra  el  fallo  de  2a.  Instancia 
el  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma  y violación  cíe  ley,  de- 
nunciando como  infringidos  los  artículos 
34  y 36  de  la  Constitución  de  la  Repú- 
blica; 27,  65,  76  y 296  del  Código  Penal; 
3o.,  502,  518,  538,  566,  568,  570,  572,  575, 
577,  579,  580,  581,  583,  586,  587,  588,  589, 
651,  661,  662,  667  y 669  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales. 

Estima  la  Sala  sentenciadora  que  con 
el  testimonio  de  Fabián  González  Hidalgo 
y Emilio  Chin,  corroborado  con  lo  que  de- 
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clararon  Maximiliano  Vargas  y Cristóbal 
Aquino  y lo  manifestado  por  Arcadia  Me- 
jia  Liquez  y Benedicto  Samayoa,  deposi- 
ciones que  forman  una  presunción  huma- 
na, y los  demás  pasajes  de  la  causa,  queda 
plenamente  probado  que  el  autor  del  he- 
cho que  motivó  la  investigación  fué  Juan 
Francisco  Soto  Chin. 

CONSIDERANDO: 

En  el  fallo  de  la.  Instancia  se  impuso  a 
Francisco  Soto  Chin  la  pena  asignada  al 
delito  que  cometió  por  no  militar  en  su 
favor  circunstancias  atenuantes  qué  apre- 
ciar; y por  consiguiente,  al  confirmar  la 
Sala  en  cuanto  a este  punto  la  resolución 
de  que  se  trata,  no  infringió  los  artículos 
65  y 76  del  Código  Penal;  ni  el  296  de  di- 
cho Cuerpo  de  Leyes,  pues  el  hecho  de- 
lictuoso que  dió  origen  al  encausamiento 
de  Soto  Chin,  según  se  ha  relacionado  an- 
teriormente, no  constituye  una  riña  con- 
fusa y tumultuaria. 

CONSIDERANDO; 

La  culpabilidad  de  Soto  Chin,  como  ya 
se  dijo,  está  justificada  de  manera  plena 
con  la  prueba  testimonial  que  estimó  la 
Sala  sentenciadora,  prueba  que  no  fué 
enervada.  Además,  el  Tribunal  de  2a.  Ins- 
tancia apreció  como  presunciones  huma- 
nas los  dichos  de  Arcadia  Mejia  Liquez  y 
Benedicto  Samayoa,  haciendo  uso  de  la 
facultad  contenida  en  la  ley  procesiva  del 
orden  penal  y desde  luego,  tomó  en  cuen- 
ta que  la  preexistencia  del  delito  imputado 
a Soto  Chin  también  fué  establecida.  De 
todo  lo  expuesto  se  deduce  que  no  se  in- 
fringieron los  artículos  566,  568,  586,  587, 
588,  589,  572,  575  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales;  y 3o.  de  este  mismo  Cuer- 
po legal,  reformado  por  el  XXVni  de  la 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial  ni 
los  artículos  34  y 36  de  la  Constitución 
de  la  República,  el  primero,  por  que  el  fa- 
llo no  contiene  declaraciones  contrarias  a 
lo  dispuesto  en  este  artículo;  y,  el  segun- 
do, toda  vez  que  al  procesado  se  le  juzgó 
por  los  Jueces  que  las  leyes  determinan 
y en  la  forma  que  las  mismas  establecen 
sin  coartarle  los  medios  de  defensa.  Tan 
así  es,  que  la  causa  fué  abierta  a prueba, 
y durante  ese  término  sólo  el  defensor  del 
otro  enjuiciado  rindió  probanzas. 

CONSIDERANDO: 

Los  motivos  de  tacha  a que  se  refiere 
el  articulo  579  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales  no  fueron  probadas;  por  con- 


siguiente la  Sala  al  tomar  en  considera- 
ción las  deposiciones  de  los  testigos  que  le 
sirvieron  de  fundamento  para  confirmar 
la  sentencia  de  primer  grado,  tampoco  vio- 
ló la  disposición  legai  de  que  se  hizo  mé- 
rito. 

CONSIDERANDO: 

I 

Las  disposiciones  relativas  a los  trámi- 
tes del  proceso  cuando  ya  se  encuentra 
en  plenario,  al  derecho  de  defensa,  y a la 
substanciación  de  la  2a.  Instancia,  ningu- 
na aplicación  tienen  en  el  presente  caso, 
y por  lo  tanto  es  inconducente  la  cita  que 
hace  el  reo  de  los  artículos  502,  518,  538, 
651,  661,  662,  667  y 669  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales. 

CONSIDERANDO: 

El  reo  no  cuidó  de  expresar  concreta- 
mente a qué  inciso  o incisos  se  refería  al 
denunciar  la  violación  de  los  artículos  27 
del  Código  Penal,  570,  577,  580,  581  y 583 
de  Procedimientos  Penales;  y como  esta 
Suprema  Corte  de  Justicia  sólo  puede  ana- 
lizar las  leyes  que  de  una  manera  precisa 
se  citen  como  infringidas  es  improcedente 
entrar  al  examen  de  las  disposiciones  le- 
gales que  acaban  de  ser  mencionadas. 

CONSIDERANDO: 

Es  verdad  que  el  procesado  introdujo 
también  su  recurso  por  querantamiento 
de  forma;  pero  no  manifestó  de  un  modo 
categórico  a cuál  de  todos  los  casos  que 
señala  la  ley,  tuvo  el  propósito  de  refe- 
rirse. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  estatuido  por  el  artículo 
690  del  Código  de  Procedimientos  Penales 
declara  improcedente  el  recurso  interpues- 
to y condena  a la  parte  que  lo  introdujo 
a sufrir  quince  dias  de  arresto,  conmuta- 
bles en  su  totalidad,  a razón  de  diez  cen- 
tavos de  quetzal  diarios. 

Notifíquese,  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  al  Tribunal 
de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — • Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Instruido  por  el  delito  de  hur- 
to, contra  la  menor  Lucia  Sánchez  Pé- 
rez. 

DOCTRINA:  Siendo  la  procesada  Lucia 
Sánchez,  nieta  de  la  acusadora  Rosa- 
rio Sicay,  está  exenta  de  responsabili- 
dad criminal  y sujeta  únicamente  a la  ci- 
vil, de  conformidad  con  lo  expuesto  en 
el  Arto.  433  Código  Penal. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinticinco  de  enero  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia de  tres  de  noviembre  del  año  en  curso, 
proferida  por  la  Sala  Sexta  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  en  la  causa  instruida  por  el 
delito  de  hurto  contra  Lucia  Sánchez  Pé- 
rez; en  la  cual  se  imprueba  la  que  dictó 
el  Juez  de  la.  Instancia  de  Sololá,  decla- 
rando: que  Lucia  Sánchez  es  autora  res- 
ponsable del  delito  de  robo  por  el  que  la 
condena  a sufrir  un  año  de  arresto  ma- 
yor en  la  cárcel  de  su  sexo  y edad  de  la 
cabecera  de  Sololá,  haciendo  las  demás 
declaraciones  correspondientes  en  dere- 
cho. 

— I — 

El  veinte  de  agosto  del  año  pmo.  pdo., 
se  presentó  Rosario  Sicay  ante  el  Juez  de 
Paz  de  San  Antonio  Palopó,  diciendo  que 
el  domingo  doce  de  agosto  tuvo  necesidad 
de  ir  a ver  a su  hijo  que  se  encontraba 
enfermo,  dejando  cerrada  su  casa;  que 
tardó  como  cuatro  dias  y cuando  volvió  el 
jueves  dieciséis  del  mismo  mes,  encontró 
en  orden  su  casa;  que  al  dia  siguiente,  al 
abrir  su  cofre  notó  que  la  cartera  donde 
guardaba  trece  quetzales,  ya  no  se  encon- 
traba en  el  lugar  en  que  la  habia  dejado, 
sino  encima  de  la  ropa;  que  al  abrirla  y 
contar  el  dinero  observó  que  le  faltaban 
dos  billetes  de  a dos  quetzales  cada  uno 
y uno  de  un  quetzal;  que  su  cofre  estaba 
con  llave  y todos  los  demás  objetos  que 
estaban  en  el  interior  de  él,  lo  mismo  que 
los  de  la  casa,  estaban  completos;  que  lue- 
go sospechó  de  su  nieta  Lucia  Sánchez, 
por  ser  la  única  que  llegaba  a visitarla,  y 
se  habia  dado  cuenta  dónde  tenia  el  di- 
nero y en  dónde  dejaba  sus  llaves,  por  lo 
que  dispuso  ir  a preguntar  a las  tiendas 
de  aquella  población  sobre  si  su  referida 
nieta  habia  ido  a comprar  algo  con  un  bi- 
llete de  dos  quetzales;  que  en  la  tienda  de 


Carmen  Sánchez,  supo  que  el  domingo 
doce,  un  poco  antes  de  la  hora  del  almuer- 
zo, habia  llegado  Lucia  a comprar  diez  pe- 
sos de  pan,  un  centavo  de  dulce,  uno  de 
café  y pagó  con  un  billete  de  dos  quetza- 
les, siendo  el  billete  igual  a los  que  ella 
tenia,  por  habérselo  mostrado  la  dueña 
de  la  tienda;  que  luego  se  dirigió  a la  ca- 
sa de  su  nieta  y le  reclamó,  habiéndole 
negado  al  principio,  pero  que  después  le 
confesó  que  habia  ido  a sacar  un  billete 
de  dos  quetzales,  gastando  una  parte  y el 
resto  se  le  habia  perdido.  En  la  inspec- 
ción ocular  practicada  en  el  lugar  del  ro- 
bo, se  hizo  constar,  que  el  cofre  no  pre- 
sentaba señales  de  haber  sido  abierto  con 
violencia  y que  la  cartera  que  tenia  en  el 
interior  guardaba  ocho  quetzales.  Car- 
men Sánchez  dijo  al  ser  examinada,  que 
llegó  a su  tienda  Lucia  Sánchez  a comprar 
pan,  dulce  y café,  cancelándole  además 
once  centavos  y medio  que  le  adeudaba, 
con  un  billete  de  dos  quetzales.  Manuela 
Pérez,  madre  de  Lucia  Sánchez,  declaró 
que  cuando  llegó  su  madre  Rosario  Sicay 
a decirle  a su  hija  Lucia  que  le  entregara 
el  dinero  que  le  habia  robado,  oyó  que  ésta 
le  dijo  que  sólo  habia  sacado  un  billete 
de  dos  quetzales,  gastando  únicamente  sie- 
te pesos  y que  el  resto  se  le  habia  perdido; 
que  efectivamente  su  hija  habia  ido  a com- 
prar pan,  café  y dulce,  y habia  pagado  una 
cuenta  que  tenia  en  la  tienda,  asegurán- 
dole que  se  habia  encontrado  una  ficha 
de  a quince  pesos.  Indagada  Lucia  Sán- 
chez, dijo  ser  de  dieciséis  años  de  edad  y 
que  logrando  la  oportunidad  de  que  su 
abuela  Rosario  Sicay  se  encontraba  au- 
sente, dispuso  entrar  a su  casa  y lo  con- 
siguió fácilmente  por  no  estar  bien  asegu- 
rada la  puerta;  que  buscó  el  lugar  dond'' 
sabia  que  guardaba  las  llaves  y con  ellEU 
abrió  el  cofre  y se  extrajo  dos  quetzales; 
que  más  tarde  fué  a la  tienda  de  Carmen 
Sánchez  sin  que  la  viera  su  madre,  a com- 
prar pan,  café  y dulce  y a pagar  una  deu- 
da que  tenia;  que  a su  mamá  le  indicó  que 
la  compra  la  habia  hecho  con  una  ficha 
de  a quince  pesos  que  se  habia  encontra- 
do botada,  y después  se  fué  a lavar;  que 
cuando  regresó  se  dió  cuenta  de  que  ha- 
bia dejado  olvidado  el  dinero  en  el  rio, 
en  el  lugar  donde  se  puso  a lavar,  ha- 
biendo regresado  pronto,  pero  que  ya  no 
lo  encontró.  A folios  diez  y ocho  corre 
agregada  la  partida  de  nacimiento  de  Lu- 
cia Sánchez,  la  que  nació  el  veinticinco 
de  Junio  de,  mil  novecientos  diecinueve,  de 
donde  resulta  que  cuando  cometió  el  de- 
lito, ya  habia  cumplido  los  quince  años. 
Elevada  la  causa  a plenario,  se  tomó  a la 
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Sánchez  confesión  con  cargos  por  el  delito 
de  hurto  el  que  aceptó  en  presencia  de 
su  respectivo  tutor  Luis  Zúñiga.  Félix 
Martin  y Marcos  Pérez,  declararon  el  pri- 
mero, que  a principios  de  Agosto,  habla 
llegado  a verlo  su  madre  Rosario  Sicay,  al 
lugar  denominado  “Chirighaj”,  por  encon- 
trarse enfermo,  habiendo  tardado  varios 
dias,  y el  segundo  dijo,  que  le  habla  pa- 
gado a la  Sicay,  diez  quetzales,  por  arro- 
ba y media  de  aniz  que  le  habla  compra- 
do, dándole  tres  billetes  de  dos  quetzales 
y cuatro  de  a un  quetzal.  Con  estos  an- 
tecedentes el  Juez  de  la.  Instancia  de  So- 
lolá  dió  fin  al  proceso  declarando  que  Lu- 
cia Sánchez  era  responsable  por  el  delito 
de  hurto,  pero  por  haberlo  cometido  a 
su  ascendiente  en  linea  recta,  estaba 
exenta  de  responsabilidad  criminal,  que- 
dando sujeta  únicamente  a la  civil. 

— II  — 

Al  serle  notificada  la  sentencia  de  la  Sa- 
la Sexta  a Lucia  Sánchez,  por  medio  de 
su  tutor  natural  Cirilo  Sánchez,  interpu- 
so recurso  de  casación,  con  auxilio  del  Li- 
cenciado J.  Filiberto  Escobar,  denuncian- 
do como  infringidos  los  Artos,  siguientes: 
21  incisos  lo.,  3o.  y 8o.,  65,  66.  80,  376,  381, 
390  y 433  Código  Penal. 

Pedidos  los  antecedentes  y señalado  día 
para  la  vista,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  Articulo  376  del  Código  Penal, 
tiene  por  fundamento  la  necesidad  de  sus- 
citar una  represión  más  enérgica  para 
combatir  las  inclinaciones  cuya  acción  no 
se  detiene  ante  los  obstáculos  materiales 
que  crea  la  vigilancia  privada  en  defensa 
de  la  propiedad;  en  el  delito  de  robo  la 
alarma  social  se  acentúa  ante  la  ineficacia 
de  los  medios  ordinarios  de  preservación 
del  patrimonio,  adoptados  por  los  particu- 
lares. Para  no  confundir  esta  figura  de- 
lictiva con  el  hurto,  hay  que  examinar  las 
maniobras  del  sujeto  activo  de  la  infrac- 
ción, que  se  procura  expresamente  una  lla- 
ve falsa,  la  manda  hacer,  o modifica  una 
verdadera  para  cometer  el  delito. 

La  causa  de  agravación  del  delito  de 
hurto  está  en  la  temibilidad  del  agente, 
manifestada  por  la  circunstancia  de  no  de- 
tenerse en  su  criminal  intento,  ante  las 
dificultades  externas  puestas  por  el  dueño 
de  la  cosa  en  resguardo  de  ella. 

Los  Artículos  381  y 389  en  sus  incisos 
3o.  2o.  del  Código  Penal  respectivamente, 
establecen  que  el  delito  de  robo  se  comete 


haciendo  uso  de  llaves  falsas,  ganzúas  u 
otros  instrumentos  semejantes;  y dice  que 
debe  entenderse  por  llaves  falsas,  las  le- 
gitimas sustraídas  al  propietario.  El  Có- 
digo Español  de  donde  fué  tomado  el  nues- 
tro, indica  las  especies  de  llaves  falsas  y 
concluye  su  definición  con  una  fórmula 
genérica,  de  que  dan  idea  los  siguientes 
términos:  “es  llave  falsa  toda  aquella  que 
no  se  halla  destinada  por  el  dueño  para 
la  apertura  de  las  cerraduras  violentadas 
por  el  culpable.”  Define  lo  que  es  llave 
verdadera,  diciendo  que  es  aquella  que  en 
el  momento  en  que  se  verifica  el  delito, 
el  dueño  la  destina  a la  apertura  del  me- 
canismo falseado,  y agrega  que  se  consi- 
dera llave  falsa,  entre  otras:  la  auténti- 
ca, cuando  ha  sido  sustraída  al  dueño,  pe- 
ro no  dice  nada  respecto  del  caso  en  que 
la  llave  se  encuentre  por  hallazgo;  pero 
si  acepta  como  en  el  presente  caso,  que 
el  empleo  de  la  llave  verdadera  descarta 
la  agravante,  cuando  el  delincuente  deba 
su  tenencia  a otra  circunstancia  que  no 
sea  la  sustracción.  La  palabra  sustracción, 
en  conformidad  con  el  Articulo  XII  del 
Decreto  1928,  debe  ser  interpretada  en  su 
sentido  gramatical  y estricto  y nada  más, 
es  decir,  en  su  significación  de  apartar, 
separar  y extraer. 

La  acción  cometida  por  la  menor  Lucia 
Sánchez  Pérez,  no  puede  jurídicamente 
hacerse  extensiva  a los  casos  de  robo  cita- 
dos por  nuestra  ley,  sino  que  a una  situa- 
ción de  menos  severidad  penal,  como  es 
el  hurto.  De  todos  modos  aún  aceptando 
el  peor  de  los  casos,  se  tendría  que  ad- 
mitir que  la  cuestión  es  muy  dudosa,  y 
nadie  discute  ya  frente  a los  problemas 
de  esta  índole,  que  la  solución  que  se  im- 
pone debe  para  ser  justa,  favorecer  al  reo. 
En  el  caso  de  autos,  el  hurto  se  antepone 
al  robo. 

Sólo  la  jurisprudencia  del  Paraguay 
acepta  que  al  uso  de  llaves  falsas  u otros 
instrumentos,  la  ley  iguala  expresamente 
el  uso  de  la  llave  verdadera  perdida  por 
el  dueño,  sustraída  al  mismo  o indebida- 
mente obtenida  o retenida,  porque  ha  es- 
tablecido, que  en  estos  casos,  la  llave  ver- 
dadera se  convierte  en  falsa  en  manos  del 
ladrón  que  la  encontraba  y se  servía  de 
ella.  No  habiendo  sustraído  la  menor 
Lucia  Sánchez,  las  llaves  pertenecientes 
a su  abuela  Rosario  Sicay,  para  abrir  el 
cofre  de  esta  última,  de  donde  sustrajo  dos 
quetzales,  el  hecho  cae  dentro  de  las  in- 
fracciones de  orden  punible  que  el  Código 
Penal  castiga  como  delito  de  hurto  y no 
de  robo;  y al  resolver  lo  contrario  la  Sala 
sentenciadora  infringió  las  disposiciones 
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legales  contenidas  en  los  Artos.  376,  381, 
390  y 433  del  Código  Penal,  por  lo  que  la 
casación  es  procedente. 

CONSIDERANDO: 

Que  estando  debidamente  probado  con 
la  partida  de  nacimiento  de  la  inculpada, 
y que  corre  agregada  a los  autos,  de  que 
es  nieta  de  la  acusadora  Rosario  Sicay, 
está  exenta  de  responsabilidad  criminal  y 
sujeta  únicamente  a la  civil  Arto.  433  Cód. 
Penal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  las  leyes  citadas  y de  lo  dispuesto 
en  los  Artos.  673,  674,  676,  688,  687  y 735 
P.  P.  y 22  Decreto  1728,  CASA  Y ANULA 
la  ejecutoria  respectiva  y resolviendo  so- 
bre lo  principal  declara:  lo. — Que  Lucía 
Sánchez  al  tomar  con  ánimo  de  lucro  del 
cofre  de  Rosario  Sicay,  la  suma  de  dos 
quetzales,  sin  la  volunatd  de  dicha  señora, 
cometió  el  delito  de  hurto;  2o. — Que  sien- 
do nieta  de  la  acusadora,  está  exenta  de 
responsabilidad  criminal  y sujeta  única- 
mente a la  civil. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Mnñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Instruido  contra  Valeriano 
Méndez  y Pantaleón  Monroy,  por  el  de- 
lito de  exhumación  ilegal. 

DOCTRINA:  Las  exhumaciones  que  se 

practiquen,  no  para  escarnecer  o ultra- 
jar la  memoria  de  los  muertos,  siempre 
que  se  lleven  a cabo  con  infracción  de 
los  reglamentos  y demás  disposiciones 
Sanitarias,  constituirán  uno  de  los  deli- 
tos contra  la  salud  pública. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiocho  de  enero  de  mii  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia de,  fecha  diez  y siete  de  noviembre  del 
año  próximo  pasado,  proferida  por  la  Sala 
Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones  en  la 


causa  instruida  contra  Valeriano  Méndez 
y Pantaleón  Monroy,  a quienes  se  les  pro- 
cesó por  el  delito  de  violación  de  sepul- 
cros; en  cuya  sentencia  se  confirma  la 
dictada  por  el  Juez  Cuarto  de  la.  Instan- 
cia con  la  modificación  de  que  Méndez  y 
Monroy  son  responsables  del  delito  con- 
tra la  salud  pública  de  exhumacién  ilegal, 
imponiéndoles  la  pena  de  diez  y seis  me- 
ses de  prisión  correccional  hecha  la  re- 
baja de  una  tercera  parte  por  la  atenuan- 
te de  su  confesión;  les  permite  conmutar 
la  pena  hasta  en  sus  dos  terceras  partes 
a razón  de  diez  centavos  de  quetzal  por 
dia,  haciendo  las  demás  declaraciones  co- 
rrespondientes. 

Del  estudio  de  los  autos,  resulta:  que 
a las  doce  horas  del  veintitrés  de  julio 
del  año  pasado,  compareció  ante  el  Juez 
de  Paz  de  San  Pedro  Yampuc,  Isabel  Sa- 
cán,  y dijo:  que  al  volver  de  su  trabajo 
se  hizo  encuentro  con  Jorge  Oscal,  quien 
le  indicó  que  al  otro  lado  de  un  zureo  que 
habia  en  el  terreno  del  declarante,  estaba 
una  calavera  y al  convencerse  el  dicente 
le  indicó  a Oscal  que  no  la  moviera  pues 
iba  a dar  parte  a la  autoridad.  El  Juez  de 
Paz  de  San  Pedro  Yampuc  se  constituyó 
en  los  terrenos  de  la  propiedad  de  José 
Rosales,  sitluados  como  a trescientos  me- 
tros de  la  plaza  pública  de  aquel  lugar,  y 
en  la  parte  que  colinda  dicho  terreno  con 
el  de  Cecilio  Montenegro,  encontró  una 
calavera  humana  y a inmediaciones  unos 
cabos  de  velas  e incienso  de  copal.  En  el 
mismo  acto  se  examinó  a Isabel  Sicán 
(mujer),  quien  dijo  que  como  a las  tres 
horas  del  dia  indicado,  vió  que  Valeriano 
Méndez  iba  del  sitio  de  Cecilio  Montene- 
gro portando  un  calabozo  y le  llamó  la 
atención  a la  declarante  por  la  hora  en 
que  ésto  sucedió,  no  creyendo  además  que 
viniera  del  trabajo  tan  temprano. 

Valeriano  Méndez  al  ser  indagado  ma- 
nifestó: que  como  a las  tres  horas  del  vein- 
titrés de  Julio  último  acompañado  de  Juan 
Pantaleón  Monroy,  fueron  a los  terrenos 
de  Cecilio  Montenegro,  a enterrar  una  ca- 
lavera que  extrajeron  una  noche  antes  del 
cementerio  de  aquella  población  (San  Pe- 
dro Yampuc),  que  la  calavera  la  sacaron 
con  el  objeto  de  ponérsela  a un  señor  por- 
que estaba  bravo  con  Pantaleón,  pero  que 
el  dicente  no  lo  conocía  y que  su  compa- 
ñero le  ofreció  doscientos  pesos  por  sólo 
acompañarlo  y que  al  hacer  eso  trataba 
de  ver  si  se  moría  un  tal  Chabelo  o Isa- 
bel. Indagado  Pantaleón  Monroy  dijo:  que 
el  día  del  hecho  como  a la  oración  se  aso- 
ció de  Valeriano  Méndez,  quien  lo  fué  a 
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traer  para  ir  al  cementerio  con  el  objeto 
de  sacar  unos  huesos,  que  el  declarante 
tuvo  miedo  y le  dijo  a Méndez  que  no  iba, 
pero  éste  lo  amenazó  con  matarlo  y que 
deseaba  doscientos  pesos  para  matar  a 
Chabelo;  que  el  declarante  se  quedó  en  la 
puerta  del  cementerio  y Méndez  procedió 
a abrir  un  sepulcro,  de  donde  sacó  una  ca- 
beza y otros  huesos,  diciéndole  al  decla- 
rante que  iba  a enterrar  parte  de  esos 
huesos  para  matar  a una  persona,  que  el 
entierro  lo  verificó  en  terrenos  de  Baldo- 
mero  Rosales,  que  de  allí  se  separaron 
pues  el  dicente  tuvo  miedo  de  seguir  en 
compañía  de  él;  que  era  cierto  que  le  ofre- 
ció a Valeriano  Méndez  doscientos  pesos, 
pero  que  fué  debido  a que  aquél  conti- 
nuamente lo  molestaba,  diciéndole  que  si 
no  tenia  enemigos,  que  él  les  podia  dar 
muerte. 

El  Juez  de  San  Pedro  Yampuc  asociado 
de  su  secretario  se  constituyó  en  el  ce- 
menterio de  aquella  pablación  y en  dicho 
lugar  estaba,  cuando  se  presentó  Manuel 
Sazo  y le  expuso  que  tenia  noticias  que 
habla  sido  violada  la  sepultura  de  su  es- 
posa Maria  Fajardo;  que  acto  seguido  se 
conctituyeron  todos  en  dicho  lugar  y Va- 
leriano Méndez  señaló  el  sitio  de  donde 
habla  sacado  los  restos  humanos,  que  re- 
sultaron ser  de  la  señora  de  Sazo,  cuya 
sepultura  se  encontraba  violada  y con  se- 
ñales de  que  había  sido  removida  la  tie- 
rra recientemente.  En  seguida  se  dirigie- 
ron a terrenos  de  Baldomero  Rosales  y el 
mismo  Méndez  indicó  el  lugar  en  dónde 
se  encontraban  enterrados  varios  huesos, 
diciendo  que  dicho  entierro  lo  hizo  con  el 
objeto  de  dar  muerte  a Catarino  González 
por  insinuación  de  Domingo  Pérez. 

Después  de  los  demás  trámites  del  ple- 
nario,  el  Juez  Cuarto  de  la.  Instancia 
con  fecha  seis  de  octubre  del  año  próximo 
pasado,  dió  fin  al  proceso  declarando 
que  Valeriano  Méndez  y Juan  Pantaleón 
Monroy  eran  autores  del  delito  de  viola- 
ción de  sepulcros,  por  cuya  infracción  les 
impuso  a cada  uno  la  pena  de  cuatro  me- 
ses de  arresto  menor  hecha  la  rebaja  de 
una  tercera  parte  por  la  circunstancia 
atenuante  de  su  confesión,  e hizo  las  de- 
más declaraciones  pertinentes. 

Contra  la  ejecutoria  de  la  Sala  Segunda, 
el  reo  Valeriano  Méndez,  auxiliado  por  el 
Abogado  Juan  Mayorga  Franco,  introdu- 
jo el  presente  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  citando  como  infringido 
el  Artículo  227  del  Código  Penal.  Pedidos 
los  antecedentes  y señalado  día  para  la 
vista,  es  el  caso  de  resolver. 


CONSIDERANDO: 

Que  la  violación  de  sepulcros  puede  ser 
impulsada  por  diversos  estímulos,  todos 
reprobados  por  la  ley.  Puede  obrar  el  su- 
jeto activo  del  delito  por  odios  que  ni  la 
muerte  hayan  logrado  extinguir,  puede 
proponerse  causar  afrenta  e injuria  a la 
persona  cuyos  restos  guarda  la  sepultura, 
y puede  tratar  de  apoderarse  de  objetos 
con  que  el  cadáver  haya  sido  enterrado. 
Ninguna  de  estas  circunstancias  aparecen 
en  los  autos,  en  cambio  si  existe  prueba 
objetiva,  que  no  permite  dudar  de  la  ver- 
dad de  los  hechos  originarios  de  este  pro- 
ceso, en  cuanto  a la  exhumación  o tras- 
lación de  los  restos  correspondientes  a 
Maria  Fajardo  de  Sazo,  hecho  que  pudo 
traer  un  peligro  para  la  salud  pública,  por 
las  miasmas  que  los  cuerpos  en  descom- 
posición exhalan  y que  corrompen  la  at- 
mósfera. La  administración  general  del 
Estado  tiene  un  interés  supremo  en  esta 
clase  de  delitos  sociales,  siendo  única- 
mente la  ciencia  la  que  dice  cuándo  sin 
daño  para  los  vivos,  los  restos  humanos 
pueden  ser  desenterrados  y los  huesos  de 
los  muertos  transportados  a otros  lugares. 

El  Código  Español  de  1850,  que  sirvió 
de  base  al  de  1870,  castigaba  en  todo  caso 
la  exhumación  de  los  cadáveres  humanos 
como  delito  de  violación  de  sepulturas, 
pero  aceptando  cuando  dicha  exhumación 
se  practique  con  desprecio  del  respeto  de- 
bido a la  memoria  de  los  muertos,  pero 
no  practicándose  la  exhumación  o trasla- 
ción de  los  restos  con  objeto  de  escarne- 
cer o ultrajar  su  memoria,  constituirá  el 
delito  contra  la  salud  pública,  siempre  que 
se  lleve  a cabo  con  infracción  de  los  regla- 
mentos y demás  disposiciones  sanitarias. 
El  fallo  de  la  Sala  sentenciadora,  en  el 
que  les  impone  a Valeriano  Méndez  y a 
Pantaleón  Monroy  dos  años  de  prisión  co- 
rreccional disminuidos  en  una  tercera 
parte  por  la  circunstancia  atenuante  de 
su  confesión,  está  de  acuerdo  con  la  doc- 
trina sentada  por  el  Código  Español  de 
donde  fué  tomado  el  nuestro  y de  acuer- 
do con  lo  dispuesto  en  el  Articulo  227  del 
Código  Penal,  el  cual  en  lugar  de  infringir- 
se se  aplicó  rectamente. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  dispuesto  en  los  Artos.  676  in- 
ciso 3o.,  686,  690  y 735  P.  P.;  22  Decreto 
1728,  declara  improcedente  el  presente  re- 
curso e impone  al  recurrente  la  pena  adi- 
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cional  de  quince  días  de  arresto,  conmu- 
tables a razón  de  diez  centavos  de  quet- 
zal por  día. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Julián  Muñoz,  por  le- 
siones. 

DOCTRINA:  La  sentencia  fundada  en  pre-. 
sanciones  procede  casarla  cuando  los  he- 
chos en  que  aquéllas  se  funden  no  se 
encuentren  plenamente  probados. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiocho  de  enero  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  la  Sa- 
la 3a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  dictada 
en  el  proceso  que  por  el  delito  de  lesiones 
en  la  persona  de  Mercedes  García  se  si- 
guió contra  Julin  Muñoz  Herrera. 

— I — 

El  veinticinco  de  diciembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y tres,  el  alcalde  auxi- 
liar de  Casillas,  jurisdicción  de  Cuilapa, 
departamento  de  Santa  Rosa,  encontró 
herido  en  la  calle  al  individuo  Mercedes 
García,  a quien  condujo  al  Juzgado  de 
Paz,  en  donde  se  procedió  a instruir  las 
averiguaciones  del  caso. 

Garda  declaró  haberse  encontrado  con 
Julián  Muñoz,  quien  sin  motivo  alguno  lo 
agredió  con  un  corvo,  ocasionándole  le- 
siones en  ambas  manos,  sin  que  nadie  hu- 
biera presenciado  el  hecho. 

Se  ordenó  la  captura  del  i agresor,  la  que 
se  verificó  hasta  el  ocho  de  agosto  del 
mismo  año,  fecha  en  que  indagado  fué  re- 
ducido a prisión  y se  continuó  el  procedi- 
miento. 

El  informe  médico-forense  obra  en  au- 
tos constando  que  las  lesiones  fueron  de 
gravedad,  quedando  el  herido  con  impe- 
dimento funcional  de  la  mano  izquierda. 


El  Juez  de  Santa  Rosa  dictó  sentencia 
el  seis  de  septiembre  del  año  próximo 
pasado,  absolviendo  ai  enjuiciado  por  fal- 
ta de  plena  prueba.  ^ jj  ^ 

— II  — 

En  consulta  conoció  la  Sala  3a.  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  tribunal  que  en  sen- 
tencia de  nueve  de  octubre  siguiente  re- 
vocó aquel  fallo  y condenó  a Muñoz  como 
autor  de  lesiones  graves  a sufrir  la  pena 
de  tres  años  de  prisión  correccional,  con- 
mutables en  dos  terceras  partes  a quin- 
ce centavos  diarios,  fundándose  en  las  pre- 
sunciones que  hace  derivar  de  los  hechos 
siguientes:  a)  no  sindicarse  a otra  per 
sona;  b)  no  haber  podido  Muñoz  estable- 
cer el  hecho  de  su  permanencia  en  el  lu- 
gar donde  residía  al  cometerse  el  delito 
y haberse  establecido,  antes  bien,  que  su 
ausencia  tuvo  lugar  inmediatamente  des- 
pués del  hecho,  como  lo  declararon  los 
testigos  Félix  Cáceres  y Angel  Salazar  Na- 
vas; c)  la  contradicción  que  existe  entre 
lo  declarado  por  el  reo  y lo  aseverado  por 
Marcelino  del  Cid;  y d)  lo  declarado  por 
Alejandro  García,  hermano  de  la  víctima, 
quien  proporcionó  la  bestia  para  conducir 
al  herido. 

— III  — 

El  reo,  con  auxilio  del  abogado  don  Juan 
Fortuny,  introdujo  el  presente  recurso  de 
casación  por  violación  de  los  artículos  568, 
595,  596,  597  y 601  de  Pros.  Penales. 

CONSIDERANDO: 

La  prueba  de  presunciones  apreciada 
por  la  Sala  no  está  fundada  en  hechos  de- 
bidamente probados  ni  éstos  son  bastan- 
tes para  inferir  la  responsabilidad  del  pro- 
cesado. La  sindicación  de  Muñoz  como 
autor  de  ias  lesiones  solamente  la  hace  el 
ofendido,  pues  el  testigo  Salazar  Navas 
expone  que  supo  lo  del  pleito  entre  Muñoz 
y García  por  el  rumor  público;  el  segun- 
do hecho  no  es  exacto,  toda  vez  que  nin- 
guno de  los  dos  testigos  declara,  ni  cons- 
ta de  otro  modo,  que  Muñoz  se  haya  au- 
sentado inmediatamente  después  del  de- 
lito; el  tercer  punto  tampoco  está  proba- 
do porque  propiamente  no  hay  contradic- 
ción entre  las  declaraciones  de  Marcelino 
del  Cid  y la  indagatoria  del  reo:  aquél 
manifestó  que  en  la  fecha  de  autos  no  es- 
taba en  su  propiedad  sino  trabajando  en 
lugar  distinto;  el  último  aseguró  que  en 
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ese  entonces  se  encontraba  trabajando  en 
terreno  de  del  Cid;  y en  cuanto  al  tercer 
punto,  la  declaración  del  hermano  del 
ofendido,  Alejandro  Garda,  de  ninguna 
manera  sirve  de  antecedente  para  probar 
la  culpabilidad,  pues  lo  único  que  mani- 
fiesta es  que  encontró  a su  hermano  ya 
herido,  quien  le  dijo  que  Muñoz  lo  habla 
lesionado;  y que  por  el  estado  en  que  se 
encontraba  le  proporcionó  su  bestia  para 
que  lo  condujeran  al  Juzgado. 

Por  lo  expuesto  se  evidencia  que  no  hay 
prueba  plena  para  condenar  al  enjuicia- 
do, por  lo  que  la  Corte  estima  que  se  ha 
violado  el  articulo  568  de  Procedimientos 
Penales  citado  en  el  recurso  y es  el  caso 
de  revocar  el  fallo  para  dictar  el  que  pro- 
cede. Sin  embargo,  la  duda  que  existe  de 
la  culpabilidad  de  Muñoz  y la  gravedad 
del  delito  hacen  procedente  la  limitación 
de  la  absolución  solamente  a la  instancia. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  los  articulo  730,  686.  y 687  Procedi- 
mientos Penales,  CASA  Y ANULA  el  fallo 
recurrido  y resolviendo  en  lo  principal 
declara  absuelto  a Julián  Muñoz  Herrera 
de  la  instancia  en  el  proceso  que  se  le  si- 
guió por  el  delito  de  lesiones  graves  en  la 
persona  de  Mercedes  Garda. 

Notlfiíquese  y con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  orígn. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


QUEJA:  Contra  el  Juez  Propietario  de 

Suchitepéquez. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
primero  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinticinco. 

Para  resolverlos,  se  tienen  a la  vista,  la 
queja  presentada  por  el  Licenciado  Esté- 
ban  Calvillo  Estrada— Juez  de  Primera  Ins- 
tancia suplente  del  Departamento  de  Su- 
chitepéquez — contra  el  Juez  propietario 
Departamental;  y las  diligencias  de  ante- 
juicio iniciadas  contra  el  Licenciado  Cal- 
villo Estrada. 

Este  último  Facultativo  se  presentó  a 
este  Tribunal  solicitando  se  declarara  que 
el  Juez  Departamental  de  Suchitepéquez 
debia  suspender  todo  procedimiento  en 


su  contra,  en  virtud  de  que,  en  el  proceso 
seguido  para  establecer  la  culpabilidad  o 
inocencia  de  Ismael  Lara,  a quien  se  le 
enjuicia  por  los  delitos  de  prevaricato  y 
estafa,  no  habia  ningún  indicio  de  culpa- 
bilidad para  enrolarlo  a él  en  dicho  asun- 
to. 

El  Juez  ocursado  en  cambio  afirmó  en 
el  informe  que  se  le  pidiera,  que  si  habian 
motivos  suficientes  para  perseguir  al  Li- 
cenciado Calvillo  Estrada  con  relación  al 
asunto  indicado;  y para  ese  fin  remitió 
■copia  certificada  del  proceso  instruido  al 
citado  Lara  por  los  delitos  de  que  ya  se 
ha  hecho  mención;  juicio  original  que 
también  se  pidió  a solicitud  del  querellan- 
te. 

El  Fiscal  de  la  Sala  2a.  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  al  evacuar  la  audiencia,  que 
se  le  concedió,  pide  se  declare  sin  lugar  la 
petición  del  Abogado  Calvillo  Estrada,  en 
vista  de  que  las  actuaciones  seguidas  con- 
tra Ismael  Lara  no  arrojan  ningún  indi- 
cio de  culpabilidad  contra  dicho  Profesio- 
nal. 

CONSIDERANDO: 

Que  en  el  proceso  que  se  instruye  en  el 
juzgado  Departamental  de  Suchitepéauez 
al  enjuiciado  Ismael  Lara  por  los  delito.s 
de  prevaricato  y de  estafa  derivados  de 
las  extralimitaciones  con  que  ejerciera  el 
poder  que  le  fué  conferido  por  los  esposos 
Henry  Brown  y Mercedes  Lacayo  Casti- 
'llano  de  Brown  ante  los  oficios  del  No- 
tario Esteban  Calvillo  Estrada,  no  apare- 
ce indicio  a'guno  para  motivar  ei  encau- 
samiento  de'  Notario  autorizante:  ya  que 
es  ajeno  a la  conducta  observada  por  el 
p'-oderado  de  los  esposos  Brown-Lacallo- 
Castillano,  según  se  desprende  de  las  ac- 
tuaciones Que  se  han  tenido  a la  vista 
para  ese  efecto. 

En  ese  caso  la  solicitud  del  Licenciado 
Ca'villo  Estrada,  contraida  a que  se  de- 
clare Que  no  hay  indicio  alguno  de  res- 
pon.sailidad  por  parte  de  él,  carece  de  ob- 
jeto. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  lo  que  disponen  los  Artículos  7o.,  13, 
inciso  e y 16  L.  C.  del  P.  J.,  declara:  que 
no  ha  lugar  a formación  de  causa  contra 
el  Licenciado  Esteban  Calvillo  Estrada — 
Juez  de  Primera  Instancia  Suplente  del 
Departamento  de  Suchitepéquez — poroue 
en  todo  lo  actuado  no  hay  motivo  sufi- 
ciente para  ello;  y que  por  consiguiente  el 
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ocurso  que  él  presentara  contra  el  Juez 
propietario  del  mismo  Departamento,  es 
improcedente,  desde  luego  que  como  ya 
se  dijo,  carece  de  fundamento  por  que  es 
inocente  del  asunto  que  motivó  las  pre- 
sentes diligencias. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos. 

Rema  Andrade.  — Salazar.  — CasteVa- 
nos  R.  — Argueta  S.  — Serrano  Muñoz. 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


QUEJA:  Contra  el  Juez  Propietario  de 

Jutiapa. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cuati’o  de  febrero  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Visto  para  su  resolución  el  ocurso  de 
queja  presentado  por  Enrique  Chea  contra 
el  Juez  Departamental  de  Jutiapa. 

La  querella  es  motivada  porque  en  el 
repetido  Tribunal  se  le  sigue  al  ciudadano 
chino  Chea,  un  procedimiento  criminal 
por  el  delito  de  estafa,  no  obstante  que  al 
Funcionario  aludido  le  consta — por  razón 
de  oficio — que,  ese  mismo  asunto  fué  re- 
suelto y terminado  en  el  año  de  mil  no- 
vecientos veintitrés,  porque  la  Sala  5a.  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  el  diez  de  septiem- 
bre del  año  indicado  decretó  el  sobresei- 
miento definitivo  de  dicho  proceso  en  con- 
secuencia y con  base  en  los  documentos 
que  presentó,  estimando  que  no  hatíia  ac- 
ción Dunib’e,  pide  que  se  declare  la  nuli- 
dad de  todo  lo  actuado  en  el  nuevo  pro- 
ceso, de  acuerdo  con  lo  que  dispone  el  Art. 
119  de  la  L.  C.  del  P.  J. 

El  Juez  ocursado  infoi-ma  que  el  nuevo 
proceso  se  inició  por  denuncia  verbal  que 
hiciera  el  Representante  del  Ministerio 
Público,  Licenciado  Manuel  de  León  Car- 
dona, con  motivo  de  unas  diligencias  se- 
guidas en  la  Jefatura  Política  Departa- 
mental de  Jutiapa  como  derivado  del  am- 
paro a sus  derechos  que  en  forma  extra- 
judicial pidiera  al  Presidente  de  la  Repú- 
blica, Francisco  Roberto  Avilés,  perjudi- 
cado con  la  apropiación  de  la  cantidad  de 
setenta  y cinco  mil  novecientos  pesos  de 
los  antiguos  Bancos  que  hizo  Chea;  sien- 
do él  menor  de  edad,  en  la  época  en  que 
su  señora  madre  transó  con  el  estafador 
Chea  recibiendo  sólo  veinticinco  mil  pesos 
de  esa  suma,  a cambio  de  que  él  retiraría 
la  acusación  criminal  entablada  contra 
doña  María  Pura  viuda  de  Avilés. 


En  vista  de  las  actuaciones  que  se  tie- 
nen a la  vista  y de  lo  informado  por  el  se- 
ñor Fiscal  de  la  Sala  2a.  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  la  Corte  Suprema  de  Justicia, 

CONSIDERA; 

Que  desde  el  momento  en  el  enjuiciado 
Chea  propuso  las  cuestiones  previas  de 
prescripción  y de  cosa  juzgada,  y que  és- 
tas fueron  admitidas  y están  corriendo  sus 
trámites  respectivos  para  ser  resuellas  en 
su  oportunidad,  la  querella  que  se  ha  pre- 
sentado persiguiendo  por  fin  la  declara- 
toria de  nulidad  de  todo  lo  actuado,  es  im- 
procedente. 

En  efecto:  si  realmente  existe  la  pres- 
cripción y la  cosa  juzgada  invocadas  co- 
mo defensa  del  acusado,  éstas  tendrán 
que  ser  declaradas  como  existentes  y,  en 
ese  caso  el  asunto  concluirá  en  la  forma 
prescrita  por  la  Ley;  y,  al  no  ser  resuelta 
en  esa  forma  la  cuestión,  el  procesado,  es 
indudable  que  podrá  hacer  uso  de  los  re- 
cursos legales  que  le  permiten  las  leyes 
procesivas;  todo  lo  que  está  indicando  que 
el  proceso  que  se  examina  no  está  viciado 
de  nulidad. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  lo  que  disponen  los  Artículos  7o.  y 
13  de  la  L.  C.  del  P.  J.,  declara:  sin  lugar 
el  ocurso  de  queja  presentado  contra  el 
Juez  Departamental  de  Jutiapa. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos. 

Reina  Andrade.  — Salazar.  — Castella- 
nos R.  — Argueta  S.  — Serrano  Muñoz. 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Gonzalo  D.  Dardón  y 
Domingo  Córdova,  por  varios  delitos. 

DOCTRINA:  Solamente  procede  el  recur- 
so extraordinario  de  casación,  cuando 
en  los  autos  que  resuelvan  articulas  de 
previo  pronunciamiento,  hayan  sido  ad- 
mitidas las  excepciones  de  cosa  juzgada, 
prescripción  del  delito  o de  la  pena,  o 
aplicación  de  amnistía  o indulto  gene- 
ral. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cuatro  de  febrero  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 
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Visto  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  antecedentes, 
el  auto  pronunciado  con  fecha  veintisiete 
de  noviembre  del  año  retropróximo,  en 
que  la  Sala  6a.  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes confirma  en  todas  sus  partes  la  re- 
solución dictada  por  el  Juez  de  la.  Instan- 
cia del  Departamento  del  Quiché,  en  vir- 
tud de  la  cual  dicho  funcionario  declara 
sin  lugar  el  sobreseimiento  pedido  por 
Gonzalo  M.  Dardón  y Domingo  Córdova 
procesados  por  homicidio  y otros  delitos, 
y malversación  de  caudales  públicos,  res- 
pectivamente. 

La  Sala  sentenciadora  considera  que  la 
excepción  interpuesta  por  Gnozalo  M. 
Dardón  es  improcedente,  por  que  como  ya 
lo  resolvió  dicho  Tribunal  con  fecha  trein- 
ta de  mayo  de  mil  novecientos  treinta  y 
cuatro,  la  comisión  de  los  delitos  de  ho- 
micidio en  la  persona  de  Gregorio  Cabre- 
ra y lesiones  a Ismael  del  mismo  apellido, 
interrumpió  el  término  para  contar  la 
prescripción  de  la  acción  para  perseguir 
los  otros  delitos  a que  se  refieren  los  pro- 
cesos acumulados;  que  además  consta  que 
el  treinta  de  Mayo  de  mil  novecientos  vein- 
tiuno, hubo  actuaciones  judiciales  en  esas 
causas  y el  veintitrés  de  septiembre  de  mil 
novecientos  treinta  y dos  se  presentó  Con- 
cepción Cabrera  viuda  de  Girón,  constitu- 
yéndose formal  acusadora  del  referido 
Dardón;  que  los  casos  a que  se  refieren 
los  recortes  de  periódico  acompañados  por 
Dardón,  uno  trata  de  la  prescripción  ci- 
vil. y el  otro  de  la  pre.scrinción  de  un  solo 
delito,  y son  completamente  diferentes  del 
presente;  y solamente  forman  jurispru- 
dencia las  resoluciones  de  la  Corte  Supre- 
ma de  Justicia,  Tribunal  que  dictó  la  re- 
solución a que  se  refiere  uno  de  los  recor- 
tes, pero  tratándose  de  la  prescripción  en 
materia  civil.  Que  por  encontrarse  la  cau- 
sa que  por  malversación  de  caudales  nú- 
blicos  se  instruyó  contra  Domingo  Cór- 
dova,  acumulada  a las  que  se  instrin'cn 
contra  el  mencionado  Dardón  se  identi^'i- 
có  con  ellas;  que  en  las  causas  acumu- 
ladas no  se  divide  la  continencia  del  pro- 
ceso y por  lo  tanto  con  la  di'igencia  de 
fecha  treinta  y uno  de  mayo  de  mil  nove- 
cientos veintiuno,  ya  relacionada,  se  in- 
terrumpió el  térrñino  para  contar  el  de  la 
prescripción,  cuya  excepción  no  internn- 
30  el  mencionado  Córdova  sino  fué  hasta 
que  por  segunda  vez  lo  hizo  Dardón. 

Contra  el  pronunciamiento  de  2a.  Ins- 
tancia introdujo  Gonzalo  M.  Dardón  dos 
recursos  de  casación;  el  primero  con  fe- 


cha doce  de  diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro,  ante  el  Juez  Departa- 
mental de  Quiché  sin  firma  de  letrado,  y 
el  segundo  con  auxilio  del  Licenciado  don 
Salvador  Garda  Iglesias  ante  esta  Corte 
Suprema,  el  dia  trece  del  mismo  mes  y año, 
denunciando  como  infringidos  los  artícu- 
los 519  inciso  cuarto,  527,  511,  512,  incisos 
8o.  y 6o.  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales: 105  inciso  5o.  y 110  del  Código  Pe- 
nal; y en  el  memorial  presentado  al  Juez 
de  la.  Instancia  de  Quiché  citó  como  vio- 
lados, con  excepción  del  105  inciso  quin- 
to todos  los  otros  artículos  que  acaban  de 
mencionarse,  y además  el  505  inciso  5o. 
del  Código  Penal. 


CONSIDERANDO: 

El  Código  de  Procedimientos  Penales 
establece  los  casos  en  que  habrá  lugar  al 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
y entre  ellos  se  encuentra  el  de  los  autos 
que  resuelvan  artículos  de  previo  y espe- 
cial pronunciamiento  en  que  se  havan  ad- 
mitido las  excepciones  de  cosa  juzgada, 
prescripción  del  delito  o de  la  pena,  o 
aplicación  de  amnistía  o indulto  general. 
En  el  caso  de  examen,  al  confirmar  la 
Sala  sentenciadora,  la  resolución  apelada 
en  virtud  de  la  cual  el  Juez  de  la  causa  de- 
claró sin  lugar  el  sobreseimiento  defini- 
tivo de  los  p''ocesos  seguidos  a los  enjui- 
ciados. no  admitió  la  excepción  de  que  se 
hizo  mérito,  v en  consecuencia  ambos  re- 
cur.sos  son  imnrocedentes.  siendo  de  ad- 
vertir que  también  es  inadmisible  el  re- 
curso contenido  en  el  asento  que  José 
ÍJarla  Dardón  entregó  al  Secretario  det 
Juzgado  de  ia.  Tntanc'a,  ñor  haber  sido 
presentado  sin  firma  de  Abogado. 


POR  TANTO; 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  e.sta^'uido  por  el  articulo 
674  inci.so  3o.  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales  declara  sin  lugar  los  recursos 
que  se  dejan  ya  relacionados. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes,  al 
Tribunal  de  su  origen. 

Reina  Andrade.  — Salazar.  — Castella- 
nos R.  — Argueta  S.  — • Serrano  Muñoz. 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  León  Lind  Peiierson 
Hausen,  por  detención  ilegal. 

DOCTRINA:  Lo  que  caracteriza  al  delito 
de  detención  ilegal,  es  la  calidad  de  par- 
ticular que  tenga  la  persona  que  ence- 
rrare o detuviere  a otra,  privándola  de 
su  libertad. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cinco  de  febrero  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Para  resolverlo  se  examina  el  recurso 
extraordinario  de  casación,  introducido 
por  el  señor  Fiscal  de  la  Sala  2a.  de  la 
Corte  de  Apelaciones  contra  la  sentencia 
ejecutoria  proferida  por  el  indicado  Tri- 
bunal el  cinco  de  noviembre  del  año  en- 
terior,  en  el  proceso  seguido  a León  Lind 
Pettersson  Hausen  por  el  delito  de  deten- 
ción ilegal,  fallo  en  el  que  salvó  su  voto 
el  señor  Magistrado  Octavio  Aguilar. 

El  recurrente  indica  que  la  Sala  sen- 
tenciadora violó  los  Artículos  11,  66,  360 
C.  P.  y 391  P.  P. 

En  los  autos  que  se  tienen  a la  vista 
consta  lo  que  sigue: 

El  primero  de  agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro  compareció  Camilo  Her- 
nández ante  el  Juez  de  Paz  de  Escuintla 
exponiéndole:  que  el  sábado  veintiocho  de 
julio  anterior,  como  a las  diecisiete  ho- 
ras y media  fué  capturado  de  orden  del  Ad- 
ministrador de  la  finca  “Monterrey”  y 
conducido  más  tarde  a los  calabozos  de 
la  finca  “El  Zapote”  en  donde  permaneció 
detenido  hasta  el  martes  que  fué  llevado 
al  juzgado  de  paz  de  Escuintla.  por  acu- 
sarlo el  administrador  de  la  última  finca 
de  haber  falsificado  tina  ficha  de  tra- 
bajo. 

Al  iniciarse  el  proceso  contra  el  enjui- 
ciado fué  examinado  Heladio  Alvarez, 
quien  dijo:  que,  por  el  hecho  de  haber 
presentado  una  ficha  falsa  Camilo  Her- 
nández para  recibir  su  pago  en  la  finca 
“Monterrey”,  el  administrador  le  dió  or- 
den que  lo  pusiera  preso,  y el  mismo  día 
a las  dieciocho  horas  lo  condujo  al  “Za- 
pote”: indicándole  el  administrador  de 
“El  Zapote”  que  al  dia  siguiente  seria  re- 
mitido Hernández  a Escuintla. 

Isidro  Ismalej  y Ramón  Chen  estuvieron 
de  acuerdo  en  que  Hernández  presentó  la 
ficha  falsa;  y los  declarantes  Teodoro  Co- 
ronado Barrientos,  Gerónimo  Garda  y 
Luisa  Ojer,  manifestaron  que  no  les  cons- 
taba cosa  alguna  de  ese  asunto. 


El  procesado  León  Lind  Petterson  Hau- 
sen confesó:  que  el  mayordomo  de  la  fin- 
ca “Monterrey”,  Carlos  Blankenhorn,  le 
remitió  el  sábado  veintiocho  de  julio  al  mo- 
zo Camilo  Hernández  por  haber  presen- 
tado una  ficha  falsificada  razón  por  la 
que  él  ordenó  que  el  repetido  Hernández 
quedara  en  los  calabozos  de  la  finca  “El 
Zapote”,  para  ser  enviado  a Escuintla  en 
su  oportunidad.  Como  al  dia  siguiente — 
queera  domingo — tuvo  que  salir  a las  seis 
horas  con  dirección  al  puerto  de  San  Jo- 
sé, de  donde  regresó  por  la  tarde  de  ese 
mismo  dia,  hasta  ei  lunes  pudo  comenzar 
a investigar  si  realmente  se  habla  cometi- 
do el  hecho  de  que  se  acusaba  a Hernán- 
dez. Por  tal  razón  fué  que  hasta  las  pri- 
meras horas  hábiles  del  martes  hizo  la 
remisión  del  culpable  para  consignarlo  a 
la  autoridad  competente.  También  mani- 
festó estar  dispuesto  a soportar  las  conse- 
cuencias que  se  le  sobrevinieran,  pero  que 
dejaba  constancia  de  que  debido  a su  via- 
je fué  que  se  olvidó  de  Hernández,  y que 
también  era  necesario  sentar  un  prece- 
dente para  los  demás  mozos  de  la  finca. 

El  diecinueve  de  septiembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y cuatro  dictó  senten- 
cia el  Juez  Departamental  de  Escuintla, 
declarando  que  León  Lind  Pettersen  Hau- 
sen es  responsable  como  autor  del  delito 
de  detención  ilegal,  por  lo  que  le  impuso 
un  año  de  arresto  mayor  conmutable  en 
su  totalidad  a razón  de  diez  centavos  dia- 
rios. Asimismo  hizo  las  otras  dec’aracio- 
nes  pertinentes  en  derecho. 

El  cinco  de  noviembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cuatro  — como  ya  se  dijo  al 
principio — la  Sala  2a.  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones dictó  el  fallo  ejecutorio  que  se 
examina,  revocando  la  resolución  de  pri- 
mer grado  y absolviéndose  a León  Lind 
Pettersson  Hausen  del  cargo  que  se  le  for- 
muló. 

Esta  resolución  originó  el  recurso  de  ca- 
sación que  se  examina  y,  como  la  vista  se 
efectuó  en  la  fecha  señalada  para  el  efec- 
to, es  el  caso  de  resolver  lo  que  precede  en 
derecho. 

Por  tal  motivo,  el  TRIBUNAL  DE  CASA- 
CION, 

CONSIDERA: 

Que  desde  el  momento  en  que  por  el  De- 
creto Legislativo  Número  1816,  León  Lind 
Pettersson  Hausen  está  equiparado  a los 
agentes  de  la  autoridad  y por  ende,  fa- 
cultado para  perseguir  o capturar  a tod.i 
clase  de  delincuentes  dentro  de  las  fincas 
en  donde  ejerce  sus  funciones,  no  puede 
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ser  responsable  — en  el  caso  sub-júdice  — 
del  delito  de  detención  ilegal  que  se  com- 
prende en  el  párrafo  I.  Titulo  XI.  Libro  II 
del  Código  Penal;  ya  que  la  propia  natu- 
raleza de  la  infracción  que  definen  los  Ar- 
tículos componentes  de  dicho  párrafo  re- 
quiere que  los  responsables  de  tales  omi- 
siones sean  simples  particulares,  como  lo 
dice  con  toda  claridad  el  Articulo  356,  que, 
al  definir  el  delito,  rije  todas  las  situacio- 
nes que  son  derivadas  de  los  Artículos  sub- 
siguientes del  ya  aludido  párrafo. 

En  consecuencia,  la  responsabilidad  que 
pudiera  tener  el  enjuiciado — en  caso  de 
haberla — por  no  poner  al  delincuente  a 
disposición  de  la  autoridad  judicial  que 
debia  juzgarlo,  tan  pronto  como  fué  apre- 
hendido, de  ninguna  manera  podia  ser  ca- 
lificada como  detención  ilegal,  por  las  ra- 
zones que  se  dejan  consignadas;  causa 
por  la  que  la  Sala  sentenciadora  al  resol- 
ver en  la  forma  en  que  lo  hizo,  no  co- 
metió ninguna  violación  del  Articulo  360 
C.  P.,  como  afirma  el  recurrente. 

Cómo  ni  el  Articulo  391  P.  P.,  ni  el  De- 
creto Legislativo  No.  1816  fijan  término  al- 
guno para  que  se  verifique  la  entrega  de 
los  aprehendidos  a la  autoridad  compe- 
tente, para  juzgarlos,  sino  tan  sólo  se  con- 
cretan tales  leyes  a disponer  que  la  remi- 
sión debe  ser  hecha  inmediatamente,  es 
indudable  que  en  el  presente  caso,  Petter- 
sson  Hausen  no  incurrió  en  responsabili- 
dad alguna  por  haber  remitido  al  delin- 
cuente hasta  en  la  fecha  en  que  lo  hizo, 
por  las  circunstancias  especiales  que  me- 
diaron para  ello;  como  muy  bien  pueden 
concurrir  en  otras  fincas,  máxime  si  están 
situadas  a distancias  considerables  en 
donde  residen  las  autoridades  judiciales; 
circunstancias  a las  que  cabe  agregar,  que 
en  los  dias  festivos  se  dificulta  en  las  fin- 
cas reunir  el  auxilio  necesario  para  las 
remisiones  de  culpables,  asi  como  para  la 
persecusión  de  los  delincuentes;  razones 
todas  que  se  tomaron  en  cuenta  para  no  fi- 
jar plazo  alguno  en  las  leyes  que  se  men- 
cionan al  principio  de  este  párrafo,  y só- 
lo se  dispone  que  la  entrega  sea  inmedia- 
ta, como  ya  se  dijo. 

En  ese  caso,  la  Sala  2a,  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  tampoco  pudo  cometer  in- 
fracción de  los  Articulo»  11,  66  C.  P.  y 391 
P.  P.  al  proferir  la  sentencia  ejecutoria 
que  motivó  el  recurso  que  se  examina. 

Por  todo  lo  que  se  deja  considerado,  con 
apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo  que 
disponen  los  Artículos  686  y 690  P.  P.,  EL 
TRIBUNAL  DE  CASACION, 


RESUELVE: 

Desestimar  el  recurso  de  que  se  ha  he- 
cho mérito. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 

Al  margen  de  la  sentencia  se  lee  la  ra- 
zón que  dice:  El  señor  Magistrado  Argue- 
ta  S.  salvó  y razonará  su  voto.  El  señor 
Magistrado  Serrano  Muñoz  salvó  y rato- 
nará su  voto.  Vale. 


Honorable  Corte  Suprema: 

El  dia  cinco  del  mes  en  curso,  se  profi- 
rió sentencia  en  la  causa  instruida  contra 
León  Lind  Pettersson,  a quien  se  le  pro- 
cesó por  el  delito  de  detención  ilegal. 

Tuvimos  la  pena  de  no  estar  de  acuerdo 
con  la  opinión  de  la  mayoría,  que  declaró 
no  haber  lugar  a la  admisión  del  recurso 
interpuesto  por  el  Fiscal  de  la  Sala  Se- 
gunda, contra  la  sentencia  pronunciada 
por  dicho  Tribunal,  en  la  cual  se  revocó 
la  condenatoria  que  dictó  el  Juez  de  la. 
Instancia,  de  Escuintla,  absolviendo  al  se- 
ñor Pettersson  del  cargo  que  se  le  formu- 
ló. 

En  la  causa  respectiva,  consta  que  el 
mozo  Camilo  Hernández,  presentó  el  sá- 
bado veintiocho  de  julio  del  año  pasado, 
al  mayordomo  de  la  finca  Monterrey”,  en 
el  acto  de  cobrar  su  semana  de  trabajo, 
una  ficha  falsificada,  por  lo  que  se  le  apre- 
hendió y se  le  remitió  al  Administrador 
de  la  finca  ‘‘El  Zapote”,  quien  lo  puso  en 
los  calabozos  de  dicha  finca,  remitiéndolo 
hasta  el  martes  al  Juzgado  de  Paz  de  Es- 
cuintla. No  aparece  prueba  suficiente  con 
respecto  a la  presentación  de  la  ficha  fal- 
sificada por  parte  de  Hernández,  pues  ni 
siquiera  se  acompañó  como  cuerpo  del  de- 
lito; fuera  de  que  si  se  analiza  la  decla- 
ración del  inculpado,  no  hay  ningún  he- 
cho doloso  por  su  parte,  toda  vez  de  que 
manifestó  que  eran  los  caporales  los  que 
daban  las  fichas  cada  dia  por  .la  tarde  co- 
mo contraseña,  para  cobrar  el  trabajo  que 
hicieran,  y por  consiguiente  no  tuvo  co- 
nocimiento, mucho  menos  conciencia  de 
la  falsedad,  no  existiendo  por  lo  tanto  mu- 
tación de  la  verdad,  ni  creación  material 
de  ficha  alguna  por  su  parte. 

Hernández  manifestó,  y no  hay  prueba 
en  contrario,  qu  ese  le  puso  en  el  calabo- 
zo de  la  finca  ‘‘El  Zapote”  el  sábado  por 
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la  tarde,  en  donde  sin  ninguna  compa- 
sión fué  encerrado,  sin  acordarse  más  de 
él,  ni  menos,  llevarle  algo  qué  tomar  ni  qué 
comer,  y que  allí  hubiera  perecido  de  ham- 
bre y de  sed,  si  no  es  que  señora,  mujer  de 
Jerónimo  García,  creado  de  la  finca,  le  lle- 
vó a regalar  una  tortilla  y un  poco  de 
agua:  que  tardó  encerrado  tres  noches  y 
dos  dias  en  ese  calabozo  inmundo  de  la 
finca,  que  parece  una  bóveda,  hasta  que 
llegó  uno  de  los  alcaldes  auxiliares  de  la 
finca  a averiguar  si  todavía  estaba  preso 
y como  lo  encontró  allí,  le  dijo  que  iría  a 
hablarse  con  el  patrón  y que  más  tarde 
le  mandó  a avisar  que  seria  conducido  a 
Escuintla  al  dia  siguiente.  Este  arresto 
y castigo  a la  vez,  está  comprobado  con 
el  dicho  propio  de  León  Lind  Pettersson, 
quien  manifestó  haberlo  hecho  para  sen- 
tar un  precedente  en  los  demás  mozos  de 
la  finca,  por  lo  que  su  omisión  es  culpa- 
ble toda  vez  de  que  las  infracciones  oca- 
sionadas por  el  abandono  voluntario  y a 
sabiendas  de  los  deberes  que  la  ley  im- 
pone a los  individuos,  constituyen  los  de- 
litos por  omi,sión;  palabra  que  significa 
no  hacer  aquello  que  se  tiene  la  obligación 
de  hacer. 

El  Decreto  1816  da  los  Administradores 
de  fincas  el  carácter  de  agentes  de  la  au- 
toridad para  el  efecto  de  capturar  o de 
perseguir  a los  delincuentes,  poniéndolos 
a la  disposición  de  la  autoridad  más  in- 
mediata, pero  nunca  para  arrogarse  ca- 
rácter alguno  para  asi  tener  facultades  ju- 
diciales e imponer  castigos.  Todo  acto 
ilicito  necesita  una  prueba,  ésta  no  exis- 
te, pues  si  existiera,  la  detención  de  Her- 
nández estaría  justificada  no  así  su  pro- 
longación, la  cual  se  verificó  sin  base  le- 
gal y en  contra  del  precepto  constitucio- 
nal, por  consiguiente  el  recurso  era  ad- 
misible para  asi  dictar  la  sentencia  corres- 
pondiente en  derecho.  La  aprehensión 
de  una  persona  que  huye  perseguida  por 
la  justicia,  ia  aprehensión  en  flagrante 
delito,  son  autorizadas  por  las  leyes,  pero 
las  detenciones  inmotivadas,  que  se  eje- 
cutan sin  razones  verdaderas,  sin  motivo 
legal,  el  que  las  lleva  a cabo  está  fuera 
de  la  ley  de  las  facultades  que  el  Decreto 
1816  da  a los  administradores  de  fincas. 
Estas  son  las  razones  por  las  cuales  opi- 
namos que  la  ,Sa'a  sentenciadora,  al  re- 
solver como  lo  hizo,  violó  el  precepto  cla- 
ro y terminante  del  Artículo  360  del  Có- 
digo Penal. 

Guatemala,  8 de  febrero  de  1935. 

José  Serrano  Muñoz.  — Alberto  Argueta  S. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Delfina  Juárez  viuda  de 
Prado,  por  estafa. 

DOCTRINA:  Solamente  los  autos  de  so- 
breseimiento  definitivo  admiten  el  re- 
curso extraordinario  de  casación;  mas, 
no  aquellos  en  que  se  declare  sin  lugar 
la  cesación  del  procedimiento. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
siete  de  febrero  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Para  resolverlo,  se  tiene  a la  vista  el  re- 
curso extraordinario  dp  casa^cidn  intro- 
ducido por  el  apoderado  de  la  señora  Del- 
fina  Juárez  viuda  de  Prado — ^Laureano  V. 
Juárez — contra  el  auto  dictado  por  la  Sa- 
la 4a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  el  vein- 
tidós de  junio  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres,  en  el  proceso  que  se  le  instruye 
a dicha  señora  por  el  dehto  de  estafa. 

En  el  recurso,  que  fué  auxiliado  por  el 
Abogado  José  Dionisio  Palacios,  se  aseve- 
ré: que  al  revocar  la  Sala  4a.  de  la  Corte 
de  Apelaciones  el  auto  de  sobreseimiento 
dictado  por  el  Juez  Prim.ero  de  Primera 
Instancia  del  Departamento  de  Quezalte- 
nango,  violó  los  Artículos  lo.,  11,  C.  P.,  lo., 
3o.,  4o.,  259  y 512  incisos  lo.  y 3o.  P.  P. 

En  los  antecedentes  que  sirven  de  base 
al  recurso  que  se  examina  aparecen  de 
manifiesto  lo  que  sigue: 

El  cinco  de  junio  de  mil  novecientos 
veinticinco,  Delfina  Juárez  viuda  de  Pra- 
do suscribió  un  documento  en  la  ciudad  de 
Totonicapán,  en  concepto  de  apoderada 
del  General  Teodoro  Cifuentes  recono- 
ciendo un  crédito  de  diez  mil  dólares  a fa- 
vor de  Paulino  Aguilar:  documento  que, 
después  del  fallecimiento  del  General  Cl- 
fuentes — ocurrido  el  trece  de  junio  de  mil 
novecientos  veinticinco  — ■ reconoció  judi- 
cialmente la  señora  viluda  de  Prado:  to- 
do lo  que  con  posterioridad  se  protocolizó 
en  el  registro  del  Notario  Pedro  J.  Morales, 

El  seis  de  agosto  de  mil  novecientos 
veinticinco,  fueron  declarados  herederos 
del  General  Cifuentes,  sus  hijos  ilegítimos 
Maria  Luisa  Angelina  de  León  y Teodoro 
Héctor  Cifuentes  Juárez:  declaratoria  que 
se  amplió  el  diez  de  diciembre  de  mil  no- 
vecientos veintinueve,  en  favor  de  Teo- 
dopo  Everardo  y Manuel  Humberto  Ci- 
fuentes, hijos,  asimismo  del  causante. 

Asi  las  cosas  Maria  Luisa  Angelina  Ci- 
fuentes entabló  un  juicio  ordinario  en  el 
Juzgado  3o.  de  Primera  Instancia  de  Que- 
zaltenango  contra  Paulino  Aguilar,  con  el 
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fin  de  que  fuera  declarada  la  nulidad  y 
falsedad  del  documento  privado  por  el  que 
el  General  Cifuentes  — por  medio  de  su 
apoderada  — reconoció  deberle  la  canti- 
dad de  diez  mil  dólares  a este  señor. 

Como  el  Tribunal  de  Justicia  indicado 
encontrara  plena  la  prueba  de  confesión 
Judicial  que  prestó  libre  y espontánea- 
mente el  citado  Aguilar,  manifestado  con 
toda  claridad  que  el  General  Cifuentes 
nunca  le  debió  cantidad  alguna,  puesto 
que  no  tenia  ninguna  clase  de  bienes  ni 
dinero  en  efectivo,  ya  que  apenas  le  alcan- 
zaba para  su  subsistencia  el  jornal  diario 
de  veinte  pesos  que  ganaba,  declaró  la  nu- 
lidad y falsedad  del  indicado  documento 
y mandó  que  se  procediera  criminalmen- 
te contra  la  mandataria  Delfina  Juárez 
viuda  de  Prado;  fallo  que  pasó  en  auto- 
ridad de  cosa  Juzgada;  y,  al  que  además, 
le  sirvió  de  fundamento  la  misma  decla- 
ración que  hiciera  Paulino  Aguilar  en  la 
Jefatura  Política  Departamental  de  Que- 
zaltenango,  cuyo  resultado  hizo  constar 
en  acta  notarial  el  cartulario  Edmundo 
Vásquez,  siendo  testigos  el  Licenciado  Luis 
Gerardo  Barrios  y el  Bachiller  Fausto  An- 
tonio Enriquez. 

En  vista  de  lo  resuelto  en  el  Juicio  or- 
dinario de  que  se  ha  hecho  mérito,  se 
abi'ió  el  procedimiento  criminal  en  el  Juz- 
gado Primero  de  Primera  Instancia  de 
Quezaltenango,  el  trece  de  Junio  de  mil 
novecientos  treinta  y dos,  ordenándose, 
desde  luego,  la  captura  de  la  viuda  de 
Prado. 

Durante  el  curso  del  Juicio  criminal,  es- 
ta señora,  por  medio  de  su  apoderado, 
trató  de  establecer  que  suscribió  el  docu- 
mento en  cuestión,  de  orden  expresa  del 
General  Cifuentes,  orden  que  fué  oida  por 
los  testigos  Emilio  Froilán  Batz  y José 
Lacán;  individuos  que  al  ser  interrogados 
afirmaron  haber  oído  que  realmente  la 
dió  el  General  Cifuentes  en  presencia  de 
ellos. 

Con  esas  bases  y varios  documentos  que 
presentara  la  enjuiciada,  solicitó  el  so- 
breseimiento del  Juicio,  lo  que  le  fué  de- 
negado el  diecisiete  de  agosto  de  mil  no- 
vecientos treinta  y dos. 

Después  de  ser  examinadas  las  personas 
que  intervinieron  en  el  acta  notarial  men- 
cionada al  principio,  y las  que  sirvieron  de 
testigos  de  conocimiento  de  Paulino  Agui- 
lar cuando  prestó  su  confesión  judicial,  el 
Juez  lo.  Departamental  sobreseyó  defini- 
tivamente el  proceso  el  veintiséis  de  ene- 
ro de  mil  novecientos  treinta  y tres,  auto 
que  fué  revocado  por  la  Sala  Jurisdiccio- 


nal, por  estimar  que  no  habían  desapare- 
cido los  indicios  que  motivaron  el  encau- 
samiento  de  la  enjuiciada. 

Practicadas  otras  diligencias  por  el  Juez 
de  la  causa,  volvió  a decretar  el  sobresei- 
miento definitivo  el  trece  de  Junio  de  mil 
novecientos  treinta  y tres,  estimando  que 
con  lo  actuado  se  había  puesto  de  ma- 
nifiesto la  inocencia  de  la  viuda  de  Pra- 
do. 

Esta  última  resolución  fué  revocada  por 
la  Sala  4a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  el 
veintidós  de  Junio  de  mil  novecientos 
treinta  y tres,  por  estimar  que  en  lo  actua- 
do existe  mérito  más  que  suficiente  para 
procedimiento  criminal,  no  sólo  contra  la 
viuda  de  Prado,  sino  también  contra  Pau- 
lino Aguilar.  ' 

La  resolución  de  segunda  Instancia  que 
se  deja  mencionada  últimamente,  fué  la 
que  motivó  el  recurso  que  se  examina. 

Y,  como  la  vista  se  efectuó  en  la  au- 
diencia señalada  para  el  efecto,  EL  TRI- 
BUNAL DE  CASACION, 

CONSIDERA: 

Que  de  entero  acuerdo  con  lo  que  dis- 
pone el  Articulo  675  P.  P.,  en  relación  con 
el  inciso  4o.  del  Artículo  674  del  mismo 
cuerpo  legal,  el  recurso  extraordinario  de 
casación  que  se  examina,  es  improcedente. 

En  efecto;  en  el  caso  sub-júdice  no  se 
trata  de  una  resolución  que  tenga  el  ca- 
rácter de  definitiva  para  el  asunto  que 
se  investiga,  desde  luego  que  lo  fallado  por 
la  Sala  4a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  no 
es  el  sobreseimiento  del  Juicio  criminal; 
sino  lejos  de  eso,  no  da  por  fenecido  el 
proceso  y manda  que  se  prosiga  con  el 
mérito  que  encuentra  en  lo  actuado. 

En  ese  caso,  es  indudable  que  el  recur- 
so de  que  se  ha  hecho  mérito,  no  está 
comprendido  en  lo  que  estatuyen  las  le- 
yes mencionadas  al  principio,  para  su  ad- 
misión. ^ i 

Por  todo  lo  que  se  deja  considerado,  y 
con  apoyo  en  lo  que  disponen  las  leyes  que 
deja  citadas,  el  TRIBUNAL  DE  CASACION, 

RESUELVE; 

Que  es  improcedente  el  recurso  intro- 
ducido por  el  mandatario  de  la  señora 
Delfina  Juárez  viuda  de  Prado. 

Notifiquese  y,  como  corresponde,  de- 
vuélvanse los  autos  al  Tribunal  de  su  ori- 
gen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  So- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Teódulo  Contreras  Ore- 
llana y compañeros,  por  homicidio. 

DOCTRINA:  Cuando  la  confesión  judicial 
es  calificada  y hay  pruebas  evidencian- 
tes de  las  circunstancias  que  la  modi- 
fican, y no  contrarias  a ellas  debe  ad- 
mitirse en  la  parte  que  favorece  al  con- 
fesante. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
ocho  de  febrero  de  mil  novecientos  treinta 
y cinco. 

Para  resolverlo,  se  tiene  a la  vista  el  re 
curso  extraordinario  de  casación  introdu- 
cido por  Teódulo  Contreras  Orellana  con- 
tra la  sentencia  ejecutoria  proferida  por 
la  Sala  4a.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  el 
cinco  de  octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cuatro  en  el  proceso  que,  a dicho 
individuo  y a Jesús  Garda  y David  Urizar 
se  les  siguió  por  el  delito  de  homicidio. 

En  el  recurso,  que  fué  auxiliado  por  el 
Abogado  José  Vicente  Escobar,  se  asevera 
que  la  Sala  sentenciadora  violó  los  Artícu- 
los 2C  inciso  4o.,  21  inciso  lo.,  79,  80  del 
Código  Penal,  573,  574,  608  y 614  P.  P. 

En  los  autos  que  sirven  de  antecedente 
al  recurso  que  se  examina,  aparece  de 
manifieto  lo  que  sigue: 

A las  veintidós  horas  y media  del  día 
cinco  de  agosto  de  mil  novecientos  vein- 
tiocho, el  Juez  2o.  de  Paz  de  la  ciudad  de 
Quezaltcnango  inició  el  proceso,  por  ha- 
ber comparecido  a esa  hora  el  agente  de 
la  Policía  Nacional — Miguel  Girón — a dar- 
le parte  verbal  de  que,  al  oír  un  disparo 
de  arma  de  fuego  a inmediaciones  de  “La 
Ciénega’  corrió  hacia  dicho  sitio  y,  pudo 
ver  que  el  Comandante  del  Resguardo  de 
Hacienda  — Teódulo  Contreras  — y otros 
hombres,  entre  los  que  se  hallaba  David 
Urizar  — Vigilante  del  Depósito  de  Lico- 
res — estaban  frente  a la  tienda  de  Ofe- 
lia Higueros,  y,  que  el  Comandante  Con- 
treras Orellana  hizo  tres  disparos  de  revól- 
ver sobre  la  puerta  de  la  mencionada  tien- 
da. Como  al  aproximarse  notara  que  una 
mujer  levantaba  el  cuerpo  de  un  hombre, 
con  el  que  entró  en  la  tienda,  cerrando  la 
puerta  en  seguida  y,  que  el  Comandante 
Contreras  Orellana  y Urizar  tenían  sus  re- 
vólveres en  la  mano,  trató  do  averiguar 
con  ellos  lo  ocurrido:  dieiéndole  dichos  su- 
jetos que  ellos  habían  lesionado  al  hom- 
bre que  se  hallaba  dentro  de  la  tienda,  en 
legítima  defensa  de  su  vida.  Por  tal  mo- 
tivo dió  parte  a la  autoridad  judicial,  del 
suceso  de  mérito. 


Al  instruirse  las  primeras  diligencias,  se 
recogieron  dos  versiones  distintas  del  su- 
ceso, de  parte  de  las  personas  que  intervi- 
nieron en  él,  ya  como  espectadores  o bien 
como  actores. 

El  éX-Comandante  Contreras  Orellana 
confesó  espontáneamente  el  hecho,  en  la 
forma  siguiente:  el  dia  de  autos,  entre  las 
veintidós  y las  veintitrés  horas,  entró  a 
la  tienda  de  la  Higueros  invitado  por  el 
vigilante  David  Urizar — con  quien  pasea- 
ba— a tomar  una  copa  de  licor.  Sobre  el 
mostrador  del  establecimiento,  estaban 
dos  hombres  echados,  conversando,  los  que 
también  fueron  invitados  por  Urizar  y, 
todos  juntos  tomaron  un  trago.  Minutos 
más  tarde,  el  confesante  pidió  que  les  sir- 
vieran otra  tanda  lo  cual  les  fué  nega- 
do; y,  a continuación  solicitó  a la  Higue- 
ros que  le  mostrara  la  patente  para  ven- 
der licores,  lo  que  hizo  esta  señora.  Cuan- 
do estaba  examinando  tal  documento  Gar- 
cía dijo:  “Usted  es  el  Comandante  del  Res- 
guardo, a usted  lo  queríamos”  y,  al  mismo 
tiempo  le  pegó  una  bofetada  sobre  la  ceja 
derecha.  En  vista  de  esa  agresión,  él  le 
respondió  con  otra  bofetada,  que  medio  le 
tiró;  por  lo  que  García  y José  Benltez  se 
le  fueron  encima  agresivamente  y,  como 
Urizar  intentara  defenderlo,  Benitez  lo  se- 
paró de  un  fuerte  empellón.  A consecuen- 
cia del  ataque  que  le  hacían  tales  sujetos, 
cayó  al  suelo,  en  donde  el  repetido  Bení- 
nez  trataba  de  herii-lo  con  un  cuchillo,  lo 
que  no  pudo  lograr  hacer,  porque  él  se  de- 
fendía con  los  pies;  actitud  en  la  que  se 
hallaban,  cuando  Garda  sacó  un  revólver 
y le  hizo  dos  disparos.  A causa  de  la  agre- 
sión de  Benitez  no  podía  sacar  su  arma 
para  defenderse,  pero  cuando  pudo  hacer- 
lo le  disparó  un  tiro  para  quitárselo  de  en- 
cima, consiguiendo  con  ello  que  Benitez 
lo  atacara  con  más  furia  y,  no  fué  sino 
hasta  el  tercer  disparo  que  le  hiciera,  que 
logró  su  objeto.  Acto  continuo,  los  agre- 
sores recogieron  los  sombreros — del  decla- 
rante y de  Urizar  a quien  se  le  cayera 
con  el  empujón  que  le  dieron — y se  en- 
traron a la  casa,  cerrando  la  puerta.  Mien- 
tras todo  esto  ocurría,  Urizar  se  hizo  a 
media  calle  y disparó  un  tiro  al  aire  pa- 
ra llamar  a la  policía,  la  que  acudió  en 
el  acto  y,  mientras  se  daba  el  parte  de  lo 
ocurrido,  él  se  quedó  frente  a la  puerta, 
cuidando  que  no  fueran  a irse  sus  agreso- 
res. A la  llegada  del  Juez  instructor  y 
de  los  Comandantes  de  la  la.  y 4a.  De- 
marcaciones, quienes  acudieron  con  más 
agentes,  fué  logrado  que  abrieran  la  puer- 
ta, y sólo  encontró  a Benitez  platicando 
con  su  mujer,  pues  García  había  desapa- 
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recido.  Y,  que  la  Higueros  no  tenía  li- 
cencia para  vender  licores  después  de  las 
horas  reglamentarias,  es  decir,  pasadas  las 
veintiuna  horas. 

En  el  momento  de  ser  indagado  Contre- 
ras  Orellana,  el  Juez  instructor  dio  fé  de 
haber  tenido  a la  vista:  una  rotura  en 
la  vuelta  del  saco  que  tenía  puesto  el  pro- 
cesado, al  parecer,  causada  con  arma  blan- 
ca; otra,  en  forma  de  escuadra,  en  la  par- 
te de  atrás  de  la  pierna  derecha  del  pan- 
talón, estando  roto  también  el  calzonci- 
llo; una  escoriación  como  de  una  pulgada 
de  largo,  que  parecía  refUión  de  bala,  en  la 
parte  posterior  de  la  pierna  derecha;  un 
raspón  en  la  rodilla  derecha,  como  de  un 
centímetro  de  circunferencia;  y un  golpe 
sobre  la  ceja  derecha. 

La  versión  hecha  por  Contreras  Orella- 
na, la  reforzó  con  su  confesión  David  Dri- 
zar, ya  que  refiere  el  suceso  exactamente 
en  la  misma  forma  que  el  primero,  agre- 
gando: que  al  oír  el  disparo  que  García 
le  hiciera  a Contreras  Orellana,  escuchó 
que  Benitez  le  dijo;  “viejo  animal,  ya  me 
j....,  pero  acabemos  con  este  babosito”; 
y que  a la  llegada  de  la  policía,  él  refirió 
lo  sucedido  y solicitó  le  fuera  permitido 
ir  a traer  al  Resguardo  de  Hacienda  para 
prestar  auxilio,  cuerpo  que  llegó  con  él, 
cuando  el  Juez  instructor  tomaba  la  de- 
claración del  heridor  Benitez. 

En  diligencias  posteriores,  Urizar  agre- 
gó a su  confesión:  que  ya  encontrándose 
detenido  se  dió  cuenta  de  que  su  sombre- 
ro había  sido  cambiado  con  el  de  Jesús 
García:  lo  que  llegó  a establecerse  de  una 
manera  completa.  Tal  cambio  fué  hecho 
en  el  momento  de  que  junto  con  la  au- 
toridad judicial  pudieron  entrar  a la  tien- 
da de  la  Higueros,  encontrando  los  som- 
breros colocados  sobre  el  mostrador;  lo  que 
corrobora  lo  confesado  por  Contreras  Ore- 
llana acerca  de  que  la  Higueros  y Bení- 
tez,  en  el  momento  de  encerrarse  en  su 
casa,  tomaron  del  suelo  los  sombreros  de 
él  y de  Urizar,  los  cuales  habían  quedado 
tirados  en  el  sitio  del  suceso. 

Además  de  todo  lo  que  se  deja  relacio- 
nado el  informe  emitido  por  el  médico  fo- 
rense, quien  lo  dió  con  fecha  dieciséis  de 
agosto  de  mil  novecientos  veintiocho,  re- 
fuerza lo  que  hizo  constar  el  juez  instruc- 
tor acerca  de  las  lesiones  que  le  reconoció 
a Contreras  Orellana. 

Por  último  ya  abierto  el  juicio  criminal 
fueron  interrogados  los  testigos  Lizardo 
Díaz  y Enrique  Ovalle — propuestos  por  la 


defensa — quienes  con  sus  dichos  corrobo- 
raron lo  afirmado  por  Contreras  Orellana 
y Urizar;  sosteniendo  que  presenciaron  lo 
ocurrido  al  pasar  frente  a la  casa  de  la 
Higueros. 

En  cambio  de  todo  lo  relatado,  la  Hi- 
gueros, Jesús  Garcia  y José  Benitez — an- 
tes de  su  fallecimiento — relataron  el  he- 
cho en  forma  diferente  de  lo  que  expusie- 
ron las  otras  personas  que  se  han  dejado 
mencionadas. 

En  efecto;  José  Benitez  dijo:  que  a la 
hora  indicada  llegaron  a su  tienda  Con- 
treras Orellana  y Urizar  a pedirle  unas 
copas  de  licor,  las  cuales  les  fueron  ser- 
vidas, negándoles  la  segunda  tanda  que 
solicitaron,  por  la  circunstancia  de  que  ya 
estaban  ebrios.  Tal  negativa  los  puso  co- 
léricos y sin  razón  alguna  sacaron  sus  pis- 
tolas y se  pusieron  a disparar  sobre  él.  Al 
darse  cuenta  de  lo  que  ocurría  Jesús  Gar- 
cia—quien  se  hallaba  presente — se  asus- 
tó y salió  corriendo.  A continuación  los 
mismos  sujetos  hicieron  gran  alarma  has- 
ta que  llegó  la  policía  a capturarlos.  Acto 
seguido,  el  mismo  Benitez  refirió;  que  an- 
tes de  que  Contreras  Orellana  y Urizar 
pidieran  el  segundo  trago,  tales  sujetos  se 
disgustaron  entre  si,  y al  intervenir  él 
para  ponerlos  en  paz,  se  le  “voltearon”  y 
lo  hirieron. 

Ofelia  de  Higueros  relata:  que  al  ne- 
garles el  segundo  trago  que  solicitaban 
Contreras  Orellana  y Urizar,  ambos  se  eno- 
jaron y el  primero  de  ellos  le  pegó  una 
bofetada  a Jesús  García,  y como  éste  le 
respondiera  a su  agresor  con  otra,  inter- 
vino Benitez  para  poner  paz,  lo  que  ori- 
ginó una  riña  tumultuaria  entre  todos, 
para  lo  cual  salieron  a la  calle,  riña  de  la 
que  resultó  herido  el  mencionado  Bení  • 
tez.  Que  tanto  Benitez  como  García,  que 
estaban  en  su  sano  juicio,  carecían  de  ar- 
mas. I 

Jesús  García  asevera:  que  como  a las 
veintiuna  horas  de  la  fecha  de  autos  lle- 
gó a la  tienda  de  la  Higueros  con  el  propó- 
sito de  comprar  unos  cigarros  y una  can- 
dela, lugar  a donde  llegaron  dos  indivi- 
duos desconocidos  para  él  y le  preguntaron 
a la  Higueros  si  tenia  patente  para  ven- 
der aguardiente  a lo  que  dicha  señora  les 
contestó  que  sí.  En  ese  acto  Benitez  les 
dijo  que  ya  no  era  hora  de  que  anduvie- 
ran pidiendo  patentes;  por  lo  que  los  des- 
conocidos sacaron  sus  pistolas.  Como  al 
ver  écto  él  se  asustó  y salió  corriendo,  ya 
no  vio  lo  que  ocurriera;  pero  cuando  ya 
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habla  caminado  algunos  pasos  oyó  las  de- 
tonaciones de  arma  de  fuego.  Además 
agregó  que  no  vló  si  los  tales  desconoci- 
dos tomaron  o no  algunas  copas  de  licor. 

Más  adelante,  cuando  se  indagó  a Gar- 
da, negó  los  cargos  que  le  hicieron  Con- 
treras  Orellana  y Urlzar.  Al  reafirmarse 
en  su  dicho  primitivo,  aclaró,  que  al  de- 
cirle Benltez  a Contreras  Orellana  y a 
Urizar  que  ya  era  hora  inhábil  para  pedir 
patentes,  le  contestaron  los  solicitantes 
que  se  hallaban  autorizados  para  pedirlas 
a altas  horas  de  la  noche;  lo  que  motivó 
que  entraran  en  contradicciones  y,  cuan- 
do vió  que  sacaban  los  revólveres,  salió 
huyendo;  razón  por  la  que  ya  no  presen- 
ció lo  que  ocurrió  después.  Y,  por  último, 
negó  tener  arma  alguna. 

Los  tres  procesados  establecieron  du- 
rante el  curso  del  juicio  criminal  sus  bue- 
nos antecedentes  y conducta,  con  las  de- 
claraciones de  más  de  dos  tetigos  que  fue- 
ron interrogados  a su  solicitud. 

Con  motivo  de  la  revolución  de  enero  de 
mil  novecientos  veinte  y nueve,  Contreras 
Orellana  y Urizar  se  fugaron  de  las  cárce- 
les de  Quezaltenango,  y tan  sólo  lograron 
la  recaptura  del  primero. 

Ei  informe  médico-legal  relativo  a las 
lesiones  sufridas  por  José  Benitez,  esta- 
blece: que  este  señor  falleció  a consecuen- 
cia de  la  herida  que  le  fué  causada  con 
arma  de  fuego,  por  arriba  de  la  región 
inguinal  izquierda,  cuyo  proyectil,  al  di- 
rigirse en  sentido  oblicuo  hacia  la  parte 
posterior  del  abdómen,  atravesó  los  intes- 
tinos grueso  y delgado,  perforando  tales 
partes  del  tubo  digestivo  en  siete  puntos 
distintos;  desgarrando,  además,  la  arteria 
mesentérica  y otras  ramas  arteriales  im- 
portantes de  la  indicada  región  abdomi- 
nal. Fuera  de  esa  lesión,  Benitez  asimis- 
mo sufrió,  una  en  el  tercio  inferior  del 
brazo  izquierdo;  otra  en  el  muslo  derecho; 
y la  otra  en  el  muslo  izquierdo.  A pro- 
pósito de  esta  última,  el  informe  hace 
constar,  que  el  proyectil  penetró  por  la 
parte  anterior,  al  nivel  del  tercio  inferior 
del  miembro,  el  que  atravesó  de  parte  a 
parte  y salió  con  una  variación  de  cua- 
tro centimetros,  hacia  arriba  y atrás. 

Agregada  al  juicio  criminal  la  partida 
de  defunción  de  Benitez  y,  concluida  la 
tramitación  de  éste,  después  de  que  la  Sa- 
la jurisdiccional  lo  anuló — por  diferentes 
vicios — en  tres  ocasiones  distintas,  el  Juez 
2o.  de  primera  Instancia  del  Departamen- 


to de  Quezaltenango  dictó  la  sentencia  de 
fecha  veintiocho  de  junio  de  mii  nove- 
cientos treinta  y cuatro.  En  dicho  fallo, 
declara:  que  Teódulo  Contreras  Orellana 
es  responsable  como  autor  del  delito  de 
homicidio  cometido  en  la  persona  de  Jo- 
sé Benitez;  por  cuya  infracción  le  impone 
la  pena  de  diez  años  de  prisión  correctiva 
que,  con  el  carácter  de  inconmutable  y 
con  abono  del  tiempo  padecido,  deberá 
purgar  en  la  Penitenciaria  Central.  Hace 
las  otras  declaraciones  pertinentes  en  de- 
recho, con  respecto  a tal  individuo.  Y, 
absuelve  a Jesús  Garda  — por  falta  de 
prueba — de  los  cargos  que  se  le  formularon 
por  los  delitos  de  homicidio  y agresión. 

El  cinco  de  octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro,  la  Sala  4a.  de  la  Corte 
de  Apelaciones  confirmó  la  sentencia  de. 
primer  grado,  con  las  modificaciones:  de 
que  la  pena  se  le  rebaja  a Contreras  Ore- 
llana en  una  tercera  parte,  en  virtud  de 
no  haber  más  pruebas  para  condenarlo, 
que  su  espontánea  confesión;  y que  el  pro- 
cedimiento queda  abierto  contra  los  testi- 
gos Enrique  Ovalle  y Lizardo  Díaz  por  el 
delito  de  falso  testimonio. 

Esta  última  resolución  fué  la  que  mo- 
tivó el  recurso  que  ahora  se  examina;  y, 
como  la  vista  se  verificó  en  la  audiencia 
señalada  para  el  efecto,  es  el  caso  de  re- 
solver lo  que  procede  en  derecho.  Por  tal 
motivo,  EL  TRIBUNAL  DE  CASACION, 

CONSIDERA: 

— I — 

Que  en  el  caso  que  se  examina,  toda  la 
prueba  de  cargo  que  existe  contra  Teódulo 
Contreras  Orellana,  es  su  propia  y expon- 
tánea  confesión;  porque  reúne  los  requi- 
sitos exigidos  para  su  validez  en  juicio, 
según  el  Artículo  609  P.  P. 

En  ese  caso,  la  indicada  confesión  es 
perfecta;  pero  cabe  analizar  si  es  simple 
o es  calificada. 

Dada  la  forma  en  que  el  procesado  re- 
lató el  hecho,  diciendo  que  se  vió  preci- 
sado a lesionar  a José  Benitez  en  de- 
fensa legítima  de  su  vida,  ya  que  entre 
éste  y Jesús  Garda  Vásquez  lo  atacaban 
con  armas  estando  él  botado  en  el  suelo, 
es  indudable  que  se  trata  de  una  confe- 
sión calificada  y no  simple,  para  originar 
en  ella  tan  solo  la  circunstancia  de  ate- 
nuación que  define  el  inciso  10o.  del  Ar- 
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tículo  21  C.  P.  Siendo,  pues,  calificada, 
procede  entrar  al  examen  de  las  circuns- 
tancias que  la  modifican  o califican. 

Dice  el  enjuiciado  que,  ai  solicitar  la 
exhibición  de  la  patente  para  vender  li- 
cores en  la  tienda  de  la  Higueros,  se  eno- 
jó el  concubino  de  ésta  José  Benitez  y, 
que  Jesús  Garcia  Vásquez  comenzó  la  agre- 
sión, dándole  una  bofetada  sobre  la  ceja 
derecha.  El  Juez  instructor,  tan  pronto 
como  inició  las  primeras  diligencias,  dió 
fé  de  haber  visto  que  Contreras  Orella- 
na presentaba  las  señales  evidentes  del 
bofetón  a que  aludió;  lo  que  también  ase- 
gura el  médico  forense  que  lo  examinó. 

Luego  sigue  relatando  que,  al  responder 
él  con  otra  bofetada  a Jesús  Garcia  Vás- 
quz,  éste  y José  Benitez  se  le  fueron  enci- 
ma y lo  agredieron,  uno  con  cuchillo  y el 
otro  con  revólver,  estando  él  botado  en  el 
suelo  hacia  el  lado  de  la  calle  a donde 
salieron  cuando  fué  agredido.  El  mismo 
Juez  instructor  dió  fé  de  que  las  ropas  que 
tenia  puestas  el  enjuiciado  presentaban 
roturas  causadas  con  arma  cortante,  en 
la  parte  anterior  del  muslo  de  la  pierna 
derecha  del  pantalón,  la  que  también  al- 
canzó el  calzoncillo,  además  de  otra  cor- 
tada que  presentaba  en  la  solapa  del  sa- 
co. Todo  ésto  es  factible  con  la  forma  en 
que  asegura  Contreras  Orellana  que  se  de- 
fendía antes  de  que  Benitez  se  le  echara 
encima,  es  decir  con  los  pies  ya  que  es  de 
suponer  que  al  tratar  de  rechazar  a su 
agresor  con  el  pie  derecho,  fué  cuando  se 
le  causó  la  rotura  que  tenia  en  la  parte 
de  atrás  de  la  pierna  derecha  del  panta- 
lón y calzoncillo;  fuera  de  que,  tanto  el 
Juez  Instructor  como  el  médico  forense 
vieron  que  el  repetido  Contreras  Orellana 
tenia  un  raspón  en  la  rodilla  derecha. 

Continúa  diciendo  que  al  hallarse  en  esa 
situación  Jesús  Garcia  Vásquez  le  hizo  dos 
disparos;  y el  informe  médico  legal  esta- 
blece que  el  procesado  tenia  en  la  parte 
posterior  de  la  pierna  derecha  con  esco- 
riación que  parecía  refilión  de  bala,  lo 
que  también  constató  el  Juez  instructor 
en  el  momento  de  examinar  al  procesado. 

Y por  último  confiesa  Contreras  Ore- 
llana, que  para  quitarse  de  encima  a Be- 
nitez, le  hizo  tres  disparos  cuando  pudo 
lograr  sacar  su  arma. 

El  informe  médico  legal  relativo  a las 
lesiones  sufridas  por  José  Benitez  estable- 
ce: que  éste  presentaba  cuatro  lesiones 
causadas  con  arma  de  fuego,  ocasionándo- 


le la  muerte  la  sufrida  en  la  región  in- 
guinal izquierda;  siendo  de  notarse  que, 
al  describirse  la  herida  del  muslo  derecho, 
el  Cirujano  asienta,  que  el  proyectil  pene- 
tró por  la  parte  anterior  al  nivel  del  ter- 
cio inferior  del  miembro  que  atravesó  de 
parte  a parte  y salió  con  una  variación 
de  cuatro  centímetros  hacia  arriba  y 
atrás.  Luego  también  es  factible  que  los 
disparos  fueron  hechos  hallándose  Con- 
treras Orellana  en  le  posición  en  que  dice 
estaba  cuqndo  se  defendía. 

No  existe  en  todo  lo  actuado  ninguna 
prueba  fehaciente  que  destruya  las  cir- 
cunstancias con  las  que  Contreras  Orella- 
na calificó  su  confesión.  Por  otra  parte 
también  se  hallan  puestos  de  manifiesto 
en  el  juicio  criminal  los  buenos  antece- 
dentes del  enjuiciado. 

Ahora  bien,  como  la  Sala  4a.  de  la  Corte 
de  Apelaciones  al  analizar  la  confesión  ca- 
lificada que  dió  Contreras  Orellana,  no  le 
da  crédito  a la  calificación,  no  obstante 
que  existen  pruebas  evidentes  de  ella,  co- 
mo lo  son  el  informe  del  Cirujano  que 
reconoció  al  procesado  y la  fé  del  Juez 
instructor  de  las  primeras  diligencias;  y 
tan  sólo  la  admite  en  la  parte  que  lé  per- 
judica para  tenerla  como  una  circunstan- 
cia de  atenuación  en  su  favor  es  induda- 
ble que  violó  el  Articulo  614  P.  P.;  lo  que 
es  suficiente  para  casar  y anular  la  eje- 
cutoria recurrida  y resolver  en  lo  princi- 
pal lo  que  procede  en  derecho. 

— II  — 

El  homicidio  cometido  en  la  persona  de 
José  Benitez  se  halla  constatado  de  una 
manera  fehaciente  en  el  juicio  criminal. 

Siendo  calificada,  como  ya  se  dijo,  la 
confesión  prestada  por  Contreras  Orella- 
na, ésta  — • por  no  haber  otra  — consti- 
tuye la  única  prueba  que  milita  en  su 
contra. 

Por  consiguiente  es  bastante  para  es- 
tabiecer  que,  en  el  caso  que  se  examina, 
concurren  ios  tres  requisitos  que  exige  el 
inciso  4o.  dei  Artículo  20  del  Código  Pe- 
nal, para  que  quede  caracterizada  la  le- 
gítima defensa. 

En  efecto:  la  agresión  ilegítima  está  de- 
mostrada, con  ei  hecho  de  que  el  repetido 
Contreras  Orellana  fué  atacado,  cuando 
ejerciendo  funciones  de  Comandante  del 
Resguardo  de  Hacienda  del  Departamento 
de  Qeuzaltenango  solicitaba  la  exhibición 
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de  la  patente  para  vender  licores  en  un 
establecimiento  que  permanecia  abierto 
dspués  de  las  veintiuna  horas  en  donde 
además  le  vendieron  a él  y a su  acompa- 
ñante las  copas  de  licor  que  solicitaron. 

Esta  misma  circunstancia,  también  po- 
ne de  manifiesto  que  no  provocó  él  el  ata- 
que que  se  le  hizo. 

Y la  forma  en  que  fué  agredido  también 
evidencia  que  sí  concurrió  la  necesidad  ra- 
cional del  medio  empleado  para  defen- 
derse. • 

Luego,  en  ese  caso  se  impone  una  sen- 
tencia absolutoria  en  su  favor,  por  haber 
delinquido  en  legitima  defensa  de  su  vi- 
da. Artos.  258,  568,  570,  571,  731  P.  P.,  20 
inciso  4o.  C.  P. 

— III  — 

Con  respecto  a la  culpabilidad  de  Jesús 
García  Vásquez,  no  existe  prueba  alguna  de 
su  delincuencia,  ya  que  la  confesión  pres- 
tada por  Contreras  Orellana,  no  le  puede 
perjudicar  según  el  Articulo  609  P.  P.; 
pues  siendo  dada  por  el  repetido  Contre- 
ras Orellana,  solamente  a éste  podría  da- 
ñarle o favorecerle,  lo  que  no  ocurre  con 
un  tercero.  Artos.  259,  568  y 731  P.  P. 

— IV  — 

Por  todo  lo  que  se  deja  considerado,  con 
apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo  que 
disponen  los  Artículos  686  y 687  P.  P.,  EL 
TRIBUNAL  DE  CASACION, 

RESUELVE: 

CASAR  Y ANULAR  la  ejecutoria  recu- 
rrida, y decidir  en  lo  principal  lo  que  si- 
gue: 

lo. — Absolver  a Teódulo  Contreras  Ore- 
llana del  cargo  que  se  le  formuló,  por  es- 
tar exento  de  responsabilidad  criminal;  y 

2o.— Asimismo  decretar  la  absolución  ili- 
mitada de  Jesús  García  Vásquez,  por  los 
cargos  que  se  le  dedujeron  ya  que  no  hay 
prueba  en  su  contra. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 

Al  margen  de  la  sentencia  se  lee  la  ra- 
zón que  dice:  Los  señores  Magistrados  Ar- 
gueta y Serrano  Muñoz,  salvaron  y razo- 
narán su  voto.  , 


Honorable  Corte  Suprema  de  Justicia: 

Por  las  razones  que  más  adelante  ex- 
presaremos, tuvimos  la.  pena  de  no  estar 
de  acuerdo  con  el  ilustrado  parecer  de 
la  mayoría  de  los  miembros  que  integran 
esta  Suprema  Corte  de  Justicia,  al  ser  re- 
suelto el  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción que  interpuso  Teódulo  Contreras  Ore- 
llana contra  la  sentencia  pronunciada  por 
la  Sala  4a.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  el 
cinco  de  octubre  retropróximo,  fallo  que 
confirma  el  del  Juez  de  la.  Instancia  del 
Departamento  de  Huehuetenango  con  la 
modificación,  de  que  la  pena  de  diez  años 
de  prisión  correccional  impuesta  a Con- 
treras Orellana,  por  el  homicidio  perpe- 
trado en  la  persona  de  José  Benitez,  debe 
rebajársele  una  tercera  parte  por  la  cir- 
cunstancia atenuante  de  su  confesión;  y 
dejar  abierto  el  procedimiento  contra  los 
testigos  Enrique  Ovalle  y Lizardo  Díaz  por 
el  delito  de  falso  testimonio. 

La  riña  se  promovió,  según  refiere  Con- 
treras Orellana,  a causa  de  que  cuando 
estaba  leyendo  la  patente  que  le  había 
entregado  Ofelia  Higueros,  Jesús  García  le 
dijo:  “Ud.  es  el  Comandante,  a Ud.  lo  que- 
ríamos”, y le  dió  una  bofetada  sobre  la 
ceja  derecha;  por  esta  ofensa  el  enjuicia- 
do le  pegó  a García  con  la  mano;  en  ese 
momento  Benitez  y García  se  le  avalan- 
zaron.  El  vigilante,  David  Urizar  intentó 
defenderlo,  pero  no  pudo,  porque  Benitez 
le  dió  un  fuerte  empujón.  Que  a conse- 
cuencia del  acometimiento,  él  (Contre- 
ras) cayó  al  suelo  y allí  Benitez  le  tiró  de 
cuchilladas,  sin  lograr  herirlo,  pues  se  de- 
fendió con  los  pies,  que  en  seguida  Gar- 
cía Vásquez  sacó  su  pistola  haciendo  dos 
disparos  ,y  como  José  Benitez  continuaba 
acometiéndole,  hizo  un  disparo,  pero  su 
agresor  en  vez  de  suspender  el  ataque', 
prosiguió  embistiéndole,  por  lo  que  suce- 
sivamente le  hizo  dos  disparos  más,  y has- 
ta que  efectuó  el  último  consiguió  que  Be- 
nítez  se  retirara. 

Aparece  en  el  informe  del  Cirujano  que 
practicó  la  autopsia,  que  a Benitez  le  fue- 
ron inferidas  cuatro  lesiones,  habiendo  fa- 
llecido a consecuencia  de  la  que  recibió 
en  la  región  abdominal. 

Dada  la  distancia  y posición  en  que  se 
encontraba  Contreras  con  relación  a las 
personas  que  él  asegura  le  agredían,  si  se 
hubiese  defendido  con  los  pies  como  afir- 
ma, habría  sufrido  no  solamente  erosio- 
nes de  la  naturaleza  de  las  que  reconoció 
el  Dr.  Mazariegos,  quien  manifiesta  no  ser 
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posible  determinar  con  certeza  el  instru- 
mento que  las  produjo  siendo  probable  que 
la  situada  en  la  parte  media  de  la  cara 
posterior  del  muslo  derecho  hubiera  sido 
causada  con  proyectil  de  arma  de  fuego. 
Fuera  de  los  revólveres  recogidos  a Con- 
treras  y Urizar,  los  cuales  tenían,  el  del 
primero  un  cartucho  útil  y el  del  segun- 
do cuatro  tiros  sin  disparar  y una  vaina, 
no  aparecen  que  hayan  sido  recogidas  en 
el  lugar  del  suceso  o a Benitez  y Garda 
Vásquez,  las  armas  que  éstos  usaron  se- 
gún asegura  Teódulo  Contreras;  a pesar 
de  que  pronto  acudieron  a inquirir  lo 
acontecido,  la  Policía,  el  Juez  de  Paz  y los 
agentes  del  Resguardo  de  Hacienda,  y ha- 
ber estado  acompañando  a Contreras  en 
aquellos  momentos  uno  de  los  vigilantes 
del  referido  Cuerpo. 

Establece  el  Código  Penal  que  toda  in- 
fracción de  dicha  ley  se  presume  volun- 
taria mientras  no  conste  lo  contrario,  con 
ese  fundamento  y tomando  en  cuenta  que 
fuera  de  la  confesión  del  reo  no  hay  pro- 
badas otras  circunstancias  que  pudieran 
influir  en  alguna  forma  para  que  la  san- 
ción que  debe  imponerse  al  procesado  su- 
fra por  ese  motivo  modificacines  que  le 
sean  favorables;  estimamos  que  la  única 
atenuante  que  en  el  presente  caso  existe 
en  favor  del  reo  es  su  espontána  confe- 
sión. La  eximente  de  responsabilidad  cri- 
minal determinada  en  el  inciso  4o.  del  ar- 
tículo 20  del  Código  al  principio  citado, 
por  constituir  una  excepción  del  princi- 
pio que  regula  la  imputabilidad  debe  de 
ser  probada  por  el  que  la  invoca  en  su 
favor.  Que  en  el  caso  sub-jüdice  no  apa- 
rece hecho  alguno  del  cual  pudiera  de- 
rivarse con  fundamento  legal  la  existen- 
cia de  la  agresión  ilegitima,  primero  y bá- 
sico requisito  de  los  que  señala  la  dispo- 
^ sición  que  acaba  de  mencionarse,  ni  mu- 
cho menos  los  otros  que  constituyen  los 
elementos  integrantes  de  la  referida  cir- 
cunstancia. Por  otra  parte,  como  ya  se 
dijo,  hubo  riña  y dentro  de  ésta  no  cabe 
la  legitima  defensa.  Además,  debe  te- 
nerse presente  que  no  se  llenaron  todos 
los  requisitos  que  estatuye  el  artículo  614 
del  Código  de  Procedimientos  Penales, 
paro  poder  apreciar  la  confesión  en  la 
forma  que  se  hace  en  el  fallo  pronun- 
ciado por  esta  Respetable  Corte,  a quien 
una  vez  más  presentamos  las  seguridades 
de  nuestra  consideración  muy  distinguida. 

Guatemala,  9 de  febrero  de  1935. 

H.  C.  S.  de  J. 

José  Serrano  Mnñoz.  — Alberto  Arqueta  S. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Tranquilino  Segura 
Rosales,  por  homicidio. 

DOCTRINA:  Cuando  el  delincuente  no  tu- 
vo la  intención  de  causar  un  inal  de 
tanta  gravedad  como  el  que  produce,  su 
responsabilidad  debe  ser  atenuada.  l 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
dieciocho  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinticinco. 

Para  resolverlo  se  tiene  a la  vista  el 
recurso  extraordinario  de  casación  intro- 
ducido por  el  Procurador  de  la  Sala  2a.  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  contra  la  senten- 
cia que  este  mismo  Tribunal  dictó  en  el 
proceso  que  se  le  sigue  a Tranquilino  Se- 
gura Rosales  por  el  delito  de  homicidio; 
fallo  ejecutorio  que  fué  proferido  el  vein- 
te y nueve  de  noviembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cuatro. 

El  recurrente  asevera,  en  Bu  recurso, 
que  la  Sala  sentenciadora  violó  los  Artícu- 
los 21  incisos  3o.  y 7o.,  77  y 79  del  Código 
Penal  y 568  del  de  Procedimientos  Pena- 
les. 

En  los  autos  que  sirven  de  antecedentes 
al  recurso  que  se  examina,  aparece  de 
manifiesto  lo  que  sigue: 

A las  doce  horas  y once  minutos  del 
día  veintisiete  de  febrero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cuatro,  Rafael  Franco  Ore- 
llana le  dió  parte  al  Juez  de  Paz  de  San 
Cristóbal  Verapaz,  de  que  un  momento 
antes,  en  ocasión  de  que  se  encontraba 
en  su  casa  esperando  que  le  sirvieran  el  al- 
muerzo, llegó  a la  puerta  de  la  calle,  ya 
herido,  Osmundo  Rodríguez  Soria,  a pe- 
dirle con  voz  entrecortada,  un  poco  de 
agua  caliente  por  lo  que  se  la  dió  en  una 
paiangana  y,  lo  dejó  sentado  en  la  calle, 
mientras  acudía  a dar  parte  del  caso  a la 
autoridad. 

Al  constituirse  el  Juez  instructor  en  el 
sitio  indicado  para  instruir  el  proceso  con- 
siguiente, encontró  a Rodríguez  Soria  ya 
muerto,  en  el  punto  en  donde  lo  dejara 
Franco  Orellana;  por  lo  que  procedió  a 
levantar  el  acta  de  rigor. 

En  el  curso  del  proceso,  fueron  interro- 
gados los  testigos  Mariano  Coronado,  Al- 
fredo de  la  Cruz  y Matías  Acevedo. 

Con  los  dichos  de  estos  señores,  se  es- 
tableció; que  al  salir  del  taller  de  za- 
patería en  donde  trabajan,  se  dirigían  para 
sus  casas  como  a las  doce  horas  de  la  fe- 
cha indicada.  En  el  camino  les  dió  al- 
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canee  su  compañero  de  trabajo  Tranqui- 
lino Segura  Rosaies,  quien  no  se  detuvo  y 
continuó  a paso  ligero  a interceptarle  su 
camino  a su  otro  caramada,  Osmundo 
Rodríguez  Soria — que  marchaba  adelante 
de  ellos — y,  de  una  vez  le  infirió  una  bo- 
fetada. Ei  agredido  contestó  con  otro  bo- 
fetón, que  hizo  caer  ai  suelo  al  agresor, 
a quien  se  le  echó  encima  Rodríguez  Soria 
y sujetó  a Segura  Rosales  del  cuello,  con 
las  manos,  dejándoselas  libres  a éste,  cir- 
cunstancia que  aprovechó  para  sacar  de 
uno  de  sus  bolsillos  una  cuchilla  de  zapa- 
tero y con  ella  le  infirió  una  lesión  en  la 
pierna  izquerda  al  repetido  Rodríguez  So- 
ria. Al  sentirse  herido  éste,  le  dijo  a su 
contrincante:  “a  trabones  no  voy  yo”  y,  se 
levantó,  dirigiéndose  a la  casa  de  Rafael 
Franco  Orellana  a pedirle  un  poco  de  a- 
gua  caliente.  El  heridor,  también  se  le- 
vantó del  sue’o  y,  limpiándose  la  cara  que 
tenia  llena  de  tierra,  se  marchó;  lo  que 
también  hicieron  los  declarantes. 

Segura  Rosales — en  su  confesión — rela- 
tó lo  sucedido  en  la  misma  forma  que  los 
testimoniantes  indicados,  agregando:  que 
debido  a antecedentes  que  tenía  con  Ro- 
dríguez Soria,  le  reclamó  su  conducta;  y 
como  éste  le  contestara  agresivamente,  le 
dió  una  bofetada  y él  le  contestó  con 
otra  que  lo  hizo  caer.  Y,  que  nunca  tuvo 
la  intención  de  ocasionarle  la  muerte;  pues 
si  le  infirió  una  herida  en  la  pierna  iz- 
quierda, fué  para  que  lo  soltara,  ya  que 
casi  lo  estrangulaba  en  el  piso. 

En  el  juicio  criminal  consta,  en  el  in- 
forme médico-legal  del  caso,  que  la  muer- 
te le  sobrevino  a Rodríguez  Soria  a conse- 
cuencia de  la  lesión  que  sufrió  en  la  pier- 
na izquierda,  la  que  interesó  la  arteria 
femoral  interna  y,  por  consiguiente  le  pro- 
dujo una  hemorragia  considerable. 

Más  adelante  el  enjuiciado  trató  de 
modificar  su  declaración  indagatoria  en 
el  sentido,  de  que  él  no  sacó  la  cuchilla 
del  bolsillo  de  su  pantalón  la  cual  cayó  en 
un  movimiento  que  hizo;  y cuando  la  re- 
cogió, su  contrincante  trató  de  quitárse- 
la causándose  el  mismo  en  la  lucha  la  he- 
rida que  sufrió. 

Tal  modificación  quiso  justificarla  la 
defensa  con  las  declaraciones  de  varios 
testigos  que  propuso  durante  el  curso  del 
juicio  criminal,  sin  conseguirlo;  como  tam- 
poco consiguió  desvirtuar  los  testimonios 
de  los  declarantes  de  cargo,  con  las  re- 
preguntas que  les  dirigió. 

El  veinticinco  de  agosto  de  mil  novecien- 

tos treinta  y cuatro,  el  Juez  Departamen- 


tal de  Alta  Verapaz  dictó  sentencia  decla- 
rando que  Tranquilino  Segura  Rosales  es 
responsable  como  autor  del  delito  de  ho- 
micidio, por  lo  que  le  impone  diez  años  de 
prisión  correctiva  que,  con  el  carácter  de 
inccjimutables  y con  abono  del  tiempoi 
padecido,  deberá  purgar  en  la  Penitencia- 
ria Central. 

Con  fecha  veintinueve  de  noviembre  de 
mil  novecientos  treinta  y cuatro,  la  Sala 
2a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  dictó  la  sen- 
tencia ejecutoria  que  originó  el  recurso 
que  se  examina.  En  dicho  fallo  después 
de  considerar  que  no  existen  las  circuns- 
tancias atenuantes  y de  agravación  que 
compensa  el  juez  de  primer  grado  para 
imponer  al  enjuiciado  la  Jjena  de  diez 
años  de  que  se  ha  hecho  mérito,  confirma 
la  de  primera  Instancia  con  la  modifica- 
ció  de  que  no  existen  las  indicadas  cir- 
cunstancias. 

Por  haberse  efectuado  la  vista  en  la  fe- 
cha señalada  para  el  efecto,  es  el  caso  de 
resolver  lo  que  procede  en  derecho. 

Por  esa  razón,  EL  TRIBUNAL  DE  CA- 
SACION, 

CONSIDERA: 

— I — 

Que  en  el  caso  que  se  examina  y dada 
la  situación  en  que  Segura  Rosales  lesio- 
nó a Osmundo  Rodríguez  Soria,  está  de 
manifiesto  que  el  primero  no  tuvo  inten- 
ción de  causar  un  mal  de  tanta  gravedad 
como  el  que  produjo. 

En  efecto;  está  probado  en  autos  que 
el  procesado  estaba  caído  en  el  suelo  de- 
bajo de  Rodríguez  Soria,  quien  le  golpea- 
ba la  cara  contra  el  suelo  a la  vez  que  con 
las  manos  le  apretaba  el  cuello.  Como 
Segura  Rosales  se  viera  acometido  en  esa 
forma  hizo  uso  de  su  arma  para  herir  por 
cualquier  parte  a su  agresor  con  el  pro- 
pósito de  quitárselo  de  encima,  pero  no 
con  el  ánimo  de  causarle  la  muerte;  como 
lo  demuestra  el  hecho  de  que  no  le  infi- 
rió más  heridas,  ya  que  muy  bien  pudo 
haberlo  hecho  si  hubiera  tenido  ese  pro- 
pósito. Por  otra  parte  el  lugar  por  don- 
de fué  lesionado  Osmundo  Rodríguez  So- 
ria está  indicando  que  no  abrigaba  tal  in- 
tención; y que  si  le  sobrevino  la  muerte 
fué  debido  a la  fatalidad  de  haberle  sido 
interesada  la  arteria  femoral  interna;  ya 
que  no  es  dable  suponer  que  el  procesado 
deliberadamente  eligiera  ese  sitio  para  he- 
rirlo. 
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En  esa  virtud  es  claro  que  la  responsa- 
bilidad en  que  incurrió  el  enjuiciado,  de- 
be ser  atenuada;  y al  no  estimarlo  asi  la 
Sala  sentenciadora  violó  el  inciso  3o.  del 
Articulo  21  del  Código  Penal,  como  lo  ase- 
gura el  recurrente;  razón  por  la  que  debe 
casarse  y anularse  la  resolución  recurrida, 
para  decidir  sobre  lo  principal  lo  que  co- 
rresponde conforme  a derecho. 

— II  — 

Las  declaraciones  de  los  tres  testigos  de 
cargo,  que  son  uniformes  y contestes  en 
sus  dichos,  ponen  de  manifiesto  la  culpa- 
bilidad de  Tranquilino  Segura  Rosales  co- 
mo autor  del  delito  de  homicidio  come- 
tido en  la  persona  de  quien  fué  Osmundo 
Rodríguez  Soria;  hecho  que  también  con- 
fesó el  enjuiciado. 

Como  el  delito  que  se  investiga  se  ha- 
lla preestablecido  en  los  autos,  es  el  caso 
de  imponerle  al  procesado  la  pena  que  le 
corresponde  por  la  infracción  cometida; 
tomando  en  cuenta  a la  vez  la  circuns- 
tancia de  atenuación  de  que  se  ha  hecho 
mérito. 

En  esa  virtud  la  pena  que  debe  sufrir 
el  repetido  Segura  Rosales  es  la  de  diez 
años  de  prisión  correctiva,  rebajada  en 
una  tercera  parte.  Articulo  259,  568,  570, 
571,  573,  583,  609  P.  P.,  21  inciso  3o.,  77  y 
295  C.  P. 

— III  — 

Por  todo  lo  que  se  deja  considerado  con 
apoyo  en  lo  que  disponen  los  Artículos  11, 
27,  33,  43,  44,  65  C.  P.,  2o.  Dto.  Leg.  1740, 
686,  687,  729,  732  y 735  P.  P.,  y en  las  le- 
yes citadas,  EL  TRIBUNAL  DE  CASACION, 

RESUELVE: 

Casar  y anular  la  ejecutoria  recurrida 
y decidir  sobre  lo  principal:  que  Tranqui- 
lino Segura  Rosales  es  responsable  como 
autor  del  delito  de  homicidio  perpetrado 
en  la  persona  de  quien  fué  Osmundo  Ro- 
dríguez Soria;  por  lo  que  le  impone  la  pe- 
na de  diez  años  de  prisión  correctiva  re- 
bajada en  una  tercera  parte,  y que  con 
el  carácter  de  inconmutable  y abono  del 
tiempo  padecido,  deberá  purgar  en  la  Pe- 
nitenciaria Central;  lo  obliga  al  pago  de 
las  responsabilidades  civiles  provenientes 
del  delito  y a la  reposición  del  papel  em- 


pleado en  el  proceso.  Y Finalmente  lo 
suspende  en  el  ejercicio  de  sus  derechos 
políticos  durante  el  tiempo  de  la  condena. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Julián  Gallegos  Blan- 
co, por  homicidio. 

DOCTRINA:  Cuando  el  delincuente  se 
presenta  voluntariamente  a la  autori- 
dad judicial  a confesar  su  delito  antes 
de  ser  perseguido  por  ello,  la  circuns- 
tancia de  atenuación  que  se  deriva  de 
tal  causa,  lleva  implícita  la  señalada  en 
el  inciso  10o.  del  Articulo  21  C.  P.  En 
consecuencia,  sólo  una  atenuación  es  la 
que  le  favorece. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
dieciocho  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinticinco. 

Para  resolverlo  se  tiene  a la  vista  el  re- 
curso extraordinario  de  casación  introdu- 
cido por  el  procesado  Julián  Gallegos  Blan- 
co, con  auxilio  del  Procurador  oficial  de 
la  Sala  2a.  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
contra  la  sentencia  proferida  por  la  Sala 
la.  de  la  misma  Corte  el  veinte  de  octu- 
bre de  mil  novecientos  treinta  y cuatro 
en  el  proceso  seguido  al  recurrente  por  el 
delito  de  homicidio. 

En  el  recurso  se  asevera  que  la  Sala  sen- 
tenciadora violó  los  Artículos  20  inciso  4o. 
22  inciso  lo.,  77  y 78  del  Código  Penal  y 
el  614  de  Procedimientos  Penales. 

En  los  antecedentes  que  sirven  de  base 
al  recurso  que  se  examina  consta  lo  que 
sigue: 

El  veinticuatro  de  diciembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y uno  la  autoridad  ju- 
dicial de  El  Progreso,  del  Departamento 
del  Petén,  tuvo  noticia  de  que  a las  diez 
horas  del  dia  anterior  se  habla  cometido 
un  delito  en  la  aldea  o campamento,  más 
bien  dicho,  “Los  dos  Reales”. 

Al  instruirse  la  averiguación  del  caso 
fué  indagado  Julián  Gallegos  Blanco, 
quien  confesó  libre  y espontáneamente, 
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que  en  la  fecha  indicada  hirió  a mache- 
tazos al  individuo  Abel  Garda  Tejero, 
porque  dicho  sujeto  lo  habla  amenazado 
con  un  rifle  en  dias  anteriores,  a causa 
de  ciertas  averiguaciones  que  el  confesan- 
te tenia  con  Delfino  Sánchez;  amenaza  que 
presenciaron  los  chicleros  Manuel  Guz- 
mán,  Amallo  Gallegos,  Moisés  Sul  y Car- 
men Burelo.  A continuación  dijo,  que  el 
dia  del  crimen,  como  a las  quince  horas, 
se  dirigía  para  su  ato,  ocasión  en  la  que 
se  hizo  encuentro  con  Abel  Garda  Tejero, 
a quien  le  djio;  “ahora  estamos  en  buen 
terreno”,  por  lo  que  Garda  Tejero  quiso 
sacar  un  machete  y luego  huir,  lo  que  no 
pudo  hacer  porque  él  le  dió  el  primer  ma- 
chetazo, con  el  que  lo  hizo  caer  al  suelo, 
en  donde  le  siguió  pegando  con  el  ma- 
chete hasta  dejarlo  sin  movimiento  y,  a 
continuación  se  fué  a presentar  para  que 
lo  capturaran. 

El  ofendido  Garda  Tejero,  antes  de  su 
fallecimiento,  expuso:  que  en  ocasión  de 
que  regresaba  de  lavar  una  bolsa  aulada, 
vió  que  en  el  camino  estaba  Gallegos  Blan- 
co atrás  de  un  chicle  grande  y,  al  pasar 
cerca  de  él,  tal  sujeto  le  descargó  un  golpe 
en  la  cabeza  con  el  machete  que  empuñó 
con  sus  dos  manos,  golpe  que  lo  hizo  caer 
al  suelo.  En  esa  situación,  su  heridor  le 
siguió  causando  otras  heridas,  y al  creer 
que  le  habla  dado  muerte,  salió  huyendo. 
Cuando  se  vió  libre  de  él,  se  levantó  co- 
mo pudo  y se  dirigió  a su  campamento, 
en  donde  le  prestaron  los  primeros  auxi- 
lios. ( 

El  informe  médico  legal  del  caso  esta- 
blece: que  el  ofendido  sufrió  nueve  heri- 
das graves  de  pronóstico  reservado  en  dis- 
tintas partes  del  cuerpo. 

El  once  de  enero  de  mil  novecientos 
treinta  y dos  falleció  Abel  Garda  Tejero, 
a consecuencia  de  un  foco  neumónico  en 
la  base  del  pulmón  izquierdo,  consecutivo 
a la  septicemia  que  originaron  las  nueve 
heridas  que  le  causaron  con  arma  cor- 
tante, según  certifica  el  médico  forense 
de  aquel  Departamento. 

Más  adelante,  el  procesado  Julián  Ga- 
llegos Blanco  trató  de  modificar  su  pri- 
mitiva declaración  indagatoria  en  el  sen- 
tido de  que  Garcia  Tejero  estaba  ase- 
chando su  paso  detrás  de  un  árbol  y,  al 
solo  verlo  le  dijo:  “hasta  que  al  fin  llegó 
el  día  en  que  yo  te  mate”  y,  de  una  vez  se 
le  fué  encima  tirándole  de  machetazos, 
los  que  pudo  escapar  causándole  algunas 


heridas  que  lo  hicieron  caer  al  suelo,  he- 
ridas que  le  infirió  “en  lo  mejor  de  la  ri- 
ña” y en  defensa  de  su  persona.  Que 
García  Tejero,  todavía  en  el  suelo  tuvo 
ánimo  para  levantarse  a seguir  atacán- 
dolo, siendo  entonces  cuando  el  confe- 
sante le  dió  nuevos  machetazos,  y en  se- 
guida se  fué  a presentar — voluntariamen- 
te, por  creer  que  no  le  sucedería  cosa  al- 
guna, ya  que  había  obrado  en  su  defensa. 
Además  dijo,  que  no  ratificaba  la  decla- 
ración anterior,  porque  la  última  pregun- 
ta no  le  fué  dirigida;  extremo  que  no  pu- 
do demostrar  durante  el  curso  del  juicio 
criminal;  y que  por  otra  parte  desmintió 
con  su  dicho  el  secretario  que  actuó  en  esa 
diligencia. 

El  treinta  de  agosto  de  mU  novecientos 
treinta  y cuatro,  el  Juez  Departamental 
del  Retén,  dictó  sentencia,  declarando  en 
ella:  que  Julián  Gallegos  Blanco  es  autor 
del  delito  de  homicidio  cometido  en  la  per- 
sona de  quien  fué  Abel  García  Tejero;  y 
que  por  estar  exento  de  responsabilidad 
criminal,  por  haber  obrado  en  legítima 
defensa  de  su  vida,  lo  absuelve  del  cargo 
formulado. 

La  Sala  la.  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
en  la  sentencia  ejecutoria  de  veinte  de  oc- 
tubre de  mil  novecientos  treinta  y cuatro, 
revocó  la  resolución  de  primer  grado,  de- 
clarando a la  vez;  que  Julián  Gallegos 
Blanco  es  autor  del  delito  de  homicidio 
perpetrado  en  la  persona  de  quien  fué 
Abel  Garcia  Tejero;  por  lo  que  le  impone 
la  pena  de  diez  años  de  prisión  correccio- 
nal, rebajada  en  una  tercera  parte — por 
militar  en  su  favor  la  circunstancia  ate- 
nuante de  ser  su  confesión  la  única  prue- 
ba— y que,  con  abono  del  tiempo  padeci- 
do deberá  purgar  en  la  Penitenciaría 
Central  con  el  carácter  de  inconmutable. 
Y,  por  último  hace  las  otras  declaraciones 
pertinentes  en  derecho. 

En  la  resolución  que  se  examina,  la  Sa- 
la sentenciadora  compensa  la  circunstan- 
cia agravante  de  alevosía,  con  la  de  ate- 
nuación de  haberse  presentado  espontá- 
neamente a la  autoridad  a confesar  su 
delito,  antes  de  ser  perseguido  como  cul- 
pable. 

Por  haberse  efectuado  la  vista  en  la  a,u- 
diencia  señalada  para  el  efecto,  es  el  ca- 
so de  resolver  lo  procedente  en  derecho. 
Por  ese  motivo,  EL  TRIBUNAL  DE  CASA- 
CION, 
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CONSIDERA.: 

— I — 

Que  en  el  caso  que  se  examina,  no  mi- 
litan en  favor  del  procesado  Gallegos 
Blanco  dos  circunstancias  atenuantes,  co- 
mo asienta  la  Sala  sentenciadora:  porque 
dada  la  naturaleza  del  hecho  investigado, 
atenuación  que  señala  el  inciso  10o.  del 
Articulo  21  C.  P.,  queda  confundida  con 
la  marcada  en  el  inciso  9o.  de  la  misma 
Ley;  pues  el  objeto  de  haberse  presenta- 
do a la  autoridad,  cuando  podía  lograr  la 
impunidad  por  medio  de  la  fuga  o de  la 
ocultación,  fué  el  de  ir  a confesar  espon- 
táneamente el  delito  que  había  cometido 
antes  de  ser  perseguido;  y la  circunstan- 
cia de  que  no  existe  más  prueba  para  con- 
denarlo que  la  indicada  confesión,  no  pue- 
de originar  un  nuevo  beneficio  en  favor 
del  procesado;  máxime  que  él  mismo  quiso 
retractarse  de  la  confesión  primitiva,  co- 
mo lo  indicó  ai  ser  indagado  por  el  Juez 
Departamental  del  Fetén,  en  donde  ya  ca- 
lificó su  deposición,  argumentando  que 
obró  en  legítima  defensa  de  su  vida. 

Se  ve,  pues,  que  es  una  sola  la  circuns- 
tancia de  atenuación  que  milita  en  favor 
del  acusado;  y en  ese  caso  es  indudable 
que  la  Sala  la.  de  la  Corte  de  Apelaciones 
cometió  un  error  de  derecho,  al  estimar 
que  son  dos  las  existentes,  para  compen- 
sar una  de  ellas  con  la  agravante  de  ale- 
vosía; error  de  derecho  que  origina  la  vio- 
lación de  los  Artículos  77  y 78  del  Código 
Penal  que  señala  como  infringidos  el  re- 
currente; lo  que  da  cabe  a la  admisión 
del  recurso,  con  el  fin  de  casar  y anular 
la  ejecutoria  recurrida  y resolver  en  lo 
principal  lo  que  procede  en  derecho. 

— II  — 

En  el  caso  suh-júdice,  el  homicidio  con- 
secuencia! que  se  investiga,  se  encuentra 
preestablecido  de  una  manera  completa 
en  el  juicio  criminal,  con  los  datos  obran- 
tes en  él. 

La  confesión  de  Gallegos  Blanco,  por 
el  hecho  de  reunir  todos  los  requisitos  que 
señala  el  Artículo  609  del  Código  Penal, 
cpnstituye  la  prueba  plena  de  su  culpabi- 
lidad, como  autor  del  mencionado  hecho 
punible. 

El  hecho  de  que,  el  citado  Gallegos  Blan- 
co no  haya  justificado  los  extremos  afir- 
mados para  retractarse  de  su  primitiva 
confesión,  dejan  válida  ésta  legalmente, 
de  acuerdo  con  lo  que  dispone  el  Articulo 


610  P.  P.,  en  relación  con  el  613  del  mismo 
Código.  En  ese  caso  ella  prueba  también 
que.  el  procesado  ejecutó  el  crimen  con 
alevosía,  ya  que  confiesa  que,  cuando  lo 
vió  García  Tejero  quiso  sacar  su  machete 
y huir,  instante  en  el  que  le  infirió  el  pri- 
mer machetazo  en  la  cabeza,  derribándo- 
lo al  suelo  en  donde  le  causó  las  otras  le- 
siones que  presentaba;  porque  origina  la 
circunstancia  agravante  señalada  en  el 
inciso  lo.  del  Artículo  22  C.  P.,  por  no  ser, 
en  este  caso  la  calificativa  del  homicidio. 

De  acuerdo  con  lo  que  dispone  el  Articu- 
lo 78,  C.  P.,  la  indicada  circunstancia  de 
agravación  debe  compensarse  con  la  úni- 
ca atenuante  que  favorece  al  enjuiciado. 
En  ese  caso  una  destruye  a la  otra,  y,  por 
consiguiente,  al  repetido  Gallegos  Blanco 
le  corresponde  sufrir  la  pena  de  diez  años 
de  prisión  correctiva  filada  en  el  Articulo 
295,  C.  P.,  a los  homicidas. 

La  legitima  defensa  invocada  por  el  en- 
juiciado al  calificar  su  confesión,  no  exis- 
te en  el  caso  sub-júdice,  porque  ella  no 
pone  de  manifiesto  los  tres  extremos  re- 
oueritíos  por  el  inciso  4o.  del  Articulo  20 
C.  P. 

— III  — 

Por  todo  lo  que  se  deja  considerado  con 
apoyo  en  las  leyesi  citadas  y.  en  lo  que  dis- 
nonen  los  Artículos  259.  568,  571,  614,  686, 
687,  735  P.  P.  27.  33,  43,  44.  66  C.  P.  y 2o. 
Decreto  1740,  EL  TRIBUNAL  DE  CASA- 
CION, 

RESEUELVE; 

Casar  y anular  la  ejecutoria  recurrida 
y decidir  sobre  lo  principal:  que  Julián 
Gallegos  Blanco  es  responsable  como  au- 
tor del  delito  de  homicidio  cometido  en  la 
persona  de  quien  fué  Abel  García  Teje- 
ro: que  por  tal  hecho  punible  debe  sufrir 
la  pena  de  diez  años  de  prisión  correcti- 
va que,  con  el  carácter  de  inconmutable  y 
abono  del  tiempo  padecido,  deberá  pur- 
gar en  la  Penitenciaría  Central;  lo  deja 
afecto  al  pago  de  las  responsabilidades  ci- 
viles provenientes  del  delito;  lo  exonera 
de  la  reposición  del  papel  empleado  en 
el  proceso  per  su  notoria  pobreza;  y por 
último,  lo  suspende  en  el  ejercicio  de  sus 
derechos  políticos  durante  el  tiempo  de  la 
condena.  ¡ 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante’ 
mi.  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Teófilo  Hilton  por  ho- 
micidio. 

DOCTRINA:  Los  extremos  de  la  legitima 
defensa  plenamente  demostrados  exi- 
men de  responsabilidad  criminal  al  au- 
tor de  un  homicidio. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y ocho  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  la  Sa- 
la 5a.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  fecha 
treinta  de  noviembre  próximo  pasado,  en 
el  proceso  que  por  el  delito  de  homicidio 
en  la  persona  de  Alberto  Rojas  se  siguió 
contra  Teófilo  Hilton  en  el  Juzgado  de  la. 
Instancia  de  Izabal. 

--  I — 

El  Juez  de  Paz  de  Los  Amates  abrió  el 
proceso  el  tres  de  julio  del  año  próximo 
anterior  por  haber  tenido  conocimiento 
de  la  muerte  violenta  de  Rojas,  constitu- 
yéndose en  la  linea  férrea  de  la  Compañía 
Frutera,  como  a cien  varas  de  distancia 
de  los  campamentos  de  la  finca  Yaqui,  en 
donde  encontró  el  cadáver  del  citado  in- 
dividuo con  una  herida  producida  por  ar- 
ma de  fuego,  con  orificios  de  entrada  y 
salida  en  el  costado  derecho  y tetilla  del 
mismo  lado  respectivamente:  practicadas 
Jas  diligencias  de  reconocimiento  el  Juez 
procedió  al  examen  de  los  testigos  pre- 
senciales del  hecho  y a la  indagatoria  del 
reo,  quien  inmediatamente  que  cayó 
muerto  Rojas  se  dirigió  al  Comisionado  Mi- 
litar a darle  parte  de  lo  ocurrido. 

Deciaron  Patricio  Alvarez,  Juan  R.  To- 
bar, Daniel  Ortiz,  Abel  Pérez,  Pascual  So- 
to, Mariano  Berben,  Georgino  Cruz,  Flo- 
rencio Morales  y Fernando  Esquivel.  Ma- 
nifestaron que  como  componentes  de  la 
cuadrilla  que  trabajaba  bajo  las  órdenes 
del  caporal  Hilton,  se  encontraban  presen- 
tes en  el  lugar  del  hecho;  que  el  día  de 
autos  como  a las  trece  horas  pasó  Rojas 
en  estado  de  ebriedad,  armado,  y directa- 
mente fué  a provocarlos  tirándoles  con  el 
machete,  pero  ellos  se  internaron  en  el 
monte  para  evitar  una  desgracia;  que  en 
seguida  se  dirigió  Rojas  a donde  estaba 
Hilton  y se  puso  a injuriarlo  y a atacarlo; 
éste  retrocedió  pero  viéndose  acometido 
y no  quedándole  otro  recurso,  sacó  su  re- 
vólver e hizo  un  disparo  acertándole  al 
agresor,  quien  cayó  sin  vida. 


— II  — 

i 

El  Juez  de  la.  Instancia  de  Izabal  pro- 
firió sentencia  el  veintisiete  de  octubre  del 
año  próximo  pasado,  la  cual  en  su  parte 
declarativa  absuelve  a Hilton  del  cargo  que 
le  formuló  por  el  delito  de  homicidio  en 
virtud  de  estar  exento  de  responsabilidad 
criminal  por  haber  obrado  en  legítima  de- 
fensa, pues  considera  probados  los  tres  ex- 
tremos que  requiere  la  ley  para  el  efecto 
con  las  declaraciones  uniformes  y contes- 
tes de  los  testigos  y lo  que  pudo  observar 
en  la  inspección  ocular  que  verificó. 


La  Sala  5a.  de  la  Corte  de  Apelaciones 
en  sentencia  de  treinta  de  noviembre  úl- 
timo, por  mayoría  de  votos,  por  haber  vo- 
tado en  contra  el  magistrado  Arellano, 
revocó  el  fallo  de  primera  instancia  resol- 
viendo que  Hilton  es  autor  del  homicidio 
de  Alberto  Rojas  por  cuya  infracción  le 
impone  la  pena  de  tres  años  cuatro  me- 
ses de  prisión  correccional,  permitiéndole 
conmutar  las  dos  terceras  partes  a vein- 
ticinco centavos  diarios,  haciendo  las  de- 
más declaraciones  legales. 

La  Sala  no  encuentra  probadas  las  tres 
circunstancias  de  la  legitima  defensa, 
pues  estima  que  existe  una  contradicción 
entre  lo  confesado  por  el  reo  y las  decla- 
raciones de  los  testigos;  que  además  la 
lesión  la  sufrió  el  interfecto  por  detrás  y, 
por  otra  parte,  el  procesádo  pudo  haber 
asumido  la  misma  actitud  de  los  mozos 
con  quienes  trabajaba,  esquivando  la  agre- 
sión con  una  prudente  retirada.  El  ma- 
gistrado disidente  refuta  los  fundamen- 
tos de  la  mayoría  y manifiesta:  que  Rojas 
no  fué  herido  por  detrás  sino  al  estar  de 
lado,  al  nivel  del  séptimo  espacio  intercos- 
tal; que  la  situación  de  Hilton  y la  de  los 
mozos  era  comp'etamente  distinta  puestf 
que  ya  no  podría  hablarse  de  retirada  pru 
dente  sino  de  una  cobardía  a todas  luces 
injustificable  el  que  un  hombre  de  cierto 
carácter  salga  huyendo  ante  una  agre- 
sión. 

— IV  — 

El  procesado,  con  auxilio  del  abogado 
don  José  Dolores  Mayorga,  introdujo  el 
presente  recurso  de  casación  por  violación 
de  ley,  citando  el  quebrantamiento  de  los 
artículos  570  incisos  lo.,  4o.  y 5o.  573  en 
todas  sus  partes,  586  incisos  4o.  y 5o.  y 607 
de  Procedimientos  Penales,  20,  inci.so  4o, 
en  sus  tres  puntos,  65  y 80  del  Código  Perl£^l, 
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CONSIDERANDO: 

Que  toda  la  prueba  rendida  es  favorable 
al  procesado  para  justificar  que  obró  en 
legitima  defensa  de  su  persona,  pues  las 
dos  únicas  circunstancias  adversas  que 
encontró  el  Tribunal  sentenciador  real- 
mente no  existen  desde  el  momento  en 
que  no  es  exacto  que  la  lesión  la  haya  su- 
frido la  victima  por  detrás  sino  al  nivel 
del  séptimo  espacio  intercostal  derecho;  y 
en  cuanto  a que  bien  pudo  huir  de  su  agre- 
sor. debiendo  aceptarse  el  caso  tal  como 
queda  probado  con  la  confesión  del  reo, 
las  declaraciones  uniformes  de  los  testi- 
gos y la  inspección  ocular  practicada,  no 
es  posible  aceptar  esa  exigencia  porque  las 
circunstancias  no  lo  hubieran  permitido. 
En  consecuencia,  probados  los  tres  requi- 
sitos de  la  legitima  defensa  señaladas  en 
el  inciso  4o.  del  articulo  20  del  Código  Pe- 
nal, cuya  infracción  se  denuncia  en  el  re- 
curso, es  procedente  casar  el  fallo  para 
resolver  en  derecho.  Artículos  573,  586, 
607  y 609  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y de  lo  dispuesto 
en  los  artículos  674  inciso  lo..  676  inciso 
lo.,  686  y 637  Procedimientos  Penales,  CA- 
SA Y ANULA  el  fallo  recurrido  y re.sol- 
viendo  en  lo  principal  declara  que  Teó- 
filo Hilton,  autor  del  homicidio  de  Al- 
berto Rojas,  queda  exento  de  responsa- 
bilidad criminal  por  haber  obrado  en  le- 
gitima defensa  de  su  persona. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  So- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — ■ José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Instríiido  por  los  delitos  de 
doble  homicidio,  lesiones  y atentado, 
contra  Fermín  Labín  Samayoa  y Alberto 
Ordóñez  Cróker 

DOCTRINA:  La  absolución  de  la  Instan- 
cia, sólo  es  procedente  cuando  concu- 
rran los  tres  requisitos  que  señala  de  una 
manera  concreta  y precisa  el  Articulo 
730  P.  P. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinte  de  febrero  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 


Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  anteceden- 
tes, el  fallo  de  segunda  instancia,  pronun- 
ciado en  la  causa  seguida  contra  Fermín 
Labin  Samayoa  y Alberto  Ordóñez  Croker 
por  los  delitos  de  doble  homicidio,  lesiones 
y atentado;  en  el  cual  se  declara:  lo.,  re- 
voca la  sentencia  del  Juez  de  la.  Instan- 
cia de  Cuilapa,  que  absolvía  de  la  instan- 
cia a Labin  y a Ordóñez  Cróker  y re- 
solviendo declara:  que  Fermín  Labin  Sa- 
mayoa y Alberto  Ordóñez,  son  reos  de  los 
delitos  de  doble  homicidio,  atentado  a ios 
agentes  de  la  autoridad  y lesiones  menos 
graves,  por  lo  que  les  impone  a cada  uno. 
las  penas  de  diez  años  por  los  dos  homici- 
dios, dos  por  el  atentado  y cuatro  meses 
de  arresto  mayor  por  las  lesiones;  penas 
que  son  conmutables  hasta  en  sus  dos  ter- 
ceras partes  las  dos  primeras  a razón  de 
quince  centavos  de  quetzal  por  dia  y la 
última  a diez  centavos  de  la  misma  mo- 
neda. Hace  las  demás  declaraciones  co- 
rrespondientes en  derecho,  y 2o.,  confirma 
la  sentencia  en  cuanto  deja  abierto  el  pro- 
cedimiento contra  los  demás  inculpados. 

— I — 

El  trece  de  marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y tres,  el  Alcalde  Auxiliar  de  la  al- 
dea Sinacantán,  dió  parte  al  Juez  Menor 
de  A.rcche.  de  la  comisión  de  un  delito. 
Previa  la  ratificación  del  caso  se  mandó 
instruir  la  averiguación  correspondiente. 
A folios  dos  y tre.s  del  proceso,  figura  el 
informe  rendido  por  el  empírico  en  ciru- 
gía de  Sinacantán,  con  respecto  a las  le- 
siones sufridas  por  Braulio  González  y An- 
tonio Gálvez,  asi  como  el  reconocimiento 
del  cadáver  de  Catalino  Quiñónez  Vásquez. 
Tal  informe  fué  ratificado.  Examinado 
Braulio  Gutiérrez  González,  dijo:  que  a 
eso  de  las  doce  de  la  noche  del  dia  ante- 
rior (doce  de  Marzo),  se  encontraba  ce- 
lando el  orden  público  en  la  aldea  en  com- 
pañía de  Leandro  Arias,  Antonio  Donis, 
Isabel  Donis,  Doroteo  Coro  y Antonio  Arias 
Ceballos,  con  motivo  de  la  fiesta  que  se 
celebraba  y de  orden  del  A'calde  de  Aro- 
che;  que  a la  hora  indicada,  andaba  un 
grupo  de  individuos  en  estado  de  ebriedad 
a quienes  fué  imposible  hacer  entrar  al 
orden  por  lo  que  se  escaparon,  por  ello  se 
puso  de  acuerdo  con  el  Alcalde  Auxiliar  de 
Sinacantán.  Juan  Pérez,  ei  Comisionado 
Alilitar  de  la  misma  aldea,  Andrés  Gon- 
zález, para  unir  los  tres  auxilios  y asi  po- 
der capturarlos,  que  dispusieron  ponerles 
una  tapada  en  la  puerta  que  está  en  la 
salida  del  pueblo  para  Chiquimulilla  y es- 
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tando  el  que  declara  en  el  Juzgado  de  Si- 
nacantán  con  el  demás  auxilio,  pasaron 
insultándoles,  trataron  de  seguirlos,  pero 
como  andaban  a caballo  no  les  fué  fácil 
poder  agarrarlos;  cuando  vieron  que  se 
les  perseguía  les  hicieron  fuego,  disparan- 
do sobre  el  auxilio;  fué  entonces  cuando 
el  declarante  salió  con  un  balazo;  que  pu- 
do conocer  a José  Luis  Sagastume,  José 
Ordóñez  y a Fermín  Labin.  En  términos 
parecidos  declara  el  herido  Antonio  Gál- 
vez  Castillo,  indicando  que  el  Comisiona- 
do Militar  Andrés  González  le  ordenó  que 
fueran  a ver  si  ponían  la  tapada  en  la 
puerta  del  camino  de  Chiquimulilla.  El 
comisionado  militar  Andrés  González,  di- 
jo: que  el  día  doce  de  marzo  se  encontra- 
ba en  Sinacantán  celando  el  orden,  con 
motivo  de  una  fiesta  religiosa  que  se  ce- 
lebraba, con  su  auxilio,  compuesto  por 
Antonio  Gálvez,  Bruno  y Juan  González 
y Catalino  Quiñónez  Vásquez  y como  un 
grupo  andaba  escandalizando  y no  podían 
de  ninguna  manera  hacerlos  entrar  al  or- 
den, se  puso  de  acuerdo  con  los  auxilios 
del  Comisionado  Militar  Juan  Pérez  y el 
del  Regidor  Braulio  González  para  poner- 
les una  tapada  en  la  puerta  del  camino 
que  lleva  a Chiquimulilla;  el  declarante 
y su  auxilio  se  quedó  en  el  Juzgado  con 
el  fin  de  ver  si  era  posible  encerrarlos  en 
el  callejón  y capturarlos,  los  individuos 
del  grupo  pasaron  frente  al  Juzgado,  di- 
rigiendo insultos  a la  autoridad,  dispa- 
rando con  armas  de  fuego,  y por  ello  los 
persiguió  con  su  auxilio  y cuando  los  per- 
seguidos se  encontraron  con  la  tapada  les 
hicieron  fuego,  resultando  heridos  Braulio 
González,  Antonio  Gálvez  y muerto  Cata- 
lino  Vásquez  Quiñónez;  logró  conocer  a 
Fermín  Labin.  José  Alberto  Ordóñez,  José 
Luis  Sagastume,  Nemesio  Samayoa,  Ma- 
cario Rivas  y P^fael  Salvador  Martínez; 
como  la  captura  no  se  logró,  se  volvió  al 
Juzgado  para  dar  su  parte  al  Comandan- 
te Locar  de  Chiquimulilla. 

Luciano  Castillo  dice:  haberse  encon- 
trado con  el  auxilio  del  Regidor  Juan  Pé- 
rez, celando  el  orden,  que  en  compañía 
del  Comisionado  Militar,  Andrés  González, 
fué  a poner  la  tapada  en  la  salida  para 
Chiquimulilla,  para  capturar  a un  grupo 
que  escandalizaba  en  Sinacantán;  cuando 
estos  individuos  pasaron  frente  al  Juzga- 
do dirigieron  muchos  insultos  e hicieron 
sobre  ellos  varios  disparos,  que  como  la 
tapada  dispuesta  ya  estaba  colocada,  si- 
guieron a los  del  grupo,  pero  estos  conti- 
nuaron haciendo  fuego,  habiendo  resul- 
tado heridos  Braulio  González,  Antonio 
Gálvez  y muerto  Catalino  Quiñónez  Vás- 


quez; que  pudo  conocer  entre  los  que  ti- 
raban, a José  Luis  Sagastume,  José  Alber- 
to Ordóñez,  Nemesio  Samayoa  y Fermin 
Labin. 

Victoriano  Osorio,  auxiliar  segundo  de 
la  aldea  Sinacantán,  por  estar  en  la  igle- 
sia nada  le  consta  de  los  sucesos. 

Examinado  José  Antonio  Alvarez  Donis, 
dijo:  que  el  dia  y hora  indicados,  se  en- 
contraba prestando  auxilio  al  Regidor 
Braulio  González,  en  la  aldea  Sinacantán; 
que  como  un  grupo  escandalizaba  en  la 
plaza  pública,  el  Regidor  González  les  or- 
denó la  captura  de  los  escandalosos,  y 
cuando  los  perseguían,  éstos  hicieron  dis- 
paros con  arma  de  fuego  sobre  el  auxilio, 
habiendo  salido  herido  en  estos  momentos 
Braulio  González,  Antonio  Gálvez  y muer- 
to Catalino  Quiñónez  Vásquez;  que  no 
pudo  conocer  a ninguno  de  los  que  tira- 
ban. 

Isabel  donis  declara:  que  el  dia  y ho- 
ra de  autos  prestaba  auxilio  al  Regidor 
Braulio  González,  quien  celaba  el  orden 
público  en  Sinacantán  con  motivo  de  la 
fiesta  religiosa  y como  en  la  plaza  pública 
andaba  un  grupo  de  hombres  escandali- 
zando y en  estado  de  ebriedad,  el  Regidor 
González  les  ordenó  que  fueran  a poner 
una  tapada  en  la  orilla  del  pueblo  en  di- 
rección a Chiquimulilla  y cuando  trata- 
ron de  ejecutar  la  orden,  los  escandalosos 
les  dispararon  varios  tiros,  habiendo  re- 
sultado heridos  Braulio  González  y Anto- 
nio Gálvez  y muerto  Catalino  Quiñónez 
Vásquez:  no  pudo  conocer  a ninguno  de  los 
que  tiraban. 

En  términos  parecidos  declara  Doroteo 
Coro. 

Bruno  González  declara:  que  prestaba 
auxilio  al  Comisionado  Militar  de  Sinacan- 
tán, con  motivo  de  la  fiesta  y como  un 
grupo  andaba  escandalizando,  el  Comisio- 
nado les  ordenó  que  fueran  a poner  una 
tapada  en  la  salida  del  pueblo,  camino  de 
Chiquimulilla  y como  los  perseguidores  an- 
daban a caballo,  pasaron  entre  los  del  au- 
xilio disparándoles  con  arma  de  fuego,  re- 
sultando heridos  Braulio  González  y An- 
tonio Gálvez  y muerto  Catalino  Quiñónez 
Vásquez;  entre  los  del  grupo  pudo  cono- 
cer a José  Luis  Sagastume. 

Socorro  González  Quiñónez,  dijo:  que 
por  encontrarse  en  la  iglesia  el  dia  y ho- 
ra de  autos  nada  le  consta  de  lo  sucedido. 

Magdaleno  Estrada,  declara  en  términos 
parecidos  a los  vertidos  por  Bruno  Gonzá- 
lez en  su  declaración,  con  la  indicación  de 
no  haber  podido  conocer  a ninguno  de  los 
agresores. 
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Juan  Salazar  Payés,  Guillermo  Gonzá- 
lez Quiñónez,  Gregorio  Chuga  Hernández 
y Arcadlo  González  Navarijo,  formaban 
parte,  según  sus  propios  dichos,  del  auxi- 
lio del  Alcalde  Auxiliar  Juan  Pérez,  ce- 
lando el  orden  público  en  la  aldea  Sina- 
cantán,  el  dia  y hora  de  autos,  se  dieron 
cuenta  del  grupo  de  ebrios  que  escanda- 
lizaban en  la  plaza  pública,  por  lo  que 
el  nombrado  auxiliar  les  ordenó  que  fue- 
ran a ver  si  podían  capturarlos,  pero 
cuando  aquellos  vieron  que  la  autoridad 
los  perseguía,  al  pasar  trente  al  Juzgado 
hicieron  varios  disparos  y como  corrían, 
los  escandalosos  en  dirección  a Chiqui- 
mulilla  el  regidor  Braulio  González  les  te- 
nia puesta  una  tapada  por  si  los  lograba; 
cuando  los  fugitivos  “toparon”  con  el  auxi- 
lio del  Regidor  González,  hicieron  mna 
descarga  de  balazos  sobre  el  auxilio,  ha- 
biendo aparecido  heridos  Braulio  Gonzá- 
lez, Antonio  Gálvez  y muerto  Catalino 
Quiñónez  Vásquez;  como  los  hechores  an- 
daban a caballo  fué  imposible  lograr  la 
captura  de  alguno  de  ellos;  no  pudieron 
conocer  a ninguno. 

Examinado  Juan  González  López,  dijo; 
que  el  día  y hora  de  autos  formaba  parte 
del  auxilio  del  Comisionado  Militar  de  Si- 
nacantán,  Andrés  González,  quien  celaba 
el  orden  en  la  población  con  motivo  de  la 
fiesta  religiosa  del  lugar  y como  en  la  pla- 
za pública  un  grupo  de  hombres  en  estado 
de  ebriedad,  escandalizaba,  el  Comisiona- 
do les  ordenó  que  fueran  a ver  si  logra- 
ban su  captura  y cuando  los  escandalosos 
vieron  que  el  auxilio  los  perseguía,  al  pa- 
sar frente  al  Juzgado  les  hicieron  dispa- 
ros con  arma  de  fuego;  que  iban  a caba- 
llo en  dirección  a Chiquimulilla,  por  lo 
que  el  Regidor  Braulio  González,  les  te- 
nía puesta  una  tapada  con  su  auxilio  res- 
pectivo; al  encontrarse  con  ella  los  es- 
candalosos dispararon  sobre  los  de  la  ta- 
pada, resultando  heridos  Braulio  Gonzá- 
lez, Antonio  Gálvez  y Catalino  Quiñónez 
Vásquez.  No  fué  posible  capturarlos  por- 
que andaban  a caballo;  manifiesta  asi- 
mismo que  no  pudo  conocer  a ninguno  de 
los  malhechores. 

Leandro  Arias  Juárez,  declara;  que  el 
dia  y hora  de  autos  prestaba  auxilio  al 
Regidor  Braulio  González,  con  motivo  de 
la  fiesta  religiosa  de  Sinacantán,  que  co- 
mo un  grupo  de  hombres  en  estado  de 
ebriedad,  escandalizaba  en  la  plaza  públi- 
ca, González  les  ordenó  que  fueran  a po- 
ner una  “tapada”  a la  salida  del  pueblo 
con  dirección  a Chiquimulilla  y cuando 
procedieron  a ejecutar  la  orden  del  Re- 


gidor, los  escandalosos  les  hicieron  unas 
descargas  de  arma  de  fuego  sobre  todos 
los  del  auxilio,  habiendo  resultado  heridos 
en  ese  momento,  el  Regidor  Braulio  Gon- 
zález, Antonio  Gálvez  y muerto  Catalino 
Quiñónez  Vásquez;  fué  imposible  lograr 
la  captura  de  los  malhechores  y no  cono- 
ció a ninguno  de  ellos. 

Indagado  Nemesio  de  Jesús  Samayoa 
Guerra,  dijo;  que  el  dia  doce  de  Marzo 
de  mil  novecientos  treinta  y tres,  a eso 
de  las  doce  de  la  noche,  se  encontraba 
en  la  Hacienda  “La  Morenita”,  propiedad 
de  Rosa  viuda  de  Thill  y se  acompañaba 
de  Ismael  Yaegy,  Francisco  Monzón,  Mar- 
cos de  Paz,  Clemente  Enríquez,  Victoriano 
Revolorio,  Manuel  Sánchez,  Rufino  Ruano, 
Antonio  Vega,  Jesús  Lemus,  Mauricio 
García  y Natividad  Castillo,  con  los  tres 
primeros  preparaban  a esa  hora,  un  via- 
je para  irse  al  mar  y los  demás  compo- 
nían una  cuadrilla  de  mozos  llegados  pa- 
ra ir  a trabajar  a la  carretera  de  La  Mo- 
rera a Chiquimulilla,  el  trece  del  mismo 
mes;  que  desde  marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y dos  tiene  a su  .cargo  la  carretera 
mencionada.  Que  como  a las  seis  de  la 
mañana  del  mismo  dia,  llegaron  Hilario 
del  Cid  y Pablo  de  la  Rosa  a pedirle  tra- 
bajo; nada  le  ha  pasado,,  fué  capturado 
por  una  escolta  procedente  de  Chiquimuli- 
lla. no  sabe  el  motivo;  nada  sabe  de  lo 
ocurrido  el  dia  doce  de  marzo  a las  doce 
de  la  noche  en  la  aldea  Sinacantán.  ni 
conoce  a Fermín  Labín,  José  Alberto  Or- 
ñóñez,  José  Luis  Sagastume,  Macario  Ri- 
vas  y Rafael  Salvador  Martínez,  ni  a los 
ofendidos;  que  se  encuentra  limpio  y no 
puede  hacerse  acreedor  a lo  sucedido. 

Por  incompetencia  del  Juez  Menor  de 
San  Miguel  Aroche,  fueron  remitidas  las 
diligencias  al  Juez  de  la.  Instancia  de 
Cuilapa,  donde  recibidas,  se  ordenó  la 
práctica  de  las  diligencias  necesarias,  y la 
captura  de  Macario  Rivas,  José  Alberto 
Ordóñez,  José  Luis  Sagastume,  Fermín  La- 
bín y Rafael  Salvador  Martínez.  Según 
oficio  que  figura  a folio  veinticuatro,  el 
herido  Braulio  González,  falleció  el  día 
trece  de  marzo  del  mismo  año,  por  la  no- 
che. 

Luciano  Castillo  al  ampliar  su  declara- 
ción dijo:  que  el  grupo  que  escandalizaba 
en  Sinacantán  el  día  de  autos,  estaba 
compuesto  por  varios  hombres,  entre 
quienes  conoció  únicamente  a Fermín  La- 
bin,  José  Alberto  Ordóñez,  José  Luis  Sa- 
gastume y a Nemesio  Samayoa,  que  sólo  los 
tres  primeros  tenían  revólver,  siendo  por 
consiguiente  quienes  dispararon;  estos  in- 


78 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


dividiios  llegaron  al  lugar  de  la  fiesta  co- 
mo a las  diez  del  dia  de  autos,  en  la  no- 
che, ya  en  estado  de  ebriedad,  siguieron 
ingiriendo  licor  en  la  reventa  de  Genove- 
va Ramírez  y desde  esa  hora  comenzaron 
a disparar  sus  revólveres  en  la  plaza,  lo 
que  vieron  las  personas  que  iban  en  el 
rezado,  entre  quienes  conoció  a Justo  Gon- 
zález, Braulio  Santos  y Tina  Lemus;  ex- 
plica los  acontecimientos  en  igual  forma 
que  los  demás  testigos  y agrega  que  los 
únicos  que  dispararon  fueron  Labin,  Or- 
dóñez  y Sagastume;  que  presenciaron  los 
hechos  los  vecinos  Aurelio  Duarte,  Ricar- 
do Ochoa,  Narciso  Rodríguez,  Bruno  Gon- 
zález y Santiago  Ramírez,  que  viven  cerca 
del  lugar  de  los  hechos;  que  el  sombrero 
de  mimbre  puede  asegurar  que  es  de  José 
Alberto  Ordóñez  y por  último,  que  por  re- 
ferencias de  Narciso  Vásquee,  sabe  que  La- 
bín  tiene  una  pedrada  en  la  cara,  Victo- 
riano Osorio,  manifiesta  que  del  hecho  na- 
da le  consta  porque  se  fué  al  rezado. 

Ampliada  la  declaración  de  Isabel  Do- 
nis,  dijo:  que  como  a las  ocho  de  la  noche, 
antes  de  que  eriipezaran  a escandalizar, 
registraron  a un  grupo  de  individuos  que 
andaban  ebrios,  pero  no  les  encontraron 
ninguna  arma,  volviéndolos  a registrar 
pocos  momentos  después  con  igual  resul- 
tado; no  los  conoció  ni  recuerda  cuántos 
eran,  ni  se  fijó  en  ellos  porque  era  de  no- 
che y fué  de  los  que  estuvieron  entre  los 
miembros  del  auxilio  en  la  tapada  del  ca- 
mino de  Chiquimulilla, 

En  términos  parecidos  declara,  amplian- 
do su  dicho  anterior  Doroteo  Coro,  quien 
agrega  que  al  verificarse  el  registro,  úni- 
camente encontraron  a ios  del  grupo,  las 
bolsas  de  las  pistolas,  que  de.spués  vieron 
que  tenían  revólveres,  porque  dispararon 
en  la  plaza;  que  por  el  bochinche  que  se 
hizo,  no  pudo  apreciar  si  todos  dispararon 
o no. 

Examinado  Ismael  Yaegy,  dijo  que  con 
re’ ación  a los  hechos  motivo  de  estas  di- 
ligencias, nada  le  consta,  que  el  día  de 
la  fiesta  de  Sinacantán,  estuvo  viendo  a 
Nemesio  Samayoa  Guerra  en  el  lugar  de 
su  vecindario  hasta  como  a las  diez  de  la 
noche,  hora  en  oue  se  acostó,  y al  día  si- 
guiente al  le:i/antarse  como  a las  cuatro 
de  la  mañana,  vió  que  en  su  respectiva 
habitación  se  encontraba  el  nombrado  Sa- 
mayoa Guerra, 

Antonio  Arias,  al  ampliar  su  declaro- 
ción  dijo:  que  entre  el  grupo  conoció  a 
Fermín  Labin  y a José  Luis  Sagastume 


y cuando  hicieron  fuego  sobre  el  grupo, 
vió  que  Labin  portaba  revólver,  no  se  fijó 
si  los  demás  llevaban  o no. 

Leandro  Arias  también  amplía  su  decla- 
ración manifestando:  que  el  grupo  de  in- 
dividuos bolos,  llegó  como  a las  diez  de  la 
noche  a Sinacantán  a caballo;  como  es- 
candalizaban, procuraron  capturarlos  ta- 
pándoles el  camino  de  Chiquimulilla,  pe- 
ro al  llegar  el  grupo  descargó  sus  armas, 
que  como  fué  un  bochinche  el  que  se  hi- 
zo, no  pudo  apreciar  quiénes  dispararon, 
sabiendo  después  que  Fermín  Labin  for- 
maba parte  del  grupo,  puede  asegurar  que 
tales  individuos  portaban  pistolas  porque 
las  detonaciones  que  se  oían  en  la  plaza, 
procedían  del  lugar  donde  éstos  se  en- 
contraban. 

Estanislao  Gutiérrez  al  declarar  dice  no 
saber  nada  de  lo  ocurrido. 

Ampliada  la  declaración  de  Juan  Pérez, 
manifestó:  que  el  grupo  que  escandaliza- 
ba el  dia  de  autos  en  Sinacantán,  esta- 
ba compuesto  de  seis  individuos,  cono- 
ciendo entre  ellos  a Labin,  Ordóñez  y Sa- 
gastume, los  dos  primeros  portaban  pis- 
tolas visibles,  andaban  a caballo,  yendo 
dos  de  ellos  en  un  solo  semoviente,  pues 
sólo  cinco  bestias  llevaban;  que  el  corvo 
y sombrero  de  palma  eran  de  Catalino 
Quiñónez  y el  sombrero  de  mimbre,  el  que 
llevaba  José  Alberto  Ordóñez. 

Andrés  González,  ratifica  su  declara- 
ción anterior  y agrega  que  el  grupo  lo  for- 
maban Fermín  Labin,  José  Alberto  Ordó- 
ñez, José  Luis  Sagastume,  Macario  Rivas, 
Nemesio  Samayoa  y Rafael  Salvador  Mar- 
tínez, de  los  que  sólo  a los  tres  primeros 
les  vió  pistolas,  no  puede  asegurar  si  todos 
estos  individuos  dispararon  sobre  el  auxi- 
lio, porque  fué  de  noche  y ellos  iban  a 
caballo,  en  carrera;  el  sombrero  de  mim- 
bre es  de  José  Alberto  Ordóñez. 

Gregorio  Chuga,  dijo  al  ampliar  su  de- 
claración: que  no  conoció  a las  personas 
que  disparaban  sobre  el  auxilio,  pero  que 
uno  de  ellos  llevaba  sombrero  de  mimbre, 
de  seguro  andaban  bolos  porque  hacían 
mucho  escándalo  en  la  plaza,  no  sabe  si 
portaban  armas  o no. 

Socorro  González  ratificó  su  declaración 
anterior,  diciendo  que  él  prestó  auxilio 
la  noche  anterior  a los  hechos. 

Ampliada  la  declaración  de  Arcadlo 
González  Navarijo,  dice:  que  vió  al  gru- 
po cuando  pasaba  frente  al  Juzgado  de  la 
a’dea,  por  ser  de  noche  no  conoció  a nin- 
guno de  ellos  ni  vió  si  llevaban  armas; 
ignora  quiénes  dispararon. 
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Magdaleno  Estrada  indica  que  no  cono- 
ció a los  escandalosos  por  ser  de  noche  e 
ir  estos  corriendo  a caballo,  se  notaba 
que  andazan  ebrios  y que  sólo  uno  a quien 
no  conoce  portaba  revólver. 

Lorenzo  Hernández  dice,  que  el  dia  de 
autos  prestó  auxilio  al  regidor  Juan  Pérez 
y cuando  se  encontraban  en  la  plaza  vie- 
ron a un  grupo  que  escandalizaba  dispa- 
rando tiros,  a quienes  no  conoció,  que 
uno  de  ellos  llevaba  un  sombrero  igual  al 
que  se  le  pone  a la  vista  y que  cuando-  pro- 
cedían a su  captura,  dichos  individuos  se 
les  voltearon  y les  dispararon  hiriendo  y 
matando  a las  personas  que  ya  se  han 
lombrado. 

Guillermo  González  ratifica  su  decla- 
ración diciendo:  que  no  conoció  a ningu- 
no de  los  escandalosos  y que  uno  de  ellos 
llevaba  un  sombrero  igual  al  que  se  le  pre- 
senta. 

Juan  González  López  dijo,  que  no  se  fi- 
jó si  los  individuos  que  escandalizaban 
portaban  armas,  ni  sabe  si  todos  dispara- 
ron, asegurando  únicamente  que  estaban 
bolos,  no  los  conoció  y que  uno  de  ellos 
llevaba  un  sombrero  de  mimbre. 

Examinado  Marcos  de  Paz  dijo:  que  de 
los  hechos  nada  le  consta,  que  el  dia  de 
autos  yendo  acompañado  de  Francisco 
Monzón,  como  de  las  diez  para  las  once 
de  la  noche,  pasaron  a la  finca  “La  Mo- 
renita”,  para  preguntarde  al  señor  Ismael 
Yaegy,  si  estaba  en  disposiciones  de  irse 
al  mar,  entraron  hasta  el  corredor  de  la 
casa,  hablaron  con  Yaegy  y vieron  a Ne- 
mesio Samayoa  durmiendo  en  una  habi- 
tación descubierta  que  está  en  el  propio 
corredor  de  la  casa,  la  que  aún  se  en- 
cuentra en  construcción,  en  seguida  se  re- 
tiraron, 

Francisco  Monzón,  declara  en  iguales 
términos  y agrega,  que  el  caballo  que  mon- 
ta Samayoa,  se  encontraba  amarrado 
cerca  de  la  casa. 

Manuel  Sánchez,  dice:  no  saber  nada 
de  los  hechos,  que  el  dia  de  autos  estaba 
en  la  finca  “La  Morenita"  trabajando, 
viendo  allí  a Nemesio  Samayoa  en  casa 
de  Ismael  Yaegy  desde  las  seis  de  la  tar- 
de hasta  como  a las  diez  de  la  noche,  ho- 
ra en  que  se  acostó  Samayoa,  haciendo  lo 
mismo  el  declarante  poco  después. 

Victoriano  Revolorio  declara  en  térmi- 
nos parecidos  que  el  anterior  testigo,  con 
la  modificapión  de  que  vió  a Sama.yoa 
entrar  a su  cuarto,  sin  duda  a dormir,  co- 
mo a las  ocho  de  la  noche. 


Ampliada  la  declaración  de  Juan  Sala- 
zar  Payés,  dijo:  que  no  conoció  a los  in- 
dividuos que  escandalizaban,  notando  que 
uno  de  ellos  llevaba  un  sombrero  de  mim- 
bre, no  se  fijó  si  todos  tenían  armas,  ni 
sabe  si  todos  dispararon  sobre  el  auxilio. 

Examinada  Genoveva  Ramírez,  dijo:  que 
con  relación  a los  hechos,  motivo  de  estas 
diligencias,  nada  le  consta,  porque  estaba 
muy  ocupada  atendiendo  la  reventa  de 
aguardiente  que  tenía  en  la  plaza  de  Si- 
nacantán  con  motivo  de  la  fiesta;  que  a 
su  cantina  llegaron  a tomarse  unos  tragos 
el  día  de  autos  por  la  noche,  Fermín  Labin, 
José  Alberto  Ordóñez,  José  Luis  Sagastu- 
me,  Nemesio  Samayoa  Guerra,  Macario  Ri- 
vas  y Rafael  Salvador  Martínez;  no  se  fi- 
jó si  andaban  ebrios  y si  cargaban  armas, 
ni  recuerda  la  hora  en  que  llegaron  y se 
retiraron. 

Justo  González,  al  ser  examinado,  dijo: 
que  de  los  hechos  nada  le  consta:  que  por 
el  rumor  público  sabe  que  Fermín  Labin, 
Nemesio  Samayoa,  José  Luis  Sagastume. 
José  Alberto  Ordóñez  y otros  dos  más,  le 
dispararon  al  auxilio,  que  le  consta  que 
Labin  y compañeros  portaban  armas  por- 
que la  noche  de  autos  estuvieron  dispa- 
rando, ebrios,  en  la  plaza  de  Sinacantán. 

A folios  cincuenta  del  proceso  se  en- 
cuentra el  informe  de  los  antecedentes  pe- 
nales de  los  enjuiciados,  rendido  por  el  Al- 
calde Municipal  de  Chiquimulilla. 

Examinado  Braulio  Santos  Contreras, 
dijo:  que  el  día  de  autos,  por  la  noche,  en- 
contrándose en  compañía  de  su  señora 
Florentina  Lemus  de  Santos,  en  Sinacan- 
tán con  motivo  de  la  fiesta,  oyeron  desde 
el  atrio  de  la  iglesia  varias  detonaciones  y 
cuando  llegaron  al  lugar  de  donde  proce- 
dían, encontraron  herido  a Braulio  Gon- 
zález, quien  le  dijo:  “Tocayo,  me  mató  La- 
bin”, que  momentos  antes  vió  que  Fermín 
Labin,  José  Alberto  Ordóñez,  Nemesio  Sa- 
mayoa y otros  a quienes  no  conoce,  to- 
maban aguardiente  en  la  cantina  de  Ge- 
noveva: no  se  fijó  si  portaban  armas,  pe- 
ro que  la  gente  decía  que  ellos  andaban 
disparando  y además  el  que  declara  oyó 
que  uno  de  ellos  dijo  que  estaban  mejor 
los  tiros  de  Mincho  que  lo  que  hacían  los 
moros;  que  recuerda  que  el  sombrero  de 
mimbre  lo  portaba  José  Alberto  Ordóñez. 

Florentina  Lemus  de  Santos  dice:  que 
de  los  hechos  nada  le  consta  de  vista;  que 
el  dia  de  autos  fué  a Sinacantán  con  mo- 
tivo de  la  fiesta  y en  el  momento  en  que 
pasaban  unos  moros,  Nemesio  Samayoa, 
cerca  de  la  dicente  dijo:  que  estaban  me- 
jor los  tiros  que  disparaba  Ordóñez;  que 
con  Samayoa  andaban  Fermín  Labin,  José 
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Alberto  Ordóñez  y otros  que  no  conoció; 
ignora  si  andaban  ebrios  y si  portaban 
armas;  que  la  gente  decia  que  andaban 
disparando  y que  el  sombrero  de  mimbre 
que  se  le  pone  a la  vista  era  el  que  car- 
gaba Ordóñez. 

A folios  ochenta  y uno  y ochenta  y dos, 
se  encuentran  copias  certificadas  de  las 
partidas  de  defunción  de  Catalino  Quiñó- 
ñez  Vásquez  y de  Braulio  González  Gutié- 
rrez. 

Examinado  Antonio  Vega,  dijo:  que  de 
los  hechos  nada  le  consta  y que  el  dia 
de  autos,  no  estaba  en  compañía  de  Ne- 
mesio Samayoa. 

Rufino  Ruano  declara:  que  de  los  he- 
chos nada  le  consta  y que  el  día  de  autos 
no  vió  para  nada  en  “La  Morena”  a Ne- 
mesio Samayoa  Guerra,  ni  en  el  dia  ni  en 
la  noche. 

Ricardo  Ochoa,  al  ser  examinado,  dijo: 
que  de  los  hechos  que  se  averiguan  nada 
le  consta:  que  la  noche  de  autos  encon- 
trándose durmiendo  en  su  ca.sa  de  habita- 
ción, fué  despertado  por  unos  balazos,  a 
los  que  no  dió  importancia  y siguió  dur- 
miendo; como  a la  una  de  la  mañana  le 
fueron  a hablar  para  que  llevara  el  parte 
a Chiquimulilla,  lo  que  así  hizo  y al  pasar 
por  el  lugar  de  los  hechos,  vió  que  allí  ha- 
blan tres  heridos:  que  esa  noche,  como  a 
las  nueve,  vió  en  la  plaza  de  Sinacantán  a 
Fermín  Labín,  José  Alberto  Ordóñez,  Ne- 
mesio Samayoa,  José  Luis  Sagastume  y 
otros  individuos  a quienes  no  conoce;  no 
se  fijó  si  andaban  bolos  y si  portaban  ar- 
mas, dándose  cuenta  únicamente  de  que 
José  Alberto  Ordóñez,  llevaba  un  sombre- 
ro de  mimbre  como  el  que  se  le  pone  a la 
vista. 

Examinado  Antonio  Cálvez:  dijo  ratifi- 
car su  declaración  dada  en  el  Juzgado  de 
Aroche,  agregando  que  conoció  a Fermín 
Labin,  José  Alberto  Ordóñez  y José  Luis 
Sagastum.e  y tanto  éstos  como  los  otros 
tres  en  estado  de  embriaguez  escandaliza- 
ban en  la  plaza  de  Sinacantán,  que  vió 
perfectamente  que  cuando  iban  para  el 
camino  de  Chiquimulilla  Labin  y Ordóñez 
llevaban  sus  revó'veres  en  la  mano,  pero 
en  el  momento  del  ataque  parecía  que  to- 
dos disoararon  porque  eran  muchos  los 
di.‘'paros,  dándose  cuenta  nerfecta  de  que 
quien  lo  hirió,  fué  Ordóñez  en  un  encon- 
trón que  tuvieron  y que  entonces  ca.rga- 
ba  puesto  el  sombrero  de  mimbre. 

Aurelio  Duarte,  dijo:  que  de  los  hechos, 
motivo  del  proceso,  no  le  consta  nada  de 
vista,  porque  el  dia  de  la  fiesta  de  Sina- 
cantán estaba  hinchado  de  la  cara,  por 
lo  que  ni  siquiera  llegó  a la  plaza,  sino 


que  se  acostó  a dormir;  despertó  al  oír 
unas  detonaciones  de  arma  de  fuego  pero 
no  se  quiso  levantar;  que  por  la  voz  públi- 
ca ha  sabido  que  los  autores  del  delito  son 
Fermín  Labin  y José  Alberto  Ordóñez. 

Examinada  Julia  Vásquez  de  González 
dijo:  que  de  los  hechos  que  se  averiguan, 
nada  le  consta  de  vista,  sabiéndolo  por  el 
rumor  público,  que  únicamente  le  consta 
de  vista  que  José  Luis  Sagastume  no  porta- 
ba ninguna  clase  de  arma  el  dia  de  autos, 
porque  a la  casa  de  la  dicente  llegaron  a 
traerlo  Fermín  Labín,  José  Ordóñez,  Ne- 
masio  Samayoa  y otros  que  no  conoce  y 
desde  que  salieron,  Ordóñez  empezó  a ha- 
cer disparos,  no  estaban  bolos  y los  únicos 
que  portaban  armas  eran  Labin,  Samayoa 
y Ordóñez, 

Hilario  del  Cid,  declara:  que  en  el  mes 
de  marzo,  sin  recordar  la  fecha,  vió  la  úl- 
tima vez  a Nemesio  Samayoa  en  “La  Mo- 
renita”  y que  no  es  cierto  que  el  día  trece 
de  ese  mes  le  haya  ido  a pedir  trabajo, 

Pablo  de  la  Rosa,  dijo:  que  el  dia  doce 
de  marzo  (lunes)  llegó  a pedirle  trabajo 
a Nemesio  Samayoa  a la  finca  “La  More- 
nita”,  habiéndole  dado  ocupación  en  el 
camino  de  Rio  Frío  a El  Olvido;  sólo  de 
dia  lo  miraba,  no  sabe  si  salla  de  noche. 

El  nueve  de  julio  del  mismo  año,  se  pre- 
sentó al  Juzgado  de  la.  Instancia  de  Cui- 
lapa,  el  encausado  Macario  Pascual  Rivas 
e Indagado,  dijo:  que  lo  hace  por  haber 
sabido  que  en  su  contra  había  Orden  de 
captura:  que  el  dia  doce  de  marzo  del  año 
mil  novecientos  treinta  y tres,  se  hallaba 
en  Chiquimulilla,  a donde  había  llegado 
con  procedencia  de  Sinacantán,  donde  ha- 
bía permanecido  en  las  primeras  horas 
de  la  noche  con  motivo  de  la  fiesta;  fué 
invitado  por  José  Martínez,  José  Ordóñez, 
Mardoqueo  Orozco,  Rafael  Sagastume,  Fe- 
derico Ocampo,  Abelino  Reyes,  Roque  Con- 
treras,  Oscar  Cruz,  Fermín  Labín,  Rafael 
Martínez  y José  Luis  Sagastume;  que  es- 
tuvo en  Sinacantán  como  una  hora  y se 
volvió  a pie  por  no  haber  llevado  bestia, 
sino  haberse  ido  con  Ordóñez  en  el  mis- 
mo semoviente;  su  vuelta  se  debió  a que 
José  Ordóñez  estaba  haciendo  disparos  en 
la  plaza  de  Sinacantán  y para  no  inmis- 
cuir,se  en  dificultades  decidió  volverse:  que 
el  único  que  portaba  revólver  era  Ordóñez, 
siendo  éste  el  único  que  disparó,  por  lo 
que  el  auxilio  lo  perseguía  para  capturar- 
lo: cuando  ocurrieron  los  hechos,  el  di- 
cente ya  se  había  marchado  para  Chi- 
ouimulilla  y supo  de  ellos  por  referencias 
de  Federico  Ocampo  y José  Martínez;  no 
ha  vuelto  a ver  a Labín  e ignora  si  real- 
mente resultó  con  alguna  pedrada;  que 
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con  excepción  de  Nemesio  Samayoa,  que 
no  los  acompañaba,  todos,  menos  el  dicen- 
te  estuvieron  tomando  licor  en  la  cantina 
de  Genoveva  Ramirez;  reconoció  el  som- 
brero de  mimbre  como  el  que  portaba  Or- 
dóñez.  Por  los  delitos  de  lesiones,  aten- 
tado y doble  homicidio,  se  le  motivó  pri- 
sión provisional. 

Examinado  Rafael  Sagastume,  dijo:  que 
es  cierto  que  fué  a Sinacantán  en  compa- 
ñia  de  Labin,  Ordóñez,  José  Luis  Sagas- 
tume, Samayoa,  Rafael  Salvador  Martí- 
nez, José  Martínez,  Mardoqueo  Orozco, 
Abelino  Reyes  y otros;  no  notó  que  sus 
compañeros  fueran  ebrios,  yendo  todos  a 
caballo:  en  el  lugar  de  la  fiesta,  el  decla- 
rante y Abelino  Reyes  se  fueron  a jugar 
dado  y luego  se  volvieron  a Chiquimulilla 
sin  darse  cuenta  de  nada;  no  se  fijó  quie- 
nes llevaban  armas;  que  a Labin,  Rafael 
Salvador  Martínez  y a Macario  Rivas  que 
fué  a la  fiesta,  no  los  ha  vuelto  a ver. 

En  términos  parecidos  declara  Abeli- 
no Reyes,  manifestando  que  entre  el  gru- 
po que  salió  de  Chiquimulilla  llegó  a Si- 
na,cantán,  no  los  conoció  y a la  mesa 
donde  jugaron  dado,  también  llegó  con  el 
dicente  Mardoqueo  Orozco. 

Mauricio  García,  manifiesta  que  ha  es- 
tado en  compañía  de  Nemesio  Samayoa, 
pero  no  recuerda  las  fechas. 

El  encausado  Rivas  amplió  su  declara- 
ción para  proponer  el  testimonio  de  Lo- 
renzo Colindres  y Ramón  Alay.  Ambos  al 
declarar  manifiestan  que  no  vieron  para 
nada  a Rivas. 

Roque  Contreras  declara  que  estuvo  en 
la  fiesta  con  los  del  grupo,  pero  aún  cuan- 
do supo  que  hubo  unos  heridos  no  se  dió 
cuenta  de  los  hechos,  sólo  oyó  los  disparos, 
no  se  fijó  quiénes  tenían  armas,  ni  si  an- 
daban ebrios. 

Oscar  Cruz  manifiesta:  que  con  motivo 
de  la  fiesta  de  Sinacantán  fué  en  com- 
pañía de  Roque  Contreras  a ese  lugar, 
fueron  a bailar  a la  zarabanda  y allí  es- 
taban cuando  llegaron  Samayoa  y Labin 
a bailar;  afuera  de  la  zarabanda  se  encon- 
traban Ordóñez,  Rivas,  Rafael  Martínez 
y José  Luis  Sagastume,  que  andaban  con 
sus  tragos  y gritaban  cerca,  en  la  cantina 
que  había;  no  se  fijó  si  cargaban  armas 
ni  presenció  los  hechos. 

Federico  Ocampo  manifiesta  que  fué  a 
Sinacantán  a revisar  los  despachos  de 
aguardiente,  no  invitó  a Rivas,  después 
de  hacer  la  revisión  se  fué  a la  zarabanda 
donde  encontró  a muchas  personas  de 
Chiquimulilla,  a quienes  no  recuerda;  no 
vió  que  Ordóñez  estuviera  disparando,  ig- 
nora a qué  hora  volvió  Rivas;  que  estan- 


do en  la  zarabanda  como  a las  doce  de  la 
noche  hubo  unos  disparos  y supo  que  ha- 
bla heridos.  Esperó  que  amaneciera  y re- 
gresó a Chiquimulilla. 

Narciso  Rodríguez  no  sabe  nada  de  lo 
acontecido,  porque  cuando  los  hechos  tu- 
vieron lugar,  estaba  en  la  iglesia. 

Santiago  Ramirez  asimismo,  aun  cuando 
su  casa  queda  cerca  del  lugar  donde  los 
hechos  se  verificaron,  nada  sabe  porque 
estaba  a esa  hora  en  la  iglesia. 

José  Martínez,  declara:  que  en  compa- 
ñía de  Federico  Ocampo  fué  a Sinacantán, 
estuvo  allá  donde  después  de  unos  dispa- 
ros hechos  frente  a la  iglesia,  Rivas  se 
despidió  de  él,  diciéndole  que  se  volvía, 
no  sabe  quién  hizo  esos  disparos;  que  al 
dia  siguiente,  vió  a Rivas  en  Chiquimuli- 
lla y le  contó  que  habían  unos  heridos  en 
Sinacantán,  que  el  rumor  público  sindi- 
caba a Fermín  Labin  y a José  Ordóñez; 
pero  no  presenció  el  declarante  los  hechos. 
Rivas  no  portaba  arma. 

Bruno  González  al  ampliar  su  declara- 
ción dijo:  que  prestó  auxilio  al  comisio- 
nado Andrés  González  para  la  captura  del 
grupo  compuesto  como  de  cinco  individuos, 
que  el  auxilio  los  siguió  cuando  salieron  con 
dirección  a Chiquimulilla  y a la  hora  del 
suceso  parecía  que  todos  disparaban,  de 
ellos  sólo  conoció  a José  Luis  Sagastume. 

José  Antonio  Donis,  al  ampliar  su  de- 
claración dice:  no  haber  conocido  a los 
agresores  y que  sólo  el  de  sombrero  de 
mimbre  llevaba  revólver,  ignorando  si  los 
demás  portaban  o no,  pero  a la  hora  del 
suceso  parece  que  todos  disparaban,  por- 
que las  detonaciones  eran  muchas;  agrega 
que  en  la  plaza  disparaban  y atropellaban 
a la  gente. 

Elevada  la  causa  a plenario,  se  tomó 
confesión  con  cargos  a Macario  Pascual 
Rivas  por  los  delitos  de  lesiones,  atentado 
a los  agentes  de  la  autoridad  y doble  ho- 
micidio, cargo  con  el  que  no  se  conformó 
y nombró  como  su  defensor  al  Licenciado 
David  Pivaral,  a quien  se  le  tuvo  como  tal, 
discerniéndosele  el  cargo  en  la  forma  de 
ley. 

Examinado  Narciso  Vásquez,  dijo:  que 
nada  le  consta  de  los  hechos  y que  no  es 
cierto,  como  dijo  Luciano  Castillo,  que  ha- 
ya visto  a Labin  y a Ordóñez. 

El  encausado  Rivas  solicitó  la  reforma 
del  auto  de  prisión  en  el  que  se  le  resol- 
vió négativamente,  por  lo  que  interpuso 
el  recurso  de  apelación,  se  le  concedió  en 
efecto  devolutivo  y después  a su  solicitud  y 
previos  los  trámites  de  ley,  se  le  tuvo  por 
desistido  de  tal  recurso.  Asimismo  la  acu- 
sadora Natividad  Quiñónez,  se  presentó 
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desistiendo  de  la  acusación;  previos  los 
trámites  del  caso,  se  resolvió  teniéndola 
por  desistida  y mandando  continuar  el 
procedimiento  de  oficio.  Corrido  traslado 
al  defensor,  lo  evacuó  alegando  lo  que  cre- 
yó pertinente  en  pro  de  su  defendido,  por 
lo  que  se  llamaron  autos  con  citación  de 
las  partes  para  dictar  sentencia.  A peti- 
ción del  Licenciado  don  Miguel  Guzmán, 
quien  acompañó  el  testimonio  respectivo, 
se  le  tuvo  como  apoderado  de  José  Luis 
Sagastume  y como  propusiera  el  examen 
de  testigos  y no  se  mandara  recibir  las 
declaraciones,  interpuso  el  recurso  de  ape- 
lación que  le  fué  concedido  en  el  efecto 
devolutivo. 

El  nueve  de  agosto  del  mismo  año,  se 
dictó  sentencia  en,  este  , proceso,  absol- 
viendo de  la  instancia  a Macario  Pascual 
Rivas  y dejando  abierto  el  procedimiento 
contra  Rafael  Salvador  Martínez,  Fermín 
Labin,  José  Luis  Sagastume,  José  Alberto 
Ordóñez  y Nemesio  Samayoa  Guerra,  la 
que  fué  confirmada  por  la  Sala  jurisdic- 
cional y esta  misma,  en  cuanto  al  auto 
del  cual  apelara  el  Licenciado  Guzmán, 
mandó  que  se  resolviera  expresamente  si 
se  admtie  o no  la  prueba  testimonial  pro- 
puesta. 

Examinado  Justo  González  amplió  su 
declaración  en  la  forma  siguiente:  que  la 
noche  de  autos  como  a las  diecinueve  ho- 
ras llegó  a su  casa,  solo  ,a  caballo,  José 
Luis  Sagastume  y le  recomendó  las  es- 
puelas y el  caballo  que  llevaba,  retirán- 
dose después  a la  fiesta,  a reunirse  sin 
duda  con  sus  compañeros;  no  se  dió  cuenta 
de  la  hora  en  que  fué  por  su  bestia. 

Isidro  González,  dijo:  que  la  esposa  de 
Sagastume  le  habló  para  declarar  con  res- 
pecto a la  conducta  de  él  (Sagastume), 
quien  en  efecto  es  honrado  y de  buenos 
antecedentes;  de  los  hechos  tuvo  conoci- 
miento por  la  voz  pública  y cuando  ésto 
sucedió  estaba  enfermo. 

Antonio  Gálvez  y Andrés  González,  ra- 
tificaron sus  declaraciones  en  las  que 
consta  que  Sagastume  andaba  con  los  del 
grupo  la  noche  de  autos.  Previos  los  re- 
quisitos de  ley,  se  tuvo  a Tomás  Gonzá- 
lez como  acusador  de  la  presente  causa. 

Ampliada  la  declaración  de  Luciano 
Castillo  dijo:  que  con  los  miembros  del 
auxilio  siguió  al  grupo  de  escandalosos, 
entre  quienes  conoció  a Fermín  Labin,  Jo- 
sé Luis  Sagastume,  José  Alberto  Ordóñez 
y Nemesio  Samayoa  y que  sólo  a Labin  y 
a Ordóñez  les  vió  revólver;  al  llegar  a la 
puerta  del  camino  de  Ohiquimulilla  b© 


dieron  cuenta  de  que  estaba  amarrada  y 
al  tratar  de  hacer  la  captura,  se  armó  una 
“tremolina”  en  la  cual  los  del  auxilio  ti- 
raban pedradas  y aquellos  disparaban  sin 
darse  cuenta  de  quiénes  hacían  una  cosa 
y otra  y posiblemente  si  Labin  y compa- 
ñeros no  hacen  uso  de  sus  armas,  perecen 
allí  por  la  superioridad  numérica  del 
auxilio. 

En  términos  parecidos  declara  Leandro 
Arias,  con  la  modificación  de  que  sólo  a 
Labin  le  vió  arma,  pero  no  le  consta  si 
disparó. 

Antonio  Arias  declara  en  términos  casi 
parecidos,  pero  indica  que  Braulio  Gon- 
zález estaba  ebrio  y que  les  dió  orden  de 
que  “echaran  riata”,  que  capturaran  a 
aquellos  individuos  como  dieran  lugar,  y 
para  intimidarlos  desenfundaron  sus  ma- 
chetes, oyéndose  instantáneamente  las 
detonaciones,  por  lo  que  los  del  auxilio  se 
desparpajaron:  no  vió  quiénes  dispararon, 
aunque  conoció  a Fermín  Labin  y a José 
Luis  Sagastume.  Solicitó  el  apoderado  de 
Sagastume  que  se  retirara  la  orden  de  cap- 
tura librada  contra  su  mandante  y se  le 
resolvió  sin  lugar. 

Ampliada  la  declaración  de  Braulio  San- 
tos dijo:  que  de  la  iglesia  a donde  fué  he- 
rido Braulio  González  hay  como  una  cua- 
dra y media;  que  por  varias  personas  su- 
po que  entre  un  grupo,  se  encontraban  las 
personas:  Labin,  Mincho  y Chepe  a quie- 
nes no  conoce,  pues  sólo  oyó  los  nombres 
de  Fermín  Labin,  José  Alberto  Ordóñez  y 
Nemesio  Samayoa;  por  ello  no  puede  afir- 
mar que  ellos  hayan  andado  en  la  fiesta, 
portando  revólveres  o que  hayan  sido  los 
autores  de  los  hechos  que  se  averiguan. 

Isabel  Donis,  ampliando  sus  declaracio- 
nes, dijo:  que  registraron  a los  del  grupo 
por  dos  veces  sin  encontrarles  armas;  que 
formaba  parte  del  auxilio  que  se  apostó 
a la  salida  para  Chiquimulilla,  en  el  mo- 
mento de  los  sucesos  por  lo  obscuro,  no  se 
dió  cuenta  quiénes  eran  los  que  dispara- 
ron ni  quiénes  componían  el  grupo  de  opo- 
sitores, no  habiendo  conocido  ni  sabido 
por  consiguiente  si  Labin,  Ordóñez,  Sa- 
gastume, Samayoa,  Martínez  y Rivas  ha- 
yan sido  los  atacantes,  que  a la  hora  in- 
dicada se  armó  un  bochinche  en  el  que 
no  se  atinaba  quiénes  eran  los  que  tira- 
ban; los  del  auxilio,  según  ha  podido  sa- 
ber, lanzaron  piedras  para  rendir  a los  que 
iban  a caballo.  En  términos  parecidos 
declara  Doroteo  Coro,  pero  indica  que  los 
del  auxilio  hicieron  uso  de  sus  armas  has- 
ta que  vieron  caer  a uno  de  sus  compa- 
ñeros. 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


83 


Examinado  Antonio  Donis  Aivarez,  di- 
jo; que  el  dicente  se  quedó  cerca  del  Juz- 
gado que  queda  como  a veinte  metros  del 
lugar  de  los  acontecimientos;  no  puede 
dar  razón  de  quiénes  eran  éstos  ni  decir 
si  entre  ellos  estuvieron  Labin,  Ordóñez, 
Rivas,  Samayoa,  Martínez  y Sagastume  y 
si  éstos  dispararon  o no,  pues  ya  habla 
registrado  al  grupo  y no  les  hablan  en- 
contrado armas;  ignora  si  el  auxilio  arro- 
jó piedras. 

Leandro  Arias,  dice  que  conoce  a La- 
bin, no  asi  a los  demás  ya  nombrados; 
como  llegó  a prestar  auxilio  después  de 
las  veinte  horas,  no  sabe  si  los  del  grupo 
portaban  armas  o no;  no  sabe  quién  hizo 
los  disparos,  pues  se  armó  un  bochinche 
con  motivo  de  la  oposición  que  ocurrió; 
no  estuvo  presente  en  el  lugar  de  los  he- 
chos por  haberse  quedado  en  compañía  de 
Antonio  Donis. 

El  veintiocho  de  mayo  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cuatro,  se  presentó  al  Juz- 
gado de  la.  Instancia  de  Cuilapa,  Fermín 
Labin  Samayoa,  quien  indagado  dijo:  que 
se  presenta  porque  por  medio  de  anóni- 
mos ha  sabido  que  hay  orden  de  captu- 
ra contra  él,  por  un  hecho  que  ocurrió  en 
Sinacantán  y además  como  por  ese  mis- 
mo medio  tuvo  conocimiento  de  que  las 
escoltas  tenían  instrucciones  de  quitar- 
les la  vida,  se  abocó  con  las  personas  que 
anduvieron  con  él  el  dia  de  la  fiesta  de 
Sinacantán,  les  contó  lo  del  anónimo  ad- 
virtiéndoles que  él  se  iría  para  la  vecina 
república,  lo  que  hizo  asi,  habiéndolo 
acompañado  únicamente  el  vaquero  Adrián 
Valencia;  que  se  fué  para  San  Marcos 
Lempa  j ya  estando  allá  llegaron  Ordó- 
ñez, Sagastume  y Rafael  Martínez;  fueron 
capturados  en  Chalchuapa,  pero  a los  seis 
dias  los  dieron  libres,  no  (siendo  cierto  que 
se  hayan  fugado;  que  se  vinieron  hasta  la 
frontera  de  donde  el  indagado  se  vino  a 
su  casa;  que  es  cierto  que  la  noche  de 
autos  estuvo  en  Sinacantán  en  compañía 
de  Ordóñez,  Samayoa,  Sagastume,  Rivas, 
Federico  Ocampo  y José  Martínez,  entra- 
ron a bailar  a una  zarabanda  y como  a 
las  once  y media  o doce  de  la  noche  se 
fueron  porque  los  hostilizaban  mucho  los 
componentes  del  auxilio;  niega  haber  es- 
tado escandalizando;  que  fueron  registra- 
dos y no  cargaban  armas,  no  las  habían 
dejado  con  sus  bestias;  no  es  cierto  que 
uno  de  sus  compañeros  haya  gritado  que 
eran  mejor  los  tiros  que  los  moros;  niega 
todo  lo  relativo  a los  hechos  motivo  de 
este  proceso,  pero  indica  que  no  se  dió 
cuenta  de  quién  haya  hecho  los  disparos, 
pues  iban  muchas  personas;  que  en  el  lu- 


gar de  los  hechos  recibió  una  pedrada 
cerca  del  ángulo  del  ojo  izquierdo,  perdió 
el  conocimiento,  por  lo  que  no  se  fijó  quién 
fué  el  autor  de  los  disparos,  quién  le  cau- 
só la  pedrada,  ya  que  únicamente  se  aga- 
rró del  cuello  de  la  bestia;  ignora  cómo' 
ocurrieron  los  hechos;  que  no  es  cierto  que 
él  y sus  compañeros  hayan  hecho  los  dis- 
paros y no  sabe  por  qué  se  dijo  asi;  que 
no  andaba  huyendo  sino  que  permaneció 
en  su  casa,  lo  que  puede  probar  con  el  di- 
cho de  personas  cuyos  nombres  cita,  no 
habiéndose  presentado  antes  debido  a sus 
ocupaciones;  no  es  de  él  el  sombrero  que 
se  le  puso  a la  vista,  ni  sabe  de  quién  sea. 

Por  haberse  presentado  José  Alberto 
Ordóñez  Cróker,  fué  indagado  y dijo:  que 
el  dia  de  autos  por  la  noche,  en  compañía 
de  Fermín  Labin,  José  Luis  Sagastume,  Jo- 
sé Martínez,  Federico  Campos,  Mardoqueo 
Orozco,  Rafael  Sagastume  y otros,  fué  a 
la  fiesta  de  Sinacantán  a donde  llegaron 
como  a las  nueve  de  la  noche,  estuvieron 
en  una  zarabanda;  el  auxilio  los  registró 
varias  veces,  asi  como  a las  bestias  que 
llevaban,  pero  no  les  encontraron  arma 
alguna;  que  permanecieron  como  tres  ho- 
ras en  Sinacantán  y como  los  molestaban 
mucho  dispusieron  volverse  para  Chiqui- 
mulilla,  pero  al  llegar  a la  puerta  de  la 
salida  para  tal  lugar,  la  encontraron  ce- 
rrada y había  mucha  gente,  sin  duda  era 
el  auxilio  que  quería  capturarlos,  pues  los 
agarraron  a pedradas  y el  dicente  y sus 
compañeros  lo  único  que  hicieron  fué 
abrir  la  puerta  y salir  huyendo;  no  es 
cierto  que  ellos  hayan  agredido  a balazos 
a los  del  auxilio  e ignora  cómo  pudieron 
ocurrir  muertes  en  tal  encuentro;  que  él 
no  ha  sido  de  los  autores  en  este  hecho; 
no  sabe  quién  fué  el  autor  de  los  disparos: 
que  es,  cierto  que  Labin  recibió  una  pe- 
drada en  esa  ocasión;  que  no  portaban 
armas;  que  Labin  perdió  el  conocimiento 
al  recibir  la  pedrada;  que  Labin  llevaba 
un  sombrero  de  pelo;  que  no  ha  huido  y 
que  a su  casa  sólo  una  vez  lo  llegaron  a 
buscar,  en  ocasión  en  que  andaba  por  El 
Salvador;  que  el  sombrero  de  mimbre  re- 
cogido no  es  suyo;  que  ciertamente  tiene 
uno  que  pide  que  se  exija  a sus  familia- 
res; se  le  hizo  probarse  el  sombrero  re- 
cogido y se  notó  ser  mucho  más  pequeña 
que  el  que  necesita  Ordóñez;  no  es  cierto 
tampoco  que  haya  herido  a Antonio  Gál- 
vez  en  un  encontrón,  ni  que  haya  llevado 
su  revólver  en  la  mano  a la  hora  de  los 
acontecimientos. 

Ampliada  la  declaración  de  Andrés  Gon- 
zález, dijo  que  es  cierto  que  registró  a los 
individuos  del  grupo  sin  encontrarles  más 
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que  las  bolsas  de  los  revólveres;  que  salie- 
ron a montarse  en  sus  cabalgaduras  to- 
mando rumbo  a Chiquimulilla  y como  an- 
daban escandalizando,  el  declarante  y to- 
dos los  del  auxilio  hicieron  por  capturar- 
los; no  se  dio  cuenta  si  todos  dispararon 

0 no  y quién  fué  el  autor  de  las  muertes. 

Juan  Pérez,  en  una  nueva  ampliación 

dijo:  que  ignora  quiénes  fueron  los  auto- 
res de  la  muerte  de  Braulio  González  y 
de  Catalino  Quiñónez,  por  no  haber  visto 
quiénes  dispararon,  ni  sabe  quiénes  del 
auxilio  atacaron  con  piedras. 

Careados  Fermín  Labin  y Antonio  Gál- 
vez,  el  mismo  reo  y Andrés  González,  el 
mismo  reo  y Juan  Pérez,  cada  uno  sostu- 
vo sus  respectivos  dichos.  Asimismo  ca- 
reado José  Alberto  Ordóñez  con  Antonio 
Gálvez,  Juan  Pérez  y Andrés  González, 
sostuvieron  sus  dichos. 

Con  fecha  treinta  y uno  de  mayo,  el  en- 
causado José  Alberto  Ordóñez,  presentó  al 
Juzgado,  el  sombrero  de  mimbre  de  su 
propiedad. 

Por  los  delitos  de  doble  homicidio,  le- 
siones y atentado,  se  formalizó  la  prisión 
de  Fermín  Labin  y José  Alberto  Ordóñez. 

Examinado  Mardoqueo  Orozco,  dijo  que 
no  le  consta  que  José  Alberto  Ordóñez,  ha- 
ya permanecido  en  Chiquimulilla  o en  su 
casa  desde  que  ocurrieron  los  sucesos  de 
Sinacantán.  Igual  declaración  hace  Is- 
mael Martínez.  Antonio  Sánchez  dijo: 
que  Fermín  Labin  es  hijo  del  patrón  del 
declarante  y siempre  lo  ha  visto  de  ga- 
nadero en  la  finca,  sin  que  sepa  que  an- 
duviera huyendo. 

— Il- 
eon fecha  veinticinco  de  julio  de  mil 
novecientos  treinta  y cuatro,  el  Juez  de 
la.  Instancia  de  Cuilapa,  dió  fin  al  pro- 
ceso, declarando:  absueltos  de  la  Instan- 
cia a Fermín  Labin  Samayoa  y a José  Al- 
berto Ordóñez  Cróker,  por  falta  de  prue- 
ba plena  y deja  abierto  el  procedimiento 
contra  Rafael  Salvador  Martínez,  José 
Luis  Sagastume  y Nemesio  Samayoa,  man- 
dando a.  reiterar  las  órdenes  de  captura. 

1 — III  — 

La  Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes fundó  su  fallo  condenatorio,  en  la 
prueba  indirecta  siguiente:  “Que  la  culpa- 
bilidad de  los  enjuiciados  Fermín  Labin  y 
Alberto  Ordóñez,  se  ha  demostrado  en  el 
proceso  con  la  prueba  indirecta  que  for- 
man las  presunciones  siguientes:  la.  La 


sindicación  que  de  ellos  hacen  los  testigos 
Braulio  González,  Antonio  Arias,  Leandro 
Arias,  Justo  González,  Ricardo  Ochoa,  An- 
tonio Gálvez  Castillo,  Andrés  González^ 
Luciano  Castillo,  Braulio  Santos  Contre- 
ras,  Julia  Vásquez  de  González;  2o.  Haber 
reconocido  los  testigos  Juan  Pérez,  Andrés 
González,  Florentina  Lemus  y Antonio 
Gálvez,  como  de  la  propiedad  de  Alberto 
Ordóñez  el  sombrero  de  mimbre  recogido 
en  el  teatro  de  los  hechos;  3a.  Sindicación 
que  hacen  Luciano  Castillo  y Leandro 
Arias  de  que  los  reos  Ordóñez  y Labin,  dis- 
pararon sus  armas  a la  hora  de  los  hechos, 
corroborada  por  el  reo  Macario  Pascual 
Rivas,  sindicando  en  un  principio  como 
presunto  culpable  y acompañante  de  los 
enjuiciados,  quien  refiere  que  entre  ellos 
el  único  que  disparó  fué  Ordóñez;  4a.  La 
sindicación  inmediata  y directa  hecha  por 
el  Regidor  Braulio  González,  de  haber  si- 
do herido  por  Fermín  Labin;  5a.  La  pre- 
sunción que  hace  de  haberse  ausentado 
los  reos  del  lugar  a raíz  de  la  comisión 
de  las  infracciones  delictuosas  investiga- 
das, dirigiéndose  para  la  república  de  El 
Salvador,  en  donde  permanecieron  largo 
tiempo,  volviendo  más  tarde  a su  domi- 
cilio, sin  justificar  la  causa  de  su  ausen- 
cia; 6a.  Ser  señalados  por  el  rumor  públi- 
como  como  culpables  y 7a.  La  confesión 
de  los  procesados,  de  haber  asistido  a la 
fiesta  de  Sinacantán,  divirtiéndose  en  una 
“zarabanda’,  pero  por  las  molestias  que 
les  causara  el  auxilio,  dispusieron  regre- 
sarse a Chiquimulilla,  y en  la  puerta  de 
salida  para  dicha  población,  encontraron 
al  auxilio  con  intención  de  capturarlos, 
arrojándoles  piedras,  por  lo  cual  se  pusie- 
ron en  precipitada  fuga,  presentando  La- 
bín  un  golpe  ocasionado  por  una  piedra. 
En  consecuencia,  siendo  las  presunciones 
estimadas,  graves,  precisas  y en  concor- 
dancia con  los  hechos  principales  debi- 
damente probados,  que  deben  considerar- 
se como  antecedentes  y consecuencia  de 
ellos,  los  cuales  unidos  a su  propia  confe- 
sión ya  apreciada,  se  llega  a la  conclusión 
que  los  procesados  son  culpables  de  los 
delitos  investigados,  por  lo  que  es  el  caso 
de  hacer  la  declaración  correspondiente. 
Artos.  566,  570,  571,  587,  595,  596  y 597  P.P.” 

— IV  — 

Contra  la  ejecutoria  de  la  Sala  Tercera 
d ela  Corte  de  Apelaciones,  Carlos  B.  Rive- 
ra, como  apoderado  de  José  Alberto  Ordó- 
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ñez  Cróker,  introdujo  recurso  de  casación 
por  violación  de  ley,  denunciando  como 
violados  los  artículos  siguientes:;  12,  27 
inciso  lo.,  29  inciso  lo.,  86,  139  inciso  2o., 
295,  296  2a.  fracción,  297  2a.  fracción,  141 
y 306  incisos  2o.  del  Código  Penal;  568, 
571,  581  incisos  2o.  y 8o.,  583  reformado 
por  el  Articulo  19  del  Decreto  número 
1728,  586,  587,  588,  589,  595,  596,  597,  601, 
729,  730,  731  y 732  de  Prs.  Penales.  Ray- 
mundo  Labln  Barquín,  como  apoderado  de 
su  hijo  Fermín  Labin  Samayoa,  también 
introdujo  recurso  de  casación  contra  la 
ejecutoria  de  la  Sala  Tercera,  citando  co- 
mo infringidos  los  mismos  artículos  que 
denunció  el  apoderado  de  José  Alberto  Or- 
ñóñez  Cróker.  Pedidos  los  antecedentes 
y señalado  día  para  la  vista,  es  el  caso  de 
resolver. 

CONSIDERANDO; 

Las  presunciones  transcritas  en  la  par- 
te expositiva  de  este  fallo  y que  sirvieron 
de  base  al  Tribunal  sentenciador  para  de- 
clarar que  José  Alberto  Ordóñez  y Fermín 
Labln  eran  autores  de  los  delitos  de  do- 
ble homicidio,  atentado  a los  agentes  de 
la  autoridad  y lesiones  menos  graves  y por 
lo  que  les  impuso  a cada  uno  las  penas  de 
diez  años  de  prisión  correccional  por  los 
dos  homicidios,  dos  años  por  el  atentado 
y cuatro  meses  de  arresto  mayor  por  las 
lesiones,  la  mayor  parte  de  dichas  pre- 
sunciones no  están  fundadas  en  hechos 
ciertos  y probados,  siendo  las  restantes 
sumamente  débiles  y por  consiguiente  no 
conducen  al  fin  buscado.  En  efecto,  las 
declaraciones  de  las  personas  que  compo- 
nían el  auxilio,  no  pueden  dárseles  valor 
como  tales  declaraciones,  por  tener  todas 
ellas  interés  directo,  por  haber  sido  ofen- 
didos, tampoco  pueden  aceptarse  como 
presunciones,  toda  vez  de  que  no  son  con- 
cordantes las  unas  con  las  otras,  de  tal 
manera  que  les  falta  la  íntima  conexión 
que  la  ley  exige.  Ninguna  de  las  perso- 
nas que  declararon,  se  dió  cuenta  respec- 
to de  las  lesiones  inferidas  a González  y 
a Catalino  Quiñónez  y que  ocasionaron  la 
muerte  de  éstos;  estando  probado  por  el 
dicho  de  ellas  mismas  que  los  inculpados 
Fermín  Labin  y José  Alberto  Ordóñez  no 
andaban  armados,  pues  varias  veces  se 
les  registró,  no  encontrándoles  arma  al- 
guna. También  está  desmentida  la  cir- 
cunstancia de  haberse  atribuido  a José 
Alberto  Ordóñez  la  propiedad  de  un  som- 
brero que  se  encontró  en  el  teatro  del  su- 


ceso, con  las  diligencias  practicadas  por 
el  Juez  de  la.  Instancia  de  Cuilapa.  Tam- 
bién consta  que  todos  los  testigos  que  se 
dijeron  presenciales  de  los  hechos  denun- 
ciados y que  les  constaba  que  Ordóñez  ha- 
bía hecho  varios  disparos,  se  desdijeron 
más  tarde  al  ampliar  sus  declaraciones, 
en  el  sentido  de  que  no  habían  visto  nada. 
Existe  también  la  circunstancia  de  que  la 
mayor  parte  del  auxilio  no  conoció  a las 
personas  sindicadas  y por  lo  tanto  no  se 
dieron  cuenta  de  su  participación. 

Las  presunciones  no  son  más  que  cir- 
cunstancias probabilísimas  tenidas  como 
ciertas,  pero  que  sin  embargo  pueden  ser 
contradichas  como  pasó  en  el  presente  ca- 
so, que  las  mismas  personas  que  afirma- 
ron un  hecho,  se  desdijeron  en  sus  am- 
pliaciones. Falta,  pues,  la  verosimilitud 
de  los  hechos  que  se  aceptan  como  cier- 
tos por  la  Sala  sentenciadora,  que  es  el 
sello  de  toda  prueba  indirecta. 

Todas  las  pruebas  bajo  cierto  aspecto, 
son  indicios,  en  cuanto  son  rastros  y con- 
secuencias morales  y materiales  del  deli- 
to, recuerdos  y argumentos  del  mismo,  di- 
cen algunos  autores  de  Derecho  procesal, 
pero  todos  exigen  que  las  circunstancias 
de  donde  se  inducen  otras,  lleven  a su  vez 
a inducir  él  delito  cometido  por  determi- 
nada persona,  pero  en  el  presente  caso, 
falta  la  esencia  de  dichas  presunciones  o 
indicios,  es  decir,  no  puede  hacerse  la  in- 
ducción de  un  hecho  desconocido  en  vir- 
tud de  otro  conocido.  En  tal  concepto, 
habiéndose  denunciado  por  los  recurren- 
tes como  infringidos  por  la  Sala  senten- 
ciadora, los  artículos  587  y 589  es  proce- 
dente la  casación  interpuesta.  Arto.  687 
P.  P. 

CONSIDERANDO: 

Por  las  razones  expuestas,  esta  Corte  se 
ve  en  la  necesidad  de  dictar  un  fallo  ab- 
solutorio, limitado  solamente  a la  instan- 
cia, pues  si  bien  están  demostrados  los 
delitos  de  doble  homicidio,  lesiones  y 
atentado  no  se  comprobó  quién  fué  el  au- 
tor de  tales  hechos,  pero  como  de  los  an- 
tecedentes que  se  tienen  a la  vista  sí  apa- 
rece suficiente  mérito  para  dudar  de  la 
inocencia  de  los  inculpados  Ordóñez  y La- 
bín  y esperanzas  fundadas  de  que  al  ser 
habidos  los  otros  sindicados,  se  mejore  la 
prueba  y por  merecer  los  delitos  imputa- 
dos, una  pena  mayor  de  tres  años  de  pri- 
sión correccional.  Arto.  730  P.  P. 
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POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  la  ley  citada  y lo  dispuesto  en  los 
Artos.  568,  570,  571,  572,  573,  574  y 735 
P.  P.;  y 22  Decreto  1728,  CASA  Y ANULA 
la  ejecutoria  recurrida  y resolviendo  so- 
bre lo  principal  declara:  lo.  que  Fermín 
Labin  Samayoa  y José  Alberto  Ordóñez 
Cróker,  quedan  absueltos  de  la  instancia 
por  falta  de  plena  prueba;  2o.  deja  abier- 
to el  procedimiento  criminal  contra  los 
demás  sindicados,  debiendo  el  Juez  de  la 
causa  reiterar  las  órdenes  de  captura  co- 
rrespondientes. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrede.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO : Instruido  por  el  delito  de  de- 
serción, contra  el  soldado  Manuel  Gre- 
gorio Portillo. 

DOCTRINA:  La  prescripción  no  es  otra 
cosa,  que  la  cesación  del  derecho  social 
de  acusar  o de  penar,  después  de  cierto 
tiempo. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiuno  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  proferida  por  la  Sala  Quinta  de 
la  Corte  de  Apelaciones  organizada  en 
Corte  Marcial,  el  catorce  de  diciembre  del 
año  pasado  en  la  causa  instruida  por  el 
delito  de  deserción,  contra  el  soldado  Ma- 
nuel Gregorio  Portillo;  en  la  cual  se  aprue- 
ba la  que  dictó  el  Tribunal  Militar  de  Za- 
capa,  con  la  enmienda  de  que  la  pena  im- 
puesta no  es  de  seis  meses  de  prisión  sim- 
ple, sino  de  ocho  meses  agravada  con  ser- 
vicio en  obras  públicas.  El  Sr.  Magistrado 
Daniel  Arellano  h.,  salvó  su  voto. 

— I — 

El  diez  y siete  de  febrero  de  mil  nove- 
cientos treinta  y uno,  el  Mayor  de  Plaza 
y Fiscal  Militar  de  Zacapa,  recibió  parte 
del  Teniente  de  Guardia,  Coronado  Falen- 


cia, de  que  el  soldado  Manuel  Gregorio 
Portillo  el  dia  domingo  quince  del  mismo 
mes  había  salido  a la  calle  con  licencia 
del  Teniente  de  Guardia  Patrocinio  Fa- 
lencia; que  salió  ese  dia  como  a las  cator- 
ce horas  en  unión  de  otros  soldados  de  al- 
ta en  la  misma  guarnición  y como  habla 
faltado  a dos  listas  de  retreta,  había  co- 
metido el  delito  de  deserción,  habiéndose 
llevado  dos  uniformes  completos  de  lon^ 
azul,  una  taza  de  peltre  y un  plato  de  la 
misma  clase,  así  como  una  cuchara  de 
aluminio  que  se  le  entregaron  cuando  fué 
alta  y que  podían  declarar  el  Sargento 
segundo  Pablo  José  Zúñiga  y los  cabos  Da- 
niel Orellana  y Lucas  Pinto.  Pablo  José 
Zúñiga  manifestó  que  le  constaba  que  co- 
mo a las  catroce  horas  del  dia  del  hecho 
salieron  francos  cinco  individuos  de  tro- 
pa, entre  los  cuales  iba  el  cabo  Manuel 
Gregorio  Portillo  y que  éstos  debían  pre- 
sentarse a las  quince  horas,  cumpliendo 
cuatro,  no  asi  Portillo  que  no  regresó  al 
cuartel,  que  también  vió  que  únicamente 
llevaba  puesto  el  uniforme  de  lona  azul, 
no  llevando  los  demás  enseres  que  se 
mencionan.  En  parecidos  términos  decla- 
raron los  cabos  Daniel  Orellana  y Lucas 
Pinto.  Indagado  Manuel  Gregorio  Por- 
tillo, dijo  que  el  año  de  mil  novecientos 
treinta  y uno,  estuvo  de  alta  en  la  Guar- 
nición de  Zacapa,  pero  encontrándose  en- 
fermo solicitó  su  baja  y como  no  se  la 
concedieron,  se  fué,  abandonando  el  ser- 
vicio que  prestaba;  que  únicamente  se  lle- 
vó un  uniforme  de  lona  azul  y que  los  de- 
más objetos  los  dejó  en  el  cuartel  sobre 
la  cama  donde  dormía  y cree  que  los  haya 
recogido  el  Capitán  de  la  Compañía. 

El  veintiocho  de  noviembre  del  año  pa- 
sado. el  Tribunal  Militar  de  Zacapa,  dió 
fin  al  proceso  instruido,  declarando;  que 
Manuel  Gregorio  Portillo,  era  autor  del 
delito  de  deserción,  por  lo  que  le  impuso 
la  pena  de  seis  meses  de  prisión  simple, 
pena  que  con  abono  de  la  prisión  sufri- 
da debía  extinguir  en  las  cárceles  de  aque- 
lla ciudad,  haciendo  las  demás  declaracio- 
nes correspondientes. 

— - II  — 

El  Procurador  de  la  Sala  Quinta,  Licen- 
ciado Alfredo  Enrique  Figueroa,  al  serle 
notificada  la  ejecutoria  del  Tribunal  sen- 
tenciador, introdujo  el  presente  recurso 
de  casación,  citando  como  violado  el  Arto, 
lio  del  Código  Penal.  Pedidos  los  antece- 
dentes y siendo  el  dia  de  hoy  el  de  la 
vista,  procede  resolver. 
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CONSIDERANDO; 

En  materia  criminal,  la  prescripción 
produce  cuando  extingue  la  acción  efectos 
análogos  a los  de  la  amnistía,  y cuando 
impide  ejecutar  la  condenación,  efectos 
análogos  a los  de  la  gracia.  Pero  esto.s 
efectos  tienen  su  causa  no  en  el  acto  dei 
poder  social,  sino  en  el  transcurso  del 
tiempo  desde  que  se  cometió  el  delito,  o 
desde  que  la  condenación  se  hizo  irrevo- 
cable. 

El  verdadero  motivo  de  la  prescripción 
penal  está  intimamente  unido  con  las  mis- 
mas bases  del  derecho  de  castigar.  El  ejer- 
cicio de  este  derecho  se  funda  en  dos 
principios:  la  justicia  absoluta  y la  utili- 
dad social;  si  el  primero  parece  que  con- 
dena la  prescripción,  el  segundo  la  justi- 
fica. El  castigo  muy  remoto  del  delito  es 
innecesario,  porque  'borrado  el  recuerdo 
del  culpable  y desaparecida  la  necesidad 
del  ejemplo,  el  derecho  mismo  de  castigar 
cesa  en  la  sociedad.  Es  la  presunción  del 
olvido  la  que  liberta  al  culpable  de  las 
consecuencias  del  delito  o de  la  conde- 
nación. Esta  presunción  como  todas,  se 
funda  en  la  observación  de  hechos  habi- 
tuales y es  invencible,  porque  se  establece 
con  un  elevado  fin  de  utilidad  sociai.  La 
prescripción  debe  aplicarse  a todos  los  de- 
litos porque  no  hay  ninguno  cuyo  recuer- 
do no  borre  el  tiempo.  La  prescripción  de 
la  acción  en  conformidad  con  estos  prin- 
cipios deben  correr  desde  el  dia  mismo  en 
que  se  cometió  el  delito,  porque  desde  en- 
tonces empieza  su  obra  el  olvido. 

Manuel  Gregorio  Portillo,  según  lo  ma- 
nifestado en  su  propia  declaración  inda- 
gatoria, se  desertó  de  la  Guarnición  de  la 
Plaza  de  Zacapa,  donde  prestaba  sus  ser- 
vicios como  soldado,  el  dia  quince  de  fe- 
brero de  mil  novecientos  treinta  y uno,  lle- 
vándose un  uniforme  de  lona  azul.  De- 
lito que  está  comprobado  además  con  el 
dicho  del  Mayor  Coronado  Palencia,  los 
Cabos  Daniel  Orellana  y Lucas  Pinto.  El 
cinco  de  noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro,  fué  capturado  dicho  sol- 
dado, en  consecuencia  el  proceso  quedó  en 
suspenso  por  un  término  mayor  de  tres 
años  y correspondiéndole  la  pena  de  ocho 
meses  agravada  con  servicio  en  obras  pú- 
blicas, de  acuerdo  con  los  artículos  139,  140, 
147  inciso  6o.  y 150  Cód.  Militar  la.  Par- 
te, el  delito  estaba  prescrito,  así  como  la 
acción  ipara  perseguirlo,  por  lo  que  de 
acuerdo  con  lo  preceptuado  en  el  articulo 
211  del  Código  Militar  la.  Parte,  el  cual 
remite  a las  reglas  establecidas  en  el  ti- 
tulo 6o.  del  Código  Penal,  el  Tribunal  sen- 


tenciador, al  no  entenderlo  asi,  violó  por 
falta  de  aplicación  el  articulo  110  del  Có- 
digo Penal  Común,  que  cita  el  Procurador 
como  infringido,  por  lo  que  la  casación  es 
procedente.  Artos.  686  y 687  P.  P. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia  organi- 
zada como  lo  establece  el  articulo  10  del 
Dto.  1928  y lo  dispuesto  en  los  Artos.  511, 
512,  515,  22  y 735  P.  P.;  425  y 428  C.  M. 
2a.  Parte;  8 y 22  Dto.  1728;  105  inciso  5o. 
y 112  Código  Penal,  CASA  Y ANULA  la 
ejecutoria  respectiva  y resolviendo  sobre 
lo  principal,  declara;  absuelto  del  cargo 
que  se  le  formuló  por  el  delito  de  deser- 
ción al  soldado  Manuel  Gregorio  Portillo, 
por  estar  prescrita  la  acción. 

Notifíquese  y como  corresponde,  devuél- 
vanse los  antecedentes  al  Tribunal  de  su 
origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Enr. 
Haeussler.  — José  V.  Mejia.  Ante  mi, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Instruido  contra  Sixto  Gonzá- 
lez por  el  delito  de  falsificación  de  mo- 
neda y contra  Jesús  Ochoa,  por  expen- 
dio de  la  misma  especie  de  moneda. 

DOCTRINA:  A los  expendedores  se  les  cas- 
tiga con  la  misma  pena  que  a los  falsi- 
ficadores, cuando  toman  parte  directa 
en  la  ejecución  del  hecho  y siempre  que 
haya  connivencia;  esto  es,  inteligencia, 
acuerdo  y confabulación  con  los  falsifi- 
cadores. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinticinco  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  de  casación,  la  sen- 
tencia proferida  por  la  Sala  Cuarta  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  veintiséis  de  no- 
viembre del  año  pasado,  en  la  causa  ins- 
truida contra  Sixto  González  y Jesús  Ochoa, 
a quienes  se  les  procesó  ante  el  Juez  de 
la.  Instancia  de  San  Marcos,  por  los  de- 
litos de  falsificación  y expendio  de  mone- 
da falsa,  respectivamente,  y en  la  que  se 
confirma  la  sentencia  apelada  con  la  mo- 
dificación de  que  la  pena  que  correspon- 
de a la  reo  Jesús  Ochoa  Roblero,  es  la  de 
seis  años  de  prisión  correccional  incon- 
mutables. 
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— I — 

El  Juez  de  Paz  de  San  Pedro  Sacatepé- 
quez,  del  departamento  de  San  Marcos,  con 
fecha  veinte  de  Abril  del  año  pasado,  abrió 
procedimiento  criminal  contra  Jesús 
Ochoa  Roblero  en  virtud  de  denuncia 
presentada  por  ei  Comisario  de  la  Policía 
y en  la  que  manifestó:  que  el  Sargento 
Cipriano  Aguilera  asociado  del  Agente  Am- 
brosio Barrios,  capturaron  a la  citada 
Ochoa  en  el  Mercado  Municipal  de  San 
Pedro,  en  el  momento  en  que  efectuaba 
compras  con  monedas  falsas  de  diez  cen- 
tavos de  quetzal,  recogiéndole  tres  de  es- 
tas monedas  y que  al  practicar  un  cateo 
en  la  casa  de  Sixto  González,  concubino 
de  dicha  mujer,  encontraron  seis  crisoles, 
dos  punzones  de  hierro,  una  cajita  con 
altincar,  un  frasco  con  ácido  muriático  y 
una  lima  de  acero.  El  Sargento  Cipriano 
Aguilera  al  ratificar  su  parte  agregó:  que 
desde  el  quince  de  abril  habla  sido  designa- 
do por  la  Comisarla  para  establecer  quién 
era  el  que  hacia  circular  por  el  mercado 
de  San  Pedro  monedas  falsas  de  a diez  cen- 
tavos, no  habiendo  podido  localizar  a di- 
cha persona  y recogiendo  únicamente  dos 
monedas;  pero  habiéndoles  preguntado  a 
las  indígenas  vendedoras  quien  era  la  que 
las  hacia  circular,  sólo  le  dieron  su  fñla- 
ción,  diciéndoie  que  era  una  señora  mayor 
de  edad,  vestida  de  negro,  calzada,  baja 
de  cuerpo  y pelo  colorado.  Que  con  estos 
detalles  siguieron  la  pista  habiendo  loca- 
lizado el  diez  y ocho  de  abril  del  año  pa- 
sado a Jesús  Ochoa  Roblero,  que  hacía 
circular  esas  monedas  y a quien  le  encon- 
traron tres  monedas  más,  falsas,  en  mo- 
mentos en  que  hacia  compras  de  comes- 
tibles; que  requerida  dicha  mujer  mani- 
festó que  se  las  habían  dado  de  vuelto  al 
hacer  compras  de  maíz,  cuyo  articulo  no 
llevaba,  y sí  café  en  grano  dentro  de  una 
servilleta.  En  igual  forma  se  produjo  el 
agente  Ambrosio  Barrios  con  la  única  mo- 
dificación que  ai  ser  capturada  Jesús 
Ochoa  Roblero  quiso  hacer  desaparecer 
tres  monedas  falsas,  dejándolas  caer  den- 
tro de  un  canasto  de  una  indita,  que  era 
a quien  quería  sorprender  con  las  mone- 
das falsas.  Indagada  la  señora  Ochoa  Ro- 
blero, dijo:  que  las  monedas  las  recibió 
en  el  propio  mercado  de  San  Pedro,  es  de- 
cir se  las  dieron  de  vuelto  al  ir  a descam- 
biar un  billete  de  dos  quetzales;  que  esta- 
ba comprando  una  libra  de  café  y para  pa- 
garla dió  una  moneda  de  veinticinco  cen- 
tavos y como  la  vendedora  le  manifestara 
que  no  tenia  vuelto,  trató  de  pagarle  con 


otras  monedas  de  cinco  centavos,  pero  que 
entonces  quiso  la  casualidad  que  cayeran 
tres  monedas  de  a diez  centavos  dentro 
del  canasto  de  café  de  la  señora  que  le 
vendía  y que  ella  había  recibido  de  vuelto, 
sin  saber  que  eran  falsas.  Su  detención  se 
decretó  por  tentativa  de  expendio  de  mo- 
neda falsa.  Sixto  González,  al  ser  indaga- 
do manifestó:  que  era  falso  todo  lo  que 
se  le  imputaba,  que  era  cierto  que  se  en- 
contraban en  su  casa  los  objetos  ya  deta- 
llados, pero  que  no  servían  para  fabricar 
moneda  sino  para  desempeñar  su  oficio 
de  herrero  y platero;  que  los  crisoles  gran- 
des le  servían  para  fundir  zinc  y hacer  bo- 
tones de  sillas  y los  pequeños  para  fundir 
oro  y plata,  para  anillos,  cruces  y otras 
alhajas  que  le  encargaban  y que  los  pun- 
zones le  servían  tanto  en  la  herrería  co- 
mo en  la  platería;  al  ser  preguntado  por 
qué  coincidía  el  tamaño  de  las  monedas  de 
diez  centavos  falsificadas,  que  le  fueron 
recogidas  a su  mujer  con  el  hueco  que  pre- 
sentaba el  punzón  pequeño,  manifestó  que 
lo  ignoraba.  Se  motivó  su  detención  por 
el  delito  de  falsificación  de  moneda.  Los 
expertos  Walter  Scholz  y Tránsito  S.  Mén- 
dez, manifestaron,  el  primero:  haber  te- 
nido a la  vista  ocho  monedas  de  diez  cen- 
tavos de  quetzal,  las  cuales  eran  falsas,  por 
el  desperfecto  de  la  modelación,  siendo 
además  el  trabajo  muy  burdo,  y que  los 
crisoles  son  utilizados  para  la  fundición 
de  metal,  los  cuales  usan  todos  los  plate- 
ros aunque  también  pueden  servir  para  la 
fabricación  de  moneda.  El  segundo  se  pro- 
dujo en  parecidos  términos,  con  la  dife- 
rencia de  que  no  se  podían  utilizar  los  cri- 
soles para  la  fabricación  de  moneda,  pues- 
to que  faltaba  el  grabado  para  sacarla,  que 
era  lo  principal.  El  Juez  de  la.  Instancia 
de  San  Marcos  el  veintinueve  de  mayo  del 
año  pasado,  dictó  sentencia,  la  que  al  co- 
nocer en  apelación  la  Sala  Cuarta,  el  diez 
y ocho  de  agosto  del  mismo  año,  la  decla- 
ró nula,  por  ser  el  delito  cometido  por 
Jesús  Ochoa,  no  el  de  tentativa  de  expendio 
de  moneda  falsa,  sino  el  de  falsificación 
de  ésta,  de  valor  inferior  al  de  la  legitima 
de  curso  legal  en  la  República. 

Con  fecha  dos  de  octubre  del  año  pasa- 
do, el  Juez  pesquisador,  volvió  a dictar 
sentencia,  declarando:  que  Sixto  Gonzá- 
lez era  autor  del  delito  de  falsificación  de 
moneda  de  plata  de  inferior  valor  a la 
legítima,  imponiéndole  la  pena  de  seis  años 
de  prisión  correccional  inconmutables  y 
que  Jesús  Ochoa  era  autora  del  delito  de 
expendio  de  moneda  falsa,  condenándola 
a sufrir  la  pena  de  tres  años  de  prisión 
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correccional  conmutables  en  sus  dos  ter- 
ceras partes,  a razón  de  diez  centavos  de 
quetzal  por  día. 

De  la  sentencia  proferida  por  la  Sala 
Cuarta  y que  se  transcribe  en  la  parte 
expositiva  de  este  fallo,  los  reos  Sixto  Gon- 
zález y Jesús  Ochoa  Roblero,  con  auxilio 
del  Licenciado  Miguel  Bracamonte,  intro- 
dujeron el  presente  recurso  de  casación 
citando  como  infringidos  los  artículos  si- 
guientes: 179  Código  Penal  y 608  Prs.  Pe- 
nales. Pedidos  los  antecedentes  y seña- 
lado día  para  la  vista,  es  el  caso  de  re- 
solver como  corresponde. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  elemento  esencial  del  delito  de 
expendio  de  moneda  falsa,  es  la  conni- 
vencia del  expendedor  con  los  falsifica- 
dores o interventores,  pues  en  estos  casos 
la  expendición  no  es  más  que  la  realiza- 
ción del  mismo  pensamiento  criminoso 
qué  originó  la  falsificación.  A los  expen- 
dedores se  les  castiga  con  la  misma  pe- 
na que  a los  falsificadores  cuando  toman 
parte  directa  en  la  ejecución  del  hecho  y 
siempre  que  haya  connivencia;  esto  es. 
Inteligencia,  acuerdo  y confabulación  con 
los  falsificadores.  En  el  caso  de  examen 
así  lo  calificó  la  Sala  sentenciadora  al  im- 
poner a Jesús  Ochoa  Roblero  seis  años  de 
prisión  correccional  inconmutables,  o sea 
la  misma  que  se  le  impuso  a Sixto  Gonzá- 
lez, falsificador  de  las  monedas  falsas,  que 
por  menor  les  daba  salida  la  inculpada  en 
el  mercado  de  San  Pedro  Sacatepéquez, 
donde  fué  sorprendida  infraganti  por  los 
agentes  de  la  policía  de  aquella  pobla- 
ción. 

Como  los  hechos  en  que  se  fundan  las 
presunciones,  enumeradas  por  el  Tribunal 
de  segundo  grado,  son  ciertos  y están  de- 
bidamente probados,  no  es  el  caso  de  en- 
trar al  examen  del  artículo  179  del  Có- 
digo Penal,  que  se  refiere  a la  pena  qu? 
corresponde  imponer  a los  que  sin  conni- 
vencia con  los  falsificadores,  expendie- 
ren moneda  falsa.  Toda  expendición  de 
moneda  falsa  implica  un  engaño,  que  en- 
tra como  elemento  esencial  en  esta  clase 
de  delitos  de  falsedad,  previstos  por  el  le- 
gislador para  su  especial  determinación. 
Tampoco  procede  examinarse  el  articulo 
608  de  Procedimientos  Penales,  que  deter- 
mina que  la  fé  del  juicio  pericial,  incluso 
el  cotejo  de  letras,  será  calificado  por  el 
Tribunal,  según  las  circunstancias.  Todo 
por  estar  la  apreciación  hecha  por  la  Sala 
sentenciadora,  dentro  del  principio  que  se- 
ñala el  artículo  601  P.  P. 


POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  dispuesto  en  los  Artos.  686,  690 
y 735  P.  P.;  22  Decreto  1728,  declara  im- 
procedente el  recurso  de  casación  inter- 
puesto, e impone  a los  recurrentes,  la  pe- 
na adicional  de  quince  días  de  prisión 
simple,  conmutables  a razón  de  diez  cen- 
tavos de  quetzal  por  día. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
.'^uelto,  devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Pedro  Rodas  Lucero 
por  contrabando. 

DOCTRINA:  Las  disposiciones  especiales 
de  una  ley  prevalecen  sobre  las  dispo- 
siciones generales. 

El  tráfico  de  armas  y cartuchos  na- 
cionales constituye  delito  de  contraban- 
do de  especies  estancadas,  regido  por 
leyes  especiales. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinticinco  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  cator- 
ce de  noviembre  del  año  próximo  pasado 
proferida  por  la  Sala  2a.  de  la  Corte  de 
Apelaciones  en  el  proceso  que  por  el  de- 
lito de  contrabando  se  siguió  contra  Pe- 
dro Rodas  Lucero  en  el  Juzgado  de  la 
Instancia  de  Escuintla. 

RESULTA 
— I — 

El  Comandante  de  la  Policía  de  Hacien- 
da Coronel  EUgio  Archila,  sargento  del 
mismo  Cuerpo  José  García,  Comisionado 
Militar  de  Masagua  subteniente  Félix  Mo- 
rales y agente  Rubén  González,  procedieron 
a verificar  un  cateo  en  casa  del  anciano 
Pedro  Rodas  Lucero,  ubicada  en  San  Juan 
Mixtán,  por  denuncia  recibida  de  que  te- 
nia efectos  prohibidos;  encontrando  que 
efectivamente  existían  en  la  tienda  Insta- 
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lada  en  la  propia  residencia,  ciento  cua- 
renta y dos  cartuchos  calibre  treinta  y 
dos  largo,  cincuenta  y un  cartuchos  trein- 
ta y dos  corto,  ciento  cuarenta  y dos  car- 
tuchos para  escuadra,  un  cartucho  para 
Winchester,  tres  cartuchos  siete  miiime- 
tros,  candeia  y media  de  dinamita  y dos 
mechas. 

— II  — 

El  Juez  de  Paz  de  Masagua  abrió  la  in- 
vestigación con  el  parte  que  le  rindiera 
la  policía,  procediendo  a examinar  a las 
personas  mencionadas,  quienes  declararon 
lo  relativo  al  cateo  y efectos  encontrados. 

Rodas  Lucero  se  presentó  al  Tribunal  de 
orden  del  Comandante  y fué  indagado  ex- 
plicando que  los  cartuchos  que  tenia  en  su 
poder  calibre  treinta  y dos  los  habla  com- 
prado desde  mucho  tiempo  antes  a los  chi- 
nos o a comerciantes  ambulantes,  para 
revenderlos  cuando  todavía  el  comercio 
de  esos  artículos  era  libre;  los  tres  cartu- 
chos siete  milímetros  los  encontró  bota- 
dos en  la  linea  y los  guardó;  los  cartuchos 
encontrados  en  unas  latas  pequeñas,  los 
dos  pedazos  de  dinamita,  las  dos  mechas 
y los  seis  cartuchos  de  distintos  calibres  se 
los  dejó  a guardar  un  gringo  o alemán 
que  trabajaba  en  la  carretera  y ya  no  vol- 
vió; agregó  que  los  cartuchos  propios  los 
tenia  abandonados  pr.ra  ver  si  aprovecha- 
ba. el  plomo  en  la  fabricación  de  atarrayas 
y respecto  de  lo  demás  no  tenia  pena  por- 
que no  eran  de  su  propiedad. 

Fue  verificado  el  avalúo  de  los  artículos 
recogidos  y el  experto  Mayor  Manuel  Gon- 
zález Villafuerte,  manifestó  que  daba  el 
valor  de  siete  quetzales  cinco  centavos  a 
ciento  cuarenta, y un  cartuchos,  treinta  y 
dos  largo,  y que  en  cuanto  a lo  demás  no 
les  ponía  precio  alguno,  por  encontrar.se 
en  mal  estado  y no  tener  ningún  valor 
comercial. 

El  Juez  motivó  la  prisión  por  el  delito 
de  contrabando  y atentado  a la  seguridad 
y al  orden  público;  pero  por  motivo  de 
enfermedad  y tratándose  de  un  anciano 
de  noventa  años,  fué  excarcelado  bajo 
fianza. 

Continuando  la  tramitación  el  Juez  de- 
partamental de  Escuintla,  recibió  infor- 
mación acerca  de  los  buenos  anteceden- 
tes del  procesado,  de  su  avanzada  edad  y 
a su  propia  solicitud  ordenó  el  examen  del 
señor  Guillermo  Schoenian,  nombre  del 
alemán  a quien  se  refirió  en  su  indagato- 
ria, para  cuyo  efecto  fué  librado  exhorto 
al  Juez  de  Huehuetenango,  pues  la  perso- 


na mencionada  se  encontraba  en  la  finca 
“La  Candelaria”  de  aquella  jurisdicción. 
Dicho  señor  expuso  que  ciertamente  estu- 
vo como  ingeniero  trabajando  en  la  carre- 
tera, pero  que  nada  tuvo  que  hacer  con 
dinamita  ni  explosivos  porque  su  ocupa- 
ción era  bien  distinta,  no  siendo  cierto 
que  él  hubiera  encargado  a Rodas  que  le 
guardara  los  efectos  que  le  encontraron. 

Entre  las  pruebas  rendidas  por  la  de- 
fensa deben  mencionarse  dos:  la  pericial 
para  demostrar  el  grado  de  capacidad 
mental  del  reo  y la  de  un  nuevo  avalúo 
de  los  objetos  decomisados.  La  primera 
fué  rendida  por  el  doctor  Rodolfo  López 
y el  Profesor  don  Ramiro  Aragón,  quienes 
concluyeron  su  dictamen  asegurando  que 
Rodas  es  un  irresponsable  debido  a su 
edad;  la  segunda,  llevada  a cabo  por  el 
experto  Vicente  Vásquez  nombrado  en 
auto  para  mejor  fallar,  quien  dió  a la  di- 
namita y mechas  el  valor  de  un  quetzal 
y setenta  y cinco  centavos;  y en  cuanto 
a los  cartuchos,  el  Mayor  de  Plaza,  coro- 
nel Humberto  Ceballos,  requerido  por  el 
Juez,  manifestó  que  el  precio  comercial  del 
parque  para  revólver  treinta  y dos  largo 
y treinta  y ocho  corto  es  de  seis  centavos 
cada  uno  y el  de  calibre  treVita  y dos  cor- 
to es  de  cinco  centavos  cada  tiro;  no  pu- 
diendo  asignarle  valor  alguno  a lo  demás 
por  ser  de  comercio  prohibido;  por  últi- 
mo, se  verificó  otra  diligencia  pericial  por 
medio  de  la  Facultad  de  Ciencias  Natura- 
les y Farmacia  con  la  que  se  estableció 
que  la  dinamita  ya  había  comenzado  a su- 
frir algunas  alteraciones,  pero  que  aún  no 
se  había  verificado  la  descomposición  nú- 
trica,  teniendo  una  reacción  normal. 

— III  — 

El  Juez  dictó  sentencia  el  doce  de  sep- 
tiembre próximo  anterior  y considei'ando 
probado  el  delito  de  contrabando  declaró 
autor  de  dicha  infracción  penal  al  enjui- 
ciado Rodas  Lucero  a quien  impuso  la  pe- 
na de  dos  meses  de  arresto  menor,  con- 
mutable en  su  totalidad  a veinticinco  cen- 
tavos diarios,  le  condenó  a la  multa  de 
C’ento  cuarenta  quetzales  por  los  trescien- 
tos cuarenta  y tres  cartuchos  que  le  fue- 
ron recogidos,  la  cual  en  caso  de  insolven- 
cia deberá  conmutar  a razón  de  un  día 
por  cada  veinticinco  centavos;  le  absolvió 
del  cargo  del  delito  de  atentado  contra  la 
seguridad  y el  orden  público  por  falta  de 
prueba;  y declaró  el  comiso  de  lo  apre- 
hendido lo  que  con  la  multa  y conmuta 
ingresarán  al  Erario  Nacional,  quedando 
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el  reo,  además,  obligado  al  pago  del  papel 
y los  gastos  que  ocasione  su  estancia  en 
la  prisión. 

— IV  — 

Apelado  el  fallo  conoció  la  Sala  2a.  de 
Apelaciones,  tribunal  que  en  catorce  de  no- 
viembre último  resolvió  confirmando  la 
sentencia  recurrida.  Considera  la  Sala  que 
con  la  detentación  de  los  efectos  de  la 
clase  de  estancados  y con  las  declaracio- 
nes de  los  aprehensores,  quedó  comproba- 
do plenamente  el  delito  de  contrabando 
cometido  por  Rodas;  y copio  el  valor  dado 
a lo  aprehendido  no  excede  de  veinte  quet- 
zales, la  pena  debe  ser  de  dos  meses  de 
arresto  menor,  conforme  lo  dispuesto  en 
los  artículos  132  inciso  3o.  138  y 210  del 
Reglamento  para  la  importación,  desalma- 
cenaje, venta  al  detalle,  portación  y uso 
de  armas  y municiones;  que  por  lo  que  ha- 
ce al  delito  de  atentado  a la  seguridad  y 
orden  público  no  existe  prueba  suficiente. 

— V — 

El  señor  Ramón  Godoy  Arriaza,  apode- 
rado especial  del  señor  Rodas  Lucero,  y 
con  auxilio  del  abogado  Juan  J.  Pérez,  in- 
trodujo el  presente  recurso  de  casación 
estimando  violados  los  artículos  siguien- 
tes; XV,  185,  188.  189,  190  y 194  de  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  364,  366, 
367,  608  de  Procedimientos  Penales  inciso 
4o.  del  Dto.  1323  incisos  b y c del  Regla- 
mento de  31  de  mayo  de  1933  para  la  im- 
portación, etc.,  de  armas  y municiones, 
artículo  lo.  del  Dto.  Leg.  1740,  inciso  lo., 
articulo  125  Ley  de  Licores,  11.  20,  inciso 
2o.,  21  inciso  11,  77,  79  y 80  del  Código  Pe- 
nal, 294  incisos  19  y 28,  295  inciso  lo.,  305 
incisos  lo.  y 6o.  del  Código  de  Aduanas. 

CONSIDERANDO: 

— I — 

El  delito  cometido  por  Rodas  Lucero  es- 
tá regido  por  las  prescripciones  especiales 
de  la  Ley  de  Licores  y Ramos  Estancados; 
y siendo  precepto  fundamental  que  las  le- 
yes especiales  prevalecen  sobre  las  dispo- 
siciones de  carácter  general,  e-s  indudable 
que  los  tribunales  sentenciadores  se  han 
ajustado  a la  ley  al  aplicar  los  principios 
contenidos  en  la  Ley  de  Licores  y en  el 
Reglamento  de  31  de  mayo  de  1933,  rela- 
tivo a la  importación,  desalmacenaje,  por- 
tación y uso  de  armas  y municiones;  y 
debiendo  por  lo  tanto  atenerse  a lo  dis- 


puesto en  los  artículos  132  incisos  2o.  y 
3o.,  138  fracción  la.,  210  y 125  de  la  ley 
primeramente  citada,  no  podían  haber  vio- 
lado los  artículos  XV,  185,  188,  189,  190, 
194  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judi- 
cial, ni  los  artículos  364.  366,  367,  608  de 
Procedimientos  Penales,  lo.  Dto.  Leg.  1740, 
11,  20  inciso  2o.,  21  inciso  11,  77,  79  y 80 
del  Código  Penal. 

— II  — 

La  pólvora  y explosivos  son  artículos  de 
importación  prohibida  para  los  particula- 
res y solamente  el  Estado  puede  hacerlo 
y permitir  su  venta  a los  patentados  que 
llenen  los  requisitos  que  para  el  efecto  se 
exigen,  a excepción  de  las  armas  y car- 
tuchos nacionales  cuyo  comercio  es  abso- 
lutamente prohibido,  de  suerte  que  cual- 
quier transgresión  relativa  al  tráfico  de 
estos  efectos,  hace  que  incurra  el  infractor 
en  el  delito  de  contrabando  de  especies 
estancadas  y no  en  el  contrabando  de 
mercaderías  de  licito  comercio,  que  es  bien 
distinto,  el  cual  está  regido  por  el  Código 
de  Aduanas,  que  de  ninguna  manera  es 
aplicable  al  caso  de  examen,  como  pretende 
el  introductor  del  recurso,  siendo  por  lo 
tanto  impertinente  la  cita  de  los  articu- 
nal,  294  incisos  19  y 28,  295  inci.so  lo.,  305 
incisos  lo.  y 6o.  del  Código  últimamente 
mencionado. 

— III  — 

En  cuanto  a las  disposiciones  de  la  Ley 
de  Licores  y Ramos  Estancados  cuya  vio- 
lación se  denuncia,  la  Corte  observa  que 
la  cita  está  mal  hecha,  pues  se  menciona 
el  inciso  4o.  del  Dto.  No.  1323  y,  si  se  re- 
fiere al  Legislativo,  probablemente  quiso 
mencionarse  el  artículo  4o.,  aunque  no  pa- 
rece que  tenga  relación  con  el  asunto;  se 
anotan  los  incisos  b.  y c.  del  Reglamento 
de  31  de  mayo  de  1933,  ya  citado,  pero  no 
se  exnresa  de  qué  articulo  y como  hay  va- 
rios divididos  en  esos  incisos,  no  se  sabe 
a cuál  de  ellos  se  hace  referencia;  por  úl- 
timo. el  inciso  lo.  del  artículo  125  de  la 
Ley  de  Licores  no  es  aplicable  al  caso 
porque  el  avalúo  aceptado  por  los  tribu- 
nales es  mayor  de  diez  quetzales  y,  aunque 
este  punto  lo  objeta  el  recurrente  porque 
e"tima  que  debe  prevalecer  el  primer  dic- 
tamen, debe  observarse  que  para  el  efecto 
citó  artículos  de  las  leyes  comunes  en  vez 
de  las  especiales,  no  podiendo,  en  conse- 
cuencia, examinarse  el  fondo  de  dicha 
cuestión  propuesta. 
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POR  TANTO: 

El  Tribunal  de  Casación,  con  apoyo  en 
las  leyes  citadas  y de  lo  dispuesto  en  los 
articulo  686  y 690  de  Procedimientos  Pe- 
nales, DESESTIMA  el  recurso  interpuesto 
y condena  al  recurrente  a la  pena  adi- 
cional de  quince  dias  de  prisión  simple, 
conmutable  a razón  de  diez  centavos  dia- 
rios. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Jua?i  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Juan  Tuquer  Vásquez, 
por  robo. 

DOCTRINA:  Cuando  el  encubrimiento  se 
refiere  al  delito  consumado,  la  pena  que 
deberá  infligirse  al  encubridor  es  la  ter- 
cera parte  de  la  que  corresponde  impo- 
ner al  autor  del  hecho  punible. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinticinco  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  re.spectivos  anteceden- 
tes, la  sentencia  que  adelante  se  relata 
rá  pronunciada  por  la  Sala  la.  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones  en  el  proceso  seguido  a 
Juan  Tuquer  Vásquez  por  el  delito  de  i'obo. 

RESULTA: 

Que  la  causa  fué  iniciada  en  el  Juzgado 
5o.  de  Paz  con  fecha  veintidós  de  mavo  del 
año  retropróximo,  y proseguida  por  el  Juez 
6o.  de  la.  Instancia  del  Departamento  de 
Guatemala,  en  virtud  del  robo  efectuado 
en  la  morada  de  Justo  Guamuch.  En  au- 
sencia de  Guamuch  penetró  a ,‘a  casa 
de  éste,  situada  en  “La  Reformita”,  Tomás 
Cosajay,  y manifestando  que  le  enviaba 
Justo,  arrancó  la  cerradura  de  un  cofre 
llevándose  la  ropa  que  expresa  Felipe  Cash 
en  su  declaración,  y además,  una  sombri- 
lla, media  docena  de  vasos  de  cristal,  un 
batidor,  media  libra  de  café,  y un  mil  se- 
tecientos pesos  de  la  antigua  moneda. 


Alfredo  Ramírez  y Román  Ramírez,  de 
trece  y catorce  años  de  edad,  respectiva- 
mente, vieron  salir  a Tomás  Cosajay  de 
la  casa  de  Justo  Guamuch  llevando  sobre 
las  espaldas  un  “tanate”,  del  cual  se  le 
cayó  un  escarpín,  que  Cosajay  recogió  in- 
mediatamente. 

El  Alcalde  Auxiliar  del  cantón  “La  Re- 
formita”, Pedro  Rivas,  manifestó  que  ha- 
biéndose constituido  en  la  casa  de  Gua 
much,  se  dió  cuenta  de  que  un  cofre  te- 
nía arrancada  la  cerradura;  y supo  lo 
ocurrido,  por  que  se  lo  dijeron  el  ciego,  As- 
censión Bautista  y los  menores  Román  y 
Alfredo  Ramírez  cuando  él  (Rivas)  llegó 
a la  mencionada  casa.  Carmen  García  re- 
fiere que  llegaron  a su  fonda  denominada 
“La  Despedida”.  Tomás  Cosajay  y Juan 
Tuquer  Vásquez,  y después  de  haber  to- 
mado, como  tres  cuartas  de  aguardiente, 
y una  taza  de  café,  se  fué  Tuquer  Vásquez 
llevándose  un  pequeño  machete  de  Cosa- 
jay, a quien  entró  el  dicente  al  corredor, 
porque  estaba  muy  beodo;  que  como  a las 
cuatro  horas  le  pidió  Cosajay  “un  trago”, 
diciéndole  además,  que  le  vendiera  al  cré- 
dito una  cuarta  de  aguardiente,  pero  co- 
mo no  se  la  dió,  entonces  dicho  sujeto  le 
dijo:  “yo  puedo  pagarle,  pues  tengo  ‘‘un 
tanate”,  donde  hay  como  tres  mil  pesos,  le 
vendí  a Tuquer  una  colcha  en  sesenta  pe- 
sos, y me  adelantó  treinta,  y un  pantalón 
en  veinticinco  centavos”;  y que  a las  cin- 
co horas  se  había  ido  Cosajay. 

Juan  Tuquer  Vásquez  refirió  al  ser  in- 
terrogado, lo  que  sigue:  que  encontrán- 
dose en  el  patio  de  su  casa  se  aproximó 
Tomás  Cosajay  a pedirle  unas  tortillas, 
luego  le  dijo  que  le  comprara  algunas  co- 
sas de  las  que  llevaba;  que  le  compró  una 
frazada  y un  pantalón;  en  seguida  se  di- 
rigieron a la  cantina  de  Carmen  García 
denominada  “El  Ultimo  Adiós”,  se  tomaron 
una  media  botella  de  aguardiente  que  pi- 
dió Cosajay;  y que  al  día  siguiente  llegó 
Tomás  a recoger  ‘‘un  tanate”  que  había 
dejado  detrás  de  la  casa,  diciéndole  que 
se  iba  para  la  costa  a sembrar,  y que  re- 
gresaría dentro  de  tres  meses. 

Justo  y Pedro  Guamuch  declararon  acer- 
ca de  que  las  cosas  robadas  pertenecen  a 
Felipe  Cash. 

Con  el  testimonio  de  Cosme  Patzan,  Ju- 
lián Cosajay  y Gregorio  Méndez  Patzan 
se  establecieron  los  buenos  antecedentes 
del  enjuiciado. 

El  valor  de  las  cosas  hurtadas  asciende 
a la  cantidad  de  ocho  quetzales  y veinte 
centavos  de  la  misma  moneda. 
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El  Juez  6o.  de  la  la.  Instancia  del  De- 
partamento de  Guatemala  le  dió  fin  a la 
causa  declarando:  lo.,  que  por  falta  de 
prueba  absuelve  a Juan  Tuquer  Vásquez 
del  cargo  que  por  complicidad  en  el  de- 
lito de  robo  se  le  formuló;  y 2o.,  que  deja 
abierto  el  procedimiento  contra  “Juan  Co- 
sajay”,  debiendo  ser  Tomás  del  mismo  ape- 
llido. La  Sala  primera  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones, el  siete  de  noviembre  del  año 
retropróximo,  al  desaprobar  el  fallo  de  pri- 
mera Instancia  resolvió:  que  Juan  Tuquer 
Vásquez,  es  encubridor  en  el  delito  de  ro- 
bo. por  lo  que  le  impone  un  año  de  pri- 
sión correccional  que  con  el  carácter  de 
inconmutable  purgará  en  la  Penitenciaria 
del  Centro:  le  suspende  en  el  goce  de  sus 
derechos  políticos  durante  el  tiempo  de  la 
condena;  le  obliga  al  pago  de  las  responsa- 
bilidades civiles  derivadas  del  hecho  delic- 
tuoso; y a la  reposición  del  papel  emplea- 
do en  la  causa  al  del  sello  respectivo,  y 
por  último  deja  abierto  el  procedimiento 
contra  Tomás  Cosa j ay. 

Juan  Tuquer  Vásquez  con  auxilio  del 
Licenciado  don  Francisco  E.  Toledo  in- 
trodujo el  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación contra  el  fallo  de  .segunda  Instan- 
cia. denunciando  como  infringidos  los  ar- 
tículos lo.,  3o.,  11,  31  y 72  del  Código  Pe- 
nal; 262,  297,  307,  308.  323  y 614  del  Código 
de  Procedimientos  Penales. 


CONSIDERANDO: 

Con  la  confesión  del  procesado  se  ha 
establecido  de  una  manera  plena  no  so- 
lamente su  delincuencia,  sino  también  el 
grado  de  responsabilidad  criminal  en  que 
incurrió.  Confesión  que  debe  ser  admi- 
tida en  cuanto  le  perjudica,  pues  reúne 
los  requisitos  que  la  ley  determina  y no 
fué  desvirtuada  durante  la  instrucción  de 
la  causa..  Existe,  pues,  una  acción  puni- 
ble que  tiene  señalada  sanción  en  el  Có- 
digo Penal  vigente;  y en  ese  concepto  no 
fueron  violados  los  artículos  lo.,  3o.  11  y 
31  del  Código  Penal;  ni  el  614  de  Proce- 
dimientos Penales. 


CONSIDERANDO: 

Establecido  como  se  encuentra  que  Juan 
Tuquer  Vásquez  es  responsable  criminal- 
mente como  encubridor  en  el  delito  per- 
petrado por  Tomás  Cosa j ay,  y que  la  pena 
que  corresponde  imponerle  a éste  es  de 
tres  años  de  prisión  correccional;  al  in- 


fligir la  Sala  sentenciadora  a Tuquer  Vás- 
quez la  tercera  parte  de  dicha  pena  o sea 
un  año  de  prisión  correctiva,  hizo  recta 
aplicación  de  lo  dispuesto  por  el  articulo 
72  del  Código  Penal. 


CONSIDERANDO: 

En  el  caso  sub-júdice  carecen  de  aplica- 
ción las  disposiciones  contenidas  en  los 
artículos  262,  297,  307,  308  y 323  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales,  el  prime- 
ro que  se  refiere  a la  práctica  de  recono- 
cimiento por  peritos  de  los  lugares,  armas, 
instrumentos  y efectos  que  pueden  tener 
relación  con  el  hecho  delictuoso;  el  se- 
gundo dispone  que  el  Juez  podrá  pedir  si 
lo  conceptuase  conveniente,  informe  a los 
Alcaldes,  Policía  o agentes  de  la  autori- 
dad sobre  los  antecedentes  del  encausa- 
do; el  tercero  y cuarto  señalan,  respecti- 
vamente, las  preguntas  que  deben  ser  di- 
rigidas por  primera  vez  a los  enjuiciados, 
y la  forma  en  que  ha  de  procederse  al 
interrogarlos;  y el  quinto  estatuye  que  a 
pesar  de  la  confesión  del  reo,  el  Juez  prac- 
ticará todas  aquellas  diligencias  que  con- 
tribuyan a aumentar  la  convicción  de  que 
el  procesado  es  el  delincuente,  asi  como 
todas  las  que  conduzcan  a la  comproba- 
ción del  cuerpo  del  delito.  Y con  este  ob- 
jeto el  funcionario  que  siga  la  investiga- 
ción interrogará  al  procesado  para  que  ex- 
plique todas  las  circunstancias  del  delito  y 
cuanto  pueda  contribuir  a comprobar  su 
confesión,  si  fuere  autor  o cómplice  y si 
conoce  a algunas  personas  que  fuesen 
testigos  o tuvieren  conocimiento  del  he- 
cho. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  prescrito  por  el  articulo  690 
del  Código  de  Procedimientos  Penales,  de- 
clara improcedente  el  recurso  interpuesto 
e impone  a la  parte  que  lo  introdujo  la 
pena  de  quince  dias  de  arresto,  conmu- 
tables a razón  de  diez  centavos  de  quetzal 
diarios. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  antece- 
dentes en  la  forma  que  corresponde,  al 
'^-ibunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Arnulfo  Pinto  Rome- 
ro, por  homicidio. 

DOCTRINA:  Las  circunstancias  que  exi- 
men  de  responsabilidad  criminal,  asi  co- 
mo las  que  la  atenúan,  no  procede  apre- 
ciarlas si  el  reo  niega  la  perpetración 
del  hecho  punible. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiocho  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Visto  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  repectivos  anteceden- 
tes, el  fallo  que  más  adelante  se  relatará 
pronunciado  por  la  Sala  5a.  de  la  Corte 
de  Apelaciones  con  motivo  de  la  causa 
instruida  contra  Arnulfo  Pinto  Romero 
por  el  delito  de  homicidio  perpetrado  en 
la  persona  de  Alberto  Ramírez  y Ramírez. 

El  proceso  se  inició  en  el  Juzgado  de 
Paz  de  Cabañas,  el  veintitrés  de  marzo  de 
mil  novecientos  treinta,  en  virtud  de  ha- 
berse presentado  Petrona  Romero  de  Pin- 
to manifestando  que  supo  por  el  menor 
Alberto  Pinto,  hijo  de  la  compareciente, 
que  Alberto  Ramírez  y Ramírez  había 
raptado  a su  hija  Adelaida  Pinto,  en  el 
camino  que  de  Cabañas  conduce  a la  aldea 
“El  Rosario”. 

Adelaida  Pinto  Romero,  de  diez  y siete 
años  de  edad,  refirió:  que  en  la  fecha  que 
acaba  de  mencionarse,  como  a las  seis  ho- 
ras y media,  se  dirigió  a la  aldea  denomi- 
nada “Agua  Caliente”  en  compaiñía  de  sus 
hermanitos  Alberto  y Luis  Pinto,  y de  sus 
primos  Alfredo  Romero,  Raquel  y Belar- 
mina  Aragón  y Macabeo  Cerna  Pinto,  con 
el  objeto  de  dar  un  paseo  y visitar  a sus 
abuelitos  Pedro  Romero  y Soledad  Paiz, 
quienes  residen  en  aquel  poblado.  A las 
quince  horas,  poco  más  o menos,  dispu- 
sieron regresar  a su  casa  y en  el  camino 
les  dió  alcance  Antonio  Paniagua;  en  se- 
guida encontraron  a Alberto  Ramírez,  y 
dicho  individuo  al  ver  el  grupo  se  puso  en 
el  centro  de  la  via  y dirigiéndose  a Maca- 
beo le  dijo:  “la  Lala  no  pasa  de  aquí,  y 
no  se  meta  nadie,  por  que  a Lala  me  la 
llevo”;  que  Cerna  Pinto,  procuró  disuardir- 
le  de  su  pronósito.  pero  no  lo  consiguió; 
y Ramírez  desenvainando  una  daguita  y 
en  actitud  amenazante,  tomándole  la  ma- 
no la  condujo  por  una  “puerta  de  trancas” 
al  potrero  de  Samuel  Victoria,  el  cual  se 
encuentra  situado  a media  legua,  poco 
más  o menos,  de  Cabañas,  mientras  tan- 


to, sus  acompañantes  se  dirigieron  a la 
mencionada  población;  que  .Antonio  Pa- 
niagua asumió  una  actitud  pasiva;  que  al 
bajar  de  un  cerrito,  divisó  a su  hermano 
Arnulfo  Pinto,  y sin  que  su  raptor  se  die- 
ra cuenta  de  ello,  le  hizo  señas  a su  men- 
cionado hermano  para  que  llegara  más 
pronto;  como  a media  falda  del  cerrito 
iban  a encontrarse  con  Arnulfo,  entonces 
Ramírez  le  dijo  que  no  se  acercara,  por- 
que le  mataría,  y aquel  le  contestó  que 
deseaba  verlo,  que  lo  hiciera;  que  Ramí- 
rez se  disponía  a atacar  a su  hermano 
con  una  daguita.  cuando  éste  le  hizo  un 
disparo  de  revólver,  el  cual  probablemente 
hirió  a Ramírez,  pues  éste  sin  pronunciar 
palabra  alguna  cayó  al  suelo,  y entonces 
Arnulfo  echó  a correr,  ella  hizo  lo  mismo, 
y al  salir  al  camino  encontró  a Alberto 
Pinto  y Carlos  López,  y juntamente  con 
ellos  se  dirigó  a su  casa;  y que  cuando 
Ramírez  la  condujo  al  potrero  no  abusó  de 
su  persona,  y aunque  Alberto  le  escribía, 
ella  no  le  contestó  nunca,  ni  aquél  había 
intentado  raptarla  antes.  El  cadáver  de 
Alberto  Ramírez  fué  encontrado  en  “Ei 
Potrero  de  La  Laguna”;  en  la  mano  de- 
recha tenia  una  pequeña  daguita  sin  se- 
ñal alguna  de  haber  sido  usada;  junto  a 
la  cabeza  del  occiso  estaba  un  sombrero 
blanco  de  junco  con  una  rotura  en  la 
base  de  la  copa,  y a una  vara  de  distan- 
cia del  sombrero,  se  encontraron  dos  car- 
tuchos sin  disparar,  calibre  cuarenta  y 
cuatro,  uno  corto  y el  otro  largo,  este  úl- 
timo al  parecer  de  Winchester.  En  los 
bolsillos  del  traje  que  vestía  Ramírez,  fue- 
ron encontradas,  además  de  las  cosas  que 
se  enumeran  en  el  acta  descriptiva,  dos 
cartas,  fechadas  en  Cabañas  el  ocho  de 
marzo  y el  diez  y ocho  de  octubre  del  año 
de  mil  novecientos  veintiocho,  respectiva- 
mente, y firmadas  por  Adelaida  Pinto. 

El  experto  nombrado  para  que  recono- 
ciera el  cadáver  informó  lo  que  sigue:  que 
el  occiso  sólo  tenia  una  lesión  sobre  el 
temporal  izquierdo,  inferida  con  arma  de 
fuego;  el  proyectil  perforó  el  hueso  y atra- 
vesando el  cerebro  estuvo  a punto  de  hb- 
radar  el  occipital. 

Lograda  la  captura  de  Arnulfo  Pinto  Ro- 
mero, el  veintiséis  de  mayo  de  mil  nove- 
cientos treinta  y cuatro,  al  ser  interroga- 
do, negó  haber  cometido  el  hecho  delicti- 
vo que  se  le  imputa,  asegurando  que  en  la 
fecha  y a la  hora  del  suceso  investigado 
estaba  trabajando  en  la  linea  férrea,  en- 
tre la  estación  de  “El  Jícaro”  y “Lo  de 
Clima”,  juntamente  con  los  peones  Juan 
Lemus  y Cleto  Arias. 
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En  el  plenario  de  la  causa  varios  testi- 
gos declararon  que  el  enjuiciado  y su  fa- 
milia son  personas  honradas  y trabajado- 
ras. 

Marcelino  y Delfino  Marroquin,  Juan 
Lemus  y Cleto  Arias  corroboraron  lo  ma- 
nifestado por  el  reo  acerca  de  que  en  la 
fecha  ya  mencionada  estuvo  trabajando  en 
la  linea  del  ferrocarril. 

El  Juez  de  Paz  de  Cabañas  informó  lo 
que  sigue,  acerca  de  los  antecedentes  de 
Arnulfo  Pinto  y Alberto  Ramírez  y Ramí- 
rez: que  la  familia  del  primero,  ha  sido 
reputada  siempre  como  honrada  y tra- 
bajadora; que  Pinto  observaba  buenas  cos- 
tumbres: y que  en  el  Juzgado  no  existen 
antecedentes  penales  de  él;  y no  pudo 
averiguar  a que  trabajo  se  dedicaba  dicho 
sujeto,  cuando  acaeció  la  muerte  de  Ra- 
mírez. En  cuanto  a este  último,  tampoco 
existen  en  el  Juzgado  antecedentes  pena- 
les, pero  se  dice  que  en  el  Departamento 
de  Izabal  perpetró  un  delito;  y que  Ramí- 
rez, era  joven,  bien  constituido,  y radica- 
ba en  la  costa  Norte  de  la  República. 

El  Juez  de  la.  Instancia  de  Zacapa  con- 
denó a Arnulfo  Pinto  Romero  por  el  delito 
de  homicidio  a sufrir  la  pena  de  diez  años 
de  prisión  correctiva  inconmutable,  y ha- 
ciendo las  demás  declaraciones  corres- 
pondientes, ordenó  que  al  estar  firme  su 
sentencia,  se  testimoniara  lo  conducente 
para  seguir  averiguación  por  falso  testi- 
monio contra  los  testigos  que  declararon 
a favor  del  enjuiciado. 

En  segunda  Instancia,  el  Procurador  pi- 
dió que  se  declarara  que  Arnulfo  Pinto- 
Romero  está  exento  de  responsabilidad 
criminal,  por  que  concurren  las  circuns- 
tancias que  determina  el  artículo  20  del 
Código  Penal  en  sus  incisos  4o.  y 5o.,  para 
reputar  legitima  la  defensa,  y en  el  caso 
de  que  el  Tribunal  no  estimase  justificada 
la  eximente  de  referencia,  por  lo  menos, 
la  pena  que  se  infligiera  al  reo,  debía  re- 
ducírsele en  una  cuarta  o quinta  parte. 

El  señor  Fiscal  opinó:  que  la  sentencia 
debía  ser  confirmada,  pero  con  la  modifi- 
cación de  que  correspondía  rebajar  la  pe- 
na impuesta  en  sus  dos  terceras  partes, 
en  virtud  de  que  al  cometerse  el  delito  ha- 
bían concurrido  las  circunstancias  de  ate- 
nuación señaladas  por  los  incisos  lo.,  4o., 
5o.  y 7o.  del  artículo  21  del  Código  Penal. 

El  veinte  de  diciembre  dei  año  retro- 
próximo, la  Sala  quinta  de  la  Corte  de 
Apelaciones  por  mayoría,  habiendo  vota- 
do en  contra  el  señor  Magistrado  Cade- 
na, y razonado  su  voto  el  señor  Magistra- 
do Arellano,  confirmó  la  sentencia  apela- 


da, con  la  reforma  de  que  por  no  haber 
circunstancias  atenuantes  ni  agravantes 
qué  apreciar,  Arnulfo  Pinto  Romero  debe- 
rá extinguir  la  pena  inconmutable  de  diez 
años  de  prisión  correccional;  y manda 
testimoniar  io  conducente,  como  lo  dispuso 
el  Juez,  para  proceder  en  cuerda  separada 
por  falso  testimonio  contra  los  testigos  de 
descargo. 

Considera  la  Sala  que  la  delincuencia 
de  Pinto  Romero  está  plenamente  proba- 
da con  el  cúmulo  de  presunciones  graves, 
precisas  y concordantes  que  se  deducen  de 
los  hechos  que  siguen:  a)  la  semi-plena 
prueba  que  forma  la  declaración  de  Ade- 
laida Pinto,  que  aunque  es  hermana  del 
inculpado  y fué  novia  de  Alberto  Ramí- 
rez y Ramírez  por  referirse  su  dicho  a un 
hecho  acaecido  en  despoblado,  debe  con- 
ceptuarse cómo  testigo  idóneo;  b)  con  lo 
declarado  por  los  menores  Alberto  y Luis 
Pinto,  Margarita  y Edelmira  Aragón,  Ma- 
cabeo  Cerna  Pinto  y Antonio  Paniagua  a 
quienes  les  consta  que  Alberto  Ramírez  y 
Ramírez  raptó  violentamente  a Adelaida 
Pinto;  c)  el  haber  cogido  Arnulfo  Pinto 
Romero  un  revólver  y salir  en  persecución 
dei  raptor;  d)  ei  disparo  que  se  escuchó 
en  el  lugar  donde  yacía  Alberto  Ramírez 
momentos  después  de  que  ei  inculpado  le 
dió  alcance;  e)  haber  encontrado  el  Juez 
menor  que  practicó  la  inspección  ocular, 
al  occiso  con  una  daga  pequeña  en  la  ma- 
no; f)  haber  encontrado  el  Juez  menor 
dos  cartuchos  útiles  calibre  cuarenta  y 
cuatro  del  revólver  grande,  según  se  dice 
llevaba  el  encausado;  g)  haberse  ausenta- 
do Arnulfo  Pinto  Romero  del  lugar  de  su 
domicliio  y no  haber  sido  capturado  sino 
hasta  cuatro  años  después  de  la  comi- 
sión del  delito;  hj  y no  haberse  imputado 
el  hecho  delictivo  a ninguna  otra  perso- 
na; pues  aunque  Adeiaida  Pinto  y sus  her- 
manos se  desdijeron  en  el  plenario  de  la 
causa,  no  probaron  los  motivos  que  tuvie- 
ron para  tal  retractación,  y sus  dichos  por 
consiguiente,  quedaron  en  pie  por  haber 
sido  dados  a raíz  de  cometido  ei  crimen. 

Estima  también  la  Sala,  lo.,  que  aunque 
el  Juez  sentenciador  compensó  la  circuns- 
tancia atenuante  que  creyó  desprender- 
se a favor  de  Arnulfo  Pinto  Romero,  de 
la  declaración  de  su  hermana  Adelaida 
por  la  amenaza  que  recibiera  de  parte  de 
Ramírez,  con  la  agravante  de  haberse  eje- 
cutado el  hecho  en  despoblado,  ninguna 
de  estas  dos  circunstancias,  es  iógico  apre- 
ciar, porque  el  reo  no  confesó  su  delincuen- 
cia ni  fué  buscado  de  propósito  aquel  lu- 
gar para  cometer  el  crimen,  por  consi- 
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guíente  no  existiendo  circunstancias  ate- 
nuantes ni  agravantes  qué  estimar,  debe 
apiicarse  al  reo  la  pena  que  señala  el  ar- 
ticulo 295  del  Código  Penal.  Y 2o.,  que 
procede  investigar  si  son  autores  del  de- 
lito de  falso  testimonio  los  testigos  Mar- 
celino y Delfino  Martínez,  (el  apellido  de 
estas  personas  no  es  Martínez  como  lo 
consigna  la  Sala  sino  Marroquin)  Juan  Le- 
mus  y Celso  Arias. 

Contra  la  sentencia  de  2a.  Instancia, 
tanto  el  Procurador  defensor,  como  el  reo, 
introdujeron  el  recurso  extraordinario  de 
casación  habiendo  sido  auxiliado  Pinto 
Romero  por  el  licenciado  don  Eladio  Paz 
Castañeda.  El  procesado  citó  como  viola- 
dos los  artículos  35  de  la  Constitución  de 
la  República.  20  inciso  5o.,  21  incisos  3o., 
5o.  y 7o.  y 80  del  Código  Penal;  340,  568, 
571  fracción  2a.,  584,  586,  589,  595,  596  y 
601  del  Código  de  Procedimientos  Penales. 
Y el  Procurador  denunció  que  habían  si- 
do infringidos,  además  de  los  artículos  del 
Código  Penal  que  acaban  de  ser  mencio- 
nados, a excepción  del  inciso  tercero  del 
articulo  21.  el  inciso  4o.  del  articulo  20  y 
los  incisos  lo.  y 4o.  del  articulo  21  de  di- 
cho Cuerpo  de  Leyes;  y el  inciso  4o.  del 
Artículo  609  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO; 

Que  el  fallo  de  2a.  Instancia  se  funda  en 
las  presunciones  humanas  derivadas  de  los 
hechos  que  aquel  Tribunal  estima  proba- 
dos, entre  los  cuales,  ocupa  el  primer  lu- 
gar, lo  expuesto  por  Adelaida  Pinto  Ro- 
mero, dicho  que  ha  pretendido  enervarse, 
así  como  el  de  sus  hermanos  Alberto  y 
Luis,  arguyendo  que  sus  declaraciones  fue- 
ron recibidas  por  el  Juez  de  Paz  de  Caba- 
ñas sin  advertirles  que  no  tenían  obliga- 
ción de  declarar;  además  que  Adelaida 
fué  detenida  y se  le  amenazó  para  que 
manifestara  quién  era  el  autor  del  crimen 
so  pena  de  hacerla  responsable.  Si  bien 
es  verdad,  que  el  Juez  instructor  de  las 
primeras  diligencias  incurrió  en  la  omi- 
sión al  principio  expresada,  y que  Adelai- 
da Pinto  fué  reducida  a prisión  provisio- 
nal por  complicidad  en  el  homicidio  co- 
metido en  la  persona  de  Alberto  Ramírez 
y Ramírez,  también  lo  es,  que  no  está 
probado  que  la  Pinto  y sus  hermanos  Al- 
berto y Luis,  hayan  sido  obligados  a de- 
clarar empleándose  para  el  efecto  alguna 
violencia,  fuerza  o intimidación,  siendo  de 
advertir,  que  a solicitud  del  padre  de  Ade- 
laida Pinto,  fué  ésta  examinada  de  nue- 
vo, y al  practicarse  dicha  diligencia  por 
el  Juez  de  la.  Instancia  de  Zacapa,  ella 


rectificó  su  anterior  deposición,  agregan- 
do otros  pormenores  del  suceso,  relativos 
al  encuentro  con  Alberto  Panlagua,  las 
amenazas  de  Ramírez  y a lo  referido  por 
la  mujer  de  este  sujeto.  Por  otra  parte, 
al  desvanecerse  el  indicio  racional  que 
tuvo  en  cuenta  el  Juez  de  la  causa  para 
restringir  la  libertad  de  Adelaida  Pinto, 
reformó  el  auto  respectivo,  ordenando  su 
inmediata  libertad  con  sujeción  a resultas. 
En  consecuencia,  no  fueron  violados  los 
artículos  340,  568,  571,  584,  586,  589  y 609 
inciso  4o.  del  Código  de  Procedimientos 
Penales;  ni  el  35  de  la  Constitución  de  la 
República. 

CONSIDERANDO; 

Que  no  puede  entrarse  al  examen  de  los 
artículos  595,  596  y 601  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales,  por  que  se  refieren, 
respectivamente,  a los  requisitos  que  de- 
ben llenar  las  presunciones  humanas  y a 
su  apreciación  en  justicia,  y toda  vez  que 
el  valor  jurídico  de  dicha  prueba  debe  ser 
estimado  por  los  Tribunales  de  Instancia. 

CONSIDERANDO: 

Que  tanto  las  circunstancias  que  eximen 
de  responsabilidad  criminal  como  las  que 
la  atenúan  no  corresponde  apreciarlas 
cuando,  como  acontece  en  el  presente  ca- 
so, son  invocadas  por  el  procesado  que  nie- 
ga la  perpetración  del  hecho  punible,  pre- 
tendiendo probar  una  coartada  que  no  pu- 
do establecer,  en  virtud  de  que  con  la  prue- 
ba indirecta,  mencionada  anteriomente,  se 
demostró  lo  contrario.  Y en  ese  concepto, 
no  fueron  infringidos  los  artículos:  20  in- 
cisos 4o.  y 6o.;  lo.,  3o.,  4o.,  5o.  y 7o.  del 
articulo  21;  y 80  del  Código  Penal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  estatuido  por  el  articulo 
690  del  Código  de  Procedimientos  Penales, 
declara  improcedentes  los  recursos  inter- 
puestos e impone  al  reo  Arnulfo  Pinto 
Romero  la  pena  de  quince  dias  de  arres- 
to, conmutables  en  su  totalidad,  a razón 
de  diez  centavos  de  quetzal  por  cada  día. 

Notifiquese,  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto devuélvanse  los  autos  al  Tribunal 
de  su  origen,  transcribiéndose  lo  acordado. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernández,  G.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Istruido  contra  el  Mayor  Her- 
culano  Hernández  Ponciano,  por  los  de- 
litos de  abusos  contra  particulares,  le- 
siones y disparos  de  arma  de  fuego. 

DOCTRINA:  Para  que  el  delito  de  disparo 
de  arma  de  fuego  exista,  es  necesario  que 
se  dirifa  voluntaria  y conscientemente 
contra  persona  determinada  y cuando 
falta  este  esecial  e indispensable  requi- 
sito, el  disparo  no  puede  legalmente  ca- 
lificarse de  delito. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
dos  de  marzo  de  mil  novecientos  treinta  y 
cinco. 

En  casación  se  examina  la  sentencia 
proferida  por  la  Sala  Quinta  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  en  el  proceso  que  por  abu- 
sos contra  particulares  y lesiones,  se  si- 
guiera al  Mayor  Herculano  Hernández 
Ponciano. 

...  I 

— I — 

El  catorce  de  febrero  del  año  recién  pa- 
sado, Carlos  Ruano  Pimentel  se  presentó 
a la  Comandancia  de  Armas  del  Departa- 
mento de  Jalapa,  manifestando  que  ese 
dia  al  acercarse  a saludar  a un  grupo  de 
amigos,  el  Mayor  de  Plaza,  Herculano  Her- 
nández, sin  motivo  alguno,  desenfundan- 
do su  revólver  le  habla  dado  los  golpes  que 
presentaba  y hecho  varios  disparos,  orde- 
nando a los  soldados  que  lo  acompañaban 
que  lo  mataran.  El  Tribunal  Militar  de 
este  Departamento  dictó  sentencia  con- 
denando al  enjuiciado  a seis  meses  por 
lesiones  y absolviéndolo  por  el  delito  de 
abusos  contra  particulares.  Al  consultarse 
el  fallo,  la  Sala  Tercera  de  Apelaciones  lo 
declííró  nulo  por  incompetencia  del  Tri- 
bunal que  lo  dictó.  Pasados  los  autos  a la 
Comandancia  de  Armas  de  Jalapa,  profi- 
rió sentencia,  absolviendo  a Hernández 
Ponciano  del  cargo  de  abusos  contra  par- 
ticulares y declarándolo  autor  de  lesiones 
por  las  que  le  impuso  la  pena  de  seis  me- 
ses de  arresto  mayor  agravada  en  una  ter- 
cera parte. 

— n — 

Al  conocer  la  Sala  jurisdiccional  en  con- 
sulta del  fallo,  lo  aprobó,  adicionándolo 
en  el  sentido  de  que  Hernández  Ponciano 
es  autor  del  delito  de  disparo  de  arma, 


por  el  que  le  impone  la  pena  de  dos  años 
de  prisión  correccional,  conmutable  en  sus 
dos  terceras  partes,  y de  que  deja  abierto 
el  procedimiento  contra  Erasmo  Gómez  y 
Filadelfo  Barrera. 

El  fallo  de  segunda  instancia  descansa 
en  ias  siguientes  consid,eraciones:  "con 
las  declaraciones  de  Rodolfo  Arriaga, 
Francisco  Lorenzana,  Marco  Tulio  Marti- 
nez,  José  Maria  Aguilar,  Rufino  Colindres 
Polanco  y Dolores  Aguilar,  está  plenamen- 
te probado  que  Herculano  Hernández  Pon- 
ciano es  autor  de  las  lesiones  que  sufrió 
Carlos  Ruano  Pimentel,  quien  según  el 
informe  médico,  curó  en  doce  dias,  sin 
quedarie  impedimento  fisico  ni  cicatriz  vi- 
sible, por  lo  que,  y de  conformidad  con  el 
inciso  2o.  del  Arto.:  306  Cód.  Penal,  la 
pena  que  debe  infringirse  al  reo  es  la  de 
seis  meses  de  arresto  mayor  aumentada 
en  una  tercera  parte,  por  haberse  verifi- 
cado el  hecho  en  cuadrilla,  es  decir  por 
más  de  dos  personas  con  armas,  ya  que 
está  probado  que  al  Mayor  Hernández  lo 
acompañaban  dos  soldados,  quienes  bien 
armados  intimidaron  con  su  actitud  al 
ofendido”.  ‘‘Con  las  declaraciones  de  los 
mismos  testigos,  está  plenamente  proba- 
do que  Hernández  Ponciano  después  de 
haber  lesionado  a Ruano  Pimentel,  le  hi- 
zo un  disparo,  con  lo  que  incurrió  en  la 
sanción  consignada  en  el  Arto.  309  C.  P., 
pena  que  debe  aplicársele  en  toda  su  mag- 
nitud, sin  que  obste  el  no  habérsele  dedu- 
cido cargo”.  “Con  respecto  al  delito  de 
abusos  contra  particulares,  debe  absolvér- 
sele, porque  en  los  autos  no  hay  prueba 
que  demuestre  su  responsabilidad”.  “Con 
las  declaraciones  de  los  testigos  ya  nom- 
brados, está  plenamente  demostrado  que 
Erasmo  Gómez  y Filadelfo  Barrera,  con- 
tribuyeron de  manera  eficaz  y directa  a 
debilitar  la  defensa  que  el  ofendido  pudo 
hacer  para  rechazar  la  agresión,  por  lo 
que  procede  dejar  abierto  el  procedimien- 
to contra  ellos  para  deslindar  la  respon- 
sabilidad que  les  corresponda;  y aunque 
el  reo  alegó  en  su  descargo  haber  ejecu- 
tado los  hechos  que  se  le  imputan,  por  de- 
fender el  honor  ultrajado  de  la  señorita 
Mercedes  Sagastume  y afirmó  que  los  dis- 
paros fueron  hechos  contra  él,  no  rindió 
ninguna  prueba  para  demostrar  la  veraci- 
dad de  sus  dichos  y ni  siquiera  intentó 
hacerlo”. 

— III  — 

El  reo,  con  auxilio  del  Abogado  Fran- 
cisco Carrillo  Magaña,  interpuso  el  presen- 
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te  recurso  de  casación,  denunciando  como 
violados  los  Artos.  568,  573,  583  Inc.  lo., 
614  y 735  en  su  sub-inciso  lo.  del  inciso 
4o.,  del  Cód.  de  Prs.  Pns.,  22  Inc.  10  y 309 
Cód.  Penal.  Con  fecha  nueve  de  febrero, 
el  reo,  auxiliado  por  el  Abogado  Juan  Ma- 
nuel Jiménez  Pinto  amplió  su  recurso  de 
casación  de  cuatro  del  mismo  mes,  denun- 
ciando como  infringidos  los  Artos,  si- 
guientes: 22  en  su  inciso  10o.,  29  y 309 
Código  Penal;  583  en  su  inciso  lo.,  586, 
516,  499,  501,  573,  735  en  el  sub-inciso  lo. 
del  inciso  4o.  y Arto.  3o.,  todos  del  Có- 
digo de  Prs.  Pns.;  6o.  Dto.  1728;  36  de  la 
Constitución  de  la  República.  También  in- 
terpuso el  recurso  por  quebrantamiento 
de  forma,  citando  como  fundamento  el  in- 
ciso 4o.  del  Arto.  677  P.  P.  Pedidos  los  an- 
tecedentes y señalándose  dia  para  la  vis- 
ta, es  ei  caso  de  resolver  lo  que  en  derecho 
proceda. 


CONSIDERANDO; 


Que  el  disparo  de  arma  de  fuego  contra 
cualquier  persona,  según  el  Arto.  309  del 
Código  Penal,  cause  o no  daño,  constituye 
un  delito  especial  cuya  existencia  jurídica 
se  haya  subordinada  a la  condición  de  que 
en  el  hecho  no  concurren  las  circunstan- 
cias necesarias  y determinantes  de  otro 
delito  que  tenga  señalada  pena  mayor;  pe- 
ro es  necesario  que  se  dirija  voluntaria 
y conscientemente  contra  una  persona  En 
la  sentencia  recurrida  se  declara  probado, 
que  el  inculpado  Herculano  Hernández, 
disparó,  pero  no  consta  de  igual  modo  en 
dicha  sentencia  que  ese  disparo  o dispa- 
ros que  se  dijeron  habia  hecho,  se  hubie- 
sen dirigido  contra  persona  determinada 
y faltando  este  esencial  e indispensable 
requisito,  tal  disparo  no  es  ni  puede  legal- 
mente calificarse  de  delito,  por  no  exis- 
tir prueba  alguna  de  la  voluntad  del  agen- 
te, ni  los  medios  empleados  para  come- 
terlo. En  la  causa  consta  de  una  manera 
concreta,  por  el  dicho  del  acusador  Carlos 
Ruano  y de  los  testigos  presenciales  Ro- 
dolfo Arriaga,  Francisco  Lorenzana,  José 
María  Aguilar,  Marco  Tulio  Martínez  y Ru- 
fino Colindres  Polanco,  cuyas  deposiciones 
son  varias  y contradictorias,  la  falta  de 
determinación  en  el  hecho  pesquisado  y 
por  consiguiente  no  puede  con  base  en  hi- 
pótesis llegarse  a la  conclusión  de  que  el 
Mayor  Herculano  Hernández  haya  dispa- 
rado al  acusador  Ruano,  quien  al  princi- 
pio manifestó  no  haberse  dado  cuenta  de 
nada,  pues  al  recibir  varios  terciazos  cayó 


al  suelo  sin  sentido,  y al  apreciarlo  asi  la 
Sala  sentenciadora,  violó  lo  dispuesto  en 
el  Arto.  309  del  Código  Penal,  por  lo  que 
la  casación  es  procedente.  Arto.  687  P.  P. 

CONSIDERANDO: 

Que  según  la  prueba  testimonial  ren- 
dida, el  informe  médico  legal  y lo  decla- 
rado por  el  propio  acusado,  el  delito  de 
lesiones  cometido  por  éste  en  la  persona 
de  Carlos  Ruano,  quedó  plenamente  esta- 
blecido, por  lo  que  corresponde  infringir- 
le la  pena  correspondiente.  Artos.  568,  570, 
571,  572,  573  y 609  P.  P.;  306  fracción  se- 
gunda dei  Código  Penal. 

POR  TANTO; 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  la  ley  citada  y lo  preceptuado  en 
los  Artos.  676,  686  y 735  P.  P.;  22  Decreto 
1728,  CASA  Y ANULA  la  ejecutoria  recu- 
rrida y resolviendo  sobre  lo  principal  de- 
clara: lo.,  que  el  Mayor  Herculauo  Her- 
nández, es  reo  del  delito  de  lesiones  co- 
metido en  la  persona  de  Carlos  Ruano,  por 
cuya  infracción  le  impone  la  pena  de  seis 
meses  de  arresto  mayor,  conmutable  en  su 
totalidad  a razón  de  veinticinco  centavos 
de  quetzal  por  dia,  que  cumplirá  en  la 
cárcel  departamental  de  Jalapa,  con  abo- 
no de  la  prisión  sufrida;  2o.,  lo  suspende 
en  el  ejercicio  de  sus  derechos  políticos 
durante  el  tiempo  de  la  condena;  3o.,  lo 
deja  afecto  al  pago  de  las  resonsabilida- 
des  civiles  provenientes  del  delito  y a los 
gastos  de  curación,  previa  liquidación  del 
establecimiento  donde  permaneció  el  le- 
sionado; 4o.,  le  obliga  a la  reposición  del 
papel  empleado  en  la  causa  y 5o.,  lo  ab- 
suelve de  los  cargos  que  se  le  formularon 
por  los  delitos  de  disparo  de  arma  y de 
abusos  contra  particulares,  por  falta  de 
prueba. 

Notifíquese  y como  coi'responde,  devuél- 
vanse los  antecedentes  al  Tribunal  de  su 
origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
ladar. — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario, 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Adela  García,  por  in- 
fanticidio. 

DOCTRINA:  Toda  infracción  de  la  ley  pe- 
nal se  presume  voluntaria,  mientras  no 
conste  lo  contrario. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cuatro  de  marzo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  que  el 
diez  de  diciembre  del  año  próximo  pasa- 
do profirió  la  Sala  la.  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones en  el  proceso  que  por  el  delito 
de  infanticidio  se  siguió  contra  Adela 
Garda  en  el  Juzgado  6o.  de  la.  Instancia 
de  este  departamento. 

RESULTA 
— I — 

El  nueve  de  marzo  del  año  próximo  pa- 
sado el  Juez  6o.  de  Paz  de  esta  capital 
tuvo  conocimiento  de  que  una  mujer  ha- 
bla abortado  y que  se  encontraba  de  gra- 
vedad en  el  Hospital  General.  El  mencio- 
nado funcionario  se  constituyó  en  dicha 
Casa  de  Beneficencia  y procedió  a inda- 
gar a Adela  Garda,  de  diez  y siete  años, 
soltera,  originaria  de  Morán  y sirvienta  de 
oficio,  quien  manifestó:  que  prestaba  sus 
servicios  en  casa  de  don  Luis  Paz,  en 
donde  sufrió  una  calda  y encontrándose 
embarazada  empezó  a sufrir  dolores  de  es- 
tómago hasta  el  dia  siete  de  ese  mes  en 
que  dió  a luz  una  criatura,  la  cual  tuvo 
a la  vista  el  Juez  instructor,  estando  en 
descomposición,  macerada,  de  sexo  feme- 
nino, bastante  desarrollada,  completa- 
mente formada  y separada  de  su  placen- 
ta. 

Constituido  el  propio  Juez  en  casa  del 
señor  Luis  Paz  y su  señora  doña  Marta 
Klussman  de  Paz.  fueron  interrogados  y 
manifestaron  que  ese  dia,  como  a las  ocho 
de  la  mañana  llegó  un  empleado  de  la 
Vinotería  de  Manuel  Fernández  y Com- 
pañía a decirles  que  en  el  patio  interior 
de  su  establecimiento  habla  amanecido 
una  criatura  muerta  y que  ya  habían  da- 
do parte  a la  policía;  mientras  tanto,  al 
enterarse  de  esto  la  sirvienta  Adela  Gar- 
cía, pasó  personalmente  a recoger  a la 
criatura  y con  ella  se  dirigió  al  Hospital; 
que  ya  hacía  dias  que  sentían  un  mal  olor 
en  la  casa,  pero  habían  creído  que  se  tra- 


taba de  un  gato  muerto;  que  desde  que  la 
sirvienta  García  entró  a su  servicio  no- 
taron que  estaba  en  estado  de  embarazo, 
pero  nada  supieron  ni  se  dieron  cuenta  de 
lo  que  había  ocurrido  a no  ser  por  lo  que 
dejan  relatado. 

Juntamente  con  la  García  prestaba  sus 
servicios  otra  mujer  de  nombre  María  Vás- 
quez,  a quien  se  sindicó  desde  el  princi- 
pio como  cómplice  del  delito,  pues  la  pro- 
pia madre  en  su  indagatoria  dijo  que  ésta 
había  ocultado  al  niño;  que  ella  no  se  da- 
ba cuenta  de  nada  por  el  estado  en  que 
se  encontraba  y que  todo  lo  había  veri- 
ficado la  citada  Vásquez;  sin  embargo, 
confesó  que  el  alumbramiento  había  te- 
nido lugar  el  cinco  del  mes  en  la  madru- 
gada; que  ella  misma  sacó  el  cadáver  del 
cuarto  de  cachibaches  en  donde  lo  habían 
ocultado  y que  lo  arrojó  al  patio  de  la  casa 
de  Fernández. 

María  Vásquez  negó  rotundamente  su 
participación  en  el  hecho  y refirió  que 
la  noche  de  autos  la  García  se  estuvo  que- 
jando mucho  de  dolor  de  estómago  y ella 
salió  a pedirle  a la  señora  un  poco  de 
aceite  para  aliviarla;  que  se  durmió  en  se- 
guida y ya  en  la  madrugada  que  desper- 
tó le  contó  la  García  que  estaba  aliviada 
porque  había  salido  y le  había  hecho  por 
arriba  y por  abajo;  que  al  salir  notó  en  el 
patio  de  la  cocina  mucha  agua  y man- 
chas de  sangre,  lo  que  Adela  le  explicó 
que  era  de  su  regla  que  le  había  venido; 
y ésta  se  quejaba  y andaba  despacio,  por 
lo  que  su  patrona  le  ordenó  que  perma- 
neciera acostada;  que  también  sintió  el 
mal  olor  en  los  dias  subsiguientes  y asi- 
mismo lo  atribuyó  a algún  gato  muerto 
que  se  encontraba  entre  los  cachibaches 
y que  nada  supo  de  lo  que  había  ocurrido 
relativo  al  aborto. 

En  declaración  posterior  ante  el  Juez  de 
la.  Instancia,  la  procesada  Adela  García 
expuso  que  su  compañera  de  servicio  Ma- 
ría Vásquez  efectivamente  no  había  te- 
nido ninguna  intervención  en  el  suceso  ni 
se  había  dado  cuenta  de  nada;  que  ella, 
por  temor  de  sus  patrones  había  ocultado 
el  niño  en  el  cuarto  de  cachibaches  y de 
allí  lo  sacó  para  arrojarlo  al  patio  cuando 
se  dió  cuenta  de  que  por  el  mal  olor  iban 
a desocupar  la  pieza.  Manifestó  ser  irres- 
ponsable por  su  inocencia  en  el  hecho, 
pues  no  sintió  cuando  iba  a alumbrar  sino 
que  en  medio  de  dolores  y creyendo  que 
obraba  sintió  un  bulto  a sus  pies,  lo  que 
tomó  en  seguida  y procedió  como  queda 
indicado. 
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El  informe  médico-forense  sienta  la  con- 
clusión de  que  el  niño  salió  con  vida  y 
duró  no  más  de  media  hora  por  falta  de 
ligadura  del  cordón  umbilical. 

— II  — 

La  sentencia  de  primera  instancia  fué 
absolutoria  del  cargo  de  aborto,  pero  la 
Sala  anuló  lo  actuado  en  el  plenario  es- 
timando que  el  proceso  debia  seguirse  por 
infanticidio. 

Repuesto  el  juicio  se  dictó  nuevamente 
sentencia  absolutoria  el  diez  y ocho  de 
octubre  por  considerar  el  Juez  que  el  de- 
lito no  llegó  a demostrarse  de  manera  ple- 
na, pues  aunque  quedó  establecido  que  el 
niño  nació  vivo,  no  se  probó  la  causa  de 
su  muerte,  lo  que  bien  pudo  ocurrir  por 
mero  accidente. 

— III  — 

La  Sala  conoció  en  consulta  y oyó  el  pa- 
recer del  Fiscal,  quien  emitió  dictamen 
opinando  porque  el  hecho  le  es  imputa- 
ble a Adela  Garda  por  culpa  y no  por  do- 
lo, debiéndosele  penar  con  diez  y ocho  me- 
ses de  prisión  correccional,  de  conformi- 
dad con  el  articulo  298  en  relación  con  el 
434  del  Código  Penal. 

La  sentencia  desaprueba  el  fallo  consul- 
tado y resolviendo  declara  a la  enjuiciada 
autora  del  delito  de  infanticidio  por  lo 
que  le  impone  tres  años  de  prisión  correc- 
ciónal  conmutable  en  dos  terceras  partes 
a diez  centavos  diarios,  aprobando  única- 
mente la  absolución  de  Maria  Vásquez.  El 
Tribunal  sentenciador  considera  que  están 
probados  los  hechos  siguientes:  que  el  fe- 
to nació  vivo  y a término;  que  el  cordón 
umbilical  no  tenía  ligadura,  lo  que  moti- 
vó una  hemorragia  que  fué  indudable- 
mente una  de  las  causas  de  la  muerte  del 
niño;  que  presentaba  además  varios  sig- 
nos de  violencia,  fractura  del  cráneo  y de 
jna  costilla,  que  no  pueden  haberse  produ- 
cido con  el  parto,  por  lo  cual  estima  que 
la  culpabilidad  de  la  procesada  es  eviden- 
te ya  sea  porque  ella  hubiera  causado  los 
golpes  o porque  la  muerte  haya  sido  por 
no  haber  ligado  el  cordón;  y no  es  presu- 
mible que  no  se  haya  dado  cuenta  de  lo 
que  ocurría,  por  lo  que  la  responsabilidad 
le  es  imputable. 

— IV  — 

La  reo,  con  auxilio  del  Abogado  Pedro 
A.  Ibáñez,  introdujo  el  presente  recurso 


de  casación  denunciando  la  violación  de 
los  siguientes  artículos:  11  y 298  del  Có- 
digo Penal,  lo.,  3o.,  4o.,  259,  568  y 571  de 
Procedimientos  Penales. 


CONSIDERANDO: 

El  hecho  que  motivó  el  encausamiento 
de  Adela  García  es  constitutivo  del  delito 
de  infanticidio  comprendido  en  la  prime- 
ra parte  del  articulo  298  del  Código  Penal, 
puesto  que  plenamente  quedó  establecido, 
con  el  dictamen  médico-forense,  que  la 
criatura  murió  por  falta  de  ligadura  del 
cordón  umbilical,  omisión  voluntaria  de 
la  madre  decidida  a ocultar  lo  que  le  ocu- 
rría; tal  infracción  debe  presumirse  do- 
losa porque  asi  lo  preceptúa  el  articulo 
11  del  Código  Penal,  siendo  así  que  la  falta 
de  voluntad  debe  probarse  y en  el  proceso 
no  existe  dicha  comprobación,  razón  por 
lo  cual  la  Sala  no  violó  los  artículos  que 
acaban  de  citarse,  denunciados  en  el  re- 
curso. 

Como  el  proceso  se  siguió  con  sujeción 
a las  normas  legales  y no  se  aprecia  in- 
fracción alguna  de  los  artículos  lo.,  3o., 
4o.,  ni  259  de  Procedimientos  Penales,  la 
violación  que  se  acusa  no  es  cierta,  ni  lo 
es  tampoco  el  quebrantamiento  de  los  ar- 
tículos 568  y 571  del  mismo  Código,  pues- 
to que  la  condenatoria  de  la  procesada  es 
legal  por  existir  prueba  del  infanticidio, 
la  que  es  plena  y así  fué  debidamente 
apreciada  por  la  Sala  sentenciadora,  pues 
la  única  consecuencia  que  de  los  autos 
puede  deducirse  es  la  culpabilidad  de  la 
enjuiciada. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo además  en  los  artículos  686  y 690  de 
Procedimientos  Penales,  DESESTIMA  el 
recurso  interpuesto  y condena  a la  reo  a 
la  pena  adicional  de  quince  días  de  pri- 
sión simple,  conmutable  a diez  centavos 
diarios. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  So- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R.  — • Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Juan  Bautista  Carrillo 
Cruz,  por  estafa. 

DOCTRINA:  Cuando  la  defraudación  ex- 
ceda de  cien  quetzales  y no  pase  de  qui- 
nientos, será  castigada  con  la  pena  de 
dos  años  de  prisión  correccional. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
siete  de  marzo  de  mil  novecientos  treinta 
y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  anteceden- 
tes, la  sentencia  de  segunda  Instancia  que 
mas  adelante  se  relatará,  pronunciada  en 
los  procesos  instruidos  contra  Juan  B.  Ca- 
rrillo Cruz  por  el  delito  de  estafa. 

El  diez  y nueve  de  Septiembre  del  año 
de  mil  novecientos  treinta  y dos,  el  Juez 
6o.  de  la.  Instancia  de  Guatemala,  inició 
una  pesquisa,  en  virtud  de  haber  recibi- 
do de  la  Secretaria  de  la  Sala  6a.  de  la 
Corte  de  Apelaciones  una  exposición  por 
medio  de  la  cual  Juan  Estacuy  pedia  a los 
señores  Magistrados  que  integran  aquella 
Sala,  que  le  manifestaran  si  el  dia  trein- 
ta del  mes  de  julio  o el  treinta  y uno  de 
agosto  del  año  de  mil  novecientos  treinta 
y uno,  Juan  B.  Carrillo  habla  pagado  en 
dicho  Tribunal  la  cantidad  de  trescien- 
tos setenta  y cinco  quetzales  (Q375) , y 
por  ese  motivo  su  sentencia  quedó  redu- 
cida a diez  años  de  prisión,  en  vez  de  tre- 
ce años  cuatro  meses  que  le  hablan  sido 
impuestos;  y como  Carrillo  le  exigía  el  pa- 
go de  la  referida  suma  se  vió  compelido 
a inquirir  la  certeza  de  lo  que  se  deja  re- 
lacionado. ^ ; 

El  Secretario  de  la  Sala  6a.  de  la  Corte 
de  Apelaciones  comunicó  al  Juez  6o.  de  la. 
Instancia  lo  que  sigue:  que  la  causa  a 
que  se  referia  Juan  Estacuy  fué  recibida 
en  dicho  Tribunal  el  siete  de  julio  del  año 
de  mil  novecientos  treinta  y uno,  y por 
sentencia  de  fecha  treinta  y uno  de  agos- 
to del  mismo  año,  se  confirmó  el  fallo  de 
primera  Instancia,  en  el  que  fué  impues- 
ta a Estacuy  la  pena  de  trece  años  cuatro 
meses  de  prisión  correccional,  y contra 
ese  pronunciamiento  se  interpuso  el  re- 
curso extraordinario  de  casación,  el  cual 
fué  desestimado  el  veintiséis  de  enero  de 
mil  novecientos  treinta  y dos.  Y no  es- 
tando entre  las  atribuciones  de  la  Corte 
la  de  recibir  conmutas,  la  Sala  no  había 
percibido  el  dinero  a que  se  refiere  el  reo. 


Obran  en  el  proceso:  a)  un  documento 
simple,  firmado  por  Juan  Estacuy  y Juan 
B.  Carriiio,  en  ia  ciudad  de  Guatemala  a 
los  once  días  del  mes  de  julio  de  mil  no- 
vecientos treinta  y dos,  en  el  que  consta 
que  Estacuy  entregó  a CaiTillo,  ese  dia,  la 
cantidad  de  doscientos  cincuenta  quetza- 
les (Q250) , comprometiéndose  el  segun- 
do a gestionar  para  obtener  la  libertad 
del  primero,  quien  se  encontraba  preso  en 
la  Peniteciaria  Central.  Además  se  con- 
vino en  que  el  contrato  no  podría  exceder 
del  tiempo  estipulado  por  ei  defensor  con 
quien  se  había  ya  arreglado  el  trabajo; 
en  caso  de  falta  de  cumplimiento  se  ten- 
dría por  fenecido  el  contrato  y Carrillo 
se  obligaba  a reclamar  el  dinero  y a en- 
tregarlo a Estacuy,  quien  a su  vez  le  reco- 
nocería sus  honorarios  en  la  forma  legal 
y pagaría  el  resto  de  los  mismos,  en  el 
tiempo  convenido,  teniendo  la  obligación 
de  facilitar  los  medios  necesarios  para  el 
arreglo  de  su  asunto;  b)  un  recibo  fir- 
mado por  Juan  B.  Carrillo,  en  esta  ciudad 
(Guatemala)  a cinco  de  septiembre  de  mil 
novecientos  treinta  y dos,  por  diez  quet- 
les  para  pagar  el  valor  de  una  placa  de 
ampliación  de  la  fotografía  de  Juan  Es- 
tacuy, la  cual  se  destinaría  para  el  folle- 
to de  su  defensa;  y c)  varias  cartas  diri- 
gidas por  Carrillo  a Estacuy  pidiéndole 
dinero  para  conmutar  la  pena  que  se  le 
había  impuesto  a dicho  sujeto. 

Donaciano  Arrióla,  el  veintiuno  de  abril 
de  mil  novecientos  treinta  y tres,  se  pre- 
sentó por  escrito  ante  el  Juez  lo.  de  Paz 
querellándose  contra  Juan  B.  Carrillo  por 
el  delito  de  estafa.  Manifestó  Arrióla,  en- 
tre otras  cosas,  lo  que  sigue:  que  don  José 
Menegazzo  le  entabló  un  juicio  ejecutivo 
ante  el  Juez  lo.  de  la.  Instancia  de  Gua- 
temala, para  obtener  el  pago  de  una  suma 
de  dinero,  garantizada  con  hipoteca  de 
las  propiedades  que  posee  en  el  Departa- 
mento de  Sololá.  Deseando  suspender  la 
ejecución  aceptó  los  servicios  de  Juan  B. 
Carrillo,  quien  le  prometió  arreglar  el 
asunto,  pero  en  vez  de  hacerlo,  procuró 
estafarle  la  cantidad  de  quinientos  pesos 
oro,  pues  le  aseguraba  que  haciendo  al 
acreedor  abonos  de  ciento  diez  dólares 
concedería  una  prórroga  para  pagarle  su 
crédito;  que  también  había  entregado  a 
Carrillo,  cinco  pesos  oro  para  cubrir  el 
valor  de  un  acta  levantada  en  el  Ministe- 
rio de  Gobernación  y Justicia,  y una  má- 
quina de  escribir  para  que  hiciera  los  tra- 
bajos de  su  defensa. 

Arrióla  presentó  dos  cartas  firmadas  por 
Carrillo,  una  dirigida  a Cruz  Arrióla  y otra 
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a él  (Donaciano  Arrióla) ; un  acta  en  pa- 
pel simple  levantada  en  la  Secretaría  de 
Gobernación  y Justicia;  y un  recibo  por 
cincuenta  y seis  quetzales  suscrito  en  la 
ciudad  de  Quezaltenango,  el  diez  y siete 
de  noviembre  de  mii  novecientos  treinta  y 
dos,  por  el  Notario  Max  Cifuentes  M.,  y 
que  se  refiere  al  valor  de  tres  escrituras 
públicas.  En  la  carta  que  se  dirigió  a Do- 
naciano Arrióla,  están  las  razones  que 
aduce  Carrillo  para  que  se  proceda  a re- 
validar ia  póliza  de  Arrióla,  y también  le 
expresa  que  su  máquina  le  será  enviada  ai 
terminar  ia  semana  de  la  fecha  en  que  le 
escribe  (8  de  diciembre  de  1932).  Y en  la 
carta  escrita  a Cruz  Arrióla  le  manifies- 
ta que  renuncia  el  mandato  que  le  habia 
conferido  y solamente  continuarla  defen- 
diendo los  intereses  de  sus  hermanos  y de 
su  papá. 

Donaciano  Arrióla  aseguró  que  tanto  el 
acta  levantada  en  el  Ministerio  de  Gober- 
nación y Justicia,  como  el  recibo  de  los 
cincuenta  y seis  quetzales,  eran  documen- 
tos falsos. 

Quirino  Arrióla  expuso:  que  le  habia  da- 
do poder  a Juan  B.  Carrillo  para  que  lo 
defendiera  en  el  juicio  iniciado  por  don 
José  Menegazzo,  quien  pretendía  rematar 
las  fincas  “El  Paraíso”  y “El  Bosque”.  Que 
también  le  dieron  poder  a Carrillo,  su  pa- 
dre, Donaciano  Arrióla  Maldonado,  y sus 
hermanos  Cruz  y Abel  Arrióla,  entregán- 
dole al  apoderado  como  quinientos  quet- 
zales, una  moneda  de  oro  del  tiempo  del 
General  Carrera  y una  máquina  de  escri- 
bir marca  “Royal”;  y que  Carrillo  solamen- 
te habia  presentado  en  el  juicio,  un  escri- 
to pidiendo  que  se  le  tuviera  como  apode- 
rado de  cada  una  de  las  personas  que 
acaban  de  mencionarse. 

Juan  Gómez  Jiménez,  refirió  haber  pre- 
senciado cuando  Donaciano  Arrióla  le  en- 
tregó a Juan  B.  Carrillo,  en  el  mes  de  mar- 
zo (1933),  la  cantidad  de  cien  quetzales 
para  que  le  pagara  a don  José  Menegazzo 
los  intereses  de  un  crédito;  y que  los  her- 
manos Arrióla  le  hablan  dicho  que  Carri- 
llo no  cumplió  con  hacer  el  pago  ya  men- 
cionado; que  Quirino  Arrióla  también  le 
habia  dado  a Carrillo  una  moneda  de  vein- 
te pesos  oro  para  que  los  defendiera  en 
la  ejecución  promovida  por  el  señor  Mene- 
gazzo; que  los  mismos  Arrióla  le  refirie- 
ron que  Carrillo  solamente  habia  presen- 
tado un  escrito  en  aquel  juicio;  y que  se- 
gún le  dijo  Juan  B.  Carrillo,  Donaciano 
Arrióla  le  habia  entregado  una  máquina 
de  escribir,  y que  no  se  la  devolvió.  J. 
Manuel  García  Salas,  aseguró  que  le  cons- 


ta que  los  hermanos  Arrióla  le  dieron  a 
Carrillo  la  cantidad  de  quinientos  quet- 
zales en  varias  partidas,  por  haberse  com- 
prometido Carrillo  a defenderlos  en  el  jui- 
cio iniciado  por  don  José  Menegazzo,  y que 
dicho  señor  solamente  presentó  un  escrito 
en  aquella  ejecución. 

Los  Jueces  primero  y quinto  de  primera 
Intancia  del  Departamento  de  Guatema- 
la informaron  lo  que  sigue:  el  primero, 
que  don  José  Menegazzo  siguió  un  juicio 
ejecutivo  cobrando  cierta  cantidad  a los 
señores  Donaciano,  Quirino,  Cruz  y Abel 
Arrióla  Guevara;  que  el  juicio  concluyó 
con  el  traspaso  de  bienes  que  se  adjudi- 
caron al  acreedor  y se  les  habia  señalado 
término  a los  deudores  para  la  desocupa- 
ción. En  dicho  juicio  Juan  B.  Carrilio  se 
presentó  como  apoderado  del  deudor  Qui- 
rino Arrióla  Guevara,  siendo  el  escrito  con 
que  se  acompañó  el  testimonio  del  poder 
que  le  fué  conferido,  el  único  memorial 
que  obra  en  los  autos,  presentado  por  Ca- 
rrillo. El  Juez  quinto  informó  que  Juan 
B.  Carrillo  había  sido  sentenciado  ante- 
riormente por  dos  delitos  de  estafa. 

El  Alcaide  de  la  Penitenciaría  informó 
que  Juan  B.  Carrillo  fué  procesado  por  es- 
tafa el  año  de  mil  novecientos  veinticinco, 
por  hurto,  el  año  de  mil  novecientos  vein- 
tisiete, por  estafa  el  año  de  mil  novecien- 
tos treinta  y uno,  y por  este  mismo  hecho 
delictivo  el  año  mil  novecientos  treinta 
y dos.  Según  consta  en  las  ejecutorias  res- 
pectivas, Carrillo  Cruz  fué  condenado  por 
el  primero  de  los  delitos  que  acaban  de 
mencionarse  a extinguir  un  año  cuatro 
meses  de  prisión  correccional;  y por  el 
tercero,  a purgar  dos  años  de  prisión  co- 
rrectiva y un  año  de  arresto  mayor.  Ade- 
más con  anterioridad,  a Carrillo  Cruz  se 
le  habia  impuesto  la  pena  de  tres  años  de 
prisión  correccional  por  otras  estafas  que 
había  cometido. 

El  Juez  6o,  de  la.  Instancia  del  Depar- 
tamento de  Guatemala,  con  fecha  diez  y 
siete  de  julio  de  mil  novecienitos  treinta 
y tres,  inició  otras  diligencias  por  haberse 
presentado  Francisco  A.  Rodríguez  que- 
rellándose contra  Juan  B.  Carrillo,  pues 
este  sujeto,  haciéndole  creer  que  estaba 
encargado  de  distribuir  una  parte  dei  te- 
rreno de  “La  Palma”,  le  habia  pedido  di- 
nero para  sufragar  los  gastos  consiguien- 
tes a ese  reparto,  y él  (Rodríguez)  en  va- 
rias partidas  le  entregó  treinta  y siete 
quetzales  y además  unas  cadenas  de  oro; 
que  Carrillo  nunca  le  comunicó  haber 
arreglado  dicho  asunto;  y que  presentaba 
las  cartas  que  este  individuo  le  había  di- 
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rígido  y los  recibos  correspondientes  a las 
cantidades  que  le  fueron  entregadas,  lo 
mismo  que  el  documento  simple  en  que 
consta  que  el  enjuiciado  recibió  dos  ca- 
denas de  oro,  en  garantía  de  treinta  quet- 
zales. 

Igual  denuncia  a la  presentada  por 
Francisco  A.  Rodríguez,  hicieron  Elíseo 
Monterroso,  Justo  del  mismo  apellido,  Cel- 
so de  J.  López  y Benigno  Estrada  ase- 
gurando haberlo  entregado  a Carrillo,  el 
primero  la  cantidad  de  treinta  y dos  quet- 
zales y noventa  y seis  centavos  de  la  mis- 
ma moneda,  nueve  quetzales  el  segundo, 
treinta  y siete  el  tercero,  y el  cuarto  treinta 
quetzales.  Elíseo  Monterroso  y Justo  del 
mismo  apellido  agregaron  que  ni  en  el  Mi- 
nisterio de  Fomento  ni  en  la  Sección  de 
Tierras,  ni  en  el  Registro  de  la  Propiedad 
Inmueble  pudieron  obtener  informes  acer- 
ca del  asunto  de  que  les  había  hablado 
Carrillo  Cruz. 

Juan  Carrillo  Cruz  expuso:  que  por  la 
Via  administrativa  había  gestionado  para 
obtener  el  indulto  de  Juan  Estacuy,  quien 
le  entregó  la  cantidad  de  doscientos  cin- 
cuenta pesos  oro  con  ese  fin,  y le  ofreció 
un  mil,  si  conseguía  que  le  indultaran; 
que  reconocía  el  contenido  y la  firma  de 
las  cartas  que  le  fueron  exhibidas;  que 
ninguna  cantidad  entregó  a la  Sala  6a.  ya 
que  nada  podía  hacer  acerca  de  este  asun- 
to, pues  el  fallo  estaba  ejecutoriado;  que 
también  reconocía,  tanto  el  documento 
que  obra  al  folio  16  de  los  autos,  como  su 
firma  que  se  encuentra  al  pie  del  mismo; 
que  intervino  como  apoderado  de  Quirino 
Arrióla,  en  el  arreglo  del  asunto  de  dicho 
señor,  haciendo  gestiones  en  la  vía  admi- 
nistrativa; que  los  señores  Arrióla  no  le 
han  pagado  sus  honorarios  y solamente  le 
costearon  los  gastos  que  hizo  en  sus  via- 
jes a Sololá;  que  dichos  señores  le  dieron 
una  máquina  de  escribir  para  que  la  ven- 
diera, pues  no  tenían  dinero  para  sufra- 
gar los  gastos  que  acaban  de  mencionarse; 
que  el  Licenciado  Monzón  no  intervino  en 
los  arreglos  que  hubo  que  hacer  en  el 
asunto  de  los  señores  Arrióla;  y que  reco- 
nocía el  contenido,  y las  firmas  puestas 
al  pie  de  las  cartas  que  obran  a los  folios 
31  y 32  de  la  causa;  que  don  Carlos  Sprig- 
moüll,  quien  ya  falleció,  le  había  dado  el 
encargo  para  que  vendiera  por  abonos 
unos  lotes  que  poseía  en  “La  Palma’’,  y 
por  ese  motivo  se  los  ofreció  a Francisco 
Rodríguez,  Elíseo  y Justo  Monterroso,  Celso 
de  J.  López  y Benigno  Estrada;  que  Rodrí- 
guez no  le  entregó  cantidad  alguna  a bue- 
na cuenta  del  precio  de  dichos  terrenos, 


pero  sí  recibió  dinero  del  mencionado  se- 
ñor, quien  le  debía  la  cantidad  de  treinta 
quetzales,  dándole  en  calidad  de  prenda 
dos  cadenas  que  Rodríguez  aseguró  que 
eran  de  oro,  pero  que  en  realidad  no  es- 
taban hechas  de  ese  metal;  que  recibió  de 
Elíseo  Monterroso  treinta  quetzales,  ocho 
de  Justo,  y Celso  de  J.  López  y Benigno 
Estrada  le  entregaron,  cada  uno,  la  can- 
tidad de  treinta  quetzales,  y cuando  reci- 
bía dinero  se  lo  llevaba  al  señor  Spring- 
moiill;  que  reconocía  el  contenido  de  las 
cartas  y recibos  que  obran  del  folio  cin- 
co al  dieciséis  de  la  causa,  así  como  las 
firmas  que  se  encuentran  al  pie  de  cada 
uno  de  los  mencionados  documentos;  que 
las  cadenas  debían  estar  en  su  casa;  y que 
si  recibió  de  Rodríguez  más  dinero  del  que 
le  adeudaba,  fué  por  intereses  del  capital. 

El  Juez  6o.  de  la.  Instancia  del  Depar- 
tamento de  Guatemala  dió  fin  al  proceso 
declarando:  lo.  Que  por  falta  de  plena 
prueba  absuelve  a Juan  B.  Carrillo  de  los 
cargos  que  por  el  delito  de  estafa  se  le 
formularon  en  el  caso  de  Donaciano  Arrió- 
la y compañeros;  y 2o.,  Que  Carrillo  es 
autor  del  delito  de  múltiples  estafas,  por 
las  cuales  le  impone  las  penas  siguientes: 
un  año  de  arresto  mayor  por  cada  una 
de  las  estafas  cometidas  a Francisco  Ro- 
dríguez, Celso  de  J.  López,  Elíseo  Monte- 
rroso y Benigno  Estrada;  seis  meses  de 
la  misma  pena  por  la  estafa  cometida  a 
Justo  Monterroso;  todas  estas  penas  con- 
mutables en  su  totalidad  a razón  de  diez 
centavos  de  quetzal  diarios;  dos  años  de 
prisión  correccional  por  la  estafa  cometi- 
da a Juan  Estacuy,  pena  que  le  permite 
conmutar  en  sus  dos  terceras  partes  a ra- 
zón también  de  diez  centavos  de  quetzal 
por  cada  día.  Le  abona  la  prisión  sufrida; 
lo  suspende  en  el  ejercicio  de  sus  dere- 
chos políticos  durante  el  tiempo  de  su  con- 
dena; lo  deja  afecto  a las  responsabilida- 
des civiles  del  delito;  y lo  exonera  de  la 
reposición  del  papel  empleado  en  el  pro- 
ceso. 

El  tres  de  diciembre  del  año  retropróxi- 
mo, la  Sala  primera  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones confirmó  la  sentencia  ya  relacio- 
nada con  las  modificaciones  que  a conti- 
nuación se  expresan:  por  la  estafa  a Juan 
Estacuy  le  impuso  la  pena  de  cuatro  años 
de  prisión  correccional,  tres  por  la  pena 
asignada  al  delito,  ya  que  pasa  de  qui- 
nientos quetzales  el  valor  de  lo  estafado 
y un  año  por  ser  reincidente  Carrillo;  por 
las  estafas  cometidas  a Francisco  Rodrí- 
guez, Celso  de  J.  López,  Elíseo  Monterroso 
y Benigno  Estrada  le  infligió  un  año  por 
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cada  uno  de  dichos  delitos,  y un  año  y 
cuatro  meses  por  concurrir  la  circunstan- 
cia de  agravación  que  se  mencionó  ante- 
riormente; por  la  estafa  cometida  a Justo, 
Monterroso  ocho  meses  de  arresto  mayor, 
correspondiéndole  seis  por  la  pena  seña- 
lada al  delito  y dos  por  la  circunstancia 
agravante;  y por  el  delito  cometido  a Do- 
naciano  Arrióla  ocho  meses  de  arresto 
mayor,  pena  en  la  cual  se  incluyó  la  agra- 
vante ya  mencionada. 

Contra  la  sentencia  de  segunda  Instan- 
cia, el  reo,  con  auxilio  del  Abogado  don 
Antonio  F.  Aguirre,  introdujo  el  recurso  de 
casación  denunciando  como  violados  los 
artículos  568,  570  y 571  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales;  407  incisos  tercero  y 
cuarto;  22  inciso  diez  y sies,  y 65  del  Có- 
digo Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  Juan  Estacuy  le  entregó  a Juan  Bau- 
tista Carrillo  la  cantidad  de  doscientos  cin- 
cuenta quetzales,  se  ha  establecido  de  una 
manera  indubitable  con  la  confesión  de 
éste  y con  el  reconocimiento  que  hizo  del 
documento  que  obra  al  folio  16  de  la  cau- 
sa. Suma  que  recibió  Carrillo  Cruz  para 
trabajar  en  el  sentido  de  conseguir  la  li- 
bertad de  Estacuy.  Y aunque  el  enjuicia- 
do manifiesta  haber  hecho  las  gestiones 
consiguientes  para  cumplir  con  lo  pac- 
tado no  probó  sus  asertos.  Y de  lo  que 
consignó  en  las  cartas  dirigidas  a Esta- 
cuy y lo  afirmado  en  su  indagatoria,  se 
infiere  que  con  artificios  y engaños  se 
apoderó  de  la  mencionada  cantidad  de  di- 
nero. Y como  por  ningún  otro  medio  legal 
se  ha  establecido  que  Carrillo  Cruz  se  ha- 
ya apropiado  de  otras  cantidades  de  di- 
nero pertenecientes  a Estacuy;  al  estimar 
la  Sala  sentenciadora  que  por  pasar  de 
quinientos  quetzales  lo  estafado,  debe  im- 
ponerse al  reo  la  pena  de  tres  años  de 
prisión  correctiva,  infringió  el  inciso  4o. 
del  artículo  407  del  Código  Penal;  pues  la 
sanción  impuesta  no  corresponde  a la 
cuantía  de  la  estafa  consumada,  según 
acaba  de  expresarse. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  hecho  referido  por  Juan  Estacuy 
en  la  exposición  que  hizo  a la  Sala  6a. 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  y que  Carrillo 
Cruz  también  consignó  en  sus  misivas  di- 
rigidas a Estacuy  y que  obran  a los  folios 


once  y catorce  de  la  causa,  tampoco  debe 
estimarse  como  una  tentativa  de  estafa, 
pues  para  que  ésta  exista  es  indispensable 
que  se  de  principio  a la  acción  delictuosa 
y no  termine  por  motivos  independientes 
de  la  voluntad  del  agente.  Además,  la  in- 
tención debe  de  estar  revelada  por  los  he- 
chos y de  éstos  deducirse  directamente 
el  propósito  de  su  autor  de  causar  un  da- 
ño. Entre  los  hechos  que  van  a ser  apre- 
ciados y el  acto  punible  que  se  tiene  la 
creencia  habrían  de  producir  ha  de  haber 
una  relación  directa.  Los  actos  que  pue- 
dan ser  tomados  ya  en  favor  del  procesado 
ora  en  su  contra,  no  pueden  de  una  ma- 
nera aislada  originar  la  tentativa. 

El  enjuiciado  no  comenzó  la  ejecución 
de  ese  otro  delito  que  se  le  imputa,  ya  que 
en  el  proceso  no  existe  ningún  hecho  que 
lo  ponga  de  manifiesto. 

CONSIDERANDO: 

Que  probada  la  responsabilidad  crimi- 
nal de  Juan  Bautista  Carrillo  Cruz,  tanto 
con  su  confesión,  como  con  el  reconoci- 
miento que  hizo  de  los  documentos  que 
fueron  agregados  a las  causas  respectivas, 
procede  infligirle  las  penas  que  la  ley  de- 
termina, tomando  en  cuenta  las  cantida- 
des que  estafó  a cada  uno  de  los  quere- 
llantes: Juan  Estacuy,  Donaciano  Arrió- 
la, en  cuanto  se  refiere  a la  máquina  de 
escribir,  Francisco  A.  Rodríguez,  Celso  de 
J.  López,  Elíseo  Monterroso,  Justo  del  mis- 
mo apellido  y Benigno  Estrada.  Cada  una 
de  dichas  penas  debe  ser  aumentada  en 
una  tercera  parte  por  la  circunstancia  de 
ser  reincidente  el  enjuiciado,  según  cons- 
ta en  las  ejecutorias  que  se  dejan  ya  re- 
lacionadas. 

CONSIDERANDO: 

Que  acerca  del  otro  hecho  delictivo  que 
Donaciano  y Quirino  Arrióla  Guevara  im- 
putan al  procesado  no  existe  prueba  en 
la  causa,  pues  los  testigos  Juan  Gómez  Ji- 
ménez y Manuel  García  Salas  sólo  asegu- 
ran haber  presenciado  que  los  hermanos 
Arrióla  entregaron  a Carrillo  Cruz  varias 
cantidades  de  dinero,  sin  poder  puntuali- 
zar las  fechas  en  que  esa  entrega  tuvo  lu- 
gar, y otros  detalles  que  agregaron  sobre 
el  asunto  que  los  señores  Arrióla . tenían 
pendiente  con  don  José  Menegazzo,  los  sus- 
pendieron por  haberlos  enterado  de  ellos 
los  mismos  interesados. 
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POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  prescrito  por  los  artículos 
22  inciso  16,  27,  29,  33,  44,  63,  66,  77,  94, 
407  incisos  lo.  y 3o.  del  Código  Penal  568, 
571,  604,  609,  687,  729,  731,  735  y 736  de 
Procedimientos  Penales;  y 2o.  del  Decreto 
Legislativo  número  1740,  declara:  que  ha 
lugar  al  recurso  interpuesto,  y en  conse- 
cuencia CASA  Y ANULA  la  ejecutoria  re- 
currida y resuelve:  lo.  Que  Juan  Bautista 
Carrillo  Cruz  es  responsable  de  las  esta- 
fas que  le  fueron  imputadas  por  Juan  Es- 
tacuy,  Francisco  A.  Rodríguez,  Celso  de  J. 
López,  Elíseo  Monterroso,  Benigno  Estrada, 
Justo  Monterroso  y Donaciano  Arrióla; 

20.,  Que  por  la  estafa  que  hizo  a Estacuy 
le  impone  la  pena  de  dos  años  de  prisión 
correccional;  le  inflige  un  año  de  arresto 
mavor  por  cada  una  de  las  estafas  hechas 
a Rodríguez,  López,  Monterroso  Elíseo  y 
Estrada;  lo  condena  a sufrir  seis  meses  de 
arresto  mayor  por  la  estafa  a Justo  Mon- 
terroso; y la  misma  pena  de  seis  meses  le 
impone  por  haber  estafado  a Donaciano 
Arrióla  la  cantidad  de  quince  quetzales 
en  que  se  justipreció  la  máquina  de  es- 
cribir mencionada  anteriormente;  3o.,  Que 
por  concurrir  la  circunstancia  agravante 
de  ser  reincidente  el  procesado  en  delito 
de  la  misma  especie,  se  le  aumenta  en  una 
tercera  parte  cada  una  de  las  penas  ya 
relacionadas;  4o.,  Que  la  pena  de  prisión 
correccional  es  conmutable  en  sus  dos  ter- 
ceras partes,  y las  de  arresto  mayor  en  su 
totalidad,  a razón  de  un  quetzal  diario; 

50.,  Que  las  penas  impuestas  las  extingui- 
rá el  procesado  en  la  Penitenciaría  Cen- 
tral, con  abono  de  la  prisión  sufrida;  6o., 
Que  suspende  al  reo  en  el  ejercicio  de 
sus  derechos  políticos  durante  el  tiempo 
de  la  condena;  le  obliga  al  pago  de  las 
responsabilidades  civiles  derivadas  de  los 
hechos  delictuosos  que  cometió,  y a la  re- 
posición del  papel  empleado  en  la  causa 
al  del  sello  respectivo;  y 7o.,  Que  por  fal- 
ta de  prueba  plena  absuelve  a Juan  Bau- 
tista Carrillo  Cruz  del  cargo  que  se  le 
formuló  por  los  delitos  que  le  fueron  im- 
putados a causa  de  que  no  hizo  las  ges- 
tiones pertinentes  en  el  juicio  oue  promo- 
vió don  José  Menegazzo  ante  el  Juez  lo. 
de  la.  Instancia  del  Departamento  de  Gua- 
temala contra  los  señores  Donaciano,  Qui- 
rino,  Cruz  y Abel  Arrióla  Guevara,  y por 
haberse  apropiado  indebidamente  las  can- 
tidades que  le  fueron  entregadas  para  que 
defendiera  los  intereses  de  los  hermanos 
Arrióla  Guevara. 


Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Carlos  Méndez  Díaz, 
por  atentado  a los  agentes  de  autoridad. 

DOCTRINA:  El  Decreto  Legislativo  No. 
1443,  suprimió  la  sexta  circunstancia  de 
atenuación  determinada  en  el  Articulo 
21  del  Código  Penal. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
siete  de  marzo  de  mil  novecientos  treinta 
y cinco. 

Visto  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
.sación  y con  sus  respectivos  antecedentes, 
el  fallo  de  2a.  Instancia  que  más  adelante 
se  relatará,  pronunciado  en  la  causa  ins- 
truida contra  Carlos  Méndez  Díaz  por  el 
delito  de  atentado  a los  Agentes  de  la  Au- 
toridad. 

El  proceso  fué  iniciado  con  fecha  ocho 
de  octubre  de  mil  novecientos  treinta  y 
cuatro,  por  el  Juez  de  Paz  de  Mazatenan- 
go,  en  virtud  de  haberle  dado  parte  el 
Comisario  de  la  Policía  Nacional,  en  aquel 
poblado,  Carlos  Escobedo,  de  que  Carlos 
Méndez  Díaz  había  sido  detenido  a las 
quince  horas  del  día  anterior  (7  le  octu- 
bre 1934)  por  el  Inspector  Humberto  Cas- 
tillo y los  agentes  de  policía  Lucas  Herre- 
ra V Emilio  García  a causa  de  que  Méndez 
Díaz  en  estado  de  embriaguez  escandali- 
zaba, y al  intentar  llevárselo  Herrera,  le 
abofeteó  v como  acudiera  García  a pres- 
tarle auxilio,  Méndez  le  dió  de  puntapiés. 

El  agent-e  Herrera  manifestó  que  cuan- 
do iba  a detener  a Méndez,  quien  escanda- 
h>aba  en  la  calle,  dicho  sujeto  le  acome- 
tió negándole  puntapiés  en  los  muslos, 
suscitándose  en  seguida  una  lucha. 

El  inspector  Castillo  a.seguró  haber  He- 
gadn  en  compa,ñía  del.  Agente  del  orden 
público.  Emilio  García,  a quien  Méndez 
le  dió  de  puntapiés  en  los  muslos  y lucha- 
ba con  el  Agente  Herrera;  y que  los  tres 
(Castillo,  Herrera  y García)  fueron  inju- 
riados por  Méndez  Díaz. 
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El  Agente  Emilio  García  corroboró  lo 
manifestado  por  el  Inspector  Castillo. 

Francisco  Pérez,  propietario  de  la  canti- 
na “El  Dorado”,  refirió  haber  presenciado 
cuando  unos  agentes  del  orden  público 
intentaban  aprehender  a un  sujeto  des- 
conocido, quien  forcejaba  dando  bofeto- 
nes y puntapiés. 

Julia  Aguja  dueña  de  la  cantina  “El  Aire 
Libre”,  expuso:  que  llegaron  a su  fonda 
dos  individuos,  uno  de  ellos  que  lleva  el 
apellido  Peña,  a tomar  licor;  que  al  re- 
tirarse dichos  individuOSi  ella  le  cobró  a 
Peña  el  valor  de  lo  que  habían  bebido,  y 
éste  sujeto  le  dijo  que  su  compañero  te- 
nia el  dinero  y él  debía  pagar;  que  tanto 
Peña  Cómo  el  desconocido  regresaron,  y 
cuando  se  encontraban  en  el  interior,  el 
segundo  intentó  arrojar  las  copas  al  señor 
Peña,  y la  dicente  para  evitar  que  rom- 
pieran alguna  de  sus  cosas,  sonó  el  “gor- 
gorito” que  usa  para  llamar  a la  policía, 
habiendo  llegado  inmediatamente  un 
agente  del  orden  público,  quien  después 
de  haber  reprendido  a Méndez,  procuró 
capturarlo,  pero  entonces  éste  se  resistió 
luchando  con  él  mencionado  agente. 

Al  ser  interrogado  Carlos  Méndez  Díaz 
dijo:  que  juntamente  con  su  amigo  José 
Peña  estuvo  tomando  licor,  y no  recorda- 
ba lo  sucedido  el  dia  de  autos. 

En  el  careo  que  se  practicó  entre  el  en- 
juiciado y el  agente  de  policía  Lucas  He- 
rrera, aquél  se  puso  de  acuerdo  con  lo  ma- 
nifestado por  Herrera  en  su  respectiva  de- 
claración. 

La  Comandancia  de  Armas  del  Departa- 
mento de  Suchitepéquez  le  dió  fin  a la 
causa  eohdéhando  a Carlos  Méndez  Díaz 
ú sufrir  la  pena  de  dos  años  de  prisión 
CorréOcicnal  por  el  delito  de  atentado  a 
los  agentes  de  la  Autoridad,  pena  que  con 
abono  del  tiempo  padecido  purgará  en  la 
Penitenciaria  Central;  lo  suspende  en  el 
ejercicio  de  sus  derechos  políticos  duran- 
te la  condena;  lo  deja  afecto  a las  res- 
ponsabilidades civiles  derivadas  del  delito; 
le  permite  conmutar  las  dos  terceras  par- 
tes de  la  pena  a razón  de  diez  centavos 
de  quetzal  diarios;  y por  su  notoria  po- 
breza le  exonera  de  la  reposición  del  pa- 
pel empleado  en  la  causa  al  del  sello  res- 
pectivo. 

Tanto  el  Procurador  defensor,  como  el 
señor  Fiscal,  pidieron  la  confirmatoria  de 
la  sentencia  apelada. 

El  diez  y seis  de  enero  del  corriente  año, 
la  Sala  6a.  de  la  Corte  de  Apelaciones 


confirmó  en  todas  sus  partes  el  fallo  de 
que  se  hizo  relación. 

Contra  la  sentencia  de  segunda  Instan- 
cia, el  reo,  con  auxilio  del  Licenciado  don 
Juan  Miguel  Herrera,  introdujo  el  recur- 
so extraordinario  de  casación  denuncian- 
do como  violados  los  artículos  11  del  Có- 
digo Penal;  4o.  239,  259,  281,  531,  inciso 
8o.;  609  de  Procedimientos  Penales;  y De- 
creto Legislativo  No.  1443. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  hecho  punible  imputado  a Car- 
los Méndez  Díaz  se  encuentra  establecido 
con  el  testimonio  de  Francisco  Pérez  y Ju- 
lia Aguja  (no  Julio)  y también  debe  te- 
nerse presente  que  en  el  careo  practicado 
entre  el  agente  del  orden  público  Lucas 
Herrera  y Méndez  Díaz,  este  sujeto  estuvo 
de  acuerdo  con  lo  manifestado  por  He- 
rrera sin  que  haya  procurado  exculparse 
en  forma  alguna. 

En  cuanto  a que  Méndez  se  encontra- 
ba privado  totamente  de  razón  por  causas 
independientes  de  su  voluntad,  antes  de 
delinquir,  es  un  hecho  que  no  está  pro- 
bado, y por  consiguiente  debe  presumirse 
que  la  infracción  fué  cometida  por  aquél 
de  un  modo  voluntario.  Y de  todo  lo  ex- 
puesto se  deduce  que  no  fueron  infringi- 
dos los  artículos  11  del  Código  Penal;  4o. 
259  y 609  de  Procedimientos  Penales;  ni 
el  Decreto  Legislativo  número  1443,  que 
suprimió  la  sexta  circunstancia  atenuan- 
te determinada  en  el  artículo  21  del  Cuer- 
po de  Leyes  primeramente  citado,  relativa 
a la  embriaguez  no  habitual  o posterior  al 
proyecto  de  perpetrar  el  delito. 

CONSIDERANDO: 

Que  tampoco  fué  infringido  el  inciso  8o. 
del  articulo  581,  pues  no  consta  que  Julia 
Aguja  tenga  interés  directo  o indirecto  en 
el  proceso,  ya  que  la  circunstancia  de  ha- 
ber procurado  evitar  que  Méndez  le  cau- 
sara daños  al  romper  las  cosas  que  tiene 
en  su  cantina,  en  manera  alguna  consti- 
tuye la  tacha  señalada  por  la  disposición 
legal  que  acaba  de  mencionarse,  y que  el 
el  recurrente  invoca,  atribuyendo  a la  tes- 
tigo falta  de  idoneidad,  en  virtud  de  que 
estima  que  su  dicho  es  parcial. 

CONSIDERANDO: 

Los  artículos  239  y 281  del  Código  de 
Procedimientos  Penales  son  inaplicables  al 


107 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


caso  sub-júdice,  toda  vez  que  sus  precep- 
tos se  refieren:  los  del  primero,  a las  in- 
dagaciones más  urgentes  e indispensables 
que  no  pueden  diferirse  para  la  compro- 
bación del  cuerpo  del  delito  y para  el  des- 
cubrimiento de  los  criminales;  y los  del 
segundo,  a la  información  que  se  recibirá 
acerca  de  los  antecedentes  del  agraviado 
y sobre  todas  las  circunstancias  que  ofre- 
cieren indicios  de  hallarse  éste  poseyendo 
las  cosas  al  tiempo  que  resulte  cometido 
el  acto  punible,  cuando  se  trate  de  los  de- 
litos de  robo,  hurto  o estafa  y en  cuales- 
quiera otros,  en  que  se  deba  hacer  constar 
la  preexistencia  de  aquellas,  sino  hubiere 
testigos  presenciales  del  hecho. 

POR  TANTO: 

I 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  prescrito  por  el  articulo 
690  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les, declara  improcedente  el  recurso  in- 
terpuesto e impone  a la  parte  que  lo  in- 
trodujo quince  dias  de  arresto,  conmuta- 
bles a razón  de  diez  centavos  de  quetzal 
diarios. 

Notifiquese,  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  que  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Claudio  Garda,  por 
varios  delitos. 

DOCTRINA:  Las  declaraciones  de  dos  o 
más  testigos  idóneos,  que  reúnan  las  con- 
diciones requeridas  por  la  Ley  para  su 
validez  eji  juicio,  constituyen  plena 
prueba,  desde  luego  que  la  única  con- 
secuencia que  puede  deducirse  es  la  cul- 
pabilidad del  acusado. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
siete  de  marzo  de  mil  novecientos  trein- 
ticinco. 

Para  resolverio,  se  tiene  a la  vista  el  re- 
curso extrardinario  de  casación  introdu- 
cido por  el  procesado  Claudio  Garcia,  con 


auxilio  del  Abogado  J.  Ernesto  Vásquez, 
contra  la  sentencia  ejecutoria  proferida 
por  la  Sala  5a.  de  la  Corte  de  Apelaciones 
el  siete  de  diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro,  en  los  siete  procesos  acu- 
mulados, que  en  el  Juzgado  Departamen- 
tal de  Chiquimula  se  instruyeron  al  recu- 
rrente. 

En  el  recurso  que  se  examina,  se  asegu- 
ra que  ia  Sala  sentenciadora  violó  los  Ar- 
tículos 568,  571,  572,  602,  603,  604  y 607 
del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

En  los  autos  que  sirven  de  antecedentes 
al  recurso  aludido,  consta  lo  que  sigue: 

— I — 

El  once  de  Abril  de  mil  novecientos  vein- 
ticuatro, Juan  Rito  Garcia  acusó  criminal- 
mente a Claudio  Garcia,  Andrés  Sánchez 
y Juan  Garcia  Ramírez  ante  el  Juez  de 
Paz  de  Camotán;  porque  dichos  sujetos, 
como  a las  nueve  horas  del  dia  nueve  de 
ese  mes,  lo  amenazaron  con  ocasionarle  la 
muerte. 

El  querellante  explicó:  que  a la  hora  y 
fecha  aludidas,  se  hallaba  encausando  el 
agua  de  una  toma,  para  regar  el  terreno 
de  su  propiedad  en  donde  tiene  sembra- 
do un  frijolar.  En  ese  instante  se  presen- 
taron los  sujetos  mencionados  y,  otros  des- 
conocidos para  él,  armados  todos  ellos  con 
machetes,  excepto  Juan  Garcia  Ramírez, 
que  portaba  revólver;  y,  por  alegar  Clau- 
dio Garcia  que  el  agua  le  pertenecía  a 
él,  se  suscitó  una  disputa  de  palabras  en- 
tre los  dos,  por  tal  motivo;  dando  márgen 
para  que  se  dispusieran  a agredirlo  con 
sus  armas:  lo  que  no  pudieron  llevar  a 
efecto,  debido  a que,  en  ese  preciso  mo- 
mento, pasaba  por  el  camino  inmediato 
Pablo  Garcia,  y gritó  preguntando  qué  su- 
cedía. siendo  ésta  la  causa  de  que  sus  ata- 
cantes salieran  huvendo.  para  no  ser  co- 
nocidos. Aeresó.  que  hacia  va  cuatro  años 
que  esas  mismas  n^rsonas  lo  hablan  he- 
rido. m’e  niaudio  Garcia,  en  son  de 
amenaza  le  diin:  “te  vov  a descuartizar, 
lo  mismo  nne  de'-cuarticé  a Felipe  Pérez”. 
V.  ñor  último,  citó  como  testigos  presen- 
ciales, a Hilario  y Apo'inario  Sánchez, 
porque  se  hallaban  inmediatos  al  sitio  del 
suceso,  regando  sus  frijolares  respectivos. 

Los  testimonios  de  estas  dos  últimas  per- 
sonas, asi  como  el  de  Pablo  Garcia  sólo 
Donen  de  manifiesto  que,  Claudio  Garcia 
y Juan  Garcia  Rami>-ez  discutían  acalo- 
radamente con  Juan  Rito  Garcia  a propó- 
sito del  agua  que  éste  empleaba  para  re- 
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gar  sus  siembras:  mas,  no  están  de  acuer- 
do con  respecto  a las  amenazas  denuncia- 
das por  el  querellante,  ya  que  no  sólo  se 
contradicen  con  el  acusador  a ese  respec- 
to, sino  queentre  ellos  mismos  sus  dichos 
son  contradictorios. 

En  efecto:  Hilario  Sánchez,  asevera  ha- 
ber oido  que  fué  Juan  Ramírez  quien  le 
dijo  al  acusador:  “a  vos  te  va  a pasar  lo 
que  le  pasó  a Felipe  Pérez,  desconchado 
de  la  cara”;  que  no  se  escuchó  ningún  dis- 
paro de  arma  de  fuego,  como  sostiene  Juan 
García  Ramírez:  y que  sólo  éste  y su  inter- 
locutor se  hallaban  en  ese  sitio. 

Pablo  García,  sostiene:  que  las  personas 
que  disputaban  el  uso  del  agua,  eran 
Claudio  García  y Juan  García  Ramírez, 
con  Juan  Rito  García;  que  fué  el  primero 
quien  le  dijo  al  último  que  le  iba  a pasar 
lo  sucedido  a Felipe  Pérez;  y que  Juan  Gar- 
cía Ramírez  hizo  un  disparo  al  aire,  con 
un  revólver  que  tenia  en  las  manos. 

Y,  Apolonio  Sánchez,  dijo  que  lo  único 
que  le  constaba,  era  que  las  tres  personas 
mencionadas  discutían  acerca  del  asna  de 
la  toma,  teniendo  todos  sus  machetes  cor- 
vos en  el  cinto,  y losi  de  trabajo  en  las  ma- 
nos. 

Claudio  García,  negó  el  delito  de  que  .se 
le  acusa,  afirmando  que  en  la  fecha  y ho- 
ra mencinadas,  se  encontraba  en  su  casa 
de  habitación. 

A .solicitud  del  acusador,  se  acumularon 
a este  proceso,  los  otros  oue,  por  los  de- 
litos de  incendio,  usurpación,  daños  y dis- 
■"aro  de  arma  de  fuego,  existían  va  en  el 
Juzgado  Departamental  de  Chiquimula. 

— II  — 

El  nrimero  de  mavn  do  mil  novecientos 
treinta  y tres,  aeusó  T.uis  García  ante  el 
Juez  de  Paz  de  Camotán.  a los  individuos 
Claudio  y Santiago  García.  Pedro  Juan 
V Apolonio ‘Ramírez,  poroue  dichos  sujetos 
le  incendiaron  un  cerco  de  niñuela,  oue 
circundaba  un  terreno  oue  tenía  en  Mu- 
yureó,  de  esa  jurisdicción  municipal. 

El  acusador  citó  como  testigos  presencia- 
les del  incendio — que  ocurrió  el  día  vein- 
ticuatro de  abril  anterior — a los  señores 
Juan  Gutiérrez  y Marcelino  Ramírez:  sien- 
do el  nrimero  de  ellos  quien  le  llevó  la  no- 
ticia de  que  se  estaba  quemando  el  cerco 
aludido. 

Los  declarantes  citados,  expusieron,  oue 
a las  doce  horas  de  la  fecha  indicada  an- 
teriormente, en  ocasión  de  que  pasaban 
por  las  inmediaciones  del  terreno  de  Luis 


García,  tuvieron  oportunidad  de  ver  que 
los  individuos  Claudio  y Santiago  García, 
Pedro,  Juan  y Apolonio  Ramírez,  estaban 
dándole  fuego  a una  roza  en  tierras  per- 
tenecientes a Claudio  García;  y,  que  el  in- 
cendio que  se  produjo  por  tal  motivo,  se 
comunicó  a la  propiedad  del  acusador  Gar- 
cía, quemándose  el  cerco  ya  relacionado. 

Con  la  inspección  ocular  que  practicó 
el  Juez  instructor,  quedó  constatado  lo 
afirmado  por  los  testimoniantes  Gutiérrez 
y Marcelino  Ramírez. 

El  daño  causado  al  querellante,  fué  va- 
lorado en  la  suma  de  tres  quetzales  y 
veinte  centavos,  por  los  expertos  designa- 
dos para  ese  efecto. 

— III  — 

El  dieciséis  de  diciembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y tres,  fué  acusado  ante  el 
Juez  de  Paz  de  Camotán,  Claudio  García, 
por  Julia  Esquivel  de  García;  porque  el 
doce  de  ese  mismo  mes,  de  las  nueve  a las 
dieciocho  horas  se  introdujo  al  terreno  de 
Luis  García — esposo  de  la  acusadora — a 
botar  los  árboles  que  le  servían  de  som- 
bra al  cafetal:  aprovechando,  para  ello, 
la  oportunidad  de  que  el  propietario  del 
fundo  se  hallaba  guardando  prisión. 

Con  los  dichos  de  Abelardo  Casasola, 
Juan  Gutiérrez  y Clemente  Interiano — ci- 
tados por  al  acusadora— se  puso  de  mani- 
fie.sto  lo  afirmado  por  esta  señora;  por 
haber  visto  tales  declarantes  a Claudio 
García,  avudado  de  sus  mozos,  botando  al- 
gunos árboles  en  el  terreno  que  Luis  Gar- 
cía poseía  en  el  lugar  llamado  “Los  Cho- 
rros” de  la  Aldea  Muyorcó,  del  municipio 
de  Camotán. 

El  daño  causado  por  la  usurpación  de 
oue  se  acusó  a Claudio  García,  fué  cons- 
tatado por  el  Juez  de  Paz  de  Camotán, 
y,  valorado  en  la  cantidad  de  treinta  cen- 
tavos, por  los  peritos  nombrados  para 
ello. 

— IV  — 

El  veintidós  de  abril  de  mil  novecientos 
treinta  y uno,  Luis  García  acusó  crimi- 
nalmente en  el  Juzgado  Departamental  de 
Chiquimula,  a Claudio  García. 

En  la  querella  presentada,  el  acusador 
expuso:  que  a las  once  horas  del  día  doce 
de  abril  del  año  indicado,  se  encontraba 
en  su  finca  “El  Chorro”,  ubicada  en  la  ju- 
risdicción municipal  de  Camotán,  ocu- 
pado con  los  señores  Nieves  López  y Mar- 
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celino  Romero  en  cortar  un  poco  de  tule, 
que  dichas  personas  fueron  a comprarle. 
En  ese  momento,  como  vieran  llegar  al 
terreno  aludido  a Claudio  Garcia  en  com- 
pañia  de  Máximo  y Aquilino  Sánchez,  Pe- 
dro, Juan  y Apolonio  Ramirez,  Nicomedes 
Vásquez  y Cirilo  León,  se  escondieron  con 
el  fin  de  ver  lo  que  iban  a hacer  tales  su- 
jetos a esas  tierras.  Desde  su  escondite  se 
percataron  que  el  objeto  que  los  llevaba,  era 
darle  posesión  de  la  finca  a Claudio  Gar- 
cia, porque  se  la  había  vendido  Máximo 
Sánchez.  Por  ese  motivo,  Luis  García  se 
presentó  a ellos,  reclamando  con  qué  de- 
recho estaban  dando  posesión  a Claudio 
de  la  finca,  que  era  de  su  propiedad;  a lo 
que  este  sujeto  repuso:  “Con  matarte  es- 
tá todo  arreglado”  y,  acto  continuo,  sacó 
su  revólver  y le  disparó  los  seis  tiros,  sin 
que  lo  alcanzara  ningún  proyectil,  debido 
a que  salió  corriendo  a medida  que  le  dis- 
paraba y,  por  último  se  dejó  caer  en  un 
zanjón  que  halló  en  su  carrera. 

Los  dichos  de  los  testigos  citados  por 
el  acusador  y,  el  de  Juan  Gutiérrez — que 
se  hallaba  cerca  del  lugar,  tomando  agua 
• — pusieron  en  evidencia  lo  afirmado  en 
su  querella  por  Luis  García,  por  ser  uni- 
formes y contestes  en  sus  exposiciones. 

El  acusado  Claudio  Garcia,  no  sólo  negó 
la  acusación  de  Luis  García,-  sino  también 
las  que  se  dejan  relacionadas  en  los  pun- 
tos II  y III. 

Por  resolución  fechada  el  primero  de 
mayo  de  mil  novecientos  treinta  y cuatro, 
se  acumularon  a los  procesos  que  se  dejan 
reseñados,  los  que  en  el  mismo  Juzgado 
Departamental  estaban  ya  instaurados 
contra  Claudio  García,  por  los  delitos  de 
hurto  — dos  — y también  — dos  — por 
el  de  usurpación. 

En  los  procesos  iniciados  por  acusacio- 
nes de  Olaya  Esquivel  por  hurto  de  café 
de  las  cosechas  de  mil  novecientos  veinti- 
dós y mil  novecientos  veintitrés,  consta 
que  la  acción  para  perseguir  los  dos  he- 
chos punibles  denunciados  por  dicha  se- 
ñora en  los  años  indicados,  está  prescrita, 
por  haber  transcurrido  con  exceso,  el 
tiempo  requerido  por  la  Ley  para  ese  efec- 
to, I 

— V — 

El  trece  de  marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y dos,  Pablo  García  acusó  ante  el 
Juez  de  Paz  de  Camotán,  a Claudio  Gar- 
cía y a su  concubina  Mariana  Ramírez, 
por  el  delito  de  usurpación. 


La  infracción  punible  indicada,  se  ha- 
cía consistir  en  que,  a las  ocho  horas  del 
dia  dieciocho  de  febrero  de  ese  mismo  año, 
los  acusados  usurparon  una  faja  de  te- 
rreno de  la  finca  que  el  acusador  tiene 
en  la  aldea  Muyorcó,  al  cercar  con  alambre 
los  contornos  de  la  finca  de  café  indicada. 

Los  testigos  Angel  Ignacio  Asmén  y Do- 
mingo Jerónimo,  declararon  haber  visto 
a los  sindicados  cercando  con  alambre  los 
contornos  de  la  finca  de  Pablo  Garcia,  en 
la  fecha  y hora  indicadas. 

La  inspección  ocular  practicada  por  el 
Juez  instructor  en  el  terreno  en  cuestión, 
puso  de  manifiesto  los  extremos  de  la 
acusación:  pues  con  ella  se  estableció  la 
existencia  de  un  cerco  de  alambre  de  seis- 
cientas varas  de  largo  recién  construido, 
que  circundaba  un  cafetal  de  cinco  ta- 
reas y,  además  un  terreno  inculto  de  ocho 
tareas,  en  donde  Claudio  García  y la  Ra- 
mírez construyeron  un  rancho  de  palma. 

Los  expertos  nombrados  a ese  efecto, 
le  dieron  a los  daños  causados  un  valor  de 
setenta  quetzales. 

Los  acusados  negaron  los  hechos  por  los 
que  se  querelló  Pablo  Garcia. 


— VI  — 

El  diecinueve  de  octubre  de  mil  nove- 
cientos veintinueve,  Claudio  Garcia  y Pe- 
dro Ramírez  se  introdujeron  al  terreno 
de  Manuel  García  ubicado  en  la  jurisdic- 
ción municipal  de  Camotán,  con  el  fin  de 
rozarlo. 

Por  ese  motivo  el  propietario  Manuel 
Garcia  acusó  criminalmente  a las  perso- 
nas nombradas  al  principio  por  el  delito 
de  usurpación:  querella  que  fué  presen- 
tada al  Juez  de  Paz  de  Camotán. 

Después  de  la  ratificación  del  caso,  el 
Juez  instructor  se  constituyó  en  el  lugar 
del  .suceso;  y,  en  la  inspección  ocular  que 
practicó  hizo  constar  que  en  el  indicado 
terreno  hay  doce  tareas  rozadas  y,  en  el 
cerco  divisorio  del  terreno  presentaba  casi 
catorce  brazadas  de  mutal  arrancadas. 

Los  daños  indicados  fueron  valorados  en 
la  suma  de  cinco  quetzales. 

De  los  testigos  propuestos  por  el  acu- 
sador, sólo  Francisco  Ramirez  declaró  ha- 
ber visto  a Claudio  García  y Pedro  Ramí- 
rez rozando  el  monte  del  terreno  que  Ma- 
nuel Garcia  posee  en  el  lugar  llamado  “El 
Chorro”,  el  diecinueve  de  octubre  de  mil 
novecientos  veintinueve.  El  declarante 
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Juan  Pérez,  sólo  por  referencias  del  acu- 
sador supo  lo  que  hablan  hecho  los  enjui- 
ciados en  la  propiedad  de  aquél. 

Los  acusados  negaron  los  extremos  de 
la  acusación. 

— VII  — 

Concluida  la  tramitación  del  juicio  cri- 
minal. el  Juez  Departamental  de  Chiqui- 
mula  falló  el  quince  de  octubre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y cuatro:  que  por  falta 
de  prueba  se  absuelve  a Claudio  Garda 
de  los  cargos  que  se  le  formularon  por  los 
delitos  de  triple  usurpación,  doble  hurto, 
incendio  y amenazas:  que  el  mismo  in- 
dividuo es  responsable  como  autor  del  de- 
lito de  disparo  de  arma,  por  cuya  infrac- 
ción le  impone  la  pena  de  dos  años  de 
prisión  correccional  conmutables  hasta  en 
sus  dos  terceras  partes  a razón  de  diez 
centavos  diarios,  y,  con  abono  del  tiempo 
padecido  debe  purgar  en  la  Penitenciarla 
Central.  Hace  las  otras  declaraciones  per- 
tinentes en  derecho.  Y,  finalmente  deja 
abierto  el  procedimiento  contra  Santiago 
Garda,  Pedro,  Juan  y Apolinario  Ramí- 
rez y Andrés  Sánchez,  para  cuyo  efecto 
manda  reiterar  las  órdenes  de  captura. 

El  diecisiete  de  diciembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y cuatro,  dictó  la  Sala  5a. 
de  ’a  Corte  de  Apelaciones  la  sentencia 
ejecutoria  one  se  examina.  En  ella  confir- 
ma el  fallo  de  primer  grdo  en  cuanto  a la 
absolución  de  Claudio  García  Ramos  de 
los  cargos  que  se  le  formula'’'e'i  por  los 
delitos  de  amenazas  y triple  usurpación  v, 
en  lo  que  respecta  a la  condena  por  dis- 
paro de  arma  de  fuego,  pero  con  la  re- 
forma de  que  la  pena  que  se  ’e  impone, 
es  la  de  seis  años  y ocho  meses  de  prisión 
correctiva  aue,  con  el  carácter  de  incon- 
mutable deberá  purgar  en  el  Centro  Pe- 
na' eorreispondiente,  no  por  disparo  de  ar- 
ma de  fuego  sino  por  el  deilto  de  homici- 
dio frustrado  y,  con  la  aue  deja  abierto  el 
procedimiento  por  complicidad  en  e.ste  he- 
cho. contra  Máximo  y Aquilino  Sánchez, 
Nicomedes  Vásquez  y Cirilo  León.  Revoca 
la  indicada  resolución  en  cuanto  absuelve 
a Claudio  Garda  Ramos  de  los  cargos  que 
le  resultan  por  el  delito  de  incendio,  a 
ouien  declara  responsable  como  autor  de 
incendio  por  imprudencia  temeraria,  im- 
poniéndole por  tal  hecho  punible  cuatro 
meses  de  arresto  mayor,  conmutables  en 
su  totalidad  a razón  de  diez  centavos  dia- 


rios; y deja  abierto  el  procedimiento  por 
complicidad  en  ese  delito  contra  Santiago 
Garcia,  Pedro,  Juan  y Apolonio  Ramirez. 
Y asimismo  revoca  la  indicada  sentencia 
en  cuanto  a la  absolución  de  Claudio  y Pe- 
dro Garcia  en  los  dos  procesos  acumula- 
dos por  el  delito  de  hurto  de  café,  en  los 
que  manda  que  el  Juez  a-quo  sobresea  de- 
finitivamente por  estar  prescrita  la  ac- 
ción. 

Por  haberse  efectuado  la  vista  en  la  au- 
diencia señalada  para  el  efecto,  es  el  caso 
de  resolver  lo  que  procede  en  derecho.  Por 
ese  motivo,  EL  TRIBUNAL  DE  CASACION, 

t ' 

CONSIDERA: 


Que  al  estimar  la  Sala  5a.  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  que  Claudio  Garcia  Ramos 
es  responsable  como  autor  de  los  delitos 
de  homicidio  frustrado  e incendio  por  im- 
prudencia temeraria — hechos  denunciados 
por  Luis  Garcia — e imponerle  condena  por 
tales  infracciones  legales,  en  manera  al- 
guna violó  los  Artículos  568,  571,  572  y 607 
P.  P.,  como  afirma  el  recurrente. 

En  efecto:  con  relación  al  homicidio 
frustrado,  la  Sa'a  sentenciadora  basó  su 
fallo  en  los  dichos  de  los  testigos  Nieves 
López,  Marcelino  Romero  y Juan  Gutié- 
rrez. Estos  declarantes — sobre  todo  los 
dos  primeros — están  perfectamente  Ide 
acuerdo  en  sus  dichos;  no  son  contradic- 
torios, ni  con  lo  afirmado  por  ellos  mis- 
mos. ni  con  lo  expuesto  por  el  acusador. 
En  con.secuencia,  por  áer  más  de  'uno, 
constituyen  la  prueba  plena  que  define  el 
Articulo  571  P.  P. 

También  la  condena  en  lo  que  respecta 
al  delito  de  incendio  por  imprudencia  te- 
meraria, descansa  en  las  afirmaciones 
uniformes  y contestes  de  los  testigos  pre- 
senciales Juan  Gutiérrez  y Marcelino  Ra- 
mirez; dichos  por  tal  circunstancia,  es- 
tán, asimismo  dentro  de  la  definición  da- 
da por  el  Artículo  571  P.  P.,  a lo  que  es 
la  prueba  p’ena. 

En  ese  caso,  desde  luego  que  existe  la 
justificación  completa  que  requiere  la  Lev 
indicada,  es  indudable  que  la  Cámara  sen- 
tenciadora, no  pudo  violar  el  precepto  le- 
gal aludido,  o sea,  el  Articulo  571  P.  P. 

En  ninguno  de  los  dos  casos  de  que  se 
viene  haciendo  mérito,  el  Tribunal  de  al- 
zada apreció  semi-plenas  pruebas;  pues 
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como  ya  se  ha  dicho,  existe  justificación 
completa.  Luego,  en  tal  situación,  tampo- 
co pudo  ser  infringido  el  Articulo  572  P.  P. 

Para  castigar  a Claudio  Garcia  Ramos 
por  el  incendio  cometido  por  imprudencia 
temeraria,  la  Sala  5a.  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones fundó  su  condena — además  de  la 
prueba  testimonial  referida — en  la  inspec- 
ción ocular  que  se  practicó  en  el  lugar  del 
suceso  a raiz  de  la  comisión  de  éste.  Y, 
como  para  una  diligencia  de  esa  naturale- 
za no  son  necesarios  conocimientos  especia- 
les, es  incuestionable  que  tampoco  fué 
violado  el  Articulo  607  P.  P.:  porque  la 
inspección  ocular  produce  plena  prueba, 
en  esas  condiciones. 

Lo  que  se  deja  dicho,  pone  de  mani- 
fiesto, que  en  el  juicio  criminal  que  se 
examina,  se  pusieron  en  evidencia  los  dos 
delitos  aludidos;  y,  que  también  se  justi- 
ficó la  culpabilidad  del  enjuiciado  como 
autor  de  tales  infracciones  punibles.  Lue- 
go, al  resolver  la  Sala  recurrida  en  la  for- 
ma en  que  lo  hizo,  no  cometió  ninguna 
violación  del  Articulo  568  P.  P. 

Ahora,  en  lo  que  atañe  a los  Articu'os 
602,  603  y 604  P.  P.,  se  ve  claramente  que 
tampoco  fueron  violados,  po-'  no  tener  nin- 
guna aplicación  al  caso  sub  júdice,  ya  que 
la  Sala  5a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  no 
tuvo  para  qué  recurrir  a la  prueba  que 
producen  los  documentos  públicos,  autén- 
ticos o privados,  debido  a que,  la  natu 
raleza  de  los  delitos  juzgados,  excluye  di- 
cho medio  justificativo,  por  ser  la  prueba 
fisica  la  más  eficaz  para  evidenciar  hechos 
de  tal  naturaleza. 

Por  todo  lo  que  se  deja  considerado,  con 
apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo  que 
disponen  los  Artículos  686  y 690  P.  P.,  EL 
TRIBUNAL  DE  CASACION, 

RESUELVE: 

DESESTIMAR  el  recurso  de  que  se  ha 
hecho  mérito,  e imponer  al  recurrente 
quince  dias  de  arresto  conmutables  a ra- 
zón de  diez  centavos  diarios. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  José  Patricio  Marro- 
quin,  por  lesiones. 

DOCTRINA:  Para  la  aplicación  del  inciso 
3o.  del  Articulo  304  C.  P.,  es  bastante 
que  el  ofendido  haya  permanecido  en- 
fermo por  más  de  noventa  dias,  a con- 
secuencia de  la  lesión  que  le  fuera  in- 
ferida. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
siete  de  marzo  de  mil  novecientos  trein- 
ticinco. 

Para  resolverlo,  se  tiene  a la  vista  el  re- 
curso extraordinario  de  casación  introdu- 
cido por  el  procesado  José  Patricio  Ma- 
rroquin,  con  auxilio  del  Abogado  Juan  For- 
tuny,  contra  la  sentencia  ejecutoria  pro- 
ferida por  la  Sala  3a.  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones el  veintisiete  de  octubre  de  mil 
novecientos  treinta  y cuatro,  en  el  proce- 
so instruido  al  recurrente  y a Presenta- 
ción Morán  Osorio  por  el  delito  de  lesiones 
graves. 

En  el  recunso,  se  asevera  que  la  Sala 
sentenciadora  vio'ó  los  incisos  3o.  y 4o.  del 
Artículo  304  del  Código  Penal. 

En  'os  antecedentes  que  sirven  de  ba- 
se al  recurso  que  se  examina,  consta  lo  que 
sigue: 

A las  veinte  horas  del  dia  quince  de  di- 
ciembre de  mil  novecientos  treinta  y tres 
liñeron  a mano  armada  en  el  municipio 
Oratorio,  del  Departamento  de  Santa  Ro- 
sa Presentación  Morán  Osorio  y José  Pa- 
tricio Marroquín.  A consecuencia  de  tal 
riña,  Morán  Osorio  sufrió  en  la  rodilla  de- 
recha una  herida  que  le  causó  José  Pa- 
tricio Marroquin,  lesión  que,  según  los  in- 
formes obrantes  en  los  autos,  curó  en  más 
de  noventa  días,  sin  dejar  impedimento 
ni  deformidad  a'guna. 

También  José  Patricio  Marroquín  sufrió 
una  herida  — que  le  ocasionó  Presenta- 
ción Morán  O.sorio  — sobre  la  cara  dorsal 
de  la  mano  izquierda,  en  la  base  del  cuar- 
to y quinto  dedo,  la  cual  dejó  deformidad 
e impedimento  permanente  para  los  mo- 
vimientos de  dichos  dedos. 

Adrián  Varela  y Pedro  R.  Flores,  res- 
pectivamente, acudieron  en  la  fecha  in- 
dicada al  Juzgado  de  Paz  del  Oratorio,  a 
dar  parte  de  que  a casa  de  ellos  acababan 
de  llegar  heridos,  Presentación  Morán,  a 
la  del  primero  y José  Patricio  Marroquín 
a la  del  segundo. 
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Al  instruii'se  la  averiguación  del  caso, 
fueron  interrogados  los  testigos  Javier  y 
Ventura  Marroquin.  Con  los  dichos  de  es- 
tas personas  quedó  establecido;  que  un  po- 
co antes  de  las  veinte  horas  riñeron  en  la 
calle,  frente  a la  casa  de  los  declarantes, 
Presentación  Moran  Osorio  y José  Patri- 
cio Marroquin;  retirándose  después  de  que 
ellos  salieron  a sus  puertas  respectivas, 
Marroquin;  pues  Morán  Osorio  se  quedó 
sentado  sobre  un  tronco  que  habla  en  la 
calle,  conversando  con  José  Manuel  Ma- 
rroquin. 

Esta  última  persona  declara:  que  es- 
tando los  dos  en  tal  situación  regresó  Jo- 
sé Patricio  Marroquin  y,  sin  proferir  nin- 
guna palabra  le  causó  a Morán  Osorio,  con 
un  machete,  la  lesión  que  presentaba  so- 
bre la  rodilla  derecha. 

Los  procesados,  en  sus  respectivas  de- 
claraciones indagatorias,  sólo  admiten  que 
riñeron,  sin  armas,  en  la  fecha,  lugar  y ho- 
ra indicados  por  los  declarantes  que  se 
dejan  aludidos.  Ambos  niegan  haberse 
herido  mutuamente,  sosteniendo  Morán 
Osorio  que,  cuando  estaba  conversando 
con  Marroquin  regresó  José  Patricio 
y le  infirió  el  machetazo  en  la  pierna 
derecha,  sin  motivo  alguno.  En  cambio 
este  último,  asevera:  que  al  ser  ataca- 
do por  Morán  Osorio  con  un  machete, 
él  sólo  se  defendió  con  un  palo  que  por- 
taba, porque  carecía  de  armas. 

Concepción  Silva  y Encarnación  Ordó- 
ñez,  dan  fé  de  que,  al  pasar  por  el  lugar 
en  donde  riñeron  los  procesados,  oyeron 
nue  peleaban  dos  nersonas,  a quienes  no 
conocieron  por  la  obscuridad  que  había  esa 
noche. 

Los  familiares  del  testigo  Javier  Marro- 
quin declaran:  que  oyeron  rumor  de  plei- 
to en  la  calle,  y,  al  regresar  de  la  puerta 
Javier  Marroquin  les  contó  que  eran  los 
enjuiciados  quienes  se  estaban  peleando 
en  la  vía  pública. 

Figuran  en  los  autos  varias  declaracio- 
nes de  testigos  que  no  arrojan  ninguna 
luz  en  el  asunto  que  se  investiga. 

Con  esos  datos  el  Juez  Departamen- 
tal de  Santa  Rosa  dictó  la  sentencia  de 
dos  de  agosto  de  mil  novecientos  treinta  y 
cuatro.  En  ella  declara  que  Presentación 
Morán  Osorio  y José  Patricio  Marroquin 
■son  responsables  como  autores  de  las  le- 
siones que  reciprocamente  se  infirieron  al 
reñir  entre  sí.  Por  ello  le  impone  al  pri- 
mero tres  años  de  prisión  correctiva  y al 
segundo  dos,  que  con  abono  del  tiempo 
padecido  deberán  purgar  en  la  Penitencia- 
ría Central.  Les  permite  conmutar  las  dos 


terceras  partes  de  la  condena,  a razón  de 
diez  centavos  diarios,  y finalmente  hace 
las  otras  declaraciones  pertinentes  en  de- 
recho. 

El  veintisiete  de  octubre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y cuatro,  la  Sala  3a.  de  la 
Corte  de  Apelaciones  confirmó — en  la  sen- 
tencia ejecutoria  que  se  examina — la  pro- 
ferida por  el  Juez  de  primer  grado,  con  la 
modificación  de  que,  Patricio  Marroquin 
debe  sufrir  la  pena  de  tres  años  de  pri- 
sión correctiva,  por  la  infracción  legal  de 
que  es  responsable. 

Como  la  vista  se  efectuó  en  la  fecha 
señalada  para  ese  efecto,  es  el  caso  de  re- 
solver lo  que  procede  en  derecho.  Por  ese 
motivo,  el  TRIBUNAL  DE  CASACION, 

CONSIDERA: 


Que  en  el  caso  que  se  examina,  la  Sala 
3a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  no  cometió 
ninguna  violación  de  los  incisos  3o.  y 4o. 
del  Artículo  304  C.  P.,  al  castigar  a José 
Patricio  Marroquin — cuyo  culpabilidad  se 
halla  perfectamente  establecida  en  el  jui- 
cio criminal,  con  las  pruebas  apreciadas 
por  los  Tribunales  de  Instancia  — con  la 
pena  de  tres  años  de  prisión  correctiva. 

En  efecto:  consta  en  el  informe  médi- 
co-legal de  fecha  veintidós  de  marzo  de 
mil  novecientos  treinta  y cuatro,  que  Pre- 
sentación Morán  Osorio  ingresó  al  Hospi- 
tal General  a continuar  la  curación  de  la 
herida  de  que  adolecía,  el  día  ocho  de  fe- 
brero de  ese  mismo  año;  que  permaneció 
en  dicho  Establecimiento  cuarenta  dias;  y 
que,  cuando  salió,  aún  le  faltaban  quince 
días  para  su  restablecimiento  completo. 

En  el  juicio  criminal,  existen  constan- 
cias auténticas  de  que.  el  indicado  Morán 
Osorio  fué  herido  por  José  Patricio  Marro- 
quin, el  quince  de  diciembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y tres;  y.  de  oue,  a su 
ingreso  al  Hospital  General  habla  estado 
curándose  de  esa  misma  lesión  en  el  pue- 
blo de  su  domicilio. 

Luego,  pues,  consta  fehacientemente  en 
los  autos,  que  el  ofendido  Morán  Osorio 
permaneció  enfermo  a consecuencia  de  la 
herida  que  sufrió,  por  más  de  noventa 
dias. 

En  ese  caso,  es  indudable  que  la  Sala 
3a.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  al  resol- 
ver en  la  forma  en  que  lo  hizo  con  res- 
pecto al  recurrente  José  Patricio  Marro- 
quin, en  vez  de  violar  el  inciso  3o.  del  Ar- 
ticulo 304  C.  P.,  hizo  recta  aplicación  del 
indicado  precepto  legal. 
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Y,  como  una  consecuencia  de  ello,  tam- 
poco infringió  el  inciso  4o.  del  mismo  Ar- 
ticulo, como  asegura  el  recurrente,  ya  que 
de  acuerdo  con  lo  que  se  deja  expuesto,  no 
le  corresponde  la  pena  de  dos  años  de  pri- 
sión correccional,  como  pretende. 

Por  todo  lo  que  se  deja  considerado,  con 
apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  los  Artícu- 
los 686  y 690  P.  P.,  el  TRIBUNAL  DE  CA- 
SACION, 

RESUELVE: 

DESESTIMAR  el  recurso  de  que  se  ha 
hecho  mérito,  e imponer  al  recurrente 
quince  días  de  arresto,  conmutable  a ra- 
zón de  diez  centavos  diarios. 

Notifiquese  y,  como  corresponde,  devuél- 
vanse los  autos  al  Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
M.,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Soledad  Garda,  por 
amenazas. 

DOCTRINA:  Los  que  de  palabra  y en  el 
calor  de  la  ira  amenazaren  a otro  con 
causarle  un  mal  que  constituya  delito, 
serán  responsables  de  falta  y castigados 
con  cinco  dias  de  prisión. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
siete  de  marzo  de  mil  novecientos  treinta 
y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  la  Sa- 
la 3a.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  fecha 
nueve  de  noviembre  del  año  próximo  pa- 
sado, en  el  proceso  que  por  el  delito  de 
amenazas  se  siguió  en  el  Juzgado  5o.  de 
la.  Instancia  de  este  departamento  con- 
tra Soledad  Garda  González. 

— I — 

Es  recurrente  la  procesada,  quien  con 
auxilio  del  abogado  don  Salvador  Garda 
Iglesias,  denuncia  la  violación  por  la  Sa- 
la de  sentencia  de  los  artículos  11,  369,  in- 
ciso 3o.,  del  455  del  Código  Penal  incisos 


lo.  y 3o.  del  articulo  19  Dto.  Leg.  1728,  571, 
584  y 585  de  Procedimientos  Penales. 

Alega  que  el  Tribunal  de  2a.  Instancia 
estimó  como  testigos  hábiles  a Agustín 
Morales,  Emilia  Hernández  y Maria  Arro 
yave,  cuando  conforme  al  inciso  3o.  del 
articulo  19  Dto.  Leg.  1728,  carecen  de  ver- 
dad legal,  porque  durante  el  plenario  soli- 
citó que  presentaran  su  cédula  de  vecin- 
dad para  identificarlos  y repreguntarlos 
y nunca  logró  su  comparecencia;  que  los 
únicos  testigos  que  declararon  en  el  ple- 
nario, Emilia  Garda,  Isabel  Paz  y Juana 
González,  no  hacen  fé  por  ser  contradic- 
torios; en  cambio,  la  defensa  presentó  cin- 
co testigos,  Catalina  Martínez  y Ursula 
Colón,  en  el  sumario,  y Adelina  Hernán- 
dez, Pedro  Andrino  y Filomena  Morales, 
durante  el  plenario,  siendo  por  consiguien- 
te mayor  el  número  de  sus  testigos  que 
el  de  la  parte  acusadora,  sin  embargo  de 
lo  cual  la  Sala  considera  lo  contrario,  in- 
fringiendo lo  dispuesto  en  los  artículos  584 
y 585  de  Procedimientos  Penales;  y si  no 
hay  prueba  en  contra  que  justifique  ple- 
namente los  hechos  imputados  en  la  acu- 
sación, es  indudable  que  el  Tribunal  vio- 
ló los  artículos  11  y 369  del  Código  Penal; 
además,  si  acaso  estuvieren  probados  los 
hechos,  tal  infracción  seria  constitutiva 
de  una  falta  y no  de  un  delito,  por  lo  que 
asimismo  se  violó  el  inciso  3o.  del  articulo 
455  del  Código  Penal.  Para  reforzar  sus 
argumentaciones  acompañó  un  número  de 
la  Gaceta  de  los  Tribunales  que  contiene 
un  caso  resuelto  por  esta  Corte  en  una 
acusación  por  amenazas. 

— II  — 

La  Sala  de  sentencia  confirma  el  fallo 
del  Juez  5o.  de  la.  Instancia  proferido  el 
treinta  de  julio  del  año  próximo  anterior, 
reformando  únicamente  la  conmuta  que 
deja  en  diez  centavos  diarios.  La  resolu- 
sión  apelada  declara  responsable  a Sole- 
dad Garda  González  del  delito  de  ame- 
nazas incondicionales  a Hercilia  Samayoa, 
por  lo  que  le  impone  la  pena  de  seis  me- 
ses de  arresto  mayor  conmutable  en  su 
totalidad  a cincuenta  centavos  diarios,  ha- 
ciendo las  demás  declaraciones  legales. 

La  Sala  considera  que  estando  en  con- 
tradicción los  testigos  de  cargo  con  los 
de  la  defensa,  se  hace  necesario  atender 
para  la  apreciación  de  la  prueba  al  nú- 
mero de  unos  y otros  y,  toda  vez  que  son 
más  numerosos  los  de  la  acusación,  el  di- 
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cho  de  éstos  es  el  que  le  merece  fe,  en 
cuya  virtud  estima  que  la  responsabilidad 
de  la  sindicada  se  estableció  con  la  prue- 
ba testifical  en  forma  plena  y le  es  apli- 
cable la  pena  determinada  en  el  inciso  2o. 
del  articulo  369  del  Código  Penal. 

— III  — 

De  las  pruebas  producidas  resulta  que 
el  siete  de  marzo  de  mii  novecientos  trein- 
ta y cuatro  a las  cinco  horas  se  encon- 
traron en  el  tanque  de  Pamplona  Soledad 
Garda  González  y Hercilia  Samayoa  y por 
disputarse  un  lavadero  para  lavar  ropa, 
la  primera  con  un  fierro  en  la  mano,  le 
dijo  a la  segunda  que  le  tenia  que  beber 
la  sangre  y otras  expresiones  por  ese  esti- 
lo, amenazándola  con  darle  muerte  en  don- 
de la  encontrara.  Asi  lo  aseguran  las  tes- 
tigos Emilia  Hernández,  Maria  Arroyave, 
Agustín  Morales,  Emilia  Garcia,  Isabel  Paz 
y Juana  González. 

CONSIDERANDO; 

La  prueba  testifical  rendida  por  ambas 
partes  demuestra  que  acusadora  y proce- 
sada se  disputaban  un  lavadero  en  el  tan- 
que de  Pamplona  a donde  concurrían  a 
lavar  ropa,  habiéndose  suscitado  disgus- 
tos entre  ellas  por  tal  motivo  y dado  oca- 
sión el  dia  de  autos  para  que  de  palabra 
y en  el  calor  de  la  ira,  la  segunda  amena- 
zare a la  otra  con  “beberle  la  sangre  y 
matarla  donde  quiera  que  la  encontrara”; 
pero  dadas  las  circunstancias  del  hecho  y 
que  no  hubo  persistencia  en  la  amenaza 
ni  tuvo  consecuencia  de  ninguna  clase,  el 
caso  se  caracteriza  como  falta  compren- 
dida en  el  articulo  455  inciso  3o.  del  Có- 
digo Penal  y no  en  el  369  del  mismo  Códi- 
go como  lo  declara  el  fallo  recurrido,  el 
cual  por  tal  motivo  debe  anularse  para 
resolver  en  derecho,  por  violación  del  ar- 
ticulo primeramente  citado,  denunciado 
por  el  recurrente. 

POR  TANTO; 

La  Corte  Suprema  de  Justicia  con  apoyo 
en  los  artículos  686  y 687  Procedimientos 
Penales,  CASA  Y ANULA  el  fallo  recurri- 
do y resolviendo  declara  que  Soledad  Gar- 
cia González  es  responsable  como  autora 
de  una  falta  contra  la  persona  de  Hercilia 
Samayoa  por  lo  que  le  impone  cinco  dias 
de  prisión  simple,  la  que  queda  compur- 
gada con  la  prisión  sufrida. 


Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antedentes  a don- 
de corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  So- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Instruido  contra  Juan  López 
Xitimul,  por  el  delito  de  hurto  de  semo- 
vientes. 

DOCTRINA:  El  hurto  consiste  en  el  apo- 
deramiento  con  ánimo  de  lucro  y sin 
violencia  o intimidación  en  las  perso- 
nas y fuerza  en  las  cosas,  de  los  mue- 
bles ajenos,  sin  la  voluntad  de  su  dueño. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
siete  de  marzo  de  mil  novecientos  treinta 
y cinco. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Tercera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  diez  y siete  de  no- 
viembre del  año  próximo  pasado,  en  la 
causa  instruida  contra  Juan  López  Xitimul, 
a quien  se  le  juzgó  como  autor  del  delito 
de  hurto  de  semovientes  y en  la  cual  se 
revoca  la  que  dictó  el  Juez  de  la.  Instan- 
cia de  Baja  Verapaz  y se  declara;  que 
Juan  López  Xitimul,  es  autor  del  delito 
de  hurto  de  semovientes,  por  cuya  infrac- 
ción le  impone  la  pena  de  seis  meses  de 
arresto  mayor  inconmutables,  aumentados 
en  una  tercera  parte  y que  deberá  cum- 
plir en  la  cárcel  de  aquella  cabecera,  ha- 
ciendo las  demás  declaraciones  correspon- 
dientes en  derecho. 

— I — 

Con  fecha  cuatro  de  septiembre  de  mil 
novecientos  treinta  y cuatro,  se  presentó 
ante  el  Juez  de  Paz  de  San  Miguel  Chica j, 
Gabriel  Rodríguez,  diciendo  que  en  poder 
de  Juan  López  se  encontraba  un  semovien- 
te de  su  propiedad:  agregando  en  su  rati- 
ficación que  podían  declarar  como  testi- 
gos Lorenzo  Méndez  y Anastasio  López,  los 
que  al  ser  examinados  manifestaron  que 
el  semoviente  cuestionado  era  de  Gabriel 
Rodríguez.  Juan  López  al  ser  indagado 
manifestó  estar  detenido  por  pedido  de 
Gabriel  Rodríguez,  por  un  toro  “canche” 
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como  de  tres  años  que  dijo  ser  de  su  pro- 
piedad; manifestó  que  ei  fierro  con  que 
estaba  errado  el  semoviente  y venteado 
era  de  su  pertenencia  y que  con  ese  mismo 
tenia  marcados  sus  demás  animales;  que 
dicho  semoviente  se  le  habla  desapareci- 
do desde  hacia  un  año  y al  buscarlo  en 
su  querencia,  que  lo  es  en  el  pie  de  la 
cuesta  de  San  Gabriel,  lo  er^contró  ya 
errado  con  el  fierro  que  presentaba,  pero 
como  no  se  fijó  bien  si  era  fierro  por  estar 
muy  peludo,  por  ese  motivo  le  puso  el  su- 
yo, siendo  el  toro  cuestionado  de  su  legi- 
tima propiedad  y que  la  madre  de  dicho 
semoviente  ya  era  muerta;  que  como  los 
expertos  nombrados  para  el  reconocimien- 
to del  fierro,  informaran  que  era  igual  al 
de  doña  Lucia  Milián,  quien  encontrán- 
dose presente  dijo  en  ese  momento  que 
para  no  verse  en  dificultades,  le  pagaba 
el  valor  del  toro,  consistente  en  la  suma 
de  siete  quetzales,  habiéndole  dado  úni- 
camente seis  y ella  lo  obligó  a que  se  lo 
venteara.  Lucia  Milián  manifestó  que  el 
seis  de  agosto  del  año  pasado  llegaron  a 
su  casa  dos  auxiliares  de  San  Miguel  Chi- 
caj  con  el  objeto  de  llevársela  presa  de 
orden  del  Alcalde  de  aquel  lugar;  que  al 
llegar  le  dijo  el  Alcalde  que  si  conocía  ei 
fierro  que  presentaba  un  torito  que  tenían 
amarrado  en  el  poste,  contestando  que 
no  lo  conocía  y por  lo  tanto  no  era  de  su 
propiedad;  manifestándole  el  Alcalde  que 
si  era  de  ella  el  fierro  pues  así  lo  decía 
Juan  López  que  era  el  que  reclamaba  el 
semoviente;  que  a las  seis  de  la  tarde  y por 
mediación  del  Comandante  de  San  Miguel, 
el  Alcalde  la  retiró,  ordenándola  que  se 
presentara  al  día  siguiente  a las  siete  de 
la  mañana,  lo  que  hizo  acompañándose  de 
sus  hijos  Celedonio  y Guadalupe;  quienes 
le  repitieron  al  Alcalde  que  el  fierro  que 
tenía  el  torito  no  era  de  la  declarante, 
pero  él,  sin  atenderlos,  la  sentenció  a que 
pagara  a Juan  López  la  suma  de  siete  quet- 
zales por  el  valor  del  torito  que  reclamaba, 
diciéndole  que  se  llevara  dicho  animal; 
que  además  le  impuso  la  pena  de  diez  dias 
de  prisión  simple,  que  cumplió  en  las  cár- 
celes de  Chicaj  su  hijo  Guadalupe  Juá- 
rez, quitándole  veinte  centavos  de  quetzal 
por  el  valor  del  papel  empleado  en  las  di- 
ligencias; que  en  virtud  de  lo  ordenado  por 
el  Alcalde,  su  hijo  Celedonio  pagó  a Juan 
López  siete  quetzales,  llevándose  el  tori- 
to, el  cual  dejó  amarrado  en  el  patio  de 
su  casa  y dió  noticia  para  ver  si  aparecía 
su  dueño;  que  después  de  varios  dias  lle- 
gó a su  casa  Gabriel  Rodríguez  diciendo 
que  era  de  él  dicho  animal,  pqi  lo  que  se 


fueron  juntos  para  el  Juzgado  de  San  Mi- 
guel, en  donde  el  Alcalde  ordenó  a Juan 
López  que  lo  venteara  con  su  fiero,  no  obs- 
tante haber  visto  que  tenia  fierro  ajeno. 
Por  último,  dijo  que  el  Alcalde  de  San  Mi- 
guel antes  de  hacer  justicia,  nombró  como 
expertos  a Ezequiel  Guerrero  y a Pedro  Or- 
tiz,  quienes  dictaminaron  que  ei  fierro  no 
era  de  su  propiedad  y no  obstante  eso, 
siempre  ia  obiigó  a que  recibiera  ei  ani- 
mal y que  se  lo  pagara  a Juan  López  Xiti- 
mul.  Celedonio  y Guadalupe  Juárez,  de- 
clararon lo  mismo  que  Lucia  Milián. 
Leoncia  Rodríguez  dijo  que  ella  le  daba  a 
su  hijo  Gabriel  de  su  apellido,  su  fierro  de 
fuego  para  que  herrara  ios  semovientes 
de  su  pertenencia  y que  ei  torito  cuestio- 
nado fué  errado  por  su  hijo  con  dicho  fie- 
rro. A folios  7 corre  agregada  ia  matri- 
cula del  fierro  perteneciente  a Lucía  Mi- 
lián. A foiios  6 hay  constancia  puesta  por 
el  Secretario  del  Juzgado  de  Salamá  de 
que  se  desglosó  la  matricula  original,  cu- 
ya certificación  corre  agregada  ai  folio  14 
de  ia  causa,  en  donde  se  dibujó  el  fierro 
perteneciente  a Leoncia  Rodríguez.  El  Juez 
de  la.  Instancia  de  Baja  Verapaz,  con  fe- 
cha veintidós  de  octubre  del  año  pasado, 
dió  fin  al  proceso,  declarando  absuelto  del 
cargo  que  se  le  formuló  a Juan  López  Xi- 
timul,  por  el  delito  de  hurto  de  semovien- 
tes y lo  mandó  poner  en  libertad  bajo 
caución  promisoria. 

Contra  el  fallo  de  la  Sala  Tercera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  Juan  López  Xitimul, 
con  auxilio  del  Licenciado  Daniel  Escalan- 
te introdujo  el  presente  recurso  de  casa- 
ción por  violación  de  ley,  citando  como  in- 
fringido el  articulo  390  del  Código  Penal. 
Pedidos  los  antecedentes  y señalado  dia 
para  la  vista,  procede  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  Ai-to.  390  del  Código  Penal,  único 
que  cita  el  recurrente  come  infringido  por 
ei  Tribunal  sentenciador,  contiene  cuatro 
incisos,  todos  completamente  distintos  uno 
de  otro,  por  cuyo  motivo  no  le  es  dable  a 
la  Corte  Suprema  de  Justicia,  hallándose 
limitada  para  resoiver  sólo  las  cuestiones 
propuestas,  entrar  al  examen  de  ninguno 
de  ellos,  mucho  menos  tratar  de  investi- 
gar si  existen  los  elementos  estracturales 
del  delito  de  hurto,  como  son  ei  apodera- 
miento,  cosa  mueble  ajena,  falta  de  con- 
sentimiento del  dueño  y ánimo  de  lucro, 
asi  como  tampoco  hacer  el  análisis  del  tac- 
tos principal  de  dichos  elementos  y de  su 
naturaleza  jurídica. 
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POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  preceptuado  en  los  Artículos  676 
incisos  lo.,  2o.  y 3o.,  686,  690  y 735  P.  P.; 
22  Dto.  1728,  declara  improcedente  el  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  el  reo 
Juan  López  Xitimul,  a quien  le  impone  la 
pena  adicional  de  quince  dias  de  prisión 
simple,  conmutables  a razón  de  diez  cen- 
tavos de  quetzal  por  dia. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  origen. 

J.  M.  Rema  Andrade.  — • Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernandez  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

COMPETENCIA:  Promovida  entre  el  Juez 
de  Primera  Instancia  de  Totonicapán  y 
el  Juez  Primero  de  Primera  Instancia  de 
Quezaltenango. 

DOCTRINA:  Los  Jueces  de  Primera  Ins- 
tancia en  su  respectivo  departamento 
son  los  únicos  a quienes  compete  el  co- 
nocimiento de  las  causas  criminales  que 
se  instruyan  por  delitos  cometidos  den- 
tro del  territorio  de  su  jurisdicción. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y seis  de  marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  la  competencia  promovida  entre  el 
Juez  de  la.  Instancia  de  Totonicapán  y 
el  Juez  lo.  de  la.  Instancia  de  Quezalte- 
nango, en  el  proceso  que  por  el  delito  de 
estafa  se  sigue  en  este  último  departamen- 
to contra  Delfina  Juárez  viuda  de  Prado; 

y 

Considerando:  que  el  hecho  que  dió  ori- 
gen al  encausamiento  de  la  procesada  se 
verificó  en  el  departamento  de  Totonica- 
pán y en  esa  virtud  es  el  Juez  de  dicho 
lugar  el  que  debe  conocer  en  el  asunto, 
de  conformidad  con  lo  que  prescribe  el 
Art.o  33  del  Código  de  Prs.  Pns. 

Por  tanto:  la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia, con  apoyo  además  en  los  Artos.  50  Prs. 
Pns.  y 164  L.  C.,  declara  que  el  Juez  de  la. 
Instancia  de  Totonicapán  es  el  competen- 
te para  seguir  conociendo  en  el  proceso 
mencionado. 


Notifiquese  y devuélvanse  los  anteceden- 
tes a donde  corresponde. 

Reina  Andrade.  — Salazar.  — Castella- 
nos R.  — Argueta  S.  — Serrano  Muñoz. 
Juan  Fernández  C.,  Secretario, 


CRIMINAL 

PROCESO:  Instruido  contra  Joaquin  Ba- 
rrios Argueta,  por  el  delito  de  falisfica- 
ciún  de  documentas  oficiales. 

DOCTRINA:  La  falsedad  puede  realizarse 
de  tres  modos.  Por  medio  de  palabras, 
por  escrito,  por  actos  o hechos. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y nueve  de  marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Cuarta  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones,  el  trece  de  diciembre 
del  año  pasado,  en  la  cual  se  confirma  la 
dictada  por  el  Juez  de  la.  Instancia  de 
San  Marcos,  en  la  causa  que  por  el  delito 
de  falsificación  de  documentos  oficiales  se 
instruyó  contra  Joaquin  Barrios  Argueta 
y auto  en  donde  se  declaró  sin  lugar  la 
aclaración  y ampliación  de  dicha  senten- 
cia; sin  lugar  la  excepción  de  prescripción 
interpuesta  en  segunda  instancia;  que  no 
se  hacia  aplicación  de  los  indultos  a que 
tenia  derecho  el  encausado,  por  correspon- 
der dicha  aplicación  a la  Corte  Suprema 
de  Justicia  y por  último  que  la  pena  im- 
puesta era  completa,  sin  disminuirla  ni 
aumentarla  en  virtud  de  no  haber  circuns- 
tancias de  atenuación  ni  agravación  en  el 
caso. 

— I — 

El  veintiuno  de  marzo  del  año  pasado, 
el  Jefe  del  Estado  Mayor  del  Ejército,  Ge- 
nearl  Ramón  Alvarado,  dió  parte  al  Mi- 
nistro de  la  Guerra,  que  en  el  Escalafón 
Militar  que  remitió  el  Comandante  de  Ar- 
mas del  departamento  de  San  Marcos,  en- 
tre otros  varios  errores  que  contenia,  apa- 
rece anotado  el  de  Sub-teniente  Joaquin 
Barrios  Argueta,  de  cuarenta  y ocho  años 
de  edad,  casado,  agricultor,  residente  en 
“El  Rodeo”,  con  el  despacho  fechado  el 
treinta  de  febrero  de  1917  y registrado 
bajo  el  número  1.102;  que  como  dicho  ofi- 
cial no  aparecía  anotado  en  los  libros  de 
la  oficina  (Estado  Mayor  del  Ejército)  ni 
en  el  Escalafón  General,  se  pidió  el  des- 
pacho correspondiente  para  hacer  las  ano- 
taciones del  caso;  que  el  Comandante  de 
San  Marcos  remitió  el  que  tenía  el  honor 
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de  acompañar,  en  el  cual  se  notaba  visi- 
blemente, que  fué  alterado  el  nombre,  gra- 
do y fecha,  estando  destruido  el  número 
del  registro  de  esta  oficina  y no  se  pudo 
averiguar  a quién  corresponde  el  expresa- 
do despacho  y como  las  raspaduras,  man- 
chas y alteraciones  que  aparecen,  denun- 
cian un  hecho  punible,  cumplía  con  dar 
parte,  para  lo  que  tuviera  a bien  disponer. 
El  Ministro  de  la  Guerra  mandó  pasar  el 
parte  al  Comandante  de  Armas  de  San 
Marcos  para  que  hiciera  la  averiguación 
correspondiente.  Ll  parte  fué  debidamen- 
te ratificado  por  el  Jefe  del  Estado  Ma- 
yor ante  el  Juez  5o.  de  la.  Instancia  de 
esta  ciudad.  A folios  tres  y cuatro  apa- 
recen una  carta  y el  despacho  que  fueron 
alterados,  firmados  ambos  documentos  por 
el  Presidente  de  la  República  en  aquel  en- 
tonces, don  Manuel  Estrada  Cabrera.  El 
Director  General  de  Cuentas  don  Mariano 
Solis,  informó  al  Comadante  de  Armas  de 
San  Marcos,  diciendo  que  habiendo  busca- 
do en  los  libros  de  Registro  de  despachos 
militares  correspondientes  al  año  de  1917, 
se  notó  que  en  el  número  1642  que  tiene 
el  despacho  de  sub-teniente  de  infantería, 
no  existía,  siendo  la  numeración  que  apa- 
recía de  1109  a 8880,  por  lo  que  agradecía 
que  se  sirviera  rectificar  tal  cifra  (1642) 
o indicar  la  fecha  del  acuerdo  si  fuere 
posible.  La  Fiscalía  Militar  de  San  Mar- 
cos mandó  practicar  varias  diligencias, 
habiendo  contestado  el  Juez  de  Paz  de  El 
Rodeo,  que  Joaquín  Barrios  era  conocido 
en  aquel  lugar  con  el  grado  de  sub-tenien- 
te desde  hacía  varios  años,  haciendo  rela- 
ción de  los  cargos  que  había  desempeñado 
como  tal,  según  informe  del  folio  siete  de 
la  pieza  de  la.  Instancia. 

Indagado  Joaquin  Barrios  Argueta,  ma- 
nifestó ser  oficial  del  Ejército  desde  el  año 
de  1917,  fecha  en  que  le  entregó  el  Comi- 
sionado Militar  de  El  Rodeo,  sus  despa- 
chos, no  recordando  quién  era  éste,  que 
habia  prestado  en  varias  ocasiones  sus  ser- 
vicios, haciendo  relación  de  ellos  y luga- 
res donde  los  efectuó,  diciendo  que  sus 
despachos  le  fueron  extendidos  por  el  Pre- 
sidente Manuel  Estrada  Cabrera,  no  re- 
cordando la  fecha,  ni  quién  era  el  Minis- 
tro en  ese  entonces,  reconociendo  como  de 
su  propiedad  el  que  se  le  puso  a la  vista 
por  ser  el  mismo  que  portaba  desde  1917; 
que  las  enmiendas  y borrones  que  presen- 
taban los  despachos,  se  debían  a fuerza 
mayor  y hace  una  explicación  relativa  al 
caso.  Los  expertos  Diógenes  Ochoa  y Pro- 
copio Chávez  Ramírez,  dictaminaron  que 
los  despachos  estaban  alterados.  Poste- 


riormente el  procesado  amplió  su  indaga- 
toria, diciendo  que  le  habia  extrañado 
cuando  el  Comisionado  Militar  de  Ei  Ro- 
deo, le  entregó  los  despachos  de  Sub-te- 
niente, no  teniendo  los  de  Sargento  y ne- 
gó haber  manchado  y borrado  el  documen- 
to por  el  cual  se  le  procesaba,  y en  virtud 
de  preguntas  en  posterior  ampliación,  ex- 
puso; que  se  recordaba  que  el  despacho 
que  se  le  ponía  a la  vista,  tenia  fecha 
veinte  de  febrero  de  1917,  pero  que  cuan- 
do se  le  mojó,  el  exponente  por  secarlo 
y porque  no  se  distinguía  bien  la  fecha, 
por  equivocación  le  puso  treinta  de  fe- 
brero, que  como  se  líabia  borrado  la  le- 
tra, le  había  puesto  mil  novecientos  diez 
y siete,  pero  que  ei  despacho  se  lo  ha- 
bían mandado  en  el  año  de  mil  novecien- 
tos cinco,  que  el  propio  declai-ante  con  su 
puño  y letra  corrigú  las  palabras  borra- 
das, pasándoles  de  nuevo  la  pluma  a ex- 
cepción de  la  palabra  infantería,  pero  que 
el  interrogado  no  alteró  sino  que  compu- 
so su  nombre  y grado  en  la  carta  en  don- 
de se  le  adjuntó  el  despacho,  que  como 
también  se  mojó  y por  eso  se  borró  su 
nombro,  tuvo  necesidad  de  escribirlo  más 
claro;  que  en  la  carta  decía  veinte  de  fe- 
brero de  mil  novecientos  cinco  y no  enero 
como  se  lee,  que  el  despacho  no  corres- 
ponde a ninguna  otra  persona  más  que  al 
propio  declarante.  Dijo  además  que  si 
aparace  con  esta  fecha  es  porque  el  decla- 
rante por  lo  malo  que  estaba  de  su  ca- 
beza fué  que  le  puso  treinta  de  febrero  de 
mil  novecientos  diez  y siete. 

Examinado  el  Comandante  Joaquín  M. 
Barrios,  dijo  ser  cierto  que  el  día  veinte  y 
siete  de  junio  de  mil  novecientos  cinco,  le 
fué  extendido  por  el  Presidente  de  la  Re- 
pública don  Manuel  Estrada  Cabrera,  su 
despacho  de  Comandante  de  Infantería, 
el  que  presentó  en  ese  momento  y que  el 
Juez  dió  fé  de  tener  a la  vista  y también 
presentó  su  despacho  de  Capitán  que  le 
fué  extendido  en  mil  ochocientos  ochenta 
y ocho,  por  el  Presidente  Manuel  Lisandro 
Barillas;  que  en  consecuencia  el  despacho 
alterado  que  se  le  ponía  de  manifiesto 
y que  correspondía  a otro  tercero  que  lle- 
va su  mismo  nombre,  no  correspondía  a 
él  y que  no  conocía  a Joaquin  Barrios  Ar- 
gueta, vecino  de  El  Rooeo. 

Después  de  los  demás  trámites  corres- 
pondientes, alegación  del  Ministerio  Pú- 
blico y defensor  del  reo,  el  Juez  de  la.  Ins- 
tancia de  San  Marcos  con  fecha  veintitrés 
de  julio  del  año  pasado,  dictó  sentencia 
declarando  que  Joaquín  Barrios  Argueta, 
era  autor  del  delito  de  falsificación  de  do- 
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cumentos  oficiales,  por  cuya  infracción  le 
impuso  la  pena  de  ocho  años  de  prisión 
correccional,  rebajados  en  una  tercera 
parte  por  la  circunstancia  atenuante  de 
su  confesión,  haciendo  las  demás  declara- 
ciones correspondientes  en  derecho.  Esta 
causa  se  inició  en  la  Fiscalía  Militar  de 
San  Marcos,  pasando  después  al  conoci- 
miento del  Juez  de  la.  Instancia  del  mis- 
mo departamento. 

Al  serle  notificada  af  reo,  la  ejecutoria 
de  la  Sala  Cuarta,  con  auxilio  del  Licen- 
ciado Miguel  Angel  Bracamente,  introdu- 
jo el  presente  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  denunciando  como  viola- 
dos los  Artos,  lio  y 112  del  Código  Penal. 
Pedidos  los  antecedentes  y señalado  día 
para  la  vista,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO; 

Para  determinar  el  día  en  que  comienza 
la  prescripción,  es  menester  tener  presen- 
te dos  ideas  esenciales:  la  primera  que  el 
delito  aún  compuesto  de  varios  actos  y 
cometido  por  varias  personas,  es  uno,  des- 
de el  punto  de  vista  de  la  prescripción; 
la  segunda,  que  el  olvido,  motivo  principal 
de  ella,  no  puede  comenzar  su  obra  sino 
desde  el  dia  en  que  la  actitud  criminal  se 
dejó  de  ejercer  y en  que  el  delito  quedó 
consumado. 

La  prescripción  de  los  delitos  no  es  pre- 
sumible en  razón  de  su  carácter  excep- 
cional, y sólo  debe  declararse  cuando  cons- 
ta de  un  modo  positivo,  que  desde  su  co- 
misión o descubrimiento  transcurrieron 
los  plazos  respectivamente  señalados  en  la 
ley  sin  procederse  a su  averiguación  y cas- 
tigo o por  un  término  o paralización  del 
procedimiento  incoado,  independiente  de 
la  rebeldía  del  culpable. 

“En  la  sentencia  de  Segunda  Instancia, 
se  consignó  que  la  excepción  alegada  por 
la  defensa  en  Primera  y en  Segunda  Ins- 
tancia, de  que  la  acción  criminal  en  el 
presente  caso,  ya  había  prescrito,  no  po- 
día tomarse  en  cuenta,  por  que  la  existen- 
cia de  la  infracción  a la  ley  en  pesquisa, 
comenzó  desde  que  el  enjuiciado  hizo  uso 
por  primera  vez  del  despacho  falsificado 
y que  constaba  que  fué  desde  el  mes  de 
mayo  de  1925,  cuando  fué  substituido  como 
Jefe  de  la  Escolta  Montada  entre  Mala- 
catán  y Ayutla  y porque  en  los  oficios  an- 
teriores no  aparecía  su  nombre,  habiendo 
transcurrido  solamente  nueve  años,  insu- 
ficientes para  declarar  la  prescripción  ale- 
gada, ya  que  es  mayor  el  tiempo  requeri- 
do en  ley  para  ello”.  Determinando,  pues, 
la  sentencia  recurrida  la  fecha  en  que  el 
delito  fué  conocido,  de  ella  ha  de  partirse 


para  computar  el  término  de  la  prescrip- 
ción y correspondiendo  al  delito  cometi- 
do ocho  años  de  prisión  correccional,  más 
tres  para  poderse  aceptar  la  prescripción, 
la  Sala  sentenciadora  no  violó  las  pres- 
cripciones legales  contenidas  en  los  Ar- 
tículos lio  y 112  del  Código  Penal,  sino 
que  por  el  contrario  hizo  recta  aplicación 
de  ellos.  La  Sala  sentenciadora,  impuso 
pena  al  recurrente  en  virtud  de  la  exis- 
tencia de  un  hecho  punible  y ser  Barrios 
Argueta  el  que  lo  cometió.  Por  consi- 
guiente, no  habiéndose  probado  la  pres- 
cripción en  sus  elementos  integrantes,  que 
en  el  caso  que  se  examina  fué  alegada  co- 
mo excepción,  no  puede  afirmarse  su  exis- 
tencia por  una  suposición,  necesitándose 
además  para  que  pueda  estimarse  la  pres- 
cripción de  un  delito,  que  conste  no  sólo 
la  fecha  en  que  se  cometió,  sino  la  en  que 
fué  conocido  y se  comenzó  a proceder. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  prescrito  en  los  Artos.  676  inciso 
7o.,  686,  690  y 735  P.  P.;  22  Decreto  1728, 
DESESTIMA  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  el  reo  Joaquín  Barrios  Argueta 
y le  impone  la  pena  adicional  de  quince 
dias  de  prisión  simple,  conmutable  a ra- 
zón de  diez  centavos  de  quetzal  por  día. 

Notifíquese  y como  corresponde,  devuél- 
vanse los  antecedentes  al  Tribunal  de  su 
origen.  ' • i ‘ * 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — • Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Teófilo  Avendaño 
Echeverría,  por  estafa. 

DOCTRINA:  Si  la  preexistencia  del  hecho 
punible  y la  culpabilidad  del  enjuiciado 
no  se  encuentran  establecidas  de  una 
manera  plena,  es  improcedente  infligir- 
le pena. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinte  de  marzo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Visto  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y coñ  sus  respectivos  antecedentes, 
el  fallo  que  más  adelante  se  relatará,  pro- 
nunciado en  las  causas  que  por  el  delito 
de  estafa:  se  han  instruido  contra  Teófilo 
Avendaño  Echeverría, 
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El  veinticuatro  de  noviembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y dos,  y con  fecha  ca- 
torce de  diciembre  del  mismo  año  don 
Guillermo  Melgar,  como  cesionario  de  do- 
ña Herlinda  Padilla  viuda  de  Pivaral,  se 
presentó  ante  el  Juez  4o.  de  la.  Instancia 
de  este  Departamento  (Guatemala),  acu- 
sando a Teófilo  Avendaño  Echeverría  por 
el  delito  que  acaba  de  mencionarse,  y el 
cual,  según  expresó  el  Bachiller  señor  Mel- 
gar en  sus  respectivos  memoriales,  fué  co- 
metido por  Avendaño  al  apropiarse  la  su- 
ma de  cuatro  mil  pesos  oro  americano 
(4.000)  que  recibió  de  don  Antonio  A.  Gra- 
jeda  para,  entregar  a su  ex-mandante  se- 
ñora Padilla  viuda  de  Pivaral.  y por  ha- 
ber negado  que  recibió  esa  cantidad.  Por 
otra  parte,  Avendaño  Echeverría  percibió, 
en  concepto  de  apoderado  de  doña  Her- 
linda Padilla  viuda  de  Pivaral,  el  valor  de 
los  productos  de  las  fincas  de  dicha  se- 
ñora; y al  practicarse  el  corte  de  Caja 
resultó  en  contra  de  don  Teófilo  un  saldo 
de  dos  mil  cien  pesos  oro  americano  (2.100) . 
El  señor  Melgar  refiere  como  anteceden- 
tes del  asunto,  entre  otras  cosas,  lo  que 
sigue:  Don  Casimiro  Rubio,  por  escritura 
que  fué  autorizada  por  el  Notario  don  Ju- 
lio César  Martínez  Perales  a veintiséis  de 
mayo  de  mil  novecientos  veintiséis,  cedió 
a doña  Herlinda  Padilla  viuda  de  Pivaral, 
libre  de  todo  gravamen  y con  todos  sus  de- 
rechos y acciones,  el  crédito  hipotecario 
de  dos  mil  quinientos  pesos  oro  america- 
no que  tenía  a cargo  del  señor  Antonio 
Grajeda.  La  cesión  se  hizo  por  la  cantidad 
de  dos  mil  quinientos  pesos  de  la  moneda 
ya  indicada,  que  el  cedente  recibió  a su 
satisfacción  de  la  cesionaria.  El  siete  de 
mayo  de  mil  novecientos  treinta  y uno 
Avendaño  Echeverría  como  apoderado  de 
la  señora  Padilla  viuda  de  Pivaral,  recibió 
de  don  Antonio  A.  Grajeda  en  pago  de  la 
deuda  y para  entregar  a la  acreedora,  la 
suma  de  dos  mil  quinientos  pesos  oro  ame- 
ricano y los  intereses  de  cinco  años  a ra- 
zón del  uno  por  ciento  mensual,  y en  esa 
virtud  Avendaño,  a nombre  de  su  ex- 
mandante, otorgó  a favor  de  don  Antonio 
A.  Grajeda,  la  más  amplia  carta  de  pago, 
cancelando  al  mismo  tiempo  las  hipotecas 
que  garantizaban  la  obligación  y la  escri- 
tura constitutiva  del  compromiso,  según 
consta  en  la  escritura  pública  autorizada 
por  el  Notario  don  Emilio  Beltranena,  en 
esta  ciudad,  en  la  fecha  que  se  deja  ya 
mencionada.  Por  escritura  que  autorizó 
el  Notario  don  Luis  Felipe  Rosales,  con 
fecha  diez  y ocho  de  octubre,  doña  Herlin- 
da Padilla  viuda  de  Pivaral  le  cedió  sus 


derechos  al  compareciente  (señor  Melgar) . 
Al  ser  requerido  Avendaño  para  que  en- 
tregara los  dos  mil  quinientos  pesos  oro, 
más  sus  intereses,  manifestó  al  Notario 
señor  Rosales,  quien  previamente  le  había 
notificado  la  cesión  ya  relacionada,  que  no 
podía  hacer  la  entrega,  pues  no  había  re- 
cibido dinero  de  Grajeda  para  la  señora 
viuda  de  Pivaral.  En  idéntica  forma  se 
expresó  Avendaño  ante  el  Juez  2o.  de  la. 
Instancia  al  absolver  las  posiciones  que  le 
fueron  articuladas  por  el  acusador  señor 
Melgar.  El  saldo  reconocido,  y firmado  por 
Teófilo  Avendaño  en  el  acta  de  fecha  cin- 
co de  Junio  (1932),  obra  al  folio  siete  del 
Haber  del  Libro  de  Caja  que  figura  en  la 
contabilidad  de  la  señora  Padilla  viuda  de 
Pivaral,  Libro  que  fué  agregado  al  juicio 
ejecutivo,  que  como  cesionario  de  dicha  se- 
ñora, ha  seguido  el  acusador  contra  Aven- 
daño  en  el  Juzgado  2o.  de  la.  Instancia  del 
Departamento  de  Guatemala.  Y por  úl- 
timo, que  de  conformidad  con  lo  estatui- 
do por  los  artículos  408  inciso  quinto  del 
Código  Penal  y 2198  del  Código  Civil,  Teó- 
filo Avendaño  Echeverría  es  responsable 
del  delito  de  estafa. 

Obran  en  las  piezas  del  proceso  los  do- 
cumentos que  a continuación  se  expre- 
san; a)  copia  certificada  del  acta  que  se 
levantó,  el  cinco  de  junio  de  mil  novecien- 
tos treinta  y dos,  al  practicarse  el  corte  de 
caja  mencionado  anteriormente;  b)  certi- 
ficación del  requerimiento  y embargo  que 
fué  llevado  a cabo  el  diez  y seis  de  noviem- 
bre del  mismo  año  (1932),  con  motivo  de 
la  ejecución  entablada  por  don  Guillermo 
Melgar,  ante  el  Juez  2o.  de  la.  Instancia 
del  Departamento  de  Guatemala,  con  fe- 
cha diez  del  mes  y año  que  acaban  de  men- 
cionarse, demandando  el  pago  de  dos  mil 
cien  pesos  oro  americano,  intereses  lega- 
les y las  costas  de  la  ejecución;  c)  certifi- 
cación de  las  posiciones  absueltas  por  Teó- 
filo Avendaño  Echeverría  a solicitud  del 
señor  Melgar  ante  el  Juez  2o.  de  la.  Ins- 
tancia de  este  Departamento  (Guatema- 
la) ; d)  certificación  de  los  testimonios  de 
las  escrituras  públicas  de  cesión  del  crédi- 
to y de  la  carta  de  pago,  anteriormente 
relacionadas;  e)  certificación  expedida  por 
el  Primer  Registrador  de  la  Propiedad  In- 
mueble del  asiento  número  564,  folio  404, 
Tomo  341  del  Diario;  de  las  inscripciones 
hipotecarias  6a.  y 7a.  de  la  finca  rústica 
número  117,  folio  225  del  Libro  32  de  Ama- 
titlán;  9a.  y 10a.  de  la  finca  545,  folio  139 
del  Libro  24  de  Amatitlán;  7a.  y 8a.  de  la 
finca  número  50,  folio  102  del  Libro  86 
Antiguo;  y de  las  cancelaciones  de  dichas 
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inscripciones  hipotecarias;  f)  diligencias 
de  posiciones  absueltas  por  doña  Herlinda 
Padilla  viuda  de  Pivaral  ante  el  Juez  lo. 
de  la.  Instancia  de  este  Departamento,  a 
los  tres  dias  del  mes  de  mayo  de  mil  no- 
vecientos treinta  y tres;  y g)  testimo- 
nio de  la  escritura  de  Poder  General  otor- 
gado por  doña  Herlinda  Padilla  viuda  de 
Pivaral  a favor  de  Teófilo  Avendaño  ante 
los  oficios  del  Notario  don  Tácito  Molina 
I.,  el  dos  de  mayo  de  mil  novecientos  diez 
y nueve. 

La  señora  viuda  de  Pivaral  manifestó  lo 
que  sigue:  que  al  revisar  la  contabilidad 
que  llevaba  su  apoderado,  se  enteró  de 
que  dicho  señor  habia  comprado  para  ella 
el  crédito  que  Antonio  Grajeda  le  debia  a 
don  Casimiro  Rubio,  crédito  que  estaba 
garantizado  con  hipoteca  de  la  finca  Berlín; 
que  le  indicó  a su  apoderado  la  convenien- 
cia de  que  se  cancelara  dicha  obligación, 
pues  era  muy  antigua;  y poco  tiempo  des- 
pués supo  que  el  crédito  había  sido  cance- 
lado. Que  el  señor  Avendaño  le  rindió 
cuentas  de  su  gestión  y al  cerrar  el  Libro 
de  Caja  apareció  un  saldo  de  2.100  dólares  y 
unos  centavos,  en  contra  de  su  apoderado, 
habiéndole  dicho  éste  que  le  esperara  unos 
días  para  cubrir  esa  deuda,  que  ella  acce- 
dió, pero  Avendaño  nunca  cumplió  con  lo 
que  le  habia  ofrecido.  Que  la  cantidad 
anotada  en  los  Libros  por  ventas  de  crema 
era  muy  baja,  en  relación  a la  que  apare- 
cía como  resultado  de  la  expendición  de 
ese  mismo  artículo  efectuado  en  la  casa 
de  don  Teófilo;  y al  reclamarle  acerca  de 
esta  diferencia  a su  apoderado,  le  dijo; 
que  se  la  habían  abonado  a razón  de  vein- 
te pesos  de  la  moneda  antigua,  cada  litro; 
especie  que  no  es  cierta,  pues  al  hacer  ella 
los  cálculos  respectivos,  se  enteró  de  que 
los  precios  en  que  le  habían  anotado  la 
crema  fluctuaban  entre  seis,  siete,  ocho  y 
diez  pesos;  y que  Avendaño  después  de 
rectificar  las  cuentas,  le  ordenó  al  Tene- 
dor de  Libros  señor  Luis  Moulun  que  hi- 
ciera la  correspondiente  operación,  con- 
signando ¡a  diferencia  entre  el  precio  que 
la  crema  aparecía  vendida  y el  de  veinte 
pesos  el  litro,  anotación  que  el  Tenedor  de 
Libros  hizo  en  el  Libro  de  Caja. 

Teófilo  Avendaño  Echeverría  expuso: 
que  no  ha  rendido  sus  cuentas  de  una  ma- 
nera definitiva  a la  señora  Padilla  viuda 
de  Pivaral;  que  compró  para  dicha  señora 
la  hacienda  denominada  “La  Soledad”;  que 
el  antiguo  dueño  de  esta  finca  entregaba 
la  crema  a la  casa  Amos,  y a estos  señores 
continuó  entregándosela  el  dicente  por  un 


precio  muy  bajo;  que  más  tarde  compró 
una  descremadora  nueva,  y entonces  ven- 
día la  crema  a veinte  pesos  billetes  anti- 
guos cada  litro;  que  cuando  la  señora  Pa- 
dilla viuda  de  Pivaral  tenia  en  su  poder 
los  Libros  de  Contabilidad  asentó  una 
contrapartida  cargándole  aquella  a un 
precio  más  subido;  que  hizo  ver  a doña 
Herlinda  que  no  era  justo  ese  valor,  pero 
ella  le  dijo  que  no  recelara,  pues  esto  se 
arreglaría  más  tarde,  ya  que  sólo  se  tra- 
taba de  entregarle  a su  hijo  Héctor  Pi- 
varal las  fincas  Santa  Cecilia,  El  Bejucal 
y sus  anexos.  Que  como  Antonio  Grajeda 
en  vez  de  cubrir  el  capital  y sus  intereses, 
le  manifestó  que  entregaría  la  finca  hipo- 
tecada para  pagar  la  deuda,  él  (Avendaño) 
con  instrucciones  de  su  mandante  no 
aceptó  la  mencionada  propiedad,  sino  que 
procediendo  también  con  instrucciones  de 
doña  Herlinda,  fué  permutada  la  finca 
“Berlín”  por  un  lote  de  cuatro  mil  varas 
cuadradas  situado  en  “El  Boquerón”  per- 
teneciente a Ricardo  Dávila,  quien  tras- 
pasó el  terreno  de  referencia  a Grajeda, 
quien  a su  vez  lo  iba  a ceder  a la  señora 
Padilla  viuda  de  Pivaral,  pero  dicha  se- 
ñora no  quiso  aceptar,  a última  hora,  la 
permuta;  que  no  recibió  de  Grajeda  la 
cantidad  de  dos  mil  quinientos  quetzales, 
pero  sí  otorgó  la  correspondiente  carta  de 
pago  en  vista  de  la  permuta  que  se  hizo; 
y que  el  lote  de  referencia  aún  se  encon- 
traba a nombre  de  Antonio  Grajeda,  ha- 
biendo quedado  sin  ninguna  garantía  la 
deuda  de  Grajeda  esperando  que  la  señora 
Padilla  viuda  de  Pivaral  recibiera  en  pago 
de  lo  que  se  le  adeudaba,  el  terreno  tantas 
veces  mencionado. 

El  Juez  5o.  de  la.  Instancia  de  este  De- 
partamento (Guatemala)  dió  fin  a la  cau- 
sa declarando:  lo.  Que  Teófilo  Avendaño 
Echeverría  es  autor  del  delito  de  estafa 
de  dos  mil  quinientos  pesos  oro  americano 
e intereses,  y por  esta  infracción  le  impo- 
ne la  pena  de  dos  años  de  prisión  correc- 
cional, conmutables  en  sus  dos  terceras 
partes  a razón  de  cincuenta  centavos  de 
quetzal  por  día;  lo  deja  afecto  a las  res- 
ponsabilidades civiles  provenientes  del  de- 
lito; le  suspende  en  el  ejercicio  de  sus 
derechos  políticos  durante  el  tiempo  de  la 
condena;  le  obliga  a la  reposición  del  pa- 
pel empleado  en  la  causa  al  del  sello  res- 
pectivo; dicha  pena  principiará  a contar- 
se desde  que  el  reo  ingrese  a la  Peniten- 
ciaría Central,  lugar  en  que  deberá  ex- 
tinguirla; 2o.,  Que  absuelve  de  la  Instan- 
cia al  mismo  Avendaño  Echeverría  en  lo 
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que  respecta  a la  otra  estafa;  y 3o.,  Que 
deja  abierto  el  procedimiento  por  igual 
delito  contra  Antonio  A.  Grajeda,  debien- 
do dictarse  las  correspondientes  órdenes 
para  lograr,  tanto  la  captura  de  Avendaño 
Echeverría  como  la  de  Grajeda. 

La  Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones con  fecha  veinte  de  Diciembre  del 
año  recién  pasado,  confirmó  en  todas  sus 
partes,  el  fallo  que  acaba  de  relacionarse. 

Contra  la  sentencia  de  segunda  Instan- 
cia, el  Procurador.  Licenciado  don  Eleázar 
Urmeneta,  introdujo  el  recurso  de  casa- 
ción denunciando  como  infringidos  los 
artículos  11  y 418  inciso  5o.  y 11;  411  in- 
cisos lo.  y 2o.;  568,  571,  730  incisos  lo.,  2o. 
y 3o.,  732,  570  incisos  2o.,  5o.  y 6o.  y 490 
del  Código  de  Procedimientos  Penales;  6o. 
del  Decreto  número  1728;  232  incisos  5o. 
y 6o.  del  Decreto  Legislativo  número  1928; 
364  del  Decreto  número  2009;  y 2196  inci- 
sos lo.  y 4o.  del  Código  Civil. 

El  Abogado  de  Teófilo  Avendaño  Eche- 
verría, alegó  de  palabra  al  verificarse  la 
vista  de  la  causa,  refutando  cada  uno  de 
los  fundamentos  del  fallo  recurrido  que 
son  adversos  al  enjuiciado. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  acusador  para  fundar  las  dos  ac- 
ciones intentadas  citó  lo  prescrito  en  los 
artículos  408  inciso  quinto  del  Código  Pe- 
nal y 2198  del  Código  Civil.  La  primera 
de  dichas  disposiciones  legales  establece: 
que  incurrirán  en  las  penas  del  articulo 
407,  los  que  en  perjuicio  de  otro  se  apro- 
piaren o distrajeren  dinero I efectos  o 
cualquier  otra  cosa  mueble  que  hubieren 
recibido  en  depósito,  comisión  o adminis- 
tración, o por  otro  titulo  que  produzca 
obligación  de  entregarla  o devolverla  o ne- 
garen haberla  recibido.  En  el  caso  del  de- 
pósito necesario  se  agravará  en  una  ter- 
cera parte  la  pena  señalada.  El  segundo 
articulo  estatuye:  que  el  mandatario  no 
puede  emplear  en  su  utilidad  las  sumas 
que  ha  recibido  del  mandante  o por  su 
cuenta.  Si  lo  hace,  comete  un  abuso  de 
confianza,  y es  responsable  por  los  daños 
que  .sobrevengan  al  mandante  por  falta  de 
fondos,  sin  perjuicio  de  lo  que  disponga 
el  Código  Penal.  Ahora  bien,  durante  la 
instrucción  del  proceso  no  llegó  a probar- 
se que  Teófilo  Avendaño  Echeverría  en 
perjuicio  de  doña  Herlinda  Padilla  viuda 
de  Pivaral  se  apropiara  o distrajera,  el 
dinero,  que  según  se  asegura,  recibió  de 
Antonio  Grajeda  ni  que  empleara  en  su 
utilidad  la  referida  suma.  Consta  en  au- 


tos por  lo  que  ha  expuesto  la  señora  Padi- 
lla viuda  de  Pivaral,  que  ella  tuvo  conoci- 
miento por  conducto  de  su  apoderado  que 
con  el  fin  de  lograr  que  Antonio  Orejada 
le  cancelara  la  cantidad  que  le  adeudaba, 
éste  (Grajeda)  porcederia  a fraccionar  un 
sitio  de  más  de  una  manzana  de  extensión 
situada  en  la  Avenida  Simón  Bolívar,  el 
cual  Grajeda  había  adquirido  en  cambio 
de  la  finca  Berlín;  que  la  misma  señora 
convino  en  que  el  producto  obtenido  con 
la  venta  de  los  mencionados  lotes  se  des- 
tinaría al  pago  de  la  suma  que  Grajeda  le 
adeudaba;  pero  con  la  condición  de  que  el 
pago  debía  de  efectuarse  dentro  del  plazo  de 
un  mes;  y que  había  aceptado  las  cuentas 
por  haber  sido  rehechas  de  conformidad 
con  sus  instrucciones.  Tanto  el  enjuiciado 
como  Grajeda,  afirman  que  la  cancelación 
de  la  hipoteca  fué  efectuada  con  el  fin 
que  se  deja  ya  indicado,  y además,  este 
último  reconoció  adeudar  a la  señora  Pa- 
dilla viuda  de  Pivaral,  la  cantidad  relacio- 
nada anteriormente,  según  consta  en  la 
escritura  pública  autorizada  por  el  Nota- 
rio don  Emilio  Beltranena  a cuatro  de  ju- 
nio de  mil  novecientos  treinta  y dos. 

CONSIDERANDO: 

Que  en  cuanto  a las  acciones  que  la  par- 
te acusadora  pudiera  ejercitar,  con  rela- 
ción al  dinero  que  se  asevera  distrajo  el 
enjuiciado  consignando  en  las  partidas 
respectivas,  precios  muy  bajos,  cuando  a la 
verdad  había  percibido  mavores  cantidades 
al  expender  la  crema  elaborada  en  la  ha- 
cienda “La  Soledad”,  debe  de  tenerse  pre- 
sente, que  mientras  Teófilo  Avendaño 
Echeverría  no  rinda  las  cuentas  de  su  Ad- 
ministración por  el  lapso  que  tuvo  a su 
cargo  los  bienes  de  Doña  Herlinda  Padilla 
viuda  de  Pivaral,  es  evidente  que  no  pro- 
cede deducirle  responsabilidad  alguna  del 
orden  Penal,  pues  falta  la  base  indispen- 
sable para  hacerlo. 

CONSIDERANDO: 

Que  de  todo  16  que  acaba  de  relacionarse 
se  deduce,  que  la  Sala  sentenciadora  al 
confirmar  el  fallo  en  que  se  inflige  pena 
al  enjuiciado,  infringió  el  artículo  568  del 
Código  de  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  la  disposición  legal  que  se  de- 
ja ya  mencionda,  y haciendo  aplicación  de 
lo  estatuido  por  los  artículos  687,  731,  735 
y 736  del  Cuerpo  de  Leyes  últimamente 
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citado,  declara:  que  ha  lugar  al  recurso 
interpuesto,  y en  consecuencia  CASA  Y 
ANULA  la  ejecutoria  recurrida,  y absuelve 
por  falta  de  prueba  a Teófilo  Avendaño 
Echeverría  del  cargo  que  se  le  formuló, 
imputándole  el  delito  de  estafa. 

Notifiquese,  y en  la  forma  que  corres- 
ponde, devuélvanse  los  antecedente  al  Tri- 
bunal de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 

CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Rubén  Posadas  Flores, 
por  disparo  de  arma  de  fuego. 

DOCTRINA:  Establecida  la  preexistencia 
del  hecho  punible  y la  culpabilidad  del 
enjuiciado,  debe  de  infligirse  a éste,  la 
sanción  que  en  su  caso  determine  la  ley. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiséis  de  marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  pronunciada  el  veintiocho  de 
enero  del  corriente  año,  en  que  la  Sala 
Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones  confir- 
ma en  todas  sus  partes  el  fallo  que  profi- 
rió el  Juez  de  la.  Instancia  del  Departa- 
mento de  Suchitepéquez,  el  veintinueve  de 
Noviembre  del  año  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro.  Por  medio  de  esa  sen- 
tencia se  declara:  que  Rubén  Posadas  Flo- 
res es  reo  del  delito  de  disparo  de  arma 
de  fuego,  y por  este  hecho  delictuoso  le 
impone  la  pena  de  dos  años  de  prisión 
correctiva  que  con  abono  de  la  sufrida  pur- 
gará en  la  Penitenciaria  Central;  lo  sus- 
pende en  el  ejercicio  de  sus  derechos  poli- 
ticos  durante  el  lapso  de  la  condena;  lo 
deja  afecto  a las  responsabilidades  civiles 
derivadas  del  delito;  le  permite  conmutar 
las  dos  terceras  partes  de  la  pena  im- 
puesta a razón  de  diez  centavos  de  quet- 
zal diarios  y por  su  notoria  pobreza  le  exo- 
nera de  reponer  el  papel  empleado  en  la 
causa  al  del  sello  respectivo. 

Considera  la  Sala:  que  la  semi-plena 
prueba  que  produce  la  declaración  del  tes- 
tigo Fernando  Samayoa  relativa  a que  es- 
tando Porfirio  R.  González  en  la  esqunia 
de  la  casa  de  Rubén  Posadas,  éste,  por  ha- 
ber alumbrado  a un  perro,  le  disparó  a 


aquél  un  balazo,  y esa  semiplena  prueba 
se  robustece,  dando  una  prueba  completa 
con  el  hecho  de  haberse  ausentado  Posa- 
das del  lugar  sin  causa  justificada,  y como 
estaba  perseguido  como  delincuente  y no 
fué  capturado  sino  que  se  presentó  hasta 
después  de  muchos  días,  se  establece  que 
estaba  huyendo:  manifestar  que  asistió  al 
baile  que  se  daba  en  el  salón  municipal  de 
Cuyotenango,  de  donde  se  retiró  ya  en  las 
horas  de  la  madrugada  y el  dicho  de  los 
testigos:  Luis  Pérez  y José  Fanjul,  no  pue- 
de demostrar  su  inocencia,  porque  a las  ve- 
ces dichos  testigos  tampoco  pueden  asegu- 
rar que  después  de  haber  dej  ado  en  su  casa 
a Rosales,  éste  no  salió  y cometió  el  de- 
lito que  es  precisamente  lo  que  afirman 
el  ofendido  y el  testigo  Samayoa;  agregán- 
dose a lo  dicho,  lo  manifestado  por  el  Co- 
misario de  la  Policía  Municipal  que  a lo 
hora  de  autos  oyó  una  detonación  en  las 
cercanías  de  la  casa  de  Posadas.  La  ta- 
cha, que  en  2a.  Instancia,  hace  Posadas  al 
testigo  Samayoa,  no  es  aceptable  en  de- 
recho, porque  aunque  estuviera  probada 
la  amistad  íntima  de  dicho  testigo  por  Por- 
firio R.  González,  ésta  no  sería  causal  pa- 
ra inhabilitarlo,  y menos  tomando  en  cuen- 
ta la  hora  y circunstancias  en  que  se  efec- 
tuó el  hecho;  por  consiguiente  si  procede 
dictar  un  fallo  condenatorio  imponiendo 
la  pena  asignada  al  delito,  sin  modifica- 
ción alguna,  por  no  concurrir  circunstan- 
cias que  asi  lo  determinen. 

Contra  la  sentencia  de  segunda  Instan- 
cia, el  procesado,  con  auxilio  del  Licenciado 
don  Juan  Miguel  Herrera,  introdujo  el  re- 
curso de  casación  denunciando  como  vio- 
lados los  artículos  4o.,  259,  568,  571  y 729 
del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  proceso  fué  iniciado  en  el  Juzga- 
do de  Paz  de  Cuyotenango  y proseguido 
por  el  Juez  Departamental  de  Suchitepé- 
qlez  en  virtud  de  la  acusación  que  presen- 
tó Porfirio  R.  González  contra  Rubén  Po- 
sadas Flores  por  disparo  de  arma  de  fue- 
go. En  Primera  Instancia  fué  establecida 
la  preexistencia  del  hecho  delictuoso  y la 
responsabilidad  criminal  de  Posadas  Flo- 
res no  solamente  con  la  deposición  del  tes- 
tigo presencial  Fernando  Samayoa  Chá- 
vez  que  no  fué  tachado  dentro  del  término 
probatorio,  y aún  en  el  supuesto  que  lo 
hubiera  sido,  su  dicho  se  tomaría,  en  tal 
caso,  como  una  presunción  humana.  Sien- 
do de  advertir  que  cuando  fué  examinado 
Samayoa  Chávez  manifestó  no  tener  amis- 
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tad  Intima  ni  enemistad  con  Posadas  Flo- 
res ni  con  González.  Que  además  de  esa 
declaración  el  Tribunal  sentenciador  apre- 
ció como  prueba  indirecta  las  circunstan- 
cias relacionadas  anteriormente  al  tratar 
del  fallo  de  2o.  grado;  y toda  vez  que  la 
apreciación  de  dicha  clase  de  probanzas 
las  deja  la  ley  al  prudente  arbitrio  de  los 
juzgadores,  siempre  que  los  hechos  de  que 
se  deriven  las  presunciones  humanas  se 
encuentren  debidamente  establecidas,  es 
evidente  que  no  pudieron  ser  violados  los 
artículos  4o.,  259,  568,  571  y 729  del  Código 
de  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  dispuesto  por  el  articulo 
690  del  Código  que  acaba  de  mencionarse, 
declara  improcedente  el  recurso  interpues- 
to e impone  a la  parte  que  lo  introdujo 
quince  dias  de  arresto,  conmutables  a ra- 
zón de  diez  centavos  de  quetzal  diarios. 

Notifiquese,  y con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — ■ José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Perfecto  Aldana,  por 
rapto  violento. 

DOCTRINA:  La  apreciación  de  la  prueba 
indirecta  incumbe  a los  Tribunales  de 
Instancia,  cuando  los  hechos  de  los 
cuales  se  deduzcan  las  presunciones 
humanas,  estén  debidamente  probados. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiséis  de  marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  anteceden- 
tes, la  sentencia  pronunciada  el  cuatro  de 
diciembre  del  año  próximo  pasado,  en  que 
la  Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones 
aprueba  con  la  enmienda  de  que  el  único 
delito  cometido  por  Perfecto  Ortega  Alda- 
na es  el  de  rapto  violento  y por  este  he- 
cho delictuoso  le  impone  la  pena  de  ocho 
años  de  prisión  correctiva  con  todas  las 
accesorias  expresadas  en  el  fallo  de  pri- 
mera Instancia. 

El  Juez  Departamental  de  Zacapa  al 
darle  fin  a la  causa  declaró  que  Perfecto 


Ortega  Aldana  es  reo  de  los  delitos  de 
rapto  y estupro  cometidos  en  la  persona 
de  Felicita  Flores  por  los  cuales  lo  con- 
dena a sufrir,  por  el  primero,  la  pena  de 
dos  años  de  prisión  correccional  y por  el 
segundo,  un  año  de  arresto  mayor,  le  per- 
mite conmutar  ambas  penas  en  sus  dos 
terceras  partes  a razón  de  diez  centavos 
de  quetzal  diarios;  le  abona  la  prisión  su- 
frida: lo  suspende  en  el  ejercicio  de  sus 
derechos  políticos  durante  el  tiempo  de  la 
condena  que  deberá  extinguir  en  la  Peni- 
tenciaria Central;  le  obliga  al  pago  de  las 
responsabilidades  civiles  provenientes  del 
delito  y lo  exonera  de  la  reposición  del 
papel  empleado  en  la  causa  al  del  sello 
respectivo. 

Estima  la  Sala,  que  fuera  del  hecho  bien 
probado  y confesado  por  el  reo  de  haber- 
se llevado  a Felicita  Flores,  existen  ade- 
más: las  declaraciones  de  los  menores  Ro- 
sa Rosel,  quien  se  dió  cuenta  de  todos  los 
incidentes  de  la  violencia  que  empleó  el 
acusado  contra  la  Flores,  y de  Manuel 
Ayala  que  oyó  la  negativa  de  la  ofendida 
a las  propuestas  de  Perfecto  Ortega  Alda- 
na de  que  le  acompañara;  los  informes 
rendidos  por  el  Cirujano  del  Departamen- 
to de  Zacapa  y por  los  expertos  Juan  J. 
Gutiérrez  y Alberto  Guevara  Romero,  quie- 
nes hicieron  constar  inmediatamente  des- 
pués de  haber  reconocido  a la  ofendida, 
que  ésta  presentaba  en  su  cuerpo  y en  su 
traje  todas  las  señales  de  la  violencia  de 
que  fué  victima  al  ser  raptada.  Y que  la 
pena  que  corresponde  aplicar  al  sindicado 
por  haber  cometido  el  delito  contra  la  vo- 
luntad de  la  ofendida  y con  miras  desho- 
nestas es  la  de  ocho  años  de  prisión  co- 
rreccional. 

Contra  el  fallo  de  2a.  Instancia,  el  reo, 
con  auxilio  del  Licenciado  José  Palemón 
Chávez.  interpuso  el  recurso  de  casación 
denunciando  como  violados  los  artículos 
609  inciso  4o..  570  inciso  2o.,  571,  576.  587. 
595,  596  v 597  del  Códieo  de  Procedimien- 
tos Penales;  y 328  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Los  informes  emitidos  por  los  expertos 
que  desde  un  principio  reconocieron  a la 
ofendida,  asi  como  el  dictamen  del  Ciru- 
jano Departamental  de  Zacapa,  demues- 
tran que  Felicita  Flores  fué  raptada  de 
una  manera  violenta,  y aunque  el  proce- 
sado asegura  que  la  ofendida  le  acompa- 
ñó voluntariamente  y que  sus  propósitos 
no  eran  libidinosos,  ninguna  de  estas  cir- 
cunstancias se  encuentran  establecidas 
en  los  autos.  El  hecho  relacionado  unido 
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a las  declaraciones  que  aprecia  la  Sala, 
constituyen  el  fundamento  que  el  Tribu- 
nal sentenciador  estima  suficientemente 
para  imponer  pena  a Ortega  Aldana;  y to- 
da vez  que  la  apreciación  de  dicha  prueba 
indirecta  incumbe  a los  Tribunales  de  Ins- 
tancia, cuando  los  hechos  de  los  cuales  se 
deduzcan  las  presunciones  humanas  estén 
debidamente  probados,  como  acontece  en 
el  caso  sub-júdice,  es  indubitable  que  no 
fueron  infringidos  los  artículos  328  del 
Código  Penal;  609  inciso  4o.,  570  inciso 
2o.,  571,  576  y 587  de  Procedimientos  Pe- 
nales: ni  procede  entrar  al  examen  de 
los  artículos  595,  596  y 597  del  mismo  Cuer- 
po de  Leyes  que  acaba  de  mencionarse. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  prescrito  por  el  artículo 
690  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les, declara  improcedente  el  recurso  in- 
terpuesto e impone  al  reo  la  pena  adicio- 
nal de  quince  dias  de  arresto,  conmuta- 
bles en  su  totalidad,  a razón  de  diez  cen- 
tavos de  quetzal  diarios. 

Notifiauese.  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto. devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Rrijia  Andrade.  — Federico  O.  Sa~ 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argucia  S.  — José  Serrallo  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cuatro  de  marzo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Vistos  y Considerando:  que  el  pronun- 
ciamiento dictado  por  la  Sala  Primera  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  el  siete  de  no- 
viembre de  mil  novecientos  treinta  y cua- 
tro, no  es  un  auto  ni  una  sentencia  que 
tengan  carácter  definitivo,  en  virtud  de 
que  no  pone  término  al  juicio,  ya  que  se 
concreta  a confirmar  lo  resuelto  por  el 
Juez  lo.  de  la.  Instancia  de  este  Departa- 
mento (Guatemala),  funcionario  que  de- 
claró sin  lugar  el  incidente  de  nulidad  pro- 
puesto por  el  Doctor  don  Nicolás  Zúñiga, 
con  motivo  de  la  ejecución  que  le  siguen 
don  Rafael  y don  Carlos  Castillo  Lara. 

Por  Tanto:  la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia, con  fundamento  en  lo  prescrito  por 
el  articulo  506  del  Decreto  Legislativo  No. 
2009,  decara  improcedente  el  recurso  de 
casación  que  introdujo  el  Doctor  don  Ni- 
colás Zúñiga  con  auxilio  del  Abogado  don 
Rafael  Padilla  N.  contra  la  resolución  de 
que  al  principio  se  hizo  mérito. 


Notifíquese  y devuélvanse  los  autos,  en 
la  forma  que  corresponde,  al  Tribunal  de 
su  origen. 

Reina  Andrade.  — Salazar.  — Castella- 
nos R.  — Argueta  S.  — Serrano  Muñoz. 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
trece  de  abril  de  mil  novecientos  treinta 
y cinco. 

Vista  para  resolver  la  solicitud  presen- 
tada por  el  Doctor  don  Nicolás  Zúñiga  a 
fin  de  que  se  aclare  y amplíe  lo  resuelto 
por  este  Tribunal,  al  declarar  la  improce- 
dencia del  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación que  dicho  facultativo  interpuso 
contra  el  pronunciamiento  dictado  por 
el  Juez  lo.  de  la.  Instancia  del  Departa- 
mento de  Guatemala,  con  motivo  de  la 
ejecución  que  le  siguen  los  señores  don 
Rafael  y don  Carlos  Castillo  Lara. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  resolución  pronunciada  por  el 
Tribunal  de  casación  se  encuentra  conce- 
bida en  una  forma  clara  y precisa;  y por 
consiguiente  sus  términos  no  son  obscu- 
ros, ambiguos  ni  contradictorios,  pues  se 
limita  a decir  que  el  recurso  es  impro- 
procedente,  por  que  éste  solo  cabe  contra 
las  sentencias  o autos  definitivos  de  Pri- 
mera o Segunda  Instancia  no  consenti- 
dos expresamente  por  las  partes,  que  ter- 
minen los  juicios  de  mayor  cuantía  y úni- 
camente en  las  casos  determinados  por 
la  ley. 

CONSIDERANDO: 

Que  por  otra  parte,  como  esta  Corte  no 
entró  a conocer  del  fondo  ni  de  la  forma 
del  recurso,  tampoco  pudo  omitirse  deci- 
dir acerca  de  punto  alguno  sometido  en 
el  juicio  o prescrito  por  el  Decreto  Legis- 
lativo No.  1928. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  que  estatuyen  los  artícu- 
los 455  y 456  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y Mercantil,  declara  sin  lugar  la  acla- 
ración y ampliación  de  que  se  hizo  méri- 
to. 

Notifíquese  y como  está  mandado,  de- 
vuélvanse los  antecedentes  al  Tribunal 
de  su  origen. 

Reina  Andrade.  — Salazar.  — Castella- 
nos R.  — Argueta  S.  — Serrano  Muñoz. 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Guillermo  Cacao  Hér- 
cules, por  robo. 

DOCTRINA:  El  delito  de  robo  está  carac- 
terizado por  el  apoderamiento  de  las 
cosas  muebles  ajenas,  con  violencia  en 
las  personas  o fuerza  en  las  cosas. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiséis  de  marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  que  más  adelante  se  relatará, 
pronunciada  en  el  proceso  instruido  con- 
tra Guillermo  Cacao  Hércules  por  el  de’i- 
to  de  robo. 

El  cuatro  de  julio  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro,  se  presentó  ante  el  Juez 
Municiupal  de  Chamelco  doña  Maria  Cór- 
dova  Guzmán  v.  de  Juárez  manifestando: 
que  el  dia  anterior  (3  de  Julio)  como  a las 
veinte  horas  al  regresar  a su  casa  de  ha- 
bitación encontró  abierta  la  puerta  y se 
enteró  de  que  le  faltaban  dos  cofres  que 
contenían:  uno  color  rojo,  ropa  y papeles 
de  importancia,  y el  otro  de  color  caoba, 
dinero  y las  demás  cosas  que  menciona  en 
su  declaración.  En  la  búsqueda  aue  prac- 
ticaron los  agentes  de  la  autoridad  para 
capturar  a los  malhechores,  en  el  cam'no 
que  conduce  a Campat  y frente  al  sitio 
de  José  Xol  encontraron  el  cofre  rojo  ce- 
rrado y tal  c#mo  ella  lo  había  deja'^o.  Oue 
al  dia  siguiente  Avelino  Hércules  dió  n’'i- 
so  de  que  el  otro  cofre  había  sido  encon- 
trado en  el  maizal  del  mencionado  José 
Xoi,  pero  estaba  roto  y la  ropa  esparcida 
por  el  suelo.  Que  sospechaba  que  el  autor 
del  robo  fuera  Guillermo  Cacao  “hijo  de 
casa"  que  hacia  diez  y ocho  años,  poco  más 
o menos,  que  residía  en  la  misma  morada 
que  ella.  Que  solamente  Cacao  sabía  cuál 
era  el  contenido  de  los  cofres,  y que  dicho 
sujeto  había  desaparecido  de  la  casa  co- 
mo a las  diecinueve  horas  del  tres  de  ju- 
lio, porque  lo  reprendió  a causa  de  haber- 
se tardado  en  la  ejecución  de  un  trabaio. 

El  Comandante  Local,  Jesús  S.  Ligorría, 
declaró  acerca  de  la  denuncia  hecha  por 
doña  Maria  Córdova  v.  de  Juárez. 

En  la  búsqueda  que  se  llevó  a cabo,  Ma- 
nuel Beltetón,  el  agente  de  policía  Juan 
Cao  y el  auxiliar  Gonzalo  Coy,  en  un  mai- 
zal perteneciente  a José  Xol  encontraron 
un  cofre  cerrado;  y José  Juárez  Córdova, 
Avelino  Hércules  García  y los  agentes  del 


orden  público  Domingo  Tzub  Sis  y Mateo 
Itz  dieron  con  el  otro  cofre,  pero  este  fué 
encontrado  roto. 

En  la  inspección  ocular  practicada  por 
el  Juez  que  instruyó  las  primeras  diligen- 
cias se  consignó  que  hacia  la  esquina  nor- 
te dei  “tapanco"  de  la  casa  de  doña  Maria 
Córdova  viuda  de  Juárez,  fué  abierto  medio 
metro,  poco  más  o menos,  separando  las 
varillas,  y en  la  pared  abajo  de  esa  aber- 
tura, se  encontraron  marcadas  tres  seña- 
les de  pies  de  persona  que  pasó  sin  zapa- 
tos por  dicho  lugar;  que  la  puerta  que  da 
al  Oriente  y que  fué  la  que  encontró 
abierta  'a  dueña  de  la  casa  no  tiene  ce- 
rradura y sólo  se  afianza  por  dentro  con 
una  tranca;  y asi  se  explica  fácilmente 
oue  la  persona  que  sacó  los  cofres,  entró 
por  el  “tapanco”  y salió  por  la  menciona- 
da Duerta,  la  cual  dejó  abierta. 

Guiilermo  Cacao  Hércules  refirió  que  el 
cuatro  de  julio,  a las  veinte  horas,  se  en- 
contraba en  San  Pedro  Carchá  a donde  se 
había  dirigido,  porque  José  Juárez  Córdo- 
va, hijo  de  doña  Maria  v.  de  Juárez  le  pe- 
eó:  oue  vivía  en  la  casa  de  dicha  señora 
y al  ausentarse  sacó  de  una  cajeta  de  ma- 
dera oue  estaba  sobre  una  cama,  el  di- 
nero y las  cosas  oue  le  recogieron  en  Tac- 
tic,  a excepción  de  una  camisa  y un  pan- 
talón que  las  compró  en  la  tienda  de  Fran- 
cisco Ponce,  de  Cobán;  “que  el  dinero  y 
las  cosas  que  eran  de  doña  María  se  las 
llevó  por  pura  brutalidad”;  que  cuando 
entró  a la  casa  después  de  que  le  había 
pegado  José  Juárez,  la  señora  Córdova  v. 
de  Juárez  .se  encontraba  en  la  cocina,  y 
la  puerta  estaba  abierta;  que  él  no  sacó 
los  cofres  ni  los  ha  tocado.  Al  folio  19 
de  la  causa  obra  la  li.sta  de  las  cosas  que 
le  fueron  recogidas  a Cacao  Hércules  por 
la  Policía  Municipal  de  Tactic,  y dicho  su- 
jeto al  verlas  manifestó,  que  pertenecen 
a doña  María,  a excepción  de  las  que  ya 
mencionó  anteriormente  y además  una 
“violineta”  y una  “honda".  Con  posterio- 
ridad expuso  el  enjuiciado:  que  el  dinero 
lo  sacó  de  la  cajeta  y eran  poco  más  o 
mCiios  mil  pesos,  suma  que  estaba  for- 
mada por  quetzales  y monedas  de  veinti- 
cinco centavos  cada  una,  y con  dicho  di- 
nero compró  el  pantalón  y la  camisa. 

La  propiedad  y preexistencia  de  las  co- 
sas, materia  del  hecho  delictivo,  se  esta- 
bleció con  el  testimonio  de  Gumercindo 
Fernández  Chinchilla  y Luis  Ramírez  Pra- 
do. 

Los  expertos  Francisco  Lemus  Ch.  y 

Saúl  R,  Na  jarro  aseguran  en  su  dictamen; 
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que  el  “cajón”  fué  abierto  de  una  manera 
violenta  con  un  machete  u otra  arma  pa- 
recida, y que  todo  lo  substraído  asciende 
a la  cantidad  de  doce  quetzales  y noventa 
y cinco  centavos  de  la  misma  moneda. 

El  Juez  Departamental  de  Alta  Verapaz 
dió  fin  a la  causa  declarando  que  Guiller- 
mo Cacao  Hércules  es  reo  de  robo  y por 
este  delito  le  impuso  la  pena  de  tres  años 
de  prisión  correccional  inconmutables,  que 
con  abono  del  tiempo  padecido  deberá  ex- 
tinguir en  la  Penitenciaria  del  Centro;  lo 
suspende  en  el  ejercicio  de  sus  derechos 
políticos  durante  el  tiempo  de  la  conde- 
na: lo  obliga  al  pago  de  las  responsabili- 
dades civiles  provenientes  del  delito  hasta 
la  suma  de  los  objetos  que  se  encontraron 
en  su  poder,  lo  mismo  que  al  de  los  gastos 
del  juicio:  y por  último,  deja  en  poder  de 
la  acusadora  de  manera  definitiva,  los  ob- 
jetos que  se  le  entregaron  en  calidad  de 
depósito. 

En  segunda  Instancia  el  Procurador  hi- 
zo suvas  las  alegaciones  del  defensor,  pi- 
diendo la  revocatoria  de  la  sentencia,  que 
se  declarara  que  el  hecho  pesquisado  es 
constitutivo  de  hurto,  v que  se  impusiera 
al  reo  la  pena  correspondiente,  pero  reba- 
jándosele en  un  tercio,  atendiendo  a la 
circunstancia  atenuante  de  la  confe.sión 
que  ei  reo  prestara.  El  soñor  Fiscal  estimó 
oue  el  fallo  debía  confirmarse  por  estar 
probado  el  delito  de  robo  v no  existir  la 
a+enuante  invocada  tanto  por  el  defensor 
T ieoneiaño  don  y\rnn’do  Reyes,  como  por 
el  Procurador  de  la  Sala. 

El  primero  de  diciembre  del  año  retro- 
próximo, la  Sa'a  2a.  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones confirmó  la  sentencia  del  Juez  ya 
mencionado  con  la  modificación  de  que  el 
delito  por  el  que  se  condena  a Guillermo 
Cacao  Hércules  es  el  de  hurto  y que  la 
pena  que  le  corresponde  es  la  de  ocho  me- 
ses de  arresto  mayor  que  con  el  carácter 
de  inconmutables  cumplirá  en  la  cárcel 
Departamental. 

Estima  la  Sala  q\ie  la  propiedad  y pre- 
existencia de  los  objetos  materia  del  deli- 
to se  estableció  de  una  manera  plena  en 
autos,  asi  mismo  la  culpabilidad  del  pi-o- 
cesado  a quien  se  capturó  en  Tactic  lle- 
vando aún  las  cosas  que  se  había  substraí- 
do, confesando  que  eran  propiedad  de  la 
perdidosa,  y dió  los  detalles  de  la  substrac- 
ción que  creyó  pertinentes:  que  además  de 
tales  probanzas,  se  encuentra  asimismo,  el 
acta  levantada  con  motivo  de  la  inspec- 
ción ocular  que  practicó  el  Juez  instruc- 
tor en  el  lugar  del  suceso  y todas  las  de- 


claraciones de  las  autoridades  y agentes 
que  intervinieron  en  la  búsqueda  de  los 
objetos  desaparecidos,  que  en  consecuen- 
cia procede  castigar  al  encausado  por  el 
delito  cometido  que  se  comprobó  ser  el  de 
hurto  por  no  haberse  establecido  la  for- 
ma en  que  penetró  el  acusado  a la  casa  de 
la  señora  Córdova  v.  de  Juárez  ni  tam- 
poco que  él  haya  violentado  el  cofre  en 
donde  se  dijo  ejcistian  los  objetos  materia 
del  delito,  por,  lo  que  es  el  caso  de  impo- 
nerle al  reo  la  pena  de  seis  meses  de 
arresto  mayor  aumentada  en  una  tercera 
parte  por  concurrir  en  su  contra  la  cir- 
cunstancia agravante  de  abuso  de  con- 
fianza. 

El  señor  Fiscal  introdujo  el  recurso  ex- 
traordinario de  casación  denunciando  co- 
mo infringidos  los  artículos  381  inciso  4o., 
66  y 376  del  Código  Penal;  inciso  5o.  del 
artículo  primero  del  Decreto  Legislativo 
No.  48;  4o.,  589  y 601  del  Código  de  Proce- 
dimientos Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  con  la  inspección  ocular  practica- 
da en  la  morada  de  doña  María  Córdova 
viuda  de  Juárez  se  ha  establecido  que  se 
encontró  una  abertura  en  el  desván  de 
dicha  casa;  y con  el  dictamen  de  los  pe- 
ritos que  reconocieron  uno  de  los  cofres 
substraídos,  se  probó  que  ese  mueble  fué 
abierto  de  una  manera  violenta.  Que  Gui- 
llermo Cacao  Hércules  se  apoderó  del  di- 
nero y de  las  demás  cosas  materia  del  he- 
cho delictivo  está  probado,  tanto  con  la 
confesión  de  Cacao  Hércu'es,  como  con  las 
circunstancias  que  a continuación  se  ex- 
presan; a)  haberse  ausentado  de  la  casa 
de  la  señora  Córdova  viuda  de  Juárez  sin 
motivo  justificado,  dadas  las  condiciones 
en  que  se  encontraba  al  vivir  en  la  misma 
morada  de  doña  María;  y b)  haber  sido 
aprehendido  con  las  cosas  que  le  fueron 
recogidas,  y que  el  mismo  enjuiciado  afir- 
ma que  pertenecen  a la  señora  viuda  de 
Juárez.  De  todo  lo  expuesto  se  infiere  que 
el  delito  cometido  por  el  procesado  es  ro- 
bo, V no  hurto  como  estimó  la  Sala  sen- 
tenciadora, infringiendo  así  los  artículos 
381  inciso  4o.  del  Código  Penal  y el  inei- 
.'^n  nuinto  del  artículo  primero  del  Decreto 
Legislativo  No.  48. 

CONSIDERANDO; 

Calificado  de  robo  el  hecho  punible  de 
que  se  trata,  debe  de  imponerse  al  reo  la 
sanción  correspondiente,  tomando  en  cuen- 
ta para  graduar  la  pena,  el  valor  de  las 
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cosas  robadas,  pena  que  es  procedente  au- 
mentar con  una  tercera  parte  por  haber 
sido  perpetrado  el  delito  con  abuso  de 
confianza. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  prescrito  por  los  artículos 
22  inciso  8,  33,  44,  58,  63,  77,  94  del  Código 
Penal;  2o.  del  Decreto  No.  1740;  687,  729, 
735  y 736  del  Código  Procedimientos  Pe- 
nales, declara  que  ha  lugar  al  recurso  in- 
terpuesto, y en  consecuencia,  CASA  Y 
ANULA  la  ejecutoria  recurrida  y resuel- 
ve: que  Guillermo  Cacao  Hércules  es  au- 
tor del  delito  de  robo  perpetrado  en  la  ca- 
sa de  doña  Maria  Córdova  de  Juárez,  y 
por  este  hecho  delictuoso  ie  impone  cua- 
tro años  de  prisión  correccional  inconmu- 
tables, tres  que  le  corresponden  por  la  pe- 
na asignada  al  delito,  y uno  por  la  cir- 
cunstancia de  agravación  de  que  se  hizo 
mérito.  La  pena  la  extinguirá  Cacao  Hér- 
cules en  la  Penitenciaria  Central  con  abo- 
no del  tiempo  padecido;  lo  suspende  en  el 
ejercicio  de  sus  derechos  poiiticos  durante 
la  condena;  le  obliga  al  pago  de  las  res- 
ponsabilidades civiles  provenientes  del  de- 
lito; y le  exonera  de  la  reposición  dei 
papei  empicado  en  la  causa  al  del  sello 
respectivo  por  su  notoria  pobreza. 

Notifiquese,  y con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  procedencia. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Instruido  contra  Ezequiel  San- 
doval  Chavarría,  por  el  delito  de  ataque 
o resistencia  a patrulla 

DOCTRINA:  Patrulla,  es  toda  tropa  com- 
puesta de  corto  número  de  hombres,  que 
forma  parte  de  un  puesto  avanzado  y 
tiene  por  objeto:  explorar,  observar,  re- 
gistrar, reconocer  y vigilar  en  continuo 
movimiento  los  alrededores  de  un  lugar. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiséis  de  marzo  de  mii  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Quinta  de  la  Cor- 


te de  Apelaciones,  organizada  en  Corte 
Marcial,  el  veintiséis  de  enero  del  año  en 
curso,  en  la  causa  que  por  el  delito  de  ata- 
que a patrulla  se  instruyó  contra  Ezequiel 
Sandoval  Chavarría;  en  la  cual  desapro- 
bando la  absolutoria  del  cargo  que  profi  - 
riera  el  Tribunal  Militar  de  aquel  depar- 
tamento, declara:  que  Ezequiel  Sandoval 
Chavarría  es  autor  del  delito  de  ataque  o 
resistencia  a patrulla  o tropa  armada,  por 
el  cual  le  impone  la  pena  de  dos  años  de 
prisión  con  servicio  en  obras  públicas,  que 
con  abono  de  la  sufrida  deberá  purgar  en 
la  Penitenciaria  Central;  le  permite  con- 
mutar la  tercera  parte  de  la  condena  por 
la  mitad  del  sueldo  que  le  corresponda  por 
su  clase  o empleo;  lo  suspende  en  el  ejer- 
cicio de  sus  derechos  políticos  durante  el 
tiempo  de  la  condena;  le  obliga  al  pago 
de  las  responsabilidades  civiles  derivadas 
del  delito  y a la  reposición  del  papel  em- 
pleado en  la  causa  al  del  sello  respectivo. 

— I — 

El  diez  y siete  de  noviembre  del  año  pa- 
sado, se  presentó  a la  Comandancia  Local 
de  Monjas,  del  departamento  de  Jalapa,  el 
Regidor  de  turno  Eulalio  López,  dando  par- 
te de  que  Ezequiel  Sandoval  había  come- 
tido un  delito.  Al  ratificar  su  parte  agre- 
gó: que  la  noche  anterior  a ias  veinte  ho- 
ras, salió  con  la  escolta  de  armas  de  aquel 
destacamento,  con  el  objeto  de  capturar 
a unos  individuos  que  en  estado  de  ebrie- 
dad escandalizaban  en  las  calles  públicas 
de  aquella  población;  que  al  llegar  a la 
fonda  donde  despachaba  Angelina  Cons- 
tanza, encontró  a Ezequiel  Sandoval  hijo, 
a José  Sandoval  y a otros  que  no  conoció, 
quienes  montados  en  sus  bestias  decían: 
“si  viene  la  escolta  no  nos  lleva  porque  so- 
mos hombres”;  que  al  capturar  a Ezequiel 
Sandoval  hizo  oposición  a la  escolta,  arro- 
jándoles una  botella  que  hizo  blanco  en 
el  cabo  Alejandro  González,  a quien  ie 
causó  un  golpe  en  la  mandíbula  inferior. 
González  se  produjo  en  los  mismos  térmi- 
nos que  lo  hizo  Eulalio  López,  agregando: 
que  la  escolta  iba  formada  por  el  Sargento 
Pablo  Hernández  y los  soldados  Cristóbal 
Pérez,  Cástulo  Recinos,  Angel  María  An- 
drade, Víctor  López  y Eleodoro  Alfonso  Es- 
paña; que  varios  de  los  escandalosos  salie- 
ron huyendo,  quedándose  enfrente  de  la 
fonda  antes  citada,  Ezequiel  Sandoval,  Jo- 
sé Sandoval  y otro  que  no  conoció;  que 
estos  dos  últimos  salieron  también  de 
huida  y sólo  se  quedó  Ezequiel  quien  hizo 
resistencia  a la  escolta  y con  una  botella 
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que  portaba  le  infirió  un  golpe  al  decla- 
rante en  la  mandíbula  inferior.  El  Sargen- 
to Pablo  Hernández  y los  soldados  Eleodo- 
ro  Alfonso  España,  Cristóbal  Pérez,  Cástu- 
lo  Recinos,  Víctor  López  y Angel  Maria  An- 
drade,  declararon  en  los  mismos  términos 
que  los  anteriores,  asi  como  también  el  sir- 
viente del  Juzgado  Municipal,  Juan  Mén- 
dez, que  formaba  parte  de  la  escolta.  In- 
dagado Ezequiel  Sandoval  Chavarria,  dijo 
que  el  día  del  hecho  se  encontraba  bas- 
tante ebrio  frente  a la  cantina  de  Angeli- 
na Constanza,  acompañado  de  Pablo  Alda- 
na,  Manuel  Zeceña,  Froilán  Orellana  y 
José  Sandoval,  montados  a caballo.  Negó 
haber  ofendido  a persona  alguna,  asi  como 
haber  hecho  resistencia  a la  escolta.  El 
Cirujano  departamental  informó  que  el 
cabo  Alejandro  González  curó  en  siete  días 
sin  asistencia  facultativa  de  la  herida 
contusa  que  recibió  en  el  labio  inferior. 
El  Comisionado  Civil  Bernardino  González 
dijo  que  en  una  fecha  que  no  podía  pre- 
cisar, en  ocasión  que  andaba  recogiendo 
gente  para  conducir  un  cadáver  al  Cha- 
parrón, vió  que  varios  individuos  a ca- 
ballo se  encontraban  en,  estado  de  ebrie- 
dad frente  al  estanco  de  Angelina  Cons- 
tanza y que  salieron  de  huida  al  ver  que 
se  aproximaba  la  escolta;  que , solamente 
se  quedó  Ezequiel  Sandoval  y al  requerirlo 
para  que  se  diera  preso,  se  opuso  a la  es- 
colta. En  parecidos  términos  declaró  Pa- 
blo Aldana  Martínez,  soldado  de  caballe- 
ría que  se  encontraba  disponible  para 
cualquier  comisión,  a quien  mandó  el  Co- 
mandante Local  adelante  de  la  escolta 
para  ver  si  se  entretenían  los  escandaliza- 
dores  en  la  cantina  de  Angelina  Constan- 
za, pero  al  verlos  se  retiraron  quedándose 
solamente  Ezequiel  Sandoval,  quien  desde 
su  cabalgadura  se  opuso  a la  escolta,  arro- 
jándoles una  botella,  que  hizo  blanco  en 
el  cabo  Alejandro  González. 

El  Tribunal  Militar,  con  fecha  siete  de 
enero  del  presente  año,  dió  fin  a la  cau- 
sa, absolviendo  a Ezequiel  Sandoval  Cha- 
varría  del  cargo  que  por  el  delito  de  ata- 
que a patrulla  se  le  formuló. 

El  reo  Ezequiel  Sandoval,  con  auxilio  del 
Licenciado  Francisco  Carrillo  Magaña,  in- 
trodujo recurso  de  casación  por  violación 
de  ley,  contra  el  fallo  de  la  Sala  Quinta 
organizada  en  Corte  Marcial,  denuncian- 
do como  infringidos  los  artículos  siguien- 
tes; 10  y 127  Cód.  Militar  la.  Parte;  Titu- 
lo XI  de  la  Ordenánza  Militar  que  define 
las  patrullas;  199,  186  y 207  en  su  inciso 
8o.  Cód.  Militar  2a.  Parte;  568,  573  y 581 


en  su  inciso  8o.  de  Prs.  Penales.  Pedidos 
los  antecedentes  y señalado  dia  para  la 
vista,  es  el  caso  de  resolver  como  corres- 
ponde. 

CONSIDERANDO: 

Según  el  Diccionario  Militar  y la  Or- 
denanza del  mismo,  patrulla  es  todo  pique- 
te a la  orden  de  un  sargento  u oficial,  que 
recorre  de  noche  los  puestos  avanzados  o 
los  del  recinto  de  una  plaza  o campamen- 
to; es  una  avanzada  más,  pero  una  avan- 
zada móvil.  También  se  define  como  tro- 
pa compuesta  de  corto  número  de  hom- 
bres, que  forman  parte  de  un  puesto  avan- 
zado y tiene  por  objeto:  explorar,  observar, 
registrar,  reconocer  y vigilar  en  continuo 
movimiento  los  alrededores  de  un  lugar. 
De  acuerdo  con  las  definiciones  transcri- 
tas, el  Regidor  de  turno  Eulalio  López  y 
demás  componentes  de  la  escolta,  que  ce- 
laba el  orden  en  la  polación  de  Monjas, 
del  departamento  de  Jalapa,  el  dia  diez  y 
siete  de  noviembre  del  año  pasado  a las 
veinte  horas,  quienes  dispusieron  captu- 
rar a unos  individuos  que  escandalizaban 
por  las  calles  en  estado  de  ebriedad,  los 
cuales  al  darse  cuexita  de  la  intención  que 
tenian  los  de  la  escolta,  salieron  huyendo, 
con  excepción  de  Ezequiel  Sandoval  Cha- 
varria que  se  opuso  y con  una  botella  que 
portaba,  lesionó  al  cabo  Alejandro  Gonzá- 
lez, no  constituye  patrulla  alguna  de  acuer- 
do con  lo  preceptuado  en  el  Título  XI  en 
sus  artículos  lo.  y 2o.  de  la  Ordenanza 
Militar,  por  su  organización,  y porque  no 
era  comandada  por  ningún  oficial,  y al  no 
entenderlo  asi  la  Sala  sentenciadora,  in- 
fringió el  Articulo  127  del  Código  Militar 
la.  Parte,  por  lo  que  la  casación  es  pro- 
cedente. Arto.  687  P.  P. 

CONSIDERANDO: 

Que  de  los  componentes  de  la  escolta,  cu- 
yos nombres  se  dejan  consignados  en  la 
historia  de  este  fallo,  sólo  Alejandro  Gon- 
zález fué  ofendido  y por  consiguiente  el 
dicho  de  los  demás  sí  debe  tomarse  en 
consideración,  así  como  también  lo  mani- 
festado por  el  soldado  de  caballería  Pa- 
blo Aldana  Martínez  y el  comisionado  ci- 
vil Bernardino  González.  En  consecuen- 
cia el  acometimiento  del  procesado  Eze- 
quiel Sandoval,  si  bien  no  constituye  ata- 
que o resistencia  a patrulla  o tropa  arma- 
da que  se  halle  de  facción,  por  ser  Alejan- 
dro González  persona  constituida  en  au- 
toridad cuando  el  hecho  tuvo  lugar,  sí  tie- 
ne dicha  infracción  todos  los  elementos  que 
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integran  el  delito  de  atentado  y por  lo 
tanto  Sandoval  Chavarria  que  realizó  el 
acometimiento,  es  responsable  como  autor 
de  atentado  contra  los  Agentes  de  la  Au- 
toridad, por  lo  que  corresponde  infringirle 
la  pena  que  señala  el  Articulo  141  del  Có- 
digo Penal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  la  ley  citada  y lo  dispuesto  en  los 
Artículos:  27.  29,  33,  44,  63,  87  y 94  del 
Código  Penal;  2 Decreto  1366;  2 Decreto 
1740;  729.  732  y 735  P.  P.;  22  Decreto  1728, 
CASA  Y ANULA  la  sentencia  recurrida  y 
resolviendo  sobre  lo  principal  declara:  que 
Ezequiel  Sandoval  Chavarria  es  reo  del 
delito  de  atentado  a los  agentes  de  la  au- 
toridad y no  de  ataque  o resistencia  a pa- 
trulla, por  cuya  infracción  le  impone  la 
pena  de  dos  años  de  prisión  correccional, 
conmutable  en  sus  dos  terceras  partes  a 
razón  de  diez  centavos  de  quetzal  por  dia; 
lo  suspende  en  el  ejercicio  de  sus  derechos 
políticos  durante  el  tiempo  de  la  condena; 
lo  deja  afecto  al  pago  de  las  responsabili- 
dades civiles  provenientes  del  delito  y por 
ser  pobre  en  el  sentido  legal,  lo  exonera  de 
reponer  el  papel  empleado  en  la  causa. 

Notifiquese  y como  corresponde,  devuél- 
vanse los  antecedentes  al  Tribunal  de  su 
origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Instruido  contra  Soledad  Gar- 
cía, por  el  delito  de  agresión  y contra  Raúl 
Sánchez  por  el  de  lesiones. 

DOCTRINA:  Agresión  significa  acometi- 
miento o ataque  violento  contra  alguna 
persona  para  matarle,  herirle  o hacerle 
cualquier  daño. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiséis  de  marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco.  ' 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Tercera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  seis  de  octubre 
de  mil  novecientos  treinta’  y dos  en  la  cau- 
sa instruida  contra  Soledad  García  por  el 
delito  de  agresión  y contra  Raúl  Sánchez 


por  el  de  lesiones;  en  la  cual  se  confirma 
la  dictada  por  el  Juez  5o.  de  la.  Instancia 
de  este  departamento  con  la  reforma  que 
no  se  rebaja  la  tercera  parte  de  la  pena 
impuesta  al  segundo,  por  la  compensación 
de  la  circunstancia  atenuante  de  su  con- 
fesión con  la  agravante  de  haber  ejecu- 
tado el  hecho  con  ofensa  del  sexo  de  la 
ofendida. 

— I — 

El  once  de  diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y uno,  el  Comandante  de  la  Cuarta, 
Demarcación  de  Policía,  Teodoro  de  León, 
dió  parte  al  Juez  4o.  de  Paz,  de  que  tenía 
en  la  detención  y a su  disposición  a Raúl 
Sánchez,  conducido  esa  noche  a las  nueve 
y cinco  p.m.  por  el  Sub-inspector  José  Luis 
Rivas  y los  agentes  Felipe  Sánchez  Cruz  y 
Julián  Pozuelos  a solicitud  de  Soledad  Gar- 
cía, que  reside  en  la  16  Calle  Oriente  No. 
47,  y lo  acusa  porque  en  los  momentos  en 
que  la  quejosa  se  encontraba  conversan- 
do con  Isabel  Girón  que  reside  en  la  mis- 
ma dirección,  Sánchez  la  agredió  con  una 
arma  blanca  causándole  una  lesión  como 
de  dos  pulgadas  de  longitud  sobre  el  ojo  iz- 
quierdo. El  once  del  mismo  mes  y año, 
el  mismo  Comandante  dió  parte  al  Juez  4o. 
de  Paz  de  haber  sido  conducida  Soledad 
García  porque  según  declaración  de  Raúl 
Sánchez,  quien  vive  en  la  16  Calle  Oriente 
número  47,  con  una  cuchilla  de  zapatero, 
la  que  fué  recogida,  le  tiró  cuatro  cuchi- 
lladas, de  las  que  no  pudo  inferirle  nin- 
guna, estando  la  García  en  estado  de  ebrie- 
dad; que  en  el  lugar  del  hecho  estaba  Isa- 
bel Girón,  concubina  de  Sánchez,  José 
Luis  Cruz  Herrera  y Juana  Valenzuela. 
Soledad  García  al  ser  examinada  manifes- 
tó: vivir  en  la  16  Calle  Oriente  número 
47  y que  en  la  misma  casa  viven  otras  per- 
sonas entre  las  cuales  se  encuentra  Isabel 
Girón,  que  ocupa  el  cuarto  situado  enfren- 
te del  de  la  deponente,  siendo  ambos  cuar- 
tos, interiores  de  dicha  casa,  y que  el  día 
anterior,  como  a las  ocho  o nueve  de  la 
noche,  en  momentos,  en  que  se  hallaba  en 
el  interior  de  su  cuarto,  llegó  gritando  una 
niñita  de  la  Girón,  llamada  Sofia,  quien 
llorando  le  suplicaba  que  fuera  a defender 
a su  madre  de  los  golpes  que  le  estaba 
dando  su  padre  Raúl  Sánchez;  que  inme- 
diatamente se  dirigió  a ver  lo  que  le  su- 
cedía a su  vecina,  encontrándola  en  su 
cuarto,  tirada  en  el  suelo,  en  donde  le 
daba  golpes  con  las  manos  y los  pies  Raúl 
Sánchez,  que  se  encontraba  en  estado  de 
ebriedad,  diciéndole  además  que  la  mata- 
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ria  a balazos;  que  la  dicente  le  dijo  que 
no  fuera  tan  ingrato  y entonces  Sánchez, 
hecho  una  furia,  se  volvió  contra  la  depo- 
nente, insultándola  groseramente  de  pa- 
labras y dándole  una  herida  oblicua  en  la 
frente  al  lado  izquierdo.  Isabel  Girón, 
concubina  de  Raúl  Sánchez,  dijo  que  el 
dia  del  suceso,  como  a las  nueve  de  la  no- 
che, estando  la  deponente  con  su  concu- 
bino, en  su  cuarto  tomando  unas  copas  de 
aguardiente,  la  dicente  llamó  a Soledad 
Girón  para  invitarla  a que  los  acompaña- 
ra a libar;  que  ya  los  tres  con  sus  copas 
en  la  cabeza,  Sánchez  tiró  de  los  cabellos 
a la  dicenta  y entonces  la  Garda  le  res- 
pondió diciéndole  que  no  estaba  bueno; 
que  Sánchez  le  dijo  que  no  se  metiera  y 
que  luego  por  el  efecto  del  licor  la  Garda 
se  sulfuró  y salió  del  cuarto,  diciéndole  a 
Sánchez  que  saliera  y que  iba  a ver  quien 
era  ella,  entrando  en  seguida  a su  cuarto 
y de  alli  salió  con  una  cuchilla  de  zapa- 
tero, con  la  que  agredió  a Sánchez  como 
cuatro  veces,  este  último  cogió  una  tran- 
ca con  la  que  lesionó  a la  Garda  en  la 
frente;  que  la  dicente  trató  de  desarmar 
a la  Garda,  sin  haberlo  conseguido  y por 
lo  cual  presentaba  ligeras  cortaduras  en 
las  palmas  de  las  manos.  Que  en  la  casa 
vivían  varias  personas  y que  se  dieron 
cuenta  del  hecho.  Indagado  Raúl  Sán- 
chez dijo  que  el  dia  del  hecho  llegó  a su 
cuarto,  encontrando  en  el  interior  junta- 
mente con  su  concubina  Isabel  Girón,  a 
Soledad  Garda,  estando  ambas  tomadas 
de  licor;  que  como  repetidas  veces  habla 
dicho  a la  Garda  que  no  le  gustaba  que 
visitara  su  cuarto,  por  ser  amiga  de  chis- 
mes, le  reclamó  que  qué  hacia  en  su  cuar- 
to y le  ordenó  que  saliera;  que  entonces 
la  Garda  se  sulfuró,  lo  insultó  de  pala- 
bras y entrándose  a su  cuarto  salió  arma- 
da con  un  fierro  y se  le  avalanzó  tirándole 
al  cuerpo  varias  veces,  por  lo  que  se  vió 
obligado  a coger  una  tranca  para  ponerla 
entre  ambos  y detener  asi  a la  Garda,  pe- 
ro que  se  le  soltó  dicha  tranca,  resultan- 
do de  ello  la  Garda  con  una  lesión  en 
la  cabeza,  sin  que  haya  sido  esa  la  inten- 
ción del  interrogado. 

Indagada  Soledad  Garda  nuevamente, 
y en  virtud  de  preguntas  que  se  le  hicie- 
ron, contestó  exactamente  lo  mismo  que 
en  su  primera  declaración. 

Juana  Valenzuela  dijo  que  el  dia  del  su- 
ceso, como  a las  nueve  de  la  noche,  en 
ocasión  de  que  se  hallaba  ya  acostada  con 
su  marido  José  Luis  Cruz  Herrera,  oyó  un 
escándalo  en  el  interior  de  la  casa  y al 


levantarse  y dirigirse  hacia  el  inodoro,  vió 
que  Soledad  Garda  salla  de  su  cuarto  con 
una  cuchilla  en  la  mano,  con  la  cual  agre- 
dió a Raúl  Sánchez;  que  además  la  Gar- 
da insultaba  con  palabras  soeces  a Sán- 
chez. A folios  diez,  obra  el  informe  mé- 
dico de  la  lesión  sufrida  por  Soledad  Gar- 
da y que  tardó  ocho  dias  en  curarse. 

Después  de  los  trámites  correspondien- 
tes, el  Juez  5o.  de  la.  Instancia  de  este  de- 
partamento dió  fin  al  proceso,  declaran- 
do que  Raúl  Sáchez  era  reo  del  delito  de 
lesiones,  por  el  cual  le  impuso  la  pena  de 
seis  meses  de  arresto  mayor  rebajados  en 
una  tercera  parte  por  la  circunstancia  ate- 
nuante de  su  confesión  y que  Soledad  Gar- 
da era  reo  del  delito  de  agresión  por 
cuya  infracción  le  impuso  la  pena  de  un 
año  de  prisión  con-eccional. 

— II  — 

Contra  la  sentencia  de  la  Sala  Tercera, 
Soledad  Garda  Castellanos,  con  auxilio 
del  Licenciado  don  Benjamin  Lemus  Mo- 
rán.  Introdujo  recurso  de  casación  por  vio- 
lación de  ley,  denunciando  como  infrin- 
gidos los  artículos  siguientes:  568,  573  en 
todos  sus  incisos,  581  inciso  8o.,  582,  583 
inciso  lo.,  586  incisos  lo.  y 3o.,  729  y 732 
del  Código  de  Prs.  Penales;  65,  66,  308  y 
455  inciso  2o.  del  Código  Penal.  Pedidos 
los  antecedentes  y señalado  dia  para  la 
vista,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  Articulo  308  del  Código  Penal 
prescribe,  que  es  reo  del  delito  de  agre- 
sión el  que  agrediere  a la  persona  de  otro, 
excepto  en  los  casos  de  riña  o pelea  en- 
tre dos,  ya  embistiéndole  con  armas  o arro- 
jándole cualquier  otro  objeto  capaz  de  cau- 
sar lesión,  será  castigado  con  un  año  de 
prisión  correccional. 

Agresión  significa  acometimiento  o ata- 
que violento  contra  alguno  para  matar- 
le, herirle  o hacerle  cualquier  daño.  La 
agresión  puede  ser  considerada  en  dos  acep- 
ciones. En  un  sentido  general  y amplio, 
es  la  violación  del  derecho  de  un  terce- 
ro o la  ejecución  de  un  acto  contrario  al 
mismo;  y en  su  acepción  más  estricta  y 
aceptada,  es  el  acometimiento  de  un  he- 
cho violento  contra  alguno  para  herirlo, 
matarlo  o causarle  algún  daño.  Supone 
siempre  la  realización  de  un  hecho  positi- 
vo con  el  que  se  perjudica  a otro,  teniendo 
lugar  por  consiguiente  tan  solo  en  los  de- 
litos llamados  de  comisión  y nunca  en  los 
de  omisión. 
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Al  declarar  la  Sala  Tercera  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  que  Soledad  García  Cas- 
tellanos cometió  el  delito  de  agresión  en 
la  persona  de  Raúl  Sánchez,  violó  la  dis- 
posición contenida  en  el  articulo  trans- 
crito al  principio  de  este  considerando, 
así  como  también  los  artículos  568  y 732 
del  Código  de  Procedimientos  Penales,  to- 
da vez  de  que  no  hay  más  prueba  que  lo 
manifestado  por  la  testigo  Juana  Valen- 
zuela,  ya  que  el  dicho  del  acusador  Raúl 
Sánchez  y la  concubina  de  éste,  Isabel  Gi- 
rón, están  en  completo  desacuerdo  entre 
si,  lo  mismo  que  con  lo  expuesto  por  la 
Castellanos:  y,  además,  en  contra  de  lo 
manifestado  por  el  médico  forense,  en  su 
dictamen  que  obra  al  folio  diez  de  la  pie- 
za de  primera  Instancia,  en  el  que  consta 
que  Soledad  García  no  sufrió  una  lesión 
contusa  como  aseguran  los  quejosos,  sino 
una  lesión  producida  con  arma  cortante 
en  la  reeión  super-ciliar  izauierda,  de  cua- 
tro centímetros  de  longitud,  por  lo  que  la 
casación  es  procedente.  Arto.  687  P.  P. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  única  prueba  que  existe  en  con- 
tra de  Raúl  Sánchez,  por  la  lesión  que  in- 
firió a Soledad  García  Castellanos,  es  su 
propia  y expontánea  confesión,  por  lo  que 
corresponde  inflingirle  la  pena  de  seis  me- 
ses de  arresto  mayor,  rebajados  en  una 
tercera  parte.  Artos.  21  fracción  10a.,  305 
fracción  2a.,  del  Código  Penal:  609  P.  P. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  la  ley  citada  v lo  dispuesto  en  los 
Artos.  27.  29,  33,  44.  63,  87  y 94  Código  Pe- 
nal: 2 Decreto  1366:  2 Decreto  1740:  129. 
731  V 735  P.  P.:  22  Decreto  1728,  CASA  Y 
ANULA  la  sentencia  recurrida  y resolvien 
do  sobre  lo  principal  declara:  lo.,  absuelta 
a Soledad  García  Castellanos  del  cargo 
que  se  le  formuló  por  el  delito  de  agresión, 
por  falta  de  prueba:  2o.,  que  Raúl  Sánchez 
es  autor  del  delito  de  lesiones  en  la  per- 
sona de  Soledad  García,  por  lo  que  le  im- 
pone la  pena  de  seis  meses  de  arresto  ma- 
vor  rebajados  en  una  tercera  parte:  3o., 
le  suspende  en  el  eiercirio  de  sus  derechos 
político':  durante  el  tiemno  de  la  condena: 
4o.,  le  obliga  a la  reposición  del  papel  em- 
pleado en  la  causa  y a las  responsabilida- 
des civi'es  provenientes  del  delito  v 5o..  le 
permite  conmutar  la  totalidad  de  la  pena 
impuesta,  a razón  de  diez  centavos  de 
quetzal  por  día. 


Notifíquese  y como  corresponde,  devuél- 
vanse los  antecedentes  al  Tribunal  de  su 
origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

DILIGENCIAS  iniciales  con  motivo  de  la 
muerte  de  Enrique  Juan  Hermán  Boe- 
schen. 

DOCTRINA:  Cuando  el  hecho  no  sea  cons- 
titutivo de  delito  procede  el  sobresei- 
miento de  la  causa. 

La  autopsia  del  cadáver  debe  verifi- 
carse en  todos  los  casos  en  que  haya  sos- 
pecha de  criminalidad. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiséis  de  marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  la  ca.sación  introducida  por  el  se- 
ñor Fiscal  de  la  Sala  4a.  de  la  Corte  de 
Aoe'aciones,  licenciado  don  Oscar  Zece- 
ña.  contra  el  auto  de  dicho  Tribunal  pro- 
ferido el  cuatro  de  febrero  del  año  en  cur- 
so, aprobando  el  sobreseimiento  definitivo 
decretado  por  el  Juez  2o.  de  la.  Instancia 
de  Ouezaltenango  en  las  diligencias  ini- 
ciadas con  motivo  de  la  muerte  del  niño 
Enrique  Juan  Hermán  Boeschen. 

RESULTA: 

Que  el  veintiuno  de  enero  del  corriente 
año,  en  la  finca  “La  Esmeralda”,  del  mu- 
nicipio de  Co'omba,  se  ahogó  de  manera 
casual  en  el  tanque  de  natación,  el  niñito 
mencionado,  quien  tenia  dos  años  y me- 
dio de  edad,  hecho  sobre  el  cual  informó 
el  Doctor  Gonzalo  Delgadillo  Zamora, 
quien  reconoció  el  cadáver. 

El  Juez  Municipal  de  Colomba  instruyó 
las  primeras  averiguaciones  y dió  cuenta 
con  el’as  al  Juez  2o.  de  la.  Instancia  de 
Quezaltenango,  quien  en  auto  de  veinti- 
cinco del  mismo  mes  sobreselló  definiti- 
vamente por  no  ser  el  hecho  constituti- 
vo de  delito,  resolución  que,  como  queda 
idicado  al  principio,  fué  confirmada  poi 
la  Sala,  pero  fundándose  el  Fiscal  en  que 
el  Cirujano  no  practicó  autopsia,  denun- 
ció el  quebrantamiento  del  artículo  269  de 
Procedimientos  Penales. 
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CONSIDERANDO: 

Que  la  autopsia  del  cadáver  la  exige  l'' 
ley  para  averiguar  la  causa  de  muerte  de 
una  persona  en  todos  los  casos  en  que  ha- 
ya o pueda  haber  sospecha  de  criminali- 
dad, a fin  de  constituir  la  base  del  proce- 
dimiento y proceder  contra  el  responsable, 
pero  cuando  tal  sospecha  quede  descarta- 
da porque  haya  evidencia  de  que  el  falle- 
cimiento ocurrió  por  una  cii''cunsta'ncia 
casual  sin  intervención  de  ningún  sujeto, 
como  en  el  caso  sub-júdice,  la  necropsia 
es  innecesaria  puesto  que  no  hay  hecho 
justiciable  y lo  que  procede  es  el  sobresei- 
miento definitivo  como  lo  hizo  el  Juez  y 
lo  aprobó  la  Sala;  articulo  512  inciso  11 
Pi'ocedimientos  Penales. 

POR  TANTO; 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  los  artículos  686  y 690  Procedimien- 
tos Penales,  DESESTIMA  el  recurso  inter- 
puesto. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  a donde  co- 
rresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — ■ Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Mufwz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Natalio  Reyes  Lanuza, 
por  atentado.  i- 

DOCTRINA:  Para  apreciar  el  mérito  de  la 
declaración  de  un  testigo,  el  Tribunal 
considerará  las  circunstancias  que  enu- 
mera el  Arto.  556  de  P.  P. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
treinta  de  marzo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  que  la  Sa- 
la 6a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  profirió 
el  veintidós  de  enero  del  año  en  curso  eii 
el  proceso  que  por  el  delito  de  atentado  se 
siguió  contra  Natalio  Reyes  Lanuza  en  el 
Juzgado  departamental  de  Suchitepéquez. 

— I — 

El  procesado,  con  la  dirección  del  li- 
cenciado don  Pablo  Rabassó  Ferrer,  intro- 
dujo el  presente  recurso,  denunciando  la 


violación  de  los  artículos  586  fracción  3a., 
581  incisos  4o.  y 8o.,  233,  234,  735,  733,  568, 
573,  729,  730,  732  de  Procedimientos  Pena- 
les, 211,  216  y 217  del  Código  Penal, 

— II  — 

Julio  Catalán,  Alcalde  2o.  auxiliar  de  la 
aldea  San  Francisco  Rio  Bravo,  del  Muni- 
cipio de  Santa  Bárbara,  departamento  de 
Suchitepéquez,  se  presentó  al  Juez  Munici- 
pal querellándose  contra  Natalio  Reyes  por 
haberlo  agredido  con  un  machete,  incre- 
pándole que  de  su  orden  iban  a poner  un 
caballo  de  su-  propiedad  al  poste;  citó  co- 
mo testigos  a sus  auxiliares  Anselmo  Or- 
tiz  y Juventino  Beteta  y a los  particulares 
Santiago  Camnos  y Pedro  Pineda,  quienes 
examinados  declararon  que  el  día  de  au- 
tos (8  de  aeosto  de  1934)  a las  ocho  horas. 
Reves,  montado  a caballo  y armado  de  ma- 
chete agredió  a Catalán  en  la  plaza  pú- 
blica. excepto  el  testigo  Campos  que  sola- 
m.ente  observó  que  alegaban  sin  haber 
visto  la  agresión.  Estos  testigos  fueron  re- 
preguntados durante  el  plenario  por  parte 
de  la  defensa  y todos  ellos  expusieron  que 
Catalán  no  tenia  ninguna  insignia  de  au- 
toridad. sin  haber  podido  dar  razón  del 
traje  oue  llevaba  en  esa  fecha.  Además  Or- 
tiz  diio  que  no  ratificaba  su  primera  de- 
claración poroue  lo  único  nue  le  constaba 
era  oue  alegaban  de  palabra. 

El  sindicado  en  su  declaración  indaga- 
toria niega  haberse  encontrado  en  el  lu- 
gar del  suceso  asi  como  haber  tenido  dis- 
gusto alguno  con  Catalán,  a quien  sí  co- 
nocía como  autoridad  del  lugar. 

— in  — 

El  Juez  de  la.  Instancia  de  Suchitepé- 
quez dictó  sentencia  ei  treinta  de  noviem- 
bre del  año  próximo  pasado,  consideran- 
do en  el  fallo  que  con  las  declaraciones  de 
los  testigos  mencionados  quedó  plenamen- 
te probado  que  Reyes  es  autor  del  delito 
de  agresión  al  Alcalde  y con  ocasión  de 
actos  ejecutados  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones:  que  dichos  testigos  son  idóneos 
porque  ninguno  es  ofendido  y no  están 
comprendidos  en  ninguno  de  los  casos  le- 
gales de  inidoneidad;  que  tampoco  hay 
faisedad  en  sus  declaraciones,  como  lo  ase- 
guró el  defensor,  por  el  hecho  de  que  uno 
de  ellos  haya  modificado  su  declaración  y 
otro  aparezca  como  originario  de  dos  lu- 
gares distintos;  resolviendo  que  el  proce- 
sado es  autor  de  atentado  a los  agentes 


GACETA  DE  LOS  TMBUNALES 


133 


de  la  autoridad  y le  impone  dos  años  de 
prisión  coreccional,  conmutables  en  dos 
dos  terceras  partes  a diez  centavos  dia- 
rios, sentencia  contra  la  que  se  interpuso 
recurso  de  apelación. 

— IV  — 

Elevado  el  proceso  a la  Sala  6a.  de  Ape- 
laciones, el  Fiscal  y el  Procurador  pidie- 
ron la  confirmatoria  del  fa'lo,  resolviendo 
la  Sala  el  veintidós  de  enero  del  año  en 
curso  en  ese  sentido,  con  la  modificación 
de  que  el  delito  por  el  cual  es  responsable 
Reyes  Lanuza  es  el  de  agresión,  agravado 
con  la  circunstancia  de  haberse  cometido 
en  la  plaza  pública  con  desprecio  del  res- 
peto que  por  su  autoridad  merecía  Ca- 
talán, delito  por  el  cual  le  impone  diez  y 
seis  meses  de  prisión  correccional,  permi- 
tiéndole conmutar  las  dos  terceras  partes 
a veinte  centavos  diarios  y absolviéndole 
del  cargo  que  le  fué  mormulado  por  el  de- 
lito de  atentado.  Estima  la  Sala  que  con 
las  declaraciones  de  los  testigos  quedó 
probado  el  hecho  de  la  agresión,  pero  ni 
a éstos  les  consta  el  móvil  u origen  de  di- 
cha agresión  ni  si  en  ese  acto  estaba  Ca- 
talán ejerciendo  las  atribuciones  propias 
de  su  cargo;  y que  en  cuanto  a la  gra- 
duación de  la  multa  debe  atenderse  a las 
circunstancias  pecuniarias  del  encausado, 
razones  que  motivaron  la  modificación  de 
la  parte  declarativa  del  fallo. 

CONSIDERANDO: 

— I — 

Se  alega  violación  de  los  incisos  4o.  y 8o. 
del  articulo  581  e inciso  3o.  del  586  de 
Procedimientos  Penales,  porque  dos  de  los 
testigos  de  cargo,  auxiliares  de  la  alcal- 
día, carecen  de  imparcialidad  por  haber 
declarado  en  favor  de  su  jefe,  el  Alcalde 
Auxiliar,  pero  la  Corte  observa  que  el  Tri- 
bunal de  sentencia  apreció  el  mérito  de 
dichas  declaraciones  en  consideración  a 
las  circunstancias  contenidas  en  el  ar- 
tículo 586  de  Procedimientos  Penales,  lo 
cual  está  dentro  de  sus  facultades;  y,  por 
otra  parte,  no  puede  estimarse  que  los 
auxiliares  sean  dependientes  o criados  del 
Alcalde,  ni  que  dadas  las  circunstancias 
del  caso  sub-jüdice,  hayan  tenido  interés 
alguno  en  el  asunto,  mucho  más  si  se  con- 
sidera que  el  fallo  condena  al  reo  por  agre- 
sión y no  por  atentado;  siendo,  por  con- 
siguiente, idóneos  los  testigos  y estando 
sus  declaraciones  conformes  en  la  esencia 


de  los  hechos,  aunque  varíen  en  ciertos  de- 
talles, no  puede  apreciarse  violación  de  los 
artículos  citados  ni  del  572;  y como  dos 
testigos  hacen  plena  prueba  y en  la  causa 
obran  más  de  dos  declaraciones  que  reú- 
nen los  requisitos  del  artículo  573  Proce- 
dimientos Penales,  en  cuya  virtud  la  sen- 
tencia tuvo  que  ser  condenatoria  y ésta  se 
encuentra  fundada  en  ley,  con  decisiones 
expresas,  positivas  y precisas  y con  de- 
claración terminante  del  delito  cometido, 
tampoco  hay  violación  de  los  artículos  568, 
729,  730,  732,  733  y 735  de  Procedimientos 
Penales. 

— II  — 

Se  denuncia  la  violación  de  los  artículos 
233  y 234  de  Procedimientos  Penales,  pero 
refiriéndose  estas  disposiciones  a cuestio- 
nes de  forma  del  sumario,  no  pueden  dar 
lugar  a casación  por  violación  de  ley. 

— III  — 

Alega  el  recurrente  que  el  Tribunal  sen- 
tenciador violó  los  artículos  211,  216  y 217 
del  Código  Penal  por  no  haber  mandado 
proceder  contra  Anselmo  Ortiz  y Juven- 
tino  Beteta,  a quienes  considera  testigos 
falsos;  el  primero  porque  en  su  declara- 
ción prestada  ante  el  Juzgado  de  la.  Ins- 
tancia, dijo  que  no  ratificaba  la  rendida 
ante  el  Juez  de  Paz  de  Santa  Bárbara;  y 
el  segundo  por  haber  expresado  que  era  ori- 
ginario de  Morán  y posteriormente  que  lo 
era  de  Cuilapa,  aparte  de  ciertas  contra- 
dicciones que  se  notan  al  examinar  sus 
contestaciones  a las  repreguntas  que  el 
defensor  les  formuló.  Ninguno  de  los  mo- 
tivos expresados  fué  suficiente,  a juicio  de 
los  tribunales  sentenciadores,  para  orde- 
nar el  procedimiento  de  los  testigos  y cier- 
tamente han  obrado  en  justicia  y de  acuer- 
do con  la  ley,  pues  hasta  hoy  y con  la  úni- 
ca circunstancia  considerada,  no  es  posi- 
ble presumir  siquiera  dolo  o malicia  en  los 
declarantes  ni  es  bastante  una  rectifica- 
ción para  conceptuar  que  existe  falsedad 
pues  no  habría  base  para  el  procedimien- 
to, por  lo  cual  debe  estimarse  que  la  vio- 
lación alegada  no  existe. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  las  leyes  invocadas  y de  lo 
dispuesto  en  los  artículos  686  y 690  de  Pro- 
cedimientos Penales,  DESESTIMA  el  re- 
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curso  interpuesto  y condena  a la  parte 
que  lo  interpuso  a la  pena  adicional  de 
quince  dias  de  prisión  simple  conmuta- 
bles a quince  centavos  diarios. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO : Contra  Angel  María  Friones, 
por  homicidio. 

DOCTRINA:  Para  admitir  la  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  es  indispen- 
sable que  se  haya  pedido  la  subsanación 
en  la  instancia  en  que  se  cometió. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
treinta  de  marzo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  que  pro- 
firió la  Sala  4a.  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes en  el  proceso  que  por  el  delito  de  ho- 
micidio se  siguió  contra  Angel  María 
Briones  de  León  en  el  Juzgado  2o.  de  la. 
Instancia  del  departamento  de  Quezalte- 
nango. 

RESULTA: 

— I — 

El  veinte  de  septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y tres  el  Juez  2o.  de  Paz 
de  Quezaltenango  comenzó  a instruir  las 
primeras  diligencias  por  haber  recibido  el 
parte  de  la  policía  de  que  en  la  calle  de 
Cajolá  estaba  herido  un  hombre.  Consti- 
tuido en  el  lugar  del  suceso,  segunda  ca- 
lle poniente  número  sesenta  y siete  o ca- 
lle de  Cajolá,  encontró  gravemente  lesio- 
nado a Cirilo  Quijivix,  quien  ya  no  pudo 
declarar,  habiendo  sido  remitido  en  esta- 
do agónico  al  Hospital  en  donde  falleció 
el  mismo  día.  Sindicado  desde  el  primer 
momento  como  autor  del  homicidio  el  in- 
dividuo Angel  Briones  de  León,  la  poli- 
cía lo  capturó  cuando  salía  huyendo,  pe- 
ro negó  su  participación  en  el  hecho  de- 
lictuoso. 


El  Juez  2o.  de  la.  Instancia  de  aquel  de- 
partamento dictó  sentencia  el  quince  de 
marzo  del  año  próximo  pasado,  después 
de  haberse  tramitado  el  plenario,  pero  la 
Sala  anuló  el  fallo  porque  consideró  que 
se  había  restringido  el  término  probato- 
rio, por  haberse  incluido  en  él  los  días  in- 
hábiles, con  perjuicio  de  las  partes. 

Respecto  lo  anulado  se  dictó  nueva  sen- 
tencia el  veinticinco  de  septiembre  próxi- 
mo anterior,  en  la  cual  el  Juez  declara 
que  Briones  es  autor  del  homicidio  de  Ci- 
rilo Quijivix,  por  lo  que  lo  condena  a diez 
años  de  prisión  correccional  inconmuta- 
bles, haciendo  las  demás  declaraciones  le- 
gales. 

— II  — 

Pasó  en  apelación  el  proceso  a la  Sala 
jurisdiccional  y el  cuatro  de  diciembre  se 
resolvió  confirmando  la  sentencia  y adicio- 
nándola en  el  sentido  de  proceder  contra 
los  testigos  falsos  Anita  Tobar,  Jacobo  Mé- 
rida,  Francisco  López,  Rosario  González, 
PTanciseo  García  Aráuz,  Manuel  Estrada 
y José  Rodríguez. 

El  fallo  se  funda  en  presunciones  deri- 
vadas de  los  hechos  siguientes  que  estima 
plenamente  probados: 

a)  haber  estado  el  occiso  junto  con  su 
victimario  en  el  dormitorio  de  éste  el  día 
y hora  de  autos,  como  está  probado  con 
las  declaraciones  de  Cirilo  Caballeros,  Jo- 
sé Rodas  y Benedicto  Loarca; 

b)  el  rumor  público  que  desde  los  pri- 
meros momentos  sindicó  a Briones  como 
autor  del  homicidio; 

c)  la  sindicación  que  inmediatamente 
hizo  en  contra  de  Briones  la  propia  vic- 
tima, antes  de  que  llegara  la  autoridad; 

d)  la  fuga  inmediata  de  Briones,  iba 
perseguido  por  la  hija  del  interfecto,  quien 
pedía  auxilio  y luego  haber  procurado 
ocultarse  a la  casa  en  donde  penetró; 

e)  haberse  encontrado  un  puñal  en  el 
cuarto  del  sindicado,  sin  que  éste  diera 
ninguna  razón  satisfactoria  en  su  descar- 
go. 

. — III  — 

En  la  causa  aparecen  las  declaraciones 
de  los  testigos  Cirilo  Cabal'eros  y Bene- 
dicto Loarca  (folios  35  y 36)  en  que  ma- 
nifiestan que  el  dia  y hora  de  autos,  el 
occiso  se  encontraba  en  la  habitación  de 
Briones,  pues  lo  vieron  salir  como  a las 
diez  y siete  y media  horas;  las  declaracio- 
nes del  inspector  de  policía  Carlos  Mendo- 
za, agentes  Héctor  Urizar  y Marcos  Maza- 
riegos  (folios  1,  7 y 7 V.)  de  que  al  reci- 
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bir  la  noticia  del  hecho  ocurrieron  inme- 
diatamente y al  llegar  a la  casa  número 
sesenta  y siete  de  la  Calle  de  Cajolá  y en- 
contrar herido  a Quijivix  procedieron  a 
capturar  a Briones,  sindicado  por  los  fa- 
miliares de  la  victima,  quien  en  esos  mo- 
mentos salia  de  su  casa  y entraba  co- 
rriendo a una  casa  vecina  de  donde  fué 
extraido,  habiendo  oido  los  dos  primeros 
que  Briones  confesó  el  delito;  la  declara- 
ción de  Rosario  Quijivix,  hija  de  Cirilo,  que 
lo  vió  entrar  ya  herido,  diciéndole  que  le 
habla  pegado  “El  Lucero”,  pues  asi  le  de- 
cían a Briones,  porque  era  empleado  de  la 
Empresa  Eléctrica;  la  declaración  de  Ja- 
cinto Robles  en  casa  de  quien  se  introdu- 
jo el  reo  cuando  cometió  el  delito  y de 
donde  lo  extrajo  la  policía;  la  indagato- 
ria del  procesado  que  aunque  negó  su  par- 
ticipación en  el  hecho  delictuoso,  confesó 
haber  estado  en  su  habitación  el  dia  y ho- 
ra de  autos,  haber  salido  corriendo  de  la 
policía,  negado  al  mismo  tiempo  el  reco- 
nocimiento de  un  puñal  de  su  pertenencia 
que  fué  incautado  por  la  policía  al  regis- 
trar su  casa. 

El  abogado  defensor  Pablo  R.  Cifuen- 
tes,  enterado  de  que  el  interfecto  le  dijo 
a su  hija  que  “Lucero”  lo  habla  herido, 
propuso  en  escrito  de  folios  37  el  examen 
de  los  testigos  Francisco  López  y Rosario 
González  para  establecer  que  un  indivi- 
duo de  apellido  Lucero  habla  salido  con 
Quijivix  a la  hora  de  autos;  que  después 
lo  vieron  regresar  solo,  todo  ofuscado,  a 
recoger  su  carga  retirándose  de  la  casa  de 
aquél,  en  donde  posaba;  y desde  entonces 
no  lo  volvieron  a ver.  Propuso  también  el 
interrogatorio  de  los  testigos  Francisca 
Garda  Aráuz,  Manuel  Estrada  y José  Ro- 
dríguez para  probar  que  Briones  estaba 
durmiendo  en  su  cuarto  en  completo  es- 
tado de  ebriedad,  en  momentos  en  que  en 
la  calle  corría  la  noticia  de  que  Quijivix 
había  sido  herido,  testigos  que  como  los 
anteriores  declararon  de  conformidad  con 
sendos  interrogatorios  presentados,  pero 
estando  sus  declaraciones  en  abierta  opo- 
sición con  todas  las  demás  pruebas  y 
constancias  de  autos,  el  Tribunal  senten- 
ciador mandó  procesarlos  lo  mismo  que  al 
mencionado  abogado,  por  el  delito  de  fal- 
so testimonio. 

— IV  — 

El  procesado,  dirigido  por  su  propio  de- 
fensor abogado  Pablo  R.  Cifuentes,  intro- 
dujo el  presente  recurso  de  casación  por 
violación  de  ley  expresa  y quebrantamien- 


to del  procedimiento.  Denunció  como  in- 
fringidos los  artículos  568,  571,  572,  573, 
601,  603,  732  Prs.  Pns.  y 19  Dto.  1728,  564,' 
584,  586,  587,  589,  593,  595,  596,  597,  599^ 
662,  667  Prs.  Pns.  y 36  de  la  Constitución! 
Manifiesta  que  la  infracción  del  procedi- 
miento consiste  en  que  la  prueba  de  Be- 
nedicto Loarca,  Cirilo  Caballeros  y José 
Rodas  se  recibió  sin  citación  contraria. 

CONSIDERANDO ; 

— I — 

Siendo  requisito  esencial  para  admitir 
la  casación  por  quebrantamiento  de  forma 
que  se  haya  pedido  la  subsanación  de  la 
falta  en  la  instancia  en  que  se  cometió, 
y reproducido  la  petición  en  la  segunda 
instancia  cuando  la  infracción  procediese 
de  la  primera,  y no  estando  comprobado 
que  el  reo  o su  defensor  hayan  pedido  la 
subsanación  de  la  falta  que  denuncian, 
relativa  al  defecto  de  citación  para  el  exa- 
men de  los  testigos  Cirilo  Caballeros,  José 
Rodas  y Benedicto  Loarca,  el  recurso  es 
inadmisible  por  este  motivo.  Articulo  679 
Procedimientos  Penales. 

— ir  — 

Tampoco  es  admisible  la  casación  por 
violación  de  ley  puesto  que  el  fallo  está 
fundado  en  presunciones  y el  Tribunal 
sentenciador,  dentro  de  las  facultades  que 
otorga  a los  jueces  el  artículo  601  de  Pro- 
cedimientos Penales,  apreció  en  justicia  el 
valor  de  dichas  presunciones;  y estando 
los  hechos  en  que  ellas  se  fundan,  debida- 
mente probados  como  queda  expuesto  an- 
teriormente, no  puede  entrarse  al  exa- 
men de  los  artículos  que  se  denuncian  co- 
mo infringidos. 

POR  TANTO; 

El  Tribunal  de  Casación,  con  apoyo  en 
las  leyes  citadas  y de  lo  dispuesto  en  los 
artículos  686  y 690  de  Procedimientos  Pe- 
nales, DESESTIMA  el  recurso  interpuesto 
y condena  al  recurrente  a la  pena  adicio- 
nal de  quince  dias  de  prisión  conmutables 
a quince  centavos  diarios. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suerto,  devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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DEPARTAMENTO  DE  ESTADISTICA 

RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA. 
DURANTE  EL  MES  DE  ENERO  DE  1935 


TRIBUNALES 

RAMO 

CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

Total 

general 

Decretos 

Autos 

Sen- 

tencias 

Totales 

Decretos 

Autos 

Sen- 
tencias ’ 

Totales 

Corte  Suprema  de  Justicia 

123 

6 

2 

131 

76 

24 

7 

107 

! 

CORTE  DE  APELACIONES 

Sala  Primera  

85 

18 

8 

111 

85 

10 

30 

125 

Sala  Segunda  

64 

10 

2 

76 

95 

24 

39 

158 

Sala  Tercera  

42 

11 

3 

56 

78 

28 

24 

130 

Sala  Cuarta  

62 

9 

2 

73 

134 

32 

26 

192 

Sala  Quinta  

32 

8 

3 

43 

93 

18 

69 

180 

Sala  Sexta  

22 

2 

2 

26 

130 

28 

29 

187 

JUZGADOS  DE  INST. 

DEPARTAMENTALES ; 

19  de  Guatemala  

331 

150 

15 

496 

29  de  Guatemala  

334 

203 

12 

554 

39  de  Guatemala  

181 

80 

4 

265 

49  de  Guatemala  

59  de  Guatemala  

454 

119 

11 

18 

584 

69  de  Guatemala  

Auditoria  de  Guerra 

228 

109 

6 

343 

Amatitlán  

33 

8 

0 

41 

33 

5 

301 

Alta  Verapaz  

19 

33 

1 

53 

156 

44 

5 

205 

Baja  Verapaz  

45 

14 

0 

59 

43 

6 

R4ÍI 

Chimaltenango  

47 

12 

0 

59 

411 

94 

11 

516 

Chiquimula  

31 

33 

0 

64 

fSPR 

210 

14 

822 

Escumtla  

33 

7 

3 

48 

287 

73 

8 

368 

Huehuetenango  

53 

11 

2 

66 

248 

65 

11 

324 

Izabal  

32 

16 

0 

48 

266 

93 

16 

373 

Jalapa  

51 

18 

0 

69 

360 

81 

10 

451 

Jutiapa  

95 

30 

2 

127 

428 

198 

35 

661 

Petén  

5 

5 

1 

11 

174 

24 

0 

198 

Quezaltenango  19  

60 

37 

1 

98 

328 

124 

7 

459 

Quezaltenango  29  

39 

19 

2 

60 

168 

230 

13 

411 

Quiché  

44 

17 

0 

61 

127 

53 

20 

200 

Retalhuleu  

38 

12 

2 

52 

555 

59 

5 

619 

Sacatepéquez  

57 

31 

4 

92 

306 

47 

7 

360 

San  Marcos  

19 

39 

2 

60 

413 

128 

17 

558 

Santa  Rosa  

41 

20 

1 

62 

405 

166 

13 

584 

Sololá  

14 

13 

0 

27 

211 

107 

7 

325 

Suchitepéquez  

19 

13 

0 

32 

227 

155 

19 

401 

Totonicapán 

26 

7 

0 

33 

248 

75 

7 

330 

Zacapa  

51 

11 

0 

62 

360 

127 

14 

501 

El  Progreso  

13 

3 

0 

16 

209 

15 

4 

228 

Totales  

2146 

911 

74 

3131 

9426 

3575 

532 

13.533 

16.664 

Departamento  de  Estadística  Judicial,  Guatemala,  13  de  Febrero  de  1935. 
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DEPARTAMENTO  DE  ESTADISTICA 

RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA. 
DURANTE  EL  MES  DE  FEBRERO  DE  1935 


TRIBUNALES 

RAMO 

CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

Total 

general 

Decretos 

Autos 

Sen- 

tencias 

Totales 

Decretos 

i 

Sen- 

tencias 

Totales 

Corte  Suprema  de  Justicia 

225 

8 

3 

236 

71 

47 

14 

132 

CORTE  DE  APELACIONES 

Sala  Primera  

125 

41 

6 

172 

131 

20 

17 

168 

Sala  Segunda  

103 

37 

8 

148 

121 

67 

51 

229 

Sala  Tercera  

64 

23 

3 

90 

127 

27 

28 

182 

Sala  Cuarta  

85 

15 

3 

103 

188 

22 

28 

238 

Sala  Quinta  

42 

10 

2 

54 

124 

23 

109 

256 

Sala  Sexta  

41 

2 

J 

44 

174 

36 

36 

246 

189 

112 

7 

308 

JUZGADOS  DE  1»  INST. 

DEPARTAMENTALES : 

221 

1*^ 

561 

205 

15 

3°  de  Guatemala  

275 

132 

5 

412 

49  de  Guatemala  

136 

615 

59  de  Guatemala  

248 

927 

69  de  Guatemala  

332 

712 

Amatltlán  

55 

5 

0 

60 

341 

42 

3 

386 

Alta  Verapaz  

45 

39 

1 

85 

182 

47 

13 

242 

Baja  Verapaz  

69 

16 

3 

88 

351 

38 

7 

396 

Chlmaltenang'o  

109 

9 

3 

121 

520 

105 

12 

637 

Chlqulmula  

68 

63 

0 

131 

631 

231 

25 

887 

Esculntla  

48 

14 

1 

63 

375 

74 

28 

477 

Huehuetenango  

61 

14 

0 

75 

317 

70 

7 

394 

Izabal  

65 

28 

2 

95 

173 

65 

13 

251 

Jalapa  

51 

17 

1 

69 

290 

191 

18 

499 

Jutlapa  

100 

34 

5 

139 

480 

255 

30 

763 

Petén  

31 

10 

41 

208 

24 

2 

234 

Quezaltenango  19  

78 

68 

149 

573 

171 

29 

773 

Quezaltenango  29  

80 

36 

118 

224 

134 

30 

383 

Qulché  

61 

13 

74 

304 

57 

20 

381 

Retalhuleu  

54 

27 

81 

649 

75 

10 

734 

Sacatepéquez  

70 

37 

4 

lio 

371 

56 

7 

434 

San  Marcos  

56 

33 

3 

93 

362 

217 

50 

629 

Santa  Rosa  

38 

21 

0 

62 

482 

194 

12 

688 

Sololá  

21 

16 

0 

37 

307 

153 

¿3 

473 

Suchltepéquez  

41 

,22 

0 

63 

223 

155 

* 11 

389 

Totonlcapán 

50 

8 

0 

58 

400 

102 

14 

516 

Zacapa  

105 

9 

0 

114 

336 

128 

13 

4/7 

El  Progreso  

47 

q 

0 

53 

212 

17 

4 

233 

Totales  

3423 

1239 

91 

4753 

10.909 

3661 

726 

15.296 

20.049 

Departamento  de  Estadística  Judicial,  Guatemala,  Marzo  de  1935. 
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DEPARTAMENTO  DE  ESTADISTICA 


RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA, 
DURANTE  EL  MES  DE  MARZO  DE  1935 


TRIBUNALES 

RAMO 

CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

Total 

general 

Decretos 

Autos 

Sen- 

tencias 

Totales  j 

Decretos 

Autos 

Sen- 

tencias 1 

Totales 

Corte  Suprema  de  Justicia 

283 

20 

5 

1 

310 

144 

39 

18 

201 

CORTE  DE  APELACIONES 

i 

Sala  Primera  

142 

25 

2 

169 

119 

33 

18 

170 

Sala  Segunda  

93 

19 

8 

120 

145 

50 

49 

244 

Sala  Tercera  

S8 

16 

3 

87 

100 

37 

27 

164 

Sala  Cuarta  

55 

12 

2 

69 

321 

46 

70 

437 

Sala  Quinta  

35 

11 

2 

48 

129 

25 

O 

o 

254 

Sala  Sexta  

40 

7 

4 

51 

183 

24 

37 

244 

JUZGADOS  DE  1?  INST. 

DEPARTAMENTALES : 

19  de  Guatemala  

539 

254 

25 

29  de  Guatemala  

569 

191 

19 

39  de  Guatemala  

305 

113 

7 

430 

249 

764 

23 

111ñ 

8 

Amatitlán  

85 

11 

2 

98 

364 

47 

6 

417 

Alta  Verapaz  

46 

48 

0 

94 

201 

44 

16 

261 

Baja  Verapaz  

69 

16 

0 

85 

320 

53 

7 

380 

Chimaltenango  

102 

24 

1 

127 

549 

159 

7 

715 

Chiqulmula  

103 

100 

3 

206 

700 

315 

37 

1052 

Escuintla  

51 

16 

1 

68 

321 

61 

16 

398 

Huehuetenango  

70 

16 

4 

90 

328 

96 

5 

429 

Izabal  

60 

41 

2 

103 

260 

119 

12 

391 

Jalapa  

63 

27 

1 

91 

336 

194 

14 

544 

Jutiapa  

75 

30 

2 

107 

389 

198 

27 

614 

Petén  . . . . , 

27 

4 

2 

33 

192 

11 

3 

206 

Quezaltenango  19  

93 

62 

2 

157 

451 

188 

30 

669 

Quezaltenango  29  

87 

30 

1 

118 

265 

174 

38 

477 

Quiché  

56 

21 

5 

82 

299 

87 

59 

445 

Retalhuleu  

58 

30 

3 

91 

491 

84 

6 

581 

Sacatepéquez  

67 

18 

3 

88 

255 

84 

12 

351 

San  Marcos  

50 

36 

3 

89 

158 

259 

21 

438 

Santa  Rosa  

70 

27 

1 

98 

463 

176 

10 

649 

Sololá  

34 

30 

1 

65 

335 

156 

5 

496 

Suchitepéquez  

41 

16 

1 

58 

246 

207 

21 

474 

Totonlcapán 

31 

21 

2 

54 

363 

99 

16 

478 

Zacapa  

164 

29 

2 

195 

358 

117 

9 

484 

El  Progreso  

58 

3 

0 

61 

291 

15 

3 

309 

Totales  

3691 

1329 

119 

5139 

11420 

4396 

793 

16609 

21.748 

Departamento  de  Estadística  Judicial,  Guatemala,  13  de  Abril  de  1935. 
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Poneücias  de  los  Magistrados  de  la  Corte  de  Apelaciones,  durante  el  mes  de  Enero  de  1935 


SALA  PRIMERA 

Magistrado  Licenciado  i 

Ricardo  Ortiz  S. 

Magistrado  Licenciado 
Lie.  Luis  Barrutla 

Magistrado  Licenciado 
Rafael  Ordóñez  S. 

Autos 

Sen- 
tencia 3 

Total  ' 

Autos 

Sen- 

tencias 

teñólas 

Autos 

Sen- 

Total 

Total 

RAMO  CIVIL  

10 

0 

10 

2 

4 

6 

6 

4 

10 

RAMO  PENAL  

8 

7 

15 

0 

11 

11 

2 

12 

14 

Sumas 

18 

7 

25 

2 

15 

17 

8 

16 

24 

SALA  SEGUNDA 


RAMO  CIVIL  

RAMO  PENAL  

Sumas 


Magistrado  Licenciado 
Francisco  Menéndez 

Magistrado  Licenciado 
Octavio  Agullar 

Magistrado 
J.  Lorenzo 

Licenciado 
Hurtado  P, 

. Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total  1 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

i i 6 

1 

7 

3 

1 

4 

1 

0 

1 

'!  6 

14 

20 

10 

14 

24 

11 

19 

i 12 

15 

27 

13 

15 

28 

9 

11 

20 

SALA  TERCERA 

Magistrado  Licenciado 
Rafael  Nuila 

Magistrado  Licenciado 
Rosalío  Reyes 

Magistrado  Licenciado 
Teodoro  Díaz  M. 

' ' Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO 

CIVIL  

. 'i  2 

2 

4 

3 

1 

4 

6 

0 

6 

RAMO 

PENAL  

. ,1  12 

11 

23 

7 

8 

15 

9 

5 

14 

Sumas 

. '!  14 

13 

27 

10 

9 

19 

15 

5 

20 

SALA  CUARTA 

Magistrado  Licenciado 
Eulogio  González 

Magistrado  Licenciado 
Jesús  Unda  Murlllo 

Magistrado  Licenciado 
Abel  V.  iMontúfar 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

0 

0 

0 

5 

1 

6 

4 

1 

5 

RAMO  PENAL  

10 

6 

16 

10 

10 

20 

11 

10 

21 

Sumas 

10 

6 

16 

15 

11 

26 

15 

11 

26 

SALA  QUINTA 

Magistrado  Licenciado 
José  Luis  P.  Vargas 

Magistrado  Licenciado 
Daniel  Arellano  h. 

I Magistrado  Licenciado 

I Ramón  Cadena. 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

1 

1 Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

3 

1 

4 

2 

2 

4 

3 

0 

3 

RAMO  PENAL  

11 

20 

31 

3 

24 

27 

4 

25 

29 

Sumas 

14 

21 

35 

5 

26 

31 

7 

25 

32 

SALA  SEXTA 

Magistrado  Licenciado 
Francisco  E.  Rodríguez. 

Magistrado  Licenciado 
Augusto  Linares  L. 

Magistrado  Licenciado 
José  Leandro  Rodas 

Autos 

Sen- 

tencias 

Toítal 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

0 

0 

0 

1 

1 

2 

0 

0 

0 

RAMO  PENAL  

8 

9 

17 

12 

10 

22 

8 

10 

18 

Sumas 

8 

9 

17 

13 

11 

24 

8 

10 

18 

Departeunento  de  Estadística  Judicial.  Guatemala,  1 3 de  Febrero  de  1 935 
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Ponencias  de  los  Magistrados  de  la  Corte  de  Apelaciones,  durante  el  mes  de  Febrero  de  1935. 


SALA  PRIMERA 

Magistrado  Licenciado 
Ricardo  Ortiz  S. 

Magistrado  Licenciado 
Lie.  Luis  Barrutia 

Magistrado  Licenciado 
Rafael  Ordóñez  S. 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

22 

1 

23 

' 10 

5 

15 

9 

0 

9 

RAMO  PENAL  

9 

13 

1 s 

10 

18 

i 3 

3 

6 

Sumas 

31 

5 

36 

' 18 

15 

33 

; 12 

3 

15 

SALA  SEGUNDA 

Magistrado  Licenciado 

1 Francisco  Menéndez 

Magistrado  Licenciado 
Octavio  Aguilar  | 

Magistrado  Licenciado 

J.  Lorenzo  Hurtado  P. 

! Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total  ' 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

20 

2 

22 

7 

1 

8 1 

9 

5 

14 

RAMO  PENAL  

19 

18 

37 

1 

17 

35 

23 

16 

39 

Sumas 

39 

20 

59 

' 22 

18 

43 

32 

21 

53 

SALA  TERCERA 

Magistrado  Licenciado 
Rafael  Nuila 

Magistrado  Licenciado 
Rosalío  Reyes 

Magistrado  Licenciado 

1 Teodoro  Díaz  M. 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO 

CIVIL  

7 

1 

8 

9 

0 

9 

1 7 

2 

9 

RAMO 

PENAL  

9 

11 

20 

10 

7 

17 

8 

10 

18 

Sumas 

16 

12 

28 

19 

7 

26 

15 

12 

27 

Magistrado  Licenciado  Ma^strado  Licenciado  Ma^strado  Licenciado 
SALA  OUARTA  Eulogio  González  Jesús  Unda  Murlllo  Abel  V.  irontúfar 


Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO 

CIVIL  

4 

1 

5 

i 4 

1 

5 

7 

1 

8 

RAMO 

PENAL  

‘ 6 

7 

13 

9 

13 

22 

7 

8 

15 

Sumas 

10 

8 

18 

I 

14 

27 

14 

9 

23 

SALA  QUINTA 

Magistrado  Licenciado 
José  Luis  P.  Vargas 

Magistrado  Licenciado 
Daniel  Arellano  h. 

Magistrado  Licenciado 
Ramón  Cadena. 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

3 

1 

4 

4 

0 

4 

3 

1 

4 

RAMO  PENAL  

1 

31 

49 

4 

36 

40 

1 

42 

43 

Sumas 

21 

32 

53 

8 

36 

44 

4 

43 

47 

SALA  SEXTA 

Magistrado  Licenciado  i 
Francisco  E.  Rodríguez. 

Magistrado  Licenciado 
Augusto  Linares  L. 

Magistrado  Licenciado 
i José  Leandro  Rodas 

Autos 

Sen-  1 rr’rthoi 
tencias  > 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

1 

0 1 

1 

1 

2 

0 

0 

0 

RAMO  PENAL  

15 

14  29 

11 

12 

23 

10 

10 

20 

Sumas 

' 16 

14  1 30 

12 

13 

25 

10 

10 

20 

Departamento  de  Estadística  Judicial,  Guatemala,  13  de  Marzo  de  1935. 
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Ponencias  de  los  Magistrados  de  la  Corte  de  Apelaciones,  durante  el  mes  de  Marzo  de  1935. 


1 

SALA  PRIMERA 

Magistrado  Licenciado 

Ricardo  Ortiz  S. 

Magistrado  Licenciado 
Lie.  Lula  Barrutia 

Magistrado  Licenciado 
Rafael  Ordóñez  S. 

Autos 

Sen- 

tencias 

Toítal 

Autos 

Sen- 

tencias 

To-tal 

Autos  i,e®nc"¡s 

Total 

RAMO  CIVIL  

9 

1 

10 

12 

1 

13 

4 0 

4 

RAMO  PENAL  

7 

8 

15 

6 

16 

22 

i ' 9 

14 

Sumas 

' 16 

9 

25 

13 

17 

35 

9 ( 9 

18 

SALA  SEGUNDA 

Magistrado  Licenciado 

Francisco  Menéndez 

Magistrado  Licenciado 
Octavio  Agullar 

Magistrado  Licenciado 

J.  Lorenzo  Hurtado  P. 

Autos 

tenclas  Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

10 

2 12 

4 

3 

7 

5 

3 

8 

RAMO  PENAL  

14 

16  30 

18 

18 

36 

18 

15 

33 

Sumas 

24 

18  42 

22 

21 

43 

23 

18 

41 

SALA  TERCERA  ‘ 

Magistrado 

Rafael 

Licenciado 

Nulla 

Magistrado  Licenciado 
Rosalio  Reyes 

Magistrado  Licenciado 
Teodoro  Díaz  M. 

Autos  teñólas 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO 

CIVIL  

6 

0 

6 

7 

1 

8 

4 

2 

6 

RAMO 

PENAL  

13  ' 

9 

22 

10 

8 

18 

14 

10 

24 

Sumas 

19 

9 

28 

17 

9 

26 

18 

12 

30 

SALA  CUARTA 

Magistrado  Licenciado 
Eulogio  González 

j Magistrado  Licenciado 

1 Jesús  Unda  Murillo 

Magistrado  Licenciado 
Abel  V.  (Mont-úfar 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

tenclas  ' Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

3 

0 

3 

4 

0 4 

5 

1 

6 

RAMO  PENAL  

15 

18 

33 

15 

26  41 

16 

26 

42 

Sumas 

18 

18 

36 

19 

26  : 45 

21 

27 

48 

SALA  QUINTA 

Magistrado  Licenciado 
José  Luis  P.  Vargas 

Magistrado  Licenciado 
Daniel  Arellano  h. 

Magistrado  Licenciado 
Ramón  Cadena. 

Autos 

tenclas  Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

5 

1 6 

3 

0 

3 

2 

1 

3 

RAMO  PENAL  

12 

35  47 

5 

. 32 

37 

6 

33 

39 

Sumas 

17 

36  53 

8 

32 

40 

8 

34 

42 

Se  hace  constar  que  el  Magistrado  Suplente  Licenciado  Virgilio  Alvarez  Castro,  fué  ponente  en  dos  Au- 
tos del  Ramo  Criminal  y uno  del  Ramo  Civil,  respectivamente. 


SALA  SEXTA 

Magistrado  Licenciado 
Francisco  E.  Rodríguez 

Magistrado  Licenciado 
^ Augusto  Linares  L. 

Magistrado  Licenciado 

J.  Leandro  Rodas 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

4 

1 

5 

1 

2 

3 

2 

1 

3 

RAMO  PENAL  

t 13 

11 

24 

3 

11 

14 

7 

14 

21 

Sumas 

17 

12 

29 

4 

13 

17 

9 

15 

24 

Se  hace  constar  que  el  Magistrado  Suplente  Licenciado  Juan  de  Dios  Castillo,  fué  ponente  en  el  Ramo 
Criminal  de  un  Auto  y una  Sentencia. 


Departamento  de  Estadística  Judicial,  Guatemala,  10  de  Abril  de  1935. 
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PODER  JUDICIAL 


Presidente  del  Poder  Judicial  y de  la  Corte  Suprema  de  Justicia: 

Licenciado  don  JOSE  MARIA  REINA  ANDRADE.  — Avenida  La  Reforma,  «Villa  Amalia». 


CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

MAGISTRADO:  Licenciado  don  Federico  Ojeda  Salazar,  Calleión  de  Corona,  número  5. 
MAGISTRADO'.-  Licenciado  don  Carlos  Castellanos  R. — 6a.  Calle  Poniente,  número  33. 
MAGISTRADO:  Licenciado  don  Alberto  Arqueta  S.  — 6a.  Avenida  Norte,  número  34. 
MAGISTRADO:  Licenciado  don  José  Serrano  Muñoz. — la.  C.  de  Tivoli,  chalet  «Villa  Emilia». 
SECRETARIO:  Licenciado  don  Juan  Fernández  Córdova.  — 9a.  Avenida  Sur,  número  88. 
OFICIAL  MAYOR:  Br.  don  Héctor  Fajardo  Cadena.  — 6a.  Calle  Poniente,  número  45. 


CORTE  DE  APELACIONES 


SALA  PRIMERA 
(Guatemala) : 

Presidente:  Licenciado  don  Ricardo  Ortiz 
Sánchez,  4a.  Avenida  Sur,  No.  25. 

Magistrados  Propietarios:  Licenciado  don 
Luis  Barrutia,  7a.  Avenida  Sur,  númreo  57.— 
Licenciado  don  Rafael  Ordónez  Solis,  6a.  Ave- 
nida Norte,  número  25. 

Magistrados  Suplentes:  Licenciado  don  M. 
Alfredo  Gil,  5a.  Calle  Poniente,  No.  38.  — Li- 
cenciado don  Max  Cifuentes  Monzón,  2a.  Av. 
Norte,  No.  25. 

Fiscal:  Licenciado  don  Julio  César  Martí- 
nez Perales,  C.  R.  de  Ciudad  Vieja,  No.  50. 

Procurador:  Licenciado  don  Manuel  Zece- 
ña  Beteta,  7a.  Calle  Oriente,  No.  15. 

Secretario:  Licenciado  don  Francisco  Ren- 
dón  C.,  4a.  Avenida  Norte,  No.  16. 

SALA  SEGUNDA 
(Guatemala) : 

Presidente:  Licenciado  don  Francisco  Me- 
néndez  B.,  11  Calle  Oriente,  No.  28. 

Magistrados  Propietarios:  Licenciado  don 
Octavio  Aguilar,  8a.  Avenida  Norte  final,  nú- 
mero 2,  — Licenciado  don  J.  Lorenzo  Hurtado 
P.,  9a.  Calle  Poniente  No.  58. 

Magistrados  Suplentes:  Licenciado  don  Jo- 
sé Antonio  Méndez,  7a.  Avenida  Sur  No.  98. 
—Licenciado  don  José  Lara,  11  Calle  Oriente 
número  30. 

Fiscal:  Licenciado  don  Miguel  Alvarez  L., 
8a.  Avenida  Sur,  No.  74. 

Procurador:  Licenciado  don  Héctor  Cruz  F., 
6a.  Avenida  Sur,  prolongación.  No.  9. 

Secretario:  Licenciado  don  Alfredo  Valle 
Calvo,  Avenida  Central,  No.  46. 

SALA  TERCERA 
(Guatemala) : 

Presidente:  Licenciado  don  Rafael  Nuila, 
2a.  Avenida  Sur,  No.  34. 


Magistrados  Propietarios:  Licenciado  don 
Rosalio  Reyes,  3a.  Avenida  Norte,  No.  29.  — 
Licenciado  don  Teodoro  Diaz  Medrano,  18  Ca- 
lle Oriente,  No.  21. 

Magistrados  Suplentes:  Licenciado  don  Ra- 
fael Ubico  Estrada,  10a.  Calle  Oriente,  No.  5. 

Fiscal:  Licenciado  don  Pedro  Contenti,  3a. 
Avenida  Norte,  No.  12. 

Procurador:  Licenciado  don  Eleazar  Ur- 
meneta,  la.  Calle  Poniente,  No.  13. 

Secretario:  Licenciado  don  Maximiliano 
Garda,  9a.  Avenida  Norte  No.  28. 

SALA  CUARTA 
Quezaltenango. 

Presidente:  Licenciado  don  Eulogio  Gon- 
zález R. 

Magistrados  Propietarios:  Licenciado  don 
Jesús  Unda  Murillo.  — Licenciado  don  Abel 
V.  Montúfar. 

Magistrados  Suplentes:  Licenciado  don  J. 
Alfredo  Ommán.  — Licenciado  don  Pedro  R. 
Morales 

Fiscal:  Licenciado  don  Oscar  Zeceña. 
Procurador:  Licenciado  don  Luis  Gerardo 
Barrios. 

Secretario:  señor  don  Héctor  Madrid  C. 

SALA  QUINTA 
(Jalapa): 

Presidente:  Licenciado  don  José  Luis  Var- 
gas Palencia. 

Magistrados  Propietarios:  Licenciado  don 
Daniel  Arellano  h.  — Licenciado  don  Ramón 
Cadena  Gutiérrez. 

Magistrados  Súplentes:  Licenciado  don 
Virgilio  Alvarez  Castro.  — Licenciado  don  Lá- 
zaro Valdés  Ruano. 

Fiscal:  Licenciado  don  Francisco  Barrios 
Solis. 

Procurador:  Licenciado  don  Alfredo  Enri- 
q\ie  Flgueroa  Palma. 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


149 


Secretario:  Licenciado  don  Virgilio  Al  va- 
rea Castro. 

SALA  SEXTA 
(Totonicapán) : 

Presidente:  Licenciado  don  Francisco  En- 
rique Rodriguez  Gómez. 

Magistrados  Propietarios:  Licenciado  don 
Augusto  Linares  Letona.  — Licenciado  don 
José  Leandro  Rodas  Guzmán. 


Magistrados  Suplentes:  Licenciado  don  Pe- 
dro Santiago  Valdés.  — • Licenciado  don  Juan 
de  Dios  Castillo. 

Fiscal:  Licenciado  don  Valentin  Alvarez 
Pérez. 

Ptocurador:  Licenciado  don  Francisco  Del- 
gadillo  Zamora. 

Secretario:  señor  don  Aurelio  Chacón  Be- 
nitez. 


VOCALES  MILITARES 


CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

Propietaros:  General  de  División  don  J. 
Victor  Mejia,  3a.  Calle  de  Tivoli,  No.  51  y Ge- 
neral de  División  don  Enrique  Haeussler,  5a. 
Calle  Poniente. 

Suplentes:  General  de  División  don  Enri- 
que Aris,  3a.  Calle  de  Tivoli,  chalet  “Elvira”. 
General  de  División  don  Francisco  Mollinedo. 

SALAS  PRIMERA,  SEGUNDA  Y TERCERA 
DE  APELACIONES 

Propietarios:  Coronel  don  Julio  H.  Cor- 
zantes.  Penitenciaria  Central,  y General  de 
Brigada  don  Juan  B,  Alonzo,  Fuerte  de  San 
José. 

Suplentes:  Coronel  don  Benedicto  Contre- 
ras.  Fuerte  de  Matamoros,  y Coronel  don 
Sarbelio-  Castillo,  Guardia  de  Honor. 


SALA  CUARTA  DE  APELACIONES 

Propietarios:  T.  Coronel  don  Manuel  San- 
tiago Mérida  y T.  Coronel  don  Manuel  de 
Paz  Marroquin. 

Suplentes:  Coronel  don  Rubén  Méndez  M. 
y T.  Coronel  don  Ernesto  Díaz. 

SALA  QUINTA  DE  APELACIONES 

Propietarios:  Coronel  don  Cecilio  Bonilla 
y Bonilla  y T.  Coronel  don  Adrián  Salazar 
BonUla. 

Suplentes:  Coronel  don  Macabeo  Pinto  E. 
y Mayor  don  Bernardo  Gudiel  Ruano. 

SALA  SEXTA  DE  APELACIONES 

Propietarios:  General  de  Brigada  don  Isaac 
Dardón  M.  y Capitán  don  Ramón  Rodriguez 
E. 

Suplentes:  Coronel  don  Luis  Alfredo  Aran- 
go  de  León  y Mayor  don  Mateo  Toscano  López. 


JUECES  DE  PRIMERA  INSTANCIA 


Juez  lo.  del  departamento  de  Guatemala; 
Lie.  don  Carlos  Girón  Z.,  Avenida  La  Refor- 
ma. 

Juez  2o.  del  departamento  de  Guatemala: 
Lie.  don  J.  Joaquín  Palma,  Avenida  La  Re- 
forma. 

Juez  8o.  del  departamento  de  Guatemala: 
Lie.  don  Guillermo  Hórrera,  3a.  Avenida  Sur, 
No.  56. 

Juez  4o.  del  departamento  de  Guatemala: 
Lie.  don  José  María  Moscoso,  7a.  Avenida  Sur, 
prolongación,  y Calle  Lima. 

Juez  5o.  del  departamento  de  Guatemala: 
Lie.  don  R.  Oscar  Murga,  9a.  Avenida  Sur,  nú- 
mero 83. 

Juez  6o.  del  departamento  de  Guatemala: 
Lie.  don  Carlos  A.  Recinos,  7a.  Calle  Ponien- 
te. No.  12. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de 

Amatitlán:  Lie.  don  Eugenio  Nuila. 

Juez  Suplente:  Lie.  don  Edmundo  López. 
Juez  Propietario  del  Departamento  de 

Alta  Verapaz;  Lie.  don  Antonio  Castañeda. 
Juez  Suplente:  Lie.  don  Amoldo  Reyes. 
Juez  Propietario  del  Deoartamento  ds 

Baja  Verapaz;  Lie.  don  Hhroldo  Barillas. 
Juez  Suplente:  Lie.  don  Carlos  Villela. 


Juez  Propietario  del  Departamento  de 

Chimaltenango:  Lie.  don  Fernando  Juárez 
Aragón. 

Juez  Suplente:  Lie.  don  Sarbelio  Herrera, 

Juez  Propietario  del  Departamento  de 

Chiquimula;  Lie.  don  J.  Arturo  Ruano  Mejia. 

Juez  Suplente:  Lie.  don  Ernesto  Vásquez. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de 

Escuintla:  Lie.  don  Alfonso  Cifuentes  Soto. 

Juez  Suplente:  Lie.  don  Francisco  Rendón 
C. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de 

El  Progreso:  Lie.  don  Alfonso  Gálvez. 

Juez  Suplente:  Lie.  don  Eduardo  Rivera  h. 
Huehuetenango;  Lie.  don  Isauro  Berganza. 

Juez  Suplente:  Lie.  don  Alberto  Herrera. 

Juez  Pi-opietarlo  del  Departamento  de 

Izabal:  Lie.  don  Reginaldo  Menández. 

Juez  Suplente:  Lie.  don  Adolfo  Moreno. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de 

Jalapa:  Lie.  don  Simón  R.  Oliva. 

Juez  Suplente:  Líe.  don  Juan  Mayorga 
Franco. 

Juez  Pi-opietarlo  del  Departamento  de 

Jiitiapa:  Licenciado  don 

Juez  Suplente:  Lie.  don  Oscar  Paiz 
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Juez  lo.  Propietario  del  departamento  de 
Quezaltenang^o : Lie.  don  Gonzalo  Menéndez 
de  la  Riva. 

Juez  Suplente:  Lie.  don  Bernardino  López 
Ruano. 

Juez  2o.  Propietario  del  departamento  de 
Quezaltenango:  Lie.  don  J.  Juan  Alvarez. 

Juez  Suplente:  Lie.  don  Bernardino  López 
Ruano. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de 

Quiché  Lie.  don  José  Luis  Lemus. 

Juez  Suplente:  Lie.  don  Juan  C.  Alvarado. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de 

Retalhuleu:  Lie.  don  J.  Vieente  Rodriguez. 

Juez  Suplente:  Lie.  don  Homero  Rivera. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de 

Sacatepéquez : Lie.  don  Vietor  Manuel  Cáeeres. 

Juez  Suplente:  Lie.  don  Guillermo  Vides. 


Juez  Propietario  del  Departamento  de 
San  Marcos:  Lie.  don  Hernán  Morales  Dar- 
dón. 

Juez  Suplente:  Lie.  don  Jorge  Boeanegra. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de 
Santa  Rosa:  Lie.  don  Osear  Quevedo. 

Juez  Suplente:  Lie.  don  José  Barillas  V. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de 

Sololá:  Lio.  don  Abraham  Bustamante. 

Juez  Suplente:  Lie.  don  Domingo  E.  Pala- 
eios. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de 

Suchitepéquez : Lie.  don  José  I.  Cabrera. 

Juez  Suplente:  Lie.  don  Esteban  Calvillo. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de 

Totonicapán:  Lie.  don  Aberto  Herrarte. 

Juez  Suplente:  Lio.  don  Carlos  Klusmann. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de 

Zacapa:  Lie.  don  Julio  Morales  Arrióla. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de 

Peten:  Lie.  don  Tobías  Medina. 


Comandante  de  Armas  del  departamento 
de  Guatemala:  General  de  División  don  J. 
Franeiseo  Mollinedo. 

Auditor  General  de  Guerra:  Lie.  don  Elí- 
seo Solis:  Avenida  Central  No.  10. 


Auditor  de  Guerra  del  departamento  de 
Guatemala:  Lieeneiado  don  Guillermo  Cabre- 
ra Martínez:  3a.  A.  S.  No.  48. 

Fiscal  Militar:  Br.  don  Urbano  Gramajo. 


JUECES  DE  PAZ 

DEL  DEPARTAMENTO  DE  GUATEMALA 

Juez  lo.  Br.  don  Julio  Contreras,  2a.  Calle  Poniente  No.  11. 

Juez  2o.  Br.  don  Gilberto  Sanabria,  7a.  Avenida  Norte  No.  15. 

Juez  3o.  Br.  don  Mario  Moncrieff,  10a.  Avenida  Norte,  No.  19. 

Juez  4o.  Br.  don  Guilermo  Melgar,  Avenida  San  José,  No.  16. 

Juez  5o.  Br.  don  Alberto  Portillo,  12  Avenida  Sur,  No.  51. 

Juez  6o.  Sr.  don  Basilio  Ramírez,  7a.  Avenida  Norte,  número  81. 
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SALA  PRIMERA 

Juzgados  lo.  y 6o.  de  la.  Instancia  de  Guatemala. 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Amatitlán. 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Petén. 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Sacatepéquez. 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  El  Progreso. 

SALA  SEGUNDA 

Juzgados  2o.  y 4o.  de  la.  Instancia  de  Guatemala. 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Chimaltenango. 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Alta  Verapaz. 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Escuintla. 

SALA  TERCERA 

Juzgados  3o.  y 5o.  de  la.  Instancia  y C.  de  Armas  de  Guatemala. 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Santa  Rosa. 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Baja  Verapaz. 
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SALA  SEXTA 
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Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de 
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SECCION  JUDI C 1 AL 


lUnUDDICIA  DE  LA  CORTE  SUPREMA  DE  lUSIIA 


CIVIL 

JUICIO:  Ordinario.  Nulidad  de  una  escri- 
tura. Eufemia  López  e hijo  contra  los 
herederos  de  Amalia  Bocanegra. 

DOCTRINA:  En  la  donación  por  causa  de 
muerte  el  donante  no  pierde  la  cosa  ni 
su  libre  disposición  y produce  efectos 
hasta  la  muerte  del  propio  donante. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cuatro  de  Marzo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  antecedentes,  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Segunda  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  treinta  y uno  de 
Octubre  del  año  pasado,  en  el  juicio  ordi- 
nario de  nulidad  de  una  escritura  pública 
de  donación,  seguido  por  don  Ramón  Pon- 
ce  M.,  en  concepto  de  apoderado  de  doña 
Eufemia  López  por  sí  y como  tutriz  na- 
tural de  su  hijo  Carlos  López  Ruano,  con- 
tra los  herederos  de  doña  Amalia  Bocane- 
gra viuda  de  Ruano  y en  cuya  sentencia 
se  revoca  la  dictada  por  el  Juez  de  la.  Ins- 
tancia de  Alta  Verapaz  y se  resuelve:  que 
son  nulas  las  escrituras  de  donación  y 
aceptación  de  la  misma,  que  autorizó  el 
Notario  Rodolfo  Rivera  V.,  en  la  ciudad  de 
Cobán,  con  fechas  veinte  y seis  de  octu- 
bre y catorce  de  noviembre  de  mil  nove- 
cientos veintitrés,  respectivamente,  y a 
las  que  se  contrae  el  juicio;  que  como  con- 
secuencia los  bienes  del  señor  Rafael  Rua- 
no que  dejó  a su  fallecimiento,  correspon- 
den a sus  legítimos  herederos:  que  debe 
cancelarse  la  inscripción  hecha  a favor 
de  doña  Amalia  Bocanegra  viuda  de  Rua- 
no (quien  antes  apareció  con  el  apellido 
de  Valdéz) , sobre  la  finca  inscrita,  y por 
último  declaró  que  no  hay  especial  con- 
denación en  costas.  La  parte  actora  fué 
auxiliada  por  el  Licenciado  Fiiiberto  Pon- 
ce  S.,  y la  parte  reo,  por  los  Abogados  Ma- 
riano Calderón  y Rodolfo  Rivera  V.  Según 
aparece  en  el  juicio,  las  partes  litigantes 
son  hábiles  y vecinas  de  la  ciudad  de 
Cobán. 


El  primero  de  noviembre  de  mil  nove- 
cientos veintiocho,  don  Ramón  Ponce  M., 
como  apoderado  de  doña  Eufemia  López 
por  si  y como  tutriz  de  su  hijo  Carlos  Ló- 
pez Ruano,  compareció  ante  el  Juez  de 
Primera  Instancia  de  Alta  Verapaz,  expo- 
niendo: que  el  menor  Carlos  López  Rua- 
no fué  declarado  heredero  legal  de  su  fi- 
nado padre  Rafael  Ruano;  que  este  señor, 
ocho  dias  antes  de  su  fallecimiento  y con 
fecha  veintiséis  de  octubre  de  mil  nove- 
cientos veintitrés,  ante  los  oficios  del  No- 
tario Rodolfo  Rivera  V.,  pretendió  hacer 
donación  de  una  casa  inscrita  en  el  Quin- 
to Registro  de  la  Propiedad  Inmueble,  ba- 
jo el  número  seiscientos  noventa  y ocho 
(698),  folio  setenta  (70),  del  Libro  Sexto 
(6o.)  de  la  Primera  Serie  a favor  de  su  e.s- 
posa  doña  Amalia  Valdés  de  Ruano;  que 
el  Notario  Rivera  incurrió  en  graves  erro- 
res al  autorizar  dicha  escritura,  la  que  bau- 
tizó con  el  nombre  de  “donación  entre  vi- 
vos’, sin  notificarle  la  aceptación  de  la 
donataria  al  donante,  aceptación  que  se 
hizo  constar  hasta  el  catorce  de  noviem- 
bre del  mismo  año  en  que  el  señor  Ruano 
ya  habla  fallecido  y no  pudo  hacérsele 
tal  notificación;  que  el  mismo  Notario,  por 
esta  circunstancia  fué  de  parecer  que  di- 
cha escritura  era  una  donación  por  cau- 
sa de  muerte  y de  esa  manera  la  hizo  re- 
gistrar, sorprendiendo  al  Registrador  que 
en  aquel  entonces  no  era  letrado;  que  por 
tales  omisiones  la  escritura  de  donación 
relacionada  era  nula  y nula  también  su 
inscripción  en  el  Registro;  que  por  la  na- 
turaleza de  ese  contrato,  la  intención  del 
donante  fué  hacer  una  donación  por  cau- 
sa de  muerte,  pues  no  de  otra  manera 
debe  explicarse  que  hasta  el  mismo  Nota- 
rio haya  prescindido  de  la  notificación  que 
debe  hacerse  al  donante  en  los  casos  en 
que  la  donación  es  entre  vivos,  ni  que  el 
señor  Ruano  se  haya  expresado  _ de  una 
manera  clara  y sencilla  al  consignar  su 
voluntad  diciendo  que  la  donataria  po- 
dría recibir  cuatro  mil  pesos  oro  america- 
no que  se  encontraban  en  poder  de  don 
Roberto  W.  Hempstead  después  de  su  fa- 
llecimiento, agregando  más  adelante  que 
la  donataria  entraría  en  posesión  de  lo  da- 
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nado  después  del  fallecimiento  del  otor- 
gante; que  siendo  como  lo  era  la  donación 
por  causa  de  muerte,  la  escritura  tantas 
veces  citada  era  nula  ipso-juri,  pues  la 
ley  exige  para  este  contrato  las  formali- 
dades del  testamento  y la  escritura  auto- 
rizada por  el  Notario  señor  Rivera  V.,  el 
veintiséis  de  octubre  de  mil  novecientos 
veintitrés,  no  tenia  dichas  formalidades, 
toda  vez  de  que  se  omitió  la  hora  y el  nú- 
mero de  testigos  que  el  testamento  requie- 
re, lo  cual  implicaba  la  nulidad  del  instru- 
mento. Arto.  744  C.  C.  antiguo;  que  como 
la  donataria  doña  Amalia  Valdéz  viuda  de 
Ruano  ya  habia  fallecido  en  la  fecha  de 
la  demanda,  contra  quien  debió  haberse 
dirigido  la  acción,  demandó  de  la  repre- 
sentanción  de  ella,  o sea  del  Licenciado 
Rodolfo  Rivera  V.,  defensor  del  intestado 
de  dicha  señora  y finalmente  concluyó 
pidiendo  que  al  resolverse  el  juicio  como 
punto  de  derecho,  se  declara  la  nulidad 
de  la  escritura  de  donación  y su  acepta-* 
ción  de  fechas  veintiséis  de  octubre  y ca- 
torce de  noviembre  de  mil  novecientos 
veintitrés,  autorizadas  por  el  Notario  Ro- 
dolfo Rivera  V.,  y que  se  mandara  a can- 
celar la  undécima  inscripción  de  dominio 
hecha  sobre  la  finca  materia  de  la  dona-* 
ción,  a favor  de  doña  Amalia  viuda  de 
Ruano,  por  corresponder  dicha  finca  a la 
sucesión  legal  (ie  don  Rafael  Ruano,  y 
que  se  condenara  a la  parte  demandada 
a las  costas  del  juicio.  A la  demanda  se 
acompañó  el  poder  con  que  accionaba  el 
señor  Ronce;  certificación  de  la  declara- 
toria de  herederos  de  don  Rafael  Rua- 
no fallecido  el  tres  de  noviembre  de  mil 
novecientos  veintitrés  hecha  a favor  de  su 
hijo  ilegitimo  Carlos  Ruano  López  y tes- 
timonio de  la  escritura  de  donación  cuya 
nulidad  se  demandaba,  instrumento  que 
autorizó  el  Notario  don  Rodolfo  Rivera  V., 
en  la  ciudad  de  Cobán,  el  veintiséis  de 
octubre  de  mil  novecientos  veintitrés,  an- 
te los  testigos  don  Fernando  Lucas  y Dr. 
don  Federico  Fernández,  la  cual  fué  otor- 
gada en  la  propia  casa  de  habitación  de 
don  Rafael  Ruano,  sin  constar  la  hora  y 
en  cuyo  texto  se  lee  lo  siguiente;  “que  ha- 
ce donación  entre  vivos  y de  manera  irre- 
vocable a favor  de  su  esposa  doña  Amalia 
Valdéz  de  Ruano,  de  la  finca  inscrita  co- 
mo queda  dicho,  dejándole  además  en  ca- 
lidad de  donación,  cuatro  mil  pesos  oro 
americano,  que  se  encuentran  en  poder 
de  don  Roberto  W.  Hempstead  y los  cua- 
les podrá  recibirlos  su  señora  después  de 
su  fallecimiento;  que  deja  también  dona- 


dos a su  señora  las  muías  de  carga  y los 
demás  animales  que  el  donante  posee,  des- 
pués de  su  fallecimiento;  que  la  donataria 
entrará  en  posesión  de  lo  donado,  después 
de  la  muerte  del  otorgante,  es  decir  de  la 
finca  citada,  animales  y del  dinero  sin 
ningún  requisito  ni  trámite  judicial,  de- 
biendo perfeccionarse  esta  donación  con 
su  aceptación  y verificar  los  pagos  de  al- 
cabala sobre  la  donación  e insertar  los  com- 
probantes respectivos,  para  que  el  raiz  do- 
nado pueda  inscribirse  en  el  Registro  de 
la  Propiedad  Inmueble  respectivo”.  Asi- 
mismo consta  por  escritura  que  autorizó 
el  Notario  Rodolfo  Rivera  V.,  en  la  ciu- 
dad de  Cobán  el  catorce  de  noviembre 
de  mil  novecientos  veintitrés,  que  la  se- 
ñora doña  Amalia  Valdéz  de  Ruano,  ma- 
nifestó que  su  esposo  don  Rafael  Ruano, 
por  escritura  de  fecha  veintisiés  de  oc- 
tubre del  mismo  año,  pasada  ante  el  mis- 
mo Notario,  la  herederó  con  la  suma  de 
cuatro  mil  pesos  oro  americano,  para  pa- 
gar con  ellos,  un  mil  quinientos  pesos  a 
los  menores:  Carlos,  Abel  y Graciela  Rua- 
no López  y diez  mil  pesos  moneda  nacio- 
nal antigua,  a Elvira  Ruano  de  Polanco, 
con  las  condiciones  que  se  estipularon  en 
dicha  escritura,  donándole  además  la  fin- 
ca número  seiscientos  noventa  y ocho, 
(698)  folio  setenta  (70),  Libro  Sexto  (6o.) 
de  la  Primera  Serie  y los  semovientes  que 
quedaran  al  fallecimiento  del  donante,  y 
que  en  tal  virtud,  viene  a aceptar  expre- 
samente la  referida  donación. 

Después  de  algunas  incidencias,  en  re- 
beldia  de  la  parte  demandada,  se  tuvo  por 
contestada  negativamente  la  demanda, 
abriéndose  el  juicio  a prueba  por  el  tér- 
mino de  cuarenta  dias,  durante  los  cua- 
les la  parte  actora  presentó  la  siguiente: 
testimonio  de  la  escritura  de  donación  an- 
teriormente relacionada  y la  parte  reo, 
una  certificación  de  la  declaratoria  de  he- 
rederos hecha  a favor  de  Victoriano,  Jua- 
na y Antonio  Bocanegra;  intestado  de  Ama- 
lia Bocanegra  viuda  de  Ruano,  la  misma 
escritura  de  donación  y el  juicio  intesta- 
do de  la  señora  Bocanegra  viuda  de  Rua- 
no. Posteriormente  la  misma  parte  de- 
mandada pidió  que  se  tuviera  como  prue- 
ba por  su  parte,  además  del  testimonio  de 
la  escritura  de  donación,  la  aceptación  de 
la  donataria  señora  viuda  de  Ruano.  Se 
acompañaron  además  las  piezas  sobre  per- 
soneria  iniciadas  el  veintiuno  de  febrero 
de  mil  novecientos  treinta  y uno;  de  re- 
posición de  la  partida  de  defunción  de 
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doña  Amalia  Bocanegra  y sobre  corregir 
una  omisión  en  la  misma  partida  de  de- 
función. 

Después  de  los  trámites  legales  y ale- 
gación de  las  partes,  el  Juez  de  la.  Ins- 
tancia de  Alta  Verapaz  dió  fin  al  juicio 
ordinario  de  que  se  ha  hecho  relación,  de- 
clarando: absueltos  a los  herederos  de  do- 
ña Amalia  Bocanegra  de  Ruano,  de  la  de^ 
manda  entablada,  siendo  las  costas  a car- 
go de  ambas  partes. 

Rodolfo  Rivera  V.,  como  apoderado  de 
los  herededos  de  doña  Amalia  Bocanegra 
viuda  de  Ruano,  interpuso  recurso  de  ca- 
sación contra  la  sentencia  de  la  Sala  Se- 
gunda de  la  Corte  de  Apelaciones,  por  in- 
fracción de  ley,  denunciando  como  viola-* 
dos  los  Artos.  131  y 150  Decreto  272;  697, 
698,  714,  716  y 717  del  Código  Civil  anti- 
guo y 143  Dto.  272;  disposiciones  todas 
aplicables  en  la  resolución  de  que  se  tra- 
ta, por  la  época  en  que  fué  promovida  lá 
demanda;  y porque  nada  resolvió  en  or- 
den a la  excepción  de  prescripción  inter- 
puesta en  Segunda  Instancia  y en  confor- 
midad con  lo  establecido  en  ios  Artos.  467 
y 470  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y Mer- 
mantil.  Recurso  que  previa  ratificación  y 
pedidos  los  antecedentes,  procede  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Los  caracteres  que  distinguen  las  dona- 
ciones por  causa  de  muerte  de  las  hechas 
entre  vivos,  son:  que  las  primeras  no  pro- 
ducen efecto  hasta  la  muerte  del  donante, 
permaneciendo  hasta  entonces  en  su  do- 
minio la  cosa  donada  y son  revocables  a 
su  voluntad;  y en  las  segundas,  sin  consi- 
deración ninguna  a la  muerte,  se  perfec- 
cionan con  la  manifestación  del  donante 
aceptada  por  el  donatario,  pasando  desde 
luego  a poder  de  ésta  el  dominio  de  la 
cosa  donada,  no  siendo  revocables  sin  jus- 
ta causa  y necesitando  de  la  insinuación 
en  determinados  casos.  Lo  que  diferencia, 
pues,  la  donación  inter  vivos  de  la  dona- 
ción mortis  causa,  es  que  ésta  se  hace, 
como  su  nombre  lo  indica,  por  causa  de 
muerte  o de  peligro  mortal,  sin  intención 
de  perder  el  donante  la  cosa  ni  su  libre 
disposición  en  caso  de  vivir,  al  igual  que 
si  fuere  en  ias  disposiciones  testamenta- 
rias. Las  donaciones  que  se  rigen  por  las 
reglas  de  la  sucesión  testamentaria,  son 
las  que  producen  sus  efectos  por  muerte 
del  donante  y las  donaciones  inter  vivos 
son  las  que  se  hacen  sin  esta  considera- 
ción, por  pura  bondad  del  donante  y me- 
recimiento del  que  recibe.  Al  considerar  la 
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Sala  sentenciadora  que  la  donación  hecha 
por  don  Rafael  Ruano  el  veintiséis  de  oc- 
tubre de  mil  novecientos  veintitrés,  a fa-* 
vor  de  su  esposa  Amalia  Bocanegra  de 
Ruano,  ante  los  oficios  del  Notario  Ro- 
dolfo Rivera  V.,  es  una  donación  por  cau- 
sa de  muerte  y no  entre  vivos  como  se  le 
hizo  llamar  por  el  Notario  autorizante  y 
que  debió  por  consiguiente  tener  las  mis- 
mas formalidades  establecidas  por  los  tes- 
tamentos, procedió  en  estricta  justicia,  no 
habiéndose  cometido  por  lo  tanto  ningún 
error  de  derecho,  sino  por  el  contrario,  se 
cumplió  con  lo  que  la  ley  civil  manda  en 
sus  artículos  744,  766,  770  y 772  Código 
Civil  de  1877;  153  Dto.  272. 

En  virtud  de  lo  expuesto,  la  Sala  senten- 
ciadora no  violó  el  articulo  131  del  Dto. 
272,  que  prescribe  que  toda  donación  en- 
tre vivos  se  perfecciona  con  la  aceptación 
expresa  del  donatario,  toda  vez  que  la 
aceptación  por  la  señora  de  Ruano,  fué  el 
catorce  de  noviembre  de  mil  novecientos 
veintitrés,  cuando  ya  habla  muerto  el  do- 
nante. El  artículo  150  del  Decreto  ante- 
riormente citado,  no  es  el  caso  de  exami- 
narlo, pues  contiene  tres  incisos  y el  recu- 
rrente no  señaló  ninguno  de  ellos.  Las 
demás  infracciones  alegadas  en  los  moti- 
vos del  recurso  que  se  examina,  no  son 
de  estimar,  pues  se  refieren  a la  donación, 
a la  manera  de  transferir  el  dominio  de 
la  cosa  donada,  que  ésta  puede  haqerse 
entre  presentes  y ausentes,  que  puede  ha- 
cerse simplemente  bajo  condición  y que 
no  vician  este  contrato  y se  tienen  por  no 
puestas  las  condiciones  imposibles,  las 
contrarias  a las  leyes  o a las  buenas  cos- 
tumbres o sean  lás  disposiciones  legales 
contenidas  en  los  Artos.  697,  698,  714,  716 
y 717  Código  Civil  antiguo. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  467  y 470  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil,  tampo- 
co fueron  violados  por  la  Sala  sentencia- 
dora, por  prescribir  el  primero,  que  el  Tri- 
bunal de  Segunda  Instancia  señalará  el 
término  de  seis  dias  si  se  tratare  de  sen- 
tencia, y de  tres  en  los  demás  casos,  para 
que  el  apelante  haga  uso  del  recurso,  tra- 
mitación que  fué  llenada  cumplidamente. 
El  segundo  determina  que  pueden  las  par- 
tes dentro  de  los  términos  señalados  en  el 
primero,  alegar  las  nuevas  excepciones  na- 
cidas después  de  contestada  la  demanda 
y pedir  que  se  abran  a prueba.  En  el  jui- 
cio ordinario  seguido  por  don  Ramón  Pon- 
ce,  no  se  contestó  la  demanda  por  el  Li- 
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cenciado  Rivera;  fuera  de  que  la  violación 
de  los  dos  artículos  ya  citados  sólo  da" 
ria  lugar  al  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma,  constando  además, 
que  el  Licencitdo  Rivera  no  pidió  amplia- 
ción ninguna  del  fallo  de  Segunda  Ins- 
tancia pues  denegado  este  recurso,  si  pro- 
cedía entrar  a examinar  por  medio  del 
recurso  de  casación,  las  pretensiones  opor- 
tunamente reclamadas  en  el  juicio,  como 
lo  establece  el  inciso  5o.  del  Articulo  506 
del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y Mer- 
cantil, en  caso  de  que  éstas  procedieran. 

POR  TANTO; 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  preceptuado  en  los  Artos.  513, 
519,  521  y 524  Cód  de  Enjuiciamiento  Civil 
y Mercantil;  233  Dto.  1928,  declara  sin 
lugar  el  recurso  de  casación  interpuesto 
y condena  al  que  lo  introdujo,  al  pago  de 
las  costas  del  mismo  y a una  multa  de 
sesenta  quetzales  y en  caso  de  insolvencia, 
sufrirá  la  pena  de  un  mes  de  prisión  sim- 
ple. 

Notifiquese,  devuélvanse  los  autos  a don-  • 
de  corresponde  y repónganse  estas  cinco 
hojas  de  papel  al  del  sello  respectivo,  ha- 
ciéndose efectiva  la  multa  de  ley.  Arto. 
27  C.  de  E.  C.  y M. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
azar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
quince  de  abril  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Vista  para  resolver  la  incidencia  inter- 
puesta por  el  Abogado  don  Rodolfo  Ri- 
vera V.,  apoderado  de  los  herederos  de 
doña  Amelia  Bocanegra  viuda  de  Ruano, 
para  que  se  amplié  la  sentencia  dictada 
por  este  Tribunal,  con  fecha  cuatro  de 
marzo  próximo  pasado,  fundándose  en  que 
nada  se  resolvió  en  dicha  sentencia,  ni 
siquiera  se  dice  algo  acerca  de  la  pres- 
cripción alegada  con  apoyo  en  lo  dispues- 
to en  los  Artos.  1854  del  Código  de  Proce- 
dimientos Civiles  y 249  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil  y Mercantil;  2369  del 
Código  Civil  anterior  e inciso  5o.  del  Ar- 
ticulo 250  de  la  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial. 


— I — 

Al  darse  audiencia  por  dos  dias  a don 
Román  Ponce  en  concepto  de  represen- 
tante legal  del  menor  Carlos  López  Ruano, 
éste  manifestó,  que  la  ampliación  pedida 
por  el  Licenciado  Rivera  era  improcedente 
por  cuanto  en  el  último  considerando  de 
la  sentencia  proferida,  clara  y expresa- 
mente determinó  la  no  violación  de  los 
artículos  467  y 470  que  el  recurrente  citó 
como  violados  en  su  recurso;  que  si  bien 
era  cierto  que  en  el  memorial  de  inter- 
posición aludió  el  recurrente  a la  prescrip- 
ción, ese  hecho  lo  fundamentó  en  las  le- 
yes ya  citadas,  y en  tal  caso,  la  Corte  no 
podia  considerar  hechos,  sino  el  derecho 
contenido  en  el  precepto  que  se  mencio- 
nó como  violado;  por  otra  parte,  que  aun- 
que el  hecho  fuera  cierto  en  si,  mientras 
no  se  cita  la  ley  violada  y compaginable, 
el  recurso,  es  improcedente  por  sí  solo. 
Además  el  recurso  no  procedía,  toda  vez 
de  que  en  segunda  Instancia  no  se  pidió 
la  ampliación  de  la  sentencia  proferida,  y 
aún  más,  el  recurso  no  fué  por  quebran- 
tamiento de  forma  sino  por  violación  de 
ley;  que  en  consecuencia  pedia  que  ha-* 
biéndose  considerado  todos  y cada  uno  de 
los  preceptos  legales  que  citó  el  recurren- 
te, debía  declararse  sin  lugar  la  amplia- 
ción y que  al  dictar  la  nueva  resolución, 
se  condenara  en  costas  al  recurrente. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  recurso  de  ampliación  sólo  pro- 
cede, si  se  omitió  algún  punto  sometido 
en  el  juicio,  o prescrito  en  la  Ley  Consti- 
tutiva del  Poder  Judicial;  por  lo  que  ha- 
biéndose analizado  ampliamente  en  el  úl- 
timo considerando  de  la  sentencia  profe- 
rida con  motivo  del  recurso  de  casación, 
los  artículos  467  y 470  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil  y Mercantil,  el  recurso  in- 
terpuesto es  inadmisible,  toda  vez  que  el 
Tribunal  de  casación  sólo  conoce  del  Ar- 
tículo o Artículos  citados  en  el  recurso 
como  infringidos  y no  habiendo  dejado  de 
resolver  sobre  ninguno  de  ellos  como  ya 
se  dijo,  la  incidencia  no  procede. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  preceptuado  en  los  Artos.  456  y 
457  Ley  de  Procedimientos  Civil  y Mercan- 
til, declara  sin  lugar  el  recurso  de  amplia- 
ción interpuesto  por  el  Licenciado  Rodol- 
fo Rivera  V. 
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Notifiquese  como  está  mandado,  devuél- 
vanse los  antecedentes  y repónganse  es- 
tas dos  hojas  de  papel  al  del  sello  respec- 
tivo, haciéndose  efectiva  la  multa  de  ley. 
Arto.  27  C.  de  E.  C.  y M. 

Reina  Andrade.  — Solazar.  — • Castella- 
nos R.  — Argueta  S.  — Serrano  Muñoz.  — 
Ante  mi,  Juan  Ferriández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  Ejecutivo.  Medardo  Pérez  Mén- 
dez y Sarbelio  Barrios  y compañeros. 

DOCTRINA:  En  el  procedimiento  ejecuti- 
vo no  cabe  el  recurso  de  casación  por 
no  encontrarse  comprendido  en  ninguno 
de  los  casos  que  emimera  el  articulo  506 
del  Código  de  Enjuiciamiento. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinte  de  marzo  de  mil  novecientos  treinta 
y cinco. 

VISTOS:  El  pronunciamiento  dictado 
por  la  Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, el  seis  de  diciembre  del  año  pasado, 
en  el  incidente  de  abandono  de  la  Prime- 
ra Instancia  propuesto  por  Sarbelio  Ba- 
rrios y compañeros,  en  el  ejecutivo  que  por 
cantidad  de  pesos  le  sigue  J.  Medardo  Pé- 
rez; y en  el  cual  revocando  el  que  profi- 
rió el  Juez  de  la.  Instancia  de  Sololá,  el 
veintiséis  de  septiembre  del  año  pasado, 
declara  abandonada  la  Primera  Instancia, 
diciendo  además  de  que  el  abandono  es 
de  la  acción  ejecutiva  que  provino  de  la 
escritura  de  veintidós  de  mayo  de  mil  no-' 
pecientos  veintiocho  autorizada  en  la  ciu- 
dad de  Quiché  por  el  Notario  Tomás  Gon- 
zález; y 

CONSIDERANDO:  que  la  resolución  ya 
citada  no  es  auto  ni  sentencia  que  tengan 
carácter  definitivo,  mucho  menos  haber 
sido  proferida  en  juicio  de  mayor  cuan- 
tia  como  lo  previene  el  Arto.  506  del  Có- 
digo de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercan- 
til, 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia. con  fundamento  en  lo  dispuesto  por 
el  Articulo  506  del  Decreto  2009,  declara 
improcedente  el  recurso  de  casación  que 
introdujo  J.  Medardo  Pérez  Méndez. 


16j. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes. 

Reina  Andrade.  — Salazar.  — Castella- 
nos. R.  — Argueta  S.  — Serrano  Muñoz.  — 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  Ordinario,  exclusión  de  pesos, 
seguido  por  María  Baldizón  v.  de  Girón 
conra..  Elisa  Hernández  Rodríguez. 

DOCTRINA:  Si  se  alega  error  de  hecho  y 
de  derecho  en  un  fallo,  debe  demostrar- 
se el  primero  de  manera  plena  y acre- 
ditarse el  segundo  denunciando  los  pre- 
ceptos legales  que  resulten  infringidos. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiuno  de  marzo  de  mil  novecienltos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación la  sentencia  proferida  por  la  Sa- 
la Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones,  el  do- 
ce de  abril  del  año  próximo  pasado,  en  la 
que  se  confirma  la  dictada  por  el  Juez 
de  la  nstancia  del  Quiché,  en  el  juicio 
ordinmo  de  exclusión  entablado  por  don 
Daniel  A.  Barrientes  como  apoderado  de 
doña  Maria  Baldizón  viuda  de  Girón,  con- 
tra doña  Elisa  Hernández  Rodríguez.  Se- 
gún constancias  del  juicio,  las  partes  son 
hábiles  para  litigar,  siendo  la  parte  acto- 
ra  vecina  del  Quiché  y la  demandada  de 
Chi  '’hicastenango . 

— I — 

El  siete  de  Diciembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y dos,  don  Daniel  A.  Barrien- 
tes. como  apoderado  de  doña  Maria  Bal- 
dizón viuda  de  Girón,  se  presentó  ante  el 
Juez  de  la.  Instancia  del  Quiché,  deman- 
dann^  en  la  via  ordinaria  a doña  Elisa 
Hernández  Rodriguez,  en  su  carácter  de 
m-'dre  y de  tutriz  natural  de  su  menor 
hija  Amada  Gloria,  la  exclusión  de  cin- 
cuenta mil  pesos  billetes  antiguos,  de  los 
inventarios  de  la  mortual  de  don  Fidel 
Girón  Corzo,  diciendo  que  dicha  cantidad 
indebidamente  se  había  hecho  figurar  en- 
tre los  créditos  activos  de  dicho  inventa- 
rio, formando  parte  del  legado  de  crédi- 
tos que  se  testó  a favor  de  la  señora  Her- 
nández Rodriguez,  porque  dicha  suma  no 
pertenecía  a ese  legado;  que  el  señor  Gi- 
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rón  Corzo  había  testado  el  día  dos  de 
enero  de  mil  novecientos  treinta  y dos,  cu-' 
ya  disposición  testamentaria  contenía  el 
legado  de  créditos;  el  día  cuatro  del  mis- 
mo mes  y año,  el  pi'opio  señor  Girón  Cor- 
zo, su  esposa,  los  hijos  de  éstos,  mayores 
de  edad  y don  Enrique  Figueroa  Cruz,  ce- 
lebraron un  contrato  de  promesa  de  ven- 
ta del  molino  “El  Tesoro”,  a favor  del  ÚL 
timo;  que  de  la  cláusula  décima  de  ese 
contrato  de  promesa,  deducíase  que  el  dis- 
cutido crédito  de  cincuenta  mil  pesos  no 
existia,  porque  fué  hasta  en  el  acto  de  la 
aludida  promesa,  cuatro  de  enero  de  mil 
novecientos  treinta  y dos,  cuando  tal  cré- 
dito nació  a favor  del  señor  Corzo,  con- 
tra su  hijo  Francisco  Girón.  A su  de- 
manda acompañó  el  señor  Barrientos  el  po- 
der con  que  accionaba  y la  escritura  de 
promesa  de  venta.  Con  fecha  nueve  del 
mismo  mes  de  diciembre,  el  señor  Ba- 
n-ientos  amplió  su  demanda,  en  el  senti- 
do de  que  doña  María  Baldizón  viuda  de 
Girón  accionaba  como  viuda  o cónyuge 
sobreviviente  del  causante  Fidel  Girón 
Corzo  y como  madre  y tutriz  natural  de 
sus  hijos  menores  en  su  carácter  de  here- 
deros legales  y también  como  legítima  par- 
tícipe de  la  mitad  del  valor  del  molino  que 
compró  don  Enrique  F.  Cruz  de  que  era 
dueña  y que  de  consiguiente  venía  a per-* 
tenercerle  la  mitad  de  los  cincuenta  mil 
pesos,  cuya  exclusión  se  demandaba  y pi- 
diendo que  al  fallar  se  tuviera  como  no 
puesta  la  cláusula  o condiciones  que  re- 
sultaron como  imposibles  en  el  citado  con- 
trato de  promesa  de  venta  del  molino,  co- 
mo lo  era  el  de  no  haberse  podido  entregar 
a don  Fidel  Girón  Corzo  los  cincuenta  mil 
pesos  descontados  del  valor  del  molino,  por 
haber  fallecido  dicho  señor  antes  de  ese 
descuento. 

— ir  — 

Doña  Elisa  Hernández  Rodríguez,  por 
medio  de  su  apoderado.  Licenciado  Juan 
C.  Alvarado,  con  fecha  veinte  del  mes  de 
diciembre,  se  presentó  ante  el  Juez  de  la. 
Instancia  del  Quiché,  hacierHlo  alusión  al 
juicio  entablado  por  el  señor  Barrientos,  y 
expuso:  que  en  ese  mismo  Tribunal  se 
ventilaba  un  juicio  ordinario  sobre  la  nu- 
lidad del  testamento  del  señor  Fidel  Gi- 
rón Corzo,  seguido  entre  las  mismas  per- 
sonas: señoras  Baldizón  viuda  de  Girón  y 
Hernández  Rodríguez,  en  cuyo  testamen- 
to figuraban  como  legados  los  cincuenta 
mil  pesos;  que  por.  consiguiente  de  la  re- 
solución definitiva  que  recayera  en  el  jui- 


cio de  nulidad  del  testamento,  dependía 
la  validez  o insubsistencia  de  ese  legado, 
por  lo  que  interponía  antes  de  contestar 
la  demanda,  la  excepción  delatoria  de  litis 
pendencia.  Se  dió  el  trámite  legal  a di- 
cha excepción,  habiéndose  resuelto  sin 
lugar,  resolución  que  fué  confirmada  por 
la  Sala  jurisdiccional.  Por  no  haberse  con- 
testado la  demanda  se  tuvo  ésta  por  con- 
testada negativamente  y en  rebeldía  de 
la  parte  demandada  se  llamaron  autos  pa- 
ra dictar  sentencia,  habiéndose  proferido 
con  fecha  veinte  de  julio  de  mil  nove^ 
cientos  treinta  y tres,  por  el  Juez  de  la. 
Instancia  del  Quiché  la  sentencia  corres- 
pondiente, en  la  que  se  absuelve  de  la 
demanda  de  exclusión  a Elisa  Hernández, 
madre  y tutriz  natural  de  su  hija  Ama- 
da Gloria,  y condena  en  las  costas  a la 
parte  acusadora,  con  base  en  la  siguien- 
te consideración:  “Que  la  exclusión  de  los 
cincuenta  mil  pesos  pedida  por  doña  Ma- 
ría Baldizón  viuda  de  Girón,  del  inven- 
tario de  los  bienes  pertenecientes  a don 
Fidel  Girón,  se  funda  muy  especialmente 
en  que  aquella  suma  de  dinero  no  es  le- 
gado, por  razón  de  que  tal  crédito  nació 
el  cuatro  de  enero  de  mil  novecientos 
treinta  y dos  o sea  la  fecha  que  lleva  la 
escritura  de  promesa  de  venta  hecha  a 
favor  de  don  Enrique  F.  Cruz,  y el  testa- 
mento fué  otorgado  el  dos  del  mismo  mes 
y año.  dos  dias  antes:  que  con  motivo  de 
la  misma  demanda  de  exclusión,  se  tie- 
nen a la  vista  aquellos  instrumentos  pú- 
blicos, como  también  el  respectivo  inven- 
tario, resultando  de  acuerdo  las  fechas 
nombradas  por  la  parte  actora,  así  como 
cierta  la  inclusión  de  los  cincuenta  mil 
pesos  entre  los  créditos  activos;  que  no 
obstante  haber  aparecido  una  nueva  obli- 
ga,ción  con  posterioridad  al  otorgamien- 
to del  testamento,  los  efectos  de  legado 
de  Elisa  Hernández  de  ninguna  manera 
se  pierden,  porque  al  fallecer  don  Fidel 
Girón,  el  veintiocho  de  enero  de  mil  no- 
vecientos treinta  y dos,  “que  fué  hasta 
cuando  produjo  efecto  la  disposición  testa- 
mentaria”, ya  tenía  derecho  en  los  cin- 
cuenta mil  pesos  tantas  veces  dichos;  y, 
por  lo  mismo,  quedaron  comprendidos  en- 
tre los  créditos  activos  a aue  se  refiere  la 
cláusula  séptima  del  testamento.  De  consi- 
guiente, la  declaráción  de  la  exclusión 
nretendida  es  improcedente  en  el  presen- 
te caso.  Artículo  V,  Decreto  No.  1928,  766, 
769.  770,  794,  866  del  Código  Civil”.  La 
Sala  confirmó  la  sentencia  del  Juez,  di- 
ciendo entre  otras  cosas:  que  no  era  pro- 
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cedente  la  exclusión  de  la  cantidad  de 
cincuenta  mil  pesos  toilletes  de  la  antigua 
emisión,  porque  Fidel  Girón  Corzo  en  su 
testamento  dejó  a Elisa  Hernández  co-' 
mo  legataria  de  todos  los  créditos  que  te- 
nia a su  favor. 

— III  — 

Doña  Maria  Baldizón  viuda  de  Girón,  al 
serle  notificada  la  ejecutoria  de  la  Sala 
Sexta,  con  auxilio  del  Licenciado  Salomé 
J.  Fuentes,  introdujo  el  presente  recurso 
de  casación  por  violación  de  ley,  denun- 
ciando como  infringidos  los  artículos  si- 
guientes: 770,  794,  884  887„  882,  747,  826, 
858,  950  y 951  Código  Civil  antiguo;  162 
Dto,  272;  1345,  1346,  1581  y 1589  de  Prs. 
Civiles.  Pedidos  los  antecedentes  y seña- 
lado dia  para  la  vista,  es  el  caso  de  resol- 
ver. 

CONSIDERANDO: 

Que  originada  siempre  la  controversia 
judicial  en  la  disconformidad  entre  las 
partes  acerca^  de  la  apreciación  de  un  he- 
cho y de  la  declaración  de  un  derecho,  el 
único  modo  de  fijar  el  uno  y el  otro,  es 
investigar  ante  todo  su  realidad,  v ésto 
no  puede  lograrse  sino  probando  el  hecho, 
o sea  procurando  por  cuantos  medios  su- 
giere la  lógica,  producir  en  nuestra  con- 
ciencia el  estado  de  certeza  que  determi- 
na el  pleno  conocimiento  de  su  exi.sten- 
cia,  o probando  el  derecho,  que  consiste 
en  demostrar  cómo  el  derecho  encai- 
nado  en  la  prescripción  de  la  ley,  se 
apilica  al  hecho  de  antemano  averi- 
guado. La  señora  doña  Maria  Baldizón 
viuda  de  Girón,  citó  como  infringidos  en 
su  recurso  de  casación  los  artículos:  770, 
794.  884.  887.  882.  747,  826,  829,  858,  950  y 
951  Código  Civil  antiguo;  162  Decreto  272: 
1345,  1346,  1581  y 1589  Prs.  Civiles  de  1877. 
que  no  es  el  caso  de  analizarlos  para  ver 
si  fueron  violados,  si  se  aplicaron  inde- 
bidamente o si  hubo  interpretación  erró- 
nea del  precepto  legal  que  ellos  encierran, 
por  no  haberse  rendido  prueba  alguna  por 
la  parte  actora,  que  es  la  recurrente,  pu-'s 
para  demostrar  el  error  de  hecho,  ha  ds 
estarse  a a'gún  acto  o documento  autén- 
tico que  patentice  la  equivocación  del  juz- 
gador: y para  acreditar  el  derecho  han  de 
aducirse  preceptos  legales  relativos  al  va- 
lor de  las  pruebas,  que  resulten  infringi- 
dos por  la  apreciación  de  ellos. 


POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  preceptuado  en  los  Artos.  27,  505, 
506  inciso  lo.,  512,  513,  514  y 521  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercatil,  233 
Decreto  1928,  declara  improcedente  el  re- 
curso interpuesto,  condenando  aJ  recu- 
rrente al  pago  de  las  costas  del  mismo  y 
a una  multa  de  veinticinco  quetzales,  y 
en  caso  de  insolvencia,  sufrirá  la  pena  de 
veinticinco  días  de  prisión  simple. 

Notifiquese.  devuélvanse  los  autos  a 
donde  corresponde  y repónganse  estas 
cuatro  hojas  de  papel  al  del  sello  respec- 
tivo, haciéndose  efectiva  la  multa  de  ley. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
ladar. — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  Ordinario  seguido  por  Manuel 
Antonio  Mejicanos  G.  con  Aureliano  Ar- 
mendaris. 

DOCTRINA:  Lo  convenido  expresameiite 
en  los  contratos  por  las  partes  que  los 
celebran,  tiene  fuerza  de  Ley  para  obli- 
garlas a su  cumplimiento. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiocho  de  marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Para  resolverlo  se  tiene  a la  vista  el  re- 
curso extraordinario  d,e  casación  intro- 
ducido por  don  Manuel  Antonio  Mejicanos 
Guzmán  con  auxilio  del  Abogado  Carlos  B. 
Rivera,  contra  la  sentencia  ejecutoria  pro- 
ferida por  la  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  el  treinta  de  enero  del  año  en 
curso,  en  el  juicio  ordinario  que  dicho  se- 
ñor sostiene  con  don  Aureliano  Armenda- 
ris. 

Kn  el  recurso  se  asevera,  que  la  Sala 
sentenciadora  violó  los  artículos  1425,  1426, 
1543,  Código  Civil  de  1877.  709.  712,  716 
Procedimientos  Civiles,  167  Dto.  263  y 282 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y Mer- 
cantil. El  veintidós  de  febrero  último,  el 
recurrente  presentó  otro  memorial  enmen- 
dando el  error  en  que  incurrió  al  citar  el 
Artículo  167  del  Decreto  263.  en  el  senti- 
do de  que  debe  entenderse  que  se  trata 
del  Decreto  273. 
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También  el  nueve  de  febrero,  doña  Pie- 
dad P.  Mejicanos,  en  concepto  de  man- 
dataria  de  su  señor  padre,  Manuel  Anto- 
nio Mejicanos,  presentó  otro  memorial  an- 
te la  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, introduciendo  el  recurso  de  casa- 
ción contra  el  fallo  de  que  se  ha  hecho 
mérito,  escrito  que  fué  recibido  en  este 
Tribunal  a las  diez  horas  del  dieciocho 
de  febrero  de  mil  novecientos  treinta  y 
cinco;  o sean  dieciseis  días  después  de  la 
fecha  en  que  se  hizo  la  última  notifica-* 
ción  de  la  sentencia  recurrida.  En  el  in- 
dicado escrito  sostiene  la  recurrente,  que 
la  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 
violó  los  artículos  282,  391  Código  de  En- 
juiciamiento Civil  y Mercantil,  1528,  1535, 
1543,  1476  Código  Civil  y 254  Dto.  272,  Este 
recurso  fué  auxiliado  por  el  Abogado  G, 
Jacinto  Soto  Mayor, 

En  los  autos  que  sirven  de  anteceden- 
tes al  recurso  que  se  examina,  consta  lo 
que  sigue: 

1.  — El  nueve  de  mayo  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cuatro  compareció  don  Au- 
reliano  Armendaris  ante  el  Juez  Segundo 
de  Primera  Instancia  del  Departamento  de 
Quezaltenango,  entablando  demanda  or- 
dinaria contra  don  Manuel  Antonio  Me- 
jicanos; demanda  en  la  que  exponía:  que 
dicho  señor  había  pedido  en  ese  mismo 
Tribunal  el  apeo  del  lindero  norte  del 
predio  que  compró  a don  Juan  de  Dios 
Castillo  y al  propio  Armendaris,  quedan- 
do sin  ningún  efecto  la  indicada  acción, 
porque  la  Sala  jurisdiccional  revocó  la  sen- 
tencia de  primer  grado  en  la  que  se  fija- 
ba el  lindero  demandado  y no  resolvió 
acerca  de  ese  punto.  Por  tal  motivo  el  se- 
ñor Mejicanos  pretendía  demarcar  el  lin- 
dero a su  antojo,  pues  en  el  terreno  com- 
prado por  él  intentaba  englobar  una  por- 
ción de  tierra  y una  casa,  que  no  entra- 
ron en  la  venta  que  se  le  hiciera.  Ade- 
más conforme  a las  pretensiones  del  señor 
Mejicanos,  el  predio  del  demandante  que- 
daría sin  salida  al  camino  real.  En  con- 
secuencia concluía  demandando  de  este 
señor  la  propiedad  del  terreno  y de  la  casa 
mencionados:  demanda  que  hacia  exten- 
siva a las  costas,  daños  y perjuicios  irro- 
gados; lo  que  pedia  se  declarara  en  sen- 
tencia firme, 

2.  — La  discusión  judicial  quedó  forma- 
lizada con  la  contestación  negativa  que 
el  señor  Mejicanos  diera  a la  demanda  en- 
tablada por  don  Aureliano  Armendaris:  in- 
dicando a la  vez,  que  su  pretensión  era 
que  se  le  entregara  el  terreno  que  compró 


por  medio  de  la  escritura  pública  de  diez 
de  mayo  de  mil  novecientos  treinta  y dos 
pasada  ante  los  oficios  del  Notario  Ed- 
mundo Vásquez,  tal  como  se  había  pac- 
tado en  dicho  instrumento  y,  dentro  de 
los  linderos  en  él  especificados. 

3. — Durante  la  dilación  probatoria,  el 
demandante  rendió  las  pruebas  que  si- 
guen: 

a)  Una  inspección  ocular  que  se  prac- 
ticó en  los  terrenos  cuestionados;  diligen- 
cia en  la  que  se  constató:  que  el  terreno 
vendido  a don  Manuel  Antonio  Mejicanos 
Guzmán  tiene  forma  de  escuadra;  corres- 
pondiéndole la  misma  forma  a la  finca 
del  señor  Armendaris,  de  donde  se  desmem- 
bró la  que  adquirió  el  citado  señor  Meji- 
canos Guzmán.  Todo  lo  expuesto  en  la 
diligencia  aludida,  dice  pl  Juez  que  la 
practicó,  que  se  desprende  de  las  seña- 
les palpables  que  existen  entre  los  pre- 
dios de  que  son  propietarios  respectiva- 
mente los  señores  Armendaris  y Mejica- 
nos Guzmán;  y de  las  siembras  que  en 
ellos  existen:  pues  el  trigo  sembrado  en 
uno  está  en  camelones,  mientras  que  en 
el  otro,  la  siembra  se  encuentra  en  el  sue- 
lo. 

b)  Declaraciones  de  los  testigos  José 
Soberanis,  Daniel  Barberena,  Mariano 
González  Mendoza,  Juan  Tizol  Saquic  y 
Manuel  Napoleón  Castillo;  con  las  que  se 
corrobora  lo  que  pudo  constatar  el  Juez 
que  practicó  la  inspección  ocular  mencio- 
nada antes.  Los  declarantes  examinados, 
fueron  repreguntados  por  la  parte  contra- 
ria. 

c)  Una  certificación  extendida  por  don 
Manuel  Napoleón  Castillo,  con  la  que  el 
demandante  trataba  de  reforzar  su  acción; 
y 

d)  Los  juicios  sumarios  de  posesión  y de 
apeo  y deslinde,  que  los  contendientes  sos- 
tuvieron antes. 

En  el  interdicto  de  apeo  y deslinde  que 
promoviera  don  Manuel  Antonio  Mejica- 
nos Guzmán  el  ocho  de  junio  de  mil  no- 
vecientos treinta  y tres,  él  Juez  Segundo 
Departamental,  dictó  sentencia,  recono- 
ciendo los  linderos  de  los  fundos  cuestio- 
nados, en  la  forma  en  que  dictaminaron 
los  expertos  Ricardo  López  Ruano  y Fran- 
cisco Avila  Romero;  es  decir  aprobando  el 
apeo  que  llevó  a cabo  el  experto  del  señor 
Armendaris,  señor  López  Ruano  v el  del 
tercero  dirimente,  señor  Avila  Romero, 
quien  se  adhirió  al  perito  aludido,  al  ser 
oido  por  no  haber  acuerdo  entre  los  ex- 
pertos de  ambas  partes;  quienes,  junto  con 
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los  interesados  y los  testigos  propuestos 
por  los  contendientes,  concurrieron  a la 
diligencia  que  practicó  el  Juez  que  cono- 
ció de  dicho  asunto. 

Este  faílo  fué  revocado  por  la  Sala  Cuar- 
ta de  la  Corte  de  Apelaciones;  Tribunal 
que  no  resolvió  el  interdicto,  ya  que  sólo 
se  concretó  a destruir  la  sentencia  de  pri- 
mera Instancia. 

En  el  juicio  posesorio  consta;  que  al 
señor  Mejicanos  se  le  dió  la  posesión  de 
la  finca  que  compró  a don  Aureliano  Ar- 
mendaris  y a don  Juan  de  Dios  Castillo 
Monterroso. 

4.  — El  veintinueve  de  noviembre  de  mil 
novecientos  treinta  y cuatro,  el  Juez  Se- 
gundo de  Primera  Instancia  del  Departa- 
mento de  Quezaltenango  le  puso  fin  a la 
discusión  judicial,  declarando:  lo.,  que  don 
Aureliano  Armendaris  tiene  la  propiedad 
y dominio  sobre  las  cincuenta  y una  y 
media  cuerdas  que  le  disputa  don  Manuel 
Antonio  Mejicanos  o sea  parte  de  la  fin- 
ca San  José,  registrada  con  el  número 
treinta  y siete  mil  novecientos  cuarenta  y 
cinco,  inscrita  al  folio  ciento  cuarenta  y 
cuatro.  Tomo  doscientos  doce  de  Quezal- 
tenango. 2o. — Que  el  lindero  que  divide  el 
terreno  comprado  por  Mejicanos  a los  se- 
ñores Armendaris  y Castillo  Monterroso, 
o sea  la  finca  número  cuarenta  y cinco 
mil  cuatrocientos  dieciocho,  folio  seten- 
ta y siete,  tomo  doscientos  cuarenta  y seis 
de  Quezaltenango,  que  se  desmembró  de 
la  anterior,  es  el  que  está  determinado  en 
la  actualidad  conforme  a sus  respectivas 
posesiones  y se  constató  en  la  inspección 
ocular  practicada  en  este  juicio.  3o. — Que 
por  ahora  no  ha  lugar  a inscribir  el  lin- 
dero como  lo  solicita  el  demandante,  y 4o. 
Que  no  hay  especial  condenación  en  las 
costas. 

5.  — El  treinta  de  enero  del  corriente  año, 
la  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes confirmó  el  fallo  de  primer  grado  en 
sus  puntos  primero,  segundo  y cuarto;  y 
al  revocarla  en  lo  que  respecta  al  punto 
tercero  declaró  que  para  evitar  controver- 
cias  futuras,  el  lindero  Norte  del  terreno 
de  Mejicanos  debe  de  sujetarse  a la  forma 
de  escuadra  que  tiene  el  propio  raiz,  y que 
tanto  este  lindero  como  los  otros  deben 
inscribirse  nuevamente  en  el  Registro  de 
la  Propiedad  Inmueble,  para  desvirtuar 
errores,  debiendo  quedar  las  ciento  vein- 
tiuna cuerdas,  dentro  de  los  linderos  se- 
ñalados por  Armendaris,  por  estar  confor- 


me con  lo  estipulado  en  la  escritura  de 
compra-venta,  con  la  forma  actual  del 
predio,  y con  la  prueba  rendida. 

6. — Efectuada  la  vista  como  correspon- 
de. en  la  que  los  contendientes  alegaron 
lo  que  estimaron  pertinente  a sus  dere- 
chos, es  el  caso  de  resolver  lo  que  procede; 
razón  por  la  que  EL  TRIBUNAL  DE  CA- 
SACION, 

CONSIDERA: 

1. — Que,  al  resolver  la  Sala  Cuarta  de 
la  Corte  de  Apelaciones  que  don  Aurelia- 
no Armendaris  tiene  la  propiedad  y domi- 
nio sobre  las  cincuenta  y una  y media 
cuerdas  que  le  disputa  don  Manuel  An- 
tonio Mejicanos  Guzmán,  o sea  parte  de 
la  finca  “San  José”:  que  el  lindero  que 
divide  el  terreno  comprado  por  el  señor 
Mejicanos  a don  Aureliano  Armendaris  y 
a don  Juan  de  Dios  Castillo — que  se  de.s- 
membró  de  la  anterior — es  el  que  está 
determinado  en  la  actualidad  conforme  a 
sus  respectivas  posesiones  y se  constató 
en  la  inspección  ocular:  y,  que,  para  evi-" 
tar  controversias  futuras,  el  lindero  Nor- 
te del  terreno  de  Mejicanos  debe  de  suje- 
tarse a la  forma  de  escuadra  que  tiene  el 
propio  raiz.  lindero  que  como  los  otros,  de- 
be inscribirse  de  nuevo  en  el  Registro  de 
la  Propiedad  Inmueble,  debiendo  quedar 
las  ciento  veintiuna  v media  cuerdas  den- 
tro de  los  límites  fijados  por  el  demandan- 
te. por  estar  conforme  con  lo  estipulado 
en  el  contrato  de  compra-venta  y con  la 
forma  actual  del  predio,  se  ha  sujetado 
estrictamente  a in  consignado  en  los  títu- 
los de  propiedad  obmntes  en  el  juicio,  así 
como  a lo  manifestado  ñor  los  expertos 
que  intervinieron  en  el  interdicto  de  apeo 
y deslinde  oue  se  rindió  como  prueba  por 
parte  del  demandante:  todo  lo  oue,  ade- 
más. se  encuentra  corroborado  con  la  ins- 
pección ocular  oue  practicó  el  Juez  a-ouo, 
y con  la  información  testimonial  rendida 
durante  la  dilación  probatoria. 

En  efecto:  el  título  original  de  la  finca 
número  treinta  y siete  mil  novecientos 
cuarenta  y cinco,  folio  ciento  cuarenta 
y cuatro  del  libro  doscientos  doce  del  De- 
partamento de  Quezaltenango.  compuesta 
de  doscientas  veinticuatro  cuerdas  y deno- 
minada “San  José”.  ou°  poseían  proindí- 
viso  don  Juan  de  Dios  Castillo  Monterroso 
y don  Aureliano  Armendaris.  demuestra, 
que  los  linderos,  así  como  su  forma,  es  la 
marcada  en  el  croouis  número  uno  oue 
presentó  el  demandante,  y el  cual  apa- 
rece al  folio  cinco  del  jjuicio.  Dichos  lin- 
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deros  son;  al  Oriente  finca  de  Canuto 
Loarca,  propiedad  de  la  Compañía  “Ceci- 
lia”, y terrenos  de  Bartolo  Vásquez.  Al 
Norte,  propiedad  del  mismo  señor  Canuto 
Loarca,  la  de  Jesús  Castillo  y parte  de  la 
correspondiente  a Julián  Mazariegos.  Al 
Poniente  el  terreno  de  Julián  Mazariegos 
y los  de  Jesús  Castillo  y Mariano  Gonzá- 
lez, camino  de  por  medio.  Y al  Sur,  las 
fincas  de  Mariano  González  y de  Bartolo 
Vásquez.  El  mismo  titulo  demuestra  a la 
vez  que  en  el  terreno  aludido  existe  una 
casa  de  habitación. 

La  escritura  pública  de  diez  de  mayo  de 
mil  novecientos  treinta  y dos,  autoriza- 
da por  el  Notario  Edmundo  Vásquez,  es- 
tablece: que  la  comunidad  formada  por 
los  señores  Castillo  Monterroso  y Armen- 
daris  le  vendió  a don  Manuel  Antonio  Me- 
jicanos Guzmán  ciento  veintiuna  y media 
cuerdas  del  terreno  descrito  anteriormen- 
te, con  lo  que  se  formó  la  finca  número 
cuarenta  y cinco  mil  cuatrocientos  die- 
ciocho, folio  setenta  y siete  del  Libro  dos- 
cientos cuarenta  y seis  del  Departamen- 
to de  Quezaltenango,  la  cual  se  desmem- 
bró de  la  número  treinta  y siete  mil  no- 
vecientos cuarenta  y cinco;  quedando  en 
consecuencia  la  comunidad,  con  ciento  tres 
cuerdas,  constitutivas  de  la  finca  “San 
José”  en  donde  está  situada  la  casa  de 
habitación  aludida,  pues  no  se  incluyó  és- 
ta en  la  escritura  de  compraventa  res- 
pectiva. El  mismo  instrumento  público 
evidencia:  que  la  fracción  vendida  al  señor 
Mejicanos,  se  halla  comprendida  entre  los 
linderos  que  siguen:  al  Oriente  terrenos  de 
la  Compañía  Cecilia  y de  Bartolo  Vás- 
quez. Al  Norte,  resto  del  terreno  de  la 
finca  de  Armendaris.  Al  Poniente,  el  terre- 
no de  Mariano  González,  camino  de  por 
medio.  Y al  Sur  con  las  lincas  de  les  se- 
ñores Mariano  González  y Bartolo  Vásquez 
De  los  linderos  especificados  se  desprende: 
que  forzosamente  le  corresponde  a la  fin- 
ca comprada  por  el  señor  Mejicanos  una 
forma  de  escuadra,  por  ser  esa  misma  la 
configuración  de  la  finca  “San  José”,  es 
decir,  la  perteneciente  al  señor  Armenda- 
ris, en  la  que  está  la  casa  de  habitación 
Todo  lo  relacionado  se  encuentra  confor- 
me con  lo  consignado  en  el  croquis  nú* 
mero  seis,  que  obra  el  folio  cinco  vuelto. 

Además,  el  apeo  que  practicaron  los 
expertos  Ricardo  López  Riiano  y Fran- 
cisco Avila  Romero,  ouienes  actuaron  co- 
mo tales  en  el  interdicto  de  apeo  y des- 
linde, coincide  exactamente  con  lo  que  se. 


deja  manifestado;  y,  por  ende  con  lo  que 
establecen  los  títulos  de  propiedad  de  que 
se  ha  venido  haciendo  referencia. 

En  el  interdicto  mencionado,  los  exper- 
tos establecieron:  que  la  finca  pertenecien- 
te al  señor  Mejicanos  tiene,  por  el  lado 
Oriente,  diecisiete  cuerdas  de  extensión, 
colindando  con  Bartolo  Vásquez  y la 
“Compañía  Cecilia”.  Por  el  Sur  catorce 
cuerdas,  siendo  sus  colindantes  por  ese  la- 
do, el  mismo  señor  Bartolo  Vásquez  y Ma- 
riano González.  Por  el  Norte  nueve  cuer- 
das, por  una  parte,  y cinco  cuerdas  por 
la  otra,  colindando  con  el  señor  Armen- 
daris. Y por  el  Poniente,  cuatro  cuerdas 
que  colindan  con  don  Mariano  González, 
camino  de  por  medio;  más  trece  cuerdas, 
teniendo  como  colindante  a don  Aurelia- 
no  Armendaris.  De  la  medición  llevada 
a cabo  por  el  experto  López  Ruano,  y que 
hizo  suya  el  tercero  dirimente,  señor  Avi- 
la Romero,  se  deduce  que  el  terreno  que 
le  corresponde  al  señor  Mejicanos,  tiene 
forma  de  escuadra:  conclusión  a la  que,  si 
bien  con  alguna  diferencia  con  respecto 
al  número  de  cuerdas,  llega  el  experto  que 
actuó  por  parte  del  citado  señor  Mejica- 
nos. Todo  ello,  está  conforme  con  el  tí- 
tulo de  propiedad  del  demandado. 

La  inspección  ocular  que  practicó  el  Juez 
a-auo,  también  e.stablece  lo  que  ya  se  deja 
consignado;  puesto  que,  tanto  la  finca  de 
Armendaris,  como  la  de  Mejicanos  se  dis- 
tinguen una  de  otra,  por  sus  siembras  y, 
por  la  forma  de  escuadra  que  ambas  tie- 
nen; todo  lo  qíie  por  otra  parte,  corrobo* 
ra  la  prueba  testifical  que  rindó  el  deman- 
dante. 

La  escritura  pública  que  autorizó  el  No- 
tario Edmundo  Vásquez  el  mismo  dia  diez 
de  mayo  de  mil  novecientos  treinta  y dos, 
pone  en  evidencia,  que  el  señor  Armenda- 
ris es  el  legítimo  propietario  de  las  ciento 
ti'es  cuerdas  que  quedaron  formando  la 
finca  número  treinta  y siete  mil  novecien- 
tos cuarenta  y cinco,  conocida  con  el  nom- 
bre de  “San  José”,  y en  la  cual  está  situa- 
da la  casa  que  existia  de  tiempo  atrás  en 
dicho  terreno:  fundo,  al  que,  por  los  lin- 
deros que  tiene,  le  corresponde  asimismo 
una  forma  de  escuadra,  como  lo  demues- 
tran los  expertos  citados  anteriormente. 

Luego,  en  vista  de  lo  que  se  deja  consi- 
derado es  indudable  que  la  pretensión  del 
señor  Mejicanos  contraída  a que  su  finca 
debe  tener  forma  cuadrangular  según  sus 
títulos  de  propiedad,  no  es  exacta;  des- 
de luego  que  aceptándola,  el  terreno  del 
señor  Armendaris,  quedaría  sin  salida  a la 
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Via  pública;  siendo  asi  que  su  titulo  res- 
pectivo establece  que,  por  el  rumbo  Po- 
niente colinda  con  Mariano  González,  ca- 
mino de  por  medio.  Y,  además  no  es  con- 
cebible que  dicho  señor  Armendaris  hi- 
ciera la  venta  al  señor  Mejicanos,  quedán- 
dose él  sin  paso  al  camino  público,  es  de- 
cir, encerrado  entre  otros  fundos. 

Todo  lo  que  se  deja  expuesto,  pone  en 
evidencia  que  la  Sala  Cuarta  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  al  resolver  en  la  forma  en 
que  lo  hizo,  tuvo  por  norma  lo  pactado  por 
los  contendientes  en  las  escrituras  públi- 
cas de  que  se  ha  hecho  mérito;  documen- 
tos que  admitió  en  todo  su  valor  probato- 
rio; con  lo  que  desde  luego  no  violó  los 
Artículos  1425,  1426,  1543,  Código  Civil  de 
1877,  709,  712  y 716  Procedimientos  Civi- 
les, asi  como  el  282  del  Código  de  Enjui- 
ciamiento Civil  y Mercantil. 

2.  — La  Sala  sentenciadora  no  ha  admi- 
tido prueba  testifical,  de  ningún  modo, 
contra  y fuera  de  lo  contenido  en  las  es- 
crituras públicas  de  que  se  ha  venido  ha- 
ciendo referencia,  ni  sobre  lo  que  se  haya 
alegado  antes,  al  tiempo  ó después  de  su 
otorgamiento;  porque  las  declaraciones  de 
testimoniantes  que  apreció,  sirven  de  re- 
fuerzo únicamente  a lo  pactado  por  los 
contratantes  y a lo  que  el  Juez  a-quo  pu- 
do apreciar  en  la  inspección  ocular  lleva- 
da a cabo,  de  acuerdo  con  dichos  titulos. 
En  ese  caso,  es  indudable  que  no  pudo  vio- 
lar el  Articulo  167  del  Decreto  273,  como 
afirma  el  recurrente. 

3.  — Y finalmente,  como  toda  la  prueba 
apreciada  por  los  Tribunales  de  Instancia 
fué  recibida  con  citación  de  la  parte  con- 
traria, el  Tribunal  de  segundo  grado,  al 
basar  su  fallo  en  dicha  prueba,  tampo- 
co violó  el  Articulo  263  del  Código  de  En- 
juiciamiento Civil  y Mercantil. 

4.  — La  circunstancia  de  que  el  recurso 
extraordinario  de  casación  que  presentó 
a la  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes doña  Piedad  Patricia  Mejicanos  Esco- 
bar, en  concepto  de  mandataria  de  don  Ma- 
nuel Antonio  Mejicanos,  haya  sido  recibi- 
do en  este  Tribunal  el  dieciocho  de  febre- 
ro de  mil  novecientos  treinta  y cinco,  sien- 
do asi  que  la  última  notificación  del  fallo 
recurrido  se  le  hizo  a dicha  señora  a las 
quince  horas  del  dia  dos  de  ese  mismo  mes, 
hace  que  no  se  pueda  tomar  en  conside- 
ración por  ser  extemporáneo,  debido  a que 
esta  Corte  lo  recibió  cuando  ya  estaban 
vencidos  los  diez  dias  requeridos  por  la 
ley.  Articulo  511  Código  de  Enjuiciamien- 
to Civil  y Mercantil, 


5. — Por  todo  lo  que  se  deja  considerado, 
con  apoyo  en  las  leyes  citada»  y en  lo 
que  disponen  los  Artículos  511,  514  y 521 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercan- 
til, el  Tribunal  de  Casación, 

RESUELVE: 

DESESTIMAR  el  recurso  de  que  se  ha 
hecho  mérito,  condenando  al  recurrente 
al  pago  de  las  costas  y al  de  una  multa 
de  cuarenta  y cinco  quetzales  o a mes  y 
medio  de  prisión  simple  en  caso  de  insol- 
vencia. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade,  — Federico  O.  So- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Arqueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  Ejecutivo  seguido  por  el  Lie.  An- 
tonio Cruz  con  Héctor  Abaud. 

DOCTRINA:  Procediendo  el  recurso  de  ca- 
sación únicamente  en  los  casos  que  esta- 
blece el  Art.  506  del  Código  de  Enjuicia- 
miento, no  es  admisible  si  se  trata  del 
procedimiento  ejecutivo. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
primero  de  abril  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Vista  la  casación  introducida  por  Héc- 
tor G.  Abaud,  dirigido  por  el  abogado  Ma- 
nuel Garda  Alvarado,  contra  la  senten- 
cia de  la  Sala  la.  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, fecha  veintiocho  de  enero  próximo 
pasado,  proferida  en  el  procedimiento  eje- 
cutivo seguido  por  el  Licenciado  don  An- 
tonio Cruz  contra  el  recurrente,  fallo  que 
declara  que  ha  lugar  a hacer  trance  y re- 
mate de  los  bienes  embargados  y con  su 
producto  pago  al  acreedor. 

CONSIDERANDO: 

Que  conforme  a lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 506  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y Mercantil,  el  recurso  de  casación 
sólo  procede  contra  las  sentencias  o au- 
tos definitivos  que  terminen  los  juicios  de 
mayor  cuantia  y únicamente  en  los  casos 
que  el  mismo  menciona;  que  en  tal  virtud  la 
resolución  contra  la  cual  se  recurre  no  es- 
tá comprendida  en  la  ley,  pues  el  proce- 
dimiento ejecutivo  no  es  juicio  de  mayor 
cuantia. 
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POR  TANTO; 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  la  ley  citada  y de  lo  dispuesto  en 
el  articulo  513  C.  de  E.,  rechaza  de  plano 
por  improcedente  el  recurso  interpuesto. 

Notifiquese  y como  corresponde,  devuél- 
vanse los  autos  al  Tribunal  de  su  origen. 

Reina  Andrade^  — Solazar.  — Castellanos 
R.  — Argueta  R.  — Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  Ordinario,  seguido  por  Humberto 
Prety  y Faustino  González  Sierra  con 
Jaeobo  Juan  Christian  Pieters. 

DOCTRINA:  Para  interpretar  un  contrato 
debe  atenderse  a la  intención  de  las  par- 
tes eontratantes. 

El  compromiso  del  fiador  no  debe  ex- 
tenderse por  más  tiempo  del  que  éste 
lo  hubiere  contraido. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
tres  de  abril  de  mil  novecientos  treinta  y 
cinco. 

Para  resolverlo  se  tiene  a la  vista  el  re- 
curso extraordinario  de  casación  introdu- 
cido por  el  Bachiller  Guil'ermo  Carbonell 
S.  en  concepto  de  apoderado  de  don  Hum- 
berto Prety,  contra  la  sentencia  ejecuto- 
ria proferida  por  la  Sala  la.  de  la  Corte 
de  Apelaciones  el  once  de  febrero  del  año 
en  curso  en  el  juicio  ordinario  que,  contra 
el  recurrente  Prety  y don  Fuastino  Gonzá- 
lez Sierra  sigue  don  Jaeobo  Juan  Christian 
Pieters. 

En  el  recurso  que  fué  auxiliado  por  el 
Abogado  José  Barillas  Fajardo,  se  citan 
como  violados  por  la  Sala  sentenciadora 
los  Artículos  1425.  1426,  2218.  2219.  2246, 
2337,  2338,  2339,  2346  del  Código  Civil  de 
1877,  281,  282,  358,  364,  369  del  Decreto  Le- 
gislativo No.  2,009  y,  343  del  Decreto  Gu- 
bernativo 272, 

En  los  autos  que  siven  de  antecedentes 
al  recurso  que  se  examina,  consta  lo  que 
sigue: 

1. — El  treinta  de  abril  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cuatro,  don  Jaeobo  Juan 
Christian  Pieters,  demandó  ante  el  Juez 
Primero  Departamental,  de  los  señores 
Humberto  Prety  y Faustino  González  Sie- 
rra, el  pago  de  la  cantidad  de  seis  mil 
veintidós  dólares  y setenta  y un  centavos, 


más  los  intereses  legales  desde  la  inter- 
pelación judicial,  y las  costas  del  juicio, 
que  eran  de  deberle  mancomunada  y so- 
lidariamente. 

Según  el  relato  hecho  en  el  libelo,  los 
demandados  se  reconocieron  deudores  en 
forma  mancomunada  y solidaria  del  se- 
ñor Pieters  por  la  cantidad  de  cinco  mil- 
dólares  que  se  obligaron  a pagarle  a seis 
meses  de  plazo,  contados  desde  el  cuatro 
de  septiembre  de  mil  novecientos  veinti- 
séis, según  constaba  en  la  escritura  públi- 
ca, que  en  la  fecha  indicada  y en  esta  ciu- 
dad, autorizó  el  Notario  José  Azpuru  Pa- 
vón; escritura  en  la  que  asimismo  se  con- 
vino en  que,  en  caso  de  mora,  los  deudo- 
res abonarían  intereses  a razón  del  quin- 
ce por  ciento  anual.  Los  obligados  no  cum- 
plieron su  compromiso  en  la  fecha  del  ven- 
cimiento; pero  por  consideraciones  perso- 
nales y sin  que  ello  constituyera  prórro- 
ga, el  acreedor  consintió  en  que  después 
de  vencido  el  plazo  se  le  entregaran  can- 
tidades parciales,  en  pago  de  intereses  y 
en  abono  de  capital;  lo  que  se  hizo  en  la 
forma  que  sigue:  el  trece  de  abril  de  mil 
novecientos  veintisiete,  el  acreedor  recibió 
quinientos  dólares;  el  once  de  junio  del 
mismo  año,  ciento  ochenta  y cinco  dólares; 
el  cinco  de  julio  siguiente,  quinientos  dó- 
lares: el  treinta  y uno  de  marzo  de  mil  no- 
vecientos veintiocho,  setecientos  veinte  dó- 
lares: y,  el  treinta  y uno  de  octubre  de 
ese  mismo  año,  quinientos  dólares;  fecha 
desde  la  que  ya  no  recibió  ninguna  otra 
cantidad,  ni  en  pago  de  intereses  ni  como 
abono  al  capital. 

Sigue  diciendo  el  demandante,  que  he- 
cha la  liquidación  correspondiente  a los 
pagos  recibidos,  computando  los  intereses 
en  cuenta  corriente  al  quince  por  ciento 
anual,  basta  el  cuatro  de  febrero  de  mil 
novecientos  treinta  y dos,  y al  ocho  por 
ciento  de  esa  fecha  a la  en  que  se  inter- 
puso la  demanda,  resultaba  que  los  seño- 
res Prety  y González  Sierra  le  debían  man- 
comunada y solidariamente,  tres  mil  seis- 
cientos diez  dólares  y catroce  centavos  por 
saldo  de  capital,  y dos  mil  cuatrocientos 
dcce  dólares  y cincuenta  y siete  centavos, 
por  intereses  vencidos,  lo  que  hacia  un  to- 
tal  le  seis  mil  veintidós  dólares,  salvo  error 
u omisión,  que  era  la  suma  cuvo  pago  de- 
mandaba; para  lo  cual  presentaba  un  tes- 
timonio de  la  escritura  pública  aludida  al 
principio, 

2, — La  discusión  judicial  se  formalizó, 
con  la  contestación  negativa  que  dió  a la 
demanda  instaurada  por  el  señor  Christian 
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Pieters,  don  Guillermo  Carbonell  Strecker 
en  concepto  de  apoderado  de  don  Humber- 
to Prety;  oponiendo  a la  vez  las  excepcio- 
nes perentorias  de  novación  y falta  de  ac- 
ción en  el  demandante  para  con  el  fiador 
Prety;  defensas  que  hizo  consistir  el  de- 
mandado Prety  en  el  hecho  de  que  la  pró- 
rroga concedida  a González  Sierra  sin  el 
expreso  consentimiento  de  él,  extinguía  la 
fianza,  asi  como  cualquier  novación  en  el 
contrato  principal.  Y,  con  la  respuesta 
dada  por  el  otro  demandado,  señor  Gon- 
zález Sierra,  en  la  que  confiesa  deber  la 
suma  cobrada  por  capital  y,  a la  vez  indi- 
ca no  estar  conforme  con  lo  que  se  le  co- 
bra por  intereses,  que  es  mayor  a lo  que 
realmente  debe,  como  lo  demostrará  en  el 
curso  del  juicio;  asi  como  el  demandante 
concedió  prórroga  sin  noticia  del  fiador 
Prety. 

A solicitud  de  los  demandados,  el  señor 
Pieters  ratificó  su  demanda;  lo  que  tam- 
bién hizo  el  señor  Carbonell  Strecker  con 
relación  al  memorial  en  que  contestó  la 
demanda  como  apoderado  del  señor  Prety. 

3.  — Durante  la  dilación  probatoria,  ]a 
parte  demandante  adujo  como  prueba,  el 
testimonio  de  la  escritura  pública  de  cua- 
tro de  septiembre  de  mil  novecientos  vein- 
tiséis, pasada  ante  los  oficios  del  nota- 
rio José  Azpuru  Pavón,  y,  la  cual  se  re- 
lacionó al  principio.  En  dicho  instrumen- 
to consta  la  obligación  contraida  por  los 
demandados  en  favor  del  señor  Pieters. 

La  representación  de  los  demandados, 
adujo  como  pruebas: 

a)  Las  posiciones  absueltas  por  el  se- 
ñor Pieters  a solicitud  del  apoderado  de 
don  Humberto  Prety;  y, 

b)  Las  que  el  mismo  señor  Pieters  ab- 
solvió por  petición  del  representante  le- 
gal de  don  Faustino  González  Sierra. 

4.  — Concluida  la  tramitación  del  juicio 
y,  después  de  que  los  contendientes  alega- 
ron extensamente,  sosteniendo  cada  uno 
de  ellos  las  tesis  que  sustentaban,  el  Juez 
Primero  de  Primera  Instancia  de  este  de- 
partamento dictó  la  sentencia  de  dieciséis 
de  octubre  de  mil  novecientos  treinta  y 
cuatro.  En  dicho  fallo  declara:  proce- 
dentes las  excepciones  de  falta  de  acción 
y de  novación  propuestas  por  don  Humber- 
to Prety  y,  por  consiguiente,  lo  absuelve 
de  la  demanda,  por  estar  exento  de  la 
obligación  contraida  como  fiador  de  don 
Faustino  González  Sierra;  y que  este  se- 
ñor debe  a don  Juan  Jacobo  Christian  Pie- 
ters la  cantidad  de  seis  mil  veintidós  dó- 
lares y sesenta  y un  centavos,  la  que,  con 


los  intereses  legales  tiene  que  pagar  den- 
tro de  tercero  dia.  Y,  finalmente,  resuelve 
que  no  hay  especial  condenación  en  las 
costas  del  juicio. 

5. — En  segunda  Instancia,  la  parte  ape- 
lante expresó  los  agravios  causados  por  el 
fallo  de  primer  grado,  alegando  las  razo-' 
nes  legales  que  le  asistían  para  dirigir  su 
acción  contra  el  señor  Prety  y don  Faus- 
tino González  Sierra  conjuntamente;  por 
ser  co-deudores  mancomunados  y solida- 
rios; por  no  existir  las  excepciones  invo- 
cadas por  dicho  señor  Prety;  y,  por  estar 
vigente  la  obligación  contraida  por  él,  jun- 
to con  el  señor  González  Sierra.  Los  se-' 
ñores  Prety  y González  refutaron  las  ar- 
gumentaciones del  apelante. 

La  Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones declaró  en  su  fallo  lo  siguiente: 
confirma  la  sentencia  apelada  en  cuanto 
condena  a Fautino  González  Sierra  al  pa- 
go de  la  cantidad  demandada,  y la  revoca 
en  lo  demás,  diciendo,  que  son  improce- 
dentes las  excepciones  de  novación  y fal- 
ta de  acción  interpuestas  por  el  señor 
Prety;  que  este  señor  mancomunada  y so- 
lidariamente con  el  señor  González  Sie- 
rra, debe  pagar  al  acreedor,  señor  Chris- 
tian Pieters  dentro  de  tercero  dia,  la  can- 
tidad demandada,  y por  último,  que  las 
costas  son  a cargo  de  ambas  partes. 

En  Primera  Instancia  fué  acompañada 
la  opinión  del  Licenciado  Marcial  Garda 
Salas  y del  Doctor  José  Matos,  quienes 
manifiestan  que  el  señor  Prety  se  obligó 
en  favor  del  señor  Pieters  en  calidad  de 
fiador  solidario  del  deudor  Faustino  Gon- 
zález Sierra  y que  no  constando  el  con- 
sentimiento del  señor  Prety  para  la  pró- 
rroga en  el  contrato,  quedó  extinguida 
respecto  de  éste,  la  obligación  que  contra- 
jo como  fiador.  A esta  Corte  se  acompa- 
ñó la  contestación  del  Licenciado  Luis  Dar- 
dón,  quien  es  de  la  misma  opinión  de  los 
Licenciados  Salas  y Matos  y analiza  de- 
tenidamente las  cláusulas  de  la  escritura 
de  obligación  para  fundamentarla.  La 
parte  recurrente,  con  auxilio  del  Licencia- 
do José  Barillas  Fajardo,  analiza  dentro 
de  su  alegato,  los  artículos  citados  como 
violados  por  la  Sala  sentenciadora  y pide 
en  conclusión,  que  se  case  y anule  la  sen- 
tencia proferida  y que  se  dicte  la  que  co- 
rresponde en  derecho.  El  señor  don  Ja- 
cobo  Juan  Christian  Pieters,  con  auxilio 
de  su  abogado  director  hace  lo  mismo,  y 
concluye  pidiendo  que  se  desestime  el  re- 
curso de  casación  interpuesto  y que  se  con- 
dene en  costas  al  recurrente. 
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Para  la  vista  del  fallo  recurrido,  se  se- 
ñaló el  dia  veintiuno  del  mes  en  curso  a 
las  diez  horas,  por  lo  que  procede  dictar 
el  que  corresponde. 


CONSIDERANDO: 

Para  declarar  los  derechos  y obligacio- 
nes que  se  originen  de  los  contratos  es- 
criturados, debe  atenderse  tanto  a las  pa- 
labras en  su  rigurosa  acepción  gramatical, 
como  al  espíritu  que  los  informa  y obje- 
to que  se  propusieron  los  contratantes; 
prevaleciendo  siempre  la  intención  de  és- 
tos sobre  los  términos  empleados  en  la 
convención,  cuando  aquélla  se  deduzca  ra- 
cional y lógicamente  de  los  actos  realiza-' 
dos  por  las  partes  para  llevar  ésta  a efec- 
to. La  inteligencia  y verdadero  alcance 
de  los  contratos,  se  determinan  por  los  he- 
chos que  los  precedieron,  circunstancias 
que  hubieren  concurrido  o la  intención  y 
propósito  de  los  contratantes,  .revelados 
en  los  actos  coetáneos  y posteriores  de  los 
mismos. 

Interpretar  un  contrato  es,  en  términos 
generales,  determinar  sus  efectos,  para  lo 
cual  hay  que  tener  presente  que  el  con- 
trato mismo  es  ley  entre  los  contratantes, 
toda  vez  que  la  voluntad  en  el  acto  ju- 
rídico, es  la  fuente  y medida  del  derecho, 
y a ella  hay  que  dirigirse  para  los  efectos 
legales.  Por  eso,  los  autores  del  Derecho 
Civil  manifiestan  unánimemente,  que  si 
las  palabras  parecieren  contrarias  a la  in- 
tención evidente  de  los  contratantes,  pre- 
valecerá ésta  sobre  aquélla;  que  cualquie- 
ra que  sea  la  generalidad  de  los  términos 
de  un  contrato  no  deberán  entenderse 
comprendidos  en  él,  cosas  distintas  y ca- 
sos diferentes  de  aquellos  sobre  los  que 
los  interesados  se  propusieron  contratar; 
y que  las  cláusulas  de  los  contratos  debe- 
rán interpretarse  las  unas  con  las  otras, 
atribuyendo  a las  dudosas,  el  sentido  que 
resulte  del  conjunto  de  todas  ellas. 

Como  en  el  caso  de  examen,  se  discute 
respecto  a que  en  la  primera  parte  de  la  es- 
critura de  fecha  cuatro  de  septiembre  de 
mil  novecientos  veintisiete,  que  pasó  ante 
los  oficios  del  notario  José  Azpuru  y que 
dice:  “Don  Faustino  González  Sierra  y don 
Humberto  Prety  manifestaron  haber  re- 
cibido a mutuo  del  señor  don  Jacobo  Jua 
Christian  Pieters,  la  suma  de  cinco  mil  pe- 
sos oro  am.,  con  las  condiciones  siguien- 
tes, a las  cuales  se  obligan  solidaria  y man- 


comunadamente  ambos  manifestantes”;  y 
lo  expuesto  al  final  de  la  misma,  en  la  que 
se  dijo:  “es  de  advertirse  sólo  entre  los 
manifestantes,  que  el  dinero  se  ha  toma- 
do para  el  señor  González  Sierra  con  fian- 
za del  señor  Prety,  si  bien  mancomunada 
es  la  obligación  sin  diferencia  para  con  el 
acreedor,  pudiendo  entenderse  con  uno 
sólo  de  ambos  cualquier  diligencia  rela- 
cionada con  el  negocio,  asi  como  cualquier 
prórroga”;  corresponde  aplicar  los  prin- 
cipios ya  expuestos,  no  obstante  de  que 
la  última  cláusula,  aclara  de  una  manera 
evidente  que  no  deja  lugar  a duda,  el  con- 
cepto verdadero  en  que  intervino  don  Hum- 
berto Prety  en  el  contrato  de  mérito,  o 
sea  el  de  fiador  solidario  y mancomuna- 
do del  señor  González,  toda  vez  que  se  hi- 
zo ver  además  que  el  dinero  lo  recibía  es- 
te último. 

También  es  principio  general  de  dere- 
cho, que  la  obligación  del  fiador  no  puede 
ampliarse  más  de  lo  convenido  en  el  con- 
trato de  fianza,  porque  en  se  caso  no  pue- 
de subsistir  ningún  derecho  ni  acción  del 
acreedor  para  con  el  fiador,  puesto  que 
éste  jurídicamente  deja  de  serlo,  cuando 
no  presta  su  consentimiento  en  la  prórro- 
ga, sin  que  enfrente  de  esta  decisiva  ra- 
zón pueda  significar  nada  de  que  también 
le  es  útil  dicha  prórroga,  porque  lo  posi- 
tivo es  la  mayor  extensión  que  se-  da  a su 
responsabilidad  y el  posible  peligro  de  in- 
solvencia del  deudor,  que  antes  no  exis- 
tiera, sin  que  sea  suficiente  compensa- 
ción, ni  menos  legitimo,  sino  arbitrario  ar- 
gumento, la  circunstancia  de  que  el  fia- 
dor pueda  tomar  sus  precauciones  para 
el  caso  de  insolvencia  maliciosa  del  deu- 
dor. También  asienta  el  Derecho  como 
principio  fundamental,  que  nadie  tiene  fa- 
cultad de  extender  el  compromiso  del  fia- 
dor. más  allá  del  tiempo  por  el  que  éste 
lo  haya  contraído,  porque  la  obligación  es 
hija  de  la  voluntad  propia  y no  de  la  vo- 
luntad ajena  y como  el  deudor  puede  ha- 
cerse insolvente  en  el  tiempo  de  la  pró- 
rroga, como  ya  se  dijo  anteriormente,  ésta 
es  una  consideración  más  que  milita  en 
favor  del  precepto  de  la  ley.  Por  consi- 
guiente, dados  los  términos  de  la  escritu- 
ra de  obligación  que  firmó  don  Humberto 
Prety  y en  la  que  se  constituyó  fiador 
solidario  y mancomunado  de  don  Fausti- 
no González  Sierra,  por  el  término  de  seis 
meses,  no  cabe  admitir  implícitamente 
que  se  obligara,  por  las  palabras  que  con- 
signó el  notario  autorizante  de  la  escri- 
tura, a garantizar  la  deuda  del  señor 
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González  indefinidamente.  Y como  cons- 
ta que  el  señor  González  en  varias  fechas 
después  del  vencimiento  del  plazo,  pagó 
parte  de  capital  e intereses  al  acreedor, 
sin  noticia  del  señor  Prety,  es  indudable 
que  se  dió  nueva  foma  a la  obligación,  se 
alteró  su  cuantía  y se  prorrogó  el  plazo, 
poniendo  asi  fin  a las  responsabilidades  del 
fiador,  en  virtud  de  que  el  señor  Jacobo 
Juan  Christian  Pieters  al  ratificar  su  de- 
manda confesó  ser  cierto  que  no  fué  pa- 
gada la  deuda  al  vencimiento  del  plazo  y 
que  por  consideraciones  personales  con- 
sintió en  que  el  señor  González  después  del 
vencimiento  del  contrato,  le  siguiera  pa- 
gando cantidades  parciales,  en  abono  del 
capital  e intereses  devengados.  Por  estas 
razones,  al  resolver  lo  contrario  la  Sala 
sentenciadora,  violó  las  disposiciones  lega- 
les contenidas  en  los  Artículos  2246  y 2346 
del  Código  Civil  de  1877,  por  lo  que  la 
casación  es  procedente. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  preceptuado  en  los  Artos.  248, 
249,  259,  340,  364,  369,  281,  282,  505,  506 
y 518  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
Mercantil:  233  y 250  Decreto  1928;  1425, 
1426,  2425,  2426,  2427,  2428,  2430,  2431  y 
2435  Código  Civil  antiguo,  CASA  Y ANU- 
LA la  sentencia  recurrida  y resolviendo 
sobre  lo  principal  declara:  lo.,  proceden- 
te la  excepción  de  falta  de  acción  pro- 
puesta por  don  Humberto  Prety,  a quien 
se  le  absuelve  por  consiguiente  de  la  de- 
manda entablada  en  su  contra,  por  estar 
exento  de  la  obligación  contraída  como  fia- 
dor de  dan  Faustino  González  Sierra,  con 
fecha  4 de  septiembre  de  mil  novecientos 
veitiséis;  2o.,  que  don  Faustino  González 
Sierra  debe  a don  Jacobo  Juan  Christian 
Pieters,  la  cantidad  de  seis  mil  veintidós 
dólares  y sesenta  y un  centavos,  la  que 
con  los  intereses  legales  le  condena  a 
pagar  dentro  de  tercero  día;  y 3o.,  que  las 
costas  son  a cargo  de  ambas  partes. 

Notiríquese  y con  certificación  de  lo  re- 
resuelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  Voto  en  contra,  Carlos  Castellanos  R. 
Alberto  Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz. 
Ante  mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


VOTO  RAZONADO  DEL  MAGISTRADO 
CASTELLANOS  R. 

Honorable  Tribunal; 

Por  las  razones  que  a continuación  ex- 
pondré, tengo  la  pena  de  no  estar  de 
acuerdo  con  mis  dignos  compañeros  de 
Tribunal,  con  la  sentencia  que  en  esta  fe- 
cha se  profirió  en  el  juicio  ordinario  que 
han  sostenido  los  señores  Jacobo  Juan 
Christian  Pieters,  Humberto  Prety  y Faus- 
tino González  Sierra;  porque,  según  mi 
criterio,  la  Sala  la.  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones no  violó  ninguna  de  las  leyes  se- 
ñaladas como  tales  por  el  recurrente,  al 
dictar  la  sentencia  ejecutoria  de  que  re- 
currió el  señor  Prety  y,  por  ende,  se  im- 
pone la  desestimación  del  recurso  extraor- 
dinario de  casación  que  se  ha  examinado. 

1- — En  la  escritura  pública  que  autorizó 
el  Notario  José  Azpuru  Pavón  el  cuatro 
de  septiembre  de  mil  novecientos  veinti- 
séis, consta  de  una  manera  fehaciente: 
que  don  Faustino  González  Sierra  y don 
Humberto  Prety  recibieron  a mútuo  y a 
entera  satisfacción,  de  don  Jacobo  Juan 
Christian  Pieters,  la  suma  de  cinco  mil  pe- 
sos oro  americano  obligándose  ambos  se- 
ñores, en  calidad  de  co-deudores,  solidaria 
y mancomunadamente,  al  pago  de  la  indi- 
cada suma  dentro  del  plazo  de  seis  meses, 
contados  desde  la  fecha  del  otorgamiento. 
Asimismo,  los  dos  co-deudores  convinieron 
en  abonar  intereses  ai  uno  por  ciento  men- 
sual, en  caso  de  prórroga  del  contrato; 
pues  el  día  del  otorgamiento  pagaron  los 
réditos  correspondientes  al  semestre  esti- 
pulado en  el  convenio  de  mútuo.  Pacta- 
ron, además,  que,  en  caso  de  mora,  el  tipo 
del  interés  seria  elevado  al  quince  por 
ciento  anual,  sin  necesidad  de  requeri- 
miento y,  sin  que  ello  implicara  prórroga 
de  la  convención.  Los  dos  co-deudores  es- 
tuvieron anuentes  en  que,  la  prolongación 
del  contrato  sólo  podía  hacerse  por  medio 
de  cartas;  mas,  en  tal  caso,  deberían  cu- 
brir los  réditos  anticipados  al  prorrogar- 
se la  obligación,  pues  de  lo  contrario  se 
reputaría  vencida. 

Después  de  las  otras  estipulaciones  co- 
rrientes en  esa  clase  de  contratos,  los  se- 
ñores González  Sierra  y Prety  hacen  la  ad- 
vertencia— sólo  entre  ellos — de  que  el  di- 
nero lo  tomaron  de  Pieters  para  Gonzá- 
lez Sierra  con  fianza  del  señor  Prety;  asen- 
tando en  seguida  que  la  obligación  era 
mancomunada,  sin  diferencia  para  con  el 
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acreedor,  quien  podía  entenderse  con  uno 
solo  de  ambos  co-deudores  para  cualquier 
diligencia  relacionada  con  el  negocio,  asi 
como  con  cualquier  prórroga. 

De  lo  convenido  por  los  firmantes  del 
indicado  contrato,  se  desprende  con  toda 
claridad  que  la  condición  del  señor  Prety 
en  la  convención  aludida,  es  la  de  un  co- 
deudor mancomunado  y solidario  con  el 
señor  González  Sierra  y no  la  de  fiador  de 
este  último;  calidad  que  en  manera  algu- 
na pudo  desvirtuar  la  advertencia  hecha 
en  la  escritura  de  que  se  ha  hecho  mé- 
rito, ya  que  los  mismos  otorgantes  hicie- 
ron constar  expresamente  que,  la  indica- 
da advertencia  no  entrañaba  ninguna  di- 
ferencia para  con  el  acreedor,  quien  po- 
día entenderse  con  uno  solo  o con  ambos 
co-deudores  por  ser  mancomunada  la  obli- 
gación. En  ese  caso,  el  objeto  de  la  cláu- 
sula de  que  se  ha  venido  haciendo  refe- 
rencia, es  simplemente  garantizar  en  sus 
derechos  al  señor  Prety  para  repetir  su  ac- 
ción contra  González  Sierra,  en  el  evento 
de  que  se  le  demandara  a él  el  cumpli- 
miento de  la  obligación,  por  su  calidad  de 
co-deudor  mancomunado  y solidario  con 
el  repetido  González  Sierra. 

De  lo  pactado  por  los  contratantes  en 
la  escritura  pública  de  que  se  ha  hecho 
mérito  y,  apoyado  en  la  doctrina  conte- 
nida en  el  Articulo  2431  C.  C.,  pienso  que 
la  intención  común  de  las  partes  fué  la 
de  constituir  una  obligación  de  mútuo, 
siendo  co-deudores  mancomunados  y so- 
lidarios los  señores  Prety  y González  Sie- 
rra; sin  que  para  nada  pudiera  afectar  su 
naturaleza  el  sentido  literal  de  la  pala- 
bra FIANZA  empleada  en  la  advertencia, 
con  la  que  se  quiere  colocar  al  señor  Pre- 
ty en  la  situación  de  un  fiador  mancomu- 
nado y solidario  del  señor  González  Sie- 
rra. Y que  también  la  intención  de  los 
señores  Prety  y González  Sierra  consigna- 
da en  la  advertencia  aludida,  es — como  ya 
dije  antes  — la  garantía  de  los  derechos 
del  señor  Prety  con  respecto  a don  Faus- 
tino, para  el  caso  de  que  el  citado  señor 
Prety  pagara  la  deuda;  ya  que  aún  apa- 
reciendo como  co-deudor,  el  dinero  reci- 
bido del  señor  Pieters  sólo  lo  utilizó  Gon- 
zález Sierra. 

Por  las  razones  que  dejo  consignadas, 
estimo  que  la  Sala  la.  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones, no  lesionó  la  doctrina  contenida 
en  los  Artículos  1425,  1426  Código  Civil, 
281  y 282  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y Mercantil,  al  condenar  al  señor 
Prety  al  pago  de  la  suma  demandada,  en 


su  calidad  de  co-deudor  mancomunado  y 
solidario  con  don  Faustino  González  Sie- 
rra, 

2.  — Las  condiciones  necesarias  para  ca- 
racterizar la  novación,  con  la  que  se  quie- 
re excepcionar  al  señor  Prety,  se  encuen- 
tran claramente  consignadas  en  el  Artícu- 
lo 2338  del  Código  Civil  de  1877. 

Sqjún  dicha  ley  hay  novación:  cuando 
conservándose  las  mismas  personas  acree- 
doras o deudoras  se  muda  la  deuda  o cau- 
sa de  deber;  y,  cuando  se  cambia  una  de 
las  personas,  bien  constituyéndose  un  nue- 
vo deudor  por  el  antiguo,  o bien  ponién- 
dose un  nuevo  acreedor  por  el  anterior. 

En  es  caso,  al  proponer  la  excepción  pe- 
rentoria de  novación  don  Humberto  Pre- 
ty, estaba  obligado  a demostrar  la  exis- 
tencia de  cualesquiera  de  las  situaciones 
que  señala  el  Articulo  2338  ya  citado,  pre-* 
sentando  al  juicio  la  escritura  pública  o 
privada  de  rigor,  ya  que  excediendo  la  can- 
tidad consignada  en  el  contrato,  de  qui- 
nientos quetzales,  la  novación  tiene  que 
constar  en  esa  clase  de  documentos,  según 
lo  dispone  de  una  manera  clara  y cate- 
górica el  Artículo  2339  del  mismo  Código 
Civil, 

Como  el  señor  Prety  no  demostró  du- 
rante el  curso  del  juicio — en  la  forma  re- 
querida por  la  Ley  últimamente  citada — 
que  se  hubiera  mudado  la  deuda  o cau- 
sa de  deber  en  el  contrato  autorizado  por 
ei  Notario  Azpuru  Pavón  el  cuatro  de  sep- 
tiembre de  mil  novecientos  veintiséis;  ni 
tampoco  que  tanto  el  mismo  señor  Prety 
o don  Faustino  González  Sierra  hubieran 
sido  sustituidos  por  otras  personas  o per- 
sona con  el  carácter  de  deudor;  y,  mu- 
cho menos  que  el  señor  Pieters  fuera  asi- 
mismo sustituido  por  otro  en  su  calidad  de 
acreedor,  estimo  que,  al  declarar  la  Sala 
la.  de  la  Corte  de  Apelaciones  la  inexis- 
tencia de  la  novación  invocada  como  de- 
fensa por  el  señor  Prety,  en  vez  de  violar 
los  Artículos  2337,  2338,  2339,  2346  del  Có- 
digo Civil  y el  343  del  Decreto  Gubernati- 
vo No.  272 — como  afirma  el  recurrente — 
hizo  recta  aplicación  de  tales  preceptos 
legales. 

3.  — Establecido,  pues,  que  no  hubo  nova- 
ción, por  una  parte,  y,  por  la  otra,  que 
el  señor  Prety  es  co-deudor  mancomuna- 
do y solidario  con  don  Faustino  González 
Sierra  y no  fiador  de  este  señor,  considero 
que  la  Sala  sentenciadora,  al  declarar  sin 
existencia  jurídica  la  excepción  perento- 
ria de  falta  de  acción  propuesta  por  el  re- 
currente, tampoco  violó  el  Articulo  2246 
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del  Código  Civil;  desde  luego  que  no  se  ha 
extinguido  la  obligación  del  señor  Prety; 
bien  porque  se  hubiese  novado  el  contra- 
to, o bien  por  concederse  una  prórroga, 
ambas  cosas,  sin  el  expreso  consentimien-  ■ 
to  del  fiador,  en  caso  de  que  lo  fuera. 

4.  — Como  una  consecuencia  de  lo  que  de- 
jo considerado  en  los  párrafos  anteriores, 
viene  la  derivación  de  que  el  Tribunal  de 
segundo  grado  tampoco  violó  los  Articu-' 
los  2218  y 2219  del  Código  Civil;  pues 
como  queda  dicho,  el  señor  Prety  no  es 
fiador  de  don  Faustino  González  Sierra, 
sino  co-deudor  con  este  señor,  mancomu- 
nado y solidariamente,  de  don  Juan  Jaco- 
bo  Christian  Pieters;  razón  por  la  que 
las  leyes  que  definen  el  contrato  de  fian- 
za y lo  que  es  un  fiador — respectivamen- 
te— creo  que  no  tienen  ninguna  atingen- 
cia en  el  caso  que  se  examina. 

5.  — Las  posiciones  que  don  Humberto 
Prety  articuló  al  señor  Pieters,  son  ten- 
dientes a demostrar  las  excepciones  de 
novación  y de  falta  de  acción  que  propu- 
so al  contestar  la  demanda;  y,  las  que 
absolvió  el  mismo  señor  Pieters  a solici- 
tud de  don  Faustino  González  Sierra,  es- 
tán encaminadas  a justificar  que  el  de- 
mandante concedió  prórrogas  a dicho  se- 
ñor González  Sierra,  sin  la  anuencia  ex- 
presa de  Prety,  con  lo  que  desde  luego 
quedarla  extinguida  la  obligación  contraí- 
da por  esta  última  persona,  como  fiado- 
ra, si  asi  fuera. 

Ahora  bien,  como  don  Humberto  Prety 
no  es  fiador  sino  co-deudor,  las  amplia- 
ciones que  se  hicieron  al  plazo  pactado  pa- 
ra ir  amortizando  la  deuda,  de  ninguna 
manera  podían  extinguir  la  obligación  con- 
traída por  este  señor  conjuntamente  con 
don  Faustino  González  Sierra.  En  ese  ca- 
so la  confesión  prestada  por  el  señor  Pie- 
ters, no  puede  perjudicar  el  derecho  que 
le  asiste  para  exigir  el  pago  de  lo  que  se 
le  debe,  conjunta  o indistintamente  a las 
dos  personas  que  se  constituyeron  deudo-' 
res  mancomunados  y solidarios  de  él,  en 
el  contrato  de  cuatro  de  septiembre  de  mil 
novecientos  veintiséis:  tanto  más  que  no 
se  cruzaron  las  cartas  pactadas,  para  la 
prórroga  del  contrato. 

Por  la  razón  indicada,  estimo  que  la  Sa- 
la la.  de  la  Corte  de  Apelaciones  no  pu- 
do violar  los  Artículos  358,  364,  y 369  Có- 
digo de  Enjuiciamiento  CivU  y Mercantil: 
debido  a que  no  existiendo  las  tantas  ve- 
ces repetidas  excepciones  novatoria  y de 
falta  de  acción,  por  no  ser  fiador  el  señor 


Prety,  las  posiciones  aludidas  tampoco  tie- 
nen relación  jurídica  con  el  caso  sub-jú- 
dlce. 

6. — Tales  son  las  razones  que  me  asisten 
para  opinar  que  el  recurso  extraordinario 
de  casación,  debió  ser  desestimado,  poí- 
no haber  ninguna  Ley  violada  de  las  que 
señaló  el  recurrente. 

Carlos  Castellanos  R. 
Guatemala,  marzo  de  1935. 


CIVIL 

JUICIO:  Sumario.  Seguido  por  Ceferido 
Chávez  Molina  y los  herederos  del  Li- 
cenciado Miguel  Angel  Urrutia. 

DOCTRINA:  Al  interponerse  el  recurso  de 
casación  es  necesario  que  se  concrete  el 
acto  contrario  a la  ley  al  cual  haya  dado 
eficacia  el  jallo  recurrido  y la  ley  que 
con  dicho  acto  se  contrarié. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
quince  de  abril  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco.  - '* 

Vista  en  virtud  de  recurso  de  casación, 
la  sentencia  dictada  por  la  Sala  la.  de  Ape- 
laciones, fecha  tres  de  diciembre  del  año 
retro-próximo,  en  el  juicio  sumario  segui- 
do entre  Ceferino  Chávez  Molina  y los  he- 
rederos del  Licenciado  don  Miguel  Angel 
Urrutia. 

— I — 

Del  estudio  de  los  antecedentes  se  des- 
prende: que  el  cinco  de  mayo  de  mil  no- 
vecientos veintiséis,  se  presentó  al  Juzgado 
lo.  de  este  departamento  don  Ceferino 
Chávez  Molina,  demandando  la  posesión 
de  dos  lotes  de  terreno,  sitos  en  Pamplona 
y registrados  bajo  el  número  cincuenta 
(50),  folio  ciento  nueve  (109)  del  libro  se- 
sentitrés  antiguo  (63  a),  en  donde  inde- 
bidamente se  había  introducido  el  Licen- 
ciado don  Miguel  Angel  Urrutia,  ejercien- 
do actos  de  dominio  desde  los  primeros  dias 
de  enero  del  mismo  año,  siendo  los  linde- 
ros: al  Oriente,  sitio  de  Francisco  Mora- 
les, calle  de  por  medio;  al  Poniente,  con 
el  de  Felipe  González;  al  Norte,  el  de  Juan 
Hernández,  calle  por  medio  y al  Sur,  con 
Lino  Velásquez,  y acompañó  el  titulo  de 
propiedad  respectivo. 

El  Licenciado  Urrutia  se  opuso  a la  so- 
licitud de  Chávez  Molina,  manifestando, 
que  tenía  once  años  de  poseer  el  terreno 
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que  hubo  por  compra;  que  no  había  co- 
nocido condueño  y si  tal  cosa  hubiera  pa- 
sado, que  no  le  hubieran  registrado  su  pro- 
piedad; y creía  en  un  error  del  deman-' 
dante  puesto  que  los  linderos  no  coinci- 
dían con  los  del  terreno  demandado  y los 
del  de  su  propiedad;  el  diez  y siete  de  ma- 
yo de  mil  novecientos  treinta  se  mandó 
a dar  posesión  al  demandante  y se  abrió 
a prueba  el  juicio,  durante  el  cual,  los  he- 
rederos del  Licenciado  Urrutia  se  aperso- 
naron en  el  juicio  y acompañaron  el  titu- 
lo de  propiedad  de  varios  terrenos  que  po- 
seían en  Pamplona;  y,  habiéndose  señala- 
do una  junta,  las  partes  alegaron  lo  que 
creyeron  pertinente  y declararon  los  seño- 
res, Lie.  don  José  María  Cumes,  don  Raúl 
Ruiz  Castanet  y don  Carlos  Van  der  Henst 
sobre  la  posesión  de  la  parte  demandada, 
señalando  los  linderos  que  ellos  conocían. 

— II  — 

El  Juez  a-quo,  dictó  su  fallo,  con  estos  an- 
tecedentes, declarando  sin  lugar  la  oposi- 
ción de  la  parte  demandada,  contra  la  po- 
sesión dada  a Chávez  Molina;  no  sólo  por- 
que no  se  logró  identificar,  con  el  titulo, 
certificación  del  Registro  y declaraciones 
de  los  Lies.  Cumes  y Ruiz  Castanet  y Van 
der  Henst,  ser  el  terreno  discutido  el  en 
que  ejercía  dominio  la  familia  Urrutia,  si- 
no porque  la  oposición  fué  presentada  des- 
pués de  los  sesenta  días  que  determina  la 
Ley;  la  Sala  jurisdiccional,  dió  su  aproba- 
ción al  fallo,  considerando,  que  los  here- 
deros del  Licenciado  Urrutia,  no  probaron 
que  su  causante  hubiera  poseído  el  terre- 
no reclamado  por  Chávez  Molina,  pues 
los  testigos  se  contradijeron  en  lo  rela- 
tivo a los  linderos;  y con  el  titulo  y el 
acta  en  que  se  dió  posesión  al  demandan- 
te, se  establece  que  los  inmuebles  a que 
se  refieren  las  partes,  son  distintos,  sin 
que  se  llegara  a probar  lo  contrario. 

— III  — 

No  conforme  el  apoderado  de  los  here- 
deros del  Lie.  Urrutia,  don  Mateo  Morales, 
con  este  último  pronunciamiento,  con  au- 
xilio del  Lie.  Rafael  Padilla,  interpuso  el 
presente  recurso  de  casación  por  violación 
de  ley,  citando  como  infringidos  los  Artos.: 
1090,  1091,  11Ó2,  1127,  1130,  1141  y 829  Prs, 
Civiles;  430  y 819  Dto.  2009.  Siendo  el  día 
de  hoy  el  señalado  para  la  vista,  es  el  caso 
de  dictar  el  fallo  que  en  derecho  corres- 
ponde. 


CONSIDERANDO: 

Para  que  la  infracción  de  las  leyes  in- 
vocadas por  el  recurrente,  quede  debida- 
mente planteada  en  casación,  es  necesa- 
rio que  concreta  y determinadamente,  se 
exprese  el  acto  contrario  a la  ley  al  cual 
haya  dado  eficacia  el  fallo  recurrido  y la 
ley  que  con  dicho  acto  se  contraríe.  Al 
examinar  el  fallo  de  la  Sala  sentenciado- 
ra, se  observa  que  no  se  infringió  el  pre- 
cepto legal  contenido  en  el  Articulo  1090 
de  Prs.  Civiles,  toda  vez  de  que  consignó, 
que  con  el  titulo  acompañado  por  la  par- 
te demandada  se  comprobó  que  los  terre- 
nos eran  distintos  y por  consiguiente  no 
se  trataba  del  mismo  inmueble.  Tampoco 
se  violaron  los  artículos  829  y 1091  del  mis- 
mo Cuerpo  legal,  sino  por  el  contrario,  se 
aplicaron  rectamente,  ya  que  los  herede- 
ros del  Licenciado  Urrutia  no  probaron  que 
su  causante  hubiera  poseído  el  terreno  que 
reclamaba  don  Ceferino  Chávez  Molina, 
pues  los  testigos  propuestos  para  ese  efec- 
to son  contradictorios;  estando  demostra- 
do además  con  el  titulo  acompañado  por 
la  parte  actora  y con  el  acta  de  posesión 
a favor  de  ésta,  que  los  terrenos  .son  dis- 
tintos sin  que  la  parte  opositora  proba- 
ra que  se  tratara  del  mismo  inmueble. 
El  articulo  1102  de  P.  C.,  contiene  varios 
incisos  y por  lo  tanto  no  le  es  dable  a 
esta  Corte,  analizar  ninguno  de  ellos.  Co- 
mo el  fallo  no  alude  a suspender  la  po- 
sesión en  el  interdicto,  sino  a declarar  sin 
lugar  la  reclamación  en  juicio  ordinario 
del  opositor,  conociendo  de  la  sentencia 
final  del  juicio  posesorio  el  Tribunal  sen- 
tenciador no  infringió  el  Art.  1127  P.  C. 
Tampoco  fué  infringido  el  Art.  1130  P.  C., 
que  se  refiere  al  interdicto  y no  a la  recla- 
mación, toda  vez  de  que  el  interdicto  segui- 
do por  Ceferino  Chávez  Molina  ya  había 
terminado  con  el  auto  y acta  en  que  se 
le  concedió  la  posesión  judicial.  El  articu- 
lo 1141  P.  C.,  fué  rectamente  aplicado  por 
el  tribunal  de  Segunda  Instancia,  poique 
dentro  de  sesenta  dias  contados  desde  que 
se  dictó  el  auto  confiriéndose  la  posesión 
a Chávez  Molina,  no  se  presentó  ningún 
opositor  ni  reclamante. 

El  Articulo  233  del  Decreto  1928,  tampo- 
co fué  violado  por  la  Sala  sentenciadora, 
la  cual  hizo  debida  aplicación  de  él,  es- 
tando resueltos  los  puntos  que  fueron  ob- 
jeto del  juicio,  el  extracto  de  las  prue- 
bas. las  consideraciones  de  derecho  y las 
leyes  aplicables  a la  resolución.  Por  úl- 
timo. los  artículos  430  y 819  del  Decreto 
2009,  tampoco  pueden  estimarse  como  vio- 
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lados,  porque  no  estaban  vigentes  y por 
consiguiente  no  podian  aplicarse  por  la 
Sala  sentenciadora,  de  acuerdo  con  lo  es- 
tablecido en  el  articulo  250,  inciso  13  del 
Decreto  1928. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  establecido  en  los  Artos.  506 
inciso  lo.,  511,  512,  514  y 521  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil;  233  De- 
creto 1928,  .declara  iimprocedente  el  re- 
curso interpuesto,  y condena  al  recurren- 
te al  pago  de  las  costas  del  mismo  y a 
una  multa  de  treinta  quetzales,  quien  en 
caso  de  insolvencia,  sufrirá  diez  dias  de 
prisión  simple  conmuhables  a razón  de 
tres  quetzales  por  dia. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  A7idrade.  — Federico  O.  Sa 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

RECURSO  DE  AMPARO:  introducido  por 
el  Br.  Farncisco  Salguero  contra  la  Sa- 
la Primera. 

DOCTRINA:  En  ningún  caso  puede  permi- 
tirse que  haya  más  de  dos  Instancias  en 
los  juicios. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y siete  de  abril  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Para  resolverlo  se  tiene  a la  vista  el  re- 
curso de  amparo  introducido  por  el  Ba- 
chiller Francisco  Salguero  contra  la  Sala 
la.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  el  veinte 
de  marzo  del  año  en  curso. 

Según  el  memorial  presentado  a esta 
Corte  por  el  recurrente,  su  recurso  lo  ba-' 
sa  en  lo  que  sigue: 

Para  hacer  efectivo  un  crédito  de  tres- 
cientos quetzales  que  a su  favor  contrajo 
don  Ernesto  Godoy  con  la  fianza  mancomu- 
nada y solidaria  del  Licenciado  H.  Abraham 
Cabrera,  presentó  su  demanda  ejecutiva 
contra  el  fiador — por  insolvencia  del  señor 
Godoy— en  el  Juzgado  3o.  Departamental, 


Tribunal  que  mandó  pasar  el  asunto  al 
Juzgado  lo.  de  Paz,  en  donde  después  de 
tramitarse  de  conformidad  con  la  Ley  dic- 
tó sentencia  condenatoria  para  el  Licen- 
ciado Cabrera  el  veintiocho  de  junio  de 
mil  novecientos  treinta  y cuatro. 

Por  recurso  de  revisión  introducido  por 
ei  demandado,  los  autos  pasaron  al  Juz- 
gado lo.  Departamental,  quien,  después  de 
admitir  la  defensa  del  Licenciado  Cabrera, 
profirió  su  fallo,  confirmando  en  un  to- 
do la  sentencia  de  la.  Instancia.  El  fallo 
de  2o.  grado  lo  dictó  el  Tribunal  compe- 
tente el  dieciocho  de  octubre,  también  de 
mil  novecientos  treinta  y cuatro. 

Con  posterioridad  el  Licenciado  Cabre- 
ra pidió  aclaración  y ampiiación  de  la  sen- 
tencia ejecutoria  de  2a.  Instancia;  recur- 
sos que  fueron  declarados  sin  lugar  «1 
quince  de  noviembre  del  año  anterior. 

Con  fecha  diecisiete  de  noviembre  de 
ese  mismo  año,  el  Licenciado  Cabrera  in- 
trodujo recurso  de  nulidad  contra  la  sen- 
tencia que  confirmó  la  de  Primera  Ins- 
tancia; recurso  que  fué  rechazado  de  pla- 
no, por  estimarlo  el  Juez  improcedente. 

Por  el  motivo  indicado,  el  Licenciado  Ca- 
brera recurrió  de  hecho  contra  la  última 
resolución  del  Juzgado  lo.  Departamen- 
tal; recurso  que  la  Sala  la.  de  la  Corte  de 
Apelaciones — Tribunal  a donde  se  mandó 
pasar  para  lo  que  hubiese  lugar  en  dere- 
cho el  escrito  presentado  a esta  Corte  por 
el  Licenciado  Cabrera — declaró  que  era  ape- 
lable el  auto  de  veintidós  de  noviembre  de 
mil  novecientos  treinta  y cuatro,  en  el 
que  se  rechazó  el  recurso  de  nulidad,  y en 
consecuencia  señaló  al  apelante  el  térmi- 
no de  tres  dias  para  que  hiciera  uso  del 
recurso  y,  a la  vez  pidió  los  antecedentes 
al  Juez  que  dictó  la  sentencia  ejecutoria. 
La  resolución  de  la  Sala  la.  de  Apelaciones 
fué  proferida  el  dieciséis  de  enero  del  año 
en  curso. 

Como  el  recurrente  Salguero  estima  que 
esta  última  resolución  es  contraria  a la  ley, 
ya  que  la  nulidad  solicitada  por  el  Licen- 
ciado Cabrera  es  improcedente,  por  una 
parte;  y,  por  la  otra  que  la  referida  reso- 
lución es  inconstitucional,  porque  de  he- 
cho está  creando  una  tercera  Instancia  en 
un  asunto  de  menor  cuantía  que  ya  con- 
cluyó con  la  sentencia  ejecutoria  dictada 
por  el  Juez  lo.  Departamental,  con  lo  que 
se  viola  el  Artículo  91  de  la  Constitución 
de  la  República  que',  establece  para  toda 
clase  de  juicios  solamente  dos  Instancias, 
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ocurre  ante  esta  Corte,  para  que  se  le  am- 
pare, declarando  que  no  le  es  aplicable— 
en  este  caso  concreto — la  Ley  que  estable- 
ce el  recurso  de  nulidad. 

Tramitado  como  es  debido  el  recurso  ex- 
traordinario de  amparo  de  que  se  viene 
haciendo  mérito,  en  el  que  se  oyó  a la 
Sala  recurrida  y al  recurrente  y al  Mi- 
nisterio Público,  estando  esta  última  Ins' 
titución  de  entero  acuerdo  con  la  solici- 
tud de  amparo  que  hace  el  Bachiller  Sal- 
guero, es  el  caso  de  resolver  lo  que  pro-' 
ceda  en  derecho,  una  vez  que  las  actua- 
ciones quedaron  a la  vista  para  ello  el  die- 
ciséis del  corriente  mes. 

Por  el  motivo  indicado,  la  Corte  Supre- 
ma de  Justicia, 

CONSIDERA: 

Que  la  sentencia  dictada  por  el  Juez  lo. 
Departamental  al  conocer  en  revisión  de! 
fallo  proferido  por  el  Juez  lo.  de  Paz  en 
el  juicio  de  menor  cuantía  que  sostiene  el 
Bachiller  Salguero  con  el  Abogado  Cabre- 
ra, ya  no  admite — fuera  de  los  recursos 
de  aclaración  y ampliación  resueltos  por 
el  Tribunal  competente  para  ello — ningu- 
na otra  clase  de  recursos;  desde  el  mo- 
mento en  que,  el  Artículo  544  del  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil  dis- 
pone con  toda  claridad  que,  las  resolucio- 
nes dictadas  por  los  jueces  que  conocen 
en  el  segundo  grado  o segunda  Instancia 
de  los  juicios  de  menor  cuantía,  adquie- 
ren la  calidad  de  ejecutoriadas;  disposi- 
ción legal  que  se  encuentra  acorde  con  lo 
preceptuado  en  el  Articulo  235 — inciso  2o. 
de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial 
y,  con  las  que  establecen  que  el  recurso 
extraordinario  de  casación  no  procede 
contra  las  decisiones  en  esa  clase  de  liti- 
gios. 

Es  verdad  que  el  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y Mercantil  que  entró  en  vi- 
gor el  quince  de  septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y cuatro  estableció  el  re- 
curso de  nulidad;  mas  también  lo  es,  que 
en  el  Artículo  502  de  dicho  Cuerpo  Legal, 
se  dice  con  toda  claridad  que  el  recurso 
aludido  sólo  puede  interponerse  antes  de 
que  se  dicte  la  sentencia,  y no  cuando 
ésta  ya  se  haya  proferido,  como  acontece  en 
el  caso  sub-júdice.  Eso  por  una  parte; 
pues  por  la  otra  el  mencionado  recurso 
de  nulidad,  aún  en  el  caso  de  que  no  se 
hubiese  dictado  la  sentencia  final,  no  ten-* 


dría  cabida  en  dicho  litigio,  de  conformi- 
dad con  lo  que  dispone  de  manera  clara 
el  inciso  13  del  Articulo  250  de  la  Ley  Cons- 
titutiva del  Poder  Judicial;  toda  vez  que 
por  tratarse  de  actuaciones  ya  iniciadas, 
tenían  que  regirse  por  la  Ley  vigente  al 
tiempo  de  su  iniciación;  y el  Código  pro- 
cesivo  anterior,  no  admitía  el  recurso  de 
nulidad. 

Además  de  todo  lo  que  se  deja  conside- 
rado, la  admisión  del  tantas  veces  men- 
cionado recurso  de  nulidad,  viene  a crear 
— en  el  caso  sub-júdice — una  tercera  Ins- 
tancia, lo  que  desde  luego  es  vlolatorio  del 
principio  Constitucional  que  prohíbe  que 
haya  más  de  dos  Instancias  en  los  juicios 
civiles  y criminales;  principio  que  se  en- 
cuentra contenido  en  el  Articulo  91  de  la 
Constitución  de  la  República. 

De  todo  lo  que  se  deja  considerado,  se 
desprende  la  procedencia  del  amparo  so- 
licitado por  el  Bachiller  Salguero,  ya  que 
en  el  caso  concreto  a que  se  refiere  no  es 
aplicable  el  recurso  de  nulidad  estable- 
cido en  los  Artículos  501,  502,  503  y 504 
de  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y Mer- 
cantil; y por  ende  no  puede  tener  el  ca^ 
rácter  de  apelable  la  providencia  en  que 
el  Juez  lo.  Departamental  rechazó  de  pla- 
no por  improcedente  la  nulidad  interpues- 
ta por  el  Abogado  Cabrera. 

Por  todo  lo  expuesto  y con  apoyo  en  los 
Artículos  lo.,  3o.,  8o.,  9o.  y 10o.  y 29  del 
Decreto  Legislativo  No.  1539,  la  Corte  Su- 
prema de  Justicia, 

RESUELVE, 

AMPARAR  al  Bachiller  Francisco  Sal- 
guero en  el  caso  concreto  que  somete  a la 
consideración  de  este  Tribunal,  declaran- 
do que  en  dicho  caso  no  son  aplicables  los 
Capítulos  3o.  y 6o.,  Títulos  5o.,  Libro  II  del 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercan- 
til; debiendo  en  consecuencia  quedar  las 
cosas  en  el  estado  que  tenían  antes  de  eje- 
cutar el  acto  que  motivó  el  presente  re- 
curso. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Ayidrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretarlo. 
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CIVIL 

JUICIO:  Ordinario  seguido  por  José  Mene- 
gazso  con  Cruz  Arrióla  Guevara  y com- 
pañeros. 

DOCTRINA:  El  pago  es  uno  de  los  modos 
de  extinguirse  las  obligaciones. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y siete  de  abril  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción, y con  sus  respectivos  antecedentes,  la 
sentencia  que  más  adelante  se  relatará  pro- 
nunciada en  los  juicios  acumulados  en  se- 
gunda Instancia  y que  inició  don  José  Me- 
negazzo  Barausse  contra  los  señores  Cruz 
Quirino,  Donaciano  y Abel  Arrióla  Guevara, 
sobre  que  se  declare  la  nulidad  de  todo  lo 
actuado  en  el  juicio  ejecutivo  que  siguió 
contra  dichos  señores,  y ordenar  el  restable- 
cimiento de  las  hipotecas  que  pesaban  so- 
bre las  fincas  que  cita  y a fin  de  que  se 
condene  a los  señores  Arrióla  Guevara  a 
que  dentro  de  tercero  día  otorguen  una  es- 
critura adicional  expresando  los  números 
de  la  inscripción  de  la  finca  “El  Paraíso'', 
bajo  apercibimiento  de  otorgarla  de  oficio, 
condenándolos  además  en  los  daños  y per- 
juicios y en  las  costas  del  juicio. 

RESULTANDO: 

El  treinta  de  mayo  de  mil  novecientos 
treinta  y tres,  don  José  Menegazzo  Barausse 
se  presentó  ante  el  Juez  primero  de  pri- 
mera Instancia  de  Guatemala,  manifestan- 
do, entre  otras  cosas,  lo  que  sigue:  que  el 
diez  de  septiembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y dos,  había  entablado  demanda  ejecu- 
tiva contra  los  señores  Cruz,  Quirino,  Do- 
naciano y Abel  Arrióla  Guevara  por  la  su- 
ma de  seis  mil  setecientos  setenta  y cinco 
dollars  de  capital  y cuatrocientos  ochenta 
y tres  dollars  y ochenta  y siete  centavos  de 
la  misma  moneda  de  intereses;  sirvieron 
de  base  a la  ejecución  la  escritura  de  doce 
de  noviembre  de  mil  novecientos  veintiséis 
por  la  cantidad  de  tres  mil  dollars  que  re- 
cibieron a mutuo  y con  garantía  de  las  fin- 
cas números  2566,  1711  y 2567,  folios  226, 
182  y 228.  Tomos  18,  12  y 18  de  Sololá,  se- 
gún escritura  que  autorizó  el  Notario  don 
José  Sarillas  Fajardo,  el  doce  de  noviem- 
bre de  m'i  novecientos  veintiséis:  y la  es- 
critura pública  de  veintiuno  de  agosto  de 
mil  novecientos  veintiocho,  que  en  Patulul, 
del  Departamento  de  Sololá,  autorizó  el  No- 


tario don  Manuel  María  Rivera,  por  la  su- 
ma de  dos  mil  quinientos  pesos  oro  con  ga- 
rantía de  las  fincas  citadas.  En  la  suma 
que  fué  cobrada  se  incluyó  la  cantidad  de 
un  mil  doscientos  setenta  y cinco  dollars,  en 
virtud  de  cesión  que  le  hizo  el  señor  Máxi- 
mo Nowakowski.  Esa  deuda  no  se  jus- 
tificó violándose  asi  los  artículos  913,  914, 
917  y 921  del  Código  de  Procedimientos  Ci- 
viles, 603  y 721  del  mismo  Cuerpo  de  Le- 
yes, y para  evitarse  posteriores  disgustos, 
pedia  la  enmienda  del  procedimiento  de- 
clarando la  nulidad  de  todo  lo  actuado  en 
el  juicio  ejecutivo,  es  decir  nulidad  del 
remate  de  doce  de  septiembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y dos,  de  la  liquidación 
y otorgamiento  de  la  escritura  de  oficio 
y como  consecuencia  la  nulidad  de  la  car- 
ta de  pago  y cancelación  que  solicitaron 
los  señores  Arrióla  Guevara;  y concluyó 
pidiendo  que  al  declararse  la  mencionada 
nulidad  se  ordenara  el  .restablecimiento 
de  las  hipotecas  sobre  ias  fincas  números 
2566,  1711,  2567,  folios  226,  182  y 228,  Tomos 
18,  12  y 18  de  la  finca  número  1,490,  fo- 
lio 142,  Tomo  11  todos  de  Sololá. 

Los  señores  Arrióla  Guevara  contestaron 
la  demanda  manifestando  que  de  todas  las 
cantidades  que  se  cobraron  fueron  acom- 
pañadas las  escrituras  públicas  respectivas 
debidamente  registradas,  que  las  justifi- 
can, y además  se  presentó  una  certifica- 
ción donde  constaban  los  gravámenes  exis- 
tentes. En  la  demanda  Iniciada  por  el  se-  ■ 
ñor  Menegazzo  se  expresó  de  una  manera 
clara  el  monto  de  la  deuda,  el  de  los  in- 
tereses y el  cobro  de  las  costas,  asi  como 
que  esa  deuda  se  iba  a hacer  efectiva  so- 
bre las  fincas  rústicas  2566,  1711  y 2567, 
folios  226,  182  y 228  Tomos  18,  12  y 18  de 
Sololá.  Que  el  juicio  fué  seguido  por  to- 
dos sus  trámites  sin  oposición  alguna,  y 
al  darle  fin  se  le  otorgó  al  ejecutante  la 
escritura  traslativa  de  dominio  de  las  tres 
fincas  que  se  dejan  ya  mencionadas.  Que 
el  gravamen  hipotecario  que  pesaba  sobre 
la  finca  número  1,490  folio  142,  Libro  11 
de  Sololá  desde  su  origen,  se  constituyó 
solamente  por  Donaciano  Arrióla  Gueva- 
ra. Los  otros  condueños  que  son  Abel,  Cruz, 
y Quirino  Arrióla  Guevara,  jamás  han  hi- 
potecado esa  propiedad,  ni  a Nowakowski, 
ni  a Menegazzo.  Desde  mil  novecientos 
veintiséis  y mil  novecientos  veintiocho,  en 
que  Menegazzo  les  dió  las  primeras  sumas 
a mutuo  solamente  se  garantizó  con  las 
fincas  números  2566,  1711  y 2567,  folios 
226,  182  y 228,  Tomos  18,  12  y 18  de  Solo- 
lá, y no  con  la  otra  propiedad  a que  alude 
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el  actor  en  su  demanda.  Que  con  respecto 
al  restablecimiento  de  las  hipotecas  sobre 
las  fincas  que  acaban  de  mencionarse  na- 
da tenian  que  decir,  ya  que  a Menegazzo 
corresponde  el  dominio  y posesión  de  las 
mismas. 

Ei  doce  íie  junio,  cuando  ya  habia  sido 
contestada  la  demanda  por  los  hermanos 
Arrióla  Guevara,  se  presentó  el  señor  Me- 
negazzo manifestando:  que  invocaba  tam- 
bién como  funda.mento  de  la  nulidad  so- 
licitada, el  hecho  de  que  en  el  Juzgado  3o. 
de  la.  Instancia  de  este  Departamento 
(Guatemala)  ya  se  habia  iniciado  un  jui- 
cio ejecutivo,  el  cuatro  de  junio  de  mil  no- 
vecientos treinta  por  el  señor  don  Máximo 
Nowakowski,  de  quién  él  (Menegazzo)  era 
cesionario,  para  cobrar  el  saldo  de  las 
cuentas  corrientes  originadas  por  las  es- 
crituras públicas  de  treinta  de  septiembre 
de  mil  novecientoe  veintiséis,  y tres  de  oc- 
tubre de  mil  novecientos  veintisiete,  au- 
torizadas en  esta  capital  por  los  Notarios 
don  Ramiro  Fonseca  y don  Fernando  Ore- 
llana y con  base  de  esos  instrumentos  pú- 
blicos fué  señalado  día  para  el  remate  no 
sólo  de  las  tres  fincas  que  se  le  adjudica- 
ron, sino  también  de  la  verdadera  y prin- 
cipal denominada  “El  Paraíso”,  inscrita 
bajo  el  número  1490,  folio  142,  Tomo  11  de 
Sololá. 

El  señor  Menegazzo  Barausse,  posterior- 
mente presentó  dos  certificaciones,  mani- 
festando: que  de  la  primera  se  deduce  la 
existencia  del  juicio  ejecutivo  promovido 
por  don  Max  Nowakowski  pidiendo  el  re- 
mate de  las  fincas  ya  mencionadas,  y el 
de  la  finca  “El  Paraíso”.  Que  si  está  pen- 
diente dicho  juicio  no  procedía  entablar 
nueva  acción  para  cobrar  la  misma  deuda, 
ya  que  no  se  acompañó  la  escritura  otor- 
gada a favor  del  señor  Nowakowski,  el 
treinta  de  septiembre  de  mil  novecientos 
veintiséis,  qu  autorizó  en  la  capital  de  la 
República  el  Notario  don  Ramiro  Fonseca 
Palomo,  ni  la  de  cesión  a su  favor,  violán- 
dose así,  los  artículos  715  inciso  2o.  y 913 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  al 
darle  curso  el  Juez  a la  demanda  ejecu- 
tiva. La  violación  de  los  preceptos  legales 
está  sancionada  con  declarar  la  nulidad 
de  lo  actuado.  Que  en  la  segunda  certifi- 
cación expedida  por  el  Segundo  Registra- 
dor de  la  Propiedad  Inmueble  con  fecha 
veintisiete  de  Junio  (1933),  se  encuentra 
la  historia  de  cada  una  de  las  lincas,  su 
extensión  superficial  registrada  y las  res- 
ponsabilidades que  han  tenido  en  los  giros 
económicos  de  sus  dueños,  para  formarse 


concepto  de  su  valor,  mérito  e importan- 
cia. La  finca  número  2566,  sin  nombre  co- 
nocido, tiene  una  extensión  registrada  de 
treinta  y dos  manzanas  y cincuenta  y ocho 
varas  cuadradas.  La  finca  “El  Bosque” 
tiene  ciento  cinco  manzanas  y seis  mil  va- 
ras cuadradas;  de  ésta  se  desmembraron 
treinta  y dos  cuerdas  que  pasaron  a for- 
mar la  finca  número  2567,  folio  228,  To- 
mo 18  de  Sololá.  Las  tres  constituyen  una 
superficie  de  dos  caballerías,  ocho  manza- 
nas y cuatro  mil,  cuatrocientas  veintiséis 
varas  cuadradas.  Estas  fincas  no  tienen 
edificios  de  ninguna  clase,  maquinarias  ni 
beneficio.  En  el  giro  comercial  estos  te- 
rrenos apenas  han  garantizado  el  pago  del 
valor  de  un  camión  que  el  señor  Nicoll 
dió  a don  Donaciano  Arrióla  Guevara.  La 
finca  “El  Paraíso”  tiene  una  extensión 
registrada  de  seis  caballerías  y tres  cuar- 
tos de  caballería  y de  ella  se  desembraron 
tres  manzanas  y ochocientos  treinta  y cin- 
co milésimos  de  vara  que  ocupa  la  linea 
férrea.  En  esta  finca  hay  una  casa  cu- 
bierta de  lámina,  y cuatro  ranchos  cu- 
biertos de  teja  de  barro,  uno  cubierto  de 
lámina,  una  cocina  con  techo  de  teja  y 
una  caballeriza.  La  finca  “El  Paraíso”  ha 
garantizado  sucesivamente  las  sumas  de 
cinco  mil  pesos,  en  mil  novecientos  uno, 
doce  mil  pesos,  en  mil  novecientos  dos,  y 
veinte  mil  pesos  en  mil  novecientos  seis. 
Que  se  cometió  el  error  de  no  haberse 
anunciado  el  remate  de  la  finca  “El  Pa- 
raíso”, omitiéndose  también  fijar  los  avi- 
sos de  dicho  remate  en  el  lugar  donde  es- 
tán situadas  las  fincas.  La  nulidad  de  la 
escritura  traslativa  de  dominio  que  otorgó 
el  Juez  lo.  de  la.  Instancia  del  Departamen- 
to de  Guatemala,  a su  favor  (de  Menega- 
zzo) el  veintidós  de  febrero  (1933),  y la 
cancelación  en  el  Registro  se  imponía  por 
haber  habido  error  substancial  pues  en 
ella  se  omitió  la  finca  “El  Paraíso”,  garan- 
tía primordial  de  las  deudas  de  los  seño- 
res Arrióla  Guevara.  Que  también  se  im- 
ponía la  nulidad  de  la  escritura  pública 
autorizada  por  el  Notario  don  Luis  Felipe 
Rosales  G.  por  la  cual  fueron  cancelados 
los  gravámenes  que  pesaban  sobre  las  fin- 
cas rematadas  incluyendo  indebidamente 
“El  Paraíso”,  porque  esta  finca  no  fué 
anunciada  en  el  remate  ni  hay  fundamen- 
to legal  para  excluirla  entre  las  fincas  gra- 
vadas. Que  la  sentencia  dada  en  juicio 
ejecutivo  no  produce  los  efectos  de  cosa 
juzgada  y en  consecuencia  los  pactos  o 
convenios  fundados  en  ella  están  sujetos 
a las  resultas  del  juicio  ordinario  o del 
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tiempo  para  la  prescripción,  bajo  este  con- 
cepto no  le  perjudica  la  venta  que  hizo 
el  señor  don  Donaciano  Arrióla  a sus  her- 
manos; tampoco  la  hipoteca  de  cinco  mil 
pesos  oro  americano,  en  que  reconocieron 
adeudar  a don  Fermín  Gómez  Jiménez  di- 
cha suma  con  garantía  de  la  finca  “El  Pa- 
raíso”. Que  a sus  intereses  no  afectaba 
la  sub-hipoteca  que  el  señor  Gómez  Jimé- 
nez dió  a favor  de  la  señora  doña  Carlota 
Villatoro  de  Rosales,  esposa  del  Abogado 
de  sus  contendientes,  en  garantía  de  un 
mil  pesos  oro  americano.  Y que  todas  es- 
tas operaciones  debían  ser  canceladas  en 
el  Registro. 

Donaciano  Arrióla  Guevara  expu.so,  en- 
tre otras  cosas,  lo  que  sigue:  que  si  el  Juz- 
gado le  dió  trámite  a la  demanda  de  Me- 
negazzo  fué  porque  asi  lo  pidió  el  acree- 
dor haciendo  uso  del  derecho  que  le  con- 
cede la  ley  para  elegir  los  bienes  que  cre- 
yere suficientes  a cubrir  su  crédito  y por 
esta  circunstancia  no  fué  incluida  en  el 
remate  la  finca  número  1,490,  folio  142, 
Tomo  11  de  Sololá.  Que  el  juicio  ejecuti- 
vo entablado  por  don  Max  Nowakowski, 
ya  no  tenía  razón  de  existir,  pues  el  acree- 
dor ya  cobró  ante  otro  Juzgado  las  mismas 
obligaciones.  Que  la  escritura  de  la  ce-' 
slón  del  crédito  que  otorgó  el  señor  Max 
Nowakowski  a favor  de  Menegazzo  fué 
presentada  juntamente  con  las  demás  en 
su  oportunidad.  Que  en  el  juicio  cuya  nu- 
lidad se  pide  no  se  ha  ejecutado  nada 
contrario  al  tenor  de  las  leyes  prohibiti- 
vas. Que  el  señor  Menegazzo  les  ofreció 
hace  ya  algún  tiempo  la  cantidad  de  trein- 
ta mil  pesos  por  las  fincas  “El  Bosque”  y 
“El  Paraíso”.  Que  no  encuentra  razón 
lógica  ni  legqj  para  que  a causa  de  un 
error  de  los  Notarios  al  darle  a las  fincas 
hipotecadas  el  nombre  de  “El  Paraíso”*,  él 
(Menegazzo)  pueda  quedarse  en  pago  de 
la  hipoteca  con  esta  propiedad  que  ha  es- 
tado limpia  de  gravamen  en  el  Registro, 
Que  el  propio  acreedor  después  de  iniciar, 
seguir  y fenecer  un  juicio  ejecutivo  se 
presenta  pidiendo  la  nulidad  del  mismo. 
Que  le  extraña  al  acreedor  que  la  finca 
número  1,490  se  haya  incluido  en  la  can- 
celación que  autorizó  el  Notario  don  Luis 
Fe’ipe  Rosales  cuando  a él  (Menegazzo) 
le  consta  que  la  escritura  de  obligación 
que  se  refiere  a esa  finca  fué  acompaña- 
da con  la  demanda  y que  en  la  certifica- 
ción de  gravámenes  se  hace  constar  que 
existia  ese  gravámen  sobre  los  derechos 
de  Donaciano  en  la  finca  “El  Paraíso”.  Que 


cuando  se  trata  de  deudas  con  garantías 
hipotecarias,  según  prescripciones  legales, 
ya  no  hay  saldos  insolutos  que  cobrar. 

Con  fecha  ocho  de  septiembre  de  mil 
novecientos  treinta  y tres,  el  Juez  lo.  de 
la.  Instancia  dei  Departamento  de  Guá- 
rnala, dió  fin  al  juicio  declarando  absuel- 
tos de  la  demanda  a los  señores  Cruz,  Do- 
naciano, Quirino  y Abel  Arrióla  Guevara, 
siendo  las  costas  a cargo  de  ambas  par- 
tes. Por  auto  de  veintitrés  de  septiem- 
bre se  declaró  sin  lugar  la  aclaración  y 
amplación  de  la  mencionada  sentencia, 
que  fué  pedida  por  los  hermanos  Arrióla 
Guevara. 

El  cinco  de  agosto  del  año  de  mil  no- 
vecientos treinta  y tres,  el  señor  don  José 
Menegazzo  Barausse  entabló  otra  deman- 
da contra  los  señores  Cruz,  Quirino,  Do- 
naciano y Abel  Arrióla  Guevara,  ante  el 
Juez  lo.  de  la.  Instancia  de  este  Departa- 
mento (Guatemala)  para  que  en  senten- 
cia definitiva  se  condenara  a dichos  señores 
a que  dentro  de  tercero  día  le  otorgaran 
una  escritura  consignando  los  números  de 
la  inscripción  de  la  finca  “El  Paraíso”  ba-* 
jo  apercibimiento  de  otorgarla  de  oficio, 
condenándolos  además  en  los  daños  y per- 
juicios y en  las  costas  en  el  caso  de  que 
la  omisión  resultara  fraudulenta.  Fundó 
su  acción  el  señor  Menegazzo  en  las  obli- 
gaciones contraídas  por  los  demandados 
en  las  escrituras  que  sirvieron  de  base  a 
la  ejecución  agregando  que  los  Notarios 
que  autorizaron  los  instrumentos  públicos 
de  referencia  no  tuvieron  la  menor  idea 
de  las  inscripciones  del  Registro  de  las 
fincas  que  se  hipotecaron,  y sólo  asi  se 
explica  que  hayan  considerado  como  una 
tercera  finca  la  número  2567.  folio  228, 
tomo  18  de  Sololá  que  sólo  tiene  treinta 
y dos  cuerdas  y es  desmembración  de  la 
número  1711,  folio  182,  Tomo  12  del  cita- 
do Departamento.  Y el  error  cometido 
de  nn  haberse  consignado  el  número  de 
inscrinción  de  la  finca  “El  Paraíso”,  nú- 
mero 1490,  folio  142,  Tomo  11  de  Sololá 
era  subsanable  mediante  una  escritura  de 
aclaración  de  la  última  que  autorizó  el 
Notario  don  Manuel  María  Rivera. 

Presentó  el  señor  Menegazzo  Barausse 
el  testimonio  de  las  escrituras  públicas  de 
fechas  doce  de  noviembre  de  mil  nove- 
cientos veintiséis  y veintiuno  de  agosto  de 
mil  novecientos  veintiocho,  autorizadas, 
respectivamente,  por  los  Notarios  don  Jo- 
sé Barillas  Fajardo  y don  Manuel  María 
Rivera. 
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Los  señores  Arrióla  después  de  hacer 
una  narración  de  lo  sucedido,  y de  expre- 
sar las  razones  que  militan  en  su  favor, 
negaron  la  nueva  demanda  e interpusie- 
ron las  excepciones  de  pago  y de  extinción 
de  las  obligaciones  que  hablan  existido  por 
parte  de  ellos  como  deudores  del  actor,  en 
virtud  de  haber  sido  canceladas  ya  con  el 
remates  y adjudicación  al  acreedor  de  los 
bienes  hipotecados:  y por  último  pidieron 
que  se  tuvieran  como  prueba  de  su  parte, 
el  juicio  ejecutivo  que  les  siguió  el  señor 
Menegazzo  Barausse,  así  como  el  ordina- 
rno  de  nulidad  que  acababa  de  fallarse. 

Don  José  Menegazzo  entabló  una  acción 
ejecutiva  a fin  de  que  los  señores  don 
Cruz,  don  Quirino,  don  Donaciano  y don 
Abel  Arrióla  Guevara  le  pagaran  la  can- 
tidad de  seis  mil  setecientos  setenta  y cin- 
co dólares  que  le  adeudaban  por  capital, 
y cuatrocientos  ochenta  y tres  dólares  y 
ochenta  y siete  centavos  por  intereses,  de- 
manda que  hizo  extensiva  a los  intereses 
que  siguiera  devengando  el  capital,  y a las 
costas  del  juicio.  El  siete  de  octubre  de 
mil  novecientos  treinta  y dos,  con  asisten- 
cia del  señor  Menegazzo  y de  su  Abogado 
director  se  efectuó  el  remate  de  las  fin-' 
cas  rústicas  números  2,566,  1,711  y 2,567, 
folios  226,  182  y 228,  Tomos  18,  12  y 18 
del  Departamento  de  Sololá  ubicadas  en 
el  Municipio  de  Patulul,  admitiéndose  pos- 
turas que  cubrieran  el  capital  demandado, 
los  intereses  y las  costas  correspondientes. 
El  remate  fincó  en  el  propio  ejecutado  por 
'a  base  ya  mencionada.  La  liquidación 
que  se  aprobó  en  su  oportunidad  a peti- 
ción del  ejecutante,  asciende  a la  suma  de 
siete  mil  seiscientos  treinta  y nueve  quet- 
zales, cuarenta  y tres  centavos  de  la  mis- 
ma moneda.  El  veintidós  de  febrero  de 
mil  novecientos  treinta  y tres,  en  rebel- 
día de  los  obligados  le  fué  otorgada  al  se- 
ñor Menegazzo  por  el  Juez  lo,  de  la.  Ins- 
tancia Departamental,  escritura  de  ven- 
ta de  las  fincas  hipotecadas,  transfiriendo 
al  comprador  el  dominio  y posesión  libre 
de  gravámenes  y anotaciones. 

El  seis  de  diciembre  del  año  mil  nove' 
cientos  treinta  y tres,  el  Juez  lo.  de  la. 
Instancia  del  Departamento  de  Guatema- 
la, dió  fin  a este  otro  juicio,  declarando 
procedente  las  excepciones  de  pago  y ex- 
tinción de  la  obligación  contraída  por  los 
señores  Cruz,  Abel,  Donaciano  y Quirino 
Arrióla  Guevara  a quienes  absue’ve  de  la 
demanda  interpuesta  por  el  mismo  señor 
Menegazzo  Barausse,  debiendo,  cuando  la 


sentencia  esté  firme,  cancelarse  en  el  Re- 
gistro de  la  Propiedad  Inmueble,  “la  ano- 
tación que  pesa  sobre  la  finca  número 
1409,  folio  142,  Tomo  11  de  Sololá,  con  mo- 
tivo de  la  demanda”  tantas  veces  mencio- 
nada; y además  resuelve  que  las  costas 
son  a cargo  del  actor  y de  los  demanda^ 
dos. 

En  segunda  instancia  fueron  acumula- 
dos los  juicios  que  inició  don  José  Mene- 
gazzo Barausse:  y la  Sala  Primera  de  la 
Corte  de  Apelaciones  al  conocer  de  los 
fallos  de  primer  grado,  resolvió  lo  que 
sigue:  lo.,  que  don  Cruz,  don  Quirino,  don 
Donaciano  y don  Abel  Arrióla  Guevara 
dentro  del  término  de  tercero  día,  deben 
otorgar  la  escritura  adicional  consignan- 
do los  números  de  la  inscripción  de  la 
finca  “El  Paraíso”,  bajo  apercibimiento 
de  otorgarla  de  oficio;  2o.,  que  es  nulo  el 
juicio  ejecutivo  seguido  por  don  José  Me- 
negazzo contra  los  demandados  y en  su 
consecuencia  es  nulo  el  remate  de  doce  de 
septiembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
dos;  que  es  nula:  la  liquidación  respecti- 
va, la  escritura  otorgada  de  oficio  por  el 
Juez  a-quo  y la  carta  de  pago  y cancela- 
ción que  solicitaron  los  señores  Arrióla 
Guevara,  y en  consecuencia  se  deben  res- 
tablecer las  primeras  y especiales  hipote- 
cas sobre  las  fincas  números  2566,  1711, 
2567  y 1490,  folios  226,  182,  228  y 142,  To- 
mos, 18,  12,  18  y 11  de  Sololá  a favor  de 
don  José  Menegazzo:  y 3o„  que  las  costas 
son  a cargo  de  los  demandados. 

Contra  la  sentencia  de  segunda  Instan- 
cia, el  representante  legal  de  los  señores 
Arrióla  Guevara,  Licenciado  don  Luis  Fe- 
lipe Rosales  G,,  introdujo  el  recurso  de  ca- 
sación denunciando  como  violados  los  ar- 
tículos que  siguen:  2298  incisos  primero 
y tercero,  2300,  2322,  1425,  1434,  2019,  708, 
1423,  1411,  2365,  1424,  1456,  1457,  1462,  1464, 
del  Código  Civil  (Decreto  175) ; 668,  688, 
689,  696,  701,  706,  707.  708,  711,  714,  716 
incisos  primero  y segundo;  1076,  1081, 
1084,  1100,  1105,  1114,  1115,  1116,  1117, 
1121,  1161,  inciso  primero  y 1172  del  Códi- 
go Civil  (Decreto  1932) ; 27,  30,  31,  35,  51, 
137,  138,  167,  168  y 173,  Ley  Hipotecaria 
(Decreto  1656) ; 435,  436.  437,  438.  439,  858. 
861  incisos  primero  y séptimo,  887  y 157 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercan- 
til (Decreto  2009)  : 1001,  1008.  836,  838, 
842,  844,  845,  846,  849.  914,  920  y 946  inci- 
so lo.  del  Código  de  Procedimientos  Civi- 
les: 66,  73,  71  del  Decreto  1747:  178,  215 
última  parte,  y 223  del  Decreto  No.  273. 
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CONSIDERANDO: 

Que  la  acción  intentada  por  el  señor  Me- 
negazzo  Berausse  en  la  segunda  demanda 
carece  de  fundamento  legal,  pues  el  actor 
aceptó  desde  un  principio  como  buenas  las 
garantías  que  le  dieron  los  demandados, 
según  se  desprende  del  contexto  de  los  ins- 
trumentos públicos  que  han  servido  de  ba- 
se para  iniciar  la  ejecución. 

Que  adjudicadas  al  ejecutante  las  fin-' 
cas  que  se  mencionaron  anteriormente, 
para  cubrir  la  cantidad  que  le  adeudaban 
los  señores  Arrióla  Guevara  y habiendo 
sido  otorgada  a favor  de  dichos  señores 
la  correspondiente  carta  de  pago  y cance- 
ladas las  hipotecas  impuestas  sobre  aque- 
llos inmuebles,  es  indudable  que  la  obli- 
gación de  que  se  trata  ha  quedado  extin- 
guida. Y al  estimar  lo  contrario  el  Tri- 
bunal sentenciador  infringió  los  artículos 
2298  inciso  primero  y 2300  del  Código  Ci- 
vil. 

CONSIDERANDO; 

Que  el  señor  Menegazzo  Barausse  se 
conformó  con  el  procedimiento  llevado  a 
cabo  y dejó  pasar  por  consiguiente  la 
oportunidad  de  pedir  la  subsanación  de  las 
faltas  en  que  se  hubiese  incurrido,  porque 
esta  enmienda  debe  de  ser  pedida  preci- 
samente cuando  la  ejecución  se  tramita, 
usando  las  partes  para  ese  efecto  de  los 
recursos  que  señalan  las  leyes. 

CONSIDERANDO: 

Que  aun  en  el  supuesto  de  que  existiera 
la  irregularidad  del  procedimiento  a que 
se  refiere  el  señor  Menegazzo  en  su  de- 
manda de  fecha  treinta  de  mayo  de  mil 
novecientos  treinta  y tres,  dicha  falta  no 
darla  lugar  a que  se  declarara  la  nulidad 
pedida  en  via  ordinaria,  por  la  razón  ya 
expresada  anteriormente,  y además  por- 
que dicho  juicio  sólo  procede  cuando  se 
trata  de  controvertir  la  obligación  que  dió 
origen  al  ejecutivo. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  restablecimiento  y ampliación  de 
las  hipotecas  tantas  veces  mencionadas  es 
también  improcedente,  porque  las  fincas 
números  2566,  1711  y 2567  se  adjudicaron 
al  señor  Menegazzo,  como  ya  se  dijo,  en 
pago  de  la  deuda  relacionada;  y además 
por  que  si  bien  es  verdad,  que  en  la  escri- 
tura pública  de  fecha  doce  de  noviembre 


de  mil  novecientos  veintiséis,  se  consignó: 
“que  garantizan  los  deudores  el  cumpli- 
miento de  sus  obligaciones  constituyendo 
a favor  del  acreedor  primera  y especial  hi- 
poteca sobre  una  finca  rústica,  denomina- 
da “El  Paraíso”,  compuesta  de  tres  lotes, 
ubicada  en  jurisdicción  de  Patulul,  De- 
partamento de  Sololá,  e inscritos  en  el  Re- 
gistro respectivo  con  los  números  2566,  1711 
y 2567  a los  folios  226,  182  y 228,  Tomos 
18,  12  y 18  de  Sololá”:  y que  en  la  escri- 
tura fechada  en  el  pueblo  de  Patulul  a 
veintiuno  de  agosto  de  mil  novecientos 
veintiocho,  consta  que  en  garantía  de  ca- 
pital, intereses  y costas,  los  exponentes 
constituyen  a favor  de  don  José  Menega- 
zzo primera  y especial  hipoteca  sobre  sus 
fincas  “El  Paraíso”  y “El  Bosque”,  y ade- 
más aparece  que  a dichas  propiedades  co- 
rresponde los  mismos  tres  números  con  que 
se  mencionan  en  la  escritura  del  doce  de 
noviembre  de  mil  novecientos  veintiséis, 
también  es  cierto,  que  la  finca  “El  Paraí- 
so” está  inscrita  en  el  Registro  bajo  el 
número  1490,  folio  142,  Tomo  11  de  Solo- 
lá. V que  en  ninguna  de  las  dos  escrituras 
públicas  anteriores  se  consignó  la  inscrip- 
ción últimamente  mencionada,  ni  contie- 
ne datos  a virtud  de  los  cuales  este  pre-' 
dio  pudiera  ser  identificado  de  una  ma- 
nera concluyente. 

POR  TANTO; 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  prescrito  por  los  artículos 
282,  506.  518,  524  v 882  Lev  de  Enjuicia- 
miento Civil  y Mercantil,  CASA  Y ANULA 
la  eiecutoria  ree^r’-ida  y resolyiendo  so- 
bre lo  principal  declara:  lo.,  que  son  pro- 
cedentes las  excepciones  propuestas  por 
los  señores  Cruz,  Donaciano,  Quirino  y 
Abe'  Arrióla  Guevara,  y en  consecuencia 
se  les  absuelve  de  las  demandas  que  su- 
cesivamente les  entabló  don  José  Mene-* 
eazzo  Barausse:  2o.,  que  manda  cancelar 
la  anotación  oue  pesa  sobre  la  finca  nú- 
mero 1490,  folio  142.  Tomo  11  de  Sololá; 
y 3o.,  que  las  costas  son  a cargo  de  am- 
bas partes. 

Notifiquese,  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, deyuélyanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario, 
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Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintisiete  de  mayo  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  para  i-esolver  la  solicitud  presen- 
tada por  don  José  Menegazzo  relativa  a que 
se  amplíe  la  sentencia  pronunciada  por 
esta  Corte  Suprema  con  fecha  diez  y siete 
del  mes  próximo  pasado,  en  el  sentido  de 
que  se  le  dejen  a salvo  sus  derechos  para 
deducir  a los  señores  Cruz,  Quirino,  Do- 
naciano  y Abel  Arrióla  Guevara  las  res- 
ponsabilidades civiles  y criminales  en  que 
han  incurrido  al  incluir  la  finca  “El  Pa-' 
raíso”  como  parte  de  la  garantía  que  le 
daban  por  el  dinero  que  recibieron  a mu- 
tuo, y no  dar  los  números  del  Registro,  ni 
incluirla  en  la  escritura  de  hipoteca  res- 
pectiva: y que  también  debe  de  ser  am- 
pliada esa  sentencia  a fin  dh  que  sus 
derechos  queden  expeditos  para  ejercitar 
las  acciones  civiles  y criminales  consi- 
guientes contra  los  señores  Notarios  don 
José  Barillas  Fajardo  y don  Manuel  Ma- 
ría Rivera,  quienes  al  autorizar  las  escri- 
turas púb'icas  respectivas,  no  exigieron  la 
inscripción  del  Registro  ni  la  identifica- 
ción de  la  finca  “El  Paraíso”. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  puntos  a que  se  refiere  el  se- 
ñor Menegazzo  Barausse  en  su  escrito  de 
ampliación  no  fueron  capítulos  de  las  de- 
mandas que  entabló  contra  los  señores 
Arrióla  Guevara,  pues  como  puede  verse 
en  sus  escritos  presentados  ante  el  Juez 
lo.  de  la.  Instancia  del  Departamento  de 
Guatemala  con  fechas  treinta  de  mayo  y 
cinco  de  agosto  de  mil  novecientos  treinta 
y tres,  pidió  en  el  primero  que  se  decla- 
rase la  nulidad  del  juicio  ejecutivo  que 
él  mismo  había  entablado  contra  dichos 
señores,  y que  se  ordenara  el  restableci- 
miento de  las  hipotecas  sobre  las  fincas 
números  2566,  1711  y 2567,  folios  226,  182 
y 228,  Tomos  18,  12  y 18,  y de  la  finca  nú- 
mero 1490,  folio  142,  Tomo  11  todos  de 
Sololá:  y en  el  segundo  solicitó  que  en 
sentencia  definitiva  se  condene  a los  se- 
ñores Arrióla  Guevara  a que  dentro  de 
tercero  día,  le  otorgaran  una  escritura  con- 
signando los  números  de  la  inscripción  de 
la  finca  “El  Paraíso”,  bajo  apercibimien- 
to de  otorgarla  de  oficio,  condenándolos 
además  en  los  daños  y perjuicios  y en  las 
costas  en  el  caso  de  que  la  omisión  resul- 
tase fraudulenta. 

Que  por  otra  parte,  tampoco  se  ha  omi- 
tido resolver  acerca  de  algún  punto  pres- 
crito por  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Ju- 
dicial. 


POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  estatuido  por  los  artículos 
456  y 457  del  Decreto  Legislativo  número 
2009  declara  improcedente  la  ampliación 
de  que  se  hizo  mérito. 

Notiflquese,  y como  está  mandado,  de- 
vuélvanse los  antecedentes  al  Tribunal  de 
su  origen. 

Reina  Andrade.  — SalasaK  — Castella- 
nos R.  — Argueta  S.  — Serrano  Muñoz.  — 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIOS:  Ordinarios  acumulados,  sosteni- 
dos por  Carlos  Tummler,  Adolfo  Muller, 
Bernardo  Zweig  y Alberto  Orellana  So- 
ria con  Schwartz  y Co.,  Schwarts  Bro- 
thers, la  Compañia  de  Ferrocarriles  In- 
ternacionales de  Centro  América,  Adolfo 
Sthal,  Adolfo  Schwank,  Daniel  B.  Hodgs- 
don  y el  Banco  de  Guatemala.  (Se  pu- 
blican los  alegatos  de  los  respectivos 
Abogados) . 

DOCTRINA:  El  tercero  adquiriente  de  bue- 
na fé  y con  Registro  limpio,  jamás  pue- 
de ser  perjudicado  en  sus  derechos  Uis- 
critos. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
dos  de  mayo  de  mil  novecientos  treinta  y 
cinco. 

Para  resolverlos  se  tienen  a la  vista  los 
tres  recursos  extraordinarios  de  casación 
Que,  respectivamente  introdujeron  los 
Abogados  F’rancisco  Villagrán,  Carlos  Sa- 
lazar  Argumedo  y Marcial  Garda  Salas, 
como  representantes  legales  de  las  per- 
sonas que  más  adelante  se  mencionarán, 
contra  la  sentencia  ejecutaría  que  pro- 
firió la  Sala  la.  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes el  veintisiete  de  febrero  del  año  en 
curso  y.  ampliada  y aclarada  el  diecinue- 
vo  de  marzo  subsiguiente,  en  los  juicios  or- 
dinarios acumulados  que  han  sostenido  los 
señores  Carlos  Tummler,  Adolfo  Muller. 
Bernardo  Zweig  y Alberto  Orellana  Soria 
con  los  señores  Schwartz  y Compañía, 
Schwartz  Brothers,  la  Compañia  de  los  Fe- 
rrocarriles Internacionales  de  Centro  Amé- 
rica, Adolfo  Stahl,  Adolfo  Schwank.  Da- 
niel B.  Hodgsdon  y el  Banco  de  Guate- 
mala. 
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El  Abogado  Villagrán  recurre  como  repre- 
sentante legal  de  don  Daniel  B.  Hodgsdon 
y cita  como  violados  por  la  Sala  senten- 
ciadora, los  Artículos  siguientes:  657.  658, 
668,  677  inciso  2o.,  1395,  2249  inciso  4o., 
2293,  2296,  2369  del  Código  Civil  de  1877, 
125  y 350  del  Decreto  Gubernativo  No.  272; 
1060,  1062,  1064,  1069,  1114,  1115,  1121, 
1123,  1124  inciso  lo.  del  Decreto  Legisla- 
tivo No.  1932;  215  del  Decreto  Gubernati- 
vo No.  273;  1010  y 1011  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Civiles  de  1877;  230  del  De- 
creto Gubernativo  No.  273;  292,  882  y 884 
del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y Mer- 
cantil; 1069  inciso  lo.  del  Código  Civil  pro- 
mulgado por  el  Decreto  Legislativo  No. 
1932;  677  inciso  2o.  del  Código  Civil  de 
1877;  292  del  Código  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil y Mercantil;  162  del  Decreto  Guber- 
nativo 273;  721  y 715  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Civiles  de  1877;  227  y 228  del 
Decreto  Legislativo  1928. 

El  Abogado  Carlos  Salazar  Argumedo. 
que  representa  a la  Compañía  de  los  Fe- 
rrocarriles Internacionales  de  Centro  Amé- 
rica, señala  como  violados  por  la  Sala  la. 
de  la  Corte  de  Apelaciones  los  Artículos 
1517,  1825,  2138,  2369,  2101,  2102,  2103  y 
2107  del  Código  Civil  de  1877;  22,  480,  484, 
1114,  1116,  1121,  1124,  1055,  1081  y 1084 
del  Decreto  Legislativo  1932;  227,  228  y 250 
incisos  5o.  y 6o.  de  la  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial;  574  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles  de  1877;  128  y 292  del  Códi- 
go de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil. 

Y por  último,  el  Abogado  Marcial  Gar- 
cía Salas,  como  Apoderado  de  los  seño- 
res Adolfo  Sthal,  Adolfo  S c h w a n k, 
Schwartz  y Compañía  y Schwartz  Bro- 
thers, asegura  que  el  Tribunal  sentencia- 
dor violó  los  Artículos  que  a continuación 
se  copian  textualmente:  128  y 136  del  Có- 
digo de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil; 
517,  658,  668,  627  incisos  lo.,  2o.  y 3o., 
1315,  2293,  2296,  227,  223,  229,  230,  232  en 
sus  seis  incisos;  233,  237,  2365  en  sus  siete 
incisos,  2366,  2367,  2369  del  Código  Civil 
Antiguo;  1406  incisos  lo.,  2o.  y 3o.,  1410, 
1435  y 1437  del  mismo  Código  Civil;  231  y 
239  del  Decreto  272;  1060.  1069.  1114,  1115, 
1121,  1123,  1124.  2138,  2369,-2101  y 2107  del 
Código  Civil  vigente;  231  y 321  del  Código 
de  Comercio. 

En  los  autos  que  sirven  de  antecedentes- 
a los  recursos  que  se  examinan,  aparece 
de  manifiesto  lo  que  sigue: 

1. — La  controversia  de  que  se  ha  hecho 
mérito  al  principio,  tuvo  su  origen  con  la 
demanda  que,  el  primero  de  agosto  del  año 


de  mil  novecientos  veinticuatro  inició  don 
Carlos  Tummler  en  el  Juzgado  3o.  de- 
partamental contra  los  señores  Schwartz 
y Compañía,  Adolfo  Schwank,  Daniel  B. 
Hodgsdon  y la  Compañía  de  los  Ferroca- 
rriles Internacionales  de  Centro  América. 
Dicha  demanda  era  basada  en  la  sentencia 
dictada  por  la  Corte  Suprema  de  Justicia 
el  diez  de  agosto  de  mil  novecientos  vein- 
tiuno en  el  juicio  ordinario  que  sobre  nu- 
lidad del  acta  levantada  por  el  Juez  2o. 
de  la.  Instancia  de  este  Departamento  el 
veinticinco  de  junio  de  mil  novecientos 
tres  siguió  el  señor  Tummler  contra  don 
Daniel  B.  Hodgsdon,  Presidente  de  la  So- 
ciedad Anónima  del  Ferrocarril  de  Ocós; 
fallo  que  declaró  la  nulidad  del  acta  de 
referencia,  así  como  los  nombramientos 
que  en  ella  se  hicieron,  que  también  fue- 
ron declarados  nulos. 

Después  de  exponer  las  razones  legales 
y de  hacer  la  relación  de  hechos,  el  se- 
ñor Tummler  concluyó  diciendo,  que  de- 
mandaba a las  personas  mencionadas,  pa- 
ra que  en  sentencia  firme  se  declarara: 
a)  oue  es  nula  la  venta  del  Ferrocarril, 
Muelle  y Agencia  de  Ocós,  hecha  a favor 
de  los  Ferrocarriles  Internacionales  de 
Centro  América:  b)  que  para  el  caso  que 
no  se  declare  dicha  nulidad,  los  deman- 
dados están  solidaria  y mancomunada- 
mente  obligados  a pagarle,  dentro  de  ter- 
cero día,  ciento  diez  mil  cuatrocientos  pe- 
sos oro  americano,  valor  de  diez  accio- 
nes de  a mil  pesos  oro  cada  una;  ciento 
diecinueve  mil  doscientos  treinta  y dos  pe- 
sos oro  americano,  valor  de  ciento  ocho  ac- 
ciones de  cien  vesos  oro  cada  una;  cua- 
renta y seis  mV  trescientos  seis  pesos  oro, 
valor  de  trece  bonos  de  a mil  pesos  cada 
uno;  ciento  cinco  mil  pesos,  por  daños  y 
perjuicios;  y ciento  cincuenta  y cinco  mil 
pesos,  por  honorarios  pactados  con  sus  abo- 
gados; todo  lo  que  hace  un  total  de  Qui- 
nientos  treinta  y cinco  mil  novecientos 
treinta  y ocho  pesos  oro  americano,  más 
las  costas,  intereses  y daños  y perjuicios, 
hasta  la  efectiva  cancelación  de  la  deuda. 
Para  fundar  su  demanda  el  señor  Tumm- 
ler presentó  varios  documentos,  que  serán 
enumerados  al  puntualizar  las  pruebas 
rendidas  durante  la  dilación  correspon- 
diente, ya  que  dicho  señor  pidió  en  esa 
oportunidad  que  se  tuvieran  como  justi- 
ficaciones rendidas  por  su  parte. 

En  providencia  dictada  el  nueve  de  mar- 
zo de  mil  novecientos  veintiséis  por  el  Juez 
lo.  Departamental,  a donde  pasaron  los 
autos  por  excusa  del  Juez  3o.  de  la.  Ins- 
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tancia,  se  tuvo  por  contestada  la  deman- 
da en  sentido  negativo,  en  rebeldía  de  los 
Ferrocarriles  Internacionales  de  Centro 
América. 

El  diecinueve  de  marzo  del  mismo  año, 
el  Abogado  Marcial  García  Salas,  repre- 
sentante legal  de  los  señores  Schwartz  y 
Compañía,  Adolfo  Schwank  y Daniel  B. 
Hodgsdon,  a la  vez  que  contestó  negando 
la  demanda  del  señor  Tummler,  propuso 
las  excepciones  perentorias  que  siguen: 

a)  La  de  falta  de  personería  en  los  se- 
ñores Schwartz  y Compañía;  porque  no 
fueron  en  su  propio  nombre,  vendedores 
ni  compradores  de  la  Empresa  del  Ferro- 
carril de  Ocós  y sus  anexos; 

b)  La  falta  de  personería  en  don  Da- 
niel B.  Hodgsdon,  quien  no  compró  la  men- 
cionada empresa  para  si,  sino  para  la 
Compañía  del  Ferrocarril  Central,  ya  ex-' 
tinguida; 

c)  La  falta  de  personería  en  don  Adol- 
fo Schwank,  quien  no  intervino  en  nin- 
gún concepto  en  el  contrato  de  compra- 
venta del  Ferrocarril  de  Ocós  y sus  depen- 
dencias, ni  fué  depositario  de  la  referida 
Empresa; 

d)  La  de  falta  de  personería  en  la  Com- 
pañía de  Ferrocarriles  Internacionales  de 
Centro  América,  porque  no  fueron  parte  de 
la  compra-venta  judicial  del  Ferrocarril  de 
Ocós,  en  la  ejecución  seguida  contra  esta 
última  Empresa,  ni  en  la  venta  de  la  mis- 
ma que  Schwartz  Brothers  hicieron  a la 
Compañía  del  Ferrocarril  Central; 

e)  La  de  falta  de  personería  en  el  señcr 
Tummler,  porque  carece  en  absoluto  de 
acción  para  promover,  la  demanda,  ya  que 
sólo  podía  ser  entablada  por  el  Presiden- 
te de  la  Compañía  del  Ferrocarril  de  Ocós; 

f)  La  de  nulidad  manifiesta  de  los  di- 
versos documentos  en  que  el  señor  Tumm* 
1er  apoyaba  su  demanda; 

g)  La  de  cosa  juzgada,  porque  ya  se 
había  intentado  judicialmente  la  nulidad 
de  juicio  ejecutivo,  mediante  el  cual  se 
vendió  la  Empresa  del  Ferrocarril  de  Ocós, 

, en  remate  forzoso  y se  declaró  sin  lugar 
por  sentencia  ejecutoria,  y no  puede  inva- 
lidarse tal  compra-venta  judicial,  mien- 
tras no  se  anule  el  referido  juicio  ejecu- 
tivo; y 

h)  La  de  prescripción  de  todas  las  ac‘ 
ciones  entabladas  por  el  señor  Tummler  en 
la  demanda  de  referencia. 

A continuación  de  ser  citadas  las  partes 
y de  ordenarse  tenerse  presente  las  excep- 
ciones perentorias  propuestas,  se  abrió  el 
juicio  a prueba,  por  el  término  legal. 


2. — El  8 de  abril  de  1926,  don  Carlos 
Tummler  entabló  otra  demanda  ordinaria 
en  el  Juzgado  lo.  Departamental  contra 
los  señores  Schwartz  y Compañía,  Adolfo 
Schwank!,  Daniel  'B.  Hodgsdon,  Adolfo 
Sthal,  Banco  de  Guatemala  y la  Compañía 
de  los  Ferrocarriles  Internacionales  de 
Centro  América,  en  la  que  pedia  la  decla- 
ración de  los  puntos  siguientes:  sobre  nu- 
lidad e insubsistencia  de  los  contratos  de 
compra-venta  del  Ferrocarril  de  Ocós  y 
anexos  celebrados  por  Schwartz  y Compa- 
ñía y Schwartz  Brothers,  y por  éstos  con 
el  Ferrocarril  Central,  el  veintiocho  de  ju- 
lio de  mil  novecientos  cinco  y el  quince 
de  octubre  de  mil  novecientos  diez,  respec- 
tivamente; la  nulidad  del  contrato  de  com- 
pra-venta celebrado  por  el  Ferrocarril  Cen- 
tral de  Guatemala  y los  Ferrocarriles  In- 
ternacionales  de  Centro  América,  así  co- 
mo de  todos  los  demás  contratos,  de  cual- 
quier naturaleza,  que  se  refieran  a los  mis- 
mos intereses;  la  nulidad  de  todas  las  ins- 
cripciones hechas  en  el  Registro  de  la  Pro- 
piedad Inmueble  con  motivo  de  dichos  con- 
tratos; la  nulidad  e insubsistencia  del  cré- 
dito refaccionario  contraido  simuladamen- 
te por  Schwartz  y Compañía  a favor  del 
Banco  de  Guatemala  el  catorce  de  junio 
de  mil  novecientos  dos,  por  la  cantidad  de 
cuatrocientos  mil  pesos  billetes;  la  nuli- 
dad del  juicio  ejecutivo  seguido  en  virtud 
de  dicho  crédito,  inclusive  el  remate  de 
los  bienes  hipotecados;  la  nulidad  e in- 
subsistencia de  la  cancelación  de  la  ins- 
cripción hipotecaria  que  pesaba  sobre  el 
Ferrocarril  de  Ocós,  garantizando  los  de- 
rechos de  todos  los  accionistas  y tenedores 
de  bonos,  debiendo  reponerse  dicha  ins- 
cripción en  el  Registro  de  la  Propiedad 
Inmueble;  y por  último,  la  nulidad  del 
juicio  seguido  para  que  se  ordenara  la  can- 
celación de  mérito. 

Dijo  el  señor  Tummler  que  accionaba 
como  propietario  de  varias  acciones  y bo- 
nos del  Ferrocarril  de  Ocós,  cuyos  títulos 
y demás  comprobantes  existían  en  su  po- 
der. Y,  en  apoyo  de  su  demanda  relataba 
los  hechos  que  siguen: 

El  veintiséis  de  febrero  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y seis  se  fundó  la  Compa- 
ñía Anónima  del  Ferrocarril  de  Ocós,  por 
escritura  autorizada  en  esta  ciudad  por  el 
Notario  Manuel  Diéguez:  siendo  aproba- 
dos los  estatutos  respectivos  por  acuerdo 
Gubernativo  de  siete  de  marzo  del  mismo 
año. 

En  el  mes  de  mayo  de  mil  novecientos 
tres,  algunos  de  Jos  accionistas,  con  el 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


propósito  de  apoderarse  de  todos  los  bie- 
nes de  la  referida  Empresa,  y pasando  so- 
bre lo  estipulado  en  la  escritura  social  y 
en  los  estatutos  respectivos,  provocaron 
una  junta  general  de  accionistas,  con  el 
pretexto  de  notificar  el  laudo  del  Minis- 
tro de  Fomento  fechado  el  tres  de  abril 
de  mil  novecientos  tres,  sobre  asuntos  de 
la  misma  Sociedad;  mas  en  dicha  junta 
se  cambió  el  personal  directivo  legitimo, 
por  otro,  a pesar  de  que  la  junta  no  ha- 
bla sido  convocada  para  ese  fin,  y sin  aten- 
der las  protestas  de  algunos  de  los  accio- 
nistas que  estuvieron  presentes. 

Logrado  el  cambio  de  Junta  Directiva, 
los  señores  Schwartz  y Compañía  se  hi- 
cieron nombrar  depositarios  judiciales  del 
F’errocarril  de  Ocós  y sus  anexos,  en  las 
ejecuciones  que  por  créditos  falsos  enta- 
blaron contra  la  sociedad  algunas  perso- 
nas; y,  Schwartz  y Compañía,  en  su  ca- 
rácter de  depositario,  simularon  un  crédi- 
to de  cuatrocientos  mil  pesos  billetes  a fa- 
vor del  Banco  de  Guatemala,  en  la  escri- 
tura pública  que  autorizó  en  esta  ciudad  el 
Notario  Alfredo  Skinner  Klée  el  catorce 
de  junio  de  mil  novecientos  dos. 

Con  base  en  la  escritura  aludida,  el 
Banco  de  Guatemala  ejecutó  a la  Socie- 
dad el  veintidós  de  enero  de  mil  novecien- 
tos cuatro  ante  el  Juzgado  2o.  Departa- 
mental; y,  en  virtud  de  tal  ejecución  fué 
rematado  el  Ferrocarril  de  Ocós  y sus 
anexos  el  once  de  marzo  de  mil  novecien-* 
tos  cinco,  subasta  que  fincó  en  Schwartz 
Brothers,  o sea  en  Schwartz  y Compañía, 
ya  que  ambas  sociedades  formaban  una 
sola  entidad,  como  podia  demostrarlo  con 
documentos  públicos,  según  aseguró  el  de- 
mandante. La  escritura  de  traspaso  de 
dominio  a favor  de  los  rematarlos  la  au- 
torizó el  Notario  J.  Antonio  Villacorta  C., 
el  veintiocho  de  julio  de  mil  novecientos 
cinco,  y por  último,  el  quince  de  octubre 
de  mil  novecientos  diez  los  señores 
Schwartz  Brothers  vendieron  los  bienes  que 
hablan  rematado,  al  Ferrocarril  Central  de 
Guatemala,  según  consta  en  la  escritura 
pública  autorizada  por  el  Notario  J.  An- 
tonio Villacorta  C.,  en  la  misma  fecha. 

Sigue  relatando  el  señor  Tummler  que, 
en  el  juicio  ordinario  que  inició  el  diecio- 
cho de  junio  de  mil  novecientos  quince 
contra  el  Presidente  liel  Ferrocarril  de 
Ocós,  don  Daniel  B.  Hodgsdon,  falló  la 
Corte  Suprema  de  Justicia  el  diez  de  agos- 
to de  mil  novecientos  veintiuno,  en  el  sen- 
tido de  que  era  nula  el  acta  por  la  que  se 
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nombró  Presidente  al  señor  Hodgsdon,  asi 
como  los  nombramientos  de  los  otros 
miembros  de  la  Junta  Directiva. 

Tales  son  los  antecedentes  en  que  des- 
cansa esta  otra  demanda  del  señor  Tumm- 
ler; a la  que,  más  adelante  se  adhirió  don 
Adolfo  Muller,  pues  se  le  tuvo  como  coad- 
yuvante del  señor  Tummler,  en  todas  las 
acciones  intentadas  por  dicho  señor. 

En  resolución  fechada  el  veintinueve  de 
julio  de  mil  novecientos  veintiséis,  el  Juez 
lo.  Departamental  — a instancia  del  señor 
Tummler — decretó  la  acumulación  de  este 
nuevo  juicio,  al  que  se  deja  reseñado  en 
el  párrafo  marcado  con  el  número  uno. 

En  rebeldia  de  los  demandados  en  esta 
nueva  acción  del  señor  Tummler,  quedó 
formalizado  el  juicio;  al  que  a solicitud 
de  los  Ferrocarriles  Internacionales  de 
Centro  América  fueron  citados  de  evicción 
y saneamiento  los  señores  Schwartz  Bro- 
thers. 

3. — Durante  la  dilación  probatoria  de  los 
juicios  acumulados,  la  parte  actora  rindió 
ias  pruebas  que  siguen: 

I.  — Una  certificación  de  la  Secretaria  de 
la  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  la  que 
consta  la  sentencia  que  el  Tribunal  de  Ca- 
sación dictó  el  primero  de  abril  de  mil  no- 
vecientos veinticuatro,  en  el  proceso  que 
don  Carlos  Tummler  siguió  en  el  Juzgado 
6o.  Departamental  contra  don  Enrique 
Dikmeyer  sobre  falsedad  y simulación  de 
escrituras  falsas;  fallo  en  el  que,  al  des- 
estimarse el  recurso  de  casación,  dejó  fir- 
me la  resolución  de  la  Sala  la.  de  la  Cor- 
de  de  Apelaciones,  en  la  que  se  declara  no 
haber  lugar  a seguir  el  procedimiento  cri- 
minal, por  estar  prescrita  la  acción  para 
perseguir  los  delitos  denunciados  por  el 
señor  Tummler. 

II.  — Copia  certificada  de  la  sentencia  que 
dictó  la  Corte  Suprema  de  Justicia  el  diez 
de  agosto  de  mil  novecientos  veintiuno,  en 
el  juicio  ordinario  que  don  Carlos  Tummler 
siguió  con  don  Daniel  B.  Hodgsdon,  en  su 
carácter  de  Presidente  de  la  Sociedad  Anó- 
nima del  Ferrocarril  de  Ocós;  fallo,  en  el 
que  se  delara:  que  es  nula  el  acta  levan- 
tada por  el  Juez  2o.  Departamental  ,el 
veinticinco  de  junio  de  mil  novecientos 
tres,  y nulos  los  nombrameintos  de  miem- 
bros de  la  Junta  Directiva  de  la  Sociedad 
Anónima  del  Ferrocarril  de  Ocós,  a que  di- 
cha acta  se  refiere. 

III.  — Copia  certificada  extendida  por  el 
Notario  Salvador  Villanueva  Guerra,  la  cual 
contiene,  el  auto  dictado  por  el  Juez  2o. 
Departamental  el  once  de  mayo  de  mil 
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novecientos  uno;  en  el  que  se  remueve  del 
cargo  de  depositario  de  los  bienes  embar- 
gados a la  Compañía  del  Ferrocarril  de 
Ocós,  a los  señores  Schwartz  y Compa- 
ñía. 

IV.  — Certificación  extendida  por  la  Se- 
cretaria de  la  Sala  la.  de  la  Corte  de  Ape-' 
laciones,  el  trece  de  julio  de  mil  nove- 
cientos catorce;  la  que  contiene  varias  re- 
soluciones proferidas  en  el  juicio  ejecuti- 
vo que  don  Ricardo  Klóbge  sostuvo  con  la 
Compañía  de  los  Ferrocarriles  Internacio- 
nales de  Centro  América. 

V.  — El  número  diecinueve,  Tomo  LXXVI 
de  '“El  Guatemalteco”  correspondiente  al 
siete  de  diciembre  de  mil  novecientos  do- 
ce; en  el  cual  se  publica  el  acuerdo  Gu- 
bernativo de  treinta  de  noviembre  de  mil 
novecientos  doce,  por  el  que  se  autoriza 
el  cambio  de  nombre  de  “Guatemala  Rail- 
way  Co.”  por  el  de  “International  Railways 
of  Central  América”. 

VI.  — Certificación  extendida  por  el  No- 
tario F.  Ernesto  Sandoval,  en  la  que  se 
hace  constar  el  primer  testimonio  de  la  es- 
critura pública  que  autorizó  el  Notario  J. 
Antonio  Villacorta  C.,  el  quince  de  octu- 
bre de  mil  novecientos  diez,  por  medio  de 
la  cual  los  señores  Schwartz  Brothers  ven- 
dieron el  Ferrocarril,  Agencia  y Muelle  de 
Ocós,  a la  Compañía  del  Ferrocarril  Cen- 
tral de  Guatemala. 

VII.  — Otra  copia  certificada  que  exten- 
dió el  Notario  J.  Ernesto  Sandoval,  de  la 
certificación  extendida  por  la  Secretaria 
del  Juzgado  2o.  Departamental,  en  la  que 
se  certifica  la  certificación  extendida  por 
el  Notario  Francisco  González  Campo, 
quien  a su  vez  certifica  la  escritura  pú- 
blica de  veintiséis  de  febrero  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y seis  autorizada  en  esta 
ciudad  por  el  Notario  Manuel  Diéguez  y, 
por  medio  de  la  cual,  se  constituyó  la 
Compañía  Anónima  del  Ferrocarril  de 
Ocós. 

VIII.  — Certificación  extendida  por  el  No- 
tario Salvador  Villanueva  Guerra,  de  los 
Estatutos  de  la  Compañía  Anónima  del 
Ferrocarril  de  Ocós. 

IX.  — Certificación  extendida  por  la  Se- 
cretaría del  Juzgado  2o.  Departamental,  de 
la  escritura  pública  autorizada  en  esta 
ciudad  el  catorce  de  julio  de  mil  nove- 
cientos dos  por  el  Notario  Alfredo  Skin- 
ner  Klée,  por  medio  de  la  cual  el  Banco 
de  Guatemala  concedió  un  crédito  refac- 
cionario a los  depositarios  del  Ferroca- 
rril de  Ocós. 


X.  — Certificación  extendida  por  el  No- 
tario Salvador  Villanueva  Guerra,  del  con- 
venio habido  entre  acreedores  y la  Compa- 
ñía Anónima  del  Ferrocarril  de  Ocós,  el 
veintiocho  de  junio  de  mil  novecientos 
uno. 

XI.  — Copia  certificada  extendida  por  el 
Notario  Salvador  Villanueva  Guerra,  del 
convenio  celebrado  entre  los  señores  Car- 
los F.  Irigoyen  y el  Licenciado  Mariano  Ze- 
ceña,  como  delegados  de  la  Compañía  del 
Ferrocarril  de  Ocós,  por  una  parte  y,  de  la 
otra  don  Enrique  Dickmeyer  y Licenciado 
Marcial  García  Salas,  en  delegación  del 
Consorcio  Constructor  del  mismo  Ferroca- 
rril; junta  que  se  llevó  a cabo  el  veintiocho 
de  junio  de  mil  novecientos  uno. 

XII.  — Certificación  que  extendió  el  No- 
tario Salvador  Villanueva  Guerra,  del  lau- 
do proferido  por  el  Secretario  de  Estado 
en  el  Despacho  de  Fomento  el  tres  de  abril 
de  mil  novecientos  tres,  en  ei  expediente 
creado  a consecuencia  de  haberse  sometido 
a la  decisión  de  ese  Despacho  algunas 
cuestiones  relacionadas  con  el  Ferroca-' 
rril  de  Ocós. 

XIII.  — Certificación  extendida  por  el 
Notario  Salvador  Villanueva  Guerra,  de  la 
junta  general  de  accionistas  del  Ferrocarril 
de  Ocós,  celebrada  en  el  Juzgado  2o.  De- 
partamental el  veinticinco  de  junio  de  mil 
novecientos  tres;  junta  en  la  que  entre 
otros  puntos  tratados,  por  mayoría  abso- 
luta de  votos  se  declararon  electos  para 
Presidente,  Primer  Director,  Segundo  Di- 
rector, Primer  Director  Suplente  y Segun- 
do Director  Suplente,  respectivamente,  a 
los  señores  Daniel  B.  Hodgsdon,  Isidoro 
Schwartz,  Doctor  Francisco  Anguiano,  En- 
rique Dickmeyer  y Licenciado  Jorge  Mu- 
ñoz. 

XIV.  — Certifica&ión  extendida  por  el  No- 
tario Salvador  Villanueva  Guerra,  de  la 
escritura  pública  autorizada  en  esta  ciu- 
dad el  veintiocho  de  julio  de  mil  nove- 
cientos cinco  por  el  Cartulario  J.  Antonio 
Villacorta  C.;  documento  en  el  que  los  se- 
ñores Schwartz  Brothers  de  San  Francis- 
co California,  compran  los  bienes  que  se 
remataron  a la  Compañía  del  Ferrocarril 
de  Ocós,  en  virtud  de  la  ejecución  que 
contra  dicha  Empresa  siguió  el  Banco  de 
Guatemala  para  hacer  efectivo  el  crédito 
constituido  en  la  escritura  pública  que  au- 
torizó el  Notario  Skinner  Klée. 

XV.  — Cerificación  extendida  por  el  No- 
tario Salvador  Villanueva  Guerra,  de  la 
copia  certificada  de  varios  pasajes  de  las 
diligencias  seguidas,  en  un  Juzgado  de  la. 
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Instancia  que  no  se  menciona,  sobre  la  so- 
licitud de  don  Daniel  B.  Hodgsdon  acerca 
de  que  don  Enrique  Neutze  entregue  los 
libros  y demás  documentos  y enseres  de  la 
Compañía  Anónima  del  Ferrocarril  de 
Ocós. 

XVI.  — Dos  folletos  publicados  con  rela- 
ción a los  asuntos  debatidos  entre  el  se- 
ñor Tummler  y las  personas  demandadas. 

XVII.  — Certificación  extendida  por  la 
Secretaria  de  la  Sala  Tercera  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  del  escrito  presentado  por 
don  Carlos  Tummler  el  veintidós  de  no-' 
viembre  de  mil  novecientos  veintidós  en 
el  proceso  que  por  estafa  y otros  delitos 
seguía  dicho  señor  contra  Adolfo  Sthal  y 
compañeros. 

XVIII. — Copia  certificada  de  la  Secreta- 
ria del  Juzgado  3o.  Departamental,  de 
ocho  aciones  de  un  mil  pesos  oro  america- 
no, cada  una,  y,  de  ciento  nueve  acciones  de 
cien  pesos  oro  americano,  cada  una. 

XIX.  — Certificación  extendida  por  la  Se- 
cretaria del  Juzgado  6o.  Departamental, 
de  varios  documentos  obrantes  en  el  pro- 
ceso criminal  que  el  señor  Tummler  enta- 
bló contra  Adolfo  Sthal,  y compañeros; 
documentos  que  son  los  siguientes:  de  la 
escritura  de  compra-venta  autorizada  el 
quince  de  octubre  de  mil  novecientos  diez: 
el  convenio  entre  acreedores  de  la  Compa- 
ñía Anónima  del  Ferrocarril  de  Ocós  y los 
representantes  de  la  misma,  junta  que  fué 
celebrada  el  veintiocho  de  junio  de  mil 
novecientos  uno:  la  escritura  pública  de 
catorce  de  junio  de  mil  novecientos  dos, 
por  la  que  se  constituyó  el  crédito  refac- 
cionario que  concedió  el  Banco  de  Gua- 
temala a la  Compañía  del  Ferrocarril  de 
Ocós:  el  acta  de  veinticinco  de  junio  de 
mil  novecientos  tres,  levantada  en  el  Juz- 
gado 2o.  Departamental:  la  escritura  de 
compra-venta  del  Ferrocarril  de  Ocós,  otor- 
gada el  veintiocho  de  julio  de  mil  nove- 
cientos cinco  a favor  de  Schwartz  Bro- 
thers: los  Estatutos  del  Ferrocarril  de 
Ocós:  y la  escritura  constitutiva  de  la 
misma  Compañía.  Todos  estos  documen- 
tos no  fueron  trasladados  de  sus  origina- 
les, sino  de  otras  certificaciones  de  ellos 
que  obraban  en  el  proceso  aludido. 

XX.  — Una  certificación  extendida  por  la 
Secretarla  de  Estado  en  el  Despacho  de 
Fomento,  que  coritiene  el  laudo  proferido 
por  dicho  Despacho  el  tres  de  abril  de  mil 
novecientos  tres,  el  cual  se  ha  relacionado 
antes. 


XXI.  — Una  certificación  de  certifica- 
ción extendida  por  la  Secretaría  del  Juz- 
gado 2o.  Departamental,  que  contiene  las 
posiciones  que  absolvió  el  Gerente  de  la 
Compañía  de  los  Ferrocarriles  Internacio- 
nales de  Centro  América,  F.  G.  Willianson 
a solicitud  de  don  Enrique  Neutze. 

XXII.  — Certificación  de  certificación  ex- 
tendida por  el  Oficial  Mayor  dél  Ministe- 
rio de  Fomento  a solicitud  de  don  Carlos 
Tummler;  la  cual  contiene  el  traspaso 
del  Ferrocarril,  Muelle  y Agencia  de  Ocós, 
hecho  por  don  Enrique  Dieckmeyer  a 
Schwartz  Brothers  de  San  F’rancisco  Cali- 
fornia por  medio  de  sus  apoderados  Mau- 
ricio Sthal  y Alfonso  Schwank,  el  veintio- 
cho de  julio  de  mil  novecientos  cinco;  y 
también  la  demanda  entablada  por  el  Ge- 
rente del  Banco  de  Guatemala  contra  el 
Ferrocarril  de  Ocós,  el  veintidós  de  enero 
de  mil  novecientos  cuatro.  Tales  docu- 
men  aparecen  certificados  en  el  expedien- 
te número  ochocientos  setenta  y nueve,  del 
Ministerio  de  Fomento. 

XXIII. — Otra  certificación  de  certifica- 
ción extendida  por  el  Oficial  Mayor  del 
Ministerio  de  Fomento,  que  es  la  continua- 
ción de  la  relacionada  en  el  punto  qut 
antecede. 

XXIV.  — Otra  copia  certificada  extendida 
por  la  Secretaria  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia,  de  la  misma  sentencia  relaciona- 
da en  el  punto  II. 

XXV.  — Certificación  extendida  por  el 
Tercer  Registro  de  la  Propiedad  Inmueble, 
del  asiento  que  figura  al  folio  cincuenta  y 
nueve  del  Tomo  quince  del  Diario  General 
de  dicha  Oficina. 

XXVI.  — ^Certificación  extendida  por  el 
Tercer  Registro  de  la  Propiedad  Inmue- 
ble, del  asiento  que  figura  del  folio  sete- 
cientos diecisiete  al  setecientos  veinte  del 
Tomo  diecinueve,  Diario  General  de  dicha 
oficina,  asiento  que  lleva  el  número  ocho- 
cientos dieciocho. 

XXVII. — Certificación  del  Tercer  Regis- 
tro de  la  Propiedad  Inmueble,  del  asiento 
número  ciento  veintidós  que  se  encuentra 
comprendido  en  los  folios  del  ciento  vein- 
tiséis al  ciento  treinta  y uno  del  Tomo 
veintiocho.  Diario  General  de  la  misma 
Oficina. 

XXVIII. — Certificación  del  Primer  Re- 
gistro de  la  Propiedad  Inmueble,  del  asien- 
to número  veintiséis  que  figura  del  fo- 
lio cuarenta  al  cuarenta  y cuatro  del  To- 
mo segundo.  Diario  de  Hipotecas  y Cance- 
laciones de  la  citada  Oficina. 
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XXIX. — Certificación  del  Tercer  Regis- 
tro de  la  Propiedad  Inmueble,  del  asiento 
número  trecientos  setenta  que  figura  del 
folio  seiscientos  treinta  y ocho  al  seiscien- 
tos cuarenta  y uno  del  Tomo  segundo. 
Diario  de  Hipotecas  y Cancelaciones  de  di- 
cho Registro. 

XXX.  — Certificación  del  Tercer  Regisn 
tro  de  la  Propiedad  Inmueble,  del  asiento 
número  trescientos  setenta  y uno  que  se 
encuentra  en  el  Tomo  segundo  del  Diario 
de  Hipotecas  y Cancelaciones,  de  los  fo- 
lios seiscientos  cuarenta  y uno  al  seiscien- 
tos cuarenta  y cuatro. 

XXXI.  — Certificación  del  Tercer  Regis- 
tro de  la  Propiedad  Inmueble,  del  asiento 
número  doscientos  veintitrés,  que  se  ha- 
lla en  el  Tomo  cuarto  de  Hipotecas  y Can- 
celaciones de  los  folios  trescientos  cua-' 
renta  al  trescientos  cuarenta  y dos. 

XXXII. — Certificación  extendida  por  el 
Secretario  de  la  Dirección  General  de  Te- 
légrafos y Teléfonos  Nacionales,  con  la  que 
el  señor  Tummler  trataba  de  establecer 
que  en  el  mes  de  septiembre  de  mil  no- 
vecientos quince  dirigió  dos  telegramas  al 
Presidente  de  la  República,  relacionados 
con  el  viaje  que  por  ese  tiempo  empren- 
dió al  exterior  don  Adolfo  Sthal;  siendo 
contestaciones  a ellos  dos  mensajes  que 
tienen  la  firma  “Estrada  C.”  y dirigidos  al 
señor  Tummler,  los  cuales  acompañó  este 
señor  con  la  certificación  aludida. 

XXXIII.— Certificación  del  Juzgado  6o. 
Departamental,  que  contiene  la  certifica- 
ción extendida  por  el  Juzgado  5o.  de  Pri- 
mera Instancia  de  este  Departamento,  el 
veintidós  de  enero  de  mil  novecientos  cua- 
tro, que  a la  vez  es  copia  certificada  de 
una  extendida  por  la  Sala  Primera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  en  la  que  se  hace 
constar  que  los  señores  Schwartz  y Compa- 
ñía fueron  nombrados  depositarios  de  los 
bienes  embargados  al  Ferrocarril  de  Ocós, 
en  virtud  de  las  ejecuciones  que  contra  di- 
cha Compañía  iniciaron  los  señores  Cotes- 
worth  y Powell,  el  veintidós  de  octubre  de 
mil  novecientos,  y el  Banco  de  Guatema- 
la el  veinticinco  de  octubre  del  mismo  año. 

XXXIV.— Certificación  extendida  por  el 
Oficial  Mayor  del  Ministerio  de  Fomento, 
que  contiene  la  providencia  recaída  en  el 
expediente  número  ciento  sesenta  y siete, 
la  cual  tiene  fecha  del  dieciséis  de  julio 
de  mil  ochocientos  noventa  y ocho  y se 
contrae,  a que  dicho  Ministerio  hace  la  de- 
claración de  que  el  tramo  construido  de 
Ocós  al  Rio  Naranjo,  en  la  extensión  de 
veintiuna  millas,  está  conforme  con  las 


estipulaciones  del  contrato  y,  por  consi- 
guiente, lo  recibe  el  Gobierno  de  la  Re- 
pública. 

XXXV. — Certificación  del  Juzgado  Go. 
Departamental,  en  la  que  se  insertan  va- 
rios escritos  presentados  por  don  Carlos 
Tummler  en  el  proceso  iniciado  contra  los 
señores  Adolfo  Sthal,  Adolfo  Schwank,  Da- 
niel B.  Hodgsdon,  Carlos  Galluser  y otras 
personas  por  acusación  del  señor  Tumm- 
ler, en  el  año  de  mil  novecientos  veintidós. 

XXXVI. — Testimonio  de  la  escritura  pú- 
blica de  poder  otorgada  en  la  ciudad,  con- 
dado y estado  de  New  York,  Estados  Uni- 
dos de  Norte  América,  el  veinte  de  enero 
de  mil  novecientos  veinte,  por  la  que  don 
Adolfo  Stahl  confiere  poder  general  a fa- 
vor de  don  Adolfo  Schwank'  y de  don  Lio- 
nel  Stahl. 

XXXVII. — Testimonio  de  la  escritura 
pública  de  poder  general  otorgado  por  los 
señores  Schwartz  Brothers  a favor  de  los 
Srs.  Schwartz  y Co.  ante  los  oficios  del 
Notario  James  L.  King  en  la  ciudad  y con- 
dado de  San  Francisco,  Estado  de  Cali- 
fornia, listados  Unidos  de  Norte  América. 

XXXVin.— Certificación  del  documento 
número  ciento  siete,  extendido  en  la  ciu- 
dad y condado  de  San  Francisco,  estado  de 
California,  el  quince  de  febrero  de  mil  no- 
vecientos siete,  en  el  que  consta  la  decla- 
ración hecha  por  don  Adolfo  Sthal  de  ser 
el  único  socio  de  la  Razón  Social  que  gP 
raba  bajo  la  denominación  de  Schwartz 
Bros. 

XXXIX. — Tres  documentos  simples  fir- 
mados el  treinta  de  abril  y doce  de  mayo 
de  mil  ochocientos  noventa  y siete,  respec- 
tivamente por  los  señores  Próspero  Mora- 
les y J.  M.  López,  por  los  que  reconocen 
deberles  a los  señores  Tummler  Wilbalck 
y Compañía  algunas  cantidades  de  dine- 
ro; y 

XL. — Una  prueba  de  expertos,  con  la  que 
el  señor  Tummler  trataba  de  justipreciar 
los  daños  y perjuicios  demandados,  prueba 
que  fué  rendida  fuera  de  la  dilación  pro- 
batoria. 

4. — Junto  con  su  alegato  de  buena  prue- 
ba que  presentó  la  Empresa  de  los  Ferro- 
carriles Internacionales  de  Centro  Amé- 
rica el  Juez  lo.  Departamental  el  veinti- 
dós de  octubre  de  mil  novecientos  veinti- 
siete, acompañó  como  anexos  líos  docu- 
mentos siguientes: 

I. — Certificación  del  Tercer  Registro  de 
la  Propiedad  Inmueble,  que  contiene  la 
primera  inscripción  de  dominio  de  la  fin- 
ca número  doce  mil  quinientos  ochenta  y 
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ocho,  folio  cincuenta  y nueve,  tomo  quin- 
ce del  Diario  General  número  sesenta  y 
seis;  hecha  en  favor  de  la  Compañía  Anó- 
nima del  Ferrocarril  de  Ocós. 

n. — Certificación  del  Tercer  Registro  de 
la  Propiedad  Inmueble,  que  contiene  la 
segunda  inscripción  de  dominio  de  la  fin- 
ca numero  doce  mil  quinientos  ochenta  y 
ocho,  folios  del  setecientos  diecisiete  al 
setecientos  veinte.  Tomo  diecinueve  del 
Diario  General  número  ochocientos  die- 
ciocho, hecha  en  favor  de  Schwartz  Bro- 
thers, en  virtud  de  remate  público  ante  el 
Juez  2o.  Departamental,  según  escritura 
que  autorizó  el  Notario  José  Antonio  Vi- 
llacorta  el  veintiocho  de  julio  de  mil  no- 
vecientos cinco. 

III.  — Certificación  del  Tercer  Registro 
de  la  Propiedad  Inmueble,  que  contiene  la 
tercera  inscripción  de  dominio  de  la  fin- 
ca número  doce  mil  quinientos  ochenta  y 
ocho,  folios  del  ciento  veintiséis  al  ciento 
treinta  y uno.  Tomo  veintiocho  del  Diario 
General  número  ciento  veintidós,  hecha 
en  favor  de  la  Compañía  del  Ferrocarril 
Central  de  Guatemala,  según  escritura  pú- 
blica autorizada  por  el  Notario  José  An- 
tonio Villacorta  el  quince  de  octubre  de 
mil  novecientos  diez. 

IV.  — Certificación  del  Tercer  Registro 
de  la  Propiedad  Inmueble,  que  contiene 
la  inscripción  hipotecaria  de  la  finca  nú- 
mero doce  mil  quinientos  ochenta  y ocho, 
hecha  a los  folios  del  cuarenta  al  cuaren- 
ta y cuatro  del  Tomo  segundo.  Diario  de 
Hipotecas  y Cancelaciones  número  vein- 
tiséis. La  mencionada  hipoteca  respalda 
una  emisión  de  bonos  por  valor  de  cuatro- 
cientos cincuenta  mil  pesos,  en  series  A. 
B.  y C. 

V.  — Certificación  del  Primer  Registro  de 
la  Propiedad,  Inmueble,  que  contiene  la  hi- 
poteca de  la  finca  número  doce  mil  qui- 
nientos ochenta  y ocho,  constituida  por 
Schwartz  Brothers  sobre  el  Ferrocarril  de 
Ocós  en  favor  de  Schwartz  y Compañía  de 
I Guatemala,  en  garantía  de  setecientos  mil 
pesos  oro.  Dicha  inscripción  aparece  en  los 
folios  del  seiscientos  cuarenta  y uno  al 
seiscientos  cuarenta  y cuatro.  Tomo  segun- 
do, Diario  de  Hipotecas  y Cancelaciones 
número  trescientos  setenta  y uno. 

VI.  — Certificación  del  Tercer  Registro  de 
la  Propiedad  Inmueble,  que  contiene  la 
cesión  del  crédito  hipotecario  de  Schwartz 
y Compañía  contra  Schwartz  Brothers  de 
San  F’rancisco  California,  hecha  al  Ferro- 
carril Central  de  Guatemala,  Dicha  ope- 


ración figura  de  los  folios  trescientos  cua- 
renta al  trescientos  cuarenta  y dos,  Tomo 
cuarto,  del  Diario  de  Hipotecas  y Canceia- 
ciones  número  doscientos  veintitrés. 

— Certificación  del  Tercer  Registro  de 
la  Propiedad  Inmuebde  que  contiene  la 
anotación  preventiva  A motivada  por  de- 
mandas de  los  acreedores  de  la  Compañía 
del  Ferrocarril  de  Ocós,  señores  Banco  de 
Guatemala,  Gottesworth  y Powell,  Carlos 
Z.  Thomson,  Schwartz  Brothers  y el  Con- 
sorcio Constructor  del  Ferrocarril;  deman- 
das que  tienen  por  objeto  que  la  Compa- 
ñía otorgue  la  hipoteca  convenida,  en  vez 
de  la  que  constituyó,  que  se  considera  de- 
ficiente. Dicha  operación  figura  de  los  fo- 
lios ciento  ochenta  y tres  al  ciento  ochen- 
ta y cuatro.  Tomo  quince  del  Diario  Ge- 
neral número  doscientos  dos. 

VIII.  — Certificación  del  Tercer  Registro 
de  la  Propiedad  Inmueble,  que  contiene 
la  anotación  de  embargo  hecha  al  Ferro- 
carril de  Ocós,  por  ejecución  del  Banco  de 
Guatemala;  la  cual  figura  de  los  folios 
seiscientos  cuarenta  y al  seiscientos  cua- 
renta y tres,  del  Tomo  diecisiete.  Diario 
General  número  seiscientos  noventa  y tres. 

IX.  — Certificación  del  Tercer  Registro 
de  la  Propiedad  Inmueble  que  contiene  la 
anotación  de  la  demanda  entablada  por 
Augusto  Rouge  con  el  objeto  de  que  se  de- 
clare la  nulidad  de  la  ejecución  seguida 
por  el  Banco  de  Guatemala,  que  dió  por 
resultado  el  remate  del  Ferrocarril  de  Ocós. 
La  operación  indicada  figura  de  los  folios 
quinientos  ochenta  y cinco  al  quinientos 
ochenta  y seis  del  Tomo  cuarto.  Diario  de 
Hipotecas  y Cancelaciones,  número  tres- 
cientos noventa  y ocho. 

X.  — Certificación  del  Tercer  Registro  de 
la  Propiedad  Inmueble  que  contiene  la 
anotación  de  la  demanda  de  nulidad  del 
embargo  y juicio  ejecutivo  seguido  por  el 
Banco  de  Guatemala  contra  la  Compañía 
del  Ferrocarril  de  Ocós,  demanda  que  ins- 
tauró don  Augusto  Rouge  como  apoderado 
de  Cottesworth  & Powell.  La  operación  in- 
dicada figura  a los  folios  trescientos  dos 
al  trescientos  cinco.  Tomo  veintinueve  del 
Diario  General  número  cuatrocientos  seis. 

XI.  — Certificación  del  Tercer  Registro 
de  la  Propiedad  Inmueble,  de  la  anotación 
de  embargo  motivada  por  la  ejecución  se- 
guida por  don  Ricardo  Kiobge  contra  la 
Compañía  de  los  Ferrocarriles  Internacio- 
nales de  Centro  América;  operación  que 
aparece  en  el  Diario  General  número  tres- 
cientos dieciocho. 


190 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


XII.  — Certificación  del  Tercer  Registro 
de  la  Propiedad  Inmueble,  de  la  cancela- 
ción de  la  hipoteca  constituida  en  favor 
de  los  acreedores  tenedores  de  bonos  del 
Ferrocarril  de  Ocós;  operación  que  figura 
de  los  folios  del  seiscientos  treinta  y ocho 
al  seiscientos  cuarenta  y uno,  Tomo  se-' 
gundo  del  Diario  de  Hipotecas  y Cance- 
laciones número  trescientos  setenta. 

XIII.  — Certificación  del  Tercer  Registro 
de  la  Propiedad  Inmueble  que  contiene  la 
cancelación  solicitada  por  los  señores 
Schwartz  Brothers  como  rematarlos,  de  la 
anotación  preventiva  constituida  en  favor 
de  los  acreedores. 

XIV.  — Certificación  del  Tercer  Registro 
de  la  Propiedad  Inmueble  de  la  cancelación 
del  embargo  trabado  con  motivo  de  la  eje- 
cución de  don  Ricardo  Kiobge  contra  la 
Compañía  de  los  Ferrocarriles  Internacio- 
nales de  Centro  América;  y 

XV.  — Certificación  del  Tercer  Registro 
de  la  Propiedad  Inmueble  de  la  cancela- 
ción que  se  hizo  de  las  anotaciones  de  las 
demandas  entabladas  contra  el  Banco  de 
Guatemala  por  don  Augusto  Rouge,  sobre 
nulidad  de  la  escritura  en  que  se  abrió 
el  crédito  refaccionario  que  motivó  la  eje- 
cución y remate  del  Ferrocarril  de  Ocós. 

5. — El  cuatro  de  noviembre  de  mil  nove- 
cientos veintisiete  compareció  don  BerS 
nardo  Zweig  ante  el  Juez  lo.  Departamen- 
tal, con  auxilio  del  Abogado  Carlos  Rodrí- 
guez Cerna;  y en  su  carácter  de  propie-' 
tario  de  cinco  acciones  de  la  Compañía 
Anónima  del  F’errocarril.  Agencia  y Muelle 
de  Ocós  entabló  demanda  ordinaria  con- 
tra los  señores  Schwartz  y Compañía,  Adol- 
fo Stahl,  Adolfo  Schwank,  Daniel  B. 
Hodgsdon  y la  Compañía  de  los  F’erroca- 
rriles  Internacionales  de  Centro  América, 
para  que  en  sentencia  firme  se  declara- 
ran los  puntos  siguientes:  La  nulidad  e 
insubsistencia  de  los  contratos  de  compra- 
venta del  Ferrocarril  de  Ocós  y anexos, 
celebrado  por  Schwartz  y Compañía  con 
Schwartz  Brothers,  y por  éstos  con  el  Fe- 
rrocarril Central:  La  nulidad  del  contrato 
de  compra-venta  de  los  mismos  bienes,  ce- 
lebrado por  el  Ferrocarril  Central  del  Gua- 
temala y los  Ferrocarriles  Internacionales 
de  Centro  América  y todos  los  demás  de 
cualquier  naturaleza  que  se  refieren  a los 
mismos  intereses:  La  nulidad  de  todas  las 
inscripciones  hechas  en  el  Registro  de  la 
Propiedad  Inmueble,  derivadas  de  tales 
contratos:  La  nulidad  e insubsistencia 
del  crédito  refaccionario  contraído  por 
Schwartz  y Compañía  a favor  del  Banco 


de  Guatemaua,  por  la  suma  de  cuatrocien- 
tos mil  pesos:  La  nulidad  del  juicio  eje- 
cutivo seguido  en  virtud  de  dicho  crédito, 
inclusive  el  remate  de  los  bienes  hipote- 
cados: La  nulidad  e insubsistencia  de  la 
cancelación  de  las  inscripciones  hipote- 
carias y anotaciones  que  pesaban  sobre  el 
Ferrocarril  de  Ocós,  en  garantía  de  los  de- 
rechos de  sus  accionistas  y acreedores, 
debiendo  reponer  dicha  inscripción  en  el 
Registro  de  la  Propiedad  Inmueble:  Y la 
devolución  de  todos  los  bienes  que  fueron 
del  Ferrocarril  de  Ocós,  con  sus  frutos  y 
ganancias,  a la  expresada  Compañía  del 
Ferrocarril  de  Ocós,  asi  como  la  indemni- 
zación de  daños  y perjuicios,  pago  que  de- 
bía hacerse  entre  todos  los  accionistas  a 
prorrata  del  número  de  sus  acciones. 

El  nuevo  juicio  que  dió  origen  a esta 
demanda,  se  acumuló  a los  que  seguían  ya 
contra  las  mismas  personas  demandadas, 
los  señores  Tummler  y Muller. 

Durante  la  tramitación  de  este  juicio,  el 
demandante  Zweig,  no  rindió  ninguna 
prueba  de  su  acción. 

6.  — El  diecinueve  de  junio  de  mil  nove- 
cientos veintinueve,  don  Alberto  Orellana 
Soria,  en  su  carácter  de  accionista  de  la 
Compañía  del  Ferrocarril  de  Ocós  y con 
auxilio  del  Abogado  Carlos  Rodríguez  Cer- 
na, presentó  otra  demanda  ante  el  Juez  lo. 
Departamental  contra  los  Srs.  Schwartz 
y Compañía,  Stahl,  Schwank,  Hodgsdon  y 
los  Ferrocarriles  Internacionales  de  Cen- 
tro América,  exactamente  igual  a la  que 
iniciara  don  Bernardo  Zweig. 

Este  nuevo  juicio,  igual  que  el  anterior, 
también  fué  acumulado  a los  que, ya  jun- 
tos corrían  curso. 

Tampoco  el  señor  Orellana  Soria  rindió 
prueba  alguna  de  su  acción. 

7.  — Puestos  los  juicios  acumulados  ¡en 

estado  de  resolver,  el  Juez  lo.  Departa- 
mental, con  fecha  veintiséis  de  enero  de 
mil  novecientos  treinta  y uno,  dictó  su 
sentencia  final.  En  ella  resolvió:  que 
Schwartz  y Compañía,  y los  señores  Adol- 
fo Sthal,  Adolfo  Schwank,  Daniel  B. 
Hodgsdon  y el  Banco  de  Guatemala,  es- 
tán obligados  a pagar  dentro  de  tercero 
dia  a don  Carlos  Tummler,  la  suma  de 
trescientos  setenta  y un  mil  quinientos  cua- 
renta y un  pesos  oro  americano  y setenta 
y tres  centavos,  más  los  intereses  legales  de 
ficha  suma,  a contar  del  mes  de  agosto 
de  mil  novecientos  veintisiete:  que  no  es 
nula  la  venta  hecha  a los  Ferrocarriles  In- 
ternacionales de  Centro  América,  por  ha- 
ber adquirido  pj  Ferrocarril,  Agen- 

cia y Muelle  de  Ocós,  libres  de  todo  gra- 
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vamen,  y,  en  consecuencia,  absuelve  de 
la  demanda  a la  Empresa  de  los  F’erroca- 
rriles  Internacionales  de  Centro  América: 
que  es  improcedente  la  acción  inteniada 
en  lo  que  respecta  al  pago  de  honorarios 
devengados  por  Abogados;  y que  no  hay 
especial  condenación  en  las  costas. 

Este  fallo  fué  aclarado  y ampliado  el 
dos  de  julio  de  mil  novecientos  treinta  y 
uno,  en  el  sentido  de  que  los  señores 
Schwartz  y Compañía,  Stahl,  Schwank, 
Hodgsdon  y el  Banco  de  Guatemala,  son 
responsables  conjuntamente  al  pago  de 
las  cantidades  en  que  se  les  condenó;  y 
en  el  entendido  de  que  las  indicadas  per- 
sonas deben  de  pagar  en  la  misma  forma 
y dentro  de  tercero  día  a don  Adolfo  Mu- 
Iler,  el  valor  de  las  acciones  y bonos  que 
le  correspondían  en  la  Compañía  del  Fe- 
rrocarril, Muelle  y Agencia  de  Ocós. 

8. — El  cinco  de  agosto  de  mil  novecien- 
tos treinta  y uno  fueron  elevados  los  au- 
tos a la  Sala  la.  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes en  virtud  de  recurso  de  apelación  in- 
troducido contra  el  fallo  de  primer  grado. 

Al  tramitarse  convj  es  debido  la  segun- 
da Instancia,  los  señores  Tummler  y Muller 
alegaron  extensamente  en  el  sentido  de 
hacer  resaltar  la  procedencia  de  sus  ac- 
ciones: y,  atacando  las  argumentaciones 
de  la  parte  demandada,  sobre  todo  con  el 
propósito  de  desvirtuar  las  excepciones 
perentorias  propuestas,  principalmente  la 
de  prescripción.  Los  demandados,  en  cam- 
bio, hicieron  resaltar  en  sus  alegaciones 
respectivas,  la  improcedencia  de  las  accio- 
nes intentadas  por  los  demandantes.  La 
Compañía  de  los  Ferrocarriles  Internacio- 
nales de  Centro  América  recalcó  jurídica- 
mente, que  no  podía  ser  responsable  de 
ninguna  manera,  desde  el  momento  en  que 
adquirió  el  dominio  del  Ferrocarril,  Agen- 
cia y Muelle  de  Ocós,  libre  de  todo  gra- 
vamen, como  lo  había  demostrado  de  una 
manera  completa,  con  la  documentación 
auténtica  que  presentó  junto  con  su  ale- 
gato de  primera  Instancia.  Las  otras  par- 
tes demandadas,  al  mismo  tiempo  que  hi- 
cieron ver  la  improbación  de  las  acciones 
intentadas  por  el  señor  Tummler  y com- 
pañeros, por  ser  defectuosa  la  prueba  do- 
cumental que  rindió,  trataron  de  poner  en 
evidencia  la  enervación  de  las  mismas  ac- 
ciones, por  medio  de  las  excepciones  pe- 
rentorias aue  propusieron  al  entrar  a la 
discusión  judicial;  colocando  en  nrimer 
término  la  defensa  de  la  prescripción. 

Concluida  la  tramitación  de  la  segunda 
Instancia,  los  autos  Quedaron  a la  vista 
para  resolver,  el  dieciséis  de  diciembre 


de  mil  novecientos  treinta  y dos — fecha  en 
que  se  resolvió  la  última  articulación  que 
se  abrió — y,  finalmente  el  veintisiete  de 
febrero  de  mil  novecientos  trienta  y cinco, 
la  Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 
dictó  la  sentencia  recurrida. 

En  dicho  fallo,  el  Tribunal  de  Segundo 
Grado  revocó  el  de  primera  Instancia,  y 
resolvió:  I. — Que  era  nula  la  escritura 
constituida  del  crédito  otorgado  por  los  de- 
positarios del  Ferrocarril  de  Ocós  a favor 
del  Banco  de  Guatemala.  II. — La  nulidad 
de  la  ejecución  seguida  por  el  Banco  de 
Guatemala  contra  el  Ferrocarril  de  Ocós 
y,  en  consecuencia,  la  del  remate  del  ci- 
tado Ferrocarril  y la  venta  hecha  a los 
señores  Schwartz  Brothers.  III. — La  nu- 
lidad de  la  venta  del  Ferrocarril,  Agencia 
y Muelle  de  Ocós  a favor  del  Ferrocarril 
Central,  actualmente  Ferrocarriles  Inter 
nacionales  de  Centro  América,  IV. — Que 
deben  cancelarse  en  el  Registro  de  la  Pro- 
piedad Inmueble  todas  las  inscripciones 
correspondientes  y sustituirse  por  las  que 
estaban  vigentes  antes  de  la  celebración 
de  los  hechos  fraudulentos  de  que  se  ha 
hecho  referencia.  V. — Que  no  procede  'la 
excepción  perentoria  de  prescripción  in- 
terpuesta por  los  demandados.  VI. — Que 
se  absuelve  al  Banco  de  Guatemala  de  la 
demanda  interpuesta  en  su  contra.  VII. — 
Que  se  condena  a los  señores  Daniel  B. 
Hodgsdon,  Adolfo  Stahl,  Schwartz  Bro- 
thers, Schwartz  y Compañía  en  el  pago 
de  los  daños  y perjuicios  que  hubieren  oca- 
sionado a los  Ferrocarriles  Internacionales 
de  Centro  América  y a las  costas  del  jui- 
cio. Y,  VIII. — Que  los  Ferrocarriles  In- 
ternacionales de  Centro  América  deben  de- 
volver, dentro  de  tercero  día,  a los  accio- 
nistas del  F’errocarril  de  Ocós,  el  citado 
Ferrocarril,  Agencia  y Muelle  de  Ocós, 
más  los  frutos. 

El  fallo  de  segunda  Instancia,  a solici- 
tud de  los  litigantes,  fué  aclarado  y am- 
pliado el  diecinueve  de  marzo  del  año  en 
curso.  Aclarado  en  el  sentido  de  que  los 
condenados  a los  daños,  perjuicios  y cos- 
tas, deberán  pagarlos  en  la  proporción  en 
que  cada  uno  de  ellos  los  ocasionó.  Y 
se  amplió,  declarando  que  son  nulos  to- 
dos los  actos  y contratos  celebrados  por 
las  Directivas  surgidas  con  el  vicio  de  nu- 
lidad que  se  reconoció  en  el  acta  de  vein- 
ticinco de  junio  de  mil  novecientos  tres. 

Como  ya  se  dijo  al  principio,  contra  es- 
te fallo  y su  ampliación  se  introdujeron 
los  tres  recursos  extraordinarios  de  casa- 
ción que  se  examinan. 
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Los  tres  abogados  recurrentes,  en  sen- 
dos alegatos,  trataron  de  poner  en  evi- 
dencia los  errores  de  derecho,  que  según 
ellos  contenia  la  sentencia  recurrida,  erro- 
res que  eran  violatorios  de  las  leyes  seña- 
ladas por  ellos  como  infringidas,  leyes  que 
se  dejan  reseñadas  al  principio  de  este  fa- 
llo. 

El  Abogado  de  los  Ferrocarriles  Inter- 
nacionales (^e  Centro  América  sostiene, 
además  la  tesis  de  la  improcedencia  de 
las  acciones  intentadas  contra  la  Empre- 
sa que  patrocina,  por  haber  pasado  el  do- 
minio del  Ferrocarril  de  Ocós,  Agencia  y 
Muelle  a su  poder,  libre  de  todo  grava- 
men. 

Los  otros  dos  abogados  argumentan  ex- 
tensamente en  el  sentido  de  que  la  ex- 
cepción perentoria  de  prescripción  favo- 
rece a sus  patrocinados;  amén  de  que  la 
prueba  rendida  por  los  demandantes  para 
poner  en  evidencia  sus  afirmaciones,  es 
defectuosa  de  conformidad  con  las  leyes 
procesivas;  por  lo  que  es  inadmisible  y, 
en  ese  caso  resulta  improbada  la  deman- 
da del  señor  Tummler  y compañeros.  To- 
do esto  lo  rebatió  la  parte  actora.  Y co- 
mo la  vista  se  efectuó  con  todas  las  for- 
malidades de  Ley,  en  la  audiencia  seña- 
lada para  ese  efecto,  es  el  caso  de  resol- 
ver, lo  que  sea  procedente  en  derecho.  Por 
ese  motivo,  EL  TRIBUNAL  DE  CASACION, 

CONSIDERA: 

— I — 

10. — Que  al  disponer  la  Ley  procesiva  vi- 
gente, que  toda  sentencia  debe  contener 
decisiones  expresas,  positivas  y precisas, 
congruentes  con  la  demanda,  es  con  el  ob- 
jeto de  que  los  juzgadores  no  cometan 
injusticias,  dando  más  de  lo  que  se  pide  o 
cosa  distinta  de  la  demandada,  o bien 
fallando  en  contra  o en  favor  de  perso- 
nas que  nada  han  pedido,  o no  compren- 
diendo en  sus  resoluciones  a todos  los  que 
han  intervenido  en  el  debate. 

Por  esa  misma  razón  es  que  la  Ley  alu- 
dida, también  manda,  que  en  las  senten- 
cias se  haga  con  la  debida  separación  el 
pronunciamiento  que  corresponde  a cada 
uno  de  los  puntos  litigiosos — cuando  sean 
varios — debiendo  entenderse  como  tales, 
no  sólo  a los  fijados  en  la  demanda,  sino 
también  en  la  contestación,  ya  que  ésta 
formaliza  el  debate  judicial  que  tiene  que 
fallar  el  juez  llegada  la  oportunidad  para 
ello;  fallo,  en  el  que  tienen  que  ser  com- 


prendidas las  cuestiones  o defensas  pro- 
puestas al  entrar  a la  discusión,  por  la  na- 
turaleza de  ellas. 

La  sentencia  recurrida  no  se  encuentra 
de  acuerdo  con  las  doctrinas  mencionadas, 
las  cuales  se  hallan  comprendidas  en  ios 
Articulos  227  y 228  de  la  Ley  Constituti- 
va dei  Poder  Judicial. 

En  efecto;  al  resolver  la  Sala  Primera 
de  la  Corte  de  Apelaciones  en  la  forma 
en  que  lo  hizo,  ha  cometido,  tan  sólo  en 
lo  que  concierne  a la  parte  procesiva,  los 
siguientes  errores  de  derecho,  que  son  vio- 
latorios de  las  leyes  señaladas  como  in- 
fringidas por  los  tres  recurrentes: 

a)  Las  dos  demandas  entabladas  por  don 
Carlos  Tummler  el  primero  de  agosto  de 
mil  novecientos  veinticuatro  y el  ocho  de 
abril  de  mil  novecientos  veintiséis,  res- 
pectivamente, comprenden  como  una  de 
las  personas  demandadas,  a don  Adolfo 
Schwank;  y,  sin  embargo,  en  la  senten- 
cia recurrida  no  se  resuelve  cosa  alguna 
acerca  de  este  señor,  puesto  que  ni  se  le 
condena  ni  se  le  absuelve  de  las  deman- 
das intentadas  en  su  contra. 

b)  No  obstante  que  son  cuatro  ios  jui- 
cios que  acumulados  siguieron  su  curso,  la 
sentencia  ejecutoria  causante  de  los  tres 
recursos  extraordinarios  que  se  examinan, 
solamente  resuelve  las  acciones  que  enta- 
blara el  señor  Tummler,  con  quien  coad- 
yuvó don  Adolfo  Muller  y no  todas  las 
que  iniciaron  los  señores  Órellana  Soria  y 
Zweig  en  sus  respectivas  demandas. 

c)  La  Compañia  de  los  Ferrocarriles  In- 
ternacionales de  Centro  América  no  ha 
iniciado  ninguna  acción  contra  los  señores 
Hodgsdon,  Stahl,  Schwartz  Brothers  y 
Schwartz  y Compañia;  ni  tampoco  las  de- 
mandas que  se  tienen  a la  vista  contie- 
nen punto  alguno  para  que  se  condene  a 
los  señores  indicados  al  pago  de  daños  y 
perjuicios  a la  Empijesa  mencionada  al 
principio.  y,  sin  embargo  la  sentencia 
ejecutoria  de  la  Sala  Primera  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  condena  a las  cuatro  per- 
sonas nombradas  a pagarle,  a la  Compa- 
ñía de  los  Ferrocarriles  Internacionales  de 
Centro  América,  los  daños  y perjuicios  que 
le  hubieren  ocasionado. 

d)  Al  formalizarse  la  discusión  judicial, 
el  Abogado  Marcial  García  Salas,  en  nom- 
bre de  sus  representados,  propuso  las  ocho 
excepciones  perentorias  que  se  dietallan 
en  el  número  1 de  este  fallo;  y a pesar  de 
ello,  la  sentencia  ejecutoria  que  dió  ori- 
gen a los  tres  recursos  extraordinarios  de 
casación  que  se  examinan,  sólo  resolvió 
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negativamente  la  defensa  de  prescripción; 
con  lo  que,  desde  luego  debió  entrar  a re- 
solver las  otras  siete;  ya  que  la  natura- 
leza y carácter  de  tales  medios  defensivos, 
exige  que  se  decidan  junto  con  la  senten- 
cia principal. 

e)  No  obstante  que  el  Articulo  292  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercan- 
til es  clara  y terminante  al  negarle  valor 
probatorio  a la  certificación  de  certifica- 
ción y al  testimonio  de  testimonio — Ley 
que  también  y,  condensaba  en  el  Articulo 
162  del  Decreto  Gubernativo  número  273, 
regia  en  la  época  en  que  se  iniciaron  las 
actuaciones  que  se  examinan — la  Sala  Pri- 
mera de  la  Corte  de  Apelaciones  asienta 
en  términos  generales,  en  la  sentencia  re- 
currida, que  los  extremos  de  las  deman- 
das "están  plenamente  probados  con  los 
documentos  auténticos  y públicos  que  se 
acompañaron  y están  relacionados  en  la 
parte  expositiva  de  la  sentencia”. 

Mas,  es  el  caso  que  tal  afirmación  no 
es  exacta.  En  efecto,  como  no  se  trata 
de  la  reposición  de  actuaciones  judiciales, 
ni  de  la  de  protocolos,  los  documentos  se- 
ñalados en  el  NUMERO  3 de  este  fallo,  con 
los  números  III,  VI.  VII,  VII,  IX,  X,  XI, 
XII,  XIII,  XIV.  XV,  XIX,  XXI,  XXII, 
XXIII  y XXXIII,  no  pueden  ser  tomados 
en  consideración,  ya  que  no  producen  nin- 
guna prueba  de  acuerdo  con  lo  dispuesto 
en  las  leyes  citadas  al  principio,  por  ser 
testimonios  de  testimonios,  unos;  y,  otros, 
por  ser  copias  notariales,  carentes  de  va- 
lor probatorio  en  juicio. 

Tampoco  los  marcados  con  los  números 
IV,  XVII,  XX,  XXXII,  XXXIV,  XXXV, 
XXXVI,  XXXVII,  XXXVIII  y XXXIX, 
justifican  las  acciones  intentadas  por  los 
demandantes,  porque  los  cinco  primeros 
contienen  pasajes  de  actuaciones  judicia- 
les o administrativas,  que  no  tienen  im- 
portancia o atingencia  alguna  en  los  jui- 
cios que  se  examinan.  Además  de  ello,  los 
documentos  referentes  a pasajes  judiciales, 
son  diminutos  y,  por  lo  tanto  carecen  de 
valor  probatorio,  por  preceptuarlo  asi  el 
inciso  lo..  Articulo  672  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Civiles  de  1877;  cuerpo  legal 
que  por  estar  vigente  cuando  los  documen- 
tos se  presentaron  al  juicio  como  justifi- 
caciones. debe  seguir  rigiendo  en  este  ca- 
so, como  lo  manda  el  inciso  13  del  Articu- 
lo 250  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial. 

Los  señalados  en  el  número  XXXIX,  son 
tres  documentos  simples  que  nada  prue- 


ban, por  no  haber  sido  reconocidos  por  los 
signatarios,  ni  figurar  éstos  en  la  contro- 
versia como  demandantes  o demandados. 

Los  comprendidos  en  los  números.... 
XXXVI,  XXXVII  y XXXVIII,  fueron  pre- 
sentados al  juicio  por  el  señor  Tummler, 
cuando  se  tramitaban  las  excepciones  di- 
latorias de  personeria  propuestas  por  los 
patrocinados  del  Abogado  Garda  Salas, 
precisamente  con  el  fin  de  justificar  la  im- 
procedencia de  tales  excepciones. 

Y finalmente,  los  impresos  señalados  en 
el  número  XVI,  no  producen  ninguna 
prueba. 

Luego,  de  lo  que  se  deja  expuesto  se 
deduce  que  la  Sala  Primera  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  al  apreciar  la  prueba  ren- 
dida por  el  señor  Tummler  y su  coadyu- 
vante Muller,  cometió  error  de  derecho; 
desde  luego  que  tomó  la  indicada  prueba 
globalmente,  sin  admitir  la  que  era  váli- 
da de  conformidad  con  la  Ley  y desechar 
la  que  no  lo  era. 

Como  tan  sólo  los  errores  que  se  dejan 
puntualizados  son  bastantes  para  la  ad- 
misión de  los  tres  recursos  extraordina- 
rios de  casación  interpuestos  por  los  abo- 
gados García  Salas.  Salazar  Argumedo  y 
Villagrán,  por  haber  violación  de  los  Ar- 
tículos 227  y 228  de  la  Ley  Constitutiva 
del  Poder  Judicial,  128  y 292  del  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil,  162 
del  Decreto  Gubernativo  número  273,  y 
715  V 721  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles  de  1877,  que  señalaron  los  tres  re- 
currentes como  infringidos,  asi  debe  ha- 
cerse. En  ese  caso,  procede  casar  y anu- 
lar el  fallo  aludido,  para  resolver  en  lo 
principal  lo  que  sea  procedente  en  derecho. 

— li- 
li.— En  la  demanda  interpuesta  por  el 
señor  Tummler  el  ocho  de  abril  de  mil  no- 
vecientos veintiséis,  consta  de  maenra  au- 
téntica. nue  se  pide  declaración  precisa 
de  nulidad  del  crédito  refaccionario  con- 
traído por  los  depositarios  del  Ferroca- 
rril de  Ocós.  señores  Schwartz  y Compa- 
ñía, en  favor  del  Banco  de  Guatemala. 

Mas.  como  quiera  que  este  crédito  es  el 
que  dió  origen  a la  ejecución  seguida  por 
el  Banco  de  Guatemala  contra  la  Compa- 
ñía Anónima  del  Ferrocarril  de  Ocós; 
juicio  que  culminó  con  el  remate  de  di- 
cho Ferrocarril,  Agencia  y Muelle  de  Ocós, 
el  cual  fincó  en  los  señores  Schwartz  Bro- 
thers; quienes  más  tarde  vendieron  tales 
bienes  a la  Compañía  del  Ferrocarril  Cen- 
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tral  constituida  en  San  Francisco  Cali- 
fornia; Compañía  que  con  posterioridad 
trasladó  el  dominio  de  los  bienes  indica- 
dos a la  Empresa  formada  en  Nueva  Jer- 
sey, república  de  los  Estados  Unidos  de 
Norte  América,  denominada  “Compañía 
del  Ferrocarril  de  Guatemala”,  la  que  más 
tarde  al  comprar  la  propiedad  física  del 
Ferrocarril  Central  y de  todas  sus  depen- 
dencias, se  denominó  “Compañía  de  los  Fe- 
rrocarriles Internacionales  de  Centro 
América”;  y,  que  en  la  demanda  mencio- 
nada al  principio  también  se  pide  declara- 
ción expresa  de  nulidad  de  todos  los  tras- 
pasos de  dominio  aludidos,  asi  como  de  la 
ejecución  del  Banco  de  Guatemala  y de 
todas  las  operaciones  efectuadas  en  el 
Registro  de  la  Propiedad  Inmueble,  rela- 
cionadas con  los  contratos  referidos,  es 
el  caso  de  analizar,  en  primer  término,  si 
procede  o no  la  nulidad  de  la  escritura 
pública  que  contiene  dicho  crédito,  con- 
trato al  que  también  se  le  imputa  el  vi- 
cio de  ser  fraudulento;  ya  que  tal  punto 
es  en  el  que  lógicamente  descansan  los 
otros  comprendidos  en  la  demanda  de  que 
se  viene  tratando. 

Desde  el  momento  en  que  el  demandan- 
te señor  Tummler  aseveró  en  su  libelo 
fechado  el  ocho  de  abril  de  mil  novecien- 
tos veintiséis,  que  era  simulado  el  crédito 
de  cuatrocientos  mil  pesos  contraído  por 
los  señores  Schwartz  y Compañía — en  su 
carácter  de  depositarios  del  Ferrocarril  de 
Ocós — en  favor  del  Banco  de  Guatemala, 
contrajo  la  obligación  jurídica  de  poner  en 
evidencia  tal  afirmación,  ya  que  era  lo 
fundamental  para  pedir  la  declaratoria  de 
nulidad  de  la  escritura  pública  autorizada 
en  esta  ciudad  por  el  Notario  Alfredo  Skin- 
nerKlée  con  fecha  catorce  de  junio  de  mil 
novecientos  dos;  justificación  plena  que 
también  debió  hacer  el  demandante  de  su 
otra  afirmación  sobre  que  los  señores 
Schwartz  y Compañía,  no  eran  deposita- 
rios cuando  contrataron  dicho  crédito: 
puesto  que  también  apoyaba  su  acción  en 
ella. 

El  señor  Tummler  no  demostró  ninguna 
de  sus  dos  afirmaciones  relacionadas  con 
el  punto  demandado  de  que  se  viene  tra- 
tando; por  la  sencilla  razón  de  que  todos 
los  documentos  que  presentó  con  ese  fin 
y que  se  dejan  detállalos  en  el  NUMERO 
10  de  este  fallo,  no  producen  prueba  al- 
guna, por  tratarse  de  certificaciones  no- 
tariales y de  certificaciones  de  certifica- 
ciones, como  claramente  lo  dicen  los  Ar- 
tículos 715  del  Código  de  Procedimientos 


Civiles  de  1877,  162  del  Decreto  Guber- 
nativo 273  y 292  del  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y Mercantil. 

Y como  tampoco  cabe  presumir  la  pri- 
mera afirmación,  ya  que  el  Artículo  1410 
del  Código  Civil  de  1877  dice  que  el  dolo 
no  se  presume  y necesita  probarse,  resul- 
ta de  manifiesto  que  la  parte  demandada 
no  cumplió  con  la  obligación  de  probar  su 
repetida  afirmación,  como  lo  mandan  los 
Artículos  603  del  Código  de  Procedimien- 
tos Civiles  de  1877  y 259  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil. 

Con  respecto  a la  segunda  afirmación, 
la  situación  es  exactamente  igual  a la  an- 
terior, 'ya  que  la  copia  certificada  que 
autorizó  el  Notario  Salvador  Villanueva 
Guerra,  con  la  que  se  pretende  demostrar 
que  los  señores  Schwartz  y Compañía  ya 
no  eran  depositarios,  no  produce  ninguna 
prueba,  de  acuerdo  con  lo  que  disponen 
las  leyes  que  se  dejan  citadas  anterior- 
mente. 

En  ese  caso,  y toda  vez  que  la  parte  ac- 
tora  no  puso  en  evidencia  lo  que  afirmara 
en  su  demanda,  no  precede  declarar  la  nu- 
lidad del  contrato  autorizado  en  esta  ciu- 
dad por  el  Notario  Alfredo  Skinner  Klée, 
con  fecha  catorce  de  junio  de  mil  nove- 
cientos dos;  tanto  más,  que  ni  siquiera 
fué  presehtada  al  juicio  dicha  escritura, 
sino  una  certificación  del  testimonio  de 
ella,  que  extendió  la  Secretaria  del  Juz- 
gado 2o.  Departamental. 

12. — Mas,  sobre  todo  lo  dicho  en  el  NU- 
MERO anterior,  existe  un  obstáculo  de 
mayor  imperio  que  no  permitía  en  ningún 
caso  llegar  a la  pretendida  declaratoria 
de  nulidad — aún  en  el  supuesto  de  que 
estuviese  justificada  en  el  juicio — y,  ese 
obstáculo  es,  el  Artículo  2369  del  Código 
Civil  de  1877. 

En  efecto,  tal  disposición  legal  estatu- 
ye, sin  lugar  a dudas,  que  la  acción  para 
demandar  la  nulidad  de  los  contratos, 
prescribe  a los  cuatro  años,  contados  des- 
de el  día  en.  que  se  contrajo  la  cbliga- 
ción. 

Consta  en  el  juicio  que  la  demanda  fué 
interpuesta  por  el  señor  Tummler  en  el 
año  de  mil  novecientos  veinticuatro  una, 
y la  otra — que  es  la  que  contiene  el  punto 
de  que  se  viene  haciendo  mérito — fué  ini- 
ciada en  el  año  de  mil  novecientos  veinti- 
séis; acciones ' ambas  que  dicho  señor 
Tummler  deducía  con  su  carácter  de  ac- 
cionista y tenedor  de  bonos  de  la  Compa- 
ñía Anónima  del  Ferrocarril  de  Ocós.  Tam- 
bién aparece  e?!  evidencia  que,  el  contra- 
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to  cuya  nulidad  se  demanda  fué  celebra- 
do el  catorce  de  junio  de  mil  novecientos 
dos,  por  los  depositarios  del  Ferrocarril 
de  Ocós  y el  Banco  de  Guatemala.  Y,  en 
los  autos  no  existe  prueba  alguna  que  de- 
muestre la  circunstancia  de  que  la  nulidad 
del  repetido  contrato  se  halla  interpues- 
to antes  del  catorce  de  junio  del  año  de 
mil  novecientos  seis — fecha  en  que  se  con- 
sumó la  prescripción—.  Luego  pues,  la 
prescripción  corrió  sin  interrupción  algu- 
na, por  no  haberse  intentado  ninguna  ac- 
ción para  interrumpirla. 

En  ese  caso,  la  excepción  perentoria  de 
prescripción  propuesta  por  el  Abogado 
García  Salas  al  contestar  la  demanda  en 
nombre  de  sus  representados,  es  proce-* 
dente;  y,  por  ende  debe  declararse  que  es- 
tá prescrita  la  acción  de  nulidad  del  con- 
trato que  autorizó  el  Notario  Skinner  Klée, 
de  que  se  ha  venido  haciendo  referencia; 
excepción  que,  por  su  naturaleza,  favo- 
rece a todos  los  demandados;  y,  además, 
hace  innecesario  entrar  al  análisis  jurí- 
dico de  las  otras  siete  defensas  destruc- 
toras de  la  acción,  que  también  propuso  el 
Abogado  García  Salas. 

De  lo  expuesto  en  este  NUMERO  y en 
el  que  antecede,  se  saca  en  conclusión, 
que  no  se  demostró,  como  es  debido,  la 
nulidad  de  la  repetida  escritura;  y que 
tampoco  cabe  ya  esta  acción,  en  virtud  de 
haber  pasado  los  cuatro  años  requeridos 
para  intentarla. 

13. — El  fundamento  de  la  acción  de  nu- 
lidad del  juicio  ejecutivo  entablado  por  el 
Banco  de  Guatemala  contra  los  deposita- 
rios del  Ferrocarril  de  Ocós,  señores 
Schwartz  y Compañía,  que  también  se  pi- 
de, estriba — según  la  demanda  del  señor 
Tummler — en  la  circunstancia  de  que, 
siendo  nula  la  escritura  constitutiva  del 
crédito,  lógicamente  debía  serlo  el  juicio 
a que  le  dió  origen;  y,  en  la  de  que  tal 
ejecución  fué  seguida  contra  los  indica- 
dos señores  Schwartz  y Compañía,  quie- 
nes ya  no  eran  depositarios  del  Ferroca- 
rril de  Ocós.  , 

Ya  se  dijo  en  el  NUMERO  anterior,  que 
la  escritura  pública  autorizada  por  el  No- 
tario Skinner  Klée  no  era  nula,  porque  la 
parte  demandante  no  justificó  ese  extre- 
mo de  su  acción;  y que  aún  en  el  caso 
de  que  si  lo  hubiese  hecho,  tampoco  po- 
día declararse  esa  pretendida  nulidad,  por 
haber  prescrito  la  acción  para  pedirla.  Eso 
en  cuanto  al  primer  fundamento. 
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Ahora,  en  lo  referente  a que  los  seño- 
res Schwartz  y Compañía  ya  no  eran  de- 
positarios para  intervenir  en  la  demanda 
ejecutiva,  también  se  dijo  en  el  NUMERO 
11  de  este  fallo  que,  no  había  prueba  al- 
guna acerca  de  que  los  señores  Schwartz 
y Compañía  hubiesen  cesado  en  el  cargo 
de  depositarios,  por  ser  ineficaz  el  docu- 
mento con  que  se  pretendió  demostrar  di- 
cha circunstancia. 

Luego,  en  ese  caso,  tampoco  puede  de- 
clararse la  nulidad  del  indicado  juicio 
ejecutivo,  y por  ende  la  del  remate  finca- 
do en  los  .señores  Schwartz  Brothers;  de- 
claratoria que  de  igual  manera  sería  im- 
posible hacer,  en  el  supuesto  de  que  estu- 
viese demostrada,  por  la  excepción  peren- 
toria de  prescripción  considerada  antes. 

14. — Como  no  hay  nulidad  en  los  oríge- 
nes de  los  actos  que  culminaron  con  las 
escrituras  públicas  autorizadas  en  esta  ciu- 
dar  por  el  Notario  José  Antonio  Villacorta 
C..  el  veintiocho  de  julio  de  mil  novecien- 
tos cinco  y el  quince  de  octubre  de  mil  no- 
vecientos diez,  contratos  por  los  que,  res- 
pectivamente se  trasladó  el  dominio  del 
Ferrocarril  de  Ocós  y sus  dependencias  a 
los  rematarlos  señores  Schwartz  Brothers, 
y,  al  Ferrocarril  Central  de  Guatemala  por 
venta  que  de  tales  bienes  le  hicieran  estos 
señores,  tampoco  puede  declararse  que  son 
nulas  las  repetidas  escrituras  públicas,  co- 
mo lo  pretenden  los  demandantes. 

Y,  en  el  supuesto  de  que  los  pretendien- 
tes de  tal  declaratoria  la  hubiesen  jus-* 
tificado,  siempre  se  opondría  a ella  la  doc- 
trina del  Artículo  2369  del  Código  Civil  de 
1877,  porque  la  demanda  se  interpuso  en 
el  año  de  mil  novecientos  veintiséis,  es 
decir  cuando  ya  habían  transcurrido  con 
exceso  los  cuatro  años,  cpntados,  desde  el 
otorgamiento  de  las  referidas  escrituras, 
sin  que  la  prescripción  invocada  por  el 
Abogado  García  Salas  en  nombre  de  sus 
representados,  se  hubiese  interrumpido  en 
ninguna  forma;  ya  que  de  ninguna  mane- 
ra puede  reputarse  como  interrupción,  la 
demanda  que  el  señor  Tummler  inició  el 
dieciocho  de  junio  de  mil  novecientos 
quince  contra  don  Daniel  B.  Hodgsdon,  en 
su  carácter  de  Presidente  de  la  Compañía 
del  Ferrocarril  de  Ocós,  para  que  se  de- 
clarase la  nulidad  del  acta  de  la  junta  de 
accionistas  en  que  fué  nombrada  la  Junta 
Directiva  de  la  repetida  Compañía. 

Y,  a mayor  abundamiento,  los  deman- 
dantes no  han  justificado  fehacientemen- 
te la  mala  fé  con  que  aseguran  que  los 
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demandados  obraron  en  todos  los  actos  que 
dieron  origen  a las  acciones  que  se  exa- 
minan; extremo  que  según  el  Articulo  1610 
del  Código  Civil  de  1877  debe  justificarse 
directamente,  ya  que,  al  no  poder  pre-i 
sumirse  el  dolo,  queda  desechada  la  prue- 
ba indirecta;  lo  que  no  acontece  con  la 
buena  fé,  la  que  siempre  se  presume, 
mientras  no  se  pruebe  lo  contrario. 

15.  — Si.  como  ya  se  dijo,  en  los  NUME- 
ros  que  anteceden,  no  hay  nulidad  del 
contrato  autorizado  por  el  Notario  Skinner 
Klée,  de  la  ejecución  y remate  del  Fe- 
rrocarril de  Ocós,  de  la  venta  que  los  re- 
matarlos, señores  Schwartz  Brothers  hi- 
cieron al  F’errocarril  Central,  no  'de  la 
otra  escritura  pública  autorizada  por  el 
Notario  Villacorta  C.,  en  el  año  de  mil  no- 
vecientos diez,  es  claro  que  en  manera 
alguna  pueden  ser  invalidadas  en  el  Re- 
gistro de  la  Propiedad  Inmuebel  las  opera- 
ciones a que  todos  esos  actos  dieron  ori- 
gen. 

En  ese  caso  es  indudable  la  improceden- 
cia de  la  acción  del  señor  Tummler  para 
que  se  declare  la  nulidad  de  las  inscrip- 
ciones de  los  repetidos  contratos  y de  to- 
das las  operaciones  a que  dieron  origen; 
por  lo  que  se  impone  la  absolución  con  res- 
pecto a este  punto. 

16.  — Otro  de  los  puntos  demandados  por 
el  señor  Tummler  en  el  libelo  de  ocho  de 
abril  de  mil  novecientos  veintiséis,  y que 
asi  como  los  anteriores  hizo  suyos  el  ter- 
cero coadyuvante  señor  Muller.  es  la  nuli- 
dad del  contrato  de  compra-venta  celebra- 
do por  el  Ferrocarril  Central  de  Guatema- 
la y los  Ferrocarriles  Internacionales  de 
Centro  América,  asi  como  la  de  todos  los 
demás  contratos,  de  cualquier  naturaleza 
que  se  refieran  a los  mismos  intereses. 

Ya  se  dijo  antes  que  el  contrato  por  el 
que  la  Compañía  del  Ferrocarril  Central 
de  Guatemala  adquirió  el  dominio  del  Fe- 
rrocarril de  Ocós  y sus  anexos,  no  era  nu- 
lo porque  el  señor  Tummler  no  demostró 
tal  nulidad  con  las  pruebas  que  rindió 
con  ese  propósito.  Que  también  en  el  caso 
de  que  hubiese  evidenciado  su  afirmación, 
la  pretendida  nulidad  no  podría  declarar- 
se por  haber  prescrito  la  acción  para  in- 
tentarla, de  acuerdo  con  el  Articulo  2369 
del  Código  CivU  de  1877.  Y,  que  la  excep- 
ción perentoria  de  prescripción  propuesta 
por  el  Abogado  Garda  Salas  en  nombre 
de  sus  representados,  tenia  que  favorecer 
a todos  los  demandados,-  dada  la  natura- 
leza de  las  acciones  discutidas. 


De  suerte,  pues,  que  en  cuanto  concier- 
ne a la  Empresa  de  los  Ferrocarriles  In- 
ternacionales de  Centro  América,  que  al 
constituirse,  según  consta  en  el  Acuerdo 
Gubernativo  de  treinta  de  noviembre  de 
mil  novecientos  doce — documento  que  el 
señor  Tummler  rindió  como  prueba — asu- 
mió todos  los  negocios  que  tenía  pendien-' 
tes  la  Compañía  dél  Ferrocarril  Central 
de  Guatemala,  la  acción  de  nulidad  de 
que  se  viene  tratando,  también  está  pres- 
crita. 

Mas,  en  el  caso  de  que  asi  no  fuere,  la 
declaratoria  de  nulidad  que  se  le  deman- 
da a la  Empresa  de  los  Ferrocarriles  In- 
ternacionales de  Centro  América,  acción 
que  comprende  no  sólo  la  nulificación  del 
contrato  de  compra-venta  que  celebró  con 
la  Compañía  del  Ferrocarril  Central  de 
Guatemala,  sino  también  de  todos  los  de- 
más contratos  referentes  a los  mismos  in- 
tereses que  hubiese  celebrado,  es  impro- 
cedente. 

En  efecto;  la  Empresa  demandada  jus- 
tificó de  una  manera  fehaciente  en  la  pri- 
mera Instancia  del  juicio  con  las  certifi- 
caciones del  Tercer  Registro  de  la  Pro- 
piedad Inmueble  que  presentó  junto  con 
su  alegato  de  buena  prueba  y,  que,  marca- 
das con  los  númedos  I,  II,  III,  IV,  V,  VI, 
VII,  VIII,  IX,  X,  XI,  VII,  XIII,  xrv  y XV 
se  detallan  en  el  NUMERO  4 de  este  fallo, 
los  extremos  que  siguen,  toda  vez  que  los 
indicados  documentos  producen  plena 
prueba  de  acuerdo  con  lo  que  disponen 
los  Artículos  668,  709,  711  y 712  del  Código 
de  Procedimientos  Civiles  de  1877  y 277  y 
282  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
Mercantil; 

a)  Que  al  hacerse  la  inscripción  de  do- 
minio en  favor  de  los  señores  Schwartz 
Brothers  como  rematarlos  del  Ferrocarril, 
Agencia  y Muelle  de  Ocós,  no  existia  on 
el  Registro  de  la  Propiedad  Inmueble  nin- 
guna circunstancia  que,  de  conformdiad 
con  la  Ley,  impidiese  tal  operación,  o que 
la  dejara  afecta  a las  resultas  de  alguna 
acción — de  cualquier  clase  que  fuese — que 
ya  estuviera  anotada  con  anterioridad; 

b)  Que  en  el  Registro  de  la  Propiedad 
Inmueble  tampoco  había  gravamen  o ano- 
tación de  alguna  clase,  cuando  se  inscribió 
el  contrato  de  compra-venta  concerniente 
al  Ferrocarril,  Agencia  y Muelle  de  Ocós, 
que  celebraron  los  señores  Schwartz  Bro- 
thers y la  Compañía  del  F’errocarril  Cen- 
tral de  Guatemala; 

c)  Que  exactamente  en  las  mismas  con- 
diciones que  se  dicen  en  los  dos  puntos 
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anteriores,  se  hallaba  el  Registro  cuando 
se  hizo  la  inscripción  de  dominio,  en  fa- 
vor de  la  Compañía  de  los  Ferrocarriles 
Internacionales  de  Centro  América;  es  de- 
cir que  al  efectuarse  tal  operación,  el  Re- 
gistro estaba  limpio  de  todo  gravamen  o 
anotación.  De  manera  pues,  que  la  Em- 
presa aludida  compró  en  esa  forma  la  pro- 
piedad física  de  todas  las  lineas  del  Fe- 
rrocarril Central  de  Guatemala  y sus 
anexos;  y 

d)  Que  las  cuatro  demandas  acumula-' 
das  que  se  examinan,  no  estaban  anota- 
das en  el  Registro  de  la  Propiedad  In- 
mueble— ni  lo  están — cuando  fueron  cele- 
brados los  contratos  aludidos. 

El  señor  Tummler  al  presentar  las  cer- 
tificaciones del  Tercer  Registro  de  la  Pro- 
piedad Inmueble  y una  del  Primer  Regis- 
tro. que  marcadas  con  los  números  XXV, 
XXVI.  XXVII,  XXVIII.  XXIX,  XXX  y XXXI 
se  detallan  en  el  NUMERO  3 de  este  fallo, 
ayudó  a demostrar  los  cuatro  puntos  que 
se  dejan  relacionados  en  el  párrafo  an- 
terior; por  ser  tal  documentación,  junto 
con  la  marcada  con  los  números  I,  II.  IV, 
V,  XVII  V XXIV  relacionadas  en  el  mismo 
NUMERO  3 la  única  que  puede  ser  apre- 
ciada de  conformidad  con  la  Ley,  para 
admitir  en  la  sentencia  la  que  sea  válida 
legalmente  y desechar  la  que  no  lo  sea. 

Por  ser  evidente  que  no  habla  ningún 
obstáculo  en  el  Registro  de  la  Propiedad 
Inmueble  cuando  se  inscribieron  los  con- 
tratos de  compra-^enta  de  que  se  viene 
tratando  en  este  NUMERO,  es  claro,  que 
de  conformidad  con  la  doctrina  del  Ar- 
ticulo 2101  del  Código  Civil  de  1877,  doc- 
trina que  se  halla  comprendida  en  el  Ar- 
ticulo 1114  del  Decreto  Legislativo  núme- 
ro 1932,  la  Empresa  de  los  Ferrocarriles 
Internacionales  de  Centro  América  está 
exenta  de  toda  responsabilidad  civil  que 
pudiera  derivarse  de  los  contratos  y ope- 
raciones de  que  se  viene  haciendo  mérito; 
ya  que  tanto  esta  Empresa  como  la  extin-' 
gtiida  Compañía  del  Ferrocarril  Central 
de  Guatemala  y los  señores  Schwartz  Bro- 
thers, son  terceros  que  adquirieron  el  do- 
minio con  registro  limpio;  es  decir,  que  al 
ser  hechas  sus  respectivas  inscripciones  no 
había  ninguna  limitación  en  el  Registro 
de  Inmuebles:  ya  que  las  leyes  oue  se  de- 
jan citadas,  de  una  manera  clara  previe- 
nen que  sólo  puede  perjudicar  a un  terce- 
ro, lo  que  aparezca  en  el  Registro. 

Aún  en  el  supuesto  de  que  fuera  nulo 
el  derecho  que  tenían  inscrito  los  señores 
Schwartz  Brothers  y así  se  hubiese  decla- 


rado en  sentencia  firme  con  posterioridad 
a los  contratos  celebrados  con  la  Compa- 
ñía del  Ferrocarril  Central  de  Guatemala 
y por  éste  con  la  Empresa  de  los  Ferroca- 
rriles Internacionales  de  Centro  América, 
siempre  tendría  que  mantenerse  en  todo 
su  vigor  la  inscripción  de  dominio  que  am- 
para los  derechos  de  esta  última  Compa- 
ñía; porque  asi  lo  disponen  los  Artículos 
2107  del  Código  Civil  de  1877  y 1121  del  De- 
creto Legislativo  número  1932;  tanto  más 
que,  en  todo  el  juicio  no  existe  prueba 
contradictoria  de  la  buena  fé  de  la  Em-" 
presa  de  los  Ferrocarriles  Internacionales 
de  Centro  América,  como  adquiriente  del 
dominio  que  tiene  inscrito. 

Luego,  no  procede  la  nulificación  de  los 
contratos  relacionados  con  la  Compañía  de 
los  Ferrocarriles  Internacionales  de  Cen- 
tro América,  que  demandan  el  señor 
Tummler  y compañeros. 

17. — Por  todo  lo  que  se  deja  considera- 
do en  los  NUMEROS  anteriores,  correspon- 
de declarar  la  improcedencia  del  punto  pe- 
titorio de  la  demanda  de  ocho  de  abril  de 
mil  novecientos  veintiséis,  contraído  a que 
.se  declare  la  nulidad  e insubsistencia  de 
la  cancelación  hipotecaria  que  pesaba  so- 
bre el  Ferrocarril  de  Ocós  garantizando 
los  derechos  de  todos  los  accionistas  y 
tenedores  de  bonos,  del  juicio  seguido  pa- 
ra lograr  tal  cancelación,  y,  para  que  se 
reponga  la  inscripción  hipotecaria  aludi- 
da, en  el  Registro  de  la  Propiedad  Inmue- 
ble. 

En  efecto,  la  certificación  que  en  el  NU- 
MERO 4 de  este  fa’lo  se  marcó  con  el  nú- 
mero XII  y,  que  presentó  como  justifica- 
ción la  Compañía  de  los  Ferrocarriles  In- 
ternacionales de  Centro  América,  estable- 
ce de  una  manera  plena,  que  la  referida 
inscripción  hipotecaria  se  canceló  en  vir- 
tud de  ordenarlo  asi  la  sentencia  que  dic- 
tó el  ,Tuez  2o.  Departamental  el  veintinue- 
ve de  julio  del  año  de  mil  novecientos  cin- 
co al  ponerle  fin  al  juicio  que  se  siguió 
con  ese  objeto.  En  consecuencia,  por  no 
haberse  interpuesto  recurso  alguno  con- 
tra dicho  fallo,  quedó  firme  y,  por  ello 
se  cumplió;  desde  luego  que  debía  sur- 
tir todos  sus  efectos  legales,  dada  la  na- 
turaleza del  indicado  juicio. 

Luego,  se  ve  de  manifiesto— como  se 
dijo  al  principio  de  este  NUMERO — la  im- 
procedencia de  la  acción  intentada  para 
lograr  la  nulidad  de  la  cancelación  indi- 
cada y del  juicio  seguido  con  ese  propósi- 
to; improcedencia  que  resalta  más,  al  tra- 
tarse de  la  nulidad  del  juicio  sumario  de 
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que  se  ha  venido  haciendo  referencia.  Ar- 
liculos  189,  190,  Decretos  273  y 235  de  la 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial. 

— III  — 

18. — En  la  demanda  iniciada  por  el  se- 
ñor Tummler  el  primero  de  agosto  del  año 
de  mil  novecientos  veinticuatro  contra  los 
señores  Schwartz  y Compañía,  Daniel  B. 
Hodgsdon,  Adolfo  Schwank  y la  Compa- 
ñía de  los  Ferrocarriles  Internacionales  de 
Centro  América  pide,  que  en  sentencia 
firme  se  declare  la  nulidad  de  la  venta 
del  Ferrocarril,  Muelle  y Agencia  de  Ocós 
hecha  a favor  de  los  F’errocarriles  Inter- 
nacionales de  Centro  América:  y que  pa- 
ra el  caso  de  que  no  fuera  declarada  di- 
cha nulidad,  se  condenara  a los  deman- 
dados a pagarle  dentro  de  tercero  dia,  so- 
lidaria y mancomunadamente,  las  canti- 
dades de  dinero  que  detalla  en  la  repeti- 
da demanda,  más  intereses,  daños  y per- 
juicios y las  costas  del  juicio. 

Con  respecto  a la  primera  petición  de 
la  demanda  que  se  examina,  ya  se  expu- 
sieron la,s  razones  legales  acerca  de  la 
improcedencia  de  la  nulidad  pretendida, 
al  considerar  los  fundamentos  de  la  de- 
manda de  ocho  de  abril  de  mil  novecien- 
tos veintiséis.  En  consecuencia,  debe  es- 
tarse a lo  considerado  a ese  respeto. 

La  parte  actora  funda  la  demanda  de 
que  se  viene  haciendo  mérito  en  la  sen- 
tencia que  dictó  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia el  diez  de  agosto  de  mil  novecientos 
veintiuno,  en  el  juicio  que  siguió  el  señor 
Tummler  contra  don  Daniel  B.  Hodgsdon, 
en  su  carácter  de  Presidente  de  la  Com- 
pañía anónima  del  Ferrocarril  de  Ocós. 
Como  en  dicho  fallo  se  declaró  la  nulidad 
del  acta  que  celebraron  los  accionistas' 
el  veinticinco  de  junio  de  mil  novecientos 
tres,  junta  en  la  que  fué  nombrado  Pre- 
sidente el  señor  Hodgsdon,  los  demandan- 
tes pretenden  que  dicha  nulidad  declai'a- 
da  acarrea  la  de  todos  los  actos  celebra- 
dos por  las  distintas  juntas  directivas  que 
siguieron  a la  que  presidia  el  aludido  se- 
ñor Hodgsdon. 

La  certificación  marcada  con  el  número 
II  figura  en  el  NUMERO  3 de  este  fallo; 
el' a demuestra  que  el  Tribunal  Supremo 
sólo  declaró  que  era  nula  el  acta  de  re- 
ferencia, eri  ese  caso  es  natural  que  sólo 
los  actos  en  que  hubiese  intervenido  la  Di- 
rectiva presidida  por  el  señor  Hodgsdon 
serian  los  viciados  de  nulidad,  y no  los  lie 
vados  a cabo  por  la  Directiva  electa  con 


posterioridad,  bajo  cuya  dirección  se  con- 
sumaron los  actos  que  dieron  origen  a las 
enajenaciones  sucesivas  del  Ferrocarril  de 
Ocós.  Y si  esto  es  asi,  con  mayor  razón  no 
podrian  ser  nulificados  los  trabajos  que 
efectuó  la  Junta  Directiva  que  fungía  an- 
tes de  que  fuera  electo  el  señor  Hodgsdon. 

De  suerte,  pues,  que  de  la  sentencia  dic- 
tada por  el  Corte  Suprema  de  Justicia 
el  diez  de  agosto  de  mil  novecientos  vein- 
tiuno, no  puede  deducirse  ninguna  respon- 
sabilidad para  los  demandados,  ya  que  co- 
mo se  dijo,  dicho  fallo  sólo  resolvió  que 
era  nula  el  acta  del  veinticinco  de  junio 
de  mil  novecientos  tres.  Tampoco  la  sen- 
tencia proferida  por  el  mismo  Tribunal 
Supremo  el  primero  de  abril  de  mil  nove- 
cientos veinticuatro,  en  el  proceso  que  el 
señor  Tummler  siguió  contra  don  Enrique 
Dikmeyer  por  el  delito  de  falsedad,  resolu- 
ción cuya  copia  certificada  presentó  el  se- 
ñor Tummler  y que  marcada  con  el  núme- 
ro I figura  en  el  NUMERO  3 puede  ser 
origen  c5e  las  mismas  responsabilidades 
para  las  personas  a quienes  demandó  el 
señor  Tummler. 

En  ese  caso,  es  indudable  que  la  con- 
denación que  se  pide  para  dichos  seño- 
res, a efecto  de  que  paguen  todas  las  can- 
tidades especificadas  por  el  demandante, 
es  improcedente;  tanto  más  que  la  prue- 
ba rendida  por  la  parte  actora — como  ya 
se  consideró  antes — es  ineficaz  para  ello. 

— IV  — 

19.  — Los  señores  Zweig  y Orellana  So- 
ria comprenden  en  sus  demandas  respec- 
tivas, exactamente  los  mismos  puntos  de 
nulidad  que  contienen  las  acciones  inten- 
tadas por  el  señor  Tummler  y su  coadyu- 
vante señor  Muller. 

Aparte  de  que  los  repetidos  señores 
Zweig  y Orellana  Soria  no  rindieron  nin- 
guna prueba  para  demostrar  sus  afirma- 
ciones, ya  se  dijo  en  los  NUMEROS  ante- 
riores por  qué  razones  legales  no  proceden 
las  pretendidas  declaraciones  de  nulidad. 
En  ese  caso,  es  indudable  que  lo  demanda- 
do por  don  Bernardo  Zweig  y don  Alberto 
Orellana  Soria,  debe  correr  la  misma  suerte 
que  lo  que  se  resuelva  acerca  de  los  otros 
demandantes. 

— V — 

20.  — Por  todo  lo  que  se  deja  considera- 
do, con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo 
que  disponen  los  Artículos  227,  228,  232, 
233  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


506,  514  y 518  dcl  Código  de  Enjuiciamien- 
to Civil  y Mercantil,  EL  TRIBUNAL  DE 
CASACION, 

RESUELVE; 

21. — -CASAR  Y ANULAR  la  ejecutoria  re- 
currida y decidir  sóbre  lo  principal,  que 
procede  la  absolución  de  los  señores  Da- 
niel B.  Hodgsdon,  Adolfo  Schwank,  Ban- 
co de  Guatemala,  Schwartz  y Compañía, 
Schwartz  Brothers  y la  Compañía  de  los 
Ferrocarriles  Internacionales  de  Centro 
América  y Adolfo  Sthal.  por  las  razones 
que  se  dejan  consideradas.  No  hay  espe- 
cial condenación  en  las  costas. 

Notifíquese  y como  corresponde  devuél- 
vanse los  autos  al  Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Carlos  Castella- 
nos R.  — Alberto  Argueta  S.  — Francisco 
Menéndez  B.  — Rafael  Nuila.  Ante  mi. 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


ALEGATO  PRESENTADO  POR  EL  LIC. 

MARCIAL  GARCIA  SALAS 

Corte  Suprema  de  Justicia; 

Marcial  García  Salas,  ante  todo  tengo  el 
honor  de  presentar  mis  respetos  a la  ho- 
norable Corte  Suprema  de  Justicia,  com- 
pareciendo como  apoderado  y en  repre- 
sentación judicial  de  los  señores  don  Adol- 
fo Stahl,  Schwartz  Company,  Schwartz 
Brothers  y Compañía  y don  Adolfo 
Schwank.  Invoco  la  nulidad  e interpo- 
niendo recurso  de  casación  de  la  senten- 
cia que  dictó  la  Sala  Primera  de  Apela- 
ciones, que  al  modificar  la  sentencia  de 
Primera  Instancia  incurrió  en  mayores  ab- 
surdos que  los  contenidos  en  ésta. 

Mi  estado  de  salud  no  me  permite  ha- 
cer un  alegato  extenso,  sino  únicamente 
referirme  a los  errores  de  hecho  y de  de- 
recho, de  los  cuales  paso  a ocuparme  con 
la  brevedad  que  me  es  posible,  haciendo 
referencia  a una  y otra  situación. 

HECHOS 

En  cuanto  a los  hechos,  no  han  sido  con- 
siderados tal  como  resultan  de  los  ante^ 
cedentes  que  constan  en  la  actuación,  o 
exponiéndolos  en  disconformidad  con  las 
constancias  del  juicio,  y adoptando  como 
verdad  legal,  lo  que  los  demandantes  Car- 
los Tummler  y los  demás  demandantes 
quisieron  decir  en  las  cinco  demandas. 
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Por  esta  razón  me  veo  precisado  a hacer 
una  breve  y exacta  génesis  de  los  hechos 
acaecidos  desde  el  26  de  Febrero  de  1896, 
fecha  en  que  se  fundó  la  Compañía  Anó- 
nima del  Ferrocarril  de  Ocós,  mediante 
estatutos  de  dicha  sociedad,  que  fueron 
aprobados  por  el  Gobierno  el  siete  de  mar- 
zo del  mismo  año.  Formada  la  sociedad, 
contrató  la  construcción  de  la  vía  férrea 
de  Ocós,  con  otra  Corporación  que  se  cons- 
tituyó con  el  nombre  de  Consocio  Cons- 
tructor, la  que  se  obligó  a hacer  dicha 
construcción,  de  acuerdo  con  las  concesio-* 
nes  otorgadas  por  el  gobierno  para  ese  efec- 
to y mediante  el  pago  de  una  cantidad 
fuerte  en  dinero  de  p’ata  que  la  Compa- 
ñía le  iría  suministrando,  con  los  dividen- 
dos que  le  pagaran  los  accionistas,  en  mo- 
neda corriente  de  Guatemala.  Sucedió  de 
manera  inesperada  que  la  moneda  de  pla- 
ta de  Guatemala  fué  legalmente  conver- 
tida en  papel  moneda  y que,  como  en  esa 
época  ocurría  un  período  de  crisis,  los  ac- 
cionistas no  cubrían  sus  dividendos  y la 
Compañía  no  encontró  otro  medio  qud 
echar  mano  del  crédito  y consiguió  colo- 
car aproximadamente  bonos  por  valor  de 
un  millón  de  marcos  alemanes  que  nunca 
ha  pagado.  Esos  bonos  carecían  de  todo 
valor,  poroue  el  Abogado  que  redactó  la 
escritura,  hizo  emitir  los  bonos  hipote- 
carios sün  hipoteca.,  de  suerte  que,  lo.s 
acreedores  se  vieron  absolutamente  de- 
fraudados en  sus  intereses  v no  tuvieron 
más  recurso  que  acudir  en  el  año  de  1902, 
a las  eiecuciones  judiciales  aue  fueron  des- 
nachadas  por  los  Tribima'es  competentes. 
Desde  entonces  oueda'-on  en  secuestro  ju- 
dicial el  Ferrocarril,  la  Agencia  v Muelle 
de  Ocós,  y se  nomUt-ó  depositario  de  esos 
bienes,  a la  Casa  Schwartz  y Co..  quien 
tomó  posesión  de  ellos  por  medio  de  in- 
ventario aue  autorizó  como  Notario  el  se- 
ñor Licenciado  don  Alfredo  Skinner  Klée. 

Resultó  de  esta  tirante  situación  un  dis- 
turbio entre  los  accionistas  y,  al  celebrar- 
se la  junta  general  corrrepondiente,  fué 
destituido  de  la  presidencia  el  señor  don 
Enrique  Peper.  quien  era  acreedor  y repre- 
sentante de  acreedores  de  la  Compañía. 

La  nueva  junta  directiva  nombró  presi- 
dente a don  Carlos  Perret  y vocales  a al- 
gunos de  los  deudores  y a don  Enrique 
Neutze,  quienes  se  confabularon  para  con- 
trarrestar la  acción  de  los  acreedores  le- 
gítimos y apoderarse  definitivamente  de 
la  administración  de  ’a  Compañía.  No  lo- 
graron la  remoción  de  los  depositarios  ju- 
diciales, pero  ficticiamente  rehabilitaron 
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miles  de  acciones  de  mil  pesos  papel  cada 
acción,  declarando  que  en  compensación 
quedaban  sin  valor  las  aciones  de  a cien 
pesos  cada  una  de  la  Agencia  y Muelle  de 
Ocós.  Asi  obtuvieron  una  mayoria  fictL 
cia  de  votos  en  las  juntas  generales  y 
atmque  los  acreedores  legítimos  represen- 
taban legalmente  mayor  número  de  votos, 
quedaron  absolutamente  postergados. 

La  contienda  crecía  todos  los  dias  has- 
ta que  para  apaciguar  los  ánimos  inter- 
vino el  Gobierno  de  la  República;  que  citó 
a una  junta  a todos  los  contendientes, 
con  el  objeto  de  que  sometieran  sus  diver- 
gencias a la  decisión  de  un  solo  árbitro, 
saliendo  electo  por  unanimidad  para  ese 
cai-go  el  señor  Licenciado  don  José  Fla- 
menco en  su  carácter  de  Ministro  de  Fo- 
mento. 

Después  de  varios  meses,  el  árbitro  úni- 
co dió  su  fallo,  declarando:  que  eran  nu- 
las las  acciones  que  habla  emitido  la  Di- 
rectiva presidida  por  el  señor  Perret  para 
formar  una  mayoria  artificial  y que  en 
consecuencia  se  seguirla  eligiendo  a las 
juntas  sucesivas  por  una  falsa  mayoria  de 
votos  sin  respaldo.  El  árbitro  devolvió  las 
actuaciones  al  Juzgado  2o.  de  la.  Instan- 
cia para  que  se  procediera  a legalizar  la 
administración  de  la  Compañía  de  Ocós, 
pues  declaró  nulas  las  acciones  recién 
emitidas. 

De  todo  esto  ni  una  sola  palabra  dicen 
las  sentencias  de  primera  y de  segunda 
instancias,  por  donde  se  demuestra  que 
en  ninguno  de  los  dos  fallos  están  rela- 
cionados los  hechos,  con  exactitud. 

En  cumplimiento  del  laudo  referido,  el 
Juez  citó  a los  accionistas  a junta  ge- 
neral para  la  elección  de  la  Directiva.  El 
Juez  hizo  por  sí  mismo  el  cómputo  de  vo- 
tos, sin  oir  las  exposiciones  de  los  concu- 
rrentes, pues  cuando  quisieron  hacerlas 
llamó  a la  policía  para  impedirlo.  For- 
esta razón  el  acta  resultó  confusa  y se 
prestaba  a diversas  interpretaciones. 

En  definitiva  el  Juez  aprobó  el  acta  y 
declaró  electo  por  mayoria  de  votos  al  se- 
ñor don  Daniel  B.  Hodgsdon  como  presi- 
dente de  la  Compaiiia. 

Notificado  este  señor  y los  vocales,  les 
fueron  discernidos  judicialmente  sus  res- 
pectivos cargos. 

¿Por  ventura  los  señores  que  obedecie-' 
ron  la  disposición  judicial  incurrieron  por 
ese  hecho  en  responsabilidad  civil  o cri- 
minal? Si  hav  un  responsable  no  lo  son 
ellos,  sino  el  Juez  que  resolvió.  Las  per- 
sonas que  después  han  demandado  la  nu- 


lidad de  dicha  acta,  tenían  en  su  mano 
la  facultad  de  hacer  uso  de  los  recursos 
legales  para  que  se  revocara  la  providen- 
cia judicial;  si  no  lo  hicieron,  deben  cul- 
parse a sí  mismos  y no  a los  obedientes 
al  fallo  de  la  autoridad.  Nada  de  esto 
ha  sido  tomado  en  consideración  por  el 
Tribunal  de  Primera  Instancia  ni  el  de  Se- 
gunda. Por  el  contrario,  en  absurdo  con- 
traste hacen  responsables  del  acta  nula  a 
personas  que  no  intervinieron  en  ella  ni 
tenían  personería  para  oponerse  a su  eje- 
cución. 

El  mismo  dia  en  que  el  Juez  2o.  de  la. 
Instancia,  destituía  a Schwartz  y Co.,  úni- 
camente del  cargo  de  depositarios  en  la 
ejecución  Coters  Worth  y Co.,  y no  en  las 
demás  ejecuciones  y que  nombraba  en  sus- 
titución de  Schwartz  y Co.,  a don  Adolfo 
Schwank  para  el  depósito,  el  árbitro  Mi- 
nisti'o  de  Fomento  había  comenzado  a 
ejercer  jurisdicción  y había  pedido  todas 
las  actuaciones  en  el  asunto  de  Ocós  a 
los  Tribunales  comunes  respectivos.  En 
vista  de  esta  circunstancia,  el  infrascrito 
Abogado  y el  de  la  parte  contraría,  Licem 
ciado  don  Mariano  Zeceña,  presentamos 
juntos  un  escrito  al  Juez  2o.,  para  que 
suspendiera  en  lo  absoluto  las  actuacio- 
nes que  pendian  ante  él,  y se  remitieron 
al  árbitro.  En  consecuencia  quedó  sin 
efecto  la  destitución  de  depositarios  de 
Schwartz  y Co.,  así  como  el  nombramien- 
to de  don  Adolfo  Schwank,  quien  ni  si- 
quiera fué  notificado  de  ese  cargo,  ni  to- 
mó posesión  de  él.  De  hecho  y de  derecho 
la  depositaría  quedó  en  poder  de  Schwartz 
y Co.,  quienes  hubieran  cometido  un  de- 
lito si  hubieran  abandonado  los  bienes  de- 
positados en  ellos. 

Durante  este  período,  ocurrieron  los  te- 
rremotos de  Quezaltenango  oue  destruye- 
ron el  muelle  de  Ocós.  los  puentes  del  Fe- 
rrocarril y las  casas  de  la  Affencia. 

En  estas  circunstancias  aflictivas  para 
el  pais,  el  Juez  árbitro,  como  tal  Juez  y 
como  Ministro  de  Fomento  tenia  pleno  y 
único  derecho  para  ordenar  la  reconstruc- 
ción de  lo  destruido,  en  lo  que  fuere  po- 
sible y asi  lo  ordenó  a los  depositarios 
Schwartz  y Co..  directamente  y por  medio 
de  un  oficio  a la  Junta  Directiva  de  Ocós 
que  en  ese  entonces  figuraba  como  tal. 
presdida  por  don  Carlos  Perret. 

La  Compañía  carecía  de  fondos  para  las 
reparaciones,  y los  obtuvo  “como  era  su 
obligación”,  por  medio  de  un  préstamo  re- 
faccionario, al  Banco  de  Guatemala,  to- 
do lo  cual  consta  en  escritura  pública,  au- 
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torizada  por  el  señor  Notario  don  Alfredo 
Skinner  Klée,  quien  dio  fé  de  constarle  la 
pei^oneria  de  los  depositarios  e insertó 
en  la  propia  escritura  las  órdenes  del  Mi- 
nisterio de  Fomento  quien  como  dije,  era 
la  única  autoridad  administrativa  autori- 
zada para  vigilar  los  servicias  públicos, 
sobre  todo  el  de  ferrocarriles  y el  único 
competente  como  Juez  para  dar  órdenes, 
respecto  a los  bienes  secuestrados. 

De  estos  dos  puntos  tan  esenciales  en 
la  cuestión  no  dicen  una  palabra  las  sen- 
tencias de  Primera  y de  Segunda  Instan' 
cias  y por  eso  he  dicho  y sostengo  que  en 
ellas  la  relación  de  los  hechos  es  incom- 
pleta e inexacusable  porque  la  escritura 
que  he  mencionado  consta  en  los  autos. 


ARGUMENTOS  FUNDAMENTALES  QUE 

LO  SON  DE  HECHO  Y DE  DERECHO. 

El  mismo  fallo  de  la  Sala  de  Apela- 
ciones a que  me  estoy  rifiriendo  me  obli- 
ga a encerrar  en  un  solo  punto  los  argu- 
mentos relativos  a los  considerandos  de 
ese  fallo  y los  confunde  aún  cuando  son 
de  distinta  naturaleza. 

Comenzaré  por  mencionar  el  error  más 
de  bulto  cometido  por  la  Sala.  El  primer 
considerando  sienta  la  base  completa- 
mente ilógica  ‘‘de  que  siendo  nula  el  acta 
levantada  por  el  Juzgado  el  25  de  junio  de 
1903  y nulos  los  nombramientos  a que  di- 
cha acta  se  refiere,  es  indiscutible  que 
como  una  consecuencia  de  dicha  nulidad, 
todos  los  actos  ejecutados  por  todas  las 
directivas  que  siguieron  con  posterioridad 
a dicha  acta,  son  también  nulos  y en  su 
consecuencia  es  procedente  declarar  la 
nulidad  del  crédito  otorgado  por  el  Banco 
de  Guatemala. ...” 

Por  respeto  al  Tribunal  la  inexactitud 
en  que  a sabiendas  incurre,  no  la  califico 
como  merece  aun  cuando  es  una  falta  a 
la  verdad  conocida.  La  Sala  sostiene  que 
el  contrato  de  préstamo  refaccionado  es 
nulo  y fraudulento  y fué  una  consecuen- 
cia de  la  nulidad  del  acta  de  25  de 
junio  de  1903.  Consta  sin  embargo,  en  la 
propia  escritura  de  refacción  y en  nume- 
rosas actuaciones  del  juicio,  que,  la  es- 
critura de  préstamo  refaccionario  fué  otor- 
gada en  1902,  o sea  en  la  época  de  los  te- 
rremotos de  Quezaltenango.  Ni  los  terre- 
motos ni  la  necesidad  de  las  reparaciones 
del  Ferrocarril  de  Ocós,  fueron  consecuen- 
cia del  acta  celebrada  en  1903.  Es  un 


disparate  lógico  en  que  no  incurre  ni  el 
estudiante  de  filosofia  elemental  el  sos- 
tener que  las  consecuencias  son  anterio- 
res a sus  antecedentes.  En  14  de  junio  de 
1902  el  Presidente  de  la  Compañía  era  don 
Carlos  Perret  y,  en  esa  fecha,  el  señor 
Hodgsdon  no  era  Presidente  ni  tampoco 
accionista  de  la  Compañía  del  Ferrocarril 
de  Ocós.  ¿Por  qué,  pues,  se  le  declara 
responsable  de  lo  que  no  hizo  él  sino  su 
antecesor?  Por  consiguiente  la  sentencia 
que  declaró  nula  la  junta  de  1903  no  es 
efecto  de  la  administración  que  presidió 
don  Daniel  B.  Hodgsdon;  y no  existe  ma- 
yor iniquidad  que  la  de  imputarle  al  nue- 
vo Presidente  las  responsabilidades  en  que 
incurrió  su  antecesor.  Esta  injusticia  cla- 
ma al  cielo  contra  la  declaratoria  de  la 
Sala  Primera  de  Apelaciones. 

Es  igualmente  inicuo  y absurdo  que  ta- 
les responsabilidades  se  pongan  a cargo 
del  rematarlo  judicial  Schwartz  Brothers, 
ni  mucho  menos  del  Ferrocarril  Central  y 
Ferrocarriles  Internacionales  de  Centro 
América,  que  ni  siquiera  soñaban  en  la 
Empresa  de  Ocós,  ni  para  nada  intervi- 
nieron en  el  contrato  de  refacción,  cele- 
brado mucho  antes  de  que  por  orden  del 
árbitro  y Ministro  de  Fomento  se  proce- 
diera a reparar  los  desastres  del  terremo- 
to. 


OTR'O  PUNTO  DE  VISTA  TAN 
TRASCENDENTAL  COMO  EL  ANTERIOR 

Es  la  inexactitud  de  que,  la  Corte  Su- 
prema de  Justicia,  en  sentencia  de  diez  de 
agosto  de  1921  haya  declarado  que  la  nu- 
lidad del  acta  de  25  de  junio  de  1903  im- 
plicara la  nulidad  de  todos  los  actos  eje- 
cutados por  todas  las  Directivas  que  si- 
guieron después  de  la  ya  mencionada,  por- 
que es  un  error  jurídico  decir  que  la  nu- 
lidad de  un  acto  es  irreparable  hasta  el 
punto  de  no  poderse  corregir  el  error  o ile- 
galidad en  que  se  ha  incurrido.  Nadie  has- 
ta hoy  entre  todos  los  tratadistas  de  de- 
recho ha  defendido  doctrina  tan  extrava- 
gante y absurda.  Cualquier  contrato,  cual- 
quier acto  viciado  por  errores  o faltas  a 
la  ley,  puede  revalidarse  corrigiendo  los 
vicios  y subsanando  los  errores  en  que  se 
hubiere  incurrido,  si  en  la  revalidación 
concurren  las  personas  capaces  para  re- 
validar lo  hecho.  La  única  persona  habili- 
tada, como  persona  jurídica,  para  corregir 
o ratificar  los  actos  de  las  juntas  general 
y directiva  de  la  Compañía  del  Ferroca- 
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rril  de  Ocós  lo  fueron  y lo  son  la  mayo- 
ría de  sus  accionistas.  Esta  mayoría  en 
la  junta  que  siguió  a la  de  1903  se  formó 
con  accionistas  que  exhibieron  sus  títulos 
o acciones,  habiéndose  revisado  su  exac- 
titud en  el  mismo  acto,  bajo  el  control 
de  un  Notario  Público  y de  un  delega' 
do  de  la  Legación  Alemana.  Con  poste- 
rioridad y con  el  mismo  requisito  de  exhi- 
bir sus  acciones,  se  reunieron  los  accionis- 
tas en  el  Juzgado  2o.  de  la.  Instancia,  ce- 
lebrando ahí  la  junta  general  con  el  único 
propósito  de  evitar  los  disturbios  que  en 
hojas  impresas  amenazaron  de  promover 
los  accionistas  discidentes. 

Los  defectos  observados  en  la  junta  del 
25  de  junio  de  1903  no  constituye  un  pe- 
cado mortal  imperdonable  y no,  por  ha- 
berse cometido  aquel  pecado,  era  racional 
ni  lógico  perpetuarse  en  el  error,  sino  con- 
vocar a los  únicos  dueños  para  que  lo  re- 
pararan. De  todas  maneras  los  miembros 
de  la  Directiva  nombrados  por  el  Tribu- 
nal a consecuencia  de  la  junta  de  1903 
eran  quienes  ejercían  de  hecho  sus  car- 
gos, habían  procedido  en  virtud  de  obe- 
diencia a la  autoridad  y habían  ejercido 
sus  funciones  en  defensa  de  los  intereses 
de  la  Compañía,  entidad  moral  que  era  la 
llamada  a restablecer  el  orden. 

La  actuación  de  dicha  Directiva  sólo 
puede  asimilarse  a la  de  un  gestor  de 
negocios  cuyos  actos  tiene  el  representado 
la  facultad  de  ratificar,  para  que  queden 
perfectos. 

Si  se  mantuviera  en  pie  el  principio 
sustentado  por  la  Sala  de  Apelaciones,  de 
que  todo  lo  que  sigue  a una  acta  ilegal,  es 
nulo,  entonces  también  sería  nula  la  sen- 
tencia de  10  de  agosto  de  1921  y por  el 
mismo  hecho,  nula  la  sentencia  recurrida, 
y ésta  lo  es  verdaderamente  por  haber  dic- 
tado resoluciones  sobre  puntos  que  ya  fue- 
ron fallados  hasta  en  casación.  Tal  seria 
la  transacción  que  celebraron  la  Compa- 
ñía del  Ferrocarril  de  Ocós,  Schwartz  y Co. 
y Adolfo  Stahl  con  don  Enrique  Neutze  y 
don  Samuel  Fisher.  Estos  dos  últimos 
promovieron  juicio  ordinario,  alegando  la 
nulidad  de  dicha  transacción.  Este  juicio 
lo  perdieron  los  demandantes  en  Prime- 
ra, en  Segunda  Instancia  y en  Casación. 
El  fallo  respectivo  está  ejecutoriado  y nin- 
gún Tribunal  en  la  República  tiene  la  fa- 
cultad de  cambiarlo.  Sin  embargo  la  Sa- 
la de  Apelaciones  declara  nula  dicha  tran- 
sacción sobre  la  cual  todo  debate  está  ce- 
rrado. 


INCOMPETENCIA  DE  LA  SALA  PRIMERA 
PARA  DICTAR  EL  FALLO  EN  QUE 
ME  ESTOY  OCUPANDO. 

Este  fallo  no  sólo  está  fuera  de  la  ju- 
risdicción del  Tribunal,  sino  que  contiene 
imputaciones  injuriosas  al  declarar  que 
los  actos  que  declara  nulos,  proceden  de 
fraude  de  los  demandados.  El  fraude  es  un 
delito  y los  delitos  sólo  pueden  ser  juzga- 
dos declarados  y penados  en  la  via  crimi- 
nal. Por  consiguiente  no  ha  tenido  la  Sa- 
la autoridad  para  declarar  que  los  mencio- 
nados autos  que  no  han  sido  juzgados  por 
ningún  Tribunal  competente,  constituye  un 
fraude  y para  deducir  de  ahí  responsabili- 
dades pecuniarias  contra  todos  los  deman- 
dados, aún  por  contratos  en  que  no  toma- 
ron parte,  como  por  ejemplo:  en  el  con- 
trato de  refacción,  cuando  todavía  no  ejer- 
cían el  cargo  de  directores  las  personas 
que  fueron  elegidas  en  1903. 

También  es  incompetente  la  Sala  por- 
que ha  conocido  como  Tribunal  de  lo  Ci- 
vil en  un  asunto  que  es  netamente  del 
orden  mercantil  y,  cuando  además,  ha  ad- 
mitido como  actores  a dos  accionistas  para 
desempeñar  las  funciones  que  de  confor- 
midad con  los  estatutos  de  la  Compañía 
del  Ferrocarril  de  Ocós  y los  artículos  321 
y 324  del  Código  de  Comercio,  correspon- 
den exclusivamente  al  Presidente  de  la 
Compañía.  En  el  juicio  se  ha  tratado  de 
intereses  y de  derechos  que  forman  parte 
del  interés  social  y de  deberes  que  la  Cor- 
poración debe  cumplir  antes  de  disolverse 
y de  liquidarse.  Tummler  y Muller  deman- 
daron para  si,  todo  el  producto  de  las  in- 
demnizaciones que  se  hubieren  causado 
a la  Compañía,  por  supuestos  responsa- 
bles. 

La  Compañía  que  la  mayor  parte  de  su 
vida  estuvo  insolvente  debe  destinar  sus 
haberes,  en  primer  término,  al  pago  de 
sus  deudas,  y si  hubiere  sobrante,  ha  de 
aplicarlo  a dividendo  proporcional  entre 
los  accionistas  no  tomando  en  considera- 
ción el  valor  primitivo  de  las  acciones  que 
fué  en  moneda  nacional  o sea  papel  mo- 
neda, sino  la  proporción  que  les  correspon- 
da según  su  número.  Fue  fuera  de  sentido 
común  el  peritaje  que  el  Juzgado  de  Pri- 
mera Instancia  mandó  hacer  del-valor  de 
las  acciones  de  la  Compañía,  cuando  ese 
valor  neto  consta  en  la  acción  misma  y está 
fijado  en  la  cantidad  de  mil  pesos  mone- 
da nacional  y en  manera  alguna  repre- 
senta capital  en  oro  americano.  Por  otra 
parte  las  acciones  de  las  compañías  anó- 
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nimas,  no  devengan  interés,  sino  dividen- 
dos eventuales,  según  hayan  sido  las  ga- 
nancias de  la  empresa  de  que  forman  par- 
te. 


LA  CASACION  DEBE  REDUCIRSE  A ANU- 
LAR LO  ACTUADO  DESDE  QUE  SE 
COMETIO  LA  FALTA  DE  NO  RESOL- 
VER EN  UNA  SOLA  SENTENCIA  LOS 
CUATRO  JUICIOS  ACUMULADOS,  A 
REMITIR  LOS  AUTOS  A DONDE  CO- 
RREPONDE  PARA  QUE  SE  RESUELVAN 
CON  ARREGLO  A LA  LEY  Y A CONDE- 
NAR EN  COSTAS  AL  TRIBIRSIAL  QUE 
HA  DADO  MOTIVO  AL  RECURSO. 

Tal  como  lo  expresa  este  titulo,  lo  dis- 
pone el  articulo  519  del  Código  de  Enjui- 
ciamiento Civil  y Mercantil,  absolutamen- 
te aplicable  a este  caso,  porque  tanto  en 
Primera  como  en  Segunda  Instancia  se  in- 
fringió sustancialmente  el  procedimiento 
al  no  resolver  a la  vez  las  cuatro  deman- 
das acumuladas.  De  igual  modo  es  in- 
fracción sustancial  del  procedimiento  el 
haber  dictado  una  sentencia  en  el  ramo 
civil,  cuando  por  su  esencia  corresponde 
al  Mercantil  y por  la  limitación  de  juris- 
dlciones  sólo  en  lo  Criminal  es  licito  de- 
clarar la  perpetración  de  los  delitos  y las 
responsabilidades  penales  y civiles  en  que 
incurren  los  reos.  No  existe  sentencia  dic- 
tada por  los  Tribunales  de  lo  Criminal  que 
declare  que  los  demandados  han  cometido 
fraudes.  Sin  embargo  la  sentencia  de  la 
Sala,  se  funda  como  antecedente  único 
en  que  los  demandados  cometieron  actos 
fraudulentos.  No  es  por  consiguiente  el 
caso  de  que  este  Tribunal  rectificando  las 
infracciones  de  ley  en  lo  sustantivo,  dicte 
la  sentencia  que  en  justicia  procede,  por- 
que entonces  sólo  existiría  la  sentencia  de 
casación,  sin  que  precediera  el  fallo  perti- 
nente de  la.  y 2a.  Instancia  acerca  de 
las  cuatro  demandas  que  fueron  objeto  del 
debate  y de  otro  modo  se  desatenderla  a 
lo  dispuesto  en  el  articulo  519  ya  citado. 


INCONGRUENCIA  DE  LA'  SENTENCIA 
CON  LOS  OBJETOS  DE  LOS  CUATRO 
JUICIOS  PENDIENTES. 

A primera  vista  se  observa  que  el  fallo 
no  concuerda  con  tales  demandas,  porque 
no  declara  si  acepta  o rechaza  las  conclu- 
siones pretendidas  por  Tummler  y Muller 
y en  cuanto  a las  reclamaciones  de  don 


Alberto  Orellana  y de  don  Bernardo  Zweig, 
ni  siquiera  las  menciona  en  los  conside- 
randos ni  en  la  parte  resolutiva,  con  lo 
cual  la  Sala  incurrió  en  los  casos  de  nu- 
lidad y casación  expresados  en  los  incisos 
5o.  y 6o.  del  Articulo  506  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil. 


OTRAS  INFRACCIONES  DE  PROCEDI- 
MENTO  QUE  COMETIO  LA  SALA  PRI- 
MERA DE  APELACIONES. 

Las  expresadas  en  los  seis  incisos  del 
articulo  506  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y Mercantil  y en  el  inciso  2o.  del 
articulo  507  del  mismo  Código. 

Me  he  ocupado  ya  de  los  puntos  a que 
se  refieren  las  disposiciones  legales  cita- 
das; pero  de  manera  especial  insisto  en  la 
falta  de  personalidad  de  los  demandan- 
tes, porque  tratándose  en  las  demanda.s, 
de  intereses  individuales  de  los  demandan- 
tes claro  es  que  no  tuvieron  derecho  de  re- 
presentar los  intereses  generales  de  la  Com- 
pañía, puesto  que  en  cuanto  a ellos,  sólo 
pueden  ser  representados  por  el  Presiden- 
te o Gerente  a quien  los  estatutos  confie- 
ren la  facultad  de  administración. 

La  incongruencia  vuelve  a resaltar  en  el 
fallo,  cuando  declara  indemnizaciones  a 
favor  de  todos  los  accionistas  sin  que  ha- 
yan sido  actores  en  el  juicio;  y a favor 
de  la  Compañía  de  los  Ferrocarriles  Inter* 
nacionales  de  Centro  América,  siendo  así 
que  esta  Compañía  no  ha  reclamado  que 
se  le  pague  nada  por  ningún  motivo. 


LA  SENTENCIA  RECURRIDA  ES 
CONTRADICTORIA 

Por  una  parte  declara  que  la  Compañía 
de  los  Ferrocarriles  Internacionales  que 
adquirió  el  Ferrocarril,  la  Agencia  y el  Mue- 
lle de  Ocós,  es  poseedora  de  mala  fé  y a 
continuación  ordena  que  se  le  indemnice 
de  los  perjuicios  que  haya  sufrido  por  la 
posesión  fraudulenta  e indebida,  ¿Cómo 
se  compaginan  los  dos  extremos  del  fallo? 
Si  la  posesión  ha  sido  de  mala  fé,  el  po- 
seedor no  tiene  derecho  a ser  indemniza- 
do, tanto  menos  cuanto  que  no  lo  ha  pe- 
dido. 

La  ultra  petición  resulta  en  dos  casos: 
en  cuanto  a los  accionistas  y a la  Compa- 
ñía en  general,  que  no  fueron  demandan- 
tes; y en  cuanto  a la  Compañía  Interna- 
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cionales  de  Centro  América  al  mandar 
que  los  otros  demandados  le  cubran  in- 
demnuizaciones  que  la  Compañía  no  les 
ha  reclamado. 


EL  AUTO  QUE  AMPLIA  Y ACLARA  LA 

SENTENCIA  ORIGINAL,  DE  LA  SALA 

DE  APELACIONES  CONTRADICE  A ES- 
TA 

En  el  fallo  original  la  Sala  condena  por 
igual  a los  demandados,  declarándolos  res- 
ponsables para  con  la  Compañía  de  los 
Ferrocarriles  Internacionales  de  Centro 
América;  pero  apeándose  de  su  burro,  en 
la  aclaración  y ampliación  resuelve  que 
las  responsabilidades  de  los  demandados 
no  son  solidarios  y ni  siquiera  comunes  en 
proporción  al  número  de  responsables,  sino 
que  deben  discutirse  hasta  donde  se  extien- 
de la  responsabilidad  de  cada  uno,  según  la 
trascendencia  de  los  actos  en  que  intervi-' 
nieron.  De  esta  manera  no  ha  resuelto  la 
cuestión  sub-júdice,  sino  que  la  deja  para 
juicio  o juicios  posteriores  a los  que  debe 
preceder  una  liquidación,  de  la  responsa- 
bilidad general,  de  la  responsabilidad  pro- 
pia de  la  Compañía  y las  individuales  de 
cada  demandado.  Es  decir  deja  la  tarea 
para  otros  cuarenta  años,  al  final  de  los 
cuales  quedará  demostrado  que  don  Da- 
niel B.  Hodgsdon  no  es  responsable  del  con- 
trato de  refacción  celebrado  con  el  Banco 
de  Guatemala,  porque  este  contrato  fué 
anterior  a la  fecha  en  que  él  quedó  al 
frente  de  la  administración  de  la  Com- 
pañía; que  no  es  responsable  de  la  ejecu- 
ción iniciada  por  el  Banco  de  Guatemala, 
porque  él  no  fué  actor  ni  reo  en  ese  juicio: 
que  tampoco  lo  es  de  la  transacción  cele- 
brada por  las  partes,  porque  él  no  repre" 
sentó  a ninguna  de  ellas,  y que  en  cuan- 
to a la  venta  judicial  y traspaso  al  rema- 
tario,  está  limpio  de  toda  culpa,  porque 
esos  hechos  se  llevaron  a cabo  cuando  él 
había  dejado  de  ser  presidente  de  la  Em- 
presa. Más  aún:  no  hay  uno  solo  de  los 
actos  del  señor  Hodgsdon  como  presidente 
de  la  Compañía  que  haya  causado  perjui" 
cío  a ésta  ni  a sus  acreedores  ni  a sus 
accionistas. 

Respecto  a la  responsabilidad  de 
Schwartz  Brothers,  por  haber  rematado 
judicialmente  y en  pública  subasta  los  bie- 
nes de  la  Empresa  no  se  les  puede  decla- 
rar culpables  porque  no  fueron  ellos  quie- 
nes ordenaron  el  remate,  sino  un  Juzgado 
competente  previa  las  formálidades  de 


ley.  Si  se  sentara  el  funesto  precedente 
de  que  el  rematarlo  judicial  es  responsa^ 
ble  de  las  irregularidades  cometidas  en  el 
juicio  y sobre  todo,  si  se  revoca  la  senten- 
cia de  remate,  ya  no  se  presentarán  a los 
Juzgados  postores  conscientes,  y los  bie- 
nes que  garantiza  una  deuda  nadie  que- 
rría comprarlos.  El  rematarlo  judicial, 
por  el  mismo  hecho  de  confiarse  en  el  am- 
paro de  la  ley  y de  la  autoridad,  es  un  com- 
prador de  buena  fé.  Tanto  más  que  en  el 
presente  caso  los  adversarios  pudieron  ha- 
ber hecho  oposición  al  remate,  y aún  ya 
verificado  oponerse  a él  por  medio  de  los 
recursos  legales  que  dejaron  transcurrir 
sin  chistar  palabra  y que,  por  lo  mismo, 
quedó  definitivamente  firme  e inconmo- 
vible. Menos  podrá  deducirse  responsabi- 
lidad contra  don  Adolfo  Stahl  quien  no 
intevino  en  ninguno  de  los  actos  que  la 
Sala  moteja  de  fraudulentos,  porque  él  no 
fué  ni  Presidente  ni  miembro  de  ningu- 
na junta  directiva,  ni  en  lo  personal,  de- 
positario de  los  bienes,  porque  los  depo- 
sitarios fueron  Schwartz  y Co.,  persona  ju- 
rídica distinta  de  cada  uno  de  sus  miem- 
bros, y es  sólo  la  sociedad  depositaría  la 
que  tiene  obligación  de  rendir  cuentas  y 
se  las  dió  oportunamente  a la  Junta  Di- 
rectiva de  la  Compañía  del  Ferrocarril  co- 
mo propietaria  única  de  los  bienes  secues- 
trados. Deducir  responsabilidades  al  se- 
ñor don  Adolfo  Schwank  es  simplemente 
ridiculo  porque  él  actuó  nada  más  que  co- 
mo apoderado  según  las  instrucciones  que 
le  dieron  sus  comitentes  y la  responsabi- 
lidad no  podría  recaer  a la  vez,  por  los 
mismos  hechos,  contra  el  mandante  y el 
mandatario.  Y no  se  cometa  la  falsedad 
de  decir  que  el  señor  Schwank  fué  depo- 
sitario de  los  bienes  secuestrados,  porque 
ni  siquiera  se  le  notificó  el  nombramiento 
ni  lo  aceptó  ni  tomó  posesión  del  cargo, 
a lo  cual  obedece  que  el  honorable  Abo- 
gado y Notario  Lie.  don  Alfredo  Skinner 
Klé  haya  dado  fé  en  la  escritura  de  re- 
facción de  que  los  depositarios  lo  eran  los 
señores  Schwartz  y Co. 


UNICAMENTE  PERJUDICARA  A TERCE- 
RO LO  QUE  APAREZCA  EN  EL  REGIS- 
TRO. 

Este  es  el  principio  fundamental  que 
garantiza  los  derechos  de  propiedad  y to- 
dos los  derechos  reales  por  medio  de  la 
institución  del  Registro  que  es  una  insti- 
tución pública  que  ampara  tales  derechos. 
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Ciertamente  que  según  el  artículo  1120 
del  Código  Civil  y 1121  del  mismo  Código, 
establecen  que  “la  inscripción  no  convali- 
da los  actos  o contratos  nulos  según  las 
leyes.  No  obstante  lo  cual  los  actos  o con- 
tratos que  se  ejecutan  u otorgan  por  per- 
sona que  en  el  Registro  aparezca  con  de- 
recho a ello,  una  vez  inscritos ‘no  se  inva- 
lidarán en  cuanto  á tercero,  aunque  des- 
pués se  anule  o resuelva  el  derecho  del 
otorgante,  en  virtud  de  causas  que  no  apa- 
rezcan del  mismo  Registro”. 

No  puede  haber  una  transgresión  más 
funesta  y más  palmaria  de  las  leyes,  que 
la  cometida  por  la  Sala  Segunda  de  Ape- 
laciones, al  negar  a las  inscripcciones  del 
Registro  todo  su  valor  y autenticidad.  Esa 
sentencia  es  insostenible  desde  todo  pun- 
to de  vista  con  solo  atender  a esta  mons- 
truosa conculcación  de  la  ley,  en  que  no 
creo  que  haya  incurrido  hasta  hoy,  ni  un 
solo  Tribunal  de  la  República. 

En  el  Registro  aparecía  como  único 
propietario  del  inmueble  de  Ocós  el  com- 
prador judicial  del  inmueble  en  virtud  de 
resoluciones  firmes  de  los  Tribunales,  sin 
anotación  alguna  que  viciara  su  propie- 
dad. 


LA  PRESCRIPCION  DE  ACCIONES  QUE 

LA  SALA  NO  ACEPTA  PROCEDE  LE- 
GALMENTE. 

La  escritura  pública  de  refacción  auto- 
rizada por  el  señor  Skinner  Klée,  es  del 
año  1902,  de  suerte  que,  la  acción  para 
pedir  su  nulidad  prescribió  dentro  de  cua- 
tro años,  y poco  importa  que  a ella  se  hu- 
biesen opuesto  'algunos  de  los  accionis- 
tas, porque  lo  hicieron  fuera  de  tiempo, 
cuando  ya  la  prescripción  se  había  reali- 
zado; y no  se  diga  que  los  accionistas  ad- 
versarios la  interrumpieron  por  medio  de 
una  acción  criminal  porque  ésta  no  se  lle- 
vó a efecto  y porque  según  el  artículo  1069 
inciso  2o.  del  Código  Civil  la  prescripción 
se  interrumpe  por  demanda  judicial  o por 
embargo  y,  siempre  se  ha  entendido  y se 
entiende  que  la  prescripción  en  los  asun- 
tos civiles  solamente  se  suspende  por  me- 
dio de  una  acción  del  mismo  género  o sea 
por  una  demanda  civil. 

Aun  más  los  actualmente  demandados 
no  fueron  ellos  los  denunciados  de  delito, 
pues  como  tales  no  figuraron  ni  Schwartz 
Brothers,  ni  la  Compañía  de  los  Ferroca- 
rriles Internacionales  de  Centro  América, 
de  tal  manera  qúe  en  favor  de  ellos  siguió 


corriendo  el  período  de  prescripción  y se 
cerró  a los  cuatro  años  de  celebrados  los 
contratos  de  venta  de  los  primeros  y de 
los  segundos. 


LA  SENTENCIA  DE  LA  CORTE  SUPREMA 

DE  JUSTICIA  DE  10  DE  AGOSTO  DE 

1921  NO  AFECTA  A TODOS  LOS  DE- 
MANDADOS. 

La  sentencia  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia  que  declaró  la  nulidad  de  la  elec- 
ción de  la  Junta  Directiva,  en  28  de  Junio 
de  1903,  fué  pronunciada  exclusivamente 
contra  el  señor  don  Daniel  B.  Hodgsdon, 
único  demandado  en  ese  asunto  y por  con- 
siguiente sólo  a él  le  afecta  dicha  senten- 
cia, porque  según  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 230  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial  “La  sentencia  dada  contra  una 
parte,  no  perjudica  ni  aprovecha  a un  ter- 
cero, cuyo  derecho  no  provenga  de  los  que 
siguieron  el  juicio”.  Y claro  está  que  el 
derecho  de  la  Compañía  de  Ferrocarriles 
Internacionales  de  Centro  América,  de 
Schwartz  y Co.,  de  Schwartz  Brothers  y de 
don  Adolfo  Sathl  no  provienen,  ni  de 
Tummler  demandante,  ni  de  Hodgsdon  de- 
mandado y por  consiguiente  no  puede 
fundarse  en  aquella  sentencia  ninguna 
acción  contra  los  otros  demandados. 

He  tenido  que  redactar  este  alegato 
fuera  de  mi  residencia  y de  mi  oficina, 
sin  posibilidad  de  revisar  las  actuaciones 
y ni  aún  de  estudiar  la  legislación  aplica- 
ble a los  diferentes  puntos  que  he  trata- 
do, porque  me  encuentro  ausente  en  una 
finca  vecina  con  el  objeto  de  restable- 
cer mi  salud.  Sírvame  esta  excusa  para 
explicar  las  omisiones  en  que  hubiere  in- 
currido; pero  que  los  Señores  Magistra- 
dos con  su  reconocida  ilustración  y espí- 
ritu de  justicia  tomarán  en  cuenta,  para 
fallar  dentro  de  la  ley,  reprobando  el  es- 
cándalo de  la  sentencia  recurrida  que  ha 
de  anularse  y casarse  por  honor  de  los 
Tribunales,  aplicando  a la  Sala  sentencia- 
dora la  sanción  que  legalmente  corres- 
ponde. 

Artículos  citados  al  interponer  la  casa- 
ción. 

Con  cinco  copias. 

Guatemala,  30  de  abril  de  1935. 

Lie.  Marcial  G.  Salas. 
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ALEGATO  PRESENTADO  POR  EL 
LICENCIADO  CARLOS  SALAZAR 

En  representación  de  la  Compañía  de  los 
Ferrocarirles  Internacionales  de  C.  A. 

Corte  Suprema  de  Justicia; 

“Entenderse  deben  las  leyes  bien  et 
derechamente,  parando  siempre  mien- 
tes en  el  verdadero  entendimiento 
dellas  a la  más  sana  parte  et  más  pro- 
vechosa segunt  las  palabras  et  las  ra- 
zones que  hifueren  puestas. . . . Ca  sa- 
ber las  leyes  non  está  solamente  en 
ajirender  et  decorar  las  letras  dellas 
mas  en  saber  el  su  verdadero  entendi- 
miento”. 

Partida  I — Tit.  I — Ley  13. 


Carlos  Salazar,  de  generales  conocidas, 
vecino  de  esta  Ciudad,  con  oficina  en  el 
Callejón  de  Córdova  No.  2,  procediendo 
como  apoderado  de  la  Compañía  de  los 
Ferrocarriles  Internacionales  de  Centro 
América,  vengo,  con  todo  respeto,  a ale- 
gar las  razones  legales  que  fundamentan 
el  recurso  de  casación  que  he  interpues- 
to contra  la  sentencia  de  la  Sala  Prime- 
ra de  la  Corte  de  Apelaciones,  dictada  el 
dia  veintisiete  de  febrero  pasado,  en  los 
juicios  acumulados  seguidos  por  don  Car- 
los Tummler,  don  Adolfo  Muller  y otras 
personas,  contra  la  Compañía  que  repre- 
sento, el  Banco  de  Guatemala,  Schwartz 
Brothers,  Schwartz  y Compañía,  don  Da- 
niel B.  Hodgsdon,  don  Adolfo  Stahl  y don 
Adolfo  Schwank. 

Múltiples  son  las  violaciones  de  la  ley 
en  que  la  sentencia  ha  incurrido;  pero,  en 
obsequio  a la  claridad,  he  de  concretarme 
a poner  de  relieve  las  que  conciernen  a 
los  derechos  de  la  Compañía  que  me  ha 
conferido  su  poder.  Los  distinguidos  abo- 
gados de  las  otras  partes,  demostrarán  las 
transgresiones  del  derecho  escrito  en  que 
el  fallo  recurrido  ha  sido  pródigo. 

Antes  de  entrar  al  detalle,  parece  perti- 
nente recordar  lo  que  es  la  institución  na- 
cional del  Registro  de  la  Propiedad,  ya 
que  la  Sala  Primera  de  Apelaciones  ha  ol- 
vidado sus  bases  fundamentales. 

Antes  del  Código  de  1877  rejian  las  le- 
yes españolas,  no  sólo  la  contratación  ci- 
vil, sino  también  las  garantías  de  las  obli-> 
gaciones  personales  y reales. 

La  hipoteca,  que  no  siempre  se  registra- 
ba, hacia  precaria  la  garantía  del  capital 
prestado;  habla  que  ocurrir  a las  investi- 


gaciones privadas,  removiendo  archivos  y 
antiguos  antecedentes  para  averiguar  si 
la  propiedad  estaba  libre  de  gravámenes, 
y,  aún  en  tales  circunstancias,  no  era  da- 
ble agotar  las  informaciones  y,  muchas 
veces,  surgía  alguien  con  desconocidos  de- 
rechos prelatorios  que  hacían  absoluta- 
mente ineficaz  la  garantía  de  la  propiedad 
inmueble. 

El  Código  Civil  de  1877  se  propuso  corre- 
gir esas  anomalías. 

El  Doctor  don  Lorenzo  Montúfar,  en  el 
luminoso  informe  que  precede  al  Código 
Civil  de  1877,  se  expresa  asi; 

“Para  que  un  sistema  hipotecario  sea 
“ completo  es  preciso  que  la  garantía  ase- 
“ gure  el  cumplimiento  de  la  obligación. 

“Es  indispensable  que  ningún  contrato, 
“ que  ningún  negocio,  que  ninguna  tercera 
“ persona  pueda  alterar  los  derechos  ad- 
“ quiridos  por  una  hipoteca  anterior,  ni 
“ disminuir  las  seguridades  que  ésta  pres- 
“ ta. 

“Es  necesario  igualmente,  que  todos  se- 
“ pan  qué  bienes  hay  hipotecados,  cuáles 
“ están  sujetos  a deteminados  gravámenes 
“ y cuáles  ofrecen  verdadera  garantía  a los 
“ que  sobre  ellos  van  a dar  su  dinero  o^a 
“ celebrar  cualquier  negociación. 

“La  base  de  la  prelación  es  únicamen- 
“ te  la  fecha  de  las  inscripciones. 

“Para  afirmar  el  sistema  hipotecario 
“ quedaría  un  vacío  si  sólo  lo  dicho  ya  se 
“ hubiera  hecho. 

“De  nada  serviría  que  la  prelación  tu- 
“ viera  por  único  punto  de  partida  la  fe* 
“ cha  de  las  inscripciones,  si  no  estuviera 
“ perfectamente  asegurada  la  propiedad 
“raíz. 


“De  todo  k)  expuesto  se  deduce:  1. — Que 
“ según  este  Código,  ninguna  hipoteca  es 
“ válida  sino  se  constituye  especialmente 
“y  se  registra;  2.— Que  la  fecha  para  la 
“ prelación  es  la  que  el  registro  expresa; 
“ 3. — Que  no  puede  existir  ningún  dere- 
“ cho  que  enerve  o altere  el  que  otorga  una 
“hipoteca  en  la  forma  expresada;  4. — Que 
“ todos  puedan,  en  virtud  del  registro,  ave- 
“ riguar  qué  fincas  están  libres,  cuáles  gra- 
“ vadas  en  todo  o en  parte,  y quiénes,  por 
“interdicción  judicial,  no  pueden  enage- 
“ nar;  5. — Cómo  hubo  la  finca  el  que  1n- 
“ tenta  gravarla  y en  virtud  de  qué  tit’.p 
“ lo  la  adquirió”. 

Efectivamente,  el  Código  Civil  de  1877 
garantizaba  n'enamente  los  derechos  de 
la  propiedad  y de  los  acreedores  hipoteca- 
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rios,  constituyendo  así,  el  fundamento  del 
crédito  territorial,  base  de  la  economía  de 
la  nación  guatemalteca. 

Sencillas  pero  trascendentales  eran  las 
bases  de  la  institución  del  Registro: 

“Unicamente  perjudicará  a tercero,  lo 
“ que  aparezca  inscrito  en  el  Registro”. — 
Articulo  2101  del  Código  Civil. 

“Los  títulos  inscritos  surtirán  su  efecto 
“ aún  contra  los  acreedores  singularmen- 
“ te  privilegiados.”  Articulo  2102  del  Có- 
digo Civil. 

“Los  títulos  inscritos  no  surtirán  su  efec- 
“ to  en  cuanto  a tercero,  sino  desde  la  fe- 
“ cha  de  su  presentación  en  el  Registro. 
“ Entre  dos  o más  inscripciones  de  la  mis- 
“ ma  fecha  y relativas  a la  misma  finca 
“ o derecho,  determinará  la  preferencia  la 
“ anterioridad  de  la  hora”.  Artículo  2103 
del  Código  Civil. 

El  nuevo  Código  Civil  lejos  de  amen- 
guar las  sólidas  bases  del  registro  de  la  pro- 
piedad, las  fortifica  aún  más,  y es  mas 
terminante  y enfático  en  sus  preceptos. 

Define  el  Registro  de  la  Propiedad,  co- 
mo “una  institución  pública  que  tiene  por 
“ objeto  la  inscripción,  anotación,  cance- 
“ lación  y la  publicidad  de  los  actos  y con- 
“ tratos  relativos  al  dominio  y demás  de- 
“ rechos  reales”.  Art.  1076. 

“Sólo  harán  fé  los  libros  del  registro  lle- 
“ vados  legalmente”.  Artículo  1081  C.  C. 

“La  liberación  o gravamen  de  los  bie- 
“ nes  o derechos  rea' es  impuestos  sobre 
“ los  mismos,  sólo  podrán  acreditarse  por 
“ medio  del  registro”. 

Los  artículos  1114,  1115,  1116  y 1117,  con- 
tienen textualmente,  las  mismas  terminan- 
tes conclusiones  que  los  artículos  2101, 
2102,  2103  del  código  del  77,  lo  que  sig- 
nifica una  corroboración  de  sus  doctrinas 
como  fuerza  de  ley. 

Los  jueces  están  obligados  a cumplir  las 
leyes,  tal  cuales  son  en  si  mismas;  y no 
es  permitido  violentar  su  espíritu  ni  su 
letra,  a pretexto  de  individuales  interpre- 
taciones; y,  mucho  menos  con  el  delibe- 
rado propósito  de  llegar  a preconcebidas 
consecuencias. 

Con  razón  el  sabio  legislador  de  Las 
Siete  Partidas  consignó  el  precepto  que  he 
puesto  como  epígrafe  a este  alegato,  pues 
considero  que  Ja  Sala  Primera  incurrió  en 
flagrante  caída,  al  no  dar  su  “verdadero 
entendimiento”  a las  leyes  por  ella  invo- 
cadas en  su  atentatoria  sentencia. 

Según  la  sentencia  recurrida,  ya  no  bas- 
ta consultar  el  registro,  antes  de  operar 
con  bienes  inmuebles  o derechos  reales. 


Bien  pueden  estar  libres  de- gravamen  y 
de  anotación;  eso,  nada  valdrá  si  alguien 
alegare  o pretendiere  haber  algún  vicio 
en  los  contratos  anteriores,  aunque  ese 
vicio  no  lo  acuse  el  registro.  Quien  haya 
dado  sus  dineros  por  algún  bien  que  en  el 
registro  aparece  limpio  de  mácula,  se  ha- 
brá equivocado  y tendrá  que  devolver  lo 
que  compró  si  llegare  a establecerse  un  vi- 
cio original,  oculto  e impenetrable  a la 
más  acuciosa  diligencia. 

El  daño  que  ocasiona  un  fallo  de  tal  na- 
turaleza es  enorme,  no  sólo  para  los  pres- 
tigios de  la  magistratura,  sino  principal- 
mente, para  el  crédito  territorial. 

¿Quién  dará  su  dinero  para  correr  los 
riesgos  de  que  haya  algún  pecado  original 
no  lavado  por  las  limpias  aguas  del  Re- 
gistro de  la  Propiedad? 

Enhorabuena  que  se  persiga  y se  cas- 
tigue el  fraude;  pero,  si  de  ese  fraude  no 
hay-  huellas  en  el  registro,  y el  comprador 
adquirió  el  inmueble  con  el  registro  lim- 
pio, nada  hay  que  pueda  anular  los  con- 
tratos que  hubiere  celebrado  bajo  la  fé 
pública  de  una  institución  del  Estado  que 
garantiza  lo  que  dicen  sus  libros. 

Cierto  es,  también,  que  la  inscripción 
no  hace  válidos  los  actos  y contratos  nu- 
los según  las  leyes;  pero  también  es  cier- 
to que,  no  obstante  ese  precepto  legal,  “los 
actos  o contratos  que  se  ejecuten  u otor- 
guen por  persona  que  en  el  registro  apa- 
rezca con  dereho  a ello,  una  vez  inscrito, 
no  se  invalidarán  en  cuanto  a tercero, 
aunque  después  se  anule  o resuelva  el  de- 
recho del  otorgante,  en  virtud  de  causas 
que  no  aparezcan  del  mismo  registro”. — 
Art.  1121  C.  C. 

Ya  quiero  suponer  (sin  concederlo)  que 
se  anule  el  derecho  que  el  otorgante 
“Schwartz  Brothers”  tenia  inscrito  en  el 
registro,  bajo  la  segunda  inscripción  de  do- 
minio del  Ferrocarril  de  Ocós.  A pesar 
de  esa  nulidad  hipotética,  nunca  se  inva- 
lidaría el  derecho  de  la  Compañía  del  Fe- 
rrocarril Central  de  Guatemala,  como  com- 
pradora de  tal  ferrocarril,  que  aparecía 
libre  de  anotación  o gravamen.  Y,  mu- 
cho menos  habría  de  anularse  la  compra 
hecha  por  los  Ferrocarriles  Internaciona- 
les de  Centro  América,  ajenos  en  un  todo, 
a las  controversias  en  que  estaban  empe- 
ñados Tummler  y demás  personas  con 
quienes  ningún  vínculo  las  ligaba  con  la 
segunda  compañía  compradora. 

Estas  obvias  prescripciones  de  nuestro 
derecho  civil,  han  sido  rotas  y conculcadas 
por  la  sentencia  de  segunda  instancia. 
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Esbozada  así,  la  situación  creada  por  el 
fallo  de  la  Sala  Primera  de  Apelaciones, 
y exhibida  de  una  hojeada  general  las 
violaciones  a conocidos  y básicos  princi- 
pios del  Registro  de  la  Propiedad,  pasaré 
a analizar  en  detalle,  las  leyes  que  han 
sido  violadas  por  la  sentencia  recurrida. 

PRIMER  CONSIDERANDO 

“CONSIDERANDO:  que  habiendo  decla- 
“ rado  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  en 
“ sentencia  fechada  el  10  de  Agosto  de 
“ 1921,  que  es  nula  el  acta  levantada  por 
“ el  Juez  2o.  de  !«.  Instancia  departamen- 
“ tal,  el  25  de  junio  de  1903,  y nulos  los 
“ nombramientos  a que  dicha  acta  se  re- 
“ fiere,  es  indiscutible  que  como  una  con- 
“ secuencia  de  esa  nulidad,  todos  los  ac* 
“ tos  ejecutados  por  todas  las  directivas 
“que  siguieron  con  posterioridad  a dicha 
“ acta  son  también  nulos  y en  su  conse- 
“ cuencia  es  procedente  declarar  la  nuli- 
“ dad  del  crédito  otorgado  por  el  Banco 
“ de  Guatemala  a favor  del  Ferrocarril  de 
“ Ocós  y en  el  cual,  los  depositarios  no  só- 
“ lo  ya  habían  sido  removidos  del  cargo, 
“según  orden  judicial,  sino  que  además, 
“ no  pidieron  previamente  autorización  j u- 
“ dicial  para  hipotecar  el  ferrocarril,  ob- 
“ jeto  del  depósito;  asimismo  la  nulidad 
“ de  la  ejecución  seguida  por  el  citado 
“ Banco  con  fundamento  en  el  referido  cré- 
“ dito  contra  el  ferrocarril  de  Ocós,  como 
“ también  la  nulidad  del  remate  del  fe- 
“ rrocarril  de  Ocós  a favor  de  “Schwartz 
“ Brothers”,  y la  venta  hecha  a favor  del 
“ Ferrocarril  Central.  Artículos  1517,  1904, 
“ 1906,  1957,  1958,  236Ó  y 2365  Código  Ci- 
“vil;  391,  67,  95,  105,  114  y 393  Código  de 
“ Comercio;  981,  953,  954,  Procedimientos 
“ Civiles;  67,  75  y 76  Código  de  Enjuicia- 
“ miento  Civil  y Mercantil”. 

La  Compañía  del  Ferrocarril  Central  de 
Guatemala  fué  ajena,  en  absoluto,  a los 
actos  verificados  por  las  juntas  de  accio- 
nistas del  Ferrocarril  de  Ocós.  No  inter- 
vino en  ellos  ni  contrajo  relación  de  de- 
recho que  pudiera  ligarla  a las  consecuen- 
cias de  actos  que  no  fueron  suyos. 

Don  Daniel  B.  Hodgsdon,  electo  presi- 
dente del  Ferrocarril  de  Ocós,  en  la  junta 
general  de  accionistas  celebrada, el  10  de 
agosto  de  1903,  es  persona  absolutamente 
distinta  de  la  personalidad  jurídica  “Com- 
pañía del  Ferrocarril  Central  de  Guate- 
mala’. Artículos  1825  del  Código  Civil  de 
1877;  Articulo  22  del  nuevo  Código  Civil. 
En  consecuencia,  la  Sala  Primera  de  Ape- 


laciones ha  violado  esas  leyes  al  confun- 
dir, de  manera  lamentable,  la  persona  del 
señor  Hodgsdon,  en  sus  negocios  privados, 
con  los  del  Ferrocarril  Central  de  Guate- 
mala, de  la  cual  era  Gerente. 

El  Ferrocarril  Central  de  Guatemala, 
compró  el  Ferrocarril  de  Ocós,  pagó  su 
precio,  y reconstruyó  en  parte,  lo  que  el 
terremoto  del  volcán  de  Santa  María  ha- 
bía destruido. 

La  compañía  compradora,  domiciliada 
en  San  Francisco  California,  ignoraba,  en 
absoluto,  qué  negocios  particulares  tenía 
su  gerente  en  Guatemala,  ni  le  importa- 
ba saberlo  y,  mucho  menos  controlarlos. 

El  “considerando”  que  analizo,  sienta  el 
principio  de  que,  la  nulidad  declarada  del 
acta  de  la  junta  del  Ferrocarril  de  Ocós, 
de  10  de  agosto  de  1903,  trae  consigo  la  de 
todos  los  actos  y contratos  operados  por 
los  sucesores  de  la  primitiva  compañía,  en 
cuanto  se  relacionan  con  el  ferrocarril  de 
Ocós. 

Si  de  actos  puramente  personales  se 
tratara,  podría  caber  esas  nulidades,  en 
el  supuesto  caso  de  culpas  y dolos  come- 
tidos por  los  socios  y administradores  del 
ferrocarril  de  Ocós;  pero  jamás  podrían 
llegar  los  efectos  de  esa  nulidad,  a los  ac- 
tos jurídicos  regidos  por  el  Registro  de  la 
Propiedad,  porque  sólo  lo  que  en  el  Re- 
gistro aparezca  puede  perjudicar  a terce- 
ros; y,  en  el  Registro  no  constaban  las 
demandas  ni  acciones  deducidas  poi 
Tummler,  Muller,  Zweig  y Orellana  Soria, 
que  son  los  cuatro  demandantes.  Por  con- 
siguiente, al  generalizar  la  Sala  los  efec- 
tos de  la  nulidad  declarada  por  sentencia 
de  10  de  agosto  de  1921,  y extenderlos  al 
Registro  de  la  Propiedad,  ha  desconocido 
y conculcado  los  artículos  2101,  2102  y 
2103  del  Código  Civil  de  1877;  1114,  1115 
y 1116  del  nuevo  Código  Civil. 

"Unicamente  perjudicará  a tercero  lo  que 
aparezca  en  el  Registro”;  y el  adverbio 
“únicamente”  está  excluyendo  la  posibili- 
dad de  que  otras  circunstancias,  que  no 
constan  en  los  libros  de  dicho  registro, 
pueda  perjudicar  a terceras  personas,  co- 
mo lo  fueron  el  primer  comprador 
“Schwartz  Brothers”,  el  “Ferrocarril  Cen- 
tral de  Guatemala”  y los  “Ferrocarriles  In- 
ternacionales de  Centro  América”,  quienes 
compraron  con  el  registro  limpio  de  ano- 
taciones y gravámenes,  según  se  prueba 
con  las  certificaciones  que  obran  en  au- 
tos, de  las  inscripciones  de  dominio,  y las 
cancelaciones  que  figuraban  en  el  Regis- 
tro. 
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La  Sala  de  Apelaciones,  en  su  injustifi- 
cada resolución,  ha  querido  volver  a las 
tiempos  de  la  legislación  española,  res- 
pecto de  registro,  a la  cual  aludió  el  DoC 
tor  Montúfar,  en  el  informe  que  precede 
al  Código  Civil  del  77.  Quiere  la  Sala  que, 
quien  desee  comprar  .algún  inmueble  o 
derecho  real,  vaya  a investigar  en  fuentes 
privadas  que  no  están  al  alcance  del  pú- 
blico contratante,  respecto  de  las  cuestio- 
nes personales  que  se  debatan  y que  pu- 
dieran afectar  la  propiedad  que  está  li- 
bre en  el  Registro. 

El  Ferrocarril  de  Ocós  fué  comprado 
por  “Schwartz  Brothers”,  en  público  re- 
mate, sancionado  y aprobado  por  la  au- 
toridad judicial,  ante  el  Notario  J.  Anto- 
nio Villacorta  el  28  de  julio  de  1905,  y,  en 
esa  fecha,  no  habia  demanda  alguna  ano- 
tada en  el  Registro,  procedente  de  los  de- 
mandantes. ni  de  ninguna  otra  persona. 
Véanse  las  certificaciones  del  registro  que 
obran  en  autos. 

El  15  de  octubre  de  1910,  el  Ferrocarril 
Central  de  Guatemala  compró  al  propie- 
tario inscrito  del  ferrocarril  de  Ocós,  la 
linea  férrea,  el  muelle  y la  Agencia  de 
Ocós,  según  escritura  autorizada  por  el 
mismo  Notario  señor  Villacorta.  Tampoco 
entonces  habia  anotación  alguna  en  el  re- 
gistro, el  cual  estaba  limpio  de  referen- 
cias o demandas  de  nulidad,  o de  otra 
especie. 

Más  tarde,  la  Compañía  de  los  Ferroca- 
rriles Intemacinales  de  Centro  América 
compró  la  propiedad  física  de  las  lineas  del 
Central  y Agencia;  y,  para  hacerlo,  con- 
sultó el  Registro  y.  encontrándolo  \im- 
pio,  contrató  la  compra,  adquirió  el  do- 
minio y pagó  el  precio. 

La  primera  demanda  de  Carlos  Tumm- 
1er  fué  presentada  ante  el  Juzgado  3o.  de 
la.  Instancia  de  este  departamento  de 
Guatemala,  el  dia  2 de  Agosto  de  1924;  es 
decir,  diecinueve  años  después  que 
“Schwartz  Brothers”  compró,  con  registro 
limpio,  el  ferrocarril  de  Ocós;  y catorce 
años  después  que  hizo  su  compra  el  Fe- 
rrocarril Central,  también  con  regLstro 
limpio.  Con  solo  la  simple  comparación 
de  las  fechas  en  que  las  compras  se  veri- 
ficaron, y en  que  las  demandas  se  inter- 
pusieron, se  evidencia  que  no  puede  per- 
judicar a esos  tres  terceros,  las  resultas 
del  juicio  de  Tummler  y,  mucho  menos, 
los  de  Muller,  Zweig  y Orellana  Soria,  que 
tampoco  anotaron  en  el  Registro  tales  de- 
mandas, ni  antes  ni  después  de  la  com- 
pra de  esa  línea  de  ferrocarril. 


En  consecuencia,  los  efectos  de  la  nuli- 
dad de  la  junta  de  accionistas  del  Ferro- 
carril de  Ocós,  no  puede  ni  debe  trascen- 
der a quienes  contrataron  diecinueve  años 
antes  de  las  demandas  a que  se  ha  hecho 
referencia. 

Quede,  para  los  otros  abogados  que  han 
interpuesto  el  recurso  de  casación,  en  re- 
presentación de  los  otros  demandados,  la 
tarea  de  poner  de  relieve  otras  transgre- 
siones de  las  leyes,  consumadas  por  la  Sa- 
la Primera  de  Apelaciones.  A la  parte  que 
represento  le  corresponde  demostrar  las 
violaciones  que  le  perjudican  directamen- 
te. 

Los  artículos  que  “fundamentan”  el  con- 
siderando de  que  me  ocupo,  se  refieren  a 
quienes  no  pueden  comprar;  a la  capa- 
cidad de  los  contratantes,  a los  préstamos 
a mutuo;  a las  obligaciones  de  los  depo- 
sitarios y de  los  comisionistas;  pero  en  nin- 
guna parte  he  encontrado  el  fundamento 
para  declarar  nulos  los  contratos  y actos 
relativos  a bienes  inmuebles  inscritos 
cuando  éstos  estaban  libres  de  graváme- 
nes, o por  actos  o hechos  que  no  constan 
en  el  Registro. 

La  violación  de  los  artículos  2101,  2102  y 
2103  del  Código  de  1877,  y sus  similares 
77,  1114,  1115  y 1116  del  nuevo  Código  Ci- 
vil, es  manifiesta  y ha  sido  la  piedra  de 
escándalo  que  en  los  círculos  forenses  ha 
producido  tan  arbitrarla  sentencia. 

SEGUNDO  CONSIDERANDO 

“CONSIDERANDO:  que,  aún  cuando  la 
“ Compañía  de  los  Ferrocarriles  Interna- 
“ clónales  de  C,  A.  alega  que  no  tiene  niix‘ 
“ guna  responsabilidad  de  este  juicio  por 
“ haber  comprado  con  registro  limpio,  és- 
“ to  no  es  exacto:  a)  Porque  no  son  po- 
“ seedores  de  buena  fé,  toda  vez  que  esta 
“ compañía  no  es  más  que  la  resultante 
“ de  la  fusión  que  se  hizo  del  Ferrocarril 
“ Central,  habiéndose  estipulado  en  el 
“ Acuerdo  respectivo,  que  quedaba  obliga- 
“ da  a todas  las  responsabilidades  que 
“ existían  a favor  o en  contra  de  dicha 
“ compañía  antes  de  su  fusión,  y el  Fe- 
“ rrocarril  Central  no  era  poseedor  de 
“ buena  fé,  toda  vez  que  a su  apoderado 
“ y gerente  le  constaban,  según  está  es- 
“ tablecido  en  autos,  los  hecho  siguientes : 
“ a)  que  su  elección  como  presidente  del 
“ Ferrocarril  de  Ocós,  asi  como  el  cambio 
“ de  la  antigua  directiva,  había  sido  ile-' 
“gal;  b)  porque  era  nula  la  ejecución  se- 
“ guida  por  el  Banco  de  Guatemala  contra 
“ el  Ferrocarril  de  Ocós,  por  incapacidad 
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“ del  deudor;  c)  que  “Schwartz  Brothers” 
“poseían  de  mala  fé  el  citado  ferrocarril; 

“ d)  que  en  1909,  es  decir,  un  año  antes  de 
“ la  compra  del  ferrocarril  de  Ocós  por 
“el  Ferrocarril  Central,  Hodgsdon,  junta- 
“ mente  con  Stahl  y Schwartz,  había  sido 
“ acusado  por  estafa  y otros  delitos  pú- 
“ blicos  cometidos  en  conexión  con  el  asun-' 

“ to  del  Ferrocarril  de  Ocós,  objeto  de  la 
“ compra-venta;  e)  porque  el  mismo  Hodgs- 
“ don,  como  accionista  del  Ferrocarril  de 
“Ocós  y,  además,  porque  siendo  la  venta 
“del  Ferrocarril  de  Ocós  consecuencia  de 
“ los  hechos  dolosos  de  que  se  ha  hecho 
“ referencia,  no  tiene  aplicación  lo  dispues- 
“ to  en  el  Artículo  2101  del  Código  Civil, 

“ pues  este  precepto  ha  de  entenderse 
“ simpre,  sobre  la  base  de  la  buena  fé 
“ nrescrita  en  la  ley,  por  no  poderse  en- 
“ tender  que  el  legislador  haya  querido  bo- 
“ rrar  y sancionar  la  mala  fé,  sólo  por  el 
“ cumplimiento  de  una  mera  formalidad, 
“que  ni  en  las  verdaderas  cuestiones  entre 
“ terceras  prevalece  en  determinados  ca- 
“ sos,  máxime  cuando  se  trata  de  contra- 
“ tos  celebrados  en  fraude  de  acreedores 
“ (los  dueños  de  los  bonos  hipotecarios 
“en  el  caso  sub-júdice),  toda  vez  que  la 
“ inscripción  no  hace  válidos  los  actos  o 
“ contratos  nulos  según  las  leyes,  (Juric- 
“ prudencia  sostenida  en  el  Tribunal  Su- 
“ premo  de  España,  en  sentencia  fechada 
“el  13  de  mayo  de  1908),  Artículos  2106, 
“ 517,  525,  del  Código  Civil  de  1877;  479, 
“ 480,  484,  494,  495,  1114,  1120  y 1124  Có^ 
“ digo  Civil”, 

Tuvo  la  Sala  necesidad  de  acudir  a la 
doctrina  de  las  leyes  españolas  que  reglan 
en  materia  de  registro,  antes  de  1877,  con- 
densadas  en  el  informe  de  la  Comisión 
Codificadora  de  aquel  año,  para  poder  vio- 
lentar el  texto  claro  de  las  leyes  que  regu- 
lan las  operaciones  del  Registro  de  la  Pro- 
piedad; tuvo  necesidad  también  de  acudir 
a las  decisiones  del  Tribunal  Supremo  Es- 
pañol, para  cubrir  un  fallo  notoriamente 
injusto;  tuvo  que  acudir  a una  dialéctica 
de  forzados  resortes  para  dar  a la  sentencia 
una  apariencia  legalista,  sin  lograrlo. 

Analizaremos  uno  a uno,  los  argumen- 
tos de  la  Sala, 

Primer  argumento;  “Que  aún  cuando  la 
Compañía  de  los  FF,  II,  de  C,  A,  alega  que 
no  tiene  ninguna  responsabilidad  en  este 
juicio  por  haber  comprado  con  registro 
limpio,  esto  no  es  exacto”. 

Así  constan  las  palabras  de  la  senten- 
cia; pero  en  contra  de  esa  valiente  y atre- 
vida afirmación,  está  la  certificación  pre- 


sentada por  la  Compañía,  mi  mandante, 
del  Registro  de  San  Marcos,  que  revela 
que  la  Sala  no  ha  expresado  la  verdad.  El 
Registro  estaba  limpio  de  todo  gravamen  o 
anotación.  La  certificación  del  Registro 
es  un  documento  auténtico,  digno  de  toda 
fé;  y si  no  fuera  bastante  para  afirmar- 
lo asi,  los  preceptos  que  establecen  cuá- 
les son  documentos  auténticos,  está  el  Ar- 
ticulo 1084  del  Código  Civil  que  dice  asi: 

“La  liberación  o gravamen  de  los  bie- 
“ nes  o derechos  reales  impuestos  sobre 
“ los  mismos,  sólo  podrá  acreditarse  por  me- 
“ dio  del  Registro”. 

Yo  no  sé  si  los  señores  Magistrados  leye- 
ron bien  el  articulo  que  acabo  de  trans- 
cribir, Considero  que  no  lo  leyeron,  por- 
que no  es  posible  creer  que  la  alta  magis-* 
tratura  de  Guatemala  no  fuera  capaz  de 
dar  a la  ley,  su  recto  significado;  aquel 
“verdadero  entendimiento”  que  decia  el 
rey  don  Alfonso  el  Sabio,  que  debian  te- 
ner los  jueces. 

Estamos  en  que  la  Sala  afirma  que  la 
Compañía  de  los  Ferrocarriles  no  compró 
con  registro  limpio.  Veamos  ahora  por  qué 
estima  que  no  estaba  limpio  el  Registro, 

“a)  porque  no  son  poseedores  de  bue- 
“ na  fé,  toda  vez  que  esta  Compañía  no 
“es  más  que  la  resultante  de  la  fusión  que 
“ se  hizo  del  Ferrocarril  Central,  habién- 
“ dose  estipulado,  en  el  acuerdo  respecti- 
“ vo,  que  quedaba  obligada  a todas  las  res- 
“ ponsabilidades  que  existían  a favor  o en 
“ contra  de  dicha  compañía  antes  de  su 
“fusión:  y el  Ferrocarril  Central  no  era 
“ poseedor  de  buena  fé,  toda  vez  que  a su 
“ apoderado  y gerente  le  constaban,  según 
“ está  establecido  en  autos,  los  hechos  si- 
“ guientes ” 

La  Compañía  compradora  se  hizo  cargo 
de  cualquier  responsabilidad  que  pesara 
sobre  las  lineas  del  Ferrocarril  Central, 
Esta  era  una  obligación  de  todo  compra-- 
dor;  pero,  claro  está,  que  esas  obligacio- 
nes son  aquellas  que,  según  las  leyes,  pa- 
san al  comprador. 

La  “Guatemala  Raüway  Company”  ha- 
bía adquirido  las  lineas  del  Central  asu- 
miendo el  sistema  de  los  ferrocarriles  del 
país,  por  cuyo  motivo  cambió  de  nombre 
o razón  social,  por  “International  Raily- 
ways  of  Central  America”.  En  virtud  de 
tal  situación,  solicitó  del  Gobierno  el  re- 
conocimiento del  nuevo  nombre  y,  asi,  fué 
otorgado  el  Acuerdo  de  30  de  Noviembre 
de  1912,  en  cuyo  articulo  quinto  se  leen 
las  sigTüentes  palabras:  “La  International 
Railways  of  Central  América”  queda  res- 
ponsable de  los  negocios  que  tengan  pen- 
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dientes  en  Guatemala  cada  una  de  las  em- 
presas a que  se  refiere  el  articulo  que  an- 
tecede”. 

Ahora  bien;  ¿qué  negocios  eran  éstos? 

El  Diccionario  de  la  Academia  Española 
de  la  Lengua,  dice  asi:  “Negociar” — Tra-' 
tar  y comerciar  comprando  y vendiendo 
géneros,  mercaderías  o dineros  para  au- 
mentar el  caudal.  Ajustar  el  traspaso  o la 
cesión  de  algún  vale,  efecto  o letra”. 

Es  usual  denominar  “negocio”  a los  asun- 
tos judiciales.  Por  cierto  que  el  léxico  cas- 
tellano, sólo  llama  negocio,  en  este  caso, 
cuando  se  trata  de  traficar  con  la  jus- 
ticia, corromper  jueces,  etc,,  etc.;  y yo  no 
puedo  afirmar  que  en  el  caso  de  Tummler 
y compañía,  puede  -haber  negocio,  por  más 
que  el  señor  Tummler  haya  afirmado  en 
su  demanda  que  tenia  ajustado  un  contra- 
to con  sus  abogados,  mediante  el  cual,  ha 
de  darles  la  suma  de  $155.000.00  dólares! 

La  “International  Railways  of  Central 
América”  no  ha  entrado  en  esa  clase  de 
negocios,  ni  los  ha  hecho  jamás.  Los  ne- 
gocios que  asumía  por  el  Acuerdo  de  30 
de  noviembre  de  1912,  tenía  que  referirse 
a los  contratos  pendientes;  y,  aún,  asumi- 
ria  las  re.sponsabilidades  por  resultas  de 
algún  pleito  entablado  en  contra  de  la  com- 
pañía vendedora,  en  el  único  y solo  ca- 
so, de  que  tal  pleito,  mediante  anotación 
en  el  Registro,  en  los  términos  prescritos 
por  la  ley.  perjudicara  a tercero. 

Si  en  1910  en  que  fué  comprada  la  pro- 
piedad física  del  Ferrocarril  Central,  hu- 
biera habido  en  el  Registro,  la  anotación 
de  la  demanda  de  Tummler  o de  Mullcr 
o de  los  otros  dos  demandates.  entonces 
vendría  bien  la  responsabilidad  de  la  com- 
pañía compradora;  pero,  hacerla  respon- 
sable de  actos  delictuosos  y de  fraudes  que 
le  son  completamente  ajenos,  es  ignorar 
las  nociones  sobre  responsabilidad,  más 
elementales. 

El  señor  Hodgsdon  siempre  ha  sido  un 
correcto  y honrado  caballero;  pero  (ad 
absurdum)  suponiendo  que  hubiera  incu- 
rrido en  los  crímenes  que  la  atribuye  la  Sa- 
la, sus  responsabilidades  personales,  como 
consecuencia  del  de’ito,  no  estarían  asu- 
midas por  la  Compañía  de  los  “Interna- 
tional Railways  of  Central  América”.  Atri- 
buirle e.sas  responsabilidades  sería  mons- 
truoso. inicuo  y absolutamente  contrario 
a la  ley. 

El  hombre  debe  responder  de  los  per- 
juicios que  cause,  no  sólo  por  hecho  pro- 
pio, sino  también  por  su  descuido  e impru- 
dencia (que  siempre  son  hechos  propios) 
Articulo  2449  Código  Civili  de  1877. 


Más  adelante,  dice  la  ley;  "Cualquiera 
que  por  sus  hechos,  descuido  o impruden- 
cia, cause  perjuicio  a otro,  está  obligado 
a subsanarlo.  Articulo  2277  del  mismo  Có- 
digo. 

Pero,  pretender  que  en  las  supuestas  res- 
ponsabilidades por  hechos  delictuosos  del 
señor  Hodgsdon,  asuman  los  Ferrocarriles 
Internacionales  la  responsabilidad,  es  le- 
galmente improcedente,  y sencillamente 
absurdo.  Las  responsabilidades  de  esa  na- 
turaleza son  personalísimas  y no  van  in- 
vivitas  en  la  compra  del  F'errocarril  Cen- 
tral y de  sus  líneas  anexas  porque  no  fue- 
ron anotadas  las  demandas. 

Queda  así  evidenciado  que  la  “Interna- 
tional Railways  of  Central  América”,  no 
ha  heredado  responsabilidades  de  orden 
puramente  personal  del  señor  Hodgsdon. 
Y eso,  en  el  supuesto  caso  de  tales  res- 
ponsabilidades, que  no  tiene  ni  ha  tenido 
nunca,  a propósito  de  la  compra  del  fe- 
rrocarril de  Ocós,  pues  la  Compañía  del 
Ferrocarril  Central  de  Guatemala  compró 
el  Ferrocarril  de  Ocós  a “Schwartz  Bro- 
thers”, estando  el  Registro  limpio,  sin  ano- 
tación alguna  vigente.  Y otro  tanto  puede 
decirse  de  la  compra  hecha  en  pública 
subasta  por  "Schwartz  Brothers”. 

Y la  Sala  Primera  aún  lleva  más  ade- 
lante su  falta  de  ética  jurídica,  cuando 
afirma  que  los  “International  Railways  of 
Central  América”  no  es  poseedora  de  bue- 
na fé,  en  virtud  de  la  fusión  operada  con 
el  Central. 

La  buena  fé  se  presume  siempre.  La 
mala  fé  debe  probarse;  y en  los  autos  no 
hay  prueba  alguna  que  lo  demuestre.  La 
Sala  afirma  que  no  hay  buena  fé  porque 
los  “Internationals”  son  sucesores  del  Cen- 
tral y el  Central  también  procedió  de  ma- 
la fé,  porque  su  gerente  y apoderado  sa- 
bia que  se  habían  consumado  actos  ilega- 
les en  el  seno  de  la  Compañía  del  Ferro- 
carril de  Ocós. 

Aquí,  vuelve  la  Sala  a confundir  lasti- 
mosamente la  noción  de  lo  que  son  las  per- 
sonas. Hodgsdon,  accionista  del  Ferrocarril 
de  Ocós,  es  persona  muy  distinta  de  la 
“Compañía  del  Ferrocarril  Central  de 
Guatemala”,  aunque  haya  sido  su  gerente 
y apoderado.  La  ley  es  clarísima  al  res- 
pecto; y no  cabe,  en  razón,  adjudicar  ma- 
la fé  a la  persona  jurídica  “Ferrocarril 
Central  de  Guatemala”,  porque  el  señor 
Hodgsdon  supiera  que  había  una  ejecuto- 
ria de  la  Corte  Suprema  de  10  de  agosto 
de  1921,  que  declara  nula  el  acta  de  la 
junta  de  accionistas  del  Ferrocarril  de  Ocós, 
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de  25  de  junio  de  1903,  celebrada  en  el 
Juzgado  2o.  de  la.  Instancia  de  Guatema-' 
la. 

Bien  pudo  el  señor  Hodgsdon  saber  todo 
eso  y mucho  más;  pero,  tratándose  de  la 
enagenación  de  bienes  inmuebles  registra- 
bles,  la  compra-venta  fué  perfectamente 
legal,  una  vez  que  nada  acusaba  el  Re- 
gistro que  pudiera  llevar  al  conocimiento 
de  un  tercero  (Ferrocarril  Central)  que  los 
inmuebles  comprados  estaban  afectos  a 
responsabilidades  de  ninguna  clase.  Jamás 
se  pensó  que  hubiera  tribunal  alguno  que, 
prescindiendo  de  las  normas  del  Registro 
de  la  Propiedad,  bajo  su  régimen  actual, 
acudiera  a la  ley  de  partida  para  imponer 
la  obligación  a los  compradores  de  inmue- 
bles, de  sujetarse  a las  resultas  de  imagi- 
narias reclamaciones  que  habrían  de  de-* 
ducirse  diecinueve  años  después  de  veri- 
ficada la  compra. 


Continúa  el  “considerando”  de  la  Sala 
diciendo: 

“que  era  nula  la  ejecución  seguida  por 
“ el  Banco  de  Guatemala  contra  el  Ferro- 
“ carril  de  Ocós,  por  incapacidad  del  deu- 
“ dor”. 

Y esto  lo  sabia  Hodgsdon,  dice  la  senten- 
cia. Por  consiguiente,  le  perjudica  a la 
Compaia  del  Ferrocarril  Central,  y le  per- 
judica igualmente  a los  Internacionales. 

El  señor  Hodgsdon  fué  absolutamente 
ajeno  a las  operaciones  de  préstamo  lle- 
vadas a cabo  entre  los  depositarios  del 
Ferrocarril  de  Ocós  y el  Banco  de  Gua- 
temala; y con  mucha  mayor  razón  fué 
ajena  también,  la  persona  jurídica  “Ferro- 
carril Central”,  aunque  por  una  aberra- 
ción inexplicable,  en  juristas  de  la  cate- 
goría oficial  que  forma  la  Sala  Primera, 
se  haya  confundido,  ilegalmente,  la  per^ 
sona  de  Hodgsdon  en  sus  negocios  priva- 
dos, con  la  compañía  de  la  cual  era  apo- 
derado. Esa  confusión  de  valores  jurídicos 
es  otra  flagrante  violación  del  Articulo  22 
del  Código  Civil. 

Tratándose  de  la  enagenación  de  bie- 
nes inmuebles,  es  inoficioso  cualquier  co- 
nocimiento privado  que  se  tenga  acerca  de 
tales  bienes,  porque  “la  libeheración  o gra- 
vamen de  los  bienes  inmuebles  o derechos 
reales,  impuestos  sobre  los  mismos,  SOLO 
podrá  acreditarse  por  medio  del  Registro. 
Articulo  1084  C.  C.)  Y mal  podría  acre- 
ditar el  Registro  la  existencia  de  litieiof 
que  comenzaron  diecinueve  años  más  tar- 


de, Retrotraer  a 1910,  fecha  de  la  com- 
pra del  ferrocarril,  la  demanda  entablada 
por  Tummler,  el  2 de  Agosto  de  1924,  es 
un  absurdo  legal,  insostenible  ante  la  ló- 
gica de  la  ley  y los  dictados  del  sentido 
común. 


Continúa  el  Considerando  así: 

“c)  Que  “Schwartz  Brothers”  poseían  de 
“ mala  fé  el  citado  ferrocarril”. 

Esta  es  una  afirmación  gratuita,  porque 
la  posesión  de  “Schwartz  Brothers”  pro- 
cede del  remate  en  pública  subasta  del  fe- 
rrocarril de  Ocós;  y cuando  esa  subasta  se 
verificó,  el  Registro  no  acusaba  vicio  al- 
guno que  pudiera  imprimir,  en  la  compra, 
alguna  responsabilidad, 

Pero,  aún  suponiendo  que  dichos  seño- 
res abundaran  en  la  mala  fé  y perversi- 
dad moral  que  el  fallo  les  atribuye,  a ti- 
tulo de  qué,  han  de  heredar  esas  circuns- 
tancias personalisimas,  los  sucesores  que 
fueron  ajenos  a las  operaciones  y nego- 
cios de  “Schwartz  Brothers”? 

Téngase  muy  presente  que  la  elección 
del  señor  Hodgsdon,  como  Presidente  de  la 
Directiva  del  Ferrocarril  de  Ocós,  fué  un 
acto  de  elección  verificado  en  la  junta, 
en  la  que  dicho  señor  no  estuvo  presente 
y,  más  bien,  rehusó  constantemente,  me' 
diante  su  reiterada  renuncia,  la  que  al  fin 
le  fué  admitida  seis  meses  después,  entran- 
do a sustituir  el  señor  Dickmayer.  Du- 
rante la  presidencia  de  Hodgsdon.  ningún 
acto  fué  verificado,  de  los  que  Tummler 
atribuve  como  lesivos  a sus  pretendidos 
derechos.  Entonces,  dónde  están  los  he- 
chos constitutivos  de  la  mala  fé  con  que 
la  Sala  pretende  manchar  el  limpio  nom- 
bre de  un  hombre  de  bien? 


Continúa  el  considerando: 

“que  en  1909,  es  decir,  un  año  antes  de 
“ la  compra  del  Ferrocarril  de  Ocós  por 
“el  Ferrocarril  Central,  Hodgsdon.  junta- 
“ mente  con  Stahl  y Schwartz,  había  sido 
“ acusado  por  estafa  y otros  delitos  pfi- 
“ b’icos  cometidos  en  conexión  con  el  asun- 
“ to  del  Ferrocarril  de  Ocós,  objeto  de  la 
“ compraventa”. 

Una  cosa  es  “acusar”  y otra  muy  dis- 
tinta. es  “ser  responsable”  de  los  hechos 
que  la  acusación  atribuye.  Cualquiera 
puede  ser  vítima  de  una  calumnia,  me- 
diante una  acusación:  pero,  las  leyes  que 
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rigen  la  responsabilidad  por  delitos  o fal- 
tas establecen  que  sólo  la  sentencia  eje- 
cutoriada puede  convencer  a un  hombre, 
de  ser  delincuente. 

¿Qué  seria  del  prestigio  de  nuestra  pa'* 
tria  si  llegare  a sentarse  el  principio  de 
que  basta  una  acusación  para  tener  por 
convicto  al  acusado? 

Estas  verdades  tan  elementales  como 
sencillas,  han  sido  ignoradas  por  la  Sala 
Primera,  pues  se  funda  en  el  simple  he- 
cho de  una  acusación,  para  deducir  de  ella 
que  Hodgsdon  es  de  mala  fé  y que  lo  es 
también  la  Compañía  del  Ferrocarril  Cen- 
tral y la  de  los  Internacionales  de  Centro 
América.  No  es  posible  que  esas  consi- 
deraciones de  una  Sala  de  Apelaciones 
queden  sin  la  justa  sanción  que  merecen, 
por  dictar,  a sabiendas,  una  sentencia  no- 
toriamente injusta;  y téngase  presente 
que  la  notoriedad  del  acto  reprobable  en 
la  magistratura,  se  comprueba  con  solo  la 
cita  del  Articulo  lo.  del  Código  de  Proce- 
dimientos Penales  que  dice  así: 

“Todo  lo  que  la  ley  reputa  delito  o falta 
" se  halla  sometido  al  conocimiento  exclu- 
“ slvo  de  los  jueces  y tribunales  competen- 
“ tes.  A los  mismos  tribunales  eorrespon- 
" de  resolver  también  de  una  manera  ex- 
“ elusiva,  si  una  acción  u omisión  cons- 
“ tituye  delito  o falta  con  arreglo  a la  ley, 
“ declarar  la  culpabilidad  del  enjuiciado  e 
" imoonerle  la  pena  que  corresponde”. 

¿En  dónde  está  la  sentencia,  de  juez  com- 
petente. oue  declara  la  culpabilidad  del 
señor  Hodgsdon? 

No  existe.  Por  el  contrario,  está  proba^ 
do  en  juicio,  que  hubo  sentencia  firme  que 
declaró  prescrita  la  acción  intentada.  Lue- 
go no  hubo  lugar  a investigar  y menos  a 
hacer  declaratoria  de  culpabilidad.  La 
Sala  violó  también  el  Articulo  lo.  del  Có- 
digo citado. 


Continúa  diciendo  el  considerando  que 
se  analiza: 

“porque  al  mismo  Hodgsdon,  como  accio- 
" nista  del  Ferrocarril  de  Ocós  le  consta- 
“ ba  que  no  se  habían  pagado  los  bonos 
" hipotecarios  del  Ferrocarril  de  Ocós  y, 
“ además,  porque  siendo  la  venta  del  Fe- 
“ rrocarril  de  Ocós,  consecuencia  de  los  he- 
“ chos  dolosos  de  que  se  ha  hecho  refe- 
“ rencia,  no  tiene  aplicación  lo  dispuesto 
“ en  el  articulo  2101  del  Código  Civil,  pues 
“ e.ste  precepto  ha  de  entenderse  siempre 
“ sobre  la  base  de  la  buena  fé  prescrita  en 
“ la  ley,  por  no  poderse  entender  que  el 
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" legislador  haya  querido  borrar  y sancio- 
“ nar  la  mala  fé  sólo  por  el  cumplimiento 
“ de  una  mera  formalidad  que,  ni  en  las 
“ verdaderas  cuestiones  entre  terceros  (se- 
“ rán  falsas  las  presentes?)  prevalece  en 
“ determinados  casos,  máxime  cuando  se 
“ trata  de  contratos  celebrados  en  fraude 
“ de  acreedores  (los  dueños  de  los  bonos 
“hipotecarios  en  el  caso  sub-júdice),  toda 
“ vez  que  la  inscripción  no  hace  válidos  los 
“ actos  o contratos  nulos  según  las  leyes, 
“ (Jurisprudencia  sostenida  por  el  Tribunal 
“ Supremo  de  España,  en  sentencia  fechada 
“el  13  de  mayo  de  1908)  Artículos ” 

Lo  que  le  constaba  a Hodgsdon,  porque 
constaba  en  el  Registro,  fué  que  la  hipote- 
ca de  los  bonos  hipotecarios  estaba  cance- 
lada en  virtud  de  sentencia  del  Juzgado 
2o.  de  la.  Instancia  de!  departamento  de 
Guatemala,  dictada  el  29  de  Julio  de  1905. 
Por  consiguiente,  carece  de  fundamento  la 
consideración  de  la  sentencia.  Un  fallo 
judicial  mandó  cancelar  la  hipoteca  de 
los  bonos,  y ese  fallo  se  cumplió.  Tal  cons- 
ta en  la  certificación  de  las  cancelaciones 
hechas  en  el  Registro,  y que  la  Compañía 
que  represento  presentó  como  prueba  de 
su  parte. 

La  sentencia  de  la  Sala  Primera  llama 
“actos  dolosos”  a la  ejecución  de  la  senten- 
cia que  mandó  cancelar  la  hipoteca  de 
los  bonos;  y con  tal  criterio,  ya  se  com- 
prende la  génesis  de  tal  fallo.  ¿Qué  pro- 
tección puede  esperar  el  hombre  de  bien 
si  ha  de  estar  sujeto  a tan  equivocados 
criterios  de  juzgadores  que  no  leen  los 
juicios  que  resuelven? 

Y digo  que  no  leen  los  juicios  porque, 
indudablemente,  el  magistrado  relator  no 
leyó  la  certificaQión  del  Registro  en  que 
consta  que  si  los  bonos  no  fueron  paga- 
dos, fué  poque  la  sentencia  del  Juzgado  2o. 
de  la.  Instancia  ordenó  la  CANCELACION 
DE  LA  HIPOTECA.  (Véase  Cancelación 
“C”). 

Y,  lo  más  grave  de  la  consideración  que 
hace  la  Sala  es  que,  afirma  que,  como 
consecuencia  de  esos  hechos  dolosos  (en- 
tiéndase sentencia  judicial),  no  tiene  apli- 
cación lo  dispuesto  en  el  Articulo  2101  del 
Código  Civil.  El  articulo  2101  del  Código 
Civil  dice  que  "únicamente  perjudicará  a 
tercero  lo  que  aparezca  inscrito  en  el  Re- 
gistro”. 

Tenemos,  pues,  que  la  Sala  Primera  con- 
fiesa que  está  nuebrantando  la  exoresada 
lev  (Articulo  2101  C.  C.)  porque  la  subor- 
dina a demandas  y actos  personales  que  no 
constan  en  el  Registro,  y que  la  Sala 
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quiere  por  si  perjudiquen  a terceros.  Los 
actos  y demandas  a que  alude,  fueron  ve- 
rificados diecinueve  años  después  de  la 
compra  del  Ferrocarril  de  Ocós;  y,  esos  ac- 
tos y demandas,  no  constaban  ni  podían 
constar  en  el  Registro. 

Abrir  la  puerta  a la  inseguridad  de  la 
propiedad,  echar  por  tierra  el  crédito  te- 
rritorial y romper  las  leyes  fundamenta- 
les que  regulan  el  Registro,  es  la  resul- 
tante de  la  inicua  sentencia  que  estoy  exa- 
minando. 

Cierto  es  que  la  sentencia  denomina 
“MERA  FORMALIDAD”  al  precepto  conte- 
nido en  el  Articulo  2101  del  Código  Civil; 
pero  estoy  cierto  que  no  habrá  juez,  abo- 
gado. ni  estudiante  de  derecho,  que  com- 
parta las  peculiares  doctrinas  de  esa  Sa- 
la. 

Siempre  habíamos  sabido  que  nuestro 
Registro  de  la  Propiedad  Inmueble  era  una 
institución  moderna,  que  honraba  al  país 
y que  garantizaba,  plenamente,  la  propie- 
dad de  los  derechos  inscritos.  Sabíamos 
que  el  Registro  descansa  sobre  tres  bases 
fundamentales  (no  meras  formalidades) 
que  son:  la  publicidad,  para  que  todo  el 
mundo  pueda  consultar  el  registro;  la  pre- 
lación  del  lugar,  cualquiera  que  haya  sido 
la  ética  que  haya  informado  los  actos  ins- 
cribibles. El  primero  en  tiempo,  es  pre- 
ferido en  derecho,  según  el  Registro;  y la 
infalibilidad  de  lo  inscrito,  limpio  de  gra- 
vamen. 

El  Registro  está  regido  por  especiales 
normas  que  contemplan  un  obligado  utili- 
tarismo. No  hace  válidos  los  actos  o con- 
tratos nulos:  pero,  para  que  esa  nulidad 
perjudique  a terceros,  es  absolutamente 
necesario  que  los  vicios  o causas  de  nuli- 
dad consten,  mediante  lá  respectiva  ano- 
tación o registro. 

La  sentencia  que  estudiamos  tuvo  nece' 
sidad  de  respaldarse  en  resolución  de  los 
tribunales  españoles:  hecho  verdaderamen- 
te inusitado,  porque  es  explicable  citar  au- 
tores y doctrinas,  pero  nunca  resolucio- 
nes que  tienen  que  basarse  en  el  derecho 
pn.sitivo  extranjero.  El  Registro  y la 
ley  hipotecaria  nacional  tienen  muchos 
puntn.s  de  contacto  con  las  disposiciones 
del  Código  Civil  español,  como  que  en  el 
provecto  de  dicho  código  se  informaron 
niip.stro»;  legisladores  para  redactar  el  Có- 
digo Civil;  y en  la  lev  hipotecaria  de  Es- 
paña se  inspiró  el  distinguido  jurisconsul- 
to don  Manuel  Ubico  para  escribir  su  pro- 
vecto óe  T pv  Hinntecaria  nue  más  tarde, 
con  algunas  modificaciones,  se  incorporó 
al  Código  Civil,  en  1877;  pero,  ambas  le- 


gislaciones, española  y guatemalteca,  tie- 
nen diferencias  substanciales  que  hacen 
inaplicables  sus  principios  y conclusiones, 

Ei  Registro  en  España,  ha  conservado 
las  hipotecas  legales;  las  a favor  de  la  mu- 
jer casada;  la  de  los  bienes  reservables; 
las  que  garantizan  los  peculios,  mientras 
que  el  nuestro  no  reconoce  ni  dá  cabida  a 
tales  clases  de  hipotecas,  todas  converti- 
das en  especiales  y expresas. 

Ahora,  en  cuanto  a las  bases  fundamen* 
tales,  ambas  legislaciones  sostienen  los 
mismos  principios,  que  la  sentencia  que  se 
estudia  desconoce;  pero,  ya  que  cita  la  le- 
gislación española  para  fundar  las  conclu- 
siones a que  ha  llegado,  paso  a demostrar 
a los  distinguidos  magistrados  que  firma- 
ron la  sentencia,  que  equivocaron  la  cita 
y que,  por  el  contrario,  la  jurisprudencia 
de  España  sostiene  la  misma  dotrina  que 
en  el  presente  alegato  estoy  sustentando, 

Don  Pedro  Gómez  de  la  Serna,  en  su 
obra  “Elementos  de  Derecho  Civil  y Penal 
de  España”,  comenta  el  código  español  y, 
tratando  de  los  efectos  de  la  inscripción, 
se  expresa  así:  ‘Tomo  II,  página  533). 

“Puede  considerarse  como  primer  efecto 
“ de  la  inscripción,  el  que  establece  la  ley 
“cuando  dice:  Inscripto  o anotado  pre- 
“ ventivamente  en  el  Registro  cualquier  ti- 
“ tillo  traslativo  del  dominio  de  los  inmue- 
“ bles,  no  podrá  inscribirse  ni  anotarse  nin- 
“ gún  otro  de  fecha  anterior,  por  el  cual 
“ se  trasmita  o grave  la  propiedad  del  mis- 
“ mo  inmueble.  Si  sólo  se  hubiere  exten- 
“ dido  el  asiento  de  presentación  del  titu- 
“ tulo,  no  podrá  tampoco  inscribirse  o ano- 
“ tarse  ningún  otro  titulo  de  la  clase  ex- 
“ presada,  durante  el  término  de  treinta 
“ dias,  contados  desde  la  fecha  del  mismo 
“ asiento.  El  que  de  propósito  o por  negli- 
“ gencia  dejó  de  inscribir  o anotar  el  con- 
“ trato  que  celebró,  no  puede  quejarse  de 
“ que  la  ley  suponga  que  renuncia  un  de- 
“ recho  que  no  podrá  ejercitar  sin  dañar 
“ a tercero,  quien  no  debe  ser  perjudicado 
“ con  la  inscripción  de  un  contrato  ante- 
“ rior”. 

“Con  lo  que  en  el  número  anterior  de 
“ este  párrafo  dejamos  expuesto,  tienen  in- 
“ tima  conexión  las  siguientes  reglas:  1. — 
“ Oue  los  títulos  sujetos  a inscripción  (co- 
“ mo  la  anotación  de  la  demanda  de  nuli- 
“ dad  de  enagenacioñes  de  inmuebles)  que 
“ no  estén  inscritos  en  el  Registi’o.  no  pp- 

“ drán  perjudicar  a tercero II.— Oue 

“ los  títulos  inscritos  no  surtirán  su  efec- 
“ to,  sino  desde  la  fecha  de  la  inscrlo- 
“ción  ...  III. — Que  para  determinar  ’a 
“ preferencia  entre  dos  o más  inscripcio- 
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“ nes  de  una  misma  fecha,  sp  ha  de  aten- 
“ der  a la  hora  de  la  presentación  de  los 
“títulos  respectivos....  IV. — Que  la  pres- 
“ cripción  que  no  requiere  justo  titulo,  no 
“perjudica  a tercero....  y que  tampoco 
“ perjudicará  a tercero  la  que  requiera 
“justo  titulo,  si  éste  no  se  haya  inscripto 
“ en  el  Registro ....  V. — Que  las  acciones 
“ resolutorias  o rescisorias  (como  las  de 
“ Tummler)  no  se  darán  contra  tercero 
“ que  haya  inscrito  los  títulos  de  sus  res- 
“ pectivos  derechos  conforme  a lo  preve- 
“ nido  en  esta  ley.  (El  Ferrocaril  Central 
“ que  es  tercero,  habla  inscrito  su  dere- 
“ cho) ; no  asi  Tummler  que  no  anotó  su 
“ demanda)  . . . , VI. — Que  los  títulos  ins- 
" critos  surtirán  su  efecto  aún  contra  los 
“ acreedores  singularmente  privilegiados 
“ por  la  legislación  común. 

“Todas  estas  reglas  son  también  conse- 
“cuencia  del  principio  de  publicidad,  se- 
“ gún  el  cual  no  debe  perjudicar  a ningún 
“ adquirente  de  una  cosa  raiz  o de  un  de- 
“ recho  real  impuesto  sobre  ella,  ningún 
“ acto,  contrato  ni  derecho  real,  que  no  se 
"halle  en  los  libros  del  Registro;  regla  que 
“ no  admite  excepciones  ni  privilegios. 

“ De  la  regla  expuesta  oportunamente  de 
“ que  las  acciones  rescisorias  o resolutorias 
“ (caso  Tummler)  no  se  dan  contra  terce- 
“ ro  que  haya  llenado  el  requisito  de  la 
“inscripción,  se  deduce  que,  no  se  anularán 
“ ni  rescindirán  los  contratos  (compra-ven- 
“ ta  del  Ferrocarril  de  Ocós)  en  perjuicio 
“ del  que  haya  inscrito  su  derecho,  por  nin- 
" guna  de  las  causas  que  pasamos  a expo- 
“ ner:  I. — Por  revocación  de  donaciones, . . 
“ II. — Por  causa  de  retracto. . . III. — Por  ha- 
“ berse  pagado  el  todo  o parte  del  pre- 

“ cío IV. — Por  la  doble  venta. . . V.  — 

“ Por  lesión  enorme  o enormísima ....  VI. 
“ Por  efecto  de  la  restitución  in  inte- 
"grum....  VII. — Por  enagenaciones  veii- 
“ ficadas  en  fraude  de  acreedores. . . . VIÍI. 
“ Por  efecto  de  cualquiera  otras  acciones 
“ que  las  leyes  o fueros  especiales  conce- 
" dan  a determinadas  personas . . . . ” 

Ya  verán  los  distinguidos  magistrados 
que  suscribieron  la  sentencia  que  se  anali- 
za. que,  aún  en  el  caso  de  fraude  de  acree- 
dores, la  ley  española  no  dá  acción  con- 
tra terceros.  La  ley  española  exceptúa  los 
casos  siguientes,  en  que  si  podrá  accionar- 
se contra  terceros:  I. — Cuando  las  accio- 
nes rescisorias  o resolutorias  deban  su  ori- 
gen a causas  que  consten  explícitamente 
en  el  Registro:  II. — Cuando  se  trata  de  ac- 
ciones rescisorias  (no  resolutorias)  de  ena- 
genaciones hechas  en  fraude  de  acreedo- 


res, si  la  segunda  enagenación  fué  hecha 
a titulo  gratuito,  cuando  el  tercero  haya 
sido  cómplice  en  el  fraude.  (Obra  citada, 
página  556) . 

Llamo  la  atención  de  los  distinguidos 
juristas  de  la  Sala  Primera,  acerca  de  que, 
la  ley  española,  según  se  está  palpando,  no 
admite  la  nulidad,  ni  aún  en  el  caso  de 
fraude:  si  la  rescisión  cuando  el  tercero 
sea  cómplice  en  él;  pero  la  complicidad 
requiere  una  sentencia,  de  la  jurisdicción 
penal,  que  la  defina  y declare;  nunca  se 
presume;  y esa  sentencia,  no  existe  en  el 
caso  que  ahora  se  contempla. 

Invoca  la  sentencia  el  texto  del  articulo 
1120  d»l  Código  Civil  que  dice:  “La  inscrip- 
ción n convalida  los  actos  o contratos  nu- 
los según  las  leyes”:  pero  calló,  supongo 
que  por  olvido  involuntario,  el  texto  del  ar- 
tículo posterior,  1121,  que  dice  así: 

“No  obstante  lo  declarado  en  el  articu* 
“ lo  anterior,  los  actos  o contratos  que  se 
" ejecuten  u otorguen  por  persona  que  en 
“ el  Registro  aparezca  con  derecho  a ello, 
“ una  vez  inscritos,  no  se  invalidarán  en 
“ cuanto  a tercero,  aunque  después  se  anu- 
“ le  o resuelva  el  derecho  del  otorgante,  en 
“ virtud  de  causas  que  no  aparezcan  á¿l 
“ mismo  registro”. 

Este  articu'o  que  la  Sala  ha  violado 
abiertamente,  calificándolo,  con  el  2101 
del  Código  Civil  del  77,  de  “MERAS  FOR- 
MALIDADES”, resuelve  perfectamente 
bien  el  caso  en  debate,  porque  las  Compa- 
ñías de  los  Ferrocarriles  compradores, 
eran  terceros  técnicamente,  habían  inscri- 
to sus  derechos  de  dominio,  libres  de  gra- 
mávenes;  y,  por  consiguiente,  jamás  po- 
drán invalidarse,  aunque  después  se  anu- 
le o resuelva  el  derecho  del  otorgante,  que 
fué  "Schwartz  Brothers”  como  vendedor, 
porque  en  el  Registro  no  con.staban,  al 
tiempo  de  las  ventas,  ningunas  causas  que 
pudieran  dar  a conocer  vicio  o gravamen 
alguno. 

La  violación  de  este  articulo  (2101  C.C. 
del  77)  es  manifiesta;  y la  Corte  Suprema 
de  Justicia  sabrá  corregirla,  casando  y anu- 
lando la  sentencia  conculcadora. 


TERCER  CONSIDERANDO: 

“Considerando:  que  no  habiéndose  pro- 
“ bado  en  autos  que  el  Banco  de  Guatema- 
“ la  tuvo  participación  en  la  confabula- 
“ ción  que  se  llevó  a cabo  para  gravar  y 
“ rematar  los  bienes  del  ferrocarril  de 
“ Ocós,  es  procedente  absolverlo  de  la  de- 
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" manda  interpuesta  en  su  contra”. 

Regocija  que,  siquiera  uno  de  los  deman- 
dados haya  escapado  a la  dialéctica  espe- 
cífica de  la  sentencia  recurrida:  pero,  m 
pasará  desapercibido  al  recto  juicio  del 
Tribunal  Supremo,  que  el  Banco  de  Gua-' 
témala  es  hoy,  prácticamente,  el  Estado, 
por  la  liquidación  en  que  dicho  estableci- 
miento bancario  está. 

Es  de  aplaudirse  el  feliz  ingenio  que 
salva  al  Banco  y condena  a su  contratan- 
te, por  el  mismo  hecho  constitutivo  de  la 
confabulación.  ¿Cómo  es  posible  concebir 
un  contrato  fraudulento,  doloso,  en  que  el 
fraude  es  su  espíritu,  y la  confabulación 
su  medio,  que,  siendo  nulo  por  inmoral, 
aparece  responsable  una  sola  de  las  par- 
tes que  lo  consumaron,  siendo  asi  que,  co- 
mo es  sabido,  Stahl  y Schwartz  controla- 
ban el  Banco  de  Guatemala?  Una  confa- 
bulación uninersonal  es  cosa  de  asombrar 
porque  es  cosa  imposible.  ¡.Y,  sin  embargo, 
ya  se  ve,  la  Sala  Primera  ha  sido  capaz 
de  hacer  cosas  imposibles! 


CUARTO  iCONSIDERANDO 

‘‘Considerando:  que  habiendo  procedido 
“ de  mala  fé,  son  responsables  los  señores 
“ Daniel  B.  Hodgsdon,  Adolfo  Sthal, 
“ Schwartz  y Compañía”  y “Schwartz  Bro- 
“ thers”  y,  en  su  consecuencia,  deben  pa- 
“ gar  los  daños  y perjuicios  que  se  hubie- 
“ sen  causado  y las  costas  del  presente  li- 
“ tigio.  Artículos  136  Pr.  Civiles,  203  y 210 
‘‘Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial;  237 
‘‘y  238  Decreto  272;  y 156  y 157  del  Có- 
■‘  digo  de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercan- 
“ til.” 

Quedó  (exceptuada  de  la  condenación 
de  mala  fé,  la  Compañía  de  los  Ferroca- 
rriles Internacionales  de  C.  A.  y la  del  Fe- 
rrocarril Central;  y,  en  la  parte  resoluti- 
va de  la  sentencia,  se  condena  a las  per- 
.sonas  calificadas  de  mala  fé,  a pagar  a la 
Compañía  de  los  Ferrocarriles  Internacio- 
nales, los  daños  y perjuicios  que  le  hubie- 
ren ocasionado. 

Estas  excepciones  hechas  están  demos- 
trando dos  cosas  a la  vez:  PRIMERO:  que 
hay  una  notoria  inconsecuencia  de  crite- 
rio jurídico  en  la  Sala  Primera,  puesto  que, 
antes  consideró  a la  Compañía  de  los  Fe- 
rocarri'es.  como  heredera  de  la  mala  fé 
que  le  dejó  el  Ferrocarril  Central  y 
“Schwartz  Brothers”:  y ahora  reconoce  im- 
plícitamente su  buena  fé,  puesto  que  man- 


da que  los  de  la  confabulación  le  indem- 
nicen de  los  daños  y perjuicios  que  le 
han  causado  con  sus  hechos.  SEGUNDO: 
Que  los  magistrados  son  susceptibles  de 
enmienda,  puesto  que,  a última  hora,  la 
conciencia  les  llamó  al  orden  y les  gritó 
al  oido,  que  no  es  delito  ni  falta,  tener 
ci'édito  y bienes  materiales  para  hacer 
efectiva  una  soñada  indemnización  y \m 
soñado  reparto  entre  los  directores  de 
Tummler,  de  la  suma  de  ciento  cincuenta 
y cinco  mil  dólares  en  que,  según  expresó 
la  demanda,  contrató  los  honorarios  de 
sus  directores. 

La  Compañía  de  los  Ferrocarriles  Inter- 
nacionales de  Centro  América  agradece  en 
grado  sumo,  la  generosa  dádiva  de  los  da- 
ños y perjuicios  que  le  concede  la  sen- 
tenica;  pero,  llama  la  atención  del  Tribu- 
nal Supremo  acerca  del  hecho,  también 
inusitado,  de  que  se  dé  a la  Compañía  lo 
que  no  ha  demandado ....  Toda  sentencia 
debe  ser  congruente  con  la  demanda,  se- 
gún lo  ordena  el  Artículo  227  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil,  articu- 
lo que  no  queda  libre  de  las  violaciones 
en  que  la  Sala  incurrió. 


QUINTO  CONSIDERANDO: 

“Considerando;  que  los  extremos  de  la 
“ demanda  están  plenamente  probados  con 
“ los  instrumentos  auténticos  y públicos 
“ que  se  acompañaron  y están  relaciona- 
“ dos  en  la  parte  expositiva  de  esta  sen- 
“ tencia,  y de  ellos  se  desprende  la  mala 
“ fé  y la  causa  ilícita  que  hacen  nulos  los 
“ actos  y contratos,  y procede  en  su  con- 
“ secuencia,  hacer  las  declaraciones  de  que 
“ se  hará  mérito.  Art.  282  C.  de  E.  C.  y M.” 

Es  sumamente  grave,  para  los  deberes 
y prestigios  de  la  Justicia  en  Guatemala, 
que  una  resolución  tan  trascendental  y de 
efectos  tan  resonantes  por  sus  consecuen- 
cias, sea  fundada  en  ‘los  instrumentos 
públicos  que  se  acompañaron”,  sin  entrar 
al  escrupuloso  análisis  de  ellos,  sin  medir 
con  precisión  sus  efectos  y valor  probato- 
rio. 

No  fué  analizada  una  Sola  escritura, 
uno  solo  de  los  documentos  innumerables 
presentados  por  Tummler.  No  se  sabe  de 
su  contenido  sino  por  las  referencias  del 
propio  Tummler.  mas  no  por  apreciación 
del  tribunal.  Es  la  escue’a  española,  de 
la  que  tan  devotos  parecen  las  señores  jue- 
ces de  la  Sala  Primera;  pero  no  de  la  es- 
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cuela  española  clásica,  sino  de  aquella  ro- 
mántica escuela  de  que  era  campeón  el 
Gran  Capitán  Gonzalo  Fernández  de  Cór- 
dova;  “cuarenta  millones  por  las  glorias 
conquistadas  para  Su  Majestad;  setecien- 
tos millones  gastados  en  salvas,  repiques 
de  campanas  y demostraciones  de  regoci- 
jo para  recibir  dignamente  a Su  Majestad, 
etc.,  etc.  Total:  mil  quinientos  millones, 
plenamente  justificados. ...” 

La  verdad  es  que  el  relator  de  los  au- 
tos no  los  leyó  y,  menos  los  estudió,  para 
fijar  los  principios  en  que  descansa  el 
valor  estimativo  de  las  pruebas,  "para  ad- 
mitir las  pertinentes  y desechar  aquellas 
cuya  calificación  deja  la  ley  a su  juicio”. 
Articulo  232,  Inciso  6o.  Ley  Constitutiva 
del  Poder  Judicial. 

Tengo  que  demostrar  el  aserto  anterior: 
la  mejor  prueba  es  la  lectura  cuidadosa  de 
la  sentencia,  en  su  parte  expositiva,  y la 
lectura  de  la  demanda  y alegatos.  El  pri- 
mer “resultando”  de  la  sentencia  es  la 
copia  literal,  letra  por  letra,  de  la  deman- 
da de  Tummler,  sin  exceptuar  la  confusa, 
desordenada  y laberíntica  acumulación  de 
relaciones  y sucesos.  Se  aceptó  íntegra- 
mente, la  exposición  de  Tummler,  dándo- 
le entera  fé  y absoluto  crédito,  sin  verifi- 
car confrontación  alguna.  Las  consecuen- 
cias tuvieron  que  ser  concordantes  con  el 
procedimiento  empleado  por  el  juzgador. 

Asi,  entre  otras  inconsecuencias  e incon- 
gruencias, resultaron  las  siguientes:  a)  Ni 
una  sola  palabra  dice  la  sentencia,  en  su 
parte  resolutiva,  de  las  demandas  acumu- 
ladas de  Zweig  y de  Orellana  Soria,  siendo 
asi  que  eran  actores  en  el  juicio;  b)  Nada 
se  resuelve  respecto  de  otro  demandado, 
como  lo  fué  don  Adolfo  Schwank;  c)  Se 
manda  pagar  a los  accionistas  del  Ferro- 
carril de  Ocós  lo  que  no  demandaron;  d) 
No  se  citó  al  juicio  a la  Compañía  del  Fe- 
rrocarril Central  de  Guatemala,  debiendo 
haberlo  hecho,  pues  que  es  demandado  y 
le  afectaba  la  demanada;  e)  No  consideró 
la  sentencia  los  fundamentos  de  las  de- 
mandas de  Zweig  y de  Orellana  Soria,  ni 
apreció  las  pruebas  que  hayan  producido, 
o dijo  que  no  las  produjeron  f)  Se  conde- 
na a Hodgsdon,  “Schwartz  Brothers”, 
“Schwartz  y Compañía”  y Adolfo  Stahl  a 
pagar  daños  y perjuicios  a la  “Internatio- 
nal Railways  of  Central  América”,  siendo 
así  que  esta  Compañía  no  ha  promovido 
acción  alguna  sobre  esos  puntos:  g)  Se 
confunde  lastimosamente  a Daniel  B. 
Hodgsdon  en  sus  negocios  y asuntos  pri- 
vados, con  la  Compañía  del  Ferrocarrill 


Central  de  Guatemala;  h)  Se  manda  de- 
volver a los  accionistas  de  la  Compañía 
del  Ferrocarril  de  Ocós,  el  citado  ferroca- 
rril, Agencia  y muelle,  siendo  asi  que  di- 
cha Compañía  no  ha  promovido  acción  al- 
guna; i)  Se  olvidó  la  sentencia  de  que,  la 
linea  del  ferrocarril  y muelle  de  Ocós,  ha- 
bían sido  destruidos  por  la  erupción  del 
volcán  Santa  María,  en  1904,  es  decir,  an- 
tes de  la  compra  del  Central  y antes  de 
la  adquisición  de  los  Internacionales;  j) 
No  tuvo  en  cuenta  la  excepción  de  cosa 
juzgada  interpuesta  por  el  Lie.  García  Sa- 
las, ya  que  se  había  intentado  judicialmen- 
te la  nulidad  del  juicio  ejecutivo,  median-* 
te  el  cual  fué  vendido  el  ferrocarril  de 
Ocós,  en  público  y forzoso  remate;  y esa 
acción  se  declaró  sin  lugar  en  sentencia 
ejecutoria.  Articulo  574  Pr.  Civiles;  k)  Se 
admitió — contra  derecho — como  legítimas 
probanzas,  una  multitud  de  certificaciones 
de  escrituras  públicas  y de  otras  certifica- 
ciones, contrariando  la  terminante  prohi- 
bición contenida  en  el  Articulo  292  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento.  Todas,  o casi  to- 
das las  probanzas  de  Muller  y de  Tumm- 
ler, consisten  en  certificaciones,  inefica- 
ces, de  testimonios  para  hacer  fé  y mérito 
en  juicio;  1)  Atropelló  y no  cumplió  lo  pre- 
ceptuado en  el  Art.  2369  del  C.  C.  del  77,  que 
previene  que  le  prescripción  de  la  acción 
de  nulidad  dura  cuatro  años  contados  des- 
de el  día  que  se  contrajo  la  obligación. 


CONCRETAS  VIOLACIONES  DE  LAS  LE- 
YES QUE  REGULAN  EL  REGISTRO 
DE  LA  PROPIEDAD  INMUEBLE. 

Han  sido  citadas  ya,  las  flagrantes  vio- 
laciones de  los  Arts.  1114,  1115,  1116,  1121 
y 1124  del  Código  Civil  nuevo;  pero  no  es- 
ta demás  citar  también,  los  similares  del 
Código  Civil  de  1877,  a saber:  2101,  2102, 
2103  y 2107.  La  doctrina  de  unos  y otros 
códigos  son  exactamente  iguales,  por  lo 
que,  en  obvio  de  la  brevedad,  no  repetiré 
lo  que  respecto  de  los  primeros  ha  queda- 
do expresado  y alegado. 

Si  es  oportuno  insistir  en  la  inobservan- 
cia del  Articulo  1124  del  nuevo  código,  en 
que  la  Sala  Primera  incurrió,  confundien- 
do la  rescisión  con  la  nulidad,  y dando 
efectos  ilegales  a dicho  artículo. 

En  efecto;  la  sentencia  anula  las  ena- 
genaciones  del  ferrocarril  de  Ocós,  el  mue- 
lle y la  agencia,  fundándose  en  un  incom- 
probado  fraude  de  acreedores.  Ya  se  de- 
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mostró  con  evidentes  razones  legales,  que 
no  ha  habido  tal  fraude,  ni  podia  haber- 
lo. Ahora  evidenciaremos  la  inaplicabili^ 
dad  del  Articulo  1124,  en  relación  con  el 
mismo  punto. 

Tal  articulo  dice  asi: 

“Las  acciones  rescisorias  o resolutorias 
'•  no  perjudicarán  a tercero  que  haya  ins- 
“ crito  su  derecho,  exceptuándose: 

“1. — Las  acciones  rescisorias  o resoluto- 
“ rias  que  deban  su  origen  a causas  que  ha- 
“ hiendo  sido  estipuladas  expresamente  por 
" las  partes,  consten  en  el  Regi,stro; 

“2. — ^Las  acciones  rescisorias  (no  reso- 
“ lutorias)  de  enagenación  en  fraude  de 
“ acreedores,  cuando  el  tercero  haya  sido 
“ cómplice  en  el  fraude;  y 

“3. — Cuando  el  derecho  del  tercero  ha- 
“ ya  sido  adquirido  a titulo  gratuito’’. 

PRIMER  CASO: 

La  acción  resolutoria  promovida  por  los 
demandantes,  no  debe  su  origen  a causas 
estipuladas  por  las  partes,  porque  la  fun- 
dan en  hechos  impugnados,  jamás  conve- 
nidos, como  lo  son  los  vicios  de  nulidad 
de  lo  acordado  en  la  junta  de  accionistas 
del  Ferrocarril  de  Ocós,  verificada  en  el 
Juzgado  2o.  de  la.  Instancia  de  este  de- 
partamento de  Guatemala,  el  dia  25  de 
junio  de  1903,  y en  la  nulidad  de  un  pro- 
cedimiento ejecutivo.  Por  consiguiente, 
no  habiendo  habido  ningún  acto  consen- 
sual quebrahtado  y,  mucho  menos  quie 
constara  en  el  Registro,  evidente  es  la  im- 
procedencia del  caso  primero  del  articulo 
1124,  que  requiere  de  manera  concreta, 
que  la  causa  de  nulidad  conste  en  el  Re- 
gistro; y,  en  el  Registro  no  constaba  na- 
da absolutamente,  porque  los  actores  no 
anotaron  sus  respectivas  demandas,  antes 
de  la  enagenación. 

SEGUNDO  CASO: 

Los  actores  en  el  juicio,  no  han  deman- 
dado “rescición”;  demandaron  “nulidad”; 
y el  inciso  segundo  del  articulo,  sólo  se 
refiere  a “acciones  rescisorias”.  Es,  por 
consiguiente,  inaplicable  el  segundo  caso 
del  articulo  1124  del  nuevo  código.  Y tam- 
bién es  inaplicable  porque,  además  de  lo 
dicho  en  el  comentario  que  precede,  re- 
quiere la  ley  que  el  tercero  haya  sido  cóm- 
plice en  el  fraude.  La  complicidad  es  un 
delito  y,  los  delitos  requieren  sentencia 
que  los  refiera  a la  persona  del  acusado 
y en  la  cual  se  declare  la  complicidad.  En 
el  caso  presente,  las  compañías  compra- 


doras no  han  sido  sometidas  a acusación 
alguna;  si  io  fueron  los  señores  Hodgsdon, 
no  como  gerente  del  Ferrocarril  Central 
de  Guatemala,  sino  como  Daniel  B.  Hodgs- 
don, persona  privada;  Adolfo  Stahl, 
Schwank,  etc.;  pero  la  acusación  no  pros- 
peró por  prescripción  de  la  acción  penal. 
Asi,  no  habiendo  sentencia  que  determine 
la  complicidad  en  el  fraude  y fije  la  de- 
lincuencia, imaginario  fraude,  claro  es  que 
es  improcedente  aplicar  el  segundo  caso 
del  Articulo  1124. 

TERCER  CASO: 

El  caso  no  merece  comentario,  habiendo 
habido  precio  en  el  contrato  de  compra- 
venta. 

En  consecuencia,  los  actos  debatidos  no 
pueden  ser  apreciados  y resueltos  sino  por 
las  reglas  del  Registro,  invocadas  ya  en  es- 
te olegato. 

CONCLUSION 

Creo  haber  demostrado,  con  la  razón  ju- 
rídica de  la  ley,  rectamente  aplicada,  las 
violaciones  evidentes  perpetradas  por  la 
Sala  Primera  de  Apelaciones,  en  la  sen- 
tencia que  puso  fin  a los  cuatro  juicios 
acumulados.  La  casación  es  procedente  y 
es  también  su  consecuencia  dictar  un  fa- 
llo que  anule  el  de  la  Sala  Primera  y que 
se  ajuste  a las  normas  legales,  absolvien- 
do a la  Compañía  de  los  Ferrocarriles  In- 
ternacionales de  Centro  América  de  las 
demandas  de  que  se  ha  hecho  relación. 

Presento  las  copias  de  ley. 

Guatemala,  15  de  Abril  de  1935. 

Carlos  Solazar . 


Corte  Suprema  de  Justicia: 

Carlos  Salazar,  en  concepto  de  apodera- 
do de  la  Compañía  de  los  Ferrocariles  In- 
ternacionales de  C.  A.  y de  generales  ya 
conocidas  en  el  escrito  de  fecha  veintiuno 
del  mes  en  curso  en  que  introduje  el  re- 
curso de  casación,  contra  la  sentencia  pro- 
ferida por  la  Sala  Primera  de  Apelaciones, 
en  el  juicio  ordinario  seguido  por  don  Car- 
los Tummler  y compañeros,  contra  la  Com- 
pañía que  represento,  “Schwartz  Brothers”, 
Adolfo  Stahl,  Adolfo  Schwank,  Daniel  B. 
Hodgsdon  y demás  demandados,  muy  aten- 
tamente vengo  hoy,  que  aún  no  se  ha  se- 
ñalado dia  para  la  vista  del  asunto,  a 
pedir  a la  Corte  que  se  sirva  tener  por 
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ampliado  el  escrito  a que  me  refiero,  de 
introducción  del  recurso  de  casación,  por 
el  presente,  en  que  señalo  otras  leyes  vio- 
ladas por  la  sentencia  de  segunda  instan- 
cia. 

Dichas  leyes  son  las  que  siguen: 

Articulo  2101,  2102,  2103  y 2107  del  Có- 
digo Civil  de  1877;  574  de  Procedimien- 
tos Civiles;  128  y 292  del  Código  de  Enjui' 
ciamiento  Civil  y Mercantil;  y 22  del  Có- 
digo Civil  actual.  Este  último  articulo  fué 
citado  anteriormente,  como  de  la  Ley  de 
E.  C.  y M.  pero  ahora  me  apresuro  a rec- 
tificar el  error. 

Ruego  a la  Honorable  Corte  Suprema, 
que  se  sirva  admitir  esta  ampliación  a -m! 
anterior  memorial,  de  conformidad  con  el 
Articulo  512  del  Código  de  E.  C.  y M.  Pre- 
sento seis  coplas. 

Guatemala,  27  de  Marzo  de  1935. 

Carlos  Salazar. 


Honorable  Tribunal  de  Casación: 

Francisco  Vilagrán,  de  generales  y re- 
sidencia conocidas,  vengo  en  nombre  de 
mi  poderdante  don  Daniel  B.  Hodgsdon,  a 
exponer  las  razones  que  asisten  a mi  clien- 
te para  pedir  que  se  case  la  sentencia  fe- 
cha 27  de  febrero  de  1935,  pronunciada 
por  la  Sala  Primera  de  Apelaciones  en  el 
juicio  que  don  Carlos  Tummler  y compa- 
ñeros iniciaron  contra  don  Daniel  B.  Hodgs- 
don y otras  persanas,  sobre  nulidad  de  va- 
rios contratos  relacionados  con  el  Ferroca- 
rril y muelle  de  Ocós,  y pago  de  ilusorios 
daños  y perjuicios. 

El  fallo  que  impugno  es  un  legitimo  ex- 
ponente de  atropello  al  derecho,  que  re- 
vela poco  estudio  de  las  actuaciones,  fal- 
ta de  sentido  jurídico,  e insano  propósito 
de  presentar  a los  demandados  como  de- 
lincuentes Afortunadamente,  los  yerros 
que  contiene  aquel  fallo  no  son  irrepara-' 
bles,  pues  corresponde  a este  Alto  Tribu- 
nal restituir  a su  templo  a la  justicia  de 
donde  la  echaron  los  Magistrados  de  la  Sa- 
la Primera. 


A la  Sala  Primera  le  era  vedado  entrar 
a conocer  del  fondo  de  las  demandas  de 
Tummler  y compañeros,  porque  los  deman- 
dados opusieron  en  tiempo  la  excepción  de 
prescripción,  que  rechazó  la  Sala  porque 
sí,  sin  exponer  razones,  pues  no  es  razón 
citar  como  interrupción  de  la  prescripción 
un  fallo  ajeno  al  asunto  discutido. 


En  el  año  de  1900,  los  señores  Carlos  Z. 
Thompson,  Cotterworth  & Powell,  y Ban- 
co de  Guatemala  demandaron  de  la  Com- 
pañía Anónima  del  Ferrocarril  de  Ocós, 
ejecutivamente  el  pago  de  varias  sumas  de 
dinero  y embargaron  el  ferrocarril  y mue- 
lle de  Ocós  nombrando  depositarios  a los 
señores  "Schwartz  y Compañía”. 

En  resguai'do  de  los  intereses  colectivos 
el  Ministerio  de  Fomento  ordenó  la  repa- 
ración de  los  desperfectos  del  Ferrocarril 
y Muelle  de  Ocós  que  ocasionara  el  terre- 
moto de  1902,  y los  señores  “Schwartz  y 
Compañía  depositarios  judiciales  del  Fe- 
rrocarril y Muelle,  en  cumplimiento  de 
aquella  orden,  solicitaron  y obtuvieron  del 
Banco  de  Guatemala  un  crédito  refaccio- 
nario hasta  por  cuatrocientos  mil  pesos, 
destinado  a reparar  los  desperfectos  que 
en  el  muelle  y vía  férrea  causó  el  sismo 
que  el  18  de  abril  de  aquel  año  destruyó 
varias  ciudades  de  la  reglón  occiden- 
tal de  la  República.  El  crédito  otorgado 
por  el  Banco  de  Guatemala  a los  deposi- 
tarios del  Ferrocarril  de  Ocós,  se  hizo  cons- 
tar en  escritura  autorizada  el  14  de  junio 
de  1902  por  el  licenciado  don  Alfredo  Skin- 
ner  Klée. 

En  el  año  de  1905,  el  Juez  2o.  de  la.  Ins- 
tancia de  este  departamento  puso  a rema- 
te, en  pública  subasta,  el  muelle  y ferroca- 
rril de  Ocós,  para  pagar  con  el  producto 
de  la  venta,  capital  e intereses  del  cré- 
dito refaccionario  que  el  Banco  de  Guate- 
mala suministró  a los  depositarios  judicia- 
les de  ese  ferrocarril,  conforme  a la  escri- 
tura autorizada  el  14  de  junio  de  1902  por 
el  licenciado  don  Alfredo  Skinner  Klée,  y 
cuyo  crédito  se  presentó  demandando  eje- 
cutivamente el  Banco  acreedor  ante  el  Juez 
segundo.  El  remate  del  muelle  y ferroca- 
rril lo  efectuó  el  Juez  el  11  de  marzo  de 
1905,  fincando  en  los  señores  “Schwartz 
Brothers”;  el  31  del  mismo  mes  y año  fué 
aprobada  la  asubasta  por  el  Juez,  y con- 
cluido el  juicio  se  trasladó  el  dominio  del 
Ferrocarril  y muelle  le  Ocós  a los  remata- 
rlos, Schwartz  Brothers,  conforme  a es- 
critura autorizada  el  28  de  julio  de  1905 
por  el  notario  J.  Antonio  Villacorta,  de  la 
cual  escritura  se  presentó  testimonio  al 
Registro  de  la  Propiedad  Inmueble,  inscri- 
biéndose a nombre  del  rematarlo,  el  mue- 
lle y el  ferrocarril.  Fué  el  Juez  de  Prime- 
ra Instancia,  quien  después  de  examinar 
los  documentos,  puso  en  venta  pública  y 
transfirió  el  dominio  al  mejor  postor. 

En  1910  los  señores  Schwartz  Brothers, 
dueños  del  Ferrocarril  y muelle  de  Ocós, 
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que  les  vendió  el  Juez,  lo  transfirieron  li" 
bre  de  gravámenes  y anotaciones  a la  com- 
pañía del  Ferrocarril  Central  de  Guatema- 
la. Aceptó  la  venta,  en  nombre  de  la  com- 
pañía compradora,  el  señor  don  Daniel  B. 
Hodgsdon,  apoderado  de  la  compañía  del 
Ferrocarril  Central  de  Guatemala.  Asi 
consta  en  escritura  de  compra-venta  au- 
torizada el  15  de  octubre  de  1910  por  el 
notario  J.  Antonio  Villacorta,  y de  la  cual 
escritura  también  se  presentó  testimonio 
al  Registro  para  su  inscripción. 

En  agosto  de  1924,  o sean  20  años  des- 
pués de  que  el  Ferrocarril  y Muelle  de 
Ocós  fueron  rematados  judicialmente  por 
Schwartz  Brothers,  se  presentó  don  Car- 
los Tummler  al  Juzgado  3o.  de  la.  Instan- 
cia, demandado  del  Banco  de  Guatemala, 
de  Schwartz  y Compañía,  Schwartz  Bro- 
thers, de  la  Compañía  de  los  Ferrocarriles 
Internacionales  de  Centro  América,  suce- 
sores de  la  Compañía  del  Ferrocarril  Cen- 
tral de  Guatemala  y de  mi  poderdante  don 
Daniel  B.  Hodgsdon,  la  nulidad  de  todos 
los  juicios  y contratos  relacionados  ante- 
riormente y el  pago  de  daños  y perjuicios. 
El  actor,  para  apoyar  su  demanda,  argüyó 
que  en  sentencia  fecha  10  de  agosto  de 
1921  la  Corte  Suprema  de  Justicia  declaró 
nula  el  acta  de  la  Junta  General  de  Ac- 
cionistas de  la  Compañía  Anónima  dsl 
Ferrocarril  de  Ocós,  celebrada  el  25  de 
junio  de  1903  en  el  Juzgado  Segundo  de 
Primera  Instancia,  y en  la  cual  reunión 
se  eligió  nueva  Junta  Directiva  de  la  com- 
pañía, nombrándose  como  presidente  de  la 
misma  a don  Daniel  B.  Hodgsdon  (quien 
no  asistió  a la  junta) ; que  siendo  nula 
esa  acta  y nulo  el  nombramiento  del  nue- 
vo personal  directivo,  son  nulos  también 
todos  los  contratos,  juicios,  actos  o he- 
chos relacionados  con  el  Ferrocaril  de  Ocós 
y ejecutados  con  posterioridad  a la  fecha 
del  acta  declarada  nula. 

La  demanda  del  señor  Tummler  solici- 
tando en  1924  la  declaratoria  de  nulidad 
de  contratos  consumados  y juicios  feneci- 
dos hacia  más  de  veinte  años,  nada  tenía 
de  extraño,  porque  el  señor  Tummler,  plei- 
tista, trocó  su  comercio  en  bancarrota  por 
títulos  sin  valor  de  la  Compañía  del  Fe- 
rrocarril de  Ocós,  precisamente  para  po- 
ner en  acción  su  mania  de  litigar,  impor- 
tándole poco  que  fueran  justas  o injustas, 
y estuvieren  o no  prescritas  las  demandas 
que  entablaba. 

Lo  que  si  extraña  y sobremanera,  es  que 
la  Sala  haya  rechazado  la  excepción  de 
prescripción  interpuesta  por  los  demanda- 


dos, arguyendo  “que  la  fecha  para  contar 
la  prescripción  debe  tomarse  desde  que  la 
Corte  Suprema  de  Justicia  declaró  la  nu- 
lidad de  la  Junta  de  Accionistas  del  Fe- 
rrocarril de  Ocós  celebrada  ante  el  Juz-* 
gado  2o.  de  la.  Instancia  departamen- 
tal....  ” 

La  Sala  no  explica  por  qué  debe  tomar- 
se como  punto  de  partida  para  contar  la 
prescripción  la  fecha  de  la  sentencia  de  la 
Corte  Suprema  de  Justicia  que  declaró  la 
nulidad  de  la  Junta  de  Accionistas  del 
Ferrocarril  de  Ocós.  Y no  sólo  no  lo  ex- 
plica sino  que  no  podría  hacerlo,  puesto 
que  la  ley  establece  cosa  diferente:  que  la 
prescripción  de  las  acciones  provenien- 
tes de  los  hechos  y contratos  se  cuentan 
desde  que  se  verifican  los  hechos  o desde 
que  se  celebran  los  contratos,  salvo  que  se 
trate  de  menores  e incapacitados  faltos  de 
representación  legal.  Art.  1068  C.  C.  y 2369 
C.  C. 

Jurídicamente  tampoco  es  posible  soste- 
ner que  la  demanda  de  don  Carlos  Tumm- 
ler, pidiendo  la  nulidad  de  la  Junta  de 
Acionistas  del  Ferrocarril  de  Ocós,  inte- 
rrumpió la  prescripción  de  acciones  dife- 
rentes, como  la  de  nulidad  de  los  contra- 
tos de  venta  del  Ferrocarril  hecha  por  el 
Juez  a favor  de  terceras  personas,  porque 
para  que  se  interrumpa  la  prescripción  por 
demanda  judicial  es  necesario: 

a)  que  la  demanda  verse  precisamente 
sobre  el  acto,  contrato  o hecho  que  pres- 
cribe; y 

b)  que  sea  dirigida  contra  todas  las  per- 
sonas a quienes  aprovecha  la  prescripción, 
a menos  que  se  trate  de  deudores  solida- 
rios, en  cuyo  caso  basta  demandar  a cual- 
quiera de  ellos. 

En  estos  ca.sos  se  interrumpe  la  pres- 
cripción únicamente  de  las  acciones  he- 
chas valer  por  medio  de  la  demanda,  y 
no  de  otras,  aunque  tenga  analogía  con 
aquellas,  porque  de  cualquier  contrato,  ac- 
to o hecho  pueden  deducirse  acciones  dF 
versas  que  prescriben  en  diferente  tiem- 
po. De  un  contrato  de  compra-venta  pue- 
den derivarse  las  acciones  de  rescisión, 
restitución  de  precio  o cuantiminoria,  de 
indemnización  de  daños  y de  nulidad.  Ca- 
da una  de  ellas  prescribe  en  diferente 
tiempo;  y el  ejercicio  de  algunas  no  pri- 
va del  derecho  de  las  otras,  salvo  que  se 
deje  transcurrir  el  tiempo  de  la  prescrip- 
ción, en  cuyo  caso  quedan  extinguidas  las 
acciones  que  no  se  intentaron. 
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De  un  hecho  delictuoso  se  derivan  ac- 
ciones civiles  y criminales,  que  prescriben 
en  diferente  tiempo.  Si  se  ejercitan  las 
civiles  es  absurdo  pretender  que  su  ejer- 
cicio interrumpe  la  prescripción  de  las 
penales,  para  pedir  'extemporáneamente 
el  castigo  del  delincuente,  y viceversa.  De‘ 
mandar  la  nulidad  de  la  junta  de  accio- 
nistas de  la  compañía  del  Ferrocarril  de 
Ocós,  celebrada  el  25  de  junio  de  1903  en 
que  se  eligió  presidente  al  señor  Hodgsdon, 
no  es  demandar  la  nulidad  de  los  contra- 
tos que  originaron  el  traspaso  del  ferroca- 
rril de  Ocós  a Schwartz  Brothers  y a la 
compañía  del  Ferrocarril  Central  de  Gua- 
temala, porque  una  Junta  de  accionistas 
no  es  un  contrato.  De  consiguiente,  ni  la 
demanda  de  Tummler,  formulada  en  1914 
sobre  nulidad  de  la  junta  de  accionistas 
del  Ferrocarril  de  Ocós,  ni  la  sentencia 
que  declaró  nula  dicha  junta,  interrum- 
pieron la  prescripción  de  las  acciones  ori- 
ginadas de  los  contratos  de  préstamo  re- 
facionario  y traspaso  del  ferrocarril  de 
Ocós,  y la  Sala  al  estimar  lo  contrario 
aplicó  indebidamente,  violándolos,  los  ar- 
tículos 677,  inciso  2o.,  C.  C.  de  1877,  y 1069, 
inciso  2o.  C.  C.,  promulgado  por  decreto 
1932. 

Hay  más  aún: 

El  contrato  de  préstamo  refaccionario 
otorgado  por  el  Banco  de  Guatemala  a 
los  depositarios  del  Ferrocarril  de  Ocós,  se 
celebró  el  4 de  junio  de  1902.  La  acción 
de  nulidad  dura  cuatro  años  contados  des- 
de que  se  contrae  la  obligación,  dice  la 
ley;  de  consiguiente,  el  término  dentro  del 
que  se  pudo  deducir  la  nulidad  de  aquel 
préstamo,  venció  el  14  de  junio  de  1906. 

El  Ferrocarril  de  Ocós  fué  rematado  por 
Schwartz  Brothers  el  11  de  marzo  de  1905 
y la  escritura  de  traspaso  se  les  otorgó  el 
25  de  julio  de  1905.  El  juicio  ejecutivo  me- 
diante el  cual  se  remató  el  Ferrocarril, 
no  puede  ser  declarado  nulo,  pero  admi- 
tiendo que  sí  puede  serlo  la  escritura  de 
traspaso  otorgada  al  rematario,  la  acción 
para  pedir  la  nulidad  de  tal  escritura  prin- 
cipió a correr  el  25  de  julio  de  1905  y ter- 
minó el  25  de  julio  de  1909. 

Con  fechas  21  de  mayo  de  1914  y 18  Je 
junio  de  1915  inició  Tummler  su  demanda 
sobre  nulidad  del  nombramiento  de  Presi- 
dente del  F'errocarril  de  Ocós  recaído  en 
el  señor  Hodgsdon  en  la  junta  de  25  de 
junio  de  1903.  Si  entonces  Tummler  tam- 
bién hubiera  demandado  la  nulidad  del 
contrato  de  préstamo  otorgado  por  el  Ban- 
co de  Guatemala  y la  nulidad  del  remate 


y traspaso  del  Ferrocarril  de  Ocós  hecho  a 
Schwartz  Brothers  y al  Ferrocarril  Cen- 
tral, tanto  el  Banco  de -Guatemala  como 
Schwartz  Brothers  y el  Ferrocarril  Cen- 
tral de  Guatemala  habrían  interpuesto 
la  excepción  de  prescripción  y la  Cor- 
te al  resolver  la  demanda  a la  par 
de  la  declaratoria  de  nulidad  del  nombra- 
miento del  señor  Hodgsdon,  habría  decla- 
rado prescrita  la  acción  de  nulidad  del  cré- 
dito hecho  al  Ferrocarril  de  Ocós  y del 
traspaso  del  mismo  a Schwartz  Bro-' 
thers  y al  Ferrocarril  Central,  porque  tan- 
to el  crédito  como  el  traspaso  son  contra- 
tos, contra  los  cuales  corre  la  prescripción. 

Si,  pues,  cuando  Tummler  inició  su  de- 
manda en  1914  sobre  nulidad  del  nombra- 
miento del  señor  Hodgsdon,  estaban  ya 
prescritas  las  acciones  para  pedir  que  se 
declarara  la  nulidad  del  préstamo  refac- 
cionario y venta  del  ferrocarril  de  Ocós, 
cómo  no  habían  de  estarlo  diez  años  mas 
tarde,  cuando  en  1924  se  ocurrió  a Tumm- 
ler ejercer  esas  acciones? 

La  acción  de  nulidad,  una  vez  prescrita, 
no  puede  nacer  de  nuevo  sin  la  concurren- 
cia de  hechos  poi*  parte  de  aquellas  a 
quienes  perjudica,  porque  la  prescripción 
es  de  orden  público  y consumada,  ya  no 
puede  interrumpirse.  De  manera  que  lo 
que  estaba  prescrito  en  1914,  lo  estaba 
también  en  1924,  porque  la  prescripción 
negativa  equivale  a la  muerte  del  derecho 
de  reclamar,  y hasta  ahora,  ni  en  Derecho 
resucitan  los  muertos. 

Al  rechazar  la  Sala  la  excepción  de  pres- 
cripción invocada  por  mi  poderdante,  vio- 
ló los  artículos  657,  658,  668,  2295,  2296  y 
2369  C.  C.  de  1877. 


Al  conocer  del  fondo  del  asunto  y con- 
denar a don  Daniel  H.  Hodgsdon  al  pago 
de  daños  y perjuicios,  la  Sala  sentencia- 
dora violó  también  la  Ley,  haciendo  res- 
ponsable el  señor  Hodgsdon  por  actos  que 
no  ha  cometido. 

Mi  poderdante,  don  Daniel  B.  Hodgs- 
don, fué  completamente  ajeno  al  contrato 
de  préstamo  refaccionario  celebrado  entre 
el  Banco  de  Guatemala  y los  depositarlos 
del  Ferrocarril  de  Ocós,  que  consta  en  es- 
critura autorizada  el  14  de  junio  de  1902 
por  el  licenciado  don  Alfredo  Skinner  Klée. 
De  esa  escritura  obra  certificación  judi- 
cial en  autos,  y es  fácil  cerciorarse  que  fué 
otorgada  por  don  Carlos  Galluser  en  re- 
presentación del  Banco  de  Guatemala  y 
por  don  Isidoro  Schwartz  en  representación 
de  Schwartz  y compañía.  Aunque  ese  con- 
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trato  pudiera  hoy  legalmente  declararse  nu- 
lo, ¿qué  responsabilidad  podrían  deducirse 
al  señor  Hodgsdqn,  que  no  tuvo  arte  ni 
parte  en  aquel  convenio? 

Ninguna,  porque  tratándose  de  contra- 
tos, sólo  los  que  los  celebran  están  obliga- 
dos a resarcir  los  daños  que  resulten  de  su 
inejecución  o contravención,  por  culpa  o 
dolo  (Art.  1434  C.  C.)  Sin  embargo,  la  Sa- 
la estimó  que  el  contrato  de  crédito  refac- 
cionario celebrado  entre  el  Banco  de  Gua-* 
témala  y los  depositarios  judiciales  del  Fe- 
rrocarril de  Ocós,  es  una  consecuencia  del 
nombramiento  de  presidente  del  Ferroca- 
rril de  Ocós  hecho  en  el  señor  Hodgsdon, 
y declarado  nulo  por  la  Corte,  y condenó 
al  propio  señor  Hodgsdon  al  pago  de  da- 
ños y perjuicios.  La  Sala  desde  luego,  por 
falta  de  estudio  de  las  actuaciones,  no  re- 
paró en  que  el  nombramiento  del  señor 
Hodgsdon  se  hizo  en  1903,  y el  crédito  se 
otorgó  en  1902,  es  decir  un  año  antes.  Re- 
trospectivas o retrógradas  resultan  las  con- 
secuencias de  la  Sala. 

El  Banco  de  Guatemala  demandó  eje- 
cutivamente el  pago  del  crédito  refaccio- 
nario que  concedió  al  Ferrocarril  de  Ocós, 
y el  Juez  que  conoció  de  la  demanda  puso 
a remate  el  propio  ferrocarril  para  pagar 
al  Banco.  Como  rematarlo  se  presentaron 
los  señores  “Schwartz  Brothers”  y a estos 
señores  les  fué  otorgada  la  escritura  de 
traspaso  de  dominio  del  ferrocarril.  De 
esa  escritura  también  obra  acta  notarial 
en  autos  y aparece  que  fué  otorgada  el  28 
de  julio  de  1905  por  don  Enrique  Dieck- 
meyer  en  concepto  de  presidente  de  la 
compañía  anónima  del  Ferrocarril  de  Ocós 
por  una  parte,  y por  don  Mauricio  Sthal 
y don  Adolfo  Schwank  en  representación 
de  los  rematarlos  Schwartz  Brothers.  ¿Qué 
responsabilidad  cabe  deducir  legalmente 
a don  Daniel  B.  Hodgsdon  por  el  hecho  de 
que  don  Enrique  Dieckmeyer  en  su  carác- 
ter de  presidente  de  la  compañía  del  Fe- 
rrocarril de  Ocós  haya  traslado  en  vir- 
tud de  un  mandato  judicial,  el  dominio  del 
ferrocarril  a Schwartz  Brothers,  que  lo 
compraron  al  Juez  2o.  en  remate  público? 

Cinco  largos  años  transcurrieron  desde 
el  29  de  julio  de  1905,  fecha  de  la  escritu- 
ra en  que  consta  que  Schwartz  Brothers 
remató  el  Ferrocarril  de  Ocós,  hasta  el 
15  de  octubre  de  1910,  en  que  los  mismos 
Schwartz  Brothers  vendieron  ese  ferroca- 
rril, con  registro  limpio,  a la  Compañía  del 
Ferrocarril  Central  de  Guatemala.  En  nom- 
bre de  esta  última  compañía  actuó  el  se- 
ñor Hodgsdon,  como  su  apoderado,  acep- 


tando la  venta  del  Ferrocarril  de  Ocós. 
Compró  el  señor  Hodgsdon,  no  para  si, 
sino  para  su  poderdante  y en  obediencia 
a instrucciones  expresas  que  se  le  dieron. 
Como  apoderado,  el  señor  Hodgsdon,  tu- 
vo el  cuidado  de  consignar  que  la  com- 
pra la  hacía  libre  de  gravámenes  y ano- 
taciones, y libre  de  anotaciones  y gravá- 
menes estaba  la  cosa  en  el  Registro  al 
inscribirse  la  venta.  De  consiguiente,  el 
señor  Hodgsdon  al  actuar  en  nombre  de 
su  comitente  tomó  todas  las  precauciones 
que  están  al  alcance  de  los  padres  de  fa- 
milia más  exactos  y diligentes,  y ninguna 
responsabilidad  contrajo,  porque,  efectiva- 
mente, en  el  Registro  aparecía  y aparece 
el  ferrocarril  libre  de  gravámenes  y ano- 
taciones y la  sociedad  compradora  y su 
sucesora  lo  han  poseído  quieta,  pública  y 
pacificamente  desde  la  fecha  de  la  adqui- 
sición que  hiciera  el  señor  Hodgsdon.  Si 
el  señor  Hodgsdon  no  fué  quien  celebró 
el  contrato  de  crédito  refacionario  con  el 
Banco  de  Guatemala  en  1902,  ni  quien 
vendió  el  Ferrocarril  de  Ocós  a Schwartz 
Brothers,  ni  quien  firmó  la  escritura  de 
venta,  ni  lo  adquirió,  los  mejores  defen- 
sores que  debe  tener  el  señor  Hodgsdon 
son  los  Jueces,  que  al  conocer  de  este 
asunto,  dando  paso  a la  verdad  y ponien- 
do las  cosas  en  su  lugar,  tienen  qye  reco- 
nocer que  el  señor  Hodgsdon  no  partici- 
pó, ni  en  el  contrato  de  crédito  refaccio- 
nario del  Ferrocarril  de  Ocós,  ni  en  la 
adquisición  que  de  ese  ferrocarril,  en  re- 
mate público,  hiciera  Schwartz  Brothers; 
y que  su  participación  en  la  compra  que 
efectuó  la  Compañía  del  Ferrocarril  Cen- 
tral de  Guatemala,  no  sólo  es  perfecta- 
mente licita  y honrada,  sino  que  jamás 
puede  dar  origen  a indemnización  de  da- 
ños. 

Sin  embago,  los  Magistrados  que  inte- 
gran la  Sala  Primera,  lejos  de  reconocer 
la  conducta  honesta  del  señor  Hogdsdon,  a 
él,  precisamente  a él,  inculpan  la  falta  de 
buena  fé,  que  la  Sala  presente  ver  en  la 
Compañia  de  los  Ferrocarriles  Internacio- 
nales de  Centro  América,  para  despojarla 
de  la  Via  férrea  de  Ocós,  arguyendo  que 
el  señor  Hodgsdon  al  actuar  en  1910  en 
nombre  de  la  compañia  del  Ferrocarril 
Central  de  Guatemala  le  constaba: 

a)  que  era  nula  la  ejecución  seguida  por 
el  Banco  de  Guatemala  contra  el  Ferro- 
carril de  Ocós,  lo  que  es  falso,  porque  esa 
ejecución  es  la  Sala  sentenciadora  la  que 
por  primera  vez  en  1935,  ilegalmente,  ha 
declarado  su  nulidad; 
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b)  que  en  1909  el  mismo  Hodgsdon  jun-' 
lamente  con  Stahl,  habían  sido  acusados 
por  estafa  y otros  delitos  públicos  cometi- 
dos en  conexión  con  el  Ferrocarril  de  Ocós, 
a lo  que  cabe  replicar  que  no  es  la  acu- 
sación, imputación  de  un  delito,  lo  que  a 
ojos  de  la  sociedad  y de  la  Ley  constitu- 
ye delincuente  al  acusado,  sino  los  hechos 
que  éste  haya  ejecutado,  y tratándose  de 
Magistrados  que  se  suponen  expertos  en 
Derecho,  equivocar  maliciosamente  la 
“acusación”  con  la  “condena”  es  contrario 
a la  ética  y desdice  del  comedimiento  que 
los  Jueces,  más  que  nadie,  están  obliga- 
dos a guardar. 

c)  que  el  propio  señor  Hodgsdon  sabía 
que  su  elección  como  presidente  del  Fe- 
rrocarril era  ilegal,  lo  que  también  es  fal- 
so, porque  lo  que  el  señor  Hodsgdon  sabia, 
era  que  esa  elección,  hecha  ante  un  Juez, 
tenia  que  ser  legal,  porque  en  la  mente 
de  las  personas  honradas  no  cabe  consi- 
derar que  es  ilegal  lo  que  hacen  los  Jue- 
ces. 

Todas  las  argucias  que  empleó  la  Sala 
para  calificar  de  mala  fé  al  señor  Hodgs- 
don a fin  de  presentar  a la  Compañía  del 
Ferrocarril  Central  de  Guatemala  de  ma- 
la fé  también,  desdicen  en  los  Magistrados 
firmantes  del  fallo,  su  calidad  de  juzga- 
dores ecuánimes  y evidencian  que  median- 
te el  epíteto  hiriente  trataban  de  justifi- 
car la  ilegal  condena. 


El  fallo  de  la  Sala  es  incongruente  con 
las  acciones  que  fueron  objeto  del  juicio 
y debe  ser  revocado  porque  no  se  ajusta 
a la  demanda. 

El  lo.  de  agosto  de  1924,  don  Carlos 
Tumler  demandó  a don  Daniel  B.  Hodgs- 
don y comapñeros,  para  que  se  declarara: 

“a)  que  es  nula  la  venta  del  expresado 
ferrocarril,  muelle  y agencia  de  Ocós  he- 
cha a favor  de  los  Ferrocarriles  Internacio- 
nales de  Centro  América; 

“b)  para  el  caso  de  que  no  se  declare 
dicha  nulidad  los  demandados  están  obli- 
gados a pagarme  mancomunada  y soli- 
dariamente dentro  de  tercero  día  ciento 
diez  mil  cuatrocientos  pesos  oro  america- 
no, valor  de  diez  acciones....  etc.” 

Más  tarde,  en  1926,  con  auxilio  de  abo- 
gado, don  Carlos  Tummler  retocó  su  de- 
manda, concretándola  únicamente  a la  nu- 
lidad de  los  contratos  que  originaron  el 
traspaso  del  Ferrocarril  de  Ocós. 


Los  señores  Bernardo  Zweig  y Alberto 
Orellana  Soria,  también  presentaron  de- 
mandas en  los  años  de  1927  y 1929  res- 
pectivamente, contra  las  mismas  personas 
demandadas  por  don  Carlos  Tummler,  pi- 
diendo la  nulidad  de  los  contratos  que  mo- 
tivaron la  enajenación  del  Ferrocarril  de 
Ocos  y el  pago  de  daños  a la  compañía 
que  explotaba  este  ferrocarril.  Estas  de- 
mandas acumuladas  a la  de  Tummler  fue- 
ron resueltas  en  segunda  instancia  por  la 
Sala  Primera. 

Tummler  pidió  daños  y perjuicios  para  sí; 
Orellana  Soria  y Zweig  para  la  Compañía 
del  Ferrocaril  de  Ocós.  La  Sala  al  resol- 
ver condenó  al  señor  Hodgsdon,  o Schwartz 
y compañía,  y a Schwartz  Brothers  a pa- 
gar daños  y perjuicios;  pero  no  a los  de- 
mandantes, sino  a los  Ferrocarriles  Inter- 
nacionales de  Centro  América  que  nada 
han  demandado.  La  sentencia  de  la  Sala 
es  pues  incongruente  con  la  demanda,  con 
la  cual  no  guarda  armonía. 

Además,  la  Sala,  por  una  parte,  califi- 
ca como  poseedores  de  mala  fé  a los  Fe- 
rrocarriles Internacionales  de  Centro  Amé- 
rica ordenándoles  devolver  el  Ferrocarril 
y Muelle  de  Ocós;  y por  otra,  manda  in- 
demnizar de  daños  y perjuicios  sin  que 
nadie  lo  haya  demandado,  a los  Ferroca- 
rriles Internacionales.  Flsta  contradicción 
en  el  fallo,  prueba  la  injusticia  que  encie- 
rra. 

La  indemnización  de  daños,  acordada  a 
favor  de  los  Ferrocarriles  Internacionales, 
que  repito,  nadie  demandó,  demuestra  que 
la  Sala  otorgó  más  de  lo  pedido  y debe 
ser  casado  el  fallo. 


Para  que  los  jueces  puedan  declarar  en 
virtud  de  demanda  la  nulidad  de  actos  y 
contratos,  debe  la  parte  interesada  probar, 
primero,  que  existen  los  actos  y los  con- 
tratos cuya  nulidad  pide,  y después,  que 
esos  contratos  o actos  adolecen  de  vicios 
de  fondo  o forma  que  producen  su  inva- 
lidez. 

Cuando  la  Ley  por  solemnidad  de  un  ac- 
to o contrato,  exige  el  otorgamiento  de 
escritura  pública,  sólo  con  escritura  pú- 
blica puede  probarse  la  existencia  del  ac- 
to o contrato.  Arto.  721  C.  de  P.  C. 

Si  se  demanda  la  nulidad  de  la  venta  de 
inmuebles,  debe  pues,  probarse  con  la  res- 
pectiva escritura  pública  de  venta  la  exis- 
tencia del  contrato,  y la  prueba  ha  de 
consistir  precisamente  en  escritura  públi- 
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ca,i  porque  la  venta  de  inmuebles  debe  ha-* 
cerse  constar  en  escritura  pública.  Artos. 
1402  C.  C.  y 425  Dto.  272. 

Don  Carlos  Tummler  demandó  la  nuli- 
dad del  contrato  de  préstamo  refacciona- 
rio otorgado  por  el  Banco  de  Guatemala 
al  Ferrocarril  de  Ocós  y nulidad  del  tras- 
paso del  prppio  Ferrocarril  a Schwartz  Bro- 
thers y a la  compañía  del  Ferrocarril  Cen- 
tral, pero  no  probó  la  existencia  de  esos 
contratos  porque  de  ninguno  de  ellos  pre-' 
sentó  las  escrituras  públicas  en  que  cons- 
tan. Lo  pue  presentó  fueron  actas  no- 
tariales y certificaciones  judiciales  de  los 
testimonios  de  aquellas  escrituras  pero  esas 
actas  y certificaciones  acreditan  solamen- 
te que  quien  las  expidió  tuvo  a la  vista 
los  testimonios  de  las  escrituras  transcri- 
tas, en  ellos,  y no  son  prueba  de  los  con- 
tratos a que  dichas  escrituras  se  refieran. 
Las  aludidas  certificaciones  carecen  de 
valor  en  juicio  porque  la  certificación  de 
testimonios  de  escrituras  públicas  vienen 
a ser  certificación  de  certificación  que  na'* 
da  vale  y además,  siendo  documentos  re- 
ferentes nada  prueban  porque  no  se  com- 
probó la  existencia  del  documento  refe- 
rido. 

Al  aceptar  en  juicio  las  certificaciones 
notariales  y judiciales,  de  testimonios  de 
escrituras  públicas  presentadas  por  Tumm- 
ler y tener  por  probados  los  contratos  a 
que  dichas  certificaciones  se  refieren,  la 
Sala  no  sólo  violó  el  Arto.  292  del  C.  de 
E.  C.  y M.,  sino  que  se  tornó  en  cómplice 
de  Tummler,  quien,  para  evadir  el  pago  del 
impuesto  de  papel  sellado  y timbre  a que 
están  afectos  los  testimonios  de  las  escri- 
turas públicas,  acudió  al  ardid  de  presen- 
tar actas  notariales  gravadas  con  un  im- 
puesto mucho  menor. 


Echa  por  el  suelo  la  Sala  la  Institución 
del  Registro  al  desposeer  de  la  via  de  Ocós 
a los  Ferrocarriles  Internacionales  de  Cen- 
tro América  que  lo  adquirieron  con  regis- 
tro limpio;  ataca  por  su  base  la  institu- 
ción de  la  prescripción  negando  eficacia 
al  tiempo;  hiere  el  principio  inmanente  de 
justicia,  al  hacer  responsable  al  señor 
Hodgsdon  por  actos  que  no  cometió  y con- 
tratos que  no  celebró;  viola  la  Ley  proce- 
sal y el  sentido  común  al  tener  como  prue- 
ba de  la  existencia  de  los  contratos  que 
anula,  documentos  referentes  sin  que  apa- 
rezca comprobada  la  existencia  de  los  re- 
feridos; y.  para  colmar  tanto  yerro,  la  Sa- 


la Primera  castiga  y premia  a los  Ferro- 
carriles Internacionales,  quitándoles  la  via 
de  Ocós  por  considerarlos  de  mala  fé,  e 
indemnizándolos  de  daños  y perjuicios. 

Por  todo  eso,  a esta  Honorable  Corte  pP 
do  casar  el  fallo  de  la  Sala,  y pronunciar 
otro  con  arreglo  a las  leyes  violadas,  de- 
clarando prescritas  las  acciones  que  de- 
dujeron Tummler  y compañeros. 

Guatemala,  27  de  abril  de  1935. 

F.  ViUagrán. 


Honorable  Corte  Suprema  de  Justicia: 

Karl  von  der  Seipen,  en  representación 
de  la  mortual  del  señor  don  Carlos  Tumm- 
ler y Adolfo  Muller  por  sí,  de  generales  y 
residencias  conocidas,  refiriéndonos  al  jui- 
cio ordinario  entablado  contra  la  Empresa 
de  los  Ferrocarriles  Internacionales  de  Cen- 
tro América,  Daniel  B.  Hodgsdon,  Adolfo 
Stahl,  Adolfo  Schwank  y demás  personas 
y entidades  demandadas  por  el  despojo  de 
que  fueron  victimas  los  accionistas  del  Fe- 
rrocarril de  Ocós,  ante  la  Honorable  Cor- 
te Suprema  de  Justicia,  con  todo  respeto 
muy  atentamente  manifestamos: 

Se  ha  señalado  por  ese  Honorable  Tri- 
bunal, la  audiencia  del  día  de  hoy  para  la 
vista  de  la  sentencia  proferida  por  la  Sala 
la.  de  la  Corte  de  Apelaciones  en  dicho 
juicio  por  virtud  del  recurso  de  casación 
interpuesto  por  varios  de  los  demandados 
de  la  sentencia  que  los  condena  a entre- 
gar a los  accionistas  de  la  Empresa  del 
Ferrocarril  de  Ocós,  las  pertenencias  de 
dicha  Empresa  mal  habidas  por  los  Ferro- 
carriles Internacionales  de  Centro  Amé- 
rica, a devolver  los  frutos  percibidos  duran- 
te todo  el  tiempo  transcurrido  desde  la 
fecha  de  la  apropiación,  a las  indemniza- 
ciones que  entre  los  demandados  hubiera 
lugar  por  la  participación  que  tuvieron  en 
el  despojo  a que  nos  referimos  y a las  cos- 
tas del  juicio,  todo  como  consecuencia  de 
los  vicios  y nulidades  de  los  diferentes 
actos  y contratos  por  ellos  realizados. 

Los  recurrentes  al  aducir  las  razones  que 
creyeron  oportunas  para  justificar  la  inter- 
posición del  recurso,  alegan  violaciones  de 
ley  en  cuanto  se  refiere  a la  prescripción 
de  la  acción,  a la  eficacia  probatoria  de 
ciertos  documentos  presentados  como 
prueba  de  nuestra  parte  y a la  mayor  ex- 
tensión de  los  derechos  que  dicha  senten- 
cia nos  otorga  en  relación  con  la  deman- 
da formulada. 
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PRESCRIPCION 

Entre  las  muchas  excepciones  que  los 
demandados  interpusieron  en  el  curso  del 
Juicio,  con  el  único  y decidido  empeño  de 
burlar  nuestra  justa  demanda,  ninguna 
tan  ambicionada  por  ellos  como  la  que  se 
refiere  a la  prescripción.  No  hubo  uno  tan 
solo  de  los  treinta  o cuarenta  juicios  enta- 
blados contra  los  demandados  en  que  no 
interpusieran  la  excepción  de  prescripción, 
arma  poderosa  que  a muchos  de  los  de- 
mandados les  valió  el  eludir  diez  o doce 
años  de  condena  por  los  delitos  graves  de 
que  fueron  acusados.  En  el  caso  especial 
se  ha  vuelto  a esgrimir  con  nuevos  bríos 
aduciendo  razones  especiosas,  sofismas  y 
sutilezas  que  si  pueden  sorprender  de  mo- 
mento, jamás  podrán  destruir  la  verdad  y 
realidad  de  los  hechos.  Sirve  de  funda- 
mento a esta  contienda  la  sentencia  pro- 
ferida por  la  Corte  Suprema  de  Justicia 
el  día  diez  de  agosto  del  año  de  1921,  la 
cual  declaró  nula  el  acta  de  la  Junta  Ge-* 
neral  de  Accionistas  de  25  de  junio  del  año 
de  1903.  Dicha  sentencia  considera  que  la 
prescripción  interpuesta  por  los  demanda- 
dos en  ese  juicio,  es  improcedente.  Tres 
años  después  de  dictada  esa  sentencia,  in- 
terpusimos la  presente  demanda.  Para  lle- 
gar a deducir  las  acciones  que  hoy  se  ven- 
tilan, como  punto  básico,  hubo  de  deman- 
darse antes  la  nulidad  del  acta  de  referem 
cia  de  donde  derivan  todas  las  nulidades 
que  hoy  reclamamos.  Y mientras  esa  nu- 
lidad no  se  hubiera  declarado,  jamás  pu- 
diéramos haber  entablado  las  acciones  que 
hoy  hemos  propuesto,  lo  que  demuestra 
que  no  hay  prescripción.  Denunciamos 
también  la  serie  de  delitos  públicos  co- 
metidos por  varios  de  los  demandados  en 
este  asunto,  con  el  fin  de  que  se  les  im- 
pusiera el  castigo  a que  se  hicieron  acree- 
dores por  la  serie  de  hechos  punibles  a 
que  nos  referimos  y con  el  fin  también  de 
nue  una  vez  comprobados  los  delitos,  en 
tablar  la  acción  civil  que  justamente  nos 
corresponde.  La  sentencia  que  puso  fin  a 
'a  causa  criminal  aludida  estableció,  como 
no  pudo  menos  de  hacerlo,  que  si  la  ac- 
ción para  perseguir  el  delito  había  pres- 
crito, dejaba  a salvo  nuestros  derechos 
para  demandar  civilmente  cuanto  por  ellos 
correspondía.  Aparte  de  todo  lo  anterior 
y como  consta  en  las  diferentes  certifi- 
caciones que  corren  agregados  a los  au- 
tos. desde  que  los  acusados  comenzaran 
la  serie  de  maniobras  dolosas  a que  alu- 
dimos, fueron  demandados  ante  los  Tri- 
bunales de  Justicia  por  diversos  motivos 


y en  una  forma  no  interrumpida,  lo  que 
demuestra  que  ni  por  un  momento  hemos 
abandonado  nuestros  derechos,  fundamen- 
to primordial  de  la  excepción  de  prescrip- 
ción. 

Se  alega  por  los  recurrentes  que  la  nu- 
lidad declarada  por  la  Sala  de  Apelaciones 
de  todos  los  actos  y contratos,  objeto  de  la 
demanda,  viola  el  precepto  contenido  en  el 
articulo  2369  del  Código  Civil  de  1877,  ar- 
ticulo que  establece  que  la  acción  de  nu- 
lidad dura  cuatro  años  desde  que  se  con- 
trajo la  obligación.  Hacen  este  razona- 
miento sin  reparar  siquiera  en  que  ese 
artículo  está  diciendo  claramente  que  di- 
cho término  de  cuatro  años  se  refiere  úni- 
ca y exclusivamente  al  contratante  o cen- 
trantes que  hubieren  intervenido  en  el  con- 
trato, y de  ninguna  manera  a terceros. 

Por  las  razones  que  dejamos  expuestas 
es  indudable  que  sólo  en  la  imaginación 
de  los  recurrentes  caben  las  violaciones 
de  los  artículos  2369  y677,  inciso  2o.  Có- 
digo Civil  de  1877  y 1089,  inciso  lo.  del 
Decreto  Legislativo  número  1932  y 125  y 
350  Dto.  272,  pues,  no  se  demandó  rescisión 
sino  nulidad  de  contrato.  Artos.  1062,  1064 
y 1069  C.  C.  Dto.  1932. 

TACHA  DE  VARIOS  DE  LOS 
DOCUMENTOS  PRESENTADOS 

No  deja  de  ser  curiosa  la  forma  propues- 
ta por  uno  de  los  recurrentes,  al  tachar 
la  legitimidad  de  una  prueba  por  medio 
del  recurso  de  casación,  alegando  como 
violada  la  ley  en  el  articulo  que  reglamen- 
ta la  estimación  prabatoria  de  un  docu- 
mento. Sobre  este  particular,  basta  recor- 
dar, que  los  documentos  a que  se  refieren, 
fueron  propuestos  por  la  parte  actora  co- 
mo prueba  de  su  parte  y con  citación  de 
la  contraria  y que  dichos  documentos  no 
fueron  tachados  en  su  oportunidad  como 
lo  previene  y lo  exige  el  artículo  854  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles.  Si  bien 
es  cierto  que  como  parte  de  la  prueba  pre-* 
sentamos  algunas  certificaciones  notaria- 
les de  los  diferentes  contratos  objeto  de  la 
contienda,  estos  documentos,  se  encuen- 
tran complementados  por  certificaciones 
auténticas  del  Registro  de  la  Propiedad  In- 
mueble presentadas  tanto  por  nosotros  co- 
mo por  varios  de  los  demandados.  En  esas 
certificaciones  constan  las  diferentes  ope- 
raciones que  por  virtud  de  dichos  contra- 
tos se  verificaron  en  el  Registro  de  la  Pro- 
piedad Inmueble  y con  una  prueba  feha- 
ciente de  la  existencia  de  los  mismos  con- 
tratos, cosa  que  los  demandados  no  han 
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puesto  en  duda,  y bien  por  el  contrario, 
han  reiterado  una  y mil  veces  su  existen- 
cia en  los  diferentes  escritos  y alegatos. 
Tampoco  se  discuten  en  el  presente  jui- 
cio particularidades  de  esos  contratos  que 
deban  concurrir  a la  nulidad  de  los  mis-' 
mos,  sino  que  la  nulidad  absoluta  y total 
por  vicios  fundamentales  que  no  afectan 
las  obligaciones  en  ellos  contraídas  sino 
en  contrato  mismo.  Sobre  este  punto  hay 
algo  muy  digno  de  tomarse  en  cuenta:  El 
señor  don  Carlos  Tummler,  actor  princi- 
pal de  esta  contienda,  en  varios  de  sus 
escritos,  pidió  que  se  trajeran  a la  vista 
y que  se  tomaran  como  prueba  de  su  parte 
los  diferentes  juicios  que  tanto  él  como 
algunos  de  los  otros  accionistas  del  Ferro- 
carril de  Ocós  siguieron  ante  los  Tribuna- 
les de  Justicia,  juicios  en  los  que  estaban 
agregados  los  instrumentos  públicos  que 
hoy  el  Licenciado  Villagrán,  en  represen- 
tación del  señor  don  Daniel  B.  Hodgsdon, 
tacha  de  ineficaces.  Como  fuera  denega- 
da la  solicitud  a que  me  refiero,  el  señor 
don  Carlos  Tummler  reiteró  su  petición  a 
efecto  de  que  para  mejor  fallar  se  tuvie- 
ran a la  vista  y se  tomaran  en  cuenta  dU 
chas  actuaciones,  cosa  que  ignoramos  por 
qué  no  se  hizo. 

LA  SENTENCIA  OTORGA  A LOS 

DEMANDANTES  MAS  DE  LO  PEDIDO 

Esta  sinrazón  es  otra  de  las  muchas  “ra- 
zones” que  han  servido  de  pretexto  a los 
demandados  para  ver  si  es  posible  que  por 
medio  del  recurso  interpuesto  se  case  y 
anule  una  sentencia  justa  a todas  luces 
y legalmente  dictada. 

Hemos  demandado  la  nulidad  de  los  con- 
tratos y actos  realizados  por  la  parte  reo 
en  este  juicio  a partir  de  la  celebi-ación  de 
la  Junta  nula  y acta  falsa  de  la  organiza- 
ción de  la  entidad  del  Ferocarril  de  Ocós, 
y se  ha  declarado  en  la  sentencia  recurri- 
da esta  nulidad.  ¿Cuáles  son  los  efectos 

jurídicos  de  la  nulidad  declarada ? 

La  contestación  a la  pregunta  es  la  mejor 
respuesta  que  deba  darse  al  argumento 
que  se  aduce  para  pretender  justificar  una 
violación  a la  ley  que  no  existe  y que  por 
ende  no  se  ha  cometido  por  el  Tribunal 
sentenciador.  Haciendo,  pues,  aplicación 
lógica  y legal  de  esa  nulidad  declarada 
por  la  Sala  sentenciadora  y pedida  por 
nosotros  en  nuestra  demanda,  no  cabla 
otra  cosa  que  ordenar  a la  Empresa  de  los 
Ferrocarriles  Internacionales  de  Centro 
América  la  entrega  y devolución  del  Fe- 
rrocarril de  Ocós  a los  accionistas,  más  los 


frutos  correspondientes  al  tiempo  de  la  in- 
debida apropiación  de  sus  pertenencias. 
No  hay  violación  de  los  artículos  227  y 228 
del  Decreto  1928  como  se  pretende. 

RESPONSABILIDAD  DE  LA  EMPRESA  DE 
' LOS  FERROCARRILES  INTERNACIO- 
NALES DE  CENTRO  AMERICA 

Dice  el  artículo  517  del  Código  Civil  de 
1877,  que  es  poseedor  de  buena  fé  el  que 
cree  tener  o bien  adquirida  la  cosa  de  aquel 
de  quien  la  adquirió.  Es  de  mala  fé  cuan- 
do falta  esa  creencia.  Molesta  a los  Fe- 
rrocarriles Internacionales  de  Centro  Amé- 
rica, que  hubiera  habido  Tribunal  capaz 
de  hacer  una  condena  en  su  contra,  tan 
justa  como  la  que  hoy  se  discute  y al  cF 
tar  el  artículo  mencionado  como  uno  de 
ios  que  violara  la  Sala  sentenciadora  al 
dictar  su  fallo,  pretenden  con  una  candi- 
dez que  raya  en  lo  infantil,  aparecer  co- 
mo inmaculados  en  la  famosa  compra  de 
las  pertenencias  del  Ferrocarril  de  Ocós. 
No  cabe  ni  por  un  momento  pensar  que 
la  Empresa  de  los  Ferrocarriles  Interna- 
cionales de  Centro  América,  crea  haber  ad- 
quirido legítimamente  las  pertenencias  del 
Ferrocarril  de  Ocós  de  los  Schwartz  Bros, 
o lo  que  es  igual,  Schwartz  y Co.  o Adolfo 
Stahl,  cuando  fué  un  hecho  público  la  es- 
tafa cometida  por  estos  individuos  para 
apropiarse  del  Ferrocarril  de  Ocós — se  pu- 
blicó por  folletos,  en  los  diarios,  en  todos 
los  círculos  sociales  y comerciales  del  país 
—y  cuando  su  ex-Gerente  don  Daniel  B. 
Hodgsdon,  fué  uno  de  los  que  contribuyó 
a la  realización  de  esa  serie  de  actos  re- 
probados y cuyas  enormes  y superabun- 
dantes pruebas  corren  agregadas  al  jui- 
cio. Es  por  esta  última  circunstancia  que 
la  Empresa  de  los  Ferrocarriles  Interna- 
cionales no  pueden  ni  podrán  nunca  jus-' 
tificarse  y aparecer  como  .adquirientesi 
terceros  de  buena  fé;  porque  en  rigor  de 
derecho  no  son  terceros  ya  que  decidida- 
mente su  propio  Gerente  intervino  en  es- 
tos asuntos,  sobre  quien  personalmente,  se 
pretende  por  dicha  Empresa  hacer  caer 
y descargar  el  peso  de  las  responsabilida- 
des de  que  quiere  evadirse. 

De  lo  anterior  se  deduce  y cabe  deducir 
que  don  Daniel  B.  Hodgsdon  no  sólo  ha 
contribuido  de  manera  conspicua  al  des- 
pojo de  que  fuimos  víctimas  los  accionis- 
tas del  Ferrocaril  de  Ocós.  sino  que  a la 
vez,  engañó  y traicionó  a la  Empresa  que 
representaba  comprometiéndola  de  ma- 
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ñera  singular  toda  vez  que  los  actos  eje- 
cutados por  él  en  concepto  de  Gerente  del 
Ferrocarril  Central  obligan  a la  Empresa 
representada.  Si  la  Empresa  de  los  Ferro- 
carriles Internacionales  adquirió  con  re- 
gistro limpio  las  pertenencias  del  Ferro- 
carril de  Ocós,  fué  en  virtud  de  la  serie 
de  actos  nulos  y fraudulentos  que  culmi" 
naron  con  el  remate  de  sus  pertenencias, 
cosa  que  se  halla  debidamente  probada  en 
autos,  y en  esa  virtud,  el  principio  conte- 
nido en  el  artículo  2101  del  Código  Civil 
de  1877  que  dice  que  sólo  perjudica  a ter- 
cero lo  que  aparezca  inscrito  en  el  Regis- 
tro, no  debe  entenderse  con  la  amplitud 
deseada  por  los  contrarios  ni  servir  de  es- 
cudo para  amparar  un  hecho  delictuoso, 
resultando  de  ello  que  la  Sala  sentenciado- 
ra aplicó  debidamente  y no  violó  el  pre^ 
cepto  aludido  El  artículo  2106  del  mismo 
cuerpo  de  leyes  citado  establece  también 
que  la  inscripción  no  hace  válidos  los  ac- 
tos o contratos  nulos  según  las  leyes,  co- 
sa que  re.sultaria  de  aplicarse  la  tesis  sos-' 
tenida  por  los  co/itrarios  al  indicar  que 
por  haber  adquirido  con  registro  limpio 
están  al  margen  y a cubierto  de  toda  re- 
clamación. El  articulo  2107  de  dicho  Có-' 
digo  hace  una  salvedad  sobre  la  doctrina 
consignada  en  el  artículo  anteriormente 
expuesto  con  respecto  a los  actos  o con- 
tratos que  se  ejecuten  u otorguen  por  per- 
sona que  en  el  Registro  aparezca  con  de- 
recho para  ello,  estableciendo  además,  que 
estos  actos  no  se  invalidarán  en  cuanto 
a tercero  aunque  después  se  anule  o re- 
suelva el  derecho  del  otorgante.  La  doc- 
trina de  este  artículo  y el  derecho  que 
al  adquiriente  confiere,  tiene  por  funda- 
mento la  buena  fé,  cosa  que  la  Empresa 
de  los  Ferrocarriles  Internacionales  no  ha 
probado,  ya  que  como  está  demostrado  en 
autos  y una  y mil  veces  lo  hemos  dicho, 
su  propio  Gerente,  don  Daniel  B.  Hodgs- 
don,  sabia  y conocía  perfectamente  bien 
los  vicios  que  tenia  la  cosa  comprada  por 
la  sencilla  razón  de  que  él  intervino  en  to- 
dos esos  actos,  y provocó  con  ellos  la  serie 
de  vicios  y nulidades  que  han  dado  lugar 
a la  presente  contienda.  Nadie  puede  cuer- 
damente sostener  que  los  principios  que 
rigen  la  materia  de  contratación,  los  que 
regulan  las  garantías  de  la  Institución  dsi 
Reei.stro  de  la  Propiedad  Inmueble  y otros 
similares,  deban  mantenerse  contra  el  do- 
lo. la  mala  fé  o el  delito,  pues,  la  garan- 
tía contenida  en  todos  ellos  está  inspira- 
da en  principios  de  justicia  y equidad  y 
fuera  absurdo  que  la  ley  ampare  al  de- 
tentador o despojador.  Los  principios-  y 


doctrinas  consignadas  en  ese  articulo  son 
rígidos  y deben  mantenerse  mientras  no 
se  compruebe  la  mala  fé  o el  dolo,  pero, 
una  vez  demostrados,  no  puede  aceptar- 
se bajo  ningún  concepto  que  quiera  con- 
siderárseles. Por  virtud  de  lo  expuesto  no 
cabe  suponer  que  la  sentencia  viole  los 
artículos  517,  2107,  2101,  2106,  2130,  1825 
Código  Civil  de  1877,  484,  480,  1114,  1116, 
1121,  1124,  1055,  1081,  1084  del  Nuevo  Có- 
digo Civil  (Dto.  1932). 

En  virtud  de  lo  expuesto,  con  funda- 
mento en  las  razones  legales  invocadas 
en  éste  y anteriores  alegatos  y que  da- 
mos por  reproducidos  aquí,  con  base  en  las 
pruebas  irrefragables  rendidas  durante  la 
tramitación  del  asunto,  y contando,  ade- 
más. con  la  opinión  pública  que  durante 
treinta  años  ha  estado  pendiente  del  fa- 
llo definitivo  que  se  dicte,  ya  que  se  trata 
de  resolver  sobre  un  asunto  que  se  refie- 
re a hechos  reprobables  que  la  vindicta  pú- 
blica ha  sancionado  ya,  de  la  manera  más 
atenta  suplicamos  a la  Honorable  Corte 
Suprema  de  Justicia  que  se  sirva  confir- 
mar la  sentencia  recurrida,  desestimando 
el  recurso  de  casación  interpuesto  por  los 
demandados. 

El  apoderado  de  los  Ferrocariles  Inter- 
nacionales de  Centro  América,  licenciado 
don  Carlos  Salazar,  al  interponer  el  recur- 
.so  de  casación  dice:  “Pocas  sentencias  he 
visto  que  contengan  tan  enormes  violacio- 
nes a la  ley,  como  la  pronunciada  por  la 
Sala  Primera  de  Apelaciones  a que  me  re- 
fiero!”, y,  para  concluir,  nos  permitimos 
a 'a  vez,  manifestar  a la  Honorable  Corte 
Suprema  de  Justicia  en  contraposición  a 
lo  manifestado  por  el  Licenciado  Salazar, 
oue  muy  pocos  asuntos  se  han  presenta- 
do a los  Tribunales  de  Justicia  tan  mora- 
les, tan  justos  y tan  honrados  como  éste 
que  habrá  de  fallar  hoy:  y que  benditas 
sean  las  enormes  violaciones  a la  ley,  cuan- 
do por  medio  de  ellas  se  dá  a cada  uno 
lo  que  es  suyo. 

Guatemala,  2 de  mayo  de  1935. 

Adolf  Milller. 

Karl  von  der  Seipen, 
Emilio  Beltranena. 


Honorable  Corte  Suprema  de  Justicia: 

Manuel  Monteros  Rosal,  de  sesenta  y un 
años,  casado,  comerciante,  guatemalteco, 
domiciliado  en  esta  ciudad,  en  la  casa  nú- 
mero cuarenta  y seis-A  de  la  segunda  ave- 
nida sur,  atentamente  vengo  a presentar 
la  siguiente  exposición: 
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lo. — Soy  accionista  de  la  Compañía  Anó- 
nima del  Ferrocarril  de  Ocós;  poseo  va- 
rias acciones;  para  comprobarlo  me  basta 
con  el  título  que  acompaño:  Lit.  A.  No. 
(1204)  un  mil  doscientos  cuatro,  exten- 
dida en  esta  Capital  el  primero  de  octu- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y siete,  fir- 
mada por  E.  Peper,  Presidente  y J.  Fran- 
cisco Muñoz  y C.  Herrera,  Directores,  re- 
gistrada con  el  número  (6)  seis.  (F/45) 
cuarenta  y cinco,  formando  parte  inte- 
grante de  ella  un  talón  que  dice  así:  “Com-* 
pañía  Anónima  del  Ferrocarril  de  Ocós. 
Talón  para  la  acción  Lit.  A.  1204,  que  con- 
tiene veinte  cupones  para  el  pago  de  los 
dividendos,  conforme  se  expresa  en  razón 
puesta  al  dorso  de  dicho  documento. 

2. — La  sentencia  dictada  por  la  Sala  Pri- 
mera de  la  Corte  de  Apelaciones,  el  veinte 
y siete  de  febrero  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco,  en  los  juicios  ordinarios,  acu- 
mulados, seguidos  por  Carlos  Tummler, 
Adolfo  Mueller,  Alberto  Orellana  y com- 
pañeros, contra  Daniel  B.  Hodgsdon,  AdoP 
fo  Schwank,  Adolfo  Stahl,  Schwartz  y Co. 
y Schwartz  Brothers  y los  Ferrocarriles 
Internacionales  de  Centro  América,  reco- 
noce expresamente  derechos  a favor  de  los 
accionistas  del  Ferrocarril  de  Ocós.  Es  un 
documento  auténtico  que  existe  ante  este 
Tribunal:  soy  parte  de  este  asunto. 

Fijados  esos  derechos  no  cabe  duda  que 
tengo  facultad  de  ocurrir  ante  esa  Supre- 
ma Corte  para  unir,  a lá  solicitud  de  los 
demandantes,  la  mía,  a fin  de  que  en  vez 
de  casar  y anular  la  sentencia  de  mérito, 
com  lo  piden  los  demandados,  se  desestime 
el  recurso  de  casación  interpuesto  por  sus 
representantes,  dejando  firme  la  referida 
sentencia  de  la  Sala  Primera  de  la  Corte 
de  Apelaciones. 

Tiene  dicha  resolución  una  base  sólida, 
inconmovible:  está  fundada  en  una  sen- 
tencia de  este  mismo  Alto  Tribunal  que 
declaró  la  nulidad  del  acta  de  veinte  y 
cinco  de  junio  de  mil  novecientos  tres,  le- 
vantada ante  el  Juzgado  segundo  de  Pri- 
mera Instancia  de  esta  capital,  despren-* 
diéndose,  como  una  consecuencia,  la  nu- 
lidad de  todos  los  actos  y contratos  cele- 
brados con  posterioridad  a aquella  fecha 
por  los  que  se  llamaron  personeros  del  Fe- 
rrocarril de  Ocós. 

Además  está  apoyada  en  las  leyes  que 
tan  acertadamente  cita.  La  interpretación 
de  esas  leyes,  lejos  de  ser  errónea  o de  ser 
indebidamente  aplicadas,  son  perfecta* 
mentes  claras  y rectas,  siendo  ilusas  y va- 


nas las  infracciones  señaladas  por  la  par- 
te contraria  con  el  deliberado  propósito  de 
anularla. 

Aunque  tarde  ha  llegado  la  Justicia- 
pero  Justicia  al  fin — ^para  reparar  aquellas 
escandalosas  violaciones  del  derecho,  co- 
metidas en  la  época  de  Estrada  Cabrera, 
una  de  las  cuales  fué  contra  los  accionis- 
tas del  Ferrocarril  de  Ocós,  entre  los  que 
había  y hay  muchos  nacionales;  violacio- 
nes que  llenaban  de  terror  y espanto  a la 
sociedad  de  Guatemala  y que  llevaron  la 
amargura,  la  incertidumbre,  la  angustia 
y la  desesperación  a los  hogares,  al  arre- 
batarles sus  legítimos  haberes  para  favo- 
recer a extranjeros  que,  como  Stahl  y 
Schwartz  y Co.  y Schwartz  Brothers,  se 
aprovecharon  de  bienes  de  particulares  y 
de  bienes  de  la  nación,  para  amasar  in- 
mensos cauda'es  que  no  supieron  más  tar- 
de conservar. 

De  esos  millones  de  dinero  extraídos  a 
la  nación  y a los  guatemaltecos  nada  se 
utilizó:  ni  siquiera,  como  en  otras  partes, 
haciendo  obsequios  para  la  Beneficencia. 
Sanidad,  Instrucción,  progresos  materiales, 
etc.  Ningún  resultado  práctico;  sólo  que- 
dó como  sedimento  de  aquellos  hechos,  el 
abuso,  la  mala  fé,  el  escándalo  por  el  atro- 
pello al  derecho,  odios,  lágrimas  y mise- 
rias: y hoy  todavía  pretende  la  parte  con- 
traria, como  en  aquella  época  aciaga,  la 
Corte  Suprema  de  Justicia  case  y anule 
una  sentencia  que  ha  venido  a restable- 
cer el  derecho  y que  honra  a los  Tribuna- 
les de  Justicia,  siendo  modelo  digno  de 
imitar  la  conducta  de  los  señores  Ma- 
gistrados de  la  Sala  Primera  de  la  Corte 
de  Apelaciones.  Dejo  constancia  para  hon- 
ra del  fuero,  que  en  aquel  entonces  se  le- 
vantó una  voz  contra  semejante  infamia: 
la  del  Magistrado  don  José  María  Cumes, 
quien  tuvo  la  entereza  de  resolver  confor- 
me a los  dictados  de  su  conciencia,  con' 
signando  en  su  voto  particular,  con  acer- 
tada explicación,  su  negativa  a reconocer 
la  inocencia  de  Adolfo  Sthal,  acusado  por 
estafa  y otros  delitos  relacionados  con  el 
asunto  del  Ferocarril  de  Ocós. 


Me  amparan  la  Constitución  y la  ley  pa- 
ra presentarme  ante  este  Augusto  Tribu- 
nal. (Artos.  22  y 23  Constitución  de  la  Re- 
pública) XVL  ley  C.  del  P.  J.  y 514  Dto. 
2009). 
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Fijados  los  derechos  de  los  accionistas 
de  la  expresada  Compañía,  no  podrá  ser 
válida,  mejor  dicho,  seria  nula  cualquier 
resolución  que  se  dictase  sin  oirme  en  al- 
gún incidente  que  se  iniciara  en  lo  de  ade- 
lante de  los  que  indica  el  articulo  515  de 
ley  Enj.  Civ.  y Mercantil,  ya  que  de  los 
derechos  establecidos  a favor  de  los  ac- 
cionistas en  la  sentencia  recurrida,  sólo 
nosotros  podemos  disponer.  Igual  cosa 
afirmo  respecto  a cualquiera  transacción 
que  se  celebrare  sin  mi  anuencia. 

Las  anteriores  consideraciones  sirven  de 
fundamento  a esta  solicitud  que  lleva  por 
objeto  pedir  a la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia: 

lo. — Que  se  sirva  desestimar  el  recurso 
de  casación  interpuesto  con  fechas  veinte 
y veintiuno  de  marzo  anterior,  por  Daniel 
B.  Hodgsdon,  Adolfo  Stahl,  Schwartz  y Co., 
Schwartz  Brothers  y los  Ferrocarriles  In- 
ternacionales de  Centro  América  contra 
la  sentencia  de  veinte  y siete  de  febrero 
del  corriente  año. 

2o. — Que  en  caso  de  que  llegara  a cele- 
brarse alguna  transacción  o bien  que  se 
iniciare  cualquiera  de  los  incidentes  a que 
se  refiere  el  articulo  515  del  Decreto  nú- 
mero 2009,  se  me  dé  audiencia,  pues  ten-' 
dría  necesidad  de  redargüir  de  nula  cual- 
quiera transación  los  acionistas,  si  se  ce- 
lebrase o se  dictase  sin  oírme. 

3o. — Que  se  sirva  devolverme  el  titulo  de 
la  acción,  dejándola  certificada  en  autos. 

4o. — Que  se  sirva  mandar  agregar  este 
escrito  a sus  antecedentes  y tenerlo  pre- 
sente en  el  momento  de  resolver. 

Artículos  citados  y Articulo  13  L.  C.  del 
P.  J.,  inciso  a).  Artículo  1831.  1834,  1835, 
1839  y 1844  Código  Civil  de  1877.  Articulo 
141,  142,  L,  de  E,  Civ.  y Mercantil.  378,  380 
y 389  Código  Civil  y 319  Decreto  número 
272. 

Acompaño  siete  copias. 

Mi  abogado  es  Jorge  Morales  Urruela. 

Guatemala,  mayo  dos  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cinco. 

Manuel  Monteros  R. 


CIVIL 

JUICIO:  Ordinario.  Isabel  Duarte  San- 
doval  con  Graciela  Recinos. 

DOCTRINA:  A la  parte  actora  correspon- 
de probar  los  extremos  de  su  demanda. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
dos  de  mayo  de  mil  novecientos  treinta  y 
cinco. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Quinta  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones  el  ocho  de  febrero  del 
año  en  curso  en  el  juicio  ordinario  sobre 
nulidad  del  testamento  de  don  Desiderio 
Duarte,  seguido  por  Isabel  Duarte  Sando- 
val  por  medio  de  su  apoderado  Alfredo 
Duarte  y Duarte,  contra  doña  Graciela  Re- 
cinos de  Carias;  y en  la  cual  se  confirma 
la  que  dictó  el  Juez  de  Primera  Instancia 
de  Jalapa.  Según  consta  en  el  juicio,  las 
partes  son  hábiles  para  litigar  y origina- 
rias y vecinas  de  aquel  departamento. 

— I — 

El  veinte  de  octubre  del  año  pasado,  se 
presentó  ante  el  Juez  de  Primera  Instan- 
cia del  departamento  de  Jalapa,  Isabel 
Duarte  Sandoval,  auxiliada  por  el  Licen- 
ciado Pedro  Rafael  Espinoza,  manifestan- 
do: que  el  nueve  de  agosto  de  ese  año  a 
las  diez  y siete  horas  y veinte  minutos,  su 
hermano  Desiderio  Duarte  Sandoval,  otor- 
gó su  disposición  testamentaria  ante  los 
oficios  del  Notario  don  Alfredo  E.  Figuc- 
roa,  no  obstante  ser  un  hombre  de  escasí- 
simos conocimientos,  sencillo  y débil  de 
carácter,  que  se  dió  a la  bebida  en  cuan- 
to supo  que  era  heredero  del  Licenciado 
Silvano  Duarte  y después  de  otras  consi- 
deraciones de  orden  familiar,  terminó  pi- 
diendo: lo.,  que  el  testamento  otorgado 
por  don  Desiderio  Duarte  Sandoval  era 
nulo  por  las  razones  siguientes:  a)  por  ha- 
ber guardado  silencio  el  Notarlo  en  lo  re- 
ferente a los  hijos  póstumos  que  pudo  ha- 
ber engendrado  antes  de  su  enfermedad 
y que  nacieran  después  de  hecho  el  tes- 
tamento, en  orden  a lo  prescrito  por  el 
Articulo  21  del  Decreto  2010,  toda  vez  de 
que  el  notario  debió  haber  hecho  constar 
esa  circunstancia  aún  cuando  fuera  en  .sen- 
tido negativo:  b)  poraue  el  notario  dió 
fé  de  que  estuvieron  presentes  desde  el 
principio  hasta  el  fin.  en  un  solo  acto  y 
sin  interrupción  alguna,  todas  las  perso- 
nas que  según  la  ley  deben  intervenir  en 


Jorge  Morales  U. 
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esa  clase  de  instrumentos,  pero  que  ade- 
más estuvieron  presentes  durante  la  re- 
dacción del  testamento,  don  Antonio  Rua- 
no que  fué  el  que  lo  escribió,  y parece  que 
don  Martin  Carias  y su  esposa  Graciela 
de  Carias,  no  obstante  de  que  la  ley  exige 
únicamente  que  estén  presentes:  testador, 
testigos,  intérpretes  para  el  caso  y Nota- 
rio, como  lo  prescribe  el  Articulo  22  in- 
ciso 7o.  del  Decreto  2010;  c)  porque  el  No- 
tario dió  fé  de  haber  cumplido  con  las  for- 
malidades establecidas  en  el  Articulo  849 
del  Código  Civil  en  todos  sus  incisos  apli- 
cables, lo  cual  como  se  acababa  de  de- 
mostrar, no  solamente  no  era  verdad,  si- 
no que  el  notario  citó  un  articulo  refor- 
mado ya  por  el  Arto.  22  del  Decreto  2010. 
es  decir  inexistente,  que  es  causa  de  que 
deba  considerarse  omitido  o por  no  pues- 
to en  la  escritura  que  contiene  el  expre- 
sado testamento,  para  cuyo  convencimien- 
to no  hay  más  que  ver  la  fecha  en  que  em_- 
pezó  a regir  la  reforma  y la  fecha  del  ins- 
trumento púb'ico;  que  por  lo  relacionado 
se  veia  que  el  testamento  antes  citado, 
adolecía  de  algunos  vicios  y que  por  esa 
razón  demandaba  a Graciela  Recinos 
Duarte  de  Carlas  y concluyó  pidiendo  que 
con  la  audiencia  del  caso  y lo  demás  del 
procedimiento  se  resolviera:  lo.,  la  nuh^ 
dad  de  dicho  testamento  y como  conse- 
cuencia la  ineficacia  de  la  institución  de 
herederos:  2o.,  que  los  bienes  del  causan- 
te pasaran  a poder  de  los  herederos  lega- 
jes; 3o.,  que  se  anotara  su  demanda  en  el 
Registro  de  la  Propiedad  Inmueble;  y 4o., 
que  la  demandada  garantizara  la  tenen- 
cia de  los  bienes,  condenándola  en  las  cos- 
tas del  juicio. 

Doña  Graciela  Recinos  de  Carias,  antes 
de  contestar  la  demanda,  pidió  que  la  ac- 
tora  ratificara  su  memorial  de  fecha  vein- 
tidós de  octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cuatro,  y acompañó  también  una  cer- 
tificación expedida  por  el  Secretario  del 
Juzgado  de  Paz  de  Jalapa,  en  la  que  se 
transcribe  el  informe  del  médico  del  Hos- 
nital.  con  respecto  a Isabel  Duarte  y en 
la  que  consta  de  que  dicha  señora  pade- 
cía de  una  psicosis  localizada,  por  lo  cual 
podía  tomar  irascibles  actitudes,  al  con- 
siderar frustradas  las  ideas  que  constitu- 
yen e’  contenido  de  su  preocupación.  Al 
contestar  la  audiencia  la  señora  de  Ca- 
rias. neeó  'os  conceptos  vertidos  en  la  de- 
manda. indicando  que  el  testamento  otor- 
gado por  su  tío  don  Desiderio  Duarte  San- 
doval.  se  encontraba  en  un  todo  de  acuer- 
do con  el  tenor  expreso  de  las  leyes  y ter- 


minó pidiendo  que  se  tuviera  la  deman- 
da por  contestada  negativamente  y se  re- 
solviera como  punto  de  derecho,  declarán- 
dose en  el  fallo:  que  el  testamento  origen 
del  juicio,  contenía  todos  los  requisitos 
exigidos  por  la  ley;  que  se  condenara  en 
costas,  daños  y perjuicios  a la  demandan- 
te por  su  temeridad,  los  que  pedia  se  afian- 
zaran dentro  de  cinco  días,  para  el  efec- 
to de  responder  de  sus  consecuencias,  en 
caso  de  obtener  sentencia  favorable.  Co- 
mo prueba  pidió  que  se  tuvieran  los  testa- 
mentos otorgados  por  sus  tíos  Licenciado 
Silvano  Duarte  y Desiderio  Duarte  San- 
doval.  El  Juez  tuvo  por  contestada  en  sen- 
tido negativo  la  demanda,  que  se  tuvieran 
como  pruebas  los  testamentos  acompaña- 
dos, declarando  sin  lugar  la  solicitud  de 
fianza. 

En  el  juicio  se  apersonó  Alfredo  Duarte, 
con  poder  bastante  de  Juana  e Isabel  Duar- 
te Sandoval  y pidió  que  se  tuviera  a la 
primera  como  tercera  coadyuvante  en  el 
juicio  ordinario  entablado  por  la  segun- 
da. Como  prueba  por  parte  de  la  deman- 
dada, también  se  tuvo  la  siguiente:  carta 
de  pago  otorgada  por  Juana  Duarte  ante 
el  Licenciado  Fidencio  Duque  el  cuatro  de 
diciembre  de  mil  novecientos  veintitrés,  a 
favor  del  Licenciado  Silvano  Duarte,  en 
la  que  se  dió  por  recibida  de  los  semovien- 
tes que  pudieron  corresponderle  por  he- 
rencia de  sus  finados  padres;  un  documen- 
to auténtico  por  el  Notario  Buenaventura 
Lemus,  en  el  que  se  hizo  constar,  que  Isa- 
bel Duarte  se  daba  por  recibida  de  la  he- 
rencia de  su  finado  padre  Víctor  Duarte; 
y por  último  un  finiquito  de  Isabel,  María 
y Micae’a  Duarte,  que  otorgaron  al  Licen- 
ciado Silvano  Duarte  el  diez  y siete  de  di- 
ciembre de  mil  novecientos  veintiuno,  an- 
te los  oficios  del  Notario  Pedro  Antonio 
Ibáñez.  por  estar  satisfechas  de  su  heren- 
cia con  los  once  semovientes  que  cada  una 
recibió  como  pago  de  lo  que  pudo  haber- 
les correspondido  como  herederas  de  sus 
finados  nadres  Víctor  Duarte  y Ana  San- 
doval. El  apoderado  de  las  demandantes 
solicitó  oue  la  demandada  ratficara  su 
escrito  de  contestación  a la  demanda,  y 
habiéndose  señalado  la  audiencia  del  nue- 
ve de  noviembre  del  año  pasado,  fué  debi- 
damente ratificada. 

El  cinco  de  noviembre,  del  año  ya  ci- 
tado, se  presentó  Isabel  Duarte  Sandoval 
a ratificar  su  demanda,  en  orden  a lo  pe- 
dido por  la  demandada  y agregó;  que  tam- 
bién invocaba  como  causal  para  la  nulidad 
del  testamento,  el  motivo  de  que  el  cau- 
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sante  su  hermano  Desiderio  Duarte,  se 
quedó  con  todos  los  bienes  que  por  heren- 
cia de  sus  padres  Víctor  Duarte  y Ana  San- 
doval,  le  correspondían,  tanto  a la  decla- 
rante como  a sus  demás  hermanos. 

El  veintinueve  de  octubre  del  año  ante' 
rior,  el  Juez  de  la.  Instancia  del  departa- 
mento de  Jalapa,  declaró  legitimo  el  tes- 
tamento otorgado  por  Desiderio  Duarte 
Sandoval  y como  herederas  y legatarias 
a las  personas  en  él  instituidas,  ya  que 
las  partes  interesadas  no  se  opusieron  a 
la  declaratoria  de  legitimidad. 

Con  fecha  doce  de  diciembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y cuatro,  el  Juez  de  la. 
Instancia  de  Jalapa,  dictó  sentencia,  de-* 
clarando:  lo.,  absuelta  a Graciela  Re-'i- 
nos  Duarte  de  Carias  de  la  demanda  or- 
dinaria que  sobre  nulidad  del  testamento 
de  Desiderio  Duarte,  le  instauró  Isabel 
Duarte  Sandoval  de  Duarte  por  no  haberse 
comprobado  la  existencia  de  las  causales 
en  que  se  fundó  para  pedirla;  2o.,  que 
el  testamento  que  pasó  ante  los  oficios 
del  Notario  Licenciado  don  Alfredo  E.  Fi- 
gueroa,  con  fecha  nueve  de  agosto  último, 
es  válido  y legal,  por  estar  extendido  en 
conformidad  con  la  ley;  3o.,  que  por  las 
razones  que  se  indican  en  el  considerando 
respectivo,  declaraba  sin  lugar  la  tcce- 
ria  coadyuvante  deducida  por  Juana 
Duarte  Sandoval  en  el  juicio  ordinario  de 
nulidad  ya  indicado  y por  consiguiente 
absuelta  de  ella  a la  demandada  Gracie- 
la Recinos  Duarte  de  Carias;  y 4o.,  que 
tanto  la  demandante  como  la  tercera  coad- 
yuvante, deberían  pagar  las  costas  deí 
juicio. 

La  Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones. confirmó  la  sentencia  del  Juez  de 
la.  Instancia  de  Jalapa,  con  la  reforma  de 
que  las  costas  eran  a cargo  de  ambas  par- 
tes. 

— n — 

Contra  la  sentencia  del  Tribunal  de  .se- 
gundo grado,  Alfredo  Duarte  y Duarte,  con 
auxilio  del  Licenciado  Rafael  Padilla  M., 
introdujo  recurso  de  casación,  por  viola- 
ción dfi  ley  expresa  y quebrantamiento 
substancial  del  procedimiento,  denuncian- 
do como  infringidos  los  artículos  siguien- 
tes: 20,  21  y 22  inciso  7o.  Decreto  2010: 
TX  Decreto  1928;  850  Código  Civil  y 849 
del  mismo  cuerpo  legal,  reformado  por  el 
articulo  22  del  Decreto  2010;  y por  que- 
brantamiento de  forma  el  articulo  568  del 
Decreto  2009.  Pedidos  los  antecedentes 
y señalado  día  para  la  vista,  es  el  caso  de 
dictar  la  que  corresponde  . 


CONSIDERANDO: 

Tres  son  las  razones  principales  aducida.s 
por  la  parte  actora  para  demandar  la  nu- 
lidad del  testamento  otorgado  el  nueve  de 
Agosto  de  mil  novecientos  treinta  y cua- 
tro por  don  Desiderio  Duarte  Sandoval,  a 
saber:  a)  la  omisión  de  toda  referencia 
acerca  de  hijos  póstumos;  b)  la  presencia 
en  el  acto  del  otorgamiento  del  señor  An- 
tonio Ruano  y la  posible  presencia  de  la 
heredera  instituida  y de  su  esposo  don 
Martin  Carias;  y c)  la  cita  de  parte  del 
Notario  autorizante,  del  articulo  849  del 
Decreto  1932,  que  ya  estaba  derogado  por 
el  Decreto  2010,  de  veintiséis  de  ma.vo  de 
mil  novecientos  treinticuatro.  En  efecto, 
el  Articulo  21  del  Decreto  2010,  al  exigir 
que  en  todo  testamento,  el  otorgante  de- 
be expresar  su  voluntad  por  si  mismo,  ver- 
balmente o por  escrito,  en  forma  clara  y 
precisa  que  no  deje  lugar  a duda,  dispone 
que  el  causante  debe  declarar  lo  pertinen- 
te respecto  a hijos  póstumos  o nacidos 
después  de  otorgado  el  testamento.  Pero 
la  omisión  de  esta  referencia  no  puede 
invalidar  la  escritura  'testamentaria  del 
señor  Desiderio  Duarte.  puesto  que  sn  su 
clásula  segunda,  el  testador  manifestó  de 
manera  categórica  que  jamás  fué  casado, 
ni  tuvo  hijos  fuera  de  matrimonio.  En 
esa  virtud,  el  Notario  no  estaba  obligado 
a incurrir  en  una  redundancia  absoluta- 
mente innecesaria,  toda  vez  que  el  cau- 
sante habia  manifestado  su  carencia  de 
descendientes  legitimes  o ilegitimos.  Por 
otra  parte,  el  motivo  indicado  no  es  una 
de  las  causas  de  nulidad  de  la  escritura 
testamentaria  que  consigna  la  ley.  Y en 
fin,  aun  en  el  supuesto  de  que  la  omi.sión 
indicada  fuese  motivo  para  pedir  la  inefi- 
cacia del  testamento,  la  única  que  ten- 
dria  personalidad  para  alegarla,  seria  la 
madre  del  hijo  póstumo  quien  conservaría 
incólumes  sus  derechos  por  no  haber  sido 
expresamente  desheredado,  y,  en  ningún 
caso  la  señorita  Isabel  Duarte  Sadoval; 
el  segundo  motivo  de  nulidad  alegado  por 
la  parte  actora  consiste  en  la  presencia  de 
los  señores  Antonio  Ruano,  Martín  Ca- 
rias y Graciela  Recinos  de  Carias,  en  el 
acto  del  otorgamiento.  El  Notario  dió  fé 
de  haberse  encontrado  reunidas  en  un  so- 
lo acto,  del  principio  al  fin,  sin  interrup- 
ción alguna,  las  personas  que  deben  in- 
tervenir en  esta  inddle  de  actos;  pero’ 
no  empleó  la  palabra  "únicamente”.  El 
espíritu  de  la  lev  al  prohibir  la  presen- 
cia de  personas  extrañas  al  acto  durante 
la  facción  del  testamento,  es  el  de  pro- 
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teger  al  causante  contra  influencias  po- 
sibles de  individuos  interesados  en  la  he- 
rencia, evitando  asi  toda  presión  que  pue-' 
da  torcer  la  libre  voluntad  del  testador. 
Si  la  heredera  o su  esposo  hubiesen  esta- 
do presentes  en  el  acto,  su  concurrencia 
podria  invalidar  ei  instrumento  y seria 
motivo  para  fundar  una  acción  de  nuli- 
dad, pues  habrían  podido  cohibir  al  me- 
nos moralmente  al  señor  Duarte  Sando- 
val,  Pero  este  extremo,  afirmado  por  la 
parte  actora,  no  fué  probado  en  el  curso 
del  juicio.  En  cuanto  al  señor  Antonio 
Ruano,  que  asistió  para  ayudar  al  Notario 
en  el  trabajo  puramente  mecánico  de  la 
escritura,  es  persona  del  todo  ajena  al 
acto  y sin  ningún  interés  en  la ■ institución 
de  herederos,  que  pudo  ser,  en  caso  nece- 
sario, un  testigo  instrumental.  La  presen- 
cia de  este  último,  en  su  carácter  de  ama- 
nuense del  Notario,  no  puede  ni  debe  con- 
siderarse como  motivo  de  nulidad  del  tes- 
tamento; la  parte  demandante  invocó  co- 
mo último  argumento  para  pedir  la  decla- 
ratoria de  nulidad,  que  el  Notario  dió  fé 
de  haberse  cumplido  las  formalidades  que 
prescribe  el  articulo  849  del  Decreto  1932, 
cuando  la  ley  citada  habla  sido  derogada 
por  el  articulo  22  del  Decreto  2010,  de  re' 
formas  al  Código  Civil,  El  inciso  14  del 
articulo  22  Decreto  2010,  obliga  al  Notario 
a dar  fé  al  final  del  testamento,  de  que 
se  cumplieron  las  formalidades  exigidas 
por  los  trece  incisos  anteriores.  Pero  ni 
ese  Decreto,  ni  ninguna  ley  vigente  pres- 
cribe a los  notarios  que  citen  en  sus  ins- 
trumentos los  textos  legales  conducentes, 
limitándose  tal  obligación  a los  jueces  y 
tribunales  de  sus  resoluciones.  La  cita  del 
artículo  849  del  Código  Civil,  que  por  otra 
parte  es  idéntico  al  22  del  Decreto  de  Re- 
formas, salvo  su  inciso  3o.  que  aclara  lo 
relativo  al  número  de  testigos,  era  inne- 
cesaria y debe  tenerse  por  no  puesta;  pero 
no  anula  a la  escritura  testamentaria. 

Además  de  las  tres  causales  de  nulidad 
a que  se  ha  hecho  referencia  en  las  con- 
sideraciones anteriores,  la  ¡oarte  acto-ra 
alude  en  su  escrito  de  demanda  a la  po- 
sible incapacidad  del  testador  por  defi- 
ciencia mental  y a'coholismo.  El  Código 
Civil,  limitando  el  principio  de  que  puede 
testar  todo  aquel  a quien  la  ley  no  se  lo 
prohíbe  de  manera  expresa,  determina 
taxativamente,  en  su  articulo  822,  que  es- 
tán incapacitados  para  este  acto;  lo.,  el 
menor  de  edad,  2o.,  el  sujeto  a interdic- 
ción; 3o.,  el  sordo-mudo  y el  que  habien- 
do perdido  el  uso  de  la  palabra,  no  puede 


darse  a entender  por  escrito,  y 4o,,  el  que. 
sin  bailarse  en  interdicción,  no  goce  de 
sus  facultades  mentales  y volitivas  en  el 
acto  de  testar.  En  ninguna  de  las  tres 
primeras  situaciones  se  ha  probado  que  se 
hallara  don  Desiderio  Duarte  al  otorgar  su 
testamento,  y respecto  de  la  cuarta,  el  No- 
tario, cumpliendo  lo  ordenado  por  el  in- 
ciso 6o.  del  artículo  22,  Decreto  2010,  dió 
fé  de  la  capacidad  mental  y volitiva  del 
causante,  a juicio  del  cartulario  y de  los 
testigos  instrumentales.  La  carga  de  la 
prueba  gravita  sobre  la  parte  actora,  co- 
rrespondiendo al  demandante  probar  los 
extremos  de  la  demanda;  ninguna  prue- 
ba se  recibió  para  establecer  en  autos  la 
supuesta  incapacidad  mental  de  don  De- 
siderio Duarte.  En  fin,  como  acertada- 
mente considera  la  Sala  sentenciadora,  aún 
admitiendo  que  el  causante  no  se  encon- 
trase en  la  plenitud  de  su  capacidad  in- 
telectual en  la  época  en  que  otorgó  su  tes- 
tamento, el  articulo  13  del  Código  Civil 
no  permite  impugnar  por  incapacidad,  des- 
pués de  la  muerte  de  un  individuo,  los  ac- 
tos realizados  por  éste,  sino  cuando  la  in- 
terdicción ha  sido  solicitada  antes  de  su 
fallecimiento,  a cuando  la  prueba  de  tal 
incapacidad  resulta  del  mismo  acto  impug- 
nado, circunstancias  que  no  concurren  en 
el  caso  de  examen.  En  virtud  de  lo  ex- 
puesto, el  Tribunal  sentenciador  al  resol- 
ver como  lo  hizo,  no  vio’ó  las  disposiciones 
legales  contenidas  en  los  Artículos:  20,  21 
y 22  inciso  7o.  Decreto  2010;  IX  Decreto 
1928;  850  Código  Civil  y 849  del  mismo 
Cuerpo  legal,  reformado  por  el  Articulo 
22  del  Decreto  2010. 

CONSIDERANDO; 

Que  en  la  controversia  suscitada,  única- 
mente son  partes:  doña  Isabel  Duarte  San- 
doval  y doña  Graciela  Recinos  Duarte  de 
Carias,  y por  consiguiente,  ninguna  inter- 
vención correspondía  dar  al  Ministerio  Pú- 
blico. Además,  si  bien  es  cierto  que  se 
acumuló  al  juicio  ordinario  de  nulidad,  el 
testamento  de  don  Desiderio  Duarte,  tam- 
bién es  verdad  que  en  los  juicios  heredi- 
tarios la  intervención  que  se  dá  al  Mi- 
nisterio Público,  es  mientras  no  haya  re- 
caído auto  haciendo  declaración  de  here- 
deros y en  el  juicio  testamentario  acumu- 
lado al  ordinario  de  nulidad,  consta  que 
tal  declaratoria,  se  hizo  en  auto  de  fecha 
veintinueve  de  octubre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cuatro  y por  tanto  la  inter- 
vención del  Ministerio  Público  cesó  desde 
este  momento,  no  siendo  necesaria  en  los 
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actos  posteriores  en  que  las  partes  intere- 
sadas estaban  perfectamente  identificadas, 
por  cuya  razón  tampoco  es  procedente  el 
recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma,  basado  en  el  articulo  568  del 
Decreto  2009. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  dispuesto  en  los  Artículos:  505, 
506,  514  y 521  Decreto  2009;  233  Decreto 
1928,  DESESTIMA  el  recurso  de  casación 
interpuesto  y condena  a la  parte  recurren- 
te al  pago  de  las  costas  del  mismo  y a 
una  multa  de  veinticinco  quetzales,  y en 
caso  de  insolvencia,  sufrirá  la  pena  de 
veinticinco  dias  de  prisión,  conmutables  a 
razón  de  un  quetzal  diario. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
.suelto,  devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Maños.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  Ejecutivo.  Oscar  G.  Flores  con 
Emilio  Poitán  López. 

DOCTRINA:  El  recurso  de  nulidad  no  pro- 
cede contra  los  autos  dictados  en  grado. 


Corte  Suprema  de  Justicia.  Guatemala, 
siete  de  mayo  de  mil  novecientos  treinta 
y cinco. 

VISTOS:  El  señor  Oscar  Gerardo  Flores 
Soto,  con  auxilio  del  Licenciado  Juan  Ma- 
nuel Jiménez  Pinto,  interpuso  recurso  de 
apelación  contra  el  auto  dictado  por  la  Sa- 
la la.  de  Apelaciones,  fecha  diez  y seis 
de  marzo  del  presente  año,  en  que  rechaza 
de  plano  por  extemporáneo,  el  recurso  de 
nulidad  introducido  contra  el  auto  pro- 
nunciado por  la  misma  Sala  el  nueve  de  los 
mismos,  por  medio  del  cual  revoca  el  pro- 
ferido por  el  Juez  del  departamento  de 
Amatitlán  y declara  nulo  el  juicio  ejecu- 
tivo que  el  mandante  instauró  contra  Emi- 
lio Poitán  López;  y 

CONSIDERANDO:  De  acuerdo  con  lo  es- 
tablecido en  el  Capítulo  VI,  Título  V Li- 
bro II  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil 
y Mercantil,  en  relación  con  los  artículos 
235  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Ju- 


dicial y 91  de  la  Constitución  de  la  Repú- 
blica, el  recurso  de  nulidad  solamente  pro- 
cede contra  los  autos  proferidos  por  los 
Jueces  de  la.  Instancia  que  no  admiten  el 
recurso  de  apelación  y los  originarios  que 
pronuncien  las  Salas  de  Apelaciones;  en 
tal  concepto  resulta  inadmisible  el  inter- 
puesto por  Oscar  Gerardo  Flores  Soto  con 
auxilio  del  Licenciado  Juan  Manuel  Jimé- 
nez Pinto,  contra  el  auto  que  pronunció 
en  grado  la  Sala,  en  la  fecha  relacionada 
al  principio. 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, con  fundamento  en  las  leyes  cita- 
das, declara  improcedente  la  apelación 
otorgada. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes. 

Reina  Andrade.  — Solazar.  — Castella- 
nos R.  — Argueta  S.  — Serrano  Muñoz. 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  Arbitral.  Cayetano  Di  Leone  y 
Pascual  Rosito. 

DOCTRINA:  Solamente  procede  el  recur- 
so extraordinario  de  casación  contra  las 
resoluciones  y en  los  casos  que  la  ley 
determina. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
nueve  de  mayo  de  mil  novecientos  treinta 
y cinco.  ^ 

Visto  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación el  auto  que  la  Sala  2a.  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones  pronunció  con  fecha 
veintiocho  de  marzo  retropróximo,  y,  por 
medio  del  cual:  a)  confirma  lo  resuelto 
por  el  Juez  lo.  de  la.  Instancia  del  De- 
partamento de  Guatemala,  en  cuanto  se- 
ñaló el  término  de  tres  días  a los  señores 
Cayetano  Di  Leone  y Pascual  Rosito  para 
que  concurrieran  ante  los  oficios  del  No- 
tario don  Manuel  Soto  M.  con  el  objeto  de 
someter  a juicio  arbitral  la  liquidación  de 
cuentas  que  tienen  pendientes  con  moti- 
vo de  la  sociedad  que  formaron  los  seño- 
res Rosito  y Di  Leone,  bajo  apercibimien- 
to de  otorgar  de  oficio  la  escritura  públi- 
ca compromisoria  y de  nombrar  también 
de  oficio  el  árbitro  que  corresponde  desig- 
nar al  señor  Di  Leone;  y b)  dicho  Tribunal 
revocó  el  mencionado  auto  en  lo  que  res- 
pecta al  apercibimeinto  ordenado  por  el 
Juez. 
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CONSIDERANDO: 

Que  la  ley  procesal  en  materia  civil  de- 
termina las  resoluciones  contra  las  cuales 
cabe  el  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción; y en  qué  casos  se  da.  El  auto  some- 
tido hoy  al  conocimiento  de  este  Tribunal, 
por  su  naturaleza,  no  se  encuentra  com- 
prendido entre  aquella  clase  de  resolucio- 
nes; y por  esta  razón  es  improcedente  el 
recurso  interpuesto  por  don  Cayetano  Di 
Leone  D^atri  con  auxilio  del  Licenciado  don 
Juan  Córdova  Cerna,  el  doce  del  mes  pró- 
ximo pasado. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  estatuido  por  el  articulo 
506  del  Decreto  Legislativo  No.  2009  decla- 
ra la  improcedencia  del  recurso  de  que  se 
hizo  mérito. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  anteceden- 
tes con  certificación  de  lo  resuelto  al  Tri- 
bunal de  su  origen. 

Reina  Andrade.  — Salazar.  — Castella- 
nos R.  — Argueta  S.  — Serrano  Muñoz.  — 
Franco.  Rendón  S. 


CIVIL 

JUICIO:  Ordinario.  Willy  Dalchow  como 
apoderado  de  “W.  R.  Grace  y Co.”  con 
“Carlos  Quezada  y Co.” 

DOCTRINA:  La  compra-venta  judicial  que- 
da perfecta  desde  el  momento  de  la  apro- 
bación del  remate. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
nueve  de  mayo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Vista  por  recurso  de  casación,  la  sen- 
tencia proferida  por  la  Sala  Tercera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  treinta  y uno  de 
octubre  del  año  pasado,  en  el  juicio  ordi- 
nario seguido  por  don  Willy  Dalchow  co- 
mo apoderado  de  los  señores  “W.  R.  Grace 
y Compañía”  de  San  Francisco  California 
contra  la  casa  “Carlos  Quezada  y Compa- 
ñía” y sus  representantes  señores  Roberto 
Seidner,  Hans  Raucher  y Carlos  Gieseler; 
en  la  cual  se  confirma  la  que  dictó  el  Juez 
Tercero  de  Primera  Instancia  de  este  de- 
partamento, haciendo  constar  que  no  hay 
especial  condena  en  costas.  Las  partes 
son  civilmente  capaces,  de  este  vecinda- 


rio y accionan  como  abogados  directores, 
los  Licenciados  Antonio  Dardón  y Fran- 
cisco M.  Rodas. 

— I — 

Con  fecha  siete  de  noviembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y cuatro,  se  presentó  al 
Juez  Tercero  de  la.  Instancia,  don  Willy 
Dalchow,  exponiendo:  que  era  mandata- 
rio de  los  señores  “W.  R.  Grace  y Com- 
pañía” de  San  Francisco  California,  según 
el  documento  que  acompañaba  y en  tal 
virtud,  exponía:  que  los  señores  W.  R. 
Grace  y Compañía  remataron  veintidós 
mil  novecientos  cincuenta  y cinco  sacos 
de  yute  y el  Juez  que  conoció  de  ese  jui- 
cio se  los  adjudicó  en  pago;  que  estos  sa- 
cos pertenecían  a los  señores  Carlos  Que- 
zada y Compañía,  quienes  proponiendo  un 
arreglo  voluntario  a sus  acreedores  inclu- 
yeron en  su  activo  los  sacos  relacionados; 
que  por  tales  razones  sus  poderdantes  in- 
terpusieron un  incidente  dentro  del  con- 
venio preventivo,  a fin  de  que  se  declarara 
que  debían  excluirse  del  Activo  esos  sacos 
pero  que  el  Juez  3o.  de  la.  Instancia  de- 
claró sin  lugar  esa  solicitud.  La  Sala  ju- 
risdiccional entró  a conocer  en  virtud  de 
apelación  y resolvió  confirmando  esa  re- 
solución, basada  en  las  siguientes  razones: 
que  mientras  no  se  haya  otorgado  la  escri- 
tura respectiva  puede  el  deudor  salvar 
los  sacos  del  remate  y que  aún  no  habla 
hecho  la  liquidación  de  la  cantidad  a que 
asciende  la  deuda  materia  del  juicio  eje- 
cutivo y de  las  costas  inseparables  de  la 
ejecución,  requisitos  que  son  indispensa- 
bles para  la  transferencia  de  los  sacos  re- 
matados; siguen  exponiendo  que  las  razo- 
nes en  que  se  basó  la  resolución  carecen 
de  fundamento  legal  por  lo  siguiente:  que 
al  aprobarse  el  remate  de  los  bienes  que- 
da perfecta  la  venta  ya  que  según  la  ley, 
este  contrato  es  consensual  y como  tal  no 
se  necesita  la  entrega  de  la  cosa  vendida 
ni  del  precio  y que  en  las  ventas  judicia- 
les para  transferir  la  propiedad  no  se  ne- 
cesita del  otorgamiento  de  la  escritura 
traslativa  del  dominio,  pues  con  solo  la 
aprobación  del  remate  se  transfiere  ésta; 
que  por  otra  parte  los  señores  Quezada 
y Co.,  están  en  la  imposibilidad  de  resca- 
tarlos ya  que  se  presentaron  en  liquidación 
voluntaria  incluyendo  en  su  activo  esos 
sacos,  a pesar  de  haber  quedado  privados 
dei  dominio  de  la  cosa  rematada.  Que 
fundado  en  esos  hechos  demandaba  a los 
señores  Carlos  Quezada  y Co.  y a los  re- 
presentantes de  los  acreedores  de  esa  casa 
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para  que  en  definitiva  se  declarara:  que 
Carlos  Quezada  y Co.  necesita  para  poder 
disponer  de  los  sacos,  pagar  a sus  man-' 
dantes  la  suma  de  seis  mil  doscientos  no- 
venta dólares  y cinco  centavos  de  igual 
moneda,  cantidad  a que  a.sciende  la  liqui- 
dación hecha  y aprobada  por  el  Juez  lo. 
de  la.  Instancia  en  el  juicio  ejecutivo  de 
referencia.  El  Juez  3o.  dió  audiencia  por 
seis  dias  en  la  vía  ordinaria  a los  deman- 
dados y reconoció  la  personería  del  pre- 
sentado. Los  señores  Roberto  Seidner, 
Hans  Raucher  y Carlos  Gieseler  como  re-' 
presentantes  de  los  acreedores  de  la  casa 
demandada  y los  señores  Enrique  Goicolea 
y Carlos  Quezada,  contestaron  la  deman- 
da en  los  siguientes  términos:  que  los  se- 
ñores Carlos  Quezada  y Co.,  en  lo  privado 
llamaron  a sus  acreedores  para  celebrar 
un  convenio  y manifestar  el  estado  en  que 
se  encontraban  y a esas  juntas  concurrió 
el  señor  don  Wllliam  Vicent  Lynch  como 
representante  de  la  casa  demandante.  En 
la  junta  de  acreedores  celebrada  el  vein- 
ticinco de  abril  de  mil  novecientos  treinta 
y uno,  se  convino  dar  poder  amplio  y bas- 
tante a los  señores  Roberto  Trigo  Serrano 
que  representaba  a Rosin  Brothers  y Com- 
pañía y a don  William  V.  Lynch  que  re- 
presentaba a los  señores  W.  R.  Grace  y 
Compañía,  quienes  procedieron  a vender, 
cobrar  y a hacer  otros  arreglos  convenien- 
tes; pero  el  señor  Lynch  se  presentó  al 
Juez  lo.  de  la.  Instancia  ejecutando  a los 
señores  Quezada  y Co.  y embargando  los 
sacos  discutidos,  logrando  que  se  aprobara 
el  remate  en  el  que  se  le  adjudicaban  los 
sacos  en  pago  de  su  deuda.  Que  los  seño- 
res Quezada  se  presentaron  en  liquidación 
voluntarla  cuyo  convenio  aceptó  el  señor 
Lynch  y fué  aprobado  por  el  Juez,  hacien- 
do constar  la  Secretaría,  que  ninguna  per- 
sona se  había  presentado  impugnando  la 
lista  de  los  acreedores,  por  lo  que  había 
pasado  a ser  cosa  juzgada;  que  el  hecho 
de  que  los  demandantes  hayan  rematado 
los  sacos  y que  el  remate  haya  sido  apro- 
bado no  cambia  su  situación  jurídica  con 
diferencia  a los  otros  acreedores,  sino  to- 
do lo  contrario,  los  iguala  porque  el  prin- 
cipio jurídico  sostenido  por  la  ley  civil  de 
los  derechos  que  pudieran  tener  por  el  re- 
mate, quedan  supeditados  en  un  todo  a las 
disposiciones  del  Decreto  número  1812,  y 
éste  es  el  caso  especial  que  no  han  tenido 
en  cuenta  los  actores  al  entablar  su  de-* 
manda.  Que  ese  Decreto  manda  suspen- 
der las  ejecuciones  seguidas  en  otros  tri- 
bunales, por  lo  que  ese  juicio  ejecutivo  de- 


bería estar  en  el  convenio  preventivo  de 
los  señores  Quezada  y Co.;  que  dichos  se- 
ñores incluyeron  los  sacos  en  su  Activo, 
porque  les  pertenecen  y no  es  exacto  que 
el  remate  transfiera  la  propiedad  como  lo 
deja  apuntado  la  parte  actora,  porque  la 
ley  establece  con  toda  claridad  que  mien- 
tras no  esté  otorgada  la  escritura  trasla- 
tiva de  dominio,  el  deudor  puede  salvar 
los  bienes;  en  consecuencia  la  aprobación 
del  remate  no  dá  el  dominio  de  los  bienes 
subastados,  porque  no  se  ha  consumado 
la  venta.  En  vista  de  lo  expuesto,  pidieron 
que  en  definitiva  se  declare:  que  el  jui- 
cio ejecutivo  que  se  sigue  en  el  Juzgado 
lo.  de  la.  Instancia  debe  formar  parte  del 
convenio  de  los  señores  Carlos  Quezada  y 
Cía.;  que  los  señores  W.  R.  Grace  y Cía., 
al  igual  de  los  otros  acreedores,  únicamen- 
te tienen  derecho  al  porcentaje  que  les 
corresponde  al  hacer  la  liquidación;  que 
si  son  dueños  de  los  sacos,  deben  entregar 
a los  liquidadores  la  suma  en  que  fueron 
rematados  para  que  se  liquide  la  sociedad 
y pidieron  por  último  que  se  les  absolvie- 
ra de  la  demanda  y que  se  condenara  a 
los  demandados  por  su  temeridad,  al  pago 
de  las  costas,  gastos  y perjuicios  ocasio- 
nados. El  Juez  tuvo  por  contestada  nega- 
tivamente la  demanda  y dló  audiencia  de 
la  reconvención  a la  parte  actora,  quien 
rebatiendo  los  argumentos  expresados,  di- 
jo: que  el  remate  en  que  los  sacos  fueron 
adjudicados  en  pago  a W.  R.  Grace  y Cía., 
se  verificó  el  cinco  de  abril  de  mil  nove- 
cientos treinta  y dos,  y el  día  veintiuno 
del  mismo  mes,  obtuvo  la  debida  aproba- 
ción; es  decir,  cuando  aún  no  existía  el 
Decreto  1812,  que  se  emitió  hasta  el  tres 
de  mayo  de  ese  mismo  año  y el  cual  por 
consiguiente  no  ha  podido  afectar  los  de- 
rechos de  propiedad  y dominio  que  con 
anterioridad  a su  vigencia,  adquirieron  de 
manera  legitima  sus  poderdantes;  que  eje- 
cutoriado el  auto  donde  se  aprobó  el  re- 
mate, los  sacos  dejaron  de  pertenecer  a loa 
ejecutados;  que  el  hecho  de  que  no  se  ha- 
ya otorgado  escritura  traslativa  de  domi- 
nio es  una  formalidad  secundaria  en  la 
consumación  del  contrato;  que  los  pun- 
tos que  piden  los  contratos  se  declaren, 
los  niega  rotundamente  y termina  solici- 
tando que  se  declare  sin  lugar  la  contra 
demanda  y que  se  absuelva  de  ella  a sus 
representados.  El  Juez  tuvo  por  contesta- 
da negativamente  la  reconvención,  y abrió 
el  juicio  a prueba  por  el  término  de  treinr 
ta  días,  durante  el  cual  se  rindieron  las 
siguientes:  por  parte  de  los  señores  llqui- 


236 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


dadores  de  Carlos  Quezada  y Co.:  diligen’ 
cías  voluntarias  de  convenio  y liquidación 
de  la  casa  Carlos  Quezada  y Cia;  incidente 
propuesto  por  Grace  y Co.  para  que  se 
exciuyeran  los  sacos  de  yute  del  Activo 
de  Quezada;  poder  otorgado  a favor  de  los 
señores  Serrano  y Lynch  y un  informe  emi- 
tido por  The  Anglo  South  American  Bank, 
de  fecha  veinticuatro  de  enero  del  año  pa- 
sado. Después  de  los  alegatos  de  las  par- 
tes, el  Juez  3o.  de  la.  Instancia  de  este 
departamento,  el  quince  de  mayo  del  año 
pasado,  dictó  sentencia  absolviendo  de  la 
demanda  a Carlos  Quezada  y Co.  y a los 
acreedores  de  dicha  casa  representados  por 
don  Roberto  Seidner,  don  Hans  Raucher 
y don  Carlos  Gieseler;  así  como  absueltos 
de  la  reconvención  a “W.  R.  Grace  y Co.”, 
dejando  a salvo  los  derechos  de  contrade- 
mandante para  hacerlos  valer  ante  quien 
corresponda  y que  las  costas  eran  a cargo 
de  ambas  partes.  F’undamento  del  Juez: 
"Que  nuestra  ley  procesal  aceptó  en  par- 
te, durante  algún  tiempo  la  doctrina  de 
que,  una  vez  aprobado  el  remate,  pasan  los 
bienes  sobre  los  cuales  ha  recaído  a ser 
propiedad  del  rematarlo  y quedan  defini- 
tivamente terminados  todos  los  derechos 
que  el  deudor  quisiera  hacer  valer  para  es- 
timarlos todavía  como  suyos  o rescatarlos; 
pero  dicho  criterio  se  modificó  substancial- 
mente por  el  artículo  78  del  Decreto  Legis- 
lativo No.  1747,  y han  sido  consecuentes 
con  la  reforma  las  disposiciones  dictadas 
con  posterioridad  para  reglamentar  las  re- 
laciones entre  deudores  y acreedores.  Por 
tal  motivo,  es  evidente  que  si  el  deudor 
puede  no  sólo  obtener  prórroga  sino  sal- 
var sus  bienes  o buscar  para  ellos  un  me- 
jor comprador,  el  concepto  de  la  venta  ju- 
dical  no  puede  ser  exactamente  el  mismo 
que  el  de  la  venta  privada,  desde  luego 
que  los  bienes  rematados  no  salen  del  do- 
minio del  ejecutado  mientras  el  juicio  no 
esté  terminado  en  absoluto  con  el  otorga- 
miento de  la  escritura,  acto  que  ya  no  es 
una  simple  formalidad  sino  la  consuma- 
ción y perfeccionamiento  de  la  venta,  y 
que  no  puede  dejar  de  efectuarse  aun  cuan- 
do se  trate  de  bienes  muebles,  como  cla- 
ramente lo  establece  la  ley,  siempre  que 
el  valor  de  estos  pase  de  quinientos  quet- 
zales. Articulo  XIV  del  Decreto  Legislati- 
vo No.  1928;  88  del  Decreto  1747;  Decretos 
1807  y 1379;  Artículos  234  y 246  del  De- 
creto 272  y 721  y 1001  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Civiles.  (“Estudios  de  Dere- 
cho Civil”  por  don  Felipe  Sánchez  Ro- 
mán; Tomo  4o.,  página  560,  No.  18) . “Que 


el  articulo  289  del  Decreto  Número  273  per- 
mite interponer  tercerías  en  cualquier  es- 
tado del  juicio  con  tal  de  que,  si  son  de 
dominio  no  se  haya  dado  posesión  de  los 
bienes  al  rematarlo  o al  actor;  lo  cual  es 
una  razón  más  para  estimar  que  la  venta 
judicial  no  es  perfecta,  de  conformidad 
con  nuestras  leyes,  mientras  no  se  haya 
otorgado  la  escritura  traslativa  de  domi- 
nio, pues  de  lo  contrario  no  se  explicaría 
la  facultad  que  tienen  los  terceros  para 
hacer  valer  sus  derechos  aun  después  de 
estar  aprobado  el  remate.  La  venta  no  se 
puede  invalidar  de  hecho,  y en  esa  virtud, 
la  aceptación  del  contrato  como  perfecto, 
media  vez  el  remate  está  aprobado,  obli- 
garía a los  terceros  a demandar  la  nulidad 
o rescisión  de  ella  al  hacer  valer  sus  de- 
rechos por  medio  de  la  tercería.  Artícu-' 
los  1425,  1426,  1427,  1498,  2359  y 2365  del 
Código  Civil.”  “Que  en  la  providencia  de 
fecha  dos  de  marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y tres  dictada  en  el  incidente  pro- 
movido por  don  William  V.  Lynch,  este 
Tribunal  no  resolvió,  como  ha  querido 
atribuírselo,  que  “Carlos  Quezada  y Com- 
pañía” deba  pagar  el  valor  de  los  sacos 
rematados  para  poder  estimarlos  de  su  pro- 
piedad; por  el  contrario,  en  dicha  resolu- 
ción no  se  hace  más  que  exponer  en  tér- 
minos generales  la  opinión  sustentada  en 
los  considerandos  anteriores,  es  decir:  que 
la  venta  en  este  caso  no  es  definitiva  y 
que,  como  consecuencia  de  ella,  si  tuvo  de- 
recho “Carlos  Quezada  y Compañía”  para 
hacer  figurar  en  sus  inventarios  los  sacos 
objeto  de  la  ejecución  iniciada  por  “W.  R. 
Grace  y Compañía”,  y es  improcedente  la 
acción  que  se  ha  hecho  vaier  por  medio 
de  este  juicio.  Artículos  citados  y 603  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles”.  “Que 
la  solicitud  de  convenio  preventivo  produ- 
ce todos  los  efectos  de  la  quiebra  en  lo 
que  se  refiere  a las  ejecuciones  que  exis- 
tan contra  los  bienes  del  deudor,  o sea 
que,  desde  el  momento  en  que  se  presenta, 
los  bienes  que  en  ellas  figuran  quedan  su- 
jetos en  todo  a los  resultados  del  convenio, 
con  la  diferencia  con  respecto  a la  quie- 
bra de  que,  por  no  ser  atractivo  el  conve- 
nio, conservan  su  competencia  los  tribu- 
nales ante  quienes  las  ejecuciones  se  ven- 
tilan y es  ante  ellos  que  deben  los  acree- 
dores hacer  valer  sus  derechos  de  igual- 
dad o preferencia  respecto  a los  acreedo- 
res que  hayan  ejecutado  con  anterioridad 
pero  que  todavía  no  tienen  un  derecho  ad- 
quirido por  no  estar  concluidos  los  juicios 
correspondientes,  y les  afectan  las  leyes 
posteriores.  En  consecuencia,  este  Juzga- 
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do  no  puede  entrar  a conocer  de  los  pun- 
tos contenidos  en  la  contra  demanda,  los 
cuales  deben  ser  resueltos  por  el  tribunal 
que  conoce  del  ejecutivo  entablado  por  “W. 
R.  Grace  y Compañía”,  con  vista  de  lo  que 
se  haya  probado  y acordado  en  el  conve- 
nio que  se  celebró.  Decreto  Legislativo 
Número  1812;  artículo  82  del  Decreto  Nú- 
mero 1928;  16,  inciso  4o.,  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles;  285  y 290  del  De- 
creto 273”. 

Willy  Dalchow  con  auxilio  del  Licencia- 
do Antonio  Dardón,  introdujo  contra  la 
ejecutoria  de  la  Sala  3a.,  recurso  de  ca- 
sación por  violación  de  ley,  denunciando 
como  infringidos  los  siguientes  artículos: 
1398,  1306,  1425,  1426  y 1479  del  Código 
Civil  del  año  de  1877;  78  del  Dto.  1747;  282, 
667  luciso  lo.  y 903  del  Código  de  Proce- 
dimientos Civil  y Mercantil;  16  Dto.  2010. 
Preceptos  fundamentales  contenidos  en  los 
Artos  II  y V de  la  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial.  El  escrito  de  introducción 
del  recurso  tiene  fecha  siete  de  diciem- 
bre del  año  pasado;  el  ocho  del  mismo  mes 
y año  se  volvió  a presentar  el  señor  Dal- 
chow diciendo:  que  como  no  consiguió  en 
su  escrito  de  introducción  del  recurso,  su 
edad,  nacionalidad  y segundo  apellido,  ni 
la  casa  donde  vivía,  hacia  constar  que  era 
de  cuarenta  y un  años  de  edad,  de  nacio- 
nalidad alemana  y que  su  segundo  apelli- 
do era  Rlecken  y que  vive  en  la  casa  nú- 
mero 31  de  la  10a.  Calle  Poniente  de  esta 
ciudad.  Al  mismo  tiempo  hacia  constar 
que  los  artículos  que  citó  en  su  escrito  co- 
mo violados  por  la  Sala  3a.  en  su  fallo, 
eran:  volvió  a transcribir  los  mismos  ar- 
tículos ya  citados  con  excepción  del  1306 
que  lo  substituyó  por  el  1406,  los  dos  del 
Código  Civil  antiguo.  Pedidos  los  antece- 
dentes y señalado  dia  para  la  vista,  es  el 
caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

El  convenio  que  propuso  a sus  acreedo- 
res Quezada  y Compañía,  no  pudo  perju- 
dicar los  derechos  adquiridos  por  terce- 
ros en  contratos  verificados  con  anteriori- 
dad, caso  en  el  cual  se  encuentra  Grace 
y Compañía  con  respecto  a la  compra  de 
los  sacos  en  subasta  judicial,  pues  aun 
cuando  no  se  había  otorgado  escritura  pú- 
blica de  traspaso,  debe  observarse  que  ve- 
rificado el  remate,  aprobado  en  su  opor- 
tunidad, practicada  la  liquidación  y apro- 
bada ésta  asimismo  por  el  Juez,  la  pro- 
piedad de  los  efectos  rematados  habían 
pasado  plenamente  al  rematario,  toda  vez 


que  tratándose  de  bienes  muebles,  el  otor- 
gamiento de  la  escritura  pública  no  era 
indispensable,  bastando  que  la  venta  cons- 
tara en  el  acta  de  remate  y en  el  auto  de 
aprobación.  Artos.  233,  234  y 246  Dto.  272. 

CONSIDERANDO: 

El  artículo  4o.  inciso  2o.  del  Dto.  Leg. 
1812  ordenaba  la  suspensión  de  toda  eje- 
cución al  presentarse  el  convenio,  excepto 
las  iniciadas  por  acreedores  hipotecarios 
o prendarios,  pero  es  el  caso  que  el  proce- 
dimiento ejecutivo  que  Iniciara  Grace  y 
Compañía  estaba  ya  terminado,  siendo  así 
que  sólo  faltaba  un  requisito  no  necesario, 
como  se  deja  expuesto,  por  tratarse  de 
bienes  muebles;  pero  suponiendo  lo  con- 
trario y estimando  forzoso  el  otorgamien- 
to de  la  escritura,  tal  circunstancia  en 
nada  modificaba  la  condición  jurídica  de 
adquirente  de  los  bienes  rematados  sino 
sólo  facultaba  al  deudor  para  salvar  esos 
bienes  de  la  venta  pagando  íntegramente 
al  acreedor  el  monto  de  la  liquidación 
aprobada  por  el  Juez,  como  clara  y termi- 
nantemente lo  preceptuaba  el  articulo  78 
del  Dto.  1747,  en  vigor  en  la  fecha  en  que 
el  convenio  fué  propuesto. 

CONSIDERANDO: 

Es  indudable  que  la  compra-venta  veri- 
ficada en  subasta  judicial  quedó  perfecta 
desde  que  el  remate  fué  aprobado,  de 
acuerdo  con  lo  expuesto  anteriormente, 
pero  de  todos  modos,  si  el  deudor  no  lo  es- 
timaba asi  y quería  hacer  suyos  los  sacos 
salvándolos  de  la  venta,  debió  haber  pa- 
gado antes  de  que  se  otorgara  la  escritu- 
ra de  traspaso,  lo  que  tuvo  lugar  el  cinco 
de  septiembre  del  año  próximo  pasado,  sin 
oposición  de  ninguna  clase.  En  tal  virtud, 
la  declaración  que  se  solicita  en  la  parte 
petitoria  de  la  demanda  ya  no  puede  ha- 
cerse porque  seria  en  contravención  de  lo 
dispuesto  en  el  mismo  articulo  78  ya  ci- 
tado, toda  vez  que  desde  que  se  otorgó  la 
repetida  escritura  cesó  la  facultad  del  deu- 
dor de  poder  salvar  sus  bienes  del  rema- 
te pagando  al  acreedor;  de  tal  manera 
que  no  obstante  que  la  sentencia  recurri- 
da contiene  errónea  interpretación  de  la 
ley  y violación  de  los  artículos  78  Dto.  1747 
y 1479  del  Código  Civil  del  77,  citados  en 
el  recurso,  el  fallo  que  se  dicte  debe  con- 
tener igual  resolución  que  el  fallo  recurri- 
do, aunque  con  efectos  jurídicos  bien  dis- 
tintos, lo  cual  justifica  la  admisión  del  re- 
curso. 
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POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y de  lo  dispuesto 
en  los  artículos  506  inciso  lo.  y 518  del 
C.  de  E.  C.  y M.,  CASA  Y ANULA  la  sen- 
tencia recurrida  y resolviendo  en  lo  prin-* 
clpal  absuelve  de  la  demanda  a la  parte 
demandada,  pues  los  sacos  rematados  pa- 
saron definitivamente  a la  propiedad  de 
Grace  y Compañía. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  correspononde. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  So- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí.  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  Ejecutivo.  Carlota  Paiz  Arrechea 
viuda  de  Escobar  con  Paulino  Victoria. 

DOCTRINA:  El  recurso  de  casación  sola- 
mente procede  en  los  casos  que  deter- 
mina la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
Mercantil. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
nueve  de  mayo  de  mil  novecientos  treinta 
y cinco. 

Visto  en  casación  el  auto  dictado  por  la 
Sala  2a.  de  Apelaciones,  fecha  diecinueve 
de  marzo  último,  en  el  juicio  ejecutivo 
que  doña  Carlota  Paiz  Arrechea  viuda  de 
Escobar,  sigue  en  el  Juzgado  2o.  departa-" 
mental,  contra  don  Juan  Paulino  Victorlo. 

— I — 

El  recurso  de  casación  se  funda  en  que 
el  auto  recurrido  contiene  violación,  apli- 
cación indebida,  interpretación  errónea  de 
la  ley  y por  error  de  hecho  y de  derecho 
en  la  apreciación  de  las  pruebas,  citando 
como  violadas  la.s  leyes  siguientes:  877, 
908  inciso  9o.,  914,  916,  2300,  2305  C.  C. 
Antiguo:  333  Dto.  272;  685,  686,  1084,  1093 
inciso  2o.,  1096,  1114  Código  Civil  Nuevo 
(Decreto  1932);  364,  858  inciso  3o.,  867, 
882  y 884  Decreto  Leg.  2009. 

— II  — 

La  señora  viuda  de  Escobar  adquirió  co- 
mo legado  de  don  Lisandro  Paiz,  el  cré- 
dito por  valor  de  veinticinco  mil  pesos  bi- 
lletes a cargo  de  doña  Francisca  Victo- 


rio,  a quien  le  siguió  ejecución  ante  el  Juz- 
gado 2o.  departamental,  y el  29  de  Agosto 
de  1932,  .se  requirió  de  pago  a su  hijo  Juan 
Victoria,  por  haber  fallecido  ya  la  deudo- 
ra madre  de  éste,  quien  manifestó  que  no 
teniendo  como  cancelar  esa  deuda  no  lo 
hacia  y se  trabó  embargo  en  la  finca  que 
poseía;  después  de  haberse  señalado  va- 
rias audiencias  para  remate  que  no  tu- 
vieron lugar,  el  15  de  enero  del  año  en 
curso,  se  señaló  el  último  remate  que 
se  llevó  a cabo,  habiendo  fincado  en  el 
señor  Carlos  Ortiz  quien  en  ese  acto  lo  ce- 
dió a la  ejecutante;  ese  mismo  día,  el 
ejecutado  presentó  dos  articulaciones 
una  en  que  pedia  la  nulidad  de  lo  actua- 
do por  no  haberse  observado  las  dispo- 
siciones del  Código  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vii  y Mercantil  que  entró  en  vigor  el  15 
de  septiembre  de  1934,  y la  otra  en  que 
se  suspendiera  el  remate  y la  ejecución, 
revocando  el  auto  en  que  se  señaló  día 
para  aquel,  fundada  en  la  escritura  públi- 
ca que  presentó,  la  cual  contiene  lo  si- 
guiente: el  17  de  Junio  de  1933,  doña  Ro- 
saura Paiz  Ronquillo  manifestó  en  dicha 
escritura,  entre  otras  cosas:  que  el  señor 
Victorio  se  había  presentado  a la  Jefatu- 
ra Política  de  este  departamento,  recla- 
mándole, como  heredera  de  su  hermano 
don  Lisandro  Paiz,  el  otorgamiento  de  la 
carta  de  pago  por  la  suma  de  setenticin- 
co  mil  pesos  que  entregó  don  Jorge  Paiz, 
apoderado  entonces  de  don  Lisandro,  co- 
mo abono  de  la  deuda  por  cien  mil  pesos; 
que  entre  las  pruebas,  le  exhblló  una  car- 
ta de  dicho  ex-apoderado,  fecha  10  de  sep- 
tiembre de  1932,  en  que  declaraba  que  el 
6 de  octubre  de  1930  cuando  vivía  aún  don 
Lisandro,  recibió  de  Victorlo  la  suma  in- 
dicada; que  como  sabía  que  don  Jorge 
Paiz  estaba  facultado  para  recibir  dine- 
ro, no  tenía  inconveniente  de  aceptar  y 
tener  por  bien  hecho,  el  referido  abono, 
sin  perjuicio  de  los  derechos  de  los  ac- 
tuales poseedores  de  los  créditos. 

— III  — 

El  Juez  a-qúo  declaró  sin  lugar  los  in- 
cidentes, pero  en  virtud  de  apelación,  la 
Sala  jurisdiccional,  confirmó  el  primero 
y revocó  el  segundo  con  fecha  19  de  mar- 
zo último.  El  Juez  se  funda,  para  la  de- 
claración del  segundo  incidente,  que  la 
señorita  Rosaura  Paiz  Ronquillo  no  tenia 
personería  para  hacer  una  declaración  co- 
mo la  que  hizo  en  la  escritura  relacio- 
nada, ya  que  no  era  dueña  del  crédito  y 
no  estó  Inscrúo  en  el  Registro  dicho  docu- 
mento que  sirve  de  base  al  articulante; 
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la  Sala  considera,  que  tal  escritura  des- 
truye la  fuerza  ejecutiva  entablada,  por- 
que la  señorita  Paiz  Ronquillo,  heredera 
universal  y albacea  de  don  Lisandro  de 
iguales  apellidos,  sí  tenía  capacidad  le- 
gal para  otorgar  tal  escritura,  sin  que  pue- 
da discutirse  en  un  incidente  como  el  que 
se  trata,  de  la  validez  o nulidad  del  acto 
que  contiene;  que  también,  no  es  regls- 
trable  porque  sólo  constituye  un  abono 
de  varios  créditos,  sin  que  se  explique  a 
cuál  de  ellos  debe  aplicarse.  Contra  este 
último  auto  se  interpone  el  recurso  rela- 
cionado y siendo  hoy  el  día  de  la  vista, 
es  el  caso  de  dictar  la  resolución  que  co- 
rresponde. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  pronunciamiento  dictado  por  la 
Sala  2a.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  el  diez 
y nueve  de  marzo  del  corriente  año,  no 
está  comprendido  en  el  Artículo  506  del 
Código  de  Eujuiciamiento  Civil  y Mer< 
cantil. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  la  ley  citada,  declara  impro- 
cedente el  recurso  de  casación  que  intro- 
dujo doña  Carlota  Palz  Arrechea  viuda 
de  Escobar,  con  auxilio  del  Lie.  Julio  E. 
López,  contra  la  resolución  de  que  al  prin- 
cipio se  hizo  mérito. 

Notiflquese  y con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes. 

Reina  Aandrade.  — Salazar.  — Cantella' 
nos  R.  — Argueta  S.  — Serrano  Muñoz. 
Ante  mi.  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  Ordinario.  Gustavo  López  Cáce- 
res  con  Federico  Bull  de  Caroll  y Fede- 
rico Giesselmann  y compañera. 

DOCTRINA:  Solamente  en  el  caso  de  que 
se  tratara  de  una  escritura  pública  de 
constitución  de  una  sociedad  colectiva  o 
de  disolución  de  la  misma,  podría  afec- 
tarla de  nulidad  la  omisión  de  inscribir- 
la en  el  Registro  Mercantil,  o de  ano- 
tarla en  el  de  Personas  Jurídicas 


Corte  Suprema  de  Ju.sticla:  Guatemala, 
dieciocho  de  Junio  de  mil  novecientos  trein 
ta  y cinco. 


Para  resolverlo  se  examina  el  recurso 
extraordinario  de  casación  introducido  por 
don  Manuel  Antonio  Castillo,  como  man- 
datario judicial  de  don  Federico  Bull  Mo- 
reno y de  doña  Sofía  Bull  de  Caroll,  con- 
tra la  sentencia  ejecutoria  proferida  pol- 
la Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes el  once  de  abril  del  año  en  curso,  en 
el  juicio  ordinario  seguido  por  don  Gus- 
tavo López  Cáceres,  en  concepto  de  terce- 
ro, contra  los  señores  Federico  Bull  y So- 
fía Bull  de  Carol  — como  ejecutantes — y 
Federico  Giesselmann  y Ella  Knigth  de 
Giesselmann,  como  ejecutados. 

En  el  recurso,  que  fué  auxiliado  por  el 
Abogado  Carlos  Kltissmann,  se  asevera 
que  la  Sala  sentenciadora  violó  los  Ar- 
tículos 235,  239,  242,  243,  250,  252,  253 
Código  de  Comercio,  1804,  1805  y 1806  Có- 
digo Civil,  282,  293  y 259  Código  de  En- 
juiciamiento Civil  y Mercantil  y 603  Có- 
digo de  Procedimientos  Civiles  de  1877. 

En  los  autos  que  sirven  de  antecedente 
al  recurso  que  se  examina  consta  lo  que 
sigue: 

1. — El  treinta  de  enero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cuatro  se  presentó  don  Gus- 
tavo Cáceres  López  ante  el  Juez  Primero 
Departamental  interponiendo  tercería  ex' 
cluyente  de  dominio  en  la  ejecución  que 
el  señor  Bull  y la  señora  Bull  de  Caroll 
entablaron  contra  los  esposos  Giesselmann- 
Knigth.  , I I • 

La  tercería  estaba  fundada  en  el  hecho 
de  que  a los  ejecutados  se  les  trabó  em- 
bargo en  los  talleres  “Santa  Teresa”,  o sea 
en  las  fincas  números  mil  doscientos  vein- 
tiuno, mil  doscientos  veintitrés  y diez  y 
seis  mil  ciento  setenta  y ocho,  folios  vein- 
tiuno, veinticinco  y doscientos  veintisiete 
de  los  libros  trinta  y uno,  trinta  y uno  y 
ciento  cincuenta  y cinco  de  Guatemala, 
respectivamente;  así  como  también  la  ma- 
quinaria, madera,  mobiliario  y demás  en- 
seres de  los  indicados  talleres  y se  nombró 
depósitario  al  ejecutado  señor  Giessel- 
mann; siendo  así  que  desde  el  tres  de  ma- 
yo de  mil  novecientos  treinta  el  deman- 
dante señor  Cáceres  López  era  dueño  ex- 
clusivo de  los  inmuebles  referidos  y talle- 
res embargados  indebidamente  al  consocio 
Giesselmann  Knigth,  quienes  en  ponste-' 
cuencia  ya  no  eran  propietarios  de  los  ta- 
lleres tantas  veces  aludidos. 

Para  justificar  su  afirmación,  el  señor 
Cáceres  López  presentó  un  testimonio  de 
la  escritura  pública  autorizada  en  esta  ciu- 
dad por  el  notario  Manuel  Franco  R.,  el 
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tres  de  mayo  de  nül  novecientos  treinta, 
con  la  que  se  demuestra  que  es  el  único 
propietario  de  la  empresa  referida. 

2.  — ^Don  Manuel  Antonio  Castillo,  como 
apoderado  de  los  ejecutantes,  negó  la  de-' 
manda  interpuesta  por  el  señor  Cáceres 
López  y a la  vez  contrademandó  a este 
señor  para  que  se  declare  la  nulidad  de  la 
escritura  pública  autorizada  por  el  Nota- 
rio Franco  R.,  el  tres  de  mayo  de  mil  no- 
vecientos treinta,  por  no  haber  sido  lle- 
nados los  requisitos  establecidos  por  las 
leyes  mercantiles  concernientes  a la  diso- 
lución de  las  sociedades  colectivas. 

Los  ejecutados,  señores  Giesselmann- 
Knight,  entraron  al  debate  judicial  por  re- 
beldía que  les  acusó  don  Manuel  Antonio 
Castillo,  en  vista  de  que  no  contestaron  la 
demanda  dentro  del  término  de  ley. 

3. — Durante  la  dilación  probatoria,  don 
Manuel  Antonio  Castillo  presentó  como 
pruebas  los  documentos  que  siguen: 

a)  Certificación  del  Juzdago  Primero 
Departamental,  en  la  que  consta  que  la 
escritura  que  autorizó  el  Notario  Franco 
R.,  el  tres  de  mayo  de  mil  novecientos 
treinta,  no  se  registró  en  el  Registro  Mer- 
cantil de  ese  Tribunal. 

b)  Otra  certificación  del  Juzgado  Segun- 
do Departamental,  en  la  que  también  se 
hace  constar  que  la  indicada  escritura 
tampoco  fué  registrada  en  el  Registro  Mer- 
cantil de  ese  Tribunal. 

c)  Certificación  del  Juzgado  Tercero  De- 
partamental demostrativa  del  mismo  pun- 
to que  los  dos  atestados  anteriores;  y 

d)  Certificación  del  Registro  Civil  con 
la  que  se  estableció  que  tampoco  fué  re- 
gistrado al  margen  de  la  inscripción  de 
la  sociedad  “Giesselmann  y Compañia  ' el 
contrato  autorizado  por  el  Notario  Fran- 
co R. 

4.  — Con  los  datos  relacionados,  el  Juez 
Primero  Departamental,  con  fecha  diez  de 
septiembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
cuatro,  dictó  sentencia  en  la  que  se  de- 
clara: lo. — Que  los  talleres  '"Santa  Te- 
resa”, inmuebles-fincas  números  mil  dos- 
cientos veintiuno,  mil  doscientos  veintitrés 
y diez  y seis  mil  ciento  setenta  y ocho, 
folios  veintiuno,  veinticinco  y doscientos 
veintisiete,  libros  treinta  y uno,  treinta 
y uno  y ciento  cincuenta  y cinco  de  Gua- 
temala— edificios  que  ocupa,  sus  maquina- 
rlas, mobiliario,  enseres  y útiles,  son  de 


la  propiedad  exclusiva  de  don  Gustavo 
Cáceres  López  y,  como  consecuencia,  de- 
ben excluirse  del  embargo  que  sobre  ellos 
recayó  en  el  ejecutivo  que  siguen  la  seño- 
ra Bull  de  Caroll  y el  señor  Bull  Moreno 
contra  los  esposos  Giesselmann  Knigth;  y 
2o.— Absuelve  al  tercerista  de  la  contra- 
demanda entablada  por  los  ejecutantes; 
todo  sin  especial  condenación  en  las  cos- 
tas. 

5.  — Al  tramitarse  la  segunda  Instancia, 
el  apoderado  de  los  ejecutantes  atacó  el 
fallo  de  primer  grado  sosteniendo  la  tesis 
de  que  la  escritura  pública  que  autorizó  el 
Notario  Manuel  Franco  R.,  el  tres  de  ma- 
yo del  año  de  mil  novecientos  treinta,  de- 
bió inscribirse  en  el  Registro  Mercantil  y 
en  el  de  Personas  Jurídicas,  por  la  razón 
de  que  afectaba  directamente  la  constitu- 
ción de  la  Sociedad  Giesselmann  y Com- 
pañía: y la  falta  de  esas  farmalidades,  por 
consiguiente,  la  afectaba  de  nulidad. 

En  apoyo  de  sus  tesis  presentó  una  cer- 
tificación del  Registro  Civil  de  la  Capi- 
tal, en  la  que  consta  que  se  inscribió  en  el 
Registro  de  Personas  Jurídicas  la  escritu- 
ra por  la  que  se  constituyó  la  Sociedad 
“Giessellmann  y Compañía”,  de  la  cual 
se  certificó  la  cláusula  séptima  que  se  re- 
fiere a la  duración  de  la  Sociedad. 

La  parte  contraria  pidió  la  confirma- 
toria del  fallo  de  primer  grado,  fundán- 
dose en  que  no  era  nula  la  escritura  de 
tres  de  mayo  de  mil  novecientos  treinta,  en 
atención  a que  tenía  todos  los  requisitos 
para  su  validez. 

El  Tribunal  de  Segunda  Instancia,  en 
providencia  para  mejor  fallar  pidió  que 
se  acompañara  la  escritura  social  de  la 
Institución  “Giesselmann  y Compañía”, 
asi  como  el  juicio  ejecutivo  seguido  por 
los  señores  Bull  Moreno  y Bull  de  Caroll 
contra  los  esposos  Giesselmann-Knigth. 

Y finalmente  cumplido  el  auto  para  me- 
jor fallar  fué  dictada  la  sentencia  ejecu- 
toria recurrida,  en  la  cual  se  confirma  en 
todas  sus  partes  la  de  Primera  Instancia. 

6. - Al  tramitarse  el  recurso  que  se  exa- 
mina, la  parte  recurrente  alegó  sostenien- 
do la  misma  tesis  que  en  los  tribunales 
de  Instancia.  Y,  comoila  vista  se  efectuó 
con  todas  las  formalidades  de  Ley,  es  el 
caso  de  resolver  lo  que  sea  procedente  en 
derecho.  Por  ese  motivo,  EL  TRIBUNAL 
DE  CASACION, 
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CONSIDERA; 

7.  — Que  la  escritura  pública  autorizada 
por  el  Notario  Manuel  Franco  R.,  en  esta 
ciudad  ei  tres  de  mayo  del  año  de  mil  no- 
veceintos  treinta,  ni  es  constitutiva  de  la 
sociedad  coiectiva  “Giesseimann  y Compa- 
ñia”,  ni  tampoco  contiene  la  disolución  de 
la  misma.  En  ese  caso  no  pueden  viciar- 
la de  nulidad  las  circunstancias  de  que 
no  se  haya  inscrito  en  el  Registro  Mercan' 
til,  ni  anotado  en  ei  de  Personas  Juridi’ 
cas;  nuiidad  a que  se  refiere  el  Articulo 
239  en  relación  con  el  235,  ambos  del  Có- 
digo de  Comercio,  por  la  falta  de  las  for- 
malidades indicadas. 

El  instrumento  público  aludido  contie- 
ne el  contrato  por  medio  del  cual  don  Gus- 
tavo Cáceres  López  compró  a la  Sociedad 
"Giesseimann  y Compañía”  y a don  Ar' 
mando  Anguiano  por  la  suma  de  veintio- 
cho mil  quinientos  pesos  oro  americano, 
la  totalidad  de  los  talleres  “Santa  Tere- 
sa”, asi  como  los  ralees  y edificios  de  la  in- 
dicada entidad;  contrato  que,  por  ser  per- 
fecto y no  tener  vicio  alguno,  fue  inscrito 
debidamene  en  el  Registro  de  la  Propie- 
dad Inmueble. 

En  esa  virtud,  al  no  declarar  los  tri- 
bunales de  Instancia  que  han  conocido  del 
presente  litigio  la  nulidad  de  la  referida 
escritura,  de  ninguna  manera  violó  la  Sa- 
la sentenciadora  los  Artículos  235.  239,  242, 
243,  250,  252  y 253  del  Código  de  Comer- 
cio, como  afirma  el  recurrente;  ya  que  co- 
mo se  dijo,  la  propia  naturaleza  del  con- 
trato de  compra-venta,  cuya  nulidad  se 
pretende,  no  requiere  las  formalidades  de 
ser  anotado  en  el  Registro  Mercantil  ni 
en  el  de  Personas  Jurídicas,  para  su  va- 
lidez. 

8.  — Como  los  documentos  auténticos  pre- 
sentados al  juicio  por  el  representante  le- 
gal de  los  señores  Bull  Moreno  y Bull  de 
Caroll  tan  sólo  son  demostrativos  de  que 
con  relación  al  contrato  autorizado  por  el 
Notario  Franco  R.  el  tres  de  mayo  de  mil 
novecientos  treinta  no  se  inscribió  en  el 
Registro  Mercantil  ni  se  anotó  en  el  Re- 
gistro de  Personas  Jurídicas,  y,  ya  se  dijo 
que  tales  omisiones  no  vician  de  nulidad 
dicho  instrumento  público,  es  claro  que  el 
recurrente  no  demostró  durante  el  curso 
del  juicio  los  extremos  de  su  contrade- 
manda; de  donde  se  infiere  que  la  Sala 
sentenciadora  tampoco  violó  los  Artículos 
603  del  Código  de  Procedimientos  Civi- 
les de  1877  y el  259  del  Código  de  Enjui- 
ciamiento Civil  y Mercantil. 


9.  — La  tantas  veces  relacionada  escritu- 
ra pública  autorizada  por  el  Notario  Fran- 
co R.  el  tres  de  mayo  de  mil  novecientos 
treinta,  no  puede  ser  considerada  como  un 
documento  privado;  desde  luego  que  reú- 
ne los  requisitos  a que  aluden  los  Artícu- 
los 283,  284,  285  y 286  del  Código  de  En- 
juiciamiento Civil  y Mercantil:  todo  lo  que 
es  demostrativo  de  que  el  Tribunal  de  se- 
gundo grado  no  infringió  el  Articulo  293 
del  citado  Código,  al  reputar  dicha  escri- 
tura como  un  instrumento  público  y dar- 
le, por  lo  tanto,  el  valor  probatorio  que 
producen  esta  clase  de  documentos;  con 
lo  que  desde  luego  el  indicado  Tribunal  hi- 
zo recta  aplicación  del  Articulo  282  del 
mismo  cuerpo  de  leyes,  en  vez  de  violarlo, 
como  asegura  el  recurrente. 

10.  — La  acción  ejecutiva  iniciada  por 
los  señores  Bull  Moreno  y Bull  de  Caroll 
fué  dirigida  directamente  contra  don  Fe- 
derico Giesseimann  y la  señora  Ella  Knigth 
de  Giesseimann,  y no  contra  la  sociedad 
“Giesseimann  y Compañía”,  por  la  senci- 
lla razón  de  que  el  consorcio  Giesselmann- 
Knigth  en  su  carácter  particular  contrató 
con  los  ejecutantes,  sin  obligar  para  na- 
da a la  entidad  de  que  formaban  parte  co- 
mo socios.  En  consecuencia  fueron  estos 
mismos  señores  los  únicos  que  se  aprove- 
charon del  dinero  proporcionado  por  los 
representados  de  don  Manuel  Antonio  Cas- 
tillo; razón  por  la  que  la  Sala  la.  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  al  confirmar  la  sen- 
tencia de  primer  grado  no  violó  los  Ar- 
tículos 1804,  1805  y 1806  del  Código  Civil. 

11.  — Por  todo  lo  que  se  deja  considerado 
con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo  que 
disponen  los  Artículos  514  y 521  del  Có- 
digo de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil, 
EL  TRIBUNAL  DE  CASACION, 

RESUELVE: 

DESESTIMAR  EL  RECURSO  de  que  se 
ha  hecho  mérito:  condenar  al  recurrente 
al  pago  de  las  costas  del  mismo  y al  de 
treinta  quetzales  de  multa;  y,  que  en  caso 
de  insolvencia,  sufra  un  mes  de  prisión 
simple. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos  al 
tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Arqueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
m.,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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JUICIO:  Ordinario.  Silvio  Olivotto  con 
José  Humberto  Soto  y “Giesselmann  y 
Co.”. 

DOCTRINA:  El  que  posee  una  cosa  para 
si,  sin  violencia  ni  clandestinidad,  es  re- 
putado dueña  de  ella,  mientras  no  se 
pruebe  lo  contrario. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintisiete  de  junio  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Por  recurso  de  casación  y con  sus  an- 
tecedentes respectivos,  se  examina  la  sen- 
tencia proferida  por  la  Sala  Tercera  de  la 
Corte  de  Apelaciones  con  fecha  treinta  y 
uno  de  octubre  del  año  próximo  pasado, 
en  el  juicio  ordinario  seguido  por  don  Sil- 
vio Olivotto  contra  don  José  Humberto 
Soto  V la  sociedad  colectiva  “Giesselmann 
y Compañía”,  sentencia  por  la  cual  se  con- 
firma en  todas  sus  partes  el  fallo  dictado 
por  el  Juez  Tercero  de  Primera  Instancia 
Departamental  el  cuatro  de  junio  de  mil 
novecientos  trienta  y cuatro,  en  el  cual  de- 
clara: lo.  Que  los  seis  mil  cuatrocientos 
pies  de  madera  de  caoba  a que  se  refiere 
el  acta  de  embargo  levantada  con  fecha 
veintitrés  de  octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres  en  el  juicio  ejecutivo  ini- 
ciado por  don  José  Humberto  Soto  contra 
“Giesselmann  y Compañía”  son  de  pro-' 
piedad  de  don  Silvio  Olivotto  y deben,  en 
consecuencia,  excluirse  de  la  traba.  2o.  Que 
es  improcedente  la  excepción  de  falta  de 
acción  que  propuso  el  propio  señor  Olivo- 
tto. 3o.  Que  se  absuelve  de  la  reconven- 
ción relativa  a que  se  declare  la  nulidad 
y falsedad  del  contrato  de  compra-venta 
de  la  madera  indicada;  y 4o.  Que  no  hay 
especial  condenación  en  costas. 

— I — 

Aparece  que  con  fecha  veintiséis  de  oc- 
tubre de  mil  novecientos  treinta  y tres  el 
señor  Silvio  Olivotto  presentó  demanda  or- 
dinaria ante  el  Juez  3o.  de  la.  Instancia 
Departamental  a efecto  de  que  se  excluye- 
ran del  embargo  hecho  con  fecha  veinti-' 
trés  del  propio  mes,  en  el  juicio  ejecutivo 
seguido  por  don  José  Humberto  Soto  con- 
tra la  sociedad  colectiva  “Giesselmann  y 
Compañía”,  seis  mil  cuatrocientos  sesen- 
ta y cuatro  pies  de  madera  de  caoba  que 
eran  de  su  propiedad  y que  indebidamente 
se  habían  incluido  en  dicho  embargo.  Al 
tramitarse  la  demanda,  el  señor  José 


Humberto  Soto  la  contestó  en  sentido  ne- 
gativo y reconvino  la  nulidad  y falsedad 
del  contrato  de  compra-venta  de  la  expre- 
sada madera.  Al  evacuar  el  traslado  que 
se  dió  de  la  reconvención,  el  señor  Olivotto 
interpuso  la  excepción  perentoria  de  fal- 
ta de  acción,  habiéndose  abierto  a prue- 
ba el  juicio  por  el  término  de  ley. 

Durante  la  dilación  probatoria  se  rindie- 
ron por  el  tercerista  señor  Olivotto,  las 
siguientes;  a)  Declaración  del  señor  Die- 
go Ortiz,  quien  expuso  constarle  que  el 
dia  trece  de  octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres,  por  la  mañana  y por  la 
tarde  estuvo  ingresando  madera  de  caoba 
de  los  Talleres  “Santa  Teresa”  de  “Giessel- 
mann y Compañía”  al  “Aserradero  Italia- 
no”, no  pudiendo  precisar  la  cantidad  por 
su  falta  de  conocimientos  en  la  materia; 
que  sabe  que  dicha  madera  la  compró  el 
señor  Olivotto  por  la  circunstancia  de  que 
él  mismo  se  lo  indicó,  manifestándole  que 
el  precio  era  de  quince  centavos  el  pie; 
b)  don  Victor  M.  Tres,  también  prestó  de- 
claración, haciendo  constar:  que  vió  sacar 
madera  de  los  Talleres  Santa  Teresa,  ha- 
biéndole manifestado  los  carreteros  que 
dicha  madera  era  para  el  señor  Olivotto 
y que  el  trece  o catorce  del  citado  mes 
y año,  necesitando  madera  le  compró  a 
dicho  señor  como  ciento  veinte  pies,  ma- 
nifestándole el  mismo,  que  la  había  adqui^ 
rido  en  los  Talleres  Santa  Teresa,  a razón 
de  quince  centavos  el  pie,  constándole  que 
una  percha  de  madera  que  había  en  el  ta- 
ller del  citado  señor  Olivotto  como  de  cua- 
tro mil  quinientos  pies,  era  la  misma  que 
estaba  en  los  talleres  Santa  Teresa;  c) 
declaración  de  José  Manuel  Rodríguez, 
quien  manifiesta  constarle  que  el  trece  de 
octubre  se  estuvo  transportando  madera 
de  los  Talleres  Santa  Teresa  a los  del  se" 
ñor  Olivotto;  que  él  jutamente  con  Maxi- 
miliano N.,  verificaron  el  acarreo,  pero  no 
puede  precisar  la  cantidad  exacta  que  se 
transportó  ni  si  fué  comprada  en  los  Ta- 
lleres Santa  Teresa.  De  lo  relatado  resul- 
ta que  a los  tres  testigos  mencionados  les 
consta  que  efectivamente  el  trece  de  oc- 
tubre se  acarreó  madeha  de  los  talleres 
Santa  Teresa  a los  del  señor  Olivotto,  pero 
no  les  consta  bajo  qué  condiciones  ni  si 
efectivamente  hubo  contrato  de  compra-* 
venta,  pues  esto  último  llegó  a conocimien- 
to de  ellos  por  indicaciones  del  pro- 
pio proponente  señor  Olivotto;  d)  confe- 
sión judicial  prestada  por  don  José  Hum- 
berto Soto,  acerca  de  los  siguientes  he" 
chos;  lo.,  que  es  una  mera  suposición  su- 
ya la  afirmación  de  que  la  madera  recia- 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


243 


mada  por  Olivotto  la  tenía  este  señor  en 
consignación;  que  no  ha  sido  confidente 
de  los  negocios  de  Olivotto;  que  trabajó 
hace  años  en  los  talleres  Santa  Teresa,  es 
decir  con  la  antigua  casa  “Giesselmann”, 
pero  en  la  actualidad  no;  2o.,  que  la  ma- 
dera reclamada  por  Olivotto,  estaba  em- 
bargada primero  por  don  Antonio  López 
Cáceres  y luego  por  don  Hans  Berg.  Que 
sostiene  que  el  contrato  de  compra-venta 
de  la  expresada  madera  es  nulo,  porque 
ésta  ya  estaba  embargada  y 3o.,  que  el  con- 
trato de  consignación  a que  se  ha  hecho 
referencia  no  le  consta  de  vista. 

El  señor  José  Humberto  Soto,  rindió 'co- 
mo pruebas  de  su  parte  las  siguientes:  a) 
Confesión  judicial  del  tercerista  señor 
Olivotto,  que  se  contrae  a los  puntos  si- 
guientes: 

lo. — Que  no  le  consta  que  los  Talleres 
Santa  Teresa  estuvieran  embargados  en  la 
fecha  en  que  se  hizo  el  contrato  de  ma- 
dera. 2o. — Que  efectivamente  es  cierto 
que  enseñó  al  Receptor  del  Tribunal  una 
factura  por  la  suma  de  seiscientos  cator- 
ce quetzales  para  acreditar  que  si  había 
comprado  la  madera  y 3o. — Que  con  el  se- 
ñor Gustavo  Cáceres  López,  representante 
de  “Giesselman  y Compañía”  no  celebró 
ningún  contrato  escrito,  respecto  a la  com- 
pra-venta de  la  cantidad  de  madera  de 
caoba  objeto  del  juicio. 

b)  Certificación  del  acta  de  embargo 
levantada  en  el  juicio  ejecutivo  seguido 
por  don  José  Antonio  López  Cáceres  con- 
tra la  sociedad  “Gieselmann  y Compañía” 
con  fecha  veintidós  de  febrero  de  mil  no- 
vecientos treinta  y tres,  embargo  en  el 
cual  se  incluyen  veinte  mil  pies  cuadrados 
de  madera  de  caoba;  y 

c)  Certificación  del  acta  de  fecha  vein- 
te de  octubre  de  mil  novecientos  treinta 
y tres,  levantada  en  el  momento  de  sus- 
penderse los  efectos  del  embargo  trabado 
a la  sociedad  colectiva  “Giesselmann  ^ 
Compañía”,  para  establecer  que  los  talle- 
res Santa  Teresa  estuvieron  embargados 
hasta  esa  fecha,  es  decir,  que  lo  estaban 
cuando  el  señor  Olivotto  celebró  el  contra- 
to de  compra  venta  a que  él  mismo  hace 
referencia. 

Con  posterioridad  al  vencimiento  del 
término  de  prueba  el  señor  Olivotto  pre- 
sentó una  factura,  debidamente  recono- 
cida, cancelada  y firmada  por  don  Gusta- 
vo López  Cáceres,  como  representante  de 
la  sociedad  “Giesselmann  y Compañía”, 
con  la  cual  establece  que,  con  fecha  trece 
de  octubre  de  mil  novecientos  treinta  y 
tres  pagó  a la  expresada  sociedad  la  suma 


de  seiscientos  catorce  pesos  oro  con  ocho 
centavos,  valor  de  seis  mil  cuatrocientos 
sesenta  y cuatro  pies  de  madera  de  caoba. 

El  señor  José  Humberto  Soto,  por  me- 
dio de  su  apoderado  don  Valentín  Dávila 
Barrios,  trata,  en  su  alegato  de  buena 
prueba  y,  durante  todo  el  curso  del  jui- 
cio, de  demostrar  la  nulidad  del  contrato 
de  compra-venta  de  la  madera  objeto  del 
juicio  por  la  circunstancia  de  estar  ésta  ya 
embargada  cuando,  según  lo  afirma  el  se- 
ñor Olivotto,  se  perfeccionó  dicho  contra- 
to. 

El  señor  Olivotto,  a su  vez,  alega  la  im- 
posibilidad de  que  habiendo  recibido  de 
entera  conformidad  el  señor  López  Cá- 
ceres del  señor  Hans  Berg,  con  fecha  vein- 
te de  octubre,  todos  y cada  uno  de  los 
objetos  que  se  detallan  en  el  acta  de  fe- 
cha veintidós  de  febrero  de  mii  novecien- 
tos treinta  y tres,  entre  los  cuales  figura 
la  madera  objeto  del  juicio,  pueda  des- 
pués resultar  que  faltaban  los  seis  mil  seis- 
cientos sesenta  y cuatro  vendidos  a él. 

— Il- 
eon fecha  diez  y seis  de  enero  del  año 
en  curso,  el  señor  José  Humberto  Soto, 
auxiliado  por  el  Abogado  Víctor  M.  Mi- 
jangos,  interpuso  el  recurso  por  virtud  del 
cual  se  examina  la  sentencia  relacionada, 
citando  como  violados  los  artículos:  lo., 
2o.,  3o,,  inciso  lo.;  4o.,  incisos  lo.,  2o.  y 3o.; 
articulo  172  inciso  lo.,  2o.  y 3o.;  174  y 195, 
incisos  lo.,  2o.,  3o.,  4o.,  5o.  y 6o.,  234  Dto. 
272;  603,  649,  709,  712,  713,  824,  829,  Cód. 
Prs.  Civs.;  259,  261,  315,  364  y 431  del  C. 
de  E.  C.  y M. 

CONSIDERANDO: 

— I — 

Las  pruebas  producidas  en  juicio  de- 
muestran que  al  verificarse  el  embargo  de 
bienes  de  la  sociedad  colectiva  “Giessel- 
mann y Compañía”,  por  ejecución  del  se- 
ñor Soto,  se  amplió  la  traba  en  seis  mil 
cuatrocientos  sesenta  y cuatro  pies  de  ma- 
dera de  caoba  que  se  encontraban  en  po- 
der de  Silvio  Olivotto,  quien,  según  ex- 
presa el  acta,  la  tenia  en  consignación. 
Ahora  bien,  al  ejecutante  le  asistía  el  de- 
recho de  señalar  los  bienes  que  debían 
embargarse,  pertenecientes  a su  deudor, 
pero  desde  el  momento  en  que  se  compren- 
dió como  de  pertenencia  de  éste  una  can- 
tidad de  madera  que  no  estaba  en  su  po- 
der alegándose  que  Olivotto  era  únicamen- 
te consignatario,  contrajo  la  obligación  de 
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probar  que  la  madera  era  de  Giesselmann 
y Cía.,  a fin  de  destruir  la  presunción  le- 
gal de  propiedad  que  existía  en  favor  de 
Olivotto  por  el  hecho  de  su  posesión.  Si 
esta  preseunción  no  fué  destruida  por  la 
prueba  que  estaba  obligado  a rendir  el 
embargante,  el  derecho  del  tercero  es  in- 
dudable. Artos.  479,  480,  493  incisos  lo.  y 
8o.  Cód.  Civil  y 261  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil  y Mercantil. 

— II  — 

No  obstante  la  presunción  legal  de  pro- 
piedad en  favor  de  Olivotto,  éste  presentó 
prueba  para  demostrar  su  derecho:  tres 
testigos  que  transportaron  la  madera  de 
los  talleres  de  Giesselmann  a los  de  aquél 
mucho  antes  del  embargo  y una  factura 
comercial  de  la  negociación,  la  cual  fué 
debidamente  reconocida  por  el  vendedor. 

También  en  este  caso  no  hay  prueba  en 
contra  que  destruya  la  producida  por  el 
tercerista;  la  factura  prueba  el  negocio  y 
es  de  cualquier  modo  que  éste  se  califi- 
que, ya  sea  civil  o mercantil,  documento 
privado  bastante  para  hacer  constar  un 
contrato  por  cantidad  mayor  de  quinientos 
quetzales  de  suerte  que  la  sentencia  que 
así  lo  declara  no  infringe  las  disposicio- 
nes de  los  artículos  713,  824  y 829  de  Pro- 
cedimientos Civiles,  315,  364  y 431  Ley  de 
Enjuiciamiento,  234  Decreto  272  ni  los  ar- 
tículos que  se  mencionan  del  Código  de 
Comercio. 

— III  — 

La  prueba  relativa  al  embargo  trabado 
a solicitud  de  Hans  Berg  sobre  una  can- 
tidad de  madera  que  no  quedó  individua- 
lizada, no  hace  falta  analizarla  porque  lo 
que  se  haya  hecho  con  perjuicio  de  dicho 
señor  en  el  procedimiento  ejecutivo  en- 
tablado por  él,  será  motivo  de  acción  que 
sólo  al  mismo  compete,  pero  de  ningún 
modo  puede  tener  efecto  en  este  procedi- 
miento distinto  de  aquél. 

Como  se  trata,  por  consiguiente,  de  es- 
tablecer la  propiedad  del  tercerista  y por 
de  pronto  la  presunción  legal  está  en  su 
favor,  y no  hay  prueba  del  colitigante  que 
la  haya  destruido,  la  declaración  hecha  por 
los  Tribunales  está  arreglada  a la  ley,  sin 
que  pueda  apreciarse  violación  de  los  ar- 
tículos 603,  649.  709,  712  Procedimientos 
Civiles,  259,  261,  Código  de  Enjuiciamien- 
to Civil  y Mercantil. 


POR  TANTO; 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo además  en  el  articulo  521  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil,  DESES- 
TIMA el  recurso  interpuesto  y condena  al 
recurrente  a la  multa  de  cincuenta  quet- 
zales o á sufrir  en  caso  de  no  pagarla, 
veinticinco  dias  de  prisión,  mas  el  pago 
de  las  costas. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a don- 
de corresponde. 

J.  M,  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Alberto  Argueta  S.  — José  Serra- 
no Muñoz.  — Luis  Barrutia.  Ante  mi,  Alf. 
Valle  Calvo,  Secretario. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
quince  de  julio  de  mil  novecientos  treinta 
y cinco. 

Vistos  para  resolver  los  recursos  de  acla- 
ración y amphación  de  la  sentencia  de 
veintisiete  de  junio  próximo  anterior,  in- 
terpuestos por  el  señor  J.  Humberto  Soto, 
que  funda  en  que  no  fueron  examinados 
los  artículos  175  y 195  inciso  3o.  del  Có- 
digo de  Comercio  que  se  refieren  al  valor 
probatorio  de  los  documentos  privados  y 
las  facturas  mercantiles;  y que  la  parte  fi- 
nal del  “Por  tanto”  es  obscura  porque  no 
se  entiende  si  las  costas  sólo  deben  de 
pagarse  en  caso  de  que  no  se  entere  la 
multa  a que  fué  condenada  la  parte  recu- 
rrente; 

Considerando:  que  de  manera  clara  y 
concluyente  se  establece  que  la  parte  de- 
mandada no  estaba  obligada  a rendir 
prueba  por  tener  a su  favor  la  presunción 
legal  de  propiedad,  a no  ser  para  contra- 
decir la  prueba  en  contrario  que  la  actora 
hubiera  producido;  que  entre  la  prueba 
rendida  por  el  tercerista  presentó  una  fac- 
tura comercial  en  que  se  hace  constar  la 
venta  de  la  madera,  la  que  fué  debidamen- 
te reconocida  por  el  vendedor;  que  por  es- 
te motivo  se  expresó  en  la  sentencia  que 
el  derecho  del  tercero  es  indudable  y que 
no  hace  falta  examinar  el  fondo  civil  o 
mercantil  del  negocio  porque  de  todos  mo- 
dos la  factura  prueba  como  documento 
privado  debidamente  reconocido,  motivo 
por  el  cual  se  estimaba  no  infringidos  los 
artículos  del  Código  de  Comercio  que  se 
habían  citado  en  el  recurso;  lo  que  desde 
luego  incluye  el  examen  de  los  artículos 
175  y 195  inciso  3o.  del  C.C.;  que  en  cuanto 
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a la  aclaración  que  se  solicita  como  la 
condenación  en  la  scostas  la  establece  de 
manera  terminante  el  articulo  151  del  Có- 
digo de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil, 
aun  cuando  el  concepto  expresado  en  la 
sentencia  no  fuera  claro,  no  cabe  duda 
que  deben  de  pagarse  por  el  recurrente 
en  todo  caso. 

Por  tanto:  la  Corte  Suprema  de  Justicia, 
con  apoyo  en  los  artículos  455,  456  y 457 
del  Código  citado,  declara  sin  lugar  los 
recursos  interpuestos. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re' 
suelto,  devuélvanse  los  autos  a donde  co- 
rresponde. 

Reina  Andrade.  — Solazar.  — Argucia 
S.  — Serrano  Muñoz.  — Barrutia.  — Valle 
Calvo,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  Ordinario.  Doña  Francisca  Ba- 
rrios viuda  de  Barrios,  don  Raymundo 
Ochoa  Barrios,  contra  el  doctor  don  Ar- 
turo Gálvez  Paiz. 

DOCTRINA:  Ninguna  autoridad  tiene  más 
facultades  que  las  que  expresamente  le 
hubiere  conferido  la  ley. 

Sólo  en  los  casos  que  determina  el  ar- 
tículo 23  inciso  4o.  del  Decreto  Legisla- 
tivo número  1987,  puede  otorgarse  mé- 
rito probatorio  a las  actas  levantadas 
ante  un  Jefe  Político. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintisiete  de  Junio  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  fecha  trece  de  abril  del  co- 
rriente año,  en  que  la  Sala  2a.  de  la  Corte 
de  Apelaciones  confirma  con  la  modifica- 
ción de  que  las  costas  del  juicio  son  a 
cargo  del  doctor  don  Arturo  Gálvez  Paiz, 
la  pronunciada  por  el  Juez  2o.  de  la.  Ins- 
tancia de  este  Departamento  (Guatemala) 
que  declara:  a)  sin  lugar  los  dos  inciden- 
tes entablados  por  el  demandado  Doctor 
don  Arturo  Gálvez  Paiz.  con  fecha  seis 
de  noviembre  del  año  próximo  pasado, 
sobre  nulidad  de  las  posiciones  absueltas 
ante  dicho  funcionario  por  la  parte  reo,  y 
sobre  nulidad  del  acta  fecha  veintitrés  de 
agosto  de  mil  novecientos  treinta  y cua' 
tro;  b)  que  la  hipoteca  constituida  por 


doña  Francisca  Barrios  viuda  de  Barrios, 
como  fiadora  de  don  Raymundo  Ochoa 
Barrios,  en  escritura  fecha  primero  de  ma- 
yo de  mil  novecientos  veinticinco,  ante  el 
Notario  don  Guillermo  Ramírez,  a favor 
de  don  Lisandro  Paiz  Ronquillo,  sobre  la 
finca  urbana  número  137,  folio  225,  del  li- 
bro 51  antiguo,  quedó  extinguida,  en  vir- 
tud de  prórroga  otorgada  por  el  acreedor 
doctor  Gálvez  Paiz,  sin  el  consentimiento 
de  la  fiadora;  c)  que  también  quedó  ex- 
tinguida la  acción  del  doctor  Gálvez  Paiz 
para  hacer  efectivo  su  crédito  sobre  el 
inmueble  relacionado;  d)  que  por  consi- 
guiente, el  demandado  no  tenia  ni  tiene 
derecho  para  subastar  ni  para  hacerse  ad- 
judicar ese  inmueble  en  pago  del  crédito 
a cargo  de  don  Raymundo  Ochoa  Barrios, 
constituido  en  la  fecha  y ante  el  Notario 
mencionados  en  el  punto  “b”;  e)  que  el  re- 
mate verificado  ante  el  Juez  lo.  de  la. 
Instancia,  con  fecha  diez  y siete  de  Agosto 
de  mil  novecientos  treinta  y cuatro,  en  el 
juicio  ejecutivo  seguido  por  el  doctor  don 
Arturo  Gálvez  Paiz,  contra  don  Raymundo 
Ochoa  Barrios,  es  insubsistente,  en  lo  que 
se  refiere  al  inmueble  de  propiedad  de  la 
fiadora,  casa  número  siete  (antes  cinco) 
de  la  Octava  Calle  Poniente  de  la  ciudad 
de  Guatemala;  f)  que  debe  cancelarse  en 
el  Registro  de  la  Propiedad  Inmueble  la 
relacionada  hipoteca,  constituida  sobre  la 
finca  urbana  No.  ciento  treinta  y .siete 
(137),  folio  doscientos  veinticinco  (225), 
libro  cincuenta  y uno  (51)  antiguo,  inscri- 
ta originariamente  a favor  de  don  Lisan- 
dro Paiz  Ronquillo,  después  a favor  de  la 
señorita  Rosaura  Paiz  Ronquillo  y por  úl- 
timo del  Doctor  don  Arturo  Gálvez  Paiz; 
y g)  que  no  hay  especial  condena  en  cos- 
tas. 

RESULTA: 

Que  doña  Francisca  Barrios  viuda  de 
Barrios,  el  veintiocho  de  agosto  del  año  re' 
tropróximo,  inició  demanda  en  la  vía  or- 
dinaria contra  los  señores  doctor  don  Ar- 
turo Gálvez  Paiz  y don  Raymundo  Ochoa 
Barrios  manifestando,  entre  otras  cosas,  lo 
que  sigue:  por  escritura  pública  que  au- 
torizó en  la  capital  de  la  República,  el  No- 
tario don  Guillermo  Ramírez,  a primero 
de  mayo  de  mil  novecientos  veinticinco, 
don  Raymundo  Ochoa  reconoció  haber  re- 
cibido a mutuo  de  don  Lisandro  Paiz  Ron- 
quillo, la  suma  de  cincuenta  y nueve  mil 
quinientos  pesos  oro  americano,  a ocho 
años  de  plazo,  y al  interés  del  ocho  por  cien- 
to anual;  en  garantía  de  la  obligación  el 
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deudor  señor  Ochoa  Barrios,  constituyó 
primera  y especial  hipoteca  sobre  las  fin- 
cas de  su  propiedad  denominadas  “Santo 
Domingo”  y “San  Isidro”,  ubicadas  en  .iu- 
risdicción  de  Santa  Lucia  Cotzumalguapa 
del  Departamento  de  Escuintla  e inscritas 
en  el  Primer  Registro  de  la  Propiedad  In- 
mueble bajo  los  números  2,306  y 2,422,  fo- 
lios 244  y 123  de  los  libros  33  y 34  de  Es- 
cuintla, respectivamente;  asimismo  el  se- 
ñor Ochoa,  constituyó  primera  y especial 
hipoteca  sobre  la  casa  número  cinco,  hoy 
siete,  de  la  Octava  Calle  Poniente  de  esta 
ciudad,  inscrita  en  el  citado  Registro  bajo 
el  número  137,  folio  225,  del  Libro  51,  anti- 
guo; de  acuerdo  con  las  cláusulas  de  la 
referida  eseritura,  las  fincas  rústicas  “San- 
to Domingo”  y “San  Isidro”,  quedaron  ga- 
rantizando la  suma  de  diez  y nueve  mil 
setecientos  cincuenta  pesos  oro  america- 
no, cada  una,  y ambas  mancomunada  y 
solidariamente  por  cualquier  saldo,  inso- 
luto. La  casa  de  su  pertenencia  quedó  ga- 
rantizando la  suma  de  veinte  mil  pesos 
oro  americano  únicamente;  fué  convenido, 
asimismo,  en  el  contrato:  que  se  tendría 
por  vencido  el  plazo  de  la  obligación,  si  los 
premios  no  fueran  pagados  cumplidamen- 
te en  el  tiempo  y forma  pactadas;  si  se 
dieren  los  inmuebles  afectos  en  arrenda- 
miento, uso,  usufructo,  anticresis  por  más 
del  tiempo  pactado;  si  con  su  garantía  se 
tomaren  fondos  refaccionarios,  o si  se  ena- 
genaren  o volvieran  a hipotecar;  a la 
muerte  de  don  Lisandro  Paiz,  dicho  cré- 
dito lo  adquirió  por  herencia  doña  Rosau- 
ra Paiz  Ronquillo,  quien  hizo  cesión  de 
sus  derechos  al  doctor  don  Arturo  Gálvez 
Paiz,  según  consta  en  la  escritura  pública 
autorizada  por  el  Notario  don  Juan  Rosa- 
les Alcántara  el  dos  de  agosto  de  mil  no- 
vecientos treinta  y dos;  en  la  fecha  de  la 
cesión  del  crédito  a favor  del  doctor  Gál- 
vez Paiz  el  deudor  don  Raymundo  Ochoa 
Barrios,  había  caído  en  mora  en  el  pago 
de  intereses  por  no  haberlos  cubierto  des- 
de mayo  de  mil  novecientos  treinta  y uno, 
y por  lo  tanto  de  conformidad  con  la  cláu- 
sula sexta  de  la  escritura  constitutiva  del 
crédito  ya  referido,  el  término  del  con- 
trato se  hallaba  vencido;  no  obstante  es- 
tar vencido  el  plazo  del  contrato,  don  Er- 
nesto Gálvez  Paiz  en  concepto  de  apode- 
rado de  su  hermano  el  Doctor  don  Arturo 
Gálvez  Paiz  recibió  en  la  finca  Popoyá,  ju- 
risdicción de  Santa  Lucia  Cotzumalguapa, 
el  diez  y ocho  de  mayo  de  mil  novecien- 
tos treinta  y tres  para  su  mandante,  y a 
cuenta  de  intereses  la  suma  de  quinientos 
quetzales,  cantidad  con  la  cual  se  paga- 


ron los  intereses  de  mayo  de  mil  novecien- 
tos treinta  y uno,  abonando  el  saldo  de 
ciento  tres  quetzales  treinta  y cuatro  cen- 
tavos al  mes  de  junio  del  mismo  año;  que 
el  plazo  de  la  obligación  venció  el  último 
de  abril  de  mil  novecientos  treinta  y uno, 
toda  vez  que  el  deudor,  estando  obligado 
a pagar  los  intereses  devengados  por  el  ca- 
pital durante  la  anualidad  anterior,  es  de- 
cir, del  primero  de  mayo  de  mil  novecien- 
tos treinta,  al  último  de  abril  de  mil  no- 
vecientos treinta  y uno,  no  lo  verificó,  y 
aunque  posteriormente  el  cuatro  de  mayo 
del  año  citado,  cubrió  la  suma  de  tres  mil 
pesos  oro  americano,  y el  veintinueve  de 
julio  siguiente,  abonó  la  suma  de  un  mil 
doscientos  sesenta  pesos  de  igual  clase  de 
moneda,  estas  cantidades  no  alcanzaron 
a cubrir  el  monto  de  la  anualidad  venci- 
da, que  ascendía  a la  suma  de  cuatro  mil 
setecientos  sesenta  pesos  oro  americano; 
fuera  de  los  referidos  abonos,  el  señor 
Ochoa  Barrios  dejó  de  pagar  los  intereses 
en  los  años  siguientes,  y anteriores  al  ven- 
cimiento del  plazo  de  ocho  años  que  se  es- 
tipularon en  la  escritura  de  mutuo;  ven- 
cido el  plazo  de  ocho  años  el  último  de 
abril  de  mil  novecientos  treinta  y tres,  el 
acreedor  concedió  al  deudor  señor  Ochoa 
un  año  de  prórroga  para  que  verificara  el 
pago  del  capital  y de  los  intereses  debidos, 
año  que  venció  el  último  de  abril  de  mil 
novecientos  treinta  y cuatro;  vencida  la 
prórroga  concedida  al  deudor,  el  doctor 
don  Arturo  Gálvez  Paiz  demandó  ante  el 
Juzgado  primero  de  primera  Instancia  de 
este  Departamento  (Guatemala),  el  diez  y 
nueve  le  Julio  del  año  que  acaba  de  men- 
cionarse, del  deudor  señor  Ochoa  Barrios, 
el  pago  del  crédito,  intereses  y costas,  si- 
guiendo sus  trámites  este  asunto  y habién-* 
dose  verificado  el  remate  de  los  inmue- 
bles hipotecados  el  diez  y siete  del  mismo 
mes,  el  acreedor  pidió  que  se  le  adjudica- 
ran por  el  setenta  por  ciento  de  la  base, 
lo  que  asi  se  hizo,  pero  el  indicado  remate 
aún  no  ha  sido  aprobado;  que  al  consti- 
tuirse el  crédito,  la  compareciente  única- 
mente prestó  su  consentimiento  para  que 
fuera  hipotecada  a favor  de  don  Lisandro 
Paiz  Ronquillo  la  casa  número  cinco  de 
la  octava  calle  poniente  de  esta  capital, 
sin  haber  obtenido  ningún  provecho  des* 
de  luego  que,  el  crédito  fué  reconocido  por 
don  Raymundo  Ochoa  Barrios,  en  su  carác- 
ter personal,  y que  la  intervención  de  ella 
se  limitó  a prestar  la  garantía  hipoteca- 
ria exigida  por  el  acreedor,  como  consta 
en  la  escritura  autorizada  por  el  Notario 
don  Guillermo  Ramírez;  la  prórroga  de  un 
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año  concedida  por  el  doctor  Gálvez  Paiz, 
a favor  del  deudor,  fué  otorgada  sin  el 
consentimiento  y anuencia  de  la  compa- 
reciente, habiéndose  enterado  de  ella  con 
posterioridad;  en  virtud  de  lo  dispuesto 
por  el  articulo  2346  del  Código  Civil,  el  se- 
ñor Gálvez  Paiz  para  mantener  el  vincu- 
lo jurídico  en  lo  que  a sus  bienes  se  re- 
fiere (los  de  la  parte  actora),  debia  de 
haber  solicitado  y obtenido  su  consenti- 
miento expreso  para  conceder  la  prórroga 
de  un  año  que  pactó  con  el  deudor,  pero  ha- 
biendo omitido  esta  formalidad  legal,  a ella 
no  le  afectaba  la  prórroga,  y su  obliga- 
ción hipotecaria  quedó  extinguida  desde 
que  se  pactó  aquella;  y en  consecuencia  el 
señor  Doctor  Gálvez  Paiz  no  tenia  dere- 
cho de  hacer  efectivo  su  crédito,  y mucho 
menos  para  hacer  que  se  subastara  el  men- 
cinado  inmueb'e  y adjudicársele  en  pago, 
pues  la  hipoteca  se  hallaba  extinguida;  y 
concluyó  pidiendo  que  en  su  oportunidad 
se  declarara:  a)  que  la  hipoteca  que 
constituyó  sobre  la  finca  urbana  inscrita 
en  el  Primer  Registro  de  la  Propiedad  In- 
mueble. bajo  el  número  137,  folio  225,  del 
libro  51  antiguo,  en  escritura  autorizada 
por  el  Notario  don  Guillermo  Ramírez,  a 
primero  de  mayo  de  mil  novecientos  vein- 
ticinco, y para  garantizar  las  obligacio- 
nes del  deudor  don  Raymundo  Ochoa  Ba- 
rrios a favor  de  don  Lisandro  Paiz  Ronqui- 
llo. quedó  extinguida  en  virtud  de  la  pró- 
rroga de  un  año,  otorgada  por  el  acree- 
dor sin  su  consentimiento;  b)  que  habién- 
dose extinguido  el  derecho  hipotecario  a 
que  se  refiere  el  punto  “a”  de  la  demanda, 
en  virtud  de  la  prórroga  concedida  por  el 
Doctor  don  Arturo  Gálvez  Paiz.  quedó  ex- 
tinguida también  la  acción  que  le  corres- 
pondía al  acreedor  para  hacer  efectivo  el 
crédito  sobre  el  inmueble  que  ella  había 
hipotecado:  c)  que  habiéndose  extinguido 
el  derecho  hipotecario  a que  se  refiere  el 
punto  “a”  de  la  demanda,  desde  que  se 
prorrogó  el  contrato  sin  su  consentimien- 
to. el  acreedor  Doctor  Gálvez  Paiz,  no  te- 
nía ni  tiene  derecho  para  hacer  subastar 
el  inmueble  hipotecado  y menos,  para  ad- 
judicárselo en  pago  de  la  obligación  a que 
estaba  afecto;  d)  que  habiéndose  extin- 
guido la  hipoteca  a que  se  refiere  el  mis- 
mo punto  “a”  de  la  demanda  y la  acción 
para  hacer  efectivo  el  crédito  sobre  el  in- 
mueble de  su  pertenencia,  asi  como  tam- 
bién para  hacerlo  subastar  y adjudicar  en 
pago  del  crédito,  el  remate  verificado  el 
diez  y siete  de  agosto  ante  el  Juzgado  lo. 
de  la.  Instancia  del  Departamento  de  Gua- 
temala, con  motivo  del  juicio  ejecutivo  en- 


tablado por  el  Doctor  Gálvez  Paiz  contra 
don  Raymundo  Ochoa  Barrios,  es  insubsis- 
tente en  lo  que  afecta  a la  casa  número 
siete  de  la  octava  calle  poniente  de  esta 
capital;  e)  que  como  consecuencia  de  las 
declaraciones  anteriores,  debe  cancelarse 
en  el  Registro  de  la  Propiedad  Inmueble 
el  derecho  real  de  hipoteca  constituido  a 
favor  del  acreedor  don  Lisandro  Paiz  Ron- 
quillo, en  escritura  autorizada  en  esta 
ciudad,  a primero  de  mayo  de  mil  nove- 
cientos veinticinco,  por  el  Notario  don 
Guillermo  Ramírez  y para  garantizar  las 
obligaciones  del  deudor  don  Raymundo 
Ochoa  Barrios,  sobre  la  casa  de  referen- 
cia a la  cual  corresponde  el  número  137, 
folio  225,  del  libro  51  antiguo,  y las  veri- 
ficadas a favor  de  doña  Rosaura  Paiz  Ron- 
quillo y Doctor  don  Arturo  Gálvez  Paiz, 
por  herencia  y cesión  de  derechos  a su  fa- 
vor; f)  que  se  condena  en  las  costas  a la 
parte  demandada  en  el  caso  de  oposición. 

El  doctor  don  Arturo  Gálvez  Paiz  al  con- 
testar la  demanda  expuso,  entre  otras  co- 
sas, lo  que  a continuación  se  expresa:  que 
no  concedió  al  deudor  don  Raymundo 
Ochoa  Barrios  un  año  de  prórroga  para  el 
pago  del  capital  y de  intereses  debidos; 
tampoco  es  cierto  que  haya  demandado  el 
pago,  al  estar  vencida  dicha  prórroga;  de- 
mandó el  pago  porque  el  plazo  de  la  obli- 
gación venció  el  treinta  de  abril  de  mil 
novecientos  treinta  y tres;  que  la  única 
prórroga  solicitada  y concedida,  bajo  la 
condición  de  que  se  hiciera  efectiva  la  ca- 
pitalización de  intereses,  estipulada  en  el 
contrato,  fué  la  que,  para  el  pago  de  los 
intereses  corespondientes  a la  anualidad 
vencida  el  último  de  abril  de  mil  novecien- 
tos treinta  y dos,  pidieron  la  propia  seño- 
ra doña  Francisca  Barrios  viuda  de  Barrios 
y don  Raymundo  Ochoa  Barrios,  a la  se- 
ñorita Rosaura  Paiz  Ronquillo,  en  carta 
que  le  dirigieron,  el  once  de  mayo  de  mil 
novecientos  treinta  y dos;  el  vencimiento 
del  plazo,  antes  del  término  fijado,  es  un 
derecho  concedido  al  acreedor,  para  ha- 
cer uso  de  él,  a su  conveniencia.  Esta  fué 
la  intención  de  las  partes,  ratificada  por 
sus  actos  posteriores;  el  artículo  2346  del 
Código  Civil  Se  refiere  a la  prórroga  de 
la  obligación,  como  pacto  convenido  por 
ambas  partes,  el  cual  da  derecho  al  deu- 
dor para  que  no  se  le  cobre  antes  del  ven- 
cimiento de  la  ampliación  del  plazo,  y no 
a la  amp’iación  de  hecho  por  la  simple 
omisión  del  cobro  judicial  de  la  deuda;  y 
estando  vigentes  en  todo  su  valor  y fuerza 
ejecutiva  los  derechos  y las  acciones  de 
la  escritura  constitutiva  del  crédito  men- 
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clonado,  pedía  que  se  le  absolviera  de  la 
demanda  condenando  a la  señora  Barrios 
viuda  de  Barrios  al  pago  de  las  costas. 

Doña  Francisca  Barrios  viuda  de  Barrios 
presentó  los  documentos  que  siguen;  tes- 
timonio debidamente  registrado  de  la  es- 
critura autorizada  el  primero  de  mayo  de 
mil  novecientos  veinticinco,  en  la  capital 
de  la  república  por  el  Notario  don  Gui- 
llermo Ramírez;  posiciones  absueltas  por 
el  doctor  don  Arturo  Gálvez  Paiz  el  cua- 
tro de  septiembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cuatro,  ante  el  Juez  2o.  de  la.  Ins- 
tancia del  Departamento  de  Guatemala; 
certificación  del  acta  levantada  en  la  Je- 
fatura Política  Departamental,  el  veinti- 
trés de  agosto  del  año  retropróximo;  cer- 
tificación expedida  por  el  Secretario  de  la 
mencionada  Jefatura  Política;  y certifica- 
ción extendida  por  el  Secretario  del  Juz- 
gado lo.  de  la.  Instancia  de  este  Depar- 
tamento (Guatemala)  a veintisiete  de 
septiembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
cuatro. 

Don  Manuel  Ochoa  Barrios,  como  apo- 
derado de  su  hermano  don  Raymundo  de 
los  mismos  apellidos,  estimando  ciertos  los 
hechos  en  que  la  parte  actora  fundó  su 
acción,  contestó  la  demanda  en  sentido 
afirmativo,  y juntamente  con  su  escrito 
de  contestación  presentó  seis  recibos  sim- 
ples en  que  constan  los  intereses,  en  par- 
te, pagados  a los  diferentes  acreedores; 
testimonio  de  la  escritura  de  compra- 
venta de  la  finca  denominada  “San  Isi- 
dro”, autorizada  por  el  Notario  don  Gui- 
llero  Ramírez,  el  primero  de  mayo  de  mil 
novecientos  veinticinco;  testimonio  de  la 
escritura  autorizada  en  la  misma  fecha  y 
por  el  mismo  Notario,  de  la  compra  de  la 
finca  “Santo  Domingo”;  testimonio  de  la 
adjudicación  judicial  de  la  finca  “San  Isi- 
dro”, adjudicación  que  consta  en  la  escri- 
tura, fecha  veintiocho  de  abril  de  mil  no- 
vecientos veinticinco,  autorizada  por  el  No- 
tario don  Guillermo  Ramírez,  por  ejecu- 
ción seguida  contra  don  Julio  Alburez  por 
don  Lisandro  Paiz  Ronquillo;  testimonio 
de  la  carta  de  pago  extendida  por  don  Li- 
.«¡andro  Paiz  Ronquillo  a favor  de  don  Ri- 
cardo Gálvez  Paiz,  el  veintinueve  de  abril 
de  mil  novecientos  veinticinco. 

Doña  Francisca  Barrios  viuda  de  Barrios 
rindió  las  probanzas  que  siguen:  ratifica- 
ción hecha  por  don  Manuel  Ochoa  Ba- 
rrios del  memorial  fecha  primero  de  octu- 
bre de  mil  novecientos  treinta  y cuatro,  en 
que  contestó  la  demanda  entablada  por  la 
señora  Barrios  viuda  de  Barrios  contra 
dicho  señor  y el  doctor  don  Arturo  Gál- 


vez Paiz;  recibos  de  intereses,  documentos 
que  se  declararon  reconocidos  por  parte 
de  la  señorita  Rosaura  Paiz  Ronquillo;  po- 
siciones absueltas  por  la  señorita  Rosaura 
Paiz  Ronquillo  el  veintisiete  de  septiembre 
de  mil  novecientos  treinta  y cuatro;  y 
certificación  de  la  declaración  fiscal  que 
tenían  las  fincas  “San  Isidro”  ‘y  “Santo 
“Domingo’,  en  el  mes  de  abril  de  mil  nove- 
cientos veinticinco.  Don  Raymundo  Ochoa 
Barrios  presentó  las  pruebas  que  siguen: 
declaraciones  de  los  testigos  Carlos  Gomar 
D.,  Juan  Emilio  Alvarez  y Abelardo  Díaz 
para  establecer:  el  estado  en  que  se  en- 
contraban las  fincas  que  acaban  de  men- 
cionarse cuando  tomó  posesión  don  Ray- 
mundo Ochoa  Barrios,  y las  mejoras  que 
le  hizo  el  señor  Ochoa  Barrios.  El  doctor 
don  Arturo  Gálvez  Paiz  rindió  las  proban- 
zas que  siguen:  posiciones  absueltas  por 
la  parte  demandante  a solicitud  de  la  se- 
ñorita Rosaura  Paiz  Ronquillo  con  fecha 
27  de  septiembre  del  año  mil  novecientos 
treinta  y cuatro,  y carta  fecha  once  de 
mayo  de  mil  novecientos  treinta  y dos, 
que  fué  dirigida  por  la  señora  viuda  de 
Barrios  y el  señor  Ochoa  Barrios  a la  se- 
ñorita Paiz  Ronquillo  solicitándole  prórro- 
ga de  un  año  para  el  pago  de  los  intereses 
ya  vencidos;  y certificación  del  memorial 
dirigido  al  Jefe  del  Poder  Ejecutivo  por 
don  Raymundo  Ochoa  Barrios  pidiéndole 
su  intervención  para  que  el  doctor  Gálvez 
Paiz  no  ejercitara  sus  derechos  sobre  la  ca- 
sa hipotecada. 

El  doctor  Gálvez  Paiz  promovió  inciden- 
te para  que  se  declarara  la  nulidad  de  su 
confesión,  pues  inducido  por  un  error  que 
no  había  podido  advertir  antes  de  pres- 
tarla, confesó  que  lo  manifestado  por  él 
en  la  Jefatura,  constaba  en  el  acta  levan- 
tada en  aquel  Despacho,  el  veintitrés  de 
agosto  de  mil  novecientos  treinta  y cua- 
tro. Para  fundar  su  articulación  citó  el 
doctor  Gálvez  Paiz  los  artículos  355  y 363 
del  Decreto  Legislativo  número  2009  y 219 
del  becreto  Legislativo  número  1928,  ma- 
nifestando también,  entre  otras  cosas,  que 
al  presentar  la  señora  de  Barrios  en  el 
juicio,  certificación  del  acta  mencionada, 
tuvo  oportunidad  de  leerla  y entonces  se 
dió  cuenta  de  los  errores  que  contenía,  y 
de  que,  si  no  con  malicia  que  implique 
falsedad  al  menos,  con  descuido,  que  im- 
plica culpa  en  el  redactar,  aparecen  ter- 
giversados los  conceptos  que  expresó  al  re- 
chazar las  propuestas  que  le  hicieron  don 
Manuel  Ochoa  Barrios  y el  licenciado  don 
Julio  Héctor  Leal,  pues  lo  que  había  dP 
cho  con  tal  motivo  en  la  junta,  fué:  que 
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rechazaba  las  propuestas,  porque  el  asunto 
estaba  ya  bajo  la  jurisdicción  de  los  Tri- 
bunales de  Justicia,  a donde  habia  tenido 
que  recurir,  en  vista  de  que  hacia  más 
de  tres  años  que  los  deudores  no  paga- 
ban intereses;  que  el  largo  plazo  de  la 
obligación,  que  era  de  ocho  años,  estaba 
vencido  con  exceso,  pues  hacia  más  de  un 
año  que  habia  finalizado;  y dunrante  ese 
tiempo,  en  que  no  habia  ejercitado  su  ac- 
ción, el  señor  Ochoa  Barios,  lejos  de  pro- 
curar un  arreglo  equitativo  y decente,  lo 
habia  aprovechado  para  desmantelar  las 
fincas;  la  señora  viuda  de  Barrios  habia 
presentado  una  certificación  de  dicha  ac- 
ta, y en  ella  consta  que  no  fué  leida  y 
que,  por  consiguiente,  tampoco  fué  rati- 
ficada por  los  comparecientes  antes  de 
firmarla;  en  las  posiciones  consta  asi  mi.s- 
mo,  que  al  confesar  que  reconocía  como 
expresión  de  la  verdad  lo  que  declaró  en 
la  Jefatura  Política,  agregando;  “Y  que 
consta  en  el  acta  que  se  levantó  en  esa 
oficina”,  tampoco  tuvo  a ia  vista  esa  ac- 
tuación ni  copia  de  ella. 

El  doctor  don  Arturo  Gálvez  Paiz  pro- 
movió también  incidente  para  que  se  de- 
clarara la  nulidad  de  los  actos  contenidos 
en  el  acta  de  la  Jefatura  Política  Depar- 
tamental fecha  veintitrés  de  agosto  de  mil 
novecientos  treinta  y cuatro,  asi  como  del 
acta  misma,  y,  por  consiguiente,  de  la  cer- 
tificación que  de  dicha  acta  presentó  co- 
mo prueba  doña  Francisca  Barrios  viuda 
de  Barrios.  Funda  el  doctor  Gálvez  Paiz 
su  incidente:  a)  en  que  en  el  acta  no  se 
hace  mención  de  los  poderes  con  que  com- 
parecieron don  Manuel  Ochoa  Barrios  y 
el  Licenciado  Leal,  ignorándose  quién  los 
autorizó,  ni  la  extensión  de  las  facultades 
conferidas  a dichos  apoderados;  b)  tam- 
poco se  hace  constar  el  nombre  de  la  se- 
ñora Barrios;  c)  no  fué  leida  a los  com- 
parecientes, y,  por  consiguiente,  tampoco 
fué  ratificada  por  éstos,  antes  de  firmar- 
la; d)  en  la  discrepancia  que  existe,  en 
puntos  esenciales,  entre  la  certificación  de 
la  Jefatura  Política  Departamental,  fecha 
trece  de  septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro,  y el  informe  del  Secre- 
tario de  aquel  Despacho,  siendo  tales  pun- 
tos: la  personería  con  que  comparecieron 
don  Ernesto  Gálvez  Paiz  y el  Licenciado 
don  Julio  Héctor  Leal;  y las  personas  de 
los  deudores  y de  los  acreedores;  y e)  en 
lo  dispuesto  por  los  artículos  23  del  De- 
creto Legislativo  1987,  IX  del  Decreto  Le- 
gislativo 1928  y 288  del  Decreto  Legislati- 
vo 2009. 


El  Licenciado  don  Juan  Córdova  Cerna, 
como  apoderado  de  doña  Francisca  Ba- 
rios viuda  de  Barrios  evacuando  las  au- 
diencias que  le  fueron  dadas  en  los  inci- 
dentes que  acaban  de  ser  relacionados  ma- 
nifestó respecto  al  primero,  que  el  artícu- 
lo era  frívolo  e improcedente  ya  que  se 
trataba  de  .motiificar  actos  quje  \habian 
tenido  verificativo  ante  la  autoridad  ju- 
dicial y llenándose  todas  las  formalida- 
des prescritas  por  la  ley;  y señalaba  como 
pruebas  las  propias  posiciones.  En  cuanto 
al  otro  incidente  expuso:  que  negaba  los 
fundamentos  invocados  para  pedir  la  nu- 
lidad del  acta  de  referencia  y propuso  co- 
mo pruebas,  la  que  enumera  en  su  memo- 
rial fecha  trece  de  noviembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y cuatro. 

El  Doctor  don  Arturo  Gálvez  Paiz,  en  el 
incidente  de  nulidad  del  acta  tantas  ve- 
ces mencionada,  pidió  que  se  tuvieran  co- 
mo pruebas:  a)  certificación  del  acta  fe- 
cha veintitrés  de  agosto  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cuatro,  y la  certificación  ex- 
pedida por  la  Jefatura  Política  el  trece 
de  septeimbre  del  año  retropróximo;  b) 
certificación  de  la  demanda  fecha  diez  y 
nueve  de  julio  de  mil  novecientos  treinta 
y cuatro,  y acta  de  remate,  expedida  por 
el  Secretario  del  Juzgado  lo.  de  la.  Ins- 
tancia Departamental  a veintisiete  de  sep- 
tiembre del  año  pasado;  y c)  certifica- 
ción de  las  diligencias  seguidas  ante  la 
Jefatura  Política  del  Departamento  de 
Guatemala,  en  los  que  se  incluyó  una  co- 
pia fotográfica  del  acta  levantada  en  aquel 
Despacho  el  veintitrés  de  agosto  de  mil 
novecientos  treinta  y cuatro. 

El  apoderado  de  doña  Francisca  viuda 
de  Barrios  rindió  en  el  incidente  de  nu- 
lidad de  que  se  trata,  las  pruebas  que  a 
continuación  se  expresan:  a)  posiciones 
absueltas  por  el  doctor  don  Arturo  Gál- 
vez Paiz;  b)  reconocimiento  de  las  firmas 
del  acta  de  veintitrés  de  agosto  de  mil  no- 
vecientos treinta  y cuatro,  efectuado  por 
los  señores:  Licenciado  don  Julio  Héctor 
Leal,  Doctor  don  Arturo  Gálvez  Paiz  y 
don  Manuel  Ochoa  Barrios;  c)  informe 
emitido  por  el  Jefe  Político  del  Departa- 
mento de  Guatemala;  d)  testimonio  de 
la  escritura  pública  de  mandato  que  mu- 
tuamente se  otorgaron  los  señores  Gálvez 
Paiz,  el  Doctor  don  Arturo  y don  Ernesto, 
a veintidós  de  abril  de  mil  novecientos 
treinta;  y que  fué  autorizada  por  el  No- 
tario don  F’ederico  Castañeda  Godoy;  y e) 
certificación  del  expediente  seguido  por  la 
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Jefatura  Política  Departamental  por  don 
Raymundo  Ochoa  para  llegar  a un  arre- 
glo con  el  Doctor  don  Arturo  Gálvez  Paiz. 

En  el  primer  incidente  propuesto  por  el 
Doctor  Gálvez  Paiz,  dicho  facultativo  pi- 
dió que  se  tuvieran  como  probanza;  a)  la 
certificación  expedida  por  el  Secretario  del 
Juzgado  2o.  de  la.  Instancia  Departamen- 
tal, el  quince  de  octubre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cuatro,  y relativa  a las  po- 
siciones absueltas  por  el  Doctor  Gálvez 
Paiz;  y b)  la  certificación  expedida  por 
el  Secretario  de  la  Jefatura  Política  De- 
partamental, el  diez  y nueve  de  septiem- 
bre de  mil  novecientos  treinta  y cuatro, 
que  contiene  el  escrito  presentado  por  don 
Raymundo  Ochoa  Barrios  el  veinticinco  de 
junio  de  mil  novecientos  treinta  y cua- 
tro, pidiéndole  al  Jefe  del  Poder  Ejecu- 
tivo su  intervención  para  evitar  que  el 
Doctor  Gálvez  Paiz  ejerciera  sus  derechos 
sobre  la  casa  perteneciente  a doña  F’ran- 
cisca  Barrios  viuda  de  Barrios;  y el  pro- 
veído que  recayó  en  el  memorial  de  refe- 
rencia. 

A la  la.  y a la  2a.  Instancia  se  les  dió 
fin  en  la  forma  que  se  deja  ya  relaciona- 
da al  principio  de  este  fallo. 

La  Sala  sentenciadora  estima:  lo.  que 
está  probado  plenamente  que  don  Raymun- 
do Ochoa  Barrios  se  reconoció  deudor  de 
don  Lisandro  Paiz  Ronquillo  por  la  suma 
de  cincuenta  y nueve  mil  quinientos  pesos 
oro  americano  obligación  que  garantizó 
con  primera  y especial  hipoteca  de  las  fin- 
cas “Santo  Domingo”  y “San  Isidro”  y de 
la  casa  perteneciente  a doña  Francisca 
Barrios  viuda  de  Barrios;  que  dicha  señora 
dió  su  consentimiento  de  una  manera  ex- 
presa para  que  se  constituyera  ésta  garan- 
tía; que  el  plazo  para  el  cumplimiento  de 
la  obligación  contraída  por  el  señor  Barrios 
Ochoa  fué  de  ocho  años  que  vencieron 
el  treinta  de  abril  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres;  que  los  señores  Gálvez  Paiz, 
Doctor  don  Arturo  y don  Ernesto  manifes- 
taron ante  el  Jefe  Político  Departamental 
que  los  señores  Raymundo  y Manuel  Ochoa 
Barrios,  hacia  tres  años  que  no  pagaban 
intereses  y que  de  consiguiente  que  éstos 
no  aprovecharon  la  prórroga  que  de  un 
año  ellos  les  hicieron;  que  los  señores  Doc- 
tor don  Arturo  Gálvez  Paiz,  Licenciado  don 
Julio  Héctor  Leal  y don  Manuel  Ochoa  Ba- 
rrios reconocieron  ante  el  Juez  2o.  de  la. 
Instancia  Departamental  sus  firmas  pues- 
tas al  pie  del  acta  escrita  a folios  42  y 43 
del  Libro  respectivo  que  se  lleva  en  la  Je- 
fatura Política  Departamental;  que  el  Doc- 
tor Gálvez  Paiz  confesó  que  sí  reconoce 


como  la  expresión  de  la  verdad  lo  que  de- 
claró en  la  Jefatura  Política  y que  consta 
en  el  acta  que  se  levantó  en  dicha  oficina 
y que  fué  firmada  por  el  absolvente  y su 
apoderado,  por  don  Manuel  Ochoa  Barrios, 
como  apoderado  de  don  Raymundo  de  los 
mismos  apellidos  y por  el  Licenciado  don 
Julio  Héctor  Leal,,  como  apoderado  de  do- 
ña María  Orive  viuda  de  Aceña;  que  el 
Doctor  don  Arturo  Gálvez  Paiz  entabló  de- 
manda ejecutiva  contra  don  Raymundo 
Ochoa  Barrios  y doña  Francisca  Barrios 
viuda  de  Barrios;  y como  consecuencia  de 
esa  ejecución  fueron  rematadas  las  fin- 
cas hipotecadas  y la  casa  de  la  señora 
viuda  de  Barrios;  que  el  Doctor  Gálvez  Paiz 
y don  Ernesto  de  los  mismos  apellidos  se 
confirieron  mutuamente  poder  generad; 
que  don  Raymundo  Ochoa  Barrios  confirió 
poder  general  a don  Manuel  de  los  nns- 
mos  apellidos;  y que  don  Raymundo  Ochoa 
Barrios  ratificó  su  memorial  de  contesta- 
ción a la  demanda  interpuesta  por  doña 
Francisca  Barrios  viuda  de  Barrios;  2o. 
que  la  hipoteca  de  la  casa  perteneciente 
a dicha  señora  quedó  extinguida  en  vir- 
tud de  la  prórroga  concedida  por  el  acree- 
dor al  deudor  sin  el  consentimiento  de  la 
propietaria  del  inmueble  que  garantizaba 
parte  de  la  obligación,  y como  consecuen- 
cia también  quedó  extinguida  la  acción 
para  ejecutar  a la  señora  viuda  de  Ba- 
rrios, siendo  insubsistente  el  remate  veri- 
ficado con  fecha  diez  y siete  de  agosto  del 
año  retropróximo,  en  cuanto  se  refiere  a 
la  casa  número  siete  de  la  octava  calle  Po- 
niente de  esta  Capital;  3o.  que  ni  el  acta 
levantada  en  la  Jefatura  Política,  ni  el 
acto  que  contiene  dicha  acta,  ni  la  cer- 
tificación de  la  misma  son  nulas  y tam- 
poco es  nula  la  confesión  prestada  por  el 
Doctor  don  Arturo  Gálvez  Paiz;  4o.  que  la 
acción  entablada  por  doña  Francisca  Ba- 
rrios viuda  de  Barrios  está  plenamente  pro- 
bada con  la  confesión  que  prestó  don  Ray- 
mundo Ochoa  Barrios  al  contestar  la  de- 
manda, contestación  que  fué  debidamente 
ratificada  en  su  oportunadd;  y 5o.,  que 
es  procedente  condenar  en  las  costas  al 
Doctor  don  Arturo  Gálvez  Paiz,  porque 
cuando  inició  su  ejecución  ya  se  había 
extinguido  la  hipoteca  constituida  sobre 
el  inmueble,  por  lo  cual  está  de  manifies- 
to que  el  ejecutante  procedió  con  temeri- 
dad en  aquella  acción,  la  que  dió  origen  al 
presente  juicio. 

Contra  la  sentencia  de  2a.  Instancia,  el 
Doctor  don  Arturo  Gálvez  Paiz  con  auxilio 
del  Licenciado  don  Juan  Rosales  Alcánta- 
ra, interpuso  el  recurso  extraordinario  de 
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casación  denunciando  como  infringidos  los 
articulos  que  a continuación  se  expresan: 
IV,  IX,  112,  fracción  la.  y 2a.,  150,  151,  232 
inciso  6o.  Decreto  Legislativo  1928;  1093 
inciso  2o.,  1160  fracciones  la.  y 2a.,  1161 
inciso  lo.  y 1164  del  Decreto  Legislativo 
No.  1932;  1407,  1408,  1425,  1426,  1427,  1428, 
2245,  2246,  2346  y 2437  del  Código  Civil  de 
1877;  lo.,  2o.  incisos  lo.  y 2o.,  3o.,  5o.  frac- 
ciones la.  y 2a.,  282,  288,  290,  302,  319,  344, 
345,  363,  362,  297,  inciso  3o.,  364,  345,  434, 
435,  436,  292  incisos  lo.,  2o.,  3o.  y fracción 
final,  315,  278  incisos  lo.,  2o.  y 3o.,  297  in- 
ciso 3o.,  298,  260,  269,  340,  369  fracciones 
la.  y 2a.,  223,  224,  299,  157  inciso  2o.  y 159 
del  Decreto  Legislativo  No.  2009;  23  inciso 
cuarto,  fracciones  la.,  2a.  y 3a.,  54,  57,  58, 
y 64  del  Decreto  Legislativo  No.  1987. 

Los  apoderados  de  las  partes.  Licencia- 
dos don  Juan  Rosales  Alcántara  y don  Juan 
Córdova  Cerna  alegaron  de  una  manera 
muy  extensa  el  dia  de  la  vista,  esforzándo-* 
se  el  primero  en  sostener  la  procedencia 
del  recurso,  y el  segundo  en  impugnarlo. 

CONSIDERANDO: 

Que  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en 
el  Articulo  23  del  Decreto  Legislativo  1987, 
la  intervención  de  los  Jefes  Políticos  en 
asuntos  de  la  competencia  de  los  Tribuna- 
les de  Justicia  únicamente  puede  tener 
lugar  en  los  casos  siguientes:  lo.,  cuando 
para  ello  fueren  requeridos  por  parte  in- 
teresada, si  la  cuestión  que  se  trate  de 
arreglar  no  estuviere  pendiente  del  cono- 
cimiento de  los  Tribunales;  y 2o.,  cuando 
aunque  la  cuestión  civil  ya  estuviere  bajo 
el  conocimiento  de  los  Tribunales,  todos  los 
interesados  lo  solicitaren  por  escrito,  en 
un  solo  acto,  situaciones  en  las  cuales  no 
se  encuentra  el  caso  sub-júdice  puesto  que 
el  procedimiento  ejecutivo  se  encontraba 
ya  entablado  ante  el  Juez  competente  y 
en  las  diligencias  encaminadas  para  dar 
intervención  al  Jefe  Político  no  consta 
que  todos  los  interesados  lo  hayan  solici-' 
tado  sino  al  contrario,  que  los  señores  Gál- 
vez  Paiz  fueron  citados  para  el  efecto  sin 
gestión  de  su  parte. 

CONSIDERANDO: 

Que  en  las  respuestas  que  dió  el  Doctor 
don  Arturo  Gálvez  Paiz  a las  preguntas 
que  le  fueron  dirigidas,  siempre  afirmó  no 
haber  concedido  prórroga  alguna;  y si  bien 
es  cierto,  que  también  dijo  que  el  deudor 
señor  Ochoa  no  aprovechó  el  año  de  prórro- 
ga que  se  le  concedió  para  el  pago  del  ca- 
pital e intereses,’  también  lo  es  que  agre- 


ga que  esa  prórroga  fué  concedida  bajo 
la  condición  de  que  el  señor  Barrios  Ochoa 
aceptara  la  capitalización  de  intereses,  cir- 
cunstancia esta  última  que  convierte  su 
confesión  en  calificada  individua  y por 
lo  tanto  debe  tomarse  en  todas  sus  par- 
tes. Y acerca  de  lo  expuesto  por  el  Doc- 
tor Gálvez  Paiz  al  contestar  la  última  de 
las  posiciones  que  le  fueron  articuladas  de- 
be tenerse  presente,  que  por  el  modo  con 
que  aparece  formulada  la  pregunta  en- 
traña un  reconocimiento  de  documentos, 
y por  lo  mismo  es  inadmisible  dicha  res- 
puesta ya  que  para  que  pudiera  surtir  sus 
efectos  legales  era  indispensable  que  .se 
hubiese  acompañado  el  documento  que 
motivaba  la  diligencia. 

En  virtud  de  todo  lo  que  se  deja  ya  re- 
lacionado, se  infiere:  lo.  que  la  certifica- 
ción del  acta  fecha  veintitrés  de  agosto 
de  mil  novecientos  treinta  y cuatro,  no  tie- 
ne eficacia  probatoria  por  estar  en  des- 
acuerdo el  acto  contenido  en  ella  con  la 
ley  mencionada  al  principio  (Dto.  1987)  y 
por  consiguiente  no  puede  servir  para  pro- 
bar la  prórroga;  2o.  que  la  confesión  que 
prestó  el  Doctor  don  Arturo  Gálvez  Paiz 
tampoco  prueba  la  parte  fundamental  de 
la  demanda  iniciada  por  doña  Francisca 
Barrios  viuda  de  Barrios;  y 3o.  que  como 
una  consecuencia  de  los  puntos  anterio- 
res, al  estimar  lo  contrario  la  Sala  senten- 
ciadora infringió  el  inciso  4o.  fracciones 
la.,  2a.  y 3a.  del  articulo  23  del  Decreto 
Legislativo  1987. 

CONSIDERANDO: 

Que  de  los  documentos  públicos  que 
obran  en  el  juicio,  el  marcado  con  la  letra 
“A”  prueba  que  doña  Francisca  Barrios 
viuda  de  Barrios,  el  tres  de  septiembre  de 
mil  novecientos  treinta  y cuatro  le  otorgó 
su  poder  especial  al  Licenciado  don  Juan 
Córdova  Cerna  para  que  la  representara 
en  asuntos  judiciales,  el  señalado  con  la 
letra  “B”  justifica  las  obligaciones  con- 
traídas por  don  Raymundo  Ochoa  Barrios 
y doña  Francisca  Barrios  viuda  de  Barrios 
a favor  de  don  Lisandro  Paiz  Ronquillo, 
los  marcados  con  las  letras  “C”,  “D”,  “E” 
y “F”  prueban  respectivamente,  la  com- 
pra-venta de  la  finca  “Santo  Domingo” 
otorgada  por  don  Lisandro  Paiz  Ronquillo 
a favor  de  don  Raymundo  Ochoa  Barrios; 
la  compra  venta  judicial  de  la  finca  “San 
Isidro”  otorgada  por  el  Juez  lo.  de  la.  Ins- 
tancia Departamental  en  rebeldía  de  don 
Ricardo  Alburez  y hermanos  a favor  de 
don  Ricardo  Gálvez;  la  compra-venta  de 
la  misma  finca  otorgada  por  don  Víctor 
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Colón  como  apoderado  de  don  Ricardo 
Gálvez  a favor  de  don  Raymundo  Ochoa 
Barrios;  y la  cancelación  de  la  hipoteca 
del  señor  Paiz  Ronquillo  a favor  de  don 
Ricardo  Gálvez;  el  marcado  con  la  letra 
G prueba  que  la  señorita  Rosaura  Paiz 
Ronquillo  le  otorgó  su  poder  especial  para 
que  la  representara  en  asuntos  judiciales 
al  Licenciado  don  Juan  Rosales  Alcánta- 
ra, con  fecha  ocho  de  septiembre  de  mil 
novecientos  treinta  y cuatro;  el  señalado 
con  la  letra  “H”  establece  que  con  fecha 
veintidós  de  abril  de  mil  novecientos  trein- 
ta el  Doctor  don  Arturo  Gálvez  Paiz  y don 
Ernesto  Gálvez  otorgaron  poder  general  a 
favor  de  ellos  mismos.  Y la  certificación 
que  obra  al  fo’.io  134  vuelto  de  los  autos 
prueba  que  don  Raymundo  Ochoa  Barrios 
le  confirió  su  poder  general  a don  Ma- 
nuel de  los  mismos  apellidos. 

CONSIDERANDO: 

Que  las  demás  certificaciones  que  tam- 
bién obran  en  el  juicio,  unas  expedidas  por 
los  Secretarios  de  Oficinas  Judiciales  y 
otras  por  los  de  las  dependencias  admi- 
nistrativas nada  prueban  acerca  de  la  cues- 
tión principal  de  la  demanda,  pues  desvir- 
tuados los  fundamentos  que  a ésta  le  han 
servido  de  base,  los  hechos  secundarios 
que  pudieran  probarse  con  dichos  docu- 
mentos no  llegarían  a darle  existencia  ju- 
rídica a la  acción  intentada  por  la  actora. 

CONSIDERANDO: 

Que  tampoco  procede  entrar  al  examen 
de  lo  expuesto  por  los  testigos  don  Carlos 
Gomar  D.,  don  Juan  Emilio  Alvarez  y don 
Abelardo  Díaz,  pues  los  hechos  que  con  el 
dicho  de  estos  testigos  se  establecerían  son 
ajenos  al  punto  substancial  de  la  deman- 
da en  virtud  de  que  fueron  propuestos  pa- 
ra probar  el  estado  en  que  se  encontraban 
las  fincas  “San  Isidro”  y “Santo  Domin- 
go” antes  de  que  el  señor  Raymundo  Ochoa 
Barrios  tomara  posesión  de  los  menciona- 
dos inmuebles  y las  mejoras  llevadas  a 
cabo  por  el  expresado  señor. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  confesión  de  don  Raymundo 
Ochoa  Barrios  en  manera  alguna  puede 
perjudicar  los  derechos  de  su  acreedor  por 
que  los  hechos  que  confiesa  no  son  pro- 
pios, y en  el  supuesto  que  lo  fueran,  tam- 
poco podrían  ser  estimados,  por  tratarse 
de  un  tercero. 


CONSIDERANDO: 

Que  establecida  la  falta  de  valor  proba- 
torio del  acta  de  veintitrés  de  agosto  de 
mil  novecientos  treinta  y cuatro,  y de  la 
confesión  del  Doctor  Gálvez  Paiz,  tanto 
en  su  forma  como  en  el  fondo,  es  incon- 
ducente continuar  con  el  examen  relativo 
a cuestiones  relacionadas  con  dichos  me- 
dios de  prueba  ni  a otros  de  los  fundamen- 
tos invocados  por  el  mencionado  faculta- 
tivo al  promover  los  incidentes  de  que  an- 
teriormente se  ha  hecho  reiación  asi  co- 
mo de  los  argumentos  alegados  por  la  par- 
te contraria  en  pro  de  sus  afirmaciones, 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  prescrito  por  los  artículos 
259,  277,  282,  288,  344,  364  y 365  y 518  del 
Decreto  Legislativo  2009  CASA  Y ANULA 
la  ejecutoria  recurrida  y resolviendo  de- 
clara: lo.  que  absuelve  al  Doctor  don  Ar- 
turo Gálvez  Paiz  de  la  demanda  de  que 
se  hizo  mérito;  y 2o.,  que  las  costas  son 
a cargo  de  ambas  partes. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.~  José  Serrano  Muñoz.  — Max 
Garda  R. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintinueve  de  julio  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vistas  para  resolver  las  solicitudes  pre- 
sentadas por  el  Licenciado  don  Juan  Cór- 
dova  Cerna,  en  nombre  y representación 
de  doña  Francisca  Barrios  viuda  de  Barrios 
para  que  se  aclare  y amplíe  la  sentencia 
pronunciada  el  veintisiete  de  Junio  recién 
pasado.  Los  fundamentos  de  dichas  peti- 
ciones son  los  que  siguen:  lo.,  que  la  Cor- 
te sólo  resolvió  sobre  la  acción  ejercita- 
da contra  el  Doctor  don  Arturo  Gálvez 
Paiz,  y nada  se  dijo  con  relación  al  se- 
ñor Raymundo  Ochoa  Barrios,  que  también 
fué  comprendido  en  la  demanda;  2o.,  que 
la  Corte  no  entró  a resolver  acerca  de  la 
nulidad  del  acta  levantada  en  la  Jefatura 
Política  del  Departamento  de  Guatemala, 
el  veintitrés  de  agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro;  3o.,  que  tampoco  se  re- 
solvió sobre  la  nulidad  de  la  confesión  del 
Doctor  don  Arturo  Gálvez;  4o.,  que  se  ex- 
prese si  la  Corte  Suprema  de  Justicia  pesó 
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las  responsabilidades  del  orden  moral  que 
entraña  la  sentencia  de  que  se  trata,  y 
por  qué  motivo  en  otro  juicio  se  decidió 
un  punto  similar  en  diferente  sentido;  y 
5o.,  que  el  Tribunal  de  Casación  dejó  de 
estimar  el  valor  probatorio  de  la  escritu-" 
ra  constitutiva  del  crédito,  fecha  primero 
de  mayo  de  mil  novecientos  veinticinco, 
autorizada  por  el  Notario  don  Guillermo 
Ramírez,  en  la  cual  consta  que  la  capita- 
lización de  intereses  estaba  de  antemano 
aceptada  por  los  contratantes  para  el  caso 
de  mora  en  el  pago  de  dichos  réditos. 

CONSIDERANDO: 

Que  desde  el  momento  en  que  don  Ray- 
mundo  Ochoa  Barrios  estuvo  de  acuerdo 
con  doña  Francisca  v.  de  Barrios,  coadyu- 
vó a la  acción  intentada  por  dicha  señora 
y en  ese  concepto  ya  no  tiene  la  situación 
jurídica,  en  que  pretende  colocarlo  el  re- 
presentante de  la  parte  actora,  y compren- 
diéndolo asi  el  propio  señor  Ochoa  Ba- 
rrios, ninguna  objeción  ha  hecho  al  fallo 
de  casación. 

En  los  Considerandos  de  la  sentencia 
dictada  por  esta  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia se  hacen  las  apreciaciones  correspon- 
dientes en  cuanto  a la  confesión  que  pres- 
tó el  Doctor  Gálvez  Paiz;  al  acta  levanta- 
da en  la  Jefatura  Política  de  este  De- 
partamento (Guatemala)  con  fecha  vein- 
titrés de  agosto  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cuatro;  y acerca  del  valor  probato- 
rio de  los  instrumentos  públicos  presen- 
tados en  el  juicio. 

Por  otra  parte,  debe  tenerse  presente, 
que  la  aclaración  de  las  resoluciones  tie- 
ne lugar  cuando  sus  términos  son  obscu- 
ros, ambiguos  o contradictorios  a fin  so- 
lamente de  que  se  aclare  o rectifique  su 
tenor. 

En  consecuencia,  no  habiéndose  omitido 
resolver  algún  punto  sometido  en  el  jui- 
cio, o prescrito  en  la  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial  ni  apoyándose  la  aclaración 
pedida  en  los  casos  que  determina  el  Có- 
digo de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil, 
sino  en  asuntos  comp'etamente  ajenos  a 
esta  materia,  son  improcedentes  los  recur- 
sos de  que  se  hizo  mérito. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  prescrito  por  los  artículos 
455  y 456  del  Decreto  número  2009,  asi 
lo  declara. 


Notifiquese,  y como  está  mandado,  de- 
vuélvanse los  antecedentes  al  Tribunal  de 
su  origen. 

Reina  Andrade.  — Salazar.  — Castella- 
nos R.  — Argueta  S.  — Serrano  Muñoz.  — 
Max  García  R. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Arturo  Mondal,  por  ro- 
bo y malversación  de  caudales  públicos. 

DOCTRINA:  Para  que  las  declaraciones  de 
dos  o más  testigos  idóneos  produzcan 
plena  prtieba,  no  es  bastante  que  estén 
conformes  en  las  personas;  en  el  lugar; 
en  la  manera  de  cómo  se  verificó  el  he- 
cho; y en  el  tiempo  en  que  acaeció;  sino 
además  deben  ser  recibidas  en  la  forma 
que  preceptúa  la  Ley  Procesiva. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
primero  de  abril  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Para  resolverlo,  se  tiene  a la  vista  el  re- 
curso extraordinario  de  casación  introdu- 
cido por  Teodoro  T.  Grignon,  en  su  ca- 
rácter de  acusador  de  Arturo  Mondal,  con- 
tra la  sentencia  ejecutoria  proferida  por 
la  Sala  5a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  el 
dieciocho  de  diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro,  en  el  proceso  que,  por  los 
delitos  de  robo  y malversación  de  cauda- 
les públicos,  se  instruyó  al  aludido  Mon- 
dal. 

En  el  recurso — que  fué  auxiliado  por  el 
Abogado  Fabián  S.  Imeri— se  asevera  que 
la  Sala  sentenciadora  violó  los  Artículos 
.571,  581  incisos  2o.  y 4o.  y el  582  del  Código 
de  Procedimientos  Penales. 

Con  posterioridad,  pero,  dentro  del  tér- 
mino de  Ley  el  acusador  presentó  otro  me- 
morial asegurando  que  la  Sa'a  5a.  de  la 
Corte  de  Apelaciones  también  infringió  los 
Artículos  649  inciso  lo.  y 650  P.  P.;  mas, 
este  escrito  fué  presentado  sin  firma  de 
Abogado. 

En  los  autos  que  sirven  de  anteceden- 
tes al  recurso  que  se  examina,  consta  lo 
que  sigue: 

— I — 

El  veintiséis  de  abril  del  año  de  mil  no- 
vecientos treinta,  Teodoro  T.  Grignon  acu- 
só criminalmente  ante  el  Juez  de  la.  Ins- 
tancia del  Departamento  de  Izabal,  al  se- 
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ñor  Arturo  Mondal,  por  el  delito  de  robo 
de  trece  mil  cincuenta  dólares,  y,  de  unas 
alhajas  estimadas  en  la  suma  de  un  mil 
cuatrocientos  dólares. 

El  delito  lo  hacia  consistir  el  acusador, 
en  los  hechos  siguientes; 

Arturo  Mondal  obtuvo  en  el  Juzgado  de 
la.  Instancia  del  Departamento  de  Izabal, 
una  orden  judicial  para  que  el  acusador 
fuera  lanzado  de  las  casas  conocidas  con 
los  nombres  de  New  York  House  y Coney 
Hall,  las  cuales  pertenecían  al  citado  Mon- 
dal. 

Al  cumplimentarse  tal  orden  el  dieciséis 
de  abril  de  mil  novecientos  treinta,  dice 
el  acusador  que  se  cometió  un  verdadero 
saqueo  de  sus  bienes;  pues,  mandado  por 
Mondal,  el  agente  de  policía,  Juan  Luis, 
rompió  la  gaveta  de  un  armario  de  su  uso 
exclusivo,  de  donde  extrajo  el  sindicado 
la  suma  de  dinero  aludida;  suma  que  ha- 
cían varias  partidas  guardadas  en  sobres 
separados  con  los  nombres  de  los  respec- 
tivos dueños,  asi:  de  Olga  F’olgar,  dos  mil 
quinientos  dólares;  de  Julia  Quezada,  mil 
novecientos  cincuenta;  de  Albertina  Mon-* 
terroso,  dos  mil  cuatrocientos;  de  Elisa 
Anzueto,  tres  mil  quinientos;  y dos  mil  se- 
tecientos dólares  del  acusador,  los  cuales 
no  estaban  en  ningún  sobre.  Y,  que  ade- 
más, de  otra  gaveta  del  mismo  armario, 
Mondal  se  robó  las  alhajas  mencionadas 
al  principio,  asi  como  muchos  documentos 
que  se  llevó  y destruyó. 

Para  fundar  su  acusación,  cita  en  la  que- 
rella como  testigos  presenciales,  a Elisa 
Anzueto,  Alejandro  Bernardo,  Estéban 
Gamboa,  Albertina  Monterroso.  Julio  Gi- 
rón, Rufino  Recinos  y Rosa  Estrada;  per- 
sonas que  se  hallaban  en  tales  casas  en 
ese  momento. 

Durante  el  curso  del  juicio  criminal,  fue- 
ron interrogados  como  testigos  de  cargo, 
Elisa  Anzueto,  Albertina  Monterroso,  Esté- 
ban Gamboa,  Julia  Quezada,  Olga  Joglar 
— citada  por  Olga  Folgar  en  la  querella — , 
Rosa  María  Estrada,  Julio  Emilio  Girón  y 
Salomón  Esquinacy.  Todas  estas  perso- 
nas, tienen  como  tacha  legal,  la  de  ser  de- 
pendientes del  acusador;  pues  en  los  autos 
consta:  que  Grignon  tenía  establecidos 
prostíbulos  en  las  casas  de  que  fué  lanza- 
do, siendo  tales  mujeres  las  pupilas  de 
ellas  y,  además,  la  Anzueto  su  concubina. 
Esteban  Gamboa  era  el  cocinero  y barren- 
dero de  las  indicadas  casas,  y,  Julio  Emilio 
Girón,  el  pianista  que  Grignon  tenia  con-* 
tratado;  tacha  que  no  reza  con  Salomón 
Esquinacy. 


Los  dichos  de  la  Anzueto,  de  la  Monte- 
rroso y de  Gamboa,  sindican  directamen- 
te a Mondal  com  oautor  del  robo  de  que 
se  le  acusa;  pues  sostienen  tales  declaran- 
tes que  lo  vieron  cuando  extrajo  el  dine- 
ro y las  alhajas  de  las  gavetas  del  mueble 
que  fué  abierto  de  orden  del  acusado.  Ade- 
más, las  mujeres  expresan  que  eran  due' 
ñas  de  las  partidas  de  dinero  mencionadas 
en  la  querella;  asegurando  la  Anzueto  ser- 
lo también  de  las  alhajas  en  cuestión. 

Dicen  asimismo  que  les  constaba  el  he- 
cho de  que  Grignon  guardaba  dinero  en  el 
mueble  de  referencia  y de  que  en  la  fecha 
del  lanzamiento,  existía  en  él;  pero  no  pre- 
cisan qué  sumas  eran  las  existentes. 

Las  otras  tres  mujeres,  es  decir,  Julia 
Quezada,  Olga  Joglar  y Rosa  María  Estra- 
da, sólo  declaran,  que  sus  economías  se  las 
daban  a guardar  a Grignon,  quien  ponía 
el  dinero  en  sobres  con  los  nombres  de 
los  dueños  respectivos,  y,  asi  los  mantenía 
en  el  armario  aludido;  cantidades  que  se 
perdieron,  según  les  dijo  el  acusador.  Nin- 
guna de  ellas  presenció  el  acto  del  lanza- 
miento. 

Los  testimoniantes  Girón  y Esquinacy, 
no  hacen  ninguna  sindicación  contra  Mon- 
dal, ya  que,  según  dicen,  sólo  se  dieron 
cuenta  del  acto  de  la  desocupación  de  las 
casas,  en  el  cual  se  hallaba  presente  el 
sindicado  Mondal. 

El  acusador  también  trató  de  poner  en 
evidencia  su  afirmación  con  las  declara- 
ciones extrajudicia'es  de  los  señores  John 
Smith,  David  Gordon,  Rubén  Villiers  y An- 
drés Araque.  Estas  personas  declararon 
ante  el  Notario  J.  Arcadlo  Chéves — quien 
levantó  actas  notariales  de  tales  actos — 
y,  en  sus  deposiciones  sindican  a Mondal 
como  autor  del  robo  de'  que  se  le  acusa; 
afirmando  que,  por  estar  parados  frente 
a las  ventanas  de  la  habitación  en  donde 
se  hallaba  el  armario,  vieron  cuando  el  sin- 
dicado sacó  el  dinero  y las  alhajas  alu- 
didas. 

Para  pretender  legalizar  los  dichos  de 
estas  personas  ratificaron — a solicitud  del 
acusador  — sus  respectiva?,  declaraciones 
ante  el  Juez  de  los  autos. 

También  ante  los  oficios  del  mismo  No^ 
tario  Chévez  dec'araron  los  testigos  Rubén 
M.  Villiers  y Jacobo  James,  con  cuyos  di- 
chos Grignon  se  proponía  justificar  la 
propiedad  y preexistencia,  tanto  del  dine- 
ro como  de  las  alhajas  que  dice  le  fueron 
robadas  por  Mondal  al  ejecutarse  la  or- 
den de  lanzamiento:  declaraciones  que  asi- 
mismo fueron  ratificadas  ante  la  autoridad 
judicial  respectiva. 
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A solicitud  de  la  defensa  y,  durante  el 
curso  dél  juicio  criminal,  se  practicaron 
inspecciones  oculares,  con  el  fin  de  poner 
de  manifiesto  la  imposibilidad  en  que  se 
hallaban  los  testigos  que  aseguran  vieron 
por  la  ventana  a Mondal  en  el  momento 
de  robar  el  dinero  y las  alhajas,  de  ver 
lo  que  pasaba  en  el  interior  de  tales  habi- 
taciones, a causa  de  que  los  muebles  que 
ocupaban  el  corredor  interceptaban  la  vis-* 
ta  al  interior  de  las  habitaciones  que  eran 
desocupadas,  para  individuos  colocados  en 
la  calle. 

Como  testigos  de  descargo  depusieron 
Virgilio  Cordón,  Secretario  de  la  Comisa- 
ria; el  Sargento  de  Policía  Ezequiel  Figue- 
roa;  el  Inspector  Sarbelio  Sandoval;  los 
agentes  Juan  Luis,  Arnulfo  Alarcón,  Can- 
delario Carritos,  Salvador  Diaz,  Luis  Espi- 
noza  y los  particulares  Pedro  Díaz,  Satur- 
nino Fajardo,  Agustín  Rodríguez  y José 
Antonio  López.  Los  últimos  intervinieron 
en  la  diligencia  como  mozos  para  la  des- 
ocupación; y los  primeros  como  agentes 
cumplimentadores  de  la  orden  de  lanza- 
miento. 

Con  los  dichos  de  todos  elios  se  puso  en 
evidencia:  que  hubo  necesidad  de  abrir  el 
armario  a que  se  refieren  Grignoh  y la 
Anzueto,  porque  permanecía  cerrado  con 
llave.  Los  que  se  ocuparon  de  la  extrac- 
ción de  muebles,  afirman  que  tan  pronto 
como  fué  abierto  el  armario,  Elisa  Anzue- 
to sacó  precipitadamente  la  gaveta  del 
mismo,  y de  ella  tomó  todos  los  papeles 
y objetos  que  habían  dentro;  los  cuales 
guardó,  sin  que  Mondal — que  permanecía 
parado  en  la  habitación — interviniera  para 
nada  en  ello. 

Asimismo,  el  Secretario  de  la  Comisaria, 
Virgilio  Cordón,  el  Sargento  Ezequiel  Fi- 
gueroa,  y el  Inspector  Sarbelio  Sandoval 
refieren:  que  al  estar  abierto  el  armario, 
fué  la  Anzueto  quien  sacó  todos  los  pa- 
peles existentes  en  la  gaveta  de  referen- 
cia, en  la  cual  no  vieron  que  existiera  di- 
nero ni  alhajas.  Dicen  además,  que  Mon- 
dal sólo  se  concretó  a presenciar  ese  he- 
cho. 

Figuran  en  las  actuaciones  otras  decla- 
raciones de  personas  idóneas  que  abonan 
la  buena  conducta  y honradez  del  propie- 
tario Mondal. 

De  igual  manera  existen  las  deposicio- 
nes de  más  de  un  testigo  de  descargo,  que 
refieren  las  propuestas  que  les  hiciera 
Grignon  para  que  declararan  contra  Mon- 
dal, prometiéndoles  en  cambio  cantidades 
de  dinero,  así  como  las  de  más  de  dos  perso- 


nas a quienes  el  mismo  Grignon  les  ofre- 
ció hasta  cien  dólares  para  que  fueran  a 
atestiguar  contra  el  repetido  Mondal,  an- 
te el  Notario  Arcadio  Chévez,  quien  iba  a 
levantar  actas  notariales  de  todo  ello. 

— II  — 

Al  proceso  de  que  se  ha  hecho  mérito 
fué  acumulado  el  que  se  siguió  contra  Ar- 
turo Mondal  por  el  delito  de  malversa- 
ción de  caudales  públicos,  por  haber  pues- 
to el  Alcalde  Primero  Municipal  de  Puer- 
to Barios — Gustavo  de  León — el ' ocho  de 
noviembre  de  mil  novecientos  veintitrés  en 
conocimiento  del  Jefe  Político  Departa- 
mental. que  la  Municipalidad'  del  año  an- 
terior que  presidia  Mondal  cobró  a la  Ad- 
ministración de  Rentas,  ciento  tres  mil 
seiscientos  cincuenta  y dos  pesos  y cin- 
cuenta centavos  billetes  de  la  antigua  emi- 
sión. por  cuenta  del  impuesto  de  aguar- 
diente; y no  haberse  invertido  la  indicada 
suma  en  ninguna  obra  pública  ni  en  el 
fomento  de  las  escuelas  nacionales,  como 
lo  preveía  el  Decreto  Legislativo  Número 
1193. 

Por  la  circunstancia  de  que  al  instruir- 
se el  proceso  respectivo,  se  pu.so  de  ma- 
nifiesto que  no  existía  el  delito  de  que  .se 
acusaba  a Mondal,  se  le  dejó  en  libertad 
sujeto  a las  resultas;  y en  esa  forma  que- 
dó el  juicio  criminal  aludido. 

Con  los  datos  que  se  dejan  reseñados,  el 
Juez  Departamental  de  Izabal,  dictó  sen- 
tencia con  fecha  once  de  agosto  de  mil  no- 
vecientos treinta  y cuatro;  en  la  cual  se 
absuelve  al  procesado  Arturo  Mondal  de 
los  cargos  que  se  le  formularon  por  los 
delitos  de  malversación  de  caudales  públi- 
cos y robo. 

Con  fecha  dieciocho  de  diciembre  de  mil 
novecientos  treinta  y cuatro,  la  Sala  5a. 
de  la  Corte  de  Apelaciones  confirmó  la  sen- 
tencia de  primer  grado,  con  la  enmien- 
da de  que  no  debió  hacerse  declaración 
alguna  con  respecto  al  delito  de  malversa- 
ción de  caudales  públicos,  por  la  razón 
que  se  deja  consignada.  El  fallo  ejecuto- 
rio aludido  fué  ampliado  el  veintidós  de 
enero  de  mil  novecientos  treinta  y cinco, 
en  el  sentido  de  que,  se  declare  calumnio- 
sa la  acusación,  debiéndose  proceder  por 
ese  delito  contra  el  acusador  Teodoro  T. 
Grignon. 

Por  haberse  efectuado  la  vista  en  la  au- 
diencia señalada  para  el  efecto,  es  el  caso 
de  resolver  lo  que  precede  en  derecho.  De- 
bido a ello,  EL  TRIBUNAL  DE  CASACION, 
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CONSIDERA: 

1. — Que,  para  poder  estimar  como  in- 
fringido por  la  Sala  sentenciadora  el  Ar- 
ticulo 571  P.  P.,  — señalado  por  el  recu- 
rrente— , era  indispensable  que,  existien- 
do la  prueba  plena  definida  por  dicha  Ley 
para  condenar  al  procesado  Arturo  Mon- 
dal,  se  le  hubiera  absuelto ; lo  que  no  ocu- 
rre en  el  caso  que  se  examina. 

En  todo  el  juicio  criminal  que  se  tiene 
a la  vista,  falta  el  elemento  imprescindi- 
ble para  la  condenación  del  repetido  Mon- 
dal,  es  decir,  la  prueba  completa  de  su 
culpabilidad;  desde  luego  que,  las  decla- 
raciones de  los  numerosos  testigos  pro- 
puestos por  el  acusador  Grignon  no  la  cons- 
tituyen. 

En  efecto:  el  Articulo  573  P.  P.  requie- 
re como  condición  para  que  dos  o más  tes- 
tigos idóneos  produzcan  prueba  plena,  que 
sus  declaraciones  hayan  sido  recibidas  en 
forma,  y,  que  además,  estén  conformes  en 
las  personas,  en  el  lugar,  en  la  manera  de 
cómo  se  verificó  el  hecho  y,  en  el  tiempo 
en  que  acaeció.  La  forma  de  interrogar  a 
los  testimoniantes  la  señala  expresamente 
el  Capitulo  V.,  Título  IV,  Libro  n del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales,  De  suer- 
te pues,  que  los  declarantes  deben  ser  exa- 
minados de  acuerdo  con  las  prescripciones 
en  ese  Capítulo  señaladas,  para  que  pue- 
da decirse  que  sus  dichos  fueron  recibidos 
en  debida  forma. 

Ahora  bien,  los  señores  John  Smith,  Da- 
vid Gordon,  Rubén  Villiers.  Andrés  Araque 
y Jacobo  James,  fueron  a declarar  ante  los 
oficios  del  Notario  J.  Arcadio  Chévez  y, 
las  actas  notariales  levantadas  por  él,  las 
ratificaron  los  testimoniantes  ante  el  Juez 
Departamental  de  Izábal.  En  ese  caso,  al 
negarles  valor  probatorio  la  Sai  a senten- 
ciadora a las  declaraciones  indicadas — no 
recibidas  en  forma— hizo  recta  aplicación 
de  las  leyes  citadas  y,  por  ende,  no  violó 
el  Articulo  571  P.  P.;  ya  que  tales  testimo- 
nios no  pueden  producir  plena  prueba 
contra  el  enjuiciado. 

Tampoco  infringió  la  indicada  Ley  con 
respecto  a los  otros  testigos  de  cargo,  Eli- 
sa Anzueto,  Albertina  Monterroso,  Estéban 
Gamboa,  Julia  Quezada,  Olga  Joglar.  Rosa 
María  Estrada  y Julio  Emilio  Girón,  por- 
que los  dichos  de  tales  personas  de  ningu- 
na manera  podían  producir  la  plena  prue- 
ba definida  en  el  Articulo  571  P.  P.  ya  ci- 


tado: lesde  luego  que,  tienen  la  tacha  le- 
gal señalada  en  los  incisos  4o.  y"  8o.  del 
Artículo  581  P.  P.  La  tacha  de  que  se  ha 
venido  haciendo  referencia  está  de  mani- 
fiesto en  las  actuaciones,  debido  a la  ín- 
dole del  negocio  que  explotaba  Grignon, 
y a que  las  personas  indicadas  dependían 
de  él,  por  tal  causa;  unas  como  pupilas 
y los  otros  como  cocinero  y pianista  res- 
pectivamente. 

2.  — Las  razones  consignadas  en  el  párra- 
fo que  antecede,  son  suficientes  para  de- 
mostrar que  la  Sa’a  sentenciadora  no  in- 
fringió el  inciso  4o.  del  Articulo  581  P.  P.; 
violación  que  asimismo,  de  ninguna  ma- 
nera pudo  hacer  del  inciso  2o.  del  indica- 
do Articulo,  porque  ni  uno  solo  de  los  tes- 
moniantes  aludidos,  tiene  el  carácter  de 
co-reo,  cómplice  o encubridor  del  enjui- 
ciado. 

3. — En  lo  relativo  al  Articulo  583  P.  P., 
la  Sala  5a.  de  la  Corte  de  Ape' aciones  no 
quebrantó  la  doctrina  contenida  en  dicha 
Ley,  desde  el  momento  en  que,  si  bien  es 
exacto  que  el  delito  imputado  a Mondal 
se  dice  fué  cometido  en  el  interior  de  la 
casa,  para  poder  darle  validez  a los  tes- 
tigos que  tienen  la  tacha  señalada  en  el 
inciso  4o.  del  Articulo  581  P.  P.,  también 
lo  es  que,  en  el  caso  sub-júdice  existen 
otros  medios  de  prueba;  la  cual  está  cons- 
tituida por  más  de  tres  testigos  uniformes 
y contestes  en  sus  dichos,  que,  por  la  cir- 
cunstancia de  haberse  encontrado  en  el 
interior  de  las  habitaciones  de  Grignon 
cuando  se  efectuó  el  lanzamiento  de  és- 
te. ponen  en  evidencia  la  inocencia  indis- 
cutible de  Mondal. 

4.  — Ahora,  en  lo  tocante  al  Artículo  650 
y al  inciso  lo.  del  Articulo  649  P.  P.,  que 
el  recurrente  seña' a como  violados  en  el 
memcrrial  fechado  en  Puerto  Barrios  el 
treinta  y uno  de  enero  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco,  esta  Corte  no  puede  to- 
marlos en  consideración  para  ver  si  real- 
mente se  infringieron  o no;  debido  a que, 
el  memorial  aludido  fué  presentado  sin 
firma  de  Abogado,  lo  que  es  contrario  a lo 
previsto  en  el  Artículo  682  P.  P.;,  y,  a que 
tratándose  de  que  el  recurrente  es  e'  acu- 
sador, no  puede  acogerse  al  beneficio  que 
el  Articu'o  683  del  mismo  Código  concede 
a los  procesados,  para  que  sus  recursos 
sean  auxiliados  por  los  procuradores  ofi- 
ciales de  las  Salas  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, cuando  no  hubiere  abogado  en  el 
lugar  en  donde  se  interpusiere  dicho  re- 
curso. 
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Por  todo  lo  que  se  deja  econsiderado, 
con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo  que 
disponen  ios  Articulos  686  y 690  P.  P.,  EL 
TRIBUNAL  DE  CASACION, 

RESUELVE: 

DESESTIMAR  ei  recurso  de  que  se  ha 
hecho  mérito,  e imponer  al  recurrente  dos 
meses  de  arresto,  conmutables  a razón  de 
tres  quetzales  diarios. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos  ai 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade,  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diecisiete  de  abril  de  mil  novecientos  trein- 
ta  y cinco. 

Vistos  y Considerando:  que  la  aclara- 
ción solicitada  por  Teodoro  T.  Grignon,  de 
la  sentencia  proferida  por  este  Tribunai 
el  primero  del  corriente  mes  en  el  proceso 
que  se  siguió  contra  Arturo  Mondal  por 
los  delitos  de  robo  y maiversación  de  cau- 
dales públicos,  es  improcedente;  toda  vez 
que  el  fallo  aludido  no  está  concebido  en 
términos  oscuros,  ambiguos  o contradicto- 
rios, ya  que  con  toda  claridad  se  expiican 
las  razones  por  las  que  no  fueron  violadas 
ninguna  de  las  leyes  que  señaló  como  in- 
fringidas ei  recurrente  Grignon. 

Que  el  recurso  de  revisión  que  el  mismo 
Grignon  interpone  con  auxilio  del  aboga- 
do Antonio  F.  Aguirre,  es  a todas  luces 
improcedente,  ya  que  no  se  trata  de  un 
auto  originario  de  esta  Corte,  que  tuvie- 
ra el  carácter  de  apelable.  Articulo  645 
P.  P. 

POR  TANTO: 

El  Tribunal  de  Casación,  con  apoyo  en 
lo  que  dispone  la  Ley  que  deja  citada,  y en 
los  Articulos  647,  648  y 650  P.  P.,  decla- 
ra: sin  lugar  la  aclaración  solicitada;  y 
desecha  de  plano  por  impertinente  el  re- 
curso de  revisión  que  se  propone. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos. 

Reina  Andrade.  — Solazar.  — Castella- 
nos R.  — Argueta  S.  — Serrano  Muñoz. 
Ante  mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Procopio  Zecaida  Mu- 
ñoz, por  homicidio. 

DOCTRINA:  Cuando  se  cometa  un  delito 
en  lugar  de  dudosa  jurisdicción,  será 
Juez  competente  el  que  prevenga  en  la 
causa. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
ocho  de  abril  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Vistos  y Considerando:  que  según  cons- 
ta en  el  documento  que  obra  al  folio  seis 
de  los  autos  que  se  han  tenido  a la  vista, 
el  doce  de  junio  del  año  de  mil  novecien- 
tos catorce  fueron  retiradas  las  órdenes 
de  captura  que  dictó  el  Juez  Quinto  de 
Primera  Instancia  del  Departamento  de 
Guatemala  contra  Procopio  Zecaida.  Y es- 
tablecido como  se  encuentra  que  el  men- 
cionado funcionario  fué  quien  con  ante- 
rioridad tuvo  conocimiento  del  hecho  de- 
lictuoso pesquisado,  a él  corresponde  pro- 
seguir la  causa. 

Por  tanto:  la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia, en  observancia  de  lo  estatuido  por 
los  articulos  38  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales  y 164  del  Decreto  Legislativo 
número  1928,  declara:  que  el  Juez  Quinto 
de  Primera  Instancia  Departamental  es 
el  competente  para  conocer  del  proceso 
instruido  contra  Procopio  Zecaida  Muñoz 
por  el  delito  de  homicidio  perpetrado  en 
la  persona  de  Marcelino  Rodríguez  Luna, 
resolviendo  asi,  la  competencia  suscitada 
entre  los  Jueces  Cuarto  y Quinto  de  Pri- 
mera Instancia  del  Departamento  de  Gua- 
temala. 

Notifiquese  y comunicándose  lo  resuel- 
to al  primero  de  los  funcionarios  que  aca- 
ban de  ser  mencionados,  remítanse  ¡los 
antecedentes,  en  la  forma  que  correspon- 
de al  Juez  competente. 

Reina  Andrade.  — Solazar.  — Castella- 
nos R.  — Argueta  S.  — Serrano  Muñoz.  — 
Ante  mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Juan  José  Orellana 
Mancilla  y compañeros,  por  el  delito  de 
falso  testimonio. 

DOCTRINA:  La  fijación  de  la  conmuta 
entre  la  minima  y máxima  que  permite 
la  ley,  no  puede  dar  lugar  al  recurso 
de  casación,  por  ser  facultativo  de  los 
tribunales  sentenciadores. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
ocho  de  abril  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  profe- 
rida por  la  Sala  la.  de  la  Corte  de  Ape-’ 
laciones  en  el  proceso  que  se  instruyó  en 
el  Juzgado  de  la.  Instancia  del  departa- 
mento de  Sacatepéquez,  contra  Juan  José 
Orellana  Mancilla,  Guillermo  Miranda  An- 
tillón,  Nicolás  Orizábal  Girón,  Antonio 
Trujillo  Mairén  y Osberto  Osorio  Toledo, 
por  el  delito  de  falso  testimonio. 

Son  recurrentes  los  cinco  procesados, 
quienes  djrigidos  por  el  abogado  don  Jo- 
sé Arenas,  alegan  violación  de  los  artícu- 
los 568  de  Procedimientos  Penales  y 2o. 
del  Decreto  Legislativo  No.  1740,  porque 
en  su  concepto  no  hay  prueba  plena  para 
condenarlos  ni  debe  imponérseles  en  su 
caso  conmuta  que  pase  de  diez  centavos 
por  ser  pobres  en  el  sentido  legal. 

RESULTA: 

Ante  el  Juzgado  de  la.  Instancia  de  Sa- 
catepéquez  se  siguió  proceso  contra  Sofio 
Porras  hijo  por  el  delito  de  allanamiento 
de  morada  cometido  en  casa  de  Julio  Ro- 
dríguez, el  cuál  concluyó  con  senstencia 
condenatoria  contra  el  reo  y declaración 
de  que  debía  de  procederse  contra  los  tes- 
tigos propuestos  por  la  defensa,  cuyos 
nombres  quedan  citados,  por  haber  pres- 
tado sus  declaraciones  con  manifiesta  con- 
tradicción con  los  demás  pasajes  de  autos 
y pruebas  aceptadas  por  el  Tribunal.  DP 
cho  fallo  fué  confirmado  por  la  Sala,  e in- 
troducido el  recurso  de  casación,  esta  Cor- 
te lo  desestimó,  quedando  firme  la  sen- 
tencia referida. 

Con  tales  antecedentes  se  abrió  el  pro- 
ceso por  falso  testimonio  y el  treinta  y 
uno  de  octubre  del  año  próximo  anterior 
el  Juez  resolvió  declarando  a los  mencio" 
nados  individuos  autores  del  delito  de  fal- 
so testimonio  prestado  en  causa  criminal 
a favor  del  reo,  imponiéndole  a cada  uno 


la  pena  de  dos  meses  veinte  dias  de  arres- 
to mayor  conmutables  a razón  de  cincuen- 
ta centavos  diarios,  haciendo  las  restan- 
tes declaraciones  legales. 

Apelaron  los  reos  y elevada  la  causa  a 
la  Sala  la.,  tanto  el  Fiscal  como  el  Procu- 
rador pidieron  la  confirmatoria  del  fallo, 
habiéndolo  hecho  así  el  Tribunal  en  sen- 
tencia de  veintitrés  de  enero  próximo  pa- 
sado, con  la  única  modificación  de  que  la 
conmuta  se  rebaja  a veinticinco  centavos 
diarios. 

CONSIDERANDO: 

Del  examen  de  las  declaraciones  pres- 
tadas por  los  enjuiciados  en  el  proceso  que 
se  siguiera  contra  Soíio  Porras,  se  de- 
duce su  falsedad,  pues  no  sólo  son  incon- 
gruentes en  lo  absoluto  con  las  constan- 
cias de  autos  y con  las  demás  declaracio- 
nes tomadas  durante  la  intrucción  de  las 
primeras  diligencias  sino  contradictorias 
entre  ellos  mismos  al  contestar  las  repre- 
guntas que  el  Juez  les  hiciera  oficiosa- 
mente, de  tal  manera  que  la  violación  que 
alegan  del  artículo  568  de  Procedimientos 
Penales  no  es  cierta  y,  muy  al  contrario, 
los  Tribunales  sentenciadores  procedieron 
con  estricta  sujeción  a la  doctrina  conte- 
nida en  el  artículo  212  del  Código  Penal 
para  infligir  a los  reos  las  penas  a que  se 
hicieron  acreedores  por  haberse  prestado  a 
declarar  falsamente  con  el  objeto  de  fa- 
vorecer a Porras. 

En  cuanto  al  artículo  2o.  del  Decreto  Le- 
gislativo 1740,  que  también  se  denuncia, 
debe  observarse  que  los  jueces  tienen  fa- 
cultad de  regular  la  conmuta  entre  una 
mínima  de  diez  centavos  de  quetzal  y 
una  máxima  de  tres  quetzales  por  cada 
dia,  atendiendo  a la  gravedad  del  hecho 
y a las  circunstancias  económicas  del  pe- 
nado, por  lo  cual,  estando  la  conmuta  cal- 
culada dentro  del  límite  señalado  por  la 
misma  ley,  su  fijación  no  puede  dar  lu- 
gar al  recurso  de  casación,  aparte  de  que 
la  suma  de  veinticinco  centavos  impuesta 
por  la  Sala  no  llega  ni  a la  octava  parte 
de  la  máxima. 

POR  TANTO: 

El  Tribunal  de  Casación,  con  apoyo  ade- 
más en  los  artículos  686  y 690  Procedi- 
mientos Penales,  DESESTIMA  el  recurso 
interpuesto  y condena  a cada  uno  de  los 
reos  a la  pena  adicional  de  quince  días  de 
prisión  conmutables  a diez  centavos  dia- 
rios. 
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Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a don- 
de corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Joaquin  Mendizábal 
Cabrera,  por  homicidio. 

DOCTRINA:  Habrá  lugar  al  recurso  ex- 
traordinario de  casación  cuando  la  sen- 
tencia se  funde  en  presunciones  huma- 
nas, y los  hechos  de  los  cuales  éstos  se 
deduzcan  no  se  encuentren  debidamente 
probados. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  de  abril  de  mil  novecientos  treinta  y 
cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  que  más  adelante  se  relatará 
pronunciada  en  el  proceso  instruido  con- 
tra Joaquín  Mendizábal  Cabrera  por  el 
delito  de  homicidio  perpetrado  en  la  per- 
sona de  Ramiro  Rojas  y Calles,  Secretarlo 
del  Juzgado  de  Paz  de  Tecpám  Guatema- 
la. 

La  noche  del  quince  de  Septiembre  del 
año  de  mil  novecientos  treinta  y tres,  se 
verificaba  un  baile  en  el  salón  municipal 
del  poblado  que  acaba  de  mencionarse.  Ese 
salón  tiene  de  largo  diez  y seis  metros  y 
ocho  centímetros  por  cinco  metros  de  an- 
cho. Hacia  el  lado  occidental  del  mismo, 
fué  instalada  una  cantina,  y en  el  rumbo 
opuesto  tocaban  la  marimba  “Bella  Tepa- 
neca”  Pablo  Román,  Roberto  Vásquez, 
Humberto  Rangel,  Francisco  Mazariegos, 
Fernando  Jiménez,  Apolinario  Noriega,  An- 
gel María  Román  y Ricardo  Jiménez.  A 
las  tres  horas,  poco  más  o menos,  sonaron 
dos  disparos  de  arma  de  fuego,  y las  per- 
sonas que  tocaban  la  marimba  huyeron.  El 
Juez  de  Paz  que  instruyó  las  primeras  di- 
ligencias encontró  sentado  en  una  silla  a 
Ramiro  Rojas,  quien  le  manifestó:  que 
Joaquin  Mendizábal,  hacia  un  momento, 
le  había  disparado  dos  balazos  y sindicaba 
como  cómplices  de  Mendizábal  a Pedro 
Moscoso,  pues  dicho  sujeto  momentos  an- 
tes hablaba  con  Joaquín  en  secreto,  y pre- 


sumía que  le  hubiese  proporcionado  el  ar- 
ma con  que  le  habían  sido  inferidas  las 
lesiones  de  que  adolecía.  Agregó  Rojas 
que  en  aquel  instante  conversaba  con  Max 
Mejia  y además  estaban  presentes  el  Co- 
mandante del  Resguardo  don  Eduardo  Ló- 
pez, Adrián  Marroquin,  Julio  Aguilar  y 
Neftalí  Román.  Más  tarde  se  hizo  constar 
que  a 12  varas  del  sitio  donde  se  encontra-' 
ba  la  cantina  y hacia  el  lado  sur,  el  piso  es- 
taba manchado  con  sangre  y cinco  sillas 
en  completo  desorden,  y a siete  varas  de 
una  ventana  colocada  en  esa  misma  direc- 
ción y hacia  el  Norte,  junto  a una  silla 
fué  encontrada  una  bala  un  tanto  aplas- 
tada, la  cual  dejó  señales  en  el  cemento 
y la  piedra  que  está  cerca  de  aquella  ven- 
tana. El  herido  sufrió  dos  lesiones:  una 
con  agujero  de  entrada  en  la  cara  ante- 
rior del  hombro  izquierdo,  habiendo  sali- 
do la  bala  en  el  borde  superior  del  ho- 
móplano  del  mismo  lado;  y la  otra  pene- 
trante del  abdomen,  el  proyectil  perforó 
el  cólon  descendente,  alojándose  debajo 
de  la  piel  de  la  región  glútea  izquierda.  Y 
Rojas  falleció  de  una  peritonitis  genera- 
lizada, el  diez  y nueve  de  septiembre  de 
mil  novecientos  treinta  y tres. 

El  Comandante  del  Resguardo  de  Ha- 
cienda, Eduardo  López,  el  agente  de  po- 
licía de  Hacienda  Javier  García,  Enrique 
Beherens,  Adrián  Marroquin  y Pedro  Mos- 
coso declararon  que  al  acercarse  al  lugar 
donde  se  encontraba  herido  Ramiro  Rojas, 
dicho  señor  asía  de  los  cabellos  a Joaquín 
Mendizábal,  y dijo  que  Mendizábal  era  el 
autor  del  hecho  delictivo.  Marroquin  agre- 
gó que  Rojas  decía:  “Aquí  les  entrego  a 
éste  que  me  ha  pegado.  ¿Quién  me  quitó 
mi  pistola?  ¡Dénmela  para  matar  a éste 
que  me  ha  pegado! 

Maximiliano  Mejia  refirió  haber  estado 
en  compañía  de  Rojas  tomando  licor  du- 
rante media  hora,  poco  más  o menos;  que 
'al  separarse  de  don  Ramiro  para  ir  a la 
cantina  a comprar  unos  cigarrillos,  se 
acercó  a dicho  señor  Joaquin  Mendizábal 
y empezaron  a conversar;  pero  el  dicente 
no  pudo  enterarse  de  lo  que  hablaban  a 
causa  del  murmullo  producido  por  las  vo- 
ces de  los  concurrentes,  y encontrándose 
aun  en  la  cantina  percibió  los  disparos, 
se  acercó  al  lugar  donde  se  encontraba 
Rojas  y entonces  vió  que  Joaquin  Mendi- 
zábal estaba  de  pie  a dos  varas  de  distan- 
cia, poco  más  o menos,  del  señor  Rojas, 
quien  le  acusaba  de  haberlo  lesionado; 
que  las  mujeres  ya  se  habían  retirado  del 
baile,  pero  no  recordaba  si  tocaban  la  ma- 
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rimba  cuando  fueron  disparados  los  bala- 
zos, por  el  estado  en  que  se  encontraba  a 
consecuencia  del  licor  que  habia  tomado. 

Según  afirman  el  Comandante  López  y 
el  agente  Garda,  no  les  recogieron  a los 
concurrentes  al  baile  arma  alguna,  ni  la 
encontraron  en  el  recinto  donde  se  ha- 
bia efectuado  el  festival:  agregando  el  se- 
ñor López  con  posterioridad  a su  deposi- 
ción anterior,  “que  sólo  al  señor  Ramiro 
Rojas  le  vió  arma,  eso  por  el  bulto  que  se 
le  miraba  bajo  el  saco”;  y que  Rojas  le 
debía  a Mendizábal  cierta  cantidad  de  di- 
nero. 

Adrián  Marroquin,  Alfredo  Cáceres  y Ar- 
mando Ortiz  declararon  también  que  Ra- 
miro Rojas  portaba  arma  la  noche  del  su- 
ceso. El  mismo  Alfredo  Cáceres,  Arturo 
Borja  Anderson  y Malek  Adel  Román  ase- 
veraron que  Rojas  acostumbraba  llevar 
arma,  manifestando  también  Borja  Ander- 
son que  sabia  por  referencias,  que  el  trein- 
ta de  junio,  antes  del  suceso,  Mendizábal 
habia  abierto  una  cantina,  y Rojas  llegó  a 
tomar  allí  aguardiente,  y cuando  le  pasa- 
ron la  cuenta  se  enojó  diciéndole  a Men- 
dizábal que  era  excesiva. 

Samuel  Higueras,  Alfredo  Cáceres,  José 
Galindo  y Armando  Ortiz  declararon  que 
Rojas  en  aquella  ocasión  estaba  ebrio. 

Oscar  Paz  Juárez  entregó  al  Juez  de  Paz 
de  Tecpám  la  pistola  número  sesenta  y 
cinco  mil  veinte  (65,020),  calibre  treinta  y 
ocho  largo,  sistema  especial,  de  seis  cartu- 
chos, de  los  cuales  estaban  dos  disparados, 
uno  sin  disparar,  y faltaban  tres.  Dicha 
arma  la  encontró  Paz  Juárez  a las  tres 
horas  poco  más  o menos,  del  diez  y seis 
de  Septiembre  de  mil  novecientos  treinta 
y tres,  en  el  centro  del  salón  del  baile  de- 
bajo de  una  silla  y a dos  varas  de  distan- 
cia del  lugar  donde  habia  sido  herido  el 
Secretario  Municipal  dbn  Ramiro  N.,  y 
está  marcado  con  las  iniciales  P.  N. 

Joaquín  Mendizábal  aseguró  que  estaba 
bailando  con  Samuel  Higueros,  cuando  se 
oyeron  los  disparos,  y negó  haber  visto  he- 
rido a Rojas,  pues  un  minuto,  poco  más  o 
menos,  después  que  fueron  percibidas  las 
detonaciones,  le  condujeron  a la  deten- 
ción. 

Samuel  Higueros,  José  Galindo  y Ar- 
mando Ortiz  corroboraron  lo  manifestado 
por  Mendizábal  acerca  de  que  estaba  bai- 
lando cuando  fueron  hechos  los  disparos. 

Víctor  Manuel  Pinzón  aseguró  que  sólo 
Ramiro  Rojas  tenia  revólver  la  noche  de 
autos,  y nadie  le  arrebató  su  pistola  a di- 
cho señor. 


Acerca  de  los  buenos  antecedentes  del 
enjuiciado  declararon,  en  sentido  afirma- 
tivo, Vicente  y Arturo  Pinzón,  Armando 
Ortiz,  Samuel  Higueros,  Eduardo  Azpuru  y 
Salvador  Rubio. 

El  Juez  de  la.  Instancia  de  Chimaltenan- 
go  el  veintiuno  de  junio  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro  (1934)  dió  fin  a la  causa 
declarando:  lo.  que  Joaquín  Mendizábal 
es  autor  del  homicidio  perpetrado  en  la 
persona  de  Ramiro  Rojas,  delito  por  el 
cual  le  impone  la  pena  de  diez  años  de 
prisión  correctiva  inconmutables,  que  con 
abono  de  la  sufrida  deberá  extinguir  en 
la  Penitenciaria  Central;  lo  deja  afecto  a 
las  responsabilidades  civiles  provenientes 
del  delito;  lo  suspende  en  el  ejercicio  de 
sus  derechos  políticos;  durante  el  tiempo 
de  la  condena;  lo  obliga  a pagar  los  gastos 
que  ocasionó  la  asistencia  del  fallecido  en 
el  Hospital  de  Antigua  Guatemala,  con- 
forme a la  planilla  agregada  a la  causa; 
lo  condena  a reponer  el  papel  empleado 
en  el  proceso;  y manda  que  al  estar  fir- 
me el  fallo  se  envíe  copia  certificada  de  su 
parte  resolutiva  al  Registro  Civil  de  Ja- 
lapa, para  su  anotación  correspondiente; 
2o.,  deja  abierto  el  procedimiento  contra 
los  testigos  Pablo  y Angel  María  Román, 
Fernando  y Ricardo  Noriega,  Roberto  Vás- 
quez,  Humberto  Rangel,  Francisco  Maza- 
riegos,  Apolinario  Noriega,  Joaquín  y Sa- 
muel Higueros  por  falso  testimonio;  y 3o., 
manda  también  que  se  abra  procedimien- 
to contra  Oscar  Paz  Juárez  para  averiguar 
si  éste  tuvo  o no  participación  en  el  he- 
cho pesquisado. 

En  segunda  Instancia  el  Procurador  pi- 
dió la  revocatoria  del  fallo  de  primer  gra- 
do. 

El  señor  Fiscal  manifestó,  entre  otras 
cosas,  que  en  el  caso  sub-júdice  no  exis- 
tían más  que  las  presunciones  que  él  enu- 
mera en  su  pedimento  y no  dudaba  que 
serían  estimadas,  dada  la  índole  especial 
de  como  ocurrió  el  hecho  investigado,  y que 
si  el  Tribunal  apreciaba  que  las  presun- 
ciones que  existen  contra  el  reo  no  son  gra- 
ves, precisas  y concordantes  para  dar  por 
sentada  la  conclusión  indefectible  de  que 
aquel  fué  el  autor  del  hecho  que  se  le  im- 
puta, en  ese  caso,  la  absolución  debía  ser 
limitada  a la  Instancia.  Y que  era  proce- 
dente dejar  abierto  el  proceso  contra  Os- 
car Paz  Juárez  y las  personas  que  toca- 
ban la  marimba. 

El  diez  y ocho  de  enero  del  corriente  año. 
la  Sala  2a.  de  la  Corte  de  Apelaciones 
confirmó  la  d*'!  Juez  Departa- 

mental de  Chimaltenango,  con  la  reforma 
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de  que  asimismo  se  deja  abierto  el  proce- 
dimiento contra  Samuel  Higueros  y las 
demás  personas  que  resulten  culpables  en 
concepto  de  cooparticipes  en  la  ejecución 
del  delito,  y la  aclaración  de  que  Fernan- 
do y Ricardo,  que  el  Juez  a-quo  mencionó 
en  su  fallo  son  de  apellido  Jiménez,  y no 
“Noriega". 

Estima  la  Sala,  lo.,  que  la  inmediata 
sindicación  del  interfecto  corroborada  por 
los  hechos  a que  se  refieren  los  testimo- 
nios de  Maximiliano  Mejía,  Eduardo  Lpez, 
Enrique  Beherens,  Adrián  Marroquin  y Pe- 
dro Moscoso,  y por  la  actitud  asumida  du- 
rante su  indagatoria  por  Joaquín  Mendi- 
zábal,  se  desprende  plena  prueba,  a juP 
cío  del  Tribunal,  de  que  él  es  el  autor  de 
las  lesiones  que  produjeron  la  muerte  de 
Ramiro  Rojas  V.  Que  de  los  hechos  rela- 
cionados se  dlesprtnde  asimismo  mérito 
bastante  para  presumir  que  alguna  o al- 
gunas de  las  personas  que  aparacieron 
agrupadas  alrededor  del  interfecto  en  el 
momento  en  que  se  oyeron  los  disparos, 
intervinieron  en  la  perpetración  del  deli- 
to que  se  juzga,  y que  por  ello  resulta  de 
rigor  dejar  abierto  el  procedimiento  con- 
tra tales  personas,  entre  las  que  deben  fi- 
gurar en  primer  término,  Samuel  Higue^ 
ros  y Oscar  Paz  Juárez,  por  inducirlo  así 
la  actitud  que  asumieron  durante  la  subs- 
tanciación del  proceso.  Y que  también 
existe  fundamento  bastante  para  mandar 
proceder  por  falso  testimonio  contra  Pa- 
blo Román,  Roberto  Vásquez.  Humberto 
Rangel,  F'rancisco  Mazariegos,  Fernando 
Jiménez,  Apolinario  Noriega,  Angel  María 
Román,  Ricardo  Jiménez,  Joaquín  Higue- 
ros, José  Galindo  y Armando  Ortiz. 

Contra  el  fallo  de  2a,  Instancia,  el  reo 
con  auxilio  del  Licenciado  don  Antonio  F. 
Aguirre,  introdujo  el  recurso  de  casación 
denunciando  como  infringidos  los  artícu- 
los 566  primera  parte,  567  primera  parte, 
568,  570  incisos  lo.  y 2o.,  571,  572  segunda 
parte,  573  inciso  tercero,  568  inciso  cuarto, 
.587,  589,  595,  574,  601,  162,  731  y 732  del 
Código  de  Procedimientos  Penales;  y 27 
inciso  lo,  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  fallo  de  Segunda  Instancia  tiene 
como  fundamento  para  imponer  pena  al 
enjuiciado,  como  ya  se  dijo,  a)  la  inmedia- 
ta sindicación  del  interfecto;  b)  los  testP 
monios  d Maximiliano  Mejía.  Eduardo  Ló- 
pez, Enrique  Beherens,  Adrián  Marroquin 
y Pedro  Moscoso;  y c)  la  actitud  asumida 
por  Joaquín  Mendizábal  cuando  fué  inte- 


rrogado. La  imputación  que  hizo  el  heri- 
do contra  el  procesado,  momentos  después 
de  haber  sido  oidos  los  disparos,  si  bien 
es  verdad  que  constituyen  un  dato  que 
orienta  la  pesquisa,  también  es  cierto  que 
este  antecedente  por  tratarse  de  la  perso- 
na ofendida,  tiene  que  ser  parcial,  y por 
consiguiente  es  inadmisible  para  poder  de- 
ducir de  él  la  responsabilidad  criminal  del 
sindicado.  Los  testimonios  de  López,  Gar- 
cía, Beherens,  Marroquin  y Moscoso  sólo 
prueban  el  hecho  de  que  Ramiro  Rodas  asía 
de  los  cabellos  a Mendizábal  cuando  ellos 
llegaron  al  lugar  donde  se  encontrada  Ro- 
jas ya  lesionado.  La  declaración  de  Me- 
jía corrobora  lo  manifestado  por  el  ofen- 
dido, y establece  que  éste  había  hablado 
con  Mendizábal  antes  del  incidente.  La 
actitud  que  asumió  Mendizábal  Cabrera 
al  ser  interrogado  únicamente  revela  cier- 
ta duda  acerca  de  su  inocencia.  De  todo 
lo  expuesto  se  infiere  que  no  existen  he- 
chos de  los  cuales  puedan  deducirse  pre- 
sunciones humanas.  Y en  ese  concepto 
fué  iniringido  el  artículo  587  del  Código 
de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  habiendo  motivos  para  poner  en  du 
da  la  inocencia  del  procesado,  en  atención 
a la  gravedad  del  hecho  punible  que  dió 
origen  a su  encausamiento,  y que  aun  fal- 
ta investigar  si  Oscar  Paz  Juárez  tomó 
alguna  participación  al  cometerse  el  deli- 
to, procede  que  la  absolución  de  Mendizá- 
bal sea  limitada,  y que  la  pesquisa  se  de- 
pure con  toda  actividad  y más  cuidado. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damente en  lo  prescrito,  por  los  artículos 
568,  687,  730,  735  y 736  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales,  CASA  Y ANULA  la 
ejecutoria  recurrida  y declara:  lo. — Que 
se  absuelve  de  la  Instancia  a Joaquín  Men- 
dizábal Cabrera;  y 2o. — Que  se  deja  abier- 
to el  procedimiento  contra  Oscar  Paz  Juá- 
rez. 

Notifíquese,  devuélvanse  los  anteceden- 
tes al  Tribunal  de  su  origen,  en  la  forma 
que  corresponde,  y cúmplase  con  lo  man- 
dado por  el  Art.  81  del  Decreto  Legisla- 
tivo No.  1928. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — • Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Antenor  Domínguez, 
por  estafa. 

DOCTRINA:  “El  título  en  virtud  del  cual 
entra  el  inculpado  en  posesión  de  la  co- 
sa, no  tiene  el  carácter  de  depósito’'. 
Los  contratos  han  de  ajustarse  a la  rea- 
lidad de  los  hechos,  y no  a la  califica- 
ción que  las  partes  pretendan  atribuir- 
les después. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y siete  de  abril  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

En  virtud  de  recurso  de  casación,  se  exa- 
mina el  fallo  fecha  cinco  de  febrero  últi- 
mo dictado  por  la  Sala  3a.  de  Apelaciones, 
en  el  proceso  que  por  el  delito  de  estafa 
se  siguió  contra  Antenor  Domínguez,  por 
acusación  iniciada  por  el  Doctor  Lizardo 
Estrada  y continuada  por  el  Licenciado  Jo- 
sé Mariano  Trabanino. 

— I — 

El  treinta  y uno  de  mayo  de  mil  nove- 
cientos treinta  y tres,  por  medio  de  un  do- 
cumento auténtico,  el  Doctor  Estrada  y 
el  señor  Domínguez  convinieron  en  rescin- 
dir un  contrato  de  compra-venta  de  unos 
muebles  que  el  segundo  tenia  en  uso;  y que 
desde  esa  fecha  dichos  muebles  queda- 
ban en  depósito,  los  que  debía  entregar 
Domínguez  en  esta  capital  en  casa  de  ha- 
bitación del  Doctor  Estrada  el  diez  de  ju- 
nio siguiente.  Como  esta  entrega  no  la 
verificara,  el  Doctor  Estrada  lo  requirió 
de  devolución  el  trece  de  junio  ante  el  No- 
tario Trabanino,  en  cuyo  acto  manifestó 
Domíguez,  que  los  muebles  no  los  entre- 
gaba porque  no  los  tenia  aquí  y se  le  ha- 
bía dificultado  traerlos.  Con  estos  ante- 
cedentes, el  Doctor  Estrada  se  presentó 
ante  el  Juez  2o.  de  Paz,  quien  libró  orden 
de  captura  contra  el  señor  Domínguez. 

— II  — 

El  acusado  se  presentó  voluntariamente 
al  Juez  5o.  de  la.  Instancia  a quien  pasa- 
ron las  primeras  diligencias,  y ante  este 
Funcionario  confesó  haberle  quedado  los 
muebles  detallados  en  el  documento  au- 
téntico, en  calidad  de  depósito,  los  que 
había  recibido  para  usarlos  en  la  feria  de 
Amatitlán  y que  ya  los  había  entregado 
al  acusador  por  medio  de  los  señores  Mar- 
celo y Raymundo  Rinze  en  casa  de  la  se- 


ñora doña  Angela  -viuda  de  Hillermann. 
Los  señores  Rinze  declararon  de  confor- 
midad y a la  señora  viuda  de  Hillermann 
en  rebeldía  se  le  tuvo  por  reconocida  ju- 
dicialmente de  un  recibo  por  muebles  que 
firmó  por  el  Doctor  Estrada,  en  donde  ne 
hace  constar  que  es  el  complemento  de 
los  que  el  Doctor  le  dió  a Domínguez;  es- 
te recibo  tiene  fecha  once  de  diciembre 
del  mismo  año  de  mil  novecientos  treinta 
y tres.  El  Juez  dió  fin  a la  causa,  absol- 
viendo del  cargo  al  enjuiciado;  pero  la 
Sala  jurisdiccional,  al  conocer  en  apela- 
ción revocó  el  fallo,  imponiendo  a Domín- 
guez un  año  de  arresto  mayor  conmuta- 
ble en  sus  dos  terceras  partes  a razón  de 
veinticinco  centavos  diarios  y hace  las 
demás  declaraciones  de  ley.  Considera: 
que  al  ser  requerido  el  enjuiciado  por  el 
depositante  para  que  devolviera  los  mue- 
bles, aquél  se  negó  a entregarlos;  que  és- 
to caracteriza  el  delito  de  estafa  de  con- 
formidad con  el  inciso  5o.  Arto.  408  C.  P., 
toda  vez  que  la  negativa  a devolver  los  ob- 
jetos depositados  constituye  la  apropiación 
indebida  de  los  mismos;  que  el  deposita- 
rio tiene  título  legal  de  su  tenencia  has- 
ta el  momento  en  que  es  requerido  para 
la  devolución  y cualquier  detentación  o 
distracción  posterior  de  la  cosa  deposita- 
da debe  reputarse  ilegítima  y delictuosa. 

— III  — 

Contra  este  último  pronunciamiento  el 
reo,  con  auxilio  del  Abogado  Conrado  Ter- 
cero, introdujo  dos  recursos  de  casación 
por  infracción  de  ley,  uno  ante  esta  Cor- 
te y otro  ante  el  Juez  5o.  de  la.  Instancia, 
ambos  con  fecha  20  de  febrero  de  1935, 
citando  como  violados  en  ellos,  los  ar-' 
ticulos  siguientes:  1947,  1964  y 1973  del  De- 
creto No.  175;  1927,  1930,  1934  en  su  inci- 
so 2o.,  1937  en  su  inciso  4o.  y 1938  también 
del  Decreto  No.  175;  todos  en  cuanto  a 
la  calificación  del  contrato  en  esta  litis. 
Los  artículos  570  en  sus  incisos  lo.  y 3o., 
573  en  sus  incisos  lo.,  2o.,  3o.  y 4o.,  574. 
602  en  su  inciso  lo.,  603,  605  y 608  Proce- 
dimientos Penales,  en  cuanto  a aprecia- 
ción de  la  prueba.  Los  artículos  408  inci- 
so 5o.,  lo.  y 11  del  Código  Penal;  en  la 
apreciación  del  delito.  El  articulo  407  en 
su  primera  parte  del  Código  Penal,  al  ca- 
lificar de  estafa  los  hechos  denunciados. 
El  Articulo  2o.  del  Decreto  No.  1740;  en 
cuanto  apreciación  de  la  pena.  Los  Ar- 
tículos 364,  379  inciso  lo.  y 385  en  su  úl- 
tima parte  de  Procedimientos  Penales,  en 
lo  concerniente  al  avalúo  del  presunto 
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cuerpo  del  delito.  Los  artículos  259,  260, 
281,  282  y 287,  P.  P.,  en  cuanto  a apreciación 
del  cuerpo  del  delito.  Los  artículos  5o.,  en  su 
inciso  5o.  del  Decreto  No.  1740,  198,  199, 
200  y 210  del  Código  Penal,  en  cuanto  a 
que  no  se  tomaron  en  consideración  las 
condiciones  ilegales  c»e  los  documentos, 
base  de  la  acusación;  también  los  Artícu- 
los 15  del  Decreto  No.  1153,  2o.,  letras  b) 
y c)  en  sus  números  2,  3 y 5 y 11  del  De- 
creto 1831;  Artículos  28,  29  y 31  incisos  I, 
III  y IV  del  Decreto  1389;  Artículo  4o.  y 
8o.  del  Decreto  1389.  Los  Artículos  lo.,  in- 
cisos 3o.  y 5o.  del  Decreto  No.  1176,  en  lo 
concerniente  a sanciones  contra  el  Nota-' 
rio  autorizante  de  los  documentos  base  de 
la  querella;  167,  223  y 234  del  Decreto 
1928,  en  relación  a la  fecha  de  la  senten- 
cia dictada  por  la  Sala  contra  quien  re- 
curre. Siendo  el  día  de  hoy  el  señalado 
para  la  vista,  es  el  caso  de  dictar  la  reso- 
lución que  corresponde  . 

CONSIDERANDO: 

Que  la  misma  Sala  sentenciadora  asien- 
ta en  sus  consideraciones:  “que  con  el  do- 
cumento simple  autenticado  de  fecha 
treinta  y uno  de  mayo  de  mil  novecientos 
treinta  y tres  y el  acta  notarial  autoriza-' 
da  el  trece  de  junio  del  mismo  año  por  el 
cartulario  don  José  Mariano  Trabanino, 
establecen  plenamente  los  siguientes  he- 
chos: a)  que  el  doctor  don  Lizardo  Hlstra- 
da  González  y el  señor  don  Antenor  Do- 
mínguez, convinieron  en  rescindir  un  con- 
trato de  compra-venta  que  hablan  cele^ 
brado  con  relación  a los  bienes  muebles 
que  se  puntualizan  en  el  documento  res- 
pectivo, pactando  que,  a partir  de  la  fe- 
cha de  la  rescisión,  Domínguez  los  conser- 
varía en  calidad  de  depósito  hasta  el  diez 
de  junio  del  citado  año,  fecha  en  la  cual 
los  devolvería  al  doctor  Estrada  en  su 
casa,  en  esta  capital  y sin  necesidad  de 
requerimiento;  y b)  que  el  trece  de  junio 
del  mismo  año,  o sea  después  de  vencido  el 
plazo,  el  depositante  le  requirió  la  devolu- 
ción de  los  bienes  materia  del  contrato  y 
que  el  depositarlo  en  ese  acto  se  negó  a 
entregar”.  Sin  embargo,  en  el  acta  de 
requerimiento  del  trece  de  junio  de  mil 
novecientos  treinta  y tres,  se  hizo  cons- 
tar que  don  Antenor  Domínguez  al  ser  re- 
querido por  el  doctor  Estrada  González 
manifestó,  que  no  entregaba  los  bienes 
descritos  en  el  documento  de  mérito,  por- 
que no  los  tenía  aquí  y se  le  ha  dificulta- 
do traerlos.  En  consecuencia,  los  actos 
realizados  por  el  señor  Domínguez  no  cons- 
tituyen maniobras  fraudulentas,  pues  no 


negó  haber  recibido  los  bienes  muebles  que 
se  le  reclamaban,  sino  que  dijo  no  poder- 
los entregar  en  el  acto  por  tenerlos  en 
Amatitlán,  a donde  los  había  llevado  en 
virtud  del  contrato  de  compra-venta  cele- 

ado  con  el  Doctor  Estrada  y habérsele 
dificultado  traerlos.  A este  respecto  el 
tratadista  Groizard  dice  que  el  titulo  en 
virtud  del  cual  entra  el  inculpado  en  po- 
sesión de  la  cosa,  no  tiene  el  carácter  de 
depósito;  y como  convenio  debe  dársele  la 
denominación  que  señala  la  ley,  atendien- 
do a los  caracteres  peculiares  que  cons- 
tituyen su  esencia  y forman  su  naturale- 
za; y que  si  las  partes  le  dan  un  nombre 
distinto,  los  Jueces  no  deben  aplicar  otras 
leyes,  sino  aquéllas  que  regulen  el  conve- 
nio que  fué  efectivamente  celebrado.  Por 
eso,  cuando  se  acumulan  varias  clases  de 
convenciones,  hay  que  atenerse  al  acto 
principal  que  las  partes  han  pretendido 
realizar;  y,  asi,  aunque  lo  pactado  pueda 
tomar  nombre  diferente  del  que  tenga  el 
contrato  principal  al  que  se  adicione,  tal 
circunstancia  debe  considerarse  más  bien 
una  confirmación  o ratificación  de  la  in- 
tención que  tuvieron  las  mismas  partes; 
es  decir,  que  los  contratos  han  de  ajustar- 
se a la  realidad  de  los  hechos  y no  a 
la  calificación  que  las  partes  pretenden 
atribuirles  después. 

Estando  demostrado  pues,  que  los  con- 
tratantes celebraron  un  contrato  de  com- 
pra-venta y con  posterioridad  el  vende- 
dor para  asegurar  el  cumplimiento  de  la 
obligación  contraída  por  el  comprador, 
exigió  la  forma  de  depósito,  no  obstan- 
te que  lo  que  daba  origen  a la  obligación 
como  ya  se  dijo  repetidas  veces,  era  una 
compra-venta.  Además  habiéndose  con- 
ferido al  depositario  un  plazo  para  devol- 
ver el  depósito,  sin  necesidad  de  reque- 
rimiento, esta  estipulación  propia  de  los 
préstamos  desnaturaliza  el  depósito  por- 
que priva  a este  contrato  de  uno  de  los 
caracteres  más  típicos,  como  es  el  relativo 
a la  facultad  que  debe  tener  el  deposi- 
tante de  pedir  la  cosa  en  el  momento  que 
le  plazca,  sin  que  plazo  alguno  puede  im- 
pedírselo. Por  lo  expuesto,  la  Sala  sen- 
tenciadora al  calificar  el  hecho  realizado 
por  el  enjuiciado  como  constitutivo  del 
delito  de  estafa,  violó  el  Articuló  408  inci- 
so 5o.  del  Código  Penal,  por  lo  que  la  ca- 
sación es  procedente. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  la  ley  citada  y lo  preceptuado  en 
los  Artos.  259,  568,  687,  731  y 735  P.  P.;  22 
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Decreto  1128,  CASA  Y ANULA  la  senten- 
cia recurrida  y fallando  sobre  lo  princi- 
pal, absuelve  del  cargo  que  se  le  formuló 
por  el  delito  de  estafa  al  enjuiciado  An- 
tenor  Domínguez  por  no  ser  el  hecho  rea- 
lizado por  él,  constitutivo  de  delito. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  David  y Landelino  Gue- 
rra, por  asesinato. 

DOCTRINA:  Aplicación  del  Articulo  601  det 
Código  de  Procedimientos  Penales. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintitrés  de  abril  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  proferida 
por  la  Sala  2a.  de  la  Corte  de  Apelaciones 
el  treinta  y uno  de  enero  del  corriente 
año,  en  el  proceso  que  nuevamente  se  ins- 
truyó contra  los  hermanos  David  y Lan- 
delino Guerra  Lemus  por  el  delito  de  ase- 
sinato en  la  persona  del  Licenciado  Leo- 
poldo Sandoval. 

— I — 

Introdujo  el  recurso  el  Procurador  de  la 
Sala  3a.  de  Apelaciones,  Licenciado  Elea- 
zar  Urmeneta,  alegando  violación  de  los 
Artos.  581  inciso  lo.,  2o.  4o.  y 8o.,  609  inc. 
2o.,  586  ines.  lo.,  2o.  3o.,  4o.  5o.  y 6o.,  288, 
289,  602  ines.  2o.  y 7o.,  570  ines.  lo.,  3o., 
4o.  y 6o.,  72  inc.  9o.  y 10o.  segunda  parte, 
573  inc.  lo.,  2o.,  3o.  y 4o.,  584,  607,  587, 
589,  560,  586,  566,  572  primera  y segunda 
parte,  568,  162,  732,  731,  595,  574,  603  y 583 
inc.  lo.  del  Código  de  Prs.  Pns.  y 30  del  Có- 
digo Penal. 

Al  ser  notificados  los  reos  de  la  senten- 
cia de  segunda  instancia  interpusieron 
también  recurso  de  casación  por  violación 
de  ley,  conteniendo  el  escrito  respectivo, 
firmado  por  el  abogado  Fabián  S.  Imeri  en 
auxilio  y como  director  y defensor  de  los 
reos,  los  mismos  artículos  citados  por  el 
Procurador  y los  siguientes:  602  inciso  lo.. 


570  inc.  5o.,  573,  565,  568  de  Prs.  Pns.,  16, 
17,  35  y 36  de  la  Constitución  de  la  Re- 
pública. 

— II  — 

La  sentencia  recurrida  confirma  la  dic- 
tada por  el  Juez  4o.  de  la.  Instancia  el 
veintisiete  de  noviembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y tres,  en  cuanto  condena  a 
muerte  a David  Guerra  Lemus,  la  revoca 
en  lo  demás  y declara:  que  Landelino  Gue- 
rra Lemus  es  coautor  responsable  del  de- 
lito de  asesinato  cometido  en  la  persona 
del  Licenciado  Leopoldo  Sandoval,  por  cu- 
yo delito  también  le  impone  la  pena  de 
muerte. 

Considera  la  Sala  que  en  contra  de  los 
procesados  quedaron  plenamente  estable- 
cidos los  hechos  siguientes:  lo. — Que  Brau- 
lio Guerra  Folgar  indicó  desde  los  prime- 
ros momentos  del  crimen  que  los  dos  Gue- 
rra Lemus  lo  indujeron  a dar  muerte  al 
Licenciado  Sandoval,  sindicación  que  sos- 
tuvo hasta  los  postreros  momentos  de  su 
vida,  en  los  instantes  mismos  en  que  pa- 
gó con  ella  su  delito,  sin  que  las  ligeras 
e incidentales  contradicciones  que  se  no- 
tan en  algunas  de  sus  indagatorias  alte- 
ren la  esencia  de  los  hechos  por  él  refe- 
ridos, 2o. — Que  entre  Sandoval  y David 
Guerra  existió  enemistad  grave,  como  lo 
declararon  Manuel  Berganza  Sagastume, 
Wenceslao  Cerna  y Salvador  Berganza;  y 
que  también  existió  esa  enemistad  grave 
entre  el  interfecto  y Landelino  Guerra  Le- 
mus, como  lo  declararon  posteriormente, 
Gilberto  Berganza,  Wenceslao  Cerna  y 
Everardo  Berganza,  hecho  éste  que  se  es- 
table asimismo,  con  los  informes  de  la  Mu- 
nicipalidad de  San  Pedro  Pínula,  sobre 
todo  el  último  y con  los  informes  de  la  Di- 
rección General  de  Policía,  relativos  a la 
riña  que  tuvieron,  algún  tiempo  antes,  en 
las  calles  de  esta  Capital,  el  Licenciado 
Sandoval  y David  Guerra  Lemus,  en  la  que 
éste  flageló  en  la  cara  al  primero,  con 
foete,  riña  que  por  si  sola  es  bastante  pa- 
ra estimar  como  sumamente  grave  esa, 
enemistad,  puesto  que  no  es  dable  califi- 
carla de  leve  cuando  llegó  al  extremo  de 
flagelar  el  rostro  del  enemigo,  afrenta  tan 
dura  para  los  hombres  de  honor  y de  ver- 
güenza; 3o. — La  negativa  de  los  reos  en 
cuanto  a dicha  enemistad  y el  resultado 
negativo  que  le  produjo  a David  Guerra 
la  prueba  de  testigos  que  propuso  con  ese 
fin.  4o. — Las  amenazas  de  muerte  proferi- 
das por  David  Guerra  Lemus,  contra  el  in- 
terfecto, en  la  inauguración  de  la  luz  eléc- 
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trica  de  San  Pedro  Pínula  el  año  de  mil 
novecientos  treinta,  probadas  con  las  de- 
claraciones de  Gustavo  Torres,  Pablo  Ro- 
cinos, Daniel  Berganza  y Juan  Trabanino. 
5o. — Que  el  siete  de  enero  o sea  un  dia  an- 
tes del  crimen,  como  a las  cuatro  de  la 
tarde,  un  coronel  llevó  a la  casa  número 
nueve  de  la  Avenida  Central,  a Braulio 
Guerra  Folgar  para  que  le  dieran  la  ali- 
mentación por  cuenta  de  dicho  coronel 
y al  efecto  Braulio  fué  apuntado  con  el 
nombre  de  Mardoqueo  Morales,  como  lo 
afirmaron  Blrnestina  Castellanos,  Josefina 
Figueroa  y Mercedes  Castellanos,  como  se 
comprobó  con  la  inspección  judicial  prac- 
ticada a raiz  del  suceso,  especializando  la 
primera  testigo  que  “el  coronel  Guerra  que 
está  en  la  Comandancia  de  Armas  fué 
quien  llevó  a Braulio”;  a lo  que  se  une 
la  circunstancia  plenamente  establecida 
con  el  informe  de  la  Comandancia  de  Ar- 
mas de  este  departamento,  de  que  en  la 
fecha  de  autos  no  había  de  alta  en  dicho 
cuerpo,  otro  coronel  de  apellido  Guerra, 
que  Landelino  Guerra  Lemus  y aunque  no 
esté  plenamente  probado  que  éste  fue 
quien  llevó  a Guerra  Folgar  a dicho  co- 
medor, sí  lo  está  que  fué  un  coronel  y que 
entonces  no  había  otro  de  ese  grado  y de 
apellido  Guerra  en  la  Comandancia  de 
Armas,  que  Landelino.  6o. — Que  Braulio 
Guerra  Folgar  habló  y estuvo  con  Lande- 
lino Guerra  Lemus,  en  la  Comandancia  de 
Armas  de  esta  Capital,  en  la  tarde  del  sie- 
te de  enero  y en  la  mañana  siguiente,  ocho 
del  mismo,  tal  como  lo  declararon  los  sol- 
dados del  mismo  cuerpo  Doroteo  Grego- 
rio y Rafael  Pacheco,  quienes  aseguran 
oue  conocieron  a Braulio  porque  ellos  ayu- 
daron a su  captura  y no  ob.stante  que 
fueron  repreguntados  sostuvieron  su  dicho 
categóricamente  y en  todo  lo  sustancial 
de  los  hechos;  y si  bien  es  cierto  que  en 
contra  de  esta  prueba  se  propuso  la  tes- 
timonial de  Joaquín  Escobar  M.,  Eduardo 
Martínez  y Marco  Aurelio  Herrera  y que 
éstos  aseguraron  que  desde  las  tres  y me- 
dia a las  cuatro  y media  de  la  tarde  del 
siete,  y de  las  nueve  a las  once  de  la  ma- 
ñana del  nueve,  estuvieron  en  compañía 
de  Landelino  Guerra,  en  la  Comandancia 
de  Armas,  sin  que  hayan  visto  que  fuera 
visitado  por  Braulio,  también  lo  es  que  es- 
tas declaraciones  no  destruyen  en  manera 
alguna,  el  valor  probatorio  de  los  testigos 
de  cargo  porque  no  es  aceptable  lógica- 
mente, que  tres  individuos  de  los  cuales 
sólo  uno  dijo  tener  relaciones  comerciales 
con  el  reo  a quien  se  refieren,  hayan  te- 
nido presente,  de  manera  tan  precisa  y de- 


tallada, incidentes  ocurridos  tres  meses 
antes  de  sus  declaraciones  y que  nada  de 
extraordinario  resultan  tener  para  ellos, 
pudiendo  como  lo  hacen,  después  de  ese 
tiempo  bastante  largo,  recordar  circuns- 
tancias de  tiempo  y de  lugar;  y por  lo  que 
hace  a lo  manifestado  por  varios  oficiales 
de  dicha  Comandancia,  referente  a que 
Landelino  Guerra  fué  visitado  por  muchas 
personas  y que  no  vieron  que  lo  fuera  por 
Braulio  Guerra  Folgar,  hay  que  observar 
que  los  mismos  oficiales  dicen  no  conocer 
a éste  y no  excluyen  que  Landelino  haya 
recibido  las  visitas  de  Braulio  sin  que  es- 
tos testigos  se  dieran  cuenta  de  ello,  por 
esquivarse  indudab'emente  su  presencia; 
7o. — Que  Braulio  Guerra,  al  dar  muerte  al 
Licenciado  Sandoval.  no  obró  de  “motu 
propio”,  hecho  que  hace  buscar  a la  per- 
sona o personas  instigadoras  del  crimen 
que  es  a lo  que  se  encamina  la  investiga- 
ción, pero  el  hecho  de  la  instigación  cons- 
tituye un  antecedente  que  debe  legalmen- 
te tomarse  en  cuenta,  para  deducir  de  él, 
en  su  coordinación  con  los  otros,  el  hecho 
nue  se  trata  de  probar;  8o.  -Que  David 
Guerra  Lemus  propuso  a Braulio  Guerra 
Folgar,  que  cambiara  sus  dec’araciones  a 
efecto  de  no  aparecer  los  Guerra  Lemus, 
como  instigadores  del  delito,  para  lo  cual 
le  ofrecieron  fuertes  sumas  de  dinero,  he- 
cho que  ocurrió  en  la  Penitenciaría  Cen- 
tral y que  está  plenamente  probado,  con 
las  declaraciones  de  Walterio  A.  Vaughn  y 
Carlos  Campos,  corroboradas  por  las  de 
Rodrieo  Me  gar  F.,  Ricardo  Cróker,  Ma- 
nuel González  Tábora  y Alfredo  Alarcón 
García  todos  idóneos  y contestes;  9o. — Los 
malos  antecedente-^  de  los  procesados  Gue- 
rra Lemus,  estah'ecidos  con  el  informe  del 
Juez  Menor  de  San  Pedro  Pínula  y la  cir- 
cunstancia de  haber  sido  nrocesado  David 
Guerra  Lemus,  por  los  delitos  de  doble  ho- 
micidio V atentado  y estar  sindicado  de 
otros  delitos  de  homicidio:  y Landelino 
Guerra  Lemus,  ñor  atentado  y violación  y 
sindicárse'e  también,  de  otros  delitos  con- 
tra las  personas. 

Además  de  los  hechos  anteriormente  ex- 
puestos, aprecia  en  contra  de  los  procesa- 
dos las  semiplenas  pruebas  que  siguen:  a) 
declaración  de  Ernestina  Castellanos,  quien 
afirmó  que  “el  coronel  Guerra  que  está  en 
la  Comandancia  de  Armas”  llevó  a Brau- 
lio Guerra,  en  la  tarde  anterior  del  cri- 
men, a la  casa  número  nueve  de  la  Ave- 
nida Central  y aunque  no  reconoció  o no 
quiso  reconocer  más  tarde  a I.andelino 
Guerra,  a tal  coronel,  no  explicó  los  fun- 
damentos de  su  retractación:  y por  otra 
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parte,  se  evidenció  plenamente,  que  en  la 
Comandancia  de  Armas  de  esta  Ciudad,  no 
estaba  de  alta  otro  coronel,  en  la  fecha  de 
autos,  que  don  Landelino  Guerra  Lemus,  y 
el  comedor  dicho  está  próximo  a la  Co- 
mandancia; b)  declaración  de  Bernardo 
Tejada,  sobre  que  vió  a Braulio  Guerra  Fol- 
gar,  en  casa  de  David  Guerra,  en  Jutiapa, 
pocos  meses  antes  de  la  muerte  del  Licen- 
ciado Sandoval. 

De  toda  la  prueba  acumulativa  relacio- 
nada dado  el  enlace  natural  que  tienen 
entre  sí  todos  los  hechos  probados  con  el 
que  se  trata  de  probar  y concurriendo  las 
semiplenas  pruebas  contra  las  mismas  per- 
sonas, deduce  la  presunción  humana,  gra- 
ve y precisa,  como  consecuencia  nece.saria 
e indefectible,  que  Dayid  y Landelino  Gue^ 
rra  Lemus  son  co-autores  de  la  muerte  del 
Licenciado  Sandova’,  por  haber  sido  los  ins- 
tigadores de  ese  crimen  y haber  inducido 
a Braulio  Guerra  Folgar  a cometerlo. 

— III  — 

El  proceso  a que  puso  fin  la  sentencia  re- 
currida se  inició  el  ocho  de  febrero  de  mil 
novecientos  treinta  y tres  en  el  Juzgado 
2o.  de  Paz  por  haber  comparecido  la  acu- 
sadora doña  María  Luisa  de  León  viuda  de 
Sandoval  aportando  nuevas  pruebas  reía" 
tivas  al  delito  contra  los  hermanos  Guerra 
Lemus.  Acompañó  certificación  de  la  sen- 
tencia de  esta  Corte  Suprema  que  absolvió 
únicamente  de  la  instancia  a los  enjuicia" 
dos,  en  virtud  de  lo  cual  el  Juez  princi- 
pió las  averiguaciones  del  caso.  Las  prue- 
bas recibidas  por  dicho  funcionario  fueron 
las  siguientes: 

a)  declaración  de  Walterio  A.  Vaungh. 
quien  estuvo  recluido  en  el  tiempo  a que 
se  refiere  la  que  en  su  parte  esencial  es 
como  sigue:  que  cuando  llegaron  a la  Pe- 
ninitenciaria  los  Guerra  Lemus  entabla- 
ron estrechas  relaciones  de  amistad  con 
él.  a tal  extremo  que  un  dia  llegó  el  guar- 
dián del  callejón  en  que  estaban,  un  in- 
dividuo de  apellido  Pleitez,  con  un  papel 
destinado  a David  Guerra  Lemus  que  le 
enviaba  Braulio  Guerra  Folgar,  de  cuyo 
contenido  se  enteraron  Neri  Sandoval,  A'- 
fredo  Alarcón  García.  Elfego  Castellanos 
laparrá  y otras  personas,  por  el  que  le 
hacia  un  cobro  a David,  por  quinientos 
dólares,  precio  de!  asesinato  del  Licencia- 
do Leopoldo  Sandoval,  diciéndole  que  si  le 
cancelaba  la  cantidad  mencionada,  cam- 
biaría sus  declaraciones  en  el  sentido  de 
que  los  Guerra  Lemus  no  aparecieran  sin- 
dicados; que  también  otro  dia  David  le  co- 


misionó para  que  Guerra  Folgar  cambiara 
su  declaración  ofreciéndole  pagar  la  suma 
de  quinientos  dólares,  que  era  el  valor  con- 
venido entre  ellos  por  el  asesinato.  Sabe 
que  a la  vez  dieron  comisión  al  chileno 
Carlos  Campos,  recluido,  para  que  éste  ges- 
tionara ante  Braulio  a fin  de  que  cambia- 
ra su  declaración,  ofreciéndole  siempre  la 
suma  de  quinientos  dólares;  que  en  una 
ocasión  Braulio  tuvo  que  trabajar  en  la 
bartolina,  encontrándose  con  el  dicente  y 
aprovechando  esa  circunstancia  le  habló  a- 
Braulio  cumpliendo  con  la  comisión  que 
tenía  encomendada,  a lo  cual  Guerra  Fol- 
gar no  accedió,  pues  ya  había  sido  enga- 
ñado varias  veces,  pero  dijo  que  si  lo  ha- 
ría si  el  declarante  le  garantizaba  los  qui- 
nientos dólares,  pues  se  trataba  de  unos 
picaros  a quienes  no  les  tenía  confianza; 
que  cuando  regresó  a dar  cuenta  a los  Gue- 
rra del  resultado  de  su  encargo  y les  ma- 
nifestó que  decía  Braulio  que  ellos  no  eran 
inocentes,  tuvieron  los  dos  Guerra  Lemus 
un  altercado  reciproco  diciéndole  David  a 
Landelino  que  él  era  el  culpable  de  lo  que 
ocurría  por  haber  faltado  a lo  convenido, 
pues  si  hubiera  pedido  quince  días  de  per- 
miso y seguido  a Braulio,  fácilmente  lo 
hubiera  .ultimado  en  el  momento  de  come- 
ter el  asesinato  de  Sandoval  y asi  hubiera 
evitado  la  cárcel;  que  algún  tiempo  des- 
pués el  declarante  hablando  con  Alfredo 
Alarcón  García,  éste  le  dijo  que  estaba  de 
acuerdo  con  lo  que  él  había  declarado  pe- 
ro que  no  debía  haberlo  hecho  por  su  amis- 
tad con  los  Guerra,  lo  cual  oyó  Manuel 
González  Tábora,  quien  manifestó  que  él 
también  había  oído  lo  que  habían  dicho 
los  Guerra  Lemus;  b)  declaración  de  Se- 
bastián Pleitez  Romero,  quien  negó  haber 
llevado  a David  Guerra  el  papel  a que  se 
refiere  Vaughn,  pero  manifiesta  que  Brau- 
lio le  dijo  en  una  ocasión  que  le  dijera  a 
David  que  se  acordara  de  lo  que  le  había 
prometido;  además  vió  a Vaughn  y a los 
Guerra  comer  juntos  y pasearse  por  los  ca- 
llejones; c)  declaración  de  Elfego  Caste- 
llanos Laparra,  que  niega  la  cita  de  Vaughn 
y se  concreta  a manifestar  que  Pleitez  era 
efectivamente  el  encargado  de  los  callejo- 
nes; d)  declaración  de  Manuel  González 
Tábora,  en  la  siguiente  forma:  que  Vaughn 
y ios  Guerra  Lemus  se  mantenían  en  el 
presidio  juntos  y hasta  comían  en  compa- 
ñía; que  Vaughn  conversó  varias  veces  con 
Folgar  y después  se  iba  y conversaba  con 
los  Lemus:  que  se  dió  cuenta  de  que  to- 
dos ellos  conversaban  con  Campos  el  chi- 
leno, habiendo  sabido  por  haber  sido  pú- 
blico en  el  centro  penal,  que  los  primeros 
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ofrecían  dinero  a Folgar  para  que  cam- 
viara  su  declaración  en  sentido  que  les 
fuera  favorable;  que  un  día  platicaban 
Vaughn  y Alarcón  y éste  le  decía  a aquél, 
que  por  el  hecho  de  ser  él  amigo  de  los 
Guerra  no  debía  haber  prestado  declara- 
ción alguna  contra  ellos,  agregando  Alar- 
cón: “y  gracias  que  yo  pude  recoger  de 
poder  de  Campos  el  papel  que  David  le 
había  dado”;  que  además  cierto  día  oyó 
que  David  le  decía  a su  hermano  “por  las 
tonteras  tuyas  estoy  aquí  gastando  mi  di- 
nero y además  estamos  presos”;  e)  decla- 
ración de  Alfredo  Alarcón  García,  como 
sigue:  que  supo  que  los  Guerra  Lemus  por 
medio  de  Carlos  Campos  y Walterio 
Vaughn,  gestionaron  ante  Guerra  Folgar 
para  ver  si  cambiaba  su  declaración,  ofre- 
ciéndole una  suma  de  dinero,  por  habér- 
selo dicho  los  mismos  individuos  interme- 
diarios; que  una  ocasión  fué  llamado  por 
el  Director,  General  Castro  Monzón,  para 
decirle  que  estaba  enterado  de  lo  que  esta- 
ban haciendo  los  Guerra  y que  le  orde- 
naba que  tratara  de  evitarlo,  como  encar- 
gado del  presidio;  que  además,  al  decla- 
rante le  dió  David  Guerra  veinte  quetzales 
para  que  los  entregara  a Carlos  Campos 
con  el  objeto  de  arreglar  el  asunto  que 
tenían,  dinero  que  devolvió  al  propio  Da- 
vid, de  orden  del  Director;  que  efectiva- 
mente en  cierta  ocasión,  en  los  corredores 
del  departamento  judicial  de  la  Peniten- 
ciaria, estando  presente  Manuel  González 
Tábora  y el  teniente  Sigüenza,  hablaba 
con  Vaughn  y le  dijo  que  estaba  de  acuer- 
do con  la  declaración  que  había  prestado 
pero  que  no  le  parecía  que  hubiera  de- 
clarado contra  ellos  siendo  tan  amigos, 
pues  se  mantenían  y comían  juntos  y al 
final  le  dijo  a Vaughn:  “Señor  Vaughn, 
no  hay  ninguna  prueba  contra  los  herma 
nos  Guerra,  toda  vez  que  el  papel  que  le 
había  enviado  don  David  a Campos,  éste 
me  lo  devolvió  a mi”,  que  dicho  papel  es- 
tuvo en  poder  de  Campos  desde  las  nue- 
ve de  la  mañana  hasta  las  cuatro  de  la  tar- 
de de  ese  día;  f)  declaración  de  Carlos 
Campos  Mata,  el  chileno,  que  es  como  si- 
gue: que  David  Guerra  le  mandó,  por  me- 
dio del  capitán  Alfredo  Alarcón,  una  de- 
claración que  el  dicente  debía  de  dar  ante 
los  tribunales,  habiendo  recibido  dicha  de- 
claración por  escrito,  la  que  en  síntesis  era 
la  siguiente:  que  debía  decir  que  Braulio 
Guerra  Folgar  le  había  contado  al  decla- 
rante que  un  licenciado,  sin  mencionar  su 
nombre,  era  el  que  había  mandado  matar 
al  licenciado  Sandoval;  debiendo  hacerse 
constar  además  en  dicha  declaración  que 


la  persona  que  debía  de  enseñarle  a Fol- 
gar al  Licenciado  Sandoval  era  un  indi- 
viduo de  nombre  Alfonso  Romero  Palma 
y un  vaquero  de  apellido  Hidalgo,  el  cual 
trabajaba  en  la  finca  del  licenciado  que 
había  mandado  a matar  a Sandoval;  se 
hacía  constar  también  en  el  papel  que  la 
misma  declaración  debía  de  prestar  Fa- 
bián Gómez,  quien  con  anterioridad  ha- 
bía ya  declarado  contra  los  Guerra;  que 
una  vez  lo  llamó  David  Guerra  y le  dijo 
que  le  hiciera  una  campaña,  la  que  con- 
sistía en  que  el  dicente  le  hablara  a Brau- 
lio para  que  cambiara  su  declaración  en 
cambio  de  quinientos  dólares,  lo  que  hizo 
el  declarante,  pero  Folgar  le  contestó  que 
lo  que  trataban  los  Guerra  era  de  enga- 
ñarlo, pues  el  día  que  mató  a Sandoval 
ni  siquiera  un  caballo  le  habían  propor- 
cionado para  la  fuga  menos  darle  quinien- 
tos quetzales;  que  le  habló  de  nuevo  a Fol- 
gar como  cuatro  veces  más  a instancias  de 
David  y de  Vaughn  y Folgar  le  dijo  al  fin 
que  estaba  bueno  en  cambiar  su  declara- 
ción siempre  que  los  Guerra  le  dieran  en 
su  propia  mano  la  cantidad  ofrecida,  pero 
como  los  Guerra  no  aceptaron  sino  querían 
depositar  la  suma  en  una  tercera  perso- 
na, no  llegaron  a ningún  acuerdo;  que 
Jos  Guerra  le  dieron  al  declarante  como 
diez  y ocho  o veinte  quetzales  para  que 
los  distribuyera  entre  Folgar  y Gómez  y 
además  le  daban  a él  para  sus  gastos  pe- 
queñas sumas  pero  siempre  las  repartió 
entre  aque’los:  que  resoecto  a la  participa- 
ción que  los  Guerra  Lemus  tuvieron  en 
el  asesinato  de  Sandoval,  por  todo  lo  que 
el  indagado  vió  v por  haber  tenido  en  sus 
manos  papeles  firmados  por  David  Guerra, 
como  fué  el  papel  que  le  enviaron  para 
que  cambiara  su  declaración,  no  tiene  más 
que  hacer  constar  que  los  verdaderos  au- 
tores intelectuales  del  asesinato  fueron  los 
n^''Rrra  Lemus  y tan  es  así  que  una  oca- 
sión en  que  el  declarante  se  encontraba 
enfrente  de  ellos.  David  neleando  con  Lan- 
del'no  le  dijo:  “ñor  tu  brutalidad  de  no 
haber  pedido  quince  dias  de  permiso  estoy 
gastando  mi  dinero  y además  estamos  pre- 
sos”; que  los  quince  días  a que  se  refería 
eran  los  que  debía  de  haber  pedido  Lan- 
delino  para  estar  presente  en  el  momento 
en  que  Braulio  matara  a Sandoval,  para 
así  a su  vez  matar  a Braulio  Guerra  Fol- 
gar. 

Después  de  las  diligencias  anteriores  y 
estando  capturados  los  hermanos  Guerra 
Lemus.  les  fueron  tomadas  sus  respectivas 
indagatorias,  habiéndose  producido  en  la 
forma  siguiente : David  Guerra  Lemus:  fué 
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interrogado  respecto  de  varios  delitos  de 
homicidio  en  los  que  él  resultó  sindicado: 
de  Lisandro  Alarcón  y Juan  Morales,  quie- 
nes fueron  muertos  en  un  patio  de  gallos 
en  San  Pedro  Pínula,  de  donde  el  indaga-* 
do  salió  huyendo  juntamente  con  otros  in- 
dividuos después  de  cometido  el  crimen; 
del  de  Ismael  Berganza,  de  quien  manifes- 
tó que  fué  muerto  por  su  hermano  Baldo- 
mero  por  un  pleito  que  tuvieron  en  una 
fonda,  pero  salió  absuelto;  del  de  Antonio 
Figueroa  de  quien  expuso  que  fué  muerto 
por  una  escolta  que  lo  conducía  de  San 
Pedro  a Jalapa;  del  de  Amadeo  Figueroa, 
hermano  del  anterior,  quien  murió  trági- 
camente en  una  cantina  de  San  Pedro  PP 
nula,  y al  preguntársele  si  sabia  el  nom- 
bre del  hechor  constetó  que  ignoraba  el 
contenido  de  la  pregunta;  y del  del  licen- 
ciado Sandoval,  en  el  que  negó  toda  par- 
ticipación, lo  mismo  que  haber  cultivado 
amistad  con  Vaughn  y todo  lo  que  decla- 
raron los  testigos. 

Landelino  Guerra  Lemus:  manifestó  que 
estuvo  preso  por  vio' ación  y forzamiento 
a Clara  Hernández,  pero  fué  puesto  en  li- 
bertad porque  no  hubo  prueba;  al  pregun- 
társele por  qué  se  habla  quedado  calla- 
do y no  habla  protestado  cuando  Braulio 
Guerra,  antes  de  ser  fusilado  los  habla  sin- 
dicado a él  y a su  hermano  como  los  au- 
tores del  asesinato,  confirmando  el  viejo 
adagio  de  que  “el  que  calla  otorga”,  con^ 
testó  que  ignoraba  el  contenido  de  la  pre- 
gunta; negó  todo;  conoció  a Lisandro  Alar- 
cón y a Juan  Mora'es,  quienes  fueron  ase- 
sinados en  un  bochinche  que  hubo  en  un 
patio  de  gallos,  siendo  uno  de  los  sindi- 
cados como  autores  su  hermano  David,  pe- 
ro el  declarante  no  estaba  presente;  que 
por  deeires  de  enemistad  que  existia  en- 
tre su  hermano  David  y Lisandro  Alarcón 
este  último  fué  uno  de  los  primeros  en  dis- 
parar contra  David  y por  lo  mismo  se 
presume  que  su  hermano  sea  el  autor  de 
una  de  esas  muertes,  pero  como  todos  los 
concurrentes  al  patio  hicieron  disparos  no 
se  pudo  establecer  quién  fué  el  verdadero 
responsab'e;  que  Ismael  Berganza  fué 
muerto  a manos  de  su  hermano  Baldo- 
mero;  que  es  cierto  que  David  y el  Licen- 
ciado ¡Sandoval  tuvieron  enemistad  pero 
que  después  se  reconciliaron. 

En  este  estado  se  elevaron  las  diligen-* 
cias  al  Juez  4o.  de  la.  Instancia  (11  de  fe- 
brero de  1933),  acompañándose  una  certi- 
cación  de  la  sentencia  de  casación  que  los 
absolvió  de  la  instancia  y una  certifica- 
ción de  la  declaración  escrita  que  dejó 
antes  de  morir  Braulio  Guerra. 


En  el  Juzgado  de  la.  Instancia  fué  prac- 
ticada, entre  otras  diligencias  careo  entre 
Vaughn  y David  y Landelino  Guerra;  ca- 
da uno  sostuvo  su  dicho,  pero  al  leerle  su 
declaración  a Landelino  expresó  ratificar- 
la a excepción  de  las  respuestas  que  dió 
relativas  a la  participación  de  su  her- 
mano David  en  la  muerte  de  Lisandro  Alar- 
cón y Juan  Morales;  tampoco  ratificó  lo 
que  se  refiere  a la  enemistad  entre  su  ex^ 
presado  hermano  y el  Licenciado  Sando- 
va!.  Confesó  en  ese  acto  que  comían  jun- 
tos con  Vaughn,  que  a su  derecha  se  sen- 
taba David,  que  los  veía  que  platicaban 
constantemente  porque  eran  amigos  y a- 
gregó  que  el  disgusto  entre  ellos  se  pro- 
dujo porque  no  pudo  proporcionarle  a 
Vaughn  doscientos  quetzales. 

El  documento  que  dejó  escrito  Braulio 
Guerra  Folgar  obra  certificado  en  autos  y 
quedó  pienamente  demostrado  que  el  reo 
lo  dictó  personalmente  a Eduardo  García, 
escribiente  de  la  Alcaldía,  que  le  propor- 
cionó a su  solicitud  el  sub-^director  del 
centro  penal,  documento  que  fechado  y 
firmado  por  Folgar  hizo  que  fuera  leído 
públicamente  momentos  antes  de  ser  fu- 
silado. En  él  relata  detalladamente  y con 
entera  precisión  la  historia  del  crimen,  su 
participación  como  hechor  materiai  y la 
instigación  de  los  hermanos  Guerra  para 
cometerlo,  inculpándolos  a ellos  como  los 
únicos  autores  intelectuales  del  delito, 
quienes  se  valieron  de  otros  individuos  co- 
mo Alfonso  Romero  Palma  y Demesio  Es- 
cobar para  que  le  sirviera  de  intermedia- 
rio y lo  convencieran  de  que  le  convenia 
aceptar  el  negocio  que  le  proponían.  La 
última  parte  del  documento  dice  literal- 
mente: “ Asi  transcurrieron  los 

dias  hasta  el  momento  de  verme  obligado 
a cumplir  mi  promesa  dada  a Landelino 
Guerra,  y recuerdo  bien  que  aquelia  ma" 
ñaña  en  que  esperaba  a mi  victima  y vic- 
tima más  de  los  Guerra,  estaba  yo  ebrio 
igual  que  mi  acompañante  Demesio  Esco- 
bar, éste  fué  precisamente  quien  en  el  úl- 
tio  momento  y por  la  insistencia  de  Lan- 
delino que  aquel  día  no  debía  pasarse  sin 
nuestro  convenio  cumplido,  fué  digo  quien 
me  enseñó  a Sandoval  y quien  por  indi- 
cación y recomendación  de  Landelino  ali- 
mentó mi  última  decisión,  asi  segui  a mi 
víctima  y tuve  intención  de  no  disparar 
cuando  ya  lo  hacia,  pero  algo  que  no  com- 
prendo sentí  en  mi  y volviendo  a mi  pro- 
pósito disparé  y escapé  hasta  ser  captu- 
rado. El  revolver  que  me  entregó  Lande- 
lino Guerra  era  cadibre  38  corto  marca 
grande  y con  dos  paradas  de  las  que  úni- 
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camente  gasté  tres  tiros  dirigidos  a'  San-' 
doval”.  Ya  en  2a.  Instancia  y entre  las 
pruebas  que  solicitó  el  Fiscal  aparece  pro- 
ducida la  que  se  refiere  a la  autenticidad 
de  este  memorial  dictado  por  Guerra  Fol- 
gar,  quien  firmó  de  su  puño  y letra,  pues 
según  informó  el  Director  de  la  Peniten- 
ciaria, dicho  individuo  aprendió  a leer  y 
a firmar  durante  el  tiempo  que  estuvo  pre- 
so que  fué  de  un  año  y nueve  meses. 

Varias  de  las  pruebas  rendidas,  anterior- 
mente detalladas,  se  produjeron  durante 
el  término  plenario  y en  virtud  de  auto 
para  mejor  fallar  dictado  por  el  Juez  y 
posteriormente  pedido  nuevamente  por  el 
Fiscal  en  2a.  Instancia,  algunas  de  las  cua- 
les tenían  por  objeto  ratificar  o comple- 
tar las  pruebas  producidas  durante  el  pe- 
riodo de  la  investigación. 

Aparte  de  las  anteriores  probanzas  debe 
hacerse  mención  de  las  siguientes:  lo. — 
Informe  escrito  del  Alcalde  lo.  de  San  Pe^ 
dro  Pínula,  lugar  de  residencia  de  los  Gue- 
rra. Manifiesa  que  David  y Landelino  Gue- 
rra Lemus  desde  su  infancia  observaron 
una  vida  de  zozobra,  ya  impulsando  crí- 
menes en  lo  privado,  ya  introduciendo  la 
discordia  entre  los  vecinos  honrados  y pro- 
moviendo distintas  clases  de  intrigas  en- 
tre las  autoridades  y el  pueblo.  Sus  cos- 
tumbres han  sido  muy  malas;  siempre 
han  procurado  causar  daño  a quien  han 
podido  y nunca  se  les  ha  conocido  una 
buena  acción  ni  en  lo  particular  ni  cuando 
desempeñaron  cargos  públicos,  dejando 
tras  de  si  una  huella  de  turbios  procede- 
res. 

2o. — Copia  certificada  del  acta  de  la  se- 
sión celebrada  por  la  Municipalidad  de  San 
Pedro  Pínula  el  diez  y siete  de  junio  de 
mil  novecientos  treinta  y tres,  para  con- 
testar un  informe  solicitado  por  el  Juez 
de  la  causa,  la  que  en  su  parte  conducen- 
te dice:  “que  en  esta  localidad  ha  sido 
pública  la  grave  enemistad  que  medió  en- 
tre David  y Landelino  Guerra  Lemus  y el 
licenciado  Leopoldo  Sandoval  y que  el  ru- 
mor público  señala  a los  hermanos  Gue- 
rra como  los  autores  intelectuales  del  ase- 
sinato que  efectuó  en  la  persona  de  aquel 
pofesional,  Braulio  Guerra  Folgar”. 

3o. — El  ex-comandante  del  segundo  cuer- 
po de  policía,  Rubén  González,  con  fecha 
veinte  de  mayo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres,  informó  por  escrito  a la  Direc- 
ción General,  que  el  Teniente  Coronel  Vic- 
toriano López  Ochoa  le  dijo  que  el  revól- 
ver que  le  sirvió  a Braulio  Guerra  era  del 
teniente  coronel  Juan  López  hijo,  quienes 
estaban  de  alta  en  la  Plana  Mayor  de 


Plaza;  y que  Landelino  Guerra  habla  pres- 
tado el  revólver  al  último,  resultando  más 
tarde  que  cuando  le  quitaron  el  arma  a 
Braulio  era  el  mismo  que  le  habla  presta- 
do López  a Landelino  Guerra.  Respecto  de 
este  informe,  a solicitud  de  la  defensa, 
se  presentó  por  escrito  el  coronel  Juan  Ló- 
pez h.,  negando  lo  informado  por  Gonzá- 
lez; López  Ochoa  falleció  antes  de  ser  inte- 
rrogado. Por  pedido  de  la  acusadora  de- 
claró el  coronel  Guadalupe  López  Ochoa, 
que  manifestó  que  habla  dicho  al  Direc- 
tor de  la  Penitenciaria,  coronel  Ortega,  en 
donde  prestaba  sus  servicios,  al  ver  foto- 
grafiado el  revólver  en  el  periódico  que  dió 
la  noticia  del  asesinato  de  Sandoval,  que 
era  muy  parecido  a un  revólver  que  Lan- 
delina  Guerra  le  habla  ofrecido  en  venta. 
Rubén  González  también  fué  interrogado: 
ratificó  el  informe  que  dió  en  la  Dirección 
como  Comandante  de  Policía,  y a las  repre- 
guntas que  formuló  la  defensa  contestó: 
que  no  vió  el  revólver  pero  que  por  el  di- 
cho del  teniente  coronel  Ochoa  supo  que 
unos  dias  antes  de  la  muerte  de  Sandoval, 
el  de  igual  grado  López  hijo  le  dió  pres- 
tado a Landelino  el  arma,  lo  que  sabia 
porque  López  Ochoa  la  reconoció  como 
propiedad  de  aquél  cuando  fué  capturado 
Braulio  Guerra. 

4o. — Informe  de  la  Comandancia  de  Ar- 
mas de  este  departamento  en  que  se  hace 
constar  que  en  diciembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y primeros  días  de  enero  de 
mil  novecientos  treinta  y uno  no  habla  de 
alta  en  la  Plana  Mayor  de  la  Plaza  otro 
coronel  de  apellido  Guerra  que  Landelino 
Guerra  Lemus. 

5o. — Declaraciones  de  Gilberto  Berganza 
Everardo  Berganza,  Wenceslao  Cerna,  pres- 
tadas ante  el  Juez  menor  de  San  Pedro 
Pínula,  manifestando  constarles  ser  públi- 
co y notorio  en  dicho  lugar,  que  los  Guerra 
Lemus  tenían  enemistad  grave  con  el  Li- 
cenciado Sandoval,  demostrada  por  la  con- 
tinua difamación  que  los  primeros  hacían 
del  último  y su  constante  deseo  de  asesi- 
narlo o mandarlo  a asesinar. 

Las  declaraciones  de  Wenceslao  Cerna 
y Everardo  Berganza  fueron  tomadas  nue- 
vamente por  el  Juez  de  la.  Instancia  de 
Jalapa,  habiendo  expresado  el  primero  que 
los  Guerra  y Sandoval  tenían  enemistad 
grave;  que  siempre  que  Sandoval  llegaba 
a Pínula  tomaban  muchas  precauciones  por 
las  constantes  amenazas  de  los  Guerra  y 
que  así  se  lo  dijo  el  propio  Licenciado;  el 
segundo  expresó  que  sabia  lo  de  la  enemis- 
tad grave  porque  en  mil  novecientos  diez 
y nueve  tuvieron  David  y el  Licenciado  un 
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altercado  fuerte  cruzándose  algunas  ra^ 
zones,  pero  que  no  le  constaba  si  tenían 
deseos  de  asesinarlo. 

6o. — Declaración  del  General  Castro 
Monzón,  a propósito  de  la  cita  que  hizo 
el  testigo  Alfredo  Alarcón  García:  expuso 
que  cuando  era  Director  de  la  Penitencia- 
ria, Alarcón  era  jefe  del  taller  de  zapate- 
ría y podía  pasar  de  un  patio  a otro;  que 
tuvo  noticia  de  que  había  recibido  veinte 
quetzales  de  David  Guerra  con  el  objeto 
de  que  los  entregara  a otro  individuo  pa-* 
ra  que  cambiara  su  declaración;  y que  si 
no  recordaba  mal,  se  trataba  de  Manuel 
Tábora,  quien  había  escuchado  que  David 
le  dijo  a Landeiino  que  a causa  de  él  es- 
taban presos  por  no  haber  hecho  las  co- 
sas como  lo  habían  arreglado,  y cree  que 
el  dinero  era  para  que  Tábora  no  decla- 
rara lo  que  había  oido  en  la  conversación. 

7o. — El  Juez  4o.  de  la.  Instancia,  cum- 
plieindo  órdenes  de  la  Sala  Jurisdiccional, 
se  constituyó  en  la  casa  número  nueve  de 
la  Avenida  Central  de  esta  ciudad,  en  don- 
de se  encontraba  establecido  el  comedor 
al  que  fué  llevado  Braulio  Guerra  por 
“el  Coronel  Guerra”,  según  declaración 
de  Ernestina  Castellanos;  y habiéndola  re- 
querido para  que  le  entregara  el  libro  de 
apuntes  correspondiente  a enero  de  mil  no- 
vecientos treinta  y uno,  asi  lo  hizo,  encon- 
trando el  Juez  la  siguiente  anotación: 
“Enero  7 de  1931. — Mardoqueo  Morales”. 
Este  nombre  es  el  que  se  puso  Braulio 
Guerra,  según  confesó  él  mismo. 

El  defensor  pidió  y obtuvo,  como  prue- 
ba, informe  de  la  Dirección  de  Policía  re- 
lativo a la  captura  de  Braulio  Guerra,  la 
que  tuvo  lugar  poi  medio  de  los  agentes 
Francisco  Velásquez  y Manuel  Valdez  el 
ocho  de  enero  de  mil  novecientos  treinta 
y uno,  de  las  doce  y treinta  a una  p.  m.,  en 
el  lugar  denominado  “La  Chácara”,  sien- 
do conducido  a la  Comandancia  del  Segun- 
do Cuerpo  a disposición  del  Juez  2o.  de 
Paz,  quien  instruía  las  primeras  diligen- 
cias; partida  de  nacimieno  de  Gilberto  An- 
tonio Berganza;  informe  del  Director  de  la 
Penitenciaria  de  que  Landeiino  Guerra  in-' 
gresó  por  segunda  vez  a aquel  centro  pe- 
nal el  treinta  de  diciembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y dos. 

La  defensa  pidió  también  la  práctica  de 
algunas  otras  diligencias,  como  el  cotejo 
de  la  firma  de  los  Guerra  Lemus  puestas 
en  las  declaraciones  indagatorias  tomadas 
por  el  Juez  2o.  de  Paz  en  este  proceso,  que 
no  llegaron  a practicarse. 


Francisco  Arce  y José  María  Roldán  Es- 
trada, propietarios  de  las  fincas  que  Brau- 
lio Guerra  mencionó,  negaron  que  dicho 
individuo  hubiera  estado  ahi  trabajando 
con  ese  nombre  o con  cualquier  otro  y ne- 
garon también  conocerlo  ante  la  fotogra- 
fía que  les  fué  presentada. 

Por  último,  fueron  tenidas  como  prue- 
bas todas  las  actuaciones  del  primer  pro- 
ceso, como  era  natural,  puesto  que  se  tra- 
taba del  mismo  delito,  del  que  los  herma- 
nos Guerra  Lemus  fueron  absueltos  sola- 
mente de  la  instancia. 

CONSIDERANDO; 

El  fallo  que  motiva  este  recurso  está 
fundado  en  la  prueba  indirecta  de  presun- 
ciones que  la  Sala  deduce  de  un  conjunto 
de  hechos  plenamente  probados,  los  cua- 
les, según  su  criterio,  presentan  tal  enla- 
ce entre  sí,  que  no  puede  dejar  de  estimar- 
los sino  como  antecedentes  del  hecho  que 
declara  averiguado. 

En  la  sentencia  de  esta  Corte,  proferida 
en  el  primer  proceso,  se  apreció  la  cir- 
cunstancia de  que  solamente  procedía  exa- 
minar la  prueba  relativa  a los  hechos  que 
servían  de  base  a las  presunciones,  pues 
la  deducción  es  atributiva  del  Tribunal 
sentenciador.  La  misma  consideración  ca- 
be en  el  presente  caso  y en  tal  concepto 
procede  entrar  al  examen  de  los  diferen- 
tes indicios  que  fundamentan  la  conde- 
natoria. 

— I — 

La  sindicación  que  contra  David  y Lan- 
delino  Guerra  Lemus  hizo  y sostuvo  Brau- 
lio Guerra  Folgar  durante  el  curso  del  pri- 
mer proceso,  no  fué  aceptada  por  esta  Cor- 
te en  el  primer  fallo,  por  ser  poco  satis- 
factorias sus  explicaciones  y vagos  e im- 
precisos los  detalles  contenidos  en  sus  in- 
dagatorias, pero  las  deficiencias  quedaron 
subsanadas  con  el  documento  que  perso- 
nalmente dictó  y firmó,  el  cual  contiene 
un  relato  concreto  de  los  hechos  y fija 
con  exactitud  los  lugares  y los  nombres 
de  las  personas  que  intervinieron  en  la  pre- 
paración y ejecución  del  crimen.  Dicho 
documento  está  plenamente  demostrado 
que  fué  dictado  por  Guerra  Folgar,  firma- 
do de  su  propia  mano  y leído  a su  solici- 
tud, públicamente,  momentos  antes  de  ser 
fusilado,  sin  que  los  hermanos  Guerra  Le- 
mus, que  estaban  presentes,  hubieran  pro- 
testado en  alguna  forma,  ni  en  ese  acto, 
ni  después  en  el  juicio  por  las  aseveracio- 
nes del  memorial. 
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Aunque  esta  sindicación,  por  si  soia,  nin- 
gún valor  probatorio  podría  otorgársele, 
debe  observarse  que  es  solamente  un  he- 
cho que  sirve  para  enlazarlo  con  los  de- 
más y formar  la  presunción.  Arts.  314,  315, 
318.  320,  570  inciso  2o. 

--  II  — 

La  enemistad  grave  está  plenamente  pro- 
bada; aparte  de  las  pruebas  rendidas  du- 
rante el  primer  proceso,  que  demostraron 
la  enemistad,  aunque  no  su  calidad  de  gra- 
ve, se  produjeron  en  el  segundo,  testimo- 
nios suficientes  para  tenerla  como  proba^ 
da.  La  Municipalidad  de  San  Pedro  Pínu- 
la ,en  sesión  especial  celebrada  al  respec-' 
to,  hizo  constar  ese  hecho,  lo  que  es  pú- 
blico y notorio,  dice,  en  aquel  lugar,  en 
donde  nacieron  y residieron  los  procesa- 
dos; también  el  Alcalde  lo.  Municipal,  en 
informe  que  le  fué  pedido  por  el  Juez  de 
la  causa,  lo  hace  constar  terminantemente, 
y asi  lo  declararon  igualmente  los  testigos 
Gilberto  Berganza,  Everardo  Berganza  y 
Wenceslao  Cerna  ante  el  Juez  menor  de 
dicho  lugar  y los  dos  últimos  asimismo  an- 
te el  Juez  de  la.  Instancia  de  Jalapa,  ex- 
hortados al  efecto. 

La  defensa,  por  su  parte,  procuró  impe- 
dir la  práctica  de  las  diligencias  tendien- 
tes a establecer  este  hecho,  pero  sin  em- 
bargo fueron  verificadas;  y en  cuanto  a la 
prueba  en  contrario,  los  testigos  propues- 
tos Adrián  Martínez,  Joaquín  Enamorado, 
Concepción  Salazar,  Mariano  y Rodri- 
go Galdámez,  no  fueron  examinados,  de 
suerte  que  agregada  la  prueba  testimonial 
del  primer  proceso  a la  rendida  durante 
el  segundo,  resulta  comprobado  el  hecho 
de  la  enemistad  grave,  como  lo  declara  la 
sentencia  recurrida.  Artos.  573  y 584  Pro- 
cedimientos Penales. 

— III  — 

Las  amenazas  de  muerte  proferidas  por 
David  Guerra  contra  el  interfecto  en  las 
fiestas  de  la  inauguración  de  la  luz  eléc- 
trica de  San  Pedro  Pínula,  que  es  otro  he- 
cho que  la  Sala  toma  en  cuenta,  separa- 
damente, las  tiene  por  probadas  con  las 
dieclaraciones  de  Gustavo  Torres,  Pablo 
Recinos,  Daniel  Berganza  y Juan  Traba- 
nino,  otorgándoles  mayor  valor  probatorio 
que  el  testimonio  de  los  testigos  de  la  de- 
fensa, iguales  en  número.  Tomando  en 
consideración  que  las  amenazas  de  muer- 
te están  probadas  con  los  testigos  relacio- 
nados en  el  punto  anterior  y que  este  he- 


cho es  el  mismo,  el  cual  queda  reforzado 
con  la  prueba  de  cargo,  no  queda  motivo 
alguno  para  dudar  de  lo  declarado  por  los 
testigos  de  la  acusación  en  el  primer  pro- 
ceso y,  sobre  todo,  la  ley  faculta  a los  jue- 
ces para  decidir  por  el  dicho  de  los  que 
merezcan  mayor  confianza  en  razón  de  su 
probidad,  veracidad  y conocimiento. 

Las  mismas  razones  abundan  en  la  con- 
sideración del  punto  relativo  a que  Brau- 
lio Guerra  habló  y estuvo  con  Landelino 
Guerra  en  lo  Comandancia  de  Armas  de 
este  departamento,  en  la  tarde  del  siete 
de  enero  y en  la  mañana  del  dia  siguien- 
te, como  lo  declararon  los  testigos  Doroteo 
Gregorio  y Rafael  Pacheco,  respecto  de  lo 
cual,  esta  Corte,  en  vista  de  las  razones 
que  la  Sala  consigna  en  su  fallo,  respeta 
su  criterio,  pues  el  articulo  601  de  Proce- 
dimientos Penales  le  otorga  esa  facultad 
de  apreciación.  Artos.  573  y 585  Procedi- 
mientos Penales. 

— IV  — 

Respecto  a que  la  víspera  del  día  del  cri- 
men "el  coronel  Guerra  que  está  en  la 
Comandancia”,  según  declaración  de  Er- 
nestina Castellanos,  llevó  a su  Comedor  al 
individuo  Braulio  Guerra  para  que  le  die- 
ran alimentación,  está  probado  que  en  la 
Comandancia  no  había  otro  militar  del 
mismo  apellido  y graduación  que  Lande- 
lino Guerra  Lemus;  de  manera  que  es  ve- 
rosímil que  él  fué  el  coronel  Guerra  a que 
hizo  referencia  la  declaración,  aún  cuando 
motivos  que  no  se  escapan  al  criterio  ju- 
dicial, hayan  decidido  a la  testigo  a no 
reconocerlo  cuando  le  fué  presentado:  asi 
lo  hacen  presumir  las  declaraciones  del 
mismo  Braulio  Guerra  Folgar  y el  conte- 
nido de  su  memorial  leído  antes  de  su  mue- 
te,  y la  inspección  practicada  por  el  Juez, 
■’e  orden  de  la  Sala,  en  casa  de  Ernestina 
Castellanos,  en  donde  se  encontró  la  li- 
breta que  contenía  la  anotación,  en  siete 
de  enero,  del  individuo  Mardoqueo  Mora- 
les, nombre  con  que  se  designó  Braulio 
Guerra,  según  confesó  él  mismo.  Artos. 
587,  589,  595  y 601  Procedimientos  Pena- 
les. 

— V — 

Que  Braulio  Guerra  Folgar  fué  constan- 
temente requerido  para  cambiar  sus  de- 
claraciones en  sentido  favorable  a los  Gue- 
rra Lemus  es  un  hecho  igualmente  demos- 
trado con  las  declaraciones  precisas,  con- 
cretas y uniformes  de  Walterio  Vaughn, 
Manuel  González  Tábora,  Alfredo  Alarcón 
García  y Carlos  Campos  Mata,  pues  aun- 
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que  dos  de  éstos  ya  habían  declarado  en 
el  primer  proceso  y sus  dichos  se  tuvieron 
como  sospechosos  por  esta  Corte,  debe  es- 
timarse que  el  primer  testigo  volvió  a de- 
clarar cuando  ya  se  encontraba  en  liber- 
tad y sin  que  compromiso  alguno  hiciera 
objetable  su  dicho;  y en  cuanto  a los  de-' 
más,  como  también  en  Vaughn,  hay  tal 
amplitud  en  sus  declaraciones  y tal  preci-' 
sión  y seguridad  en  sus  afirmaciones,  que 
producen  un  pleno  convencimiento,  sien- 
do de  observar,  además,  como  lo  dice  la 
sentencia  recurrida,  que  ninguno  de  es- 
tos declarantes  tenia  proceso  por  falso  tes- 
timonio. Artos.  571,  573,  574,  579  y 586 
Procedimientos  Penales. 

— VI  — 

Los  malos  antecedentes  de  los  procesa- 
dos Guerra  Lemus  y su  habitualidad  a los 
delitos  contra  las  personas,  constan  en  los 
informes  de  las  autoridades  locales  de  San 
Pedro  Pínula,  lugar  en  donde  nacieron  y 
vivieron,  aparte  de  los  diferntes  procesos, 
los  cuales  aunque  no  contienen  fallos  con- 
denatorios, por  diferentes  circunstancias, 
no  puede  negarse  que  el  ánimo  judicial  se 
convence  de  la  peligrosidad  de  los  men- 
cionados individuos. 

Por  último,  aprecia  el  Tribunal  senten- 
ciador las  semiplenas  pruebas  que  produ- 
cen las  declaraciones  de  Ernestina  Caste- 
llanos y de  Bernardo  Tejada  las  cuales 
obran  en  autos  y son  por  consiguiente 
reales  y efectivas.  Artos  297,  298,  299  y 572 
Procedimientos  Penales. 

— VII  — 

En  virtud  de  lo  expuesto,  de  acuerdo  con 
la  doctrina  sustentada  por  el  Tribunal  de 
Casación,  como  consecuencia  de  lo  dispues- 
to en  el  Arto.  601  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales,  de  que  no  es  casable  la 
sentencia  que  se  funda  en  presunciones 
cuando  los  hechos  que  le  sirven  de  pre- 
misas se  encuentran  plenamente  probados, 
como  ocurre  en  el  caso  sub-júdice,  es  im- 
procedente entrar  al  examen  de  los  ar- 
tículos cuya  infracción  se  denuncia.  Arto. 
676  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y de  lo  dispuesto 
en  los  artículos  684,  686  y 690  Procedi- 
mientos Penales,  DESESTIMA  los  recursos 
de  casación  interpuestos  y,  para  el  caso 
de  que  los  reos  obtengan  gracia  del  Eje- 


cutivo, deberán  sufrir,  además  de  las  pe- 
nas de  prisión  correccional,  la  de  un  mes 
de  prisión  simple  conmutable  a un  quetzal 
diario. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Max  García  S.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Eulalia  Cermeño  Car- 
leta, por  hurto  de  semovientes 

DOCTRINA:  Cuando  el  Tribunal  de  2a. 
Instancia  en  su  fallo  hace  uso  de  la  fa- 
cultad que  le  concede  la  ley  para  apre- 
ciar la  prueba  indirecta,  y los  hechos  en 
que  ésta  se  apoya  están  debidamente 
probados,  es  improcedente  el  recurso  de 
casación  que  se  interponga  con  aquel 
fundamento,  contra  la  sentencia  res- 
pectiva. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiséis  de  Abril  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación, la  sentencia  proferida  por  la  Sala 
Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones,  el 
veintiuno  de  febrero  del  corriente  año,  en 
la  causa  instruida  por  el  delito  de  hurto 
de  semovientes  contra  Eulalio  Cermeño 
Corleto;  en  la  cual  se  revoca  la  proferida 
por  el  Juez  de  la.  Instancia  de  Cuilapa,  y 
se  declara,  que  Eulalio  Cermeño  Corleto 
es  responsable  del  delito  de  hurto  de  se- 
movientes, por  cuya  infracción  le  impo- 
ne la  pena  de  un  año  de  prisión  correccio- 
nal inconmutable,  aumentada  en  una  ter- 
cera parte,  y se  deja  abierto  el  procedi- 
miento, contra  Antonio  Soto  Pérez. 

— I — 

El  veinticuatro  de  agosto  de  mil  nove- 
cientos treinta  y cuatro,  el  Regidor  Cuar- 
to del  Juzgado  de  Santa  Rosa  de  Lima, 
dió  parte  de  haberse  cometido  un  delito. 
Al  ratificar  su  denuncia  agregó  Antonio 
Montenegro,  que  ese  día  a las  cinco  ho- 
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ras  llegó  a la  Aldea  Ambelis  un  individuo 
desconocido  con  cuatro  bestias  y le  pidió 
pasto  para  el  resto  del  dia  y que  iba  a 
traer  otras  y ofreció  regresar  luego;  que 
como  ’era  desconocido  se  fue  a la  Coman- 
dancia de  Santa  Rosa  de  Lima  a pedir  una 
escolta  y asi  pudo  capturar  a dicho  indi- 
viduo, cumpliendo  con  su  deber  de  auto- 
ridad; que  también  capturó  al  arriero  Eu- 
lalio  Cermeño  Corleto,  recogiéndoles  diez 
bestias  que  describió  a folios  uno  vuelto  y 
dos  frente  y vuelto,  de  la  primera  pieza. 
Domingo  Alvarez,  Eugenio  Donfs  y Do- 
roteo Garcia  manifestaron  que  formaban 
parte  de  la  escolta  que  capturó  a Antonio 
Soto  y a Eulalio  Cermeño  Corleto,  en  oca- 
sión que  conducian  seis  bestias,  habien- 
do resultado  después,  otras  cuatro  en 
el  potrero.  A folios  siete  y ocho  corre 
agregada  el  acta  que  se  levantó  con  mo- 
tivo de  la  inspección  ocular  practicada  en 
la  cárcel  de  Santa  Rosa  de  Lima,  de  don- 
de se  fugaron  los  reos  Soto  Pérez  y Cer- 
meño Corleto.  También  corren  agregadas 
las  cartas  de  venta  de  las  bestias  hurta- 
das, así  como  constancia  de  que  fueron 
entregadas  a sus  respectivos  dueños. 

Eulalio  Cermeño  Corleto  al  ser  indaga- 
do, negó  la  comisión  del  delito,  diciendo 
que  sí  anduvo  en  unión  de  Antonio  Soto 
en  la  fecha  por  la  cual  se  le  pregunta  y 
que  el  declarante  creyó  que  las  bestias 
eran  de  Soto  y que  cuando  llegó  la  escol- 
ta a la  Aldea  Ambelis,  primero  capturó  a 
su  acompañante  Antonio  Soto  y después  a 
él;  que  era  cierto  que  se  había  salido  de 
la  cárcel  de  Santa  Rosa  en  unión  de  An- 
tonio Soto,  abriendo  un  hoyo  en  las  pare- 
des y que  él  lo  hizo,  no  por  temor,  pues  se 
consideraba  sin  delito,  sino  porque  vió  que 
lo  hacia  Soto.  Al  ampliar  su  declaración 
indagatoria,  reconoció  los  objetos  que  se 
le  pusieron  a la  vista  y aseguró  eran  de 
Antonio  Soto  (una  navaja  y una  carta  de 
venta) ; se  le  preguntó  si  reconocía  los 
animales  que  se  le  ponían  a la  vista,  como 
los  mismos  que  el  dicente  y Antonio  So- 
to tenían  en  su  poder  cuado  los  captura- 
ron y contestó  que  sólo  reconocía  dos; 
una  muía  color  obscuro  y un  caballo  bayo. 
También  reconoció  como  de  propiedad  de 
Soto,  una  capa  negra,  una  hamaca,  un 
fierro  y una  matricula.  Propuso  como  tes- 
tiETos  a Cruz  Orantes,  Francisco  Solares 
y Manuel  Garcia  Mijangos,  es  decir,  para 
demostra'-  one  era  cierto  que  trabajó  con 
Antonio  Soto,  pero  como  sirviente,  los 
cuales  al  ser  examinados  se  produjeron  de 
conformidad. 


El  Juez  de  la.  Instancia  de  Cuilapa,  el 
trece  de  Diciembre  del  año  pasado,  dió  fin 
al  proceso,  absolviendo  del  cargo  a Eula- 
lio Cermeño  Corleto  por  falta  de  prueba  y 
dejó  abierto  el  procedimiento  contra  An- 
tonio Soto  Pérez.  En  segunda  instancia,  el 
Fiscal  pidió  que  se  revocara  el  fallo  y que 
se  condenara  a Cermeño  Corleto. 

— II  — 

Contra  el  fallo  de  la  Sala  Tercera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  Eulalio  Cermeño 
Corleto.  con  auxilio  del  Licenciado  Hum- 
berto Robles,  introdujo  el  presente  recurso 
de  casación,  por  violación  de  ley  expresa, 
citando  como  infringidos  los  siguientes  ar- 
tículos: 11,  27,  28,  29  y 390  del  Código  Pe- 
nal; 568,  571,  572,  595,  597,  599  y 601  de 
Procedimientos  Penales.  Pedidos  los  ante- 
cedentes y señalado  día  para  la  vista,  es  el 
caso  de  dictar  el  que  corresponde. 

CONSIDERANDO: 

Que  en  contra  de  Eulalio  Cermeño  Cor- 
leto, existe  lo  manifestado  por  los  indivi- 
duos de  la  escolta  de  Santa  Rosa,  que  lo 
capturaron  tanto  a él  como  a Antonio  So- 
to Pérez  cuando  conducía  los  semovientes 
que  resultaron  no  ser  de  su  propiedad,  si- 
no de  distintas  personas.  También  apa- 
recen demostrados  los  siguientes  hechos; 
haberse  evadido  de  la  cárcel  de  Santa  Ro- 
sa de  Lima  en  compañía  de  Soto  para 
eludir  la  acción  de  la  justicia,  pues  la  ex- 
plicación que  dió  no  es  suficiente,  así  co- 
mo también  habérseles  capturado  infra- 
eanti.  es  decir  cuando  conducían  los  se- 
movientes hurtados.  Estas  presunciones 
se  desprenden  en  contra  del  enjuiciado 
Cermeño  Corleto,  las  cuales  reúnen  los  ca- 
racteres de  precisión,  gravedad  y concor- 
dancia -que  la  ley  requiere  y al  apreciarlo 
asi  el  Tribunal  sentenciador  con  mérito 
sufici°nte  nara  imponer  condena,  lo  hizo 
en  ejercicio  de  la  facultad  que  la  ley  le 
concede  a los  Jueces  para  estimar  esta 
clase  de  pruebas,  sin  que  esta  apreciación 
de  lugar  al  recurso  de  casación;  y por 
consiguiente  no  pueden  haber  sido  viola- 
dos los  artículos  11,  27,  28,  29  y 390  del  Có- 
digo Penal,  que  se  refieren  al  delito,  quié- 
nes son  responsables  criminalmente  de  los 
delitos  y las  faltas,  quiénes  son  autores  y 
quiénes  son  reos  de  hurto;  tampoco  se  vio- 
laron las  disposiciones  contenidas  en  los 
artículos  571,  572,  595,  597.  599  y 601  P.  P., 
que  se  refieren  a la  naturaleza  y valor  ju- 
rídico de  las  pruebas. 
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POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  las  leyes  citadas  y lo  preceptuado 
en  los  artículos  686,  690  y 735  P.  P.;  22 
Decreto  1728,  declara  improcedente  el  re- 
curso de  casación  interpuesto,  e impone  al 
recurrente  la  pena  adicional  de  quince 
dias  de  prisión  simple,  conmutables  a ra- 
zón de  diez  centavos  de  quetzal  diarios. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argweta  S. — José  Serrano  .Muñoz. — 
Ante  jni,  Juan  Fernández  C.,  Secretar 
rio. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Ernesto  Paz  Calderón, 
por  homicidio. 

DOCTRINA. — Para  que  pueda  generar- 
se la  circunstancia  atenuante  de  ha- 
ber precedido  inmediatamente  de  par- 
te del  ofendido  provocación  o amena- 
za proporcionada  al  delito,  se  requiere 
la  demostración  completa  de  la  propor- 
ción indicada. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiséis  de  abril  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Para  resolverlo  se  tiene  a la  vista  el  re- 
curso extraordinario  de  casación  intro- 
ducido por  el  señor  Fiscal  de  la  Sala  5a. 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  contra  la  sen- 
tencia ejecutoria  proferida  por  dicho 
Tribunal  el  veintiséis  de  febrero  del  año 
en  curso,  en  el  proceso  instruido  a Sa- 
muel Ernesto  Paz  Calderón  por  el  delito 
de  homicidio.  El  recurrente  señala  como 
violados  los  Artículos  575  P.  P.,  21  inciso 
4o.,  65,  66,  76  y 295  del  Código  Penal. 

En  los  antecedentes  que  sirven  de  ba- 
se al  recurso  que  se  examina,  consta  lo 
que  sigue: 

A las  dieciocho  horas  del  día  diez  de 
julio  de  mil  novecentos  treinta  y uno, 
fue  muerto  Cecilio  Castañeda,  frente  al 
sitio  de  Juan  Ayala,  ubicado  en  la  Aldea 
“El  Jute”,  municipio  de  Uzumatlán  del 
Departamento  de  Zacapa,  a consecuen- 
cia de  dos  balazos  que  le  infirió  Samuel 
Ernesto  Paz  Calderón,  los  que  le  produje- 


ron dos  heridas,  una  sobre  el  hombro  de- 
recho y otra  debajo  de  la  clavicula  iz- 
quierda, ambas  sin  orificio  de  salida  y 
con  una  dirección  de  arriba  hacia  abajo, 
las  que  dañaron  el  corazón  y por  ende 
fueron  ejecutivamente  mortales,  como  se 
desprende  de  los  informes  obrantes  en 
los  autos. 

El  segundo  auxiliar  de  “El  Jute”,  Bar- 
tolo Díaz  dió  parte  del  homicido  cometi- 
do, al  Juez  municipal  de  Uzumatlán, 
quien  al  constituirse  en  el  teatro  del  cri- 
men, hizo  constar  la  posición  en  que  se 
hallaba  el  cadáver  tendido  sobre  las  pie- 
dras de  un  cerco  derruido  de  la  casa  de 
Juan  Ayala,  situada  en  la  orilla  del  po- 
blado y en  calle  amplia  y muy  traficada. 
En  dicha  acta  se  detalla  que  el  occiso  te- 
nía entre  las  manos  sosteniendo  el  extre- 
mo del  cabo  de  un  machete  “Calabozo”, 
habiendo  quedado  el  resto  del  arma  de- 
bajo de  su  cuerpo;  y cerca  del  cadáver 
estaba  otro  machete  “Collins”  sin  vaina, 
pues  esta  la  tenía  en  la  cintura,  oprimi- 
da también  debajo  del  cuerpo.  Asimismo 
se  hace  constar  que  del  lugar  de  donde 
quedó  el  interfecto  para  la  casa  de  Mar- 
tin Calderón  hay  treinta  y cuatro  varas; 
y,  del  mismo  sitio  — que  es  casa  derrui- 
da de  Juan  Ayala  — para  la  que  éste  ha- 
bita, veintidós  varas.  Y,  por  último,  el 
Juez  instructor  reconoce  la  existencia  de 
dos  heridas  producidas  con  arma  de  fue- 
go, asi  como  una  contusión  sobre  la  ceja 
del  ojo  izquierdo,  que  fue  causada  al  caer 
sobre  las  piedras  Cecilio  Castañeda. 

Los  testimoniantes  Martin  y Enrique 
Calderón  — padre  e hijo  respectivamen- 
te — son  contestes  al  afirmar  que  Sa- 
muel E.  Paz  Calderón  disparó  dos  balazos 
con  revólver  a Cecilio  Castañeda,  cuan* 
do  discutían  estando  parado  el  último  en 
la  parte  baja  del  cerco  de  piedras  con  dos 
machetes  en  las  manos,  y Paz  Calderón 
en  la  parte  alta  del  indicado  cerco;  he- 
cho que  presenciaron  desde  el  sitio  de  su 
ícasa  de  habitación,  en  donde  se  halla- 
ban, asi  como  también  que  al  caer  sobre 
las  piedras  Castañeda,  el  victimario  salió 
huyendo  por  las  alturas  del  sitio,  con  di- 
rección hacia  el  rio  y.  por  más  que  En- 
rique Calderón  y Lisandro  Ayala  persi- 
guieron al  criminal  para  capturarlo,  no 
lo  consiguieron  y,  por  ello  volvieron  con 
el  propósito  de  poner  el  hecho  en  cono- 
cimiento de  la  autoridad,  la  que,  a su  re- 
greso. ya  se  hallaba  en  el  lugar  del  suce- 
so. Enrique  Calderón  a, segura,  además, 
que  oyó  cuando  Castañeda  — con  los  ma- 
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cheles  en  las  manos  — le  decía  a Paz 
Calderón:  “sos  un  cobija  vos  Ernesto", 
por  lo  que  éste  sacó  el  revólver  e hizo  los 
disparos. 

Lucía  Castañeda,  hija  del  occiso,  expli- 
ca en  su  declaración  que  su  padre  Ceci- 
lio Castañeda  fué  en  busca  de  Samuel 
Ernesto  Paz  Calderón,  a reclamarle  su 
conducta  con  respecto  a la  agresión  de 
que  acababa  de  ser  victima  la  hermana 
menor  de  la  declarante,  Socorro  Cas- 
tañeda, la  que  un  momento  antes  fué 
golpeada  por  Raquel  Ayala  por  mandato 
de  Paz  Calderón.  Y,  como  Socorro,  al 
regresar  del  trabajo  su  padre,  se  que- 
jara con  él,  fué  que  el  interfecto  buscó  a 
su  victimario;  razón  por  la  que  cargaba 
su  machete  en  la  mano  y el  que  siempre 
usaba  en  el  cinto.  La  misma  Lucia  Cas- 
tañeda sigue  afirmando,  que  entre  .su 
padre  Cecilio  Castañeda  y Samuel  Er- 
nesto Paz  Calderón  existían  ya  antece* 
denles  de  enemistad,  derivados  del  pro- 
ceso que  se  le  instruyó  al  último  por  el 
delito  de  estupro  en  la  persona  de  Soco- 
rro Castañeda.  Este  hecho,  es  decir  lo 
del  proceso,  se  encuentra  justificado  en 
los  autos;  no  asi  la  agresión  que  se  dice 
fue  cometida  por  Raquel  Ayala,  quien  en- 
fáticamente negó  tal  aseveración  y,  no 
existe  ninguna  prueba  de  ella  en  lo  ac- 
tuado. 

El  quince  de  enero  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro,  fue  lograda  en  esta  ciu- 
dad la  captura  de  Samuel  Ernesto  Paz 
Calderón,  quien  andaba  huyendo  desde  la 
época  en  que  se  cometió  el  crimen  y aquí 
se  hacia  llamar  simplemente  Samuel 
Paiz,  como  informó  el  Jefe  del  Primer 
Cuerpo  de  la  Policía  Nacional.  Al  ser  in‘ 
dagado  por  el  Juez  competente,  tan  solo 
se  concretó  a negar  el  delito  por  el  que 
se  le  indagaba,  afirmando  que  su  inocen- 
cia en  ese  hecho  la  justificaba  con  Octa- 
viano  Calderón,  Reginaldo  Pérez  y Mar- 
tin Calderón. 

De  estos  tres  declarantes,  Martin  Cal- 
derón ratificó  su  primera  declaración, 
aseverando  que  no  conceptuaba  como 
honrado  al  victimario,  por  el  crimen  que 
había  cometido,  lo  que  él  presenció.  Los 
otros  dos  testimoniantes,  asimismo  ex- 
pusieron que  no  podían  hablar  de  la  hon' 
radez  del  enjuiciado,  por  el  hecho  de  que 
a raíz  del  crimen  se  le  sindicó  a él  como 
autor  y desapareció  del  lugar. 

Ya  abierto  el  juicio  criminal,  la  defensa 
obtuvo  que  le  fuera  ampliada  su  declara- 
ción indagatoria  a Samuel  Ernesto  Paz 


Calderón,  quien  en  esta  oportunidad  afir- 
mó: que  efectivamente  le  dió  muerte  a 
Cecilio  Castañeda  con  dos  disparos  de  re- 
vólver que  le  hizo,  pero  en  legitima  de- 
fensa de  su  vida;  porque  éste  lo  encerró 
en  un  callejón  y sobre  un  cerco  de  pie- 
dras por  donde  ya  no  tenía  salida  posi- 
ble lo  agredió  con  dos  machetes:  por  lo 
que  se  vió  precisado  a defenderse  con  su 
arma.  Esta  afirmación  es  contraria  a lo 
que  consta  en  el  acta  descriptiva  que  le- 
vantó el  Juez  instructor,  ya  que  en  ella 
se  dice  que  el  lugar  en  donde  estaba 
muerto  Cecilio  Castañeda  era  una  calle 
de  mucho  tráfico  y con  viviendas  cerca- 
nas a ese  sitio. 

La  misma  defensa  trató  de  justificar 
la  afirmación  del  procesado  con  las  de- 
claraciones de  Martin  y Enrique  Calde-* 
rón.  Benigno  Castañeda  y Lisandro  Aya- 
la  Calderón,  a quienes  se  les  sometió  a un 
iriterrogatorio  ad-hoc  para  que  contes- 
taran a las  preguntas  que  se  les  hacían. 
Mas,  de  dichas  declaraciones,  no  se  llega 
a la  conclusión  que  se  propuso  la  defen- 
sa; pues  solamente  Castañeda,  afirma 
que  el  occiso  agredía  con  machete  a Paz 
Calderón  cuando  éste  le  hizo  los  disparos. 
Ayala  Calderón  está  de  acuerdo  con  En- 
rique del  último  apellido,  acerca  de  que 
Cecilio  Castañeda  le  decía  al  procesado 
que  era  un  cobarde,  por  lo  que  éste  hizo 
los  disparos.  ’ 

En  el  juicio  criminal  logró  la  defensa 
establecer:  que  Paz  Calderón  era  perso- 
na honrada  y de  buenos  antecedientes: 
y que  Cecilio  Castañeda  no  lo  era  porque 
los  tenía  malos. 

El  treinta  de  enero  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco,  declaró  el  Juez  Depar-' 
tamental  de  Zacapa,  en  su  sentencia  fi- 
nal: que  Samuel  Ernesto  Paz  Calderón 
es  responsable  como  autor  del  delito  de 
homcidio,  por  lo  que  le  impone  la  pena  de 
diez  años  de  prisión  inconmutables,  que, 
con  abono  del  tiempo  padecido  deberá 
purgar  en  la, Penitenciaría  Central:  que  el 
mismo  sujeto  es  responsable  también  como 
autor  del  delito  de  uso  público  de  nombre 
supuesto,  por  el  que  le  impone  un  año  de 
arresto  mayor,  conmutable  en  su  totali- 
dad a razón  de  diez  centavos  diarios.  Y fi- 
nalmente hace  las  otras  declaraciones  co- 
rrespondientes a las  penas  accesorias. 

La  Sala  5a.  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
con  fecha  veintiséis  de  febrero  de  este  año, 
confirmó  la  sentencia  de  la.  Instancia,  en 
cuanto  condena  a Samuel  Ernesto  Paz 
Calderón  por  el  delito  de  homicidio,  pero 
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con  la  reforma  de  que  la  pena  queda  re- 
ducida a seis  años  ocho  meses  de  prisión 
correccional,  en  virtud  de  militar  en  su  fa- 
vor la  circunstancia  atenuante  de  haber 
mediado  de  parte  del  ofendido  provoca- 
ción o amenaza  proporcionada  al  delito, 
ya  que  al  enfrentarse  ambos,  le  dijo  Cas- 
tañeda a Paz  Calderón,  en  actitud  agre- 
siva y machete  en  mano,  “sos  un  cobija 
vos  Ernesto”  y la  revoca  en  lo  que  res- 
pecta al  delito  de  uso  público  de  nombre 
supuesto,  y por  consiguiente  absuelve  al 
procesado  del  cargo  que  por  tal  infracción 
se  le  formuló. 

Y,  como  la  vista  del  recurso  introducido 
por  el  señor  Fiscal  de  la  Sala  5a.  de  la 
Corte  de  Apelaciones  contra  el  fallo  últi- 
mamente citado,  se  efectuó  con  todas  las 
formalidades  de  Ley,  es  el  caso  de  resolver 
lo  que  proceda  en  derecho;  razón  por  la  que 
el  Tribunal  de  Casación 

CONSIDERA; 

I — Que  al  estimar  la  Sala  5a.  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones  que,  en  favor  del  enjui- 
ciado Samuel  Ernesto  Paz  Calderón  mili- 
ta la  circunstancia  cuarta  de  atenuación 
que  contiene  el  Artículo  21  del  Código  Pe- 
nal, o sea  la  de  haber  precedido  inmedia- 
tamente de  parte  del  ofendido  provoca- 
ción o amenaza  proporcionada  al  delito; 
circunstancia  que  hace  derivar  del  he- 
cho de  que  los  testigos  Enrique  Calderón 
y Lisandro  Ayala  Calderón  hayan  dicho 
que,  al  enfrentarse  Paz  Calderón  con  Cas- 
tañeda este  último  le  dijera:  “sos  un  co- 
bija vos  Ernesto”,  expresión  vertida  cuan- 
do el  citado  Castañeda  tenia  un  machete 
en  cada  mano,  ha  cometido  un  error  de 
derecho. 

En  efecto:  la  indicada  expresión,  de  nin- 
guna manera  puede  conceptuarse  como 
una  amenaza  proporcionada  al  delito  o 
como  una  provocación  que  hiciera  el  ofen- 
dido, dados  los  antecedentes  que  ya  me- 
diaban entre  ambos,  derivados  del  proceso 
instruido  a Paz  Calderón  por  el  delito  de 
estupro  cometido  en  la  persona  de  Soco- 
rro Castañeda,  hija  del  interfecto,  lo  que 
se  encuentra  de  manifiesto  en  el  juicio  cri- 
minal. Y,  como  cabe  la  posibilidad  de  que 
el  occiso  buscara  a Paz  Calderón  para  re- 
clamarle por  qué  acababa  de  ofender  a su 
hija  Socorro  mandándola  golpear,  es  muy 
factible  que  al  decirle  que  era  un  cobarde 
o “cobija”,  se  hubiera  querido  referir  a ese 
hecho,  y no  a provocarlo  para  pelear  con 


él,  dado  que  se  trataba  de  una  persona 
bastante  cargada  de  años  ya,  y,  que  la  cir- 
cunstancia de  que  portara  dos  machetes 
era  porque  acababa  de  llegar  de  sus  labo- 
res campestres,  cuando  sus  hijas  le  refi- 
rieron lo  que  había  ocurrido,  razón  por  la 
que  incontinenti  buscó  al  ofensor  para  pe- 
dirle cuentas  de  ese  nuevo  ultraje.  Luego, 
en  esa  situación  es  indudable  que  la  ex- 
presión puesta  por  los  testigos  menciona- 
dos en  boca  del  interfecto,  no  puede  ser 
generadora  de  la  circunstancia  atenuante 
de  que  se  ha  hecho  mérito. 

En  ese  caso  es  incuestionable  que  la  Sa- 
la 5a.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  al  reba- 
jarle al  enjuiciado  la  pena  que  le  corres- 
ponde por  el  delito  de  homicidio  cometido 
en  la  persona  de  Cecilio  Castañeda,  violó 
el  inciso  4o.  del  Articulo  21  del  Código  Pe- 
nal, asi  como  los  Artículos  65,  66  y 76  del 
mismo  Cuerpo  de  Leyes;  por  lo  que  se  im- 
pone la  admisión  del  recurso  para  casar  y 
anular  la  ejecutoria  recurrida,  y resolver 
lo  que  proceda  en  derecho. 

— II  — 

La  culpabilidad  de  Samuel  Ernesto  Paz, 
Calderón  como  autor  del  delito  de  homici- 
dio cometido  en  la  persona  de  quien  fue 
Cecilio  Castañeda  — infracción  legal  que 
se  halla  plenamente  preestablecida  en  el 
juicio  criminal  — la  ponen  en  evidencia: 
las  deposiciones  de  los  testigos  presencia- 
les Martín  y Enrique  Calderón,  quienes  a 
raiz  de  la  comisión  del  delito,  de  una  ma- 
nera uniforme  y conteste,  declararon  ha- 
ber presenciado  el  hecho  de  que,  Paz  Cal- 
derón le  causó  la  muerte  a Castañeda  con 
los  dos  disparos  de  revólver  que  le  hizo; 
dichos  que,  en  manera  alguna  se  desvir- 
tuaron con  el  interrogatorio  a que  la  de- 
fensa sometió  a tales  declarantes,  cuan- 
do se  propuso  establecer  la  exención  de 
responsabilidad  del  enjuiciado,  por  haber 
obrado  en  legitima  defensa  de  su  vida. 

La  prueba  producida  por  los  dos  testigos 

mencionados,  la  robustecen,  la  confesión 
del  enjuiciado,  la  que  debe  tomarse  en  la 
parte  que  le  perjudica,  ya  que  no  estable- 
ció — en  ninguna  forma  — los  extremos 
con  que  se  propuso  calificarla,  o sea  la  exi- 
mente de  responsabilidad  de  la  legitima 
defensa;  y lo  afirmado  por  el  testigo  Ll- 
sandro  Ayala  Calderón,  quien,  asegura  pre- 
senció el  hecho,  si  bien  es  verdad  que  ase- 
verando que  Castañeda  agredió  primero  a 
Paz  Calderón  con  machete,  por  lo  que  se 
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vió  obligado  a defenderse  con  su  revólver; 
agresión  que  hiciera  el  interfecto,  después 
de  tratar  de  cobarde  al  victimario. 

De  suerte,  pues  que  existiendo  justifica- 
ción completa  de  la  culpabilidad  del  acu- 
sado, debe  imponérsele  la  pena  asignada 
al  delito  de  homicidio,  sin  modificación 
alguna,  por  no  aparecer  demostrada  nin- 
guna circunstancia  de  atenuación  en  su 
favor.  Artos.  259,  568,  570,  571,  573,  575, 
609,  613  P.  P.  65,  76  y 295  C.  P. 

— III  — 

Con  relación  al  delito  de  uso  público  de 
nombre  supuesto,  por  el  que  también  se  le 
formuló  cargo  al  enjuiciado,  debe  absol- 
vérsele ilimitadamente,  por  no  estar  ca- 
racterizada en  el  juicio  criminal  la  infrac- 
ción punible  mencionada.  Artos.  259,  568  y 
731  P,  P. 

— IV  — 

Por  lo  que  se  deja  considerado,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y en  io  que  dispo- 
nen los  Artículos  27,  33,  C.  P.,  2o.  Dto.  Leg. 
1740,  735,  686  y 687  P.  P.,  el  TRIBUNAL 
DE  CASACION, 

RESUELVE; 

CASAR  Y ANULAR  la  ejecutoria  recurri- 
da, y,  decidir  sobre  lo  principal: 

lo.  Que  Samuel  Ernesto  Paz  Calderón 
es  responsable  como  autor  del  delito  de  ho- 
micidio cometido  en  la  persona  de  quien 
fué  Cecilio  Castañeda;  por  lo  que  se  le  im- 
pone la  pena  de  diez  años  de  prisión  co-* 
rrectiva  que,  con  el  carácter  de  inconmu- 
table y,  con  abono  del  tiempo  padecido, 
deberá  purgar  en  la  Penitenciaría  Central. 
Que  se  le  suspende  en  el  ejercicio  de  sus 
derechos  políticos  durante  el  tiempo  de  la 
condena  y,  se  le  deja  afecto  al  pago  de  las 
responsabilidades  civiles  derivadas  del  de- 
lito, asi  como  a la  reposición  del  papel  em- 
pleado en  el  proceso,  y 

2o.  Que  por  no  estar  preestablecido  el 
delito  de  uso  público  de  nombre  supuesto, 
se  le  absuelve  del  cargo  que  por  ese  he- 
cho se  le  formuló. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  contra  Olimpia  Hernández  de 
Carranza  por  robo  y hurto. 

DOCTRINA:  Aplicación  del  Articulo  38S 
del  Código  Penal. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
dos  de  mayo  de  mil  novecientos  treinta  y 
cinco. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Sexta  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones,  el  veintidós  de  diciem- 
bre del  año  próximo  pasado,  en  la  causa 
instruida  por  los  delitos  de  robo  y hurto, 
contra  Olimpia  Hernández  de  Carranza,  en 
la  cual  se  confirma  la  que  dictara  el  Juez 
de  la.  Instancia  de  Totonicapán,  el  tres  de 
Octubre  de  mil  novecientos  treinta  y tres. 

— I — 

El  diez  y nueve  de  mayo  de  mil  nove- 
cientos treinta  y tres,  el  Comisario  de  la 
Policía  del  departamento  de  Totonicapán, 
Adrián  Pereira,  puso  a disposición  del  Juez 
de  Paz  de  aquella  ciudad,  a Olimpia  Her- 
nández de  Carranza,  porque  la  propieta- 
ria del  Hotel  Berna  la  acusaba  por  el  deli-* 
to  de  hurto  de  los  objetos  siguientes:  4 te- 
nedores de  aluminio:  2 cucharas  soperas  de 
aluminio:  1 cucharita  pequeña  de  plata; 
1 cuchillo  de  mesa;  1 combinación  de  Jer- 
sey; 1 combinación  de  algodón;  1 calzón 
de  algodón:  1 vestidito  de  etamina;  1 lim-' 
piador;  1 par  de  medias  usadas;  1 servi- 
lleta pequeña:  1 jabón;  1 camizoncito;  1 
ollita  de  peltre:  agregando  también  que 
se  le  habían  perdido  un  afilador  de  cu* 
chillos,  una  cuchara  grande  de  plata  y una 
cortina  y que  presume  que  la  misma  se- 
ñora de  Carranza  se  los  ha  hurtado.  Que 
la  reo  había  sido  capturada  infraganti  con 
un  bulto  que  contenía  los  objetos  indica- 
dos V que  la  señora  de  Alegría,  propietaria 
del  Hotel  ya  nombrado,  manifestó  que  aún 
le  faltaban  otras  cosas.  Doña  Sofia  Caniz 
de  Alegría  dijo,  que  tenía  como  veinte  dias 
de  haber  recibido  carta  de  Olimpia  Her- 
nández de  Carranza  para  que  la  empleara 
en  su  hotel,  a lo  cual  ella  había  accedido, 
pero  que  al  día  siguiente  del  ingreso  de  la 
Hernández  a su  establecimiento,  notó  que 
le  faltaban  varias  cosas  en  el  comedor  y 
ella  las  reclamaba  al  sirviente  encargado 
de  ehos:  que  vió  la  declarante  que  la  seño- 
ra de  Carranza  tenia  puestas  unas  medias 
que  presumía  fueran  de  su  propiedad,  pe- 
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ro  que  no  se  preocupó  por  la  circunstan- 
cia de  haber  muchas  iguales;  que  más  tar- 
de se  le  siguieron  desapareciendo  objetos 
que  ella  guardaba  en  el  comedor  y en  un 
aparador;  que  supo  que  la  Hernández  ha- 
bla mandado  un  bulto  para  su  casa  sita  en 
Quezaltenango  y que  el  día  del  hecho  el 
chauffeur  del  autobús,  Carlos  González,  le 
manifestó  a la  cajera,  que  la  Hernández 
le  había  dado  un  bulto  para  Quezaltenan*  . 
go  y ella  con  esta  curiosidad,  se  hizo  acom-' 
pañar  de  Carmen  Alvarado  y se  dirigió  a 
la  estación  de  los  autobuses,  suplicándole 
al  policía  de  tráfico  Jesús  Camey  para  que 
la  acompañara  a registrar  el  mencionado 
bulto,  reconociendo  al  practicar  el  regis- 
tro que  todos  los  objetos  que  contenia  eran 
de  su  propiedad,  los  cuales  se  detallan  en 
el  parte  dado  por  la  policía  y que  en  su 
presencia  y en  la  de  la  Hernández  abrie- 
ron el  bulto:  que  le  faltaban  otras  cosas 
nue  sin  duda  iban  en  el  primero  que  la 
Hernández  había  mondado  ya  para  Que- 
zaltenango. Carmen  Alvarado  se  produ- 
jo en  los  mismos  términos  que  la  señora 
de  Alegría.  Otilia  García,  cajera  de  la  pa- 
nadería de  la  señora  de  Alegría  al  ser  exa- 
minada expuso:  que  estando  el  día  del  he- 
rbó en  la  panaderia,  salió  el  chauffeur 
Carlos  González  con  un  tanate  y le  dijo, 
que  taivez  la  cocinera  se  iba  a salir  por- 
que estaba  mandando  todas  sus  cosas  pa- 
ra Quezaltenango,  v en  efecto  llevaba  un 
bulto  que  dicha  cocinera  le  había  ent'-e^ 
gado:  que  dió  narte  a la  señora  de  Ale- 
gría y asi  fue  descubierto  el  hurto  come- 
tido por  la  señora  de  Carranza.  El  sirvien- 
te del  Hotel  Berna,  José  Jorge  Ambrosio, 
dijo  que  la  señora  de  Alegría  había  no- 
tado desde  el  día  siguiente  del  ingreso  de 
la  cocinera  Olimpia  Hernández,  que  se  le 
perdían  los  cubiertos  y Otras  cosas,  por 
lo  que  había  regañado  dicha  señora  a to- 
dos los  sirvientes,  pero  que  no  sabían  quién 
era  la  persona  que  se  los  había  hurtado, 
hasta  que  la  descubrió  la  Sra,  de  Alegría. 
Indagada  Olimpia  Hernández  de  Carran- 
za. manifestó:  que  el  bulto  en  donde  fue- 
ron encontrados  varios  objetos  de  la  pro- 
piedad de  doña  Sofía  de  A'egria,  lo  había 
hecho  el  día  antes  y lo  dejó  bien  arregla- 
do y que  no  sabía  cómo  le  habían  resul* 
tado  esos  objetos,  porque  no  tuvo  la  pre- 
caución de  registrarlo  el  día  que  lo  man- 
daba para  Quezaltenango;  que  de  doña 
Sofia  solamente  había  tomado  un  calzón 
de  algodón  verde,  un  par  de  medias  aplo- 
madas, una  combinación  blanca  de  algo- 
dón, una  combinación  rosada,  dos  limpia- 


dores y un  saco  de  brin  y que  los  demás 
objetos  no  los  había  tomado  ella  y no 
sabía  quién  se  los  había  puesto  en  su  ta- 
nate; pero  que  si  eran  de  la  propiedad  de 
su  patrona;  que  las  llaves  que  se  le  habían 
recogido  eran  de  su  propiedad  y que  no 
le  servían  para  nada  y que  las  tenía  “asi 
no  más”  y la  ganzúa  se  la  había  encon- 
trado y le  servia  para  limpiarse  las  uñas. 
Los  expertos  dieron  a los  objetos  apre- 
hendidos el  valor  de  siete  quetzales,  cin- 
cuenta y nueve  centavos.  Examinado  nue- 
vamente Carlos  González  y González, 
chauffeur  que  manejaba  el  autobús  de  To- 
tonicapán  a Quezaltenango  dijo:  que  el 
primer  bulto  que  le  había  dado  la  Her- 
nández era  bastante  regular,  pero  menos 
pesado  que  el  segundo,  y quien  se  había 
encargado  de  llevarlo  a la  casa  de  la  fa- 
milia de  la  procesada  en  Quezaltenango, 
era  su  avudante  Humberto  Amézquita. 
Nuevamente  fue  examinado  Jesús  Ca- 
mev,  agente  de  la  policía  y dijo,  que  el  diez 
y nueve  de  mayo  de  mil  novecientos 
treinta  y tres,  como  a las  siete  de  la  ma- 
ñana, estando  haciendo  su  turno  en  la  es- 
quina de  la  casa  de  Juan  Bagur,  llegó  do- 
ña Sofia  de  Alegría  y le  habló  para  que 
fueran  al  autobús  a ver  un  tanate  que  una 
.sirvienta  quería  mandar  a Quezaltenango 
V el  cual  contenía  objetos  de  su  propiedad: 
que  en  efecto  acompañó  a dicha  señora  a! 
autobús  V al  abrir  el  tanate  se  notó  que 
existían  los  objetos  que  se  enumeraban  en 
el  parte  dado  ñor  la  policía.  Humberto 
Amézquita.  avudante  del  chauffeur,  ma- 
nifestó ser  cierto  que  fue  a dejar  un  ta- 
nate a la  casa  de  la  madre  de  la  cocine- 
ra del  Hotel  Berna. 

Después  de  los  demás  trámites  del  p'e- 
nario,  el  Juez  de  la  causa  dió  fin  al  pro- 
ceso, declarando;  lo.,  que  Olimpia  Her- 
nández de  Carranza  por  tener  en  su  poder 
ganzúa,  sin  dar  descargo  suficiente  sobre 
su  conservación,  era  aütora  del  delito  de 
robo,  imponiéndole  por  tal  infracción  la 
nena  de  dos  años  de  prisión  correccional; 
2o..  que  también  era  autora  del  delito  de 
hurto,  imponiéndole  por  este  delito  la  pe- 
na de  ocho  meses  de  arresto  mayor,  e hi- 
zo las  demás  declaraciones  correspondien- 
tes en  derecho. 

Contra  la  sentencia  de  la  Sala  Sexta  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  que  confirmó  la 
del  Juez  de  la.  Instancia  de  Totonicapán, 
la  reo  Olimpia  Hernández  de  Carranza, 
con  auxilio  del  Licenciado  Pablo  R.  Ci- 
fuentes,  introdujo  recurso  de  casación  por 
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infracción  de  ley,  denunciando  como  in- 
fringidos los  artículos  siguientes;  65,  66, 
69,  21  inciso  10o.,  76,  78,  86,  376,  388  y 390 
del  Código  Penal;  3o.,  4o.,  568,  732  y 733 
de  Procedimientos  Penales.  Pedidos  los 
antecedentes  y señalado  dia  para  la  vista, 
es  el  caso  de  resolver  como  corresponde  en 
derecho. 

CONSIDERANDO: 

El  Tribunal  sentenciador  tomando  en 
cuenta  que  se  encontraba  plenamente  pro- 
bado en  autos,  que  el  dia  diez  y nueve  de 
Mayo  de  mil  novecientos  treinta  y tres,,  le 
fue  aprehendido  a la  enjuiciada  Olimpia 
Hernández  de  Carranza  un  bulto  que  ésta 
mandaba  de  la  ciudad  de  Totonicapán  a la 
de  Quezaltenango,  en  el  autobús  que  ha- 
ce ese  recorrido  y dentro  de  dicho  bulto  le 
fueron  encontrados  varios  objetos  de  la 
propiedad  de  la  acusadora  doña  Sofia  Ca- 
niz  de  Alegría,  manifestando  en  ese  acto 
la  procesada  que  unos  de  esos  objetos  los 
había  ella  tomado  sin  el  consentimiento 
de  la  dueña  y los  otros  no  sabía  cómo  ha-' 
bian  aparecido  en  su  maleta;  asi  como 
también  haber  encontrado  en  poder  de  la 
señora  Hernández  de  Carranza,  veintisie- 
te llaves,  que  ella  misma  manifestó  que  no 
le  servían  para  nada,  estando  dentro  de 
dichas  llaves  una  ganzúa  de  cuya  adquisi- 
ción y conservación  no  dió  ningún  descar- 
go; imponiéndole  por  el  hurto,  atendiendo 
al  valor  que  los  expertos  le  dieron  a los  ob- 
jetos cuerpo  del  delito  y a que  la  Hernán' 
dez  de  Carranza  era  doméstica  de  la  ca- 
sa de  la  señora  de  Alegría,  la  pena  de  ocho 
meses  de  aresto  mayor,  inconmutable,  y 
por  el  hecho  de  tener  en  su  poder  ganzúa 
y no  dar  descargo  suficiente  sobre  su  ad- 
quisición o conservación,  la  pena  de  dos 
años  por  el  delito  de  robo.  El  Tribunal  ma- 
nifiesta en  sus  consideraciones  que  la  en- 
juiciada Hernández  de  Carranza  no  sólo 
tenia  en  su  contra  una  presunción  legal 
con  respecto  al  último  delito,  sino  porque 
le  fueron  encontradas  las  llaves  y la  gan- 
zúa después  de  haber  cometido  el  hurto. 
La  Ley  de  Procedimientos  Penales,  en  su 
articulo  389,  dice  que  se  reputará  delin- 
cuente infraganti,  al  que  fuere  hallado  en 
el  acto  mismo  de  estar  perpetrando  un  de- 
lito, o de  acabar  de  cometerlo,  o al  que 
persigue  todavía  el  clamor  público  como 
autor  o cómplice  del  delito,  o se  le  sor- 
prende con  las  armas,  instrumentos,  efec- 
tos o papeles  que  hicieren  presumir  ser  tal. 
A la  enjuiciada  Olimpia  Hernández  de  Ca- 


rranza se  le  sorprendió  infraganti  en  el 
delito  de  hurto,  plenamente  establecido 
con  las  declaraciones  de  Carmen  Alvara- 
do,  Otilia  Garcia,  José  Jorge  Ambrosio, 
Jesús  Camey  y Carlos  González,  y con  su 
propia  confesión,  y como  está  demostra- 
do también  que  era  doméstica  de  la  acu- 
sadora cuando  se  cometió  el  delito,  la  pe- 
na de  seis  meses  agravada  en  una  tercera 
parte,  es  la  procedente  y legal;  toda  vez 
que  la  circunstancia  agravante  de  obrar 
con  abuso  de  confianza,  existe,  siempre 
que  el  delincuente  cometa  el  delito  preva- 
lido de  la  situación  favorable,  en  que  pa- 
ra su  perpetración,  se  encuentra  colocado 
con  relación  al  ofendido,  por  voluntad  de 
éste,  por  revelar,  como  revela,  mayor  per- 
versidad del  que  así  deja  de  corresponder 
a la  conducta  confiada  de  aquél.  En  con- 
secuencia la  Sala  sentenciadora  no  infrin- 
gió las  disposiciones  legales  contenidas  en 
los  artículos  65,  66,  69,  21  inciso  10o.,  76, 
78  del  Código  Penal  que  se  refieren;  “Los 
Jueces  no  podrán  aumentar,  disminuir, 
agravar  ni  atenuar  las  penas,  ni  substi- 
tuirlas con  otras  o añadirles  alguna  cir- 
cunstancia sino  en  los  términos  y casos 
que  las  leves  prescriben”;  a los  autores  de 
un  delito  o falta  se  impondrá  la  pena  que 
para  el  de'ito  o falta  que  hubieren  cometi- 
do se  hallare  señalada  por  la  ley”;  “a  lo.s 
autores  de  un  delito  frustrado  v cómplices 
del  consumado,  se  impondrán  los  dos  ter- 
cios de  la  pena  consignada  al  autor  del 
delito  consumado”:  “la  confesión  espontá- 
nea del  reo  cuando  sin  ePa  procediere  .su 
absolución”:  “cuando  en  el  de'ito  no  ha- 
ya circunstancias  atenuantes  ni  agravan- 
tes. se  aplicará  la  nena  señalada  en  la 
lev”:  y.  "si  concurren  circunstancias  ate- 
nuantes y agrayantes  los  tribunales  las 
compensarán  racionalmente  por  su  núme- 
ro e importancia  para  aplicar  la  pena  al 
tenor  de  las  reg’as  precedentes,  según  el 
resultado  de  la  compensación”.  El  prime- 
ro y el  segundo  por  haber  sido  aplicados 
rectamente;  el  tercero  por  no  tener  nin- 
guna aplicación;  el  cuarto  por  existir 
prueba  suficiente  sin  necesidad  de  su  con- 
fesión; el  quinto  y el  sexto  por  no  haber' 
se  fundado  en  ellos  la  condena,  sino  en  el 
77  del  mismo  cuerpo  legal,  pues  aunque 
no  se  citó,  es  el  único  aplicable  por  no 
existir  circunstancias  atenuantes  y sí  una 
agrayante.  El  articulo  86  del  Código  Penal, 
no  fue  violado  por  el  Tribunal  sentencia- 
dor, toda  vez  de  que  tal  precepto  legal  só* 
lo  es  aplicable  cuando  un  hecho  constituye 
dos  o más  delitos  y en  el  presente  caso  son 
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completamente  distintos  los  hechos  in- 
vestigados y uno  de  ellos  no  es  medio  ne- 
cesario para  cometer  el  otro.  El  articulo 
376  del  Código  Penal,  tampoco  fue  viola- 
do por  el  Tribunal  sentenciador,  pues  su 
condena  la  funda  en  el  388  del  mismo  Có-* 
digo,  el  cual  en  lugar  de  violarse,  se  apli- 
có rectamente.  El  articulo  390  del  Código 
ya  citado,  no  es  el  caso  de  analizarlo,  pues 
contiene  cuatro  incisos  y el  recurrente  no 
señaló  ninguno  de  ellos. 

Existiendo  plena  prueba  de  la  culpabili- 
dad de  la  enjuiciada  Olimpia  Hernández 
de  Carranza,  el  Tribunal  sentenciador  no 
violó  lo  dispuesto  en  el  articulo  568  de 
Prs,  Penales,  sino  que  por  el  contrario  íii- 
zo  recta  anlicación  de  él.  Como  la  sen- 
tencia es  fundada  y contiene  decisiones 
expresas,  positivas  y precisas  y se  citó  en 
ella  la  ley  en  que  se  funda  y como  se  hizo 
la  separación  corresnondiente  de  cada 
uno  de  los  delitos  cometidos,  tampoco  se 
infringieron  los  artículos  732  y 733  de  Pro- 
cedimientos Penales:  mucho  menos  pudie- 
ron habc-  sido  violados  los  artículos  3o.  v 
4o.  de  la  Lev  nrocesiva,  q\ie  establecen  nue 
ninguna  persona  podrá  ser  penada  sino 
ñor  acciones  u omisiones  que  sean  puni- 
bles según  la  ley  y aue  el  procedimiento 
criminal  tiene  por  objeto  la  averiguación 
de  un  delito  o falta,  por  haber  sido  llena- 
das estas  reg'as  generales  de  derecho, 
cumplidamente  por  el  Juez  de  instruc- 
ción. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  dispuesto'  por  los  Artos.  676, 
686,  690  y 735  P.  P.:  22  Decreto  1728,  de- 
clara improcedente  el  recurso  de  casación 
interpuesto  por  la  reo  Olimpia  Hernández 
de  Carranza,  a quien  le  impone  la  pena 
adicional  de  quince  dias  de  arresto,  con- 
mutables a razón  de  diez  centavos  de 
quetzal  por  dia, 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  origen, 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario, 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Rafael  Urrutia  Alar- 
cón  por  homicidio. 

DOCTRINA:  Corresponde  a los  Tribunales 
de  Instancia  la  apreciación  de  la  prue- 
ba de  presunciones  humanas,  siempre 
aue  los  hechos  de  los  cuales  se  deriven 
éstas  se  encuentren  debidamente  proba- 
dos. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
dos  de  Mayo  de  mil  novecientos  treinta  y 
cinco. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Quinta  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  trece  de  Marzo 
del  año  en  curso,  en  la  causa  instruida 
contra  Rafael  Urrutia  Alarcón,  proce-sado 
por  el  delito  de  homicidio,  v en  la  cual  se 
confirma  la  que  dictara  el  Juez  de  la.  Ins- 
tancia de  Zacapa, 

— I — 

El  primero  de  febrero  de  mil  novecientos 
veintinueve,  se  dió  parte  al  Juez  de  Paz 
de  San  Diego,  del  departamento  de  Zaca- 
pa, por  medio  de  Ladislao  Hernández,  au- 
xiliar de  la  aldea  El  Triunfo,  quien  dijo 
que  como  a las  veintiuna  horas,  escuchó 
desde  su  casa,  varias  detonaciones  de  ar- 
ma de  fuego,  por  lo  que  salió  a investigar 
qué  era  lo  que  había  sucedido:  que  se  hi- 
zo encuentro  con  Herminio  Vicente  y éste 
le  manifestó  que  Rafael  Urrutia  le  acaba- 
ba de  hacer  tres  disparos,  de  los  cuales  le 
había  acertado  uno  arriba  de  la  nalga  de- 
recha, agregando  que  nadie  había  presen- 
ciado el  hecho,  por  haber  sido  un  punto 
de.spohlado.  Interrogado  en  debida  forma 
Herminio  Vicente,  düo  que  como  a las 
veintiuna  horas  del  primero  de  febrero  iba 
ea minando  entre  la  a' dea  El  Triunfo  v San 
Diego,  cuando  se  hizo  encuentro  con  Ra- 
fael Urrutia.  quien  iba  arriando  una  va- 
ca. que  al  momento  fue  alcanzado  ñor  és- 
te V le  düo:  que  si  .se  acordaba  de  la  ene- 
mistad nue  tenian  v que  allí  era  tiempo 
c’'e  ]p  demostrara  su  valor:  que  ambos  es- 
taban montados  v nue  en  ese  momento  el 
declarante  se  aneaba  y entonces  Urrutia 
le  hizo  tres  disparos,  acertándole  uno  en 
el  lugar  va  citado,  por  lo  oue  en  defensa 
de  su  vida,  hizo  u.so  del  corvo  que  nortaba 
V lesionó  a su  agresor  en  uno  de  'os  bra- 
zos. quien  inmediatamente  después  se  nu- 
.so  en  fuga:  oue  al  ñoco  rato  llegó  T.adis- 
lao  Hernández,  habiendo  sido  conducido 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


281 


por  la  escolta  de  armas  a San  Diego.  El 
Empírico  en  Farmacia  don  Florentino  Co- 
ronado, que  reconoció  al  herido  Herminio 
Vicente,  dijo  que  éste  tenia  una  lesión 
producida  con  arma  de  fuego  (revólver 
calibre  38),  situada  en  la  parte  de  atrás 
de  la  cadera,  interesándole  el  hueso  ilia- 
co en  parte  pequeña,  y cuyo  proyectil  es- 
ponia  estaba  situado  a un  lado  de  la  ingle, 
por  lo  que  la  lesión  era  de  suma  gravedad 
y que  podia  ocasionar  la  muerte.  Este  in- 
forme fue  dado  el  dos  de  febrero  de  mil 
novecientos  veintinueve  y el  tres  del  mis- 
mo mes  y año,  al  pie  de  dicho  informe  el 
empírico  agregó  que  a las  cuatro  y media 
de  la  tarde  de  ese  día,  falleció  Herminio 
Vicente  a consecuencias  de  la  lesión  que 
sufrió.  Indagado  Rafael  Urrutia  Alarcón, 
negó  el  delito  que  se  le  atribula  y que  el 
dia  del  hecho  se  hallaba  en  Achiotes,  Mon- 
jas, departamento  de  Jalapa  en  compañía 
de  Virgilio  Medina,  Fidencio  Villeda,  Fe- 
derico Martínez,  Ubaldino  y José  Sando- 
val.  El  Cirujano  departamental  al  practi- 
car la  diligencia  que  se  le  ordenaba,  in- 
formó; que  Rafael  Urrutia  Alarcón  pre- 
sentaba una  cicatriz  de  siete  centímetros 
de  longitud  en  la  cara  externa  del  brazo 
izquierdo,  causada  con  instrumento  cor- 
tante, otra  cicatriz  en  la  región  supra-es- 
capular  Izquierda,  otra  de  un  centímetro 
de  longitud  en  la  región  escapular  dere- 
cha, otra  de  tres  centímetros  en  la  cara 
posterior  del  tórax,  lado  derecho;  otra  ci- 
catriz de  tres  centímetros  situada  en  la 
región  sub-clavlcular  derecha,  todas  causa- 
das por  instrumento  cortante  y que  data- 
ban de  tres  a cinco  años.  En  la  indagato- 
ria del  reo  aparece  la  pregunta  y respues- 
ta que  literalmente  dicen:  “¿es  verdad 
que  Herminio  Vicente  al  verse  ya  herido 
de  la  nalga  hizo  uso  de  su  corvo  que  por- 
taba, con  el  cual  le  causó  a usted  una  heri- 
da en  uno  de  los  brazos?”,  contesta;  “que 
nunca:  que  cuando  aconteció  ese  hecho  el 
indagado  no  se  encontraba  en  esos  luga- 
res”. La  causa  se  abrió  a prueba  por  el 
término  de  quince  dias,  durante  los  cua- 
les se  rindieron  las  siguientes:  declaración 
de  los  testigos  Virgilio  Medina,  José  San- 
doval  y Fidencio  Villeda,  diciendo  el  pri- 
mero que  haría  como  cinco  o seis  años 
que  Urrutia  Alarcón  llegó  a casa  del  expo- 
nente, sita  en  Achiotes,  Monjas,  buscando 
granos  de  primera  necesidad;  el  segundo 
que  hará  como  cinco  o seis  años  y el  ter- 
cero que  en  el  año  de  mil  novecientos  vein- 
tinueve, hallándose  en  unión  del  anterior, 
vieron  pasar  a Urrutia  buscando  frijol. 


arroz,  etc.,  y lo  mandaron  para  la  casa  de 
Virgilio  Medina,  negociante  en  esos  ar- 
ticulos.  Virgilio  García  y Jesús  Villeda, 
declararon  que  el  enjuiciado  era  persona 
honrada  y de  buenas  costumbres  y que 
nunca  han  sabido  que  hubiera  delinquido. 
A folios  veintiséis  aparece  un  informe  del 
Juez  de  Paz  de  San  Diego  al  Juez  de  la. 
Instancia  de  Zacapa,  en  el  que  se  dice  que 
Rafael  Urrutia  Alarcón  se  ausentó  de  a- 
quel  lugar  desde  el  dos  de  febrero  de  mil 
novecientos  veintinueve  por  haber  asesina- 
do a Herminio  Vicente  y que  antes  de  ese 
hecho  había  observado  buena  conducta. 
Llenados  los  demás  trámites  del  plenario 
el  Juez  de  la  causa,  le  dió  fin,  declarando 
que  Rafael  Urrutia  Alarcón  era  reo  del  de- 
lito de  homicidio,  por  cuya  infracción  le 
impuso  la  pena  de  diez  años  de  prisión  có- 
reccional,  conmutables  en  sus  dos  terceras 
partes  a razón  de  diez  centavos  de  quet- 
zal por  dia,  y hace  las  demás  declaracio- 
nes correspondientes  en  derecho.  En  la 
Sala  Quinta  después  de  lo  alegado  y pe- 
dido por  el  Procurador  y Fiscal,  se  confir- 
mó la  sentencia  proferida  por  el  Juez  de 
la.  Instancia  de  Zacapa  con  la  reforma  de 
que  la  pena  impuesta  era  inconmutable  y 
de  que  se  obligaba  al  enjuiciado  al  pago 
de  las  responsabilidades  civiles  provenien- 
tes del  delito. 

— II  — 

El  reo  Rafael  Urrutia  Alarcón,  con  auxi- 
lio del  Licenciado  José  Francisco  Mena,  al 
serle  notificada  la  ejecutoria  de  la  Sala 
Quinta,  introdujo  recurso  de  casación,  ci- 
tando como  infringidos  los  Artículos  si- 
guientes; 568,  571  parte  segunda,  589,  595, 
596,  597,  601  y 729  de  Procedimientos  Pe- 
nales. Pedidos  los  antecedentes  y señalado 
dia  para  la  vista,  es  el  caso  de  dictar  la 
que  corresponde. 

CONSIDERANDO: 

Que  habiendo  fundado  su  fallo  condena- 
torio la  Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, en  la  prueba  indirecta  de  presun- 
ciones humanas;  y estando  los  hechos  en 
que  se  basan  éstas  debidamente  probados, 
el  Tribunal  sentenciador  no  infringió  las 
disposiciones  legales  contenidas  en  los  ar- 
tículos 589,  595,  596  y 597  de  Procedimien- 
tos Penales,  que  definen  la  presunción,  su 
gravedad,  concordancia  y el  enlace  nece- 
sario que  deben  de  tener  para  pobar  el 
hecho  de  que  se  trata.  Tampoco  violó  lo 
dispuesto  en  el  Artículo  601  de  Procedí- 
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mientos  Penales,  toda  vez  de  que  dicho 
articulo  establece  que  los  Jueces  aprecia- 
rán en  justicia  el  valor  de  las  presuncio- 
nes de  hombre,  según  la  naturaleza  de  los 
hechos,  el  enlace  natural  más  o menos  ne- 
cesario que  exista  entre  la  verdad  cono- 
cida y la  que  se  busca,  y la  aplicación  más 
o menos  exacta  que  se  pueda  hacer  de  los 
principios  establecidos  en  los  artículos  594 
a 597  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les. Mucho  menos  pudo  haberse  infringi- 
do lo  dispuesto  por  el  articulo  729  del  cuer- 
po de  Leyes  ya  citado,  que  establece  que 
la  sentencia  condenatoria  se  dictará  cuan- 
do a juicio  del  Juez  o Tribunal  que  juzgue, 
hubiere  el  fundamento  necesario,  con  arre- 
glo a las  prescripciones  de  este  Código  pa- 
ra infligir  pena  al  reo. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  dispuesto  por  los  Artos.  676, 
686,  690  y 735  P.  P.;  22  Decreto  1728,  de- 
clara improcedente  el  recurso  de  casación 
interpuesto  por  el  reo  Rafael  Urrutia  Alar- 
cón  y le  impone  la  pena  adicional  de  quin- 
ce dias  de  arresto,  conmutables  a razón  de 
diez  centavos  de  quetzal  por  dia. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
gueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante  mi, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Emeterio  Alomo  Lina- 
res por  el  delito  de  lesiones. 

DOCTRINA:  Si  la  lesión  ha  necesitado  de 
trece  dias  de  asistencia  facultativa,  sin 
dejar  deformidad,  ni  impedimento  para 
el  trabajo  habitual,  la  pena  que  corres- 
ponde es  la  de  seis  meses  de  arresto  ma- 
yor. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
dos  de  Mayo  de  mil  novecientos  treinta  y 
cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  la  Sa- 
la 6a.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  de  nue- 
ve de  marzo  último  en  el  proceso  que  se 
siguió  contra  Emeterio  Alonzo  Linares  por 
el  delito  de  lesiones  en  la  persona  de  Tran- 
quilino Satay. 


— I — 

El  sumario  se  inició  en  el  Juzgado  de  Paz 
de  Santa  Bárbara,  departamento  de  Su- 
chitepéquez,  el  diez  y nueve  de  noviembre 
del  año  próximo  pasado,  por  haberse  pre- 
sentado Tranquilino  Satay  dando  parte 
de  que  Emeterio  Alonzo  lo  habla  herido. 

La  única  prueba  que  obra  en  el  proceso 
es  la  confesión  del  reo;  y habiéndose  emi- 
tido el  informe  médico  legal  de  la  lesión 
sufrida,  el  Juez  de  la.  Instancia  del  men- 
cionado departamento  condenó  al  reo  a 
tres  años  de  prisión  correccional  con  la 
rebaja  de  la  tercera  parte,  permitiéndole 
conmutar  los  dos  tercios  de  la  pena  im- 
puesta a diez  centavos  diarios. 

La  Sala  en  el  fallo  de  la  fecha  citada 
al  principio  confirmó  en  todas  sus  partes 
la  sentencia  apelada.  ' 

El  reo,  con  auxilio  del  abogado  don  Do- 
mingo E.  Palacios,  introdujo  el  recurso 
de  casación  por  violación  de  ley  expresa, 
denunciando  el  quebrantamiento  de  los  ar- 
tículos 65,  66  y 304  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

El  informe  del  Cirujano  dice  literalmen- 
te, en  su  parte  conducente:  “queda  cica- 
triz visible  e impedimento  funcional  en  la 
extensión  de  dicho  dedo,  pero  dicho  impe- 
dimento se  reduce  solamente  a la  exten- 
sión, podiendo  dedicarse,  por  la  misma  fle- 
xión del  dedo,  a sus  trabajos  habituales. 
Necesitó  de  trece  dias  de  asistencia  facul- 
tativa para  su  completa  curación”. 

En  tal  virtud,  el  caso  no  está  compren- 
dido en  el  inciso  3o.  del  articulo  304  del 
Código  Peal,  que  es  la  ley  en  que;  se  funda 
la  pena  impuesta  por  los  Tribunales  sen- 
tenciadores, pues  el  ofendido  no  quedó  de- 
forme, ni  perdió  un  miembro  no  princi- 
pal, ni  quedó  inutilizado  él,  ni  estuvo  in- 
capacitado para  su  trabajo  habitual,  o en- 
fermo, por  más  de  noventa  días;  pues  cla- 
ramente expresa  el  repetido  informe  que 
el  ofendido  puede  dedicarse  a sus  trabajos 
habituales  y que  solamente  necesitó  de 
trece  dias  para  su  completa  curación.  Por 
consiguiente  ha  habido  violación  del  incP 
so  3o.  del  articulo  304  del  Código  Penal  y 
de  los  artículos  65  y 66  del  mismo  cuerpo 
de  leyes,  citados  por  el  recurrente,  siendo 
el  caso  de  anular  el  fallo  recurrido  para 
resolver  el  que  procede  en  derecho. 
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POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y de  lo  dispuesto  en 
los  artículos  676  inciso  6o.,  686  y 687  Pro- 
cedimientos Penales,  CASA  Y ANULA  la 
ejecutoria  recurrida  y resolviendo  en  lo 
principal  declara:  que  Emeterio  Alonzo  Li- 
nares es  autor  del  delito  de  lesiones  menos 
graves  en  la  persona  de  Tranquilino  Sa- 
tay,  por  lo  que  le  impone  la  pena  de  seis 
meses  de  arresto  mayor  con  la  rebaja  de 
la  tercera  parte  por  existir  la  atenuante 
de  su  confesión,  como  única  prueba ; le  per- 
mite conmutar  el  total  de  la  pena  impues- 
ta a razón  de  quince  centavos  diarios,  le 
suspende  en  el  ejercicio  de  sus  derechos 
políticos  durante  el  tiempo  de  la  condena, 
le  obliga  al  pago  de  las  responsabilidades 
civiles  provenientes  del  delito  y le  exone- 
ra de  la  reposición  del  papel. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante  mi, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Basilio  Guinac  Cruz  por 
homicidio. 

DOCTRINA:  Aplicación  del  articulo  601  del 
C.  de  Procedimientos  Penales. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
dos  de  Mayo  de  mil  novecientos  treinta  y 
cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  la  Sa- 
la 4a.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  de  vein- 
titrés de  enero  del  año  en  curso,  en  el  pro- 
ceso que  por  el  delito  de  homicidio  se  si- 
guió contra  Basilio  Guinac  Cruz. 

RESULTA: 

Que  Nicolás  Cutin  o Cutiño  fue  víctima 
d©  golpes  que  con  un  garrote  le  causó  Ba- 
silio Guinac  Cruz,  quien  se  hacia  llamar 
Cecilio  de  la  Cruz,  en  la  Hacienda  “La 
Tortuga”,  jurisdicción  de  Retalhuleu,  a 
consecuencia  de  los  cuales  falleció,  hecho 
que  (tuvo  lugar  el  diez  y seis  de  noviembre 
de  mil  novecientos  treinta  y dos. 


El  reo  fue  capturado  hasta  el  tres  de  oc- 
tubre del  año  próximo  pasado,  e indagado 
confesó  haber  golpeado  a Cutin  por  haber- 
le atacado  éste  con  un  machete;  habiendo 
abandonado  enseguida  su  rancho  porque 
tuvo  miedo  de  que  el  ofendido  acudiera  a 
la  autoridad  a quejarse  del  leñazo  que  le 
asestó. 

El  Juez  dictó  sentencia  el  veintisiete  de 
noviembre  del  mismo  año  anterior  y con- 
siderando que  el  delito  se  encuentra  pro- 
bado únicamente  con  la  confesión  del  pro- 
cesado, lo  declara  reo  de  homicidio  y le 
impone  diez  años  de  prisión  correccional 
inconmutables,  con  la  rebaja  de  la  terce'^ 
ra  parte  por  la  apuntada  atenuante. 

En  apelación  pasó  la  causa  a la  Sala  4a.; 
el  Procurador  pidió  que  se  declarara  al  reo 
exento  de  responsabilidad  criminal  por 
haber  obrado  en  legítima  defensa  de  su 
persona,  pues  no  habiendo  más  prueba  que 
la  confesión  y siendo  ésta  calificada,  debe 
aceptarse  en  todo  lo  favorable;  el  F'iscal 
también  considera  que  la  confesión  es  cua- 
lificada, y de  ella,  como  de  todos  los  in- 
formes médicos  que  aparecen  en  la  causa, 
sin  que  exista  indicio  contrario,  se  des- 
prende que  se  trata  de  un  homicidio  pre- 
terintencional,  en  donde  el  dolo  no  fue 
perfecto,  ni  indeterminado,  sino  que  even- 
tual; que  es  procedente  estimar  el  acome- 
timiento del  ofendido  y por  tales  razones, 
la  pena  debe  rebajarse  hasta  en  dos  terce- 
ras partes. 

La  Sala  confirmó  la  sentencia  apelada 
con  la  modificación  de  que  no  existe  la 
circunstancia  atenuante  apreciada  por  el 
Juez  y por  consiguiente  la  pena  debe  ser  de 
diez  años  de  prisión  correccional  inconmu- 
table. El  Tribunal  estima  que  aparte  de  la 
confesión  del  reo,  existe  un  conjunto  de 
indicios  de  los  cuales  deduce  la  presunción 
de  su  culpabilidad ; tales  hechos  son  los  si- 
guientes: a)  declaración  del  menor  Emi-' 
lio  Torres,  hijo  del  ofendido,  en  que  da 
pormenores  de  cómo  se  verificó  el  delito, 
la  cual  aunque  considera  inidonea,  la  to- 
ma como  presunción  por  haberse  cometi- 
do el  delito  en  lugar  despoblado;  b)  lo 
expuesto  por  el  Alcalde  auxiliar  de  la  fin- 
ca “La  Tortuga”  y sus  acompañantes, 
quienes  habiendo  llegado  al  sitio  de  autos, 
momentos  después,  corroboraron  lo  decla- 
rado por  el  menor,  asegurando  al  mismo 
tiempo  que  el  interfecto  estaba  botado  en 
el  corredor  de  la  casa  de  Cecilio  de  la  Cruz 
y allí  mismo  les  contó  Cutin  o Cutiño  la 
forma  en  que  había  sido  lesionado;  c)  con 
lo  expuesto  por  el  capitán  Luis  Pérez  y Po- 
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licarpo  Maldonado,  testigos  de  referencia, 
cuyas  declaraciones  deben  aceptarse  al  te- 
nor del  articulo  574  de  Procedimientos  Pe- 
nales; d)  con  la  inspección  dei  Juez  de 
Paz  de  Retalhuleu,  con  la  cual  se  consta- 
tó que  Cutiño  se  encontraba  en  el  corre- 
dor de  la  casa  de  Guinac,  y que  éste  ya  ha- 
bía escapado;  y e)  la  confesión  califica- 
da del  reo  que  viene  a corroborar  las  de-' 
más  pruebas,  sin  que  pueda  aceptarse  la 
calificación  en  la  parte  más  favorable, 
puesto  que  existe  prueba  en  contra  de  la 
circunstancia  que  la  califica  y además 
porque  no  probó  sus  buenos  anteceden- 
tes. 

El  Procurador  de  la  Sala,  Licenciado 
Luis  Gerardo  Barrios,  introdujo  el  presen- 
te recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  citando  como  violados  los  artículos  614 
de  Procedimientos  Penales,  inciso  4o.  del 
artículo  20,  incisos  3o.  4o.  y 10o.  del  ar- 
ticulo 21,  en  relación  con  el  79  del  Código 
Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  estando  fundado  el  fallo  en  la  prue- 
ba indirecta  que  suministran  los  diferentes 
indicios  que  la  Sala  enlaza  para  deducir  la 
presunción  de  culpabilidad  del  procesado 
los  cuales,  según  su  criterio,  reúnen  los  re- 
quisitos que  señala  los  artículos  595  y 597 
del  Código  de  Procedimientos  Penales;  y 
encontrándose  tales  hechos  debidamente 
establecidos  en  la  causa  no  procede  entrar 
al  examen  de  los  artículos  que  se  citan  co- 
mo infringidos,  pues  no  son  casables  las 
sentencias  que  se  fundan  en  presunciones, 
por  la  facultad  que  el  artículo  601  de  Pro- 
cedimientos Penales  otorga  a los  jueces 
para  decidir  en  esos  casos. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo además  en  los  artículos  686  y 690  de 
Procedimientos  Penales,  DESESTIMA  el 
recurso  interpuesto. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al  tri- 
bunal de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O,  Sa- 
lazar. — • Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante  mi, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Catarina  Xicará  ',por 
allanamiento  de  morada. 

DOCTRINA:  La  prueba  es  plena  cuando  la 
única  consecuencia  que  de  ella  puede 
deducirse  es  la  culpabilidad  del  proce- 
sado. 


Corte  /Suprema  de  Justicia,  Guatema- 
la, dos  de  Mayo  de  mil  novecintos  trein- 
ta y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  la 
Sala  4a.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  fe- 
cha veintiocho  de  enero  del  año  en  cur- 
so, en  el  proceso  que  por  el  delito  de  alla- 
namiento de  morada  se  siguió  contra 
Catarina  Xicará. 

RESULTA: 

El  treinta  de  septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y tres,  se  presentó  al  Juz- 
gado lo.  de  Paz  de  Quezaltenango  Ig- 
nacía  Ixcot  acusando  a Catarina  Xica- 
rá por  haber  penetrado  a su  casa  de  ha- 
bitación contra  su  voluntad;  ty  'agregó 
que  adentro  de  su  casa  la  injurió  de  un 
modo  bárbaro  y además  pretendía  llevar- 
se un  cerdo  de  su  propiedad. 

Declararon  los  testigos  Elvira  Vargas, 
Felipe  Vargas,  Pablo  Cortés  Pol  durante 
el  sumario;  y Joaquina  Valenzuela  y Jua- 
na Tiztoj,  durante  el  término  de  prueba: 
dichos  testigos  aseguraron  haber  presen- 
ciado el  hecho  del  allanamiento. 

El  Juez  2o.  de  la.  Ihstancia  de  Quezal- 
tenango dictó  sentencia  el  treinta  de  oc- 
tubre del  año  próximo  pasado,  declarando 
a la  Xicará  autora  del  delito  de  allana- 
miento y condenándola  a sufrir  la  pe- 
na de  ocho  meses  de  arresto  mayor,  per- 
mitiéndole conmutar  la  totalidad  de  la 
pena  a diez  centavos  diarios. 

En  apelación  conoció  la  Sala  4a.  y co- 
rridos los  traslados  de  ley,  el  Procurador 
pidió  la  absolución  de  la  enjuiciada  por 
falta  de  prueba.  El  Fiscal  concluyó  su  pe- 
dimento en  la  forma  siguiente:  “por  lo  de- 
más, tengo  para  mi  que  el  propio  allana- 
miento es  un  ardid,  pues  uno  de  los  testi- 
gos de  cargo,  Felipe  Vargas,  después  de  ha- 
ber afirmado  que  había  visto  a la  acusa- 
da entrar  a la  casa  de  autos,  no  la  pudo 
reconocer  en  la  diligencia  correspondien- 
te. Pero  como  de  todas  maneras  quedan 
los  testimonios  de  Elvira  Vargas,  Joaquín 
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Valenzuela,  Juan  Tixtoj  y Pablo  Cortés, 
no  resta  sino  confirmar  el  fallo  ya  que  di- 
chos testigos  no  fueron  tachados”. 

La  Sala  resolvió  la  sentencia  el  veintio- 
cho de  enero  último  confirmando  la  sen- 
tencia apelada. 

La  procesada,  con  auxilio  del  licencia- 
do Pedro  R.  Morales,  introdujo  el  presen- 
te recurso  de  casación  por  violación  de  ley 
expresa  y quebrantamiento  sustancial  del 
procedimiento.  Denunció  la  violación  de 
los  artículos  366,  del  Código  Penal  y 568 
de  Procedimientos  Penales;  y hace  con- 
sistir el  quebrantamiento  de  forma  en  que 
quedaron  varias  diligencias  de  prueba  de 
descargo  sin  practicar. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  hecho  del  allanamiento,  que  con- 
siste en  haber  entrado  la  Xlcará  a casa  de 
la  Ixcot,  contra  la  voluntad  manifiesta  de 
ésta,  está  probado  en  autos  con  las  decla- 
raciones de  más  de  dos  testigos  presencia- 
les, uniformes  y contestes  en  la  esencia 
de  los  hechos,  por  cuyo  motivo  la  califi- 
cación del  delito  y la  pena  impuesta  por  el 
Tribunal  de  sentencia  se  encuentra  con- 
forme con  la  ley  y no  existe  la  violación 
que  se  denuncia  de  los  artículos  366  del  Có- 
digo Penal  y 568  de  Procedimientos  Pena- 
les. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  causa  invocada  para  pedir  la  ca- 
sación por  quebrantamiento  de  forma  no 
se  encuentra  comprendida  en  ninguno  de 
los  casos  que  menciona  el  artículo  677  del 
Código  de  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo además  en  los  artículos  686  y 690  de 
Procedimientos  Penales,  DESESTIMA  el 
recurso  interpuesto  y condena  a la  recu- 
rrente a la  pena  adicional  de  quince  días 
de  prisión  conmutables  a diez  centavos 
diarios. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante  mi, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Manuel  Fernández  Gon- 
zález por  contrabando  en  el  Ramo  de  li- 
cores. I 

DOCTRINA:  En  el  Contrabando  y Defrau- 
dación a la  Hacienda  Pública,  el  perjui- 
cio a ésta  es  lo  que  da  vida  a dichos  der 
Utos.  ' 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
siete  de  Mayo  de  mil  novecientos  treinta  y 
cinco. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Tercera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  veintiséis  de 
Abril  de  mil  novecientos  treinta  y cuatro, 
en  la  causa  instruida  por  el  delito  de  Con- 
trabando a la  Hacienda  Pública  en  el  Ra- 
mo de  Licores,  contra  Manuel  Fernández 
González,  representante  de  la  firma  co- 
mercial “M.  Fernández  y Compañía”  y 
contra  José  Richards,  María  del  Carmen 
Mejía,  Cecilia  Meza  de  Aldana  y Rigo- 
berto  Alvarez  de  León,  por  el  delito  de 
defraudación  a la  Hacienda  Pública  ert 
el  mismo  Ramo;  sentencia  que  confir- 
mó la  del  Juez  4o.  de  la.  Instancia, 
en  lo  que  se  refiere  a la  absolución  de  Al- 
varez de  León.  Richards.  Meza  de  Aldana 
y María  del  Carmen  Mejía.  revocándola 
en  cuanto  absuelve  a Manuel  Fernández  y 
hace  al  respecto  las  siguientes  declaracio- 
nes: al  que  el  señor  Manuel  Fenández 
•González  es  autor  del  delito  de  Contraban- 
do a la  Hacienda  Pública  en  el  Ramo  de 
Licores,  por  cuva  infracción  se  le  condena 
a sufrir  la  pena  de  diez  meses  y veinte 
dias  de  arresto  mavor.  conmutables  en  su 
totalidad  a razón  de  dos  quetzales  diarios: 
bl  que  el  reo  queda  además  afecto  al  pa- 
go de  la  multa  de  doscientos  quetzales 
ejecutable  en  la  vía  económico-coactiva  y 
obligado  a reponer  el  papel  empleado  en 
la  causa  al  del  sello  de  ley  y a reintegrar 
los  gastos  que  ocasione  su  estancia  en  la 
prisión:  c)  que  cae  en  comiso  el  aguar- 
diente incautado  a José  Richards;  y d)  que 
para  los  efectos  del  Decreto  Gubernativo 
Número  1247,  debe  el  Juez  remitir  certi- 
ficación de  esta  sentencia  al  Ministerio  de 
Relaciones  Exteriores. 

— I — 

Con  fecha  trece  de  febrero  de  mil  nove- 
cientos treinta  y tres,  se  inició  procedi- 
miento criminal  por  el  Juez  de  Paz  de  la 
cabecera  departamental  de  Zacapa,  en 
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virtud  del  parte  dado  por  el  Administra- 
dor de  Rentas  señor  don  Oscar  Arana,  y 
en  el  que  manifestó  que  al  practicar  una 
revisión  en  las  cantinas  de  aquella  ciu-* 
dad,  encontró  una  existencia  de  aguar- 
diente de  olla  procedente  de  la  casa  co- 
mercial “M.  Fernández  y Co.”  a varios 
patentados  locales,  siendo  ellos:  José  Ri- 
chards, 36  botellas  y veintiuna  medias  bo- 
tellas, a Cecilia  Meza  de  Aldaina,  9 botellas, 
a María  del  Carmen  Mejia,  7 botellas  y a 
Rigoberto  Alvarez  de  León,  27  botellas;  que 
a éstos  les  exigió  el  comprobante  que  am- 
paraba las  remesas  y como  tal,  presenta- 
ron los  documentos  que  corren  agregados 
a folios  dos  y tres  de  la  pieza  de  primera 
Instancia,  pases  francos  marcados  con  los 
números  veintiocho  y treinta  respectiva- 
mente y facturas  números:  X-5211,  X-52- 
21,  que  demuestran  remesas  de  licores  ul- 
tramarinos, (cognac,  vermouth,  etc,)  y no 
aguardiente  de  olla,  diciendo  además  que 
con  ésto  quedaba  establecido  que  el  im- 
puesto no  había  sido  pagado.  Instruida  la 
averiguación  por  el  Juez  ya  citado,  se  man- 
dó a examinar  a María  del  Carmen  Mejia, 
quien  manifestó  que  el  lunes  trece  del 
mes  ya  citado,  por  la  tarde,  el  Adminis- 
trador de  Rentas  acompañado  del  Comi- 
sario de  la  Policía  Nacional  y del  Recep- 
tor Santiago  Quiñónez,  recogieron  en  la 
cantina  en  oue  es  patentada  la  dicente  y 
"’-opietario  Herminio  Franco,  la  cantidad 
de  siete  botellas  de  olla,  licor  que  estaba 
autorizado  para  venderse  en  las  cantinas, 
cuya  venta  se  hacia  en  aquella  ciudad  des- 
de hace  mucho  tiempo,  Herminio  Franco, 
al  ser  examinado  manifestó  ser  cierto  lo  ex- 
puesto por  María  del  Carmen  Meiia  y que 
esas  siete  botellas  fueron  remitidas  por  la 
casa  “M,  Fenández  y Co,”  de  Guatemala, 
que  dicho  licor  lo  pidió  para  vender  en  su 
cantina,  porque  hace  algún  tiempo  que 
está  autorizada  su  venta,  como  es  del  co- 
nocimiento público  y de  las  autoridades  y 
que  en  caso  de  que  se  hubiera  suspendido 
la  venta  de  dicho  licor,  el  deponente  no  lo 
sabia;  que  el  aguardiente  llegaba  ampara- 
do por  pases  francos  de  la  casa  remiten- 
te y dirigidos  al  señor  de  León,  cuyo  do- 
cumento debe  estar  en  poder  de  éste.  Tam- 
bién se  mandó  valorar  las  botellas  de  olla 
decomisadas,  por  el  experto  Juan  J,  Casta- 
ñeda, quien  previa  aceptación  y discerni- 
do el  cargo,  dió  el  valor  de  sesentiséis  cen- 
tavos de  quetzal  a cada  botella  y por  ca- 
da media,  treinta  y tres  centavos,  hacien' 
do  un  total  de  cuarenta  y ocho  quetza- 
les, diez  centavos,  Al  dar  cuenta  al  Juez 
de  la.  Instancia  de  Zacapa,  con  los  autos. 


este  Tribunal  mandó  examinar  a Rigober- 
to Alvarez  de  León,  Cecilia  M,  de  Aldana 
y José  Richards,  quienes  manifestaron,  el 
primero:  que  el  aguardiente  que  le  fue  de- 
comisado, le  fue  enviado  por  la  casa  comer- 
cial de  “M,  Fernández  y Co,”,  en  un  pedi- 
do que  hizo  junto  con  licores  y conservas; 
que  dicho  aguardiente  siempre  lo  había 
vendido  y no  sabia  que  estuviera  prohibi- 
do su  expendio;  que  los  señores  Fernández 
eran  patentados  y que  el  pase  franco  que 
se  le  ponía  a la  vista,  era  el  mismo  que 
amparó  el  pedido  que  le  fue  remitido;  la 
segunda  dijo;  que  las  nueve  botellas  de 
aguardiente  de  olla  que  le  fueron  decomi- 
sadas, se  las  vendió  la  casa  comercial  “M, 
F’ernández  y Co,”  y que  sólo  dos  pedidos  de 
igual  número  había  hecho;  el  tercero,  que 
el  aguardiente  de  olla  que  le  decomisaron 
era  de  un  pedido  de  cinco  docenas  de  bo- 
tellas que  había  hecho  a F'ernández,  y que 
no  sabia  por  qué  se  lo  hablan  decomisado, 
pues  él  era  patentado  y Fernández  tam-* 
bién. 

Por  haberse  inhibido  el  Juez  de  la.  Ins- 
tancia de  Zacapa,  se  pasaron  las  diligen- 
cias al  Juez  4o,  de  esta  ciudad,  en  donde 
se  mandó  a examinar  en  forma  indagato- 
ria al  señor  Fernández,  quien  manifestó 
conocer  a los  minoristas  de  Zacapa,  por 
correspondencia,  con  excepción  de  José 
Richards  a quien  conocía  personalmente  y 
que  con  ellos  no  ha  tenido  más  relaciones, 
que  comerciales,  que  los  envíos  de  licores 
confeccionados,  los  hacia  amparándolos 
con  pases  francos  por  estar  pagados  los 
impuestos  por  las  cantidades  de  licores  en- 
viados a sus  clientes  de  la  ciudad  de  Zaca- 
pa, Del  folio  veinte  al  cuarenticuatro,  obra 
el  expediente  administrativo  seguido  con 
motivo  de  la  denuncia  del  Administrador 
de  Rentas  de  Zacapa,  sobre  establecer  la 
responsabilidad  de  los  señores  M,  Fernán- 
dez y Co,,  en  el  que  se  hizo  constar  por  la 
Dirección  General  de  Rentas,  entre  otras 
cosas,  que  la  Dirección  era  de  parecer,  con 
vista  de  la  información  suministrada  por 
la  Administración  de  Rentas  del  Depárta- 
mete de  Guatemala,  que  los  señores  M, 
Fernández  y Co,  no  han  incurrido  en  el 
delito  de  contrabando  comprendido  en  el 
Articulo  132  incisos  2o,,  3o,  y 4o,  de  la  Ley 
de  Licores,  ni  en  el  de  Defraudación  como 
lo  afirma  sin  justificación  el  Administra- 
dor de  Zacapa  en  su  telegrama  del  trece 
y oficio  del  catorce  de  febrero  de  mil  no- 
vecientos treinta  y tres,  por  haberse  esta- 
blecido que  el  aguardiente  remitido  por 
ellos  lo  adquirieron  de  patentados  al  por 
mayor  de  la  centralización  de  esta  capitalj 
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quienes  cancelaron  los  impuestos  respecti- 
vos en  su  oportunidad;  pero  que  sí  hablan 
infringido  el  Articulo  21  de  la  Ley  de  Lico- 
res y el  52  del  Reglamento  para  centrali- 
zaciones de  fábricas  y depósitos  de  aguar- 
diente, lo  cual  constituía  una  falta  que  ro- 
gaba al  Juez  castigar  con  pena  económica. 
El  Guardalmacén  de  Licores  de  esta  ciu- 
dad, acompañó  al  informe  dado  al  Admi- 
nistrador de  Rentas  departamental,  un 
cuadro  demostrativo  del  aguardiente  sali- 
do del  depósito  para  Manuel  Fernández  y 
Co.,  el  cual  asciende  a 10.326.63.  El  encar- 
gado de  la  Caja  informó  al  Administrador 
de  Rentas  que  los  impuestos  de  aguardien- 
te “10.326.63  botellas”,  extraídas  del  depó- 
sito de  licores  por  los  señores  patentados 
M.  Fernández  y Co.,  han  sido  cubiertos  por 
los  señores  destiladores  José  Cofiño  U., 
Guillermo  Fernández  y señora  de  Ledes- 
ma,  quienes  se  encuentran  solventes  con 
el  fisco  por  los  impuestos  aludidos.  El 
Administrador,  señor  don  Oscar  Laguar- 
dia,  informó  a la  Dirección  General  de 
Rentas,  entre  otras  cosas,  que  efectiva- 
mente los  señores  Fernández  y Co.  habían 
cometido  una  falta  al  mandar  aguardien- 
te a su  clientela  en  Zacapa,  valiéndose  de 
pase  franco  que  les  firmó  la  oficina  para 
trasladar  licores  ultramarinos;  que  estos 
comerciantes  patentados  minoristas  en  la 
plaza,  toman  el  aguardiente  a patentados 
mavoristas,  señores  José  Cofiño  Ubico, 
Trinidad  R.  de  Ledesma  y Guillermo  Fer- 
nández, quienes  han  pagado  sus  impues- 
to.s  religiosamente  en  la  Caja;  de  manera 
que  el  contrabando  y defraudación  que  el 
señor  Administrador  de  Rentas  de  Zaca- 
pa cree  haber  descubierto,  era  sólo  imagi- 
nario, toda  vez  de  que  los  comerciantes 
Fernández  tomaron  de  los  destiladores  el 
aguardiente  que  mandaron  a Zacapa  y és- 
tos a su  vez  han  pagado  los  impuestos  res- 
pectivos; habla  de  que  la  característica  del 
delito  de  defraudación,  es  ia  falta  de  docu- 
mentos probatorios  del  ingreso  en  Caja  a 
la  hora  de  sacar  los  licores  en  el  depósito 
de  origen  y como  lo  demostraba  con  el  in- 
forme de  la  contabilidad,  los  minoristas 
Fernández  y Co.,  compraron  a los  mayo- 
ristas el  aguardiente,  debiéndoseles  casti- 
gar con  una  multa  y decomiso,  por  haber 
infringido  el  Artículo  21  de  la  Ley  de  Li- 
cores; también  se  refiere  al  aguardiente 
de  olla  y dice  que  si  se  tomara  la  molestia 
de  ver  por  la  venta  en  Zacapa,  se  llegaría 
a la  conclusión  que  no  es  olla  sino  simple- 
mente aguardiente  muy  diferente  del  otro 
preparado,  por  las  condiciones  del  apara-' 
to  destilatorio. 


Capturados  José  Richards,  Rigoberto 
Alvarez  de  León  y Cecilia  Meza  de  Aldana, 
fueron  indagados  y expusieron  lo  mismo 
que  se  ha  consignado  en  la  historia  de  este 
fallo,  al  ser  examinados  como  testigos. 
También  fue  nuevamente  valorado  el  licor 
aprehendido,  por  el  experto  Bachiller 
Gonzalo  Rosales  Bustamante,  quien  le 
asignó  como  valor  total,  la  suma  de  cin- 
cuenta y siete  quetzales. 

A folios  ciento  setenta  y dos  de  la  pie- 
za de  la.  Instancia  obra  una  certificación 
extendida  por  el  Secretario  de  la  Adminis- 
tración de  Rentas  departamental,  en  la  que 
se  hizo  constar  la  solicitud  del  Licencia- 
do Ramiro  Castellanos  y que  dice:  “si  esa 
oficina  departamental  de  hacienda  de 
conformidad  con  las  leyes  del  ramo,  han 
íonceptuado  y conceptúan  como  licor  pre- 
parado o confeccionado,  el  aguardiente  de 
olla  confeccionado,  es  decir  nO  destilada 
en  instrumentos  de  barro,  sino  de  metal  y 
seguidamente  sometido  a la  acción  de  otros 
elementos  para  darle  el  sabor  especial  que 
acredite  el  nombre  de  aguardiente  de  olla, 
y si  por  lo  que  acredite  el  nombre  de  este 
licor  se  encuentra  sometido  al  reglamento 
de  treinta  y uno  de  mavo  de  mil  novecien- 
tos treinta  y dos,  emitido  por  el  Acuerdo 
Gubernativo  de  esa  fecha”.  En  la  parte 
resolutiva  se  dijo  lo  que  sigue:  “se  me 
manda  oír.  honroso  manifiesto  al  Adminis- 
trador de  Rentas  que  el  aguardiente  con  el 
nombre  de  olla  a que  se  refiere  el  señor 
Castellanos,  está  comprendido  entre  los 
aguardientes  confeccionados  de  acuerdo 
con  la  circular  número  32-22,  que  con- 
tiene el  Acuerdo  Gubernativo  de  fecha 
treinta  y uno  de  mavo  de  mil  novecientos 
treinta  y tres,  (f)  Felipe  N.  Sierra  y hay 
un  sello  que  dice:  “Depósito  de  Licores  de 
esta  capital”. 

Después  de  los  demás  trámites  corres- 
pondientes, lo  alegado  por  los  defensores 
de  los  reos  y el  Ministerio  Público,  el  Juez 
de  la  causa,  con  fecha  cuatro  de  Enero  del 
año  pasado,  dió  fin  al  proceso,  declarando; 
absuelto’ a Manuel  Fernández  González  en 
su  carácter  de  representante  de  la  casa 
“M.  Fernández  y Co.”,  del  cargo  que  por 
el  doble  delito  de  contrabando  se  le  for- 
muló, y a José  Richards,  María  del  Car- 
men Mejia,  Cecilia  Meza  de  Aldana  y Ri- 
goberto Alvarez  de  León,  del  cargo  que  por 
defraudación  a la  Hacienda  Pública  en  el 
ramo  de  Licores,  se  les  imputó. 

Como  no  estuviera  de  acuerdo  el  Minis- 
terio Público  con  la  sentencia  absolutoria, 
apeló  del  fallo  dictado.  En  la  Sala  Terce- 
ra de  la  Corte  de  Apelaciones,  el  Licencia- 
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do  Ramiro  Castellanos  pidió  que  se  seña- 
lara dia  para  la  vista  de  la  sentencia  dic' 
tada  en  Primera  Instancia,  contra  la  que 
interpuso  recurso  de  apelación  el  repre- 
sentante del  Ministerio  Público,  fundándo- 
se en  el  Artículo  217  de  la  Ley  de  Licores, 
ía  veinte  de  enero  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro,  el  Presidente  de  la  Sala 
mandó  que  se  oyera  al  representante  del 
Ministerio  Público;  el  veinticuatro  del 
mismo  mes  y año,  se  mandó  correr  tras- 
lado al  señor  Fiscal.  Como  el  Licenciado 
Castellanos  no  estuviera  de  acuerdo  con 
dióha  tramitación,  pidió  revocatoria,  por 
no  conceptuar  las  leyes  citadas  por  el  Pre- 
sidente de  la  Sala,  aplicables  al  caso,  pues 
la  primera  se  referia  expresamente  a la  in- 
tervención del  señor  Fiscal  de  las  Salas  en 
los  asuntos  criminales  del  orden  común  y 
el  segundo  a las  gestiones  especiales  del 
representante  del  Ministerio  Público  (Ar- 
tos. 37  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judi- 
cial y Decreto  1618),  que  en  nada  afecta- 
ban ni  reformaban  el  imperativo  del  Arto. 
217  de  la  Ley  de  Licores  y pidió  por  últi- 
mo que  se  señalara  día  para  la  vista.  El 
veintidós  de  enero  del  año  ya  citado,  se  di- 
jo que  habiéndose  decretado  los  traslados 
a que  se  referia  el  memorial  presentado 
por  Castellanos  con  carácter  de  para  me- 
jor fallar,  no  había  lugar  a la  revocatoria 
solicitada,  firmando  dicho  auto  los  tres 
magistrados.  El  Fiscal  de  la  Sala,  Licen- 
ciado don  Pedro  Contenti,  el  cinco  de  fe- 
brero del  año  pasado,  después  de  hacer  un 
estudio  detenido  del  proceso,  concluyó  pi- 
diendo que  se  confirmara  la  sentencia  ape- 
lada y oue  las  infracciones  señaladas  por 
el  Director  General  de  Rentas  v pn  oue  in- 
curriera la  casa  comercial  "M.  Fernández 
V Co.”,  de  acuerdo  con  el  articulo  21  de  la 
Lev  de  Licore.s  V 52  del  Reglamento  de  Fá- 
bricas V Denósitos.  ninguna  duda  rabia 
acerca  de  ello  v en  cuanto  a ios  patentados 
Richards  v de  T.eón.  a .su  Inicio  también 
eran  cnlnablpp  rin  in  fp’t.a  va  citada,  al  no 
devolver  inrnpdiatamente  a la  autoridad 
local  respectiva,  los  pases  que  amparaban 
las  remesas  que  les  fueron  hechas  por 
Fernández:  que  el  caso  de  Richards  era 
triple  y cuyas  faltas  sancionaban  los  ar- 
tículos 44  V 46  del  Reglamento  de  Fábricas 
y Depósitos  de  Licores.  El  Procurador,  Li-* 
cenciado  Eléazar  Urmeneta.  pidió  al  eva- 
cuar su  traslado  que  se  confirmara  la  sen- 
tencia del  Juez.  El  veintisiete  de  Marzo  del 
año  pasado,  el  señor  Fiscal  dijo  que  ha- 
biéndosele mandado  oir  nuevamente  en  la 
causa  instruida  contra  la  casa  comercial 
“Fernández  y Co.”,  de  esta  plaza,  por  si  el 


Infrascrito  tenía  alguna  cosa  más  que  ex- 
poner acerca  del  asunto,  en  vista  de  las 
diligencias  últimamente  practicadas  en  se- 
gunda instancia,  por  lo  que  pedía  que  di- 
chas diligencias  se  tuvieran  como  prueba 
en  el  proceso,  manifestando  además  que  si 
bien  no  era  ésta  la  ocasión  en  que  podía 
pedir  la  práctica  de  diligencias,  toda  vez 
de  que  habia  pasado  la  oportunidad  para 
ello,  tal  cosa  sin  embargo,  no  obstaba  para 
manifestar,  la  conveniencia  de  que  se  prac- 
ticara un  examen  en  los  libros  de  la  con- 
tabilidad de  la  casa  “Fernández  y Co.”  y 
a ser  posible  también  en  los  de  el  procesa-' 
do  Richards,  de  Zacapa,  para  el  efecto  de 
cotejar  los  informes  emitidos  por  la  Em- 
presa de  los  Ferrocarriles,  a solicitud  del 
Tribunal,  con  los  asientos  respectivos  en 
los  libros  de  mérito.  Manifiesta  que  la  cir- 
cunstancia arriba  indicada  en  su  dictamen 
no  obsta  para  esta  manifestación,  toda 
vez  de  que  la  práctica  de  las  diligencias 
que  mencionó,  no  sería  sino  una  consecuen- 
cia natural  y lógica  de  las  que  la  honora- 
ble Sala  se  sirvió  acordar  para  mejor  resol- 
ver en  dicho  juicio.  El  cuatro  de  abril  se 
proveyó  como  lo  pide  el  señor  Fiscal  y se 
libraron  despachos  a los  señores  Juez  5o. 
de  la.  Instancia  de  este  departamento  y al 
de  igual  categoría  de  Zacapa. 

En  la  pieza  de  segunda  Instancia,  obran 
agregadas  las  siguientes  actuaciones:  a) 
tres  constancias  de  envíos  del  ferrocarril, 
relativas  a los  despachos  hechos  por  la  ca- 
sa Fernández  a José  Richards,  los  dias 
veintidós  de  septiembre,  diez  y siete  de 
noviembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
dos  V nueve  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinta  v tres:  b)  certificación  de  un  acta 
levantada  ñor  el  oficial  nrimero  de  la  Di- 
rección General  de  Rentas,  en  la  cual  se 
hace  con.'jt'ar  el  De.>!o  de  veinticuatro  bo- 
tel'as  de  Meor.  contenida.s  en  cuarenta  v 
ocho  envases  de  media  botella  cada  uno, 
d°  las  míe  usa  dicha  casa  en  su  aguar- 
diente nrenaradn  de  olla,  con  el  ohieto  de 
•surnini'iti-ar  el  Hato  a ia  Sa'a  Tercera  do  la 
Gorte  de  Anelaciones:  ci  examen  nractica- 
do  ñor  el  .Tuez  5o.  de  la.  Tnstancia  en  la 
contabilidad  de  la  casa  “Manuel  Fern.án- 
dez  y Co.”-  V di  examen  nracticado  ñor  el 
Juez  de  la.  Instancia  de  Zacapa  en  la  con- 
tabilidad de  José  Richards. 

El  cuatro  de  Junio  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro,  .se  declaró  .sin  lugar  la 
aclaración  y ampliación  pedidas  del  fallo 
de  segunda  instancia. 

Manuel  Fernández  y González,  con  au- 
xUo  del  Licenciado  Ramiro  Castellanos,  in- 
trodujo recurso  de  casación,  citando  co- 
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mo  violados  los  artículos  siguientes:  132 
incisos  2o.,  3o.  y 4o.,  138,  123  y 209  Ley  de 
Licores;  186,  188  incisos  lo.  al  7o.,  192,  221, 
222,  223,  226,  225  y 150  del  Código  Militar 
Segunda  Parte.  También  introduce  el  re' 
curso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
fornia,  señalando  en  apoyo  de  este  que- 
brantamiento, los  artículos:  91  inciso  lo. 
y 222  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judi- 
cial; 217  Ley  de  Licores  y 89  Constitución 
de  la  República.  ' . ü I 

El  recurrente  presentó  una  certificación 
extendida  por  el  Sub-secretario  de  Hacien- 
da, en  la  cual  se  hace  constar;  que  el  ar- 
ticulo 261  de  la  Ley  de  Alcoholes  y bebi- 
das alcohólicas  y fermentadas,  deroga  to- 
talmente la  antigua  Ley  de  Licores;  y que 
el  recurso  de  casación  se  regula  de  con- 
formidad con  el  articulo  258  de  la  Ley  ya 
citada,  es  decir  por  las  disposiciones  que 
rigen  el  procedimiento  penal  común.  Pe- 
didos los  antecedentes  y señalado  día  pa- 
ra la  vista,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Son  delitos  las  acciones  y omisiones  vo- 
luntarias penadas  por  la  Ley,  en  cuanto  se 
ejecutan  con  malicia,  sin  cuyo  elemento, 
esencial  pierden  el  carácter  criminoso  que 
de  otra  suerte  revestirían.  Para  juzgar, 
pues,  toda  acción  u omisión  penada  por  la 
ley,  hay  que  tener  preferentemente  en 
cuenta  la  intención  del  agente,  por  ser  el 
elemento  fundamental  del  hecho  jurídi- 
co. 

El  principio  esencial  de  todo  delito  do- 
loso, consiste  en  la  malicia  del  agente  al 
perpetrar  el  hecho  punible,  sin  cuya  con- 
dición no  existe  fundamento  legal  para  su 
responsabilidad,  con  arreglo  a los  artículos 
11  del  Código  Penal  y 568  de  P.  P.  Esta  es 
la  razón  jurídica,  o sea  el  elemento  más 
esencial  del  delito,  sin  cuyo  concurso  el 
acto  material  ejecutado,  no  origina  respon- 
sabilidad criminal  exigible. 

En  la  causa  que  se  tiene  a la  vista  con 
motivo  del  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción interpuesto  por  el  reo  Manuel  Fernán- 
dez, representante  de  la  firma  social  “M. 
Fernández  y Co.”,  acusado  como  autor  del 
delito  de  Contrabando  en  el  Ramo  de  Li- 
cores, por  habérseles  decomisado  a los  pa- 
tentados minoristas  de  Zacapa:  José  Ri- 
chards y Rigoberto  Alvarez  de  León,  36 
botellas  y veintiuna  medias  botellas  de  a- 
guardiente  de  olla  al  primero,  y veintisie- 
te botellas  del  mismo  licor  al  segundo,  a 
María  del  Carmen  Mejia  y Cecilia  Meza  de 
Aldana  cantidades  menores  de  24  botellas, 


licor  que  les  fue  enviado  por  la  casa  ‘‘M. 
í’ernández  y Co.”  de  esta  ciudad,  ampa- 
rados con  pase  franco  del  Administrador 
de  Rentas,  no  aparece  comprobada  la  cul- 
pabilidad del  prevenido  señor  Fernández, 
pues  de  manera  plena  se  demostró  que  la 
casa  comercial  “M.  Fernández  y Co.”  es- 
taba autorizada  para  la  venta  de  licores, 
(patentado  minorista),  y que  había  paga- 
do los  impuestos  de  ley  sobre  todas  las 
cantidades  de  licor  destilado  que  sacó  de 
los  depósitos  de  esta  ciudad;  tampoco  se 
demostró  con  la  contabilidad  de  la  casa 
“M.  Fernández  y Co.”  que  se  hiciera  re- 
mesa alguna  por  mayor  cantidad  de  vein- 
ticuatro botellas,  para  que  la  guia  hubie- 
ra sido  indispensable.  Asi  lo  afirma  la  Di- 
rección General  de  Rentas,  quien  en  vista 
de  la  información  suministrada  por  la  Ad- 
ministración de  Rentas  de  este  departa- 
mento, (documentos  auténticos)  llegó  a la 
conclusión  siguiente:  “que  los  señores  M. 
Fernández  y Co.,  no  han  incurrido  en  el 
delito  de  contrabando  comprendido  en  el 
Artículo  132  incisos  2o.,  3o.  y 4o.  de  la  Ley 
de  Licores,  ni  en  el  de  defraudación,  co- 
mo lo  afirmaba  sin  justificación  el  Admi"» 
nistrador  de  Zacapa  en  su  telegrama  del 
trece  y oficio  del  catorce  de  febrero  de  mil 
novecientos  treinta  y tres,  por  estar  com- 
probado que  el  aguardiente  remitido  por 
ellos,  lo  adquirieron  de  patentados  al  por 
mayor,  señores  don  José  Cofiño  Ubico, 
Guillermo  Fernández  y doña  Trinidad  R. 
de  Ledesma,  de  la  centralización  de  esta 
capital,  quienes  cancelaron  los  impuestos 
respectivos  en  su  oportunidad.  También 
consta  en  dichas  diligencias  administra- 
tivas, plenamente  establecido  con  lo  infor- 
mado por  el  Guardalmacén  de  Licores  y el 
empleado  de  la  Caja,  que  los  licores  ex- 
traídos del  depósito,  en  negocio  con  los 
destiladores  aparecen  con  pago  de  Im- 
puestos previamente  a las  guias  estableci- 
das por  la  ley  y que  el  aguardiente  salido 
para  Manuel  Fernández  y Co.,  y que  as- 
ciende a 10.326.63  botellas,  cubrieron  su 
impuesto  respectivo  los  señores  ya  citados, 
quienes  a su  vez  se  encontraban  solven- 
tes con  el  fisco  por  los  impuestos  aludi- 
dos. 

Si  bien  hubo  la  creencia  por  parte  del 
Tribunal  sentenciador,  que  el  inculpado 
Manuel  Fernández,  representante  de  la  ca- 
sa comercial  ,“M.  Fernández  y Co.”,  al  eje- 
cutar un  acto  licito,  podía  modificar  esen- 
cialmente la  imputabilidad  y la  responsa- 
bilidad del  acto,  éste  solamente  tendrá  lu- 
gar cuando  hay  hecho  alguno  conocido  que 
se  oponga  a la  íonnacióti  de  ese  lestado 
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de  conciencia,  el  cual  presupone  la  buena 
fe  y la  convicción  sincera  de  poder  ejecu-' 
tar  legalmente  el  acto  y por  lo  tanto  exis- 
te  la  ausencia  de  toda  intención  punible. 
Sólo  cuando  la  acción  ha  sido  determi- 
nada por  móviles  antijurídicos  o antiso- 
ciales, es  constitutiva  de  delito;  pero  si 
ella  ha  sido  ejecutada  sin  intención  dolo- 
sa o por  motivos  sociales  como  en  el  pre- 
sente caso,  es  decir,  que  la  misma  socie- 
dad admite,  ya  que  estaba  autorizado  pa- 
ra dicho  negocio,  entonces  la  acción  no  es 
delictuosa,  pues  va  dirigida  a la  realiza- 
ción de  un  acto  licito,  productor  de  una 
consecuencia  licita  también. 

Para  constituir  delito,  el  hecho  tiene 
que  ser  ilicito,  es  decir,  un  hecho  que  for- 
malmente contraria  un  mandato  o una 
prohibición  del  orden  jurídico  y que  sus- 
tancialmente, implica  la  lesión  o el  peli- 
gro de  un  interés  protegido  por  el  dere- 
cho. El  perjuicio  a la  Hacienda  Pública  es 
la  razón  de  existencia  de  estos  delitos  y 
por  consiguiente  cuando  éste  no  existe, 
no  hay  base  para  estimar  si  el  hecho  es 
delito  o falta,  ni  norma  para  aplicar  la 
pena  que  a la  infracción  corresponda,  y 
porque  siendo  la  ley  la  expresión  de  los  in-' 
tereses  y necesidades  sociales,  y la  ley  pe- 
nal, más  que  ninguna  otra,  es  una  ley  de 
necesidad,  que  tiene  por  objeto  tutelar  las 
condiciones  de  existencia  social,  que  el  de- 
lincuente pone  en  peligro  con  sus  actos. 
En  virtud  y mérito  de  lo  expuesto,  es  no- 
torio el  error  de  derecho  e infracción  le- 
gal, cometido  por  el  Tribunal  sentenciador, 
del  Artículo  132  de  la  Ley  de  Licores,  al  ca- 
lificar como  hechos  constitutivos  de  deli- 
to, no  siéndolos,  toda  vez  de  que  la  acción 
de  los  señores  Fernández  y Co.  no  lesionó 
ningún  interés  legítimo  protegido  por  las 
leyes  hacendarías,  y por  lo  tanto,  como  ya 
se  dijo  anteriormente  el  conjunto  de  he- 
chos punibles,  a los  cuales  el  orden  jurídi- 
co asocia  la  pena  como  legítima  conse- 
cuencia, tampoco  existen. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  a" 
cuerdo  con  lo  preceptuado  en  los  artícu- 
los: 131,  209, y 228  Ley  de  Licores;  150,  188 
inciso  2o.,  424  y 425  Código  Militar  2a.  Par- 
te; 250  inciso  3o.  Decreto  1928;  258  Decre- 
to 1602;  676  inciso  lo.,  686  y 687  Procedi- 
mientos Penales,  CASA  Y ANULA  la  eje- 
cutoria respectiva  y resolviendo  sobre  lo 
principal,  declara:  absuelto  del  cargo  que 
por  el  doble  delito  de  contrabando  se  le 


formuló,  a Manuel  Fernández  González, 
representante  de  la  casa  comercial  “M. 
F’ernández  y Co.”,  por  falta  de  prueba. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
gueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Felipe  Oliva  Santos  y 
compañeros,  por  homicidio. 

DOCTRINA:  Si  no  constare  quién  o quié- 
nes causaron  las  lesiones  que  produje- 
ron la  muerte,  todos  los  agresores  sufri- 
rán la  pena  de  cinco  años  de  prisión  co- 
rreccional. 


Corte  Suprema  de  Justicia.  Guatemala, 
diez  de  Mayo  de  mil  novecientos  treinta 
y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  once 
de  febrero  del  año  en  curso  proferida  por 
la  Sala  3a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  en 
la  criminal  que  por  el  delito  de  homicidio 
se  siguiera  contra  Felipe  Oliva  Santos  y 
compañeros. 

RESULTA:  ■ 

— I — 

El  Sábado  veintisiete  de  enero  de  mil  no- 
vecientos treinta  y cuatro,  en  la  casa  de 
Josefa  Navichoque,  ubicada  en  la  aldea  “El 
Carrizal”,  jurisdicción  de  Mataquescuin- 
tla,  departamento  de  Santa  Rosa,  se  cele- 
braba un  rezado  de  San  José  y según  dije- 
ron los  asistentes  no  había  música  ni  li- 
cor, pero  ya  tarde  de  la  noche  llegaron  en 
estado  de  ebriedad  los  individuos  Vidal 
Santos,  Mateo  Oliva,  Felipe  Oliva  Santos, 
Porfirio  Donis,  Carlos  y Alberto  Perdomo, 
Emilio  Oliva  y Felipe  Oliva  Toledo  y co- 
menzando con  bromas,  entablaron  una 
discusión  que  culminó  en  un  bochinche 
dando  por  resultado  que  Felipe  Oliva  To- 
ledo fuera  herido  de  gravedad. 

Felipe  Oliva  Santos  y Gregorio  Oliva 
fueron  a casa  del  Comisionado  Militar 
Bernardino  Lemus  quien  inmediatamente 
se  presentó  en  el  lugar  de  autos  en  donde 
encontró  al  ofendido  en  un  huatalito  In' 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


291 


mediato  a la  casa  de  la  Naviehoque  y al 
preguntarle  sobre  lo  que  le  pasaba  le  con- 
testó que  Vidal  Santos  lo  habla  herido: 
fuese  enseguida  a dar  parte  a la  autoridad 
y cuando  regresó  el  herido  habla  muerto. 

— II  — 

La  sentencia  del  Juez  de  la.  Instancia 
de  Santa  Rosa  considera  que  con  el  dicho 
de  los  testigos  idóneos  y contestes  Ber- 
nardino  Lemus,  Lorenzo  Ramírez,  Alberto 
Chajón  y Pablo  Raymundo,  se  comprobó 
que  el  veintiocho  de  enero  de  mil  nove- 
cientos treinta  y cuatro,  como  a las  dos 
horas,  en  la  aldea  “El  Carrizal’’  y en  ca- 
sa de  Josefa  Naviehoque,  riñeron  confusa 
y tumultuariamente,  Vidal  Santos,  Mateo 
Oliva,  Carlos  y Roberto  Perdomo,  Porfirio 
Donis,  Felipe  Oliva  Santos  y Felipe  Oliva 
Toledo  y a consecuencia  de  tal  riña  resul- 
tó mortalmente  herido  este  último  y con 
lesiones  leves  Emilio  Oliva  Toledo;  pero 
como  no  pudo  establecerse  quién  causó  la 
lesión  que  produjo  la  muerte,  estima  pro- 
cedente apiiear  la  pena  de  tres  años  a 
cada  uno  de  los  que  ejercieron  violencia 
sobre  el  interfecto;  que  en  cuanto  al  de- 
lito de  lesiones  causadas  a Comelio  Oliva 
del  cual  fue  acusado  como  autor  Mateo 
del  mismo  apellido,  no  existe  prueba  ple- 
na de  la  culpabilidad,  por  lo  que  procede 
absolverlo,  aunque  limitando  la  absolución 
a la  instancia  por  tratarse  de  lesión  grave 
y haber  esperanza  de  mejorar  la  prueba; 
razones  por  las  cuales  declara  que  Felipe 
y Mateo  Oliva  Santos  y Roberto  Perdomo 
Santos  son  autores  del  delito  de  homicidio 
cometido  en  la  persona  de  Felipe  Oliva 
Toledo,  condenándoles  a sufrir  la  pena 
de  tres  años  de  prisión  correccional  a ca- 
da uno  de  ellos,  conmutables  en  dos  ter- 
ceras partes  a un  quetzal  diario;  por  fal- 
ta de  plena  prueba  absuelve  de  la  instan- 
cia a Gregorio  Oliva  Martínez  en  los  deli- 
tos de  homicidio  y lesiones;  por  falta  de 
plena  prueba  absuelve  asimismo  de  la  ins- 
tancia a Mateo  Oliva  Santos  por  las  lesio- 
nes que  sufrió  Cornelio  Oliva;  por  la  fal- 
ta cometida  al  lesionar  levemente  a Emi- 
lio Oliva  Toledo,  condena  a los  tres  reos 
primeramente  citados,  a la  pena  de  diez 
días  de  prisión  conmutables  a diez  centa- 
vos diarios;  .y,  por  último,  deja  abierto  el 
procedimiento  contra  Vidal  Santos,  Car- 
los Perdomo,  Porfirio  Donis  y Basilio  Ji- 
ménez, para  cuando  sean  capturados. 

— in  — 

La  Sala  3a.  de  la  Corte  de  Apelaciones 
conoció  en  apelación  y resolvió  el  once  de 
febrero  del  año  en  curso,  confirmando  el 


fallo  con  las  modificaciones  siguientes: 
lo.  la  pena  que  se  impone  a los  autores  del 
delito  de  homicidio  es  la  de  cinco  años  de 
prisión  correccional;  2o.  la  conmuta  de  es- 
ta pena  es  de  tres  quetzales  diarios;  y 3o. 
la  pena  por  las  lesiones  inferidas  a Emilio 
Oliva  Toledo  es  de  quince  dias  en  lugar  de 
diez.  Funda  este  fallo  en  las  siguientes  ra- 
zones; lo.  la  culpabilidad  de  Vidal  San- 
tos, Mateo  Oliva,  Carlos  y Roberto  Perdo- 
mo, Porfirio  Donis  y Felipe  Oliva,  en  el  ho- 
micidio cometido  en  la  persona  de  Felipe 
Oliva  Toledo,  así  como  en  las  lesiones  que 
sufrió  Emilio  de  los  mismos  apellidos,  se 
encuentra  plenamente  establecido  con  los 
testigos  Bernardino  Lemus,  Lorenzo  Mar- 
tínez, Alberto  Chajón  y Pablo  Raymundo; 
2o.  se  encuentra  probado  que  las  lesiones 
que  ocasionaron  la  muerte  del  agredido,  y 
las  que  recibió  su  hermano,  fueron  oca- 
sionadas por  el  grupo  que  agredió  a uno  y 
a otro,  por  lo  cual,  aunque  hubo  agresión 
conjunta  no  existió  confusión,  siendo  el 
caso,  por  consiguiente,  de  estimar  que  la 
pena  que  corresponde  a los  procesados  es 
la  de  cinco  años  por  el  homicidio  y la  de 
quince  dias  por  las  lesiones  leves;  3o.  que 
Gregorio  Oliva  Martínez  y Mateo  Oliva, 
sindicados  por  Cornelio  como  autores  de 
las  lesiones  que  éste  sufrió,  no  tienen  prue- 
ba plena  para  ser  condenados,  pero  por  la 
gravedad  del  delito  y la  esperanza  de  me- 
jorar la  pesquisa,  hace  procedente  la  ab- 
solución únicamente  de  la  instancia. 

— IV  — 

Los  procesados  Felipe  y Mateo  Oliva  ■ 
Santos  y Roberto  Perdomo,  bajo  la  direc- 
ción del  abogado  don  Humberto  Robles,  in- 
terpusieron el  presente  recurso  de  casa- 
ción contra  la  ejecutoria  de  la  Sala  3a.  ale- 
gando violación  de  ley.  Exponen  que  la 
apreciación  que  hace  la  Sala  de  la  prueba 
rendida  es  injusta,  pues  los  testigos  Al- 
berto Chajón,  Encarnación  Polanco,  Gre- 
gorio Oliva,  Lorenzo  Ramírez,  Bernardino 
Lemus  y el  alcalde  auxiliar  Carlos  Matías 
González,  indican,  de  común  acuerdo,  que 
el  propio  interfecto  antes  de  morir,  les 
manifestó  que  su  heridor  había  sido  Vidal 
Santos,  con  lo  que  se  ha  desatendido  el 
valor  jurídico  de  la  prueba  de  tales  decía' 
raciones,  infringiéndose  así  el  articulo  573 
de  Prs.  Pns.  De  igual  manera,  agregan,  se 
han  violado  los  artículos  568,  571  del  códi- 
go citado,  11,  12  y 297  fracción  segunda  del 
Código  Penal.  También  se  violó  el  artículo 
2o.  del  Dto.  1740  al  permitir  la  conmuta- 
ción de  la  pena  con  el  máximo  que  señala 
el  referido  decreto,  pues  sólo  se  atendió  a 
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la  gravedad  del  delito  sin  tomar  en  cuenta 
las  circunstancias  económicas  que  son  ma- 
las. 

CONSIDERANDO: 

En  el  proceso  obran  más  de  dos  declara- 
ciones de  testigos  que  reúnen  todos  los  re- 
quisitos legales  y hacen  plena  prueba;  el 
fallo  recurrido  se  conforma  entonces  con 
los  artículos  568,  570,  571  y 573  de  Prs.  Pns., 
leyes  que  han  sido  rectamente  aplicadas 
en  el  caso  que  se  examina  en  vez  de  in- 
fringirse como  alegan  los  recurrentes. 
Aparte  de  las  declaraciones  prestadas  por 
los  testigos  de  cargo  durante  la  sustancia- 
ción  del  juicio,  se  produjeron  de  nuevo  en 
segunda  instancia  a solicitud  del  Fiscal  y 
explicaron  con  precisión  quiénes  fueron 
los  agresores  del  interfecto  y de  su  herma- 
no. Como  el  Arto.  297  fracción  2a.  del  Có- 
digo Penal  prescribe  que  si  no  constare 
quién  o quiénes  causaron  las  lesiones  que 
podujeron  la  muerte,  todos  los  agresores 
sufrirán  la  pena  de  cinco  años  de  prisión 
correccional  y el  caso  sub-júdice  encaja 
en  esta  disposición  porque  si  consta  quié- 
nes fueron  los  agresores,  pero  no  se  sabe 
quién  de  ellos  causó  la  herida  que  provo- 
có la  muerte,  la  resolución  recurrida  está 
conforme  a la  ley. 

Los  artículos  11' y 12  del  Código  Penal 
de  ninguna  manera  pudieron  infringirse 
puesto  que  el  hecho  investigado  es  consti^ 
tutivo  de  delito  y se  ha  hecho  responsa- 
bles de  él  a las  personas,  cuya  culpabilidad 
se  encuentra  demostrada. 

Por  último,  el  articulo  2o.  del  Dto.  1747 
tampoco  está  violado  porque  es  potestativo 
de  los  tribunales  sentenciadores  graduar 
la  conmuta  de  la  pena,  cuando  procede, 
entre  una  mínima  de  diez  centavos  y una 
máxima  de  tres  quetzales  diarios. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y de  lo  dispuesto  en 
los  articulo^  686  y 690  de  Prs.  Pns.  DESES- 
TIMA el  recurso  interpuesto  y condena  a 
cada  uno  de  los  reos  recurrentes  a la  pena 
adicional  de  quince  días  de  prisión  simple 
conmutables  a diez  centavos  diarios. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a don- 
de corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  So- 
lazar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Arnulfo  Juárez  por  el 
delito  de  atentado  y contra  Alfonso  He- 
rrera Tello  y Tiburcio  Argueta  por  abu- 
sos contra  particulares. 

DOCTRINA:  Nadie  puede  ser  detenido  si- 
no por  causa  de  acciones  u omisiones  ca- 
lificadas como  delito  o falta  y en  virtud 
de  orden  escrita  de  autoridad  competen- 
te. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintisiete  de  Mayo  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  diez  y 
nueve  de  Febrero  del  año  en  curso  profe- 
rida por  la  Sala  6a.  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, en  el  proceso  seguido  contra  Arnul- 
fo Juárez  por  el  delito  de  atentado  y con- 
tra Alfonso  Herrera  Tello  y Tiburcio  Ar- 
gueta por  abusos  contra  particulares. 

RESULTA: 

— I — 

El  veintidós  de  agosto  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cuatro,  el  Comandante  Local 
de  Chiantla,  departamento  de  Huehuete- 
nango,  dió  parte  al  Juez  de  Paz  de  que  Al- 
fonso Herrera  y Teófilo  Argueta,  ayudan- 
te del  encargado  de  milicias  de  la  Aldea 
“Tajumuco”  y Auxiliar  Municipal  de  la 
misma,  respectivamente,  encontrándose 
en  comisión  para  perseguir  el  contraban- 
do, encontraron  en  camino  desconocido,  a 
Arnulfo  Juárez  quien  portaba  un  mache- 
te y a quien  por  creerlo  sospechoso  le  exi- 
gieron aquellos  sus  boletos  y demás  docu- 
mentos de  identificación,  pero  no  tenién- 
dolos se  opuso  y fué  conducido  a la  de- 
tención de  la  aldea;  que  los  tres  tuvie- 
ron una  refriega  de  cuyo  resultado  Juárez 
apareció  con  una  pequeña  herida  en  la 
parte  superior  del  ojo  izquierdo;  acompa- 
ñó un  sombrero  de  palma  que  presentaba 
una  cortadura  y el  machete  que  le  reco- 
gió. 

Arnulfo  Juárez,  declaró  que  habla  sido 
víctima  de  los  mencionados  Herrera  y Ar- 
gueta, quienes  le  pidieron  sus  boletos  y 
como  no  los  portaba  lo  condujeron  preso, 
cometiendo  con  él  atropellos,  conío  que 
Argueta  lleno  de  ira  le  ordenó  a Herrera 
que  lo  ultimara  a palos  en  caso  de  resis- 
tencia y efectivamente  le  asestó  un  golpe 
en  el  ojo  que  le  hizo  caer  al  suelo  bañado 
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en  sangre;  trató  así  de  levantarse  y salir 
corriendo  para  librarse  de  sus  agresores, 
pero  lo  alcanzaron,  lo  botaron  y lo  ata- 
ron a un  palo  en  donde  el  Auxiliar  le  pe- 
gó unos  varazos  y al  fin  lo  desataron  y lo 
llevaron  atado  de  brazos  a otro  lugar;  que 
después  pasó  por  allí  el  encargado  militar 
Fidel  Mérida  y también  lo  maltrató  de  pa- 
labra amenazándolo  con  mandarlo  preso  a 
la  Comandancia  Local  de  la  villa;  que  en 
ese  momento  sus  agresores  le  dieron  par- 
te de  que  él  se  había  opuesto  y que  había 
intentado  matarlos  con  un  machete;  que 
les  ordenó  que  lo  condujeran  a un  arroyo 
para  que  se  levara  la  sangre  y en  seguida 
lo  llevaron  amarrado  al  Juzgado  Auxiliar 
de  Tajumuco  y en  seguida  a la  Comandan- 
cia Local  de  Chiantla. 

Argueta  y Herrera  declararon  en  igual 
sentido,  exponiendo  que  en  cumplimien- 
to de  órdenes  superiores  salieron  a perse-* 
guir  el  contrabando  y a los  faltistas  a las 
listas  militares;  que  por  los  alrededores 
de  aquella  aldea  y a bastante  distancia 
de  ésta  en  el  camino  encontraron  a Ar- 
nulfo  Juárez,  vecino  de  la  jurisdicción  a 
quien  exigieron  la  presentación  de  su  cita 
y como  no  la  llevaba  dispusieron  condu- 
cirlo, pero  éste  se  opuso  y quiso  agredirlos 
con  machete  por  lo  que  se  agarraron  con 
Herrera  y en  la  lucha  cayeron  al  suelo  y 
se  golpeó  Juárez  con  una  piedra  produ- 
ciéndose una, lesión  en  el  ojo;  que  luego  lo 
amarraron  y lo  sujetaron  a un  palo  para 
tenerlo  seguro;  que  como  pasó  el  encar- 
gado militar  Fidel  Mérida  le  dieron  parte 
de  lo  ocurrido  y él  les  ordenó  que  lo  con- 
dujeran a la  Comandancia  Local;  que  Ar- 
gueta al  ser  atacado  por  Juárez  con  el  ma- 
chete procuró  defenderse  con  su  sombre- 
ro, por  lo  que  éste  resultó  con  una  cortada 
producida  por  dicha  arma. 

Los  informes  médico-legales  establecen 
que  la  lesión  del  ofendido  fué  producida 
con  arma  contundente  y que  sobrevino  in- 
fección lo  que  determinó  mayor  tiempo  de 
asistencia  facultativa. 

Entre  las  pruebas  producidas  es  de  no- 
tarse la  ordenada  por  el  Juez  en  auto  pa- 
ra mejor  fallar  a fin  de  establecer  si  la 
cortadura  del  sombrero  que  llevaba  Teó- 
filo Argueta  fué  hecha  en  el  pleito  o fue- 
ra de  él.  El  experto  nombrado  al  efecto, 
opinó  que  tal  cortadura  fué  producida  in- 
tencionalmente y no  en  el  acto  de  la  de- 
fensa. 

— II  — 

El  Juez  de  la.  Instancia  de  Huehuete- 
nango  dictó  sentencia  el  trece  de  noviem- 


bre del  año  próximo  pasado,  declarando: 
que  Alfonso  Herrera  Tello  es  autor  de  los 
delitos  de  abusos  contra  particulares  y le- 
siones, imponiéndole  la  pena  de  ocho  me- 
ses de  arresto  mayor  conmutable  en  su  to- 
talidad a diez  centavos  diarios;  y absuel- 
ve a los  reos  Teófilo  Argueta  y Arnulfo 
Juárez  de  los  cargos  de  abusos  contra  par- 
ticulares, lesiones  y atentado  que  respec- 
tivamente se  le  formularon. 

Se  funda  el  fallo  en  que  la  responsabili- 
dad criminal  de  Alfonso  Herrera  se  probó 
de  manera  plena  con  la  sindicación  del 
ofendido  Arnulfo  Juárez,  con  la  declara- 
ción de  Teófilo  Argueta,  con  la  indagato- 
ria del  propio  reo,  y con  el  informe  del 
empírico  que  fué  el  primero  que  se  dió,  he- 
chos que  enlazados  establecen  presuncio- 
nes graves  contra  el  procesado.  Que  la  res- 
ponsabilidad de  Teófilo  Argueta  no  llegó 
a comprobarse  pues  no  existe  más  que  la 
sindicación  del  ofendido  Arnulfo  Juárez; 
y que  en  cuanto  al  delito  de  atentado  por 
el  que  se  procesó  a este  último  tampoco 
existe  plena  prueba,  mucho  más  que  se  de- 
mostró que  la  cortadura  del  sombrero  del 
presunto  ofendido  no  fué  causada  por  el 
sindicado. 

— III  — 

Apelada  la  sentencia  pasó  el  proceso  a 
la  Sala  6a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  y 
después  de  los  trámites  legales,  se  resol- 
vió el  diez  y nueve  de  Febrero  del  año  en 
curso  revocando  el  fallo  de  la.  Instancia  en 
lo  relativo  a la  condena  de  Alfonso  Herre- 
ra Tello  y a la  absolución  de  Arnulfo  Juá- 
rez, declarando  absuelto  al  primero  del 
cargo  de  abusos  contra  particulares;  y al 
segundo  autor  de  atentado  contra  los  agen- 
tes de  la  autoridad  por  lo  que  le  impone  la 
pena  de  dos  años  de  prisión  correccional, 
conmutables  en  dos  terceras  partes  a diez 
centavos  diarios. 

Considera  la  Sala  que  el  delito  de  aten- 
tado se  encuentra  establecido  con  los  he- 
chos siguientes:  lo.  haber  confesado  Ar- 
nulfo Juárez  que  no  llevaba  los  boletos  que 
le  fueron  pedidos;  2o.  haber  confesado  que 
cuando  lo  conducían  se  resistía  algo;  3o. 
no  haber  presentado  más  que  un  golpe  so- 
bre el  ojo  y otro  pequeño  en  el  brazo,  lo 
que  indica  que  no  lo  flajelaron  como  dice 
pues  de  lo  contrario  presentaría  más  seña- 
les de  golpes;  4o.  haber  presentado  Argue- 
ta su  sombrero  con  una  cortadura  que  ase- 
guró le  fué  ocasionada  por  Juárez;  y aun- 
que el  experto  aseguró  lo  contrario,  esti- 
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ma  el  fallo  que  no  debe  aceptarse  tal  dic-' 
tamen  porque  cualquiera  persona  en  el 
momento  de  defenderse  con  el  sombrero 
toma  éste  de  la  manera  que  puede  y por 
lo  mismo  bien  pudo  haber  sido  ocasiona-' 
da  la  cortadura  de  adentro  hacia  afuera, 
y la  circunstancia  de  que  dicha  cortadura 
sea  quebrada,  no  significa  que  haya  sido 
hecha  después  del  suceso;  5o.  haber  re- 
conocido como  propio  el  machete  que  fué 
presentado  al  Juzgado,  hechos  todos  que 
unidos  a la  semiplena  prueba  que  produce 
la  declaración  de  Tiburcio  Argueta,  corro- 
borada con  lo  manifestado  por  Herrera, 
pues  entre  las  declaraciones  de  los  tres 
debe  dársele  más  crédito  a las  de  Herrera 
y Argueta  por  haberse  cometido  el  hecho 
en  despoblado,  estas  más  acordes  con  las 
constancias  de  autos  y ser  agentes  de  la 
autoridad,  forman  plena  prueba  de  pre- 
sunciones de  que  el  mencionado  Juárez  es 
autor  del  delito  de  atentado;  que  como 
consecuencia  debe  absolverse  a Argueta  y 
a Herrera  del  delito  de  abusos  contra  par- 
ticulares, al  primero  por  falta  de  prueba 
y al  segundo  por  estar  exento  de  responsa- 
bilidad criminal  en  el  caso  de  que  le  hu- 
biera ocasionado  a Juárez  la  herida  que 
sufrió,  por  haber  obrado  en  defensa  de  la 
persona  de  Argueta,  pues  están  a su  favor 
las  .circunstancias  de  agresión  ilegitima 
y necesidad  racional  del  medio  empleado 
para  inferirla,  ya  que  no  está  demostrado 
que  haya  obrado  por  venganza  u otro  mo- 
tivo ilegítimo. 

— IV  — 

Arnulfo  Juárez,  con  la  dirección  del  abo- 
gado Juan  S.  Mérida,  introdujo  el  presen- 
te recurso  de  casación  por  violación  de  los 
artículos  568,  571,  581  incisos  lo.  y 8o.  586, 
587,  595,  596  y 597  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales. 

__  ' CONSIDERANDO: 

El  articulo  568  de  Prs.  Pns.,  citado  en  el 
recurso,  establece  imperativamente  que 
nadie  puede  ser  condenado  sino  cuando 
haya  prueba  plena  de  que  existió  el  delito 
y de  que  el  procesado  lo  cometió;  y los  ar- 
tículos 586,  596  y 597  del  mismo  Código, 
también  citados,  determinan  las  circuns- 
tancias que  debe  tener  en  cuenta  el  Tri- 
bunal sentenciador  para  apreciar  el  mé- 
rito de  la  declaración  de  un  testigo  y pa- 
ra deducir  las  presunciones  humanas. 

La  sentencia  recurrida  está  fundada  en 
apreciaciones  que  de  ninguna  manera  se 


deducen  de  hechos  probados  y bastantes 
para  deducir  la  culpabilidad  del  prevenido, 
siendo  ilógico  el  criterio  de  la  Sala  e in- 
sostenible porque  contraria  abiertamente 
las  disposiciones  que  se  dejan  menciona- 
das. En  efecto,  parte  del  hecho,  que  consi- 
dera básico,  de  que  Juárez  confesó  que  no 
llevaba  los  boletos  que  le  fueron  pedidos 
y que  cuando  lo  conducían  se  resistía  al- 
go. El  articulo  30  de  la  Constitución  de  la 
República  garantiza  plenamente  a la  per- 
sona, pues  sólo  en  caso  de  delito  o falta 
infraganti  puede  ser  detenida  para  poner- 
la a disposición  del  Tribunal  que  corres- 
ponda, pero  en  otro  caso,  se  necesita  or- 
den escrita  de  autoridad  competente  para 
verificar  la  detención;  y como  en  autos  no 
aparece  probada  ninguna  de  estas  circuns- 
tancia, es  evidente  que  no  sólo  no  existe 
delito  de  atentado  sino  que  son  los  apre- 
hensores quienes  han  violado  esta  garan- 
tía constitucional. 

Los  enjuiciados  Argueta  y Herrera  ase- 
guran que  andaban  en  busca  de  clandes- 
tinistas y pidiendo  las  citas  militares,  pe- 
ro no  consta  en  el  proceso  cuál  era  en  rea- 
lidad el  carácter  con  que  procedían  estos 
individuos,  antecedente  necesario  para 
determinar  la  infracción  penal  que  podía 
cometese,  puesto  que  atentado  sólo  puede 
tener  lugar  cuando  se  acomete,  se  emplea 
fuerza  o se  intimida  a la  autoridad,  a sus 
agentes,  o a funcionarios  públicos  y nin- 
guna de  estas  calidades  correspondía  a di- 
chos sujetos,  encargados,  según  asegura- 
ron, de  requerir  la  presentación  de  las  ci- 
tas que  se  extienden  a los  que  concurren 
a las  listas  militares,  de  tal  manera  que  si 
procedían  como  miembros  de  escolta,  su 
carácter  era  bien  distinto  del  de  agentes 
de  autoridad  y en  tal  caso  el  delito  de 
atentado  no  tuvo  existencia  jurídica;  si 
procedían  como  agentes  del  Resguardo,  la 
captura  no  podían  verificarla  porque  no 
había  delito  o falta  infraganti  ni  orden  es- 
crita de  autoridad  competente;  y tanto  por 
estas  razones  como  por  la  falta  de  identifi- 
cación de  los  aprehensores,  la  victima,  aún 
aceptando  que  haya  resistido,  no  cometió 
dehto,  en  este  caso.  Arto.  139  Código  Pe- 
nal. 

El  hecho  de  que  Juárez  no  presentara 
más  que  un  golpe  sobre  el  ojo  y otro  pe- 
queño en  el  brazo,  dice  la  sentencia,  in- 
dica que  no  lo  flagelaron  pues  de  lo  con- 
trario presentaría  más  golpes;  agrega  que 
no  acepta  que  la  cortadura  del  sombrero 
de  Argueta  haya  sido  hecha  intencional- 
mente, como  afirma  el  dictamen  pericial, 
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sino  decide  aceptar  que  se  causó  en  la  de- 
fensa, toda  vez  que  la  circunstancia  de  que 
fuera  quebrada  tal  cortadura  no  significa 
que  haya  sido  hecha  después  del  suceso  y 
además  porque  una  persona  que  se  de- 
fiende de  esa  manera  toma  el  sombrero 
como  puede:  deducciones  estas  manifies- 
tamente arbitrarias  que  de  ningún  modo 
revisten  los  caracteres  indispensables  de 
gravedad,  precisión  y concordancia  que 
exige  el  articulo  595  de  Prs.  Pns.,  pues  al 
contrario,  el  primer  hecho  es  indicio,  aun-* 
que  insuficiente  por  si  sólo,  de  la  agresión 
y atropello  de  los  aprehensores;  y respec- 
to al  segundo  no  hay  motivo  legal  alguno 
para  dejar  de  aceptar  el  dictamen  del  ex- 
perto. 

Continúa  la  sentencia  recurrida  estiman- 
do el  hecho  de  que  Juárez  reconoció  co- 
mo suyo  el  machete  que  fué  presentado  al 
Juzgado,  lo  cual  no  puede  ser  en  este  ca- 
so antecedente  apreciable  que  haga  pre- 
sumir la  culpabilidad  del  dueño  del  mache- 
te puesto  que  el  comiso  de  esta  arma  jun- 
tamente con  la  captura  de  Juárez  la  lie-* 
varón  a cabo  los  mismos  enjuiciados  Ar- 
gueta  y Herrera. 

Por  último,  la  Sala  otorga  mayor  crédi- 
to a lo  declarado  por  Argueta  y Herrera 
que  a lo  expuesto  por  Juárez,  fundada  en 
que  el  hecho  se  cometió  en  despoblado,  en 
que  están  más  de  acuerdo  con  las  cons- 
tancias de  autos  y en  que  los  primeros  eran 
agentes  de  autoridad.  Como  los  tres  indivi- 
duos fueron  procesados,  los  dos  primeros 
por  abusos  contra  particulares  y el  últi- 
mo por  atentado,  no  hay  razón  alguna  pa- 
ra otorgar  crédito  solamente  a lo  que  dicen 
los  primeros,  pues  la  misma  razón  existe 
para  aceptar  o rechazar  las  tres  declara- 
ciones; en  cuanto  a las  constancias  de  au- 
tos ya  se  ha  estimado  que  son  completa- 
mente desfavorables  a aquéllos;  y en  lo 
relativo  al  último  punto,  entraña  un  do- 
ble error  jurídico  porque  no  sólo  no  está 
probado  que  fueran  agentes  de  autoridad 
sino  que  aún  cuando  lo  fueran,  no  existe 
disposición  alguna  que  por  esa  circuns- 
tancia otorgue  mayor  valor  probatorio  a 
sus  afirmaciones.  Artículos  581  inciso  8o. 
686  inciso  lo.,  587  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  estiman- 
do que  la  ejecutoria  recurrida  infringe  las 
disposiciones  contenidas  en  los  artículos 
568,  571,  581,  inciso  8o.,  586,  587,  595,  596  y 
597  de  Prs.  Pns.,  citados  por  el  recurrente, 
CASA  Y ANULA  la  sentencia  recurrida  y re- 
solviendo sobre  lo  principal,  declara  ab- 


suelto a Arnulfo  Juárez,  por  falta  absolu- 
ta de  prueba,  del  cargo  de  atentado  que 
se  le  formuló. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Leonzo  de  León  por  pa- 
rricidio y lesiones. 

DOCTRINA:  El  delito  frustrado  se  distin- 
gue del  consumado,  en  que  en  aquél,  fal- 
ta la  realización  efectiva  del  daño  inten- 
tado, el  que  resulta  propuesto;  y .se  di- 
ferencia de  la  tentativa,  en  que  la  deci- 
sión de  la  voluntad  criminal  fué  sosteni- 
da por  el  agente  activo  del  delito  hasta 
el  último  acto  que  debía  inmediatamen- 
te realizar  su  acción  delictuosa. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintisiete  de  Mayo  de  mil  novecientos 
tremta  y cinco. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Cuarta  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones,  el  veinticinco  de  Marzo 
del  año  en  curso,  en  los  procesos  acumula- 
dos contra  Leonzo  de  León  por  parricidio 
frustrado  en  la  persona  de  su  esposa  Jua- 
na de  León  Chávez  de  León  y por  lesiones 
en  la  de  Carlos  Fuentes,  en  la  cual  se  con- 
firma en  todas  sus  partes  la  que  dictara 
el  Juez  de  la.  Instancia  de  San  Marcos  y 
por  la  que  condenó  a Leonzo  de  León  por 
el  delito  de  parricidio  frustrado,  a diez  a- 
ños  de  prisión  correccional  inconmutables, 
haciendo  las  demás  declaraciones  corres- 
pondientes en  derecho  y absolviéndolo  del 
cargo  que  por  el  delito  de  lesiones  en  la 
persona  de  Carlos  Fuentes,  se  le  juzgó. 

— I — 

El-  catorce  de  Agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y tres,  a las  veinte  horas  y treinta 
minutos,  se  presentó  ante  el  Juez  de  Paz 
de  Comitancillo,  Juana  de  León  Chávez, 
dando  parte  que  en  momentos  antes  y en 
ocasión  que  estaba  en  su  casa,  su  esposo 
Leonzo  de  León,  con  quien  vivía  separada, 
entró  haciéndole  varios  reclamos  y dicién- 
dole  que  lo  que  ella  estaba  haciendo  no  le 
agradaba,  ordenándole  que  cerrara  la 
puerta  que  daba  a la  calle;  que  como  la  di* 
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cente  se  re&btiera,  su  esposo  la  agredió  con 
un  cuchillo,  por  lo  que  salló  corriendo,  pe" 
ro  que  al  darle  alcance  su  agresor,  le  Infi- 
rió por  detrás  varios  lesiones  en  la  espalda 
y en  la  mano  derecha,  por  cuyo  motivo 
olla  cayó,  pero  que  habiendo  luchado  por 
levantarse,  pronto  continuó  corriendo,  de- 
rramando mucha  sangre,  hasta  llegar  a 
Aquel  Tribunal.  En  su  ratificación  agregó, 
que  con  su  esposo  de  León  estaban  sepa- 
rados desde  hacia  tiempo,  pero  que  al  re" 
gresar  éste  de  la  capital,  la  visitó  varias 
veces  para  reconciliarla,  lo  que  no  quiso  ella 
aceptar  y convinieron  en  definitiva,  divor- 
ciarse; que  le  hizo  ver  lo  mal  que  se  habla 
portado  con  ella  durante  el  aho  que  vivie- 
ron juntos,  por  lo  que  su  esposo  le  dijo  que 
si  ella  no  era  para  él,  que  entonces  no  seria 
tampoco  para  nadie;  que  por  esa  amenaza 
se  fué  a Tejutla  donde  su  esposo  la  fué  a 
buscar,  pero  que  no  le  habló,  que  volvió  al 
lugar  de  su  residencia  porque  creia  que  su 
esposo  no  estaba  alli  y dijo  por  último  que 
las  únicas  personas  que  la  visitaban  eran 
sus  familiares  Marcos  Serrano  y su  hijo 
Luis,  quienes  acababan  de  salir  de  su  ca- 
sa cuando  su  esposo  ilegó.  Indagado  Leon- 
zo  de  León  Mérida,  manifestó  que  el  dia 
del  hecho  se  acercó  a la  casa  de  su  espo- 
sa Juana  de  León  Chávez,  con  el  objeto  de 
entregarle  una  sombrilla  y en  la  puerta 
vló  que  tenía  como  visita  a Marcos  Serra- 
no y a su  hijo  Luis,  que  entonces  se  dió 
cuenta  que  la  de  León  se  estaba  expresan- 
do mal  de  él  y diciendo  que  por  nada  dis- 
pondria  unirse  a él  nuevamente;  que  des- 
pués de  haberse  retirado  los  Serrano,  en- 
tró el  declarante  a la  casa  y le  entregó  a 
su  esposa  la  sombrilla,  pero  que  ésta  lo  re-* 
cibió  muy  mal  y lo  atacó  con  un  palo;  que 
enojado  por  ello,  tomó  un  cuchillo  de  la 
propia  tienda  de  su  esposa  y la  agredió, 
que  como  ella  saliera  corriendo,  la  siguió 
y a corta  distancia  del  patio  de  la  casa  le 
pudo  pegar,  causándole  las  heridas  que  la 
de  León  presentaba;  que  al  enterarse  de 
lo  que  habla  hecho,  con  el  mismo  cuchillo 
se  infirió  dos  heridas  con  el  propósito  de 
suicidarse,  arrojando  el  cuchillo  y cayen- 
do el  dicente  por  efecto  de  la  hemorragia; 
que  tomó  esa  determinación  porque  su  es- 
posa tenia  relaciones  amorosas  con  Feli- 
ciano Chávez  Ramírez.  El  Juez  instructor 
describió  las  heridas  que  ambos  presenta- 
ban, haciendo  constar  que  encontró  el  ar- 
ma que  utilizó  el  reo,  todavía  con  señales 
de  sangre,  encontrando  también  un  zapato 
de  la  señora  de  León  que  dejó  tirado  cuan- 
do bula,  recogiéndole  al  reo  dos  cartas, 


una  para  el  Juez  de  la.  Instancia  de  San 
Marcos  y otra  para  el  Alcalde  lo.  Munici- 
pal de  Comitancillo,  las  cuales  obran  a fo- 
lios trece,  catorce  y quince.  La  sirvienta 
Andrea  Gómez,  manifestó  haber  visto 
cuando  Leonzo  de  León  trataba  de  agre- 
dir a su  patrona  Juana  de  León  Chávez  y 
que  atemorizada  fue  a llamar  a Marcos 
Serrano,  no  habiéndose  dado  cuenta  del 
paradero  de  su  patrona.  A folios  veinte  se 
encuentra  la  certificación  del  Registro  Ci- 
vil, del  matrimonio  de  Leonzo  de  León  con 
Juana  de  León  Chávez  de  León.  A folios 
treinta,  el  informe  del  Cirujano  del  Hos- 
pital de  San  Marcos,  sobre  las  lesiones  que 
sufrió  Juana  de  León  Chávez  en  el  cual 
después  de  describir  las  que  presentaba, 
manifiesta,  que  tardó  veinticuatro  días 
para  su  curación,  sin  quedarle  impedimen- 
to ni  .deformidad  alguna.  Al  ampliar  su 
declaración  indagatoria  y examinársele 
con  respecto  a las  lesiones  inferidas  a Car- 
los Fuentes,  Leonzo  de  León,  dijo:  que  ape- 
nas recordaba  lo  sucedido,  por  encontrar- 
se en  estado  de  ebriedad;  que  no  lo  hizo  en 
estado  normal,  porque  tenia  varios  días  de 
estar  tomando  y negó  el  hecho  de  haber 
lesionado  a Fuentes. 

— Il- 
eon estos  antecedentes,  el  Juez  de  la  cau- 
sa dió  fin  al  proceso  el  veintiuno  de  enero 
del  presente  año,  declarando  que  Leonzo 
de  León  era  autor  del  delito  de  parricidio 
frustrado,  imponiéndole  la  pena  de  diez 
años  de  prisión  correccional  inconmutable 
y absolviéndolo  por  el  delito  de  lesiones  en 
la  persona  de  Carlos  Fuentes,  por  falta  de 
prueba.  , 

— III  — 

Al  recibir  la  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  el  proceso  instruido  contra 
Leonzo  de  León,  en  virtud  de  apelación  del 
fallo  proferida  por  el  Juez  de  la.  Instancia 
de  San  Marcos,  mandó  correr  trámites  co- 
rrespondientes. El  Fiscal  antes  de  evacuar 
su  traslado,  pidió  que  para  mejor  proveer, 
se  librara  despacho  al  Juez  de  la.  Instan- 
cia de  San  Marcos  para  que  el  cirujano  de- 
partamental, doctor  don  Moisés  Villagrán 
ampliara  el  informe  rendido  el  seis  de  sep- 
tiembre de  mU  novecientos  treinta  y tres, 
referente  a las  lesiones  inferidas  a Jua- 
na de  León  Chávez,  para  que  indicara  si 
las  lesiones  que  recibiera  la  víctima,  por  la 
magnitud  de  las  mismas  o la  naturaleza 
de  los  órganos  interesados,  pudieron  ha- 
berle ocasionado  la  muerte,  o no  tuvieron 
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el  carácter  de  mortales,  Inmediatamente 
después  de  haber  sido  inferidas.  El  doctor 
Villagrán  informó,  es  decir  amoliando  el 
informe  solicitado,  que  las  lesiones  inferi- 
das a Juana  de  León  Chávez  no  eran  mor- 
tales en  el  sentido  lato  de  la  palabra,  pero 
si  amenazaban  la  vida  de  dicha  seño- 
ra Dor  haberse  producido  un  hemotórax 
de  la  cavidad  pleural,  motivo  por  el  cual, 
de  urgencia  se  le  hizo  una  thoracenthesis 
(■evacuación  del  derrame),  para  evita'-  me 
por  compresión  orisinara  un  estado  asfíc- 
tico de  letalidad  indiscutible.  Al  evacuar 
su  traslado  el  Fiscal,  düo  oue  el  delito  co- 
metido por  el  procesado  no  era  parricidio 
sino  tentativa  de  uxoricidio. 

Como  no  estuviera  de  acuerdo  con  la  sen- 
tencia proferida  ñor  mavorla;  por  haber 
salvado  su  voto  el  Magistrado  Abel  'V.  Mon- 
túfar.  el  Fiscal.  Licenciado  Oscar  Zeceña, 
introdu.io  contra  la  elecutoria  de  la  Sala 
Cuarta,  recurso  de  casación  ñor  infracción 
de  ley,  denunciando  como  infringidos:  la 
tercera  y última  parte  del  artícu'o  16.  e in-' 
cisos  4o..  5o..  7o.  V lOo.  del  artículo  21, 
ambos  del  Código  Penal.  Pedidos  los  ante- 
cedentes y señalado  día  nara  la  vista,  es  el 
caso  de  dictar  la  resolución  que  correspon- 
de. 

CONSroERANDO: 

En  contra  del  inculpado  Leonzo  de 
León  Mérida  existe  plena  prueba,  con  res-' 
pecto  a ser  él  el  autor  de  haber  intentado 
dar  muerte  a su  cónyuge  Juana  de  León 
Chávez  de  León,  toda  vez  de  que  fué  sor- 
prendido infraganti,  y por  consiguiente 
corresponde  examinar  si  hubo  delito  frus- 
trado o .solamente  tentativa  de  uxoricidio, 
que  castiga  la  Ley  penal  como  parricida, 
en  su  artículo  5o.  del  Decreto  1366. 

Todos  los  autores  de  Derecho  Penal  di- 
cen que  el  delito  frustrado  se  distingue  del 
consumado,  en  que  en  aquél  falta  la  rea- 
lización efectiva  del  daño  intentado,  el  que 
resulta  propuesto;  y se  diferencia  de  la 
tentativa,  en  que  la  decisión  de  la  volun- 
tad criminal  fué  sostenida  ñor  el  agente 
activo  del  delito  hasta  el  último  acto  que 
debía  inmediatamente  realizar  .su  acción 
delictuosa.  El  hecho  de  examen  constitu- 
ye indudablemente  el  delito  de  parricidio 
frustrado,  pues  dada  la  intención  de  de 
León  Mérida.  como  lo  demuestran  las  car- 
tas oue  le  encontró  el  Juez  de  instrucción, 
su  propósito  era  de  causar  la  muerte  a ,su 
consorte  y además,  por  ser  el  resultado  na- 
tural que  debía  de  esperarse  después  do 
apuñalearla  por  detrás  yarias  yeces  vol- 


viendo en  seguida  el  arma  hacia  él  para 
quitarse  la  vida,  y no  el  resultado  de  las 
lesiones  como  se  alega  en  la  defensa  y el 
pedimento  fiscal.  De  lo  contrario  seria 
muv  fácil  buscar  en  cada  caso  para  ex- 
ceptuarse de  la  pena  grave  que  la  ley  se- 
ñala. si  conio  consecuencia  médico-legal, 
las  heridas  que  resultaron  del  hecho  en 
cualquier  forma  en  que  se  hubieran  come- 
tido, eran  de  carácter  mortal  de  necesidad, 
pero  éstas  dependen  de  multitud  de  cau- 
sas externas  y a erroms  d”  diagnósticos  y 
por  eso  es  oue  la  Medicina  Legal  sólo  seña- 
la como  tales,  las  heridas  del  corazón,  del 
cerebro,  pulmones  y otras  varias. 

Pero  en  todo  caso  lo  que  la  Lev  Penal 
exige,  es  el  conocimiento  del  propósito  ho- 
micida, de  la  dase  y estado  del  arma  em- 
pleada, dirección  de  la  misma  a la  parte 
media  y principal  del  cuerpo,  como  dato.s 
de  todo  punto  necesarios  para  adquirir  el 
conocimiento  de  que  el  agente  practicó 
supletivamente  por  su  parte  todos  los  ac- 
tos 'de  eiecurión  oue  deberiap.  producir 
como  resultado  la  muerte  del  acometido. 
Fn  consecuencia  de  lo  expuesto,  no  puede 
decirse  oue  hava  habido  simóle  tentativa, 
poroue  la  eiecución  del  agente  tantas  ve- 
ce-s  citado,  fué  total  y no  meramente  par- 
cial. sino  lo  que  hubo  fué  un  delito  frus- 
trado y por  tanto  no  se  infringió  por  la  Sa- 
la sentenciadora  el  artíciilo  16  del  Código 
Penal  oue  define  la  tentativa  y el  delito 
frustrado. 

Con  respecto  a la,s  circunstancias  ate- 
nuantes. o sean  todas  anuella-s  oue  dismi- 
nuven  la  responsabilidad  y la  pena,  ya  por- 
nue  revelen  en  ei  autor  e.scasa  nerver.si- 
dad.  o denoten  en  él  cierta,  falta  de  inteli- 
rencia.  de  libertad  o de  intención  crimi- 
no-sa.  no  es  el  caso  de  oxaminar'as  dada  la 
manera  cómo  se  cometió  el  delito  v por 
consiguiente  tampoco  se  infringieron  por 
la  Sala  sentenciador^,  los  incisos  4o..  .5o,. 
7o.  " 10o,  de]  Articulo  21  del  mismo  Códi- 
go ya  citado. 

POR  TANTO. 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  dispuesto  en  los  Artos.  676.  686, 
690  y 735  P.  P.;  22  Decreto  1928,  DESESTI- 
MA el  recurso  interpuesto. 

Notifiouese  v con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante  mi, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Elfego  Castellanos  La- 
parra  y compañeros  por  falsificación  de 
billetes  de  Banco  de  los  Estados  Unidos 
de  Norteamérica  y varias  estafas. 

DOCTRINA:  La  apreciación  del  valor  ju- 
rídico de  las  presunciones  humanas  in- 
cumbe a los  Tribunales  de  Instancia, 
siempre  que  los  hechos  de  los  cuales  se 
deriven  se  encuentren  debidamente  pro- 
bados. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintinueve  de  Mayo  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  que  más  adelante  se  relatará 
pronunciada  en  los  procesos  instruidos 
contra  Elfego  Castellanos,  Ricardo  Dávila 
Ruiz,  Moisés  Palacios  Vielman,  José  María 
Orozco  y Marcos  Pérez  y Pérez  por  los  de- 
litos de  falsificación  de  billetes  de  Banco 
de  los  Estados  Unidos  de  Norteamérica  y 
varias  estafas.  , 

RESULTA; 

Juan  Salinas  con  fecha  siete  de  Noviem- 
bre de  mil  novecientos  veintisiete  se  pre- 
sentó por  escrito  ante  el  Juez  5o.  de  la.  Ins- 
tancia de  este  departamento  manifestan- 
do. entre  otras  cosas,  lo  que  sigue:  que  exi- 
gió a Elfego  Castellanos  Laparra  el  pago 
de  su  cuenta  por  alimentación  y el  valor 
del  cuarto  que  ocupaba  en  su  hotel  deno-' 
minado  “Washington”,  y dicho  señor  le  en- 
tregó un  cheque  librado  a su  favor  por  don 
Salvador  Menéndez  contra  el  Banco  de 
Guatemala,  de  esta  ciudad,  expedido  el  5 
de  Octubre  anterior  (1927)  por  la  suma  de 
ciento  ochenta  y cinco  dólares.  Que  cre- 
yendo en  la  buena  fé  de  Castellanos  Lapa- 
rra, aceptó  el  pago  sin  saber  que  en  su  con- 
tra se  cometía  una  estafa,  pues  Menéndez 
no  tiene  cuenta  ni  fondos  en  el  menciona- 
do Establecimiento  Bancario.  Y según  se 
le  había  informado  el  cheque  corresponde 
al  Libro  que  el  Banco  de  referencia  le  ha- 
bía entregado  a Castellanos.  A su  memo- 
rial acompañó  el  acusador  un  testimonio 
del  acta  de  protesto  del  cheque,  que  fue  le" 
vantada  por  el  Notario  Don  Francisco  M. 
Rodas.  A las  diligencias  fué  agregado  el 
informe  en  que  el  Gerente  del  Banco  de 
Guatemala  manifestó:  que  Salvador  Me- 
néndez nunca  ha  tenido  cuenta  en  aquella 
Institución  de  Crédito,  y que  el  cheque  nú- 


mero 56632  corresponde  al  talonario  que 
fué  entregado  a Elfego  Castellanos  Lapa- 
rra, cheques  que  están  numerados  del  ... 
56626  al  56650.  Interrogado  Castellanos 
Laparra  expuso  que  compró  a Salvador 
Menéndez,  en  representación  de  la  Compa- 
ñía Holandesa,  una  partida  de  ganado  fla- 
co, y,  por  esta  circunstancia  le  conoció,  sa- 
biendo después  que  era  de  Jutiapa,  y per- 
sona muy  honorable.  Que  en  el  mes  de 
Octubre  dé  ese  mismo  año  (1927)  le  ven- 
dió a Menéndez  ganado  gordo  y como  di- 
cho señor  no  tenía  cheques,  él  (Castella- 
nos) le  dió  tres  en  blanco,  habiendo  con- 
signado Menéndez  en  uno,  la  cantidad  de 
ciento  ochenta  y cinco  dollars  para  pagar- 
le parte  del  valor  del  ganado.  Que  este 
cheque  lo  endosó  al  propietario  del  hotel 
Washington,  sin  ninguna  malicia;  y cuan- 
do el  Administrador  del  hotel  le  refirió 
que  el  documento  no  había  sido  cubierto 
decidió  escribir  a Menéndez,  ofreciéndole 
pagar  ese  dinero  a fines  del  mes,  en  ca- 
so de  que  no  le  contestara  dicho  señor. 
También  se  agregaron  a los  autos:  una 
carta  dirigida  por  el  Agente  de  la  Compa- 
ñía Holandesa  de  Comercio  de  Centro 
América  a Elfego  Castellanos  Laparra  con 
fecha  dos  de  Diciembre  de  mil  novecien- 
tos veintisiete,  en  que  le  manifiesta  que 
según  contrato  de  compra-venta  del  once 
de  Ago.sto  del  año  que  acaba  de  mencio- 
narse, compraron  por  medio  de  Castella- 
nos a Salvador  Menéndez  para  la  finca 
“San  Bernardo”,  ochenta  y tres  cabezas  de 
ganado  que  le  fueron  pagadas  al  contado; 
y el  cheque  número  56632  librado  por  Sal* 
vador  Menéndez.  Don  Federico  Hochste- 
tter.  agente  de  la  referida  Compañía  Ho- 
landesa, corroboró  lo  manifestado  por 
Castellanos  acerca  de  que  este  señor  in- 
tervino en  la  compra  de  ganado  que  se  hi- 
zo para  la  finca  del  declarante,  pero  que 
no  conoce  a Menéndez,  pues  Castellanos 
fué  el  único  que  arregló  aquel  negocio. 

El  diez  y ocho  de  Febrero  de  mil  nove- 
cientos veintinueve,  Marta  López  de  Sa- 
gastume  presentó  ante  el  Juez  4o.  de  Paz 
una  acusación  contra  Elfego  Castellanos 
Laparra,  asegurando  que  Castellanos  guar- 
daba en  su  poder  y a la  orden  de  dicha  se- 
ñora la  suma  de  quinientos  pesos  oro  ame- 
ricano, la  cual  se  había  negado  a entregar 
a pesar  de  habérsele  requerido  para  ello. 
Interrogado  Castellanos  Laparra  manifes* 
tó,  entre  otras  cosas,  lo  que  sigue:  que  fir- 
mó un  documento  de  depósito  para  garan- 
tizar la  deuda  que  Ricardo  González  Arzú 
había  contraído  a favor  de  F’austo  Ramos, 
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y a este  señor  le  pagó  varias  cantidades  de 
dinero  por  los  intereses  que  González  le 
debía  a Don  Fausto;  y que  ya  pagó  la  can- 
tidad de  quinientos  pesos  oro,  como  lo  com- 
probaba con  el  recibo  que  Don  Víctor  Sa- 
gastume  expidió  a favor  de  Félix  Toquin. 
Fausto  Ramos  expuso:  que  Ricardo  Gon- 
zález Arzú  le  firmó  un  documento  de  de- 
pósito por  la  cantidad  de  quinientos  dóla- 
res y subscribió  otro  a favor  de  don  Víctor 
Sagastume  por  seiscientos:  que  González 
Arzú  fue  acusado  por  el  señor  Sagastume, 
Castellanos  se  hizo  cargo  del  depósito  fir- 
mando un  documento  por  quinientos  dóla- 
res y que  sobre  esta  suma  Castellanos  pa- 
gaba intereses  a razón  del  cinco  por  cien- 
to mensual;  que  reconoció  el  recibo  expe- 
dido por  el  dicente  a favor  de  Castellanos 
por  la  cantidad  de  cincuenta  pesos  oro 
valor  de  los  intereses  correspondientes  a 
los  meses  de  Octubre,  Noviembre,  Diciem- 
bre, Enero  y Febrero  de  los  años  de  mil 
novecientos  veintisiete  y mil  novecientos 
veintiocho,  respectivamente,  que  Castella- 
nos Laparra  cubría  por  los  quinientos  dó- 
lares tantas  veces  mencionados.  Obran 
en  estas  diligencias  los  documentos  que  a 
continuación  se  expresan:  el  documento 
de  depósito  subscrito  por  Elfego  Castella- 
nos Laparra,  el  diez  y ocho  de  octubre  de 
mil  novecientos  veintisiete,  y endosado  a 
favor  de  Marta  López  de  Sagastume  por 
Fausto  Ramos  con  fecha  veintiuno  do  Ma- 
yo de  mil  novecientos  veintiocho.  Tanto  la 
firma  de  Castellanos  como  la  de  Ramos 
fueron  legalizadas  por  los  Notarios  seño- 
res Don  Guillermo  Vides  C.  y don  Carlos 
B.  Rivera:  copia  certificada  del  acta  que 
se  levantó,  el  diez  y nueve  de  Noviembre 
de  mil  novecientos  veintisiete,  donde  cons- 
ta el  requerimiento  hecho  a Castellanos 
Laparra  por  el  Receptor  del  Juzgado  lo. 
de  la.  Instancia  Departamental,  don  J. 
Mancilla  Barrientos,  asociado  de  los  testi- 
gos Alfonso  Mancilla  y Fidel  Rodríguez:  el 
recibo  por  cincuenta  pesos  oro  reconocido 
por  Fausto  Ramos;  y el  documento  expedi- 
do y reconocido  por  don  Victor  Sagastu- 
me el  primero  de  Marzo  de  mil  novecien- 
tos veintinueve. 

Tomás  Soto  Fernández,  Administrador 
de  la  “Garita  Peruana”,  e’  trece  de  Agosto 
de  mil  novecientos  veintiocho,  se  presentó 
ante  el  Juez  5o.  de  la.  Instancia  Departa- 
mental, acusando  a Elfego  Castellanos  La- 
parra,  porque  éste  con  dos  cheques  por  va- 
lor de  veinticinco  dollars  cada  uno,  le  pa- 
gó diez  galones  de  gasolina  que  le  había 
comprado  en  la  suma  de  cuatrocientos  pe- 
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sos  moneda  nacional,  y cuando  presentó 
los  cheques  al  Banco  Colombiano  no  le 
fueron  cubiertos;  que  más  tarde  buscó  a 
Castellanos,  quien  le  dió  un  pagaré  por  CO 
dollars  con  su  firma  legalizada  por  el  No-* 
tario  don  Celso  D.  Cerezo,  el  trece  de  Ju- 
nio de  mil  novecientos  veintiocho,  docu- 
mento que  no  le  fué  pagado  al  vencerse  el 
plazo  de  treinta  dias  que  habian  estipulado. 
Interrogado  Castellanos  Laparra  acerca  de 
este  hecho  expuso:  que  desde  el  mes  de 
Noviembre  del  año  de  mil  novecientos 
veintisiete,  habia  comprado  al  crédito  la 
gasolina  en  la  Agencia  Peruana  y expidió 
a favor  del  señor  Soto  Fernández  más  de 
treinta  cheques  por  diferentes  cantidades 
y siempre  que  lo  hizo  fué  porque  tenia 
fondos  en  el  Banco  Colombiano;  que  al  li- 
brar los  dos  cheques  a que  se  refiere  Fer- 
nández, si  tenia  dinero  en  aquella  Insti- 
tución Bancaria.  mas  cuando  fueron  co- 
brados ya  él  había  dispuesto  de  sus  fon- 
dos. V al  reclamarle  Fernández  le  dió  el 
pagaré  mencionado  anteriormente,  F'ue- 
ron  agregados  a los  autos  los  documentos 
que  .se  dejan  ya  relacionados,  los  recibos 
expedidos  por  el  Receptor  del  Banco  Co- 
lombiano a favor  de  Elfego  Castellanos 
Lanarra  donde  constan  las  cantidades  de* 
nositadas  por  Castellanos  en  los  meses  de 
Enero.  Febrero  v Marzo  del  año  de  mil 
novecientos  veintiocho:  y el  informe  emi- 
tido por  uno  de  los  Directores  del  Banco 
Colombiano  el  tres  de  Septiembre  de  mil 
novecientos  veintiocho,  en  el  cual  consta 
que  Castellanos  Laparra  tenia  a su  favor 
en  esa  fecha  un  saldo  de  siete  dollars:  que 
en  poder  de  Don  Elfego  obraba  un  talona- 
rio de  cheques  numerado  del  146,051  al.. 
146.075,  V que  los  cheques  números  146,060 
y 146,067  fueron  rechazados  por  no  tener 
suficientes  fondos. 

Justo  Alfredo  Cóbar  se  presentó  con  fe- 
cha veintitrés  de  Abril  de  mil  novecientos 
veinticinco,  ante  ei  Juez  6o.  de  la.  Instan- 
cia acusando  a E'fego  Castellanos  Lapa- 
rra por  el  delito  de  estafa  que  hizo  consis- 
tir en  el  hecho  que  a continuación  se  ex- 
presa: Cóbar  dió  a Castellanos  noventa  y 
nueve  quintales  y sesenta  y tres  libras  de 
café,  extendiéndole  un  recibo,  pero  reco- 
mendó al  señor  F.  H.  Schmolck  que  no  en- 
tregaran el  café  a Castellanos  Laparra  ni 
a persona  alguna,  hasta  tanto  que  Caste- 
llanos no  le  pagara  su  va'or,  pues  se  convi- 
no en  que  éste  le  daría  el  sesenta  y cinco 
por  ciento  del  importe  en  el  momento  de 
entregarle  Cóbar  el  café  al  Beneficio  y el 
otro  veinticinco  por  ciento  al  estar  ya  “en 
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oro”  dicho  fruto.  Que  Castellanos  no  le 
había  dado  ni  un  centavo  de  estas  canti- 
dades, y en  cambio  recibió  del  señor 
Schmolck  una  carta  en  la  que  le  manifies- 
ta que  la  Compañía  Holandesa  reclamaba 
ese  café.  Don  Federico  Hochstetter.  Re- 
presentante de  la  Compañía  Holandesa  de 
Centro  América  informó  al  Juez  6o.  de  la. 
Instancia  Departamental,  entre  otras  co- 
sas lo  siguiente:  que  la  Compañía  no  ha 
comprado  café  a Elfego  Castellanos  y que 
todos  los  cafées  los  recibe  en  consignación. 
La  Sociedad  de  referencia  tiene  con  Cas- 
tellanos dos  negocios  distintos:  uno  relativo 
al  crédito  que  por  cuenta  de  la  casa  de 
Amsterdam  le  fué  abierto  hasta  por  la  su- 
ma de  catorce  mil  pesos  oro  americano, 
($14.000)  garantizado  con  primera  hipote- 
ca sobre  las  fincas  “San  Bernardo”  y 
“Guaray”.  pagadero  por  consignaciones  de 
las  cosechas  de  café:  y el  otro  negocio,  en 
virtud  del  cual  Castellanos  propuso  enviar 
café  de  diferentes  calidades  de  fincas  de 
Oriente,  en  consignación,  y en  cambio  se  le 
ofreció  adelantarle  contra  tales  consigna- 
ciones, por  término  medio,  diez  y ocho 
pesos  oro  americano,  por  quintal  neto  oro, 
puesto  en  estación,  pagando  Castellanos 
directamente  los  sacos  y gastos  de  benefi- 
cio, etc.,  hasta  poner  el  café  en  la  esta- 
ción. Que  cuando  resultó  que  Castellanos 
había  usado  todos  los  adelantos  para  pagar 
por  el  café  en  pergamino  y cuando  ya  no 
tuvo  dinero  para  cubrir  los  demás  gastos, 
la  Compañía  para  no  demorar  el  despacho 
de'  café  .se  vió  forzada  a adelantar  tam- 
bién dichos  gastos.  Y como  por  la  baja 
muy  fuerte  del  café,  hubo  peligro  de  que 
las  consignacione.s  ya  no  cubrieran  todos 
los  adelantas,  fué  necesario  que  Castella- 
nos garantizara  rualouiev  déficit  nue  pu- 
diera resu'tar  con  una  hipoteca  adicional 
sobre  las  fincas  que  se  dejan  ya  relacio- 
nadas. El  total  do  cafA  pergamino  entre- 
nado en  los  diferentes  beneficios  es  de  cua- 
tro mil  treinta  v nueve  nuinta'es.  De  e.s- 
to.s  se  embarcaron  a Amsterdam  3.307.70 
quintales  oro.  v 82.71  quintales  se  encuen- 
tran detenidos  en  e’  Beneficio  del  señor 
Sqhmolck  de  orden  de  los  Juzgados  lo.  v 
6o. 'de  la.  Instancia  de  este  Departamento 
a solicitud  de  don  Alfredo  Cóbar.  Y los 
pagos  totales  en  florines  holandeses  de  la 
ca.sa  matriz,  los  recibía  hasta  que  el  café 
se  realizaba  y era  practicada  la  liquida- 
ción correspondiente;  pero  la  Agencia  ha- 
bía adelantado  hasta  aquella  fecha  (13  de 
Junio  de  1925) , setenta  y siete  mil  novej 
cientos  siete,  cincuenta  y un  centavos  oro 


americano  ($77.907.51)  a cuenta  de  dicho 
café.  Ei  señor  Hochstetter  ratificó  su  in- 
forme, agregando  que  a Castellanos  le 
adelantó  diez  y ocho  pesos  oro  americano 
por  cada  quintal  de  café  puesto  en  cuaH 
quiera  estación  del  Ferrocarril;  que  como 
lo  expresa  en  su  informe  no  ha  comprado 
ese  fruto,  sino  que  lo  envió  en  consigna^ 
ción  de  don  Elfego  para  Amsterdam,  café 
que  hasta  esa  fecha  (13  de  Junio  de  1925), 
no  se  había  vendido  en  el  exterior, 

Silverio  Aja  Galán  con  fecha  veintitrés 
de  Abril  de  mil  novecientos  veinticinco,  se 
presentó  ante  el  Juez  6o.  de  la.  Instancia 
Departamental  acusando  a Elfego  Caste- 
llanas Laparra  por  haber  vendido  a la  ca- 
sa Gerlach  y Co.,  ciento  treinta  y dos 
quintales  y sesenta  y seis  libras  de  calé, 
fruto  del  cual  no  podía  disponer  pues  so- 
lamente existia  una  promesa  de  venta 
acerca  de  este  negocio.  Justo  Alfredo  Có- 
bar expuso:  que  Elfego  Castellanos  le  so- 
licitó a Galán  en  venta,  ciento  veinte 
quintales  de  café  ofreciendo  pagarle  a 
diez  V nueve  pesos  oro  americano  cada 
quintal,  que  como  a Galán  no  le  convinie-' 
ra  el  precio,  le  dijo  a Castellanos  que  de- 
positaría el  café  en  el  Beneficio  de  los  se- 
ñores Schwartz  y Co.  y que  ya  beneficiado 
taivez  le  harían  mejores  propuestas:  que 
Galán  depositó  en  el  Benefieio  ya  mencio- 
nado. 132  quintales  y 66  libras,  y para  fa- 
cilitar una  negociación  en  caso  de  que  la 
hubiera,  dejó  el  café  a nombre  de  Caste- 
llanos, pero  adivirtiendo  a los  señores 
Schwartz  que  el  fruto  no  lo  había  vendido 
aún,  y que  por  consiguiente  só'o  debían 
entregarlo  si  se  les  presentaba  una  orden 
suya  por  escrito:  que  también  le  consta, 
que  Ca-stellanos  no  pagó  el  valor  del  café, 
y que  la  casa  Schwartz,  le  notificó  a Galán 
que  Castellanos  había  vendido  ese  fruto  a 
la  casa  Gerlach.  Emilio  Frieli  expuso  que 
por  referencias  de  su  amigo  Aja  Galán  su- 
po 'a  negociación  del  café.  Interrogado 
Castellanos  manifestó  haber  comprado  a 
Justo  Alfredo  Cóbar  café,  pagó  cierta  can- 
tidad a Cóbar,  y su  apoderado  Alfredo  Cas- 
tellanos Laparra  canceló  totalmente  a don 
Alfredo  la  suma  adeudada;  que  no  reco- 
nocía las  cartas  oue  obran  a los  folios  30 
y 31  de  la  segunda  pieza  del  proceso;  que 
cuando  él  ya  se  creía  dueño  del  café  lo 
consignó  a la  Compañía  Holandesa  de  Co- 
mercio de  Centro  América.  Acerca  del  ne- 
gocio a que  se  refiere  Aja  Galán,  manifes- 
tó Castellanos  ser  cierto  que  lo  celebró  y 
que  por  haberlo  autorizado  don  Alfredo 
para  que  vendiera  ese  fruto,  asi  lo  hizo 
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y además  Galán  le  dijo  que  cuando  tu- 
viera dinero  le  pagara  el  precio  del  café, 
y en  virtud  del  convenio  de  que  se  trata 
y a causa  de  no  haber  tenido  facilidades 
para  cumplir  con  su  compromiso  aún  es- 
taba la  deuda  sin  cancelar,  pero  está  en 
disposición  de  hacerlo.  Justo  Alfredo  Co- 
bar  desistió  de  su  acusación  por  haberle 
pagado  Castellanos  Laparra  integramente 
el  valor  de  los  99  quintales  y 63  libras  de 
café  en  pergamino  mencionados  anterior- 
mente; y el  café  fué  mandado  entregar  a 
la  Compañía  Holandesa. 

Don  Juan  Timcke  en  representación  de 
la  Casa  “Gerlach  y Cía.”,  pidió  al  Juez 
6o.  de  la.  Instancia  que  se  le  tuviera  como 
acusador,  tanto  de  Castellanos  Laparra  co- 
mo de  Aja  Galán.  A esta  causa  fueron 
agregados  los  documentos  que  siguen: 
una  carta  dirigida  por  don  F.  H.  Schmo’ck 
a don  Alfredo  Cóbar  manifestándole  que 
la  Compañía  Holandesa  reclamaba  como 
de  su  propiedad  las  9.963  libras  de  café 
pergamino:  una  carta  firmada  por  Elfego 
Castellanos  Laparra  y dirigida  el  diez  y 
nueve  de  marzo  de  mil  novecientos  vein- 
ticinco, a don  Alfredo  Cóbar  en  la  que 
Castellanos  le  manifiesta  que  le  acusa  re- 
cibo del  mencionado  café,  el  cual  no  se- 
ria vendido  sino  después  de  estar  benefi- 
ciado, y entonces  tratarían  del  precio  por 
no  convenirle  el  que  Cóbar  pretendía;  una 
carta  fechada  el  dos  de  abril  de  ese  mismo 
año,  por  medio  de  la  cual  Castellanos  ex- 
presa a Cóbar  no  haber  podido  arreglar 
el  negocio  del  café,  y que  éste  se  encuentra 
aún  en  el  Beneficio  San  Francisco  del 
señor  F.  H.  Schmolck  a su  orden  (de  Cas- 
tellanos) y además  le  avisa  que  recibió  la 
otra  remesa  de  104  quintales  y 2 libras  que 
también  quedaban  en  las  mismas  condi- 
ciones que  el  anterior;  dos  cartas  dirigi- 
das por  el  señor  Schmolck  a Cóbar  refe- 
rentes al  segundo  lote  de  café  y a otros 
asuntos:  informe  emitido  por  el  Juez  lo. 
de  la.  Instancia  del  Departamento  de  Gua- 
temala al  6o.  de  igual  categoría  departa- 
mental donde  consta  que  J.  Alfredo  Có- 
bar ha  seguido  diligencias  voluntarias  con 
el  fin  de  notificar  al  dueño  del  Beneficio 
de  café  San  Franci.sco  que  no  puede  ha- 
cer entrega  de  204  quintales  de  café  per- 
gamino, poco  más  o menos,  que  fueron 
depositados  por  Elfego  Castellanos  en  ese 
Beneficio:  copia  simple  de  la  escritura  pú- 
blica de  fecha  quince  de  Abril  de  mil  no- 
vecientos veinticinco,  y a la  cual  se  re- 
fiere el  señor  Agente  de  la  Compañía  Ho- 
landesa de  Comercio  de  Centro  América 
en  su  comunicación  fechada  en  esta  ciu- 


dad (Guatemala)  el  trece  de  junio  del 
año  que  acaba  de  mencionarse;  testimo- 
nio de  la  escritura  pública  a la  cual  aca- 
ba de  hacerse  referencia  otorgada  por  Cas- 
tellanos y la  Compañía  aludida  autoriza- 
da por  el  Notario  don  José  Azpuru:  aviso 
dirigido  por  el  Administrador  del  Benefi- 
cio de  los  señores  Schwartz  y Cía.  de  Es- 
cuintla,  a Silverio  Aja,  comunicándole  que 
su  café  será  beneficiado  del  veintidós  al 
veintitrés  de  Abril  (1925);  testimonio  de 
la  escritura  pública  de  Sociedad  Comer- 
cial formada  bajo  la  razón  social  “Gerlach 
y Cía”,  y que  fué  autorizada  en  esta  ca- 
pital, el  once  de  enero  de  mil  novecientos 
veintidós,  por  el  Notario  don  Marcial  Gar- 
cía Salas:  documento  simple  donde  cons- 
ta que  Elfego  Castellanos  Laparra  recibió 
de  Gerlach  y Cía  un  mil  ochocientos  cin- 
cuenta dollars  a cuenta  del  negocio  de 
café  que  se  consigna  en  el  contrato  cele- 
brado el  trece  de  Abril  de  mil  novecientos 
veinticinco,  entre  los  señores  Gerlach  y 
Cía  y Castellanos  Laparra:  carta  dirigida 
por  el  apoderado  de  Gerlach  y Cia.  a Cas- 
tellanos Laparra  donde  se  expresan  las 
condiciones  de  la  venta  de  132  quinta- 
les de  café  en  pergamino,  entregado  a 
nombre  de  Castellanos  ñor  Silverio  Aja 
en  el  Beneficio  de  los  señores  Schwartz  y 
Cia.  de  Escuintla:  carta  en  que  los  se- 
ñores Juan  y Julio  StahI.  apoderados  de  la 
casa  Schwartz  y Cia.,  comunican  a los  se- 
ñores Gerlach  y Cia.,  que  han  recibido  ins- 
trucciones de  Castellanos  para  hacerles  el 
correspondiente  trasoaso  de  una  partida 
de  132  quintales  y 66  libras  de  café  per- 
gamino, que  Silverio  Aja  había  entrega- 
do al  Beneficio  de  Escuint'a  por  cuenta 
de  don  E’fego:  transcripción  que  los  se- 
ñores don  Adolfo  Schwanck  y don  Juan 
Stahl,  apoderados  de  la  casa  Schwartz  y 
Cía.,  hicieron  a los  señores  Gerlach  del 
oficio  a virtud  del  cual  el  Juez  6o.  de  la. 
Instancia  de  este  Departamento  (Guate- 
mala) le  comunica  que  deben  retener  a 
la  orden  de  su  Despacho  los  132  quintales 
y 66  libras  de  café  que  les  había  entrega- 
do Silverio  Aja  Galán  a nombre  de  Elfe- 
go Castellanos  Laparra. 

El  apoderado  del  Coronel  don  Ovidio  Pi- 
varal  con  fecha  treinta  de  enero  de  mil 
novecientos  veintiocho,  presentó  al  Juez 
6o.  de  la.  Instancia  Departamental  al  ale- 
gar de  bien  probado  los  documentos  que  a 
continuación  se  expresan:  a)  una  certi- 
ficacióní  expedida  mor  el  Secretario  del 
Juzgado  2o.  de  la.  Instancia  Departamen- 
tal donde  consta:  el  documento  que  sirvió 
de  base  al  juicio  ejecutivo  iniciado  por  el 
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Licenciado  don  Octavio  Aguilar  como  re- 
presentante legal  del  Coronel  don  Ovidio 
Pivaral,  doña  Silvia  Pivaral  viuda  de  Le-' 
mus  y doña  Lucia  Herrarte  de  Pivaral  con 
el  fin  de  obtener  el  pago  de  la  suma  de 
treinta  mil  novecientos  ocho  dollars  y se- 
tenta y cinco  centavos  de  la  misma  mo- 
neda (30,908.75  dollars),  más  intereses  le- 
gales y las  costas  correspondientes;  ejecu- 
ción entablada  con  motivo  de  un  contra- 
to de  compra-venta  de  café  celebrado  en- 
tre los  ejecutantes  y Elfego  Castellanos 
Laparra;  y la  sentencia  que  declara  que 
ha  lugar  a hacer  pago  a los  acreedores  por 
capital,  intereses  y costas  con  el  saldo  re- 
sultante del  embargo  practicado  sobre  la 
cantidad  que  existía  a favor  de  Castelia- 
nos  en  la  Compañía  Holandesa  de  Comer- 
cio de  Centro  América  procedente  de  con- 
signaciones de  café  hechas  por  los  seño- 
res Pivaral:  y b)  cartas  dirigidas  por  los 
señores  don  Ismar  León  Sthal,  apodera- 
do de  don  Máximo  Stahl,  don  Arturo  Notte- 
bohn,  como  apoderado  de  la  casa  “Notte- 
bohn  Hnos.”,  y don  Juan  Timcke,  como 
representante  legal  de  los  señores  Gerlach 
y Cía.,  al  Coronel  don  Ovidio  Pivaral  ma- 
nifestándole que  el  precio  del  café  en  las 
condiciones  que  cada  uno  de  ellos  expre- 
sa en  sus  respectivas  comunicaciones,  fluc- 
tuaba al  rededor  del  veinte  de  febrero  de 
mil  novecientos  veinticinco,  entre  diez  y 
siete  y diez  y nueve  quetzales.  Interroga- 
do Castellanos  con  relación  a estos  hechos 
expuso:  que  ciertamente  se  había  compro- 
metido a comprarle  al  Coronel  Pivaral  tres 
mil  seiscientos  cincuenta  quintales  de  ca- 
fé a razón  de  veintiún  pesos  oro  america- 
no cada  uno,  fruto  que  el  dicente  dió  en 
consignación  a la  Compañía  Holandesa, 
y como  Pivaral  le  embargó  los  saldos,  ig- 
noraba a qué  precio  fué  vendido  ese  ca- 
fé: que  cuando  celebró  el  contrato  con  el 
Coronel  Pivaral,  el  precio  del  café  oscila- 
ba entre  veinte  y veintiún  dollars,  y to- 
dos los  indicios  que  había  entonces,  hacia 
esperar  que  el  fruto  referido  alcanzaría 
un  valor  de  veinticuatro  dollars  el  quin-" 
tal:  que  la  Compañía  le  adelantaba  el  se- 
tenta y cinco  por  ciento  del  precio  a que 
se  vendía  el  café  en  la  plaza,  cantidad 
que  él  entregaba  al  Coronel  Pivaral,  y que 
de  dichas  sumas  no  tenía  ningún  recibo, 
pues  se  consignaban  en  cheques  expedi- 
dos a favor  de  las  casas  a quienes  el  señor 
Pivaral  les  adeudaba  alguna  suma. 

Walter  Francisco  Siebold.  con  fecha 
veinticuatro  de  mayo  de  mU  novecientos 
veintinueve  se  presentó  ante  el  Juzgado 


6o.  de  la.  Instancia  Departamental  acu- 
sando a Elfego  Castellanos  Laparra,  por- 
que Castellanos  le  había  pagado  el  valor 
de  diez  galones  de  gasolina  y un  plumero 
con  un  cheque  expedido  al  portador  por 
tres  mil  doscientos  sesenta  pesos  billetes 
contra  el  Banco  de  Guatemala.  Como  le 
pareció  que  el  documento  de  referencia 
era  bueno,  le  devolvió  a Castellanos  La- 
parra  dos  mil  ochocientos  cincuenta  y 
cinco  pesos  o sea  la  diferencia  entre  la 
cantidad  gastada  por  el  comprador  y el 
valor  del  cheque  mencionado.  El  Banco 
de  Guatemala  no  pagó  al  Anglo  South 
American  Bank  ni  al  señor  Siebold  el  che- 
que número  152,771  que  había  librado  Cas- 
tellanos Laparra.  En  los  autos  obran  el 
acta  de  protesta  de  ese  cheque,  levantada 
a veinticuatro  de  mayo  de  mil  novecientos 
veintinueve,  por  el  Notario  don  Héctor  Vi- 
llagrán;  y la  carta  dirigida  por  el  sub- 
Gerente  del  Banco  de  Guatemala  a Cas- 
tellanos, en  que  le  manifestaba  que  es 
cierto  que  ha  tenido  cuenta  corriente  en 
esa  Institución  de  Crédito.  Castellanos 
Laparra  expuso,  al  ser  interrogado,  que 
cuando  presentaron  el  cheque  ya  se  ha- 
bía concluido  su  depósito,  y al  enterarse 
de  que  por  esta  circunstancia  no  le  ha- 
bían pagado  a don  Francisco  Siebold  se 
apresuró  él  a cubrirle  la  cantidad  que  le 
adeudaba.  El  señor  Siebold  desistió  de  la 
acusación  entablada,  en  virtud  de  que 
Castellanos  le  pagó  la  cantidad  que  le  de- 
bía y porque  éste  no  había  tenido  la  in- 
tención de  estafarle  aquella  cantidad, 
pues  lo  que  efectivamente  había  sucedi- 
do fué  que  su  deudor  ya  no  tenía  fondos 
suficientes  en  el  Banco. 

Fausto  Ramos,  con  fecha  siete  de  junio 
de  mil  novecientos  veintinueve,  acusó  an- 
te el  Juez  lo.  de  Paz  a Elfego  Castellanos 
porque  sin  tener  dinero  depositado  dicho 
señor  en  el  Banco  de  Occidente,  le  había 
expedido  el  cheque  número  141,187,  con- 
tra dicho  Establecimiento  Bancario  por 
la  cantidad  de  tres  mil  pesos  billetes,  el 
once  de  Junio  de  mil  novecientos  vein- 
tiocho, documento  que  tuvo  que  protestar 
el  veintidós  dei  mismo  mes,  por  falta  de 
pago,  según  consta  en  el  acta  levantada 
per  el  Notario  don  Guiiiermo  Cabrera 
Martínez.  Interrogado  Castellanos  expu- 
so: que  para  garantizar  a Ramos  ia  can- 
tidad que  Ricardo  Gonzáiez  Arzú  ie  adeu- 
daba, él  firmó  aquel  documento;  pero  con 
la  condición  de  que  el  cheque  no  seria 
presentado  al  Banco,  pues  no  tenía  fon- 
dos en  dicha  casa  bancaria.  No  fué  exa- 
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minado  Fausto  Ramos  a causa  de  haber 
sido  expulsado  de  la  República  en  virtud 
de  sindicársele  a consecuencia  de  consi- 
derar que  habla  tomado  parte  en  deli- 
tos contra  la  Hacienda  Pública.  González 
Arzú  manifestó  ser  cierto  lo  expuesto  por 
Castellanos  Laparra. 

El  Juez  2o.  de  Paz,  con  fecha  veinti- 
nueve de  Agosto  de  mil  novecientos  vein- 
tinueve, se  constituyó  en  la  casa  número 
setenta  y tres  de  la  Cuarta  Calle  Ponien- 
te de  esta  capital,  donde  el  Coronel  Ar-' 
turo  Molina,  Jefe  del  Departamento  de 
Investigación  de  la  Policía,  le  manifestó 
que  ahi  hablan  sido  encontrados  varios 
aparatos  y clisés  de  billetes  americanos 
de  veinte  pesos  oro,  cuatro  billetes  de  un 
dolar  que  hablan  sido  decolorados  por  me- 
dio de  procedimientos  químicos,  un  bille- 
te de  diez  dólares  y el  anverso  y reverso 
de  un  billete  de  a veinte  pesos  oro  que 
habla  sido  dividido  en  dos  partes. 

Al  ser  examinados  el  Jefe  del  Departa- 
mento de  Investigación,  y Juan  Castro, 
Daniel  Mérida  y Leopoldo  Morales,  agen- 
tes del  mismo  Cuerpo  de  Policía,  se  pro- 
dujeron en  los  términos  que  a continua- 
ción se  expresan:  el  primero  manifestó; 
que  cuando  fueron  capturados  Elfego  Cas- 
tellanos Laparra  y Ricardo  Dávila  Ruiz,  en 
el  interior  de  la  casa,  estaban  en  actitud 
de  trabajar:  y Castro  y Mérida  asegura- 
ron que  dichos  sujetos  conversaban  en  el 
zaguán,  mientras  el  agente  Morales  dijo 
que  Castellanos  se  encontraba  en  la  puer- 
ta y Dávila  Ruiz,  como  en  el  corredor. 

Castellanos  Laparra  dijo  que  conoció  en 
México  a Augusto  Bonet,  quien  en  el  mes 
de  Febrero  de  mil  novecientos  veintinue- 
ve había  llegado  a esta  capital  (Guatema- 
la), con  el  fin  de  estab'ecer  un  estudio 
fotográfico  y para  ese  efecto  trajo  mate- 
riales y algunos  aparatos;  que  en  tanto 
que  dicho  señor  instalaba  su  estudio,  y por 
haber  venido  en  malas  condiciones  pecu- 
niarias, él  (Castellanos)  le  dió  prestadas 
algunas  sumas  de  dinero;  que  su  primo 
Salvador  Castellanos  era  el  dueño  de  la 
casa  número  setenta  y tres  de  la  Cuarta 
Calle  Poniente  de  esta  cidad  y hacia  tres 
meses  que  se  la  había  dado  (Castellanos"! 
en  alquiler  a Bonet:  que  en  las  bodegas 
del  Ferrocarril  había  tenido  materia' "s  y 
aparatos,  los  cua'es  le  entregó  a Ricardo 
Dávila  en  el  mes  de  Abril  para  que  se 
los  guardase;  que  le  llevó  a Bonet  unas 
pruebas  negativas  para  que  escogiera  y le 
hiciese  unas  ampliaciones:  que  los  pape- 
les y talonarios  que  se  encontraron  los  te- 
nia en  la  bolsa  de  una  yalija  que  le  pres- 


tó a Bonet:  que  con  el  objeto  de  encar- 
gar a don  Augusto  algunos  trabajos  de  fo- 
tografía había  llegado  a la  casa  que  se 
deja  ya  mencionada,  y además  con  el  de 
cobrarle  las  pequeñas  cantidades  que  le 
había  dado  en  calidad  de  préstamo;  que 
a Ricardo  Dáyila  le  adeudaba  trescientos 
dollars  y con  el  fin  de  convencerlo  de  que 
si  no  le  había  pagado  era  porque  a él 
(Castellanos)  no  le  cancelaban  las  deu- 
das que  aún  tenían  que  cubrirle,  le  dijo 
a Dávila  que  fueran  a la  casa  tantas  ve- 
ces mencionada. 

Ricardo  Dávila  Ruiz  Eiseguró  no  haber 
tomado  parte  en  la  falsificación  de  mo- 
neda; que  a la  casa  donde  fué  captura- 
do había  llegado  cinco  veces,  anteriormen- 
te, con  el  objeto  de  cobrarle  a don  Elfego 
trescientos  dólares  que  le  adeudaba  aún, 
de  trescientos  cincuenta  que  le  había  da- 
do prestados;  que  siempre  vió  cerrados 
los  cuartos  y que  la  tarde  en.  que  fué  apre- 
hendido había  llegado  a la  casa  junto  con 
Castellanos,  quien  le  dijo  que  esperase  a 
un  señor  español  que  le  llevaría  cierta  su- 
ma. Dávila  Ruiz  presentó  un  cheque  por 
cincuenta  dólares  librado  a su  favor  con- 
tra el  Banco  Colombiano,  por  Castellanos 
Laparra,  con  techa  veinticinco  de  Marzo 
de  mil  novecientos  veintinueve,  y un  do- 
cumento en  que  consta  que  Castellanos 
tenia  un  depósito  de  treinta  dólares  a su 
favor  en  la  época  en  que  fué  acordada  la 
liquidación  de  aquella  Institución  de  cré- 
dito y cuya  fecha  es  la  misma  que  apare- 
ce en  el  cheque  mencionado. 

Antonio  López  Ibarra,  quien  vive  en  la 
casa  número  setenta  y cinco  de  la  Cuar- 
ta Calle  Poniente,  afirmó  que  la  casa  nú- 
niero  setenta  y tres  de  esa  misma  calle 
estaba  desocupada,  que  por  la  noche  oían 
ruidos  y durante  el  dia  vieron  entrar  al 
inmueble  de  referencia  a varias  personas 
en  actitud  sospechosa,  pues  procuraban 
que  no  pudieran  ser  conocidas. 

F'rancisco  García  aseguró  que  Castella- 
nos Laparra  y Ricardo  Dávila  habían  es- 
tado gastando  dinero  en  su  cantina  ins- 
talada en  San  Juan  Sacatepéquez,  el  vein- 
ticuatro de  Junio  de  mil  novecientos  vein- 
tinueve, con  motivo  de  la  fiesta  titular 
de  dicho  poblado;  que  al  siguiente  dia  en- 
cargó a un  chófer  que  le  hiciera  algunas 
compras  en  esta  ciudad  (Guatemala),  pe-* 
ro  no  pudo  llevarlas  a cabo,  porque  un  bi- 
llete de  diez  dólares  que  el  dicente  le  dió, 
y que  había  recibido  e'  día  anterior  en  su 
mencionada  cantina,  resultó  ser  falsifica- 
do. 
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Manuel  Hernández  González  y Clemen- 
cia García  afirmaron  haber  asistido  a la 
fiesta  de  San  Juan  Sacatepéquez  junta- 
mente con  Ricardo  Dávila  Ruiz,  quien  en 
esa  ocasión  no  hizo  gasto  alguno. 

Los  buenos  antecedentes  de  Dávila  Ruiz 
se  encuentran  probados  con  el  testimonio 
de  Francisco  Dávila  H.,  Mariano  H.  Que- 
zada,  Abraham  Figueroa  González,  Harol- 
do  Fonseca  Montiel  y Francisco  Castillo. 

El  2o.  Jefe  de  la  Policía  de  Investiga- 
ción, Angel  S.  Flores,  dió  parte  al  Juez 
lo.  de  Paz  con  fecha  veintiséis  de  Julio 
de  mil  novecientos  treinta,  de  haber  sido 
capturado  Elfego  Castellanos  Laparra  en 
la  casa  número  veintisiete  de  la  Undécima 
Avenida  Sur  de  la  capital,  habiéndole  de- 
comisado cuatro  billetes  falsos,  dos  de  diez 
dólares  y dos  de  veinte  dólares  y además, 
“un  aparato  cilindrico”,  varios  pinceles  y 
frascos  con  substancias  químicas  y tintas. 

Castellanos  Laparra  expuso;  que  los  bi'* 
lletes  eran  legítimos,  uno  de  a veinte  y 
el  otro  de  diez  dollars,  los  cuales  tenían  se- 
parado el  anverso  del  reverso;  y trataba 
de  publicar  en  La  Gaceta  de  la  Policía  una 
demostración  de  lo  que  los  timadores  de- 
nominan “copia”,  procedimiento  diferen- 
te de  la  falsificación. 

El  señor  Luis  Velásquez.  experto  nom- 
brado para  establecer  la  legitimidad  de  los 
billetes  mencionados,  dictaminó  en  el  sen- 
tido de  que  estos  sí  son  legítimos. 

El  veinte  de  Enero  del  año  de  mil  nove- 
cientos treinta  y tres,  Pedro  Heroles,  agen- 
te de  la  Policía  de  Investigación,  procedió 
a la  detención  de  Moisés  Palacios  Vielman, 
porque  en  la  taquilla  del  Teatro  Pa'ace, 
pagó  el  valor  de  unas  entradas  con  un  bi- 
llete de  a veinte  dólares. 

Al  practicar  el  Juez  2o.  de  Paz  un  re- 
gistro, la  noche  del  veinte  de  Enero  (1933) 
en  el  cuarto  que  ocupaba  Palacios,  en  la 
casa  número  véintiocho  de  la  Primera  Ave- 
nida Norte  de  esta  capital,  dentro  de  una 
valija  que  estaba  colocada  en  el  interior 
de  otra  más  grande,  fueron  encontrados; 
dos  billetes  falsos  de  a veinte  dólares,  cin- 
cuenta y seis  clisés  de  cobre;  una  caja  con 
'^materiales  de  fotografía,  un  pequeño  cli- 
sé. dos  copias  con  la  leyenda  que  sigue; 
The-sauer-Amer-Sefent-Sigil;  diez  y seis 
placas  de  vidrio  con  puebas  negativas  de 
billetes  de  Banco  y tres  copias  en  paoel 
sepia  y una  de  un  billete  de  a dólar,  vein- 
tiocho billetes  de  a veinte  dólares  y uno, 
valor  de  un  dólar,  en  preparación. 

Moisés  Palacios  Vielman  declaró;  que 
hacia  un  año,  Castellanos  y Marcos  Pérez 
le  refirieron  que  ellos  se  dedicaban  a fa- 


bricar moneda  falsa  y se  preparaban  para 
continuar  sus  trabajos;  que  José  María 
Orozco  y Marcos  Pérez  tenían  unas  má- 
quinas que  les  servirían  para  ese  objeto; 
que  en  este  asunto  habían  tomado  tam- 
bién parte  Facundo  Valle  jos,  Cayetano  Ar- 
chila,  Domingo  Díaz  y el  hombre  de  color 
Baltasar  Williams;  y que  a principios  del 
mes  de  Diciembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y dos,  Castellanos  le  dió  a guardar  la 
valija  que  se  deja  ya  mencionada,  y el  ca- 
torce de  Enero  (1934)  que  por  curiosidad 
la  había  abierto  y necesitando  dinero,  sa- 
có de  ahí  un  billete  de  Banco  que  trataba 
de  hacer  pasar  en  el  Teatro  Palace. 

Castellanos  Laparra  expuso  al  ser  inte- 
rrogado, que  en  cierta  ocasión  que  conver- 
saba con  don  Rafael  Noriega,  éste  le  di- 
jo que  poseía  una  prensa  tipográfica,  y 
como  él  (Castellanos)  a su  vez  le  manifes- 
tó que  guardaba  los  fragmentos  de  otra 
máquina,  y Noriega  también  le  dijo  que 
en  Cobán  estaba  una  persona  que  tenia  la 
intención  de  comprar  tales  cosas,  ambos 
dispusieron  remitirlos  a ese  lugar;  que 
más  tarde  le  informó  Noriega  que  el  ne- 
gocio no  había  sido  posible  arreglarlo  y 
al  mismo  tiempo  dió  los  recibos  del  fe- 
rocarril  para  que  recogiera  las  máquinas, 
que  él  (Castellanos)  guardó  los  fragmen- 
tos de  una  y entregó  a José  María  Orozco 
la  otra  máquina;  que  en  el  año  de  mil 
novecientos  veintiocho,  compró  a un  señor 
de  apellido  Arrechea,  por  encargo  de  don 
José  Wer,  materiales  para  tipografía  o li- 
tografía y unas  máquinas  por  la  cantidad 
de  un  mil  ochocientos  dólares,  pagándole 
al  contado  un  mil  doscientos,  los  cuales 
completó  con  un  préstamo  de  ochocientos 
que  hizo  a Fausto  Ramos  y otras  sumas  y 
le  quedó  adeudando  seiscientos  dólares; 
que  el  señor  Wer  se  negó  a recibir  los  ma- 
teriales y las  máquinas  de  referencia  no 
obstante  que  le  garantizó  el  negocio  con 
dos  cheques  valor  de  mil  dólares  cada  uno, 
y Arrechea  tampoco  accedió  a que  el  con- 
trato fuera  rescindido;  que  por  este  mo- 
tivo remitió  a la  casa  número  setenta  y 
tres  de  la  Cuarta  Calle  Poniente  de  esta 
ciudad,  las  máquinas  y materiales  que  aca- 
ban de  mencionarse,  casa  que  pertenece 
a Salvador  Castellanos,  y que  él  (Caste- 
llanos Laparra)  le  dió  en  alquiler  al  Co- 
ronel Elfego  Jaime  Archila  en  el  mes  de 
Marzo  de  mil  novecientos  veintinueve,  por 
estar  facultado  para  ello,  y comprendió 
que  don  José  Wer  tenia  relaciones  con  Ar- 
chila,  pues  dicho  señor  le  dijo  al  dicente 
que  remitiera  a la  casa  de  referencia  par- 
te de  las  máquinas;  que  cuando  le  fué 
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devuelto  el  inmueble  encontró  ahi  un  tórtu- 
lo  Incompleto  que  trasladó  a su  casa,  te 
niendo  la  intención  de  enviárselo  al  señor 
Arrechea;  que  en  el  mes  de  Junio  o Julio 
de  mil  novecientos  treinta  y dos,  Salva- 
dor Castellanos  le  entregó  una  valija  con 
unas  placas  para  fabricar  billetes,  y unas 
mitades  de  billetes  que  había  encontrado 
en  la  casa  que  con  anterioridad  ocupara 
el  Coronel  Archila;  que  solamente  vein- 
ticuatro horas  tuvo  en  su  poder  esa  vali- 
ja, pues  se  la  dió  a Moisés  Palacios  Viel- 
man,  cuando  este  sujeto  llegó  a su  casa 
para  que  destruyera  su  contenido;  que  Jo- 
sé Wer,  el  Coronel  Elfego  Jaime  Archila,  a 
la  sazón  sub-'Director  General  de  la  Po- 
licía Nacional,  Mr.  Clink  y Bonet,  en  el 
año  de  mil  novecientos  veintinueve,  se 
dedicaban  a falsificar  billetes  en  la  casa 
número  setenta  y tres  de  la  Cuarta  Calle 
Poniente  de  esta  ciudad;  que  habiéndole 
indicado  que  en  esa  casa  no  caía  agua, 
llegó,  y como  encontrara  la  puerta  entre- 
abierta, al  penetrar  pudo  darse  cuenta  de 
que  Bonet  tenía  una  plancha  en  las  ma- 
nos y vió  una  máquina  con  chumaceras 
doradas;  que  le  reclamó  al  inquilino  de 
la  casa.  Coronel  Archila  y a don  José  Wer 
le  cobró  el  valor  de  los  materiales  y má- 
quinas tantas  veces  mencionadas;  que  Wer 
a principios  de  Agosto  del  año  citado  an- 
teriormente, en  un  cheque  librado  contra 
el  Banco  Central,  le  pagó  un  mil  seiscien- 
tos dólares;  que  cuando  se  encontraba  de- 
tenido en  la  Tercera  Demarcación  de  la 
Policía  había  llegado  Archila  a decirle: 
“que  todo  se  arreglaría  y que  dijera  que 
Bonet  tenia  arrendada  la  casa”,  y además 
con  anterioridad  no  había  hecho  ninguna 
denuncia  por  indicaciones  del  propio  Ar- 
chila y del  señor  Wer. 

Una  prensa  de  mano  marca  “Chandler” 
número  208,  a la  cual  le  faltaban  algu- 
nas piezas  se  encontró  dentro  de  un  ca- 
jón, enterrada  bajo  una  mata  de  güisquil, 
en  la  casa  de  José  María  Orozco,  ubicada 
en  el  Cantón  Sajcabillá  del  Municipio  de 
San  Juan  Sacatepéquez. 

José  María  Orozco  expuso;  que  se  di- 
rigía a su  casa  guiando  una  carreta  de 
bueyes,  en  el  mes  de  Junio  (1932)  cuando 
por  el  Cementerio  de  esta  ciudad,  encon- 
tró a Elfego  Castellanos  Laparra,  quien  le 
habló  para  que  condujera  a San  Juan  Sa- 
catepéquez una  caja  que  llevaba  en  una 
carreta  tirada  por  una  muía,  vehículo  que 
se  había  ido  dentro  de  un  hoyo  del  cami- 
no; que  el  dlcente  llevó  la  caja  a su  casa, 
pero  enterado  de  que  Castellanos  llegarla 
a recogerla  dentro  de  tres  dias,  lo  cual  no 


hizo  don  Elfego,  y por  este  motivo  a fi- 
nes del  mes  de  enero  (1933),  cuando  la 
caja  fué  decomisada  por  la  policía  aún 
estaba  en  su  poder. 

De  la  casa  habitada  por  Elfego  Caste- 
llanos Laparra  fué  sacado  un  aparato  de 
litografía,  la  noche  del  veinte  de  Enero 
de  mil  novecientos  treinta  y tres. 

Elfego  Castellanos  Laparra  y Moisés  Pa- 
lacios modificaron  sus  indagatorias  en  va- 
rios puntos  substanciales,  pero  ninguna 
prueba  rindieron  para  establecer  dichas 
rectificaciones. 

El  experto  don  Max  Rohrer  al  emitir 
su  dictamen  expuso,  entre  otras  cosas,  que 
en  la  impresión  de  los  billetes  que  había 
examinado,  encontró  un  sin  número  de 
diferencias,  habiendo  sido  imprimidos  los 
de  a veinte  dólares  sobre  papel  de  bille- 
tes de  a un  dolar,  decolorado  de  antema- 
no y empleando  los  clisés  decomisados  a 
Moisés  Palacios  Vielman  para  efectuar  la 
falsificación. 

El  Juez  4o.  de  la.  Instancia  dió  fin  a 
la  causa  declarando:  lo.,  que  Elfego  Cas- 
tellanos Laparra  es  autor  de  doble  delito 
de  falsificación  de  billetes  de  Banco  de 
los  Estados  Unidos  de  Norte  América,  por 
cuyas  infracciones  le  impone  la  pena  de 
diez  años  de  prisión  correcional,  cinco 
años  por  cada  uno  de  los  delitos,  con  el 
carácter  de  inconmutables;  pena  que  con 
abono  de  la  prisión  sufrida  deberá  extin- 
guir en  la  Penitenciaria  Central;  lo  deja 
afecto  al  pago  de  las  responsabilidades  ci- 
viles provenientes  de  ambos  delitos;  lo 
suspende  en  el  ejercicio  de  sus  derechos 
políticos  durante  la  condena;  lo  obliga  a 
la  reposición  del  papel  empleado  en  su 
causa  al  del  sello  respectivo;  2o.,  absuel- 
ve a Castellanos  Laparra  de  los  cargos 
que  se  le  formularon  por  estafa  en  bienes 
de  Marta  López  de  Sagastume,  Tomás  So- 
to Fernández,  Justo  Alfredo  Cóbar,  Juan 
Timcke,  Silverio  Aja  Galán  y Coronel  Ovi- 
dio Pivaral  por  no  ser  constitutivos  de  tal 
delito  los  hechos  que  aparecen  en  autos; 
3o.,  absuelve  al  mismo  Castellanos  Lapa- 
rra de  los  cargos  que  se  le  formularon  por 
estafa  en  bienes  de  Juan  Salinas,  Fausto 
Ramos  y Walter  Francisco  Siebold  por  fal- 
ta de  prueba;  4o.,  que  Moisés  Palacios  Viel- 
man es  autor  de  falsificación  de  billetes 
de  Banco  de  los  Estados  Unidos  de  Norte 
América,  por  cuya  infracción  le  impone 
la  pena  de  cinco  años  de  prisión  correc- 
cional, que  podrá  conmutar  hasta  en  sus 
dos  terceras  partes  a razón  de  veinticinco 
centavos  de  quetzal  por  día,  o en  caso  con- 
trario extinguirá  totalmente  con  abono  de 
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la  prisión  sufrida  en  la  Penitenciaría  Cen- 
trai;  lo  deja  afecto  al  pago  de  las  respon- 
sabilidades civiles  provenientes  del  delito; 
por  su  notoria  pobreza  lo  exonera  de  la 
reposición  del  papel  empleado  en  su  cau- 
sa al  del  sello  que  corresponde;  y lo  sus- 
pende en  el  ejercicio  de  sus  derechos  po- 
líticos durante  el  tiempo  de  la  condena; 

50.,  que  el  reo  José  María  Orozco  es  res- 
ponsable como  cómplice  en  el  delito  de 
falsificación  de  billetes  de  Banco  de  los 
Estados  Unidos  de  Norte  América,  por  cu- 
ya infracción  le  impone  la  pena  de  tres 
años  cuatro  meses  de  prisión  correccio- 
nal, que  podrá  conmutar  hasta  en  sus  dos 
terceras  partes  a razón  de  veinticinco  cen- 
tavos de  quetzal  por  día  o que  en  caso 
contrario  extinguirá  en  su  totalidad  en  la 
Penitenciaría  Central  con  abono  de  la  pri- 
sión sufrida;  lo  exonera  de  la  reposición  del 
papel  empleado  en  su  causa  al  del  sello 
respectivo  por  su  notoria  pobreza;  lo  deja 
afecto  al  pago  de  las  responsabilidades 
civiles  provenientes  del  delito;  y lo  sus- 
pende en  el  ejercicio  de  sus  derechos  po- 
líticos durante  el  tiempo  de  la  condena; 

60.,  que  por  falta  de  prueba  absuelve  a 
Ricardo  Dávila  Ruiz  del  cargo  que  por  fal- 
sificación de  billetes  de  Banco  se  le  for- 
muló; 7o.,  que  por  falta  de  prueba  absuel- 
ve también  a Marcos  Pérez  y Pérez  del 
cargo  que  por  el  mismo  delito  de  falsi- 
ficación se  le  formuló;  8o.,  que  sobresee 
definitivamente  en  favor  de  Nicolás  Jerco- 
vich  Adamovich  en  lo  que  respecta  al  de* 
lito  de  falsificación  de  billetes  de  Banco; 

90.,  que  deja  abierto  el  procedimiento  con- 
tra Salvador  Menéndez,  Salvador  Caste- 
llanos, Baltasar  Williams,  Pedro  o Augus- 
to Bonet,  F’acundo  Vallejos  y Domingo 
Díaz. 

Al  tramitarse  la  Segunda  Instancia,  el 
Procurador  expuso,  entre  otras  cosas,  lo 
que  sigue;  que  en  cuanto  a la  culpabilidad 
de  Elfego  Castellaons  Laparra  por  la  faU 
sificación  de  billetes  de  Banco  que  tuvo 
lugar  en  la  casa  número  setenta  y tres 
de  la  Cuarta  Calle  Poniente,  estima  que, 
admitiendo  como  indicios  contra  el  pro- 
cesado los  contenidos  en  los  puntos  de- 
signados con  las  letras  de  a)  a g)  del 
“Considerando”  respectivo,  no  llega  a es- 
tablecerse la  culpabilidad  de  Castellanos 
como  autor  del  hecho  pesquisado,  porque 
en  dicho  “Considerando”  se  ha  reconocido 
como  principal  responsable  en  la  falsifi- 
cación a Bonet  y a Elfego  Jaime  Archila, 
y porque  no  consta  en  autos  que  Caste-* 
llanos  haya  cooperado  al  hecho  en  nin- 


guna de  las  fomas  que  prescribe  el  artícu- 
lo 29  del  Código  Penal.  Y en  consecuen- 
cia, sólo  puede  imponerse  pena  a Caste- 
llanos por  la  falsificación  en  concepto  de 
cómplice.  Que  si  a juicio  de  la  Sala,  los 
hechos  que  tuvieron  lugar  en  Enero  de 
niil  novecientos  treinta  y tres,  y que  apa- 
recen probados  son  suficientes  para  fun- 
dar un  fallo  condenatorio  contra  Castella- 
nos, con  respecto  a su  participación  en 
el  mero  hecho  de  la  falsificación,  debía  ser 
confirmada,  en  esa  parte,  la  sentencia  de 
primer  grado;  y en  caso  contrario  absol- 
vérsele del  cargo.  Que  a Moisés  Palacios 
Vielman  debía  reducírsele  la  pena  impo- 
niéndole la  correspondiente  a los  encubri- 
dores del  delito  pesquisado,  pues  no  cons- 
ta que  tomara  parte  como  autor  ni  como 
cómplice  en  la  falsificación,  y sólo  tiene 
en  su  contra:  a)  haber  puesto  en  circu- 
lación biiletes  americanos,  falsificados, 
aprovechándose  así  de  los  efectos  del  de- 
lito; y b)  haber  tenido  en  su  poder  algu- 
nos útiles  que  sirven  para  la  falsificación 
de  billetés.  Respecto  a la  participación  de 
José  María  Orozco  en  el  hecho  que  se  le 
imputa,  desde  luego  se  ve  que  no  es  pu- 
nible; no  puede  ser  cómplice,  porque  no 
cooperó  a la  falsificación  con  actos  di- 
rectos 'de  ninguna  clase,  anteriores  ni  si- 
multáneos; su  actuación  fué  posterior  a 
la  comisión  del  delito;  sin  llenar  los  re- 
quisitos necesarios  para  ser  castigado  co- 
mo encubridor,  y por  consiguiente  debía 
ser  absuelto  del  cargo.  Y finalmente,  pe- 
día que  la  sentencia  fuera  confirmada  en 
cuanto  a las  demás  declaraciones  que  con- 
tiene. 

El  señor  Fiscal  expuso;  que  por  las  es- 
tafas que  Juan  Salinas,  Marta  López  de 
Sagastume  y Tomás  Soto  Fernández  im- 
putan a Castellanos  no  se  le  formuló  car- 
go y por  lo  tanto  tampoco  existe  base  para 
pronunciar  un  fallo  condenatorio  en  aten- 
ción a las  razones  que  siguen;  el  contra- 
to de  depósito  se  ha  desvirtuado  por  com- 
pleto, ya  que  por  el  pago  de  intereses 
se  colige  la  existencia  de  una  simple  deu- 
da. Consta  que  el  reo  tenía  cuenta  co- 
rriente con  el  Banco  Colombiano,  y ade- 
más ha  acreditado  que  en  el  mes  de  Marzo 
de  mil  novecientos  veintiocho,  hizo  en- 
trega de  dinero  que  sobrepasaban  a las 
sumas  consignadas  en  los  cheques  que  pre- 
sentó para  su  cobro  el  señor  Soto  Fernán- 
dez. Y que  aún  no  ha  sido  lograda  la  cap- 
tura de  Menéndez,  quien  aparece  como  gi- 
rador, ni  puede  asegurarse  sin  riesgo  de 
incurrir  en  una  equivocación,  que  dicha 
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persona  sea  apócrifa.  Que  bien  perfilada 
se  encuentra  la  estafa  cometida  por  el 
reo  al  librar  un  cheque  por  tres  mil  pesos 
billetes  de  la  antigua  emisión,  a favor  del 
señor  Fausto  Ramos,  ya  que  con  pleno  co-' 
nocimiento  de  no  tener  valores  a su  dis- 
posición en  el  Banco  de  Occidente  giró 
contra  esta  Institiución  de  Crédito.  En 
cuanto  al  caso  del  señor  Walter  Francisco 
Siebold,  es  deficiente  el  informe  que  obra 
al  folio  88  de  autos  y como  diligencia  para 
mejor  fallar,  debia  pedirse  ampliación  del 
mismo,  a efecto  de  establecer  qué  canti- 
dad tenia  a su  orden  Castellanos,  el  ocho 
de  Mayo  de  mil  novecientos  veintinueve. 
Que  acerca  del  contrato  de  compra-venta 
de  café  celebrado  entre  Justo  Alfredo  Có- 
bar  y Castellanos  Laparra  no  se  ha  esta- 
blecido que  hubiera  mediado  engaño  de 
parte  del  segundo  al  aceptar  la  venta 
relacionada,  siendo  asi  que  no  resulta  com- 
probada la  infracción  que  se  imputa,  ya 
que  la  falta  de  pago  de  una  parte  del  pre- 
cio, daria  margen  únicamente  a la  ac-i 
ción  civil  o mercantil,  correspondiente 
Que  de  las  actuaciones  se  infiere  que  el 
negocio  celebrado  entre  Silverio  Aja  Ga- 
lán y Castellanos  fué  de  compra-venta, 
haciéndose  sospechosa  la  conducta  obser- 
vada por  el  reo  para  no  pagar  el  precio, 
en  vista  de  lo  que  sigue:  a diferencia  del 
negocio  que  efectuó  con  la  Compañía  Ho- 
landesa de  Comercio,  mediante  el  cual  aún 
podia  esperar  provecho  alguno  según  la 
liquidación  que  arrojaran  las  cuentas  de 
esa  Compañía  en  Amsterdam,  se  consta- 
ta que  la  venta,  que  hizo  a la  casa  Gerlach 
fué  lisa  y llana  por  precio  determinado. 
El  reo  ha  declarado  que  adquirió  el  café 
a diez  y nueve  dólares  el  quintal,  pero  a 
pesar  de  que  por  razón  de  sus  ocupacio- 
nes conocía  el  precio  del  articulo  en  el 
mercado,  lo  vendió  a 14.75,  y lo  cual  acu- 
sa una  pérdida  de  cuatro  dólares  con  vein- 
ticinco centavos  por  cada  quintal.  A pe- 
sar de  haber  recibido  el  dinero  de  sus 
compradores,  no  hizo  pago  alguno  al  se- 
ñor Galán;  y,  dada  la  circunstancia  de 
que  no  se  lograra  su  captura  sino  hasta 
mucho  tiempo  después  de  ordenada,  se  de- 
duce que  se  ausentó  de  su  residencia  con 
posterioridad  del  negocio  que  celebró  con 
Aja  Galán.  Estas  presunciones  que  se  de- 
rivan contra  el  reo  no  son  suficientes  pa- 
ra pronunciar  un  fallo  condenatorio,  pero 
en  el  caso  de  estimarse  lo  contrario  pro- 
cedería la  aplicación  de  los  indultos  con- 
tenidos en  los  Decretos  números  926  y 
963,  recabándose  previamente,  los  infor^ 
mes  respectivos.  Que  procede  la  absolu- 


ción del  cargo  que  se  formuló  a Castella- 
nos por  la  estafa  que  le  imputó  el  Coro- 
nel don  Ovidio  Pivaral,  pues  en  los  autos 
no  aparece  que  se  haya  subsanado  la  omi- 
sión que  señaló  la  Sala  la.  de  Apelacio- 
nes que  consiste  en  no  haberse  tramitado 
en  debida  forma  la  acusación  del  Coronel 
Pivaral,  siendo  de  advertir  que  no  hay  re- 
lación circunstanciada  del  modo  y forma 
en  que  se  consumaron  los  hechos  que  ori- 
ginaron el  delito  denunciado.  En  cuanto 
a la  falsificación  de  billetes  de  Banco  que 
fué  descubierta  el  veintinueve  de  Agosto 
del  año  de  mil  novecientos  veintinueve,  al 
ser  registrada  la  casa  número  setenta  y 
tres  de  la  Cuarta  Calle  Poniente  de  esta 
ciudad  (Guatemala)  se  encuentra  esta- 
blecida la  preexistencia  del  hecho  delictuo- 
so y la  responsabilidad  criminal  del  enjui- 
ciado Castellanos  como  autor  de  ese  de- 
lito. Y la  pena  está  bien  aplicada,  según 
se  desprende  de  las  apreciaciones  que  hizo 
el  Juez  en  el  décimo  Considerando  de  su 
sentencia.  Por  esta  infracción  fué  proce- 
sado también  Ricardo  Dávila,  y si  bien  es 
cierto,  que  en  su  contra  aparece  la  cir- 
cunstancia de  haber  sido  capturado  en  la 
casa  donde  estaban  los  objetos  materia  del 
delito  y que  en  su  propia  vivienda  se  ha- 
lló una  máquina  fotográfica,  igualmente 
lo  es  que  por  razón  de  las  probanzas  adu- 
cidas en  su  descargo  debe  ser  absuelto, 
pero  de  una  manera  limitada  por  existir 
motivos  para  dudar  de  su  inocencia  y es- 
peranzas de  que  más  tarde  puedan  ser  ob- 
tenidas otras  pruebas.  La  inocencia  de 
Nicolás  Jerovich  Adamovich  es  patente  y 
por  lo  tanto  procede  sobreseer  la  causa 
en  lo  que  a él  respecta.  Que  se  ha  cons- 
tatado la  preexistencia  del  delito  y la  res- 
ponsabilidad criminal  de  Moisés  Palacios 
por  el  delito  cometido  el  veinte  de  Enero 
de  mil  novecientos  treinta  y tres.  Que 
la  participación  de  Elfego  Castellanos  La- 
parra  en  este  hecho  delictivo  queda  pa- 
tentizada, con  la  manifestación  que  hace 
contra  si  mismo,  unida  a lo  expuesto  por 
Palacios  y a los  demás  elementos  que  pun- 
tualiza el  Juez  en  el  décimo  primer  “Con- 
siderando” de  su  sentencia.  En  cuanto  a 
José  María  Orozco,  no  existe  base  para 
deducir  como  única  consecuencia  su  res- 
ponsabilidad criminal  como  cómplice  en 
el  hecho  Investigado,  pues  si  bien  es  cier- 
to, que  se  hace  dudosa  la  conducta  ob- 
servada por  Orozco,  también  lo  es,  que 
para  que  la  complicidad  revista  los  carac- 
teres de  tal,  es  preciso  que  se  determine 
el  concurso  de  la  voluntad  del  cómplice 
con  la  del  autor  por  medio  de  actos  de 
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ayuda,  ya  anteriores  o simultáneos  en  la 
realización  del  delito,  y lo  cual  no  apare* 
ce  comprobado  en  el  caso  de  examen.  Y 
por  último  que  corresponde  dejar  abierto- 
to  el  procedimiento  contra  Salvador  Cas- 
tellanos, Baltasar  Williams,  Pedro  o Au- 
gusto Bonet,  Facundo  Vallejos,  Domingo 
Díaz  y Salvador  Menéndez. 

El  veintiuno  de  diciembre  del  año  retro- 
próximo, la  Sala  2a.  de  la  Corte  de  Ape- 
lacines  confirmó  la  sentencia  apelada  con 
la  reforma  de  que  le  impone  la  pena  de 
cinco  años  de  prisión  correccional  a Elfego 
Castellanos  Laparra  por  cada  uno  de  los 
delitos  de  falsificación  de  billetes  extran- 
jeros, siendo  conmutable  la  primera  de  ta- 
les penas  en  sus  dos  tercios  a razón  de  un 
quetzal  diario  e inconmutable  la  segun- 
da, y de  que  debe  procederse  a la  des- 
trucción de  los  clisés,  pruebas  negativas 
y demás  materiales  destinados  a la  salfP 
cación  de  billetes,  asi  como  a la  de  los  bi- 
lletes falsos  decomisados,  por  una  parte, 
y por  la  otra,  a la  venta,  en  la  forma  le- 
gal, de  las  máquinas  y aparatos  que  se 
mencionan  en  autos,  a efecto  de  que  el 
producto  que  se  obtenga,  junto  con  los  bi- 
lletes legítimos  decomisados,  ingresen  a la 
Tesorería  de  Fondos  Judiciales. 

Considera  la  Sala:  lo.,  que  Elfego  Cas- 
tellanos ha  incurrido  en  responsabilidad 
criminal  en  cuanto  a las  causas  en  que 
intervinieron  como  partes  los  señores  Jus- 
to Alfredo  Cóbar,  Silverio  Aja  Galán,  Juan 
Timcke  y el  Coronel  Ovidio  Pivaral,  porque 
no  es  constitutivo  de  delito  el  hecho  de 
disponer  libremente  de  las  cosas  compra- 
das en  el  caso  de  que  no  se  haya  pagado 
el  preció  convenido,  a los  vendedores,  ni 
consta  en  autos,  por  otra  parte,  que  el 
reo  haya  procedido  con  engaño  o valién- 
dose de  cualquier  otro  artificio  al  efectuar 
los  actos  concernientes  tanto  a la  com- 
pra del  café  como  a su  consignación;  2o., 
que  el  proceso  instruido  contra  Castella- 
nos por  acusación  de  Juan  Salinas  no 
arroja  mérito  para  proferir  en  su  contra 
un  fallo  condenatorio,  pues  si  bien  es  cier- 
to que  se  estableció  que  el  cheque  que  apa- 
rece como  materia  del  delito  está  escrito 
en  una  hoja  correspondiente  a un  talona- 
rio que  el  Banco  de  Guatemala  entregó 
al  enjuiciado  para  su  uso  personal,  tam- 
bién lo  es,  que  no  se  produjo  prueba  al- 
guna contra  lo  afirmado  por  el  propio  reo 
respecto  a que  tal  cheque  le  fué  expedido 
por  Salvador  Menéndez  en  pago  de  un  po- 
co de  ganado  gordo  que  le  vendió;  3o., 
que  procede  la  absolución  del  procesado  en 


las  causas  instruidas  por  acusación  de 
Tomás  Soto  Fernández  y Walter  Francis- 
co Siebold,  por  que  los  hechos  probados 
en  autos  relativos  a que  los  cheques  libra- 
dos por  el  reo  a favor  de  dichas  personas 
no  fueron  pagados  por  falta  de  fondos  sufi- 
cientes en  los  Bancos  Colombiano  y de  Gua- 
temala, por  una  parte,  y por  la  otra,  a que 
el  propio  reo,  cuando  tuvo  noticia  de  ello 
extendió  un  pagaré  con  firma  legalizada  a 
favor  de  Soto  Fernández  y pagó  en  efectivo 
a Siebold,  ponen  de  manifiesto  que  al  librar 
dichos  documentos  de  crédito  no  se  pro- 
puso defraudar  a las  personas  ya  men- 
cionadas; 4o.,  que  también  procede  ab- 
solver a Castellanos  del  cargo  que  se  le 
formuló  en  el  proceso  originado  con  mo- 
tivo de  la  acusación  que  entabló  contra 
él  Marta  López  de  Sagastume,  pues  con 
la  deposición  de  Fausto  Ramos  y el  recibo 
por  cincuenta  dólares  que  presentó  el 
encausado  quedó  establecida  de  una  ma- 
nera plena  la  inexistencia  del  contrato  de 
depósito  que  sirvió  de  fundamento  a la 
acción  penal  ya  mencionada;  5o.,  que  asi 
mismo  es  procedente  absolver  al  enjuicia- 
do Castellanos  del  cargo  que  le  fué  for- 
mulado en  la  causa  que  se  instruyó  al 
querellarse  contra  él  Fausto  Ramos,  por- 
que de  los  hechos  que  fueron  establecidos 
en  el  proceso  seguido  a instancia  de  la 
señora  de  Sagastume  respecto  a la  natu- 
raleza de  los  negocios  existentes  entre 
Castellanos  y Ramos,  se  desprende  méri- 
to para  presumir  fundadamente  que  el 
primero  se  ajustó  a la  verdad  al  afirmar 
en  su  declaración  indagatoira  que  libró  a 
favor  del  segundo  el  cheque  por  tres  mil 
pesos  billetes  contra  el  Banco  de  Occiden- 
te, Sucursal  Guatemala,  para  garantizarle 
una  deuda,  con  las  advertencias  de  que 
no  tenia  fondos  en  ese  Establecimiento 
de  Crédito,  máxime  si  se  toma  en  cuenta 
que  Ramos  entabló  su  querella  un  año  des- 
pués de  haber  recibido  tal  cheque,  y que, 
cuando  ya  lo  tenia  en  su  poder  prestó  su 
testimonio  en  favor  del  propio  Castella- 
nos en  la  causa  referida;  6o.,  que  el  de- 
comiso en  la  casa  número  setenta  y tres 
de  la  Cuarta  Calle  Poniente  de  esta  ca- 
pital (Guatemala)  de  máquinas,  materia- 
les y efectos  que  ponen  en  evidencia  la 
fabricación  de  billetes  falsos,  unido  al  ha- 
llazgo en  la  propia  casa  de  papeles  priva- 
dos de  Castellanos  Laparra,  a su  captura 
en  el  interior  de  la  misma  ,y  a los  he- 
chos que  confesó  relativos  a que  era  el  en- 
cargado de  darla  en  alquiler,  a sus  rela- 
ciones con  Augusto  Bonet  y a la  adqulsl- 
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ción  de  lo  necesario  para  instalar  un  ta- 
ller de  litografía,  producen  plena  prue- 
ba que  cooperó  como  coautor  en  la  per- 
petración del  delito  de  falsificación  de 
billetes  extranjeros  llevado  a cabo  en  la 
casa  referida  durante  el  año  de  mil  nove- 
cientos veintinueve;  7o.,  que  en  cuanto  a 
Ricardo  Dávila  Ruiz,  los  hechos  concer-» 
nientes  a su  captura  en  el  interior  de  la 
casa  referida,  al  hallazgo  en  su  poder,  de 
un  aparato  de  fotografía  perteneciente  a 
Castellanos,  y a lo  declarado  por  éste  res- 
pecto a que  tuvo  en  su  poder  las  máqui- 
nas y materiales  que  Augusto  Bonet  tra- 
jo de  México  no  son  bastantes  para  pro- 
nunciar un  fallo  condenatorio  en  su  contra, 
por  lo  cual  es  procedente  absolverlo  por 
falta  de  prueba  del  cargo  que  se  le  hizo 
por  falsificación  de  billetes;  8o.,  que  la 
captura  infraganti  de  Moisés  Palacios  Viel- 
man  en  el  momento  en  que  trataba  de  ha- 
cer pasar  un  billete  falso  en  la  taquilla 
del  Teatro  Palace  corroborada  por  el  ha- 
llazgo en  su  poder  de  efectos  destinados 
a la  fabricación  de  tales  billetes,  produ- 
cen plena  prueba  de  su  participación,  co-' 
mo  autor,  en  la  ejecución  del  delito  de 
falsificación  de  billetes  extranjeros;  9o.  que 
el  hecho  confesado  por  Castellanos  Laparra 
respecto  a que  fué  él  quien  entregó  a Pala- 
cios Vielman  los  materiales  y efectos  de- 
comisados a éste,  coadyuvado  por  la  exis- 
tencia en  su  poder  de  un  aparato  para 
impresiones  litográficas  y por  la  tenencia 
en  el  mes  de  julio  de  mil  novecientos 
treinta  de  dos  billetes  que  presentaban 
un  estado  similar  al  que  requiere  el  pro- 
cedimiento de  falsificación  empleado  tan- 
to en  la  casa  número  setenta  y tres  de  la 
Cuarta  Calle  Poniente  en  mil  novecien- 
tos veintinueve,  como  para  la  producción 
de  los  decomisados  a Palacios  Vielman, 
producen  la  evidenca  legal  de  que  Caste- 
llanos Laparra,  cooperó  como  coautor  de 
aquel,  en  la  perpetración  del  susodicho 
delito  de  falsificación  de  billetes;  10o.,  que 
en  atención  a las  constancias  de  autos  es 
el  caso  de  apreciar  como  dos  delitos  dis- 
tintos cometidos  en  épocas  diversas  y en 
diferentes  condiciones,  los  de  falsificación 
de  billetes  extranjeros  en  que  aparece  co- 
mo autor  el  reo  Castellanos  Laparra,  a 
quien,  en  tal  virtud,  debe  imponérsele  la 
pena  que  corresponde  a cada  uno  de  ellos; 
lio.,  que  la  participación  de  José  María 
Orozco,  como  cómplice  en  la  ejecución  del 
delito  de  falsificación  de  que  se  trata, 
aparece  plenamente  probada  mediante  el 
decomiso  de  la  prensa  tipográfica  que 


Orozco  tenia  enterrada  en  su  domicilio, 
corroborado  por  los  hechos  que  confesó  és- 
te en  su  indagatoria,  y por  la  sindicación 
de  que  fué  objeto  de  parte  de  Moisés  Pa- 
lacios Vielman;  12o.,  que  Marcos  Pérez  y 
Pérez  debe  ser  absuelto  sin  limitación  al- 
guna, pues  la  sindicación  que  hizo  de  él 
Moisés  Palacios  Vielman  no  se  encuentra 
corroborada  por  ninguna  de  las  constan- 
cias de  la  causa;  13o.,  que  es  procedente 
el  sobreseimiento  del  proceso  respecto  a 
Nicolás  Jercovich  Amodovich,  por  haberse 
desvanecido  completamente  los  indicios 
que  motivaron  su  encausamiento;  y 14o., 
que  existe  mérito  bastante  para  dejar 
abierto  el  procedimiento  contra  Salvador 
Menéndez,  Salvador  Castellanos,  Baltasar 
Williams,  Pedro  o Augusto  Bonet,  Facundo 
Vallejos  y Domingo  Diaz. 

Elfego  Castellanos  Laparra,  con  auxilio 
del  Licenciado  don  Victor  M.  Mijangos  in- 
trodujo el  recurso  de  casación  contra  la 
sentencia  de  la  Sala  2a.  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones, citando  como  infringidos  los 
artículos  11.  29,  65,  66,  183,  P.  C.  571,  587, 
588,  594,  595  y 597  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales. 

Posteriormente,  con  fechas  veintitrés  de 
febrero  y catorce  de  marzo  respectivamen- 
te, el  reo  amplió  su  recurso  denunciando 
también  como  violados  los  artículos  31  de 
la  Constitución  de  la  República;  67  del 
Código  Penal;  259,  310,  568,  260,  261,  262, 
263,  265,  283,  305,  308,  213,  323,  364,  379, 
481  y 589  del  Código  de  Procedimientos 
Penales,  185  186,  187  y 91  del  Decreto  Le- 
gislativo número  1928. 

CONSIDERANDO; 

Que  encontrándose  probados  los  hechos 
de  los  cuales  se  derivan  las  presunciones 
humanas  que  sirven  'de  fundamento  al 
fallo  de  segundo  grado  y correspondiendo 
a los  Tribunales  de  Instancia  la  aprecia- 
ción jurídica  de  esta  clase  de  medios  pro- 
batorios no  puede  entrarse  al  examen  de 
los  artículos  568,  571,  587,  594,  595  y 597  del 
Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  Sala  sentenciadora  con  base  en 
la  prueba  que  acaba  de  mencionarse  es- 
timó establecida  la  preexistencia  del  he- 
cho punible  asi  como  la  responsabilidad 
criminal  del  enjuiciado,  e impuso  a Cas- 
tellanos Laparra  la  sanción  que  la  ley  se- 
ñala reputándolo  autor  del  delito  consu- 
mado, sin  hacerle  a dicha  pena  modifica- 
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ción  alguna,  porque  en  el  caso  suh-júdice 
no  concurren  circunstancias  que  pudieran 
ser  aplicables  en  este  sentido;  y por  con- 
siguiente no  fueron  infringidos  los  ar-i 
ticulos  259  del  Código  de  Procedimientos 
Penales,  11,  29,  65,  66  y 183  del  Código 
Penal. 

CONSIDERANDO; 

Que  en  favor  del  procesado  no  existen 
presunciones  legales  que  apreciar;  y en 
consecuencia,  ninguna  aplicación  tiene  en 
el  presente  caso  lo  dispuesto  por  el  articu- 
lo 588  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les. 

CONSIDERANDO 

Que  la  infracción  de  los  artículos  31  de 
la  Constitución  de  la  República  y 310  del 
Código  de  Procedimientos  Penales,  en  ma- 
nera alguna  puede  dar  lugar  al  recurso 
extraordinario  de  casación  por  violación 
de  ley,  pues  este  sólo  procede  en  los  ca- 
sos señalados  por  ia  misma,  y en  ningu- 
no de  ellos  están  comprendidas  las  omi-' 
siones  que  se  dejan  ya  relacionadas.  La 
primera  de  dichas  disposiciones  legales 
fija  el  término  dentro  del  cual  deberán 
ser  interrogados  los  detenidos;  y la  se- 
gunda, estatuye  el  procedimiento  a seguir 
a fin  de  que  ei  procesado  reconozca  los 
objetos  materia  del  delito,  y para  que  des- 
vanezca las  dudas  que  puedan  surgir  so- 
bre la  legitimidad  de  un  escrito  que  se  le 
atribuya;  asi  como  las  medidas  que  debe 
adoptar  el  juzgador  cuando  el  procesado 
se  finja  loco,  sordo,  mudo  rehúse  contes- 
tar a las  preguntas  que  se  le  dirijan. 

1 

CONSIDERANDO: 

Que  no  debe  entrarse  al  examen  de  los 
artículos  67  del  Código  Penal;  260,  261, 
262,  263,  265,  283,  305,  308,  312,  323,  364, 
379,  481  y 589  del  Código  de  Prs.  Pns.; 
185,  186,  187  y 91  del  Decreto  Legislativo 
número  1928;  por  que  el  recurrente  pre- 
sentó el  escrito  donde  se  denuncian  como 
infringidas  las  disposiciones  legales  que 
acaban  de  mencionarse,  cuando  ya  había 
expirado,  con  exceso  el  término  dentro  del 
cual  debe  de  interponerse  el  recurso  ex- 
traordinario de  casación,  pues  la  senten- 
cia le  fué  notificada  a las  diez  y seis  horas 
veinte  minutos  del  trece  de  febrero  del  co- 
rriente año,  y el  memorial  de  que  se  trata 
debe  estimarse  que  lo  recibió  la  Secretaria 
del  Tribunal  hasta  el  catorce  de  marzo 


retropróximo,  ya  que  tanto  la  providencia 
respectiva,  como  el  escrito,  tienen  la  mis- 
ma fecha.  Que  por  otra  parte,  si  bien  es 
cierto,  que  la  última  solicitud  de  Caste- 
llanos Laparra  fué  recibida  antes  de  que 
se  verificara  la  vista  del  proceso,  también 
es  verdad,  que  las  normas  que  regulan  el 
recurso  extraordinario  de  casación  en  ma- 
teria criminal  son  diferentes  a las  que  lo 
rigen  en  la  legislación  civil;  y por  consi- 
guiente, transcurridos  los  diez  días  que 
la  ley  señala  para  interponerlo,  ya  no  po- 
drá ser  ampleado  en  ningún  sentido  el 
respectivo  memorial. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia  ,con  fun- 
damento en  lo  prescrito  por  los  artículos 
674,  677,  681  y 690  del  Código  de  Prs.  Pns., 
declara  la  improcedencia  del  recurso  in- 
terpuesto y condena  al  recurrente  a la  pe- 
na adicional  de  quince  días  de  arresto, 
conmutable  a razón  de  un  quetzal  diario. 

Notifiquese,  y en  la  forma  que  corres- 
ponde, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 

CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Agustín  Rodas  García, 
por  estafa. 

DOCTRINA:  Cuando  sin  la  confesión  es- 
pontánea del  reo  procedería  absolverlo, 
deberá  apreciarse  esta  circunstancia  co- 
mo atenuante. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatema- 
la, veintinueve  de  Mayo  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  anteceden- 
tes, la  sentencia  que  el  veintiuno  de  Mar- 
zo retropróximo,  pronunció  por  mayoría 
la  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, habiendo  votado  en  contra  el  Magis- 
trado don  Abel  V.  Montúfar  y por  medio 
de  la  cual  se  confirmó  en  todas  sus  par- 
tes el  fallo  dictado  por  el  Juez  de  la.  Ins- 
tancia del  Departamento  de  San  Marcos, 
en  el  proceso  seguido  contra  Agustín  Ro- 
das García  por  el  delito  de  estafa,  en  la 
que  se  le  condena  por  este  hecho  a la  pe- 
na de  un  año  de  arresto  mayor,  conmu- 
table en  su  totalidad,  a razón  de  diez  cen- 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


311 


tavos  de  quetzal  diarios,  y se  hacen  las 
demás  declaraciones  correspondientes. 

El  Coronel  don  Ramón  Grotewold  Sa- 
mayoa,  quien  desempeñaba  los  cargos  de 
Comandante  y Capitán  del  puerto  fluvial 
de  Ayutla  se  presentó  ante  el  Juez  de  Paz 
de  aquel  poblado  con  fecha  veintinueve 
de  Noviembre  del  año  retropróximo,  ma- 
nifestando por  escrito,  entre  otras  cosas 
lo  que  sigue:  que  como  Presidente  del 
Sub-Comité  denominado  ‘‘Pro-Centenario 
Barrios”,  entregó  al  cabo  Agustín  Rodas 
Garda  la  cantidad  de  treinta  y cinco 
quetzales  y cuarenta  y dos  centavos  de  la 
misma  moneda  para  que  la  enviara  por 
el  correo,  bajo  certificado  a los  señores 
“Novella  Cement”  del  comercio  de  esta  Ca- 
pital a fin  de  cubrir  un  pedido  de  cemen- 
to que  les  habia  hecho;  cantidad  que  no 
recibieron  dichos  señores  y que  Rodas  Gar- 
cía asegura  haberle  entregado  al  Adminis- 
trador de  Correos  don  José  Porfirio  Díaz. 
El  Tesorero  del  mencionado  Sub-Comité, 
señor  Luis  Alberto  Pérez,  aseguró  haber 
remitido  al  Coronel  Grotewold  para  pagar 
un  poco  de  cemento,  la  cantidad  mencio- 
nada anteriormente.  El  Administrador  de 
Correos,  señor  Díaz,  negó  ser  cierto  lo  ase- 
gurado por  el  cabo  Rodas,  pues  afirma 
que  éste  no  le  entregó  el  dinero  a que  se 
refiere  el  Coronel  Grotewold.  Paulino  Her- 
nández, empleado  de  la  Administración  de 
correos  dijo  que  en  los  libros  de  la  ofici- 
na no  aparecía  certificado  alguno  dirigi- 
do a los  señores  Novella  y Cía.  En  los 
autos  obran  dos  cartas  de  dichos  señores 
en  las  cuales  manifiestan  no  haber  re- 
cibido el  valor  del  cemento  que  habían 
remitido. 

Al  ser  tramitada  la  segunda  Instancia, 
tanto  el  Procurador,  como  el  señor  Fiscal, 
pidieron  la  confirmación  del  fallo,  pero 
en  el  sentido  de  que  el  año  de  arresto  ma- 
yor, debe  de  rebajarse  en  una  tercera  par-' 
te,  ya  que  al  no  mediar  la  confesión  del 
acusado,  éste  debería  de  ser  absuelto. 

Considera  la  Sala:  a)  que  la  preexis- 
tencia del  hecho  doloso  investigado,  se 
justificó:  con  la  denuncia  del  Comandan- 
te del  puerto  de  Ayutla,  Coronel  Ramón 
Grotewold,  con  las  comunicaciones  de  la 
Fábrica  de  Cemento  de  los  señores  Novella 
y Cía.  y con  las  demás  constancias  del 
proceso:  b)  que  se  estableció  en  forma 
irrefutable  con  lo  manifestado  por  el  Co- 
ronel Grotewold,  con  lo  asegurado  por  el 
Tesorero  del  “Sub-Comité  Pro-Centenario 
Barrios”  y con  lo  expuesto  por  el  propio 
acusado,  que  el  diez  y siete  de  Diciembre 


del  año  pasado,  si  recibió  la  suma  de  trein- 
ta y cinco  quetzales  y cuarenta  y dos  cen- 
tavos para  enviarlos  a los  señores  Novella 
Cement  y Cía.,  de  Guatemala.  Con  las  dos 
comunicaciones  de  dicha  Sociedad  se  de- 
muestra que  el  dinero  no  fué  remitido  a 
su  destino  presumiéndose  desde  luego  que 
el  encargado  de  llevarlo  al  correo  tomó 
para  sí  ese  dinero,  desde  el  momento  que 
no  presenta  recibo  que  acredite  la  entre- 
ga. La  presunción  se  completa  en  contra 
de  Rodas  con  la  circunstancia  bien  co- 
nocida del  público  en  general,  que  toda  su- 
ma que  se  remite  por  certificado  valién- 
dose del  correo,  se  hace  contra  entrega 
del  recibo  qu  expide  el  empleado  y única- 
mente con  este  recibo  puede  reclamarse 
cualquier  extravío.  Se  estableció  que  Ro- 
das García  recibió  la  suma  dicha  para 
enviarla,  certificada,  por  el  Correo,  pero 
en  cambio,  en  ninguna  forma  quedó  acre- 
ditado que  él  haya  cumplido  con  tal  en- 
cago. Y de  lo  expuesto  deduce  el  Tribu- 
nal de  segundo  grado  que  Rodas  García 
es  el  único  responsable  del  extravío  del 
dinero,  habiendo  cometido  por  consiguien- 
te una  estafa;  y c)  que  las  presunciones 
indicadas,  de  preferencia  la  que  se  dedu- 
ce de  que  el  reo  no  tenia  recibo  que  acre- 
ditara la  entrega  del  dinero  en  el  Correo, 
establecen  sin  duda  alguna  su  culpabili- 
dad, sin  que  pueda  estimarse  su  declara- 
ción indagatoria  como  una  confesión  ex- 
pontánea,  puesto  que  en  realidad,  no  con- 
fesó su  culpabilidad,  y debido  precisamen- 
te a la  historia  que  imaginó  para  defen- 
derse envolvió  en  el  proceso  a una  perso- 
na inocente,  como  lo  es  el  Administrador 
de  Correos  de  Ayutla;  y por  esta  circuns- 
tancia, no  puede  aceptarse  tal  dieclara- 
ción  como  atenuante  a su  favor. 

El  señor  Fiscal  de  la  Sala  4a.  introdujo 
contra  este  último  pronunciamiento  el  re- 
curso extraordinario  de  casación  denun- 
ciando como  infringidos  los  artéculos  21 
fracción  décima  del  Código  Penal  y 581 
inciso  8o.  del  Código  de  Procedimientos 
Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  Agustín  García  Rodas  confiesa  ha- 
ber recibido  para  depositar  en  el  correo 
la  cantidad  que  se  deja  ya  mencionada; 
y aunque  dicho  sujeto  afirmó  haber  entre- 
gado la  suma  de  referencia  al  Administra- 
dor de  Correos  de  Ayutla;  ninguna  prue- 
ba rindió  sobre  este  hecho,  y establecido 
como  se  encuentra  que  esa  suma  no  llegó 
a su  destino,  se  viene  en  conocimeinto  que 
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la  culpabilidad  del  enjuiciado  está  pro^ 
bada  con  su  propia  confesión  sin  la  cual 
procedería  absolverlo,  pues  fuera  de  aque- 
lla no  existe  prueba  alguna  para  proferir 
en  su  contra  fallo  condenatorio,  ya  que 
de  las  personas  que  le  sindican,  el  Coro- 
nel Grotewold  figura  en  el  proceso  como 
acusador,  y el  señor  Pérez  contrae  su  di- 
cho a la  entrega  del  dinero  sin  que  esta 
deposición  esté  corroborada  por  ningún 
otro  medio  probatorio.  Y al  estimar  el 
Tribunal  de  segunda  Instancia,  que  es  in- 
aceptable como  atenuante  la  confesión  del 
enjuiciado,  infringió  la  fracción  décima 
del  artículo  21  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  responsabilidad  criminal  de  Gar- 
cía Rodas  está  probada  con  su  confesión 
expontánea,  y por  lo  tanto  corresponde 
infligirle  la  sanción  correspondiente,  to- 
mando en  cuenta  que  la  cantidad  que  es- 
tafó excede  de  veinte  quetzales  y no  pasa 
de  cien;  pena  que  debe  de  rebajársele  en 
una  tercera  parte  porque  milita  en  su  favor 
la  circunstancia  atenuante  de  que  se  hizo 
mérito. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  los  artículos  33,  44,  58,  63,  77, 
94,  407  inciso  2o.  del  Código  Penal;  609 
y 687  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales; y 2o.  del  Decreto  Legislativo  No. 
1740,  declara:  que  ha  lugar  al  recurso  in- 
terpuesto, y en  consecuencia,,  CASA  Y 
ANULA  la  ejecutoria  recurrida  y resuelve: 
que  Agustín  Rodas  Garcíá  es  reo  de  esta- 
fa y por  este  hecho  punible  le  impone  un 
año  de  arresto  mayor,  pena  que  con  abono 
de  la  prisión  sufrida  y rebajada  en  una 
tercera  parte,  deberá  purgar  en  las  cár- 
celes del  Departamento  de  San  Marcos; 
le  permite  conmutar  dicha  pena  a razón 
de  diez  centavos  de  quetzal  diarios;  le 
obliga  al  pago  de  las  responsabilidades  ci- 
viles provenientes  del  delito;  le  suspende 
en  el  ejercicio  de  sus  derechos  políticos 
durante  la  condena;  y lo  exonera  de  re- 
poner el  papel  empleado  en  el  proceso  por 
su  notoria  pobreza. 

Notifíquese,  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  AncLrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argucia  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Fermín  Reyes  Santos. 

DOCTRINA:  El  escrito  en  que  se  inter- 
ponga .el  recurso  de  casación  deberá 
contener  los  requisitos  que  señala  el  ar- 
tículo 682  del  Código  de  Procedimientos 
Penales. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintinueve  de  mayo  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vistos  y considerando;  que  en  el  escri- 
to presentado  por  Fermín  Reyes  Santos, 
y no  Fermín  Rodas  Santos  como  aparece 
en  dicho  memorial,  se  omitió  consignar 
la  fecha  de  presentación  del  recurso.  Que 
determinando  la  ley  los  requisitos  que  es 
indispensable  que  contenga  el  escrito  res- 
pectivo, y faltando  uno  de  ellos  al  que  se 
tiene  a la  vista,  es  evidente  la  improce- 
dencia de  la  petición  que  se  examina. 

Por  tanto:  la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia, con  fundamento  en  lo  prescrito  por 
los  artículos  682  y 685  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales,  desecha  el  recurso  in- 
terpuesto por  Fermín  Reyes  Santos  con- 
tra el  fallo  proferido  por  la  Sala  la.  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  el  veintiséis  de 
Febrero  del  corriente  año. 

Notifíquese,  y devuélvanse  los  antece- 
dentes en  la  forma  que  corresponde,  al 
Tribunal  de  su  origen. 

Reina  Andrade.  — Solazar.  — Castella- 
nos R.  — Argucia  S.  — Serrano  Muñoz.  — 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  José  Ignacio  López  Ma- 
yorga,  por  malversación  de  caudales  Pú- 
blicos. 

DOCTRINA:  Es  improcedente  el  recurso 
de  casación  que  se  interponga  fundado 
en  lo  prescrito  por  el  inciso  7o.  del  ar- 
ticulo 677  del  Código  de  Procedimientos 
Penales,  si  el  punto  a que  se  refiere 
dicha  disposición  no  fué  propuesto  en 
su  oportunidad. 

Sólo  en  el  caso  que  sin  la  confesión 
espontánea  del  reo  procediere  absolver- 
lo, deberá  apreciarse  como  atenuante 
dicha  circunstancia. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintinueve  de  mayo  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 
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Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  anteceden- 
tes, la  sentencia  que  adelante  se  rela- 
tará pronunciada  en  el  proceso  instruido 
contra  José  Ignacio  López  Mayorga  por 
el  delito  de  malversación  de  caudales  pú- 
blicos. 

RESULTA: 

Que  la  causa  fué  Iniciada  en  el  Juzgado 
de  la.  Instancia  del  Departamento  de  Iza- 
bal  con  fecha  seis  de  enero  del  año  de 
mil  novecientos  treinta  y cuatro,  en  que 
.se  recibió  la  transcripción  del  oficio  di- 
rigido por  el  Administrador  de  Rentas  del 
mencionado  Departamentao  y Aduana  de 
Puerto  Barrios,  al  señor  Secretario  de  Es- 
tado en  el  Despacho  de  Hacienda,  y por 
medio  de  la  cual  le  informa  del  estado  en 
que  encontró  la  Tesorería  Municipal  al 
practicar  una  revisión  a las  cuentas  de 
dicha  oficina.  En  las  copias  del  acta  res- 
pectiva, que  fué  levantada  a ocho  de  di- 
ciembre de  mil  novecientos  treinta  y tres, 
y que  se  remitió  juntamente  con  la  comu- 
nicación aludida,  constan  todas  las  irre- 
gularidades encontradas,  asi  como  la  pre- 
vensión  que  el  Intendente  de  Hacienda 
hizo  al  Tesorero  a fin  de  que  inmediata- 
mente procediera  a verificar  el  reintegro 
de  las  cantidades  omitidas  y que  en  lo 
sucesivo  ajustara  sus  operaciones  a la  ley, 
sin  perjuicio  de  que  se  le  deducirían  las 
responsabilidades  consiguientes  por  las 
omisiones  que  se  consignaron  en  el  men- 
cionado documento. 

El  Administrador  de  Rentas  del  Depar- 
tamento de  Izabal  y Aduana  de  Puerto 
Barrios  informó  al  Intendente  de  Hacien- 
da, que  al  revisar  la  cuenta  de  "Destace 
de  Gallado  Mayor”,  correspondiente  al  pri- 
mer semestre  del  año  de  mil  novecientos 
treinta  y tres,  resultó  una  diferencia  de 
noventa  y cuatro  quetzales  en  contra  de 
la  Tesorería. 

El  Tesorero  José  Ignacio  López  Mayor- 
ga expuso:  que  con  motivo  de  la  revisión 
de  cuentas  de  la  oficina  que  tiene  a su 
cargo  le  fué  enviado  un  pliego  de  reparos, 
que  logró  desvirtuar  por  medio  de  docu- 
mentos auténticos  que  remitió  al  Inten- 
dente de  Hacienda;  que  en  el  arqueo  prac- 
ticado el  once  de  Diciembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y tres,  no  le  faltó  canti- 
dad alguna;  y en  la  misma  operación  lle- 
vada a cabo  con  fecha  trece  de  Marzo  del 
año  que  acaba  de  mencionarse,  le  orde- 
naron que  sacara  el  sueldo  de  Guillermo 


Esmenjaud  juntamente  con  la  planilla  de 
Sanidad,  y por  esta  razón  figura  ahí  como 
caporal  Esmenjaud;  que  los  recibos  por  al- 
quiler de  la  cocina  del  presidio,  firmados 
por  Felipe  Molina,  los  presentaba  el  Juez 
Municipal  don  Ismael  Pineda,  persona  que 
recibía  el  dinero;  y por  no  ser  auténticas 
las  firmas  le  fueron  rechazados  al  inte- 
rrogado; que  figuran  en  las  operaciones 
del  Libro  de  Caja  las  cantidades  pagadas 
por  derechos  de  Cementerio,  correspon* 
dientes  a Magdalena  Portillo,  Adolphus 
Williams  y Jacobo  Kury,  y los  compro- 
bantes de  los  recibos  están  en  el  codo 
del  talonario  respectivo;  que  no  se  expli- 
ca por  que  razón  existe  diferencia  entre 
los  datos  de  la  Receptoría  Fiscal  y los  de 
la  caja  de  la  Tesorería  Municipal  relati- 
vos a las  reses  destazadas  en  los  meses  de 
julio,  agosto,  septiembre,  octubre  y no- 
viembre, pues  le  daba  entrada  a las  can- 
tidades que  iban  a pagarle  a su  oficina; 
que  en  el  acta  levantada  por  el  Adminis- 
trador hay  un  error  en  los  datos  que  con- 
tiene, porque  ia  diferencia  de  cincuenta 
y tres  quetzales  no  es  de  efectivo  sino 
de  reses;  que  en  el  ingreso  de  ciento  no- 
venta y seis  quetzales  está  involucrado  el 
impuesto  de  ciento  seis  quetzales  que  co- 
rrr.spondcn  al  destaco  do  cincuenta  y tres 
re.ses  y que  como  algunas  veces  lo  pagan 
en  cheques,  hasta  que  cobra  éstos  hace  las 
operaciones  de  Caja,  razón  por  la  cual  no 
aparecían  efectuadas  el  once  de  Diciem- 
bre del  año  de  mil  novecientos  treinta  y 
tres,  las  que  se  refieren  a las  cantidades 
mencionadas  anteriormente;  que  la  dife- 
rencia que  se  observa  entre  el  Libro  que 
lleva  el  Fiel  del  Rastro  y el  de  Caja  de 
la  Tesorería  se  debe  a que  cuando  fué 
practicado  el  arqueo  no  se  tomaron  en 
cuenta  ciertas  cantidades;  que  en  el  bo- 
leto expedido  a José  Lam  había  incurrido 
en  una  equivocación,  escribiendo  otros 
nombres,  pero  al  final  del  recibo  fué  en- 
mendada esa  irregularidad;  que  los  reci- 
bos de  Laureano  Leiva,  Agapito  Aldana  y 
Rosario  Salguero  no  los  tenía  el  Fiel,  por- 
que dichas  personas  son  vecinos  de  Entre 
Ríos  y El  Cinchado  y no  de  Puerto  Barrios; 
que  por  una  equivocación  fué  expedido  a 
José  Lam,  el  recibo  de  diez  y ocho  de  julio, 
y al  notarse  el  error,  se  le  dió  entrada  a 
la  diferencia;  que  por  los  boletos  de  ga- 
nado mayor  de  José  Lam.  debe  responder 
el  Fiel,  y en  cuanto  a los  que  corresponden 
a Francisco  Ayuso,  Emiiia  Barahona,  Car- 
los Steward,  José  A.  Stanford,  Abelino  Or- 
tega y Abelino  Sosa,  son  vecinos  de  la  Mi- 
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lia  catorce  y Entre  Ríos;  que  en  la  Admi- 
nistración de  Rentas  existe  un  vale  que 
él  (López  Mayorga)  firmó  por  trescientos 
quetzales  para  los  festejos  del  mes  de  ju- 
lio; pero  que  a causa  de  no  tener  orden 
no  hizo  la  correspondiente  operación  en 
el  Libro  de  Caja;  y de  los  trescientos  quet- 
zales sacó  los  gastos  que  fueron  hechos  en 
dicho  mes;  que  también  se  tomaron  de  los 
fondos  municipales  algunas  cantidades  en 
concepto  de  gastos  extraordinarios  y pa- 
ra invertirlos  en  los  mencionados  feste- 
jos; que  no  consignaba  como  ingresos  las 
sumas  que  recibía  mensualmente  en  che- 
ques. por  destace  de  ganado,  porque  no 
tenía  orden  para  efectuar  operaciones  con 
documentos;  pero  con  fecha  treinta  de 
noviembre,  que  fué  cuando  cobró  los  che- 
ques, les  dió  ingreso  a dichas  cantidades; 
que  al  practicarse  la  revisión  de  las  cuen- 
tas no  se  tomó  en  consideración  el  Inven- 
tario practicado  el  treinta  y uno  de  di- 
ciembre de  mil  novecientos  treinta  y dos; 
que  en  una  gaveta  de  su  escritorio  tenía 
los  cheques  y no  en  la  caja  de  hierro  y 
por  esta  circunstancia,  cuando  se  prac- 
ticó la  revisión  no  fueron  encontrados:  y 
que  la  United  Fruit  Company  libró  esos 
cheques  que  repre.'entaban  la  cantidad  de 
ciento  noventa  y dos  quetzales,  El  enjui- 
ciado no  dió  nineuna  explicación  acerca 
de  la  diferencia  oue  existe  entre  el  re- 
sumen municipal  de  destace  de  ganado 
mayor  correspondiente  a los  meses  de  “ne- 
vo a junio  de  mil  novecientos  treinta  y 
tres  y el  presentado  por  el  Arministrador 
de  Rentas. 

Obran  en  autos  las  explicaciones  que  dió 
el  enjuiciado  refutando  los  reparos  que  se 
le  hicieron  al  practicarse  la  revisión  de 
cuentas  y los  documentos  que  acompañó 
para  corroborar  sus  asertos,  consistiendo 
aquellos  a)  en  copias  certificadas  por  el 
mismo  López,  de  algunas  partidas  del  Li- 
bro de  Caja  de  la  Tesorería  Municipal; 
bl  en  cuatro  recibos  firmados  por  Gui- 
llermo Esmenjaud  por  cuarenta  quetzales 
cada  uno,  sueldo  que  devengó  dicho  señor 
como  Inspector  de  Sanidad,  durante  los 
meses  de  junio,  julio,  agosto  y septiembre 
del  año  de  mil  novecientos  treinta  y tres; 
c)  en  una  certificación  expedida  por  el 
Juez  de  Paz  de  Puerto  Barrios,  don  Is- 
mael Pineda,  de  los  codos  del  talonario 
que  se  lleva  en  aquel  Despacho  para  el 
envío  de  multas  y otros  impuestos  no  pre- 
vistos en  el  plan  de  arbitrios,  en  los  que 
aparecen  las  partidas  oue  a continuación 
se  expresan:  Codo  númei’o  319,  Octubre 


diez  y nueve,  pagó  Francisco  Mendoza  dos 
quetzales  cincuenta  centavos;  número  330, 
noviembre  dos,  pagó  Antonio  Martínez 
cinco  quetzales;  númaro  345  de  la  misma 
fecha  expedido  a favor  de  Víctor  Polan- 
co  por  igual  suma  que  al  anterior;  y d) 
en  cuatro  recibos  extendidos  por  dupli- 
cado, correspondientes  al  tiempo  que  el 
Presidio  ocupó  una  cocina  y dos  cuartos, 
en  el  año  de  mil  novecientos  treinta  y 
tres,  firmados  por  J.  Molina,  el  treinta 
de  Junio,  el  treinta  y uno  de  Julio,  el 
treinta  y uno  de  Agosto  y el  treinta  de 
septiembre. 

El  Sindico  Municipal  manifestó  al  Je- 
fe Político  que  por  las  anomalías  que  ex- 
presa en  su  informe  de  fecha  veinticua- 
tro de  enero  de  mil  novecientos  treinta  y 
cuatro,  no  podía  autorizar  con  su  firma, 
como  correctas,  las  certificaciones  que  le 
habían  enviado  para  su  cotejo  con  el  Li- 
bro de  Caja  de  la  Tesorería. 

Obran  en  autos,  la  certificación  de  los 
boletos  que  expidió  la  Receptoría  de  la  Ad- 
ministración de  Rentas  por  destalce  de 
ganado  mayor,  durante  el  mes  de  enero 
de  mil  novecientos  treinta  y tres,  al  vein- 
tiocho de  noviembre  de  ese  mismo  año;  el 
informe  emitido  por  el  Administrador  de 
Rentas  en  que  manifiesta  al  Juez  Depar- 
tamental de  Izabal,  que  cuando  fueron 
terminadas  las  operaciones  de  revisión  de 
cuentas  en  la  Tesorería  Municipal  no  se 
reintegró  la  cantidad  que  apareció  en  con- 
tra del  ex-'Tesorero;  y un  estado  que  fué 
remitido  por  el  Contador  de  la  United 
Fruit  Company  en  que  se  consignó  el  nú- 
mero y valor  de  los  cheques  expedidos  a 
favor  de  la  Tesorería  respectiva,  durante 
el  año  de  mil  novecientos  treinta  y tres, 
por  cuenta  de  destace  de  ganado,  y las  fe- 
chas en  que  fueron  pagados  por  el  Banco 
los  referidos  documentos,  los  que  no  cons- 
tan que  hayan  sido  cobrados  del  veintio- 
cho al  treinta  de  noviembre  del  año  que 
se  deja  ya  mencionado. 

Guillermo  Esmenjaud  expuso:  que  tra- 
bajó en  Puerto  Barrios,  como  Inspector 
de  Sanidad,  devengando  el  sueldo  de  cua- 
renta quetzales:  que  en  los  meses  de  Ene- 
ro y febrero  y no  reeordaba  si  también 
en  el  de  mai-zo  del  año  anterior  (1933), 
todos  los  empleados  hadan  sus  recibos 
separadamente,  pero  más  tarde,  el  Jefe  de 
Sanidad  en  aquel  entonces,  le  ordenó  que 
sacaran  los  sueldos  por  medio  de  p'ani- 
l’as,  las  cuales  hacia  el  dicente:  que  en 
el  mes  de  noviembre,  don  José  Ignacio 
López,  Tesorero  Municipal,  le  dijo:  que 
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hiciera  sus  recibos  por  separado,  porque 
asi  lo  había  ordenado  el  Administrador  de 
Rentas,  y por  esta  circunstancia  hizo  los 
correspondientes  a los  meses  de  junio, 
julio  y agosto  a pesar  de  que  tales  esti- 
pendios ya  habían  sido  consignados  en  las 
planillas  respectivas  por  los  mismos  meses, 
y pagados  en  su  oportunidad;  que  el  re- 
cibo de  septiembre  se  lo  entregó  hasta  que 
le  fué  cubierto,  más  tarde;  que  aún  no  le 
había  entregado  los  recibos  de  octubre,  no- 
viembre y diciembre,  porque  esos  sueldos 
no  le  hablan  sido  pagados;  que  figura  en 
la  planilla  de  octubre,  pero  no  está  segu- 
ro si  en  la  de  noviembre  también;  y que 
los  recibos  que  le  entregó  a López  se  en- 
cuentran registrados  bajo  los  números 
1457,  1568,  1644  y 1811,  corresponden  a 
los  meses  de  junio  a septiembre,  respec- 
tivamente, y están  autorizados  por  las  per- 
sonas facultadas  para  ese  efecto. 

Felipe  Molina  López  declaró  que  el  Juez 
de  Paz  Miguel  Pineda,  en  el  mes  de  ma- 
yo (1933),  le  habló  para  que  le  hiciera 
favor  de  firmarle  un  recibo  por  doce  quet- 
zales, cincuenta  centavos  de  la  misma  mo- 
neda, valor  de  alquileres  de  la  cocina  que 
ocupaba  el  Presidio  de  Izabal,  súplica  a la 
cual  accedió  el  dicente;  que  al  ser  practi- 
cada la  revisión  de  cuentas  en  la  Tesorería 
Municipal,  el  AdminisH-ador  no  habla  to- 
mado en  consideración  los  recibos  que  Pi- 
neda firmó  a nombre  del  declarante  por 
no  haberlo  encontrado  cuando  le  buscaba 
para  que  los  subscribiese,  y por  este  moti- 
vo el  Alcalde  se  permitió  firmarlos  a nom- 
bre del  dicente;  que  más  tarde  Pineda,  le 
rogó  firmara  varios  recibos  que  de  ante- 
mano había  escrito,  a lo  cual  se  negó  en 
un  princiupio,  pero  como  le  asegurase  que 
iba  a destruir  los  que  estaban  ya  firmados 
por  él  (Molina  López),  no  tuvo  inconve- 
niente en  subscribir  los  correspondientes 
a los  meses  de  junio,  julio,  agosto  y sep- 
tiembre, valor  de  doce  quetzales  cincuen- 
ta centavos  cada  uno,  y por  alquileres  de 
la  cocina  que  se  deja  ya  mencionada;  que 
el  dueño  de  la  cocina  es  Ismael  Pineda; 
y por  lo  tanto,  el  declarante  no  ha  cele- 
brado con  la  Municipalidad  contrato  al- 
guno al  arrendamiento  del  referido  inmue- 
ble. 

El  Juez  de  Paz  en  su  informe  de  fe- 
cha dos  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro,  corroboró  lo  expuesto  por 
Molina  López  acerca  de  que  éste  no  fué 
quien  dió  en  arrendamiento  a la  Munici- 
paUdad,  el  local  donde  está  la  cocina  del 
Presidio  de  Izabal. 


El  ex-Juez  de  Paz  de  Puerto  Barrios, 
Miguel  Ismael  Pineda,  expuso:  que  tras- 
iadó  la  cocina  del  Presidio  con  autoriza- 
ción del  Jefe  Político,  a una  casa  que  per- 
tenece al  dicente  por  tener  el  inmueble 
mejores  condiciones  higiénicas  y además, 
el  alquiler  era  módico;  que  Felipe  Molina 
le  cobraba  los  alquileres  de  sus  casas,  fir- 
mando los  correspondientes  comproban.7 
tes,  que  con  autorización  de  Molina  fir- 
mó con  su  nombre  cuatro  recibos,  en  vir- 
tud de  que  dicho  señor  no  tenia  tiempo 
para  firmarlos,  porque  trabajaba  en  la 
Aduana;  que  López  Mayorga  más  tarde, 
dijo;  que  Felipe  Molina  L.,  debía  firmar 
por  duplicado  los  recibos  para  poder  des- 
vanecer el  cargo  de  falsificación  de  do- 
cumentos que  se  le  imputaba,  lo  cual  hizo 
Molina  cuando  se  le  explicó  lo  sucedido. 

La  cuestión  prejudicial  promovida  por 
el  enjuiciado  fué  desestimada  en  la  la.  y 
2a.  Instancia. 

El  Administrador  de  Rentas  de  Izabal  y 
Aduana  de  Puerto  Barrios,  con  fecha  diez 
y seis  de  febrero  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cuatro,  denunció  al  Juez  Departa- 
mental, los  desfalcos  que  en  seguida  se 
expresan,  cometidos  por  el  mismo  ex-Te- 
sorero  Municipal  José  Ignacio  Mayorga: 
a)  omisión  de  la  partida  de  ingreso  de 
cincuenta  quetzales  enviados  por  la  Te- 
sorería del  Municipio  de  “Los  Amates”  pa- 
ra subsidio  de  presos  por  el  mes  de  di- 
ciembre de  mil  novecientos  treinta  y tres, 
y substracción  del  codo  respectivo;  b)  di- 
ferencia de  cien  quetzales  contra  el  en- 
juiciado, y que  fué  descubierta  al  revisar 
los  ingresos  del  mes  de  enero  (1934);  c) 
omisión  de  varios  impuestos,  inclusive  el 
que  corresponde  a cuarenta  y siete  reses 
destazadas;  y d)  cancelación  ficticia  de 
la  factura  de  Byron  Zadik  por  valor  de 
doscientos  veintinueve  quetzales  y veinti- 
cinco centavos  de  quetzal.  Que  además,  y 
según  aparece  en  el  acta  número  siete, 
levantada  en  el  Juzgado  Municipal  de 
Puerto  Barrios  con  fecha  trece  de  febre- 
ro de  mil  novecientos  treinta  y cuatro,  de-s 
falcó  la  suma  de  doscientos  sesenta  y cua- 
tro quetzales,  como  consta  en  el  detalle 
que  hace  el  propio  Administrador  en  su 
escrito  de  denuncia.  Y que  también  debe 
responder  el  ex-Tesorero  Municipal  por 
haber  arrancado  algunos  codos  de  un  ta- 
lonario que  estaban  sellados  por  el  Minis- 
terio de  Hacienda  y Crédito  Público  y el 
Supremo  Tribunal  de  Cuentas. 

El  Juez  de  Paz  de  Puerto  Barrios  comu- 
nicó al  Jefe  Político,  que  por  haber  sido 
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arrancados  los  codos  70,401  al  70.419,  no 
aparecía  la  subvensión  al  Presidio  de  Puer- 
to Barrios  remitida  por  la  Municipalidad 
de  Los  Amates. 

El  Juez  de  la.  Instancia  hizo  constar, 
en  el  acta  levantada  para  el  efecto,  que 
no  fué  posible  averiguar  el  número  de 
hoias  oue  se  arrancaron  al  talonario  oue 
principia  con  los  números  70,420  y conclu- 
ye con  los  números  70,500. 

José  Ignacio  Lónez  exnuso:  que  al  nue- 
vo Tesorero  Municipal,  Francisco  Hidalgo, 
le  entregó  el  sa'do  de  un  quetzal  v cua- 
renta y tres  centavos,  correspondiente  a 
los  dias  comprendidos  on.tre  el  primero 
y el  veinte  d"  enero  (■1934''.  ene  la  cuenta 
de  Bvron  Zadik  estaba  pendiente  de  caii' 
relación  v ascendía  a la  cantidad  de  cua- 
trocientos sesenta  V cuatro  onetzales  cua- 
renta centavos:  y los  documentos  no  fue- 
ron anotados  en  los  ubms  por  no  estar 
autorizados  en  debida  forma:  oue  la  su- 
ma de  doscientos  veintinueve  Quetzales  v 
veinticinco  centavos  no  la  ha  pagado  al 
aepnte  viajero  de  dicha  casa  don  Augus- 
to Campos:  y oue  esa  factura  no  tenía  la 
firma  que  aparece  al  pie  de  la  misma,  tr 
fué  una  de  las  que  entregó  a su  substituto 
señor  Hidalgo. 

El  .señor  Bvron  Zadik  negó  haber  rcci-' 
hido  el  va'or  de  la  factura  que  se  deja 
ya  mencionada. 

El  Tesorero  Municipal  de  Puerto  Barrios 
informó  que  en  los  libros  respectivos  no 
aparece  anotado  ningún  pago  a la  casa 
Byron  Zadik  y Cía.,  por  doscientos  vein- 
tinueve quetzales  y veinticinco  centavos 
de  la  misma  moneda. 

El  experto  don  Albino  Gracias,  después 
de  examinar  la  Contabilidad  de  la  firrria 
Byron  Zadik  y Cia.,  en  lo  que  se  relacio- 
na con  el  Ayuntamiento  de  Puerto  Ba- 
rrios, concluyó  su  dictamen  manifestando: 
que  resulta  un  saldo  a favor  de  la  casa 
mencionada  anteriormente,  y a cargo  de 
la  Municipalidad,  de  trescientos  setenta  y 
ocho  quetzales  y noventa  centavos. 

Que  a la  Tesorería  Municipal  de  Livings- 
ton  se  le  reclamaron  quinientos  quetzales 
que  adeudaba  como  subsidio  para  la  ma- 
nutención de  los  presos  de  Puerto  Barrios, 
correspondiente  a los  meses  de  marzo,  ma- 
yo. octubre,  noviembre  y diciembre  del 
año  de  mil  novecientos  treinta  y tres,  y 
entonces  aquel  Ayuntamiento  contestó 
manifestando  que  en  su  oportunidad  se 
habían  hecho  las  remesas  correspondien- 
tes según  constaba  en  la  copia  certifica- 


da de  los  conocimientos  firmados  en  el 
correo  que  remitía. 

El  enjuiciado  López  Mayorga  aseguró 
haber  recibido  de  Livingston  las  cantida- 
des de  que  se  trata,  y que  a cuenta  de 
subsidios  ingresaron  a la  Caja;  que  el  sub- 
sidio de  Los  Amates,  del  mes  de  enero  del 
año  anterior  (1934)  no  lo  recibió  y que  lo.s 
correspondientes  a Julio  y Agosto  que  de- 
ben aparecer  en  el  Libro  de  Caja,  sí  los 
habia  recibido;  que  percibió  varias  can- 
tidades que  sumadas  hacen  un  total  de 
quinientos  tres  quetzales  que  ingresaron  a 
los  fondos  de  Propios  según  constaba  en  ■ 
los  libros  respectivos,  y con  relación  a otras 
cantidades  que  afirma  su  sucesor,  señor  Hi- 
dalgo, que  fueron  pagadas  por  algunas 
personas  cuando  el  dicente  desempeñaba 
la  Tesorería  no  responde  por  ellas,  pues 
esas  personas  deben  justificar,  con  los  do- 
cumentos respectivos,  haber  pagado  aque- 
llas sumas. 

El  Juez  de  la.  Instancia  de  Izabal  con- 
denó a José  Ignacio  López  Mayorga  a pur- 
gar la  pena  de  tres  años  de  prisión  correc- 
cional por  el  delito  de  malversación  de 
caudales  públicos,  que  con  abono  del  tiem- 
po padecido,  deberá  extinguir  en  la  Peni- 
tenciaria Central;  le  permite  conmutarlas 
dos  terceras  partes  de  la  pena  a razón  de 
veinticinco  centa^s  de  quetzal  por  cada 
dia;  hace  las  demás  declaraciones  perti- 
nentes: y finalmente  por  falta  de  prueba 
plena  le  absuelve  del  cargo  que  se  le  for- 
muló por  el  delito  de  subtracción  de  do- 
cumentos. 

En  Segunda  Instancia  el  Procurador  in- 
vocó en  favor  del  reo  la  circunstancia  ate- 
nuante señalada  en  e’  inciso  décimo  del 
articulo  21  del  Código  Penal. 

El  Señor  Fiscal  estilló  que  existe  prue- 
ba para  condenar  al  procesado,  pero  que, 
previamente  debía  de  establecerse  la  can- 
tidad exacta  que  resulte  contra  López  Ma- 
yorga. 

El  Tribunal  de  segundo  grado  ordenó 
la  práctica  de  la  diligencia  pedida  por  el 
señor  Fiscal. 

Los  expertos  señores  Gil  C.  Paz  y don 
Enrique  Cruz,  después  de  revisar  las  cuen- 
tas de  la  Tesorería  de  Puerto  Barrios,  del 
mes  de  enero  de  mil  novecientos  treinta  y 
tres,  al  mismo  mes  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro,  encontraron  a cargo  del 
procesado  las  diferencias  que  especifican 
en  su  dictamen  y que  ascienden  a la  can- 
tidad de  un  mil  quinientos  noventa  quet- 
zales. 

La  Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelacio- 
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nes,  con  fecha  quince  de  febrero  del  co- 
rriente año,  confirmó  la  sentencia  del  Juez 
de  Izabal  con  la  reforma  de  que  la  pena 
de  tres  años  de  prisión  correccional  im- 
puesta al  procesado  queda  rebajada  en 
una  tercera  parte,  en  virtud  de  la  circuns- 
tancia atenuante  de  su  confesión. 

Estima  el  Tribunal  sentenciador;  lo., 
que  la  culpabilidad  de  López  Mayorga  es- 
tá probada  con  su  propia  confesión,  res- 
pecto al  hecho  de  haber  recibido  de  las 
Municipalidades  de  Livingston  y Los  Ama- 
tes varias  cantidades,  como  subsidio  pa- 
ra la  alimentación  de  los  presos  de  Puer- 
to Barrios  y no  aparecer  esas  y otras  can^ 
tidades  en  las  partidas  de  ingresos  del  Li- 
bro de  Caja;  2o.,  que  no  se  probó  que  el 
enjuiciado  fuera  el  que  arrancó  las  hojas 
a los  codos  que  sirven  de  comprobantes, 
por  lo  que  debe  de  ser  absuelto  del  cargo 
que  se  le  formuló  por  ese  delito;  y 3o.,  que 
la  pena  que  corresponde  infligir  al  pro- 
cesado por  la  primera  infracción  mencio- 
nada anteriormente  es  la  que  determina 
el  inciso  tercero  del  articulo  283  del  Có- 
digo Penal;  disminuida  en  una  tercera 
parte  por  concurrir  a su  favor  la  circuns- 
tancia atenuante  de  su  confesión,  ya  que 
sin  ella  habria  procedido  absolverlo. 

El  enjuiciado  pidió  aclaración  de  la 
sentencia,  fundándose  en  que  la  Sala  ha- 
bía omitido  resolver  el  punto  relativo  a 
la  conmuta,  pues  en  sus  alegatos  había 
manifestado  su  inconformidad  con  ésta 
por  ser  pobre  en  el  sentido  legal  y por 
consiguiente  debía  habérsele  fijado  el  mi- 
nimun  o sean  diez  centavos  de  quetzal 
diarios.  Esta  aclaración  fué  declarada  sin 
lugar. 

Contra  el  fallo  del  Tribunal  de  Segun- 
da Instancia  fueron  interpuestos  dos  re- 
cursos de  casación;  el  primero,  lo  enta-' 
bló  el  Representante  del  Fisco  por  infrac- 
ción de  los  artículos  21,  inciso  décimo  y 
65  del  Código  Penal;  570  incisos  2o.,  3o. 
4o.  y 5o.;  571,  572,  587,  588,  589,  602,  603, 
607  y 608  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales. El  segundo  recurso,  lo  interpuso  el 
procesado  con  auxilio  del  Licenciado  don 
Julio  Morales  Arrióla  por  quebrantamien- 
to de  forma  y violación  de  ley  y denun- 
cia como  infringidos  los  artículos  1388  a 
1438  del  Código  Fiscal  21  inciso  décimo  del 
Código  Penal;  7,  9,  12,  373  inciso  segun- 
do, 568,  581  inciso  8o.,  654,  676  inciso  pri- 
mero, 677  inciso  7o.,  728  y 729  del  Código 
de  Procedimientos  Penales;  22  del  Decre- 
to Legislativo  No.  1728;  IX,  XXVIII  y 148 


de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial; 
y 36  de  la  Constitución  de  la  República. 

CONSIDERANDO; 

Que  debe  de  ser  declarada  la  improce- 
dencia del  recurso  interpuesto,  en  cuanto 
al  quebrantamiento  de  forma  que  José  Ig- 
nacio López  Mayorga  funda  en  lo  dispues-* 
to  por  el  articulo  677  inciso  7o.  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales;  porque  el 
punto  que  contiene  dicha  disposición  legal 
no  fué  propuesto  en  primera  Instancia  ni 
se  reiteró  la  petición  en  la  segunda. 

CONSIDERANDO; 

Que  suponiendo  que  López  Mayorga  no 
hubiese  confesado  los  hechos  que  le  per- 
judican, aún  sin  esta  confesión,  procede- 
ría dictar  en  su  contra  un  fallo  condena- 
torio, toda  vez  que  desde  el  momento  que 
tenía  a su  cargo  las  funciones  que  le  fue- 
ron encomendadas,  debió  desempeñarlas 
en  la  forma  que  las  leyes  determinan  y 
es  el  único  responsable  de  los  actos  pu- 
nibles que  fueron  descubiertos  al  practi- 
carse la  revisión  de  cuentas  que  se  deja 
ya  relacionada;  que  en  consecuencia,  al 
rebajarle  al  reo  la  Sala  sentenciadora,  una 
tercera  parte  de  la  pena  que  le  correspon- 
de por  apreciar  su  confesión  como  cir- 
cunstancia atenuante,  cometió  error  de 
derecho  infringiendo  el  inciso  décimo  del 
articulo.  21  del  Código  Penal,  denunciando 
como  infringido  por  ambos  recun-entes,  en 
relación  con  el  65  del  Cuerpo  Legal  que 
acaba  de  mencionarse,  y que  citó  también 
el  señor  Represenante  del  Fisco. 

CONSIDERANDO: 

Que  establecida  como  se  encuentra  la 
culpabilidad  del  procesado  con  su  propia 
confesión,  como  ya  se  dijo,  medio  proba'* 
torio  que  reúne,  en  el  presente  caso,  todos 
los  requisitos  que  la  ley  señala,  debe  im- 
ponerse al  reo  la  pena  correspondiente 
sin  alteración  alguna,  y tomando  sólo  en 
cuenta  para  infligirla  la  cuantía  de  lo 
desfalcado. 

CONSIDERANDO: 

Que  oportunamente  fué  resuelta  por  el 
Juez  de  la  causa,  y confirmada  por  la 
Sala  respectiva,  la  cuestión  prejudicial 
propuesta  por  el  procesado;  y en  ese  con- 
cepto hay  cosa  juzgada  acerca  de  este  pun- 
to alegado  por  el  recurrente. 
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CONSIDERANDO: 

Que  procede  absolver  a López  Mayorga, 
en  cuanto  al  cargo  que  también  le  fué  for- 
mulado por  substracción  de  documentos; 
en  virtud  de  que  no  se  estableció  que  el 
enjuiciado  haya  sido  el  que  arrancó  las 
hojas  que  faltan  a un  talonario  usado  pa- 
ra recibir  los  arbitrios  que  no  tiene  com- 
probante especial  en  la  Tesorería  ya  men- 
cionada, y que  son  anteriores  a las  del  nú^ 
mero  70,420. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  conmutación  de  la  pena  debe  de 
ser  regulada  tomando  en  cuenta  las  cir- 
cunstancias pecuniarias  del  enjuiciado. 

POR  TANTO  : 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  estatuido  por  los  artícu- 
los 33,  44,  58,  63,  94,  283  inciso  3o.  del 
Código  Penal,  568,  602,  608,  609,  687  del 
Código  de  Procedimientos  Penales;  2o.  del 
Decreto  Legislativo  No.  1740;  y 237  del  De- 
creto Legislativo  No.  1928,  declara:  lo., 
que  no  procede  el  recurso  que  interpu- 
so el  reo  por  quebrantamiento  de  forma; 
2o.,  que  ha  lugar  al  recurso  entablado  por 
el  Representante  del  F'isco,  y en  conse- 
cuencia CASA  Y ANULA  el  fallo  recurrido 
y resuelve;  que  Ignacio  López  Mayorga  es 
reo  de  malversación  de  caudales  públicos 
y por  este  hecho  delictivo  le  impone  tres 
años  de  prisión  correctiva,  pena  que  con 
abono  del  tiempo  padecido  purgará  en  la 
Penitenciaría  Central;  le  permite  conmu- 
tar dicha  pena  hasta  en  sus  dos  terceras 
partes  a razón  de  veinticinco  centavos  de 
quetzal  por  cada  dia;  le  obliga  al  pago 
de  las  responsabilidades  civiles  provenien- 
tes del  delito  y a la  reposición  del  papel 
empleado  en  la  causa  al  del  sello  respec- 
tivo; y le  suspende  en  el  ejercicio  de  sus 
derechos  políticos  durante  el  tiempo  de  la 
condena;  y 3o.,  por  falta  de  prueba  ple- 
na le  absuelve  del  cago  que  por  el  delito 
de  substracción  de  documentos  se  le  for- 
muló. 

Notifiquese,  y (Con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes  ai 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernández  C,,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  José  Juárez  Rodas,  por 
homicidio  con  ocasión  de  robo. 

DOCTRINA:  Para  alejar  la  presunción  de 
que  las  infracciones  de  leyes  penales  se 
cometieron  voluntariamente,  se  necesi- 
ta prueba  completa  de  ello. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
treinta  de  Mayo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Para  resolverlos,  se  tienen  a la  vista  los 
dos  recursos  extraordinarios  de  casación 
introducidos  contra  la  sentencia  ejecuto- 
ria proferida  por  la  Sala  la.  de  Apelacio-' 
nes  organizada  en  Corte  Marcial  el  prime- 
ro de  abril  del  año  en  curso,  en  el  proceso 
que,  por  los  delitos  de  homicidio  con  oca- 
sión de  robo  y uso  público  de  nombre  su- 
puesto se  instruyó  a José  Juárez  Rodas, 
individuo  contra  quien  se  dejó  abierto  el 
procedimiento  al  ser  condenados  a la  pe- 
na capital  Manuel  Barrios  Godinez  y Juan 
Barrios  Ramírez  por  la  primera  de  las  in- 
fracciones legales  que  se  dejan  menciona- 
das. 

Uno  de  los  recursos  fué  interpuesto  por 
el  señor  Procurador  oficial  de  la  Sala  sen- 
tenciadora, quien  señaló  como  violadas 
por  este  último  Tribunal,  los  Artículos  11- 
29,  31  del  Código  Penal,  558,  559,  596,  597 
y 676  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les, así  como  el  Decreto  Legislativo  Núme- 
ro 1366.  El  otro  recurso  lo  introdujo  el  pro- 
pio procesado  con  auxilio  del  Abogado 
Juan  José  Pellecer,  y,  citó  como  infringi- 
dos los  Artículos  12,  21  inciso  10o.,  27,  65, 
71,  72,  79,  80  y 295  del  Código  Penal;  568, 
581  incisos  2o.  y 4o.,  587,  588,  589,  595,  597, 
601  y 732  del  Código  de  Procedimientos 
Penales  y,  finalmente,  el  Decreto  Legisla- 
tivo Número  1366. 

En  los  autos  que  sirven  de  antecedentes 
a los  dos  recursos  que  se  examinan  cons- 
ta lo  que  sigue: 

Con  motivo  de  la  muerte  trágica  que  se 
le  causara  al  ciudadano  polaco  Moisés  Sei- 
wetarz  en  los  primeros  meses  del  año  de 
mil  novecientos  treinta  y uno  en  el  muni- 
cipio de  Santiago  Sacatepéquez,  Departa- 
mento de  Sacatepéquez.  muerte  que  tuvo 
como  móvil  el  robo,  se  inició  el  procedi- 
miento criminal  el  trece  de  marzo  de  mil 
novecientos  treinta  y uno,  en  el  que  desde 
el  principio  fueron  inodados  Manuel  Ba- 
rrios Godinez,  Juan  Barrios  Ramírez,  José 
Ignacio  Tejeda,  Benedicto  Ramírez,  To- 
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más  Mayorga,  Augusto  Ruano,  Isabel  Gc- 
dínez  y Paula  Cuc,  y más  tarde  José  Juá- 
rez Rodas. 

El  indicado  proceso  culminó  con  la  sen- 
tencia proferida  por  este  Tribunal  el  vein- 
tidós de  noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro,  en  la  que,  al  casar  y anu- 
lar la  que  profiriera  la  Sala  la.  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones  el  cuatro  de  octubre  de 
mil  novecientos  treinta  y cuatro  por  los 
errores  de  derecho  y violaciones  de  Ley 
que  señaló  el  señor  Procurador  General  de 
la  Nación  declaró:  que  Manuel  Barrios  Go- 
dinez  y Juan  Barrios  Ramirez,  eran 
responsables  como  co-autores  del  delito  de 
homicidio  con  ocasión  die  robo  cometi- 
do en  la  persona  de  Moisés  Serwetarz  por 
lo  que  les  impuso  la  pena  capital  — la  que 
se  ejecutó  el  cinco  de  enero  de  mil  nove- 
cientos treinta  y cinco,  según  constancias 
auténticas  que  figuran  en  los  autos  — por 
estar  evidenciada  la  culpabilidad  de  tale.s 
personas  en  el  juicio  criminal,  con  toda  la 
prueba  plena  que  se  acumuló  contra  ellos. 
También  se  resolvió  dejar  abierto  el  pro- 
cedimiento contra  Juárez  Rodas,  porque  no 
habiendo  podido  ser  capturado,  existia  en 
su  contra  la  misma  prueba  que  sirvió  pa- 
ra condenar  a los  co-autores  Barrios  Go- 
dinez  y Barrios  Ramirez.  Y por  último  se 
decretó  la  absolución  del  cargo  de  las 
otras  personas  que  se  inodaron  en  los  co- 
mienzos del  procedimiento  criminal,  por 
falta  de  prueba  plena. 

El  veinticinco  de  noviembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y cuatro  fué  lograda  la 
captura  de  Juárez  Rodas  en  el  municipio 
de  Pueblo  Nuevo  Viñas,  del  Departamen- 
to de  Santa  Rosa,  en  donde  se  hacía  lla- 
mar José  Luis  López.  En  las  distintas  de- 
claraciones indagatorias  que  prestó  confe- 
só de  plano  que  a fines  del  año  de  mil  no- 
vecientos treinta  y uno  había  tomado  par- 
te junto  con  Manuel  Barrios  en  el  asesina- 
to de  Moisés  Serwetarz;  hecho  trágico  que 
cometieron  en  un  sitio  ubicado  al  Norte 
del  Cementerio  de  Santiago  Sacatepéquez, 
como  a cinco  cuadras  de  la  población;  ha- 
biendo llegado  a ese  lugar  con  el  propósi- 
to aparente  de  buscar  una  máquina  para 
la  fabricación  de  aguardiente  clandestina 
que  los  Barrios  — padre  e hijo  — le  habían 
asegurado  a Serwetarz  que  se  hallaba  es- 
condida en  un  hoyo.  Como  la  máquina  en 
referencia  perteneciera  a Serwetarz,  éste 
no  tuvo  inconveniente  en  ir  en  busca  de 
ella  y,  al  sólo  inclinarse  en  la  cavidad  a- 
bierta  en  la  tierra  que  se  le  indicara  — la 
que  se  había  hecho  con  el  propósito  de 


que  le  sirviera  de  sepultura  - — Barrios  Go- 
dínez  se  hizo  como  a dos  pasos  atrás  de  Ser- 
wetarz, y,  con  una  escopeta  de  dos  caño- 
nes que  llevaba  le  hizo  dos  disparos  por 
la  espalda  que  lo  hicieron  caer.  En  segui- 
da — dice  Juárez  Rodas  — que  Barrios 
Godinez  lo  obligó  a que  le  infiriera  unos 
machetazos. 

Cuando  vieron  muerto  a Serwetarz  re- 
gistraron el  cadáver  y,  asegura  Juárez  Ro- 
das que  Barrios  Godinez  le  quitó  los  ani- 
llos que  tenia  puestos  y,  como  no  le  encon- 
traran otra  cosa  en  los  bolsillos  del  traje, 
colocaron  en  ellos  los  papeles  de  la  vícti- 
ma. 

Después  de  ésto,  medio  enterraron  el  ca- 
dáver y se  dirigieron  al  poblado,  recomen- 
dándose ambos  mutuo  silencio. 

En  declaraciones  posteriores  sindica  a 
Juan  Barrios  Ramírez,  asegurando  que  el 
objeto  de  hacer  desaparecer  a Serwetarz 
era  para  evitar  que  les  cobrara  a Barrios 
Ramírez  y a Barrios  Godinez  las  cantida- 
des de  dinero  que  le  debían  y para  apode- 
rarse de  algunos  bienes  de  éste.  Para  des- 
pistar a la  autoridad  hicieron  una  carta 
en  la  que  se  hacia  decir  al  occiso  que  se 
marchaba  para  México  y le  dejaba  a Ba- 
rrios Godinez  un  caballo  de  su  propiedad. 
Al  enterarse  de  la  captura  de  los  Barrios, 
Juárez  Rodas  huyó  de  la  población  diri- 
giéndose a una  casa  del  Guarda  Viejo  de 
esta  ciudad;  más  tarde  a la  República  de 
El  Salvador,  y como  le  fuera  imposible  ga- 
narse la  vida  en  aquella  Nación  volvió  de 
nuevo  al  territorio  Nacional,  trabajando 
primero  en  Jutiapa  y por  último  en  el  De- 
partamento de  Santa  Rosa  en  donde  fué 
capturado. 

Bonifacia  Navas,  concubina  de  José  Juá- 
rez Rodas,  manifiesta:  que  hacia  como  tres 
o cuatro  años  — esta  declaración  la  pres- 
tó el  tres  de  diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro  — que  en  ocasión  de  que 
se  hallaba  en  su  casa  con  Juárez  Rodas 
como  a las  dieciocho  horas  llegaron  Ma- 
nuel Barrios  Ramirez  y Moisés  Serwetarz 
a llevarse  a Juárez  Rodas,  sin  que  ella  su- 
piera para  qué. 

Como  a las  veinte  horas  volvió  Juárez 
Rodas  y le  dijo  que  acababan  de  matar  a 
Serwetarz,  a quien  se  habían  llevado  con 
el  pretexto  de  buscar  una  máquina  de  fa- 
bricar aguardiente,  robándole  Barrios  los 
anillos  que  tenía  el  interfecto.  Refiere  ia 
misma  Navas  que  Juárez  Rodas  le  detalló 
los  hechos  en  la  misma  forma  en  que  éste 
los  había  retalado;  y que  como  ocho  días 
antes  del  suceso  le  habían  propuesto  que  to- 
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mara  parte  en  ese  crimen,  en  ocasión  de 
que  se  hallaba  ocupado  en  la  construcción 
de  una  casa,  lugar  a donde  fueron  a bus- 
carlo con  ese  objeto. 

En  el  careo  que  se  practicó  entre  Juárez 
Rodas  y la  Navas,  el  primero  no  desdijo  lo 
que  afirmara  su  concubina,  asegurando 
tan  sólo  que,  por  hallarse  ebrio  no  recor- 
daba si  le  habla  dicho  todo  lo  que  ella  ex- 
puso, o sólo  una  parte. 

Como  aún  no  hablan  sido  ejecutados 
Manuel  Barrios  Godinez  y Juan  Barrios 
Ramírez,  se  les  interrogó  con  respecto  a los 
nuevos  cargos  que  les  hacia  Juárez  Rodas, 
y,  como  lo  hablan  hecho  antes,  los  nega- 
ron rotundamente;  tratando  Barrios  Go- 
dinez de  hacer  recaer  sobre  Juárez  Rodas 
toda  la  responsabilidad  del  crimen  cometi- 
do en  la  persona  de  Serwetarz;  lo  que  no 
pudo  establecer.  Tampoco  los  careos  que 
se  efectuaron  dieron  resultado  alguno. 

Con  toda  la  prueba  acumulada  con  an- 
terioridad en  el  proceso  y con  los  nuevos 
datos  que  se  obtuvieron  al  lograrse  la  cap- 
tura de  Juárez  Rodas,  la  Comandancia  de 
Armas  del  Departamento  de  Sacatepéquez, 
con  fecha  veintiocho  de  diciembre  de  mil 
novecientos  treinta  y cuatro  dictó  senten- 
cia, condenando  a José  Juárez  Rodas  a su- 
frir la  pena  capital  por  ser  responsable  co- 
mo autor  del  delito  de  asesinato  en  cua- 
drilla con  ocasión  de  robo  cometido  en  la 
persona  de  Moisés  Serwetarz.  Asimismo  lo 
absolvió  del  cargo  formulado  por  el  delito 
de  uso  público  de  nombre  supuesto. 

Después  de  ser  tramitada  la  segunda 
instancia,  la  Sala  la.  de  Apelaciones,  or- 
ganizada en  Corte  Marcial,  en  sentencia 
ejecutoria  de  primero  de  Abril  del  año  en 
curso  aprobó  en  todas  sus  partes  el  fallo  de 
la.  Instancia;  fallo  que  motivó  los  dos  re' 
cursos  extraordinarios  que  se  dejan  rese- 
ñados al  principio. 

y como  la  vista  se  efectuó  con  todas  las 
formalidades  de  Ley,  es  el  caso  de  resolver 
lo  que  proceda  en  derecho.  Por  ese  motivo 
EL  TRIBUNAL  DE  CASACION, 

CONSIDERA: 

1 — Que  con  relación  a la  cita  que  los  dos 
recurrentes  hacen  del  Decreto  Legislativo 
Número  1366,  los  recursos  que  se  examinan 
son  defectuosos;  ya  que,  por  el  hecho  de 
que  el  indicado  Decreto  está  formado  por 
dieciocho  Articulos  que,  cada  uno  de  ellos 
contienen  situaciones  diferentes,  el  Tribu- 
nal se  halla  en  la  imposibilidad  de  anali- 
zar dicha  Ley  en  el  caso  sub-júdice,  desde 


luego  que  no  se  puede  admitir  que  el  Tri- 
bunal de  segundo  grado  haya  violado  en  su 
totalidad  el  relacionado  Decreto,  al  con- 
firmar la  sentencia  de  primera  Instancia. 

2 —  Exactamente  en  las  mismas  condicio- 
nes en  que  se  encuentran  los  recursos  de 
mérito  con  relación  al  Decreto  Legislativo 
1366,  se  halla  el  introducido  por  el  señor 
Procurador  de  la  Sala  la.  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  en  lo  concerniente  al  Arto.  31 
del  Código  Penal  que  señala  como  infringi- 
do por  ei  Tribunai  sentenciador;  ya  que  se 
trata  de  una  disposición  legal  que  también 
contiene  tres  situaciones  distintas.  Luego, 
pues,  a esta  Corte  tampoco  le  es  dable 
considerar  dicha  Ley  para  estimar  si  fué 
violada  o no  en  la  sentencia  recurrida. 

3 —  El  Procurador  recurrente  señala  co- 
mo infringido  el  Articulo  11  del  Código  Pe- 
nal; y el  procesado  también  asevera  que  el 
Tribunal  de  segundo  grado  de  igual  mane- 
ra quebrantó  el  Articulo  12  del  mismo 
cuerpo  legal. 

Mas,  es  el  caso  que,  en  el  juicio  crimi- 
nal que  se  tiene  a ia  vista  está  evidencia- 
do que  se  perpetró  un  delito,  como  lo  es  el 
de  haberle  causado  la  muerte  a Moisés 
Serwetarz  con  el  móvil  de  robo.  Siendo  asi, 
es  indudable  que  se  ha  cometido  una  in- 
fracción de  Ley  penal  lo  que  debe  presu- 
mirse que  se  hizo  voluntariamente,  desde 
luego  que  no  se  ha  demostrado  lo  contra- 
rio. 

Y,  como  hay  prueba  plena  de  la  culpabi- 
lidad que  en  ese  hecho  delictivo  tuvieron 
los  Barrios  — padre  e hijo  — y de  la  que 
tiene  José  Juárez  Rodas  por  haber  toma- 
do parte  directa  con  aquéllos  en  la  ejecu- 
ción dei  crimen  los  tres  con  el  mismo  gra- 
do de  responsabilidad,  es  decir  como  auto- 
res; es  claro  que  la  sentencia  ejecutoria 
que  motiva  los  recursos  que  se  examinan, 
no  violó  los  Articulos  citados  asi  como  los 
Números  27,  29,  71  y 72  del  Código  Pe- 
nal, que  también  señalan  los  recurrentes. 

Como  una  consecuencia  de  lo  que  se  de- 
ja relacionado,  se  llega  a la  conclusión  de 
que  de  ninguna  manera  pudo  ser  infringi- 
do el  Articulo  568  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales  a que  se  refieren  el  pro- 
cesado Juárez  Rodas  y su  abogado  auxi- 
liante, ya  que  se  encuentra  preestablecido 
el  delito  y justificada  la  culpabilidad  del 
acusado. 

4 —  Si  J^é  Juárez  Rodas  no  hubiese  con- 
fesado voluntariamente  su  culpabilidad  en 
el  crimen  que  se  cometió  en  la  persona  de 
Moisés  Serwetarz,  siempre  se  le  habría 
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condenado,  a base  de  la  prueba  indirecta 
que  sirvió  para  infligir  condena  a Manuel 
Barrios  Godinez  y a Juan  Barros  Ramirez; 
presunciones  que  se  encuentran  descan- 
sando en  hechos  plenamente  demostrados 
en  el  Juicio  criminal;  Justificación  que  se 
robusteció  aún  más,  con  la  semi-plena 
prueba  que  constituye  la  declaración  de 
Bonifacia  Navas,  y,  con  la  confesión  del 
repetido  Juárez  Rodas. 

En  tal  situación,  es  incuestionable  que 
no  pudo  ser  infringido  el  inciso  10o.  del  Ar- 
ticulo 21  del  Código  Penal  por  no  ser  apre- 
ciada la  circunstancia  atenuante  de  ser  la 
confesión  la  única  prueba  — como  se  pre- 
tende en  el  recurso  que  patrocinó  el  Abo- 
gado Juan  José  Pellecer  — y aplicar  al  en- 
juiciado, en  consecuencia,  la  pena  capital. 

Lo  dicho  pone  de  manifiesto,  que  tam- 
poco fueron  violados  los  Artículos  65,  79  y 
80  del  mismo  Código;  asi  como  los  núme- 
ros 587,  588,  589,  595,  596,  597  y 601  del 
Código  de  Procedimientos  Penales;  porque, 
como  ya  se  dijo,  las  presunciones  tienen 
como  base,  hechos  que  se  encuentran  pro- 
bados de  una  manera  plena. 

5 —  El  Articulo  295  del  Código  Penal  a 
que  se  alude  en  el  recurso  del  procesado, 
de  ninguna  manera  pudo  ser  violado:  ya 
que  por  no  tratarse  de  un  homicidio  sim- 
ple, sino  de  uno  cometido  con  ocasión  de 
robo,  nunca  le  podría  corresponder  al  en- 
juiciado la  pena  de  diez  años  de  prisión 
correctiva  que  la  indicada  Ley  fija  para 
los  homicidas.  Luego,  el  Articulo  aludido 
no  se  infringió,  por  ser  completamente  a- 
jeno  al  caso  que  se  juzga. 

6 —  Como  el  delito  que  se  cometió  en  la 
persona  de  Moisés  Serwetarz  es  el  de  ho- 
micidio con  ocasión  de  robo  a que  se  refie- 
re el  Articulo  9o.  del  Decreto  Legislativo 
Número  1366  y no  el  de  asesinato  que  ca- 
lifica la  Sala  la.  de  Apelaciones  organiza- 
da en  Corte  Marcial  al  concretarse  simp’e- 
mente  a la  aprobación  del  fallo  de  Primer 
Grado,  sin  cuidarse  por  lo  tanto  de  hacer 
la  reforma  pertinente,  el  procedimiento  a 
que  fué  sujetado  el  juicio  criminal  que  se 
examina  es  el  que  fija  el  Articulo  14  del 
mismo  Decreto,  o sea  el  comprendido  en  el 
Titulo  IV  del  Código  Militar  II  Parte;  ya 
que  si  no  se  tratara  de  ese  delito  no  se  hu- 
biera podido  regular  el  procedimiento  en 
la  forma  en  que  se  hizo. 

En  ese  caso,  es  indudable  que  los  Artos. 
558  y 559  del  Código  de  Procedimientos 
Penales  que  señala  como  violados  el  Pro- 
curador de  la  Sala  la.  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones, no  pudieron  ser  quebrantados,  por 


ño  tener  ninguna  aplicación  en  el  hecho 
juzgado. 

7 —  Ya  se  dijo  que  en  el  caso  sub-júdice 
toda  la  prueba  que  mUitó  contra  los  victi- 
marios de  Moisés  Serwetarz,  es  la  indirec- 
ta de  presunciones,  reforzada  con  la  semi- 
plena prueba  que  produce  la  declaración 
de  Bonifacia  Navas  y con  la  confesión  li- 
bre y espontánea  de  Juárez  Rodas.  En  esa 
virtud  no  pudieron  ser  violados  los  incisos 
2o.  y 4o.  del  Articulo  581  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  ya  que  no  se  apre- 
ció en  la  base  de  las  presunciones  el  dicho 
de  un  co-reo,  cómplice  o encubridor  contra 
el  otro  ni  tampoco  la  deposición  de  un  de- 
pendiente o criado  por  su  amo. 

8 —  La  sentencia  que  dictó  la  Corte  Mar- 
cial en  el  caso  que  se  examina  contiene 
decisiones  expresas,  positivas  y precisas  y 
además  está  fundada  en  las  leyes  que  en 
ella  son  citadas;  razón  por  la  que  no  hay 
infracción  del  Articulo  732  del  Código  de 
Procedimientos  Penales. 

9 —  Finalmente  el  Articulo  676  del  Códi- 
go de  Procedimientos  Penales  que  señala 
como  violado  ei  señor  Procurador  de  la  Sa- 
la la.  de  la  Corte  Apelaciones,  de  ninguna 
manera  podria  quebrantarlo  la  Corte 
Marcial,  ya  que  dicho  Articulo  es  el  taxa- 
tivo de  los  casos  en  que  se  considera  vio- 
lada una  ley  para  el  efecto  de  que  pueda 
interponerse  el  recurso  extraordinario  de 
casación;  y,  por  ende  no  puede  ser  apli- 
cada por  los  tribunales  de  Instancia. 

10 —  Por  todo  lo  que  se  deja  considera- 
do, con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  los 
Artículos  492  C.  M.  II.  Parte  686  y 690  P. 
P.  EL  TRIBUNAL  DE  CASACION  ORGA- 
NIZADO EN  LA  FORMA  QUE  PRESCRIBE 
LA  LEY, 

RESUELVE ; 

DESESTIMAR  los  dos  recursos  de  que  se 
ha  hecho  mérito,  e imponer  al  recurrente 
José  Juárez  Rodas  quince  dias  de  arresto 
conmutables  a razón  de  diez  centavos  dia- 
rios para  el  caso  de  que  le  fuere  favorable 
el  recurso  de  gracia  a que  tiene  derecho 
de  interponer. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S.  José' Serrano  Muñoz. — José  V. 
Mejía.  Enr.  Haeussler.  Ante  mi,  Juan  Fer- 
nández C.,  Secretario.”. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Juan  Zepeda  Díaz  por 
estafa. 

DOCTRINA:  Para  que  la  Corte  Suprema 
de  Justicia  pueda  entrar  a conocer  de 
las  fracciones  que  contengan  los  artícu- 
los que  el  recurrente  denuncie  como  in- 
fringidos, es  indispensable  que  señale  a 
cuál  o cuáles  quiso  referirse. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
tres  de  Junio  de  mil  novecientos  treinta  y 
cinco. 

En  virtud  de  recurso  de  casación,  se  tie- 
ne a la  vista  el  fallo  dictado  por  la  Sala 
4a.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  con  fecha 
veintidós  de  marzo  último,  en  el  proceso 
que  por  el  delito  de  estafa  se  siguió  contra 
el  ex-Juez  de  Paz  de  Ayutla,  Juan  Zepeda 
Diaz. 

— I — 

Del  estudio  de  los  autos  aparece;  que  la 
Intendencia  de  Hacienda  de  Ayutla  abrió 
procedimiento  contra  Zepeda  Diaz,  en  vir- 
tud de  haber  tenido  conocimiento  que  va- 
rias multas  impuestas  a enjuiciados  por 
aquel  ex-Juez,  no  hablan  ingresado  a don- 
de correspondía;  y,  al  examinarse  a varios 
vecinos  que  hablan  sido  enjuiciados  por 
dicho  ex-Juez,  manifestaron  los  motivos 
del  encausamiento  y la  multa  impuesta, 
asi  como  la  forma  cómo  habían  hecho  e- 
fectivas  las  multas,  las  que  fueron  recibi- 
das por  el  mismo  ex-'Funcionario  quedan- 
do algunos,  debiendo  parte  de  ellas,  dando 
en  ciertos  casos  recibos  no  en  talonarios. 
Al  examinarse  al  Secretario  del  Juzgado 
manifestó:  que  se  dió  cuenta  de  la  forma 
en  que  el  Juez  recibía  las  multas  perso- 
nalmente sin  enviarlas  a la  Tesorería  Mu- 
nicipal y que  en  algunos  casos,  los  senten- 
ciados quedaban  a deber  parte  de  la  mul- 
ta, haciendo  sólo  un  abono.  El  Tesorero 
Municipal,  expuso,  que  raras  veces  recibía 
multas  procedentes  del  Juzgado  de  Paz. 

Indagado  Juan  Zepeda  Diaz,  manifestó 
que  había  recibido  las  multas  de  las  perso 
ñas  sentenciadas  por  su  Despacho,  llevan- 
do él  un  control  para  enviarlas  a la  Teso- 
rería Municipal,  recibiendo  a veces  parte 
de  la  multa  y el  resto  lo  quedaban  a de- 
ber los  encausados  para  hacer  el  entero  de 
la  multa  más  tarde  y en  varias  partidas; 
que  en  algunas  ocasiones  retenia  las  mul- 
tas para  mandarlas  a donde  correspondía 


cuando  estuvieran  completas.  Los  exper-' 
tos  nombrados  para  el  efecto,  dictamina- 
ron que  contra  Zepeda  Diaz  aparece  ,un 
saldo  en  su  contra  de  SESENTA  Y CUA- 
TRO QUETZALES,  TREINTA  Y CUATRO 
CENTAVOS. 

Con  estos  antecedentes  él  Juez  de  la. 
Instancia  del  departamento  de  San  Mar- 
cos, dictó  el  veintinueve  de  enero  del  año 
en  curso,  sentencia  condenatoria  contra  el 
recurrente,  declarando  que  es  autor  del  de- 
lito de  estafa  condenándolo  a sufrir  la  pe- 
na de  un  año  de  arresto  mayor  conmuta- 
ble en  su  totalidad  y hace  las  demás  de- 
claraciones procedentes  en  derecho.  La 
Sala  jurisdiccional  confirmó  el  fallo,  con- 
tra el  que  se  interpuso  el  presente  recurso 
de  casación  citando  como  infringidos  los 
Artos.  408  C.  P.  y 570  y 608  P.  P.  Pedidos 
los  antecedentes  y señalado  día  para  la 
vista,  es  el  caso  de  resolver  como  corres-, 
ponde. 

CONSIDERANDO: 

Que  en  contra  del  inculpado  Juan  Ze- 
peda Diaz,  a quien  se  le  procesó  por  el  de- 
lito de  estafa,  existe  plena  prueba,  asi 
como  también,  de  que  lo  estafado  ascien- 
de a sesenticuatro  quetzales  treinta  y cua- 
tro centavos  de  quetzal,  pero  no  es  el  ca- 
so de  analizar  ampliamente  la  prueba  pre- 
constituída,  toda  vez  de  que  el  recurrente 
citó  como  únicos  artículos  violados,  los  si- 
guientes; 408  del  Código  Penal;  570  y 603 
del  Código  de  Procedimientos  Penales.  El 
primero  se  refiere  a las  penas  en  que  in- 
curren los  que  cometen  el  delito  de  estafa, 
pero  tiene  once  incisos  y a la  Corte  no  le 
es  dable  entrar  al  examen  de  ninguno  de 
ellos,  por  no  saber  a cuál  de  ellos  quiso 
referirse  el  recurrente;  por  la  misma  ra- 
zón no  se  examina  el  570  de  Procedimien- 
tos Penales,  el  cual  tiene  seis. incisos,  Bl 
tercero,  o sea  el  608  del  Código  últimamen- 
te citado,  se  refiere  a la  fé  del  juicio  peri- 
cial, incluso  el  cotejo  de  letras,  que  será 
calificado  por  el  Tribunal  sentenciador  se- 
gún las  circunstancias,  por  cuyo  motivo 
tampoco  cabe  contra  su  aplicación  recurso 
alguno. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  preceptuado  en  los  Artos.  676, 
686,  690  y 735  P.  P.;  22  Decreto  1728,  DES- 
ESTIMA el  recurso  de  casación  interpues- 
to por  el  reo  Juan  Zepeda  Diaz,  con  el  au- 
xilio del  Licenciado  Egberto  Orozco,  y le 
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Impone  la  pena  adicional  de  quince  dias 
de  prisión  simple,  conmutables  a razón  de 
diez  centavos  de  quetzal  por  dia. 

Notlfiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante  mi, 
Juan  Fernández  c..  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Ramón  de  León  García 
por  estupro. 

DOCTRINA:  Para  calificar  de  abusos  des- 
honestos el  hecho  punible  que  se  impute 
al  reo,  es  indispensable  que  éste  sola- 
mente haya  tenido  la  intención  de  sa- 
ciar sus  deseos  libidinosos,  y además  que 
concurra  cualquiera  de  las  circunstan- 
cias señaladas  en  el  Articulo  324  del  Có- 
digo Penal. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cinco  de  Junio  de  mil  novecientos  treinta 
y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  que  más  adeiante  se  relatará 
pronunciada  en  el  proceso  instruido  contra 
Ramón  de  León  Garcia  por  ei  delito  de  es- 
tupro perpetrado  en  la  menor  Mercedes 
Beltetón  Bailón.  Fallo  que  se  dictó  por 
mayoría,  habiendo  votado  en  contra,  y de 
entero  acuerdo  con  lo  pedido  por  el  señor 
Fiscal,  el  señor  Magistrado  don  Ramón  Ca- 
dena. 

El  quince  de  Octubre  del  año  de  mil  no- 
vecientos treinta  y cuatro,  Petrona  Casti- 
llo acusó  a Ramón  de  León  Garcia  ante  el 
Juez  de  Paz  de  Cabañas  por  haber  tenido 
accesos  carnales  con  su  hija  adoptiva  Mer- 
cedes Beltetón,  hecho  que  trató  de  averi- 
guar, pues  Arturo  Prado  le  dijo  que  Merce- 
des tenia  la  intención  de  irse  con  de  León 
Garcia,  quien  habla  ya  arreglado  la  ropa 
de  la  menor. 

Mercedes  Beltetón  expuso:  que  vive  en 
casa  de  la  señora  Castillo  y haria  como 
diez  dias  que  su  “mamá  Tona”  a las  vein- 
te horas  la  mandó  a recoger  la  ropa  que 
estaba  en  el  patio,  y cuando  se  aproxima- 
ba a una  galera,  Ramón  Garcia  agarrán- 
dola de  la  mano  y usando  de  la  fuerza  le 


quitó  su  virginidad,  y tanto  al  ser  condu- 
cida al  lugar  del  hecho,  como  al  desflorar- 
la dió  voces,  pero  de  León  no  sólo  le  pegó 
sino  la  amenazó  con  causarle  la  muerte; 
que  al  siguiente  dia  se  le  hinchó  la  boca 
y sentia  dolores  en  las  partes  pudendas; 
que  lavó  su  ropa  y no  se  quejó  con  su 
"mamá  Tona”  temerosa  de  que  de  León 
García  la  matara. 

Arturo  Prado  manifestó  haber  sabido 
por  el  propio  de  León  que  éste  y Mercedes 
habían  concertado  huir  juntos  y como  le 
enseñó  la  ropa  y vió  una  sábana  con  man- 
chas de  sangre,  le  dió  aviso  a la  señora 
Castillo. 

Ramón  de  León  García  consignó  al  ser 
interrogado  todos  los  ayuntamientos  car- 
nales que  ha  tenido  con  la  que  iba  a ser 
su  mujer,  mencionando  los  lugares,  las  ho- 
ras y la  manera  de  efectuar  el  coito  para 
no  hacerle  tanto  daño  a Mercedes. 

Obran  en  el  proceso;  a)  el  informe  del 
Cirujano  del  Departamento  de  Zacapa  don- 
de consta  que  Mercedes  Beltetón  presen- 
taba signos  evidentes  de  haber  sido  des- 
florada recientemente.  Y que  no  existía 
ningún  signo  de  violación;  b)  un  infor- 
me emitido  por  el  Juez  de  Paz  de  Cabañas 
en  el  cual  se  hizo  constar  que  de  León  Gar- 
cia durante  su  permanencia  en  dicho  po- 
blado observó  buena  conducta  y no  tenia 
bienes  de  ninguna  clase;  y c)  copia  certi- 
ficada de  la  partida  número  ciento  trein- 
ta y tres  del  Libro  de  Nacimientos  núme*' 
ro  treinta  y ocho,  correspondiente  al  año 
de  mil  novecientos  veintidós,  donde  cons- 
ta que  el  siete  de  Septiembre  del  año  que 
acaba  de  mencionarse  nació  en  Morazán  a 
las  once  horas,  Mercedes,  hija  ilegítima  de 
Sara  Beltetón. 

El  Juez  de  la.  Instancia  del  Departa- 
mento de  Zacapa  dió  fin  a la  causa  con- 
denando a Ramón  de  León  García  a extin- 
guir un  año  de  arresto  mayor  por  el  es- 
tupro cometido  en  la  menor  Mercedes  Bel- 
tetón, pena  que  purgará  el  reo  en  las  cár- 
celes de  aquella  cabecera,  con  abono  del 
tiempo  padecido  y rebajada  en  una  terce- 
ra parte  porque  milita  en  su  favor  la  cir- 
cunstancia atenuante  de  su  confesión;  se 
le  permite  a de  León  conmutar  la  pena, 
en  su  totalidad,  a razón  de  diez  centavos 
de  quetzal  diarios,  suspendiéndole  en  el 
ejercicio  de  sus  derechos  políticos  duran- 
te la  condena  y dejándolo  obligado  al  pago 
de  las  responsabilidades  civiles  provenien- 
tes del  delito;  y finalmente  por  su  notoria 
pobreza  se  le  exonera  de  la  reposición  del 
papel  empleado  en  la  causa. 
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En  Segunda  Instancia  el  Procurador  pi- 
dió la  absolución  del  enjuiciado  por  esti- 
mar que  el  engaño  no  se  encuentra  estable- 
cido. 

El  señor  Fiscal  opinó:  que  el  delito  co- 
metido por  de  León  Garda  es  violación,  y 
por  este  hecho  delictuoso  debia  de  impo- 
nérsele la  pena  de  ocho  años  de  prisión 
correccional,  aumentada  en  una  tercera 
parte  por  concurrir  la  circunstancia  agra- 
vante de  abuso  de  confianza. 

El  treinta  de  Marzo  del  corriente  año,  la 
Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones 
confirmó  la  sentencia  de  primer  grado  con 
la  reforma  de  que  el  enjuiciado  es  respon-* 
sable  del  delito  de  abusos  deshonestos  por 
el  cual  le  impone  la  pena  de  cuatro  años 
de  prisión  correccional,  rebajada  en  una 
tercera  parte;  y hace  las  demás  declara- 
ciones pertinentes. 

Considera  el  Tribunal  de  2a.  Instancia: 
lo.  que  la  única  prueba  que  existe  contra 
el  procesado  es  su  confesión,  y con  fun- 
damento de  ésta  se  tiene  la  certeza  de  que 
aquél  empezó  a abusar  deshonestamente 
de  la  menor  Mercedes  Beltetón  dos  meses 
antes  del  dia  en  que  fué  indagado,  es  decir 
el  diez  y seis  de  Agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro,  fecha  en  que  la  citada 
menor  sólo  tenia  once  años,  once  meses  y 
nueve  días  por  lo  que  el  hecho  pesquisa- 
do cae  bajo  la  sanción  del  artículo  325  del 
Código  Penal  y debe  de  imponerse  al  reo 
la  pena  respectiva,  rebajada  en  una  ter- 
cera parte  porque  tiene  a su  favor  la  ate- 
nuante que  se  consigna  en  el  inciso  10  del 
articulo  21  del  Cuerpo  de  leyes  anterior- 
mente citado;  y 2o.  que  aunque  con  el  in- 
forme médico  del  reconocimiento  practi- 
cado en  la  persona  de  la  ofendida  se  ha 
constatado  su  reciente  desfloramiento;  co- 
mo tal  reconocimiento  se  verificó  hasta  el 
veinte  de  Octubre,  cuando  Mercedes  Belte- 
tón tenia  doce  años,  un  mes,  y trece  dias 
de  edad,  y no  hay  ninguna  prueba  que  sir- 
va para  establecer  la  fecha  exacta  en  que 
perdió  su  virginidad  no  puede  penarse  al 
inculpado  por  violación.  Tampoco  procedo 
penarlo  por  estupro  porque  de  conformi- 
dad con  la  fracción  tercera  del  articulo 
326  del  Código  Penal,  la  cópula  ejecutada 
con  mujer  mayor  de  doce  y menor  de  diez 
años,  constituye  estupro  si  ha  mediado  en- 
gaño, circunstancia  esencialisima  que  no 
aparece  demostrada  en  autos  como  tampo- 
co que  se  perpetrara  con  abuso  de  confian- 
za. 

Contra  este  último  pronunciamiento 
fueron  interpuestos  dos  recursos  de  casa-. 


ción,  el  primero,  lo  entabló  el  señor  Fiscal 
citando  como  infringidos  los  artículos  65, 
66,  324,  caso  tercero,  y 325  del  Código  Pe- 
nal; y 735  inciso  4o.  del  Código  de  Proce- 
dimientos Penales;  y el  segundo,  lo  inter- 
puso el  reo  con  auxilio  del  Abogado  don 
Salvador  Samayoa,  denunciando  como  vio- 
lados los  Artos.  65  y 326  fracción  última 
del  Código  Penal;  259,  570,  incisos  lo,  y 5o„ 
603,  609  y 614  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales, 

CONSIDERANDO; 

Que  el  caso  sub-júdice  se  encuentra  com- 
prendido en  la  fracción  tercera  del  articu- 
lo 326  del  Código  Penal;  porque  se  ha  esta- 
blecido con  la  copia  certificada  de  la  parti- 
da de  nacimiento  de  la  menor  que  ésta  ha- 
bía cumplido  ya  doce  años  de  edad  cuan- 
do fué  reconocida  por  el  Cirujano  Depar- 
tamental de  Zacapa,  Doctor  Julio  Queve- 
do  A,,  quien  afirma  que  la  ofendida  pre- 
senta signos  de  reciente  desfloración.  Que 
por  otra  parte,  si  bien  es  verdad,  que  no  es- 
tá probado  que  interviniendo  engaño  ha- 
ya saciado  de  León  García  sus  instintos 
sexuales,  también  lo  es  que  no  por  la  fal- 
ta de  esta  circunstancia  debe  dejarse  de 
imponer  sanción  al  procesado,  ya  que  en 
el  presente  caso  está  de  manifiesto  la  su- 
perioridad del  agente  con  respecto  a la  me- 
nor Mercedes  Beltetón  Bailón,  hecho  que 
desde  luego  influyó  de  un  modo  decisivo, 
en  aquellos  momentos  sobre  sus  actos  vo- 
litivos, tanto  más  si  se  toman  en  cuenta 
las  facilidades  que  tuvo  de  León  para  re- 
lacionarse con  la  Beltetón  y la  manera  co- 
mo efectuaba  el  coito.  El  articulo  325  del 
Código  anteriormente  citado  es  inaplica- 
ble al  caso  que  hoy  se  examina;  en  virtud 
de  que  dicha  disposición  legal  se  ha  esta- 
blecido para  castigar  todos  aquellos  actos 
que  tienen  el  carácter  de  deshonestos  y 
ofenden  tanto  a la  moral  como  a las  bue- 
nas costumbres,  que  se  cometen  contra  el 
pudor  de  personas  de  uno  u otro  sexo  y 
siempre  que  concurra  cualquiera  de  las  cir- 
cunstancias que  integran  el  delito  de  vio- 
lación. En  los  autos  que  se  han  tenido  a 
la  vista  no  consta  que  al  yacer  de  León  con 
la  ofendida  usara  de  fuerza  o intimidación, 
pues  aunque  la  menor  aseguró  que  su  ofen- 
sor la  había  amenazado  de  muerte  y tam- 
bién fué  golpeada,  ninguno  de  estos  hechos 
aparece  probado  y por  el  contrario,  cons- 
ta en  el  informe  que  se  deja  relacionado 
la  inexistencia  de  signos  de  violación  y si 
vestigios  de  que  la  Beltetón  había  perdido 
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su  virginidad.  Acerca  de  que  la  ofendida 
hubiera  sido  privada  de  razón  o de  senti- 
do ninguna  probanza  se  presentó  para  jus- 
tificar éste  extremo.  Por  último,  como  ya 
se  dijo,  no  se  estableció  que  Mercedes  Bel- 
tetón  Bailón  cuando  se  cometió  el  delito 
fuese  menor  de  doce  años  cumplidos.  Que 
de  todo  lo  que  acaba  de  ser  relacionado  se 
infiere  que  la  Sala  sentenciadora  cometió 
error  de  derecho  al  calificar  como  abusos 
deshonestos,  el  acto  punible  perpetrado 
por  de  León  García  e infringió  el  articulo 
325  citado  por  el  señor  Fiscal  en  su  me- 
morial en  que  interpuso  la  casación. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  culpabilidad  del  procesado  como 
nutor  del  delito  de  estupro  que  se  le  impu- 
ta está  probada  con  su  espontánea  confe- 
sión sin  la  cual  procedería  dictar  un  fal'o 
absolutorio:  y por  este  último  motivo  de- 
be rebajársele  una  tercera  parte  de  la  pe- 
na que  corresponde  imponerle,  ya  que  no 
procede  aplicar  la  agravante  de  abuso  de 
confianza,  porque  de  no  haber  concurrido 
esta  circunstancia,  el  hecho  delictuoso  no 
hubiera  podido  ser  ejecutado  en  la  forma 
en  que  fué  llevado  a cabo,  pues  de  León 
delinquió  aprovechando  la  ventaja  de  que 
le  era  fácil  entrar  a la  casa  habitada  por 
la  Beltetón  Bailón;  tanto  por  el  negocio 
que  tenia  con  la  señora  Castillo,  como  por 
las  relaciones  que  afirma  cultivaba  con  la 
menor,  sin  que  su  manera  de  proceder  des- 
pertara contra  él  sospechas  de  ningún  gé- 
nero; y en  ese  concepto  dicha  circunstan- 
cia es  inherente  al  delito  investigado. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  prescrito  por  los  artículos 
21  fracción  10a.  33,  44,  58,  63,  77.  94,  326 
fracción  III  del  Código  Penal;  609,  735, 
736  y 687  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales; y 2o.  del  Decreto  Legislativo  No. 
1740,  declara:  que  ha  lugar  al  recurso  in- 
terpuesto por  el  señor  Fiscal,  y en  conse- 
cuencia CASA»  Y ANULA  el  faUo  recurri- 
do y resuelve;  que  Ramón  de  León  Gar- 
da es  reo  de  delito  de  estupro  y por  este 
hecho  punible  le  impone  un  año  de  arres- 
to mayor,  pena  que  con  abono  de  la  pri- 
sión sufrida  y la  rebaja  de  una  tercera  par- 
te purgará  en  las  cárceles  del  Departamen- 
to de  Zacapa;  le  permite  conmutar  la  to- 
talidad de  dicha  pena  a razón  de  tres 
quetzales  diarios;  le  obliga  al  pago  de  las 


responsabilidades  civiles  provenientes  del 
delito  y a la  reposición  dei  papel  emplea- 
do en  la  causa  al  del  sello  respectivo;  y le 
suspende  en  el  ejercicio  de  sus  derechos 
politicos  durante  el  tiempo  de  la  condena. 

Notifiquese,  y devuélvanse  los  anteceden- 
tes en  la  forma  que  corresponde  al  Tribu- 
nal de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante' mi, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Alfonso  Hugo  Meyer 
Hulz  por  homicidio. 

DOCTRINA:  Para  que  pueda  apreciarse 
como  legitima  la  defensa,  es  indispensa- 
ble que  se  encuentren  establecidos  los 
extremos  que  la  ley  determina. 


Corte  Suprema  de  Justicia.  Guatemala, 
cinco  de  Junio  de  mil  novecientos  treinta 
y cinco. 

■Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  que  más  adelante  se  relata- 
rá proferida  en  el  proceso  instruido  contra 
Carlos  Alfonso  Hugo  Meyer  Hulz  por  el  de- 
lito de  homicidio  perpetrado  en  la  perso- 
na de  Vicente  Azañón. 

La  causa  fué  iniciada  el  veintidós  de  Ju- 
nio de  mil  novecientos  treinta  y cuatro, 
en  el  Juzgado  de  Paz  de  Retalhuleu,  en 
virtud  de  haberse  tenido  conocimiento  de 
que  Carlos  Meyer  habla  herido  a Vicente 
Azañón. 

Mandada  instruir  la  correspondiente 
averiguación  se  estableció  lo  que  sigue: 
que  en  un  lugar  situado  a tres  kilómetros 
de  la  finca  “El  Caulote”,  perteneciente  a 
Meyer,  fueron  encontradas  dentro  de  un 
matorral  dos  escopetas  que  habla  dejado 
ocultas  dicho  señor;  una  de  estas  armas 
se  encontró  con  carga  y la  otra  reciente- 
mente disparada;  a ciento  cincuenta  va- 
ras de  aquel  sitio  y en  un  paraje  claro  fué 
encontrado  herido  Vicente  Azañón,  quien 
sindicó  a Meyer  Hulz  como  autor  del  he- 
cho: Mever  confesó  haber  lesionado  a Aza- 
ñón. pero  afirma  que  lo  hizo  en  legitima 
defensa  de  su  persona,  pues  Vicente  le 
atacó  con  su  escopeta  cuando  él  los  re- 
prendía por  haber  entrado  a la  finca  a ca- 
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zar  furtivamente  y al  apoderarse  de  otra 
arma  para  presentarla  a la  autoridad  y 
justificar  que  tanto  Azañón,  como  sus 
acompañantes,  hablan  penetrado  sin  su 
consentimiento  al  predio  que  se  deja  ya 
mencionado.  Estanislao  Reyes  refiere  que 
Meyer  con  la  pistola  en  la  mano  les  apun- 
taba diciéndoles  que  si  se  movían  los  ma- 
laria y apoderándose  de  las  escopetas  que 
habían  dejado  a pocos  pasos  de  distancia 
les  dijo  que  le  dejaran  pasar;  y al  dirigir- 
se a él  Azañón  diciéndolé  qué  es  eso  don 
Carlos?  No  hemos  sido  amigos?  Meyer  le 
respondió:  “aquí  no  hay  amigos  hijos...” 
haciéndole  un  disparo  a consecuencia  del 
cual  cayó  al  suelo;  que  el  dicente  huyó  in- 
ternándose en  el  bosque,  oyendo  al  poco 
rato  un  disparo  de  escopeta,  entonces  lla- 
mó a Pablo  Vásquez,  hijo  de  Azañón,  que 
se  había  quedado  en  el  sitio  donde  los  en- 
contró Meyer.  Vásquez  se  produjo  en  idén-* 
ticos  términos  pero  no  dice  nada  acerca 
de  las  injurias  proferidas  por  Azañón  y 
agrega  que  cuando  don  Carlos  iba  ya  lejos 
hizo  un  disparo  con  una  de  las  escopetas 
y que  su  padre  estaba  de  pié  al  ser  herido 
por  dicho  señor. 

Obran  en  los  autos  copia  certificada  de 
la  partida  de  defunción  de  Vicente  Aza^ 
ñón;  el  informe  médico  legal  de  la  autop- 
sia practicada  al  cadáver  de  dicho  sujeto; 
la  licencia  expedida  a favor  de  Meyer  para 
portar  un  revólver  calibre  38,  sistema 
Smith  y Wesson  número  815,  581;  declara- 
ciones de  Víctor  Ovando  y Alejandro  Cali- 
lo, quienes  refieren  el  primero,  que  Meyer 
le  suplicó  diera  parte  al  Alcalde  Auxiliar 
de  que  había  lesionado  a Vicente  Azañón; 
y el  segundo  dijo  que  Meyer  le  encargó  que 
con  el  primer  Auxiliar  que  encontrara  die- 
ra aviso  que  necesitaba  urgentemente  a la 
“Montada”,  y habiendo  encontrado  en  el 
camino  al  Alca’de  Auxiliar  Guadalupe  So- 
lís,  éste  le  dió  algunas  referencias  de  lo 
sucedido,  y como  el  dicente  conducía  ga- 
nado, caminaba  despacio,  y el  auxiliar  se 
dirigía  a dar  el  parte  correspondiente  y >0 
baria  con  más  rapidez,  ya  no  creyó  nece- 
•sario  comunicarlo  él  (Calilo);  deposicio- 
nes del  sargento  de  la  Policía  Nacional 
Julio  Rojas  M.  y del  agente  del  orden  pú- 
blico Gerardo  Mora,  quienes  acompañaron 
al  Comisario  interino.  Amado  de  la  Roca, 
a la  finca  “El  Caulote”,  donde  Meyer  les 
relató  lo  sucedido  y fué  a mostrarles  el  lu-' 
gar  del  hecho;  y declaraciones  de  Berna- 
bela  Azañón,  María  Gardillo,  Antonio  Aza- 
ñón, Juan  Ochoa,  Víctor  Molina,  Carlos 
Maldonado,  José  Reyes,  Agustín  Sánchez, 


Manuel  Sánchez,  Pedro  Reyes,  Alberto 
Valdés,  Manuel  Suacedo,  Fernando  Gómez, 
Gumercindo  Sánchez,  Julio  Azañón,  Fran- 
cisco Reyes.  Timoteo  Azañón,  Fidel  Rivera, 
Silvestre  Carrera  y Santiago  López,  quie- 
nes por  referencias  supieron  lo  acaecido  a 
Vicente  Azañón. 

En  el  plenarlo  la  parte  acusadora,  Filo- 
mena Vásquez,  presentó  como  probanzas 
la  declaración  de  Jesús  Chochón,  un  inte- 
rrogatorio dirigido  al  enjuiciado,  y repre- 
guntas contestadas  por  Albino  Bruns,  Ma- 
riano Miralbés,  Tomás  Loarca  y Conrado 
Mezguer.  El  procesado  rindió  las  pruebas 
que  siguen:  testimonios  de  las  escrituras 
públicas  de  propiedad  de  la  finca  “El  Cau- 
lote”; declaraciones  de  Albino  Bruns,  To‘ 
más  Loarca,  Mariano  Miralbés,  Conrado 
Mezguer,  Virgilio  Recinos,  Federico  Ro- 
thers.  Pioquinto  Rodríguez,  Adolfo  Al  faro, 
Francisco  Mayorga,  Pedro  Cano,  Otto  Boh- 
nenberger,  Arturo  Johannsen,  Antonio 
Marroquin,  Capitán  Luis  Pérez  y Mariano 
Montenegro;  informes  acerca  de  los  ante- 
cedentes del  procesado;  partida  de  naci- 
miento de  Pablo  Vásquez;  ampliación  del 
informe  médico  de  la  autopsia  practicada 
al  cadáver  de  Vicente  Azañón;  copia  cer- 
tificada del  acuerdo  Gubernativo  por  me- 
dio del  cual  se  concede  la  nacionalidad 
guatemalteca  a Carlos  Alfonso  Hugo  Me- 
yer; careos  practicados  entre  el  enjuiciado 
y Filomena  Vásquez,  Pablo  Vásquez  y Es- 
tanislao Reyes;  dictamen  presentado  por 
los  Doctores  Julio  Sarti  y Ricardo  Roesch; 
certificación  del  acta  levantada  en  el  Juz- 
gado de  Paz  de  Retalhuleu,  donde  consta 
el  convenio  celebrado  entre  Carlos  Meyer 
y Cesáreo  Sánchez;  copias  certificadas  de 
las  partidas  de  nacimientos  de  Frieda  Ca- 
tarina, Carmen  Clementina  y Alfonso,  hi- 
jos de  Carlos  Meyer  y Catarina  Rodas;  y 
certificación  expedida  por  el  Director  de 
la  Compañía  de  Plantaciones  Cecilia,  don 
Max  Bregartner. 

También  se  agregaron  a la  causa;  el  in- 
forme emitido  por  el  Juez  de  Paz  de  Reta'- 
huleu  y el  acta  levantada  en  el  Juzgado  de 
la.  Instancia  de  dicho  Departamento,  do- 
cumentos que  se  refieren  al  estado  en  que 
fueron  encontradas  las  escopetas  en  el  lu- 
gar donde  ocurrió  el  suceso. 

El  Juez  de  la.  Instancia  del  Departa- 
mento de  Retalhuleu  puso  fin  a la  causa 
condenando  al  procesado  a sufrir  diez 
años  de  prisión  correccional  inconmuta- 
bles, pena  que  le  rebaja  en  sus  dos  terceras 
partes,  pues  estima  que  existen  en  favor 
de  Meyer,  dos  circunstancias  de  atenúa-* 
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ción  bien  calificadas,  a saber:  su  confe- 
sión espontánea  sin  la  cual  procedería  ab- 
solverlo, y el  hecho  de  haberse  presentado 
a la  Autoridad  confesando  su  delito  antes 
de  ser  perseguido  como  culpable,  no  obs- 
tante haber  podido  lograr  la  impunidad 
por  medio  de  la  fuga  o de  la  ocultación. 
En  ese  fallo  se  hacen  las  demás  declara- 
ciones pertinentes. 

En  segunda  Instancia,  el  Procurador  des- 
pués de  hacer  un  estudio  de  la  sentencia 
apelada,  pidió  la  absolución  del  encausa- 
do sin  limitación  alguna,  pues  estima  en 
primer  lugar,  que  Meyer  obró  en  legitima 
defensa  de  su  persona  al  herir  a Azañón 
y en  segundo,  porque  cabe  también  invo- 
car esa  exención  de  conformidad  con  las 
disposiciones  dei  Decreto  Legis'ativo  No. 
1721. 

El  señor  Fiscal  opinó  en  el  sentido  de 
que  ia  sentencia  fuera  confirmada,  pero 
con  base  en  que  en  contra  del  acusado 
existen  presunciones  graves,  precisas  y 
concordantes  para  declararlo  autor  del  de- 
lito de  homicidio,  pero  que  se  le  rebaje  la 
pena  en  sus  dos  terceras  partes,  pues  esti- 
ma que  obró  por  estimuios  tan  poderosos 
que  naturalmente  le  produjeron  arrebato 
u obcecación,  y porque  procuró  con  celo 
reparar  el  mal  causado  e impedir  sus  per- 
niciosas consecuencias;  y por  último  pidió 
que  se  permitiera  la  conmuta  en  sus  dos 
terceras  partes. 

La  Sala  4a.  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
el  veintiuno  de  Enero  del  corriente  año, 
confirmó  la  sentencia  del  Juez  de  Retal- 
huleu  con  las  modificaciones  siguientes: 
a)  que  no  existe  la  atenuante  de  la  con- 
fesión del  reo;  b)  que  si  existe  a favor  del 
mismo,  la  atenuante  del  arrebato  u obce- 
cación. 

Considera  la  Sala,  primero:  que  la  vida 
del  delito  de  homicidio  se  justificó  con  las 
pruebas  que  siguen;  a)  inspección  ocular 
practicada  por  el  Juez  menor  de  Retalhu- 
leu  en  la  finca  “El  Caulote”;  b)  declara- 
ción rendida  por  el  interfecto  antes  de  fa- 
llecer a presencia  de  la  Autoridad  men- 
cionada y de  las  diferentes  personas  que 
concurrieron  al  lugar  de  la  tragedia;  c) 
exposición  de  lo  ocurrido  hecha  por  los 
únicos  testigos  presenciales  Estanislao  Re- 
yes y el  menor  Pablo  Vásquez;  d)  infor- 
me médico  legal  de  la  autopsia  practica- 
da al  cadáver  de  Vicente  Azañón;  e)  cer- 
tificación de  la  partida  de  defunción  del 
mismo;  f)  declaraciones  de  Guadalupe  So- 
lis, Víctor  Obando,  Alejandro  Calito,  Sar- 
gento Julio  Rojas,  agente  Gerardo  Mora, 


Juan  Ochoa,  Víctor  Molina,  Carlos  Maído- 
nado,  José  Reyes,  Manuel  Sánchez,  Pedro 
Reyes,  Alberto  Valdés,  Manuel  Saucedo, 
Fernando  Gómez,  Gumercindo  Sánchez, 
Timoteo  Azañón,  Silvestre  Carrera  y San- 
tiago López;  y g)  confesión  calificada  del 
reo;  segundo,  que  si  bien  es  cierto,  que  los 
testgos  Estanislao  Reyes  y Pablo  Vásquez 
fueron  tachados  de  parciales,  el  primero 
por  ser  parte  ofendida  según  asegura  Me- 
yer, y el  segundo  por  ser  menor  de  diez 
y seis  años,  debe  estimarse  también,  que  si 
se  desprende  de  las  declaraciones  de  estas 
personas,  una  grave  presunción,  si  se  con- 
sidera que  el  hecho  se  perpetró  en  un  lu- 
gar despoblado,  y que  ambos  están  en 
esencia  absolutamente  de  acuerdo  con  lo 
afirmado  por  el  herido,  lo  que  indefecti- 
blemente contribuye  a creerles,  puesto  que 
la  más  sencilla  lógica  induce  a pensar,  que 
Azañón  al  sentirse  lesionado  no  estaba  pa- 
ra inventar  historias,  tendientes  a obscu- 
recer la  verdad,  máxime  que  no  sabia  en 
esos  momentos  si  iba  a morir.  Por  esta 
razón,  el  dicho  de  los  testigos  nombrados 
merece  crédito  si  no  como  prueba  testimo- 
nial concluyente,  al  menos  como  presun- 
ción humana,  toda  vez  que  la  tacha  no  fué 
por  vicios  de  falsedad.  Si  a esta  grave  pre- 
sunción se  le  suma  el  hecho,  de  que  Me- 
yer ya  había  confesado  extraiudicia'men- 
te  a Víctor  Ovando  que  él  había  herido  a 
Azañón,  lo  oue  repitió  a presencia  del  sar- 
gento Julio  Rojas  v aeente  Gerardo  Mora, 
se  ve  que  la  prueba  de  cargo  se  sigue  ro- 
busteciendo. por  cuanto  que  la  confesión 
extrajudicial  induce  gran  sosoecha  contra 
el  confesante.  Pero  si  esto  no  fuera  su- 
ficiente. basta  examinar  las  declaraciones 
de  José  Reyes,  A'calde  Auxiliar  de  la  fin- 
ca “Nueva  Candeiaria”.  Agustín  Sánchez, 
Pedro  Reves,  Alberto  Valdés,  Fernando  Gó- 
mez, Gumercindo  Sánchez.  Francisco  Re- 
yes. Silvestre  Carrera  y Santiago  López, 
quienes  hablaron  con  Azañón  desnués  de 
ser  herido,  para  llegar  al  conocimiento  de 
oue  Meyer  fué  el  hechor.  Estos  testigos 
desde  luego  son  de  referencia  y no  hicie- 
ron! más  que  repetir  la  afirmación  que 
les  hizo  el  ofendido  respecto  de  la  forma 
en  que  el  delito  fué  perpetrado,  pero  de  to- 
dos modos,  sus  exposiciones  encajan  den- 
tro del  articulo  574  del  Código  de  Prs.  Pns.. 
puesto  que  conyienen  en  la  substancia  del 
hecho,  sin  modificar  la  esencia  del  mis- 
mo; tercero,  que  tanto  Azañón,  como  Re- 
yes y Vásquez,  conyienen  en  que  penetra- 
ron a la  finca  “El  Caulote”  persiguiendo  a 
un  venado,  pero  la  casualidad  los  llevó  al 
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refugio  de  un  armado,  por  lo  que  coloca- 
ron las  escopetas  juntas,  poniéndose  a es- 
carbar el  agujero.  Este  extremo  no  fué  con- 
tradicho, y por  eso  no  es  creíble,  como  muy 
bien  lo  afirma  el  Juez  de  la  causa,  que 
Meyer  hubiera  recogido  una  sola  de  las 
escopetas;  la  idea  que  pudiera  surgir  de 
que  no  vio  más  que  una,  desaparece  al 
pensar  que  las  escopetas  quedaron  juntas, 
que  había  luz  suficiente,  pues  los  hechos 
se  desarrollaron  en  un  claro  del  monte;  y 
resultaría  absurdo  suponer  que  Meyer  vo- 
luntariamente dejara  medios  de  defensa  a 
los  cazadores  furtivos.  Meyer  también  in- 
dica en  su  indagatoria  que  Reyes  y Aza- 
ñón  le  indicaron  que  perseguían  a un  ve- 
nado, y desde  luego  se  comprende,  que  en 
cacerías  de  esta  naturaleza  siempre  se  lle- 
va arma  de  fuego,  lo  que  confirma  la  idea 
inicial,  de  que  el  reo  recogió  las  dos  esco- 
petas. En  apoyo  de  esta  tesis  se  encuentra 
también  el  hecho  muy  significativo,  de 
que  no  es  aceptable  que  Azañón  siendo 
una  persona  dedicada  al  arte  cinegético, 
del  que  había  hecho  un  modus  vivendi  no 
diera  en  el  blanco  al  dispararle  a Meyer, 
estando  a tan  corta  distancia  y con  cada 
cañón  conteniendo  varios  perdigones.  Ade- 
más, la  conclusión  asentada  por  el  Ciru- 
jano Méndez  Va'le  en  el  informe  de  la 
autopsia  de  que  la  trayectoria  seguida  por 
el  proyectil  era  de  arriba  a abajo,  viene 
a corroborar  lo  dicho  por  Azañón  de  que 
estaba  en  cuclillas  en  el  momento  de  ser 
herido,  y contradice  en  su  parte  impor- 
tante la  confesión  del  reo.  No  hay,  pues, 
legitima  defensa;  cuarto,  que  el  enjuicia- 
do con  la  prueba  testifical  que  rindió  ha 
establecido  sus  buenos  antecedentes,  pe- 
ro esto  no  es  bastante  para  que  su  con- 
fesión se  aprecie  en  la  parte  más  favora- 
ble, puesto  que  hay  prueba  en  contra  que 
justifica  lo  contrario.  Que  otro  tanto  de- 
be decirse  en  lo  que  respecta  a lo  expues- 
to por  J.  Francisco  Mayorga,  Pedro  Cano, 
Pioquinto  Rodríguez  y Adolfo  Alfaro,  por- 
que aunque  establecida  la  prohibición  he- 
cha por  Meyer  a Azañón  para  que  no  en- 
trara a cazar  a su  finca,  y la  malqueren- 
cia del  último  para  con  el  primero,  esto  no 
puede  afectar  a las  presunciones  graves 
V debidamente  probadas,  que  demuestran 
la  manifiesta  culpabilidad  del  acusado; 
quinto,  que  con  la  inspección  ocular  prac- 
ticada por  el  Juez  de  instrucción  y el  di- 
cho de  las  personas  nombradas  con  ante- 
rioridad, se  comprueba  que  el  delito  fué 
cometido  en  terrenos  de  la  finca  “El  Cau- 
lote”,  y Meyer  había  prohibido  a Azañón 


que  entrara  a cazar  en  ellos,  circunstan- 
cia que  implica  indefectiblemente  ate- 
nuante de  arrebato  u obcecación  de  par- 
te del  enjuiciado;  sexto,  que  también  de- 
be estimarse  como  atenuante  a favor  del 
reo,  la  de  haberse  presentado  voluntaria- 
mente a la  autoridad  confesando  su  deli- 
to antes  de  ser  perseguido  como  culpable. 
En  efecto,  con  el  dicho  de  Guadalupe  So- 
lis,  Víctor  Obando  y Alejandro  Calito  se 
establece  que  Meyer  fué  el  primero  en  dar 
aviso  a la  autoridad  de  lo  ocurrido,  y no 
resistirse  a que  lo  aprehendieran,  ya  que 
pudo  muy  bien  huir,  dado  el  lugar  en  que 
se  encontraba  y que  él  conocía  perfecta- 
mente, y no  se  escapó  por  no  abandonar 
sus  intereses,  puesto  que  bien  pudo  nom- 
brar más  tarde,  un  apoderado  con  amplias 
facultades;  séptimo,  que  las  conclusiones 
a que  llegan  los  doctores  Ricardo  Roesch 
y Julio  Sarti,  no  modifican  ni  destruyen  ei 
informe  de  la  autopsia  practicada  al  cadá- 
ver de  Azañón,  porque  al  afirmar  que  el 
proyectil  siguió  una  trayectoria  franca- 
mente rectilínea,  no  indica  que  el  herido 
estuviera  parado,  máxime  que  ellos  reco- 
nocen que  la  dirección  era  de  adelante 
atrás,  de  fuera  a dentro  y ligeramente  de 
arriba  a abajo  con  una  inclinación  que 
no  pasaba  de  diez  grados  con  relación  al 
plano  horizontal.  Que  cualquier  experto 
en  balística  basándose  en  estos  datos  pue- 
de constatar,  que  nunca  un  proyectil  dis- 
parado a tan  corta  distancia  se  desvía  ha- 
cia abajo,  a menos  que  choque  contra  un 
cuerpo  duro,  pero  en  el  caso  visto,  los 
propios  doctores  Roesch  y Sarti  aceptan 
que  el  proyectil  únicamente  interesó  par- 
tes blandas,  lo  que  aleja  toda  idea  de  que 
Azañón  estuviera  parado.  Ahora  en  lo  que 
atañe  a que  la  herida  no  era  necesaria- 
mente mortal,  aun  dando  por  sentado  que 
asi  hubiera  sido,  debe  estimarse  que  el 
hecho  se  cometió  en  despoblado,  que  el  he- 
rido se  desangró  durante  varias  horas  sin 
recibir  atención  alguna  de  parte  de  Meyer, 
y que  tampoco  se  le  hizo  curación  formal 
cuando  llegó  la  autoridad.  Todos  estos  de- 
tal’es,  unidos  a la  conclusión  final  de  los 
facultativos  mencionados,  de  que  la  muer- 
te de  Azañón  sobrevino  por  pleuresía  he- 
morrágica,  consecutiva  a herida  penetran- 
te  del  tórax,  escasamente  tratada  por  ca- 
recer el  Hospital  de  Retalhuleu  de  elemen- 
tos para  ello  llevan  al  convencimiento,  de 
que  el  procesado  tiene  que  soportar  las 
consecuencias  del  de’ito  cometido  en  rela- 
ción al  medio  en  que  actuó;  y octavo,  que 
militan  a favor  del  reo  dos  circuhstancias 
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atenuantes,  la  del  arrebato  u obcecación  y 
la  de  habprse  presentado  a la  autoridad 
confesando  su  delito,  sin  que  por  el  con- 
trario pueda  aceptársele  como  tal  la  de 
su  confesión.  Que  de  la  pena  que  le  corres- 
ponde por  el  delito  de  homicidio,  deben  re- 
bajársele dos  terceras  partes;  entendién- 
dose que  el  resto  de  la  pena  es  inconmuta- 
ble. 

El  Procurador  y el  señor  Fiscal  pidieron 
la  ampliación  del  fallo,  porque  acerca  de 
la  conmutación  sólo  se  hizo  apreciación  en 
los  Considerandos  de  la  sentencia,  pero  na- 
da se  dijo  en  la  parte  declarativa  de  la 
misma,  y que  no  excediendo  la  pena  im- 
puesta a Meyer  de  cinco  años,  es  conmu- 
table y debía  ser  ampliada  dicha  resolu- 
ción en  ese  sentido  de  una  manera  expre- 
sa. El  Tribunal  sentenciador  declaró  sin  lu- 
gar la  ampliación  que  se  deja  ya  relaciona- 
da. 

El  señor  Fiscal  interpuso  el  recurso  ex- 
traordinario de  casación  contra  el  fallo  de 
referencia  y el-  auto  que  declaró  sin  lugar 
la  ampliación  del  mismo,  denunciando  co- 
mo violados  los  artículos  44  del  Código  Pe- 
ral en  su  párrafo  7o.  y el  2o.  del  Decreto 
Legislativo  No.  1740. 

Carlos  Alfonso  Hugo  Meyer,  con  auxilio 
del  Abogado  don  Guillermo  Dávila  Córdo- 
va,  entabló  también  el  recurso  de  casa- 
ción citando  como  infringidos  los  artículos 
568,  571,  580,  inciso  8o,,  583  inciso  lo.,  586, 
595,  596,  597,  601,  609,  614,  730,  731  y 732 
del  Código  de  Prs,  Pns,;  20  inciso  4o.  y 80 
del  Código  Penal  y 2o.  del  Decreto  Legis- 
lativo No.  1740. 

CONSIDERANDO: 

Que  según  ha  expresado  el  señor  Fiscal 
en  su  escrito  de  introducción  del  recurso, 
interpuso  la  casación  contra  la  sentencia 
proferida  por  la  Sala  4a,  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  el  veintiuno  de  Enero  retro- 
próximo, y el  auto  donde  declara  sin  lugar 
la  ampliación  de  la  misma,  el  treinta  y 
uno  del  propio  mes.  También  manifiesta, 
entre  otras  cosas,  que  está  de  acuerdo  con 
la  pena  impuesta,  pero  no  con  el  carácter 
de  dicha  sanción,  pues  estima  que  debe  de 
ser  conmutable  en  sus  dos  terceras  par- 
tes. 

El  Código  de  Prs.  Pns.,  en  su  articulo  676 
señala  taxativamente  los  casos  en  que  de- 
berá entenderse  infringida  una  ley  en  la 
sentencia  definitiva,  para  el  efecto  de  que 
pueda  interponerse  el  recurso  extraordina- 
rio de  que  se  trata,  y entre  los  siete  casos 
expresados  en  la  disposición  legal  que  se 


deja  ya  citada  no  están  comprendidos  los 
dos  a que  se  refiere  el  señor  Fiscal,  a sa- 
ber: la  conmutación  de  la  pena  y la  calidad 
de  la  condena.  El  inciso  6o.  de  la  disposi- 
ción que  acaba  de  mencionarse,  es  el  úni- 
co que  contiene  un  precepto  relativo  a la 
pena  impuesta,  pero  en  él  se  estatuye  que 
se  entenderá  violada  la  ley  cuando  la  san- 
ción inflingida  no  corresponda  a la  califi- 
cación aceptada  respecto  del  hecho  justi- 
ciable, de  la  participación  en  él,  de  los 
procesados  o de  las  circunstancias  agra- 
vantes o atenuantes  de  la  responsabilidad 
criminal;  en  consecuencia  dicho  recurso 
resulta  improcedente. 

CONSIDERANDO: 

El  Tribunal  de  2a.  Instancia  funda  su  fa- 
llo condenatorio  en  las  confesiones  del  en- 
juiciado, en  las  presunciones  humanas  que 
se  derivan  de  lo  declarado  por  Estanislao 
Reyes  y Pablo  Vásquez,  y en  las  declara- 
ciones de  José  Reyes,  Alcalde  Auxiliar  de  la 
finca  “Nueva  Candelaria”,  Agustín  Sán- 
chez, Pedro  Reyes,  Alberto  Valdés,  Fernan- 
do Gómez,  Gumercindo  Sánchez,  Francis- 
co Reyes,  Silvestre  Carrera  y Santiago  Ló- 
pez, quienes  hablaron  con  Azañón  después 
de  ser  herido.  La  confesión  extrajudicial 
del  procesado  infunde  desde  luego  gran 
sospecha  en  su  contra.  Y la  confesión  que 
prestó  el  mismo  Meyer  al  ser  interrogado 
por  el  Juez  menor  de  Retalhuleu,  consti- 
tuye plena  prueba  de  su  delincuencia,  pues 
dicha  confesión  reúne  los  cuatro  requisitos 
que  determina  la  ley;  está  probada  plena- 
mente la  preexistencia  del  delito  con  los 
elementos  que  enumera  la  Sala  en  su  pri-i 
mer  Considerando;  fué  hecha  en  la  causa 
por  el  enjuiciado,  quien  es  una  persona 
mayor  de  edad,  la  hizo  sin  apremio  algu- 
no, con  pleno  conocimiento  y en  contra 
suya;  y es  verosímil  y congruente  con  las 
constancias  del  proceso.  Y si  bien  es  ver- 
dad, que  Meyer  pretendió  exculparse  invo- 
cando en  su  favor  haber  obrado  en  legiti- 
ma defensa  de  su  persona,  también  lo  es 
que  este  hecho  no  se  encuentra  estableci- 
do, y lo  contrario  estima  el  Tribunal  sen- 
tenciador, apreciando,  no  sólo  las  circuns- 
tancias que  rodearon  al  suceso,  sino  las  de- 
ducciones que  hace  sobre  el  particular  en 
el  tercer  “Considerando”  de  su  fallo.  En 
cuanto  a las  presunciones  que  existen  fue- 
ra de  las  confesiones  del  encausado,  debe 
tenerse  presente  que  su  apreciación  corres- 
ponde a los  Tribunales  de  Instancia,  cuan- 
do como  acontece  en  el  caso  sub-júdice, 
los  hechos  que  le  sirven  de  base  están  de- 
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bidamente  probados.  Y en  virtud  de  todo 
lo  expuesto,  y además,  tomando  en  consi- 
deración que  la  sentencia  recurrida  contie- 
ne decisiones  expresas,  positivas  y precisas 
citándose  en  ellas  la  ley  en  que  se  fun- 
dan, se  infiere  que  no  fueron  violados  los 
artículos  568,  580  inciso  8o.,  583  inciso  lo. 
586,  609,  614,  730,  731  y 732  del  Código  de 
Procedimientos  Penales:  20  inciso  cuarto, 
y 80  del  Código  Penal;  ni  procede  entrar  al 
examen  de  los  artículos  595,  596,  597  y 601 
del  primer  Cuerpo  legal  que  acaba  de  men- 
cionarse. 

CONSIDERANDO: 

Que  por  las  razones  que  se  dejan  ya  ex- 
presadas al  tratar  del  recurso  interpuesto 
por  el  señor  Fiscal,  tampoco  debe  ser  exa- 
minado el  articulo  2o.  del  Decreto  Legis- 
lativo 1740  que  también  citó  el  reo,  como 
infringido,  en  su  respectivo  memorial. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  prescrito  por  el  articulo 
690  del  Código  de  Procedimientos  Penales, 
declara  la  improcedencia  de  los  recursos 
interpuestos  por  el  señor  Fiscal  y por  Car- 
los Alfonso  Hugo  Meyer  e impone  a Meyer 
Hulz  la  pena  adicional  de  un  mes  de  arres- 
to, conmutable  a razón  de  veinticinco  cen- 
tavos de  quetzal  por  cada  día. 

Notifíquese,  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  So- 
lazar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante  mi, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Vicente  Rosendo  Cas- 
tillo por  homicidio. 

DOCTRINA  ■ Aplicación  del  artículo  601 
del  Código  de  Procedimientos  Penales. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cinco  de  Junio  de  mil  novecientos  treinta 
y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  la  Sa- 
la 5a.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  fecha 
catorce  de  marzo  del  año  en  curso,  en  el 
proceso  que  por  el  delito  de  homicidio  se 
siguió  contra  Vicente  Rosendo  Castillo. 


RESULTA: 

El  diez  y nueve  de  septiembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y dos,  en  Azacualpa,  del 
departamento  de  Jutiapa,  fué  gravemente 
herido  Victoriano  Pineda,  habiendo  falle- 
cido a consecuencia  de  las  lesiones  el  seis 
de  octubre  siguiente.  En  la  primera  decla- 
ración tomada  al  ofendido  por  el  Juez  ins- 
tructor manifestó  que  su  heridor  era  Ale- 
jandro González,  pero  a su  soUcitud,  el 
Juez  volvió  a tomarle  declaración  el  dia 
veintiuno  inmediato  y explicó  los  hechos 
sindicando  como  autores  del  delito  a Gon- 
zález y a Rosendo  Castillo,  yerno  del  regi- 
dor lo.  Víctor  Carias  que  fué  el  que  acu- 
dió con  el  correspondiente  auxilio  el  día 
de  autos  a las  primeras  diligencias  y a la 
persecución  de  los  criminales. 

Declararon  en  contra  de  González  varios 
testigos,  pero  a Castillo  solamente  lo  sin- 
dicaron Arcadio  Boteo  y Leandro  Pineda 
García,  ambos  parientes  del  occiso;  Apo- 
lonio  Alvarez,  soldado  de  la  escolta  que 
prestó  auxilio,  oyó  decir  al  herido  que  Gon- 
zález y Castillo  lo  habían  lesionado;  Gon- 
zález en  su  indagatoria  también  lo  sindi- 
ca, pero  su  suegro,  que  llevaba  la  escolta 
y los  individuos  que  la  formaban,  expresa- 
ron que  no  lo  vieron. 

Durante  la  sustanciación  del  juicio  se- 
guido contra  González  la  prueba  incluyó 
también  a Castillo,  de  tal  manera  que  al 
dictarse  el  fallo,  el  Juez  de  la.  Instancia 
de  Jutiapa  consideró  que  la  culpabilidad 
del  procesado  estaba  probada  plenamente, 
pero  que  sólo  debía  sufrir  la  pena  de  cin- 
co años  de  prisión  correccional  por  la  cir- 
cunstancia de  haber  sido  dos  los  agresores 
que  ejercieron  violencia  en  la  persona  del 
ofendido,  fallo  que  habiendo  sido  confir- 
mado por  la  Sala,  quedó  ejecutoriado. 

Posteriormente  fué  capturado  Vicente  Ro- 
sendo Castillo  y se  abrió  de  nuevo  el  proce- 
dimiento el  diez  de  Octubre  del  año  próxi- 
mo pasado.  El  diez  y nueve  de  Febrero  úl- 
timo se  dictó  sentencia  absolutoria  del 
cargo  por  falta  de  prueba,  pero  la  Sala  5a. 
con  fecha  catorce  de  mayo  subsiguiente 
desaprobó  el  fallo  y condenó  a Castillo  a 
sufrir  la  pena  de  cinco  años  de  prisión  co- 
reccional,  por  no  haberse  demostrado 
quién  de  los  dos  sindicados  produjo  la  le- 
sión que  ocasionó  la  muerte  del  ofendido. 

El  fallo  recurrido  considera  que  la  delin- 
cuencia de  Castillo  está  probada  con  la 
presunción  que  se  deriva  de  un  conjunto 
de  hechos  constatados  en  los  pasajes  de  la 
causa,  como  son  la  sindicación  del  ofendí- 
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do,  quien  aseguró  que  sus  dos  atacantes  le 
dispararon,  uno  por  delante  y otro  por  de- 
trás, lo  cual  está  de  acuerdo  con  el  infor- 
me de  los  empíricos  que  aseguran  haber 
encontrado  dos  agujeros  de  entrada,  uno 
adelante  y otro  atrás  sin  orificio  de  salida 
sobre  la  tetilla  derecha  y sobre  el  pulmón 
del  mismo  lado,  aparte  de  otra  lesión  so- 
bre el  codo;  las  declaraciones  de  Boteo  y 
Pineda,  que  vieron  huir  a caballo  a los  acu- 
sados inmediatamente  después  de  cometi- 
do el  crimen;  el  rumor  público  sobre  el  cual 
declaran  varios  testigos  y la  sindicación 
del  co-reo  Alejandro  González,  hechos  to- 
dos que  demuestran  que  el  delito  fué  co- 
metido por  dos  personas  y que  éstas  fueron 
los  únicos  sindicados  González  y Castillo. 

El  reo,  dirigido  por  el  abogado  don  Gil- 
berto Ortega,  introdujo  el  presente  recur- 
so de  casación  por  infracción  de  ley  en  los 
artículos  297  Código  Penal,  270,  559,  566, 
568,  570  incisos  lo.  y 2o.  571,  572,  573,  580 
inciso  2o.  581  inciso  8o.  583  inciso  lo.  586 
incisos  lo.  y 5o.  589,  594,  595  y 596  Proce- 
dimientos Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  fallo  recurrido  está  fundado  en 
presunciones  y por  consiguiente  la  casa- 
ción no  procede  porque  los  jueces  tienen 
facultad  legal  de  apreciar  los  diferentes 
indicios  y deducir  con  arreglo  a las  leyes 
procesales  la  culpabilidad  de  los  preveni- 
dos. Sólo  que  los  hechos  en  que  las  presun- 
ciones se  fundan  no  estuviesen  estableci- 
dos o que  la  presunción  fuere  manifiesta- 
mente arbitraria  cabria  el  recurso,  pero  en 
el  caso  sub-'júdice  la  estimación  que  el  Tri- 
bunal sentenciador  hace  de  la  prueba  pro- 
ducida está  arreglada  a derecho,  los  he- 
chos en  que  las  presunciones  se  fundan  es- 
tán probados  y del  estudio  de  la  causa  se 
convence  el  ánimo  judicial  de  la  delincuen- 
cia del  recurrente,  en  cuya  virtud  no  es  el 
caso  de  entrar  al  examen  de  las  diferen- 
tes disposiciones  que  se  citan  como  viola- 
das. Arto.  601  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  los  artículos  686  y 690  Procedimientos 
Penales,  DESESTIMA  por  improcedente  el 
recurso  interpuesto  y condena  al  reo  a la 
pena  adicional  de  quince  dias  de  prisión 
simple  conmutables  a diez  centavos  dia- 
rios. 


Notifiquese  y con  certficación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Luis  Enrique  Escobar 
Pollié  -por  el  delito  de  falsificación  de 
documentos  oficiales. 

DOCTRINA:  La  falsificación  de  la  firma 
de  los  Ministros  está  penada  de  una  ma- 
nera especial,  en  la  legislación  vigente. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
seis  de  Junio  de  mil  novecientos  treinta  y 
cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  que  más  adelante  se  relatará 
pronunciada  en  el  proceso  instruido  con- 
tra Luis  Enrique  Elscobar  Pollié  por  el  de- 
lito de  falsificación  de  documentos  oficia- 
les. 

La  causa  fué  iniciada  con  fecha  diez  y 
nueve  de  Marzo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cuatro,  en  virtud  de  haber  comunica- 
do el  señor  Secretario  de  Estado  en  el  Des- 
pacho de  la  Guerra  al  Comandante  de  Ar- 
mas del  Departamento  de  Guatemala,  que 
el  ex-Tenedor  de  Libros  de  la  Intendencia 
del  Ejército,  Luis  Enrique  Escobar,  sin  su 
conocimiento  habla  extraído  de  dicha  ofi- 
cina, sucesivamente,  cuarenta  quetzales 
en  el  mes  de  Diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres,  la  misma  suma  en  el  mes  de 
Enero  de  mil  novecientos  treinta  y cua- 
tro, y veinte  quetzales  en  el  mes  de  Febre- 
ro del  año  que  acaba  de  mencionarse.  Re- 
firió el  señor  General  don  José  Reyes  que 
al  seguir  una  averiguación  de  carácter 
privado  pudo  establecer  que  Escobar  ha- 
bla cobrado  tres  recibos  por  gastos  de  su- 
puestas comisiones;  que  el  tres  de  Marzo 
(1934)  que  fué  retirado  Escobar,  llegó  a la 
Intendencia  a cubrir  las  sumas  extraídas; 
que  dos  de  las  supuestas  órdenes  se  en- 
cuentran en  la  Dirección  General  de 
Cuentas,  y la  otra,  la  recogió  el  ex-Tenedor 
de  Libros  al  pagar;  que  rio  podia  decir  en 
qué  forma  se  hablan  hecho  esas  órdenes 
de  erogación,  pues  si  él  las  firmó,  fué  de 


332 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


manera  audaz,  introduciendo  leis  notas  en 
el  Despacho,  pero  que  tratándose,  como  se 
tratan  los  asuntos  en  su  oficina,  esto  le  pa- 
recía difícil,  y aunque  no  puede  asegurar- 
lo, talvez  fué  falsificada  su  firma.  Interro- 
gado Escobar  expuso:  que  desempeñó  los 
cargos  de  Tenedor  de  Libros  y segundo  Je- 
fe de  la  Intendencia  del  Ejército  desde  el 
veintidós  de  Junio  de  mil  novecientos 
treinta  y uno,  hasta  el  dos  de  Marzo  de 
mil  novecientos  treinta  y cuatro;  y negó 
haber  falsificado  la  firma  del  Secretario 
de  Estado  en  el  Despacho  de  la  Guerra  ase- 
gurando que  percibía  un  sobresueldo  de 
orden  del  referido  funcionario,  el  cual  co- 
braba como  una  comisión  desempeñada  en 
el  servicio  de  armas,  y además,  el  señor 
Ministro  le  ayudó  de  vez  en  cuando  con  al- 
guna u otra  comisión:  que  sacó  la  canti- 
dad de  veinticinco  quetzales  en  calidad  de 
sobresueldo,  y dos  partidas  de  cuarenta 
quetzales  cada  una  para  reintegi-arlas  con 
autorización  del  mismo  señor  Ministro; 
que  pagó  cien  quetzales,  y de  esta  suma 
ochenta,  figuraban  ya  en  la  Contabilidad, 
y veinte  más  en  un  documento  que  tenia 
el  Intendente  como  en  efectivo;  y que  el 
señor  Ministro  lo  había  facultado  para  que 
hiciera  las  órdenes  respectivas,  las  cuales 
juntamente  con  los  recibos  correspondien- 
tes eran  pasadas  al  oficial  Primero  para 
su  autorización,  y a fin  de  que  las  firma- 
ra el  subiSecretario.  El  Coronel  Gustavo 
de  León  expuso;  que  está  encargado  de  po- 
nerle a los  recibos  la  “plancha  de  autori- 
zación” y que  por  este  motivo  los  recibos 
firmados  por  Luis  Enrique  Escobar  pasa- 
ron por  las  manos  del  dicente  para  que 
efectuara  la  operación  ya  indicada,  pre- 
via la  orden  escrita  del  señor  Ministro  de 
la  Guerra,  documento  que  siempre  tiene  a 
la  vista,  y luego  pasó  los  comprobantes  al 
sub-Secretario  para  que  los  firmara;  y en 
esta  clase  de  documentos.  Escobar  como 
interesado,  era  el  único  que  recogía  la  fir- 
ma, no  pudiendo  el  dicente  justificar  si  és- 
ta era  legitima  o falsa,  dada  la  forma  en 
que  está  hecha.  Don  Adolfo  Mijangos  ma- 
nifestó: que  como  Intendente  del  Ejército, 
le  consta,  que  el  Tenedor  de  Libros  Luis 
Enrique  Escobar  cobró  dos  recibos  por  va- 
lor de  cuarenta  quetzales  cada  uno  por 
comisiones  desempeñadas  en  el  servicio, 
partida  que  figuraba  ya  en  la  Contabilidad 
de  la  oficina  respectiva:  y que  el  dicente 
tenia  en  su  poder  un  documento  por  vein- 
te quetzales,  con  su  orden  correspondien- 
te, el  cual  aun  no  habia  sido  consignado  en 
las  operaciones  de  los  Libros;  que  Escobar 


entregó  la  cantidad  de  cien  quetzales,  y 
como  el  recibo  de  veinte,  estaba  pendiente, 
al  cubrir  su  valor  se  lo  devolvió  a don  Luis, 
y los  otros  recibos  habian  sido  remitidos  al 
Tribunal  de  Cuentas  por  haberse  ya  efec- 
tuado en  la  Contabilidad  las  operaciones 
consiguientes.  Obran  en  el  proceso:  a el  ofi- 
cio dirigido  al  Intendente  del  Ejército  por 
el  señor  Secretario  de  la  Guerra  con  fecha 
diez  de  Febrero  de  mil  novecientos  treinta 
y cuatro,  en  que  le  ordena  pague  veinte 
quetzales  a don  Luis  Enrique  Escobar  por 
una  comisión  efectuada  de  orden  de  esa 
Secretaría:  b)  acta  levantada  por  el  Fis- 
cal Militar  en  la  Intendencia  del  Ejército 
el  veinte  de  Marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro,  en  la  cual  consta  que  en 
el  Libro  número  seis  de  Caja  al  folio  nú- 
mero ochenta  y dos  y con  cargo  a gastos 
extraordinarios  aparecen  las  partidas  que 
siguen:  número  524,  comprobante  1.753. 
Comisiones.  Pagado  a don  Luis  Enrique 
Escobar  por  una  comisión.  Oficio  7.884. 
12  1-33. . . Q25;  al  folio  115.  Comisiones  de 
Ciudadano  Luis  Enrique  Escobar.  Pagado 
servicio.  Número  729.  Comprobante  3.171. 
al  mismo  por  una  comisión  efectuada.  Ofi- 
cio 8.280  de  21  12-33...  Q40;  al  folio  116 
del  mismo  Libro  C.  3,175.  Ciudadano  Luis 
Enrique  Escobar,  pagado  al  mismo  por  una 
comisión  efectuada.  Oficio  13  Enero  de 
1934.  . .Q40;  y c)  Dictamen  emitido  por  los 
expertos  don  Desiderio  Menchú  y don  Pru- 
dencio Dávila,  quienes  después  de  hacer 
un  examen  de  las  características  más  im- 
portantes de  las  firmas  auténticas  del  Ge- 
neral don  José  Reyes,  asientan  la  conclu- 
sión que  a continuación  se  expresa:  lo.  que 
las  firmas  de  los  documentos  de  diez  de 
Febrero  de  mil  novecientos  treinta  y cua- 
tro, y de  veintiuno  de  Diciembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y tres,  son  falsificadas; 
y 2o.  que  la  firma  del  documento  de  fecha 
trece  de  Enero  de  mil  novecientos  treinta 
y cuatro,  es  semejante  a las  auténticas  y 
no  dudan  de  su  legitimidad.  En  el  plenario 
de  la  causa  a petición  del  defensor  se  di- 
rigieron a los  expertos  las  preguntas  que 
contiene  el  interrogatorio  que  obra  al  fo- 
lio 34  de  los  autos.  Los  testigos  Salvador 
Asturias  Perales  y Carlos  Echeverría  L., 
declararon  acerca  de  los  buenos  antece- 
dentes del  procesado.  Y el  Intendente  del 
Ejército  informó  que  el  ex-Tenedor  de  Li- 
bros Luis  Enrique  Escobar  no  adeudaba 
cantidad  alguna  a la  Intendencia. 

El  Tribunal  Militar  de  Guatemala  impu- 
so al  enjuiciado  la  pena  de  seis  años  de 
prisión  correccional  inconmutable,  au- 
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mentada  en  una  tercera  parte,  en  virtud 
de  que  estima  que  contra  el  reo  milita  la 
circunstancia  agravante  de  haber  sido  co- 
metido el  delito  con  abuso  de  confianza,  y 
hace  en  su  sentencia  las  demás  declaracio- 
nes pertinentes. 

El  Procurador  pidió  que  el  reo  fuera  ab- 
suelto de  la  Instancia,  por  no  encontrarse 
establecido  el  cuerpo  del  delito  ni  probada 
la  responsabilidad  criminal  del  procesado. 
El  señor  Fiscal  solicitó  la  confirmatoria 
del  fallo  con  la  modificación  de  que  es  im- 
procedente agravar  la  pena  impuesta  por- 
que a su  juicio  no  debe  ser  apreciada  la 
circunstancia  agravante  que  se  deja  ya 
mencionada,  pues  el  delito  fué  cometido  en 
detrimento  de  los  intereses  del  Estado  y 
no  de  los  de  un  particular. 

La  I Sala  tercera  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, el  treinta  de  Noviembre  del  año  retro- 
próximo, dictó  su  fallo.  Considera  el  Tri- 
bunal caracterizado  el  delito  de  falsifica- 
ción y comprendido  en  el  inciso  primero 
del  Articulo  192  del  Código  Penal;  que  se 
encuentran  bien  determinados  los  extre- 
mos del  articulo  194  del  mismo  Código,  asi 
como  la  culpabilidad  del  procesado  con  las 
presunciones  que  siguen:  a)  la  que  se  de- 
duce al  afirmar  el  reo,  ser  el  encargado 
de  obtener  la  firma  del  señor  Ministro  de 
la  Guerra  para  las  órdenes  de  pago  res- 
pectivas; b)  la  afirmación  que  hace  Esco- 
bar de  que  dicho  funcionario  autorizaba 
tales  documentos  sin  que  hayq  probado  en 
forma  alguna  su  aserto;  c)  la  de  hacer  el 
propio  enjuiciado  las  órdenes  de  pago  tan- 
tas veces  mencionadas;  d)  haber  reinte- 
grado las  cantidades  defraudadas;  e)  las 
que  se  deducen  de  los  dichos  del  Coronel 
Gustavo  de  León  y don  Adolfo  Mijangos, 
al  afirmar  el  primero,  que  Escobar  le  en- 
tregaba el  recibo  y la  orden  correspon- 
diente, y el  segundo  de  haberse  hecho  las 
operaciones  correspondientes  fundadas  en 
los  documentos  tantas  veces  mencionados. 
Que  en  cuanto  a la  imposición  de  la  pena, 
no  debe  estimarse  como  funcionario  públi- 
co al  enjuiciado,  y en  ese  concepto  debe 
de  infligirsele  la  pena  señalada  en  el  Ar- 
ticulo 193  del  Código  Penal,  debiendo  apre- 
ciarse en  su  favor  la  circunstancia  ate- 
nuante de  haber  prqpurado  con  celo,  repa- 
rar el  mal  causado,  devolviendo  el  dinero, 
la  que  procede  compensar  con  la  agravan- 
te de  abuso  de  confianza,  y en  consecuen- 
cia la  pena  que  debe  sufrir  es  la  de  ocho 
años  de  prisión  correccional.  Luis  Enrique 
Escobar,  con  auxilio  del  Licenciado  don 
Juan  Mayorga  Franco,  introdujo  el  recur- 


so de  casación  citando  como  infringidos 
los  artículos  5o.  del  Decreto  1740,  193,  194, 
407,  408  inciso  7o.  del  Código  Penal;  185 
del  Decreto  1928,  589,  594,  595,  596,  597, 
600,  601  y 608  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  como  ya  se  dijo,  el  Tribunal  de  2a. 
Instancia  estima  que  Luis  Enrique  Esco- 
bar cometió  el  delito  de  falsificación  de 
documentos  públicos;  y al  hacer  tal  apre- 
ciación la  Sala  sentenciadora  incurrió  en 
error  de  derecho  infringiendo  el  Articulo 
193  del  Código  Penal,  pues  de  los  hechos 
que  aparecen  probados  en  el  proceso,  se 
viene  en  conocimiento  que  Escobar  falsi- 
ficó la  firma  del  Ministro  de  la  Guerra 
con  el  propósito  de  apropiarse  las  canti- 
dades consignadas  en  cada  uno  de  los  do- 
cumentos que  han  dado  origen  a su  en- 
causamiento;  y esta  infracción  de  la  ley 
penal  está  sancionada  por  el  artículo  159 
del  Cuerpo  de  Leyes  que  acaba  de  mencio- 
narse y prevalece  desde  luego  sobre  la  otra, 
en  virtud  de  tratarse  de  un  caso  penado 
de  una  manera  especial  en  nuestra  legis- 
lación vigente  por  constituir  un  hecho  de- 
lictivo distinto  del  que  la  Sala  sentencia- 
dora aprecia  en  su  fallo,  y por  lo  tanto 
castigado  con  diferente  pena. 

CONSIDERANDO: 

Que  con  el  informe  pericial  se  estable- 
ció que  las  firmas  del  Secretario  de  Esta- 
do en  el  Despacho  de  la  Guerra,  General 
don  José  Reyes  que  aparecen  en  los  docu- 
mentos de  fechas  veintiuno  de  Diciembre 
de  mil  novecientos  treinta  y tres,  y diez 
de  Febrero  de  mil  novecientos  treinta  y 
de  Escobar  quedó  plenamente  probada 
tanto  con  los  hechos  que  le  perjudican 
consignados  en  su  declaración  indagatoria, 
como  con  lo  expuesto  por  don  Adolfo  Mi- 
jangos y Coronel  Gustavo  de  León,  y las 
operaciones  que  aparecen  practicadas  en 
los  Libros  de  Contabilidad  que  se  llevan  en 
la  Intendencia  del  Ejército. 

qONSIDERANDO: 

Que  la  pena  que  debe  infligirse  al  pro- 
cesado es  la  expresada  con  anterioridad, 
pero  militando  en  su  favor  la  circunstan- 
cia de  haber  procurado  reparar  con  celo 
el  mal  causado,  toda  vez  que  consta  que 
reintegró  inmediatamente  las  sumas  ex- 
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traídas,  debe  rebajársele  dicha  pena  en 
una  tercera  parte. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  estatuido  por  los  artículos 
33,  44,  58,  77.  94,  95.  159  del  Código  Penal; 
201,  601,  603,  608,  613  y 687  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales;  y 2o.  Decreto  Legis- 
lativo No.  1740.  declara:  que  ha  lugar  al 
recurso  interpuesto,  y en  consecuencia 
CASA  Y ANULA  la  ejecutoria  recurrida  y 
resuelve:  que  Luis  Enrique  Escobar  Pollié 
es  reo  de  falsificación  de  la  firma  del  Mi- 
nistro de  la  Guerra,  y por  este  delito  le  im- 
pone la  pena  de  cinco  años  de  prisión  co- 
rrectiva, que  con  abono  del  tiempo  pade- 
cido extinguirá  en  la  Penitenciaría  del 
Centro;  le  rebaja  un  tercio  de  dicha  pena, 
permitiéndole  conmutar  hasta  las  dos  ter- 
ceras partes  de  la  misma,  a razón  de  vein- 
ticinco centavos  de  quetzal  por  cada  día; 
le  obliga  al  pago  de  las  responsabilidades 
civiles  provenientes  del  hecho  delictuoso, 
y a la  reposición  del  papel  empleado  en  el 
proceso  al  del  sello  respectivo;  y lo  sus- 
pende en  el  ejercicio  de  sus  derechos  polí- 
ticos durante  la  condena. 

Notifiquese,  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sar 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — José  Se- 
rrano Muñoz. — Ric.  Ortiz  Sánchez.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Antonio  Solú  Juárez, 
por  estupro. 

DOCTRINA:  Para  que  sea  punible  el  es- 
tupro cometido  por  una  persona  con  una 
mujer  mayor  de  doce  años  y menor  de 
veintiuno,  es  necesario  que  intervenga 
engaño. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  de  junio  de  mil  novecientos  treinta 
y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  la  Sala 
5a.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  fecha  vein- 
tiocho de  marzo  del  año  en  curso,  en  el 
proceso  que  por  el  delito  de  estupro  en  la 


persona  de  Rebeca  Enríquez  se  siguió  en 
el  Juzgado  de  la.  Instancia  de  Zacapa 
contra  Antonio  Solis  Juárez. 

RESULTA: 

El  veintidós  de  marzo  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cuatro  se  presentó  al  Juzga- 
do de  Paz  de  Zacapa  David  Felipe  Enrí- 
qnez,  padre  de  Rebeca  Enríquez  que  a la 
sazón  contaba  diez  y siete  años,  denun- 
ciando el  hecho  de  que  su  expresada  hija 
había  sido  estuprada  por  Antonio  Solís 
Juárez.  Inciada  la  pesquisa  se  ordenó  la 
captura  del  acusado,  habiéndose  éste  pre- 
sentado al  Tribunal  el  veintisiete  de  julio 
subsiguiente,  pero  en  la  indagatoria  ne- 
gó el  hecho  asegurando  no  haber  tenido 
nunca  relaciones  con  la  muchacha.  Du- 
rante la  sustanciación  del  proceso  fueron 
rendidas  algunas  pruebas  tendientes  a de- 
mostrar que  existian  relaciones  entre  ofen- 
sor y ofendida;  que  varias  veces  los  ha- 
bían visto  juntos  y que  unas  cartas  sin 
firma  encontradas  en  poder  de  la  seño- 
rita Enríquez  fueron  escritas  por  Solis. 

Aunque  al  principio  manifestó  la  ofen- 
dida que  no  permitía  el  reconocimiento  de 
su  persona  por  serle  vergonzoso,  ya  en  el  ■ 
plenario  tal  diligencia  se  practicó  a su  so- 
licitud, habiendo  informado  el  cirujano 
que  la  reconocida  había  sido  despojada  de 
su  virginidad,  pero  que  era  imposible  pre- 
cisar el  tiempo  de  la  desfloración. 

El  Juez  de  la.  Instancia  de  Zacapa  re- 
solvió el  asunto  declarando  al  enjuiciado 
autor  del  delito  de  estupro  y condenado 
a sufrir  la  pena  de  un  año  de  arresto  ma- 
yor conmutable  en  dos  tercios  a diez  cen- 
tavos diarios,  pero  la  Sala  5a.  revocó  el 
fallo  y absolvió  a Solís  del  cargo  por  fal- 
ta de  prueba. 

La  acusadora  Raquel  Rebeca  Enríquez, 
con  auxilio  del  abogado  don  Baudilio  Jor- 
dán, introdujo  el  presente  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley,  denuncian- 
do como  violados  los  artículos  326  del  Có- 
digo Penal,  570,  571,  573  y 608  de  Proce* 
dimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  hecho  que  acusa  la  ofendida  no 
está  comprendido  en  ninguno  de  los  casos 
del  articulo  326  del  Código  Penal,  pues 
para  aplicar  el  que  comprende  la  frac- 
ción tercera  debió  haberse  probado  que 
hubo  engaño,  lo  cual  no  se  encuentra  es- 
tablecido en  la  causa,  por  lo  que  la  Sala 
sentenciadora  no  violó  este  artículo  sino 
le  dió  recta  interpretación. 
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El  artículo  571  de  Procedimientos  Pe- 
nales fué  asimismo  bien  aplicado  puesto 
que  de  las  pruebas  producidas  en  la  cau- 
sa no  se  desprende  la  culpabilidad  del 
prevenido;  el  artículo  608  del  mismo  Có- 
digo, que  se  refiere  a la  fe  del  juicio  pe- 
ricial que  será  calificada  según  las  cir- 
cunstancias, tampoco  fué  infringido  por- 
que aún  aceptado  el  cotejo,  el  hecho  no 
prueba  el  engaño,  que  es  esencial  para  la 
existencia  del  delito  en  este  caso;  y,  por 
último,  los  artículos  570  y 573  de  Procedi- 
mientos Penales,  ni  siquiera  se  examinan 
por  no  haberse  citado  concretamente  el 
inciso  que  se  estimaba  quebrantado. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  los  artículos  686  y 690  Procedimien- 
tos Penales,  DESESTIMA  el  recurso  inter- 
puesto y condena  a la  recurrente  a quin- 
ce dias  de  prisión  conmutable  a diez  cen- 
tavos diarios. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a don- 
de corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sor 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Gaspar  Hvm,  por  ho- 
micidio. 

DOCTRINA:  Al  obrar  un  juez  por  comi- 
sión de  otro,  no  ejercer  jurisdicción  en 
el  asunto,  porque  no  se  le  prorroga  por 
el  simple  hecho  de  la  comisión  indicada. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
doce  de  junio  de  mil  novecientos  treinta 
y cinco. 

Para  resolverlo  se  examina  el  recurso 
extraordinario  de  casación  introducido  por 
Gaspar  Hum,  con  auxilio  del  Abogado  J. 
Filiberto  Escobar  contra  la  sentencia  eje- 
cutoria proferida  por  la  Sala  Sexta  de  la 
Corte  de  Apelaciones  el  diecisiete  de  abril 
del  año  en  curso  en  el  proceso  seguido  al 
indicado  Hum  por  el  delito  de  homicidio 
en  el  que  también  fueron  inodados  como 
encubridores  Juan  Quenon  y Juan  Tiney 
Chiviliu. 

En  el  recurso  indicado,  se  asevera  que 
la  Sala  sentenciadora  quebrantó  de  una 


manera  sustancial  el  procedimiento  al  co- 
misionar para  la  práctica  de  algunas  dili- 
gencias que  ordenó  en  auto  para  mejor 
fallar,  al  Comandante  de  Armas  del  De- 
partamento de  Sololá  en  vez  de  hacerlo 
con  el  Juez  Departamental  de  ese  lugar; 
y en  que  además  fueron  violados  los  ar- 
tículos lo.,  11,  12,  27,  295  Código  Penal; 

30.,  6o.  31,  32,  175,  177,  196,  510,  517,  560, 
565,  568,  571,  573,  581  incisos  lo.  y 2o.,  583, 
incisos  lo.  y 2o.,  586  incisos  lo.,  3o.,  5o.  y 

60.,  608  y 610  del  Código  de  Procedimientos 
Penales,  XXVIII  de  los  Preceptos  Funda- 
mentales de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial  y el  36  de  la  Constitución  de  la 
República. 

En  los  autos  que  sirven  de  antecedentes 
al  recurso  que  se  examina  consta  lo  que 
sigue : 

A las  ocho  horas  del  día  treinta  de  agos- 
to de  mil  novecientos  treinta  y cuatro  sa- 
lió de  su  domicilio  — ubicado  en  Santia- 
go Atitlán,  del  Departamento  de  Sololá — , 
Gonzalo  Mendizábal,  para  dirigirse  a la 
finca  “Chacayá”,  perteneciente  al  Licen- 
ciado Abraham  Cabrera  Cruz,  con  el  fin 
de  ver  unos  trabajos  de  carpintería  de 
que  se  quería  hacer  cargo.  Para  empren- 
der ese  viaje  hizo  uso  de  una  canoa  de 
cuatro  varas  de  largo  ,por  tres  cuartas 
de  ancho,  como  lo  vieron  salir  los  seño- 
res Carlos  Villagrán  y Desiderio  Cabrera, 
quienes  en  ese  momento  se  embarcaban 
también  para  ir  a pescar  a un  lugar  dis- 
tinto; pero  antes  de  separarse,  Mendizábal 
les  indicó  que  él  se  dirigía  a la  finca  “Cha- 
cayá” para  hablar  con  Mery  de  Cabrera 
a propósito  de  un  trabajo  de  carpintería. 

En  vista  de  que  transcurrió  todo  el  día 
sin  que  volviera  Gonzalo  Mendizábal,  .su 
esposa  Juana  Cabrera  de  Mendizábal  sa- 
lió a la  calle  como  a las  diecinueve  horas 
y media  a indagarse  del  paradero  de  su 
esposo,  y en  la  población  tan  sólo  supo 
por  los  señores  Desiderio  Cabrera  y Carlos 
Villagrán,  que  lo  habían  visto  cuando  se 
embarcaba  con  direción  a la  finca  “Cha- 
cayá”. Como  a las  doce  horas  del  día  si- 
guiente no  volviera,  se  dirigió  en  compa- 
ñía de  su  cuñada  Elodia  Girón  a la  finca 
del  Licenciado  Cabrera  en  busca  de  su  re- 
ferido esposo,  en  donde  se  le  notificó  que 
no  había  llegado  ni  en  ese  día  ni  el  an- 
terior. Por  ello  volvióla  Santiago  Atitlán 
y puso  el  hecho  en  conocimiento  del  Juez 
de  Paz  del  pueblo  aludido;  autoridad  ju- 
dicial que  inició  la  averiguación  correspon- 
diente a las  diecisiete  horas  del  treinta 
y uno  de  agosto  de  ese  año. 
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Desde  ese  momento  se  destacaron  va- 
rias comisiones  para  la  búsqueda  del  ca- 
dáver de  Gonzalo  Mendizábal — ya  que  se 
suponía  que  se  habla  ahogado — por  todo  el 
trayecto  que  se  creía  había  recorrido.  El 
primero  de  septiembre,  una  de  las  comi- 
siones indicadas,  al  llegar  al  punto  deno- 
minado “Pachecoch”,  en  una  rinconada 
al  pie  de  una  roca  y a la  orilla  del  te- 
rreno que  pertenece  a Antonio  Ixbalan,  se 
encontró  flotando  una  conoa,  a la  que  el 
oleaje  hacia  chocar  contra  las  rocas,  em- 
barcación a la  que  le  faltaba  el  ala  izquier- 
da y,  al  sacarla  a tierra  se  pudo  ver  que 
en  la  parte  de  la  culata  y en  el  lado  de- 
recho tenia  una  rotura  por  donde  hacía 
aguas.  En  el  interior  de  la  canoa  se  en- 
contraron unas  guayabas  verdes,  lo  que 
era  señal  de  que  Mendizábal  había  baja- 
do a tierra  para  cortarlas  de  uno  de  los 
terrenos  cercanos. 

Recorridas  como  unas  seis  cuadras  más 
a la  orilla  del  lago  y en  una  vuelta  del 
terreno  de  Gaspar  Hum,  se  halló  el  ala, 
de  la  canoa  trabada  entre  los  bejucos,  asi 
como  un  remo  de  madera  de  canoj,  que 
era  el  que  llevaba  Mendizábal.  Seguida 
ia  investigación,  como  a dos  cuadras  de  ese 
lugar  y en  una  mata  de  milpa  situada  a 
ocho  varas  de  la  orilla  del  lago,  fué  ha- 
llado el  sombrero  de  petate  que  llevaba 
Mendizábal,  prendido  en  una  caña. 

Después  de  otras  investigaciones  con  re- 
sultados negativos,  por  fin,  el  dos  de  sep- 
tiembre como  a las  diecisiete  horas  fué 
hallado  el  cadáver  de  Gonzalo  Mendizá- 
bal flotando  en  el  lago  frente  al  paraje 
denominado  “Patolopin"  y como  a ochen- 
ta metros  distantes  de  la  orilla;  cadáver 
queal  ser  reconocido,  se  registraron  sus 
ropas  y en  los  bolsillos  del  pantalón,  en- 
tre otros  objetos  de  uso  personal,  se  le 
encontró  una  guayaba  verde  de  la  misma 
clase  de  las  que  se  recogieron  del  inte- 
rior de  la  canoa.  El  informe  médico  le- 
gal acusa:  que  la  muerte  le  sobrevino  a 
consecuencia  de  haberse  ahogado  dentro 
del  lago;  y que  el  cadáver  además  de  los 
signos  evidentes  de  la  clase  de  muerte  que 
tuvo  Mendizábal,  presentaba  en  el  pabellón 
de  la  oreja  derecha  a nivel  de  la  parte 
posterior  del  principio  del  conducto  audi- 
tivo externo  una  herida  contusa  que  por 
sus  caracteres  borrosos  se  suponía  que  fué 
producida  por  un  cuerpo  contundente  de 
pequeño  volumen,  que  interesó  piel,  car- 
tílago y vasos,  habiendo  respetado  el  hue- 
so adyacente  a la  lesión,  o sea  la  porción 
mastoidea  del  temporal,  la  que  se  encon- 
tró sin  fractura  ni  perforación. 


Debido  al  resultado  de  las  inspecciones 
oculares  practicadas  cuando  se  buscaba  el 
cadáver  de  Mendizábal,  se  sospechó  de  que 
fuera  culpable  Gasgar  Hum;  individuo 
que  al  ser  indagado  confesó  ser  propieta- 
rio del  terreno  denominado  “Patolopin”, 
en  el  que  tiene  una  siembra  de  milpa,  fun- 
do al  que  no  había  llegado  hacia  como 
quince  dias.  Luego  dijo  que  los  mozos 
que  cuidaban  ese  terreno,  pero  no  perma- 
nentemente, ya  que  sólo  iban  a dormir  a 
él,  eran  Juan  Quenón,  Juan  Chiviliu  y 
Miguel  Alvarado,  de  quienes  no  estaba 
segure  de  si  en  las  noches  del  treinta  y 
treinta  y uno  de  agosto  fueron  a dormir  a 
ese  sitio. 

Con  los  dichos  de  los  indígenas  Juan 
Tiney  Chiviliu  y Juan  Qnenón,  quienes 
fueron  interrogados  en  virtud  de  la  cita 
que  les  hiciera  Gaspar  Hum,  se  puso  de 
manifiesto:  que  por  el  hecho  de  haber 
entrado  Gonzalo  Mendizábal  a cortar  unas 
guayabas  al  terreno  de  Hum,  este  indivi- 
duo se  enfureció  y quiso  obligar  a Tiney 
Chiviliu  a que  le  hiciera  un  disparo  a 
Mendizábal  con  una  escopeta  en  momen- 
tos en  que  este  señor  casi  llegaba  a la  ori- 
lla del  lago  para  enbarcarse  a su  canoa; 
a lo  que  se  negó  Tiney  Chiviliu,  no  obs- 
tante que  Hum  — su  padre  adioptivo — ^le 
decía  que  Mendizábal  era  su  enemigo  por 
ser  quien  entraba  a robar  el  maiz  a su 
terreno  y,  que  no  temiera  las  consecuen- 
cias porque  él  quedaría  libre  para  sacarlo 
de  la  cárcel.  En  vista  de  que  el  referido 
Tiney  Chiviliu  no  quiso  hacer  el  disparo 
Hum  tomó  la  escopeta  y apoyándola  en 
una  mampuesta  que  había  en  el  terreno, 
la  disparó  sobre  Mindizábai  cuando  éste 
ya  iba  navegando  en  el  lago,  a donde  ca- 
yó a consecuencia  del  golpe  que  le  pro- 
dujeron las  postas  sobre  el  lado  derecho 
de  la  cabeza  y se  ahogó  porque  ya  no  lo 
vieron  salir  más.  Al  darse  cuenta  de  ello, 
Hum  bajó  con  Tiney  ChivUiu  y llevaron 
a remolque  la  canoa  hasta  el  lugar  lla- 
mado “Xetuc”,  en  donde  la  dejaron  flo- 
tando en  el  agua.  También  dicen  que  el 
sombrero  de  petate  de  Mendizábal  que- 
dó a flote  en  el  lago,  de  donde  lo  recogie- 
ron y lo  llevaron  a tierra  poniéndolo  so- 
bre unas  milpas.  Verificado  todo  ésto, 
Hum  les  ordenó  que  permanecieran  en  el 
tereno,  el  que  abandonaron  como  a las 
diecinueve  horas  encaminándose  al  pue- 
blo, junto  con  Hum,  quien  les  dijo  que 
guardaran  completo  silencio  de  lo  ocurri- 
do, pues  de  lo  contrario  les  pesaría. 

Estos  Individuos  fueron  Interrogados 
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nuevamente  y sostuvieron  sus  dichos,  lo 
que  también  hicieron  en  los  careos  efec- 
tuados con  Hum;  sujeto  que  al  ser  inte- 
rrogado a consecuencia  de  lo  afirmado 
por  sus  mozos,  negó  enfáticamente  lo  ase- 
verado por  éstos.  Luego  trató  de  justifi- 
car con  las  declaraciones  de  varias  per- 
sonas, que  el  treinta  de  agosto  no  se  ha- 
llaba en  el  terreno  indicado  sino  en  lugar 
diferente,  atendiendo  el  arreglo  de  un 
asunto  judicial.  Es  verdad  que  los  testi- 
moniantes aludidos  afirmaron  haberio  vis- 
to en  horas  de  audiencia  del  juzgado  mu- 
nicipal, mas  el  hecho  se  verificó  entre 
ocho  y nueve  de  la  mañana  de  la  fecha 
de  autos,  de  donde  se  infiere  que  bien 
pudo  estar  en  ambas  partes  en  ese  mis- 
mo dia. 

También  Gaspar  Hum  demostró  con  el 
testimonio  de  varias  personas  su  honra- 
dez y buena  conducta. 

Cuando  corria  sus  trámites  el  juicio  cri- 
minal, fué  presentado  al  Juez  de  la  cau- 
sa un  memorial  firmado  a ruego  de  los 
mozos  Tiney  Chiviliú  y Quenón,  en  el  que 
le  manifestaban  al  juzgador,  que  no  era 
Hum  el  autor  del  hecho,  sino  José  Pablo, 
quien  les  ofreció  dinero  y todlo  lo  que 
necesitaran  en  la  cárcel,  si  le  echaban  la 
culpa  al  referido  Hum. 

Mas,  al  ser  interrogado  Tiney  Chiviliú 
y Quenón,  no  ratificaron  el  memorial  que 
a ruego  de  ellos  aparecía  firmado  por 
Augusto  Soto  de  León,  diligencia  en  la  que 
reafirmaron  su  dicho  acerca  de  que  Hum- 
era el  autor  del  hecho  quien  los  obligó  a 
que  mandaran  el  escrito  al  juzgado  y a 
la  vez  le  habló  al  procesado  Augusto  So- 
to de  León,  en  la  propia  cárcel,  para  que 
hiciera  y firmara  el  repetido  memorial. 

Soto  de  León  confirmó  lo  dicho  a ese 
respecto  por  Tiney  Chiviliú  y Quenón. 

En  los  autos  quedó  establecido  con  los 
dictámenes  médico-legales:  que  la  posta 
que  le  ocasionó  a Gonzalo  Mendizábal  la 
lesión  que  presentaba  sobre  la  región  mas- 
toidea  del  temporal  le  produjo  una  con- 
moción cerebral  con  la  consiguiente  pér- 
dida del  conocimiento,  lo  que  dió  lugar 
a que  dicho  señor  Mendizábal  pudiera  aho- 
garse, por  la  abolición  de  todas  sus  fa- 
cultades. 

Con  esos  datos  el  Juez  Departamental 
de  Sololá  dictó  su  sentencia  final  el  die- 
ciocho de  enero  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco;  en  la  cual  y por  falta  de  prue- 
ba plena,  absolvió  de  la  Instancia  a los 
procesados  Gaspar  Hum,  Juan  Quenón  y 
Juan  Tiney  Chiviliú. 


Al  ser  consultada  dicha  resolución  a la 
Sala  6a.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  el  in- 
dicado Tribunal,  por  medio  de  la  Coman- 
dancia de  Armas  del  Departamento  de  So- 
lolá practicó  algunas  diligencias  para  me- 
jor fallar,  las  que  dieron  por  resultado: 
que  los  individuos  Quenón  y Tiney  Chi- 
viliú se  desdijeran  de  lo  que  antes  hablan 
afirmado,  aseverando  que  lo  indicaron  asi 
por  consejos  de  Ernesto  Méndez  y Cruz 
Tziná;  aunque  si  dijeron  que  ratificaban 
algunas  de  las  declaraciones  compromete- 
doras para  Hum,  a pesar  de  que  no  era 
cierto  lo  que  ellos  afirmaban,  pero  lo  di- 
jeron asi  por  consejo  de  los  individuos 
mencionados. 

Ernesto  Méndez  y Cruz  Tziná  negaron 
lo  afirmdo  por  Tiney  Chiviliú  y Quenón, 
a propósito  de  que  ellos  los  aconsejaron 
para  sindicar  a Gaspar  Hum. 

Además,  los  careos  efectuados  entre  es- 
tas personas  no  dieron  resultado  alguno. 

Tiney  Chiviliú,  para  reforzar  su  retrac- 
tación. citó  a los  testigos  Diego  Cali,  Gas- 
par Tacaxoy  y José  Cali  Chicajau;  mas,  es- 
tas personas  al  ser  interrogadas,  negaron 
haberle  dicho  a su  citante  las  especies  afir- 
madas por  éste. 

Y,  por  último,  Augusto  Soto  de  León  se 
sostuvo  aseverando,  que  Hum  le  habló  pa- 
ra que  redactara  el  escrito  en  que  los  in- 
dígenas Quenón  y Tiney  Chiviliú  decían 
que  el  repetido  Hum  era  inocente;  todo 
lo  que  pasó  en  presencia  del  encargado  Ma- 
nuel Pinto,  a quien  también  ofreció  pa- 
garle. El  referido  Pinto  no  pudo  ser  exa- 
minado a ese  respecto,  por  haber  desapa- 
recido. 

Cumplido  el  auto  para  mejor  fallar,  la 
Sa’a  6a.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  con 
fecha  diecisiete  de  abril  del  año  en  curso 
dictó  la  sentencia  ejecutoria  que  se  exa- 
mina. En  ella,  aprueba  la  de  primer  grado 
en  lo  concerniente  a la  absolución  de  Juan 
Tiney  Chiviliú  y Juan  Quenón,  con  la  en- 
mienda de  que  la  absolución  es  ilimitada. 
Al  negarle  su  aprobación  en  lo  referente 
a Gaspar  Hum,  declara:  que  es  responsa- 
ble como  autor  del  delito  de  homicidio  co- 
metido en  la  persona  de  Gonzalo  Mendi- 
zábal, por  lo  que  le  impone  la  pena  de 
diez  años  de  prisión  correctiva  que,  con 
abono  del  tiempo  padecido  y con  el  ca- 
rácter de  inconmutable,  deberá  purgar  en 
la  Penitenciaria  Central.  Hace  las  otras 
declaraciones  pertinentes  en  derecho.  Y, 
por  último,  adiciona  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia,  para  proceder  por  falso 
testimonio  contra  Quenón  y Tiney  Chivi- 
liú. 
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Como  la  vista  del  recurso  tuvo  efecto 
en  la  fecha  señalada  para  ese  fin,  es  el 
caso  de  resolver  lo  que  sea  procedente  en 
derecho.  Por  es  motivo,  ei  Tribunal  de 
Casación, 

CONSIDERA: 

1.  — Que  en  el  caso  que  se  examina  el  re" 
curso  extraordinario  de  casación  por  que- 
brantamiento de  las  formas  procesivas  in- 
terpuesto por  Gaspar  Hum  con  auxilio  del 
Abogado  J.  Filiberto  Escobar  es  improce- 
dente. 

En  efecto:  el  Inciso  8o.  del  Articulo  676 
dcl  Código  de  Procedimientos  Penales  pa- 
ra fundar  el  quebrantamiento  a que  alu- 
de, se  refiere  al  defecto  de  citación  para 
la  sentencia  y para  toda  diligencia  proba- 
toria: situación  en  la  que  no  se  encuen- 
tra comprendido  el  auto  para  mejor  fa- 
llar que  dictó  la  Sala  sentenciadora  de  en- 
tero acuerdo  con  lo  que  dispone  el  Articu- 
lo 16  del  Decreto  Legislativo  1728  en  rela- 
ción con  el  Inciso  lo.  del  Artículo  91  de 
la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial.  Y, 
si  bien  es  verdad  que  para  la  práctica 
de  las  diligencias  acordadas  comisionó  a 
la  Comandancia  de  Armas  del  Departa- 
mento de  Sololá  y no  al  Juez  de  Primera 
Instancia  de  ese  lugar,  no  ñor  ello  deben 
tildarse  de  defectuosas,  para  pedir  su  nu- 
lidad por  medio  del  reciir<:o  ooe  se  exami- 
na: porque  no  es  la  situación  señalada 
en  la  Ley  que  -se  mencionó  antes  y,  porque 
además,  no  hav  nrohíbición  expresa  nara 
oue  los  Comandantes  de  Armas  no  puedan 
.ser  comisionados  por  'os  tribunales  supe- 
riores jerárquicos  a fin  de  oue  nractiquen 
las  diligencias  que  .se  les  encomienden. 

Y,  a mayor  abundamiento,  el  auto  para 
mejor  fallar  les  fué  notificado  en  la  Sala 
de  la  Corte  de  Apelaciones  a las  partes 
oficiales,  lo  que  no  era  indisnensab'e  por 
haber  llegado  e’  asunto  al  Tribunal  Su- 
perior en  consulta  de  la  sentencia  abso- 
lutoria de  primer  grado,  como  respeclo  al 
recurrente  Gaspar  Hum.  Eso  por  una  par- 
te. y por  la  otra,  porque  los  autos  para 
mejor  fallar  son  potestativos  de  los  jue- 
ces y por  ende,  son  inapelab’es.  Luego, 
pue.s,  por  no  tratarse  de  diligencias  de 
prueba  defectuosas,  sino  de  un  auto  para 
mejor  fallar,  el  recurso  por  quebranta- 
miento de  formas  es  improcedente,  como 
se  dijo  al  principio. 

2.  — En  el  juicio  criminal  que  se  exami- 
na existe  prueba  plena  formada  por  las 
declaraciones  de  dos  testigos  presenciales 
—la  que  no  se  pudo  desvirtuar  con  la  re- 


tractación que  al  final  quisieron  hacer 
los  indicados  declarantes — de  que  Gaspar 
Hum,  con  una  escopeta  le  hizo  un  disparo 
a Gonzalo  Mendizábal  cuando  éste  nave- 
gaba en  aguas  del  lago  de  Atitlán  rumbo 
a la  finca  “Chacayá”  en  una  canoa  de  cua" 
trovaras  de  largo  por  tres  cuartas  de  an- 
cho. cuyas  postas  al  chocar  en  su  crá- 
neo le  produjeron  una  conmoción  cere- 
bral que  lo  hizo  caer  al  agua  sin  conoci- 
miento, circunstancia  por  la  que  se  aho- 
gó. 

Ese  hecho,  desde  luego  es  constitutivo 
de  un  delito,  que  las  autoridades  judicia- 
les están  en  la  obligación  de  pesquisar  pa- 
ra imponer  la  pena  corre.spondiente,  ya 
que  el  infractor  de  una  Ley  penal  es  res- 
ponsable del  delito  y de  sus  consecuen- 
cias. 

En  ese  caso,  es  indudable  que  al  resol- 
ver la  Sa'a  sentenciadora  en  la  forma  en 
que  lo  hizo  no  violó  los  Artículos  lo.,  11, 
12,  27,  295  del  Código  Penal  y 3o.  y 6o.  del 
de  Procedimientos  Pena’ es,  ya  que  el  jui- 
cio criminal  fué  encaminado  a investigar 
la  responsabilidad  que  tenía  Hum  como 
autor  del  hecho  punible — procedimiento 
que  se  reguló  conforme  a los  preceptos  del 
Código  respectivo — lo  que  motivó  que  se 
le  impusiera  la  pena  señalada  al  delito  de 
homicidio. 

3.  — Ya  se  dijo  al  tratarse  del  recurso 
por  quebrantamiento  de  formas,  que  el  he- 
cho de  comisionar  la  Sala  sentenciadora 
a la  Comandancia  de  Armas  del  Denarta- 
mentó  de  So’olá,  para  la  práctica  de  las 
diligencias  que  estimó  convenientes  a fin 
de  resolver,  no  contrariaban  ningún  pre- 
cepto legal,  porque  no  lo  prohíbe  exnre- 
samente  el  Artículo  175  de'  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales  que  el  recurrente  se- 
ñala como  violado,  ya  que  más  bien  el 
anterior  dice,  que  los  jueces  y tribuna- 
les se  auxi’iarán  mutuamente  para  la  prác- 
tica de  las  diligencias  que  fueren  nece- 
sarias en  la  sustanciación  de  las  causas 
criminales  y,  la  Comandancia  de  Armas  es 
un  tribunal  ordinario  de  justicia,  si  bien 
su  jurisdicción  es  especial  o privativa.  En 
ese  caso  tampoco  fueron  violados  los  Ar- 
tículos 175  y 177  de  Procedimientos  Pe- 
rcales. 

4.  — La  Comandancia  de  Armas  que  se  h,a 
dejado  aludida,  al  lograr  en  cumplimien- 
to de  la  comisión  que  le  encomendai'a  el 
tribunal  superior  jerárquico,  no  ejerció 
jurisdicción  en  la  causa  seguida  contra 
Gaspar  Hum;  puesto  que  por  ei  hecho  de 
prestar  auxilio  como  comisionada,  no  ejer- 
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ció  jurisdicción  ni  se  le  prorrogó,  porque 
no  dictó  ninguna  resolución  en  el  asunto; 
razón  por  la  que  no  fueron  quebrantados 
los  Artículos  31  y 32  del  Código  de  Proce- 
dimientos Penales  como  asevera  el  recu- 
rrente. 

5.  — El  acusado  íué  asistido  durante  el 
curso  del  juicio  criminal  defensor  que  él 
mismo  designó.  En  consecuencia,  y desde 
el  momento  en  que  el  indicado  juicio  se 
sustanció  con  la  intervención  del  defen- 
sor y del  enjuiciado,  éste  fué  citado,  oido 
y vencido  en  juicio;  todo  lo  que  es  demos- 
trativo de  que  el  tribunal  sentenciador 
tampoco  infringió  el  Articulo  196  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Phnales  y el 
XXVin  de  los  Preceptos  Fundamentales 
de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial. 

6.  — Como  las  diligencias  para  mejor  fa- 
llar son  potestativas  de  los  jueces  que  las 
dicten,  por  una  parte  y,  por  la  otra,  el 
Articulo  661  del  Código  de  Procedimientos 
Penales  indica  rji  una  manfera  expresa 
quienes  son  las  partes  en  los  juicios  cri- 
minales y,  estas  fueron  notificadas  en  la 
Sala  6a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  la 
providencia  para  mejos  fallar,  es  claro  que 
en  el  caso  sub-júdice  no  fueron  quebran- 
tados los  Artículos  510  517,  580  y 565  del 
Código  de  Procedimientos  Penales. 

7.  — La  Sala  sentenciadora  apreció  como 
prueba  plena  las  declaraciones  de  dos  te.s- 
tigos  idóneos  y presenciales,  conformes  en 
las  personas,  en  el  lugar  y en  la  manera 
de  verificarse  el  hecho  así  como  en  el  tiem- 
po en  que  acaeció;  testimoniantes  que  no 
se  ha  demostrado  en  el  juicio  criminal 
que  sean  enemigos  capitales  de  Hum,  ni 
co-reos,  cómplices  o encubridores  del  de- 
lito, desede  luego  que  los  declarantes  alu- 
didos no  han  sido  condenados  como  tales 
co-reos,  cómplices  o encubridores. 

Por  otra  parte,  no  puede  estimarse  que 
dichos  testigos  sean  contradictorios  en  sus 
exposiciones,  por  el  hecho  de  haber  pre- 
tendido variarlas  en  las  diligencias  para 
mejor  fallar,  desde  luego  que  la  retracta- 
ción no  se  justificó  ni  es  verósimil;  ni 
tampoco  han  sido  condenados  por  falso 
testimonio.  Además,  la  Sala  sentenciado- 
ra apreció  esas  declaraciones  de  acuerdo 
con  lo  que  prescribe  el  Articulo  586  del 
Código  de  Procedimientos  Penales,  por  no 
merecerles  crédito  las  aseveraciones  con 
que  se  pretendió  desvirtuarlas. 

En  consecuencia  de  todo  lo  dicho  en  es- 
te número,  la  prueba  apreciada  por  la  Sa- 
la 6a.  de  la  Corte  de  apelaciones,  es  ple- 
na y,  por  ende  no  violó  los  Artículos  568, 


571,  573.  581  incisos  lo.  y 2o.,  583,  Inci- 
sos lo.  y 2o.,  y 586  incisos  lo.,  3o.,  5o.  y 6o. 
del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

8—  El  Tribunal  de  segundo  grado  no  fun- 
dó su  condena  en  ninguna  confesión  re- 
tractada, sino  en  las  declaraciones,  de  dos 
testigos  presenciales  y contestes,  cuya  re- 
tractación no  se  justificó,  en  el  juicio.  En 
esa  virtud  no  pudo  violar  el  Articulo  610 
del  Código  de  Procedimientos  Penales;  asi 
como  el  608  del  mismo  Cuei-po  legal,  porque 
la  fé  del  juicio  pericial  y del  cotejo  de  le- 
tras puede  ser  calificado  por  el  Tribunal 
sentenciador,  según  su  libre  criterio. 

9 —  Y finalmente,  como  a Gaspar  Hum 
ni  se  le  privó  del  derecho  de  defensa,  ni 
se  le  juzgó  por  tribunales  especiales,  sino 
por  los  ordinarios  competentes  para  ello, 
no  pudo  ser  infringido  en  el  caso  que  se 
examina,  el  Articulo  36  de  la  Constitu- 
ción de  la  República. 

10. — Por  todo  lo  que  se  deja  considera- 
do, con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo 
que  disponen  los  Artículos  686  y 690  P.P., 
el  TRIBNAL  DE  CASACION, 

RESUELVE : 

DESESTIMAR  EL  RECURSO  de  que  se 
ha  hecho  mérito,  e imponer  al  recurrente 
quince  dias  de  arresto  conmutables  a ra- 
zón de  diez  centavos  diarios. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  José  Sifontes,  por  lesio- 
nes. d :l,  i H 

DOCTRINA:  Para  que  la  sentencia  con- 
denatoria se  legitime  es  necesario  que  el 
convencimiento  en  que  se  apcn/a  no  ten- 
ga en  contra  duda  alguna  razonable. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
catorce  de  junio  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Tercera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  doce  de  abril  del 
presente  año,  en  la  causa  instruida  por 
el  delito  de  lesiones  contra  José  Sifontes 
y en  la  cual  se  revoca  la  que  dictara  el 
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Juez  de  la.  Instancia  de  Cuilapa,  y se 
declara:  que  el  procesado  José  Sifontes 
queda  absuelto  del  cargo  que  por  el  deli- 
to de  lesiones  se  le  formuló,  por  no  haber 
prueba  suficiente  para  dictar  en  su  con- 
tra sentencia  condenatoria. 

— I — 

El  dieciséis  de  septiembre  del  año  pasa- 
do. José  Molina  G..  Comisario  de  la  Po- 
licía de  Cuilapa,  dió  parte  al  Juez  de  Paz 
de  aquella  población  de  que  Augusto  Ro- 
dríguez había  sido  herido  por  José  Sifon- 
tes. según  el  decir  del  mismo  ofendido, 
quien  le  entregó  el  puñal,  instrumento  del 
delito,  y agregó  que  Efrain  Rodas  soste- 
nía a Rodríguez,  y que  el  agente  Floren- 
tin  Argueta  procedió  a la  captura  de  Si- 
fontes sin  lograrla.  Augasto  Rodríguez 
manifestó  que  el  día  del  suceso,  como  a 
las  cinco  de  la  mañana  regresó  de  Bar- 
berena,  bajándose  de  la  camioneta  en  que 
viajaba  en  el  Parque  Central,  y como  aún 
tocaba  la  marimba  en  la  Jefatura  decidió 
oír  algunas  piezas;  que  luego  se  encami- 
nó para  su  casa  en  unión  de  Efrain  Rodas, 
el  que  se  quedó  en  el  Hotel  Victoria,  con- 
tinuando el  dicente  su  camino;  que  al  mo- 
mento se  encontró  con  José  Sifontes  a 
quien  dijo  “qué  te  sucedió  en  Barberena” 
y éste  le  acertó  en  ese  momento  una  pu- 
ñalada en  el  costado  izquierdo;  que  Sifon- 
tes salió  huyendo  y cuando  trataba  de  al- 
canzarlo sintió  que  el  puñal  caía  al  sue- 
lo, por  lo  que  supone  que  lo  llevaba  pren- 
dido en  el  saco;  que  luego  regresó  al  Ho- 
tel Victoria  y le  avisó  a su  amigo  Rodas 
lo  sucedido  y a un  agente  que  pa-saba  por 
ahí.  El  agente  Florentin  Argueta  ma- 
nifestó que  ese  día  estaba  de  linea  en  la 
esquina  del  Hotel  Victoria,  cuando  vió  que 
dos  hombres  se  bamboleaban,  por  lo  cual 
ocurrió  a este  lugar  encontrándose  con 
Augii.sto  Podríguez,  quien  era  conducido 
por  Efrain  Rodas:  que  Rodríguez  le  dijo 
que  lo  había  herido  José  Sifontes,  y co- 
mo le  indicara  que  se  había  ido  hacia  el 
río  lo  persiguió,  sin  capturarlo.  Sifontes 
neeó  la  comisión  del  hecho.  Oscar  Mon- 
eada dijo  que  vió  un  hombre  de  re-ular 
estatura  oue  corría  detrás  de  otro  de  pe- 
queña estatura,  a quienes  no  conoció.  El 
reo  propuso  la  declaración  de  vario?  tes- 
tigos para  demostrar  sus  buenos  antece- 
dentes y honradez.  A folios  nueve  corre 
el  informe  médico  legal  de  la  heri  ’o  que 
sufrió  Augusto  Rodríguez,  con  arma  cor- 
to-punzante,  situada  en  la  cara  anterior 


del  tórax,  de  dos  centímetros  y medio  de 
ancho,  y,  se  dijo  en  dicho  informe  que 
para  las  demás  circunstancias  médico-le- 
gales, habría  que  esperar  cinco  o seis  días 
por  estar  en  ese  entonces  en  tratamiento. 
A folios  catorce  obra  nuevo  informe  y a 
folios  diecisiés  la  ampliación  correspon- 
diente, y en  el  que  se  asegura  que  Rodrí- 
guez tardó  para  poderse  dedicar  a sus  ocu- 
paciones habituales  dieciséis  días.  El  juez 
de  la  causa,  con  fecha  diecinueve  de  di- 
ciembre del  año  pasado,  dictó  sentencia, 
declarando  que  José  Sifontes  era  autor 
del  delito  de  lesiones  menos  graves,  come- 
tido en  la  persona  de  Augusto  Rodríguez, 
condenándolo  por  tal  infracción  a sufrir 
un  año  de  prisión  correccional,  haciendo 
las  demás  declaraciones  en  derecho,  con 
base  en  el  siguiente  considerando:  “con 
respecto  al  delito  que  se  atribuye  a José 
Sifontes,  cometido  en  esa  población  el 
día  diez  y seis  de  septiembre  del  año  en 
curso,  no  existe  una  prueba  directa  acer- 
ca de  la  culpabilidad  del  reo,  por  lo  cual 
deben  analizarse  las  presunciones  en  su 
contra  y estimar  si  son  suficientes  o no 
para  fundar  un  fallo  condenatorio”. 

En  contra  del  mencionado  Sifontes  se 
encuentran  las  siguientes  presunciones 
humanas:  a)  la  sindicación  del  ofendido; 
b)  haber  llegado  el  dia  del  suceso,  a ho- 
ra intempestiva  a ca.sa  de  su  comnañero 
de  trabajo  Adrián  Herrarte,  manifestán- 
dole haber  tenido  un  disgusto;  c)  estar 
comprobado  debidamente  que  presentaba 
un  golpe  contuso  en  la  cara  causado  con 
la  mano;  golpe  que  según  parece  le  fué 
ocasionado  por  Augusto  Rodríguez  en  Bar- 
berena; el  reo  al  ampliársele  su  indaga- 
toria negó  haber  sufrido  golpe  a’guno; 
d)  Hipólito  Orantes  expresó  que  Sifontes, 
en  la  prisión  le  dijo  que  había  dado  una 
puñalada  a un  individuo,  porque  “era  hom- 
bre”. Orantes  es  asistente  del  Infrascrito 
Juez  como  Auditor  de  Guerra,  y persona 
que  merece  todo  crédito) ; e)  el  Subte- 
niente don  Oscar  Moneada  declaró  que  el 
dia  y hora  y en  el  lugar  en  que  el  deli- 
to fué  cometido,  vió  que  un  hombre  de 
regular  estatura,  corría  detrás  de  otro  de 
baja  estatura.  (Sifontes  es  bajo  y Augus- 
to Rodríguez  de  mediana  estatura);  f) 
manifestó  el  reo  que  el  dia  y hora  en  que 
se  cometió  el  hecho  delictuoso,  se  encon- 
traba durmiendo  en  su  casa,  lo  cual  no  es 
cierto;  g)  dijo  también  que  se  encontra- 
ba solo  cuando  fué  capturado,  lo  cual  es 
falso  pues  consta  que  se  encontraba  en 
compañía  de  Adrián  Herrarte  y Fernán- 
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do  Quiñónez;  h)  al  ser  capturado  tenía 
los  pantalones  y zapatos  enlodados,  lo  cual 
hace  presumir  que  precipitadamente  pasó 
a través  del  rio  de  la  población  o sea  el 
lugar  por  donde  Rodríguez  dijo  que  hu- 
yó; i)  ser  sindicado  por  el  rumor  públi- 
co como  autor  del  delito;  ])  el  dicho  de 
Adela  Castillo  con  respecto  a lo  que  oyó 
decir  a la  madre  del  reo;  k)  no  sindicar- 
se a nadie  más  como  autor  del  delito;  y 
1)  durante  el  término  probatorio  no  pre- 
sentó prueba  alguna  a su  favor,  con  res- 
pecto a la  no  ejecución  del  delito.  Las 
numerosas  presunciones  relatadas,  son 
graves,  precisas  y los  hechos  en  que  se 
fundan  están  de  tal  manera  enlazados,  que 
aunque  produzcan  indicios  diferentes,  to- 
dos tienden  a probar  el  delito  de  que  se 
trata  y por  lo  mismo  no  puede  dejar  de 
ser  causa  o efecto  de  ellos;  de  modo  que 
la  única  consecuencia  que  puede  deducir- 
se de  las  diferentes  pruebas,  es  la  culpa- 
bilidad del  acusado”. 

En  segunda  Instancia  el  Procurador  pi- 
dió la  absolución  del  reo  por  no  existir 
prueba.  La  parte  acusadora  alegó  lo  que 
creyó  pertinente,  lo  mismo  que  el  reo.  El 
Fiscal  pidió  la  confirmatoria  del  fallo  de 
primera  Instancia.  La  Sala  sentenciado- 
ra para  mejor  fallar  mandó  que  la  Junta 
Directiva  de  la  Facultad  de  Medicina, 
emitiera  dictamen  sobre  los  Informes  mé- 
dico-legales emitidos  por  el  Cirujano  de- 
partamental de  Santa  Rosa,  Dr.  Arturo 
Laparra.  A folios  doce  de  la  pieza  de  se- 
gunda Instancia,  obra  la  contestación  de 
la  Facultad  de  Ciencias  Médicas,  en  el  sen- 
tido de  que  afirmándose  en  los  informes 
del  Dr.  Laparra  que  el  tiempo  de  curación 
fué  de  dieciseis  dias,  debe  dársele  crédi- 
to desde  el  momento  que  fueron  hechas 
por  el  único  capacitado  para  hacerlas  por 
ser  el  médico  tratante.  De  la  sentencia  de 
Segunda  ÍLnstancia,  Leonor  González  de 
Rodríguez,  auxiliada  por  el  licenciado  R. 
Valdés  Calderón,  introdujo  el  presente  re- 
curso de  casación  por  violación  de  ley,  ci- 
tando como  infringidos  los  artículos  si- 
guientes: 11,  12,  27.  29  y 300  del  Código 
Penal;  568,  571,  572,  586,  587,  589,  595, 
596.  597.  601  y 731  P.  P.  Pedidos  los  ante- 
cedentes y señalado  día  para  la  vista,  es 
el  caso  de  dictar  la  sentencia  que  en  de- 
recho corresponde. 

CONSIDERANDO: 

Que  “la  Sala  sentenciadora  se  funda 
para  absolver  del  cargo  que  se  le  formu- 
ló a José  Sifontes  por  el  delito  de  lesio- 


nes en  la  persona  de  Augusto  Rodríguez, 
en  que  las  pruebas  indirectas  que  apre- 
ció el  Juez  actuante,  sólo  producen  indi- 
cios, consistentes  en  la  sindicación  que  se 
hizo  del  ofendido,  lo  declarado  por  Adrián 
Herrarte  !v  'la  contradicción  que  exista 
en  la  indagatoria  del  sindicado  de  haber- 
se encontrado  en  su  casa  cuando  se  come- 
tió el  delito,  así  como  la  de  tener  enlo- 
dados los  pantalones,  circunstancia  que 
estima  insuficientes  para  dar  como  pro- 
bada la  culpabilidad  del  acusado,  por 
cuanto  Que  sólo  pueden  tenerse  como  un 
indicio  de  su  responsabilidad  para  la  ins- 
trucción del  proceso,  pero  no  como  ele- 
mentos determinantes  del  hecho  punible, 
ya  que  para  el  caso  era  indispensable  que 
estuviera  probado  el  hecho  de  que  al  ser 
herido  el  señor  Rodríguez,  se  le  hubiera 
visto  en  el  propio  teatro  del  delito  al  sin- 
dicado. para  que  tal  hecho  sirviera  de  an- 
tecedente o consecuente  a tal  prueba  in- 
directa: aue  en  cuanto  a las  presuncio- 
nes de  presentar  el  .sindicado  golpes  con- 
tusos, era  un  hecho  one  ,só’o  nudo  pro- 
ha'-ce  con  dictarnen  rnédieo-'eo"!'  nava  el 
caso-  nup  la  confesión  evtrai'ndicial  apre- 
ciada cuando  no  so  dotormina  iq  ne”so- 
na  a ouien  se  hirió,  no  e.s  má.s  one  una 
■sospecha  contra  el  confesante,  siendo  nc-' 
cesario  para  tomarle  en  cuenta  el  valor 
de  la  nrueba  testimonial,  la  aue  no  era. 
comnleta:  aue  lo  afirmado  por  el  testi- 
go Moneada  no  nodia  tomarse  en  cuenta 
por  cuanto  no  estaba  oat-ahiecido  en  forma 
leeal,  aue  el  .sindicado  fuera  de  las  con- 
diciones que  este  testigo  indica,  v aue  de 
manera  general  las  demás  orpsuncion;°s 
estaban  comprendidas  en  la  de  no  sindi- 
carse a otra  persona  más  que  a Sifon- 
tes”. 

Es  principio  general  de  derecho,  aun 
pai'a  aue  se  pueda  hacer  surgi'-  una  pre- 
sunción de  un  hecho  determinado,  es  ne- 
cesario que  éste  se  encuentre  ipo-q’mon*-o 
probado.  Por  ésto,  para  evita-  posibles 
errores,  nuestro  Código  de  Procadimi°ntn,s 
Penales  ha  exigido  una  serie  de  reouisítos 
para  que  hava  plena  prueba  por  nres"n- 
clones  o indicios,  exigiéndo.se  esto-i 
ú’timos,  se  relacionen  con  el  hecho  n>-i- 
mordial  aue  debe  de  servir  como  punto 
de  partida  para  la  conclusión  aue  se  bus- 
ca, y que  todos  reunidos  no  puedan  con- 
ducir a conclusiones  diversas. 

Es  necesario  no  olvidar,  como  sostiene 
un  autor,  que  para  que  la  sentencia  con- 
denatoria se  legitime  es  menester  que  el 
convencimiento  en  que  se  apoya  no  de- 
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be  tener  en  contra  duda  alguna  razonab'e, 
pues  si  bien  unas  veces  el  indicio  puede 
dar  la  certeza,  es  preciso  siempre  estar 
en  guardia  contra  lo  inseguro  de  esta 
prueba,  teniendo  en  cuenta  los  motivos 
que  la  debilitan  de  un  lado  y de  otro,  las 
contradicciones.  Por  último,  que  para 
que  los  indicios  sean  demostrativos  de  la 
culpabilidad  del  acusado,  es  necesario  que 
se  llegue  a esta  conclusión  sin  esfuerzo 
alguno,  sin  que  haya  motivos  oue  le  qui- 
ten valor  o hagan  nacer  la  duda  en  el 
espíritu  del  juzgador.  Por  las  razones  ex- 
puestas, que  nadie  puede  además,  ser  con- 
denado por  un  delito  sino  cuando  el  Tri- 
bunal que  lo  juzga  hava  adquirido,  por 
los  medios  de  prueba  lega'es.  la  convicción 
de  que  realmente  se  ha  cometido  un  he- 
cho punible  y que  ha  correspondido  al  reo 
una  participación  cu'pab’e  v nenada  por 
la  ley,  conformándose  la  sentencia  recu- 
rrida con  la  precedente  doctrina,  no  es 
de  estimar  la  infrac^-iOn  de  las  d'':noci- 
ciones  legales  contenidas  en  los  artículos 
11.  12.  27,  29  y 306  del  Códig-o  Panal 
como  tampoco  la  de  los  artículos  568,  571, 
572,  586  y 731  de  Procedimientos  Penales, 
mucho  menos  la  de  los  Artos.  587,  589,  595, 
596,  597  y 601  del  Código  últimamente  ci- 
tado, por  no  i'eunir  la  prueba  indirecta 
que  analizó  el  Juez  de  la  causa,  los  re- 
quisitos de  forma  y de  fondo  que  la  ley 
exige,  y por  consiguiente  carece  de  base 
legal  V el  raciocinio  del  juzgador  para 
llegar  a la  verdad  es  inútil,  fuera  de  que 
tampoco  existe  la  relación  de  efecto  a 
causa  o de  causa  a efecto  oue  debe  existir 
éntre  un  hecho  conocido  y uno  desco- 
nocido que  se  quiere  averiguar  oara  lle- 
gar al  descubrimiento  de  la  verdad. 

POR.  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acimt-- 
do  con  lo  preceptuado  en  los  Artos.  676, 
686,  690  y 735  P.  P.;  22  Decreto  1728.  de- 
clara improcedente  el  recurso  interpuesto 
por  la  acusadora  Leonor  González  de  Ro- 
dríguez, a quien  le  impone  la  pena  de 
quince  días  de  arresto,  conmutables  a ra- 
zón de  diez  centavos  de  quetzal  por  día. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Irene  Robledo  Gonzá- 
lez, por  estala  y abusos  contra  parti- 
culares. 

DOCTRINA:  El  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma,  solamente 
procede  en  los  casos  señalados  por  el 
artículo  677  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales:  y siempre  que  siendo  posi- 
ble se  hubiere  pedido  la  subsanación  de 
la  falta  en  la  Instancia  en  que  fué  co- 
metida, y repetido  la  petición  en  la  Se- 
gunda Instancia  si  la  infracción  proce- 
diere de  la  Primera. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
catorce  de  junio  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca^ 
sación  y con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  que  el  veintiséis  de  marzo  del 
corriente  año,  dictó  ia  Sala  4a.  de  la  Corte 
de  Apelaciones  confirmando  el  fallo  del 
Juez  de  la.  Instancia  del  Departamento 
de  San  Marcos,  con  la  modificación  de 
que  la  parte  declarativa,  debe  quedar  así: 
a)  que  Irene  R.obledo  es  autor  del  de’ito 
continuado  de  estafa,  por  el  cual  debe  su- 
frir la  pena  de  un  año  de  arresto  mayor, 
conmutable  a razón  de  diez  centavos  por 
día,  en  todo  o en  parte;  b)  que  por  ias  ra- 
zones ya  consideradas,  como  autor  de  los 
delitos  de  coacción  y prevaricato,  por  am- 
bos purgará  la  pena  de  seis  meses  de  arres- 
to mayor,  aumentada  en  una  tercera  par- 
te de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 86  del  Código  Penal,  conmutable 
en  su  tota'idad  a razón  de  diez  centavos 
por  cada  día;  c)  que  el  propio  Rob’edo 
Gonzá'ez  como  autor  del  delito  de  abusos 
contra  particulares,  extinguirá  la  pena  de 
seis  meses  de  arresto  mavor.  conmutable 
en  su  totalidad  a razón  de  diez  centavos 
por  día;  y d)  que  no  se  deja  abierto  el 
procedimiento  contra  Bartolomé  Revna  y 
Elíseo  de  León  por  haber  prescrito  la  ac- 
ción respectiva.  Las  penas  relacionadas 
son  sin  perjuicio  de  las  accesorias  ya  ex- 
presadas en  el  fallo  de  la.  Instancia,  y 
conmutables,  cada  una  de  ellas  en  su  to- 
talidad, a razón  de  diez  centavos  por  dia. 

Estima  la  Sala  que  con  el  acta  levan- 
tada por  el  Juez  Departamental  de  San 
Marcos  con  motivo  de  la  revisión  practi- 
cada en  el  Libro  de  sentencias  económi- 
cas llevado  en  el  Juzgado  menor  de  Ta- 
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caná,  como  también  con  el  Informe  del 
experto  Ramón  R.  Rodríguez  está  plena- 
mente probado,  que  Irene  Robledo  Gon- 
zález, cobró  varias  multas  a distintas  per- 
sonas, cantidades  que  no  Ingresaron  a la 
Tesorería  respectiva  y que  él  se  las  apro- 
pió sin  tener  derecho  a ello;  que  esa  serie 
de  actos  dolosos,  son  constitutivos  de  un 
delito  continuado  de  estafa,  y es  el  caso 
de  Imponer  la  pena  de  un  año  de  arres- 
to mayor,  en  atención  al  monto  de  lo 
defraudado  que  no  pasa  de  cien  quetza- 
les. Que  la  responsabilidad  criminal  de 
Irene  Robledo  Gonzá’ez.  en  cuanto  al  de- 
lito de  prevaricato,  está  prabada  con  el 
acta  de  In.spección  ocular  antes  relacio- 
nada, con  el  dicho  del  enjuiciado,  lo  ex- 
puesto por  el  experto  Ramón  R.  Rodríguez 
y el  testimonio  de  Trinidad  Andrade.  de 
cuyas  diligencias  se  desprende,  que  Por- 
firla  Arreaga  denunció  el  delito  de  rapto 
cometido  por  Porfirio  Pérez  en  la  perso- 
na de  la  menor  Ramona  Pérez:  que  no 
obstante  la  obligación  que  tenía  Robledo 
como  Juez  de  instruir  la  correspondien- 
te averiguación,  se  concretó  a imponer 
multas,  extralimitándose  en  sus  atribucio- 
nes, faltando  así  de  manera  mainfiesta  a 
los  deberes  que  la  ley  le  impone;  por  con- 
siguiente procede  condenarle  a sufrir  cua- 
tro meses  de  arresto  menor,  en  razón  de 
que,  dicha  pena  le  es  más  favorable  al  en- 
juiciado, que  si  se  le  castigara  por  la  que 
le  resulta  tomando  e'  prevaricato  como  un 
medio  de  cometer  la  estafa.  Que  también 
aparece  p'enamente  probado  que  Robledo 
cometió  el  de'ito  de  coacción  como  me- 
dio para  ejecutar  el  de  prevaricato,  en  el 
rapto  que  no  investigó:  que  por  esos  he- 
chos debe  ser  condenado  a la  pena  de  seis 
meses  de  arresto  mayor  aumentada  en 
una  tercera  parte.  Que  con  las  deposicio- 
nes de  Pedro  Mazariegos  y Toribio  Pérez, 
lo  expresado  en  el  acta  de  inspección  ocu- 
lar y en  el  informe  del  experto  Ramón 
R.  Rodríguez  se  prueba  que  el  procesado 
es  responsab’e  de  prisión  ilegal  sufrida 
por  Timoteo  González,  Bemardino  Pérez 
y Juan  Arreaga,  de'ito  muy  diferente  al 
de  estafa,  al  principio  relapionado,  que 
consiste  en  no  haber  hecho  ingresar  las 
multas  a la  Tesorería  resnectiva;  y en  con- 
secuencia por  ese  otro  hecho  delictuoso, 
debe  infligírsele  la  pena  de  seis  meses  de 
arresto  mayor.  Y por  cuanto  que  la  acción 
penal  está  prescrita,  en  lo  que  se  refie- 
re a Bartolomé  Reyna  y EUseo  de  León, 
es  improcedente  dejar  abierto  el  procedi- 
miento contra  las  susodichas  personas. 


Contra  la  sentencia  de  Segunda  Instan- 
cia, el  reo  con  auxilio  del  Licenciado  don 
Rodrigo  J.  Barrios,  interpuso  el  recurso 
de  casación  denunciando  como  yiolados  los 
artículos  IX,  97  y 119  del  Decreto  Legis- 
lativo número  1928.  Con  posterioridad  el 
recurrente  manifestó  que  también  habian 
sido  infringidos  los  artículos  137,  138,  139 
inciso  quinto,  136  y XXVIII  del  Cuerpo 
de  Leyes  que  acaba  de  mencionarse  y ade- 
más citó  el  inciso  e)  del  artículo  97,  dis- 
posición legal  que  ya  había  consignado 
con  anterioridad,  pero  sin  determinar  nin- 
guna de  las  fracciones  que  encierra. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  anomalía  que  se  expresa  en  el 
memorial  fecha  doce  de  abril  del  corrien- 
te año,  si  bien  es  cierto,  que  entrañaría 
una  nulidad  en  el  procedimiento,  también 
lo  es,  que  la  parte  interesada  no  procuró 
que  se  enmendase  en  su  oportunidad,  an- 
te el  Juez  de  la  causa  o la  Sala  respectiva. 
El  Tribunal  de  Casación  solamente  puede 
entrar  a conocer  acerca  del  quebranta- 
miento de  forma  que  .se  invoque,  cuando 
siendo  posible  se  hubiera  pedido  la  subsa- 
nación  de  la  falta  en  la  instancia  en  que 
se  cometió,  y repetido  la  petición  en  la  Se- 
gunda Instancia  si  la  infracción  procedie- 
se de  la  primera;  y además,  siempre  que 
el  caso  se  encuentre  comprendido  entre 
lo  que  seña'a  el  articulo  677  del  Código 
de  Procedimientos  Penales. 

La  irregularidad  a que  se  refiere  el  re- 
currente no  está  incluida  entre  las  causas 
que  pueden  originar  el  recurso  por  el  mo- 
tivo que  acaba  de  expresarse;  razón  por 
la  cual  carecen  de  anlicación  los  artícu- 
los IX,  91,  119.  136,  137,  138  y 139  del  De 
creto  Legislativo  No.  1928. 


CONSIDERANDO: 

Que  en  el  recurso  que  se  tiene  a la  vis- 
ta, Irene  Rob'edo  González  fué  inten-o- 
gado  acerca  de  cada  uno  de  los  hechos  pu  • 
nibles  que  dieron  origen  a su  encausa- 
miento  se  le  nombró  defensor  a la  perso- 
na que  propuso,  a petición  de  éste;  la  cau- 
sa estuvo  abierta  a prueba  por  quince  dias 
y durante  dicho  término,  ni  el  acusado  ni 
su  defensor  rindieron  probanza  alguna;  y 
en  ese  concepto  no  pudo  ser  infringido  el 
articulo  XXVIII  de  la  Ley  Constitutiva 
del  Poder  Judicial. 
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POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  prescrito  por  el  artículo 
690  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les, declara  la  improcedencia  del  recur- 
so interpuesto  e inflige  al  recurrente  quin- 
ce dias  de  arresto,  conmutables  a razón  de 
diez  centavos  de  quetzal  por  cada  día. 

Notifíquese,  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  oorigen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argucta  S.  — José  Serrano  Muñoz..  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  María  Concepción  Hur- 
tarte de  Ibarra,  por  desórdenes  públicos. 

DOCTRINA  t Al  que  turbare  gravemente 
el  orden  en  la  audiencia  de  un  Juzgado, 
se  le  impondrá  la  pena  señalada  por  el 
articulo  152  del  Código  Penal. 


Corte  Suprema  de  Justicia.  Guatemala, 
catorce  de  junio  de  mil  novecientos  trein- 
te  y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  anteceden- 
tes, la  sentencia  que  el  diez  y seis  de  Ene- 
ro del  corriente  año,  dictó  la  Sala  3a.  de 
la  Corte  de  Apelaciones  confirmando  la 
pronunciada  por  el  Juez  Quinto  de  la. 
Instancia  del  Departamento  de  Guatema- 
la, con  la  adición  de  que  la  reo  queda 
también  obligada  a los  gastos  causados 
con  motivo  del  reconocimeinto  médico  le- 
gal de  Vicenta  de  León  López.  Dicho 
funcionario  al  dar  fin  al  proceso  declaró: 
que  María  Concepción  Hurtarte  de  Ibarra 
es  autora  del  delito  de  desórdenes  públi- 
cos, hecho  delictivo  por  el  cual  le  impone 
un  año  de  arresto  mayor,  conmutable  en 
su  totalidad,  a razón  de  un  quetzal  dia- 
rio; que  es  asimismo  responsable  de  las 
lesiones  sufridas  por  Vicenta  de  León  Gó- 
mez, las  que  deben  penarse  con  veinte 
días  de  prisiói»  simple,  conmutables  en 
la  proporción  que  se  deja  ya  mencionada; 
que  por  falta  de  prueba  se  absuelve  a 
la  enjuiciada  del  cargo  que  se  le  formuló 
por  amenazas;  que  las  penas  impuestas 
las  cumplirá  la  Hurtarte  de  Ibarra  con 
abono  de  la  prisión  sufrida  en  las  cárce- 
les destinadas  a su  sexo;  se  le  obliga  a 


la  reposición  del  papel  empleado  en  la 
causa,  y al  pago  de  las  responsabilidades 
civiles  provenientes  de  las  infracciones 
que  cometió;  y finalmente,  que  deja  abier- 
to el  procedimiento  contra  Leonor  Hurtar- 
te por  los  delitos  de  injurias  a Funciona- 
rio Público  y amenazas. 

El  veinticinco  de  Abril  del  año  de  mil 
novecientos  treinta  y cuatro,  desempeña- 
ba interinamente  el  cargo  de  Juez  2o.  de 
Paz  el  Bachiller  don  Alberto  Portillo  Al- 
dana,  quien  había  citado  a su  Despacho 
a María  Concepción  Hurtarte  de  Ibarra  y 
a Vicente  de  León  Gómez,  en  virtud  de 
haberle  enviado  un  parte  de  la  Policía  de 
Investigación  donde  aparecía  que  la  Hur- 
tarte de  Ibarra  se  quejaba  de  que  la  Gó- 
mez la  insultaba  mucho.  A las  quince  ho- 
ras concurrieron  al  Juzgado  las  personas 
citadas  y además  llegó  Leonor  Hurtarte, 
madre  de  María  Concepción;  y al  pre- 
guntarles el  Juez  lo  que  sucedía,  ésta  dijo: 
que  ahí  no  se  les  haría  justicia  y que  pre- 
fería hacérsela  por  sí  misma,  y se  arro- 
jó sobre  Doña  Vicenta  causándole  varios 
rasguños  en  la  cara  y el  cuel'o  y una 
mordedura  en  la  nariz.  Tanto  el  Juez, 
como  el  Secretario  y los  oficiales  del  Des- 
pacho, intervinieron  para  separar  a dichas 
señoras.  Se  promovió  gran  escándalo  a 
causa  de  los  gritos  e insultos  proferidos 
por  la  Ibarra  y Leonor  Hurtarte.  Y al  sa- 
lir dichas  personas  del  Tribunal  dijeron 
que  al  Juez  y a los  empleados  les  iban  a 
rayar  la  cara. 

El  mismo  día  veinticinco  de  Abril,  ini- 
ció la  causa  el  Juez  4o.  de  Paz,  examinán- 
dose al  Bachiller  Portillo  Aldana,  quien 
ratificó  su  parte,  Vicenta  de  León  de  Gó- 
mez, y al  Secretario  y oficiales  del  Juz- 
gado 2o.  de  Paz.  Más  tarde  se  tomó  de- 
claración a Victoriano  de  Jesús  Pascual, 
Arnulfo  Flores  Cruz,  al  Bachiller  Alberto 
Portillo  Aldana,  Leonor  Hurtarte,  Bachi- 
ller Ricardo  Menéndez,  María  Jesús  Sa- 
nabria  y al  agente  del  orden  público  Al- 
fonso Vasquez. 

La  enjuiciada  negó  haber  cometido  los 
hechos  que  se  le  imputan,  agregando  que 
a causa  de  haberle  sobrevenido  un  des- 
vanecimiento. cayó  sobre  la  de  Gómez. 

Obran  en  el  proceso:  el  informe  emitido 
por  el  Jefe  del  servicio  Médico-Forence  del 
Hospital  General,  donde  consta  que  la 
ofendida  presentaba  en  la  cara  veinticin- 
co arañazos  que  tardarían  para  su  com- 
pleta curación  siete  dias,  con  tres  días  de 
asistencia  facultativa,  y sin  abandono  de 
su  trabajo  habitual.  No  le  quedará  nln- 
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gún  impedimiento  ni  deformidad;  la  orden 
No.  1002  para  que  se  entere  a la  Tesore- 
ría General  de  Beneficencia  Pública  .el 
valor  del  reconocimiento  médico-legal  de 
Vicenta  de  León  de  López;  y copia  certi' 
ficada  de  la  sentencia  que  el  Juez  3o.  de 
Paz  dictó  el  siete  de  abril  del  año  de  mil 
novecientos  treinta  y cuatro,  condenando 
a María  Concepción  Hurtarte  por  acusa- 
ción de  Vicenta  de  Gómez  a sufrir  por  le- 
siones leves  y daños,  quince  días  de  pri- 
sión simple,  conmutables  a razón  de  vein- 
ticinco centavos  diarios  que  con  abono 
del  tiempo  padecido,  debería  purgar  en  la 
prisión  de  mujeres,  dejándola  afecta  al 
pago  de  las  re.sponsabilidades  civiles. 

Dictada  por  el  Juez  5o.  la  sentencia  de 
que  al  principio  se  hizo  mérito,  y elevados 
los  autos  a la  Sala  respectiva,  en  apela-* 
ción  del  fallo,  después  de  oir  al  Procura- 
dor, quien  pidió  la  revocatoria  de  la  sen- 
tencia, y al  señor  Fiscal  que  dió  su  dic- 
tamen en  el  sentido  de  que  ésta  fuera 
confirmada,  el  Tribunal  pronunció  su  fa- 
llo de  acuerdo  con  lo  manifestado  por  el 
Representante  de  la  vindicta  pública,  y 
con  la  adición  anteriormente  relacionada. 
Considera  la  Sala;  lo.,  que  la  culpabilidad 
de  la  procesada  como  autora  de  los  he- 
chos delictuosos  que  originaron  su  encau- 
samiento,  se  demostró  plenamente  con  las 
declaraciones  de  Victoriano  de  Jesús  Pas- 
cual, Arnulfo  Flores  y el  agente  de  poli- 
cía Alfonso  Vásquez,  debiendo  aplicarse  a 
la  reo  por  el  delito  y la  falta  que  come- 
tió, las  penas  señaladas,  respetivamente, 
por  los  artículos  152  y 433  del  Código  Pe- 
nal; 2o.,  que  no  se  probó  con  toda  eviden- 
cia la  responsabilidad  de  la  enjuiciada 
con  respecto  al  delito  de  amenazas,  pues 
las  deposiciones  que  obran  en  su  contra 
no  pueden  estimarse  como  imparciales,  ya 
que  fueron  dadas  por  personas  que  tienen 
interés  directo  en  el  asunto;  y en  conse- 
cuencia y por  falta  de  prueba  debe  ser 
absuelta  la  reo  de  este  otro  cargo  que  le 
fué  formulado;  y 3o.,  que  se  encuentra  de 
conformidad  con  la  ley  la  declaración  he- 
cha por  el  Juez  acerca  de  dejar  abierto 
el  procedimiento  contra  Leonor  Hurtarte, 
con  el  fin  de  establecer  su  responsabili- 
dad o inocencia  en  los  delitos  de  insultos 
a Funcionario  Público  y amenazas. 

María  Concepción  Hurtarte  de  Ibarra, 
con  auxilio  del  Licenciado  don  Juan  Ra- 
fael Salinas,  interpuso  contra  el  fallo  de 
Segunda  Instancia,  el  recurso  extraordi- 
nario de  casación  denunciando  como  vio- 


lados los  artículos  440  inciso  primero  y 152 
del  Código  Penal;  568,  566,  729,  731  y 732 
del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  en  el  caso  sub-júdice,  el  articulo 
152  del  Código  Penal  es  el  aplicable  y 
no  el  440  inciso  lo.  del  mismo  Cuerpo  de 
leyes;  toda  vez  que  tomando  en  cuenta 
que  la  alteración  del  orden  que  se  produ- 
jo en  la  audiencia  del  Juzgado  con  mo- 
tivo de  la  manera  de  proceder  de  la  en- 
juiciada debe  de  reputarse  como  grave, 
atendiendo  a las  circunstancias  en  que 
acaeció  el  suceso  relacionado  anterior- 
mente. 

Que  si  bien  es  verdad,  que  los  dos  he- 
chos que  se  imputan  a la  procesada  se  ve- 
rificaron simultáneamente,  también  es 
cierto,  que  existe  pluralidad  de  actos  pu- 
nibles, y la  existencia  de  cada  uno  de 
estos  actos  es  independiente  de  la  del  otro; 
pues  las  infracciones  de  la  ley  penal  se 
efectuaron  con  desprecio  de  la  autoridad 
ejercida  por  un  funcionario  público  y con- 
tra un  particular,  respectivamente.  Tam- 
poco el  caso  se  encuentra  comprendido 
en  el  artículo  86  del  Código  Penal,  pues 
no  hay  dos  delitos,  sino  una  falta  y un 
delito,  como  acertadamente  lo  han  re- 
suelto el  Juez  sentenciador  y la  Sala  ju- 
risdiccional. 

CONSIDERANDO: 

Que  establecida  la  responsabilidad  cri- 
minal de  la  enjuiciada  con  la  prueba  que 
el  Tribunal  sentenciador  aprecia  en  su 
fallo,  y conteniendo  éste  decisiones  expre- 
sas, positivas  y precisas,  que  están  fun- 
dadas en  cada  una  de  las  disposiciones  le- 
gales citadas  por  la  Sala,  es  indubitable 
que  no  pudieron  ser  infringidos  los  ar- 
tículos 568,  729,  731  y 732  del  Código  de 
Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  precepto  contenido  en  el  articu- 
lo 566  del  Cuerpo  de  Leyes  que  acaba  de 
mencionarse,  es  inaplicable  en  el  recurso 
que  se  examina,  pues  el  Tribunal  de  2a. 
Instancia  no  ha  desconocido  en  su  reso- 
lución que  el  que  afirma  está  obligado  a 
probar;  y también  lo  está  el  que  niega, 
cuando  su  negación  es  contra  una  presun- 
ción legal,  o envuelve  la  afirmación  ex- 
presa de  un  hecho. 
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POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  prescrito  por  el  articulo 
690  del  Código  últimamente  mencionado, 
declara  la  improcedencia  del  recurso  in- 
terpuesto e inflige  a la  parte  recurrente 
quince  dias  de  arresto,  conmutables  en  su 
totailidad',  a razón  de  diez  centavos  de 
quetzal  diarios. 

Notifiquese,  y con  certificación  de  lo  re^ 
suelto,  devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrede.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Rigoberto  Alvarez  Cor- 
tez  y compañeros,  por  falsedad  de  docu- 
mentos. 

DOCTRINA:  La  sentencia  condenatoria  se 
dictará  cuando  a juicio  del  Juez  o tri- 
bunal que  juzgue,  hubiere  el  funda- 
mento necesario,  con  arreglo  a los  prin- 
cipios del  Código  de  Procedimientos 
Penales,  para  infligir  pena  al  reo. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y ocho  de  junio  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  diez 
de  abril  del  año  en  curso  proferida  por  la 
Sala  6a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  en 
el  proceso  que  por  el  delito  de  falsedad 
de  documentos  privados  se  siguió  en  el 
Juzgado  de  la.  Instancia  de  El  Quiché 
contra  Rigoberto  Alvarez  Cortez,  Ricardo 
Méndez  y Méndez  y Luis  de  León,  y por 
encubrimiento  en  el  mismo  delito  contra 
María  Engracia  Girón  viuda  de  Quiñóñez. 

RESULTA: 

— I — 

El  señor  Laureano  Quiñóñez,  vecino  de 
Zacualpa,  del  Departamento  del  Quiché, 
falleció  en  dicha  población  el  diez  y siete 
de  enero  de  mil  novecientos  treinta  y tres, 
habiendo  otorgado  testamento  privado, 
según  se  asegura,  el  trece  del  mismo  mes, 
como  consta  en  el  documento  de  esa  fe- 


cha, suscrito  por  los  testigos  Ricardo  Mén- 
dez M.,  Rigoberto  Alvarez,  José  D.  Valdés 
C.,  Pedro  Figueroa  y Luis  de  León. 

— II  — 

La  viuda  Engracia  Girón,  auxiliada  por 
el  abogado  José  Lorenzo  Pinetta,  se  pre- 
sentó al  Juzgado  de  la.  Instancia  del  Qui- 
ché solicitando  que  fuera  elevado  a escri- 
tura pública  el  testamento  privado,  pero 
este  facultativo  hubo  de  abandonar  a su 
cliente  porque  descubrió,  dijo,  que  el  tes- 
tamento era  falso.  Con  tal  motivo  la  se- 
ñora Girón  pidió  al  abogado  que  le  devol- 
viera una  máquina  de  escribir  que  le  ha- 
bla dado  como  anticipo  de  honorarios  y 
esta  gestión  privada  dió  motivo  para  que 
se  presentara  al  Juez  la  señora  esposa  del 
licenciado  Pinetta  consignando  la  expre- 
sada máquina,  en  nombre  de  su  esposo. 

— in  — 

El  escrito  de  la  señora  de  Pinetta  dió 
origen  a las  averiguaciones  relativas  a la 
falsedad  de  la  cédula  testamentaria,  pro- 
duciéndose el  examen  de  Rigoberto  Al- 
varez, señora  Girón,  Ricardo  Méndez  y 
Luis  de  León,  pues  los  demás  testigos  no 
fueron  habidos,  habiéndose  deerteado  pri- 
sión provisional  contra  estos  por  el  de- 
lito de  falsificación  de  documentos  pri- 
vados. 

Los  procesados  declararon  que  el  te.sta- 
dor  se  encontraba  en  estado  de  suma  gra- 
vedad; que  el  testamento  lo  radactó  Al- 
varez y todos  estuvieron  presentes  rodean- 
do al  enfermo,  firmando  cada  uno  al  fP 
nal.  Alvarez  declaró  que  la  cédula  la  es- 
cribió en  papel  español  por  no  haber  en- 
contrado papel  sellado,  pero  que  después 
cuando  pudo  adquirirlo,  copió  el  testa- 
mento en  papel  del  sello  respectivo  y vol- 
vió a llamar  a los  testigos  para  que  fir- 
maran. El  Juez  encontró  mediante  la  con- 
frontación, que  ambos  documentos  eran 
iguales  y que  el  trece  de  enero  de  mil 
novecientos  treinta  y tres,  fecha  del  tes- 
tamento, ya  había  salido  el  papel  sella- 
do en  que  estaba  escrito. 

— IV  — 

La  sentencia  que  dictara  el  Juez  de  la 
causa  el  veinticinco  de  octubre  de  mU  no- 
vecientos treinta  y cuatro,  .absolutoria 
para  los  procesados,  fué  declarada  nula, 
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asi  como  todo  el  plenario,  por  la  Sala  6a., 
tribunal  que  ordenó  la  práctica  de  varias 
diligencias  indispensables  para  la  averi-' 
guación  de  los  hechos;  devuelta  la  cau- 
sa al  Juzgado  se  procedió  a ejecutar  lo  re- 
suelto y producidas  las  nuevas  pruebas, 
se  volvió  a dictar  el  mismo  fallo,  el  diez  y 
nueve  de  marzo  del  año  en  curso. 

— V — 

La  Sala  6a.  resolvió  el  diez  de  abril  si- 
guiente confirmando  la  sentencia  consul- 
tiva. con  la  modificación  de  que  el  pro- 
cedimiento debe  dejarse  abierto  contra 
los  mismos  encausados  para  averiguar  si 
cometieron  el  delito  de  falso  testimonio. 

La  Sala  considera  que  la  cédula  testa- 
mentaria fué  escrita  después  de  la  muer- 
te del  testador,  pero  no  puede  infligirles 
pena  por  falsificación  de  documentos  pri- 
vados porque  jjara  que  este  delito  se  ca- 
racterice es  necesario  que  preexista  el  do- 
cumento en  el  cual  se  cometan  las  fal- 
sedades que  señala  la  ley,  o lo  que  es  lo 
mismo,  dice,  la  acción  ilicita  cometida 
por  los  encausados  no  puede  llega  ral  cam- 
po de  la  punibilidad  como  constitutiva  del 
delito  de  falsificación  de  documentos  pri- 
vados y por  tanto  se  impone  la  absolución 
del  cargo;  y que  estando  en  completa  con- 
tradicción los  testigos  que  suscribieron  la 
cédula  con  las  indagatoria:.,  de  Alvarez, 
Méndez  y de  León,  es  el  caso  de  averiguar 
si  éstos  y la  señora  Girón  cometieron  fal- 
so testimonio. 

— VI  — 

El  Fiscal  de  la  Sala,  Licenciado  Valen-* 
tln  Alvarez  Pérez,  introdujo  el  presente 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
en  los  artículos  199  y 200  del  Código  Pe- 
nal y 729  de  Procedimientos  Penales;  se 
señaló  dia  para  la  vista  y sin  alegación 
del  recurrente  ésta  se  verificó,  siendo  el 
caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO:  i 

Los  dos  artículos  del  Código  Penal  que 
cita  el  recurrente  no  son  aplicables  al  ca- 
so pues  ellos  se  refieren  a la  falsedad 
que  se  cometa  con  intención  de  lucro  o 
con  perjuicio  de  tercero,  en  documento 
privado  no  comprendido  en  el  artículo 
198,  o el  que  se  cometa  por  quien  no  ha- 
biendo tomado  parte  en  la  falsificación. 
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hiciere  uso  del  documento  a sabiendas  de 
su  falsedad.  Como  la  limitación  del  re-* 
curso  de  casación  no  permite  a la  Corte 
examinar  otras  disposiciones  que  las  que 
se  denuncien  como  infringidas,  y el  he- 
cho motivo  del  juicio  no  se  encuentra 
comprendido  en  ninguna  de  las  situacio- 
nes que  contemplan  los  artículos  citados, 
es  evidente  que  la  violación  que  ses  de- 
nuncia no  ha  tenido  lugar. 

En  cuanto  al  articulo  729  de  Prs.  Pns. 
tampoco  se  aprecia  infracción  puesto  que 
a juicio  del  Juez  y de  la  Sala  no  hubo  el 
fundamento  necesario,  con  arreglo  a las 
prescripciones  del  Código,  para  infligir 
pena  a los  reos,  facultad  que  otorga  a los 
tribunales  sentenciadores  ía  disposiciórij 
mencionada. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento, además  en  los  artículos  686  y 
690  de  Prs.  Pns.,  DESESTIMA  el  recurso 
interpuesto. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes  al 
tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Fedefico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Daniel  Hernández  y 
Efrain  Escobar,  el  primero  por  los  deli- 
tos de  lesiones,  rapto  y estupro,  y el  se- 
gundo por  lesiones  y disparo  de  arma. 

DOCTRINA:  Cuando  se  trata  de  varias 
violaciones  de  la  misma  ley  penal,  y és- 
tas han  sido  verificadas  en  el  mismo  mo- 
mento de  la  acción  como  actos  ejecuti- 
vos de  una  sola  intención  criminal,  no 
debe  de  apreciarse  más  que  la  existen- 
cia de  un  sólo  delito. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatema- 
la, diez  y ocho  de  Junio  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación, la  sentencia  de  fecha  veinticinco 
de  abril  del  corriente  año,  pronunciada  por 
la  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
en  la  causa  criminal  instruida  contra  los 
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reos  Daniel  Hernández  y Efraín  Escobar, 
el  primero  por  los  delitos  de  lesiones,  rap- 
to y estupro,  y el  segundo  por  lesiones  y 
disparo  de  arma.  Recurre  en  el  presente 
caso,  el  licenciado  don  Jorge  A.  Pacheco, 
en  su  carácter  de  defensor  oficial  en  se- 
gunda instancia  del  reo  Efraín  Escobar; 
cita  como  violados  por  la  Sala  sentencia- 
dora, los  artículos  siguientes:  20  inciso  4o., 
65.  66  y 86  Código  Penal;  568  incisos  lo., 
3o.,  4o.,  5o.  y 6o.,  572,  573,  574,  575,  583, 
585,  586,  587,  589,  595,  596,  597,  601,  609  y 
614  del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

En  los  autos  que  se  estudian,  aparece  lo 
siguiente: 

— I — 

El  doce  de  Agosto  del  año  próximo  pa- 
sado, José  Orozco,  Alcalde  Auxiliar  de  Ma- 
lacatán,  departamento  de  San  Marcos,  .'e 
presentó  ante  el  Juez  de  Paz  de  aquella  lo- 
calidad, denunciando  que  entre  Daniel 
Hernández  y Efraín  Escobar  había  ocurri- 
do un  hecho  de  sangre;  agregando  que  ese 
día  encontrándose  en  su  casa,  oyó  que  unos 
individuos  discutian,  y al  salir  se  dió  cuen- 
ta de  que  Hernández  y Escobar  reñían,  ig- 
norando el  motivo  del  hecho  así  como  las 
circunstancias  en  que  se  verificó;  tampoco 
se  dió  cuenta  del  disparo  de  arma  de  lue- 
go, haciendo  constar  que  al  salir  él.  Esco- 
bar tenia  una  escopeta  en  la  mano.  Reco- 
nocidos ambos  contendientes  por  el  empí- 
rico en  medicina  Humberto  Sosa,  dictami- 
nó en  el  sentido  de  que  Hernández,  presen- 
taba lesiones  con  arma  blanca,  de  cuyas 
resultas  habiasele  amputado  la  falange  del 
dedo  indice  de  la  mano  derecha,  quedan- 
do por  consiguiente  impedido  y que  el 
tiempo  de  curación  serla  de  treinta  dias; 
el  mismo  empírico  dijo  que  con  respecto 
a las  lesiones  sufridas  por  Escobar,  tarda- 
ría para  su  curación,  quince  días  y le  que- 
daría cicatriz  visible  en  el  frontal. 

Indagado  el  reo  Daniel  Hernández,  con- 
fesó haber  reñido  con  Escobar,  por  celos  de 
éste,  quien  había  provocado  la  riña  al  pa- 
sar por  su  casa,  en  la  creencia  de  que  por 
haber  sido  la  mujer  de  Escobar  anterior- 
mente su  querida,  todavía  tenía  interés  en 
ella;  y que  se  había  visto  obligado  a de- 
fenderse con  su  machete,  por  haberle  dis- 
parado antes  su  contendiente.  Capturado 
e indagado  Efraín  Escobar,  confesó  su  par- 
ticipación en  el  hecho,  manifestando  que, 
el  día  y hora  de  autos,  encontrándose  en 
la  puerta  de  su  casa  de  habitación  en  com- 


pañía de  su  concubina  Virginia  Escobar, 
apareció  Daniel  Hernández  armado  de  un 
machete,  desafiándolo  acto  continuo  y 
agrediéndole  a machetazos,  por  lo  cual  ha- 
bía hecho  uso  de  su  escopeta  disparándo- 
le un  tiro  a Hernández,  y como  éste  persis- 
tiera en  el  ataque,  hubo  de  hacer  uso  a su 
vez  de  su  machete,  y ambos  resultaron  le- 
sionados. La  declaración  de  Virginia  Elsco- 
bar,  no  evidenció  nada,  pues  únicamente 
manifestó  que  al  empezar  la  riña,  se  fué 
en  busca  de  auxilio  y al  regresar  encontró 
ya  heridos  a los  contendientes;  negó  haber 
sido  concubina  de  Hernández,  aunque  éste 
individuo  la  había  raptado  tiempo  atrás. 
Se  practicaron  algunas  diligencias  más,  y 
previos  los  trámites  de  ley,  se  pronunció 
sentencia  en  relación  á este  asunto,  pero 
la  Sala  jurisdiccional,  anuló  todo  lo  actua- 
do hasta  el  auto  en  que  se  elevó  la  causa 
a plenario,  mandando  reponer  el  procedi- 
miento por  esta  razón. 

— II  — 

En  sentencia  de  veintiocho  de  febrero 
del  corriente  año,  el  Juez  de  Primera  Ins- 
tancia del  departamento  de  San  Marcos, 
dió  fin  al  proceso,  de  la  siguiente  manera: 
condenó  a sufrir  la  pena  de  tres  años  de 
prisión  correccional  a cada  uno  de  los  en- 
juiciados Hernández  y Escobar,  más  las 
penas  accesorias  correspondientes;  absol- 
vió a Hernández  del  cargo  que  por  el  deli- 
to de  rapto  se  le  formuló,  por  falta  de 
prueba,  e igual  declaración  hizo  en  cuan- 
to a Efraín  Escobar  por  el  delito  de  dispa- 
ro de  arma.  La  Sala  Cuarta  de  Apelacio- 
nes al  dictar  sentencia,  confirmó  la  de 
Primera  Instancia  en  lo  que  se  refería  al 
delito  de  lesiones,  modificando  la  pena  de 
tres  años  de  prisión  correccional,  que  co- 
mo se  ha  dicho  les  fué  impuesta  a cada 
uno  de  los  reos,  en  el  sentido  de  que  de- 
bía hacérseles  la  rebaja  de  la  tercera  par- 
te por  la  circunstancia  atenuante  de  su 
confesión,  prueba,  sin  la  cual  hubiera  pro- 
cedido la  absolución  de  los  procesados  por 
tal  delito;  revocó  la  sentencia  del  Juez  a- 
quo  en  cuanto  se  referia  a la  absolución 
decretada  en  favor  del  reo  Efraín  Escobar, 
por  el  delito  de  disparo  de  arma,  impo- 
niéndole a su  vez  la  pena  de  dos  años  de 
prisión  correccional  rebajados  en  una  ter- 
cera parte  por  su  confesión,  apreciada  co- 
mo circunstancia  atenuante;  y confirmó 
también  la  sentencia  examinada,  en  lo  que 
se  refería  a los  delitos  de  rapto  y estupro, 
aprobando  la  absolución  decretada  por  el 
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Juez  en  cuanto  respecta  al  primero,  y nu- 
lificando el  cargo  deducido  por  el  segun- 
do de  los  delitos  mencionados  en  virtud  de 
no  haberse  justificado  el  parentezco  del 
acusador  con  la  agraviada  para  funda  - 
mentar  la  acción. 

El  abogado  recurrente,  estima  que  la  Sa- 
la sentenciadora  incurrió  en  infracción  de 
ley  expresa,  al  no  haber  apreciado  el  va' 
lor  probatorio  de  las  declaraciones  de  Vir- 
ginia Escobar  y el  Alcalde  auxiliar  José 
Orozco;  al  no  haber  estimado  como  califi- 
cada la  declaración  de  Efraín  Escobar,  asi 
como  por  haber  fallado  por  el  hecho  del 
disparo  de  la  escopeta,  estimándolo  como 
un  delito  distinto,  cuando  en  realidad  se 
trataba  de  uno  sólo,  puesto  que  asegura 
que  Escobar  disparó  su  arma,  para  defen- 
derse de  la  agresión  ilegitima  de  qug  le 
hiciera  objeto  Hernández,  y citó  como  in- 
fringidos los  artículos  de  que  al  principio 
se  hizo  mérito.  Tramitado  el  presente  re- 
curso de  acuerdo  con  la  ley,  y señalado  el 
dia  para  la  vista,  procede  resolver. 

“ CONSIDERANDO: 

Que  siendo  cierto  como  asienta  la  Sala 
senteciadora,  que  la  única  prueba  existen- 
te en  contra  de  los  inculpados  Daniel  Her- 
nández y Efrain  Escobar,  es  la  de  su  pro- 
pia y expontánea  confesión,  puesto  que, 
las  declaraciones  de  José  Orozco,  Alcalde 
Auxiliar  de  Malacatán  y la  de  Virginia  Es-* 
cobar,  únicos  testigos  que  vieron  heridos 
a los  enjuiciados  inmediatamente  después 
del  hecho,  no  determinan  el  principio  de 
la  riña  para  asi  poder  establecer  quién  fué 
el  primero  que  agredió;  tampoco  les  cons- 
ta cómo  y de  qué  manera  se  verificó  la  re- 
yerta que  hubo  entre  ambos  contendien- 
tes, por  lo  que  al  aceptar  la  declaración  de 
Hernández  y Escobar,  se  deduce  lógica  y 
naturalmente,  que  los  dos  son  responsa- 
bles del  delito  de  lesiones,  pero  no  pasa  lo 
mismo  respecto  a la  culpabilidad  atribui- 
da a Efrain  Escobar  por  el  delito  de  dispa- 
ro de  arma  de  fuego,  pues  como  infiere  el 
Juez  de  la  causa  si  se  toma  en  cuenta 
la  forma  en  que  los  sucesos  se  desarrolla- 
ron, el  disparo  de  arma  no  debe  apreciar- 
se como  delito  distinto,  toda  vez  que  los 
reos  pelearon  usando  cada  uno  de  ellos, 
las  armas  que  estuvieron  a su  alcance,  y 
que  la  intención  fué  una  indudablemente 
aunque  manifestada  en  distinta  forma; 
que  además,  el  arma  empleada  no  era  su- 
ficiente por  si  misma  para  generar  el  de- 


lito de  disparo  de  arma,  mucho  menos  pa- 
ra transformar  ésta  figura  delictiva  en 
otra  de  naturaleza  diferente.  Como  la 
prueba  que  obra  en  autos  implica  una  con- 
frontación y una  verificación  de  las  afir- 
maciones de  cada  parte  con  los  elementos 
que  suministra  el  proceso  y que  fueron  re- 
cogidos por  el  Juez  de  las  primeras  dili- 
gencias; y,  para  no  desacreditar  o invali- 
dar dichas  afirmaciones,  basta  hacer  un 
análisis  de  las  circunstancias  en  que  el  ac- 
to tuvo  lugar.  (Circumtare  Stare,  signifi- 
ca estar  alrededor  de  él,  antes,  durante  y 
después  del  mismo) . 

La  mayoría  de  los  penalistas,  al  referí  - 
se  al  concurso  ideal  de  delitos,  exponen: 
que  este  delito  existe,  cuando  habiéndose 
producido  varias  lesiones  jurídicas,  lo  que 
constituye  una  condición  sine  qua  non  del 
concurso  de  delitos,  falta  la  variedad  en 
el  elemento  material,  por  ser  la  acción  una 
e indivisible  y agregan,  que  la  unidad  de 
pena  es  engendrada  por  la  unidad  del  he- 
cho, aunque  contenga  muchas  violaciones 
de  derecho,  pues  revela  un  sólo  fin  y por 
lo  tanto,  no  es  más  que  una  sola  determi- 
nación criminal,  un  sólo  hecho,  un  sólo  de- 
recho violatorio  de  una  ley  penal.  Y citan 
como  ejemplos  del  concurso  ideal,  el  dis- 
paro de  arma  de  fuego  y el  de  lesiones.  Cu- 
rrara y Pessina  se  pronuncian  también  en 
favor  de  esta  tesis,  al  decir  que  caben  den- 
tro del  marco  de  la  noción  del  concurso 
ideal,  algunos  delitos  unidos  por  un  vincu- 
lo de  medio  a fin,  y que  ésto  debe  tener- 
se en  cuenta  para  poner  a cargo  de  una 
persona  un  hecho  a fin  de  hacerle  sufrir 
las  consecuencias. 

El  Juez  de  la.  Instancia  de  San  Marcos, 
aceptó  la  confesión  de  los  procesados,  pe- 
ro aceptó  también  las  adiciones,  toda  vez 
que  los  dos  depusieron  exactamente  todo 
lo  que  pasó,  no  trataron  de  engañar  a 
dicho  funcionario,  ni  quisieron  engañarse 
ellos  mismos,  por  cuyo  motivo,  no  estan- 
do contradichas  las  confesiones  o contra- 
probadas para  hacerlas  ineficaces,  es  na- 
tural y lógico  que  deben  aceptarse  como 
prueba  real  y efectiva.  De  acuerdo  con 
todo  lo  expuesto,  y tomando  en  cuenta 
que  se  trata  de  varias  violaciones  de  la 
misma  ley  penal,  que  éstas  verificáronse 
en  el  mismo  momento  de  la  acción  co- 
mo actos  ejecutivos  de  una  sola  inten- 
ción criminal;  y siendo  de  rigurosa  exi- 
gencia el  más  completo  y absoluto  aca- 
tamiento a los  hechos  probados  que  son 
violatorios  de  una  ley  penal,  no  debe  apre- 
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Ciarse  más  que  la  existencia  de  un  sólo  de- 
lito, y el  resolver  de  modo  distinto  el  Tri- 
bunal sentenciador,  violó  las  disposiciones 
legales  contenidas  en  los  Artos.  65  y 66  del 
Código  Penal,  por  lo  que  la  casación  es 
procedente.  Arto.  676  P.  P. 

CONSIDERANDO: 

Que  estando  demostrada  la  culpabilidad 
de  Daniel  Hernández  y Efrain  Escobar,  por 
su  propia  y expontánea  confesión,  la  pena 
que  corresponde  imponerles,  de  acuerdo 
con  los  dictámenes  médico-legales  que 
obran  en  la  causa,  es  la  de  tres  años  de 
prisión  correccional  al  primero,  lo  mismo 
que  al  segundo,  rebajadas  ambas  penas  en 
una  tercera  parte,  por  la  circunstancia 
atenuante  de  sus  confesiones.  Artos.  21 
inciso  10o.,  77  y 304  inciso  3o.  del  Código 
Penal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  las  leyes  citadas,  y de  lo  dispuesto 
por  los  Artos.  27,  29,  33,  44,  63  y 95  Cód. 
Penal;  2o.  Deto.  1366;  2o.  y 4o.  Dto.  1740; 
Dto.  1349;  201,  358,  609,  686,  687,  731,  732 
y 735  P.  P.  y 22  Decreto  1728,  CASA  Y 
ANULA  la  sentencia  recurrida  y resol- 
viendo sobre  lo  principal  declara:  lo.  que 
Daniel  Hernández  y Efrain  Escobar  son 
reos  del  delito  de  lesiones  en  riña  mutua, 
por  cuya  infracción  les  impone  la  pena  de 
tres  años  de  prisión  correccional  a cada 
uno,  disminuida  en  una  tercera  parte  por 
la  circunstancia  atenuante  considerada, 
quedándoles  en  consecuencia  por  sufrir 
en  la  Penitenciaria  Central,  dos  años  de 
prisión  correccional;  2o.  suspende  a Esco- 
bar en  el  ejercicio  de  sus  derechos  politi- 
cos  durante  el  tiempo  que  dure  su  conde- 
na, no  asi  a Hernández  por  ser  ciudadano 
mexicano;  3o.  deja  a ambos  afectos  al  pa- 
go de  las  responsabilidades  civiles  deriva- 
das del  delito,  obligándoles  también  al  pa- 
go de  los  gastos  ocasionados  en  el  Hospi- 
tal con  motivo  de  su  curación;  4o.  los  obli- 
ga a pagar  los  gastos  del  juicio  por  no  es- 
tar probado  que  sean  pobres  en  el  senti- 
do legal;  5o.  les  permite  conmutar  las  dos 
terceras  partes  de  la  pena  impuesta  a ra- 
zón de  diez  centavos  de  quetzal  por  dia; 
6o.  por  falta  de  prueba  absuelve  a Daniel 
Hernández  por  el  delito  de  rapto;  y 7o.  por 
las  consideraciones  ya  expuestas,  absuelve 
a Efrain  Escobar  del  cargo  que  por  el  de- 
lito de  disparo  de  arma  de  fuego  se  le  for- 
muló. 


Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO : Contra  Víctor  Manuel  Guevara 
y Gonzalo  Ortiz  por  hurto. 

DOCTRINA:  El  hecho  de  apoderarse  de 
una  cosa  sin  violencia  alguna  y lucrar 
con  ella,  constituye  tan  sólo  el  delito  de 
hurto. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
dieciocho  de  junio  de  mil  noveciento.s 
treinta  y cinco. 

Para  resolverlo  se  examina  el  recurso 
extraordinario  de  casación  introducido  por 
Víctor  Manuel  Guevara  Hidalgo  con  auxi- 
lio del  Abogado  Francisco  Carrillo  Maga- 
ña contra  la  sentencia  ejecutoria  proferi- 
da por  la  Sala  5a.  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes el  doce  de  abril  del  año  en  curso  en 
el  proceso  seguido  al  recurrente  y a Gon- 
zalo Ortiz  García  por  los  delitos  de  hurto 
y estafa. 

En  el  recurso  se  asevera  que  la  Sala  sen- 
tenciadora violó  los  Artos.  410  y 390  inci- 
sos lo.  y 2o.  del  Código  Penal. 

En  los  autos  que  sirven  de  antecedente 
al  recurso  que  se  examina  consta  lo  que  si- 
gue: 

El  dos  de  diciembre  del  año  de  mil  no- 
vecientos treinta,  la  señora  Rafaela  Ma- 
rroquin  acusó  criminalmente  en  el  juzga- 
do de  Paz  de  San  Pedro  Pinula  del  Depar- 
tamento de  Jalapa  a Hermenegildo  Segu- 
ra por  el  hurto  de  OCHOCIENTOS  PESOS 
BILLETES  que  le  había  dado  para  que  le 
comprara  unos  cerdos.  Este  sujeto  le  ase- 
guró a la  Marroquin  que  ei  dinero,  junto 
con  otros  setecientos  pesos  billetes  que  él 
portaba  se  los  hurtó  Víctor  Manuel  Gue- 
vara Hidalgo,  en  ocasión  de  que  se  quedó 
dormido  en  la  cantina  de  este  último,  a 
consecuencia  de  haberse  embriagado  en 
demasía. 

Seguido  este  proceso  por  todos  sus  trá- 
mites, por  falta  de  prueba  se  absolvió  a 
Hermenegildo  Segura  y se  dejó  abierto  el 
procedimiento  contra  Guevara  Hidalgo. 
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El  veintiséis  de  enero  del  año  de  mil  no- 
vecientos treinta  y uno  se  presentó  Rafael 
Sandoval  Lorenzana  ante  el  Juez  Depar- 
tamental de  Jalapa  denunciando  la  comi- 
sión de  un  delito  de  hurto  que  hacía  con- 
sistir en  lo  siguiente:  el  veintisiete  de  di- 
ciembre de  mil  novecientos  treinta,  por 
venir  en  la  comitiva  que  procedente  de  la 
ciudad  de  Jalapa  traía  a esta  capital  el  ca- 
dáver del  General  José  León  Castillo,  en  la 
estación  Jalapa  le  dió  a guardar  un  revól- 
ver a la  niña  Emilia  Castillo  hija  del  extin- 
to, por  temor  de  que  se  lo  quitaran  en  el 
trayecto.  La  indicada  Castillo  puso  el  ar- 
ma dentro  de  una  canasta  y ya  no  se  vol- 
vieron a preocupar  más  de  ella.  Al  llegar 
a la  capital  notaron  que  habia  desapareci- 
do el  revólver,  sin  que  él  pudiera  precisar 
en  dónde  se  cometió  el  delito. 

Ya  de  regreso  en  Jalapa  supo  que  el  ar- 
ma aludida  se  hallaba  en  poder  de  Gerar- 
do Godoy,  quien  le  dijo  que  hacia  algunos 
dias  se  lo  compró  a Víctor  Manuel  Gue- 
vara Hidalgo  y a Gonzalo  Ortiz  García, 
por  lo  que  iba  a denunciar  el  delito  come- 
tido. 

Al  seguii'se  la  investigación  correspon- 
diente a este  hecho,  quedaron  justificados 
los  puntos  siguientes: 

a)  Que  Ortiz  García  y Guevara  Hidal- 
go formaron  parte  de  la  comitiva  que 
acompañó  el  cadáver  del  General  Castillo 
a esta  ciudad,  y por  consiguiente,  que  ve- 
nían en  el  tren  aludido.  Este  hecho  lo  de- 
muestran, además  de  las  confesiones  de 
los  sindicados  los  dichos  de  más  de  dos 
testigos. 

b)  Que  Rafael  Sandoval  Lorenzana  le 
entregó  a la  niña  Emilia  Castillo  el  re- 
vólver de  referencia  al  tomar  el  tren  en  la 
estación  Jalapa,  arma  que  fué  puesta  den- 
tro de  una  canasta.  Este  hecho  lo  presen- 
ciaron más  de  dos  testigos  contestes  en  sus 
dichos. 

c)  Que  el  revólver  en  cuestión  desapa- 
reció en  el  trayecto  de  Jalapa  para  Guate- 
mala, como  lo  demuestran  las  deposicio- 
nes de  más  de  dos  personas  que  vieron 
cuando  lo  buscaron  inútilmente. 

d)  Que  Víctor  Manuel  Guevara  Hidal- 
go y Gonzalo  Ortiz  García  le  vendieron  a 
Gerardo  Godoy,  en  la  ciudad  de  Jalapa,  un 
revólver  calibre  treinta  y ocho  largo 
(Smith  y Wesson)  de  seis  tiros  en  buen 
estado,  mango  de  nácar,  marcado  con  el 
número  “432216”,  por  la  suma  de  trescien- 
tos pesos  billetes,  hecho  que  presenciaron 
Julio  Castañeda  y Pedro  Salazar;  quienes 


declararon  ser  cierto  que  vieron  a los  sin- 
dicados vender  el  arma  aludida,  y ia  com- 
pra que  de  ella  hizo  Godoy. 

e)  Que  el  revólver  tantas  veces  men- 
cionado era  de  la  exclusiva  propiedad  de 
Rafael  Sandoval  Lorenzana,  quien  lo  po- 
seía antes  de  que  se  lo  hurtaran  y lo  re- 
cuperó al  serle  entregado  a Gerardo  Go' 
doy;  todo  lo  que  se  encuentra  constatado 
de  una  manera  fehaciente  en  las  actuacio- 
nes; y 

f)  Que  Víctor  Manuel  Guevara  Hidal- 
go les  entregó  en  la  estación  “La  Ermita”, 
misteriosamente  a Juana  Zapata  un  lío, 
recomendándole  que  se  lo  entregaran  en 
Jalapa:  lio  en  el  que  iba  metido  el  revól- 
ver; como  lo  demuestra  el  dicho  de  Juana 
y María  Teresa  Zapata. 

Además  de  todos  estos  hechos  probados, 
figura  en  los  autos  la  confesión  de  Gonza- 
’o  Ortiz  Garda  en  la  que  manifiesta,  ha- 
ber acompañado  a Guevara  Hidalgo  cuan- 
do le  fué  a vender  el  revólver  a Gerardo 
Godoy;  acompañamiento  que' hizo  con  el 
único  fin  de  que  le  pagara  cinco  quetzales 
que  le  debía  el  citado  Guevara  Hidalgo.  En 
cambio  éste  último  negó  haberse  hurtado 
el  revólver  y sindicó  de  ese  hecho  a Gon- 
zalo Ortiz;  disparidad  de  la  que  no  pudie- 
ron ponerse  de  acuerdo  en  el  careo  que  se 
practicó  entre  ambos  sujetos. 

En  los  datos  que  se  dejan  relacionados 
está  fundada  la  sentencia  que  dictó  el  Juez 
Departamental  de  Jalapa  el  siete  de  di- 
ciembre de  mil  novecientos  treinta  y cua- 
tro, en  la  que  declara:  que  Gonzalo  Ortiz 
García  y Víctor  Manuel  Guevara  Hidalgo 
son  responsables  como  autores  de  los  de- 
litos de  hurto  y estafa,  por  cuyas  infrac- 
ciones les  impone,  al  primero,  las  penas  de 
seis  meses  de  arresto  mayor  por  el  hurto  y 
un  año  de  arresto  también  mayor  por  es- 
tafa; y al  segundo,  ocho  meses  de  arresto 
mayor  por  hurto  y dieciséis  meses  de  pri- 
sión correccional  por  la  estafa;  absuelve 
a Víctor  Manuel  Guevara  Hidalgo  del  car- 
go aue  se  le  formuló  por  el  delito  de  hurto 
de  ochocientos  pesos  billetes.  Y finalmen- 
te hace  todas  las  declaraciones  pertinen- 
tes en  derecho. 

La  Sala  5a.  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
en  la  resolución  recurrida,  confirma  la 
sentencia  de  primer  grado  con  las  modifi- 
caciones siguientes:  que  Víctor  Manuel 
Guevara  Hidalgo  debe  sufrir  en  total  la 
pena  de  veinticuatro  meses  de  arresto  ma- 
yor, conmutable  en  su  totalidad  a razón 
de  diez  centavos  de  quetzal  diarios;  que 
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Gonzalo  Ortiz  García  no  es  autor  sino 
cómplice  de  la  estafa  de  que  se  ha  hecho 
mérito,  por  lo  que  debe  sufrir  la  pena  de 
ocho  meses  de  arresto  mayor,  conmutable 
también  en  su  totalidad  a razón  de  diez 
centavos  diarios. 

Y,  como  la  vista  tuvo  efecto  en  la  au- 
diencia señalada  con  ese  fin,  es  el  caso  de 
resolver  lo  que  sea  procedente  en  dere- 
cho. Por  ese  motivo  EL  TRIBUNAL  DE  CA- 
SACION, 

CONSIDERA: 

— I — 

Que  en  el  juicio  criminal  que  se  exami- 
na, existe  prueba  plena  de  la  culpabilidad 
del  enjuiciado  Guevara  Hidalgo,  la  cual 
está  formada  por  las  presunciones  que  .se 
derivan  de  los  hechos  justificados  que  .se 
mencionan  en  los  puntos  marcados  con  las 
letras  de  la  “a”  a la  “f”;  puesto  que  de 
ello  se  deriva  que  tal  sujeto  fué  quien  se 
apoderó  del  revólver  — cuya  propiedad  y 
preexistencia  evidenció  en  forma  Rafael 
Sandoval  Lorenzana  — • con  el  ánimo  de 
lucrar  con  él,  desde  el  momento  que  se  lo 
vendió  a Gerardo  Godoy. 

Ahora  bien,  lo  que  se  deja  considerado 
es  demostrativo  de  que  en  el  caso  sub-jú- 
dice  no  existe  el  delito  de  estafa  del  que, 
juntamente  con  el  de  hurto  se  pena  tanto 
al  citado  Guevara  Hidalgo  como  a Gonza- 
lo Ortiz  García. 

En  efecto;  el  único  delito  que  se  encuen- 
tra generado  y consumado,  es  el  de  hurto 
del  revólver  en  cuestión  ya  que  Guevara 
Hidalgo  se  apoderó  de  él  sin  violencia  al- 
guna, con  el  ánimo  de  lucrar;  lucro  que 
constituyó  la  venta  que  le  hizo  a Gerardo 
Godoy.  En  ese  caso  ese  hecho  punible  no 
puede  ser  constitutivo  a la  vez  de  la  esta- 
fa que  juzga  la  Sala  sentenciadora;  de 
donde  resulta  que  este  Tribunal  violó  las 
leyes  que  el  recurrente  citó  como  tales  en 
el  recurso;  por  lo  que  procede  la  admisión 
de  éste,  para  casar  y anular  la  ejecutoria 
recurrida  y resolver  en  lo  principal  lo  que 
proceda  en  derecho. 

— II— 

Ya  se  dijo  que  existe  prueba  plena  de  la 
culpabilidad  de  Víctor  Manuel  Güevara 
Hidalfo  como  autor  del  delito  de  hurto;  in- 
fracción legal  que  también  se  halla  evi- 
denciada en  el  juicio  criminal. 


En  los  autos  se  encuentran  justificados 
de  una  manera  plena  los  hechos  siguien- 
tes: que  Guevara  Hidalgo  ya  sufrió  conde- 
na por  un  delito  a que  la  Ley  le  señala 
pena  mayor  que  la  asignada  al  delito  de 
hurto  que  ahora  se  juzga:  y que  el  revól- 
ver fué  valorado  en  la  suma  de  veinte 
quetzales.  En  consecuencia  de  esos  hechos 
la  pena  de  seis  meses  de  arresto  mayor  que 
debe  sufrir,  de  acuerdo  con  el  inciso  5o.  del 
Articulo  392  del  Código  Penal,  debe  ser 
aumentada  en  una  tercera  parte,  como  lo 
dispone  el  inciso  15  del  Arto.  22  del  mismo 
Código. 

Por  aparecer  caracterizado  el  delito  de 
estafa  por  lo  que  se  juzgó  también  a los 
dos  enjuiciados,  procede  decretar  la  abso- 
lución ilimitada  de  Gonzalo  Ortiz  García, 
ya  que  la  sindicación  de  compUcidad  que 
había  en  contra  de  él  era  precisamente  en 
el  delito  de  estafa  y no  en  el  de  hurto,  en 
el  que  no  tomó  participación.  Artos.  259, 
568,  570,  571,  587,  588,  589,  595,  506,  597, 
601  P.  P. 

Por  todo  lo  que  se  deja  considerado,  con 
apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo  que  dis- 
ponen los  Artículos  27,  33,  43,  65,  76,  77 
C.  P.  2o.  Dto.  Leg.  1740,  686,  690  y 731  P. 
P,  y 223.  L.  C.  del  P.  J.,  EL  TRIBUNAL  DE 
CASACION, 

RESUELVE : 

CASAR  Y ANULAR  la  ejecutoria  recu- 
rrida y decidir  sobre  lo  principal: 

a)  Que  Víctor  Manuel  Guevara  Hidal- 
go és  responsable  como  autor  del  delito  de 
hurto  del  revólver  por  lo  que  le  impone  la 
pena  de  seis  meses  de  arresto  mayor  au- 
mentada en  una  tercera  parte  por  la  cir-' 
cunstancia  agravante  de  que  se  ha  hecho 
mérito,  pena  que,  con  abono  del  tiempo 
padecido  deberá  purgar  en  la  cárcel  De- 
partamental: le  permite  conmutar  la  to- 
talidad de  la  condena  a razón  de  diez  cen- 
tavos diarios,  en  atención  a que  el  delito  se 
perpetró  antes  de  la  emisión  del  Decreto 
que  declara  inconmutables  la.s  penas  co- 
rrespondientes al  hurto:  lo  obliga  al  pago 
de  las  responsabilidades  civiles  provenien- 
tes del  delito  y a la  reposición  del  papel 
empleado  en  el  proceso:  y,  finalmente  lo 
suspende  en  el  ejercicio  de  su.s  derechos 
políticos  durante  el  tiempo  que  dure  la 
condena; 

b)  Que  se  absuelve  a Víctor  Manuel 
Guevara  Hidalgo  de  los  cargos  que  se  le 
formularon  por  los  delitos  de  estafa  y de 
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hurto  de  la  cantidad  de  dinero  pertene- 
ciente a la  señora  Rafaela  Marroquin;  to- 
do por  falta  de  prueba  y 
c)  Que  asimismo  se  absuelve  a Gonzalo 
Ortiz  Garda  del  cargo  que  se  le  formuló 
por  complicidad  en  el  delito  de  estafa, 
también  por  falta  de  prueba. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa~ 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante  mi, 
Juan  Fernández  C.  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  José  Domingo  Muñoz  y 
compañeros  por  hurto. 

DOCTRINA:  La  pena  que  corresponde  im- 
poner al  autor  de  un  hurto  que  no  ex- 
ceda de  veinticinco  quetzales  es  la  se- 
ñalada en  el  inciso  quinto  del  Artículo 
392  del  Código  Penal.  Aplicación  del  Ar- 
ticulo 21  inciso  décimo  en  relación  con 
el  77  del  mismo  Cuerpo  de  Leyes. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiuno  de  Junio  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación, la  sentencia  de  fecha  ocho  de  ma- 
yo del  corriente  año,  pronunciada  por  la 
Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones,  en 
el  juicio  criminal  que  por  el  delito  de  hur- 
to se  instruyó  contra  José  Domingo  Muñoz, 
Graciela  Gómez  y Amelia  Hernández,  en 
la  cual  se  confirmó  en  todas  sus  partes  la 
sentencia  pronunciada  por  el  Juez  2o.  de 
la.  Instancia  del  departamento  de  Quezal- 
tenango,  habiéndose  declarado  en  este  úl- 
timo fallo  a Graciela  Gómez  López,  como 
autora  responsable  del  delito  de  hurto  e 
imponiéndole  por  tal  motivo  la  pena  de 
un  año  de  prisión  correccional  inconmuta- 
ble más  las  penas  accesorias  correspon- 
dientes; y se  absolvió  a los  otros  enjuicia* 
dos  por  falta  de  prueba  para  condenarles. 

— I — 

El  ocho  de  Octubre  del  año  de  mil  nove- 
cientos treinta  y cuatro,  el  Comisario  de 
la  Policía  de  la  ciudad  de  Quezaltenango, 
dió  parte  al  Juez  3o.  de  Paz  de  aquella  lo- 
palldad,  de  la  detención  del  individuo  Jo- 


sé Domingo  Muñoz,  por  suponérsele  autor 
del  hurto  de  un  anillo  propiedad  de  la  se- 
ñora Virginia  Culebro;  al  mismo  tiempo 
puso  a la  orden  del  Juez  instructor  al  in- 
dividuo José  Soberanis,  por  conceptuarlo 
cómplice  en  tal  hecho  y agregó,  que  por 
las  investigaciones  hechas  se  habla  averi- 
guado que  la  joya  hurtada  habla  sido 
comprada  por  Ismael  González,  quien  a 
su  vez  la  vendió  a José  Dietz,  por  media- 
ción de  Rodolfo  Piedrasanta.  Examinadas 
Virginia  Culebro  y su  hija  Victoria  An- 
drade Culebro,  se  concretaron  a confirmar 
el  extravio  de  tres  anillos  de  su  propiedad. 
José  Domingo  Muñoz  al  ser  indagado  ma-" 
nifestó,  que,  la  pupila  Graciela  Gómez  le 
habla  obsequiado  el  anillo,  el  cual  vendió 
a Ismael  González,  en  completa  ignoran-i 
cia  del  origen  de  la  prenda  en  cuestión. 
José  Soberanis  al  ser  interrogado,  manifes- 
tó no  tener  noticia  a’guna  sobre  el  parti- 
cular. Indagada  Graciela  Gómez,  confesó 
haber  vivido  en  casa  de  la  Culebro,  pero 
afirmó  su  inocencia  en  el  hecho  imputa- 
do, asi  como  que  no  era  cierto  que  la  inte- 
rrogada le  haya  obsequiado  el  anillo  de  re- 
ferencia a Muñoz.  Examinada  Amelia  Her- 
nández, hizo  protestas  de  su  inocencia,  pe- 
ro dijo  que  cuando  en  compañía  de  la  Gó- 
mez se  fueron  de  la  casa  de  la  Culebro 
para  Mazatenango,  la  Gómez  le  confesó 
haber  penetrado  al  cuarto  de  doña  Virgi- 
nia, extrayendo  tres  anillos,  mostrándole 
en  tal  ocasión  dos  de  ellos,  e indicándole 
que  el  otro  lo  habla  empeñado. 

Fué  incautado  por  la  Policía  uno  de  los 
anillos  hurtados  a la  Culebro,  el  cual  se 
encontró  empeñado  en  el  montepío  “La 
Confianza”;  examinado  Javier  Monzón,  di- 
jo haber  presenciado  la  venta  de  uno  de 
los  anillos  por  parte  de  Domingo  Muñoz  a 
Ismael  González.  José  Dietz  expuso,  que 
el  anillo  que  le  fué  recogido  se  lo  compró 
a Rodolfo  Piedrasanta,  en  la  suma  de  cua- 
tro quetzales,  hecho  que  fué  corroborado 
por  este  último.  Los  expertos  valoraron  los 
anillos  hurtados,  asi:  diez  quetzales  al  ani- 
llo de  oro  con  dos  culebritas  entrelazadas, 
cincuenta  quetzales  al  que  presentaba  seis 
brillantes  y un  quetzal  para  el  anillo  co- 
rriente de  oro,  haciendo  constar  que  éste 
último  no  lo  tuvieron  a la  vista.  Para  pro- 
bar la  preexistencia  y propiedad  de  las  al- 
hajas hurtadas  fueron  recibidos  los  testi- 
monios de  Israel  Cohén,  Francisco  Izás  y 
Leopoldo  Figueroa.  Al  practicarse  careo 
entre  los  enjuiciados,  se  logró  que  Grade* 
la  Gómez  se  pusiera  de  acuerdo  con  José 
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Domingo  Muñoz,  aceptando  la  primera  ha- 
ber entregado  la  joya  hurtada  al  segundo, 
como  un  regalo. 

Contra  el  fallo  de  Segunda  Instancia,  el 
señor  Fiscal  de  la  Sala,  Licenciado  don  Os- 
car Zeceña,  introdujo  el  presente  recur- 
so de  casación  denunciando  como  infrin- 
gidos los  artículos  siguientes;  21  inciso 
10o.,  392  incisos  4o.  y 5o.  del  Código  Pe- 
nal; 589,  593,  595,  596,  597,  601,  609  y 614 
incisos  lo.,  2o.  3o.,  y 4o<  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales.  Alega,  en  apoyo  de 
su  recurso  el  Licenciado  Zeceña  que,  la  Sa- 
la sentenciadora,  no  apreció  de  conformi- 
dad con  la  ley  las  presunciones  que  sir" 
vieron  de  base  para  el  fallo  condenatorio, 
dictado  contra  la  enjuiciada  Graciela  Gó- 
mez, pues  dos  de  ellas  no  son  sino  confe- 
siones y las  otras  dos  no  reúnen  los  ca- 
racteres de  graves,  precisas  y concordan- 
tes y debidamente  engazadas  con  los  hechos 
demostrados;  que  también,  para  imponer 
la  pena  a la  enjuiciada,  la  Sala  tomó  el 
valor  total  de  las  joyas  hurtadas,  cuando 
en  realidad  contra  la  inculpada  no  existe 
más  prueba  que  su  confesión,  y en  ella  úni- 
camente manifiesta  haberse  hurtado  el 
anillo  valorado  en  diez  quetzales,  y en  esa 
virtud,  la  pena  que  le  corresponde  es  de 
seis  meses  de  arresto  mayor  y no  la  de  un 
año  de  prisión  correccional,  y aún  más,  esa 
pena  de  seis  meses,  debe  rebajarse  en  una 
tercera  parte,  por  la  circunstancia  atenuan- 
te de  la  confesión  de  la  enjuiciada,  sin  la 
cual  procedería  su  absolución. 

Tramitado  en  forma  legal  el  presente 
recurso,  y señalado  ei  dia  para  la  vista,  es 
el  caso  de  pronunciar  la  sentencia  que  en 
derecho  procede  j 

CONSIDERANDO; 

Que  para  que  se  pueda  hacer  surgir  una 
presunción  de  un  hecho  determinado,  es 
necesario  que  éste  se  encuentre  legalmen- 
te probado.  Nuestro  Código  de  Procedimien- 
tos Penales  para  evitar  posibles  errores, 
exige  una  serie  de  requisitos  para  que  ha- 
ya plena  prueba  por  presunciones;  por  cu- 
yo motivo  y no  obstante  lo  declarado  por 
esta  Corte  en  el  sentido  de  que  la  estima- 
ción de  las  presunciones  incumbe  por  ,su 
naturaleza  al  Tribunal  Sentenciador,  pa- 
ra el  efecto  de  determinar  según  las  reglas 
del  criterio  humano,  la  importancia  y tras- 
cendencia del  enlace  o relación  existente 
entre  el  hecho  demostrado  y aquel  que  se 


trata  de  deducir,  sin  que  tal  operación  de 
lugar  al  recurso  de  casación;  pero,  no  con- 
formádose  la  sentencia  recurrida,  con  los 
principios  lógicos  que  las  presunciones  de- 
ben tener,  esto  es,  de  gravedad,  precisión 
y concordancia,  como  lo  requieren  los  ar- 
tículos 595,  596  y 597  de  Procedimientos 
Penales,  en  relación  con  el  587  del  mismo 
cuerpo  legal,  si  es  procedente  la  casación, 
pues  como  dice  muy  bien  el  Fiscal  de  la 
Sala  Cuarta  de  Apelaciones,  Licenciado 
Oscar  Zeceña,  “la  circunstancia  de  haber 
negado  primero  un  hecho,  y confesarlo  des- 
pués, no  es  grave  presunción,  sino  un  me- 
dio de  defensa  empleado  al  principio,  sin 
usarlo  con  posterioridad,  por  querer,  como 
ocurrió  en  el  presente  caso,  que  no  se  con- 
denara a un  inocente,  y que  además  por 
el  hecho  de  que  la  inculpada  fuera  confe* 
sa  en  la  apropiación  de  un  anillo,  no  era 
motivo  para  que  tuviera  que  declarársele 
autora  del  delito  de  hurto  de  los  demás 
desaparecidos,  esto  en  cuanto  a la  prime- 
ra de  las  presunciones  enumeradas  por  la 
Sala.  La  segunda  presunción,  o sea  de  que 
Graciela  Gómez  dijo  haberse  salido  su- 
brepticiamente en  unión  de  Amalia  Her- 
nández de  la  casa  de  Virginia  Culebro,  no 
debia  apreciarse  como  tal,  sino  como  una 
confesión;  que  la  tercera,  o sea  la  coinci- 
decia  que  existe  entre  la  huida  de  la  pro- 
cesada con  la  comisión  del  delito,  no  era 
precisa,  toda  vez  que  no  sólo  la  Gómez  se 
salió  sino  también  Amalia  Hernández,  y 
por  último  que,  el  hallazgo  en  la  joyería 
de  José  Dietz,  haya  dado  el  hilo  de  la  in- 
vestigación judicial  para  el  establecimien- 
to de  la  verdad,  estaría  bien  si  se  refiriera 
a José  Domingo  Muñoz,  pero  no  a su  ama- 
sia Graciela  Gómez,  ya  que  el  dicho  del 
primero  carece  de  valor,  por  cuanto  que 
hubiera  salido  condenado,  de  no  haber  si- 
do por  la  confesión  de  la  referida  Gómez. 
“Artos.  676  y 687  de  Procedimientos  Pena- 
les. 

CONSIDERANDO; 

Que  en  virtud  de  lo  expuesto  anterior- 
mente, a la  procesada  Graciela  Gómez,  de- 
be condenársele  por  el  hurto  del  anillo  de 
oro  con  dos  culebritas  entrelazadas,  hecho 
del  cual  se  confesó  autora;  que  habiendo 
sido  valuada  dicha  joya  por  los  expertos 
Carlos  Aguirre  y Saturnino  Izás,  en  la  su- 
ma de  diez  quetzales,  la  pena  que  corres- 
ponde imponerle  es  la  contenida  en  el  Ar- 
ticulo 392  inciso  5o.  del  Código  Penal,  re- 
bajada en  una  tercera  parte  por  la  cir- 
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cunstancia  atenuante  de  su  confesión. 
Artos.  21  inciso  10o.  y 77,  del  mismo  cuer- 
po de  leyes  ya  citado. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  las  leyes  citadas,  y con  lo  preceptua- 
do por  los  Artos,  27,  33,  44,  65,  66  y 95  Có- 
digo Penal;  609,  732  y 735  P.  P.  2 Decreto 
1740;  2 Dto.  1366,  y 22  Dto.  1728,  CASA  Y 
ANULA  la  ejecutoria  respectiva,  y resol- 
viendo sobre  lo  principal,  declara:  lo. — , 
que  Graciela  Gómez  es  responsable  del  de- 
lito de  hurto,  por  cuya  infracción  y de 
acuerdo  con  lo  considerado,  le  impone  la 
pena  de  seis  meses  de  arresto  mayor  in- 
conmutables, rebajada  en  una  tercera  par- 
te por  la  circunstancia  atenuante  de  su 
confesión;  2o.,  le  abona  la  prisión  sufri- 
da desde  el  auto  de  bien  presa,  debiendo 
extinguir  el  resto  en  la  prisión  destinada 
a las  de  su  sexo  en  la  cabecera  departa- 
mental de  Quezaltenango;  3o.,  la  deja 
afecta  al  pago  de  las  responsabilidades  ci- 
viles provenientes  del  delito,  y a la  reposi- 
ción del  papel  empleado  en  su  causa  al  del 
sello  de  ley,  por  no  constar  que  sea  pobre 
en  el  sentido  legal. 

Notlfiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante  mi, 
Juan  Fernández  C.,  Seeretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  José  Domingo  y Ricar- 
do Garcia  por  rapto. 

DOCTRINA:  Procede  dictar  fallo  condena- 
torio cuando  se  encuentra  establecida 
la  preexistencia  del  acto  punible  y la 
culpabilidad  del  enjuiciado. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiséis  de  junio  de  mil  novcecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  que  más  adelante  se  relatará 
pronunciada  por  la  Sala  Tercera  de  la 
Corte  de  Apelaciones  en  el  proceso  instrui- 
do contra  Ricardo  Garcia  Dubón  por  com- 
plicidad en  el  delito  de  rapto  violento. 


La  causa  fué  iniciada  el  veinte  de  fe- 
brero de  mil  novecientos  treinta  y cuatro, 
en  el  Juzgado  de  la.  Instancia  del  De- 
partamento de  Baja  Verapaz,  en  virtud 
de  haberse  presentado  Eustaquio  Reyes 
acusando  a José  Domingo  y Ricardo  Gar- 
cia por  el  delito  de  rapto  cometido  ep  la 
persona  de  su  hija  Dolores  Reyes  Dubón. 
Refiere  la  menor:  que  el  seis  de  febrero 
(1934)  como  a las  seis  horas  salió  a bus- 
car unas  vacas  para  ordeñarlas,  cuando 
José  Domingo  y Ricardo  amenazándola  con 
cuchillos  la  arrastraron  hasta  la  aldea 
“Patabal”  donde  la  tuvieron  una  noche  y 
un  dia  en  casa  de  Carlos  Alvarado,  y de 
ahí  se  la  llevaron  a la  morada  de  Ricar- 
do Garcia  donde  permaneció  nueve  dias, 
y en  esa  casa  fué  donde  José  Domingo  ia 
violó;  que  con  anterioridad  a lo  sucedido 
su  cuñado  Ricardo  García  le  había  insi- 
nuado que  se  casara  con  su  hermano  José 
Domingo  García,  pues  de  lo  contrario  la 
raptarían,  y como  ella  le  contestara  ne- 
gativamente, y además  dichos  sujetos  .su- 
pieron que  Manuel  Izaguirre  había  pedí-* 
do  ya  su  mano,  se  la  llevaron  a viva  fuer- 
za para  evitar  el  matrimonio  de  Izagui- 
rre;  que  al  atravesar  una  cumbre  le  pidió 
auxilio  a Miguel  Ceballos  y al  pasar  por 
la  montaña  de  “Gualanguac”  le  dijo  a Ma- 
ría Soberanis  y Matilde  Ruiz  que  avisaran 
a su  padre  lo  que  sucedía. 

Miguel  Ceballos,  Cristóbal  Dubón  Pérez 
y Domingo  Garcia  Cófdova  aseguraron,  en 
sus  respectivas  declaraciones  y careos, 
haber  visto  cuando  Ricardo  García  y José 
Domingo  Garcia  llevaban  a viva  fuerza  a 
la  Dolores  Reyes. 

Ricardo  Garcia  Dubón  negó  haber  come- 
tido el  delito  que  se  le  imputa,  aseverando 
que  el  seis  de  febrero  como  a ias  seis  ho- 
ras, se  encontraba  en  su  casa  de  habita- 
ción ubicada  en  la  aldea  “El  Cebollal”  y 
que  ninguna  persona  le  acompañaba,  y di- 
jo que  justificaría  su  inocencia  con  el  tes- 
timonio de  Isidro  Vega  y Mariano  Ortiz, 
quienes  declararon  en  sentido  desfavora- 
ble a lo  manifestado  por  Garcia.  Más  tar- 
de Domingo  Senté  Segundo,  Garpar  Ca- 
majá,  Antonio  Garcia  y Celso  Vega  afir- 
maron haber  visto  a Ricardo  Garcia  en 
su  casa  situada  en  el  lugar  denominado 
“Hierbabuena”,  el  día  de  autos.  Senté  y 
Camajá  aseveraron  haber  estado  en  la  mo- 
rada de  Garcia  desde  las  siete  horas  hasta 
las  quince  horas;  Antonio  Garcia  afirmó 
haber  llegado  a las  ocho  horas  y que  se 
retiró  a las  diez  y siete  horas  y Celso  Ve- 
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ga  manifestó  que  había  pasado  por  la  ca- 
sa de  Ricardo  García  a las  diez  horas, 
poco  más  o menos,  y a su  regreso  de  la 
montaña  de  “Saman”  llegó  otra  vez  a la 
morada  de  Garda  a las  diez  y siete  ho- 
ras, donde  pernoctó.  Siendo  de  advertir 
que  a pesar  de  que  cada  una  de  dichas  per- 
sonas asegura  haber  visto  a los  demás  tes- 
tigos, que  propuso  el  enjuiciado,  en  la  ca' 
sa  de  éste,  solamente  Antonio  Garda  y 
Celso  Vega  afirmaron  que  en  la  morada 
de  Ricardo  Garda  se  encontraban,  el  pro- 
pio García  y su  esposa  Eleuteria  Reyes  de 
Garda  y tanto  Vega  como  Antonio  Gar- 
da, dijeron  no  haber  visto  a la  madre  de 
Ricardo,  contradiciendo  así,  lo  declarado 
por  Santé  y Caniajá  sobre  este  particular. 

En  diligencia  posterior  manifestó  la 
ofendida,  entre  otras  cosas,  que  los  gol- 
pes le  fueron  causados  cuando  la  arras- 
traban José  Domingo  y Ricardo  Garda 
Dubón,  y no  en  el  momento  del  coito. 

El  Cirujano  que  reconoció  a Dolores  Re- 
yes Dubón,  el  veinte  de  febrero  de  ese 
mismo  año  (1934),  asienta  en  su  informe 
la  conclusión:  que  era  verosímil  que  la 
violación  se  hubiese  '.cometido  reciente- 
mente. 

En  los  autos  obra  una  copia  certifica- 
da de  la  partida  de  nacimiento  de  Dolo- 
res Reyes  Dubón,  hija  legítima  de  Eus- 
taquio Reyes  y Pidelia  Dubón,  menor  que 
nació  en  la  aldea  de  Canchel  a las  seis 
horas  del  diez  y seis  de  marzo  de  mil  no- 
vecientos diez  y ocho. 

El  Juez  Departamental  de  Baja  Vera- 
paz  absolvió  de  la  Instancia  a Ricardo 
Garda  Dubón,  y ordenó  que  fueran  rei- 
teradas las  órdenes  de  captura  contra  Jo- 
sé Domingo  de  los  mismos  apellidos. 

En  la  Sala  jurisdiccional,  tanto  el  Pro- 
curador como  el  señor  Representante  de 
la  vindicta  pública,  pidieron  la  confirma- 
toria de  la  sentencia  del  Juez  de  la.  Ins- 
tancia de  Baja  Verapaz. 

El  veintiuno  de  marzo  del  corriente  año 
la  Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, revocó  el  fallo  de  primer  grado,  le 
impuso  a Ricardo  García  como  autor  del 
delito  de  rapto  violento,  la  pena  de  ocho 
años  de  prisión  correctiva  inconmutable, 
que  con  abono  de  la  prisión  sufrida  de- 
berá extinguir  en  la  Penitenciaría  Cen- 
tral; lo  deja  afecto  a las  responsabilida- 
des civiles;  lo  condena  al  pago  de  los  gas- 
tos judiciales  causados,  suspendiéndolo  por 
el  tiempo  de  la  condena  en  el  ejercicio 


de  sus  derechos  políticos;  y deja  abierto 
el  procedimiento  contra  José  Domingo  Gar- 
cía. 

Considera  la  Sala  que  con  el  testimo- 
nio de  Miguel  Ceballos,  Cristóbal  Dubón 
y Domingo  García  Córdova  se  estableció 
de  manera  plena  que  Ricardo  García,  en 
unión  de  José  Domingo  del  mismo  apelli- 
do, cometió  el  delito  de  rapto  violento  en 
la  persona  de  Dolores  Reyes  Dubón.  Que 
los  hechos  que  se  trataron  de  probar  con 
las  declaraciones  de  los  testigos  de  des- 
cargo, que  son  más  en  número,  no  están 
debidamente  demostrados,  pues  hay  en 
ellas  varias  omisiones  circunstanciales 
que  desvirtúan  la  veracidad  de  las  mis- 
mas al  no  dar  razón  de  sus  dichos  y exis- 
tir discrepancia  en  las  personas  y tiempo. 

Contra  la  sentencia  de  2a.  Instancia, 
Ricardo  García  Dubón  con  auxilio  del  Li- 
cenciado don  _Daniel  Escalante,  interpuso 
el  recurso  de  casación  denunciando  como 
violadas  los  artículos  3o.,  5o.,  568,  585,  731, 
733  y 735  inciso  quinto  fracción  segunda 
del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

El  hecho  imputado  a Ricardo  y José  Do- 
mingo García  por  el  padre  de  la  menor 
Dolores  Reyes  es  punible,  porque  está  com- 
prendido en  el  artículo  328  del  Código  Pe- 
nal. Ricardo  García  Dubón  fué  interro- 
gado en  su  oportunidad  en  la  forma  le- 
gal y por  los  Jueces  que  la  ley  establece. 

Con  la  prueba  testimonial  de  cargo  que 
el  Tribunal  sentenciador  estima  en  su  fa- 
llo, y que  se  deja  ya  relacionada,  se  esta- 
bleció de  una  manera  plena  la  delincuen- 
cia del  procesado. 

La  prueba  de  descargo  es  inadmisible, 
toda  vez  que  las  declaraciones  de  los  tes- 
tigos examinados  para  ese  efecto,  care- 
cen de  verosimilitud,  pues  sus  dichos  son 
varios  y contradictorios,  como  ya  se  dijo, 
acerca  del  hecho  relacionado  anterior- 
mente. 

La  Sala  sentenciadora  consignó  en  su 
fallo  los  fundamentos  que  estimó  perti- 
nentes para  resolver  en  el  sentido  en  que 
lo  hizo  sobre  los  puntos  sub-júdice,  citan- 
do además  las  disposiciones  legales  aplica- 
bles. 

Que  de  todo  lo  expuesto  se  infiere  que 
el  Tribunal  de  2a.  Instancia  no  infringió 
los  artículos  3o..  5o.,  568,  585,  731,  733  y 
735  inciso  5o.,  fracción  2a..  del  Código  de 
Procedimientoes  Penales. 
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POR  TANTO; 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  estatuido  por  los  artículos 
674,  676  y 690  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales,  declara  improcedente  el  re- 
curso interpuesto  y condena  al  recurren- 
te a la  pena  adicional  de  quince  días  de 
arresto,  conmutables  en  su  totalidad,  a 
razón  de  diez  centavos  de  quetzal  diarios. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sor 
lazar  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Rubén  Gramajo  Ore- 
llana, por  robo. 

DOCTRINA:  Solamente  cuando  se  pruebe 
que  el  encausado  es  menor  de  diez  y sie- 
te años,  procede  apreciar  como  atenuan- 
te dicha  circunstancia. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiséis  de  junio  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  anteceden- 
tes, la  sentencia  de  que  más  adelante  se 
hará  mérito,  pronunciada  en  el  proceso 
instruido  contra  Rubén  Gramajo  Orella- 
na por  el  hecho  punible  que  a continuación 
se  relaciona. 

Florencio  Ixcolin  Citalan  y Jesús  de  León 
tienen  establecida  una  zapatería  en  un 
cuarto  de  la  casa  perteneciente  a Rafael 
Soto,  inmueble  que  está  situado  en  la  5a. 
Calle  Oriente  de  la  ciudad  de  Quezalte- 
nango.  Ixcolin  y de  León  llegaron  a esa 
pieza  el  diez  y seis  de  septiembre  de  mil 
novecientos  treinta  y cuatro,  y desde  lue- 
go se  dieron  cuenta  de  que  el  candado 
que  servía  para  asegurar  la  puerta  lo  ha- 
bían quitado  habiéndoles  robado  las  co- 
sas que  cada  uno  de  ellos  enumera  en 
su  declaración.  Fue  sindicado  Ramón  Gra- 
niajo  de  ser  el  autor  del  hecho  delictivo. 


y al  practicarse  un  registro  en  la  tien- 
decilla  de  Plácida  Vásquez  se  encentra* 
ron  las  herramientas  de  Ixcolin  y de  León, 
quienes  las  reconocieron  en  el  acto,  jus- 
tificando más  tarde,  la  propiedad  y pre- 
existencia de  aquellos  instrumentos  con  el 
testimonio  de  Rafael  Soto  y Nicolás  Ra- 
cancoj.  Además  de  ,esas  herramientas, 
fué  recogido  un  candado  con  rayas  y la 
tapa  levantada,  al  introducirle  la  llave, 
que  usaban  los  dueños  del  taller,  se  notó 
que  se  abría  y cerraba  perfectamente. 
Plácida  Vásquez  manifestó  haberle  com- 
prado al  menor  Rubén  Gramajo  Orella- 
na los  instrumentos  ya  mencionados,  lo 
cual  presenciaron  Manuel  Cajas  y Manuel 
Aldana,  personas  que  declararon  haber 
visto  cuando  Gramajo  llegó  a la  tiendeci- 
11a  de  la  señora  Vásquez  a venderle  unos 
martillos  y otras  cosas.  Gramajo  Orella- 
na negó  lo  que  acaba  de  relacionarse.  Los 
expertos  nombrados  para  el  efecto  valo- 
raron las  cosas  expresadas  en  el  acta  que 
obra  al  folio  17  del  proceso,  en  la  can- 
tidad de  un  quetzal  y ochenta  centavos 
de  la  misma  moneda. 

El  Juez  2o.  de  la.  Instancia  del  Depar- 
tamento de  Quezaltenango  condenó  a Ru- 
bén Gramajo  Orellana  a sufrir  la  pena  de 
diez  meses  de  arresto  mayor,  inconmuta- 
ble, como  autor  del  delito  de  robo,  pena 
que  con  abono  de  ía  prisión  sufrida,  de- 
berá purgar  en  la  Penitenciaria  Departa- 
mental; suspende  a Gramajo  Orellana  en 
el  ejercicio  de  sus  derechos  políticos  du- 
rante la  condena,  obligándole  al  pago  de 
las  responsabilidades  civiles  provenientes 
del  delito;  y por  su  notoria  pobreza  se  le 
exonera  de  la  reposición  del  papel  em- 
pleado en  la  causa. 

En  Segunda  Instancia,  el  Procurador  ale- 
gó que  al  enjuiciado  debe  de  infligírsele 
la  pena  de  seis  meses  de  arresto  mayor  por 
el  delito  de  hurto,  pues  estima  que  en  el 
proceso  no  se  llegaron  a comprobar  las 
circunstancias  que  caracterizan  el  robo; 
pero  antes  de  fallar,  era  conveniente  que 
se  pidiera  la  certificación  de  la  partida 
de  nacimiento  del  enjuiciado,  con  el  ob- 
jeto de  ver  si  la  pena  podía  ser  atenuada, 
y para  el  caso  que  el  encausado  fuese 
menor  de  quince  años,  solicitaba  de  una 
vez  el  peritaje  de  ley  con  el  fin  de  que 
se  estableciera  si  había  obrado  o no  con 
discernimiento.  El  señor  Fiscal  pidió  la 
confirmatoria  de  la  sentencia  con  las  mo- 
dificaciones que  siguen:  la.,  que  la  pena 
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no  es  de  diez  meses  de  arresto  mayor,  sino 
de  tres  años  de  prisión  correccionai,  pero 
rebajada  en  una  tercera  parte  por  ser  ei 
reo  menor  de  diez  y siete  años;  2a.,  que  ia 
condena  no  debe  extinguirse  en  ia  Peni- 
tenciaria del  Departamento  de  Quezal- 
tenango,  sino  en  la  Central;  3a.,  que  por 
ahora  no  hay  suspensión  en  derechos  po- 
líticos, por  que  tal  suspensión  se  verifica 
con  el  que  ya  goza  de  ellos  y no  como 
ocurre  en  el  presente  caso,  que  el  reo  es 
menor  de  diez  y ocho  años. 

El  Juez  2o.  de  la.  Instancia  de  Que- 
zaltenango  cumplimentando  un  auto  para 
mejor  fallar  dictado  por  la  Sala,  y des- 
pués de  que  dictaminaron  los  Doctores  don 
José  Pacheco  Molina  y don  Jesús  Escan- 
dón,  resolvió  atribuyendo  a Rubén  Gra- 
majo  Orellana  la  edad  de  diez  y siete  años. 

La  Sala  4a.  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
el  cinco  de  abril  retropróximo,  confirmó 
la  sentencia  del  Juez  con  las  modificacio- 
nes que  siguen:  que  el  enjuiciado  como 
autor  del  delito  de  robo  deberá  purgar  en 
la  Penitenciaria  Central  la  pena  incon- 
mutable de  tres  años  de  prisión  corree-' 
cional;  y que  por  razón  de  su  edad  no 
queda  suspenso  en  el  ejercicio  de  sus  de- 
rechos políticos. 

Considera  la  Sala  que  la  responsabili- 
dad criminal  en  que  incurrió  Grama  jo  Ore- 
llana quedó  plenamente  establecida:  con 
las  deposiciones  de  Manuel  Aldana  y Ma- 
nuel Cajas,  quienes  aseguraron  haber  vis- 
to cuando  Grama  jo  vendió  los  objetos  a la 
Vásquez,  asi  como  la  circunstancia  de  que 
ésta  lo  haya  reconocido  en  una  rueda  de 
presos,  y el  hecho  de  que  el  enjuiciado 
no  rindió  prueba  alguna  en  su  descargo 
ni  procuró  desvirtuar  la  que  aparece  en 
su  contra.  Que  al  practicarse  el  registro 
en  la  tienda  de  la  señora  Vásquez  fueron 
encontrados  los  instrumentos  robados  y 
un  candado  con  señales  de  haber  sido 
forzado,  y la  llave  que  se  le  introdujo  por 
los  dueños  del  taller  le  ajustó;  que  todo 
lo  expuesto  demuestra  que  los  malhecho- 
res emplearon  llaves  falsas  para  abrir  el 
candado  que  aseguraba  la  puerta  del  cuar- 
to; y por  haberse  probado  con  la  inspec- 
ción judicial  que  el  hecho  delictuoso  se 
llevó  a cabo  en  casa  habitada  y aten- 
diendo al  valor  de  las  cosas  substraídas  es 
el  caso  de  imponer  a Gramajo  Orellana 
la  pena  señalada  en  el  artículo  primero 
fracción  quinta  del  Decreto  Legislativo 
número  48. 


Contra  la  sentencia  de  Segunda  Instan- 
cia, Rubén  Gramajo  Orellana,  con  auxi- 
lio del  Licenciado  don  Jorge  A.  Pacheco, 
interpuso  el  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación denunciando  como  violados  los  ar- 
tículos lo.,  fracción  quinta  del  Decreto 
Legislativo  No.  48;  381  inciso  tercero,  383, 
385,  386,  21  inciso  segundo,  65,  66,  77,  385 
inciso  tercero,  390  inciso  primero  del  Códi- 
go Penal;  566,  568,  571  y 587  del  Código  de 
Procedimientos  Penales.  Alegó  también  el 
recurrente  que  es  nulo  el  fallo  de  segun- 
do grado  y todo  lo  que  se  actuó  en  la  Sa- 
la 4a.  de  Apelaciones  por  no  haberle  dado 
intervención  al  Ministerio  Público,  y cita 
además  el  artículo  19  del  Decreto  1.618  y 
119  del  Decreto  número  1928. 

CONSIDERANDO: 

Con  la  prueba  que  acaba  de  relacionar- 
se y que  aprecia  la  Sala,  se  encuentra 
establecida  la  responsabilidad  de  Rubén 
Gramajo  Orellana  como  autor  del  robo  co- 
metido a Francisco  Ixcolin  Citalán  y Je- 
sús de  León. 

La  calificación  que  hicieron  del  hecho 
delictivo,  tanto  el  Juez  sentenciador  co- 
mo la  Sala  jurisdiccional,  es  la  que  corres- 
ponde, pues  según  consta  en  el  proceso 
la  puerta  fué  abierta  violentando  el  can- 
dado que  la  aseguraba. 

La  pena  que' debe  de  infligirse  al  enjui- 
ciado, es  la  que  le  impuso  el  Tribunal  de 
2a.  Instancia,  por  que  el  robo  se  efectuó 
en  casa  habitada,  y su  cuantía  no  excede 
de  cien  quetzales. 

Que  de  todo  lo  expuesto  se  infiere  que 
no  fueron  violados  los  artículos  lo.  frac- 
ción quinta  del  Decreto  Legislativo  nú- 
mero 48,  381  inciso  tercero,  383,  385  y 386 
inciso  tercero;  390  inciso  primero  del  Có- 
digo Penal;  566,  568,  571  y 587  del  Código 
de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO; 

El  inciso  segundo  del  artículo  21  del  Có- 
digo Penal  no  fué  infringido,  por  que  con 
la  diligencia  que  mandó  practicar  la  Sala 
4a.  de  la  Corte  de- Apelaciones,  se  estable- 
ció de  una  manera  plena  que  el  proce- 
sado tiene  diez  y siete  años  de  edad;  y 
por  consiguiente  no  procede  hacer  aplica- 
ción en  su  favor  de  la  circunstancia  ate- 
nuante señalada  en  la  disposición  legal 
que  acaba  de  mencionarse. 
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CONSIDERANDO: 

Que  por  no  existir  en  el  caso  sub-júclice 
circunstancias  a virtud  de  las  cuales  ¡a 
pena  pudiera  ser  disminuida  o aumenta- 
da, es  evidente  que  son  inaplicables  las 
disposiciones  contenidas  en  los  artículos 
65,  66  y 77  del  Código  Penal;  y también 
lo  es,  el  articulo  19  del  Decreto  Legisla- 
tivo No.  1618,  que  establece:  que  en  los 
lugares  donde  haya  Agentes  titulares  del 
Ministerio  Público,  estos  tendrán  la  obli- 
gación de  promover  en  todas  las  causas 
que  se  instruyen  por  los  delitos  que  en  el 
mismo  precepto  legal  se  determinan,  pero 
no  impone  a los  Tribunales  de  segundo 
grado,  el  deber  de  dar  intervención  al  MP 
nisterio  Público,  cuando  éste  no  gestione 
en  los  asuntos  que  se  tramitan. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  Corte  Suprema  de  Justicia  tiene 
facultad  para  conocer  de  los  recursos  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma  o 
violación  de  ley,  en  los  casos  que  taxa- 
tivamente señala  el  Código  de  Procedi- 
mientos Penales;  pero  en  manera  alguna 
puede  decidir  acerca  de  las  nulidades  que 
los  Tribunales  de  Instancia  deberán  de- 
clarar de  acuerdo  con  lo  prescrito  por  el 
articulo  119  del  Decreto  Legislativo  núme- 
ro 1928,  pues  si  lo  hiciese,  quebrantarla 
las  normas  especiales  que  regulan  el  re- 
curso extraordinario  de  que  se  trata. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  estatuido  por  los  artículos 
673,  674,  676,  677  y 690  del  Código  de  Pro- 
cedimientoe  Penales,  declara  improceden- 
te el  recurso  interpuesto  y condena  al  re- 
currente a la  pena  adicional  de  quince 
dias  de  arresto,  conmutables  en  su  tota- 
lidad, a razón  de  diez  centavos  de  quetzal 
diarios. 

Notifiquese,  ¡y  con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
luzar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Juan  Chacón  Canales, 
por  los  delitos  de  homicidio  y lesiones. 

DOCTRINA:  La  confesión  del  procesado 
hace  plena  prueba  en  juicio  cuando  reú- 
ne los  requisitos  que  señala  el  articulo 
609  del  Cód.  de  Procedimientos  Penales. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
catorce  de  junio  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  que  más  adelante  se  relatará 
pronunciada  en  el  proce.so  instruido  con- 
tra Juan  Chacón  Canales  por  los  delitos 
de  homicidio  y lesiones. 

El  veintiuno  de  enero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cuatro,  Concepción  Canales 
y José  Maria  Chacón  se  dirigían  de  la  al- 
dea denominada  “Lámpara”  a la  de  “Man- 
zanotes”  y al  salir  de  la  linea  férrea  para 
atrevesar  el  puente  “Del  Difunto”  el  pri- 
mero de  dichos  individuos  cayó  al  suelo  a 
conseruencia  de  un  balazo  que  le  pegó  en 
la  cabeza  Juan  Canales,  quien  también  hi- 
rió a José  Maria  Chacón.  Cuando  Ca- 
nales concluyó  de  disparar  los  cartu- 
chos de  su  revólver  recogió  piedras  y 
se  las  arrojó  a los  heridos.  El  puen- 
te de  referencia  está  marcado  con  los 
números  97  - 16,  se  encuentra  situado 
en  la  milla  97,  entre  la  sección  Pepezca  y 
la  estación  San  Pablo;  y tiene  una  altu- 
ra de  doce  pies.  A ocho  metros,  poco  más 
o menos,  de  este  puente  en  el  fondo  de 
la  quebrada,  junto  a una  cerca,  fueron  en- 
contradas cinco  cápsulas,  correspondien- 
tes a proyectiles  calibre  treinta . y ocho 
especial,  manchados  de  sangre.  Aquel  pa- 
raje es  despoblado  y en  los  alrededores 
se  reconocieron:  un  poco  de  sangre  en  el 
terreno  de  Jorge  Arriaza  y manchas  del 
mismo  liquido  en  las  piedras  de  la  que- 
brada, señales  que  se  notaron  hasta  llegar 
a la  aldea  “Lámpara”.  Concepción  Cana- 
les tardó  en  sanar  de  la  desión  diez  y sie- 
te dias;  y José  Maria  Chacón  falleció  el 
veinte  de  marzo  de  ese  mismo  año  (1934), 
a conecuencia  de  una  meningo-encefalitis, 
causada  por  la  destrucción  de  la  parte  del 
lóbulo  cerebral,  frontal  izquierdo,  produ- 
cido con  bala  de  plomo  calibre  38  largo  es- 
pecial. Juan  Chacón  Canales  refiere  ha- 
ber sido  atacado  por  Concepción  Canales, 
José  Maria  Chacón,  Juan  Ramón  y Ma- 
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nuel  Estrada  y Celestino  Ramírez  y a pe- 
sar del  acometimiento  de  que  fué  victima 
por  parte  de  dichas  personas,  quienes  le 
dispararon  sus  armas  de  fuego,  resultó 
ileso  y solamente  el  sombrero  y camisa  que 
llevaba  ese  día  fueron  agujereados.  El 
Comisionado  Militar  de  la  aldea  “Lámpa- 
ra”, Gabriel  Ramírez  al  aprehender  al  en- 
juiciado le  recogió  una  pistola  calibre  38 
especial  con  seis  cápsulas.  Juan  Ramón 
Estrada  asegura  haber  visto  pasar  a Cha- 
cón Canales  con  un  machete  en  la  ma- 
no; que  al  poco  rato  oyó  diez  o doce  dis- 
paros de  arm.a  de  fuego,  y después  vió  pa- 
sar corriendo  a Canales  con  dos  pistolas 
en  las  manos  y un  corbo  debajo  del  bra- 
zo, y dicho  sujeto  le  dijo;  que  si  quería  ir 
a levantar  al  toro  que  él  (Juan)  había 
dejado  botado.  Adrián  Estrada  expuso; 
que  juntamente  con  su  papá  Juan  Ramón 
Estrada  cuidaban  de  un  caballo  en  la  lí- 
nea férrea  cuando  vió  pasar  a Juan  Cha- 
cón con  un  machete;  que  este  individuo 
regresó  y le  dijo  a su  papá  que  fuera  a 
recoger  un  toro,  y antes  había  escucha- 
do el  dicente  unas  detonaciones.  Juliana 
Chacón  refiere  haber  visto  sentado  den- 
tro del  monte  a Juan  Chacón,  quien  al 
verla  se  levantó  en  actitud  de  marcharse 
de  aquél  sitio,  que  es  conocido  con  el  nom- 
bre de  puente  “Del  Difunto”.  Canales  en 
aquella  ocasión  llevaba  pistola  y una  es- 
copeta; que  habla  caminado  poco,  cuando 
encontró  a Concepción  Canales  y más  ade- 
lante a su  hermano  José  María  Chacón; 
que  a los  pocos  momentos  percibió  unos 
disparos,  se  dirigió  a su  casa  y luego  re- 
gresó corriendo  a cerciorarse  de  lo  ocu- 
rrido, encontrando  a Concepción  y a Jo- 
sé María  ensangrentados,  quienes  le  dije- 
ron que  Juan  Chacón  Canales  les  había 
herido.  Salvador  Chacón  expuso;  que  al 
preguntarle  a José  María  quién  le  había 
lesionado,  dijo  que  Juan  Chacón  y que  es- 
te individuo  al  pararse  frente  a la  casa 
del  herido,  cuando  lo  conducía  la  escol- 
ta dijo;  “A  mí  Dios  me  quiere,  y el  gusto 
que  tengo  es  que  al  que  yo  quiero  soplar- 
me se  queda  botado”.  Al  proceso  se  agre- 
gó una  causa  seguida  contra  Juan  Cana- 
les, el  año  de  mil  novecientos  treinta  y 
tres  por  injurias  y amenazas  a José  Ma- 
ría Chacón  y en  la  cual  aparece  que  los 
detenidos  fueron  puestos  en  libertad  con 
sujeción  a resultas.  Pastora  Chacón  Ca- 
nales, hermana  de  José  María  de  los  mis- 
mos apellidos,  representada  por  don  Eduar- 
do J.  Ochoa,  presentó  dos  certificaciones 


expedidas  por  los  Comandantes  Locales  de 
San  Pablo,  los  años  de  mil  novecientos 
treinta  y uno  y mil  novecientos  treinta  y 
tres,  donde  consta,  respectivamente,  que 
José  María  Chacón  desempeñó  el  cargo  de 
Comisionado  Militar  de  la  aldea  “Lám- 
para”, y además,  con  anterioridad  había 
sido  ayudante  del  Comisionado  de  aquel 
poblado.  El  defensor  del  enjuiciado  de- 
mostró ,los  buenos  antecedentes  de  Ca- 
nales, pero  no  que  éste  fuese  pobre  en  el 
sentido  legal  ni  que  Canales  huyera  al 
ser  atacado  a balazos,  pues  los  testigos 
Juan  Antonio  y Pedro  Zavaleta,  examina- 
dos con  ese  objeto,  no  justificaron  tal  es- 
pecie, como  se  verá  más  adelante.  La  cau- 
sa seguida  contra  Juan  Chacón  Canales 
que  había  sido  iniciada  en  el  Juzgado  de 
Paz  de  San  Pablo  el  veintiuno  de  Enero 
de  mil  novecientos  treinta  y cuatro,  fué 
proseguida  por  el  Juez  de  la.  Instancia 
de  Zacapa,  funcionario  que  le  dió  fin  el 
nueve  de  Noviembre  de  ese  mismo  año 
(1934).  Esta  sentencia  fué  anulada  por 
la  Sala  jurisdicional,  y el  Juez  dictó  nuevo 
fallo  en  que  declaró;  lo.,  que  Juan  Cha- 
cón Canales  por  haber  obrado  en  legiti- 
ma defensa  de  su  persona  está  exento  de 
responsabilidad  criminal;  y 2o.,  que  deja 
abierto  el  procedimiento  contra  Concep- 
ción Canales  y Juan  Ramón  Estrada  por 
asesinato  frustrado  y complicidad,  respec- 
tivamente. 

En  Segunda  Instancia,  tanto  el  Procu- 
rador, como  el  señor  Fiscal,  pidieron  la 
confirmatoria  del  fallo  de  primer  grado, 
agregando  el  Representante  de  la  vindic- 
ta pública:  lo.,  que  se  tuvieran  a la  vista 
las  diligencias  mandadas  practicar  la  pri- 
mera vez  que  se  había  conocido  de.l  fallo 
y que  obraban  en  la  pieza  de  2a.  Instan-i 
cia  número  70;  2o..  que  dicha  sentencia 
debía  ser  confirmada  con  la  modificación 
de  que  se  declarara  que  el  enjuiciado  es 
autor  de  los  debeos  de  homicidio  y lesio- 
nes, pero  está  exento  de  responsabilidad 
por  haber  obrado  en  legitima  defensa  de 
su  persona;  y 3o.,  que  se  amonesta  al  Juez 
por  haber  pronunciado  sentencia  sin  seña- 
lar previamente  dia  para  la  vista  del  pro- 
ceso. 

La  Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, el  once  de  abril  retropróximo,  re- 
vocó la  sentencia  del  Juez  Departamen- 
tal de  Zacapa  y dec’aró:  lo.,  que  Juan 
Chacón  Canales,  es  autor  del  delito  de 
homicidio,  y por  este  hecho  delictuoso  le 
impone  la  pena  de  diez  años  de  prisión 
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correctiva  inconmutable,  la  que  deberá 
cumplir  en  la  Penitenciaria  Central  con 
abono  de  la  sufrida:  lo  suspende  en  el 
ejercicio  de  sus  derechos  politicos  durante 
el  tiempo  de  la  condena;  lo  obliga  al  pa- 
go de  las  responsabilidades  civiles  prove- 
nientes del  delito,  y a los  gastos  que  se 
hicieron  en  el  Hospital  de  Zacapa  para 
curar  a José  Maria  Canales;  y lo  exone- 
ra de  la  reposición  del  papel  empleado  en 
la  causa;  2o.,  que  el  mismo  Juan  Chacón 
Canales  es  autor  del  delito  de  lesiones,  y 
por  e.ste  otro  hecho  delictivo,  le  impone 
la  pena  de  seis  meses  de  arresto  mavor, 
con  todas  las  demás  declaraciones  ya  in- 
dicadas, con  excepción  de  que  la  pena  es 
conmutable  en  su  totalidad,  a razón  de 
diez  centavos  de  quetzal  diarios  y debe- 
rá purgarla  en  las  cárceles  de  Zacapa;  y 

30.,  que  no  se  Ueja  labierto  el  procedi- 
miento contra  Concepción  Canales  y Juan 
Ramón  Estrada,  y si  contra  Juan  Antonio 
Zavaleta. 

El  Tribunal  sentenciador  funda  su  fa- 
llo en  la  confesión  del  procesado  y las 
presunciones  humanas  que  deduce  de  lo 
declarado  por  Juliana  Chacón,  Juan  Ra- 
món Estrada,  el  menor  Adrián  Estrada  y 
el  Comisionado  Militar  Gabriel  Ramírez. 

Juan  Chacón  Canales,  con  auxilio  del 
Licenciado  don  Baudilio  Jordán,  interpuso 
el  recurso  extraordinario  de  casación  de- 
nunciando como  violados  los  artículos  20 
inciso  cuarto  del  Código  Penal;  572,  573, 
574,  575,  576,  580  inciso  segundo;  581  incP 
sos  lo.,  2o.  y 8o.,  582,  585,  586  incisos  lo., 

20.,  3o.,  4o.  y 5o.,  609  incisos  lo.,  2o.,  3o. 
y 4o.,  614,  252,  253,  262  y 263  del  Código  de 
Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO; 

La  confesión  de  Juan  Chacón  Canales 
en  el  presente  caso,  hace  plena  prueba, 
tanto  por  su  verosimilitud,  como  por  ha- 
ber sido  hecha  por  loersona  capaz,  sin 
apremio  de  ningún  género,  con  pleno  co- 
nocimiento, en  contra  del  confesante,  y 
además  está  de  acuerdo  con  las  otras  cons- 
tancias procesales,  y se  encuentra  proba- 
da la  preexistencia  del  hecho  delictivo.  Y 
aunque  Chacón  intentó  justificar  la  mo- 
dificación agregada  a su  confesión  invo- 
cando en)  Isu  ¡favor  la  cirbunstanicia  ¡de 
haber  obrado  en  legitima  defensa  de  su 
persona,  este  hecho  a juicio  de  la  Sala  sen- 
tenciadora no  fué  establecido  pues  las  de- 
claraciones de  los  testigos  propuestos  con 


tal  fin  carecen  de  verdad  legal  en  virtud 
de  que  dichos  testigos  no  salemente  son 
varios  y contradictorios  en  sus  exposicio- 
nes sino  porque  en  realidad  de  verdad  no 
se  dieron  cuenta  exacta  de  lo  sucedido. 

Que  lo  expuesto  por  Juliana  Chacón, 
Juan  Ramón  Estrada,  Adrián  Estrada  y 
Gabriel  Ramírez,  Comisionado  Militar  de 
la  aldea  “Lámpara”,  son  hechos  de  los 
cuales  infiere  la  Sala  las  presunciones  hu- 
manas en  que  fundó  su  sentencia  conde- 
natoria; y unido  lo  relacionado  a las  de- 
más circunstancias  en  que  se  verificó  el 
suceso,  constituyen  la  prueba  que  la  ley 
requiere  para  infligir  pena  al  enjuiciado. 

Y en  ese  concepto  el  Tribunal  de  2a, 
Instancia  no  infringió  las  disposiciones 
contenidas  en  los  artículos  20  inciso  4o. 
del  Código  Penal;  609,  614,  572,  573,  574, 
575,  576,  580  inciso  2o.,  581  incisos  lo., 
2o.  y 8o.,  582,  585  y 586  incisos  lo.,  2o., 

3o.,  4o.  y 5o.  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  acerca  de  las  irregularidades  en 
que  pudo  haberse  incurrido  al  practicarse 
la  inspección  ocular  y las  diligencias  re- 
lativas a la  comprobación  del  cuerpo  del 
delito,  por  no  estar  comprendida  ningu- 
na de  estas  anomalías  entre  las  que  se- 
ñala el  Código  de  Procedimientos  Penales 
para  que  se  estime  procedente  el  recurso 
extraordinario  de  casación  por  infracción 
de  ley,  es  evidente  que  son  inaplicables  en 
el  cas  osub-júdice  los  Artos.  252,  253,  262 
y 263  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
nales. 

POR  TANTO 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  prescrito  por  los  artículos 
676  y 690  del  cuerpo  de  leyes  que  acaba 
de  mencionarse,  declara  la  improcedencia 
del  recurso  interpuesto  e inflige  a la  par- 
te recurrente  quince  dias  de  arresto  con- 
mutables en  su  totalidad,  a razón  de  diez 
centavos  de  quetzal  diarios. 

Notifíquese,  y 'con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  antecerentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario, 
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DEPARTAMENTO  DE  ESTADISTICA 


RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA. 
DURANTE  EL  MES  DE  ABRIL  DE  1935 


TRIBUNALES 

RAMO 

CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

Total 

general 

Decretos 

Autos 

w S 

! Totales 

O 

8 

Q 

Autos 

Sen- 

tencias 

Totales 

Corte  Suprema  de  Justicia 

142 

8 

4 

154 

109 

38 

7 

154 

CORTE  DE  APELACIONES 

Sala  Primera  

1 121 

35 

3 

164 

105 

23 

35 

163 

Sala  Segunda  

■ 104 

31 

3 

138 

134 

52 

56 

242 

Sala  Tercera  

56 

14 

1 

71 

133 

24 

43 

200 

Sala  Cuarta  

70 

18 

0 

88 

278 

28 

63 

369 

Sala  Quinta  

34 

8 

1 

43 

196 

i 31 

39 

266 

Sala  Sexta  

33 

6 

2 

41 

101 

27 

79 

207 

209 

128 

11 

348 

JUZGADOS  DE  1»  INST. 

1 

DEPARTAMENTALES : 

384 

243 

19 

646 

405 

274 

18 

697 

231 

80 

6 

317 

17 

1286 

32 

889 

21 

928 

Amatitlán  

82 

6 

0 

88 

358 

47 

10 

415 

Alta  Verapaz  

47 

34 

2 

83 

255 

55 

14 

324 

Baja  Verapaz  

66 

17 

1 

84 

307 

44 

7 

358 

Chimaltenango  

46 

5 

3 

54 

465 

153 

16 

634 

Chiquimula  

47 

62 

2 

111 

641 

212 

29 

882 

Escuintla  

51 

11 

0 

62 

333 

69 

12 

414 

Huehuetenango  

77 

24 

1 

102 

326 

116 

13 

455 

Izabal  

43 

33 

3 

79 

231 

140 

6 

377 

Jalapa  

49 

10 

2 

61 

358 

104 

21 

483 

Jutiapa  

22 

14 

0 

36 

600 

177 

29 

806: 

Petén  

17 

3 

1 

21  j 

196 

15 

0 

211  I 

Quezaltenango  

67 

49 

1 

117  i 

686 

183 

24 

893  í 

Quezaltenango  2?  

80 

20 

1 

101 

268 

173 

20 

461 

Quiché  

42 

9 

1 

52 

371 

96 

55 

522 

Retalhuleu  

72 

42 

5 

119  , 

794 

75 

11 

880 

Sacatepéquez  

66 

28 

1 

95  ' 

304 

54 

7 

365 

San  Marcos  

62 

32 

0 

94 

180 

239  ' 

34 

453 

Santa  Rosa  

52 

29 

3 

84 

506 

184 

17 

707 

.'^ololá  

3 

12 

0 

15 

286 

103 

8 

397 

Suchitepéquez  

33 

14 

4 

51  ¡ 

254 

202 

11 

467 

Totonicapán  

28 

13 

1 

42 

456 

95 

11 

562 

Zacapa  

153 

23 

2 ' 

178  i 

390 

124 

6 

520 

El  Progreso  

66 

3 

1 

70 : 

325 

30 

6 

361 

Totales  1 

2851  i 

1210 

97 

4158 

12284 

3945 

770 

16999 

21.157 

Departamento  de  Estadística  Judicial.  Guatemala.  1 1 de  Mayo  de  1 935 
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DEPARTAMENTO  DE  ESTADISTICA 


RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA. 
DURANTE  EL  MES  DE  MAYO  DE  1935 


RAMO 

CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

Total 

general 

TRIBUNALES 

Decretos 

1 

gcJ 

CO  3 

Totales 

1 

1 

O 

3 

< 

BtJ 

Totales 

Corte  Suprema  de  Justicia 

125 

15 

3 

143 

97 

51 

14 

162 

CORTE  DE  APELACIONES 

Saia  Primera  

100 

34 

3 

137 

119 

24 

43 

186 

Sala  Segunda  

102 

13 

7 

122 

127 

56 

66 

249 

Sala  Tercera  

72 

7 

4 

83 

103 

29 

50 

182 

Sala  Cuarta  

64 

21 

2 

87 

243 

39 

56 

338 

Sala  Quinta  

32 

15 

5 

52 

173 

29 

104 

306 

Sala  Sexta  

29 

4 

0 

33 

202 

47 

47 

296 

Auditoria  de  Guerra 

139 

85 

3 

227 

JUZGADOS  DE  INST. 

DEPARTAMENTALES : 

505 

341 

621 

186 

20 

334 

116 

9 

459 

4"?  de  Guatemala  

745 

278 

18 

1041 

5^  de  Guatemala  

607 

315 

24 

946 

6í>  de  Guatemala  

724 

440 

37 

1201 

Amatitlán  

64 

19 

0 

83- 

^ 420 

64 

26 

510 

Alta  Verapaz 

64 

17 

2 

83 

305 

41 

18 

364 

Baja  Verapaz  

73 

21 

0 

94 

321 

47 

7 

375 

Chimaltenango  

95 

14 

1 

lio 

470 

149 

15 

634 

Chlquimula  

33 

36 

7 

76 

593 

267 

41 

901 

Esculntla  

55 

18 

1 

74 

569 

71 

11 

651 

Huehuetenango  

87 

21 

2 

lio 

441 

159 

12 

612 

Izabal  

61 

36 

2 

99 

232 

95 

18 

345 

Jalapa  

56 

18 

5 

79 

367 

111 

12 

490 

Jutiapa  

82 

20 

1 

103 

859 

172 

29 

1060 

Petén  

23 

4 

0 

27 

261 

28 

5 

294 

Quezaltenango  

97 

76 

3 

176 

920 

177 

45 

1142 

Quezaltenango  2?  

91 

27 

1 

119 

329 

162 

37 

528 

Quiché  

44 

14 

2 

60 

314 

97 

63 

474 

Retalhuleu  

84 

31 

4 

119 

531 

104 

10 

645 

Sacatepéquez  

77 

32 

5 

114 

360 

52 

9 

421 

San  Marcos  

78 

49 

1 

128 

410 

252 

52 

714 

Santa  Rosa  

60 

29 

1 

90 

514 

200 

19 

733 

Sololá  

9 

27 

0 

36 

355 

133 

9 

497 

Suchitepéquez  

45 

26 

3 

74 

239 

200 

24 

463 

Totonicapán  

56 

14 

3 

73 

592 

114 

14 

720 

Zacapa  

139 

14 

5 

158 

408 

103 

11 

522 

El  Progreso  , 

67 

6 

3 

76 

312 

31 

9 

352 

Totales  

3524 

1321 

131 

4976 

13401 

4222 

958 

18581 

23,557 

Departamento  de  Estadística  Judicial,  Guatemala,  íl  de  Junio  de  1935 
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GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


DEPARTAMENTO  DE  ESTADISTICA 


RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA, 
DURANTE  EL  MES  DE  JUNIO  DE  1935 


TRIBUNALES 

RAMO 

CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

1 Total 
, general 

Decretos 

Autos 

i c6 

fl  O 

M § 

Totales 

Decretos 

Autos  I 

I Sen- 
tencias 

Totales 

Corte  Suprema  de  Justicia 

117 

5 

3 

125 

' 97 

24 

17 

138 

CORTE  DE  APELACIONES 

Sala  Primera  

113 

21 

6 

140 

148 

15 

50 

213 

Sala  Segunda  

97 

21 

3 

121 

112 

60 

46 

218 

Sala  Tercera  

75 

19 

4 

98 

117 

26 

37 

180 

Sala  Cuarta  

75 

16 

4 

95 

214 

38 

59 

311 

Sala  Quinta  

18 

8 

4 

30 

149 

29 

93 

271 

Sala  Sexta 

49 

7 

4 

57 

175 

38 

39 

252 

Auditoria  de  Guerra 

158 

04 

5 

257 

JUZGADOS  DE  INST. 

1 

DEPARTAMENTALES ; 

I 

de  Guatemala  

459 

241 

1 

718 

494 

197 

18 

709 

3"?  de  Guatemala  

278 

134 

18 

426 

456 

145 

24 

625 

17 

936 

579 

24 

909 

Amatitlán  

79 

9 

14 

89 

308 

37 

12 

357 

Alta  Verajpaz  

59 

21 

1 

80 

231 

30 

27 

288 

Baja  Verapaz  

33 

9 

0 

43 

304 

79 

7 

390 

Chimaltenango  

72 

20 

1 

92 

373 

139 

10 

522 

Chiquimula  

52 

47 

0 

101  ' 

534 

192 

25 

751 

Escuintla  

57 

14 

2 

74 

344 

67 

18 

429 

Huehuetenango  

82 

18 

3 

101 

374 

99 

11 

484 

Izabal  

60 

20 

1 

83 

264 

54 

13 

331 

30 

9 

3 

39 

323 

95 

5 

423 

Jutiapa  

104 

18 

0 

124 

728 

128 

28 

884 

11 

4 

2 

15 

134 

28 

2 

164 

Quezaltenango  

112 

46 

0 

163 

668 

151 

48 

867 

Quezaltenango  2^  

68 

38 

5 

106 

322 

150 

24 

496 

Qulché  

36 

11 

0 

47 

316 

66 

2 

384 

Retalhuleu  

69 

33 

0 

104 

310 

78 

5 

393 

Sacatepéquez  

85 

35 

2 

120 

255 

39 

8 

302 

San  Marcos  

48 

28 

3 

79 

355 

196 

32 

583 

Santa  Rosa  

48 

23 

3 

74 

391 

96 

17 

504 

Sololá  

8 

21 

1 

79 

340 

153 

9 

502 

Suchitepéquez  

54 

25 

0 

30 

261 

172 

10 

443 

Totonicapán  

30 

25 

0 

55 

485 

94 

24 

603 

Zacapa  

118 

12 

2 

132 

315 

72 

7 

394 

El  Progreso  

58 

7 

1 

66 

317 

8 

6 

331 

Totales  

3148 

1162 

105 

4415 

11133 

3241 

761 

15135 

19,550 

Departamento  de  Estadística  Judicial.  Guatemala,  13  de  julio  de  1935 
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Ponencias  de  los  Magistrados  de  la  Corte  de  Apelaciones,  durante  el  mes  de  Abril  de  1935 


SALA  PRIMERA 

Magistrado  Licenciado 
Ricardo  Ortiz  S. 

Magistrado  Licenciado 
Luis  Barrutia 

Magistrado  Licenciado 
Rafael  Ordóñez  &. 

Autos 

Sen* 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

8 

3 

11 

16 

3 

19 

11 

2 

13 

RAMO  PENAL 

12 

7 

19 

7 

13 

20 

4 

15 

19 

Sumas 

20 

10 

30 

23 

16 

39 

15 

17 

32 

SALA  SEGUNDA 

Ivlagistrado  Licenciado 
Francisco  Menéndez 

Magistrado  Licenciado 
Octavio  Aguilar 

Magistrado  Licenciado 

J.  Lorenzo  Hurtado  P. 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

20 

1 

21 

3 

1 

4 

8 

1 

9 

RAMO  PENAL 

17 

18 

35 

15 

19 

34 

15 

18 

33 

Sumas 

37 

19 

56 

18 

20 

38 

23 

19 

42 

SALA  TERCERA 

Magistrado  Licenciado 
Rafael  Nulla 

Magistrado  Licenciado 
Rosalío  Reyes 

Magistrado  Licenciado 
Teodoro  Díaz  M. 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

3 

1 

4 

5 

0 

5 

5 

0 

5 

RAMO  PENAL 

10 

11 

21 

7 

13 

20 

7 

19 

26 

Sumas 

13 

12  . 

25 

12 

13 

25 

12 

19 

31 

SALA  CUARTA^ 

Magistrado  Licenciado 
Eulogio  González 

Jesús  Unda  Murillo 
Magistrado  Licenciado 

Magistrado  Licenciado 
Abel  V.  Montúfar 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

4 

0 

4 

7 

0 

7 

7 

0 

7 

RAMO  PENAL 

8 

17 

25 

10 

23 

33 

10 

23 

33 

Sumas 

12 

17 

29 

17 

23 

40 

17 

23 

40 

SALA  QUINTA 

Magistrado  Licenciado 
José  Luis  P.  Vargas 

Magistrado  Licenciado 
Daniel  Arellsno  h. 

Magistrado  Licenciado 
Ramón  Cadena 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

2 

0 

2 

2 

1 

3 

2 

1 

3 

RAMO  PENAL 

17 

29 

46 

3 

21 

24 

5 

26 

31 

Sumas 

19 

29 

48 

5 

22 

27 

7 

27 

34 

Se  hace  constar  que  el  Magistrado  Suplente.  Licenciado  Virgilio  Alvarez  Castro,  fué  ponente  de  dos  au- 
tos y una  sentencia  del  ramo  criminal. 


SALA  SEXTA 

Magistrado  Licenciado 
Francisco  E.  Rodríguez 

Magistrado  Licenciado 
Augusto  Linares  L. 

Magistrado  Licenciado 
José  Leandro  Rodas 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total' 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

6 

0 

6 

2 

1 

3 

0 

0 

0 

RAMO  PENAL 

15 

18 

33 

7 

8 

15 

9 

13 

22 

Sumas 

21 

18 

39 

9 

9 

18 

9 

13 

22 
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Ponencias  de  los  Magistrados  de  la  Corte  de  Apelaciones,  durante  el  mes  de  Mayo  de  1935 


SALA  PRIMERA 

Magistrado  Licenciado 
Ricardo  Ortiz  S. 

Magistrado  Licenciado 
Luis  Barrutia 

Magistrado  Licenciado 
Rafael  Ordóñez  S. 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Autos 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

13 

0 

13 

14 

1 

15 

7 

2 

9 

RAMO  PENAL 

7 

9 

16 

10 

14 

24 

7 

20 

27 

Sumas 

20 

9 

29 

24 

15 

39 

14 

22 

36 

SALA  SEGUNDA 

Magistrado  Licenciado 
Francisco  Menéndez 

Magistrado  Iiicenciado 
Octavio  Aguilar 

Magistrado  Licenciado 
J.  Lorenzo  Hurtado  P. 

Autos 

Sen- 

tencias 

Autos 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

4 

2 

6 

4 

3 

7 

5 

2 

7 

RAMO  PENAL 

7 

22 

29 

29 

22 

51 

20 

22 

42 

Sumas 

11 

24 

35 

33 

25 

58 

25 

24 

49 

SALA  TERCERA 

Magistrado  Licenciado 
Rafael  Nuila 

Magistrado  Licenciado 
Rosalío  Reyes 

Magistrado  Licenciado 
Teodoro  Díaz  M. 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

4 

0 

4 

3 

0 

3 

0 

4 

4 

RAMO  PENAL 

13 

18 

31 

5 

24 

29 

11 

8 

19 

Sumas 

17 

18 

35 

8 

24 

32 

11 

12 

23 

SALA  CUARTA 

Magistrado  Licenciado 
Eulogio  González 

Magistrado  Licenciado 
Jesús  Unda  Murillo 

Magistrado  Licenciado 
Abel  V.  Montúfar 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

9 

0 

9 

7 

2 

9 

1 

0 

1 

RAMO  PENAL 

13 

15 

28 

16 

22 

38 

3 

9 

12 

Sumas 

22 

15 

37 

23 

24 

47 

4 

9 

13 

Se  hace  constar  que  el  Magistrado  Suplente  Lie.  Pedro  R.  Morales,  fué  ponente  en  7 autos  y 10  sentencias 
del  Ramo  Criminal  y 4 autos  del  Ramo  Civil. 


SALA  QUINTA 

Magistrado  Licenciado 
José  Luis  P.  Vargas 

Magistrado  Licenciado 
Daniel  Arellano  h. 

Magistrado  Licenciado 
Ramón  Cadena 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

7 

2 

9 

2 

2 

4 

3 

1 

4 

RAMO  PENAL 

12 

36 

48 

6 

36 

42 

ir 

32 

43 

19 

38 

57 

8 

38 

46 

14 

33 

47 

SALA  SEXTA 

Magistrado  Licenciado 
Francisco  E.  Rodríguez 

Magistrado  Licenciado 
Augusto  Linares  L. 

Magistrado  Licenciado 
José  Leandro  Roda^ 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

2 

0 

2 

0 

0 

0 

2 

0 

15 

2 

RAMO  PENAL 

24 

13 

37 

16 

19 

35 

14 

29 

Sumas 

26 

13 

39 

16 

19 

35 

16 

15 

31 
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Ponencias  de  los  Magistrados  de  la  Corte  de  Apelaciones,  durante  el  mes  de  Junio  de  1935 


SALA  PRIftlERA 

Magistrado  Licencia  do 
Ricardo  Ortiz  S. 

Magistrado  Licenciado 
Luis  Barrutia 

Magistrado  Licenciado 
Rafael  Ordóñez  S. 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencáas 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

9 

2 

11 

11 

2 

13 

1 

2 

3 

RAMO  PENAL 

11 

8 

19 

1 

21 

22 

3 

21 

24 

Sumas 

20 

10 

30 

12 

23 

35 

4 

23 

27 

SALA  SEGUNDA 

Magistrado  Licenciado 
Francisco  Menéndez 

Magistrado  Licenciado 
Octavio  Aguilar 

Magistrado  Licenciado 
J.  Lorenzo  Hurtado  P. 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

17 

1 

18 

3 

1 

4 

1 

1 

2 

RAMO  PENAL 

25 

11 

36 

17 

17 

34 

21 

20 

41 

Sumas 

42 

12 

54 

20 

18 

38 

22 

21 

43 

SALA  TERCERA 

Magistrado  Licenciado 
Rafael  Nuila 

Magistrado  Licenciado 
Rosalío  Reyes 

Magistrado  Licenciado 
Teodoro  Díaz  M. 

Autos 

Total 

tenclas 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

8 

1 

9 

7 

1 

8 

4 

2 

6 

RAMO  PENAL 

7 

12 

19 

9 

13 

22 

10 

12 

22 

Sumas 

15 

13 

28 

16 

14 

30 

14 

14 

28 

SALA  CUARTA 

Magistrado  Licenciado 
Eulogio  González 

Magistrado  Licenciado 
Jesús  Unda  Murillo 

Magistrado  Licenciado 
Abel  V.  Montúfar 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

5 

2 

7 

6 

1 

7 

5 

1 

6 

RAMO  PENAL 

11 

18 

29 

13 

22 

35 

13 

19 

32 

Sumas 

16 

20 

36 

19 

23 

42 

18 

20 

38 

SALA  QUINTA 

Magistrado  Licenciado 
José  Luis  P.  Vargas 

Magistrado  Licenciado 
Daniel  Arellano  h. 

Magistrado  Licenciado 
Ramón  Cadena 

Autos 

Sen-  1 
tenclas 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

3 

1 

4 

3 

2 

5 

2 

1 

3 

RAMO  PENAL 

16 

28 

44 

4 

33 

37 

9 

32 

41 

Sumas 

19 

29 

48 

7 

35 

42 

11 

33 

44 

SALA  SEXTA 

Magistrado  Licenciado 
Francisco  E.  Eodvíguez 

Magistrado  Licenciado 

Augusto  Linares  L. 

Magistrado  Licenciado 

José  Leandro  Rodas 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 
tencias 1 

Total 

RAMO  CIVIL  

1 

0 

1 

3 

1 

4 

3 

0 1 

3 

RAMO  PENAL 

17 

14 

31 

11 

13 

24 

10 

13  1 

23 

Sumas 

18 

14 

32 

14 

14 

28 

13 

13 

26 

Departamento  de  Estadística  Judicial,  Guatemala,  1 1 de  Julio  de  1935. 


DEPARTAMENTO  DE  ESTADISTICA  JUDICIAL 


368  GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


369 


DEPARTAMENTO  DE  ESTADISTICA  JUDICIAL 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


370 


SafVJ.N33)iO<l 


D 

U 

Q 

< 

2 

O 

N 

n M i r 

co 

-- 

i 

- 

- 

eijuinosa 

- 

-- 

- 

UfllllBUIV 

“ 

O 

!u 

< 

o 

N 

pqoinO 

- 

- 

U?l3d  ^ 

- 

- 

- 

leqezi 

N M i 

- 

zedejsA  ^(^9 

- 

zedBJSA  ®MV 

- 

- 

[ ZONA  DEL  ORIENTE  1 

edeocz 

M M 

- 

- 

- 

- 

- 

EdE|ef 

- 

- 

E|mninbiq3  ^ 

-- 

- 

- 

j ZONA  DEL  OCCIDENTE  | 

uedüiuojox 

" 

zanb^daiiqons 

^C, 

- 

Bioios 

- 

— 

» 

- 

800JBW  UES  ^ 

: i ; 

- 

- 

- 



nainqiEjaa 

M M 

- 

CH 

o3uEU3)|ezanO  ^ 

i- 

- 

- 

oSuEuaianqanH  ^ 

i M’  M i 

- 

- 

- 

— 

I ZONA  DEL  CENTRO  | 

osaiaojcj  la 

> : 

zanb^daiBOPS 

- 

i 

oSuEuaiieuiiqo 

M M h M i 

E[Euia)Eno 

M i i 

^ : i L i M Msi  M -•'i 

! 

ESTADO  DE  CRIMINALIDAD 

MES  DE  MAYO  DE  1935 

! 

CONTRA  LA  SEGURIDAD 
INTERIOR  DEL  ESTADO 

Atentado  a la  autoridad 

Calumnias  3e:enies  de  la  autoridad 1 

Insultos  a la  autoridad ' 

DE  FALSEDAD 

Falsiíicación  de  moneda 

Falsificación  de  documentos  públicos , 

Falsificación  de  documentos  privados i 

Falso  testimonio . ' 

Acusación  calumniosa 

Usurpación  de  funciones 

Uso  público  de  nombre  supuesto 

Falsificación  de  marcas 

EN  EJERCICIO  DE 

CARGOS  PUBLICOS 

Infidelidad  en  la  custodia  de  presos.  - i 

Infidelidad  en  la  custodia  de  documentos ! 

Abusos  contra  particulares j 

Malversación  de  caudales  públicos | 

CONTRA  LAS  PERSONAS 

Parricidio 

Asesinato 

Homicidio 1 

Aborto j 

Lesiones 1 

Disparo  de  arma. 

CONTRA  LA  HONESTIDAD 

Adulterio 

Abusos  deshonestos 

Corrupción  de  menores I 
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CONTRA  SEGURIDAD 

Y LIBERTAD 
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Allanamiento  de  morada 
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PODER  JUDICIAL 

Presidente  del  Poder  Judicial  y de  la  Corte  Suprema  de  Justicia:  Licenciado  don 
JOSE  MARIA  REINA  ANDRADE.  — AvenidaLa  Reforma,  «Villa  Amalia». 


CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 


MAGISTRADO:  Licenciado  don  Federico  Ojeda  Salazar,  Callejón  de  Corona,  número  5. 
MAGISTRADO:  Licenciado  don  Carlos  Castellanos  R.  — 6a.  Calle  Poniente,  número  33. 
MAGISTRADO:  Licenciado  don  Alberto  Argueta  S.  — 6a.  Avenida  Norte,  número  34. 
MAGISTRADO:  Licenciado  don  José  Serrano  Muñoz.  — la.  Calle  de  Tívoli,  chalet  Villa  Emilia. 
SECRETARIO:  Licenciado  don  Juan  Fernández  Córdova.  — 9a|  Avenida  Sur,  número  68. 
OFICIAL  MAYOR:  Br.  don  Héctor  Fajardo  Cadena.  — 6a.  Calle  Poniente,  número  45. 


CORTE  DE  APELACIONES 


SALA  PRIMERA 
(Guatemala) ; 

Presidente:  Licenciado  don  Ricardo  Ortiz 
Sánchez,  4a.  Avenida  Sur,  No.  25. 

Magistrados  Propietarios:  Licenciado  don 
Luis  Barrutia,  7a.  Avenida  Sur,  número  57. — 
Licenciado  don  Rafael  Ordóñez  Solis,  6a.  Ave- 
nida Norte,  número  25. 

Fiscal:  Licenciado  don  Julio  César  Martí- 
nez Perales,  C.  R.  de  Ciudad  Vieja,,  No.  50. 

Procurador:  Licenciado  don  Manuel  Zece- 
ña  Beteta,  7a.  Calle  Oriente,  No,  15. 

Secretario:  Licenciado  don  Francisco  Ren- 
den C.,  4a.  Avenida  Norte,  No.  16. 

SALA  SEGUNDA 
(Guatemala) : 

Presidente:  Licenciado  don  Francisco  Me- 
néndez  B.,  11  Calle  Oriente,  No.  28. 

Magistrados  Propietarios:  Licenciado  don 
Octavio  Aguilar,  8a.  Avenida  Norte  final,  nú- 
mero 2.  — Licenciado  don  J.  Lorenzo  Hurtado 
P.,  9a.  Calle  Poniente  No.  58. 

Fiscla:  Licenciado  don  Miguel  Alvarez  L., 
8a.  Avenida  Sur,  No.  74. 

Procurador:  Licenciado  don  Héctor  Cruz  F., 
6a.  Avenida  Sur,  prolongación.  No.  9. 

Secretario:  Licenciado  don  Alfredo  Valle 
Calvo,  Avenida  Central,  No.  46. 

SALA  TERCERA 
(Guatemala): 

Presidente:  Licenciado  don  Rafael  Nuila, 
2a.  Avenida  Sur,  No.  34. 

Magistrados  Propietarios:  Licenciado  don 
Rosalío  Reyes,  3a.  Avenida  Norte,  No.  29.  — i 
Licenciado  don  Teodoro  Díaz  Medrano.  18  Ca- 

Fiscal:  Licenciado  don  Pedro  Contenti,  3a. 
Avenida  Norte,  No.  12. 

Procurador:  Licenciado  don  Eleazar  Ur- 
meneta,  la.  Calle  Poniente,  No.  13. 

Secretario:  Licenciado  don  Maximiliano 
García,  9a.  Avenida  Norte  No.  28. 


SALA  CUARTA 
(Quezaltenango) : 

Presidente:  Licenciado  don  Eulogio  Gon- 
zález R. 

Magistrados  Propietarios:  Licenciado  don 
Jesús  Unda  Murillo.  — Licenciado  don  Abel 
V.  Montúfar. 

Liscal:  Licenciado  don  Oscar  Zeceña. 

Procurador:  Licenciado  don  Luis  Gerardo 
Barrios. 

Secretario:  señor  don  Héctor  Madrid  C. 

SALA  QUINTA 
(Jalapa) : 

Presidente:  Licenciado  don  José  Luis  Var- 
gas Palencia. 

Magistrados  Propietarios:  Licenciado  don 
Daniel  Avellano  h.  — Licenciado  don  Ramón 
Cadena  Gutiérrez.  * 

Fiscal:  Licenciado  don  Francisco  Barrios 
Solís. 

Procurador:  Licenciado  don  Alfredo  Enri- 
que Figueroa  Palma. 

Secretario:  Licenciado  don  Virgilio  Alva- 
rez Castro. 

SALA  SEXTA 
(Totonicapán) : 

Presidente:  Licenciado  don  Francisco  En- 
rique Rodríguez  Gómez. 

Magistrados  Propietarios:  Licenciado  don 
Augusto  Linares  Letona.  — Licenciado  don 
José  Leandro  Rodas  Guzmán. 

Fiscal:  Licenciado  don  Valentín  Alvarez 
Pérez. 

P''ocurador:  Licenciado  don  Francisco  I>el- 
gadillo  Zamora. 

Secretario:  señor  don  Aurelio  Chacón  Be- 
nitez. 
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VOCALES  MILITARES 


CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

Propietarios:  General  de  División  don  J. 
Víctor  Mejia,  3a.  Calle  de  Tivoli,  No.  51  y Ge- 
neral de  División  don  Enrique  Haeussler,  5a. 
Calle  Poniente. 

SALAS  PRIMERA,  SEGUNDA  ¥ TERCERA 
DE  APELACIONES 

Propietarios:  Coronel  don  Julio  H.  Cór- 
zantes.  Penitenciaria  Central,  y General  de 
Brigada  don  Juan  B.  Alonzo,  Fuerte  de  San 
José. 


SALA  CUARTA  DE  APELACIONES 

Propietarios:  T.  Coronel  don  Manuel  San- 
tiago Mérida  y T.  Coronel  don  Manuel  de 
Paz  Marroquín. 

SALA  QUINTA  DE  APELACIONES 

Propietarios:  Coronel  don  Cecilio  Bonilla 
y Bonilla  y T.  Coronel  don  Adrián  Salazar 
Bonilla. 

SALA  SEXTA  DE  APELACIONES 

Propietarios:  General  de  Brigada  don  Isaac 
Dardón  M.  y Capitán  don  Ramón  Rodríguez 
E. 


JUECES  DE  PRIMERA  INSTANCIA 


Juez  lo.  del  departamento  de  Guatemala; 
Lie.  don  Carlos  Girón  Z.,  Avenida  La  Refor- 
ma. 

Juez  2o.  del  departamento  de  Guatemala: 
Lie.  don  J.  Joaquín  Palma,  Avenida  La  Re- 
forma. 

Juez  3o.  del  departamento  de  Guatemala: 
Lie.  don  Guilermo  Herrera,  3a.  Avenida  Sur, 
No.  56. 

Juez  4o.  del  departamento  de  Guatemala: 
Lie.  don  José  María  Moscoso,  7a.  Avenida  Sur, 
prolongaeión,  y Calle  Lima. 

Juez  5o.  del  departamento  de  Guatemala: 
Lie.  don  R.  Osear  Murga,  9a.  Avenida  Sur,  nú- 
mero 83. 

Juez  6o.  del  departamento  de  Guatemala: 
Lie.  don  Carlos  A.  Reeinos,  7a.  Calle  Ponien- 
te, No.  12. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Amatitlán:  Lio.  don  Eugenio  NuUa. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Alta  Verapaz:  Lie.  don  Antonio  Castañeda. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Ba.ia  Verapaz:  Lio.  don  Haroldo  Burilas. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Chimaltenango ; Lie.  don  Fernando  Juárez 

Aragón. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Chiouimula:  Lie.  don  J.  Arturo  Ruano  Mejia. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Escuintla;  Lio.  don  Alfonso  Cifuentes  Soto. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

El  Progreso:  Lio.  don  Alfonso  Gálvez. 

Comandante  de  Armas  del  departamento 
de  Guatemala;  General  de  División  don  J. 
F^anei.seo  Mollinedo. 

(Auditor  General  de  Guerra:  Lie.  don  Elí- 
seo Solis,  Avenida  Central  No.  10. 


Juez  Propietario  del  departamento  de 

Huehuetenango:  Lie.  don  Isauro  Berganza. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Izabal:  Lie.  don  Reginaldo  Menéndez. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Jalapa:  Lie.  don  Simón  R.  Oliva. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Jutiapa:  Lio.  don... 

Juez  lo.  Propietario  del  departamento  de 
Quezaltenango:  Lie.  don  Gonzalo  Menéndez 
de  la  Riva. 

Juez  2o.  Propietario  del  departamento  de 
Quezaltenango;  Lie.  don  J.  Juan  Alvarez. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Quiché:  Lie.  don  José  Luis  Lemus. 
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SECCION  JUDICIAL 


lURISPRyOENCIA  DE  LA  CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 


CIVIL 

JUICIO:  ordinario  seguido  por  la  señori- 
ta Raquel  Penagos,  como  cesionario  de 
don  Eduardo  von  Anshelm  Móller  con- 
tra The  Pacific  Bank  and  Trust  Co.  re- 
presentado por  los  liquidadores  don  Ri- 
cardo Enge  y don  Jack  Proby  Arms~ 
trong. 

DOCTRINA:  Estipulado  bajo  condición  re- 
solutoria un  acto  jurídico,  debe  probar- 
se que  se  realizó  tal  condición  para  exi- 
gir su  cumplimiento. 


Corte  Suprema  de  Justicia  Guatemala, 
diez  y siete  de  julio  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación, la  sentencia  de  fecha  veinte  de  di- 
ciemDre  de  mil  novecientos  treinta  y cua- 
tro pronunciada  por  la  Sala  Segunda  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  en  la  cual  se  con- 
firmó la  proferida  en  diez  y ocho  de  agos- 
to del  mismo  año,  por  el  Juez  2o.  de  Pri- 
mera Instancia  departamental,  en  el  jui- 
cio ordinario  que  la  señorita  Raquel  Pena- 
gos, como  cesionaria  de  don  Eduardo  von 
Anshelm  Móller,  entabló  contra  The  Paci- 
fic Bank  and  Trust  Company,  representa- 
do por  los  liquidadores,  don  Ricardo  Enge 
y don  Jack  Proby  Armstrong.  Las  partes 
fueron  auxiliadas  por  los  abogados  Anto- 
nio P.  Aguirre  y Roberto  Matos,  respecti- 
vamente. 

— I— 

El  diez  y ocho  de  Octubre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y tres,  la  señorita  Pena- 
gos, fundada  en  la  escritura  de  cesión  de 
derechos  que  le  otorgó  don  Eduardo  von 
Anshelm  Móller  el  catorce  de  Febrero  del 
mismo  año,  ante  los  oficios  notariales  del 
Licenciado  don  Domingo  de  León,  deman- 
dó al  Pacific  Bank  el  pago  de  la  canti- 
dad de  Once  mil  doscientos  cuarentidós 
pesos  sesentitrés  centavos  oro  americano, 
reclamación  que  basaba  en  los  hechos  si- 
guientes: el  veintiuno  de  Enero  de  mU  no- 
vecientos catorce  ante  el  Notario  don  Jo- 
sé Matos,  el  señor  Marcelino  Herrera  cele- 


bró con  los  señores  Schwartz  y Compañía 
de  esta  plaza,  un  contrato  de  préstamo  en 
cuenta  corriente  por  la  suma  de  diez  mil 
pesos  oro  americano  pagadera  con  las  co- 
sechas de  sus  fincas  “La  Esmeralda”  y 
“San  Antonio”,  las  cuales  en  ese  mismo  ac- 
to gravaba  con  primera  y especial  hipote- 
ca para  garantizar  el  cumplimiento  de  la 
obligación.  Con  el  consentimiento  de  los 
acreedores,  el  señor  Herrera,  vendió  sus 
citados  bienes  inmuebles  a Eduardo  Von 
Anshelm  MóUer,  quien  aceptó  en  todas  sus 
partes  las  obligaciones  contraidas  por  He- 
rrera con  los  Schwartz,  en  escritura  de 
ocho  de  agosto  de  mil  novecientos  catorce 
ante  el  Notario  Manuel  Martínez  Sobral; 
el  quince  de  Junio  de  mil  novecientos  vein- 
tinueve, von  Anshelm  Móller,  reconoció 
adeudar  a Schwartz  y Compañía,  la  suma 
de  cuarenta  y un  mil  cuatrocientos  seten- 
ta y nueve  pesos  treintiún  centavos  oro 
americano,  suma  que  arrojaba  la  liquida- 
ción del  crédito  originario,  por  capital  e 
intereses  y falsas  comisiones.  Posterior? 
mente  en  escritura  de  fecha  cuatro  de  Fe- 
brero de  mil  novecientos  treinta,  Adolfo 
Schwank  y Ricardo  Enge,  en  concepto  de 
apoderados  de  Schwartz  y Compañía,  hicie- 
ron cesión  del  crédito  a cargo  de  von  Ans- 
heim  Móller  a The  Pacific  Bank  and  Trust 
Company,  por  el  precio  de  cuarenta  y un 
mü  cuatrocientos  setenta  y nueve  do- 
llars  y treinta  y un  centavos  de  la  misma 
especie  de  moneda.  La  señorita  Penagos 
en  su  demanda,  hizo  notar,  que  cuando 
don  Eduardo  von  Anshelm  Móller,  reco- 
noció la  liquidación  del  crédito  en  cues- 
tión por  la  suma  ya  dicha  a favor  de  Sch- 
wartz y Compañía,  estos  señores  firmaron 
un  compromiso  en  el  cual,  reconocerían  co- 
mo deuda  real  y efectiva  de  Eduardo  von 
Anshelm  Móller,  la  cantidad  de  doce  mil 
quinientos  doUares,  con  la  única  condi- 
ción que  este  señor  pagara  el  día  treinta  5 
uno  de  Diciembre  de  mil  novecientos  vein- 
tinueve o antes,  la  suma  de  seiscientos  se- 
tenta y seis  pesos  cincuenta  centavos  oro 
americano  que  correspondía  a los  intere- 
ses de  dicha  cantidad  al  diez  por  ciento  a 
la  fecha  en  que  debería  hacerse  el  pago 
de  tal  suma  (treinta  y uno  de  diciembre 
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de  mil  novecientos  veintinueve)  pero  que, 
cuando  tuvo  necesidad  de  hacer  valer  los 
derechos  que  se  derivaban  del  documento 
en  que  se  convino  la  reducción  de  la  su- 
ma adeudada,  sufrió  el  desengaño  de  que 
la  escritura  de  reconocimiento  del  saldo 
de  cuarenta  y un  mil  y tantos  pesos  había 
sido  hecha  en  el  protocolo  del  Notarlo  Ale- 
jandro Arenales,  no  asi  el  otro  compromi- 
so que  no  era  más  que  un  documento  pri- 
vado, ignorando  los  motivos  que  tuvieron 
para  no  revestirlo  de  las  formalidades  de 
una  escritura  pública;  que  la  condición 
había  sido  cumplida  por  von  Anshelm  Mó- 
11er,  porque  en  esa  fecha,  treintiuno  de  di- 
ciembre de  mil  novecientos  veintinueve, 
el  saldo  en  su  contra'  no  llegaba  a esa  can- 
tidad; que  más  tarde,  en  el  mes  de  Noviem- 
bre de  mil  novecientos  treinta,  el  señor  En- 
ge en  representación  del  Pacific  Bank,  de- 
mandó ejecutivamente  el  pago  de  la  can- 
tidad de  cuarenta  y un  mil  cuatrocientos 
setenta  y nueve  pesos  treinta  y un  centa- 
vos oro  americano,  acompañando  como  ti- 
tulo la  escritura  que  autorizó  el  Notario 
Arenales,  a pesar  de  que  dicho  señor  es- 
taba enterado  de  los  compromisos  que  se 
habían  firmado  y de  que  se  había  cumpli- 
do con  verificar  en  tiempo  el  pago  de  la 
suma  convenida  en  concepto  de  intereses, 
pues  Enge  había  representado  tanto  a Sch- 
wartz  y Compañía,  como  al  Pacific  Bank; 
que  la  ejecución  prosperó,  sobre  todo, 
porque  no  había  sido  reconocido  el  docu 
mentó  privado,  y que  el  Banco  remató  las 
propiedades  por  el  sesenta  por  ciento  de 
la  cantidad  demandada,  otorgándosela  la 
escritura  traslativa  de  , dominio;  que  el 
día  que  se  inició  la  demanda  ejecutiva,  el 
Baldo  a favor  del  Banco  era  de  trece  mil 
seiscientos  cuarenta  y cuatro  pesos  ochen-* 
ta  y seis  centavos  ($13.644.86.  o.  a.),  y que 
si  éste  ejecutó  por  cuarenta  y un  mil  cua- 
trocientos setenta  y nueve  pesos  treinta 
y un  centavos  ($41.479.31  o.  a.),  había  de- 
mandado un  exceso  de  veintisiete  mil  ocho- 
cientos treinta  y cinco  pesos  ($27.835  o. 
a.),  pero  como  las  propiedades  fueron  re- 
matadas a favor  del  Banco  per  veinticua- 
tro mil  ochocientos  ochenta  y siete  pesos 
cincuenta  y seis  centavos  ($24.887.56  o.  a), 
o sea  por  el  sesenta  por  ciento  del  capital 
demandado  el  saldo  a su  favor  era  de  tre- 
ce mil  seiscientos  cuarenta  y cuatro  pe- 
sos ochenta  y seis  centavos  oro  america- 
no ($13.644.86  o.  a.),  siendo  indudable  que 
se  había  apropiado  indebida  e ilegalmen- 
te la  cantidad  de  once  mil  doscientos  cua- 
renta y dos  pesos  sesentitrés  centavos  oro 


($11.242.63  o.  a.),  que  por  su  calidad  de 
cesionaria  de  don  Eduardo  von  Anshelm 
Móller,  eran  de  su  propiedad.  Acompañó  la 
escritura  privada  debidamente  reconocida 
y las  posiciones  absueltas  por  el  señor  En- 
ge como  gerente  del  Pacific  Bank,  en  ias 
que  consta  el  aviso  dado  por  el  Banco  a 
von  Anshelm  Móller  y que  detallaba,  que  el 
saldo  de  la  cuenta  al  treinta  y uno  de  di- 
ciembre de  mil  novecientos  veintinueve  era 
de  doce  mil  cuatrocientos  setenta  pesos 
noventa  y un  centavos  incluyendo  seiscien- 
tos tres’  pesos  oro  americano  y cincuenta 
centavos  de  intereses;  que  ese  documento 
demostraba  que  se  habían  cubierto  los  in- 
tereses; y que  además,  en  las  respuestas 
dadas  por  Enge  existía  clara  confesión. 

Los  liquidadores  del  Pacific  Bank  ne- 
garon la  demanda  y manifestaron:  que 
era  cierto  que  el  quince  de  junio  de  mil  no- 
vecientos venitinueve  se  firmó  la  escritura 
de  reconocimiento  por  Eduardo  von  Ans- 
helm Móller,  y que  en  la  misma  fecha  se 
había  firmado  un  contrato  privado  en  el 
que  los  mismos  señores  Schwartz  y Com- 
pañía le  concedieron  la  opción  de  pagar 
los  intereses  al  diez  por  ciento  sobre  doce 
mil  quinientos  dólares  hasta  el  treinta  y 
uno  de  diciembre  de  mil  novecientos  vein- 
tinueve, para  que  por  ese  solo  hecho  su 
deuda  quedara  reducida  a esa  cantidad 
últimamente  citada,  haciéndole  condona- 
ción del  resto;  pero  que  don  Eduardo  von 
Anshelm  Móller  no  cumplió  la  condición, 
quedando  en  consecuencia  en  todo  su  vi- 
gor y fuerza  la  escritura  en  que  había  re- 
conocido el  saldo  que  constaba  en  la  escri- 
tura firmada  en  la  propia  fecha  en  que 
se  firmó  el  convenio  de  condonación  de 
parte  de  la  deuda;  que  el  Pacific  Bank  hu- 
bo ese  crédito  de  Schwartz  y Compañía  en- 
tre otros  que  compró  en  giobo,  pero  que 
considerando  la  insolvencia  del  deudor  y 
la  escasa  garantía,  se  le  dió  un  valor  esti- 
mativo de  diez  mil  dólares,  por  cuya  can- 
tidad se  operó  en  los  libros;  que  el  dia  de 
la  compra,  tres  de  enero  de  mil  novecien- 
tos veintisiete,  convinieron  con  Schwartz 
y Compañía,  que,  éstos  continuarían  ges- 
tionando el  reconocimiento  expreso  del  sal- 
do, y después  de  que  lo  lograron  y venció  el 
término  de  la  condición,  sin  que  fuera 
cumplida,  se  les  traspasó  formalmente  el 
crédito  por  escritura  que  autorizó  el  mis- 
mo Notario  Arenales  el  cuatro  de  Febrero 
de  mil  novecientos  treinta;  por  esa  razón 
el  saldo  de  don  Eduardo  von  Anshelm  Mó- 
ller, en  los  años  de  mil  novecientos  vein- 
tisiete a mil  novecientos  treinta,  aparece 
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con  un  saldo  de  menor  importancia;  que 
además  el  seis  de  Julio,  siete  de  Noviembre 
y diez  y ocho  de  Diciembre  de  mil  nove- 
cientos veintinueve,  el  señor  von  Anshelm 
Moller  y don  José  Herrarte  Sagastume  des- 
contaron en  el  Banco,  tres  Pagarés,  cuyo 
producto  liquido  fué  de  tres  mil  setecien- 
tos noventitrés  pesos  cuarenta  y tres  cen- 
tavos oro,  que  se  puso  a la  orden  de  von 
Anshelm  Moller  quien  la  giró  por  medio  de 
cheques;  esos  pagarés,  con  vencimientos 
de  veinte  de  diciembre  de  mil  novecientos 
veintinueve,  cinco  de  Mayo  y diez  y seis 
de  AbrU  de  mil  novecientos  treinta,  res-, 
pectivamente,  fueron  pagados  en  su  tota- 
lidad los  dos  primeros  y parcialmente  el 
tercero,  hasta  que  mucho  más  tarde  cubrió 
el  saldo  el  señor  Herrarte  Sagastume;  que 
no  consta  en  la  contabilidad  del  Banco 
que  von  Anshelm  MoUer  haya  enterado 
cantidad  alguna  con  destino  al  pago  de  los 
intereses  convenidos  ni  que  haya  tenido 
cuenta  corriente  con  el  establecimiento; 
la  estimación  del  crédito  en  diez  mil  dó- 
lares no  fué  un  simple  capricho  de  la  ge- 
rencia, sino  que  tal  estimación  obedeció  a 
lo  resuelto  por  la  Junta  Directiva  en  se- 
sión de  veintisiete  de  febrero  de  mU  no- 
vecientos treinta,  por  no  haberse  mejo- 
rado la  condición  comercial  del  crédito; 
que  al  hacerse  la  cesión  definitiva  al  Ban- 
co, se  modificó  la  cuenta,  habiéndose 
abierto  una  nueva  denominada  “saldo  du- 
dioso  d(e  Eduardo  von  Anshelm  Moller”, 
sin  que  eso  significara  que  se  habia  per- 
donado la  diferencia;  que  no  era  un  do- 
cumento oficial,  el  aviso  que  el  Banco  en- 
viaba porque  estaba  sujeto  a cambios  por 
error  y otra  circunstancia,  debiéndose  to- 
mar únicamente  como  un  simple  recor- 
datorio para  el  deudor;  y que  si  el  Banco 
había  demandado  una  cantidad  que  no  le 
correspondía  lo  natural  era  que  don 
Eduardo  von  Anshelm  Moller,  se  hubiese 
opuesto  a la  ejecución,  cosa  que  nunca  hi- 
zo, asi  como  tampoco  presentó  constancia 
que  acreditara  haber  satisfecho  los  intere- 
ses pactados. 

Contestada  en  sentido  negativo  la  de- 
manda, se  recibió  a prueba  el  juicio,  du- 
rante el  cual  se  rindieron  las  siguientes: 
por  la  parte  actora,  a)  posiciones  absuel- 
tas y documentos  reconocidos  por  el  repre- 
sentante del  Banco;  b)  inspección  ocular 
práctida  en  los  libros  de  contabUidad  del 
Banco;  c)  juicio  ejecutivo  seguido  por  el 
Banco  contra  von  Anshelm  Moller;  d)  jui- 
cio ejecutivo  seguido  por  Raquel  Penagos 
contra  el  Pacific  Bank.  La  parte  demanda- 


da rindió  las  que  siguen:  informe  emitido 
por  el  Departamento  Monetario  y Banca- 
rio;  b)  certificaciones  notariales  de  los  es- 
tractos  de  la  cuenta  de  von  Anshelm  Mó- 
11er;  c)  inspección  ocular  practicada  en  la 
contabilidad  del  Banco;  d)  juicio  ejecutivo 
que  siguió  el  Banco  contra  von  Anshelm 
Moller;  y e)  certificación  de  un  proceso 
que  este  último  siguió  contra  ei  Licencia- 
do Alejandro  Arenales  y Ricardo  Enge. 

El  Juez  de  los  autos,  después  de  haber- 
se llenado  las  ritualidades  del  juicio,  pro- 
nunció sentencia  absolutoria,  por  no  ha- 
berse probado  en  forma  legal  los  extremos 
de  la  demanda.  Pasado  el  juicio  a Segun- 
da Instancia  por  apeiación  interpuesta  por 
la  demandante,  fué  tramitada  en  forma 
legal  y el  día  señalado  para  la  vista,  el 
Pacific  Bank,  interpuso  la  excepción  de 
prescripción,  fundado  en  que  von  Anshelm 
Moller  no  objetó  el  convenio  de  acreedo- 
res, en  el  que  no  figuraba  su  pretendido 
crédito,  ni  apeló  la  nulidad  del  mismo 
dentro  del  año  siguiente  a su  aprobación 
conforme  al  Arto.  19  Dto.  L.  1812;  acom- 
pañó certificación  de  las  diligencias  de  ü- 
quidación  del  Banco,  y acta  notarial  en 
la  que  consta  que  don  Eduardo  von  Ans- 
helm Moller,  libró  dos  cheques,  uno  el 
treinta  y uno  de  diciembre  de  mil  nove- 
cientos veintinueve  por' doscientos  dólares 
y el  otro  por  veinticinco  dólares,  con  lo 
cual  se  probaba  aún  más,  que  el  saldo  dis- 
ponible el  treinta  y uno  de  diciembre,  era 
mucho  menor,  que  la  cantidad  que  tenia 
obligación  de  pagar  por  razón  de  los  inte- 
reses convenidos.  La  Sala  sentenciadora 
confirmó  en  todas  sus  partes  el  fallo  de 
Primera  Instancia. 

Al  serle  notificada  a Raquel  Penagos, 
la  sentencia  de  Segunda  Instancia,  profe- 
rida por  la  Sala  2a.  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones con  auxilio  de  los  Licenciados 
Isaías  Peñalonzo  R.  y Antonio  F.  Aguirre, 
introdujo  el  presente  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  sustanciad  del  pro- 
cedimiento y por  violación  de  ley  expre- 
sa, denunciando  como  infringidos  los  ar- 
tículos siguientes:  361,  369,  281,  315,  262, 
263,  264,  470,  471,  282,  339,  364,  374  y 942 
del  Dto.  2009;  1425,  1444,  1454,  del  Código 
Civü;  488  del  Código  de  Comercio;  709,  712, 
714,  774,  668  y 633  del  de  Procedimientos 
Civiles. 

Antes  del  día  señalado  para  la  vista,  la 
recurrente  citó  también  como  infringidos 
por  la  Sala  sentenciadora,  los  artículos  si- 
guientes: 287  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y Mercantil;  1632  y 1453  Código  Ci- 
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vil;  265  Decreto  272;  229  y 230  Código  de 
Comercio.  Por  quebrantamiento  sustan- 
cial  del  procedimiento,  citó  los  artículos: 
93  inciso  4o.,  263  y 507  inciso  3o.  del  Códi- 
go de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil. 

El  día  de  la  vista  don  Jack  Proby  Arms- 
trong  y don  Ricardo  Enge,  en  concepto  de 
liquidadores  de  The  Pacific  Bank  and 
Trust  Company  y Eduardo  von  Anshelm 
Móller,  como  apoderado  de  la  señorita  Ra- 
quel Penagos  W.  presentaron  sus  alegatos, 
fuera  de  la  exposición  in  voce  que  hicieron 
los  licenciados  don  Roberto  Matos  y don 
Isaías  Peñalonzo,  como  abogados  de  las 
partes.  Pedidos  los  antecedentes  y señalado 
día  para  la  vista,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  señorita  Raquel  Penagos  al  in- 
troducir el  recurso  de  casación  que  se  exa- 
mina, lo  funda  en  violación  de  ley  y en 
quebrantamiento  sustancial  del  procedi- 
miento; por  lo  que  para  proceder  con  or- 
den, debe  examinarse  previamente,  en  qué 
se  hace  constistir  el  qubrantamiento  de 
forma,  respecto  del  cual  cita  los  artículos 
siguientes:  93  inciso  4o.,  263  y 507  inciso 
3o.  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
Mercantil,  que  se  refieren,  el  primero  a 
que  se  notificara  personalmente  a los  in- 
teresados o a sus  legítimos  representan- 
tes, los  autos  de  apertura  a prueba  y en 
los  que  se  mande  a recibirlas;  el  segundo 
que  las  pruebas  se  recibirán  con  citación 
de  la  parte  contraria  y sin  este  requisito, 
no  se  tomarán  en  consideración,  y el  terce- 
ro, que  se  refiere,  que  se  estimará  infringi- 
do sustancialmente  el  procedimiento  por 
omisión  de  una  o más  de  las  notificaciones 
que  han  de  hacerse  personalmente,  con- 
forme al  articulo  93.  En  la  pieza  de  segun- 
da Instancia,  consta  que  después  del  seña- 
lamiento de  dia  para  la  vista,  y que  fué  el 
veintiocho  de  noviembre  del  año  pasado, 
los  señores  Jack  P.  Armstrong  y Ricardo 
Enge,  en  concepto  de  liquidadores  del  Pa- 
cific Bank  and  Trust  Company,  el  quince 
de  diciembre  presentaron  un  acta  notarial, 
y el  veintiocho  de  noviembre  los  mismos 
liquidadores  alegaron  y pidieron  que  se  tu- 
veira  presente  al  resolver  la  excepción  de 
prescripción  que  interponían,  en  ambas  so- 
licitudes, se  proveyó  mandando  agregarlas 
a sus  antecedentes,  y por  consiguiente  no 
está  dentro  del  caso  establecido  en  el  in- 
ciso 4o.  del  primer  articulo,  o sea  de  los  au- 
tos de  apertura  a prueba  y en  los  que  se 
mande  a recibirlas:  tampoco  está  el  que- 


brantamiento de  forma  comprendido  en 
ninguno  de  los  que  señala  taxativamente 
el  artículo  507,  por  lo  que  el  recurso  inter- 
puesto por  este  último  motivo,  también  es 
improcedente. 

CONSIDERANDO: 

Tanto  el  Juez  como  la  Sala  sentenciado- 
ra, al  proferir  sus  faiios,  tomaron  en  cuen- 
ta que  los  señores  Schwartz  y Compañía 
celebraron  con  don  Marcelino  Herrera  el 
veintiuno  de  Enero  de  mil  novecientos  ca- 
torce un  contrato  de  mutuo,  es  decir,  que 
los  primeros  dieron  al  segundo  diez  mil 
aólares  para  ser  reintegrados  con  las  cose- 
chas de  café  de  las  fincas  “La  Esmeralda” 
y "San  Antonio”  pertenecientes  al  segun- 
do, inmuebles  que  fueron  hipotecados  a 
los  acreedores  para  el  cumplimiento  de  la 
obligación  contraída  por  don  Marcelino. 
Don  Eduardo  von  Anshelm  Móller  poste- 
riormente, el  ocho  de  Agosto  del  mismo  año 
compró  las  fincas  ya  nombradas  a don 
Marcelino  Herrera  haciéndose  cargo  de 
pagar  el  gravamen  hipotecario  que  pesaba 
sobre  ellas.  El  quince  de  Junio  de  mil  no- 
vecientos veintinueve,  don  Eduardo  firmó 
a favor  de  los  señores  Schwartz  una  escri- 
tura de  liquidación  de  la  deuda  y recono- 
cimiento del  saldo,  que  ascendió  a la  suma 
de  cuarenta  y un  mil  cuatrocientos  seten- 
tinueve  pesos  oro  americano  y treinta  y 

un  centavos  de  la  misma  moneda  

($41.479.31),  garantizando  esta  cantidad 
adeudada,  con  primera  y especial  hipoteca 
de  las  fincas  ya  nombradas.  Ese  mismo 
día  don  Eduardo  y Schwartz  y Compañía, 
firmaron  un  documento  condicional  pri- 
vado, con  legalización  de  firmas  y en  el 
cual  los  señores  Schwartz  establecieron  qu  ;, 
si  el  día  treinta  y uno  de  Diciembre  de  mil 
novecientos  veintinueve  o antes,  don 
Eduardo  pagaba  seiscientos  setentiséis  pe 
sos  oro  americano  y cincuenta  centavos 
de  igual  moneda  ($676.50),  por  razón  de 
intereses,  por  ese  sólo  hecho  el  adeudo  to- 
tal de  cuarenta  y un  mil  cuatrocientos  se- 
tentinueve  pesos  oro  americano  y treinta 
y un  centavos  de  la  misma  moneda,  que- 
daría reducido  automáticamente  a doce 
mU  quinientos  pesos  oro  americano,  pues 
se  condonaba  al  señor  Móller  la  diferen- 
cia. 

Claramente  se  deslindó  en  el  curso  del 
juicio,  que  el  origen  del  litigio,  tuvo  lugar 
o nacimiento  en  el  contrato  de  condona- 
ción ya  aludido,  el  cual  estaba  sujeto  a 
una  condición  reso'utoria. 
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Como  la  condición  afecta  al  acto  jurídi- 
co y en  este  caso  especial  a la  obligación 
resultante  de  él,  se  analiza  ampliamente 
para  mejor  comprenderla.  La  condición 
puede  obrar  de  dos  maneras  sobre  el  de- 
recho a que  se  refiere,  según  el  modo  como 
haya  sido  establecido:  o bien  suspende  la 
adquisición  del  derecho  o bien  pende  de  su 
acaecimiento  la  resolución  del  mismo;  en 
otros  términos  o bien  la  adquisición  del 
derecho  sólo  tiene  lugar  si  la  condición  se 
cumple,  o bien  el  derecho  adquirido  desde 
el  momento  en  que  su  fuente  lo  origina, 
queda  resuelto,  es  decir,  sin  efecto,  si  la 
condición  se  cumple.  En  el  primer  caso  es 
condición  suspensiva,  en  el  segundo  con- 
dición resolutoria. 

En  el  fondo  toda  condición  es  suspensi- 
va, en  efecto,  es  propiedad  de  toda  con- 
dición hacer  incierta  y por  lo  tanto  tener 
en  suspenso  la  relación  a que  se  refiere. 

Efectos  de  la  condición  suspensiva.  Por 
la  mera  enunciación  de  su  concepto  sabe- 
mos que  ella  suspende  el  nacimiento  de  la 
obligación  hasta  el  momento  en  que  se 
cumple;  pero  interesa  precisar  cuáles  son 
sus  efectos  antes  y después  de  su  cumpli- 
miento; esto  es,  como  influye  en  la  situa- 
ción jurídica  creada  por  la  obligación  a 
que  afecta,  pendiente  y cumplida  la  condi- 
ción. Bajo  el  primer  aspecto,  se  plantea  el 
problema  de  precisar,  si  pendiente  la  con- 
dición, el  acreedor  tiene  algún  derecho  no 
obstante  ser  carácter  esencial  de  la  con- 
dición suspensiva,  el  de  suspender  o impe- 
dir el  nacimiento  de  la  obligación.  Parece 
que  tal  carácter  esencial  privará  en  abso- 
luto al  acreedor  de  todo  derecho,  lo  que  es 
una  consecuencia  lógica  del  concepto  ex- 
puesto. Por  esto,  cuando  el  derecho  se  ha- 
ce depender  del  cumplimiento  de  una  con- 
dición, no  existe  acción  a'guna  antes  de 
oue  la  condición  se  cumpla.  Los  efectos  de 
la  condición  suspensiva  cumplida.  El  in- 
mediato es  el  de  hacer  nacer  el  derecho 
en  favor  del  acreedor,  esto  e.s.  el  derecho 
nace  y se  hace  exisib'é  cuando  la  condi- 
ción se  cumple.  Pero  no  es  éste  el  sólo  efec- 
to de  la  condición  cumplida,  todos  los  au- 
tores de  Derecho  Civil  indican  que  e’lo  se 
retrotrae  al  momento  en  que  la  obligación 
.se  constituvó  y habrá  por  consiguiente  que 
co’ocarse  en  ese  momento  y en  la  situa- 
ción jurídica  de  las  partes  al  constituirse 
la  ób'igación.  para  determinar  desde  en- 
tonces. los  efectos  de  la  condición  cumpli- 
da. Por  la  condición  cumplida,  vuelven  las 
cosas,  por  decirse  así,  al  ser  y estado  en 
que  se  encontraban  en  ei  momento  de 


constituirse  la  obligación,  de  manera  que 
todo  lo  ocurrido  después,  afectaría  en  fa- 
vor o en  contra  al  acreedor  condicional. 

Efectos  de  la  condición  resolutoria.  Esta 
condición,  a diferencia  de  la  suspensiva, 
producirá  como  efecto  primordial,  el  de 
extinguir  la  obligación  a que  afecta.  Es- 
ta nace  y produce  todos  sus  efectos,  no 
obstante  la  condición  resolutoria,  pero  se 
extingue  y se  entiende  que  nunca  ha  exis- 
tido al  cumplirse  la  condición.  Los  efectos 
de  la  condición  resolutoria  cumplida,  co- 
mo ocurre  respecto  de  la  suspensiva,  ellos 
se  retrotraen  al  momento  en  que  la  obli- 
gación se  constituyó,  y la  consecuencia  se- 
rá a que  todo  lo  que  las  partes  hubiesen  ob- 
tenido por  virtud  del  contrato  celebrado 
tendrán  que  reintegrárselo  recíprocamente 
para  colocar  las  cosas  en  el  mismo  estado 
en  que  se  encontraban  en  el  momento  de 
su  celebración. 

Ahora  bien,  como  la  condición  no  fué 
cumplida  por  parte  de  don  Eduardo  von 
Anshelm  Móller,  The  Pacific  Bank  and 
Trust  Company,  demandó  ejecutivamente 
el  pago  del  monto  total  de  la  deuda,  eje- 
cución que  prosperó  hasta  el  extremo  de 
rematarse  las  propiedades  gravadas  por  el 
deudor,  por  el  sesenta  por  ciento  del  capi- 
tal demandado  o sea  por  la  suma  de  vein- 
ticuatro mil  ochocientos  ochentisiete  pesos 
oro  americano  y cincuenta  centavos  de  la 
misma  moneda  ($24.887.50).  Posteriormen- 
te, y por  medio  de  la  señorita  Raquel  Pe- 
nagos  W.,  en  calidad  de  cesionaria  de  los 
supuestos  derechos  de  don  Eduardo  von 
Anshe'm  Moller,  se  inició  el  presente  jui- 
cio, con  el  único  propósito  de  lograr  que  el 
Banco  que  ejecutó,  devuelva  la  suma  de 
once  mil  doscientos  cuarentidós  pesos  oro 

americano  y setentítrés  centavos 

f.íl  1 .242.73) , alegando  que  en  dicha  suma 
cnn  "istia  el  exceso  apropiado  ilegítlmamen- 
fp  p'->r  la  citada  Institución  Bancaria.  afir- 
’pqn-’-'  la  parte  actora,  que  si  se  cumplió 
la  cop'iición.  v que  la  óeuda  efectiva  v por 
' '"’pi  debió  según  ella,  seguirse  el  iuipin 
PiPP'’tivo.  era  solamente  ñor  doce  mil  qui- 
n^-nto.';  dollars  ($12.500.00). 

El  artículo  1457  del  Código  Civil,  expre- 
sa oue:  “Se  supone  oue  hav  condición  re- 
"niutnria  en  todo  contrato  bilateral,  y que 
é.sta  se  realiza,  cuando  uno  de  los  cnntra- 
t-antes  falta  al  cumplimiento  de  la  obúea- 
pión  en  la  parte  oue  le  concierne”.  Rela- 
cionando este  Articulo  con  el  14.50  del  mis- 
mo cuerno  de  leves,  que  dice:  “Realizada 
una  condición  resolutoria  o de  la  cual  de- 
pende la  extinción  del  contrato  vuelven  las 
cosas  al  estado  en  que  se  hallaban  anteg 
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de  celebrarse”,  no  puede  menos  de  aceptar- 
se que,  el  contrato  de  condonación  celebra- 
do  entre  el  deudor  don  Eduardo  von  Ans- 
helm  Moller  y Schwartz  y Compañía,  no 
tuvo  existencia  legal,  o más  bien,  no  tuvo 
vida  jurídica  para  tenerse  como  válidas  y 
exigibies  las  estipulaciones  en  él  contraí- 
das por  las  partes,  y fué  por  este  motivo 
que,  cuando  el  cuatro  de  Febrero  de  mil 
novecientos  treinta,  fecha  en  que  Sch- 
wartz y Co.,  traspasó  parte  de  su  cartera 
bancaria  a The  Pacific  Bank  and  Trust 
Company,  entre  la  cual  se  encontraba  el 
crédito  de  don  Eduardo,  esta  Institución 
Bancaria,  fué  acreedora  por  el  monto  to- 
tal del  crédito  de  cuarenta  y un  mil  cuatro- 
cientos setentinueve  pesos  oro  americano  y 
treinta  y un  centavos  de  la  misma  mone- 
da, por  cuya  cantidad  ejerció  la  acción  eje- 
cutiva que  le  competía  legalmente. 

Todo  esto  consta  de  manera  fehaciente, 
sin  que  exista  prueba  en  contrario,  toda, 
vez  que  siendo  Schwartz  y Compañía  una 
persona  jurídica  distinta  de  The  Pacific 
Bank  and  Trust  Company,  los  pagos  he- 
chos en  esta  última  Institución  Bancaria 
como  se  alega  para  el  efecto  de  que  se  to- 
maran en  cuenta,  debieron  haberse  hecho 
por  cuenta  de  Schwartz  y Compañía,  cum- 
pliendo asi  el  convenio  celebrado,  ya  que 
es  un  principio  general  de  derecho  que  la 
prueba  concierne  al  hecho  que  es  objeto  de 
la  controversia  y no  a los  principios  de  de- 
recho que  el  hecho  o hechos  regulen.  En 
virtud  de  todo  lo  expuesto,  en  lugar  de  vio- 
larse el  artículo  1425  del  Código  Civil,  por 
la  Sala  sentenciadora,  se  aplicó  rectamen- 
te. El  artículo  1444  del  mismo  cuerpo  legal, 
que  establece  que  en  las  obligaciones  de 
pagar  cierta  suma,  los  daños  que  cause  la 
demora,  se  reparan  con  los  intereses  esti- 
pulados, y en  su  defecto  con  el  interés  le- 
gal del  dinero,  por  todo  el  tiempo  que  se 
demore  su  entrega;  a no  ser  que  se  haya 
pactado  otra  cosa  en  cuanto  a daños  e in- 
tereses, no  es  el  caso  analizarlo  por  no  te- 
ner ninguna  aplicación,  y por  la  misma  ra- 
zón no  se  infringió  el  articulo  1632  de  esa 
misma  ley,  ni  el  265  del  Dto.  272. 

Como  el  traspaso  de  Schwartz  y Compa- 
ñía a favor  de  The  Pacific  Bank  and  Trust 
Company,  lleva  fecha  cuatro  de  febrero  de 
mil  novecientos  treinta,  y no  estando  pro- 
bado, que  se  hubiera  pagado  a favor  de 
Schwartz  y Compañía  por  don  Eduardo 
von  Anshelm  Moller,  la  cantidad  de  seis- 
cientos setentiséis  pesos  oro  americano  y 
cincuenta  centavos  ($676.50),  el  Tribunal 
sentenciador  no  pudo  violar  los  preceptos 


legales  contenidos  en  los  Artículos  361,  369, 
470,  471,  364,  942,  281,  315,  262,  264,  282,  339  y 
374  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
Mercantil,  sino  que  por  el  contrario  hizo 
recta  aplicación  de  ellos. 

Estipulado  bajo  condición  resolutoria  el 
acto  jurídico  y no  habiéndose  comprobado 
que  se  realizó  tal  condición  al  resolver  y 
declararlo  así  el  Tribunal  sentenciador,  en 
virtud  de  la  documentación  acompañada, 
en  lugar  de  violar  los  artículos  709,  712,  714, 
668,  663  y 774  de  Procedimientos  Civiles, 
los  aplicó  rectamente.  Tampoco  se  infrin- 
gieron los  artículos  229  y 230  del  Código  de 
Comercio,  que  se  refieren  a la  cesión  de 
créditos  mercantiles. 

CONSIDERANDO: 

La  parte  actora,  alegó  que  la  condición 
resolutoria  si  fué  cumplida,  porque  en  la 
cuenta  de  don  Eduardo  von  Anshelm  Mo- 
ller, que  existía  en  la  contabilidad  de  The 
Pacific  Bank  and  Trust  Company,  apare- 
cen cargadas  las  partidas  por  intereses  de 
seiscientos  cuarenta  y siete  dollars  y no- 
venta y dos  centavos  ($647.92) , cincuenta  y 
dos  dólares  y ocho  centavos  ($52.08),  y 
cuatro  mil  seiscientos  tres  dólares  y ochen- 
titrés  centavos  ($4.603.83),  del  veinticuatro 
de  Junio  al  treinta  y uno  de  Diciembre  de 
mil  novecientos  veintinueve.  La  Sala  sen- 
tenciadora estimó  con  acierto  que,  fué  pre- 
cisamente por  no  haberse  cubierto  los  in- 
tereses pactados,  que  se  cargaron  en  la 
cuenta  de  von  Anshelm  Moller,  las  sumas 
en  cuestión,  y por  consiguiente  que,  no  po- 
día apreciarse  ni  jurídica  ni  lógicamente 
nue  por  tales  hechos  se  hubiera  cumplido 
’a  condición  resolutoria. 

Para  afirmar  su  pretensión,  la  señorita 
Penagos  trató  de  establecer  que  se  trata- 
ba de  una  cuenta  corriente  existente  entre 
el  Banco  y don  Eduardo  von  Anshelm  Mo- 
ller, argumentando,  que:  lo.  “habían  cua- 
tro documentos  reconocidos  que  denomi- 
naban su  cuenta  como  cuenta  corriente 
(avisos  semestrales  que  corresponden  a los 
años  de  1929  y 1930),  en  la  pieza  de  posi- 
ciones y reconocimiento  de  documentos; 
2o.  que  en  las  posiciones  absueltas  por  el 
Gerente  del  Banco,  este  señor  denomina 
su  cuenta  como  cuenta  corriente  en  las 
respuestas  que  corresponden  a las  pregun- 
tas 6 y 18;  3o.  que  los  representantes  actua- 
les del  Banco,  al  ratificar  la  contestación  de 
la  demanda,  denominan  su  cuenta  como 
cuenta  corriente;  4o.  que  lo  mismo  hace 
el  Gerente  del  Banco  cuando  reconoce  los 
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avisos  semestrales  ya  mencionados;  y 5o. 
que  el  experto  señor  Godoy,  denominó  a su 
cuenta,  cuenta  corriente”.  A continuación 
se  pregunta:  ¿No  constituye  todo  esto  una 
prueba  suficiente  para  demostrar  que  el 
Banco  otorgó  el  crédito  en  cuenta  corrien- 
te y que  el  mismo  Banco  operó  en  su  cuen- 
ta en  forma  de  cuenta  corriente?”  No  de- 
be olvidarse  a este  respecto  que,  la  verda- 
dera naturaleza  y efectos  de  un  contrato, 
depende  de  las  condiciones  esenciales  del 
mismo  y del  objeto  que  se  propusieron  los 
contratantes  al  otorgarlo,  a cuyas  condi- 
ciones y objeto  hay  que  atender  cuando  se 
trata  de  su  cumplimiento  y no  a la  califi- 
cación que  arbitrariamente  le  hayan  dado 
las  partes. 

Si  la  afirmación  de  que  la  cuenta  de  don 
Eduardo  von  Anshelm  Mdller  era  cuenta 
corriente,  podría  aceptarse  por  el  movi- 
miento de  la  misma,  que  la  condición  si  se 
cumplió,  pero,  antes  de  pasar  adelante, 
procede  examinar  los  motivos  legales  que 
existen  para  no  pensar  que  la  cuenta  de 
von  Anshelm  Móller,  fué  cuenta  corriente 
en  el  sentido  jurídico  necesario  para  que 
produzca  los  efectos  del  contrato  mercan- 
til de  ese  nombre.  Enchavarri  y Vivanco 
en  los  Comentarios  al  Código  de  Comercio 
Español,  en  el  Tomo  III,  Pág.  26,  dice : “En- 
tiéndase, sin  embargo,  como  escribimos  al 
tratar  de  la  contabilidad  mercantil  que  las 
relaciones  contractuales  de  la  Cuenta  Co- 
rriente pueden  concebirse  sin  contabilidad 
adecuada  y aún  sin  escrito  a'guno  y a su 
vez  puede  existir  y existe  muchas  veces  el 
mecanismo  contable  de  la  Cuenta  Corrien- 
te sin  que  hayan  nacido  los  derechos  y de- 
beres correspondientes  a aquel  ‘ contrato”. 
Boistel,  al  hablar  del  carácter  de  la  Cuen- 
ta corriente,  estima  que  debe  deducirse  del 
conjunto  de  las  operaciones  comprendidas 
en  ella,  en  tal  forma  que  alguna  o a'gunas 
operaciones  civiles  que  se  mezclen  a toda.‘= 
las  mercantiles  no  hacen  variar  su  carác- 
ter ni  recíprocamente.  En  esta  situación  se 
encuentra  la  parte  actora  en  el  presente 
caso,  puesto  que  tan  sólo  pudo  llegar  a de- 
mostrar el  mecanismo  contable,  la  apa- 
riencia de  Cuenta  Corriente,  pero  en  nin- 
gún momento  adujo  razones  en  derecho  su- 
ficientes para  que  la  calificación  del  con- 
trato en  tal  sentido  no  dejara  lugar  a du- 
da. Para  demostrar  este  punto  de  vista, 
ba.sta  observar  lo  que'  al  respecto  precep- 
túa nuestro  Código  de  Comercio,  en  su  ar- 
ticulo 491,  en  que  al  referirse  a los  requi- 
sitos necesarios  para  la  existencia  de  la 
Cuenta  Corriente  dice:  “Inciso  2o. — Que 
todos  los  valores  del  débito  y crédito  pro- 


duzcan intereses  comerciales  o los  que  las 
partes  hubieran  estipulado.  Inciso  3o. — 
Que  a más  del  interés  de  la  cuenta  corrien- 
te, los  contratantes  tengan  derecho  a una 
comisión  sobre  el  importe  de  todas  las  re- 
mesas, cuya  realización  reclamare  la  eje- 
cución de  actos  de  verdadera  gestión.  La 
tasa  de  la  comisión  será  fijada  por  conve- 
nio de  las  partes  o por  el  uso”.  Y resulta 
evidente  que  tales  extremos  y requisitos 
legales  no  fueron  demostrados  en  el  pre- 
sente caso.  Por  otra  parte,  no  debe  olvidar- 
se que  el  Código  de  Comercio,  en  su  ar- 
tículo 493,  estatuye  que:  “Los  valores  re- 
mitidos y recibidos  en  cuenta  corriente  no 
son  imputables  al  pagro  parcial  de  los  ar- 
tículos que  ésta  comprende,  ni  son  exigibles 
durante  el  curso  de  la  cuenta.  El  Arto.  494 
estipula  aún  de  manera  más  clara  y cate- 
górica, que  las  sumas  o valores  afectos  a 
un  empleo  determinado,  son  extraños  a la 
cuenta  corriente  y como  tales  no  son  sus- 
ceptibles de  la  compensación  puramente 
mercantil  que  establecen  los  articulas  488 
y 498  del  mismo  Código  de  Comercio.  La 
sóla  transcripción  de  las  disposiciones  le- 
gales anteriores,  son  suficientes  para  que 
la  argumentación  de  la  parte  actora,  en 
cuanto  a la  inexistencia  del  contrato  de 
Cuenta  Corriente,  caiga  por  su  base  y des- 
aparezca por  consiguiente  del  juicio  pro- 
movido, tanto  más  si  se  toma  en  cuenta, 
el  origen  del  crédito  y la  no  existencia  de 
p’azo  alguno  para  liquidar  la  misma  cuen- 
ta. Por  todo  lo  expuesto,  no  fueron  violados 
los  Artos.  488  Código  de  Comercio;  y 1453 
1454  del  Código  CivU  de  1877. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  prescrito  por  los  artículos 
513,  514  y 521  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y Mercantil;  y 233  Dto.  1928,  dec'ara 
IMPPOOFOENTE  el  recurso  de  casación 
interpuesto,  y condena  a la  señorita  Raquel 
Penagos  W.,  al  pago  de  las  costas  del  mis- 
mo y a una  mu'ta  de  cincuenta  queztales, 
y en  caso  de  insolvencia,  sufrirá  la  pena 
de  cincuenta  dias  de  prisión  simple. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
gueta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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CIVIL 

JUICIO:  seguido  contra  Jesús  Gómez,  Fe- 
derico Flores  Barrios  y Cruz  Tavico  2o. 
Chivalán. 

DOCTRINA:  La  sanción  establecida  en  el 
Acuerdo  Gubernativo  fecha  18  de  junio 
de  1917,  sólo  era  aplicable  cuando  se 
omitía  la  remisión  del  extracto  a que  se 
refiere  dicha  disposición  legal. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y siete  de  Juiio  de  mii  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  que  más  adelante  se  relatará 
pronunciada  en  los  juicios  acumulados  que 
han  seguido  los  señores  Jesús  Gómez,  Fe- 
derico Flores  Barrios  y Cruz  Tavico  2o. 
Chivalán. 

RESULTA; 

El  veinticinco  de  Septiembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y uno,  don  Jesús  Gómez 
se  presentó  ante  el  Juez  Departamental 
de  Quiché  demandando  ejecutivamente  a 
don  Cruz  Tavico  2o.  Chivalán,  vecino  del 
cantón  “Chuacamán”,  y a su  fiador  man- 
comunado don  José  Urizar  Cabrera  por  ia 
cantidad  de  veintiséis  mil  pesos  billetes 
($26.000)  nacionales  de  la  antigua  emi- 
sión, que  Tavico  Chivalán  habla  recibido 
a mutuo.  Demandó  también  el  acreedor  los 
intereses  legales,  las  costas,  daños  y per- 
juicios consiguientes. 

Con  motivo  de  la  ejecución  proseguida 
por  la  parte  ejecutante  se  promovieron  los 
juicios  que  más  adelante  serán  relaciona- 
dos. 

Don  Jesús  Gómez  con  fecha  ocho  de  Oc- 
tubre de  mU  novecientos  treinta  y dos,  ini- 
ció tercería  excluyente  de  preferencia  para 
que  se  le  pagara  a él  en  primer  lugar  por 
haber  entablado  su  ejecución  en  una  fe- 
cha anterior  a la  expresada  en  la  escritu- 
ra que  Cruz  Tavico  2o.  Chivalán  otorgó  a 
favor  de  don  Federico  Flores  Barrios;  ex- 
puso además  el  señor  Gómez  que  deman- 
daba la  nulidad  del  instrumento  respecti- 
vo, en  virtud  de  no  aparejar  ejecución, 
pues  no  se  habían  tenido  a la  vista  los  do- 
cumentos anteriores  o el  Libro  de  Cuentas 
donde  existiera  el  saldo  deudor  en  contra 
Tavico  2o.  Chivalán:  que  se  pretendía  bur- 
lar sus  derechos  de  acreedor,  pues  esa  era 
una  deuda  supuesta;  y pedia  que  se  conde- 
nara al  demandante  en  las  costas,  daños 
y perjuicios,  tomando  en  cuenta  la  teme- 


ridad de  su  acción.  El  señor  Flores  Barrios 
manifestó  que  la  demanda  era  improce- 
dente, ya  que  él  (Flores)  tenia  el  carácter 
de  acreedor  hipotecario;  en  cuanto  al  se- 
gundo punto  de  la  demanda  bastaba  te- 
ner presente  la  definición  que  de  instru- 
mento nulo  da  la  ley,  para  evidenciar  lo 
extraño  de  la  afirmación  hecha  por  el  se- 
ñor Gómez;  y que  al  dictarse  sentencia  se 
le  dejaran  a salvo  sus  derechos  para  acu- 
sar po%injurias  y calumnias  al  actor.  En 
rebeldía  de  Tavico  se  tuvo  por  contestada 
negativamente  la  demanda. 

Don  Jesús  Gómez  el  diez  de  Enero  de 
mil  novecientos  treinta  y tres,  se  presentó 
ante  el  Juez  de  la.  Instancia  de  Quiché 
manifestando,  entre  otras  cosas,  lo  que  si- 
gue; que  ante  dicho  funcionario  habla  en- 
tablado una  ejecución  contra  Cruz  Tavico 
2o.  Chivalán  para  obtener  el  pago  de  vein- 
tiséis mil  pesos  bil'etes  de  los  antiguos  Ban- 
cos que  Tavico  2o.  Chivalán  le  adeudaba. 
El  documento  respectivo  fué  otorgado  a 
nueve  de  Mayo  de  mil  novecientos  treinta 
y uno.  Como  Chivalán  no  pagó  el  capital 
dentro  del  plazo  fijado,  tuvo  que  entablar 
la  demanda  que  acaba  de  mencionarse;  y 
en  esa  virtud  fueron  embargadas  las  fin- 
cas números  11.541  y 11.542,  embargo  que 
se  anotó  en  el  Registro  de  la  Propiedad 
Inmueble,  el  diez  y nueve  de  Octubre  del 
año  citado.  El  diez  y nueve  de  Enero  de 
mil  novecientos  treinta  y dos,  se  dictó  sen- 
tencia de  remate.  Llenados  los  requisitos 
legales  las  fincas  de  referencia  fueron  re- 
matadas a su  favor.  El  catorce  de  Sep- 
tiembre de  mil  novecientos  treinta  y dos, 
Cruz  Tavico  2o.  Chivalán  otorgó  a favor 
de  Federico  Flores  Barrios,  una  escritura 
pública  de  reconocimiento  de  crédito  por 
ochenta  y seis  mil  pesos  billetes,  garanti- 
zando el  pago  con  la  primera  y especial 
hipoteca  de  las  fincas  expresadas  con  an- 
terioridad. Como  se  ve  la  escritura  hipo- 
tecaria fué  otorgada  un  año  después  de 
haber  sido  anotado  su  derecho  (el  de  Gó- 
mez) en  el  Registro  de  la  Proniedad  In- 
mueble. Y que  fundándose  en  lo  dispues- 
to nnr  los  Arts.  10  17.  inciso  ouinto,  222 
del  Decreto  1656;  130,  132,  135  de!  Decreto 
número  273;  539,  542,  543,  544  del  Código 
de'  Procedimientos  Civiles  v 38  del  Decre- 
to número  1747.  iniciaba  demanda  contra 
Cruz  Tavico  2o.  Chivalán  y Federico  Flore.s 
Barrios  para  que  en  ,sii  onortunidad  se  de- 
clarara; lo.  que  es  nula  la  escritura  de  hi- 
poteca otoreada  ñor  Tavico  2o.  Chivalán  a 
favor  de  Flores  Barrios,  autorizada  por  el 
Notario  don  José  L,  Pinetta  el  catorce  de 
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Septiembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
dos,  y en  la  cual  consta  que  se  constituyó 
primera  y especial  hipoteca  sobre  las  fin- 
cas 11.541  y 11.542  folios  242  y 247  del  To- 
mo 56  del  Departamento  de  Quiché;  2o. 
que  es  nula  la  garantía  constituida  sobre 
las  fincas  mencionadas;  3o.  que  es  nula 
la  inscripción  de  la  hipoteca  hecha  en  el 
respectivo  Registro;  y 4o.  que  su  crédito 
debe  ser  pagado  con  preferencia  al  del  se- 
ñor Flores  Barrios.  Don  Federico  Flores 
Barrios  contestó  la  demanda  en  sentido 
negativo.  En  rebeldía  de  Cruz  Tavico  2o. 
Chivalán  se  tuvo  esta  otra  demanda  por 
contestada  negativamente. 

Don  Federico  Plores  Barrios,  el  primero 
de  Febrero  de  mil  novecieneos  treinta  y 
tres,  se  presentó  ante  el  Juez  de  la.  Ins- 
tancia del  Departamento  de  Quiché  enta- 
b'ando  demanda  a fin  de  que  se  declarase: 
lo.  su  preferencia  como  acreedor  hipote- 
cario con  respecto  a don  Jesús  Gómez, 
quien  ejecutaba  a Cruz  Tavico  2o.  Chiva- 
lán, habiendo  ya  anotado  su  embargo  sobre 
las  fincas  hipotecadas  números  11.541  y 
11.542,  el  diez  y nueve  de  Octubre  de  mil 
novecientos  treinta  y uno,  con  antelación 
a la  fecha  en  que  se  constituyó  el  grava- 
men o sea  el  catorce  de  Septiembre  de  mil 
novecientos  treinta  y dos;  y 2o.  la  nulidad 
del  juicio  ejecutivo,  del  embargo  y anota- 
ción que  acaban  de  mencionarse.  Flores 
Barrios  protestó  las  costas  y fundó  su  ac- 
ción en  el  hecho  de  que  no  fué  dado  el 
aviso  a la  Corte  Suprema  de  Justicia  de  la 
auténtica  que  figura  al  pie  del  documento 
que  sirvió  de  base  a la  ejecución.  A su  de- 
manda acompañó  el  actor  una  certifica- 
ción expedida  por  el  Secretario  de  la  Cor- 
te Suprema  de  Justicia  con  fecha  veinti- 
siete de  Enero  de  mil  novecintos  treinta  y 
tres,  donde  consta  que  en  el  légalo  corres- 
pondiente no  aparece  el  aviso  de  auténtica 
del  Notario  don  Marco  E.  Lónez  hecha  en 
un  documento  por  veintiséis  mil  Deso.s,  fir- 
mado por  José  Urizar  a ruego  de  Crus  Ta- 
vico a favor  de  Jesús  Gómez  en  Quiché  a 
nueve  de  Mayo  de  mil  novecientos  treinta 
y uno. 

Don  Jesús  Gómez  al  contestar  la  deman- 
da presentó  otra  certificación  expedida  por 
el  Secretario  del  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia en  que  se  hizo  constar:  aue  el  Nota- 
rio señor  López  sí  dió  el  aviso  de  la  autén- 
tica, con  fecha  veintidós  de  Septiembre  de 
mil  novecientos  treinta  y uno.  v fué  reci- 
bido en  dicha  Secretaría  el  veintiséis  del 
mismo  mes  y año.  Además,  el  señor  Gómez 
interpuso  la  excepción  perentoria  de  nuli- 


dad con  respecto  a la  certificación  presen- 
tada por  don  Federico  Flores  Barrios.  Eln 
rebe’dia  de  Cruz  Tavico  2o.  Chivalán  se 
tuvo  por  contestada  en  sentido  negativo  la 
demanda  entablada  por  el  señor  Flores 
Barrios. 

Don  Federico  Flores  Barrios  inició  “con 
fecha  once  de  Septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y tres,  una  tercería  de 
preferencia  en  el  pago  de  los  bienes  del 
deudor  y pidió  la  cancelación  del  embargo 
que  pesa  sobre  las  fincas  que  se  dejan  ya 
mencionadas.  Esta  demanda  tiene  el  mis- 
mo fundamento  que  la  relacionada  ante- 
riormente. El  señor  Flores  Barrios  junta-* 
mente  con  su  libe' o presentó  una  copia 
certificada  de  la  certificación  que  obra  al 
folio  12  del  juicio.  Don  Jesús  Gómez  con- 
testó esta  demanda  en  sentido  negativo 
manifestando:  que  el  Notario  señor  Ló- 
pez dió  en  su  oportunidad  el  aviso  de  la 
auténtica,  y por  lo  tanto  la  preferencia 
alegada  por  el  demandante  no  tenía  fun- 
damento alguno;  y concluyó  oponiendo  la 
excepción  de  nulidad  en  los  mismos  térmi- 
nos que  lo  había  hecho  al  contestar  la  pri- 
mera demanda.  Esta  demanda  se  tuvo  por 
contestada  negativamente  por  parte  del 
ejecutado. 

En  su  oportunidad  fueron  acumulados 
los  juicios  de  que  se  ha  hecho  mérito. 

Obran  en  autos  las  probanzas  rendidas 
por  Jesús  Gómez,  y Federico  Flores  Ba- 
rrios, Gómez  presentó:  a)  una  certifica- 
ción expedida  por  el  Director  del  2o.  Re- 
gistro de  la  Prppiedad  Inmueble  donde 
constan  las  inscripciones  de  dominio  de 
dos  lotes  de  terreno,  uno  ubicado  en  el  lu- 
gar que  se  denomina  “Pa'amop”  compues- 
to de  cinco  hectáreas;  y el  otro  de  siete 
hectáreas,  situado  en  “Sacajom”,  pertene- 
cientes a Cruz  Tavico  2o.  e inscritos  bajo 
los  números  11.541  v 11.542,  folios  246  y 247 
del  Tomo  56  de  Quiché.  Estas  fincas  sopor- 
tan: lo.  una  anotación  de  embargo  orde- 
nada por  el  Juzgado  de  la.  Instancia  del 
Departamento  de  Quiché  con  fecha  cinco 
de  Octubre  de  mil  novecientos  treinta  y 
uno,  en  virtud  de  ejecución  que  Jesús  Gó- 
mez sigue  contra  Cruz  Tavico  2o.  por  el 
pago  de  veintiséis  mil  pesos  biUetes;  v 2o. 
una  hipoteca  a favor  de  Federico  Flores 
Rarrio.s  por  ochenta  y nueve  mil  pesos  bi- 
lletes. según  escritura  eutnrizada  en  Qui- 
che, el  catorce  de  Septiembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y do.s.  por  e'  Notario  don 
José  L.  Pinetta:  y hV  la  certificación  exne- 
dida  por  el  Secretario  de  la  Corte  Supre- 
ma de  Justicia,  donde  se  hizo  constar  que 
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el  Notario  señor  López  dió  el  aviso  de  la 
auténtica  hecha  en  el  documento  otorga- 
do a favor  del  señor  Gómez  por  Tavico  2o 
Chivalán;  y el  señor  Fiores  Barrios  pidió 
que  se  tuvieran  como  pruebas  rendidas  por 
su  parte  las  dos  certificaciones  expedidas 
por  el  Secretario  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia,  una  el  veintisiete  de  Enero  de  mU 
novecientos  treinta  y tres,  presentada  por 
el  señor  Flores  Barrios,  y la  otra  que  pre- 
sentó el  señor  Gómez  para  establecer  que 
sí  se  había  dado  el  aviso  por  el  Notario  don 
Marco  E.  López,  pero  ya  fuera  de  tiempo. 

El  Juez  de  la.  Instancia  del  Departa- 
mento de  Quiché  puso  fin  al  juicio  decla- 
rando: lo.  que  en  cuanto  a la  demanda  de 
nulidad  y preferencia  promovida  con  fe- 
cha primero  de  Febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y tres,  por  el  señor  Federico  Flores 
Barrios  contra  los  señores  Jesús  Gómez  y 
Cruz  Tavico  2o.  Chivalán,  es  nu’a  la  au- 
téntica autorizada  con  fecha  nueve  de  Ma- 
yo de  mil  novecientos  treinta  y uno  por  el 
Notario  don  Marco  E.  López  y relativa  a la 
firma  del  señor  José  Urízar  T.,  que  signó 
a ruego  de  don  Cruz  Tavico  2o.  Chivalán 
el  documento  de  reconocimiento  del  crédi- 
to de  veintiséis  mil  pesos  billetes;  y que 
acerca  de  la  preferencia  en  el  pago,  se  ab- 
suelve a los  demandados;  2o.  que  siendo 
nulo  el  documento  que  sirve  de  base  al  jui- 
cio ejecutivo  seguido  por  el  señor  Jesús  Gó- 
mez contra  el  citado  Cruz  Tavico  2o.  Chi- 
valán, por  esta  circunstancia,  también  de- 
clara nulo  todo  lo  actuado  desde  el  escri- 
to de  demanda  hasta  el  estado  que  actual- 
mente guarda,  mandando  en  consecuen- 
cia a levantar  el  embargo  hecho  sobre  las 
fincas  11.541  y 11.542,  fo'ios  246  y 247  del 
Tomo  56  de  aquel  Departamento  (Qui- 
ché) ; y que  en  el  Registro  de  la  Propiedad 
Inmueble  se  proceda  a efectuar  la  respec- 
tiva cancelación:  3o.  que  en  la  demanda 
ordinaria  introducida  por  don  Federico 
Flores  contra  los  señores  Jesús  Gómez  y 
Cruz  Tavico  2o.  Chivalán,  que  también  ver- 
sa sobre  la  preferencia  en  el  pago,  se  ab- 
suelve a lo.s  demandados:  4o.  que  de  la  de- 
manda ordinaria  entablada  por  el  señor 
Jesús  Gómez  con  fecha  ocho  de  Octubre  de 
mil  novecientos  treinta  y dos,  contra  el  se- 
ñor Federico  Flores  y don  Cruz  Tavico  2o. 
Chivalán  absuelve  a dichos  señores;  5o. 
que  es  improcedente  'a  excepción  perento- 
ria de  nulidad  propuesta  por  don  Jesús  Gó- 
mez con  fecha  seis  de  Noviembre  de  mil 
novecientos  treinta  y tres,  toda  vez  que 
las  certificaciones  de  la  Secretaría  de  la 
Corte  Suprema  de  Justicia,  consignan  a- 


testados de  la  época  a que  se  refieren  y por 
consiguiente  no  se  excluyen  en  su  conte- 
nido; 6o.  que  no  ha  lugar  a que  se  inicie 
el  procedimiento  por  Injurias  y calumnias 
Isolicitado  por  ser  improcedente;  y 7o.  que 
no  hay  especial  condenación  en  costas. 

El  treinta  y uno  de  Enero  del  corrien- 
te año,  la  Sala  6a.  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, al  revocar  los  cinco  primeros  puntos 
que  contiene  la  sentencia  del  Juez  decla- 
ró: lo.  que  se  absuelve  a don  Jesús  Gó- 
mez y don  Cruz  Tavico  2o.  Chivalán  de  la 
demanda  entablada  por  don  Federico 
Flores  Barrios  el  primero  de  Febrero  de 
mil  novecientos  treinta  y uno,  sobre  pre- 
ferencia en  su  crédito  y nulidad  de  la  eje- 
cución seguida  por  don  Jesús  Gómez  con- 
tra don  Cruz  Tavico  2o.  Chivalán,  del  em- 
bargo respectivo  y de  su  anotación  en  el 
Registro;  2o.  que  absuelve  a don  Jesús 
Gómez  y a don  Cruz  Tavico  2o.  Chivalán 
de  la  demanda  que  el  mismo  señor  Flores 
Barrios  les  entabló  el  once  de  Septiembre 
de  mil  novecientos  treinta  y tres,  relati- 
va a preferencia  en  el  pago  en  forma  de 
tercería;  3o.  que  condena  a don  Federico 
Flores  Barrios  y a don  Cruz  Tavico  2o. 
Chiva’ án  en  la  demanda  entablada  por 
don  Jesús  Gómez  el  ocho  de  Octubre  de 
mil  novecientos  treinta  y dos,  sobre  ter- 
cería excluyente  de  mejor  derecho  prefe- 
rente; 4o.  que  absuelve  a don  Federico 
Flores  Barrios  y a don  Cruz  Tavico  2o. 
Chivalán,  de  la  demanda  sobre  nulidad  de 
la  escritura  de  hipoteca  constituida  por 
don  Cruz  Tavico  2o.  Chivalán  a favor  de 
don  Federico  Flores  Barrios  el  catorce  de 
Septiembre  de  mU  novecientos-  treinta  y 
dos,  demanda  que  lleva  fecha  diez  de  Ene- 
ro de  mil  novecientos  treinta  y tres;  5o. 
que  confirma  el  punto  6o.  de  la  sentencia 
apelada  en  el  sentido  de  que  no  ha  lugar 
al  procedimiento  de  injurias  y calumnia; 
y 6o.  que  confirma  el  7o.  punto  relativo  a 
que  no  hay  especial  condenación  en  cos- 
tas. 

El  cinco  de  Marzo  del  corriente  año,  la 
Sala  6a.  de  Apelaciones  a petición  de  don 
Jesús  Gómez,  amp’ió  su  sentencia  en  el 
sentido  de  que  no  procede  la  condenación 
en  daños  y perjuicios,  dec’arando  sin  lu- 
gar la  ampliación  en  cuanto  a las  costas 
y devolución  de  frutos. 

Estima  la  Sala  en  su  fallo  lo  que  sigue: 
lo.  que  el  Notario  don  Marco  E.  López  no 
omitió  dar  el  aviso  a la  Corte  Suprema  de 
Justicia,  sino  que  lo  dió  después  del  tér- 
mino señalado  por  el  Acuerdo  Gubernati- 
vo fecha  diez  y ocho  de  Junio  de  mil  no- 
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vecientos  diez  y siete,  y como  a la  vez  la 
legalización  contiene  los  demás  requisitos 
de  ley  y el  aviso  se  dió  mucho  antes  de 
que  se  constituyera  la  hipoteca  de  los  bie- 
nes de  Cruz  Tavico  2o.  Chivalán  a favor 
de  Federico  Flores  Barrios,  la  falta  come- 
tida por  el  Notario  no  puede  producir  la 
nulidad  del  instrumento  que  legalizó;  y 
por  consiguiente  no  es  nulo  el  documento 
que  le  sirvió  de  base  a don  Jesús  Gómez 
para  entablar  acción  ejecutiva  contra  el 
señor  Cruz  Tavico  2o.  Chivalán;  2o.  que 
teniendo  valor  legal  el  documento  otor- 
gado por  el  segundo  de  dichos  señores  a 
favor  del  primero  y que  autenticó  el  No- 
tario don  Marco  E.  López,  es  indubitable 
que  por  ser  anterior  a la  constitución  de 
la  hipoteca  de  los  bienes  del  señor  Tavico 
2o.  Chlva'án  a favor  de  don  Federico  Flo- 
res Barrios,  tiene  la  preferencia  en  el  pa- 
go por  estar  además  anotado  el  embargo 
con  anterioridad  a la  constitución  de  la 
hipateca;  3o.  que  no  es  procedente  decre- 
tar la  nuhdad  de  la  escritura  de  hipoteca 
constituida  por  don  Cruz  Tavico  2o.  Chi- 
valán a favor  del  señor  Flores  Barrios,  el 
catorce  de  Septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y dos,  porque  no  se  ha  demostra- 
do en  forma  legal  que  en  dicha  escritura 
se  hayan  dejado  de  cumplir  las  formali- 
dades establecidas  por  la  ley  ni  que  con- 
tenga actos  contra  disposiciones  terminan- 
tes de  la  misma,  pues  aunque  esa  hipo- 
teca fué  constituida  con  posterioridad  al 
embargo  trabado  en  virtud  de  la  ejecu- 
ción seguida  por  don  Jesús  Gómez  contra 
el  señor  Tavico  2o.  Chivalán,  claro  está 
que  el  señor  Flores  Barrios  aceptó  esa  hi- 
poteca con  los  gravámenes  y anotaciones 
que  tuvieran  las  propiedades  hipotecadas; 
y 4o.  que  por  la  época  en  que  fueron  enta- 
blados los  juicios,  se  ha  hecho  en  la  sen- 
tencia aplicación  de  las  disposiciones  le- 
gales que  entonces  se  encontraban  vigen- 
tes. 

Contra  el  fallo  de  segunda  Instancia, 
el  Licenciado  don  Benjamín  Lemus  Mo- 
rán  interpuso  recurso  de  casación,  como 
apoderado  del  señor  Federico  Flores  Ba- 
rrios, denunciando  infringidos  los  artícu- 
los tercero  y quinto  del  Acuerdo  Guberna- 
tivo de  fecha  diez  y ocho  de  Junio  de  mil 
novecientos  diez  y siete  y doscientos  cin- 
cuenta, inciso  undécimo  de  la  Ley  Cons- 
titutiva del  Poder  Judicial. 

Don  Jesús  Gómez  con  auxilio  del  Li- 
cenciado don  Marco  E.  López  se  adhirió 
al  recurso  interpuesto  por  el  apoderado 
del  señor  Flores  Barrios  en  lo  que  res- 


pecta a la  denegatoria  de  la  ampliación 
que  había  pedido  en  segunda  Instancia, 
pues  según  su  criterio  existen  motivos  le- 
gales para  condenar  a la  parte  contraria 
en  costas,  devolución  de  frutos,  daños  y 
perjuicios,  y fundó  su  petición  en  los  ar- 
ticu’os  505  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y Mercantil;  y 199  fracción  última 
del  Decreto  Legislativo  número  1928, 

El  Licenciado  Lemus  Morán  con  el  ca- 
rácter que  se  deja  ya  indicado,  solicitó 
nuevo  señalamiento  de  dia  para  la  vista 
del  asunto  por  no  haberse  verificado  la 
que  había  sido  señalada  para  el  veinticin- 
co de  Abril  del  corriente  año;  y además, 
citó  también  como  infringidos  los  artícu- 
los XIV  y V de  los  principios  fundamen- 
tales de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Ju- 
dicial. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  tercero  y quinto  del 
Acuerdo  Gubernativo  fecha  18  de  Junio 
de  1917,  establecen  respectivamente,  que 
los  Notarios  remitirán  a la  Secretaria  de 
la  Corte  Suprema  de  Justicia,  dentro  de 
los  tres  días  siguientes  a la  legalización 
del  documento,  un  extracto  del  mismo, 
con  indicación  del  bienio  y número  del 
papel  sellado  a que  se  refiere  el  punto  se- 
gundo de  este  acuerdo;  y que  las  auténti- 
cas sin  los  requisitos  indicados  serán  nu- 
las. En  el  caso  sub-júdice,  el  Notario  cum- 
plió con  remitir  el  extracto  prescrito  en 
la  primera  de  las  disposiciones  legales  que 
acaban  de  mencionarse,  y si  bien  es  ver- 
dad, que  lo  hizo  mucho  tiempo  después  del 
señalado  por  aquel  articulo,  también  lo  es, 
que  la  sanción  estatuida  en  la  última  dis- 
posición que  contiene  el  acuerdo  de  re- 
ferencia, no  debe  aplicarse  cuando  la  re- 
misión se  haga  tardíamente,  sino  al  ser 
omitida,  pues  esto  se  deduce  del  contex- 
to del  acuerdo  de  que  se  trata. 

Que  dadas  las  épocas  en  que  fueron  ce- 
lebrados los  contratos  es  evidente  que  son 
aplicables  a éstos  las  leyes  vigentes  al 
tiempo  de  su  celebración,  y en  cuanto  a 
que  se  hubiese  cometido  alguna  anoma- 
lía la  cual  no  concreta  el  recurrente,  en 
el  modo  de  reclamar  en  juicio  los  derechos 
que  de  ellos  resulten,  es  un  motivo  que  en 
su  oportunidad  debió  haber  invocado  el 
señor  Flores  Barrios  y no  intentar  hacer- 
lo valer  su  apoderado,  en  un  recurso  ex- 
traordinario que  no  procede  contra  cual- 
quier clase  de  irregu’aridades  del  procedi- 
miento judicial. 

En  virtud  de  lo  relacionado,  se  viene 
en  conocimiento  que  no  fueron  infringí- 
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dos  por  la  Sala  sentenciadora  los  artícu- 
los mencionados  anteriormente. 

CONSIDERANDO: 

Que  en  cuanto  a las  dos  disposicione.? 
legales  que  el  Licenciado  Lemus  Moran 
'■'ta  en  su  memorial  fecha  catorce  de  ma- 
yo (1935),  debe  tenerse  presente  que  el 
aUiculo  512  del  Decreto  Legislativo  No. 
2.009  establece  que  ei  escrito  en  que  se  in- 
terponga el  recurso  deberá  contener  in- 
disnensablemente  la  cita  de  ia  iey  o ieve.s 
infringidas;  y que  el  Tribunal  no  tendrá 
cuenta  otras  leyes  que  las  citadas  ai  in- 
terponerse el  recurso  o antes  del  señala- 
miento de  dia  para  la  vista  del  asunto.  El 
Licenciado  Lemus  Morán  sí  cumn'ió  con  ¡a 
primera  parte  del  mencionado  artículo, 
pero  no  con  lo  disnuesto  en  la  segunda, 
niies  en  el  otro  escrito  se  mencionan  tam- 
bién leves  vio’adas.  v esta  solicitud  la  hi- 
7.n  después  del  primer  señalamiento  de 
día  para  que  el  negocio  fuese  visto. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  recurso  interpuesto  por  don  Jesús 
Gómez  es  inadmisible,  en  primer  lugar, 
poroue  lo  entabló  de  una  manera  extem- 
poránea, pues  la  resolución  le  fué  notifi- 
cada el  once  de  Marzo  del  corriente  año, 
V su  escrito  de  casación  lo  nresenfó  con 
fecha  primero  de  Abril  retropróximo:  v 
en  segundo  lugar,  poi-one  si  bien  es  cicr- 
lo  oue  en  e.se  memorial  manifiesta  el  re 
cúrrente  oue  hav  muchos  motivos  legales 
para  condenar  a la  parte  contraria  en  cos- 
ta.s.  devolución  de  fndos.  daños  v periui- 
cio.s.  también  lo  es  oue  ei  señor  Gómez  no 
citó  como  infringida  ninguna  lev  re’ativa 
a dichas  materias. 

POR  TANTO; 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  estatuido  por  los  articu’os 
511.  512.  521  V 524  del  nód.ioo  de  Eniuicia- 
miento  Civil  v Mercantil,  den’ara  la  im- 
procedencia de  los  recursos  do  nue  se  hi- 
zo mérito  V condena  a don  Federico  F’o- 
res  Barrios  al  nago  de  las  co.stas  del  mis. 
mo  V a la  muHa  de  treinta  nuetzaies.  En 
ceso  de  inso’vencie  'beberá  sufrir  treinta 
días  de  prisión  simple. 

Notifiouese.  v con  certificación  do  in 
resuelto,  devuélvanse  los  autos  al  Juzga- 
do de  su  procedencia. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
iazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  ordinario  de  oposición  a un  ti- 
tulo supletorio  seguido  por  Anita  Mo- 
rales viuda  de  Roca  contra  María  Con- 
cepción Roca  de  Gálvez. 

DOCTRINA:  Los  instrumentos  públicos 
producen  fe  y hacen  plena  prueba. 

Los  tribunales  están  facultados  para  de- 
cretar, antes  de  resolver,  la  práctica  de 
las  diUgencias  a que  se  refiere  el  Arto. 
91  de  la  Ley  Constitutiva  del  P.  J. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y siete  de  Julio  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  en  casación  ia  sentencia  que  dic- 
tó la  Sala  2a.  de  la  Corte  de  Apelaciones 
en  el  .iuicio  ordinario  de  oposición  a un 
titulo  supletorio  seguido  por  Anita  Mora- 
les viuda  de  Roca  contra  María  Concep- 
ción Roca  de  Gálvez. 

RESULTA; 

— I — 

El  catorce  de  Abril  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro  se  presentó  doña  A.nita 
Mora'es  viuda  de  la  Roca  al  Juzgado  de 
la.  Instancia  del  departamento  de  Chi- 
mahenango  manifestando  que  por  el  pe- 
riódico oficial  se  había  enterado  de  que 
doña  María  Concepción  Roca  de  Gálvez 
pretendía  obtener  titulo  supletorio  de  un 
lote  de  terreno  denominado  “El  Carrizal”, 
ubicado  en  el  cantón  Quimal,  jurisdicción 
de  San  Martín  Jilotepeque;  que  como  en 
la  partición  de  bienes  protocolizada  ante 
el  notario  don  Adalberto  A.  Saravia  el 
veintisiete  de  agosto  de  mil  novecientos 
veinti.siete.  en  la  cual  fué  parte  la  men- 
cionada doña  Concepción,  el  terreno  cuvo 
fífulo  .sup’etorio  estaba  solicitándose  ba- 
ble «ido  adiudicado  a 'os  menores  biios 
de  la  presentada,  con  el  nombre  de  “T  os 
T enroles”  comparecía  a oponerse  a la  ti- 
fuiRción  referida. 

— II  — - 

La  señora  María  Concepción  Roca  con- 
testó oue  el  terreno  “Ei  Carrizal”  lo  ha- 
bía adouirido  ñor  herencia  de  su  madre 
doña  María  Encarnación  Roca  de  Roca, 
quien  a su  vez  lo  hubo  por  herencia  de 
su  padre  Lázaro  de  la  Roca,  de  suerte  que 
no  pudo  formar  parte  de  los  bienes  re- 
partibles en  la  mortual  de  don  Manuel 
Roca  Medina,  segundo  esposo  de  su  men-i 
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cionada  madre,  toda  vez  que  ningún  dere- 
cho tenia  éste  sobre  la  propiedad  de  la 
finca  en  cuestión;  que  por  lo  demás  nada 
tenia  que  ver  con  “Los  Laureles”,  pues 
ella  estaba  titulando  “El  Carrizal”. 

— III  — 

Durante  el  término  probatorio  fueron 
producidas  abundantes  pruebas  por  am- 
bas partes,  ya  documentales,  ya  testifica- 
les: entre  las  primeras  se  encuentran  el 
testimonio  de  la  partición  de  los  bienes 
que  quedaron  al  fallecimiento  de  don  Ma- 
nuel Roca  Medina,  cuyo  proyecto  fué  for- 
mulado por  el  Notario  don  Adalberto  A. 
Saravia  y obtuvo  la  aprobación  judicial 
en  auto  del  Juzgado  lo.  de  la.  Instancia 
de  este  departamento  de  siete  de  julio  de 
mil  novecientos  veintisiete.  En  dicha  par- 
tición se  hace  constar;  lo.  que  la  finca 
“Los  Laureles”  ubicada  en  el  municipio 
de  San  Martin  Jilotepeque,  compuesta  de 
una  caballería,  treinta  y dos  manzanas, 
no  inscrita  por  carecer  de  titulo,  queda- 
ba adjudicada  a los  menores  Jorge  Luis  y 
Manuel  Roca  Morales;  2o.  que  los  here- 
deros, los  mencionados  menores  represen- 
tadas por  la  madre  doña  Anita  Morales 
viuda  de  Roca  y doña  María  Concepción 
Roca  de  Gálvez,  manifestaron  que  no  te- 
nian  rúngún  reclamo  que  hacer  y que  la 
última  se  daba  por  pagada  y cancelada, 
tanto  por  herencia  materna  como  por  la 
paterna. 

Con  el  testamento  de  don  Lázaro  Roca, 
el  inventario  de  sus  bienes,  e inventarios 
de  los  bienes  que  tenia  don  Manuel  Roca 
Medina,  al  contraer  segundas  nupcias,  la 
señora  Roca  de  Gálvez  demostró  que  la 
finca  “El  Carrizal”  le  correspondía  por  he- 
rencia materna;  habiendo  acreditado  su 
posesión  por  medio  de  testigos,  posesión 
que  le  fué  quitada  de  orden  de  autoridad 
judicial,  en  cumplimiento  de  lo  dispues- 
to en  la  partición,  según  consta  en  las  di- 
ligencias respectivas. 

Por  último,  mediante  la  prueba  testimo- 
nial y la  inspección  ocular  verificada  en 
segunda  instancia  se  comprobó  plenamen- 
te que  “El  Carrizal”  y “Los  Laureles”  son 
dos  nombres  que  corresponden  a la  misma 
finca. 

— IV  — 

El  Juez  dictó  sentencia  con  fecha  vein- 
tiséis de  septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro,  absolviendo  de  la  de- 
manda a doña  María  Concepción  Roca  de 


Gálvez,  sin  especial  condenación  en  cos- 
tas, con  base  en  la  falta  de  prueba  por 
parte  de  la  actora,  quien,  no  llegó  a esta- 
blecer, expresa  el  fado,  que  el  terreno  “Los 
Laureles”  adjudicado  a los  menores  sea 
el  mismo  que  se  trata  de  titular. 

— V — 

El  juicio  pasó  en  apelación  a la  Sala 
2a.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  tribunal 
que  para  mejor  fallar  ordenó  la  práctica 
de  una  inspección  ocular  para  identificar 
ei  terreno  o terrenos  cuestionados,  dili- 
gencia que  la  propia  Sala  llevó  a cabo  se- 
gún consta  en  acta  que  obra  en  autos.  En 
seguida  resolvió  revocando  la  sentencia 
apelada  y mandando  suspender  definiti- 
vamente las  diligencias  seguidas  por  la  se- 
ñora Roca  de  Gálvez  para  obtener  titulo 
supletorio  del  terreno  “El  Carrizal”,  sin 
especial  condenación  en  costas. 

— VI  — 

Con  auxilio  del  abogado  don  Alejandro 
Ch.  Suazo,  introdujo  el  presente  recurso 
de  casación  la  parte  agraviada,  por  vio- 
lación, aplicación  indebida  y apreciación 
errónea  de  ley,  citando  como  infringidos 
los  artículos  259,  282,  370,  374,  386,  388, 
427,  428  y 433  del  Decreto  Legislativo  No. 
2009,  785  y 1096  del  Decreto  Legislativo 
1932. 

Señalado  dia  para  la  vista  las  partes 
presentaron  sus  respectivos  alegatos,  sien- 
do el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

La  prueba  producida  en  el  juicio  de- 
muestra plenamente:  lo.  que  la  finca  “El 
Carrizal”  perteneció  a Lázaro  de  la  Ro- 
ca, después  a su  hija  María  Encarnación 
Roca,  esposa  de  don  Manuel  Roca  Medina, 
y,  por  último,  a Maria  Concepción  Roca 
de  Gálvez;  2o.  que  la  citada  finca  “El  Ca- 
rrizal” es  la  misma  que  actualmente  lleva 
el  nombre  de  “Los  Laureles”;  y 3o.  que  es- 
ta propiedad  se  adjudicó  a los  menores 
Jorge  Luis  y Manuel  Roca  Morales,  hijos 
de  don  Manuel  Roca  Medina  y de  su  se- 
gunda esposa  doña  Anita  Morales  de  Ro- 
ca, en  la  partición  de  bienes  verificada  por 
el  contador  partidor  licenciado  Adalberto 
A.  Saravia,  con  el  pleno  consentimiento 
de  la  señora  Roca  de  Gálvez  y,  todavia, 
más,  con  su  expresa  renuncia  de  cualquier 
reclamo  por  cuestiones  relativas  a heren- 
cia paterna  o materna,  pues  “se  daba  por 
pagada  y cancelada”. 
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En  consecuencia,  aunque  no  cabe  duda 
que  en  la  partición  de  bienes  de  don  Ma- 
nuel Roca  Medina  se  incluyó  la  finca  “El 
Carrizal”,  que  no  era  de  su  pertenencia 
sino  de  su  hija  María  Concepción  Roca 
de  Gálvez,  debe  estarse  a lo  dispuesto  en 
dicho  instrumento  porque  esta  última, 
mayor  de  edad,  sin  ninguna  limitación  en 
el  ejercicio  de  sus  derechos,  convino  en 
la  adjudicación  expresa,  no  objetó  la  par- 
tición al  ser  oida  judicialmente,  ni  de- 
mandó su  nulidad  o falsedad,  por  cuyo 
motivo  tiene  valor  probatorio  como  ins- 
trumento público  y por  consiguiente  la 
acción  intentada  por  la  parte  actora  se 
encuentra  plenamente  establecida;  y al 
declararlo  así  el  Tribunal  de  sentencia  no 
infringió  los  artículos  259,  282  del  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil. 

Tampoco  están  quebrantados  los  artícu- 
los 370  y 371  del  mismo  Código  porque  la 
inspección  ocular  decretada  por  la  Sala  en 
auto  para  mejor  fallar  está  ajustada  a la 
ley  y de  acuerdo  con  las  facultades  que  la 
misma  otorga  a los  tribunales  para  el  es- 
clarecimiento de  los  hechos.  Tanto  esta 
inspección  como  el  acta  de  la  entrega  de 
la  finca  al  representante  de  la  madre  de 
los  menores  adjudicatorios  y varias  decla- 
raciones de  testigos,  demuestran  la  iden- 
tidad de  “El  Carrizal”  y “Los  Laureles”. 

La  prueba  de  testigos  a que  se  refieren 
los  artículos  386,  388,  427  y 433  del  Decre- 
to Legislativo  2009,  fué  recibida  de  entero 
acuerdo  con  la  ley  y desde  luego  demues- 
tra la  posesión  que  la  señora  Roca  de  Gál- 
vez ejercía  en  el  terreno,  pero  como  sobre 
esta  prueba  prevalece  el  instrumento  pú- 
blico de  la  partición  mencionada,  la  vio- 
lación que  se  denuncia  de  los  artículos 
citados  no  existe. 

Por  último,  los  artículos  785  y 1096  del 
Decreto  1932  no  están  infringidos:  el  pri- 
mero porque  el  articulo  1008  del  Código 
de  Enjuiciamiento  ordena  la  suspención 
por  la  oposición  que  se  haga  deduciendo 
igual  o mejor  derecho;  y el  segundo  que 
prescribe  que  en  ningún  tribunal  ni  ofici- 
na se  admitirán  escrituras  ni  documentos 
sujetos  a inscripción,  que  no  hubieren  si- 
do razonados  por  el  Registrador,  porque 
el  instrumento  público  que  sirve  de  base 
a la  declaratoria  del  fallo  se  encuentra 
debidamente  razonado,  aunque  no  inscri- 
to el  terreno  “Los  Laureles”,  por  carecer 
de  título. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo además  en  los  artículos  512  y 521  del 


Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercan- 
til, DESESTIMA  el  recurso  interpuesto, 
condena  en  costas  al  recurrente  y al  pa- 
go de  veinticinco  quetzales  de  multa  o a 
sufrir,  en  caso  de  insolvencia,  veinticinco 
dias  de  prisión  simple. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario,  seguido  por  Clara  Esco- 
bar contra  Jerónimo  Chávez  Escobar. 

DOCTRINA:  Los  instrumentos  públicos  son 
nulos  cuando  contienen  un  acto  contra- 
rio a terminantes  disposiciones  de  la  ley. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiséis  de  Julio  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  la  Sala 
3a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  fecha  vein- 
te de  febrero  del  año  en  curso,  proferida  en 
el  juicio  ordinario  seguido  por  Clara  Esco- 
bar contra  Jerónimo  Chávez  Escobar. 

RESULTA: 

— I — 

El  primero  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro  se  presentó  al  Juzgado  3o. 
de  la.  Instancia  de  este  departamento  la 
señora  Clara  Escobar  bajo  la  dirección  del 
abogado  don  David  E.  Galicia,  y en  ejer- 
cicio de  la  patria  potestad  sobre  sus  hijos 
Carlos  Enrique,  Clara  Alicia  y Julia  Pal- 
mira  Escobar  Tobar,  demandando  de  don 
Jerónimo  Chávez  Escobar  la  rendición  de 
cuentas  de  la  administración  de  los  bienes 
que  los  expresados  menores  adquirieron  en 
la  sucesión  testamentaria  de  su  padre  don 
Federico  Tobar  Polanco,  la  nulidad  de  la 
escritura  pública  de  doce  de  febrero  de  mil 
novecientos  treinta,  autorizada  por  el  no- 
tario don  Hugo  Torselli,  que  contiene  el 
finiquito  otorgado!  por  la  demandante,  y la 
devolución  dentro  de  tercero  día  de  la  su- 
ma de  ocho  mil  setecientos  cincuenta  pe- 
sos oro  americano  a que  dicha  escritura 
se  refiere,  como  pago  de  honorarios  de- 
vengados por  Chávez  Escobar  en  su  ca- 
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rácter  de  apoderado  de  la  madre  de  los 
herederos,  y la  entrega,  además,  de  las 
cantidades  que  de  conformidad  con  la 
rendición  de  cuentas,  debidamente  docu- 
mentadas, deba  presentarse  y justificar. 

Contestó  el  señor  Chávez  Escobar,  con 
auxilio  del  abogado  don  Carlos  Martínez 
Oliva,  alegando  no  haber  desempeñado  ad- 
ministración alguna  de  bienes  sino  única- 
mente ejercido  el  poder  que  la  demandan- 
te le  otorgó,  por  sí  y como  representante  de 
sus  menores  hijos;  carácter  con  el  cual  le 
rindió  cuentas  extrajudicialmente  obte- 
niendo de  ella  el  finiquito  respectivo.  Se 
reservó  alegar  sobre  los  extremos  de  la  de- 
manda y concluyó  oponiendo  las  excepcio- 
nes de  pacto  de  no  pedir  y de  falta  de  ac- 
ción, pidiendo  la  resolución  como  punto 
de  derecho. 

— II  — 

Durante  el  término  probatorio  que  se 
decretó  fueron  producidas  las  pruebas  si- 
guientes: 

Parte  actora — 

a)  juicio  ordinario  que  ante  el  mismo 
Tribunal  siguió  Chávez  Escobar  para  ob- 
tener la  aprobación  de  la  rendición  extra- 
judiicial  de  cuentas  que  hizo  a Clara  Esco- 
bar; juicio  que  terminó  con  sentencia  ab- 
solutoria que  fué  confirmada  por  la  Sala 
respectiva; 

b)  posiciones  articuladas  al  demanda- 
do, en  que  confesó:  que  únicamente  fué 
albacea  de  la  mortuoria  de  Federico  To- 
bar Polanco;  que  actuó  únicamente  como 
apoderado  judicial  de  la  señora  Escobar; 
que  por  el  ejercicio  del  poder  no  pactó  ho- 
norarios y que  los  que  le  pagó  la  poder- 
dante “fueron  voluntariamente  hechos 
por  ella”;  que  compró  la  casa  número  uno 
de  la  primera  calle  poniente;  que  siguió 
juicio  de  rendición  de  cuentas  y que  no 
administró  bienes. 

c)  juicio  de  rendición  de  cuentas,  es- 
pecialmente, los  escritos  de  cuatro  y cin- 
co de  marzo  de  mil  novecientos  treinta, 
los  cuales  contienen  la  demanda  y su  am- 
pliación; 

di  testimonio  de  la  escritura  cuya  nu- 
lidad se  demanda; 

e)  testimonio  del  poder  conferido  al 
demandado; 

f)  sentencias  en  el  mismo  juicio  de 
rendición; 

g)  certificación  expedida  por  el  Direc- 
tor del  Primer  Registro  de  la  Propiedad 
Inmueble,  en  que  constan  los  bienes  que 


fueron  adjudicados  a los  menores  en  la 
partición  de  la  mortual  de  Tobar; 

h)  certificación  expedida  por  la  Se- 
cretaria del  Juzgado  5o.  de  la.  Instancia 
que  contiene  las  sentencias  de  primera  y 
segunda  instancia  en  el  juicio  criminal 
que  se  siguió  contra  el  señor  Chávez  Esco- 
bar por  estafa  y certificación  del  acta  le- 
vantada por  el  Juez  3o.  de  Paz  al  verificar 
la  captura  del  acusado. 

Por  la  parte  demandada: 

a)  certificación  del  secretario  de  la 
Sala  2a.  de  Apelaciones  del  acta  de  entre- 
ga de  bienes  de  los  menores  verificada  por 
Chávez  Elscobar.  Eín  esta  acta  consta  que 
estuvo  presente  Clara  Elscobar  y firmó,  pe- 
ro no  se  expresa  qué  bienes  recibió; 

b)  escritura  pública  de  doce  de  noviem- 
bre de  mU  novecientos  veintinueve,  autori- 
zada por  el  notario  Antonio  Nájera  Cabré-' 
ra;  en  que  Clara  Elscobar,  como  madre  de 
los  menores,  se  da  por  recibida  de  todos 
los  bienes  y otorga  carta  de  pago  y fini- 
quito de  cuentas; 

c)  escritura  pública  de  doce  de  noviem- 
bre de  mil  novecientos  veintinueve,  auto- 
rizada por  el  notario  Antonio  Nájera  Ca- 
brera, en  que  el  licenciado  Julio  E.  López 
declara  solvente  a Clara  Elscobar  por  la 
suma  de  quince  mil  quetzales  que  le  pagó 
por  honorarios  devengados  en  el  arreglo 
de  la  mortuoria  de  Tobar.  Elste  documento 
io  presentó  como  prueba  para  demostrar, 
dijo,  que  ella  administraba  los  bienes  de 
sus  hijos; 

d)  certificación  del  Primer  Registro  en 
que  consta  que  Clara  Elscobar  canceló  va- 
rios créditos  a cargo  de  la  mortual; 

e)  certificación  expedida  por  el  Secre- 
tario del  Juzgado  5o.  de  la.  Instancia  que 
contiene  las  declaraciones  prestadas  por 
los  testigos  Maximiliano  Asteguieta  y Hor- 
tensia Monroy,  en  el  proceso  que  ante  el 
mismo  Tribunal  se  siguió  por  estafa  con- 
tra el  señor  Chávez  Elscobar,  relativas  a es- 
tablecer por  medio  de  un  interrogatorio 
que  contestaron  afirmativamente,  que 
Clara  Escobar  obró  libremente  y sin  coac- 
ción alguna  en  el  otorgamiento  de  la  es- 
critura de  finiquito; 

f)  certificación  de  unas  diligencias  so- 
bre exhibición  de  libros  pedida  por  la  se- 
ñora Elscobar  contra  el  señor  Chávez,  que 
se  declaró  sin  lugar. 

— m — 

Antes  de  fallar  se  dió  intervención  al 
Ministerio  Público  y el  abogado  represen- 
tante de  dicho  organismo  se  presentó  ha- 
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ciendo  una  exposición  de  los  hechos  y de- 
nunciando infracciones  penales  cometidas 
por  Chávez  Escobar  en  el  manejo  de  los 
bienes  de  los  menores.  Este  contestó  ne- 
gando al  Ministerio  Público  el  derecho  de 
terciar  en  el  juicio  porque  el  caso  no  está 
comprendido  entre  los  que  la  ley  requiere 
aquella  intervención. 

El  Juez  dictó  sentencia  el  cinco  de  julio 
del  año  próximo  pasado,  y considerando 
que  Chávez  Escobar  demandó  la  aproba- 
ción de  cuentas  de  su  administración,  no 
como  aibacea  sino  como  apoderado  y que 
si  administró  bienes,  pues  de  lo  contrario 
no  se  habría  otorgado  finiquito;  y que  poi 
otra  parte,  al  aceptar  el  poder  no  pactó 
honorarios  y por  consiguiente  la  cantidad 
que  recibió  es  indebida  tanto  más  cuanto 
que  no  hubo  autorización  judicial  para 
el  efecto,  declaró  nula  la  escritura  de  do- 
ce de  febrero  de  mil  novecientos  treinta; 
que  Chávez  debe  devolver  dentro  de  ter- 
cero dia  la  suma  de  ocho  mil  setecientos 
cincuenta  quetzales  que  recibió  indebida- 
mente ; y que  las  costas  son  a cargo  del 
demandado. 

— IV  — 

Apelada  la  sentencia  pasó  el  juicio  a la 
Sala  3a.  y al  hacer  uso  del  recurso  el  ape- 
lante expuso  ampliamente  las  razones  que 
le  parecieron  pertinentes  en  la  defensa  de 
sus  derechos;  insistió  en  que  nunca  ad- 
ministró bienes;  que  hizo  uso  simplemente 
de  un  poder  que  le  confirió  la  señora  Es- 
cobar; que  el  finiquito  tiene  doble  forma- 
ción, pues  fué  otorgado  por  ella  en  su  pro- 
pio nombre  y como  representante  de  sus 
hijos  y voluntariamente  le  hizo  el  pago, 
por  lo  que  si  hubo  dilapidación  debe  res- 
ponder ante  los  menores  la  madre  que  era 
la  administradora. 

Más  adelante  alegó  de  nuevo  exponien- 
do que  el  contrato  que  se  pretendió  decla- 
rar nulo  no  lo  es  porque  contiene  todos 
los  requisitos  que  exige  la  ley  civil;  que 
habiendo  finiquito  no  puede  entablarse 
acción  nueva  porque  con  aquél  se  ha  pues- 
to fin  a la  acción;  que  la  Escobar  no  nece- 
sitaba de  autorización  para  sus  actos  per- 
sonales, entre  los  que  comprende  el  pago 
de  la  suma  cuya  devolución  se  demanda; 
y que  la  cahdad  de  apoderado  no  impli- 
ca que  haya  administración  de  bienes  y 
que  por  el  contrario  estima  demostrado 
que  ella  recibió  personalmente  todos  los 
bienes  de  los  menores  y los  administró;  y, 
por  último,  que  a rigor  de  cálculos  mate- 
máticos quedó  demostrado  que  la  Escobar 


verificó  pagos  cuyo  monto  es  superior  al 
haber  de  los  menores  y por  consiguiente 
el  pago  que  le  hizo  también  lo  verificó  con 
sus  propios  fondos. 

En  esta  instancia  fueron  presentadas 
certificaciones  relativas  a pasajes  de  dili- 
gencias voluntarias  seguidas  por  la  seño- 
ra Escobar  para  hipotecar  bienes  de  sus 
hijos;  y la  sentencia  proferida  en  el  pro- 
ceso que  por  el  delito  de  daños  se  siguió 
contra  la  expresada  Escobar  por  acusación 
del  propio  señor  Chávez,  en  que  consta 
que  ella  quedó  absuelta  del  cargo. 

El  veinte  de  febrero  del  corriente  año 
la  Sala  dictó  sentencia  confirmando  la  de 
primera  instancia  con  la  ampliación  de 
aeciarar  improcedentes  las  excepciones  de 
falta  de  acción  y de  pacto  de  no  pedir.  El 
Tribunal  considera  que  la  administración 
de  los  bienes  verificada  por  Chávez  Escobar 
está  probada  con  la  confesión  de  él  mis- 
mo en  la  demanda  que  interpuso  sobre 
rendición  de  cuentas;  que  el  poder  gene- 
ral se  refiere  a los  bienes  de  los  menores, 
y,  por  consiguiente,  está  obligado  a ren- 
dir cuentas.  Que  la  circunstancia  de  que 
la  señora  Escobar  tuviese  la  administra- 
ción de  bienes  no  exime  al  administrador 
delegado  para  rendirlas  y la  rendición  de- 
be hacerse  con  las  formalidades  legales 
por  lo  que  el  finiquito  no  puede  tener  va- 
lor alguno  por  contravenir  disposiciones 
terminantes  de  la  ley.  Que  el  mandato  de- 
be reputarse  gratuito  cuando  no  hay  pac- 
to previo  de  honorarios;  y que  la  entrega 
que  ella  hizo  a Chávez  de  la  suma  a que 
se  refiere  la  escritura  debe  conceptuarse 
como  indebida  porque  no  podía  disponer 
de  esa  cantidad  sin  autorización  judicial. 

CONSIDERANDO: 

La  escritura  de  doce  de  febrero  de  mil 
novecientos  treinta  contiene  dos  actos  dis- 
tintos: finiquito  otorgado  por  la  señora 
Escobar  a favor  del  apoderado  y pago  de 
la  suma  de  ocho  mU  setecientos  cincuen- 
ta pesos  oro  americano  por  el  ejercicio  del 
poder. 

Los  instrumentos  públicos,  expresaba  el 
artículo  673  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles,  son  nulos,  o porque  en  ellos  no 
se  han  observado  las  formalidades  pres- 
critas en  este  Código,  o porque  contienen 
un  acto  contrario  a terminantes  disposi- 
ciones del  Código  Civil. 

Se  demandó  la  nulidad  por  ambos  mo- 
tivos, pero  respecto  del  primero  no  hay 
prueba  alguna.  En  cambio,  es  evidente 
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que  los  dos  actos  se  otorgaron  en  contra- 
vención a disposiciones  de  la  ley.  Los  ad- 
ministradores de  bienes  de  menores  no 
pueden  disponer  en  ninguna  forma  de  di- 
chos bienes  sin  autorización  judicial  y el 
pago  de  la  suma  de  ocho  mU  setecientos 
cincuenta  pesos  oro  es  un  acto  de  disposi- 
ción que  de  ninguna  manera  podía  verifi- 
car la  representante  de  los  menores  sin 
esa  autorización,  la  cual  tampoco  se  hu- 
biera concedido  porque  no  habiéndose 
pactado  honorarios  por  el  ejercicio  del 
poder  debía  entenderse  gratuito  y,  por  otra 
parte,  aun  cuando  se  hubiera  convenido 
el  pago,  nunca  hubiera  podido  autorizarse 
la  cantidad  que  se  entregó,  por  no  estar 
en  relación  con  el  trabajo  verificado,  con 
el  tiempo  de  ejercicio  y con  el  monto  de 
los  bienes  administrados. 

El  mismo  motivo  de  nulidad  existe  en 
cuanto  al  finiquito  puesto  que  refiriéndo- 
se a la  administración  que  el  mandatario 
ejercía  en  los  bienes  de  los  menores,  la 
rendición  de  cuentas  debió  hacerse  con  in- 
tervención judicial  como  terminantemen- 
te lo  disponían  los  artículos  1380  de  Prs. 
Cvs.  y 295  del  Código  Civil,  de  suerte  que 
la  nulidad  se  desprende  de  los  actos  mis- 
mos sin  necesidad  de  otra  prueba. 

En  consecuencia,  la  nulidad  declarada 
por  los  Tribunales  sentenciadores  asi  co- 
mo la  devolución  que  se  ordena  de  la  suma 
de  ocho  mil  setecientos  cincuenta  pesos 
oro,  se  encuentra  de  entero  acuerdo  con 
la  ley,  no  habiéndose  incurrido  en  la  vio- 
lación que  se  denuncia  de  los  artículos  198 
Dto.  1932  2303,  2306  y 2364  del  Código  Ci- 
vil del  77,  603,  618,  712  de  Prs.  Cvs.  259, 
264,  269,  282  Dto.  2009,  1406,  1410,  1416,  1423, 
1425,  1426,  1428,  1434,  1437,  1450  Código 
Civil  del  77. 

CONSmERANDO: 

Los  artículos  280,  282  y 295  del  Dto.  1932 
no  han  sido  infringidos  en  la  sentencia, 
pues  la  obligación  de  rendir  cuentas  que 
pesa  sobre  el  señor  Chávez  Escobar  por 
haber  administrado  bienes  de  menores,  en 
nada  afecta  la  idéntica  obligación  que  tie- 
ne la  persona  que  ejerce  la  tutela;  antes 
bien,  el  último  de  los  artículos  menciona- 
dos hace  extensivas  las  disposiciones  rela- 
tivas a los  tutores  a las  personas  que  ad- 
ministren bienes  de  menores. 

La  sentencia  estima  que  sí  está  proba- 
do que  Chávez  Escobar  manejó  bienes,  to- 
da vez  que  así  lo  demuestran  el  juicio  or- 
dinario iniciado  por  él  mismo  sobre  ren- 


dición de  cuentas;  la  propia  escritura  de 
finiquito,  cuya  validez  ha  sostenido  en  es- 
te juicio  en  que  aceptó  la  manifestación 
hecha  por  la  señora  Escobar  de  que  había 
administrado  los  bienes  de  sus  menores 
hijos;  y su  calidad  misma  de  albacea  que 
le  obligaba  al  manejo  de  los  bienes;  de 
suerte  que  es  indudable  que  no  puede  de- 
jar de  rendir  judicialmente  sus  actos  pues 
asi  lo  prescribe  la  ley  y todo  otro  proce- 
dimiento como  el  empleado  en  el  finiqui- 
to tiene  que  adolecer  de  nulidad,  siendo 
estas  las  razones  que  hacen  estimar  que 
el  Tribunal  sentenciador  no  ha  infringido 
los  artículos  649,  838,  849  de  Prs.  Cvs.  ni 
364  y 439  Dto.  2009  puesto  que  no  ha  ne- 
cesitado de  otra  prueba,  bastándole  el  exa- 
men del  propio  instrumento  público  para 
el  efecto. 

Los  artículos  83,  84  y 85  inciso  2o.  de  la 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  se  de- 
nuncian como  violados,  pero  la  Corte  es- 
tima que  los  Tribunales  sentenciadores  han 
ejercido  su  potestad  de  conformidad  con 
las  leyes,  a petición  de  parte  y no  han 
suspendido  el  cumplimiento  de  las  mis- 
mas. Tampoco  hay  infracción  de  los  ar- 
tículos 227  ni  228  del  mismo  cuerpo  de  le- 
yes porque  la  sentencia  contiene  declara- 
ciones expresas,  positivas  y precisas,  con- 
gruentes con  la  demanda  y se  hizo  el  pro- 
nunciamento  de  los  diferentes  puntos  de 
litigio;  los  artículos  230,  231  asimismo  no 
han  sido  infringidos  por  no  ser  pertinen- 
tes al  caso;  y los  incisos  6o.  lio.  y 12o.  del 
artículo  250  no  han  tenido  para  qué  apli- 
carse puesto  que  los  principios  de  la  ley 
sustantiva  en  que  se  funda  el  fallo  son  los 
mismos  en  los  códigos  civiles  antiguo  y 
nuevo. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  el  articulo  521  del  Código  de  Enjui- 
ciamiento Civil  y Mercantil,  estimando 
que  la  resolución  recurrida  está  arreglada 
a derecho,  DESESTIMA  el  recurso  inter- 
puesto y condena  al  recurrente  al  pago  de 
las  costas  y a la  multa  de  treinta  quetza- 
les o quince  dias  de  prisión  simple  en  ca- 
so de  insolvencia. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.—  Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
gueta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mí, 
Alf^  Valle  Calvo. 
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JUICIO:  ordinario  seguido  contra  Policar- 
po  Sacvajá  y compañeros. 

DOCTRINA:  Cuando  una  finca  contiene 
dos  inscripciones  distintas  desde  su  ori- 
gen, debe  prevalecer  la  que  se  hizo  en 
primer  término. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
siete  de  agosto  de  mil  novecientos  treinta 
y cinco. 

Para  resolverlo  se  examina  el  recurso 
extraordinario  de  casación  introducido  por 
don  Policarpo  Sacvajá  con  auxilio  del  abo- 
gado Luis  Felipe  Rosales  G.,  contra  la  sen- 
tencia ejecutoria  proferida  por  la  Sala 
Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones  el 
veintinueve  de  septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y cuatro,  en  el  juicio  ordi- 
nario doble  sostenido  por  los  señores  Sac-* 
vajá,  Elvira  Girón  Román  y Timoteo  Ra- 
binal. 

En  el  recurso,  que  está  fundado  en  vio- 
lación de  ley,  se  señalan  como  infringidos 
por  la  Sala  sentenciadora  los  artículos  si- 
guientes: 1076,  1093,  1102,  1109,  1112,  1113, 
1114,  1117,  1120,  1121,  1160,  1164,  387,  388, 
389  del  Decreto  1932;  1498,  1515,  1509, 
1406,  Código  Civil;  247  Decreto  272;  259, 
260,  269,  277,  281,  282,  229,  230,  248,  156, 
157,  158,  Decreto  2009;  785,  786  Dto.  1932; 
697,  698,  709  Código  CivU;  lo.  Dto.  905; 
Dto.  170;  2161  Código  Civil  de  1877;  787 
Código  Civil;  157  Dto.  273;  9 Código  Ci- 
vU; IX  Dto.  1928;  711  P.  C.,  2095,  2089, 
2105,  539  Código  Civü;  124  Dto.  272;  2106 
Procedimientos  CivUes,  59  y 60  Dto.  1747; 
y 1842  Procedimientos  CivUes. 

En  los  autos  que  sirven  de  antecedentes 
al  recurso  que  se  examina,  aparece  de  ma- 
nifiesto lo  que  sigue: 

I — I — 

El  catorce  de  agosto  del  año  de  mil  no- 
vecientos treinta  y tres,  se  presentó  ante 
el  Juez  Departamental  de  Chimaltenango 
don  J.  Bernardo  Tum  en  concepto  de  apo- 
derado de  don  Policarpo  Sacvajá  enta- 
blando demanda  ordinaria  contra  don  Ti- 
moteo Rabinal  para  que  en  sentencia  fir- 
me se  declarara  que  es  propietario  de  la 
finca  denominada  “Patunayché”  pertene- 
ciente a la  jurisdicción  municipal  de  Tec^ 
pán  Guatemala  del  Departamento  de  Chi- 
maltenango; finca  que  se  haya  inscrita  a 
su  favor  bajo  el  número  trescientos  tres, 
folio  cuatrocientos  cuarenta  y dos  del  Li- 
bro diecinueve  antiguo  de  ese  Departamen- 
to; y,  para  que  a la  vez  se  ordenara  la 


cancelación  total  de  las  fincas  números 
ocho  mil  novecientos  cincuenta  y dos,  fo- 
lio setenta.  Libro  ciento  cuatro  y,  la  nú- 
mero nueve  mil  seiscientos  cuarenta  y sie- 
te, folio  discisiete  del  Libro  ciento  ocho, 
ambos  del  Departamento  de  Chimaltenan- 
go. 

La  demanda  está  fundada  en  los  hechos 
que  siguen:  por  escrituras  públicas  auto- 
rizadas por  el  Notario  J.  Lorenzo  Pineta 
con  fechas  veinticinco  de  agosto  de  mil 
novecientos  treinta  y dos  y veintiuno  de 
mayo  de  mil  novecientos  treinta  y tres, 
don  Policarpo  Sacvajá  adquirió  la  propie- 
dad de  dos  lotes  de  terreno,  formando  un 
solo  cuerpo,  que  se  registró  a su  favor  con 
el  número  trescientos  tres  ya  mencionado; 
terreno  que  está  compuesto  de  dieciseis 
manzanas,  seis  mil  seiscientas  sesenta  y 
seis  varas. 

El  dieciséis  de  junio  de  mil  novecientos 
treinta  y tres,  la  vendedora,  doña  María 
Melgar  de  Galindo,  le  dió  la  posesión  de 
los  predios  descritos;  la  que  no  fué  efec- 
tiva, por  la  circunstancia  de  pretender 
don  Timoteo  Rabinal  tener  derecho  sobre 
los  inmuebles  mencionados,  basado  en  es- 
crituras registradas  a su  nombre  con  los 
números  ocho  mU  novecientos  cincuenta 
y dos  y nueve  mil  seiscientos  cuarenta  y 
siete,  cuyos  fohos  y libros  ya  se  han  de- 
jado descritos  anteriormente. 

,Y,  en  que,  un  solo  terreno  no  puede  te- 
ner dos  inscripciones  a la  vez. 

— II  — 

Don  Timoteo  Rabinal,  al  contestar  en 
sentido  negativo  la  demanda,  explicó  la 
improcedencia  de  la  acción  intentada  por 
el  señor  Sacvajá,  así: 

La  finca  número  trescientos  tres,  cuya 
propiedad  se  demanda,  solamente  tiene 
existencia  en  el  Registro  debido  a que  es 
originada  de  una  escritura  de  redención 
otorgada  por  el  Sindico  Municipal  de  Tec- 
pán  Guatemala  ante  el  Secretario  de  la 
misma  Corporación  el  trece  de  junio  de 
mil  ochocientos  ochenta  a favor  de  don 
Lorenzo  Girón,  la  cual,  jamás  han  poseí- 
do, usado  o usufructuado;  ni  este  señor, 
ni  sus  hijos  Elvira  e Isaac  Girón,  ni  los 
herederos  del  último,  entre  los  que  se  en- 
cuentra doña  María  Melgar  de  Galindo; 
y,  por  consiguiente,  don  Policarpo  Sacva- 
já, quien  la  hubo  de  ella. 

La  razón  de  por  qué  no  ha  sido  poseí- 
da tal  finca  por  ninguna  persona,  es,  que 
don  Isaac  Girón  — padre  de  los  antece- 
sores de  don  Policarpo  Sacvajá  — por  si, 
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y como  apoderado  de  su  señora  madre, 
doña  Eligía  Román  de  Girón  y de  doña 
E.vira  del  último  apellido,  vendió  el  te- 
rreno “Patunayché”  a don  Ignacio  Juárez 
por  medio  de  la  escritura  pública  autori- 
zada por  el  licenciado  Rodrigo  Amado  el 
seis  de  septiembre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y nueve;  finca  que  se  inscribió 
en  el  Primer  Registro  de  la  Propiedad  In- 
mueble con  el  número  veinticinco,  folio 
ciento  dieciocho  del  libro  primero  de  Chi- 
maltenango.  De  don  Ignacio  Juárez  pasó 
el  dominio  de  tal  fundo  a sus  herederos 
Catarina,  Josefina,  Jesús  y Narcisa  Juárez. 
Doña  Catarina  le  vendió  cuarenta  y seis 
cuerdas  de  ese  terreno  ante  los  oficios  dei 
Notario  Héctor  Cabrera  Vela  el  veinte  de 
febrero  de  mil  novecientos  treinta.  De 
tal  desmembración  se  origina  la  finca  nú- 
mero ocho  mU  novecientos  cincuenta  y 
dos,  folio  setenta,  libro  ciento  cinco  de 
Chimaltenango,  con  cuyo  número  se  hizo 
la  primera  inscripción  de  dominio  a su 
favor.  De  la  documentación  de  la  finca 
número  veinticinco  se  deduce  que  ésta  tie- 
ne un  titulo  anterior  al  de  redención,  que 
data  desde  el  dos  de  julio  de  mil  ochocien- 
tos setenta  y cinco,  según  escritura  au- 
torizada por  el  Juez  de  la.  Instancia  de 
Chimaltenango  Licenciado  don  Mariano 
Fernández,  título  indicador  de  qus  el  te- 
rreno “Patunayché”  estaba  compuesto  de 
doscientas  cincuenta  cuerdas  de  cuarenta 
varas  cuadradas,  el  cual  fué  comprado  en 
pública  subasta  por  don  Lorenzo  Girón. 

En  cuanto  a la  finca  número  nueve  mil 
seiscientos  cuarenta  y siete,  folio  diez  y 
siete  del  Libro  ciento  ocho  de  Chimalte- 
nango, fué  originada  de  un  titulo  suple- 
torio seguido  con  todas  las  formalidades 
de  ley  a ciencia  y paciencia  de  los  que 
pudieran  haberse  creído  dueños  y propie- 
tarios, sin  que  se  hiciera  ninguna  oposi- 
ción; por  lo  que  se  trata  de  un  justo  ti- 
tulo, adquirido  de  buena  fé  y suficien- 
te para  confirmar  el  dominio  del  raíz,  por 
haber  transcurrido  más  de  cinco  años  pú- 
blicamente inscrito  en  el  Registro  de  In- 
muebles. Por  esa  razón  el  señor  Rabinal 
alegó  en  su  favor  la  excepción  perentoria 
de  prescripción,  con  lo  que  concluyó  pi- 
diendo se  le  absolviera  de  la  demanda, 
que  él  creía  prematura,  pues  debía  dis- 
cutirse previamente  el  juicio  posesorio  al 
de  dominio.  En  el  mismo  libelo  en  que 
negó  la  acción  contra-demandó  al  señor 
Sacvajá  y a doña  Elvira  Girón  para  que 
en  la  misma  sentencia  se  resolvieran  los 
puntos  sigúiientes: 


lo. — Que  por  haberse  desmembrado  de 
la  finca  número  veinticinco  el  terreno  de 
cuarenta  y seis  cuerdas  tres  cuartos  que 
tenía  inscrito  bajo  el  número  ocho  mil  no- 
vecientos cincuenta  y dos,  es  legítima  la 
posesión  que  ha  tenido  hasta  la  fecha  del 
despojo  que  le  hizo  el  señor  Sacvajá  y 
por  lo  tanto  se  le  debía  restituir  con  to- 
dos los  frutos  consiguientes. 

2o. — Que  en  virtud  de  la  prescripción 
también  era  legitimo  el  derecho  de  po- 
sesión de  las  trece  cuerdas  compradas  a 
doña  Catarina  Juárez  Girón  de  Mazarie- 
gos,  o sea  la  finca  número  nueve  mil  seis- 
cientos cuarenta  y siete. 

3o. — Que  como  un  inmueble  no  puede 
tener  dos  títulos  de  posesión  ni  dos  ins- 
cripciones en  el  Registro  de  la  Propiedad 
Inmueble,  debía  cancelarse  la  inscripción 
que  aparece  con  el  número  trescientos 
tres,  por  ser  nula  e insubsistente  la  es- 
critura de  redención  de  trece  de  junio  de 
mil  ochocientos  ochenta  y 

4o. — Que  se  condenara  a don  Policarpo 
Sacvajá  al  pago  de  las  costas  del  juicio 
y al  de  la  multa  por  su  temeridad,  así  co- 
mo en  los  daños  y perjuicios  y devolu- 
ción de  los  frutos. 

— ni  — 

Contestada  en  sentido  negativo  la  con- 
trademanda por  don  Policarpo  Sacvajá,  el 
juicio  doble  quedó  formado.  Dicho  juicio 
se  abrió  a pruebas  por  el  término  ordina- 
rio. 

Durante  la  dilación  probatoria  don  Po- 
licarpo Sacvajá  rindió  las  pruebas  que 
siguen: 

a)  Una  certificación  del  Juzgado  De- 
partamental de  Chimaltenango  que  con- 
tiene la  providencia,  despacho  y acta  res- 
pectiva de  la  posesión  que  se  le  dió  de 
los  bienes  pertenecientes  a don  Isaac  Gi- 
rón. 

b)  Certificación  extendida  por  la  Admi- 
nistración de  Rentas  del  Departamento 
de  Chimaltenango,  en  la  cual  consta,  que 
en  los  libros  de  la  Matricula  de  esa  Ofi- 
cina no  aparecen  declarados  bienes  a nom- 
bre de  Lorenzo  Girón. 

c)  Otra  certificación  extendida  por  el 
Juzgado  Municipal  de  Tecpán  para  es- 
tablecer con  ella  que  don  Lorenzo  Girón 
no  declaró  o matriculó  bienes  en  los  años 
de  mil  ochocientos  setenta  y cinco  a mil 
ochocientos  setenta  y seis;  y,  especialmen- 
te el  terreno  denominado  “Patuyanché”. 

d)  Copia  certificada  extendida  por  la 
Jefatura  Política  del  Departamento  de 
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Chimaltenango  para  demostrar  que  no  se 
encontró  en  los  archivos  nin,gún  expe- 
diente, escritura  o titulo  sobre  declaración 
de  propiedad  del  terreno  “Patuyanché”  a 
favor  de  don  Lorenzo  Girón. 

e)  Una  certificación  del  Primer  Regis- 
tro de  la  Propiedad  Inmueble  para  jus- 
tificar la  identificación  del  terreno  “Pa- 
tuyanché” pretendido  por  el  señor  Sac- 
vajá,  quien  con  ese  propósito  solicitó  co- 
pia certificada  de  las  inscripciones  de  la 
finca  número  veinticinco,  folio  ciento  die- 
ciocho del  Libro  Primero  de  Chimaltenan- 
go. 

f)  Otra  certificación  del  Registro  d¡e 
la  Propiedad  Inmueble,  relativa  a las  ins- 
cripciones de  dominio  de  la  finca  núme- 
ro trescientos  tres,  foüo  cuatrocientos 
cuarenta  y uno  del  Libro  diecinueve  An- 
tiguo. 

g)  Copia  certificada  de  las  inscripcio- 
nes de  dominio  de  las  fincas  números  ocho 
mil  novecientos  cincuenta  y dos,  folio  se- 
tenta y libro  ciento  cuatro  de  Chimalte- 
nango; y número  nueve  mU  seiscientos 
cuarenta  y siete,  folio  diecisiete  del  Libro 
ciento  ocho  del  mismo  Departamento. 

h)  Copia  certificada  de  la  partida  de 
defunción  de  don  Lorenzo  Girón,  quien 
falleció  en  la  población  de  Tecpán  Gua- 
temala el  quince  de  mayo  de  mil  ocho- 
cientos ochenta. 

i)  Copia  certificada  extendida  por  el 
Registro  Civil  de  Tecpán  Guatemala,  del 
acta  de  matrimonio  de  don  Ignacio  Juá- 
rez con  doña  Francisca  Girón. 

j)  Certificación  extendida  por  el  Regis- 
tro Civil  de  la  misma  población,  de  la 
partida  de  nacimiento  de  Valentin  Va- 
quin. 

k)  Otra  certificación  del  Juzgado  De- 
partamental de  Chimaltenango,  de  la  de- 
claratoria de  herederos  de  don  Isaac  Gi- 
rón. 

l)  Certificación  del  Cura  Párroco  de 
Patzicia,  de  la  partida  de  bautizo  de  don 
José  Ignacio  Juárez. 

m)  La  ratificación  que  hizo  don  Timo- 
teo Rabinal  de  su  contra-demanda;  y 

n)  Prueba  pericial  llevada  a cabo  con 
el  propósito  de  establecer  la  identificación 
de  la  finca  número  trescientos  tres. 

Don  Timoteo  Rabinal  rindió  las  prue- 
bas que  siguen: 

I- — Tres  certificaciones  del  Registro  de 
la  Propiedad  Inmueble  para  establecer  la 
historia  de  las  fincas  números  veinticin- 
co, foho  ciento  dieciocho.  Libro  Primero  de 
Chimaltenango,  de  donde  se  originó  el  nú- 


mero ocho  mU  novecientos  cincuenta  y 
dos;  la  de  la  finca  número  trescientos 
tres,  folio  doscientos  cuarenta  y dos.  Li- 
bro diecinueve  antiguo,  o sea,  la  originada 
por  redención  ante  el  Secretario  Munici- 
pal; y la  de  la  finca  número  mil  seiscien- 
tos cuarenta  y siete. 

II.  — Posiciones  absueltas  por  don  Gus- 
tavo Girón  y don  Policarpo  Sacvajá,  para 
establecer  sus  derechos. 

III.  — Posiciones  absueltas  por  la  seño- 
rita Leonor  Girón,  con  el  mismo  fin. 

rv. — Prueba  testimonJal  de  los  señores 
Tomás  Ordóñez,  Francisco  Galindo  Alva-' 
rez,  Pablo  Higueros  Alecio,  Francisco  Ga- 
lindo Soto  y Valentín  Vaquin  para  demos- 
trar sus  pretensiones. 

V.  — Certificación  notariai  del  Decreto 
Gubernativo  Número  170. 

VI.  — — Testimonio  de  la  escritura  públi- 
ca de  dos  de  julio  de  mil  ochocientos  se- 
tenta y cinco,  por  la  que  don  Lorenzo 
Girón  adquirió  la  finca  “Patunayché”  en 
subasta  pública;  finca  que,  según  la  ra- 
zón puesta  en  la  escritura  por  el  Notario 
Rodrigo  Amado,  fué  vendida  por  los  he- 
rederos del  señor  Girón  a don  Ignacio  Juá- 
rez el  seis  de  septiembre  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y nueve,  cuya  venta  se  regis- 
tró con  el  número  veinticinco,  folio  ciento 
dieciochp  del  Libro  Primero  de  Chimalte- 
nango. 

VII.  — Ratificación  hecha  por  don  Poli- 
carpo  Sacvajá  del  memorial  en  donde 
contestó  la  contra-demanda  del  señor  Ra- 
binal. 

VIII.  — Testimonios  de  las  escrituras  pú- 
blicas por  medio  de  las  cuales,  doña  Cata- 
rina Juárez  de  Mazariegos  vendió  a don 
Timoteo  Rabinal  las  partes  del  terreno 
“Patunayché”  registradas,  respectivamen- 
te, con  los  números  ocho  mil  novecientos 
cincuenta  y dos,  y,  nueve  mil  seiscientos 
cuarenta  y site,  folios  setenta  y diecisiete, 
de  los  libros  ciento  cinco  y ciento  ocho. 

— IV  — 

Con  base  en  los  datos  relacionados  y, 
en  el  memorial  presentado  al  juicio  por 
doña  Elvira  Girón  en  el  que  reconoce  de 
una  manera  expresa  la  razón  que  le  asis- 
te a don  Timoteo  Rabinal,  el  Juez  De- 
partamental de  Chimaltenango  profirió  la 
sentencia  de  fecha  once  de  abril  de  mil 
novecientos  treinta  y cuatro.  En  ella  de- 
clara; primero,  que  don  Policarpo  Sacvajá 
es  dueño  de  los  derechos  correspondientes 
a doña  María  Melgar  de  Galindo  en  la 
finca  rstica  denominada  “Patunayché”  o 
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“Patumalché”,  inscrita  bajo  el  número 
trescientos  tres,  folio  cuatrocientos  cua- 
renta y uno  del  libro  diecinueve  de  Chi- 
maltenango;  segundo,  que  absuelve  a don 
Timoteo  Rabinal  de  la  demanda  ten  lo 
concerniente  a la  cancelación  de  las  ins- 
cripciones hechas  en  el  mismo  Registro 
bajo  los  números  nueve  mil  seiscientos 
cuarenta  y siete  y veinticinco  folios  ciento 
dieciocho  y diecisiete,  Libro  ciento  ocho  y 
primero  del  Departamento  de  'Chimalte- 
nango;  tercero,  deja  a salvo  los  derechos 
de  propiedad  declarados  a favor  de  Poli- 
carpo  Sacvajá,  para  que  si  le  conviniere, 
los  reclame  con  las  formalidades  legales; 
cuarto,  absuelve  a este  último  señor  y a 
Elvira  Girón  de  la  contra-demanda  en  lo 
que  respecta  a la  cancelación  de  la  ins- 
cripción mencionada  en  primer  término, 
o sea  la  finca  trescientos  tres;  quinto,  que 
Timoteo  Rabinal  es  legítimo  poseedor  de 
las  fincas  números  veinticinco  y nueve  mU 
seiscientos  cuarenta  y siete;  y sexto,  que 
no  hay  especial  condenación  en  las  costas. 

_ V — 

Al  ser  tramitada  la  segunda  Instancia 
motivada  por  recurso  de  apelación  intro- 
ducido por  don  Policarpo  Sacvajá,  las 
partes  alegaron  lo  que  más  pertinente 
creyeron  a sus  derechos;  persiguiendo  el 
señor  Sacvajá  su  absolución  de  todos  los 
puntos  contenidos  en  la  demanda  de  don 
Timoteo  Rabinal,  y la  condena  de  éste  en 
la  cancelación  de  las  inscripciones  hechas 
a su  nombre  indebidamente.  Don  Timoteo 
Rabinal,  a su  vez,  argumentó  en  el  senti- 
do de  que  se  ordena  la  cancelación  de 
la  inscripción  de  dominio  de  la  finca  nú- 
mero trescientos  tres,  así  como  que  se  con- 
denara a su  contraparte  con  la  multa  co- 
rrespondiente por  su  temeridad. 

Llenadas  las  formalidades  de  Ley,  el 
Tribunal  de  segundo  grado,  con  fecha 
veintinueve  de  septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y cuatro,  profirió  la  sen- 
tencia ejecutoria  examinada,  en  la  que, 
sin  declarar  si  confirma  o revoca  la  de 
primera  Instancia,  resuelve:  primero,  que 
absuelve  de  la  demanda  a don  Timoteo 
Rabinal;  segundo,  declara  que  es  legítima 
la  posesión  que  el  propio  señor  Rabina’. 
ha  tenido  y tiene  de  las  fincas  números 
ocho  mU  novecientos  cincuenta  y dos  y 
nueve  mñ  seiscientos  cuarenta  y siete;  ter- 
cero, que  absuelve  a don  Policarpo  Sac- 
vajá del  punto  de  la  reconvención  rela- 
tivo a la  cancelación  en  el  Registro  de 
Inmuebles  de  la  inscripción  de  la  finca 


número  trescientos  tres,  folio  cuatrocien- 
tos cuarenta  y dos.  Libro  diecinueve  an- 
tiguo; y cuarto,  condena  en  las  costas  al 
actor  don  Policarpo  Sacvajá  a quien  le  im- 
pone la  multa  de  cincuenta  quetzales  por 
temerario;  y además  lo  obliga  a la  repo- 
sición del  papel,  debiendo  pagar  diez  cen- 
tavos de  quetzal  por  cada  hoja  de  las  uti- 
lizadas en  el  fallo. 

— VI.  — 

Tramitado  el  recurso  que  se  xamina  co- 
mo es  debido,  es  el  caso  de  resolver  lo 
procedente  en  derecho.  Por  ese  motivo, 
EL  TRIBUNAL  DE  CASACION, 

CONSIDERA; 

— VH  — 

Que  la  prueba  documental  rendida  por 
las  partes  del  litigio,  consistente  en  escri- 
turas públicas  y certificaciones  auténti- 
cas— documentos  que  se  hallan  de  entero 
acuerdo  con  las  prescripciones  legales  pa- 
ra su  validez  en  juicio— establecen,  de  una 
manera  plena,  los  puntos  que  siguen. 

a)  Que  don  Lorenzo  Girón  adquirió  por 
dos  veces  distintas  el  dominio  del  terreno 
denominado  “Patunayché”  o “PatunaD 
ché”. 

La  primera  vez,  por  medio  de  un  rema- 
te público  llevado  a cabo  por  el  Juzgado 
nenartamental  de  Chimaltenango  el  doce 
de  julio  del  año  de  mil  ochocientos  seten- 
ta y cinco,  cuya  venta  julicial  la  hizo,  en 
esa  fecha,  el  Juez,  Licenciado  Mariano 
Fernández,  como  consta  en  el  testimonio 
de  la  escritura  pública  obrante  en  el  jui- 
cio. 

Y la  segunda  vez,  el  catorce  de  junio  del 
año  de  mil  ochocientos  ochenta,  por  re- 
dención. según  reza  la  escritura  otorgada 
por  el  Síndico  Municipal  de  la  Ciudad  de 
Tecpán  Guatemala  ante  el  Secretario  de 
la  Municipalidad  de  esa  población. 

b)  El  primero  de  los  contratos  mencio- 
nados en  el  punto  anterior,  dió  origen  a la 
finca  número  veinticinco,  folio  ciento  die- 
ciocho del  Libro  primero  de  Chimaltenaii- 
go;  pues,  con  ese  número  se  hizo  la  pri-' 
mera  inscripción  de  la  finca  aludida  en 
el  Primer  Registro  de  la  Propiedad  Inmue- 
ble. 

El  segundo  contrato  de  los  ya  relacio- 
nados motivó  la  inscripción  que  del  np- 
mo  terreno  y,  a nombre  del  propio  señor 
Girón,  se  hizo  bajo  el  número  trescientos 
tres,  folio  doscientos  cuarenta  y dos  del 
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Libro  diecinueve  de  Chimaltenango  el  ca- 
torce de  julio  de  mil  ochocientos  ochenta. 

c)  La  finca  número  veinticinco  se  ins- 
cribió el  veintidós  de  noviembre  de  mil 
ochocientos  ochenta  y nueve  a nombre  de 
los  señores  Isaac  y Elvira  Girón,  como  he-* 
rederos  legales  de  don  Lorenzo  del  mismo 
apellido;  y,  más  tarde,  a nombre  de  don 
Ignacio  Juárez,  por  haberla  comprado  a 
los  herederos  indicados. 

d)  El  primero  de  julio  de  mil  novecien- 
tos veintiocho  se  inscribió  la  citada  finca 
número  veinticinco  a favor  de  los  herede- 
ros de  don  Ignacio  Juárez,  señoras  Catarh 
na,  Josefina,  Jesús  y Narcisa  del  mismo 
apellido. 

Estas  personas  dividieron  la  linca  nú- 
mero veinticinco  en  cuatro  fracciones.  De 
esa  suerte  se  formaron  del  terreno  “Patu- 
nayché”,  la  finca  número  ocho  mil  nove- 
cientos cuarenta  y dos,  folio  setenta  del  li- 
bro ciento  cinco,  compuesta  de  cuarenta 
y seis  cuerdas  tres  cuartas,  la  que  se  ins- 
cribió a nombre  de  Catarina  Juárez;  así 
como  las  otras  tres,  las  cuales  les  corres- 
ponde, respectivamente,  a cada  una  de 
las  otras  herederas. 

e)  El  dominio  de  la  finca  número  ocho 
mil  novecientos  cuarenta  y dos,  menciona- 
da antes,  pasó  a don  Timoteo  Rabinal  el 
veinte  de  febrero  de  mil  novecientos  trein- 
ta por  haberla  comprado  a doña  Catarina 
Juárez  ante  los  oficios  del  Notario  Héctor 
Cabrera  Vela,  titulo  que  más  tarde  se  ins- 
cribió a su  nombre. 

f)  La  finca  número  trescientos  tres,  fo- 
lio doscientos  cuarenta  y dos  del  Libro  die- 
cinueve, que  permanecía  registrada  a nom- 
bre de  don  Lorenzo  Girón,  el  once  de  sep- 
tiembre de  mil  novecientos  doce  se  dividió 
en  dos  partes  iguales;  correspondiéndole 
una,  por  gananciales,  a doña  Eligía  Ro- 
mán viuda  de  Girón;  y,  la  otra  parte  a los 
herederos  de  don  Lorenzo,  señores  Isaac  y 
Elvira  Girón,  en  favor  de  quienes,  asimis- 
mo, se  inscribió  la  fracción  de  la  finca  que 
le  tocara  a la  viuda  de  Girón,  como  here- 
deros a la  vez  de  esta  última  señora. 

g)  Con  fecha  veintiséis  .de  enero  de 
mU  novecientos  treinta  y uno  se  registra- 
ron sobre  la  finca  número  trescientos  tres 
ya  aludida  los  derechos  correspondientes  a 
doña  María  Melgar  de  Galindo  figurante 
entre  los  herederos  lega’ es  de  su  padre  don 
Isaac  Girón,  y 

h)  Finalmente  el  primero  de  julio  del 
año  de  mil  novecientos  treinta  y tres,  don 


Policarpo  Sacvajá  Díaz  hizo  la  inscripción 
a su  nombre  de  los  derechos  comprados 
en  la  indicada  finca  número  trescientos 
tres,  a doña  María  Melgar  de  Galindo. 

En  consecuencia  los  puntos  relacionados 
son  demostrativos  de  que  la  controversia 
es  motivada  del  hecho  de  tener  una  mis- 
ma finca  dos  inscripciones  de  dominio  he- 
chas desde  sus  orígenes  a favor  de  una  mis- 
ma persona,  las  que  en  distintas  épocas 
pasaron  a los  herederos  del  señor  Girón, 
quienes  más  tarde  vendieron  la  propiedad 
a don  Ignacio  Juárez. 

Todo  lo  relacionado  evidencia,  que  al 
apreciar  la  Sala  sentenciadora  el  valor  pro- 
batorio de  los  documentos  presentados  al 
juicio  y resolver  en  la  forma  en  que  lo  hi- 
zo, no  infringió  los  Artículos  25'9,  260,  269, 
277,  281,  282  Código  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil y Mercantil  y 711  C.  P.  de  1877. 

— vm  — 

Los  Artículos  229,  230  y 248  del  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil  a que 
alude  el  recurrente,  no  tienen  ninguna 
aplicación  en  el  caso  sub-júdice,  desde  el 
momento  en  que  la  demanda  fué  iniciada 
bajo  el  imperio  de  la  Ley  Procesiva  de  1877. 
En  consecuencia  la  Sala  sentenciadora  no 
los  pudo  violar  en  el  fallo  recurrido;  vio- 
lación que  tampoco  hizo  de  los  Artículos 
1406,  1498,  1509,  1515  Código  Civil  de  1877; 
247  del  Decreto  272;  1113,  1114  y 1117  del 
Decreto  Legislativo  Número  1932,  debido 
a que  son  ajenos  a la  cuestión  debatida, 
por  no  versar  la  discusión  judicial  sobre 
nulidad  o invalidez  de  un  contrato  por  fal- 
ta de  los  requisitos  esenciales  de  él;  por 
haberse  vendido  cosas  ajenas;  ni  sobre  po- 
sesión proindivisa  de  varias  personas  sobre 
un  mismo  inmueble;  ni  de  dos  o más  ins- 
cripciones hechas  en  una  misma  fecha  y 
relativas  a la  misma  finca  o derecho. 

— IX  — 

Al  reconocer  la  Sala  sentenciadora  el 
derecho  que  ie  asiste  a don  Timoteo  Ra- 
binal sobre  el  dominio  de  la  finca  que  tie- 
ne inscrita  a su  nombre  debidamente,  en 
vez  de  violar  los  Artícu’os  387,  388,  389,  del 
Decreto  Legislativo  1932,  como  asevera  el 
recurrente,  hizo  recta  aplicación  de  tales 
leyes;  aplicación  correcta  que  asimismo 
hizo  de  los  Artículos  1076,  1102,  1109,  1112, 
1120  y 1121  del  mismo  Decreto  Legislativo 
ya  relacionado  en  este  número;  y,  de  los 
539  y 2105  del  Código  Civil  de  1877. 
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— X — 

Al  estimar  la  Sala  sentenciadora  la  ca- 
rencia absoluta  de  base  de  la  pretensión 
del  señor  Sacvajá  a propósito  de  la  finca 
número  nueve  mil  seiscientos  cuarenta  y 
siete,  foMo  diecisiete  del  Libro  ciento  ocho 
de  Chimaltenango,  por  ser  ésta  fundo  aje- 
no a la  cuestión  debatida,  de  ninguna  ma- 
nera violó  los  Artículos  785,  786  Decreto 
Legislativo  1932;  697,  698,  709  y 2161  del 
Código  Civil  de  1877. 

— XI  — 

Con  relación  al  Articulo  1093  del  Decre- 
to Legislativo  1932  y del  Decreto  170,  seña- 
lados como  infringidos  por  el  recurrente, 
este  Tribunal  está  en  la  impasibilidad  de 
estimar  si  realmente  fueron  violados  o no 
dichas  leyes,  por  las  circunstancias  de  que 
el  Articulo  aludido  en  primer  término  tie- 
ne varios  incisos  y no  se  precisa  cuál  de 
ellos  es  el  que  se  considera  lesionado  en  el 
fallo  originante  del  recurso;  y de  que  tam- 
poco se  determina  expresamente  si  el  De- 
creto 170  es  Legislativo  o Gubernativo;  si- 
tuación en  la  que  también  se  halla  el  Ar- 
ticulo lo.  del  Decreto  905,  pues  no  se  dice 
cuál  es  su  origen. 

— XII  — 

La  Sala  sentenciadora  no  resuelve  favo- 
rablemente las  pretensiones  de  las  partes 
con  respecto  a las  cancelaciones  que  se  de- 
mandan mutuamente,  por  estimar  que  no 
han  sido  citadas  al  juicio  las  otras  perso- 
nas con  derechos  inscritos  sobre  las  fincas 
cuestionadas  o de  dónde  se  originaron  és- 
tas. En  ese  caso  dicho  Tribunal  no  que- 
brantó los  Artículos  1160  y 1164  del  Decra. 
to  Legislativo  1932. 

— XIII  — 

Por  el  hecho  de  desprenderse  del  juicio 
la  temeridad  con  que  ha  procedido  el  se- 
ñor Sacvajá,  la  condenación  en  costas  y 
al  pago  de  la  multa  consiguiente  decreta- 
da por  la  Sa’a  sentenciadora  en  la  resolu- 
ción recurrida,  es  legal  y en  ese  caso  los 
Artícu'os  156,  157  y 158  del  Código  de  En- 
.juiciamiento  Civil  y Mercantil,  no  fueron 
violados;  máxime  que  la  condenación  que- 
da al  libre  y sano  criterio  de  los  jueces  de 
Instancia. 

— XIV  — 

Los  Artículos  IX  Decreto  Legislativo 
1928,  9o.,  787,  2089  y 2095  del  Código  Ci- 
vil de  1877  y 124  del  Decreto  Gubernativo 
272  tampoco  los  pudo  violar  la  Sala  Segun- 
da de  la  Corte  de  Apelaciones,  por  no  ser 
aplicables  a las  cuestiones  debatidas;  así 


como  el  157  del  Decreto  Gubernativo  273, 
ya  que  el  señor  R'abinal  no  confesó  ningún 
hecho  que  le  perjudicara  y que  el  Tribu- 
nal sentenciador  dejara  de  estimar. 

— XV  — 

En  cuanto  a los  Artículos  59  y 60  del  De- 
creto Legislativo  1747  y 1842  del  Código 
Procesivo  de  1877  también  carecen  de  apli- 
cación en  el  caso  sub-júdice;  razón  por  la 
que  no  pudieron  ser  violados,  y mucho 
menos  el  2106,  puesto  que  no  existe  ese  nú- 
mero en  el  Código  de  Procedimientos  Civi- 
les de  1877. 

— XVI  — 

Por  todo  lo  que  se  deja  considerado,  con 
apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo  dispues- 
to en  los  Artículos  513  y 521  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil  EL  TRI- 
BUNAL DE  CASACION,  RESUELVE:  DES- 
ESTIMAR EL  RECURSO  de  que  se  ha  he- 
cho mérito,  y condenar  al  recurrente  a pa- 
gar las  costas  del  mismo  y una  multa  de 
cuarenta  y cinco  quetzales,  debiendo  su- 
frir treinta  días  de  arresto  en  caso  de  in- 
solvencia. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade^ — Federico  O.  Sa- 
lazar. — • Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante  mi, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  ordinario  que,  sobre  partición 
de  bienes,  siguen  los  señores  Carmen, 
Porfirio,  Mardoqueo  y Delfina  Cuéllar 
Pinto,  con  los  herederos  del  General 
Salvador  Cuéllar  Pinto. 

DOCTRINA:  La  prescripción  no  puede  co- 
rrer contra  los  co-propietarios  o co-po- 
seedores  del  proponente. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y siete  de  agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Para  resolverlo  se  examina  el  recurso 
extraordinario  de  casación  introducido  por 
la  señorita  Eva  Angelina  Cuéllar  Lemus 
contra  la  sentencia  ejecutoria  proferida 
por  la  Sala  "Sa.  de  la  Corte  de  Apelaciones 
el  veintidós  de  abril  del  año  en  curso,  en 
el  juicio  ordinario  que  sobre  partición  de 
bienes,  siguen  los  señores  Carmen,  Porfi- 
rio, Mardoqueo  y Delfina  Cuéllar  Pinto, 
con  los  herederos  del  General  Salvador 
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Cuellar  Pinto,  qufenes  son  Porfirio,  Mar- 
doqueo,  Elena  Cecilia  del  Carmen,  Evange- 
lina,  Rosa  Delfina,  Blanca  Aidé,  Vilma  Gla- 
dis,  Alba  Judith  y Emperatriz  Cuellar  Le- 
mus,  representados  los  cinco  últimos  por 
su  tutriz  natural  doña  Cecilia  Lemus  de 
Cuellar,  por  ser  menores  de  edad. 

En  el  recurso  que  auxilia  el  abogado  L. 
Edmundo  López  Duran,  se  asegura,  que  la 
Sala  sentenciadora  violó  los  Artículos  513, 
516,  518  en  su  primera  fracción,  519,  en  su 
inciso  4o.  539,  629,  630,  631,  1066,  2266  Códi- 
go Civil  de  1877,  2275  que  es  el  mismo,  que 
en  el  Código  citado  lleva  el  número  2276, 
según  advierte  la  recurrente;  125,  194  del 
Decreto  Gubernativo  272;  175  del  Decreto 
Legislativo  1656,  567,  574  inciso  6o.  y 839 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles  de 
1877;  y 157  del  Decreto  Gubernativo  273. 

En  el  juicio  que  sirve  de  antecedentes  al 
recurso  examinado  consta: 

— I — 

El  veintinueve  de  abril  del  año  de 
mil  novecientos  treinta  y tres  se  presentó 
la  señorita  Carmen  Cuéllar  Pinto,  con  au- 
xilio del  abogado  Rigoberto  Valdés  Calde- 
rón, ante  el  Juez  Departamental  de  Chi- 
quimula,  a quien  le  manifestó:  que  la  fin- 
ca rústica  número  dos  mil  trescientos  die- 
ciséis folio  quinientos  cincuenta  y ocho  del 
Libro  dieciocho  de  Chiquimula,  pertenecía 
en  propiedad  a sus  hermanos  General  Sal- 
vador Cuéllar  Pinto  — ya  fallecido  — Del- 
fina Cuéllar  viuda  de  Salazar  y Porfirio 
y Mardoqueo  Cuéllar  Pinto,  como  consta- 
ba en  la  primera  y única  inscripción  de  do- 
minio de  la  finca  indicada,  la  cual  sita  en 
la  jurisdicción  municipal  de  la  ciudad  de 
Chiquimula  y está  compuesta  de  quince 
lotes  de  terreno. 

Sigue  diciendo,  que  el  veinte  de  julio  de 
mil  novecientos  treinta  y dos  falleció  el 
General  Salvador  Cuéllar  Pinto,  a quien, 
por  declaratoria  judicial,  representan  sus 
hijos  Porfirio,  Mardoqueo,  María  Elena, 
Cecilia  del  Carmen,  Eva  Angelina,  Rosa 
Delfina,  Blanca  Aidé,  Vilma  Gladis  y Al- 
ba Judith  Emperatriz  Cuéllar  Lemus,  es- 
tando representados  los  cinco  últimos  por 
su  tutriz  natural  doña  Cecilia  Lemus  viu- 
da de  Cuéllar.  Y,  como  al  fallecimiento  de 
dicho  General,  sus  herederos  siguieron  be- 
neficiándose con  la  pro-indivisión  de  la 
finca  — pues  así  permaneció  durante  to- 
do el  tiempo  que  vivió  don  Salvador  — y, 
por  no  haber  sido  posible  obtener  la  parti- 
ción del  inmueble,  para  acabar  con  la  co- 


munidad durante  la  vida  del  General,  y sus 
herederos  no  querían  entrar  en  ningún 
arreglo  con  ese  fin,  pedía  judicialmente  la 
partición  de  la  indicada  finca,  amparada 
en  lo  que  disponían  ios  Artículos  2276,  2275, 
1014,  1015,  1016,  1023,  1024,  del  Código  Ci- 
vil de  1877  y 1400  del  de  Procedimientos 
Civiles;  ya  que  le  asistía  perfecto  derecho 
para  ello,  por  no  ser  posible  que  se  le  obli- 
gara a poseer  pro-indiviso,  contra  su  vo- 
luntad. 

Y concluía  pidiendo,  que  en  vista  de  la 
certificación  del  Registro  de  la  Propiedad 
Inmueble  presentada  páxa  el  efecto,  fue- 
ran citados  los  otros  co-propietarios  de  la 
finca  relacionada  para  que,  previos  los 
trámites  legales  se  decretara  la  partición 
de  ella,  a fin  de  acabar  con  la  comunidad 
existente. 

— II  — 

Los  señores  Delfina  Cuéllar  viuda 
de  Salazar,  Porfirio  y Mardoqueo  Cuéllar 
Pinto,  estuvieron  conformes  con  la  acción 
intentada  por  la  señorita  Carmen  Cuéllar 
Pinto,  manifestándolo  expresamente;  no 
así  los  representantes  legales  del  otro  co- 
propietario pre-muerto  General  don  Sal- 
vador Cuéllar  Pinto,  quienes  se  opusieron 
a la  partición  solicitada. 

Entre  una  serie  de  argumentaciones  de 
órden  moral  que  hicieron  los  herederos  del 
General  Cuéllar  Pinto,  asienta  — en  el  me- 
morial de  oposición  — que,  por  la  circuns- 
tancia de  haber  estado  en  posesión  de  la 
finca  aludida  su  causante,  había  prescri- 
to la  acción  intentada  por  los  otros  co- 
propietarios, en  vista  del  tiempo  transcu- 
rrido, sin  que  pidieran  la  cesación  de  la 
comunidad  indicada;  fuera  de  que  todos 
los  gastos  de  mantenimiento  de  la  finca 
habían  corrido  a cargo  del  citado  General. 

— III  — 

Formalizada  la  discusión  judicial  sos-i 
tenida  entre  los  cuatro  hermanos  Cué- 
llar Pinto,  por  una  parte,  y los  herederos 
del  otro  co-propietario  fallecido.  General 
Salvador  Cuéllar  Pinto,  o sean  la  familia 
Cuéllar  Lemus,  por  la  otra,  se  abrió  el  jui- 
cio a pruebas  por  el  término  legal. 

Durante  la  dilación  probatoria  los  Cué- 
llar Lemus  propusiesen  el  examen  de  los 
testigos  Jesús  Flores,  Miguel  Vásquez,  Brí- 
gido  Cordero,  Pedro  A.  Zea,  Pío  Porta  y Fe- 
derico López,  con  cuyos  dichos  se  propo- 
nían establecer,  que  desde  la  muerte  de 
don  Salvador  Cuéllar  Valdés  quedó  su  hijo 
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don  Salvador  Cuéllar  Pinto  como  poseedor 
exclusivo  de  los  bienes  que  dejara  el  cau- 
sante: que  los  señores  Carmen,  Delfina, 
Porfirio  y Mardoqueo  Cuéllar  Pinto  no  ha- 
blan intervenido  para  nada  en  la  posesión 
de  los  bienes  dejados  por  el  padre  de  e’los, 
don  Salvador  Cuéllar  Valdés;  que  la  po- 
sesión del  General  Cuéllar  Pinto  primero 
y,  después  la  de  sus  herederos,  ha  sido 
a nombre  propio,  quieta,  de  buena  fe  y 
sin  interrupción  alguna:  que  la  finca 
“Santa  Elena”  y los  demás  bienes  que  po- 
seía el  General  Cuéllar  Pinto  han  sido  re- 
putados como  de  la  exclusiva  propiedad 
de  este  señor,  la  cual  databa  de  más  de 
quince  años. 

Estos  testigos  fueron  repreguntados  por 
la  parte  contraria,  con  el  propósito  de  des- 
virtuar sus  dichos. 

Además  de  la  prueba  testifical  aludida, 
los  señores  Cuéllar  Lemus  pidieron  que  su 
corílraparte  ratificara  la  contestación  da- 
da a la  demanda. 

Los  co-propietarios  solicitantes  de  la  par- 
tición, o sean  los  hermanos  Cuéllar  Pinto 
si  bien  no  presentaron  prueba  alguna  du- 
rante el  plazo  concedido  legalmente  para 
ello  y sólo  se  concretaron  a repreguntar  a 
los  testigos  propuestos  por  los  otros  con- 
tendientes, sin  embargo  presentaron  al 
juicio  los  documentos  que  siguen: 

a)  Una  certificación  del  Registro  de  la 
Propiedad  Inmueble,  demostrativa  de  que 
la  finca  cuestionada  tiene  como  única  y 
primera  inscripción  de  dominio  la  hecha  a 
favor  de  los  hermanos  Deifina,  Carmen, 
Porfirio,  Mardoqueo  y el  General  Salvador 
Cuéllar  Pinto,  la  que  data  desde  que  el 
progenitor  de  ellos  adouirió  dicho  fundo 
para  sus  hijos  nombrados. 

b)  Una  certificación  extendida  por  el 
Secretario  de  la  Dirección  General  de 
Rentas  que  contiene  la  matricula  del  in- 
mueb'e  en  cuestión,  la  cual  figura  a nom- 
bre de  los  cinco  co-propietarios  ya  mencio- 
nados. 

c)  Otra  copia  certificada  de  la  decla- 
ración que  los  mismos  hermanos  Cuéllar 
Pinto  — incluso  el  General  Salvador  de  los 
mismos  apellidos  — hiciera  de  todos  sus 
bienes  ante  el  Alcalde  Primero  Municipal 
de  Chiquimu’a,  entre  los  oue  estaba  com- 
prendida la  finca  en  cuestión,  y 

d)  Otra  copia  certificada  extendida  por 
el  Juzgado  Primero  Departamental,  la  cual 
contiene  la  demanda  ejecutiva  entablada 
por  don  Porfirio  Cuéllar  Lemus  contra  do- 
ña Ceclllíi  Lemus  de  Cuéllar. 


— IV  — 

En  los  datos  que  se  dejan  relacio- 
nados está  basado  el  fallo  proferido  por  el 
Juez  Departamental  de  Chiquimula  el 
veintidós  de  noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro  en  el  cual  declara:  lo.  que 
es  procedente  la  partición  de  la  finca 
“Santa  Elena”  inscrita  en  el  Primer  Re- 
gistro de  la  Propiedad  Inmueble  con  el  nú- 
mero dos  mil  trescientos  dieciséis,  folio  qui- 
nientos cincuenta  y ocho  del  Libro  diecio- 
cho de  Chiquimula.  que  se  le  demanda  a 
los  herederos  del  General  Sa'vador  Cué- 
llar Pinto;  2o.  que  es  improcedente  la  ex- 
cepción de  prescripción  propuesta  por  la 
parte  demandada;  y 3o.  que  no  hay  espe- 
cial condenación  en  las  costas. 

_ V — 

Tramitada  la  segunda  Instancia,  a 
la  que  dió  origen  el  recurso  de  apelación 
interpuesto  por  los  herederos  del  General 
Salvador  Cuéllar  Pinto,  Instancia  en  la  que 
las  partes  alegaron  extensamente  en  fa- 
vor de  la  tesis  que  sostenían,  la  Sala  5a. 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  con  fecha  vein- 
tidós de  abril  del  año  en  curso  profirió  la 
sentencia  ejecutoria  de  que  se  ha  hecho 
mérito  al  principio  en  la  cual  confirma  en 
todas  sus  partes  el  fallo  de  primer  grado. 

Y,  como  la  vista  del  recurso  tuvo  efecto 
en  la  fecha  señalada  para  ese  fin.  la  one 
se  llevó  a cabo  con  todas  las  formalidade.s 
leeales.  es  el  caso  de  resolver  lo  p’-noeden- 
te  en  derecho,  por  cuyo  motivo  el  Tribunal 
de  Casación, 

CONSIDERA: 

— VI  — 

Que  de  una  manera  completa  y ple- 
na han  justificado  en  el  juicio  los  señores 
hermanos  Cuéllar  Pinto,  que  la  finca  San- 
ta Elena,  cuya  partición  piden  a efecto  de 
ponerle  fin  a la  indivisión,  está  inscrita 
— con  primera  y única  inscripción  — en 
el  Primer  Registro  de  la  Propiedad  Inmue- 
ble con  el  número  dos  mil  trescientos  die- 
ciséis, folio  quinientos  cincuenta  y ocho 
del  Libro  dieciocho  del  Departamento  de 
Chiquimula,  en  forma  proindivisa,  a nom- 
bre de  ellos  y de  su  otro  hermano  — ya  fa- 
llecido — a quien  representan  sus  herede- 
ros legales,  que  son  los  demandados  en  este 
litigio.  Esta  justificación,  a pesar  de  ser 
plena,  como  se  ha  dicho,  se  halla  reforza- 
da con  las  certificaciopes  de  la  matricula 
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— que  figura  a nombre  de  los  cinco  hijos 
de  don  Salvador  Cuéllar  Pinto  — y,  de  la 
declaración  hecha  de  todos  sus  bienes  al 
Alcalde  lo.  Municipal  de  la  Ciudad  de  Chi- 
quimula  por  los  mismos  cinco  hermanos, 
declaración  que,  asimismo  comprende  la 
finca  relacionada. 

Hay,  pues,  evidencia  completa  del  dere- 
cho reclamado  por  los  peticionarios,  debi- 
do a su  calidad  de  co-propietarios  proindi- 
VLSos  de  la  finca  cuya  partición  pretenden; 
ya  que  no  se  les  puede  obligar  a permane- 
cer ejerciendo  actos  de  dominio  en  el  in- 
mueble aludido  en  la  forma  en  que  hasta 
ahora  han  estado  haciéndolo  voluntaria- 
mente. 

Y,  como  la  prueba  testifical  rendida  por 
la  familia  Cuéllar  Lemus  con  el  propósito 
de  fundar  su  oposición  a la  demanda  de 
los  hermanos  Cuéllar  Pinto,  de  ninguna 
manera  puede  destruir  el  valor  de  los  docu- 
mentos auténticos  — presentados  al  jui- 
cio por  estos  últimos  señores  para  eviden- 
ciar su  acción  — los  que,  ya  se  ha  dicho, 
prueban  su  posesión  civil  registrada  y el 
dominio  por  consiguiente  — es  claro,  que, 
al  reconocer  la  Sala  5a.  de  la  Corte  de 
Apelaciones  ese  derecho  y resolver  en  la 
forma  en  que  lo  hizo,  de  ninguna  manera 
violó  los  Artículos  513,  516.  518,  519  inciso 
4o.,  539,  2266,  2275  ni  el  2276  del  Código 
Civil  de  1877,  y 175  del  Decreto 'Legislativo 
Número  1656,  como  asegura  la  parte  re-i 
cúrrente;  pues,  como  se  ha  dicho,  el  in- 
mueble objeto  de  esta  controversia  está 
registrado,  desde  su  primera  inscripción 
— que  es  la  única  — a nombre  de  los  her- 
manos demandantes  de  la  partición,  y del 
fallecido  o sea  el  General  Salvador  Cuéllar 
Pinto,  cuyos  hijos  se  ononen  pretendiendo 
ser  ellos  los  únicos  propietarios  de  toda  la 
finca:  mas,  sin  haber  demostrado  su  afir- 
mación. 

— VII  — 

Con  relación  al  Artículo  839  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Civiles  de  1877  se- 
ñalado en  el  recurso  como  infringido  por 
la  Sala  sentenciadora,  no  es  posible  en- 
trar al  aná'isis  jurídico  de  dicha  Ley  en 
relación  con  el  asunto  juzgado,  desde  lue- 
go que  esa  disoo.sición  legal  se  refiere  a las 
presunciones  humanas,  y,  este  medio  jus- 
tificativo. lo  deja  la  legislación  procesiva 
civil,  en  -SU  apreciación,  al  libre  criterio  de 
lo.«  jueces  de  Instancia  únicamente. 

— VIII  — 

Al  desestimar  la  Sala  recurrida  la 
excepción  perentoria  de  prescripción  pro- 
puesta por  la  parte  demandada  con  el  pro- 


pósito de  establecer  que  había  prescrito  ya 
el  derecho  reclamado  por  los  demandan- 
tes cuando  iniciaron  su  acción,  de  ningu- 
na manera  violó  lós  Artículos  629,  630, 
631,  1066  del  Código  Civil  de  1877,  125  y 
194  del  Decreto  Gubernativo  Número  272, 
567  y el  inciso  6o.  del  574  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles  de  1877,  como  ase- 
vera la  recurrente. 

En  efecto,  la  doctrina  contenida  en  el 
Artículo  637  del  Código  Civil  de  1877  que 
le  sirve  de  apoyo  al  Tribunal  sentencia- 
dor para  declarar  la  improcedencia  de  la 
excepción  perentoria  de  prescripción,  es 
suficiente  para  poner  en  evidencia  que  no 
fueron  infringidas  las  leyes  mencionadas 
antes;  desde  luego  que  del  contexto  de  la 
disposición  legal  indicada,  se  deduce  — sin 
lugar  a duda  de  ninguna  clase  — que  en 
manera  a’guna  ha  prescrito  la  acción  in- 
tentada por  los  hermanos  Cuéllar  Pinto, 
por  tratarse  de  varias  personas  poseedo- 
ras en  común,  y como  tales  co-propietarios 
o co-poseedores  no  les  puede  perjudicar  la 
prescripción  invocada  por  el  otro  co-pro- 
pietario,  que  en  este  caso  lo  es  la  sucesión 
del  General  Cuéllar  Pinto,  representada  por 
la  famiUa  Cuéllar  Lemus. 

La  información  testimonial  rendida  con 
e'  fin  de  establecer  que  el  General  Cuéllar 
Pinto  primero  y después  sus  sucesores  le- 
gales habían  tenido  la  posesión  de  la  fin- 
ca aludida  por  más  de  quince  años,  qugíla 
sin  eficacia  alguna  ante  la  doctrina  que 
encierra  el  Artículo  637  del  Código  Civil 
va  citado;  por  haberse  dicho  antes  que  se 
trata  de  una  prescripción  invocada  por  un 
co-propietario  contra  otros. 

Como  una  consecuencia  de  lo  relaciona- 
do, mucho  menos  pudo  haber  infracción 
de  las  leyes  definitivas  de  la  excepción 
propuesta  por  la  parte  demandante,  o sean 
los  Artículos  567  y 574  inciso  4o.  del  Código 
de  Procedimientos  Civiles  de  1877:  puesto 
oue  la  referida  excepción  fué  admitida  por 
los  Tribunales  de  Instancia  y resuelta  de 
conformidad  con  la  Lev:  resolución  en  la 
oue  no  podían  ser  estimadas  las  otras  le- 
ye.s  seña'adas  al  principio  de  este  número, 
siendo  por  lo  tanto  inaplicables  al  caso,  da- 
da la  razón  desprendida  del  tantas  veces 
citado  Artículo  637  del  Código  Civil. 

— IX  — 

Por  las  mismas  razones  consigna- 
das en  el  número  que  antecede,  el  Artícu’o 
157  del  Decreto  Gubernativo  273  es  inapli- 
cable al  caso  sub-júdice;  tanto  más  que, 
en  la  confesión  prestada  por  los  hermanos 
Cuéllar  Pinto  al  contestar  el  libelo  presen-i 
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tado  por  la  contraparte,  no  confesaron 
ningún  hecho  que  les  perjudique  en  sus 
derechos;  pues  más  bien  refuerzan  la  ac- 
ción intentada  por  ellos. 

— X — 

Por  todo  lo  que  se  deja  considerado, 
con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo  que 
disponen  los  Artículos  513,  514  y 521  del 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercan- 
til, el  Tribunal  de  Casación, 

RESUELVE: 

DESESTIMAR  EL  RECURSO  de  que  se 
ha  hecho  niSrlto  y condenar  a la  parte  re- 
currente al  pago  de  las  costas  del  mismo  y 
a una  multa  de  treinta  quetzales,  o a 
treinta  dias  de  prisión  simple  en  caso  de 
insolvencia. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
laear. — Carlos  Castellanos  R. — José  Serra- 
no Muñoz. — Ricardo  Ortiz.  Ante  mi,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  ordinario  seguido  contra  Jesús 
Duarte  Sandoval  y Graciela  Recinos 
Duarte  de  Carias 

DOCTRINA:  El  que  afirma  está  obligado 
a probar. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiuno  de  agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 


Vista  por  recurso  de  casación  y con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  de 
que  más  adelante  se  hará  mérito,  pronun- 
ciada en  el  juicio  ordinario  seguido  por 
doña  Juana  Duarte  Sandoval  contra  doña 
Graciela  Recinos  Duarte  de  Carias  sobre 
nulidad  del  testamento  de  don  Desiderio 
Duarte  Sandoval  y del  juicio  testamenta- 
rio de  dicho  señor. 

RESULTA: 

La  señora  Duarte  inició  su  demanda  an- 
te el  Juez  de  la.  Instancia  de  Jalapa  con 
fecha  diez  de  Diciembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cuatro,  manifestando,  entre 
otras  cosas,  lo  que  sigue:  que  independien- 
temente de  su  condición  de  coadyuvante 


en  el  juicio  de  nulidad  entablado  por  su 
hermana  Isabel  contra  doña  Graciela  Re- 
cinos de  Carias,  quería  gestionar  de  una 
manera  directa  y por  lo  tanto  se  presen- 
taba pidiendo  que  en  su  oportunidad  se 
declarara:  lo.,  que  el  testamento  otorga- 
do por  don  Desiderio  Duarte  Sandoval,  el 
nueve  de  Agosto  del  año  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cuatro,  autorizado  por  el 
Notario  don  Alfredo  Figueroa  es  nulo,  de- 
biendo pasar  los  bienes  de  la  sucesión  a 
los  herederos  legales;  2o.,  que  es  nulo  lo 
actuado  en  el  juicio  testamentario  del  se- 
ñor Desiderio  Duarte  Sandoval  desde  la 
primera  diligencia  practicada,  hasta  el 
auto  en  que  fué  reconocida  como  here- 
dera doña  Graciela  Recinos  de  Carias,  in- 
clusive; y 3o.,  que  las  costas  del  juicio  son 
a cargo  de  la  demandada.  Fundó  su  de- 
manda la  señora  Duarte  Sandoval  en  los 
hechos  que  a continuación  se  expresan: 

a)  que  el  Notario  no  dió  fe  de  la  capaci- 
dad civil  del  testador  y de  los  testigos; 

b)  nada  se  dijo  respecto  de  los  hijos  pós- 
tumos;  c)  que  en  la  facción  del  testamen- 
to además  de  las  personas  que  la  ley  se- 
ñala, estuvieron  presentes  don  Antonio 
Ruano,  don  Martín  Carias  y la  señora  de 
Carias,  esposa  de  don  Martin;  el  Nota- 
rio citó  el  artículo  849  del  Código  Civil 
que  ya  fué  reformado;  y d)  no  se  hizo 
constar  que  los  testigos  conocían  con  an- 
terioridad al  testador.  La  nulidad  del  jui- 
cio testamentario  la  funda  doña  Juana 
Duarte  Sandoval  en  que  no  se  le  dió  in- 
tervención al  Ministerio  Público.  Por  úl- 
timo la  demandante  pidió  que  su  deman- 
da se  acumulara  al  juicio  testamentario 
que  acaba  de  mencionarse. 

Doña  Graciela  Recinos  Duarte  de  Carias 
negó  los  conceptos  y fundamentos  de  la 
nueva  demanda  y pidió  se  declarara  su  im- 
procedencia, ya  que  no  era  posible  con- 
seguir su  acumulación  por  estar  los  jui- 
cios en  diferentes  Instancias. 

Fué  abierto  a prueba  el  juicio  por  el 
término  de  treinta  dias.  El  apoderado  de 
la  parte  actora  solicitó  que  se  tuvieran  co- 
mo prueba  los  documentos  que  siguen:  a) 
certificación  expedida  por  el  Secretario  de 
la  Sala  Quinta  de  Apelaciones,  el  treinta 
y uno  de  Enero  del  corriente  año,  donde 
se  encuentran:  un  párrafo  del  escrito  de 
contestación  a la  demanda,  fechado  el 
veintinueve  de  Octubre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cuatro,  y la  diligencia  de 
ratificación  de  la  misma.  Elste  documen- 
ta fué  presentado  para  establecer,  con  lo 
expuesto  por  la  señora  de  Carias  que  don 
Antonio  Ruano,  persona  extraña,  estuvo 
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presente  durante  la  facción  del  testamen- 
to de  que  se  trata;  b)  certificación  que 
expidió  el  Secretario  de  la  Sala  Quinta  de 
la  Corte  de  Apelaciones  con  fecha  vein- 
ticinco de  Enero  del  corriente  año,  del 
juicio  testamentario  de  don  Desiderio 
Duarte  Sandoval,  para  demostrar  que  en 
ese  juicio  no  se  le  dió  intervención  al 
Ministerio  Público;  y c)  testimonio  de  la 
escritura  pública  número  setenta  y nueve 
del  testamento  otorgado  por  don  Deside- 
rio Duarte  Sandoval.  Además,  el  repre- 
~°ntante  legal  de  la  señora  Duarte  San- 
doval pidió  el  examen  de  los  señores  Doc- 
tor don  Carlos  Flete  Sáenz  y Bachil’er  don 
Juan  José  Bonilla  y Bonilla  con  el  objeto 
de  establecer;  a)  que  don  Antonio  Ruano 
Lorenzana  estuvo  juntamente  con  ellos, 
desde  el  principio  hasta  el  fin,  en  la  fac- 
ción del  testamento  del  señor  Desiderio 
Duarte  Sandoval;  y b)  que  el  señor  Ruano 
Lorenzana  no  asistió  a dicho  acto  con  el 
carácter  de  testigo  testamentario,  sino  el 
señor  don  Tadeo  González,  y las  dos  per- 
sonas que  acaban  de  ser  mencionadas.  Los 
testigos  Doctor  Fletes  y Bachil'er  Bonilla 
resDondieron  afirmativamente  a las  pre- 
guntas que  contiene  el  interrogatorio  res- 
pectivo, agregando  que  el  señor  Ruano  Lo- 
renzana, fué  quien  e.scribió  el  testamento 
de  referencia,  pero  no  estuvo  presente 
cuando  el  Notario  le  dió  lectura.  Asimis- 
mo. fueron  agregadas  'as  nnsiciones  ab- 
•■'"pitas  Dor  doña  Graciela  Rocinos  Duar- 
He  Carias  para  establecer  que  don  An- 
tonio Ruano  Lorenzana  habia  e.stado  en 
la.  casa  donde  se  hizo  el  te.stamento  del  se- 
ñor Duarte  Sandoval.  La  absolvente  sólo 
afirmó  haber  visto  entrar  a Ruano  Loren- 
zana juntamente  con  los  testigos  y el 
Notario. 

El  Juez  de  la.  Instancia  del  Departa- 
mento de  Jalapa  dió  fin  al  juicio  absol- 
viendo a doña  Graciela  Recinos  Duarte 
de  Carlas  de  la  demanda  de  que  al  prin- 
cinio  .'e  hizo  relación. 

La  Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, pi  trece  de  Junio  del  corriente  año, 
confirmó  el  fal’o  de  primera  Instancia. 

Don  Alfredo  Duarte  y Duarte,  en  con- 
cepto de  aooHerado  de  la  parte  deman- 
dante, interpuso  el  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma  que  hace 
consistir  en  oue  no  se  dió  intervención  al 
Ministerio  Público  en  el  juicio  testamen- 
tario del  señor  Desiderio  Duarte  y cita 
en  su  apoyo  los  articu'os  93,  568,  506  y 507 
del  Decreto  número  2009;  y por  violación 
de  ley,  pues  fueron  Infringidos  los  artícu- 


los 22  primera  parte  y el  inciso  7o.  del 
Decreto  número  2010;  y 850  del  Decreto 
número  1932. 

CONSIDERANDO: 

Que  según  el  artículo  850  del  Decreto 
Legislativo  número  1932,  son  causas  de  nu- 
lidad de  la  escritura  testamentaria  las 
mismas  que  las  de  toda  escritura  públi- 
ca y además  la  omisión  de  las  solemnida- 
des expresadas  en  el  artículo  849,  refor- 
mado por  el  22  del  Decreto  Legislativo  nú- 
mero 2010,  con  excepción  de  las  2a.  y 4a., 
cuya  falta  hará  incurrir  al  Notario  en  una 
multa  de  veinte  quetzales.  En  el  caso  swb- 
júdice  el  Notarlo  don  Alfredo  E.  Figueroa 
además  de  haber  cumplido  con  todos  los 
requisitos  que  la  ley  prescribe  para  la  fac- 
ción de  todo  instrumento  público,  llenó 
también  las  formalidades  que  de  una  ma- 
nera especial  se  refieren  a los  testamen- 
tos según  lo  han  apreciado  los  Tribuna- 
les de  la.  y 2a.  Instancia. 

En  efecto,  el  Notario  señor  Figueroa,  en 
la  escritura  número  setenta  y nueve  (79) 
consignó  que  el  testamento  fué  hecho  en 
la  ciudad  de  Jalapa,  el  día  nueve  de  Agos- 
to de  mil  novecientos  treinta  y cuatro;  que 
el  acto  dió  principio  a las  diez  y siete  ho- 
ras y veinte  minutos  y concluyó  a las  diez 
y nueve  horas  y quince  minutos  del  mis- 
mo dia,  habiendo  concurrido  como  testigos 
los  señores  don  Tadeo  González  Martínez, 
el  Dr.  don  Carlos  Fletes  Sáenz;,  y don  Juan 
José  Bonilla;  que  el  testador  fué  don  De- 
siderio Duarte  Sandoval,  de  cincuenta  y 
siete  años  de  edad,  soltero,  agricultor,  ori- 
ginario de  San  Pedro  Pínula,  vecino  de 
Jalapa  y de  nacionalidad  guatemalteca;  el 
acto  se  verificó  en  la  casa  del  testador  si- 
tuada en  la  calle  de  Centro  América,  hoy 
séptima  calle  oriente  número  cuarenta  y 
siete  de  la  población  mencionada  ante- 
riormente; el  Notario  dió  fé  de  conocer  a 
los  testigos  asi  como  al  señor  Duarte  San- 
doval, quien  se  encontraba  en  el  pleno  uso 
de  sus  facultades  menta’es;  que  estuvie- 
ron presentes  desde  el  principio  hasta  el 
fin,  en  un  solo  acto  y sin  interrupción  al- 
guna todas  las  personas  que  según  la  ley 
deben  intervenir  en  esta  clase  de  instru- 
mentos; se  expresa  también  en  la  escri- 
tura que  el  testador  designó  al  Notario 
para  que  leyera  el  testamento,  quien  pro- 
cedió a hacerlo  leyéndole  cláusula  por 
cláusula,  viéndolo,  oyéndolo  y entendién- 
dolo los  concurrentes,  después  de  lo  cual 
declaró  expresa  y categóricamente  el  se^ 
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ñor  Duarte  Sandoval,  que  lo  escrito  y leí- 
do en  todas  y cada  una  de  las  cláusulas 
era  la  expresión  de  su  última  y delibera- 
da voluntad;  y por  último  que  en  la  fac- 
ción del  testamento  se  cumplió  con  las 
formalidades  establecidas  por  el  articulo 
849  del  Código  Civil.  Este  instrumento 
aparece  firmado  por  Desiderio  Duarte  S., 
Tadeo  González,  Carlos  Fletes  Sáenz,  J.  J. 
Bonilla  y B.,  y el  Notario  Alfredo  E.  Fi- 
gueroa;  y en  él  se  instituyó  como  única  y 
universal  heredera  del  causante  a su  so- 
brina doña  Graciela  Recinos  Duarte  de 
Carias,  deducidos"  los  legados  que  en  el 
mismo  testamento  se  mencionan;  y fué 
nombrado  albacea  don  Eduardo  Ramos 
Martínez. 

La  parte  actora  funda  su  demanda  en 
los  puntos  que  se  dejan  ya  relacionados, 
y acerca  del  marcado  con  la  letra  c)  en 
este  fallo,  y en  apoyo  del  cual  se  cita  co- 
mo infringido  el  inciso  séptimo  del  ar- 
ticulo 22  del  Decreto  Legislativo  No.  2010, 
debe  de  tenerse  presente  lo  expuesto  al 
ser  resuelto  el  anterior  recurso  que  el  mis- 
mo señor  Duarte  y Duarte  interpuso  como 
apoderado  de  las  señoras  Isabel  Duarte 
Sandoval  y Juana  de  los  mismos  apelli- 
dos, a saber:  que  “el  epiritu  de  la  ley  al 
prohibir  la  presencia  de  personas  extra- 
ñas al  acto  durante  la  facción  del  testa- 
mento es  el  de  proteger  al  causante  con- 
tra influencias  posibles  de  individuos  in- 
teresados en  la  herencia,  evitando  asi  to- 
da presión  que  pueda  torcer  la  libre  vo- 
luntad del  testador.  Si  la  heredera  o su 
esposo  hubiesen  estado  presentes  en  el  ac- 
to, su  concurrenpla  podría  invalidar  el 
instrumento,  y seria  motivo  para  fundar 
una  acción  de  nulidad,  pues  habría  po- 
dido cohibir  al  menos  moralmente  al  se- 
ñor Duarte  Sandoval,  pero  este  extremo 
afirmado  por  la  parte  actora,  no  fué  pro- 
bado en  el  curso  del  juicio.  En  cuanto  al 
señor  Antonio  Ruano  que  asistió  para 
ayudar  al  Notario  en  el  trabajo  puramen- 
te mecánico  de  la  escritura,  es  persona 
del  todo  ajena  al  acto  sin  ningún  inte., 
rés  en  la  institución  de  herederos,  qua 
pudo  ser,  en  caso  necesario,  un  testigo  ins- 
trumental. La  presencia  de  este  último 
en  su  carácter  de  amanuense  del  Notario, 
no  puede  ni  debe  considerarse  como  mo- 
tivo de  nulidad  del  testamento”.  De  to- 
do lo  relacionado  se  deduce  que  no  fue- 
ron infringidos  los  artículos  850  del  De- 
creto número  1932;  y la  fracción  la.  y el 
inciso  7o.  del  artículo  22  del  Decreto  nú- 
mero 2010. 


CONSIDERANDO: 

Que  cuando  fué  iniciado  el  juicio  tes- 
tamentario del  señor  Desiderio  Duarte 
Sandoval  aún  no  estaba  vigente  el  artícu- 
lo 568  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil 
y Mercantil,  pues  aquel  se  radicó  ante  el 
Juez  de  la.  Instancia  de  Jalapa,  el  seis  de 
Septiembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
cuatro,  y el  nuevo  Cuerpo  de  leyes  entró 
en  vigor  con  fecha  quince  del  mismo  mes 
y año.  Que  por  otra  parte,  en  todo  acto  o 
contrato  deben  de  entenderse  incorpora- 
das las  leyes  que  estén  en  vigencia  al  tiem- 
po de  sm  celebración,  exceptuándose  las 
que  conciernen  al  modo  de  reclamar  en 
juicio  los  derechos  que  de  ellos  resulta- 
ren; y que  las  leyes  concernientes  a la 
substanciación  y ritualidades  de  las  ac- 
tuaciones judiciales  prevalecen  sobre  las 
anteriores  desde  el  momento  en  que  deban 
empezar  a regir;  pero  los  términos  que 
hubiesen  empezado  a regir  y las  actuacio- 
nes y diligencias  ya  iniciadas,  se  regirán 
por  la  ley  vigente  al  tiempo  de  su  inicia- 
ción; por  consiguiente,  son  los  preceptos 
legales  vigentes  cuando  se  verificó  el  ac- 
to y comenzó  aquel  juicio  los  aplicables  al 
caso  sub-júdice.  En  el  supuesto  de  que 
las  reglas  establecidas  por  el  Decreto  nú- 
mero 2009  fuesen  las  que  debieran  haber 
sido  observadas  al  tramitarse  el  juicio  tes- 
tamentario del  señor  Duarte  Sandoval, 
tampoco  hubiera  procedido  darle  interven- 
ción al  Ministerio  Público,  pues  en  el  Ca- 
pitulo II  del  Libro  III  del  Código  citado 
anteriormente,  que  trata  de  una  manei-a 
especial  sobre  el  “juicio  testamentario” , no 
se  encuentra  disposición  alguna  en  ese 
sentido. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  los  artículos  521  y 524  del 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercan- 
til declara  la  improcedencia  del  recurso 
de  que  se  hizo  mérito,  y condena  al  recu- 
rrente al  pago  de  las  costas  del  mismo 
y a la  multa  de  ochenta  quetzales.  En  ca- 
so de  insolvencia  deberá  sufrir  dos  meses 
de  prisión  simple. 

Notifíquese,  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  al  Tribunal 
de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante  mi, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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CIVIL 

JUICIO:  ordinario,  Salomón  Abularach  con 
Benedicto  Aiarcón. 

DOCTRINA:  Los  contratos  que  reúnen  to- 
dos los  requisitos  esenciales  para  su  va- 
lidez, de  ninguna  manera  dejan  de  ser 
eficaces. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintidós  de  Agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Por  recurso  extraordinario  de  casación 
interpuesto  por  don  Salomón  Abularach 
con  auxilio  del  Abogado  Porfirio  Barrios 
P.,  se  examina  la  sentencia  ejecutoria  pro- 
ferida por  la  Sala  Primera  de  la  Corte  de 
Apelaciones  el  veintisiete  de  marzo  del 
año  en  curso,  en  el  juicio  ordinario  do- 
ble que  dicho  señor  Abularach  ha  sos- 
tenido con  el  incapaz  Benedicto  Sando- 
val  Alarcón,  representado  por  su  guarda- 
dor don  Gertrudis  Chinchilla,  y,  con  don 
Abraham  Orantes. 

En  el  memorial  de  fecha  doce  de  abrU 
de  este  año,  el  recurrente  señaló  como  vio- 
lados por  la  Sala  sentenciadora  los  ar* 
«culos  1395,  1398,  1399,  1405,  1406,  1407, 
1408,  1410,  1411,  1414,  1422,  1424,  1425,  1426, 
1438,  1632,  1843,  804,  Código  Civil  de  1877; 
235,  246  Decreto  272;  673,  674,  Código  de 
Procedimientos  Civiles  de  1877;  157,  259, 
269,  282,  Código  de  Enjuiciamiento  Civil 
y Mercantil;  714,  774,  de  ese  mismo  Códi- 
go; 105,  Decreto  1730;  22,  33,  40,  45,  50 
Ley  de  Contribuciones,  288,  358,  361,  365 
Decreto  2009;  XXVm  y 250  del  Decreto 
1928. 

En  un  alegato  presentado  el  veintiuno 
de  mayo  de  este  mismo  año,  el  recurren- 
te citó  infringidos  además  de  todas  las  le- 
yes señaladas  en  el  memorial  anterio¡r, 
los  Artículos  que  se  copian  textualmente  en 
el  orden  en  que  los  propuso,  asi:  387. 
388,  397  y 398  Dto.  1932;  1632,  9,  2365,  1406, 
inciso  2o.  del  Código  Civil  del  año  de  1877; 
673,  del  Código  de  Procedimientos  Civiles 
y 233  y 250  Dto.  1928;  9,  1406  inciso  lo. 
Código  Civil  del  año  1877;  673,  Procedi- 
mientos Civiles;  250  Dto.  1928;  9,  1406  in- 
ciso 3o.  y 4o.,  1407,  1408,  1438  y 2365  del 
Código  Civil  de  1877;  673  Procedimientos 
Civiles  y 250  Dto.  1928;  1406,  1407,  1408, 
1422,  1424,  1425,  1428,  1435,  1438,  2259,  y 
2365  Código  Civil  del  año  de  1877;  673  y 
674  Procedimientos  Civiles;  233  y 250  De- 
creto 1928;  1947,  y 1948  y 1981  del  Código 
Civil  del  año  1877;  Artículos  IX  y XXVni 
Dto.  1928;  2337  y 2298  Código  CivU  del  año 


1877;  2359  Código  Civü,  288  y 290  Dto. 
2009  y IX,  XXVin,  227,  232,  inciso  6o.  y 
233  Decreto  1928;  1425,  1425,  1428,  1438, 
2184  y 2185  Código  Civil  del  año  1877;  235, 
Decreto  272,  1411,  1422,  1424,  1438  del  Có- 
digo Civil  del  año  1877;  271  inciso  3o.  y 
4o.  Dto.  1932;  288  y 290  Dto.  2009,  1406, 
1417,  inciso  4o.  y 2365  Código  Civil  del  año 
1877;  673  Procedimientos  Civiles;  IX,  227, 
233,  250  Dto.  1928;  2347,  Código  CivU  del 
año  1877;  230,  232  incisos  5o.  y 6o.  y 233 
Dto.  1928;  1407  y 1408,  2365  Código  Civil 
del  año  1877;  874,  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles,  XXVn,  232,  233  y 250  Dto. 
1928;  1406  Código  CivU  del  año  1877;  523, 
Códjigo  de  Procedimientos  Civiles  y 250 
Dto.  1928;  227  y 233  Dto.  1928;  227,  232  in- 
cisos 5o.  y 6o.  y 233  y 250  Dto  .1928;  125 
y 126  y 127  Dto.  273;  1427,  Código  CivU 
del  año  1877  y 17  de  la  Constitución  de  la 
República;  262  y 264  Dto.  2009;  227,  232, 
233  y XXVm  Dto.  1928;  22,  33,  40  y 45, 
de  la  Ley  de  Contribuciones  o sea  del  Dto. 
1153;  50  de  la  Ley  de  Contribuciones; 
2359  Código  CivU  del  año  1877;  XIV  y 
XV  Dto.  1928;  125,  126  y 127  Dto.  273  y 
250  Dto.  1928;  288  Dto.  1932;  227  y 233 
Dto.  1928;  506  incisos  lo.,  3o.  y 5o.  y 512 
Dto.  2009. 

En  los  autos  que  sirven  de  antecedentes 
al  recurso  que  se  examina,  aperece  de 
manifiesto  lo  que  sigue: 

— I — 

El  veintisiete  de  julio  del  año  de  mil 
novecientos  treinta  y dos  entabló  una  de- 
manda en  el  Juzgado  Primero  Departa- 
mental don  Salomón  Abularach  contra 
los  señores  Abraham  Orantes  y Benedicto 
Sandoval  Alarcón,  con  el  fin  de  que,  en 
sentencia  firme  y,  con  apoyo  en  las  prue- 
bas que  presentaba,  fuera  declarada  la  nu- 
lidad y falsedad  de  la  escritura  pública 
autorizada  en  esta  Ciudad  por  el  Notario 
David  Galicia,  con  fecha  veintiséis  de  ma- 
yo del  año  de  mil  novecientos  treinta. 

Como  fundamento  de  la  acción  intenta- 
da, el  señor  Abularach  expuso:  ser  pro- 
pietario de  la  finca  “El  GuachipUín”  o 
“Entre  Ríos”  ubicada  en  el  departamento 
de  Escuintla,  por  haberla  comprado  al 
Licenciado  Adalberto  Aguilar  Fuentes,  co- 
mo constaba  en  la  escritura  púbUca  que 
autorizó  en  esta  Capital  el  Notario  Julio 
Urrutia,  el  veintiséis  de  agosto  de  mil  no- 
vecientos treinta. 

Que  el  veintiocho  de  mayo  de  ese  mis- 
mo año  el  Notario  David  E.  Galicia  au- 
torizó la  escritura  en  la  que  don  Abra- 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


411 


ham  Orantes  se  reconocía  deudor  de  don 
Benedicto  Sandoval  Alarcón,  de  la  suma 
de  DOS  MIL  CUARENTA  DOLARS;  deuda 
que  provenía  de  dos  anualidades  de  inte- 
reses vencidos  el  quince  de  noviembre  de 
mil  novecientos  veintinueve  que  adeuda- 
ba doña  María  Lavagnino  de  Muñoz  a don 
Francisco  Garzaro,  a consecuencia  de  la 
segunda  inscripción  hipotecaria  de  la  fin- 
ca “El  Guachipilin”  o “Entre  Ríos”. 

Continúa  diciendo  el  demandante,  que, 
en  la  misma  escritura  tachada  de  nula  y 
de  falsa,  se  expresa;  que  en  el  Juzgado 
Primero  Departamental  entabló  una  eje- 
cución don  Gertrudis  Chinchilla  como  au- 
tor del  incapacitado  don  Benedicto  San- 
doval Alarcón,  contra  don  Francisco  Gar- 
zaro cobrándole  judicialmente  la  cantidad 
de  DOS  MIL  NOVECIENTOS  CINCUENTA 
PESOS  SESENTA  Y UN  CENTAVOS  ORO 
AMERICANO,  que  era  en  deberle  al  inca- 
pacitado que  representaba;  y,  entre  otros 
bienes,  fueron  embargados  los  intereses 
vencidos  que  le  debía  al  ejecutado  doña 
María  Lavagnino  de  Muñoz,  los  cuales  as- 
cendían a la  suma  de  DOS  MIL  CUAREN- 
TA DOLARES;  que  el  señor  Orantes  dijo 
ser  dueño  de  la  finca  “El  Guachipilin”  o 
“Entre  Ríos’”;  y,  que  no  habiendo  paga- 
do los  intereses  la  señora  Lavagnino  de 
Muñoz  ni  el  Licenciado  AguUar  Fuentes 
y,  siendo  que  el  otorgante — don  Abraham 
Orantes— se  obligó  a pagar  los  referidos 
intereses,  por  esa  escritura  pública  y no 
pudiendo  hacerlo  en  efectivo,  se  reconocía 
liso  y llano  deudor  de  don  Benedicto  San- 
doval Alarcón,  por  la  susodicha  cantidad 
de  DOS  MIL  CUARENTA  PESOS  ORO 
AMERICANO,  garantizando  su  obligación 
con  prenda  de  cien  vacas  lecheras  entre 
forras  y paridas  que  tiene  en  su  finca  “El 
GuachipUin”,  las  cuales  quedan  pastando 
en  la  misma  finca. 

Manifiesta  asimismo  que  por  el  tenor 
de  la  referida  escritura  se  establecía,  que 
la  señora  Lavagnino  de  Muñoz  le  debía  a 
don  Franicisco  Garzaro  la  cantidad  de 
DOS  MIL  CUARENTA  DOLARES  por  in- 
tereses de  su  deuda,  la  cual  reconoció  el 
señor  Orantes;  pero,  este  reconocimiento, 
en  vez  de  ser  hecho  en  favor  del  señor 
Garzaro  como  legítimo  acreedor,  se  hizo 
en  favor  del  incapaz  Sandoval  Alarcón,  sin 
que  constara  el  consentimiento  expreso  del 
citado  señor  Garzaro,  y,  sin  que  hubiera 
sentencia  judicial;  por  lo  que  podía  dedu- 
cirse la  nulidad  y falsedad  que  demanda- 
ba. 

Luego  continúa  haciendo  consideracio- 
nes acerca  de  que  en  manera  alguna  po- 


día concebirse  que  el  señor  Orantes  se  re- 
conociera deudor  del  señor  Sandoval  Alar- 
cón de  los  intereses  que  pertenecían  a don 
Francisco  Garzaro;  y que  en  la  propia  es- 
critura se  hayan  dejado  cien  vacas  leche- 
ras de  la  finca  “El  Guachipilin”  en  calidad 
de  prenda,  desde  luego  que  la  indicada 
finca  nunca  se  inscribió  a nombre  del  se- 
ñor Orantes,  porque  el  contrato  que  cele- 
brara con  el  Licenciado  Adalberto  Aguilar 
Fuentes  se  rescindió  en  su  totalidad,  has- 
ta el  grado  de  que  el  depositario  de  la 
prenda,  señor  Francisco  Recinos,  jamás 
recibió  ese  depósito,  sino  en  virtud  de  la 
ejecución  seguida  con  el  propósito  de  ha- 
cer efectivo  el  compromiso  contraído  por 

antes,  ya  cuando  la  finca  y semovien- 
tes no  eran  del  Licenciado  Aguilar  Fuen- 
tes; que  el  señor  Sand^oval  Alarcón  no 
tenía  derecho  de  acreedor  al  capital  e in- 
tereses de  la  hipoteca  que  pesaba  sobre  la 
finca,  antes  del  dieciséis  de  diciembre  de 
mil  novecientos  veintinueve;  que  los  otor- 
gantes y el  notario  autorizante  de  la  es- 
critura tachada  de  nulidad  y falsedad,  sa- 
bían muy  bien  que  los  referidos  intereses 
pertenecían  al  señor  Garzaro,  quien  no  lia- 
bía  dado  su  consentimiento  para  la  ena- 
genación;  que  el  mismo  Notario  tampoco 
dió  fé  de  haber  tenido  a la  vista  la  escri- 
tura demostrativa  del  dominio  de  don 
Abraham  Orantes  para  que  legalmente  pu- 
diera reconocerse  deudor  de  los  intereses 
que  pesaban  por  razón  de  la  hipoteca  de 
dicha  finca:  y que  al  no  haberse  entrega- 
do la  prenda,  se  infringieron  las  disposi- 
ciones de  ley  prendaria. 

El  diez  de  agosto  de  ese  mismo  año  el 
señor  Abularach  amplió  su  demanda  en 
el  sentido  de  que  también  se  comprendie- 
ra en  ella  a don  Francisco  Garzaro. 

— n — 

El  diecinueve  de  junio  de  mil  novecien- 
tos treinta  y tres  contestó  la  demanda 
en  sentido  negativo  don  Gertrudis  Chin- 
chilla en  concepto  de  guardador  del  inca- 
paz don  Benedicto  Sandoval  Alarcón  y,  a 
la  vez  contrademandó  la  nulidad  y fal- 
sedad de  la  escritura  pública  que  autorizó 
el  notario  Valentín  Alvarez  Pérez  el  quin- 
ce de  mayo  de  mil  novecientos  treinta  y 
uno,  por  medio  de  la  que  dicho  señor  Abu- 
larach arrendó  a su  hijo  David  dje  su 
apellido  la  finca  “El  GuachipUin”  o “En- 
tre Ríos”,  y le  vendió  además  todo  el  ga- 
nado existente  en  eUa  por  las  razones  que 
consignó  en  el  memorial  respectivo  que 
obra  en  los  autos. 
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La  contrademanda  aludida  fué  negada 
en  todas  sus  partes  por  los  señores  Abu- 
larach;  y la  demanda  de  don  Salomón  de 
este  mismo  apeliido,  también  fué  contes- 
tada negativamente  por  el  otro  demanda- 
do, señor  Orantes;  con  lo  que  se  forma- 
lizó el  juicio  doble. 

— III  — 

Durante  la  dilación  probatoria,  el  se- 
ñor Abularach  rindió  las  siguientes: 

a)  Certificación  del  Juzgado  Primero 
Departamental,  de  la  ejecución  seguida 
por  don  Gertrudis  Chinchilla  como  guar- 
dador del  incapaz  don  Benedicto  Sando- 
vai  Alarcón,  contra  el  señor  Abularach; 
asi  como  de  la  escritura  pública  que  au- 
torizó el  Notario  David  E.  Galicia  el  vein- 
tiséis de  mayo  de  mU  novecientos  treinta. 

b)  Certificación  del  Registro  de  la  Pro- 
piedad Inmueble,  en  donde  constan  las 
inscripciones  segunda,  tercera  y sexta,  de 
la  finca  rústica  número  tres  mil  doscien- 
tos cincuenta  y cuatro,  folio  ciento  uno, 
Abro  treinta  y ocho  de  Escuintla. 

c)  Certificación  del  mismo  Registro,  de- 
mostrativo de  que  no  aparece  en  él  nin- 
guna inscripción  de  dominio  a nombre  del 
señor  Orantes. 

d)  Las  posiciones  en  las  que  el  señor 
Garzaro  confiesa  haberse  reconocido  deu- 
dor de  don  Benedicto  Sandoval  Alarcón: 
que  doña  María  Lavagnino  de  Muñoz  se 
reconoció  su  deudora  por  la  suma  de  die-i 
cisiete  mil  quetzales,  garantizándolos  con 
la  finca  número  tres  mü  doscientos,  folio 
ciento  uno,  libro  treinta  y ocho  de  Escuin-' 
tía,  con  intereses  al  seis  por  ciento  anual; 
que  la  deudora  jamás  le  pagó  los  intere- 
ses estipulados;  que  no  había  gravado  di- 
cho crédito,  pero  le  fué  rematado  por  el 
señor  Sandoval  Alarcón;  y que  la  escri- 
tura traslativa  de  dominio  la  otorgó  el 
Juez  en  su  rebeldía. 

e)  Posiciones  absueltas  por  el  Notario 
David  E.  Galicia,  en  las  que  manifiesta: 
que  no  está  facultado  por  el  señor  Chin- 
chilla para  absolver  posiciones  en  su  nom- 
bre; que  como  Notario  le  consta  que  don 
Abraham  Orantes  reconoció  deber  a don 
Benedicto  Sandoval  Alarcón — por  escritura 
que  autorizó  él — la  suma  de  dos  mil  cua- 
renta dólares,  con  prenda  de  cien  vacas, 
escritura  en  la  que  no  dió  su  consenti- 
miento el  señor  Garzaro  por  no  tener  pa- 
ra qué  darlo;  que  como  apoderado  del  se- 
ñor Chinchilla  siguió  un  juicio  ejecutivo, 
en  virtud  del  cual  se  remató  el  crédito  de 
diecisiete  mil  quetzales,  fincando  en  don 
Benedicto  Sandoval  Alarcón. 


f)  Posiciones  absueltas  por  don  Gertru- 
dis Chinchilla,  en  las  que  confiesa:  que 
le  consta  que  don  Salomón  Abularach  es 
dueño  de  la  finca  “El  Guachipilín”  o 
“Entre  Ríos”;  finca  que  soporta  un  cré- 
dito de  diecisiete  mil  quetzales  a favor  de 
don  Francisco  Garzaro,  el  cual  adquirió 
el  señor  Sandoval  Alarcón;  que  el  señor 
Orantes  se  reconoció  deudor  de  don  Bene" 
dicto  Sandoval  Alatcón;  que  don  Abraham 
Orantes  tuvo  promesa  verbal  de  don  Sa- 
lomón Abularach  db  pagar  úse  crédito, 
pero  no  sabia  si  fué  firmada  alguna  es- 
critura ante  los  oficios  del  Notario  Julio 
Urrutia. 

g)  Posiciones  absueltas  por  don  Abra- 
ham Orantes,  en  las  que  confiesa:  que  le 
compró  al  Licenciado  Adalberto  Aguilar 
Fuentes  la  finca  “Ei  Guachipilín”  o “En- 
tre Ríos”,  sobre  la  que  pesaba  un  grava- 
men de  diecisiete  mii  quetzales,  más  dos 
mU  cuarenta  de  intereses,  intereses  que 
garantizó  al  señor  Sandoval  Alarcón  con 
la  prenda  de  cien  vacas  lecheras;  que  es 
cierto  que  rescindieron  dicho  contrato  y, 
por  tal  causa  no  se  inscribió  en  el  Regis- 
tro— con  el  Licenciado  Aguilar  Fuentes 
porque  el  confesante  ya  había  negociado 
esa  finca  con  don  Salomón  Abularach  y, 
para  evitar  gastos  de  registro,  convinie- 
ron en  que  dicho  Licenciado  Aguilar  Fuen, 
tes  otorgara  directamente  la  escritura  a 
favor  del  comprador  Abularach. 

h)  Posiciones  absueltas  por  el  Licencia- 
do Adalberto  Aguilar  Fuentes,  en  las  que 
confiesa:  que  fué  propietario  de  la  finca 
“El  Guachipilín”  o “Entre  Ríos”  y del  ga- 
nado existente  en  ella,  lo  que  vendió  a 
don  Salomón  Abularach;  y que  la  citada 
finca  y ganado  se  lo  había  vendido  antes 
a don  Abraham  Orantes;  pero  esa  venta 
fué  rescindida. 

i)  Testimonio  de  la  escritura  pública 
autorizada  por  el  Notario  Julio  Urrutia  el 
veintiséis  de  agosto  de  mil  novecientos 
treinta,  por  la  cual,  don  Salomón  Abula- 
rach como  propietario  de  la  finca  “El  Gua- 
chipilín” o “Entre  Ríos”,  se  hace  cargo  de 
pagar  a don  Benedicto  Sandoval  Alarcón 
los  dos  mil  cuarenta  dólares  que  a este 
señor  le  adeuda  don  Abraham  Orantes. 

j)  Certificación  de  la  escritura  de  com- 
pra-venta de  la  finca  “El  GuachipUin”  o 
“Entre  Ríos”,  otorgada  por  el  licenciado 
Adalberto  Aguilar  Fuentes  a favor  de  don 
Salomón  Abularach. 

k)  Otras  posiciones  absueltas  por  don 
Gertrudis  Chinchilla,  en  las  que  manifies- 
ta: que  doña  María  Lavagnino  le  vendió 
al  Licenciado  Adalberto  Aguilar  Fuentes 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


413 


la  finca  de  que  se  ha  venido  haciendo  mé- 
rito, i>ero  no  sabia  en  qué  condiciones  ni 
ante  qué  Notario;  que  le  cobró  los  intere- 
ses que  le  adeudaban  al  Licenciado  Agul- 
lar  Fuentes,  quien  no  se  los  pagó;  cobro 
que  más  tarde  le  hizo  a don  Abraham 
Orantes,  quien  tampoco  se  los  pagó  pero 
si  garantizó  dicha  deuda  con  cien  vacas 
lecheras;  que  con  posterioridad  le  repitió 
el  cobro  al  señor  Abularach;  que  la  indi- 
cada deuda  provenía  desde  que  era  a car- 
go de  ia  señora  Lavagnino  de  Muñoz;  que 
al  constituir  la  prenda  el  señor  Orantes 
no  le  exigió  constancia  alguna  de  que  fue- 
ra dueño  del  ganado,  por  creer  que  era 
un  hombre  honrado;  que  tenía  conoci- 
miento que  este  último  señor  era  dueño  de 
la  finca  y del  ganado,  porque  así  se  lo  ase- 
guró, tanto  él  como  el  Licenciado  Aguilar 
Fuentes  y 

1)  Otras  posiciones  absueltas  por  el  No- 
tario David  E.  Galicia,  relativas  a las 
mismas  cuestiones  contenidas  en  las  con- 
fesiones que  se  han  relacionado. 

La  parte  demandada,  rindió  las  pruebas 
que  siguen: 

lo. — Testimonio  de  la  escritura  pública 
de  veinticinco  de  noviembre  de  mil  nove- 
cieintos  veintinueve,  autorizada  por  el  no- 
tario David  E.  Galicia,  en  la  que  don  Fran- 
ciscp  Garzaro  reconoce  deberle  a don  Be- 
nedicto Sandoval  Alarcón  la  suma  de  tres 
mil  cuatrocientos  ochenta  y tres  pesos, 
cuarenta  y dos  centavos  oro  americano. 

2o. — Libramiento  del  Juzgado  Primero 
Departamental,  donde  se  ordena  a la  se- 
ñora Lavagnino  de  Muñoz,  que  pague  al 
representante  de  don  Benedicto  Sandoval 
Alarcón  la  cantidad  de  dos  mil  cuarenta 
pesos  oro  americano,  correspondientes  a 
los  intereses  adeudados  por  dos  anualida- 
des a don  Francisco  Garzaro. 

3o. — Testimonio  de  la  escritura  pública 
de  veinticinco  de  noviembre  de  mü  nove- 
cientos veintinueve,  autorizada  por  el  mis- 
mo notario;  en  la  que,  don  Francisco  Gar- 
zaro autoriza  a don  Gertrudis  Chinchilla 
para  continuar  la  ejecución  persiguiendo 
el  pago  de  los  intereses  que  le  adeuda  la 
señora  Lavagnino  de  Muñoz. 

4o. — Testimonio  de  la  escritura  que  el 
referido  Notario  autorizó  el  primero  de  ju- 
lio de  mil  novecientos  treinta  y tres,  so- 
bre renovación  de  crédito,  fianza  y sub- 
hipoteca otorgada  por  don  Francieso  Gar- 
zaro a favor  de  don  Benedicto  Sandoval 
Alarcón  y 

. 5o. — ^E1  juicio  ejecutivo  que  siguió  el  se- 
ñor Chinchilla  contra  don  Francisco  Gar- 
zaro. 


— TV  — 

Con  los  antecedentes  Indicados,  el  Juez 
Primero  Departamenal  dictó  la  sentencia 
de  veintisiete  de  junio  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro,  en  la  que  declara:  ab- 
sueltos de  la  demanda  entablada  por  don 
Salomón  Abularach,  a los  señores  Benedic- 
to Sandoval  Alarcón  y Abraham  Orantes 
O.;  absuelto  a don  Salomón  Abularach  de 
Ja  reconvención  entablada  por  don  Ger- 
trudis Chinchilla  en  representación  del  in- 
capaz Benedicto  Sandoval  Alarcón;  y,  que 
no  hay  especial  condenación  en  las  cos- 
tas. 

— V — 

Al  tramitarse  la  segunda  Instancia  de  la 
controversia  mencionada,  el  señor  Abula- 
rach alegó  con  bastante  extensión  e in- 
sistencia, que  en  el  juicio  estaba  demos- 
trado de  una  manera  plena,  que  la  escri- 
tura autorizada  por  el  notario  David  E.  Gá- 
lica, a que  se  refirió  en  su  demanda,  no 
sólo  era  nula,  sino  también  falsa. 

La  parte  contraria,  a su  vez  argumentó, 
que  no  habla  prueba  alguna  que  demos- 
trara las  afirmaciones  del  señor  Abula- 
rach, por  una  parte  y,  por  la  otra,  que  el 
instrumento  aludido,  no  podía  ser  nulo 
ni  falso,  porque,  contenía  todos  los  requi- 
sitos de  fondo  y de  forma  para  su  vali- 
dez. 

Una  vez  oídas  las  partes,  la  Sala  Pri- 
mera de  la  Corte  de  Apelaciones  dictó  la 
sentencia  ejecutoria  él  veintisiete  de  mar- 
zo del  año  en  curso,  originante  del  recurso 
extraordinario  de  casación  que  se  exami- 
na. 

En  ella  considera:  que  el  señor  Abula- 
rach no  justificó  que  en  la  escritura  que 
él  tacha  de  nulidad  y de  falsedad,  falta- 
ran los  requisitiso  esenciales  para  la  vali- 
dez de  los  contratos  por  una  parte,  y por 
la  otra,  que  en  ella  se  incurriera  en  algu- 
no de  los  defectos  señalados  en  el  Artículo 
674  del  Código  de  Procedimientos  Civiles 
de  1877  para  reputar  como  falso  un  ins- 
trumento púb’úco;  que  en  las  actuacio- 
nes aparecía  que  los  dos  mil  cuarenta  pe- 
sos oro  que  debía  la  señora  Lavagnino  de 
Muñoz  le  fueron  embargados,  y el  mismo 
señor  Garzaro — que  era  el  acreedor — que- 
dó conforme  en  que  se  le  pagaran  a don 
Benedicto  Sandoval  Alarcón;  deuda  que 
además  el  msmo  señor  Abularach  se  com- 
prometiS  a pagar  al  citado  señor  Alarcón 
Sandoval  por  medio  de  escritura  pública 
autorizada  por  el  Notario  Julio  Urrutia; 
que  era  improcedente  la  declaración  de 
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nulidad  y falsedad  de  la  escritura  auto- 
rizada por  el  Notario  Valentín  Alvarez  Pé- 
rez, como  lo  pedía  el  señor  Chinchilla,  por 
no  aparecer  demostradas  ni  la  nulidad  ni 
la  falsedad;  que  de  las  actuaciones  se  des- 
prendía la  temeridad  con  que  ha  obrado 
el  señor  Abularach,  así  como  que  los  se- 
ñores Licenciados  Adalberto  AguUar  Fuen- 
tes, Abraham  Orantes  y el  citado  señor 
Abularach,  se  pusieron  de  acuerdo  con  el 
fin  de  eludir  el  pago  de  alcabala  al  bus- 
car la  forma  en  que  no  se  inscribiera  en 
el  Registro  la  venta  que  el  Licenciado 
Aguilar  Fuentes  le  hizo  al  señor  Orantes 
de  la  finca  “El  GuachipUin”  o “Entre  Ríos”, 
omisión  que  debía  estimarse  fraudulenta 
para  los  intereses  del  Fisco. 

Basada  en  esas  consideraciones  confir- 
mó la  sentencia  de  primer  grado,  modifi- 
cándola en  el  sentido  de  que  las  costas 
del  juicio  en  las  dos  instancias  serian  a 
cargo  de  don  Salomón  Abularach,  y de 
que  se  oficiara  a la  Dirección  General  de 
Rentas,  con  inserción  de  lo  conducente, 
para  que  hiciera  valer  los  derechos  del  Fis- 
co lesionado  por  el  acuerdo  que  tomaron 
los  señores  Licenciado  Aguilar  Fuentes, 
Orantes  y Abularach. 

— VI  — 

De  esta  resolución  recurrió  el  señor  Abu- 
larach — como  ya  se  dijo  al  principio  — 
señalando  expresamente  las  leyes  que  es- 
timó quebrantadas. 

Al  tramitarse  el  recurso  alegó  extensa- 
mente sosteniendo  la  misma  tesis  susten- 
tada en  las  dos  Instancias  del  juicio,  y a 
la  vez  explicando  las  razones  de  derecho, 
por  las  que  creía  que  se  violaron  los  pre- 
ceptos legales  que  citó. 

Y,  como  la  vista  sé  efectuó  con  todas 
las  formalidades  de ' Ley  en  la  audiencia 
señalada  para  el  efecto,  es  el  caso  de  re- 
solver lo  que  proceda  en  derecho.  Por  ese 
motivo  EL  TRIBUNAL  DE  CASACION, 

CONSIDERA: 

— VII  — 

Que  desde  el  momento  en  que  el  señor 
Abularach  aseveró  en  su  demanda  que  era 
nula  y falsa  la  escritura  pública  qiie  au- 
torizó ei  Notario  David  E.  Galicia  el  vein- 
tiséis de  mayo  del  año  de  mil  novecientos 
treinta,  contrajo  la  obligación  jurídica  de 
poner  en  evidencia,  con  pruebas  fehacien- 
tes y no  inductivas; 


a)  Que  el  instrumento  citado  era  nulo 
porque  no  contenía  todos  los  requisitos  de 
forma  que  las  leyes  procesivas  señalani 
para  la  validez  de  los  contratos; 

b)  Que  dicho  contrato  contuviera  un  ac- 
to contrario  a las  disposiciones  terminan- 
tes de  ley  sustantiva.  Los  dos  primeros 
extremos  en  cuanto  se  relaciona  con  la' 
nulidad  demandada: 

c)  Que  la  tantas  veces  citada  escritura 
contuviera  alguna  suposición  fraudulenta 
en  perjuicio  de  un  tercero,  por  haberse 
contrahecho  la  escritura  o suscripción  de 
alguno  de  los  que  se  supone  que  la  otor- 
garon, o de  testigos  o del  esribano: 

d)  Que  en  la  misma  escritura  se  hubiese 
suprimido,  alterado  o añadido  algunas 
cláusulas  o palabras  en  el  cuerpo  del  ins- 
trumento, después  de  otorgado;  y 

e)  O que  se  hubiese  anticipado  o poster- 
gado la  data  de  la  referida  escritura;  que 
son  todas  las  situaciones  en  las  que  se 
puede  basar  la  declaratoria  de  falsedad  de 
un  instrumento  público,  conforme  al  Có- 
digo procesivo  de  1877,  vigente  en  la  épo- 
ca del  otorgamiento  de  la  aludida  escri- 
tura y de  la  iniciación  de  la  demanda  te- 
nida a la  vista. 

Ahora  bien,  durante  el  curso  del  juicio 
el  demandante,  señor  Abularach  no  justi- 
ficó en  ninguna  forma  la  falta  de  los  re- 
quisitos formales  de  la  escritura  que  ta- 
cha de  nulidad;  y,  aún  en  el  supuesto  de 
que  hubiera  pretendido  hacerlo,  la  misma 
escritura  está  demostrado  que  es  perfec- 
ta por  tal  causa. 

Tampoco  evidenció  que  contuviera  un 
acto  contrario  a disposiciones  terminan- 
tes del  Código  CiivU,  ni  menos  que  falta- 
ran los  requisitos  esenciales  para  la  vali- 
dez de  los  contratos,  que  señala  de  una 
manera  expresa  el  Artículo  1406  del  Có- 
digo citado;  esto  es:  consentimiento  de 
las  partes;  capacidad  para  contratar;  co- 
sa cierta  materia  del  contrato;  y causa 
justa  para  obligarse. 

A mayor  abundamiento,  de  las  pruebas 
rendidas  en  el  juicio,  se  llega  a la  con- 
clusión — por  desprenderse  de  los  contra- 
tos y confesiones  de  los  interesados  — 
que  la  cantidad  de  DOS  MIL  CURRENTA 
PESOS  ORO  AMERICANO,  que  en  un 
principio  adeudaba  la  señora  Lavagnino 
de  Muñoz,  fueron  embargados  por  la  eje- 
cución iniciada  al  .señor  Garzaro,  que  era 
el  aereedor;  quien  se  conformó  con  que 
se  le  adjudicara  en  pago  al  señor  San- 
doval  Alarcón.  Consta  asimismo,  que  la 
suma  indicada  siguió  gravitando  sobre  la 
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finca  “El  Guachipilin”  o “Entre  Ríos”, 
cuya  deuda  reconoció  don  Salomón  Abu- 
larach  a favor  de  don  Benedicto  Sando- 
val  Alarcón  en  la  escritura  pública  auto- 
rizada por  el  Notario  Julio  Urrutia.  Con 
ello,  se  ve  de  manifiesto  la  obligación  con- 
traída por  el  señor  Abularach  de  pagar 
la  suma  tantas  veces  citada. 

Esta  circunstancia,  por  si  sola  es  sufi- 
ciente para  demostrar,  no  sólo  la  falta  de 
derecho  que  tiene  el  señor  Abularach  pa- 
ra intentar  la  acción  examinada,  sino  pa- 
ra hacer  ver  la  temeridad  con  que  ha 
procedido,  por  ser  el  fin  perseguido  el  de 
no  pagar  lo  que  adeuda,  con  la  pretensión 
de  destruir  un  instrumento  público,  ta- 
chándolo de  nulo  y de  falso,  instrumento 
en  el  que  no  figura  como  otorgante,  pues 
solamente  son  partes  en  él,  don  Abraham 
Orantes  y el  incapaz  Benedicto  Sandoval 
Alarcón,  representado  por  su  guardador 
don  Gertrudis  Chinchilla.  Y,  si  el  señor 
Orantes  no  inscribió  su  dominio  sobre  la 
finca  tantas  veces  aludida,  fué  debido  a 
la  maniobra  confesada  por  él,  que  dicho 
señor  hizo  en  unión  del  Licenciado  Aguí- 
lar  Fuentes  y del  mismo  señor  Abularach, 
con  el  fin  de  eludir  el  pago  de  impuestos 
fiscales;  lo  que  no  es  un  obstáculo  para 
que  el  repetido  señor  Orantes  pudiera  re- 
nocer  el  adeudo  en  favor  de  don  Benedicto 
Sandoval  Alarcón. 

Luego  Ja  nulidad  demandada  por  el  se- 
ñor Abularach  es  improcedente;  tanto 
más  que  este  señor,  como  propietario  de 
la  finca  aludida,  también  reconoció  el  gra- 
vamen que  pesaba  sobre  ella  y,  por  consi- 
guiente, contrajo  la  obligación  de  pagar 
la  cantidad  mencionada,  como  se  dijo  al 
principio. 

Y,  si  tratándose  de  la  nulidad  no  la  pu- 
do poner  de  manifiesto  el  demandante, 
mucho  menos  pudo  hacerlo  en  lo  referen- 
te a la  falsedad,  por  no  haber  — en  todo  el 
juicio  — ninguna  prueba  tendiente  a po- 
ner de  manifiesto  alguna  de  las  situacio- 
nes especificadas  en  el  Articulo  674  de 
Procedimientos  Civiles. 

Lo  que  se  deja  expuesto  es  suficiente- pa- 
ra poner  de  manifiesto,  que  al  no  declarar 
la  nulidad  y falsedad  demandada  por  el 
señor  Abularach,  la  Sala  Primera  de  la 
Corte  de  Apelaciones  lo  hizo  en  aplicación 
recta  de  lo  que  disponen  los  Artículos  259, 
282  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y Mer- 
cantil, 673  y 674  del  Código  de  Procedimien- 
tos Civiles  de  1877  y 1406  del  Código  Civil; 
y por  consiguiente  no  los  violó. 


— VIII  — 

Como  una  consecuencia  lógica,  inmedia- 
ta y directa  de  la  recta  aplicación  hecha 
por  la  Sala  sentenciadora  de  las  leyes  que 
se  dejan  mencionadas,  por  no  estar  pro- 
bada la  nulidad  y falsedad  demandada, 
se  deriva,  de  un  modo  claro,  que  con  dicha 
resolución,  tampoco  pudo  infringir  — por 
ser  Inaplicables  al  caso  sub-júdice  — los 
Artículos  1395,  1398,  1399,  1405,  1407,  1408, 
1410,  1411,  1414,  1422',  1424,  1425,  1426,  1433, 
1632,  1843,  1904  del  Código  Civil,  235  y 246 
del  Decreto  272,  269,  714  y 774  del  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil,  105 
Dto.  1740,  288,  358,  361,  365  del  Dto.  Leg. 
2009,  XXVin,  250,  IX,  XXVII,  XIV,  XV, 
233,  227,  232,  230,  273  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial,  387,  388,  397,  398,  271,  288 
Dto.  1932;  9,  2365,  1428,  1435,  2259,  1947, 
1948,  1981,  1928,  2357,  2298,  1877,  2359,  2184, 
2185,  1417,  2347,  1427  Código  CivU,  290,  262, 
264,  512  y 506  Dto.  Legislativo  2009,  523 
Procedimientos  CivUes  de  1877. 

— IX  — 

Como  ya  se  dijo  que  de  las  actuaciones 
se  deriva  de  un  modo  concreto  que  el  se- 
ñor Abularach  ha  procedido  con  temeri- 
dad al  pretender  obtener  la  declaratoria 
de  nulidad  y falsedad  de  la  escritura  pú- 
blica que  se  ha  mencionado  al  principio, 
es  indudable  que  la  Sala  Primera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  al  condenarlo  al  pa- 
go de  las  costas  del  juicio  en  ambas  Ins- 
tancias no  infringió  los  Artículos  157  del 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercan- 
til, 125,  126  y 127  del  Decreto  Legislativo 
273. 

— X — 

La  Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones no  ha  dictado  condena  de  ninguna 
clase  por  la  forma  en  que  los  señores  Li- 
cenciado AguUar  Fuentes,  Orantes  y Sa- 
lomón Abularach  trataron  de  afectar  los 
intereses  fiscales  al  no  pagar  las  contri- 
buciones motivadas  por  la  negociación  de 
la  finca  “El  Guachipilin”  o “Entre  Ríos” 
llevada  a cabo  entre  los  dos  primeros;  si- 
no simplemente  dispuso  que  se  oficiara  a 
la  Dirección  General  de  Rentas  insertando 
lo  conducente  de  las  confesiones  prestadas 
por  los  señores  Orantes  y Licenciado  Agui- 
lar  Fuentes,  con  el  fin  de  que  aquella  de- 
pendencia gubernativa  siguiera  las  gestio- 
nes del  caso  para  obtener  el  pago,  en  el 
evento  de  que  realmente  se  hubiese  incu- 
rrido en  esa  falta.  En . consecuencia,  es 
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natural  que  no  fueron  violados  los  Artícu- 
los 17  de  la  Constitución  de  la  República, 
22,  33,  40,  45  y 50  de  la  Ley  de  Contribu- 
ciones. 

XI  — 

Por  todo  lo  que  se  deja  expuesto,  con  a- 
peyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo  que  dis- 
ponen los  Artículos  514  y 521  Código  de 
Enjuiciamiento  CivUl  y Mercantil,  EL  TRI- 
BUNAL DE  CASACION, 

RESUELVE : 

DESESTIMAR  EL  RECURSO  de  que  se 
ha  hecho  mérito:  condenar  al  recurrente 
al  pago  de  las  costas:  e imponerle  cien 
Quetzales  de  multa,  o dos  meses  de  pri- 
sión en  caso  de  insolvencia. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  So- 
lazar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — Rafael  Nuila.  Ante  mí,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  ordinario  seguido  por  don  Pas- 
cual Duarte  contra  doña  Enriqueta  Pin- 
to viuda  de  Duarte. 

DOCTRINA:  Para  que  pueda  probarse  el 
dolo  es  necesario  justificar  la  existen- 
cia del  error. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiocho  de  agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Para  resolverlo  se  examina  el  recurso 
extraordinario  de  casación  introducido 
por  don  Pascual  Duarte  con  auxilio  del 
Abogado  David  Pivaral  B.,  contra  la  sen- 
tencia ejecutoria  proferida  por  la  Sala  3a. 
de  la  Corte  de  Apelaciones  el  veintiocho 
de  mayo  del  año  en  curso,  en  el  juicio  or- 
dinario seguido  por  dicho  señor  Duarte 
contra  doña  Enriqueta  Pinto  viuda  de 
Duarte. 

En  el  recurso  se  asevera  que  la  Sala  sen- 
tenciadora violó  los  artículos  siguientes: 
1406,  inciso  3o.  y 4o.,  1407,  1408,  1410,  1411, 
1422,  1423,  1425,  1902,  1916,  2249  incisos 
2o.  y 3o.,  2259  del  Código  Civil  de  1877;  327, 
335  del  Decreto  Gubernativo  Número  272; 
340,  355,  361  primera  parte;  362,  364,  365, 
366,  368,  369,  435  y 436  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamlnento  Civil  y Mercantil. 


En  los  autos  que  sirven  de  antecedentes 
al  recurso  examinado,  aparece  de  manifies- 
to lo  que  sigue: 

— I — 

El  dieciocho  de  septiembre  del  año  de 
mli  novecientos  treinta  y cuatro  se  pre-i 
sentó  don  Pascual  Duarte,  con  auxilio  del 
Abogado  Alejandro  Ch.  Suazo,  ante  el  Juez 
Tercero  Departamental  entablando  de- 
manda ordinaria  contra  doña  Enriqueta 
Pinto  viuda  de  Duarte,  para  que  en  sen* 
tencia  firme,  fueran  declarados  los  pun- 
tos siguientes: 

lo. — Que  era  nula  y sin  ningún  valor  la 
escritura  de  cesión  de  un  crédito  de  DIEZ 
MIL  PESOS  ORO  AMERICANO,  a cargo  de 
“Schlubach  Sapper  y Compañía”,  que  hi- 
ciera a favor  de  doña  Enriqueta  Pinto  viu- 
da de  Duarte,  en  esta  ciudad  el  veintiocho 
de  noviembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
uno,  ante  el  Notario  Manuel  María  Rivera; 
y,  que  en  consecuencia,  la  cesionaria  esta- 
ba obligada  a devolverle  dentro  de  tercero 
dia,  su  valor. 

2o. — Que  era  nulo,  sin  ningún  valor  e 
inexistente  el  contrato  de  mutuo  con  hi- 
poteca que  en  esa  misma  fecha,  en  esta 
ciudad  y ante  el  propio  Notario  Rivera,  ce- 
lebrara con  la  demandada,  por  el  cual  con- 
fesó haber  recibido  de  ella  con  esa  calidad 
la  suma  de  DIEZ  MIL  TRESCIENTOS  SEIS 
PESOS  ORO  AM.,  que  garantizó  con 
primera  hipoteca  de  su  finca  “Tesalia”, 
inscrita  bajo  el  número  ochenta  y uno, 
folio  ciento  cincuenta  y nueve  del  Libro 
ochenta  y siete  antiguo;  y como  conse- 
cuencia, que  era  nula  e improcedente  la 
demanda  ejecutiva,  que  fundada  en  ese 
instrumento,  se  le  seguía  en  ese  mismo 
Tribunal. 

3o. — Que  por  la  notoria  temeridad  con 
que  había  procedido  en  todos  esos  asuntos 
la  demandada,  se  le  condenara  al  pago  de 
las  costas  del  juicio,  así  como  las  ocasiona- 
das con  la  demanda  ejecutiva. 

A la  parte  petitoria  de  la  demanda  alu- 
dida al  principio,  precedió  la  relación  de 
hechos  y exposición  de  puntos  de  derecho 
que  le  sirvieran  de  apoyo  al  demandante, 
para  pedir  la  declaración  mencionada  an- 
tes. 

Junto  con  su  demanda  presentó  el  se- 
ñor Duarte,  para  fundarla,  los  documentos 
que  siguen: 

a)  Las  posiciones  absueltas  por  la  se- 
ñora Pinto  viuda  de  Duarte,  con  las  cuales 
trataba  de  justificar  su  acción: 
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b)  Testimonio  de  la  escritura  pública 
de  partición  de  las  fincas  “San  Rafael”  y 
“Tesalia”,  autorizada  en  esta  ciudad  por 
el  notario  Manuel  María  Rivera,  con  fe- 
cha veintiocho  de  noviembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y uno: 

c)  Testimonio  de  la  escritura  pública 
Número  doscientos  sesenta  y seis,  autori- 
zada por  el  mismo  notario  en  igual  fecha 
que  la  anterior.  Dicho  instrumento  con- 
tiene la  cesión  del  crédito  a cargo  de  “Sch- 
lubach  Sapper  y Compañia”,  otorgada  por 
don  Pascual  Duarte  a favor  de  la  señora 
Pinto  viuda  de  Duarte: 

d)  Otro  testimonio  de  la  escritura  nú- 
mero doscientos  sesenta  y siete,  autoriza- 
da en  la  misma  fecha  que  las  dos  anterio- 
res por  el  notario  Rivera.  Por  medio  de 
ella  don  Pascual  se  reconoce  deudor  de  la 
señora  viuda  de  Duarte  por  la  suma  de 
DIEZ  MIL  TRESCIENTOS  SEIS  pesos  oro 
americano;  deuda  que  se  garantiza  con 
primera  hipoteca  de  la  finca  “Tesalia”:  y 

e)  Testimonio  de  los  inventarios  de  los 
bienes  que  dejó  al  morir  don  Ernesto  Duar- 
te. 

— n — 

El  veintisiete  de  septiembre  de  mi'  no- 
vecientos treinta  y cuatro,  el  Abogado  Ale-i 
jandro  Ch.  Suazo,  en  su  carácter  de  repre- 
sentante legal  de  don  Pascual  Duarte.  am- 
niió  su  demanda,  en  el  sentido  de  que  en 
la  sentencia  se  dec'arase  el  punto  siguien- 
te: que  no  estaba  obligado  a verificar  el 
paeo  de  la  cantidad  de  DIEZ  MIL  TOES- 
CIENTOS  SEIS  PESOS  ORO  AMERICA- 
NO, intereses  y costas  que  le  demandaba 
en  ese  tribunal  doña  Enriqueta  Pinto  viu  - 
da de  Duarte:  y que,  por  la  misma  razón 
debían  cance’arse  las  dos  escrituras  tacha- 
das de  nulidad,  condenándose  a la  devo'u- 
ción  de  la  cantidad  cedida  a cargo  de 
“Schlubach  Sapper  y Compañía”. 

— ni  — 

El  tres  de  octubre  de  mil  noveciento.9 
treinta  y cuatro  compareció  ante  el  Juez 
del  juicio  el  Abogado  Eiladelfo  Salazar  y, 
en  su  carácter  de  apoderado  de  doña  En- 
riqueta Pinto  viuda  de  Duarte,  contestó 
en  forma  negativa  la  demanda  entablada 
por  don  Pascual  Duarte.  En  el  libelo  en 
cuestión  afirma  que,  bajo  ningún  concep- 
to Dueden  ser  nulas  las  escrituras  autori- 
zadas por  el  Notario  Manuel  María  Rivera 
a oue  se  refiere  el  demandante;  porque  en 
ambas  se  llenaron,  con  toda  amplitud,  to- 
dos los  requisitos  esenciales  para  su  vali- 
dez, asi  como  los  formales  del  caso. 


En  el  mismo  memorial  el  Abogado  Sala- 
zar  interpuso  las  excepciones  perentorias 
de  transacción  y de  pacto  de  no  pedir;  y 
con  él  presentó  una  certificación  extendi- 
da por  la  Secretaria  de  Estado  en  el  Des- 
pacho de  Gobernación  y Justicia,  la  cual 
contiene  parte  del  expediente  formado 
con  motivo  de  la  prórroga  solicitada  por 
don  Pascual  Duarte  a su  acreedora,  la  se- 
ñora viuda  de  Duarte. 

— IV  — 

El  Abogado  Alejandro  Ch.  Suazo  alegó 
extensamente,  al  efectuarse  la  vista  del 
asunto,  sosteniendo  la  tesis  de  que,  con  las 
posiciones  absueltas  por  la  señora  viuda 
de  Duarte,  quedaban  plenamente  demos- 
trados los  fundamentos  de  su  demanda, 
por  haber  confesado  dicha  señora  hechos 
perjudiciales  para  ella. 

El  Abogado  aludido  sostiene,  que  dada 
la  forma  afirmativa  en  que  se  contestaron 
las  preguntas  del  interrogatorio  respectivo, 
se  ponen  de  manifiesto:  que  en  los  contra- 
tos cuya  nulidad  demanda,  faltó  causa  jus- 
ta para  obligarse;  que  hubo  error,  asi  co- 
mo también  dolo;  y que  de  ello  se  derivaba 
a la  vez,  la  improcedencia  de  las  excepcio- 
nes perentorias  propuestas  por  la  deman- 
dada. 

El  Abogado  Filadelfo  Salazar,  rebatió  en 
su  algato  todas  las  argumentaciones  del 
contrario,  afirmando  que,  en  los  contra- 
tos cuestionados  si  hubo  causa  justa  para 
obligarse,  sin  error  y sin  dolo.  Asimismo 
sostuvo  que  la  confesión  prestada  por  do- 
ña Enriqueta,  de  ninguna  manera  podría 
perjudicarle:  pues  lo  confesado  por  ella 
estaba  perfectamente  de  acuerdo  con  lo 
que  manifestara  don  Pascual  en  dichos 
contratos:  manifestación  que  hizo  con  to- 
da libertad  y sin  que  mediara  dolo,  por 
parte  de  doña  Enriqueta,  capaz  de  inducir 
a error  al  señor  Duarte,  Y concluyó  sos- 
teniendo la  procedencia  de  las  excepciones 
perentorias  que  propuso  al  entrar  al  deba- 
te judicial. 

En  ese  estado  del  asunto,  fué  agregado 
a él,  el  expediente  formado  con  motivo  del 
memorándum  que  don  Pascual  Duarte  di- 
rigió a la  Presidencia  de  la  República,  so- 
licitando su  intervención  en  el  debate  alu- 
dido, 

— V — 

En  esos  antecedentes  descansa  el  fa’lo 
proferido  por  el  Juez  Tercero  Departamen- 
tal, el  doce  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco,  en  el  cual  absuelve  a do- 
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ña  Enriqueta  Pinto  viuda  de  Duarte  de  la 
demanda  intentada  en  su  contra  por  don 
Pascual  del  último  apellido.  Y,  a la  vez  de- 
clara: sin  lugar  las  excepciones  perento- 
rias propuestas  por  la  demandada:  y que 
no  hay  especial  condenación  en  las  costas. 

— VI  — 

Al  tramitarse  la  segunda  Instancia,  las 
partes  contendientes  alegaron  con  bastan- 
te extensión,  sobre  las  mismas  argumen- 
taciones sostenidas  en  la  primera  Instan- 
cia del  juicio. 

Llegada  la  oportunidad  para  ello,  el  Tri- 
bunal de  alzada  profirió  la  sentencia  eje- 
cutoria mencionada  al  principio.  En  ella 
se  concreta  a confirmar  en  todas  sus  par- 
tes la  resolución  recurrida.  Y en  auto  de 
fecha  veintiocho  de  junio  del  mismo  año 
declaró  sin  lugar  la  ampliación  solicitada 
por  el  apoderado  de  don  Pascual  Duarte, 
por  considerar  que  en  dicho  fallo  estaban 
comprendidos  todos  los  puntos  litigiosos 
contenidos  en  la  demanda. 

— vn  — 

Por  haberse  efectuado  la  vista  del  re- 
curso extraordinario  de  casación  propuesto, 
en  la  audiencia  señalada  para  el  efecto,  en 
la  que  ambas  partes  alegaron  lo  que  esti- 
maron conveniente  a sus  intereses,  es  el 
caso  de  resolver  lo  procedente  en  derecho. 
Por  ese  motivo,  EL  TRIBUNAL  DE  CASA- 
CION, 

CONSIDERA: 

— VIII  — 

Que  la  escritura  pública  número  dos- 
cientos sesenta  y seis,  autorizada  por  el 
Notario  Manuel  Maria  Rivera  en  esta  ciu- 
dad el  veintiocho  de  noviembre  de  mü  no- 
vecientos treinta  y uno,  justifica,  de  una 
manera  plena,  que  don  Pascual  Duarte,  li- 
bremente cedió  a doña  Enriqueta  Pinto 
viuda  de  Duarte  un  crédito  de  OCHO  MIL 
QUINIENTOS  SETENTA  Y OCHO  PESOS 
DOCE  CENTAVOS  ORO  a cargo  de  los  se- 
ñores “Schlubach  Sapper  y Compañía”.  En 
ese  mismo  contrato  el  señor  Duarte  decla- 
ró expresamente,  que  el  precio  de  OCHO 
MIL  QUINIENTOS  SETENTA  Y OCHO  PE- 
SOS DOCE  CENTAVOS  ORO  ya  estaba  pa- 
gado, es  decir,  que  el  valor  de  la  cesión  ya 
lo  tenia  recibido  cuando  se  firmó  el  men- 
cionado contrato. 


En  ese  caso,  para  invalidar  la  aludida 
convención,  por  faltar  la  causa  justa  pa- 
ra obligarse  como  requisito  esencial  de  ella, 
el  señor  Duarte  debió  rendir  la  prueba  des- 
tructora de  la  presunción  juris-tantum  de 
que  sí  hubo  causa  justa  para  obligarse; 
presunción  que  mientras  no  se  demuestre 
el  error  del  citado  señor  Duarte  sobre  loa 
hechos  que  lo  indujeron  a la  celebración 
del  convenio,  con  lesión  manifiesta  de  sus 
intereses,  debe  subsistir  en  todo  su  vigor. 

Para  lograr  esa  demostración  el  señor 
Duarte  presentó  al  juicio  las  posiciones 
absue’.tas,  a su  solicitud,  por  doña  Enrique- 
ta viuda  de  Duarte.  Mas,  es  el  caso  que 
la  mencionada  confesión  no  destruye  el 
valor  probatorio  de  la  escritura  pública  de 
cesión. 

En  efecto:  lo  confesado  por  la  señora 
viuda  de  Duarte  con  respecto  a que  no  fué 
entregado  a don  Pascual  el  precio  de  la  ce- 
sión en  el  momento  de  firmarse  la  escritu- 
ra, está  de  acuerdo  con  lo  consignado  en 
ella.  El  propio  señor  Duarte  declaró  en  el 
referido  contrato  que  ya  tenia  recibido  a 
su  satisfacción  los  OCHO  MIL  QUINIEN- 
TOS SETENTA  Y OCHO  PESOS,  DOCE 
CENTAVOS  ORO,  como' valor  de  la  enage- 
nación  del  crédito  aludido. 

Y,  como  la  citada  confesión  tampoco  de- 
muestra que  el  señor  Duarte  — quien  con 
toda  libertad  aceptó  todas  las  estipulacio- 
nes del  contrato  de  cesión  — haya  sido  in- 
ducido a error  para  obligarse  con  lesión 
manifiesta  para  sus  intereses,  es  evidente 
que  no  estableció  la  falta  de  causa  justa 
para  obligarse,  que  invoca  en  su  favor.  En 
ese  caso  queda  de  manifiesto  en  las  ac- 
tuaciones que  sí  hubo  cosa  cierta  para 
obligarse. 

El  señor  Duarte  tampoco  demostró  con 
la  confesión  de  doña  Enriqueta  viuda  de 
Duarte  la  nulidad  de  la  otra  escritura  pú- 
blica número  doscientos  setenta  y siete; 
porque  lo  manifestado  por  dicha  señora, 
sobre  que  no  entregó  en  el  acto  de  firmar- 
la, los  Diez  mil  pesos  del  contrato,  es- 
tá acorde  con  lo  declarado  en  ella  por  don 
Pascual,  quien  manifestó  que  ya  los  tenia 
recibidos  a su  satisfacción. 

Lo  dicho,  es  demostrativo  de  que  al  re- 
solver la  Sala  sentenciadora  en  la  forma 
en  que  lo  hizo,  no  violó  los  incisos  3o.  y 40i 
del  Artículo  1406  del  Código  Civil  de  1877, 
ni  los  Arts.  340,  355,  361,  362,  364,  365,  366, 
368,  369  del  Código  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil y Mercantil,  como  asegura  el  recurren- 
te. 
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— IX  — 

El  dolo  no  cabe  sin  el  error.  Es  necesa- 
ria la  demostración  del  último,  para  la 
existencia  del  primero.  Por  consiguiente 
no  puede  ser  declarada  la  nulidad  de  los 
contratos  a que  alude  el  señor  Duarte  en 
su  demanda  porque  no  demostró,  en  debi- 
da forma,  ni  el  dolo  ni  el  error  recaído  so- 
bre la  sustancia  de  los  contratos  mencio- 
nados, ni  sobre  cualquiera  circunstancia 
básica  de  la  celebración  de  ellos. 

Sobre  que  no  se  ha  puesto  en  evidencia 
ni  el  error  ni  el  dolo,  existe  la  circunstan- 
cia de  que  el  señor  Duarte  suscribió  libre- 
mente los  aludidos  contratos,  con  poste-i 
rioridad  al  otorgamiento  de  la  escritura 
pública  de  partición,  la  cual  también  sig- 
nó el  repetido  señor  Duarte  con  entera 
libertad.  Esta  circunstancia  — que  de- 
muestra el  hecho  de  haber  sido  otorgadas 
las  tres  convenciones  el  mismo  dia  ante 
el  notario  Rivera,  como  lo  justifica  el  nú- 
mero de  orden  sucesivo  de  las  tres  escri- 
turas — es  evidenciante  de  que  el  señor 
Duarte  tenia  pleno  conocimiento  de  esos 
hechos,  cuando  firmó  los  contratos  aludi- 
dos. 

En  ese  caso,  para  demandar  la  nulidad 
de  las  escrituras  relacionadas  en  el  libelo, 
y obtener  éxito  en  sus  pretensiones,  debió 
poner  en  evidencia  el  error  y dolo,  lo  cual 
no  hizo  el  demandante.  Esta  obligación 
pesaba  más  sobre  él,  por  estatuir  de  ma- 
nera expresa  la  Ley,  que  el  último  es  decir, 
el  dolo,  no  se  presume  y necesita  probar- 
se. 

En  consecuencia  la  Sa’a  3a.  de  la  Corté 
de  Ape'aciones  tampoco  violó  los  Artícu- 
los 1407,  1408,  1410,  1411,  1422,  1423,  1425, 
1902,  1916,  2249  incisos  2o.  y 3o.  2259  del 
Código  Civil  de  1877;  327  y 335  del  Decreto 
Gubernativo  272,  en  la  sentencia  ejecuto- 
ria que  se  examina, 

— X — 

En  cuanto  a los  Artículos  435  y 436  del 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercan- 
til señalados  en  el  recurso  que  se  examina 
como  violados  por  el  Tribunal  sentencia- 
dor, se  refieren  ambos  a las  presunciones 
humanas.  El  primero  indica  cuando  la  pre  • 
sunción  de  esta  clase  produce  prueba;  y, 
el  último  alude  a la  condición  que  ha  de  te- 
ner tal  medio  de  prueba. 

Como  de  una  manera  clara  y terminan- 
te la  Ley  deja  al  libre  criterio  de  los  Jue- 
ces de  Instancia  la  apreciación  de  ese  me- 
dio indirecto  de  justificación,  esta  Corte  se 


halla  en  la  imposibilidad  de  analizar  las 
leyes  mencionadas  al  principio,  para  de- 
terminar si  realmente  fueron  violadas  o no 
por  la  Sala  3a.  de  la  Corte  de  Apelaciones; 
máxime  que  la  sentencia  ejecutoria  origi- 
nadora  del  recurso,  no  está  basada  en  esa 
clase  de  pruebas,  sino  en  el  hecho  de  no 
haber  justificado  el  demandante  su  acción 
en  la  forma  requerida  por  la  Ley. 

— XI  — 

Por  todo  lo  que  se  deja  considerado  con 
apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo  dispues- 
to en  los  Artículos  513  y 521  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil,  el  TRI- 
BUNAL DE  CASACION, 

RESUELVE:  ' 

DESESTIMAR  EL  RECURSO  de  que  se 
ha  hecho  mérito,  y,  condenar  al  recurren- 
te al  pago  de  las  costas  del  mismo  y al  de 
NOVENTA  QUETZALES  de  multa.  En  ca- 
so de  insolvencia  deberá  sufrir  tres  mese.'í 
de  prisión  simple. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  So- 
lazar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.  Secretario. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y seis  de  septiembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cinco. 

Vista  la  incidencia  promovida  por  don 
Pascual  Duarte  con  el  fin  de  que  se  acla- 
re y amplíe  la  sentencia  proferida  por  es- 
te Tribunal  en  el  presente  juicio,  el  vein- 
tiocho de  agosto  último;  y, 

CONSIDERANDO: 

Que  en  la  resolución  de  mérito  no  se  de- 
jó de  resolver  ningún  punto  controvertido; 
pues,  ni  uno  tan  sólo  de  todos  los  Artícu- 
los citados  como  violados  en  el  recurso  se 
dejó  de  considerar;  consideraciones  que  no 
es  indispensable  hacer  por  separado  por 
cada  uno  de  los  Artículos,  como  pretende 
el  recurrente;  máxime  si  se  trata  de  leyes 
inaplicables  al  caso  debatido,  y,  por  con- 
siguiente, ajenas  a él.  En  esa  virtud,  la  am- 
pliación pedida  es  improcedente. 

Tampoco  la  sentencia  de  esta  Corte  es 
oscura  y contradictoria;  pues,  con  toda 
claridad  se  resuelve  la  desestimación  del 
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recurso  extraordinario  de  casación,  por  no 
haber  violación  alguna  — cometida  por  la 
Sala  sentenciadora  — de  ninguna  de  las 
veinticinco  disposiciones  legales  señaladas 
como  infringidas,  por  el  recurrente.  En  ese 
caso,  tampoco  procede  la  aclaración  solici- 
tada. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  lo  que  disponen  los  Artículos  454, 
455,  456  y 457  del  Código  de  Enjuiciamien- 
to Civil  y Mercantil,  declara:  sin  lugar  la 
incidencia  de  aclaración  y ampliación  de 
que  se  ha  hecho  mérito. 

Notifiquese,  y,  como  está  mandado,  de- 
vuélvanse los  autos. 

Reina  Andrade.—  Solazar. — Castellanoá 
R. — Argueta  S. — Serrano  Muñoz. — Juan 
Fernández  C. 


CIVIL 

JUICIO:  ordinario,  Lázaro  Garda  con  Car- 
lota García  Pérez  y compañeros. 

DOCTRINA : Cuando  ha  y principio  de 
prueba  escrita,  si  es  admisible  en  jui- 
do  la  prueba  testifical  con  el  fin  de 
establecer  la  posesión  notoria  de  hijo, 
para  los  efectos  del  reconodmientn. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinticinco  de  septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y cinco. 

Para  resolverlo,  se  examina  el  recurso 
extraordinario  de  casación  introducido 
por  doña  Carlota  García  de  Pérez,  con 
auxilio  del  Abogado  Marcial  Méndez,  con- 
tra la  sentencia  ejecutoria  proferida  por 
la  Sala  2a.  de  la  Corte  de  Apelaciones 
el  veinticuatro  de  mayo  del  año  en  curso, 
en  el  juicio  ordinario  de  filiación  segui- 
do por  don  Lázaro  García  con  la  recurren- 
te, y los  señores  Pedro  Porfirio  García 
Catalán  y Julia  García  Paiz. 

En  el  recurso  se  asegura,  que  la  Sala 
sentenciadora  violó  los  Artículos  166,  167. 
168  incisos  lo.,  2o.  y 3o.  del  Decreto  Le- 
gislativo 1932;  259,  260,  261,  277,  296,  305 
y 314  incisos  lo.,  2o.,  3o.  y 4o.  del  Código 
de  Enjuiciamiento  CivU  y Mercantil. 

En  los  autos  que  sirven  de  anteceden- 
tes al  recurso  examinado,  con.sta  lo  si- 
guiente; 


— I — 

El  veintisiete  de  agosto  del  año  de  mil 
novecientos  treinta  y cuatro  compareció 
ante  el  Juez  2o.  Departamental  don  Láza- 
ro García  entablando  demanda  de  filia- 
ción contra  los  señores  Pedro  Porfirio 
Catalán,  Carlota  García  Catalán  de  Pé- 
rez y Julia  García  Paiz — herederos  lega- 
les declarados  del  Coronel  don  Manuel  M. 
García — para  que,  en  sentencia  firme  se 
resolviera  que  es  hijo  del  Coronel  García, 
ya  citado,  habido  fuera  del  matrimonio. 

Para  fundar  su  demanda  presentó  jun- 
to con  ella  unas  posiciones  articuladas  a 
los  demandados;  posiciones  en  las  que,  a 
la  vez,  reconocieron  dichas  personas  co- 
mo escritas  del  puño  y letra  del  Goronel 
Manuel  M.  García,  las  cartas  en  las  que 
dicho  señor  reconoció  como  hijo  suyo  al 
demandante. 

— n — 

Los  señores  Pedro  Porfirio  García  Ca- 
talán y Carlota  de  Pérez,  negaron  la  de- 
manda entablada  contra  ellos  por  don  Lá- 
zaro García  y,  opusieron  la  excepción  pe- 
rentoria de  falta  de  acción. 

La  otra  demandada  — Julia  García 
Paiz  — contestó  la  acción  intentada  por 
el  señor  García,  en  forma  afirmativa,  es 
decir,  reconociendo  el  derecho  reclamado 
por  este  señor.  Tal  escrito  fué  ratificado 
en  un  todo,  de  orden  del  Juez. 

— m — 

Formalizada  la  discusión  judicial,  se 
abrió  el  juicio  a pruebas  por  el  término 
legal. 

Durante  la  dilación  probatoria,  sola- 
mente don  Lázaro  García  rindió  las  jus- 
tificaciones siguientes: 

a)  Las  posiciones  articuladas  a los  de- 
mandados, por  medio  de  las  cua’es  e.stos 
señores  reconocieron  como  escritas  por 
su  señor  padre  — el  Coronel  Manuel  M. 
García  — las  cartas  presentadas  para  ese 
fin  por  el  señor  García.  Por  medio  de 
dichas  misivas,  el  citado  Coronel  reco- 
nocía, de  una  manera  inequívoca,  al  de- 
mandante, como  hijo  suyo. 

b)  Las  declaraciones  de  los  testigos,  se- 
ñores José  Pablo  Mura'les.  Miguel  del  Cid 
y Daniel  Specher. 

Con  los  dichos  de  estas  personas,  se 
proponía  el  demandante  establecer:  que 
el  Coronel  García  siempre  lo  trató  públi- 
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camente  como  hijo  suyo;  pues  lo  presen- 
taba como  tal  en  sociedad,  permitiéndole 
usar  en  todo  tiempo  su  apellido.  Y,  ade- 
más, le  proporcionaba  lo  necesario  para 
su  alimentación  y educación. 

Los  declarantes  mencionados  depusie- 
ron de  entero  acuerdo  con  las  pretensio- 
nes del  demandante,  sin  que  sus  dichos 
fueran  tachados  en  ninguna  forma  por  ia 
parte  contraria. 

— IV  — 

Concluida  ia  discusión  judicial,  el  Juez 
2o.  Departamental,  con  fecha  trece  de 
marzo  del  año  en  curso  dictó  la  senten- 
cia en  que  declara:  que  don  Lázaro  Gar- 
da es  hijo  natural  reconocido  del  Coro- 
nel Manuel  María  García  y,  sin  lugar  la 
excepción  perentoria  de  falta  de  acción. 
Y,  que,  al  estar  firme  el  fallo  se  proceda 
a la  inscripción  en  el  Registro  Civil.  To- 
do, sin  especial  condenación  en  las  costas. 

Al  tramitarse  la  segunda  Instancia  ori- 
ginada por  el  recurso  de  apelación  intro- 
ducido por  los  demandantes  que  no  estu- 
vieron de  acuerdo  con  la  acción  de  don 
Lázaro  Garda,  no  hicieron  ninguna  ale- 
gación en  defensa  de  su  negativa  a reco- 
nocer el  derecho  reclamado  por  el  deman- 
dante. Tampoco  las  otras  partes  del  jui- 
cio hicieron  uso  de  las  audiencias  confe- 
ridas para  ese  efecto. 

Y,  al  llegar  la  oportunidad  para  ello,  la 
Sala  2a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  dictó 
la  sentencia  ejecutoria  recurrida,  el  vein- 
ticuatro de  mayo  del  año  en  curso,  en  la 
cual,  confirma  en  todas  sus  partes  el  fa- 
llo de  primer  grado. 

_ V — 

Como  la  vista  del  recurso  extraordina- 
rio propuesto  por  la  señora  Carlota  Gar- 
da Catalán  de  Pérez  con  auxilio  del  Abo- 
gado Marcial  Méndez  tuvo  efecto  en  la 
fecha  señalada  con  ese  fin,  es  el  caso  de 
resolver  lo  que  sea  procedente  en  dere- 
cho. Por  ese  motivo,  el  TRIBUNAL  DE  CA- 
SACION, 

CONSIDERA: 

— - VI  — 

Que  en  el  caso  sub-júdice,  la  acción  in- 
tentada por  don  Lázaro  García  se  encuen- 
tra debidamente  justificada,  de  entero 
acuerdo  con  las  prevenciones  de  los  Ar- 
tículos 166  y 167  del  Decreto  Legislativo 
No.  1932. 


En  efecto:  como  no  hay  constancias  de 
ninguna  clase  del  Registro  Civil  demos- 
trativas de  la  filiación  demandada  a los 
herederos  legales  del  Coronel  Manuel  Ma- 
ría García,  don  Lázaro  presentó  unas  car- 
tas escritas  del  puño  y letra  del  propio 
Coronel,  en  las  cuales,  sin  duda  alguna, 
daba  el  tratamiento  de  hijo  suyo  al  de- 
mandante, es  decir,  que  de  una  manera 
inequívoca  lo  reconocía  como  hijo. 

Con  esa  base  jurídica  reconocida  por  ia 
Ley  citada  en  primer  término,  don  Lázaro 
García  rindió  la  prueba  testimonial  men- 
cionada en  el  número  3,  con  el  propósito 
de  establecer  la  posesión  notoria  de  hijo 
del  Coronel  García;  estado  que  se  eviden- 
ció, por  haber  sido  rendido  el  medio  jus- 
tificativo aludido  con  todas  las  formalida- 
des legales  para  su  validez  en  juicio;  sin 
que  la  recurrente  contradijera  en  ninguna 
forma,  tal  prueba. 

Y,  a mayor  abundanmiento,  está  la 
confesión  prestada  por  la  demandada  do- 
ña Julia  García  Paiz  al  contestar  afir- 
mativamente la  demanda  de  don  Lázaro 
y,  ratificada  en  debida  forma  con  poste- 
rioridad. 

En  ese  caso,  es  indudable,  que  al  reco- 
nocer la  Sala  2a.  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes el  derecho  reclamado  por  don  Lázaro 
García,  por  encontrarlo  puesto  en  eviden- 
cia en  el  juicio  seguido  con  ese  fin  y,  por 
consiguiente,  resolver  en  la  forma  en  que 
lo  hizo,  en  vez  de  violar  los  Artículos  166 
y 167  del  Decreto  Legislativo  Número  1932; 
y 259,  260  y 261  del  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y Mercantil,  como  asegura  la 
recurrente,  hizo  recta  aplicación  de  tales 
preceptos  legales. 

— VII  — 

El  Articulo  168  del  Decreto  Legislativo 
No.  1932  señalado  en  el  recurso,  no  tiene 
ninguna  aplicación  en  el  caso  examinado, 
desde  luego  que  la  filiación  no  ha  sido 
demandada  ni  en  vida  del  padre  ni  de  la 
madre.  En  consecuencia,  es  incuestiona- 
ble que  la  Sala  sentenciadora  no  pudo  in- 
fringir, en  su  resolución,  los  incisos  lo., 
2o.  y 3o.  del  referido  Articulo,  como  ase- 
vera la  recurrente. 

— vin  — 

Por  el  hecho  de  haber  sido  reconocidas 
las  cartas  presentadas  por  don  Lázaro 
García  por  los  herederos  del  Coronel  Ma- 
nuel María  García,  reconocimiento  qué 
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hicieron  libremente,  de  conformidad  con  lo 
preceptuado  en  el  Artículo  316  del  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil,  es 
indudable,  que  en  el  presente  caso,  ca- 
recen de  aplicación  los  Artículos  305  y 314 
en  sus  incisos  lo.,  2o.  y 3o.  y 4o.  del  citado 
Código;  leyes,  estas  últimas  que  la  recu- 
rrente considera  violadas. 

En  consecuencia  de  todo  lo  dicho,  es  evi- 
denciante, que  la  Sala  2a.  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  tampoco  violó  los  Artículos 
314  incisos  lo..  2o.,  3o.  y 4o.,  305  y 296  del 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercan- 
til y,  como  una  derivación  obligada,  hay 
infracción  del  Artículo  277  del  mismo  Cuer- 
po Legal. 

— IX  — 

Por  todo  lo  que  se  deja  considerado  con 
apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  los  Artícu- 
los 513  y 521  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil  y Mercantil,  el  Tribunal  de  Casación, 

RESUELVE: 

DESESTIMAR  EL  RECURSO  de  que  se 
ha  hecho  mérito,  y condenar  a la  recu- 
rrente al  pago  de  las  costas  del  mismo  y, 
al  de  treinta  quetzales  de  multa,  o a sufrir 
treinta  días  de  arresto,  en  caso  de  insol- 
vencia. 

Ñotifíquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  So- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R.  — José  Se- 
rrano Muñoz.  — Ric.  Ortiz  Sánchez.  — ■ 
Ante  mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario:  introducido  por  don  Abe- 
lino  Vrrutia  Garategui,  con  auxilio  del 
abogado  Carlos  Rafael  López  Estrada, 
contra  los  señores  Emilio  Eva  y José  Pé- 
rez. 

DOCTRINA:  Los  contratos  en  que  apa.rece 
una  persona  vendiendo  cosas  que  no  le 
pertenecen,  carecen  de  valor  alguno,  por 
no  poderse  vender  lo  ajeno. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
treinta  de  septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Para  resolverlo  se  examina  el  recurso 
extraordinario  de  casación,  introducido 
por  don  Abelhio  Urrutia  Garategui,  con 
auxilio  del  abogado  Carlos  Rafael  López 
Estrada,  contra  la  sentencia  ejecutoria 


proferida  por  la  Sala  Segunda  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones  el  doce  de  diciembre  del 
año  de  mil  novecientos  treinta  y cuatro, 
en  el  juicio  ordinario  doble  que,  contra  el 
recurrente  y los  señores  Emilio  Eva  y José 
Pérez,  sigue  don  Miguel  Pérez  Fagel. 

En  el  recurso  se  asegura  que  la  Sala  sen- 
tenciadora violó  los  Artículos  641,  644,  646, 
654  del  Código  Civil  de  1877;  388,  389,  397, 
398,  479,  481,  482,  484,  485,  486,  487,  493,  in- 
cisos lo.  7o.  y 8o.;  1038,  1039,  1041,  1052, 
1054,  1055,  1057,  del  Decreto  Legislativo 
1932;  1425,  1426,  1434,  1438,  1406  inciso  lo., 
1413,  1476,  1479,  1498,  1509,  Código  Civil  de 
1877;  235,  247,  y 124  del  Decreto  Guberna- 
tivo 272  ; 633,  649,  709,  712,  723,  Código  de 
Procedimientos  Civiles  de  1877;  160,  del 
Decreto  Gubernativo  273;  277,  282,  288,  Có- 
digo de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil; 
723,  849,  877,  inciso  6o.  P.  C.;  434,  435,  436, 
439,  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y Mer- 
cantU,  2277  Código  Civil  de  1877;  12,  33,  43, 
Punto  Primero;  60,  407,  408,  inciso  lo.  y 
468  del  Código  Penal. 

En  los  autos  que  se  tienen  a la  vista  apa- 
rece de  manifiesto  lo  siguiente: 

El  dieciocho  de  agosto  del  año  de  mil  no- 
vecientos treinta  y tres,  se  presentó  don 
Miguel  Pérez  Fagel  ante  el  Juez  Segundo 
Departamental  entablando  demanda  ordi- 
naria contra  don  Abelino  Urrutia  Garate- 
gui, para  que  en  sentencia  firme  se  decla- 
rara que  era  legítimo  propietario  de  los 
aparatos  de  diversión  conocidos  con  los 
nombres  de  El  Chicote  y El  Carroussel  de 
Caballitos,  con  sus  respectivos  motores  de 
gasolina,  plantas  eléctricas  y los  accesorios 
y herramientas  correspondientes:  y,  el  de- 
mandado debía  entregarle  los  frutos  cuyo 
importe  sería  graduado  dentro  del  juicio, 
así  como  el  pago  de  daños  y perjuicios  con- 
siguientes; toda  yez  que  el  señor  Urrutia 
Garategui  detentaba  tales  objetos,  sin  tí- 
tulo alguno.  El  demandante,  para  fundar 
su  acción,  presentó  junto  con  el  libelo  el 
testimonio  de  una  escritura  pública  auto- 
rizada en  esta  ciudad  por  el  Notario  Ale- 
jandro Arenales,  con  fecha  treinta  y uno 
de  diciembre  de  mil  noyecientos  yeintinue- 
ye;  por  medio  de  la  cual  don  Miguel  Pérez 
Fagel  le  compró  a don  José  Pérez,  por  la 
suma  de  CUATRO  MIL  DOLARES,  los  bie- 
nes cuya  propiedad  demanda,  amparado  en 
el  mencionado  contrato  de  compra-yenta. 

El  veinticuatro  de  agosto  del  mismo  año, 
el  señor  Pérez  Fagel  enderezó  su  demanda 
contra  don  Emilio  Eva  y.  a la  vez  la  modi- 
ficó en  los  términos  siguientes:  primero  la 
limita  a la  propiedad  de  los  aparatos,  al 
pago  de  sus  frutos,  daños  y perjuicios,  pe- 
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ro  el  ejercicio  de  la  acción  en  cuanto  al 
monto  de  éstos  se  la  reserva  expresamen- 
te para  establecerlo  en  juicio  diferente  al 
que  se  iniciaba  y conforme  a las  bases  que 
fueran  establecidas;  y segundo,  la  amplió 
sobre  demandar  la  nulidad  de  los  contra- 
tos contenidos  en  las  escrituras  de  dieciséis 
de  julio  de  mil  novecientos  treinta  y die- 
ciocho de  abril  de  mil  novecientos  treinta 
y tres,  las  dos  de  compra-venta  del  “Ca- 
rrousel”  y “El  Chicote”;  indicando  la  pri- 
mera escritura  que  el  señor  Emilio  Eva 
compró  a José  Pérez  dichos  objetos,  y,  la 
segunda  que  don  Emilio  Eva  se  los  vendió 
a don  Abelino  Urrutia  Garategui. 

El  doce  de  agosto  del  año  de  mil  nove- 
cientos treinta  y tres,  don  Miguel  Pérez  Pa- 
gel, habla  iniciado  ya  en  el  Juzgado  Prime- 
ro Departamental  la  misma  demanda  refe- 
ri'^a  antes  contra  las  mismas  personas.  A 
solicitud  de  parte  se  decretó  la  acumula- 
ción de  ambas  acciones  y,  por  excusa  del 
Juez  Primero  Departamental,  el  asunto  pa- 
só al  Juzgado  Segundo  de  la  misma  cate- 
goría. 

El  demandado  Urrutia  Garategui,  con- 
testó en  sentido  negativo  las  dos  deman- 
das, y a la  vez  opuso  la  excepción  perento- 
ria de  prescripción.  En  rebeldía  del  señor 
Eva  se  tuvieron  por  contestadas.  Y,  don 
José  Pérez  las  contestó  en  sentido  afirma- 
tivo. 

2 — Formalizado  asi  el  juicio  doble,  se 
abrió  a pruebas  por  el  término  legal.  Du- 
rante dicha  dilación,  don  Miguel  Pérez  Pa- 
gel rindió  las  siguientes: 

a)  Confesión  judicial  prestada  por  do- 
ña Paula  Urrutia  de  Urrutia,  como  repre- 
sentante legal  de  su  esposo  don  Abelino 
Urrutia  Garategui  y,  por  don  Emilio  Eva. 
Con  dichas  posiciones  se  proponía  justifi- 
car su  dominio  y posesión  de  los  objetos 
cuestionados:  que  jamás  los  habla  dado 
en  prenda  de  ninguna  clase:  y que  él,  ex- 
plotó esos  negocios. 

b)  Testimonio  de  la  escritura  pública 
autorizada  en  esta  ciudad  por  el  notario 
Carlos  Rodríguez  Cerna,  el  veinticuatro  de 
diciembre  de  mil  novecientos  veintinueve, 
por  medio  de  la  cual,  don  Miguel  Pérez  le 
vendió  a su  hermano  José  de  su  apellido  y. 
por  la' suma  de  cuatro  mil  dólares,  los  jb- 
jetos  que  motivan  la  discusión  judicial; 
venta  que  se  hizo  con  pacto  de  retroventa. 

c)  Testimonio  de  la  escritura  pública 
autorizada  por  el  Notario  Alejandro  Arena- 
les, por  la  que,  don  José  Pérez  le  vendió  a 
su  hermano  Miguel  los  mismos  objetos  y 
por  igual  precio,  el  treinta  y uno  de  di- 
ciembre de  mil  novecientos  veintinueve. 


d)  Posiciones  articuladas  al  señor  Emi- 
lio Eva,  con  el  mismo  fin  perseguido. 

e)  Certificación  de  varios  pasajes  del 
proceso  seguido  en  el  Juzgado  Cuarto  De- 
partamental, extendida  por  la  Secretaria 
del  indicado  Tribunal. 

f)  Otra  certificación  del  mismo  Juzga- 
do Cuarto  Departamental. 

g)  Certificación  del  Juzgado  Segundo 
de  Paz  con  la  que  trata  de  establecer  su 
posesión  el  demandante. 

h)  Posiciones  articuladas  por  don  Mi- 
guel Pérez  Pagel  al  Licenciado  José  Fó-an- 
cisco  Medina  y a don  Guillermo  S.  Plores, 
tendientes  a demostrar  que  el  mismo  Abo- 
gado Medina  dirígió  al  señor  Flores  contra 
Eva  y,  al  señor  Urrutia  Garategui  en  la 
tercería  interpuesta  en  la  ejecución  Flores- 
Eva. 

i)  Certificación  del  Juzgado  Cuarto  de 
Paz  de  esta  Ciudad  encaminada  a demos- 
trar el  mismo  extremo  de  la  prueba  ante- 
rior. 

j)  Otra  certificación  del  mismo  Juzga- 
do de  Paz,  con  igual  propósito  que  la  an- 
terior. 

k)  Informe  emitido  por  la  Tesoreria 
General  de  Beneficencia  Pública. 

l)  Declaraciones  de  los  testigos  Alfre- 
do M.  García  y Teófilo  E.  Kreyker  con  las 
que  se  proponía  establecer  el  demandante 
que  siempre  tuvo  la  posesión  de  los  objetos 
demandados  hasta  el  año  de  mil  novecien- 
tos treinta  y tres. 

m)  Certificación  de  la  Sala  Segunda 
de  la  Corte  de  Apelaciones  y 

n)  Otra  del  Juzgado  Segundo  de  Pri- 
mera Instancia. 

La  parte  demandada,  con  el  propósito 
de  demostrar  su  excepción  y la  improce- 
dencia de  la  demanda  intentada  en  su  con- 
tra adujo  las  justificaciones  siguientes: 

I — Una  carta  dirigida  por  el  Gerente  del 
Banco  Central  de  Guatemala  a don  Emilio 
Eva. 

II  — Posiciones  absueltas  por  don  Mir 
guel  Pérez  Pagel  a solicitud  de  don  Emilio 
Eva. 

III  — Una  certificación  del  Juzgado  Se- 
gundo Departamental. 

IV  — • Dos  recibos  de  las  Casas  de  Bene- 
ficencia fechados  el  veinticinco  de  agosto 
de  mil  novecientos  treinta  y dos  y el  tres 
de  enero  de  mil  novecientos  treinta  y tres, 
respectivamente. 

V — Dos  recibos  de  la  Municipalidad  de 
esta  Ciudad  por  los  meses  de  junio  y agos- 
to de  mil  novecientos  treinta  y dos. 
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VI  — Dos  recibos  del  Juzgado  de  Policía 
y Ornato  por  los  meses  de  junio  y agosto 
de  mil  novecientos  treinta  y dos. 

VII  — Un  recibo  provisional  extendido 
el  nueve  de  septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y dos  por  el  Ferrocarril  Nacional  de 
los  Altos. 

3 — Concluida  la  discusión  judicial,  el 
Juez  Segundo  de  Primera  Instancia  de 
este  Departamento  dictó  su  sentencia  de 
fecha  veintiocho  de  septiembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y cuatro,  en  la  cual  de- 
clara; que  los  aparatos  de  diversión  “El 
Chicote”  y “El  Carroussel”  son  de  la  pro- 
piedad de  don  Miguel  Pérez  Fage’ : que  son 
nulas  las  dos  escrituras  de  fechas  dieci- 
séis de  julio  de  mil  novecientos  treinta  y 
dieciocho  de  abril  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres,  por  las  cuales  don  José  Pérez  Pa- 
gel vendió  a don  Emilio  Eva,  y este  último 
a don  Abelino  Urrutia  Garategui  los  men- 
cionados aparatos  de  diversión:  que  se  des- 
estima la  excepción  perentoria  de  pres- 
cripción: y aue  se  ab-suelve  a los  demanda- 

de  la  acción  de  devolución  de  frutos  v 
paeo  de  daños  y perjuicios. 

4 — Después  de  tramitarse  como  es  de- 
bido la  Segunda  Instancia  en  la  que  las 
partes  alegaron  extensamente  acerca  de 
sus  re.spectivas  tesis;  sosteniendo  el  de- 
mandante : que  los  aparatos  en  cuestión  son 
de  su  propiedad  legítima:  que  siempre  tu- 
vo la.  posesión  de  el'os  hasta  el  año  de  mil 
novecientos  treinta  y tres:  que  eran  nulas 
las  escrituras  por  las  que  se  transfirió  el 
dominio  de  ellos  a los  señores  Eva  y Urru- 
tla  Garategui,  respectivamente;  y aue  era 
improcedente  la  excepción  de  prescripción; 
y la  otra  parte  lo  contrario,  el  Tribunal  de 
segundo  grado  dictó  la  sentencia  ejecuto- 
ria — fechada  el  doce  de  diciembre  de  mil 
no^^ecientos  treinta  y cuatro  — en  la  que 
confirma  en  todas  sus  partes  el  fallo  de 
primer  grado. 

Y.  por  haberse  efectuado  la  vista  como 
es  debido  en  la  audiencia  seña'ada  para  el 
efecto,  en  la  que  las  partes  alegaron  sobre 
los  mismos  puntos  sostenidos  en  las  dos 
Instancias  del  juicio,  y sobre  los  funda- 
mentos del  recurso  de  examen,  es  el  caso 
de  resolver  lo  aue  proceda  en  derecho.  Por 
ese  motivo  el  Tribunal  de  Casación, 

CONSIDERA: 

5 — Oue  la  escritura  púhMca  autorizada 
en  esta  ciudad  por  el  Cartulario  Alejandro 
Arenales,  con  fecha  treinta  v uno  de  Di- 
ciembre del  año  de  mil  novecientos  veinti- 
nueve, es  suficiente  para  demostrar  que 


don  Miguel  Pérez  Fagel  es  el  legitimo  pro- 
pietario de  los  aparatos  y sus  accesorios 
que  son  objeto  de  esta  controversia;  des- 
de luego  que  no  se  ha  demostrado  lo  con- 
trario durante  el  curso  del  juicio;  ni  mu- 
cho menos  que  sea  nula  y sin  ningún  valor 
la  escritura  aludida  al  principio. 

Es  verdad  que  asimismo  figuran  en  los 
autos  dos  escrituras  públicas  presentadas 
por  los  demandados.  Una  autorizada  en  es- 
ta ciudad  el  dieciséis  de  julio  de  mil  nove- 
cientos treinta  por  el  Notario  José  Francis- 
co Medina,  por  la  cual  aparece  don  José 
Pérez  Fagel  vendiendo  a don  EmUio  Eva 
los  aparatos  y accesorios  cuestionados;  y 
se  nombra  a la  vez  depositario  a don  Mi- 
guel Pérez  F’agel,  quien  estuvo  presente  en 
ese  acto.  Y la  otra  autorizada  también  en 
esta  ciudad  por  el  Cartulario  Alejandro  Ch. 
Suazo  el  dieciocho  de  abril  de  mil  novecien- 
tos treinta  y tres.  En  este  último  docu- 
mento don  Emilio  Eva  vende,  cede  y tras- 
pasa a don  Abelino  Urrutia  Garategui  los 
bienes  cuya  propiedad  se  disputan  en  este 
litigio. 

Mas,  los  instrumentos  aludidos  en  últi- 
mo término  no  son  bastantes  para  destruir 
el  valor  probatorio  de  la  escritura  de  trein- 
ta y uno  de  diciembre  de  mil  novecientos 
veintinueve,  con  la  que  acredita  su  domi- 
nio don  Miguel  Pérez  Fagel;  mies  no  cons- 
ta de  ninguna  manera  en  el  instrumento 
de  dieciséis  de  julio  de  mil  novecientos 
treinta,  que  este  señor  hava  vendido  los 
bienes  cuya  propiedad  reclama  en  este  jui- 
cio; ni  tampoco  aue  .su  hermano  don  José 
Pérez  Fagel  hava  hecho  tai  venta  al  señor 
Eva,  como  apoderado  o como  gestor  de  ne- 
gocios del  demandante.  Tampoco  consta 
de  manera  expresa  en  el  indicado  instru- 
mento que  don  Miguel  Pérez  Fagel  hava 
dado  su  consentimiento  para  esa  venta; 
pues  éste  no  puede  presumirse,  sino  debe 
probarse  en  forma  fehaciente.  En  ese  caso 
al  tenor  de  lo  aue  dispone  el  Art.  1501  del 
Código  Civil  de  1877.  tal  contrato  de  com- 
pra-venta es  nulo,  por  aparecer  simulada 
dicha  venta,  como  lo  declara  la  Sa’a  sen- 
tenciadora; y además  poraue  don  José  Pé- 
rez Fagel  apareció  vendiendo  una  cosa  aue 
no  es  suya  y,  no  puede  haber  venta  de  lo 
ajeno. 

A mayor  abundamiento,  figuran  en  los 
autos  las  certificaciones  presentadas  por 
la  parte  demandante,  con  las  aue  se  de- 
muestran hechos,  capaces  por  si  .solos  para 
poner  de  manifiesto  que  el  contrato  ce’e- 
brado  entre  don  José  Pérez  Fagel  y don 
Emilio  Eva,  era  simulado;  tales  como  el  de 
haber  extendido  el  señor  Eva  a,  don  José  Pe-, 
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rez  Fagel  dos  meses  después  de  celebrado 
dicho  contrato,  una  constancia  de  pago  y 
cancelación  del  crédito  de  OCHOCIENTOS 
QUETZALES  que  el  segundo  debia  al  pri- 
mero con  garantía  prendaria  de  los  men- 
cionados aparatos  y accesorios;  documento 
en  el  que  se  hizo  constar,  textualmente; 
“esa  cancelación  la  otorgó  como  la  extin- 
ción de  la  única  vinculación  que  como 
agente  de  derecho  tenia  sobre  esos  apara- 
tos en  la  fecha  de  la  carta  de  pago”.  Y la 
de  haber  reconocido  ei  señor  Eva  en  posi- 
ciones absueltas  la  propiedad  y dominio 
de  don  Miguel  en  los  cuestionados  apara- 
tos; dominio  y posesión  que  a la  vez  justi- 
ficó haberla  tenido  don  Miguel  Pérez  Fa- 
gel, hasta  el  año  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres,  con  ia  certificación  extendida  por 
el  Juzgado  Cuarto  de  Paz  de  esta  Ciudad 
ei  ocho  de  agosto  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres.  Este  hecho  también  lo  corrobora 
con  su  dicho  el  testigo  Teófilo  E.  Kreyker. 

En  virtud  de  lo  que  se  deja  relacionado 
la  nulidad  demandada  por  don  Miguel  Pé- 
rez Fagel  de  la  escritura  pública  autoriza- 
da por  el  Cartulario  Medina,  aparece  de 
manifiesto  en  el  juicio.  De  ello  se  deriva 
asimismo,  la  de  la  otra  escritura  autoriza- 
da por  ei  Notario  Ch.  Suazo,  por  la  cual 
adquirió  el  dominio  de  dichos  bienes  el  se- 
ñor Urrutia  Garategui;  ya  que  se  los  ven- 
dió ei  señor  Eva,  sin  ser  propietario  de 
ellos,  y ya  se  dijo  antes  que  no  hay  venta 
de  lo  ajeno. 

Queda,  pues,  firme  el  contrato  de  com- 
pra-venta autorizado  por  el  Notario  Are- 
nales, con  lo  que  el  señor  Miguel  Pérez  Pa- 
gel demuestra  su  dominio  sobre  ios  tantas 
veces  citados  aparatos;  pues  como  se  ha 
dicho,  ni  una  sola  de  las  pruebas  aducidas 
por  la  parte  demandada  demuestra  lo  con- 
trario. 

En  ese  caso  es  indudable  que,  al  resol- 
ver la  Sala  sentenciadora  en  la  forma  en 
que  lo  hizo,  no  violó  los  Artículos  1425,  1426, 
1434,  1438,  1406  inciso  lo.;  1413,  1476,  1479, 
1498,  1509  del  Código  CivU  de  1877;  y 235, 
247  y 124  del  Decreto  Gubernativo  Número 
272. 

6 — En  el  recurso  también  se  asevera  que 
la  Cámara  sentenciadora  vioió  los  artícu- 
los 633,  649,  709,  712,  723  del  Código  de  Pro- 
cedimientos CivUes  de  1877;  160  Decreto 
Gubernativo  273;  277,  282  y 288  del  Código 
úe  Enjuiciamiento  Civü  y Mercantil,  por  el 
hecho  de  no  concederle  valor  probatorio  a 
la  escritura  de  transacción  ceiebrada  entre 
doña  Amalia  Nazur  de  Pérez,  don  Miguel 
Pérez  y don  Emilio  Eva;  contrato  en  el  que 


— según  el  recurrente  — don  Miguel  Pé- 
lez  reconoció  los  derechos  de  propiedad  da 
don  Emilio  Eva. 

Mas  es  el  caso  que  de  ninguna  manera, 
la  indicada  Sala  pudo  cometer  la  infrac- 
ción de  las  leyes  citadas;  porque  en  la  es- 
critura referida,  la  cual  autorizó  ei  Nota- 
rio José  liYancisco  Medina  ei  veintiocho 
de  abril  de  mil  novecientos  treinta  y uno, 
don  Miguel  Pérez  Fagel  no  hizo  ninguna 
declaración  expresa  ni  tácita  a ese  respec- 
to; sino  fué  sólo  la  señora  Nazur  de  Pérez 
quien  reconoció  al  señor  Eva  como  propie- 
tario de  los  bienes  litigados;  confesión  que 
no  puede  perjudicar  al  demandante.  En 
esa  situación,  es  indudable  que  el  Tribu- 
nal sentenciador  no  podía  tomar  en  cuen- 
ta la  relacionada  escritura  presentada  por 
la  parte  demandada,  en  defensa  de  sus  de- 
rechos pretendidos. 

7 — Leis  presunciones,  constituyen  un  me- 
dio probatorio  que  la  Ley  deja,  en  su  apre- 
ciación al  libre  criterio  de  ios  Jueces  de 
Instancia,  según  lo  dispone  de  una  mane- 
ra clara  el  Artículo  439  del  Código  de  En- 
juiciamiento Civil  y Mercantil.  En  ese  ca- 
so es  indudable  que  al  Tribunal  de  Casa- 
ción no  le  es  dable  entrar  a conocer  de 
ellas;  razón  por  la  que  no  es  posible  deter- 
minar si  fueron  violados  o no,  los  Artículos 
723,  849,  877  inciso  6o.  dei  Código  de  Pro- 
cedimientos Civiles  de  1877;  y 434,  435, 
436  y 439  del  Código  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil y Mercantil;  leyes  a que  se  refiere  el  re- 
currente, indicando  su  violación,  por  el 
hecho  de  no  haber  sido  estimado  el  valor 
probatorio  de  las  presunciones  del  consen- 
timiento tácito  y expreso  de  don  Miguel 
Pérez,  respecto  a que  había  consentido  en 
la  venta  de  los  aparatos  de  referencia.  Es- 
to úitimo  además  no  es  exacto;  ya  que  el 
Tribunal  de  alzada  sí  consideró  ia  falta  de 
ese  consentimiento,  en  el  fallo  recurrido; 
a lo  cual  se  alude  en  el  número  5 de  este 
fallo. 

- 8 — Es  verdad  que  don  Abelino  Urrutia 
Garategui  tiene  el  titulo  indispensable  pa- 
ra adquirir  por  prescripción,  como  lo  cons- 
tituye ei  contrato  autorizado  por  el  Nota- 
rio Ch.  Suazo  por  medio  del  cual  don  Emi- 
lio Eva  le  vendió  los  mencionados  apara- 
tos. Mas,  también  lo  es  que  no  tiene  la  po- 
sesión legítima  de  los  indicados  bienes,  con- 
dición que  es  necesaria  para  la  prescrip- 
ción. En  el  juicio  se  ha  demostrado  de  ima 
manera  fehaciente  que,  'don  Miguel  Pérez 
Pagel  ha  tenido  la  posesión  legítima  de  los 
bienes  cuestionados  hasta  el  año  de  mil 
novecientos  treinta  y tres;  y que  el  señor 
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Urrutia  Garategui  los  ha  poseído  poste- 
riormente, pero  en  virtud  de  depósitos  ju- 
diciales constituidos  en  él. 

En  ese  caso  es  indudable  que  litando 
uno  de  los  requisitos  indispensables  para 
poder  adquirir  por  prescripción,  la  excep- 
ción invocada  por  el  recurrente,  no  proce- 
de; y,  por  ende,  al  estimarlo  así  la  Sala 
sentenciadora  no  violó  los  Artículos  641, 
644,  646,  654,  del  Código  CivU  de  1877;  388, 
389,  397,  398,  479,  481,  482,  484,  485,  486, 
487,  493,  incisos  lo.  7o.  y 8o.;  1038,  1039, 
1041,  1052,  1054,  1055  y 1057  del  Decreto 
Legislativo  1932,  como  afirma  el  recurren- 
te.. 

9—  Estima  el  señor  Urrutia  Garategui 
en  su  libelo,  que,  “de  un  hecho  que  cae  ba- 
jo la  sanción  del  Código  Penal,  se  crea  una 
fuente  de  derechos  a favor  de  quienes  han 
dilinquido”.  Por  tal  causa  asegura  que  la 
Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 
violó  los  Articuos  2277  del  Código  Civil  de 
1877,  12,  33,  43  punto  primero  de  las  penas 
accesorias,  60,  407,  408  inciso  lo.  y 468  del 
Código  Penal,  con  la  sentencia  recurrida. 

Como  el  Articulo  506  del  Código  de  En- 
juiciamiento Civil  y Mercantil  fija  de  una 
manera  expresa  cuáles  son  los  casos  en  que 
procede  el  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción por  infracción  de  Ley,  y,  entre  ellos 
no  se  encuentra  comprendido  el  de  que  la 
Sala  sentenciadora  no  haya  mandado  abrir 
procedimiento  criminal  por  ningún  hecho 
punible,  es  indudable,  que  en  manera  al- 
guna pudo  violar  las  leyes  citadas  en  este 
número;  máxime  que  al  recurrente  le  que- 
dan expeditos  sus  derechos  — pues  no  tie- 
ne limitación  de  ninguna  clase  a ese  res- 
pecto — para  deducirlos  en  la  forma  que 
estime  conveniente. 

10 — Por  todo  lo  que  se  deja  considerado, 
con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo  que 
disponen  los  Artículos  513,  515  y 521  del 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercan- 
tU,  el  TRIBUNAL  DE  CASACION, 

I RESUELVE: 

DESESTIMAR  el  recurso  de  que  se  ha 
hecho  mérito,  y,  condenar  al  recurrente  al 
pago  de  las  costas  del  mismo  y,  al  de  una 
multa  de  cien  quetzales,  o tres  meses  de 
prisión  simple  en  caso  de  insolvencia. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa~ 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Max 
Garda  R.,  Secretario  accidental. 


CIVIL 

JUICIO:  ordinario,  Marta  Cruz  Gómez  Cop 
con  Santos  Gómez. 

DOCTRINA:  Las  inscripciones  extendidas 
con  inexactitud  y que  induzcan  a error 
a un  tercero  con  perjuido  manifiesto  de 
la  parte  contratante,  carecen  de  valor 
alguno. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
treinta  de  septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Para  resolverlo,  se  examina  el  recurso 
extraordinario  de  casación  introducido  por 
la  señorita  Marta  Cruz  Gómez  Cop,  con 
auxilio  del  Abogado  Alfonso  Villagrán  A. 
contra  la  sentencia  ejecutoria  proferida 
por  la  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones el  doce  de  julio  del  año  en  curso, 
en  el  juicio  ordinario  que,  con  la  recurren- 
te sostiene  don  Santos  Gómez. 

En  el  recurso,  se  sostiene  que  la  Sala 
sentenciadora  violó  los  Artículos  1038, 
1052,  1054,  1055,  1056,  1057  y 1121  del  nue- 
vo Código  Civil;  2369  del  Código  Civil  de 
1877;  y,  232  incisos  4o.  5o.  y 6o.  de  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial. 

En  los  autos  que  sirven  de  antecedentes 
al  recurso  examinado,  aparece  de  mani- 
fiesto lo  siguiente: 

— I — 

El  discisiete  de  noviembre  del  año  de 
mil  novecientos  treinta  y cuatro,  compa- 
reció don  Santos  Gómez  ante  el  Juez  Pri- 
mero de  Primera  Instancia  del  Departa- 
mento de  Quezaltenango,  — en  carácter  de 
propietario  de  las  fincas  rústicas  números 
veinticuatro  mil  setecientos  treinta  y nue- 
ve y,  veinticuatro  mil  setecientos  cuaren- 
ta, inscritas  a los  folios  noventa  y cuatro 
y noventa  y seis  del  Libro  ciento  cincuen- 
ta y cuatro  de  Quezaltenango — demandan- 
do de  la  señorita  Marta  Cruz  Gómez  Cop, 
los  puntos  siguientes: 

a)  La  nulidad  e insubsistencia  de  las 
inscripcines  que,  de  las  referidas  fincas 
se  hicieron  a favor  de  don  Santiago  Gó- 
mez, padre  de  la  demandada;  quien,  co- 
mo única  heredera  de  su  citado  padre  y, 
como  actual  poseedora  de  los  inmuebles 
en  cuestión,  debe  responder  de  ello  en  jui- 
cio. 

b)  La  nulidad  e insubsistencia  de  las  ins- 
cripciones que,  de  las  mismas  fincas  fue- 
ron hechas  en  el  Registro  a favor  de  la 
demandada. 
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c)  La  nulidad  de  la  partición  de  bienes 
de  don  Santiago  Gómez,  en  la  parte  que 
se  refiere  a las  fincas  relacionadas;  y 

d)  La  posesión  de  las  fincas  en  cues- 
tión. Y,  en  caso  de  oposición  de  la  deman- 
dada, las  costas  del  juicio. 

Don  Santos  Gómez  funda  su  acción  en 
los  hechos  siguientes: 

a)  Por  escritura  autorizada  en  la  ciu- 
dad de  Quezaltenango  el  veinte  de  julio 
del  año  de  mil  novecientos  once  por  el 
Notario  don  Juan  de  Dios  Castillo,  don 
Antonio  Hernández  le  vendió  las  dos  fin- 
cas relacionadas;  las  cuales  consisten  en 
dos  lotes  de  terreno  de  diez  y tres  cuerdas 
y media  de  extensión,  respectivamente; 
ubicadas  ambos  en  el  municipio  de  Olin- 
tepeque : 

b)  Don  Santiago  Gómez,  ya  muerto, 
aceptó  la  venta  a nombre  del  demandan- 
te, como  consta  en  la  escritura  de  mérito; 

c)  Al  ser  hecha  la  operación  en  el  se- 
gundo Registro  de  la  Propiedad  Inmueble, 
el  veintinueve  de  Julio  del  año  de  mil  no- 
vecientos once,  el  Registrador  incurrió  en 
el  error  de  inscribir  las  fincas  a nombre 
de  don  Santiago  Gómez,  en  vez  de  hacer- 
lo en  la  forma  consignada  en  la  escritura: 

d)  Esa  grave  inexactitud  indujo  a error 
al  licenciado  José  Vicente  Escobar  al  ha- 
cer la  partición  de  los  bienes  dejados  a su 
fallecimiento  por  don  Santiago  Gómez; 
porque  debido  a ello,  adjudicó  las  fincas 
descritas,  a la  única  heredera  instituida, 
Marta  Cruz  Gómez  Cop;  y 

e)  Don  Santiago  Gómez  otorgó  su  tes- 
tamento en  el  pueblo  de  Olintepeque,  el 
treinta  y uno  de  octubre  del  año  de  mil 
novecientos  diecisiete,  ante  el  Notario  Juan 
de  Dios  Castillo.  Y,  entre  los  bienes  ad- 
judicados a su  hija  Marta,  no  se  encuen- 
tra ninguna  de  las  tantas  veces  relacio- 
nadas fincas. 

Y,  finalmente,  para  probar  los  hechos 
afirmados,  presentó  con  su  demanda:  dos 
certificaciones  del  segundo  Registro  de  la 
Propiedad  Inmueble  y el  primer  testimo- 
nio de  la  escritura  de  compra-venta  au- 
torizada por  el  Notario  Castillo  el  veinte 
de  julio  de  mil  novecientos  once,  de  la 
cual  ya  se  hizo  mención. 

— n — 

La  señorita  Marta  Cruz  Gómez  Cop  con- 
testó la  demanda  entablada  en  su  contra, 
en  forma  negativa,  y,  a la  vez  pidió,  que 
al  resolverse  el  asimto,  se  condenara  en 


las  costas  a don  Santos  Gómez,  por  ser 
ella  la  legitima  propietaria  de  los  dos  te- 
rrenos cuestionados. 

Asimismo,  propuso  en  su  favor,  la  excep- 
ción perentoria  de  prescripción;  alegando 
para  ello,  que  su  señor  padre  poseyó  los 
inmuebles  desde  el  veintinueve  de  Julio 
de  mil  novecientos  once,  sin  interrupción, 
hasta  el  veintitrés  de  mayo  de  mil  no- 
vecientos veintinueve  en  que  entró  ella  a 
sucederle  en  la  indicada  posesión;  como 
se  demostraba  con  los  documentos  pre- 
sentados por  el  propio  demandante  y con 
la  hijuela  de  partición  que,  para  el  efecto 
acompañó  al  contestar  la  demanda.  Argu- 
menta que,  este  último  documento  es  su- 
ficiente para  acreditar  su  derecho  y,  por 
consiguiente,  la  defensa  propuesta. 

— III  — 

Concluida  asi  la  discusión  judicial,  el 
Juez  Primero  de  Primera  Instancia  del  De- 
partamento de  Quezaltenango  dictó  sen- 
tencia con  fecha  catorce  de  mayo  del  año 
en  curso.  En  dicho  fallo  absolvió  de  la 
demanda  a la  señorita  Marta  Cruz  Gómez 
Cop,  por  estimar  prescrita  la  acción  in- 
tentada por  don  Santos  Gómez. 

— rv  — 

En  el  Tribunal  de  segundo  grado,  sola- 
mente la  señorita  Marta  Cruz  Gómez  Cop 
alegó  lo  que  estimó  más  pertinente  a sus 
derechos,  sosteniendo  la  misma  tesis  de 
que,  procedía  su  absolución,  por  estar  per- 
fectamente consumada  la  prescripción. 

Con  fecha  doce  de  julio,  del  año  en  cur- 
so la  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones profirió  el  fallo  ejecutorio  que  se 
examina.  En  él  considera:  que  don  San- 
tiago Gómez  nunca  tuvo  la  posesión  legi- 
tima de  los  mencionados  inmuebles,  por 
haber  poseído  a nombre  de  su  hijo  adop- 
tivo — menor  de  edad  — Santos  Gómez, 
como  se  desprende  de  la  escritura  pública 
de  veinte  de  julio  de  mil  novecientos  on- 
ce; que  por  esa  razón,  don  Santiago  nun- 
ca pudo  gozar  del  privilegio  de  adquirir 
el  dominio  de  los  mismos  inmuebles,  por 
prescripción;  que  la  posesión  legítima  de 
la  demandada,  debe  comenzar  a contarse 
desde  la  aprobación  judicial  de  la  parti- 
ción de  bienes  del  causante  Santiago  Gó- 
mez: que  no  debe  ser  estimada  como  nu- 
la la  inscripción  equivocada  que  se  hizo 
a nombre  de  don  Santiago  Gómez,  sino 
como  insubsistente;  que  por  haber  te- 
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nido  su  origen  en  un  error  la  ins- 
cripción efectuada  a nombre  de  la  seño- 
rita Marta  Cruz  Gómez  Cop,  debía  repu- 
tarse como  nula;  y,  por  las  mismas  razo- 
nes, la  partición,  en  la  parte  que  se  re- 
fiere a los  inmuebles  disputados. 

y,  de  acuerdo  con  esas  consideraciones, 
revocó  la  sentencia  de  primer  grado  y,  re- 
solvió: lo.,  que  don  Santos  Gómez  es  el 
legítimo  propietario  de  las  fincas  nisticas 
números  veinticuatro  mil  setecientos  trein- 
ta y nueve  y veinticuatro  mil  setecientos 
cuarenta,  folios  noventa  y cuatro  y no- 
venta y seis  del  libro  ciento  cincuenta  y 
cuatro  de  Quezaltenango,  y,  de  consiguien- 
te le  corresponde  el  disfrute  de  todos  los 
derechos  inherentes  a su  calidad  de  tal, 
debiendo  inscribirse  los  inmuebles  a su 
nombre;  2o.,  que  es  insubsistente  la  ins- 
cripción hecha  a favor  de  don  Santiago 
Gómez,  y,  nula  la  efectuada  a favor  de 
la  demandada  Marta  Cruz  Gómez  Cop; 
3o.,  que  también  es  nula  la  partición  en 
la  parte  que  corresponde  a los  inmuebles 
litigados,  en  virtud  de  las  razones  consig- 
nadas; y 4o.,  que  no  hay  especial  conde- 
nación en  costas. 

— V — 

Por  haber  tenido  verificativo  la  vista 
en  la  audiencia  señalada  para  el  efecto, 
la  cual  se  llevó  a cabo  con  todas  las  for- 
malidades de  Ley,  es  el  caso  de  resolver 
lo  procedente  en  derecho.  Por  ese  mo- 
tivo el  TRIBUNAL  DE  CASACION, 

CONSIDERA: 

— VI  — 

Que  la  escritura  pública  autorizada  el 
veinte  de  julio  del  año  de  mU  novecientos 
once  por  el  notario  Juan  de  Dios  Castillo, 
pone  en  evidencia,  que  don  Santiago  Gó- 
mez no  adquirió  el  dominio  de  las  dos  fin- 
cas cuestionadas  para  sí,  porque  las  com- 
pró en  nombre  de  su  hijo  adoptivo  San- 
tos de  su  apellido  y para  éste  último.  Así 
lo  hizo  constar  de  una  manera  expresa  en 
el  contrato  de  compra-venta  don  Santia- 
go; y,  más  todavía,  en  la  cláusula  quin- 
ta, se  consignó  que  la  inscripción  debía 
hacerse  a nombre  del  menor  que  repre- 
sentaba en  ese  acto. 

En  ese  caso,  de  entero  acuerdo  con  lo 
dispuesto  en  los  Artícudos  387  y 388  del 
Decreto  Legislativo  Número  1932,  el  me- 
nor Santos  Gómez,  con  el  derecho  de  pro- 
piedad adquirido  desde  esa  oportunidad, 
tuvo  también  el  de  posesión  legitima  de 


los  mencionados  inmuebles.  Por  consi- 
guiente, don  Santiago  Gómez  estuvo  po- 
seyendo los  terrenos  aludidos  desde  el  vein- 
te de  julio  de  mil  novecientos  once  hasta 
el  veintinueve  de  julio  del  año  de  nül  no- 
vecientos veintinueve  — fecha  en  que  se 
inscribió  a nombre  de  la  demandada  la  hi- 
juela de  partición  — pero,  no  para  si,  sino 
en  nombre  de  su  repetido  hijo,  y para  éste 
según  lo  dispone  el  Artículo  481  del  De- 
creto mencionado  al  principio. 

Ahora  bien:  de  los  documentos  presen- 
tados por  don  Santos  Gómez  con  su  de- 
manda se  llega  a la  evidencia  de  que,  al 
hacer  el  Registrador  de  la  Propiedad  In- 
mueble la  inscripción  del  título  de  propie- 
dad del  demandante,  cometió  el  error  de 
inscribirlo  a nombre  de  don  Santiago  Gó- 
mez; siendo  así  que,  en  el  contrato  se  con- 
signó con  toda  claridad  que  la  compra 
la  hacia  este  señor  para  el  menor  Santos 
de  su  apellido,  a cuyo  nombre  debía  hacer- 
se la  inscripción. 

En  ese  concepto,  se  trata  pues,  de  una 
inscripción  sin  valor  alguno,  por  estar  ex- 
tendida con  inexactitud  y,  haber  induci- 
do a error  a un  tercero,  con  perjuicio  ma- 
nifiesto de  la  parte  contratante  o sea  don 
Santos  Gómez;  inscripción  errada,  que  de 
ninguna  manera  puede  afectar  un  contra- 
to legitimo,  como  lo  es  el  que  le  trasmitió 
el  dominio  de  los  inmuebles  cuestionados, 
al  demandante. 

Luego,  tampoco  esa  inscripción  errada 
hecha  a favor  de  don  Santos  Gómez  le 
concedió  a este  señor  ningún  derecho  le- 
gitimo de  posesión. 

De  todo  lo  que  se  deja  expuesto,’ se  lie? 
ga  a la  conclusión  de  que  no  ha  corrido  la 
prescripción  invocada  por  la  demandada 
en  el  tiempo  en  que  don  Santiago  Gómez 
poseyó  las  fincas  en  nombre  de  su  hijo 
adoptivo  don  Santos  Gómez. 

Como  lia  señorita  Marta  Cr*uz  Gómez 
Cop  pretende  poner  en  evidencia  la  ex- 
cepción invocada  al  contestar  la  demanda, 
tomando  para  ello  la  posesión  legítima  — 
que  dice  tuvo  su  señor  padre — para  su- 
marla a la  de  ella;  y,  ya  se  ha  visto  que 
don  Santiago  Gómez  jamás  tuvo  esa  po- 
sesión legitima,  procede  ahora  examinar, 
si  la  que  tiene  dicha  señorita  es  suficien- 
te para  el  fin  que  persigue. 

La  Ley  requiere  la  posesión  legítima  por 
un  lapso  de  tiempo  de  diez  años-se  entlen- 
te  que  debe  ser  continua,  pacifica  y de 
buena  fé  — • para  poder  adquirir  el  domi- 
nio por  prescripción.  En  el  juicio  consta 
de  una  manera  fehaciente,  que  la  deman- 
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dada  ha  poseído  legítimamente  los  inmue- 
bes  cuestionados  desde  el  veintinueve  de 
julio  del  año  de  mil  novecientos  veinti- 
nueve. De  suerte  que,  hasta  la  fecha  van 
corridos  seis  años,  cinco  meses  y varios 
dias.  . Mas,  la  prescripción  fue  interrum- 
pida legalmente  el  diecisiete  de  noviem- 
bre de  ,mil  novecientos  treinta  y cuatro, 
con  la  demanda  interpuesta  por  don  San- 
tos Gómez,  es  decir,  cuando  solo  llevaba 
cinco  años,  tres  meses  y diez  y nueve  días 
de  estar  poseyendo  la  indicada  señorita 
los  fundos  demandados.  Luego,  pues,  es 
evidente  que  no  se  conusmó  la  prescrip- 
ción alegada. 

En  ese  caso,  al  resolverlo  así  la  Sala 
Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones  en  la 
sentencia  recurrida,  es  claro  que  no  violó 
los  Arts.  1038,  1052,  1054,  1055,  1056  y 1057 
del  Decreto  Legislativo  Número  1932,  co- 
mo afirma  la  recurrente. 

— VII  — 

La  misma  razón  invocada  en  el  Número 
anterior,  acerca  de  que  don  Santiago  Gó- 
mez no  tenía  ningún  derecho  legítimo  ins- 
crito en  el  Registro  de  la  Propiedad  In- 
mueble cuando  se  hizo  la  inscripción  de 
las  fincas  demandadas  a nombre  de  la 
señorita  Marta  Cruz  Gómez  Cop,  es  su- 
ficiente para  demostrar  que  el  Tribunal 
Senitenciador  tampoco  infringió  el  Arti- 
culo 1121  del  Decreto  Legislativo  1932, 
señalado  como  tal  en  el  recurso. 

— VIII  — 

Los  mismos  razonamientos  hechos  en  el 
número  seis  de  este  fallo,  también  son 
demostrativos  de  que  la  Cámara  senten- 
ciadora, no  quebrantó  la  doctrina  conte- 
nida en  el  Articulo  2369  del  Código  Civil 
de  1877  que,  asimismo  citó  como  infrin- 
gido la  parte  recurrente.  En  efecto  si  la 
nulidad,  tanto  de  la  inscripción  hecha  a 
nombre  de  don  Santiago  Gómez  como  la 
efectuada  al  de  su  hija  Marta  se  impo- 
ne por  ministerio  de  la  Ley  — por  ser  esta 
última  consecuencia  de  la  carente  de  va- 
lor legal  por  provenir  de  un  error  come- 
tido en  el  Registro  — es  incuestionable, 
que  tal  cosa  no  la  puede  afectar  el  hecho 
de  que  el  señor  Santos  Gómez  no  haya 
demandado  la  nulidad  dentro  de  los  cua- 
tro años  prestritos  en  la  Ley  citada  al 
principio. 

— IX  — 

En  el  fallo  recurrido  no  se  otorgó  más 
de  lo  pedido  por  el  demandante;  pues,  la 
parte  resolutiva  de  él,  comprende  única- 
mente los  puntos  demandados  y,  asimis- 


mo, la  excepción  perentoria  propuesta  por 
la  señorita  Marta  Cruz  Gómez  Cop.  En 
ese  caso,  dicha  resolución  está  de  acuer- 
do con  las  reglas  contenidas  en  el  Articu- 
lo 232  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Ju- 
dicial, para  la  redacción  de  ias  sentencias 
definitivas;  y,  con  lo  mandado  en  el  Ar- 
tículo 233  de  la  misma  Ley.  Luego,  tam- 
poco pudo  infringir  la  Sala  sentenciadora 
los  incisos  4o.,  5o.  y 6o.  del  Artículo  232 
citado  en  primer  término. 

— X — 

Por  todo  lo  que  se  deja  considerado,  con 
apoyo  en  las  leyes  citadas  y,  en,  lo  que  dis- 
ponen los  Artículos  513  y 521  del  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil,  el 
TRIBUNAL  DE  CASACION, 

RESUELVE: 

DESESTIMAR  el  recurso  de  que  se  ha 
hecho  mérito;  y,  condenar  a la  recurrente 
al  pago  de  las  costas  del  mismo  y,  al  de 
una  multa  de  treinta  quetzales  o treinta 
dias  de  prisión  simple  en  caso  de  insol- 
vencia. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos. 

Repóngase  por  quien  corresponde  cin- 
co hojas  de  papel  v páguese  las  multas  del 
caso. 

J.  M,  Reina  An^joAe.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  ordinario  seguido  por  Natalia 
Portillo  como  apoderada  de  Victoria 
Aquino  y compañeros  con  la  Empresa 
de  los  Ferrocarriles  Internacionales  de 
Centro  América. 

DOCTRINA:  La  re sponsabilidad  de  las  Em- 
presas cesa,  cuando  los  damnificados 
dieren  lugar  al  accidente. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
treinta  de  septiembre  de  mi  novecientos 
treinta  y cinco. 

Para  resolverlo  se  fxamina  el  recurso 
extraordinario  de  casación  introducido  por 
doña  Natalia  Portillo  de  Serrano,  apode- 
rada de  los  señores  Victoria,  Cándida  y 
Faustino  Aquino,  contra  la  sentencia  eje- 
cutoria proferida  por  la  Sala  5a.  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones  el  seis  de  mayo  del  año 
en  curso,  en  el  juicio  ordinario  seguido 
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contra  la  Empilesa  de  los  Ferrocarriles 
Internacionales  de  Centro  América,  por 
las  recurrentes  y don  Javier  Súchite. 

En  el  recurso  que  fué  axiliado  por  el 
Abogado  David  E.  Galicia  se  asegura  que 
la  Sala  sentenciadora  violó  los  artículos 
603,  605,  668,  709,  824,  826,  829,  835,  875, 
887  y 1015  del  Código  de  Procedimientos 
CivUes  de  1877;  93,  231,  259,  260,  261,  277, 
278,  282,  380,  427,  428,  429,  430,  431  y 862 
del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y Mer- 
cantU;  V,  192,  229,  230,  231,  250  inciso  4o. 
del  Dto.  1928;  12,  32  y 56  del  Decreto  1747; 
2249,  inciso  4o.  del  Código  CivU  de  1877; 
329,  Dto.  272,  5o.  Dto.  652;  3o.,  4o.  y 12  del 
Dto.  1827. 

En  los  autos  que  sirven  de  antecedente 
al  recurso  examinado,  aparece  de  mani  - 
fiesto lo  siguiente: 

— I — 

El  veinte  de  julio  del  año  de  mil  nove- 
cientos treinta  y uno  compareció  el  Abo- 
gado Carlos  A.  Recinos  S.  como  apodera- 
do general  de  don  Javier  Súchite  ante  el 
Juez  Departamental  de  Izabal,  entablan- 
do demanda  ordinaria  contra  la  Empresa 
de  los  Ferrocarriles  Internacionales  de 
Centro  América,  para  que  en  sentencia 
firme  fuera  condenada  esta  Compañía  a 
pagar  la  cantidad  de  VEINTE  MIL  QUET- 
ZALES en  vía  de  indemnización,  y las  cos- 
tas del  juicio,  a su  representado  don  Ja- 
vier Súchite,  a quien  le  cedieron  sus  de- 
rechos los  señores  Victoria,  Cándida  y 
Faustino  Aquino. 

Estas  últimas  personas  fueron  declara- 
das herederos  legales  de  don  Fulgencio 
Aquino,  quien  en  la  noche  del  treinta  de 
julio  del  año  de  mil  novecientos  treinta 
fué  muerto  trágicamente  por  una  locomo- 
tora de  propiedad  de  la  Empresa  deman- 
dada, en  la  estación  llamada  “Entre  Ríos” 
de  la  línea  férrea  del  ferrocarril  del  Norte. 

En  consecuencia,  el  señor  Súchite,  co- 
mo cesionario  de  los  herederos  legales  del 
fallecido,  inició  la  acción  de  que  se  ha  he- 
cho referencia. 

— n — 

La  Empresa  demandada  contestó  la  ac- 
ción intentada  por  el  representante  del 
señor  Súchite,  en  forma  negativa. 

Formado  asi  el  juicio,  se  abrió  a prue- 
ba por  el  término  legal,  en  cuyo  plazo,  la 
parte  demandante  rindió  las  siguientes: 

a)  Declaraciones  de  los  testigos  Luid 
Luna,  Pablo  Ramírez,  Julián  y Macario 
Hicho,  Ismael  Súchite  y Lorenzo  Hernán- 
dez. Con  los  dichos  de  estas  personas  se 


proponía  establecer  que  el  accidente  en 
que  perdió  la  vida  don  Fulgencio  Aquino, 
fué  causado  por  culpa  del  maquinista.  La 
Empresa  demandada  repreguntó  a los  de- 
clarantes aludidos. 

b)  Informes  del  Jefe  Político  y Coman- 
dante de  Armas  del  Departamento  de  Iza- 
bal,  del  Juez  de  Paz  de  la  Ciudad  de 
Puerto  Barrios  y del  Comandante  Local  de 
la  Barra  del  Motagua.  Con  dichos  infor- 
mes se  proponía  la  parte  actora  poner  de 
manifiesto  que  el  causante  de  la  muerte 
de  don  Fulgencio  Aquino,  fué  el  maquinis- 
ta don  Cornelio  Pineda. 

c)  Partida  de  defunción  de  don  Fulgen- 
cio Aquino. 

d)  Una  certifciación  en  que  consta  ha- 
berse recibido  en  el  Juzgado  Departa- 
mental de  Izabal  las  diligencias  crimina- 
les seguidas  contra  Cornelio  Pineda  por 
la  muerte  del  citado  señor  Aquino  y de 
José  Chávez. 

Finalmente  se  propuso  rendir  una  prue- 
ba pericial  para  valorar  los  daños  causa- 
dos, la  que  no  llegó  a recibirse. 

La  Compañía  de  los  Ferrocarriles  In- 
ternacinales  de  Centro  América,  solamen- 
te se  concretó  a repreguntar  a los  testigos 
de  la  parte  demandante. 

— III  — 

El  catorce  de  marzo  del  año  de  mil  no- 
vecientos treinta  y tres,  fué  presentada 
al  juicio  la  escritura  pública  autorizada  en 
Zacapa  el  diez  de  marzo  de  ese  mismo  año 
por  el  Notario  Luis  Alberto  Paz  y Paz,  por 
medio  de  la  cual  los  hermanos  Candela- 
ria, Victoria  y Faustino  Aquino,  y,  don 
Javier  Súchite,  rescindieron  el  contrato 
de  cesión  de  derechos  a favor  del  último 
señor,  que  las  personas  nombradas  otor- 
garon en  la  ciudad  de  Chiquimula  el  on- 
ce de  julio  del  año  de  mil  novecientos 
treinta  y uno,  ante  los  oficios  del  Notarlo 
Carlos  A.  Recinos  S.  En  la  convención  ce- 
lebrada ante  el  Cartulario  Paz  y Paz,  el 
señor  Súchite  cedió  a los  hermanos  Aqui- 
no la  acción  intentada  por  él  contra  la 
Compañía  demandada,  para  que  la  con- 
tinuaran hasta  obtener  la  indemnización 
objeto  del  juicio.  En  consecuencia,  los  ci- 
tados hermanos  pidieron,  por  medio  de  su 
apoderada,  que  se  les  tuviera  como  tales 
cesionarios. 

— IV  — 

En  la  oportunidad  respectiva  alegaron 
extensamente  las  partes  contendientes  lo 
que  estimaron  mejor  a sus  derechos. 
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En  esa  época,  la  Empresa  de  los  Fe- 
rrocarriles Internacionales  de  Centro  Amé- 
rica presentó  al  juicio,  una  copia  de  la 
sentencia  ejecutoria  proferida  en  ei  pro- 
ceso seguido  contra  el  maquinista  Corne- 
lio  Pineda  por  ei  deito  de  homicidio  cau- 
sado por  imprudencia  temeraria;  falio  en 
el  que  se  le  absolvió  ilimitadamente. 

Con  esos  antecedentes,  el  Juez  Depar- 
tamental de  Izabal  dictó  su  sentencia  de 
fecha  treinta  y uno  de  julio  de  mil  no- 
vecientos treinta  y cuatro;  en  la  cual,  sin 
especial  condenación  en  las  costasi,  abn 
suelve  a la  Empresa  demandada  de  la  ac- 
ción intentada  en  su  contra;  por  estimar- 
la improbada  con  ios  medios  justificati- 
vos rendidos  por  los  demandantes. 

Eii  la  Sala  5a.  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes las  partes  alegaron,  sosteniendo  cada 
uno  sus  respectivas  tesis;  es  decir,  los  de- 
mandantes, que  la  Compañía  debia  pagar 
la  indemnización  reclamada,  por  no  te- 
ner efecto  retroactivo  el  Decreto  Legisla- 
tivo 1827,  y,  ser  aplicable,  en  ese  caso  el 
Decreto  Legislativo  No.  652.  Y además, 
porque  con  las  pruebas  rendidas  creía  ha- 
ber demostrado  su  acción  en  forma  com- 
pleta. 

La  parte  demandada  argumentó  en  sen- 
tido contrario;  y,  asimismo,  rebatió  la 
prueba  de  que  se  valió  el  demandante. 

El  Tribunal  de  segundo  grado,  en  su 
debida  oportunidad  dictó  la  sentencia  eje- 
cutoria del  seis  de  mayo  del  año  en  cur- 
so, en  la  cual  confirma,  en  todas  sus 
partes  la  de  primera  instancia,  por  esti- 
mar: que  el  Decreto  Legislativo  número 
1827  es  aplicable  al  caso  sub-júdice,  Ley 
que  exime  de  toda  responsabilidad  a la 
Empresa  de  los  Ferrocarriles  Internacio- 
nales de  Centro  América,  debido  a que,  la 
sentencia  ejecutoria  recaída  en  el  juicio 
criminal  seguido  contra  el  maquinista 
Comelio  Pineda,  establece  que  el  acciden- 
te fué  debido  a que  Fulgencio  Aquino  y 
José  Chávez,  en  sumo  estado  de  ebriedad 
se  durmieron  sobre  la  linea  férrea,  cerca 
del  switsch  situado  como  a tres  cuadras 
de  la  estación  de  “Entre  Ríos”;  personas 
que,  en  consecuencia  infringieron  los  re- 
glamentos de  tráfico. 

Como  la  vista  del  recurso  interpuesto 
contra  este  último  fallo  se  verificó  con  to- 
das las  formalidades  de  Ley  en  la  audien- 
cia señalada  para  el  efecto,  ocasión  en  la 
que  la  parte  recurrente  expuso  las  razo- 
nes fundamentales  de  su  recurso,  en  re- 
lación con  la  tesis  sostenida  por  ella  en 


las  Instancias  del  juicio,  es  el  caso  de  re- 
solver lo  procedente  en  derecho.  Por  ese 
motivo,  el  TRIBUNAL  DE  CASACION, 

CONSIDERA: 

— V — 

Que  de  entera  conformidad  con  lo  dis- 
puesto de  una  manera  clara  y terminante 
en  el  Articulo  12  del  Decreto  Legislativo 
Número  1827,  es  tal  Decreto  quien  debe 
regular  la  reclamación  hecha  por  los  he- 
rederos legales  de  don  Fulgencio  Aquino 
a la  Empresa  de  los  Ferrocarriles  Inter- 
nacionales de  Centro  América,  y no  el  De- 
creto Legi.slativo  número  652;  pues  con 
toda  claridad  estatuye  el  Artículo  aludido, 
que,  todos  los  casos  pendientes  de  resolu- 
ción en  los  tribunales  de  justicia  a la  fe- 
cha de  .'emisión  de  la  mencionada  Ley, 
deben  juzgarse  por  ella,  quedando  abro- 
gado, el  aludido  Decreto  número  652. 

Como  en  el  juicio  figura  la  certifica- 
ción auténtica  del  fallo  ejecutorio  profe- 
rido en  el  procedimiento  criminal  segui- 
do con  motivo  de  la  muerte  de  los  señores 
Fulgencio  Aquino  y José  Chávez  atestado 
demostrativo  de  que,  en  la  fecha  del  su- 
ceso trágico  los  señores  Aquino  y Chávez, 
ya  mencionados,  así  como  José  Antonio 
Aguilar,  Maximino  Rosales  y Encarnación 
Medina,  se  quedaron  dormidos  en  sumo 
estado  de  ebriedad  a inmediaciones  del 
swltch,  menos  Aquino  y Chávez,  quienes 
lo  hfcieron  sobre  los  rieles,  es  indudable 
que  la  Empresa  demandada  no  tiene  nin- 
guna responsabilidad  en  el  accidente,  ori- 
gen de  la  reclamación  que  se  le  hace. 

En  efecto:  hay  prueba  suficiente  — co- 
mo lo  es  la  certificación  aludida  antes  — 
para  poner  de  manifiesto  que  los  señores 
Aquino  y Chávez  violaron  los  reglamentos 
de  tráfico  sobre  las  vías  férreas;  lo  que,  de 
conformidad  con  el  Articulo  3o.  del  Decre- 
to 1827  hace  cesar  la  responsabilidad  de 
la  Compañía,  por  estar  demostrado  que, 
los  damnificados  dieron  lugar  al  acciden- 
te. 

En  ese  caso  está  fuera  de  toda  duda 
que  al  resolver  la  Sala  sentenciadora  en 
la  forma  en  que  lo  hizo  no  violó  los  Ar- 
ticuos  3o.,  4o.  y 12  del  Decreto  Legislativo 
1827;  el  5o.  del  Decreto  Leg.  652,  V.  de  los 
Preceptos  Fundamentales  de  la  Ley  Cons- 
titutiva del  Poder  Judicial;  2249  inciso 
4o.  del  Código  CivU.  de  1877;  329  del  De- 
creto Gubernativo  272,  668,  709,  887  Códi- 
go de  Procedimientos  Civiles  de  1877;  231, 
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277,  278  y 282,  Código  de  Enjuiciamiento 
Civü  y Mercantii;  230,  231  y 250  inciso 
4o.  del  Dto.  Leg.  1928. 

— VI  — 

De  conformidad  con  el  articulo  4o.  del 
Decreto  Legislativo  1827  es  admisible  la 
prueba  de  expertos  para  graduar  la  in- 
demnización pecuniaria  por  causa  de 
muerte  pero  en  el  caso  de  responsabilidad 
de  la  persona  o empresa  contra  quien  se 
entable  la  reclamación.  Eso  por  una  par- 
te, y por  la  otra  es  necesario  que  se  rinda 
tai  medio  justificativo  en  ia  forma  pres- 
crita por  la  Ley  procesiva. 

Mas,  como  dicho  medio  justifiactivo  no 
llegó  a rendirse  dentro  dei  juicio,  es  iii- 
dudable  que  mal  podía  ei  Tribunal  de  al- 
zada quebrantar  los  Artículos  12  y 56  del 
Decreto  Legislativo  1747;  1015  del  Código 
de  Procedimientos  CivUes  de  1877;  380  Có- 
digo, de  Enjuiciamiento  Civü  y Mercantil; 
192  y 229  de  la  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial  y 875,  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles  de  1877;  al  no  apreciar 
una  prueba  que  no  llegó  a rendirse  y,  la 
cual,  en  todo  caso  seria  ineficaz. 

— VII  — 

Con  la  prueba  testifical  aducida  por  los 
demandantes  se  propusieron  establecer  la 
responsabilidad  de  la  Empresa  de  los  Fe- 
rrocarrUes  Internacionales  de  Centro  Amé- 
rica en  el  accidente  que  le  ocasionó  la 
muerte  a don  Fulgencio  Aquino;  preten- 
diendo con  ello  además  cumplir  con  jus- 
tificar sus  afirmaciones. 

Ahora  bien,  la  prueba  indicada,  no  pue- 
de aceptarse  en  juicio;  primero  porque  los 
declarantes  propuestos  son  varios  y con- 
tradictorios en  sus  dichos;  y segundo, 
porque  afirman  hechos  que  se  encuentran 
en  desacuerdo  con  lo  constatado  en  la  sen- 
tencia ejecutoria  proferida  en  el  procedi- 
miento criminal  instruido  contra  el  ma- 
quinista Pineda.  En  efecto;  en  dicho  do- 
cumento auténtico  consta,  que  el  suceso 
trágico  ocurrió  cerca  del  switsch  situado 
a tres  cuadras  de  la  estación  de  “Entie 
Ríos”;  mientras  que  los  declarantes  alu- 
didos manifiestan  que  fué  como  a una 
cuadra  de  la  indicada  estación,  en  donde 
ellos  dormían,  entre  dos  y tres  de  la  ma- 
ñana en  la  fecha  de  autos.  El  mismo  do- 
cumento, demuestra  que  el  accidente  se 
debió  al  estado  siuno  de  ebriedad  en  que 
se  hallaba  don  Fulgencio  Aquino,  hasta  el 


grado  de  quedarse  dormido  sobre  la  linea 
férrea  junto  con  José  Chávez;  en  cambio, 
los  testimoniantes  aseveran  que  Aquino 
no  estaba  ebrio,  y caminaba  hacia  un  lado 
de  la  linea  cuando  fué  alcanzado  por  la 
locomotora,  ocasionándole  la  muerte  por 
culpa  del  maquinista,  que  no  detuvo  el 
tren.  Es  de  advertir  que  los  deponentes 
dijeron  no  conocer  al  repetido  Aquino  a 
quien  no  le  hablaron  en  ese  momento,  y 
sin  embargo  sostienen  que  no  estaba  ebrio; 
siendo  así  que  en  el  juicio  está  probado 
lo  contrario  de  una  manera  fehaciente. 
Por  otra  parte  dicen  que  estaban  dur- 
miendo, y no  obstante  ello  pudieron  dar- 
se cuenta  de  un  hecho  acaecido  entre  las 
dos  y tres  horas  del  treinta  de  julio  de  mil 
novecientos  treinta,  como  a una  cuadra 
del  sitio  en  donde  eUos  dormían. 

Todo  lo  que  se  deja  manifestado  es  de- 
mostrativo de  que  la  mencionada  prueba 
testifical  no  es  admisible  en  juicio,  por 
las  razones  consignadas.  En  esa  virtud  es 
indudable  que  el  Tribunal  sentenciador,  al 
no  admitir  dicho  medio  de  justificación, 
no  infringió  los  Artículos  824,  826,  829,  835 
Código  de  Procedimientos  CivUes  de  1877; 
427,  428,  429,  430  y 431  del  Código  de  En- 
juiciamiento Civil  y Mercantil. 

Y,  como  una  consecuencia  de  todo  lo 
que  se  deja  relacionado,  tampoco  hay  vio- 
lación de  los  Artículos  603,  605  del  Código 
de  Procedimientos  Civiles  de  1877;  259, 
260  y 261  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y MercantU. 

— VIII  — 

En  las  actuaciones  consta  que  las  par- 
tes del  juicio  fueron  notificadas  debida- 
mente de  las  providencias  y resoluciones 
dictadas  en  dicho  juicio;  y por  lo  tanto 
no  se  violaron  los  Artículos  32  del  De- 
creto Legislativo  1747;  y 93  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil. 

— IX  — 

Por  no  tener  ninguna  aplicación  en  el 
caso  sub-júdice  el  Artículo  862  del  Código 
de  Enjuiciamiento  Civü  y Mercantil,  es 
indudable  que  la  Cámara  sentenciadora 
no  pudo  violarlo  en  la  sentencia  recurrida. 

— X — 

Por  todo  lo  que  se  deja  considerado, 
con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo  que 
disponen  los  Artículos  513,  518  y 521  del 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercan- 
til, EL  TRIBUNAL  DE  CASACION, 
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RESUELVE; 

DESESTIMAR  el  recurso  de  que  se  ha 
hecho  mérito:  condenar  al  recurrente  al 
pago  de  las  costas  causadas  por  dicho  re- 
curso: e imponerle  cuarenta  y cinco  quet- 
zales de  multa,  o cuarenta  y cinco  días 
de  prisión  simple,  en  caso  de  insolvencia. 

Notifíquese  y,  como  corresponde,  devuél- 
vanse los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C„  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Juan  Rodas  Funes  por 
atentado  a patrulla. 

DOCTRINA:  Carecen  de  verdad  legal  las 
declaraciones  de  los  testigos  que  no  den 
razón  de  su  dicho. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
nueve  de  Julio  de  mil  novecientos  treinta 
y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  que  la  Sa- 
la la.  de  la  Corte  de  Apelaciones  profirió 
el  diez  de  mayo  del  corriente  año,  en  el 
proceso  que  por  el  delito  de  atentado  a pa- 
trulla se  instruyó  contra  Juan  Rodas  Fu- 
nes. 

RESULTA: 

El  primero  de  noviembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y cuatro  se  inició  la  causa 
en  el  Juzgado  de  Sumpango,  jurisdicción  de 
Sacatepéquez,  por  el  hecho  siguiente:  Juan 
Rodas  Funes  lesionó  a Feliciano  Marroquín 
y a Onofre  Gil  en  el  interior  de  la  cantina 
de  su  concubina  Enriqueta  Vielman  y la 
escolta  militar  que  celaba  el  orden  proce- 
dió a capturarlo,  pero  el  agresor  hizo  resis- 
tencia con  machete  hasta  que  fué  desar- 
mado, con  auxilio  de  la  autoridad  civil  que 
ocurrió  en  el  acto.  Asi  lo  declararon  los 
componentes  de  la  escolta  y los  regidores 
y ministriles  que  formaban  el  auxilio. 

Instruidas  las  primeras  diligencias  fué 
remitido  el  proceso  al  Juzgado  de  la.  Ins- 
tancia de  Sacatepéquez  en  donde  continuó 
tramitándose,  pero  con  posterioridad  el 
Juez  enmendó  el  procedimiento  y mandó 
pasarlo  al  Tribunal  MUitar. 


El  veintisiete  de  marzo  del  año  en  cur- 
so se  dictó  sentencia  absolviendo  a Rodas 
del  cargo,  por  falta  de  prueba,  pero  la  Sa- 
la la.  de  Apelaciones  desaprobó  el  fallo  de- 
clarando a Rodas  autor  del  delito  de  ata- 
que a patrulla  por  cuya  infracción  le  im- 
puso la  pena  de  un  año  cuatro  meses  de 
prisión,  conmutable  en  una  tercera  parte 
a razón  de  un  tercio  del  sueldo  que  corres- 
pondería al  procesado  por  su  clase,  conde- 
natoria que  se  fundó  en  que  el  hecho  que- 
dó establecido  con  las  declaraciones  de  los 
testigos  presenciales  Julián  Ixti  y Víctor 
Gallina. 

El  reo  con  auxilio  del  abogado  Angel 
Cuevas  del  Cid,  interpuso  el  presente  re- 
curso de  casación  por  violación  de  ley,  ci- 
tando los  artículos  568,  571,  573,  581  inciso 
8o.  y 585  de  Prs.  Pns.;  186,  199,  207  inciso 
8o.  y 210  Código  Militar  2a.  Parte. 

CONSIDERANDO: 

En  la  causa  hay  prueba  para  la  conde- 
natoria del  enjuiciado  y así  lo  estima  la 
sentencia  aceptando  dos  declaraciones,  las 
de  los  testigos  presenciales  Jujián  Ixti  y 
Víctor  Gallina,  las  cuales  considera,  como 
lo  son  en  efecto,  de  suficiente  eficacia  pro- 
batoria, por  reunir  todos  los  requisitos  le- 
gales, no  siendo  fundada  la  objeción  que 
se  alega  en  el  recurso  de  que  carecen  de 
imparcialidad  por  la  simpatía  que  induda- 
blemente debían  de  tener  por  sus  compa- 
ñeros ofendidos,  pues  tal  motivo  de  tacha 
no  está  comprobada  ni  se  encuentra  com- 
prendida en  el  inciso  8o.  del  artículo  581 
de  Prs.  Pns.  ni  en  el  correspondiente  del 
inciso  8o.  artículo  207  Código  Militar  2a. 
Parte,  que  se  refieren  a que  el  testigo  ten- 
ga interés  en  la  causa.  En  consecuencia  no 
hay  infracción  de  los  artículos  citados,  ni 
de  las  disposiciones  contenidas  en  los  nú- 
meros 568,  573  de  Prs.  Pns.  ni  de  los  artícu- 
los 186,  199  del  Código  Militar  2a.  Parte. 

El  artículo  585  de  Prs.  Pns.  y 210  Código 
Militar  2a.  Parte  se  refieren  a falta  de 
prueba  cuando  haya  igual  número  de  tes- 
tigos por  ambas  partes,  con  circunstan- 
cias asimismo  iguales,  pero  en  el  proceso 
no  ocurre  este  caso  pues  los  testigos  de  la 
defensa  no  dan  razón  de  sus  dichos  y,  de 
los  propuestos,  uno  de  ellos  le  es  desfavo- 
rable, habiéndose  por  consiguiente  ajusta- 
do el  Tribunal  a la  ley  al  otorgar  valor  pro- 
batorio a los  mencionados  testigos  de  car- 
go. Artos.  573  y 585  de  Prs.  Pns. 

La  Corte  advierte  en  el  fallo  recurrido 
que  la  conmuta  se  manda  regular  con  el 
tercio  del  sueldo  que  correspondería  al  pro- 
cesado por  su  clase,  sin  embargo  de  que 
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éste  no  se  encontraba  en  servicio  ni  cons- 
ta que  fuera  ciase,  por  lo  que  la  regulación 
debió  haberse  declarado  de  manera  dis- 
tinta, pero  como  el  recurrente  no  citó  ley 
alguna  sobre  el  particular,  ninguna  modi- 
ficación seria  legal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo 
además  en  los  artículos  686  y 690  de  Prs. 
Pns.,  DESESTIMA  el  recurso  interpuesto 
y condena  al  recurrente  a la  pena  adicio- 
nal de  quince  dias  de  prisión  .simple  con- 
mutables a diez  centavos  diarios. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade.--  Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
gueta  S.~  José  Serrano  Muñoz.  Ante  mi, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Gilberto  Crispin  Ramí- 
rez por  homicidio. 

DOCTRINA:  Cuando  en  el  delito  no  haya 
circunstancias  atenuantes  ni  agravantes, 
se  aplicará  la  pena  señalada  en  la  ley. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
trece  de  Julio  de  mil  novecientos  treinta  y 
cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  que  la  Sa- 
la 6a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  dictó  el 
tres  de  mayo  del  año  en  curso  en  el  proce- 
so que  por  el  delito  de  homicidio-  se  siguió 
contra  GCberto  Crispin  Ramírez. 

RESULTA: 

Crispin  Ramírez  fué  procesado  en  el  Juz- 
gado de  la.  Instancia  de  Suchitepéquez  por 
homicidio  cometido  en  la  persona  de  Flo- 
rencio Campos,  el  veinticinco  de  noviembre 
de  mil  novecientos  veintisiete,  fecha  desde 
la  cual  el  sindicado  se  ausentó  de  Mazate- 
nango,  lugar  de  su  residencia,  hasta  el  ca- 
torce de  noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro  en  que  se  presentó  al  Tri- 
bunal por  haber  tenido  noticias,  según  di- 
jo, de  que  se  había  ordenado  su  captura. 

La  sentencia  de  2a.  Instancia,  contra  la 
que  se  recurre,  condena  a Gilberto  Cris- 
pin a la  pena  de  trece  años  cuatro  meses  de 


prisión  correccional  y manda  testimoniar 
lo  conducente  para  proceder  contra  el  tes- 
tigo Pedro  Lafebre  por  el  delito  de  falso 
testimonio  y también  contra  el  abogado  que 
lo  propuso.  Funda  la  Sala  su  fallo  conde- 
natorio en  las  siguientes  presunciones:  a) 
que  el  reo  se  encontraba  en  Mazatenango, 
en  compañia  de  Lorenzo  Campos,  momen- 
tos antes  de  la  muerte  trágica  de  éste,  he- 
cho que  encuentra  probado  con  las  decla- 
raciones de  los  testigos  Jesús  Marroquín  y 
Fidel  Dardón;  b)  que  fué  encontrado  el 
cadáver  de  Campos  en  la  misma  dirección 
que  llevaba  éste  y Crispin  cuando  fueron 
vistos  por  Marroquin  y Dardón,  el  cual 
presentaba  un  tiro  de  revólver  bajo  el  ojo 
izquierdo,  hecho  que  estima  demostrado 
con  el  acta  descriptiva  levantada  por  el 
Juez  instructor;  c)  que  la  bala  que  se  le  ex- 
trajo al  cadáver  era  de  revólver  escuadra 
parabelum,  según  se  comprobó  con  los  ex- 
pertos, señores  Félix  Fallado  y Guillermo 
Martínez;  d)  que  Crispin  desapareció  de 
i^'^azatenango  desde  la  fecha  en  que  murió 
Campos  y fué  sindicado  como  autor  dél 
homicidio  por  el  rumor  público  como  in- 
formó el  Comisario  de  la  Policía  y lo  de- 
clararon varios  testigos;  e)  que  estuvo  fue- 
ra de  Mazatenango  desde  la  fecha  de  la 
muerte  de  Campos  hasta  que  se  presentó 
voluntariamente  al  Juzgado;  que  no  sacó 
cédula  de  vecindad  ni  boletos  de  caminos, 
ni  pasó  lista  de  milicianos,  todo  lo  cual 
confesó  el  mismo  reo;  y f)  que  pretendió 
probar  la  coartada  con  tres  testigos  de  los 
cuales  solamente  uno  declaró  en  su  favor 
pero  en  completa  contradicción  con  las 
constancias  de  autos;  que  taies  hechos 
están  relacionados  con  las  semiplenas 
pruebas  que  constituyen:  la  declaración 
de  Jesús  Marroquin,  de  que  la  noche  de 
autos,  el  occiso,  que  se  encontraba  en  la 
pensión  de  su  propiedad,  fué  visitado  por 
Crispin  varias  veces,  requiriéndolo  para  el 
pago  de  una  deuda  y la  última  vez  salieron 
juntos  momentos  antes  de  la  desgracia;  la 
dec’aración  de  Ezequiel  Valladares  que  di- 
jo haber  visto  a Campos  acompañado  de 
otro  individuo  la  noche  del  suceso,  que 
Campos  habló  con  Fidel  Dardón  y al  de- 
clarante le  contó  que  se  dirigía  a la  Escue- 
la Práctica,  momento  en  que  su  acompa- 
ñante evitó  ser  visto  colocándose  en  la  obs- 
curidad; que  enseguida  resultó  muerto 
Campos  y el  rumor  público  sindicó  a Cris- 
pin como  autor  del  delito;  la  declaración 
de  Ernesto  Madrid  análoga  a la  anterior, 
habiéndose  informado  con  Dardón  que  el 
individuo  que  acompañaba  a Campos  era 
Crispin;  la  declaración  de  Fidel  Dardón 
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quien  vio  a Campos  y a Crispin  el  dia  y 
hora  de  autos;  la  declaración  de  Guada- 
lupe Portillo  en  el  sentido  de  haber  visto 
a Campos  con  otro  individuo  cuando  llegó 
a su  casa  a cobrar  setecientos  cincuenta 
pesos  billetes  que  le  fueron  entregados;  y 
por  último,  la  declaración  de  José  Maria 
Rivera  de  haber  presenciado  la  compra 
por  parte  de  Crispin  de  un  revólver  escua- 
dra parabelum  en  la  Comisaria,  dias  antes 
del  suceso.  Estimando  todas  estas  presun- 
ciones bastantes  para  el  efecto,  deduce  la 
culpabilidad  del  enjuiciado  y consideran- 
do que  en  el  caso  existe  la  agravante  de 
haber  obrado  con  abuso  de  superioridad 
porque  está  probado  con  el  acta  descripti- 
va que  el  occiso  no  tenia  arma  cuando  fué 
agredido  le  aumenta  la  tercera  parte  a la 
pena  de  diez  años  que  corresponde  al  ho- 
micidio, modificando  en  este  último  sen- 
tido la  sentencia  de  la.  Instancia  la  cual 
fundada  también  en  presunciones,  impone 
diez  años  de  prisión  correccional  al  autor 
del  delito. 

El  reo  dirigido  por  el  abogado  Domingo 
E.  Palacios  interpuso  el  presente  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  alegan- 
do la  infracción  de  los  artículos  568,  571, 
572,  573,  589  y 596  de  Prs.  Prts.;  22  inciso  7o. 
y 65  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

La  existencia  del  delito  y la  responsabi- 
lidad de  Gilberto  Crispin  como  autor  apare- 
ce plenamente  establecido  con  un  cúmulo 
de  presunciones  que  revisten  la  gravedad  y 
precisión  que  exije  la  ley  para  deducir  la 
culpabilidad  del  procesado.  De  las  varias 
declaraciones  de  los  testigos  de  cargo  deben 
tomarse  en  consideración  las  de  Jesús  Ma- 
rroquin,  Fidel  Dardón,  Ernesto  Madrid, 
Guadalupe  Portillo  y Ezequiel  Valladares, 
que  establecen  de  manera  indudable  que 
Gilberto  Crispin  buscó  a Campos  en  la 
Pensión,  salió  con  él  a la  calle  y juntos  ca- 
minaron, oyéndose  una  detonación  mo- 
mentos después:  Campos  resultó  muerto  y 
Crispin  desapareció  del  lugar  sin  haberse 
vuelto  a saber  de  él  hasta  que  pasado  sie- 
te años  decidió  volver,  obligado  por  la  ne- 
cesidad de  atender  a sus  intereses  abando- 
nados, según  confesó  él  mismo;  también 
el  rumor  público  lo  sindicó  desde  el  pri- 
mer momento  y la  autoridad  dictó  las  ór- 
denes de  captura  en  su  contra  sin  que  ha- 
ya podido  lograrse  por  su  desaparición  sú- 
bita; cuando  fué  habido  pretendió  probar 
Ja  coartada,  y la  prueba  le  fué  desfavora- 
b'e,  pues  sus  mismos  testigos  no  precisaron 
la  fecha  en  que  Crispin  salió  de  Mazate- 


nango,  a excepción  de  Pedro  Lefebre  que 
en  completo  desacuerdo  con  las  constan- 
cias de  autos,  aseguró  siete  años  después, 
que  Crispin  salió  de  Mazatenango  el  vein- 
titrés de  noviembre  de  mil  novecientos 
veintisiete,  es  decir,  tres  dias  antes  del  su- 
ceso. 

El  fundamento  que  tuvo  el  Tribunal  pa- 
ra declarar  a Crispin  como  autor  del  ho- 
micidio e.stá  por  consiguiente,  fundado  en 
la  prueba  plena  que  producen  los  autos, 
pero  fuera  de  la  comprobación  del  delito, 
como  homicidio  simple,  no  hay  motivo  al- 
guno para  aumentar  la  responsabilidad  del 
reo  agravando  la  pena,  toda  vez  que  la 
circunstancia  con  que  la  Sala  califica  el 
hecho  no  está  apoyada  en  prueba  alguna 
y por  lo  tanto  hay  quebrantamiento  del 
inciso  7o.  del  artículo  22  del  Código  Penal, 
por  lo  que  procede  casar  la  sentencia  recu- 
rrida a fin  de  infligir  al  reo  la  pena  que  le 
corresponde  de  conformidad  con  la  ley. 

Por  último,  es  necesario  investigar  si  el 
testigo  Pedro  Lefebre  ha  incurrido  en  el 
delito  de  falso  testimonio,  pues  manifies- 
tamente su  declaración  en  favor  del  reo  es 
contradictoria  con  los  autos  y procede  cer- 
tificar lo  conducente  para  el  efecto.  Artos. 
676  inciso  5o  , 568,  571,  572,  575,  587,  595  5' 
601  Prs.  Pns.,  76  y 295  del  Código  Penal. 

POR  TANTO; 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y de  lo  dispuesto  en 
los  artículos  686  y 687  Prs.  Pns.,  CASA  Y 
ANULA  la  ejecutoria  recurrida  y resol- 
viendo en  lo  pritKipal  declara:  lo.  que  Gil- 
berto Crispin  Ramírez,  es  reo  de  homici- 
dio en  la  persona  de  norencio  Campos,  de- 
lito por  el  cual  le  impone  la  pena  de  diez 
años  de  prisión  correccional  inconmutables 
que  con  abono  de  la  prisión  sufrida  extin- 
guirá en  la  Penitenciaría  del  Centro,  lo 
suspende  en  el  ejercicio  de  sus  derechos 
políticos  durante  el  tiempo  de  la  condena, 
lo  deja  afecto  al  pago  de  las  responsabili- 
dades civiles  derivadas  del  delito,  le  exone- 
ra de  la  reposición  del  papel;  2o.  manda 
que  se  certifique  lo  conducente  para  pro- 
ceder contra  el  testigo  Pedro  Lefebre  y el 
abogado  que  lo  propuso,  por  el  delito  de 
falso  testimonio. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re 
suelto,  devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sala- 
zar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
gueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante  mi, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Pablo  Sierra  Avilés,  por 
estafa. 

DOCTRINA:  Comete  delito  de  estafa  el  que 
en  perjuicio  del  deudor  se  apropiare  del 
objeto  que  hubiere  recibido  en  prenda 
de  un  crédito. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y siete  de  Julio  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  que  la 
Sala  4a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  profi- 
rrió  el  veintitrés  de  mayo  del  año  en  curso 
en  el  proceso  que  por  el  delito  de  estafa  se 
siguió  contra  Pablo  Sierra  Avüés. 

RESULTA: 

' — I — 

Doña  Carlota  Salazar  de  Maldonado  se 
presentó  al  Juzgado  2o.  de  la.  Instancia 
de  Quezal tenango,  el  diez  y siete  de  julio 
del  año  próximo  pasado,  exponiendo  que 
en  el  mes  de  abril  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres  dió  al  señor  Pablo  Sierra  una  pul- 
sera de  oro  con  veintinueve  brillantes  y 
una  perla  grande,  en  prenda  de  la  suma  de 
ciento  cincuenta  quetzales,  para  un  plazo 
oue  venció  el  veinte  de  junio  del  mismo 
año  pasado;  que  un  día  antes  del  venci- 
miento la  deponente  envió  a su  hijo  Ro-' 
berto  a devolver  la  cantidad  con  sus  inte- 
reses y a recoger  la  garafttía;  pero  se  en- 
contró con  que  el  señor  Sierra  había  des- 
aparecido de  su  casa;  posteriormente  lo 
logró  y le  exigió  la  devolución  de  su  alha- 
ja, sin  haberlo  obtenido  porque  el  acreedor 
dispuso  de  ella. 

— n — 

El  Juez  abrió  la  investigación  y recibió 
entre  otras  pruebas  una  carta  dirigida  por 
ei  señor  Sierra  a don  Julio  Maldonado,  es- 
poso de  la  acusadora,  con  fecha  cinco  de 
julio  de  mil  novecientos  treinta  y cuatro, 
proponiéndole  un  arreglo  a fin  de  evitar  la 
intervención  judicial;  declaración  del  pro- 
pio señor  Maldonado  y de  los  testigos  se- 
ñores Benedicto  González,  Ramiro  Gámez 
Peláez,  Víctor  Manuel  Méndez,  Bruno  Har- 
mann  y Pedro  Zimeri;  declaración  indaga- 
toria de  Sierra  Avilés  y avalúo  de  la  joya 
estafada.  El  acusado  confesó  haber  reci- 
bido la  alhaja,  pero  dijo  que  con  el  encar- 
go de  conseguir  con  su  garantía  una  canti- 


dad de  dinero  la  cual  obtuvo  en  Tapachu- 
la  por  mil  pesos  mejicanos;  no  reconoció 
su  firma  ni  el  contenido  de  la  carta,  mani- 
festando que  estaba  padeciendo  de  amne- 
sia o pérdida  de  memoria  y no  recordaba 
haber  dirigido  ni  firmado  tal  carta.  El 
testigo  González  declaró  haber  firmado  por 
requerimiento  de  Sierra  un  recibo  por  in- 
tereses a favor  del  mismo,  lo  que  hizo  a 
ruego  de  dicho  señor  y después  se  enteró 
en  la  Jefatura  de  lo  que  se  trataba,  rela- 
cionado con  el  asunto  de  la  señora  Maldo- 
nado; Gámez  expuso  que  la  pulsera  la  tu- 
vo a la  vista  porque  Sierra  se  la  llevó  ofre- 
ciéndosela en  empeño,  siendo  de  va’or  de 
cuatrocientos  quetzales;  Méndez  aseguró 
que  le  constaba  que  la  alhaja  era  de  doña 
Carlota;  Harmann  dijo  haber  valuado  la 
pulsera  en  quinientos  a seiscientos  quetza- 
les y que  para  ese  efecto  se  la  llevó  Sierra 
a su  joyería;  y Zimeri  expuso  que  le  fué 
solicitada  la  suma  de  doscientos  quetzales 
por  Sierra,  ofreciéndole  empeñarle  la  pul- 
sera, la  cual  vió  y la  valuó  en  la  suma  de 
cuatrocientos  quetzales. 

En  autos  aparece  agregada  otra  carta 
que  lleva  fecha  seis  de  julio  del  mismo 
año,  la  que  recibió  el  Juez  2o.  de  la.  Ins- 
tancia de  Quezaltenango  firmada  por  Pa- 
blo Sierra,  en  la  que  haciendo  una  histo- 
ria del  asunto  concluye  confesando  haber 
cometido  un  delito  por  haberse  apropiado 
la  suma  de  ciento  treinta  y cinco  ouetza- 
les,  setenta  y un  centavos,  pues  de  la  su- 
ma que  recibió  en  Tapachula  con  prenda 
de  la  pulsera  solamente  entregó  a la  due- 
ña ciento  cincuenta  quetzales.  Esta  carta 
tampoco  fué  reconocida  por  el  procesado, 
pero  en  su  oportunidad  y mediante  prueba 
de  expertos  se  estableció  que  la  firma  pues- 
ta ai  pie  era  del  señor  Sierra. 

Para  el  avalúo  del  objeto  estafado  se  de- 
signó a Bruno  Harmann,  quien  con  los  da- 
tos que  tenia  de  la  alhaja  por  haberla  co- 
nocido anteriormente,  le  dió  el  valor  de 
seiscientos  quetzales,  haciéndose  constar 
la  diligencia  en  acta  que  firmó  ante  el 
Juez. 

— III  — 

El  Tribunal  resolvió,  previo  los  trámites 
legales,  el  veintidós  de  febrero,  declarando 
a Sierra  autor  del  delito  de  estafa  e impo- 
niéndole la  pena  de  tres  años  de  prisión 
correccional,  conmutable  en  dos  tercios  a 
veinte  centavos  diarios.  La  pena  la  aplicó 
de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 407  inciso  5o.  y 408  del  Código  Penal. 
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— IV  — 

La  Sala,  en  sentencia  de  veintitrés  de 
mayo  del  corriente  año,  confirmó  el  fallo 
de  primera  instancia,  modificando  la  pena 
en  dos  años,  conmutable  en  dos  terceras 
partes  a diez  centavos  diarios,  tomando  en 
cuenta  que  el  reo  ya  había  entregado  a su 
acusadora  la  suma  de  ciento  cincuenta 
quetzales,  y que  dicha  cantidad  debía  res- 
tarse de  seiscientos  quetzales  en  que  fué 
valuada  la  alhaja, 

— V — 

El  Fiscal  de  la  Sala,  licenciado  Zeceña, 
introdujo  el  presente  recurso  de  casación 
por  violación  de  ley,  citando  como  infringi- 
dos los  incisos  3o.  y 4o.  del  articulo  407  del 
Código  Penal,  pues  opina  que  se  debe  im- 
poner la  pena  con  base  en  el  avalúo  del  ob- 
jeto sin  restar  cantidad  alguna  como  lo 
hizo  la  Sala,  toda  vez  que  el  acreedor  se 
apropió  la  prenda  que  había  recibido  con 
obligación  de  devolverla  y ésta  fué  valo- 
rada en  seiscientos  quetzales  lo  que  signi- 
fica que  la  pena  debe  de  ser  la  que  precep- 
túa el  inciso  4o.  del  mencionado  articulo  o 
sean  tres  años  de  prisión  correccional. 

Por  su  parte  el  procesado  con  auxilio  del 
abogado  José  Vicente  Escobar,  alegando 
violación  de  los  incisos  9o.  y 10  del  articu- 
lo 21,  78,  79  y 80  del  Código  Penal  introdu- 
jo recurso  de  casación,  pues  estima  que  la 
Sala  no  le  aplicó  las  atenuantes  a que  tiene 
derecho,  por  estar  basado  el  fallo  en  su 
confesión  como  única  prueba. 

CONSIDERANDO; 

Que  el  delito  de  estafa  cometido  por  Pa- 
blo Sierra  está  plenamente  demostrado  en 
el  proceso  con  la  propia  confesión  del  reo 
sobre  hechos  que  le  perjudican,  con  la  con- 
fesión contenida  en  la  carta  que  recibió  el 
Juez  2o.  de  la.  Instancia  firmada  por  el 
prevenido,  como  se  estableció  por  medio  de 
la  prueba  pericial,  y con  las  declaraciones 
de  los  testigos  ya  mencionados,  las  cuales, 
aunque  relativas  a diferentes  pasajes,  con- 
curren por  su  enlace  a formar  prueba  sufi- 
cente  de  que  Sierra  recibió  el  brazalete  en 
garantía  de  la  cantidad  prestada;  que  sin 
atender  a su  calidad  de  depositario  dispu- 
so de  ella,  pues  en  el  momento  en  que  de 
bía  devolverla  no  lo  hizo  ni  pudo  compro- 
bar en  poder  de  qué  persona  se  encontra- 
ba ni  por  qué  motivo,  cayendo  el  caso  en 
el  inciso  5o.  del  artículo  408  del  Código 
Penal;  pero  como  se  trata  de  la  estafa  de 


un  objeto  valuado  en  seiscientos  quetzales, 
la  pena  que  debe  imponerse  al  reo  es  la 
que  señala  el  inciso  4o.  del  articulo  407  del 
mismo  código  y no  la  que  marca  el  inciso 
3o.,  toda  vez  que  la  cantidad  que  Sierra 
entregó  a su  acusadora  no  cambia  la  na- 
turaleza del  delito  cometido  por  la  apro- 
piación, en  perjuicio  de  la  propietaria  de 
la  alhaja  que  le  entregó  con  obligación  de 
devolverla,  motivo  por  el  cual  es  proceden- 
te la  casación  introducida  puesto  que  la 
pena  impuesta  no  corresponde  según  la 
ley  a la  calificación  aceptada  respecto  del 
hecho  justiciable,  violándose  los  incisos 
3o.  y 4o.  del  artículo  407  del  Código  Pe- 
nal, el  primero  por  haberse  aplicado  inde- 
bidamente y el  segundo  por  no  haberse 
aplicado.  Artos.  676  inciso  6o.,  571,  572,  575, 
587,  595,  613  de  Prs.  Pns. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  solamente  existe  la  confesión 
para  dictar  un  fallo  condenatorio  sino  un 
conjunto  de  hechos  establecidos  y corro- 
borados con  aquella  que  forma  la  convic- 
ción de  culpabilidad,  no  estando  de  más 
observar  que  la  carta  aludida  fué  preciso 
sujetarla  al  cotejo  de  dos  expertos  por  la 
negativa  del  remitente  a reconocerla,  por 
lo  que  no  se  justifica  la  petición  del  recu- 
rrente de  querer  acogerse  a una  prueba 
producida  sin  su  voluntad.  Ahora,  como  la 
casación  procede  por  el  motivo  que  el  Fis- 
cal propone,  es  innecesario  examinar  los 
artículos  citados  en  el  segundo  recurso. 
Arto.  76  del  Código  Penal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo además  en  los  artículos  586  y 587  Prs. 
Pns.,  CASA  Y ANULA  la  sentencia  recu- 
rrida y resolviendo  en  lo  principal  decla- 
ra: que  Pablo  Sierra  Avilés  es  autor  de  es- 
tafa y debe  sufrir  la  pena  de  tres  años  de 
prisión  correccional  en  la  Penitenciaría 
del  Centro,  permitiéndole  conmutar  dos 
terceras  partes  a cincuenta  centavos  dia- 
rios; quedando  obligado  al  pago  de  las  in- 
demnizaciones civiles  derivadas  del  delito 
y a la  reposición  del  papel. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a don- 
de corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S.. — José  Serrano  Muñoz.  Ante  mi, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  María  Luisa  Rosal  Pa- 
dilla, Jesús  María  de  León  y David  Gon~ 
zález  Oliva,  por  falso  testimonio. 

Contra  Cayetano  Zamora  y David  Gon- 
zález Oliva,  por  lesiones  y abuso  contra 
particulares. 

DOCTRINA:  En  el  delito  de  falso  testimo- 
nio no  se  puede  apreciar  la  circunstan- 
cia atenuante  de  no  haber  tenido  el  in- 
culpado la  intención  de  causar  un  mal  de 
tanta  gravedad  como  el  que  produjo, 
por  la  propia  naturaleza  del  delito. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinticinco  de  julio  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación, la  sentencia  proferida  por  la  Sala 
Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones  el 
veintiséis  de  abril  del  presente  año,  en 
las  causas  acumuladas  y que  se  instruye- 
ron contra  Maria  Luisa  Rosal  Padilla,  Je- 
sú  Maria  de  León  y David  González  Oli- 
va por  el  delito  de  falso  testimonio  y con- 
tra David  González  Oliva  y Cayetano  Za- 
mora, por  los  deUtos  de  lesiones  y abusas 
contra  particulares;  en  cuyo  fallo  se  con- 
firma el  que  dictó  el  Juez  de  Primera  Ins- 
tancia de  Chimaltenango  el  once  de  Sep- 
tiembre del  año  pasado,  con  las  modifica- 
ciones siguientes:  que  la  pena  que  se  im- 
ponía a María  Luisa  Rosal  Padilla,  Jesús 
Maria  de  León  y David  González  Oliva, 
era  de  dos  años  ocho  meses  de  prisión  co- 
reccional,  que  podrían  conmutar  hasta  en 
sus  dos  terceras  partes  a razón  de  diez 
centavos  de  quetzal  por  día;  que  a la  se- 
ñorita Rosal  no  se  le  rebajaba  la  pena  por 
no  concurrir  en  su  favor  ninguna  circuns- 
tancia atenuante;  y que  a David  González 
Oliva  por  las  lesiones  inferidas  a Pedro 
Patal  Segundo,  se  le  imponían  tres  años 
de  prisión  correccional  conmutables  en 
sus  dos  terceras  partes  a razón  de  diez 
centavos  de  quetzal  por  día  y seis  meses 
de  arresto  mavor  por  el  delito  de  abusos 
contra  particulares. 

— I — 

El  diez  y siete  de  noviembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y uno,  en  la  población  de 
San  Martin  Jilotepeque  del  departamento 
de  Chimaltenango,  fueron  ultimados  los 
hermanos  Salvador  y Gabriel  Medina,  por 
el  Capitán  del  Ejército  Alfonso  Cabrera 


Letona,  habiéndose  instruido  el  proceso  co- 
rrespondiente en  la  Comandancia  de  Ar- 
mas de  aquel  departamento.  En  tal  pro- 
ceso incurrieron  los  reos  ya  nombrados  en 
el  delito  por  el  cual  se  les  juzga.  Al  ser 
examinada  la  señorita  Maria  Luisa  Rosal 
Padilla,  por  el  Juez  instructor  de  las  pri- 
meras diligencias,  expuso:  que,  del  hecho 
en  cuestión,  únicamente  oyó  varios  dispa- 
ros muy  lejanos,  cosa  que  no  le  preocu- 
pó; más  tarde  y durante  la  dilación  pro- 
batoria de  la  causa,  el  enjuiciado  Cabre- 
ra Letona,  pidió  que  se  examinara  nueva- 
mente a la  expresada  señorita,  explicando 
que,  ella  misma  le  había  manifestado  el 
deseo  que  abrigaba  de  declarar  la  verdad 
de  lo  ocurrido;  en  esa  virtud,  al  contestar 
la  testigo  el  interrogatorio  formulado  para 
el  efecto,  expuso  que:  en  ocasión  de  en- 
contrarse en  el  corredor  del  telégrafo,  vió 
cuando  Cabrera  Letona  se  paseaba  en  el 
mismo  lugar  sin  ofender  a persona  algu- 
na, cuando  un  grupo  compuesto  por  Sal- 
vador y Gabriel  Medina  y Benigno  Ruano, 
se  fueron  encima  de  Letona,  habiéndose 
interpuesto  Manuel  Martínez  Dighero; 
que  Salvador  Medina  le  hizo  un  disparo  a 
Letona,  y éste  disparó  sobre  el  grupo  en 
defensa  legitima  de  su  vida,  haciendo 
constar  que  el  arma  de  Medina  era  “ni- 
quelada que  brillaba”.  Jesús  Maria  de 
León  Muñoz,  cuando  declaró  la  primera 
vez,  se  produjo  en  la  misma  forma  que  la 
anterior,  manifestando  que  no  había  pre- 
senciado los  sucesos  que  culminaron  con 
la  muerte  de  los  hermanos  Medina,  pero 
a solicitud  del  mismo  Cabrera  Letona,  y 
durante  el  término  de  prueba,  dijo:  que 
por  no  hablarse  con  la  persona  que  fim- 
gía  como  Juez  instructor,  no  dijo  la  ver- 
dad en  su  primera  deposición:  afirmó  des- 
pués haberse  encontrado  en  la  esquina  del 
telégrafo  de  la  población  ya  citada,  y por 
consiguiente  que  vió  cuando  el  grupo  for- 
mado por  los  hermanos  Medina  y Ruano, 
atacaron  a Cabrera,  y que  éste  contestan- 
do un  disparo  hecho  por  Salvador  Medina, 
sacó  su  revólver  y a su  vez  hizo  uso  de 
él.  Por  último  David  González  Oliva,  du- 
rante el  juicio  plenario  de  la  misma  cau- 
sa, declaró  en  la  misma  forma  que  los  an- 
teriores, agregando  que  también  Salvador 
Medina  atacó  a Letona,  con  “un  espadín”, 
por  lo  cual  Letona  disparó  sobre  sus  ata- 
fcantes,  explicando  que  entendía  por  espa- 
dín “un  puñal  grande”. 

Como  se  ve,  los  testigos  citados  incurrie- 
ron en  contradicciones  consigo  mismos, 
aparte  de  que,  en  el  proceso  de  referencia 
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pudo  llegar  a establecerse  que,  los  cadáve- 
res de  los  hermanos  Medina,  se  encontra- 
ron a la  vuelta  de  la  acera  del  edificio  del 
telégrafo,  a cincuenta  y nueve  varas  de 
distancia  de  la  puerta  de  la  oficina  tele- 
gráfica; que  el  hecho  se  verificó  entrada 
la  noche,  no  habiendo  luz  eléctrica  en  la 
población;  que  no  les  fueron  encontradas 
armas  a los  occisos;  la  imposibilidad  de 
presenciar  los  hechos  ocurridos,  desde  la 
acera  del  telégrafo,  hasta  en  el  que  fueron 
recogidos  por  la  autoridad  los  cadáveres 
de  los  interfectos.  Las  declaraciones  de  los 
testigos  en  referencia,  fueron  apreciadas 
por  los  Tribunales  que  conocieron  en  el 
proceso,  como  carentes  de  valor  legal,  por 
ser  varios  y contradictorios,  y en  cambio 
con  los  testimonios  de  Benigno  Ruano  y 
Manuel  Martínez  Dighero,  — testigos  pre- 
senciales e idóneos  — • se  estableció  plena- 
•f’ente  que  no  hubo  agresión  de  parte  de  los 
interfectos,  hacia  Cabrera  Letona. 

— n — 

Seguido  en  todos  sus  trámites  el  proce- 
so incoado  contra  Alfonso  Cabrera  Leto- 
na, fué  condenado  éste  a sufrir  la  pena  de 
trece  años  y cuatro  meses  de  prisión  co- 
rreccional por  doble  homicidio,  y se  man- 
dó instruir  procedimiento  criminal,  por 
falso  testimonio,  contra  Maria  Luisa  Rosal, 
Jesús  María  de  León,  David  González  Oli- 
va, Javier  García  y Ovidio  Martínez.  Con- 
tra el  fallo  definitivo,  se  interpuso  recur- 
so de  casación,  el  cual  fué  desestimado. 

Ordenada  la  captura  de  los  reos,  se  lo- 
gró la  de  los  tres  primeros  del  párrafo  an- 
terior. Indagada  Maria  Luisa  Rosal,  rati- 
ficó su  primera  declaración,  retractándose- 
de  la  prestada  en  segundo  término,  en  el 
sentido  de  que,  el  hecho  lo  presenció  a 
treinta  varas  de  distancia;  que  no  era 
cierto  que  los  hermanos  Medina  hayan 
atacado  a Cabrera  Letona;  que  tampoco 
vió  que  Salvador  Medina  le  disparara  a 
Cabrera  Letona,  no  siendo  cierto  que  pre- 
senciara cuando  Manuel  Martínez  Dighero 
se  interpuso  entre  el  grupo  y el  ofensor;  y 
que  el  móvil  que  la  llevó  a declarar  en  esa 
forma,  no  fué  otro  que  haberse  compade- 
cido de  Cabrera  Letona,  pero  que  no  fué 
sobornada  para  el  efecto.  David  González 
Oliva,  sostuvo  su  dicho,  manifestando  que 
lo  declarado  por  él,  constituía  la  verdad 
de  los  hechos.  Jesús  María  de  León  Muñoz, 
ratificó  su  segunda  declaración,  no  así  la 
primera,  rendida  ante  el  Juez  instructor 
de  las  primeras  diligencias;  negó  haber  si- 


do sobornado,  asegurando  su  ignorancia 
de  que  declarar  falsamente,  era  constitu- 
tivo de  delito. 

En  este  proceso,  obra  un  informe  del 
Juez  de  Paz  de  San  Martin  Jilotepeque,  en 
el  que  se  hace  constar  que  pasadas  las  diez 
y ocho  horas  y media,  no  se  distingue  nin- 
guna persona,  porque  se  carece  de  luz  eléc- 
trica. La  inculpada  Maria  Luisa  Rosal, 
probó  en  este  proceso,  su  buena  conducta 
y limpios  antecedentes,  y que  ademáis  cul- 
tivaba amistad  intima  con  el  procesado 
Alfonso  Cabrera  Letona. 

— III  — 

Por  acumulación,  agregado  a la  presen- 
te causa,  obra  un  proceso  que  por  los  deli- 
tos de  lesiones  y abusos  contra  particula- 
res. se  inició  contra  David  González  Oliva 
y Cayetano  Zamora,  del  que  aparece:  que 
el  diez  y nueve  de  Marzo  de  mil  novecien- 
tos treinta  y uno,  Pedro  Patal  Segundo, 
compareció  ante  el  Juez  de  Paz  de  Patzún, 
y expuso:  que  como  a las  dos  de  la  tarde 
del  mismo  dia,  yendo  por  el  camino  que 
conduce  a Sololá  portando  una  escopeta 
de  tubo,  descargada,  se  encontró  con  dos 
individuos  quienes  le  manifestaron  ser 
agentes  del  Resguardo  de  Hacienda,  exi- 
giéndole la  licencia  para  portar  escopeta, 
y al  preguntarles  el  compareciente  qué 
clase  de  autoridad  eran,  dichos  individuos 
le  quitaron  el  arma  y penetraron  a casa  de 
Tomás  Ajuchán,  de  donde  salieron  con  das 
machetes  con  los  cuales  flajelaron  al  di- 
cente,  causándole  lesiones  en  la  cabeza  y 
en  las  manos,  asi  como  varios  golpes  en  el 
cuerpo;  después  de  lesionarlo  se  lo  lleva- 
ron a la  prisión,  sin  que  haya  hecho  resis- 
tencia alguna,  y mucho  menos  disparar  su 
arma;  lo  sucedido  fué  presenciado  por  Gre- 
gorio Teleguaro,  Juana  Batzibal,  Eligió 
Ajuchán,  Petrona  Ajún,  Juana  Sanie,  Pau- 
la Catú  y Policarpo  Teleguay. 

Contra  la  ejecutoria  de  la  Sala  Segunda, 
Maria  Luisa  Rosal  Padilla,  con  auxilio  del 
Licenciado  J.  Octavio  Martínez,  introdujo 
recurso  de  casación,  por  violación  de  ley, 
denunciando  como  infringidos  los  artículos 
siguientes:  21  inciso  3o.,  213  y 217  del  Có- 
digo Penal;  676  incisos  3o.  y 6o.  de  Proce- 
dimientos Penales.  Pedidos  los  anteceden- 
tes y señalado  día  para  la  vista,  es  el  caso 
de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  tratándose  del  delito  de  falso  tes- 
timonio, la  circunstancia  atenuante  que 
enumera  el  articu!o'21  fracción  3a.  del  Có- 
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digo  Penal,  o sea  la  de  no  haber  tenido  el 
delincuente  la  intención  de  causar  un  mal 
de  tanta  gravedad  como  el  que  produjo,  no 
es  aplicable  por  la  propia  naturaleza  del 
delito,  y por  consiguiente  la  Sala  senten- 
ciadora no  pudo  nunca  infringirla  al  de- 
clarar que  María  Luisa  Rosal  Padilla,  era 
aiitora  del  delito  de  falso  testimonio,  sin 
tomar  en  cuenta  que  no  había  tenido  in- 
tención de  causar  un  mal  de  tanta  grave- 
dad. Como  la  inculpada  señorita  Rosal  Pa- 
dilla, afirmó  en  su  primera  declaración 
que  no  había  presenciado  la  muerte  de  los 
hermanos  Salvador  y Gabriel  Medina,  oca- 
sionada por  el  Capitán  Alfonso  Cabrera 

etona,  y más  tarde,  en  el  plenario  y a so- 
licitud del  propio  reo  declaró  que  si  ha- 
bía presenciado  el  hecho  investigado,  y que 
Cabrera  Letona  había  disparado  sobre  los 
Medina  en  legítima  defensa  de  su  persona, 
afirmaciones  estas  últimas  que  son  con- 
trarias a la  evidencia  legal  producida  en 
el  proceso  y que  fueron  aceptadas  previo 
análisis,  por  los  Tribunales  que  conocieron 
en  él,  por  lo  que  resulta  claro  que  la  en- 
juiciada sí  incurrió  en  la  infracción  por  la 
cual  se  le  juzgó.  Esta  figura  delictiva  se 
caracteriza  por  la  ocultación  maliciosa  de 
la  verdad  en  juicio,  afirmando  el  testigo 
auxiliar  indispensable  de  la  administra-" 
ción  de  justicia,  lo  falso,  negando  lo  ver- 
dadero, o callando  en  todo  o en  parte  lo 
que  sabe  acerca  de  los  hechos  sobre  los 
cuales  se  interroga.  De  tal  manera,  que  al 
dec'arar  la  Sala  sentenciadora  la  falsedad 
de  la  testigo  Rosal  Padilla,  e imponerle  la 
pena  que  señala  el  artículo  213  del  Código 
Penal,  en  lugar  de  violarlo  lo  aplicó  recta- 
mente. El  articulo  217  del  mismo  Cuerpo 
Legal,  no  es  el  caso  de  analizarlo,  por  no 
tener  aplicación.  Tampoco  se  infringió  el 
artículo  676  en  sus  incisos  3o.  y 6o.  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales,  pues  refi- 
riéndose tal  disposición  legal  al  recurso  de 
casación,  no  podía  en  manera  alguna  ser 
infringido  por  la  Sala,  fuera  de  que,  en  la 
apreciación  de  los  hechos  no  se  cometió 
error  de  derecho  en  su  calificación,  mucho 
menos  que  la  pena  impuesta  no  correspon- 
da según  la  ley  a la  calificación  aceptada 
de’  hecho  justiciable  y de  la  participación 
en  él,  de  la  procesada. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  preceptuado  por  los  Artos.  686, 
690  y 735  P.  P.;  22  Decreto  1728,  declara 
improcedente  el  recurso  interpuesto,  e im- 
pone a la  recurrente  la  pena  adicional  de 


quince  días  de  prisión  simple,  conmutables 
a razón  de  diez  centavos  de  quetzal  por 
día. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Cándido  Galicia  Agus- 
tín, por  homicidio. 

DOCTRINA:  En  el  concepto  jurídico  es  ho- 
micidio, la  injusta  destrucción  de  la  vi- 
da humana,  o la  muerte  de  una  persona 
no  permitida  por  la  ley. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiséis  de  Julio  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Por  recurso  extraordinario  de  casación, 
se  tiene  a la  vista  la  sentencia  de  fecha 
nueve  de  mayo  del  corriente  año,  pronun- 
ciada por  la  Sala  5a.  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones en  el  proceso  instruido  contra  Cán- 
dido Galicia  Agustín,  en  la  cual  se  declara 
al  citado  Galicia  Agustín  autor  del  delito 
de  homicidio  cometido  en  la  persona  de 
Cayetano  Segura,  por  cuya  infracción  le 
impone  la  pena  de  diez  años  de  prisión  co- 
rreccional inconmutables,  revocando  asi 
la  dictada  por  el  Juez  de  la.  Instancia  del 
mismo  departamento  de  Jalapa,  en  la  que 
se  absolvió  por  falta  de  prueba  al  referido 
Agustín. 

— I — 

El  ocho  de  diciembre  de  mU  novecien- 
tos treinta  y cuatro,  ante  el  Juez  de  Paz  de 
San  Pedro  Pínula,  se  presentó  Cipriano 
Jiménez  dando  parte  que  el  dia  anterior, 
a las  diez  y ocho  horas  en  ocasión  en  que 
se  encontraba  en  la  casa  nacional  de  la 
aldea  “Carrizal  Grande”,  Marcelino  Ma- 
rroquin  le  manifestó,  que  en  el  camino 
que  conduce  al  “Guaj ilote”,  se  encontraba 
un  hombre  herido,  que  al  encaminarse  a 
dicho  iugar  encontró  a un  joven  descono- 
cido, bañado  en  sangre,  quien  presentaba 
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una  herida  en  la  cabeza,  y que  por  la  cédu- 
la de  vecindad  se  enteró  que  se  trataba  de 
Cayetano  Segura,  vecino  de  “El  Zunzo”  de 
aquel  municipio.  Hizo  notar  la  cercanía 
de  las  casas  de  Ciríaco  Gómez,  Mauricio  y 
Pedro  Castro,  del  lugar  donde  se  halló  al 
herido:  a continuación  relata  la  manera 
cómo  encontró  al  mismo,  asi  como  sus  ob- 
jetos personales.  El  herido  no  pudo  hablar 
por  el  estado  de  gravedad  en  que  se  en^ 
contraba,  por  lo  que  fué  trasladado  a la 
casa  nacional,  y que  al  efectuar  dicho  tras- 
lado, se  encontraba  Cándido  Galicia  en  su 
casa,  quien  al  requerirlo  para  que  presta- 
ra auxilio,  lo  hizo  gustoso,  pero  al  llegar  a 
la  casa  nacional,  el  Comisionado  Ambro- 
sio Hernández  lo  puso  en  detención,  igno- 
rando el  motivo.  Pedro  Santiago  al  ser  exa- 
minado, se  produjo  en  iguales  términos. 
Wenceslao  Cema,  empírico  en  medicina, 
dictaminó  en  el  sentido  que  Cayetano  Se- 
gura presentaba  un  golpe  contuso  en  el 
parietal  derecho  de  media  pulgada  de  an- 
cho por  una  de  largo,  que  le  interesó  el 
cuero  cabelludo  y hueso  de  esa  región,  que 
dicho  golpe  parecía  haber  sido  ocasionado 
con  una  piedra,  el  cual  era  de  mucha  gra- 
vedad, a tal  extremo,  que  si  no  fallecía, 
tardaría  para  su  curación  noventa  días 
con  asistencia  facultativa,  quedándole  im- 
pedimento tanto  en  la  vista  como  en  su 
funcionamiento  cerebraT,  pues  le  interesó 
la  masa  encefálica. 

Colocado  el  inculpado  Galicia,  frente  al 
herido,  palideció  al  ver  el  aspecto  de  éste, 
pero  juró  de  fé  y verdad  que  era  inocente. 
Al  día  siguiente  a las  cinco  horas  y media, 
falleció  Cayetano  Segura,  informando  el 
empírico  ya  citado,  que  obedecía  al  golpe 
sufrido  por  haberle  interesado  la  masa  en- 
cefálica. Al  ser  examinado  Gregorio  Segu- 
ra, manifestó  que  había  estado  presente 
en  el  momento  de  la  muerte  de  su  herma- 
no, y que  éste  había  salido  de  la  aldea  “El 
Zunzo”  el  siete  de  diciembre  como  a las 
siete  horas,  con  dirección  al  Carrizal  Gran- 
de a comprar  unos  petates,  y que  como  no 
regresara  le  dió  pena,  sabiendo  al  día  si- 
guiente a las  diez  y ocho  horas  que  había 
sido  herido;  que  su  hermano  no  tenia  ene- 
migos, e ignoraba  si  Galicia  fué  el  agresor, 
asi  como  que  no  le  constaba  si  su  tantas 
veces  citado  hermano  hubiese  tenido  rela- 
ciones amorosas  con  AquOina  Gómez. 

Aquilina  Gómez,  de  diez  y seis  años  de 
edad,  manifestó:  que  hasta  el  día  siete  de 
diciembre  conoció  a Cayetano  Segura, 
siendo  el  mismo  quien  fué  victima  de  un 


golpe  que  le  causó  Cándido  Galicia  ese  pro- 
pio día  como  a ias  “cinco  de  la  tarde”,  en 
ocasión  que  se  dirigía  la  declarante  de  su 
casa  ubicada  en  “Los  Cuatro  Meses”,  para 
“El  Carrizal”,  en  cuyo  trayecto  encontró  al 
citado  Segura  quien  le  preguntó  si  su  pa- 
dre vendía  petates,  y al  continuar  su  ca- 
mino la  declarante,  su  interlocutor  se  que- 
dó parado.  Cándido  Galicia  caminaba  tam- 
bién para  “El  Carrizal  Grande”,  yendo  de- 
lante de  la  que  habla,  con  un  tercio  de  fri- 
jol en  vaina  (cucuche),  y al  encontrarse 
con  Segura  se  dijeron  adiós;  que  al  en- 
contrarse con  la  dicente,  por  ir  detrás  de 
Galicia,  sucedió  la  pequeña  entrevista  con 
el  joven  desconocido,  habiéndose  parado 
Galicia  como  admirado  de  verlos  platicar, 
pero  siguió  su  camino  cuando  la  que  ha- 
bla continuó  el  suyo;  que  después  de  ha- 
ber platicado  con  el  joven  en  cuestión. 
Cándido  Galicia  ya  regresaba  sin  el  tercio 
de  frijol,  llevando  una  piedra  en  la  mano, 
y que  a los  pocos  instantes  oyó  un  ruido 
“seco”  como  de  balazo,  y ai  volverse  vió 
que  el  joven  desconocido  cala  al  suelo,  y 
luego  que  Galicia  huía;  que  no  oyó  ningún 
alegato,  pero  sí  vió  el  momento  en  que  el 
joven  cayó  del  golpe  que  le  causó  Cándido, 
que  éste  ia  volvió  a alcanzar,  y entonces  la 
dicente  le  dijo:  “ve  lo  que  hizo  señor  Cán- 
dido, ya  me  comprometiste”,  a lo  que  le  res- 
pondió Galicia:  “no  es,  yo  lo  he  hecho”. 

Indagado  Cándido  Galicia  Agustín,  negó 
la  comisión  del  delito,  asegurando,  que  co- 
mo a las  “cinco  de  la  tarde”  (diez  y siete 
horas),  encontró  a Aquiiina  Gómez,  quien 
se  encaminaba  hacia  su  casa  sita  en  “Los 
Cuatro  Meses”,  de  regreso  del  Carrizal 
Grande,  pero  que  no  la  vió  platicando  con 
joven  alguno;  aceptó  que  era  cierto  que  el 
día  y hora  de  autos  llevaba  un  tercio  de 
frijol,  pero  que  no  regresó  de  su  casa,  en 
donde  su  esposa  e hijos  se  dedicaron  a 
“despenicarlo”  (quitarle  las  vainas);  que 
de  las  seis  para  las  siete,  las  autoridades 
que  llevaban  un  herido  le  pidieron  auxiiio 
y lo  dió  inmediatamente;  que  Bonifacio 
Mateo  y Serapio  Gómez  lo  vieron  cortar 
su  frijol  y partir  para  la  aldea  a eso  de  las 
“cuatro  o cinco  de  la  tarde”,  llevándolo  a 
cuestas. 

Marcelino  Marroquin  (individuo  que 
avisó  a Cipriano  Jiménez),  declaró:  que 
al  ir  a traer  unas  bestias  vió  en  un  calle- 
jón a un  muchacho  que  andaba  gateando, 
y como  le  viera  ensangrentada  la  cabeza 
dió  parte  a la  autoridad;  que  el  rumor  pú- 
blico sindica  a Galicia  como  autor  del  cri- 
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men  Ambrosio  Hernández,  Comisionado 
Militar  que  puso  en  detención  al  reo,  dijo: 
que  Aquilina  Gómez  le  manifestó  que  en- 
tre los  del  auxilio  que  conducía  al  herido 
iba  el  malhechor,  sindicando  acto  continuo 
a Galicia. 

Practicado  careo  entre  el  enjuiciado  y 
la  testigo  presencial  Aquilina  Gómez,  se  hi- 
zo constar  en  la  diligencia  respectiva,  que 
el  reo  se  presentaba  tembloroso,  esquivan- 
do la  mirada,  y al  sostenerle  la  testigo  que 
entre  los  lugares  que  manifestó  en  su  de- 
claración, lo  vió  y le  habló  el  día  y hora 
del  hecho,  convino  el  acusado  en  que  era 
cierta  tal  circunstancia;  agregó  la  Gómez 
en  esa  ocasión  que  vió  cuando  Galicia  es- 
condió en  el  monte  el  tercio  de  frijol  y re- 
gresó a cometer  el  hecho.  Durante  la  dila- 
ción probatoria  fueron  examinados  a soli- 
citud del  reo,  Nicolás  Hernández  y Agus- 
tín Rafael,  quienes  declararon  que  vieron 
al  inculpado  “despenicando”  frijol  en  su 
casa,  el  día  siete  de  Diciembre,  como  a las 
diez  y siete  horas;  así  mismo  que,  el  reo 
prestó  auxilio  en  los  momentos  de  ser  con- 
ducido el  herido  a la  casa  nacional. 

Con  estos  antecedentes,  el  Juez  de  la  cau- 
sa dió  fin  al  proceso,  absolviendo  al  enjui- 
ciado Cándido  Galicia  Agustín,  del  cargo 
que  se  le  había  formulado,  por  falta  de 
plena  prueba,  y al  ser  elevada  la  causa  a 
la  Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones 
en  consulta  de  dicho  fallo,  ésta  la  revocó, 
estimando  que  sí  existía  prueba  para  con- 
denar a Galicia. 

El  reo,  con  auxilio  del  Licenciado  Fran- 
cisco Carrillo  Magaña,  introdujo  el  presen- 
te recurso  de  casación,  citando  como  infrin- 
gidos los  artículos  siguientes:  571,  572,  576, 
586  incisos  2o.,  3o.  y 5o.,  595,  596  y 597  deí 
Código  de  Procedimientos  Penales.  Impug- 
na el  recurrente  la  validez  del  testimonio 
de  Aquilina  Gómez  para  ser  estimado  co- 
mo semiplena  prueba,  por  la  edad  de  la 
misma  (diez  y seis  años)  y por  sus  malos 
antecedentes,  que  además,  dicho  testimo- 
nio no  precisa  el  momento  de  la  agresión, 
y que  es  muy  posible  que  contenga  error 
de  persona  al  confundir  la  del  reo  con  un 
tercero;  que  al  mismo  tiempo,  la  serie  de 
presunciones  estimadas  por  la  Sala  sen- 
tenciadora, no  están  basadas  en  hechos 
debidamente  probados,  pues  ignora  en  ab- 
soluto cómo  se  constató  el  rumor  público 
que  lo  sindica  como  autor  del  delito;  que, 
por  otra  parte,  la  diligencia  del  careo, 
practicada  por  un  Juez  incompetente  para 
actuar  en  Primera  Instancia,  hizo  constar 


una  situación  del  procesado  que  no  puede 
ser  apreciada  con  distinción,  porque  el 
color  del  reo  es  normalmente  pálido.  Pedi- 
dos los  antecedentes  y señalado  día  para 
la  vista,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  habiéndose  fundado  la  Sala  senten- 
ciadora, para  condenar  a Cándido  Galicia 
Agustín  por  el  delito  de  homicidio  en  la 
persona  de  Cayetano  Segura,  en  la  prue- 
ba indirecta  de  presunciones  no  pudo  in- 
fringir las  disposiciones  legales  contenidas 
en  los  artículos  571,  572  y 576  de  Procedi- 
mientos Penales,  que  se  refieren,  que  la 
prueba  es  plena  cuando  la  única  conse- 
cuencia que  de  ella  puede  deducirse  es  la 
culpabilidad  del  acusado;  que  varias  prue- 
bas semi-plenas  forman  plena  prueba  y 
que  por  falta  de  edad  no  es  testigo  hábil 
el  menor  de  diez  y seis  años.  En  la  causa 
consta  que  Aquilina  Gómez,  cuando  prestó 
su  declaración  no  era  menor  de  diez  y 
sies  años.  El  articulo  586  incisos  2o.,  3o.  y 
5o.  del  mismo  cuerpo  legal,  que  determina 
cómo  debe  apreciarse  el  mérito  de  la  de- 
claración de  los  testigos,  por  las  mismas 
razones  expuestas,  no  fué  violado.  Los  ai- 
tículos  595,  596  y 597  de  Procedimientos 
Penales,  tampoco  se  infringieron,  pues  ha- 
biéndose fundado  la  sentencia  condenato- 
ria, como  ya  se  dijo,  en  la  prueba  de  pre- 
sunciones humanas,  su  apreciación  en  jus- 
ticia está  en  un  todo  de  acuerdo  con  lo 
preceptuado  en  el  articulo  601  de  Prs.  Pns. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia  de  acuer- 
do con  lo  establecido  en  los  Artos.  690  y 
735  P.  P.;  22  Decreto  1728,  DESESTIMA  el 
recurso  de  casación  interpuesto  por  el  reo 
Cándido  Galicia  Agustín,  y le  impone  la 
pena  adicional  de  quince  días  de  prisión 
simple,  conmutables  a razón  de  diez  cen- 
tavos de  quetzal  por  día. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  So- 
lazar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  José  Ajmac  Yaxon,  por 
homicidio,  violación,  estupro  y uso  públi- 
co de  nombre  supuesto. 

DOCTRINA:  La  violación  es  el  delito  más 
grave  contra  la  honestidad. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiséis  de  Julio  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Sexta  de  la  Cor- 
te de  Apielaciones.  el  once  de  Mayo  del  año 
en  curso,  en  la  causa  instruida  contra  Jo- 
sé Ajmac  Yaxón  por  los  delitos  de  homici- 
dio, violación,  estupro  y uso  público  de 
nombre  supuesto,  y en  la  cual  se  aprue- 
ba en  todas  sus  partes  la  que  profirió  el 
Juez  de  Primera  Instancia  de  Suchitepé- 
quez,  el  cuatro  de  Abril  del  presente  año. 

— I — 

El  diez  y ocho  de  Julio  de  mil  novecien- 
tos treinta  y tres,  se  presentó  ante  el  Juez 
de  Paz  de  Chicacao,  José  Mam,  dando  par- 
te de  que  su  hija  Cecilia  de  su  apellido  ha- 
bía sido  estuprada  por  José  Ajmac,  agre- 
gando al  ratificar  su  denuncia,  que  el  día 
sábado  quince  del  mismo  mes  como  a las 
diecisiete  horas  al  regresar  de  su  trabajo, 
encontró  a su  hija  sentada  en  tierra  y llo- 
rando, que  al  preguntarle  el  motivo,  ésta 
le  indicó  que  le  dolía  el  estómago,  y enton- 
ces su  mujer  Bartola  Chapeta  le  indicó  que 
su  hija  estaba  enferma  porque  Ajmac  ha- 
bía abusado  de  ella.  Bartola  Chapeta  al 
ser  examinada  expuso:  que  el  día  sábado 
como  a las  quince  horas  en  momentos  en 
que  CecUia  se  encontraba  jugando  en  el 
interior  del  rancho,  observó  que  ésta  por 
donde  pasaba  dejaba  manchas  de  sangre, 
y al  preguntarle  la  causa,  su  referida  hija, 
le  dijo  que  Ajmac  había  abusado  tres  ve- 
ces de  ella.  Cecilia  Mam,  de  cinco  años  de 
edad  manifestó  que  el  día  del  suceso  salió 
de  su  rancho  a hacer  una  necesidad  corpo- 
ral, que  José  Ajmac  la  agarró  de  la  mano  y 
le  dijo  “me  voy  con  vos”,  a lo  que  ella  se 
opuso,  pero  que  ya  en  el  cafetal  la  acostó 
en  el  suelo  y le  tapó  la  boca  y después  de 
haberse  estado  un  rato  con  ella,  le  indicó 
que  se  fuera  para  su  casa  y que  no  se  que- 
jó con  sus  papás  porque  José  le  dijo  que 
le  iba  a pegar  si  decía  algo.  Indagado  José 
Ajmac,  negó  el  hecho,  indicando  que  quie- 
nes se  llevaron  al  cafetal  a Cecilia  fueron 
Juan  Morales  y Chico  Campor,  y que  co- 


mo él  los  vió,  éstos  le  dijeron  que  no  fue- 
ra a decir  nada;  que  él  encontró  a Cecilia 
con  el  corte  subido  hasta  la  cintura,  acos- 
tada boca  arriba  y la  llevó  en  brazos  hasta 
el  rancho  en  donde  vive  su  familia.  Exa- 
minados Juan  Morales  y Francisco  Cam- 
por, negaron  ser  cierto  lo  dicho  por  José 
Ajmac,  y que  el  día  de  autos  no  vieron  a 
Cecilia  Mam.  No  obstante  la  negativa  de 
José  Ajmac,  de  ser  él  el  autor  del  delito 
de  Violación  en  la  persona  de  la  menor 
Cecilia  Mam,  ésta  lo  reconoció  en  rueda 
de  presos,  señalándolo  con  precisión.  En 
este  momento,  el  reo  no  tuvo  más  remedio 
que  confesar  su  delito,  diciendo  que  sólo 
dos  veces  había  hecho  uso  de  la  menor. 

Posteriormente  José  Mam  se  presentó  al 
Juez  de  instrucción  manifestándole,  que 
su  hija  Cecilia  había  muerto  a consecuen- 
cia de  tan  horrible  hecho;  corren  agrega- 
dos los  informes  médicos  y la  partida  de 
defunción.  Juan  Morales,  Nicolás  Ruluch 
y Cruz  Ixtabalán,  manifestaron,  constarles 
de  oido  cuando  el  reo  confesó  ante  el  Juez 
de  Paz  que  si  había  violado  a Cecilia  Mam. 
El  diez  de  abrU  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cuatro,  el  Juez  de  Primera  Instancia 
de  Sololá  dió  fin  al  proceso  declarando  a 
José  Ajmac  Yaxón,  exento  de  responsabi- 
lidad en  los  delitos  de  violación,  estupro  y 
homicidio  en  la  persona  de  Cecilia  Mam, 
por  haberlos  cometido  el  reo  en  estado  de 
demencia.  Al  conocer  en  consulta  la  Sala 
Sexta,  declaró  la  nulidad  del  fallo  y de  to- 
do lo  actuado  durante  el  plenario,  inclusi- 
ve el  auto  de  fecha  catorce  de  Agosto  de 
mfl  novecientos  treinta  y tres,  para  que  el 
Juez  que  la  dictó  cumpliera  con  las  indica- 
ciones que  se  le  hicieron  en  la  considera- 
ción. 

El  Doctor  Miguel  F.  Molina,  en  su  infor- 
me médico-legal  que  obra  al  folio  noven- 
tinueve  de  la  primera  pieza,  después  de  ha- 
cer un  estudio  detenido,  llegó  a la  conclu- 
sión de  que  José  Ajmac  Yaxón,  no  sufría 
trastorno  mental  alguno.  Por  ésto  el  Juez 
de  la  causa,  después  de  practicar  las  de- 
más dUigencias  ordenadas  por  la  Sala,  dic- 
tó sentencia  nuevamente  declarando:  que 
José  Ajmac  Yaxón  Togin,  era  reo  de  los 
delitos  de  violación  y homicidio,  por  cuyas 
infracciones  le  impuso  la  pena  de  diez  años 
de  prisión  correccional,  aumentada  en  una 
tercera  parte;  y lo  absolvió  de  los  cargos 
que  se  le  dedujeron  por  los  delitos  de  estu- 
pro y uso  público  de  nombre  supuesto. 

Contra  la  sentencia  de  la  Sala  Sexta  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  el  Pascal  Licencia- 
do Valentín  Alvarez  Pérez,  introdujo  el  pre- 
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sente  recurso  de  casación  por  violación  de 
ley,  denunciando  como  infringidos  los  inci- 
sos lo.  y 5o.  del  Articulo  22  del  Código  Pe- 
nal. Pedidos  los  antecedentes  y señalado 
dia  para  la  vista,  corresponde  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  tanto  el  Juez  como  la  Sala  senten- 
ciadora. al  condenar  a José  Ajmac  Yaxón 
por  los  delitos  de  homicidio  y violación  en 
virtud  de  la  prueba  existente  e imponerle 
como  consecuencia  la  pena  de  diez  año.s 
de  prisión  correccional,  aumentada  en  una 
tercera  parte,  hizo  recta  aplicación  de  lo 
dispuesto  en  el  articulo  86  del  Código  Pe- 
na', no  habiendo  infringido  por  consiguien- 
te los  incisos  lo.  y 5o.  del  Arto.  22  del  Có- 
digo ya  citado,  el  primero  que  se  refiere  a 
la  circunstancia  agravante  de  la  alevosía 
y el  quinto,  que  determina  cuando  se  obra 
con  premeditación  conocida. 

La  alevosía  como  circunstancia  objetiva 
que  es,  supone  im  estado  de  hecho:  la  in- 
defensión, podiendo  producirse  este  esta- 
do en  cualquiera  de  las  dos  formas  siguien- 
tes: a)  cuando  el  delincuente  crea  el  es- 
tado de  indefensión;  y b)  cuando  por  cau- 
sa ajena  al  delincuente  se  coloca  la  vícti- 
ma en  estado  de  indefensión,  y lo  que  ha- 
ce entonces  aquél,  es  aprovecharse  de  es- 
te estado.  Esta  circunstancia  se  caracteri- 
za principalmente  por  el  medio,  forma  o 
procedimiento  que  se  emplea  para  dismi- 
nuir la  defensa  de  la  victima.  Requiere  en 
conformidad  con  el  Código  Penal  en  su 
Artículo  22  inciso  lo.,  la  realización  del 
hecho  tal  como  dicha  disposición  legal  se- 
ñala, principalmente  asegurar  al  culpable 
de  cualquier  riesgo  que  proceda  de  la  de- 
fensa que  pudiera  hacer  el  ofendido.  En  el 
caso  estudiado  con  motivo  del  recurso  de 
casación  interpuesto  por  el  señor  Fiscal, 
no  es  de  apreciarse  tal  circunstancia,  pues 
no  se  trata  de  la  muerte  de  un  menor  sino 
del  delito  de  violación,  fuera  de  que  tam- 
poco procedería  su  estimación  aun  tratán- 
dose de  la  primera  infracción  apuntada, 
toda  vez  de  que  el  recurrente  no  citó  la 
fracción  7a.  del  mismo  Arto.  El  célebre 
penalista  Dr.  Guás,  dice  que  sólo  procede 
estimar  la  circunstancia  agravante  de  la 
alevosía,  cuando  se  crea  un  estado  de  in- 
de'fensión  o se  aprovecha  de  éste  cuando 
la  victima  no  puede  defenderse,  pero  que 
cuando  la  indefensión  es  inherente  a la 
naturaleza  del  sujeto  pasivo,  no  es  posi- 
ble imputarte  la  indefensión  al  agente  ac- 
tivo del  delito,  como  constitutiva  del  esta- 
do de  alevosía,  sino  de  abuso  de  superio- 
ridad. 


Con  respecto  a la  premeditación  cono- 
cida, tampoco  procede  declarar  su  exis- 
tencia, ya  que  la  persistencia  de  la  volun- 
tad fría,  serena,  decidida,  debe  probarse 
de  una  manera  inequívoca  por  huellas  ex- 
ternas y sólo  puede  aceptarse  que  hay  pre- 
meditación conocida,  cuando  los  hechos 
en  que  descansa  tal  circunstancia,  tras- 
cienden al  exterior,  tienen  un  carácter  ob- 
jetivo; esto  es,  cuando  los  hechos  exterio- 
res probados  signifiquen  un  plan  y el  acto 
de  cometer  el  delito,  pues  de  otro  modo  no 
puede  aceptarse,  por  no  admitirse  en  ma- 
teria de  premeditación  conocida,  las  hipó- 
tesis. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia  de  acuer- 
do con  lo  dispuesto  en  los  Artos.  676,  686, 
690  y 735  P.  P.;  22  Decreto  1728,  DESESTI- 
MA el  recurso  interpuesto. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Camilo  Méndez  Agui- 
lar,  por  estafa. 

DOCTRINA:  Es  improcedente  infligir  pena 
al  procesado,  cuando  no  se  encuentra 
establecida  la  existencia  de  los  elemen- 
tos que  integran  la  modalidad  del  de- 
lito de  estafa,  definido  por  el  articulo 
408  inciso  quinto  del  Código  Penal 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintinueve  de  julio  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  de  que  más  adelante  se  hará 
mérito,  pronunciada  en  el  proceso  instrui- 
do contra  Camilo  Méndez  Aguilar  por  el 
hecho  punible  que  a continuación  se  rela- 
ciona. 

Óoña  Leonor  Godoy  Sandoval  viuda  de 
Sandoval  acusó  a Méndez  Aguilar  ante  el 
Juez  de  la.  Instancia  de  Jalapa  con  fecha 
ocho  de  noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro,  por  que  asegura  que  di- 
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cho  sujeto  recibió  de  Francisco  Sandoval, 
difunto  esposo  de  la  compareciente,  de  su 
hijo  Carlos  Sandoval  Godoy  y de  ella,  más 
de  un  mil  trescientos  ochenta  y cinco  quet- 
zales, cantidad  que  retiene  Méndez  inde- 
bidamente, y la  cual  le  fué  entregada 
sin  resguardo  alguno.  La  señora  viuda 
de  Sandoval  fundó  su  acción  en  los  artí- 
culos 407  inciso  5o.  y 408  inciso  5o.  del 
Código  Penal,  habiendo  acompañado  a su 
escrito  ya  mencionado,  una  certificación 
expedida  por  el  Notario  don  Alfredo  Fi- 
gueroa,  en  la  ciudad  de  Jalapa,  a veinte 
de  octubre  de  mil  novecientos  treinta  y 
tres,  del  expediente  administrativo  segui- 
do por  dicha  señora  para  obtener  el  pago 
de  la  suma  que  se  deja  ya  expresada. 

El  Juez  de  la.  Instancia  de  Jalapa  si- 
guió el  proceso  por  todos  sus  trámites  y 
le  dió  fin  absolviendo  del  cargo  al  enjui- 
ciado por  falta  de  prueba. 

En  Segunda  Instancia  el  Procurador  pi- 
dió la  confirmatoria  de  la  sentencia  ape- 
lada por  no  haberse  establecido  en  virtud 
de  qué  titulo  se  obligó  al  procesado  a de- 
volver la  especie  recibida;  por  que  los  tes- 
tigos examinados  a solicitud  de  la  acusa- 
dora dejan  mucho  que  desear  para  ser 
aceptados  sus  dichos,  no  explican  la  for- 
ma del  contrato  celebrado  entre  Sando- 
val y Méndez  y por  el  cual  este  último  re- 
cibiera la  cantidad  de  un  mil  doscientos 
quetzales,  ni  mucho  menos  la  forma  y con- 
diciones en  que  debía  devolverla  sin  cuyo 
requisito  no  existe  base  legal  para  deter- 
minar ninguna  infracción  delictuosa,  con 
mayor  razón  si  se  atiende  a que  los  con- 
tratos que  excedan  de  quinientos  quetza- 
les deberán  constar  por  escrito;  y final- 
mente, ya  que  la  relación  jurídica  nacida 
de  la  entrega  del  dinero  al  encausado,  que 
motivó  la  acusación,  debió  haberse  esta- 
blecido previamente  en  el  ramo  civil  para 
poder  hacer  uso  de  la  via  criminal.  El 
señor  Fiscal  pidió  que  se  declarara  la  nu- 
lidad del  fallo  y la  insubsistencia  de  todo 
lo  actuado  desde  el  auto  fecha  veintinue- 
ve de  diciembre  de  mil  novecientos  treinta 
y cuatro,  en  que  se  mandó  abrir  a prueba 
el  proceso  por  aparecer  que  lo  firmó  el 
Alcalde  Primero  Municipal  don  Macabeo 
Pinto,  quien  no  es  Abogado  y no  el  Juez 
de  la.  Instancia  de  Jalapa.  El  once  de 
Mayo  del  corriente  año,  la  Sala  5a.  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  por  mayoría,  pues 
votaron  en  contra  los  señores  Magistrados 
Arellano  y Cadena,  confirmó  la  sentencia 
de  primer  grado. 


Estima  el  Tribunal  de  2a.  Instancia  que 
del  escrito  de  acusación  y de  las  declara- 
ciones de  los  señores  Doctor  Ricardo  Agui- 
lar,  Angela  Meza  de  Aguilar,  Olivia  y Gui- 
llermo Foch.  aparece  que  se  ha  querido 
demostrar  la  comisión  del  delito  de  esta- 
fa señalado  en  el  inciso  quinto  del  artícu- 
lo 408  del  Código  Penal,  y para  el  efecto, 
todos  afirmaron  que  F’rancLsco  Sandoval 
entregó  a Méndez  en  casa  del  Doctor  Agui- 
lar, lá'  suma  de  mil  doscientos  quetzales. 
La  señora  viuda  de  Sandoval  asegura  que 
su  esposo  entregó  en  depósito  la  suma  de 
un  mil  doscientos  quetzales.  El  depósito 
de  una  cosa  cuyo  valor  excede  de  qui- 
nientos quetzales  debe  hacerse  por  escri 
to,  exceptuándose  únicamente  el  depósito 
ncesario  que  puede  hacerse  verbalmente, 
cualquiera  que  sea  el  valor  de  la  cosa  de- 
positada. Cuando  la  ley  exige  un  detei- 
minado  medio  de  prueba,  ese  es  el  único 
que  puede  servir  para  demostrar  la  existen- 
cia jurídica  del  hecho  a que  la  misma  se 
refiere.  En  el  caso  sub-júdice  se  trata 
de  un  depósito  voluntario,  le  cual  sólo  pue- 
de establecer  con  prueba  documental,  por- 
que así  lo  exige  la  ley.  En  esa  virtud  la 
prueba  aducida  carece  de  valor  legal  no 
sólo  porque  los  testigos  son  varios  y con- 
tradictorios en  sus  exposiciones,  sino  por- 
que la  sección  nacida,  en  la  hipótesis  de 
que  haya  sido  efectivo  el  depósito  de  la 
cantidad  aludida,  sería  del  orden  civil  an- 
te cuyo  Tribunal  debió  haberse  presentado 
la  acusadora. 

Contra  la  sentencia  de  2a.  Instancia,  la 
parte  acusadora  con  auxUio  del  Licenciado 
Francisco  Carrillo  Magaña,  interpuso  el  re- 
curso extraordinario  de  casación  denun- 
ciando como  violados  los  artículos  408  in- 
ciso 5o.  del  Código  Penal;  573  y 568  de 
Procedimientos  Penales;  46  y 119  de  la 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial. 

CONSIDERANDO; 

Que  el  delito  de  estafa  definido  de  una 
manera  particular  por  el  inciso  quinto  del 
articulo  408  del  Código  Penal  envuelve 
desde  luego  un  abuso  de  confianza  más  o 
menos  grave,  y tomando  en  cuenta  su  con- 
texto se  viene  en  conocimiento  que  cons- 
tituyen sus  elementos  esenciales:  a)  la 
apropiación  de  una  cosa  ajena  indebida- 
mente, recibida  bajo  título  que  produzca 
obligación  de  devolverla;  y b)  el  perjui- 
cio que  se  origina  a la  persona  a quien 
deba  ser  entregada  o devuelta  en  el  mo- 
mento por  incumplimiento  de  la  obliga- 
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ción.  Es  evidente  que  en  el  caso  sub-júdi- 
ce  no  conciirren  los  elementos  que  acaban 
de  mencionarse.  En  efecto,  falta  el  titulo 
en  virtud  del  cual  el  procesado  recibió  el 
dinero  que  se  le  reclama.  La  prueba  que 
acerca  de  esta  circunstancia  rindió  la  par- 
te acusadora  no  procede  apreciarla,  pues 
dada  la  naturaleza  del  contrato  que  se  ha 
pretendido  establecer  dicho  convenio  de- 
bió haberse  hecho  constar  por  escrito.  No 
encontrándose  probado  este  extremo,  que 
indubitablemente  es  el  primordial,  los  de- 
más no  han  podido  existir.  Y en  ese  con- 
cepto no  fueron  infringidos  los  artículos 
408  inciso  5o.  Código  Penal;  568  y 573  de 
Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO; 

Que  la  anomalía  a que  se  refiere  la  reJ 
cúrrente  no  está  comprendida  entre  las 
causas  que  pueden  dar  origen  al  recurso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  for- 
ma. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  Corte  Suprema  de  Justicia  cono- 
ciendo de  un  asunto  en  virtud  de  casa- 
ción, no  puede  resolver  acerca  de  las  nu- 
lidades que  los  Tribunales  de  Instancia 
deberán  declarar  de  conformidad  con  lo 
estatuido  por  el  artículo  119  del  Decreto 
Legislativo  No.  1928,  pues  en  el  caso  de 
hacerlo,  quebrantaría  las  normas  que  es- 
pecialmente regulan  el  recurso  extraordi- 
nario de  que  se  trata. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  prescrito  por  los  artículos 
676,  677  y 690  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales,  declara  improcedente  el  re- 
curso de  que  se  hizo  mérito,  y condena  a 
la  parte  que  lo  interpuso  a quince  días  de 
arresto,  conmutables  a razón  de  diez  cen- 
tavos de  quetzal  diarios. 

Notifiquese,  y con  oeírtificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  autos  al  Tribunal 
de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz,  — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


El  Licenciado  don  José  María  Reina  An- 
drade, salvó  y razonará  su  voto. 
Honorable  Corte  Suprema 
de  Justicia; 

Al  discutir  el  fallo  que  declara  impro- 
cedente el  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación interpuesto  con  motivo  de  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Sala  Quinta  de  la 
Corte  de  Apelaciones  en  el  proceso  ins- 
truido contra  Camilo  Méndez  Aguilar,  me 
vi  obligado  a disentir  de  la  ilimitada  opi- 
nión de  mis  distinguidos  compañeros,  en 
lo  que  se  relaciona  a la  interpretación  de 
lo  preceptuado  en  el  artículo  119  del  De- 
creto Legislativo  Número  1928,  pues  es- 
tima que  esta  disposición  legal  rige  para 
toda  clase  de  recursos  en  materia  crimi- 
nal; es  decir,  que  comprende  tanto  a los 
ordinarios  como  a los  extraordinarios. 

Las  razones  que  me  asisten  y que  me  hi- 
cieron votar  en  contra,  son  las  mismas  que 
consigné  en  mi  voto  razonado  de  fecha 
cuatro  de  diciembre  recién  pasado,  con 
motivo  del  porceso  que  por  el  delito  de 
Defraudación  a la  Hacienda  Pública  en 
el  Ramo  de  Tabacos  se  siguiera  a Marga- 
rita Guerra  de  Urbina. 

Guatemala,  30  de  julio  de  1935. 

J.  M.  Reina  Andrade. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  José  Ortiz  Córdova,  por 
hurto. 

DOCTRINA:  El  que  cometiere  un  delito 
será  responsable  de  él  e incurrirá  en  la 
pena  que  la  ley  señala,  aunque  el  mal 
recaiga  sobre  persona  distinta  de  aque- 
lla a quien  se  proponía  ofender,  o el  mal 
causado  fuere  distinto  del  que  se  pro- 
ponía ejecutar. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
seis  de  agosto  de  mil  novecientos  treinta 
y cinco. 

José  Ortiz  Córdova,  procesado  por  hurto 
de  dos  cámaras  fotográficas,  y condenado 
a la  pena  de  seis  meses  de  arresto  mayor 
inconmutables,  introdujo  el  presente  re- 
curso de  casación,  dirigido  por  el  abogado 
don  Salomón  Carrillo  Ramírez,  por  viola- 
ción de  ley  y quebrantamiento  de  forma, 
contra  la  sentencia  de  la  Sala  3a.  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  fecha  veinticinco  de 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


447 


abril  del  año  en  curso,  confirmatoria  de  la 
dictada  por  el  Juez  5o,  de  la.  Instancia 
de  este  departamento. 

Señala  como  infringidos  los  artículos 
13,  21  incisos  3o.  y 10o.,  65,  79,  390,  392,  in- 
ciso 5o.  del  Código  Penal;  y en  el  quebran- 
tamiento de  forma  señala  los  artículos  14, 
16,  516,  566,  568,  571,  573  y 581  de  Proce- 
dimientos Penales  “y  las  disposiciones  del 
Decreto  Legislativo  que  los  reformó”. 

Resulta  que  el  proceso  se  inició  el  cinco 
de  octubre  del  año  próximo  pasado  por 
parte  que  al  Juez  4o.  de  Paz  diera  el  Sar- 
gento de  Policía  Hernán  Cortés,  quien  pu- 
so a la  disposición  de  aquel  funcionario 
al  individuo  José  Ortiz  Córdova,  captura- 
do a solicitud  de  Rafael  Castellanos  por 
haberle  hurtado  dos  cámaras  fotográficas, 
las  cuales  le  fueron  recogidas. 

El  reo  confesó  el  hecho  pero  expresando 
que  su  deseo  no  era  otro  que  el  de  vengar- 
se de  María  Teresa  Molina,  concubina 
de  Rafael  Castellanos,  dueño  de  las  cá- 
maras, por  el  mal  trato  que  de  ella  reci- 
bían los  huéspedes  de  la  casa,  pues  des- 
apareciendo dichos  objetos  de  la  fotogra- 
fía de  aquél,  durante  su  ausencia,  la  culpa 
recaería  sobre  ella  por  su  descuido. 

Castellanos  tiene  un  negocio  de  hospe- 
daje en  esta  ciudad  y allí  instalado  tam- 
bién un  estudio  de  fotografía,  acostum- 
bra retirarse  algunos  días  en  viaje  de  ne- 
gocio y deja  la  casa  al  cuidado  de  la  ex- 
presada señora  Molina,  con  quien  vive. 

En  uno  de  sus  viajes,  el  huésped  Ortiz 
Córdova  abrió  un  aparador  y tomó  las  dos 
cámaras;  el  dueño  al  volver  fué  informa- 
do de  lo  sucedido  y encargó  a uno  de  sus 
empleados  que  vigilara  a los  huéspedes 
siguiéndoles  los  pasos;  efectivamente  asi 
lo  hizo  y a los  tres  días  siguiendo  a Cór- 
dova lo  vió  ent.»-ar  en  una  casa  en  donde 
había  un  comedor  y salió  en  seguido  lle- 
vando un  paquete  en  la  mano;  al  ver  esto 
entró  inmediatamente  a la  casa  de  don- 
de aquél  había  salido  y la  propietaria  del 
establecimiento  le  informó  que  Córdova 
había  llegado  a recoger  dos  cámaras  fo- 
tográficas que  le  había  dejado  a guardar. 
Las  pruebas  recibidas  a solicitud  del  pro- 
cesado, tienden  a demostrar  que  éste  no 
cometió  el  delito  con  ánimo  de  apoderar- 
se de  los  objetos  ni  de  lucrar  con  ellos, 
sino  de  perjudicar  a la  mencionada  Mo- 
lina; además,  se  trató  de  establecer  la 
honradez  del  prevenido. 


La  sentencia  del  Juzgado  5o.  de  la.  Ins- 
tancia dictada  el  diez  y siete  de  diciem- 
bre del  año  próximo  pasado,  declara  al 
enjuiciado  responsable  del  delito  de  hurto 
y le  impone  la  pena  de  seis  meses  de 
arresto  mayor  inconmutables  atiendiendo 
al  avalúo  que  a las  dos  cámaras  dieron 
los  expertos.  Considera  el  Tribunal  que  el 
hecho  quedó  establecido  con  la  confesión 
del  reo,  y que  la  calificación  no  quedó 
probada,  estimándola  como  una  evasiva, 
pues  ni  siquiera  comunicó  su  proyecto  a 
los  compañeros  de  hospedaje  no  obstan- 
te que  también  eran  victimas,  según  ase- 
guró el  procesado,  de  los  descuidos  de  la 
señora  Molina  en  el  servicio.  La  confe- 
sión no  es  única  prueba  para  condenarlo, 
expresa  el  fallo,  pues  existen  dos  decla- 
raciones de  las  personas  a quienes  dió  a 
guardar  las  cámaras,  las  cuales  le  son 
completamente  desfavorables. 

En  segunda  instancia  la  Sala  Tercera  de 
Apelaciones  confirmó  el  fello  con  iguales 
fundamentos  jurídicos. 

CONSIDERANDO: 

El  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma  es  inadmisible  porque  no 
es  cierto  como  asegura  el  recurrente  de 
que  en  la  tramitación  del  juicio  no  se  lle- 
naron todos  los  requisitos  de  forma  que 
establecen  las  leyes  procesivas;  no  se  en- 
cuentra en  el  procedimiento  violación  de 
precepto  alguno  sobre  el  particular  y por 
otra  parte  tampoco  hay  gestión  del  pro- 
cesado o de  su  defensor  relativa  a am- 
pliación del  ténnino  probatorio  ni  menos 
solicitud  encaminada  a enmendar  cuestio- 
nes de  forma  para  justificar  el  recurso.  A 
propósito  de  este  quebrantamiento  expre- 
sa el  recurrente  que  se  han  infringido  los 
artículos  14,  16,  516,  566,  571,  573,  781,  586 
del  Código  de  Procedimientos  Penales  y 
las  disposiciones  del  Decreto  Legislativo 
1728  que  los  reformó.  El  primero,  que  se 
refiere  al  carácter  público  de  la  acción  pe- 
nal, por  los  delitos  públicos,  y el  segundo, 
nue  establece  quiénes  no  pueden  ejercitar 
dicha  acción,  son  completamente  imperti- 
nentes al  caso;  asimismo  lo  es  el  siguien- 
te, que  define  el  juicio  plenario;  los  res- 
tantes son  disposiciones  sustantivas  que  no 
pueden  dar  lugar  a quebrantamiento  de 
forma  sino  únicamente  a violación  de  ley; 
aparte  ae  que  se  citan  artículos  compues- 
tos sin  precisar  la  fracción  que  se  estima 
quebrantada  y se  menciona  en  conjunto 
el  Decreto  Legislativo  1728  que  las  refor- 
mó, lo  cual  ni  es  cierto  porque  tales  ar- 
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tículos  no  están  reformados  ni  podría  exa- 
minarse el  mencionado  Decreto  por  la 
misma  razón  de  que  no  se  precisa  el  ar- 
ticulo o artículos  violados. 

El  articulo  13  del  Código  Penal  deter- 
mina la  responsabilidad  criminal  en  que 
incurre  el  que  con  ocasión  de  acciones  u 
omisiones  no  penadas  por  la  ley,  causa, 
por  imprudencia  o negligencia,  un  mal 
que,  a mediar  malicia,  constituirla  delito 
o falta;  caso  en  el  cual  no  se  encuentra 
el  procesado. 

El  delito  se  manifestó  por  el  hecho  de 
haber  tomado  furtivamente  una  cosa  aje- 
na sin  voluntad  del  dueño;  en  cuanto  a la 
intención,  no  es  satisfactoria  la  prueba 
por  la  circunstancia  de  que  el  reo  no  en- 
tregó de  nuevo  y voluntariamente  los  ob- 
jetos sino  que  le  fueron  recogidos  en  el 
momento  de  la  captura,  por  lo  que  es  de 
presumirse  la  intención  de  apropiárselos, 
toda  vez  que  no  hay  hechos  que  conven- 
zan de  lo  contrario.  Aunque  existe  la  con- 
fesión del  reo  no  es  ciertamente  la  única 
prueba  para  condenarlo  y por  consiguien- 
te los  incisos  3o.  y 10o.  del  articulo  21  del 
Código  Penal  no  han  sido  violados. 

Como  la  pena  aplicada  está  de  acuerdo 
con  el  avalúo  dado  a los  objetos  de  deli-’ 
to,  y no  existen  circunstancias  agravantes 
ni  atenuantes,  no  hay  violación  de  los  ar- 
tículos 65  y 79  del  mismo  Código;  tampoco 
lo  están  los  artículos  390  e inciso  5o.  del 
392  del  Código  Penal  porque  el  delito  co- 
metido es  de  hurto  y la  pena  que  le  co- 
rresponde es  la  de  seis  meses  que  esta- 
blece la  última  de  las  disposiciones  cita- 
das, porque  el  hurto  no  excede  de  vein- 
ticinco quetzales. 

POR  TANTO; 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo además  en  los  artículos  676,  677  y 690 
Procedimientos  Penales,  DESESTIMA  el  re- 
curso de  casación  interpuesto  y condena 
al  recurrente  a la  pena  adicional  de  quin- 
ce días  de  prisión  simple  conmutable  a 
diez  centavos  diarios. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  So- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mí,  Juan  Fernández  c..  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Alberto  Saqull  Zúñiga, 
por  falsificación  de  documentos  priva- 
dos. 

DOCTRINA : Cuando  la  confesión  fuere  ca- 
lificada y hubiere  pruebas  en  favor  de 
las  circunstancias  que  la  califican,  el 
Juez  deberá  admitirla. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
seis  de  agosto  de  mil  novecientos  treinta 
y cinco. 

Alberto  SaquU  Zúñiga,  dirigido  por  el 
abogado  don  Efrain  Peñalva,  introdujo  re- 
curso de  casación  contra  la  sentencia  de 
la  Sala  2a.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  fe- 
cha diez  y siete  de  abril  del  corriente  año, 
que  lo  condena  confirmando  el  fallo  de 
primera  instancia  dictado  por  el  Juez  de- 
partamental de  Chimaltenango,  a sufrir 
la  pena  de  tres  años  de  prisión  correccio- 
nal por  el  delito  de  falsificación  de  docu- 
mentos privados,  rebajándole  una  terce- 
ra parte  por  mediar  la  circunstancia  ate- 
nuante de  su  confesión  como  única  prue- 
ba y permitiéndole  conmutar  dos  tercios 
de  la  pena  impuesta  a diez  centavos  dia- 
rios. 

El  recurrente  en  el  escrito  de  introduc- 
ción del  recurso  cita  los  artículos  5o.  De- 
creto Legislativo  1740,  198,  199  y 338  inci- 
so 2o.  y 339  del  Código  Penal  al  referirse 
a la  resolución  de  los  tribunales  sentencia- 
dores por  lo  que  es  de  suponer  que  los  es- 
time infringidos,  pues  no  lo  expresa  con 
claridad. 

Resulta  que  Mercedes  Machic,  hija  de 
Tomás  Machic  y Jesús  Botzos  de  Machic, 
tenía  relaciones  amorosas  con  Pedro  Rax- 
tún,  hijo  de  Nicanor  Raxtún;  pero  tam- 
bién era  pretendida  por  Alberto  Saquil, 
quien  un  dia  se  presentó  ante  este  último 
expresándole  la  inconveniencia  de  que  su 
hijo  continuara  con  dichas  relaciones  pues 
la  muchacha  ya  le  pertenecía.  Raxtún  di- 
rigió entonces  una  carta  a los  Machic  pi- 
diéndoles para  su  hijo  la  mano  de  Mer- 
cedes, pues  con  la  resolución  de  ellos  sa- 
bría a qué  atenerse.  Esa  carta  llegó  a po- 
der de  Marcelo  hermano  de  Mercedes  y en 
seguida  pasó  a poder  de  Alberto  Saquil 
sin  saberse  hasta  ahora  por  qué  motivo, 
pues  no  llegó  a probarse  lo  que  dijo  el 
primero  de  que  la  carta  le  había  sido  arre- 
batada por  Saquil,  ni  lo  que  aseguró  és- 
te de  que  Marcelo,  en  nombre  de  la  ma- 
dre, le  había  encargado  la  contestación.  Lo 
cierto  es  que  Saquil  contestó  a Raxtún  en 
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una  carta  injuriosa  en  que  le  rechazaba 
su  petición  por  tratarse  de  Pedro  Raxtúri, 
individluo  vago,  borracho  y ladrón,  que 
únicamente  buscaba  honrar  su  nombre 
con  el  matrimonio  que  proyectaba  verifi- 
car. Aparece  firmada  la  carta  por  Jesás 
Botzos  de  Machic,  pero  según  confesó  Sa- 
qull,  él  mismo  puso  esa  firma  y llevó  la 
carta  al  Correo,  lo  que  hizo  por  recomen- 
dación de  Marcelo. 

Muchas  declaraciones  fueron  recibidas 
en  el  sumario  y durante  el  término  pro- 
batorio, pero  ni  la  acusación  ni  la  defen- 
sa lograron  comprobar  sus  afirmaciones, 
quedando  en  pié  únicamente  la  confesión 
del  enjuiciado.  Asegura  que  Marcelo,  en 
nombre  de  su  madre,  le  llevó  la  carta  que 
habla  recibido  encareciéndole  su  contesta- 
ción, lo  que  hizo  en  el  acto,  en  los  térmi- 
nos indicados  por  el  propio  Marcelo.  Este 
niega  tal  especie  y asegura  que  Saquil  le 
arrebahó  la  carta  cuando  la  llevaba  en 
la  mano. 

La  sentencia  de  primera  instancia  con- 
sidera probado  el  hecho  con  la  confesión 
del  reo  pero  no  acepta  la  calificación,  an- 
tes bien  manda  procesar  por  falso  testi- 
monio a los  testigos  que  declararon  haber 
visto  que  Machic  llegó  a casa  de  Saquil  y 
como  no  encuentra  otra  prueba,  reduce  la 
pena  en  una  tercera  parte. 

La  Sala  confirma  el  fallo  con  la  mo- 
dificación de  que  no  procede  abrir  proce- 
dimiento contra  los  testigos  por  falso  te.s- 
timonio  i>or  no  haber  motivo  alguno  que 
lo  justifique. 

El  recurrente  alega  error  de  derecho  en 
la  calificación  del  delito:  no  encuentra 
comprendido  el  caso  en  los  artículos  198 
" 199  del  Código  Penal  sino  en  el  inciso 
2o.,  artículos  338  y 339  del  mismo  Código; 
por  lo  que  cree  que  el  procedimiento  debe 
anu'arse,  dejando  expedito  el  derecho  del 
acusado  para  que  ejercite  su  acción  por 
injurias. 

CONSIDERANDO: 

La  aseveración  de  Machic  de  que  la  car- 
ta le  fué  arrebatada  por  Saquil  no  tiene 
comprobación  ninguna  y no  es  satisfacto- 
ria la  explicación  que  él  da,  pues  no  se 
.sabe  por  qué  motivo  al  recibir  la  mencio- 
nada carta  no  la  entregó  a sus  padres  que 
“"•an  los  destinatarios  sino  que  se  fué  a 
la  calle  llevándola  en  la  mano,  lo  que  dió 
lugar  a la  acción  de  Saquil;  tampoco  ex- 
plica cómo  este  individuo  supo  que  lo  que 
llevaba  era  la  carta  de  Eaxtún. 


Por  otra  parte  la  intención  de  Saquil  no 
se  revela  en  el  sentido  de  verificar  la  fal- 
sificación para  aprovecharse  de  ella  Sino 
tuvo  como  finalidad  causar  deshonra,  des- 
crédito y menosprecio  de  la  persona  de* 
Raxtún  a fin  de  lograr  por  ese  medio  que 
los  padres  de  la  pretendida  lo  desecharan 
negándole  la  mano  de  su  hija. 

La  confesión  del  procesado  es  la  única 
prueba  que  existe  para  condenarlo,  pero 
como  es  calificada  y hay  circunstancias 
que  le  favorecen,  como  son  las  declaracio- 
nes de  los  testigos  que  vieron  llegar  a Mar- 
celo Machic  en  busca  de  Saquil  y la  infor-' 
mación  de  honradez  que  rindió,  debe  acep- 
tarse. 

Por  consiguiente,  yerra  la  sentencia  en 
la  calificación  del  delito  estimándolo  co- 
mo falsificación  de  documento  privado, 
pues  el  hecho  se  caracteriza,  por  su  géne- 
sis y su  finalidad,  dentro  de  la  figura  del 
delito  de  injuria,  siendo  la  escritura  de  la 
carta  el  medio  para  conseguirlo;  y aunque 
podria  objetarse  que  la  firma  fué  puesta 
en  nombre  de  la  Botzos,  desde  el  momen- 
to en  que  se  acepta  la  confesión  califica- 
da, debe  concretarse  el  fallo  al  hecho  de 
las  injurias  que  es  el  único  que  aparece 
justiciable. 

Como  consecuencia  de  la  aceptación  de 
la  confesión  del  procesado,  debe  descar- 
tarse la  falsificación  con  que  el  Tribunal 
.sentenciador  calificó  el  delito  y tenerse 
como  cierto  que  Saquil  recibió  encargo  de 
contestar  la  carta  y firmar  con  el  nombre 
de  Jesús  Botzos  de  Machic,  como  es  cos- 
tumbre hacerlo  en  los  poblados  entre  per- 
sonas que  ignoran  escribir,  quedando  en 
pie  únicamente  el  hecho  de  las  injurias 
vertidas  por  medio  de  la  carta. 

Como  el  delito  de  injurias  tiene  proce- 
dimiento especial  señalado  en  el  Titulo 
IV  del  Código  Penal  y está  condicionado 
en  el  articulo  810  por  el  resultado  nega- 
tivo ds  la  conciliación  que  el  Juez  debe 
procurar,  es  evidente  que  no  puede  resol- 
verse .sobre  este  punto  sino  dejar  expedito 
el  derecho  del  ofendido  para  que  ejercite 
su  acción  en  la  forma  que  previene  la  ley. 
Artos.  568  584,  609  y 614  Procedimientos 
Penales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo además  en  los  artículos  676  inciso  3o., 
686  y 687  Procedimientos  Penales,  CASA 
Y ANULA  el  fallo  recurrido  y resolviendo 
declara:  lo.,  absuelto  al  procesado  del  car- 
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go  de  falsificación  de  documentos  priva- 
dos; 2o.,  que  la  parte  ofendida  puede  ejer-' 
citar  su  acción  por  injuria  en  la  via  legal. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade^  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castelanqs  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Oscar  González  Cruz, 
por  lesiones. 

DOCTRINA:  Las  condiciones  del  delito  de 
lesines  en  general,  son:  a)  que  haya  gol- 
pes, heridas  o cualquier  otra  violencia 
de  hecho;  b)  que  tales  violencias  sean 
voluntarias ; c)  que  resulten  las  conse- 
cuencias que  la  ley  determina;  d)  que 
haya  una  relación  necesaria  de  causa- 
lidad entre  los  hechos  que  ejecuta  el 
delincuente  y los  resultados  que  la  ley 
castiga. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
seis  de  agosto  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Por  recurso  extraordinario  de  casación 
se  examina  la  sentencia  de  fecha  veinti- 
cinco de  mayo  del  corriente  año,  pronun- 
ciada por  la  Sala  3a.  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones, en  la  causa  que  por  el  delito  de 
lesiones  procede  contra  Oscar  González 
Cruz;  en  esta  causa  el  Juez  de  Primera  Ins- 
tancia del  Departamento  de  Baja  Verapaz, 
(Salamá),  dictó  sentencia  con  fecha  vein- 
tidós de  abril  del  mismo  año,  imponiendo 
al  enjuiciado  la  pena  de  seis  meses  de 
arresto  mayor,  más  las  penas  accesorias; 
al  conocer  en  consulta  el  Tribunal  de  se- 
gunda Instancia,  confirmó  la  sentencia  en 
cuestión,  con  la  modificación  de  que  la 
pena  que  debería  sufrir  el  reo  por  el  delito 
de  lesiones  es  la  de  un  año  de  prisión  co- 
reccional,  conmutable  en  sus  dos  terceras 
partes  a razón  de  quince  centavos  de  quet- 
zal por  dia. 

— I — 

El  diez  y ocho  de  enero  del  corriente 
año  (1935),  se  presentó  ante  el  Juez  de 
Paz  de  San  Jerónimo,  Miguel  Angel  Be^ 


thancourt,  exponiendo:  que  en  esa  fecha 
en  ocasión  en  que  se  encaminaba  a visi- 
tar a su  padre  Abel  Bethancourt,  en  com- 
pañía de  los  señores  Adrián  Montalvo, 
_ Salvador  Ramírez,  Ernesto  Avendaño  Pen- 
samiento, José  León  Isaac  y Juventino 
Pensamiento,  al  llegar  a la  esquina  de  la 
casa,  el  automóvil  que  les  conducía  sufrió 
un  desperfecto,  motivo  por  el  cual  se  pa- 
ró; que  en  esos  momentos  llegó  Oscar  Gon- 
zález, cuñado  del  exponente,  quien  trató 
de  guiar  el  referido  vehículo,  y como  el  que 
habla  se  opusiera,  González  le  causó  una 
herida  en  la  región  abdominal,  con  arma 
blanca,  habiendo  agredido  también  a su 
padre,  Abel  Bethancourt. 

Interrogado  el  testigo  Adrián  Montalvo, 
expuso;  que  al  pararse  el  carro  subió  en 
la  lodera  del  mismo  Oscar  González  y co- 
mo Bethancourt  lo  instara  a bajarse,  el 
referido  González  ’o  hizo,  gritando  Bethan- 
ccurt  en  ese  momento,  dirigiéndose  a Os- 
car: “Ay  bandido,  me  hirió”;  y que  tam- 
bién González  agredió  al  padre  de  Bethan- 
cort,  pero  sin  lesionarlo.  En  idénticos  tér- 
minos se  produjeron  al  ser  examinados 
los  testigos  José  León  Pensamiento,  Salva- 
dor Ramírez,  Maximiliano  Paz,  Isaac  Pen- 
samiento, Ernesto  Avendaño  y Juventino 
Pensamiento,  aunque  sólo  al  primero  de 
los  nombrados  le  constaba  la  agresión  de 
que  se  aseguró  fué  victima  Abel  Bethan- 
court, padre  del  ofendido.  Examinado  es- 
te último,  corroboró  lo  expuesto  por  su  hi- 
jo Miguel  Angel  del  mismo  apellido.  En 
los  autos  consta  la  inspección  ocular  prac- 
ticada por  el  Juez  instructor  de  las  prime- 
ras diligencias  en  el  lugar  del  hecho,  así 
como  también  ei  informe  rendido  por  el 
Cirujano  Departamentai  respecto  a la  le- 
,rión  sufrida  por  el  ofendido,  en  el  cual 
después  de  hacer  la  descripción  corres- 
pondiente, se  asegura  que  el  tiempo  de  co- 
lación sin  consecuencia  de  ninguna  c'a- 
.se,  seria  de  doce  dias. 

Indagado  el  reo  Oscar  González  Cruz, 
confesó  haber  lesionado  a Bethancourt 
con  una  navaja  de  barba,  en  vista  de  que 
éste  le  tirara  repetidas  veces  con  un  pu- 
ñal, pero  negó  haber  agredido  a Angel 
Bethancourt.  Llenados  que  fueron  los  trá- 
mites legales,  se  pronunciaron  las  senten- 
cias de  que  ya  se  ha  hecho  relación. 

Contra  el  fallo  de  segunda  instancia,  in- 
trodujo el  reo  el  presente  recurso,  citando 
como  violados  los  artículos  siguientes:  44 
del  Código  Penal  y 2o.  del  Decreto  1740, 
alegando  que  la  pena  que  se  le  debió  im- 
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poner  por  la  Sala  sentenciadora,  es  la  de 
un  año  de  arresto  mayor  conmutable  en 
su  totalidad,  y no  la  de  prisión  correccio- 
nal como  se  hizo,  porque  la  calidad  de 
la  condena,  cuando  fuere  principio  de  una 
clase  de  pena,  y fin  de  otra  a la  vez,  se- 
rá la  de  la  inferior.  Pedidos  los  antece- 
dentes y verificada  la  vista  el  dia  señala- 
do, es  procedente  pronunciar  la  sentencia 
que  corresponde. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  Sala  sentenciadora  al  aprobar  la 
sentencia  que  dictara  el  Juez  de  la.  Ins- 
tancia de  Baja  Verapaz,  con  la  reforma  de 
que  la  pena  que  le  correspondía  al  incul- 
pado Oscar  González  Cruz  por  el  delito 
de  lesiones  en  la  persona  de  Miguel  Angel 
Bethancourt,  era  de  un  año  de  prisión 
correccional  y no  la  de  seis  meses  de 
arresto  mayor,  procedió  correctamente  es 
decir,  aplicó  el  concepto  que  define  y pe- 
na las  lesiones  que  producen  la  imposibili- 
dad para  el  trabajo  o la  necesidad  de  asis- 
tencia facultativa  por  más  de  quince  dias 
y menos  de  treinta  y uno,  toda  vez  que 
Bethancourt  tardó  para  su  curación  diez 
y seis  dias,  según  consta  por  el  informe 
médico  legal.  Arto.  306  fracción  la.  Có- 
digo Penal. 

Por  consiguiente,  lo  alegado  por  el  reo, 
de  que  si  fuere  principio  de  una  clase  de 
pena  y fin  de  otra  a la  vez,  la  calidad  de 
la  pena  será  la  de  la  inferior,  no  tiene 
aplicación  ninguna  y por  tanto,  no  pudo 
violarse  el  Arto.  44  del  Código  Penal,  asi 
como  tampoco  el  2ü.  del  Dto.  1740. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  dispuesto  por  los  Artos.  676,  666, 
690  y 735  P.  P.;  22  Dto.  1728,  DESESTIMA 
el  recurso  de  casación  inteiqpuesto  e im- 
pone al  recurrente  quince  diás  de  arresto, 
conmutables  a razón  de  diez  centavos  de 
quetzal  por  dia. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
m.,  Juan  Fernández  C.,  Secretario., 


CRIMINAL 

PROCESO : Contra  Celestino  Beteta  López, 
por  homicidio  y abandono  de  empleo. 

DOCTRINA:  Siempre  que  en  el  juicio  cri- 
minal se  encuentre  plenamente  justifi- 
cada la  preexistencia  del  delito  y la  cul- 
pabilidad del  enjuiciado  debe  dictarse 
sentencia  condenatoria. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
ocho  de  Agosto  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Para  resolverlo  se  examina  el  recurso 
extraordinario  de  casación  introducido  por 
Celestino  Beteta  López  contra  la  senten- 
cia ejecutoria  proferida  por  la  Sala  2a.  de 
la  Corte  de  Apelaciones  el  treinta  y uno 
de  mayo  del  año  en  curso  en  el  proceso 
intruido  al  recurrente  por  los  delitos  de 
homicidio  y abandono  de  empleo. 

En  el  recurso  — que  auxilia  el  Abogado 
Tomás  González  L.  — se  asegura,  que  la 
Sala  sentenciadora  violó  los  Artículos  568, 
571,  583  inciso  lo.,  586  incisos  5o.  y 6o.  del 
Código  de  Procedimientos  Penales  y el  257 
del  Código  Penal. 

En  los  autos  que  sirven  de  antecedentes 
al  recurso  examinado,  aparece  de  mani- 
fiesto lo  siguiente: 

Francisco  Santos  compareció  a las  siete 
horas  del  dia  tres  de  enero  de  mli  nove- 
cientos treinta  y dos  al  Juzgado  de  Paz 
de  San  José  Pinina  dando  parte  de  que,  un 
momento  antes  habla  visto  en  la  esquina 
de  su  casa  el  cadáver  de  un  hombre  des- 
conocido para  él.  Explicó  al  Juez  instruc- 
tor aludido,  que  al  levantarse  como  a las 
seis  horas  se  puso  a barrer  el  patio  de  su' 
referida  casa,  oca.sión  que  le  permitió  ver 
salir  a varias  personas  de  la  vivienda  de 
los  esposos  Delfino  Cruz  y Anita  Reyes  — 
en  donde  se  celebrara  una  fiesta  la  no- 
che anterior  — y dirigirse  a la  esquina  in- 
dicada antes,  como  a enterarse  de  algo  ra- 
ro; por  lo  que  le  entró  a él  también  cu- 
rio.eidad  y se  acercó  a ese  sitio,  encon- 
trando asi  el  cadáver  de  referencia. 

El  juez  instructor  se  constituyó  en  el 
lugar  del  suceso,  levantó  el  acta  descrip- 
tiva del  caso,  en  la  que  hizo  constar  — 
entre  otros  detalles  de  importancia — el  de 
que  el  cadáver  presentaba  solamente  una 
lesión  causada  con  arma  de  fuego;  sien- 
do esto  confirmado  iñás  adelante  por  el 
informe  médico-legal,  al  establecer,  que  el 
proyectil  penetró  siete  centímetros  arriba 
de  la  linea  media  de  la  región  dorsal  iz- 
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quierda  y a la  altura  del  octavo  espacio 
intercostal,  perforando  el  lóbulo  interior 
del  pulmón  de  ese  mismo  lado,  el  pericar- 
dio y el  ventrículo  izquierdo  del  corazón, 
en  sus  caras  posterior  y anterior  y,  por  úl- 
timo fué  a alojarse  abajo  de  la  tetUla  iz- 
quierda. Informe,  que  concluye  indicando 
ser  tal  herida  la  causante  del  fallecimien- 
to de  Gilberto  Pérez. 

Al  ser  formado  el  proceso,  se  establecie- 
ron— de  una  manera  completa — los  extre- 
mos que  siguen: 

a)  Que  en  la  casa  de  los  esposos  Delfino 
Cruz  y Anita  Reyes  de  Cruz,  — ubicada  en 
San  José  Pínula  — hubo  una  fiesta  cele- 
brada en  las  últimas  horas  del  día  dos  de 
enero  para  las  primeras  del  tres  de  ese 
mismo  mes,  del  año  de  mil  novecientos 
treinta  y dos.  Tal  extremo  lo  demuestran 
las  declaraciones  de  los  asistentes  a ella, 
entre  otros,  las  de  Juan  Sicajá,  Petronilo 
Sicajá  Ipache,  Juan  Nájera  Sicajá,  de  los 
dueños  de  la  casa  y las  de  los  marimberos. 

b)  Los  dichos  de  Miguel  Chocón,  Anita 
Reyes  de  Cruz  y de  Juan  Ipache  estable- 
cen plenamente,  que  el  Regidor  de  turno 
encargado  de  velar  por  el  orden  en  la 
población,  Celestino  Beteta  López,  estuvo 
esa  noche  en  la  fiesta,  sin  auxilio  alguno, 
y,  en  estado  de  ebriedad  cometiendo  im- 
prudencias. 

c)  Las  deposiciones  de  los  concurrentes 
a la  indicada  fiesta,  señores  Petronilo  Si- 
cajá, Justo  Morataya,  Federico  Meoño, 
Juan  Francisco  Torres  Hernández,  Rosa- 
lío  López,  Anita  Reyes  de  Cruz,  Miguel 
Chocón  y Germán  Ballinas,  ponen  en  evi- 
dencia, que  el  interfecto  Gilberto  Pérez 
asimismo  fué  uno  de  los  asistentes  a la 
fiesta  mencionada. 

d)  Los  testimoniantes  Miguel  Chocón, 
Rubén  Chajón  y Augusto  Ordóñez.  — si 
bien  los  dos  últimos  incurrieron  más  ade- 
lante en  contradicciones  al  tratar  de  des- 
virtuar sus  primeras  deposiciones,  acor- 
des en  términos  generales  con  Miguel  Cho- 
cón, circunstancia  por  la  que  el  Tribunal 
de  segundo  grado  ordena  abrir  procedi- 
miento criminal  contra  ellos  para  estable- 
cer si  hay  malicia  en  la  forma  de  condu- 
cirse — sin  embargo,  son  suficientes  para 
demostrar,  que,  entre  GUberto  Pérez  — 
quien  permanecía  pacificamente  en  la  ca- 
sa de  los  esposos  Cruz-Reyes  — y Celes- 
tino Beteta  López  hubo  alguna  discusión 
provocada  por  la  ebriedad  de  este  último; 
lo  cual  fué  bastante  para  que  Pérez  salie- 
ra huyendo  sin  arma  alguna,  siendo  segui- 


do por  Beteta  López,  ocasión  en  la  que  se 
oyó  una  detonación  de  arma  de  fuego  en 
la  calle. 

e)  Cándido  Solano,  Matías  Murallas,  Pe- 
dro Chete,  Macario  Lorenzana  y Bernar- 
dino  Cáceres  Santos,  asimismo,  ponen  de 
manifiesto  con  sus  dichos,  que  el  Regi- 
dor Beteta  López  fué  al  Despacho  Muni- 
cipal a recostarse,  después  de  las  dos  ho- 
ras del  día  tres  de  enero:  que  tal  sujeto 
portaba  revólver  en  esa  oportunidad;  y, 
que  ese  mismo  dia  — tres  de  enero  de  mil 
novecientos  treinta  y dos  — se  ausentó 
de  la  población. 

f)  La  ausencia  de  Beteta  López  de  la 
población  de  San  José  Pínula  desde  el  tres 
de  enero  de  mil  novecientos  treinta  y dos, 
se  estableció,  de  una  manera  completa, 
cuando  hubo  necesidad  de  enjuiciarlo  por 
ábandono  del  cargo  de  Regidor  para  que 
fué  electo,  una  vez  en  posesión  de  él,  por 
haberlo  aceptado  antes  de  entrar  en  fun-* 
ciones. 

g)  El  rumor  público  que  sindica  a Be- 
teta  López  como  autor  del  homicidio  co- 
metido en  la  persona  de  Gilberto  Pérez; 
lo  que  no  hace  con  ninguna  otra  persona. 

h)  Y,  en  último  término,  la  circunstan- 
cia de  que  el  procesado  no  haya  podido 
justificar  — de  manera  completa  — la 
causa  de  su  ausencia  y ocultación  por  más 
de  dos  años  desde  la  comisión  del  delito, 
como  insinuó  en  sus  declaraciones  inda- 
gatorias, en  las  cuales  negó  enfáticamente 
los  cargos  que  le  resultaban;  cargos  que 
tampoco  logró  destruir  durante  el  curso 
del  juicio  criminal,  no  obstante  las  prue- 
bas rendidas  con  ese  propósito;  y,  los  cua- 
les se  derivaron  de  la  acusación  vehemen- 
te hecha  contra  él  por  la  madre  del  oc- 
ciso, a raíz  de  la  muerte  de  su  hijo  Gil- 
berto Pérez,  quien  por  otra  parte,  está  de- 
mostrando que  era  un  joven  de  buenos  an- 
tecedentes. 

En  los  datos  que  se  dejan  relacionados, 
se  basó  el  Juez  4o.  Departamental  para 
resolver,  con  fecha  primera  de  diciembre 
de  mli  novecientos  treinta  y cuatro:  que 
Celestino  Beteta  López  es  responsable  co- 
mo autor  del  homicidio  cometido  en  la  per- 
sona de  Gilberto  Pérez,  por  lo  que  le  im- 
pone la  pena  de  diez  años  de  prisión  co- 
rrectiva, que,  con  el  carácter  de  inconmu- 
table, deberá  purgar  en  la  Penitenciaria 
Central  con  abono  del  tiempo  padecido: 
que  la  misma  persona  es  también  respon- 
sable como  autora  del  delito  de  abandono 
de  funciones  públicas,  infracción  legal  que 
castiga  con  dos  meses  de  arresto  menor 
que  debe  purgar  en  el  lugar  correspon- 
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diente.  Y,  concluye  haciendo  las  declara- 
ciones correspondientes  a las  penas  acce- 
sorias. 

Al  tramitarse  la  segunda  Instancia,  des- 
pués de  ser  oidas  las  partes  oficiales,  pi- 
diendo el  Procurador  la  revocación  del  fa- 
llo y el  señor  Fiscal  su  confirmatoria  y, 
de  llevadas  a cabo  las  diligencias  para 
mejor  fallar  acordadas  para  el  mejor  es- 
tablecimiento de  los  hechos  pesquisados, 
fué  dictada  la  sentencia  ejecutoria  relacio- 
nada al  principio;  en  la  cual,  confirma  la 
de  primer  grado  en  lo  relativo  al  delito 
de  homicidio  y,  la  revoca  en  lo  que  res- 
pecta al  delito  de  abandono  de  funciones 
públicas,  absolviendo,  en  consecuencia,  a 
Celestino  Beteta  López  del  cargo,  por  ese 
hecho  punible.  Y,  además,  manda  a pro- 
ceder por  falso  testimonio  contra  los  tes- 
timoniantes Augusto  Ordóñez  y Rubén 
Chajón. 

Como  la  vista  del  recurso  extraordinario 
propuesto  tuvo  efecto  en  la  fecha  señala- 
da para  ello,  es  el  caso  de  resolver  lo  que 
sea  procedente  en  derecho.  Por  ese  motivo 
el  Tribunal  de  Casación, 

CONSIDERA; 

— I — 

Que  para  considerar  violado  por  la  Sa- 
la 2a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  el  Ar- 
ticulo 568  del  Código  de  Procedimientos 
Penales  — como  asevera  el  recurrente  — 
era  indispensable  la  carencia  absoluta  de 
prueba  plena  y,  que,  sin  ella,  el  Tribunal 
dé  alzada  hubiese  estimado  preestablecido 
el  delito  de  homicidio  y justificada  la  cul- 
pabilidad del  enjuiciado  como  autor  de  ese 
hecho  punible. 

Mas,  tal  cosa  no  acontece  en  el  caso  exa- 
minado. pues  la  Sala  sentenciadora  resol- 
vió en  la  forma  en  que  lo  hizo,  basada  pre- 
cisamente en  un  medio  justificativo  per- 
mitido por  la  Ley  procesiva,  como  lo  es 
la  prueba  indirecta  de  presunciones,  apre- 
ciada a su  prudente  arbitrio  en  vista  de 
los  hechos  establecidos  de  una  manera 
completa  en  el  juicio  criminal,  en  los  cua- 
les fundó  los  indicios  tomados  en  consi- 
deración para  concluir  reputando  a Bete- 
ta López  como  autor  de  la  muerte  de  Gil- 
berto Pérez. 

Y,  como  por  otra  parte,  el  delito  men- 
ciSiitRíc  se  encuentra  preestablecido,  es 
indudable  que,  en  vez  de  violarse  el  Articu- 
lo 568  ya  aludido,  se  hizo  recta  aplicación 
le  él. 


— II  — 

La  prueba  indirecta  de  presunciones, 
cuando  éstas  son  derivadas  de  hechos  evi- 
denciados en  el  juicio  criminal  — como 
acontece  en  el  caso  sub-júdice  - consti- 
tuye un  medio  justificativo  legal  cuya  úni- 
ca consecuencia  que  puede  deducirse  de 
él,  es  la  culpabilidad  del  acusado.  En  esa 
virtud,  la  Sala  2a.  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones tampoco  violó  el  Articulo  571  del 
Código  de  Procedimientos  Penales  citado 
como  tal  en  el  recurso  examinado;  des- 
de luego  que,  precisamente,  con  el  crite- 
rio informado  por  dicha  Ley  calificó  la 
prueba  acumulada  contra  el  recurrente. 

— III  — 

El  Tribunal  de  segundo  grado  no  apreció 
la  prueba  testimonial  en  sí  misma,  sino, 
con  las  facultades  concedidas  por  el  Ar- 
tículo 600  del  Código  de  Procedimientos 
Penales  estimó  las  declaraciones  de  algu- 
nos deponentes  discordantes  en  sus  dichos, 
como  indicios  o presunciones,  para  lle- 
gar a la  conclusión  de  tener  como  proba- 
da de  una  manera  completa,  la  culpabi- 
lidad del  enjuiciado;  indicios  que,  para 
ese  fin  enlazó  con  otros  existentes  en  los 
autos. 

En  ese  caso,  no  pudo  cometerse  ninguna 
violación  de  los  incisos  lo.  del  Articulo 
583  y,  5o.  y 6o.  del  586,  ambos  del  Código 
de  Procedimientos  Penales;  leyes  que  tam- 
bién fueron  señaladas  como  infringidas  en 
el  recurso  propuesto  por  el  procesado. 

— IV  — 

El  articulo  257  del  Código  Penal,  que  el 
recurrente  asevera  fué  violado  por  la  Sa- 
la sentenciadora,  no  tiene  ninguna  apli- 
cación en  el  caso  que  se  juzga,  desde  lue- 
go que  el  homicidio  cometido  en  la  persona 
de  Gilberto  Péfez  sí  dejó  huellas  materia- 
les de  su  perpetración,  las  cuales  hizo  cons- 
tar el  Juez  instructor  en  el  acta  descrip- 
tiva levantada  en  el  propio  teatro  del  su- 
ceso; huellas  que  precisamente  sirvieron 
para  iniciar  y encausar  la  secuela  del  pro- 
ceso, hasta  llegar  al  establecimiento  del 
hecho  punible  y,  a la  demostración  de  la 
culpabilidad  del  delincuente. 

En  ese  caso,  los  jueces  de  Instancia  que 
intervinieron  en  el  presente  asunto  no  te- 
nían para  qué  practicar  las  diligencias 
aconsejadas  por  el  Articulo  257  ya  aludido, 
por  no  tratarse  de  un  delito  que  no  hu- 
biese dejado  huellas  de  su  perpetración. 
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Lo  expuesto,  es  suificiente  para  demos- 
trar que  la  Sala  recurrida  tampoco  violó  la 
indicada  ley. 

— V — 

Por  todo  lo  que  se  deja  considerado,  con 
apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo  dispues- 
to en  los  articu'os  686  y 690  P.  P.,  el  Tri- 
bunal de  Casación, 

RESUELVE: 

DESESTIMAR,  el  recurso  de  que  se  ha 
hecho  mérito,  e imponer  al  recurrente 
quince  dias  de  arresto,  conmutables  a ra- 
zón de  diez  centavos  diarios. 

Notifique, se  y devuélvanse  los  autos  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz^  — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Gaspar  Culún  por  aten- 
tado. 

DOCTRINA:  Dos  o más  testigos  idóneos 
hacen  plena  prueba  si  sus  declaraciones 
se  han  recibido  en  forma  y están  con~ 
formes  en  las  personas,  en  el  lugar,  en 
la  manera  cómo  se  verificó  el  hecho  y 
en  el  tiempo  en  que  acaeció. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
ocho  de  Agosto  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

El  diez  y ocho  de  enero  del  año  en  cur- 
so, como  a las  diez  y seis  horas,  en  el  in- 
terior del  edificio  de  la  Municipalidad  de 
San  Pablo  La  Laguna,  departamento  de 
Sololá,  encontrándose  la  Corporación  reu- 
nida, entró  el  vecino  Gaspar  Culún,  por 
l'amado  que  le  hiciera  el  Alcalde  lo.  y le 
contestó  en  términos  irrespetuosos  y ofen- 
sivos a las  preguntas  que  le  hiciera  el  cita- 
do funcionario  a quien  le  asestó  una  bofe- 
tada. Inmediatamente  intervinieron  los 
demás  miembros  edilicios  y el  Alcalde  2o. 
procedió  a instruir  la  sumaria  de  ley  por 
el  delito  de  atentado  que  se  cometiera,  en- 
viando a la  detención  a Culún.  El  hecho 
lo  declararon  uniformemente  los  regidores 
y tesorero.  El  detenido  negó  el  hecho. 


En  sentencia  del  diez  y seis  de  marzo  del 
corriente  año  el  Juez  de  la.  Instancia  de 
Sololá  declara  culpable  al  procesado  por 
el  delito  de  atentado  a la  autoridad  y le 
impone  la  pena  de  tres  años  de  prisión 
correccional,  conmutable  en  dos  terceras 
partes  a diez  centavos  diarios,  haciendo 
las  demás  declaraciones  del  caso. 

Pasó  en  apelación  el  proceso  a la  Sala 
6a.  de  Apelaciones  y a solicitud  del  Procu- 
rador Oficial  se  abrió  nuevamente  a prue- 
ba por  el  término  de  veinte  dias,  durante 
el  cual  se  practicaron  las  siguientes:  a) 
declaraciones  de  los  testigos  Felipe  Lejá, 
José  Ixacayá,  Francisco  Xelemango,  José 
Ujpán,  Vicente  Ixcayá  y Francisco  Lejá. 
Este  último  y Xelemango  manifestaron  no 
haber  visto  si  Culún  le  pegó  al  Alcalde,  pe- 
ro todos  los  demás  expresaron  que  era  fal- 
so que  le  hubiera  pegado,  pues  ellos  esta- 
ban cerca,  del  lado  exterior  del  Juzgado  y 
se  dieron  cuenta  de  lo  que  había  ocurrido; 
b)  repreguntas  formuladas  por  el  Procu- 
rador dirigidas  a los  miembros  de  la  Mu- 
nicipalidad que  habían  declarado:  las 
contestaciones  dadas  en  la  diligencia  ra- 
tifican lo  declarado  anteriormente;  c) 
inspección  ocular  practicada  por  el  Juez 
de  la.  Instancia  en  el  local  de  la  Munici- 
palidad, con  un  plano  que  levantó,  por 
medio  del  cual  se  hace  constar  que  la 
agresión  si  fué  posible  y que  las  personas 
que  estaban  fuera  del  Juzgado  no  pudie- 
ron ver  lo  que  ocurría  en  el  lugar  en  que 
se  encontraba  el  Alcalde. 

Con  la  prueba  producida  la  Sala  con- 
firmó la  sentencia  apelada  y la  adicionó 
mandando  proceder  contra  los  testigos  de 
la  defensa. 

El  reo,  con  auxilio  del  abogado  don  Fi- 
liberto  Escobar  introdujo  el  presente  re- 
curso de  casación  por  violación  de  ley,  ci- 
tando el  quebrantamiento  de  los  artículos 
568,  580  inciso  8o.  586  incisos  lo.  y 5o.  y 
600  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

En  el  proceso  existe  prueba  plena  para 
condenar  al  enjuiciado,  pues  las  declara- 
ciones de  los  miembros  de  la  Municipali- 
dad y del  Tesorero  de  la  misma  son  uni. 
formes  y contestes  y dan  razón  de  sus  di- 
chos sin  haber  incurrido  en  contradiccio- 
nes al  ser  repreguntados;  en  cambio,  ^.,los 
testigos  de  defensa  no  convencen  tré  su 
verosimilitud  por  la  circunstancia  de  que 
habiendo  estado  fuera  del  Juzgado  no  pu- 
dieron apreciar  lo  que  ocurría  cr  el  inte- 
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rior  según  se  desprende  de  la  inspección 
ocular  practicada  por  el  Juez  de  la.  Ins- 
tancia, y,  por  otra  parte,  dichos  indivi- 
duos no  fueron  mencionados  por  el  reo  a 
pesar  de  que  bien  pudo  darse  cuenta  de 
que  se  encontraban  fuera  porque  en  ese 
momento  ponetró  él  al  Despacho.  Por  con- 
siguiente, no  hay  violación  del  articulo 
568  de  Procedimientos  Penales. 

El  inciso  8o.  del  articulo  580  de  Proce- 
dimientos Penales  no  se  encuentra  en  el 
Código,  puesto  que  dicho  articulo  sólo 
consta  de  cuatro  incisos  y se  refiere  a la 
inidoneidad  de  los  testigos  por  falta  de  im- 
parcialidad. 

Los  incisos  lo.  y 5o.  del  articulo  586  del 
mismo  Código  tampoco  están  infringidos 
puesto  que  las  declaraciones  de  los  regido- 
res son  legalmente  válidas,  fueron  dadas 
con  claridad  y precisión,  sin  dudas  ni  re- 
ticencias, y enteramente  conformes  en  la 
sustancia  y detalles  del  hecho. 

Y el  articulo  600  de  Procedimientos  Pe- 
nales, asimismo  no  se  encuentra  violado 
porque  las  declaraciones  de  los  testigos 
que  sirven  para  declarar  la  culpabilidad 
no  son  discordantes  sino  uniformes  y con- 
testes. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo además  en  los  artículos  686  y 690  Pro- 
cedimientos Penales,  DESESTIMA  el  re- 
curso interpuesto  y condena  al  reo  a la 
pena  adicional  de  quince  dias  de  prisión 
simple  conmutable  a diez  centavos  diarios. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Macario  y Ezequiel 
Rodriguez  del  Cid  por  homicidio  y rapto 
frustrado. 

DOCTRINA:  El  delito  de  rapto  lesiona  va- 
rios intereses:  a)  la  honestidad;  h)  la 
libertad  y seguridad  individuales,  y c)  la 
patria  potestad. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
iiueve-de  Agosto  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Por  recurso  extraordinario  de  casación 
se  examina  la  sentencia  de  fecha  cuatro 


de  Mayo  del  corriente  año,  pronunciada 
por  la  Sala  2a.  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
en  el  proceso  que  por  los  delitos  de  homi- 
cidio y rapto  frustrado,  procede  contra 
los  enjuiciados  Macario  y Ezequiel  Rodrí- 
guez del  Cid,  sentencia  en  la  cual  se  con- 
dena a este  último  a sufrir  la  pena  de  diez 
años  de  prisión  correccional  inconmuta- 
ble por  el  delito  de  homicidio,  y se  ab- 
suelve a ambos  reos  del  cargo  que  se  les 
formuló  por  el  otro  delito  de  rapto  frus- 
trado, estimando  prescrita  la  acción  para 
perseguirle,  y por  consiguiente  sobresée  en 
definitiva  a ese  respecto. 

— I — 

El  siete  de  septiembre  de  mil  novecien- 
tos veinticuatro,  al  constituirse  el  Juez  de 
Paz  de  Pa'encia,  de  este  departamento  en 
la  aldea  “Los  Mixcos”,  en  la  calle  que  con- 
duce a “Buena  Vista”,  se  encontró  el  ca- 
dáver de  Silvio  Galicia,  herido  con  arma 
de  fuego  y presentando  también  una  le- 
sión causada  con  arma  corto-punzante  y 
una  raspadura  sobre  el  ojo  y sien  dere- 
chos. No  se  encontró  rastro  alguno  cerca 
del  interfecto,  por  la  circunstancia  de  ha- 
ber llovido  torrencialmente  y encontrarse 
el  terreno  cubierto  de  grama:  la  esposa  del 
occiso  manifestó  que  como  a las  siete  de 
la  misma  noche  pasaron  varias  personas 
por  su  casa,  habiendo  reconocido  la  voz  de 
Ezequiel  Rodriguez  que  dijo:  “ya  dejé  bo- 
tado a uno”.  Examinado  el  auxiliar  Ber- 
nabé Rodriguez,  expuso:  que  al  tener  co- 
nocimiento del  hecho  sé  constituyó  en  el 
lugar  del  crimen,  en  donde  los  familiares 
de  la  victima  le  manifestaron  que  el  he- 
chor era  Ezequie'  Rodriguez,  por  lo  cual 
se  marchó  a Palencia  con  la  intención  de 
capturar  al  delincuente.  Higinia  Galicia, 
esposa  del  occiso,  al  ser  examinada,  decla- 
ró: que  el  dia  de  autos,  como  a las  seis  y 
media  de  la  tarde,  oyó  varios  disparos,  co- 
sa que  no  le  preocupó  -sino  hasta  que  ovó 
unos  gritos  que  decían  “yo  soy  Ezequiel 
Rodriguez  y ya  dejé  botado  a Silvio  Gali- 
cia”: que  inmediatamente  salió  a pedir 
auxilio  y a buscar  a su  marido,  encontran-' 
do  el  cadáver  del  mismo,  a poca  distancia 
de  la  casa  de  Ildefonso  Chávez,  a quien 
le  pidió  auxilio  en  su  carácter  de  Comi- 
sionado Militar;  expuso  también  que  le  ha- 
blan informado  que  ese  dia  su  esposo  se 
acompañaba  de  Primo  y Ceferino  Galicia. 
Examinado  Ildefonso  Chávez,  dijo:  que  a 
' o de  las  diez  y ocho  horas  y tres  cuan- 
tos, vió  un  bulto  cerca  de  su  casa,  y al 
acercársele  se  enteró  que  se  trataba  del 
cadáver  de  Silvio  Galicia,  hecho  que  pu- 
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£0  eh  conocimiento  del  Alcalde  Auxiliar; 
que  no  oyó  disparos  ese  dia,  porque  esta- 
ba durmiendo  a consecuencia  de  encon- 
trarse desvelado.  Ampliada  la  declaración 
de  Higinia  Pérez  viuda  de  Galicia,  acusó  a 
Ceferino  y Primo  Galicia,  como  cómplices 
de  la  muerte  de  su  marido,  la  cual  decía 
ocurrió  en  el  interior  de  la  casa  de  Ilde- 
fonso Chávez,  a quien  también  considera- 
ba responsable  de  este  hecho;  que  el  mis- 
mo Chávez,  la  habla  amenazado  si  decla- 
raba tal  cosa;  y que  Raymiindo  López,  Do- 
roteo y Olayo  Galicia,  fueron  las  personas 
que  sacaron  el  cadáver  de  su  esposo  de  la 
casa  de  Chávez,  para  ponerlo  en  el  lugar 
en  que  ,se  encontró. 

Interrogadas  Emilia  Galicia,  Felipa  y 
Simona  del  mismo  apellido,  expusieron; 
que  únicamente  les  constaba  que  el  dia  del 
suceso,  Ezequiel  Rodríguez,  al  pasar  fren- 
te a la  casa  de  las  declarantes,  dijo:  “i’’o 
soy  Ezequiel  Rodríguez,  y ya  dejé  matado 
a Silvio  Galicia”.  En  este  estado  perma- 
neció el  procedimiento,  hasta  que  el  vein- 
tidós de  marzo  del  año  próximo  anterior 
en  que  se  mandó  continuar  la  averigua- 
ción. Se  acumuló  también  ei  proceso  an- 
terior. el  que  procedía  contra  el  mismo  en- 
juiciado Ezequiel  Rodríguez  y su  hermano 
Macario  del  mismo  aoellido.  por  el  delito 
de  rapto  frustrado,  con  respecto  a el  cual 
la  Sala  Jurisliccional,  por  estimar  pres- 
crita la  acción  penal  para  perseguir  el  de- 
lito e imponer  pena  a los  procesados,  so- 
breseyó definitivamente,  en  cuanto  a esta 
infracción  penal. 

Indagados  los  procesados  Macario  y Eze- 
quiel Rodríguez,  negaron  su  participación 
en  los  hechos  que  se  les  imputaban;  el  reo 
Ezequiel  Rodríguez,  negó  haberle  dado 
muerte  a Silvio  Galicia,  con  quien  no  te- 
nían más  antecedentes,  que  el  hecho  de 
haber  formado  parte  el  exponente  de  las 
fuerzas  del  gobeirno  que  persiguieron  a los 
revolucionarios  de  Pa' encía,  entre  los  cua- 
les estaba  el  expresado  Ga'icia.  Al  ampliar- 
se nuevamente  la  declaración  de  Higinia 
o Virginia  Pérez  Pineda,  manifestó;  que  la 
muerte  de  su  esposo  Ezequiel  Galicia  ocu- 
rrida de  manos  del  procesado  Ezequiel  Ro- 
dríguez, tuvo  lugar  el  siete  de  septiembre 
de  mil  novecientos  veinticuatro,  en  casa 
de  I’defonso  Chávez,  en  ocasión  en  que  se 
ce’ebraba  el  ca.sameinto  de  Isabel  Cabrera 
y Juana  Ga’icia,  quienes  se  habían  casado 
el  dia  anterior  en  “Las  Canoas”;  que  el 
mismo  dia.  los  individuos  Ezequiel,  Maca- 
rio y Javier  Rodríguez,  fueron  a buscar  a 
su  marido  repetidas  veces;  que  por  el  di- 
cho de  Macario  Chacón,  supo  el  nombre 


de  las  personas  que  Tiabían  sacado  a botar 
el  cadáver  de  su  esposo,  como  lo  manifes- 
tó en  su  declaración  anterior.  Nuevamen- 
te examinado  Ildefonso  Chávez,  negó  que 
hubiese  habido  fiesta  en  su  casa  el  dia  de 
autos.  El  auxiliar  de  la  aldea  “Los  Mix- 
cos”,  Bernabé  Rodríguez,  al  ser  examina- 
do dijo:  tener  tal  carácter  cuando  sucedió 
la  muerte  de  Galicia,  y que  al  tener  cono- 
cimiento de  ello  se  constituyó  en  el  lugar, 
habiendo  encontrado  el  cadáver  como  a 
veinte  varas  del  zaguán  de  la  casa  de  Il- 
defonso Chávez,  en  donde  se  celebraba  esa 
tarde  el  casamiento  de  un  hermano  de  la 
mujer  del  propio  Chávez,  llamado  Isabel 
Cabrera,  el  cual  se  había  verificado  el  dia 
anterior  en  “Las  Canoas”;  que  por  el  ru- 
mor de  la  gente  supo  que  Ezequiel  Rodrí- 
guez era  el  delincuente,  a quien  ya  no  pu- 
do capturar,  pues  cuando  llegó  se  había 
disuelto  la  fiesta  y huido  Rodríguez;  que 
no  fué  posible  encontrar  ningún  indicio 
en  el  lugar  del  hecho,  porque  la  autoridad 
no  llegó  sino  hasta  las  doce  de  la  noche, 
y después  de  haber  caído  un  fuerte  agua- 
cero. 

Interrogado  por  segunda  vez  el  proce- 
sado Ezequiel  Rodríguez,  dijo:  que  el  día 
y hora  de  autos  se  encontraba  en  su  ca- 
^ de  habitación  situada  en  “Las  Lajitas”, 
jurisdicción  de  Palencia,  en  compañía  de 
Cipriano  Dávila.  Macario  Chacón  al  ser 
examinado,  dijo;  que  encontrándose  en 
casa  de  Petronila  y Eiolores  Flores,  oyó 
perfectamente  unos  tiros  en  casa  de  Ilde- 
fonso Chávez,  en  donde  se  celebraba  un 
casamiento,  y que  pocos  momentos  después 
vió  salir  a Ezequiel  Rodríguez  y marchar- 
se por  el  callejón,  e inmediatamente  tam- 
bién salieron  varías  personas,  entre  ellos 
el  propio  Chávez,  sacando  a botar  el  ca- 
dáver de  Galicia,  y tirándolo  como  a 
quince  o veinte  varas  de  la  casa.  En  el 
plenario  se  recibió  la  declaración  de  Ci- 
priano Dávila,  quien  aseguró  que  Ezequiel 
Rodríguez,  permaneció  el  día  de  autos  en 
su  compañía,  trabajando  en  la  aldea  “Las 
Lajas”.  En  la  misma  forma  que  el  ante- 
rior se  produjo  Eustaquio  Pérez,  quien  ad- 
virtió que  era  asalariado  de  los  procesa- 
dos. Isabel  Cabrera,  manifestó  que  Ilde- 
fonso Chávez,  no  estuvo  en  su  casamien- 
to. 

Contra  el  fallo  de  segunda  Instancia, 
de  que  al  principio  se  hizo  mérito,  el  reo 
Ezequiel  Rodríguez  del  Cid,  auxiliado  por 
el  licenciado  don  Fabián  S.  Ymeri,  intro 
dujo  el  presente  recurso  de  casación  por 
violación  de  ley,  fundándose  en  que  el  fa- 
llo en  cuestión  se  basaba  en  presunciones 
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que  se  hacen  derivar  de  hechos  que  no  es- 
tán probados,  y citando  como  infringidos 
los  artículos  siguientes:  568,  570  incisos  lo., 
2o.,  3o.,  4o.,  5o.  y 6o.;  571,  573,  575,  580 
incisos  lo.,  2o.  y 3o.,  587,  589,  593,  595,  596 
y 597  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les. 

Pedidos  los  antecedentes  y señalado  dia 
para  la  vista,  es  el  caso  de  dictar  la  sen- 
tencia que  corresponde. 

CONSIDERANDO: 

La  Sala  sentenciadora,  profirió  su  fallo 
condenatorio,  con  base  en  las  presuncio- 
nes siguientes:  “a)  el  rumor  público  que 
los  señaló  desde  los  primeros  momentas 
como  el  autor  de  la  muerte  de  Galicia;  b) 
los  antecedentes  habidos  entre  ambos, 
pues  el  mismo  reo  en  su  declaración  de  fo- 
lio catorce  de  la  causa  respectiva,  confesó 
haber  fromado  parte  de  la  fuerza  armada 
que  persiguió  a Galicia  con  motivo  de  una 
revolución  que  hubo  en  Palencia;  c)  que 
al  momento  de  haberse  producido  las  de- 
tonaciones en  el  acto  de  la  muerte  de  Ga- 
licia las  testigos  Emilia,  Felipa  y Simona 
Galicia  vieron  pasar  a Ezequiel  Rodríguez 
y que  éste  dijo:  “Yo  soy  Ezequiel  Rodrí- 
guez y ya  dejé  matado  a Silvio  Galicia”; 
y no  obstante  que  se  aseguró  que  estas  tes- 
tigos son  parientes  del  interfecto  esta  cir- 
cunstancia no  se  estableció  plenamente; 
d)  la  semiplena  prueba  que  produce  el 
testimonio  de  Macario  Chacón,  quien  vió 
que  al  momento  de  los  disparos  Ezequiel 
Rodríguez  salió  huyendo  de  la  casa  de  Il- 
defonso Chávez  y en  esos  momentos  éste 
y otras  personas  sacaron  a botar  el  cadá- 
ver de  Galicia;  e)  la  circunstancia  de 
qué-no  aparece  ninguna  otra  persona  sin- 
dicada como  autora  de  ese  delito,  que  el 
procesado  Ezequiel  Rodríguez;  f)  el  in- 
tento de  este  reo  para  establecer  la  coar- 
tada, pues  en  el  plenario  propuso  el  testi- 
monio de  Eustaquio  Pérez  y Cipriano  Avi- 
la, quienes  declararon  que  Ezequiel  Rodrí- 
guez, en  la  fecha  en  que  ocurrió  la  muer- 
te de  Silvio  Galicia,  estuvo  en  la  aldea 
“Las  Jajas”  del  mismo  municipio  de  Pa- 
lencia pero  estos  testigos  carecen  de  valor 
probatorio  y no  destruyen  la  fuerza  de  los 
testigos  de  cargo,  en  primer  lugar  porque 
Pérez  es  mozo  asalariado  de  los  Rodríguez 
y por  tal  motivo  carece  de  imparcialidad, 
y en  segundo  lugar  porque  los  testigos  de 
cargo  declararon  a raíz  del  suceso  y los  de 
descargo  vinieron  a declarar  muchos  años 
después  y de  todos  los  demás  pasajes  de 
autos  aparece  que  el  reo  de  que  se  trata 


sí  estuvo  en  la  aldea  Los  Mixeos  el  día  de 
la  tragedia;  y g)  la  ocultación  de  Eze- 
quiel Rodríguez  desde,  la  fecha  del  crimen, 
ya  que  sólo  asi  se  explica  que  no  fuera 
capturado  no  obstante  que  se  libraron  ór- 
denes en  su  contra  y que  tenía  su  domici- 
lio en  el  municipio  de  Palencia  y sin  me- 
diar causa  o motivo  justificado  que  no  fue- 
ra su  delito,  evadió  la  acción  de  la  justi- 
cia por  espacio  de  varios  años;  que  todos 
estos  hechos  constituyen  una  presunción 
humana,  grave  y precisa,  como  consecuen- 
cia necesaria  e indefectible  de  aquellos 
hechos,  que  el  procesado  Ezequiel  Rodrí- 
guez, es  el  autor  responsable  de  la  muer- 
te de  Silvio  Galicia”. 

Dada  la  naturaleza  de  la  prueba  de  pre- 
sunciones, que  establecen  los  Artos.  587, 
589,  595,  596  y 597  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales,  no  puede  ser  propiamen- 
te materia  de  casación,  según  reiterada 
jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal, 
la  estimación  hecha  por  la  Sala  del  valor 
y trascendencia  del  enlace  realmente  exis- 
tente entre  el  hecho  demostrado  y el  que 
se  trata  de  deducir,  y*esta  es  la  razón  in- 
dudablemente por  la  cual  ni  siquiera  se 
impugna  en  el  recurso,  la  certeza  del  pri- 
mero. 

Cuando  la  condena  se  funda  en  presun- 
ciones, el  recurso  de  casación  sólo  proce- 
de, cuando  se  demuestre  que  no  son  cier- 
tos los  hechos  en  que  las  referidas  presun- 
ciones se  basen,  o que  la  deducción  que  se 
establezca  sea  abiertamente  contraria  a 
las  reglas  lógicas  que  deben  seguirse  al 
hacer  la  inferencia.  Estando  los  hechos  pro- 
bados. la  Sala  sentenciadora  al  proceder 
de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  Arto.  601 
de  P.  P.,  no  violó  las  disposiciones  legales 
contenidas  en  los  artículos  587,  589,  593, 
595,  596  y 597  del  Cuerpo  legal  ya  citado, 
sino  que  por  el  contrario,  los  aplicó  recta- 
mente; y como  la  sentencia  se  funda  en 
la  prueba  indirecta  que  se  ha  transcrito  al 
principio  de  este  considerando,  tampoco 
se  infringieron  los  Artos.  568,  570  incisos 
lo.,  2o.,  3o.,  4o.,  5o.  y 6o.,  571,  573,  575,  580 
incisos  lo.,  2o.  y 3o.  de  P.  P.,  que  se  refie- 
ren a la  naturaleza  y valor  jurídico  de  la 
prueba  directa. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  dispuesto  por  los  Artos.  676,  686, 
690  y 735  P.  P.;  22  Dto.  1728,  DESESTIMA 
el  recurso  de  casación  Interpuesto,  e impo- 
ne al  recurrente  Ezequiel  Rodríguez  del 
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Cid,  quince  dias  de  prisión  simple,  conmu- 
tab'es  a razón  de  diez  centavos  de  quetzal 
por  dia. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Oscar  González  Jimé- 
nez por  tentativa  de  robo. 

DOCTRINA:  Para  que  un  hecho  pueda  ca- 
lificarse de  tentativa,  es  indispensable 
que  conste  de  un  modo  indudable,  la  in- 
tención de  su  autor,  (la  acción  ejecuta- 
da por  González  Jiménez,  dados  sus  ele- 
mentos integrantes,  significa  su  exclu- 
sivo y esencial  propósito  de  robar). 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
doce  de  agosto  de  mil  novecientos  treinta 
y cinco. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  dictada  por  la  Sala  Primera  de 
la  Corte  de  Apelaciones  el  diez  de  Mayo 
del  año  en  curso,  en  la  causa  iirstruida  por 
el  delito  de  tentativa  de  robo  contra  Oscar 
González  Jiménez,  y en  la  cual  desaproban 
do  la  sentencia  absolutoria  del  cargo  que 
pronunciara  el  Juez  Sexto  de  Primera  Ins- 
tancia el  doce  de  Marzo  del  mismo  año,  se 
declara  a González  Jiménez,  autor  del  de- 
lito de  tentativa  de  robo,  imponiéndole  la 
pena  de  dos  años  ocho  meses  de  prisión  co- 
rreccional inconmutables,  haciendo  las  de- 
más declaraciones  correspondientes  en  de- 
recho. 

El  día  dos  de  Enero  del  corriente  año, 
el  Jefe  del  Cuartel  Número  dos  de  la  Poli- 
cía, puso  a disposición  del  Juez  5o.  de  Paz, 
al  individuo  Oscar  González  Jiménez,  a so- 
licitud de  Enrique  Acuña,  dueño  de  un  ta- 
lles de  pintura  situado  en  la  5a.  C.  O.  No. 
17,  porque  el  citado  González  Jiménez,  se- 
gún le  manifestaron  los  señores  Francisco 
Sáenz  y Salvador  Asturias,  le  quitó  el  can- 
dado a la  puerta  de  su  taller.  Examinado 
Acuña,  ratificó  el  parte  anterior,  agregan- 
do que  no  pedia  nada  contra  el  supuesto 
delincuente,  y que  anteriormente  también 


le  habían  intentado  robar  en  su  citado  ta- 
ller, ignorando  quiénes  hayan  sido  los  au- 
tores de  tal  hecho.  Examinado  Salvador 
Asturias,  manifestó:  que  encontrándose  de 
visita  en  casa  y tienda  de  Francisco  Sáenz, 
en  la  noche  del  primero  de  Enero  del  co- 
rriente año,  se  dieron  cuenta  con  Sáenz  de 
que  en  la  puerta  vecina  del  taller  Se  Acu- 
ña, se  hacia  ruido  como  si  estuvieran 
abriendo;  que  en  vista  de  ello,  Sáenz,  por 
ser  dia  de  fiesta  y de  noche  se  sorprendió, 
manifestándole  al  dicente  que  viera  si  se 
trataba  del  dueño  del  taller  o de  alguno 
de  sus  familiares;  que  se  dió  cuenta  de 
que  un  individuo  estaba  en  la  puerta  del 
citado  taller,  por  lo  cual  avisó  a Sáenz,  en 
compañía  del  cual  se  acercaron  a dicho 
individuo  conminándolo  a que  se  retirara. 
Inmediatamente  después  se  dieron  cuen- 
ta de  que  a la  puerta  le  faltaba  el  canda- 
do, por  lo  que  siguieron  a dicho  individuo 
y éste  al  ver  que  lo  seguían  se  puso  en  fu- 
ga, hasta  que  fué  capturado  por  la  poli- 
cía. Francisco  Sáenz,  se  expresó  en  los 
mismos  términos. 

El  reo,  al  ser  indagado,  negó  la  comi- 
sión de  los  hechos  imputados,  manifestan- 
do que  era  vecino  del  barrio,  y que  vivía  a 
la  vuelta  de  la  casa  en  donde  se  encuentra 
el  taller  citado;  y que  en  relación  a ese  he- 
cho, el  señor  Asturias  le  había  indicado 
que  se  retirara  de  esos  lugares  porque  te- 
nía cara  de  ladrón,  y que  a los  pocos  mo- 
mentos llamaron  a la  policía  para  que  lo 
capturara,  ignorando  el  motivo  de  tal  ac- 
titud. Obran  dos  certificaciones,  en  una  de 
las  cuales  consta  la  edad  del  sindicado 
(diecisiete  años),  y en  la  otra  la  buena 
conducta  observada  por  el  mismo  duran- 
te el  tiempo  de  servicio  en  el  Fuerte  de 
Matamoros,  prestado  en  la  Banda  de  Gue- 
rra de  ese  Cuerpo. 

El  Juez  de  la  causa  al  dictar  sentencia, 
estimó  que  los  indicios  en  contra  del  sin- 
dicado no  eran  suficientes  para  dictar  un 
fallo  condenatorio  en  su  contra,  tanto 
más  cuanto  que  no  fué  encontrado  el  can- 
dado que  se  dijo  fué  violentado  por  el  sin- 
dicado. La  Sala  sentenciadora  al  conocer 
en  consulta,  revocó  la  sentencia  en  cues- 
tión, estimando  que  existia  prueba  indi- 
recta de  la  culpabilidad  del  reo,  consisten- 
te: a)  haberse  desaparecido  el  candado  de 
la  puerta  del  taller  del  señor  Acuña  y ha- 
berse encontrado  al  procesado  colgad" 
la  puerta;  b)  haberse  puesto  en  inmedia- 
ta fu.ga  el  encausado  al  ser  sorprendido; 
y c)  la  sindicación  que  desde  un  princi- 
pio le  hicieron  los  testigos. 
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Contra  tal  sentencia,  Cristina  Jiménez 
de  González,  ejerciendo  la  patria  potes- 
tad sobre  su  menor  hijo,  con  auxilio  del 
Licenciado  Carlos  Martínez  Oliva,  introdu- 
jo el  presente  recurso  de  casación  por  vio- 
lación de  ley  y por  quebrantamiento  sus- 
tancial del  procedimiento,  citando  como 
violados  los  artículos  siguientes:  676  inci- 
sos lo.  y 6o.  de  Procedimientos  Penales;  12 
Decreto  1366;  Arto.  lo.  fracción  5a.  Decre- 
to. No.  48;  que  al  mismo  tiempo  la  Sala 
violó  las  ritualidades  del  juicio,  por  cuan- 
to que  el  Arto.  14  del  Dto.  1366,  preceptúa 
que  los  delitos  comprendidos  en  los  Artos. 
10,  11,  12  y 13  de  la  misma  ley,  deben  ser- 
juzgados  por  Tribunales  Militares,  y la 
Sala  no  se  organizó  en  Corte  Marcial.  Pe- 
didos los  antecedentes,  y señalado  dia  pa- 
ra la  vista,  es  el  caso  de  resolver  lo  proce- 
dente en  derecho. 

CONSIDERANDO; 

Que  el  quebrantamiento  de  forma,  lo 
funda  el  recurrente,  en  la  disposición  le- 
gal contenida  en  el  articulo  14  del  Dto. 
1366,  que  dice  que  los  delitos  a que  se  con- 
traen los  incisos  primero  y segundo  del 
Arto.  9o.  y los  que  comprenden  los  Artos. 
10,  11,  12  y 13  del  mismo  Dto.,  serán  juz- 
gados sumariamente  por  los  Tribunales 
Militares  del  departamento  donde  se  hu- 
bieren cometido,  de  conlormidad  con  las 
prescripciones  del  titulo  IV  del  Código  Mi- 
litar Segunda  Parte.  El  inciso  lo.  del  Ano. 
9o.  establece  de  una  manera  precisa,  que 
serán  castigadas  con  la  pena  de  muerte, 
las  personas  que  con  motivo  u ocasión  de 
robo,  cometieren  homicidio,  e)  segundo 
inciso  del  mismo  Artículo,  que  cuando  si 
robo  fuere  acompañado  de  violación  o 
mutilación  causada  de  propósito.  El  Arto. 
10  de  la  misma  ley,  que  serán  castigados 
con  quince  años  de  prisión  correccional, 
los  que  con  motivo  del  robo  causaren  le- 
siones. El  articulo  11,  estatuye  que  cuan- 
do la  violencia  o intimidación  que  haya 
ocurrido  en  el  robo  hubiere  tenido  una 
gravedad  manifiestamente  innecesaria  pa- 
ra su  ejecución,  la  pena  será  de  diez  años. 
El  12,  que  serán  castigados  con  ocho  años 
de  prisión  correccional,  los  autores  de  ro- 
bos no  comprendidos  en  los  artículos  an- 
teriores, y por  último,  el  Arto.  13  del  mis- 
mo Decreto  preceptúa,  que  si  los  delitos 
de  que  tratan  los  incisos  primero  y segun- 
do del  Arto.  9o.  de  la  presente  ley,  hubie- 
ren sido  ejecutados  en  despoblado  o en 
cuadrilla,  se  impondrá  a los  culpables  la 
pena  de  muerte.  En  ninguno  de  los  casos 
transcritos  se  encuentra  el  reo  Oscar  Gon- 


zález Jiménez  para  tener  derecho  a ser 
juzgado  por  los  Tribunales  Militares;  fue- 
ra de  que  el  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma  sólo  procede  y se- 
rá admitido  cuando  siendo  posible,  se  hu- 
biere pedido  la  subsanación  de  la  falta  en 
la  instancia  en  que  se  cometió  y según 
consta  de  los  autos,  el  defensor  del  reo, 
nada,  absolutamente  nada  dijo  en  la.  Ins- 
tancia, asi  como  tampoco  reprodujo  peti- 
ción alguna  en  la  Segunda,  por  lo  que  el 
recurso  por  este  motivo,  es  improcedente. 
Arto.  679  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  Sala  sentenciadora  al  declarar 
que  el  procesado  González  Jiménez  era  au- 
tor de  tentativa  en  el  delito  de  robo,  e im- 
ponerle por  tal  infracción  la  pena  de  dos 
años  ocho  meses  de  prisión  correccional 
inconmutables,  no  violó  por  no  tener  nin- 
guna aplicación,  lo  dispuesto  en  el  Arto. 
12  del  Dto.  1366.  Ningún  articulo  que  se 
refiera  a la  infracción  punible  investigada 
fué  citado  por  el  recurrente,  para  asi  po- 
derlo relacionar  con  lo  dispuesto  por  el 
Arto  676  de  P.  P.  en  sus  incisos  lo.  y 6o., 
el  cual  por  referirse  al  recurso  de  casa- 
ción, no  pudo  ser  infringido  por  el  Tribu- 
nal de  Segunda  Instancia  que  no  hizo  apli- 
cación de  él  para  condenar  al  reo,  así  co- 
mo tampoco  hubiera  podido  hacer  uso  del 
mismo,  en  caso  de  absolución. 

El  Dto.  No.  48  en  su  Arto,  lo.,  aprobó  el 
Decreto  No.  419,  que  el  Ejecutivo  emitió 
al  poner  en  vigor  el  Código  Penal  que  nos 
rige.  El  Arto.  lo.  fracción  5a.  del  Dto.  ci- 
tado dice  que  el  Arto.  381  queda  adiciona- 
do asi:  “cuando  no  llevaren  armas  y el  va- 
lor de  lo  robado  excediere  de  cien  pesos,  la 
pena  será  de  tres  año.s  de  prisión  correc- 
cional”, disposición  legal  que  no  pudo  in- 
fringirse por  falta  de  aplicación  al  caso 
juzgado. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  dispuesto  por  los  Artos.  674,  676, 
686,  690  y 735  P.  P.;  22  Decreto  1728,  de- 
sestima el  recurso  interpuesto  e impone  al 
recurrente  quince  dias  de  prisión  simple, 
conmutables  a razón  de  diez  centavos  de 
quetzal  por  día. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa~ 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Rafael  Sandoval  Godoy, 
por  parricidio,  homicidio  y allanamien- 
to, 

DOCTRINA:  Cuando  no  se  pone  de  mani- 
fiesto la  existencia  del  delito,  no  se  pue- 
de dictar  sentencia  condenatoria  contra 
el  presunto  culpable. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
doce  de  agosto  de  mii  novecientos  treinta 
y cinco. 

Para  resolverlo  se  examina  el  recurso 
extraordinario  de  casación  introducido  por 
la  acusadora,  señora  María  Sandoval  de 
Martínez,  contra  la  sentencia  ejecutoria 
proferida  por  la  Sala  5a.  de  la  Corte  de 
Apelaciones  el  veinte  de  mayo  del  año  en 
curso,  en  los  procesos  acumulados  segui- 
dos a Rafael  Sandoval  Godoy  por  los  deli- 
tos de  parricidio,  homicidio  y allanamien- 
to de  morada,  y,  a Jesús  Leverón  Aguirre, 
por  complicidad  en  las  dos  primeras  in- 
fracciones legales. 

La  recurrente,  con  auxilio  del  Abogado 
J.  Ernesto  Andrade  Zelaya,  asevera  que  la 
Sala  senetnciadora  violó  los  Artículos  que 
siguen:  4o.,  259,  261,  570  incisos  lo.,  2o.  y 
6o.,  571,  575,  595,  596,  599,  601,  609,  613,  570 
incisos  lo.  y 6o.  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales,  y los  incisos  5o.  y 6o.  del  De- 
creto Legislativo  No.  1366. 

En  los  autos  que  se  tienen  a la  vista  y, 
que  sirven  de  antecedentes  al  recurso  que 
se  examina  consta  lo  que  sigue: 

— I — 

1 — Los  esposos  Rafael  Sandoval  Godoy 
y Gabriela  Sandoval  de  Sandoval  Godoy 
tenían  establecido  su  domicilio  conyugal 
en  la  finca  del  consorte  denominada  “El 
Agua  Zarca”  y situada  en  la  aldea  Santo 
Domingo,  municipio  de  San  Pedro  Pínula 
del  Departamento  de  Jalapa;  finca  en  la 
que,  entre  otros  empleados,  figuraba  Eñ- 
carnación  López. 

A mediados  del  mes  de  enero  del  año  de 
mil  novecientos  treinta  y uno,  desapare- 
cieron misteriosamente  de  ese  lugar,  la  se- 
ñora Gabriela  Sandoval  de  Sandoval  Go- 
doy y el  mozo  Encarnación  López,  sin  que 
por  de  pronto  se  supiera  el  paradero  de 
dichas  personas. 

Al  principio  de  esa  desaparición,  no  se 
le  dió  importancia  alguna  al  hecho,  pero, 
más  tarde,  el  rumor  público  comenzó  a 
manifestar  su  creencia  de  que  la  citada 


señora  de  Sandoval  Godoy  y el  mozo  En- 
carnación López  habían  sido  muertos  por 
Rafael  Sandoval  Godoy  con  auxilio  de 
otras  personas  y enterrados  los  cadáveres 
en  terrenos  de  la  propia  finca;  rumor  que 
acrecía  debido  al  silencio  guardado  por  el 
cónyugue  que  se  decía  abandonado  y,  a la 
actitud  pasiva  que  asumiera. 

Mas,  como  se  siguiera  hablando  del 
asunto,  las  autoridades  departamentales 
tomaron  cartas  en  él  y,  fué  así  como  el 
ex-comisario  de  la  Policía  Nacional  del  De- 
partamento de  Jalapa,  Teniente  Coronel 
Humberto  Figueroa,  siguió  una  investiga- 
ción secreta  al  principio,  la  que  culminó 
con  el  parte  que  rindió  a la  Comandancia 
de  Armas  del  Departamento,  el  veinte  de 
marzo  del  año  de  mil  novecientos  treinta 
y cuatro,  ocasión  en  la  que  dió  cuenta  con 
el  individuo  Víctor  Manuel  Polanco  Reci- 
ñes, quien  aseguraba  haber  presenciado 
que,  Sandoval  Godoy  le  dió  muerte  a su 
esposa  en  el  domicilio  conyugal. 

En  vista  de  ello,  comenzó  la  pesquisa  ju- 
dicial, sirviendo  como  base  la  declaración 
del  testigo  mencionado,  quien  expuso:  que 
en  una  fecha  que  no  recordaba  bien,  pero 
a mediados  del  mes  de  enero  de  mil  nove- 
cientos treinta  y uno  y en  las  primeras 
horas  de  la  noche  rondaba  por  las  inme- 
diaciones de  la  casa  del  matrimonio  San- 
doval Godoy-Sandoval  en  espera  de  que 
saliera  la  sirvienta  de  éstos,  Adela  Mateo, 
con  quien  cultivaba  relaciones  amorosas, 
ya  que  tenían  convenido  hablarse  a esas 
horas  protegidos  por  el  monte,  para  no  ser 
vistos  por  los  patrones  de  la  Mateo. 

Esa  fué  la  oportunidad  en  que  pudo  pre- 
senciar, que  la  señora  Gabriela  Sandoval 
de  Sandoval  Godoy  salió  precipitadamente 
de  una  de  las  habitaciones  con  un  hachón 
de  ocote  encendido  en  las  manos,  siendo 
perseguida  por  Sandoval  Godoy,  quien  a 
la  vez  que  la  asió  por  el  pelo,  le  gritó  “ban- 
dida, vos  sos  quien  me  mandó  a tirar”  y, 
la  regresó  al  interior  de  las  habitaciones. 
Como  él  siguiera  escondido  en  el  sitio  en 
donde  esperaba  a la  Mateo,  vió  que  al  ra- 
to de  la  escena  que  había  presenciado,  sa- 
Uó  al  patio  Sandoval  Godoy  llevando  en 
los  brazos  el  cuerpo  inanimado  de  su  es- 
posa, ayudado  por  Basilio  López,  alias 
“cuatro  ojos”.  En  vista  de  lo  que  sucedía, 
optó  por  retirarse  y,  cuando  ya  habla  ca- 
minado algunos  pasos  oyó  veinte  detona- 
ciones producidas  con  revólver. 

Al  siguiente  día  volvió  a la  finca  para 
hablar  con  la  Mateo,  quien  le  refirió,  ba- 
jo toda  reserva,  que  la  noche  anterior  no 
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pudo  salir  a hablarle,  porque  Rafael  San- 
doval  Godoy  había  matado  a su  esposa 
Gabriela  Sandoval  de  Sandoval  Godoy,  a 
quien  enterró,  sin  saber  ella  dónde. 

2 — Lograda  la  captura  de  Rafael  San- 
doval Godoy,  se  le  indagó  con  respecto  a 
los  cargos  hechos  por  el  declarante  VícDor 
Manuel  Polanco  Recinos,  y negó  que  él  ha- 
ya dado  muerte  a su  esposa,  la  que  aban- 
donó el  hogar  conyugal  el  catorce  de  ene- 
ro del  año  de  mil  novecientos  treinta  y 
uno  como  a las  diecinueve  horas  y media, 
aprovechando  la  oportunidad  de  que  esta- 
ba enfermo  a consecuencia  de  una  herida 
que  sufrió  en  un  pie,  lo  que  le  imposibilita-' 
ba  andar,  mas,  en  cuanto  pudo  hacerlo, 
dió  parte  al  Juzgado  Departamental,  tan- 
to de  la  fuga  de  su  mujer,  como  de  la  del 
mozo  Encarnación  López,  con  quien  se  fué 
la  indicada  señora. 

Dice,  además,  que,  su  esposa  se  mante- 
nía en  estado  de  ebriedad,  por  lo  que  vi- 
vían en  constante  desacuerdo.  Y,  que  real- 
mente, una  noche  de  una  fecha  que  data- 
ba de  tres  años  más  o menos,  riñó  con  su 
mujer  y,  cuando  ella  salió  al  patio  de  la 
finca,  él  la  siguió  diciéndole  que  era  una 
ingrata  porque  lo  había  mandado  a asesi- 
nar; siendo  mentira  que  le  dijera  "ban- 
dida, vos  me  mandaste  a tirar”,  como  afir- 
ma el  declarante  Polanco  Recinos. 

Sostiene,  que  Encarnación  López  Sagas- 
turne  se  quedó  sirviendo  en  su  finca,  en 
sustitución  del  hermano  de  éste  — Emilio 
López  Sagastume  — , quien  le  pidió  permi- 
so por  quince  días  y ya  no  regresó,  pero 
después  supo  que  andaba  por  "El  Chapa- 
rrón” en  busca  de  asesinos,  por  mandato 
de  la  señora  Sandoval  de  Sandoval  Go- 
doy. Que  al  irse  Emilio,  le  hurtó  una  pis- 
tola especial  y la  suma  de  dos  mil  pesos. 

Sigue  diciendo,  que,  en  cuanto  a la  sir- 
viente Adela  Mateo,  — quien  cultivó  rela- 
ciones amorosas  con  Emilio  López  Sagas- 
tume — la  retiró  de  su  servicio  a raíz  de 
la  fuga  de  su  esposa,  por  ya  no  necesitar 
de  ella  debido  a que  se  trasladó  a vivir  a 
casa  de  su  cuñado,  por  tener  miedo  de  se- 
guir habitando  la  casa  de  la  finca.  Y,  que 
al  ausentarse  Encamación  López,  dejó  un 
caballo  que  murió  de  viejo,  mas,  no  nin- 
gún revólver;  pues  ocurrió  todo  lo  contra- 
rio, es  decir,  que  se  llevó  uno  del  confe- 
sante, así  como  diez  mil  pesos  que  guarda- 
ba en  una  cómoda. 

3 — Durante  el  curso  del  juicio  criminal 
fueron  interrogadas  muchas  personas  a 
quienes  aluden  a las  referencias  que  les 
hiciera  Adela  Mateo  acerca  de  que  ella  ha- 
bía presenciado,  que  una  noche  (que  no 


precisaba) , Sandoval  Godoy  riñó  con  su 
esposa  increpándole  que  ella  era  quien  lo 
había  mandado  a asesinar.  Y,  del  corredor 
la  entró  a bofetadas  al  dormitorio,  en  don- 
de más  tarde  se  apagó  la  luz  y ya  no  se 
oyó  nada,  sino  hasta  pasado  un  momento 
en  que  pudo  oír  que  entre  varias  personas 
sacaban  un  cuerpo  pesado.  Que  el  día  si- 
guiente, en  vista  de  que  su  patrona  no  apa- 
recía por  ningún  lado,  ella  presumió  que  le 
hubieran  dado  muerte  junto  con  el  mozo 
Encarnación  López  quien  también  desapa- 
reció esa  misma  noche  de  la  finca.  Que  su 
patrón  trató  de  hacerlos  creer  a todos 
que,  su  señora  y el  mozo  López  se  habían 
fugado  juntos,  lo  que  ella  creía  mentira, 
desde  luego  que  López  dejó  en  la  finca  su 
caballo,  su  montura,  su  revólver  y otras 
cosas  que  nunca  hubiera  dejado  al  fugar- 
se. 

El  primero  que  declaró  dando  la  versión 
que  a él  le  contara  la  Mateo,  fué  Filemón 
Medina,  quien  a su  vez  dijo  haberle  refe- 
rido el  mismo  asunto  a Higinio  Martínez; 
lo  cual  rectificó  éste  al  ser  interrogado;  y 
así  como  los  dos  declarantes  indicados  de- 
ponen otras  personas;  es  decir  aludiendo 
a referencias  que  les  hiciera  la  sirvienta 
Adela  Mateo  antes  de  su  fallecimiento. 

También  en  el  proceso  declaran  más  de 
dos  personas  que  indican,  las  referencias 
que  les  hiciera  Adela  Mateo  a propósito 
de  que,  cuando  su  patrona  Gabriela  San- 
doval de  Sandoval  Godoy  se  embriagaba, 
su  consorte  la  trataba  muy  mal,  quien  la 
sacaba  a dormir  a un  chiquero  en  cami- 
són, llegando  hasta  el  grado,  en  algunas 
oportunidades,  de  ponerle  una  albarda  y 
freno  y montarse  en  ella.  Mas,  a ninguna 
de  estas  personas  les  consta  tal  cosa,  pues 
como  ya  se  dijo  sólo  aluden  a las  referen- 
cias que  les  hiciera  la  Mateo. 

El  menor  Juventino  Arias  Agustín,  hijo 
de  Adela  Mateo,  refirió : que  por  la  circuns- 
tancia de  ir  a dormir  varias  noches  con 
ella,  tuvo  oportunidad  de  presenciar  que 
doña  Gabriela  Sandoval  de  Sandoval  Go- 
doy se  embriagaba  muy  a menudo,  por  lo 
que  don  Rafael  la  sacaba  a dormir  al  pa- 
tio en  camisón;  pero  nunca  presenció  que 
le  pegara;  lo  que  sólo  le  refirió  a él  su 
mamá  Adela  Mateo,  antes  de  morir;  agre- 
gando el  mismo  menor,  al  final  de  su  de- 
claración que  la  Mateo  asimismo  le  dijo 
que  Rafael  Sandoval  Godoy,  le  dió  muer- 
te a su  esposa. 

4  — María  Sandoval  de  Martínez  y Ju- 
lia Sandoval,  cuñadas  de  Rafael  Sandoval 
Godoy  refirieron  que  en  la  segunda  quin- 
cena de  enero  del  año  de  mil  novecientos 
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treinta  y uno,  Rafael  Sandoval  Godoy  les 
contó  que  su  esposa  lo  habla  abandonado 
yéndose  con  el  mozo  Encarnación  López; 
quejándose  a la  vez  con  ellas  de  que  su  ci- 
tada esposa  lo  habla  mandado  a asesinar 
seis  meses  antes,  a consecuencia  de  lo  cual 
aún  adolecía  de  una  herida  en  el  pie  de- 
recho. Que  al  aconsejarle  ellas  que  se  que- 
jara a la  autoridad,  él  les  respondió  que  no 
porque  ya  le  quedaban  pocos  dias  de  vida 
a ella.  Y que  la  familia  se  encontraba  en 
una  verdadera  incertidumbre  acerca  del 
paradero  de  Gabriela  de  Sandoval  Godoy. 
Julia  Sandoval  agrega  la  circunstancia  de 
que  Sandoval  Godoy,  al  decirle  ignorar  el 
paradero  de  su  esposa  le  manifestó:  “que 
juraba  que  si  en  el  altar  mayor  la  encon- 
traba, ahi  la  asesinaría”;  razón  por  la  que 
ella  presumía  que  talvez  le  hubiera  dado 
muerte  a su  citada  hermana,  Sandoval  Go- 
doy. 

Silvestre  Uselo,  quien  acompañaba  a Ju- 
lia Sandoval  cuando  se  juntó  con  Rafael 
Sandoval  Godoy,  solamepte  depone  ha- 
berlos visto  conversar,  pero  no  oir  lo  que 
decían. 

Otros  familiares  de  la  desaparecida  tales 
como  María  del  Carmen  Sagastume  Sando- 
val, Alberto  Sagastume  Sandoval,  María 
Engracia  Sagastume  y Octavio  de  este  úl- 
timo apellido,  no  saben  cosa  alguna  de  lo 
ocurrido.  Algunos  de  ellos,  tan  sólo  mani- 
fiestan saber,  por  referencias,  que  ia  se- 
ñora Sandoval  de  Sandoval  Godoy  abando- 
nó el  hogar  conyugal  hacia  como  tres 
años,  de  la  época  en  que  ellos  declaraban. 

El  acusado  desde  el  principio  sostuvo 
que  su  mujer  había  abandonado  el  hogar 
conyugal  yéndose  con  Encamación  López. 
Con  ese  fin  propuso  las  declaraciones  de 
varios  testigos,  quienes  testimoniaron  ha- 
ber visto  a la  pareja  mencionada  cuando 
'levaba  el  camino  que  conduce  a la  Repú- 
blica de  El  Salvador. 

Las  diligencias  encaminadas  a estable- 
cer si  realmente  se  hallaban  o no  la  se- 
ñora de  Sandoval  Godoy  y López,  y que 
fueron  seguidas  por  las  autoridades  salva- 
doreñas por  gestiones  del  juez  de  la  cau- 
sa, no  dieron  resultado  alguno,  pues  los 
informes  obrantes  en  ios  autos,  manifies- 
tan el  hecho  de  no  ser  conocidas  dichas 
personas  en  aquella  Nación. 

La  actividad  desplegada  por  la  Policía 
Nacional  al  trabajar  auxiliando  a la  au- 
toridad judicial  en  la  búsqueda  de  los  pre- 
suntos cadáveres,  no  dió  resultado  alguno, 
pues  no  fueron  hallados  ni  restos  huma- 
nos, ni  armas,  ni  instrumentos  de  ninguna 
clase  que  hubieran  servido  para  cometer 


un  crimen.  Es  verdad  que  de  las  declara- 
ciones de  varias  personas  se  derivó  el  he- 
cho de  registrar  una  de  las  norias  de  la 
finca,  en  la  cual  se  hallaron  algunos  hue- 
sos y pelos;  pero  los  informes  respectivos, 
obrantes  en  los  autos,  evidencian  lo  con- 
trario, por  ser  tales  huesos  y pelos  de  ani- 
males y no  de  personas. 

También  se  halla  demostrada  en  el  jui- 
cio criminal,  con  las  declaraciones  de  más 
de  dos  testigos,  la  buena  conducta  y hon- 
radez del  sindicado. 

La  parte  acusadora,  a su  vez,  y ya  en 
el  juicio  criminal  rindió  superabundante 
prueba,  tendiente  a demostrar  — según  el 
criterio  de  ella  — la  culpabilidad  del  en- 
juiciado. 

6 — Basado  en  los  datos  reseñados,  el 
Juez  Departamental  de  Jalapa  — con  fe- 
cha ocho  de  marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco,  resolvió  absolver  de  la  Ins- 
tancia, por  falta  de  prueba  plena  a Rafael 
Sandoval  Godoy,  en  lo  que  respecta  a los 
delitos  de  parricidio  y de  homicidio;  abso- 
lución que  asimismo  decretó  en  favor  de 
Jesús  Leverón  Aguirre,  de  los  cargos  que 
se  le  hicieron  por  compiicidad  en  los  men- 
cionados delitos;  por  estar  patentizada  su 
inocencia  en  los  autos. 

— II  — 

6 — Al  proceso  relacionado  se  acumula- 
ron otros  dos  iniciados  contra  Rafael  San- 
doval Godoy  por  los  delitos  de  allanamien- 
to de  morada  y tentativa  en  el  de  viola- 
ción; mas,  como  no  hubo  prueba  de  nin- 
guna clase  acerca' Se  esos  hechos  punibles, 
el  juez  de  la  causa  absolvió  ilimitadamen- 
te de  ellos  al  procesado  Sandoval  Godoy; 
fallo  que  está  firme  por  no  haberse  inter- 
puesto ningún  recurso  contra  él;  razón 
impidiente  de  hacer  una  reseña  de  tales 
procesos,  en  esta  sentencia. 

7 — Llegado  el  asunto  al  tribunal  de  se- 
gundo grado  en  virtud  del  recurso  de  ape- 
lación interpuesto  por  la  parte  acusadora, 
se  tramitó  la  segunda  Instancia  como  co- 
rresponde; en  cuyo  estado  del  juicio  la 
parte  apelante  alegó  extensamente  con  el 
propósito  de  establecer  la  culpabilidad  del 
enjuiciado. 

Las  partes  oficiales,  desde  luego  estu- 
vieron de  acuerdo  en  la  confirmación  del 
fallo  de  primer  grado,  por  estimar  inexis- 
tentes los  delitos  de  homicidio  y parrici- 
dio originantes  del  juicio  que  se  examina. 

Concluida  la  tramitación,  el  tribunal  de 
segundo  grado  dictó  la  sentencia  recurri- 
da — fechada  el  veinte  de  mayo  de  este 
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año  — en  la  cual  confirma  en  todas  sus 
partes  la  de  primer  grado,  con  la  única 
modificación  de  limitar  a la  Instancia  la 
absolución  decretada  en  favor  de  Jesús 
Leverón  Aguirre. 

8 — Tramitado  como  es  debido  el  re- 
curso interpuesto  por  la  parte  acusadora, 
es  el  caso  de  resolver,  lo  procedente  en  de- 
recho. Por  eso  motivo,  EL  TRIBUNAL  DE 
CASACION, 

CONSIDERA  : 

9 — Que  todo  procedimiento  criminal 
persigue  como  único  fin:  la  averiguación 
de  un  delito,  hsista  el  grado  de  ponerlo  en 
evidencia:  y el  descubrimiento  del  delin- 
cuente, para  imponerle  la  pena  que  corres- 
ponde a la  infracción  legal  cometida.  De 
suerte  es  que  en  la  primera  época  del  pro- 
cedimiento criminal  el  juzgador  está  fa- 
cultado, con  amplitud  por  la  Ley  para  se- 
guir la  pesquisa  necesaria  — aún  oficiosa- 
mente — a fin  de  llegar  a establecer  la 
existencia  del  delito;  y la  segunda,  para 
discutir  con  toda  extensión  la  culpabilidad 
o inocencia  de  quien  sea  reputado  culpa- 
ble, con  el  propósito  de  castigarlo  como  co- 
rresponde, en  caso  de  ser  responsable,  bien 
como  autor  o como  cómplice  o encubridor 
del  delito  antes  evidenciado. 

Ahora  bien  en  el  caso  sub-Júdice,  a pe- 
sar de  la  actividad  desplegada  en  la  pes-^ 
quisa  judicial  — como  lo  demuestra  el  vo- 
lumen de  las  actuaciones  tenidas  a la  vis- 
ta — no  fué  posible  poner  en  evidencia  los 
delitos  de  parricidio  y de  homicidio  impu- 
tados a Rafael  Sandoval  Godoy. 

En  efecto:  en  todo  lo  actuado  tan  solo 
aparece  la  declaración  del  testigo  Victor 
Manuel  Polanco  Recinos,  quien  de  una  ma- 
nera directa  sindica  a Sandoval  Godoy  co- 
mo culpable  de  la  muerte  de  su  esposa  Ga- 
briela Sandoval  de  Sandoval  Godoy,  por 
el  hecho  de  haber  oido  que  le  increpaba 
— en  el  corredor  de  su  casa  ser  ella  quien 
lo  había  mandado  asesinar,  golpeándola  al 
mismo  tiempo;  y,  por  la  circunstancia  de 
que  un  momento  después  lo  vió  salir  de 
una  de  las  habitaciones  con  el  cuerpo  ina- 
nimado de  su  citada  esposa;  todo  esto  lo 
reforzó  con  la  referencia  que  al  día  si- 
guiente le  hiciera  Adela  Mateo,  acerca  de 
haber  sido  muerta  la  señora  de  Sandoval 
Godoy,  por  su  marido. 

En  el  juicio  criminal  no  figura  ninguna 
otra  declaración,  que  de  la  misma  mane- 
ra sea  acusadora  de  Sandoval  Godoy ; pues 
los  otros  declarantes  interrogados  con  ese 
fin,  tan  sólo  exponen  las  referencias  que 
dicen  ellos  les  hiciera  Adela  Mateo,  quien 


no  pudo  ser  interrogada  a causa  de  haber 
fallecido  antes  de  que  se  iniciara  la  pes- 
quisa judicial.  Además,  de  las  actuaciones 
se  desprende  la  duda  fundada  — por  los 
datos  en  ellos  existentes  — de  la  fuga  de 
las  presuntas  víctimas,  así  como  la  posibi- 
lidad de  que  vivan,  bien  en  el  interior  de 
la  República  o fuera  de  ella. 

Luego,  no  existe  prueba  directa  de  la 
culpabilidad  atribuida  al  enjuiciado  la  que 
hasta  cierto  punto  pudiera  ser  un  indicio 
para  llegar  al  descubrimiento  de  los  de- 
litos pesquisados. 

Por  otra  parte,  hasta  ahora  no  ha  sido 
posible  encontrar  los  cadáveres  de  las  per- 
sonas desaparecidas,  a pesar  de  la  activi- 
dad desplegada  por  las  autoridades  com- 
petentes para  ello.  Tampoco  se  han  encon- 
trado restos  de  dichas  personas  en  el  caso 
de  haber  sido  mutilados  los  cuerpos  para 
hacerlos  desaparecer  con  mayor  facilidad; 
desde  luego  que  los  huesos  y pelo  descu- 
biertos por  la  Policía  Nacional  en  una  de 
las  norias  de  la  finca  de  Sandoval  Godoy, 
no  pertenecen  a ser  humano,  como  se  de- 
mostró en  el  juicio  criminal,  con  los  dic- 
támenes correspondientes.  De  igual  mane- 
ra tampoco  le  fué  dable  a la  Policía  Na- 
cional, a pesar  de  la  actividad  que  desple- 
gó para  ello,  hallar  por  los  contornos  de  la 
finca  y,  especialmente  en  las  márgenes  del 
rio  que  corre  a poca  distancia  de  ella,  los 
huesos  que,  según  las  declaraciones  de 
uno  de  los  testigos  figurantes  en  los  au- 
tos, fueron  sacados  del  pozo,  al  efectuar 
su  limpieza,  y arrojados  a dicho  rio.  Y mu- 
cho menos  hay  indicio  alguno  en  las  ac- 
tuaciones de  que  los  presuntos  cadáveres 
pudieran  haber  sido  incinerados. 

Ni  las  autoridades  judiciales,  ni  la  Poli- 
cía Nacional  hallaron  — quizá  por  el  tiem- 
po transcurrido  — , armas,  instrumentos  o 
efectos  de  cualquier  clase  que  pudieran 
tener  relación  con  el  delito,  en  el  lugar  en 
que  dicen  fueron  ultimados  la  señora  de 
Sandoval  Godoy  y el  mozo  Encarnación 
López,  o en  las  inmediaciones  de  ese  sitio, 
c en  poder  del  presunto  culpable  o en  al- 
guna otra  parte  conocida. 

Tales  son  las  razones  de  por  qué,  en  el 
juicio  criminal  tenido  a la  vista  no  figura 
ninguna  clase  de  dictamen  pericial,  que 
de  alguna  manera  sea  demostrativo  del 
origen  de  la  muerte  de  los  presuntos  occi- 
sos, como  lo  disponen  los  Artículos  269,  270, 
271,  272  y 274  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales;  y de  que  mucho  menos  se  ha- 
ya declarado  la  muerte  de  dichas  personas 
en  el  Registro  Civil  como  lo  dispone  la 
Ley. 
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En  consecuencia  de  todo  lo  considerado, 
se  llega  a la  conclusión  de  que  en  el  juicio 
criminal  en  examen,  no  se  estableció  la 
existencia  de  los  delitos  de  parricidio  y de 
homicidio  que  fueron  objeto  ce  la  inves- 
tigación. Por  esa  causa  los  tribunales  de 
Instancia,  no  hallaron  la  base  del  proce- 
dimiento a que  se  refiere  el  Articulo  259 
del  Código  de  Procedimientos  Penales;  y 
por  ende  la  Sala  5a.  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, al  resolver  en  la  forma  en  que  lo 
hizo,  no  violó,  ni  esa  Ley  ni  los  Artículos 
4o.  y 261  del  Cuerpo  Legal  citado. 

10  — Si,  como  se  ha  dicho  no  se  puso 
de  manifiesto  la  existencia  de  los  delitos  de 
parricidio  y de  homicidio,  por  las  razones 
consideradas,  lógicamente,  no  puede  ha- 
ber culpabilidad  en  un  hecho  que  no  se 
evidenció. 

Mas,  a pesar  de  ello  se  hace  necesario 
repetir  que  la  declaración  de  un  sólo  tes- 
tigo, presencial  a medias  y de  referencias 
en  parte,  no  produce  la  prueba  plena  re- 
querida por  la  Ley,  porque  del  dicho  de  esa 
sóla  persona  no  puede  deducirse  la  culpa- 
bilidad imputada  al  acusado;  razón  por  la 
que  la  Sala  sentenciadora,  al  apreciar  la 
prueba  directa  obrante  en  los  autos,  no 
violó  los  Artículos  571  y 575  del  C.  de  P.  P.; 
puesto  que,  como  ya  se  dijo,  el  testigo  Po- 
lanco  Rocinos  sólo  produce  una  semi- 
plena prueba,  y esto  no  lo  ha  negado  el 
tribunal  de  alzada. 

11  — Tampoco,  al  no  ser  aceptada  la 
confesión  judicial  del  enjuiciado  se  violó 
el  Artículo  609  del  mismo  Código;  por  no 
haber  confesado  el  acusado  directa  ni  in- 
directamente su  culpabilidad:  y aún  en  el 
caso  de  que  si  lo  hubiese  hecho,  esta  con- 
fesión no  produciría  prueba  alguna,  des- 
de luego  que  no  se  halla  probada  plena- 
mente la  pre-existencia  de  los  delitos  pes- 
quisados. Ello,  también  es  demostrativo 
de  que  tampoco  fué  violado  el  Artículo  613 
de  ese  Código. 

12  — Para  que  pudiera  estimarse  la  vio- 
lación de  los  Artículos  595,  596,  599  y 601 
del  Código  de  Procedimientos  Penales,  im- 
putada por  la  recurrente  a la  Sala  senten- 
ciadora, era  indispensable,  que,  en  primer 
lugar  estuviesen  preestablecidos  los  delitos 
de  parricidio  y de  homicidio  atribuidos  a 
Sandoval  Godoy,  y,  en  segundo,  que  exis- 
tieran hechos  probados  plenamente  en  los 
autos,  demostrativos  de  la  culpabilidad  del 
enjuiciado,  para  apoyar  en  ellas  las  pre- 
sunciones humanas  con  que  la  parte  acu- 
sadora pretende  estar  justificada  la  cul- 


pabilidad del  sindicado,  como  autor  de  ta- 
les infracciones  penales. 

Mas,  como  en  el  juicio  criminal  no  apa- 
recen demostradas  las  dos  condiciones  alu- 
didas, es  indudable  que  la  Sala  5a.  de  la 
Corte  de  Apelaciones  no  pudo  quebrantar 
los  preceptos  legales  citados  al  principio 
de  este  Número  al  no  apreciar  las  presun- 
ciones que  asevera  la  recurrente  pueden 
ser  deducidas  de  lo  actuado;  máxime  que 
la  estimación  de  ese  medio  justificativo  lo 
deja  la  Ley  al  libre  criterio  de  los  jueces 
de  Instancia. 

13  — Como  una  consecuencia  de  la  no 
violación  de  las  leyes  citadas  en  los  dos 
Números  anteriores,  tampoco  pudo  infrin- 
gir la  Sala  recurrida  los  incisos  lo.,  2o.  y 
6o.  del  Artículo  570  del  Código  de  Proce- 
dimientos Penales,  desde  luego  que  apre- 
ció debidamente  los  medios  justificativos 
de  testigos,  presunciones  y confesión  del 
imputado,  para  llegar  a la  conclusión  de 
que  todos  ellos,  no  constituyen  la  prueba 
plena  requerida  por  la  Ley,  para  poner  en 
evidencia  la  culpabilidad  qué  se  le  atribu- 
ye al  enjuiciado  y,  por  esa  razón,  resolvió 
en  la  forma  en  que  lo  hizo. 

14  — En  cuanto  a la  violación  de  los 
incisos  5o.  y 6o.  del  Decreto  Legislativo  No. 
1366  que  señala  la  rwurrente  como  infrin- 
gidos por  el  Tribunal  de  alzada,  no  es  po- 
sible determinar  si  realmente  hubo  o no 
infracción  de  tales  leyes,  desde  el  mo- 
mento no  que  no  fueron  señaladas  en  la 
forma  correcta  que  indica  la  Ley;  es  decir, 
que  no  se  precisó  claramente  a qué  Ar- 
tículos de  todos  los  constitutivos  de  ese 
Decreto  corresponden  los  incisos  señala- 
dos para  su  estudio,  en  el  recurso  exami- 
nado. 

15  — Por  todo  lo  que  se  deja  considera- 
do, con  apoyo  en  las  leyes  citadas,  y en  lo 
que  disponen  los  artículos  686,  690  y 737  P. 
P.,  EL  TRIBUNAL  DE  CASACION, 

RESUELVE: 

DESESTIMAR  EL  RECURSO  de  que  se 
ha  hecho  mérito,  e imponer  a la  recurren- 
te quince  dias  de  arresto  conmutables  a 
razón  de  diez  centavos  diarios. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S.  Ricardo  Ortiz  Sánchez. — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO : Contra  Pedro  Chuta,  por  homi 
cidio. 

DOCTRINA:  El  recurso  de  casación  es  im- 
procedente si  el  Tribunal  de  sentencia 
se  fundó  en  presunciones  y los  hechos 
en  que  descansan  se  encuentran  proba- 
dos. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatema- 
la, doce  de  Agosto  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

El  Procurador  de  la  Sala  2a.  de  Apela- 
ciones licenciado  Héctor  Cruz  Franco,  in- 
trodujo recurso  de  casación  contra  la  sen- 
tencia de  dicho  Tribunal,  de  veintiséis  de 
marzo  del  corriente  año,  que  declara  a Pe- 
dro Chutá  Cun  autor  del  delito  de  homi- 
cidio en  la  persona  de  Marcelino  Quevedo 
y lo  condena  a sufrir  la  pena  de  diez  años 
de  prisión  correccional  inconmutables.  Es- 
tima el  defensor  oficial  que  existe  error  de 
derecho  en  la  manera  cómo  la  Sala  apre- 
ció la  participación  del  procesado  en  los 
hechos  y que  hay  violación  de  los  artícu- 
los 29  en  .sus  tres  incisos,  65  y 295  del  Códi- 
go Penal;  y 568  de  Procedimientos  Pena- 
les. 

RESULTA; 

Manuela  Coc  de  Quevedo  se  presentó  al 
Juzgado  de  San  José  Poaquil  el  primero 
de  mayo  de  mil  novecientos  treinta  y tres, 
a 'ras  diez  horas,  dando  parte  de  que  en  el 
camino  que  de  dicho  fugar  conduce  a San 
Martin  Jilotepeque,  Simeón  y Pedro  Cho- 
coj  dieron  muerte  a su  marido  Marcelino 
Quevedo,  el  dia  anterior  ya  entrada  la  no- 
che. En  su  declaración  manifestó  que  co- 
mo a las  tres  o cuatro  de  la  tarde  se  enca- 
minaron al  lugar  de  su  domicilio  yendo  su 
esposo  en  estado  de  ebriedad,  lo  que  dió 
lugar  a que  se  acostara  en  el  camino;  que 
entre  siete  y ocho  de  la  noche  les  dieron 
alcance  los  individuos  Simeón  y Pedro  Cho- 
coj  que  vivian  por  “Las  Canoas”  y sin  mo- 
tivo alguno  pero  estando  también  ebrios, 
desenvainaron  puñales  y lanzando  gritos 
injuriosos  Simeón  se  le  fué  encima  a su 
marido  y Pedro  sobre  la  exponente;  aquél 
no  pudo  defenderse  dado  el  estado  en  que 
se  encontraba  y ella  tampoco  pudo  defen- 
der a su  marido  sino  que  huyó  del  lugar  y 
pasó  la  noche  entre  el  bosque;  al  amane- 
cer se  dirigió  a buscar  a su  esposo  y lo  en- 
contró muerto,  presentando  varias  heri- 


das. Posteriormente  en  declaración  pres- 
tada ante  el  Juez  de  la.  Instancia  de  Chi- 
maltenango  manifestó  que  no  era  Chocoj 
el  apellido  ffe  Pedro  sino  Chutá. 

La  sentencia  del  Juez  de  la.  Instancia 
de  Chimaltenango,  fecha  veintiocho  de 
septiembre  del  año  próximo  pasado,  ab- 
suelve de  la  instancia  a Chutá  Cun  por  fal- 
ta de  prueba  plena,  pues  considera  que  si 
bien  la  mujer  del  occiso  sindicó  a éste  co- 
mo autor  del  hecho  y lo  reconoció  en  rue- 
da de  presos,  y obran  las  declaraciones  de 
muchos  testigos  que  afirman  la  desapari- 
ción del  procesado  inmediatamente  des- 
pués del  crimen,  no  llegó  a demostrarse 
que  haya  estado  en  San  José  Poaquil  el 
día  de  autos,  ni  que  entre  él  y el  interfecto 
o sus  familiares  haya  existido  alguna  ene- 
mistad o circunstancia  que  lo  impulsara  a 
cometer  el  homicidio  de  Quevedo. 

La  acusadora  apeló  y otorgado  el  recurso 
se  elevó  el  proceso  a la  Sala  2a.  de  Apela- 
ciones, tribunal  que  mandó  practicar  dili- 
gencias para  mejor  fallar,  produciéndose 
las  siguientes:  a)  ampliación  de  la  inda- 
gatoria del  reo,  quien  explicó  que  en  los 
últimos  dias  de  abril  y primeros  de  mayo 
de  mil  novecienfo.s  treinta  y tres  se  encon- 
traba trabajando  en  propiedades  de  Do- 
mingo Avila  García  y alli  permaneció  has- 
ta la  fecha  de  su  captura;  que  llegaba  a 
la  población  de  San  Martín  Jilotepeque  a 
pasar  lista  y a sacar  sus  boletos,  pero  los 
perdió  y por  eso  no  pudo  presentarlos: 
hace  constar  el  Juez  de  la  diligencia  que 
el  indagado  no  dió  explicación  satisfacto- 
ria de  por  qué  se  acordaba  de  que  a fines 
de  abril  estuvo  en  casa  de  Avila  Garda;  di- 
jo que  hacia  como  siete  años  que  había  es- 
tado en  Poaquil  y como  se  le  recordó  que 
en  su  primera  indagatoria  había  declara- 
do que  hacia  como  dos  o tres  años  que  ha- 
bía pasado  por  ese  lugar,  expuso  que  no 
recordaba  el  motivo  de  haber  declarado  tal 
cosa;  también  se  le  hizo  observar  que  pri- 
mero aseguró  que  tenia  un  año  de  traba- 
jar con  Avila  cuando  fué  capturado  y en 
e.sta  declaración  expresó  que  hacía  tres 
años,  trabajando  en  su  compañía  Pedro  y 
Lorenzo  Patzán;  b)  diligencias  relativas 
a establecer  que  Chutá  trató  de  fugarse  de 
la  cárcel  la  noche  que  fué  capturado;  c) 
declaración  de  Domingo  Avila  Garda,  que 
manifestó  que  no  llevaba  libros  en  su  fin- 
ca; confirma  que  Chutá  llegó  a pedirle 
trabajo  el  lunes  treinta  de  abril  a las  sie- 
te horas;  d)  declaraciones  de  varios  in- 
dividuos que  se  encontraban  en  la  canti- 
na de  Pedro  Saravia  el  domingo  treinta  de 
abril,  quienes  no  recuerdan  haber  visto  en 
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ese  lugar  a los  procesados;  e)  declara- 
ciones de  Lorenzo  y Pedro  Patzán,  citados 
por  el  reo,  desfavorables  para  éste,  pues 
aseguran  no  haber  trabajado  con  él;  f) 
careos  varios  sin  resultado  ninguno. 

La  Sala  profirió  sentencia  el  veintiséis 
de  marzo  del  corriente  año  declarando  a 
Pedro  Crutá  Cun  coautor  del  homicidio  de 
Marcelino  Quevedo  delito  por  el  que  le  im- 
pone diez  años  de  prisión  correccional  in- 
conmutables, haciendo  las  demás  declara- 
ciones legales.  Considera  para  el  efecto 
que  la  culpabilidad  del  prevenido  está  pro- 
bada plenamente  con  las  presunciones  que 
se  desprenden  de  los  hechos  siguientes : a) 
la  sindicación  que  h,izo  Manuela  Coc,  mu- 
jer del  occiso;  b)  la  repentina  desapari- 
ción de  Chuta  el  día  del  suceso  sin  que  se 
hayan  tenido  noticias  de  él  hasta  la  fecha 
de  su  captura;  c)  su  ocultación,  no  sien- 
do cierto  que  haya  pasado  lista  ni  sacado 
boletos;  d)  la  desaparición  al  mismo 
tiempo  del  otro  sindicado  por  la  acusado- 
ra, Simeón  Cocoj;  e)  las  contradicciones 
en  que  el  reo  incurrió  en  sus  indagatorias, 
tanto  consigo  mismo  como  con  las  decla- 
raciones de  los  testigos,  pues  él  afirmó  ha- 
ber llegado  a la  finca  de  Avila  en  fechas 
distintas  y aquellos  están  de  acuerdo  en 
que  su  retiro  de  Las  Canoas  se  verificó  en 
los  dias  del  crimen;  f)  el  resultado  nega- 
tivo de  las  declaraciones  de  los  testigos 
Patzán  propuestos  por  el  reo  en  su  defen- 
•sa. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  estudio  del  proceso  produce  el 
convencimiento  de  que  los  hechos  en  que 
se  fundan  las  presunciones  de  culpabili- 
dad están  debidamente  establecidas,  dedu- 
ciéndose de  ellos  la  delincuencia  del  en- 
juiciado como  coautor  del  homicidio  de 
Quevedo,  en  cuya  virtud  el  recurso  es  im- 
procedente pues  el  Tribunal  sentenciador 
procedió  de  acuerdo  con  la  facultad  que  le 
otorga  el  articulo  601  del  Código  de  Prs. 
Pns.,  por  lo  cual  estando  probados  plena- 
mente los  hechos,  la  deducción  de  culpa- 
bilidad que  corresponde  hacerla  a los  jue- 
ces de  instancia  no  puede  ser  modificada 
por  el  Tribunal  de  Casación,  siendo  impro- 
cedente por  ese  motivo  entrar  al  examen 
de  los  artículos  que  se  mencionan  en  el  re- 
curso. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  la  ley  citada  y de  lo  dispuesto  en  los 
artículos  686  y 690  de  Prs.  Pns.,  DESES- 
TIMA el  recurso  interpuesto. 


Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a 
dónde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO : Contra  Federico  de  León  Ro- 
das por  homicidio. 

DOCTRINA:  Para  que  puedan  ser  aprecia- 
das las  circunstancias  eximente^  de  res- 
ponsabilidad criminal  deben  estar  esta- 
blecidds  en  el  proceso. 

La  circunstancia  atenuante  de  embria- 
guez no  habitual  fué  huprimida  por  el 
Decreto  Legislativo  No.  1443. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
trece  de  agosto  de  mil  novecientos  treinta 
y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  que  más  adelante  se  relatará 
pronunciada  en  la  causa  instruida  contra 
Federico  de  León  Rodas  por  homicidio 
perpetrado  en  la  persona  de  su  concubina 
Mercedes  Mazariegos  amenazas  e injurias 
al  Alcalde  Municipal  de  San  Cristóbal  y 
hurto  de  armas  nacionales;  y contra  Lu- 
ciano López  de  León  Antonia  González  y 
Edmundo  Ovando  procesados:  el  primero, 
por  encubrimiento  en  el  delito  de  homici- 
dio, desobediencia  y prevaricato;  la  segun- 
da por  homicidio;  y por  encubrimiento  en 
el  delito  que  acaba  de  mencionarse,  el  ter- 
cero. 

RESULTA: 

El  veinte  de  Enero  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro,  a las  catorce  horas  se 
presentó  al  Juzgado  de  Paz  de  San  Cristó- 
bal Totonicapán,  Federico  de  León  Rodas 
manifestando  que  su  concubina  Mercedes 
Mazariegos  se  habia  suicidado,  hecho  del 
cual  se  dió  cuenta  a su  regreso  de  Quezalte- 
nango,  al  entrar  a la  casa  que  habita  en 
aquella  ciudad. 

Constituido  el  Juez  de  Paz  don  Luciano 
López  de  León  en  la  casa  mencionada, 
sobre  el  piso  de  un  dormitorio  encontró 
tendida  a la  señora  Mazariegos  en  decúbi- 
to derecho  con  un  balazo  en  la  cabeza,  al- 
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rededor  de  la  cual  tenía  casi  amarrado  un 
pañuelo  de  seda  de  diversos  colores.  No  fué 
encontrada  arma  alguna  y en  esa  casa  sólo 
habitan  de  León,  su  manceba  Mercedes  Ma- 
zariegos  y la  cocinera  Antonia  González, 
quien  declaró  haber  oido  una  detonación 
en  el  cuarto  donde  dormían  de  León  y su 
concubina,  y al  llegar  a dicha  pieza  encon- 
tró ya  muerta  a su  patrona;  que  cuando  es- 
to sucedió  un  mozo  se  encontraba  barríen-- 
do  el  patio  y que  la  puerta  de  calle  estaba 
entreabierta.  Federico  de  León,  entre  otras 
cosas,  manifestó  al  ser  indagado  que  si  di- 
jo, haberse  suscitado  entre  él  y su  señora 
una  disputa,  fué  a causa  del  ofuscamiento 
en  que  se  encontraba  por  lo  sucedido;  que 
presumía  que  Mercedes  se  hubiese  suicida- 
do porque  vió  a su  querida  en  un  charco  de 
sangre,  en  ese  lugar  una  pistola  pavonada 
de  negro,  y en  broma  ella  le  había  dicho  que 
tenia  intenciones  de  quitarse  la  vida;  y de 
Antonia  González  no  sospechaba  por  ser 
humilde  y de  corta  edad.  En  el  parte  dado 
por  el  Comisario  de  Policía  de  Totonicapán 
al  Jefe  Político  y Comandante  de  Armas  de 
aquel  Departamento  y que  fué  transcrito  al 
Juez  de  la.  Instancia,  consta;  que  consti- 
tuido el  referido  Comisario  en  el  lugar  del 
hecho,  acompañado  del  Sargento  Manuel 
Arenas  averiguaron : que  de  León  había  re- 
gresado de  Quezaltenango  como  a las  trece 
y media  horas  ebrio,  y el  arma  con  que  co' 
metió  el  delito  se  la  había  dado  a Edmun- 
do Ovando  y Gilberto  de  León;  que  Federi- 
co de  León  Rodas  tuvo  un  disgusto  con  su 
mujer;  y por  último  que  podían  declarar 
Rocaer  Santiago  y Eusebio  Mazariegos  San- 
tiago. Refiere  el  Jefe  Político  y Comandan- 
te de  Armas  de  Totonicapán  General  Zeno- 
bio  Castañeda,  entre  otras  cosas,  que  Fede- 
rico de  León  le  había  dicho  ante  el  Juez  de 
la  causa ; “que  al  regresar  de  Quezaltenango 
como  a las  catorce  horas  entró  a su  casa  y 
encontró  a su  mujer  disgustada  habiendo 
tenido  con  ella  un  altercado  serio,  que  a 
consecuencia  del  altercado  su  mujer  había 
tomado  una  pistola  de  dos  que  él  tenia,  y 
se  había  disparado  un  tiro”  y que  un  sujeto 
de  apellido  Castañeda  le  dijo:  que  estando 
parado  en  la  puerta  de  la  casa  de  Federico 
de  León  había  percibido  un  tiro.  Cesáreo 
Rivera  López  asegura  haber  llevado  en  su 
carro,  como  pasajero,  a Federico  de  León 
de  Quezaltenango  para  San  Cristóbal  hasta 
lá  esquina  de  la  tienda  de  los  señores  Gu- 
tiérrez. El  Comisario  de  la  Policía  don  Car- 
los H.  Alarcón  manifestó:  que  el  reportero 
de  “El  Imparcial”,  don  Augusto  Castañeda 
y Eusbio  Mazariegos  le  dijeron;  el  primero, 


que  se  había  dado  cuenta  del  suceso  y apun- 
tó sus  detalles,  y el  segundo,  que  vió  cuan- 
do Federico  de  León  habla  arrojado  una 
pistola  al  carro  donde  se  encontraban  el 
Ciruj  ano  Dentista  señor  de  León  y Edmun- 
do Ovando.  Rocael  Santiago  se  dió  cuenta 
de  lo  acontecido,  pero  a causa  de  haberse 
asustado  le  sobrevino  un  ataque;  y en  la 
población  se  sindicaba  ya  como  autor  del 
delito  a de  León.  El  agente  de  Policía  Ra- 
fael Valdés,  expuso  que  al  registrar  a de 
León  le  decomisó  una  caja  conteniendo 
veintisiete  cartuchos  de  revólver  nuevos, 
calibre  treinta  y ocho  corto,  una  navajita, 
un  peine  pequeño  de  mujer  y una  manopla; 
y que  oyó  cuando  Eusebio  Mazariegos  y Cé- 
sar Augusto  Castañeda  le  dijeron  al  Comi- 
sario de  Policía;  Mazariegos,  que  el  Doctor 
de  León  había  recogido  la  pistola,  que  Fe- 
derico de  León  después  de  cometido  el  he- 
cho, arrojó  al  carro  donde  estaba  con  Ovan- 
do; y Castañeda,  que  él  tenía  unos  apuntes 
de  los  principales  detalles  del  hecho.  El  Co- 
mandante Local  de  San  Cristóbal  Totonica- 
pán, Capitán  C.  Gabriel  Barrios  y el  Alcai- 
de de  las  cárceles  de  aquella  cabecera  José 
Maximino  Cuc,  corroboraron  lo  manifesta- 
do por  el  General  Castañeda  acerca  de  lo 
que  dijo  Federico  de  León  Rodas  cuando 
llegó  a la  prisión  el  referido  Jefe  Politice  y 
Comandante  de  Armas.  Edmundo  Ovando 
negó  que  de  León  le  hubiera  entregado  al- 
guna pistola.  Rocael  Santiago,  quien  firmó 
su  declaración  con  el  apellido  Mazariegos. 
refiere:  que  se  había  cuidado  de  su  crian- 
za en  casa  de  una  tía  suya  llamada  Merce- 
des Mazariegos,  y hacía  como  seis  dias,  que 
de  ahi  se  había  trasladado  a la  casa  de  su 
abuelita  Angela  Santiago  de  Mazariegos, 
quien  vive  a una  cuadra  de  distancia  de  la 
morada  de  su  mamá  Mercedes;  su  abuelita 
le  había  dicho  que  se  trasladara  a la  casa 
de  ella  donde  comería  bien,  pues  en  la  casa 
de  don  Federico  no  harían  comida,  porque 
estaban  disgustados  y se  mantenían  pelean- 
do; el  sábado,  dia  en  que  murió  su  mamá 
Mercedes,  había  llegado  a verla  como  a las 
once  horas;  a las  doce  le  llevaron  el  al- 
muerzo. su  tia  no  quiso  almorzar  y se  acos- 
tó en  la  cama  acompañándola  el  compare- 
ciente; después  se  dirigió  al  inodoro  y es- 
tando ahi  oyó  un  disparo;  fué  al  cuarto  de 
su  mamá  Mercedes;  la  encontró  tendida  en 
el  suelo,  no  vió  ninguna  pistola;  que  a con- 
secuencia del  susto  sufrió  un  ataque,  y des- 
de entonces  enfermó.  El  Juez  de  instruc- 
ción hizo  constar:  que  en  un  principio  el 
menor  había  dicho  que  no  vió  a su  papá  Fe- 
derico, después  que  lo  vió  regresar  de  Que- 
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zaltenango  y le  dijo  a su  mamá  Mercedes: 
“ya  estás  aquí”;  enseguida  que  no  lo  vió,  si- 
no sólo  oyó  la  voz  de  su  papá,  pues  habla 
muy  recio,  le  dió  miedo  y por  eso  no  salió 
del  inodoro,  agregando  después  que  lo  úni- 
co cierto  es  que  estando  en  el  excusado  oyó 
el  disparo  y,  la  sirvienta  salió  de  la  cocina 
gritando,  entones  él  se  dirigió  al  dormitorio 
de  su  mamá,  quien  ya  había  muerto.  César 
Benini  expuso;  que  Augusto  Castañeda  le 
refirió  que  había  oído  un  disparo  y al  acer- 
carse a la  casa  de  Federico  de  León  vió  sa- 
lir a éste,  quien  le  dijo  que  su  señora  se  ha- 
bía suicidado.  El  Comisario  de  la  Policía  don 
Carlos  Humberto  Alarcón  refiere  que  estan- 
do acompañado  del  Sargento  Manuel  Are- 
nas, Augusto  Castañeda  les  manifestó;  “que 
cuando  se  aproximaba  a la  casa  de  León 
oyó  un  disparo  y vió  que  don  Federico  salía 
corriendo  con  una  pistola  en  la  mano,  la 
cual  arrojó  a un  carro  donde  estaban  Rigo- 
berto  de  León  y Edmundo  Ovando;  que  con- 
dujo preso  a de  León  y en  el  trayecto  don 
Federico  le  había  dicho  que  después  de  un 
serio  altercado  que  había  tenido  con  su  mu- 
jer al  regresar  de  Quezaltenango  ésta  se  ha- 
bía suicidado”;  que  Castañeda  les  enseñó 
unos  datos,  pero  que  no  son  los  que  obran 
al  folio  veintinueve  de  la  causa;  y que  a vir- 
tud de  lo  relacionado  detuvo  a Gilberto  de 
León,  Edmundo  Ovando  y Eusebia  Maza-i 
riegos  Santiago,  dando  parte  por  escrito  al 
Juez  de  Paz  de  San  Cristóbal.  El  Agente  de 
la  Policía  Manuel  Arenas  Mérida  corroboró 
lo  manifestado  por  el  Comisario  don  Car- 
los H.  Alarcón,  agregando  entre  otras  co- 
sas, que  dentro  de  unos  colchones  encon- 
traron un  rifle  cal.  30/30  que  recogió  le  Co- 
misario; que  don  Abel  Ovando,  Secretario 
que  instruia  las  diligencias,  le  dió  su  máqui- 
na para  que  escribiera  el  parte  le  había  or- 
denado el  Comisario  que  hiciera  con  el  fin 
de  poner  a disposición  del  Juez  de  Paz  a 
los  detenidos,  y después  que  el  Comisario 
firmó  su  parte  le  fué  entregado  al  señor 
Ovando,  quien  le  puso  la  hora  de  recepción; 
que  suponía  que  la  señora  Mazariegos  ha- 
bía sido  herida  en  el  almacén  y se  dirigió 
tambaleando  a su  dormitorio  en  donde  ca- 
yó, pues  según  pudo  observar  en  la  cabece- 
ra de  una  cama  estaba  el  roce  de  una  bala. 
César  Augusto  Castañeda,  declara:  que  Fe- 
derico de  León  iba  en  un  carro  manejado 
por  Cesáreo  Rivera,  a las  trece  horas  y cua- 
renticinco  minutos  del  veinte  de  enero  de 
1934,  y cuando  paró  el  vehículo  en  la  esqui- 
na de  los  señores  Gutiérrez,  el  dicente  fué 
a saludar  a don  Federico  y a cobrarle  una 
cuenta  del  periódico  “El  Imparciál”;  el  se- 


ñor de  León  le  dijo  que  después  le  pagarla 
la  cuenta;  y al  encaminarse  a la  morada 
de  dicho  señor,  y frente  a esa  casa,  encon- 
tró a doña  Ester  Escobar,  quien  le  mani- 
festó que  de  León  estaba  loco;  en  esos  mo- 
mentos vió  a don  Federico,  y este  señor  le 
dijo  que  se  dirigía  a dar  el  parte  corres- 
pondiente, pues  su  mujer  se  había  dispara- 
do un  tiro,  motivo  por  el  cual,  él  (Castañe- 
da) le  acompañó  hasta  el  Juzgado.  A las 
catorce  horas  vió  un  automóvil  marca  “Mar- 
mon”,  cerrado,  que  pertenece  a la  familia 
de  León  más  allá  de  la  casa  de  don  Federi- 
co; oyó  que  Ensebio  Mazariegos  dijo  que  un 
señor  de  León  tenia  la  pistola  con  que  se 
había  suicidado  doña  Mercedes  Mazariegos; 
y más  tarde  el  mismo  Eusebio  manifestó 
que  había  oido  decir  que  de  León  la  tenia; 
vió  que  la  Policía  Nacional  sacó  im  rifle 
30|30  del  dormitorio  donde  se  encontraba 
el  cadáver;  y no  es  cierto  que  haya  dicho 
lo  que  refirieron  e!  General  Castañeda,  el 
Comisario  de  la  Policía  de  Totonicapán  y 
don  César  Benini.  Luciano  López  de  León, 
Juez  de  Paz  de  San  Cristóbal  Totonicapán, 
expuso:  que  no  acompañó  el  parte,  porque 
el  Comisario  se  lo  dió  verbalmente;  ordenó 
la  libertad  de  Eusebio  Mazariegos,  Edmun- 
do Ovando  y Gilberto  de  León  por  haberse 
persuadido  de  su  inocencia,  después  de  que 
los  interrogó  en  forma  verbal;  que  el  Se- 
cretario no  puso  en  los  autos  constancia  al- 
guna; la  detención  de  don  Federico  fué  or- 
denada para  mientras  se  averiguaba  si  era 
cierto  que  su  mujer  se  había  suicidado, 
pues  e'  señor  de  León  llegó  a dar  parte  de 
lo  sucedido;  que  el  Secretario  tampoco  hi- 
zo constar  lo  relativo  a inquirir  la  desapa- 
rición del  arma  con  que  se  cometió  el  deli- 
to, habiendo  encontrado  debajo  de  un  col- 
chón, en  la  casa  donde  murió  Mercedes 
Mazariegos  un  rifle  calibre  30|30;  que  a 
Ovando  Abel  le  dijo  que  no  actuara  como 
Secretario  por  ser  pariente  de  don  Federi- 
co; no  ha  revelado  el  sumario  ni  cumplió 
con  las  instrucciones  que  le  dió  el  Juez  de 
la.  Instancia  de  instruir  en  debida  forma 
las  diligencias,  porque  el  Secretario  le  dijo; 
que  ahí  podía  resolverse  el  asunto,  pues  el 
parte  había  sido  dado  verbalmente;  y que 
Antonia  González  no  fué  remitida  al  Juez 
de  la.  Instancia,  porque  el  Secretario  no  le 
dijo  que  debía  hacerlo,  Moisés  Paz  Rodrí- 
guez manifestó  haber  escrito  las  primeras 
diligencias  por  impedimento  del  Secretario, 
quien  es  pariente  de  F'ederico  de  León.  Moi- 
sés Julián  Santiago  manifestó  haber  fir- 
mado las  diligencias  como  testigo,  y que  en 
el  cuarto  donde  estaba  el  cadáver  de  Mer- 
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cedes  Mazarlegos  encontraron  un  rifle  ca 
libre  treinta  treinta,  en  medio  de  dos  col- 
chones. Arturo  González  Lavalle  expuso: 
que  oyó  decir  a Augusto  Castañeda:  que 
Federico  de  León  estaba  tomando  licor  y al 
regresar  de  Quezaltenango  el  dia  de  autos 
lo  había  acompañado  a su  casa;  que  dicho 
señor  se  disgustó  con  su  mujer;  al  retirar- 
se de  la  casa  oyó  un  disparo;  enseguida  sa- 
lió de  León  de  la  casa,  y él  (Castañeda)  lo 
había  llevado  a presentar  al  Juzgado.  El 
Doctor  don  Gonzalo  Delgadillo  Zamora  ma- 
nifestó: que  en  su  clínica,  y en  la  cárcel 
de  San  Cristóbal  Totonicapán  había  receta- 
do a Federico  de  León,  quien  padecía  de  al- 
coholismo agudo  y aunque  tenía  excitación 
nerviosa  juzga  que  estaba  en  estado  de  con- 
ciencia. El  Doctor  Ernesto  Molina  declaró 
haber  ido  a San  Cristóbal  Totonicapán  a 
pasear  el  veintiuno  de  Enero  (1934)  junta- 
mente con  Alberto  Barrios  Gardona  y el 
Doctor  Gonzalo  Delgadillo  Zamora,  quien 
le  dijo  que  le  habían  hablado  para  una  con- 
sulta. Don  Alberto  Barrios  Cardona  expu- 
so: que  el  domingo  veintiuno  de  Enero,  in- 
vitado por  el  Doctor  Delgadillo  Zamora  y en 
compañía  del  Doctor  Ernesto  Molina  se  di- 
rigió a San  Cristóbal  Totonicapán;  fueron 
a las  prisiones  donde  se  encontraba  Federi- 
co de  León,  a quien  le  dió  el  Doctor  Delga- 
dillo una  receta,  habiendo  observado  que  de 
León  estaba  tranquilo.  Antonio  Ovando 
Camey  declara  haber  llevado  a Federico  de 
León  de  San  Cristóbal  Totonicapán  a la  clí- 
nica del  Doctor  DelgadUlo,  quien  le  dió  al 
dlcente  la  receta  que  obra  al  folio  97  de 
autos,  y,  en  esa  ocasión  don  Federico  tenía 
delirio  a causa  del  alcohol  que  había  to- 
mado. Federico  de  León  Rodas  al  ser  inte- 
rrogado nuevamente,  manifestó:  que  un  se- 
ñor de  San  Marcos  le  dejó,  para  que  guar- 
dara, el  rifle  30|30  que  encontraron  en  su 
casa;  que  su  pistola  es  calibre  32  corto, 
Smtih  y Wesson,  pero  no  la  usa  desde  el 
primero  de  Enero  de  mil  novecientos  trein- 
ta y tres  por  no  tener  matricula;  que  tenia 
en  prenda  varias  pistolas  por  mercaderías 
que  vendía  al  crédito,  una  pertenece  a Pe- 
dro Say,  otra  de  Luis  Vásquez  de  Salcajá  y 
una  “Parabelum”  de  Alberto  Rodas,  de  San 
Cristóbal,  pero  que  todas  desaparecieron  a 
causa  de  la  buña  promovida  el  dia  en  que 
murió  su  mujer;  y cuando  les  habló  a los 
Abogados  para  que  lo  defendieran  no  les 
dijo  que  demostraran  que  él  estaba  loco  o 
que  su  mujer  se  hiabía  suicidado.  Pedro  Say 
Elias  declaró  no  ser  cierto  que  hubiera  de- 
jado su  revólver  en  prenda  a de  León,  por- 
que nunca  ha  tenido  pistola.  Plácido  Rodas 


Estrada  expuso:  que  el  veinte  de  Enero  a 
las  catorce  "horas  poco  más  o menos,  se  pa- 
ró en  la  esquina  de  la  casa  de  Hipólito  Men- 
chú,  frente  a la  morada  de  Federico  de 
León;  en  esos  momentos  Mercedes  Maza- 
riegos  conversaba  con  unas  señoritas  que 
se  encontraban  en  un  carro  cerrado,  cuan- 
do don  Federico  llegó  a llamarla  dos  veces, 
y,  la  segunda,  la  agarró  con  el  brazo  iz- 
quierdo y echándole  encima  el  derecho  en- 
traron a la  casa;  enseguida  oyó  un  disparo 
y un  grito  de  dolor  y vió  salir  a Federico 
con  un  revólver  en  la  mano,  que  arrojó  en 
el  caro  de  Cesáreo  Rivera  que  estaba  frente 
de  la  casa  y en  el  que,  momentos  antes  ha- 
bía llegado  de  León;  que  entre  las  personas 
que  se  dieron  cuenta  de  lo  sucedido  recor- 
daba a Cesáreo  Rivera,  Edmundo  Ovando  y 
las  señoritas  que  estaban  en  el  carro;  y 
después  que  de  León  arrojó  el  revólver  vió 
que  el  carro  retrocedía  y tomó  por  el  cami- 
no que  conduc  a Quezaltenango.  Obran  en 
esta  causa:  a)  copia  certificada  de  la  par- 
tida de  defunción  de  Mercedes  Msizariegos: 
Santiago;  b)  informe  del  médico  empírico 
Bonifacio  Santiago  Rodas  donde  consta  que 
las  heridas  que  sufrió  la  señora  Mazariegos 
no  presentaban  tatuajes,  incrustaciones  de 
pólvora  ni  quemaduras,  que  aunque  lavó 
con  agua  las  heridas  para  buscar  los  agu- 
jeros de  entrada  y salida  del  proyectil,  es- 
te liquido  no  es  suficiente  para  destruir  las 
quemaduras,  tostaduras'  e incrustaciones 
de  pólvora  en  el  caso  de  que  hubieran  exis- 
tido; c)  informes  emitidos  por  el  Doctor 
don  Edmundo  Contreras  R.  donde,  entre 
otras  cosas,  consta  lo  que  sigue:  el  cadáver 
de  Mercedes  Mazariegos  presentaba  escoria- 
ciones de  la  piel  sobre  el  ala  izquierda  de  la 
nariz  asi  como  también  sobre  el  pómulo; 
en  la  sien  izquierda  cerca  de  la  cola  de  la 
ceja  tenía  una  herida  semejando  la  figura 
de  un  triángulo  isóseles,  cuya  base  mira  ha- 
cia el  ojo  y cuyo  vértice  se  encuentra  diri- 
gido atrás  y hacia  arriba,  hay  hernia  de  la 
masa  encefálica,  el  hueso  temporal  presen- 
ta un  agujero,  que  tiene  todos  los  caracte- 
res de  ser  la  salida  del  proyectil,  de  forma 
circular  de  doce  milímetros  de  diámetro  y 
que  coincide  con  la  herida  ya  descrita.  Por 
detrás  de  la  oreja  derecha,  a dos  traveces 
de  dedo  de  distancia  y por  encima  de  la 
apófisis  mastoides,  se  encuentra  otro  orifi- 
cio, de  forma  circular,  de  bordes  invertidos, 
y de  un  diámetro  de  diez  milímetros,  y que 
es  el  orificio  de  entrada.  En  la  masa  ence- 
fálica se  encontraron  las  siguientes  lesio- 
nes: el  lóbulo  temporal  cerebral  derecho 
perforado  de  fuera  adentro,  el  puente  de 
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varolio  completamente  deshecho,  asi  como 
los  orígenes  aparentes  de  los  nervios  trigé- 
minos, los  cuerpos  geniculados  pertene- 
cientes al  tálamo  óptico,  los  tubérculos  ma- 
milares, el  tubérculo  ceniciento,  el  tallo  pi- 
tuitario, los  pedúnculos  cerebrales,  y el 
cuerno  de  Amon  destruido.  El  agujero  de 
entrada  de  la  herida  no  presentaba  ni  ta- 
tuajes de  pólvora,  ni  ennegrecimiento  en 
las  cercanías  de  la  lesión,  — así  como  tam- 
poco cabellos  quemados.  Que  la  señora 
Mazariegos  falleció  a consecuencia  de  una 
herida  de  la  cabeza,  producida  por  un  dis- 
paro de  arma  de  fuego.  Con  un  revólver 
a una  distancia  de  treinta  y dos  centíme- 
tros, todavía  quema  los  cabellos;  a una 
distancia  de  cuarenta  centímetros,  puede 
dejar  productos  de  combustión  y hasta 
una  distancia  de  setenta  y cinco  centíme- 
tros, todavía  puede  dejar  incrustaciones 
de  pólvora,  por  consiguiente,  el  disparo 
que  causó  la  herida  a doña  Mercedes  Ma- 
zariegos, se  verificó  a una  distancia  de 
más  de  setenta  y cinco  centímetros;  d) 
Federico  de  León  para  e.stablecer  el  pa- 
rentesco que  existía  entre  Angela  San- 
tiago, Rocael  Eulogia  Mazariegos,  Ensebio 
Octavio  Mazariegos,  Bonifacio  y Ramón  de 
de  Jesús  Santiago  Toscano,  y,  Mercedes 
Mazariegos  Santiago  presentó  los  docu 
mentos  marcados  con  las  letras  A.  B.  C. 
D.  E.  F,  y G.,  pero  no  acompañó  la  parti- 
da de  nacimiento  del  experto  Bonifacio 
Santiago  Rodas,  quien  cuando  declaró  (fo- 
lio 75  primera  pieza)  dijo  ser  padrino  de 
Federico  de  León,  y tio  de  Mercedes  Maza- 
riegos  y e)  planos  del  interior  de  la  casa 
de  Federico  de  León  y de  su  situación  con 
relación  al  almacén  de  los  señores  Gutié- 
rrez hermanos. 

El  Secretario  del  Juzgado  de  la.  Instan- 
cia de  Totonicapán  hizo  constar  que  en 
aquel  Despacho  existen  dos  procesos;  lo. 
una  causa  que  por  el  delito  de  homicidjo 
perpetrado  en  la  persona  de  don  Guiller- 
mo Santiago  se  seguió  contra  Martin  R. 
Mazariegos.  Abraham  y Federico  de  León 
Rodas,  iniciada  el  ocho  de  Marzo  de  mil 
novecientos  veinticinco.  Por  este  delito 
fueron  condenados  Federico  y Abraham 
de  León  Rodas  a sufrir  como  co-autore.s 
la  pena  de  cinco  años  seis  meses  y veinte 
dias  de  prisión  correccional  inconmuta- 
bles, según  se  infiere  de  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Sala  6a.  de  la  Corte  de 
Apelaciones  el  quince  de  Febrero  de  mil 
novecientos  treinta;  y 2o.,  otra  causa  por 
injurias  y amenazas  al  Alcalde  lo.  Muni- 
cipal de  San  Cristóbal  Totonicapán,  ini- 


ciada el  doce  de  Marzo  de  mil  novecien-' 
tos  treinta  y uno.  Este  último  proceso 
fué  acumulado  al  que  se  principió  el  vein- 
te de  Enero  de  mil  novecientos  treinta  y 
cuatro,  y en  el  consta  lo  que  a continua- 
ción se  expresa:  el  doce  de  Marzo  de  mil 
novecientos  treinta  y uno.  Dominga  Men- 
chú  Alcalde  Municipal  de  San  Cristóbal, 
se  presentó  ante  el  Juez  Departamental 
de  Totonicapán  acusando  a Federico  de 
León  Rodas  por  injurias  y amenazas,  re- 
fiere Menchú:  que  el  día  anterior  (11  de 
Marzo  1931)  llegó  a su  Despacho  dicho  in- 
dividuo acompañado  del  Comandante  Lo- 
cal Ricardo  de  León  M.  y de  José  T.  Silva 
y empezó  a injuriarlo  tanto  a él  como  a 
los  señores  Concejales  que  se  hallaban  en 
aquel  recinto,  profiriendo  las  expresiones 
que  manifiesta  el  Alcalde  en  su  deposi- 
ción; que  de  León  con  altanería  y en  acti- 
tud amenazante  le  reclamaba  por  qué  ra- 
zón habían  rebajado  la  acera  de  su  casa. 
El  Sindico  don  José  Calvillo  Mazariegos 
y el  Regidor  lo.  don  Ramón  Santiago  co- 
rroboraron lo  manifestado  por  el  Alcalde 
agregando  que  también  a ellos  los  había 
injuriado  de  León.  Se  tomó  declaración  a 
los  Auxiliares  Isidro  Sosa  y Guadalupe 
Hernández,  Víctor  Estrada,  Francisco  P. 
Santiago,  Víctor  Rrodrígez  Calderón,  al 
Secretario  Municipal  Angel  Hernández,  al 
Ministril  Juan  Ulin,  al  agente  de  Policía 
Mariano  Gonzáles  y a Vicente  F.  Hernán- 
dez, quienes  variando  en  las  expresiones 
que  dijo  de  León  y asegurando  todos  que 
el  hecho  se  efectuó  el  jueves  doce  de  Mar- 
zo (1931)  manifestaron  constarles  lo  re- 
lacionado por  el  señor  Menchú.  A solici- 
tud de  Federico  de  León  fueron  examina- 
dos Pedro  Alfaro  Sosa,  Cirilo  E.  Barrios, 
L.  Osvaldo  Rivera,  Luciano  López,  J.  Ar- 
turo Santiago,  Julio  Cesar  Chos,  José  Moi- 
sés Arreaga,  Inocente  López,  José  T.  Silva, 
Ricardo  de  León,  Abel  Ovando  de  León, 
Federico  Benjamín  Petz  Sosa,  Jorge  Say 
Elias.  Quirino  Taracena  Rarrios  y Alfon- 
so Barrios  Valdez,  quienes  declararon  en 
favor  del  enjuiciado,  y éste  al  interrogar- 
lo manifestó  no  recordar  lo  sucedido  el 
día  once  de  Marzo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y uno,  a las  diez  y seis  horas  en  el  Juz- 
gado Municipal  de  San  Cristóbal. 

A petición  de  Federico  de  León  Rodas 
se  practicaron  las  diligencias  que  a con- 
tinuación se  expresan : a)  Examen  de  doña 
Angela  Santiago  viuda  de  Mazariegos, 
quin  declaró,  entre  otras  cosas,  que  Fe- 
derico de  León  vivió  maridablemente  con 
su  hija  Mercedes  durante  catorce  años  con- 
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secutlvos;  que  don  Federico  de  León  le 
proporcionaba  lo  necesario  a su  mencio- 
nada hija  Mercedes  Mazariegos  Santiago; 
y que  le  tenia  cariño  a de  León  por  que  vi- 
via  con  su  hija;  b)  examen  de  JúSto  Emi- 
lio Juárez,  Virgilio  Rodríguez  S.  Jacinto 
Estrada  Regadizo,  quienes  declararon;  que 
el  veinte  de  Enero  (1934)  llegaron  a San 
Cristóbal  Totonicapán,  encontrándose  co- 
mo a las  catorce  horas  frente  a la  puerta 
de  la  tienda  'que  tienen  establecida  en 
aquel  poblado  Federico  de  León  y Merce- 
des Mazariegos,  y en  los  momentos  en  que 
llamaban  a la  mencioinada  puerta  oyeron 
en  el  interior  un  disparo,  llegando  Fede- 
rico de  León  Rodas  un  momnto  después, 
entró  y — tardando  menos  de  un  minuto 
regresó  diciendo  que  su  compañera  Mer- 
cedes Mazariegos  se  habia  matado:  oye- 
ron sólo  un  disparo  y como  de  León  es- 
taba afuera  de  su  morada,  no  fué  dicho  se- 
ñor quien  lo  hizo;  cuando  Federico  salió 
no  llevaba  en  las  manos  arma  alguna,  y, 
dicho  señor  les  dijo  que  habia  encontra- 
do muerta  a su  compañera  y que  se  diri- 
giría en  esos  momentos  al  Juzgado  Muni- 
cipal de  San  Cristóbal  Totonicapán  a dar 
parte  del  suicidio.  Los  susodichos  testi- 
gos ai  ser  repreguntados  incurrieron  en 
contradicciones  acerca  del  tiempo  que  de 
León  permaneció  en  su  morada  a las  ex- 
presiones que  dicho  señor  dijo  al  salir  de 
su  casa  y a la  dirección  que  ellos  tomaron 
después  de  acaecido  el  hecho;  c)  examen 
de  Luciano  López  de  León,  Moisés  J.  San- 
tiago de  León  y Moisés  Paz  Rodríguez  pa- 
ra probar;  lo.  que  Mercedes  Mazariegos 
tenia  la  cabeza  cubierta  con  un  pañuelo 
el  día  del  suceso;  2o.  que  ese  pañuelo  era 
el  mismo  que  se  ponía  a la  vista  de  los 
testigos;  3o.  que  aquél  fué  perforado  por 
el  proyectil  disparado  contra  doña  Merce- 
des y además  tenia  residuos  de  pólvora  y 
señales  del  fogonazo.  De  los  testigos  pro- 
puestos de  León  Santiago  y Paz  declara- 
ron que  el  pañuelo  que  se  les  exhibió  era 
el  mismo  a que  se  refieren  las  preguntas 
anteriores  y que  estaba  perforado,  agre- 
gando Paz  Rodríguez  que  la  perforación 
coincidía  con  la  herida  que  la  señora  Ma- 
zariegos tenia  atrás  de  la  cabeza.  López 
de  León  y Paz  Rodríguez  afirmaron  que 
el  pañuelo  tenia  resiluos  de  pólvora  y se- 
ñales del  fogonazo.  El  testigo  Santiago 
manifestó  no  poder  asegurar  ese  hecho.  Y 
López  de  León  y Santiago  que  el  pañuelo 
ya  estaba  lavado.  Al  practicarse  la  dili- 
gencia y contestar  el  testigo  Paz  Rodrí- 
guez a la  séptima  repregunta  dijo  ser  mio- 


pe según  constaba  en  su  cédula  de  vecin- 
dad; d)  fué  repreguntada  Antonia  Gonzá- 
lez, quien  dijo:  que  del  lado  derecho  de 
la  cabeza  de  la  occisa  se  encontraba  un 
revólver  negro  de  regular  tamaño;  que  el 
hombre  que  barría  cuando  oyó  el  disparo 
se  encontraba  en  el  dormitorio;  y que  lle- 
garon después  del  disparo  la  señora  An- 
gela Santiago  y su  sirvienta  Chus;  e)  re- 
preguntas dirigidas  a Plácido  Rodas,  quien 
no  incurrió  en  contradicciones;  f)  se  pro- 
cedió a que  Juana  de  León  Rodas  entre- 
gara al  Juzgado  de  la.  Instancia  de  Toto- 
nicapán el  pañuelo  mencionado  anterior- 
mente, asi  como  el  traje  que  vestía  el  día 
del  suceso  la  señora  Mazariegos,  diligen- 
cia que  practicó  el  Juez  de  instrucción  en 
la  forma  consignada  en  el  acta  que  obra 
al  folio  182  de  la  segunda  pieza  del  pro- 
ceso; g)  fué  certificada  en  la  causa:  la 
declaración  que  prestó  Mercedes  Mazarie- 
gos con  motivo  de  las  diligencias  instrui- 
das el  diez  de  Agosto  de  mil  novecientos 
veinticinco,  con  el  fin  de  establecer  quié- 
nes intentaban  penetrar  a la  tienda  de 
dicha  .señora;  y el  acta  de  inspección  ocu- 
lar levantada  en  aquella  ocasión.  La  acu- 
sadora manifestó  en  su  deposición,  entre 
otras  cosas,  que  habia  disparado  un  ba- 
lazo que  perforó  la  tabla  de  la  puerta  que 
da  al  exterior  de  su  tienda  para  defen- 
derse de  los  malhechores.  En  el  acta  se 
hizo  constar  la  perforación  a que  se  re- 
fiere doña  Mercedes,  fuera  de  otras  cir- 
cunstancias que  en  el  mismo  instrumento 
se  consignan,  y que  están  de  acuerdo  con 
lo  expuesto  por  la  dueña  de  la  tienda;  h) 
examen  de  don  Luciano  López  de  León, 
quien  al  ratificar  sus  anteriores  deposicio- 
nes agregó  en  virtud  de  preguntas,  que 
el  parte  dado  por  el  General  Castañeda 
fué:  que  F’ederico  de  León  se  habia  pre- 
sentado manifestando  que  su  mujer  se  ha- 
bía suicidado;  y que  sólo  de  León  dió  el 
mencionado  parte,  pues  si  alguna  otra 
persona  se  hubiera  presentado,  él  (López) 
así  lo  habría  hecho  constar:  i)  declara- 
ciones de  María  Santiago  Quintana,  Au- 
gusta Santiago  y Zoila  Chos,  quienes  afir- 
maron que  Mercedes  Mazariegos  les  ha- 
béa  dicho  que  a veces  pensaba  en  ma- 
tarse, por  que  no  tenia  familia  y que  ellas 
sí  eran  felices  pues  tenían  hijos;  j)  de- 
claraciones de  Víctor  Rodas  y Eladio  Huer- 
tas, quienes  aseveran;  que  estuvieron  en 
el  lugar  denominado  “Agua  Tibia”,  el  vein- 
te de  enero  del  año  anterior  (1934) ; y ha- 
ber visto  bañándose  en  ese  lugar  a Plá- 
cido Rodas,  quien  como  a las  catorce  ho- 
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ras  y inedia,  aún  permanecía  en  aquel  si- 
tio, el  cual  dista  más  de  un  kilómetro  de 
la  casa  de  Federico  de  León;  k)  amplia- 
ción del  informe  médico-legal  de  la  au- 
topsia practicada  al  cadáver  de  Mercedes 
Mazariegos  en  la  cual  el  Doctor  Contreras 
manifiesta  que  la  ofendida  después  del  dis- 
paro no  exclamó  un  solo  grito  de  dolor 
por  haber  muerto  de  una  manera  instan- 
tánea; 1)  expertaje  llevado  a cabo  por  el 
Coronel  Luis  Alfredo  Arango  y Capitán 
Alfredo  Gálvez  en  la  forma  que  sigue:  so- 
bre la  cabeza  de  un  carnero  fué  colocado 
el  pañuelo  que  entregó  al  Juez  de  instruc- 
ción doña  Juana  de  León.  Efectuado  el 
primer  disparo  a una  distancia  de  vein- 
tidós centímetros,  los  peritos  estuvieron 
de  acuerdo-en  que  el  proyectil  había  deja- 
do pequeñas  señales  de  pólvora  en  el  pri- 
mer lienzo  del  pañuelo  y sólo  resultó  cor- 
tado el  segundo  lienzo  del  mismo  y la  ba- 
la penetró  en  la  cabeza  sin  dejar  otra  se- 
ñal. Los  Doctores  don  Jesús  Escandón  y 
don  Edmundo  Contreras,  quienes  asistie- 
ron también  a la  diligencia,  contestaron 
a una  cuestión  propuesta  por  el  defensor, 
así:  el  primero;  a)  que  distingue  las  se- 
ñales que  deja  el  fogonazo  de  las  que  de- 
ja el  tatuaje;  y,  b)  si  la  cabeza  está  cu- 
bierta con  un  lienzo  de  seda  no  podrá 
apreciarse  ni  uno  ni  otro;  sin  el  lienzo  de 
seda,  depende  de  la  calidad  del  arma.  El 
segundo  facultativo  respondió  que  a una 
distancia  de  veintidós  centímetros,  con  un 
revólver  calibre  38  corto  (como  el  que  se 
usaba  en  la  experiencia)  se  encontraban 
huellas  de  fogonazo,  incrustaciones  de 
pólvora,  pero  interponiendo  un  lienzo,  co- 
mo el  que  en  ese  momento  se  habia  usa- 
do, sirve  de  un  verdadero  tamiz  e impide 
la  producción  del’tatuje  y de  las  quema- 
duras del  fogonazo.  El  segundo  disparo 
fué  hecho  con  el  mismo  revólver,  calibre 
38  cort  a una  distancia  de  diez  centíme- 
tros, y los  expertos  manifestaron  que  és- 
ta es  una  distancia  más  o menos  normal 
a que  puede  dispararse  un  suicida  en  las 
condiciones  en  que  pudo  haberlo  efectua- 
do la  señora  Mazariegos,  es  decir,  una  dis- 
tancia de  cero  a diez  centímetros;  que  en 
el  disparo  que  acababa  de  hacerse,  existia 
fogonazo  e incrustaciones  de  pólvora,  dé- 
biles, en  el  primer  lienzo  del  pañuelo;  en 
el  segundo,  corte  del  proyectil  y gránulo,S 
de  pólvora  que  no  llegaron,  y en  el  cuero 
no  observaron  mas  que  perforación.  En 
el  tercer  disparo  efectuado  a una  distan- 
cia de  dos  centímetros  manifestaron  los 
expertos  que  en  el  primer  lienzo  del  pa- 


ñuelo habían  encontrado  fogonazo  e in- 
crustaciones de  pólvora,  en  el  segundo 
lieinzo  se  veia  el  fogonazo,  y en  le  cuero 
sólo  se  notaba  la  huella  del  proycetil.  Los 
Doctores  expusieron  que  no  se  produjo  ta- 
tuaje; m)  repreguntas  al  Comandante  Lo- 
cal de  San  Crastóbal,  Capitán  don  Gabriel 
Barrios  y al  señor  José  Máximo  Cuc,  quie- 
nes no  variaron  las  declaraciones  que  con 
anterioridad  habían  prestado,  agregando 
ambos  testigos  que  no  oyen  muy  bien  por 
haber  sufrido  un  daño  en  los  oídos,  y Cuc 
aseguró  que  en  esa  ocasión  se  encontraba 
a tres  pasos  del  General  Castañeda,  y,  a 
e.sa  distancia  si  oye  perfectamente;  n)  in- 
forme emitido  por  el  Doctor  don  Edmun- 
do Contreras  R.  en  que  manifiesta  que  es 
cierto  que  informó  que  el  disparo  fué  he- 
cho a más  de  (75)  setenta  y cinco  centí- 
metros, y que  en  las  informaciones  que 
lindió  oportunamente  de  la  autopsia  que 
practicó  al  cadáver  de  la  señora  Mazarie- 
gos habia  explicado  detalladamente  todo 
lo  que  observó  en  ella,  por  lo  que  no  te- 
nia qué  rectificar  nada  ni  hacer  ninguna 
otra  ampliación;  ñ)  repreguntas  diriig- 
das  a Cesáreo  Rivera,  quien  entre  otras 
cosas,  manifestó:  que  él  designa  esquina 
de  los  Gutiérrez  en  San  Cristóbal,  donde 
tienen  establecida  dichos  señores  una  ven- 
ta de  gasolina;  que  el  día  del  suceso  dejó 
a León  más  allá  de  la  bomba  de  gasolina 
de  los  señores  Gutiérrez,  habiéndose  que- 
dado don  Federico  conversando  con  Au- 
gusto Castañeda,  mientras  que  el  dicente 
se  regresó  a Quezaltenango;  y que  en 
aquella  ocasión  el  señor  de  León  no  le  en- 
tregó un  revólver;  o)  declaraciones  de  don 
Albino  Bruns  y don  Conrado  Franke,  quie- 
nes asveraron  que  de  León  Rodas  es  una 
persona  honrada  y que  siempre  ha  cum- 
plido con  los  compromisos  comerciales  que 
ha  contraído;  y p)  declaraciones  de  Ja- 
cinto Enriquez  y Luis  Rodas  Citán,  quie 
nes  aseguraron  haber  visto  llegar  a la  tien- 
da de  don  Federico  a un  hombre  con  el 
fin  de  encargarle  que  le  guardara  un  ar- 
ma calibre  30/30,  pero  al  mostrarles  el  ar- 
ma recogida  a de  León,  manifestaron  que 
no  podían  asegurar  que  fuese  la  misma 
que  habia  dejado  aquel  sujeto  a don  Fe- 
derico. El  enjuiciado  para  establecer  la  ta- 
cha del  testigo  Plácido  Rodas  presento 
una  certificación  expedida  por  el  Secre- 
tario del  Ayuntamiento  de  Quezaltenan- 
go donde  se  hizo  constar  que  atendiendo 
a la  mala  conducta  de  los  conserjes  del 
mercado  de  aquella  localidad,  Delfino 
Coutiño  y Plácido  Rodas  habían  sido  re- 
movidos de  sus  cargos  con  fecha  primero 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


473 


de  julio  de  mil  novecientos  treinta  y dos. 
La  parte  acusadora  rindió  las  pruebas  que 
siguen:  a)  informe  emitido  con  fecha  vein- 
titrés de  julio  de  mil  novecientos  treinta 
y cuatro,  por  el  Juez  de  Paz  de  San  Cristó- 
bal Totonicapám,  donde  consta:  lo.,  que 
en  aquel  poblado  Mercedes  Mazariegos 
Santiago  observó  intachable  conducta  y 
fué  una  persona  honrada  y trabajadora  y 
era  de  carácter  apacible;  2o.,  que  no  po- 
día la  autoridad  informar  si  dicha  seño- 
ra sabia  manejar  armas  de  fuego;  y 3o., 
que  la  autoridad  tampoco  podia  emitir  in- 
formes en  el  sentido  de  que  la  señora  tan- 
tas veces  mencionada,  dado  su  carácter, 
era  imposible  que  motu-propio  se  hubiese 
quitado  la  vida;  b)  declaración  de  Ramo- 
na Ixcamparij  de  Huitz,  quien  manifestó 
que  el  día  del  suceso  no  vió  a la  señora 
de  Mazariegos,  ni  doña  Mercedes  estuvo 
oculta  tres  días  en  su  casa  de  habitación, 
y que  el  local  donde  su  esposo  Sofio  Huitz 
tiene  establecida  una  carnicería  pertenece 
a doña  Angela  Mazariegos,  y Sofío  es  in-i 
qullino  de  dicha  señora;  c)  repreguntas 
dirigidas  a Rocael  Santiago,  quien  las  con- 
testó en  la  forma  que  sigue:  que  es  cierto 
que  don  Federico  y doña  Mercedes  ha- 
bían estado  peleando  desde  antes  de  la 
fiesta  de  San  Sebastián  y por  el  miedo  que 
le  produjeron  tales  desavenencias  se  tras- 
ladó en  esos  dias  a la  casa  de  doña  An- 
gela Santiago  v.  de  Mazariegos;  que  el  dia 
del  suceso  se  encontraba  en  la  habitación 
contigua  al  cuarto  en  donde  fué  halla- 
do el  cadáver  de  doña  Mercedes,  esa  pie- 
za tiene  una  vidriera  que  da  a la  calle,  y 
en  el  plano  que  obra  al  folio  74  (primera 
pieza)  está  marcada  con  la  letra  D.,  ha- 
bitación que  les  servia  de  comedor  a de 
León  y a doña  Mercedes,  y está  contigua 
a la  tienda;  desde  ahi  pudo  observar,  que 
su  mamá  Mercedes  se  encontraba  en  la  ca- 
lle platicando  con  unas  señoras  que  esta- 
ban en  un  carro,  cuando  su  papá  Federico 
llegó  en  otro  vehículo  y detrás  caminaba 
un  automóvil  y en  él  venián  Raymundo 
de  León  y Gilberto  del  mismo  apellido;  su 
papá  Federico  al  bajar  del  carro  se 
aproximó  a doña  Mercedes  y la  entró  del 
brazo  a la  casa,  haciéndolo  por  la  puerta 
vidriera,  donde  el  dicente  se  encontraba, 
y la  condujo  hasta  la  habitación  en  que 
más  tarde  apareció  muerta  la  señora  Ma- 
zariegos; al  llegar  a esta  pieza,  don  Fe- 
derico sin  decirle  nada  sacó  un  revólver 
bflianco  |e  intentó  introducírselo  a doñaj 
Mercedes  en  la  boca,  y como  no  pudo,  le 
hizo  un  disparo  detrás  de  la  cabeza,  sa- 
liendo después  por  la  misma  puerta,  lle- 


vándose el  revólver;  que  su  mamá  Mer- 
cedes no  gritó  cuando  le  fué  inferido  el 
balazo;  la  sirvienta  Antonia  González  fué 
la  primera  que  entró  al  cuarto  y luego  el 
dicente,  en  seguida  llegaron  su  abuelita 
doña  Angela  v.  de  Mazariegos  y la  seño- 
rita Ester  Bran;  que  ese  dia  vió  que  un 
hombre  a quien  conoce  de  vista,  limpiaba 
el  patio,  y,  al  sonar  el  disparo,  dicho  su- 
jeto se  dirigió  a la  puerta  de  calle;  que 
anteriormente  no  habia  declarado  la  ver- 
dad pues  su  papá  F'edefico  le  aconsejó  que 
dijera  que  doña  Mercedes  se  había  suici- 
dado; no  es  cierto  que  él  (el  testigo)  hu- 
biera estado  en  los  excusados  cuando  acoe- 
ció  el  suceso,  y el  disparo  lo  hizo  de  León 
a una  cuarta  de  distancia;  que  en  el  sue- 
lo no  vió  pistola  alguna  y siempre  le  ha 
tenido  miedo  a su  papá  Federico,  pues  ha- 
bla muy  recio;  d)  informe  emitido  por  el 
Juez  de  Paz  de  San  Cristóbal  Totonica- 
pán  donde  consta  que  nada  se  pudo  es- 
tablecer acerca  de  la  conducta  observada 
por  Federico  de  León  en  aquel  poblado. 
Por  parte  de  Luciano  López  de  León  se 
tuvo  como  prueba  una  certificación  expe- 
dida por  el  Secretario  del  Juzgado  de  la. 
Instancia  de  Totonicapán  donde  consta 
el  acuerdo  dictado,  el  veintitrés  de  enero 
de  mil  novecientos  treinta  y cuatro,  y por 
medio  del  cual  se  amonestó  seriamente  al 
Juez  de  Paz  de  San  Cristóbal  por  su  falta 
de  celo  en  el  cumplimiento  de  sus  deberes 
oficiales,  bajo  apercibimiento  de  multa  sin 
perjuicio  de  las  demás  responsabilidades 
a que  diere  lugar  en  caso  de  reinciden- 
cia en  tales  faltas.  El  enjuiciado  presentó 
también  dos  certificaciones  expedidas  per 
los  Alcaides  de  la  Prisión  de  Hombres  de 
Totonicapán  para  establecer  que  ha  obser- 
vado buena  conducta  durante  su  perma- 
nencia en  aquella  cárcel;  y,  una  certifi- 
cación donde  consta  que  de  León,  el  siete 
de  Noviembre  de  mi!  novecientos  treinta 
y tres,  servia  ad-honorem,  el  cargo  de  Ins- 
pector Municipal  de  Sanidad  en  San  Cris- 
tóbal Totonicapán. 

El  Juez  de  la  causa  dispuso,  para  mejor 
fallar,  que  se  practicaran  las  diligencias 
enumeradas  en  el  auto  fecha  veintiséis 
de  Noviembre  de  mil  novecientos  treinta 
y cuatro,  y aparecen  llevadas  a cabo  las 
que  a continuación  se  expresan:  una  nue- 
va inspección  ocular  practicada  por  el 
Juez  menor  de  San  Cristóbal  Totonicapán 
con  el  fin  de  establecer  las  distancias  de 
los  puntos  a que  se  refiere  la  resolución 
mencionada  anteriormente.  Examen  de 
las  personas  que  siguen:  Julio  de  León, 
sobrino  del  enjuiciado  Federico  de  León, 
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refiere  que  la  velación  del  cadáver  dd 
Mercedes  Mazariegos  se  verificó  en  casa 
de  su  tio  Federico,  quien  dándole  dinero 
lo  comisionó  para  que  arreglara  los  fune- 
rales de  la  señora  Mazariegos;  y no  es 
cierto  que  el  dia  del  suceso  haya  ido  a 
Quezaltenango  en  carro.  Ricardo  de  León 
declaró:  ser  sobrino  de  Federico  de  León, 
que  el  dia  de  autos  estuvo  en  su  casa  de 
habitación  juntamente  con  su  hermano 
Gilberto  de  León  hasta  las  quince  horas, 
yéndose  después  el  dicente  a bañar  al 
“Agua  Tibia”,  de  donde  regresó  como  a las 
diez  y ocho  horas  y por  la  noche  fué  a la 
casa  de  la  velación.  Alfonso  Barrios  re- 
fiere haber  estado  el  dia  del  hecho  en  te- 
rrenos de  su  suegro  vigilando  los  trabajos 
que  hadan  varios  mozos  hasta  las  diez 
y ocho  horas;  a su  regreso  se  enteró  por 
el  rumor  público  de  que  Mercedes  Maza- 
riegos  se  habia  suicidado;  y no  es  cierto 
que  ese  dia  haya  ido  a Quezaltenango. 
Jesús  López  manifestó  no  ser  cierto  que 
el  dia  de  autos  hubiera  ella  llegado  a ca- 
sa de  don  Federico  acompañada  de  su 
patrona  doña  Angela,  pues  entonces  fue 
al  monte  a ver  a un  mozo.  El  Juez  de  la 
causa  hizo  constar  al  praticarse  esta  di- 
ligencia, que  la  testigo  presentaba  sinto- 
mas evidentes  de  muy  marcado  idiotismo. 
Moisés  Paz  Rodriguez  ratificó  sus  decla- 
raciones anteriores  agregando  que  no  co- 
noce a Manuel  Arenas  Mérida  e ignora 
si  este  señor  escribió  algún  parte  en  el 
Juzgado  haciendo  uso  de  una  máquina  de 
escribir  de  los  empleados,  pues  ocupado 
como  estaba  en  aquella  ocasión,  instru- 
yendo el  sumario  del  proceso  no  se  dió 
mucha  cuenta  de  lo  que  sucedía  a su  al- 
rededor, Hipólito  Menchú  dijo  haberse 
enterado  del  fallecimiento  de  la  señora 
Mazariegos  por  el  rumor  público;  el  vein-' 
te  de  Enero  (1934)  se  encontraba  trillan- 
do su  cosecha  y mientras  duró  esta  opera- 
ción dormía  en  el  campo;  y que  la  casa 
situada  en  frente  a la  morada  de  Federico 
de  León  pertenece  a su  padre  Hipólito 
Menchú,  y desde  que  la  edificaron  se  en- 
cuentra desocupada.  Doña  Ester  Escobar 
de  León  ratificó  sus  anteriores  deposicio- 
nes agregando  que  salió  de  la  tienda  a la 
esquina  de  su  casa  a las  catorce  horas, 
poco  más  o menos,  y en  ese  momento  fué 
cuando  llegó  César  Augusto  Castañeda  a 
conversar,  solo,  y al  saber  por  el  rumor 
público  la  muerte  de  doña  Mercedes  se 
dirigió  precipitadamente  a la  morada  de 
dicha  señora;  y que  no  conoce  a Cesáreo 
Rivera.  Al  ser  examinado  nuevamente  el 


enjuiciado  F’ederico  de  León  Rodas  ma- 
nifestó: que  tenia  la  intención  de  enviar 
a su  hermano  don  Adrián  de  León  los  car- 
tuchos que  portaba,  el  dia  de  autos,  los 
cuales  compró  a un  comerciante  ambulan- 
te desconocido;  hizo  la  compra  porque  se 
los  vendieron  a un  ^precio  muy  bajo;  y 
que  su  hermano  se  encontraba  de  alta  en 
el  Cuartel  de  Caballería.  El  Doctor  don 
Jesús  Elscandón  refiere  que  estuvo  presen- 
te y ayudó  al  Doctor  don  Edmundo  Con- 
iferas cuando  fué  practicada  la  autopsia 
al  cadáver  de  la  señora  Mazariegos,  pero 
no  tuvo  datos  ni  anotó  detalles,  pues  no 
se  le  llamó  por  ningún  pariente  de  doña 
Mercedes  ni  autoridad  alguna  le  ordenó 
el  examen  anatómico  del  mencionado  ca- 
dáver; y que  vió  en  la  cárcel  de  San  Cris- 
tóbal Totonicapán  a Federico  de  León, 
pero  no  le  recetó,  y por  el  estado  que  ob- 
servó en  dicho  individuo,  estimó  que  es- 
taba bajo  la  influencia  del  alcohol.  En  el 
careo  practicado  entre  Moisés  Paz  y Luis 
López  de  León,  Paz  manifestó  que  en  las 
primeras  diligencias  actuó  como  testigo  de 
asistencia  por  impedimento  del  Secretario 
Abel  Ovando,  y cuando  López  de  León  le 
dijo  que  le  aconsejara  sobre  algún  punto, 
lo  hizo.  Luciano  López  de  León  expuso; 
que  no  le  consultó  a su  careado  con  res- 
pecto a la  libertad  de  Edmundo  Ovando  y 
Gilberto  de  León,  y que  quien  le  dijo  que 
los  pusiera  en  libertad  fué  Abel  Ovando, 
persona  que  se  enteró  del  parte  dado,  ma- 
nifestándole que  era  un  parte  verbal  que 
no  tenía  ningún  mérito;  Ovando  presen- 
ció el  careo  practicado  entre  Ensebio  Ma- 
zariegos  y los  sindicados,  y,  de  esa  dili- 
gencia no  se  dejó  ninguna  constancia. 
Moisés  Paz  manifestó'  que  acerca  de  la  li- 
bertad o detención  de  Antonia  González 
nada  sabía.  Con  relación  á este  punto 
dijo  López  que  puM  én  'depósito  a la  me- 
nor en  casa  de  Nicolasa  de  García,  porque 
en  la  prisión  de  mujeres  no  hay  ninguna 
persona  encargada  del  cuidado  de  las  mis- 
mas, y tampoco  la  remitió  juntamente  con 
las  actuaciones  a causa  de  que  ninguno 
se  lo  aconsejó.  Estando  ambos  careados 
de  acuerdo  sobre  lo  que  cada  uno  de  ellos 
expuso  al  efectuarse  esta  diligencia.  En 
el  careo  practicado  entre  Alfonso  Barrios 
y Edmundo  Ovando,  éste  se  puso  de  acuer- 
do con  lo  manifestado  por  Barrios,  di- 
ciendo que  no  ratificaba  su  segunda  de- 
claración y por  consiguiente  no  es  verdad 
que  haya  ido  con  su  careado  a Quezalte- 
nango. Ovando  al  ser  careado  con  Julio 
Humberto  de  León  estuvo  también  de 
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acuerdo  en  que  no  fué  a la  ciudad  que 
acaba  de  mencionarse  con  dicho  señor,  en 
la  fecha  de  autos.  Asimismo  se  logró  el 
acuerdo  entre  Ovando  y Ricardo  de  León 
cuando  fueron  careados.  El  Juez  de  Paz 
de  Totonicapán  informó  al  de  la.  Instan- 
cia de  aquel  Departamento  que  en  el  pro- 
ceso que  por  el  delito  de  insultos  al  Presi- 
dente de  la  República  se  siguió  contra 
Plácido  Rodas  Estrada  se  dejó  abierto  el 
procedimiento  por  denuncia  falsa  contra 
Luis  Rodas  Citan,  Jacinto  Eiiriquez  Arria- 
ga,  Eulogio  Xicay  Ordóñez,  Cirilo  E.  Ba- 
rrios, Julio  Humberto  de  León,  Pedro  An- 
tonio Tistoy,  Manuel  Escobar,  Rafael  Cal- 
derón, Alvaro  de  León,  Domingo  Mejia, 
Arturo  Santiago,  Alfonso  Barrios,  Victor 
Rodas,  José  Xicay  Sajché,  Inocente  Gál- 
vez  y Rubén  López.  El  Doctor  Edmundo 
Contreras,  Cirujano  Militar  del  Departa- 
mento de  Totonicapán  informó  lo  que  si- 
gue: lo.,  que  es  imposible  indicar  de  qué 
calibre  era  el  arma  con  qu  efué  herida  Mer- 
cedes Mazariegos  Santiago;  2o.,  que  el  agua 
no  es  suficiente  (al  ser  lavada  la  herida) 
para  destruir  las  quemaduras  causadas 
por  el  proyectil;  y 3o.,  que  las  escoria- 
ciones que  presentaba  la  occisa,  tenían 
todos  los  caracteres  de  habérselas  causado 
al  caer  exánime.  Fué  agregada  al  proce- 
so, a petición  de  Federico  de  León  Rodas, 
una  carta  dirigida  al  Juez  de  la.  Instan- 
cia de  Totonicapán  por  el  Licenciado  don 
Luis  Beltranena,  quien  entre  otras  cosas, 
manifiesta  lo  que  sigue:  que  por  la  idea 
que  pudo  formarse  cuando  estuvo  en  aque- 
lla ciudad  y trató  al  señor  de  León  Rodas 
y por  los  informes  que  acerca  de  la  perso- 
na de  él  obtuvo,  estima  que  dicho  señor 
amerita  el  buen  nombre  que  en  el  comer- 
cio disfruta.  Asimismo  manifiesta  que  ha 
leído  los  alegatos  que  su  defensor  presen- 
tó al  Juzgado,  los  cuales  espera,  han  de 
contribuir  al  esclarecimiento  de  los  he-< 
chos  y ayudar  a que  la  justicia  resplan- 
dezca en  el  fallo  que  ha  de  dictarse. 

El  Juez  Depatamental  de  Totonicapán, 
con  fecha  veintiocho  de  enero  retropróxi- 
mo, puso  fin  a la  causa  condenando  a Fe- 
derico de  León  Rodas  por  el  delito  de  ho- 
micidio a purgar  la  pena  de  trece  años 
cuatro  meses  de  prisión  correccional,  que 
con  el  carácter  de  inconmutable  extingui- 
rá en  la  Penitenciaría  Central;  le  abonó 
la  prisión  sufrida;  lo  suspende  en  el  ejer- 
cicio dé  su  derechos  políticos  durante  el 
tiempo  de  la  condena;  lo  obliga  al  pago 
de  las  responsabilidades  civiles  provenien- 
tes del  delito  y a la  reposición  del  papel 


empleado  en  la  causa.  Por  falta  de  plena 
prueba  para  condenarlo  absuelve  al  mis- 
mo procesado  del  cargo  que  se  le  formuló 
por  insultos  a la  autoridad.  Por  la  misma 
razón  lo  absuelve  del  cargo  por  el  delito 
de  hurto  de  armas  nacionales  y declara 
el  hecho  constitutivo  de  falta,  imponién- 
dole la  multa  de  diez  quetzales  que  si  no 
hace  efectivos,  “cumplirá  a razón  de  un 
dia  por  cada  cincuenta  centavos  de  quet- 
zal”. Por  falta  de  prueba  plena  absuleve 
a Antonia  González  del  cargo  que  se  le 
formuló  por  el  delito  de  homicidio  y a Ed- 
mundo Ovando  de  la  Instancia.  Absuelve 
a Lucláno  López  del  cargo  de  encubri- 
miento en  el  delito  de  homicidio  y lo  de- 
clara responsable  de  los  delitos  de  preva- 
ricación y desobediencia,  imponiéndole 
por  estos  hechos  la  pena  de  ocho  meses 
de  arresto  mayor,  conmutables  en  su  to- 
talidad a razón  de  veinticinco  centavos 
de  quetzal  diarios;  lo  suspende  en  el  ejer- 
cicio de  sus  derechos  políticos  durante  el 
tiempo  de  la  condena;  lo  obliga  al  pago 
de  de  las  responsabilidades  civiles  prove- 
nientes de  los  delitos  y a la  reposición  dcl 
papel  empleado  en  la  causa,  en  la  parte 
que  le  corresponde,  y haciéndole  abono  de 
la  prisión  sufrida  declara  que  ha  extin- 
guido la  pena  anterior.  Deja  abierto  ei 
procedimiento  contra  Gilberto  de  León, 
Cesáreo  Rivera  y demás  personas  que  re- 
sulten culpables  por  encubrimiento  en  ei 
delito  de  homicidio;  y manda  a certificar 
io  conducente  para  proceder  contra  Fe- 
derico de  León,  Justo  Emilio  Juárez,  Vir- 
gilio Rodríguez  S.,  Jacinto  Estrada  Rodas, 
Vicente  Estrada  Regalizo  y César  Augus- 
to Castañeda  por  el  delito  de  falso  testi- 
monio. 

En  Segunda  Instancia,  el  Procurador  fué 
de  parecer  que  se  revocara  la  sentencia 
en  cuanto  a la  pena  impuesta  a de  León, 
y se  confirmase  con  respecto  de  Luciano 
López.  El  señor  Fiscal  pidió  la  confirma- 
ción del  fallo. 

La  Sala  6a.  de  Apelaciones,  confirmó  la 
sentencia  en  sus  puntos  lo.,  2o.,  4o.  y 6o., 
con  las  modificaciones  que  siguen:  que 
la  absolución  de  Edmundo  Ovando  es  del 
cargo  formulado  y de  que  no  queda  abier- 
to el  procedimiento  contra  Gilberto  tíe 
León,  debiendo  levantar  las  órdenes  de 
captura  existentes  en  su  contra;  la  revo- 
ca en  los  puntos  3o.  y 5o.  y resolviendo 
declara:  que  Federico  de  León  Rodas  es 
autor  del  delito  de  hurto  de  armas  na- 
cionales por  cuyo  deliro  le  impone  la  pe- 
na de  seis  meses  de  arresto  mayor  in- 


476 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


conmutables,  que  suírirá  juntamente  con 
la  pena  que  por  homicidio  se  le  impuso,  en 
la  Penitenciaria  Central,  lo  suspende  en 
el  ejercicio  de  sus  derechos  politicos  du-» 
rante  el  tiempo  de  la  condena,  lo  obliga 
al  pago  de  las  responsabilidades  civiles  de- 
rivadas del  delito,  y a la  reposición  del 
papel  empleado  en  la  causa;  que  también 
es  autor  de  dos  faltas;  portación  de  ar- 
ma prohibTda  y portación  de  cartuchos  en 
número  mayor  de  veinticinco,  sin  licencia, 
imponiéndole  por  cada  una  la  multa  de 
diez  quetzales;  que  Luciano  López  de  León 
queda  absuelto  del  cargo  formulado,  ya 
que  la  infracción  cometida  por  él  está  de- 
bidamente sancionada  con  el  acuerdo  dis- 
ciplinario que  se  dictó  en  su  oportunidad. 

Estima  ia  Sala:  lo.  que  la  base  del  pro- 
cedimiento está  justificado  con  el  informe 
médico-legal,  la  partida  de  defunción  de 
la  señora  Mazariegos,  la  querella  del  Al- 
calde Municipal  de  San  Cristóbal  Totoni- 
capán,  Domingo  Menchú,  y declaraciones 
que  fueron  recibidas;  2o.,  que  en  lo  que 
respecta  a la  muerte  trágica  de  doña  Mer- 
cedes Mazariegos  concurren  los  elementos 
probatorios  siguientes:  a)  lo  manifesta- 
do por  Federico  de  León  desde  los  prime- 
ros momentos  en  que  acaeció  el  hecho;  b) 
lo  expuesto  por  Antonia  González  y Ro- 
cael  Santiago;  c)  la  confesión  extrajudi- 
cial de  Federico  de  León;  d)  lo  manifes- 
tado por  Carlos  H.  Alarcón  y Manuel  Are- 
nas, César  Benini  y Arturo  González;  e) 
la  semi-plena  prueba  que  produce  la  de- 
claración del  testigo  Plácido  Rodas;  f)  la 
mala  conducta  del  enjuiciado  Federico  de 
León  Rodas;  gl  no  haber  presentado  ei 
cadáver  de  doña  Mercedes  Mazariegos  al 
rededor  del  agujero  de  entrada  del  pro- 
yectil que  le  causó  la  muerte,  ninguna  de 
las  huellas  características  que  dejan  las 
heridas  en  los  suicidas  a causa  de  la  cor- 
ta distancia  que  se  hacen  los  disparos; 
h)  ^a  posición  de  la  herida  sufrida  por 
doña  Mercedes  Mazariegos;  i)  la  falta  de 
valor  probatorio  de  las  declaraciones  de 
Justo  Emilio  Juárez,  Virgilio  Rodríguez  S., 
Jacinto  Estrada  Rodas  y Vicente  Estrada 
Regalizo;  3o.,  que  contra  Federico  Rodas 
concurren  las  agravants  siguientes:  haber 
delinquido  con  desprecio  al  respeto  que 
por  su  sexo  merecía  la  víctima,  usar  de 
superioridad,  y ser  reincidente  en  la  mis- 
ma clase  de  delito,  y como  no  concurre 
ninguna  atenunante  a su  favor,  la  pena 
de  diez  años  de  prisión  correccional  seña-" 
lada  para  el  homicidio,  ya  que  no  concu- 
rre ninguna  circunstancia  calificativa  del 


asesinato,  debe  ser  aumentada  en  una  ter- 
cera parte,  ascendiendo  la  pena  que  debe 
imponerse  a trece  años  cuatro  meses  de 
prisión  correccional;  4o.  que  habiendo 
confesado  Federico  de  León  Rodas  un  he- 
cho que  le  perjudica  acerca  de  la  tenen- 
cia de  un  arma,  cuyo  uso  está  reservado 
únicamente  al  Ejército  Nacional  se  dedu- 
ce que  fué  sustraída  de  los  almacenes  del 
Estado  y al  no  haberla  entregado  en  el 
último  término  fijado  por  la  ley  (quince 
días  contados  desde  el  dos  de  Juiño  de  mil 
novecientos  treinta  y dos)  lo  hizo  con  el 
ánimo  de  lucro  lo  que  determina  la  per- 
petración de  un  delito  contra  la  propie- 
dad que  es  el  de  hurto,  además  de  diez 
quetzales  de  multa  que  la  misma  ley  indi- 
ca. La  pena  para  el  delito  es  la  de  seis  me- 
ses de  arresto  mayor  inconmutables  con 
las  accesorias  correspondientes.  Federico 
de  León  Rodas  cometió  también  otra  fal- 
ta al  tener  en  su  poder  veintisiete  cartu- 
chos calibre  treinta  y ocho  corto  sin  la  li- 
cencia respectiva,  falta  que  está  penada 
con  una  multa  de  diez  quetzales  y decomi- 
so de  los  cartuchos  como  el  decomiso  del 
arma  en  el  caso  anteriormente  dicho;  5o. 
en  cuanto  al  delito  de  injurias  a la  auto- 
ridad no  existe  prueba  para  condenar  a 
Federico  de  León  Rodas,  porque  fuera  de 
las  personas  ofendidas,  los  testigos  que 
declararon  en  su  contra  están  en  contra- 
dicción respecto  a la  fecha  en  que  se  co- 
metió el  delito,  y el  número  de  testigos 
propuestos  por  el  reo,  es  mayor  en  núme- 
ro y están  uniformes  en  sus  exposiciones 
en  ei  sentido  de  que  el  once  de  marzo  de 
mil  novecientos  treinta  y uno,  entre  las 
quince  y diez  y seis  horas,  al  llegar  de 
León  al  Juzgado  Municipal  de  San  Cristó- 
bal y hablar  con  el  Alcalde,  no  cometió 
ningún  acto  fuera  dei  orden;  6o.  que  con 
las  declaraciones  de  Carlos  H.  Alarcón, 
Manuel  Arenas,  Abel  Ovando,  careo  prac- 
ticado con  Moisés  Paz  y las  propias  depo- 
siciones de  Luciano  López  de  León,  se  es- 
tablece que  éste,  en  su  carácter  de  Juez 
instructor  de  la  causa  seguida  contra  de 
León  Rodas  no  instruyó  las  diligencias  en 
la  forma  que  la  ley  determina  sin  atender- 
las instrucciones  que  le  diera  el  Juez  de 
la.  Instancia  a ese  respecto,  y ordenó  la  li- 
bertad de  Giiberto  de  León,  Edmundo 
Ovando  y Ensebio  Mazariegos  con  sólo  in- 
dagarlos verbalmente,  pero  con  esas  fal- 
tas a sus  obligaciones  no  cometió  ei  deiito 
de  prevaricato,  pues  no  era  él  el  funcio- 
nario llamado  a la  persecución  de  delin- 
cuentes sino  el  Juez  que  actuaba,  y tam- 
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poco  se  encuentra  en  los  demás  casos  que 
la  ley  señala  para  el  mismo  delito.  Para 
que  el  delito  de  desobediencia  se  caracte- 
rice, es  necesario  que  las  órdenes  o deci-' 
siones  de  la  Autoridad  Superior,  dictadas 
dentro  de  su  competencia  y en  forma  le- 
gal, sean  concretas  y revistan  el  carácter 
de  un  mandato  determinado,  pero  las  ins- 
trucciones dadas  por  el  Juez  de  la.  Ins- 
tancia a López  de  León,  revisten  un  ca- 
rácter de  generales  para  la  tramitación  de 
un  proceso,  y por  consiguiente  tampoco 
cometió  el  delito  de  desobediencia  a que 
se  refiere  el  articulo  253  del  Código  Penal, 
pero  sí  cometió  una  falta  que  fue  sancio- 
nada con  el  acuerdo  disciplinario  cuya  co- 
pia obra  en  autos;  y por  consiguiente  de- 
be ser  absuelto  del  cargo  que  se  le  formu- 
ló; 7o.  que  no  existe  prueba  para  conde- 
nar a Edmundo  Ovando  de  León  como  en- 
cubridor en  el  delito  de  homicidio,  porque 
no  se  llegó  a establecer  que  él  haya  reci- 
bido de  manos  de  Federico  de  León  Rodas 
el  arma  con  que  éste  le  dió  muerte  a su 
concubina  y los  indicios  que  se  tuvieron 
en  cuenta  para  someterlo  a juicio  no  son 
suficientes  para  condenarlo,  ya  que  ellos 
se  basaban  en  los  partes  policiacos,  pero 
a la  vez  éstos  eran  por  referencias  de  Cé- 
sar Augusto  Castañeda  y Eusebio  Mazarie- 
gos,  quienes  en  el  proceso  no  los  sostuvie- 
ron, y el  dicho  de  Plácido  Rodas  indican- 
do que  Edmundo  Ovando  estaba  cerca  del 
carro  de  César  Rivera,  tampoco  hace  ple- 
na prueba;  y por  estas  mismas  razones 
deben  levantarse  las  órdenes  de  captura 
existentes  contra  Gilberto  de  León;  8o. 
que  tampoco  existe  prueba  para  condenar 
a Antonia  González,  porque  si  bien  es  cier- 
to, que  era  una  de  las  personas  que  se  en- 
contraba en  el  interior  de  la  casa  donde 
fué  muerta  doña  Mercedes  Mazariegos  e 
incurrió  en  contradicciones  al  declarar, 
esos  elementos  no  pueden  servir  de  fún- 
damete para  un  fallo  condenatorio,  tanto 
más,  cuanto  que  con  el  análisis  hecho  en 
el  segundo  “Considerando”  queda  ella  re- 
levada de  responsabilidad  en  la  muerte  de 
.su  patrona  doña  Mercedes  Mazariegos;  y 
9o.  que  procede  dejar  abierto  el  procedi- 
miento contra  César  Augusto  Castañeda 
y Cesáreo  Rivera  para  establecer  el  grado 
de  responsabilidad  que  tengan  por  la  ac- 
titud tomada  durante  la  substanciación 
del  proceso;  y contra  Justo  Emilio  Juárez, 
Virgilio  Rodríguez  S.,  Jacinto  Estrada  Ro- 
das, Vicente  Estrada  Regalizo  y César  Au- 
gusto Castañeda,  y la  persona  que  los  pro- 
puso, por  el  delito  de  falso  testimonio. 


El  reo,  con  auxilio  del  Licenciado  José 
Dionisio  Palacios,  interpuso  el  recurso  de 
casación  denunciando  como  violados  los 
artículos  252,  258,  262,  570  incisos  lo., 
4o.  y 5o.,  571,  572,  573,  607,  608,  259,  568, 
615,  586  incisos  4o.,  579,  583,  inciso  2o.,  586 
incisos  lo.  y 3o.,  574,  589,  595,  596,  597,  599, 
609,  729,  731  del  Cód.  de  Pros.  Penales;  lo., 
11,  12,  20  inciso  lo.,  29  y 80  del  C.  P.;  576, 
580,  inciso  2o.  586  incisos  lo.  2o.  y 5o.  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles;  186,  IX- 
101,  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Ju- 
dicial; y 181  del  Código  Militar  Primera 
Parte  y 586  ines.  lo.  y 3o.  Cód.  Prs.  Pns. 

Tanto  el  enjuiciado,  como  la  parte  acu- 
sadora, Angela  Santiago  viuda  de  Maza- 
riegos,  alegaron  el  día  de  la  vista,  habién- 
dose adherido  dicha  señora  al  recurso  in- 
terpuesto por  de  León  Rodas,  denuncian- 
do como  infringidos  los  artículos  6o.  del 
Decreto  Legislativo  número  1366;  22  inci- 
sos lo.,  5o.  y 18  del  Código  Penal  Común. 

CONSIDERANDO; 

Federico  de  León  Rodas,  para  exculpar- 
se, ha  invocado  desde  un  principio  el  he- 
cho de  que  su  concubina  Mercedes  Maza- 
riegos  se  había  suicidado;  pero  en  la  cau- 
sa aparece  que  de  León  Rodas  es  el  res- 
ponsable de  la  muerte  violenta  de  dicha 
señora,  y así  lo  estimó  el  Tribunal  de  se- 
gundo grado  al  fundar  su  fallo  en  las 
constancias  del  proceso  que  a continua- 
ción se  expresan;  la  confesión  extrajudi- 
cfal  pre.stada  por  de  León  Rodas  en  pre- 
sencia del  Comandante  de  Armas  Gene- 
ral Zenobio  Castañeda,  Capitán  Gabriel 
Barrios  y José  Máximo  Cuc,  acerca  del  se- 
rio altercado  que  tuvo  con  la  señora  Ma- 
zariegos momentos  antes  del  suceso;  lo 
expuesto  por  los  señores  Carlos  H.  Alar- 
cón,  Comisario  de  la  Policía  Nacional  de 
Totonicapán  y Manuel  Arenas,  sargento 
de  la  misma  institución,  personas  que  re- 
pitieron lo  dicho  por  César  Augusto  Cas- 
tañeda con  respecto  a que  vió  salir  a de 
León  después  del  disparo,  de  su  casa,  con 
una  pistola  en  la  mano,  arma  que  dejó  en 
un  carro,  y fué  a presentarse  a la  Autori- 
dad diciendo  que  su  mujer  se  había  suici- 
dado; lo  expuesto  por  César  Benini  y Ar- 
turo González  Lavalle,  quienes  manifies- 
tan haber  oido  decir  a Castañeda  que  per- 
cibió un  disparo,  viendo  en  seguida  salir 
de  su  casa  a don  Federico,  agregando  Gon- 
zález Lavalle,  que  Castañeda  también  dijo 
haber  acompañado  aüe  León  a su  casa  y 
que  se  había  disgustado  con  su  mujer;  lo 
que  declararon  Rocael  Santiago  y Anto- 
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nía  González,  quienes  en  sus  primeras  de- 
posiciones aseguran  que  cerca  del  cadáver 
no  habla  arma  alguna  como  aseveró  de 
León  Rodas.  Si  bien  es  cierto  que  en  el 
plenario  de  la  causa,  la  González  manifes- 
tó lo  contrario,  también  lo  es,  que  dicha 
retractación  es  inaceptable,  porque  en  el 
sumario  la  testigo  afirmó  la  existencia  del 
arma,  al  ratificar  su  declaración,  cuando 
fué  careada  con  Sofio  Huitz  Aguilar.  Sien- 
do de  advertir  que  ninguna  otra  persona 
corroboró  lo  expuesto  por  de  León  sobré 
este  particular,  y el  Juez  menor  de  San 
Cristóbal  consigna  en  el  acta  descriptiva 
que  no  encontró  señales  de  lucha  ni  arma 
alguna;  y la  mala  conducta  observada  por 
el  procesado,  pues  con  anterioridad  se  le 
condenó  por  el  delito  de  homicidio.  La  Sa- 
la aprecia  los  hechos  que  se  dejan  ya  re- 
lacionados como  presunciones  humanas, 
a las  cuales  agrega  lo  expuesto  por  Pláci- 
do Rodas  Estrada,  declaración  que  estima 
como  semi-plena  prueba,  y que  se  refiere 
a que  el  enjuiciado  agarrando  de  los  bra- 
zos a la  señora  Mazariegos  se  la  llevó  a 
su  casa,  y,  después  de  oirse  un  disparo  sa- 
lió aquél  con  una  pistola  en  la  mano,  que 
dejó  en  el  carro  que  momentos  antes  ha- 
bla ocupado,  y el  cual  manejaba  Cesáreo 
Rivera.  Las  contradicciones  en  que  incu- 
rrieron los  testigos  de  descargo  Julio  Emi- 
lio Juárez,  Virgilio  Rodríguez  S.,  Jacinto 
Estrada  Rodas  y Vicente  Estrada  Regali- 
zo,  y la  circunstancia  de  que  ninguno  de 
los  susodichos  testigos,  tenga  su  domicilio 
en  la  población  donde  acaeció  el  suceso, 
asi  como  no  haberse  establecido  por  al- 
gún otro  medio  que  las  personas  de  refe- 
rencia efectivamente  hayan  estado  en  di- 
cho lugar  a la  hora  del  hecho,  y por  lo 
mismo  se  dieran  cuenta  de  que  de  León 
entró  a su  casa  momentos  después  de  que 
sonó  el  disparo,  son  circunstancias  que 
hacen  dudar  de  la  verosimilitud  de  tales 
deposiciones.  En  cuanto  a las  causas  invo- 
cadas para  desvirtuar  la  declaración  de 
Plácido  Rodas  Estrada,  debe  tenerse  pre 
áente,  que  la  falta  de  conocimiento  del  he- 
cho por  parte  del  testigo,  que  alega  la  de- 
fensa, consituiría  si  asi  fuese,  un  falso 
testimonio,  del  cual  en  manera  alguna 
puede  afirmarse,  aún,  que  Rodas  sea  res- 
ponsable, y por  lo  tanto  su  deposición 
tampoco  corresponde  calificarla  como  ca- 
rente de  verdad  legal;  y acerca  de  la  fal- 
ta de  probidad  que  también  se  le  atribu- 
ye, y que  se  intentó  probar  con  la  certi- 
ficación mencionada  anteriormente,  esa 
tacha  es  inadmisible,  porque  en  el  docu- 


mento de  que  se  trata,  solamente  consta 
que  Rodas  fué  removido  de  su  empleo  a 
causa  de  negligencia  en  el  desempeño  de 
las  obligaciones  que  le  estaban  encomen- 
dadas, lo  cual  desde  luego  no  implica  una 
circunstancia  que  influya  para  tildarlo  de 
ser  un  sujeto  de  muy  malos  antecedentes 
personales.  Plácido  Rodas  Estrada  afirmó 
haber  oído  un  grito  de  dolor,  al  sonar  el 
disparo,  y,  el  Doctor  Contreras  ampliando 
tal  exclamación  dolorosa  a causa  de  que 
la  señora  Mazariegos  murió  instantánea- 
mente. Esta  discrepancia  en  nada  afecta 
el  fondo  de  la  declaración,  pues  es  un  ac- 
cidente que  constituye  uno  de  tantos  por- 
menores del  hecho  principal,  sin  que  su 
falta  de  concurrencia  sea  suficiente  para 
enervar  el  testimonio  de  Rodas  Estrada. 
El  fallecimiento  de  la  señora  Mazariegos 
se  encuentra  establecido  con  la  copia  cer- 
tificada dé  su  partida  de  defunción  que 
obra  en  autos;  y con  el  informe  del  Ciru- 
jano que  practicó  la  autopsia  al  cadáver 
se  ha  probado  que  el  agujero  de  entrada 
de  la  herida,  no  presentaba  tatuaje  de 
pólvora  ni  ennegrecimiento  de  las  cerca- 
nías de  la  lesión,  así  como  tampoco  cabe- 
llos quemados;  y que  el  disparo  se  verifi- 
có a más  de  setenta  y cinco  centímetros 
de  distancia.  El  defensor  trató  de  enervar 
dicha  prueba,  pero  no  pudo  conseguirlo, 
pues  el  pañuelo  presentado  a los  expertos 
lo  proporcionó  ima  hermana  del  enjuicia- 
do mucho  tiempo  después  de  acaecido  el 
suceso,  cuando  ya  había  sido  lavado,  y sin 
quemaduras  de  pólvora,  afirmando  la  pa- 
riente del  procesado,  ser  el  mismo  que  la 
señora  Mazariegos  usaba  al  ser  herida,  he- 
cho que  no  fué  establecido,  ya  que  ese  pa- 
ñuelo no  se  describe  en  el  acta  respecti- 
va; y por  otra  parte,  los  testigos  examina- 
dos para  identificarlo  discrepan  acerca 
de  que  haya  tenido  o no  incrustaciones  de 
pólvora  o señales  de  fogonazo;  y por  últi- 
mo el  Doctor  Contreras  afirmó  que  las 
quemaduras  no  desaparecen  al  ser  lava- 
das. 

Federico  de  León  es  responsable  tam- 
bién del  delito  de  hurto  de  armas  nacio- 
nales, hecho  que  está  plenamente  proba- 
do; pues  Luciano  López  de  León,  Manuel 
Arenas  Mérida,  César  Augusto  Castañeda 
y Moisés  Julián  Santiago  aseguran  haber 
visto  cuando  le  fué  decomisado  a de  León 
un  rifle  calibre  30/30,  en  su  casa,  y 
aunque  de  León  pretendió  exculparse 
manifestando  que  esa  arma  se  la  había 
dejado  un  sujeto  para  que  la  guardase,  di- 
cha especie  suponiendo,  sin  concederlo, 
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que  estuviera  probada,  no  le  exime  de  res- 
ponsabilidad, pues  está  justificado  el  he- 
cho de  la  tenencia  en  su  poder  del  rifle,  y 
por  lo  tanto,  que  no  cumplió  con  entre- 
garlo oportunamente  a la  autoridad  mili- 
tar de  su  jurisdicción  cometiendo  asi  no 
sólo  el  hecho  delictivo  que  se  deja  ya 
mencionado,  sino  además,  dos  faltas  a 
saber:  portación  de  arma  prohibida  y 
portación  de  veintisiete  cartuchos  calibre 
treinta  y ocho  corto  sin  licencia,  infrac- 
ción esta  última  que  se  encuentra  estable- 
cida con  lo  confesado  por  el  propio  de 
León  Rodas. 

De  todo  lo  expuesto  se  infiere  que  no 
fueron  violados  los  artículos  lo.,  11,  12  y 
29  del  Código  Penal;  252,  258,  262,  570  in- 
cisos lo.,  4o.  y 5o.,  571,  259,  583  inciso  2o., 
572,  573,  607,  568,  586,  579,  608,  574,  609,  729 
y 731  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les; 181  del  Código  Militar  Primera  Par- 
te; y 186  del  Decreto  Legislativo  número 
1928. 

CONSIDERANDO: 

No  se  ncuentra  establecido  que  Federico 
de  León  Rodas  haya  estado  loco  o demen- 
te cuando  delinquió,  ni  que  por  cualquier 
causa  independiente  de  su  voluntad  estu- 
viera privado  totalmente  de  la  razón,  úni- 
cas circunstancias  que  constituyen,  al  es- 
tar probadas,  la  eximente  de  responsabili- 
dad criminal  determinada  por  el  inciso 
primero  del  articulo  20  del  Código  Penal. 
Y si  bien  es  cierto,  que  varias  personas 
aseguran  que  el  procesado,  en  aquella 
ocasión  estaba  beodo,  también  es  verdad, 
que  la  embriaguez  no  habitual  que  ante- 
riormente constituía  una  atenuante,  fué 
suprimida,  hace  ya  algún  tiempo  por  el  ar- 
ticulo único  del  Decreto  Legislativo  núme- 
ro 1443;  y en  ese  concepto,  no  se  violó  la 
primera  de  las  disposiciones  legales  que 
acaban  de  mencionarse,  ni  el  articulo  80 
del  Código  ya  citado,  pues  en  favor  del 
reo  tampoco  concurren  circunstancias  en 
virtud  de  las  cuales  pudiera  ser  modifica- 
da la  pena  en  la  forma  prescrita  por  el  su- 
sodicho artículo. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  es  un  motivo  para  declarar  nu- 
las las  declaraciones  del  General  Zenobio 
Castañeda  y del  Capitán  Gabriel  Barrios 
(quienes  cuando  se  cometió  el  delito,  des- 
empeñaban, respectivamente,  los  cargos  de 
Comandante  de  Armas  de  Totonicapán  y 
Comandante  de  San  Cristóbal)  el  hecho 


de  que  en  la  causa  no  aparezca  constan- 
cia alguna  de  haber  sido  calificadas  de 
necesarias  estas  deposiciones,  a virtud  de 
que  lo  dispuesto  por  el  articulo  101  del  De- 
creto Legislativo  número  1928,  constituye 
una  preeminencia  para  los  funcionarios 
judiciales;  y en  el  caso  de  que  se  haya 
omitido  calificar  previamente  la  necesi- 
dad de  las  declaraciones,  como  sucede 
ahora,  esa  anomalía  no  afecta  el  fondo 
de  las  respectivas  diligencias;  y por  con- 
siguiente al  apreciar  la  Sala  sentenciado- 
ra en  la  forma  que  lo  hizo,  los  dichos  del 
General  Castañeda  y del  Capitán  Barrios, 
no  infringió  la  disposición  legal  que  acaba 
de  citarse  ni  los  artículos  615  de  Procedi- 
mientos Penales,  y IX  de  la  Ley  Consti- 
tutiva del  Poder  Judicial. 

CONSIDERANDO: 

Que  por  estar  probados  los  hechos  de 
los  cuales  se  derivan  las  presunciones  hu- 
manas que  sirven  de  fundamento  a la  sen- 
tencia recurrida,  no  fué  infringido  el  ar- 
tículo 589  del  Código  de  Procedimientos 
Penales;  y el  Tribunal  de  Casación  no 
puede  entrar  al  examen  de  las  otras  dls-» 
posiciones  legales  que  se  citan  (artículos 
595,  596  y 597)  relativais  a la  prueba  indi- 
recta, ya  que  la  apreciación  de  este  me- 
dio probatorio  incumbe  a los  Tribimales 
de  Instancia  de  conformidad  con  lo  esta- 
tuido en  el  artículo  601  del  Código  citado 
anteriormente. 

CONSIDERANDO: 

La  cita  del  artículo  599  de  Procedimien- 
tos Penales  es  improcedente,  porque  en  el 
caso  subjúdice  no  hay  presunciones  lega- 
les que  apreciar.  Y en  cuanto  a los  artícu- 
los del  Código  de  Procedimientos  Civiles 
que  también  menciona  el  recurrente,  son 
inaplicables,  pues  tratan  de  materias  com- 
pletamente ajenas  al  asunto  que  ha  ori- 
ginado el  recurso. 

CONSIDERANDO: 

Que  doña  Angela  Santiago  viuda  de 
Mazariegos,  con  auxilio  del  Abogado  don 
Carlos  B.  Rivera,  se  adhirió  al  recurso  in- 
terpuesto por  el  reo,  fundando  su  solici- 
tud en  los  artículos  680,  651  inciso  terce- 
ro y 655  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales; 17  fracción  II  de  la  Constitución  de 
la  República  y XV  del  Decreto  Legislativa 
número  1928.  El  primero  de  los  artículos 
que  acaban  de  citarse,  refiriéndose  al  re- 
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curso  de  casación  dice  literalmente:  “po- 
drán  interponer  este  recurso  las  mismas 
partes  a que  se  refiere  el  articulo  651”;  y 
el  tercer  inciso  de  este  artículo,  al  deter" 
minar  a quiénes  corresponde  el  derecho 
de  apelar,  señala  al  acusador;  el  articulo 
655,  estatuye  que:  cada  una  de  las  partes 
tiene  derecho  a adherirse  a la  apelación 
interpuesta  por  la  otra,  mientras  no  esté 
la  causa  a la  vista,  bien  se  trate  de  un 
auto  o de  una  sentencia  definitiva.  Ahora 
bien,  es  indubitable  que  la  señora  viuda 
de  Mazariegos  con  su  carácter  de  acusa- 
dora pudo  entablar  su  recurso  de  casación 
en  el  tiempo  y forma  que  la  ley  procesal 
establece,  pero  no  presentar  una  petición 
fundada  en  el  último  de  los  artículos  que 
se  dejan  ya  citados  del  Código  de  Proce- 
dimientos Penales,  pues  dicha  disposición 
trata  de  una  manera  exclusiva  de  la  ape- 
lación que  es  im  recurso  ordinario,  y en 
manera  alguna  puede  aplicarse  por  ana^ 
logia  al  extraordinario  de  casación,  que  se 
encuentra  especialmente  reglamentado 
en  el  Capitulo  II  del  Libro  IV  del  Cuerpo 
de  Leyes  citado.  Examinada  la  solicitud 
de  la  recurrente  con  relación  al  tiempo 
en  que  fué  interpuesta,  es  extemporánea, 
toda  vez  que  a la  señora  viuda  de  Maza- 
riegos  se  le  notificó  el  fallo  de  la  Sala  con 
fecha  catorce  de  Mayo  del  corriente  año, 
y su  escrito  en  que  entabló  la  casación  fué 
recibido  en  la  Secretaria  de  este  Tribunal, 
hasta  el  once  de  Julio  retropróximo.  Los 
artículos  17  fracción  segunda  de  la  Cons- 
titución de  la  República,  (y  que  según  el 
Decreto  número  cuatro  de  la  Asamblea 
Constituyente,  le  corresponde  hoy  a dicha 
fracción,  el  número  tres)  y XV  del  Decre- 
to Legislativo  número  1928,  tampoco  pue- 
den servir  te  fundamento  a la  solicitud  de 
que  se  trata,  pues  existiendo  reglas  claras 
y precisas  acerca  del  recurso  extraordH 
nario  de  casación,  éstas  son  las  que  de 
ben  de  invocarse  para  apoyarlo,  y no  citar 
artículos  que  encierran  materias  comple- 
tamente ajenas  al  susodicho  recurso,  co- 
mo acontece  en  el  memorial  presentado 
por  la  recurrente,  en  el  cual  se  mencionan 
los  preceptos  relativos:  a que  a ninguna 
persona  puede  impedirse  lo  que  la  ley  no 
prohíbe;  y a la  manera  de  interpretar  los 
pasajes  obscuros  de  una  disposición  le- 
gal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  estatuido  por  los  artículos 
681  y 690  del  Código  de  Procedimientos 


Penales,  declara  la  improcedencia  de  los 
recursos  interpuestos  e inflige  a Federico 
de  León  Rodas  un  mes  de  arresto,  conmu- 
table en  su  totalidad,  a razón  de  un  quet- 
zal diario. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  antece- 
dentes, con  certificación  de  lo  resuelto,  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Víctor  Manuel  Martí- 
nez Sandoval,  por  homicidio. 

DOCTRINA:  Cuando  las  presunciones  hu- 
manas están  apoyadas  en  hechos  debi- 
damente justificados,  no  es  posible  ai 
Tribunal  de  Casación  entrar  a conside- 
rar si  se  violaron  o no  las  leyes  regula- 
doras de  la  prueba  de  indicios. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
catorce  de  agosto  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Para  resolverlo  se  examina  el  recurso 
extraordinario  de  casación  introducido 
por  el  Señor  Procurador  de  la  Sala  5a.  de! 
la  Corte  de  Apelaciones,  Licenciado  Alfre- 
do Enrique  Figueroa,  contra  la  sentencia 
ejecutoria  proferida  por  el  indicado  Tri- 
bunal el  veintiocho  de  junio  del  año  en 
curso  en  el  proceso  instruido  a Víctor  Ma- 
nuel Martínez  Sandoval  por  el  delito  de 
homicidio. 

En  el  recurso  se  asegura,  que  la  Sala 
sentenciadora  violó  los  Artículos  569,  573, 
581  inciso  8o.,  589,  595,  596  y 601  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales. 

En  los  autos  que  sirven  de  antecedentes 
al  recurso  propuesto,  aparece  de  manifies- 
to lo  siguiente: 

A las  siete  horas  y media  del  primero 
de  abril  del  año  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cuatro,  se  inició  el  proceso,  con  mo- 
tivo de  haber  tenido  conocimeinto  el  Juez 
de  Paz  de  Monjas,  por  medio  del  ayudan- 
te del  Comisionado  Militar  de  la  aldea  “Los 
Achiotes”  de  haber  sido  muerto  Jesús  Ná- 
jera  en  ese  lugar,  a consecuencia  de  una 
herida  causada  con  revólver,  en  la  man- 
díbula inferior. 
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Constituido  el  Juez  Instructor  a las 
veintiuna  horas  del  día  mencionado,  cons- 
tató el  fallecimiento  de  la  persona  aludi- 
da y la  causa  de  su  muerte,  según  lo  hizo 
constar  en  el  acta  descriptiva  del  caso.  El 
informe  médico-legal  establece  que  la  he- 
rida era  necesaria  y ejecutivamente  mor- 
tal y,  que  el  fallecimiento  fué  instantá- 
neo. 

Desde  la  iniciación  del  procedimiento, 
fué  sindicado  como  autor  del  homicidio 
Víctor  Manuel  Martínez  Sandoval,  domi- 
ciliado en  ese  lugar,  asi  como  el  occiso. 

En  todo  el  procedimiento  criminal,  que- 
daron probados,  de  una  manera  plena,  los 
heclios  siguientes: 

— I — 

El  día  de  autos.  Inmediatamente  des- 
pués de  habr  sido  oidos  tres  disparos  de 
arma  de  fuego  en  la  población  indicada, 
los  señores  Juan  Ramón  Cruz,  Ventura 
Alonzo,  María  Raymundo  y Abraham  Cruz 
vieron  salir  huyendo,  precisamente  del  si- 
tio en  donde  fueron  escuchados,  a Víctor 
Manuel  Martínez  Sandoval.  La  señora 
Raymundo  oyó  la  discusión  que  el  enjui- 
ciado tuviera  un  momento  antes  con  el 
interfecto  en  las  inmediaciones  de  la  casa 
de  ella  y,  a continuación  los  tres  disparos. 
Cuando  salió  a la  puerta  de  su  casa  vió 
huir  a Martínez  Sandoval.  Los  señores 
Cruz,  así  como  Ventura  Alonzo,  persiguie- 
ron largo  rato  a Martínez  Sandoval  al  ver- 
lo correr  saltando  cercas,  en  el  mismo 
instante  de  las  detonaciones.  La  captura 
del  perseguido  les  fué  imposible  a estos 
señores,  por  haberse  ocultado  en  un  zan-' 
jón,  en  donde  lo  perdieron  de  vista. 

— n — 

Desde  el  primero  de  abril  de  ese  año  des- 
apareció del  poblado  de  su  domicilio  Mar- 
tínez Sandoval,  quien  permaneció  oculto 
hasta  que  fué  capturado  el  veintinueve  de 
noviembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
cuatro. 

— lU  — 

El  acusado'negó  el  delito,  y trató  de  es- 
tablecer con  los  dichos  de  Raquel  Sando- 
val Morales,  Antonio  González  y Porfirio 
Morales  Andrade,  que  el  veintiséis  de  mar- 
zo de  ese  mismo  año,  o sea  el  lunes  de  la 
semana  mayor,  se  encontraba  en  Santa 
Catarina  Mita  del  Departamento  de  Ju-' 
tiapa,  de  paso  para  la  República  de  El  Sal- 
vador. 


Aparte  de  que  el  delito  no  fué  cometido 
ese  día,  sino  el  primero  de  abril,  o lo  que 
es  igual  el  domingo  de  resurrección;  los 
declarantes  indicados  sus  dichos.  Estas 
circunstancias  hacen  ineficaz  el  medio 
probatorio  con  el  que  se  trató  de  destruir 
el  dicho  de  las  cuatro  personas,  uniformes 
y contestes  en  sus  exposiciones,  que  vie- 
ron huir  a Martínez  Sandoval  inmediata- 
mente después  de  ser  escuchados  los  dis- 
paros. 

— IV  — 

El  empeño  manifiesto  de  la  defensa,  de 
invalidar  el  valor  probatorio  de  los  cuatro 
testigos  mencionados  en  el  Número  I,  tra- 
tando de  establecer  con  las  deposiciones 
de  más  de  dos  personas,  que  entre  los  de- 
clarantes tachados  y el  procesado  media- 
ban antecedentes  de  enemistad  y,  por  en- 
de, que  tenían  el  propósito  de  vengarse 
de  esa  manera.  Los  testigos  propuestos  pa- 
ra ese  fin,  no  dan  ninguna  razón  de  sus 
dichos  y solo  se  concretan  a contestar  afir- 
mativamete  las  preguntas  del  interroga- 
torio presentado  para  ese  fin  por  la  de- 
fensa. Por  otra  parte,  aún  en  el  caso  de 
ser  admisibles  tales  exposiciones,  con  ellaS 
no  se  justifica,  de  ninguna  manera  la  ene- 
mistad requerida  por  la  Ley  para  restarle 
valor  probatorio  a las  declaraciones  de 
testigos. 

— V — 

El  procesado  no  pudo  establecer  de  nin- 
guna manera,  que  haya  estado  en  la  Repú- 
blica de  El  Salvador  el  día  primero  de 
abril  de  mil  novecientos  treinta  y cuatro. 
Además,  sostiene  que  salió  del  país  sin 
pasaporte. 

— VI  — 

El  rumor  público  en  el  poblado  de  los 
Achiotes,  sólo  a Martínez  Sandoval  sindi- 
ca como  autor  del  homicidio  cometido  en 
la  persona  de  Jesús  Nájera  y 

— VII  — 

Entre  el  interfecto  y el  procesado  me- 
diaban antecedentes  de  enemistad. 

En  todos  esos  hechos,  que  como  se  di- 
jo ai  principio  están  plenamente  justifica- 
dos, se  basa  la  sentencia  proferida  por  el 
Juez  Departamental  de  Jalapa  el  veintiuno 
de  mayo  del  año  en  curso;  fallo  en  el  que 
declara:  que  Víctor  Manuel  Martínez  San- 
doval es  responsable  como  autor  del  delito 
de  homicidio  cometido  en  la  persona  de 
quien  fué  Jesús  Nájera,  por  cuya  infrac- 
ción le  impone  la  pena  de  diez  años  de 
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prisión  correctiva,  que  con  el  carácter  de 
inconmutable  y con  abono  del  tiempo  pa- 
decido, deberá  purgar  en  la  Penitenciaría 
Central.  Y,  además,  hace  las  otras  decla- 
raciones procedeiítes  en  derecho. 

Después  de  tramitarse  la  segunda  Ins- 
tancia del  juicio  como  es  debido,  la  Sala 
5a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  confirmo 
en  todas  sus  partes,  la  resolución  recurri- 
da, en  la  sentencia  ejecutoria  proferida  el 
veintiocho  de  junio  del  año  en  curso. 

Y,  como  la  vista  del  recurso  extraordi- 
nario propuesto  por  el  Procurador  Oficial 
de  la  Sala  sentenciadora  tuvo  electo  en 
la  fecha  señalada  para  ello,  es  el  caso  de 
resolver  lo  procedente  en  derecho. 

Por  el  motivo  indicado,  el  Tribunal  de 
Casación, 

considera: 

1.  — Que  la  prueba  indirecta  de  presun- 
ciones es  un  medio  justificativo  recono- 
cido en  el  Artieulo  570  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales.  Por  consiguiente, 
cuando  los  indicios  están  perfectamente 
basados  en  hechos  establecidos  en  el  pro- 
ceso. constituyen  la  prueba  plena  defini- 
da en  el  Articulo  siguiente,  o sea  el  571. 

En  esa  virtud  al  fundarse  la  Sala  sen- 
tenciadora en  la  prupeba  indirecta  de  pre- 
sunciones para  dictar  sentencia  condena- 
toria contra  el  enjuiciado,  no  infringió* 
el  Articulo  568  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales,  como  afirma  el  recurrente; 
desde  luego  que  hizo  recta  aplicación  de 
él,  por  estar*  preestablecido  lel  delito  y 
justificada  la  culpabilidad  del  enjuiciado. 

2.  — Una  de  las  presunciones  más  fuer- 
tes existentes  contra  el  acusado,  es  la  ba- 
sada en  los  dichos  de  las  personas  que 
lo  vieron  huir  saltando  cercas  en  el  mo- 
mento preciso  de  haberse  oido  las  tres  de- 
tonaciones de  revólver  y que  lo  persiguie- 
ron infructuosamente.  Como  las  exposi- 
ciones de  estos  señores  justifican  plena- 
mente ese  hecho,  por  haber  conformidad 
en  las  personas,  en  el  lugar,  en  la  mane- 
ra de  cómo  se  verificó  y en  el  tiempo  en 
que  acaeció,  es  indudable  que  la  Sala  sen- 
tenciadora tampoco  quebrantó  el  Artículo 
573  del  Código  de  Procedimientos  Penales, 
al  resolver  en  la  forma  en  que  lo  hizo. 

3.  — La  defensa,  a pesar  de  los  esfuerzos 
notorios  que  hizo  para  demostrar  que  los 
testigos  aludidos  en  el  número  anterior 
tenían  interés  directo  en  el  asunto;  deri- 
vado de  antecedentes  de  enemistad  con  el 
acusado,  no  pudo  establecer  de  una  ma- 
nera completa  ese  extremo. 


En  esa  virtud  la  Sala  5a.  de  la  Corte 
de  Apelaciones  tampoco  violó  el  inciso  8o. 
del  Artículo  581  P.  P.  en  la  resolución  oid- 
ginadora  del  recurso  propuesto  por  el  en- 
juiciado. 

4.  — Por  las  circustancias  de  que  todas  las 
presunciones  humanas  aprecladeis  por  el 
Tribunal  sentenciador,  las  cuales  queda- 
ron reseñadas  anteriormente,  están  apo- 
yadas en  hechos  debidamente  probados, 
esta  Corte  no  puede  entrar  a considerar 
si  realmente  hubo  violación  o no  de  los 
Artículo  580,  595,  596  y 601  del  Código  de 
Procedimientos  Penales;  pues  se  trata  de 
un  medio  justificativo  dejado  por  la  Ley 
al  libre  criterio  de  los  jueces  de  Instancia. 

5. — Por  todo  lo  que  se  deja  considerado, 
con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo  que 
disponen  los  Artículos  686  y 690  P.  P.,  EL 
TRIBUNAL  DE  CASACION, 

RESUELVE: 

DESESTIMAR  EL  RECURSO  de  que  se 
ha  hecho  mérito. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  So- 
lazar^ — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO : Contra  Marcos  Altalef  Balles- 
teros, por  lesiones. 

DOCTRINA:  En  este  delito,  el  Código  Pe- 
nal impone  la  pena  atendiendo  al  re- 
sultado producido. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala 
diez  y siete  de  agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Pos  recurso  extraordinario  de  casación, 
•’fe  examina  la  sentencia  de  fecha  veinti 
cuatro  de  Abril  del  corriente  año  nroferi- 
la  por  la  Sala  Primera  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones, en  la  causa  que  por  el  delito  de 
lesiones  procede  contra  Marcos  Altalef 
Ballesteros,  a quién  se  condena  por  tal- 
delito  a sufrir  la  pena  de  cuatro  meses  de 
arresto  menor. 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


483 


— I — 

El  procedimiento  criminal  se  inició  en 
el  Juzgado  Primero  de  Paz  de  ésta  ciudad, 
en  virtud  de  querella  presentada  por  el 
ofendido  Mario  Behar  con  fecha  veinti- 
i>eis  de  Febrero  de  mil  novecientos  treinta 
y cuatro,  y en  la  que  expuso:  que  el  dia 
seis  de  Enero  del  mismo  año,  como  a las 
diez  y nueve  horas  y media  encontró  al 
individuo  Marcos  Altalef,  con  quien  iso 
cnizaron  frases,  y como  el  exponete  le  ma- 
nifestara a Altalef  que  lo  dejara  conti- 
nuar su  camino,  éste  sacó  de  la  bolsa  un 
objeto  de  metal,  causándole  la  lesión  que 
presentaba  en  la  cara. 

Indagado  Marcos  Altalef  Ballesteros, 
confesó  haberle  propinado  a Behar  una  bo- 
fetada en  la  cara,  por  haber  querido  ese 
señor  echarle  una  bicicleta  encima  y que 
por  este  hecho  fueron  conducidos  a la  de-i 
tención.  En  la  causa  consta  que  el  Juez 
5o.  de  Paz,  con  fecha  siete  de  Enero  del 
mismo  año,  y por  el  mismo  hecho,  condenó 
a Marcos  Altalef  Ballesteros  a sufrir  la  pe- 
na de  diez  dias  de  prisión  simple,  conmu- 
tables a medio  quetzal  diario;  sentencia 
que  fué  dictada  estimando  el  hecho  como 
constitutivo  de  una  falta  contra  las  per- 
sonas, en  virtud  del  informe  emitido  por 
el  Médico  forense  del  Hospital  General  de 
ésta  ciudad,  en  el  cual  se  hizo  constar  que 
el  tiempo  de  curación  del  ofendido  era  de 
siete  dias. 

Al  presentarse  la  querella,  como  ya  se 
explicó,  el  acusador  acompañó  un  infor- 
me médico  rendido  por  los  Doctores  J.  W. 
K.  Blckford  y Angel  Arturo  Rivera,  en  el 
cual  se  describe  la  lesión  sufrida  por  Be- 
har, estimando  que  el  tiempo  de  curación 
seria  como  de  diez  días.  El  informe  fir- 
mado por  los  dos  galenos  citados  fué  ra- 
tificado, y también,  por  dispisición  de  la 
Sala  sentenciadora,  en  auto  para  mejor 
fallar,  dictado  por  este  último  Tribunal, 
se  nombró  y se  les  discernió  el  cargo  de 
expertos  a dichos  facultativos.  En  el  cur- 
so del  procedimiento,  el  defensor  del  reo 
interpuso  la  excepción  de  cosa  juzgada,  la 
cual  fué  declarada  sin  lugar,  y al  dar- 
se fin  al  proceso,  se  dictaron  las  senten- 
cias de  primera  y segunda  instancia,  acor- 
des en  todas  sus  parte. 

Contra  el  fallo  de  segunda  Instancia,  se 
introdujo  por  el  reo  el  presente  recurso, 
auxiliado  por  el  Licenciado  don  Manuel 
Coronado  Aguilar,  por  violación  de  ley  y 
quebrantamiento  sustancial  del  procedi- 
miento, aunque  sin  especificar  claramen- 
te este  último,  y citando  como  violados 


los  artículos  siguientes:  16,  33  y 36  de  la 
Constitución  de  la  República:  259,  269,  270, 
276,  279,  364,  365,  366,  367,  374,  376,  377,  379, 
385,  396,  511,  512,  519,  368,  570,  571,  560,  602, 
604,  605,  608,  609,  729  y 730  y 732  del  Cód. 
de  Proc.  Penales;  306,  27  y 65  del  Có- 
digo Penal;  y 23  del  Decreto  Legislativo 
1728. — ■ Pedidos  los  antecedentes  y seña- 
lado dia  para  la  vista,  es  el  caso  de  dictar 
la  sentencia  que  corresponde. 

CONSIDERANDO: 

Que  si  bien  es  cierto  que  el  acusador 
Mario  Behar  se  presentó  ante  el  Juez  Pri- 
mero de  Paz  el  veintiséis  de  Febrero  de 
mil  novecientos  treinta  y cuatro,  cincuen- 
ta dias  después  de  haber  sido  lesionado, 
acusando  por  los  delitos  de  agresión  a 
mano  armada  y lesiones  a Marcos  Alta- 
lef Ballesteros,  acompañando  al  efecto  la 
constancia  que  le  dieron  los  Doctores  J. 
W.  K.  Bickford  y Angel  Arturo  Rivera, 
también  lo  es  de  que  fué  indagado  por  és- 
tos hechos  que  él  calificó  como  constitu- 
tivos de  una  simple  falta,  y más  tarde, 
el  tres  de  Mayo  del  mismo  año,  se  le  to- 
mó su  confesión  con  cargos,  deduciéndo- 
sele el  que  le  resultaba  por  el  delito  de  le- 
siones, procedimiento  que  aceptó  como 
bueno,  pues  sólo  dijo  en  su  indagatoria 
que  había  sido  sentenciado  por  el  Juez 
Quinto  de  Paz  a diez  días  de  prisión  sim- 
ple, como  lo  comprobaba  con  la  certifi- 
cación que  le  extendió  el  mismo  Tribunal, 
sentencia  que  fué  fundada  en  el  informe 
médico  legal  que  dió  el  Cirujano  del  Hos- 
pital General,  el  veintisiete  de  abril  del 
año  pasado,  y en  el  que  se  hizo  constar 
que  Mario  Behar  tardaría  para  su  com- 
pleta curación  Siete  dias  a contar  de  la 
fecha  en  que  la  lesión  le  fué  producida, 
con  asistencia  íacultativa  durante  ei  mis- 
mo tiempo,  pero  sin  abandono  de  su  tra- 
bajo habitual,  así  como  también  de  que 
no  le  quedaba  impedimento  ni  deformi- 
dad. El  reo  alega  en  el  recurso  de  casa- 
ción interpuesto,  que  el  dictamen  de  los 
expertos  Bickford  y Rivera  no  tiene  nin- 
gún valor  y que  en  cambio  sí  lo  tiene, 
el  dado  por  el  Cirujano  del  Hospital  Ge- 
neral. Para  proceder  en  orden,  corres- 
ponde examinar  el  dictamen  dado  por  di- 
chos facultativos,  a quienes  por  pedimen- 
to del  Fiscal  de  la  Sala  Primera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  se  les  discernió  el 
cargo  de  expertos  y en  este  carácter  ra- 
tificaron nuevamente  su  informe,  que  ya 
habían  hecho  anteriormente  por  mandato 
del  Juez  6o.  de  la.  Instancia,  y en  el  cual 
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aseguraron  que  Behar  necesitaba  de  un 
espacio  de  tiempo  como  de  diez  días  para 
su  curación.  Si  expertos  son  las  perso- 
nas prácticas  o dotadas  de  ciertos  cono- 
cimientos facultativos  que  son  nombra- 
das de  oficio  por  la  justicia  o elegidas  por 
las  partes  interesadas  para  examinar  o 
estimar  ciertas  cosas  y dar  su  informe 
acerca  de  lo  que  se  desea  saber  sobre 
ellas;  no  habiéndose  atacado  en  ninguna 
forma  ni  demostrado  la  falta  de  los  requi- 
sitos legales  que  la  ley  manda,  dicho  in- 
forme queda  en  pie  y surte  todos  sus  efec- 
tos legales,  toda  vez  que  dichos  expertos 
observaron  la  lesión  sufrida  por  Mario  Be- 
har varios  dias  después  de  habérsele  in- 
ferido y por  consiguiente  apreciaron  sus 
consecuencias  mejor  que  el  Cirujano  del 
Hospital,  que  sólo  la  vió  el  dia  que  fué 
ocasionada,  pues  consta  que  el  herido  no 
se  hospitalizó.  Para  convencerse  de  lo  que 
se  ha  relacionado,  basta  observar,  que  la 
única  prueba  propuesta  por  el  reo,  con- 
siste: lo.,  informe  de  la  Dirección  Gene- 
ral de  Policía  acerca  de  los  antecedentes 
y conducta  del  acusado;  2o.,  oficio  del  De- 
partamento de  Trabajo  sobre  la  dedicación 
habitual  del  lesionado  y que  si  en  esos 
despachos  había  algima  noticia  de  que  hu- 
biera suspendido  sus  dedicaciones  o tra- 
bajo por  algún  tiempo;  3o.,  informe  de  los 
Tribunales  de  Justicia  sobre  los  antece- 
dentes personales  d'el  encausado;  4o.,  exa- 
men de  los  testigos  Jacobo  Benshoan  y 
Samuel  cámhi  para  demostrar  que  el  pro- 
cesado era  honrado,  trabajador,  culto  y 
nada  pendenciero;  5o.,  que  los  doctores 
Bickford  y Rivera  ampliaran  su  informe  en 
el  sentido  de  que  Behar  si  pudo  curarse 
en  siete  dias  y además,  si  abandonó  sus 
ocupaciones  y trabajo  diario  a consecuen- 
cia del  golpe  y que  dijeran  por  último,  si 
le  había  quedado  impedimento  y defor- 
midad, diligencias  en  las  que  los  referidos 
expertos  aseguraron  que  Mario  Behar  no 
se  curó  en  siete  días,  sino  en  diez. 

Como  es  natural,  una  vez  terminada  la 
fase  de  los  actos  preliminares,  se  pasó  a 
los  debates,  que  forman  el  momento  más 
importante  de  todo  el  proceso,  ya  que  en 
ella  convergen  todos  los  materiales  reco- 
gidos durante  los  anteriores  momentos 
procesales,  en  ella  se  realiza  el  contacto 
directo  de  las  partes,  y que  no  se  sabe 
por  qué  circunstancias  el  reo  no  intervino 
en  el  plenario,  rindiendo  como  era  de  es- 
perarse, pruebas  encaminadas  a destruir 
el  informe  dado  por  los  expertos  Bickford 
y Rivera,  por  cuya  razón  tanto  el  Juez 
como  la  Sala  sentenciadora,  tuvieron  que 


darle  toda  su  eficacia  a dicho  peritaje  y 
procedieron  de  esa  manera  a su  valoriza- 
ción, dictando  en  seguida,  sentencia  con- 
denatoria. 

Como  el  acusado  no  obstante  tener  de- 
recho a recusar  a los  peritos  que  propuso 
la  parte  lesionada,  ya  porque  éstos  no  die- 
ran las  garantías  necesarias  de  ciencia  y 
habilidad  o porque  su  imparcialitad  fuera 
dudosa,  nada  hizo  a este  respecto,  la  ta- 
cha a que  ahora  viene  refiriéndose  en  el 
recurso  de  casación,  es  completamente  in- 
admisible. En  consecuencia,  el  dictamen 
de  los  expertos  tantas  veces  citados,  tiene 
toda  su  fuerza  de  prueba  legal  y por  tan- 
to, el  Tribunal  sentenciador,  al  declararlo 
así,  no  infringió  los  Articulo  259,  270,  276, 
279,  364,  365,  366,  367,  373,  374,  376,  377,  379, 
385  y 396  de  P.  P.,  que  se  refieren  a la 
base  del  procedimiento  criminal,  quienes 
son  los  directamente  llamados  a practicar 
los  reconocimientos,  al  informe  pericial  y 
que  no  se  podrá  detener  por  faltas.  El  ar- 
ticulo 269  del  Código  de  Procedimientos 
Penales,  tampoco  fué  violado  por  la  Sala 
sentenciadora,  por  referirse  a que  en  los 
casos  de  muerte  violenta  o sospecñosa,  se 
procederá  a la  autopsia  del  cadáver,  aun 
cuando  por  la  inspección  exterior  pueda 
presumirse  la  causa  de  la  muerte. 

Como  la  acción  cometida  por  el  enjui- 
ciado, no  era  constitutiva  de  una  falta  si- 
no de  un  delito,  el  sobreseimiento  pedido 
por  el  reo  en  Primera  Instancia,  era  im- 
procedente y por  consiguiente  la  Sala  sen- 
tenciadora no  infringió  los  artículos  511, 
512  y 519  P.  P.  Por  no  haberse  rendido 
ninguna  prueba  en  contra  de  lo  asegura- 
do por  Bickford  y Rivera,  es  natural  y ló- 
gico que  la  Sala  al  aceptarlo  como  bueno, 
no  violó  lo  dispuesto  en  los  Artéculos  568, 
570,  571,  560,  602,  604,  605,  608  y 609  de 
P.  P.  Asi  como  tampoco  lo  dispuesto  por 
los  Artos.  729,  730  y 732  del  mismo  Cuerpo 
legal  ya  citado  y que  determinan  los  ca- 
sos en  que  la  sentencia  será  condenato- 
ria, cuándo  absolutoria  de  la  Instancia  y 
que  deben  ser  fundadas  tanto  unas  como 
otras  y contener  decisiones  expresas,  po- 
sitivas y precisas.  Como  el  delito  de  le- 
siones quedó  en  pie,  la  Sala  sentenciadora 
no  pudo  infringir  el  articulo  306  del  Cód. 
Penal  en  su  fracción  segunda,  que  seña- 
la la  pena  de  seis  meses,  cuando  las  le- 
siones producen  imposibilidad  para  el  tra- 
bajo o necesidad  de  asistencia  facultativa 
de  ocho  días  hasta  quince;  tampoco  pudo 
infringirse  el  artículo  27  del  mismo  Códi- 
go que  se  refiere  a los  autores,  cómplices 
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y encubridores  y el  65  de  la  misma  ley, 
que  los  Jueces  no  podrán  aumentar,  agra- 
vár  ni  disminuir  las  penas.  Por  último  la 
Sala  sentenciadora  no  pudo  violar  la  dis- 
posición contenida  en  el  articulo  16  de  la 
Constitución  de  la  República,  que  deter- 
mina que  las  autoridades  están  institui- 
das para  mantener  a los  habitantes  en  el 
goce  de  sus  derechos,  el  33  que  no  podrá 
dictarse  auto  de  prisión,  sin  que  proceda 
información  sumaria,  la  cual  fué  amplí- 
sima y por  último  el  36  de  la  misma  Cons- 
titución, que  preceptúa  que  es  Inviolable 
en  juicio  la  defensa  de  la  persona. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  dispuesto  en  los  Artos.  676,  686, 
690  y 735  P.  P.;  22  Decreto  1728,  DESES- 
TIMA por  improcedente  el  recurso  inter- 
puesto, y condena  al  recurrente  a la  pena 
adicional  de  quince  dias  de  prisión  sim- 
ple, conmutables  a razón  de  diez  centa- 
vos de  quetzal  por  día. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

Federico  O.  Solazar.  — Carlas  Castella- 
nos R.  — Alberto  Arjueta  S.  José  Serra- 
no Muñoz.  — Francisco  Menéndez  B.  — 
Ante  mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Juan  Francisco  Gil,  por 
lesiones. 

DOCTRINA:  La  prueba  es  plena  cuando  la 
única  consecuencia  que  de  ella  puede 
deducirse  es  la  culpabilidad  del  acusado. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y nueve  de  Agosto  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cinco. 

El  Fiscal  de  la  Sala  5a.  de  Apelaciones 
Licenciado  Francisco  Barrios  Solis,  intro- 
dujo recurso  de  casación  contra  la  senten- 
cia de  dicho  Tribunal,  fecha  veintiocho  de 
mayo  del  corriente  año,  que  absuelve  de 
la  instancia  a Juan  Francisco  Gil  en  el 
proceso  que  se  le  siguió  en  el  Juzgado 
departamental  de  Chiquimula  por  el  de- 
lito de  lesiones  graves  en  la  persona  de 
Isidro  Ramos,  revocando  en  esa  forma  el 
fallo  de  primera  instancia  que  condenaba 
al  reo  a cinco  años  de  prisión  correccio- 
nal. 


El  recurrente  estima  violados  los  artícu- 
los 571,  595,  596,  597,  601,  730,  inciso  2o., 
732  de  Prs.  Pns.,  11,  12,  66  y 304  inciso 
2o.  del  Código  Penal. 

I _ 

Se  inició  la  causa  en  el  Juzgado  de  Paz 
de  Esquipulas  el  diez  y ocho  de  abril  do 
mil  novecientos  treinta  por  haber  sido  le- 
sionado Isidro  Ramos,  quien  recibió  un 
machetazo  en  la  cara  que  le  partió  el  ojo 
izquierdo.  Desde  el  primer  momento  el 
rumor  público  acusó  como  autor  del  he- 
cho a Juan  Francisco  Gil,  a quien  cuando 
iba  huyendo,  conoció  el  so'dado  Juan  Gar- 
cía; lo  persiguió  junto  con  otros  dos  sol- 
dados pero  no  le  dieron  alcance.  Hasta  el 
veinte  de  febrero  del  año  en  curso,  el  Juez 
de  Chiquimula  recibió  telegrama  del  Go- 
bernador Político  de  Sinuapa,  República 
de  Honduras,  comunicándo’e  que  tenia  re- 
cluido a Gil  de  quien  tenia  noticia  que 
había  asesinado  a Isidro  Ramos.  El  Juez 
contestó  que  si  tenía  proceso  pendiente 
por  lesiones  graves  por  lo  que  le  fué  re- 
mitido y se  continuó  el  proceso.  En  su 
indagatoria  negó  conocer  a Ramos  y ma- 
nifestó que  hacia  como  ocho  años  se  ha- 
bía trasladado  a Honduras  en  busca  de 
trabajo. 

— II  — 

La  Isentencia  del  'Juez  considera  que 
contra  el  enjuiciado  concurren  graves  pre- 
sunciones que  convencen  de  su  culpabili- 
dad. Además  de  sindicarlo  como  autor 
el  ofendido,  los  soldados  Ricardo  Padilla, 
José  y Juan  García  vieron  huir  del  lugar 
del  hecho  a un  individuo,  a quien  el  últi- 
mo de  los  nombrados  reconoció  que  era 
Gil,  e inmediatamente  los  otros  dos  supie- 
ron por  referencias  que  éste  había  lesio- 
nado gravemente  a Ramos;  su  permanen- 
cia en  la  República  de  Honduras  sin  una 
justificación  racionaIT  que  hace  presumir 
su  propósito  de  eludir  el  castigo:  las  de- 
claraciones de  los  testigos  que  él  mismo 
propuso,  que  expresan  que  a Gil  lo  acu- 
saba el  rumor  público;  y,  por  último,  no 
haber  habido  sospecha  ninguna  contra 
otra  persona. 

Con  tales  fundamentos  declaró  la  cul- 
pabi'idad  y tomando  en  consideración  que 
la  herida  hizo  perder  el  ojo  izquierdo  al 
ofendido,  dejándole  deformidad  e impe- 
dimento permanente,  le  impuso  la  pena 
ya  mencionada. 
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En  segunda  instancia  el  Fiscal  solicitó 
que  para  mejor  fallar  se  investigara  la  fe- 
cha en  que  GU  se  ausentó  del  lugar  de  su 
domicilio  y se  fué  a Honduras  y se  re- 
cibiera información  de  su  vida  y costum- 
bres, lo  que  acordó  la  Sala  concediendo 
un  término  de  quince  dias.  Declararon 
en  efecto  los  testigos  Florencio  Cruz  y Ra- 
món Guevara,  vecinos  del  Municipio  de  Es- 
quipulas,  expresando  que  Gil,  que  era  ve- 
cino de  ese  lugar,  se  ausentó  yéndose  a 
Honduras  con  su  familia  como  ocho  año.s 
antes,  habiendo  sido  hombre  honrado  y 
de  buenas  costumbres.  No  obstante,  el 
Fiscal  pidió  la  confirmatoria  del  fallo  ma- 
nifestando que  las  presunciones  son  gra- 
ves y suficientes. 

La  Sala,  por  mayoría  de  votos,  pues  vo- 
tó en  contra  el  Magistrado  Vargas,  revocó 
la  sentencia  por  falta  ide  prueba,  'esti- 
mando que  el  hecho  de  que  un  hombre 
haya  pasado  corriendo  la  noche  de  autos; 
la  permanencia  del  mismo  en  la  vecina 
república,  el  rumor  público  y la  tardia 
sidicación  del  ofendido  cinco  años  des-' 
pués  del  delito,  no  forman  la  prueba  sufi- 
ciente para  condenarlo. 

CONSIDERANDO: 

El  examen  de  la  causa  produce  el  con- 
vencimiento pleno  de  que  Gil  fué  el  au- 
tor de  la  grave  lesión  sufrida  por  Ramos. 
En  efecto,  está  probado  que  aquél  se  en- 
contraba domiciliado  en  Esquipulas,  con 
residencia  en  el  Cantón  San  Nicolás  de 
esa  jurisdicción;  que  el  diez  y ocho  de 
abril  de  mil  novecientos  treinta  fué  he- 
rido Gil  y pocos  momentos  después  un 
hombre  iba  corriendo:  tres  individuos  de 
la  escolta  lo  persiguieron  y uno  de  ellos 
lo  conoció  perfectamente;  pero  no  pudie- 
ron capturarlo  ni  se  volvió  a saber  de  él 
hasta  cinco  años  después  en  que  por  el 
rumor  público,  persistente  e ininterrumpi- 
do, el  Gobernador  Político  de  Sinu-apa,  Re- 
pública de  Honduras,  lo  capturó  y remi- 
tió a las  autoridades  de  Chiquimula. 

El  procesado  quedó  convicto  de  su  re- 
sidencia en  el  lugar  del  hecho,  de  su 
traslado  a la  República  vecina,  sin  que 
haya  probado  que  dicho  traslado  fue- 
ra anterior  al  delito  a fin  de  des- 
truir la  presunción  contraria  deducida  de 
las  constancias  de  autos.  No  cabe  duda 
que  la  falta  "de  precisión  en  la  fijación  de 


la  fecha  de  salida  perjudica  al  procesado 
porque  existe  una  semiplena  prueba  de 
haber  sido  él  quien  iba  huyendo  al  quedar 
Gil  herido  y varias  declaraciones  que  de- 
muestran que  el  rumor  público  desde  el 
primer  momento  lo  sindicó  como  culpa- 
ble; ante  la  falta  de  prueba  de  la  fecha 
de  salida  es  lógico  aceptar  que  fué  poste- 
rior a la  comisión  del  delito  y enlazando 
este  hecho  con  los  anteriores  y estando  de 
acuerdo  coh  la  acusación  directa  del  ofen- 
dido, la  consecuencia  única  es  la  culpabi- 
lidad del  delito  que  se  le  imputa,  motivo 
que  hacen  estimar  el  quebrantamiento  en 
la  sentencia  de  los  artículos  571,  595,  601 
de  Prs.  Pns.,  304  inciso  2o.  del  Código  Pe- 
nal, citados  en  el  recurso. 

En  consecuencia,  existiendo  prueba 
pruena  de  que  el  procesado  cometió  el  de- 
lito de  lesiones  graves  en  la  persona  de 
Isidro  Ramos,  estando  contenido  el  caso 
en  el  inciso  2o.  del  articulo  304  del  Código 
Penal,  procede  imponerle  la  pena  que  en 
esta  disposición  se  establece. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo además  en  los  artículos  687,  587,  589, 
SOI  Prs.  Pns.,  2o.  Dto.  Legislativo  1740,  y 
estimando  que  la  ejecutoria  es  contra  las 
leyes  en  cuya  infracción  ha  fundado  el 
recurso  el  Fiscal  recurrente,  declara  ha- 
ber lugar  a él;  CASA  Y ANULA  la  senten- 
cia y fallando  sobre  lo  principal  resuelve: 
lo.,  que  Juan  Francisco  Gil  es'  autor  del 
delito  de  lesiones  graves  en  la  persona  de 
Isidro  .Ramos  por  lo  que  lo  condena  a su- 
frir cinco  años  de  prisión  correccional,  en 
la  Penitenciaria  del  Centro,  pudiendo  con- 
mutar las  dos  terceras  partes  a razón  de 
veinfé  centavos  diarios;  quedando  obliga- 
do af  pago  de  las  indemnizaciones  civiles 
derivadas  del  delito,  exonerado  de  la  re- 
posición del  papel  y suspenso  en  el  ejer- 
ficio  de  sus  derechos  políticos  durante  el 
tiempo  de  la  condena. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antscedentes  a don- 
de corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario.  Al  mar- 
gen se  lee:  El  Magistrado  Serrano  Muñoz, 
razonará  su  voto. 
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Respetable  Corte  Suprema 
de  Justicia: 

Tuve  la  pena  de  disentir  de  la  ilustrada 
opinión  de  mis  distinguidos  compañeros 
de  labores  judiciales,  al  discutirse  el  re- 
curso extraordinario  de  casación  inter- 
puesto por  el  Lie.  Francisco  Barrios  So- 
lis, en  su  carácter  de  Fiscal  de  la  Sala  5a. 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  contra  la  sen- 
tencia pronunciada  por  dicho  Tribunal,  el 
veintiocho  de  mayo  retropróximo,  en  que 
absuelve  de  la  Instancia  a Juan  Francisco 
Gil  en  la  causa  que  se  le  .siguió  por  el  de- 
lito de  lesiones  graves  inferidas  a Isidro 
Ramos,  proceso  que  fué  iniciado  en  el  Juz- 
gado de  Paz  de  Esquipulas  el  diez  y ocho 
de  abril  de  mil  novecientos  treinta  y pro- 
.'■egiüdo  por  el  Juez  de  la.  Instancia  del 
Departamento  de  Chiquimula,  funcionario 
que  le  puso  fin  condenando  a Gil  a pur- 
gar la  pena  de  cinco  años  de  prisión  co^ 
reccional. 

En  aquella  ocasión  manifesté  que  es  im- 
procedente entrar  a conocer  del  recurso 
que  se  deja  ya  mencionado,  pues  estimo 
que  tratándose  de  un  fallo  que  carece  del 
carácter  de  definitivo,  no  se  encuentra 
comprendido  en  el  inciso  primero  del  ar- 
ticulo 674  del  Código  de  Procedimientos 
Penales,  que  literalmente  dice:  “en  las 
sentencias  definitivas  prenunciadas  en 
juicio  escrito  que  hayan  causado  ejecuto- 
ria”. 

Es  sentencia  definitiva  aquella  en  que 
el  Juez  concluido  el  proceso,  resuelve  fi- 
nalmente sobre  el  negocio  principal,  con- 
denando o absolviendo  al  reo.  También  se 
denomina  sentencia  definitiva  la  que  se 
da  sobre  la  substancia  o el  todo  de  la 
causa  absolviendo  o condenando  al  en- 
juiciado. 

La  resolución  absolutoria  de  la  Instancia 
no  es  definitiva,  porque  deja  subsistente 
el  cargo  y abierto  el  procedimiento  para 
que  más  tarde,  si  se  mejora  la  prueba,  el 
enjuiciado  deberá  extinguir  la  pena  que 
se  le  imponga,  en  caso  contrario  será  ab- 
suelto del  cargo,  y por  último,  la  sentencia 
se  tendrá  por  absolutoria  del  cargo  ai 
transcurrir  tres  años  sin  que  la  causa  ha- 
ya sido  abierta  nuevamente. 

Guatemala,  Agosto  de  1935. 

H.  C.  S.  de  J. 

' José  Serrano  Muñoz. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Pablo  Tezén  Vásquez 
Miguel  Patzán  Yug,  por  lesiones  y abu- 
sos contra  particulares. 

Contra  Tereso  Poz  Pérez,  Pablo  Tun 
Xecojic,  Francisco  Guamuch  Chajón. 
Santiago  Reguan  Quisquinay  y Panta- 
león  Tezén,  por  lesiones. 

Contra  Isidro  Chilacayote,  por  robo. 

DOCTRINA:  El  abuso  de  superioridad  im- 
plica el  empleo  consciente  de  algún  me- 
dio que  tienda  a inutilizar  o a hacer  más 
difícil  la  defensa  del  ofendido. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y nueve  de  Agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Por  recurso  de  casación  se  examina  la 
sentencia  proferida  por  la  Sala  Segunda 
de  la  Corte  de  Apelaciones  en  el  proceso 
seguido  contra  Pablo  Tezén  Vásquez  y Mi- 
guel Patzán  Yup  por  el  delito  de  lesiones 
y abusos  contra  particulares;  por  lesio- 
nes, contra  Tereso  Poz  Pérez,  Pablo  Tun 
Xecojic,  Francisco  Guamuche  Chajón,  San- 
tiago Reguan  Chisquinay  y Pantaleón  Te- 
zén y por  robo  contra  Isidro  Chilacayote; 
y en  la  que  confirma  la  sentencia  apelada 
en  cuanto  absuelve  a Pantaleón  Tezén  Vás- 
quez y a Santiago  Reguan  Quisquinay  del 
cargo  que  por  los  delitos  de  lesiones  y abu- 
sos contra  particulares  se  les  formuló;  la 
confirma  también  en  la  parte  que  conde- 
na a Tereso  Poz  Pérez,  a Pablo  Tun  Xeco- 
jic y a Isidro  Loy  Chilacayote,  con  las 
modificaciones  siguientes:  que  a los  dos 
primeros  se  les  rebaja  una  tercera  parte 
de  la  pena  que  les  corresponde  a cada  uno, 
en  virtud  de  la  atenuante  de  su  confesión; 
y que  Lol  Chilacayote  es  autor  del  delito 
de  hurto  de  maíz,  por  el  que  se  le  impone 
lá  pena  de  seis  meses  de  arresto  mayor  in- 
conmutable; la  revoca  en  lo  demás  y con- 
dena,a Miguel  Patzán  Yup  y a Pablo  Te- 
zén Vásquez  como  autores  del  delito  de 
abusos  contra  particulares,  a la  pena  de 
cuatro  meses  de  arresto  menor,  a cada  uno, 
disminuidos  en  una  tercera  parte  por  la 
atenuante  de  su  confesión,  que  se  decla- 
ran purgados  con  la  prisión  que  sufrieron 
estos  reos;  condena  también  a Francisco 
Guamuch  como  autor  de  una  falta  contra 
las  personas,  a diez  días  de  prisión  simple, 
que  asimismo  se  dec’aran  extinguidos  con 
la  prisión  sufrida  por  éste. 
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El  nueve  de  abril  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro,  compareció  Pablo  Tezén, 
auxiliar  de  la  labor  “Rejón  de  Herrera”, 
ante  el  Juez  de  Paz  de  Sumpango,  ma- 
nifestando: que  la  noche  anterior  se  que- 
daron a dormir  en  uno  de  los  corredores 
de  la  nombrada  hacienda,  Francisco  Gua- 
much  y Miguel  Patzán;  que  como  a las 
veintitrés  horas  dichos  individuos  le  dieron 
parte  que  a una  de  las  casas  de  la  ran- 
chería había  penetrado  un  ladrón,  por  lo 
cual  el  dicente  se  levantó  reuniendo  a su 
auxilio,  acompañándose  de  Pantaleón  Te- 
zén (hermano  suyo)  y del  Ministril  Miguel 
Patzán,  y al  llegar  a la  casa  de  Asunción 
Asturias,  se  dieron  cuenta  de  que  el  ladrón 
salía  con  un  costal  de  maiz  al  hombro, 
el  cual  botó  inmediatamente  y agredió  ma- 
chete en  mano  al  dicente  y a los  del  auxilio; 
pero  al  ver  que  el  auxilio  no  se  intimidaba, 
se  puso  en  fuga:  quien  resultó  ser  Isidro 
Lol,  y al  que  al  fin  pudieron  capturar  auxP 
liados  por  los  vecinos  Tereso  Poz,  Pablo  Tun 
y Santiago  Reguán;  de  resultas  de  la  lucha 
quedó  lesionado  el  perseguido,  y cortada 
la  vara  de  autoridad  del  dicente.  Que  al 
inculpado  se  le  recogió  además  del  maiz  y 
del  machete,  una  llave  grande  y unas  ti- 
jeras. La  exposición  anterior  fué  corro- 
borada por  Francisco  Guamuche,  quien 
agregó,  que  le  pegó  a Lol  con  un  garrote 
que  portaba:  Miguel  Pazán  declaró  en 
idéntica  forma,  pero  no  de  haberle  pegado 
al  inculpado;  Tereso  Poz  al  declarar,  co- 
rroboró lo  manifestado  por  los  anteriores, 
agregando  que  el  declarante  y su  cuñado 
Pablo  Tun  portaban  en  tal  ocasión  ma- 
chetes, y los  demás  sólo  garrotes;  este  úl- 
timo al  ser  examinado  dijo  que  el  auxUiar 
les  indicó  que  no  se  le  pegara  a Lol  con 
machetes  por  temor  de  herirlo,  por  lo  cual 
cortaron  varas  de  manzanilla  con  las  cua- 
les lo  flagelaron;  Pantaleón  Tezén  se  pro- 
dujo de  la  misma  manera  que  los  ante- 
riores, advirtiendo  no  haberle  pegado  al 
ladrón,  por  la  circunstancia  de  haber  he- 
cho acto  de  presencia  cuando  ya  se  le  ha- 
bía capturado;  en  este  mismo  sentido  se 
manifestó  Santiago  Reguán,  quien  adicio- 
nó en  el  sentido  de  haber  ocurrido  cuan- 
do ya  e,staba  lesionado  y capturado  Lol, 
y que  se  dió  cuenta  de  que  los  que  por- 
taban machetes  eran  Tereso  Poz,  Pablo 
Tun  y Pantaleón  Tezén. 

Al  ser  indagado  en  forma,  el  sindicado 
Isidro  Lol  Chilacayote,  expuso:  que  en  la 
noche  de  autos  se  encontraba  ebrio,  que 


al  pasar  por  el  “Rejón  de  Herrera”,  lugar 
de  donde  tenia  su  milpa,  cuando  fué  cap- 
turado sin  motivo  alguno  en  el  patio  de 
la  finca,  a donde  había  ido  a ver  su  maiz 
que  tiene  en  la  propia  troj  del  patrón;  que 
efectivamente  la  casa  de  Asunción  Astu- 
rias se  encuentra  en  la  misma  finca,  pero 
que  este  sujeto  no  tenía  maiz,  y que  si  sa- 
lió huyendo  fué  porque  los  del  auxilio  se 
le  amontonaron,  y que  si  hizo  uso  de  su 
machete  fué  para  defenderse  de  los  mis- 
mos componentes  del  auxilio,  pero  sin  in- 
tensión de  matar  a nadie,  y por  último 
aceptó  haber  dejado  botado  en  su  fuga 
el  costalito  de  maiz  de  que  ya  se  hizo  alu- 
sión. Constituido  el  Juez  instructor  en 
el  lugar  del  heho,  al  practicar  la  inspec- 
ción ocular  de  rigor,  constató  que  la  casa 
de  Asunción  Asturias  es  cercada  de  cañas 
de  milpa,  encontrando  señales  de  habei 
sido  allanada,  porque  apareció  cortado  el 
lazo  que  aseguraba  la  puerta  y hecho  un 
portillo  en  el  cerco  en  cuestión.  Revisa-' 
da  la  troj  del  encausado,  aunque  sin  pe- 
netrar al  interior  por  estar  con  llave,  se 
pudo  constatar  la  poca  cantidad  de  maiz 
guardada  en  tal  lugar  y la  no  existencia 
de  señales  que  indujeran  a pensar  que 
haya  penetrado  persona  alguna  pocas  ho- 
ras antes.  ~ 

El  Tribunal  de  Primera  Instancia,  pro- 
cedió a indagar  en  forma  a los  componen- 
tes del  auxilio.  Tereso  Poz  manifestó:  que 
ocurrió  al  lugar  del  hecho,  en  virtud  de 
auxilio  solicitado  por  sus  compañeros,  y 
que  al  llegar  se  dió  cuenta  que  cinco  in- 
dividuos tenían  agarrado  a Isidro  Lol  y le 
pegaban  con  garrotes,  por  lo  cual  el  di- 
cente y su  cuñado  Pablo  Tun  le  pegaron 
también  a Lol  con  su  machetes;  que  se  dió 
cuenta  de  las  cortadas  que  presentaba  la 
vara  insignia  del  auxiliar,  no  podiendo 
precisar  quién  de  todos  causó  las  heridas 
presentadas  por  el  reo,  pues  todos  le  pe- 
garon. Miguel  Patzán  expuso:  que,  con 
el  palo  que  portaba  le  dió  tres  golpes  “bien 
puestos”  a Lol  en  la  cabeza,  aceptando  que 
le  pegaron  cuando  éste  ya  estaba  captu- 
rado. Francisco  Guamuche  ratificó  su  an- 
terior exposición,  agregando  que  Tereso 
Poz  y Pablo  Tun  le  pegaron  al  reo  con  sus 
machetes,  y que  el  dicente  y los  demás 
componentes  del  auxilio  lo  flajelaron  con 
palos;  Pantaleón  Tezén  negó  haberle  pe- 
gado al  sindicado:  Pablo  Tun  confesó  que, 
él  y su  cuñado  Tereso  Poz,  le  pegaron  r. 
Lol  con  machetes  y los  demás  le  dieron  de 
palos  y garrotazos,  y aunque  Pantaleón  Te" 
zén  si  portaba  arma,  no  le  pegó  al  ladrón; 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


489 


Pablo  Tezén  ratificó  su  primera  exposi- 
ción, pero  que,  al  ladrón  lo  capturaron  sin 
que  éste  opusiera  resistencia,  y como  no 
daba  ninguna  explicación,  le  dieron  de  pa- 
los hasta  botarlo,  e inmediatamente  lle- 
garon Tereso  Poz  y Pablo  Tun,  armados 
de  machetes,  con  los  cuales  lesionaron  al 
detenido,  afirmó  también  que  Tezén  (Pan- 
taleón)  no  le  pegó  al  ladrón;  Santiago 
Reguán  ratificó  su  primera  declaración, 
manifestando  al  mismo  tiempo  que  Tere- 
so  Poz  y Pablo  Tun  fueron  los  que  lesio- 
naron con  machete  al  reo  y aunque  el  de- 
ponente les  llamó  la  atención  no  le  hicie- 
ron caso.  Indagado  nuevamente  el  reo 
Isidro  Lol,  expuso:  que,  encontrándose  al- 
go ebrio  en  “El  Rejón  de  Herrera”,  con  el 
objeto  de  ver  su  maiz,  fué  capturado, 
golpeado  y lesionado  por  Pablo  Tezén  y 
su  auxilio,  dándose  cuenta  de  que  Tereso 
Poz  y Pablo  Tun  fueron  los  que  le  infirie- 
ron los  machetazos;  que  con  los  Tezén  son 
enemigos  y los  demás  no  le  quieren  por 
ser  caporal  de  dicha  finca;  y negó  rotun- 
damente haber  robado  el  maiz  de  la  casa 
de  Asunción  Asturias. 

El  maiz  incautado  fué  estimado  por  el 
experto  nombrado  para  el  efecto  en  cin- 
cuenta y siete  centavos  de  quetzal.  El 
Alcalde  de  Sumpango,  informó  que,  única- 
mente Pablo  Tezén  era  auxiliar  y Miguel 
Patzán,  Ministril,  y que  los  demás  reos 
eran  particulares,  adjuntando  los  nombra- 
mientos respectivos.  El  Juez  de  Sacate- 
péquez,  Licenciado  Guillermo  Herrera  Ro- 
dríguez, se  inhibió  de  seguir  eonociendo 
en  el  juicio  por  el  parentesco  que  le  uñé 
con  la  dueña  de  la  finca  en  donde  acae- 
ció el  suceso,  y por  designación  de  la  Cor- 
te Suprema  de  Justicia,  pasó  el  proceso 
al  Juzgado  Cuarto  de  Primera  Instancia 
Departamental.  Recabado  el  informe  mé- 
dico legal  de  las  lesiones  sufridas  por  Isi- 
dro Lol  Chilacayote,  se  constató  que  sufrió 
cinco  lesiones  con  arma  cortante,  una  en 
la  región  parietal  izquierda,  interesando 
cuero  cabelludo,  aponeurósis  y las  tablas 
externa  e interna  del  hueso;  otra  en  la 
misma  región;  otra  en  el  ángulo  externo 
del  ojo  derecho,  y las  otras  dos,  en  la 
cara  externa  del  codo  izquierdo  y cara  ex- 
terna de  la  pierna  izquierda,  saliendo  cu- 
rado, sin  consecuencias,  dos  meses  después 
de  su  ingreso  al  Hospital. 

— II  — 

Contra  el  fallo  de  la  Sala  Segunda  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  introdujo  el  presen- 
te recurso  de  casación  el  señor  Fiscal  de 
la  misma  Cámara,  Licenciado  don  Miguel 


Alvarez  Lobos,  por  violación  de  ley,  citan- 
do como  infringidos  los  artículos  siguien- 
tes: 22  inciso  7o.,  65,  77  y 78  del  Código 
Penal,  estimando  que  la  Sala  al  dictar  su 
fallo,  no  hizo  aplicación  de  la  circunstan- 
cia agravante  contenida  en  el  inciso  7o.  del 
artículo  22  del  cuerpo  de  leyes  citado,  pues 
es  indudable  que  los  enjuiciados  abusaron 
de  superioridad,  al  cometer  el  delito,  en 
términos  tales  que  el  ofendido  no  pudo 
defenderse  con  probabilidades  de  repeler 
la  ofensa. 

Pedidos  los  antecedentes  y señalado  día 
para  la  vista,  es  procedente  dictar  el  fallo 
que  corresponde  en  justicia. 

CONSIDERANDO; 

Ninguno  de  los  reos  Tereso  Poz  Pérez, 
Pablo  Tun  Xocoxic,  Miguel  Patzán  Lup, 
Pablo  Tezén  Vásquez  y Francisco  Guamu- 
che,  confiesan  que  hubieran  acometido 
violenta  y súbitamente  a Isidro  Lol  Chi- 
lacayote cuando  lo  capturaron  con  moti- 
vo del  robo  que  estaba  cometiendo  en  la 
labor  “Rejón  de  Herera”  del  Municipio  de 
Sumpango,  la  noche  del  nueve  de  Abril 
del  año  pasado. 

El  abuso  de  superioridad  implica  el  em- 
pleo consciente  de  algún  medio  que  tien- 
da a inutilizar  o a hacer  más  fácil  la 
defensa  del  agredido,  y ésto  no  puede  de- 
ducirse racionalmnete  del  mero  acciden- 
te de  ser  dos  o más  los  agresores,  cuando 
de  los  hechos  probados  aparece  que  no 
obraron  los  sindicados  con  la  intención 
convenida  de  paralizar  la  resistencia  que 
hacia  con  machete  Isidro  Lpl. 

Por  otra  parte  la  agresión  simultánea  y 
colectiva  contra  una  persona  no  demues- 
tr  apor  si  sola  la  concurrencia  de  la  cir- 
cunstancia agravante  de  abuso  de  superio- 
ridad en  la  ejecución  del  delito,  porque 
esta  causa  de  agravación  no  tiene  por  base 
única  el  mayor  número  de  los  agresores, 
ni  la  mayor  cantidad  de  fuerza  efectiva, 
sino  el  concierto  expreso,  previo  o bien 
tácito,  prestado  en  el  momento  de  la  ac- 
ción por  todos  para  cometer  el  delito.  Pa- 
ra estimar  jurídicamente  la  eoncurrencia 
de  la  cireunstancia  agravante  de  abuso  de 
superioridad,  no  basta  pues  el  hecho  ma- 
terial de  ser  dos  o más  las  personas  que 
acometen  a otra,  sino  que  es  preciso  que 
entre  los  agresores  haya  mediado  con- 
cierto previo,  lo  que  no  está  demostrado, 
o cuando  menos  que  se  haya  aprovechado 
intencionalmente  la  agresión  de  los  de- 
más, lo  que  tampoco  está  comprobado.  Por 
consiguiente,  cuando  la  agresión  común  y 
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simultánea  nace  inesperada  y momentá- 
neamente sin  aquellas  circunstancias  co- 
mo ocurrió  en  el  presente  caso,  no  debe 
apreciarse  como  constitutiva  de  la  circuns- 
tancia agravante  de  abuso  de  superiori- 
dad. Por  todo  lo  expuesto,  la  Sala  sen- 
tenciadora al  resolver  como  lo  hizo,  no 
violó  la  fracción  7a.  del  Articulo  22  del 
Código  Penal,  que  se  refiere  al  empleo  de 
medios  que  debiliten  la  defensa  o abusar 
de  superioridad  y como  consecuencia  in- 
mediata, tampoco  se  infringieron  las  dis- 
posiciones legales  contenidas  en  los  ar- 
tículos 65,  77  y 78  del  mismo  Cuerpo  legal, 
y que  determinan,  que  los  Jueces  no  pue- 
den aumentar,  disminuir  ni  agravar  las 
penas;  que  si  sólo  hubiere  circunstancias 
agravantes,  se  aumentará  la  pena  hasta 
con  una  tercera  parte  y que  si  concurren 
atenuantes  y agravantes,  los  Tribunales 
las  compensarán  racionalmente. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  preceptuado  en  los  Artos.  676, 
686,  690  y 735  P.  P.;  22  Decreto  1728,  DES- 
ESTIMA el  recurso  interpuesto. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — An- 
te mi,  Juan  Fernández  c.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Ismael  Lara  Flores,  por 
prevaricato,  estafa  y falsedad. 

DOCTRINA:  Cuando  los  artículos  que  el 
recurrente  denuncia  como  infringidos 
contienen  varios  incisos,  deberá  expre- 
sar a cuál  de  dichas  fracciones  se  refie- 
re. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiuno  de  Agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  de  casación  y con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  que 
más  adelante  se  relatará  pronunciada  en 
el  proceso  instruido  contra  Ismael  Lara 
Flores  por  los  delitos  de  prevaricato,  esta- 
fa y falsedad. 


RESULTA; 

El  señor  Henry  Brown,  con  fecha  trein- 
ta de  Noviembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cuatro,  manifestó  ante  el  Juez  de  la 
Instancia  de  Suchitepéquez  que  no  habia 
dado  poder  otorgando  su  perdón  a Emilio 
Gálvez  en  la  causa  que  se  le  sigue  por  el 
rapto  de  la  menor  Inés  Brown,  hija  del 
compareciente.  Explica  el  señor  Brown  que 
confirió  su  poder  a Ismael  Lara  para  que 
prosiguiera  la  causa,  pero  ni  él  ni  su  espo- 
sa doña  Mercedes  Lacayo  CastUlano  de 
Brown,  le  dieron  facultades  a Lara  para 
que  concediera  perdón  al  enjuiciado,  ni  ai 
Notario  que  autorizó  la  escritura  respecti- 
va, le  expresaron  que  consignara  en  dicho 
instrumento  esa  facultad.  Que  el  Notario 
no  les  leyó  la  escritura  de  poder;  que  ig- 
nora el  dicente  lo  dispuesto  por  el  articu- 
lo doscientos  ocho  de  la  Ley  Constitutiva 
del  Poder  Judicial,  pues  es  la  primera  vez 
que  interviene  en  asuntos  judiciales;  por 
el  poder  le  cobraron  cinco  quetzales,  pero 
sólo  ha  pagado  tres,  y Lara  le  cobra  el  res- 
to de  la  mencionada  suma;  que  Ismael  no 
le  ha  pedido  dinero  para  registrar  el  po- 
der, y por  consiguiente  ignora  a qué  se  de- 
be el  interés  que  ha  tomado  en  el  arreglo 
del  asunto. 

Con  motivo  de  lo  expuesto  por  el  señor 
Brown  se  abrió  el  procedimiento  contra 
Ismael  Lara  Flores,  quien  expuso;  que  Ar- 
turo Sarti  le  habló  para  que  aceptara  el 
poder  de  los  esposos  Brown  Lacayo  Casti- 
llano,  no  concertó  el  valor  de  su  trabajo 
en  cantidad  alguna,  y le  dieron  instruccio- 
nes para  seguir  el  proceso  por  todos  sus 
trámites  y lograr  su  terminación  en  cual- 
quier forma;  que  estuvo  presente  en  la  ofi- 
cina del  Notario  Esteban  Calvillo,  quien 
hizo  ei  poder,  habiendo  servido  de  testi- 
gos instrumentales  Pablo  Cardona  y Agus- 
tín Ixcot,  de  los  cuales  sólo  Cardona  pre- 
senció el  otorgamiento  de  la  escritura,  y 
tampoco  asistieron  las  testigos  de  conoci- 
miento Julia  Larañaga  de  Sobalvarro  y su 
señora  madre.  Tamto  el  contenido  de  la 
escritura,  como  el  articulo  doscientos  ocho 
de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
fueron  ledios  por  el  Notario  señor  Calvl- 
11o.  Que  ninguno  le  habló  para  que  le 
otorgara  el  perdón  a Gálvez  y lo  hizo  mo- 
tu  propio.  Recibió  de  Federico  Martínez 
treinta  y cinco  quetzales  para  arreglar  el 
divorcio  de  Gálvez,  y,  entonces  él  (Lara) 
le  dijo  que  en  recompensa  iba  a ayudarlo 
en  el  sentido  de  concederle  perdón  en  la 
causa  que  se  le  instruía  por  el  delito  de 
rapto  y estupro,  como  en  efecto  lo  hizo, 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


491 


presentando  el  escrito  correspondiente. 
, Cuando  le  entregaron  el  dinero,  dijo:  que 
iba  a gestionar  a fin  de  que  el  señor  Brown 
otorgara  su  perdón,  pero  no  lo  efectuó  asi, 
sino  que  directamente  otorgó  él  dicho  per- 
dón; y finalmente  que  a Martínez  sólo  le 
expidió  recibo  por  veinticinco  quetzales. 
La  señora  Lacayo  Castillano  de  Brown  co- 
rroboró lo  manifestado  por  su  esposo,  agre- 
gando que  si  Lara  le  concedió  el  perdón 
a Gálvez  supone  que  sea,  porque  el  segun- 
do de  dichos  sujetos  le  haya  dado  al  pri- 
mero algún  dinero;  y cuando  ella  llegó  a 
firm.ar  el  poder  solamente  estaban,  su  es- 
poso, Lara,  el  Notario  que  autorizó  la  es- 
critura, y un  joven  que  se  encontraba  en 
un  escritorio.  Emilio  Gálvez  Vargas  refie- 
re que  con  intervención  del  telegrafista 
Federico  Martínez  pudo  conseguir  que  Is- 
mael Lara  Flores,  apoderado  de  los  espo- 
sos Brown  Lacayo,  le  concediera  el  per- 
dón para  que  se  suspendiese  el  procedi- 
miento que  se  le  seguía,  en  virtud  de  acu- 
sación de  los  mencionados  señores;  y por 
ese  motivo  le  entregó  a Lara  por  medio  de 
Martínez,  la  suma  de  veinticinco  quetza- 
les. Federico  Martínez  asegura  no  haber- 
hablado  a Lara  para  que  le  otorgase  per- 
dón a Gálvez  y sabe  por  dicho  de  éste 
que  si  se  lo  otorgó.  Que  le  dió  presta- 
dos a Gálvez  veinticinco  quetzales.  En 
careo  practicado  entre  Gálvez  y Martínez 
éste  manifestó  que  le  entregó  a Ismael  La- 
ra veinticinco  quetzales  por  recomenda- 
qión  de  Emilio  Gálvez.  Gálvez  se  puso  de 
acuerdo  con  Martínez  en  que  él  (Gálvez) 
arregló  directamente  con  Lara  el  perdón. 
El  Licenciado  Esteban  Calvillo  declaró : que 
los  esposos  Brown  Lacayo  le  dijeron  ser 
acusadores  de  Emilio  Gálvez  por  el  delito 
de  estupro  y que  deseaban  les  hiciera  un 
poder  especial  para  que  Lara  se  encargase 
del  asunto.  Cuando  leyó  la  escritura  estu- 
vieron presentes  los  testigos  Pablo  Cardo- 
na y Agustín  ireot,  y como  este  último  se 
encontraba  ocupado  en  la  oficina  del  Licen- 
ciado Herrera,  allí  fué  el  dicente  para  que 
firmara  el  instrumento;  que  como  testigos 
de  identidad  de  los  señores  Brown  Lacayo 
aparecen  en  la  escritura  doña  Julia  de  So- 
balvarro  y doña  Carmen  Moreira,  pero  co- 
mo dichas  personas  viven  muy  ocupadas  no 
concurrieron  al  otorgamiento  del  poder, 
pero  si  lo  firmaron,  estando  enteradas  de 
antemano  de  la  clase  de  instrumento  que 
otorgarían  los  esposos  ya  mencionados,  a 
quienes  ellas  conocían.  Pablo  Cardona  de- 
clara haber  intervenido  como  testigo  en  las 
escrituras  que  ha  autorizado  el  Notario  don 


Elsteban  Calvillo;  que  había  llegado  a la 
oficina  del  Licenciado  Calvillo,  un  señor 
de  nacionalidad  norteamericana,  de  ape- 
llido Brown,  acompañado  de  su  esposa  a 
otorgar  un  poder  a favor  de  Ismael  Lara, 
cyó  leer  dicho  instrumento  al  Notario,  pe- 
ro ya  no  recuerda  su  contenido.  Agustín 
Ixcot  López  manifestó;  que  nunca  había 
trabajado  en  la  oficina  del  Licenciado  Cal- 
viilo,  pero  si  firmó  muchas  veces  como  tes- 
tigo, las  escrituras  autorizadas  por  dicho 
señor;  y nada  sabia  acerca  del  poder  que 
los  señores  Brown  le  otorgaron  a Ismael 
Lara  Flores.  Carmen  Moreira  manifiesta: 
que  la  señora  Lacayo  de  Brown  le  dijo;  “que 
le  diera  una  firma”,  pues  no  tenía  otras 
personas  que  la  conocieran  en  el  lugar,  y 
como  ella  accediese,  llegó  ún  joven  a reco- 
gerle su  firma.  Julia  Larañaga  de  Sobal- 
varro  expuso:  que  firmó  un  instrumento 
público  autorizado  por  el  Notario  don  Es- 
teban Calvillo,  como  testigo  de  conoci- 
miento de  la  señora  de  Brown  y de  su  es- 
poso Henry  Brown,  habiéndole  llevado  a 
su  casa  la  escritura,  Lara  y la  menciona- 
da señora  de  Brown;  sabe  que  se  trataba 
de  un  asunto  relacionado  con  una  deman- 
da, pero  que  nadie  le  leyó  el  instrunmen- 
to  a que  se  refiere.  Obra  en  los  autos  tura 
certificación  expedida  por  el  Secretario  del 
Juzgado  de  la.  Instancia  del  Departamen- 
to de  Suchitepéquez  donde  constan  varios 
pasajes  de  la  causa  instruida  contra  Emi- 
lio Gálvez  Vargas  por  el  delito  de  rapto  y 
estupro,  y además,  fué  certificada  la  escri- 
tura pública  de  poder  especial,  número  dos- 
cientos veinticuatro,  otorgada  por  los  es- 
posos Brown  Lacayo  Castillano  a favor  de 
Ismael  Lara  Flores,  y que  autorizó  el  No- 
tario don  Esteban  Calvillo,  en  la  ciudad 
de  Mazatenango  a diez  y seis  de  Noviem- 
bre de  mil  novecientos  treinta  y cuatro. 
Obra  también  en  la  causa  la  certificación 
expedida  por  el  Secretario  de  esta  Corte 
Suprema  de  Justicia,  donde  consta  que  se 
declaró  improcedente  una  queja  presenta- 
da por  el  Notario  don  Esteban  Calvillo 
Estrada,  y que  no  ha  lugar  a formación  de 
causa  contra  dicho  profesional,  en  su  ca- 
rácter de  Juez  de  la.  Instancia  Suplente 
del  Departamento  de  Suchitepéquez. 

El  Juez  del  Departamento  que  se  deja 
ya  mencionado,  declaró;  que  Ismael  Lara 
Flores,  es  reo  de  los  delitos;de  prevaricato, 
estafa  y falsedad  por  los  cuales  le  impone 
las  penas  de  cuatro  meses  de  arresto  me- 
nor, un  año  de  arresto  mayor  y tres  años 
de  prisión  correccional,  que  con  abono  del 
tiempo  padecido  purgará  en  la  Peniten- 
ciaría Central;  lo  suspende  en  el  ejercicio 
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de  sus  derechos  políticos  durante  la  con- 
dena; lo  deja  afecto  a las  responsabili- 
dades civiles  derivadas  de  los  delitos;  le 
permite  conmutar  la  totalidad  de  las  dos 
primeras  penas  impuestas,  y,  las  dos  ter- 
ceras partes  de  la  última  a razón  de  diez 
centavos  de  quetzal  diarios;  y por  su  no- 
toi-ia  pobreza  no  le  obliga  al  pago  del  pa- 
pel empleado  en  la  causa. 

El  Procurador  pidió  la  confirmatoria  del 
fallo,  con  respecto  al  delito  de  prevarica- 
to, y que  se  revocara  en  cuanto  a la  esta- 
fa y falsedad.  El  señor  Fiscal  está  de  acuer- 
do en  que  se  condene  al  enjuiciado  por  pre- 
varicato y estafa;  pero  que  debe  ser  ab- 
suelto del  cargo  de  falsedad. 

La  Sala  6a.  de  Apelaciones  con  fecha 
treinta  y uno  de  Mayo  retropróximo,  con- 
firmó la  sentencia'  de  primer  grado  con 
las  reformas  propuestas  por  el  represen- 
tante de  la  vindicta  pública. 

Considera  el  Tribunal  de  Segunda  Ins- 
tancia: lo.  que  el  enjuiciado  incurrió  en  el 
delito  de  prevaricato,  lo  cual  está  proba- 
do con  su  confesión  y lo  declarado  por 
Emilio  Gálvez  y Federico  Martínez;  2o.  que 
sabiendo  Lara  Flores,  que  procedía  con  in- 
fidelidad al  otorgar  el  perdón,  la  mira  que 
ilevaba  al  ponerse  de  acuerdo  con  el  acu- 
sado Emilio  Gálvez,  era  aprovecharse  del 
valor  que  Gálvez  le  dió,  y este  acto  consti- 
tuye por  si  sólo  el  delito  de  estafa;  3o.  que 
aunque  el  hecho  ejecutado  por  Lara  Flo- 
res, es  constitutivo  de  dos  delitos,  las  pe- 
nas que  se  le  deben  imponer  son  cuatro 
meses  de  arresto  menor  por  el  prevarica- 
to y un  año  de  arresto  mayor  por  la  esta- 
fa, que  se  aplican  separadamente  por  ser- 
le más  favorable  y no  haber  concurrido 
circunstancias  adversas  o favorables,  pues 
las  deposiciones  de  Lara  Flores  no  reúnen 
todos  los  elementos  para  llegar  a consti- 
tuir una  circunstancia  atenuante;  y 4o. 
que  el  delito  de  falsedad  no  está  plena- 
mente probado,  en  virtud  de  que  la  infi- 
delidad de  Lara  Flores  en  el  ejercicio  del 
poder  que  se  le  había  conferido  y ios  me- 
dios de  que  se  valió  para  obtener  los  vein- 
ticinco quetzales,  no  prueban  con  claridad, 
ni  pueden  servir  de  fundamento  racional 
para  llegar  a deducir  a posterior!  que  el 
documento  sea  falso.  No  hay  ninguna 
prueba  que  demuestre  que  se  le  hayan 
atribuido  declaraciones  diferentes  a los 
otorgantes;  el  sólo  dicho  de  los  esposos 
Brown  Lacayo,  quienes  aseguran  que  fir- 
maron sin  habérseles  leído  el  documento 
no  desvirtúa  el  mérito  del  poder,  porque 
habiéndolo  firmado,  legalmente  se  presu- 
me que  se  impusieron  de  su  contenido,  y 


si  no  exigieron  al  Notario  que  les  explica- 
ra las  cláusulas,  al  firmarlo,  lo  aceptaron 
como  estaba,  y al  haber  aceptado,  es  in- 
creíble que  se  haya  puesto  una  declara- 
ción diferente;  con  mayor  razón,  cuanto 
que  la  facultad  concedida  para  otorgar  el 
perdón  debe  ser  expresada  de  una  mane- 
ra clara.  El  perjuicio  que  pudo  haber  cau- 
sado el  representante  legal  de  los  esposos 
Brown  Lacayo  Castillano  al  otorgar  el  per- 
dón sin  tener  facultad  especial  para  ello, 
es  parte  integrante  del  delito  de  prevarh 
cato,  y el  lucro  que  obtuvo  Lara  Flores  al 
otorgarlo,  sabiendo  que  no  se  le  había 
concedido  esa  facultad  y por  lo  mismo,  no 
produciría  ningún  efecto,  constituye  en 
este  caso  el  delito  de  estafa;  pero  estos  dos 
actos  posteriores  al  otorgamiento  del  po- 
der no  pueden  servir  de  premisas  para  lle- 
gar a deducir  el  delito  de  falsedad,  ya  que 
puede  ser  el  documento  legítimo  y el  po- 
derhabiente infiel. 

Contra  el  fallo  de  Segunda  Instancia, 
Ismael  Lara  Fiores  con  auxilio  del  Licen- 
ciado Jorge  Bocanegra  Fuentes,  interpuso 
el  recurso  extraordinario  de  casación  de- 
nunciando como  violados  los  artículos  242, 
408  del  Código  Penal;  y 581  inciso  8o.  de 
Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Los  artículos  242  y 408,  contienen  cada 
uno,  varias  fracciones,  y el  recurrente  no 
cuidó  de  expresar  a cuái  de  todas  se  refe- 
ría: y como  el  examen  que  esta  Corte  ha- 
ga del  fallo  recurrido  deberá  concretarse 
a las  leyes  que  se  denuncian  como  infrin- 
gidas, dada  la  naturaleza  del  recurso  ex- 
traordinario de  casación,  evidentemente 
no  le  es  dable  entrar  a conocer  de  las  dis- 
posiciones legales  que  al  principio  de  este 
párrafo  se  mencionaron. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  inciso  8o.  del  articulo  581  no  fué 
violado,!  porque  en  la  causa  no  existe  prue- 
ba alguna  con  respecto  a la  tacha  invoca- 
da. 

La  cita  del  mismo  inciso  2o.,  correspon- 
diente a los  artículos  doscientos  cuarenta 
y dos  y cuatrocientos  ocho  se  hizo  de  una 
manera  extemporánea,  pues  el  escrito  res- 
pectivo, fué  presentado  a la  Secretaria  de 
este  Tribunal,  el  cinco  de  Julio  retropró- 
ximo, habiendo  sido  notificado  Ismael  La- 
ra Flores  de  la  sentencia  de  segundo  gra- 
do con  fecha  diez  de  Junio  del  corriente 
año. 
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POR  TANTO: 

IjA  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  prescrito  por  el  articulo 
690  del  Código  de  Procedimientos  Penales, 
declara  la  improcedencia  del  recurso  de 
que  se  hizo  mérito,  y condena  al  recurren- 
te a sufrir  la  pena  de  quince  dias  de  arres- 
to, conmutables  en  su  totalidad,  a razón 
de  diez  centavos  de  quetzal  por  día. 

Notifiquese,  y devuélvanse  los  autos  con 
certificación  de  lo  resuelto,  al  Tribunal  de 
su  origen. 

J.  M.  Reina  Aruirade.—  Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  .Castellanos.  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Gregorio  Franco  Mora- 
les,  por  lesiones. 

DOCTRINA:  La  pena  de  tres  años  de  pri- 
sión correccional  se  infligirá,  entre  otros 
casos,  cuando  a consecuencia  de  las  le- 
siones el  ofendido  hubiere  quedado  de- 
forme. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiuno  de  Agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  de  casación  y con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  de 
que  más  adelante  se  hará  relación  pronun- 
ciada en  el  proceso  instruido  contra  Gre- 
gorio Franco  Morales  por  el  delito  de  le- 
siones. 

RESULTA; 

La  causa  fué  iniciada,  el  seis  de  Octubre 
de  mil  novecientos  treinta  y cuatro,  en  ei 
Juzgado  de  Paz  de  “Estanzuela”  en  virtud 
de  que  Erigido  Paz  Portillo,  Sargento  Pri- 
mero y Comisionado  Militar  de  aquel  po- 
blado, encontró  herido  a Marcos  Navas 
Sosa  en  el  patio  de  la  casa  de  Soledad 
Oliva  Pinto.  El  ofendido  refiere  que  al  en- 
contrarse con  Franco,  frente  a la  casa  de 
Carmen  Sosa,  dicho  sujeto  le  preguntó 
por  qué  motivo  hablaba  mal  de  él,  dicien- 
do que  era  un  indio;  Navas  le  respondió 
que  no  era  cierta  esa  especie,  pero  Grego- 
rio no  se  convenció  de  lo  dicho  por  Mar- 
cos y se  propuso  reñir,  dándole  de  palos 
en  diferentes  partes  del  cuerpo,  a pesar 


de  que  Navas  Sosa  le  manifestó  que  no  ha- 
bia  motivo  para  ello,  y además,  estaba  en- 
fermo de  los  ojos.  El  hecho  fué  presencia- 
do por  José  Cabrera,  Francisco  del  mismo 
apellido,  Reducindo  Orellana,  Celestino 
Paz,  Máximo  Sosa  y Cristina  Pinto.  De  es- 
tas personas  la  última  declaró:  que  el  seis 
de  Octubre  como  a las  diez  y nueve  horas, 
vio  que  Gregorio  le  hablaba  en  tono  alta- 
nero a Marcos,  no  pudo  oír  lo  que  decía  a 
causa  de  que  en  esos  momentos  tocaban 
una  victrola  en  la  fonda  de  Carlos  Casta- 
ñeda; ella  se  dirigió  al  interior  de  su  ca- 
sa y entonces  percibió  la  siguiente  excla- 
mación: “Ay  me  mataron”;  salió,  dándo- 
se cuenta  de  que  los  individuos  que  alega- 
ban se  habían  ido,  pero  si  vió  a Marcos  en- 
sangrentado en  el  patio  de  la  casa  de  So- 
ledad Oliva.  En  la  fecha  y a la  misma  ho- 
ra que  se  refiere  la  testigo  Pinto,  manifies- 
ta Celestino  Paz  haberse  encontrado  cer- 
ca de  la  cantina  de  Carlos  Castañeda, 
oyendo  victrola,  cuando  llegó  Gregorio 
Franco  a pararse  en  un  lugar  próximo  al 
en  que  él  estaba,  y,  vió  que  llevaba  en  la 
mano  un  garrote;  momentos  después  pasó 
Marcos  Navas  Sosa,  entonces  Franco  lo  de- 
tuvo y comenzó  a alegar  con  este  sujeto, 
preguntándole  por  qué  se  expresaba  mal 
de  él;  presumiendo  el  dicente  que  con  mo- 
tivo de  la  actitud  asumida  por  Franco 
Morales  reñirían,  se  fué  a su  casa,  evitan- 
do asi,  tener  que  intervenir  en  el  pleito. 
José  Cabrera  Barahona  declara  haber  es- 
tado escuchando  una  victrola  que  tocaban 
en  la  fonda  de  Carlos  Castañeda,  en  la 
misma  fecha  y a la  hora  ya  expresadas 
anteriomente,  cuando  llegó  Marcos  Navas 
Sosa  a pararse  cerca  del  lugar  que  él  ocu- 
paba, y al  pasar  Gregorio  Franco,  le  aco- 
metió con  un  leño  promoviéndose  una  ri- 
ña; pero  no  vió  de  dónde  hubo  Marcos  el 
leño  con  que  atacó  a Gregorio.  Soledad 
Oliva  Pinto,  declara:  que  de  la  edad  de  dos 
meses,  Manuel  Navas,  le  entregó  para  su 
crianza  a Marcos  Navas  Sosa,  hijo  de  Ma- 
ría Sosa,  persona  que  ya  había  fallecido; 
que  Trinidad  Sosa  le  había  dado  aviso  de 
que  Gregorio  Franco  Morales  estaba  pe- 
leando con  Marcos,  y al  acudir  a la  casa 
de  Cristina  Pinto  pudo  enterarse  de  que 
efectivamente  reñían  dichos  sujetos,  y que 
en  esos  momentos  Franco  con  un  leño  le 
asestaba  un  golpe  en  uno  de  los  ojos  a 
Navas;  antes  del  aviso  había  escuchado  la 
voz  de  José  Cabrera  qúien  decía:  “ahora”, 
“ahora”,  pero  creyendo  que  se  trataba  de 
un  juego  no  pensó  en  salir  a cerciorarse 
por  qué  Cabrera  pronunciaba  aquellas  pa- 
labras, y,  cuando  Uegó  al  lugar  del  hecho 
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había  mucha  gente,  y sólo  recuerda  que  vió 
a Jacinto  Navas,  y éste,  incitaba  a la  con- 
tienda a Franco  y a Navas  Sosa.  Francisco 
Cabrera  Aguirre  manifiesta  que  oyó  decir 
que  Morales  y Navas  riñeron  y resultó  le- 
sionado el  segundo.  Máximo  Sosa,  tio  en 
segundo  grado  de  Marcos  Navas,  refirió 
que  unos  parientes  de  Navas  le  habían  di^ 
cho  que  Gregorio  Morales  le  dió  de  leña- 
zos a Marcos.  Manuel  Oliva,  hijo  de  Sole- 
dad Oliva,  expuso;  que  por  el  rumor  pú- 
blico sabe  que  una  noche  riñeron  Franco 
y Navas  y le  consta  que  éste  se  encuentra 
herido  de  un  ojo.  Gregorio  Franco  Mora- 
les declara;  que  al  pasar  frente  a la  casa 
de  Carmen  Sosa  fué  atacado  con  un  leño 
por  Marcos  Sosa,  y a consecuencia  de  ese 
acometimiento  sufrió  un  fuerte  golpe  en 
la  muñeca  de  la  mano  izquierda,  y como 
Marcos  continuó  agrediéndole  con  el  leño, 
él  se  defendió  con  las  manos;  y al  adver- 
tir que  se  aproximaban  Rafael  Sosa  Oliva, 
Elias  Sosa  y Manuel  Oliva,  parientes  de  su 
agresor,  huyó  porque  se  imaginó  que  di- 
chos sujetos  acudían  en  auxilio  de  Navas. 
Los  expertos  Antonio  de  Paz  y Domingo 
Fajardo  reconocieron  a Navas  Sosa,  ha- 
biéndole encontrado  un  golpe  sangróse 
sobre  el  ojo  derecho,  una  equimosis  en  el 
costado  izquierdo  y otra  sobre  el  brazo  de- 
recho. El  Cirujano  del  Hospital  de  Zacapa 
informó  que  Marcos  Navas  Sosa  había  in- 
gresado al  mencionado  Establecimiento,  el 
siete  de  Octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cuatro,  con  una  grave  contusión  de 
segundo  grado  en  la  región  orbitaria  de- 
recha y en  el  ojo  derecho.  Esta  lesión  tar- 
dó en  sanar,  con  asistencia  médica,  once 
días,  quedándole  un  ligero  ectropión,  lo 
que  constituye  una  ligera  deformidad;  pe- 
ro no  le  queda  ningún  impedimento  fun- 
cional; y debía  pagar  al  Hospital  seis  quet- 
zales y diez  centavos.  Rafael  Sosa  Oliva 
manifiesta  que  por  el  rumor  publico  se  en  ■ 
teró  de  lo  acontecido  a su  hermano  Mar- 
cos Navas.  El  defensor  del  enjuiciado  pre- 
sentó una  certificación,  en  la  cual  el  Al- 
calde lo.  del  Ayuntamiento  de  Estanzuela, 
hizo  constar  que  Gregorio  Franco  Morales 
es  pobre  en  el  sentido  legal. 

El  Juez  de  la.  Instancia  de  Zacapa  con- 
denó al  procesado  a sufrir  un  año  de  pri- 
sión correccional,  rebajado  en  una  terce- 
ra parte  por  concurrir  en  favor  del  reo  la 
circunstancia  atenuante  de  haber  prece- 
dido de  parte  del  ofendido  Navas  provo- 
cación proporcionada  al  delito;  le  permite 
conmutar  la  totalidad  de  la  pena  a razón 
de  diez  centavos  de  quetzal  diarios;  lo  obli- 
ga al  pago  de  las  responsabilidades  civiles 


provenientes  del  delito,  y a los  gastos  que 
se  originaron  con  motivo  de  la  curación 
del  ofendido;  la  pena  la  extinguirá  el  reo 
en  la  Penitenciaria  Central;  y durante  el 
tiempo  de  la  condena  Franco  Morales  que- 
da suspenso  en  el  ejercicio  de  sus  derechos 
políticos. 

En  segunda  Instancia  el  Procurador  pi- 
dió la  confirmatoria  del  fallo,  pero  con  la 
modificación  de  que  al  enjuiciado  deben 
aplicársele  seis  meses  de  arresto  mayor, 
pues  Navas  Sosa  sanó  en  once  días  sin  que 
ie  quedara  impedimento  funcional  algu- 
no, y de  dicha  pena  corresponde  que  le  sea 
rebajada  una  tercera  parte  en  virtud  de 
concurrir  a su  favor  la  circunstancia  de 
atenuación  que  apreció  el  Juez  senten- 
ciador. Según  estimó  el  señor  Fiscal,  pro- 
cedía la  confirmatoria  de  la  señtencia  to- 
mando en  cuenta  la  atenuante  que  acaba 
de  ser  mencionada  y que  se  impusiera  al 
procesado  la  sanción  que  determina  el  in- 
ciso 3o.  del  articulo  304  del  Código  Penal, 
ya  que  Navas  Sosa  quedó  deforme,  pues  en 
el  ojo  derecho  tiene  un  ligero  ectropión  o 
sea  ia  vuelta  de  los  párpados  hacia  afue- 
ra, lo  que  no  le  permite  cubrir  el  globo  del 
ojo  al  cerrarlos,  dando  con  esto  a la  cara 
un  aspecto  desagradable. 

La  Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, ordenó  para  mejor  fallar  que  el  Ciru- 
jano Departamental  de  Zacapa  ampliara 
su  informe,  concretando,  si  la  deformidad 
que  le  quedó  a Navas  Sosa  es  precisamen- 
te la  que  el  señor  Fiscal  describe  en  su  dic- 
tamen. El  Cirujano  amplió  su  informe  en 
el  sentido  de  que  la  deformidad  que  tiene 
Navas  a consecuencia  de  ia  lesión  que  le 
fué  inferida,  es  un  pequeño  ectropión  y 
coincide  precisamente  con  la  descripción 
que  hace  el  señor  Fiscal  en  su  dictamen. 

El  Tribunal  de  2a.  Instancia,  confirmo 
la  resolución  de  primer  grado  con  la  refor- 
ma de  que  la  pena  que  se  impone  al  reo, 
es  la  de  tres  años  de  prisión  correccional. 

Estima  la  Sala;  lo.  que  de  las  declara- 
ciones del  sargento  Paz  Portillo,  Cristina 
Pinto,  Celestino  Paz,  José  Cabrera  Bara- 
hona  y de  la  del  propio  ofendido,  se  des- 
prende la  presunción  de  que  fué  Gregorio 
Franco  Morales,  quien  causó  a Marcos 
Navas  Sosa  la  lesión  que  presentaba  sobre 
el  ojo  derecho,  porque,  aunque  como  pre- 
■sencial  sólo  se  manifiesta  la  declaración 
de  Soledad  Pinto,  madre  del  ofendido, 
aquellas  por  el  enlace  que  tienen  entre  si, 
dan  como  resultante  la  culpabilidad  del 
enjuiciado;  2o.  que  a consecuencia  del  ec- 
tropión que  le  produjo  la  lesión  sufrida,  en 
el  ojo,  el  herido  quedó  deforme  de  la  ca- 
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ra,  y,  por  lo  tanto  la  pena  que  el  reo  debe 
purgar  es  la  de  tres  años  de  prisión  co- 
rrccional;  y 3o.  que  con  las  declaraciones 
de  Celestino  Paz  y José  Cabrera  Barahona 
se  ha  demostrado  que  fué  Gregorio  Fran- 
co, quien  atacó  primero  a Marcos  Navas, 
por  consiguiente  la  atenuante  considerada 
por  el  Juez  no  existe,  ya  que  el  hecho  de 
haber  dicho  que  aquél  era  un  indio,  no 
constituye  una  provocación,  desde  luego 
que  no  se  lo  dijo  personalmente,  por  lo 
que  la  pena  no  debe  ser  rebajada  en  una 
tercera  parte. 

Gregorio  Franco  Morales,  con  auxilio 
del  Licenciado  Baudilio  Jordán,  interpuso 
el  recurso  de  casación  contra  el  fallo  de 
Segunda  Instancia,  por  considerar  viola- 
dos en  él  los  artículos  que  siguen;  21  inci- 
sos 4o.  y 10,  65,  66  y 306  del  Código  Penal 
y 732  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

La  circunstancia  atenuante  contenida 
en  la  fracción  cuarta  del  articulo  21,  está 
caracterizada  por  el  hecho  de  haber  prece- 
dido por  parte  del  ofendido  provocación  o 
amenaza  proporcionada  al  delito.  En  el 
caso  sub-júdice  no  se  necuentra  estableci- 
do ese  hecho,  pues  io  contrario  aparece 
de  ias  declaraciones  de  Cristina  Pinto, 
quien  afirma  que  Gregorio  Franco  alega- 
ba “como  enojado”  con  Navas,  no  habien- 
do oido  lo  que  Franco  le  decia,  pero  si  que 
hablaba  en  tono  altanero;  y Celestino  Paz, 
que  asegura  que  al  darse  cuenta  el  enjui- 
ciado de  que  pasó  Navas  salió  a su  encuen- 
tro a alegar  con  él.  Y en  virtud  de  lo  ex- 
puesto se  infiere  que  no  hubo  quebranta- 
miento de  la  disposición  legal  al  principio 
mencionada  ni  de  la  fracción  décima  del 
articulo  veinte,  pues  además  de  la  confe- 
sión dei  procesado  existe  en  contra  de  és- 
te la  prueba  que  aprecia  la  Sala  en  el  pri- 
mer Considerando  de  su  fallo  y la  cual  ya 
se  relacionó  anteriormente. 

CONSIDERANDO: 

Manifiesta  Franco  Morales  en  su  escri- 
to fecha  catorce  de  Junio  retropróximo, 
que  no  está  conforme  con  la  pena  impues- 
ta de  tres  años,  y al  aplicarla  la  Sala  in- 
fringió entre  otros  que  cita,  los  artículos, 
65,  66  y 306  del  Código  Penal.  El  Tribunal 
de  2a.  Instancia  al  infligir  al  reo  la  pena 
que  se  deja  ya  mencionada,  tuvo  en  cuen- 
ta que  según  se  consigna  en  el  informe 
méSico  legal,  la  lesión  que  sufrió  Marcos 


Navas  Sosa  le  produjo  una  ligera  defor- 
midad; y por  otra  parte,  que  el  inciso  ter- 
cero del  articulo  304  del  Cuerpo  de  Leyes 
citado,  señala  entre  otros  casos,  la  pena 
de  tres  años  de  prisión  correccional  si  de 
resultas  de  las  lesiones  el  ofendido  hubie- 
re quedado  deforme,  sin  entrar  a conside- 
rar que  la  deformidad  causada  tenga  el  ca- 
rácter de  grave  o menos  grave. 

El  artículo  306  se  refiere  a lesiones  me- 
nos graves  y como  contiene  dos  incisos  y 
el  recurente  no  cuidó  de  indicar  cuál  de 
los  dos  es  el  que  considera  violado,  el  Tri- 
bunal de  casación  está  en  la  imposibilidad 
de  entrar  al  examen  de  este  artículo. 

La  Sala  sentenciadora  reputando  autor 
del  hecho  punible  al  enjuiciado,  le  infligió 
la  pena  señalaría  por  la  ley  sm  modifica- 
ción alguna,  pues  en  el  presente  caso  no 
militan  en  favor  de  aquél  circunstancias 
de  atenuación  ni  agravantes  que  apre- 
ciar en  su  contra,  razón  por  la  cual  no  fue- 
ron infringidos  los  artículos  65  y 66  del  Có- 
digo Penal. 

CONSIDERANDO: 

Tampoco  fué  infringido  el  artículo  732, 
porque  en  la  sentencia  se  consignan  los 
fundamentos  legales  en  cuanto  a la  apre- 
ciación de  la  prueba,  con  respecto  a la 
calificación  del  hecho  que  se  tiene  por  es- 
tar probado  y a la  participación  que  en  el 
mismo  tuvo  Gregorio  Franco  Morales,  ci- 
tándose por  último  las  leyes  pertinentes 
sin  que  haya  sido  necesario  observar  lo 
prescrito  en  el  artículo  3o.  del  Código  Pe- 
nal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  estatuido  por  el  articulo 
690  del  Código  de  Procedimientos  Penales, 
declara  improcedente  el  recurso  interpues- 
to e impone  al  reo  la  pena  adicional  de 
quince  días  de  árresto,  conmutables  en  su 
totalidad,  a razón  de  diez  centavos  de 
quetzal  por  cada  día. 

Notifiquese,  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  al  Tribunal 
de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S.—  José  Serrano  Muñoz. — Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Víctor  Muñoz  Alvarez, 
por  coacción,  amenazas  y hurto. 

DOCTRINA:  En  el  escrito  en  que  se  inter- 
ponga el  recurso  de  casación  deben  ci- 
tarse las  leyes  que  se  estimen  quebran- 
tadas. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiocho  de  Agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

El  abogado  don  J.  Francisco  Mena,  apo- 
derado de  don  Emiliano  Albizurez,  intro- 
dujo recurso  de  casación  contra  ia  sen- 
tencia dictada  por  la  Sala  2a.  de  Apelado 
nes  el  veintiocho  de  junio  próximo  pasado, 
en  los  procesos  acumulados  que  por  coac 
ción,  amenazas,  hurto  y otros  delitos  se 
siguieron  contra  Víctor  Muñoz  Arias  ante 
el  Juzgado  4o.  de  la.  Instancia  de  este  de- 
partamento. Asegura  el  recurrente  que  la 
Sala  “no  sólo  infringió  la  ley  penal  res- 
pectiva al  omitir  la  consideración  de  los 
hechos  por  los  cuales  se  ha  deducido  ac- 
ción de  robo  y daños  contra  el  enjuiciado, 
inciso  5o.  artículo  676  Procedimientos  Pe- 
nales, sino  que  resolvió  con  un  dia  de  an- 
ticipación al  de  la  vista,  quebrantando  de 
esa  manera  el  procedimiento  legal”.  Soli- 
citó que  se  case  y anule  la  sentencia  y se 
declare  la  nulidad  del  procedimiento  que 
propuso  el  Fiscal  de  la  Sala,  que  compren- 
de las  diligencias  practicadas  desde  que  se 
tomó  declaración  al  procesado  en  el  últi- 
mo de  los  procesos  iniciado  por  acusación 
de  Albizures. 

RESULTA: 

— I — 

El  nueve  de  octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres,  Alejandro  Franco  acusó  an- 
te el  Juez  de  Falencia  a Muñoz  Arias,  por- 
que se  negaba  a entregarle  unos  objetos  de 
su  propiedad  que  había  dejado  en  la  fin- 
ca “La  Primavera”  en  donde  había  presta- 
do sus  servicios  como  caporal.  Este  hecho 
no  se  comprobó  sino  al  contrario  llegó  a 
establecerse  que  el  acusador  no  había 
querido  presentarse  a la  finca  a recibir 
tales  objetos. 

— II  — 

El  treinta  y uno  de  enero  de  mil  nove- 
cientos treinta  y cuatro,  ante  el  mismo 
Juez  menor  de  Falencia,  se  presentó  la  es- 


posa de  Alejandro  Franco,  llamada  Teresa 
Arévalo  de  Franco,  acusando  a Muñoz 
Arias  por  agresión  a mano  armada,  ma- 
nifestando que  había  sido  victima  de  par- 
te de  éste  en  momentos  en  que  iba  a ver 
su  milpa  a la  finca  “La  Primavera”.  Tam- 
poco hubo  prueba  del  hecho  denunciado, 
pues  los  testigos  propuestos  están  en  des- 
acuerdo entre  si  y con  la  propia  acusado- 
ra. 

— III  — 

El  diez  de  marzo  siguiente,  Alejandro 
Franco  volvió  a presentarse  acusando  a 
Muñoz  Arias  por  coacción,  porque  éste  le 
había  impedido  que  cosechara  su  maíz  en 
la  finca  “La  Primavera”.  Como  los  ante- 
riores, no  hubo  prueba  alguna  del  hecho 
denunciado,  antes  bien,  el  acusado  pre- 
sentó una  certificación  del  Alcalde  de  Fa- 
lencia en  que  consta  que  Arias  se  presen- 
tó poniendo  a disposición  de  Franco  el 
maíz  que  le  pertenecía. 

— IV  — 

Alejandro  Rodríguez,  depositario  de  los 
bienes  embargados  a’ Muñoz  en  el  procedi- 
miento ejecutivo  entablado  contra  él  por 
Emiliano  Albizures,  acusó  al  citado  Muñoz 
por  haber  sustraído  del  depósito  algunos 
de  los  bienes.  Este  hecho  asimismo  no  es- 
tá demostrado. 

_ V — 

Emiliano  Albizures,  dueño  de  la  finca 
“La  Primavera”,  se  presentó  acusando  a 
Rafael  Mendizábal,  Alcalde  2o.  Municipal 
de  Falencia  y a Víctor  Muñoz  por  los  deli- 
tos de  robo,  usurpación  y daños,  y poste- 
riormente amphó  su  acusación  contra 
Marcelino  Osuna,  Diego  Gómez,  Manuel 
Sivár,  Feliciano  Muñoz  y Crisanto  Chávez. 

Los  hechos  denunciados  tienen  los  an- 
tecedentes que  siguen,  relatados  por  Ale- 
jandro Rodríguez:  en  el  año  de  mil  nove- 
cientos treinta  y dos,  Albizures  y Muñoz 
celebraron  un  contrato  de  arrendamiento 
de  los  terrenos  “El  Canutillo”  y “La  Pri- 
mavera” ubicados  en  Sanguayabá;  obli- 
gándose el  arrendatario  a pagar  al  dueño 
la  suma  de  mU  quetzales  cada  año,  siendo 
de  tres  años  el  plazo;  como  Muñoz  no  pa- 
gara al  vencerse  la  primera  anualidad,  fué 
demandado  por  Albizures  logrando  embar- 
garle varios  bienes  los  cuales  quedaron  de- 
positados al  propio  Rodríguez;  en  seguida 
Albizures  recogió  sus  fincas,  pero  Muñoz 
llegó  a escarbar  un  papal  que  había  deja- 
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do  sembrado  en  “La  Primavera”;  lo  cose- 
chó y rompió  una  alambrada  con  sus  bes- 
tias, sacó  el  alambre  y destruyó  como  quin- 
ce cuerdas  de  milpa,  que  era  lo  que  ocu- 
paba la  papa,  lo  cual  hizo  Muñoz  con  au- 
torización de  Rafael  Mendizábal,  Juez  me- 
nor de  Falencia,  qüien  a la  vez  se  consti- 
tuyó en  depositario  del  fruto  y dejó  a Ri- 
cardo Gómez  encargado  de  vigilar  la  co- 
secha, con  orden  de  que  si  alguno  de  la 
familia  o de  la  finca  de  Albizures  llegaba 
con  imponencias  o altanerías,  “que  le  rom- 
piera la  cara  y lo  condujera  a Falencia”; 
de  la  papa  recolectada  dejó  Muñoz  una 
parte  para  el  depósito  y otra  vendió,  he- 
chos todos  que  relataba  el  exponente  por 
haber  sido  Alcalde  Auxiliar  de  Sanguaya- 
bá. 

Este  mismo  Rodríguez  es  el  acusador  en 
el  cuarto  proceso,  a que  se  hace  referen- 
cia en  el  punto  último,  pues  como  deposi- 
tario de  los  bienes  de  Muñoz,  embargados 
por  Albizures,  se  quejó  de  que  el  deudor 
le  habla  sustraído  maíz  y otras  cosas,  pe- 
ro nada  llegó  a establecer. 

Esta  nueva  acusación  dió  origen  al  quin- 
to proceso  contra  Muñoz,  pues  Albizures 
alegó  ser  propietario  de  la  papa  que  levan- 
tó Muñoz  de  la  finca  “La  Frimavera”. 

Los  procesos  se  acumularon,  pero  por  los 
últimos  hechos  denunciados  no  se  indagó 
en  la  forma  legal  al  acusado  ni  a las  de- 
más personas  comprendidas  en  la  acusa- 
ción, aunque  habiéndose  llegado  a dictar 
sentencia,  el  acusador  no  hizo  objeción 
ninguna  ni  pidió  la  subsanación. 

— VI  — 

El  Juez  4o.  de  la.  Instancia,  en  senten- 
cia de  dos  de  febrero  del  corriente  año, 
absolvió  a Muñoz  de  los  cargos  que  por  los 
delitos  de  hurto,  coacción,  agresión  y daños 
se  le  formularon,  por  falta  de  prueba. 

En  segunda  instancia  el  Fiscal  haciendo 
un  examen  detallado  de  los  diferentes  pro- 
cesos pidió  la  nulidad  de  todo  lo  actuado 
desde  el  auto  de  diez  y siete  de  julio  del 
año  pasado  en  que  se  infringió  el  procedi- 
miento, a fin  de  que  pudieran  practicarse 
todas  las  diligencias  indispensables  deter- 
minantes de  la  inocencia  o culpabilidad 
de  los  acusados;  pero  de  no  decretarse  la 
nulidad,  pedía  que  se  confirmara  la  sen- 
tencia, por  falta  de  prueba. 


Se  señaló  el  veintinueve  de  junio  para 
la  vista  pero  la  sentencia  se  dictó  el  vein- 
tiocho del  propio  mes,  confirmando  la  de 
primera  instancia. 

CONSIDERANDO: 

El  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma  se  funda  en  que  la  Sala 
resolvió  con  un  día  de  anticipación  al  de 
la  vista;  a,unque  el  recurrente,  apoyándo- 
se en  esta  circunstancia,  solicita  que  se 
case  la  sentencia  y se  declare  la  nulidad 
que  el  Fiscal  propuso  al  emitir  dictamen, 
involucrando  asi  dos  infracciones  cuya  nu- 
lidad, en  caso  de  declararse,  producirían 
efectos  distintos,  como  de  causa  a efecto. 
Fero  de  todos  modos,  suponiendo  bien  in- 
terpuesto el  recurso  porque  se  resolvió  un 
dia  antesi  de  la  vista  y porque  se  omitieron 
diligencias  indispensables  en  el  procedi- 
miento, la  improcedencia  debe  declararse, 
pues  el  primer  motivo  no  se  encuentra 
comprendido  en  los  casos  que  menciona 
el  artículo  677  de  Frocedimientos  Penales; 
y el  segundo,  pudo  dar  lugar  a la  casación 
pero  no  consta  que  la  subsanación  se  ha- 
ya pedido  en  primera  instancia,  que  fué  en 
donde  se  cometió  la  falta,  ni  menos  que 
se  haya  repetido  en  la  segunda  instancia, 
como  lo  exige  terminantemente  el  articu- 
lo 679  de  Procedimientos  Penales,  para  que 
pueda  ser  admisible  el  recurso. 

CONSIDERANDO; 

El  recurrente  expresa  en  el  escrito  res- 
pectivo que  el  recurso  lo  interpone  por  in- 
fracción de  ley,  pero  no  cita  ninguna  dis- 
posición que  considerara  violada  por  la  Sa- 
la y,  por  consiguiente,  la  casación  debe 
desecharse. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  los  artículos  677,  679,  682  y 690  de 
Procedimientos  Penales,  DESESTIMA  el 
recurso  interpuesto  y condena  al  recurren- 
te a la  pena  de  quince  dias  de  prisión  sim- 
ple conmutable  a veinticinco  centavos 
diarios. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a don- 
de corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argucta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Luis  Gabriel  Porras  Po- 
sadas, por  homicidio. 

DOCTRINA:  Hay  homicidio  frustrado  y 
no  simples  lesiones,  cuando  se  encuen- 
tra establecido  que  el  reo  por  actos  rei- 
terados tuvo  la  intención  de  dar  muer- 
te a su  victima,  lo  que  no  tuvo  efecto 
por  causas  independientes  de  su  volun- 
tad. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
treinta  y uno  de  Agosto  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cinco. 

Luis  Gabriel  Porras  Posadas,  dirigido 
por  el  Abogado  don  Carlos  Klussman,  in- 
trodujo recurso  de  casación  contra  la  sen- 
tencia de  la  Sala  2a.  de  Apelaciones,  de 
veinticinco  de  mayo  del  corriente  año,  que 
confirma  la  condenatoria  del  Juez  de  la. 
Instancia  de  Escuintla,  en  el  sentido  si- 
guiente: que  el  reo  debe  sufrir  la  pena  de 
seis  años  ocho  meses  de  prisión  correccio- 
nal inconmutable  por  el  delito  de  homici- 
dio frustrado,  en  la  persona  de  Carlos 
Hernández,  pero  en  cuanto  al  delito  de  le- 
siones en  la  persona  de  Víctor  Isidro  Sa- 
bá,  lo  declara  responsable  y le  impone  la 
pena  de  ocho  meses  de  arresto  mayor  con- 
mutable en  su  totalidad  a veinte  centavos 
diarios.  La  resolución  fué  dictada  por  ma- 
yoría pues  salvó  su  voto  el  magistrado 
Hurtado  Peña. 

RESULTA: 

En  Santa  Lucía  Cotzumalguapa  fué  he- 
rido Carlos  Hernández  el  diez  y seis  de 
agosto  de  mil  novecientos  treinta  y uno 
como  a las  catorce  horas.  Instruida  la 
averiguación  se  estableció  que  Luis  Ga- 
briel Porras  fué  el  agresor  y que  las  lesio- 
nes producidas  por  arma  de  fuego  fueron 
cuatro,  una  con  agujero  de  entrada  sobre 
la  tercera  costUla  izquierda,  otra  con  agu- 
jero de  entrada  en  el  lado  izquierdo  de 
la  región  occipital  izquierda,  otra  en  la  ca- 
ra anterior  del  tercio  inferior  del  antebra- 
zo izquierdo  y otra  con  agujero  de  entra- 
da en  el  cuerpo  de  la  quinta  vértebra  lum- 
bar, habiendo  sino  trasladado  el  herido  a 
esta  capital  a la  casa  de  salud  Wunderlich 
de  donde  salió  curado  a los  veinte  dias  de 
asistencia  facultativa,  expresándose  en  el 
informe  que  las  dos  primeras  lesiones  eran 
de  pronóstico  reservado  y ponían  en  peli- 
gro la  vida. 


Después  de  haberse  practicado  las  pri- 
meras diligencias  quedó  en  suspenso  el 
proceso  desde  el  veintiséis  de  agosto  del 
mismo  año  por  encontrarse  prófugo  el  reo. 

El  treinta  de  julio  de  mil  novecientos 
treinta  y cuatro  se  presentó  al  Jefe  Polí- 
tico de  Escuintla  el  señor  Femando  Ro- 
dríguez, Regidor  lo.  de  la  Municipalidad 
de  Santa  Lucia,  quejándose  contra  los 
procedimientos  del  Alcalde  2o.  en  funcio- 
nes don  Pedro  Posadas;  y expresando  su 
creencia  de  que  todo  se  debía  a que  el  pre- 
sentado había  puesto  en  noticia  del  pro- 
pio Jefe  de  que  Luis  Porras  hirió  a un  in- 
dividuo de  apellido  Sabá  y no  obstante 
que  se  trataba  de  un  delito,  el  proceso  no 
pasó  al  Tribunal  correspondiente,  porque 
Porras  era  pariente  del  mencionado  Al- 
calde. El  memorial  pasó  al  Juzgado  de  la. 
Instancia  y hechas  las  averiguaciones  se 
comprobó  que  Víctor  Isidro  Sabá  efectiva- 
mente fué  lesionado  por  Porras,  dueño  de 
la  finca  “El  Paraíso”,  el  trece  del  mismo 
mes  de  julio  según  informó  el  Comisario 
de  Policía,  quien  en  su  nota  manifestó 
además  que  Porras  tenia  proceso  pendien- 
te por  lesiones  a Carlos  Hernández  des- 
de el  año  de  mil  novecientos  treinta  y uno, 
hecho  por  el  cual  nunca  estuvo  preso.  Se- 
gún razón  de  la  oficina,  el  sindicado  se 
presentó  el  diez  de  septiembre  siguiente  y 
el  Juez  procedió  a indagarlo.  Dijo  que  pre- 
sumía que  se  le  indagaba  por  unas  heri- 
das que  infirió  a Carlos  Hernández;  y pre- 
guntado respecto  a Sabá  expresó  que  la 
última  vez  que  lo  vió  fué  cuando  este  in- 
dividuo llegó  a su  casa  a quererlo  atrope- 
llar;  que  en  defensa  de  su  persona  le  dió 
un  empellón  y cayó  lesionándose  él  mis- 
mo con  el  machete  que  portaba.  Que  con 
Carlos  Hernández  tenía  cierta  enemistad; 
que  el  diez  y séis  de  agosto  de  mil  nove- 
cientos treinta  y uno  cuando  el  Indagado 
se  encontraba  parado  en  una  calle  en  San- 
ta Lucia,  pasó  aquél  insultándolo  y como 
no  pudo  soportar  las  injurias  sacó  su  re- 
vólver y le  hizo  varios  disparos  causán- 
dole lesiones. 

El  Juez  de  la.  Instancia  de  Escuintla 
profirió  sentencia  el  veintiuno  de  febrero 
del  año  en  curso.  Considera  que  con  la 
confesión  del  procesado  quedó  plenamen- 
te probado  que  él  agredió  a Hernández 
causándole  las  lesiones  mencionadas;  que 
con  las  declaraciones  de  Samuel  Alvarez  y 
Rogelio  Pedrosa  se  estableció  que  Porras 
atacó  a Hernández  por  detrás  con  alevo- 
sía, y que  la  actitud  del  ofensor  disparan- 
do todos  los  tiros  de  su  revólver  tuvo  por 
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objeto  la  comisión  del  delito  de  asesinato, 
por  lo  cual  habiendo  salvado  la  vida  el 
ofendido  no  obstante  la  gravedad  de  las 
lesiones,  el  delito  cometido  es  el  de  asesi- 
nato frustrado.  Que  con  el  informe  médi- 
co relativo  a las  lesiones  sufridas  por  Vic- 
tor  Isidro  Sabá  Estrada  se  comprobó  el 
hecho  pero  sólo  existe  la  prueba  de  la 
confesión  del  reo  y la  declaración  de  Leo- 
poldo Donis;  que  como  la  confesión  se  re- 
fiere a imprudencia  y la  declaración  del 
testigo  a culpabilidad,  estima  que  no  hay 
prueba  del  hecho.  Declara,  por  tanto,  a 
Porras  reo  del  delito  de  asesinato  frus- 
trado y le  impone  la  pena  de  diez  años 
de  prisión  correccional  inconmutable,  ha- 
ciendo las  demás  declaraciones  legales, 
obligándole  al  pago  de  la  curación  del  he- 
rido; y le  absuelve  del  cargo  de  lesiones  a 
Sabá  Estrada,  por  falta  de  prueba. 

Interpuesta  apelación  pasó  el  proceso  a 
la  Sala  2a.,  tribunal  que  mandó  ampliar 
el  informe  médico  relativo  a las  lesiones 
que  sufrió  Victor  isidro  Sabá,  el  cual  fué 
rendido  en  seguida  y obra  a folios  quince 
de  la  respectiva  pieza.  La  herida,  dice  el 
cirujano,  fué  producida  con  arma  cortan- 
te, en  el  lado  izquierdo  de  la  región  occi- 
pital, tardó  en  curarse  veintitrés  dias  que- 
dándole cicatriz  visible,  pero  no  deformi- 
dad ni  impedimento.  Previos  los  dictáme- 
nes del  Procurador  y Fiscal,  la  Sala  resol- 
vió en  el  sentido  indicado  al  principio. 
Considera  que  los  testimonios  de  Samuel 
Alvarez  corroborado  con  el  de  Felicita 
Mayén  y lo  afirmado  por  ei  ofendido  Car- 
los Hernández,  constituyen  plena  prueba 
de  que  éste  fué  agredido  a balazos  por  Po- 
nas. quien  le  acertó  el  primer  Uro  en  la 
espalda,  los  otros  dos  cuando  ya  se  habla 
apareado  a él,  y el  último  cuando  lo  hubo 
derribado  de  la  cabalgadura,  lo  que  apa- 
rece conforme  asimismo  con  el  dictamen 
médico-forense;  que  no  aparece  la  eviden- 
cia de  que  en  la  ejecución  del  delito  haya 
concurrido  alevosía,  pero  si  debe  estimar- 
se probado  que  el  reo  por  actos  reiterados 
tuvo  la  intención  de  dar  muerte  a su  vic- 
tima y llevó  a cabo,  dentro  de  las  circuns- 
tancias y condiciones  en  que  el  delito  se 
proaujo,  cuanto  estuvo  a su  alcance  para 
realizar  tal  propósito,  el  cual  nc  tuvo  efec- 
to por  causas  independientes  de  la  volun- 
tad del  agresor,  hechos  que  constituye  el 
delito  de  homicidio  frustrado;  que  la  pro- 
pia confesión  del  inculpado  constituye 
plena  prueba  de  su  culpabilidad  como  au- 
tor de  las  lesiones  que  sufrió  Sabá,  sin 
que  sea  el  caso  de  admitir  la  justificación 


que  hace  el  reo  en  su  indagatoria  por  ser 
una  circunstancia  que  debió  haber  proba- 
do, aunque  dicha  confesión  si  debe  admi- 
tirse como  atenuante  de  su  responsabili- 
dad. 

El  recurrente  en  el  escrito  de  introduc- 
ción del  recurso,  alega  violación  de  los  ar- 
tículos 16  y 306  inciso  lo.  del  Código  Pe- 
nal y 573,  581  inciso  4o.  de  Procedimientos 
Penales.  Posteriormente  al  señalamiento 
de  dia  para  la  vista  se  presentó  un  escri- 
to en  nombre  del  reo,  por  quien  firma  a 
su  ruego  porque  “accidentalmente  no  fir- 
ma”, C.  H.  Martínez  y lo  auxilia  el  aboga- 
do Luis  Felipe  Rosales.  Este  escrito  am- 
plia el  recurso  citando  nuevos  artículos, 
pero  como  es  extemporáneo  y no  se  sabe 
con  qué  personería  acciona  el  presentado, 
no  es  el  caso  de  tomarlo  en  cuenta. 

CONSIDERANDO: 

El  inciso  10  del  artículo  21  del  Código 
Penal  contiene  la  atenuante  de  la  confe- 
sión espontánea  del  reo  cuando  sin  ella 
procediere  su  absolución;  pero  en  la  cau- 
sa, aparte  de  la  confesión  del  procesado, 
se  produjo  prueba  suficiente  para  decla- 
rar su  culpabilidad,  con  motivo  de  las  le- 
siones que  sufrió  Carlos  Hernández;  en 
efecto,  existen  las  declaraciones  de  los 
testigos  presenciales  Samuel  Alvarez  y Ro- 
gelio Pedroza  y aunque  el  primero  tenía 
la  calidad  de  empleado  del  ofendido,  su  di- 
cho sirve  de  presunción  y debe  enlazarse 
con  los  demás  indicios  que  suministran  el 
informe  médico-forense,  las  declaraciones 
de  Francisco  y Socorro  Carrillo  Valencia 
(folios  13  y 14) ; el  rumor  público  que  sin- 
dicó a Porras  como  autor  del  delito;  la  fu- 
ga inmediata  de  éste  y su  desaparición 
desde  el  dia  de  autos;  hechos  que  conven- 
cen de  su  culpabilidad,  de  manera  que  la 
Sala  no  infringió  la  disposición  citada  co- 
mo afirma  el  recurrente. 

El  artículo  295  del  Código  Penal  se  re- 
fiere al  homicidio  consumado,  pero  como 
la  sentencia  no  condena  por  este  delito, 
carece  de  aplicación  este  precepto  y por 
consiguiente  no  pudo  quebrantarse. 

El  inciso  lo.  del  articulo  306  del  mismo 
Código  es  relativo  a la  pena  de  un  año 
que  debe  sufrir  quien  causare  lesiones  cu- 
ya curación  requiera  de  diez  y seis  a trein- 
ta y un  días  de  asistencia  facultativa,  pe- 
ro el  caso  que  se  examina  es  considerado 
por  el  Tribunal  sentenciador  como  cons- 
titutivo del  delito  frustrado  de  homicidio 
porque  todas  las  circunstancias  que  con- 
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currieron  a su  perpetración  están  confor- 
mes con  las  características  del  delito  frus- 
trado definido  en  el  articulo  16  del  Códi- 
go Penal,  de  suerte  que  si  el  hecho  cae  ba- 
jo la  sanción  de  una  pena  mayor  que  la 
que  se  alega,  la  infracción  de  las  dos  dis- 
posiciones citadas  no  puede  existir. 

Los  artículos  573  e inciso  4o.  del  581  de 
Procedimientos  Penales,  tampoco  se  en- 
cuentran violados  pues,  como  queda  expre- 
sado, la  declaración  del  testigo  idóneo  se 
toma  como  presunción,  sin  que  se  reste  por 
ello  mérito  probatorio  a su  dicho. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y de  lo  dispuesto  en 
los  artículos  686  y 690  de  Procedimientos 
Penales,  DESESTIMA  el  recurso  interpues- 
to y condena  al  recurrente  a la  pena  adi- 
cional de  quince  días  de  prisión  simple 
conmutables  a veinticinco  centavos  dia- 
rios. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar.~  Carlos  Castellanos  R.—  Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante 
mi,  Juan  Fernandez  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Manuel  Carpió  Calilo, 
por  el  delito  de  estafa. 

DOCTRINA:  No  puede  declararse  extin- 
guida la  acción  penal  sin  que  haya 
transcurrido  el  periodo  de  tiempo  que 
la  ley  señala. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cuatro  de  Septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  anteceden- 
tes, la  sentencia  que  más  adelante  se  re 
latará  pronunciada  en  el  proceso  instrui- 
do contra  Manuel  Carpió  Calito  por  el  he- 
cho punible  que  a continuación  se  rela- 
ciona. 

Carpió  Ca'ito,  abusando  de  .su  calidad 
de  Agente  de  Aduanas  en  la  cabecera  De- 
partamental de  Retalhuleu  defraudó  a las 
personas  que  le  habían  encomendado  el 


arreglo  de  sus  asuntos,  alterando  los  va- 
lores de  las  declaraciones  despachadas  por 
la  Aduana.  Don  Salvador  Estradé  G.,  co- 
mo apoderado  del  señor  Everardo  Bedoya, 
denunció  al  Director  General  de  Aduanas 
elTiecho  de  que  Carpió,  en  su  referido  ca- 
rácter, ha  venido  desalmacenando  mer- 
caderías correspondientes  a una  tenería 
que  tiene  establecida  su  poderhabiente 
en  Quezaltenango  y durante  el  tiempo 
transcurido  del  mes  de  Noviembre  de  mil 
novecientos  veintisiete  a Marzo  de  mil 
novecientos  treinta  y cuatro,  ha  cobrado 
demás  la  suma  de  mil  doscientos  treinta 
y cuatro  quetzales,  ochenta  y tres  centa- 
vos de  la  misma  moneda  (Q  1.234.83). 
Juan  Ayerdi  denunció  también  la  comi- 
sión de  otro  delito  de  estafa,  explicando 
que  le  encargó  a Carpió  el  registro  de  un 
radio,  y este  señor  se  apropió  de  la  suma 
de  ocho  quetzales  al  practicarse  ésa  ope- 
ración en  la  Aduana,  pues  averiguó  que  el 
agente  solamente  había  pagado  cinco 
quetzales  de  los  ocho  que  él  (Ayerdi)  le 
había  entregado.  Obrah  en  los  autos  ex- 
tractos de  las  cuentas  que  Carpió  envió  a 
Bedoya,  correspondientes  a los  años  de 
mU  novecientos  veintisiete,  mil  novecien- 
tos veintiocho,  mil  novecientos  veintinue- 
ve, mil  novecientos  treinta,  mil  hovecien- 
tos  treinta  y uno,  mil  novecientos  treinta 
y dos,  mU  novecientos  treinta  y tres  y mil 
novecientos  treinta  y cuatro  y copia  cer- 
tificada de  la  declaración  y liquidación 
del  triplicado  de  cada  una  de  las  respec- 
tivas pólizas  de  importación.  También 
fueron  agregadas  al  proceso  las  cartas 
dirigidas  por  Carpió  Calito  a los  señores 
Ayerdi  y Bedoya.  El  encausado  negó  ha- 
ber cometido  el  hecho  que  se  le  imputa, 
manifestando  que  su  empleado  Ismael 
Morales  Barrientos  era  quien  se  entendía 
con  todos  los  negocios  de  la  oficina  que 
había  establecido,  habiendo  principiado  a 
trabajar  desde  el  año  de  mil  novecientos 
veintisiete  hasta  el  veinte  de  Agosto  de 
mil  novecientos  treinta  y cuatro,  fecha  en 
que  dió  por  terminados  sus  negocios  co- 
merciales. 

Al  proceso  que  se  inició  en  el  Juzgado 
de  la.  Instancia  de  Reta'huleu  con  fecha 
treinta  y uno  de  Agosto  del  año  de  mil 
novecientos  treinta  y cuatro,  se  le  dió  fin 
condenando  a Manuel  Carpió  Calito  a su- 
frir la  pena  de  cinco  años  de  prisión  co- 
rreccional por  el  delito  de  estafa,  pena 
que  se  le  permite  conmutar  hasta  en  sus 
dos  terceras  partes  a razón  de  diez  cen- 
tavos de  quetzal  diarios.  En  esta  senten- 
cia se  hacen  las  demás  declaraciones  per- 
tinentes, dejando  abierto  el  procedimien- 
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to  contra  Florehtín  Cifuentes  Quevedo  y 
Alberto  de  León  López  por  el  delito  de 
falso  testimonio. 

En  segunda  Instancia  el  Procurador  pi- 
dió que  fueran  revisados  los  libros  de 
Contabilidad  de  Carpió;  alegó  que  no 
existía  prueba  para  imponerle  pena,  pues 
las  cuentas  que  habían  presentado  Ayerdi 
y Bedoya  no  las  reconoció  el  procesado; 
pero  en  el  caso  de  que  se  confirmara  la 
sentencia  del  Juez,  debía  tenerse  presen- 
te lo  expuesto  por  el  defensor,  de  que  va- 
rias de  esas  pólizas  fueron  cobradas  hacía 
ya  mucho  tiempo  y la  acción  criminal  con 
respecto  a ellas  estaba  prescrita.  El  señor 
Fiscal  después  de  hacer  apreciaciones 
acerca  de  los  “Considerandos”  en  que  se 
funda  la  sentencia  de  primer  grado,  pidió 
su  confirmación,  pero  debiendo  ser  adi- 
cionada, en  su  parte  dispositiva,  respecto 
a que  también  se  deja  abierto  el  procedi- 
miento cohtra  la  persona  que  propuso  a 
los  testigos  Cifuentes  Quevedo  y López  de 
León. 

La  Sala  4a.  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
el  veintinueve  de  Junio  retropróximo,  con- 
firmó la  sentencia  apelada  con  la  modifi- 
cación que  acaba  de  mencionarse. 

Estima  el  Tribunal  sentenciador:  lo. 
que  la  base  del  procedimiento  se  encuen- 
tra establecida  con  la  denuncia  presenta- 
da por  el  Administrador  de  Rentas  de  Re- 
talhuleu,  los  documentos  que  acompañó,  y 
las  diligencias  que  fueron  practicadas  pa- 
ra probar  la  existencia  del  hecho  denun- 
ciado; 2o.  que  Manuel  Carpió  Calito  es 
autor  del  delito  de  estafa,  porque  fraudu- 
lentamente cobró  a Juan  Ayerdi  y Eve- 
rardo  Bedoya,  mayores  derechos  que  los 
establecidos  en  la  Aduana,  como  impues- 
tos de  extracción  de  las  mercaderías  de 
estos  señores;  cantidades  que  aprovechó 
para  si,  lucrando  en  tal  sentido  con  ella,s, 
y sin  el  consentimiento  de  los  damnifica- 
dos; tal  responsabilidad  está  demostrada 
no  solamente  con  la  documentación  que 
presentó  el  Administrador  de  Rentas  de 
Retalhuleu,  sino  que  tambén  con  la  tes- 
timonial de  cargo  recibida  y los  experta- 
jes  rendidos  por  los  señores  Joaquín  Sola- 
res y Pedro  Castillo  Arana,  sin  que  el  sin- 
dicado lograra,  aunque  lo  intentó,  desva- 
necer la  prueba  suficiente  que  existe  en 
su  contra.  Por  exceder  de  mil  quetzales  la 
cantidad  estafada,  la  pena  que  procede 
imponerle  es  de  cinco  años  de  prisión  co- 
rreccional, conmutablé  en  sus  dos  terce- 
ras partes,  debiendo  además  infligírsele 
las  correspondientes  penas  accesorias;  y 
3o.  que  los  testigos  Ploren tin  Cifuentes 


Quevedo  y Alberto  López  de  León  tergiver- 
saron los  hechos  al  dar  sus  declaraciones, 
y por  este  motivo  debe  dejarse  abierto  el 
procedimiento  contra  dichas  personas  y 
el  propio  enjuiciado  que  las  propuso,  para 
investigar  si  cometieron  los  delitos  de  fal- 
so testimonio  y presentación  de  testigos 
fa’sos,  respectivamente, 

Manuel  Carpió  Calito,  con  auxilio  del 
Licenciado  don  Guillermo  Dávila  Córdova, 
introdujo  el  recurso  dé  casación  denun- 
ciando como  infringidos  los  artículos  63, 
65,  77.  105  inciso  quinto  y 110  del  Código 
Penal;  14  inciso  4o.  del  Decreto  Legisla- 
tivo número  1153;  y 511  inciso  octavo  del 
Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  65  y 77  del  Código  Pe- 
nal no  fueron  violados,  porque  la  Sala 
sentenciadora  aplicó  la  pena  señalada  al 
delito  sin  modificación  alguna,  pues  en 
los  autos  no  existen  circunstancias  que  to- 
mar en  cuenta  para  alterar  dicha  sanción 
en  el  sentido  a que  se  refieren  las  dispo- 
siciones legales  que  acaban  de  ser  men- 
cionadas. 

CONSIDERANDO: 

Tampoco  fueron  violados  los  artículo.s 
105  inciso  quinto  y 110  del  mismo  Cuerpo 
de  leyes,  toda  vez  que  es  improcedente  de- 
clarar extinguida  la  acción  penal  para 
perseguir  el  delito,  pues  aun  no  ha  trans- 
currido el  período  de  tiempo  señalado  por 
el  segundo  de  los  susodichos  artículos.  En 
efecto.  Carpió  Calito  ha  cometido  una  se- 
rie de  actos  punibles  que  constituyen  un 
delito  continuado,  y en  ese  concepto,  la 
prescripción  invocada  comenzaría  a con- 
tarse desde  el  último  de  los  hechos  delic- 
tivos que  aquél  perpetró,  y haciendo  el 
cómputp  respectivo,  resulta  qué  no  apa- 
rece que  haya  corrido  el  tiempo  necesa- 
rio para  tener  por  prescrita  la  acción  in- 
tentada, según  se  desprende  de  las  cons- 
tancias relacionadas  anteriormente. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  artículo  676  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales,  determina  cuándo 
deberá  entenderse  infringida  una  ley  en 
la  sentencia  definitiva,  para  que  pueda 
ser  interpuesto  el  recurso  extraordinario 
de  casación,  y entre  los  siete  casos  expre- 
sados en  la  disposición  legal  de  que  se  tra- 
ta, no  están  comprendidos  los  relativos  a 
los  gastos  del  juicio  y conmutación  de  las 
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penas.  El  único  que  contiene  un  precepto 
con  relación  a la  pena  impuesta  es  el  in- 
ciso sexto  del  articulo  mencionado,  pero 
en  él  se  prescribe  que  la  ley  se  entenderá 
violada  cuando  la  sanción  infligida  no  co 
rresponda  a la  calificación  aceptada  res- 
pecto del  hecho  justiciable,  de  la  partici- 
pación en  el  de  los  procesados  o de  las 
circunstancias  agravantes  o atenuantes 
de  la  responsabilidad  crünnial.  Y de  todo 
lo  expuesto  se  infiere  que  son  inaplicables 
las  disposiciones  contenidas  en  los  artícu- 
los 63  del  Código  Penal  y 14  inciso  4o.  del 
Decreto  Legislativo  número  1153. 

CONSIDERANDO: 

Durante  la  tramitación  del  proceso  ni  el 
reo  ni  su  defensor  presentaron  solicitud 
alguna  invocando  la  extinción  de  la  ac- 
ción penal  para  perseguir  el  delito,  y no 
fué  sino  hasta  en  el  alegato  final  del  se- 
gundo, que  se  manifestó  al  Juez  que  varias 
pólizas  habían  sido  cobradas  con  gran  an- 
telación a la  fecha  de  la  denuncia,  y en 
esa  virtud  tales  infracciones  han  prescrito 
por  ministerio  de  la  ley,  según  estima  el 
defensor  del  procesado.  No  habiendo  sido 
propuesta  en  su  oportunidad  dicha  cues- 
tión, para  que  el  Juzgador  la  decidiera  en 
la  forma  que  la  ley  determina;  dicho  fun- 
cionario entró  a considerarla  en  el  fallo 
y estimando  su  improcedencia  resolvió  en 
definitiva,  y la  Sala  jurisdiccional  encon- 
trando arreglada  a derecho  la  referida 
.sentencia,  la  confirmó  con  la  adición  que 
sé  deja  ya  expresada.  Que  por  otra  parte 
en  el  segundo  “Corrsiderando”  deT  presen- 
te fallo  fué  ya  consignada  la  razón  que  hay 
para  no  estimar  prescrita  la  acción  penal. 
Y en  consecuencia  no  se  pudo  infringir  el 
artículo  511  inciso  octavo  del  Código  de 
Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  estatuido  por  el  artículo 
690  del  Código  últimamente  citado,  decla- 
ra improcedente  el  recurso  de  que  se  hizo 
mérito,  y condena  al  i’eo  a sufrir  quince 
dias  de  arresto  conmutables,  en  su  totali- 
dad. a razón  de  diez  centavos  de  quetzal 
diarios. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos,  en 
la  forma  que  corresponde,  ál  Tribunal  de 
su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar—  Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Froilán  Contreras  Qui- 
ñónez,  por  el  delito  de  estafa. 

DOCTRINA:  Por  ser  potestativos  de  los 
Jueces  de  Instancia  proferir  providen- 
cias para  mejor  fallar,  no  admiten  re- 
curso de  casación. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
doce  de  Septiembre  de  mil  noveciento.s 
treinta  y cinco. 

Para  resolverlo  se  examina  el  recurso 
extraordinario  de  casación  introducido  por 
Froilán  Contreras  Quiñónez,  con  auxilio 
del  Abogado  Ramiro  Fonseca  Palomo  con- 
tra la  sentencia  ejecutoria  proferida  por 
la  Sala  3a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  el 
ocho  dé  julio  del  año  en  curso,  en  el  pro- 
ceso seguido  al  recurrente  por  el  doble  de- 
lito de  estala. 

En  el  recurso  se  asevera,  que  la  Sala 
sentenciadora  violó  los  artículos  91  incl- 
•sos  lo.  y C.  186  y 187  de  la  Ley  Constitu- 
cional del  Poder  Judicial,  573,  574,  586  y 
608  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les. 

En  los  antecedentes  tenidos  a la  vista 
aparece  lo  siguiente; 

El  quince  de  Noviembre  del  año  de  mil 
novecientos  treinta  y tres,  Victoriano  Ix- 
cajó  acusó  criminalmente  a Froi'án  Con- 
treras Quiñónez  ante  el  Juez  4o.  de  Paz  de 
esta  ciudad,  por  el  delito  dé  estafa. 

Para  fundar  su  querella,  Ixcajó  expuso: 
que,  a Contreras  Quiñónez  le  debía  la  can- 
tidad de  SEIS  MIL  PESOS  BILLETES;  cu- 
ya deuda  garantizó  con  hipoteca  de  su  fin- 
ca inscrita  en  el  Primer  Registro  de  la 
Propiedad  Inmueble  con  el  húmero  mil 
setecientos  doce,  folio  doscientos  veintio- 
cho del  Libro  veintisiete  de  Amatitlán.  Al 
tener  la  suma  adeudada  ya  reunida,  fué  a 
cancelar  la  deuda,  pagándole  al  citado 
Contréras  Quiñónez  el  capital  con  sus  res- 
pectivos intereses;  y,  por  su  condición  de 
indígena  e ignorancia  no  le  exigió  a su 
acreedor  carta  de  pago  en  escritura  públi- 
ca, pues  quedó  muy  conforme  con  el  reci- 
bo simple  que  le  extendió,  y,  con  la  firme 
creencia  de'  que,  con  eho,  su  finca  quedaba 
completamente  Ubre  de  gravámen.  Mas, 
pronto  tuvo  la  sorpresa  de  ver  que  no  era 
así,  porque  su  antiguo  acreedor  entabló 
ejecución  contra  él  cobrándole  la  deuda 
que  ya  había  cancelado;  lo  cual  demos- 
traba con  el  recibo  simple  extendido  por 
Contreras  Quiñónez.  Este  señor  no  quiso 
reconocer  su  firma  puesta  en  el  indicado 
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recibo,  la  cual  negó  en  las  diligencias 
de  reconocimiento  que,  para  el  efecto  en- 
tablara. 

Y,  concluyó  acusando  al  enjuiciado,  por 
el  delito  de  estafa,  asi  como  ofreciendo  la 
prueba  del  caso  para  evidenciar  su  acu- 
sación. 

Con  fecha  veinte  de  noviembre  de  ese 
mismo  año,  la  señora  Raymunda  Gonzá- 
lez también  acusó  por  el  delito  de-  estafa 
ante  el  Juez  4o.  de  Paz  de  esta  ciudad  al 
repetido  Froilán  Contreras  Quiñónez. 

La  señora  González  refiere:  que,  por 
medio  de  su  hijo  Benigno  González  le  pa- 
gó a Contreras  Quiñónez  la  suma  de  DIE- 
CINUEVE MIL  PESOS  BILLETES  asi  co- 
mo I0.S  intereses  correspondientes;  mas, 
tal  señor  no  extendió  la  carta  de  pago  co- 
mo manda  la  ley,  sino  un  recibo  simple,  el 
cual  entregó  a su  referido  hijo  Benigno 
González.  Ella,  confiada  y creyendo  en  la 
buena  fé  de  su  acreedor,  quedó  muy  tran- 
quila con  el  recibo  que  le  enviara,  por 
creerlo  suficiente  para  la  completa  extin- 
ción de  su  deuda. 

Cuando  más  adelante  la  demandó  eje- 
cutivamente Cohtreras  Quiñónez,  cobrán- 
dole la  misma  deuda  que  ya  le  habla  can- 
celado antes,  pidió,  por  medio  de  la  dili- 
gencia judicial  correspondiente,  que  su 
ejecutante  reconociera  su  firma,  puesta 
en  el  recibo  de  referencia;  pero,  este  negó 
la  mencionada  firma,  con  el  propósito  de 
cobrar  dos  veces  un  mismo  adeudo. 

Por  ese  motivo,  acusó  al  tantas  veces 
repetido  Contreras  Quiñónez  y,  ofreció  la 
prueba  del  caso. 

Los  acusadores,  con  el  propósito  de  es- 
tablecer en  debida  forma,  que  Contreras 
Quiñónez  habla  firmado  los  recibos  que, 
respectivamente  presentaron  junto  con 
sus  acusaciones,  propusieron  como  exper- 
to a Prudencio  Dávila  con  el  fin  de  que 
este  señor  cotejara  las  firmas  cuestiona 
das  con  las  otras  puestas  por  el  acusado 
en  las  diligencias  judiciales  iniciadas  por 
él  para  lograr  el  segundo  pago  de  las  deu- 
das referidas. 

Por  no  haber  aceptado  el  cargo  el  peri- 
to propuesto,  los  mismos  acusadores  de- 
signaron, en  defecto  de  él,  al  señor  Ale- 
jandro Barrios;  y,  de  oficio  se  nombró  a 
Desiderio  Menchú  con  el  mismo  carácter, 
para  que  juntos  practicaran  la  diligencia 
aludida;  peritos  a quienes  se  les  discer- 
nieron tales  cargos,  por  haberlos  acepta- 
do. 

Con  los  dictámenes  de  éstos,  uniformes 
y acertivos,  se  estableció,  que  las  firmas 
de  los  recibos  en  cuestión  eran  idénticas 


a las  otras  puestas  por  Contreras  Quiñó- 
nez  en  las  diligencias  que  sirvieron  para 
hacer  el  cotejo. 

Ya  con  esas  bases,  fué  ordenada  la 
captura  del  enjuiciado,  quien  ai  ser  inda- 
gado, dijo  haber  tenido  con  los  acusado- 
res los  negocios  a que  éstos  se  refieren  en 
sus  querellas.  Negó  que  le  hayan  pagado 
sus  respectivas  deudas,  siendo  esa  la  ra- 
zón de  las  demandéis  entabladas  contra 
ellos.  Y,  por  último,  negó  asimismo  haber 
extendido  y firmado  los  recibos  presenta- 
dos por  los  querellantes.  En  consecuencia, 
nó  reconoció,  ni  el  contenido  ni  las  firmas 
de  los  aludidos  documentos. 

La  defensa,  a cargo  del  Licenciado  Ra- 
miro Fonseca  Palomo  propuso  el  examen 
pericial  de  los  señores  Prudencio  Dávüa  y 
Pedro  Soberanis,  para  establecer  que  el 
procesado  no  nabia  escrito  ni  firmado  los 
recibos  que  los  acusadores  sostienen  ha- 
ber e.scrito  y signado  el  acusado.  Acepta- 
dos y discernidos  los  cargos  a los  expertos 
nombrados,  éstos  dictaminaron  de  entero 
acuerdo  con  las  pretensiones  del  defen- 
sor. 

También  fueron  examinados  por  parte 
de  la  misma  defensa,  los  testigos  Jesús 
María  Ordónez  y J.  Ricardo  Flores.  Estos 
declarantes  depusieron:  que  los  recibos 
obrantes  en  los  fo’ios  cuatro,  catorce, 
quince  y dieciséis,  fueron  impresos  en  los 
talleres  “Gutemberg”,  a fines  del  año  de 
mil  novecientos  treinta  y dos;  y,  otro  ex- 
tendido a favor  de  Benigno  González  por 
cuatrocientos  pesos,  en  los  finales  de  mil 
novecientos  veintiocho:  que  los  codos  de 
talonarios  marcados  con  las  letras  B y C, 
se  imprimieron  a fines  del  año  de  mil  no- 
vecientos treinta  y,  el  marcado  con  la  le- 
tra D en  mil  novecientos  veintiocho.  To- 
do eso  lo  declararon  tales  personas  por  la 
circunstancia  — según  dijeron  — de  ser 
jefe  y cajista,  respectivamente,  de  los  re- 
feridos talleres.  Más  adelante,  en  poste- 
riores diligencias,  el  testigo  Flores  mani- 
festó no  serle  posible  poder  precisar  las 
fechas  en  que  fueron  impre.sos  tales  talo- 
narios, ni  tampoco  en  las  que  se  pusieron 
a la  venta. 

Durante  el  curso  del  juicio  criminal,  la 
defensa  logró  establecer,  con  declaracio- 
nes de  testigos,  la  buena  conducta  y hon- 
radez del  enjuiciado;  asi  como  su  carencia 
de  antecedentes  penales. 

El  veinticuatro  de  septiembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y cuatro,  el  Juez  5o.  De- 
partamental dictó  su  fallo,  absolviendo  a 
Froilán  Cohtreras  Quiñónez  de  los  cargos 
formulados  por  los  dos  delitos  de  estafa 
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por  los  que  se  le  acusó.  En  dicha  senten- 
cia, además,  se  manda  abrir  procedimien- 
to contra  los  señores  Victoriano  Ixcajó  y 
Raymunda  González,  por  los  delitos  de 
acusación  calumniosa  y falsificación  de 
documentos;  y,  a la  vez,  ordena  que  se  pa- 
gue la  multa  asi  como  los  impuestos  omi- 
tidos, por  la  falta  de  timbre  en  los  reci- 
bos presentados  al  juicio  por  los  acusado- 
res. 

El  cinco  de  noviembre  del  año  de  mil 
novecientos  treinta  y cuatro,  se  inició  la 
tramitación  de  la  segunda  Instancia  en 
la  Sala  3a,  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
Tribunal  que,  después  de  ordenar  la  prác- 
tica de  algunas  diligencias  que  estimó  ne- 
cesarias, por  medio  de  dos  autos  dictados 
para  mejor  fallar,  y,  cuando  ya  las  par- 
tes hablan  evacuado  sus  respectivos  tras- 
lados, profirió  la  sentencia  ejecutoria  ori- 
ginadora  del  recunso  examinado,  el  ocho 
de  julio  del  año  de  mil  novecientos  treinta 
y cinco. 

En  dicha  resolución,  el  Tribunal  de  se- 
gundo grado,  califica  y acepta  el  dicta- 
men de  los  expertos  Alejandro  Barrios  y 
Desiderio  Menchú,  con  las  facultades  dis- 
crecionales que  el  Articulo  608  del  Código 
de  Procedimientos  Penales  les  deja  a los 
Jueces  de  Instancia  para  la  apreciación  de 
la  fé  del  juicio  pericial.  Descalifica  las  de- 
claraciones de  los  testigos  de  la  defensa, 
por  estimar  que,  el  dec’ arante  José  Ricar- 
do Flores  por  ser  contradictorio  consigo 
mismo  y,  la  sola  exposición  — en  este  ca- 
so — del  testimoniante  Jesús  María  Ordó- 
ñez  solamente  produce  una  semi-plena 
prueba.  Y,  con  esas  bases,  falla,  revocan- 
do la  decisión  del  Juez,  y declara:  que 
F’roUán  Contreras  Quiñóhez  es  responsable 
como  autor  de  los  delitos  de  estafa  come- 
tidos al  negar  su  firma  en  los  cuatro  reci- 
bos acompañados  por  los  acusadores,  por 
cuyas  infracciones  le  impone  la  pena  de 
dos  años  de  prisión  correctiva  por  cada 
uno  de  los’  hechos  punibles  mencionados, 
total  de  cuatro  años  que,  con  abono  del 
tiempo  padecido  deberá  purgar  en  la  Pe- 
nitenciaria Central.  De  cada  una  de  estas 
penas  le  permite  conmutar  hasta  las  dos 
terceras  partes  a razón  de  veinticinco 
centavos  diarios.  Hace  las  otras  declara- 
ciones procedentes  en  derecho  y,  conclu- 
ye resolviendo,  que  no  es  procedente  dejar 
abierto  el  procedimiento  contra  los  acu- 
sadores, 

Y,  como  la  vista  del  recurso  se  efectuó 
en  la  fecha  señalada  para  ese  efecto,  con 
todas  las  formalidades  de  Ley,  es  el  ca- 


so de  resolver  lo  procedente  en  derecho. 
Por  ese  motivo,  el  TRIBUNAL  DE  CASA- 
CION, 

CONSIDERA: 

— I — 

Que  el  Articulo  608  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales  es  claro  y terminan- 
te, al  dejar  al  libre  criterio  de  los  Jueces 
de  Instancia  la  apreciación  de  la  fé  del 
juicio  pericial,  incluso  el  cotejo  de  letras. 

La  Sala  3a.  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
de  entero  acuerdo  con  esas  facultades  y 
según  su  criterio  calificó  y admitió  el  dic- 
tamen de  los  expertos  González  y Mehchú, 
con  los  que  cree  estar  perfectamente  es- 
tablecido que,  los  cuatro  recibos  extendi- 
dos a los  acusadores  por  Froilán  Contre- 
ras Quiñónez  los  escribió  y firmó  este  se- 
ñor de  su  puño  y letra;  apreciación  que 
hizo  según  las  circunstancias  especiales 
calificadas  por  dicho  Tribunal;  con  lasque 
les  negó  fé  a los  dictámenes  de  los  peri- 
tos Prudencio  Dávila  y Pedro  Soberanis 
propuestos  por  la  defensa  ya  dentro  del 
.juicio  criminal,  para  establecer  que  las 
firmas  aludidas  Eisi  como  el  contenido  de 
los  recibos  era  falsificado,  pues  nada  ha- 
bía sido  hecho  del  puño  y letra  del  acu- 
sado. 

En  esas  condiciones  y dado  el  tenor  de 
la  ley  mencionada  en  primer  término,  es 
indudable  que  el  Tribunal  de  Casación  es- 
tá imposibilitado  de  estimar  si  se  violó  o 
no  dicha  Ley  por  la  Sala  sentenciadora; 
imposibilidad  en  la  que  también  se  en- 
cuentra con  relación  a los  incisos  lo.  y C. 
del  Articulo  91  a que  alude  el  recurrente; 
pues  los  autos  para  mejor  fallar  los  pue- 
den dictar  los  jueces  de  Instancia  a su  li- 
bre criterio;  y,  más  todavía,  dicha  Ley  con 
toda  claridad  indica  que  contra  esa  c'ase 
de  providencias  no  cabe  recurso  de  ningu- 
na clase. 

— II  — 

Es  verdad  que  la  Sala  sentenciadora 
designó  como  tercero  para  el  caso  de  dis- 
cordia — en  virtud  de  su  providencia  pa- 
ra mejor  fallar  — al  ca’igrafo  Rodolfo  Va- 
lladares; más  también  lo  es  que  en  la  sen- 
tencia recurrida  no  apreció  el  valor  del 
dictamen  emitido  por  éste,  por  no  haber 
sido  nombrado  como  lo  ordena  la  ley.  En 
ese  caso  es  indudable  que  tampoco  pudo 
haber  violación  del  Articulo  187  de  la  Ley 
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Constitutiva  del  Podel  Judicial,  citado  co- 
mo infringido  en  el  recurso  que  se  exami- 
na. 

— m — 

El  dictamen  pericial  que  apreció  la  Sa- 
la sentenciadora,  fué  originado  del  nom- 
bramiento de  expertos  que  hiciera  el  Juez 
Instructor  para  conocer  o apreciar  el  he- 
cho denunciado  por  los  acusadores,  lo  que 
hizo  dentro  del  sumario  por  considerar  ne- 
cesaria dicha  diligencia  a la  comprobación 
de  los  delitos  denunciados.  En  ese  caso  el 
Juez  estaba  facultado  para  designar  a los 
expertos,  máxime  que  aún  no  se  había 
procedido  contra  el  acusado,  para  que  és- 
te pudiera  designar  un  experto  por  su 
parte;  facultad  conferida  en  el  Artículo 
364  del  Código  de  Procedimientos  Penales, 
la  cuai  está  en  consonancia  con  el  Articu- 
lo 185  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial.  Todo  lo  manifestado  es  demos- 
trativo de  que  la  Sala  3a.  de  Apelaciones 
no  infringió  el  Artículo  186  del  Cuerpo  Le- 
gal citado  en  último  término,  al  analizar 
en  el  fallo  recurrido  el  juicio  pericial  en 
cuestión. 

— IV  — 

Los  testigos  José  Ricardo  Flores  y Je- 
sús María  Ordóñez,  con  cuyos  dichos  se 
propuso  la  defensa  establecer  la  inculpa- 
bilidad del  enjuiciado,  no  pueden  ser  con- 
siderados de  acuerdo  con  la  doctrina  del 
Artículo  573  del  Código  de  Procedimientos 
Penales,  por  la  circuhstancia  de  que  sólo 
es  admi^le  lo  declarado  por  Ordóñez,  ya 
que  lo  expuesto  por  Plores  carece  de  ver- 
dad legal,  a causa  de  no  dar  razón  de  su 
dicho,  como  se  patentizó  cuando  fué  lla- 
mado de  nuevo  a declarar,  en  virtud  del 
auto  para  mejor  fallar  proferido  por  la 
Sala  recurrida.  En  ese  caso  queda  sólo  el 
dicho  del  repetido  Ordóñez,  lo  cual  de- 
muestra que  la  Sala  sentenciadora  no  vio- 
ló los  Artículos  573,  574  y 586  del  Código 
de  Procedimientos  Penales,  como  afirma 
el  recurrente;  ya  que  tan  sólo  apreció  el 
dicho  del  testigo  Ordóñez,  en  la  forma  in- 
dicada por  el  Articulo  575  del  mismo  Có- 
digo; y para  esta  apreciación  tuvo  en 
cuéhta  las  reglas  consignadas  en  el  Articu- 
lo 586  ya  mencionado. 

— "V  — 

Por  todo  lo  que  se  deja  considerado 
con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo  dis- 
puesto en  los  Artículos  686  y 690  P.  P.,  EL 
TRIBUNAL  DE  CASACION, 


RESUELVE: 

DESESTIMAR  EL  RECURSO  de  que  se 
ha  hecho  mérito,  e imponer  al  recurrente 
quince  días  de  arresto  conmutables  a ra- 
zón de  diez  centavos  diarios. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  So- 
lazar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


Vista  para  resolver  la  incidencia  pro- 
movida por  FroUán  Contreras  Quiñónez 
con  el  fin  de  que  se  aclare  y amplié  la 
sentencia  proferida  por  este  Tribunal  el 
doce  del  corriente  mes,  en  este  asunto;  y 

CONSIDERANDO: 

Que  la  indicada  resolución  no  contiene 
ninguna  oscuridad,  ambigüedad  o contra- 
dicción; porque  de  una  manera  clara,  pre- 
cisa y categórica  se  indican  las  razones  le- 
gales por  las  que  no  pueden  considerarse 
como  violados  por  la  Sala  sentenciadora, 
los  Artículos  señalados  en  el  recurso.  Y, 
además,  la  parte  resolutiva  está  concebi- 
da con  toda  claridad. 

Desde  luego  que  no  se  omitió  la  con- 
sideración de  ninguno  de  los  Artículos 
citados  como  infringidos  por  el  recurren- 
te, ni  la  resolución  de  punto  alguno  con- 
trovertido, la  indicada  sentencia  compren- 
de todo  lo  discutido.  En  ese  caso,  no  pro- 
cede la  ampliación  demandada. 

POR  TANTO; 

El  Tribunal  de  Casación,  con  apoyo  en 
lo  que  disponen  los  Artículos  648,  649  y 
650  P.  P.,  declara:  sin  lugar  la  incidencia 
de  aclaración  y ampliación  de  que  se  ha 
hecho  mérito. 

Notifiquese  y,  como  está  mandado,  de- 
vuélvanse los  autos. 

Reina  Andrade. — Solazar. — Castellanos 
R. — Argueta  S. — Serrano  Muñoz. — Juan 
Fernáridez  C. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Maximiliano  Pérez  por 
el  delito  de  estupro. 

DOCTRINA:  Para  que  se  cometa  el  deli- 
to de  estupro  en  mujer  mayor  de  doce 
años  y menor  de  veintiuno  es  necesario 
que  se  pruebe  que  intervino  engaño. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y siete  de  Septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y cinco. 

Juliana  Resincoy,  acusadora  de  Maxi- 
miliano Pérez,  introdujo  con  auxilio  del 
abogado  don  Salvador  Guerra  V.,  recur- 
so de  casación  contra  la  sentencia  de  la 
Sala  6a.  de  Apelaciones,  fecha  tres  de  ju- 
lio del  año  en  curso,  denunciando  la  vio- 
lación de  los  artículos  65,  324,  325,  326,  366 
incisos  5o.  7o.  lio.  12  y 16  del  articulo  22 
y articulo  26  del  Código  Penal,  570,  571, 
572,  587,  589,  595,  596,  597,  598  601  y 729 
de  Procedemientos  Penales. 

RESULTA; 

El  veintidós  de  diciembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y cuatro  .se  presentó  al 
Juzgado  de  Paz  de  Santo  Domingo  Suchi- 
tepéquez,  Juliana  Resincoy,  dando  parte 
de  que  la  noche  anterior  en  ocasión  en 
que  regresaba  de  un  viaje,  como  a las 
veintiuna  horas,  había  encontrado  en  el 
patio  de  su  casa  a Maximiliano  Pérez, 
quien  trataba  de  violar  a su  menor  hija 
Marcela  Batzin,  habiendo  salido  corrien- 
do cuando  la  vió  entrar.  Esta  denxmcia 
dió  origen  al  proceso  que  se  instruyó  con- 
tra el  expresado  Pérez,  del  cual  aparece 
lo  siguiente: 

Marcela  Batzin,  de  quince  años  ocho 
meses  de  edad,  fué  estuprada  según  in- 
formó el  Cirujano,  más  o menos  seis  días 
antes  del  veintiséis  de  diciembre,  fecha 
del  reconocimiento;  sin  que  presentara 
señal  alguna  de  violencia  en  su  cuerpo. 
En  su  declaración  afirmó  que  estando  au- 
sente la  madre,  dormía  en  el  mismo  local 
que  Julia  García  y juntamente  con  sus 
hermanos  menores;  que  Pérez  penetró  a 
la  habitación  y encontrándola  dormida 
la  levantó  en  peso  y la  sacó  al  patio  en 
donde  trató  de  abusar  de.  ella,  lo  que  no 
consiguió  por  su  resistencia;  que  en  esos 
momentos  ll^ó  la  madre  y Pérez  salió  co- 
rriendo, quedándose  ella  sentada.  Poste- 
riormente rectificó  lo  declarado  manifes^ 
tando  que  si  había  hecho  uso  de  su  per- 
sona por  primera  vez  su  ofensor,  con  quien 


no  tenia  relaciones  amorosas  pero  si  mu- 
cha confianza  por  ser  pariente  de  su  ma- 
dre y por  llegar  diariamente  a la  casa. 

Capturado  Pérez  expuso  que  el  día  y 
hora  de  autos  estaba  con  Marcela,  pero  só- 
lo platicando,  pues  era  su  novia  y fué  ella 
quien  quedó  de  salir  a hablarle;  negó  ha- 
berla sacado  del  lugar  donde  dormía  y ha- 
berla estuprado,  agregando  que  cuando 
llegó  la  madre  los  sorprendió  en  el  patio 
por  lo  que  salió  corriendo. 

Durante  la  tramitación  del  proceso  fue- 
ron producidas  ante  el  Juez  de  la.  Ins- 
tancia de  Mazatenango  varias  declara- 
ciones tendientes  a establecer  la  mala  con- 
ducta de  Pérez,  su  reincidencia  en  delitos 
contra  la  honestidad,  el  abuso  cometido 
en  la  persona  de  Marcela  Batzin,  y el  he- 
cho posterior  de  que  la  madre  del  sindica- 
do solicitó  el  perdón  de  la  acusadora  me- 
diante el  matrimonio  de  su  hijo  con  la 
ofendida. 

El  Juez  dictó  sentencia  el  diez  y seis  de 
mayo  del  año  en  curso,  condenando  al  en- 
causado por  el  delito  de  estupro,  con  abu- 
so de  confianza,  a la  pena  de  un  año  de 
arresto  mayor  aumentada  en  una  tercera 
parte,  conmutable  en  su  totalidad  a diez 
centavos  diarios  y absolviendo  por  el  de 
allanamiento. 

La  Sala  6a.  de  Apelaciones,  consideran- 
do no  probado  el  engaño  por  parte  de  Pé- 
rez, revocó  la  sentencia  en  lo  relativo  al 
estupro  y la  confirmó  en  la  absolución  por 
allanamiento. 

CONSIDERANDO: 

Es  requisito  indispensable  para  que  se 
produzca  el  delito  de  estupro  en  mujer 
mayor  de  doce  años  y menor  de  veintiu- 
no, que  intervenga  engaño,  pues  asi  lo  exi- 
ge el  articulo  326  fracción  3a.  del  Código 
Penal;  luego  si,  como  ocurre  en  el  caso 
sub-júdice,  el  engaño  del  ofensor  no  re- 
sulta probado  en  autos  ni  se  aduce  siquie- 
ra por  la  ofendida,  el  delito  no  puede 
caracterizarse  y en  consecuencia  ninguna 
circunstancia  de  agravación  de  las  que  ci- 
ta el  recurrente  puede  considerarse,  apar- 
te de  que  las  contenidas  en  los  incisos  5o. 
7o.  lio.  y 12  no  son  aplicables  al  hecho 
examinado  y el  16  tampoco  porque  la  re- 
incidencia debe  consistir  en  delitos  proba- 
dos y declarados  en  sentencia  firme.  Con- 
forme al  artículo  26  podría  haberse  agra- 
vado la  responsabilidad,  pero  para  tal 
efecto  era  necesaria  la  prueba  legal  del 
parentezco  y en  todo  caso  existiendo  deli- 
to plenamente  comprobado. 
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El  articulo  65  del  Código  Penal  prohíbe 
a los  jueces  aumentar,  disminuir,  agravar 
o atenuar  las  penas,  o substituirlas  con 
otras  o modificarlas,  sino  de  acuerdo  con 
la  ley,  por  lo  que  su  violación  en  este  ca- 
so no  puede  apreciarse,  pues  no  habiendo 
delito  probado  ninguna  pena  podia  asig- 
narse al  prevenido. 

Los  artículos  324  y 325  del  Código  Penal, 
se  refieren  al  delito  de  violación  y el  he- 
cho investigado  no  cae  en  las  situaciones 
que  contemplan  estos  preceptos  legales. 

El  articulo  366  del  mismo  Código  no  es- 
tá infringido  pues  no  hay  prueba  ningu- 
na del  allanamiento  y por  lo  tanto  no  po- 
día aplicarse  pena  alguna. 

Los  Arts.  570,  571,  572,  587,  589,  595,  596. 
597,  598  y 601  de  Procedimientos  Penale.s 
no  han  sido  quebrantados  en  la  sentencia 
porque  para  su  aplicación  al  hecho  incri- 
minado era  necesario  la  comprobación  y 
caracterización  del  delito  y no  hay  hechos 
de  ninguna  clase  aportados  en  la  prueba 
tendientes  a demostrar  la  repetida  cir 
cunstancia  del  engaño  por  parte  de  Pé- 
rez, aun  cuando  respecto  de  los  demás  de- 
talles de  lo  ocurrido  no  pueda  negarse  que 
éste  desfloró  a Marcela  Batzin. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo además  en  los  artículos  686  y 690  de 
Procedimientos  Penales,  DESESTIMA  el 
recurso  interpuesto  y condena  a la  parte 
recurrente  a quince  dias  de  prisión  con- 
mutables a diez  centavos  diarios. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  So- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  José  Elias  Juárez,  por 
estafa. 

DOCTRINA:  Toda  infracción  de  ley  pertal 
se  presume  voluntaria  mientras  no  cons- 
te lo  contrario. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y seite  de  Septiembre  de  mil  nove-' 
cientos  treinta  y cinco. 

José  Elias  Juárez,  procesado  por  el  de- 
lito de  estafa  y condenado  a sufrir  la  pena 
de  dos  años  de  prisión  correccional,  intro- 


dujo el  presente  recurso  de  casación  con- 
tra la  sentencia  de  la  Sala  la.  de  Apela- 
ciones, de  fecha  nueve  de  julio  del  año  en 
curso,  dirigido  por  el  abogado  don  Salomón 
Carrillo  Ramírez,  alegando  violación  del 
inciso  3o.  del  articulo  21  del  Código  Penal. 

RESULTA 

— I — 

El  procesado  desempeñaba  el  cargo  de 
primer  oficial  de  la  oficina  dé  la  Sociedad 
de  Seguro  de  Vida  del  Gremio  Obrero,  te- 
niendo entre  sus  atribuciones  la  de  re- 
cibir los  pagos  de  cuotas  que  hacían  los 
socios,  cobrar  los  cheques  y verificar  depó- 
sitos en  los  bancos.  El  Presidente  de  la 
Sociedad  fué  informado  de  ciertas  anoma- 
lías en  tales  servicios  y convencido  de  ellas 
dió  parte  al  Presidente  del  Crédito  Hipo- 
tecario Nacional,  institución  que  había  si- 
do nombrada  Interventora  de  aquélla  por 
acuerdo  gubernativo.  Esto  dió  origen  al 
proceso  instruido  por  el  Juez  lo.  de  Paz  de 
esta  ciudad,  funcionario  que  tomó  las  de- 
claraciones pertinentes  llegándose  a es- 
tablecer la  delincuencia  del  prevenido. 

Capturado  Juárez  confesó  haber  tomado 
la  suma  de  doscientos  veinticuatro  :iuetza- 
les,  setenta  y seis  centavos  y medio,  excul- 
pándose con  la  necesidad  que  tenia  de; 
fondos  y la  esperanza  que  abrigó  desde  el 
primer  momento  de  reembolsar  lo  que  to- 
maba. El  Juez  6o.  de  la.  Instancia  lo  re- 
dujo a prisión  provisional  por  estafa  y 
continuó  la  pesquisa. 

— II  — 

El  Juez  dictó  sentencia  el  veintisiete  de 
abril  del  corriente  año,  declarando  a Juá- 
rez autor  de  estafa,  delito  por  el  que  le 
impone  dos  años  de  prisión  correccional 
conmutables  en  dos  terceras  partes  a vein- 
te centavos  diarios,  dejándolo  afecto  al 
pago  de  las  responsabilidades  civiles  y a 
la  reposición  del  papel.  Considera  el  fa- 
llo que  ¡a  culpabilidad  del  enjuiciado  es- 
tá legal  y plenamente  probada  con  su  pro- 
pia confesión,  la  que,  por  reunir  los  re- 
quisitos de  ley,  debe  apreciarse  en  todo 
su  valor;  que  de  acuerdo  con  el  dictamen 
de  los  expertos  nombrados,  la  cantidad  que 
se  apropió  el  reo  pasa  de  cien  quetzales, 
pero  no  excede  de  quinientos,  de  manera 
que  la  pena  es  la  marcada  en  el  inciso 
3o.  del  artículo  407  del  Código  Penal;  y que 
no  debe  tomarse  en  cuenta  su  confesión 
como  circunstancia  atenuante  puesto  que 
sin  ella  procedería  condenarlo  por  haber 
otras  pruebas. 
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— III  — 

En  apelación  pasó  la  causa  a la  Sala 
la.,  tribunal  que  dió  el  trámite  de  ley 
oyendo  el  dictamen  del  Fiscal  y del  I’ro- 
curador.  El  Fiscal  pidió  la  coníirmato- 
ria  de  To  resuelto  y haciendo  referencia  a 
lo  alegado  por  el  defensor  licenciado  Salo- 
món Carrillo  Ramírez,  de  que  debe  esti- 
marse las  atenuantes  de  la  confesión  del 
reo  y de  que  no  tuvo  intención  de  causar 
con  su  hecho  un  mal  de  tanta  gravedad 
como  el  que  resultó,  manifiesta  que  tal 
criterio  es  inaceptable,  pues  en  cuanto  a 
la  primera  atenuante,  existen  otras  prue- 
bas como  son  los  documentos  que  demues- 
tran su  culpabilidad;  y en  lo  relativo  a io 
segundo,  la  considera  impertinente  porque 
el  encausado  produjo  el  mal  consecutivo 
a sus  acciones  y su  intención  de  reponer 
lo  que  tomó  no  le  atenúa  la  responsabili- 
dad, mucho  menos  si  sólo  es  la  intención 
la  que  se  declara,  sin  acreditarse  en  au- 
tos. 

El  Procurador  planteó  la  cuestión  rela- 
tiva a la  calificación  del  delito,  pues  du- 
da si  se  trate  de  estafa  o de  malversación 
de  caudales;  pero  termina  manifestando 
que  el  procesado  saldría  más  favorecido  si 
se  le  castigara  como  autor  de  este  último 
delito. 

La  Sala  resolvió  el  nueve  de  julio  y sin 
otro  argumento  que  el  de  que  la  respon- 
sabilidad criminal  de  Juárez  está  plena- 
mente establecida  con  las  declaraciones 
de  los  testigos  y la  espontánea  confesión 
del  reo  y la  pena  impuesta  de  conformi- 
dad con  la  ley,  confirma  la  sentencia  ape- 
lada. 

_ IV  — 

En  el  escrito  de  introducción  del  recur- 
so insiste  el  abogado  en  que  debe  conside- 
rarse la  atenuante  a que  se  refiere  el  in- 
ciso 3o.  del  artículo  21  del  Código  Penal, 
es  decir,  la  relativa  a que  el  reo  no  tuvo 
intención  de  causar  un  mal  de  tanta  gra- 
vedad como  el  que  produjo.  Señalada 
la  audiencia  del  veintinueve  de  agosto 
en  curso  para  la  vista,  con  fecha  vein- 
tisiete se  presentó  nuevamente  el  proce- 
sado, con  auxilio  del  abogado  don  Salo- 
món Carrillo  Ramírez,  alegado  sobre  la 
procedencia  de  la  atenuante  invocada  en 
el  recurso  y denunció  la  infracción  de  los 
artículos  20  inciso  9o.,  65  y 79  del  Código 
Penal,  fundado  en  que  la  vista  aún  no  ha- 
bía tenido  lugar. 


CONSIDERANDO; 

En  el  escrito  de  introducción  del  recurso 
solamente  se  denunció  la  violación  del  in- 
ciso 3o.  artículo  21  del  Código  Penal  y,  ex- 
temporáneamente, fueron  citados  otros 
por  el  recurrente,  por  lo  que  procede  en- 
trar al  examen  de  la  disposición  mencio- 
nada, única  que  se  citó  de  acuerdo  con  la 
ley. 

Invoca  en  su  favor  el  reo,  para  atenuar 
su  responsabilidad,  que  no  tuvo  hitención 
de  causar  un  mal  de  tanta  gravedad  co- 
mo el  que  produjo,  pues  tomó  el  dinero 
por  necesidades  urgentes  y nunca  con  el 
propósito  de  quedarse  con  él  sino  de  reem- 
bolsarlo en  cuanto  le  fuera  posiblé.  Estas 
justificaciones  son  ineficaces  para  desva- 
necer la  gravedad  del  hecho  delictuoso, 
pues  si  voluntariamente  infringió  el  preve- 
nido una  ley  penal  que  prohíbe  distraer 
una  cantidad  de  dinero  recibida  con  obli- 
gación de  ser  entregada,  por  cualquier  mo- 
tivo que  hubiere  sido,  incurrió  en  respon- 
sabilidad criminal  y se  hizo  acreedor  a la 
pena  señalada  en  la  ley,  aunque  el  mal 
causado  haya  sido  distinto  del  que  se  pro- 
ponía ejecutar;  y quedando  asimismo  obli^ 
gado  a la  restitución  del  dinero  objeto  del 
delito,  como  parte  de  las  responsabilida- 
des civiles  contraídas  por  el  mismo  hecho 
ilícito;  siendo  de  observar,  por  otra  par- 
te, que  el  delito  cometido  produjo  el  mal 
que  era  su  natural  consecuencia  sin  ha- 
berse derivado  otro,  ni  ocasional  ni  con 
causal.  Artos.  11,  12,  33,  95  y 407  inciso 
5o.  Código  Penal  y 682  Procedimientos  Pe- 
nales. 

POR  TANTO: 

La  Corté  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y de  lo  dispuesto 
en  los  artículos  686  y 690  de  Procedimien- 
tos Penales,  DESESTIMA  el  recurso  in- 
terpuesto y condena  al  reo  a la  pena  adi- 
cional de  quince  días  de  prisión  simple 
conmutables  a diez  centavos  diarios. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mí,  Juan  Fernández  c.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Luis  Felipe  Calderón, 
por  robo. 

DOCTRINA:  El  resultado  de  los  delitos 
contra  la  propiedad,  es  un  perjuicio  que 
lesioiia  al  ofendido  en  las  cosas  que 
constituyen  su  patrimonio. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiuno  de  septiembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  4a.  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  el  treinta  de  julio  de  mil 
novecientos  treinta  y cinco;  en  la  cual  se 
confirma  la  dictada  por  el  Juez  2o.  de 
la.  Instancia  de  Quezaltenango,  en  la  cau- 
sa instruida  por  el  delito  de  robo  contra 
Luis  Felipe  Calderón,  con  la  modificación 
de  que  la  pena  impuesta  se  aumenta  en 
una  tercera  parte,  por  militar  en  contra 
del  procesado  la  agravante  de  nocturni- 
dad. 

— I — 

El  .seis  de  mayo  del  presente  año,  el  Em- 
presario del  teatro  “Olimpo”,  don  Manuel 
Mena,  pidió  auxilio  al  policía  de  linea 
Guillermo  Figueroa  porque  al  llegar  a la 
puerta  del  Teatro  oyó  ruidos  en  el  inte- 
rior, que  dicho  agente  llamó  en  el  acto  a 
otro  agente  llamado  Andrés  Jiménez;  que 
Figueroa  subió  a la  galería  en  donde  en- 
contró a un  individuo  montado  en  una 
viga,  que  resultó  ser  Luis  Felipe  Calderón, 
quien  intentaba  ocultarse  en  una  parte 
del  cielo  raso  del  teatro;  que  lo  aprehen- 
dió y al  bajar,  ya  encontró  al  agente  Ji- 
ménez y juntos  lo  condujeron  a la  Comi- 
saria, que  en  el  camino  trató  de  fugárse- 
les, pero  que  lo  volvieron  a recapturar  y 
que  ya  estando  en  la  prisión  fué  registra- 
do y le  encontraron  en  los  bolsillos  la  su- 
ma de  treintidós  quetzales,  sesenta  y seis 
centavos  de  quetzal,  suma  que  el  reo  con- 
fesó haber  extraído  de  la  caja  donde  el 
empresario  guardaba  el  valor  de  las  entra- 
das de  las  funciones  cinematográficas; 
que  en  los  momentos  en  que  hicieron  la 
captura.  Calderón  se  hallaba  descalzo,  pe- 
ro al  hacer  una  requisa  rato  después,  en- 
contraron en  un  calle joncito  que  separa 
el  teatro  de  la  casa  de  Elias  Dávila,  un 
par  de  zapatos  cafés,  que  eran  los  usados 
por  Calderón.  Consta  además  de  los  di- 
chos del  Comisario,  los  dos  agentes  y el 


empresario,  que  Calderón  conocía  muy  bien 
todas  las  dependencias  del  teatro,  porque 
antes  había  sido  empleado  del  mismo. 

Luis  Felipe  Calderón  al  ser  indagado, 
confesó  el  delito,  diciendo  que  era  cierto 
haber  sido  capturado  en  el  interior  del 
teatro,  que  él  mismo  entregó  el  dinero 
que  extrajo  de  la  caja,  la  cual  abrió  con 
un  desarmador  que  encontró  en  el  mismo 
local. 

— Il- 
eon fecha  tres  dé  julio  del  presente  año. 
el  Juez  2o.  de  la.  Instancia  de  Quezalte- 
nango, dictó  sentencia  declarando:  que 
Luis  Felipe  Calderón  era  responsable  por 
el  delito  de  robo  cometido  en  el  teatro  de 
Coatepeque,  por  suya  infracción  lo  con- 
denó a sufrir  la  pena  de  tres  años  de  pri- 
sión correccional,  la  que  con  abono  de  la 
prisión  sufrida  desde  el  auto  de  bien  pre- 
so, cumplirla  en  la  Penitenciaria  Central 
con  el  carácter  de  inconmutable,  hacien- 
do las  demás  declaraciones  correspondien- 
tes en  derecho. 

— III  — 

El  Fiscal  de  la  Sala  4a.,  Licenciado  don 
Oscar  Zeceña,  al  serié  notificada  la  sen- 
tencia proferida  por  aquel  Tribunal,  in- 
trodujo el  presente  recurso  de  casación, 
por  violación  de  ley,  citando  como  infrin- 
gidos los  artículos  siguientes:  259  y 609 
inciso  lo.  de  Procedimientos  Penales;  21 
inciso  10.,  22  inciso  12,  16  fracción  3a.  y 
69  del  Código  Penal  Común;  lo.  fracción 
quinta  del  Decreto  Legislativo  Número  48. 
Pedidos  los  antecedentes  y señalado  dia 
para  la  vista,  es  el  caso  de  resolver  como 
corresponde. 

CONSIDERANDO; 

Que  según  consta  del  proceso  respecti- 
vo, al  inculpado  Luis  Felipe  Calderón,  se 
le  capturó  infraganti,  es  decir,  momentos 
después  de  haber  cometido  el  delito  de 
robo,  cuando  se  le  perseguía  por  don  Ma- 
nuel Mena,  empresario  del  teatro  deno- 
minado “Olimpo”,  pues  el  agente  de  la 
policía  GuiUiermo  Figueroa,  Jlo  aprehen- 
dió cuando  estaba  montado  en  una  viga 
de  las  que  tiene  la  galería  del  teatro  y des- 
calzo. 

Habiéndose  determinado  por  el  Juez  de 
instrucción,  que  la  caja  en  donde  el  em- 
presario guardaba  el  dinero  después  de 
las  funciones,  había  .sido  violentada  y el 
lugar  en  donde  se  encontró  al  sindicado, 
asi  como  también  habérsele  hallado  dine- 
ro que  no  era  de  él,  lógico  y natural  es 
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que  la  Sala  sentenciadora  no  infringió  nun- 
ca las  disposiciones  legales  contenidas  en 
los  Artos.  259  y 609  inciso  lo.  del  Código 
de  Procedimientos  Penales;  el  primero,  por 
estar  ampliamente  justificada  la  base  del 
procedimiento  criminal  incoado  contra  el 
prevenido  Calderón,  y el  segundo,  porque 
habiéndose  sorprendido  al  mismo  en  la 
situación  que  require  el  Arto.  389  de  P. 
P.,  la  preexistencia  del  delito  está  plena- 
mente probada,  fuera  de  que  como  muy 
bien  se  dice  en  el  fallo,  citando  al  comen- 
tarista Viada,  que  cuando  se  trata  del  de- 
lito de  robo,  lo  único  que  se  necesita  de- 
mostrar dentro  de  los  hechos  denuncia- 
dos, son  los  elementos  constitutivos  de  di- 
cha infracción:  apoderamiento,  cosa  mue- 
ble ajena,  sin  consentimiento  del  dueño, 
ánimo  de  lucro  y además,  la  circunstan- 
cia de  fuerza  o violencia,  sin  que  sea  ne- 
cesario, para  que  el  delito  exista,  que  cons- 
te la  persona  a quien  pertenezca  la  pro- 
piedad. 

No  teniendo  ninguna  relación  con  el  he- 
cho investigado,  lo  dispuesto  en  los  Artos. 
16  fracción,  3a.  y 69  del  Código  Penal,  no 
pudo  violarlos  el  Tribunal  sentenciador. 

Como  ya  se  dijo  anteriormente,  el  reo 
fui  Icapturado  infraganti,  razón  por  la 
cual  no  se  necesitaba  de  su  confesión  para 
condenarlo  y por  lo  tanto  no  se  infringió 
el  Arto.  21  inciso  10  del  Código  Penal.  La 
pena  impuesta  de  tres  años  de  prisión  co- 
rreccional, es  la  señalada  por  el  Arto.  lo. 
fracción  5a.  del  Dto.  Legislativo  No.  48. 
en  consecuencia,  en  lugar  de  violarse  se 
aplicó  rectamente,  toda  vez  de  que  si  ia 
pena  se  aumentó  hasta  cuatro  años,  fué 
por  la  circunstancia  agravante  de  haber 
verificado  el  hecho  de  noche. 

Por  último,  tampoco  se  infringió  el  Arto. 
22  inciso  12  del  Código  Penal,  pues  siendo 
la  nocturnidad  de  discrecional  aprecia- 
ción para  el  Tribunal  sentenciador,  el 
recurso  de  casación  por  este  motivo  no 
es  procedente. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  dispuesto  por  los  Artos.  676,  686, 
690  y 735  P.  P.;  22  Decreto  1728,  DESESTI- 
MA el  recurso  interpuesto. 

Notifquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade^ — Feredico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muños. — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Juan  González  Sama- 
yoa,  por  el  delito  de  estafa. 

DOCTRINA:  Cuando  la  confesión  judicial 
es  perfecta,  produce  plena  prueba  con- 
tra el  confesante. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiuno  de  Septiembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cinco. 

Para  su  resolución  se  examina  el  recur- 
so extraordinario  de  casación  introducido 
por  el  ciudadano  chino  Mario  Enrique 
León  Monqui  con  auxilio  del  Abogado  Gui- 
llermo Vides  contra  la  sentencia  ejecuto- 
ria proferida  por  la  Sala  la.  de  la  Corte 
de  Apelaciones  el  ocho  de  julio  del  año  en 
curso,  en  el  proceso  instruido  al  repetido 
recurrente  y a Juan  González  Samayoa 
por  el  delito  de  estafa. 

En  el  recurso  se  dice  que  la  Sala  sen- 
tenciadora violó  los  Artículos  568,  571,  572, 
573  en  sus  cuatro  incisos;  574,  575,  614  del 
Código  de  Procedimientos  Penales  27,  80, 
21  inciso  lo.  y 11  del  Código  Penal. 

En  Icfe  autos  que  sirven  de  antecedentes 
al  recurso  examinado,  aparece  de  mani- 
fiesto lo  que  sigue: 

A las  catorce  horas  y media  del  trein- 
ta y uno  de  mayo  del  año  de  mil  nove- 
cientos treinta  y cuatro,  se  presentó  ante 
el  Juez  Departamental  de  Amatitlán  el 
Pagador-Receptor  de  Rentas  de  ese  De- 
partamento, Coronel  Marcial  Prem,  de- 
nunciando la  comisión  de  un  delito,  el 
cual  hacia  consistir  en  lo  siguiente:  la  se- 
mana anterior  a la  fecha  de  la  denuncia 
estuvo  en  la  población  de  Morán  revisan- 
do cuentas  de  los  comerciantes  de  esa  lo- 
calidad, cumpliendo  órdenes  recibidas. 
Por  infracciones  encontradas  fueron  mul- 
tados algunos  comerciantes,  entre  ellos 
la  casa  comercial  de  la  que  es  apoderado 
el  ciudadano  chino  Luis  Quinto.  Pocas  ho- 
ras antes  de  hacer  la  denuncia  lo  visitó 
en  su  despacho  Roberto  Amado,  vecino  de 
Villa  Canales;  quien  le  refirió  que  en  esa 
población  se  rumoraba  insistentemente 
que  el  chino  Luis  Quinto  les  había  dado  a 
su  coimacional  Mario  Enrique  León  Monqui 
y a Juan  González  Samayoa,  CIENTO  CIN- 
CUENTA QUETZALES,  CIEN  al  primero  y 
CINCUENTA  al  segundo  para  obtener  que 
no  le  impusieran  una  multa  muy  fuerte 
por  las  infracciones  de  su  contabilidad. 
Que  asimismo  se  propalaba,  que  el  chino 
Quinto  decía  que  tales  sujetos  lo  obligaron 
a entregar  esas  cantidades  al  chino  León 
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Monqui,  por  hacerle  creer  que  era  la  úni- 
ca manera  de  obtener  la  multa  más  favo- 
rable. Y concluyó  exponiendo  Prem  hijo, 
que,  por  engendrar  ésto  un  delito  de  esta- 
fa ponía  el  hecho  en  conocimiento  de  la 
autoridad  competente. 

Al  ser  iniciada  la  averiguación  corres- 
pondiente, Roberto  Amado  corroboró  todo 
lo  expuesto  por  el  Coronel  Prem  hijo;  lo 
que  también  hizo  el  chino  Luis  Quinto; 
quien  asevera  que  su  paisano  Mario  Enri- 
que León  Monqui  le  fué  a pedir  CIENTO 
CINCUENTA  QUETZALES,  diciéndole  que 
ese  dinero  lo  quería  para  arreglarse  con 
Juan  González  Samayoa,  a fin  de  que  no 
le  impusieran  una  multa  mayor  de  NOVE- 
CIENTOS QUETZALES,  sino  sólo  de  CUA- 
TROCIENTOS. Creyendo  tal  cosa  favora- 
ble para  los  intereses  que  representaba  se 
los  entregó  a su  repetido  paisano;  mas  la 
multa  que  le  fué  impuesta  al  fin  fué  de 
QUINIENTOS  QUETZALES,  más  DIECI- 
SIETE Y CINCUENTA  Y UN  CENTAVOS 
por  timbres  omitidos.  Por  ese  motivo  se 
constituía  acusador  de  los  indicados  indi- 
viduos por  el  delito  de  estafa  cometido,  de 
lo  cual  era  completamente  ajeno  el  señor 
Administrador  de  Rentas.  Concluyó  mani- 
festando, que,  el  dinero  se  lo  entregó  a su 
paisano  en  su  cuarto  de  habitación;  y des- 
pués le  contó  lo  ocurrido  a Roberto  Ama- 
do. 

AI  ser  indagado  por  primera  vez  el  chi- 
no León  Monqui,  sólo  se  concretó  a ne- 
gar haber  recibido  de  Quinto  la  cantidad 
aludida  y a proponer,  para  justificar  su 
honradez,  al  Licenciado  Felipe  Luna  y al 
General  Felipe  Samayoa.  Mas,  al  am- 
pliarse su  declaración  indagatoria  confe- 
só espontáneamente  haber  recibido  de 
Luis  Quinto  la  suma  de  CIENTO  CIN- 
CUENTA QUETZALES,  la  cual  entregó  ín- 
tegra a Juan  González.  Tal  intervención 
la  tomó  porque  Quinto  estaba  muy  afligi- 
do por  la  multa  que  le  iban  a imponer  y, 
por  ello  le  suplicó  hablarle  a González,  lo 
que  hizo  en  efecto.  González  le  manifes- 
tó que  sólo  por  la  cantidad  indicada  po- 
dría rebajarse  esa  multa;  razón  por  la  que 
se  la  entregó  — al  obtenerla  de  Quinto  — 
en  la  esquina  de  la  casa  de  Alejandro 
León. 

Juan  González  Samayoa  negó  ese  car- 
go; argumentando  que  su  única  interven- 
ción en  las  diligencias  practicadas  por  el 
Administrador  de  Rentas,  era  ayudarlo 
en  la  revisión  de  cuentas  y en  la  redac- 
ción de  las  actas  que  se  levantaban,  pro- 
porcionándole los  datos  el  propio  Coronel 
Prem  hijo. 


Este  último  señor  expuso  más  adelante 
que  no  le  vió  interés  alguno  a González  en 
la  imposición  de  multas,  ni  tampoco  ob- 
servó algún  entendido  entre  éste  y el  chi- 
no León  Monqui,  quien  lo  acompañaba  en 
las  revisiones  que  hacia,  por  ser  Tenedor 
de  Libros  de  la  mayoría  de  las  tiendas  de 
la  población  indicada,  y para  que  le  sir- 
viera de  intérprete  en  algunos  casos. 

Víctor  M.  Molina  y Roberto  García,  de- 
claran que  Luis  Quinto  les  refirió  haber 
entregado  esa  cantidad,  lo  que  a ellos  no 
les  constaba. 

Durante  el  curso  del  juicio  criminal  la 
defensa  estableció  con  las  declaraciones 
de  más  de  dos  testigos,  que  el  enjuiciado 
León  Monqui  es  un  hombre  honrado  y sin 
antecedentes  penales;  lo  que  también  tra- 
tó de  corroborar  con  algunos  informes. 

Asimismo  se  propuso  establecer  que  el 
chino  Luis  Quinto  buscó  en  varias  ocasio- 
nes con  urgencia  a León  Monqui  en  los 
dias  em  que  se  efectuaban  las  revisiones 
de  cuentas  en  la  población  de  Morán. 

Se  propuso  además  justificar  con  el  di- 
cho de  un  testigo  que  el  día  veintitrés  de 
mayo  del  año  anterior  como  entre  las  tre- 
ce y las  catorce  horas,  León  Monqui,  es- 
tuvo conversando  con  Juan  González  al- 
rededor de  unos  cinco  o diez  minutos  en 
la  calle  real  de  VUla  Canales.  Y para  de- 
mostrar que  el  repetido  León  Monqui  con- 
versó con  un  individuo  én  la  plaza  de 
Amatitlán  como  entre  las  nueve  y diez  de 
la  mañana  del  veintisiete  de  mayo,  propu- 
so los  dichos  de  Gscar  Alvarez  y Gerardo 
Rivas. 

Y por  último,  con  el  fin  de  establecer  la 
inocencia  del  repetido  León  Monqui,  la 
defensa  repreguntó  a los  testigos  con  que 
el  otro  enjuiciado  trató  de  poner  én  evi- 
dencia su  inculpabilidad. 

De  igual  manera,  durante  el  curso  del 
juicio  criminal  los  testigos  Luis  Pasan  y 
Nicolasa  Sovalvarro  depusieron  que  el  do- 
mingo primero  de  junio  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cuatro  vieron  a Joaquín  León 
entregarle  un  paquete  a Mario  León  Mon- 
qui: lo  que  corrobora  el  citado  Joaquín 
León,  quien  aseveró  haberle  entregado  al 
enjuiciado  CIEN  QUETZALES  para  pagar 
una  multa  en  la  Administración  de  Ren- 
tas, y el  resto  para  su  viaje. 

Con  esos  antecedentes  el  Juez  Departa- 
mental de  Amatitlán  dictó  su  sentencia 
del  dieciséis  de  marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco;  en  la  que  declara:  que 
Mario  Enrique  León  Monqui,  es  respon- 
sable como  autor  del  delito  de  estafa,  por 
lo  que  le  impone  dos  años  de  prisión  co- 
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rrectiva,  que  con  abono  del  tiempo  sufri- 
do deberá  purgar  en  la  Penitenciaria  Cen- 
tral, permitiéndole  conmutar  hasta  las 
dos  terceras  partes  a razón  de  veinticinco 
centavos  de  quetzal.  Hace  las  otras  decla- 
raciones pertinentes  en  derecho,  y conclu- 
ye absolviendo  a Juan  González  Samayoa 
del  cargo  que  se  le  formuló,  por  falta  de 
prueba  plena. 

La  Sala  la.  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
después  de  tramitarse  la  segunda  instan- 
cia como  es  debido,  confirmó  la  sentencia 
recurrida  con  la  modificación  de  que  el 
enjuiciado  Mario  Enrique  León  Monqui  se 
le  rebaja  una  tercera  parte  de  la  condena 
impuesta,  en  virtud  de  la  circunstancia 
atenuante  de  su  confesióii;  lo  que  liizo  en 
el  fallo  ejecutorio  proferido  el  ocho  de  ju- 
Uo  del  año  en  curso. 

Y,  como  la  vista  del  recurso  interpues- 
to por  Mario  Enrique  León  Monqui,  en  lo 
que  a él  atañe,  se  efectuó  en  la  fecha  se- 
ñalada para  ese  fin  con  todas  las  formali- 
dades de  ley,  es  el  caso  de  resolver  lo  pro- 
cedente en  derecho. 

Por  ese  motivo  el  TRIBUNAL  DE  CASA- 
CION, 

CONSIDERA; 

— I — 

La  confesión  libre  y espontánea  pres- 
tada por  el  enjuiciado  Mario  Enrique  León 
Monqui,  reúne  las  cuatro  condiciones  exi- 
gidas por  el  Articulo  609  del  Código  de 
Procedimientos  Penales  para  producir  ple- 
na prueba  de  su  culpabilidad  como  autor 
del  delito  de  estafa  que  se  juzga. 

La  indicada  prueba  es  plena  porque  la 
única  consecuencia  que  de  ella  puede  de- 
ducirse, es  la  culpabilidad  del  repetido 
Mario  Enrique  León  Monqui,  como  autor 
del  delito  mencionado,  el  cual  se  halla 
preestablecido  de  una  manera  completa 
en  el  juicio  criminal. 

Lo  dicho  pone  de  manifiesto  que  la  Sa- 
la la.  de  la  Corte  de  Apelaciones  no  vio- 
ló, al  condenar  al  encausado  a base  de  su 
confésión,  los  Artículos  568,  y 571  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penaies;  y,  como 
una  consecuencia  de  ello  los  Artículos  11 
y 27  del  Código  Penal, 

— II  — 

La  repetida  confesión  es  calificada  des- 
de el  momento  en  qué  él  procesado  León 
Monqui  aseveró  haber  entregado  la  canti- 
dad de  CIENTO  CINCUENTA  QUETZA- 
LES, recibida  de  Luis  Quinto,  al  otro  acu- 
sado Juan  González  Samayoa 


La  circunstancia  de  que  no  haya  sido 
rendida  prueba  plena  ni  en  pro  ni  en  con- 
tra dé  la  calificación  aludida,  colocó  a la 
Sala  sentenciadora  — como  Tribunal  de 
Instancia  que  es  — én  la  situación  de 
apreciar  conforme  a su  libre  criterio  la 
tantas  veces  aludida  confesión,  para  ad- 
mitirla en  la  parte  favorable  al  procesa- 
do. 

En  ese  caso,  el  Tribunal  de  Casación,  no 
le  es  permitido  considerar  si  los  Jueces  de 
Instancia  violaron  o no  el  Articulo  614  del 
Código  de  Procedimientos  Penales  seña- 
lado como  infringido  por  el  recurrente. 

— ni  — 

En  el  juicio  criminal  examinado,  no 
existen  dos  testigos  idóneos,  conformes 
en  las  personas,  en  el  lugar,  en  la  mane- 
ra de  verificarse  el  hecho,  ni  en  el  tiem- 
po en  el  que  Mario  Enrique  León  Monqui 
asegura  haberle  entregado  los  CIENTO 
CINCUENTA  QUETZALES  recibidos  de 
Luis  Quinto  a su  co-reo  Juan  González 
Samayoa. 

Tampoco  existen  semi-plenas  pruebas 
de  ese  hecho;  pues  ni  uno  sólo  de  los  tes- 
timoniantes propuestos  por  el  enjuiciado 
león  Monqui,  asegura  haber  presenciado 
la  entrega  dél  dinero  hecha  al  repetido 
González  Samayoa. 

Luego  en  ese  caso  la  Cámara  senten- 
ciadora no  podía  apréciar,  para  la  demos- 
tración de  lo  afirmado  por  el  recurrente, 
ni  prueba  testifical,  ni  semi-plena  prue- 
ba alguna.  Por  esa  razón  tampoco  pudo 
violar  los  Artículos  572,  573,  574  y 575  del 
Código  de  Procedimientos  Penales,  como 
sostiene  el  recurrente, 

— IV  — 

La  existencia  de  la  plena  prueba  cons- 
tituida por  la  confesión' libre  y espontánea 
del  encausado;  la  cual  demuestra  suficien- 
temente que  es  autor  del  delito  de  esta- 
fa, excluye  toda  posibilidad  de  alegar  en 
favor  de  él  la  circunstancia  atenuante 
derivada  del  hecho  de  no  concurrir  todos 
los  requisitos  necesarios  para  la  exclusión 
de  su  responsabilidad  criminal  o la  exen- 
ción de  ella  en  sus  respectivos  casos. 

En  consecuencia  tampoco  puede  ale- 
garse en  su  favor  la  reducción  de  la  pena 
asignada  al  delito,  en  la  proporción  fija- 
da por  el  Articulo  80  del  Código  Penal. 

En  esa  virtud,  está  fuera  de  toda  duda 
que  la  Sala  la.  de  la  Corte  de  Apelaciones 
no  violó  la  Ley  últimamente  citada  ni  él 
inciso  lo.  del  Articulo  21  del  Código  Penal 
aludido  antes. 
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_ V — 

Por  todo  lo  que  se  deja  considerado  con 
apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo  dis- 
puesto en  los  Artículos  686  y 690  P.  P.,  EL 
TRIBUNAL  DE  CASACION, 

RESUELVE: 

DESESTIMAR  EL  RECURSO  de  que  se 
ha  hecho  mérito,  e imponer  al  recurren- 
te quince  días  de  arresto  conmutables  a ra- 
zón de  diez  centavos  diarios. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Fulgencio  Campos,  por 
lesiones. 

DOCTRINA:  Si  la  confesión  del  reo  es  la 
única  prueba  de  su  delincuencia,  pro- 
cede rebajarle  la  pena  en  una  tercera 
parte 


Corte  Supi’ema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiuno  de  septiembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cinco. 

Fulgencio  Campos,  condenado  por  le- 
siones graves  en  la  persona  de  Eduardo 
Gutiérrez  a la  pena  de  tres  años  de  pri- 
sión correccional,  con  rebaja  de  la  tercera 
parte,  por  sentencia  del  Juzgado  4o.  de  la. 
Instancia  que  confirmó  la  Sala  2a.  de  Ape- 
laciones el  treinta  y uno  de  mayo  del  co- 
rriente año,  interpuso  recurso  de  casación 
contra  este  último  pronunciamiento,  sien- 
do auxiliado  por  su  abogado  .director  don 
José  Barillas  Fajardo. 

RESULTA: 

El  veinticuatro  de  ju  lo  del  año  próximo 
pasado,  en  el  camino  que  de  Sabana  Arri- 
ba conduce  al  Guarda  del  Golfo,  riñeron 
con  arma  Eduardo  Gutiérrez  y Fu’gen- 
cio  Campo.s.  saliendo  ambos  con  lesiones 
que  tardaron  en  curar  diez  y seis  dias,  pe- 
ro dejándoles  deformidad. 

El  sumario  comenzó  a irrstruirse  en  el 
Juzgado  Menor  de  Lavarreda  y en  segui- 
da pasó  al  Juzgado  4o.  de  la.  Instancia, 
habiéndose  recibido  todas  las  declaracio- 


nes que  se  estimaron  pertinentes  sin  que 
se  haya  obtenido  alguna  de  testigo  pre- 
sencial de  los  hechos. 

Indagados  los  reos  confesaron  haberse 
lesionado  mutuamente.  Gutiérrez  decla- 
ró que  iba  para  su  casa  cuando  se  encon- 
tró con  Campos,  quien  iba  muy  bravo  y 
al  verlo  lo  hirió,  sin  motivo  alguno,  por 
lo  que  tuvo  que  repeler  la  agresión  hirién- 
dolo a su  vez.  Campos  manifestó  que  se 
encontró  con  Gutiérrez,  quien  lo  insultó, 
por  lo  que  le  tiró  de  machetazos  causán- 
dole lesiones:  en  la  misma  indagatoria 
pero  en  respuesta  poster*ior  dijo  que  Gu- 
tiérrez lo  atacó  tan  luego  como  lo  vió. 

La  sentencia  de  primera  instancia  de- 
clara que  con  la  confesión  de  los  enjui- 
ciados se  tiene  la  plena  prueba  para  con- 
denarlos, pero  como  no  hay  más  prueba 
que  la  confesión,  la  pena  debe  reducirse 
en  una  tercera  parte;  que  el  hecho  de  ha- 
berles quedado  deformidad,  como  lo  ase- 
gura el  dictamen  médico,  exige  la  aplic.a- 
ción  de  la  pena  de  tres  años  de  prisión 
correccional, ' de  acuerdo  con  el  inciso  4o. 
del  artículo  304  del  Código  Penal. 

La  Sala  2a.  conoció  en  apelación  y con- 
firmó la  sentencia  del  Juez,  modificán- 
dola en  cuanto  a la  pena  infligida  a Gu- 
tiérrez, pues  le  aplica  otra  atenuante,  co- 
mo es  la  de  haber  procedido  provocación 
por  parte  de  Campos,  aceptando  así  la  con- 
fesión de  éste  en  lo  relativo  a que  agredió 
a aquél  por  haberlo  insultado. 

El  recurso  de  casación  introducido  por 
Campos,  se  funda  en  violación  de  ley  y 
denuncia  los  artículos  siguientes:  inciso 
3o.,  4o.,  5o.  y 10o.  del  articulo  21  del  Có- 
digo Penal  e inciso  2o.  artículo  306  del 
mismo  Código;  y artículos  lo.  y 2o.  del  De- 
creto 1740. 

CONSIDERANDO: 

— I — 

Que  la  única  prueba  que  encontraron 
los  tribunales  sentenciadores  para  decla- 
rar la  delincuencia  de  los  procesados  fue 
su  espontánea  confesión  por  lo  que  hicie- 
ron la  rebaja  de  la  tercera  parte  de  la 
pena  asignada  al  delito  cometido;  y aun- 
que a Gutiérrez  le  estimaron  otra  atenuan- 
te además  de  la  anteriormente  mencio- 
nada, no  es  el  caso  de  apreciar  si  está 
arreglada  a la  ley,  pues  dicho  reo  se  con- 
formó con  la  sentencia  y sólo  puede  exa- 
minarse el  fallo  en  cuanto  se  refiere  al  re- 
currente Campos. 
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La  atenuante  considerada  por  la  Sala 
en  favor  de  Campos  es  en  realidad,  la  úni- 
ca que  se  desprende  de  los  autos,  de  acuer- 
do con  el  inciso  10o.  articulo  21  del  Códi- 
go Penal,  de  suerte  que  este  precepto  apli- 
cado en  la  sentencia  no  puede  estar  in- 
fringido; y no  habiendo  prueba  ninguna 
relativa  a que  el  delincuente  no  haya  te- 
nido intención  de  causar  un  mal  de  tanta 
gravedad  como  el  qué  produjo;  de  haber 
precedido  inmediatamente  de  parte  de  Gu- 
tiérrez provocación  o amenaza  proporcio- 
nada al  delito;  o de 'haber  ejecutado  el 
hecho  en  vindicación  próxima  de  una  ofen- 
sa grave,  resultan  inaplicables  los  incisos 
3o,,  4o.  y 5o.  del  articulo  21  del  mismo  Có- 
digo y,  por  consiguiente,  no  existe  en  el 
faUo  la  infracción  que  se  denuncia. 

— II  — 

Según  el  informe  médico  forense,  las 
lesiones  que  sufrió  Gutiérrez  lo  dejaron  con 
deformidad  y en  tal  caso  es  el  inciso  3o. 
articulo  304  Código  Penal  el  aplicable  y no 
el  2o.  del  306,  como  expresa  el  recurrente, 
por  lo  que  la  pena  infligida  al  reo  está  de 
acuerdo  con  la  ley  y ningún  quebranta- 
miento existe  del  inciso  2o.  articulo  306 
últimamente  citado. 

— III  — 

Los  atriculos  lo.  y 2o.  del  Decreto  Legis- 
lativo 1740  tampoco  están  infringidos  pue.s 
tratándose  del  delito  que  merece  pena  de 
prisión  correccional,  la  conmutación  sólo 
puede  permitirse  hasta  las  dos  terceras 
partes,  por  no  exceder  de  cinco  años,  y la 
proporción  marcada  en  la  sentencia  está 
dentro  de  la  ley. 

POR  TANTO; 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo además  en  los  artículos  686  y 690  Pro- 
cedimientos Penales,  DESESTIMA  el  re- 
curso interpuesto  y condena  al  reo  a la 
pena  adicional  de  quince  días  de  prisión 
simple  conmutables  a diez  centavos  dia- 
rios. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al  tri- 
bunal de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mi,  Juan  Fernández  c..  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Regina  López  Gómez, 
por  infanticidio. 

DOCTRINA:  Para  que  pueda  hacerse  apli- 
cación de  lo  dispuesto  por  el  articulo  20 
inciso  lo.  del  Código  Penal,  es  indis- 
pensable que  esté  probada  la  locura  o 
la  demencia,  o la  pérdida  total  de  la 
razón  por  cualquier  causa  independien- 
te  de  la  voluntad  del  procesado. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintitrés  de  septiembre  de  mU  novecien- 
tos treinta  y cünco. 

Vista  por  recurso  de  casación  y con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  que 
más  adelante  se  relatará,  pronunciada  en 
el  proceso  instruido  contra  Regina  López 
Gómez  por  el  delito  de  infanticidio. 

El  Juez  2o.  de  Paz  con  fecha  treinta 
de  abril  de  mil  novecientos  treinta  y cua- 
tro, en  virtud  de  parte  telefónico  que  le 
diera  don  F.  Rubén  González,  Jefe  del  2o. 
Cuerpo  de  la  Policía  Nacional,  se  enteró 
de  que  Regina  López  Gómez,  en  la  casa 
número  treinta  de  la  novena  Avenida  Nor- 
te de  esta  ciudad,  habla  abortado.  Man- 
dada seguir  la  correspondiente  averigua- 
ción, se  interrogó  a la  López  Gómez,  quien, 
entre  otras  cosas,  refiere  haber  huido  de 
la  casa  de  doña  María  Aguirre  viuda  de 
ArriviUaga,  en  compañía  de  su  amante 
Miguel  Cabrera,  sujeto  que  la  dejó  en  cin- 
ta, haría  siete  meses,  p>oco  más  o menos, 
y que  no  ha  tenido  accesos  carnales  con 
otra  persona;  que  no  le  dieron  ni  ella 
ha  tomado  abortivos;  en  la  fecha  de 
autos,  a la  una  hora  sintió  dolores  muy 
agudos  y habiéndose  dirigido  al  excusa- 
do del  segundo  patio  de  la  casa,  en  ese 
lugar  dió  a luz  un  niño  muerto.  Cristina 
Alvarado  declara:  que  algunas  veces  la  se- 
ñora de  ArrivUlaga  le  preguntó  a la  López 
si  estaba  embarazada  y Regina  le  respon- 
dió siempre  que  no;  el  veintinueve  de  abril 
(1934)  como  a las  veinticuatro  horas  y me- 
dia, la  López  comenzó  a quejarse,  y al  pre- 
guntarle Cristina,  qué  le  sucedía,  le  dijo 
que  le  estaba  doliendo  el  estómago,  y co- 
mo a la  una  hora,  Regina  se  fué  para  el 
excusado  y continuó  quejándose;  ella  (la 
Alvarado)  se  levantó,  percibiendo,  “algo 
asi  como  el  grito  de  un  niño”,  encontró 
cerrado  el  retrete,  por  lo  que  le  dió  aviso 
a su  patrona  inmediatamente,  después 
abrió  la  puerta  del  excusado,  y entonces 
vió  a la  López  en  cuclillas,  y que  tenia  de- 
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bajo  a un  niño  muerto,  y supone  la  tes- 
tigo, que  el  infante  se  ahogó  por  falta  de 
cuidados.  El  Juez  de  Paz  hizo  constar: 
que  en  el  excusado,  que  usan  las  sirvien- 
tas de  la  casa  de  la  señora  Aguirre  viuda 
de  Arrivillaga,  encontró  a la  enjuiciada 
en  la  misma  posición  que  expresa  la  tes- 
tigo Cristina  Alvarado,  y a su  lado  a un 
niño  recién  nacido,  boca  arriba,  con  el 
cuerpo  perfectamente  formado,  ya  muer- 
to sobre  unos  trapos  ensangrentados,  y sin 
que  al  cadáver  se  le  notara  lesión  alguna. 
El  Doctor  don  Arturo  Carrillo,  Cirujano 
que  practicó  la  autopsia,  informó  lo  que 
sigue:  el  recién  nacido  era  de  término,  del 
sexo  masculino,  de  cuarenta  y siete  cen- 
tímetros de  estatura  y con  un  peso  de  dos 
mil  quinientos  gramos.  El  mencionado  fa- 
cultativo después  de  describir  el  estado  en 
que  encontró  la  cara  y las  cavidades  del 
cuerpo,  concluyó  su  dictamen  expresando: 
que  el  feto  nació  vivo,  y a término,  y la 
muerte  fué  producida  por  asfixia,  proba- 
blemente por  una  acóión  criminal,  en  vis- 
ta de  las  lesiones  que  presentaba  en  la  ca- 
ra anterior  del  cuello;  además  hubo  des- 
cuido pues  el  cordón  no  había  sido  seccio- 
nado ni  ligado.  Obran  también,  en  la  cau- 
sa: el  informe  emitido  por  el  Doctor  don 
Ricardo  AJvarez  donde  consta  que  el  par- 
to fué  espontáneo,  pues  no  fueron  encon- 
trados indicios  de  maniobras  artificiales 
como  causa  provocadora  del  mismo;  y las 
respuestas  que  el  Doctor  Miguel  F.  Molina 
dió  al  cuestionario  propuesto  por  el  defen- 
sor de  la  reo;  en  ese  infoime  manifiesta 
dicho  facultativo;  a)  que  el  feto  era  via- 
ble y a término;  b)  que  el  Doctor  Carrillo 
se  fundó  para  dar  su  dictámen  en  todo 
el  conjunto  suministrado  por  la  autopsia 
y no  solamente  en  las  pruebas  de  la  doci- 
nasia;  c)  y que  del  examen  practicado  a 
Regina  López,  como  de  diez  y siete  años 
de  edad,  dedujo  que  esta  Joven  no  padece 
de  ningún  trastorno  mental  y que  tiene 
suficiente  inte'igencia  para  iconocer  lad 
consecuencias  del  delito  que  se  le  imputa. 
En  cuanto  a que  la  López  estuvo  momen- 
táneamente sin  el  control  de  sus  faculta- 
des mentales  volitivas,  manifestó  el  Doc- 
tor Molina,  que  no  conocía  todos  los  de- 
talles sufidientes  que  pudieran  haber  in- 
ducido a Regina  López,  al  extremo  de  ma- 
tar a su  hijo.  Cualquiera  respuesta  que 
diera  seria  solamente  una  presunción  hu- 
mana, y a'  experto  no  Se  le  pregunta  pa- 
ra que  dictamine  a base  de  sus  sentimien- 
tos sino  con  pruebas  objetivas  que  susten- 
ten una  verdad  científica;  y una  certifi- 


cación expedida  por  el  Encargado  del  Re- 
gistro Civil  de  San  José  Pínula  donde 
consta  que  Reginalda  hija  legítima  de  Jo- 
sé Juan  López  y Trinidad  Gómez  nació 
el  siete  de  septiembre  de  mil  novecientos 
diez  y siete.  Los  buenos  antecedentes  de 
la  enjuiciada  furon  probados  con  ei  testi-* 
monio  de  Silverio  Borrayo  Osoy  y Corne- 
lia Sicajá  viuda  de  Torres. 

El  Juez  5o.  de  la.  Instancia  del  Departa- 
mento de  Guatemala,  dictó  por  segunda 
vez  sentencia  en  el  proceso,  pues  el  primer 
fallo  que  había  pronunciado  lo  anuló  la 
Sala  jurisdiccional.  El  referido  funciona- 
rio en  esta  nueva  sentencia  declara:  que 
Regina  López  es  responsable  criminalmen- 
te del  delito  de  infanticidio,  y por  este 
delito  le  impone  la  pena  de  tres  años  de 
prisión  correctiva,  rebajada  en  una  terce- 
ra parte  por  haber  sido  menor  de  diez  y 
siete  años,  -en  la  fecha  en  que  cometió  el 
delito,  pena  que  con  abono  de  la  prisión 
sufrida,  deberá  cumplir  en  las  cárceles 
destinadas  a su  sexo,  permitiéndole  con- 
mutarla en  sus  dos  terceras  partes  a ra- 
zón de  diez  centavos  de  quetzal  diarios; 
la  obliga  al  pago  de  las  responsabilidades 
civiles  provenientes  de  la  infracción  come- 
tida, exonerándola  de  reponer  el  papel 
empleado  en  su  causa  al  del  sello  respec- 
tivo, por  su  notoria  pobreza. 

En  segunda  Instancia,  el  Procurador  pi- 
dió qué  se  estimaran  en  favor  de  la  pro- 
cesada las  atenuantes  de  ser  ésta  menor 
de  diez  y siete  años  cuando  perpetró  el 
hecho  delictivo,  y la  de  no  haber  tenido  la 
intención  dé  causar  un  mal  de  tanta  gra- 
vedad como  el  que  produjo.  El  señor  Fis- 
cal solicitó  que  fuera  confirmada  la  sen- 
tencia de  primer  grado. 

La  Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apela- 
laciones  confirmó  el  fallo  apelado,  fun- 
dándose en  que  la  culpabilidad  de  Regina 
López  está  probada  con  las  presunciones 
que  liguen:  a)  el  conocimiento  que  de  su 
estado  tenia  la  reo,  estado  que  negaba 
ante"  de  los  hechos;  b)  disimular'  la  proxi- 
müdad  del  parto,  atribuyendo  a otras  cau- 
sas los  dolores  que  tuvo  la  noche  de  au- 
tos; c)  haberse  ido  al  excusado  a dar  a 
luz,  pues  en  autos  no  aparece  probado  otro 
objeto;  d)  haberse  encerrado,  asegurando 
por  dentro  la  puerta  del  inodoro;  e)  las 
•señales  de  violencia  encontradas  en  el 
cuello  del  niño,  así  como  los  extremos  de 
haber  nacido  vivo  y de  tiempo  el  niño,  los 
que  están  plenamente  establecidos  con  el 
dictamen  del  médico  forense.  Doctor  Ar- 
turo Carrillo,  donde  constan:  la  confor- 
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mación.  y estructura  del  niño;  las  prue- 
bas de  docimasia  y el  reconocimiento  pul- 
monar del  mismo.  Y que  en  atención  a la 
edad  de  la  reo,  es  procedente  rebajarle 
la  pena  que  le  corresponde  en  una  terce- 
ra parte. 

Regina  López  Gómez,  con  auxilio  de  su 
abogado  defensor  Licenciado  don  José  Ba- 
rillas  F’ajardo,  interpuso  el  recurso  de  ca- 
sación denunciando  como  infringidos  los 
artículos  11,  20  indiso  primero,  21  inciso 
primero,  27  y 298  del  Código  Penal.  En 
su  alegato  manifiesta  el  defensor  que  ha- 
bla solicitado  que  se  hiciese  un  examen 
somático  y psiquiátrico  de  la  enjuiciada 
para  conocer  y establecer  si  a consecuen- 
dia  del  parto  y de  las  condiciones  en  que 
se  produjo,  había  perdido  momentánea- 
mente la  conciencia  de  sus  actos.  El  Juez 
defirió  a la  petición  y nombró  al  Doctor 
Molina  para  que  practicase  el  peritaje  y. 
diera  el  informe  que  se  necesitaba,  pero 
dicho  facultativo  con  una  excusa  trivial  se 
negó  a dar  ese  informe,  y esa  parte  tan 
esencial  del  proceso  quedó  sin  llenar.  En 
la  sentencia  no  se  tomó  en  cuenta  la  vo- 
luntariedad, infringiéndose  así  el  articulo 
11.  Estaba  consciente  la  encartada  inme- 
diatamente después  de  haber  parido?  Esta 
pregunta  quedó  sin  respuesta  por  la  razón 
que  se  deja  ya  expresada.  Pero  por  la 
descripción  que  hizo  el  Juez  del  estado  de 
la  parturienta  cuando  la  levantó  del  sitio 
del  suceso  puede  llegarse  sin  temor  a la 
afirmación  de  su  inconsciencia.  Que  la 
defensa  ha  invocado  a favor  de  Regina  Ló- 
puez  la  eximente  absoluta  de  responsabi- 
lidad, pero  en  el  extremo  de  que  no  qui- 
siera apreciarse  asi,  debió  tomarse  como 
circunstancia  atenuante  en  cumplimiento 
de  lo  que  prescribe  el  inciso  primero  del 
articulo  veintiuno.  Fué  citado  el  artículo 
27  del  Código  Penal,  y por  una  omisión  no 
ce  dijo  cuál  de  sus  incisos  eran  los  viola- 
dos; pero  lo  natural  es  comprender  que 
se  refiere  al  inciso  primero,  toda  vez  que 
la  López  ha  sido  considerada  como  autora 
r'-sponsable  del  delito;  y faltando  la  con- 
dición cardinal  de  la  voluntad,  el  hecho 
no  puede  acriminarse  ni  mucho  menos 
encuadrarlo  en  el  marco  de  la  ley  citada, 
porque  falta  lo  que  los  maestros  llaman 
el  presupuesto  primigenio  de  la  pena.  La 
ausencia  de  tipicidad  es  innegable.  Y el 
articulo  298  impone  la  pena  de  tres  años 
de  prisión  correctiva  a la  madre  que  por 
ocultar  su  deshonra  matare  al  hijo  que 
no  haya  cumplido  cuarenta  y ocho  horas 
de  nacido.  En  primer  lugar,  no  está  claro 
el  hecho  de  que  la  madre  hubiera  mata- 


do a su  hijo.  Por  un  lado  y en  primer 
término  está  el  acta  levantada  por  el  Juez 
en  el  primer  momento  del  suceso.  En  ella 
se  asienta  que  el  hijo  no  tenia  en  ab- 
soluto señales  de  violencia  alguna.  No  sólo 
el  Juez  lo  afirma  sino  cuantas  personas 
estuvieron  con  él  en  ese  momento.  Y por 
otro  lado,  está  el  informe  médico  en  el 
que  se  afirma  que  las  pruebas  de  la  doci- 
masia son  evidentes  de  que  la  muerte  del 
niño  ocurrió  por  asfixia  producida  vio- 
lentamente. Esos  rastros  de  la  violencia 
ni  los  tenia  la  criatura  cuando  fué  reco- 
gida, el  extremo  de  debilidad  en  que  se 
encontró  a la  madre,  son  asi  mismo  una 
evidente  demostración  de  que  no  pudo  ella 
causarle  o producirle  esa  asfixia.  No  se- 
rian esos  rastros  consecuencia  de  la  for- 
ma en  que  se  procedió  a levantar  al  recién 
nacido  por  los  agentes  de  la  autoridad? 
La  pregunta  queda  an  pie.  El  delito  vo- 
luntario supone  libertad,  inteligencia  e in- 
tención, dice  el  famoso  profesor  Pacheco 
en  sus  comentarios  al  Código  Penal  Espa- 
ñol. Ni  inteligencia,  ni  libertad  y mucho 
menos  intención  puede  afirmarse  que  exis- 
tió en  el  caso  de  autos.  La  voluntad  es 
tanto  como  ejecutar  las  acciones  con  ma- 
licia, sin  cuyo  requisito  pierden  el  carácter 
delictuoso.  Faltando  estas  condiciones 
esenciaisimas  no  puede  llegarse  a la  con- 
clusión de  la  culpabilidad  de  Regina  Ló- 
pez. 

CONSIDERANDO: 

Con  el  informe  del  Cirujano  que  prac- 
ticó la  autopsia  al  cadáver  del  infante  se 
ha  establecido  que  falleció  de  una  manera 
violenta,  después  de  que  Regina  López  Gó- 
mez lo  dió  a luz;  y la  responsabilidad  cri- 
minal de  la  López  Gómez  está  demostrada 
con  las  presunciones  humanas  que  se  des- 
prenden de  la  manera  como  fué  ejecutado 
el  hecho  y de  las  circunstancias  que  lo  ro- 
dearon, prueba  que  incumbe  apreciar  al 
Tribunal  sentenciador,  según  su  prudente 
arbitrio.  La  encausada  para  ocultar  su 
deshonra  dió  muerte  al  niño  de  referen- 
cia por  medios  violentos  y adecuados  para 
producirla  .sin  que  se  haya  establecido  que 
alguna  otra  persona  sea  la  culpable  del 
hecho  delictivo  de  que  se  trata,  ni  mucho 
menos  que  los  encargados  de  levantar  él 
cuerpo  del  recién  nacido  le  hubieran  cau- 
sado lesiones  de  carácter  mortal,  pues 
cuando  el  Juez  de  Paz  se  presentó  a ini- 
ciar la  investigación,  hacía  ya  una  hora 
Que  el  niño  había  muerto.  Además,  dada 
la  calidad  de  las  heridas  exteriores  que 
le  fueron  reconocidas  al  niño  y la  región 
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en  donde  se  encontraban  situadas,  es  in- 
verosímil que  por  la  forma  empleada  para 
levantarlo,  los  agentes  die  la  autoridad 
que  intervinieron  en  aquel  acto,  se  las  hu- 
biesen inferido;  y si  el  Juez  que  comenzó 
a instruir  las  primeras  diligencias  consig- 
nó en  el  acta  respectiva,  que  el  infante 
no  tenia  lesiones  en  todo  el  cuerpo,  fué 
debido  a que  no  se  le  examinó  cuidadosa- 
mente, como  más  tarde  lo. hizo  el  Ciru- 
jano del  Servicio  Médico  F’orense  del  Hos- 
pital General,  comprobando  que  existia  lí- 
qulido  sanguinolento  en  la  abertura  bucal, 
arañazos,  y equimosis  «n  la  región  ante- 
rior del  cuello.  Y en  virtud  de  lo  expues- 
to, no  fueron  violados  los  artículos  11.  27 
inciso  primero  y 298  del  Código  Penal;  hi 
el  inciso  primero  del  articulo  20,  ni  la 
misma  fracción  del  articulo  21  del  Cuerpo 
de  Leyes  qué  acaba  de  citarse,  pues  no  es- 
tá probado  que  la  enjuiciada  hubiera  per- 
dido total  o parcialmente  la  conciencia  de 
sus  actos  a consecuencia  del  parto  y de 
las  condiciones  en  que  se  produjo. 

POR  TANTO; 

I. a  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  obser- 
vancia de  lo  dispuesto  por  el  articu'o  690 
del  Código  de  Procedimientos  Penales,  de- 
clara improcedente  el  recurso  de  que  se 
hizo  mérito  e impone  a la  parte  que  lo 
introdujo  quince  dias  de  arresto,  conmu- 
tables a razón  de  diez  centavos  de  quet- 
zal por  cada  día. 

Notlfíquese,  y con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  autos  al  Tribu- 
nal de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 

Argueta  S. losé  Serrano  Muñoz.  — Ante 

mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Víctor  Yupe  Peñagos, 
por  lesiones. 

DOCTRINA:  Es  potestativo  de  los  juzga- 
dores admitir  la  confesión  en  la  parte 
favorable  al  procesado,  siempre  que  con- 
curran los  requisitos  determinados  en 
el  articulo  614  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintisiete  de  septiembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  de  casación  y con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  dt 


que  más  adelante  se  hará  mérito,  pronun- 
ciada en  el  proceso  instruido  contra  Víc- 
tor Yupe  Penagos  por  el  delito  de  lesiones. 

RESULTA: 

La  cau.sa  fué  iniciada  en  el  Juzgado  5o. 
de  Paz,  el  veintiocho  de  noviembre  de  mil 
novecientos  treinta  y cuatro,  en  virtud  de 
haber  dado  parte  J.  Antonio  Contreras, 
Sargento  de  Guardia  del  Primer  Destaca- 
mento de  Polii’cia,  de  que  se  encontraba 
un  hombre  herido  en  la  cuarenta  y una 
calle  y segunda  Avenida  del  Cantón  Ba- 
rillas.  Juan  González  Ramírez  refirió  que 
a las  diéz  y siete  horas  y cincuenta  y cin- 
co minutos,  poco  más  o menos,  se  dirigía 
hacia  su  casa,  cuando  se  dió  cuenta  de  que 
Víctor  Yupe  PenagoS,  acompañado  de 
Juan  del  Valle  le  esperaba  en  él  lugar  que 
acaba  de  mencionarse;  y al  verlo  Penagos 
le  dijo:  “Aquí  viene  Ud..  .”  y desenvai- 
nando un  machete  le  causó  una  lesión  en 
el  antebrazo  izquierdo,  y otra  sobre  la  ca- 
beza. Esa  misma  tarde  Yupe  Penagos  le 
había  amenazado  con  el  mismo  machete, 
y hacia  algún  tiempo  que  dicho  sujeto  es- 
taba disgustado,  porque  el  dicente  no  ha- 
bía desocupado  una  pieza  que  le  alquila- 
ba, y por  este  motivo  inició  un  juicio  en 
el  Juzgado  5o.  de  Paz;  y que  el  acometi- 
miento fué  presenciado  por  Cruz  Gonzá- 
lez, hermano  suyo.  Faustina  Ramírez  ase- 
vera, que  por  habérselo  referido  González, 
se  enteró  de  que  Penagos  lo  había  desafia- 
do, y el  día  del  suceso  mandó  a su  hijito 
Jorge  González  con  el  fin  de  darle  aviso  a 
su  marido  que  en  la  esquina  de  su  casa 
estaban  Penagos  y Juan  N.  (a)  Cotuza,  en 
esos  momentos  percibió  im  tropel  y oyó 
gritos,  viendo  qué  Penagos  arrojaba  un 
machete  saltando  uña  pared,  mientras 
‘Cotuza"  quien  llevaba  en  la  mano  una 
pi'tola,  se  entró  a su  casa;  y después  de 
recoger  el  machete,  cruzó  la  esquina  en- 
contrando a su  marido  con  la  cara  ensan- 
grentada y sin  una  mano.  Adela  Alvares 
•''xDuso:  que  en  una  fecha  que  no  podía 
nrecisar,  como  a las  diez  y seis  horas,  in- 
tervino a fin  de  que  Penagos  y González 
no  pelearan  pues  estaba  enterada  de  que 
entre  dichos  individuos  existía  un  asunto 
pendiente  a consecuencia  del  cual  se  ha- 
bían disgustado,  y logró  su  intento,  pero 
enseguida  González  fué  a sacar  una  daga 
y comenzó  a injuriar  a Penagos,  ouien  se 
marchó  para  su  casa.  Zenobia  López  de 
Pérez  vió  que  reñían  el  enjuiciado  y Juan 
González  llevando  arma  uno  de  ellos,  y 
huyó  el  que  vestía  traje  azul  marino.  Ma- 
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ría  Teresa  de  Gutiérrez  declara;  que  en 
una  fecha  que  no  podía  precisar  vió  que 
Víctor  Yupe  Penagos  se  hizo  encuentro 
con  Juan  González,  quien  iba  ebrio;  Yupe 
Penagos  le  dijo:  “Don  Juan,  en  lugar  do 
estar  arreglando  el  asunto  que  tenemos 
pendiente,  usted  anda  borracho”:  y al  oir 
González  lo  que  Yupe  le  decía,  le  injurió 
gravemente:  después  Víctor  se  retiró,  y 
don  Juan  fué  a su  cuarto  a sacar  una  da- 
ga y comenzó  a bailar  en  un  pie;  Yupe 
Penagos  había  regresado,  pero  al  ver  que 
don  Juan  lo  atacaba  con  la  daga  huyó  de 
aquel  lugar:  en  aquella  ocasión  una  seño- 
ra alta  intervino  para  que  entre  dichos 
individuos  “no  pasara  nada”;  que  don 
Juan  se  quedó  diciéndole  al  muchacho: 
“que  era  una  m.u.ler”,  un  nagüilón,  y no 
solo  una  vez  le  había  dicho  que  no  te- 
nia pantalones  sino  fustanes”;  y más  tar- 
de vió  huir  a Yune  Penagos  y “entrar  a su 
ca=a.  Víctor  Yune  Penagos  refirió  qus 
se  había  enemistado  con  González  a causa 
de  los  disgustos  suscitados  entre  ambos, 
porque  González  no  desocunó  oportuna- 
mente una  pieza  que  habitaba  en  calidad 
de  inouilino  suyo.  Se  decidió  a tomar  esa 
medida,  porque  González  se  reunía  en  ese 
cuarto  a jugar  dados  v a tomar  aguar- 
diente y 'os  concurrentes  reñían,  muchas 
veces;  que  el  dia  de  autos  se  encontraba 
conversando  con  Juan  Santizo.  cuando  Pe- 
gó González  en  estado  de  ebriedad,  v ern-' 
'■'r.zó  a insultarle,  luego  sacó  una  daga  v 
la  atacó:  el  dicente  nara  defenderse  hizo 
u.eq  de  un  macheté  viejo,  habiéndole  cor- 
tado 1.a  mano  izquierda  a González,  y el 
arma  de  referencia  e.staba  bien  afi'ada. 
porque  'o  u,saba  nara  cortar  leña  v hacia 
como  seis  días  que  le  había  sacado  filo. 
Juan  Sahtizo  exnuso  que  estaba  conversan- 
do con  Víctor  Yune  cuando  llegó  Juan  Gon- 
zález. V como  dicho  señor  le  dijera  a Víc- 
tor una  nalabra  oup  no  le  agradó  mucho 
al  dicente.  se  desnidió  de  Yune.  y nnr  con- 
siguiente no  .se  enteró  de  lo  .sucedido  ni 
cooneró  en  forma  a’guna  a la  rea'ización 
del  hecho  imniitado  a Yune  Penagos.  Con 
el  testimonio  de  .To.sé  I.iüs  Puano  y José 
Angel  Marronuin  se  estableció  nue  el  en- 
iU’ciado  es  una  nersona  honrada,  r traba- 
jadora. Por  medio  do  nn  reconocimiento 
médico  so  nrobó  nue  Juan  González  nadece 
de  un  imnedimiento  narcia'  permanente 
del  miembro  inferior  derecho,  y el  cual 
se  debe  a una  luxación  congénita  de  la 
articulación  coxo-femoral  derecha.  E\  Juez 
dé  la  causa  al  practiitear  una  inspección 
ocular  en  el  arma  que  fué  recogida  por  la 


policía,  hizo  constar  lo  que  sigue:  que  el 
machete  tiene  varias  amelladuras,  produ- 
cidas al  parecer,  y tomando  en  cuenta  su 
forma,  dirección  y bordes,  con  otro  instru- 
mento de  hierro,  y cortante,  sin  que  sea 
dable  aseverar  que  lo  era  de  la  misma  ca- 
lidad que  el  instrumento  examinado.  Obran 
en  la  causa  el  informe  emitido  por  el  Ci- 
rujano del  Hospital  General  acerca  de  las 
lesiones  sufridas  por  Juan  González  don- 
de consta  qu^  González  recibió  una  herida 
cortante  en  el  antebrazo  izquierdo  que  le 
amputó  completamente  la  mano;  y una 
herida  cortante,  como  de  seis  centímetros 
de  largo,  que  interesó  el  cuero  cabelludo 
y la  tabla  externa  del  hueso  frontal;  co- 
pia certificada  de  la  sentencia  económica 
que  se  dictó  contra  Juan  González  Ramí- 
rez el  veintiséis  de  Octubre  de  mil  nove- 
cientos veinticuatro,  imponiéndole  diez 
quetzales  de  multa  por  tomar  parte  en  jue- 
gos de  azar;  y copia  certificada  expedida 
por  el  Secretario  del  Juzgado  5o  de  Paz 
donde  consta  que  Víctor  Yupe  Penagos 
inició  el  seis  de  noviembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y cuatro,  un  juicio  sobre 
desocupación  contra  Juan  González  R, 

El  Juez  6o.  de  la.  Instancia  le  dió  fin 
a la  causa  condenando  al  enjuiciado  a su- 
frir cinco  años  de  prisión  correccional  por 
el  delito  de  lesiones,  pena  que  con  la  re- 
baja de  una  tercera  parte,  extinguirá  en 
la  Penitenciaria  Central,  pudiendo  conmu- 
tarla en  sus  dos  terceras  partes,  a razón 
de  quince  centavos  de  quetzal  diarios:  sus- 
pende al  reo  en  el  ejercicio  de  sus  dere- 
chos políticos  durante  el  tiempo  de  la 
condena,  lo  deja  afecto  a las  resnonsabili- 
dades  civiles  provenientes  del  delito,  al  pa- 
go del  nanel  empleado  en  la  causa  y de  las 
cantidades  que  anarezcan  a favor  de  las 
Casas  de  Beneficencia. 

En  Segunda  Instancia,  el  Procurador  hi- 
zo referencia  a la  lesión  que  siifrió  Juan 
González,  a que  el  reo  está  confeso,  y por 
tal  motivo  el  Juez  le  atenuó  la  pena  de 
cinco  años  que  le  correspondía  ñor  la  gra- 
vedad de  la  lesión.  El  señor  Fiscal  pidió 
la.  confirmación  de  la  sentencia,  pero  mo- 
dificándola en  el  sentido  de  que  la  con- 
muta debe  ser  no  menor  de  cincuenta  cen- 
tavos de  quetzal  diarios. 

La  Sala  la.  de  la  Corte  de  Aoelaciones 
estima  oue  el  delito  e.stá  probado  con  la 
confesión  del  reo.  quien  no  justificó  ha- 
ber procedido  en  legitima  defensa  de  su 
persona,  pero  dicha  confesión  favorece  al 
procesado,  por  que  sin  ella  correspondería 
absolverlo,  debiendo  en  consecuencia  ser 
apreciada  como  circunstancia  atenuante 
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la  mencionada  confesión.  Con  este  fun- 
damento, el  Tribunal  sentenciador  resol- 
vió el  recurso  interpuesto  contra  el  fallo 
de  primer  grado,  aceptando  el  dictamen 
del  señor  Representante  de  la  vindicta  pú- 
blica. 

El  recurso  extraordinario  de  casación  lo 
interpuso  Víctor  Yupe  Penagos  con  auxilio 
del  Licenciado  Ricardo  Marroquin,  denun- 
ciando como  infringidos  los  artículos  20 
inciso  4o.,  21  inciso  lo.,  65,  79  y 80  del 
Código  Penal;  568  y 614  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales. 

CONSIDERANDO: 

Si  bien  es  cierto,  que  la  responsabilidad 
criminal  del  procesado  se  encuentra  esta- 
blecida de  una  manera  completa  con  su 
espontánea  confesión,  por  reunir  ésta  to- 
dos los  requisitos  que  la  ley  señala,  tam- 
bién lo  es,  que  dada  la  forma  en  que  acae- 
ció el  hecho,  no  aparecen  probadas  las  cir- 
cunstancias caraterístias  de  la  legitima 
defensa,  a saber:  agre;^ón  ilegitima,  necesi- 
dad racional  del  medio  empleado  para  im- 
pedirla o repelerla  y falta  de  provacación 
suficiente  por  parte  del  que  se  defiende. 
Tampoco  se  justüficó  que  exista  el  mayor 
número  de  requisitos  para  poder  reducir 
la  pena  asignada  al  delito  eh  la  propor- 
ción que  determina  el  Código  respectivo 
en  estos  casos,  ni  es  dable  modificar  la 
sanción  impuesta,  en  la  forma  que  preten- 
de el  reo,  pues  sólo  concurre  la  atenuan- 
te de  su  espontánea  confesión,  sin  la  cual 
procedería  absoiverlo,  y por  este  motivo 
debe  ser  apreciada  la  circunstancia  de  que 
trata,  y rebajarle  uña  tercera  parte  de  la 
pena  que  deberá  extinguir,  como  lo  ha  juz- 
gado el  Tribunal  de  2a.  Instancia  en  el  fa- 
llo recurrido.  Y de  todo  lo  expuesto,  se 
infiere,  que  no  fueron  infringidos  los  ar- 
tículos 20  inciso  4o.,  21  inoiso  1.,  65,  79  y 
80  del  Código  Penal;  y el  568  del  Código 
de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

No  puede  entrarse  al  examen  del  ar- 
ticulo 614  del  Cuerpo  de  Leyes  que  acaba 
de  mencionarse,  por  ssr  potestativo  ide . 
los  juzgadores  admitir  la  confesión  en  la 
parte  favorable  al  proc.esado,  siempre  que 
concurran  los  requisitos  determinados  en 
la  susodicha  disposición  legal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  estatuido  por  el  articulo 
690  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 


les, declara  la  improcelencia  del  recurso 
de  que  se  hizo  mérito  e impone  al  recu- 
rrente quince  dias  de  arresto,  conmuta- 
bles a razón  de  cincuenta  centavos  de 
quetzal  diarios. 

Notifiquese,  y coh  certiljjcación  de  3o 
resuelto,  devuélvanse  los  autos  al  Tribu- 
nal de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  José  Aceituno,  por  ase- 
sinato. 

DOCTRINA:  Cuando  las  presunciones  hu- 
manas básicas  de  una  sentencia  de  los 
tribu-nales  de  instancia  se  encuentran 
descanscando  en  hechos  debidamente 
probados,  al  Tribunal  de  Casación  no  le 
es  dable  conocer  de  ellas  . 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintisiete  de  septiembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cinco. 

Para  resolverlo,  se  examina  el  recurso 
extraordinario  de  casación  introducido  por 
José  Aceituno,  con  auxilio  del  Abogado 
Baudilio  Jordán,  contra  la  sentencia  eje- 
cutoria proferida  por  la  Sala  5a.  de  la 
Corte  de  Apelaciones  el  veintisiete  de  ju- 
lio del  año  en  curso,  en  el  proceso  segui- 
do al  recurrente  por  el  delito  de  asesinato. 

El  recurso  está  fundado  en  quebranta- 
miento del  procedimiento,  y,  en  violación 
de  ley.  Con  este  último  fin,  el  recurrente 
señala  como  violados  por  la  Sala  senten- 
ciadora, los  artículos  568,  572,  573,  580  in- 
ciso 2o.  y 581  inciso  8o.  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales.  Y.  para  fundamen- 
tar el  quebrantamiento  de  las  formas  pro- 
ceaivas,  cita  los  artículos  499,  500  y 501 
del  mismo  cuerpo  legal. 

En  los  autos  que  sirven  de  antecedentes 
al  recurso  examinado,  aparece  de  mani- 
fiesto lo  siguiente: 

A las  nueve  horas  del  veinte  de  septiem- 
bre del  año  de  mil  novecientos  veintiocho, 
inició  el  procedimliento  criminal  el  Juez  de 
Paz  de  Río  Hondo  por  haberle  denuncia 
do  el  Alcalde  Auxiliar  de  la  Aldea  “El  Ro- 
sario” de  esa  jurisdicción  municipal  un  de- 
lito perpetrado  a las  cuatro  horas  de  ese 
día,  en  la  persona  de  Celestino  Juárez.  Por 
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ese  motivo  se  trasladó  al  lugar  del  su- 
ceso y constató  — en  el  acta  descriptiva 
del  caso  — que  el  cadáver  del  mencionado 
Juárez  yacía  en  su  cama  en  donde  dormía 
cuando  fué  muerto,  por  las  señales  evi- 
dentes que  de  ello  hizo  constar.  Además,  re- 
conoció dos  heridas  causadas  con  un  le- 
ño que,  todo  ensangrentado  encontró  bo- 
tado cerca  del  lecho.  Una  de  tales  lesio- 
nes la  presentaba  el  occiso  en  la  región 
encefálica,  un  tanto  hacia  el  lado  dere- 
cho: herida  que  era  bastante  profunda, 
pues  fué  roto  el  hueso.  Y,  la  otra,  sobre 
el  pómulo  derecho,  la  cual  alcanzó  la  ore- 
ja de  ese  mismo  lado,  cuyo  pabellón  par- 
tió. 

Los  informes  médico-legales  recabados, 
establecen,  que  ambas  heridas  eran  graves 
y,  principalmente  la  de  la  región  encefá- 
lica, por  la  hemorragia  interna  que  pro- 
dujo. Esta  última — según  los  dictámenes 
aludidos — causó  la  muerte  instantánea  de 
Celestino  Juárez. 

según  lo  declarado  por  Sofia  Juárez, 
concubina  de  José  Aceituno,  aparece:  que 
ellos  y Celestino  Juárez  — hermano  de 
la  declarante — vivían  juntos  en  una  vi- 
vienda ubicada  en  la  aldea  El  Rosario,  la 
cual  se  componía  de  una  sola  habitación. 
La  noche  del  diecihueve  para  el  veinte  de 
de  septiembre  de  mil  novecientos  veintio- 
cho, no  se  quedó  a dormir  en  la  casa  Acei- 
tuno, por  lo  que  sólo  los  dos  hermanos 
Juárez  durmieron  en  sus  respectivas  ca- 
mas, como  de  costumbre.  Refiere  Sofía 
Juárez  que  como  a las  dos  horas  del  vein- 
te la  despertó  un  ruido  semejante  al  pro- 
ducido cuando  se  raja  ocote  y se  sorpren- 
dió al  ver  la  luz  encendida  y a su  concu- 
bido  huyendo  cuando  se  percató  de  que 
ella  había  despertado  pues  ni  siquiera  qui- 
so contestar  a la  pregunta  que  le  hiciera 
acerca  de  lo  sucedido.  Y concluyó  su  re- 
lato diciendo  que  con  la  luz  se  aproximó 
a la  cama  en  donde  dormía  su  hermano 
y lo  encontró  muerto,  y,  junto  a ella  un 
garrote  ensangrentado. 

Con  estos  datos  — a los  que  más  tarde 
agregó  la  Juárez  que  el  a.sesino  de  su  her- 
mano, al  ausentarse  de  la  aldea  desde  ese 
mismo  día.  la  dejó  en  cinta  — se  libra- 
ron las  órdenes  de  cantura  del  caso  con- 
tra del  sindicado  Aceituno,  aprehensión 
lograda  por  la  po'icia  montada  hasta  el 
treinta  y uno  de  diciembre  de  mU  nove- 
cientos treinta  v cuatro,  fecha  en  que  pu- 
do ser  habido  el  mencionado  Aceituno. 

El  sujeto  aludido  se  concretó  a negar  to- 
do lo  afirmado  por  Sofia  Juárez;  y,  ase- 


veró, que  siendo  un  niño  aún  se  ausentó 
de  El  Rosarlo  en  busca  de  trabajo  y,  por 
consiguiente,  que  ni  siquiera  conocía  a los 
hermanos  Juárez. 

Durante  el  curso  del  juicio  criminal  en 
los  Tribunales  de  Instancia,  quedaron  es- 
tablecidos los  héchos  siguientes: 

a)  Haber  desaparecido  José  Aceituno  del 
lugar  de  su  domicilio  a raíz  de  la  comisión 
del  delito.  Esto  lo  evidencian  las  decla- 
raciones de  más  de  dos  testigos. 

b)  Haber  permanecido  ocultándose  de 
la  justicia  durante  más  de  cinco  años, 
pues  su  captura  se  pudo  lograr  hasta  el 
treinta  y uno  de  diciembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y cuatro.  Ello  consta  en 
los  autos  de  una  manera  fehaciente. 

c)  La  circunstancia  de  que  el  rumor  pú- 
blico en  la  aldea  mencionada  y en  sus  con- 
tornos, sindique  al  repetido  Aceituno  co- 
mo autor  del  asesinato  cometi.do  en  la  per- 
sona de  Celestino  Juárez;  y,  no  a ninguna 
otra  persona  Este  hecho  lo  evidencian 
más  de  dos  testimoniantes,  vecinos  del  lu- 
gar en  donde  se  desarrolló  la  tragedia;  y, 

d)  Que  las  deposiciones  de  tres  testigos 
uniformes  y contestes  en  sus  dichos,  de- 
muestran que  sí  vivieron  maridablemente 
Aceituno  y la  hermana  del  interfecto;  he- 
cho que,  de  manera  enfática  negó  el  en- 
juiciado. 

José  Aceituno  logró  establecer  su  bue- 
na conducta  y honradez,  con  las  personas 
que  propuso  para  esa  finalidad;  mas,  no 
pudo  demostrar  su  inocencia  con  los  di- 
chos de  los  declarantes,  con  quienes  qui- 
so justificar  que  se  hallaba  fuera  del  po- 
blado en  la  época  en  que  se  cometió  el 
delito. 

Con  esos  datos,  el  Juez  Departamental 
de  Zacapa  dictó  la  sentencia  de  dieciocho 
de  mayo  del  año  en  curso,  en  la  cual  de- 
claró: que  José  Aceituno  es  responsable 
como  autor  del  delito  de  homicidio  come- 
tido en  la  persona  de  quien  fué  Celestino 
Juárez:  por  cuya  infracción  le  impone  la 
pena  de  diez  años  de  prisión  correccional 
oue,  con  abono  del  tiemno  nadecido  y con 
el  carácter  de  inconmutable  deberá  pur- 
gar en  la  Peniténciaría  Central.  Y final- 
— ente,  hace  las  otras  declaraciones  perti- 
nentes en  derecho. 

La  Sa’a  5a.  de  la  Corte  de  Apelaciones 
una  vez  tramitada  la  segunda  Instancia 
como  és  debido,  en  la  sentencia  ejecuto- 
ria relacionada  al  principio,  confirmó  la 
de  primer  grado,  con  la  modificación  de 
O'ae  el  delito  cometido  por  Aceituno  es  el 
de  asesinato  y no  el  de  homicidio;  por  lo 
cual  equipara  la  pena  de  muerte  a la  d*» 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


521 


quince  años  para  de  ahí  deducir  la  ter- 
cera parte  que  se  le  debe  rebajar  al  en- 
juiciado, en  atención  a que  era  menor  de 
diecisiete  años  de  edad  cuando  delinquió. 

Y,  como  la  vista  se  efectuó  con  todas 
las  formalidades  legales,  es  el  caso  de  re- 
solver lo  procedente  en  derecho.  Por  este 
motivo,  EL  TRIBUNAL  DE  CASACION, 

CONSIDERA 
— I — 

Que  la  circunstancia  de  no  haber  sido 
condenado  el  procesado  por  el  delito  de 
homicidio,  sino  por  el  de  asesinato,  en  ma- 
nera alguna  puede  considerarse  como  cau- 
sa suficiente  para  reputar  por  quebranta- 
do el  procedimiento  y,  admitir  el  recurso 
por  tal  motivo.  Eln  efecto:  no  es  en  el 
acto  de  tomarse  al  procesado  confesión 
con  cargos  en  donde  se  califica  el  delito 
objeto  del  procedimiento  criminal,  sino  en 
la  sentencia  definitiva,  por  ser  ese  el  mo- 
mento en  que  el  Juez  está  capacitado  para 
el  caso,  en  vista  de  las  pruebas  o datos 
obrantes  en  el  proceso.  Eso  por  una  pai- 
te. Por  la  otra,  el  Articulo  677  del  Códi- 
go de  Procedimientos  Penales,  no  com- 
prende entre  las  causas  en  que  puede  con- 
siderarse como  infringido  el  procedimien- 
to, el  hecho  — como  no  podía  ser  de  otra 
manera  — de  que  no  se  condene  al  pro- 
cesado por  el  deUto  origen  del  auto  de  pri- 
sión, ni  mucho  menos  por  aquel  — que 
erróneamente  haya  tomado  el  juzgador 
para  formular  cargos  al  enjuciado — pues, 
en  esta  diligencia,  de  ninguna  manera  se 
califica  el  hecho  punible;  ya  que  como 
s©  dijo,  esto  se  hace  hasta  en  la  resolu- 
ción final,  para  el  efecto  de  imponer  al 
procesado  la  pena  correspondiente.  Y, 
por  último,  el  recurrente  — en  el  caso  de 
haber  quebrantamiento  en  la  forma  dei 
proceder  — no  pidió  la  subsanación  de  la 
falta  en  la  Instancia  en  donde  se  cometió. 

Las  razones  invocadas,  son  suficientes 
para  desestimar  el  recurso  por  quebranta- 
miento en  las  formas  procesivas,  introdu- 
cido por  el  recurrente. 

— II  — 

Las  presunciones  humanas  apreciadas 
por  la  Sala  sentenciadora  — las  cuales  se 
dejan  relacionadas  y marcadas  con  las  le- 
tras de  la  A a la  D — unidas  a la  semi- 
plena prueba  que  constituye  la  declaración 
de  la  hermana  del  interfecto,  así  como 
a las  demás  constancias  del  proceso,  son 
más  que  suficientes  para  preestablecer,  en 
primer  lugar,  el  delito  de  asesinato  co- 
metido en  la  persona  de  quien  fué  Celes- 


tino Juárez;  y,  en  segundo,  para  poner  en 
evidenlcia  la  culpabilidad  del  enjuiciado 
como  autor  de  tal  hecho  punible.  En  ese 
caso,  el  Tribunal  sentenciador  no  pudo 
cometer  ninguna  violación  del  articulo 
568  P.P.,  al  resolver  en  la  forma  en  que  io 
hizo. 

— in  — 

Las  declaraciones  de  los  testigos  aseve- 
rantes de  que  el  enjuiciado  cultivó  rela- 
ciones amorosas  con  la  hermana  del  inter- 
fecto; relaciones  que  culminaron  con  el 
hecho  de  que  ésta  hiciera  vida  maridable 
con  el  enjuiciado;  y,  de  qué  Aceituno  se 
ausentó  de  la  aldea  El  Rosario  a raíz  de 
la  comisión  del  hecho  punible;  asi  como 
de  que,  el  rumor  público  sindica  al  men- 
cionado Aceituno  como  único  autor  del 
hecho  punible  investigado,  están  confor- 
mes con  todas  las  condiciones  requeridas 
por  el  articulo  573  P.  P.  para  la  validez 
de  la  prueba  testimonial. 

Por  otra  parte,  la  ”semi-plena  prueba 
apreciada  por  la  Sala  sentenciadora  deri- 
vada de  lo  expuesto  por  la  hermana  del 
asesinado,  es  perfecta;  porque  conforme 
a lo  dispuesto  por  el  Artículo  582  P.  P., 
dicha  deposición  no  tiene  tacha  alguna  y 
es  perfectamente  aceptable  en  juicio,  por 
la  circunstancia  de  que  dicha  persona  de- 
claró acerca  de  hechos  acaecidos  en  el 
interior  de  ima  habitación  y,  sin  que  por 
consiguiente  hayan  otros  medios  de  prue- 
ba del  drama  ocurrido  en  dicha  vivienda. 

Las  razonas  indicadas  son  más  que  su- 
ficientes para  poner  en  evidencia  que  la 
Sala  5a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  no 
pudo  violar  los  Artículos  572,  573,  580  in- 
ciso 2o.  y 581  inciso  8o.  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  al  apreciar  las 
deposiciones  de  las  personas  declarantes 
en  este  proceso,  de  la  manera  en  que  lo 
hizo. 

— IV  — 

Por  todo  lo  que  se  deja  considerado,  con 
apoyo  en  lo  que  disponen  los  Artículos 
citados  y,  en  los  números  686  y 690  P.  P., 
EL  TRIBUNAL  DE  CASACION, 

RESUELVE: 

DESESTIMAR  el  recurso  de  que  se  ha 
hecho  mérito,  e imponer  al  recurrente 
quince  días  de  arresto  conmutables  a ra- 
zón de  diez  centavos  diarios. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mi,  Juan  Fernández  c.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Nicolás  Chicoj,  por  ho- 
micidio. 

DOCTRINA:  Cuando  se  invoca  la  legiti- 
ma defensa  como  eximente  de  responsa- 
bilidad, deben  justificarse  de  una  ma- 
nera plena  las  circunstancias  que  la  ca- 
racterizan 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
treinta  de  septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco 

Para  resolverlo,  se  examina  el  recurso 
extraordinario  de  casa.ción  introducido  por 
Nicolás  Chicoj  Jiménez  contra  la  sentencia 
ejecutoria  proferida  por  la  SaJa  2a.  de  la 
Corte  de  Apelaciones  el  veintiséis  de  ju- 
lio del  año  en  curso,  en  el  proceso  ins- 
truido al  recurrente  por  el  delito  de’  ho- 
micidio. 

En  el  recurso,  que  auxilia  el  Abogado 
Julio  Ernesto  López,  se  asegura  que  la  Sa- 
la sentenciadora  violó  los  Artículos  20  in- 
ciso 4o.,  80  del  Código  Penal;  4o.,  568  y 
614  fracciones  primera  y segunda  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales. 

En  los  autos  que  sirven  de  anteceden- 
tes al  recurso,  consta  lo  siguiente; 

A las  cinco  horas  y media  del  día  once 
de  agosto  del  año  de  mil  novecientos  trein- 
ta, Adolfo  Búcaro,  que  se  dirigía  al  Ras- 
tro de  Ganado  Mayor  de  la  población  de 
San  Juan  Sacatepéquez,  encontró  a la  ori- 
lla del  poblado  tirado  en  el  suelo  al  in- 
dígena Emilio  Boror,  herido.  Por  ese  mo- 
tivo dió  parte  de  lo  ocurrido,  al  Juez  de 
Paz. 

A las  seis  horas  se  inició  la  averiguación 
correspondiente,  con  la  declaración  y re- 
conocimiento del  lesionado  Boror.  Este  se- 
ñor expuso;  que  el  día  anterior,  o sea  el 
diez  de  agosto,  fueron  a la  población  de 
San  Raymundo  él,  y Nicolás  Chicoj  Jimé- 
nez, en  donde  estuvieron  tomando  licor. 
Por  la  noche  dispusieron  regresar  al  pue- 
blo de  su  domicilio;  y,  como  a la  una  ho- 
ra del  dia  once  — cuando  se  iban  acer- 
cando a San  Juan  Sacatepéquez  — Chicoj 
Jiménez  lo  agredió  a machetazos,  sin  mo- 
tivo alguno,  y le  causó  las  lesiones  que 
en  ese  momento  reconoció  el  juez  instruc- 
tor. Agregó,  que  no  pudo  defenderse  de 
ese  ataque  alevoso,  por  no  portar  arma 
de  ninguna  clase;  ataque  que  no  fué 
presenciado  por  persona  alguna,  por  es- 
tar solos  los  dos  en  el  camino,  motivo 


por  el  que  dispuso  continuar  la  marcha 
para  llegar  a la  población  a pedir  auxilio, 
pero  se  quedó  botado  en  el  lugar  de  don- 
de lo  levantó  la  autoridad.  Y,  concluyó 
constituyéndose  acusador  de  su  atacante, 
quien  huyó  una  vez  cometido  le  delito. 

El  informe  médico-legal  obrante  en  los 
autos,  estableció;  que  Emilio  Boror  sufrió 
seis  heridas  causadas  con  arma  cortante 
en  diferentes  partes  del  cuerpo,  siendo 
graves  las  del  cráneo.  Y,  que  nueve  dias 
después  de  su  Ingreso  al  Hospital  General 
falleció  a consecuencia  de  una  encefalitis 
aguda. 

El  procedimiento  criminal  quedó  en 
suspenso,  hasta  el  cinco  de  noviembre 
del  año  de  mil  novecientos  treinta  y cua- 
tro, en  que  fué  puesto  a disposición  de  la 
autoridad  competente  el  enjuiciado,  por 
haber  logrado  su  captura  la  Policía  Na- 
cional. 

Chicoj  Jiménez  confesó  de  plano  el  de- 
lito cometido;  si  bien  trató  de  excusarse 
diciendo  que,  debido  al  ataque  injustifi- 
cado de  Boror  se  vió  compehdo  a obrar 
en  defensa  de  su  vida.  Para  justificar  tal 
extremo,  aseguró  que  la  cicatriz  presen- 
tada en  la  frente  se  la  causó  el  interfecto. 

Durante  el  curso  del  juicio  criminal,  la 
defensa  trató  de  establecer  los  buenos  an- 
tecedentes del  enjuiciado;  y,  que  presenta- 
ba en  la  frente  la  cicatriz  visible  de  una 
herida  causada  con  arma  cortante.  Esto 
último  lo  hizo  constar  así  el  Cirujano  de 
la  Penitenciaría  Central;  pero,  sin  poder 
precisar  la  época  en  que  la  lesión  fué  cau- 
sada. 

Con  esos  antecedentes,  el  Juez  4o.  De- 
pai-tamental  dictó  sentencia  con  lecha 
once  de  mayo  del  año  en  curso.  En  ella 
declara;  que  Nicolás  Chicoj  Jiménez  es 
responsable  como  autor  del  delito  de  ho- 
micidio cometido  en  la  persona  de  Emilio 
Boror,  por  cuya  infracción  le  impone  seis 
años  ocho  meses  de  prisión  correctiva  que, 
con  abono  del  tiempo  padecido  y,  con  el 
carácter  de  inconmutable,  deberá  purgar 
en  la  Penitenciaría  Central.  Y,  finalmen- 
te, hace  las  otras  declaraciones  pertinen- 
tes en  derecho. 

Al  tramitarse  la  segunda  Instancia,  el 
Procurador  Oficial  de  la  Sala  2a.  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  invocó  en  favor  del 
encausado  dos  circunstancias  atenuantes, 
a saber;  la  confesión  espontánea,  como 
única  prueba,  y,  la  de  haber  precedido 
por  parte  del  ofendido  provocación  sufi- 
ciente porporcionada  al  delito.  Por  ello, 
concluye  pidiendo  que,  la  pena  de  diez 
años  se  rebaje  en  dos  terceras  partes. 
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El  señor  Fiscal  es  de  parecer  en  que  se 
confirme  el  fallo  de  primer  grado,  por  en- 
contrarlo arreglado  a la  ley. 

Concluida  la  tramitación,  la  Sala  sen- 
tenciadora, en  el  fallo  ejecutorio  de  vein- 
tiséis de  julio  del  año  en  curso,  confirmó, 
en  todas  sus  partes,  la  resolución  de  pri- 
mera Instancia. 

Y,  por  haberse  efectuado  la  vista  del  re- 
curso extraordinario  que  se  examina,  en 
la  autñencia  señalada  para  el  efecto,  es  el 
caso  de  resolver  lo  procedente  en  derecho. 
Por  ese  motivo,  EL  TRIBUNAL  DE  CASA- 
CION, 

CONSIDERA: 

— I — 

Que  la  única  prueba  plena  evidenciante 
de  la  culpabilidad  de  Chicoj  Jiméneiz  co- 
mo autor  del  deUto  de  homicidio  — el 
cual  se  halla  preestablecido  en  el  juicio 
criminal  de  una  manera  completa — es  la 
confesión  espontánea  del  enjuiciado. 

Es  verdad  que  la  indicada  confesión  es 
calificada,  porque  el  procesado  aseguró  ha- 
berse visto  compelido  a delinquir  en  de- 
fensa de  su  vida,  en  vista  del  ataque  in- 
justificado que  le  hiciera  Emilio  Boror,  se- 
gún dice;  mas,  también  lo  es,  que  dicha 
confesión  no  debe  tomarse  en  la  parte  fa- 
vorable, por  no  haber  sido  puesta  en  evi- 
dencia la  circunstancia  calificativa  invo- 
cada por  el  enjuiciado. 

En  efecto:  io  único  que  Chicoj  Jiménez 
pudo  establecer  en  el  juicio  criminal,  es 
que  tenia  en  la  frente  una  cicatriz  prove- 
niente de  una  herida 'causada  con  arma 
cortante;  pero  no  que  la  lesión  se  le  in- 
firiera en  una  época  determinada,  porque 
cuando  lo  reconoció  el  Cirujano  de  la  Pe- 
nitenciaría Central  — al  cabo  de  algunos 
años  de  andar  evadiendo  la  acción  de  la 
justicia — ^no  le  fué  posible  precisar  si  la 
lesión  era  reciente,  o databa  de  tiempo 
atrás,  y,  mucho  menos,  si  le  fué  causada 
en  la  misma  fecha  en  que  él  hirió  a Bo- 
ror. También  se  propuso  establecer  su 
buena  conducta  y falta  de  antecedentes 
penales.  Mas,  los  testigos  propuestos  pa- 
ra el  primer  objeto,  no  probaron  ese  ex- 
tremo, como  es  debido,  por  no  conocer  al 
enjuiciado.  En  cuanto  a lo  segundo,  si 
consta  en  autos  que  sólo  una  vez  ha  sido 
procesado  — antes  de  este  juicio  — por 
el  delito  de  defraudación  a la  Hacienda 
Pública  en  el  Ramo  de  Licores,  seg:ún  la 
propia  confesión  del  enj  melado. 


Como  de  esos  únicos  datos  no  puede  in- 
ferirse que  se  encuentren  establecidas  las 
tres  circunstancias  caracterizantes  de  la 
legitima  defensa,  ni  alguna  de  ellas  para 
excusar  en  parte  la  responsabilidad  de  Chi- 
coj Jiménez,  está  fuera  de  toda  duda  que 
la  Sala  sentenciadora,  no  pudo  violar  los 
Artículos  20  inciso  4o.  ni  80  del  Código  Pe- 
nal, como  afirma  el  recurrente. 

— U — 

La  misma  consideración  hecha  con  res- 
pecto a la  falta  de  prueba  de  la  circuns- 
tancia calificativa  de  la  confesión  del  en- 
causado, es  demostrativa  de  que  tampoco 
hubo  violación  de  las  fracciones  primera 
y segunda  del  Artículo  614,  como  sostiene 
el  procesado;  pues,  si  no  se  tomó  lo  con- 
fesado en  la  parte  favorable  para  Chicoj 
Jiménez,  fué  precisamente,  porque  no  se 
estableció  la  igualdad  de  circunstancias 
entre  el  ofendido  ni  el  ofensor  . 

— m — 

Por  ser  plena  la  prueba  de  la  culpabi- 
lidad de  Nicolás  Chicoj  Jiménez  como  au- 
tor del  delito  perpetrado  en  la  persona 
de  quien  fué  Emilio  Boror;  y,  encontrarse 
ese  hecho  punible  preestablecido  en  los 
autos,  como  ya  se  dijo,  el  Tribunal  sen- 
tenciador tampoco  pudo  infringir  el  Ar- 
tículo 568  P.  P.  señalado  como  tal  en  el 
recurso,  ya  que  existen  los  dos  elementos 
requeridos  por  dicha  Ley  para  dictar  un 
fallo  condenatorio. 

— IV  — 

Por  todo  lo  que  se  deja  considerado,  con 
apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo  dispues- 
to en  los  Artículos  686  y 690  P.  P.,  EL 
TRIBUNAI.  DE  CASACION, 

RESUELVE: 

DESESTIMAR  EL  RECURSO  de  que  se 
ha  hecho  mérito,  e imponer  al  recurrente 
quince  días  de  arresto,  conmutables  a ra- 
zón de  diez  centavos  diarios. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  Sa- 
lazar.  — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
iñí,  Juan  Fernández  C,,  Secretario. 
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GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


DEPARTAMENTO  DE  ESTADISTICA 


RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA. 
DURANTE  EL  MES  DE  JULIO  DE  1935 


TRIBUNALES 

RAMO  CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

Total 

general 

Decretos 

Autos 

Sen- 

tencias 

, Totales 

Decretos 

Autos 

' Sen- 
tencias 

Totales 

Corte  Suprema  de  Justicia 

119 

7 

4 

130 

65 

1 

50 

1 8 

123 

CORTE  DE  APELACIONES 

Sala  Primera  

134 

32 

4 

170 

152 

32 

62 

1 246 

Sala  Segunda  

98 

30 

3 

131 

133 

56 

I 45 

234 

Sala  Tercera  

64 

15 

3 

82 

116 

27 

40 

183 

Sala  Cuarta  

¡ 56 

19 

4 

79 

231 

42 

44 

317 

Sala  Quinta  

1 23 

5 

1 

29 

108 

26 

74 

208 

Sala  Sexta  

36 

13 

5 

54 

211 

45 

36 

292 

184 

97 

5 

286 

JUZGADOS  DE  INST. 

DEPARTAMENTALES : 

19  de  Guatemala  

428 

212 

17 

657 

29  de  Guatemala  

573 

258 

21 

852 

248 

143 

11 

402 

Alta  Verapaz 

62 

13 

4 

79 

313 

27 

20 

365 

Baja  Verapaz  

40 

10 

0 

50 

268 

61 

9 

338 

Chimaltenango  

41 

14 

1 

56 

315 

100 

10 

425 

Chiquimula  

44 

41 

3 

88 

568 

210 

25 

803 

Escuintla  

48 

21 

0 

69 

340 

103 

12 

455 

Huehuetenango  

79 

14 

1 

94 

339 

106 

13 

458 

Izabal  

48 

18 

1 

67 

313 

83 

9 

405 

Jalapa  

16 

42 

2 

60 

304 

111 

18 

433 

Jutiapa  

56 

15 

3 

74 

612 

112 

23 

747 

Petén 

18 

2 

0 

20 

126 

19 

3 

148 

Quezaltenango  19  

104 

74 

5 

183 

518 

147 

24 

689 

Quezaltenango  29  

60 

18 

2 

80 

266 

152 

48 

466 

Qulché  

33 

13 

1 

47 

312 

73 

444 

Retalhuleu  | 

60 

22 

2 

84 

563 

85 

12 

660 

Sacatepéquez  ! 

51 

25 

3¡ 

79 

247 

44 

304 

San  Marcos  

42 

28 

2 I 

72 

340 

163 

27 

530 

Santa  Rosa  

79 

42 

3Í 

124 

464 

111  1 

596 

Sololá  

15 

11 

0 ! 

26 

293 

129  ' 

14 

436 

Suchltepéquez  

55 

35 

0 

90 

223 

185  1 

15 

423 

Totonicapán 

21 

16 

0 ; 

37 

550 

93 

10 

653 

Zacapa  

102 

15 

7 ' 

124 

530 

88 

11 

629 

El  Progreso  

54 

11 

1 i 

66 

235 

22 

0 

257 

Totales  

2907 

1234 

114 

4255 

11333 

3923  i 

784 

16040 

20295 

DeparUmento  de  Estadística  Judicial.  Guatemala.  9 de  Agosto  de  1 935 
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DEPARTAMENTO  DE  ESTADISTICA 


RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA, 
DURANTE  EL  MES  DE  AGOSTO  DE  1935 


TRIBUNALES 

RAMO 

CIVIL 

RAMO  CRIMINAL  l 

1 Decretos 

Autos 

1 

Sen*  1 

teñólas 

Totales 

Decretos 

Autos 

tí-S 

m S 

Totales 

Toital 

general 

Corte  Suprema  de  Justicia 

124 

14 

5 

143 

100 

49 

18 

167 

CORTE  DE  APELACIONES 

Sala  Primera  

106 

37 

5 

148 

106 

142 

37 

285 

Sala  Segunda  

108 

35 

5 

148 

141 

57 

12 

240 

Sala  Tercera  

64 

15 

6 

85 

146 

50 

46 

242 

Sala  Cuarta  

76 

25 

3 

104 

259 

50 

66 

375 

Sala  Quinta  

35 

9 

4 

48 

143 

23 

97 

268 

Sala  Sexta  

44 

11 

6 

61 

223 

48 

51 

322 

Auditoría  de  Guerra 

197 

109 

5 

311 

JUZGADOS  DE  1»  INST. 

DEPARTAMENTALES : 

403 

268 

20 

691 

659 

39  de  Guatemala  

242 

250 

10 

502 

320 

19 

1239 

59  de  Guatemala  

595 

308 

15 

918 

69  de  Guatemala  

385 

18 

1020 

Alta  Verapaz 

55 

32 

2 

89 

301 

36 

15 

352 

Baja  Verapaz  

84 

13 

0 

97 

319 

34 

10 

363 

Chimaltenango  

55 

9 

a 

66 

452 

170 

9 

631 

Chiquimula  

60 

48 

0 

108 

534 

153 

30 

717 

Escuintla  

44 

10 

3 

57 

358 

96 

17 

471 

Huehuetenango  

92 

22 

0 

114 

450 

143 

15 

608 

Izabal  

53 

24 

1 

78 

290 

67 

13 

370 

Jalapa  

41 

18 

1 

60 

315 

137 

8 

460 

Jutiapa  

85 

12 

0 

97 

928 

156 

17 

1101 

Petén  

26 

9 

0 

35 

229 

18 

1 

248 

Quezaltenango  19  

79 

50 

1 

130 

609 

166 

46 

821 

Quezaltenango  29  

35 

18 

0 

53 

345 

238 

27 

610 

Quiché  

44 

7 

0 

51 

394 

73 

43 

510 

Retalhuleu  

63 

26 

1 

90 

381 

80 

12 

473 

Sacatepéquez  

67 

27 

1 

95 

335 

68 

12 

415 

San  Marcos  

79 

47 

2: 

128 

323 

208 

42 

573 

Santa  Rosa  

54 

42 

5 

101 

412 

131 

14 

557 

Sololá  

35 

17 

0 

52 

302 

67 

10 

379 

Suchitepéquez  

55 

32 

2 

89 

236 

120 

22 

378 

Totonicapán 

28 

21 

1 

50 

443 

151 

32 

626 

Zacapa  

155 

17 

4 

176 

563 

111 

18 

692 

El  Progreso  

51 

6 

1 

58 

340 

15 

6 

361 

Totales  

3201 

1373 

102 

4676 

12291 

3979 

833 

17103 

21779 

Departamento  de  Estadística  Judicial,  Guatemala,  1 0 de  Septiembre  de  1 935 
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DEPARTAMENTO  DE  ESTADISTICA 


RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA, 
DURANTE  EL  MES  DE  SEPTIEMBRE  DE  1935 


TRIBUNALES 

RAMO 

CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

Total 

general 

Decretos  j 

i 

Sen- 

tencias 

Totales  I 

Decretos 

Autos 

t s 

c o 

£ g 

Totales 

Corte  Suprema  de  Justicia 

117 

; 4 

5 

126 

146 

28 

12 

186 

CORTE  DE  APELACIONES 

Sala  Primera  

96 

35 

3 

134 

98 

76 

34 

203 

Sala  Segunda  

82 

25 

5 

112 

135 

60 

50 

245 

Sala  Tercera  

57 

16 

1 

74 

171 

29 

37 

237 

Sala  Cuarta  

57 

20 

1 

78 

199 

50 

43 

292 

Sala  Quinta  

25 

9 

5 

39 

118 

23 

88 

229 

Sala  Sexta 

43 

5 

2 

50 

\ 215 

30 

48 

293 

Auditoria  de  Guerra 

242 

124 

10 

376 

JUZGADOS  DE  1»  INST. 

DEPARTAMENTALES : 

19  de  Guatemala  

379 

240 

31 

650 

29  de  Guatemala  

ñin 

203 

18 

731 

39  de  Guatemala  

249 

244. 

16 

509 

49  de  Guatemala  

1131 

59  de  Guatemala  

34 

AA 

ftfi3 

1220 

Alta  Veratpaz  

46 

12 

3 , 

61 

219 

25 

13 

257 

Baja  Verapaz  

54 

15 

0 

69 

' 331 

52 

9 

392 

Chimaltenango  

53 

9 

0 

62 

402 

145 

8 

555 

Chiquimula  

54 

35 

7 

96 

446 

168 

20 

634 

Escuintla  

51 

15 

3 

69  , 

344 

85 

14 

443 

Huehuetenango  

79 

19 

3 

101  ! 

354 

128 

21 

503 

Izabal  

39 

19 

1 

59 

273 

87 

8 

363 

Jalapa  

36 

13 

2 

51 

293 

108 

6 

407 

Jutiapa  

105 

22 

1 

128 

729 

112 

18 

859 

Petén  

54 

16 

0 

70 

162 

9 

6 

177 

Quezaltenango  19  

76 

86 

2 

164 

429 

126 

24 

579 

Quezaltenango  29  

50 

18 

1 

69 

298 

133 

25 

456 

Quiché  

97 

23 

2 

122 

218 

88 

21 

327 

Retalhuleu  

41 

15 

0 

56 

484 

79 

7 

570 

Sacatepéquez  

51 

29 

0 

80  j 

285 

66 

12 

363 

San  Marcos  

61 

47 

3 

111 

320 

186 

37 

543 

Santa  Rosa  

37 

24 

1 

62 

408 

153 

13 

574 

Sololá  

32 

9 

2 

43 

306 

65 

10 

381 

Suchitepéquez  

40 

22 

1 

63 

230 

155 

13 

393 

Totonicapán 

19 

19 

1 

39  ! 

394 

126 

24 

544 

Zacapa  

105 

27 

4 

136  I 

436 

94 

11 

541 

El  Progreso  

54 

12 

2 

68  1 

342 

. 28 

6 

376 

Totales  

2849 

1307 

126 

4282 

11085 

3645 

787 

15517 

19799 

Departamento  de  Estadística  Judicial,  Guatemala,  1 1 de  Octubre  de  1 935 
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Ponencias  de  los  Magistrados  de  la  Corle  de  Apelaciones,  durante  el  mes  de  Julio  de  1935 


SALA  PRIMERA 

Magistrado  Licenciado 

Ricardo  Ortlz  S. 

^lagistrado  Licenciado 
Luis  Barrutia 

Magistrado  Licenciado 
Rafael  Ordóñez  &. 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

12 

0 

12 

9 

2 

11 

11 

2 

13 

RAMO  PENAL 

11 

10 

21 

11 

19 

30 

10 

33 

43 

Sumas 

23 

10 

33 

20 

21 

41 

21 

35 

56 

SALA  SEGUNDA 

Magistrado  Licenciado 
Francisco  Menéndez 

Magistrado  Licenciado 
Octavio  Aguilar 

Magistrado  Licenciado 

J.  Lorenzo  Hurtado  P. 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

14 

1 

15 

8 

1 

9 

8 

1 

9 

RAMO  PENAL 

24 

10 

34 

11 

17 

28 

21 

18 

39 

Sumas 

38 

11 

49 

19 

18 

37 

29 

19 

48 

SALA  TERCERA 

Idagldtrado  Licenciado 
Rafael  Nulla 

Magistrado  Licenciado 
Rosalío  Reyes 

Magistrado  L.c'-nciado 
Teodoro  Díaz  M. 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 
l incias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

6 

1 

7 

4 

1 

5 

5 

1 

6 

RAMO  PENAL 

9 

10 

19 

10 

12 

22 

8 

18 

26 

Sumas 

15 

11 

26 

14 

13 

27 

13 

19 

32 

SALA  CUARTA 

Magistrado  Licenciado 
Eulogio  González 

Magistrado  Licenciado 
Jesús  Unda  Murillo 

Magistrado  Licenciado 
Abel  V.  Mon tufar 

1 t 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

4 1 

5 

5 

2 

7 

10 

1 

11 

RAMO  PENAL 

14  15 

29 

14 

15 

29 

14 

14 

28 

Sumas 

00 

34 

19 

17 

36 

24 

15 

39 

SALA  QUINTA 

Xvlaglstrado  Licenciado 
José  Luis  P.  Vargas 

Magistrado  Licenciado 
Dariíei  Arellsro  h. 

Magistrado  Licenciado 
Ramón  Cadena 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

3 

0 

3 

1 

0 

1 

1 

1 

2 

RAMO  PENAL 

16 

29 

45 

7 

22 

29 

2 

21 

23 

Sumas 

19 

29 

48 

8 

22 

30 

3 

22 

25 

Se  hace  constar  que  el  magistrado  suplente  Lie.  Virgilio  Alvarez  Castro  fué  ponente  en  un  auto  del 
Ramo  Civil  y dos  sentencias  del  R.  Criminal. 


SALA  SEXTA 

Magistrado  Licenciado 
Francisco  B.  Rodríguez 

Magistrado  Licenciado 
Augusto  Linares  L. 

Magistrado  Licenciado 
José  Leandro  Rodas 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

3 

2 

5 

4 

1 

5 

6 

2 

8 

RAMO  PENAL 

21 

16 

37 

11 

11 

22 

14 

9 

23 

Sumas 

24 

18 

42 

15 

12 

27 

20 

11 

31 
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Ponencias  de  los  Magistrados  de  la  Corte  de  Apelaciones,  durante  el  mes  de  Agosto  de  1935 


SALA  PRIMERA 

Magistrado  Licenciado 
Ricardo  Ortiz  S. 

Magistrado  Licenciado 
Luis  Barrutia 

Magistrado  Licenciado 
Rafael  Ordóñez  S. 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Autos 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

14 

2 

16 

11 

2 

13 

12 

1 

13 

RAMO  PENAL 

45 

8 

53 

52 

16 

68 

45 

13 

53 

Sumas 

59 

10 

69 

63 

18 

81 

57 

14 

71 

SALA  SEGUNDA 

Magistrado  Licenciado 
Francisco  Menéndez 

Magistrado  Licenciado 
Octavio  Aguilar 

Magistrado  Licenciado 
J.  Lorenzo  Hurtado  P. 

Autos 

Sen- 

tencias 

Autos 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

20 

2 

22 

7 

3 

10 

8 

0 

8 

RAMO  PENAL 

18 

14 

32 

23 

15 

38  ; 

16 

13 

29 

Sumas 

38 

16 

54 

30 

18 

48 

24 

13 

37 

SALA  TERCERA 

Magistrado  Licenciado 
Rafael  Nuila 

Magistrado  Licenciado 
Rosalío  Reyes 

Magistrado  Licenciado 
Teodoro  Díaz  M. 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

7 

2 

9 

4 

4 

8 

3 

0 

3 ■ 

RAMO  PENAL 

16 

18 

31 

17 

13 

30 

17 

15 

32 

Sumas 

23 

20 

40 

21 

17 

38 

20 

15 

35 

NOTA:  El  magistrado  suplente  Rafael  Ubico  Estrada  fué  ponente  en  un  auto  del  R.  Civil. 


SALA  CUARTA 

Magistrado  Licenciado 
Eulogio  González 

Magistrado  Licenciado 
Jesús  Unda  MUrillo 

Magistrado  Licenciado 
Abel  V.  Montúfar 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

7 

1 

8 

10 

1 

11 

8 

1 

9 

RAMO  PENAL 

17 

22 

39 

16 

22 

38 

17 

22 

39 

Sumas 

24 

23 

47 

26 

23 

49 

25 

23 

48 

SALA  QUINTA 

Magistrado  Licenciado 
José  Luis  P.  Vargas 

Magistrado  Licenciado 
Daniel  Arellano  h. 

Magistrado  Licenciado 
Ramón  Cadena 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

5 

0 

5 

3 

3 

6 

0 

1 

1 

RAMO  PENAL 

14 

33 

47 

5 

32 

37 

3 

28 

31 

Sumas 

19 

33 

52 

8 

35 

47 

3 

29 

32 

NOTA:  El  Mag.  Suplente  Virgilio  Alvarez  Castro  fué  ponente  en  un  auto  y cuatro  sentencias  del  R. 
Criminal  y un  auto  del  R.  Civil. 


SALA  SEXTA 

Magistrado  Licenciado 
Francisco  E.  Rodríguez 

Magistrado  Licenciado 
Augusto  Linares  L. 

Magistrado  Licenciado 
José  Leandro  Rodas 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

2 

0 

2 

3 

4 

7 

6 

2 

8 

RAMO  PENAL 

14 

12 

26 

15 

19 

34 

19 

20 

39 

Sumas 

16 

12 

28 

18 

23 

41 

25 

22 

47 
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Ponencias  de  los  Magistrados  de  la  Corte  de  Apelaciones,  durante  el  mes  de  Septiembre  de  1935 


SALA  PRIMERA 

Magistrado  Licenciado 
Ricardo  Ortiz  S. 

Magistrado  Licenciado 
Luis  Barrutia 

Magistrado  Licenciado 
Rafael  Ordóñez  S. 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 
tened  as 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

20 

2 

22 

10 

1 

11 

l5 

0 

5 

RAMO  PENAL 

29 

8 

37 

26 

13 

39 

21 

13 

34 

Sumas 

49 

10 

59 

36 

14 

50 

26 

13 

39 

SALA  SEGUNDA 

Magistrado  Licenciado 
Francisco  Menéndez 

Magistrado  Licenciado 
Octavio  Aguilar 

Magistrado  Licenciado 
J.  Lorenzo  Hurtado  P, 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

15 

1 

16 

6 

1 

7 

4 

3 

7 

RAMO  PENAL 

22 

20 

42 

15 

14 

29 

23 

16 

39 

Sumas 

37 

21 

58 

21 

15 

36 

27 

19 

46 

SALA  TERCERA 

Magistrado  Licenciado 
Rosalío  Reyes 

Magistrado  Licenciado 
Teodoro  .Díaz  M. 

Magistrado  Licenciado 
Rafael  Ubico  E. 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

8 

1 

9 

7 

0 

7 

1 

0 

1 

RAMO  PENAL 

12 

15 

27 

8 

11 

19 

0 

11 

20 

Sumas 

20 

16 

36 

15 

11 

26 

10 

11 

21 

SALA  CUARTA 

Magistrado  Licenciado 
Eulogio  González 

Magistrado  Licenciado 
Jesús  Unda  Murlllo 

Magistrado  Licenciado  - 
Abel  V.  Montúfar 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Aiitos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

3 

0 

8 

6 

0 

6 

6 

1 

7 

RAMO  PENAL 

18 

12 

30 

16 

16 

32 

' 16 

15 

31 

Sumas 

26 

12 

38 

22 

16 

38 

22 

16 

38 

SALA  QUINTA 

Magistrado  Licenciado' 
José  Luis  P.  Vargas 

Magistrado  Licenciado 
Daniel  Arellano  h. 

Magistrado  Licenciado 
Ramón  Cadena 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias. 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

4 

2 

6 

2 

1 

3 

3 

2 

5 

RAMO  PENAL 

13 

25 

48 

4 

30 

34 

6 

33 

39 

Sumas 

17 

27 

54 

6 

31 

37 

9 

35 

44 

SALA  SEXTA 

Magistrado  Licenciado 
Francisco  E.  Fodriguez 

Magistrado  Licenciado 

Augusto  Linares  L. 

Magistrado  Licenciado 

José  Leandro  Rodas 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

Autos 

Sen- 

tencias 

Total 

RAMO  CIVIL  

0 

1 

1 

2 

1 

3 

3 

0 

3 

RAMO  PENAL 

12 

12 

24 

9 

21 

30 

9 

15 

24 

Sumas 

12 

13 

. 25 

11 

22 

33 

12 

15 

27 
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PODER  JUDICIAL  ■ 

Presidente  del  Poder  Judicial  y de  la  Corte  Suprema  de  Justicia: 
JOSE  MARIA  REINA  ANRADE.  — Avenida  La  Reforma,  «Villa  Amalia» 


CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

I 

MAGISTRADO:  Licenciado  don  Federico  O'jeda  S'alazar,  Callejón  de  Corona,  número  5. 
MAGISTRADO:  Licenciado  don  Carlos  Castellanos  R.  — 6a.  Calle  Poniente,  No.!  33. 
MAGISTRADO:  Licenciado  don  Alberto  Argueta  S.  — 6a.  Avenida  Norte,  número  34. 
MAGISTRADO:  Licenciado  don  José  Serrano  Muñoz. — Calle  Real  de  la  Villa  de  Guadalupe, 
chalet  “Villa  Elena”. 

SECRETARIO:  Licenciado  d<^n  Juan  Fernández  Córdova.  — 9a.  Avenida  Sur,  número  68 
OFICIAL  MAYOR:  Br.  aon  Héctor  Fajardo  Cadena.  — ■ 6a.  Calle  Poniente,  número  45. 


CORTE  DE  APELACIONES 


SALA  PRIMERA 
(Guatemala) : 

Presidente:  Licenciado  don  Ricardo  Ortiz 
Sánchez,  4a.  Avenida  Sur,  No.  25. 

Magistrados  Propietarios:  Licenciado  don 
Luis  Barrutia,  7a.  Avenida  Sur,  número  57. — i 
Licenciado  don  Rafael  Ordóñez  Solís,  6a.  Ave- 
nida Norte,  número  25. 

Fiscal:  Licenciado  don  Julio  César  Marti- 
nez  Perales,  C.  R.  de  Ciudad  Vieja,  No.  50. 

Procurador:  Licenciado  don  Manuel  Zece- 
ña  Beteta,  7a.  Calle  Oriente,  No.  15. 

Secretario:  Licenciado  don  Fernando  Ore- 
llana h.,  4a.  A.  S.  No.  92. 

SALA  SEGUNDA 
(Guatemala) : 

Presidente:  Licenciado  don  Francisco  Me- 
néndez  B.,  11  Calle  Oriente,  No.  28. 

Magistrados  Propietarios:  Licenciado  don 
Octavio  Aguilar,  8a.  Avenida  Norte  final,  nú- 
mero 2.  — Licenciado  don  J.  Lorenzo  Hurtado 
P.,  9a.  Calle  Poniente  No.  58. 

Fiscal:  Licenciado  don  Miguel  Alvarez  L., 
8a.  Avenida  Sur,  No.  74. 

Procurador:  Licenciado  don  Héctor  Cruz  F,. 
6a.  Avenida  Sur,  prolongación.  No.  9. 

Secretario:  Licenciado  don  Alfredo  Valle 
Calvo,  Avenida  Central,  No.  46. 

SALA  TERCERA 
(Guatemala) : 

Presidente:  Lcenciado  don  Rosalio  Reyes, 
3a.  A,v.  Norte  No.  29. 

Magistrados  Propietarios:  Licenciado  don 
Rafael  Ubico  Estrada,  10a.  C.  O.  No.  5.  — Li- 
cenciado don  J.  Antonio  Mandujano,  5a.  Av. 
Norte  No.  62. 

Fiscal:  Licenciado  don  Pedro  Conteiiti,  3a. 
Avenida  Norte,  No.  12. 

Procurador:  Licenciado  don  Eleazar  Ur- 
meneta,  la.  Calle  Poniente,  No.  13. 

Secretario:  Licenciado  don  Maximiliano 
García,  9a.  Avenida  Norte  No.  28. 


SALA  CUARTA 
(Quezaltenago) 

Presidente:  Licenciado  don  Eulogio  Gon- 
zález R. 

Magistrados  Propietarios:  Licenciado  don 
Jesús  Unda  MuriUo.  — Licenciado  don  Abel 
V.  Montúfar. 

Fiscal:  Licenciado  don  Oscar  Zeceña. 
Procurador:  Licenciado  don  Luis  Gerardo 
Barrios. 

Secretario:  Señor  don  Héctor  Madrid  C. 

SALA  QUINTA 

(Jalapa) : ' 

Presidente:  Licenciado  don  José  Luis  Var- 
gas Patencia. 

Magistrados  Propietarios:  Licenciado  don 
Daniel  Arellano  h.  — Licenciado  don  Ramón 
Cadena  Gutiérrez. 

Fiscal:  Licenciado  don  Francisco  Barrios 
Solis. 

Procurador:  Licenciado  don  Alfredo  Enri- 
que Figueroa  Palma. 

Secrel.ario:  Licenciado  don  Virgilio  Alva- 
rez Castro. 

SALA  SEXTA 
(Totonicapán) : 

Presidente:  Licenciado  don  Francisco  En- 
rique Rodríguez  Gómez. 

Magistrados  Propietarios:  Licenciado  don 
Augusto  Linares  Letona.  — Licenciado  don 
José  Leandro  Rodas  Guzmán. 

Fiscal:  Licenciado  don  Valentin  Alvarez 

Pérez. 

Procurador:  Licenciado  don  Francisco  Del- 
gadillo  Zamora.  ¡ 

Secretario:  señor  don  Aurelio ' Chacón  Be- 
nitez. 
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VOCALES  MILITARES 


CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

Propietarios:  General  de  División  don  J. 
Víctor  Mejía  3a.  Calle  de  Tivoli,  No.  51  y Ge- 
neral de  División  don  Enrique  Haeussler,  5a. 
Calle  Poniente. 

SALAS  PRIMERA,  SEGUNDA  Y 
TERCERA  DE  APELACIONES 
Propietarios:  Coronel  don  Julio  H.  Cor- 
zantes,  y General  de  Brigada  don  Juan  B. 
Alonzc,  Fuerte  de  San  José. 


SALA  CUARTA  DE  APELACIONES 
Propietarios:  T.  Coronel  don  Manuel  San- 
tiago Mérida  y T.  Coronel  don  Manuel  de 
Faz  Marroquin. 

SALA  QUINTA  DE  APELACIONES 
Propietarios:  Coronel  don  Cecilio  Bonilla 
y Bonilla  y T.  Coronel  don  Adrián  Salazar 
Bonilla. 

SALA  SEXTA  DE  APELACIONES 
Propietarios:  General  de  Brigada  don  Isaac 
Dardón  M.  y Capitán  don  Ramón  Rodríguez 
E. 


JUECES  DE  PRIMERA  INSTANCIA 


Juez  lo.  del  departamento  de  Guatemala; 
Lie.  don  Carlos  Girón  Z.,  Avenida  La  Refor- 
ma. 

Juez  2o.  del  departamento  de  Guatemala: 
Lie.  don  J.  Joaquín  Palma,  Avenida  La  Re- 
forma. 

Juez  3o.  dei  departamento  de  Guatemala: 
Lie.  don  Guiilermo  Herrera,  3a.  Avenida  Sur, 
No.  56. 

Juez  4o.  del  departamento  de  Guatemala: 
Lie  don  Francisco  Renden,  4a.  Avenida  Nor- 
te, No.  16. 

Juez  5o.  del  departamento  de  Guatemala: 
Liic.  don  José  Luis  Lemus,  Villa  de  Guadalupe, 
Chalet  ‘‘Las  Palmas”. 

Juez  6o.  del  departamento  de  Guatemala: 
Lie.  don  Carlos  A.  Reciñes,  Caile  Real  de  Pam- 
plona. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Alta  Verapaz:  Lie.  don  Antonio  Castañeda. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Baja  Verapaz:  Lie.  don  Haroldo  Barillas. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Chimaltenango:  Lie.  don  Fernando  Juárez 

Aragón. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Chiquimula:  Lie.  don  J.  Arturo  Ruano  Mejia. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Escuintla:  Lie.  don  Alfonso  Cifuentes  Soto. 

Juez  Propietario  del  departam,ento  de 

El  Progreso:  Lie.  don  Alfonso  Gálvez. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Huehuetenengo:  Lie.  don  Abraham  Busta- 
mante. 


Juez  Propietario  del  departamento  de 

Izaba!;  Lie.  don  Héctor  Blanco  Z. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Jalapa:  Lie.  don  Simón  R.  Oliva. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Jutiapa:  Lie.  don  Eugenio  Nuila. 

Juez  lo.  Propietario  del  departamento  de 
Quezaltenango:  Lie.  don  Gonzalo  Menéndez 
de  la  Riva. 

Juez  2o.  Propietario  del  departamento  de 
Quezaltenango:  Lie.  don  J.  Juan  Alvarez. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Quiché:  Lio.  don  Carlos  Fernández  Ch. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Retalhuleu:  Lie.  don  J.  Vicente  Rodríguez. 

Juez  Propietario  del  departamento  do 

Sacatepéquez : Lie.  don  Víctor  M.  Cáceres. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

San  Marcos:  Lie.  don  Hernán  Morales  Dar- 
dón. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Santa  Rosa:  Lie.  don  Oscar  Quevedo. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Solclá:  Lie.  don  Alberto  Herrarte. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Suchiteiiéquez:  Lie.  don  José  I.  Cabrera. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Totonicapán:  Lie.  don  Isauro  Berganza. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Zacapa:  Lie.  don  Julio  Morales  Arrióla. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Fetén:  Líe.  don  Carlos  Villela. 


Auditor  de  Guerra  del  departamento  de 
Guatemala;  Licenciado  don  Guillermo  Cabre- 
ra Martínez,  3a.  Avenida  Shr,  No.  48. 

Fiscal  Militar:  Br.  don  Urbano  Gramajo. 


JUECES  DE  PAZ 

DEL  DEPARTAMENTO  DE  GUATEMALA 
Juez  lo.  Br.  don  Julio  Contreras,  2a.  Calle  Poniente,  No.  11. 
Juez  2o.  Br.  don  Gilberto  Sanabria,  7a.  Avenida  Norte,  No.  15 
Juez  3o.  Br.  don  Bernardo  Vides,  Hotel  Delmónico. 

Juez  4o.  Br.  don  Guillermo  Melgar,  Avenida  San  José,  No.  16. 
Juez  5o.  Br.  don  Alberto  Portillo,  12  Avenida  Sur,  No.  51. 

Juez  6o.  Sr.  don  Basilio  Ramírez,  7a.  Avenida  Norte,  No.  81. 


Comandante  de  Armas  del  departamento 
de  Guatemala:  General  de  División  don  J. 
Francisco  Mollinedo. 

Auditor  General  de  Guerra;  Lie.  don  Elí- 
seo Solis,  Avenida  Central  No.  10. 
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SECCION  JUDICIAL 


lUnUDENCIA  D[  lA  CORTE  SUPREMA  DE  iUSIIA 


CIVIL 

JUICIO:  Ordinario  de  tercería  seguido  por 
Alfredo  Aldana  Hernández  con  Enrique 
Hennes  y Urbano  Gramajo 

DOCTRINA:  Toda  ampliación  o modifi~ 
cación  de  un  contrato  en  que  hubiere 
intervenido  un  tercero  garantizando 
con  hipoteca,  prenda  o fianza  las  obli- 
gaciones del  deudor  debe  hacerse  con 
su  consentimiento,  pues  de  lo  contra- 
rio quedará  extinguida  la  garantía. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y seis  de  Octubre  tie  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Enrique  Hennes,  dirigido  por  el  abogado 
don  Salomón  Carrillo  Ramírez,  interpuso 
recurso  de  casación  contra  la  sentencia  de 
la  Sala  la.  de  Apelaciones  fecha  trece  de 
abril  del  año  en  curso,  proferida  en  el  jui- 
cio ordinario  de  tercería  que  don  Alfredo 
Aldana  Hernández  siguió  contra  el  propio 
señor  Hennes  y don  Urbano  Gramajo. 

En  el  primer  escrito,  presentado  con  fe- 
cha veinticuatro  de  abril,  manifiesta  el 
recurrente  que  interpone  el  recurso  d'e  ca- 
sación por  violación  de  ley,  aplicación  in- 
debida e interpretación  errónea  y por 
errores  de  hecho  y de  derecho  al  apreciar 
las  pruebas,  siendo  los  artículos  infringi- 
dos los  siguientes:  685,  708,  716  inciso  lo. 
1076,  1080,  1081,  1084,  1093  inciso  lo.  1105, 
1109,  1114,  1116,  1121,  1124  incisos  lo.  y 2o. 
y 1147  inciso  lo.  del  Decreto  Legislativo 
1932;  12,  13  27  y 31  del  Dto  2010;  2101, 
2107  y 2337  del  Dto.  Gub.  175  (Código  Ci- 
vil Antiguo) ; 47,  48,  49,  51,  248,  250  inciso 
13,  259,  281  y 282  del  Dto.  L^islativo  2009; 
45  y 46  Dto.  legislativo  1747;  285,  286,  287, 
289  y 290  Dto.  273;  567,  568,  574,  589,  603, 
618,  668,  672  inciso  lo.  709  y 712  del  Código 
de  Procedimientos  Civiles. 

En  escrito  de  veintiséis  del  mismo  mes 
de  abril  agregó  a los  anteriores  los  siguien- 
tes: 1410,  1411,  1414,  1423,  1635,  2360  y 2365 
inciso  6o.  del  Código  Civil  de  1877  (Dto. 
175) ; 235  y 265  del  Dto.  272. 


En  escrito  presentado  al  dia  siguiente 
manifestó:  que  como  la  Sala  sentenciado- 
ra violó  tantos  artículos  no  era  de  extra- 
ñar que  presentara  otro  memorial  como 
parte  integrante  del  recurso  interpuesto  y 
que  además  de  las'  leyes  citadas  anterior- 
mente, denunciara  también  como  infringi- 
dos los  artículos  siguientes:  519  inciso  5o. 
y 649  del  Código  Civil  de  1877;  484,  493 
inciso  5o.  y 1055  del  Decreto  Legislativo 
No.  1932. 

R^ULTA: 

— I — 

Por  escritura  de  treinta  y uno  de  agos- 
to de  mil  novecientos  treinta  y tres,  au- 
torizada en  esta  ciudad  por  el  notario  An- 
gel Cuevas,  el  señor  Max  Nowakowski  dió 
a mutuo  a don  Urbano  Gramajo  la  suma 
dé  quinientos  ochenta  quetzales,  a un  mes 
de  plazo.  En  el  mismo  acto  compareció 
don  Alfredo  Aldana  y consintió  en  consti- 
tuir hipoteca  sobre  la  finca  de  su  propie- 
dad número  21454,  foUo  185,  libro  212  de 
Guatemala,  para  garantizar  el  crédito. 

El  veintinueve  de  septiembre  del  mismo 
año,  ante  el  propio  notarlo  Cuevas,  compa- 
recieron los  señores  Nowakowski  y Grama- 
jo  y convinieron  en  prorrogar  hasta  el 
treinta  de  noviembre  siguiente  el  plazo 
acordado  en  la  escritura  anterior.  A este 
convenio  no  concurrió  el  señor  Aldana- 

— n — 

Aldana  se  presentó  al  Juzgado  2o.  de  la. 
Instancia  el  tres  de  octubre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y tres  demandando,  en  vía 
sumaria,  la  cancelación  de  la  hipoteca  por 
haberse  acordado  la  prórroga  sin  su  con- 
sentimiento, juicio  que  terminó  por  sen- 
tencia de  veintiocho  de  noviembre  del  mis- 
mo año  en  que  se  decreta  la  cancelación 
solicitada. 

Un  día  antes  de  la  sentencia,  Nowa- 
kowski cedió  el  crédito  hipotecario  a Enri- 
que Hennes  Christ,  por  escritura  que  au- 
torizíf  el  notario  Salomón  Carrillo  Ramí- 
rez. 
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— III  — 

El  cesionario  Inició  el  procedimiento 
ejecutivo  contra  el  deudor  en  el  Juzgado 
lo.  de  la.  Instancia,  el  seis  d'e  diciembre 
del  mismo  año,  con  auxilio  del  abogado 
don  Antonio  González  Sierra,  logrando  el 
remate  de  la  finca  de  Aldana  y ei  señala- 
miento de  término  a la  parte  deudora  pa- 
ra el  otorgamiento  de  la  escritura  de  tras- 
paso, pero  esta  última  providencia  se  re- 
vocó y se  ordenó  la  suspensión  hasta  la 
resolución  de  la  tercería  que  había  inter- 
puesto el  propietario  del  inmueble. 

— IV  — 

En  efecto,  Aldana  Hernández  se  presen- 
tó al  Juez  lo.  de  la.  Instancia  el  vein- 
titrés de  enero  de  mil  novecientos  treinta 
y cuatro,  con  auxilio  del  abogado  don  Car- 
los Martínez  Oliva,  interponiendo  tercería 
excluyante  de  dominio  eh  el  juicio  ejecu- 
tivo, fundando  su  acción  en  ser  propieta- 
rio de  la  finca  objeto  de  la  ejecución  y en 
que  la  hipoteca  que  sobre  eUa  pesaba  esta- 
ba cancelada  en  sentencia  del  Juez  2o.  de 
la.  Instancia  de  este  departamento. 

Hennes  contestó  alegando  haber  com- 
prado con  registro  limpio,  por  lo  que  apo- 
yaba la  negativa  de  la  demanda  en  el  ar- 
tículo 1114  del  Código  Civil  que  dice:  “úni- 
camente perjudicará  a tercero  lo  que  apa- 
rezca en  el  Registro”.  Opuso  la  excepción 
perentoria  de  faita  de  acción,  porque  na- 
die, manifestó,  le  está  discutiendo  al  ac- 
tor el  derecho  de  dominio,  pues  precisa- 
mente por  ser  la  casa  del  señor  Aldana 
fué  que  la  remató  a su  favor,  como  acree- 
dor hipotecario. 

El  juicio  fué  abierto  a prueba  y durante 
él  se  recibió  como  tal  una  certificación  del 
Juez  2o.  de  la.  Instancia  que  contiene  el 
“por  tanto”  de  la  sentencia  de  dicho  Tri- 
bunal mandando  cancelar  la  hipoteca  que 
pesaba  sobre  la  finca  número  21454  del  se- 
ñor Aldana;  y el  “por  tanto”  de  la  sen- 
tencia de  la  Sala  que  confirma  aquélla. 

Ya  para  dictarse  sentencia  el  señor  Hen- 
nes acompañó  certificación  del  Registro 
relativa  a la  finca  hipotecada,  para  acre- 
ditar que  compró  el  crédito  hipotecario 
libre  de  gravámenes. 

El  Juez  dictó  sentencia  el  catorce  de 
septiembre  del  año  próximo  pasado  absol- 
viendo de  la  demanda  a los  demandados  y 
declarando  improcedente  la  excepción  de 
falta  de  acción,  fundado  eñ  que  el  terce- 


rista no  acreditó  los  extremos  en  su  de- 
manda, pues  la  certificación,  por  diminu- 
ta, no  podía  tomarla  en  cuenta 

— V — 

Interpuesto  recurso  de  apelación  pasó 
a la  Sala  la.  de  Apelaciones  el  juicio  y 
en  dicho  Tribunal  fué  presentada  como 
prueba  certificación  de  toda  la  sentencia 
dictada  eñ  el  juicio  sumario  sobre  cance- 
lación seguido  por  Aldana.  También  se 
tuvo  a la  vista  el  propio  juicio  siunario  de 
cancelación  y el  juicio  ejecutivo  seguido 
por  Hennes  contra  Gramajo  y Aldana. 

La  Sala  resolvió  el  trece  de  abril  del  año 
en  curso  revocando  la  sentencia  apelada. 
Considera  probada  la  propiedad  del  señor 
Hernández:  que  la  hipoteca  sobre  la  casa 
de  éste  se  constituyó  para  un  mes  d'e  pla- 
zo; que  este  plazo  se  prorrogó  solamente 
entre  acreedor  y deudor;  que  en  conse- 
cuencia la  fianza  quedó  extinguida.  Ade- 
más la  cesión  hecha  por  Nowakowiski  a 
favor  de  Hennes,  por  escritura  de  veinti- 
siete de  noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y tres  ante  el  notario  Salomón  Ca- 
rrillo Ramírez,  tiene  los  vicios  de  dolo  y 
fraude  toda  vez  que  la  otorgó  Nowakowski 
d'espués  de  haber  contestado  la  demanda, 
en  la  cual  se  pedia  la  cancelación  de  la 
fianza;  y,  por  otra  parte,  la  cesión  apare- 
ce con  un  día  de  anterioridad  a la  fecha 
en  que  el  Juzgado  dictó  la  sentencia  de 
cancelación.  Que  aunque  Hennes  alega 
que  compró  con  registro  limpio  esto  no  le 
favorece  porque  el  que  cede  un  crédito  lo 
hace  con  las  limitaciones  de  su  derecho  y 
en  el  Registro  constaba  que  el  plazo  del 
crédito  estaba  vencido. 

CONSIDERANDO: 

— I — 

Consta  en  la  escritura  pública  otorgada 
el  treinta  y uno  de  agosto  de  mil  nove- 
cientos treinta  y tres  ante  el  notario  An- 
gel Cuevas,  que  don  Urbano  Gramajo  re- 
cibió a mutuo  de  Nowakowski  la  suma  de 
quinientos  ochenta  quetzales  para  ser  de- 
vueltos dentro  del  término  de  un  mes,  pa- 
ra cuyo  efecto,  el  señor  Alfredo  Aldana 
Hernández  consintió  en  hipotecar  la  finca 
de  su  propiedad,  a fin  de  garantizar  las 
obligaciones  del  deudor.  De  conformidad 
con  lo  dispuesto  en  el  artículo  2346  del  Có- 
digo Civil  del  77  para  acordar  cualquiera 
próroga  se  necesitaba  que  el  propietario 
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del  Inmueble  accediera  expresamente  a la 
ampliación,  pues  de  lo  contrario  la  hipo- 
teca quedaba  extinguida. 

Obra  en  el  juicio,  y está  tenido  como 
prueba,  el  testimonio  de  la  escritura  de 
veinitnueve  de  septiembre  del  mismo  año, 
en  que  acreedor  y deudor  convinieron  en 
la  ampliación  del  plazo  sin  que  a dicho 
acto  haya  concurrido  Aid  ana  a prestar  su 
consentimiento  para  que  la  hipoteca  con- 
tinuara garantizando  la  obügación,  luego, 
es  indudable  que,  de  conformidad  con  ia 
disposición  anteriormente  citada,  quedó 
extinguida  la  hipoteca  y,  como  consecuen- 
cia, el  dueño  del  inmueble  tenia  derecho 
de  solicitar  ia  cancelación  y de  hacer  ex- 
ciuir  del  embargo  y ejecución  dicha  ga- 
rantía. 

En  tal  virtud,  la  sentencia  que  contiene 
esa  declaración,  de  acuerdo  con  la  dispo- 
sición terminante  que  se  cita,  no  puede 
haber  infringido  el  articulo  1114  del  mis- 
mo Código  Civil,  que  se  refiere  a que  úni- 
camente perjudica  a tercero  lo  que  apa^ 
rezca  en  el  Registro  ya  que  precisamente 
en  la  inscripción  de  la  hipoteca  constaba 
que  el  propietario  habia  accedido  sola- 
mente por  un  mes,  por  lo  cual  toda  ope- 
ración verificada  con  el  crédito  quedaba 
sujeta  a lo  expresado  en  ella  y al  repetido 
articulo  2346  que  la  regla. 

— II  — 

De  las  setenta  y tres  leyes  que  el  abo- 
gado Carrillo  Ramírez  denuncia  como 
violadas  en  la  sentencia,  hay  que  desear^ 
tar  desde  luego  las  siguientes  del  Código 
Civil  del  77  que  ya  no  estaban  en  vigor 
cuando  se  celebró  el  contrato:  2101,  2107, 
519  inciso  5o.  y 549,  sustituidas  en  el  nue- 
vo Código  por  los  artículos  1114,  1121,  493 
inciso  5o.  y 1055,  respectivamente. 

En  cuanto  a las  restantes  del  mismo  Có- 
digo Civü  del  77.  como  existe  la  disposi- 
ción concluyente  ya  citada  en  la  que  está 
fundada  la  sentencia  recurrida,  cualquier 
otro  articulo  de  la  ley  que  no  se  refiera  a 
ese  caso,  resulta  inaplicable.  Así  el  articu- 
lo 2337  relativo  a la  novación  no  pudo 
quebrantarse  porque  claramente  lo  expre- 
sa el  artículo  2346  que  la  ampliación  del 
plazo  no  constituye  novación,  pero  sí  ex- 
tingue la  hipoteca  si  no  accede  a la  prórro- 
ga el  propietario  del  inmueble;  los  artícu- 
los 2360  y 2365  inciso  6o.  se  refieren  a la 
rescición  y nulidad  de  los  contratos  y el 
que  se  examina  es  caso  de  prórroga  y de 
ertinción,  que  son  cuestiones  completa- 


mente distintas;  los  artículos  1410,  1411, 
1414,  1423  y 235  Decreto  273,  tratan  del  do- 
lo, del  error  y de  la  causa  licita  en  los  con- 
tratos, puntos  sobre  los  cuales  no  ha  ha- 
bido controversia;  el  articulo  1635  expresa 
que  la  venta  o cesión  de  un  crédito  com- 
prende sus  accesorios  y garantías,  pero  en 
el  caso,  la  exclusión  no  se  acordó  por  ha- 
brese  cedido  el  crédito  sino  por  motivo  dis- 
tinto ya  explicado;  y el  artículo  265  I>e- 
creto  273  que  se  refiere  a que  la  cesión  no 
produce  efectos  mientras  no  se  notifique 
al  deudor,  es  completamente  inaplicable. 

— m — 

De  los  artículos  del  Código  Civil  nuevo 
se  cita  una  cantidad  de  eilos  sin  que  se 
sepa  cuál  es  el  motivo  de  la  cita,  pues  no 
tienen  aplicación  ninguna  al  caso  exami- 
nado en  ia  sentencia,  ni  el  recurrente  lo 
explica. 

El  1076  define  el  Registro  de  ia  Propie- 
dad Inmueble,  el  1080  expresa  que  los  li- 
bros del  Registro  serán  públicos,  el  1081, 
que  sólo  harán  fe  los  libros  del  Registro 
llevados  legalmente;  el  inciso  lo-  del  1093, 
enuncia  entre  los  documentos  inscribibles 
los  títulos  que  acrediten  el  dominio  de  los 
inmuebles;  el  1105,  las  formalidades  de  la 
inscripción  hipotecaria;  el  1109  y 1116  los 
efectos  de  la  anotación  o inscripción  de  un 
título;  el  inciso  2o.  del  1124  se  refiere  a las 
acciones  rescisorias  o resolutorias;  el  in- 
ciso 2o.  del  1147,  faculta  al  ejecutante  pa- 
ra obtener  anotación  de  su  derecho;  los 
artículos  484,  493  inciso  5o.  y 1055  son  re- 
ferentes a la  posesión  y a la  buena  fe;  y 
los  artículos  27  y 31  del  Decreto  2010  pres-i 
criben  los  casos  en  que  el  Registrador  de- 
negará la  inscripción  y la  anotación. 

Ahora  en  cuanto  a los  restantes  artícu- 
los del  nuevo  Código  Civil  citados  por  el 
recurrente  tampoco  hay  violación,  pero 
por  lo  menos  alguna  relación  guardan  con 
el  caso  examinado.  El  685  define  la  hipo- 
teca, el  708  expresa  sus  efectos  y el  inciso 
lo.  del  716  menciona  el  caso  de  extinción 
por  la  resolución  del  derecho  del  consti- 
tuyente en  los  casos  en  que  conforme  a la 
ley  las  acciones  resolutorias  perjudiquen  a 
tercero.  Estas  disposiciones  no  fueron  in- 
fringidas en  la  sentencia  porque  el  caso 
estaba  regido  por  el  artículo  2346  ya  cita- 
do y en  consecuencia  la  extinción  del  gra- 
vamen no  obedeció  a la  causal  menciona- 
da en  el  inciso  lo.  del  artículo  716  sino  a 
otro  diferente;  siendo  las  razones  ya  ex- 
puestas en  el  primer  párrafo  las  que  ex- 
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plican  que  la  hipoteca  no  pudo  seguir  pro- 
duciendo efectos  en  contra  del  propieta- 
rio; por  los  mismos  motivos  no  puede  ha- 
ber quebrantamiento  de  los  artículos  12  y 
13  del  Decreto  2010.  El  artículo  1121  dispo- 
ne que  la  inscripción  no  convalida  los  ac- 
tos o contratos  nulos,  pero  la  extinción  no 
está  fundada  en  acto  nulo  o que  siquiera 
se  haya  atacado  de  nulidad. 

— IV  — 

Entre  los  artículos  del  Código  de  Proce- 
dimientos Civiles  y de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil y Mercantil,  también  están  citados  con 
impertinencia  muchos  artículos  que  no  só- 
lo no  tienen  aplicación  sino  que  aún  te- 
niéndola no  podrían  dar  lugar  al  recurso 
por  infracción  de  ley.  Tales  son  los  ar- 
tículos 47,  48,  49,  51,  248,  259,  281  y 282  del 
Código  de  Enjuiciamiento;  567,  568,  574, 
589,  603,  618,  668,  672  inciso  lo.,  709,  712, 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles;  285, 
286,  287,  289,  290  Decreto  273,  45  y 46  De- 
creto 1747. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo además  en  los  artículos  512  y 521  del 
Código  de  Enjuiciamiento  Civii  y Mercan- 
til, DESESTIMA  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto y condena  al  recurrente  al  pago 
de  las  costas  del  mismo  y a una  multa  de 
cuarenta  quetzales  o prisión  de  cuarenta 
días  si  fuere  insolvente. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  a donde  co- 
rresponde. 

Federico  O.  Solazar. — Carlos  Castella- 
nos R.-~  Alberto  Argueta  S. — José  Serra- 
no Muñoz. — José  Lara. — Ante  mi.  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  Ordinario  de  divorcio  seguido  por 
Burdette  B.  Bliss  con  Margarita  Molina 
Llardén  de  Bliss. 

DOCTRINA:  El  que  afirma  está  obligado 
a probar. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y siete  de  Octubre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  que  la 
Sala  la.  de  la  Corte  de  Apelaciones  dictó 
el  catorce  de  septiembre  del  año  en  curso 
en  el  juicio  ordinario  de  divorcio  seguido 


por  don  Burdette  B.  BUss  contra  su  espo- 
sa doña  Margarita  Molina  Llardén  de 
Bliss. 

RESULTA: 

— I — 

El  ocho  de  abril  del  corriente  año  se 
presentó  el  señor  Bliss  con  auxilio  del  abo- 
gado don  Miguel  Prado,  al  Juzgado  lo.  de 
la.  Instancia  de  este  departamento,  de- 
mandando de  su  esposa  el  divorcio  abso- 
luto fundado  en  la  causal  contenida  en  el 
inciso  13  última  parte  del  artículo  123  del 
Código  Civil. 

La  señora  Molina  Llardén  de  Bliss,  con 
auxilio  del  abogado  don  Marcial  García 
Salas,  contestó  negativamente  y pidió  la 
apertura  a prueba. 

Fundada  la  demanda  en  que  la  eonduc- 
ta  de  la  esposa  hacia  intolerable  la  vida 
en  común,  pidió  el  actor  para  probar  la 
causal  el  examen  de  los  testigos  Fred  Wil- 
son,  Antonio  Iglesias,  Louis  Meyer  y Hans 
Von  Dittlemberger,  según  sendos  interro- 
gatorios acompañados.  La  parte  demanda- 
da, a su  vez,  solicitó  repreguntar  a los 
testigos  y,  en  efecto,  se  practicó  la  dili- 
gencia con  el  siguiente  resultado: 

A todas  las  preguntas  de  los  respectivos 
interrogatorios  contestaron  afirmativamen- 
te y ai  contestar  las  repreguntas  manifes- 
taron que  los  esposos  Bliss  se  mantenían 
en  desacuerdo  pareciéndoles  que  había  in- 
compatibilidad de  caracteres;  que  nunca 
se  dijeron  palabras  injuriosas,  pero  que  si 
se  notaba  el  disgusto  en  que  vivían.  El  tes- 
tigo Meyer  agregó  que  en  su  presencia 
discutían  y peleaban  los  esposos  Bliss,  con 
mucha  frecuencia  y que  él  les  rogaba  que 
no  tuvieran  discusiones;  al  preguntársele 
qué  actos  de  la  señora  Molina  hacían  in- 
tolerable la  vida  matrimonial  contestó  que 
siempre  estaba  criticando  y regañando  á 
su  esposo- 

La  demandada  presentó  como  prueba 
diligencias  de  posiciones  absueltas  por 
Bliss  y reconocimiento  de  documentos,  en 
que  consta  que  Bliss  envió  a su  esposa  a 
los  Estados  Unidos  de  Norte  América  ha- 
biéndole dirigido  entre  otras  cartas,  una 
que  contiene  el  párrafo  que  dice:  “yo  no  la 
puedo  criticar  en  nada,  siempre  ha  sido 
muy  buena  en  todo”,  palabras  que  tomó  la 
parte  demandada  para  alegar  su  inocen- 
cia y corroborar  la  falta  de  fundamento 
para  la  separación.  Además,  pidió  el  exa- 
men de  las  testigos  señoritas  Teresa  y 
Cristina  Farfán,  pero  la  diligencia  ya  no 
pudo  practicarse. 
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— U — 

El  siete  de  junio  próximo  pasado  dictó 
sentencia  el  Juez  declarando  disuelto  el 
vinculo  matrimonial  de  los  esposos  Bliss 
y mandando  cancelar  la  partida  respecti- 
va en  el  Registro  Civil.  Considera  el  fallo 
que  las  declaraciones  de  los  cuatro  testi- 
gos prueban  que  a pesar  de  no  haber  me- 
diado insultos  o palabras  soeces  entre  los 
cónyuges,  sí  ocurrían  entre  ellos  continuos 
disgustos  y desavenencias  que  hacían  in- 
tolerable la  vida  en  común,  apreciación 
que,  según  la  ley,  queda  al  criterio  del 
Juez.  También  consideró  la  procedencia 
de  fijar  la  pensión  alimenticia  eh  la  su- 
ma de  cincuenta  quetzales  al  mes. 

I — ni  — 

En  2a.  Instancia  se  verificó  el  examen 
de  las  testigos  señoritas  Farfán,  de  con- 
formidad con  los  interrogatorios  de  pre- 
guntas y repreguntas  presentados.  Mani- 
festó la  primera,  que  nunca  oyó  reyerta  o 
pleito  ni  ofensas  de  hecho  ni  de  palabra 
entre  los  esposos  Bliss,  quienes  eran  hués- 
pedes de  la  casa  que  las'  declarantes  tienen 
en  esta  Capital;  y la  segunda,  también, 
que  nunca  oyó  ningún  mal  trato  ni  pleito, 
sino  sólo  disgustos  pequeños;  que  algunas 
veces  le  contaba  Bliss  que  estaba  aburri- 
do y molesto;  que  muchos  dias  no  se  ha- 
blaban los  esposos  y la  declarante  le  decía 
que  se  contentara  con  la  señora. 

El  licenciado  García  Salas  acompañó 
certificación  de  la  sentencia  dictada  en 
el  juicio  sumarlo  de  alimentos;  y ambas 
partes  presentaron  sus  respectivos  alega- 
tos, procediendo  la  Sala  a resolver  el  ca- 
torce de  septiembre  último. 

Considera  que  con  las  declaraciones  de 
los  testigos  del  actor  no  quedaron  proba- 
dos los  extremos  de  su  demanda,  pues  no 
se  estableció  que  los  esposos  Bliss  hubie- 
ran cometido  actos  contra  el  honor,  la  in- 
dignidad moral,  o que  con  su  conducta  hi- 
cieran intolerable  la  vida  en  común,  sino 
que  únicamente  se  concretaron  los  testi- 
gos a decir,  que  los  vieron  disgustados  va- 
rias veces  sin  dar  razón  de  la  conducta  de 
la  señora  Molina  ni  dentro  ni  fuera  del 
hogar,  prueba  que  según  apreciación  de 
la  Sala,  no  convence  de  que  sea  cierta  la 
causal  invocada,  siendo  en  tal  caso  impro- 
cedente el  divorcio  que  se  solicita,  que  lo 
contrario  se  desprende  de  lo"^  declarado 
por  las  testigos  señoritas  Farfán,  de  la 
confesión  del  propio  señor  Bliss  en  las 


posiciones  articuladas  y de  las  cartas 
amistosas  que  él  mismo  dirigió  a su  espo- 
sa, las  cuales  fueron  debidamente  recono- 
cidas; que  los  hechos  a que  se  refieren 
los  testigos  en  sus  dichos  no  son  de  gra- 
vedad sino  corrientes  entre  personas  que 
viven  juntas;  y,  por  otra  parte,  no  consta 
en  los  autos  de  parte  de  quién  se  provo- 
caban las  desaveniencias.  En  consecuen- 
cia la  Sala  revocó  la  sentencia  apelada  y 
absolvió  a doña  Margarita  Molina  Llar- 
dén  de  la  demanda  de  divorcio,  por  falta 
de  plena  prueba,  condenando  en  las  costas 
al  demandado. 

— IV  — 

El  señor  Bliss,  bajo  la  dirección  del  li- 
cenciado don  Miguel  Prado,  introdujo  re- 
curso de  casación  contra  el  fallo  mencio- 
nado, por  violación  de  ley,  citando  como 
infringidos  los  artículos  siguientes:  inciso 
13  del  articulo  124  del  Código  CivU;  259, 
386,  427,  428  inciso  lo.,  430,  431,  157  y 158 
del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y Mer- 
cantil. Señalado  dia  para  la  vista  los  abo- 
gados presentaron  sus  respectivos  alega- 
tos, siendo  llegado  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

El  inciso  13  del  articulo  124  del  Código 
Civil,  que  se  refiere  a la  causal  de  divor- 
cio en  que  se  funda  la  demanda,  solamen- 
te pudo  violarse  en  la  sentencia  si  hubie- 
ra sido  plenamente  probada,  pero  no  es 
asi:  los  testigos  de  la  parte  actora  decla- 
raron uniformes  y contestes  sobre  lo  único 
que  les  constaba:  disgustos  entre  los  cón- 
yuges, sin  que  jamás  haya  habido  hechos 
injuriosos,  riñas  u ofensas  que  produjeran 
reciproca  odiosidad  o degeneraran  en  ac- 
tos que  hicieran  intolerable  la  vida  eñ  co- 
mún; y como  fuera  de  esta  prueba  no  hay 
otra  que  demuestre  la  causal,  es  indudable 
que  la  disposición  citada  no  se  encuentra 
infringida. 

El  artículo  259  del  Código  de  Enjuicia- 
miento, contiene  el  principio  fundamental 
de  que  el  que  afirma  está  obligado  a pro- 
bar, disposición  que  atañe  al  señor  Bliss, 
quien  estaba  obligado  a probar  que  la 
conducta  de  su  esposa  hacia  intolerable 
la  vida  conyugal,  pero  como  la  prueba  ren- 
dida no  es  bastante  para  el  efecto,  la  Sa- 
la al  apreciarlo  así  y absolver  de  la  de- 
manda, se  ajustó  a dicho  precepto. 

En  el  juicio  obran  las  declaraciones  de 
las  personas  propuestas  por  el  actor,  las 
cuales  fueron  recibidas  con  las  formalida- 
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des  de  ley  y analizadas  en  la,  sentencia, 
d'e  manera  que  se  cumplió  con  el  articulo 
386  del  Código  de  Enjuiciamiento,  pues  no 
se  estorbó  al  actor  el  derecho  que  tenía  pa- 
ra probar  su  acción  por  medio  de  testigos. 

En  cuanto  al  valor  de  esta  prueba,  el 
Tribunal  sentenciador  hizo  uso  de  la  fa- 
cultad que  le  otorga  el  artículo  427  del 
mismo  Código  para  estimar  que  con  tales 
declaraciones  el  hecho  no  quedaba  esta- 
blecido. 

En  la  sentencia  no  se  niega  que  sean  le- 
galmente verdaderas  las  declaraciones  de 
los  testigos  ni  que  no  sean  coriformes,  si- 
no que  los  hechos  presenciados  por  ellos 
no  son  suficientes  para  establecer  la  causal 
de  divorcio,  en  cuya  virtud  no  hay  viola- 
ción de  los  artículos  428  inciso  lo-,  430  y 
431  Código  de  Enjuiciamiento. 

Por  último,  los  artículos  157  y 158  del 
mismo  Código,  relativos  a las  costéis  no 
están  infringidos.  El  primero  menciona  los 
casos  en  que  procede  la  condenación,  de- 
jándolo al  criterio  del  Tribunal;  y el  se- 
gundo menciona  los  casos  en  que  no  es  fa- 
cultativo sino  obligatoria  la  condenación. 
La  sentencia  condena  en  costas  al  actor 
porque  a juicio  del  tribunal  sentenciador 
se  procedió  con  temeridad,  apreciación 
que  no  puede  dar  lugar  al  recurso  de  ca- 
sación. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo además  en  los  artículos  512  y 521  del 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercan- 
til, estimando  que  la  resolución  recurrida 
está  arreglada  a derecho,  DESESTIMA  el 
recurso  de  casación  interpuesto  y conde- 
na al  recurrente  al  pago  de  las  costas  del 
mismo  y a la  multa  de  cien  quetzales  o 
cincuenta  días  de  prisión  si  fuere  insol- 
vente. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

J.  iW,  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
ladar.— Carlos  Castellanos  R.—  Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
ventiocho  de  Octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco.  Vistos  para  resolver  los 
recursos  de  aclaración  y ampliación  in- 
terpuestos por  el  señor  Burdette  B.  Bliss; 
y Considerando:  que  los  términos  de  la 


sentencia  de  esta  Corte,  fecha  diez  y sie- 
te del  corriente,  desestimando  el  recurso 
de  casación  introducido  por  dicho  señor 
en  el  juicio  ordinario  de  divorcio  que  si- 
guió contra  su  esposa  doña  Margarita 
Molina  de  Bliss,  está  concebida  en  térmi- 
nos claros  y precisos;  que  tampoco  se  de- 
jó de  resolver  ningún  punto  de  los  concer- 
nientes al  recurso  interpuesto;  Por  Tan- 
to: la  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  los  artículos  455,  456  y 457  del  Códi- 
go de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil,  de- 
clara sin  lugar  la  ampliación  y aclaración 
pedidas. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde- 

Reina  Andrade. — Solazar. — Castellanos 
R. — • Argueta  S. — Serrano  Muñoz. — Juan 
Fernández  C.  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  Ordinario  seguido  por  Vidalina 
Pilón  viuda  de  Diéguez  con  la  Compañía 
de  Seguros  de  Vida  “El  Sol  del  Canadá”. 

DOCTRINA:  Los  contratantes  deben  suje- 
tarse eoctrictamente  a los  términos  en 
que  se  halle  celebrada  la  convención. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
nueve  de  Noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Para  resolverlo,  se  examina  el  recurso 
extraordinario  de  casación  introducido  por 
doña  Vidalina  Pilón  viuda  de  Diéguez, 
contra  la  sentencia  ejecutoria  proferida 
por  la  Sala  la.  de  la  Corte  de  Apelaciones 
el  veintiocho  de  agosto  del  año  en  curso, 
en  el  juicio  ordinario  que  dicha  señora  ha 
sostenido  con  la  Compañía  de  Seguros  de 
Vida  “El  Sol  del  Canadá”. 

En  el  recurso  — que  auxilia  el  Abogado 
Benjamín  Lemus  Morán  — están  señala- 
dos como  violados  por  la  Sala  sentencia- 
dora, los  Artículos:  1425,  1426,  1453  del  Có- 
digo Civil  de  1877;  426,  432,  435,  436,  433  en 
las  tres  fracciones  de  que  consta,  435  en 
sus  dos  partes  y,  434  del  Código  de  Co- 
mercio. 

En  las  actuaciones  que  sirven  de  ante- 
cedentes al  recurso  examinado,  consta  lo 
siguiente: 
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— I — 

El  veinticuatro  de  julio  del  año  de  mil 
novecientos  treinta  y cuatro,  demandó  la 
señora  Pilón  viuda  de  Diéguez,  ante  el 
Juez  primero  de  primera  Instancia  de  es- 
te Departamento,  a la  Compañía  de  Segu- 
ros de  Vida,  “El  Sol  del  Canadá”,  para 
que,  en  sentencia  firme  fueran  declara- 
dos los  puntos  expresados  a continuación: 

a)  Que  el  día  tres  de  junio  del  año  de 
mil  noveicentos  treinta,  a la  una  menos 
cuarenta  y cinco  minutos  de  la  mañana, 
estaba  vigente  el  seguro  de  vida  tomado 
por  don  Manuel  Diéguez  — en  forma  man- 
comunada con  la  demandante  — en  la  ci- 
tada Compañía; 

b)  “Que  en  consecuencia,  la  Compañía 
estaba  corriendo  ios  riesgos  a que  estaba 
comprometida  y habiéndose  llenado  el  re- 
quisito de  que  el  siniestro  ocurriera,  está 
en  la  obligación  de  pagar  el  seguro,  desde 
la  fecha  en  que  ocurrió”: 

c)  “Que  no  habiéndolo  hecho  asi,  esta- 
ba obligada  a reconocer  el  interés  legal 
desde  esa  fecha  y debe  también  pagar  las 
costas  del  juicio”:  y 

d)  “Que  estando  en  la  obligación  de 
pagar,  debe  hacerlo  dentro  del  término  im- 
prorrogable de  tres  días  de  notificada  la 
sentencia”. 

En  apoyo  jurídico  de  la  indicada  de- 
manda, la  señora  Pilón  viuda  de  Diéguez 
citó  los  Artículos  194  del  Código  de  Co- 
mercio, y,  1444  del  Civil  de  1877;  porque 
estando  en  vigor  el  contrato  a la  muerte 
del  asegurado,  al  no  cumplir  la  Compañía 
con  pagar  la  suma  en  aquella  fecha,  cayó 
en  mora,  y,  desde  ese  momento  le  corren 
los  intereses  legales- 

Citó  además,  los  Artículos  125  y 126  del 
Decreto  273;  porque,  según  entendía,  con 
el  hecho  de  no  querer  reconocer  los  dere- 
chos que  le  asistían,  la  Empresa  demanda- 
da puso  de  manifiesto  su  mala  fé;  y,  por 
lo  tanto,  era  responsable  de  los  gastos  del 
litigio. 

— n - 

El  representante  de  la  Compañía  de  Se- 
guros de  Vida  “El  Sol  del  Canadá”,  con- 
testó la  demanda  de  la  señora  Pilón  viuda 
de  Diéguez  en  sentido  negativo.  Ei  funda- 
mento legal  invocado  para  ese  efecto,  fué 
que  dicha  señora  carecía  de  todo  derecho 
pal  a cobrar  el  valor  de  una  póliza  ya  ca- 
ducada, en  vista  de  que  no  se  rehabilitó 
en  el  tiempo  fijado  en  el  contrato  respec- 
tivo. 


Y,  concluyó  interponiendo  las  excepcio- 
nes perentorias  de  falta  de  acción,  y de 
nulidad  de  la  póliza  fundamental  de  la  de- 
manda. 

— m — 

Durante  la  dilación  probatoria,  la  seño- 
ra viuda  de  Diéguez  rindió  ias  justifica- 
ciones que  siguen: 

a)  Posiciones  absueltas  por  el  Repre- 
sentante de  la  Compañía  demandada,  con 
las  que  trataba  de  establecer  los  extremos 
de  su  demanda. 

b)  La  póliza  del  seguro  de  vida,  cuyo 
pago  es  objeto  del  presente  juicio. 

c)  Recibos  extendidos  por  “El  Sol  del 
Canadá”  sobre  pago  de  dos  primas;  y un 
comprobante  de  dividendos  cubierto  por 
la  Compañía  demandada. 

Esta  última  Empresa  adujo  como  prue- 
bas de  su  parte: 

a)  una  certificación  extendida  por  la 
Secretaria  de  la  Sala  2a.  de  la  Corte  de 
Apelaciones.  En  dicho  atestado  aparecen: 
un  pedimento  del  señor  Fiscal  de  dicha 
Cámara  de  Justicia  y,  la  resolución  dicta- 
da por  el  indicado  Tribunal,  en  la  cual  la 
caducidad  de  la  póliza  cuestionada;  y 

b)  Las  declaraciones  de  los  testigos,  Au- 
gusto Paiz  y Ricardo  Camacho  Bori.  Con 
los  dichos  de  tales  personas  se  proponía 
justificar,  que  el  pago  efectuado  por  parte 
de  la  demandante  el  dos  de  junio  del  año 
de  mil  novecientos  treinta,  fué  el  de  la  se- 
gunda prima  del  seguro  de  vida  de  don 
Manuel  Diéguez  Vásquez  y doña  Vidalina 
PUón  de  Diéguez;  pero  con  la  condición  de 
que  se  llenaran  los  demás  requisitos  para 
la  rehabilitación  de  la  mencionada  póliza, 
por  estar  ya  caducada.  Los  declarantes 
aludidos  fueron  repreguntados  por  la  se- 
ñora viuda  de  Diéguez,  con  el  fin  de  des- 
virtuar sus  deposiciones. 

— IV  — 

Agotada  la  discusión  judicial,  el  Juez  de 
primer  grado  le  puso  fin  con  la  sentencia 
proferida  el  veintiocho  de  mayo  del  año 
en  curso.  En  dicho  fallo,  al  declarar  im- 
procedentes las  excepciones  perentorias 
propuestas  por  la  Compañía  “El  Sol  del 
Canadá”,  la  absuelve  — sin  especial  con- 
denación al  pago  de  las  costas  — de  la  de- 
manda intentada  en  su  contra  por  la  viu- 
da de  Diéguez. 

El  fallo  aludido  se  basa,  en  que  la  de- 
mandante no  justificó  la  vigencia  de  la 
póliza  en'  cuestión,  a la  fecha  del  fallecí- 
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miento  del  asegurado.  Se  estima  en  la  re- 
solución indicada:  que  no  es  prueba  sufi- 
ciente para  ello,  el  recibo  de  pago  de  “pri- 
ma” presentado  al  juicio;  porque  debió 
completarse  con  la  de  haberse  cumplido 
con  los  demás  requisitos  que  la  misma  pó- 
liza establece  para  su  rehabilitación. 

— V — 

El  recurso  de  apelación  introducido  por 
Doña  Vidalina  viuda  de  Diéguez,  dió  ori- 
gen a la  segunda  Instancia  del  juicio-  En 
ella,  la  parte  demandante,  se  concretó  a 
robustecer  con  nuevas  argumentaciones, 
la  tésis  sustentada  en  el  primer  grado  de 
la  controversia. 

La  Compañía  contendiente,  tan  sólo  se 
limitó  a presentar  una  declaración  extra- 
judicial del  testigo  Doctor  Ricardo  Chá- 
vez,  quien  asistió  durante  su  enfermedad 
al  señor  Diéguez. 

Concluida  la  sustentación  del  segundo 
grado,  fué  dictada  la  sentencia  ejecutoria 
de  veintiocho  de  agosto  de  este  año,  men- 
cionada al  principio.  La  decisión  aludida, 
con  los  mismos  basamentos  de  derecho 
del  fallo  de  primera  Instancia,  confirma 
éste,  en  todas  sus  partes. 

Esta  resolución  originó  el  recurso  extra- 
ordinario que  se  eximina.  Y,  como  la  vis- 
ta se  efectuó  con  las  formalidades  de  Ley, 
y,  la  recurrente  alegó  indicando  las  razo- 
nes de  su  recurso,  es  el  caso  de  resolver 
lo  procedente  en  derecho.  Por  ese  motivo, 
el  Tribunal  de  Casación, 

CONSIDERA: 

— VI  — 

Que  la  base  de  la  acción  intentada  por 
doña  Vidalina  Pilón  viuda  de  Diéguez  era 
la  evidencia  completa  de  que,  el  tres  de 
junio  del  año  de  mil  novecientos  treinta, 
a la  una  menos  cuarenta  y cinco  minutos 
de  la  mañana,  estaba  vigente  el  seguro  de 
vida  cuestionado  en  este  juicio.  Tal  prue- 
ba plena  no  fué  rendida. 

En  efecto:  de  conformidad  con  la  cláu- 
sula segunda  de  los  Privilegios,  del  con- 
trato, éste  caducó  y,  por  lo  tanto  era  ya 
nulo  cuando  la  demandante  hizo  el  pago 
de  la  segunda  prima;  puesto  que  lo  efec- 
tuó hasta  el  dos  de  junio  del  año  de  mil 
novecientos  treinta;  es  decir,  cuando  ya 
habían  transcurrido  con  exceso  los  trein- 


ta días  de  gracia  a que  se  refiere  la  cláu- 
sula indicada,  pues  éstos  vencieron  el  cua- 
tro de  abril  de  ese  mismo  año. 

En  ese  caso,  para  poder  declarar  la  vi- 
gencia del  aludido  contrato  al  ocurrir  la 
muerte  del  señor  Diéguez,  cuarenta  y cin- 
co minutos  antes  de  la  primera  hora  del 
día  tres  de  junio  de  mu  novecientos  trein- 
ta, es  Ineludible  la  prueba  completa  de  que 
la  póliza  se  había  rehabilitado  y,  de  que 
realmente  lo  estaba  al  devenir  el  siniestro. 
Asi  está  pactado  en  la  cláusula  décima  de 
los  Privilegios.  Tal  extremo  es  el  que  no 
se  justificó  con  los  documentos  presenta- 
dos al  juicio  por  los  demandantes;  porque 
ellos  no  evidencian  la  rehabilitación  indi- 
cada, tal  como  se  halla  estipulado  en  la 
décima  cláusula  aludida. 

Luego,  en  esa  situación,  al  resolver  la 
Sala  sentenciadora  en  la  forma  en  que  lo 
hizo,  en  vez  de  violar  los  artículos  1425, 
1426  y 1453  del  Código  CivU  de  1877,  co- 
mo afirma  la  recurrente,  hizo  recta  apli- 
cación de  tales  leyes;  desde  luego  que  pa- 
ra ello,  se  sujetó  estrictamente  a los  tér- 
minos del  contrato,  que  es  la  suprema  Ley 
entre  los  pactantes. 

— vn  — 

Una  consecuencia  lógica,  derivada  de  lo 
que  se  deja  considerado  en  el  Número  an- 
terior, es  la  de  que,  de  ninguna  manera 
pudo  infringir  la  Sala  la.  de  la  Corte  de 
Apelaciones  los  Artículos  426,  432,  433  en 
sus  tres  fracciones;  434,  435  en  sus  dos 
partes  — esta  Ley  está  repetida  en  el  es- 
crito de  introducción  del  recurso  — y 436 
del  Código  de  Comercio. 

Las  leyes  mencionadas  constituyen  un 
apoyo  legal  más  para  la  resolución  de  la 
Cámara  recurrida.  Tal  sentencia  está  ba- 
sada en  el  hecho  primordial  de  que  la  se- 
ñora Pilón  viuda  de  Diéguez  no  demostró, 
que  al  fallecer  su  esposo  estaba  rehabili- 
tada la  póliza  que  ya  había  caducado  por 
falta  de  pago  de  la  segunda  prima  en  el 
tiempo  estipulado.  Luego  pues,  mal  podía 
el  Tribunal  de  segundo  grado  quebrantar 
preceptos  legales,  que,  como  se  dijo  antes, 
sirven  para  darle  mayor  fundamento  a su 
decisión. 

— VIII  — 

Por  todo  lo  que  se  deja  considerado,  con 
apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo  dispues- 
to en  los  Artículos  513  y 521  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil,  EL  TRI- 
BUNAL DE  CASACION, 
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RESUELVE: 

DESESTIMAR  EL  RECURSO  de  que  se 
ha  Hecho  mérito;  y,  condenar  a la  recu- 
rrente al  pago  de  las  costas  del  mismo  y, 
al  de  una  multa  de  veinticinco  quetzales, 
o veinticinco  días  de  prisión  en  caso  de 
insolvencia- 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Carlos  Castella- 
nos R. — José  Serrano  Muñoz. — Francisco 
Menéndez  B. — R.  Reyes  G. — Ante  mi,  Juan 
Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  hereditario  del  Licenciado  Anto- 
nio VaZenzuela  y Clotilde  Moreno  de 
VaJefizuela,  aprobando  la  partición  de 
bienes. 

DOCTRINA:  El  Partidor  fijará  a su  pru- 
dente arbitrio  las  bases  de  la  partición 
si  los  interesados  no  se  pusieren  de 
acuerdo  en  la  junta  respectiva.  Los  bie- 
nes que  no  admitieren  cómoda  división 
podrán  adjudicarse  a uno  de  los  herede- 
ros con  la  condición  de  abonar  a los 
otros  el  exceso. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintisiete  de  Noviembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cinco. 

Visto  el  presente  recurso  de  casación  ins- 
truido por  el  licenciado  don  Alberto  C.  Ca- 
mey  contra  el  auto  de  once  de  octubre  del 
corriente  año  dictado  en  el  juicio  heredi- 
tario del  licenciado  don  Antonio  Valen- 
zuela  y doña  Clotilde  Moreno  de  Valen- 
zuela,  aprobando  la  partición  de  bienes. 

RESULTA; 

El  Juez  lo-  de  la.  Instancia  de  este  de- 
partamento designó  al  licenciado  don 
Isaías  Peñalonzo  Contador  Partidor  de  los 
bienes  de  las  mortuorias  de  las  personas 
anteriormente  mencionadas  y en  su  opor- 
tunidad presentó  al  Tribunal  el  proyecto 
respectivo  el  cual  fué  objeto  de  oposición 
por  parte  de  la  representación  del  grupo 
de  herederos  Azurdia  Valenzue’.a,  de  doña 
Magdalena  Valenzuela  de  Ham  y de  don 
Alfredo  Valenzuela  Moreno,  pero  al  cono- 
cerse la  resolución  por  la  Sala  solamente 
continuaban  la  oposición  los  señores  Azur- 


dia. Verificada  la  junta  de  los  interesados 
con  asistencia  del  Partidor  no  fué  posible 
llegar  a un  acuerdo,  pero  el  Juez  conside- 
rando que  el  proyecto  estaba  conforme  con 
la  voluntad  de  la  mayoría  de  los  herede- 
ros y con  entero  arrego  a las  prescripcio- 
nes legales,  le  dió  su  aprobación  en  auto 
de  siete  de  agosto  del  año  en  curso. 

La  Sala  la.  conoció  en  virtud  de  apela- 
ción y confirmó  el  auto,  considerando  que 
el  Partidor  está  facultado  por  la  ley  para 
fijar  las  bases  a su  prudente  arbitrio  cuan- 
do no  hubiere  acuerdo  entre  las  partes,  to- 
da vez  que  no  se  puede  obligar  a los  co- 
herederos a permanecer  proindiviso;  y en 
el  caso,  el  Partidor  obró  con  equidad  y con 
la  proporcionalidad  establecida  en  los  tes- 
tamentos, indicándose  cómo  se  redimirán 
las  deudas  y los  adjudicatarios  están  de 
acuerdo  en  su  mayoria,  por  lo  que  la  pre- 
tensión del  único  opositor  de  que  se  re- 
maten los  bienes  de  la  mortuoria  carece  de 
fundamento  legal  y ocasionaría  perjuicios 
a los  herederos. 

El  licenciado  don  Alberto  C.  Camey,  apo- 
derado de  los  señores  doctor  José  Rober- 
to Azurdia,  Leonor  Azurdia  de  Chibber- 
Went,  Enrique,  Oscar,  María  Teresa,  Jose- 
fina, Marta  y Eugenia  Azurdia  Valenzuela, 
herederos  todos  de  doña  Clotilde  Moreno 
de  Valenzuela,  en  representación  de  su  se- 
ñora madre  doña  María  Teresa  Valenzue- 
la de  Azurdia,  introdujo  recurso  de  casa- 
ción centra  el  auto  relacionado  afirmando 
el  recurrente  que  la  Sala  vialó  las  siguien- 
tes disposiciones:  artículos  900,.  1012,  1013, 
1014  del  Código  Civil  (Dto.  1932),  563,  615, 
617,  623  inc'so  7o.,  624,  625  y 626  del  Có- 
digo de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil. 

CONSIDERANDO; 

En  el  testamento  de  la  causante  señora 
Moreno  de  Valenzuela  se  expresa  con  cla- 
ridad la  parte  que  a cada  uno  de  los  he- 
rederos debía  asignarse  en  los  bienes  de  la 
herencia.  El  Partidor  no  pudo  cumplir,  li- 
teralmente con  el  testamento  porque  equi- 
valía a que  los  herederos  continuaran  en 
la  proindivísión  la  cual  se  trataba  de  hacer 
cesar;  por  cuyo  motivo  no  era  posible  cum- 
plir con  lo  dispuesto  en  el  articulo  563  del 
Código  de  Enjuiciamiento. 

El  articulo  615  del  mismo  código,  pre- 
viene al  Partidor  que  pida  privadamente 
a las  partes  interesadas  las  instrucciones 
y aclaraciones  que  juzgue  oportunas;  y en 
caso  de  no  obtenerlas  que  ocurra  al  Juez 
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para  que  convoque  a una  junta  a fin  de 
que  se  fijen  los  puntos  que  crea  indispen- 
sables; de  tal  manera  que  si  el  Partidor  no 
solicitó  instrucciones  al  grupo  de  herede- 
ros Azurdia  Valenzuela,  como  no  estaba 
obligad'o  a hacerlo  sino  sólo  en  caso  de 
creerlo  oportuno,  tal  omisión  no  implica 
por  parte  de  la  Sala  quebrantamiento  del 
articulo  mencionado  ni  del  siguiente  616, 
que  es  su  consecuencia,  mucho  más  si  se 
considera  que  el  Contador  tomó  como  ba- 
se lo  dispuesto  en  los  testamentos  para  ad- 
judicar a cada  heredero  el  número  de  por- 
ciones asignadas  en  los  mismos  procedi- 
mientos que  estimó  más  equitativo  y más 
beneficioso  para  los  interesados,  que  la  su- 
basta de  los  bienes,  como  pretendía  el  grupo 
Azurdia,  la  cual  manifiestamente  hubiera 
perjudicado  a la  moyoria. 

Por  lo  expuesto,  el  Partidor  no  podia 
hacer  por  igual  valor  las  adjudicaciones, 
tod’a  vez  que  debia  ajustarse  al  testamen- 
to en  cuanto  le  fuera  pasible,  no  siendo  el 
caso  de  aplicar,  por  consiguiente,  el  articu- 
lo 900  del  Código  Civil.  A este  propósito, 
expresa  el  recurrente  que  hay  violación  de 
los  artículos  624,  625  y 626  que  prescriben 
la  venta  en  pública  subasta  de  los  biene-s 
que  fueren  indivisibles  o que  no  admitan 
cómoda  división. 

En  el  caso,  es  cierto  que  los  bienes  cu- 
vas  porciones  estaban  destinadas  a varios 
herederos.  lio  admiten  cómoda  división, 
pero  siendo  varios  los  inmueb’es,  la  solu- 
ción Que  se  dió  a la  partición  es  mucho 
más  favorable,  como  se  ha  dicho,  que  si 
hubiera  sacado  a remate  todos  los  bie- 
nes, aparte  de  que  sólo  el  grupo  Azurdia 
está  en  desacuerdo  con  lo  aprobado  por  los 
demás  coherederos,  razones  por  las  cua'es 
el  tribunal  sentenciador  encontró  equita- 
tivo y legal  el  proyecto  y le  dió  asimismo 
su  aprobación. 

En  cuanto  a las  deudas  de  la  mortuoria 
el  Partidor  explica  cómo  procedió  a liqui- 
darlas. Todo  el  pasivo  está  distribuido 
proporcionalmente  entre  los  obligados  al 
pago  y respecto  al  crédito  que  quedó  a car- 
go del  grupo  Azurdia  fué  debido  al  mayor 
va'or  de  los  inmuebles  que  se  le  destinaron, 
el  cual  permite  el  pago  del  crédito  sin 
afectar  en  nada  su  haber  hereditario.  E-s- 
tán  cumplidos,  en  consecuencia,  los  requi- 
sitos que  exigen  los  artículos  616  y 623  in- 
ciso 7o-  del  Código  de  Enjuiciamiento, 
1012,  1013  y 1014  del  Código  Civil. 


POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  estiman- 
do que  la  resolución  recurrida  está  arre- 
glada a derecho,  DESESTIMA  el  recurso 
interpuesto  y,  con  fundamento  en  el  ar- 
tículo 521  del  Código  de  Enjuiciamiento, 
condena  al  recurrente  al  pago  de  las  cos- 
tas del  mismo  y a una  multa  de  cincuenta 
quetzales  o veinticinco  dias  de  prisión  en 
caso  de  insolvencia. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — ■ Federico  O. 
Salazar. — Alberto  Argucia  S.—  José  Se- 
rrano Muñoz. — R.  Reyes  G. — Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  Hereditario  seguido  vor  Felive 
Yurrita  con  Luz  Carranza  viuda  de  Dig- 
hero. 

DOCTRINA:  Las  pensiones  vitalicias  que 
se  deriven  de  accidentes  de  trdbaio 
acordadas  en  favor  de  las  viudas  de  los 
trabajadores  fallecidos,  deben  caducar 
cuando  las  agraciadas  viven  en  concu- 
binato con  otro  hombre. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinte  de  Diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Para  resolverlo  se  examina  el  recurso 
extraordinario  de  casación  introducido 
por  don  Felipe  Yurrita,  con  auxilio  del 
Abogado  José  Antonio  Mandujano,  contra 
la  sentencia  ejecutoria  proferida  por  la 
Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 
el  quince  de  noviembre  del  año  de  mil  no- 
vecientos treinta  y cuatro,  en  el  juicio  or- 
dinario que  dciho  señor  sostuvo  con  doña 
Luz  Carranza  viuda  de  Dighero. 

En  el  recurso,  señala  como  violados  por 
la  Sala  sentenciadora  el  señor  Yurrita,  los 
Artículos  XV  y XVI  de  los  Preceptos  Fun- 
damentales de  la  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial. 

En  los  autos  que  sirven  de  antecedentes 
al  recurso  examinado,  consta  lo  siguiente: 

— I — 

El  día  trece  de  septiembre  del  año  de 
mü  novecientos  treinta  y tres  se  presentó 
don  Felipe  Yurrita  ante  el  Juez  Segundo 
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Departamental,  entablando  demanda  or- 
dinaria contra  la  señora  Carranza  viuda 
de  Dighero,  para  que  se  declarara  extin- 
guida la  obligación  que  pesaba  sobre  él,  de 
pagarle  una  pensión  vitalicia  a dicha  se- 
ñora. 

La  pensión  aludida  es  de  diez  quetzales 
cada  mes,  y derivada  de  haber  fallecido  el 
esposo  de  la  demandada,  don  Justiniano 
Dighero,  en  la  finca  “El  Ferrol”  del  señor 
Yurrita,  a causa  de  un  accidente  sobreve- 
nido cuando  se  ocunaba  en  los  trábalos  de 
la  finca  mencionada.  Por  ese  motivo,  los 
Tribunales  de  Justicia  condenaron  al  de- 
mandante actual,  a cubrir  la  relacionada 
pensión  a la  viuda  del  fallecido,  asi  como 
otra  de  siete  quetzales  a un  hilo  menor 
del  señor  Dighero  y de  la  demandada,  has- 
ta que  cumpla  la  edad  de  doce  años. 

La  acción  entablada  se  funda  en  el  he- 
cho de  Que,  por  yivir  la  viuda  de  Dighero 
sosteniendo  relaciones  amorosas  con  don 
Alfonso  Estrada  Ricci,  con  auien  nrocrió 
un  hijo  nacido  el  cinco  de  abril  de  mil  no- 
vecientos treinta  y tres,  considera  don  Fe- 
lipe Yurrita  que  ha  cesado  la  obligación 
con  respecto  a la  señora  aludida.  Poi-  ello, 
y.  por  creer  que  la  demandada  “ha  busca- 
do otro  modo  de  vivir”  demanda  la  extin- 
ción relacionada:  va  que  de  otra  manera, 
del  dinero  entregado  por  él.  participaría 
quien  hace  veces  de  marido  de  doña  Luz 
Carranza  viuda  de  Dighero. 

Con  la  demanda  fué  presentada  la  par- 
tida de  nacimiento  del  hüo  procríado  con 
el  señor  Ricci. 

— n — 

La  discusión  judicial  quedó  formalizada, 
por  haberse  tenido  la  demanda  por  con- 
testada, en  rebeldía  de  doña  Luz  Carran- 
za viuda  de  Dighero. 

Durante  la  dilación  probatoria,  don  Fe- 
lipe Yurrita  rindió. las  justificaciones  si- 
guientes: 

a)  La  partida  de  nacimiento  del  menor 
Roberto  Estrada,  hijo  de  Alfonso  Estrada 
Ricci  y de  Luz  Carranza,  Dicho  menor  na- 
ció en  esta  ciudad  el  cinco  de  abril  de  mil 
novecientos  treinta  y tres;  y, 

b)  Un  informe  emitido  por  la  Secreta- 
ria de  Estado  en  el  Despacho  de  Educa- 
ción Pública,  relativo  a la  gestión  hecha 
por  la  Municipalidad  de  Amatitlán,  para 
lograr  la  remoción  del  cargo  de  Directora 
de  la  Escuela  de  Niñas  que  desempeñaba 
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doña  Luz  Carranza  viuda  de  Dighero;  lo 
cual  se  logró,  por  haber  sido  nombrada 
otra  persona  para  sustituirla, 

— III  — 

Concluida  la  discusión  judicial,  le  puso 
fin  a la  primera  Instancia  del  juicio  el  Juez 
Segundo  Departamental  con  el  fallo  dic- 
tado el  veintinueve  de  mayo  de  mil  nove- 
cientos treinta  y cuatro. 

En  la  resolución  indicada,  resuelve  ab- 
solver a la  señora  Carranza  viuda  de  Dig- 
hero  de  la  acción  intentada  en  su  contra, 
sin  especial  condenación  de  costas. 

Para  llegar  a esa  finalidad,  estima  el 
J’ipz  sentenciador,  que  las  pruebas  rendi- 
das por  don  Felipe  Yurrita  no  son  sufi- 
cientes para  poner  en  evidencia  la  con- 
ducta viciosa  de  la  persona  agraciada  con 
la  pensión  vitalicia  de  que  se  trata.  Todo 
ello,  sin  dejar  de  considerar  que  es  de  jus- 
ticia suspender  el  pago  de  las  pensiones  de 
esta  clase,  cuando  la  persona  favorecida 
no  sea  digna  de  tal  cosa;  ya  por  ser  dudo- 
sa la  conducta  observada  por  el  agracia- 
do, o bien,  por  su  falta  de  ap’icación  al 
trabajo.  Y,  en  todo  caso,  porque  esas  pen- 
siones no  pueden  ser  fuente  de  explotación 
para  los  patrones. 

— IV  — 

En  la  Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones, Tribunal  a donde  fueron  eleva- 
dos los  autos  por  recurso  de  alzada  inter- 
puesto por  don  Felipe  Yurrita,  sostuvo  es- 
te señor  la  tes’s  de  que,  no  era  de  justicia 
estar  pagando  una  pensión  a la  señora 
Carranza  viuda  de  Dighero,  por  vivir  esta 
señora  maridablemente  con  don  Alfonso 
Estrada  Ricci,  con  quien  procrió  un  hijo. 
Argumenta,  que  en  este  caso  el  dinero  da- 
do por  él  para  amparar  a la  señora  Ca- 
rranza en  su  viudedad,  ya  no  vendria  a fa- 
vorecerla solamente  a ella,  sino  también  a 
otras  personas  que,  de  ninguna  manera 
habian  sido  afectadas  en  el  desgraciado 
accidente  de  trabajo  ocurrido  a don  Justi- 
niano Dighero;  máxime  que  la  viuda  de 
este  señor  ya  ño  necesitaba  de  ningún  au- 
xilio facilitado  por  el  recurrente,  por  tal 
circunstancia. 

Para  justificar  la  vida  maridable  que  ha- 
cia la  señora  Carranza  con  don  Alfonso 
Estrada  Ricci,  presentó  una  certificación 
extendida  por  la  Dirección  General  de  Po- 
licía, ij  ! 
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Como  la  parte  contraria  no  hiciera  uso 
de  la  audiencia  concedida,  la  Sala  profirió 
su  resolución  ejecutoria  el  quince  de  no- 
viembre de  mU  novecientos  treinta  y cua- 
tro. 

En  ella  confirma  la  de  primer  grado, 
con  la  modificación,  de  que  no  se  absuelve 
a la  viuda  de  Dighero  por  falta  de  prueba, 
sino  de  causa  para  la  acción  intentada. 
La  base  de  tal  resolución,  según  considera 
el  Tribunal,  es  que  no  hay  Ley  que  sea 
aplicable  para  exonerar  al  señor  Yurrita 
de  pagar  la  pensión  relacionadia ; por  más 
que  se  hubiesen  probado  las  causales  in- 
vocadas por  él. 

La  sentencia  ejecutoria  mencionada  ori- 
ginó el  recurso  extraordinario  propuesto 
por  el  señor  Yurrita;  quien  al  fundarlo,  ha 
sostenido  los  mismos  argumentos  esgrimi- 
dos en  las  dos  Instancias  del  juicio. 

Y,  como  la  vista  se  efectuó  en  la  fecha 
señalada  para  el  efecto,  es  el  caso  de  re- 
solver lo  procedente  en  derecho.  Por  ese 
motivo  el  Tribunal  de  Casación, 

CONSIDERA : 

— V — 

Que  la  certificación  extendida  por  la 
Dirección  Genera'  de  Policía  el  veintisiete 
de  julio  del  año  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cuatro,  es  suficiente  para  demostrar: 
que  doña  Luz  Carranza  viuda  de  Dighero 
vivía  en  la  fecha  indicada  maridablemen- 
te con  don  Alfonso  Estrada  Ricci;  forma 
de  vivir  que  hacían  desde  principios  del 
año  de  mil  novecientos  treinta  y tres.  Es- 
to, además  lo  corrobora  la  partida  de  na- 
cimiento del  menor  Mario  Roberto  Estra- 
da, fruto  de  esa  unión;  desde  luego  que  su 
nacimiento  tuvo  lugar  el  cinco  de  abril  de 
mil  novecientos  treinta  y tres. 

Los  documentos  relacionados,  son  de- 
mostrativos, en  este  caso,  de  que  la  seño- 
ra viuda  de  Dighero  cultivó  re’ aciones 
amorosas  con  el  señor  Estrada  Ricci,  con 
qu’en  convive  y procrió  un  hijo. 

Ahora  bien,  don  F’elipe  Yurrita  deman- 
da que  se  le  exonere  de  seguir  pagando  a 
la  viuda  de  Dighero  la  pensión  vitalicia  a 
que  lo  condenaron  los  Tribunales  de  Justi- 
cia por  haber  fallecido  el  esposo  de  dicha 
señora  en  un  accidente  de  trabajo  ocurri- 
do en  una  finca  de  su  propiedad,  fundado 
en  la  causal  de  que  se  ha  hecho  referencia; 
es  decir,  que  la  agraciada  vive  en  concubi- 


nato con  el  repetido  señor  Estrada  Ricci. 
Tal  extremo,  como  se  ha  dicho  está  de- 
mostrado en  el  juicio. 

Para  ello  cita  en  su  favor  preceptos  si- 
milares contenidos  en  las  leyes  de  pen- 
siones, Jubilaciones  y Montepíos,  y Cons- 
titutiva del  Ejército,  respectivamente,  vi- 
gentes cuando  se  inició  el  juicio.  En  efec- 
to. tales  leves  preceptúan  de  manera  ex- 
presa, que  las  viudas  pierden  todo  derecho 
a las  pensiones  con  que  son  favorecidas, 
por  los  hechos  de  contraer  nuevsis  nupcias, 
o de  vivir  en  concubinato;  que  es.  precisa- 
mente. la  situación  en  que  se  halla  la  se- 
ñora Carranza  viuda  de  Dighero. 

El  demandante  recurre  a las  leyes  alu- 
didas — amparado  para  ello  en  lo  dispues- 
to en  los  Artículos  XV  y XVI  de  los  Pre- 
ceptos Fundamenta'es  de  la  Lev  Constitu- 
tiva del  Poder  Judicial  — por  la  circuns- 
tancia de  que  en  el  Decreto  Legislativo 
Número  1827,  o sea  la  Ley  de  Accidentes 
del  Trabajo,  no  existe  una  disposición  si- 
milar. 

Por  la  razón  indicada  señala  como  vio- 
lados por  la  Sala  sentenciadora  los  Artícu- 
los XV  y XVT  ya  aludidos.  El  último  de  los 
preceptos  indicados,  con  los  fines  de  que 
no  se  retarde,  ni  suspenda  ni  deniegue  la 
administración  de  justicia,  manda,  que  en 
los  casos  de  falta,  obscuridad,  ambigüedad 
o insuficiencia  de  la  Ley,  se  resuelvan  los 
asuntos  debatidos  conforme  a los  artículos 
anteriores.  Entre  ellos  se  encuentra  preci- 
samente el  Número  XV,  el  cual,  faculta  a 
los  jueces  para  juzgar  los  asuntas  com- 
prendidos en  los  casos  citados  anterior- 
mente, teniendo  como  guía  las  disposi- 
ciones de  otras  leyes  sobre  casos  análogos. 

En  el  juicio  tenido  a la  vista,  ya  se  dijo 
que  la  Ley  de  Accidentes  de  Trabajo  no 
contiene  disposición  expresa  para  suspen- 
der las  pensiones  acordadas,  en  un  caso 
como  el  presente-  El  fin  perseguido  por 
la  Ley  indicada  es  el  de  no  dejar  en  nin- 
gún desamparo  a las  viudas  de  las  perso- 
nas fallecidas  en  accidentes  de  trabajo. 
Es  un  fin,  tanto  moral  como  justo.  Mas, 
esta  justicia  y esa  moralidad  desaparecen 
cuando  la  viuda  favorecida  con  la  pensión 
vive  en  concubinato,  por  sobrevenir  la  pre- 
sunción de  que,  el  auxilio  ya  no  es  sólo  pa- 
ra quien  quiso  amparar  la  Ley,  sino  para 
otras  personas  distintas.  De  ahí  que  re- 
sulte inmoral  y contrario  a la  justicia  que 
el  patrón,  como  el  Estado  — en  los  casos 
de  empleados  y componentes  del  Ejército 
Nacional  — sigan  pensionando  a viudas 
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que  han  cambiado  de  género  de  vida  y, 
que  por  lo  tanto,  están  bajo  el  amparo  del 
hombre  con  quien  viven. 

Todas  esas  razones  son  más  que  suficien- 
tes, para  juzgar  el  caso  discutido,  por  ana- 
logia  con  las  leyes  relacionadas  anterior- 
mente, por  estar  probado  que  la  deman- 
dada vive  en  concubinato  con  don  Alfon- 
so Estrada  Ricci.  Todo  de  acuerdo  con  lo 
preceptuado  en  los  Artículos  XVI  y XV  de 
la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial. 
Como  la  Sala  sentenciadora  no  aplicó  los 
Artículos  relacionados  al  resolver  en  la 
forma  en  que  lo  hizo,  es  indudable  la  vio- 
lación de  ellos;  lo  que  es  suficiente  para 
admitir  el  recurso  con  el  fin  de  casar  y 
anular  la  ejecutoria  recurrida  y de  resol- 
ver lo  procedente  en  derecho. 

Por  lo  que  se  deja  considerado,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y,  en  lo  que  dispo- 
nen los  Artículos  513  y 518  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil,  el  Tri- 
bunal de  Casación, 

RESUELVE  : 

Casar  y anular  la  ejecutoria  recurrida, 
y,  decidir  sobre  lo  principal:  que  don  Fe- 
lipe Yurrita  queda  exonerado  de  seguir  pa- 
sando la  pensión  relacionada  a doña  Luz 
Carranza  viuda  de  Dighero,  por  haber  per- 
dido dicha  señora  todo  derecho  para  ello; 
y,  que  no  hay  especial  condenación  al  pa- 
go de  costas. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos. 

Federico  O.  Solazar. — Carlos  Castella- 
nos R. — Alberto  Argueta  S. — José  Serra- 
no Muñoz. — Ric.  Ortiz  Sánchez.  Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO:  Ordinario  de  terceria  interpues- 
to por  Bonifacia  Valladares  viuda  de 
Espinoza  en  la  ejecución  sostenida  en- 
tre Nicol  Hermanos  y José  Guillot  y 
Marti  y Compañía. 

DOCTRINA:  Para  considerar  como  nova- 
do un  Contrato,  es  bastante  para  ello  el 
cambio  de  uno  de  los  contratantes  ei. 
el  otro  que  se  celebre. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala 
veintitrés  de  Diciembre  de  mU  novecien- 
tos treinta  y cinco. 

Para  resolverlo  se  examina  el  recurso 
extraordinario  de  casación  introducido  por 
doña  Bonifacia  Valladares  viuda  de  Espi- 


noza, contra  la  sentencia  ejecutoria  pro- 
ferida por  la  Sala  2a.  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones el  veinticuatro  de  junio  del  año 
en  curso,  en  el  juicio  ordinario  de  terce- 
ria excluyente  de  dominio  que,  dicha  se- 
ñora interpuso  en  la  ejecución  sostenida 
entre  los  señores  Nicol  Hermanos  y José 
Guillot  y Marti  y Compañía. 

El  Abogado  Rafael  H.  Chacón  auxilia  el 
recurso;  en  el  cual  se  asegura,  que  la  Sa- 
la sentenciadora  violó  los  Artículos  1396, 
1406,  1418,  1425,  1450,  2298,  2337  del  Có- 
digo Civil  de  1877;  345  del  Decreto  No.  272, 
1114,  1147  y 1165  del  Decreto  Legislativo 
Número  1932. 

En  los  autos  que  sirven  de  antecedentes 
al  recurso  examinado,  consta  lo  siguien- 
te: 

— I — 

El  veintinueve  de  agosto  del  año  de  mil 
novecientos  treinta  y cuatro  compareció 
la  señora  Valladares  viuda  de  Espinoza, 
auxiliada  por  el  Abogado  Chacón,  ante  el 
Juez  Departamental  de  Escuintla,  inter- 
poniendo la  terceria  excluyente  de  domi- 
nio indicada.  En  dicha  demanda  pedía, 
que  fueran  declarados  los  puntos  siguien- 
tes: 

a)  “Que  la  primitiva  obligación  que 
consta  en  la  escritura  pasada  ante  los  ofi- 
cios del  Notario  don  Oliverio  C.  Vahe  en 
Escuintla,  a veintiocho  de  febrero  de  mil 
novecientos  veintiocho  está  extinguida  por 
haberse  novado  por  la  obligación  que  se 
constituyó  por  escritura  pasada  ante  los 
oficios  del  Notario  Licenciado  don  Luis 
Felipe  Rosales  con  fecha  catorce  de  ma- 
yo de  mU  novecientos  treinta  y uno,  en  la 
ciudad  de  Escuintla”. 

b)  “Que  se  mande  levantar  la  anota- 
ción de  embargo  letra  “A”  por  estar  ex- 
tinguida la  obligación  que  le  dió  origen”: 

c)  “Que  la  cláusula  puesta  en  la  escri- 
tura pasada  el  catorce  de  mayo  de  mJl  no- 
vecientos treinta  y uno,  ante  el  Notario 
Luis  Felipe  Rosales  y que  dice:  “que  el  se- 
ñor Guillot  está  de  acuerdo  que  la  anota- 
ción de  embargo  que  pesa  sobre  la  propie- 
dad subsista  para  mientras  se  cancela  el 
mencionado  saldo”,  ño  le  perjudica  por 
no  haberse  registrado  en  el  Registro  de  la 
Propiedad” : y 

d)  “Que  la  finca  urbana  número  3120, 
folio  208  del  Libro  37  de  Escuintla,  debe 
excluirse  del  remate  que  pretenden  los  se- 
ñores Nicol  y Compañía,  por  ser  de  su  ex- 
clusiva propiedad  y no  está  hipotecada  ni 
afecta  al  pago  de  la  nueva  obligación”. 
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Para  fundar  su  acción,  la  señora  Valla- 
dares viuda  de  Espinoza  presentxS  con  su 
demanda  los  documentos  que  siguen: 

I — Una  certificación  dei  Registro  de 
la  Propiedad  Inmueble,  que  contiene:  la 
primera,  y última  inscripciones  de  domi- 
nio de  la  finca  número  tres  mU  ciento 
veinte  — ya  relacionada  antes  — y,  la 
anotación  de  embargo  trabado  sobre  ella. 
La  primera  inscripción  fué  hecha  a favor 
de  don  José  GuUlot  el  veinte  de  julio  de 
mil  novecientos  veintiséis;  por  haberia 
comprado  este  señor  a don  Rafael  Villela 
Guzmán-  La  segunda  se  hizo  el  veintiuno 
de  septiembre  de  mil  novecientos  treinta 
y tres  a nombre  de  doña  Bonifacia  Valla- 
dares viuda  de  Espinoza;  quien  la  adqui- 
rió en  virtud  de  ejecución  seguida  contra 
el  señor  Guiillot,  en  cuya  rebeldía  le  otor- 
gó la  escritura  traslativa  dte  dominio  el 
Juez  Departamental  de  Escuintla.  Y,  la 
anotación  del  embargo  trabado  sobre  la 
finca  aludida,  en  virtud  de  la  ejecución 
seguida  por  Nicol  Hermanos  contra  los 
señores  Guillot  y Marti  y Compañía,  se 
hizo  de  orden  del  Juez  primero  de  prime- 
ra Instancia  de  este  Departamento,  el 
veintiséis  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinta. 

II  — Una  certificación  extendida  por  la 
Secretaría  del  Juzgado  Departamental  de 
Escuintla.  Dicho  atestado  contiene,  la  de- 
manda ejecutiva  presentada  por  ios  seño- 
res Nicol  y Compañía  contra  los  señores 
GuUlot  y Marti  y Compañía,  en  el  Juzgado 
Primero  de  Primera  Instancia  el  veinti- 
siete de  enero  del  año  de  mil  novecientos 
treinta;  y,  el  acta  del  embargo  trabado  al 
señor  Guillot  como  fiador  mancomunado 
y solidario  de  Martí  y Compañía,  ei  cual 
recayó  sobre  la  finca  cuestionada  y sobre 
otra  de  dicho  señor. 

III  — Un  testimonio  de  la  escritura  pú- 
blica autorizada  en  la  ciudad  de  Escum- 
tla  el  veintiocho  de  febrero  del  año  de 
mil  novecientos  veintiocho,  por  el  Notario 
Oliverio  C.  Valle.  Tal  documento  es  el  bá- 
sico de  la  ejecución  de  los  señores  Nicol 
y Compañía,  ya  relacionada  antes. 

rv  — Otro  testimonio  de  la  escritura 
pública  que  autorizó  en  la  misma  ciudad 
ei  Notario  Luis  Felipe  Rosales  el  veintidós 
de  agosto  del  año  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cuatro.  El  contrato  contenido  en  es- 
ta escritura  es  el  que  asegura  la  recurren- 
te novó  el  básico  de  la  ejecución  de  los  se- 
ñores Nicol  y Compañía  contra  don  José 


Guillot,  como  fiador  mancomunado  y soli- 
dario de  Marti  y Compañía. 

— H — 

La  demanda  de  doña  Bonifacia  Valla- 
dares viuda  de  Espinoza  fué  contestada  en 
sentido  negativo  por  los  señores  Nicol  y 
Compañía.  El  móvU  de  ello  — según  ma- 
nifestaron dichos  señores  — ■ fué  que  la  in- 
dicada demanda  no  está  arreglada  a de- 
recho y,  por  ende,  es  defectuosa.  En  el  mis- 
mo memorial  interpusieron  las  excepcio- 
nes perentorias  de  falta  de  personalidad 
en  el  actor  y,  falta  de  acción  para  deman- 
dar. Mas,  tales  defensas  fueron  desecha- 
das de  plano  por  extemporáneas. 

— III  — 

El  ejecutado  señor  Guillot,  con  auxilio 
del  Abogado  Rafael  H.  Chacón,  no  sólo 
contestó  en  sentido  afirmativo  la  deman- 
da de  la  señora  viuda  de  Espinoza,  sino 
también  pidió  se  le  tuviera  como  tercero 
coadyuvante  de  la  señora  aludida. 

— rv  — 

Concluida  la  discusión  judicial,  el  Juez 
de  primer  grado  le  puso  fin  con  la  senten- 
cia dictada  el  veinticinco  de  marzo  de  es- 
te año.  En  tal  fallo  se  absuelve  a los  se- 
ñores Nicol  y Compañía  de  la  demanda  in- 
tentada en  su  contra. 

Las  consideraciones  de  derecho  que  ha- 
ce el  Juez  sentenciador  para  basar  su  re- 
solución, son  las  siguientes:  que  las  terce- 
rías excluyentes  de  dominio,  tan  sólo  pro- 
ceden, cuando  se  tiene  éste  sin  limitación 
alguna.  Tal  cosa  no  acontece  con  respecto 
a la  señora  viuda  de  Espinoza,  porque  ad- 
quirió la  finca  cuestionada  con  la  anota- 
ción de  embargo  que  pesaba  sobre  ella- 
Considera  además  que  dicha  señora  de- 
manda el  dominio,  “pero  dando  por  re- 
suelto que,  en  virtud  de  novación  la  ano- 
tación de  embargo  que  limita  el  derecho 
de  propiedad  ha  de  cancelarse”.  Que  en 
el  juzgado,  al  resolverse  primero  sobre  la 
novación,  el  derecho  de  propiedad  queda- 
ba en  segundo  término  dependiendo  de 
aquel.  En  tal  caso,  una  acción  excluía  a la 
otra;  y,  por  lo  tanto,  siendo  contradicto- 
rias, no  podían  lógicamente  ventilarse 
juntas  dentro  de  la  tercería;  porque  se  re- 
solvería el  dominio  en  el  juicio  aludido, 
siendo  asi  que  tal  derecho  de  propiedad 
estaba  dependiendo  de  la  novación. 


GACETA  DE  LOS  TRIBXJNALES 


557 


— V — 

Al  tramitarse  la  segunda  Instancia  del 
juicio,  la  demandante,  en  su  alegato  de 
expresión  de  agravios  atacó  la  resolución 
de  primer  grad'o,  sosteniendo,  que  su  ac- 
ción, en  manera  alguna  era  contradlcto- 
y.  por  lo  tanto,  bien  podían  ser  com- 
prendidos en  una  sola  sentencia  los  pun- 
tos demandados. 

La  parte  contraria,  argumentó  en  el 
sentido  de  que  la  sentencia  de  primera 
Instancia  era  perfectamente  legal  y justa. 

El  Tribunal  de  segund’o  grado,  una  vez 
agregado  al  juicio  la  ejecución  seguida 
por  los  señores  Nicol  y Compañía  contra  el 
señor  Guillot  — la  cual  pidió  en  virtud  de 
una  providencia  para  mejor  fallar  — dic- 
tó el  fallo  ejecutorio  de  fecha  veinticua- 
tro de  junio  del  año  en  curso. 

La  Sala  sentenciadora  considera  en  su 
resolución;  que  al  novarse  el  contrato  bá- 
sico de  la  ejecución,  los  contratantes  con- 
vinieron expresamente  en  dejar  subsisten- 
te la  anotación  de  embargo;  anotación 
que,  en  cuanto  a la  señora  viuda  de  Elspi- 
noza  produce  el  efecto  de  limitar  su  dere- 
cho de  propiedad;  desde  luego  que  la  in- 
dicada novación  se  hizo  en  fecha  anterior 
a la  adquisición  del  dominio  — limita- 
do — de  la  demandante. 

Basada  en  esas  consideraciones  resolvió, 
confirmando  la  sentencia  de  primera  Ins- 
tancia. 

— VI- 
NO conforme  con  dicho  fallo  la  señora 
viuda  de  Espinoza,  introdujo  el  recurso  que 
se  examina.  Para  fundarlo  alegó  extensa- 
mente, apoyando  la  tesis  sostenida  duran- 
te el  curso  del  juicio.  Además,  dice  ser  un 
refuerzo  de  la  razón  que  le  asiste,  el  voto 
razonado  del  señor  Magistrado  Hurtado 
Peña,  quien  se  separó  del  modo  de  pensar 
de  los  otros  miembros  del  Tribunal,  ya  que 
la  sentencia  ejecutoria  fué  proferida  por 
mayoría  de  votos. 

Y,  como  la  vista  se  efectuó  con  todas  las 
formalidades  de  Ley,  en  la  audiencia  se- 
ñalada para  el  efecto,  es  el  caso  de  resol- 
ver lo  procedente  en  derecho.  Por  ese  mo- 
tivo, EL  TRIBUNAL  DE  CASACION, 

CONSIDERA: 

— VII  — 

Que  el  contrato  celebrado  en  la  ciudad 
de  Elscuintla  el  catorce  de  mayo  de  mil  no- 
vecientos treinta  y uno  ante  el  Notarío 


Luis  Felipe  Rosales,  por  los  señores  Juan 
Martí,  como  ex-socio  de  la  Sociedad  Mar- 
tí y Compañía;  don  José  Guillot  como  fia- 
dor mancomunado  y solidario  de  los  com- 
ponentes de  la  indicada  sociedad;  y,  el 
apoderado  de  los  señores  Nicol  y Compa- 
ñía Limitada,  demuestra: 

Primero,  que  sólo  figuran  como  contra- 
tantes, don  Juan  Martí,  como  ex-socio  de 
Marti  y Compañía,  don  José  Guillot,  en  su 
mismo  carácter  de  fiador  mancomunado 
y solidario  de  la  indicada  entidad,  y los 
señores  Nicol  y Compañía  Limitada.  Ya 
no  compareció  como  otorgante  don  Alva- 
ro Guillot,  como  en.  la  convención  auto- 
rizada por  el  Notario  Valle  el  veintiocho 
de  febrero  del  año  de  mU  novecientos 
veintiocho.  Luego,  en  ese  caso,  ya  es  só- 
lo el  señor  Martí  quien  se  comprometió  co- 
mo deudor  principal  y,  don  José  Guillot, 
en  su  concepto  de  fiador;  con  lo  que  des- 
de luego,  se  mudó  una  de  las  personas  de 
la  obligación  contraída  en  mil  novecientos 
veintiocho,  por  sustituir  el  indicado  señor 
Marti  a la  sociedad  Martí  y Compañía.  La 
sustitución  relacionada,  de  acuerdo  con 
lo  dispuesto  en  el  Articulo  2338  del  Códi- 
go Civil  de  1877,  es  suficiente  para  consi- 
derar que  si  existe  la  novación  demanda- 
da por  doña  Bonifacia  Valladares  viuda  de 
Espinoza. 

En  consecuencia,  al  estimar  la  Sala  sen- 
tenciadora como  novado  el  contrato  por 
medio  d'el  cual  se  hizoi  la  anotación  de  em- 
bargo sobre  las  fincas  del  señor  Guillot, 
incluso  la  comprendida  en  la  demanda  de 
la  señora  viuda  de  Espinoza,  no  violó  los 
Artículos  2337  del  Código  Civil  de  1877  y 
345  del  Decreto  Número  272,  como  asegu- 
ra la  recurrente. 

Segundo-  El  mismo  contrato  d’e  catorce 
de  mayo  del  año  de  mil  novecientos  trein- 
ta y uno,  también  es  demostrativo  de  que, 
al  reconocerse  deudores  de  Nicol  y Com- 
pañía Limitada  por  la  suma  de  UN  MIL 
SEISCIENTOS  pesos  oro  americano,  los 
señores  Juan  Martí,  como  deudor  princi- 
pal y,  don  José  Guillot  como  fiador  man- 
comunado y solidario,  dichos  señores  con- 
vinieron, además,  en  dejar  subsistente  la 
anotación  de  embargo  que  pesaba  sobre 
los  bienes  del  fiador.  Tal  gravamen  lo  de- 
jaron vigente,  para  garantizar  el  pago  to- 
tal de  la  deuda  reconocida  por  eUos  en  la 
mencionada  escritura. 

Tal  convenio  es  perfectamente  lícito, 
por  no  ser  contrario  a disposiciones  termi- 
nantes de  la  Ley.  Lo  que  dichos  señores 
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convinieron  es  un  pacto  de  no  pedir  la 
cancelación  del  indicado  gravamen,  el  cual, 
sólo  de  orden  del  Juez  que  lo  decretó  pue- 
de ser  cancelado  — pues  para  ello  exige  el 
Articulo  1164  una  providencia  judicial  fir- 
m e — lo  cual  no  es  dable  hacer,  si  no  es  a 
petición  de  parte  legítima,  y siempre  que 
proceda;  llenándose  las  formalidades  re- 
queridas por  la  Ley. 

De  ninguna  manera  están  constituyen- 
do los  contratantes  xma  anotación  de  em- 
bargo; porque  ésta  ya  estaba  vigente  — 
de  orden  de  Juez  Competente  — cuando 
ehos  convinieron  en  no  pedir  su  cancela- 
ción. Hay  que  tener  presente  que  dichos 
señores  son  parte  legitima  en  la  ejecución 
d'e  la  cual  surgió  el  gravamen  indicado. 

Luego,  en  ese  caso,  al  estimar  la  Sala 
2a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  lícito  lo 
contratado  y,  por  ende,  que  debe  mante- 
nerse vigente  la  anotación  aludida,  en  vez 
de  violar  los  Artículos  1396,  1406,  1418, 

1425,  1450  del  Código  Civil  de  1877  y 1165 
del  Decreto  Legislativo  número  1932,  hizo 
recta  aplicación  de  tales  preceptos  lega- 
les. 

— VIII  — 

Con  relación  a los  Artículos  2298,  del 
Código  Civil  de  1877  y,  1147  del  Decreto 
Legislativo  1932,  esta  Corte  se  encuentra 
en  la  imposibilidad  de  determinar  si  real- 
mente fueron  violados  o no  por  el  Tribu- 
nal sentenciador;  porque  cada  una  de  esas 
leyes  se  compone  de  varios  incisos  que 
encierran  situaciones  diferentes.  Tal  cir- 
cunstancia, pone  de  manifiesto  la  imposi- 
bilidad indicada;  desde  luego  que  no  es 
dable  suponer  que  todas  las  disposiciones 
legales  hayan  sido  violadas,  por  ser  de  na- 
turaleza distinta. 

— IX  — 

El  Artículo  1114  del  Decreto  Legislativo 
1932,  fué  bien  aplicado  por  la  Cámara  de 
Justicia  recurrida.  Eíi  efecto,  la  señora 
viuda  de  Espinoza  es  un  tercero'  — en  este 
caso  — ■ que  adquirió  el  dominio  de  la  fin- 
ca cuestionada,  no  con  registro  limpio, 
puesto  que  pesaba  sobre  ella  una  anota- 
ción de  embargo.  Este  gravamen,  consti-< 
tuye  una  limitación  al  derecho  de  propie- 
dad de  la  tercera  opositora. 

En  esas  condiciones,  salta  a la  vista,  que 
al  dejar  sujeta  a la  indicada  señora  a las 
consecuencias  del  gravamen  relacionado 
la  sentencia  ejecutoria  recurrida  no  lesio- 
na en  manera  alguna  la  ley  citada  al  prin- 


cipio de  este  número;  puesto  que  sólo  per- 
judicará a tercero  lo  que  aparezca  en  el 
Registro. 

— X — 

Por  todo  lo  que  se  deja  considerado  con 
apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo  que  dis- 
ponen los  Artículos  513  y 521  del  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  y Mercantil,  EL 
TRIBUNAL  DE  CASACION, 

RESUELVE  : 

— XI  — 

DESESTIMAR  EL  RECURSO  de  que  se 
ha  hecho  mérito:  condenar  a la  recurren-i 
te,  al  pago  de  las  costas  del  mismo:  e im- 
ponerle treinta  quetzales  de  multa,  o 
treinta  dias  de  prisión  simple  en  caso  de 
insolvencia. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Aiidrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar—  Carlos  Castellanos  R, — Alberto 
Argueta  S. — Ric.  Ortiz  Sánchez.  Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.”,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Carlos  Presencin  Díaz 
y compañeros,  por  homicidio. 

DOCTRINA:  Si  varias  personas  hirieren  a 
otra  y no  se  sabe  de  qué  herida  murió, 
por  ser  igualmente  graves  y mortales, 
cada  uno  de  los  agresores  debe  ser  cas- 
tigado como  coautor  del  homicidio  de 
conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  Arto. 
295  del  C.  P. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
tres  de  Octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  la  Sa- 
la 2a.  de  Apelaciones  de  fecha  treinta  y 
uno  de  julio  del  año  en  curso,  dictada  en 
el  proceso  que  por  el  delito  de  homicidio 
en  la  persona  de  Jorge  Galindo,  se  siguió 
contra  Carlos  Presencin  Díaz,  Gregorio 
Cojti,  Manuel  de  Jesús  Jiatz  Cojti  y To- 
ribio  Mente. 

RESULTA: 

El  Juzgado  de  Paz  de  Tecpán  inició  el 
proceso  el  dos  de  noviembre  del  año  pró- 
ximo pasado  porque  Manuel  Higueros  se 
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presentó  a las  veinte  horas  y quince  mi- 
nutos dando  parte  de  que  Jorge  Galindo 
se  encontraba  gravemente  herido.  Decla- 
ró Higueros  que  habla  visto  al  individuo 
Toribio  Mente,  con  un  palo  en  la  mano, 
saliendo  en  precipitada  fuga  y al  acercar- 
se a un  bulto  que  estaba  en  el  suelo,  reco- 
noció a Jorge  Galindo  que  presentaba  va- 
rios golpes  y a quien  le  habló  sin  que  le 
haya  contestado  ni  una  sola  palabra. 

La  autoridad  se  constituyó  en  el  lugar 
del  hecho,  levantó  el  acta  descriptiva  y to- 
mó las  declaraciones  de  los  testigos;  el 
herido  falleció  en  seguida. 

Se  deduce  de  las  pruebas  producidas  que 
Jorge  Galindo,  en  estado  de  ebriedad,  se 
encontraba  en  la  esquina  de  una  de  las 
calles  de  la  población,  como  a las  diez  y 
nueve  y media  horas,  el  día  dos  de  no- 
viembre, cuando  se  acercó  un  grupo  de 
indígenas  que  regresaban  del  Cementerio, 
también  en  estado  de  ebriedad,  entre  los 
cuales  iban  Carlos  Presencin  Diaz,  Grego- 
rio Cojti  y Manuel  Jiatz;  Galindo  les  gri- 
tó preguntándoles  quiénes  eran;  aquéllos 
contestaron  el  grito;  el  primero  se  abalan- 
zó hacia  Cojti  y le  asestó  una  bofetada, 
arremetiendo  en  seguida  contra  Presen- 
cin, y éstos  viéndose  maltratad'os,  arran- 
caron unos  palos  de  un  cerco  próximo  y 
agredieron  a Galindo  a garrotazos  hasta 
dejarlo  exánime, 

Manuel  de  Jesús  Jiatz,  testigo  presen- 
cial, se  produce  en  ese  sentido  y agrega 
que  Jorge  estaba  acompañado  de  su  her- 
mano José  de  la  Cruz  Galindo,  quien  se 
separó  de  él  y siguió  adelante  al  comenzar 
las  dificultad’es.  También  afirma  que  To- 
ribio Mente  estaba  cerca,  sin  saber  por 
qué  motivo,  pero  que  no  intervino  en  na- 
da. 

— II  — 

El  veinticinco  de  Diciembre  de  mil  no- 
vecientos veintiocho,  Guadalupe  García  se 
presentó  al  Juez  de  Tecpán  acusando  a 
Toribio  Mente  por  agresión  en  su  persona. 
Los  testigos  que  citó  y que  fueron  exami- 
nados, Romualdo  Pajarito  y Angela  Pé- 
rez, declararon  que  Mente  le  había  dado 
una  bofetada  a la  quejosa,  quien  salió  hu- 
yendo y él  se  fué  detrás  con  un  cuchillo. 
El  acusado  manifestó  que  por  unas  malas 
contestaciones  que  le  dió  a un  reclamo 
que  le  hizo,  le  pegó  una  bofetada,  pero  sin 
agredirla  de  ningún  otro  modo,  menos  con 
arma. 


— in  — 

El  veintiséis  de  diciembre  de  mil  nove- 
cientos veintiocho  se  presentó  al  mismo 
Juzgado  Menor  de  Tecpán,  Agustín  Teza- 
güic,  acusando  a Mente  por  amenazas  a 
mano  armada.  Declararon  Matilde  Socop, 
Lucía  Tazagüic  y Santiago  Quinac;  la  pri- 
mera platicaba  con  Tezagüic,  quien  la  es- 
taba enamorando  y a pesar  de  esto  no  vió 
nada;  los  otros  dos  vieron  a la  Sacop  y a 
Te2agüic  conversando  y que  Mente  se 
acercó  a ellos  y quiso  llevarse  al  último, 
talvez  para  pelear. 

Estos  dos  procesos  pasaron  al  Juzgado 
de  la.  Instancia  de  Chimaltenango  en 
donde  se  continuó  la  sustanciación.  Res- 
pecto del  último  ninguna  prueba  fué  pro- 
ducida; y en  cuanto  a la  agresión,  decla- 
raron en  favor  de  Mente  los  testigos  José 
Tucubal,  Jacinto  Cojti,  Juan  Ajin  y José 
María  Socop,  quienes  manifestaron  haber 
acompañado  a Mente  a sacar  unas  bestias 
en  el  sitio  de  Guadalupe  García,  el  vein- 
ticinco de  diciembre  de  mil  novecientos 
veintiocho,  sin  que  haya  habido  agresión 
ninguna  sino  sólo  una  pescosada  que  Men- 
te le  dió  a aquella  porque  lo  insultó. 

Las  causas  fueron  acumuladas  al  proce- 
so que  por  homicidio  en  la  persona  de  Jor- 
ge Galindo  se  siguió  contra  Presencin, 
Cojti,  Jiatz  y el  propio  Toribio  Mente. 

— IV  — 

La  sentencia  del  Juez  de  la.  Instancia 
de  Chimaltenango,  dictada  el  veinticinco 
de  abril  del  corriente  año,  considera  que 
contra  Toribio  Mente  sólo  existe  la  sindi- 
cación de  Manuel  Higueros;  contra  Gre- 
gorio Cojti  y Presencin  Diaz  la  declara- 
ción del  co-reo  Manuel  Jiatz;  y contra  és- 
te el  dicho  de  los  dos  anteriores  de  ha- 
berse encontrado  presente;  por  lo  que  no 
habiendo  prueba  los  absuelve  d'el  cargo. 

La  sentencia  de  la  Sala  proferida  el 
treinta  y uno  de  julio  próximo  pasado, 
considera  que  contra  Jiatz  no  hay  indicio 
ninguno  de  culpabilidad,  por  lo  que  pro- 
cede absolverlo  del  cargo  que  se  le  formu- 
ló. El  testimonio  de  Manuel  d!e  Jesús  Jiatz, 
corroborado  por  el  de  Gregorio  Cojti  y por 
la  reiterada  negativa  de  Carlos  Presencin 
Díaz,  respecto  a su  presencia  en  el  sitio 
del  suceso,  constituyen  plena  prueba  de 
su  culpabilidad  como  coautor  de  la  muer- 
te de  Galindo. 
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También  del  testimonio  de  Jiatz,  corro- 
borado con  la  confesión  dé  Gregorio  Coj- 
ti  de  haber  estado  en  el  lugar  de  autos, 
por  el  modo  reticente  y dubitativo  como 
se  produjo  en  su  indagatoria,  por  la  cir- 
cunstancia de  haberse  encontrado  dos  pa- 
los a inmediaciones  de  la  victima  y por  la 
caUdad  de  las  lesiones  de  ésta,  deduce  la 
culpabilidad  de  Cojti  como  coautor  del 
mismo  deUto. 

Respecto  a Toribio  Mente  encuentra  va- 
rios hechos  que  le  perjudican  de  los  que 
deduce  su  culpabUidad,  tales  son:  haberse 
encontrado  en  el  sitio  del  suceso,  según 
declaraciones  de  Manuel  Higueros  y de 
Jiatz;  su  negativa  acerca  de  este  punto, 
su  intento  fracasado  de  probar  la  coarta- 
da; y sus  malos  antecedentes,  pues  ya  fué 
condenado  anteriormente  por  homicidio. 

En  el  proceso  que  contra  Mente  se  si- 
guiera por  agresión  y amenazas  (Conside- 
ra no  probados  los  dtelitos  y por  tanto  es- 
tima procedente  la  absolución. 

En  definitiva,  aprueba  la  sentencia  del 
Juez  en  cuanto  absuelve  a Jiatz;  la  des- 
aprueba en  lo  demás  y declara  que  Carlos 
Presencin  Díaz,  Gregorio  Cojti  y Toribio 
Mente  son  autores  del  homicidio  de  Jorge 
Galindo,  delito  por  el  cual  cada  uno  debe 
sufrir  la  pena  de  diez  años  de  prisión  co- 
rreccional inconmutables,  haciendo  las 
demás  declaraciones  legales.  EJ.  Magistra- 
do Aguilar  salvó  su  voto  en  lo  relativo  a la 
condenatoria  de  Toribio  Mente  pues  con- 
sidera que  contra  él  no  hay  prueba  para 
el  efecto. 

— V — 

Dos  recursos  de  casación  fueron  intro- 
ducidos; uno  por  el  Procurador  licenciado 
Héctor  Cruz  y otro  del  reo  Toribio  Men- 
te, auxiliado  por  el  abogado  don  Humber- 
to A-  Lewin,  ambos  por  infracción  de  ley. 

El  recurso  del  Procurador  está  inter- 
puesto en  favor  de  Toribio  Mente  Tzian 
en  cuya  condenatoria  estima  que  se  infrin- 
gieron los  artículos  568,  571,  589,  595,  572, 
573  incisos  lo.,  2o.  3o.  y 4o.  575  y 586  inci- 
sos lo.,  2o.  3o.,  4o.  y 5o.,  toda  vez  que  no 
hay  prueba  plena  para  condenarlo.  Lo 
interpone  también  en  favor  de  Carlos  Pre- 
sencin Diaz  Guaján  y Gregorio  Cojti,  ci- 
tando como  infringido  el  articulo  297  del 
Código  Penal,  ya  que  no  se  estableció 
quién  de  ellos  causó  la  lesión  o lesiones 
que  produjeron  la  muerte,  y el  articulo 
295  del  mismo  código  por  haber  sido  apli- 


cado sin  ser  procedente,  circunstancias 
también  que  concurren  en  favor  del  reo 
Toribio  Mente. 

El  segundo  recurso  interpuesto  por  Men- 
te cita  como  violados  los  artículos  571, 
575,  573,  585,  586  incisos  4o.  y 5o.  589,  595, 
597,  580  inciso  4o.,  601,  607,  568,  731,  Pro- 
cedimientos Penales,  I-  n-  65,  297,  295  Có- 
digo Penal. 

CONSIDERANDO: 

La  culpabilidad  de  Carlos  Presencin  Diaz 
la  estima  plenamente  probada  el  Tribu- 
nal sentenciador  con  el  testimonio  de  Ma- 
nuel Jiatz,  corroborado  por  el  de  Gregorio 
Cojti  y por  la  reiterada  negativa  del  pri- 
mero respecto  a su  presencia  en  el  teatro 
del  suceso,  hechos  estos  que,  asimismo,  a 
juicio  de  esta  Corte,  son  suficientes  para 
declarar  la  delincuencia  del  mencionado 
Presencin. 

La  culpabilidad  de  Gregorio  Cojti  la 
aprecia  la  Sala  plenamente  probada  con 
el  testimonio  de  Manuel  Jiatz,  el  hecho 
confesado  de  haber  estado  en  el  lugar  del 
suceso  la  noche  de  autos,  haberse  encon- 
trado dos  palos  cerca  del  cadáver,  la  cali- 
dad y número  de  lesiones,  y el  modo  reti- 
cente y dubitativo  como  se  produjo  en  su 
indagatoria,  circunstancias  que  por  su  en- 
lace natural  y lógico  conducen  a la  pre- 
sunción grave  de  que  dicho  individúo  es 
delincuente. 

Aunque  el  Tribunal  de  Casación  sólo 
puede  tomar  en  cuenta  las  pruebas  produ- 
cidas dentro  del  proceso,  no  está  de  más 
hacer  mención  de  las  nuevas  diligencias 
que  con  autorización  de  la  Sala  practicó 
el  Juez  de  Chimaltenartgo,  las  cuales  fue- 
ron recibidas  por  el  Tribunal  de  Apelación 
cuando  ya  habia  dictado  sentencia,  por  lo 
que  no  pudo  tomarlas  en  consideración, 
pero,  por  lo  menos,  satisfacen  el  ánimo  ju- 
dicial, pues  arrojan  luz  en  el  asunto  y afir- 
man la  convicción  de  la  plena  culpabili- 
dad de  Preseneín,  que  en  estas  diligencias 
confiesa  haber  sido  coautor,  y de  Cojti, 
contra  quien  el  propio  Presencin  declara- 
Artos.  570  incisos  lo.,  2o.  y 6o.-  571,  572, 
575,  595,  597  y 601  de  Procedimientos  Pe- 
nales. 

CONSIDERANDO : 

La  absolución  hecha  a favor  de  Manuel 
de  Jesús  Jiatz  Cojti  la  encuentra  el  Tri- 
bunal de  Casaeión  arreglada  a la  ley,  pues 
establecido  queda  en  autos  que  ninguna 
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intervención  tuvo  en  el  crimen,  antes 
bien,  con  sus  declaraciones  sostenidas  y 
ratificadas  durante  la  sustanciación  de  la 
causa,  pudo  llegarse  a la  averiguación  de 
los  hechos  y a establecerse  el  grado  de  par- 
ticipación que  tuvieron  los  procesados 
Presencin,  Cojti  y Mente.  Arto.  568  Pro- 
cedimientos Penales. 

CONSIDERANDO  : 

En  cuanto  a la  pena  que  el  Tribunal  sen- 
tenciador impuso  a cada  uno  de  los  pro- 
cesados Presencin  y Cojti,  el  Procurador 
recurrente  se  muestra  inconforme  porque 
opina  que  el  artículo  aplicable  al  caso  es 
la  fracción  segunda  del  artículo  297  del 
Código  Penal,  es  decir,  que  la  pena  debe 
ser  de  cinco  años  a cada  reo  en  vez  de 
diez  a que  fueron  condenados,  porque  no 
consta  quién  causó  la  lesión  que  produjo 
la  muerte  de  Galindo. 

Acerca  de  este  punto,  la  Corte  estima 
que  la  Sala  hizo  recta  aplicación  del  ar- 
tículo 295  del  Código  Penal  puesto  que  los 
procesados  son  coautores  del  delito  de  ho- 
micidio y éste  se  produjo  por  medio  de  le^ 
siones  igualmente  graves  y mortales,  cau- 
sadas con  garrote  por  los  mencionados  de- 
lincuentes, y,  en  consecuencia,  no  es  el 
caso  del  artículo  297  que  supone  la  exis- 
tencia de  lesiones  de  diferente  naturale- 
za inferidas  por  dos  o más  agresores,  si  no 
se  sabe  quién  de  ellos  produjo  la  lesión 
que  causó  la  muerte.  Arto,  citado,  252  y 
270  Código  Penal. 

CONSIDERANDO : 

En  los  dos  recursos  interpuestos  esti- 
man los  recurrentes  que  no  existe  prueba 
p’ena  para  condenar  a Toribio  Mente 
Tzian,  pues  su  culpabilidad  la  ha  deduci- 
do el  Tribunal  de  sentencia  de  la  circuns- 
tancia de  haberse  encontrado  en  el  sitio 
del  suceso  la  noche  de  autos,  de  haber  ne- 
gado este  hecho  plenamente  establecido, 
y de  sus  malos  antecedentes. 

Se  produjo  contra  este  individuo  el  tes- 
tigo Manuel  Higueros,  quien  lo  vió  saltan- 
do una  tapia  en  los  momentos  en  que  que- 
daba muerto  Galindo,  pero  hay  que  con- 
siderar que  esta  declaración  no  tiene  va- 
lor d'e  semiplena  prueba  para  probar  la 
participación  de  aquél  en  el  homicidio  si- 
no solamente  para  establecer  que  se  en- 
contraba en  el  lugar  en  que  ocurrió;  pero 
como  la  sospecha  que  produjo  esa  declara- 


ción quedó  desvirtuada  con  la  declaración 
de  Manuel  Jiatz,  testigo  presencial  quien 
asegura  que  Mente  nada  tuvo  que  ver  en 
la  comisión  del  delito  y aún  se  extraña 
que  apareciera  en  el  sitio  de  autos,  que- 
dan sólo  eii  pie  las  otras  dos  circunstan- 
cias que  apreció  la  Sala  y que  en  manera 
alguna  pueden  servir  para  fundar  un  fa- 
llo condenatorio. 

En  consecuencia,  el  artículo  568  de  Pro- 
cedimientos Penales,  citado  por  los  recu- 
rrentes, fué  infringido  en  la  sentencia  en 
cuanto  que  condena  a Toribio  Mente  sin 
que  exista  la  prueba  plena  de  que  el  de- 
lito fué  cometido  por  él,  en  cuya  virtud 
debe  casarse  la  sentencia  recurrida  para 
proceder  a la  reforma  de  este  punto  y po- 
nerlo de  acuerdo  con  la  ley. 

CONSIDERANDO: 

Que  también  no  hay  prueba  para  con- 
denar a Mente  por  los  delitos  de  agresión 
y amenazas  por  los  que  fué  encausado. 
Arto.  568  Procedimientos  Penales. 

POR  T AN  T O : 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  los  artículos  citados  y de  lo  dispues- 
to en  los  artículos  676  inciso  40-  y 687  de 
Procedimientos  Penales,  CASA  Y ANULA 
la  sentencia  recurrida  y resolviendo  en  lo 
principal,  declara:  lo.  que  Carlos  Presen- 
cin Díaz  Guaján  y Gregorio  Cojti  son  co- 
autores del  homicidio  de  Jorge  Galindo, 
delito  por  el  cual  les  impone  la  pena  de 
diez  años  de  prisión  correccional  incon- 
mutables a cada  uno,  que  deberán  extin- 
guir en  la  Penitenciarla  del  Centro,  que- 
dando sujetos  a las  indemnizaciones  ci- 
eñes respectivas,  no  asi  a la  reposición  del 
papel  empleado  en  la  causa  por  su  noto- 
ria pobreza  y,  además,  suspensos  en  el 
ejercicio  de  sus  derechos  políticos  durante 
el  tiempo  de  la  condena;  2o.  por  falta  de 
prueba  se  absuelve  del  cargo  a Toribio 
Mente  Tzian  y también  se  le  absuelve  de 
lo.s  cargos  de  agresión  y amenazas;  3o.  se 
absuelve  asimismo  del  cargo  a Manuel  de 
Jesús  Jiatz. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Jesús  Morales  Girón, 
por  lesiones. 

DOCTRINA:  Aplicación  del  inciso  4o..  Ar~ 
ticiüo  304  del  Código  Penal  en  relación 
con  lo  establecido  por  la  fracción  últi- 
ma del  Articulo  434  del  mismo  Cuerpo 
de  Leyes- 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cinco  de  Octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  que  más  adelante  se  relata- 
rá, dictada  en  el  proceso  instruido  contra 
Jesús  Morales  Girón  por  el  delito  de  lesio- 
nes causadas  a Resalió  Toe. 

RESULTA: 

La  causa  fué  iniciada  en  el  Juzgado  de 
Paz  de  Mixeo,  el  nueve  de  Octubre  de  mil 
novecientos  treinta  y cuatro,  en  virtud  de 
que  Francisco  Juárez  Rodríguez  dió  parte 
de  que  Toe  resultó  lesionado  a consecuen- 
cia del  choque  que  se  produjo  entre  un  ca- 
mión y la  camioneta  número  dos  mU  tres- 
cientos ochenta  y nueve  que  conducía  pa- 
sajeros de  esta  capital  al  poblado  que  aca 
ba  de  mencionarse.  Refiere  Juárez  Rodrí- 
guez, que  como  a las  diez  y ocho  horas  y 
media,  se  dirigía  de  la  ciudad  de  Guate- 
mala a Mixeo,  juntamente  con  diez  y ocho 
personas,  tripulando  la  camioneta  de  su 
pertenencia,  matriculada  bajo  el  númei-o 
2389,  y que  manejaba  Luis  Vega,  llevando 
como  ayudante  a Héctor  González;  al  lle- 
gar a la  casa  denominada  “El  Volcán”  vie- 
ron aproximarse  un  camión  cargado  de 
madera;  el  referido  vehículo  llevaba  luz 
completa  y caminaba  a toda  velocidad.  El 
chauffeur  de  la  camioneta  tomó  su  dere- 
cha, dejando  un  espacio  de  más  de  diez 
metros  para  que  el  camión  pasara,  y al 
mismo  tiempo,  moderó  la  velocidad  del 
carro  que  conducía,  probablemente  el 
chauffeur  del  camión  iba  beodo,  pues 
continuó  su  marcha  sobre  su  izquierda 
hasta  que  el  vehículo  que  manejaba  fué  a 
chocar  con  la  camioneta,  sufriendo  ésta 
grandes  desperfectos;  junto  a Vega  iba  el 
pasajero  Rosalio  Toe,  quien  fué  lesionado 
por  las  trozas  que  llevaba  el  camión;  y al 
ver  el  conductor  de  aquel  carro  el  resulta- 
do de  su  imprudenicia  apagó  las  luces 
alejándose  a gran  velocidad.  Luis  Vega  y 
Héctor  González  corroboraron  lo  manifes- 
tado por  Juárez  Rodríguez.  Toe  dijo:  que 
sólo  recordaba  haber  tomado  pasaje  para 


esta  ciudad  (Guatemala)  en  una  camione- 
ta, que  emprendieron  la  marcha  y después 
ya  no  se  dió  cuenta  de  nada  por  haber 
perdido  el  conocimiento.  En  la  inspección 
ocular  practicada  por  el  Juez  menor  de 
Mixeo  se  hizo  constar  lo  que  sigue:  a la 
orilla  del  camino  fué  encontrada  la  ca- 
mioneta número  2389,  que  caminaba  ha- 
cia el  lado  derecho  de  la  carretera.  A la 
izquierda  de  la  camioneta  se  observó  que 
habla  un  espacio  de  nueve  metros  de  an- 
chura, suficiente  terreno  para  dar  paso  a 
dos  carros,  y por  este  motivo  se  dedujo 
que  el  conductor  del  camión  pudo  muy 
bien  evitar  el  accidente  con  sólo  haber 
tomado  su  derecha;  y por  los  daños  oca- 
sionados a la  camioneta,  se  llegó  a la  con- 
clusión de  que  las  trozas  ya  mencionadas, 
al  rozar  con  aquélla  los  hablan  producido. 
Elena  Peralta  declaró;  que  habita  la  casa 
denominada  “El  Volcán”,  y cuando  acae- 
ció el  accidente  habla  oido  un  gran  ruido 
en  el  camino  y al  salir  a ver  lo  que  suce- 
día, notó  que  pasaba  un  camión  con  las 
luces  apagadas  y a toda  velocidad.  Jesús 
Morales  Girón  refiere:  que  venia  de  Tec- 
pán  Guatemala  manejando  el  camión  nú- 
mero 2147,  cargado  de  trozas,  al  llegar  a 
“El  Volcán”  encontró  una  camioneta;  que 
acababa  de  pasar  una  carreta  y al  lado  iz-' 
quierdo  de  la  camioneta  iba  un  grupo  de 
peatones  y por  salvar  a éstos  cambió  de 
rumbo,  y al  tomar  nuevamente  su  dere- 
cha, con  las  puntas  de  las  trozas  pasó  ro- 
zando la  camioneta,  pero  no  se  dió  cuen- 
ta de  que  la  habla  dañado,  pues  apenas 
sintió  el  roce,  y continuó  su  marcha  con 
la  velocidad  reglamentaria  y las  luces  en- 
cendidas. Según  consta  en  el  informe 
Médico  legal.  Toe  tardó  en  curarse  las  le- 
siones que  sufriera  cuarenta  dias,  quedán- 
dole limitados  los  movimientos  de  prona- 
ción y supinación  del  antebrazo  izquierdo. 
Los  daños  causados  a la  camioneta  se  va- 
loraron en  la  cantidad  de  once  quetzales. 
Francisco  Soto  y José  Campos  declararon 
que  José  Morales  Girón,  cuando  trabaja, 
presta  la  debida  atención  y cumple  con 
todos  los  preceptos  del  Reglamento  de 
tráfico.  Guillermo  Méndez  y Rosendo  Pé- 
rez afirman  que  Girón  Morales  no  tuvo 
culpa  en  el  hecho  que  ha  originado  su  en- 
causamiento. 

El  Juez  4o.  de  la.  Instancia  del  Depar- 
tamento de  Guatemala,  le  puso  fin  a la 
causa  declarando:  lo.  que  Jesús  Morales 
Girón  es  autor  del  delito  de  lesiones  co- 
metido por  imprudencia  temeraria,  por 
cuyo  hecho  le  impone  la  pena  de  tres  años 
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de  prisión  correccional,  que  con  abono  de 
la  prisión  sufrida  extinguirá  en  la  Peni-' 
tenciaria  Central;  le  permite  conmutar 
las  dos  terceras  partes  d’e  la  pena  a razón 
de  diez  centavos  de  quetzal  por  día;  lo 
suspende  en  el  ejercicio  de  sus  derechos 
políticos  durante  el  tiempo  de  la  conde- 
na; lo  deja  afecto  a las  responsabilidades 
civiles  provenientes  del  delito;  le  exonera 
de  reponer  el  papel  empleado  en  su  cau- 
sa; y 2o-  lo  condena  al  pago  de  los  gastos 
ocasionados  con  motivo  de  la  curación  del 
ofendido  a favor  del  Hospital  General. 

En  segunda  Instancia  el  Procurador  pi- 
dió la  revocatoria  del  fallo,  pues  según 
afirma,  no  hay  prueba  para  condenar  al 
enjuiciado.  El  señor  Fiscal  solicitó,  que 
para  mejor  fallar  se  estableciera,  si  el 
impedimiento  a que  se  refiere  el  Faculta- 
tivo en  su  informe  es  de  carácter  tempo- 
ral o definitivo,  y con  vista  del  resultado 
de  dicha  diligencia,  se  confirmara  el  fallo. 

El  Tribunal  de  segundo  grado  sin  ac- 
ceder a lo  pedido  por  su  Fiscal,  dictó  sen- 
tencia el  veintitrés  de  Julio  retropróximo, 
confirmando  la  del  Juez. 

F2  Procurador  de  la  Sala  interpuso  con- 
tra este  último  pronunciamiento  el  re- 
curso de  casación  denunciando  como  vio-' 
lados  los  artículos  568,  571,  581  inciso  oc- 
tavo. en  relación  con  el  582  y 586  inciso 
primero  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales; 15,  304  incisos  2o.  y 4o.  en  relación 
con  el  434  fracción  última  del  Código  Pe- 
nal. 

Jesús  Morales  Girón,  con  auxilio  del  Li- 
cenciado Fabián  Imeri,  interpuso  también 
recurso  de  casación  citando  como  infrin- 
gidos  los  artículos  primero,  sexto  y nove- 
no que  menciona  el  Procurador  en  su  es- 
crito fecha  tres  de  Agosto  próximo  pasa- 
do, y además  el  articulo  304  inciso  terce- 
ro del  Código  Penal. 

/» *• 

CONSIDERANDO : 

Que  como  lo  estima  la  Sala  sentencia- 
dora, con  las  declaraciones  de  Francisco 
Juárez  Rodríguez  y Héctor  González;  los 
hechos  confesados  por  Jesús  Morales  Gi- 
rón, y la  inspección  ocular  que  practicó 
en  el  teatro  del  suceso,  el  Juez  que  instru-' 
yó  las  primeras  diligencias,  quedó  plena- 
mente establecida  la  responsabilidad  cri- 
minal del  procesado  en  el  accidente  de  que 
se  trata,  el  que  fué  debido  a graves  in- 
fracciones del  Reglamento  del  Tránsito 
por  parte  del  enjuiciado  al  no  tomar  su  de- 
reclja  ni  guardar  las  demás  precaucioites 


del  caso  en  presencia  del  peligro  que  su 
razón  debió  prever,  pues  de  no  mediar  ta- 
les infracciones  el  accidente  no  se  habría 
producido;  en  consecuencia  el  hecho  le  es' 
imputable  como  acción  culposa  de  su  par- 
te y debe  ser  reprimido  con  la  pena  que 
determina  el  inciso  4o.  del  articulo  304  en 
relación  con  lo  dispuesto  en  la  fracción 
última  del  artículo  434  del  Código  Penal, 
en  virtud  de  que  las  lesiones  produjeron 
al  ofendido  incapacidad  para  el  trabajo 
por  más  de  treinta  días  y no  impedimento 
definitivo  para  los  movimientos  del  bra- 
zo lesionado,  como  afirma  la  Sala,  pues 
según  puede  verse  en  el  informe  respecti- 
vo, a Toe  le  queda  “una  limitación  de  los 
movimientos  de  pronación  y supinación 
del  antebrazo  izquierdo” . No  siendo  dable 
apreciar  como  definitivo  ese  impedimento 
por  no  consignarse  así  en  el  referido  in- 
forme, circunstancia  que  muy  bien  pudo 
establecerse,  si  en  su  oportunidad,  se  hu- 
biera practicado  la  diligencia  pedida  por 
el  señor  representante  de  la  vindicta  pú- 
blica. De  lo  que  acaba  de  ser  relacionado 
se  infiere  que  el  Tribunal  de  2a.  Instan- 
cia al  imponer  a Morales  Girón  la  pena 
de  tres  años  de  prisión  correccional  in- 
fringió el  inciso  3o.  del  artículo  304  del  Có- 
digo Penal  en  relación  con  la  fracción 
tercera  del  artículo  434  del  mismo  cuerpo 
de  leyes. 

CONSIDERANDO  : 

Que  el  enjuiciado  para  evitar  el  acci- 
dente pudo  parar  el  camión  que  maneja- 
ba, pero  no  lo  hizo,  y tanto  por  este  moti- 
vo como  porque  el  dicho  de  sus  testigos 
carecen  de  vero.similitud,  en  atención  a 
las  demás  constancias  procesales,  dicha 
prueba  es  inadmisible.  Articulo  583  y 586 
del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  ob- 
servancia de  las  disposiciones  citadas  y de 
los  artículos  687  y 729  del  cuerpo  legal 
últimamente  mencionado,  declara:  que 
ha  lugar  al  recurso  interpuesto,  y en  con- 
secuencia CASA  Y ANULA  la  ejecutoria 
recurrida,  y resuelve:  que  Jesús  Morales 
Girón  es  autor  del  delito  de  lesiones  cau- 
sadas por  imprudencia  con  infracción  de 
reglamentos,  y por  este  hecho  punible  le 
impone  un  año  d'e  prisión  correctiva,  pe- 
na que  con  abono  del  tiempo  padecido,  de- 
berá extinguir  en  la  Penitenciaria  Cen- 
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tral;  le  permite  conmutar  hasta  las  dos 
terceras  partes  de  dicha  pena  a razón  de 
diez  centavos  de  quetzal  diarios;  le  exo- 
nera de  reponer  el  papel  empleado  en  la 
causa  al  del  sello  respectivo;  lo  suspend'e 
en  el  ejercicio  de  sus  derechos  politicos  du- 
rante el  tiempo  de  la  condena;  lo  deja 
afecto  al  pago  de  las  responsabilidades  ci- 
viles derivadas  del  hecho  delictuoso;  y lo 
condena  al  pago  de  los  gastos  que  hizo  el 
Hospital  General  con  motivo  de  la  cura- 
ción de  Rosalío  Toe. 

Notifiquese,  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

M*- 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — ■ Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Jvnn  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Virginia  Monterroso 
Beltrán,  por  allanamiento  de  morada. 

DOCTRINA:  Los  Tribunales  decidirán  en 
la  prueba  de  testigos  cuando  hubiere 
igual  número  de  uña  y otra  parte,  por 
el  dicho  de  los  que  merezcan  mayor  con- 
fianza en  razón  de  su  probidad,  veraci- 
dad y conocimiento. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
siete  de  Octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  que  el 
nueve  de  agosto  del  año  en  curso  dictó  la 
Sala  la.  de  Apelaciones  en  el  proceso  que 
por  allanamiento  de  morada  se  siguió  con- 
tra Virginia  Monterroso  Beltrán. 

RESULTA: 

El  tres  de  noviembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y tres,  se  presentó  por  escrito 
Enrique  González  Chacón  ante  el  Juez  6o. 
de  Paz,  acusando  a Virginia  Monterroso  y 
a su  hija  Elena  del  mismo  apellido,  por 
haber  allanado  su  morada  en  donde  vivía 
con  su  esposa,  la  que  estaba  recién  levan- 
tada de  un  parto  y a quien  inj  uriaron  soez- 
mente. 

Puieron  examinados  Francisco  Quiñó- 
nez,  Irene  Paredes  y José  González,  pro- 
puestos en  la  querella,  habiendo  expresa- 
do los  tres  que  como  a las  catorce  horas 


del  mencionado  dia  presenciaron  que  las 
Monterroso  penetraron  a la  tienda  de  la 
señora  de  González,  quien  estaba  en  ca- 
ma y la  injuriaron. 

Fué  capturada  únicamente  Virginia 
Monterroso  e indagada  declaró  que  Enri- 
que González  es  su  primo  y por  haber  sa- 
bido que  su  mujer  se  expresaba  mal  de 
ellas  tratándolas  de  ladronas  de  gallinas 
y prostituidas,  le  reclamó  en  momentos 
en  que  dicho  señor  estaba  en  la  puerta  de 
su  tienda;  de  allí  se  originó  un  disgusto 
en  el  que  González  y su  mujer  la  injuria- 
ron y ella  a su  vez  les  contestó,  sin  que 
haya  tenido  que  entrar  a la  casa  pues  to- 
do ocurrió  en  la  calle. 

Durante  el  plenario  ambas  partes  pro- 
pusieron testigos.  El  acusador  presentó  un 
interrogatorio  que  fué  contestado  afirma- 
tivamente por  Eulogio  Quiroa  y Francis- 
-o  Gómez,  sin  que  agregaran  una  sola  pa- 
labra. El  defensor  pidió  el  examen  de  Per- 
fecta González  de  Picot  y Victoria  Monte- 
rroso, las  dos  parientes  cercanas  del  acu- 
sador y procesada;  contestaron  afirmati- 
vamente el  interrogatorio  y dieron  amplia 
y completa  explicación  de  lo  ocurrido,  lo 
cual  presenciaron,  negando  rotundamente 
que  Victoria  Monterroso  haya  penetrado 
a la  tienda  pues  el  hecho  pasó  en  plena 
calle. 

El  Juez  6o-  de  la.  Instancia  dictó  sen- 
tencia declarando  la  culpabilidad  de  la 
procesada  a quien  condenó  a ocho  meses 
de  arresto  mayor  conmutables  a diez  cen- 
tavos diarios,  dejando  abierto  el  procedi- 
miento contra  Elena  Monterroso. 

En  2a.  Instancia  se  recibió  la  declara 
ción  de  otro  testigo  citado  como  presen- 
cial, Adrián  Barillas,  quien  manifestó  que 
el  dia  de  autos  estaba  con  González  en  la 
puerta  de  su  casa  cuando  comenzó  el 
pleito  con  Virginia  Monterroso;  el  depo- 
nente se  diespidió  y se  fué  sin  haber  visto 
el  final,  pero  hasta  el  momento  en  que 
estuvo  allí  no  había  ocurrido  allanamien- 
to alguno. 

También  se  presentó  una  certificación 
de  la  Jefatura  Política  de  este  departa- 
mento para  demostrar  el  motivo  de  ene- 
mistad que  existia  entre  Virginia  Monte- 
rroso y el  testigo  del  acusador  Francisco 
QuLñónez. 

El  F’iscal  y Procurador  pidieron  la  revo- 
catoria del  fallo  estimando  la  falta  d'e 
prueba  plena  para  condenar,  jjero  la  Sa- 
la, en  sentencia  de  nueve  de  agosto  del 
corriente  año,  confirmó  la  resolución  ape- 
lada. 
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El  Fiscal  licenciado  Martinez  Perales  es- 
timando violados  los  artículos  568,  583  in- 
ciso lo.  y 584  de  Procedimientos  Penales, 
introdujo  recurso  de  casación;  y llegado  el 
día  de  la  vista  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

De  las  declaraciones  producidas  en  la 
causa,  la  del  testigo  Francisco  Quiñónez  es 
inaceptable  por  falta  die  imparcialidad, 
pues  establecida  se  encuentra  su  enemis- 
tad con  la  acusada,  contra  quien  se  pro- 
dujo; y las  de  los  testigos  Eulogio  Quiroa 
y Francisco  Gómez  carecen  de  verdad  le- 
gal por  no  dar  razón  de  su  dicho.  Quedan 
únicamente  dos  declaraciones  de  cargo 
contra  dos  de  la  defensa,  pero  aparte  de 
que  los  testimonios  de  éstas  merecen  ma- 
yor confianza  por  la  calidad  de  las  testi- 
gos, los  amplios  detalles  que  dan  del  he- 
cho, su  conformidad  en  las  contestaciones 
a las  repreguntas  y demás  circunstancias, 
es  el  caso  que  de  todos  modos  la  prueba 
queda  destruida  por  ser  igual  el  número 
de  testigos  de  ambas  partes  que  pueden 
apreciarse. 

En  consecuencia,  de  conformidad  con 
las  disposiciones  de  los  artículos  584  y 563 
de  Procedimientos  Penales,  no  hay  prue- 
ba del  hecho,  ni  puede  condenarse  a la 
acusada.  Como  la  Sala  confirmó  la  con- 
denatoria del  Juez,  contra  lo  dispuesto  en 
estos  artículos  es  procedente  el  recurso 
que  introdujo  el  señor  Fiscal  de  la  propia 
Sala. 

POR  TANTO; 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo además  en  los  artículos  686  y 687  de 
Procedimientos  Penales,  CASA  Y ANULA 
la  sentencia  recurrida  y resolviendo  en  la 
principal  declara  absuelta  del  cargo  de 
allanamiento  de  morada  a Virginia  Mon- 
te ríoso. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  María  Teresa  Rosales 
Ramírez,  por  aborto. 

DOCTRINA:  La  concurrencia  del  embara- 
zo, el  dolo,  los  medios  violentos,  y la 
muerte  del  feto,  son  las  características 
del  delito  de  aborto. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y ocho  de  Octubre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  de  que  más  adelante  se  hará 
mérito,  dictada  eñ  el  proceso  instruido 
contra  María  Teresa  Rosales  Ramírez  por 
el  delito  de  aborto. 

RESULTA: 

El  Teniente  Coronel  don  Carlos  H.  ESco- 
bedo.  Comisario  de  la  Pohcia  de  Mazate- 
nango,  dió  parte  por  escrito  al  Juez  de  Paz 
de  aquella  localidad,  con  fecha  nueve  de 
Mayo  del  corriente  año,  de  que  la  Rosales 
Ramírez  el  dia  anterior  (8  de  Mayo)  ha- 
bía abortado  de  una  manera  intencional; 
que  por  la  tarde  del  martes,  María  Teresa 
mandó  a Teresa  Urízar  a la  Farmacia  de 
los  señores  “López  y Cía.”  para  que  le  com- 
prara unas  “pastillas  parturientas”,  dicien- 
do que  las  necesitaba  para  una  mujer  del 
monte;  que  se  tenía  conocimiento  de  que 
la  Rosales  estaba  encinta,  y que  la  misma 
María  Teresa  había  mandado  a la  Urizar 
a lavar  al  río  ropa  ensangrentada.  Fran- 
cisco Javier  Inestroza,  agente  de  la  poli- 
cía nacional,  declaró  haber  visto  a la  en- 
juiciada en  estado  interesante  y que  el  sie- 
te de  Mayo  observó  que  dicha  persona  ha- 
bía salido  de  cuidado,  y por  conocer  a la 
Rosales,  quien  no  es  de  muy  buenos  ante- 
cedentes, sospechó  que  talvez  intencional- 
mente hubiese  abortado.  Enrique  Arévalo 
Barrios,  Sargento  de  la  Policía  Nacional, 
dijo:  que  al  pasar  por  la  ribera  del  Sis  vió 
que  Teresa  Urizar  se  ocupaba  en  lavar  ro- 
pa manchada  con  sangre,  de  mujer;  y que 
al  interrogar  el  Comisario  de  Policía  a la 
Urízar,  ésta  manifestó  que  la  ropa  que  ha- 
bía lavado  era  de  María  Teresa  Rosales. 
Refiere  Teresa  Urizar  que  la  procesada  le 
suplicó  fuera  a la  Farmacia  de  los  señores 
López  a comprarle  tres  pastillas  de  “par- 
to”, dándole  para  ello  la  suma  de  veinti- 
cinco centavos  de  quetzal;  que  fué  a la 
Botica  y ahí  le  despacharon  las  menciona- 
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das  pastillas;  que  antes  de  ir  a la  Farma- 
cia, la  Rosales  le  había  dicho  que  las  pas- 
tillas eran  para  una  señora  del  monte;  la 
dicente  no  se  dió  cuenta  de  que  su  anti- 
gua vecina  estuviera  embarazada;  el  día 
ocho  la  Rosales  la  llamó  para  que  le  lava- 
ra unas  combinaciones,  d'os  calzones  y 
unas  sábanas  con  sangre  fresca,  coágulos 
y ‘‘■piltrafas”  sanguinolentas;  y al  pregun- 
tarle la  dicente  a la  Rosales  sobre  el  ori- 
gen de  aquella  sangre  ésta  le  respondió 
que  era  de  su  “enfermedad”.  El  Doctor  don 
Fernando  Díaz,  Cirujano  del  Hospital  de 
Mazatenango,  informó  que  la  encausada 
tenia  señales  evidentes  de  aborto,  no  pu- 
diendo  determinar  la  edad  del  producto 
de  la  concepción;  y concluyó  su  informe 
pidiendo  el  nombramiento  de  otro  exper- 
to para  que  dictaminara  acerca  del  caso 
que  habla  sido  sometido  a su  estudio.  De- 
signado el  Doctor  don  Francisco  Lemus, 
Cirujano  Departamental,  para  practicar 
un  nuevo  reconocimiento  en  la  persona  de 
María  Teresa  Rosales,  dicho  Facultativo 
expuso  lo  que  a continuación  se  expresa: 
que  la  Rosales  tenía  dilatado  el  cuello  ute- 
rino y ligeramente  ulcerado  hacia  el  lado 
externo;  y había  una  ligera  hemorragia; 
que  posiblemente  hubo  algún  aborto;  pe- 
ro no  era  posible  apreciar  la  edad  del  fe- 
to. María  Teresa  Rosales  Ramírez  dando 
respue.sta  a las  preguntas  que  le  fueron 
dirigidas  por  el  Juez  menor  de  Mazate- 
nango, expuso:  que  no  sabía  si  estaba  en- 
cinta, pues  aunque  vivió  once  meses  con 
Luis  Felipe  Cabrera,  hacia  uñ  mes  que  se 
había  separado  de  Cabrera;  el  siete  de 
Mayo  le  vino  la  regla  a su  tiempo;  su 
menstruación  fué  tan  general  como  las  de 
costumbre  sin  notar  nada  extraño;  man- 
dó comprar  con  Teresa  Urízar  tres  cápsu- 
las de  quinina,  pues  estaba  con  dolor  de 
cabeza,  de  cuerpo  y sentía  algo  de  fiebre, 
y en  la  Oficina  de  Sanidad  ya  le  habían 
recetado  esa  medicina  contra  el  paludis- 
mo; que  si  estaba  embarazada  seria  de 
unos  quince  dias,,  porque  el  veinticinco 
de  cada  mes  le  venía  su  regla,  pero  viendo 
que  hasta  el  siete  de  Mayo,  no  se  mani- 
festaba aún  la  menstruación,  dispuso  to- 
mar las  mencionadas  pastillas,  y al  día  si- 
guiente le  comenzó  su  regla  como  de  cos- 
tumbre sin  producirle  estragos  de  ningu- 
na clase;  y con  el  testimonio  de  Margari- 
ta y Gerardo  Aguja  e Ignacia  v.  de  Reyna 
podía  probar  que  no  estaba  encinta.  Es- 
tas personas  al  ser  examinadas  corrobora- 
ron lo  manifestado  por  la  enjuiciada. 


El  Juez  de  la.  Instancia  del  Departa- 
mento de  Suchitepéquez  absolvió  a María 
Teresa  Rosales  Ramírez  del  cargo  que  se 
le  había  formulado,  por  estimar  que  no 
existe  prueba  para  condenarla. 

La  Sala  6a.  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
el  treinta  de  Julio  del  corriente  año,  im- 
probó la  sentencia  del  Juez  e impuso  a la 
procesada  por  el  delito  de  aborto  un  año 
y cuatro  meses  de  prisión  correccional,  que 
con  abono  del  tiempo  padecido  deberá 
purgar  en  la  Prisión  de  Mujeres  de  la  ca- 
pital (Guatemala),  pena  que  le  permite 
conmutar  en  sus  dos  terceras  partes  a ra- 
zón de  diez  centavos  de  quetzal  por  cada 
día  y por  ser  pobre  no  la  obliga  al  pago 
del  papel  empleado  en  su  causa. 

Contra  la  sentencia  de  segimdo  grado, 
María  Teresa  Rosales  Ramírez,  con  auxi- 
lio del  Abogado  don  Domingo  E.  Palacios, 
interpuso  el  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación denunciando  como  infringidos  los 
artículos  568  de  Procedimientos  Penales  y 
15  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  concurrencia  del  embarazo,  el 
dolo,  los  medios  violentos  y la  muerte  del 
feto  son  las  características  del  delito  de 
aborto.  En  el  caso  sub-júdice  ninguno  de 
estos  elementos  se  encuentra  establecido 
de  una  manera  plena.  En  efecto,  en  las 
respuestas  que  dió  la  procesada  a las  pre- 
guntas tendientes  a probar  su  estado  in- 
teresante, sólo  en  una  de  ellas  manifiesta 
que  si  estaba  en  cinta,  sería  de  unos  quin- 
ce días,  pues  el  veinticinco  de  cada  mes 
“le  venia  su  enfermedad”,  pero  que  pasó 
esa  fecha,  y hasta  el  siete  del  mes  inme- 
diato (Mayo  1935),  observando  que  sus  re- 
glas se  habían  suspendido,  tomó  las  pasti- 
llas de  quinina  que  se  dejan  ya  menciona- 
das y por  este  motivo  al  siguiente  día  de 
haberlas  tomado  le  apareció  su  flujo 
menstrual,  siendo  de  advertir  que  en  to- 
das las  demás  contestaciones  que  dió,  nie- 
ga haber  estado  embarazada.  Lo  relacio- 
nado en  manera  alguna  debe  de  apreciar- 
se como  una  confesión  paladina  de  la  pre- 
ñez de  María  Teresa  Rosales  dada  la  for- 
ma supositiva  en  que  la  hizo,  y teniendo 
en  cuenta  además,  lo  manifestado  por  los 
facultativos  que  la  reconocieron,  y el  he- 
cho muy  significativo  de  no  haberse  de- 
terminado la  existencia  del  óvulo  entre  los 
coajarones  de  sangre  expulsados  por  aqué- 
lla. En  virtud  de  todo  lo  expuesto,  se  vie- 
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ne  en  conocimiento  de  que  carece  de  base 
el  proceso  incoado  en  su  contra,  artículo 
259  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les. Sin  estar  demostrada  la  preexisten- 
cia del  acto  punible  que  se  imputa  a la  en- 
causada y su  delincuencia,  es  indubitable 
que  no  procede  infligirle  pena  alguna.  Y 
al  estimar  lo  contrario  el' Tribunal  de  2a. 
Instancia,  quebrantó  la  disposición  conte- 
nida en  el  articulo  568  del  Código  que  aca- 
ba de  mencionarse. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  prescrito  por  el  articulo 
687  del  Cuerpo  legal  últimamente  citado, 
declara  que  ha  lugar  al  recurso  interpues- 
to y en  consecuencia  CASA  Y ANULA  la 
ejecutoria  recurrida  y absuelve  a María 
Teresa  Rosales  Ramírez  del  cargo  que  se 
le  formuló  por  el  delito  de  aborto. 

Notifíquese,  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade.—  Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Justo  Salguero  Cordón, 
por  lesiones. 

DOCTRINA:  No  incurre  en  responsabili- 
dad criminal,  el  que  al  ejecutar  un  acto 
licito  con  la  debida  diligencia,  causa  un 
mal  por  mero  accidente,  sin  culpa  ni  in- 
tención de  causarlo. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y ocho  de  Octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  que  más  adelante  se  relatará 
dictada  en  el  proceso  instruido  contra  Jus- 
to Salguero  Cordón  por  el  delito  de  lesio- 
nes causadas  a Rosa  Valdés. 

RESULTA: 

El  proceso  fué  iniciado  por  el  Juez  de 
Paz  de  Puerto  Barrios  con  fecha  diez  y 
nueve  de  Mayo  próximo  pasado,  en  virtud 
de  haberle  dado  parte  Miguel  Hernández, 


alcalde  Auxiliar  de  la  aldea  “Esquimo”  de 
que  Justo  Salguero  Cordón,  como  a las 
veintidós  horas,  había  lesionado  a Rosa 
Valdés,  quien  al  ser  examinada  refirió  lo 
que  sigue:  que  el  diez  y nueve  de  Mayo 
por  la  noche  su  patrón  Mr.  Letsingar,  la 
esposa  de  este  señor,  don  Carlos  Moüna  y 
las  señoritas  May  y Passy  se  encontraban 
en  la  Sala  conversando,  mientras  ella  y el 
sirviente  Justó  Salguero  efectuaban  los 
últimos  trabajos  del  día,  que  terminaron 
como  a las  veintidós  horas,  y tanto  Sal- 
guero como  la  dicente  comenzaron  a pre- 
parar su  viaje,  pues  ambos  duermen  fue- 
ra de  ia  casa  de  sus  patrones;  que  Justo 
le  colocaba  los  proyectües  al  revólver  que 
siempre  lleva  consigo,  empuñando  el  ar- 
ma con  la  mano  derecha,  y al  pasar  la  de- 
clarante frente  a Justo  y por  broma  que 
últimamente  entendió  mal,  con  la  mano 
izquierda  le  dió  un  tirón  al  cañón  de  la 
pistola  que  tenia  Salguero,  el  arma  dis- 
paró y una  de  las  balas  le  hirió  el  pecho; 
lo  sucedido  fué  una  contingencia  ocasio- 
nada por  el  juego  que  no  premeditó,  y de 
este  hecho  Salguero  es  completamen- 
te ñiocente,  pues  es  honrado  y humilde  y 
no  tiene  con  la  dicente  antecedentes,  y las 
personas  que  mencionó  anteriormente,  no 
se  dieron  cuenta  de  lo  acaecido,  porque 
hay  dos  piezas  entre  la  cocina  y la  sala. 
Justo  Salguero  Cordón  refiere:  que  la  no- 
che de  autos,  conversaba  con  su  mujer  Ro- 
sa Valdés  en  la  bodega  de  la  casa  del  se- 
ñor Letsingar,  cuando  al  tomar  su  revól- 
ver para  colocárselo  en  la  cintura  su  mu- 
jer en  broma  le  dijo:  “va  pues,  vámonos” 
y le  dió  un  jaloncito  de  la  manga  de  la  ca- 
misa y al  mismo  tiempo  se  volvió  para  ir- 
se, entonces  él  (Salguero)  sintió  que  la 
pistola  se  le  caía  y quiso  agarrarla  fuerte- 
mente para  evitar  que  cayera,  pero  por 
desgracia  disparó  un  tiro,  hiriendo  a Ro- 
sa. El  Juez  menor  de  Puerto  Barrios  hizo 
constar  que  el  revólver  con  que  fué  hecho 
el  disparo  es  calibre  treinta  y dos,  Smith 
y Wesson,  mango  niquelado  tenia  tres  ti- 
ros sin  disparar  y una  cápsula;  el  cañón 
del  arma  estaba  ahumado  asi  como  el 
tambor  y la  boca  de  la  cápsula  ya  mencio- 
nada. El  Médico  y Cirujano  del  Hospital 
de  Quiriguá,  Dr.  R.  Aguilar  informó:  que 
Rosa  Valdés  tenia  una  lesión  producida 
por  proyectil  de  arma  de  fuego  sobre  la 
región  escapulo-clavicular  del  hombro  de- 
recho, con  agujero  de  entrada  probable- 
mente en  la  parte  posterior  del  hombro  a 
nivel  de  la  región  supra-espinosa  d'el  ornó- 
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plato  derecho,  y el  agujero  de  salida  a ni- 
vel del  tercio  externo  de  a región  clavicu- 
lar derecha,  probabemehte.  La  trayectoria 
del  proyectil  parece  ser  de  atrás  a adelan- 
te, de  dentro  afuera  y casi  horizontal,  ha- 
biendo interesado  la  piel  el  tejido  celular 
subcutáneo  y músculos,  produjo  una  frac- 
tura compuesta  y conminuta  de  la  clavi- 
cula derecha.  El  mismo  Facultativo  en 
ampliación  a su  informe  expresó  lo  que  si- 
grue:  que  la  herida  de  referencia  sanaría 
en  diez  y ocho  dias  de  tratamiento  Médi- 
co, dejando  temporalmente  un  impedi- 
mento para  el  movimiento  completo  de  la 
extremidad  superior  derecha. 

El  Juez  de  la.  Instancia  del  Departa- 
mento de  Izabal  le  dió  fin  a la  causa,  ab- 
solviendo al  procesado  del  cargo  que  se  le 
había  formulado  por  el  delito  de  lesiones 
por  imprudencia  temeraria,  en  virtud  de 
estar  exento  de  responsabilidad  criniinal. 

La  Sala  5a.  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
el  diez  y seis  de  Agosto  retropróximo  des- 
aprobó la  sentencia  de  primer  grado  de- 
clarando: que  el  enjuiciado  es  autor  del 
delito  de  lesiones  por  imprudencia  teme- 
raria y por  este  hecho  delictivo  le  inflige 
seis  meses  de  arresto  mayor  rebajados  en 
una  tercera  parte  y conmutables  en  su  to- 
talidad, a razón  de  diez  centavos  por  ca- 
da día;  pena  que  con  abono  de  la  prisión 
sufrida  deberá  purgar  en  la  cárcel  Depar- 
tamental; lo  suspende  en  el  ejercicio  de 
sus  derechos  políticos  durante  el  tiempo 
de  la  condena;  lo  obliga  al  pago  de  las  res- 
ponsabilidades civiles  provenientes  del  de- 
lito y a la  reposición  de  papel  empleado 
en  la  causa  al  del  sello  respectivo.  Elsta 
sentencia  fué  dictada  por  mayoría  habien- 
do votado  en  contra  el  señor  Magistrado 
don  Ramón  Cadena. 

Contra  la  sentencia  de  segunda  Instan- 
cia, Justo  Salguero  Cordón  con  auxilio  del 
Abogado  don  José  Dolores  Mayorga,  inter- 
puso el  recurso  extraordinario  de  casación 
denunciando  como  violados  los  artículos 
15,  20  inciso  octavo  del  Código  Penal;  568, 
570  inciso  6o.  609  y 614  de  Procedimientos 
Penales. 

C O N S I D E R ANDO: 

Que  el  enjuiciado  con  las  precauciones 
que  estaban  a su  alcance  y posibilidad 
cargaba  el  revólver,  cuando  a consecuen- 
cia de  haberle  dado  la  Valdés  un  tirón  de 
la  manga  de  la  camisa,  nerviosamente 
apretó  el  arma  para  evitar  que  cayera  al 
suelo,  produciéndose  el  disparo  que  hirió 
a la  ofendida,  sin  que  por  parte  de  aquél 


hubiese  culpa  o intención  de  causar  mal 
alguno  al  ejecutar  el  acto  licito  que  aca- 
ba de  mencionarse,  ya  que  de  no  haber 
intervenido  Rosa  Valdés  en  la  forma  que 
lo  hizo,  y de  una  manera  impremeditada 
como  ella  misma  afirma,  el  hecho  tampo- 
co se  hubiera  verificado;  por  consiguien- 
te, la  Sala  sentenciadora  al  declarar  que 
el  procesado  es  responsable  del  delito  de 
lesiones  por  imprudencia  temeraria,  in- 
fringió el  inciso  8o.  del  articulo  20  del  Có- 
digo Penal. 

Establecida  como  se  encuentra  la  irres- 
ponsabilidad criminal  del  encausado,  en 
el  caso  sub-júdice,  procede  hacer  la  decla- 
ratoria que  corresponde,  artículos  731  y 
735  del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  obser- 
vancia de  lo  estatuido  por  el  articulo  687 
del  Código  de  Procedimientos  Penales,  de- 
clara: lo.  que  ha  lugar  al  recurso  inter- 
puesto; y 2o.  que  CASA  Y ANULA  la  eje- 
cutoria recurrida  y absuelve  a Justo  Sal- 
guero Cordón  del  cargo  que  se  le  formuló, 
en  virtud  de  estar  exento  de  responsabili- 
dad criminal. 

Notifiquese,  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes,  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — ■ José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mí,  Juan  Fernández  C„  Secretario. 

CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  José  Ochoa  Anleu  y 
Coronel  Marcial  Prem  Marroquín,  por 
malversación  de  caudales  y efectos  pú- 
blicos. 

DOCTRINA:  La  confesión  judicial,  presta- 
da libremente,  por  persona  capaz,  cons- 
tituye plena  prueba  en  su  contra,  si  reú- 
ne todas  las  condiciones  requeridas  por 
la  Ley,  para  su  validez  en  juicio. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cuatro  de  Noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Para  resolverlo,  se  examina  el  recurso 
extraordinario  de  casación  introducido  por 
José  Ochoa  Anleu,  con  auxilio  del  Aboga- 
do Jesús  Hernández  Somoza,  contra  la  sen- 
tencia ejecutoria  proferida  por  la  Sala  la, 
de  la  Corte  de  Ape’ aciones  el  veintinueve 
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de  agosto  del  año  en  curso,  en  el  proceso 
seguido  al  recurrente  y,  al  Coronel  Mar- 
cial Prem  Marroquin,  por  los  delitos  de 
malversación  de  caudales  y efectos  públi- 
cos, y,  al  primero,  además,  por  infidelidad 
en  la  custodia  de  documentos. 

El  recurrente  Ochoa  Anleu,  señala  como 
violados  por  la  Sala  sentenciadora  los  Ar- 
tículos 186  y 187  del  Decreto  1928,  259,  364, 
373,  374  inciso  2o.,  377,  568,  609  circunstan- 
cia la.  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales, 730  incisos  lo.,  2o.,  9o.,  11,  13,  14  y 16, 
1008  y 1388  inciso  lo.  del  Código  Fiscal. 

En  los  autos  que  sirven  de  antecedentes 
al  recurso  examinado,  consta  lo  siguien- 
te: 

E3  veintiuno  de  diciembre  del  año  de  mil 
novecientos  treinta  y cuatro,  el  Inspector 
de  Hacienda,  Coronel  GuUlermo  Flores, 
dió  parte  al  Juez  de  primera  Instancia  del 
extinto  Departamento  de  Amatitlán,  de 
que  se  habla  cometido  el  delito  de  mal- 
versación de  caudales  y efectos  públicos, 
en  la  Receptoria-Pagaduria  que  estaba  a 
cargo  del  Coronel  Prem  Marroquin. 

Al  iniciarse  el  procedimiento  criminal, 
el  Coronel  Flores,  expuso:  que  con  motivo 
de  la  revisión  que  se  hizo  en  la  cuenta  de 
boletos  de  la  contribución  del  tres  por  mi- 
llar, pudo  constatarse  de  uña  manera 
fehaciente,  que  hadan  falta  boletos  o su 
equivalente  en  efectivo,  por  valor  de  SEIS- 
CIENTOS CINCUENTA  Y CUATRO  QUET- 
ZALES, SETENTA  Y DOS  CENTAVOS.  Por 
dicho  motivo,  revisó  de  nuevo,  con  toda  mi- 
nuciosidad la  referida  cuenta;  y,  como  el 
resultado  fuera  el  mismo,  pidió  la  deten- 
ción del  Ayudante  de  la  Receptoria-Paga- 
duria Departamental,  José  Ochoa  Anleu, 
por  considerarlo  como  el  inmediatamente 
responsable  del  delito  denunciado.  En  ese 
mismo  momento  expuso  al  Juez  instructor 
lo  sucedido  dándole  copia  del  acta  levan- 
tada con  ocasión  de  las  irregularidades  en- 
contradas en  las  oficinas  cuyas  cuentas 
revisaba. 

José  Ochoa  Anleu  dijo  que,  por  el  mo- 
mento no  le  era  posible  explicar  legalmen- 
te por  qué  faltaba  la  suma  de  SEISCIEN- 
TOS CINCUENTA  Y CUATRO  QUETZA- 
LES, SETENTA  Y DOS  CENTAVOS,  en  la 
cuenta  de  los  boletos  del  tres  por  millar 
que  él  manejaba:  pero,  que  más  adelante 
justificarla  cómo  todo  el  dinero  habla  in- 
gresado en  la  Caja  de  la  Administración, 
con  documentos.  Explicó,  que  tan  pronto 
como  recibía  los  recibos  del  tres  por  mi- 
llar enviados  por  la  Dirección  General  de 
Rentas,  los  cargaba  en  la  cuenta;  y,  al  re- 


mitir el  valor  de  ellos  o los  recibos  no  pa- 
gados, hacia  el  descargo  correspondiente. 
Y,  expuso  su  creencia  de  que  talvez  falta' 
ban  los  aludidos  recibos,  por  haberse  ex- 
traviado algún  paquete  en  el  Correo  o en 
la  cuenta  llevada  en  la  Administración;  lo 
cual  era  factible  probar  con  el  libro  de  co- 
nocimientos de  esta  última  dependencia 
gubernativa. 

En  el  acta  Número  cuarenta  y cuatro, 
levantada  en  la  ciudad  de  Amatitlán  el 
ocho  de  enero  de  mil  novecientos  treinta 
y cuatro,  por  el  Inspector  de  Hacienda, 
Coronel  Flores,  se  hizo  constar  la  respues- 
ta dada  por  el  Coronel  Marcial  Prem  al  ser 
interrogado  con  respecto  a la  existencia 
de  la  negociación  de  recibos  del  Jefe  de  la 
Oficina  Telegráfica  del  ex-Departamento 
de  Amatitlán,  negociación  montante  a la 
suma  de  SETECIENTOS  QUETZALES  y,  la 
cual  pretendía  el  procesado  Ochoa  Anleu 
le  fuera  abonada.  Prem  Marroquin  mani- 
festó, en  esa  ocasión,  que,  al  hacer  entre- 
ga de  su  puesto  Ochoa  Anleu  dió  cuenta. 
como  dinero  efectivo,  con  documentos  que 
representaban  la  suma  indicada  antes;  do- 
cumentos entre  los  que  se  hallaban  los  re- 
cibos del  telegrafista  Sarbelio  Valenzue- 
la.  Que  por  tratarse  de  documentos  de  legí- 
timo abono,  los  recibió,  por  las  razones  si- 
guientes: porque  durante  su  enfermedad, 
autorizó  a su  ayudante  para  recaudar  im- 
puestos e invertirlos  en  el  pago  d'e  los  di- 
versos ramos  de  la  Administración  Públi- 
ca: y,  porque,  de  no  recibir  los  aludidos 
documentos,  Ochoa  Anleu  hubiera  resulta- 
do con  su  valor  en  contra;  con  lo  cual,  el 
perjuicio  de  los  intereses  fiscales  hubiera 
sido  mayor.  Y,  concluyó  indicando  no  ser 
cierto  que,  los  tantas  veces  nombrados  do- 
jum.entos  cubrieran  el  saldo  de  Ochoa  An- 
leu, en  la  cuenta  d'e  ios  boletos  del  tres  por 
millar. 

Al  ser  interrogado  Sarbelio  Valenzuela 
con  relación  a los  vales,  cuya  existencia 
motivó  la  denuncia  de  otro  desfalco  hecha 
por  el  Inspector  de  Hacienda,  Coronel 
Flores,  refirió:  que,  a cambio  de  dichos 
vales  contra  la  Administración,  no  recibió 
ni  un  sólo  centavo  en  dinero  efectivo,  si- 
no una  promesa  de  hipotecarle  un  raíz; 
con  lo  que  las  hermanas  Alcira,  Blanca  y 
María  Luisa  de  León  Anleu  le  hicieron  un 
engaño,  ya  que  ellas  le  habían  ofrecido 
hipoteca  de  la  finca  “La  Aurora”  y,  por 
tal  razón  entregó  esos  vales.  Al  enterarse 
d'e  que  no  era  cierto  lo  prometido,  no 
aceptó  el  negocio,  y reclamó  una  garantía 
de  su  dinero,  lo  que  hasta  la  fecha  no  ha 
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logrado.  Por  último  manifestó  que  los  re- 
feridos vales  los  entregó  al  Licenciado  Do- 
mingo de  León,  en  presencia  de  los  seño 
res  Mariano  y Francisco  Villagrán,  Ma- 
nuel Diaz  y Sixto  Figueroa. 

La  ampliación  de  la  indagatoria  del  pro- 
cesado Ochoa  Anleu  en  lo  que  respecta  a 
la  nueva  denuncia,  confirma,  que  no  le 
fueron  pagados  al  Telegrafista  Valenzue- 
la  el  valor  de  los  vales  entregadlos  por  di- 
cho señor,  no  a él  directamente,  sino  al 
Administrador,  que  era  quien  d'ebia  infor- 
mar cómo  llegaron  los  documentos  aludi- 
dos a la  oficina.  Asimismo  confesó,  que  no 
recordaba  bien,  si  al  entregar  la  Caja  ha- 
bía dado  como  efectivo  los  relacionados 
vales;  porque  éstos  fueroñ  adquiridos  por 
sus  hermanas  para  pagar  los  reparos  que 
se  le  hacían  en  la  cuenta  del  tres  por  mi- 
llar. Por  ese  motivo  convino  con  el  paga- 
dor que,  de  los  setecientos  quetzales  que 
entregaba  en  vales,  se  tomara  la  parte  co- 
rrespondiente al  depósito  de  doscientos 
quetzales  hecho  por  el  Coronel  Manuel 
Arana,  cuya  cantidad,  así  como  unos  reci- 
bos del  tres  por  millar  quedaron  pendien- 
tes de  entrega,  al  dejar  su  empleo. 

El  Coronel  Marcial  Prem  Marroquín,  en 
su  declaración  indagatoria,  está  conforme 
con  lo  consignado  en  las  actas  levantadas 
por  el  Inspector  de  Hacienda,  Coronel  Flo- 
res. A la  vez  confiesa:  que  al  trasladarse 
a esta  ciudad  en  el  mes  de  octubre  del  año 
de  mil  novecientos  treinta  y cuatro,  por 
motivos  de  salud,  quedó  encargado  de  la 
Caja  José  Ochoa  Anleu.  Cuando  regresó, 
de  hecho  lo  dejó  en  la  misma  situación, 
por  no  entorpecer  el  servicio  público.  Con 
motivo  del  dinero  que  le  faltó  al  mencio- 
nado empleado  en  la  cuenta  del  tres  por 
millar  — que  estaba  a cargo  exclusivamen- 
te de  él  — fué  procesado  y,  por  ello  hizo 
entrega  de  la  caja,  ocasión  en  la  que  tam- 
bién faltó  dinero,  por  haber  entregado  co- 
mo efectivo,  unos  vales  de  Sarbelio  Valen- 
zuela,  sin  órden  del  confesante.  Más  tar- 
de se  dió  cuenta  de  que  Ochoa  Anleu  ad- 
quirió los  referidos  documentos  para  po- 
der hacer  la  entrega  y,  cubrir  con  ellos  el 
depósito  que  existía  a favor  del  Coronel 
Manuel  Arana,  y otros  vales  a favor  de  la 
señora  Díaz  por  papel  sellado,  así  como  al 
de  varias  maestras.  Agrega,  que  el  proce- 
sado Ochoa  le  daba  siempre  parte  de  que 
ya  estaban  pagados  los  presupuestos;  lo 
que  él  creía;  mas,  con  posterioridad  se  en- 
teró de  que  no  era  cierto  lo  afirmado  por 
su  ayudante,  en  quien  él  confiaba. 


En  otra  ampliación  de  su  indagatoria,  el 
procesado  Ochoa  Anleu,  confesó,  ser  él 
culpable  únicamente  de  todas  las  anoma- 
lías encontradas  por  el  Inspector  de  Ha- 
cienda, y detalladas  en  las  actas  obrantes 
en  el  proceso;  pues  siempre  obró  libre- 
mente. Lo  único  que  hacia  con  ello,  era 
aprovecharse  de  la  negligencia  inexcusa- 
ble y descuido  manifiesto  con  que  atendía 
su  puesto  el  Coronel  Prem,  quien  siempre 
se  concretaba  a firmar  los  documentos  e 
informes  que  le  presentaba,  sin  preocupar- 
se de  saber  si  eran  exactos  o no  tales  da- 
tos. Y,  que  no  se  explicaba  por  qué  falta- 
ban nueve  mil  cuatro  timbres  para  puros, 
porque  siempre  que  los  vendía  lo  hacía  en 
el  talonario  respectivo;  timbres  que  por  un 
olvido  no  dió  cuenta  con  ellos  cuando  hi- 
zo entrega  de  su  puesto. 

Prem  Marroquín  manifestó  no  ser  cier- 
to que  recibió  los  timbres  para  puros,  co- 
mo podía  comprobarse  con  el  acta  de  en- 
trega que  le  hizo  Abraham  Barrios  a él. 
En  consecuencia  — dice  — ■ no  tenía  cono- 
cimiento de  la  existencia  de  tales  timbres 
eii  la  Administración. 

Con  esas  bases,  el  Juez  de  primera  Ins- 
tancia del  ex-Departamento  de  Amatitlán, 
con  fecha  catorce  de  junio  de  mil  nove- 
cientos treinta  y cuatro,  falló,  declarando: 
que  Marcial  Prem  Marroquín  y José  Ochoa 
Anleu  son  responsables  como  autores,  el 
primero  por  el  delito  de  malversación  de 
caudales  y efectos  públicos,  y,  el  segundo, 
por  el  mismo  hecho  punible  y por  infideli- 
dad en  la  custodia  de  documentas.  Por  ese 
motivo  condenó  a Prem  Marroquín  a su- 
frir la  pena  de  siete  meses  sets  días  de  pri- 
sión correctiva,  con  el  carácter  de  incon- 
mutable y con  abono  del  tiempo  padecido. 
A Ochoa  Anleu  le  impone  tres  años  de  pri- 
sión correctiva,  por  el  delito  de  malver- 
sación,  con  el  carácter  de  inconmutables, 
y seis  meses  de  arresto  mayor,  conmuta- 
bles en  su  totalidad  a razón  de  veinticinco 
centavos  diarios,  por  infidelidad  en  ia  cus- 
todia de  documentos.  Y,  por  último,  hace 
las  otras  declaraciones  correspondientes  a 
las  penas  accesorias  del  caso. 

La  Sala  la.  de  la  Corte  de  Apelaciones 
estimó  — al  conocer  del  recurso  de  ape- 
lación interpuesto  contra  el ' fallo  de  pri- 
mera Instancia  — que,  éste  se  encuentra 
ajustado  a la  Ley.  Por  ese  motivo,  en  la 
sentencia  ejecutoria  de  fecha  veintinueve 
de  agosto  de  este  año,  lo  confirmó  en  to- 
das sus  partes. 
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Como  el  procesado  Ochoa  Anleu  no  se 
conformara  con  esta  última  resolución, 
introdujo  el  recurso  que  se  examina;  el 
que  es  el  caso  de  resolverlo,  por  haber  te- 
nido verificativo  la  vista  en  la  audiencia 
señalada  para  e,se  fin.  Por  tal  causa,  el 
TRIBUNAL  DE  CASACION, 

CONSIDERA: 

— I — 

Que  en  el  presente  caso,  la  preexisten- 
cia de  los  de'itos  investigados,  quedó  de 
manifiesto  — de  una  manera  completa  — 
en  el  juicio  criminal  que  se  tiene  a la  vis- 
ta, con  las  actas  levantadas  por  el  Inspec- 
tor de  Hacienda  Coronel  Guillermo  Plores, 
al  revisar  las  cuentas  de  la  Receptoría- 
Pagaduría  del  ex-Departamento  de  Ama- 
titlán;  y,  con  las  confesiones  libres  y es- 
pontáneas de  los  procesados,  señores  Co- 
ronel Marcial  Prem  Marroquin  y José 
Ochoa  Anleu. 

En  esa  virtud  y por  la  circunstancia  de 
que  no  había  que  apreciar  en  el  sumario 
ningún  hecho  que  requiera  conocimientos 
científicos  o artísticos  especiales,  ni  que 
dejaran  duda  alguna  acerca  de  los  delitos 
ya  establecidos,  es  indudable  que  el  Juez 
de  la  causa  no  consideró  necesario  acordar 
informe  alguno  pericial;  pue.sto  que  no 
había  para  que. 

Por  esa  razón,  es  que  la  Sala  sentencia- 
dora de  ninguna  manera  pudo  haber  co- 
metido violación  de  los  Artículos  186  y 187 
de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial; 
259,  364,  373,  374  inciso  2o.  y 377  del  Códi- 
go de  Procedimientos  Penales,  como  afir- 
ma el  recurrente. 

— n — 

La  confesión  judicial  prestada  por  José 
Ochoa  Anleu  de  una  manera  libre  y es- 
pontánea, hace  prueba  plena  en  su  contra 
pornue  al  estar  justificada  de  una  mane- 
ra completa  la  preexistencia  de  los  delitos 
de  malversación  de  caudales  y efectos  pú- 
blicos y de  infidelidad  en  la  custodia  do 
documentos,  que  son  objeto  de  la  pesquisa 
judicial  en  el  presente  caso,  reúne  todas 
las  condiciones  requeridas  por  el  Articu’o 
609  del  C.  de  P.  P.,  para  su  validez  en  jui- 
cio; y de  una  manera  especial  la  circuns- 
tancia especificada  en  el  inciso  lo.  de  la 
mencionada  Ley,  cuyo  inciso  seña' a como 
infringido  el  procesado  Ochoa  Anleu.  En 
consecuencia  de  ello  tampoco  fué  violada 
dicha  Ley. 


La  razón  indicada  en  el  párrafo  que  an- 
tecede, y el  hecho  de  encontrarse  preesta- 
blecidos los  delitos  por  los  que  se  juzga  a 
Ochoa  Anleu,  son  evidentes  de  que  mu- 
cho menos  pudo  quebrantarse  por  ei  Tri- 
bunal de  segundo  grado  el  Articulo  568,  a 
que  también  alude  dicho  señor  en  su  re- 
curso. 

— in  — 

Los  Tribunales  de  Instancia  que  han 
conocido  en  este  asunto,  precisamente  han 
condenado  al  Coronel  Marcial  Prem  Ma- 
rroquín,  por  no  haber  cumplido  con  sus 
deberes  y atribuciones  en  el  desempeño  de 
su  cargo,  dando  cabe  con  ello  a que  su 
ayudante  José  Ochoa  Anleu,  amparándose 
en  la  negligencia  inexcusable  de  su  jefe, 
cometiera  los  delitos  de  malversación  de 
caudales  y efectos  públicos  e infidelidad 
en  la  custodia  de  documentos. 

Lo  manifestado  es  suficiente  para  de- 
mostrar que  en  lo  que  respecta  al  único  re- 
currente, Ochoa  Anleu,  no  Menen  ninguna 
aplicación  los  incisos  lo.,  2o.,  9o.,  11,  13, 
14  y 16  del  Artículo  730  del  Código  Fiscal; 
Ley  que  se  señala  como  violada,  por  Ochoa 
Anleu.  De  ello  se  deriva  que  la  Cámara 
sentenciadora  tampoco  pudo  infringir  la 
disposición  legal  citada,  en  ninguno  de  los 
incisos  especificados. 

— TV  — 

El  procedimiento  criminal  que  se  tiene 
a la  vista  ha  sido  motivado  por  la  existen- 
cia de  hechos  punibles  que  llegaron  a pre- 
establecerse de  un  modo  evidenciante.  No 
se  trata  pues,  de  un  juicio  de  cuentas,  cu- 
yo conocimiento  compete  al  Tribunal  de 
Cuentas.  Fin  ese  caso  también  carecen  de 
aplicación  en  el  asunto  que  se  investiga, 
los  Artículos  1008  y 1388  inciso  lo.  del  Có- 
digo Fiscal,  que  asimismo  asegura  el  recu- 
rrente fueron  violados  por  la  Sala  senten- 
ciadora; violación  que  en  realidad  no  exis- 
te. 

— V — 

Por  todo  lo  que  se  deja  considerado,  con 
apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo  dispues- 
to por  los  Artículos  686  y 690  P.  P.,  FIL  TRI- 
BUNAL DE  CASACION, 

RESUELVE: 

DESESTIMAR  EL  RECURSO  de  que  se 
ha  hecho  mérito,  e imponer  al  recurren- 
te quince  dias  de  arresto  conmutables  a 
razón  de  diez  centavos  diarios. 
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Notifíquese  y devuélvanse  los  autos  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar, — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Porfirio  Yon  Cock,  por 
contrabando  de  aduanas. 

DOCTRINA:  Incurre  en  el  delito  de  con- 
trabando en  el  ramo  de  Aduanas  el  co- 
merciante que  no  expresa  en  la  decla- 
ración respectiva  mercancías  traídas  al 
país  como  equipaje  cuando  de  confor- 
midad con  la  ley  debieran  haberse  de- 
clarado. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
ocho  de  Noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  que  el 
siete  de  junio  del  corriente  año  dictó  la 
Sala  3a.  de  Apelaciones  en  el  proceso  que 
por  el  delito  de  contrabando  en  el  ramo 
de  Aduanas  se  siguió  contra  el  ciudada- 
no chino  Porfirio  Yon  Cock. 

RESULTA: 

— I — 

El  nueve  de  noviembre  del  año  próximo 
pasado  ingresó  al  pais  el  mencionado  Yon 
Cock,  por  el  Puerto  de  San  José,  habiéndo- 
se remitido  su  equipaje  a la  Aduana  Cen- 
tral para  su  debido  registro,  operación  que 
verificó  el  mismo  dia  el  1er.  Vista,  quien 
apartó  varios  efectos  que  a su  juicio  de- 
bian  aforarse  y causar  derechos  de  impor- 
tación. El  interesado  procedió  a formular 
la  declaración  aduanal,  correspondiéndo- 
le el  número  11,676  de  la  Aduana  Central. 
El  3er.  Vista  de  Fardos  a quien  correspon- 
dió la  liquidación  de  esa  póliza,  al  practi- 
car el  registro,  encontró  que  en  un  termo 
estaba  oculto  en  el  doble  fondo  un  bote 
que  contenia  opio.  De  este  hecho  se  dio 
cuenta  inmediatamente  al  Juez  de  Sani- 
dad, funcionario  que  impuso  al  responsa- 
ble la  pena  de  trescientos  quetzales  de 
multa  por  la  infracción  del  Código  de  la 
materia.  Respecto  de  lo  demás  el  interesa- 
do procedió  a la  cancelación  de  la  póliza 


con  el  recargo  del  diez  por  ciento  que  cal- 
culó la  Aduana,  todo  lo  cual  ascendió  a la 
suma  de  diez  y nueve  quetzales  quince 
centavos. 

— II  — 

El  representante  del  Ministerio  Público 
se  presentó  al  Juzgado  5o.  de  la.  Instan- 
cia denunciando  el  hecho  constitutivo  del 
delito  de  contrabando  en  el  ramo  de  adua- 
nas y constituyéndose  acusador  del  culpa- 
ble, iniciándose  asi  el  proceso. 

El  sindicado  declaró  el  veintiuno  del 
mismo  mes  de  noviembre  expresando  ser 
comerciante  de  profesión;  que.  por  notifi- 
cación que  le  hicieron  en  la  Aduana  hizo 
declaración  de  varios  efectos,  pero  que  ig- 
niraba  cómo  habia  resultado  un  termo  con 
opio  entre  su  equipaje  pues  no  era  de  su 
propiedad. 

Para  valuar  los  artículos  aforados  el 
Juez  designó  al  experto  José  Estrada  Alan- 
zo, quien  emitió  su  dictamen  dándoles  un 
va’or  total  de  catorce  quetzales  sesenta  y 
nueve  centavos,  con  inclusión  del  opio  el 
que  no  tuvo  a la  vista  pero  por  las  cons- 
tancias de  autos  se  enteró  que  la  cantidad 
era  de  trescientos  veinte  gramos,  al  cual 
le  dió  el  valor  de  quince  centavos  cada 
gramo,  pero  posteriormente  quedó  com- 
probado que  la  suma  total,  sin  incluir  el 
opio,  según  liquidación  de  la  póliza  veri- 
ficada por  la  Aduana,  ascendió  a diez  y 
siete  quetzales,  cuarenta  y un  centavos. 

— m — 

El  Juez  5o.  de  la.  Instancia  sustanció  el 
juicio  recibiendo  las  pruebas  que  las  par- 
tes produjeron  y con  fecha  diez  y nueve 
de  febrero  del  corriente  año  dictó  senten- 
cia absolviendo  a Yon  Cock  del  cargo  de 
contrabando,  fundado  en  que  demostró 
no  ser  comerciante. 

El  representante  del  Ministerio  Público 
apeló  y otorgado  el  recurso  pasó  el  asunto 
al  conocimiento  de  la  Sala  3a.  de  Apela- 
ciones, tribunal  que  previos  los  trámites 
legales,  resolvió  el  siete  de  junio  último 
revocando  la  sentencia  apelada  y decla- 
rando a Yon  autor  del  delito  de  contra- 
bando a la  Hacienda  Pública  en  el  Ramo 
de  Aduanas,  por  lo  que  le  condenó  a sufrir 
la  pena  de  seis  meses  de  arresto  mayor,  la 
pérdida  de  las  mercaderias  decomisadas  y 
de  ios  demás  objetos  contenidos  en  los  m's- 
mos  bultos  en  que  fueron  encontradas,  el 
pago  de  las  responsabilidades  civiles  y la 
reposicióri  del  papel,  peimitiéndo’.e  con- 
mutar la  prisión  a dos  quetzales  diarios. 
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La  Sala  considera  que  Yon  sí  tiene  la 
calidad  de  comerciante  porque  ni  las  de- 
c'araciones  de  los  testigos  que  se  produje- 
ron en  contra,  ni  las  certificaciones  de  la 
Cámara  de  Comercio,  Departamento  del 
Trabajo  y Administración  de  Rentas  de 
este  departamento,  son  suficientes  para 
probar  que  Yon  no  ha  ejercido  ni  ejerce 
el  comercio  en  el  país,  por  haber  cambia- 
do de  oficio,  extremos  necesarios  para  dar 
por  válida  su  retractación;  lo.  porque  la 
prueba  testimonial  carece  de  eficacia  con- 
tra los  hechos  confesados;  2o.  porque  las 
afirmaciones  de  los  testigos  de  que  Yon 
trabajaba  en  una  zapatería  y que  no  le  co- 
nocieron tienda  o almacén  de  su  propie- 
dad, en  manera  alguna  desvanece  sus  con- 
fesiones de  tener  negocios  comerciales,  ba. 
jo  la  razón  social  que  declaró  en  su  in.s- 
cripción  en  la  Secretaria  de  Relaciones 
Exteriores,  toda  vez  que  la  existencia  de 
ese  negocio  comercial  de  que  es  copartíci- 
pe, no  es  incompatible  con  su  estancia  en 
esta  capital;  y 3o.  porque  las  constancias 
escritas  presentadas  sólo  demuestran  omi- 
siones de  Yon,  de  donde  no  puede  de- 
ducirse que  no  sea  comerciante,  calidad 
que  subsiste  en  él,  mientras  no  se  pruebe 
que  la  sociedad  “Porfirio  Yon  y Compañía” 
dejó  de  existir  o que  el  indiciado  dejó  de 
pertenecer  a ella. 

En  cuanto  a la  cosa  juzgada  a'egada  por 
el  defensor,  considera  que  el  hecho  de  ha- 
ber sido  reputado  ese  mismo  acto  como 
constitutivo  de  falta  y penado  con  el  re- 
cargo del  diez  por  ciento  de  los  derechos 
correspondientes  por  la  Dirección  de  Adua- 
nas, en  nada  se  opone  a que  el  Tribunal 
competente  dicte  la  resolución  del  caso, 
porque  el  simple  aforo  con  imposición  de 
multa  no  produce  efectos  de  cosa  juzgada 
y no  hay  razón  legal  para  dar'e  carácter 
de  sentencia  ejecutoriada  a un  acto  admi- 
nistrativo dado  con  incompetencia  para  el 
casó  de  examen  y que  carece  de  las  forma- 
lidade.s  previas,  necesarias  en  la  via  judi- 
cial para  esa  clase  de  sentencias. 

— IV  — 

El  bachiller  Carlos  Humberto  Martínez, 
apoderado  del  reo,  con  auxilio  del  aboga- 
do Luis  Felipe  Rosa’es,  introdujo  el  pre- 
sente recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  citando  los  artículos  siguientes:  3o. 
inciso  4o.  17.  235  y 237  del  Código  de  Co- 
mercio; lo.  del  Decreto  Gubernativo  1314; 
187,  188,  192,  198,  206,  213,  227,  incisos  7o. 
y 8o.;  228,  229,  236,  del  Decreto  1672,  (Có- 


digo de  Aduanas)  185,  190,  189,  del  Decre- 
to Legislativo  1928  L.  C.  del  P.  J.,  260  282 
364,  365,  379,  560,  563,  568,  571,  573,  581, 
inciso  8o.,  583  inciso  lo.,  584,  586  incisos 
lo.,  2o.,  3o.,  4o.,  5o.  y 6o.;  602  inciso  2o. 
605,  609,  incisos  lo.,  2o.  3o.  y 4o.  610,  613, 
614,  615  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales y 237,  235  del  Decreto  Legislativo 
1928  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial.' 
En  nuevo  escrito  citó  como  violado  el  ar- 
ticulo 305  inciso  lo.  del  Decreto  Legislati- 
vo 1672. 

CONSIDERANDO; 

— I — 

El  Decreto  Gubernativo  número  1314, 
que  reformó  el  artículo  237  del  Decreto 
Legislativo  1672  f Código  de  Aduanas)  pre- 
ceptúa que  si  al  revisar  el  equipaje  de  la 
persona  que  haya  presentado  la  declara- 
ción respectiva,  se  encuentran  artículos 
no  manifestados  en  ella,  que  no  estén 
comprendidos  en  las  exenciones  previstas 
en  el  artículo  227,  dichos  artículos  estarán 
sujetos  al  pago  de  los  derechos  correspon- 
dientes, más  una  multa  igual  al  diez  por 
ciento  del  monto  de  tales  derechos;  pero, 
si  se  tratare  de  persona  que  en  cualquier 
forma  se  dedique  al  comercio,  se  le  apli- 
cará lo  que  determina  el  inciso  26  del  ar- 
tículo 294  del  mismo  Código.  Esta  disposi- 
ción prescribe  que  se  incurre  en  el  delito 
de  contrabando  por  no  expresar  en  la  de- 
claración respectiva,  mercancías  traídas 
al  país  como  equipaje,  cuando  de  confor- 
midad con  la  ley  debieran  haberse  declara- 
do. Se  comprende  entonces  el  afán  de  la 
defensa  por  demostrar  que  el  procesado  no 
tenia  la  calidad  de  comerciante;  y que  ob- 
jetando la  sentencia  que  declara  lo  contra- 
rio haya  alegado  en  este  recurso  las  dispo- 
siciones legales  que  en  su  concepto  y acer- 
ca de  este  punto  fueron  infringidas,  pero 
es  lo  cierto  que  la  cita  de  los  artículos  3o. 
inciso  4o.,  235  y 237  del  Código  de  Comer- 
cio resulta  impertinente  porque  no  se  tra- 
ta en  e'  caso  de  calificar  un  acto  como 
mercantil,  para  determinar  el  fuero,  ni  de 
probar  la  existencia  de  la  sociedad  colec- 
tiva mercantil,  de  la  que  declaró  ser  miem- 
bro, sino  de  establecer  su  calidad  de  co- 
merciante la  cual  existe  probada  con  su 
confesión  y su  constante  manifestación 
de  serlo,  hecha  en  todos  sus  actos,  mien- 
tras no  había  tenido  necesidad  de  decla- 
rar lo  contrario;  razón  por  la  cual  tam- 
bién está  de  más  la  cita  del  artículo  17  del 
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Código  de  Comercio,  porque  no  hay  para 
qué  presumir  el  ejercicio  habitual  del  co- 
mercio en  una  persona  que  asi  expresa- 
mente lo  ha  declarado. 

En  efecto,  la  declaración  de  Yon,  de 
ejercer  el  comercio,  consta  en  los  actos  y 
d'ocumentos  que  siguen:  a)  en  su  prime- 
ra indagatoria  tomada  por  el  Juez  instruc- 
tor; b)  ante  el  Juzgado  de  Sanidad  al  ser 
conocido  el  hecho  de  importación  de  opio; 
c)  en  el  Libro  de  Inscripciones  de  Ciuda- 
danos Chinos  de  la  Secretaria  de  Relacio- 
nes Exteriores;  d)  en  el  codo  de  pasaporte 
que  sacó  cuando  salió  del  país;  y e)  en  los 
datos  que  dió  antes  de  embarcarse  para  el 
aviso  telegráfico  que  las  autoridades  del 
Puerto  dan  a la  Secretaría  de  Relaciones 
Exteriores.  Esta  confesión  reiterada  cinco 
veces  por  el  propio  Yon  no  es  posible  des- 
truirla con  tres  declaraciones  de  testigos 
referentes  a que  Yon  trabajó  como  opera- 
rio en  la  zapatería  de  su  conciudadano 
Ley  Hing,  según  aseguró  Vitalino  Gonzá- 
lez Alfaro,  o como  empleado  del  mismo  ta- 
ller como  distribuidor  de  materiales,  según 
afimaron  los  otros  dos  testigos  Alberto 
Santos  y Francisco  Navas  España,  fuera 
de  que,  en  el  fondo,  las  actividades  de  Yon 
como  jefe  del  negocio  de  zapatería  o co- 
mo empleado  de  la  misma  son  de  carácter 
comercial. 

El  informe  de  la  Cámara  de  Comercio, 
de  que  Yon  no  está  inscrito  en  sus  libros 
como  comerciante,  no  prueba  nada  porque 
la  ley  no  obliga  a los  comerciantes  a dicha 
inscripción. 

Tampoco  prueba  el  informe  de  la  Admi- 
nistración de  Rentas  puesto  que  en  la 
Oficina  del  Timbre  no  están  inscritas 
todas  las  personas  que  en  cualquier  forma 
se  dedican  al  comercio,  como  dice  el  De- 
creto 1314.  sino  solamente  los  comercian- 
tes obligados  a llevar  contabilidad,  que  son 
los  jefes  de  los  establecimientos  comercia- 
les. 

Por  último,  manifiesta  la  defensa  que 
la  confesión  del  reo  fué  calificada:  la  in- 
dagatoria del  sumario  no  contiene  califi- 
cación ninguna:  asi  le  llama  a la  rectifi- 
cación que  hizo  a su  solicitud  durante  el 
plenario,  manifestando  que  al  haber  con- 
fesado que  era  comerciante  quiso  decir 
que  era  empleado,  pero  esta  rectificación 
no  es  calificación  ni  podría  aceptarse  para 
invalidar  lo  que  consta  de  manera  plena. 

Demostrado  como  está  que  Yon  es  co- 
merciante, los  tribunales  cumplieron  con 
la  ley  al  sujetarlo  a procedimiento  crimi- 


nal y aplicarle  las  sanciones  que  determi- 
na la  ley  penal  de  Aduanas  por  el  delito  de 
contrabando  calificado  así  en  el  inciso  26 
del  artículo  294  del  Código  de  Aduanas  vi- 
gente en  aquel  entonces. 

Las  consideraciones  anteriores  eviden- 
cian que  el  fallo  no  infringe  los  artículos 
mencionados  ni  los  siguientes,  que  se  re- 
lacionan con  tales  puntos:  568,  571,  573, 
581,  inciso  8o.  583  inciso  lo.  584,  586  inci- 
sos lo.,  2o.,  3o.,  4o.,  5o.  y 6o.  602  inciso  2o. 
605,  609,  incisos  lo.,  2o.,  3o.  y 4o.  610,  613, 
614,  615  Procedimientos  Pena'es. 

— II  — 

El  fallo  recurrido  no  toma  en  cuenta  la 
introducción  del  opio  puesto  que  la  im- 
portación de  esta  droga  dió  motivo  al  co- 
nocimiento del  Juez  de  Sanidad,  quien 
impuso  las  sanciones  legales;  el  proceso 
seguido  ante  el  Juez  5o.  de  la.  Instancia 
se  refiere  únicamente  al  delito  de  contra- 
bando que  establecía  el  inciso  26  del  ar- 
tículo 294  del  Decreto  1672,  en  que  incu- 
rrió Yon,  por  no  haber  expresado  en  la  de- 
claración respectiva  efectos  traídos  al  país 
como  equipaje,  cuando  debieron  haberse 
declarado;  proceso  en  el  que  se  llenaron 
todos  los  requisitos  procesales  que  exige  la 
ley  y no  era  el  caso  d'e  imposición  de  mul- 
ta como  única  sanción  toda  vez  que  el  de- 
lito de  contrabando  está  perfectamente 
caracterizado.  Es  claro  que  la  declaración 
que  verificó  Yon  de  estos  efectos  la  hizo 
con  sujeción  a los  requisitos  del  código, 
pero  fué  por  haberlo  asi  ordenado  el  Vis- 
ta aduanero  que  encontró  las  mercancías 
en  el  equipaje  es  decir,  cuando  ya  había 
sido  descubierta  la  infracción  legal,  por 
cuyo  motivo  no  puede  apreciarse  violación 
alguna  de  los  artículos  187,  188,  192,  198. 
206,  213,  227  incisos  7o.  y 8o.  228,  229,  236 
del  Decreto  Legislativo  1672,  235  y 237  De- 
creto 1928,  260,  560  y 563  de  Procedimien- 
tos Penales. 

— III  — 

El  avalúo  dado  por  el  experto  fué  pro- 
visional en  las  primeras  diligencias;  el 
avalúo  exacto  que  tenia  que  tomarse  en 
cuenta  para  la  imposición  de  la  pena,  o 
sea  la  cantidad  que  se  intentó  defraudar 
al  Fisco,  es  d'e  diez  y siete  quetzales,  cua- 
renta y un  centavos,  según  consta  en  la 
póliza  liquidada  por  el  Vista  de  la  Aduana 
Central  nombrado  al  efecto,  cuya  certifi- 
cación fué  presentada  como  prueba  por  el 
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mismo  reo.  No  existe  en  consecuencia  la 
atenuante  del  inciso  lo.  articulo  305  del 
mismo  Decreto  1672  que  invoca  el  recu- 
rrente, ni  violación  de  los  artículos  185, 
189,  190  Decreto  Legislativo  1928  (Ley 

Constitutiva)  282,  364,  365,  366  y 379  de 
Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO; 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
vo  además  en  los  artículos  686  y 690  de 
Procedimientos  Penales,  DESESTIMA  el 
recurso  interpuesto  y condena  al  recu- 
rrente a la  pena  adicional  de  quince  días 
de  prisión  simple  conmutables  a veinti- 
cinco centavos  diarios, 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde, 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.  Secretario. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
treinta  de  Noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vistos  y Considerando:  que  la  sentencia 
de  esta  Corte,  dictada  el  ocho  del  corrien- 
te, en  el  proceso  que  por  el  delito  de  con- 
trabando se  siguió  contra  el  ciudadano 
chino  Porfirio  Yon  Cock,  se  concreta  a de- 
sestimar el  recurso  de  casación  interpues- 
to, por  no  haberse  encontrado  violación 
de  ley  en  la  sentencia  de  segunda  instan- 
cia de  la  Sala  3a.  de  Apelaciones,  de  fecha 
siete  de  junio  del  año  en  curso  y,  por  con- 
siguiente, nada  hay  qué  aclarar  ni  qué  am- 
pliar como  lo  pretende  el  recurrente; 

Por  Tanto:  esta  Corte,  con  apoyo  en  los 
artículos  648  y 649  de  Procedimientos  Pe- 
nales, declara  sin  lugar  los  recursos  de 
aclaración  y ampliación  interpuestos, 

Notifíquese,  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

Reina  Andrade. — Solazar. — Castellanos 
R. — Argueta  S. — Serrano  Muñoz.  ■ — Ante 
mi.  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Francisco  Ruiz  y com- 
pañero, por  abusos  contra  particulares. 

DOCTRINA:  El  agente  de  autoridad  que 
allanare  la  casa  de  cualquiera  persona, 
sin  sujetarse  a la  ley,  será  castigado  con 
seis  meses  de  arresto  mayor;  y cualquie- 
ra vejación  que  cometiere  contra  las 
personas,  desempeñando  un  acto  del 
servicio,  con  cuatro  meses  de  arresto 
menor. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala' 
veintisiete  de  Noviembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  que  la 
Sala  5a.  de  Anelaciones  dictó  el  cuatro 
de  septiembre  del  año  en  curso,  en  el  pro- 
ceso que  por  el  delito  de  abusos  contra 
particulares,  se  siguió  contra  Francisco 
Ruiz  y Braulio  García  Díaz,  comandante  v 
sargento,  respectivamente,  de  la  Policía  de 
Hacienda. 

RESULTA; 

— I — “ " 

El  catorce  de  agosto  de  mil  novecien- 
tos treinta  y tres,  se  presentó  Arturo  La- 
guardia  ante  el  Juez  Menor  de  Asunción 
Mita  querellándose  contra  el  Comandan- 
te de  Policía  de  Hacienda  por  haber  al'a- 
nado  su  casa  de  habitación,  en  compañía 
de  varios  agentes,  y flajelado  a su  sirvien- 
te Carlos  Pérez,  la  noche  anterior  como  a 
las  veintiuna  horas. 

Seguida  la  averiguación  se  estableció: 
que  el  mencionado  Pérez  presentaba  dos 
contusiones:  una  en  el  homóplato  derecho 
y otra  en  la  región  occipital,  curables  am- 
bas en  cinco  días  de  aeistencia  facultati- 
va; asimismo,  con  las  declaraciones  de 
los  testigos  Mateo  Magaña  Escalón,  Fran- 
cisco Rivas  Aguilar  y Gregorio  Folgar,  que, 
efectivamente,  el  comandante  de  Policía 
Francisco  Ruiz  penetró  a la  casa  en  que  se 
encontraba  Pérez  y lo  sacó  a golpes-  con- 
duciéndolo preso,  más  o menos  a la  hora 
indicada  en  la  querella.  Contra  el  sargen- 
to García  Díaz  no  se  rindió  prueba. 

Capturado  Ruiz  negó  el  hecho,  decla- 
rando que  al  pasar  por  la  casa  de  Pérez, 
éste  en  estado  de  ebriedad,  lo  amenazó 
con  un  corbo,  por  lo  que  procedió  a desar- 
marlo'y a conducirlo. 
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Todos  los  agentes  acompañantes  del 
procesado  declararon  que  no  hubo  allana- 
miento ni  ultraje  alguno  a Pérez,  a quien 
hubieron  de  capturar  porque  escandaliza- 
ba en  la  vía  pública. 

El  Tribunal  Miiitar  de  Jutiapa  dictó  sen- 
tencia el  diez  y seis  de  julio  del  corriente 
año,  absolviendo  a Braulio  García  Díaz  del 
cargo,  por  falta  de  prueba:  v condenando 
al  comandante  Ruiz  a la  nena  de  cuatro 
meses  de  arresto  menor  por  el  delito  de 
abusos  contra  particulares,  conmutable  pn 
su  tota' idad  a veinticinco  centavos  dia- 
rios- 

— n — 

Apelada  la  sentencia  pasó  la  causa  a la 
Sala  5a.  de  Apelaciones.  El  Procurador 
Oficial  nidió  la  confirmatoria  del  fallo  con 
la  modificación  de  permitir  la  conmuta  a 
diez  centavos  diar'o.s.  El  Fiscal  solicitó  la 
nulidad  de  lo  resuelto  por  incompetencia 
del  Tribunal  de  primera  instancia,  núes  en 
su  concepto,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto 
en  los  artículos  103.  104  y 128  del  Cód'go 
Militar  2a.  Parte,  el  procedimiento  debió 
haber  sido  materia  de  juicio  verbal  de  la 
competencia  del  comandante  de  plaza  de 
la  ciudad  de  Jutiapa. 

La  Sala  resolvió  el  cuatro  de  septiembre 
próximo  pasado,  por  mavoria  de  votos,  en 
la  forma  siguiente:  confirmó  la  sentencia 
absolutoria  en  favor  de  Braulio  García,  por 
el  atropello  de  que  fué  víctima  Pérez,  pero 
lo  condenó  por  el  allanamiento  a seis  me- 
ses de  arresto  mayor^  conmutable  en  dos 
terceras  partes  a diez  centavos  diarios: 
confirmó  también  la  condenatoria  de  Ruiz, 
pero  modificándola  en  el  sentido  de  que 
dicho  individuo  es  autor  de  doble  delito  de 
abusos  contra  particulares,  por  lo  que  le 
impuso  la  pena  de  ocho  meses  de  arresto 
mayor  conmutable  en  la  misma  propor- 
ción. El  magistrado  disidente,  licenciado 
Vargas,  optaba  por  la  absolución  del  sar- 
gento y la  confirmatoria  del  fallo  con  la 
reforma  d’e  que  la  pena  impuesta  a Rúiz, 
debia  ser  de  seis  meses  de  arresto  mayor, 
en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  articulo  270 
del  Código  Penal. 

Considera  la  Sala  que  con  las  declara- 
ciones de  los  testigos  presenciales  e idó- 
neos, Magaña,  Rivas  v Foigar,  quedó  com- 
probado que  el  Comandante  d'e  Policía 
Ruiz  y el  sargento  Garcia,  penetraron  sin 
autorización  a una  casa  particular  come- 
tiendo el  delito  previsto  en  el  articulo  270 
del  Código  Penal  y que  el  primero,  además, 


íl3-geló  a Carlos  Pérez,  cometiendo  otro  de. 
lito  previsto  en  el  articulo  271  del  mismo 
código.  Que  Ruiz  se  hizo  acreedor  a dos 
sanciones  pero  de  conformidad  con  la  ley, 
debe  sufrir  la  pena  correspondiente  al  ma- 
yor aumentada  en  una  tercera  parte,  en 
vez  de  sufrir  las  dos  penas,  por  serle  más 
favorable. 

— ni  — 

Dos  recursos  de  casación  fueron  inter- 
puestos' auxiliados  ambos  por  el  abogado 
don  Francisco  Alonzo:  uno  por  Ruiz  y 
otro  por  García.  El  primero  denuncia  la 
violación  de  los  artículos  65,  86,  270,  458 
inci.so  4o.  568  y 573  de  Procedimientos  Pe- 
nales y alega  que  la  Sala  no  tomó  en  cuen- 
ta: que  en  autos  no  se  encuentra  estable- 
cido que  algún  persona  se  haya  negado  a 
nermiitir  la  entrada  a la  casa  que  habita- 
ba Pérez:  que  en  la  casa  donde  fué  captu- 
rado éste  no  habitaba  la  familia  Laguar- 
dia:  que  los  testigos  no  se  dieron  cuenta 
del  pi'incipio  y por  lo  tanto  no  podían  de- 
clarar sobre  si  se  solicitó  autorización  pa- 
ra penetrar  a la  casa;  que  mal  podía  pe- 
dirse ese  permiso  cuando  se  trataba  de 
capturar  a un  delincuente,  quien  no  lo  hu- 
biera concedido:  que  no  se  halla  probado 
que  se  cometió  el  allanamiento  y que  en 
cuanto  a la  vejación  el  hecho  caería  den- 
tro del  articulo  271  del  Código  Penal  úni-, 
camente. 

Braulio  Garcia  Díaz,  alega  violación  de 
los  artículos  11.  12,  270  del  Código  Pena!. 
259,  568,  571,  573,  731  y 729  de  Procedi- 
mientos Penales.  Señalado  dia  para  la  vis- 
ta es  el  caso  de  resolver. 

j 

CONSIDERANDO: 

— I — 

Las  pruebas  producidas  %n  la  causa  de- 
muestran que  el  Comandante  de  Policía 
de  Hacienda  Francisco  Ruiz  allanó  la  ca- 
sa de  habitación  de  Carlos  Pérez  a las 
veintiuna  horas  del  trece  de  agosto  de  mil 
novecientos  treinta  y tres  y cometió  veja- 
ción en  la  persona  d’e  éste:  asi  lo  declaran 
los  testigos  presenciales  que  la  Sala  tomó 
en  cuenta  para  fundar  su  fallo  condena- 
torio. Para  destruir  esta  prueba  era  nece- 
sario que  el  procesado  hubiera  establecido 
que  el  allanamiento  lo  verificó  en  un  caso 
y en  la  forma  que  prescribe  la  ley,  ya  que 
en  cuanto  a la  vejación  el  hecho  es  injusti- 
ciable;  sin  embargo,  ninguna  prueba  fué 
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producida  a este  respecto  y la  condenato- 
ria se  impone  legalmente,  pues  las  decla- 
raciones de  los  agentes,  que  le  son  favora- 
bles, no  pueden  tomarse  en  cuenta.  Se  ex- 
culpa el  reo  alegando  que  nadie  se  opuso 
a su  entrada  en  la  casa’  pero  su  argumen- 
tación es  contraria  a la  doctrina  que  in- 
forma el  delito,  el  cual  no  necesita  de  des- 
autorización expresa,  pues  debe  presumir- 
se mientras  no  conste  io  contrario-  En 
consecuencia,  el  hecho  cometido  por  el 
Comandante  Ruiz  cae  dentro  de  la  san- 
ción que  comprenden  los  artículos  270  y 
271  del  Código  Penal,  el  primero  que  re- 
prime con  seis  meses  de  arresto  mayor  el 
allanamiento  cometido  por  agente  de  au- 
toridad con  abuso  de  su  cargo;  y el  se- 
gundo, que  castiga  con  cuatro  meses  de 
arresto  menor  cualquiera  vejación  injusta 
contra  las  personas  cometida  por  emplea- 
do público  desempeñando  un  acto  de  ser- 
vicio; pero  en  aplicación  de  lo  dispuesto 
en  el  articulo  86  del  Código  Penal  debe 
imponerse  al  reo  la  pena  correspondiente 
al  delito  más  grave  aumentada  en  una 
tercera  parte. 

— II  — 

En  contra  del  otro  procesado  Braulio 
Garda,  no  hay  prueba  alguna  de  su  delin- 
cuencia, por  lo  que  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  el  artículo  568  de  Procedi- 
mientos Penales,  citado  en  el  recurso,  no 
puede  ser  condenado;  y al  hacer  lo  con- 
trario la  Sala  sentenciadora  violó  esta  dis- 
posición, lo  que  hace  admisible  el  recurso 
interpuesto  para  dictar  ei  fallo  que  esté 
arreglado  a derecho. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y de  lo  dispuesto 
en  los  artículos  674  inciso  lo.,  676  inciso 
4o.,  y 687  de  Procedimientos  Penales,  CA- 
SA Y ANULA  la  sentencia  recurrida  y re- 
solviendo en  lo  principal  declara:  lo.  que 
Francisco  Ruiz,  hijo,  ex-comandante  de  ia 
Policia  de  Hacienda  de  Asunción  Mita,  de- 
partamento de  Jutiapa,  es  autor  de  los  de- 
litos de  abusos  contra  particulares:  alla- 
namiento de  morada  y vejación  de  perso- 
na, cometidos  en  Carlos  Pérez,  por  lo  que 
debe  sufrir  la  pena  de  seis  meses  de  arres- 
to mayor  aumentada  en  una  tercera  par- 
te, pudiendo  conmutar  la  totalidad  de  la 
pena  impuesta  a razón  de  veinte  centavos 
diarios;  le  suspende  en  el  ejercicio  de  sus 


derechos  politicos  durante  el  tiempo  de  ia 
condena;  a las  responsabilidades  civiles 
consiguientes  y le  exonera  de  la  reposición 
del  papel;  2o.  absuelve  a Braulio  Garcia 
Diaz  del  cargo  que  se  le  formuló  por  alla- 
namiento. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Basilio  Vásguez  García 
y compañeros  por  asesinato- 

DOCTRINA:  Las  circunstancias  atenuan- 
tes destruidas  por  las  circunstancias 
agravantes  dejan  la  pena  sin  alteración. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
tres  de  Diciembre  de  mU  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  que  la 
Sala  6a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  dictó 
el  diez  y nueve  de  octubre  último  en  el 
proceso  que  por  el  delito  de  asesinato  en 
la  persona  de  Salvador  Rodas  se  siguió  en 
el  Juzgado  de  la.  Instancia  de  Mazate- 
nango  contra  Braulio  Vásquez  Garcia, 
Juan  López  Ruiz  y Eugenia  López  Ruiz. 

RESULTA: 

— I — 

El  dos  de  marzo  del  año  en  curso  el  Al- 
calde Auxiliar  de  la  aldea  “Belen”  dió  par- 
te al  Alcalde  lo.  Municipal  de  Santo  Do- 
mingo Suchitepéquez  que  Eugenia  López 
se  presentó  manifestando  que  Juan  López 
habia  dado  muerte  a Salvador  Rodas  co- 
mo a las  dos  horas  de  ese  día.  El  Juez  me- 
nor de  Santo  Domingo  se  constituyó  en  el 
lugar  del  suceso,  terreno  propiedad  del  oc- 
ciso, denominado  “El  Triunfo”,  a un  kiló- 
metro de  la  aldea  Belén  en  donde  exis- 
ten algunos  ranchos,  en  uno  de  los  cua'es 
encontró  el  cadáver  del  interfecto,  sobre 
su  propia  cama’  desnudo  y completamente 
destrozado  a machetazos.  En  el  mismo  ac- 
to declaró  la  denunciante  Eugenia  López 
Ruiz,  concubina  del  muerto,  que  el  hechor 
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fué  su  hermano  Juan  López  Ruiz,  quien 
salió  huyendo  en  cuanto  logró  su  intento. 
En  virtud  de  la  sindicación  hecha  por  la 
López  Ruiz  se  procedió  a la  captura  d( 
Juan  López  habiéndose  recogido  en  su  ca- 
sa. bajo  un  árbol,  un  pantalón,  un  mache- 
te V dos  reflectores,  ensangrentados,  los  que 
dijo  el  detenido  que  pertenecian  a Basilio 
Vásquez,  quien  era  el  asesino  de  Rodas. 
Capturado  Vásquez  reconoció  como  suyos 
los  tres  machetes  recogidos,  negó  su  deMn- 
cuencia.  pero  habiéndosele  despojado  de 
sus  vestidos  se  le  encontraron  manchas  de 
sangre  en  el  cuerpo. 

Eugenia  López  declaró  ser  hermana  de 
Juan  López;  que  vivía  maridablemente  con 
Salvador  Rodas;  que  conoce  a Basilio  Vás- 
quez. cuñado  de  su  citado  hermano,  por- 
que éste  vive  con  Macedonia  Vásquez,  her- 
mana de  aquél;  que  su  hermano  por  una 
deuda  que  le  tenía  a Rodas  v que  éste  le 
cobró  se  disgustó  con  él  y desde  entonces 
le  ofreció  machetearlo,  quedando  de  ene- 
migos; aumentando  la  enemistad  cuando 
la  exponente  se  unió  con  éi  en  concubina- 
to; posteriormente  lo  sorprendió  como  a 
las  tres  de  la  mañana  alrededor  del  ran- 
cho y le  llevó  un  marrano  de  su  prooie- 
dad-  hecho  del  cual  se  quejó  ante  el  Juez 
del  lugar;  que  el  primero  de  marzo  Rodas 
y ella  se  acostaron  a dormir  como  a las 
veinte  horas  habiéndose  dormido  v des- 
pertado hasta  las  dos  de  la  mañana  nof’o 
más  o menos,  sorn  rendí  da  al  ver  una  luz  y 
a continuación  sintió  que  le  dieron  el  ma- 
chetazo 9 su  concubino  v como  ella  pudo 
saltó  de  ’a  cama  y salió  huvendo.  ñero  ai 
salir  se  filó  que  era  su  hermano,  porque  ei 
reflector  lo  teñía  en  dirección  de  la  cabe- 
za con  el  lente  para  abalo  alumbrándolo  v 
dándole  machetazos  a su  marido;  que  el 
machete  era  colima  y él  andaba  con  pan- 
talón azul  sin  cam'sa  y sin  sombrero;  que 
no  se  hablaron,  que  .sus  hermanitas  Greeo- 
ria  López  y Julia  Ruiz  se  asustaron  mucho 
V cuando  salieron  huvendo  también  les  di- 
jo López  “hasta  ustedes  condenadas  las 
vov  a matar"  v ellas  vieron  que  tomó  con 
dirección  al  riachuelo:  que  cuando  la  de- 
clarante .sahó  va  no  alcanzó  a ver’o  y lo 
que  hizo  fué  gr'tar  a los  vecinos  entrándo- 
se a continuación  al  rancho  de  Diego  Ra- 
mos quien  se  levantó  la  acompañó  a “Be. 
lén”  a dar  parte  al  Alcalde. 

Examinada  la  meñor  Gregoria  López  que 
dijo  ser  de  once  años  de  edad,  hermana  de 
Eugenia  López  en  cuya  casa  vivía,  declaró 
que  al  despertar  vió  que  había  luz  y que  su 


hermano  Juan  López  estaba  macheteando 
a Salvador  Rodas;  que  su  otra  hermanita 
Juliana  Ruiz  y ella  se  asustaron  mucho  y 
salieron  huyendo  y entonces  las  siguió 
Juan  diciéndoles  “hasta  ustedes  condena- 
das”, sin  decir  más,  regresando  enseguida 
a seguirle  dan  (Jo  al  expresado  Rodas;  re- 
conoció como  propio  de  su  hermano  el 
pantalón,  el  machete  y un  reflector  chi- 
quito. 

Elevadas  las  actuaciones  al  Juzgado  de 
la.  Instancia  de  Sacatepéquez,  se  continuó 
la  secuela  del  proceso,  habiéndose  tomado 
declaración  indagatoria  a Juan  López  Ruiz, 
Basilio  Vásquez  y Eugenia  López.  El  pri- 
mero negó  toda  participación  en  el  delito; 
manifestó  que  trabajó  con  Rodas  más  de 
tres  años  dejando  de  hacerlo  cuando  le 
quitó  el  trabajo  v lo  hizo  desocupar  el  te- 
rreno; que  le  debía  cinco  quetzales  que 
nunca  le  cobró;  que  el  día  v hora  de  autos 
.se  encontraba  durmiendo  en  su  casa  de 
habitación  v que  Basilio  Váisouez.  que  vi- 
ve en  la  misma  casa  y es  su  cuñado  no  lle- 
gó a dormir  y que  no  supo  dónde  se  quedó. 
Basilio  Vásquez  confesó  ser  el  autor  del  de- 
lito; declaró  que  Eugenia  López,  que  vivía 
con  Salvador  Rodas,  tenia  relaciones  ín- 
timas con  el  deponente  desde  hacía  como 
ocho  meses  y le  dijo  que  para  poder  vivir 
juntos  y sin  obstáculos  era  necesario  que 
matara  a su  concubino  para  cuvo  efecto 
ella  le  dejaría  la  puerta  preparada;  que  así 
lo  hizo  el  viernes  para  amanecer  sábado 
como  a las  veinticuatro  horas;  viendo  que 
todo  estaba  si'encio  y que  Rodas  estaba 
profundamente  dormido  lo  agarró  a ma- 
chetazos en  su  propia  cama  alumbrándose 
con  un  foco  eléctrico-  hasta  dejarlo  muer- 
to; que  la  Eugenia  López  estaba  durmien- 
do con  Rodas  v salió  corriendo  a darle 
parte  ai  auxilio  y el  exponente  salió  des- 
pacio y sin  recelo  alguno  tomando  un  ca- 
minito  oue  queda  abajo  de  la  casa;  que 
dos  patojitas  que  estaban  allí,  hermanas 
de  Eugenia,  despertaron  y sin  duda  del 
miedo  no  dijeron  nada  v únicamente  la 
más  grandecita  llamada  Gova.  gritó;  que 
vnlv'ó  a regresar  a la  casa  de  Juan  López 
donde  vivía  v lo  encontró  durmiendo  y él 
se  acostó  a dormir  mientras  amanecía  pe- 
ro sin  contarle  nada  a .Juan,  porque  éste 
e.s  hermano  de  Eugenia  López;  que  con  las 
lesiones  que  le  causara  al  occiso  le  pringó 
la  cara  y las  roñas  de  sangre;  se  le  pusie- 
ron varios  machetes  para  ver  si  entre 
ellos  estaba  el  que  le  sirvió  para  el  crimen 
y señaló  un  “acapulco”  perfectamente  afi- 
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lado  y con  algunas  amelladuras  causadas 
recientemente  que  demuestran  estar  he- 
chas con  algún  cuerpo  duro;  que  su  ma- 
chete lo  aillo  con  anticipación;  y que  nin- 
guna otra  persona  participó  en  el  hecho. 

Eugenia  López  Ruiz  repitió  su  declara- 
ción anterior  negando  en  lo  absoluto  todo 
lo  afirmado  por  Basilio  Vásquez. 

El  Informe  médico  forense  establece  que 
el  cadáver  dei  occiso  presentaba  diez  y 
nueve  heridas  producidas  con  arma  cor- 
tante entre  las  cuales  se  contaban  tres 
profundas  que  casi  lo  decapitaron  comple- 
tamente, pues  la  cabeza  le  quedó  sostenida 
al  cuerpo  por  un  pequeño  colgajo  de  la  piel 
del  lado  derecho;  y que  íué  completamen- 
te imposible  hacer  una  descripción  deta- 
llada de  las  heridas  por  encontrarse  el  ca- 
dáver completamente  destrozado  de  la  ca- 
ra y del  cuello- 

— n — 

El  Juzgado  de  la.  Instancia  de  Suchitepé- 
quez  dictó  sentencia  el  primero  de  agos- 
to la  cual  contiene  la  resolución  que  sigue : 
lo.  que  Basilio  Vásquez  Garcia  y Juan  Ló- 
pez Ruiz  son  reos  de  asesinato,  delito  por 
el  cual  impone  a cada  imo  la  pena  de  cin- 
co años  de  prisión  correccional  aumentada 
en  una,  tercera  parte,  con  las  demás  decla- 
raciones de  ley;  2o.  absuelve  de  la  instan- 
cia a Eugenia  López  Ruiz  y manda  a po- 
nerla en  libertad  con  fianza  de  cien  quet- 
zales. Considera  el  fallo  que  contra  los  dos 
enjuiciados  hay  plena  prueba,  contra  el 
primero  aprecia  su  confesión  y contra  el 
segundo  varios  hechos  en  que  funda  pre- 
sunciones de  culpabilidad;  pero  como  el 
delito  sólo  lo  cometió  una  persona  y la 
pena  imponible  es  la  de  muerte,  estima 
que  debe  aplicarse  el  articulo  297  del  Códi- 
go Penal  y por  consiguiente  imponerse  a 
cada  uno  la  pena  de  cinco  años  aumen- 
tada en  una  tercera  parte  por  las  agra- 
vantes que  califican  el  asesinato;  que 
aunque  aparece  de  autos  que  Eugenia  Ló- 
pez no  es  cómplice  del  delito,  hay  de  su 
parte  denuncia  calumniosa,  dada  la  situa- 
ción de  los  otros  enjuiciados;  pero  como 
no  hay  prueba  suficiente  contra  ella  se  le 
debe  absolver  de  la  instancia. 

— in  — 

La  Sala  6a.  de  Apelaciones  conoció  del 
recurso  d'é  apelación  introducido  y el  diez 
y nueve  de  octubre  dictó  su  fallo  en  el  sen- 
tido siguiente:  confirma  la  sentencia  en 


lo  que  se  refiere  a la  condena  del  reo  Ba-' 
sillo  Vásquez  Garcia  por  el  deüto  de  ase- 
sinato con  la  enmienda  de  que  la  pena  que 
se  le  impone  es  la  de  muerte  y en  caso  de 
que  se  le  otorgue  el  recurso  de  gracia,  quin- 
ce años  de  prisión  correccional  aumenta- 
dos en  una  tercera  parte,  inconmutables; 
la  revoca  en  lo  demás  absolviendo  a Juan 
López  de  la  instancia  y a Eugenia  del  mis- 
mo apellido,  del  cargo. 

Los  fundamentos  de  este  fallo  son:  lo. 
que  la  confesión  de  Basilio  Vásquez  Garcia 
se  produjo  con  todos  los  requisitos  de  ley; 
y aunque  a su  favor  existe  la  atenuante  de 
ser  ésta  la  única  prueba  en  su  contra,  exis- 
ten por  otra  parte  la  circunstancia  agra- 
vante de  haberse  cometido  el  delito  por  la 
noche  y en  la  morada  del  ofendido  sin  que 
éste  lo  provocara-  lo  que  determina  la  com- 
pensación de  tales  circunstancias  para  de- 
jar la  pena  de  muerte;  pero  en  caso  de  ob- 
tener gracia  debe  imponérsele  quince  años 
más  una  tercera  parte  por  existir  dos  cir- 
cunstancias agravantes;  2o.  que  el  mérito 
que  existió  contra  Juan  López  quedó  des- 
vanecido con  la  confesión  de  Vásquez; 
además,  no  se  estableció  si  las  huellas  que 
encontraron  en  la  salida  y que  Eugenia 
López  dijo  que  eran  de  su  hermano,  lo  eran 
realmente;  que  es  muy  posible  que  Euge- 
nia y Gregoria  López  y Agustin  Vásquez 
hayan  confundido  a Juan  con  el  repetido 
Vásquez,  quien  declaró  que  después  de  dar 
muerte  a Rodas  se  dirigió  por  el  mismo 
lugar  indicado  por  Eugenia;  3o.  que  con- 
tra ésta  existe  solamente  el  dicho  de  Ba- 
silio Vásquez,  pero  dicho  testimonio  no 
puede  apreciarse  por  haber  sido  dada  por 
un  co-reo. 

— IV  — 

El  Procurador  Oficial  de  la  Sala,  licen- 
ciado Delgadillo  Zamora,  introdujo  el  pre- 
sente recurso  de  casación  por  violación  de 
ley,  citando  como  infringidos  los  articulas 
siguientes;  21  inciso  10,  76  y 77  del  Códi- 
go Penal  y 16  del  Decreto  1366. 

CONSIDERANDO: 

El  inciso  10o.  del  articulo  21  del  Código 
Penal  no  fué  quebrantado  por  ei  Tribunal 
sentenciador  puesto  que  lo  aplicó  apre- 
ciando la  atenuante  de  la  confesión  del 
reo,  pero  como  tomó  en  cuenta  las  cir- 
cunstancias agravantes,  de  haberse  eje- 
cutado el  delito  de  noche  y,  además,  en 
la  morada  del  ofendido,  no  pudo  hacer  la 
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rebaja  d'e  la  tercera  parte  sino  compen- 
sar la  atenuante  con  una  de  las  agravan- 
tes, quedando  sin  alteración  la  pena  im- 
ponible según  la  ley.  En  consecuencia, 
tampoco  hay  viciación  de  los  artículos  76 
y 77  del  mismo  Código  puesto  que  en  el 
hecho  ocurrieron  dos  circunstancias  agra- 
vantes contra  la  atenuante;  y asimismo, 
no  puede  haber  infracción  del  articulo  16 
del  Decreto  Legislativo  1366  puesto  que  no 
es  el  caso  de  tomar  una  parte  alícuota  de 
la  pena  sino  de  dejar  la  pena  que  marca 
la  ley  por  quedar  destruida  la  cicunstan- 
cia  atenuante  con  la  concurrencia  de  las 
agravantes. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia'  con  apo- 
yo además  en  los  artículos  686  y 690  d’e 
Procedimientos  Penales,  DESESTIMA  el 
recurso  de  casación  interpuesto. 

Notifíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  donde  procede. 

J-  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — • Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Everardo  López  Ga- 
llardo, por  homicidio- 

DOCTRINA:  Cuando  existe  prueba  contra- 
ria de  lo  confesado  por  los  delincuentes, 
no  se  puede  tomar  la  confesión  de  és- 
tos, en  la  parte  que  les  favorece. 


Corte  Suprema  de  Justicia'  Guatemala, 
tres  de  diciembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Para  resolverlo  se  examina  el  recurso  ex- 
traordinario de  casación  introducido  por 
Everardo  López  Gallardo,  con  auxilio  del 
Procurador  Oficial  de  la  Sala  4a.  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  contra  la  sentencia 
ejecutoria  proferida  por  el  indicado  Tribu- 
nal el  treinta  de  septiembre  del  año  en 
curso  en  el  proceso  instruido  al  recurrente, 
por  el  delito  de  homicidio. 

En  el  recurso  se  asevera,  que  la  Sala  sen- 
tenciadora violó  el  Artículo  20  inciso  4o.  y, 
el  21  en  sus  incisos  lo.,  3o.,  4o.,  5o.,  7o.  y 
10o.,  los  dos  del  Código  Penal. 


En  los  autos  que  sirven  de  antecedentes 
al  recurso  examinado,  consta  lo  siguien- 
te: 

En  el  Municipio  de  Sibila  del  Departa- 
mento d'e  Quezaltenango  tiene  su  domici- 
lio Miguel  Pérez.  Dicha  casa  está  situada 
en  un  paraje  despoblado,  como  a dos  kiló- 
metros distantes  del  pueblo  aludido  y,  co- 
mo á dos  cuadras  de  la  orilla  del  camino 
que  une  al  municipio  relacionado  con  la 
ciudad  de  Quezaltenango. 

Don  Miguel  Pérez  y su  familia  celebra- 
ban con  una  fiesta  en  su  residencia  el  aca- 
bo de  una  novena,  en  la  noche  del  diecio- 
cho de  febrero  del  año  en  curso.  A dicha 
fiesta  concurrieron  varias  personas  más,  y, 
entre  ellas  Everardo  López  Gallardo.  Por 
lo  retirado  del  lugar  y-'  debido  a ser  despo- 
blado, concurrió  el  Alcalde  auxiliar  de  Si- 
bila junto  con  su  auxilio  civil,  para  velar 
por  el  mantenimiento  del  orden. 

Aproximadamente  a las  dos  horas  del 
día  diecinueve  salieron  de  la  casa  varias 
de  las  personas  invitadas — entre  ellas  Eve- 
rardo López  Gallardo — y,  como  a veinfe 
varas  distantes  de  la  residencia  de  la  fa- 
milia Pérez  se  I)usieon  a escandalizar  for- 
mando grupo;  mientras  la  fiesta  continua- 
ba en  su  apogeo. 

Por  la  circunstancia  indicada,  el  Alcal- 
de Barrios  — que  peiunanecia  con  su  auxi- 
lio cerca  de  la  casa  de  los  señores  Pérez  — 
se  aproximó  al  grupo  con  el  fin  de  llamar- 
les la  atención  a quienes  escandalizaban 
y,  de  dispersarlo-  Al  Alcalde  Barrios  lo  fue- 
ron siguiendo,  a poca  distancia,  los  auxi- 
liares Félix  Gramajo,  Virgilio  López,  Ino- 
cente Oxlaj.  Los  otros  miembros  del  auxi- 
lio permanecieron  en  el  lugar  en  donde  se 
hallaban. 

En  ese  preciso  instante  Everardo  López 
Gallardo  — quien  formaba  parte  del  gru- 
po al  cual  se  dirigió  el  representante  de  la 
autoridad  — ■ hizo  cuatro  disparos  con  re- 
vólver sobre  el  Alcalde  Barrios,  causándo- 
le cuatro  heridas;  de  ellas  tres  en  el  cue- 
llo y cara  y uña  en  la  pierna  izquierda.  Se- 
gún el  informe  médico-legal  obrante  en 
los  autos,  la  lesión  que  ocasionó  la  muer- 
te de  Barrios,  fué  la  del  cuello,  debido  a la 
hemorragia  profusa  que  produjo  por  ha- 
ber interesado  los  gruesos  vasos  venosos. 
Tal  hecho  alevoso  fué  presenciado  por  las 
personas  que  seguían  los, pasos  del  Alcalde 
Barrios,  o sean  los  señores  Félix  Gramajo, 
■Virgilio  López  e Inocente  Oxlaj.  Tales  de- 
clarantes, en  las  distintas  diligencias  que 
se  practicaron  con  ellos-  mantuvieron  fir- 
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me  su  aserto,  sin  modificación  alguna,  no 
obstante  el  empeño  de  la  defensa  para  des- 
truirlo. 

Al  sentirse  herido  de  tanta  gravedad  el 
señor  Barrios  — en  el  suelo  a donde  habla 
caído  — gritó  lo  más  fuerte  que  pudo,  sin- 
dicando a López  Gallardo  como  su  heridor, 
al  mismo  tiempo  que  les  ordenaba  a sus 
auxiliares  que  procedieran  a su  captura 
inmediata,  por  haber  huido  junto  con  las 
otras  personas  formantes  del  grupo  y,  a 
quienes  no  se  pudo  conocer  por  la  oscuri- 
dad de  la  noche. 

Tanto  las  tres  personas  mencionadas  co- 
mo los  otros  componentes  del  auxilio  lo- 
graron la  aprehensión  del  delincuente  a 
poca  distancia  del  lugar  y,  después  de  una 
breve  lucha  pudieron  quitarle  el  revólver 
que,  aún  humeante  portaba  en  las  manos. 

Las  personas  que  intervinieron  en  la 
captura  del  agresor  — fuera  de  las  presen- 
ciales del  hecho  — • son  más  de  tres  y,  sus 
dichos  son  uniformes  y contestes  a ese  fin. 

El  Juez  de  Paz  de  Sibila  tuvo  conoci- 
miento del  delito  aludido,  a las  tres  horas 
del  diecinueve  de  febrero,  por  haber  com- 
parecido Juan  Pérez  a dar  parte  de  lo  ocu- 
rrido. Dicho  señor  tuvo  conocimiento  de 
ello,  por  haber  salido  de  su  casa,  junto 
con  otros  familiares  concurrentes  a la 
fiesta  relacionada,  al  oir  los  disparos  he- 
chos por  Everardo  López  Gallardo.  Tales 
personas,  en  consecuencia,  no  presencia- 
ron la  comisión  del  delito. 

Inmediatamente  se  constituyó  el  Juez 
con  la  asistencia  del  casO'  al  lugar  del  su- 
ceso, en  donde  comenzó  la  instrucción  del 
proceso,  levantando  el  acta  de  rigor,  al 
mismo  tiempo  que  ordenó  la  traslación  del 
cadáver  — a quien  reconoció  previamen- 
te — al  lugar  que  corresponde, 

López  Gallardo,  confesó  el  delito  argu- 
yendo de  que  se  vió  precisado  a ello  en  de- 
fensa de  su  vida.  El  hecho  lo  relata  asi:  al 
salir  de  la  fiesta  se  dirigía  a su  casa  y,  en 
el  camino  fué  asaltado  por  un  hombre  ves- 
tido de  blanco,  quien  lo  botó  al  suelo  de 
un  garrotazo  que  le  pegó  en  la  nuca.  Una 
vez  caído  le  siguió  ocasionando  más  gol- 
pes con  el  palo.  Al  verse  en  situación  tan 
difícil,  como  pudo  en  la  posición  en  que 
se  hallaba  sacó  su  revólver  de  la  bolsa  de 
pecho  del  lado  izquierdo;  y,  como  viera 
que  no  dejaba  de  atacarlo  el  desconocido, 
disparó  al  azar,  en  defensa  de  su  vida. 
Después  de  los  disparos  se  dirigió  nueva- 
mente a la  casa  de  donde  había  salido.  Y, 
que  hasta  que  vió  el  cadáver  del  Alcalde 


Barrios  en  la  Comisaría,  supo  a quien  le 
había  disparado- 

Durante  el  curso  del  juicio  criminal,  la 
defensa  trató  de  establecer,  que  López  Ga- 
llardo- en  estado  insconciente  a conse- 
cuencia de  los  garrotazos  propinados  por 
Barrios  disparó  sin  medir  el  alcance  de  lo 
que  hacía,  por  defender  su  vida.  Para  ese 
fin  actuaron  como  expertos  los  doctores 
Salvador  Pacheco  Marroquin  y Gonzalo 
Pérez  Anleu.  Estos  señores  llegaron  a la 
conclusión,  de  que  los  golpes  sufridos  con 
arma  contundente  por  Everardo  López  Ga- 
llardo, podían  producir  un  estado  de  in- 
conciencia y,  hasta  la  muerte,  según  la 
gravedad  de  ellas. 

También  pidió  la  defensa  que  fuera  am- 
pliado el  informe  médico-legal  relacionado 
con  la  autopsia  practicada  al  cadáver. 

Desde  la  primera  Instancia  del  juicio, 
la  defensa  pidió  que  se  absolviera  al  en- 
juiciado por  haber  obrado  en  legitima  de- 
fensa de  su  vida. 

Con  esos  datos,  el  Juez  segundo  de  pri- 
mera Instancia  d'el  departamento  de  Que- 
zaltenango  — con  fecha  veintiuno  de  agos- 
to del  año  en  curso,  declaró:  que  Everar- 
do López  Gallardo  es  responsable  como  au- 
tor del  homicidio  cometido  en  la  persona 
de  quien  fué  Tránsito  Barrios.  Por  esa  in- 
fracción legal  lo  condenó  a sufrir  la  pena 
de  diez  años  de  prisión  correctiva,  incon-- 
mutable  y,  que  con  abono  del  tiempo  pa- 
decido deberá  purgar  en  la  Penitenciaria 
Central.  Y,  por  último,  hace  las  otras  de- 
claraciones pertinentes  en  derecho. 

La  sala  4a.  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
sustentó  el  mismo  criterio  que  el  Juez  de 
primer  grado-  en  cuanto  a que  el  procesa- 
do no  puede  ser  declarado  exento  de  res- 
ponsabilidad penal,  ni  tompoco  se  le  pue- 
de desminuir  la  condena,  por  no  militar 
en  su  favor  la  atenuante  de  su  confesión, 
como  se  sostuvo  en  el  primer  grado;  y,  por 
no  aparecer  de  manifiesto  en  lo  actuado 
ninguna  de  las  otras  circunstancias  de  ate- 
nuación invocadas  por  la  defensa.  Por  ese 
motivo,  en  la  sentencia  ej  ecutoria  pronun- 
ciada el  treinta  de  septiembre  del  año  en 
curso,  confirmó  en  todas  sus  partes  la  de 
primera  Instancia. 

Este  último  fallo  fué  el  causante  del  re- 
curso propuesto  por  López  Gallardo.  Y,  co- 
mo la  vista  se  efectuó  con  todas  las  forma- 
lidades de  Ley  en  la  audiencia  señalada 
para  ello,  es  el  caso  de  resolver  lo  proce- 
dente en  derecho.  Por  ese  motivo,  el  Tri- 
bunal de  Casación, 
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CONSIDERA: 

Que  en  el  juicio  criminal  tenido  a la 
vista,  se  encuentra  evidenciado  — ■ aún  sin 
tomar  en  cuenta  la  confesión  del  enjui- 
ciado Everardo  López  Gallardo  — de  una 
manera  completa,  que  este  señor  es  el  au- 
tor del  homicidio  cometido  en  la  persona 
de  quien  fué  Tránsito  Barrios,  Alcalde  auxi- 
liar de  Sibila. 

La  prueba  existente  en  autos  está  íor- 
maaa'  en  primer  término,  por  las  declara- 
ciones uniiormes  y contestes  de  ios  seno- 
íes  reiix  Gramajo,  Virgilio  López  e inocen- 
te oxiaj.  istos  aeciarantes  — según  aiir- 
macion  que  nacen  — presenciaron  ei  mo- 
mento preciso  en  que  nopez  Gaiiarao  ais- 
paro  su  revolver  sobre  ei  Aicaiae  Barrios, 
por  el  simple  hecho  de  llamarles  la  aten- 
ción a varias  personas  — entre  las  cuaies 
se  hallaba  el  procesado  — por  estar  alte- 
rando el  oraen,  formando  un  grupo  como 
a veinte  varas  üe  la  casa  de  Miguei  Pérez, 
ubicada  a aos  kilómetros  de  la  población 
de  Sibila. 

No  dicen  tales  testimoniantes  que  haya 
habido  provocación  m acometimiento  al- 
guno por  parte  del  interfecto  ai  enjuicia^ 
ao.  Fué  éste  quien  agredió  ai  Alcaide  a ba. 
lazos,  por  reconvenir  a los  del  grupo  — sin 
dirigirse  especialmente  a López  Gallar- 
do — -a  causa  del  desorden  que  promovían. 

Luego  aprecia  el  Tribunal  sentenciador, 
como  refuerzo  de  la  prueba  aludida,  va- 
rias presunciones  humanas  basadas  en  he- 
chos justificados  plenamente,  a saber;  que 
López  Gallardo  fué  capturado  himedlata- 
mente  después  de  cometido  el  delito,  en 
momentos  en  que  el  ofendido  aún  lo  sin- 
ricaba  como  autor  de  las  lesiones  sufridas; 
que  en  el  preciso  instante  de  su  aprehen- 
sión se  le  recogió,  o más  bien  dicho,  se  le 
quitó  de  las  manos  el  revólver  con  que  aca- 
baba de  disparar;  y que  dicho  sujeto  estu- 
vo en  la  fiesta,  de  donde  salió  j unto  con  las 
personas  que  escandalizaban  en  la  calle  a 
Inmediaciones  de  la  casa  de  Pérez,  y,  a las 
cuales  reprendió  el  representante  de  la  au- 
toridad- 

En  esas  condiciones  la  prueba  apreciada 
por  la  Sala  4a.  de  la  Corte  de  la  Apela- 
ciones, es  claro,  que  la  confesión  califica- 
da del  procesado-  no  puede  ser  tomada  en 
consideración  en  la  parte  en  que  sostiene 
haber  obrado  en  legitima  defensa  de  su 
vida,  por  haber  en  el  juicio  criminal  prue- 
ba contraria  de  tal  afirmación. 


Siendo  esto  asi,  es  evidente,  que  no  pue- 
de ser  considerada  la  eximente  de  incul- 
pabilidad alegada  por  la  defensa,  ni  nin- 
guna de  las  circunstancias  con  las  que 
pretende  atenuar  la  responsabilidad  del 
enjuiciado. 

En  consecuencia  de  todo  lo  expuesto,  la 
Sala  recurrida,  al  aplicar  a López  Gallar- 
do la  pena  de  diez  años  de  prisión  correc- 
tiva por  el  delito  de  homicidio  de  que  es 
responsable  como  autor,  no  violó  el  Articu- 
lo 20  en  su  inciso  4o.,  ni  los  incisos  lo.,  3o., 
4o.,  5o.-  7o.  y 10o.  del  Código  Penal- 

Por  todo  lo  que  se  deja  considerado,  con 
apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo  dispues- 
to en  los  Artículos  686  y 690  P.  P.,  EL  TRI- 
BUNAL DE  CASACION, 

RESUELVE; 

DESESTIMAR  EL  RECURSO  de  que  se 
ha  hecho  mérito,  e imponer  al  recurrente 
quince  días  de  arresto  conmutables  a ra- 
zón de  diez  centavos  diarios. 

Notifiquese  y devuélvanse  los  autos  al 
Tribunal  de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — - Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante  mi, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Mario  Lurssen  Urrutia, 
por  estupro. 

DOCTRINA:  Corresponde  infligir  al  delin- 
cuente la  pena  de  un  año  de  arresto  ma-^ 
yor,  cuando  la  ofendida  tiene  más  de  do- 
ce años,  pero  es  menor  de  veintiuno  in- 
terviene engaño  y el  delito  ha  sido  co- 
metido por  una  persona  que  no  es  de  las 
comprendidas  en  el  primer  párrafo  del 
articulo  326  del  Código  Penal. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  de  Diciembrei  de  mü  novecientos  trein- 
ta y cinco. 

Vista  por  recurso  de  casación  y con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  que 
más  adelante  se  relatará  dictada  en  el 
proceso  instruido  contra  Mario  Lurssen 
Urrutia  (a)  “Mexo”  por  el  delito  de  estu- 
pro perpetrado  en  la  persona  de  Hortensia 
García  Domínguez. 
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RESULTA: 

Que  la  causa  fué  iniciada  en  el  Juzgado 
de  la.  Instancia  de  Suchitepéquez,  el  dos 
de  abril  del  corriente  año,  por  haberse 
presentado  Dolores  Domínguez  de  García 
acusando  por  el  delito  de  estupro  a Mario 
Alfredo  o Alfonso  Lurssen,  quien  con  la 
anuencia  de  Francisco  García,  esposo  de 
la  compareciente,  había  visitado  su  casa 
cultivando  relaciones  amorosas  con  su  hi- 
ja Hortensia  García  Domínguez-  con  el  fin 
de  contraer  matrimonio  oportunamente. 
Más  tarde  la  dicente  vió  que  Hortensia  es- 
taba encinta,  y al  preguntarles  tanto  a és- 
ta como  a Lurssen  acerca  de  lo  sucedido, 
ambos  le  manifestaron  “que  era  de  ellos” 
el  fruto  de  dichas  relaciones,  agregando 
Mario  que  pronto  “la  honraría”  contrayen- 
do con  ella  matrimonio,  pero  no  cumplió 
la  promesa  que  hizo,  pues  desde  que  ha- 
blaron ella  y su  marido  con  Lurssen,  éste 
se  ausentó  de  la  casa;  y Hortensia  dió  a 
luz  una  niñita  que  tenia  quince  dias  de 
haber  nacido. 

Francisco  García  corroboró  lo  manifes- 
tado por  su  esposa.  Hortensia  García  Do- 
mínguez refiere  que  Lurssen  hacía  dos 
años  que  la  pretendía  habiéndole  prome- 
tido que  contraería  con  ella  matrimonio; 
que  en  el  mes  de  Julio  del  año  retropróxi- 
mo, caminaba  por  la  via  que  de  San  Fran^ 
cisco  Zapotitlán  conduce  a la  finca  “So- 
fía”, cuando  encontró  a su  pretendiente, 
quien  la  agarró  y por  la  fuerza  se  la  lle- 
vó al  monte,  y ahí  contra  su  voluntad  la 
despojó  de  su  doncellez,  prometiéndole 
siempre  que  se  casaría  con  ella;  que  sólo 
esa  vez  había  fornicado  con  Lurssen,  y des- 
de entonces  quedó  ambarazada,  pues  ha- 
cía diez  y seis  dias  que  había  dado  a luz  a 
una  niñita,  fruto  de  las  relaciones  que  tu- 
vo con  Mario;  y que  en  aquella  ocasión  la 
acompañaban  sus  hermanitas,  que  por  su 
corta  edad  no  se  dieron  cuenta  de  lo  suce- 
dido. - 

Mario  Lurssen  Urrutia  confesó  haber  te- 
nido relaciones  amorosas  con  Hortensia 
Garcia  y que  “como  dos  veces”  tuvo  con 
ella  acceso  carnal,  pero  no  fué  él  quien  la 
desfloró;  que  es  cierto  que  le  habia  prome- 
tido unirse  en  matrimonio  con  ella-  pero 
no  lo  hizo  por  haberse  decepcionado  a cau- 
sa de  que  Dolores  Domínguez,  madre  de 
Hortensia,  le  refirió  que  habia  encontrado 
a Gerardo  Martínez  fornicando  con  su  hi- 
ja y por  este  motivo  le  pegó  a Martínez  con 
un  leño.  Lurssen  reconoció  la  carta  que 


había  dirigido  al  padre  de  Hortensia  Gar- 
cia solicitando  permiso  para  cortejar  a su 
hija  y manifestándole  que  sus  mejores  de- 
seos eran  hacerla  su  esposa;  y al  ser  inte- 
rrogado, presentó  el  mencionado  sujeto  la 
contestación  que  le  envió  Francisco  Gar- 
cia, en  el  sentido  de  que  seria  recibido  a 
las  horas  en  que  él  (Garcia)  estuviera  en 
su  casa. 

Obran  en  el  proceso  los  documentos  que 
a continuación  se  expresan:  a)  certifica- 
ción de  la  Partida  número  seiscientos  no- 
venta y tres,  donde  se  hizo  constar  que  en 
San  Francisco  Zapotitlán,  el  dos  de  Julio 
del  año  de  mil  novecientos  diez  y ocho,  na- 
ció Hortensia  Garcia,  hija  legitima  de 
Francisco  Garcia  y Dolores  Domínguez; 
b)  copia  certificada  expedida  por  el  En- 
cargado del  Registro  de  San  Francisco  Za- 
potitlán donde  consta  que  el  veintiocho  de 
Marzo  del  año  de  mil  novecientos  veinti’ 
séis,  nació  en  aquel  poblado,  Rosaura  Gar- 
cía, hija  legitima  de  Francisco  García  y 
Dolores  Domínguez;  c)  certificación  de  la 
Partida  número  doscientos  veintidós  don- 
de consta  que  ei  veinte  de  Marzo  del  co- 
rriente año,  nació  en  la  población  que  aca- 
ba de  ser  mencionada  Maña  Steila  Garcia, 
hija  ilegitima  de  Hortensia  Garcia;  y d) 
dos  certificaciones  expedidas  el  veintinue- 
ve de  Junio  y primero  de  Julio  del  corrien- 
te año,  en  las  cuales  el  Alcalde  lo.  Muni- 
cipal y Juez  de  Paz  de  San  Flrancisco  Za- 
potitlán, hizo  constar,  respectivamente-  lo 
que  sigue : que  Mario  Lurssen  es  un  vecino 
de  reconocida  honorabilidad  y gana  jor- 
nales en  trabajos  agrícolas  en  la  finca  “San 
Lorencito”,  perteneciente  a su  señor  padre 
don  JuUo  Lurssen,  quien  adeuda  una  can- 
tidad que  representa  el  doble  del  valor  de 
la  finca  mencionada  anteriormente. 

El  Juez  de  la.  Instancia  del  Departa- 
mento de  Suchitepéquez  le  dió  fin  a la 
causa  imponiéndole  a Mario  Lurssen  Urru- 
tia la  pena  de  un  año  de  arresto  mayor  por 
el  delito  de  estupro;  le  permite  conmutar 
dicha  pena  a razón  de  diez  centavos  de 
quetzal  diarios;  y hace  las  demás  declara- 
ciones perminentes. 

En  segunda  Instancia  el  Fiscal  manifes- 
tó estar  de  acuerdo  con  lo  resuelto  en  el 
fallo  por  el  Juez  de  la  causa. 

El  Procurador  pidió  que  se  revocara  la 
sentencia  de  primer  grado,  porque  no  se 
probó  el  estado  de  virginidad  de  la  ofen- 
dida, ni  que  la  promesa  de  matrimonio, 
haya  sido  el  medio  para  lograr  el  estupro. 
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La  Sala  6a.  de  Apelaciones,  el  diez  de 
Octubre  próximo  pasado,  confirmó  la  sen- 
tencia apelada  con  la  modificación  de  que 

a Mario  Alfonso  Lurssen  se  le  permite 
conmutar  la  totalidad  de  la  pena  impues- 
ta a razón  de  un  quetzal  diario  y la  adi- 
ción de  que  se  le  obliga  al  reconocimiento 
de  la  niña  Maria  Stella  Garcia  y al  pago 
del  papel  empleado  én  la  causa,  y se  man- 
da certificar  lo  conducente  para  averiguar 
si  al  reo  le  corresponden  a la  vez,  los  dos 
nombres  que  se  dejan  ya  mencionados,  y 
por  qué  motivo  ha  usado  últimamente  sólo 
el  de  “Mario”. 

Contra  el  fallo  dictadlo  por  la  Sala,  el 
reo  con  auxilio  del  Licenciado  don  Juan 
Miguel  Herrera,  interpuso  el  recurso  extra- 
ordinario de  casación  denunciauido  como 
violados  los  artículos  63,  99,  468  y 326  frac- 
ción tercera  del  Código  Penal;  2o.  del  De- 
creto Legislativo  número  1740;  4o.'  5o.,  259, 
566,  567,  568,  571,  575,  587,  589,  593,  594, 
601,  602  inciso  2o.  y 609  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales.  A su  memorial  acom- 
pañó Lurssen  Urrutia  una  certificación 
Notarial  donde  se  hizo  constar  el  extracto 
de  la  cuenta  que  el  señor  A.  Mondal,  envió 
a don  Julio  Lurssen,  el  ocho  de  Marzo  del 
corriente  año;  y copia  certificada  de  la 
partida  de  nacimiento  de  Mario  Enrique 
Alfonso  Lurssen  Urrutia. 

Posteriormente  presentó  el  recurrente 
dos  certificaciones:  una,  donde  constan 
los  gravámenes  que  soportan  los  bienes  d'e 
don  Julio  Lurssen,  y la  otra,  que  se  refiere 
a las  cantidades  en  que  fueron  declaradas 
las  fincas  de  dicho  señor. 

CONSIDERANDO: 

La  culpabilidad  del  procesado  se  en- 
cuentra establecida  con  las  constancias  de 
autos,  que  siguen:  a)  la  confesión  que  hi- 
zo Lurssen  Urrutia  de  hechos  que  le  perju- 
dican; b)  lo  que  consignó  el  mismo  Lur- 
ssen en  la  carta  dirigida  a Francisco  Gar- 
cía padre  de  Hortensia  del  mismo  apelli- 
do, misiva  que  en  su  oportunidad  fué  re- 
conocida por  el  propio  enjuiciado;  c)  el 
hecho  probado  con  la  copia  certificada  de 
la  partida  respectiva,  de  que  Hortensia 
Garcia  era  menor  de  veintiún  años,  cuan- 
do cultivaba  relaciones  amorosas  con  su 
novio  y tuvo  acceso  carnal  con  éste;  d)  lo 
declarado  por  las  hermanitas  de  la  ofen- 
dida; y e)  la  honradez  y buenas  costum- 
bres de  la  ofendida,  debidamente  justifi- 
cadas con  lo  expuesto  por  los.  testigos  Ma- 


nuel Martínez  y José  María  López.  La 
prueba  indirecta  que  acaba  de  relacionar- 
se no  la  enervan  las  declaraciones  de  Fa- 
bián Barrera,  Petronilo  Hernández  Ibarra, 
Manuel  Espinoza,  Demetrio  Sosa  OvaUe, 
María  Fernández,  Eleodoro  Ricci  y Lucía 
Juana.  Eh  efecto,  el  primero  declara  que 
sabia  que  Hortensia  García  había  tenido 
relaciones  amorosas  con  Hilario  Argueta, 
que  Argueta  se  fué  de  San  Francisco  Za- 
poUtlán  diciéndole  que  estaba  decepciona- 
do de  esa  mujer;  Petronilo  Fernández  Iba- 
rra  refiere  que  vió  cuando  Eiolores  Domín- 
guez de  Garcia  le  dió  una  fuerte  paliza  a 
Gerardo  Martínez,  quien  se  encontraba  en 
la  casa  de  la  señora  García,  y enseguida  le 
pegó  también  a su  hija  Hortensia;  y Es- 
pinoza manifiesta  que  oyó  decir  que  Ge- 
rardo Martínez  pretendía  a la  García;  a 
Sosa  Ovalle  sólo  le  consta  que  Martínez 
llegaba  a la  casa  de  Francisco  García,  pe- 
ro ignora  con  qué  objeto;  Maria  Hernán- 
dez es  la  única  que  declarara  que  vió  cuan- 
do Gerardo  Martínez  y Hortensia  García, 
en  ei  mes  de  Noviembre  de  mii  novecien- 
tos treinta  y cuatro  entraron  a un  “cafe- 
tal”; el  testigo  Ricci  aseguró  que  Lurssen 
es  un  hombre  pobre,  honradlo  y trabajador; 
y la  testigo  Lucia  Juana  se  refiere  en  su 
deposición  a que  la  García  estaba  en  actos 
carnales  con  un  hombre  a quien  ño  cono- 
ció. 

La  Saia  sentenciadora  apreció  la  prue- 
ba que  se  deja  ya  relacionada'  según  su 
prudente  arbitrio,  para  lo  cual  está  facul- 
tada por  la  ley,  y encontrándose  probados 
los  hecho.^  de  los  cuales  se  deducen  las  pre. 
sunciones  humanas  que  sirven  de  funda- 
mento a su  failo  es  evidente,  que  a esta 
Corte  no  ie  es  d'abie  entrar  al  examen  de 
los  artículos  259,  566,  567,  568,  571  y 601 
del  Código  de  Procedimientos  Penales;  ni 
pudo  el  Tribunal  de  segunda  Instancia  in- 
fringir los  artículos  4o.,  5o.,  575,  584,  587, 
589,  593  y 594  del  mismo  Cuerpo  de  Le- 
yes. 

Los  artículos  2o.  Decreto  Legislativo  nú- 
mero 1740;  63,  99,  326  Párrafo  3o.,  y 468 
del  Código  Penal  no  fueron  violados  el  pri- 
mero' segundo  y tercero,  porque  se  refie- 
ren a declaraciones  que  corresponde  hacer 
cuando  la  sentencia  es  condenatoria,  y 
contra  lo  que  resuelva  el  Tribunal  respec- 
tivo, sobre  este  particular,  no  cabe  el  recur- 
so extraordinario  de  casación,  pues  tales 
casos  para  ese  efecto  no  se  encuentran 
comprendidos  entre  los  señalados  por  el 
articulo  676  del  Código  de  Procedimientos 
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Penales;  y por  esta  misma  razón  es  im- 
procedente entrar  al  examen  del  artículo 
602  inciso  2o.  del  Cuerpo  legal  que  acaba 
de  mencionarse,  en  relación  con  los  ar- 
tículos 7o.  y 9o.  del  Decreto  Gubernativo 
número  242;  el  cuarto,  no  fué  infringido, 
ya  que  consta  en  el  proceso,  que  la  ofen- 
dida era  menor  de  veintiún  años  cuando 
siendo  novia  de  Lurssen  y por  haberle 
ofrecido  éste  que  se  uniría  con  ella  en  ma- 
trimonio accedió  a los  anhelos  libidinosos 
de  dicho  sujeto;  y en  cuanto  al  quinto,  no 
tiene  aplicación  en  el  presente  caso,  pues 
el  precepto  que  encierra  es  completamen- 
te ajeno  a los  motivos  que  pueden  servir 
de  fundamento  para  interponer  el  recurso 
extraordinario  de  casación  por  violación 
de  ley. 

CONSroERANDO : 

No  solamente  confiesa  Lurssen  Urrutia 
haberle  prometido  a su  novia  casarse,  sino 
también  que  tuvo  ayuntamientos  ilícitos, 
con  ella,  confesión  que  reúne  todos  los  re- 
quisitos determinados  por  la  l&y,  pues  fué 
hecha  por  una  persona  mayor  de  edad,  sin 
apremio  algunO'  en  su  contra,  es  verosí- 
mil, versa  sobre  hechos  propios  del  confe- 
sante, y está  corroborada,  en  cuanto  a la 
promesa  de  matrimonio,  con  la  carta  que 
el  enjuiciado  dirigió  al  padre  de  la  menor, 
misiva  que  en  su  oportunidad  reconoció 
Lurssen.  Y al  apreciar  el  Tribunal  senten- 
ciador los  hechos  que  perjudican  al  reo  pa^ 
ra  unirlos  a las  demás  constancias  de  la 
causa,  es  indudable  que  aplicó  rectamente 
lo  dispuesto  por  el  artículo  613  del  Código 
de  Procedimientos  Penales  en  relación  con 
el  609  del  mismo  Cuerpo  Legal. 

CONSIDERANDO: 

Atendiendo  a la  índole  del  recurso  ex- 
traordinario de  casación,  y ya  que  por  otra 
parte,  es  a los  Tribunales  sentenciadores 
de  primera  y segunda  Instancia  a quienes 
incumbe  apreciar  las  pruebas  que  obran 
en  el  proceso,  no  deben  de  tomarse  en  cuen- 
ta al  resolver,  los  documentos  que  fueron 
presentados  juntamente  con  el  memorial 
en  que  se  interpuso  el  susodicho  recurso. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  estatuido  por  el  articulo 
690  del  Código  de  Procedimientos  Penales, 
declara  improcedente  el  recurso  de  que  se 


hizo  mérito  e impone  al  reo  la  pena  adi- 
cional de  quince  días  de  arresto,  conmu- 
tables en  su  totalidad,  a razón  de  un  quet- 
zal diario. 

Notifiquese,  y devuélvanse  los  autos  cori 
certificación  de  lo  resuelto,  al  Tribunal  de 
su  origen. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  Sola- 
zar.— Carlos  Castellanos  R. — Alberto  Ar- 
gueta  S. — José  Serrano  Muñoz. — Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Margarita  viuda  de  Je- 
rez, por  allanamiento  de  morada. 

DOCTRINA:  Para  que  exista  el  delito  de 
daños  es  necesario  que  éstos  se  causen 
en  propiedad  ajena. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y siete  de  Diciembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  que  la  Sa- 
la 2a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  dictó  el 
veintiséis  de  agosto  del  año  eñ  curso,  en  el 
proceso  que  por  el  delito  de  allanamiento 
de  morada  se  siguió  en  el  Juzgado  de  la. 
Instancia  de  Chimaltenango  contra  Mar- 
garita García  viuda  de  Jerez. 

RESULTA: 

— I — 

El  nueve  de  abril  del  año  próximo  pasa- 
do se  presentó  Sofía  Arana  al  Juzgado  de 
Paz  de  Zaragoza  entablando  querella  con- 
tra Margarita  García,  “quien  la  injurió  en 
el  interior  de  su  casa  con  machete  en  las 
manos  y le  dijo  que  le  desocupara  inme- 
diatamente o incendiaba  la  casa,  le  ma- 
cheteó todo  el  cerco  y le  devastó  su  tien- 
d’ecita”;  que  iba  en  compañía  de  Manuel 
Jerez  y Mariano  Cárdenas,  quienes  se  re- 
sistieron a entrar  cuando  vieron  que  lo  bo- 
taba todo,  por  lo  que  pedia  el  castigo  del 
Techo. 

Examinados  Jerez  y Hernández  expre- 
saron: el  primero,  que  la  García  procedió 
armada  de  un  machete  a cortar  las  cercas 
del  rancho  referido;  el  segundo,  que  arre- 
batándole d'e  la  mano  el  machete  que  lle- 
vaba, comenzó  a derribarlo  todo  tirando 
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al  suelo  cosas  de  la  propiedad  de  los  habí-' 
tantes  de  la  casa.  Estos  testigos  declara- 
ron nuevamente  ante  el  Juez  de  la.  Ins- 
tancia, manifestando  el  primero  que  la 
Arana  le  dijo  a Margarita  que  no  le  bo- 
tara el  rancho  pero  no  era  tal  rancho  si- 
no unas  cañas  del-  cerco  que  ya  estaban 
viejas;  agregó  la  García  que  varias  veces 
le  había  hecho  saber  que  tenia  que  arre- 
glar el  cerco  para  que  desocupara;  el  se- 
gundo rectificó  en  el  sentido  de  que  la 
García  le  pidió  permiso  a la  Arana  para 
cambiar  el  cerco  el  que  le  fué  denegado  y 
que  no  penetró  a la  casa. 

Los  expertos  designados  para  valuar  los 
daños  manifestaron  en  su  dictamen  que 
encontraron  completamente  deteriorados 
los  dos  lados  del  rancho  y varios  trastos 
hechos  pedazos,  dándoles  a los  daños  cau- 
sados un.  valor  de  tres  quetzales. 

El  día  doce  de  ese  mes  el  Juez  menor  ve- 
rificó una  inspección  ocular  haciéndose 
constar  en  el  acta  que  los  palos  que  sostie- 
nen las  vigas  del  rancho  presentaban  cor- 
tadas con  arma  blanca^  dos  lados  de  cerca 
completamente  deshechos  y cortadas  to- 
das las  cañas  con  machete. 

El  testigo  Mariano  Argueta  Marroquín 
declaró  que  vió  a la  García  destrozando  el 
corral  con  un  machete  y la  vió  penetrar  al 
interior  de  la  casa. 

Las  diligencias  fueron  elevadas  al  Juz- 
gado de  la.  Instancia,  tribunal  que  ordenó 
la  captura  de  la  acusada  la  que  al  lograr- 
se fué  indagada  y declaró:  que  el  terreno 
ocupado  por  Sofia  Arana  era  de  su  propie- 
dad, (hecho  que  efectivamente  se  encuen- 
tra plenamente  establecido  en  el  proceso) ; 
que  efectivamente  llegó  a pedirle  permiso 
para  cambiar  el  cerco  por  encontrarse  en 
muy  mal  estado,  pero  ella  en  vez  de  reco- 
nocer su  derecho  la  injurió  por  lo  que  acu- 
dió al  Juzgado  eñ  solicitud  de  auxilio  el 
cual  le  fué  denegado  por  consejos  que  el 
Secretario  dió  al  Alcalde  por  enemistad  que 
guardaba  con  ella;  negó  todo  hecho  delic- 
tuoso; afirmó  haber  llegado  con  los  indivi- 
duos mencionados  al  principio  y que  des- 
pués de  haber  obtenido  la  posesión  judi- 
cial del  mencionado  terreno,  varias  veces 
le  pidió  a la  Arana  que  le  desocupara  por 
tener  necesidad  de  ese  sitio. 

El  Juzgado  dictó  auto  de  prisión  por 
allanamiento  de  morada  contra  la  señora 
García  y habiéndose  continuado  el  trámi- 
te con  los  requisitos  de  ley  se  dictó  senten- 
cia el  veinticuatro  de  mayo  del  año  en  cur- 
so, en  la  cual  por  falta  de  prueba,  absuel- 


ve a la  procesada  del  cargo  que  le  formu- 
ló por  el  deito  de  allanamiento;  y manda 
proceder  contra  la  testigo  Liberata  Argue- 
ta Guerra-  que  declaró  durante  la  sustan- 
ciación  del  juicio,  para  averiguar  si  incu- 
rrió en  el  delito  de  falso  testimonio. 

— n — 

La  Sala  2a.  conoció  en  virtud  de  apela- 
ción y al  oír  a los  señores  Procurador  y 
Fiscal  estos  funcionarios  pidieron,  el  pri- 
mero la  confirmatoria  del  fallo,  sin  dejar 
abierto  procedimiento  contra  la  testigo;  y 
el  segundo  la  revocatoria  de  la  sentencia 
para  condenar  a Margarita  García  viuda  de 
Jerez  como  autora  del  delito  de  allana- 
miento de  morada. 

El  tribunal  dictó  sentencia  el  veintiséis 
de  agosto  último  y,  de  acuerdo  con  lo  pe- 
dido por  el  Fiscal,  revoca  la  sentencia  y 
declara  que  Margarita  García  viuda  de  Je- 
rez es  autora  de  allanamiento  de  morada, 
delito  por  el  cual  le  impone  ocho  meses  de 
arresto  ma^or  conmutables  a diez  centa- 
vos diarios;  confirmando  la  propia  senten- 
cia en  cuanto  manda  proceder  por  falso 
testimonio  contra  la  testigo. 

— ni  — 

La  reo  con  auxilio  del  licenciado  don  Ce- 
cino Palma,  introdujo  el  presente  recurso 
de  casación  por  violación  de  ley,  citando 
las  disposiciones  siguientes:  lo.-  11,  y 366 
del  Código  Penales;  21  de  la  Constitución 
de  la  República;  387,  388,  479,  480  y 493 
del  Código  Civil. 

CONSIDERANDO: 

En  el  proceso  no  hay  prueba  alguna  que 
demuestre  la  comisión  de  hechos  constitu- 
tivos del  delito  de  allanamiento  de  mora- 
da, que  consiste,  según  el  articulo  366  del 
Código  Penal,  en  entrar  en  morada  ajena 
contra  la  voluntad  manifiesta  del  que  la 
habita,  o con  violencia  o intimidación, 
pues  la  acusadora  en  su  querella  y los  tes- 
tigos en  sus  declaraciones,  no  hacen  men- 
ción de  que  haya  ocurrido  alguno  de  esos  ca. 
sos  sino  nicamente  de  los  daños  ocasionados 
en  el  cerco,  rancho  y tienda,  lo  que  hu- 
biera justificado  al  encausamiento  por  lar- 
expresados  daños,  pero,  como  valorados 
por  expertos,  éstos  calcularon  que  no  pa- 
saban de  tres  quetzales,  tampoco  el  hecho 
era  constitutivo  de  delito  sino  de  falta,  de 
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acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  articulo  428 
del  Código  Penal;  y.  por  último,  como  el 
avalúo  de  los  daños  se  hizo  por  los  produ- 
cidos en  propiedad  de  la  procesada,  según 
lo  comprobó  plenamente,  ni  aún  el  articu- 
lo últimamente  citado  es  aplicable  puesto 
que  para  el  efecto  es  necesario  que  el  da- 
ño se  cause  en  efectos  de  ajena  pertenen- 
cia, como  lo  expresa  el  artículo  428  del  Có- 
digo Penal. 

En  consecuencia  los  artículos  11  y 366 
del  Código  Penal  citados  en  el  recurso,  se 
encuentran  quebrantados  y procede  casar 
el  fallo  para  resolver  en  derecho. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo además  en  los  artículos  568,  676  inciso 
lo.,  686  y 687  de  Procedimientos  Penales 
CASA  Y ANULA  el  fallo  recurrido  y resol- 
viendo declara:  absuelta  a Margarita  Gar- 
cía viuda  de  Jerez  del  cargo  que  por  alla- 
namiento se  le  formuló,  por  falta  de  prue- 
ba. 

Notifiquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al  tri- 
bunal de  su  origen. 

J.  M.  Reina  Añdrade. — Federico  O.  Sa- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R. — Alberto 
Argueta  S. — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mi,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  José  María  Juárez,  por 
insultos  a superiores. 

DOCTRINA:  Solamente  las  tachas  de  fal- 
sedad que  se  les  haga  y pruebe  a los  tes- 
tigos, hace  inaceptables  en  juicio  sus  de- 
posiciones. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinte  de  Diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Para  resolverlo  se  examina  el  recurso 
extraordinario  de  casación  introducido  por 
el  señor  Fiscal  de  la  Sala  Quinta  de  Ape- 
laciones contra  la  sentencia  ejecutoria 
proferida  por  el  indicado  Tribunal  organi- 
zado en  Corte  Marcial  el  trece  de  noviem- 
bre último,  en  el  proceso  instruido  al  Sar- 
gento José  María  Juárez  por  el  delito  de 
insultos  a superiores. 


El  señor  Fiscal  recurrente  señala  como 
violados  por  el  Tribunal  sentenciador,  los 
Artículos  73  del  Código  Militar  I Parte  y, 
199  del  mismo  cuerpo  legal,  II  Parte. 

En  los  autos  que  sirven  de  antecedentes 
al  recurso  examinado,  consta  lo  siguiente: 

A las  veinte  horas  del  doce  de  julio  del 
año  en  curso,  el  Comandante  Local  de  Ipa- 
la  — Coronel  Agustín  Paláez  — encontró 
en  las  calles  de  la  población  al  Sargento 
José  María  Juárez.  Como  tal  clase  se  halla- 
ba de  alta  en  la  Guarnición  de  la  Plaza,  le 
llamó  la  atención  por  encontrarlo  en  la 
calle  sin  permiso  alguno,  al  mismo  tiem- 
po que  le  ordenó  presentarse  a su  puesto 
inmediatamente.  Mas,  al  sólo  dar  la  vuelta 
el  Coronel  Peláez  para  seguir  su  camino, 
el  Sargento  Juárez  lo  insultó  con  una  ex- 
presión injuriante.  Por  ese  motivo  lo  con- 
dujo personalmente  a ocupar  su  puesto  en 
la  guardia.  Uña  vez  en  ese  lugar,  le  volvió 
a llamar  la  atención  por  la  falta  cometida; 
ñero,  tal  cosa  dió  cabe  para  oue  el  Sargen- 
to Juárez  repitiera  sus  insultos  contra  el 
Coronel  Peláez,  agregando  expresiones  más 
injuriosas  aún;  todo  en  presencia  del  per- 
.soñal  de  la  guarnición.  Debido  a ePo.  el 
Jefe  insultado  ordenó  castigar  disciplina- 
riamente al  subalterno  que  lo  injuriaba:  y. 
a la  vez  puso  el  hecho  en  conocimiento  del 
Juez  de  Paz  de  Ipala.  para  que  siguiera  la 
averiguación  correspondiente. 

Al  instruirse  ei  proceso  del  caso,  los  sol- 
dados Sixto  Quincin  v Francisco  López,  así 
como  el  Cabo  Antonio  Mejia  — quienes 
presenciaron  y overon  todo  lo  ocurrido  en 
el  cuerno  de  guadia  — confirmaron  con 
sus  dichos  uniformes  v contestes  lo  ex- 
puesto por  el  Coronel  Peláez. 

Además,  el  Sargento  Juárez  no  negó 
abiertamente  haber  cometido  el  delito  de- 
nunciado por  el  Coronel  Peláez:  pues  di- 
jo ser  muy  probable  que  fuera  autor  de  él: 
lo  cual  no  recordaba  bien  por  encontrarse 
ebrio  cuando  ocurrieron  esos  hechos. 

Durante  el  curso  del  juicio  criminal-  la 
defensa  se  concretó  a demostrar  la  buena 
conducta  y honradez  del  Sargento  Juárez. 

Con  esos  datos  la  Comandancia  de  Ar- 
mar del  Departamento  dictó  la  sentencia  de 
fecha  quince  de  octubre  del  año  en  cur- 
so. En  dicho  fallo  declara:  que  José  Ma- 
ría Juárez  Rojas  es  responsable  como  au- 
tor del  delito  de  insultos  a superiores;  por 
lo  que  le  impone  la  pena  de  dieciocho  me- 
ses de  prisión  con  servicio  en  obras  pú- 
blicas. Y,  a la  vez,  hace  las  otras  de- 
claraciones pertinentes  en  derecho. 
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Al  conocer  de  la  sentencia  relacionada, 
la  Sala  Quinta  de  Apelaciones  organizada 
en  Corte  Marcial,  fué  proferido  el  fallo  eje- 
cutorio de  trece  de  noviembre  anterior. 
Dicha  sentencia,  que  se  pofirió  por  mayo- 
ría de  votos  por  haber  salvado  el  suyo  el 
señor  Magistrado  Presidente,  revoca  la  de 
primera  Instancia  y,  por  falta  de  prueba 
absuelve  del  cargo  al  procesado  Juárez  Ro- 
jas. 

Por  no  estar  conforme  con  dicha  reso- 
lución el  señor  Fiscal,  introdujo  el  recur- 
so que  se  examina.  Y-  como  la  vista  se  efec- 
tuó en  la  fecha  señalada  para  el  efecto, 
es  el  caso  de  resolver  lo  procedente  en  de- 
recho. Por  ese  motivo,  el  TRIBUNAL  DE 
CASACION,  organizado  en  la  forma  que 
corresponde. 

CONSIDERA: 

1 — Que  en  el  ca.so  examinado  no  pue- 
den conceptuarse  los  dichos  de!  cabo  Me- 
jia  y de  los  .so' dados  Quincin  y López  co- 
mo interesados  directamente  en  el  asun- 
to. En  efecto,  tales  personas  depusieron 
.sobre  hechos  acaecidos  én  su  presencia,  en 
el  interior  de  la  guarnición  de  lóala.  No 
puede  creerse  oue  sean  interesados  en  el 
castigo  del  delincuente,  y,  que  ei  Jefe  de 
ellos  les  hava  ordenado  declarar  en  el  sen- 
tido en  oue  lo  hicieron:  poroue  el  de’ito 
denunciado  por  el  Coronel  Peláez  lo  con- 
fie.sa — aunaue  en  forma,  dubitativa — Juá- 
rez Rojas.  En  esas  condiciones,  salta  a la 
vista  oue  los  mencionados  testimoniantes 
depusieron  acerca  de  'o  presenciado  v oi- 
do por  ellos,  en  un  lugar  en  donde  no 
podrían  haber  personas  extrañas  al  cuer- 
po de  guardia.  Esta  es  una  razón  muy  na- 
tural para  admitir  las  exposiciones  de  ame- 
nes declararon  la  verdad  de  lo  ocurrido, 
por  reconocer  esos  hechos  el  mismo  pro- 
cesado. Por  otra  parte,  si  tal  prueba  no 
fuese  admitida,  la  disciplina — que  es  el  al- 
ma del  Ejército  Nacional — seria  lesionada 
en  forma  muv  sensible:  lo  cual  redunda- 
ría en  perjuicio  de  la  Institución  indicada. 

Además  de  lo  aue  se  deja  relacionado, 
la  tacha  aue  el  voto  de  la  mayoría  le  hace 
a los  testigos  de  cargo,  no  es  de  fa'sedad. 
En  ese  caso,  la  pueba  en  cuestión  debió 
ser  admitida  como  indicio  o presunción — 
por  lo  meños — para  no  dejar  sin  castigo 
una  falta  de  tanta  trascendencia-  come- 
tida por  un  Sargento  contra  su  Jefe  su- 
perior en  presencia  de  los  individuos  com- 
ponentes de  la  guarnición;  pues  ello,  como 
se  ha  dicho,  perjudica  grandemente  la  dis- 


ciplina. A esta  apreciación  le  dá  fuerza 
legal  el  hecho  de  que  los  testimoniantes 
reúnan  todas  las  condiciones  requeridas  por 
el  Artículo  199  del  Código  Militar  II  Par- 
te, por  un  lado,  y,  por  el  otro,  el  Art.  601 
del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

Al  no  estimarlo  así  el  Tribunal  senten- 
ciador, violó  el  Articulo  199  ya  citado  en 
el  párrafo  que  antecede.  Esto  desde  luego 
es  suficiente  para  casar  la  sentencia  re- 
currida y resolver  en  lo  principal  lo  pro- 
cedente en  derecho. 

2.  — La  prueba  de  que  se  ha  hecho  men- 
ción, a la  vez  pone  en  evidencia  el  delito 
de  insultos  a superiores  cometido  por  Juá- 
rez Rojas. 

Como  ese  hecho  punible  no  fué  cometi- 
do durante  el  servicio  o con  motivo  de  él, 
debe  penarse  al  delincuente  en  la  forma 
prescrita  en  el  Articulo  73  del  Código  Mi- 
litar I Parte;  imponiéndose  la  pena  en 
su  grado  medio,  .por  no  militar  circunstan- 
cias agravantes  ni  de  atenuación. 

3.  — Por  lo  que  se  deja  considerado,  con 
apoyo  en  las  leyes  citadas  y en  lo  dispues- 
to por  los  Artículos  18,  72  Código  Militar 

I Parte,  150,  186,  189,  425  Código  Militar 

II  Parte-  4o.  Decreto  Legislativo  1740,  686 
y 687  Procedimientos  Penales,  el  Tribunal 
de  Casación  organizado  en  la  forma  que 
corresponde, 

RESUELVE : 

Casar  y anular  la  ejecutoria  recurrida;  y 
decidir  sobre  lo  principal:  que  José  María 
Juárez  Rojas  es  responsable  como  autor 
del  delito  de  insultos  a superiores,  por  cu- 
ya infracción  le  impone  la  pena  de  cator- 
ce meses  de  prisión  con  servicio  en  obras 
públicas,  pena  que,  con  abono  del  tiempo 
padecido  deberá  purgar  en  el  Centro  Penal 
correspondiente.  Le  permite  conmutar  has- 
ta una  tercera  parte  de  la  condena,  a ra- 
zón de  la  mitad  del  sueldo  diario  que  de- 
venga, si  previamente  afianza  el  pago  de 
las  responsabilidades  civiles  derivadas  del 
delito,  en  las  que  también  se  le  condena. 
Lo  suspende  en  el  ejercicio  de  sus  dere- 
chos políticos  durante  el  tiempo  que  es- 
té condenado.  Y,  por  último,  lo  obliga  a 
la  reposición  del  papel  empleado  en  el  pro- 
ceso. 

Notifíquese  y devuélvanse  los  autos. 

J.  M.  Reina  Andrade. — Federico  O.  So- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — José 
V.  Mejia.  — Enr.  Haeussler.  — Ante  mí, 
Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO:  Contra  Higinio  Reyes  Mejia, 
por  parricidio. 

DOCTRINA:  La  confesión  calificada  no 
puede  aceptarse  en  la  parte  favorable  al 
procesado  si  hubiere  pruebas  en  contra 
de  la  calificación. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinte  de  diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y cinco. 

Vista  en  casación  la  sentencia  dictada 
por  la  Sala  4a.  de  Apelaciones  el  veinti- 
séis de  octubre  del  corriente  año,  en  el 
proceso  que  por  el  delito  de  parricidio  se 
siguió  contra  Higinio  Reyes  Mejia. 

— I — 

El  trece  de  octubre  de  mil  novecientos 
veintisiete’  en  el  cantón  San  José,  del  mu- 
nicipio de  San  Carlos  Sija,  departamento 
de  Quezaltenango,  Higinio  Reyes  Mejia  le- 
sionó en  la  cabeza  a su  hermano  Calixto 
de  los  mismos  apellidos,  hecho  presencia- 
do por  Anselmo  C.  Mejia,  quien  dió  parte 
al  Alcalde  Auxiliar  y éste  a su  vez  al  Juez 
Menor  respectivo  iniciándose  la  sumaria 
de  ley.  Mejia  declaró  haber  visto  que  Hi- 
ginio le  pegó  con  machete  a Calixto. 

El  ofendido  fué  trasladado  al  Hospital 
de  Quezaltenango  habiendo  fallecido  el 
veinte  del  mismo  mes,  a consecuencia  de 
meningo-encefalitis  consecutiva  a fractu- 
ra de  la  bóveda  del  cráneo,  que  fué  la  he- 
rida causada. 

El  reo  desapareció  y libradas  las  órde- 
nes de  captura  quedó  en  suspenso  el  pro- 
ceso hasta  el  quince  de  marzo  del  corrien- 
te año  en  que  dló  cuenta  con  él  la  escol- 
ta montada.  Indagado  que  fué  confesó  el 
delito,  pero  alegó  haber  obrado  en  defensa 
de  su  persona,  pues  su  hermano  lo  inten- 
tó matar,  lo  que  no  logró  porque  a pesar 
de  haber  amartillado  su  pistola  conio  cin- 
co veces,  no  disparó  ni  un  solo  tiro;  que 
entonces  él,  en  defensa  de  su  persona,  le 
pegó  con  el  machete.  En  su  indagatoria 
consta  que  es  hijo  legitimo  de  Domingo 
Reyes  y de  Evarista  Mejia,  que  son  las  mis- 
mas personas  que  aparecen  como  padres 
del  muerto,  según  su  partida  de  nacimien- 
to. 


— n — 

El  Juez  2o.  de  la.  Instancia  de  Quezal- 
tenango previas  las  formalidades  del  ple- 
nario,  dictó  sentencia  el  veintiuno  de  sep- 
tiembre próximo  pasadO’  condenando  al 
reo  a la  pena  de  quince  años  de  prisión 
correccional  como  autor  del  delito  de  pa- 
ricidio,  tomando  en  consideración  que  su 
confesión  calificada  no  es  el  caso  de  acep- 
tarla en  la  parte  que  le  favorece  pues  hay 
circunstancias  en  contra;  que  esta  misma 
confesión  es  una  atenuante  y que  por  con- 
siguiente la  pena  de  muerte  que  corres- 
ponde por  el  parricidio  debe  sustituirse 
con  la  inmediata  inferior  que  es  la  de 
quince  años  de  prisión  correccional. 

— ni  — 

La  Sala  hace  las  mismas  consideracio- 
nes en  su  sentencia  de  veintiséis  de  octu- 
bre próximo  pasado.  Estima  que  está  pro- 
bada la  delincuencia  del  procesado  con 
su  confesión,  pero  ésta  no  puede  aceptar- 
se en  la  parte  que  le  favorece  porque  existe 
el  dicho  del  testigo  presencial,  Anselmo 
Mejia,  que  la  modifica  en  su  parte  esen- 
cial o sea  lo  relativo  al  disparo  de  la  pis- 
tola y además  porque  no  hay  constancia 
alguna  de  que  esa  arma  se  haya  encon- 
trado por  la  autoridad  en  el  lugar  del  su- 
ceso; que  la  pena  que  corresponde  im- 
poner es  la  de  muerte,  pero  como  milita 
en  su  favor  la  atenuante  de  su  confesión, 
sin  la  que  procedería  absolverlo,  es  el  ca- 
so de  imponerle  la  pena  inmediata  infe- 
rior o sean  quince  años  de  prisión  correc- 
cional, por  lo  que  confirma  el  falo. 

— IV  — 

El  reo,  con  auxilio  del  abogado  Pablo  R. 
Cifuentes,  introdujo  recurso  de  casación 
por  violación  de  ley,  expresando  textual- 
mente; “vengo  a interponelr  formal  re- 
curso de  casación  contra  el  fallo  aludido 
por  creer  infringidos  los  artículos  607  in- 
cisos lo.,  2o.,  3o.  y 4o.  y 614  del  Código  de 
Penales,  así  como  los  artículos  573  y 575 
del  mismo  cuerpo  de  leyes,  toda  vez  que 
como  único  testigo  que  se  dice  presencial 
aparece  el  señor  don  Anselmo  Mejia”. 

CONSIDERANDO: 

El  articulo  607  de  Procedimientos  Pena- 
les no  tiene  los  cuatro  incisos  que  cita  el 
recurrente  y como  se  refiere  a que  la  ins- 
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pección  judicial  hará  plena  prueba  cuan- 
do se  practique  en  objetos  que  no  requie- 
ran conocimientos  especiales  o facultati- 
vos, es  indudable  que  se  trata  de  una  equi- 
vocación del  abogado-  por  no  ser  aplicable 
al  caso. 

El  articulo  614  no  pudo  ser  vlolad’o  por- 
que la  calificación  de  la  confesión  es  po- 
testativo del  tribunal  que  juzgue,  según 
las  circunstancias  que  la  acompañen  y la 
Sala  para  no  aceptar  tal  calificación  ex- 
presa las  razones  legales  que  justifican  su 
resolución. 

El  articulo  573  de  Procedimientos  Pena- 
les tampoco  tiene  aplicación  porque  la 
condenatoria  del  procesado  está  fundada 
en  su  confesión  y no  en  prueba  testimo- 
nial, a que  se  refiere  este  artículo,  pres- 
cribiendo que  dos  o más  testigos  idóneos 
hacen  plena  prueba  si  sus  declaraciones 
se  han  recibido  en  forma  y están  confor- 
mes en  las  personas,  en  el  lugar — en  la  ma- 
nera como  se  verificó  el  hecho;— y en  el 
tiempo  en  que  acaeció. 


El  artículo  575,  que  expresa  que  un  tes- 
tigo idóneo,  aunque  sea  presencial,  sólo 
produce  semiplena  prueba,  asimismo  no  se 
encuentra  infringido  puesto  que  la  decla- 
ración del  testigo  Mejia  que  se  tomó  en 
cuenta,  no  sirvió  para  fundar  el  fallo  con- 
denatorio sino  únicamente  para  estimar  la 
calificación  de  la  confesión. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo además  en  los  artículos  686  y 690  de 
Procedimientos  Penales,  DESESTIMA  el 
recurso  interpuesto  y condena  al  recurren- 
te a la  pena  adicional  de  quince  dias  de 
prisión  simple  cohmutable  a diez  centavos 
diarios. 

Notlfíquese  y con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

J.  M.  Reina  Andrade.  — Federico  O.  So- 
lazar. — Carlos  Castellanos  R.  — Alberto 
Argueta  S.  — José  Serrano  Muñoz.  — Ante 
mí,  Juan  Fernández  C.,  Secretario. 
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RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA. 
DURANTE  EL  MES  DE  OCTUBRE  DE  1935 


TRIBUNALES 

RAMO 

CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

Toital 

general 

Decretos 

1 

Autos 

Sen- 

tencias 

Totales 

Decretos 

Autos 

Sen- 

tencias 

Totales 

Corte  Suprema  de  Justicia 

111 

9 

2 

122 

237 

53 

16 

306 

CORTE  DE  APELACIONES 

Sala  Primera  

120 

24 

4 

148 

104 

32 

28 

164 

Saia  Segunda  

78 

32 

4 

114 

82 

47 

42 

171 

Saia  Tercera  

44 

6 

1 

51 

150 

55 

40 

245 

Sala  Cuarta  

73 

18 

3 

94 

293 

78 

72 

443 

Sala  Quinta  

23 

5 

4 

32 

117 

20 

96 

233 

Sala  Sexta  

40 

6 

0 

46 

229 

47 

40 

316 

248 

132 

387 

JUZGADOS  DE  1»  INST. 

DEPARTAMENTALES : 

546 

29 

546 

16 

302 

119 

10 

431 

897 

296 

21 

1214 

574 

229 

23 

826 

640 

459 

49 

1148 

Alta  Verapaz 

59 

16 

4 

79 

250 

23 

12 

285 

Baja  Verapaz  

77 

24 

1 

102 

351 

71 

6 

428 

Chímaltenango  

91 

15 

1 

107 

491 

202 

11 

704 

Chiquimula  

31 

58 

2 

91 

547 

197 

30 

774 

Escuintla  

44 

14 

1 

59 

400 

106 

13 

519 

Huehuetenango  

88 

30 

2 

120 

394 

139 

19 

552 

Izabal  

58 

30 

2 

90 

328 

67 

10 

405 

Jalapa  

49 

19 

2 

70 

336 

108 

10 

454 

Jutiapa  

80 

15 

2 

97 

1033 

107 

29 

1169 

Petén  

34 

11 

0 

45 

147 

14 

1 

162 

Quezaltenango  1?  

100 

77 

4 

181 

534 

148 

29 

711 

Quezaltenango  2*?  

71 

35 

4 

lio 

348 

156 

33 

537 

Quiché  

98 

18 

2 

118 

411 

102 

48 

561 

Retalhuleu  

52 

21 

1 

74 

499 

117 

6 

622 

Sacatepéquez  

52 

19 

1 

72 

337 

74 

12 

423 

San  Marcos  

62 

42 

1 

105 

379 

190 

36 

605 

Santa  Rosa  

40 

24 

2 

66 

401 

162 

16 

579 

Sololá  

33 

21 

1 

55 

450 

71 

6 

527 

Suchitepéquez  

50 

37 

4 

91 

258 

194 

31 

483 

Totonicapán 

16 

18 

0 

34 

336 

122 

9 

467 

Zacapa  

155 

30 

4 

189 

358 

152 

8 

518 

El  Progreso  

45 

4 

0 

49 

304 

22 

3 

329 

Totales  

3268 

1278 

114 

4660 

12463 

3992 

812 

17267 

1 21927 

Departamento  de  Estadística  Judicial,  Guatemala,  12  de  Noviembre  de  1935 
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DEPARTAMENTO  DE  ESTADISTICA 


RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA. 
DURANTE  EL  MES  DE  NOVIEMBRE  DE  1935 


TRIBUNALES 

RAMO 

CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

Total 

general 

Decretos 

Autos 

Sen- 

1 tenclas 

Totales 

Decretos 

Autos 

Sen- 

tencias 

Totales 

Corte  Suprema  de  Justicia 

114 

7 

2 

123 

190 

28 

19 

237 

CORTE  DE  APELACIONES 

Sala  Primera  

74 

15 

5 

94 

78 

24 

28 

130 

Sala  Segunda  

79 

14 

5 

98 

120 

52 

44 

216 

Sala  Tercera  

41 

11 

■ 1 

53 

125 

50 

22 

197 

Sala  Cuarta  

69 

12 

6 

87 

166 

105 

45 

316 

Sala  Quinta  

26 

6 

0 

32 

96 

23 

80 

199 

Sala  Sexta  

38 

10 

2 

50 

261 

44 

53 

358 

219 

128 

6 

353 

JuáOADOS  DE  INST. 

DEPARTAMENTALES : 

391 

163 

15 

569 

445 

294 

13 

752 

252 

62 

11 

325 

598 

241 

857 

499 

197 

716 

465 

1082 

Alta  Ver  apaz 

35 

13 

2 

50 

232 

27 

12 

271 

Baja  Verapaz  

29 

18 

2 

49 

270 

59 

10 

339 

Chimaltenango  

48 

7 

0 

55 

385 

166 

8 

559 

Chiquimula  

64 

67 

6 

137 

408 

201 

19 

628 

Es  cuín  tía  

39 

21 

0 

60 

255 

60 

18 

333 

Huehuetenango  

83 

23 

1 

107 

322 

131 

16 

469 

Izabal  

20 

22 

1 

43 

198 

67 

11 

276 

Jalapa  

42 

27 

2 

71 

290 

135 

14 

439 

Jutiapa  

83 

27 

0 

lio 

687 

70 

30 

787 

Petén  

37 

11 

1 

49 

191 

14 

2 

207 

Quezaltenango  

87 

47 

2 

136 

356 

138 

29 

523 

Quezaltenango  2?  

52 

26 

0 

78 

300 

103 

28 

431 

Quiché  

111 

11 

3 

125 

281 

87 

30 

398 

Retalhuleu  

30 

14 

3 

47 

686 

150 

8 

844 

Sacatepéquez  

51 

18 

0 

69 

249 

46 

6 

301 

^ ' 

San  Marcos  

44 

28 

1 

73 

308 

126 

32 

466 

Santa  Rosa  

35 

35 

2 

72 

329 

152 

15 

496 

Sololá  

50 

38 

0 

88 

400 

61 

10 

471 

Suchltepéquez  

42 

26 

0 

68 

176 

163 

16 

355 

Totonicapán  

21 

20 

1 

42 

223 

113 

16 

352 

Zacapa  

90 

17 

6 

113 

234 

146 

9 

389 

El  Progreso  

30 

4 

1 

35 

220 

10 

10 

240 

Totales  

2652 

1114 

■ 94 

3860 

9817 

3573 

840 

14235 

18095 

Departamento  de  Estadística  Judicial,  Guatemala,  1 1 de  Diciembre  de  1 935 
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DEPARTAMENTO  DE  ESTADISTICA 


RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA. 
DURANTE  EL  MES  DE  DICIEMBRE  DE  1935 


TRIBUNALES 

RAMO 

CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

Toítal 

general 

Decretos 

Autos 

Sen- 

tencias 

Totales 

Decretos 

Autos 

Sen- 

tencias 

Totales 

Corte  Suprema  de  Justicia 

203 

2 

4 

209 

103 

38 

12 

153 

CORTE  DE  APELACIONES 

Sala  Primera  

72 

34 

9 

115 

74 

23 

24 

121 

Sala  Segunda  

60 

17 

5 

82 

32 

37 

83 

152 

Sala  Tercera  

29 

7 

2 

38 

154 

35 

14 

203 

Sala  Cuarta  

42 

7 

5 

54 

159 

56 

40 

255 

Sala  Quinta  

21 

6 

2 

29 

92 

9 

69 

170 

Sala  Sexta  

36 

6 

0 

42 

187 

37 

47 

271 

A.uditoria  de  Guerra  

JUZGADOS  DE  1»  INST. 

DEPARTAMENTALES : 

1?  de  Guatemala  

359 

230 

22 

611 

29  de  Guatemala  

359 

195 

12 

566 

39  de  Guatemala  

210 

50 

5 

265 

49  de  Guatemala  

871 

69  de  Guatemala  

344 

307 

119 

770 

Alta  Verapaz  

11 

35 

2 

48 

190 

22 

13 

225 

Baja  Verapaz  

45 

12 

0 

57 

283 

40 

9 

332 

Chimaltenango  

39 

7 

1 

47 

390 

153 

7 

550 

Chiquimula  

38 

35 

1 

74 

432 

lio 

18 

560 

Escuintla  

29 

11 

1 

41 

119 

55 

11 

185 

Huehuetenango  

59 

18 

1 

78 

297 

118 

22 

437 

Izabal  j 

46 

26 

3 

75 

190 

85 

11 

286 

Jalapa  

27 

23 

1 

51 

223 

55 

6 

284 

Jutiapa  

49 

10 

0 

59 

1171 

93 

29 

1293 

Petén  

21 

12 

2 

35 

153 

8 

1 

162 

Quezaltenango  19  

62 

37 

1 

100 

220 

142 

75 

437 

Quezaltenango  29  

60 

22 

0 

82 

189 

117 

15 

321 

Quiché  

79 

9 

0 

88 

293 

96 

44 

433 

Retalhuleu  

33 

13 

0 

46 

485 

41 

3 

529 

Sacatepéquez  

47 

25 

0 

72 

246 

34 

5 

285 

San  Marcos  

48 

16 

0 

64 

262 

145 

25 

432 

Santa  Rosa  

44 

24 

1 

69 

333 

179 

13 

525 

Sololá  

39 

18 

2 

59 

363 

56 

4 

428 

Suchitepéquez  

47 

14 

3 

64 

177 

184 

5 

366 

Totonicapán  

9 

9 

0 

18 

205 

111 

9 

325 

64 

13 

1 

78 

240 

104 

8 

353 

El  Progreso  

49 

12 

0 

61 

231 

24 

3 

258 

Totales  

2336 

955 

86 

3377 

9098 

3108 

885 

13.091 

16468 

Departamento  de  Estadística  Judicial,  Guatemala,  13  de  Enero  de  1936 
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PODER  JUDICIAL 

Presidente  del  Poder  Judicial  y de  la  Corte  Siiprema  de  Justicia: 

Licenciado  don  JOSE  MARIA  REINA  ANDRADE. Avenida  La  Reforma,  «Villa  Amalia». 


CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 


MAGISTRADO:  Licenciado  don  Federico  Ogeda  Salazar,  Callejón  de  Corona,  número  5. 
MAGISTRADO:  Licenciado  don  Carlos  Castellanos  R.  — 6a.  Calle  Poniente,  No.  33. 
MAGISTRADO:  Licenciado  don  Alberto  Argneta  S.  — 6a.  Avenida  Norte,  número  34. 
MAGISTRADO':  Licenciado  don  José  Serrano  Muñoz.  — . Calle  Real  de  la  Villa  de.' Guadalupe, 
chalet  «Villa  Elena». 

SECRETARIO;  Licenciado  don  Juan  Fernández  Córdova.  — 9a.  Avenida  Súr,  número  68. 
OFICIAL  MAYOR:  Br.  don  Héctor  Fajardo  Cadena.  — 6a.  Calle  Poniente,  número  45. 


CORTE  DE  APELACIONES 


SALA  PRIMERA 
(Guatemala) : 

Presidente:  Licenciado  don  Ricardo  Ortiz 
Sánchez,  4a.  Avenida  Sur,  No.  25. 

Magistrados  Propietarios:  Licenciado  don 
Luis  Barrutia,  7a.  Avenida  Sur,  número  57. — 
Licenciado  don  Rafael  Ordóñez  Solis,  6a.  Ave- 
nida Norte,  número  25. 

Fiscal:  Licenciado  don  Julio  César  Martí- 
nez Perales,  C.  R.  de  Ciudad  Vieja,  No.  50. 

Procurador:  Licenciado  don  Manuel  Zece- 
ña  Beteta,  7a.  Calle  Oriente,  No.  15. 

Secretario:  Licenciado  don  Fernando  Ore- 
llana h.,  4a.  A.  S.  No.  92. 

SALA  SEGUNDA 
(Guatemala) ; 

Presidente:  Licenciado  don  Francisco  Me- 
néndez  B.,  11  Calle  Oriente,  No.  28. 

Magistrados  Propietarios:  Licenciado  don 
Octavio  Aguilar,  8a.  Avenida  Norte  final,  nú- 
mero 2.  — , Licenciado  don  J.  Lorenzo  Hurta- 
do P.,  9a.  Calle  Poniente  No.  58. 

Fiscal:  Licenciado  don  Miguel  Alvarez  L., 
8a.  Avenida  Súr,  No.  74. 

Procurador:  Licenciado  don  Héctor  Cruz 
F.,  6a.  Avenida  Sur,  prolongación.  No.  9. 

Secretario:  Licenciado  don  Alfredo  Valle 
Calvo,  Avenida  Central,  No.  46. 

SALA  TERCERA 
(Guatemala) : 

Presidente:  Licenciado  don  Rosalio  Reyes, 
3a.  Av.  Norte  No.  29. 

Magistrados  Propietarios:  Licenciado  don 
Rafael  Ubico  Estrada,  10a.  C.  O.  No.  5.  — Li- 
cenciado don  J.  Antonio  Mandujano,  5a.  Av. 
Norte  No.  62. 

Fiscal:  Licenciado  don  Pedro  Contenti,  3a. 
Avenida  Norte,  No.  12. 

Procurador:  Licenciado  don  Eleazar  Ur- 
meneta,  la.  Calle  Poniente,  No.  13. 

Secretario:  Licenciado  don  Maximiliano 
García,  9a.  Avenida  Norte  No.  28. 


SALA  CUARTA 
(Quezaltenango) : 

Presidente:  Licenciado  don  Eulogio  Gon- 
zález R. 

Magistrados  Propietarios:  Licenciado  don 
Jesús  Unda  Murillo.  — Licenciado  don  Abel 
V.  Montúfar. 

Fiscal:  Licenciado  don  Oscar  Zezeña. 

Procurador:  Licenciado  don  Luis  Gerardo 
Barrios. 

Secretario:  Señor  don  Héctor  Madrid  C. 

SALA  QUINTA 
(Jalapa) : 

Presidente:  Licenciado  don  José  Luis  Var- 
gas Palencia. 

Magistrados  Propietarios:  Licenciado  don 
Daniel  Arellano  h.  — Licenciado  don  Ramón 
Cadena  Gutiérrez. 

Fiscal:  Licenciado  don  Francisco  Barrios 
Solís. 

Procurador:  Licenciado  don  Alfredo  Enri- 
que Figueroa  Palma. 

Secretario:  Licenciado  don  Virgilio  Alva- 
rez  Castro. 

SALA  SEXTA 
(Totonicapán) : 

Presidente:  Licenciado  don  Francisco  En- 
rique Rodríguez  Gómez. 

Magistrados  Propietarios:  Licenciado  don 
Augusto  Linares  Letona.  — Licenciado  don 
José  Leandro  Rodas  Guzmán. 

Fiscal:  Licenciado  don  Valen tin  Alvarez 
Pérez. 

Procurador:  Licenciado  don  Francisco 
DelgadUlo  Zamora. 

Secretario:  Señor  don  Aurelio  Chacón  Be- 
nítez. 
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VOCALES  MILITARES 


CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

Propietarios:  General  de  División  don  J. 
Víctor  Mejia,  3a.  Calle  de  Tivoli,  No.  51  y Ge- 
neral de  División  don  Enrique  Haeussler,  5a. 
Calle  Poniente,  No.  55. 

SALAS  PRIMERA,  SEGUNDA 
Y TERCERA  DE  APELACIONES 

Propietarios:  General  de  Brigada  don  Juan 
B.  Alonzo,  Fuerte  de  San  José,  y Coronel  don 
Julio  H.  Corzantes. 


SALA  CUARTA  DE  APELACIONES 

Propietarios:  T.  Coronel  don  Manuel  San- 
tiago Mérida  y T.  Coronel  don  Manuel  de 
Paz  Marroquín. 

SALA  QUINTA  DE  APELACIONES 

Propietarios:  Coronel  don  Cecilio  BonUla 
y Bonilla  y T.  Coronel  don  Adrián  Salazar 
Bonüla. 

SALA  SEXTA  DE  APELACIONES 

Propietarios:  General  de  Brigada  don  Isaac 
Dardón  M.  y Capitán  don  Ramón  Rodríguez 
E. 


JUECES  DE  PRIMERA  INSTANCIA 


Juez  lo.  del  departamento  de  Guatemala: 
Lie.  don  Carlos  Girón  Z.,  Avenida  La  Refor- 
ma. 

Juez  2o.  del  departamento  de  Guatemala: 
Lie.  don  J.  Joaquín  Palma,  Avenida  La  Re- 
forma. 

Juez  3o.  del  departamento  de  Guatemala: 
Lie.  don  Guillermo  Herrera,  3a.  Avenida  Sur, 
No.  56. 

Juez,  4o.  del  departamento  de  Guatemala: 
Lie.  don  Francisco  Rendón,  4a.  Avenida  Nor- 
te, No.  16. 

Juez  5o.  del  departamento  de  Guatemala: 
Lie.  don  José  Luis  Lemus,  Villa  de  Guadalupe, 
Chalet  “Las  Palmas”. 

Juez  6o.  del  departamento  de  Guatemala: 
Lie.  don  Carlos  A.  Recinos,  Calle  Real  de 
Pamplona. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Alta  Verapaz:  Líe.  don  Antonio  Castañeda. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Baja  Verapaz:  Lie.  don  HIaroldo  Barillas. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Chimaltenango : Lie.  don  Fernando  Juárez 
Aragón. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Chiquimula:  Lie.  don  J.  Arturo  Ruano  Mejia. 

juez  Propietario  del  departameato  de 

Escuintla:  Lie.  don  Alfonso  Cifuentes  Soto. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

El  Progreso:  Lie.  don  Alfonso  Gálvez. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Huehuetenango:  Lie.  don  Abraham  Bustaman- 
te. 

Comandante  de  Armas  del  departamento 
de  Guatemala:  General  de  División  don  J. 
Francisco  Mollinedo. 

Auditor  General  de  Guerra:  Lie.  don  Bli- 
seo  Solis,  Avenida  Central  No.  10. 


Juez  Propietario  del  departamento  de 

Izabal:  Lie.  don  Héctor  Blanco  Z. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Jalapa:  Lie-  don  Simón  R.  Oliva. 

Juez  propietario  del  departamento  de 

Jutiapa:  Lie.  don  Eugenio  Nuila. 

Juez  lo.  Propietario  del  departamento  de 
Quezaltenango:  Lie.  don  Gonzalo  Menéndez 
de  la  Riva. 

Juez  2o.  Propietario  del  departamento  de 
Quezaltenango:  Lie.  don  J.  Juan  Alvarez. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Quiché:  Lie.  don  Carlos  Fernández  Ch. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Retalhuleu:  Lie.  don  J.  Vicente  Rodríguez. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Sacatepéquez : Lie.  don  Víctor  M.  Cáceres. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

San  Marcos:  Lie.  don  Hernán  Morales  Dar- 
dón. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Santa  Rosa:  Lie.  don  Oscar  Quevedo. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Sololá:  Lie.  don  Alberto  Herrarte. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Suchitepequez : Lie.  don  José  I.  Cabrera. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Totonicapán:  Lie.  don  Isauro  Berganza. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Zacapa:  Lie.  don  Julio  Morales  Ai'riola. 

Juez  Propietario  del  departamento  de 

Fetén:  Lie.  don  Carlos  Villela. 

Auditor  de  Guerra  del  departamento  de 
Guatemala:  Licenciado  don  Guillermo  Ca- 
brera Martínez,  3a.  Avenida  Sur,  No.  48. 

Fiscal  Militar:  Br,  don  Urbano  Gramajo- 


JUECES  DE  PAZ 

DE  LA  CAPITAL 

Juez  lo.  Br.  don  Julio  Contreras,  2a.  Calle  Poniente,  No.  11. 
Juez  2o.  Br.  don  Gilberto  Sanabria.  7a.  Avenida  Norte,  No.  15 
Juez  3o.  Br.  don  Bernardo  Vides,  Hotel  Delmónico. 

Juez  4o.  Br.  don  Guillermo  Melgar.  Avenida  San  José,  No.  16. 
Juez  5o.  Br.  don  Alberto  Portillo,  12  Avenida  Sur,  No.  51. 

Juez  6o.  Sr.  don  Basilio  Ramírez,  7a.  Avenida  Norte,  No.  81. 
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JURISDICCION  DE  LOS  TRIBUNALES 

SALA  PRIMERA 


Juzgados  lo.  y 6o.  de  la.  Instancia  de  Guatemala 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Fetén 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Sacatepéquez 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  El  Progreso 

SALA  SEGUNDA 

Juzgados  2o.  y 4o.  de  la.  Instancia  de  Guatemala 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Chimaltenango 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Alta  Verapaz 

Juzgados  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de Escuintla 

SALA  TERCERA 

Juzgados  3o.  y 5o.  de  la.  Instancia  y C.  de  Armas  de  Guatemala 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Santa  Rosa 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Baja  Verapaz 

SALA  CUARTA 

Juzgados  lo.  y 2o.  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Quezaltenango 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  San  Marcos 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Retalhuleu 

' SALA  QUINTA 

Juzgado  de  la.  Distancia  y Comandancia  de  Armas  de  Jalapa 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Jutiapa 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Ohiquimula 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Izabal 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Zacapa 

SALA  SEXTA 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Sololá 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Tatonicapán 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Quiché 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  HUehuetenango 

Juzgado  de  la.  Instancia  y Comandancia  de  Armas  de  Suchitepéquez 


RAMO  civn, 


Juzgado  lo.  de  Paz  { 

Juzgado  2o.  de  Paz  i 

Juzgado  3o.  de  Paz  I 

Juzgado  4o.  de  Paz  f 


Juzgado  5o.  de  Paz  

Juzgado  6o.  de  Paz  

Municipios  de  este  Departamento. . 


JUZGADO  lo.  DE  la.  INSTANCIA. 
JUZGADO  2o.  DE  la.  INSTANCIA. 

JUZGADO  3o.  DE  la.  INSTANCIA- 


RAMO  PENAL 

Juzgado  4o.  de  la.  Instancia:  Juzgado  3o.  de  Paz  y municipios. 
Juzgado  5o.  de  la.  Instancia:  Juzgado  2o.  y 4o.  de  Paz. 

Juzgado  6o.  de  la.  Instancia:  Juzgado  lo.,  5o.  y 6o.  de  Paz. 
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CATALOGO  DE  LAS  OBRAS  EXISTENTES  EN  LA 
BIBLIOTECA  DEL  PODER  JUDICIAL 


VITRINA  LETRA  “A” 


DERECHO  CIVIL 


A.  Abella,  Joaquín 

Aguilar  y García,  A 

Arumburo  y Machado  M. 
Atard  y G.  Rafael 

B.  Ba&so  A,  E 

Basso  A,  E 

Bemmelen,  P.  von 

Bofaruel 

Brenes  Córdova,  Alberto. 

C.  Castejón,  J 

Gatalá  


Ch.  Chlroní  

D.  Dánvila  

E.  España.  G.  R 

F.  Falcón.  Modesto  

Fernández,  M 

Ferrer,  Vicente  

F^cher,  Hans  A 

G.  García  Herreros,  E 

García  MorenO'  A 

Geogi  

González  C.,  Teodosu  . . 
Grasieri,  R.  de  la  

H.  Hered'ía  y Larrea,  P 

I.  Iherlng,  R.  von  

L.  Laurent,  F 

Lastre,  F 

Lehr,  E 

López  de  Haro  

López,  Narciso  

Luna,  Antonio  

Moulton,  L 

Ponsc  Gil,  J 

Pothier  

Pothier  

R.  Ricci  

Rivera,  M 


Ord'.  Vol. 


Código  Civil  1 A 1 

Derecho  Civil  Minero  "2  A 1 

Elemmtos  de  Derecho  Civil  3 A 1 

El  dolo  en  el  Derecho  Civil  4 A 1 

Sinopsis  de  Derecho  Civil  Argentino  (par- 
te General)  5 A 1 

Sinopsis  de  Der.  Civil  Argentino  (D.  reales)  6 A 1 

Nociones  de  Derecho  Civil  7 A 1 

Código  Civil  de  España  8 A 1 

Tratado  de  los  bienes  9 A 1 

Derecho  Civil  de  Italia  10  A 1 

Texto  y Jurisprudencia  d'el  Código  Civil  de 

España  11  A 1 

Código  Civil  Argentino,  1890  12  A 1 

Código  Civil  de  España,  1889  13  A 1 

Código  Civil  del  Uruguay,  1879  14  A 1 

Código  Civil  de  Guatemala,  1926  15  A 1 

La  culpa  en  el  Derecho  Civil  Moderno  ...  16  A 3 

El  contrato  de  Arrendamiento  17  A 1 

Testamento  Ológrafo  18  A 1 

Derecho  Civil  19  A 4 

El  Consultor  del  Consejo  de  Familia 20  A 1 

Promotores  Fiscales  21  A 2 

Los  daños  Civiles  y su  reparación  22  A 1 

La  sucesión  contractual  23  A 1 

Código  Civil  y de  Comercio  Alemán  24  A 1 

Teoría  de  las  Obligaciones  25  A 9 

El  problema  del  divorcio  temporal  26  A 1 

Principios  Sociológicos  de  Derecho  Civil  . . 27  A 1 

El  testamento  fonográfico  28  A 1 

La  Posesión  29  A 1 

Derecho  Civil  30  A 34 

Conferencias  populares  sobre  el  Código  Ci- 
vil de  España  31  A 1 

Derecho  Civil  Germánico  32  A 1 

Sucesiones  testamentarias  33  A 1 

Derecho  de  Sucesión  34  A 2 

Ensayos  sobre  inquilinato  35  A 1 

Diccionario  de  Derecho  Civil  36  A 3 

Sociedades  Civiles  37  A 3 

La  Compraventa  38  A 1 

Los  retractos  39  A 1 

Derecho  Civil  40  A 17 

Prontuario  del  Consejo  de  Familia  . 41  A 1 
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S.  Sánchez  Román  J 

Scaebola,  Ch.  M 

S.  Segura  y Cabrera,  A.  . . 

T.  Tarragato  

Colín  y Capitán  


A.  Abella,  J 

Albó,  R 

Alvarez  Cid,  J 

’Amat,  V 

Amor  y 'Naviero,  C 

Amor  y Naviero,  C 

B.  Ballesteros,  A 

Benito,  E.  de  

Barroso,  J.  M 

Basaldúa,  Dr.  I 

C.  Caballeros,  Salv 

Cadalso,  J 

Cansinos  Asseps,  R 

Carrara,  J 

Carrara’  J 

Castejtón,  J 

Cuello  Calón  

Cuello  Calón  

Cuello  Calón.  

Cuello  Calón  

Cuello  Calón  

Cuesta,  P 

D.  Drago,  Luis  M 

E.  Ellero  

P.  Fere,  Ch .■ 

Ferri,  E 

Perri,  E 

Ferri,  E 

Fioretti,  J 

Foguet,  J 

Franquesa,  J 

G.  García  y Romero  

Góngora  

Góngora  

Góngora  

González,  Dr.  F 

González  del  Alba,  P.  . . 

Goicouria,  W.  de  

Gorón  

Gorón  

Gorón  

Gorón  

Gorón  


Ord.  Vol. 


Derecho  Civil  Español  42  A 9 

Derecho  Civil  43  A 19 

El  Juicio  de  Deshacio  44  A 1 

La  Afinidad  45  A 1 

Código  Civil  de  Honduras,  1906  46  A 1 

Derecho  Civil  47  A 9 


DERECHO  PENAL 


Manuel  del  Jurado  48  A 1 

Tribunales  tutelares  para  niños  49  A 1 

Código  Penal  de  1,870  50  A 2 

El  Jurado  61  A 1 

La  pena  de  muerte  52  A 1 

Bibliografía  de  estudios  Penales  53  A 1 

Manual  del  Abogado  Criminalista  54  A 1 

El  Proceso  de  Guillermo  II  ante  el  Dr.  Pe- 
nal   55  A 1 

Código  Penal  de  España  56  A 1 

Legislación  Penal  Aduanera  57  A 1 

Concurso  de  Delitos  58  A 1 

Diccionario  de  Legislación  Penal  59  A 1 

Estética  y Erotismo  de  la  Pena  de  muerte, 

etc 60  A 1 

Teoría  de  la  tentativa  y de  la  complicidad 

del  grado  en  la  fuerza  física  del  delito  61  A 1 

Curso  de  Derecho  Penal  62  A 2 

Legislación  Penitenciaria  de  España  63  A 1 

Tribunales  para  niños  64  A 1 

La  Navegación  aérea.  Penal  65  A 1 

Código  Penal  Alemán  de  1919  66  A 1 

Legislación  Penal  Alemana  67  A 1 

Penalogía  68  A 1 

La  cárcel  de  Madrid  69  A 1 

Código  Penal  de  Guatemala,  1889  70  A 1 

Los  hombres  de  presa  71  A 1 

La  pena  de  Muerte  76  A 1 

Degeneración  y Criminalidad  72  A 1 

Proyecto  Preliminar  Cód.  Penal  Italia  ...  73  A 1 

Sociología  Criminal  74  A 1 

Los  hombres  y las  Cárceles  75  A 1 

La  legitima  defensa  77  A 1 

Etica  y Critica  Jurídica  78  A 1 

Contrabando  y Defraudación  79  A 1 

Suplemento  del  Libro  del  Jurado  80  A 1 

Codificación  Penitenciaria,  España  81  A 1 

Tribunales  Tutelares  para  niños 82  A 1 

Código  Penal  de  España  83  A 1 

Derecho  Penal  84  A 3 

Estudios  Jurídicos  85  A 1 

Ojos  Científicos  y Huellas  Criminales  ...  86  A 1 

Mis  últimos  Crímenes  87  A 1 

El  Calvario  de  una  Institutriz  88  A 1 

El  Ahorcado  de  Passi  89  A 1 

Los  Nihilistas  90  A 1 

Los  Vengadores  91  A 1 
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Gorón  

Gorón  

Gorón  

G.  Gorón  

Gradjean,  G.  . . , 
Groizard,  A.  

I.  Iruetady  

Id 

J.  Jiménez  de  Asúa 

Id 

Id 

Id 

Id 

Id ; . , 


Id 

Id 

Jiménez  de  Asúa 

Id 


Id 

L.  Lastres,  J 

Langle,  E 

Leyret,  H 

P.  Parmelee'  M 

Pesina,  E 

Piñan  y Melber 

R.  Roche,  R 

Rodríguez  A.  . . . 

Romero,  R 

S.  Sánchez  de  Ocaña,  R.  . . . 

Silvela,  Luis  

Spencer  

T.  Tissot,  J 

V.  Viara  y Villaseca,  S 

Vico  y Bravo,  J 

Vila,  S 

Viperon  

Von  List,  J 

Id 

Vieiter,  M.  P 

X.  Xavier  de  Silva  


Ord.  Vol. 


Los  Anarquistas  92  A 1 

A través  del  Crimen  93  A 1 

Aprendizaje  de  Policía  94  A 1 

Las  Policías  extranjeras  95  A 1 

El  delito  de  estafa  96  A 1 

Derecho  Penal  97  A 7 

El  delito  de  hurto  98  A 1 

El  delito  de  apropiación  99  A 1 

Derecho  Penai  100  A 1 

El  Derecho  Penal  en  Suiza ' 101  A 1 

Trabajos  del  Seminario  de  Derecho  Penal  102  A 1 

El  Estado  peligroso  103  A 1 

El  estado  de  necesidad  en  materia  penal.  104  A 1 

La  lucha  contra  el  delito  de  contagio  vené- 
reo   105  A 1 

La  pericolosita  106  A 1 

Los  delitos  sociales  y la  reforma  del  Có- 
digo Penal  IO8  A 1 

Estudio  critico  del  proyecto  de  Código  Pe- 
nal Itaiiano,  1921  107  A 1 

El  estado  peligroso  del  delincuente  y sus 
consecuencias  ante  el  Derecho  Pienal 

Moderno 109  A 1 

Endocrinología  y D.  Penal  110  A 1 

Estudios  penitenciarios  111  A 1 

Código  Penal  de  1870  112  A 1 

Las  sentencias  del  Magistrado  Magnaud.  113  A 1 

Criminología  114  A 1 

Derecho  Penal  115  A 1 

El  homicidio  piadoso  116  A 1 

La  Policía  y sus  misterios  en  Cuba  117  A 1 

Los  vicios  irremediables  d'el  jurado  118  A 1 

Proyecto  del  Código  Penal  de  Nicaragua..  119  A 1 

Código  manual  del  Jurado  120  A 1 

Derecho  Penal  121  A 2 

Las  prisiones  122  A 1 

Derecho  Penal  123  A 3 

Derecho  Penal  124  A 10 

Leyes  Penales  de  China  125  A 1 

Establecimientos  Penales  126  A 1 

Guía  de  los  Jurados  127  A 1 

Derecho  Penal  Alemán  128  A 1 

Legislación  Penal  comparada  129  A 1 

Proyecto  de  Código  Penal  130  A 1 

Boletín  del  Instituto  de  Criminología  131  A 1 


MEDICINA  LEGAL.  PSIQUIATRIA.  ANTROPOMETRIA 
Y ANTROPOLOGIA 


A.  Alvarez,  A.  . 
Areco,  H,  P. 

B.  Balthazard 
Bard,  L.  . . . 
Benito  . . . . 
Bleuler,  E. 


El  aborto  ¿es  un  crimen?  132  A 1 

Psicología  Legal  133  A 1 

Medicina  Legal  134  A 1 

Los  peligros  de  la  Taxicoznia  135  A 1 

La  lucha  contra  el  delito  en  Francia 136  A 1 

Psiquiatría  137  A 1 
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gaceta  de  los  tuibunales 


C.  Camino  

Carpena’  J 

Castro  

Cerdeiras 

D.  Dide  y Guirand  . 

Diner  

P.  Fernández  Cuesta 

Fursác  

FWzzi  

G.  Gambara 

González  

Grugle  

K.  Krafet-Eiving  . . . 

L.  Lacassagne  

Lecha-Maizo  

Lefert  

Lombroso  

M.  Mellusi 

Magnan,  V 

Pugljese  

T.  Tolón  

Thoinot  

V.  Vivert  


Ord.  Vol. 


Manual  de  exploración  138  A 1 

Antropología  Criminal  139  A 1 

¡Intoxicaciones  y envenenamientos  140  A 1 

El  envenenamiento  141  A 1 

Psiquiatría  del  Médico  Práctico  142  A 1 

Psiquiatría  143  A 1 

Autopsia  judicial  144  A 1 

Psiquiatría  145  A 1 

AntDopologia  146  A 1 

Psicología  y Antropología  Criminal  147  A 1 

El  problema  de  la  responsabilidad  148  A 1 

La  Psiquiatría  149  A 1 

Medicina  legal  150  A 1 

Manual  del  Médico  forense 151  A 1 

Autopsias  y embalsamientos 152  A 1 

Medicina  legal  153  A 1 

Medicina  legal  154  A 22 

Del  amor  al  delito  155  A 2 

El  delirio  Crónico  156  A 1 

El  Epiléptico  157  A 1 

Antropología  Jurídica  158  A 1 

Medicina  Legal  159  A 2 

Medicina  Legal  160  A 1 


Volúmenes  de  la  Vitrina  “A”  283 


VITRINA  LETRA  ‘'B” 


DERECHO  MERCANTIL  Y LEGISLACION  BANCARIA 


A.  Alemán,  R.  M 

Alemán,  R.  M 

Alemán,  R.  M 

Alvarez  del  Manzano  . . . 
Alvarez  del  Manzano  . . . 

B.  Boistel  

C.  Cammarota,  Antonio  . . . 

Celorio  


E.  Estarera,  Pedro  

Echavarri  

G.  Gay  de  Montella,  R 

González,  A.  M 

González,  P.  C 

L.  Lanfranco,  E 


Sociedades  mercantiles  1 B 1 

Código  de  Comercio  2 B 2 

Letra  de  Cambio  3 B 1 

Derecho  Mercantil  4 B 2 

Código  de  Comercio  y Extranjeros  5 B 6 

Teoría  de  la  Cuenta  Conúente  6 B 1 

Casas  de  Comercio  7 B 1 

Las  Actas  de  protesto  8 B 1 

Código  de  Comercio  de  Colombia  9 B 1 

Código  de  Comercio  de  Uruguay  10  B 1 

Código  d'e  Comercio  de  Argentina  11  B 1 

Código  de  Comercio  de  México  12  B 1 

Código  de  Comercio  de  Cuba  13  B 1 

Código  de  Comercio  de  España  14  B 1 

Código  de  Comercio  de  Guatemala  15  B 1 

Repertorio  de  Jurisprudencia  y d'octrina 

mercantil  e industrial  16  B 3 

Comentarios  al  Código  de  Comercio  17  B 5 

Legislación  sobre  operaciones  Bancarias  . . 18  B 1 

La  circulación  legal  de  mercancías  19  B 1 

Seguros  Sociales  20  B 1 

Derecho  Mercantil  21  B 2 
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gackta  de  los  tribunales 


M.  Malugner  y B.,  J 

Martínez  de  la  Puente,  J., 
Martínez  y Herrero,  F. 

Moret  

Pastoüln  

Rebora'  J 

Romero  y Girón  

Roig  

Silburn,  Juan  R 

Segura  y Cabrera,  Dr.  A. 


Ord. 


Reivindicación  de  efectos  al  portador  en 
los  casos  de  robo,  hurto  o extravío  . . 22 

El  Seguro  para  caso  de  muerte  23 

La  Quiebra  24 

Las  sociedades  de  responsabilidad  limitada  25 

Legislación  de  seguros  26 

La  Letra  de  cambio  27 

Código  de  Comercio  de  España  28 

Sociedades  de  responsabilidad  limitada 29 

Comentarios  al  Cód.  de  Comercio  Argentino  30 
La  compra-venta  civil  y mercantil  31 


HACIENDA,  ESTADISTICA  Y FINANZAS 


Brants,  V 

Bernis,  F 

Bernis,  F 

Bertillón,  J 

Puentes,  H 

Julin,  A 

Minguez  h.  V.,  M 

Martín-Saint-León,  E.  . . . 

Piernas,  J.  H 

Storum,  R 

Urbina,  J.  A 

Virgili,  F 


La  pequeña  industria  contemporánea  ....  32 

Fomento  de  las  exportaciones  •• . 33 

La  Hacienda  española  34 

Manual  de  Estadística  35 

Ciencia  de  las  finanzas  36 

Estadística  General  y aplicada  37 

Tratado  de  Estadística  38 

Cartells,  Trosts  39 

Tratado  de  Estadística  40 

Los  Presupuestos  41 

Legislación  de  Hacienda  42 

Manual  de  Estadística  43 


Vol. 

B 1 
B 1 
B 2 
B 1 
B 1 
B 1 
B 1 
B 1 
B 5 
B 1 


B 1 
B 1 
B 1 
B 1 
B 1 
B i 
B 1 
B 1 
B 1 
B 2 
B 1 
B 1 


Garrignet,  L. 


ECONOMIA  POLITICA 

La  Propiedad  


44  B 1 


LEGISLACION  OBRERA  Y ACCIDENTES  DEL  TRABAJO 


Amadeo,  F 

Catalán  y Gávila  

NonguéZ'  J.  M 

Posada,  A 

Rodríguez,  M.  Anto 

Soto,  Antonio  


Los  Sindicatos  Profesionales  en  el  extran- 
jero y en  la  República  Argentina 

Legislación  Obrera  

Accidentes  del  Trabajo  

Legislación  del  Trabajo  

Accidentes  del  Trabajo  

Accidentes  del  Trabajo  


45 

46 

47 

48 

49 

50 


B 

B 

B 

B 

B 

B 


1 

1 

1 

1 

1 

1 


DERECHO  HIPOTECARIO  Y NOTARIAL 


Aragonés  y Carsi,  P. 
Barranchina,  F.  . . . 

Góngora 

VUa,  S.  F 


Legislación  Hipotecaria  

Derecho  Hipotecario  y Notarial 

Legislación  Hipotecaria  

Legislación  Notarial  


51  B 2 

52  B 1 

53  B 1 

54  B 1 
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GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


DERECHO 

DIPLOMATICO  Y CONSULAR 

Ord. 

Vol. 

Badla  N., 

Carlos  

El  Factor  Geográfico  en  la  Política  Sud- 

americana  

55 

B 

1 

Barceló,  D, 

. S 

Manual  Diplomático  y Consular  Hispanoa- 

mericano  

56 

B 

1 

Bernal  de 

O.  Reilly  y,  A. 

Elementos  para  el  ejercicio  de  la  carrera 

Consular  

57 

B 

1 

Id 

58 

B 

1 

Trajano  . 

Cónsules  y Consulados  

59 

B 

1 

Vidal  y Segura  G 

Tratado  de  Derecho  Diplomático  

60 

B 

1 

DERECHO  NATURAL 
FILOSOFIA  DEL  DERECHO 


Alvarez,  S Fuentes  del  Derecho  

Cathaerin  El  Derecho  Natural  y el  Positivo 

Ihering La  lucha  por  el  derecho  

Infante  Elemento  Etico  del  Derecho  . . . . 

Levy-Ullmann,  H La  definición  del  Derecho  

Lioy,  D Filosofía  del  Derecho  

Mendizábal,  L Derecho  Natural  

Id Principios  Morales  Básicos  

Id Teoría  General  del  Derecho  . . . 

iMontesquiiCu  El  Espíritu  de  las  Leyes  

Savigny  La  Escuela  Histórica  del  Derecho 

Vechio Da  Justicia  

Id El  conflicto  de  la  Naturaleza 


61  B 1 

62  B 1 

63  B 1 

64  B 1 

65  B I 

66  B 1 

67  B 2 

68  B 1 

69  B 1 

70  B 1 

71  B 1 

72  B 1 

73  B 1 


DERECHO  ROMANO 

Lambert La  tradición  Romana  sobre  la  sucesión  . . 74  B 1 

Savigny,  F.  C.  de  Derecho  Romano  Actual  75  B 6 


DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO 


Audinet,  E 

Castro 

Fiore  

Jitta  

Matos,  J 

Sánchez  de  Bustamante. 

Id 


Principios  de  Derecho  Internacional  Pri- 
vado   76  B 1 

Conflictos  de  Nacionalidad  77  B 1 

, Derecho  Internacional  Privado  78  B 1 

Derecho  Internacional  Privado  79  B 6 

Derecho  Internacional  Privado  80  B 1 

Proyecto  de  Cód.  de  Derecho  I.  P 81  B 1 

Los  Jurisconsultos  de  Rio  de  Janeiro  y El 

Derecho  Internacional  82  B 1 


DERECHO  INTERNACIONAL  PUBLICO 


Acosta-  C.  . . 
Alvarez,  A.  . 
Berenguer,  F. 
Bry,  G 


Estudios  de  Derecho  Internacional  83  B 1 

Derecho  Internacional  de  Porvenir  84  B 1 

El  Hispanoamericano  85  B 1 

Derecho  Internacional  Público  86  B 1 
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GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


Cimbali,  G 

Cruchaga-M 

Fernández  Prida 

Picxre  

Neuman  

Auré,  J.  R 

Saldaña,  A 

Saldaña,  A 

Id 

Id 

Venizelos  

Id 


Ord.  Vol. 


Los  Derechos  Públicos  87  B 1 

Derecho  Internacional  Público  88  B 1 

Derecho  Internacional  Público  89  B 1 

Derecho  Internacional  Público  90  B 4 

Derecho  Internacional  Público  Moderno..  91  B 1 

La  Sociedad  de  las  Naciones 92  B 1 

La  defensa  Social  Universal  93  b 1 

La  Sociedad  de  las  Naciones  y la  Coopera- 
ción intelectual  94  b 1 

Sociedad  de  las  Naciones  (Boletín)  95  b 1 

Tratados  de  Costa  Rica  96  B 1 

La  Grecia  ante  la  Guerra  Europea  98  B 1 

Tratados  de  Panamá  97  b 1 


DERECHO  POLITICO  Y CONSTITUCIONAL 


Arbó,  Dr.  Higinio  

Beche  

Bryce,  J 

Id 

Id 

Bazán.  José  S 

Bergamin,  J 

Betancourt,  Dr.  A.  C.  . . . 

Bagheot,  W 

Calvo,  C.  Cándido  

Carranca,  Raúl  

Castañeda,  R.  C 

Catalá  y Gávila  

Costa,  J 

Id 

Id 

DugueU  L 

Id 

Id 

Id 

E’orrieta  y A,,  T 

Id 

Fernández  de  Velasco,  R. 

Gil  Fortoud,  J 

Gascón  y Marín  

Haurión.  M 

Hostos,  E 

Hamilton  

Janet,  Paúl  

Margal,  J.  Pi  y 

Martienzo,  J.  N 

Montúfar,  R 

Orlando,  V.  M 

Ponte  Domínguez.  F.  J.  . 

Serrano  y Prado  

Ugarte,  Dr.  Angel  


Ciudadanía  y Naturalización  99  B 

Derecho  Constitucional  100  B 

Los  Partidos  Políticos  en  Estados  Unidos..  102  B 

La  República  Norteamericana 102  B 

El  Gobierno  de  los  Estados  Unidos 103  B 

Las  Instituciones  Fedérales  de  los  EE.  ITU..  104  B 
La  responsabilidad  de  los  Ministros  en  nues- 
tro régimen  Constitucional  105  B 

Recurso  de  Institucionalidad 106  B 

La  Constitución  Inglesa  108  B 

Etiocracia  108  B 

La  Evolución  Política  Iberoamericana  ....  109  B 
Comentarios  al  Reglamento  Interior  de  la 

Asamblea  110  B 

Leyes  Políticas  11  B 

Los  siete  criterios  del  Gobierno  112  B 

Política  Quirúrgica  113  B 

Constitución  Política  de  Honduras 114  B 

Las  Transformaciones  del  Estado  115  B 

Las  Transformaciones  del  Derecho  Público  116  B 
Las  Transformaciones  del  Derecho  Privado  117  B 

Soberanía  y Libertad' 119  B 

Derecho  Político  120  B 

Tratado  El'em.  de  D.  Político  (compendio)  . 121  B 
Principios  Jurídicos  y Sociales  de  las  últi- 
mas constituciones  de  Europa  y América  122  B 

Filosofía  Constitucional  123  B 

Derecho  Político  124  B 

Derecho  Po'ítico  Constitucional  125  B 

Derecho  Constitucional  126  B 

Lógica  Parlamentarla  127  B 

Historia  de  la  Ciencia  Política  128  B 

Las  Nacionalidades  129  B 

Derecho  Constitucional  130  B 

Diario  de  las  Sesiones  de  la  Asamblea  Cons- 


tituyente de  1879,  etc 131  B 

La  personalidad  del  Estado  132  B 

Derecho  Político  133  B 

Constituciones  de  Europa  y América 134  B 

Comentarios  de  la  Constitutiva  de  Cuba  . . 135  B 


1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

2 

1 
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GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


Vásquez,  S.  . . 
Varela,  Luis  V. 
Wilson,  W.  ... 
Id 


Agramonte  . . . 

Azmor,  S 

Bu  jardín  

Eleutheroplus 
Gumplowitz  . . 

Gorki 

Gidin  

Hostos,  E 

Hostench  

Marinel-lo.  . . . 

Maeztu  

Malone  

Nardi  Greso  . . 
Rubio  y Bellré 
Rodríguez  .... 

Renault  

Reine  

Rusia  

Sales  y Ferré  . 

Sokoloff  

Squillace  

Id 

Id 

Tasín  

Ward  


LEGISLACION 

Barbé  

Blacktone  

Calvo  Sotelo  

Conkling  

Cuadros  Caldas.  J 

Fábregas  

Fernández  

Fuentes  

Góngora  

Id 

Goodnown  

Id 

Id 

Id 

Id 

Id 

Mendoza,  S 

Meyer  

Montes  


Ord.  Vol. 


Guía  del  Elector  Cubano  136  B 1 

La  Democracia  Práctica  136  B 1 

El  Gobieno  Congresional  137  B 1 

El  Estado  138  B 1 


SOCIOLOGIA 


Biología  contra  Democracia  139  B 1 

Problemas  sociales  140  B 1 

A.  B.  C.  del  Comunismo  141  B 1 

Sociología  142  B 1 

Sociología  132  B 1 

de  la  Era  Bolchevista  144  B 1 

Sociología  145  B 1 

Sociología  146  B 1 

Código  Ruso  del  Trabajo 147  B 1 

Sociología  148  B 1 

La  crisis  del  Humanismo 149  B 1 

La  República  Rusa  147  B 1 

Sociología  Jurídica  150  B 1 

F’ilosofia  de  la  Guerra  151  B 1 

Estudios  Sociales  152  B 2 

Las  huelgas  153  B 1 

La  Nueva  Rusia  147  B 1 

Legislación  Boichevista  154  B 1 

Sociología  155  B 3 

Los  Bolcheviques  juzgados  por  ellos  mismos  105  B 1 

Doctrinas  Sociológicas  156  B 2 

Problemas  Constitucionales  de  Sociología  157  B 2 

Diccionario  de  Sociología  158  B 1 

Dictadura  del  Proletanado  154  B 1 

Sociología  159  B 1 


Y DERECHO  ADMINISTRATIVO 


Códigos  de  Cuba  160  B 1 

Lavrs  of  England  161  B 1 

Derecho  Político  y Administrativo  162  B 1 

El  Gobierno  Municipal  163  B 1 

Catecismo  Agrario  164  B 1 

Derecho  Administrativo  165  B 1 

Los  Contratos  Administrativos  166  B 1 

Derecho  Administrativo  167  B 7 

Guía  Jurídica  del  Automovilista  168  B 1 

Propiedad  Intelectual  169  B 1 

Derecho  Administrativo  170  B 1 

Legislación  de  Minas  171  B 1 

Legislación  de  Seguros  172  B 1 

Legislación  de  Consumos  173  B 1 

Leyes  de  Panamá  (1926|27)  174  B 1 

Leyes  de  México  (1924|25)  175  B 3 

Controversia  del  Petróleo  176  B 1 

Organización  Administrativa  177  B 1 

Ley  de  Aguas  178  B 1 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 
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Ord. 

Vol. 

Id 

Núñez  

Oliver  

181 

B 

1 

Oviedo  

Teoría  del  Servicio  Público  

182 

B 

1 

Posada  

183 

B 

1 

Id 

Moderna  184 

B 

1 

Rio  Joan  

185 

B 

1 

Vila  Serra,  J 

Procuradores  y Agentes  

186 

B 

1 

Total  de  Volúmenes  en  la  Vitrina  “B”  . . 237 


VITRINA  LETRA  “C” 

DERECHO  CIVIL 


Baudry-Lacantinerie  

Id 

Id 

Baudry-Lacautineiiie  . . . 

Id 

Id : . . 

Id 

Id 

Id 

Colin  et.  Capitán  

Capitán,  H 

Denogue,  R 

Dalloz  

Foignet,  R 

Planiol  

Savatier  

Sautai,  P 


Derecho  Civil  1 C 3 

Tables 2 C 1 

Droit  Civil,  Suplement  3 C 4 

Du  Contrat  de  Mariage  4 C 1 

Du  Contrat  de  Lonage  5 C 3 

Des  Contrats  Aléatoires  du  mandat,  etc.  . . 6 C 1 

De  la  Sociéte  Doi  prest,  Du  Depot  7 C 1 

Du  nautissement  des  privileges  et  hypothe- 

quez  8 C 3 

De  la  Prescriptión  9 C 1 

Droit  Civil 10  C 3 

De  la  Cause  des  obligatione  11  C 1 

Des  obligatione  en  general  13  C 5 

Droit  Civil  12  C 3 

Droit  Civil 14  C 3 

Droit  Civil 15  C 3 

La  Pecherche  de  la  Paternite  16  C 1 

L.  Usufruct  des  Valeure  Nobilieres 17  C 1 


DERECHO  PENAL 


Cuche,  P Droit  Criminel  18  C 1 

Degois,  C Droit  Criminel  19  C 1 

Foiquet  et  Dupin  Droit  Criminel  , 21  C 1 

Tchernoff,  J Droit  Penel  Financier  21  C 2 

Goyet,  F Droit  Pénal  Spécial  76  C 1 

Roux,  J.  A Droit  Penel  et  Procedure  Pénale  77  C 1 

Roux,  J.  A Droit  Criminel  Francais  78  C 2 


MEDICINA  LEGAL 


Gay,  E. 


La  Medicine  Legale 


22 


C 1 
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GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


DERECHO  MERCANTIL  Y LEGISLACION  BANCARIA 


Boitel  et  Foignet 

Id 

Bouterón,  J 

Copper  Royer  . . . 

Dalloz  

Duterque,  P.  ... 

Fontaione,  J.  . . . 

Gide,  Ch 

Id 

Lacour  Banteron 
Veaux,  A 


Curtí,  A 

Decugis,  H 

Dalsace,  H 

D.  Aygurande  .... 
Lacour  et  Bonteron 

Petitpierre,  G 

Tacquet,  A 

Veyrieras,  J 

Ract  

Malagarrioja 


Ord. 


Droit  Comercial  Terrestre  23 

Droit  Commercial  Maritime  24 

Le  Chéque  25 

SocTetes  Anonymes  26 

Code  de  Comerce  27 

Situation  Juridique  des  Representants  de 

Comerce  28 

Lttre  de  Change  29 

Les  Asociatiohs  Cooperatives  Agricoles ....  30 

Les  Societes  Cooperatives  de  Consumation  31 

Droit  Commercial 32 

Le  libre  Salaire  de  la  Femme  Manee  et  la 
Contribution  des  epoux  aux  echanges 

du  manege  33 

Droit  Civilet  Commerciel  Anglais 79 

Societes  par  Actions  80 

Fondation  d'es  Societes  aíionymes  81 

Juge  Commissaire  82 

Droit  Commerciel  83 

Responsabilite  Civile  des  Administrateurs  84 
La  Reserve  Legale  dans  les  societes  anony- 
mes   85 

Societes  extranjeres  en  France  86 

Societes  Anonymes  87 

Derecho  Mercantil  Marítimo  88 


HACIENDA,  ESTADISTICA  Y FINANZAS 


Foiquet,  et  Dupont  Legislation  Financiere  84 

Moye,  M Legislation  Financiere  35 

Rosier,  C Legislación  Fiscal  47 

ECONOMIA  POLITICA  Y SOCIAL 


Ansiaux,  M. 
Andre,  L.  . . 
Foiquet,  R. 
Gide,  Ch.  . . 

Id 

Id 


Economie  Politique  36 

Histoire  Economique  37 

Economie  Politique  38 

Economie  Politique  39 

Economie  Politique  40 


La  lutte  contre  la  cherché  et  cooperation.  41 


C 

C 

c 

c 

c 

c 

c 

c 

c 

c 


c 

c 

c 

c 

c 

c 

c 

c 

c 

c 

c 


c 

c 

c 


c 

c 

c 

c 

c 

c 


LEGISLACION  OBRERA  Y ACCIDENTES  DEL  TRABAJO 


Code  du  Trabail  

. 42 

C 

Bry,  G 

. 43 

C 

Raynaud  

Sindicato  Profesionnels  

. 44 

c 

Sachet.  A 

Legislation  Sur  les  accidents  du  travail  . 

. 45 

c 

Zeys,  P 

Le  valeur  lu  Corps-Numair  

. 46 

c 

DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO 

Armyon,  P Droit  Int.  Prive  48  C 

Foignet,  R Droit  Int.  Prive  49  C 

Pillet,  A Droit  Internationel  Privé  50  C 

Weiss,  A Droit  Internationel  Privé  51  C 


Vol. 

1 

1 

1 

3 
1 

1 

1 

1 

1 

4 


1 

2 

1 

1 

1 

2 

1 

1 

1 

1 

1 


1 

1 

2 


3 

1 

2 

2 

1 

1 


1 

1 

1 

3 

1 


1 

1 

2 

6 
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DERECHO  INTERNACIONAL  PUBLICO 


Bonde,  A.  . 
Fonchitle,  P. 
Foignet  . . . 
Struppy,  R. 


Ord'. 


Droit  Internationel  Public 52  C 

Droit  Internationel  Public 53  c 

Droit  Internationel  Public 54  c 

Droit  Internationel  Public 55  c 


DERECHO  POLITICO  Y CONSTITUCIONAL 


Barthelmy,  et  Duex 

Bonde,  A 

Duguit,  L 

Id 

Foignet,  R 

Haurion,  M 

Mocean,  J 


Droit  Constitutionñel  

Droit  Corrstitutionnel  

Droit  Coastitutionnel  

Manuel  Droit  Constitutionnel 

Droit  Constitutionnel  

Droit  Coastitutionnel  

Droit  Constitutionnel  


56  C 

57  C 

58  C 

59  C 

60  C 

61  C 

62  C 


Vol. 

1 

4 

1 

1 


1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 


DERECHO  ROMANO 


Dalloz  

C 

2 

Foignet  

C 

1 

Ferrot  

C 

Id 

66 

C 

1 

CONTENCIOSO  ADMINISTRATIVO 


Appleton,  J Du  Contentieux  Administratif  67  C 1 


DERECHO  ADMINISTRATIVO 


Berthelemy  

Administratif  

68 

C 

1 

Dalloz  

Droit 

Administratif  

69 

C 

1 

Foignet  

Administratif  

70 

C 

1 

Haurion  

Administratif  

71 

C 

1 

PROCEDIMIENTOS  CIVILES 


Avellaneda 
Borjas,  A. 
Boitad  . . . 


Chiovenda  . . 
González,  R. 
Garsomet,  E. 

Huguet  

Jofre  

Id 

Id 

Lessona  .... 

Llamas  

Manresa  .... 
Id 


El  Ministerio  Judicial  89  C 1 

Procedimientos  Civiles  Venezolanos  90  C 6 

Procedure  Civile  91  C 2 

Código  de  Procedimientos  de  Guatemala , . 92  C 1 

Código  de  España  93  C 1 

Derecho  Proc.  Civil  94  C 2 

La  Justicia  y el  Foro  95  C 1 

Procedure  Civile  96  C 2 

El  Abogado  Popular  97  C 6 

Código  de  Proc.  Civiles  Argentino  98  C 1 

Proyecto  de  Proc.  Civiles  Argentino 99  C 1 

Procedimientos  Civiles  Penal  10  C 3 

La  Prueba  101  C 2 

Procedimientos  Civiles  102  C 1 

Procedi'nie¡ -tos  Civiles  103  C 6 

Procedimientos  Civiles  104  C 6 
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Ord. 

Vol. 

Moiret,  J 

105 

c 

1 

Naon,  E.  M 

106 

C 

1 

Pórtela  

107 

C 

2 

108 

c 

6 

Rlcci  

109 

c 

2 

PROCEDIMIENTO  MILITAR 

Cabrerizo 

El  Defensor  

lio 

c 

1 

Menéndez,  R.  . . . 

111 

c 

1 

Total  de  Volúmenes  en  la  Vitrina  “C”  . . 222 


VITRINA  LETRA  "D” 

DICCIONARIO.  ENCICLOPEDIA  ILUSTRADA,  ESPASA  CALPE  1 D 68 


DERECHO  PROCESAL 


Aguilera 
Bellver  . 

Id.  . . . 
Bennier 


Frías  . . 
Navarro 
Ruiz  . . 
Id.  . . 


Ley  de  Enjuiciamiento  2 D 6 

El  Juicio  Criminal  3 C 1 

El  Sumario  4 D 1 

Das  Pruebas  5 D 2 

Código  de  Ley  Criminal  de  España  6 D 1 

Código  de  Ley  Criminal  de  Honduras  7 D 1 

Derecho  Procesal  8 D 4 

Procedimiento  (Procesal)  Penal  9 D 1 

Procedimientos  Criminales  10  D 2 

Procedimientos  Criminales  11  D 2 


Betancourt,  A.  C.  . 

Barrio  y Morayta,  L. 
Espinoza  


Santos 

Scoane 

Zuñega 


JURISPRUDENCIA 


Jurisprudencia  Cubana  Civil  y Contencioso 

Administrativo  12  D 1 

Jurisprudencia  del  Código  Civil  13  D 1 

Diccionario  de  Jurisprudencia  Contencioso 

Administrativa  14  D 1 

Jurisprudencia  de  la  Alta  Corte  de  Monte- 
video   15  D 1 

Jurisprudencia  de  la  Alta  Corte  de  Justicia 

d'e  Montevideo  16  D 1 

Jurisprudencia  Civil  17  D 1 

Jurisprudencia  Civii  18  D 2 


PROCEDIMIENTOS  CIVILES 


BonfUs,  H. 
Bufuoir,  C. 
Camuzet  . . 
Caravantes 


Procedure  Civile  et  Commerciale  19  D 1 

Théorie  de  la  Condition  20  D 1 

Procédure  Civile  21  D 1 

Procedimientos  Judiciales  22  D 4 
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Ord. 

Vol. 

Collinghon 

Des  Conflicts  D’atribution  

23 

D 

1 

Castañeda  

Prontuario  de  Procedimientos  Civiles  .... 

24 

D 

1 

Debac,  G 

De  L’  action  du  ministere  public  

25 

D 

1 

Fernández  de  la  Rúa,  B. 

Comentarios  a la  Ley  de  Enjuiciamiento  C. 

26 

D 

5 

Lobaton.  F.  V 

Juicios  de  amparo  

27 

D 

1 

Membreño,  Alberto  

Práctica  Forense  Civil  

28 

D 

1 

Foulouse  

Procedure  Pratione  

29 

D 

1 

Zúñiga  

Práctica  Forense  

30 

D 

2 

Waelbroeck:  

La  Compétence  

31 

D 

1 

CONTENCIOSO  ADMINISTRATIVO 

Bravo  

Lo  Contqncioso-Ad'ministrativo  

32 

D 

1 

Betancourt,  A.  C 

Procedimientos  Contencioso- Administrativo 

33 

D 

1 

Caballero  

Lo  Contencioso-Administrativo 

34 

D 

1 

Id 

35 

ri 

3 

Fernández  

Lo  Contencioso-Administrativo  

36 

D 

1 

Gallostra  

Lo  Contencioso-Administrativo  

37 

D 

1 

LEGISLACION 

Y DERECHO  ADMINISTRATIVO 

Armand,  Em 

La  Pólice  Municipalé  et  Rurale  

38 

D 

1 

Caballero  

Leyes  Administrativas  

39 

D 

3 

Códigos  de  la  República  Argentina  

40 

D 

1 

Leyes  Nacionales  de  la  Rep.  Argentina  . . . 

41 

D 

2 

Ley  Reglamentaria  de  Educación  Pública  . . 

42 

D 

1 

Ley  de  Extranjería,  inmigración  y Pasapor- 

ites  de  Panamá  

43 

D 

1 

Naon,  R.  S 

Inviolabilidad  de  la  Propiedad  Minera  . . . 

44 

D 

1 

Roibon,  J 

Policía  Marltmia  y Fluvial  Argentina  .... 

45 

D 

1 

Saavedra,  Lamas  

Legislación  Social  y de  Trabajo  

46 

D 

1 

DERECHO 

1 INTERNACIONAL  PUBLICO 

Congreso  Pan-Americano  1826-1926  

47 

D 

1 

DERECHO  PENAL 

Moreno  H.,  R 

El  Código  Penal  y sus  antecedentes 

48 

D 

7 

Cuestiones  Prácticas  de  Derecho  Penal  . . 

49 

D 

1 

DERECHO  CIVIL 

Cuestiones  Prácticas  de  Derecho  Civil  . . . 

50 

D 

1 

Cuestiones  Prácticas  de  Derecho  (Varios) . 

51 

D 

1 

Total  de  Volúmenes  de  la  Vitrina  “D”  149 


VITRINA  LETRA  “E” 

DERECHO  CIVIL 


ABeM,  J Manual  de  Testamentaria  

Oadés,  E Le  Code  Civil  

Azcárate Historia  del  Derecho  d'e  Propiedad 
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Cárdenas  

Conde  la  Lañada 
Cruz,  P 


Demolombe,  C 

Id 

Id 

Id 

Id 

Id 

Id.  

Id 

Id 

Id 

Id 

Donat,  J 

Id 

Dumas,  h.,  A 

Duriex  i 

D’ Aguano,  J 

Fernández  Elias  

Galisset,  C.  M 

Gandeifl,  J.  B 

García  Goyena  

Gorosabel,  P 

Herrero,  B 

Laserna  

Laurent  

Lehr,  E 

Id 

Lieber,  F 

Maluquer  

Maurisa  

Marcadé  

Menche  de  Lisne,  A.  ... 

Millet,  A 

Morató,  R 

Mourlón,  P 

Noguet,  A 

Pacheco  

Pothier 

Id 

Id .*  . . 

Id 

Rodríguez 

Sánchez  de  Molina  

Sánchez  Toca  

Santa  María  de  Paredes. 
Troplong,  M 


Historia  de  la  Propiedad  

Instituciones  de  Derecho  Civil  

Instituciones  de  Derecho  Civil  

Código  Civil  de  Honduras  (1880)  

id.  id.  de  El  Salvador  (1893)  

id.  id  de  El  Perú  (1852)  

id.  id.  de  El  Perú  (1893)  

id.  id.  de  México  (1870)  

id.  id.  de  Chiapas  (1872)  

id.  id.  de  Chile  (1855)  

id.  id.  de  España  

Códigos  Europeos  (F’rancés,  Portugués,  Ale- 
mán, Italiano)  

Aplication  des  lois  

De  L’Absence  

Du  Mariage  

De  la  Paternité  

De  L’Adoption  

De  la  Minorite  

Distinction  des  Biens  

De  Servitudes  

Des  Successions  

Donations  entre  vií  et  Testaments  

Des  Contrats  

Leyes  Civiles  

Oeuvres  complétes  

La  Recherché  de  la  Paternité  

Du  Divorce  

Derecho  Civil  

Derecho  Civil  

Corpus  Juris  Civils  

Code  Civil  DTtalie  

Código  Civil  de  España  

id.  id.  de  España  

id.  id.  de  España  

Derecho  Civil  

Droit  Civil  

Derecho  Civil  Germánico  

Derecho  Civil  Ruso  

La  libertad  Civil  

Derecho  Civil  de  España  

Derecho  Civil  

Explication  du  Code  Napoleón  

Droit  de  Chasse  

Le  Divorce  

Derecho  Civil  de  España  

Examen  du  Code  de  Napoleón  

Le  Divorce  

Derecho  Civil  Peruano  i 

Oeuvres  completes  

Contrato  de  Peña  

Contrato  de  Beneficencia  

Contrato  de  Matrimonio  

Derecho  Civil  Español  

Derecho  Civil  Español  

El  Matrimonio  

Derecho  de  Propiedad  

Du  contrat  de  Mariage  


Ord.  Vol. 


4 

E 

2 

5 

E 

1 

6 

E 

1 

7 

E 

1 

8 

E 

1 

9 

E 

1 

10 

E 

1 

11 

E 

1 

12 

E 

1 

13 

E 

1 

14 

E 

2 

15 

E 

2 

16 

E 

1 

17 

E 

1 

18 

E 

1 

19 

E 

1 

20 

E 

1 

21 

E 

2 

22 

E 

2 

23 

E 

2 

24 

E 

5 

25 

E 

6 

26 

E 

6 

27 

E 

2 

28 

E 

9 

29 

E 

1 

30 

E 

1 

31 

E 

1 

32 

E 

1 

33 

E 

1 

34 

E 

1 

35 

E 

4 

36 

E 

1 

37 

E 

1 

38 

E 

3 

39 

E 

13 

40 

E 

1 

41 

E 

1 

42 

E 

2 

43 

E 

1 

44 

E 

11 

45 

E 

12 

46 

E 

1 

47 

E 

1 

48 

E 

2 

49 

E 

3 

50 

E 

1 

.51 

E 

3 

52 

E 

2 

53 

E 

1 

.54 

E 

1 

55 

E 

1 

56 

E 

3 

57 

E 

O 

58 

E 

2 

59 

E 

1 

61 

E 

4 
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Id 

Id 

Id 

Troplong,  M.  . . 

Id 

Id 

Id 

Id 

Id 

Id 

Id 

Id 

Id 

Saint  Josept,  A. 

Viso  

Wodon,  L 


Ord.  Vol. 


Donations 63  E 4 

Priviléges  e Hipothéques  63  E 4 

Du  contrat  d'e  Societés  64  E 2 

De  L’echange  et  du  Lonage  65  E 3 

De  la  Vente  66  E 2 

Du  mandat  67  E 1 

Du  Prét  68  E 1 

De  contrinte  par  corps  69  E 1 

Du  mantrosement  70  E 1 

Du  depót  et  séquestre  71  e 1 

Sur  la  transcription  72  E 1 

Dun  contionnement  73  e 1 

De  la  Prescription  74  E 2 

Concordance  entre  les  codes  civils  extran- 

gers  et  le  Code  Napoleón  60  E 5 

Derecho  Civil  Español  75  E 3 

Traité  de  la  Possesión  76  E 3 


DERECHO  PENAL 


Arenal,  Concepción 

Armengol.  P 

Boef,  M.  P 


Chauveand,  A 

Ducpetiaux,  E 

Ferrus,  M.  G 

Garafalo  

Goyena  

Franck  

Gonzáiez  de  Estefani  . . 

Latour  

Le  Sellyer  

Ortolan  

Id 

Id 

Pacheco,  C 

Rivera  

Rossi  

Selva 


Vismanos 


Estudios  penitenciarios  77  E 1 

La  Cárcel  Modelo  de  Madrid  . . . . ¿ 78  E 1 

Droit  Penal  79  E 1 

Derecho  Penal  de  Hungría,  1878  80  E 1 

Código  Penal  d'e  España,  1870  81  E 1 

Código  Penal  del  Perú,  1856  82  E 1 

Código  Penal  de  El  Salvador,  1893  83  E 1 

Código  Penal  de  Nicaragua,  1879  84  E 1 

Código  Penal  de  Guatemala,  1874  85  E 1 

Teorie  du  Code  Pénal  86  E 6 

La  Reforma  penitenciaria  87  E 3 

Prissionners  et  Prisons  88  E 1 

Indemnización  de  las  Victimas  del  delito  . . 90  E 1 

Código  Criminal  91  E 2 

Derecho  de  Pena  89  E 1 

Sistema  penitenciario  92  E 1 

Code  Penal  93  E 1 

Traité  de  la  criminallté  et  la  Penalité  ....  94  E 1 

Derecho  Penal  95  E 2 

Droit  Penal  96  E 2 

Les  penalités  de  L’Eníer  de  Dante  97  E 1 

Código  Penal  98  E 4 

Prisiones  de  Europa  99  E 2 

Delitos  políticos  100  E 1 

Derecho  Penal  101  E 1 

Derecho  Penal  102  E 1 

Sistema  de  Legislación  Penal  de  Guatema- 
la en  el  año  de  1836  : 103  E 1 

Comentarios  al  Código  Penal  Español  104  E 2 


MEDICINA  LEGAL 


Briand  Medicina  Legal  105  E 2 

Id id  id  106  E 2 

Fuentes  Medicina  Legal  107  E 1 

Fuentes  Exhumaciones  y auptosias  108  E 1 
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Ord. 

Vol. 

Mata  

109 

E 

3 

La  razón  Humana  

lio 

E 

1 

Razón  humana  en  estado  de 

enfermedad  111 

E 

1 

Doctrina  Médico  Filosófico  . . . 

112 

E 

1 

Criterio  Médico  .’ 

113 

E 

2 

Experimentación  Fisiológica  . . . 

114 

E 

1 

Libertad  Moral  

115 

E 

1 

116 

E 

1 

“id.  

117 

E 

1 

VITRINA  LETRA  “F” 


DERECHO  MERCANTIL  Y LEGISLACION  BANCARIA 


Arias 

Bastine  

Id 

Id 

Id 

Id 

Id 

Id 

Id 

Id 

Id 

Id 

Id 

Bed'arride 

Id 

Boeuf,  M.  J.  . . 
J.  G.  Concecelle 


Elmore,  Ab 

Feitú,  E.  

Gasse,  M 

González,  H.  ... 
Hoechetez,  E.  G. 
Lama,  M.  A.  . . . 

Lastres  

Massé,  M.  G.  . . . 
Namur  

PetUt  A 

Scheser,  M 

Foulet 


Vidalin 


Derecho  marítimo  1 

Code  de  la  Bourse  2 

Des  Commercants  3 

Des  Sociétés  4 

Commentaire  de  la  loi  sur  les  Sociétés  ....  5 

Bourses  de  Commerce  6 

Des  Commissionnaires  7 

Des  Achats  et  Vents  8 

Faillites  et  banquerouts  10 

Des  Cheques  9 

Des  Chemons  de  Fer  11 

Du  Dolet  de  la  Fraude  12 

Juridiction  Commerciale  13 

Du  Commerce  Maritime  14 

Hipotheque  Maritime  15 

Droit  Commercial  16 

Operations  de  Banque  17 

Cdigo  Comercial  de  Chile  18 

Código  Comercial  del  Perú  19 

Código  Comercial  de  El  Salvador  20 

Derecho  Comercial  21 

Compte  Courant  22 

Manuel  de  Juge  de  Commerce  23 

Derecho  Mercantil  24 

Derecho  (droit  Commercial)  25 

Reglamentación  de  Legislación  Mercantil . . 26 

Operaciones  de  Bolsa  27 

Droit  Commercial  28 

Code  de  Comerce  Belge  29 

Ordenanzas  de  Bilbao  30 

Les  Ti  tres  an  Porteur  31 

Historia  del  Comercio  32 

Tribanaux  de  Commerce  33 

Tracté  de  Commerce  et  de  navigation  entre 

Belgique  et  les  Pays  Extrangers  34 

Droit  Commercial  35 


HACIENDA,  ESTADISTICA  Y FINANZAS 


F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F’ 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 


F 


1 

1 

1 

3 
2 
1 
1 
1 
1 
1 
2 

4 
1 

5 
1 
1 
1 
1 
1 
1 
1 
1 
1 
2 
1 
1 
1 
4 
3 
1 
1 
2 
1 

1 

1 


Leroy  Blanlien 


Scinse  des  Finanzas 


36 


2 
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Carballo  . . . , 
Caorreras  . . . 
Courcelles  . . 
Fodere,  P.  . . 

Foy  

KeUs  

Madraza,  D. 
Molinari  . . . . 

Id 

Montúfar  . . . 
Rodríguez  . . 
Say  J.  B.  . . 

Storch,  H.  . 

Villey 


ECONOMIA  POLITICA 

Ord. 


Economía  Política  37 

Economía  Política  33 

Economía  Política  39 

Economía  Política  40 

Economía  Política  41 

Economía  Política  (Historia  de  la)  42 

Economía  Política  43 

Economía  Política  44 

Lois  Economiques  45 

Economía  Política  46 

Economía  Política  47 

Melanges  et  correspondence  D’Economía  Po- 

litique  48 

Economía  Politique 49 

Tribuna  de  los  Economistas  50 

Du  Role  de  l’Ehar  51 


DERECHO  HIPOTECARIO  Y NOTARIAL 


Canales  Legislación  Bancaria  

Elias  Legislación  Hipotecaria  . 

Escosura  Legislación  HipotecaiSa  

Gómez  Ley  del  Notariado  

Pantoja  Ley  Hipotecaria  

Pedrero  Legislación  Hipotecaria  

Saint  Joseph  A Concordance  des  lois  Hipothecalres 


52 

53 

54 

55 

56 

57 

58 


DERECHO  DIPLOMATICO  Y CONSULAR 

Albertini  Derecho  Diplomático  59 


Vol. 
F 2 
F 1 
F 2 
F 2 
F 2 
F 1 
F 3 
F 2 
F 1 
F 1 
F 1 

F 1 
F'  4 
F 3 
F 1 


F 2 
F 1 
F 4 
F 2 
F 3 
F 3 
F 2 


F 


1 


DERECHO  NATURAL 
FILOSOFIA  DEL  DERECHO 


Ahrens,  E 

Beline,  W 

Costa  

Aguilaz,  J.  A.  . . 

F’abra  

Fernández  Filias 

Id 

Frore  

Cimer  

Guillén 

Kant  

Kant  

Sthal  

Taparelli,  L.  . . . 
Tiberglien,  G.  . . 
Vauxelles,  J.  B. 


Exposición  orgánica  de  la  Ciencia  del  Dere- 
cho y del  Flstado  60 

PhUosophie  du  Droit  61 

Teoría  del  Derecho  Jurídico  Individual  y 

Social  62 

Derecho  Natural  63 

Filosofía  de  la  Legislación  Natural  64 

Filosofía  del  Derecho  65 

Filosofía  de  Derecho  66 

Interpretación,  de  las  Leyes  67 

Principios  elementales  de  Derecho 68 

Introducción  General  del  Estudio  del  Dere- 
cho   69 

E Metaphisignes  de  la  Doctririe  du  Droit  . . 70 

Principies  Metaphisiques  du  Droit  71 

Filosofía  d'el  Derecho  72 

Derecho  Natural  73 

Elstudios  sobre  Filosofía  74 

Justice  Universalle  75 


F 

F 

F 

F' 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 

F 


2 

2 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 
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DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO 


Ord. 

Vol. 

Arrióla  

. 76 

F 

1 

Poderé,  P 

, 77 

F 

1 

Foelix,  M 

78 

F 

2 

Id 

Droit  International  Privé  

79 

F 

2 

Olivares  

el  Civil  y Mercantil,  etc 

80 

F 

1 

Pillet,,  A 

81 

F 

16 

Sagarra,  C 

el  Perú  

82 

P 

1 

DERECHO  INTERNACIONAL  PUBLICO 


Aranda,  R 

Arenal,  C 

Bello,  A 

Calvo,  C ; 

Id 

Capefigue,  M.  ... 

Casanova  

Díaz,  M 

Plore  

Id 

Goñe,  F 

Guerconniere  .... 
Heffter,  A.  G.  ... 

Id! 

Kluber,  F.  L.  ... 
Leroy  Beaulien  P. 
López  Sánchez  . . 

Martens  

Montúfar,  L 

Riquelme,  A 

Roucarde  de  Card 
Santisteban,  J.  S. 

Seijas  

Sefane,  G 

Vattefl.  

Weathon,  E 

Weathon,  E 


Tratados  del  Perú  83  F'  4 

Derecho  de  Gentes  84  P 1 

Derecho  Internacional  Público  85  F 2 

Derecho  Internacional  86  F 2 

Droit  International  87  F 4 

Le  Congrees  de  Vienne  en  les  Traités  d'e  1815  88  F 2 

Diritto  Internazionale  89  F 2 

Derecho  Internacional  Mexicano  90  F 3 

Droit  Int.  Públic  91  P 2 

Derecho  Internacional  92  F 2 

Relaciones  Internacionales  de  España  93  P 1 

Le  Droit  Public  et  L’Europe  moderne  94  P 1 

rj'roit  Int.  Públic  95  F’  1 

Derecho  Internacional  Público  96  F 1 

Droit  de  Gens  97  F 1 

De  la  Colonization  98  F 1 • 

Derecho  Internacional  Público  99  P 2 

Droit  des  Gens  100  F 2 

Derecho  de  Gentes  101  F 1 

Derecho  Internacional  Público  102  F 1 

La  Guerra  Continentale  et  la  Propieté  ....  103  F 1 

Derecho  de  Gentes  • 104  P 1 

Derecho  Internacional  Hispanoamericano.  105  F 6 

Tribunales  de  Arbitraje  106  P 1 

Droit  de  Gens  107  F 3 

Historia  del  Derecho  de  Gentes  108  P 2 

Droit  International  109  F 2 


DERECHO  POLITICO  Y CONSTITUCIONAL 


Azcárate,  G 

lio 

Batres,  A 

111 

Blumtschli  

Derecho  Público  Universal  

112 

Casanova  

Diritto  Constitlucionaii  

113 

Colmeiro,  M 

. . . . Derecho  Público  

114 

Id 

115 

Constan!,  M.  B 

116 

Poderé,  P 

. . . . Derecho  Político  . . 

117 

F'oucart,  E.  V 

. . . . Droit  Public  

118 

1 

7 

4 

1 

1 

1 

4 

1 

2 
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Fuentes,  M.  A.  . 

Id 

Id 

Id 

Grinke  Fed.  . . . 
Laferriere,  M.  F. 
Id 


M.  P.  S 

Pagés,  J.  C 

Passey  

Pradler  Federé  . . 
Quimper,  J.  M.  . . 

Salas,  B 

Santiesteban,  J.  S. 

Serrano  

Stuart  Mili  

Tripier,  L 

Soria  


Ord. 


Derecho  Constitucional  119 

Práctica  Parlamentaria  120 

Derecho  Politice  Peruano  121 

Derecho  Constitucional  Filosófico  122 

Ciencia  y Derecho  Constitucional  123 

Les  Constitutions  d’Europ  et  d”Amerique . . 124 

Histories  des  Principes  125 

Leyes  Constitucionales  de  México  durante  el 

Siglo  XIX  126 

Estudio  Comparativo  de  las  Leyes  Electora- 
les del  Perú  127 

Espíritu  del  Derecho,  etc 128 

Des  F'ormes  de  Goberments  129 

Droit  Public  130 

Derecho  Político  131 

Derecho  Político  132 

Derecho  Constitucional  133 

El  Régimen  Constitucional  134 

El  Gobierno  Representativo  135 

Constitutions  qui  on  regi  la  France  de  1798.  136 
Derecho  Político  Comparado  137 


Vol. 
F 2 
F 1 
F 1 
F 1 
F 2 
F 1 
F 1 

F 1 

F 1 
F 3 
F 1 
F 1 
F 2 
F 2 
F 1 
F 1 
F 1 
F 1 
F 1 


DERECHO  ROMANO 


Arosemena  Joffre 

Conder  

Demangeat  

Gómez  Marín  . . . 

Hinofosa  

La  Serna  

Masías  

Ortolán  

Savigny  


Derecho  Romano  138  F 2 

Droit  Romano  139  F 1 

Droit  Romano  140  F 2 

Digesto  del  Emp.  Justiniano,  141  F 3 

Historia  del  Derecho  Romano  142  F 1 

Derecho  Romano  143  F 2 

Derecho  Romano  144  F 1 

Instituciones  d'el  Emperador  Justiniano  . . 145  F 2 

De  la  Posse.ssion  en  Droit  Romain 146  F 1 


VITRINA  LETRA  “G” 

DERECHO  CANONICO 


André  

1 

G 

6 

Bouix  

Tractatus  de  Judiecis  Eclesiasticus 

2 

G 

2 

3 

G 

4 

G 

2 

5 

G 

1 

. ...  6 

G 

1 

. . . . 7 

G 

1 

TH 

8 

G 

1 

. . . . 9 

G 

1 

Bouix  

Capitules  

. . . . 10 

G 

3 

Caballeris  

Derecho  Canónico  

. . . . 11 

0 

3 

Donoso  

Instituciones  Canónicas  

. . ..  12 

G 

3 
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LEGISLACION  MILITAR 


Ord. 

Vol. 

Caravantes  

13 

G 

1 

Colón  

13 

G 

5 

Código  Militar  de  El  Salvador  

14 

G 

1 

Ordenanzas  Militares  de  España  

15 

G 

1 

Ordenanza  Militar  de  Guatemala  . . . 

16 

G 

2 

Ballesillo  

Legislación  MUitar  de  España  

17 

G 

13 

Idi 

18 

G 

3 

LEGISLACION  Y DERECHO  ADMINISTRATIVO 


Avella  

Azcárate  

Alcántara,  A 

Aranda,  R 

Borní.  N.  F 

Id 

Bravo  

Ceré  

Constant  i 

Colmeiro  

Id 

Cámara  

Comte  

Cousin  

Fuentes  

Id 

Lafuente  

Museros  

Pereira  

Id 

Pandectas  

Posada  Herrera  

Pradier  

varios  

Zamora  


Derecho  Administrativo  

Legislación  comparada  

La  Justicia  y la  Administración  . . 

Leyes  del  Perú  

Droit  Administratif  

id.  id.  suplement 

Legislación  de  comunicaciones  . . . 
La  desentralización  administrativa 

Code  de  Theatres  

Derecho  Administrativo  

id.  id.  Apéndice  

Arquitectura 

Tratado  de  Legislación 

Bibliotecas  

Derecho  Administrativo  del  Perú 
Comp.  Administrativo  del  Perú  . 

Leyes  Agrarias  de  Guatemala 

Legislación  Minas  del  Perú  

Tasación  de  tierras  

Construcción  de  paredes  

De  las  aguas  

Hispano  Mej  icanas  

¡Lecciones  de  Administración  . . . 

Derecho  Administrativo  

Enciclopedia  de  Derecho  y Ad 

Legislación  ultramarina  


19 

20 
21 
22 

23 

24 

25 

26 

27 

28 

29 

30 

31 

32 

33 

34 

35 

36 

37 

38 

39 

40 

41 

42 

43 

44 


PROCEDIMIENTOS  CIVILES 


Ballesteros 
Curia  .... 


Elizondo  . 
lUamvrot 
Le  Sellyer 
Lozano  . . 

Moreno  . . 
Osorio  . . . 
Zarzoso  . . 


Ley  Orgánica  de  Tribunales  45  G 2 

Filípica  Mexicana  46  G 1 

Código  de  Procedimientos  de  Honduras  ...  47  G 1 

Código  de  Procedimientos  de  El  Salvador  . . 48  G 1 

Código  de  procedimientos  de  Chiapas  49  G 1 

Código  de  Procedimientos  de  España  50  G 1 

Práctica  Universal  51  G 10 

La  Magistratura  52  G 2 

Competencia  y urbanización  de  Tribunales  53  G 2 

Instituciones  Judiciales  54  G 1 

Ley  de  Org.  del  Poder  Judicial  de  España  . . 55  G 1 

Juzgados  de  Paz  56  G 1 

Guia  d'el  Fiscal  57  G 1 

Instrumentos  públicos  58  G 1 
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Covarrubias 
Corzo,  A.  . 


Jolain  . . 
Posadillo 

Tapia  . . 

Id.  . . . 
Verlaiíca 


PROCEDIMIENTOS  PENALES 


Ord. 


Recursos  de  fuerza  59 

Aplicación  del  Código  Penal  60 

Código  de  Procedimientos  Penales  C.  Rica  61 

id.  id.  de  Guatemala  62 

id.  id.  de  Ei  Salvador  ...  63 

id.  id.  de  Baja  California.  64 

Causas  célebres  (fuentes)  65 

Causas  célebres  (Soc.  Jursíc)  66 

Curia  FUipica  (H.  Bolaños)  67 

Instruction  criminel  68 

Práctica  criminal  69 

Procesos  célebres  70 

Febreiro  novísimo  71 

Febrero  reformado  72 

Jurisprudencia  popular  73 


Vol. 
G 2 
G 1 
G 1 
G 1 
G 1 
G 1 
G 10 
G 17 
G 1 
G 1 
G 3 
G 6 
G 6 
G 6 
G 2 


JURISPRUDENCIA 

Gasse  Jurisprudencia  comercial  74  G 1 

Semanario  Judicial  de  México  75  G 6 

Sentencias  de  Corte  Casación,  Costa  Rica  . . 76  G 1 


LEGISLACION  ANTIGUA  DE  ESPAÑA 


Antequera Historia  de  la  Legislación  

Comentarios  de  las  Leyes  de  Yoro  . . 

id.  id.  id.  id 

Costa  Libertad  Civil  

González  Instituciones  Jurídicas  

Jove  y Bravo  Los  Foros  en  Galicia  

López  G Las  partidas  

Ley  de  Indias  

Marichalar  Historia  de  la  Legislación  

Macanar  Regalías  de  los  Reyes  de  Aragón  .... 

Pidal  Gobierno  y Legislación  de  España  . 

Sempere  Historia  de  los  vínculos  y mallorazgos 


77  G 1 

78  G 2 

79  G 2 

80  G 1 

81  G 1 

82  G 1 

83  G 4 

84  G 2 

85  G 9 

86  G 1 

87  G 1 

88  G 1 


VITRINA  LETRA  “H” 

REVISTAS  DE  LEGISLACION  Y JURISPRUDENCIA 
REVISTAS 


Boletín  de  Legislación  y Jurisprudencia  de 

España  1 H 87 

Revista  de  Leg.  y Jurisprudencia  de  España  2 H 75 

Revista  de  Jurisp.  criminal  de  España  ....  3 H 42 

Indice  de  la  Res.  y Boletín  4 H 1 

Repertorio  d'e  Jurisprudencia  5 H 6 

Jurisprudencia  administrativa  6 H 17 

Indice  de  Rep.  Gral.  y Boletín  7 H 1 
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VITRINA  LETRA  “I” 

REVISTAS 


Ord. 


Jurisprudencia  Civil  de  España  1 

Repertorio  de  Jurisp.  Civil  Española  2 

Gaceta  de  los  Tribunales  de  Guatemala  . . 5 

Leyes  de  Guatemala  3 

El  Guatemalteco 4 


Vol. 
I 66 
I 2 
I 17 
I 43 
I 21 


VITRINA  LETRA  “J” 


LITERATURA  E HISTORIA 


Autores  Españoles  

Amador,  J4  

Aristófanes  

Ayala  

Batres,  J.  A 

Id 

Brieva  

Cánovas  del  Castillo  .... 

Calderón  

Castelar  

Id 

Id 

Id 

Id 

Id 

Id 

Id 

Coronado  

Cremisux  

Chaix  

Homero  

López,  J.  M • 

Menéndez  y P 

Milton  

Mello  

Mendoza  

Manzoni  

Pindaro  

Quintana  ■ 

Saavedra  

Schiller  

Torres  Caicedo  

Virgilio  

Id 

Velarde  

Valdivieso  


Literatura  Clásica  1 J 67 

Literatura  Española  2 J 7 

Comedias  3 J 3 

Teatro  • 4 J 4 

Vicios  del  Lenguaje  5 J 1 

Landivar  e Irizarri  6 J 1 

Tragedias  de  Eschilo  7 J 1 

El  solitario  y su  tiempo  8 J 2 

Teatro  • 9 J 4 

Discursos  parlamentarios  10  J 3 

Discursos  políticos 11  J 1 

En  defensa  del  Progreso  12  J 1 

Historia  de  los  movimientos  republicanos 

en  Europa  13  J 7 

Estudios  Históticos  15  J 1 

Cuestiones  políticas  y sociales  16  J 3 

Cartas  sobre  política  europea  17  J 2 

Cuestión  de  Oriente  18  J 1 

Ensayos  Dramáticos  19  J 1 

Discours  Politiques  20  J 1 

D’Est  Auge  Discours  et  Playdoyres  21  J 3 

La  Iliada  22  J 3 

Discursos  Parlamentarios  23  J 5 

Odas  Epístolas  24  J 1 

El  Paraíso  Perdido  25  J 2 

Guerra  de  Cataluña  26  J 1 

Obras  27  J 1 

Moral  Católica  28  J 1 

Odas  ■ 29  J 1 

Españoles  célebres  30  J 2 

Sublevación  de  Nápoles  31  J 1 

Sus  Obras  32  J 3 

Ensayos  biográficos  33  J 3 

Eglogas  y Geórgicas  34  J 1 

La  Eneida  35  J 2 

Poesías  36  J 1 

Romancero  Espiritual  37  J 1 
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Ord. 

Vol. 

Cantú  

J 

10 

Lafuente  • 

Montúfar 

J 

7 

Goyangos  

41 

J 

1 

Ibo  Alfaro  

42 

J 

2 

DERECHO  HIPOTECARIO  Y NOTARIAL 

Gasas  Gaceta  del  Notariado 43  J 12 


VITRINA  LETRA  "K” 

DICCIONARIOS 


Larousse 
Id.  . 
Serrano 
Littré  . . 
Dalfoz  . 
Dalloz  . . 

Id.  .. 
Cortés  . . 
Vasardi  , 
Id.  .. 
Calderón 
Escrlche 
Cánovas 
Alcubilla 
Id.  .. 
Casas  . . 


Dictlonnaire  Universelle 1 K 17 

Diccionario  Hispano  Americano  2 K 29 

Diccionario  Universal  3K  16 

Dictlonnaire  de  la  Langue  Francais  4 K 4 

Dictlonnaire  de  Jurisprudence  5 K 6 

Diccionario  de  Derecho  Canónico  6 K 1 

id.  id 7 K 4 

Diccionario  Consular  8 K 1 

Diccionario  de  Derecho  Marítimo  9 K 1 

Diccionario  de  los  delitos  y de  las  penas  . . 10  K 1 

Diccionario  de  Legislación  Peruana  11  K 3 

Diccionario  de  Legislación  12  K 2 

Diccionario  Administrativo  13  K 1 

Diccionario  d'e  la  Administración 14  K 3 

id.  id.  id 15  K 3 

Diccionario  del  Notariado  Español  16  K 4 


REVISTAS 


Revista  de  la  Notaría 

Revista  Centro  Americana  

Revista  de  los  Tribunales  españoles  

Boletín  de  la  Revista  de  los  Tribunales  . . . 
Repertorio  de  Legislación  


17  K 2 

18  K 2 

19  K 2 

20  K 1 

21  K 2 


DEPARTAMENTO  DE  OBRAS  ANTIGUAS 


Legislación  de  Guatemala 


Oficial  El  Guatemalteco  años:  1873,  78,  79  — 1883, 

85,  86,  87,  88,  89,  90,  91,  92,  93,  94,  95,  96, 
97,  98,  99,  — 1900,  1901,  902,  903,  904, 

Oficial 905,  906,  907,  908,  909,  910,  920,  921  — 

Cuarentisiete  volúmenes 


La  Gaceta  de  Guatemala,  años:  1850/1852  2 Volúmenes 

1854,  65  8 id.  W. 
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OBRAS  ESPAÑOLAS  ANTIGUAS 


Oficial 


Lúea 

Id 

López,  G.  . 
Id 

Covarrubias 
Castillo  . . . 
Gutiérrez  . . 
Oficial  .... 
Oficial  


Diario  de  las  Seciones  del  Congreso  y de  las 


Cortes  206  Volms. 

Códigos  Españoles 12  „ 

Obras  completas 14  „ 

Ordenanzas  de  la  Armada  2 „ 

Las  Partidas  5 „ 

Diccionario  Juridico-Administrativo  5 „ 

Cánones  y concilios  de  la  Iglesia  5 „ 

Sus  obras  4 „ 

Sus  obras 10  „ 

Quaestionum  canonicarum  6 „ 

Colección  Legislativa  de  España  8 „ 

Diario  de  las  Cortes,  1820/21  26  „ 


VITRINA  LETRA  “L” 


Sánchez  Tegerina  

Sa  lellles  

Valverde  y Valverde  . . . . 

Venezían  

Marichalar  

Lesona  

Lastres  

Rocco  

Garda  del  Corral  

Laguna  Serrano  

Vivante  

Gabba  

Gnnge  

Lacosta  

Costa  • 

Serrano  

García  Rivera  

Caminero  

Calatrava  

Barredo  

Boistel  

Laurent  

Aramburo  

Manresa  

Pavón  

Carlomagno  


DERECHO  CIVIL 

Ord.  Vol. 


Teoría  de  los  delitos  de  omisión  1 L I 

Posesión  de  bienes  muebles  2 L 1 

Derecho  CivU  Español  3 L 5 

Usufructo  y habitación  4 L 2 

Derecho  Civil  5 L 4 

Teoría  General  de  la  prueba  6 L 5 

Procedimientos  Judiciales  7 L 2 

Derecho  Mercantil  8 L 1 

Derecho  Civil  Romano  9 L 1 

Prontuario  de  la  Jurisprudencia  Civil  10  L 1 

La  Unidad  del  Derecho  Privado  11  L 2 

Derecho  Civil  Moderno  12  L 2 

Estudios  Jurídicos  13  L 1 

La  Mejora  14  L 1 

El  Juicio  Pericial  15  L 1 

Normas  Jurídicas  16  L 1 

Escritos  Judiciales  17  L 1 

Partición  de  Herencia  18  L 1 

La  Verdad  del  Derecho  19  L 1 

Manual  Práctico  del  Abogado  20  L 1 

Teoría  Jurídica  de  la  cuenta  corriente  ....  2l  L 1 

Derecho  Civil  22  L 22 

Elementos  de  Derecho  Civil  23  L 3 

Ley  de  Enjuiciamiento  Civü  24  L 6 

Contratos  en  el  Derecho  Civil  25  L 1 

La  locación  en  el  Derecho  Civil  26  L 1 


DERECHO  PENAL 


Groizard  Código  Penal  de  1870 

Ramos ■ Derecho  Penal  

Rivera  Curso  de  Derecho  Penal 

Manduca  El  Procedimiento  Penal 


27  L 7 

28  L 4 

29  L 2 

30  L 2 
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Groizard  . 
Dorado  . . . 
Hernández 

Reus 

Brusa  

La  Serna  . 
Ingenieros 

Ricci 

Framarino 


Ord.  Vol. 


Derecho  Penal  31  l 8 

El  Derecho  y sus  Sacerdotes  32  L 1 

Tratado  de  Derecho  Penal  33  l 1 

Código  Penal  34  l 1 

Prolegómenos  de  Derecho  Penal  35  L 1 

Derecho  Penal  33  l 3 

Simulación  de  la  Locura  37  l 1 

Trtado  de  las  Pruebas 33  l 2 


Lógica  de  las  Pruebas  en  materia  Criminal  39  L 2 


MEDICINA  LEGAL 


La  Cassagne  Manual  del  Médico  Forense  40  L 1 

Mora  • Manual  de  Medicina  Forense  41  L 1 


HISTORIA 


Boladeros  

Blasco  Ibáñez  

Sudevig  

López  y Pérez  

Sotela  

Cervantes  y Saavedra  . . 


Historia  de  las  Naciones  42  L 4 

Historia  de  la  Guerra  Europea  43  L 5 

Napoleón  44  L 1 

Teatro  d'e  la  Legislación  Universal  de  Espa- 
ña   45  L 25 

Historia  de  Derecho  Real  de  España 46  L 1 

Don  Quijote  de  La  Mancha 47  L 2 


DICCIONARIOS 


Salvat  . . 
Sebe  . . . 
Garrigos 
Escriche 
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